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§ 1

Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía 
para Asturias

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 9, de 11 de enero de 1982
Última modificación: 17 de julio de 2010

Referencia: BOE-A-1982-634

Esta ley pasa a denominarse "Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de 
Autonomía del Principado de Asturias", según establece el art. único.1 de la Ley Orgánica 
1/1999, de 5 de enero. Ref. BOE-A-1999-338

DON JUAN CARLOS I, REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley Orgánica:

TITULO PRELIMINAR

Artículo primero.  
Uno. Asturias se constituye en Comunidad Autónoma de acuerdo con la Constitución y el 

presente Estatuto que es su norma institucional básica.
Dos. La Comunidad Autónoma, comunidad histórica constituida en el ejercicio del 

derecho al autogobierno amparado por la Constitución, se denomina Principado de Asturias.

Artículo segundo.  
El territorio del Principado de Asturias es el de los concejos comprendidos dentro de los 

límites actuales de la provincia de Asturias, para cuya modificación se estará a lo dispuesto 
en el artículo 56 de este Estatuto.

Artículo tercero.  
Uno. La bandera del Principado de Asturias es la tradicional con la Cruz de la Victoria en 

amarillo sobre fondo azul.
Dos. El Principado de Asturias tiene escudo propio y establecerá su himno por Ley del 

Principado.
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Artículo cuarto.  
1. El bable gozará de protección. Se promoverá su uso, su difusión en los medios de 

comunicación y su enseñanza, respetando en todo caso las variantes locales y la 
voluntariedad en su aprendizaje.

2. Una ley del Principado regulará la protección, uso y promoción del bable.

Artículo quinto.  
La sede de las instituciones del principado de Asturias es la ciudad de Oviedo, sin 

perjuicio de que por Ley del Principado se establezca alguno de sus organismos, servicios o 
dependencias en otro lugar del territorio.

Artículo sexto.  
Uno. El Principado de Asturias se organiza territorialmente en municipios, que recibirán 

la denominación tradicional de Concejos y en Comarcas.
Dos. Se reconocerá personalidad jurídica a la parroquia rural como forma tradicional de 

convivencia y asentamiento de la población asturiana.
Tres. Podrán crearse Areas Metropolitanas.

Artículo séptimo.  
Uno. A los efectos del presente Estatuto gozan de la condición política de asturianos los 

ciudadanos españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan vecindad 
administrativa en cualesquiera de los Concejos de Asturias.

Dos. Como asturianos, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los 
ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad 
administrativa en Asturias y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de 
España. Gozarán también de estos derechos, si así lo solicitan, sus descendientes inscritos 
como españoles en la forma que determine la ley del Estado.

Artículo octavo.  
Las comunidades asturianas asentadas fuera de Asturias podrán solicitar como tales, el 

reconocimiento de su asturianía, entendida como el derecho a colaborar y compartir la vida 
social y cultural de Asturias. Una ley del Principado de Asturias regulará, sin perjuicio de las 
competencias del Estado, el alcance y contenido de dicho reconocimiento, que en ningún 
caso implicará la concesión de derechos políticos.

El Principado de Asturias podrá solicitar del Estado que para facilitar lo dispuesto 
anteriormente, celebre los oportunos Tratados o Convenios Internacionales con los Estados 
donde existan dichas comunidades.

Artículo noveno.  
Uno. Los derechos y deberes fundamentales de los asturianos, son los establecidos en 

la Constitución.
Dos. Las instituciones de la Comunidad Autónoma de Asturias, dentro del marco de sus 

competencias, velarán especialmente por:

a) Garantizar el adecuado ejercicio de los derechos y deberes fundamentales de cuantos 
residen en el territorio del Principado.

b) Impulsar una política tendente a la mejora de las condiciones de vida y trabajo.
c) Adoptar aquellas medidas que tiendan a fomentar el incremento del empleo y la 

estabilidad económica.
d) Procurar la adopción de medidas dirigidas a promover las condiciones y a remover los 

obstáculos, para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra, 
sean efectivas y reales.

e) Facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, 
cultural y social de Asturias.
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TITULO I

De las competencias del Principado de Asturias

Artículo diez.  
1. El Principado de Asturias tiene la competencia exclusiva en las materias que a 

continuación se señalan:

1. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno.
2. Alteración de los términos y denominaciones de los concejos comprendidos en su 

territorio, así como la creación de organizaciones de ámbito inferior y superior a los mismos, 
en los términos establecidos en el artículo 6 de este Estatuto.

3. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
4. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general del Estado ni 

afecten a otra Comunidad Autónoma.
5. Los ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el 

territorio de la Comunidad Autónoma, y en los mismos términos el transporte terrestre, 
fluvial, por cable o tubería.

6. El transporte marítimo exclusivamente entre puertos o puntos de la Comunidad 
Autónoma sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.

7. Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes.
8. Establecimiento de bolsas de valores y establecimiento y regulación de centros de 

contratación de mercaderías, conforme a la legislación mercantil.
9. Puertos de refugio, puertos, aeropuertos y helipuertos que no sean de interés general 

del Estado.
10. Agricultura, ganadería e industria agroalimentaria, de acuerdo con la ordenación 

general de la economía.
11. Tratamiento especial de las zonas de montaña.
12. Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, incluidos 

los hidroeléctricos, canales y regadíos de interés para la Región. Aguas minerales y 
termales. Aguas subterráneas cuando discurran íntegramente por el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma.

Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas 
discurran íntegramente por el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.

13. Pesca en aguas interiores, fluviales y lacustres, marisqueo, acuicultura, alguicultura, 
así como el desarrollo de cualquier otra forma de cultivo industrial. Caza. Protección de los 
ecosistemas en los que se desarrollan dichas actividades.

14. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circulación 
de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia. 
Ferias y mercados interiores. Denominación de origen, en colaboración con el Estado.

15. Planificación de la actividad económica y fomento del desarrollo económico de la 
Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la política económica general. 
Creación y gestión de un sector público de la Comunidad Autónoma.

16. Artesanía.
17. Museos, archivos, bibliotecas, hemerotecas, servicios de Bellas Artes y demás 

centros de depósito cultural o colecciones de naturaleza análoga y conservatorios de música 
de interés del Principado de Asturias, que no sean de titularidad estatal.

18. Patrimonio cultural, histórico, arqueológico, incluida la arqueología industrial, 
monumental, arquitectónico, científico y artístico de interés para el Principado de Asturias.

19. Investigación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.15.ª de la Constitución. 
Academias con domicilio social en el Principado de Asturias.

20. Cultura, con especial atención a la promoción de sus manifestaciones 
autóctonasyalaenseñanza de la cultura asturiana, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 149.2 de la Constitución.

21. Fomento y protección del bable en sus diversas variantes que, como modalidades 
lingüísticas, se utilizan en el territorio del Principado de Asturias.
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22. Turismo.
23. Deporte y ocio.
24. Asistencia y bienestar social. Desarrollo comunitario. Actuaciones de reinserción 

social.
25. Protección y tutela de menores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª y 

8.ª de la Constitución.
26. Casinos, juegos y apuestas con exclusión de las apuestas mutuas deportivo-

benéficas.
27. Cooperativas y entidades asimilables, mutuas no integradas en el sistema de 

Seguridad Social, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.6. a de la Constitución.
28. Espectáculos públicos.
29. Estadísticas para los fines de la Comunidad Autónoma, en coordinación con la 

general del Estado y con la de las demás Comunidades Autónomas.
30. Fundaciones que desarrollen principalmente sus actividades en el Principado de 

Asturias.
31. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las disposiciones del Estado en el 

ejercicio de sus competencias por razones de seguridad, sanitarias o de interés militar y las 
relacionadas con las industrias que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y 
energía nuclear. El ejercicio de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la 
ordenación de la actividad económica general y la política monetaria del Estado, en los 
términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11. ª y 13. ª de la Constitución.

32. Instalaciones de producción, distribución y transporte de cualesquiera energías y 
fluidos energéticos, cuando su transporte no salga de Asturias o su aprovechamiento no 
afecte a otra Comunidad Autónoma. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los números 
22 y 25 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

33. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades del derecho sustantivo y 
de la organización propia de la Comunidad Autónoma.

34. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y medios 
específicos, de acuerdo con el artículo 149.1.1.ª ,6.ª y 8.ª de la Constitución.

35. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.
36. Cajas de Ahorro e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, en el 

marco de la ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que en 
uso de sus facultades dicte el Estado.

2. En el ejercicio de estas competencias corresponderá al Principado de Asturias la 
potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, que ejercerá 
respetando, en todo caso, lo dispuesto en la Constitución.

Artículo once.  
En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la 

misma establezca, corresponde al Principado de Asturias el desarrollo legislativo y la 
ejecución en las siguientes materias:

1. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias, pastos y espacios 
naturales protegidos.

2. Sanidad e higiene.
3. Coordinación hospitalaria en general, incluida la de la Seguridad Social.
4. Ordenación farmacéutica.
5. Protección del medio ambiente, incluidos los vertidos industriales y contaminantes en 

ríos, lagos y aguas interiores y normas adicionales de protección del medio ambiente.
6. Régimen minero y energético.
7. Ordenación del sector pesquero.
8. Defensa del consumidor y del usuario, de acuerdo con las bases y la ordenación de la 

actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y la coordinación 
general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y en los 
números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

9. Corporaciones de Derecho público representativas de intereses económicos y 
profesionales. Ejercicio de las profesiones tituladas.
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10. Régimen local.
11. Sistema de consultas populares en el ámbito del Principado de Asturias, de 

conformidad con lo que disponga la Ley a que se refiere el artículo 92.3 de la Constitución y 
demás leyes del Estado, correspondiendo a éste la autorización de su convocatoria.

Artículo doce.  
Corresponde al Principado de Asturias la ejecución de la legislación del Estado, en los 

términos que en la misma se establezca, sobre las siguientes materias:

1. Ejecución, dentro de su ámbito territorial, de los tratados internacionales en lo que 
afectan a las materias propias de las competencias del Principado de Asturias.

2. Asociaciones.
3. Ferias internacionales.
4. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad Social. 

INSERSO. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para establecer 
las condiciones del beneficiario y la financiación se efectuará de acuerdo con las normas 
establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias de conformidad con lo 
dispuesto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

5. Museos, archivos, bibliotecas, hemerotecas y colecciones de naturaleza análoga de 
titularidad estatal cuya gestión no se reserve la Administración del Estado. Los términos de 
la gestión serán fijados mediante convenios.

6. Pesas y medidas. Contraste de metales.
7. Planes establecidos por el Estado para la implantación o reestructuración de sectores 

económicos.
8. Productos farmacéuticos.
9. Propiedad intelectual e industrial.
10. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149 de la 

Constitución, corresponde al Estado la competencia sobre la legislación laboral y la alta 
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migraciones 
interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo sin perjuicio de lo que 
establezcan las normas del Estado sobre estas materias.

11. Protección civil. Salvamento marítimo.
12. Puertos, aeropuertos y helipuertos de interés general cuando el Estado no se reserve 

su gestión directa.
13. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto 

en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reservándose el Estado la 
alta inspección conducente al cumplimiento de la función a que se refiere este precepto.

14. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas 6, 11 y 13 del 
apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

15. Transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino en el territorio 
del Principado de Asturias, sin perjuicio de la ejecución directa que se reserve el Estado.

Artículo trece.  
De conformidad con las leyes del Estado, el Consejo de Gobierno nombrará a los 

notarios y registradores de la propiedad y mercantiles, así como a los corredores de 
comercio y participará en la fijación de las demarcaciones correspondientes.

Artículo catorce.  
1. La Junta General del Principado de Asturias podrá ejercer la iniciativa legislativa 

prevista en el artículo 87.2 de la Constitución para la aprobación por el Estado de las leyes 
previstas en el artículo 150.1 y 2 de la Constitución.

2. En cualquier caso, el Principado de Asturias podrá asumir las demás competencias 
que la legislación del Estado reserve a las Comunidades Autónomas.
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Artículo quince.  
1. Todas las competencias mencionadas en los artículos anteriores y en los demás del 

presente Estatuto se entenderán referidas al territorio del Principado de Asturias.
2. En el ejercicio de sus competencias, el Principado de Asturias gozará de las 

potestades y privilegios propios de la Administración del Estado, entre los que se 
comprenden:

a) La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos, así como los poderes de 
ejecución forzosa y revisión en vía administrativa.

b) La potestad de expropiación, incluida la declaración de urgente ocupación de los 
bienes afectados y el ejercicio de las restantes competencias de la legislación expropiatoria 
atribuidas a la Administración del Estado cuando se trate de materias de competencia de la 
Comunidad Autónoma.

c) La potestad de sanción dentro de los límites que establezca el ordenamiento jurídico.
d) La facultad de utilización del procedimiento de apremio.
e) La inembargabilidad de sus bienes y derechos, así como los privilegios de prelación, 

preferencia y demás, reconocidos a la Hacienda pública para el cobro de sus créditos, sin 
perjuicio de los que correspondan en esta materia a la Hacienda del Estado y en igualdad de 
derechos con las demás Comunidades Autónomas.

f) La exención de toda obligación de garantía o caución ante cualquier organismo 
administrativo o Tribunal jurisdiccional.

No se admitirán interdictos contra las actuaciones del Principado en materias de su 
competencia, realizadas de acuerdo con el procedimiento legal.

3. En el ejercicio de la competencia prevista en el artículo 10.1.1 del presente Estatuto y 
de acuerdo con la legislación del Estado, corresponde a la Comunidad Autónoma, entre 
otras materias, el establecimiento del régimen estatutario de sus funcionarios, el régimen 
jurídico-administrativo derivado de las competencias asumidas, la regulación de los bienes 
de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comunidad Autónoma, 
así como las servidumbres públicas en materia de su competencia y la regulación de los 
contratos y concesiones administrativas en el ámbito del Principado de Asturias.

Artículo dieciséis.  
El Principado de Asturias impulsará la conservación y compilación del derecho 

consuetudinario asturiano.

Artículo diecisiete.  
1. En materia de medios audiovisuales de comunicación social del Estado, el Principado 

de Asturias ejercerá todas las potestades y competencias que le correspondan, en los 
términos y casos establecidos en la legislación básica del Estado.

2. Igualmente le corresponde, en el marco de las normas básicas del Estado, el 
desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de prensa y, en general, de todos los medios 
de comunicación social.

3. En los términos establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, la Comunidad 
Autónoma podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa y, en general, 
todos los medios de comunicación social para el cumplimiento de sus fines.

Artículo dieciocho.  
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y 

ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y 
especialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes 
orgánicas que, conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma, lo desarrollen, y sin 
perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 
149 y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía.

2. Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la 
educación que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la 
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Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta le 
solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y 
cuantitativos y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de 
seguimiento y evaluación del sistema educativo nacional.

3. En el ejercicio de estas competencias, la Comunidad Autónoma fomentará la 
investigación, especialmente la referida a materias o aspectos peculiares del Principado de 
Asturias, y a la creación de centros universitarios en la Comunidad Autónoma.

Artículo diecinueve.  
Uno. En los términos y número que establezca la legislación general del Estado, el 

Principado de Asturias propondrá las personas que hayan de formar parte de los órganos de 
administración de aquellas Empresas públicas de titularidad estatal implantadas en Asturias 
que dicha legislación determine.

Dos. El Principado de Asturias podrá elaborar y remitir al Gobierno cualesquiera 
informes, estudios o propuestas relativos a la gestión de dichas Empresas o a su incidencia 
en la socioeconomía de la Comunidad Autónoma. Dichos informes, estudios o propuestas 
darán lugar a resolución motivada del Gobierno o de los organismos o Entidades titulares de 
la participación de las Empresas.

Artículo veinte.  
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias la vigilancia y 

protección de los edificios e instalaciones de la propia Comunidad y la coordinación de las 
policías locales asturianas, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades municipales.

2. Para el ejercicio de la competencia prevista en el apartado anterior, la Comunidad 
Autónoma podrá convenir con el Estado la adscripción de unidades del Cuerpo Nacional de 
Policía en los términos y para el ejercicio de las funciones previstas en la Ley Orgánica 
referida en el artículo 149.1.29.ª de la Constitución.

Artículo veintiuno.  
Uno. El Principado de Asturias podrá celebrar convenios con otras Comunidades 

Autónomas para la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de 
las mismas. La celebración de los citados convenios, antes de su entreda en vigor, deberá 
ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales, o algunas de las Cámaras, 
manifestaran reparos en el plazo de treinta días a partir de la recepción de la comunicación, 
el convenio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo siguiente. Si transcurrido dicho 
plazo no se hubiesen manifestado reparos al convenio, entrará en vigor.

Dos. La Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con 
otras Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.

TITULO II

De los órganos institucionales del Principado de Asturias

Artículo veintidós.  
Los órganos institucionales del Principado de Asturias son la Junta General, el Consejo 

de Gobierno y el Presidente.

CAPITULO PRIMERO

De la Junta General del Principado de Asturias

Artículo veintitrés.  
Uno. La Junta General del Principado de Asturias representa al pueblo asturiano, ejerce 

la potestad legislativa, aprueba los presupuestos, orienta y controla la acción del Consejo de 
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Gobierno y ejerce las restantes competencias que le confiere la Constitución, este Estatuto y 
demás normas del ordenamiento jurídico.

Dos. La Junta General es inviolable.

Artículo veinticuatro.  
Compete también a la Junta General:

Uno. Elegir de entre sus miembros al Presidente del Principado de Asturias.
Dos. Designar los Senadores a que se refiere el artículo sesenta y nueve coma cinco, de 

la Constitución, con arreglo a lo que establezca una ley de la Junta, que asegurará, en todo 
caso, la adecuada representación proporcional.

Tres. Ejercitar la iniciativa legislativa según lo dispuesto en la Constitución.
Cuatro. Fijar las previsiones de índole política, social y económica que, de acuerdo con 

el artículo ciento treinta y uno coma dos, de la Constitución, haya de suministrar el 
principado de Asturias al Gobierno para la elaboración de los proyectos de planificación.

Cinco. Ejercer las competencias atribuidas por el artículo 10.1.2, al Principado de 
Asturias en lo relativo a la alteración de los términos y denominaciones de los Concejos, así 
como las facultades en relación a la creación de organizaciones territoriales en los términos 
establecidos en dicho artículo.

Seis. Regular la delegación de competencias administrativas del Principado en uno o 
varios municipios o en las organizaciones territoriales a que se hace referencia en el artículo 
sexto.

Siete. Autorizar al Consejo de Gobierno la prestación del consentimiento para obligarse 
en los convenios y acuerdos del Principado de Asturias con otras Comunidades Autónomas, 
así como supervisar su ejecución. El Consejo de Gobierno dará cuenta a la Junta General 
del resto de los convenios y acuerdos que obliguen al Principado.

Ocho. Establecer tributos. Autorizar el recurso al crédito.
Nueve. Aprobar el programa del Consejo de Gobierno y exigir su responsabilidad política 

en la forma que determine una Ley de la Junta.
Diez. Examinar y aprobar la Cuenta General del Principado, sin perjuicio de lo dispuesto 

en los artículos 35 ter y 55 de este Estatuto.
Once. Interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal 

Constitucional en los supuestos y términos previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional.

Doce. Recibir la información que ha de remitirle el Consejo de Gobierno sobre tratados y 
convenios internacionales en cuanto se refieran a materias de particular interés para el 
Principado de Asturias, emitiendo su parecer sobre los mismos.

Artículo veinticuatro bis.  
1. La Junta General podrá delegar en el Consejo de Gobierno la potestad de dictar 

normas con rango de ley.
2. Las disposiciones del Consejo de Gobierno que contengan legislación delegada 

recibirán el título de Decretos legislativos.
3. No podrá delegarse la aprobación de la Ley de Presupuestos ni la de normas con 

rango de ley para las que este Estatuto, las leyes o el Reglamento de la Junta General 
requieran mayorías cualificadas.

4. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Consejo de Gobierno de forma expresa 
para materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el 
uso que de ella haga el Consejo de Gobierno mediante la publicación de la norma 
correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo 
indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio 
Consejo de Gobierno.

5. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su 
objeto sea la formación de textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de 
refundir varios textos legales en uno solo.

6. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación 
legislativa y los principios y criterios que han de seguirse en su ejercicio. Las leyes de bases 
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no podrán en ningún caso autorizar su propia modificación ni facultar para dictar normas con 
carácter retroactivo.

7. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se 
refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación 
de un texto único o si se incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que 
han de ser refundidos.

8. Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a la delegación 
legislativa en vigor, el Consejo de Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. 
En tal supuesto, podrá presentarse una proposición de ley para la derogación total o parcial 
de la ley de delegación.

9. Sin perjuicio del control jurisdiccional, el Reglamento de la Junta General y las leyes 
de delegación podrán establecer fórmulas adicionales de control.

Artículo veinticinco.  
1. La Junta General es elegida por un período de cuatro años mediante sufragio 

universal, libre, igual, directo y secreto, con aplicación de un sistema de representación 
proporcional.

2. Por ley del Principado, cuya aprobación y reforma requiere el voto de la mayoría 
absoluta de la Junta General, se fijará el número de miembros, entre 35 y 45, sus causas de 
inelegibilidad e incompatibilidad y las demás circunstancias del procedimiento electoral.

3. El Presidente del Principado, previa deliberación del Consejo de Gobierno y bajo su 
exclusiva responsabilidad, podrá acordar la disolución de la Cámara, con anticipación al 
término natural de la legislatura.

La disolución se acordará por Decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones, 
conteniéndose en el mismo cuantos requisitos exija la legislación electoral aplicable.

El Presidente no podrá acordar la disolución de la Cámara durante el primer período de 
sesiones de la legislatura, cuando reste menos de un año para su terminación, ni cuando se 
encuentre en tramitación una moción de censura. Tampoco podrá acordar la disolución 
antes de que transcurra el plazo de un año desde la última disolución por este 
procedimiento.

En ningún supuesto podrá el Presidente disolver la Cámara cuando se encuentre 
convocado un proceso electoral estatal.

En todo caso, la nueva Cámara que resulte de la convocatoria electoral tendrá un 
mandato limitado por el término natural de la legislatura originaria.

4. Las elecciones serán convocadas por el Presidente del Principado en los términos 
previstos en la Ley de Régimen Electoral General, de manera que se celebren el cuarto 
domingo de mayo de cada cuatro años, sin perjuicio de lo que dispongan las Cortes 
Generales, con el fin exclusivo de coordinar el calendario de las diversas consultas 
electorales.

5. La Junta General electa será convocada por el Presidente del Principado cesante, 
dentro de los quince días siguientes a la celebración de las elecciones.

 

Artículo veintiséis.  
Los miembros de la Junta General del Principado:

Uno. No están vinculados por mandato imperativo.
Dos. Gozarán, aún después de haber cesado en su mandato de inviolabilidad por las 

opiniones manifestadas en actos parlamentarios y por los votos emitidos en el ejercicio de su 
cargo. Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por los actos delictivos 
cometidos en el territorio de Asturias, sino en caso de flagrante delito, correspondiendo 
decidir en todo caso sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior 
de Justicia de la Comunidad Autónoma. Fuera de dicho territorio la responsabilidad penal 
será exigible, en los mismos términos, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Tres. Tienen derecho a formular preguntas, interpelaciones y mociones en los términos 
en que el Reglamento determine. También les asiste el derecho a obtener de las autoridades 
de la Comunidad Autónoma la información precisa para el desarrollo de sus funciones.
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Cuatro. Por el ejercicio de su cargo representativo, los Diputados de la Junta General 
percibirán retribuciones. Las modalidades de las asignaciones serán fijadas de acuerdo con 
lo que prevea el Reglamento de la Cámara.

Artículo veintisiete.  
Uno. La Junta General se reunirá anualmente en dos períodos de sesiones, 

comprendidos entre septiembre y diciembre el primero, y entre febrero y junio el segundo.
Dos. A petición del Consejo de Gobierno, de la Diputación Permanente o de la cuarta 

parte de los miembros de la Junta, ésta podrá reunirse en sesión extraordinaria, que se 
clausurará al agotar el orden del día determinado para el que fue convocada.

Tres. Las sesiones plenarias de la Junta son públicas, salvo en los casos previstos en el 
Reglamento.

Cuatro. Para la deliberación y adopción de acuerdos, la Junta ha de estar reunida 
reglamentariamente y con asistencia de la mayoría de sus miembros. Los acuerdos se 
adoptan por mayoría de los presentes si el Estatuto, las Leyes o el Reglamento no exigen 
otras mayorías más cualificadas.

Cinco. El voto es personal y no delegable.

Artículo veintiocho.  
Uno. La Junta General aprueba su Presupuesto y el estatuto de su personal, y establece 

su propio Reglamento, en el que se contendrá, además, el estatuto de sus miembros. La 
aprobación del Reglamento y su reforma precisarán el voto favorable de la mayoría absoluta.

Dos. La Junta, en su primera sesión, elige su Presidente y demás componentes de la 
Mesa, que no podrán ser en ningún caso miembros del Consejo de Gobierno ni Presidente 
del mismo.

Artículo veintinueve.  
Uno. La Junta General del Principado funciona en Pleno y en Comisiones.
Dos. Las Comisiones son permanentes y, en su caso, especiales o de investigación.
Tres. Mientras la Junta General del Principado no esté reunida o cuando hubiere 

expirado su mandato, habrá una Diputación Permanente, cuyo procedimiento de elección, 
composición y funciones regulará el Reglamento.

Artículo treinta.  
Los componentes de la Junta se constituyen en Grupos, cuyas condiciones de 

formación, organización y funciones fijará el Reglamento. Todo miembro de la Cámara 
deberá estar adscrito a un Grupo y se garantizará la presencia de cada uno de éstos en las 
Comisiones y Diputación Permanente en proporción a su importancia numérica.

Artículo treinta y uno.  
1. La iniciativa para el ejercicio de la potestad legislativa reconocida en el artículo 23 de 

este Estatuto corresponde a los miembros de la Junta General y al Consejo de Gobierno. 
Por ley del Principado se regulará la iniciativa de los Ayuntamientos y la iniciativa popular 
para las materias que sean competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma.

2. Las leyes aprobadas por la Junta General serán promulgadas, en nombre del Rey, por 
el Presidente del Principado, que dispondrá su publicación en el "Boletín Oficial del 
Principado de Asturias", en el plazo de quince días desde su aprobación, y en el "Boletín 
Oficial del Estado". Los Reglamentos serán publicados por orden del Presidente del 
Principado, dentro del mismo plazo, en el "Boletín Oficial del Principado de Asturias".
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CAPITULO II

Del Presidente del Principado de Asturias

Artículo treinta y dos.  
Uno. El Presidente del Principado de Asturias será elegido por la Junta General de entre 

sus miembros y nombrado por el Rey.
La elección se hará por mayoría absoluta de los miembros de la Junta en primera 

convocatoria, y por mayoría simple en las posteriores, debiendo mediar entre cada 
convocatoria al menos cuarenta y ocho horas.

Si transcurrido el plazo de dos meses a partir de la constitución de la Junta ningún 
candidato hubiera sido elegido, la Junta General electa quedará disuelta, procediéndose a la 
convocatoria de nuevas elecciones. El mandato de la nueva Junta durará en todo caso hasta 
la fecha en que debiera concluir el de la primera.

Dos. El Presidente del Principado de Asturias es el del Consejo de Gobierno, cuya 
actividad dirige, coordina la administración de la Comunidad Autónoma, designa y separa a 
los consejeros y ostenta la suprema representación del Principado y la ordinaria del Estado 
en Asturias.

Tres. El Presidente del Principado de Asturias responde políticamente ante la Junta 
General.

Cuatro. Una ley del Principado, aprobada por el voto favorable de la mayoría absoluta, 
determinará el estatuto personal, el procedimiento de elección y cese y las atribuciones del 
Presidente.

CAPITULO III

Del Consejo de Gobierno

Artículo treinta y tres.  
Uno. El Consejo de Gobierno es el órgano colegiado que dirige la política de la 

Comunidad Autónoma y al que corresponden las funciones ejecutiva y administrativa y el 
ejercicio de la potestad reglamentaria.

Dos. Por ley del Principado, aprobada por mayoría absoluta, se regularán las 
atribuciones del Consejo de Gobierno, así como el Estatuto, forma de nombramiento y cese 
de sus componentes.

Tres. Una ley de la Junta regulará al régimen de publicación de las normas y publicidad 
de las disposiciones y actos emanados del Consejo de Gobierno y de la Administración del 
Principado de Asturias.

Cuatro. El Consejo de Gobierno será informado de los convenios y tratados 
internacionales que puedan afectar a materias de su específico interés.

Artículo treinta y cuatro.  
Uno. El Consejo de Gobierno responde políticamente ante la Junta General de forma 

solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por su 
gestión.

Dos. Una ley de la Junta, aprobada por el voto favorable de la mayoría de sus miembros, 
regulará la responsabilidad establecida en el número anterior y, en general, las relaciones 
entre dicha Junta y el Consejo.

Artículo treinta y cinco.  
Uno. El Presidente del Consejo de Gobierno previa deliberación del mismo puede 

plantear ante la Junta General la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una 
declaración de política general en el marco de las competencias que se atribuyen al 
Principado en este Estatuto. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la 
misma la mayoría simple de los miembros de la Junta.
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Dos. La Junta General puede exigir la responsabilidad política del Consejo de Gobierno 
mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura. Esta habrá de ser 
propuesta al menos por un quince por ciento de los miembros de la Junta y habrá de incluir 
un candidato a Presidente del Principado de Asturias. La moción de censura no podrá ser 
votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los dos primeros días de 
dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas. Si la moción de censura no fuese 
aprobada por la Junta General, sus signatarios no podrán presentar otras mientras no 
transcurra un año desde aquélla dentro de la misma legislatura.

Tres. Si la Junta General negara su confianza, el Presidente del Principado presentará 
su dimisión ante la misma, cuyo Presidente convocará en el plazo máximo de quince días la 
sesión plenaria para la elección de nuevo Presidente del Principado de acuerdo con el 
procedimiento del artículo treinta y dos coma uno sin que en ningún caso suponga la 
disolución de la Junta General.

Cuatro. Si la Junta General adoptara una moción de censura, el Presidente del 
Principado presentará su dimisión ante la misma y el candidato incluido en aquélla se 
entenderá investido de la confianza de la Junta. El Rey le nombrará Presidente del 
Principado.

Cinco. El Presidente del Principado no podrá plantear la cuestión de confianza mientras 
esté en trámite una moción de censura.

Seis. El Consejo de Gobierno cesante continuará en sus funciones hasta la toma de 
posesión del nuevo Consejo.

Artículo treinta y cinco bis.  
1. La responsabilidad penal del Presidente del Principado y de los miembros del Consejo 

de Gobierno será exigible ante el Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias por 
los actos cometidos en el territorio del Principado. Fuera de éste, la responsabilidad penal 
será exigible ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

2. Ante los mismos Tribunales respectivamente será exigible la responsabilidad civil en 
que dichas personas hubieren incurrido con ocasión del ejercicio de sus cargos.

TITULO II BIS

De los órganos auxiliares del Principado de Asturias.

Artículo treinta y cinco ter.  
1. Se crea la Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias. Por ley del Principado 

se regulará su composición y funciones.
2. Dependerá directamente de la Junta General del Principado y ejercerá sus funciones 

por delegación de ella en el examen y comprobación de la Cuenta General del Principado.

Artículo treinta y cinco quater.  
Se crea el Consejo Consultivo del Principado de Asturias como superior órgano de 

consulta de la Comunidad Autónoma. Por ley del Principado se regularán su composición y 
competencias.

TITULO III

De la Administración de Justicia

Artículo treinta y seis.  
El Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias, en el que se integrará la 

actual Audiencia Territorial de Oviedo, es el órgano jurisdiccional en el que culminará la 
organización judicial en su ámbito territorial y ante el que se agotarán las sucesivas 
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instancias procesales, en los términos del artículo ciento cincuenta y dos de la Constitución y 
de acuerdo con el presente Estatuto y la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo treinta y siete.  
Uno. La competencia de los órganos jurisdiccionales en Asturias se extiende:

a) En el orden civil a todas las instancias y grados, con excepción de los recursos de 
casación y revisión.

b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los 
recursos de casación y revisión.

c) En el orden contencioso-administrativo, a los recursos que se deduzcan contra los 
actos y disposiciones de las Administraciones públicas, en los términos que establezca la 
Ley Orgánica del Poder Judicial.

d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales en Asturias.

Dos. En las restantes materias se podrán interponer, cuando proceda, ante el Tribunal 
Supremo el recurso de casación o el que corresponda según las leyes del Estado y, en su 
caso, el de revisión. El Tribunal Supremo resolverá también las cuestiones de competencia 
entre los Tribunales de Asturias y los del resto de España.

Artículo treinta y ocho.  
Uno. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias será 

nombrado por el Rey a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. El Presidente del 
Principado de Asturias ordenará la publicación de dicho nombramiento en el «Boletín Oficial 
del Principado de Asturias».

Dos. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios del Tribunal Superior de 
Justicia de Asturias se efectuará en la forma prevista en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo treinta y nueve.  
A instancia del Principado, el órgano competente convocará los concursos y oposiciones 

para cubrir las plazas vacantes en Asturias de Magistrados, Jueces, Secretarios Judiciales y 
restante personal al servicio de la Administración de Justicia, de acuerdo con lo que 
disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo cuarenta.  

(Suprimido)

Artículo cuarenta y uno.  
En relación a la Administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde al 

Principado:

Uno. Ejercer todas las facultades que la Ley Orgánica del Poder Judicial reconozca o 
atribuya al Gobierno del Estado.

Dos. Fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos 
jurisdiccionales en Asturias y la localización de su capitalidad.

TITULO IV

Hacienda y economía

Artículo cuarenta y dos.  
El Principado de Asturias, dentro de los principios de coordinación con las Haciendas 

estatal y local y de solidaridad entre todos los españoles, tiene autonomía financiera, 
dominio público y patrimonio propio, de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto y la 
Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.
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Artículo cuarenta y tres.  
Uno. Son bienes del Principado de Asturias:

a) Los pertenecientes al Ente Preautonómico y a la Diputación Provincial.
b) Los bienes que estuvieren afectos a servicios traspasados al Principado.
c) Los que adquiriere por cualquier título jurídico válido.

Dos. El Principado tiene plena capacidad para adquirir, administrar y enajenar los bienes 
que integran su patrimonio.

Tres. El régimen jurídico de los bienes patrimoniales y de dominio público del Principado 
deberán regularse por una ley de la Junta General, en los términos del presente Estatuto.

Artículo cuarenta y cuatro.  
La Hacienda del Principado de Asturias está constituida por:

1. Los rendimientos procedentes de los tributos propios.
2. Los rendimientos de los impuestos cedidos por el Estado especificados en la 

disposición adicional.
3. Los recargos sobre impuestos estatales.
4. Un porcentaje de participación en los ingresos del Estado
5. En su caso, los ingresos procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial y de 

otros Fondos para el desarrollo regional.
6. Otras asignaciones con cargo a los Presupuestos del Estado.
7. La emisión de Deuda y el recurso al crédito.
8. Los rendimientos procedentes de su patrimonio.
9. Ingresos de derecho privado.
10. Multas y sanciones impuestas en el ámbito de sus competencias.
10 bis. Cualquier otro tipo de ingresos que la legislación prevea en el marco del artículo 

157 de la Constitución.

Artículo cuarenta y cinco.  
Uno. La gestión, liquidación, recaudación e inspección de sus propios tributos, así como 

el conocimiento de las reclamaciones relativas a ellos corresponderá al Principado, el cual 
dispondrá de plenas atribuciones para la ejecución y organización de dichas tareas, sin 
perjuicio de la colaboración que pueda establecerse con la Administración Tributaria del 
Estado, especialmente cuando así lo exija la naturaleza del tributo.

Dos. En el caso de impuestos cedidos, el Principado asumirá por delegación del Estado 
la gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso, de los mismos sin 
perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas Administraciones, todo ello 
de acuerdo con lo especificado en la ley que fije el alcance y condiciones de la cesión.

Tres. La gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso, de los 
demás impuestos del Estado recaudados en Asturias corresponderá a la Administración 
Tributaria del Estado, sin perjuicio de la delegación que el Principado pueda recibir de éste y 
de la colaboración que pueda establecerse especialmente cuando así lo exija la naturaleza 
del tributo.

Artículo cuarenta y seis.  
Se regularán necesariamente mediante ley de la Junta General las siguientes materias:

Uno. El establecimiento, la modificación y supresión de sus impuestos propios, tasas y 
contribuciones especiales.

Dos. El establecimiento y la modificación y supresión de los recargos sobre los 
impuestos del Estado.

Tres. El régimen general presupuestario del Principado.
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Artículo cuarenta y siete.  
Uno. Corresponde al Consejo de Gobierno la elaboración del Presupuesto del Principado 

y a la Junta General su examen, enmienda, aprobación y control.
Dos. El Consejo de Gobierno presentará el proyecto de presupuesto a la Junta antes del 

último trimestre del año.
Tres. El presupuesto tendrá carácter anual e incluirá la totalidad de los gastos e ingresos 

del Principado y de los organismos e instituciones de él dependientes.
Cuatro. Si la Ley del Presupuesto no se aprobara antes del primer día del ejercicio 

económico correspondiente, se considerará prorrogado el Presupuesto del ejercicio anterior 
hasta la aprobación del nuevo.

Artículo cuarenta y ocho.  
Uno. El Principado de Asturias, autorizado por una Ley de la Junta General y para 

financiar gastos de inversión, podrá concertar operaciones de crédito o emitir Deuda Pública 
representada en títulos valores o en otros documentos.

Dos. El volumen y características de estas operaciones se adecuarán también a las 
normas generales del Estado.

Tres. Los títulos emitidos tendrán la consideración de Fondos Públicos, a todos los 
efectos.

Cuatro. El Principado de Asturias podrá realizar operaciones de crédito por plazo no 
superior a un año, con objeto de cubrir sus necesidades transitorias de tesorería.

Cinco. Lo dispuesto en los apartados anteriores se hará de acuerdo con lo establecido al 
respecto en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo cuarenta y nueve.  
Uno. El Principado de Asturias, de acuerdo con las disposiciones del Estado, impulsará 

el establecimiento de instituciones públicas de crédito y ahorro territoriales y podrá adoptar 
las medidas que considere necesarias para garantizar su funcionalidad y posibilitar la 
captación y afirmación del ahorro regional.

Dos. El Principado de Asturias queda facultado para crear entidades que fomenten la 
plena ocupación y desarrollo económico y social, en el marco de sus competencias. 
Asimismo, podrá constituir empresas públicas como medio de ejecución de las funciones 
que sean de su competencia, según lo establecido en el presente Estatuto.

Artículo cincuenta.  
El Principado de Asturias promoverá los objetivos establecidos en los artículos 129.2 y 

130.1 de la Constitución.

Artículo cincuenta y uno.  
El Principado de Asturias gozará del tratamiento fiscal que la ley establezca para el 

Estado.

Artículo cincuenta y uno bis.  
Corresponde al Principado de Asturias la tutela financiera de las Corporaciones Locales 

sin perjuicio de la autonomía que les garantiza el artículo 140 de la Constitución y en el 
marco de lo dispuesto en los artículos 142 y 149.1.18.ª de la misma.
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TITULO V

Del control sobre la actividad de los órganos del Principado

Artículo cincuenta y dos.  
Las Leyes del Principado solamente se someterán al control de constitucionalidad que 

ejerce el Tribunal Constitucional.

Artículo cincuenta y tres.  

(Suprimido)

Artículo cincuenta y cuatro.  
Los actos y disposiciones de la Administración del Principado están sometidos al control 

de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Artículo cincuenta y cinco.  
1. El control económico y presupuestario del Principado de Asturias se ejercerá por la 

Sindicatura de Cuentas del Principado, sin perjuicio de las funciones del Tribunal de Cuentas 
del Reino.

2. El informe de la Sindicatura de Cuentas del Principado será remitido a la Junta 
General para su tramitación de acuerdo con lo que prevea el Reglamento de la Cámara.

TITULO VI

De la reforma del Estatuto

Artículo cincuenta y seis.  
La reforma de este Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento:

Uno. La iniciativa corresponderá a una cuarta parte de los miembros de la Junta General, 
a dos tercios de los municipios asturianos o al Consejo de Gobierno, así como al Gobierno y 
a las Cortes Generales del Estado.

Dos. El proyecto de reforma será aprobado por la Junta General del Principado por 
mayoría de tres quintos de sus miembros y sometido ulteriormente a la aprobación de las 
Cortes Generales como Ley Orgánica.

Artículo cincuenta y seis bis.  
Cuando la reforma de este Estatuto tenga únicamente por objeto la ampliación de 

competencias en materias que no estén constitucionalmente reservadas al Estado, la 
iniciativa será la prevista en el artículo anterior, y el proyecto de reforma deberá ser 
aprobado por la mayoría absoluta de los miembros de la Junta General, antes de su ulterior 
aprobación por las Cortes Generales como Ley Orgánica.

DISPOSICION ADICIONAL
1. Se cede a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias el rendimiento de los 

siguientes tributos:

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, en el 
porcentaje del 50 por ciento.

b) Impuesto sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
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e) Los Tributos sobre el Juego.
f) El Impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, en el porcentaje del 50 por 

ciento.
g) El Impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, en el porcentaje del 58 

por ciento.
h) El Impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, en el 

porcentaje del 58 por ciento.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, en el 

porcentaje del 58 por ciento.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, en el 

porcentaje del 58 por ciento.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, en el porcentaje del 

58 por ciento.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, en el 

porcentaje del 58 por ciento.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.

La eventual supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes 
señalados implicará la extinción o modificación de la cesión.

Dos. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno 
con la Comunidad Autónoma, siendo tramitado por el Gobierno como proyecto de ley 
ordinaria.

Tres. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta a que 
se refiere la disposición transitoria tercera con sujeción a los criterios establecidos en el 
artículo diez, apartado cuatro, de la Ley Orgánica ocho/mil novecientos ochenta, de veintidós 
de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas. El Gobierno tramitará el 
acuerdo de la Comisión como proyecto de ley, en el plazo de seis meses a partir de la 
constitución de la primera Junta General del Principado.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  

(Suprimida)

Segunda.  

(Suprimida)

Tercera.  

(Suprimida)

Cuarta.  
El traspaso de los servicios inherentes a las competencias que según el presente 

Estatuto corresponden al Principado se hará de acuerdo con las bases siguientes:

Uno. En el término máximo de un mes desde el nombramiento del Presidente por el Rey 
quedarán designados los vocales de una Comisión Mixta encargada de inventariar los 
bienes y derechos del Estado que deban ser objeto de traspaso al Principado, de concretar 
los servicios y funcionarios que deban traspasarse y de proceder a la adaptación, si es 
preciso, de los que pasen a la competencia del Principado.

Dos. La Comisión Mixta estará integrada paritariamente por vocales designados por el 
Gobierno de la nación y por el Consejo de Gobierno y ella misma establecerá sus normas de 
funcionamiento.

Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno de la 
nación, que los aprobará mediante decreto figurando aquéllos como anejos al mismo, y 
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serán publicados simultáneamente en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Boletín Oficial 
del Principado», adquiriendo vigencia a partir de esta publicación

Tres. La Comisión Mixta establecerá los calendarios y plazos para el traspaso de cada 
servicio. En todo caso, la referida Comisión deberá determinar en un plazo de dos años, 
desde la fecha de su constitución, el término en que habrá de completarse el traspaso de 
todos los servicios que correspondan al Principado, de acuerdo con este Estatuto.

Cuatro. Para preparar los traspasos y para verificarlos por bloques orgánicos de 
naturaleza homogénea, la Comisión Mixta de transferencias estará asistida por Comisiones 
sectoriales, de ámbito nacional, agrupadas por materias, cuyo cometido fundamental será 
determinar con la representación de la Administración del Estado los traspasos de medios 
personales, financieros y materiales que deba recibir la Comunidad Autónoma.

Las Comisiones sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo a la Comisión Mixta, 
que las habrá de ratificar.

Cinco. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del 
traspaso de bienes inmuebles del Estado al Principado la certificación por la Comisión Mixta 
de los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta certificación deberá 
contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.

El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas 
públicas de los servicios que se transfieran no dará derecho al arrendador a extinguir o 
renovar el contrato.

Seis. El Principado asumirá con carácter definitivo y automático y sin solución de 
continuidad, los servicios que hayan sido traspasados el Consejo Regional de Asturias. En 
relación a las competencias cuyo traspaso esté en curso de ejecución se continuará su 
tramitación de acuerdo con los términos establecidos por el correspondiente decreto de 
traspaso. Tanto en uno como en otro caso las transferencias realizadas se adaptarán, si 
fuera preciso, a los términos del presente Estatuto.

Quinta.  
Mientras no se dicten las disposiciones que permitan la financiación de los servicios 

transferidos correspondientes a competencias propias del Principado, el Estado contribuirá a 
su sostenimiento partiendo de una cantidad igual al coste efectivo del servicio en el momento 
de la transferencia, actualizándola de acuerdo con las circunstancias.

Para garantizar esta financiación, la Comisión Mixta paritaria Estado-Principado 
determinará en cada momento su alcance.

Sexta.  
Serán respetados todos los derechos adquiridos de cualquier orden o naturaleza que en 

los momentos de las diversas transferencias tengan los funcionarios y personal adscritos a 
los servicios estatales o a los de otras instituciones públicas objeto de dichas transferencias.

Séptima.  
Hasta tanto se promulgue la legislación del Estado a que hace referencia el artículo 

diecinueve coma uno, de este Estatuto, el Principado de Asturias propondrá, de entre 
personas de reconocida capacidad para el cargo, tres de los miembros de cada uno de los 
Consejos de Administración de las Empresa pública «Hunosa». 

Dicha propuesta será formulada por la Junta General del Principado dentro de los treinta 
días siguientes a su constitución. Cada uno de los miembros de ésta podrá votar, como 
máximo, a dos candidatos propuestos.

Octava.  

(Suprimida)

Novena.  

(Suprimida)
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§ 2

Ley 6/1984, de 5 de julio, del Presidente y del Consejo de Gobierno 
del Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 160, de 11 de julio de 1984

«BOE» núm. 212, de 4 de septiembre de 1984
Última modificación: 29 de diciembre de 2012

Referencia: BOE-A-1984-19762

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley del Presidente y del Consejo de Gobierno 
del Principado de Asturias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía para Asturias, en su artículo 32.4 dispone que una Ley de la 
Junta regulará el Estatuto personal, el procedimiento de elección y cese y las atribuciones 
del Presidente del Principado. Igualmente, el artículo 33 el mismo Estatuto, en su apartado 2, 
remite a un Ley de la Junta la regulación de las atribuciones del Consejo de Gobierno, así 
como el Estatuto y forma de nombramiento y cese de sus componentes.

Ambas disposiciones constituyen normas básicas del desarrollo estatutario. Razones de 
orden sistemático y de economía legislativa aconsejan regular el contenido material de las 
remisiones de los artículos citado del Estatuto en una sola Ley de la Junta que por la 
mayoría requerida para su aprobación está cualificada por la forma.

En cumplimiento del mandato estatutario, la presente Ley dedica su título I a la 
regulación del Presidente del Principado, su estatuto personal, procedimiento de elección del 
mismo, forma de nombramiento, causas de cese y forma de sustitución, atribuciones y 
responsabilidad política, previéndose igualmente los supuestos de incapacidad temporal del 
titular del cargo.

El título II se dedica integramente a la regulación del Consejo de Gobierno, órgano 
colegiado que dirige la política regional, y de los Consejeros, regulando detalladamente la 
composición, competencia y atribuciones del Consejo de Gobierno, así como sus reglas 
básicas de funcionamiento, y el Estatuto Personal de los Consejos en el que se ordenan 
cuestiones análogas a las previas en la Ley para el Presidente.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

– 19 –



TEXTO ARTICULADO

TÍTULO I

Del Presidente del Principado

CAPÍTULO PRIMERO

Estatuto personal del Presidente

Artículo 1.  
El Presidente del Principado ostenta la suprema representación del Principado y la 

ordinaria del Estado en Asturias. Preside el Consejo de Gobierno, cuya actividad dirige, y 
coordina la Administración de la Comunidad Autónoma.

Artículo 2.  
El Presidente del Principado tiene derecho a:

a) Recibir el tratamiento de Excelencia y los honores que en razón a la dignidad del 
cargo le corresponden.

b) Utilizar la bandera de la Comunidad Autónoma como guión.
c) Percibir las retribuciones y disponer de los gastos de representación que en los 

Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma se asignen al cargo.
d) Presidir los actos celebrados en Asturias a los que concurra, salvo que la Presidencia 

corresponda legalmente a otra autoridad o a representación superior del Estado presente en 
el acto.

CAPÍTULO II

Elección del Presidente

Artículo 3.  
1. El Presidente del Principado será elegido por la Junta General de entre sus miembros, 

de acuerdo con el siguiente procedimiento:

1.º Dentro de los diez días siguientes al término de la sesión constitutiva de la Junta 
General, el Presidente de la cámara convocará al pleno para la elección del Presidente del 
Principado.

2.º El Presidente de la Junta proclamará candidatos a aquellos que con una antelación 
de veinticuatro horas hubieran sido propuestos como tales ante la Mesa por, al menos, cinco 
miembros de la Junta.

3.º El candidato o candidatos deberán exponer en una misma sesión sus respectivos 
programas de gobierno, sobre los que se abrirá el oportuno debate, en los términos 
establecidos en el Reglamento de la Junta o, en su defecto, en las disposiciones que a tal fin 
dicte la Presidencia de acuerdo con la Mesa y la Junta de Portavoces.

4.º Resultará elegido Presidente y aprobado su programa de gobierno el candidato que 
hubiera obtenido el voto de la mayoría absoluta de los miembros de la Junta.

5.º Si ninguno de los candidatos obtuviese dicha mayoría, se celebrará nueva votación 
cuarenta y ocho horas después siendo candidatos los dos más votados en la anterior. 
Resultará elegido el que de ellos obtenga mayor número de votos.

6.º Si se produjese empate, el Presidente de la Junta convocará nueva votación que no 
podrá celebrarse hasta transcurridas al menos cuarenta y ocho horas y así, una vez 
realizada ésta persistiese el empate podrá reiterarse la votación o tramitarse nuevas 
propuestas siguiéndose el procedimiento establecido en los apartados anteriores.
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2. La votación sobre la elección del Presidente se realizará de forma pública y por 
llamamiento. Los Diputados responderán con el nombre de uno de los candidatos o 
pronunciarán «me abstengo».

Artículo 4.  
1. Transcurrido el plazo de dos meses a partir de la constitución de la Junta sin que 

ninguno de los candidatos propuestos haya resultado elegido, quedará disuelta aquélla, 
procediéndose por el Presidente del Principado que se halle en funciones a la convocatoria 
de nuevas elecciones.

2. El mandato de la nueva Junta durará, en todo caso, hasta la fecha en que hubiera de 
concluir el de la primera.

CAPÍTULO III

Nombramiento y toma de posesión

Artículo 5.  
1. Elegido el Presidente del Principado por la Junta General, el Presidente de ésta lo 

comunicará al Rey para su nombramiento mediante Real Decreto que será publicado en el 
«Boletín Oficial del Estado» y el en «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y de la 
Provincia.

2. El Presidente tomará posesión de su cargo dentro de los cinco días siguientes al de la 
publicación del nombramiento.

Artículo 6.  
En el acto de toma de posesión, el Presidente prestará juramento o promesa con arreglo 

a la siguiente fórmula:

«Juro (o prometo) desempeñar fielmente el cargo de Presidente del Principado de 
Asturias, guardar y hacer guardar la Constitución, el Estatuto de Autonomía para Asturias y 
demás Leyes vigentes».

CAPÍTULO IV

Incompatibilidades

Artículo 7.  

(Derogado)

CAPÍTULO V

Incapacidad temporal del Presidente

Artículo 8.  
1. El Consejo de Gobierno podrá apreciar, por mayoría de cuatro quintos del número 

legal de Consejeros la imposibilidad física o material transitoria del Presidente para el 
desempeño de sus funciones pasando a ejercitarlas en calidad de Presidente interino, el 
Consejero que de conformidad con lo previsto en el artículo 12 de la presenten Ley le 
corresponde sustituirle, desde la fecha de publicación del acuerdo en el «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias» y de la Provincia.

2. El acuerdo a que se refiere el apartado anterior, será comunicado, en el termino de las 
cuarenta y ocho horas siguientes, al Presidente de la Junta con expresión de los motivos y 
remisión, en su caso, de los justificantes que lo fundamenten.

3. El presidente de la Junta convocará al Pleno de la misma, el cual, en base a los 
motivos y justificantes que haya presentado el Consejo de Gobierno y a las informaciones 
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que estime oportuno recabar, podrá, por mayoría absoluta, revocar el acuerdo del Consejo 
de Gobierno.

4. Revocado el acuerdo del Consejo de Gobierno por la Junta, se publicará en el 
«Boletín Oficial del Principado de Asturias» y de la Provincia, recuperando el Presidente del 
Principado la plenitud del ejercicio de las funciones del cargo.

Artículo 9.  
1. El Presidente suspendido en sus funciones, podrá ser rehabilitado cuando comunique 

al Consejo de Gobierno que han desaparecido las circunstancias que motivaron la 
suspensión, y lo acuerde éste en la forma prevista en el apartado 1 del artículo anterior.

2. El acuerdo que adopte el Consejo de Gobierno será comunicado al Presidente de la 
Junta, conforme a lo establecido en el apartado 2 del artículo precedente.

3. Si fuese acordada la rehabilitación, el Presidente de la Junta dará cuenta al pleno de 
la misma en la primera sesión que celebre. En otro caso, procederá en la forma que se 
determina en el apartado 3 del artículo anterior.

4. El Consejo de Gobierno deberá reunirse en el plazo de cuarenta y ocho horas desde 
la recepción de la comunicación a que se refiere el apartado 1 del presente artículo.

5. El acuerdo de rehabilitación se publicará en el «Boletín Oficial del Principado de 
Asturias» y de la Provincia.

Artículo 10.  
1. El Presidente interino ejercerá las funciones del cargo, salvo las de definir el programa 

de gobierno y de nombrar y cesar Consejeros. En el caso de vacantes en la titularidad de 
alguna Consejería, el Presidente interino encomendará el despacho de la misma a otro 
Consejero, dando cuenta por escrito a la Junta.

2. La situación de interinidad en la Presidencia no podrá ser superior a cuatro meses.

CAPÍTULO VI

Cese y sustitución del Presidente

Artículo 11.  
1. El Presidente cesará por:

a) Renovación de la Junta general a consecuencia de la celebración de elecciones a la 
misma.

b) Aprobación de una moción de censura, que se tramitará en los términos que se 
contienen en el Estatuto de Autonomía, en la Ley a que se refiere el artículo 34.2 del mismo 
Estatuto y en el Reglamento de la Junta General del Principado.

c) Denegación de una cuestión de confianza, que se tramitará en los términos que se 
contienen en el Estatuto de Autonomía, en la Ley a que se refiere el artículo 34.2 del mismo 
Estatuto y en el Reglamento de la Junta general del Principado.

d) Dimisión comunicada formalmente al Presidente de la Junta.
e) Incapacidad permanente, física o mental, que le inhabilite para el ejercicio del cargo.
f) Pérdida de la condición de Diputado Regional.
g) Fallecimiento.

2. La incapacidad permanente del Presidente a que se refiere el párrafo e) del apartado 
anterior, se producirá cuando transcurrido el plazo a que se refiere el apartado 2 del artículo 
10 de la presente Ley, no haya tenido lugar la rehabilitación o cuando, sin necesidad de 
agotar dicho plazo, la Junta general del Principado declare dicha incapacidad mediante 
acuerdo adoptado por mayoría absoluta de sus miembros a propuesta del Consejo de 
Gobierno por acuerdo adoptado en la forma determinada en el artículo 8.1 de la presente 
Ley.

3. En los supuestos previstos en los párrafos a), b), c), y d) del apartado 1 de este 
artículo, el Presidente continuará en el ejercicio de sus funciones hasta que su sucesor tome 
posesión del cargo.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 2  Ley del Presidente y del Consejo de Gobierno

– 22 –



Artículo 12.  
1. Cuando el cese se produzca por alguna de las causas previstas en los párrafos e), f) y 

g) del apartado 1 del artículo 11 de esta Ley, ejercerá las funciones de Presidente el 
Vicepresidente y, en su defecto, el titular de la Consejería que corresponda, según el orden 
establecido en esta Ley reguladora de la Organización de la Administración del Principado 
de Asturias.

2. El Presidente en funciones no podrá ser sometido a moción de censura, ni podrá 
plantear la cuestión de confianza.

Artículo 13.  
El cese del Presidente en los supuestos contenidos en los párrafos c), d), e), f) y g) del 

apartado 1 del artículo 11 de esta Ley, abrirá el procedimiento para la elección de nuevo 
Presidente conforme a lo previsto en el artículo 3 de la misma.

Artículo 14.  
1. En los casos de ausencia temporal o enfermedad que no origine incapacidad, el 

Presidente del Principado será sustituido en la forma prevista en el artículo 12.1 de esta Ley.
2. Las ausencias temporales del Presidente del Principado superiores a un mes 

precisarán la previa autorización de la Junta.
3. Las sustituciones del Presidente del Principado serán publicadas en el «Boletín Oficial 

del Principado de Asturias» y de la Provincia y comunicadas a la Junta.

CAPÍTULO VII

Atribuciones del Presidente

Artículo 15.  
Como supremo representante del Principado, corresponde al Presidente:

a) Ostentar la alta representación de la Comunidad Autónoma en relación con las demás 
Instituciones del Estado y sus Administraciones.

b) Firmar los convenios y acuerdos de cooperación que de conformidad con lo previsto 
en el artículo 21 del Estatuto de Autonomía se celebren o establezcan con otras 
Comunidades Autónomas.

c) Convocar elecciones a la Junta General del Principado en los términos establecidos 
en el artículo 25.4 del Estatuto de Autonomía.

d) Convocar a la Junta electa para la celebración de la sesión constitutiva.
e) Cualquier otra facultad que le atribuya la legislación vigente.

Artículo 16.  
Al Presidente del Principado, en su condición de representante ordinario del Estado en la 

Comunidad Autónoma, le corresponde:

a) Promulgar, en nombre del Rey, las Leyes de la Junta, los Decretos legislativos y 
ordenar su publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y de la Provincia, en 
el plazo de quince días desde su aprobación, así como en el «Boletín Oficial del Estado».

b) Ordenar la publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y de la 
Provincia del nombramiento de Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Asturias, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 38.1 del Estatuto de Autonomía.

c) Promulgar, con el refrendo del Presidente de la Junta General, los Reglamentos que 
sean aprobados por ésta al amparo de lo dispuesto en el artículo 23.2 del Estatuto de 
Autonomía.

d) Mantener relaciones con el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma a 
efectos de una mejor coordinación de la Administración del Estado en el territorio del 
Principado con la Administración propia de éste.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 2  Ley del Presidente y del Consejo de Gobierno

– 23 –



Artículo 17.  
Al Presidente del Principado en su condición del Presidente del Consejo de Gobierno le 

corresponde ejercer las siguientes atribuciones:

a) Establecer la línea programática de la acción del Consejo de Gobierno cuya actividad 
dirige, y disponer la continuidad de la misma.

b) Nombrar y cesar en sus cargos a los Consejeros.
c) Disponer la sustitución de los Consejeros en los supuestos de ausencia, vacante o 

enfermedad.
d) Convocar, fijar el orden del día, presidir, suspender y levantar las sesiones y dirigir los 

debates y deliberaciones del Consejo de Gobierno y, en su caso, de las Comisiones 
Delegadas.

e) Velar por el cumplimiento de las directrices generales de la acción de gobierno y de 
los acuerdos del Consejo de Gobierno y de las Comisiones Delegadas.

f) Asegurar la coordinación entre las distintas Consejerías y resolver los conflictos de 
atribuciones entre las mismas.

g) Coordinar el programa legislativo del Consejo de Gobierno y la elaboración de normas 
de carácter general.

h) Solicitar dictamen del Consejo de Estado en los supuestos previstos en el artículo 23 
de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril.

i) Plantear ante la Junta General del Principado, previa deliberación del Consejo de 
Gobierno, la cuestión de confianza.

j) Velar por la ejecución, cuando corresponda al Consejo de Gobierno o a los 
Consejeros, de las decisiones de la Junta general del Principado y por que sean 
cumplimentadas las peticiones de información de ésta les dirija.

k) Autorizar los gastos que le correspondan, según las normas vigentes.
l) Conferir los nombramientos para cargos de la Administración del Principado y la 

designación, cuando le corresponda, de representantes de la Comunidad Autónoma en 
Organismos e Instituciones, previa aprobación por Decreto del Consejo de Gobierno.

m) Dar cuenta a la Junta general del Principado de los recursos de inconstitucionalidad y 
del planteamiento de conflictos de competencia ante el Tribunal Constitucional.

n) Ejercitar en casos de urgencia y dando cuenta con posterioridad al Consejo de 
Gobierno, las acciones que correspondan en vía jurisdiccional en relación con los intereses, 
bienes y derechos del Principado.

o) Cuantas facultades y atribuciones le correspondan con arreglo a la legislación vigente 
no recogidas en los párrafos precedentes.

Artículo 18.  
1. El ejercicio por el Presidente de las atribuciones a que se refieren el apartado 1 del 

artículo 14, así como los artículos 15, párrafo d), y 17, párrafos b), c) y f), de esta Ley, se 
efectuará mediante Decretos que no llevarán refrendo de ningún Consejero y se 
denominarán Decretos del Presidente.

2. Las demás atribuciones cuyo ejercicio requiera forma de Decreto serán refrendadas 
por el Consejero competente por razón de la materia y, en su defecto, por el Consejo de la 
Presidencia.

CAPÍTULO VIII

De la responsabilidad del Presidente

Artículo 19.  
1. El Presidente del Principado durante su mandato y por los actos delictivos cometidos 

en el territorio de la Comunidad Autónoma, no podrá se detenido ni retenido, sino en caso de 
flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, 
procesamiento o juicio al Tribunal Superior de Justicia. Fuera del ámbito territorial del 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 2  Ley del Presidente y del Consejo de Gobierno

– 24 –



Principado la responsabilidad penal será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo 
Penal del Tribunal Supremo.

2. La responsabilidad civil del Presidente del Principado se exigirá ante el Tribunal 
Superior de Justicia de Asturias.

3. La responsabilidad política del Presidente del Principado será exigible en los términos 
en que se establezca en la Ley a que se refiere el artículo 34.2 del Estatuto de Autonomía.

CAPÍTULO IX

Del Estatuto de los Ex Presidentes

Artículo 20.  
El Consejo de Gobierno regulará el régimen estatutario de los Ex Presidentes, previa 

resolución de la Junta general del Principado en la que se fijarán los criterios al respecto, 
que contendrán, en todo caso, la previsión de los auxilios y medios personales y materiales 
que al producirse el cese se le asignen con carácter temporal, así como las precedencias 
que en los actos públicos que organice la Comunidad Autónoma les corresponda.

TÍTULO II

Del Consejo de Gobierno y de los Consejeros

CAPÍTULO PRIMERO

Del Consejo de Gobierno

Artículo 21.  
El Consejo de Gobierno es el Órgano colegiado que dirige la política regional y la 

Administración del Principado de Asturias, correspondiéndole ejercer la iniciativa legislativa, 
las funciones ejecutiva y administrativa y la potestad reglamentaria no reservada a la Junta 
general en el Estatuto de Autonomía.

CAPÍTULO II

Composición del Consejo de Gobierno

Artículo 22.  
1. El Consejo de Gobierno se integra por el Presidente y los Consejeros.
2. El Presidente podrá nombrar, de entre los Consejeros que reúnan a su vez la 

condición de Diputados de la Junta General, un Vicepresidente.

Artículo 23.  
1. El Consejo de Gobierno podrá crear en su seno Comisiones Delegadas para examinar 

en su conjunto las materias de carácter general que tengan relación con varias de las 
Consejerías que integren la Comisión; estudiar aquellos asuntos que, afectando a más de 
una Consejería, exijan la elaboración de una propuesta conjunta previa a la resolución por el 
Consejo; coordinar la acción de las Consejerías interesadas a la vista de objetivos comunes 
y redactar programas conjuntos de actuación; acordar los nombramientos y resolver los 
asuntos que, afectando a más de una Consejería de la Comisión respectiva, no requieran, 
atendida su importancia, ser elevadas a decisión del Consejo; y cualquier otra atribución que 
les confieran las disposiciones vigentes.

2. Las Comisiones Delegadas serán creadas por acuerdo del Consejo de Gobierno que 
adoptará la forma de Decreto.

El Decreto de creación regulará la composicion, atribuciones y régimen de 
funcionamiento de las Comisiones, que serán presididas por el Presidente del Consejo o 
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Consejero en quien delegue. Igualmente se determinará el apoyo administrativo que precise 
para su funcionamiento.

CAPÍTULO III

De las competencias y atribuciones del Consejo de Gobierno

Artículo 24.  
1. El Consejo de Gobierno asume las competencias que con arreglo al Estatuto de 

Autonomía corresponden al Principado de Asturias, con excepción de las expresamente 
reservadas a la Junta General y a las que corresponde ejercer al Presidente con arreglo a lo 
dispuesto es el Capítulo Séptimo del Título I de esta Ley.

2. Las competencias del Consejo de Gobierno serán ejercidas de acuerdo con la 
estructura orgánica y funcional de la Administración del Principado.

Artículo 25.  
Corresponde, en todo caso, al Consejo de Gobierno:

a) Determinar las directrices de la acción política regional, así como el desarrollo de la 
misma.

b) Aprobar los Planes y Programas de inversión de la Comunidad Autónoma, así como 
sus modificaciones.

c) Aprobar los Proyectos de Ley y remitirlos a la Junta general y, en su caso, acordar su 
retirada de la misma.

d) Proponer a la Junta General la reforma del Estatuto de Autonomía.
e) Solicitar la reunión en sesión extraordinaria de la Junta general del Principado.
f) Dictar Decretos legislativos, previa delegación expresa de la Junta.
g) Manifestar su criterio respecto a la toma en consideración y, en su caso, su 

conformidad o no a la tramitación de proposiciones de Ley y de enmiendas a proyectos de 
Ley en los supuestos previstos en el Reglamento de la Junta.

h) Aprobar los Reglamentos para el desarrollo y ejecución de las Leyes del Principado, 
así como los de las Leyes del Estado cuando sea competencia de la Comunidad Autónoma y 
no se hubiera reservado a la Junta en virtud de lo previsto en los artículo 23.2 y 33.1 del 
Estatuto de Autonomía.

i) Someter a la autorización de la Junta la celebración de convenios del Principado de 
Asturias con otras Comunidades Autónomas para la gestión y prestación de servicios 
propios de su exclusiva competencia.

j) Aprobar el Proyecto de Presupuesto General de la Comunidad Autónoma y remitirlo a 
la Junta general a los efectos y de acuerdo con lo previsto en el artículo 47 del Estatuto de 
Autonomía, así como remitir a la misma la Cuenta General de ejecución del Presupuesto.

k) Acordar la interposición de recursos de inconstitucionalidad y el planteamiento de 
conflictos de competencia ante el Tribunal Constitucional y personarse ante él, en los 
supuestos y términos previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional.

l) Decidir el nombramiento y cese de los cargos de la Administración Autonómica con 
categoría igual o superior a Jefe de Servicio, previa propuesta del Consejero 
correspondiente.

m) Designar los representantes de la Comunidad en los Organismos públicos, 
Instituciones y Entidades que procedan, salvo que por Ley se prevea otro modo de 
designación.

n) Aprobar a propuesta del Consejero respectivo previo dictamen preceptivo de la 
Consejería de la Presidencia e informe de la de Hacienda y Economía, la estructura y 
plantilla orgánica de las diferentes Consejerías y la creación, modificación o supresión de 
unidades orgánicas superiores a Negociado.

o) Autorizar la celebración de contratos cuando su cuantía exceda de la legalmente fijada 
como atribución del Consejero o cuando ésta fuese indeterminada.
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p) Aprobar los pliegos de cláusulas administrativas generales para la contratación de 
obras, servicios y suministros.

q) Resolver los recursos que, con arreglo a la Ley, se interpongan ante el mismo.
r) Ejercitar, en relación a los intereses bienes y derechos del Principado las acciones que 

correspondan en vía jurisdiccional, así como el desestimiento de las mismas, y allanarse, en 
su caso, a las acciones que se interpongan contra la Comunidad.

s) Acordar la enajenación de bienes y derechos cuyo valor, según tasación pericial, no 
exceda del valor en que legalmente exija autorización previa de la Junta general del 
Principado.

t) Autorizar aquellos gastos cuya cuantía sea competencia del Consejo de Gobierno 
conforme a la legislación vigente.

u) Concertar operaciones de crédito o emisión de deuda pública en los términos 
previstos en el artículo 48 del Estatuto de Autonomía, previa autorización por Ley de la Junta 
general cuando sea precisa.

v) Autorizar la creación de ordenaciones secundarias de pagos.
x) Transigir sobre bienes y derechos de la Hacienda autonómica.
y) Conceder honores y distinciones de acuerdo con el procedimiento que legalmente se 

establezca.
z) Cualquier otra atribución que le venga conferida por alguna disposición legal o 

reglamentaria y, en general, deliberar acerca de aquellos asuntos cuya resolución deba 
revestir la forma de Decreto, o que, por su importancia y repercusión en la vida de la 
Comunidad Autónoma exijan el conocimiento o deliberación del Consejo.

CAPÍTULO IV

Del funcionamiento del Consejo de Gobierno

Artículo 26.  
1. El Consejo de Gobierno se reunirá en forma periódica, previa convocatoria de su 

Presidente que irá acompañada del orden del día de la reunión.
2. El Consejo establecerá las normas internas que se precisen para el buen orden de sus 

trabajos.
3. El Presidente, para el ejercicio de las atribuciones que se refiere el artículo 17 de esta 

Ley, estará asistido por el Consejero de la Presidencia que actuará como Secretario del 
Consejo de Gobierno.

Artículo 27.  
1. No obstante lo previsto en el apartado 1 del artículo anterior, en los supuesto del 

Capítulo Quinto del Título I de esta Ley, el Consejo, cuando no sea convocado por su 
Presidente, podrá reunirse a iniciativa de cuatro quintos del número de Consejeros que lo 
integran.

2. Quedará, asimismo, constituido el Consejo de Gobierno, sin convocatoria previa, 
cuando así lo decida su Presidente y estén presentes todos sus miembros.

Artículo 28.  
1. Para la validez de las reuniones del Consejo de Gobierno se requerirá la asistencia del 

Presidente y del Secretario, o de quienes los sustituyan, y, al menos, la mitad de miembros 
de hecho del mismo.

2. Los acuerdos del Consejo de Gobierno, salvo en los supuestos previstos en el 
Capítulo V del Título I de esta Ley, se adoptarán por mayoría simple, pudiendo ser dirimente 
el voto del Presidente en los casos de empate.

Artículo 29.  
Las deliberaciones del Consejo de Gobierno tendrán carácter reservado, estando sus 

miembros obligados a guardar secreto sobre las opiniones y votos emitidos en el transcurso 
de las reuniones del mismo.
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Artículo 30.  
1. Los acuerdos del Consejo de Gobierno deberán constar en acta, que extenderá el 

Consejero de la Presidencia en su calidad de Secretario del Consejo de Gobierno.
2. En los supuestos en que con arreglo a lo previsto en esta Ley corresponda al 

Consejero de la Presidencia ejercer las funciones de Presidente del Principado o cuando por 
cualquier causa no asista a las reuniones del Consejo de Gobierno, actuará como Secretario 
el Consejero al que corresponda según el orden establecido en la Ley que regule la 
organización de la Administración de la Comunidad Autónoma.

3. El Secretario dará fe de los acuerdos que adopte el Consejo de Gobierno.

CAPÍTULO V

De los Consejeros y su Estatuto Personal

Artículo 31.  
Los Consejeros son miembros del Consejo de Gobierno y ejercen la titularidad de las 

Consejerías que integran la Administración del Principado de Asturias, correspondiéndoles 
respecto a las mismas ejercer las competencias que, conforme a la estructura orgánica y 
funcional de aquélla las fueran atribuidas por razón de la materia salvo las expresamente 
reservadas al Presidente y al Consejo de Gobierno.

Artículo 32.  
Los Consejeros, en razón de su cargo, tienen derecho a:

a) Recibir el tratamiento de ilustrísimo.
b) Percibir las retribuciones en la cuantía que establezca la Ley de Presupuestos 

Generales de la Comunidad Autónoma.
c) Recibir los honores y ocupar las precedencias que les corresponda de acuerdo con lo 

que se establezca en las correspondientes normas legales.

CAPÍTULO VI

Del nombramiento, cese y sustitucion de los Consejeros

Artículo 33.  
Los Consejeros serán nombrados por el Presidente, mediante decretos de la 

Presidencia, en los que deberá consignar la Consejería cuya titularidad les sea asignada.

Artículo 34.  
1. Se producirá el cese de los Consejeros por las siguientes causas:

a) Cuando se produzca el cese del Presidente.
b) Dimisión aceptada por el Presidente.
c) Revocación del nombramiento decretada por el Presidente.
d) Incapacidad permanente física o mental.
e) Fallecimiento.

2. En el supuesto previsto en el párrafo a) del apartado anterior, los Consejeros 
continuarán en el ejercicio de sus funciones hasta la toma de posesión de quienes hayan de 
sustituirles.

Artículo 35.  
1. En los casos de ausencia, enfermedad o impedimento temporal de un Consejero, será 

sustituido por el Consejero que designe el Presidente.
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2. En caso de vacante y en tanto el Presidente no dé posesión al nuevo Consejero 
nombrado, encargará transitoriamente la Consejería a otro miembro del Consejo de 
Gobierno.

3. Las sustituciones serán objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Principado de 
Asturias» y de la Provincia.

Artículo 36.  
El nombramiento y cese de los Consejeros será comunicado de forma inmediata por el 

Presidente a la Junta General.

CAPÍTULO VII

De las incompatibilidades de los Consejeros

Artículo 37.  

(Derogado)

CAPÍTULO VIII

Atribuciones de los Consejeros

Artículo 38.  
Serán atribuidos de los Consejeros:

a) Ejercer la representación, dirección, gestión e inspección de la Consejería de la que 
sean titulares en las competencias que les están atribuidas.

b) Ejercer la superior inspección y demás funciones que le correspondan respecto a la 
Administración Institucional adscrita a la Consejería.

c) Velar por el exacto cumplimiento de las Leyes y, en su caso, reglamentos y 
resoluciones de la Junta en lo que concierne a su Consejería.

d) Presentar y proponer al Consejo de Gobierno los proyectos de ley y de decreto 
relativos a las cuestiones atribuidas a la Consejería y refrendar estos últimos una vez 
aprobados.

e) Proponer al Consejo de Gobierno los nombramientos y ceses de los cargos de sus 
Consejerías que requieran la forma de decreto.

f) Elaborar y proponer Consejo de Gobierno el programa de actuación de su Consejería 
dentro del marco del programa del Consejo de Gobierno.

g) Formular el anteproyecto de presupuesto de su Consejería.
h) Proponer al Consejo de Gobierno para su aprobación la estructura u organización de 

su Consejería en los niveles superiores a Negociado.
i) Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Consejería y dictar 

Instrucciones y Circulares.
j) Ejercer la Jefatura Superior de Personal de su Consejería, sin perjuicio de las 

facultades que en la materia correspondan a la Consejería de la Presidencia y de Hacienda y 
Economía.

k) Resolver los conflictos de atribuciones entre los titulares de los órganos dependientes 
de su Consejería.

l) Resolver, cuando legalmente proceda, los recursos y reclamaciones que se 
promuevan contra las resoluciones de los organismos de la Consejería.

m) Ordenar los gastos propios de los Servicios de su Consejería cuando no 
correspondan al Consejo de Gobierno, dentro de los créditos autorizados, e interesar de la 
Consejería de Hacienda y Economía la ordenación de los pagos correspondientes.

n) Contratar obras, servicios y suministros relativos a las materias propias de su 
Consejería, previa la autorización, cuando legalmente corresponda, del Consejo de 
Gobierno, así como firmas las escrituras públicas o documentos administrativos, según 
proceda, en relación a dicha contratación.

o) Cuantas otras facultades les atribuya la legislación vigente.
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CAPÍTULO IX

De la responsabilidad de los Consejeros

Artículo 39.  

(Anulado)

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
El Consejo de Gobierno, en el período de sesiones de la Junta General siguiente a la 

aprobación de esta Ley, presentará a la misma un plan detallado sobre el régimen 
asistencial para los miembros del Consejo de Gobierno.

Segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias» y de la Provincia.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Queda derogado el apartado 2 del artículo 12 de la Ley 1/1982, de 24 de mayo, de 

Organización y Funcionamiento de la Administración del Principado de Asturias, convalidada 
y modificada parcialmente por la Ley 9/1983, de 12 de diciembre, la Ley 2/1982, de 5 de 
agosto, sobre régimen de dedicación e incompatibilidades de los miembros del Consejo de 
Gobierno del Principado de Asturias y cuantas otras disposiciones emanadas de los órganos 
institucionales de la Comunidad Autónoma que se opongan a lo dispuesto en la presente 
Ley.

INFORMACIÓN RELACIONADA:
-Las referencias hechas al Consejero de la Presidencia, a la Consejería de la Presidencia, al 
Consejero de Hacienda y Economía y a la Consejería de Hacienda y Economía, deben 
entenderse efectuadas al Consejero de Interior y Administraciones Públicas; a la Consejería de 
Interior y Administraciones Públicas; al Consejero de Hacienda, Economía y Planificación, y a la 
Consejería de Hacienda, Economía y Planificación, respectivamente, según establece la 
disposición adicional tercera  de la Ley 8/1991, de 30 de julio. Ref. BOE-A-1991-20736.
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§ 3

Ley 7/1984, de 13 de julio, de Relaciones entre el Consejo de 
Gobierno y la Junta General del Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 170, de 23 de julio de 1984

«BOE» núm. 212, de 4 de septiembre de 1984
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1984-19765

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de relaciones entre el Consejo de 
Gobierno y la Junta General del Principado de Asturias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía para Asturias en su artículo 34.2 establece que una Ley de la 
Junta, aprobada por el voto favorable de la mayoría de sus miembros, regulará la 
responsabilidad política del Consejo de Gobierno y de cada uno de sus miembros y, en 
general, las relaciones entre la citada Junta y el Consejo.

La presente Ley desarrolla el mencionado artículo en una triple vertiente al distinguir en 
su título I la actividad de la Junta General dirigida a la orientación e impulso de la acción 
política y de Gobierno; en su título II, los procedimientos –moción de censura y cuestión de 
confianza– de exigencia de la responsabilidad política del Consejo de Gobierno y de su 
Presidente, y en su título III, regulando otras formas de control.

El contenido material de la Ley es, en ocasiones, muy escueto en la regulación de 
determinadas materias por necesidad de respeto al principio de competencia que articula las 
relaciones entre la Ley y el Reglamento de la Junta General.

TEXTO ARTICULADO

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  
La Junta General, en el marco de las funciones que le atribuye el Estatuto de Autonomía, 

elige de entre sus miembros al Presidente del Principado, aprueba el programa de Gobierno 
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de éste y, conforme con lo dispuesto en esta Ley y en el Reglamento de la Junta, exige la 
responsabilidad política del Consejo y orienta y controla la acción de gobierno.

TÍTULO I

De la orientación e impulso de la acción política y de gobierno

Artículo 2.  
1. Al inicio del primer período de sesiones de cada año, el pleno celebrará un debate 

sobre la orientación política general del Consejo de Gobierno.
2. Asimismo podrán realizarse debates generales sobre la acción política y de Gobierno 

cuando lo solicite el Presidente del Principado o lo decida la Mesa, de acuerdo con la Junta 
de Portavoces, a iniciativa de dos Grupos Parlamentarios o de una quinta parte de los 
Diputados.

Cuando tales debates se celebren a iniciativa parlamentaria, no podrán tener lugar más 
de dos veces en el conjunto de los períodos de sesiones de cada año.

Artículo 3.  
1. En todos los casos del artículo anterior, el debate se desarrollará conforme a lo 

preceptuado en el Reglamento de la Cámara, iniciándose, siempre, con la intervención del 
Presidente del Principado o de un miembro del Consejo de Gobierno.

2. Terminado el debate, el Pleno de la Junta General se pronunciará sobre las 
propuestas de resolución presentadas por los Grupos Parlamentarios.

Artículo 4.  
El Consejo de Gobierno podrá remitir, para su debate en la Junta General, 

comunicación, planes o programas, y otros informes requiriendo el pronunciamiento del 
Pleno o de una Comisión.

Artículo 5.  
El impulso y orientación de la acción política y de Gobierno también podrá ser ejercida 

por la Junta General mediante aprobación de nociones y proposiciones no de Ley, así como 
por otros procedimientos adecuados a tal fin que se establezcan en el Reglamento de la 
Cámara.

TÍTULO II

De la responsabilidad política del Consejo de Gobierno y de su Presidente

CAPÍTULO I

De la responsabilidad política en general

Artículo 6.  
El Consejo de Gobierno, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus 

miembros por su gestión, responde políticamente ante la Junta General de forma solidaria.
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CAPÍTULO II

De la moción de censura

Artículo 7.  
La iniciativa dirigida a retirar la confianza al Presidente y a su Consejo de Gobierno solo 

podrá prosperar mediante la adopción de una moción de censura por el Pleno de la Junta 
General.

Artículo 8.  
La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por un 15 por 100 de los 

miembros de la Junta General en escrito motivado dirigido a la Mesa de la Cámara, y habrá 
de incluir un candidato a Presidente del Principado de Asturias que hubiere aceptado la 
candidatura y que deberá exponer ante el pleno su programa de gobierno.

Artículo 9.  
1. La Mesa de la Junta General, tras comprobar que la moción de censura reúne los 

requisitos señalados en el artículo anterior, la admitirá a trámite, dando cuenta de su 
presentación al Consejo de Gobierno y a los Portavoces de los Grupos Parlamentarios.

2. Dentro de los dos días siguientes a la presentación de la moción de censura podrán 
presentarse mociones alternativas que deberán reunir los mismos requisitos señalados en el 
apartado anterior y estarán sometidas a idénticos trámites de admisión.

Artículo 10.  
1. El debate de la moción de censura y, en su caso, de las alternativas que se hubieran 

admitido a trámite, se ajustará a lo preceptuado en el Reglamento de la Junta.
2. Comenzada la discusión de una moción de censura, la misma no podrá ser retirada y 

el debate deberá continuar hasta votación.

Artículo 11.  
La votación de la moción de censura, que se efectuará en forma publica y por 

llamamiento, se realizará transcurridos al menos, cinco días desde la presentación de la 
moción de censura originaria.

Artículo 12.  
1. La aprobación de una moción de censura requerida, en todo caso, el voto favorable de 

la mayoría absoluta de los miembros de los miembros de la Junta General.
2. Si se aprobase una moción de censura, no se someterán a votación las restantes que 

se hubieren presentado.

Artículo 13.  
Si la Junta General aprueba una moción de censura, el Presidente presentará su 

dimisión y el candidato incluido en aquella se entenderá elegido a los efectos de su 
nombramiento por el Rey.

Artículo 14.  
Si la moción de censura no fuese aprobada por la Junta General, sus signatarios no 

podrán presentar otras, dentro de la misma legislatura, mientras no transcurra un año desde 
la votación de aquélla.
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CAPÍTULO III

De la cuestión de confianza

Artículo 15.  
1. El Presidente del Consejo de Gobierno, previa deliberación de éste, y siempre que no 

esté en trámite una moción de censura, podrá plantear ante la Junta General la cuestión de 
confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general en el marco de las 
competencias de la Comunidad Autónoma.

2. A estos efectos, se entenderá que posee alcance general y permite solicitar la 
cuestión de confianza la declaración que, aun versando sobre un problema sectorial o 
singular, afecte sustancialmente, a juicio del Presidente, a la entidad de su programa.

Artículo 16.  
1. La cuestión de confianza se presentará en escrito motivado ante la mesa de la Junta 

General, acompañado de la correspondiente certificación del Consejo de Gobierno.
2. Admitido a trámite el escrito en que se plantee la cuestión de confianza, el Presidente 

de la Junta dará cuenta de él a la Junta de Portavoces y convocará al Pleno para su debate, 
que se desarrollará conforme al procedimiento establecido en el Reglamento y transcurridas 
al menos veinticuatro horas desde su presentación.

Artículo 17.  
La confianza se entenderá otorgada, en votación pública y por llamamiento, por mayoría 

simple de los votos emitidos.

Artículo 18.  
1. Si la Junta negase la confianza al Presidente, éste presentará su dimisión ante la 

Cámara.
2. El Presidente de la Junta, en el plazo máximo de quince días, convocará a Pleno para 

la elección de nuevo Presidente, conforme al procedimiento establecido en la Ley prevista en 
el artículo 32.4 del Estatuto de Autonomía.

TÍTULO III

De otras formas de control

Artículo 19.  
1. La Junta y sus Comisiones, por conducto del Presidente de la Cámara, podrán 

recabar:

a) La información y documentación que precisen del Consejo de Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad Autónoma.

b) La presencia ante ellas de los miembros del Consejo de Gobierno para que informen 
sobre asuntos relacionados con sus respectivos Departamentos o competencias.

2. Las Comisiones, por igual conducto, podrán asimismo recabar la presencia ante ellas 
de empleados públicos de la Administración del Principado o de Organismos de ella 
dependientes, para que informen sobre asuntos estrictamente relacionados con su área de 
gestión.

Artículo 20.  
1. El Consejo de Gobierno y cada uno de sus miembros se someterán a las 

interpelaciones y preguntas que se formulen en la Junta General.
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2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Junta, después de un 
debate, manifieste su posición.

Artículo 21.  
1. Los miembros del Consejo de Gobierno tienen acceso a las sesiones del pleno de la 

Junta y de las Comisiones, y la facultad de tomar la palabra en las mismas. Ante las 
Comisiones podrán hacerse acompañar de empleados públicos de la Administración de la 
Comunidad Autónoma y solicitar que éstos informen.

2. Asimismo, a petición propia, podrán comparecer ante el Pleno o las Comisiones para 
informar de la política de sus Consejerías, de aspectos parciales de la misma o de un asunto 
determinado.
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§ 4

Ley 1/2004, de 21 de octubre, del Consejo Consultivo

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 256, de 4 de noviembre de 2004
«BOE» núm. 282, de 23 de noviembre de 2004

Última modificación: 27 de febrero de 2006
Referencia: BOE-A-2004-19794

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Consejo 
Consultivo.

PREÁMBULO

El Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, tras la reforma introducida por la 
Ley Orgánica 1/1999, de 5 de enero, creó el Consejo Consultivo del Principado de Asturias 
como superior órgano de consulta de nuestra Comunidad Autónoma, encomendando al 
legislador la regulación de su composición y competencias para el desempeño eficaz de sus 
funciones como órgano de relevancia estatutaria. La presente Ley pretende dotar a esta 
institución de objetividad e independencia respecto de los órganos y entidades legitimados 
para solicitar su dictamen. En este sentido, por una parte, el Consejo Consultivo del 
Principado de Asturias goza de autonomía orgánica, presupuestaria y reglamentaria. Por 
otra, la elección de los Vocales se atribuye tanto a la Junta General del Principado de 
Asturias como al Consejo de Gobierno, estableciendo una mayor duración de su mandato 
para garantizar su autonomía. Además, la exigencia a los Vocales de la condición de ser 
juristas de reconocido prestigio redunda en una cualificación técnica de la institución, 
estableciéndose simultáneamente un régimen de incompatibilidades en aras de garantizar la 
independencia en el ejercicio de sus funciones, no sólo frente a los poderes públicos, sino 
también frente a los privados.

Se configura el Consejo Consultivo del Principado de Asturias como un órgano 
equivalente al Consejo de Estado a tenor de la jurisprudencia constitucional, al contemplarse 
la posibilidad de que los dictámenes del Consejo Consultivo del Principado de Asturias 
contengan valoraciones de oportunidad o conveniencia cuando así lo solicite expresamente 
la autoridad consultante, extendiendo su función de alto asesoramiento jurídico a los órganos 
de la Administración del Principado de Asturias y a las entidades locales radicadas en su 
territorio. En todo caso, y salvo que una ley disponga lo contrario, la regla general es el 
carácter no vinculante de los dictámenes.
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El Consejo Consultivo del Principado de Asturias estará compuesto por cinco Vocales, 
tres a propuesta del Consejo de Gobierno y dos a propuesta de la Junta General del 
Principado de Asturias, regulándose en la Ley su estatuto jurídico y las funciones que les 
corresponden.

Dentro de las competencias atribuidas al Consejo Consultivo del Principado de Asturias, 
deben destacarse los asuntos en los que resulta preceptivo el dictamen de este órgano y 
que son objeto de una enumeración detallada en el texto de la Ley. Sobre cualesquiera otros 
asuntos, la solicitud de dictamen es facultativa.

También se regulan el funcionamiento del Consejo Consultivo del Principado de Asturias 
y el procedimiento de tramitación de los asuntos que le sean sometidos a su consideración, 
fijando plazos para la evacuación de los informes y dictámenes. Finalmente, se establece 
una previsión sobre los medios personales y materiales con que contará el Consejo, 
debiendo destacarse la creación de un Cuerpo de Letrados propio del Consejo Consultivo 
que, sin duda, contribuirá a una mayor eficiencia y calidad en el desarrollo de las funciones 
que se le encomiendan.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Naturaleza.

1. El Consejo Consultivo del Principado de Asturias es el superior órgano de consulta de 
la Comunidad Autónoma con preeminencia sobre cualquier otro del mismo carácter y, en tal 
calidad, le corresponde prestar a los órganos de su Administración Pública y a las entidades 
locales radicadas en su territorio los asesoramientos que procedan con arreglo a esta Ley.

2. En garantía de su objetividad e independencia, el Consejo Consultivo del Principado 
de Asturias ejerce sus funciones con plena autonomía orgánica y funcional.

Artículo 2.  Organización y régimen jurídico.

1. El Consejo Consultivo del Principado de Asturias se organizará de acuerdo con lo 
dispuesto en la presente Ley y su Reglamento de organización y funcionamiento.

2. El Consejo Consultivo tendrá facultades para organizar todos los asuntos relacionados 
con su régimen interno y su personal, de conformidad con lo previsto en la presente Ley y en 
su Reglamento de organización y funcionamiento.

3. El Consejo Consultivo elaborará y aprobará anualmente el proyecto de su presupuesto 
que, por conducto de la Consejería competente en materia presupuestaria, se integrará en el 
Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Principado de Asturias, del que constituirá 
una Sección específica y diferenciada.

4. El régimen presupuestario, contable, patrimonial y de contratación del Consejo 
Consultivo, ejercido a través de sus propios órganos, será el que rija para la Administración 
del Principado de Asturias.

Artículo 3.  Función consultiva.

1. La consulta al Consejo Consultivo del Principado de Asturias será preceptiva cuando 
esta Ley, otras leyes, u otra norma de igual o superior rango así lo establezcan y facultativa 
en los demás casos.

2. En el ejercicio de la función consultiva el Consejo Consultivo del Principado de 
Asturias velará por la observancia de la Constitución, del Estatuto de Autonomía del 
Principado de Asturias y del resto del ordenamiento jurídico. Los dictámenes del Consejo 
Consultivo del Principado de Asturias se fundamentarán en derecho y sólo valorarán los 
aspectos de oportunidad o conveniencia cuando lo solicite expresamente la autoridad 
consultante.

3. Los dictámenes del Consejo Consultivo del Principado de Asturias no serán 
vinculantes, salvo que una ley así lo establezca.
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4. Los asuntos dictaminados por el Consejo Consultivo del Principado de Asturias no 
podrán ser sometidos a informe ulterior de ningún otro órgano u organismo de las 
Administraciones.

5. Corresponderá al Consejo de Gobierno proveer cuando el titular de la Consejería 
proponente de la solicitud de dictamen disienta del parecer del Consejo Consultivo.

6. Las disposiciones y resoluciones sobre asuntos informados por el Consejo Consultivo 
del Principado de Asturias expresarán si se adoptan conforme a su dictamen o si se apartan 
de él. En el primer caso, se usará la fórmula «de acuerdo con el Consejo Consultivo del 
Principado de Asturias» y en el segundo la de «oído el Consejo Consultivo del Principado de 
Asturias».

TÍTULO II

Composición

CAPÍTULO I

De los miembros y órganos del Consejo Consultivo y de sus funciones

Artículo 4.  Composición.

El Consejo Consultivo del Principado de Asturias estará compuesto por cinco Vocales, 
de entre los cuales se designará a quien haya de ostentar la Presidencia, y estará asistido 
por un Secretario o Secretaria General.

Artículo 5.  Presidencia.

1. El Presidente o Presidenta del Consejo Consultivo del Principado de Asturias se 
nombrará por Decreto del Presidente del Principado de Asturias a propuesta de los Vocales, 
que lo elegirán por mayoría absoluta. De no alcanzarse la citada mayoría se procederá, acto 
seguido, a una segunda votación, eligiéndose a quien obtuviera mayor número de votos. En 
caso de empate se designará Presidente o Presidenta al Vocal de mayor edad.

2. El Presidente o Presidenta del Consejo Consultivo del Principado de Asturias tomará 
posesión de su cargo ante el Presidente del Principado de Asturias, en cuyo acto prestará 
juramento o promesa de fidelidad a la Constitución y al Estatuto de Autonomía.

3. El mandato de quien ocupe la Presidencia del Consejo Consultivo tendrá una duración 
coincidente con la de su cargo de Vocal. En caso de ausencia o enfermedad u otra causa 
legal, le sustituirá el Vocal de mayor antigüedad o, si la antigüedad fuera la misma, el de 
mayor edad. En caso de vacante, ese mismo Vocal ostentará la Presidencia en tanto se 
procede a una nueva elección y nombramiento.

4. El titular de la Presidencia ostenta la representación del Consejo Consultivo del 
Principado de Asturias ante cualquier instancia o institución y desempeña su dirección y 
gestión, a cuyo efecto le corresponde ejercer las siguientes funciones:

a) Convocar y presidir el Consejo Consultivo, dirigir sus deliberaciones y decidir con su 
voto de calidad los empates que pudieran producirse.

b) Autorizar con su firma los informes, dictámenes y memorias aprobados por el Consejo 
Consultivo.

c) Desarrollar ponencias y tareas necesarias para el buen cumplimiento de las funciones 
del Consejo en su condición de miembro del mismo.

d) Nombrar al personal para las plazas de plantilla y para los puestos de trabajo.
e) Ejercer la superior dirección del personal y de los servicios administrativos del Consejo 

Consultivo, exceptuando la destitución o separación del servicio, que será competencia del 
Consejo, y realizar los oportunos nombramientos y ceses.

f) Autorizar y contratar obras, suministros, servicios y demás prestaciones necesarias 
para su funcionamiento.

g) Autorizar y disponer de los gastos, reconocer las obligaciones y ordenar los pagos, así 
como autorizar los documentos presupuestarios de gastos e ingresos.
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h) Autorizar las modificaciones presupuestarias de los créditos iniciales.
i) Las demás funciones que le corresponden en virtud de esta Ley y del Reglamento de 

organización y funcionamiento del Consejo Consultivo, así como cualquier otra función que 
no esté expresamente conferida a otro órgano.

Artículo 6.  Vocales.

1. Los Vocales, en número de cinco, serán nombrados por Decreto del Presidente del 
Principado de Asturias, tres a propuesta del Consejo de Gobierno, y los otros dos a 
propuesta de la Junta General del Principado de Asturias, que los elegirá por mayoría de tres 
quintos, entre personas que, gozando de la condición política de asturianos sean juristas de 
reconocido prestigio con más de diez años de experiencia profesional efectiva.

2. Los Vocales tomarán posesión de sus cargos ante el Presidente del Principado de 
Asturias, en cuyo acto prestarán juramento o promesa de fidelidad a la Constitución y al 
Estatuto de Autonomía.

3. Corresponde a los Vocales:

a) El desarrollo de las ponencias y tareas necesarias para el buen cumplimiento de las 
funciones del Consejo Consultivo.

b) Las demás funciones que les correspondan en virtud de la presente Ley y del 
Reglamento de organización y funcionamiento del Consejo Consultivo, o aquellas que les 
sean delegadas por el Consejo.

Artículo 7.  Secretaría General.

1. Al frente de la Secretaría General del Consejo Consultivo estará el Secretario General, 
nombrado y relevado libremente por el Consejo, a propuesta de su Presidente, entre los 
Letrados pertenecientes al Cuerpo de Letrados del Consejo. El Letrado en quien recaiga el 
nombramiento pasará a la situación administrativa de servicios especiales.

2. El Secretario General asistirá con voz, pero sin voto, a las reuniones del Consejo, 
siendo sustituido, de forma transitoria, en caso de vacante, ausencia, enfermedad o 
cualquier otro impedimento legal, por el Letrado de mayor antigüedad, o, si la antigüedad 
fuera la misma, por el de mayor edad.

3. Corresponden al Secretario General las siguientes funciones:

a) Asistir al Presidente y al Consejo Consultivo en la vigilancia del cumplimiento de la 
presente Ley.

b) Custodiar la documentación del Consejo, extender las actas de sus reuniones, 
autorizarlas con su firma y expedir las certificaciones del contenido de las mismas.

c) Despachar con el titular de la Presidencia los asuntos ordinarios y aquellos que le 
sean encargados por éste.

d) Dirigir los servicios del Consejo Consultivo bajo la autorización y supervisión del titular 
de la Presidencia.

e) Ejercer la dirección inmediata del personal y la organización interna e inspección de 
sus servicios.

f) Librar los fondos del Consejo previamente autorizados por el titular de la Presidencia.
g) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Secretario General.
h) Las demás funciones que le correspondan en virtud de la presente Ley y del 

Reglamento de organización y funcionamiento del Consejo Consultivo.

CAPÍTULO II

Del Estatuto de los miembros del Consejo Consultivo del Principado de 
Asturias

Artículo 8.  Régimen de Incompatibilidades, Intereses, Actividades y Bienes.

1. Los miembros del Consejo Consultivo y el Secretario General están sometidos al 
régimen general de incompatibilidades establecido en el artículo 4 de la Ley del Principado 
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de Asturias 4/1995, de 6 de abril, de Incompatibilidades, Actividades y Bienes de los Altos 
Cargos, y además, no podrán ser Vocales:

a) Quienes ostenten cargos con mandato representativo.
b) Miembros del Consejo de Estado o de cualquiera de los órganos consultivos de las 

Comunidades Autónomas.
c) Miembros del Tribunal de Cuentas o de cualquiera de los órganos de fiscalización 

externa de las Comunidades Autónomas.
d) Defensor del Pueblo o institución equivalente de las Comunidades Autónomas.
e) Miembros del Tribunal Superior de Justicia de Asturias.
f) Miembros de cualquiera de los órganos u organismos asesores del Principado de 

Asturias, aun cuando dichos cargos no sean remunerados.
g) Quienes militen o ejerzan funciones directivas o ejecutivas en partidos políticos, 

centrales sindicales, organizaciones empresariales y colegios profesionales.

2. No obstante, será compatible con el cargo de Vocal y de Secretario General el 
desempeño de actividades docentes o investigadoras en régimen de no exclusividad.

3. Los miembros del Consejo Consultivo y el Secretario General formularán, con arreglo 
a las formalidades que se determinen reglamentariamente, sus declaraciones de 
incompatibilidades, intereses y actividades, y bienes patrimoniales, que se inscribirán en el 
Registro de Intereses del Consejo, que bajo la dependencia del titular de la Presidencia 
estará custodiado por el Secretario General.

Artículo 9.  Abstención y recusación.

1. Para los miembros del Consejo Consultivo regirán las causas de abstención y 
recusación previstas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. Además, los miembros deberán abstenerse de actuar y podrán ser recusados 
respecto a cualquier acto o procedimiento en el que hubieran tenido cualquier tipo de 
intervención con anterioridad a su designación como miembros del Consejo Consultivo.

Artículo 10.  Derechos y obligaciones.

1. El Presidente o Presidenta y los Vocales del Consejo Consultivo del Principado de 
Asturias tendrán derecho a los honores y preeminencias que, a tal efecto, se señalen en el 
Reglamento de organización y funcionamiento, y a las remuneraciones que los Presupuestos 
Generales del Principado de Asturias fijen, respectivamente, para los Consejeros y 
Viceconsejeros del Gobierno Regional.

2. Los miembros del Consejo Consultivo del Principado de Asturias estarán obligados a 
asistir a todas las reuniones a que sean convocados para tomar parte en la deliberación y 
votaciones de los asuntos a tratar, así como a realizar los estudios, ponencias y trabajos que 
les correspondan.

3. Los miembros del Consejo Consultivo del Principado de Asturias estarán obligados a 
guardar secreto sobre las opiniones y votos emitidos en el transcurso de las reuniones del 
Consejo Consultivo del Principado de Asturias.

Artículo 11.  Duración del mandato y pérdida de la condición de miembro del Consejo 
Consultivo.

1. El mandato de los miembros del Consejo Consultivo tendrá una duración de seis años, 
y podrán ser reelegidos por una sola vez.

2. Durante su mandato serán inamovibles y solamente perderán su condición por alguna 
de las siguientes causas:

a) Fallecimiento.
b) Finalización del mandato.
c) Renuncia, presentada ante el Presidente del Principado de Asturias, el cual dará 

inmediatamente traslado a la institución que en cada caso hubiere propuesto su 
nombramiento.

d) Incapacidad o inhabilitación declarada por decisión judicial firme.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 4  Ley del Consejo Consultivo

– 40 –



e) Incompatibilidad sobrevenida o incumplimiento grave de los deberes o de las 
obligaciones de su cargo, conforme a lo dispuesto en el Reglamento de organización y 
funcionamiento del Consejo, apreciados una y otro, según la institución que hubiere 
propuesto su nombramiento, bien por el Consejo de Gobierno o bien por el Pleno de la Junta 
General del Principado de Asturias, en este último caso, por mayoría de tres quintos de sus 
miembros.

f) Por condena derivada de delito doloso en virtud de sentencia firme.
g) Por pérdida de la condición política de asturiano.

3. En el supuesto previsto en la letra a) del apartado 2 de este artículo, la pérdida de la 
condición de Vocal tendrá eficacia automática, sin necesidad de declaración expresa al 
respecto. En los demás supuestos, el cese se oficiará por el Presidente del Principado 
dentro de los dos días siguientes, cuyo Decreto será publicado inmediatamente en el Boletín 
Oficial del Principado de Asturias.

4. Cuando el cese responda a alguno de los motivos referidos en las letras b) y c) del 
apartado 2 de este artículo, los Vocales continuarán en el ejercicio de sus funciones hasta 
que hayan tomado posesión quienes hubieran de sucederles.

5. Cuando el cese fuere por alguno de los motivos consignados en la letra e) del 
apartado 2 de este artículo, será preceptivo trámite de alegaciones del interesado ante la 
institución que lo hubiere propuesto e informe favorable del Consejo Consultivo.

6. Si se produjeran vacantes antes del término del mandato, el titular de la Presidencia 
del Consejo Consultivo lo pondrá en conocimiento de la institución que hubiere propuesto al 
Vocal vacante para que, de acuerdo con lo dispuesto en el Capítulo I del Título II de la 
presente Ley, se proceda a la provisión de las mismas por el tiempo que reste de mandato.

Artículo 12.  Suspensión cautelar de los miembros del Consejo Consultivo.

Los miembros del Consejo Consultivo podrán ser suspendidos en el ejercicio de sus 
funciones por el Presidente del Principado de Asturias, a propuesta del Consejo Consultivo 
adoptada por mayoría absoluta y habiendo oído previamente al Consejo de Gobierno o al 
órgano competente de la Junta General en los términos que prevea el Reglamento de la 
Cámara o sus disposiciones de desarrollo, en caso de imputación o procesamiento.

TÍTULO III

Competencias

Artículo 13.  Dictámenes preceptivos.

1. El Consejo Consultivo del Principado de Asturias será consultado preceptivamente en 
los siguientes asuntos o expedientes tramitados por los órganos de la Administración Pública 
del Principado o las entidades locales radicadas en su territorio:

a) Anteproyectos de reforma del Estatuto de Autonomía.
b) Proyectos de decretos legislativos.
c) Anteproyectos de ley o proyectos de disposiciones administrativas que afecten a la 

organización, competencia o funcionamiento del Consejo Consultivo del Principado de 
Asturias.

d) Anteproyectos de ley o proyectos de disposiciones administrativas que se dicten en 
ejecución, cumplimiento y desarrollo del Derecho Comunitario Europeo.

e) Proyectos de reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten en 
ejecución de las leyes, así como sus modificaciones.

f) Recursos de inconstitucionalidad y conflictos de competencia ante el Tribunal 
Constitucional. En el caso de los recursos, la solicitud y emisión del dictamen tendrá lugar 
antes de la decisión de recurrir, y en el caso de los conflictos, antes del correspondiente 
requerimiento de incompetencia previsto en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

g) Conflictos en defensa de la autonomía local planteados por los concejos del 
Principado de Asturias ante el Tribunal Constitucional, en los términos previstos en su Ley 
Orgánica.
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h) Conflictos de atribuciones que se susciten entre Consejerías.
i) Convenios y acuerdos del Principado de Asturias con otras comunidades autónomas.
j) Transacciones judiciales o extrajudiciales sobre los derechos de contenido económico 

del Principado de Asturias, así como el sometimiento a arbitraje de las cuestiones que se 
susciten respecto a las mismas.

k) Reclamaciones de responsabilidad patrimonial que se formulen contra la 
Administración del Principado de Asturias o las de las entidades locales de su ámbito 
territorial a partir de seis mil (6.000) euros o de la cuantía superior que establezcan las leyes.

l) Revisión de oficio de los actos administrativos y de las disposiciones administrativas en 
los supuestos legalmente establecidos.

m) Recursos extraordinarios de revisión.
n) Aprobación de pliegos de cláusulas administrativas generales, interpretación, nulidad 

y resolución de los contratos administrativos, cuando se formule oposición por parte del 
contratista, y las modificaciones de los mismos en los supuestos que proceda según lo 
dispuesto en la legislación de contratación administrativa.

o) Interpretación, nulidad, modificación y extinción de las concesiones administrativas, 
cuando se formule oposición por parte del concesionario y, en todo caso, cuando así lo 
dispongan las normas aplicables.

p) Creación o supresión de concejos, la alteración de los términos municipales y los 
demás supuestos previstos en la legislación sobre régimen local.

2. Asimismo, será preceptivo el dictamen en cualquier otro asunto competencia de la 
Comunidad Autónoma o de los entes locales radicados en su territorio en los que, por 
precepto expreso de una ley, se exija la emisión de dictamen del Consejo Consultivo del 
Principado de Asturias o del Consejo de Estado.

Artículo 14.  Dictámenes facultativos.

Podrá recabarse el dictamen del Consejo Consultivo del Principado de Asturias sobre 
cualesquiera otros asuntos no incluidos en el artículo 13, cuando por su especial 
trascendencia o repercusión el órgano consultante lo estime conveniente.

Artículo 15.  Memoria anual.

1. El Consejo Consultivo publicará anualmente una memoria expresiva de sus 
actividades durante el ejercicio inmediatamente anterior, con los dictámenes emitidos y las 
observaciones que sobre el funcionamiento de la Administración Autonómica resulten de los 
asuntos sometidos a su consulta, así como, en su caso, las sugerencias que estime 
oportunas para la mejora de la actuación jurídico-administrativa en la Comunidad Autónoma.

2. La memoria del Consejo habrá de ser elevada, dentro del primer trimestre del año 
siguiente al que se refiera, a la Junta General del Principado de Asturias y al Consejo de 
Gobierno.

TÍTULO IV

Funcionamiento y procedimiento

Artículo 16.  Régimen de acuerdos.

1. Para la válida constitución, deliberación y votación del Consejo Consultivo del 
Principado de Asturias se requerirá la presencia de quienes ocupen la Presidencia y la 
Secretaría o, en su caso, de quienes legalmente les sustituyan y de la mitad, al menos, de 
sus Vocales.

2. Los acuerdos se adoptarán por mayoría de votos de los asistentes. En caso de 
empate, decidirá el voto de calidad de quien sea titular de la Presidencia.

3. Los miembros que discrepen del acuerdo adoptado, podrán formular voto particular 
por escrito dentro del plazo que reglamentariamente se determine.
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Artículo 17.  Solicitud de dictámenes.

Podrán solicitar dictamen del Consejo Consultivo del Principado de Asturias:

a) El Presidente del Principado de Asturias, a iniciativa propia o a solicitud del Consejo 
de Gobierno o de cualquiera de sus miembros.

b) Los titulares de las Presidencias de las entidades locales en los supuestos en que 
preceptivamente vengan establecidos por la legislación a la que hayan de sujetarse. Para los 
supuestos a que se refiere el artículo 14 de esta Ley, deberán disponer del previo acuerdo 
en tal sentido del órgano que resulte competente conforme a lo establecido en la legislación 
vigente y deberá acompañarse propuesta razonada en relación al asunto a consultar.

En estos últimos supuestos facultativos, deberá darse cuenta, simultáneamente a cursar 
la petición de informe, a la Consejería competente en materia de cooperación local.

Artículo 18.  Documentación y audiencia.

1. A la petición de consulta deberá acompañarse toda la documentación correspondiente 
a la cuestión planteada.

2. Si el Consejo Consultivo del Principado de Asturias estimase incompleto el expediente 
podrá solicitar, por conducto de la Presidencia, que se complete con la documentación 
adicional que estime necesaria. En tal caso, se suspenderá el cómputo de los plazos para la 
emisión del dictamen hasta la íntegra recepción de toda la documentación solicitada.

3. El Consejo Consultivo del Principado de Asturias podrá invitar a informar ante él, por 
escrito u oralmente, a las instituciones, entidades, organizaciones o personas con notoria 
competencia técnica en las materias relacionadas con los asuntos sometidos a consulta.

Artículo 19.  Emisión de dictámenes.

1. Para la preparación de las ponencias y para la elaboración de los informes o 
dictámenes, los miembros del Consejo tendrán el auxilio del personal técnico del Consejo 
Consultivo del Principado de Asturias. Los Letrados del Consejo desarrollarán las funciones 
de estudio, preparación y redacción de aquellos que se les encomienden. No obstante, la 
responsabilidad corresponderá íntegra y exclusivamente a los miembros del Consejo.

2. El Consejo Consultivo del Principado de Asturias deberá emitir los informes o 
dictámenes que le sean recabados en el plazo que establezca la normativa en que se prevea 
la emisión de dictamen y, en su defecto, de treinta días hábiles a contar desde la entrada del 
expediente completo en el Registro del Consejo Consultivo del Principado de Asturias.

3. Cuando en la orden de remisión del expediente se hiciese constar motivadamente la 
urgencia del dictamen, el plazo máximo para su despacho será de quince días hábiles.

4. Cuando el dictamen sea preceptivo y el Consejo Consultivo, disponiendo en su 
integridad de toda la documentación necesaria, no lo emita en los plazos establecidos en 
esta Ley, no podrá continuar el procedimiento en tanto el dictamen no sea emitido, sin 
perjuicio de la responsabilidad patrimonial a que hubiere lugar en los términos previstos en la 
legislación vigente como consecuencia de la pasividad o las dilaciones del Consejo en el 
cumplimiento de su función.

5. En los supuestos en los que el dictamen tenga carácter facultativo y hayan 
transcurrido los plazos establecidos para su emisión sin haberse evacuado, se entenderá 
cumplido el trámite.

TÍTULO V

Medios personales y materiales

Artículo 20.  Del Cuerpo de Letrados.

1. Se crea el Cuerpo de Letrados del Consejo Consultivo del Principado de Asturias, 
integrado en el Grupo de clasificación A.
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2. Son funciones del Cuerpo de Letrados las de estudio, preparación y redacción de los 
proyectos de dictámenes e informes sobre los asuntos sometidos a consulta del Consejo, así 
como aquellas que, siendo adecuadas a su carácter, determine el Reglamento de 
organización y funcionamiento del Consejo Consultivo del Principado de Asturias.

3. El ingreso en dicho Cuerpo se efectuará por oposición o por concurso-oposición, 
siendo preceptivo estar en posesión del título de licenciado en derecho.

4. El régimen estatutario de los Letrados del Consejo Consultivo será el establecido para 
el personal funcionario de la Administración del Principado de Asturias, con las salvedades 
establecidas en esta Ley y en el Reglamento de organización y funcionamiento del Consejo 
Consultivo.

Artículo 21.  Personal administrativo.

El personal que desarrolle funciones de administración general en el seno del Consejo 
Consultivo del Principado de Asturias pertenecerá a los cuerpos de Administración General 
de la Administración del Principado de Asturias de acuerdo con la relación de puestos de 
trabajo aprobada por el Consejo Consultivo del Principado de Asturias.

Artículo 22.  Plantillas.

El Consejo Consultivo del Principado de Asturias elaborará las plantillas de su personal.

Disposición adicional primera.  
1. Ningún otro órgano o entidad del Principado de Asturias, incluidas la Administración 

local y la institucional, podrá emplear la denominación «Consejo Consultivo».
2. El Consejo Consultivo de Turismo, creado por la Ley del Principado de Asturias 

7/2001, de 22 de junio, de turismo, pasará a denominarse Consejo Asesor de Turismo.

Disposición adicional segunda.  
1. El personal funcionario de la Administración del Principado de Asturias que acceda a 

la condición de Vocal o Secretario o Secretaria General del Consejo Consultivo del 
Principado de Asturias pasará a la situación de servicios especiales.

2. El personal funcionario de la Administración del Principado de Asturias que preste 
provisionalmente sus servicios como Letrado o Letrada y el personal administrativo del 
Consejo Consultivo del Principado de Asturias quedará en la Administración del Principado 
de Asturias en situación de servicio activo.

Disposición transitoria primera.  
1. En el plazo de dos meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, el Presidente 

del Principado de Asturias nombrará a los Vocales del Consejo Consultivo del Principado de 
Asturias, a cuyo efecto el Consejo de Gobierno y la Junta General del Principado de Asturias 
realizarán la oportuna propuesta.

2. El Consejo Consultivo del Principado de Asturias se constituirá dentro de los quince 
días siguientes a la fecha de la publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias de 
los nombramientos de los Vocales.

Disposición transitoria segunda.  
El Consejo Consultivo del Principado de Asturias comenzará a ejercer su función 

consultiva el día 2 de noviembre de 2005, momento a partir del cual se sustanciarán ante el 
mismo las consultas a las que se refieren los artículos 13 y 14 de esta Ley.

Disposición transitoria tercera.  
Se faculta al Consejo de Gobierno para habilitar los créditos necesarios para el 

funcionamiento del Consejo Consultivo del Principado de Asturias, hasta tanto se cree su 
propia sección en el estado de gastos de los presupuestos generales del Principado de 
Asturias.
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Disposición transitoria cuarta.  
Hasta tanto no se apruebe la correspondiente plantilla y se provean las plazas del 

Cuerpo de Letrados por el procedimiento y con los requisitos establecidos en el art. 20 de 
esta Ley, el Consejo de Gobierno adscribirá al Consejo Consultivo tres funcionarios o 
funcionarias del Cuerpo Superior de Administradores del Principado opción jurídica, uno de 
los cuales actuará provisionalmente de Secretario.

Disposición final primera.  
El Consejo Consultivo del Principado de Asturias elaborará en el plazo de dos meses 

desde su constitución su Reglamento de organización y funcionamiento, que será elevado al 
Consejo de Gobierno para su aprobación.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial 

del Principado de Asturias.
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§ 5

Ley 3/2003, de 24 de marzo, de la Sindicatura de Cuentas

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 78, de 3 de abril de 2003

«BOE» núm. 112, de 10 de mayo de 2003
Última modificación: 30 de diciembre de 2006

Referencia: BOE-A-2003-9510

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de la 
Sindicatura de Cuentas.

PREÁMBULO

La Ley Orgánica 1/1999, de 5 de enero, de reforma de la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de 
diciembre, del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, añadió un artículo 35 ter al 
Estatuto, por el que se crea la Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias, como 
órgano que depende directamente de la Junta General del Principado de Asturias y que 
ejerce sus funciones por delegación de ella en el examen y comprobación de la Cuenta 
General del Principado, remitiendo para la regulación de su composición y funciones a una 
Ley del Principado.

El artículo 136.1 de la Constitución de 1978 consagra al Tribunal de Cuentas como el 
supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica de Estado y del sector 
público. Asimismo, su artículo 153 d) le atribuye el control de la actividad económica y 
presupuestaria de los órganos de las Comunidades Autónomas.

Sin perjuicio de lo anterior, la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
Financiación de las Comunidades Autónomas, además de reiterar en su artículo 22 ese 
control de la actividad financiera de las Comunidades Autónomas por el Tribunal de Cuentas, 
lo completa al recoger la posibilidad de que junto a él concurran los sistemas e instituciones 
de control que las Comunidades Autónomas pudieran adoptar en sus respectivos Estatutos. 
En la misma línea, la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, 
contempla en su artículo 1 la posibilidad de que los Estatutos de Autonomía prevean la 
existencia de órganos propios de fiscalización externa de sus cuentas.

La presente Ley viene a dar cumplimiento al mandato contenido en el Estatuto de 
Autonomía, regulando la composición y funciones de la Sindicatura de Cuentas del 
Principado de Asturias.

La Sindicatura es el órgano al que corresponde el control externo de la actividad 
económico-financiera del sector público autonómico, tal y como éste es definido en la Ley, 
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sin perjuicio de las competencias que correspondan al Tribunal de Cuentas. Para ello se 
configura como un órgano dependiente de la Junta General del Principado, pero dotado de 
independencia funcional para el cumplimiento de sus fines. En el ejercicio de sus funciones, 
la Sindicatura debe coordinar su actividad con la del Tribunal de Cuentas, con el fin de evitar 
la duplicidad en las actuaciones fiscalizadoras.

Junto a la función fiscalizadora, se recoge la función de asesoramiento a la Junta 
General del Principado en las materias propias de su competencia, así como el ejercicio de 
las competencias que le sean delegadas por el Tribunal de Cuentas en los términos 
previstos en su Ley Orgánica.

En lo que se refiere al contenido y alcance de la función fiscalizadora, la Ley encomienda 
a la Sindicatura la tarea de verificar el efectivo sometimiento de la actividad económico-
financiera de los integrantes del sector público autonómico a los principios de legalidad, 
eficacia y eficiencia. La iniciativa fiscalizadora se reserva a la Sindicatura, sin perjuicio de 
que puedan instarla la Junta General del Principado y los integrantes del sector público 
autonómico respecto a aquellas actuaciones de fiscalización que los tengan por objeto. En el 
procedimiento de fiscalización se ha previsto el trámite de audiencia a las entidades o 
personas fiscalizadas.

La Sindicatura ejerce la función de asesoramiento a la Junta General del Principado en 
materia presupuestaria, de contabilidad pública y de intervención o auditoría, recogiendo 
asimismo la Ley la posibilidad de que el Consejo de Gobierno del Principado inste de la 
Junta la emisión del dictamen de la Sindicatura sobre los anteproyectos de disposiciones de 
carácter general que versen sobre las materias mencionadas.

Los órganos de la Sindicatura son los Síndicos, elegidos en número de tres por la Junta 
General; el Consejo, órgano colegiado integrado por los Síndicos; el Síndico Mayor, elegido 
por la Junta General, y la Secretaría General, encargada de organizar y coordinar los 
servicios de la Sindicatura.

Por lo que respecta al estatuto del personal al servicio de la Sindicatura de Cuentas, 
vendrá determinado por la presente Ley y los Estatutos de Organización y Funcionamiento, 
por la legislación en materia de función pública del Principado de Asturias y por la legislación 
estatal básica. No obstante lo anterior, la Ley contempla la aplicación de la legislación de la 
función pública del Principado de Asturias para la plantilla de funcionarios y su ordenación 
por cuerpos, el régimen de selección, provisión de puestos de trabajo, derechos, deberes, 
incompatibilidades, retribuciones, extinción de la relación de servicios y régimen disciplinario. 
La Ley contempla asimismo la provisión de puestos de trabajo de la Sindicatura por personal 
funcionario del Principado de Asturias, de otras Administraciones Públicas y del Tribunal de 
Cuentas.

Por lo que se refiere a las relaciones institucionales, en las que como se recoge en la 
Ley el Síndico Mayor ostenta la representación de la Sindicatura de Cuentas ante cualquier 
instancia o institución, las relaciones con la Junta General del Principado se producirán, 
según los casos, con la Mesa, la Comisión competente en asuntos económicos y 
presupuestarios, y el propio Pleno de la Cámara. Las relaciones con la Administración del 
Principado de Asturias se llevan a cabo por conducto de quien ostente la titularidad de la 
Consejería competente en materia económica y presupuestaria. Las relaciones con los 
demás integrantes del sector público autonómico, a través del órgano que resulte 
competente en cada caso según la normativa aplicable.

Finalmente, y en lo que corresponde a las relaciones con el Tribunal de Cuentas, en la 
Ley se contiene una remisión a la Ley 7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del Tribunal 
de Cuentas, pues en la misma se regulan las relaciones de dicho Tribunal con los Órganos 
de Control Externo de las Comunidades Autónomas.
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TÍTULO I

Naturaleza, ámbito de actuación y funciones

Artículo 1.  Naturaleza.

1. La Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias es el órgano al que corresponde 
el control externo de la actividad económico-financiera del sector público autonómico, de 
acuerdo con lo previsto en la presente Ley y sin perjuicio de las competencias que 
correspondan al Tribunal de Cuentas.

2. La Sindicatura de Cuentas depende directamente de la Junta General del Principado 
de Asturias, y ejerce sus funciones por delegación de ella en el examen y comprobación de 
la Cuenta General del Principado.

3. En el desempeño de sus cometidos, la Sindicatura de Cuentas actuará con pleno 
sometimiento al ordenamiento jurídico y gozará de total independencia funcional para el 
cumplimiento de sus fines.

Artículo 2.  Ámbito de actuación.

El ámbito de actuación de la Sindicatura de Cuentas se extiende a:

a) El sector público autonómico, que, a los efectos contemplados en la presente Ley, 
está integrado por:

– La Administración del Principado de Asturias y sus organismos, entes, entidades, 
fundaciones y empresas públicas, con participación mayoritaria o dominio efectivo, directo o 
indirecto, del Principado, independientemente de que se rijan por el derecho público o 
privado.

– Las Entidades locales situadas en el territorio del Principado de Asturias y sus 
organismos, entes, entidades, fundaciones y empresas públicas, con participación 
mayoritaria o dominio efectivo, directo o indirecto, de las Corporaciones locales, 
independientemente de que se rijan por el derecho público o privado.

– Las Universidades públicas de la Comunidad Autónoma, así como sus organismos, 
entes, entidades, fundaciones y empresas, independientemente de que se rijan por el 
derecho público o privado.

b) Las aportaciones a consorcios, fundaciones no comprendidas en la letra a) de este 
artículo o a cualquier otra entidad procedentes de los sujetos integrantes del sector público 
asturiano.

c) Las subvenciones, créditos, avales y demás ayudas de contenido económico 
concedidas por los órganos integrantes del sector público autonómico a cualesquiera 
personas físicas o jurídicas.

d) Los fondos públicos provenientes de los entes mencionados en la letra a) de este 
artículo que sean administrados por cualesquiera entidades, consorcios, organismos o 
empresas públicas.

e) Exenciones y bonificaciones fiscales directas y personales.

Artículo 3.  Organización y régimen jurídico.

1. La Sindicatura de Cuentas tiene plenas competencias para desarrollar su organización 
y régimen jurídico de acuerdo con la presente Ley y las disposiciones que la desarrollen.

2. Corresponde a la Sindicatura de Cuentas la organización del personal a su servicio de 
conformidad con lo previsto en esta Ley.

3. La Sindicatura de Cuentas elaborará su proyecto de presupuesto y lo remitirá al 
Consejo de Gobierno a través de la Mesa de la Junta General del Principado, a efectos de 
su incorporación, como Sección independiente, al Proyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Principado.
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4. El régimen patrimonial, presupuestario, contable y de contratación de la Sindicatura de 
Cuentas, ejercido a través de sus propios órganos, será el que rija para la Administración del 
Principado de Asturias.

5. Los actos y disposiciones de los órganos de la Sindicatura de Cuentas que lo 
requieran por mandato legal serán publicados en el Boletín Oficial de la Junta General por 
conducto de la Mesa de la Cámara cumplidos que sean los requisitos legalmente aplicables, 
sin perjuicio de su posterior publicación, por el mismo procedimiento, en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias o en otros diarios oficiales cuando así lo exija la legislación vigente.

Artículo 4.  Funciones.

Corresponden a la Sindicatura de Cuentas:

a) La fiscalización de la actividad económico-financiera del sector público autonómico, 
velando por su adecuación a los principios de legalidad, eficacia y eficiencia.

b) El asesoramiento en todo lo relacionado con las materias propias de su competencia a 
la Junta General del Principado de Asturias y a las Entidades locales del Principado, en los 
términos previstos en los artículos 18 y 19 de esta Ley.

c) El ejercicio de las competencias que le sean delegadas por el Tribunal de Cuentas en 
los términos previstos en su Ley Orgánica.

Artículo 5.  Colaboración y coordinación.

1. Para el más eficaz cumplimiento de sus funciones de fiscalización, la Sindicatura de 
Cuentas queda expresamente facultada para:

a) Exigir de cuantos estén sujetos a su acción fiscalizadora que proporcionen los 
antecedentes, datos, informes y documentos, cualquiera que sea su soporte, que considere 
necesarios para el debido conocimiento y comprobación del acto fiscalizable.

b) Inspeccionar y verificar toda la documentación, sea cual fuera su soporte, de las 
oficinas públicas, libros, metálico y valores, dependencias, depósitos, almacenes y, en 
general, cuantos documentos, establecimientos y bienes considere necesarios.

c) Comisionar a expertos al objeto de inspeccionar, revisar y comprobar la 
documentación, libros, metálico, valores, bienes y existencias de los sujetos integrantes del 
sector público autonómico cuya gestión pueda ser objeto de control por la Sindicatura de 
Cuentas, de conformidad con lo previsto en el artículo 2 de esta Ley.

2. La solicitud de colaboración se cursará por el Síndico Mayor a quien ostente la 
representación del ente público controlable, aunque, si se estimara oportuno, podrá 
plantearse también a la autoridad o funcionario correspondiente. En el caso de 
subvenciones, la Sindicatura se dirigirá directamente a la persona o empresa beneficiaria.

3. Para el mejor cumplimiento de sus funciones asesoras, la Sindicatura de Cuentas 
podrá exigir de cualquier órgano del sector público cuantos antecedentes, datos o informes 
considere necesarios por conducto del Síndico Mayor.

4. Cuando la Sindicatura de Cuentas solicite colaboración, los requeridos vendrán 
obligados a prestarla en el plazo que determinen los Estatutos de Organización y 
Funcionamiento de la Sindicatura de Cuentas. Cuando la colaboración no se haya prestado 
en el plazo concedido al efecto, o se produzca cualquier clase de obstrucción que impida o 
dificulte el ejercicio de sus funciones, la Sindicatura de Cuentas pondrá tal circunstancia en 
conocimiento de la Junta General, y de los Tribunales de Justicia, a los efectos previstos en 
el artículo 502.2 del Código Penal.

5. La Sindicatura de Cuentas coordinará su actividad con la del Tribunal de Cuentas a fin 
de garantizar la mayor eficacia y economía de la gestión y evitar la duplicidad en las 
actuaciones fiscalizadoras. Si en el ejercicio de su actividad fiscalizadora la Sindicatura de 
Cuentas advirtiera la existencia de indicios de responsabilidad contable, lo pondrá de 
inmediato en conocimiento del Tribunal de Cuentas a los efectos del posible enjuiciamiento.
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TÍTULO II

Función fiscalizadora

CAPÍTULO I

Contenido y alcance

Artículo 6.  Contenido de la función fiscalizadora.

En el ejercicio de su función fiscalizadora, y sin perjuicio de las competencias que 
corresponden al Tribunal de Cuentas, incumben a la Sindicatura de Cuentas los siguientes 
cometidos:

a) El examen, comprobación y fiscalización de la Cuenta General del Principado.
b) El examen, comprobación y fiscalización de las cuentas de los demás sujetos 

integrantes del sector público autonómico.
c) La fiscalización de los contratos celebrados por los distintos integrantes del sector 

público autonómico.
d) El análisis y evaluación de la situación y las variaciones del patrimonio del sector 

público autonómico.
e) El examen, comprobación y fiscalización de las cuentas y documentos relativos a las 

ayudas de contenido económico concedidas por los integrantes del sector público 
autonómico.

f) La fiscalización de la contabilidad electoral en los términos previstos en la legislación 
electoral.

Artículo 7.  Alcance de la función fiscalizadora.

1. En el ejercicio de su función fiscalizadora, la Sindicatura de Cuentas verificará el 
efectivo sometimiento de la actividad económico-financiera de los integrantes del sector 
público autonómico a los principios de legalidad, de eficacia y de eficiencia:

a) El control de legalidad estará referido a la adecuación de la actividad de los sujetos 
controlados al ordenamiento jurídico vigente.

b) El control de eficacia tendrá como finalidad determinar el grado de consecución de los 
objetivos previstos, analizando tanto las posibles desviaciones como el origen de las 
mismas.

c) El control de eficiencia se referirá a la relación entre los medios empleados y los 
objetivos realizados, con la finalidad de evaluar el coste efectivo en la realización del gasto 
público.

2. La función de fiscalización se extenderá también al control de la contabilidad pública, 
verificando que la misma refleje la realidad económico-financiera del sujeto controlado.

Artículo 8.  Fiscalización de las cuentas del sector público.

1. A efectos de esta Ley tendrán la consideración de cuentadantes, en las que se deban 
rendir a la Sindicatura, los titulares de las entidades y órganos sujetos a la obligación de 
rendir cuentas y, en todo caso, las autoridades, funcionarios o empleados que tengan a su 
cargo la gestión de los ingresos y la realización de los gastos o la gestión del patrimonio en 
los sujetos integrantes del sector público autonómico.

2. La Cuenta General del Principado de Asturias deberá remitirse a la Sindicatura de 
Cuentas por la Mesa de la Junta General dentro de los cinco días siguientes a su 
presentación por el Consejo de Gobierno en el Registro de la Cámara.

3. Las cuentas de las corporaciones locales se rendirán dentro de los treinta días 
siguientes a aquel en el que, de acuerdo con la normativa reguladora de las haciendas 
locales, deban ser aprobadas.
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4. Las cuentas de los demás sujetos integrantes del sector público autonómico serán 
puestas a disposición de la Sindicatura dentro del mes siguiente a la fecha de aprobación de 
las mismas y, en todo caso, con carácter previo a la fecha en que finalice el plazo legalmente 
establecido para su aprobación.

Artículo 9.  Fiscalización de la contratación.

Están sujetos a la fiscalización de la Sindicatura de Cuentas los contratos celebrados por 
los integrantes del sector público autonómico, refiriéndose dicha fiscalización a su 
preparación, adjudicación, garantía, ejecución, modificación y extinción.

Artículo 10.  Fiscalización patrimonial del sector público.

La situación y variaciones del patrimonio del sector público autonómico serán 
fiscalizadas por la Sindicatura de Cuentas mediante la comprobación y control de los 
inventarios y de la contabilidad legalmente establecidos, teniendo en cuenta los estados de 
tesorería, las distintas modalidades de endeudamiento y los demás compromisos financieros 
con sus aplicaciones o empleos.

Artículo 11.  Fiscalización de subvenciones y otras ayudas públicas.

1. Los perceptores o beneficiarios de subvenciones, créditos, avales y demás ayudas de 
contenido económico provenientes del sector público autonómico, así como los particulares 
que administren, recauden o custodien fondos o valores públicos, estarán obligados a rendir 
las cuentas que legalmente resulten exigibles.

2. La fiscalización de las cuentas rendidas por los perceptores o beneficiarios de 
subvenciones, créditos, avales y demás ayudas de contenido económico provenientes del 
sector público autonómico se extenderá tanto a la comprobación de que las cantidades de 
que se trate se han aplicado a las finalidades para las que fueron concedidas como a sus 
resultados.

CAPÍTULO II

Procedimiento de las actuaciones

Artículo 12.  Iniciativa.

1. La iniciativa fiscalizadora corresponderá a la Sindicatura de Cuentas, que desarrollará 
un programa de fiscalizaciones aprobado por su Consejo, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 22 de esta Ley, y cuya ejecución permita formar juicio suficiente sobre la calidad y 
regularidad de la gestión económico-financiera del sector público autonómico. Esta iniciativa 
no podrá verse afectada por el derecho de solicitud previsto en los apartados siguientes.

2. Podrá interesar la actividad fiscalizadora de la Sindicatura de Cuentas el Pleno de la 
Junta General, o su Comisión competente en materia de asuntos económicos y 
presupuestarios, respecto de cualquiera de los integrantes del sector público autonómico, o 
de los perceptores o beneficiarios de ayudas procedentes del mismo.

3. Igualmente, podrán los integrantes del sector público autonómico interesar de la Junta 
General que, por acuerdo de su Comisión competente en materia de asuntos económicos y 
presupuestarios, inste a la Sin dicatura de Cuentas la realización de actuaciones 
fiscalizadoras respecto de sí mismos, por conducto de sus respectivos órganos de gobierno, 
en los términos que prevean los Estatutos de organización y funcionamiento de la 
Sindicatura. En el caso de las Entidades locales, será preciso acuerdo previo del Pleno de la 
Corporación.

Artículo 13.  Emisión de informes provisionales y trámite de audiencia.

1. Una vez realizadas las actuaciones de fiscalización a que se refiere el capítulo I de 
este Título, se elaborará un informe provisional que será puesto en conocimiento de los 
responsables del sector público o personas controladas para que, en la forma y plazos que 
al efecto se establezcan, puedan realizar las alegaciones y aportar los documentos que 
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entiendan pertinentes en relación con la fiscalización realizada o, en su caso, exponer las 
medidas que hubieran adoptado o tuvieran previsto adoptar respecto a las observaciones o 
recomendaciones formuladas en dicho informe provisional.

2. La misma audiencia se conferirá a quienes hubiesen ostentado la titularidad del 
órgano legalmente representante de la entidad de que se trate durante el período a que se 
hubiese extendido la fiscalización realizada.

Artículo 14.  Aprobación de los informes definitivos.

1. Una vez cumplido lo establecido en el artículo anterior, se elaborará un proyecto de 
informe definitivo del que formarán parte las alegaciones formuladas en el trámite de 
audiencia. Dicho informe será sometido a la aprobación del Consejo de la Sindicatura, 
debiendo contener aquél pronunciamiento expreso sobre los extremos previstos en el 
artículo 7 de la presente Ley, así como, en su caso, sobre las infracciones, prácticas 
irregulares o indicios de responsabilidad contable que se hubieren observado, debiendo en 
este último supuesto trasladar de inmediato el expediente al Tribunal de Cuentas para que 
éste adopte las decisiones oportunas a efectos de su posible enjuiciamiento.

2. La Sindicatura de Cuentas, en sus informes, propondrá la adopción de cuantas 
medidas considere pertinentes para la mejora de la gestión económica y financiera del sector 
público autonómico y de los procedimientos de control interno. Asimismo, podrá formular 
propuestas tendentes al incremento de la eficacia y la eficiencia de los servicios prestados 
por el sector público.

Artículo 15.  Debate parlamentario y publicación.

1. Dentro de los cinco días siguientes a su aprobación, los informes de fiscalización 
serán remitidos por conducto de la Mesa de la Junta General a la Comisión de la Junta 
competente en materia de asuntos económicos y presupuestarios, que dispondrá de un 
plazo no superior a un mes para, en los términos que prevea el Reglamento de la Cámara, y, 
en su caso, previa comparecencia del Síndico Mayor, adoptar las resoluciones que 
considere oportunas.

2. Los informes, junto con las resoluciones parlamentarias si las hubiere, serán 
trasladados al Tribunal de Cuentas y publicados, dentro de los quince días siguientes al 
último trámite de la Junta General, en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

3. Asimismo, y con los mismos contenidos, se notificarán a los integrantes del sector 
público autonómico o entidades objeto de la fiscalización para que conozcan su contenido y 
adopten las medidas que procedan.

Artículo 16.  La Cuenta General.

1. La Sindicatura de Cuentas, por delegación de la Junta General, procederá al examen 
y comprobación de la Cuenta General del Principado de Asturias.

2. La Sindicatura de Cuentas dictará la declaración definitiva que le merezca dentro del 
plazo de seis meses a partir de la fecha en que le haya sido remitida por la Mesa de la Junta 
General según lo previsto en el artículo 8.2 de esta Ley, y la trasladará a la Junta General, 
por conducto de la Mesa de la Cámara, a los efectos previstos para la tramitación de la 
Cuenta General en el Reglamento de la Cámara, con comparecencia, en su caso, del 
Síndico Mayor.

3. En todo caso, la Resolución final que la Junta General adopte se tomará antes de que 
transcurra un mes desde la recepción de la declaración definitiva de la Sindicatura y será 
publicada en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

Artículo 17.  Memoria anual.

1. Dentro de los tres meses siguientes a la terminación de cada ejercicio económico, la 
Sindicatura de Cuentas elaborará una Memoria anual descriptiva del conjunto de su 
actividad durante el año precedente, que vendrá complementada con un análisis global de 
las conclusiones derivadas de la acción fiscalizadora, así como de la propuesta de las 
medidas que considere apropiadas para la mejora de la gestión económico-financiera del 
sector público autonómico.
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2. En la Memoria anual de la Sindicatura de Cuentas se integrarán los informes de 
fiscalización aprobados durante el período al que se refiere, así como las alegaciones 
formuladas por los sujetos fiscalizados y el análisis de la Cuenta General del Principado.

3. La Memoria será remitida, por conducto de la Mesa de la Cámara, a la Comisión de la 
Junta General competente en materia de asuntos económicos y presupuestarios, antes del 
uno de abril de cada año. La Comisión dispondrá de un plazo no superior a un mes para, en 
los términos que prevea el Reglamento de la Cámara, y, en su caso, previa comparecencia 
del Síndico Mayor, adoptar las resoluciones que considere oportunas.

4. La Memoria, así como, de haberlas, las resoluciones a que dé lugar, serán publicadas 
en el Boletín Oficial del Principado de Asturias dentro de los quince días siguientes al último 
trámite parlamentario.

TÍTULO III

Función consultiva

Artículo 18.  Solicitudes de asesoramiento.

1. En el ejercicio de su función de asesoramiento a la Junta General del Principado de 
Asturias o a las Entidades locales a que se refiere el artículo 4 b) de esta Ley, corresponde a 
la Sindicatura de Cuentas la emisión de cuantos informes, memorias o dictámenes en 
materia presupuestaria, de contabilidad pública, o de intervención y auditoría le fueran 
solicitados a instancia del Pleno de la Junta o de su Comisión competente en materia de 
asuntos económicos y presupuestarios, siendo necesario, en el caso de las Entidades 
locales, acuerdo previo del Pleno de la Corporación.

2. Asimismo, el Consejo de Gobierno del Principado podrá interesar de la Junta General 
que, por resolución del Pleno o de la Comisión competente en materia de

asuntos económicos y presupuestarios, solicite dictamen de la Sindicatura de Cuentas 
sobre anteproyectos de disposiciones de carácter general cuyo contenido verse sobre las 
materias citadas en el apartado anterior de este artículo.

Artículo 19.  Régimen de informes consultivos.

1. Los informes, memorias o dictámenes de carácter consultivo no serán vinculantes.
2. Los informes, memorias o dictámenes de carácter consultivo deberán ser emitidos 

dentro de los treinta días siguientes a su solicitud, sin perjuicio de que, por escrito motivado 
dirigido a la Mesa de la Junta General y que ésta someterá a consideración del Pleno o de la 
Comisión, según corresponda, el Consejo de la Sindicatura, interese prórroga que, salvo 
casos excepcionales debidamente justificados, no podrá ser superior a otro tanto del plazo 
inicial.

TÍTULO IV

Organización y personal

Artículo 20.  Órganos de la Sindicatura de Cuentas.

La Sindicatura de Cuentas está integrada por los siguientes órganos:

a) El Consejo.
b) Los Síndicos.
c) El Síndico Mayor.
d) La Secretaría General.
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CAPÍTULO I

El Consejo

Artículo 21.  Organización y funcionamiento del Consejo.

1. El Consejo, como órgano colegiado de la Sindicatura de Cuentas, estará integrado por 
tres Síndicos.

2. El Consejo quedará válidamente constituido con la asistencia de la mayoría de sus 
miembros, debiendo ser uno de ellos el Síndico Mayor o quien legalmente le sustituya. Sus 
acuerdos serán adoptados por mayoría de los asistentes.

3. A las sesiones del Consejo asistirá el Secretario General, que actuará con voz pero 
sin voto.

4. El Consejo será convocado por el Síndico Mayor, a iniciativa propia o a petición 
razonada de alguno de sus miembros.

Artículo 22.  Funciones del Consejo.

Son funciones del Consejo de la Sindicatura de Cuentas las siguientes:

a) Aprobar el proyecto de Estatutos de Organización y Funcionamiento de la Sindicatura 
de Cuentas y remitirlo a la Junta General del Principado de Asturias para su tramitación, 
discusión y, en su caso, aprobación por el Pleno de la Cámara.

b) Adoptar, con sumisión a lo establecido en la presente Ley y en las normas que la 
desarrollen, cuantas medidas y disposiciones sean necesarias para el ejercicio de los 
cometidos de la Sindicatura.

c) Aprobar el proyecto de presupuestos de la Sindicatura.
d) Aprobar el programa de fiscalizaciones de cada ejercicio.
e) Aprobar los criterios, técnicas y programas de trabajo a desarrollar para lograr la 

máxima coordinación y eficacia en la ejecución de las actividades fiscalizadoras.
f) Nombrar y cesar al Secretario General, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 32 

de esta Ley.
g) Aprobar las memorias, informes y dictámenes de la Sindicatura de Cuentas.
h) Aprobar las plantillas y las relaciones de puestos de trabajo de la Sindicatura de 

Cuentas, previa consideración de la Mesa de la Junta General, a la que las remitirá a tal 
efecto, sin perjuicio de la aprobación por la Mesa de la plantilla inicial.

i) Aprobar la oferta de empleo público correspondiente a la Sindicatura de Cuentas y 
efectuar las convocatorias para la provisión de puestos de trabajo.

j) Resolver los recursos contra las resoluciones administrativas dictadas por los distintos 
órganos de la Sindicatura de Cuenta, poniendo sus decisiones fin a la vía administrativa.

k) Las demás funciones que le correspondan en virtud de esta Ley y de los Estatutos de 
Organización y Funcionamiento de la Sindicatura de Cuentas, así como cualquier otra 
función que no esté expresamente conferida a otro órgano.

CAPÍTULO II

Los Síndicos

Artículo 23.  Elección de los Síndicos.

1. Los Síndicos serán tres, elegidos por la Junta General del Principado de Asturias, por 
mayoría de tres quintos, entre quienes, estando en posesión de titulación universitaria 
superior, preferentemente en disciplinas jurídicas o económicas, cuenten con reconocida 
competencia y más de diez años de experiencia en las materias sobre las que versa la 
función de la Sindicatura de Cuentas.

2. La elección de los Síndicos será proclamada por la Presidencia de la Junta General y 
de inmediato comunicada al Presidente del Principado de Asturias para su nombramiento 
por Decreto del Presidente, que se publicará en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 5  Ley de la sindicatura de cuentas

– 54 –



Artículo 24.  Causas de inelegibilidad.

1. No podrá ser elegido Síndico quien durante los dos años anteriores a la fecha de 
elección, hubiese desempeñado funciones de dirección, gestión, inspección o intervención 
de ingresos, caudales o gastos en cualquiera de los sujetos integrantes del sector público 
autonómico ; así como quien haya sido perceptor de subvenciones o beneficiario de avales o 
exenciones fiscales con cargo a dicho sector público.

2. Las personas comprendidas en alguno de los supuestos del apartado anterior de este 
artículo tampoco podrán ser comisionadas por la Sindicatura de Cuentas para el desempeño 
de las funciones a que se refiere la letra c) del artículo 5.1 de esta Ley.

Artículo 25.  Duración del mandato y pérdida de la condición de Síndico.

1. El nombramiento de los Síndicos se producirá para un período de seis años durante el 
cual serán inamovibles, pudiendo ser reelegidos por una sola vez, y únicamente perderán la 
condición de Síndico cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:

a) Finalización del mandato.
b) Renuncia presentada a la Junta General.
c) Incapacidad o inhabilitación declarada por sentencia judicial firme.
d) Incompatibilidad sobrevenida o incumplimiento de los deberes de su cargo, 

apreciados una y otro por el Pleno de la Junta General por mayoría de tres quintos de sus 
miembros.

e) Por condena derivada de delito doloso en virtud de sentencia judicial firme.

2. El cese se declarará por la Presidencia de la Junta General y se comunicará al 
Presidente del Principado, cuyo Decreto será publicado en el Boletín Oficial del Principado 
de Asturias.

3. Cuando el cese responda a alguno de los motivos referidos en las letras a) y b) del 
apartado 1 de este artículo, los Síndicos continuarán en el ejercicio de sus funciones hasta 
que hayan tomado posesión quienes hubieren de sucederles.

4. Cuando lo fuere por alguno de los motivos consignados en la letra d) del apartado 1 
de este artículo, será preceptiva la audiencia del interesado e informe del Consejo de la 
Sindicatura acordado por mayoría de sus componentes.

5. Si se produjeran vacantes antes del término del mandato, el Síndico Mayor lo pondrá 
en conocimiento de la Comisión de la Junta General competente en materia de asuntos 
económicos y presupuestarios, para que, de acuerdo con lo dispuesto en este capítulo, se 
proceda a la provisión de las mismas por el tiempo que reste de mandato.

Artículo 26.  Incompatibilidades de los Síndicos.

1. Los Síndicos están sometidos al régimen general de incompatibilidades establecido en 
el artículo 4 de la Ley del Principado de Asturias 4/1995, de 6 de abril, de incompatibilidades, 
actividades y bienes de los altos cargos, y además, no podrán ser Síndicos:

a) Autoridades o funcionarios que tengan a su cargo la gestión, inspección o intervención 
de ingresos, caudales y gastos del sector público de la Comunidad Autónoma.

b) Quienes ostenten cargos con mandato representativo.
c) Miembros del Tribunal de Cuentas o de Sindicaturas de Cuentas autonómicas.
d) Defensor del Pueblo o Instituciones análogas autonómicas.
e) Miembros del Tribunal Superior de Justicia de Asturias.
f) Miembros de órganos consultivos de la Comunidad Autónoma.
g) Quienes militen o ejerzan funciones directivas o ejecutivas en partidos políticos, 

centrales sindicales, organizaciones empresariales y colegios profesionales.

2. No obstante, serán compatibles con el cargo de Síndico las actividades de producción 
y creación literaria, artística, científica o técnica y las publicaciones derivadas de aquéllas, la 
docencia universitaria en régimen asociado, así como la colaboración y la asistencia 
ocasional como ponente a congresos, seminarios, jornadas de trabajo, conferencias o cursos 
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de carácter profesional, siempre que no sean consecuencia de una relación de empleo o de 
prestación de servicios o supongan un menoscabo del estricto cumplimiento de sus deberes.

Artículo 27.  Abstención y recusación de los Síndicos.

1. Para los Síndicos regirán las siguientes causas de abstención:

a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución 
pudiera influir la de aquél, ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener 
cuestión litigiosa pendiente con algún interesado.

b) Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del 
segundo, o convivencia de hecho, o relaciones derivadas de la misma que sean equivalentes 
al referido parentesco, con cualquiera de los interesados, con los administradores de 
entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o 
mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional 
o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato.

c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas 
mencionadas en el apartado anterior.

d) Haber tenido intervención como perito o como testigo en el procedimiento de que se 
trate.

e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el 
asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo 
y en cualquier circunstancia o lugar.

f) Los particulares que de forma excepcional administren, recauden o tengan bajo su 
custodia fondos o valores públicos.

g) Cualquier otra persona que tenga la obligación de rendir cuentas a la Sindicatura.

2. Además, los Síndicos deberán abstenerse de actuar y podrán ser recusados respecto 
a cualquier acto o procedimiento en el que hubieran tenido cualquier clase de intervención 
con anterioridad a su designación como miembros de la Sindicatura de Cuentas.

Artículo 28.  Funciones de los Síndicos.

A los Síndicos les corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Dirigir las actuaciones que les hayan sido asignadas, elevando al Síndico Mayor los 
informes y propuestas que sean consecuencia de dicha actividad para que, en su caso, sean 
aprobadas por el Consejo.

b) Dirigir y coordinar los trabajos de las unidades que de ellos dependan.
c) Proponer las contrataciones y los gastos que sean necesarios para el funcionamiento 

de las unidades a su cargo.
d) Cuantas otras funciones propias de la Sindicatura les fueran encomendadas por el 

Consejo o por el Síndico Mayor.
e) Las demás funciones que les correspondan en virtud de la presente Ley y de los 

Estatutos de Organización y Funcionamiento de la Sindicatura de Cuentas.

Artículo 29.  Régimen funcional de los Síndicos.

1. El Síndico Mayor y los Síndicos tendrán las retribuciones de Consejero y 
Viceconsejero, respectivamente, que figuren en los Presupuestos Generales del Principado 
de Asturias.

2. En el ejercicio de sus funciones, los Síndicos actuarán con total autonomía e 
independencia y tendrán la consideración de autoridad pública, a los efectos de 
responsabilidad administrativa y penal de quienes cometieren agravios contra ellos en el 
acto de servicio o con motivo del mismo.
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CAPÍTULO III

El Síndico Mayor

Artículo 30.  Elección y mandato del Síndico Mayor.

1. El Síndico Mayor será elegido por la Junta General del Principado de Asturias, por 
mayoría de tres quintos, acto seguido de la elección de los Síndicos y de entre ellos. De no 
obtener esta mayoría ninguno de los Síndicos, se repetirá la votación dentro de las cuarenta 
y ocho horas siguientes. Si celebrada la segunda votación, persistiera la falta de mayoría, se 
considerará Síndico Mayor al relacionado en primer término en la resolución del Pleno de la 
Junta General mediante la que hayan sido elegidos los Síndicos.

2. La elección de Síndico Mayor será proclamada por la Presidencia de la Junta General, 
y de inmediato comunicada al Presidente del Principado, quien expedirá el Decreto de 
nombramiento, para su publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

3. El período del mandato del Síndico Mayor tendrá una duración de seis años, pudiendo 
ser reelegido por una sola vez, y concluyendo en cualquier caso cuando finalice su condición 
de Síndico. Durante el ejercicio del mismo, desempeñará sus funciones con plena 
independencia y solo podrá ser removido del cargo por alguna de las causas que determinan 
la pérdida de la condición de Síndico.

4. En los casos de vacante, ausencia, enfermedad o cualquier otro supuesto en que así 
proceda por disposición legal, al Síndico Mayor le sustituirá el Síndico más antiguo, y en 
caso de igualdad en la antigüedad, el de mayor edad.

Artículo 31.  Funciones del Síndico Mayor.

El Síndico Mayor ostenta la representación de la Sindicatura de Cuentas ante cualquier 
instancia o institución y desempeña su dirección y gestión, a cuyo efecto le corresponde 
ejercer las siguientes funciones:

a) Convocar y presidir el Consejo de la Sindicatura de Cuentas, dirigir sus deliberaciones 
y decidir con voto de calidad los empates que pudieran producirse.

b) Asignar a los Síndicos las tareas a desarrollar de acuerdo con el programa de 
fiscalización aprobado por el Consejo.

c) Comparecer ante la Comisión de la Junta General competente en materia de asuntos 
económicos y presupuestarios para exponer cuantas aclaraciones y datos complementarios 
deba facilitar respecto de los informes, dictámenes y memorias remitidos, pudiendo, en todo 
caso, estar asistido por el Síndico que haya dirigido las funciones de control y por el personal 
de la Sindicatura que estime conveniente.

d) Ejercer la superior dirección del personal y de los servicios administrativos de la 
Sindicatura de Cuentas exceptuando la destitución o separación del servicio, que será 
competencia del Consejo y realizar los oportunos nombramientos y ceses.

e) Autorizar y contratar obras, suministros, servicios y demás prestaciones necesarias 
para su funcionamiento.

f) Autorizar y disponer de los gastos, reconocer las obligaciones y ordenar los pagos, así 
como autorizar los documentos presupuestarios de gastos e ingresos.

g) Autorizar las modificaciones presupuestarias de los créditos iniciales.
h) Las demás funciones que le correspondan en virtud de esta Ley y de los Estatutos de 

Organización y Funcionamiento de la Sindicatura de Cuentas, o aquéllas que le sean 
delegadas por el Consejo.
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CAPÍTULO IV

La Secretaría General

Artículo 32.  Nombramiento del Secretario General.

1. El Secretario General será nombrado por el Consejo, a propuesta del Síndico Mayor, 
entre quienes, con titulación universitaria superior, tengan reconocida competencia en la 
materia y con un mínimo de cinco años de experiencia.

2. Su mandato concluirá con el del Síndico Mayor que lo haya propuesto, sin perjuicio de 
que pueda ser designado con cada nuevo mandato de Síndico Mayor. En todo caso, el 
Consejo podrá cesarlo libremente cuando lo estime oportuno.

Artículo 33.  Estatuto personal.

El Secretario General está sometido al mismo régimen de incompatibilidades y de 
causas de abstención y recusación establecidos para los Síndicos y tendrá derecho a las 
remuneraciones que figuren en los Presupuestos Generales del Principado de Asturias para 
los Secretarios Generales Técnicos.

Artículo 34.  Funciones.

1. La Secretaría General de la Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias, con 
dependencia orgánica del Síndico Mayor, será el órgano de asistencia técnica y 
administrativa del resto de órganos recogidos en el artículo 20 de esta Ley, así como el 
depositario de la fe pública de los acuerdos y las resoluciones de los mismos.

2. Sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a otros órganos, compete a la 
Secretaría General el ejercicio las funciones precisas para organizar y coordinar el 
funcionamiento de los servicios de la Sindicatura y en particular:

a) Prestar asesoramiento al Consejo y a los síndicos.
b) Autorizar con su firma todas las certificaciones que se expidan sobre los antecedentes 

que obren en la Sindicatura de Cuentas.
c) Redactar las actas y realizar las actuaciones precisas para hacer efectivos los 

acuerdos del Consejo.
d) Elaborar el anteproyecto de presupuesto.
e) Redactar el proyecto de Memoria anual.
f) Cualquier otra función que le asigne el Consejo o el Síndico Mayor.

CAPÍTULO V

El personal al servicio de la Sindicatura de Cuentas

Artículo 35.  Régimen jurídico.

1. El personal que preste sus servicios en la Sindicatura de Cuentas se regirá por la 
presente Ley, por los Estatutos de Organización y Funcionamiento de la Sindicatura de 
Cuentas y, en su defecto, por la legislación de la función pública del Principado de Asturias y 
por la legislación básica estatal.

2. El régimen de plantilla del personal funcionario, y su ordenación por cuerpos, 
selección, provisión de puestos de trabajo, derechos, deberes, incompatibilidades, 
retribuciones, extinción de la relación de servicios y régimen disciplinario será el establecido 
por la legislación de la función pública del Principado de Asturias.

Artículo 36.  Provisión de puestos por funcionarios.

Mediante los correspondientes procedimientos, la Sindicatura de Cuentas podrá proveer 
sus puestos de trabajo con personal funcionario del Principado de Asturias, de otras 
Administraciones Públicas y del Tribunal de Cuentas.
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TÍTULO V

Relaciones institucionales

Artículo 37.  Relaciones con la Junta General del Principado de Asturias.

1. Las relaciones de la Sindicatura de Cuentas con la Junta General del Principado de 
Asturias se producirán por conducto de la Mesa de la Cámara, sin perjuicio del órgano 
parlamentario que en cada caso sea competente.

2. La Sindicatura de Cuentas remitirá la liquidación de su presupuesto a la Mesa de la 
Junta General, y será presentada por el Síndico Mayor en la Comisión parlamentaria 
competente en materia de asuntos económicos y presupuestarios, antes de concluir el 
primer trimestre del ejercicio posterior al que se refiere la liquidación.

3. El Síndico Mayor comparecerá ante cualesquiera órganos de la Junta General del 
Principado de Asturias cuantas veces sea requerido para informar de los asuntos que la 
misma le solicite.

Artículo 38.  Relaciones con la Administración del Principado de Asturias.

Las relaciones de la Sindicatura de Cuentas con la Administración del Principado de 
Asturias se llevarán a cabo por conducto de quien ostente la titularidad de la Consejería 
competente en materia económica y presupuestaria, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 5.2 de esta Ley.

Artículo 39.  Relaciones con los demás sujetos integrantes del sector público autonómico.

Las relaciones de la Sindicatura de Cuentas con los demás sujetos integrantes del sector 
público autonómico cuya gestión pueda ser objeto de control por aquélla, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 2 de la presente Ley, se canalizarán a través del órgano que 
ostente la representación de los mismos, según la normativa aplicable en cada caso, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 5.2 de esta Ley.

Artículo 40.  Relaciones con el Tribunal de Cuentas.

Las relaciones de la Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias con el Tribunal 
de Cuentas se canalizarán a través del Síndico Mayor y se desarrollarán de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

Disposición adicional primera.  Funcionarios del Principado en la Sindicatura de Cuentas.

1. Los funcionarios del Principado de Asturias que sean nombrados Síndicos o 
Secretario General quedarán en el cuerpo o escala de procedencia en la situación 
administrativa de servicios especiales.

2. Los funcionarios del Principado de Asturias que ocupen un puesto de trabajo en la 
Sindicatura de Cuentas mediante el correspondiente procedimiento quedarán en la situación 
administrativa de servicio activo con destino en la Sindicatura de Cuentas.

Disposición adicional primera bis.  Cuerpo de Auditores de la Sindicatura de Cuentas.

1. Se crea el Cuerpo de Auditores de la Sindicatura de Cuentas, Grupo A.
2. Son funciones de las plazas que integren el Cuerpo de Auditores de la Sindicatura de 

Cuentas las de verificación, análisis y revisión, cumpliendo los criterios y normativa técnica 
aprobada, de las cuentas, estados financieros, el control interno y la organización, así como 
cuantos aspectos de la gestión del sujeto auditado sean relevantes para los objetivos 
marcados por la Sindicatura de Cuentas.

3. Para acceder a las plazas del Cuerpo de Auditores de la Sindicatura de Cuentas es 
preciso estar en posesión de alguna de las siguientes titulaciones: Licenciatura en Ciencias 
Económicas, en Ciencias Empresariales, en Economía, en Administración y Dirección de 
Empresas, o en Derecho; Intendente Mercantil; Actuario de Seguros.
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Disposición adicional segunda.  Designación de Síndicos.

En el plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley, la Junta 
General del Principado de Asturias elegirá a los Síndicos miembros de la Sindicatura de 
Cuentas, por el procedimiento y con los requisitos establecidos en esta Ley y de acuerdo con 
lo que establezca el Reglamento de la Junta General.

Disposición adicional tercera.  Comienzo de la actividad de la Sindicatura de Cuentas.

La Sindicatura de Cuentas iniciará el ejercicio de su actividad a partir del momento en 
que tomen posesión de su cargo los Síndicos nombrados, pero sus funciones fiscalizadoras 
comenzarán a ejercerse sobre las cuentas del ejercicio económico correspondiente al año en 
que quede constituido el Consejo.

Disposición transitoria.  Habilitación presupuestaria.

Para la financiación de su actividad durante el año en que hubiere quedado constituida la 
Sindicatura de Cuentas se tramitarán las modificaciones presupuestarias que, en su caso, se 
requieran para dotar suficientemente los gastos de funcionamiento de aquélla.

Disposición final primera.  Referencias normativas al Tribunal de Cuentas.

Las referencias al Tribunal de Cuentas contenidas en la normativa del Principado de 
Asturias se entenderán realizadas a la Sindicatura de Cuentas, sin perjuicio de las 
atribuciones que puedan corresponder a aquel en aplicación de la Ley Orgánica 2/1982, de 
12 de mayo, del Tribunal de Cuentas.

Disposición final segunda.  Régimen supletorio.

1. En el ejercicio de la función fiscalizadora de la Sindicatura de Cuentas serán de 
aplicación con carácter supletorio las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica 2/1982, 
de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, y en la Ley 7/1988, de 5 de abril, de 
Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

2. En materia de procedimiento, recursos y forma de las disposiciones y actos de los 
órganos de la Sindicatura de Cuentas en el ejercicio de sus funciones no fiscalizadoras, 
serán de aplicación, en defecto de lo previsto en la presente Ley y sus normas de desarrollo, 
las disposiciones contenidas en la Ley del Principado de Asturias 2/1995, de 13 de marzo, 
sobre régimen jurídico de la Administración, y en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común.

Disposición final tercera.  Estatutos de Organización y Funcionamiento.

Dentro de los seis meses siguientes a la designación de Síndicos, el Consejo deberá 
aprobar el proyecto de Estatutos de Organización y Funcionamiento de la Sindicatura de 
Cuentas, que será elevado por el Síndico Mayor a la Junta General del Principado de 
Asturias, por conducto de su Mesa, para su tramitación, discusión y, en su caso, aprobación 
por el Pleno de la Cámara.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial 
del Principado de Asturias.
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§ 6

Ley 1/1984, de 27 de abril, por la que se establece el Himno del 
Principado y se regula su uso

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 103, de 4 de mayo de 1984
«BOE» núm. 129, de 30 de mayo de 1984

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1984-12186

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley por la que se establece el Himno del 
Principado y se regula su uso.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 3.º, 2, del Estatuto de Autonomía para Asturias preceptúa que el Principado de 
Asturias establecerá su himno por Ley del Principado.

Se cumple este mandato estatutario al reconocer la voluntad del pueblo asturiano, 
manifestada de forma ostensible y mayoritaria en favor de la melodía y el texto de la 
popularísima canción «Asturias, Patria querida», cuya resonancia ha traspasado los límites 
de la región y de España.

Su profundo valor simbólico ha venido articulando una dialéctica anticipada de identidad 
Pueblo-Himno, asumida en el tiempo con emoción solidaria y respeto por todos los hijos de 
nuestra tierra a lo largo, al menos, de los seis últimos decenios.

Cristaliza esta asunción popular del «Asturias, Patria querida» al venir empleándose 
espontáneamente desde el advenimiento de la democracia en nuestro país, incluso en los 
actos oficiales de mayor rango presididos por las más altas representaciones del Estado.

En concordancia con el sentimiento popular, se establecen dos versiones de la letra del 
Himno: la original y otra en asturiano.

Se sanciona así por Ley lo que ya era evidente expresión popular de la colectividad 
asturiana presente y ausente del Principado.

TEXTO ARTICULADO

Artículo 1.  
Se establece como Himno del Principado la popular canción «Asturias, Patria querida».
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Artículo 2.  
La letra del Himno del Principado es la siguiente:

Versión original:

Asturias, Patria querida,
Asturias de mis amores;
¡quién estuviera en Asturias
en todas las ocasiones!

Tengo que subir al árbol,
tengo que coger la flor,
y dársela a mi morena
que la ponga en el balcón.

Que la ponga en el balcón,
que la deje de poner,
tengo que subir al árbol
y la flor he de coger.

Versión en asturiano:

Asturies, Patria querida,
Asturies de mios amores;
¡Ail, ¡quién tuviera nAsturies
en toes les ocasiones!

Tengo de subir al árbol,
tengo de coyer la flor,
y dá-yla a la mió morena
que la ponga nel balcón.

Que la ponga nel balcón,
que la dexe de poner,
tengo de subir al árbol
y la flor tengo coyer.

Artículo 3.  
La melodía del Himno del Principado es la contenida en la partitura que se transcribe en 

el anexo de la presente Ley.

Artículo 4.  
El Himno del Principado de Asturias habrá de ser interpretado en aquellos actos oficiales 

de carácter público y especial significación organizados por la Comunidad Autónoma y por 
los municipios de Asturias.

Artículo 5.  
Queda prohibida la utilización del Himno del Principado en actos, formas o versiones que 

menoscaben su alta significación.

Artículo 6.  
El Himno del Principado será protegido de idéntica forma que los demás símbolos del 

Estado, del que es parte integrante el Principado de Asturias.

DISPOSICIÓN ADICIONAL
El Consejo de Gobierno del Principado, en el plazo de dos meses desde su entrada en 

vigor, desarrollará reglamentariamente lo establecido en la presente Ley.
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ANEXO
La melodia del himno del Principado a que se refiere el articulo 3 de la presente Ley es la 

que a continuación se transcriibe:

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 6  Ley reguladora del Himno

– 63 –



§ 7

Ley 2/1984, de 27 de abril, por la que se establece el Escudo del 
Principado y se regula su uso

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 103, de 4 de mayo de 1984
«BOE» núm. 129, de 30 de mayo de 1984

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1984-12187

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley por la que se determina el Escudo del 
Principado y se regula su uso.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía para Asturias preceptúa en su artículo tercero que «El 
Principado tiene escudo propio, por lo que en ningún caso se trata con la presente Ley de 
una creación ex novo, sino de elevar al adecuado rango el reconocimiento de este símbolo 
de la Comunidad Autónoma, resolviendo definitivamente la duda surgida entre los estudiosos 
de si existe o no algún texto normativo que formule o describa las características del escudo 
del Principado de Asturias, existencia que parece deducirse del acta de la sesión de 21 de 
octubre de 1857 de la Diputación Provincial que refiere al Señor Rey Don Fernando VII la 
designación o sanción de su representación formal.

La presente Ley, pues, ha de describir el Escudo ya existente, configuración que surge 
de los antecedentes históricos de nuestra Comunidad.

De las descripciones modernas conocidas, tanto en la realizada por el egregio 
Jovellanos en su carta al señor Marqués de Camposagrado como la del insigne cronista de 
Asturias y heraldista eminente don Ciriaco de Miguel Vigil, se reseñan, sobre fondo azul, la 
Cruz de la Victoria con las letras alpha y omega Pendientes de sus brazos –la alpha 
mayúscula y la omega minúscula en razón a que ésta es la forma en que existen todavía en 
las más antiguas representaciones gráficas de la Cruz de Asturias datadas en la época de 
los Reyes Alfonso II y Alfonso III, en el siglo IX, y que pueden verse en la iglesia de 
Santullano de los Prados y en el Museo Arqueológico de Asturias–, y la leyenda «HOC 
SIGNO TVETVR PIVS, HOC SIGNO VINCITVR INIMICVS», en mayúsculas romanas. La 
diferencia existente entre ambas descripciones es que mientras Jovellanos timbra el escudo 
con la Corona real, para don Ciriaco lleva la Corona del Príncipe.

Constituye satisfacción y orgullo de Asturias que este símbolo de su escudo –la Cruz de 
la Victoria–, además de poseerlo en vivo, con la excelsitud de tan magna joya, cuya 
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realización tuvo lugar en el año 908, reinando Alfonso III el Magno, último Rey de Asturias, 
sea, sin duda, una de las figuras de blasón más antiguas de Europa al serlo del Reino de 
Asturias ya en el siglo IX, pues sus primeras representaciones conocidas. como ya se indica, 
aparecen en diversos monumentos prerrománicos de Asturias y, posteriormente, en los 
distintos confines de dicho Reino.

Este signo real de Asturias, que inicialmente se representaba al natural, es decir, 
solamente la figura de la Cruz con el alpha y el omega grabado sobre el fondo de piedra, y 
que solía llevar inscrita la leyenda, acabó, por aplicación de :a heráldica, inscrito, a partir del 
siglo XVIII, en una superficie limitada, con forma de escudo, cudrilongo, redondeado en la 
parte inferior y con punta en medio de la base, siendo su ornamento exterior más importante 
la corona.

El que el escudo del Principado vaya timbrado con la Corona Real se establece –a pesar 
de la inducción a error que puede suponer la institución, en 1388, por Juan I, del «Principado 
de Asturias», siguiendo el ejemplo de la Corona inglesa y de otros Estados– en razón de la 
dignidad de Asturias y no del título honorífico del Principado; es decir, de la propia condición 
del territorio de Asturias, desde siempre tierra de realengo, tal como acertadamente se 
recoge en la descripción de Jovellanos.

TEXTO ARTICULADO

Artículo 1.  
El Principado de Asturias tiene Escudo propio. La presente Ley lo describe y regula su 

uso.

Artículo 2.  
El Escudo del Principado de Asturias es rectangular, cuadrilongo y con los extremos del 

lado inferior redondeados y una punta o ángulo saliente en el centro de dicho lado, con la 
proporción de seis de alto por cinco de ancho.

Trae sobre campo de azur o azul la Cruz de Asturias, que llama de la Victoria, de oro, 
guarnecida de piedras preciosas de su natural color, y las letras alpha mayúscula y omega 
minúscula, también de oro, pendientes de sus brazos diestro y siniestro, respectivamente; y 
en sendas líneas, con letras de oro, la leyenda

HOC SIGNO TVETVR PIVS

HOC SIGNO VINCITVR INIMICVS

la primera al flanco diestro y la segunda al flanco siniestro.
Al timbre, corona real, cerrada, que es un círculo de oro, engastado de piedras 

preciosas, compuesto de ocho florones de hojas de acanto, visibles cinco, interpoladas de 
perlas, y de cuyas hojas salen sendas diademas sumadas de perlas, que convergen en un 
mundo de azur o azul, con el semimeridiano y el ecuador de oro, sumado de cruz de oro. La 
corona, forrada de gules o rojo.

Artículo 3.  
El diseño lineal del Escudo del Principado es el que se recoge en el anexo de la presente 

Ley.

Artículo 4.  
El Escudo habrá de figurar en:

1. Los documentos que contengan las Leyes de la Junta General que promulgue el 
Presidente del Principado de Asturias unas en nombre del Rey.

2. Los documentos, impresos, sellos y membretes de uso oficial de la Comunidad 
Autónoma.

3. Las publicaciones oficiales del Principado de Asturias.
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4. Los distintivos oficiales usados por las autoridades de la Comunidad Autónoma a 
quienes corresponda.

5. Los títulos acreditativos de las condecoraciones.
6. Los diplomas o títulos de cualquier clase expedidos por autoridades de la Comunidad 

Autónoma.
7. Los edificios y establecimientos de la Administración Autónoma asturiana.

Artículo 5.  
El Escudo no podrá ser utilizado como símbolo de identificación por ninguna otra 

institución pública o privada que no sea el Principado de Asturias. No se admitirá ningún uso 
que vaya en menoscabo de su alta significación.

Artículo 6.  
Se mantendrán los escudos existentes en aquellos edificios declarados monumentos 

histórico-artísticos. También los que figuren en aquellos otros que formen parte sustancial 
del ornato y decoración.

Artículo 7.  
El Escudo del Principado goza de idéntica protección que los demás símbolos del 

Estado, del que la Comunidad Autónoma forma parte.

DISPOSICIÓN ADICIONAL
El Consejo de Gobierno regulará por Decreto:

1. En el plazo de dos meses:

Las especificaciones técnicas de los colores del Escudo del Principado.
Los logotipos de reproducciones simplificadas del Escudo para uso oficial.

2. En el plazo de seis meses:

Cualquier otro desarrollo necesario para el cumplimiento de la presente Ley.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
En el plazo de un año, a partir de la entrada en vigor de los Decretos a que hace 

referencia la disposición adicional, los Organismos obligados al uso del Escudo sustituirán 
los que no se ajusten al modelo oficial.

ANEXO
El diseño lineal del Escudo del Principado es el que a continuación se inserta:
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§ 8

Ley 4/1990, de 19 de diciembre, de la Bandera del Principado de 
Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 6, de 9 de enero de 1991
«BOE» núm. 32, de 6 de febrero de 1991
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1991-3217

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de la Bandera del Principado de Asturias.

PREÁMBULO

El Estatuto de Autonomía para Asturias, en su artículo 3.1, establece que «La bandera 
del Principado de Asturias es la tradicional con la Cruz de la Victoria en amarillo sobre fondo 
azul».

La presente Ley pretende desarrollar esta disposición estatutaria, con el fin de unificar en 
colores, medidas y composición la enseña del Principado de Asturias y regular de forma 
adecuada el uso de la misma; todo ello con el máximo respeto a la historia y a la tradición de 
la región asturiana.

A tal fin, se previene que la Cruz de la Victoria y el fondo azul de la Bandera, definidos 
en el Estatuto de Autonomía, sean idénticos, tanto en diseño como en colores, a los 
establecidos para el Escudo del Principado de Asturias en la Ley 2/1984, de 27 de abril, y, 
en desarrollo de ésta última, en los Decretos 118/1984, de 31 de octubre, y 59/1985, de 13 
de junio.

La existencia actual de numerosas versiones de colores, elementos y medidas 
aconsejan que por la presente Ley se unifique la Bandera del Principado de Asturias y se 
regule su uso.

Artículo 1.  
1. La Bandera del Principado de Asturias es rectangular, con la Cruz de la Victoria en 

amarillo sobre fondo azul.
2. De los brazos diestro y siniestro de la Cruz penderán las letras alpha mayúscula y 

omega minúscula.
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Artículo 2.  
La Cruz de la Victoria y el fondo azul de la Bandera serán idénticos a los establecidos 

para el Escudo del Principado de Asturias en la Ley del Principado 2/1984, de 27 de abril.

Artículo 3.  
1. La Bandera del Principado de Asturias tendrá una longitud igual a tres medios de su 

ancho (anexo 1).
2. La Cruz de la Victoria tendrá una altura de dos tercios del ancho de la Bandera (anexo 

2).
3. El eje de la Cruz se colocará a una distancia de la vaina de media anchura de la 

Bandera (anexo 3).
4. La Bandera del Principado de Asturias, en su forma de gala o de máximo respeto, se 

confeccionará en tafetán de seda, con la Cruz de la Victoria de oro, guarnecida de piedras 
preciosas de su natural color y las letras alpha y omega también de oro. En los demás 
casos, en tejido fuerte de lanilla o fibra sintética, con la Cruz estampada o sobrepuesta.

Artículo 4.  
La Bandera del Principado de Asturias, junto con la de España, deberá ondear en el 

exterior y ocupar lugar preferente en el interior de todos los edificios públicos civiles del 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma y en los actos oficiales que en ella se celebren, 
siempre respetando la legislación específica.

Artículo 5.  
1. En el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la Bandera del Principado de 

Asturias ocupará el lugar siguiente en orden de preferencia a la Bandera de España, 
respetando, en todo caso, la preeminencia y el máximo honor que a ésta le corresponden, 
de conformidad con la legislación del Estado.

2. Si el número de banderas que ondeasen juntas fuese impar, la de Asturias se situará 
a la izquierda de la de España, desde el observador.

3. Si el número de banderas que ondeasen juntas fuera par, la de Asturias se situará a la 
derecha de la España, desde el observador.

4. Cuando, dentro del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la Bandera del 
Principado de Asturias concurra con las de otras Comunidades Autónoma, Diputaciones 
Provinciales, Ayuntamientos y demás Entidades o Corporaciones, ocupará un lugar 
preeminente sobre las de éstas.

Artículo 6.  
La Bandera del Principado de Asturias será igual en tamaño a la de España y no será 

inferior cuando concurra con las de otras Entidades.

Artículo 7.  
Se prohíbe la utilización en la Bandera del Principado de Asturias de cualesquiera 

símbolos o siglas de partidos políticos, sindicatos, asociaciones, entidades privadas o de 
particulares.

Artículo 8.  
Las autoridades velarán por la observancia de lo establecido en esta Ley y adoptarán las 

medidas necesarias para el establecimiento de la legalidad cuando haya sido conculcada.

Artículo 9.  
La Bandera del Principado de Asturias goza de la misma protección jurídica que las 

leyes estatales confieren a los símbolos del Estado con aplicación de los mismos casos y 
supuestos que éstas contemplan.
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Artículo 10.  
1. El uso de la Bandera del Principado de Asturias como distintivo de productos o 

mercancías exigirá la previa autorización de la Administración del Principado a fin de 
garantizar que no vaya en menoscabo de su alta significación.

2. En cualquier caso, la Bandera no podrá ser utilizada como distintivo único identificador 
de productos o mercancías; debiendo, a lo sumo, constituir un elemento accesorio de la 
marca o distintivo principal de aquéllos.

3. Para la obtención de la autorización a que se refiere el número 1 de este artículo, se 
seguirá lo dispuesto para el Escudo del Principado de Asturias en su Ley reguladora y 
disposiciones de desarrollo.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
1. La Bandera descrita en la presente Ley tendrá las medidas correspondientes a los 

siguientes tipos:

Tipo Largo m/m Ancho m/m

1 6.640 4.430

2 4.110 2.740

3 3.240 2.160

4 1.500 1.000

5 750 500

2. No obstante lo dispuesto en el número 1, podrán utilizarse banderas de medidas 
diferentes para uso distinto de su colocación en mástil; en cuyo caso, la Cruz se emplazará 
en el centro de la enseña (anexo 4).

Segunda.  
Los edificios oficiales de la Comunidad Autónoma izarán las banderas de los siguientes 

tipos, proporcionados a las alturas de las edificaciones:

Altura del edificio superior a 25 metros: Tipo de bandera: 2.
Altura del edificio entre 10 y 25 metros: Tipo de bandera: 3.
Altura del edificio inferior a 10 metros: Tipo de bandera: 4.

Tercera.  
En todos los establecimientos en que la bandera se ice en mástil fijo a tierra se adoptará 

el tipo número 3; siendo las astas, mástiles y picos en que se coloquen las banderas, de 
madera en color nogal claro o metálicos pintados en olanco, y tendrán una altura 
proporcional a las medidas de aquélla.

Cuarta.  
En el interior de los edificios públicos se adoptará el tipo 4.

Quinta.  
1. Los colores de la Bandera del Principado de Asturias, especificados en el sistema 

internacional «CIELAB», serán los siguientes:

Color Claridad, L* Cromac* Tonoh*

Azul 50 45 260
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Color Claridad, L* Cromac* Tonoh*

Amarillo 60 35 85

(Tolerancia: 10 unidades UNE de diferencia de color. Norma UNE 72-036.)

2. Los colores de la Bandera del Principado de Asturias, especificados en el sistema 
«Pantone», serán los siguientes:

Azul Pantone 829.
Amarillo Pantone 109.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones que requiera la 

ejecución de la presente Ley.

Segunda.  
Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Principado de Asturias y de la Provincia».

ANEXO 1
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ANEXO 2

ANEXO 3
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ANEXO 4
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§ 9

Ley 5/1984, de 28 de junio, por la que se instituye el Día de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 156, de 6 de julio de 1984

«BOE» núm. 187, de 6 de agosto de 1984
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1984-17575

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley por la que se instituye el Día de Asturias.

Artículo 1.  
Se declara Día de Asturias la fecha del 8 de septiembre, que tendrá, a todos los efectos, 

carácter de fiesta regional.

Artículo 2.  
El Día de Asturias se celebrará institucionalmente en la localidad que se determine por el 

Consejo de Gobierno.

DISPOSICIÓN FINAL
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Principado de Asturias y de la Provincia».
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§ 10

Ley 4/1986, de 15 de mayo, reguladora de los honores y distinciones 
del Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 125, de 30 de mayo de 1986
«BOE» núm. 153, de 27 de junio de 1986
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1986-17092

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley Reguladora de los Honores y 
Distinciones de Principado de Asturias.

PREÁMBULO

Constituida la Comunidad Autónoma y regulados sus símbolos, parece preciso normar el 
régimen de los honores y distinciones del Principado. La presente Ley viene a cumplir dicho 
objetivo sustituyendo al antiguo «Reglamento para la concesión de honores y distinciones» 
aprobado por la extinguida Diputación Provincial el 29 de octubre de 1970.

La Ley crea tres formas de distinción: La Medalla de Asturias y los títulos de Hijo 
Predilecto e Hijo Adoptivo de Asturias.

La Medalla de Asturias, que podrá ser de oro o plata, es la distinción reservada para 
premiar méritos verdaderamente singulares a personas o instituciones. Dada su alta 
significación el número de Medallas que pueden concederse anualmente está limitado.

El título de Hijo Predilecto de Asturias se otorgará a persona nacidas en el Principado 
que hubieran destacado por sus méritos relevantes, especialmente por sus servicios en 
beneficio de la Comunidad Autónoma.

Para los no nacidos en Asturias, y acreedores por sus méritos de reconocimiento público 
similar, se reserva el título de Hijo Adoptivo de Asturias.

La Ley regla pormenorizadamente el procedimiento para la concesión de honores y 
distinciones y establece la forma de registro de los mismos. Asimismo, prevé la posibilidad 
de declarar luto oficial en la Región y el órgano competente para efectuarlo.
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CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  
1. El Principado de Asturias crea la Medalla de Asturias como condecoración de carácter 

honorífico que se otorgará como recompensa de los méritos singulares que concurran en las 
personas físicas e instituciones que hayan destacado por servicios o actividades de 
cualquier naturaleza en beneficio de los intereses generales del Principado de Asturias.

2. Con el mismo carácter honorífico, se crean los títulos de Hijo Predilecto de Asturias e 
Hijo Adoptivo de Asturias para premiar a las personas cuyas actividades o trabajos hayan 
redundado de modo especial en beneficio de Asturias.

3. Se podrá distinguir también honoríficamente a personas o instituciones dando su 
nombre a los servicios o establecimientos que la Administración del Principado gestione.

Artículo 2.  
La Medalla de Asturias podrá ser concedida a autoridades públicas, españolas o 

extranjeras, por motivos de cortesía o reciprocidad.

Artículo 3.  
1. Las personas a las que se otorguen los honores y distinciones reguladas en los 

apartados 1 y 2 del artículo 1 de esta Ley, recibirán por tal motivo el tratamiento de 
ilustrísimo, que conservarán con carácter vitalicio, sin perjuicio de otros tratamientos que 
puedan corresponderles.

2. Las distinciones reguladas en la presente Ley tienen carácter exclusivamente 
honorífico, sin que, por consiguiente, generen derecho alguno de contenido económico.

3. En ningún caso podrán ser concedidas las aludidas distinciones honorficicas al 
Presidente y Diputados de la Junta General del Principado, miembros del Consejo de 
Gobierno y demás altos cargos de la Administración del Principado, en tanto se hallen en el 
ejercicio de sus cargos.

Artículo 4.  
Para la concesión de cualquiera de los honores y distinciones previstos en esta Ley será 

necesaria la instrucción del correspondiente expediente a fin de determinar y constatar los 
méritos y circunstancias que aconsejen y justifiquen el otorgamiento.

CAPÍTULO II

De la Medalla de Asturias

Artículo 5.  
La Medalla de Asturias se reservará para premiar méritos verdaderamente singulares 

que concurran en personas e instituciones cuya importancia y trascendencia para los 
intereses generales de la Comunidad Autónoma les haga acreedoras y dignas de tan 
elevada recompensa.

Artículo 6.  
1. La Medalla de Asturias podrá ser otorgada en las categorías de oro y plata.
2. La Medalla de Asturias en su categoría de oro constituye el grado máximo de 

condecoraciones que puede otorgar el Principado de Asturias.

Artículo 7.  
1. La Medalla de Asturias, en su categoría de oro, consistirá en un disco de oro de 7 

centímetros de diámetro y 4 milímetros de grosor, con las siguientes características: En el 
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anverso y en relieve figurará el escudo de Asturias y la inscripción Principado de Asturias; en 
el reverso llevará impreso el nombre de la persona o institución galardonada.

2. La Medalla de Asturias, en su categoría de plata, será de este metal y con iguales 
características a la de oro.

Artículo 8.  
El número máximo de Medallas de Asturias que podrán ser otorgadas anualmente no 

podrá exceder de dos en la categoría de oro, y de seis en la de plata, no siendo computable 
a esos efectos las que se concedan en virtud de lo previsto en el artículo 2 de la presente 
Ley.

Artículo 9.  
La Medalla de Asturias podrá otorgarse a personas fallecidas al momento de la 

concesión, siempre que el expediente para ello se inicie antes de que transcurran dos años 
desde la fecha del fallecimiento.

CAPÍTULO III

De los títulos de Hijo Predilecto de Asturias e Hijo Adoptivo de Asturias

Artículo 10.  
El título de Hijo Predilecto de Asturias sólo podrá ser otorgado a las personas que, 

habiendo nacido en el territorio del Principado de Asturias, hayan destacado por sus méritos 
relevantes, especialmente por sus Servicios en beneficio de la Comunidad Autónoma, y 
gocen de alto prestigio y consideración general en el concepto de público.

Artículo 11.  
El título de Hijo Adoptivo de Asturias podrá concederse a favor de personas que reúnan 

los méritos y circunstancias a que se refiere el artículo anterior, cualquiera que sea su lugar 
de nacimiento con excepción del territorio del Principado.

Artículo 12.  
1. Los títulos de Hijo Predilecto e Hijo Adoptivo de Asturias tendrán carácter vitalicio, sin 

perjuicio de lo previsto en el artículo 18.
2. Serán expedidos por el Presidente del Principado y en los mismos se hará constar el 

nombre del interesado, la fecha del acuerdo de concesión y una sucinta referencia de los 
merecimientos que motivan y justifican la distinción concedida.

CAPÍTULO IV

Del procedimiento para la concesión de honores y distinciones

Artículo 13.  
1. El expediente para la concesión de los honores y distinciones regulados en la 

presente Ley se incoará por Decreto del Presidente del Principado, bien por propia iniciativa 
o a instancia de las siguientes autoridades y Entidades:

a) Presidente de la Junta General del Principado, previo acuerdo de la Mesa de la 
Cámara, por iniciativa propia o a propuesta de, al menos, un grupo parlamentario.

b) Miembros del Consejo de Gobierno.
c) Ayuntamientos y otras Entidades Locales de carácter representativo.
d) Entidades culturales, científicas o socioeconómicas, dotadas de personalidad jurídica.

2. La concesión de los títulos de Hijo Predilecto o Hijo Adoptivo de Asturias, requerirá, en 
todo caso, el informe favorable de la Junta General del Principado, La Mesa de la Cámara, 
atendiendo las circunstancias concurrentes en la propuesta, determinará si el dictamen 
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correspondiente de la Comisión de Organización y Administración deberá ser ratificado por 
el Pleno de la Junta General del Principado.

Artículo 14.  
1. En el propio Decreto de incoación del expediente, el Presidente del Principado 

designará instructor a uno de los Consejeros, que actuará asistido por un funcionario 
perteneciente o adscrito a la Administración del Principado en calidad de Secretario.

2. El Consejero instructor del expediente adoptará cuantas providencias considere 
necesarias para la más depurada, completa contrastada investigación de los méritos que 
pudieran justificar a concesión de las distinciones propuestas.

Siempre que resulte posible, en el curso de la tramitación de concesión de los títulos de 
Hijo Predilecto o Hijo Adoptivo de Asturias, deberá concederse un plazo de información 
pública para que puedan personarse en el procedimiento cuantas personas deseen aportar 
información o testimonios de interés para la resolución del expediente.

Artículo 15.  
1. Concluida la fase de instrucción, y a los efectos previstos en el artículo 13.2, se dará 

traslado del expediente, debidamente informado, al Presidente de la Junta general. Emitido 
el dictamen que proceda, el Consejero instructor formulará la propuesta correspondiente al 
Consejo de Gobierno.

2. Los acuerdos de concesión de honores y distinciones serán publicados en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias» y de la provincia.

Artículo 16.  
Se exceptúan del procedimiento regulado en los artículos precedentes:

a) Los supuestos de concesión de la Medalla de Asturias a que se refiere el artículo 2 de 
la presente Ley en los que la propuesta será formulada directamente al Consejo de Gobierno 
por el Presidente del Principado.

b) Los de concesión de la distinción prevista en el apartado 3, del artículo 1, de la 
presente Ley, en que bastará la formulación al Consejo de Gobierno por el miembro del 
mismo que asuma la iniciativa de propuesta debidamente motivada.

Artículo 17.  
Las entregas de las Medallas de Asturias y de los títulos de Hijo Predilecto e Hijo 

Adoptivo de Asturias por el Presidente del Principado, se harán en actos solemnes, 
preferentemente coincidiendo con la celebración del Día de Asturias.

Artículo 18.  
1. La concesión de los honores y distinciones a que la presente Ley se refiere podrá ser 

revocada si con posterioridad a la misma los interesados realicen actos o manifestaciones 
que les haga indignos de su titularidad.

2. Para la revocación será preciso observar, en todo caso, igual procedimiento que el 
previsto para la concesión.

CAPÍTULO V

Del registro de honores y distinciones

Artículo 19.  
La Oficialía Mayor del Consejo de Gobierno llevará un Libro Registro en el que se 

inscribirán los datos identificadores de todas y cada una de las personas e instituciones 
favorecidas con alguna de las distinciones reguladas en la presente Ley, fecha del acuerdo 
de otorgamiento y, en su caso, la de fallecimiento de quien hubiera recibido la distinción.
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Artículo 20.  
El Libro Registro, qué se denominará «Libro de Honor de Asturias», tendrá abiertas 

secciones diferentes para cada una de las clases de distinciones previstas en esta Ley, y en 
ellos se inscribirán por el orden cronológico en que hayan sido concedidas.

CAPÍTULO VI

Del Libro de Oro del Principado de Asturias

Artículo 21.  
Se crea el «Libro de Oro del Principado de Asturias» para recoger las firmas y, en su 

caso, las dedicatorias de las personas de destacada importancia que visiten la Comunidad 
Autónoma, que el Presidente del Principado indique.

CAPÍTULO VII

De la declaración de luto oficial

Artículo 22.  
1. El Consejo de Gobierno podrá decretar luto oficial en el territorio del Principado de 

Asturias, durante los días que estime oportuno, en los supuestos de fallecimiento de 
personas relevantes para la región o de siniestros de los que se deriven consecuencias 
graves para Asturias. En casos de urgencia, la declaración de luto oficial podrá efectuarse 
por resolución del Presidente, de la que dará cuento al Consejo de Gobierno en la primera 
reunión que éste celebre.

2. La declaración de luto oficial comportara que las banderas ondeen a media asta en 
todos los edificios de las Administraciones Públicas del Principado de Asturias.

3. En caso de fallecimiento de un Diputado de la Junta General o de un miembro del 
Consejo de Gobierno, las banderas del Palacio de la Junta General ondearán a media asta 
el día de su fallecimiento.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Queda derogado el procedimiento para la concesión de honores y distinciones aprobado 

por acuerdo de la excelentísima Diputación Provincial de Oviedo, adoptado en sesión de 29 
de Octubre de 1970, sin perjuicio del pleno reconocimiento de los derechos derivados para 
los titulares de distinciones otorgadas a su amparo.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Los Príncipes de Asturias, por derecho propio, recibirán la Medalla de Oro del Principado 

de Asturias.

Segunda.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones necesarias en 

desarrollo de la presente Ley.
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§ 11

Ley 1/1998, de 23 de marzo, de uso y promoción del bable/asturiano

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 73, de 28 de marzo de 1998
«BOE» núm. 103, de 30 de abril de 1998
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1998-10126

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de uso y promoción del 
bable/asturiano.

PREÁMBULO

El Estatuto de Autonomía para Asturias establece en su artículo 4: «El bable gozará de 
protección. Se promoverá su uso, su difusión en los medios de comunicación y su 
enseñanza, respetando, en todo caso, las variantes locales y voluntariedad en su 
aprendizaje».

Asimismo, en el artículo 10.1.15 señala como competencia del Principado: «El fomento y 
protección del bable en sus diversas variantes que, como modalidades lingüísticas, se 
utilizan en el territorio del Principado de Asturias».

Por otra parte, el mismo artículo, en su apartado 1.14, también señala como una de las 
competencias del Principado: «El fomento de la investigación y de la cultura, con especial 
referencia a sus manifestaciones regionales y a la enseñanza de la cultura autóctona». Bajo 
este punto de vista, el bable y sus modalidades constituyen un legado histórico-cultural que 
es necesario defender y conservar.

Es además evidente que la potenciación de la pluralidad lingüística y cultura de una 
región favorece la revitalización de las señas de identidad de los pueblos que conforman la 
nación española.

La recuperación por el pueblo asturiano de la riqueza del bable/asturiano, exige una 
serie de actuaciones que tengan por objetivo el fomento, la protección, la conservación y el 
buen uso que respete las diversas modalidades.

El Consejo de Gobierno del Principado, que ha asumido la dirección y coordinación de 
las actividades relacionadas con el bable/asturiano, ha ido estableciendo medidas de 
promoción del mismo, especialmente en los campos de la enseñanza y en otros sectores 
institucionales. Tales medidas tenían como objetivo la recuperación, conservación y 
promoción del bable y sus variantes.
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Se considera conveniente avanzar en ese proceso y al mismo tiempo en lograr una 
consolidación de lo que se ha hecho hasta el presente. Por todo ello se considera oportuno 
el desarrollo del contenido del articulado de nuestro Estatuto en lo que hace referencia al 
bable/asturiano y a sus modalidades. En este sentido es necesario profundizar en aspectos 
tales como el uso, la enseñanza, la promoción en los medios de comunicación, que permitan 
cumplir la actual demanda social en función de las exigencias de nuestro Estatuto.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Lengua tradicional.

El bable/asturiano, como lengua tradicional de Asturias, gozará de protección. El 
Principado de Asturias promoverá su uso, difusión y enseñanza.

Artículo 2.  Gallego/asturiano.

El régimen de protección, respeto, tutela y desarrollo establecido en esta Ley para el 
bable/asturiano se extenderá, mediante regulación especial al gallego/asturiano en las zonas 
en las que tiene carácter de modalidad lingüística propia.

Artículo 3.  Objeto de la Ley.

Es objeto de la presente Ley:

a) Amparar el derecho de los ciudadanos a conocer y usar el bable/asturiano y 
establecer los medios que lo hagan efectivo.

b) Fomentar su recuperación y desarrollo, definiendo medidas para promover su uso.
c) Garantizar la enseñanza del bable/asturiano, en el ejercicio de las competencias 

asumidas por el Principado de Asturias, atendiendo a los principios de voluntariedad, 
gradualidad y respeto a la realidad sociolingüística de Asturias.

d) Asegurar su libre uso y la no discriminación de los ciudadanos por este motivo.

CAPÍTULO II

Del uso del bable/asturiano

Artículo 4.  Uso administrativo.

1. Todos los ciudadanos tienen derecho a emplear el bable/asturiano y a expresarse en 
él, de palabra y por escrito.

2. Se tendrá por válido a todos los efectos el uso del bable/asturiano en las 
comunicaciones orales o escritas de los ciudadanos con el Principado de Asturias.

3. El Principado de Asturias propiciará el conocimiento del bable/asturiano por todos los 
empleados públicos que desarrollen su labor en Asturias; el conocimiento del bable/asturiano 
podrá ser valorado en las oposiciones y concursos convocados por el Principado de 
Asturias, cuando las características del puesto de trabajo y la naturaleza de las funciones 
que vayan a desarrollarse lo requieran.

Artículo 5.  Publicaciones.

1. Las disposiciones, resoluciones y acuerdos de los órganos institucionales del 
Principado, así como las leyes aprobadas por la Junta General, podrán publicarse en bable/
asturiano, mediante edición separada del «Boletín Oficial del Principado de Asturias»; el 
acuerdo de publicación será adoptado por el órgano o institución que autorice u ordene la 
publicación.

2. Las publicaciones, impresos, modelos, folletos o anuncios institucionales podrán ser 
publicados indistintamente en castellano, bable/asturiano o en las dos lenguas; si hubieran 
de surtir efectos frente a terceros, deberán ser publicados obligatoriamente en castellano, sin 
perjuicio de que puedan serlo también en bable/asturiano.
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Artículo 6.  Convenios.

El Principado de Asturias podrá concertar convenios con la Administración del Estado 
para promover el uso del bable/asturiano por los servicios que desarrollen sus funciones en 
el territorio de Asturias.

Artículo 7.  Órgano de traducción.

La Administración del Principado dispondrá de un órgano de traducción oficial bable/
asturiano-castellano, al que corresponderán las siguientes funciones:

a) Efectuar la traducción o certificar su validez, según el caso, de cuantos textos deban 
ser publicados en bable/asturiano en los «Boletines Oficiales» del Principado de Asturias y 
de la Junta General del Principado de Asturias.

b) Efectuar cualquier traducción bable/asturiano-castellano para la que sea requerido, 
tanto por los poderes públicos en el ejercicio de sus competencias como por las instituciones 
a que se refiere el artículo 16 de esta Ley.

c) Cualquier otra que se le atribuya en el desarrollo reglamentario de la presente Ley.

Artículo 8.  Ayuntamientos.

1. Los ayuntamientos asturianos podrán adoptar las medidas necesarias para asegurar 
la efectividad del ejercicio de los derechos lingüísticos que esta Ley otorga a los ciudadanos 
residentes en Asturias.

2. El Principado de Asturias podrá concertar con los ayuntamientos planes específicos 
para el efectivo uso del bable/asturiano en los respectivos concejos, a cuyo fin podrá 
subvencionar los servicios y actuaciones que fueran precisos.

CAPÍTULO III

De la enseñanza

Artículo 9.  Enseñanza.

El Principado de Asturias, en el ejercicio de sus competencias, asegurará la enseñanza 
del bable/asturiano y promoverá su uso dentro del sistema educativo, en los términos 
previstos en el Estatuto de Autonomía de Asturias.

Artículo 10.  Currículo.

1. En el ejercicio de sus competencias, el Principado de Asturias garantizará la 
enseñanza del bable/asturiano en todos los niveles y grados, respetando no obstante la 
voluntariedad de su aprendizaje. En todo caso, el bable/asturiano deberá ser impartido 
dentro del horario escolar y será considerado como materia integrante del currículo.

2. Los principios anteriores se harán extensivos a la educación permanente de adultos.
3. La elección del estudio o del uso del bable/asturiano como asignatura del currículo, en 

ningún caso podrá ser motivo de discriminación de los alumnos. Para quienes lo elijan, su 
aprendizaje o uso no podrá constituir obstáculo para recibir la misma formación y 
conocimientos en igualdad de condiciones que el resto del alumnado.

Artículo 11.  Titulaciones.

El Principado de Asturias establecerá:

a) Las titulaciones necesarias para impartir la enseñanza del bable/asturiano.
b) Titulaciones y certificaciones que acrediten el conocimiento del bable/asturiano.
c) Programas de formación y procedimientos de acceso relativos a dichas titulaciones y 

certificaciones.
d) El procedimiento para la autorización de libros de texto a emplear en la enseñanza del 

bable/asturiano.
e) El decreto de currículo en los distintos niveles educativos.
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CAPÍTULO IV

De los medios de comunicación y de la producción editorial y audiovisual

Artículo 12.  Promoción.

Las administraciones públicas promoverán la defensa del bable/asturiano en los medios 
de comunicación públicos y privados.

Artículo 13.  Difusión.

1. El Principado de Asturias contribuirá a la difusión en los medios de comunicación del 
bable/asturiano mediante:

a) La elaboración y dotación presupuestaria de planes de apoyo económico y material 
para que los medios de comunicación empleen el bable/asturiano de forma habitual.

b) La protección de las manifestaciones culturales y artísticas, la edición de libros, la 
producción fonográfica, audiovisual y cinematográfica y cualesquiera otras actividades que 
se realicen en bable/asturiano.

2. En las emisiones de radio y televisión y en los demás medios de comunicación con 
presencia actual o futura de la Administración autonómica, ésta velará por una presencia 
adecuada del bable/asturiano.

Artículo 14.  Subvenciones.

1. La convocatoria de subvenciones o ayudas a los medios de comunicación, 
producciones audiovisuales, cinematográficas, fonográficas o editoriales podrá ser específica 
para producciones o publicaciones en bable/asturiano; en las demás publicaciones y 
producciones se fomentará su presencia de forma no acotada a secciones o espacios 
determinados.

2. Las empresas y empresarios, privados o públicos, que utilicen el bable/asturiano en su 
publicidad, etiquetado, correspondencia o documentación podrán ser igualmente 
beneficiarios de subvenciones y ayudas específicamente convocadas a este fin.

CAPÍTULO V

De la toponimia

Artículo 15.  Topónimos.

1. Los topónimos de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias tendrán la 
denominación oficial en su forma tradicional. Cuando un topónimo tenga uso generalizado en 
su forma tradicional y en castellano, la denominación podrá ser bilingüe.

2. De acuerdo con los procedimientos que reglamentariamente se determinen, 
corresponde al Consejo de Gobierno, previo dictamen de la Junta de Toponimia del 
Principado de Asturias, y sin perjuicio de las competencias municipales y estatales, 
determinar los topónimos de la Comunidad Autónoma.

CAPÍTULO VI

De los órganos consultivos

Artículo 16.  Órganos consultivos y asesores.

A los efectos de lo dispuesto en la presente Ley, tendrán la consideración de órganos 
consultivos y asesores de la Administración del Principado de Asturias, las instituciones 
siguientes:

a) La Universidad de Oviedo.
b) La Academia de la Llingua.
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c) La Junta de Toponimia del Principado de Asturias.
d) El Real Instituto de Estudios Asturianos (RIDEA).

Artículo 17.  Universidad de Oviedo.

La Universidad de Oviedo, en ejercicio de sus competencias, y a fin de garantizar la 
adecuada capacitación del profesorado necesario para la enseñanza del bable/asturiano, 
llevará a cabo, a través de los correspondientes departamentos, la formación inicial de éste. 
Asimismo, compete a la Universidad la investigación lingüística y filológica en relación con el 
bable/asturiano.

Artículo 18.  Academia de la Llingua.

Sin perjuicio de las atribuciones propias que ostentan en el ejercicio de sus 
competencias las instituciones a que se refiere el artículo 16 de esta Ley, corresponderá a la 
Academia de la Llingua del Principado de Asturias las siguientes funciones:

a) Seguimiento de los programas y planes regionales en materia de bable/asturiano.
b) Emitir dictámenes por iniciativa propia o a instancias, tanto de la Junta General del 

Principado como del Gobierno regional sobre actuaciones concretas en materia de bable/
asturiano.

c) Asesorar y formular propuestas en relación al bable/asturiano, cuando sea requerido 
para ello por los organismos competentes en materia cultural y/o lingüística, a la 
Administración del Principado de Asturias.

d) Cualquier otra que se le atribuya en el desarrollo reglamentario de la presente Ley.

Disposición adicional.  
El gallego-asturiano tendrá un tratamiento similar al asturiano en lo que se refiere a 

protección, respeto, enseñanza, uso y tutela en su ámbito territorial

Disposición transitoria.  
En tanto no se aprueben los procedimientos y planes de estudios necesarios para 

acceder a las titulaciones mencionadas en el apartado a) del artículo 11, el Principado de 
Asturias reconocerá oficialmente, en la forma que se determine reglamentariamente, 
aquellas titulaciones que hayan sido expedidas por instituciones oficiales.

Disposición final.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones reglamentarias que 

fueran precisas para el desarrollo y ejecución de esta Ley.
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§ 12

Ley 14/1986, de 26 de diciembre, sobre régimen de elecciones a la 
Junta General del Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 9, de 13 de enero de 1987
«BOE» núm. 38, de 13 de febrero de 1987
Última modificación: 27 de marzo de 1991

Referencia: BOE-A-1987-3910

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley sobre régimen de elecciones a la Junta 
General del Principado de Asturias.

PREÁMBULO

El artículo 25 de la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, establece en su apartado 2 que la Junta General del Principado fijará por Ley, 
cuya aprobación y reforma requiere el voto favorable de la mayoría de sus componentes, el 
número de miembros, entre 35 y 45, sus causas de inelegibilidad e incompatibilidad y las 
demás circunstancias del procedimiento electoral.

En cumplimiento del aludido precepto, la presente Ley regula el régimen de elecciones a 
la Junta General del Principado de Asturias, desarrollando las previsiones estatutarias 
conforme a las peculiaridades de la Comunidad Autónoma, dentro del marco establecido en 
la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 
Electoral General.

La Ley se estructura en un título preliminar y cinco títulos más, dos disposiciones 
adicionales, dos disposiciones transitorias y una disposición final.

En el título preliminar se define el objeto de la Ley, limitado a regular el régimen de 
elecciones a la Junta General del Principado.

El título I, que regula el derecho de sufragio, consta de dos capítulos referidos, el 
primero, al derecho de sufragio activo, respecto al que se añade a los requisitos exigidos en 
la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, el tener, además, la condición política de 
asturiano, y el segundo, a regular el derecho de sufragio pasivo, dedicando especial atención 
a los supuestos específicos de inelegibilidad e incompatibilidad, además de recoger los 
previstos en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General.

En razón a criterios de simplicidad en el procedimiento electoral y una mayor economía y 
funcionalidad, se acumulan a la Junta Electoral Provincial de Asturias las funciones 
correspondientes a la Junta Electoral del Principado de Asturias.
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El título III, referido al sistema electoral, establece una solución análoga a la contenida 
en la disposición transitoria primera del Estatuto de Autonomía para Asturias que rigió para 
las primeras elecciones celebradas a la Junta General del Principado, al dividir al territorio 
del Principado de Asturias para las elecciones en las circunscripciones electorales de 
Centro, Occidente y Oriente, formadas cada una por el mismo conjunto de concejos previsto 
en la norma estatutaria, manteniéndose, asimismo, en 45 el número de Diputados a elegir, si 
bien queda reducido a un 3 por 100 de los votos válidos emitidos en la circunscripción, el 
número mínimo de votos que ha de obtener una candidatura para que sea tenida en cuenta.

El título IV está dedicado a regular la convocatoria de elecciones.
El título V, referido al procedimiento electoral, se estructura en ocho capítulos. El capítulo 

I está dedicado a determinar los pormenores para la designación de los representantes de 
las candidaturas ante la Administración Electoral; el capítulo II, a regular la presentación y 
proclamación de candidatos; el capítulo III, se refiere a la campaña electoral; el capítulo IV, 
regula la utilización de los medios de comunicación; el capítulo V, las papeletas y sobres 
electorales; el capítulo VI, el voto por correo; el capítulo VII, la designación de Apoderados e 
Interventores, y el capítulo VIII, regula las operaciones de escrutinio.

Son de destacar en el título V las peculiaridades de la regulación contenida en el capítulo 
IV, referido a la utilización de los medios de comunicación de titularidad pública de ámbito 
regional. La Ley confiere el derecho a tiempos de emisión gratuitos a los partidos, 
federaciones, coaliciones y agrupaciones de electores que presenten candidaturas en alguna 
de las circunscripciones electorales, e innova el régimen electoral general determinando 
factores que en todo caso deberá ponderar la Junta Electoral del Principado de Asturias al 
distribuir los tiempos de emisión entre las candidaturas. La enumeración de factores 
pretende prever diversas circunstancias en la evolución de las formaciones políticas, y 
singularmente las vicisitudes de los procesos de coalición de las mismas. La Junta Electoral 
deberá, por consiguiente, valorar la presencia en las nuevas coaliciones de partidos políticos 
o federaciones que hubieran concurrido de forma separada a elecciones inmediatamente 
anteriores, ponderando, sin llegar a su estricta acumulación, los derechos que les hubieran 
correspondido en función del número de votos y su representación parlamentaria; 
igualmente, deberá valorar el peso relativo en una coalición concurrente a anteriores 
elecciones de fuerzas políticas que se presentan independientemente o integradas en 
coalición distinta.

El título VI y último, se dedica a la regulación de los gastos y subvenciones electorales. 
Se estructura en tres capítulos: El primero dedicado a los Administradores y las cuentas 
electorales; el segundo a la financiación electoral, y el tercero al control de la contabilidad 
electoral y a la adjudicación de subvenciones.

La disposición adicional primera faculta al Consejo de Gobierno para dictar las normas 
que sean precisas para el cumplimiento y ejecución de la Ley. La disposición adicional 
segunda contempla una previsión por la que son tenidos en cuenta los procesos de 
transformación de las fuerzas políticas que se produzcan con relación a las anteriores 
elecciones, a efectos de integración de la Comisión prevista en el artículo 27.1 encargada de 
proponer la distribución de los espacios gratuitos de propaganda electoral, y a los de 
concesión de adelantos de las subvenciones para gastos originados por las actividades 
electorales regulada en el artículo 37.2 de la misma.

La primera de las disposiciones transitorias refiere la entrada en vigor del régimen de 
incompatibilidades que la misma establece, a partir de la celebración de las primeras 
elecciones a la Junta, y la segunda mantiene para las primeras elecciones las cantidades 
fijadas en el articulado de la Ley para gastos y subvenciones electorales, sin que entre en 
juego el sistema de revisión regulado en el artículo 39 de la misma.

La disposición final establece el derecho supletorio aplicable, en lo no previsto en la 
propia Ley.
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TÍTULO PRELIMINAR

Objeto de la Ley

Artículo 1.  
La presente Ley tiene por objeto regular el régimen de elecciones a la Junta General del 

Principado, en cumplimiento de las previsiones contenidas en el Estatuto de Autonomía para 
Asturias.

TÍTULO I

Derecho de sufragio

CAPÍTULO I

Derecho de sufragio activo

Artículo 2.  
1. El derecho de sufragio activo corresponde a todos los ciudadanos españoles que 

reuniendo los requisitos exigidos en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General tengan, 
además, la condición política de asturianos con arreglo a lo previsto en el Estatuto de 
Autonomía para Asturias.

2. El derecho de sufragio se ejerce personalmente en la Sección en la que el elector se 
halle inscrito según el censo electoral y en la Mesa Electoral que le corresponda, sin 
perjuicio de lo dispuesto sobre el voto por correo y voto de interventores.

CAPÍTULO II

Derecho de sufragio pasivo

Artículo 3.  
Son elegibles como Diputados de la Junta General del Principado de Asturias quienes 

poseyendo la cualidad de elector, no se encuentren incursos en algunas de las causas de 
inelegibilidad que se especifican en el artículo siguiente.

Artículo 4.  
Son inelegibles los incursos en alguna de las causas de inelegibilidad enumeradas en el 

artículo 6.º de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, y además:

a) Los Secretarios técnicos y Directores regionales de las distintas Consejerías de la 
Administración del Principado, así como los titulares de otros cargos de la misma 
Administración asimilados a los anteriores.

b) Los miembros del Gobierno de la Nación.
c) Los miembros de los Consejos de Gobierno de las restantes Comunidades 

Autónomas y los altos cargos de las Administraciones de las mismas.
d) Los Parlamentarios de las Asambleas legislativas de otras Comunidades Autónomas.
e) Quienes ejerzan funciones o cargos conferidos y remunerados por Estados 

extranjeros.
f) El Director general de la Radio y Televisión de Asturias y los Directores de sus 

Sociedades.
g) El Delegado Territorial de Radio Televisión Española en Asturias, así como los 

directores de los Centros de radio y televisión en Asturias que dependan de Entes Públicos.
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Artículo 5.  
La calificación de inelegible procederá respecto de quienes incurran en alguna de las 

causas mencionadas en el artículo anterior, el mismo día de la presentación de la 
candidatura, o en cualquier momento posterior hasta la celebración de las elecciones.

Artículo 6.  
Las causas de inelegibilidad lo son también de incompatibilidad.
Serán, además, incompatibles:

a) Los Diputados del Congreso.
b) Los Parlamentarios europeos.
c) Los Presidentes y directores de las Cajas de Ahorro de Fundación pública.
d) Los Presidentes de Consejos de Administración, Directores generales, Gerentes, 

Administradores o cargos equivalentes de entes públicos, monopolios estatales y empresas 
con participación pública mayoritaria directa o indirecta, cualquiera que sea su forma.

2. Los cargos a que se refiere el párrafo d) del apartado anterior no constituirán, por 
excepción, causa de incompatibilidad cundo se ostenten:

a) En representación del Principado de Asturias por designación de la Junta General.
b) Por representación sindical.
c) Por la condición de miembro del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.
d) Por la condición de Presidente de Corporación Local.

TÍTULO II

Administración electoral

Artículo 7.  
Integran la Administración Electoral la Junta Electoral del Principado de Asturias, así 

como las Juntas Electorales de Zona y las Mesas Electorales que se constituyan en el 
territorio de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de las competencias que correspondan a 
la Junta Electoral Central.

Artículo 8.  
1. A los efectos de la presente Ley actuará como Junta Electoral del Principado la junta 

Electoral de la Provincia de Asturias de acuerdo con la composición establecida en la Ley 
Orgánica del Régimen Electoral General.

2. corresponden a la Junta Electoral del Principado de Asturias, sin perjuicio de las 
atribuidas a la Junta Electoral Central, las siguientes competencias:

a) Proclamar a los Diputados electos.
b) Resolver las consultas, quejas, reclamaciones y recursos que le dirijan de acuerdo 

con la presente Ley o cualquier otra disposición que le atribuya esa competencia.
c) Ejercer jurisdicción disciplinaria sobre todas las personas que intervengan con 

carácter oficial en las operaciones electorales a la Junta General del Principado.
d) Corregir las infracciones que se produzcan en el proceso de elecciones a la Junta 

General del Principado, siempre que no estén reservadas a los Tribunales y otros órganos e 
imponer multas hasta la cantidad de ciento cincuenta mil pesetas conforme a lo establecido 
por la Ley.

e) Las demás que legalmente tenga atribuidas.

Artículo 9.  
1. De conformidad con lo previsto en el último párrafo de los artículos 13.2 y 22.2 de la 

Ley Orgánica del Régimen Electoral General, el Consejo de Gobierno pondrá a disposición 
de los órganos correspondientes de la Administración electoral los medios personales y 
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materiales necesarios, y fijará las competencias económicas de sus miembros y del personal 
a su servicio.

2. La percepción de dichas compensaciones será compatible en todo caso con la de sus 
haberes.

3. El control financiero de dichas percepciones se realizará con arreglo a la legislación 
vigente.

TÍTULO III

Sistema electoral

Artículo 10.  
El territorio del Principado de Asturias se divide para las elecciones a Diputados de la 

Junta General en las circunscripciones electorales de Centro, Occidente y Oriente.

Artículo 11.  
1. La Circunscripción Central está formada por los Concejos de Aller, Avilés, Bimenes, 

Carreño, Caso, Castrillón, Corvera de Asturias, Gijón, Gozón, Illas, Las Regueras, Langreo, 
Laviana, Lena, Llanera, Mieres, Morcín, Noreña, Oviedo, Proaza, Quirós, Ribera de Arriba, 
Riosa, San Martín del Rey Aurelio, Santo Adriano, Sariego, Siero, Sobrescobio y Soto del 
Barco.

2. La Circunscripción Occidental está formada por los concejos de Allande, Belmonte de 
Miranda, Boal, Candamo, Cangas del Narcea, Castropol, Coaña, Cudillero, Degaña, El 
Franco, Grado, Grandas de Salime, Ibias, Illano, Luarca, Muros del Nalón, Navia, Pesoz, 
Pravia, Salas, San Martín de Oscos, Santa Eulalia de Oscos, San Tirso de Abres, Somiedo, 
Tapia de Casariego, Taramundi, Teverga, Tineo, Vegadeo, Villanueva de Oscos, Villayón y 
Yernes y Tameza.

3. La Circunscripción Oriental está formada por los Concejos de Amieva, Cabrales, 
Cabranes, Cangas de Onís, Caravia, Colunga, Llanes, Nava, Onís, Parres, Peñamellera 
Alta, Peñamellera Baja, Piloña, Ponga, Ribadedeva, Ribadesella y Villaviciosa.

Artículo 12.  
La Junta General de Principado se compone de cuarenta y cinco Diputados, 

correspondiendo a cada circunscripción un mínimo inicial de dos Diputados y 
distribuyéndose los treinta y nueve restantes entre las mismas en proporción a su población 
de derecho, conforme al siguiente procedimiento:

a) Obtenida la cuota de reparto que será el resultado de dividir por 39 la cifra total de 
población de derecho de Asturias, se adjudica a cada circunscripción tantos Diputados como 
resulten, en números enteros, de dividir la respectiva población de derecho por la cuota de 
reparto.

b) Los Diputados restantes se distribuyen asignando uno a cada una de las 
circunscripciones cuyo cociente resultante de la operación prevista en el apartado anterior, 
tenga una fracción decimal mayor.

2. El Decreto de convocatoria deberá especificar el número de Diputados a elegir por 
cada circunscripción, de acuerdo con lo previsto en el apartado anterior.

Artículo 13.  
1. La atribución de los escaños en función de los resultados del escrutinio se realizará 

conforme a las siguientes reglas:

a) No se tendrán en cuenta aquellas candidaturas que no hubiesen obtenido, al menos, 
el 3 por 100 de los votos válidos emitidos en la circunscripción.

b) Se ordenarán de mayor a menor, en una columna, las cifras de votos obtenidos por 
las restantes candidaturas.
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c) Se dividirá el número de votos obtenidos por cada candidatura por 1, 2, 3 y, 
sucesivamente, hasta un número igual al de los escaños correspondientes a la 
circunscripción, formándose un cuadro similar al ejemplo práctico figurado en el anexo de la 
presente Ley. Los escaños se atribuirán a las candidaturas que obtengan los cocientes 
mayores en el cuadro, atendiendo a un orden decreciente.

d) Cuando en la relación de cocientes coincidan los correspondientes a distintas 
candidaturas, el escaño se atribuirá a la que mayor número de votos hubiese obtenido. Si 
hubiese dos candidaturas con igual número de votos, el primer empate se resolverá por 
sorteo y los sucesivos de forma alternativa.

e) Los escaños correspondientes a cada candidatura se adjudicarán a los candidatos 
incluidos en ella, por el orden de colocación en que aparezcan.

Artículo 14.  
En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un Diputado, el escaño será 

atribuido al candidato o, en su caso, al suplente, de la misma lista a quien corresponda, 
atendiendo a su orden de colocación.

TÍTULO IV

Convocatoria de elecciones

Artículo 15.  
1. Las elecciones a la Junta General del Principado serán convocadas por el Presidente 

del Principado en los términos previstos en la Ley que regule el Régimen Electoral General, 
de manera que se celebren el cuarto domingo de mayo de cada cuatro años.

2. El Decreto de convocatoria de las elecciones será publicado al día siguiente en el 
«Boletín Oficial del Principado de Asturias» y de la Provincia, entrando en vigor el mismo día 
de su publicación.

Artículo 16.  
1. En el supuesto previsto en el artículo 32.1, párrafo tercero, del Estatuto de Autonomía 

para Asturias, el Presidente del Principado que se halle en funciones procederá a la 
convocatoria de nuevas elecciones dentro del plazo de quince días a partir de la fecha en 
que termine el establecido estatutariamente para la elección del Presidente.

2. El Decreto de convocatoria será publicado en la forma y con los efectos previstos en el 
apartado 2 del artículo anterior. En el mismo se señalará la fecha de las elecciones que 
habrán de celebrarse entre el quincuagésimo cuarto y el sexagésimo día posterior a la 
convocatoria.

TÍTULO V

Procedimiento electoral

CAPÍTULO I

Representantes de las candidaturas ante la Administración Electoral

Artículo 17.  
1. Los partidos, federaciones y coaliciones que pretenda concurrir a las elecciones 

designarán por escrito, ante la Junta Electoral del Principado de Asturias, antes del noveno 
día posterior a la convocatoria de elecciones, un representante general. El mencionado 
escrito deberá expresar la aceptación de la persona designada.
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2. Los representantes generales actuarán en nombre de los partidos, federaciones y 
coaliciones concurrentes y serán, además, representantes de las candidaturas que su 
partido, federación o coalición, presente en cada una de las circunscipciones electorales.

3. Los representantes de la candidaturas lo son de los candidatos incluidos en ellas. Al 
domicilio que indiquen se remitirá las notificaciones, escritos y emplazamientos dirigidos por 
la Administración Electoral a los candidatos y reciben de éstos, por la sola aceptación de la 
candidatura, un apoderamiento general para actuar en procedimientos judiciales en materia 
electoral.

Artículo 18.  
1. Los promotores de las agrupaciones de electores designan a los representantes de las 

candidaturas en el momento de presentación de las mismas ante la Junta Electoral del 
Principado de Asturias. Dicha designación deberá ser aceptada en este acto.

2. Los representantes designados estarán investidos, en relación a los integrantes de su 
candidatura, de las facultades a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior.

CAPÍTULO II

Presentación y proclamación de candidatos

Artículo 19.  
La Junta Electoral del Principado de Asturias es la Administración Electoral competente 

para las operaciones previstas en relación a la presentación y proclamación de candidatos 
en todas las circunscripciones electorales.

Artículo 20.  
1. Cada candidatura se presentará mediante listas cerradas y bloqueadas de candidatos.
2. Para presentar candidaturas, las agrupaciones de electores necesitarán, al menos, la 

firma del 1 por 100 de los inscritos en el censo electoral de las circunscripciones. Cada 
elector sólo podrá apoyar una agrupación electoral.

Artículo 21.  
1. Las candidaturas, suscritas por los representantes de los partidos, federaciones y 

coaliciones y por los promotores de las agrupaciones de electores, se presentarán entre el 
decimoquinto y el vigésimo día posterior a la convocatoria.

2. Cada lista deberá incluir tantos candidatos como cargos a elegir y, además, tres 
candidatos suplentes, con la expresión del orden de colocación de todos ellos.

3. Junto al nombre de los candidatos puede hacerse constar su condición de 
independiente o, en caso de coaliciones electorales, la denominación del partido al que cada 
uno pertenezca.

4. No podrán presentarse candidaturas con símbolos que reproduzcan la bandera o el 
escudo de Asturias o alguno de sus elementos constitutivos.

Artículo 22.  
La Junta Electoral del Principado de Asturias extenderá diligencia haciendo constar la 

fecha y hora de presentación de candidaturas y expedirá recibo de la misma. El Secretario 
otorgará un número correlativo por orden de presentación a cada candidatura con relación a 
la respectiva circunscripción, y éste se guardará en todas las publicaciones.

Artículo 23.  
1. Las candidaturas presentadas y las candidaturas proclamadas de todas las 

circunscripciones electorales se publicarán en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» 
y de la provincia y, además, serán expuestas en los locales de la Junta Electoral del 
Principado de Asturias.
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2. Las candidaturas presentadas serán publicadas el vigésimo segundo día posterior a la 
convocatoria.

3. Dos días depués, la Junta Electoral del Principado de Asturias comunicará a los 
representantes de las candidaturas, las irregularidades apreciadas en ellas de oficio o 
denunciadas por otros representantes. El plazo para subsanación será de cuarenta y ocho 
horas.

4. La Junta Electoral del Principado de Asturias realizará la proclamación de 
candidaturas el vigésimo séptimo día posterioa a la convocatoria, procediendo, al día 
siguiente, a su publicación.

CAPÍTULO III

Campaña electoral

Artículo 24.  
1. El Consejo de Gobierno podrá realizar en período o electoral una campaña de 

carácter institucional destinada a informar y promover la participación en las elecciones, sin 
influencia en la orientación del voto de los electores.

2. Antes de su aprobación por el Consejo de Gobierno, la campaña será informada por la 
Diputación Permanente de la Junta General del Principado de Asturias.

Artículo 25.  
El Decreto de convocatoria de elecciones fijará la fecha de iniciación de la campaña 

electoral que podrán llevar a cabo los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones en 
orden a la captación de sufragios para las respectivas candidaturas.

CAPÍTULO IV

Utilización de los medios de comunicación

Artículo 26.  
El derecho a tiempos de emisión gratuitos en los medios de comunicación de titularidad 

pública de ámbito regional corresponderá a los partidos, federaciones, coaliciones y 
agrupaciones que presenten candidaturas en alguna de las circunscripciones electorales.

Artículo 27.  
1. Competerá a la Junta Electoral del Principado de Asturias distribuir los espacios 

gratuitos de propaganda electoral, a propuesta de una Comisión que será designada por la 
misma, integrada por un representante de cada partido, federación, coalición o agrupación 
que concurriendo a las elecciones convocadas cuente con representación en la Junta 
General del Principado. Dichos representantes votarán ponderadamente de acuerdo con la 
composición de la Junta.

2. La Junta Electoral del Principado de Asturias elegirá también al Presidente de la 
Comisión de entre los representantes nombrados conforme al apartado anterior.

Artículo 28.  
1. La distribución del tiempo gratuito de propaganda en cada medio de titularidad pública 

se efectuará conforme al siguiente baremo:

a) Diez minutos para los partidos, federaciones, coaliciones y agrupaciones que no 
hubieren concurrido o no hubieren obtenido representación en las anteriores elecciones a la 
Junta General del Principado o para aquellos que, habiéndola obtendio, ho hubiesen 
alcanzado el 3 por 100 del total de votos válidos emitidos en el territorio de la Comunidad 
Autónoma.
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b) Veinte minutos para los partidos, federaciones y coaliciones que, habiendo obtenido 
representación en las anteriores elecciones, hubieren alcanzado entre el 3 y el 20 por 100 
del total de votos a que se refiere el párrafo a).

c) Treinta minutos para los partidos, federaciones y coaliciones que hubiesen alcanzado 
en las anteriores elecciones más de un 20 por 100 de los votos a que hace referencia en el 
párrafo a) del apartado 1 del presente artículo.

2. En todo caso, la Junta Electoral del Principado de Asturias habrá de ponderar 
adecuadamente para la distribución de tiempos gratuitos de propaganda electoral, las 
siguientes situaciones derivadas de las anteriores elecciones a la Junta General:

a) Partidos o federaciones que habiéndose presentado formando coalición, concurran en 
las convocadas independientemente.

b) Partidos o federaciones que habiéndose presentado en forma independiente, 
concurran en las convocadas formando coalición con otros partidos o federaciones.

c) Partidos o federaciones que habiéndose presentado formando coalición, concurran en 
las convocadas integrados en otra distinta.

CAPÍTULO V

Papeletas y sobre electorales

Artículo 29.  
1. La Junta electoral del Principado de Asturias aprobará los modelos de papeletas 

correspondientes a las tres circunscripciones electorales.
2. La Administración del Principado, asegurará la disponibilidad de las papeletas y los 

sobres, sin perjuicio de su eventual confección por los grupos políticos que concurran a las 
elecciones.

3. La Junta Electoral del Principado de Asturias, a través de la organización de la 
Consejería de Interior y Administración Territorial, asegurará la entrega de las papeletas y 
sobres en número suficiente a cada una de las Mesas Electorales, al menos una hora antes 
del momento en que deba iniciarse la votación.

Artículo 30.  
Las papeletas electorales deberán expresar las indicaciones siguientes: Circunscripción 

electoral; la denominación, sigla y símbolo del partido, federación, coalición o agrupación de 
electores que presente la candidatura; nombres y apellidos de los candidatos y de los 
suplentes, según su orden de colocación, y, en su caso, la circunstancia a que se refiere el 
artículo 21.3 de esta Ley.

CAPÍTULO VI

Voto por correo

Artículo 31.  
Los electores que prevean que en la fecha de la votación no puedan hallarse en la 

localidad donde les corresponda ejercer su derecho de voto, o que no puedan personarse a 
votar, podrán emitir su voto por correo de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del 
Régimen Electoral General.

CAPÍTULO VII

Apoderados e Interventores

Artículo 32.  
En la forma y con los requisitos y efectos determinados en la Ley Orgánica del Régimen 

Electoral General, los representantes de las candidaturas podrán conferir apoderamientos a 
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favor de cualquier ciudadano, mayor de edad y que se halle en pleno goce de sus derechos 
civiles y políticos, para que ostente la representación de la candidatura en los actos y 
operaciones electorales, y designar hasta dos interventores por cada Mesa Electoral.

CAPÍTULO VIII

Escrutinio

Artículo 33.  
1. Terminada la votación, comenzará, acto seguido, el escrutinio en las Mesas 

Electorales, que se desarrollará conforme a lo dispuesto en la sección decimoquinta, capítulo 
VI, título primero de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General.

2. Las Mesas Electorales expedirán y entregarán a las personas designadas por la 
Administración del Principado para recibirlas, certificación que contenga los datos 
expresados en el artículo 97.2 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, a los solos 
efectos de facilitar la información provisional sobre los resultados de la elección que ha de 
proporcionar el Gobierno Regional.

Artículo 34.  
1. La Junta Electoral del Principado de Asturias realizará todas las operaciones de 

escrutinio general en las elecciones a la Junta General del Principado, siguiendo el orden de 
circunscripciones electorales contenido en el artículo 10.

2. El Presidente de la Junta Electoral del Principado de Asturias remitirá a al Junta 
General del Principado, uno de los ejemplares del acta de proclamación de los Diputados 
electos.

TÍTULO VI

Gastos y subvenciones electorales

CAPÍTULO I

De los Administradores y de las cuentas electorales

Artículo 35.  
1. Los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores que presenten 

candidatura en una o varias circunscripciones electorales deben tener un Administrador 
electoral, que responderá de todos los ingresos y gastos electorales realizados por el 
partido, federación, coalición o agrupación y por sus candidaturas, así como de la 
correspondiente contabilidad.

2. Los Administradores electorales de los partidos políticos, federaciones, coaliciones y 
agrupaciones de electores, serán designados por escrito ante la Junta Electoral del 
Principado de Asturias por sus respectivos representantes generales, antes del undécimo 
día posterior a la convocatoria de elecciones, a no ser que, dentro del expresado plazo, 
comuniquen a la Junta que acumulan a su condición de representante general la de 
Administrador electoral. Cuando se efectúe la designación, el escrito deberá expresar la 
aceptación de la persona designada.

3. Puede ser designado Administrador electoral cualquier ciudadano, mayor de edad, en 
pleno uso de sus derechos civiles y políticos.

Artículo 36.  
Los Administradores electorales comunicarán a la Junta Electoral del Principado de 

Asturias, las cuentas abiertas para la recaudación de fondos.
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CAPÍTULO II

De la financiación electoral

Artículo 37.  
1. La Comunidad Autónoma subvencionará los gastos que originen las actividades 

electorales de acuerdo con las siguientes reglas:

a) 1.000.000 de pesetas por cada escaño obtenido.
b) 50 pesetas por cada uno de los votos conseguidos en el conjunto de las 

circunscripciones por cada candidatura que haya obtenido, al menos, un escaño.

2. La Comunidad Autónoma concede adelantos de las subvenciones mencionadas a los 
partidos, federaciones y coaliciones que hubieran obtendio representantes en las últimas 
elecciones a la Junta General del Principado.

Téngase en cuenta que las cantidades establecidas en este artículo se actualizan 
periódicamente por resolución publicada en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

Artículo 38.  
1. El límite de los gastos electorales será el que resulte de multiplicar por 20 pesetas el 

número de habitantes correspondientes a la población de derecho de las circunscripciones 
donde presenten sus candidaturas cada partido, federación, coalición o agrupación de 
electores. La cantidad resultante de la operación anterior, podrá incrementarse en razón de 
7.500.000 pesetas por cada circunscripción donde aquéllos presenten sus candidaturas.

Téngase en cuenta que las cantidades establecidas en este artículo se actualizan 
periódicamente por resolución publicada en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

Artículo 39.  
Las cantidades mencionadas en los dos artículos precedentes se refieren a pesetas 

constantes. Por resolución del Consejero de Hacienda y Economía se fijarán las cantidades 
actualizadas en los cinco días siguientes a la convocatoria.

CAPÍTULO III

Control de la contabilidad electoral y adjudicación de las subvenciones

Artículo 40.  
Corresponderá a los Administradores electorales realizar la presentación, ante el 

Tribunal de Cuentas, de la contabilidad detallada y documentada de los ingresos y gastos 
electorales de los respectivos partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de 
electores que hubiesen concurrido a las elecciones y alcanzado los requisitos exigidos para 
recibir subvenciones de la Comunidad Autónoma o que hubieran solicitado adelantos con 
cargo a las mismas.

Artículo 41.  
1. El resultado de la fiscalización que el Tribunal de Cuentas efectúe, será remitido al 

Gobierno Regional y a la Comisión del Reglamento de la Junta General del Principado.
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2. Dentro del mes siguiente a la remisión del informe del Tribunal de Cuentas, el Consejo 
de Gobierno del Principado presentará a la Junta General un proyecto de Ley de crédito 
extraordinario por las subvenciones a adjudicar, las cuales deben ser hechas efectivas 
dentro de los cien días posteriores a la aprobación de la Ley por la Asamblea Legislativa.

Artículo 42.  
La Administración de la Comunidad Autónoma entregará el importe de las subvenciones 

a los Administradores electorales de los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones 
de electores que deban percibirlas, a no ser que aquéllos hubieran notificado a la Junta 
Electoral del Principado de Asturias que las subvenciones sean abonadas en todo o en parte 
a las Entidades bancarias que designen, para compensar los anticipos o créditos que les 
hayan otorgado. La Administración del Principado verificará el pago conforme a los términos 
de dicha notificación que no podrá ser revocada sin consentimiento de la Entidad de crédito 
beneficiaria.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean precisas para 

el cumplimiento y ejecución de la presente Ley.

Segunda.  
A los efectos de integración de la Comisión prevista en el apartado 1 del artículo 27 y de 

la concesión de adelantos de las subvenciones por los gastos que se originen por las 
actividades electorales a que se refiere el apartado 2 del artículo 37 de la presente Ley, 
habrán de ser tenidos en cuenta los procesos de transformación de las fuerzas políticas 
valorando, con relación a los resultados de las precedentes elecciones a la Junta General 
del Principado, las situaciones a que se refiere el artículo 28.2 de la misma Ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
El régimen de incompatibilidades dispuesto en esta Ley, entrará en vigor a partir de las 

primeras elecciones a la Junta General que se convoquen con posterioridad a la entrada en 
vigor de la misma.

Segunda.  
No obstante lo dispuesto en el artículo 39, en las primeras elecciones a la Junta General 

del Principado que se celebren a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, no serán 
objeto de actualización alguna las cantidades fijadas para gastos y subvenciones electorales.

DISPOSICIÓN FINAL
En lo no previsto en esta Ley serán de aplicación con carácter general las normas 

vigentes en la legislación sobre Régimen Electoral General, y especialmente las previstas 
para las elecciones de Diputados a Cortes Generales, con las adaptaciones derivadas del 
carácter y ámbito de la consulta electoral, entendiéndose las referencias a Organismos 
estatales, a los que correspondan de la Administración del Principado.

ANEXO
Ejemplo práctico: 480.000 votos válidos emitidos en una circunscripción que elija ocho 

Diputados. Votación repartida entre seis candidaturas:
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A (168.000 votos), B (104.000), C (72.000), D (64.000), E (40.000), F (32.000).

División 1 2 3 4 5 6 7 8

A 168.000 84.000 56.000 42.000 33.600 28.000 24.000 21.000

B 104.000 52.000 34.000 26.000 20.800 17.333 14.857 13.000

C 72.000 36.000 24.000 18.000 14.400 12.000 10.285 9.000

D 64.000 32.000 21.333 16.000 12.800 10.666 9.142 8.000

E 40.000 20.000 13.333 10.000 8.000 6.666 5.714 5.000

F 32.000 16.000 10.666 8.000 6.400 5.333 4.571 4.000

Por consiguiente la candidatura A obtiene cuatro escaños. La candidatura B dos escaños 
y las candidaturas C y D, un escaño cada una.
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§ 13

Ley 4/1983, de 4 de agosto, reguladora del procedimiento de 
designación de Senadores por el Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 182, de 10 de agosto de 1983

Última modificación: 9 de enero de 1991
Referencia: BOPA-a-1983-90020

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad El Rey y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley reguladora del procedimiento de 
designación de Senadores por el Principado de Asturias:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 69 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, establece en su 
apartado 5 que las Comunidades Autónomas designarán un Senador y otro más por cada 
millón de habitantes de su respectivo territorio, correspondiendo la designación a la 
Asamblea legislativa, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos que asegurarán, en 
todo caso. la adecuada representación proporcional.

Por su parte, el Estatuto de Autonomía para Asturias, aprobado por Ley Orgánica 
7/1981, de 30 de diciembre, en concordancia con el artículo citado de la Constitución, refiere, 
en su artículo 24.2, a la Junta General del Principado la competencia para regular mediante 
Ley la designación de los Senadores representantes de la Comunidad Autónoma.

El presente proyecto de Ley tiene por finalidad regular el citado procedimiento para 
designar a los Senadores por el Principado de Asturias.

Artículo 1.  
La designación de los Senadores que corresponde al Principado de Asturias, de 

conformidad con lo que determina el artículo 69.5 de la Constitución Española de 27 de 
diciembre de 1978, se efectuará de acuerdo con el procedimiento que se establece en la 
presente Ley.

Artículo 2.  
Podrán ser designados por el Principado de Asturias los ciudadanos españoles que, 

además de reunir las condiciones generales exigidas en las leyes electorales para ser 
elegibles como Senadores, gocen de la condición política de asturianos, conforme a lo 
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dispuesto en el artículo 70.1 del Estatuto de Autonomía para Asturias y declaren, 
formalmente, su aceptación del cargo caso de resultar designados.

Los Senadores designados por el Principado de Asturias estarán afectados por las 
causas de incompatibilidad establecidas en las leyes electorales generales. La aceptación 
por los mismos de cualquier cargo o función declarado incompatible, llevará consigo la 
simultánea renuncia al correspondiente escaño.

Artículo 3.  
El procedimiento para la designación de los Senadores por el Principado de Asturias, 

será el siguiente:

a) Dentro de Ios quince días siguientes al cumplimiento del plazo previsto en el apartado 
1 del artículo 13 del Reglamento de la Junta General del Principado, la Mesa de la Cámara, 
de acuerdo con la Junta de Portavoces fijará el número de Senadores que corresponde a 
cada Grupo Parlamentario y el plazo en el que los representantes de los distintos Grupos 
deberán proponer sus candidatos.

La designación se hará aplicando el sistema de mayor media o DHont al número de 
miembros de los Grupos Parlamentarios. Si coincidieran dos cocientes para la atribución del 
último puesto de Senador, el escaño se atribuirá al Grupo Parlamentario cuya lista haya 
obtenido mayor número de votos en las elecciones regionales y, si persistiese el empate, 
será resuelto por sorteo.

b) Finalizado el plazo de presentación, la Mesa de la Junta dará traslado inmediato a la 
Comisión de Reglamento de la relación de candidatos propuestos, así como de la 
documentación recibida de los Grupos Parlamentarios proponentes.

c) La Comisión de Reglamento verificará si los candidatos propuestos reúnen los 
requisitos exigidos en el artículo segundo de la presente Ley, pudiendo recabar de los 
Grupos Parlamentarios, cuando lo considere necesario, la documentación complementaria 
oportuna. En el dictamen que la Comisión de Reglamento emita. se determinarán los 
candidatos propuestos en quienes concurran las condiciones para ser designados.

d) Evacuado el trámite parlamentario señalado en el apartado anterior, será convocado 
el Pleno de la Junta que se pronunciará sobre la existencia o no de causas de 
incompatibilidad en los candidatos propuestos y, en su caso, procederá a la designación de 
los Senadores.

En los casos de declaración de incompatibilidad de alguno de los candidatos, el Grupo 
afectado formulará nueva propuesta que seguirá la tramitación establecida en los apartados 
precedentes.

Artículo 4.  
El Presidente de la Junta General proclamará Senadores por la Comunidad Autónoma 

Principado de Asturias a los que resultaren designados por el procedimiento del artículo 
anterior.

La Mesa de la Junta hará entrega a los mismos de las credenciales acreditativas de la 
designación.

Artículo 5.  
El mandato de los Senadores designados por el Principado de Asturias en cada 

legislatura terminará una vez que, en la siguiente, se produzca la designación de los nuevos 
Senadores y en los demás supuestos previstos en el ordenamiento jurídico.

Cuando el mandato de los Senadores finalice en los supuestos de término de la 
legislatura del Senado por cualquiera de las causas establecidas en la Constitución, una vez 
constituido el nuevo Senado, la Junta conferirá mandato a las mismas personas que 
hubieran resultado designadas en la Legislatura.

Artículo 6.  
Las vacantes de Senadores que pudieran producirse durante una misma legislatura de la 

Junta, serán cubiertas mediante el procedimiento establecido en la presente Ley, el cual 
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deberá iniciarse dentro de los quince días siguientes a la fecha en que la vacante se 
produzca.

No obstante, la provisión de una vacante no deberá alterar la relación de 
proporcionalidad existente entre los Grupos Parlamentarios conforme al apartado a) del 
artículo 3.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
En el término de los treinta días siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, se 

iniciará el procedimiento para la designación de los Senadores por el Principado de Asturias, 
correspondientes a la actual legislatura.

DISPOSICIÓN FINAL
La presente Ley entrará en vigor el día de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL del 

Principado de Asturias y de la Provincia.
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§ 14

Ley 4/1984, de 5 de junio, reguladora de la iniciativa legislativa de los 
Ayuntamientos y de la iniciativa popular

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 133, de 8 de junio de 1984
«BOE» núm. 159, de 4 de julio de 1984
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1984-15211

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley reguladora de la iniciativa legislativa de 
los Ayuntamientos y de la iniciativa popular.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía para Asturias remite, en su artículo 31.1, a una Ley de la Junta 
General de regulación de la iniciativa legislativa de los Ayuntamientos y popular en el marco 
de las competencias exclusivas del Principado de Asturias. Cumplir tal mandato se hace 
necesario con carácter urgente, dado que una de las características definitorias y 
configuradoras del Principado de Asturias es su carácter de Comunidad Autónoma 
uniprovincial, en la que los Ayuntamientos deben tener legalmente iniciativa legislativa de los 
Ayuntamientos y popular en el marco de las competencias exclusivas del Principado de 
Asturias. Cumplir tal mandato se hace necesario con carácter urgente, dado que una de las 
características definitorias y configuradoras del Principado de Asturias es su carácter de 
Comunidad Autónoma uniprovincial, en la que los Ayuntamientos deben tener legalmente 
garantizado su derecho a intervenir en la adopción de las decisiones que directamente les 
afectan.

Asimismo, respecto a la iniciativa legislativa popular, es claro que en base a los 
principios constitucionales la intervención de los ciudadanos en los asuntos públicos es 
elemento esencial del sistema político, siendo el derecho a adoptar la iniciativa legislativa 
una de las manifestaciones de aquella «participación de todos los ciudadanos en la vida 
política, económica, cultural y social» a que se refiere el artículo 9.2 de la Constitución como 
principio digno de figurar en el frontispicio de la Carta Magna.
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TEXTO ARTICULADO

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  
Los Ayuntamientos de los municipios comprendidos en el territorio del Principado de 

Asturias y los ciudadanos mayores de edad que gocen de la condición política de asturianos, 
pueden ejercer la iniciativa legislativa prevista en el artículo 31.1 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 2.  
No pueden ser objeto de la iniciativa legislativa a que se refiere el artículo anterior, las 

siguientes materias:

1. Las que no sean de competencia exclusiva del Principado de Asturias conforme a su 
Estatuto de Autonomía.

2. Las de naturaleza tributaria.
3. Las mencionadas en los artículos 47 y 48 del Estatuto de Autonomía para Asturias.
4. La organización y funciones de los órganos a que se refiere el artículo 22 del Estatuto 

de Autonomía, así como la iniciativa de la Junta General que permite el artículo 13.2.b) del 
mismo texto legal.

5. Los derechos fundamentales y libertades públicas reconocidos en la Constitución.

TÍTULO II

De la iniciativa legislativa de los Ayuntamientos

Artículo 3.  
1. La iniciativa legislativa de los Ayuntamientos asturianos se ejerce mediante la 

presentación de Proposiciones de Ley, aprobadas por la mayoría absoluta de los miembros 
de, al menos, tres corporaciones municipales, cuyo censo no sea inferior en su conjunto a 
10.000 electores.

2. El escrito de presentación, firmado por los respectivos Alcaldes, deberá acompañar:

a) El texto articulado de la Proposición de Ley, precedido de una exposición de motivos.
b) Un documento en el que se detallen las razones que aconsejan, a juicio de las 

corporaciones proponentes la tramitación y aprobación por la Junta General del Principado 
de la Proposición de Ley.

c) Una copia certificada por el Secretario de cada Ayuntamiento del acta en que conste 
la adopción del acuerdo corporativo de ejercitar la iniciativa legislativa, así como el texto de 
la Proposición de Ley, y que acredite el voto favorable de la mayoría absoluta de los 
miembros de la corporación municipal.

Artículo 4.  
El procedimiento se iniciará mediante la presentación ante la Mesa de la Junta General 

del Principado, a través de la Secretaria General, del escrito acompañando la 
documentación exigida en el artículo anterior.

Artículo 5.  
1. La Mesa de la Junta General examinará la documentación remitida y se pronunciará 

en el plazo de quince días sobre su admisibilidad. Si la iniciativa se presentara fuera de los 
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períodos de sesiones de la Junta General, tal plazo empezará a computarse a partir del 
primer día del período de sesiones siguiente a la presentación de la documentación.

2. Son causas de inadmisión de la Proposición:

a) Que el texto de la Proposición se refiera a alguna de las materias indicadas en el 
artículo 2.º

b) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3.º No obstante, si se tratase de 
defecto subsanable, la Mesa de la Junta General lo comunicará a las corporaciones 
promotoras para que procedan, en su caso, a la subsanación en el plazo de un mes.

c) El hecho de que el texto de la Proposición verse sobre materias diversas carentes de 
homogeneidad entre sí.

d) La previa existencia en la Junta General de un Proyecto o Proposición de Ley que 
verse sobre el mismo objeto y que esté en tramitación.

e) El hecho de que sea reproducción de otra iniciativa legislativa de otros Ayuntamientos, 
o popular, igual o sustancialmente equivalente, presentada en la misma legislatura.

f) Que la Proposición tenga como objeto la derogación de una Ley o Reglamento 
aprobado por la Junta General en la misma legislatura.

3. La resolución de la Mesa se notificará a la Corporación promotora y se publicará en el 
«Boletín Oficial de la Junta General del Principado».

Artículo 6.  
1. Si la Mesa de la Junta General admite la Proposición de Ley, ordenará su publicación, 

y la remitirá al Consejo de Gobierno para que manifieste su criterio respecto a la toma en 
consideración, así como su conformidad o no a la tramitación si implicara aumento de los 
créditos o disminución de los ingresos presupuestarios. Transcurridos diez días sin que el 
Consejo de Gobierno hubiera negado expresamente su conformidad a la tramitación, la 
Proposición de Ley quedará en condiciones de ser incluida en el orden del día del Pleno 
para su toma en consideración.

2. El debate se iniciará mediante la lectura del documento a que se refiere el artículo 3.º, 
apartado 2, b), de la presente Ley.

3. Los grupos parlamentarios intervendrán de menor a mayor en favor o en contra de la 
toma en consideración de la Proposición de Ley.

4. Concluido el debate, continuará, en su caso, la tramitación conforme a lo previsto en el 
Reglamento de la Junta General para las Proposiciones de Ley.

TÍTULO III

De la iniciativa legislativa popular

Artículo 7.  
La iniciativa popular se ejerce mediante la presentación de Proposiciones de Ley, 

suscritas por las firmas de, al menos, 10.000 personas que sean mayores de edad y gocen 
de la condición política de asturianos.

Artículo 8.  
1. El procedimiento se iniciará con la presentación ante la Mesa de la Junta General del 

Principado, a través de la Secretaría General, de la documentación exigida en el apartado 
siguiente. A estos efectos los promotores de la iniciativa se integrarán en una Comisión 
Promotora.

2. El escrito de presentación deberá acompañar:

a) El texto articulado de la Proposición de Ley, precedido de una exposición de motivos.
b) Un documento en el que se detallen las razones que aconsejan a juicio de los 

firmantes, la tramitación y aprobación por la Junta General de la Proposición de Ley.
c) La relación de los miembros que componen la Comisión Promotora de la iniciativa, 

con expresión de los datos personales de todos ellos.
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3. La Mesa de la Junta General examinará la documentación recibida y se pronunciará 
en el plazo de quince días sobre su admisibilidad. Son causas de inadmisibilidad de la 
Proposición el incumplimiento de lo dispuesto en los números anteriores de este artículo, las 
previstas en los apartados a), c), d) y f) del artículo 5., así como la negativa expresa del 
Consejo de Gobierno a su tramitación por implicar aumento de los créditos o disminución de 
los ingresos presupuestarios, siendo de aplicación lo dispuesto en el número 3 del mismo 
artículo 5.

Artículo 9.  
1. Admitida la Proposición, la Mesa de la Junta General lo comunicará a la Comisión 

Promotora, al objeto de que proceda a la recogida de las firmas requeridas.
2. El procedimiento de recogida de firmas deberá finalizar en el plazo de tres meses a 

contar desde la notificación a que se refiere el apartado anterior.

Artículo 10.  
Recibida la notificación de admisión de la Proposición, la Comisión Promotora procederá 

a la recogida de firmas en papel timbrado, en el que obligatoriamente se reproducirá, como 
encabezamiento, el texto de la Proposición. Si fuese preciso utilizar más de un pliego, éstos 
se unirán previamente a la recogida de firmas, diligenciándose notarialmente tal 
circunstancia al final del último de ellos, dejando constancia de la numeración y clase de los 
pliegos anteriores.

Artículo 11.  
1. Junto a la firma del proponente se indicará su nombre y apellidos, número del 

documento nacional de identidad y domicilio.
2. Las firmas serán autenticadas bien por fedatarios públicos, bien por fedatarios 

especiales designados por la Comisión Promotora mediante escritura público otorgada ante 
Notario.

3. Los fedatarios especiales, que deberán ser mayores de edad carecer de antecedentes 
penales y gozar de la condición política de asturianos, incurrirán, en caso de falsedad, en las 
responsabilidades penales previstas en la Ley.

Artículo 12.  
1. Los pliegos con las firmas autenticadas deberán entregarse en la Secretaría General 

de la Junta General en los seis días siguientes al vencimiento del plazo a que se refiere el 
artículo 9.º

2. Realizado el recuento de las firmas, se declararán inválidas las que no reúnan los 
requisitos previstos en los artículos anteriores. Si, tras esta operación, el número de las 
firmas válidas es igual o superior a 10.000, la Mesa de la Junta General ordenará la 
publicación de la Proposición de Ley quedando en condiciones de ser incluida en el orden 
del día del Pleno para su toma en consideración.

3. El debate se iniciará mediante la lectura por uno de los Secretarios de la Cámara del 
documento a que se refiere el artículo 8.º, apartado 2, b), de la presente Ley.

4. Los grupos parlamentarios intervendrán de menor a mayor en favor o en contra de la 
toma en consideración de la Proposición de Ley.

5. Concluido el debate, continuará, en su caso, la tramitación conforme a lo previsto en el 
Reglamento de la Junta General para las Proposiciones de Ley.

Artículo 13.  
El Principado de Asturias indemnizará a la Comisión Promotora por los gastos realizados 

y debidamente acreditados en una cuantía que no exceda del millón de pesetas. Esta 
cuantía será actualizada periódicamente en los Presupuestos Generales del Principado de 
Asturias.
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TÍTULO IV

Disposiciones comunes

Artículo 14.  
1. Contra la decisión de la Mesa de la Junta General de no admitir la Proposición de Ley, 

cabrá la interposición ante el Tribunal Constitucional de recurso de amparo de conformidad 
con el artículo 42 de la Ley Orgánica 2/1878, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional.

2. Si el Tribunal Constitucional decidiera que la Proposición no incurriese en alguna de 
las causas de inadmisión previstas en el artículo 2.º de la presente Ley, el procedimiento 
seguirá su curso.

Artículo 15.  
Los procedimientos de iniciativa legislativa regulados en la presente Ley que estuvieran 

en tramitación en la Junta General del Principado, al disolverse ésta no decaerán, pero 
podrán retrotraerse al trámite que decida la Mesa de la Cámara sin que sea preciso en 
ningún caso ejercitar nuevamente la iniciativa.
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§ 15

Ley 8/1991, de 30 de julio, de Organización de la Administración del 
Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 180, de 5 de agosto de 1991
«BOE» núm. 195, de 15 de agosto de 1991

Última modificación: 24 de julio de 2014
Referencia: BOE-A-1991-20736

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias. vengo en promulgar la siguiente Ley de Organización de la 
Administración del Principado de Asturias.

PREÁMBULO

La organización de la Administración de la Comunidad Autónoma se halla básicamente 
contenida en la Ley 1/1982, de 24 de mayo, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración del Principado de Asturias, convalidada y modificada parcialmente por la Ley 
9/1983, de 12 de diciembre, habiendo sufrido con posterioridad modificaciones puntuales en 
lo que respecta al número, denominación y competencias de las Consejerías que integran 
dicha Administración por sendos Decretos del Presidente, en virtud de las autorizaciones 
específicas contenidas en las Leyes de Presupuestos Generales del Principado, 
correspondientes a los años de celebración de elecciones a la Asamblea Legislativa de la 
Comunidad Autónoma.

La necesidad de conseguir la mayor eficacia en el ejercicio del programa de gobierno 
que resultó aprobada por la Junta General del Principado de Asturias con motivo de la 
elección de Presidente del Principado, a consecuencia de la renovación de dicha Asamblea 
Legislativa, por las elecciones celebradas el 26 de mayo pasado, exige la aprobación de la 
presente Ley, en la que se recogen las normas básicas que han de facilitar una organización 
de la Administración de la Comunidad Autónoma que haga factible el expresado propósito.

Artículo 1.  
1. Los órganos superiores de la Administración del Principado de Asturias son el Consejo 

de Gobierno, su Presidente y los Consejeros.
2. Los demás órganos de la Administración del Principado de Asturias se hallan bajo la 

dependencia del Presidente del Consejo de Gobierno o del Consejero correspondiente.
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Artículo 2.  
El Consejo de Gobierno es el órgano colegiado que dirige la política regional y la 

Administración del Principado de Asturias, correspondiéndole ejercer la iniciativa legislativa, 
las funciones ejecutiva y administrativa y la potestad reglamentaria no reservada a la Junta 
General en el Estatuto de Autonomía para Asturias.

Artículo 3.  
1. El Consejo de Gobierno se integra por el Presidente y los Consejeros por él 

designados.
2. El Presidente podrá nombrar, de entre los Consejeros que reúnan a su vez la 

condición de Diputados de la Junta general, un Vicepresidente.

Artículo 4.  
1. El Consejo de Gobierno podrá crear en su seno Comisiones Delegadas para examinar 

en su conjunto las materias de carácter general que tengan relación con varias de las 
Consejerías que integren la Comisión; estudiar aquellos asuntos que, afectando a más de 
una Consejería, exijan la elaboración de una propuesta conjunta previa a la resolución por el 
Consejo; coordinar la acción de las Consejerías interesadas, a la vista de objetivos comunes, 
y redactar programas conjuntos de actuación; acordar los nombramientos y resolver los 
asuntos que, afectando a más de una Consejería de la Comisión respectiva, no requieran, 
atendida su importancia, ser elevadas a decisión del Consejo, y cualquier otra atribución que 
les confieran las disposiciones vigentes.

2. Las Comisiones Delegadas serán creadas por acuerdo del Consejo de Gobierno, que 
adoptará la forma de Decreto.

El Decreto de creación regulará la composición, atribuciones y régimen de 
funcionamiento de las Comisiones, que serán presididas por el Presidente del Consejo o 
Consejero en quien delegue. Igualmente se determinará el apoyo administrativo que 
precisen para su funcionamiento, que será cubierto con medios y personal de la 
Administración del Principado.

Artículo 5.  
El Presidente del Principado preside el Consejo de Gobierno, cuya actividad dirige, 

coordina la Administración de la Comunidad Autónoma y designa y separa a los Consejeros, 
correspondiéndole resolver los conflictos de atribuciones entre las distintas Consejerías.

Artículo 6.  
1. El Vicepresidente, además del ejercicio de las competencias que le correspondan 

como titular de su Consejería, asumirá las funciones de Presidente en los casos de 
fallecimiento o enfermedad de éste, o de ausencia, sin perjuicio de las demás que pudiera 
delegarle.

2. El cese, como Consejero, de quien haya sido designado Vicepresidente, llevará 
aparejado el cese en la Vicepresidencia.

Artículo 7.  
1. Los Consejeros son miembros del Consejo de Gobierno y ejercen la titularidad de las 

Consejerías que integran la Administración del Principado, correspondiéndoles respecto a 
las mismas ejercer las competencias que, conforme a la estructura orgánica y funcional de 
aquélla, les fueren atribuidas por razón de la materia, salvo las expresamente reservadas al 
Presidente y al Consejo de Gobierno.

2. Actuará de Secretario de las reuniones del Consejo de Gobierno el Consejero de 
Interior y Administraciones Públicas.
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Artículo 8.  
La creación, modificación y supresión de las Consejerías se establecerán por Decreto 

del Presidente del Principado de Asturias

Artículo 9.  
1. La estructura de la Administración del Principado se podrá integrar en cada Consejería 

por órganos centrales, órganos desconcentrados y órganos de asesoramiento y apoyo.
2. Tendrán la consideración de órganos centrales aquellos que integran la estructura 

básica de cada Consejería cuya competencia se extiende a todo el ámbito de la Comunidad 
Autónoma.

3. Se considerarán órganos desconcentrados aquellos que tengan atribuida la 
competencia de gestión de un establecimiento, de un servicio público o el ejercicio de una 
función específica o esté referida aquélla a un área territorial determinada de la Comunidad 
Autónoma.

4. Serán órganos de asesoramiento y apoyo los que tengan encomendadas funciones de 
esta naturaleza con relación a los órganos centrales y desconcentrados.

Artículo 10.  
1. Son órganos centrales de las Consejerías la Secretaría General Técnica, las 

Direcciones Generales y la Intervención General, cuyos titulares tendrán la consideración de 
altos cargos. Con la naturaleza de órgano central y consideración para su titular de alto 
cargo podrá crearse en cada Consejería una Viceconsejería.

2. A las Viceconsejerías les corresponde la gestión de un determinado sector de 
actividad administrativa en materias preferentemente homogéneas, así como la dirección y 
coordinación de las Direcciones Generales que estén bajo su dependencia directa, 
respondiendo ante el titular de la Consejería.

3. A las Secretarías Generales Técnicas, directamente dependientes de los titulares de 
las Consejerías, les corresponde el desarrollo de funciones de asesoramiento, estudio, 
producción normativa y dirección de los servicios comunes de la Consejería respectiva.

4. A las Direcciones Generales les competerá la dirección y coordinación de los servicios 
que estén bajo su dependencia, respondiendo ante el titular de la Consejería y, en su caso, 
ante el titular de la Viceconsejería.

5. El Interventor General es el órgano fiscalizador de la actividad económica y financiera 
de la Administración del Principado y de sus organismos autónomos y el centro directivo de 
la contabilidad pública de la Comunidad Autónoma.

6. Los titulares de las Viceconsejerías y de las Direcciones Generales serán nombrados 
y separados por decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta de los respectivos titulares 
de las Consejerías. Para su nombramiento se atenderá a criterios de competencia 
profesional y experiencia.

7. Los titulares de las Secretarías Generales Técnicas, así como el de la Intervención 
General, serán nombrados y separados por decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta 
de los respectivos titulares de las Consejerías entre funcionarios de carrera de cualquiera de 
las Administraciones Públicas pertenecientes a cuerpos o escalas clasificadas dentro del 
grupo A, subgrupo A1.

Artículo 11.  
1. Los órganos centrales se estructurarán orgánicamente, con carácter ordinario, en 

servicios, secciones y negociados.
2. Los órganos desconcentrados y los de asesoramiento y apoyo adoptarán la estructura 

que corresponda más adecuadamente a sus respectivas peculiaridades.
3. A los órganos directivos les corresponde asumir la responsabilidad de la ejecución de 

proyectos, actividades, programas, planes o de la gestión de las áreas funcionales que les 
sean asignadas, de acuerdo con los criterios e instrucciones del alto cargo del que 
dependan, con autonomía funcional y sujeción al programa anual de objetivos.
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Artículo 12.  
1. Los servicios son las unidades orgánicas a las que corresponden, además de las 

competencias específicas que tengan atribuidas, las funciones de planificación, 
coordinación, dirección y control de las secciones u otras unidades orgánicas de ellos 
dependientes.

2. Las secciones son unidades orgánicas internas de los servicios y les corresponden las 
funciones de ejecución, informe y propuesta al superior jerárquico de las cuestiones 
pertenecientes al área funcional que tienen atribuida, así como la coordinación, dirección y 
control de las actividades desarrolladas por los negociados o unidades de ellas 
dependientes.

3. Los negociados son unidades orgánicas internas de las secciones y se les atribuyen 
las funciones de tramitación, inventario, si procede, y archivo de los asuntos que tengan 
asignados.

Artículo 13.  
1. Sin perjuicio de la estructura organizativa, regulada en los artículos precedentes, se 

podrán crear Agencias que serán estructuradas orgánicamente en la forma más adecuada a 
los fines para los que sean creadas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 11.2 de la 
presente Ley.

2. Al frente de cada Agencia habrá un Director que será nombrado y separado por 
decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería respectiva. Para su 
nombramiento se atenderá a criterios de competencia profesional y experiencia.

3. La dotación de los restantes puestos de trabajo de las Agencias se efectuará mediante 
la adscripción a las mismas de personal de la Administración del Principado. Las 
necesidades transitorias de personal de las Agencias podrán ser objeto de contratación 
temporal, dentro de los límites de las consignaciones presupuestarias, a través de la 
Consejería de Interior y Administraciones Públicas.

4. El Decreto de creación de las Agencias determinará necesariamente:

a) La Consejería a la que quedarán adscritas.
b) Las atribuciones propias del Director, así como las facultades que ejercerá por 

delegación.
c) El régimen económico de las mismas y, en su caso, las dotaciones presupuestarias 

que afecten al cumplimiento de sus fines.
d) La estructura organizativa, así como los medios personales y materiales que se les 

adscriban.
e) La extinción de las Agencias al cumplir la finalidad para la que fueron creadas.

Artículo 14.  
La creación de todo órgano administrativo que suponga un incremento del gasto público 

irá precedida por un estudio económico del coste de su funcionamiento y del rendimiento o 
utilidad de sus servicios.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
Sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley, la Presidencia del Principado podrá 

estructurarse en la forma organizativa que considere más adecuada, teniendo, en todo caso, 
el personal que asista a la misma la consideración de personal eventual, en los términos y 
con los límites que se establezcan por la Junta en la correspondiente normativa 
presupuestaria, y de acuerdo con lo regulado en la Ley de Ordenación de la Función Pública 
de la Administración del Principado de Asturias.
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Segunda.  
Se modifican los siguientes preceptos de la Ley del Principado 6/1984, de 5 de julio, del 

Presidente y del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, los cuales quedan 
redactados del siguente modo:

Artículo 12, apartado 1:

«1. Cuando el cese se produzca por alguna de las causas previstas en los 
párrafos e), f) y g) del apartado 1 del artículo 11 de esta Ley, ejercerá las funciones 
de Presidente el Vicepresidente y, en su defecto, el titular de la Consejería que 
corresponda, según el orden establecido en esta Ley reguladora de la Organización 
de la Administración del Principado de Asturias.»

Artículo 14, apartado 1:

«1. En los casos de ausencia temporal o enfermedad que no origine incapacidad, 
el Presidente del Principado será sustituido en la forma prevista en el artículo 12.1 de 
esta Ley.»

Artículo 22:

«1. El Consejo de Gobierno se integra por el Presidente y los Consejeros, cuyo 
número no podrá exceder de diez.

2. El Presidente podrá nombrar, de entre los Consejeros que reúnan a su vez la 
condición de Diputados de la Junta General, un Vicepresidente.»

Tercera.  
Las referencias contenidas en la Ley 1/1982, de 24 de mayo, de Organización y 

Funcionamiento de la Administración del Principado de Asturias, convalidada y modificada 
parcialmente por la Ley 9/1983, de 12 de diciembre, y en la Ley 6/1984, de 5 de julio, del 
Presidente y del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, al Consejero de la 
Presidencia, a la Consejería de la Presidencia, al Consejero de Hacienda y Economía y a la 
Consejería de Hacienda y Economía, deben entenderse efectuadas al Consejero de Interior 
y Administraciones Públicas; a la Consejería de Interior y Administraciones Públicas; al 
Consejero de Hacienda, Economía y Planificación, y a la Consejería de Hacienda, Economía 
y Planificación, respectivamente.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Quedan expresamente derogados los artículos que comprenden la sección primera, 

excepto el artículo 6; la sección segunda y la sección cuarta, excepto el apartado 3 del 
artículo 12, de la Ley 1/1982, de 24 de mayo, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración del Principado de Asturias, convalidada y modificada parcialmente por la Ley 
9/1983, de 12 de diciembre.
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§ 16

Ley 3/1985, de 26 de diciembre, de Ordenación de la Función Publica 
de la Administración del Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 300, de 26 de diciembre de 1985

«BOE» núm. 59, de 10 de marzo de 1986
Última modificación: 24 de julio de 2014

Referencia: BOE-A-1986-6539

Quedan suprimidas las referencias al Consejo de la Función Pública Regional; y las menciones 
a la Escuela de Administración Pública Regional se entenderán hechas al Instituto Asturiano de 
Administración Pública "Adolfo Posada", según establece la disposición adicional 2.1 y 2 de la 
Ley 4/1991, de 4 de abril. Ref. BOE-A-1991-12092.

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de Ordenación de la Función Pública de 
la Administración del Principado de Asturias, cuyo texto es el siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Justificación de la Ley.
La Función Pública de la Administración del Principado de Asturias se ha formado por la 

convergencia en la misma de diverso personal que, paulatinamente, ha ido asumiendo 
procedente de diversas Administraciones Públicas.

En la fecha de constitución de la Comunidad Autónoma se integraba el personal de su 
Administración por el asumido del Consejo Regional de Asturias —Ente Preautonómico— y 
de la Diputación Provincial de Oviedo; posteriormente, se ha ido incrementando y 
modificando como consecuencia del proceso de traspasos de servicios de la Administración 
del Estado al Principado de Asturias, así como de las convocatorias efectuadas para la 
provisión de las plazas vacantes en la plantilla de funcionarios y en los cuadros de puestos 
de trabajo del personal laboral asumidos de la Diputación Provincial de Oviedo.

La varia procedencia del personal al servicio de la Administración del Principado y la 
diferente naturaleza jurídica de las respectivas relaciones de empleo, hace necesaria, en la 
actualidad, cuando ya se ha producido el cierre del proceso de transferencias inherentes a 
las competencias inmediatamente asumidas en virtud del Estatuto de Autonomía, su 
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adecuada ordenación como premisa necesaria para conseguir un eficaz funcionamiento de 
aquélla.

Estructura y contenido de la Ley.
La Ley consta de un título preliminar y seis títulos más divididos en capítulos, y éstos en 

secciones. Contiene, también, seis disposiciones adicionales, nueve disposiciones 
transitorias, una disposición derogatoria y una disposición final.

El título preliminar enuncia la finalidad y ámbito de aplicación de la Ley.
En lo que respecta a la finalidad, sus objetivos son distintos según la clase de personal al 

servicio de la Administración del Principado a que se refiere.
Con relación al personal funcionario, la Ley tiene una finalidad netamente integradora de 

todos los colectivos de funcionarios que han convergido en la Administración del Principado, 
persiguiendo un objetivo principal: Su «ordenación»; y otro, secundario y complementario del 
anterior, recoger en un mismo texto legal las reglas de desarrollo referidas al régimen 
estatutario de dicho personal, inspiradas en el derecho básico estatal que, en todo caso, es 
de aplicación supletoria, según lo previsto en la Constitución y en el propio Estatuto de 
Autonomía para Asturias.

Con relación al personal laboral al servicio de la Administración del Principado, la Ley se 
limita a referir su regulación a la legislación de esa naturaleza, sin perjuicio de que se 
contengan en la misma reglas específicas y directamente aplicables a dicho personal, 
teniendo en cuenta su condición de empleados públicos.

En cuanto al personal eventual, la Ley regula sus aspectos singulares, remitiendo en lo 
demás a las normas aplicables al personal funcionario.

Al ser una Ley de Ordenación de la Función Pública «de la Administración del 
Principado», entendida ésta en sentido estricto, queda fuera de su ámbito el personal al 
servicio de la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma -Junta General del 
Principado.

Alcanza, sin embargo, la aplicación de la Ley, no sólo a todos los órganos que integran 
la que se podría denominar administración directa de la Comunidad Autónoma, sino también 
a los Entes descentralizados que junto con aquélla, conforman la Administración del 
Principado.

El título I se refiere a las clases y definiciones de personal al servicio de la 
Administración del Principado.

El personal se clasifica en funcionario eventual y laboral.
La distinción entre personal funcionario y laboral se fundamenta, básicamente, en la 

distinta naturaleza de las normas reguladoras de la relación de empleo que les vincula a la 
Administración: Para los primeros, el derecho administrativo, y para los segundos, el derecho 
del trabajo.

La nota distintiva definitoria del personal eventual se centra, por el contrario, en el 
carácter esencialmente temporal de la relación de empleo y en la especificidad de sus 
funciones: De confianza o asesoramiento específico.

Los funcionarios, a su vez, se clasifican en «de carrera» e «interinos», según sea su 
vinculación con la Administración, de carácter permanente o temporal.

En el mismo título se contempla la posibilidad de celebrar contratos con profesionales 
para la realización de trabajos específicos y concretos no habituales, que se regirán por la 
legislación administrativa de contratos; y asimismo, que pueda solicitarse la adscripción 
temporal a la Administración del Principado de funcionarios pertenecientes a otras 
Administraciones, adscripción que en ningún caso podrá exceder en su duración de dos 
años.

El título II regula las competencias y atribuciones de los órganos superiores de la 
Función Pública Regional, dividiéndose en tres capítulos: El capítulo I, contiene la 
clasificación y enumeración; el capítulo II, regula los órganos decisorios, y el capítulo III, se 
refiere a los órganos consultivos.

Entre los órganos decisorios se enumera, en primer lugar, al Presidente del Principado, a 
quien, teniendo en cuenta su doble condición de Presidente de la Comunidad Autónoma y de 
su Consejo de Gobierno, se le atribuye, principalmente, la misión de velar por el 
cumplimiento de las Leyes en materia de función pública y la superior dirección y 
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coordinación de la política de personal, así como la facultad de nombrar y separar al 
personal eventual al servicio de la Presidencia.

El Consejo de Gobierno es el órgano colegiado que dirige la política de personal, 
correspondiéndole un importante elenco de competencias entre las que destaca el 
establecimiento de las directrices, conforme a las cuales han de ejercer sus competencias en 
materia de personal los distintos órganos de la Administración del Principado; aprobar 
proyectos de Ley y Decretos en materia de función pública; determinar las instrucciones a 
que deberán atenerse los representantes de la Administración del Principado cuando 
proceda la negociación de Convenios con el personal; aprobar las relaciones de puestos de 
trabajo de la Administración del Principado de Asturias, y resolver los expedientes 
disciplinarios del personal funcionario con propuesta de sanción de separación de servicio.

El Consejero de la Presidencia es el órgano unipersonal, con competencias generales en 
materia de función pública, al que corresponde proponer al Consejo de Gobierno los 
proyectos de Ley y de Decreto y, en general, cuantas medidas deban adoptarse en materia 
de función pública; dictar las disposiciones necesarias para la coordinación y control de la 
ejecución de la política del Consejo de Gobierno en materia de personal; cuidar del 
cumplimiento por los órganos de la Administración del Principado de las normas de general 
aplicación en materia de personal; convocar y aprobar las bases para la provisión de plazas 
vacantes de funcionarios y puestos de trabajo de personal laboral, así como convocar, 
aprobar las bases y resolver los concursos para la provisión de puestos de trabajo de 
funcionarios; el nombramiento de funcionarios y la contratación de personal laboral; la 
declaración de situaciones administrativas de los funcionarios; la resolución de los 
expedientes de incompatibilidades, etc., previéndose la posibilidad de que por acuerdo del 
Consejo de Gobierno, a propuesta del propio Consejero de la Presidencia, sean atribuidas 
algunas de sus funciones a los demás Consejeros con relación al personal de la respectiva 
Consejería, cuando así lo aconseje la conveniencia del servicio.

Al Consejero de Hacienda y Economía le atribuye específicamente la Ley la facultad de 
proponer al Consejo de Gobierno, en el marco de la política presupuestaria, las directrices a 
que deberán ajustarse los gastos del personal, así como autorizar cualquier medida de 
carácter general relativa al mismo que pueda suponer modificaciones en el gasto.

Por último, y con relación a los Consejeros, se enumeran las competencias que les 
corresponden, todas ellas conectadas con la Jefatura que ostentan, con respecto al personal 
adscrito a las distintas unidades de las respectivas Consejerías.

El capítulo II del título II contempla la existencia de dos órganos colegiados de carácter 
consultivo en materia de personal:

El Consejo de la Función Pública Regional, que, presidido por el Consejero de la 
Presidencia, se integra por diversos titulares de órganos de la Administración del Principado 
y por representantes de personal designados por las Organizaciones sindicales en 
proporción a su representatividad respectiva. Se configura como órgano colegiado de 
coordinación y consulta de la política de función pública, así como de participación del 
personal al servicio de la Administración del Principado; y le corresponde informar los 
anteproyectos de Ley y disposiciones de carácter general, así como las decisiones 
relevantes en materia de personal que le sean sometidas por el Consejo de Gobierno; y 
debatir y proponer, a iniciativa de sus componentes, las medidas necesarias para la 
coordinación de la política de personal en lo que respecta al Registro de Personal, sistemas 
de acceso a la función pública, relaciones de puestos de trabajo, retribuciones, 
homologación de funcionarios y oferta de empleo.

La Comisión de Personal, órgano colegiado de carácter técnico adscrito a la Consejería 
de la Presidencia con funciones de informe y asesoramiento a la misma en materia de 
función pública.

El título III se integra por cuatro capítulos referidos a la ordenación de la Función Pública.
El capítulo I, que trata de la agrupación de los funcionarios, se subdivide en cuatro 

secciones:

La sección primera de este capítulo, bajo el epígrafe de «Disposiciones generales», 
contiene las reglas de ordenación de los funcionarios de la Administración del Principado, 
distinguiendo los Cuerpos de Administración General y Administración Especial, 
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comprendiéndose, dentro de los primeros, a los funcionarios que ocupen plazas de plantilla 
que tengan asignadas funciones comunes al ejercicio de la actividad administrativa y, en 
general, el desarrollo de trabajos de contenido predominantemente burocrático, y, en las 
segundas, a los funcionarios que ocupen plazas de plantilla que tengan asignadas 
actividades y tareas que constituyan el objeto peculiar de una titulación, arte, profesión u 
oficio.

La agrupación de los funcionarios en Cuerpos se establece en razón del nivel de 
titulación y carácter homogéneo de las funciones que les sean asignadas. A su vez, en cada 
Cuerpo, se prevé la posibilidad de establecer Escalas.

En la misma sección se prevé que la creación, modificación y supresión de Cuerpos y 
Escalas se hará por Ley de la Junta General, que determinará necesariamente su 
denominación, las funciones asignadas a las plazas y la titulación exigida para la provisión 
de las mismas.

La sección segunda, «De los grupos funcionarios», realiza una ordenación de éstos en 
cinco grupos, de acuerdo con los niveles de titulación exigidos para su ingreso, 
reproduciendo, en su integridad, el contenido del artículo 25 de la Ley 30/1984, de 2 de 
agosto.

La sección tercera, «De los Cuerpos de la Administración General», ordena a los 
funcionarios en los tradicionales Cuerpos de Superior de Administradores, de Gestión, 
Administrativos, Auxiliares y Subalternos, determinándose las funciones específicas que 
corresponden a cada uno de ellos, así como las titulaciones que serán precisas para acceder 
a las plazas que los integren.

Por último, la sección cuarta, «De los Cuerpos de Administración Especial», regula su 
ordenación en los Cuerpos de Técnicos Superiores, Diplomados, Técnicos Medios, Técnicos 
Auxiliares y Oficios Especiales, estableciendo las reglas para el acceso a las plazas de los 
mismos, y sentando el principio de que en ningún caso se podrán crear nuevos Cuerpos 
distintos de Administración Especial dentro de un mismo nivel de titulación para la 
realización de funciones similares o análogas a las asignadas a otros ya existentes.

El capítulo II regula las plantillas de personal y las relaciones de puestos de trabajo, 
determinándose, por lo que se refiere al personal funcionario de carrera, que las plantillas 
estarán formadas por el conjunto de plazas que integran los distintos Cuerpos de la 
Administración del Principado; y para el personal laboral, que la plantilla de los mismos 
comprenderá la totalidad de cargos o puestos de trabajo de esta naturaleza.

Al propio tiempo se remite a las Leyes de Presupuestos del Principado la determinación 
en cada ejercicio de las plantillas de personal, las cuales habrán de expresar las 
modificaciones que se introduzcan con respecto a las vigentes en ejercicios precedentes y 
responder a los principios de racionalidad, eficiencia y economía.

En el mismo capítulo se establece la obligación del Consejo de Gobierno de formar la 
relación de los puestos de trabajo, que deben incluir, en todo caso, la denominación y 
características esenciales de los mismos, las retribuciones que les correspondan y los 
requisitos exigidos para su desempeño.

El capítulo III se refiere a la clasificación de los puestos de trabajo, determinando que se 
hará según la naturaleza de las funciones o tareas que les sean asignadas, y remitiendo a 
las relaciones de puestos de trabajo la especificación de cuáles habrán de ser cubiertos por 
personal funcionario, laboral, o indistintamente.

A su vez, los puestos de trabajo adscritos a funcionarios se clasifican en 30 niveles, 
refiriéndose al Consejo de Gobierno la determinación del nivel que corresponda a cada 
Cuerpo o Escala.

En el mismo capítulo III se contienen las reglas básicas relativas al grado personal de los 
funcionarios, ordenándose adecuadamente las normas contenidas al respecto en la Ley 
30/1984, de 2 de agosto, y previniéndose los supuestos especiales, y sus defectos, en los 
que los funcionarios podrán ser designados para desempeñar puestos de trabajo que 
difieran en más de dos niveles al correspondiente a su grado personal.

Por último, se contempla la clasificación de los puestos de trabajo reservados al personal 
laboral y al eventual.
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El capítulo IV se destina a regular el Registro de Personal, en el que habrá de inscribirse 
todo el personal al servicio de la Administración del Principado, y se anotarán 
preceptivamente todos los actos que afecten a la vida administrativa del mismo.

El título IV regula el acceso y promoción del personal al servicio de la Administración del 
Principado, y se integra por cuatro capítulos.

El capítulo I se refiere a la oferta de empleo público, que se constituirá en cada ejercicio 
por el conjunto de plazas vacantes en las plantillas de personal dotadas en los presupuestos 
de la Comunidad Autónoma, y con respecto a la cual se fijan las determinaciones que habrá 
de contener, constituyéndose en presupuesto para la convocatoria de las correspondientes 
pruebas selectivas para el acceso a las plazas vacantes.

En el capítulo II se regula la selección del personal al servicio de la Administración del 
Principado, señalándose que ha de hacerse previa convocatoria pública que garantice, en 
todo caso, los principios de igualdad, mérito y capacidad.

En el mismo capítulo se enumeran los sistemas selectivos para accceso a las plazas de 
personal funcionario y laboral, siendo la oposición y el concurso-oposición los sistemas 
selectivos ordinarios. El concurso sólo podrá utilizarse, en cambio, cuando se trate de 
proveer plazas singulares de las plantillas de personal funcionario y laboral que por sus 
características requieren ser cubiertas por personas con singular experiencia.

La promoción del personal es regulada en el capítulo III. Con relación al personal 
funcionario se establece la obligación de la Administración del Principado de facilitar su 
promoción interna, consistente en el acceso desde Cuerpos o Escalas de grupo inferior a los 
correspondientes del grupo inmediato superior, para lo cual será preciso estar en posesión 
de la titulación exigida y reunir los requisitos y superar las pruebas que, en cada caso, se 
establezcan.

La promoción del personal laboral se remite, en cambio, a lo que disponga en los 
Convenios Colectivos de aplicación.

El capítulo IV y último del título IV regula la provisión de los puestos de trabajo adscritos 
a funcionarios, que habrá de hacerse por el procedimiento de concurso o libre designación. 
Estableciendo también reglas para el destino provisional de aquéllos, recoge unas normas 
básicas referidas a la movilidad de funcionarios de otras Administraciones y enumera los 
supuestos determinantes de la pérdida de la titularidad de los puestos de trabajo.

El título V, que se divide en siete capítulos, se refiere al régimen estatutario de los 
funcionarios. En el mismo se reproducen básicamente las normas del derecho estatal en los 
aspectos referidos a la adquisición de la condición de funcionario —capítulo I—; situaciones 
de los funcionarios —capítulo II—; jornada y horarios de trabajo —capítulo III—; derechos de 
los funcionarios —capítulo IV—; deberes e incompatibilidades —capítulo V—; formación y 
perfeccionamiento profesional —capítulo VI—, y régimen disciplinario —capítulo VII.

En la regulación contenida en los distintos capítulos que integran el título V se destacan 
las siguientes singularidades:

Previsión de que los funcionarios de otras Administraciones Públicas que accedan a la 
Administración del Principado, en virtud del proceso de transferencias y los titulares de plaza 
de la asumida plantilla de la Diputación Provincial de Oviedo, serán integrados en los 
correspondientes Cuerpos o Escalas adquiriendo automáticamente la condición de 
funcionarios de la misma.

Determinación del orden de prelación para el reingreso al servicio activo de los 
funcionarios que no tengan derecho a la reserva de plaza y destino.

Referencia de los días festivos que anualmente pueden disfrutar los funcionarios a lo que 
se determine en el calendario laboral.

Contemplación de las específicas consecuencias que para el régimen estatutario de 
personal funcionario de nuevo ingreso se derivan de la afiliación del mismo al Régimen 
General de la Seguridad Social.

El título VI y último de la Ley, que se integra por dos capítulos, regula el régimen jurídico 
aplicable al personal eventual y laboral.

El capítulo I está dedicado al personal eventual, para el que se declara será de 
aplicación, por analogía y en lo que no resulte opuesto a la naturaleza de su relación de 
empleo, el régimen estatutario propio de los funcionarios, señalándose que causará baja al 
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servicio de la Administración del Principado por decisión libre de la autoridad que efectuó el 
nombramiento y, en todo caso, automáticamente al producirse el cese de dicha autoridad.

El capítulo II se refiere al personal laboral, determinando que se regirá por su legislación 
específica y por los convenios colectivos de aplicación, previniendo que la Administración del 
Principado establecerá las condiciones mínimas para la negociación de un convenio marco 
para todo el personal laboral perteneciente a la misma, inspirado en los principios de 
igualdad y homogeneidad del régimen laboral y retributivo en función de la categoría 
profesional y de las condiciones del puesto de trabajo.

Las disposiciones adicionales se dedican: La primera, a efectuar la enumeración del 
personal perteneciente a la Administración del Principado; la segunda, a establecer la 
previsión de que los funcionarios procedentes de otras Administraciones Públicas 
continuarán en el sistema de Seguridad Social o Previsión que tuvieren en las mismas y a 
regular el régimen de licencias por enfermedad del personal funcionario no afiliado al 
Régimen General de la Seguridad Social; la tercera, a establecer las condiciones de 
contratación temporal de personal laboral para la ejecución de programas de inversión; la 
cuarta, a declarar la aplicación supletoria de la legislación estatal; la quinta, a establecer las 
reglas de integración de dichos funcionarios, con arreglo a las normas que la propia 
disposición determina; y la sexta, a regular el tratamiento que haya de darse a las plazas 
vacantes y a las que en el futuro vaquen en las Escalas a extinguir.

Las disposiciones transitorias, se dedican, a su vez: La primera, a determinar la fecha a 
partir de la cual se computa el plazo para la permanencia en comisión de servicio en la 
Administración del Principado, de funcionarios pertenecientes a otras Administraciones 
Públicas; la segunda, contiene un mandato al Consejo de Gobierno, para realizar la 
clasificación de las funciones desempeñadas por el personal contratado administrativo de la 
Administración del Principado, clasificación que determinará la correspondiente propuesta de 
modificación de las plantillas de personal; la tercera, establece una regla para el acceso a la 
condición de funcionario del personal interino y contratado administrativo, al servicio de la 
Administración; la cuarta, establece la garantía de que la clasificación de los puestos de 
trabajo que se efectúe con arreglo a lo previsto en la Ley, no afectará a quienes ocupen a la 
entrada en vigor de la misma, puestos de trabajo reservados a personal vinculado a la 
Administración del Principado, con relación de empleo de distinta naturaleza; la quinta, 
reproduciendo una norma contenida en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, determina que, a 
efectos de lo dispuesto en la Ley, se considerará equivalente al título de Diplomado 
Universitario el haber superado tres cursos completos de Licenciatura; la sexta, se refiere al 
grado personal y a la fecha en que comenzará a obtenerse el mismo; la séptima, sienta una 
regla de garantía de las retribuciones del personal que resulte afectado, como consecuencia 
de la aplicación del régimen retributivo que la Ley establece; la octava, fija un plazo de seis 
meses para que los funcionarios pertenecientes a la plantilla asumida de la Diputación de 
Oviedo, que a la fecha de entrada en vigor de la Ley se hallen en situación distinta a la de 
activo o excedente forzoso y resulten afectados por el régimen de situaciones 
administrativas, previstas en la misma, soliciten su regularización; por último, la novena, 
contiene una regla referida a la jubilación del personal funcionario que a la fecha de entrada 
en vigor de la misma, vaya cumpliendo las edades a que se refiere la disposición novena de 
la Ley 30/1984, de 2 de agosto.

La disposición derogatoria contiene una regla genérica de derogación de las 
disposiciones de igual o inferior rango, emanadas de los órganos del Principado que se 
opongan a lo dispuesto en la Ley.

La disposición final contiene una autorización al Consejo de Gobierno para el desarrollo 
reglamentario de la Ley.
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TÍTULO PRELIMINAR

Finalidad y ámbito de aplicación de la Ley

Artículo 1.  
1. La presente Ley tiene por finalidad la ordenación de la Función Pública de la 

Administración del Principado de Asturias y la regulación del régimen jurídico del personal 
funcionario y eventual, en desarrollo de lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía para 
Asturias y del mandato contenido en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la 
reforma de la Función Pública.

2. El personal laboral de la Administración del Principado se regirá por la legislación de 
esa naturaleza, sin perjuicio de las disposiciones de esta Ley que expresamente le sean 
aplicables.

3. Se podrán dictar normas específicas para adecuar la aplicación de la presente Ley a 
las peculiaridades del personal docente, investigador y sanitario.

TÍTULO I

Clases y definiciones de personal

Artículo 2.  
Tendrán la consideración de personal al servicio de la Administración del Principado de 

Asturias, las personas físicas que se hallen adscritas por una relación de servicios 
profesionales, cualesquiera que sea su naturaleza, a algunos de los órganos que integran 
dicha Administración, en sus diversos grados.

Artículo 3.  
1. Los empleados públicos de la Administración del Principado de Asturias se clasifican 

en:

a) Funcionarios de carrera.
b) Funcionarios interinos.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 4.  
Tendrán la consideración de funcionarios de la Administración del Principado de 

Asturias, las personas vinculadas a la misma por una relación de empleo regulada por el 
Derecho Administrativo.

Los funcionarios serán de carrera o interinos.

Artículo 5.  
Serán funcionarios de carrera los que, en virtud de nombramiento legal para el 

desempeño de plazas de plantilla clasificadas en los Grupos correspondientes, se hallen 
vinculados a la Administración del Principado de Asturias por una relación de servicios 
profesionales de carácter permanente.

Artículo 6.  
Tendrán la consideración de funcionarios interinos, quienes, en virtud de nombramiento 

legal, ocupen temporalmente plazas vacantes en la plantilla de la Administración del 
Principado de Asturias, en tanto no se provean por funcionarios de carrera o les sustituyan 
en sus funciones en los supuestos de licencias o permisos en las situaciones de servicios 
especiales.
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Artículo 7.  
Será considerado personal eventual quienes en virtud de nombramiento legal 

desempeñen temporalmente cargos o puestos considerados como de confianza o de 
asesoramiento especial.

Artículo 8.  
Serán personal laboral de la Administración del Principado de Asturias los trabajadores 

vinculados a la misma por una relación contractual, por tiempo indefinido o de duración 
determinada, regulada por el Derecho del Trabajo.

Artículo 8 bis.  
1. Es personal directivo el que desarrolla funciones directivas profesionales.
El nombramiento para el desempeño de puestos directivos deberá realizarse entre 

empleados públicos que ostenten la condición de funcionario de carrera o personal laboral 
fijo, atendiendo a principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad y se llevará a 
cabo mediante procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia.

2. El personal directivo estará sujeto a evaluación con arreglo a los criterios de eficacia y 
eficiencia, ajustando su desempeño a los siguientes principios:

a) Autonomía funcional en el desempeño de su ejercicio profesional, únicamente limitada 
por los criterios e instrucciones directas emanadas de los altos cargos como sus superiores 
jerárquicos.

b) Sujeción al programa anual de objetivos, que será establecido por el órgano 
competente para su nombramiento, y al principio de evaluación y de rendición de cuentas.

3. La determinación de las condiciones de empleo del personal directivo no tendrá la 
consideración de materia objeto de negociación colectiva a los efectos de esta ley.

4. El personal funcionario de carrera que sea nombrado para desempeñar un puesto 
directivo que figure en la correspondiente relación de puestos directivos mantendrá la 
situación administrativa de servicio activo en el cuerpo o escala a la que pertenezca. Cuando 
el personal directivo reúna la condición de personal laboral estará sometido a la relación 
laboral de carácter especial de alta dirección.

5. Corresponderá a los decretos de estructura orgánica determinar los órganos directivos 
de la Administración del Principado de Asturias, cuyo sistema de provisión será el de libre 
designación y que figurarán en una relación de puestos directivos de contenido análogo al de 
las relaciones de puestos de trabajo.

El número de puestos directivos no podrá ser, en ningún caso, superior a dos veces el 
número de Direcciones Generales de la Administración del Principado de Asturias.

6. Reglamentariamente se determinará el estatuto del personal directivo profesional, los 
criterios que deben conformar el programa anual de objetivos, el principio de rendición de 
cuentas, así como todos aquellos aspectos que sean necesarios para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en este precepto.

Artículo 9.  
La Administración del Principado de Asturias podrá celebrar excepcionalmente contratos 

con profesionales para la realización de trabajos específicos y concretos, no habituales, que 
se regirán por la legislación administrativa de contratos del Estado, sin perjuicio, en su caso, 
de la aplicación de la normativa civil o mercantil.

En ningún caso podrá celebrarse este tipo de contratos con personal en activo de la 
Administración del Principado. El Consejo de Gobierno regulará, mediante Decreto los 
supuestos en que procederá la contratación, así como la forma y requisitos de la misma, con 
arreglo al derecho estatal.
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Artículo 10.  
En ningún caso, se generarán relaciones de carácter laboral entre la Administración del 

Principado de Asturias y el personal empleado de las empresas que celebren con la misma 
contratos para la ejecución de obras, gestión de servicios públicos o prestación de 
suministros, así como contratos de cualquier otra naturaleza.

Artículo 11.  
1. Podrá solicitarse de la Administración del Estado y de la Local, la adscripción temporal 

de la Administración del Principado de Asturias, en comisión de servicios de funcionarios 
pertenecientes a las mismas.

2. En el expediente que se tramite al efecto deberá quedar acreditada la necesidad e 
interés de la adscripción, y la existencia de dotación presupuestaria suficiente para el pago 
de las obligaciones que de aquélla se deriven.

3. En ningún caso esta adscripción podrá exceder en su duración de dos años.

TÍTULO II

Organos superiores de la función pública regional y de participación del 
personal

CAPÍTULO I

Clasificación y enumeración

Artículo 12.  
1. Los órganos superiores en materia de función pública de la Administración del 

Principado se clasifican en decisorios y consultivos.
2. Son órganos decisorios:

a) El Presidente del Principado.
b) El Consejo de Gobierno.
c) El Consejero de la Presidencia.
d) El Consejero de Hacienda y Economía.
e) Los Consejeros, en el ámbito de sus respectivas Consejerias.

3. Es órgano consultivo la Comisión Superior de Personal.

CAPÍTULO II

Órganos decisorios

Artículo 13.  
Corresponde al Presidente del Principado:

a) Velar por el cumplimiento de las leyes en materia de función pública.
b) La superior dirección y coordinación de la política de personal.
c) Conferir los nombramientos para cargos de la Administración del Principado en los 

casos legalmente previstos.
d) Nombrar y separar al personal eventual al servicio de la Presidencia del Principado.

Artículo 14.  
1. El Consejo de Gobierno dirige la política de personal en materia de función pública de 

la Administración del Principado.
2. Corresponde, en particular, al Consejo de Gobierno:
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a) Establecer las directrices conforme a los cuales ejercerán sus competencias en 
materia de personal los distintos órganos de la Administración del Principado.

b) Aprobar los Proyectos de Ley y los Decretos en materia de función pública y deliberar 
sobre las medidas que en esta materia elabore y le someta la Consejería de la Presidencia 
y, en su caso, las demás Consejerías.

c) Determinar las instrucciones a que deberán atenerse los representantes de la 
Administración del Principado, cuando proceda la negociación con la representación sindical 
de los funcionarios públicos de sus condiciones de empleo, así como dar validez y eficacia a 
los acuerdos alcanzados mediante su aprobación expresa y formal, estableciendo la 
condiciones de empleo para los casos en que no se produzca acuerdo en la negociación.

d) Establecer las instrucciones a que deberá atenerse la representación de la 
Administración del Principado en la negociación colectiva con el personal sujeto al derecho 
laboral.

e) Acordar la oferta de empleo de la Administración del Principado de Asturias.
f) Aprobar, a propuesta del Consejero de la Presidencia y previa deliberación del 

Consejo de la Función Pública Regional, los intervalos de niveles de puestos de trabajo 
asignados a cada Cuerpo o Escala y los criterios generales de promoción profesional de los 
funcionarios.

g) Fijar anualmente las normas y directrices para la aplicación del régimen retributivo de 
los funcionarios públicos y personal al servicio de la Administración del Principado.

h) Aprobar, previo informe del Consejo de la Función Pública Regional, las relaciones de 
puestos de trabajo de la Administración del Principado y acordar su publicación.

i) Resolver los expedientes disciplinarios del personal funcionario con propuesta de 
sanción de separación del servicio, previos los dictámenes que resulten oportunos.

j) Determinar los puestos de trabajo de personal eventual dentro de los créditos 
presupuestarios consignados al efecto.

k) Ejercer las restantes funciones que le estén legalmente atribuidas.

Artículo 15.  
1. Sin perjuicio de las restantes funciones que legalmente tenga atribuidas, corresponde 

al Consejero de la Presidencia:

a) Proponer al Consejo de Gobierno los proyectos de Ley de de Decreto y, en general, 
cuantas medidas deban adoptarse por dicho órgano en materia de función pública.

b) Dictar las disposiciones necesarias para la coordinación y control de la ejecución de la 
política del Consejo de Gobierno, en materia de personal al servicio de la Administración del 
Principado.

c) Cuidar del cumplimiento por los órganos de la Administración del Principado de las 
normas de general aplicación en materia de personal, así como la inspección sobre todo el 
personal, sometido a su dependencia orgánica.

d) Impulsar, coordinar y, en su caso, establecer y ejecutar los planes, medidas y 
actividades tendentes a mejorar el rendimiento del personal.

e) Aprobar las normas de organización y funcionamiento del Registro de Personal.
f) Convocar y aprobar las bases para la provisión de las plazas vacantes de funcionarios, 

así como de los puestos de trabajo del personal laboral, de acuerdo con lo que se prevea en 
la oferta anual de empleo.

g) Convocar, aprobar las bases y resolver los concursos para la provisión de puestos de 
trabajo de funcionarios.

h) El nombramiento de funcionarios y la contratación del personal laboral.
i) Declarar las situaciones administrativas de los funcionarios, salvo la suspensión 

preventiva.
j) Resolver los expedientes de concesión al personal de gratificaciones por servicios 

extraordinarios.
k) Resolver los expedientes de compatibilidad del personal al servicio de la 

Administración del Principado.
l) Reconocer la adquisición y cambio de grado personal y el tiempo de servicios para 

cómputo de trienios de los funcionarios de la Administración del Principado.
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m) Autorizar las comisiones de servicio de los funcionarios, previo informe del titular de la 
Consejería a la que estén adscritos.

n) Declarar la jubilación forzosa por cumplimiento de edad del personal funcionario.
o) Resolver la extinción de los contratos del personal laboral por causas objetivas o por 

despido disciplinario.
p) Resolver los expedientes sobre clasificación profesional del personal laboral y resolver 

las reclamaciones previas a la vía laboral, consecuencia de las mismas.
q) Resolver los expedientes sobre movilidad geográfica .y funcional del personal laboral 

cuando supongan cambio de convenio colectivo aplicable.

2. Las competencias a que se refieren los epígrafes g), h), i), j), k) y o) del apartado 
anterior, podrán ser atribuidas, por Decreto del Consejo de Gobierno a propuesta del 
Consejero de la Presidencia, a los demás Consejeros, con relación al personal adscrito a la 
respectiva Consejería, cuando así lo aconseje la conveniencia del servicio.

Artículo 16.  
Corresponde al Consejero de Hacienda y Economía proponer al Consejo de Gobierno, 

en el marco de la política presupuestaria, las directrices a que deberán ajustarse los gastos 
de personal de la Administración del Principado, así como autorizar cualquier medida de 
carácter general relativa al personal que pueda suponer modificaciones en el gasto.

Artículo 17.  
Corresponde, en general, a los Consejeros la jefatura y dirección del personal adscrito a 

las distintas unidades de las respectivas Consejerías y, en particular:

a) La provisión, previa convocatoria pública, de los puestos de trabajo de libre 
designación.

b) El nombramiento de personal eventual.
c) Ejercer la potestad disciplinaria y acordar las sanciones que procedan cuando esta 

facultad no corresponda a otro órgano.
d) La concesión de permisos y licencias.
e) La adopción de las medidas necesarias para garantizar los servicios mínimos en los 

casos de huelga del personal, previa consulta a las Centrales Sindicales más 
representativas.

f) La propuesta de la relación de puestos de trabajo, así como la oferta de empleo 
público referida a la respectiva Consejería.

g) Proponer la concesión al personal de su Consejería de gratificaciones por servicios 
extraordinarios.

h) Todos los demás actos administrativos y gestión ordinaria del personal no atribuidos a 
otros órganos.

CAPÍTULO III

Órgano consultivo

Artículo 18.  
Como órgano interno de coordinación administrativa, de informe y asesoramiento en 

materia de políticas de gestión de personal, se crea la Comisión Superior de Personal, cuya 
composición y funciones serán reguladas por Decreto del Consejo de Gobierno.

CAPÍTULO IV

Organos de participación del personal

Artículo 19.  
La negociación colectiva y la participación en la determinación de las condiciones de 

trabajo de los funcionarios públicos se efectuará mediante la capacidad representativa 
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reconocida a las organizaciones sindicales en los artículos 6.3 c), 7.1 y 7.2 de la Ley 
Orgánica de Libertad Sindical y lo previsto en la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de 
representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al 
servicio de las administraciones públicas y a la modificación de la misma contenida en la Ley 
7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en la determinación de las 
condiciones de trabajo de los empleados públicos.

TÍTULO III

Ordenación de la Función Pública

CAPÍTULO I

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 20.  
1. Los funcionarios del Principado de Asturias se ordenan en Cuerpos de Administración 

General y de Administración Especial.
2. Pertenecen a los Cuerpos de Administración General los funcionarios que ocupen 

plazas de plantilla que tengan asignadas funciones comunes al ejercicio de la actividad 
administrativa, sean de gestión, inspección, ejecución, control, administración y otras 
similares, y, en general, el desarrollo de trabajos de contenido predominantemente 
burocrático.

3. Pertenecen a los Cuerpos de Administración Especial los funcionarios que ocupen 
plazas de plantilla, que tengan asignadas actividades y tareas que constituyen el objeto 
peculiar de una titulación, arte, profesión u oficio.

Artículo 21.  
1. La creación de Cuerpos de funcionarios se realizará en función del nivel de titulación y 

del carácter homogéneo de las funciones asignadas a las plazas de que sean titulares.
2. Dentro de los Cuerpos se podrán establecer Escalas y, dentro de éstas, 

especialidades en razón de la diferente titulación o especialidad exigida para la provisión de 
las plazas respectivas.

3. Los Cuerpos y Escalas no podrán tener asignadas facultades, funciones o 
atribuciones propias de los órganos administrativos. Unicamente las relaciones de puestos 
de trabajo podrán determinar los Cuerpos o Escalas de funcionarios que puedan 
desempeñar los puestos a los que corresponda el ejercicio de las citadas funciones.

Artículo 22.  
1. La creación, modificación y supresión de Cuerpos y Escalas se harán por Ley de la 

Junta General.
2. Las Leyes de creación de Cuerpos y Escalas determinarán necesariamente:

a) Denominación de los Cuerpos o Escalas que, en su caso, se establezcan.
b) Funciones que le sean asignadas a las plazas que los integran.
c) Titulación exigida para la provisión de las plazas correspondientes.

Sección 2.ª De los grupos de funcionarios

Artículo 23.  
Los Cuerpos y Escalas de funcionarios al servicio de la Administración del Principado de 

Asturias se agruparán, de acuerdo con la titulación exigida para su ingreso, en los siguientes 
grupos:
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Grupo A. Título de Doctor, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o equivalente.
Grupo B. Título de Ingeniero Técnico, Diplomado Universitario, Arquitecto Técnico, 

Formación Profesional de tercer grado o equivalente.
Grupo C. Título de Bachiller Superior, Formación Profesional de segundo grado o 

equivalente.
Grupo D. Título de Graduado Escolar, Formación Profesional de primer grado o 

equivalente.
Grupo E. Certificado de escolaridad.

Sección 3.ª De los Cuerpos de Administración General

Artículo 24.  
1. Los Cuerpos de Administración General serán los siguientes:

a) Superior de Administradores.
b) De gestión.
c) Administrativos.
d) Auxiliares.
e) Subalternos.

2. Para el acceso a plazas de los Cuerpos de Administración General se precisará estar 
en posesión de las siguientes titulaciones:

a) Superior de Administradores: Título Superior Universitario.
b) De Gestión: Diplomado Universitario o equivalente.
c) Administrativos: Bachiller Superior o equivalente.
d) Auxiliares: Graduado Escolar o equivalente.
e) Subalternos: Certificado de escolaridad.

Artículo 25.  
1. Los funcionarios que ocupen las plazas correspondientes al Cuerpo de 

Administradores realizarán funciones de gestión, inspección, control, estudio y propuesta de 
carácter administrativo de nivel superior.

2. Los funcionarios pertenecientes al Cuerpo de Gestión realizarán funciones de 
colaboración y apoyo técnico a las tareas administrativas de nivel superior.

3. Los pertenecientes al Cuerpo de Administrativos realizarán trabajos de trámite y 
ejecución en las tareas administrativas.

4. Los funcionarios pertenecientes al Cuerpo de Auxiliares realizarán trabajos de 
mecanografía, taquigrafía, despacho de correspondencia, cálculo sencillo, manejo de 
máquinas, archivo de documentos y otros similares.

5. Corresponde a los funcionarios del Cuerpo de Subalternos las tareas de vigilancia y 
custodia de oficinas y edificios, porteo de documentos y expedientes, control de visitas, 
notificaciones personales y domiciliarias y otras tareas de análoga naturaleza.

Sección 4.ª De los Cuerpos de Administración Especial

Artículo 26.  
1. Los Cuerpos de Administración Especial serán los siguientes:

a) Técnicos Superiores.
b) Diplomados y Técnicos Medios.
c) Técnicos Auxiliares.
d) Oficios Especiales.

2. Para el acceso a las plazas de los Cuerpos de Administración Especial se precisará 
estar en posesión de la titulación de carácter específico determinada en función de la Escala 
en que se integren. Se exceptúa de esta regla el acceso a plazas de Escalas cuya 
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singularidad venga determinada fundamentalmente por la especialidad profesional y cuyo 
ejercicio no requiera necesariamente la posesión de título específico.

En todo caso los niveles de titulación para acceder a las plazas de los Cuerpos de 
Técnicos Superiores, Diplomados y Técnicos Medios, Técnicos Auxiliares y Oficios 
Especiales serán, respectivamente, los exigidos para la pertenencia a los Grupos A, B, C y D 
del artículo 22 de la presente Ley.

3. Corresponderá principalmente a los titulares de plazas de los Cuerpos de 
Administración Especial la realización de funciones propias de la profesión para las que 
habilite el título exigido para el acceso a los mismos, según la Escala en que se integren.

Artículo 27.  
En ningún caso se podrán crear Cuerpos de Administración Especial, dentro de un 

mismo nivel de titulación, para la realización de funciones similares o análogas a las 
asignadas a otros ya existentes.

CAPÍTULO II

Plantillas de personal y relaciones de puestos de trabajo

Artículo 28.  
1. La plantilla de personal funcionario de carrera de la Administración del Principado de 

Asturias estará formada por la totalidad de las plazas que integran los distintos Cuerpos de 
la misma.

2. La plantilla del personal laboral de la Administración del Principado de Asturias 
comprenderá la totalidad de los puestos de trabajo de esta naturaleza, relacionados en cada 
Consejería por Centros o Dependencias.

Artículo 29.  
1. Las Leyes de Presupuestos del Principado determinarán en cada ejercicio las 

plantillas de todo el personal al servicio de la Comunidad Autónoma, y expresarán las 
modificaciones que se introduzcan con respecto a las vigentes en el ejercicio precedente.

2. Las plantillas deberán responder a los principios de racionalidad, eficiencia y 
economía.

Artículo 30.  
1. El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias aprobará la relación de los puestos 

de trabajo existentes en su organización, que deberá incluir, en todo caso, la denominación y 
características esenciales de los puestos, las retribuciones que les correspondan, los 
requisitos para su desempeño y su forma de provisión.

2. Las relaciones de puestos de trabajo son el instrumento técnico a través del cual se 
realiza la ordenación del personal, de acuerdo con las necesidades de los servicios y se 
precisan los requisitos para el desempeño de cada puesto en los términos siguientes:

a) Las relaciones comprenderán, conjunta o separadamente, los puestos de trabajo del 
personal funcionario de cada Centro gestor, así como aquellos otros que puedan 
desempeñarse por personal laboral y eventual.

b) Cuando los puestos hayan de ser desempeñados por funcionarios, indicarán, 
asimismo, el nivel del complemento de destino y el complemento específico cuando lo 
tengan asignado.

Cuando sean desempeñados por personal laboral, indicarán la categoría profesional y 
régimen jurídico aplicable.

3. Con carácter general, los puestos de trabajo de la Administración del Principado de 
Asturias serán desempeñados por funcionamos públicos.

Podrán, no obstante, ser desempeñados por personal laboral:
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a) Los puestos de naturaleza no permanente y aquellos cuyas actividades se dirijan a 
satisfacer necesidades de carácter periódico y discontinuo.

b) Los puestos cuyas actividades sean propias de oficios, así como los de carácter 
instrumental correspondientes a las áreas de mantenimiento y de conservación de edificios, 
equipos e instalaciones, artes gráficas y protección civil, así como los correspondientes a 
áreas de expresión artística.

c) Los puestos correspondientes a áreas de actividades que requieran conocimiento 
técnicos especializados cuando no existan Cuerpos o Escalas de funcionarios cuyos 
miembros tengan la preparación específica necesaria para su desempeño.

d) Los puestos correspondientes a las áreas sanitarias y de servicios sociales.

Con las excepciones previstas anteriormente, estarán reservados a funcionarios públicos 
los puestos de trabajo que impliquen ejercicio de autoridad, fe pública, asesoramiento legal y 
económico, control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera y 
presupuestaria, contabilidad, tesorería y los de carácter técnico-administrativo.

4. La creación, modificación y supresión de puestos de trabajo se realizará a través de 
las relaciones de puestos de trabajo.

5. La provisión de puestos de trabajo a desempeñar por personal funcionario, así como 
la formalización de nuevos contratos de personal laboral fijo, requerirán que los 
correspondientes puestos figuren detallados en las respectivas relaciones.

Este requisito no será preciso cuando se trate de realizar tareas de carácter no 
permanente mediante contratos de trabajo de duración determinada y con cargo a créditos 
específicos para este tipo de contrataciones.

6. Las relaciones de puestos de trabajo serán públicas.

CAPÍTULO III

De la clasificación de los puestos de trabajo

Artículo 31.  
1. Los puestos de trabajo de la Administración del Principado de Asturias se clasificarán 

según la naturaleza de las funciones o tareas que les sean asignadas.
2. Serán clasificados como puestos de confianza o asesoramiento especial aquellos a 

los que se les asignen funciones de dicha naturaleza.

Artículo 32.  
Los puestos de trabajo adscritos a funcionarios se clasifican en 30 niveles. El Consejo de 

Gobierno determinará los intervalos de los niveles que correspondan a cada Cuerpo o 
Escala.

Artículo 33.  

(Suprimido)

Artículo 34.  

(Suprimido)

Artículo 35.  
Los puestos de trabajo reservados al personal laboral se clasificarán de acuerdo con la 

naturaleza y categoría de las funciones que a los mismos le sean asignadas, y, en su caso, 
según lo que se establezca en los respectivos Convenios Colectivos de aplicación.

Artículo 36.  
El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias determinará el número de puestos de 

trabajo, con sus características y retribuciones reservados a personal eventual, siempre 
dentro de los créditos presupuestarios consignados al efecto.
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CAPÍTULO IV

Del Registro de Personal

Artículo 37.  
Dependiente de la Consejería de la Presidencia y coordinado con el Registro Central de 

la Administración del Estado y con los Registros de las demás Administraciones Públicas, 
existirá un Registro de Personal, en el que se inscribirá a todo el personal al servicio de la 
Administración del Principado, y en el que se anotarán, preceptivamente, todos los actos que 
afecten a la vida administrativa del mismo.

Artículo 38.  
Reglamentariamente se determinarán los datos que habrán de constar en el Registro, 

respetando, en todo caso, los contenidos mínimos homogeneizadores de los Registros de 
Personal que establezca el Gobierno de la Nación.

El personal tendrá libre acceso a su expediente individual.
La utilización de los datos que consten en el Registro estará sometida a las limitaciones 

previstas en el artículo 18.4 de la Constitución.

Artículo 39.  
En ningún caso podrán acreditarse variaciones en las nóminas de personal sin que 

previamente se haya comunicado al Registro de Personal la resolución o acto que las 
origine.

TÍTULO IV

Acceso y promoción del personal al servicio de la Administración del 
Principado de Asturias

CAPÍTULO I

Oferta de empleo público

Artículo 40.  
El conjunto de plazas vacantes en las plantillas de personal dotadas en los Presupuestos 

de la Comunidad Autónoma, constituirá la oferta de empleo de la Administración del 
Principado de Asturias en el ejercicio correspondiente.

Artículo 41.  
1. Publicada la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma, será 

sometida al Consejo de Gobierno la propuesta de aprobación de la oferta de empleo de la 
Administración del Principado.

2. La oferta anual de empleo deberá contener necesariamente la totalidad de las plazas 
dotadas presupuestariamente que se hallen vacantes, indicando, respecto a las mismas:

a) La relación de vacantes que habrán de cubrirse en el ejercicio presupuestario.
b) Las previsiones temporales respecto a la provisión, en su caso, de las restantes 

plazas vacantes.

3. La oferta de empleo se publicará en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y 
«Boletín Oficial» de la provincia, y se hará de forma coordinada con la de la Administración 
del Estado a efectos, singularmente, de simultanear la publicación.
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Artículo 41 bis.  
1. En la oferta de empleo de la Administración del Principado de Asturias se reservará un 

cupo no inferior al cinco por ciento (5%) del total de las plazas vacantes para ser cubiertas 
por personas con minusvalía de grado igual o superior al treinta y tres por ciento (33%) 
siempre que superen los procesos selectivos y que, en su momento, acrediten el indicado 
grado de minusvalía y se constate la compatibilidad con el desempeño de las tareas y 
funciones correspondientes.

2. Los aspirantes que participen de acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior 
gozarán de igualdad de condiciones para la realización de las pruebas selectivas. A estos 
efectos, podrán solicitar la adaptación o adecuación de tiempo y medios materiales que 
consideren necesarios en atención a su minusvalía física, psíquica o sensorial. La 
Administración efectuará la adaptación o adecuación necesaria de acuerdo con el informe 
técnico emitido por el órgano competente.

Artículo 42.  
1. Una vez publicada la oferta de empleo, serán convocadas, dentro del primer trimestre 

de cada año natural, las correspondientes pruebas selectivas para el acceso a las plazas 
vacantes comprometidas en la misma y hasta un 10 por 100 adicional.

2. Las convocatorias indicarán el calendario de realización de las pruebas que, en todo 
caso, deberán concluir antes del 1 de octubre de cada año, sin perjuicio de los cursos 
selectivos de formación que se establezcan.

3. Las plazas convocadas habrán de mantenerse en plantilla hasta que se resuelva la 
correspondiente convocatoria.

Artículo 43.  
1. Los Tribunales o las Comisiones de selección no podrán incluir en la relación de 

aprobados de cada convocatoria un número superior de aspirantes al de plazas convocadas.
2. Cualquier propuesta de aprobados que contravenga lo establecido en el apartado 

anterior, será nula de pleno derecho.
3. En los Tribunales y Comisiones de selección habrá representantes del personal.

CAPÍTULO II

Selección de personal

Artículo 44.  
La Administración del Principado de Asturias seleccionará a su personal funcionario y 

laboral previa convocatoria pública, que garantice, en todo caso, los principios de igualdad, 
mérito, capacidad y publicidad.

Artículo 45.  
1. El acceso a las plazas que integren las plantillas de personal funcionario y laboral se 

realizarán a través de los sistemas selectivos de oposición, concurso o concurso-oposición, 
que serán libres, sin perjuicio de las reservas que se establezcan en la presente Ley para los 
supuestos de promoción interna.

2. La oposición y el concurso-oposición serán los sistemas selectivos ordinarios de 
provisión de las plazas vacantes.

3. Podrá regularse reglamentariamente el contenido de las pruebas de selección, que se 
complementarán, cuando se estime oportuno, con la realización, obligatoria para quienes 
resulten seleccionados, de cursos de formación teórico-práctica cuya superación será 
condición para poder ser nombrado funcionario.
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Artículo 46.  
1. La oposición consistirá en la celebración de una o más pruebas selectivas teórico-

prácticas para determinar la aptitud y nivel de preparación de los aspirantes.
2. Los programas de las pruebas habrán de ser congruentes con los conocimientos 

exigidos para el desempeño de las funciones asignadas a las plazas que se convoquen.

Artículo 47.  
1. El concurso consistirá en la valoración de los méritos que se determinen con arreglo al 

baremo que será incluido en la correspondiente convocatoria.
2. El sistema de concurso se podrá utilizar solamente cuando se trate de proveer plazas 

singulares de las plantillas de personal funcionario y laboral que estén previstas para que 
sus titulares cubran puestos cuyo desempeño requiera, por sus características, personas 
con singular experiencia profesional.

Artículo 48.  
1. El concurso-oposición consistirá en la sucesiva celebración, como parte del 

procedimiento de selección, de los sistemas a que su denominación se refiere, siendo 
determinante del orden de prelación de los aspirantes la valoración final conjunta.

2. La valoración de la fase de concurso no podrá exceder del 50 por 100 de la 
puntuación máxima que pueda ser obtenida en la fase de oposición.

CAPÍTULO III

Sección 1.ª Carrera profesional y evaluación del desempeño.

Artículo 49.  
1. Todo funcionario posee un grado personal que se corresponderá con alguno de los 

niveles en que se clasifiquen los puestos de trabajo.
2. El grado personal se adquiere por el desempeño de uno o más puestos de nivel 

correspondiente durante dos años continuados o tres con interrupción. Si durante el tiempo 
que el funcionario desempeña un puesto se modificase el nivel del mismo, el tiempo de 
desempeño se computará con el nivel más alto en que dicho puesto hubiera estado 
clasificado.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los funcionarios que obtengan un puesto 
de trabajo superior en más de dos niveles al correspondiente a su grado personal, 
consolidarán cada dos años de servicios continuados el grado superior en dos niveles al que 
poseyesen sin que en ningún caso puedan superar el correspondiente al del puesto 
desempeñado.

3. El grado personal podrá adquirirse también mediante la superación de cursos 
específicos u otros requisitos objetivos que se determinéis por el Consejo de Gobierno.

El procedimiento de acceso a los cursos y la fijación de los otros requisitos objetivos, se 
fundará exclusivamente en criterios de mérito y capacidad y la selección deberá realizarse 
mediante concurso.

4. La adquisición y los cambios de grado se inscribirán en el Registro de Personal, previo 
reconocimiento por el órgano competente del Principado de Asturias.

5. Los funcionarios tendrán derecho, cualquiera que sea el puesto de trabajo que 
desempeñen, al percibo, al menos, del complemento de destino de los puestos del nivel 
correspondiente a su grado personal.

6. Los funcionarios que cesen en un puesto de trabajo sin obtener otro por los sistemas 
previstos en el artículo 51 de esta Ley quedarán a disposición del Consejero de la 
Presidencia, que les atribuirá el desempeño provisional de un puesto correspondiente a su 
Cuerpo o Escala.

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, los funcionarios que cesen en el 
desempeño de un puesto de trabajo por alteración de su contenido o supresión de sus 
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puestos en las relaciones de puestos de trabajo, continuarán percibiendo, en tanto se les 
atribuye otro puesto y durante el plazo máximo de tres meses, las retribuciones 
complementarias correspondientes al puesto suprimido o cuyo contenido haya sido alterado.

Artículo 49 bis.  
1. Los funcionarios de carrera de la Administración del Principado de Asturias, sus 

organismos públicos y entes públicos tendrán derecho a la carrera horizontal conforme a los 
principios de igualdad, mérito y capacidad. Este derecho deberá ejercerse a través de la 
oportuna incorporación voluntaria e individual, que se entenderá válida para toda la vida 
profesional del funcionario de carrera, en tanto en cuanto no se produzca su desistimiento o 
renuncia realizada de forma expresa.

2. La carrera horizontal consiste en la progresión de categoría personal, sin necesidad 
de que el funcionario cambie de puesto de trabajo. A estos efectos se valorará la trayectoria 
y actuación profesional, la calidad de los trabajos realizados, los conocimientos adquiridos y 
el resultado de la evaluación del desempeño. Reglamentariamente podrán incluirse 
asimismo otros méritos y aptitudes por razón de la especificidad de la función desarrollada y 
la experiencia adquirida.

3. Cada cuerpo, escala, especialidad o agrupación profesional tendrá asignados cinco 
tramos de carrera, que se corresponderán con otras tantas categorías personales. Todos los 
funcionarios de carrera de la Administración del Principado de Asturias, sus organismos 
públicos y entes públicos ostentarán una categoría personal.

4. La carrera horizontal de los funcionarios de carrera se iniciará en la categoría de 
entrada, la cual ostentarán de forma automática desde la toma de posesión como 
funcionarios de carrera. Durante el tiempo de permanencia en la categoría de entrada no se 
podrán devengar derechos económicos asociados a la carrera horizontal.

5. Los ascensos de categoría personal serán consecutivos, siendo precisa la 
permanencia, continuada o interrumpida, del funcionario de carrera en situación de servicio 
activo o en cualquier otra que conlleve reserva de plaza o de un concreto puesto de trabajo, 
en el correspondiente cuerpo, escala, especialidad o agrupación profesional el tiempo que a 
continuación se señala:

Cinco años en la Categoría de Entrada para acceder a la Primera Categoría.
Seis años en la Primera Categoría para acceder a la Segunda.
Ocho años en la Segunda Categoría para acceder a la Tercera.
Diez años en la Tercera Categoría para acceder a la Cuarta.

6. La progresión en la carrera horizontal se realizará en el cuerpo, escala, especialidad o 
agrupación profesional en el que el funcionario se encuentre en activo o en cualquier otra 
que conlleve reserva de plaza o de un concreto puesto de trabajo, computando como 
ejercicio profesional el tiempo efectivamente desempeñado por cuerpo, escala, especialidad 
o agrupación profesional en los términos que reglamentariamente se determinen.

7. Se reconoce el derecho a la carrera horizontal a los funcionarios de carrera de otras 
Administraciones Públicas que mediante los sistemas de concurso o libre designación 
ocupen puestos de trabajo en la Administración del Principado de Asturias, sus organismos 
públicos y entes públicos, en los mismos términos que para los funcionarios de la 
Administración del Principado de Asturias, durante el tiempo que permanezcan vinculados a 
esta Administración. En estos casos se reconocerán los derechos económicos 
correspondientes al grupo de clasificación donde se encuadre su cuerpo o escala de origen. 
Todo ello sin perjuicio de lo que dispongan los convenios de Conferencia Sectorial u otros 
instrumentos de colaboración previstos en el artículo 84 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del 
Estatuto Básico del Empleado Público.

8. La carrera profesional y la promoción del personal laboral de la Administración del 
Principado de Asturias, sus organismos públicos y entes públicos se hará efectiva a través 
de los procedimientos previstos en el Estatuto de los Trabajadores y se ajustará a lo que se 
disponga en los correspondientes convenios colectivos de acuerdo con los principios 
generales establecidos en esta Ley que les sean de aplicación.
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Artículo 49 ter.  
1. Corresponde a la Consejería competente en materia de función pública, a solicitud del 

interesado, el reconocimiento de la categoría personal de los funcionarios de la 
Administración del Principado de Asturias, sus organismos públicos y entes públicos. 
Asimismo, le corresponde a dicha Consejería el reconocimiento de los derechos previstos en 
el apartado 7 del artículo anterior.

2. Podrán solicitar el reconocimiento de la categoría personal los funcionarios de carrera 
de la Administración del Principado de Asturias, sus organismos públicos y entes públicos 
que se encuentren en situación de servicio activo o en cualquier otra que conlleve reserva de 
plaza o de un concreto puesto de trabajo.

3. En los términos que reglamentariamente se determinen se valorarán para el 
reconocimiento de las categorías personales las circunstancias a que se refiere el apartado 2 
del artículo 49 bis de la presente Ley.

4. El plazo máximo para resolver y notificar las solicitudes de reconocimiento de la 
categoría personal será de seis meses, transcurrido el cual se entenderán desestimadas.

Artículo 49 quáter.  
1. La evaluación del desempeño es el procedimiento mediante el cual se mide y valora la 

conducta profesional y el rendimiento o logro de resultados.
2. La Administración del Principado de Asturias, sus organismos públicos y entes 

públicos establecerán reglamentariamente sistemas que permitan la evaluación del 
desempeño de sus empleados.

3. Los sistemas de evaluación del desempeño se adecuarán, en todo caso, a criterios de 
transparencia, objetividad, imparcialidad y no discriminación, aplicándose sin menoscabo de 
los derechos de los empleados públicos.

Sección 2.ª Promoción interna.

Artículo 50.  
1. La Administración del Principado de Asturias facilitará a sus funcionarios la promoción 

interna, consistente en el ascenso desde Cuerpos o Escalas de un grupo de titulación a otros 
del inmediato superior. Los funcionarios deberán para ello poseer la titulación exigida para el 
ingreso en los últimos, tener una antigüedad de al menos dos años en el Cuerpo o Escala a 
que pertenzcan, así como reunir los requisitos y superar las pruebas que para cada caso se 
establezcan en las respectivas convocatorias.

2. Los funcionarios que accedan a otros Cuerpos y Escalas por el sistema de promoción 
interna tendrán, en todo caso, preferencia para cubrir puestos de trabajo vacantes ofertados 
sobre los aspirantes que no procedan de este turno.

3. Asimismo, los funcionarios conservarán el grado personal que hubieran consolidado 
en el Cuerpo o Escala de procedencia, siempre que se encuentre incluido en el intervalo de 
niveles correspondientes al nuevo Cuerpo o Escala y el tiempo de servicios prestados en 
aquéllos será de aplicación, en su caso, para la consolidación del grado personal en éste.

4. Lo dispuesto en el presente artículo será también de aplicación a los funcionarios que 
accedan por integración a otros Cuerpos o Escalas, de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

5. A propuesta del Consejero de la Presidencia, el Consejo de gobierno podrá determinar 
los Cuerpos y Escalas de la Administración del Principado a los que podrán acceder los 
funcionarios pertenecientes a otros de su mismo grupo, siempre que desempeñen funciones 
sustancialmente coincidentes o análogas en su contenido profesional y en su nivel técnico, 
se deriven ventajas para la gestión de los servicios, se encuentren en posesión de la 
titulación académica requerida y superen las correspondientes pruebas.

A estos efectos, en las convocatorias para el ingreso en los referidos Cuerpos o Escalas, 
deberá establecerse la exención de las pruebas encaminadas a acreditar conocimientos ya 
exigidos para el ingreso en el Cuerpo o Escala de origen.

6. La promoción del personal laboral a las categorías superiores se ajustará a lo que se 
disponga en la respectiva normativa laboral aplicable en cada caso.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 16  Ley de ordenación de la función pública

– 130 –



7. A propuesta del Consejero competente en materia de función pública, el Consejo de 
Gobierno podrá determinar los cuerpos y escalas de funcionarios a los que podrá acceder el 
personal laboral de los grupos y categorías profesionales equivalentes al grupo de titulación 
correspondiente al Cuerpo o Escala al que se pretenda acceder, siempre que desempeñen 
funciones sustancialmente coincidentes o análogas en su contenido profesional y en su nivel 
técnico, se deriven ventajas para la gestión de los servicios, se encuentren en posesión de la 
titulación requerida, hayan prestado servicios efectivos durante, al menos, dos años como 
personal laboral fijo en categorías del grupo profesional a que pertenezcan y superen las 
correspondientes pruebas.

CAPÍTULO IV

Provisión de puestos de trabajo adscritos a funcionarios

Artículo 51.  
1. La Administración del Principado de Asturias proveerá sus puestos de trabajo 

mediante procedimientos basados en los principios de igualdad, mérito, capacidad y 
publicidad.

2. Los puestos de trabajo se proveerán por el procedimiento de concurso, que será el 
procedimiento normal de provisión de puestos de trabajo y que consistirá en la valoración, 
por órganos colegiados de carácter técnico, de los méritos, capacidades y, en su caso, 
aptitudes de los candidatos. En atención a la naturaleza de los puestos a cubrir, cuando así 
se determine en la convocatoria, podrán establecerse concursos específicos en los que 
serán objeto de especial valoración los méritos específicos adecuados a las características 
de cada puesto.

3. Los puestos de trabajo que se deban cubrir por el procedimiento de libre designación 
requerirán convocatoria pública. En este procedimiento, la apreciación discrecional por el 
órgano competente de la idoneidad de los candidatos en relación con los requisitos exigidos 
para el desempeño del puesto deberá respetar los principios de mérito y capacidad. Los 
nombramientos y ceses del personal seleccionado por libre designación deberán ser 
expresamente motivados.

4. Por concurrir las notas de especial responsabilidad y confianza, se proveerán por el 
sistema de libre designación los siguientes puestos de trabajo:

a) Los puestos de secretaría de despacho y de conductor de los miembros del Consejo 
de Gobierno y de los titulares de las Viceconsejerías.

b) Los puestos de Directores de los centros o establecimientos dependientes de la 
Administración del Principado de Asturias o de sus organismos y entes públicos que se 
determinen en la relación de puestos de trabajo.

c) Los puestos directivos.

5. Las convocatorias para proveer puestos de trabajo por concurso o por libre 
designación, así como sus correspondientes resoluciones, deberán publicarse en el Boletín 
Oficial del Principado de Asturias por la autoridad competente para efectuar los 
nombramientos.

6. El plazo para la presentación de solicitudes será, como mínimo, de 20 días hábiles 
desde la publicación del anuncio de convocatoria en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias.

7. Las convocatorias públicas para la provisión de puestos por el sistema de libre 
designación incluirán, al menos, los datos siguientes:

a) Denominación, nivel y localización del puesto.
b) Requisitos indispensables para desempeñarlo.

Artículo 51 bis.  
1. En los concursos de provisión de puestos de trabajo se tendrán únicamente en cuenta 

los méritos exigidos en la correspondiente convocatoria, entre los que figurarán alguno o 
algunos de los siguientes apartados:
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a) Los méritos específicos adecuados a las características de los puestos ofrecidos.
b) La posesión de un determinado grado personal.
c) El trabajo desarrollado como funcionario de carrera, que será evaluado en función del 

nivel de clasificación de los puestos desempeñados con nombramiento de carácter definitivo. 
El desempeño de puestos sin nombramiento de este carácter tendrá la consideración de 
trabajo desarrollado en un puesto del menor nivel de clasificación posible dentro del cuerpo o 
escala de pertenencia.

d) La antigüedad.
e) Cursos de formación y perfeccionamiento superados.

2. La puntuación de cada uno de los conceptos enunciados en el apartado anterior no 
podrá exceder en ningún caso del 40 por 100 de la puntuación máxima total, ni ser inferior al 
10 por 100 de la misma.

3. En cada convocatoria deberán fijarse los méritos específicos adecuados a las 
características de los puestos de trabajo convocados mediante la delimitación de alguno o 
algunos de los siguientes: los conocimientos profesionales, los estudios, la experiencia 
mínima necesaria en puestos de trabajo del sector, las titulaciones y demás condiciones que 
garanticen la adecuación para el desempeño del puesto.

Cualesquiera que sean los méritos específicos que se delimiten, estos deberán guardar 
relación con alguno o algunos de los sectores, u otras subdivisiones a los que sean 
asignados los puestos a través de las relaciones de puestos de trabajo. A los efectos de lo 
dispuesto en este artículo, el sector o sectores u otras subdivisiones al que sea asignado 
cada puesto de trabajo vendrá determinado por el objeto u objetos sobre los que incida la 
actividad desarrollada en el mismo.

A los mismos efectos, serán objeto de valoración las experiencias adquiridas en los 
puestos desempeñados como empleados públicos temporales, así como en los puestos 
desempeñados con carácter provisional o en atribución temporal de funciones, en las 
mismas condiciones que los puestos obtenidos con carácter definitivo, tanto en la 
Administración del Principado de Asturias como en el resto de Administraciones Públicas 
nacionales o de la Unión Europea.

La valoración de experiencias y méritos adquiridos en puestos desempeñados con un 
nombramiento en comisión de servicios no podrán superar los dos años de duración legal de 
éstas.

4. La comprobación y valoración de los méritos específicos adecuados a las 
características de cada puesto se llevarán a cabo a través de los documentos oficiales que 
los acrediten, si se trata de méritos que consistan en estudios o titulaciones. La experiencia 
mínima meritoria en un sector o área concretos se justificarán mediante las certificaciones 
expedidas. Cuando se trate de conocimientos profesionales, se acreditarán mediante alguno 
o algunos de los siguientes sistemas: la presentación y defensa de memorias sobre el 
contenido, organización y funciones del puesto de trabajo a cubrir, la práctica de entrevistas 
o la realización de pruebas específicas relacionadas con el desempeño de las tareas propias 
de los puestos de trabajo a los que la convocatoria se refiera.

5. El plazo máximo de valoración de las experiencias y del trabajo desarrollado será de 
15 años desde la publicación de la convocatoria en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias. Igual plazo se establecerá para los cursos de formación y perfeccionamiento 
superados.

6. El tiempo que los aspirantes hayan permanecido en los permisos y beneficios de 
protección a la maternidad y a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral 
computará en la valoración del trabajo desarrollado y para los correspondientes méritos 
específicos. Igual consideración merecerán los períodos de dispensa del trabajo efectivo con 
motivo del ejercicio del derecho de libertad sindical.

7. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, en los concursos de provisión de 
puestos de trabajo no singularizados se valorará exclusivamente la antigüedad en el cuerpo 
o escala que se adscriba al puesto.

8. Las convocatorias de concurso deberán contener las bases de las mismas, con la 
denominación, nivel y localización de los puestos de trabajo ofrecidos, el cuerpo, escala o 
categoría en que se adscribe el puesto (en el caso de los de carácter no singularizado), sus 
funciones básicas, los requisitos indispensables para su desempeño, los méritos a valorar y 
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el baremo con arreglo al cual se puntuarán los mismos, así como la previsión, en su caso, de 
la puntuación mínima para la adjudicación de las vacantes convocadas.

9. Los funcionarios deberán permanecer en cada puesto de trabajo un mínimo de dos 
años para poder participar en los concursos de provisión de puestos, salvo en el ámbito de la 
Consejería o de la entidad de derecho público correspondiente. Cuando se trate de la 
permanencia en puestos de trabajo no singularizados, el plazo mínimo de permanencia en 
dichos puestos para poder participar en otro concurso se reducirá a un año. Ambos límites 
no serán de aplicación al personal de nuevo ingreso, ni a los concursos para la provisión de 
las jefaturas de servicios, excepto si el concursante desempeña con carácter definitivo una 
jefatura de servicio, en cuyo caso se aplicará la regla general de permanencia de dos años 
en el puesto de origen.

10. La composición y el funcionamiento de los órganos técnicos encargados de la 
valoración de los méritos aportados por los participantes se ajustará a los principios y reglas 
establecidas para los órganos de selección. No obstante lo dispuesto en este apartado, se 
designará un representante en los órganos técnicos de valoración a propuesta de la Junta de 
Personal funcionario, con voz y sin voto.

11. Los concursos para la provisión de puestos de trabajo deberán resolverse en el plazo 
que en atención a sus características se establezca en la convocatoria, sin que en ningún 
caso exceda de doce meses.

Artículo 52.  
1. No obstante lo dispuesto en los artículos precedentes, los puestos de trabajo vacantes 

cuya provisión sea considerada de urgente o inaplazable necesidad podrán ser cubiertos 
provisionalmente por funcionarios que reúnan las condiciones exigidas en cada caso y de 
residencia más próxima al puesto, durante un tiempo máximo de dos años, en el caso de 
que se trate de puestos vacantes. Igualmente, podrán ser cubiertos provisionalmente los 
puestos de trabajo ocupados por funcionarios que se encuentren en situación de servicios 
especiales con derecho a reserva, conforme a lo previsto en el artículo 55.5 de la presente 
Ley del Principado de Asturias 3/1985, de 26 de diciembre, de ordenación de la Función 
Pública, así como en los demás supuestos de reserva de puesto de trabajo.

2. Los funcionarios que por cualesquiera circunstancias pierdan el puesto que vinieran 
desempeñando, podrán ser destinados provisionalmente, en tanto no tengan un destino 
definitivo, a través de la correspondiente convocatoria, a puestos de trabajo que se hallen 
vacantes, preferentemente de la misma localidad

Artículo 53.  
1. La provisión de puestos de trabajo vacantes cubiertos provisionalmente deberá ser 

convocada, al menos, cada dos años.
2. Los puestos de trabajo vacantes con idénticas características esenciales y que exijan 

iguales requisitos para su desempeño, deberán ser cubiertos en convocatoria conjunta.
3. Los consejeros, por necesidades del servicio y por resolución motivada, podrán 

adscribir a los funcionarios que ocupen puestos no singularizados en la propia Consejería a 
otros de la misma naturaleza, nivel y complemento específico, dentro de la misma localidad.

Artículo 54.  
1. Podrán ocupar puestos de trabajo vacantes en la Administración de la Comunidad 

Autónoma mediante los procedimientos de concurso y de libre designación, los funcionarios 
de la Administración del Estado y de las Administraciones de las demás Comunidades 
Autónomas, así como los de los Entes locales radicados en el territorio del Principado de 
Asturias, de acuerdo con lo que establezcan las relaciones de puestos de trabajo.

2. Quienes en virtud de lo previsto en el apartado anterior pasen a ocupar puesto de 
trabajo en la Administración del Principado de Asturias adscritos a plazas de los Cuerpos o 
Escalas de la misma que corresponda, respetándoles, en todo caso, el grupo del Cuerpo o 
Escala de procedencia y los derechos inherentes al grado personal que tuvieran reconocido, 
siempre que se encuentre comprendido en los intervalos vigentes en la Administración del 
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Principado de Asturias, así como, en su caso, el sistema de Seguridad Social o Previsión 
que tuvieran en la Administración de procedencia.

3. Quienes resulten nombrados quedarán obligados a la realización de los cursos 
especiales de formación que, en su caso, puedan programarse con relación a las 
peculiaridades de la Administración del Principado.

Artículo 55.  
1. Se perderá la adscripción a los puestos de trabajo en los siguientes casos:

a) Renuncia del interesado, aceptada por el órgano que efectuó el nombramiento.
b) Supresión del puesto de trabajo.
c) Sanción disciplinaria.
d) Nombramiento para otro puesto de trabajo.
e) Remoción por el órgano que efectuó el nombramiento.
f) Evaluación negativa del plan anual de objetivos de los titulares de los puestos 

directivos.

2. Los funcionarios adscritos a un puesto de trabajo por procedimiento de libre 
designación podrán ser removidos del mismo con carácter discrecional, por decisión del 
órgano que efectuó el nombramiento.

3. Los funcionarios que accedan a un puesto de trabajo por el procedimiento de 
concurso podrán ser removidos por causas sobrevenidas, derivadas de una alteración del 
contenido del puesto de trabajo, realizada a través de las relaciones de puestos de trabajo, 
que modifique los supuestos que sirvieron de base a la convocatoria, o de una falta de 
capacidad para su desempeño manifestada por rendimiento insuficiente que no comporte 
inhibición y que impida realizar con eficacia las funciones atribuidas al puesto. La remoción 
se efectuará previo expediente contradictorio mediante resolución motivada del órgano que 
realizó el nombramiento, oída la junta de personal correspondiente.

4. A los funcionarios afectados por lo previsto en los números 2 y 3 les será de aplicación 
lo dispuesto en el artículo 49.7 de la presente Ley.

5. Los funcionarios perderán, asimismo, la adscripción al puesto de trabajo, en todos los 
casos de cese en el servicio activo, con excepción de quienes pasen a la situación de 
servicios especiales, si aquél hubiera sido obtenido por concurso.

TÍTULO V

Régimen estatutario de los funcionarios públicos

CAPÍTULO I

Adquisición y pérdida de la condición de funcionario

Artículo 56.  
La condición de funcionario de la Administración del Principado de Asturias se adquiere 

por el cumplimiento sucesivo de los siguientes requisitos:

a) Superar el sistema selectivo correspondiente y, en su caso, el curso de formación.
b) Nombramiento conferido por la Autoridad competente.
c) Jurar o prometer cumplir, en el desempeño de sus funciones, la Constitución y el 

Estatuto de Autonomía para Asturias.
d) Tomar posesión dentro del plazo reglamentario.

Artículo 57.  
1. La condición de funcionario de la Administración del Principado de Asturias se pierde 

por alguna de las siguientes causas:

a) Renuncia expresa del interesado.
b) Pérdida de la nacionalidad española.
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c) Sanción disciplinaria de separación del servicio.
d) Pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para el desempeño de 

cargos públicos.
e) No solicitar la reincorporación al servicio activo dentro del plazo de dos meses, desde 

la fecha de finalización de los períodos de excedencia voluntaria en los supuestos de los 
apartados 2, 3 y 4 del artículo 62 de la presente Ley, o desde que haya desaparecido la 
causa justificadora de la permanencia en dicha situación en el supuesto del apartado 5 del 
mismo artículo.

El final del período de la excedencia voluntaria será advertido al interesado por la 
Administración.

f) Jubilación o declaración en situación de incapacidad permanente a causa de 
imposibilidad para el ejercicio de las funciones asignadas a la plaza de que sea titular.

2. Los funcionarios interinos cesan, además:

a) Cuando las plazas que ocupan temporalmente sean cubiertas por funcionarios de 
carrera.

b) Cuando los funcionarios de carrera a quienes, en su caso suplan, se reincorporen al 
desempeño efectivo de sus funciones.

c) Cuando motivadamente así lo disponga el Órgano que efectuó el nombramiento.

3. Con independencia de los supuestos previstos en el apartado 1 de este artículo, los 
funcionarios que accedan y se integren en la Administración del Principado por el 
procedimiento del artículo 54 de la presente Ley, cesarán en la relación de empleo con la 
misma cuando pasen a prestar servicios con carácter permanente en otras Administraciones 
Públicas.

Artículo 58.  
1. La jubilación forzosa del personal funcionario se declara de oficio al cumplir la persona 

la edad legalmente establecida.
No obstante lo anterior, el personal funcionario puede solicitar, con una antelación 

mínima de tres meses y máxima de cuatro meses a la fecha en que cumpla la edad de 
jubilación forzosa, la prolongación de la permanencia en la situación de servicio activo, hasta 
el cumplimiento de la edad máxima legalmente establecida, que se concederá, en su caso, 
por periodos de un año renovables anualmente a solicitud de la persona interesada 
presentada con un plazo de antelación mínima de tres meses a la fecha de finalización de la 
prolongación concedida y, si no presentara solicitud, se declarará de oficio la jubilación 
forzosa.

La aceptación o denegación de estas solicitudes se resolverá de forma motivada.
2. Se producirá el cese de los funcionarios por declaración de los mismos en la situación 

de incapacidad permanente, en los supuestos y con los efectos que determine la legislación 
reguladora del Régimen General de la Seguridad Social.

CAPÍTULO II

Situaciones de los funcionarios

Artículo 59.  
1. Los funcionarios de la Administración del Principado podrán encontrarse en alguna de 

las siguientes situaciones:

a) Servicio activo.
b) Excedencia voluntaria.
c) Excedencia para el cuidado de hijos.
d) Excedencia forzosa.
e) Servicios especiales.
f) Servicios en otras Administraciones.
g) Servicios en el sector público autonómico.
h) Suspensión.
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2. Los funcionarios interinos no podrán ser declarados en las situaciones a que se 
refieren los epígrafes b), c), d), e), f) y g) del apartado anterior.

Artículo 60.  
1. Los funcionarios se hallarán en la situación de servicio activo mientras ejerzan 

efectivamente las funciones en un puesto de trabajo en la Administración del Principado. No 
producirán interrupción en el servicio activo las licencias, permisos y comisiones de 
servicios.

2. Los funcionarios en situación de servicio activo tienen todos los derechos y deberes 
inherentes a su condición.

Artículo 61.  
1. Mediante la comisión de servicio los funcionarios de la Administración del Principado 

podrán ser puestos a disposición de otra Administración Pública para cooperar o prestar 
asistencia técnica en la misma.

2. Sólo procederá la autorización de comisión de servicio por razones de interés público, 
y previa conformidad del funcionario afectado. En ningún caso la duración de la comisión 
podrá exceder de dos años, y comportará la reserva del puesto que ocupaba el funcionario.

Artículo 62.  
1. La excedencia voluntaria supone el cese temporal del funcionario al servicio de la 

Administración del Principado, sin derecho a reserva de plaza.
2. (Suprimido)
3. Podrá concederse la excedencia voluntaria, por tiempo máximo de diez años, y 

mínimo de dos, a los funcionarios cuando lo soliciten por interés particular, siempre que 
hayan completado tres años de servicios efectivos desde que accedieran al Cuerpo o 
Escala, o desde el reingreso.

4. Asimismo, procederá declarar a los funcionarios en situación de excedencia voluntaria 
por tiempo máximo de diez años, y mínimo de dos, en los siguientes casos:

a) Cuando, habiendo cesado en la situación de servicios especiales o finalizado el 
período de suspensión, transcurra el plazo para la reincorporación al servicio activo sin que 
se solicite ésta, siempre que tengan completados tres años efectivos desde el ingreso o 
reingreso.

b) Cuando, hallándose en la situación de excedentes forzosos, no se incorporen en el 
plazo reglamentario al puesto de trabajo a que fueren designados.

5. Procederá declarar a los funcionarios en situación de excedencia voluntaria cuando se 
encuentren en situación de servicio activo en otro Cuerpo o Escala de cualquiera de las 
Administraciones Públicas o pasen a prestar servicios en Organismos o Entidades del sector 
público y no les corresponda quedar en otra situación.

6. Los funcionarios excedentes voluntarios no devengarán retribuciones ni les será 
computable el tiempo que permanezcan en tal situación a efectos de promoción en el grado 
personal y trienios.

Artículo 62 bis.  
Los funcionarios tendrán derecho a un período de excedencia no superior a tres años 

para atender el cuidado de cada hijo, tanto cuando lo sea por naturaleza como por adopción, 
a contar desde la fecha de nacimiento de éste. Los sucesivos hijos darán derecho a. un 
nuevo período de excedencia que, en su caso, pondrá fin al que se viniera disfrutando. 
Cuando el padre y la madre trabajen, sólo uno de ellos podrá ejercitar este derecho. Durante 
el primer año de duración de cada período de excedencia, los funcionarios en esta situación 
tendrán derecho a la reserva del puesto de trabajo y a su cómputo a efectos de trienios, 
consolidación del grado personal y derechos pasivos.
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Artículo 63.  
1. La excedencia forzosa se producirá por amortización de la plaza de que fuere titular el 

funcionario como consecuencia de la supresión del puesto de trabajo de su destino, siempre 
que no exista posibilidad de adscripción reglamentaria a otros puestos.

2. El funcionario en situación de excedencia forzosa tendrá derecho a percibir las 
retribuciones básicas que le correspondan, y las prestaciones familiares, siendo computable 
a todos los efectos el tiempo en que se permanezca en tal situación.

3. Se producirá la reincorporación de los funcionarios excedentes forzosos cuando 
existan puestos de trabajo vacantes análogos a los suprimidos.

Artículo 64.  
1. Los funcionarios de la Administración del Principado de Asturias pasarán a la situación 

de servicios especiales cuando:

a) Sean autorizados para realizar una misión por período determinado superior a seis 
meses en Organismos internacionales, Gobiernos o Entidades Públicas extranjeras o en 
Programas de Cooperación Internacional.

b) Adquieran la condición de funcionarios al servicio de Organizaciones internacionales o 
de carácter supranacional.

c) Sean nombrados miembros del Gobierno de la Nación, Consejo de Gobierno del 
Principado de Asturias, así como altos cargos de los mismos que no deban ser provistos 
necesariamente por funcionarios públicos.

d) Sean elegidos por las Cortes Generales para formar parte de los Órganos 
Constitucionales u otros cuya elección corresponda a las Cámaras.

e) Sean adscritos a los servicios del Tribunal Constitucional o del Defensor del Pueblo o 
de la Junta General del Principado.

f) Accedan a la condición de Diputado o Senador de las Cortes Generales.
g) Accedan a la condición de Diputado de la Junta General del Principado de Asturias, o 

de miembro de las Asambleas legislativas de otras Comunidades Autónomas, si perciben 
retribuciones periódicas por el desempeño de la función.

Cuando no perciban dichas retribuciones podrán optar entre permanecer en la situación 
de servicio activo o la de pasar a la de servicios especiales, sin perjuicio de la normativa que 
dicten las Comunidades Autónomas sobre incompatibilidades de los miembros de las 
Asambleas legislativas.

h) Desempeñen cargos electivos retribuidos y de dedicación exclusiva en las 
Corporaciones Locales.

i) Presten servicio en los Gabinetes de la Presidencia del Gobierno, de los Ministros y 
Secretarios del Estado.

j) Desempeñen en la Administración del Principado puestos de confianza o de 
asesoramiento especial siempre que no opten por permanecer en la situación de servicio 
activo.

k) Sean nombrados para cualquier cargo de carácter político del que se derive 
incompatibilidad para ejercer la función pública.

l) Cumplan el servicio militar o prestación sustitutoria equivalente.

2. Los funcionarios en situación de servicios especiales tendrán derecho a la reserva de 
la plaza y destino que ocupasen y les será computado el tiempo que permanezca en tal 
situación a efectos de trienios y promoción en el grado personal. A estos últimos efectos, el 
tiempo de permanencia en la situación de servicios especiales será computado como 
prestado en el último puesto desempeñado en la situación de servicio activo o en el que 
posteriormente se hubiera obtenido por concurso.

3. Los funcionarios en situación de servicios especiales no percibirán la retribución que 
les correspondería en servicio activo, sin perjuicio del derecho a la percepción de los trienios 
que pudieran tener reconocidos como funcionarios. Cuando desempeñen en la 
Administración del Principado de Asturias los cargos a que se refieren los epígrafes c) y j) 
del apartado 1 del presente artículo, el abono de los trienios correrá a cargo de ésta.
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4. Cuando se pierda la condición justificativa de la situación de excedencia especial en 
los supuestos contemplados en los epígrafes f) y g) del apartado 1 del presente artículo, por 
disolución de las correspondientes Cámaras, o terminación del mandato de las mismas, los 
funcionarios de la Administración del Principado podrán permanecer en dicha situación hasta 
su nueva constitución.

5. Los funcionarios en situación de servicios especiales deberán solicitar la 
reincorporación a su plaza y destino, dentro del plazo de un mes contado a partir de la fecha 
de cese en dicha situación.

Artículo 64 bis.  
1. Los funcionarios de carrera de la Administración del Principado de Asturias y de sus 

organismos públicos que pasen a desempeñar un puesto en empresas y entes públicos con 
dominio efectivo del Principado quedarán en la situación administrativa de servicios en el 
sector público autonómico.

2. Los funcionarios podrán permanecer en esta situación administrativa en tanto se 
mantenga la adscripción a un puesto de trabajo en el ámbito señalado en el párrafo anterior. 
Una vez producido el cese en el puesto cuyo desempeño haya originado la declaración de la 
situación administrativa, deberán solicitar el reingreso al servicio activo en el plazo máximo 
de un mes, declarándoseles, de no hacerlo, en la situación de excedencia voluntaria por 
interés particular.

3. Los funcionarios en esta situación tendrán derecho a la reserva de plaza pero no de 
puesto de trabajo, al reconocimiento de trienios y asimismo el tiempo trabajado en esta 
situación se les computará a efectos de consolidación del grado personal, carrera profesional 
y promoción interna como prestado en el último puesto desempeñado en la situación 
administrativa de servicio activo.

4. Durante la permanencia en esta situación, los funcionarios podrán participar en los 
procedimientos de provisión de puestos de trabajo de la Administración del Principado de 
Asturias y sus organismos públicos, únicamente como forma de reingreso al servicio activo.

Artículo 65.  
1. Los funcionarios de la Adminstración del Principado que, a través de los 

procedimientos legales de provisión, pasen a ocupar puestos de trabajos en otras 
Administraciones Públicas, quedarán en la situación administrativa de «servicios en otras 
Administraciones Públicas».

2. Los funcionarios que se hallen en la citada situación continuarán perteneciendo a los 
Cuerpos o Escalas de la Administración del Principado, y en tanto estén destinados en otra 
Administración Pública les será aplicable la legislación de función pública de la misma.

Artículo 66.  
1. La declaración en situación de suspensión determinará la privación temporal del 

ejercicio de funciones y derechos inherentes a la condición de funcionario, como 
consecuencia de la instrucción al mismo de un procedimiento judicial o disciplinario.

2. La suspensión podrá ser preventiva o firme.
3. La suspensión preventiva que no excederá de seis meses, podrá acordarse en forma 

motivada por el órgano que ordene la incoación del procedimiento, siempre que la gravedad 
de los hechos lo aconseje, o la permanencia en activo del funcionario constituya obstáculo 
notorio para la tramitación de aquél.

El suspenso preventivo tendrá derecho al percibo de las retribuciones básicas y 
complementos familiares, y si, como resultado del procedimiento instruido fuese declarado 
exento de responsabilidad, tendrá derecho al abono íntegro de las retribuciones 
complementarias dejadas de percibir.

4. La suspensión del funcionario tendrá carácter firme cuando se imponga como sanción 
penal o disciplinaria, y determinará la pérdida de la titularidad de la plaza.

La suspensión firme por sanción disciplinaria no podrá exceder de seis años.
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5. El funcionario suspenso preventivamente deberá reincorporarse automáticamente a su 
puesto de trabajo al día siguiente a la fecha en que finalice el plazo de duración de la 
suspensión.

Artículo 67.  
1. El reingreso en el servicio activo de quienes no tengan derecho a la reserva de plaza y 

destino se verificará con ocasión de vacante y respetando el siguiente orden de prelación:

a) Excedentes forzosos.
b) Suspensos firmes.
c) Excedentes voluntarios.

2. El reingreso del funcionario excedente forzoso se producirá de oficio, y el de los 
procedentes de las situaciones de suspensión firme o excedencia voluntaria, previa instancia 
de los interesados.

La Administración del Principado procederá a la asignación provisional de los puestos 
vacantes, según el orden de prioridad que corresponda, quedando obligados los interesados 
a tomar posesión en el plazo de un mes, y a participar en los concursos de puestos de 
trabajo que se convoquen hasta que obtengan destino definitivo.

CAPÍTULO III

Jornada y horarios de trabajo

Artículo 68.  
1. La jornada de trabajo de los funcionarios de la Administración del Principado de 

Asturias y el régimen general de horarios para su cumplimiento se determinarán 
reglamentariamente por el Consejo de Gobierno.

2. Los horarios de trabajo habrán de permitir, en todo caso, un descanso mínimo 
semanal de día y medio ininterrumpido.

Artículo 69.  
Los funcionarios de la Administración del Principado disfrutarán los días festivos que 

anualmente se determinen en el calendario laboral.

CAPÍTULO IV

Derechos de los funcionarios

Sección 1.ª Normas generales

Artículo 70.  
La Administración del Principado de Asturias dispensará a sus funcionarios la protección 

que requiera el ejercicio de sus cargos y les otorgará el tratamiento y consideración social 
debidos a su jerarquía y a la dignidad de la función pública.

Artículo 71.  
Los funcionarios en situación de servicio activo de la Administración del Principado, 

gozarán de los siguientes derechos:

a) A la permanencia en su puesto de trabajo, siempre que las necesidades del servicio lo 
permitan. Si fuere necesario prestar servicios en otra localidad, tendrán derecho a las 
indemnizaciones reglamentariamente establecidas.

b) A la carrera administrativa.
c) Al ejercicio del derecho de huelga, a reunirse en asamblea, a participar en los órganos 

de representación que se establezcan y, en general, al ejercicio de los derechos sindicales 
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de conformidad con las disposiciones que con carácter general se dicten para los 
funcionarios de todas las Administraciones Públicas.

d) A formular sugerencias para la mejora de la Administración del Principado de Asturias, 
a través del procedimiento que reglamentariamente se establezca.

e) A ser afiliado en el Régimen General de la Seguridad Social.
f) A los beneficios, en la medida que las posibilidades presupuestarias lo permitan, de 

actividades o servicios fomentados y organizados por la Administración que contribuyan a 
aumentar su nivel de vida, condiciones de trabajo, formación profesional y actividades 
sociales y recreativas.

g) A la garantía de unas condiciones de trabajo que cumplan todos los requisitos previos 
en la norma reguladora de la seguridad e higiene en el trabajo.

h) A ser distinguidos cuando por su celo y eficacia se destaquen notoriamente en el 
cumplimiento de sus deberes.

i) Asimismo, los funcionarios tendrán derecho al respeto de su intimidad y a la 
consideración debida a su dignidad, comprendida la protección frente a ofensas verbales o 
físicas de naturaleza sexual.

Sección 2.ª Vacaciones, permisos y licencias

Artículo 72.  
Los funcionarios tendrán derecho a disfrutar durante cada año completo de servicio 

activo de vacaciones retribuidas de un mes de duración o de los días que en proporción 
corresponda si el tiempo de permanencia en el mismo fuera menor.

Artículo 73.  
1. Se concederán permisos retribuidos a los funcionarios por las siguientes causas 

debidamente justificadas:

a) Por el nacimiento de un hijo y la muerte o enfermedad grave de un familiar hasta el 
segundo grado de consanguinidad o afinidad, dos días cuando el suceso se produzca en 
lugar situado hasta 100 o menos kilómetros de distancia del Centro de trabajo, y cuatro días 
cuando la distancia sea superior a 100 kilómetros.

b) Por traslado de domicilio, sin cambio de residencia, un día. Si se produce cambio de 
residencia, hasta tres días.

c) Para realizar funciones sindicales, de formación sindical o de representación del 
personal, en los términos que se determine reglamentariamente.

d) Para concurrir a exámenes finales y demás pruebas definitivas de aptitud y evaluación 
en Centros oficiales, así como a pruebas selectivas convocadas por la Administración del 
Principado de Asturias, durante los días de su celebración

e) Por el tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter 
público o personal.

2. El funcionario con un hijo menor de nueve meses tendrá derecho a una hora diaria de 
ausencia del trabajo para atenderlo. Este período de tiempo podrá dividirse en dos 
fracciones. En el caso de que el padre y la madre trabajen, sólo uno de ellos podrá hacer 
uso de este derecho.

3. El funcionario que por razones de guarda legal tenga a su cuidado directo a algún 
menor de seis años o a un disminuido psíquico o físico que no se desempeñe actividad 
retribuida, tendrá derecho a una disminución de la jornada de trabajo de un tercio o medio, 
con la reducción proporcional de sus retribuciones.

Artículo 74.  
1. Los funcionarios tendrán también derecho a licencias por:

a) Matrimonio.
b) Estudios sobre materias directamente relacionadas con la Función Pública.
c) Asuntos propios.
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2. Reglamentariamente se regulará la duración y condiciones de otorgamiento de las 
licencias a que se refiere el apartado precedente.

Artículo 75.  
1. Se complementarán las prestaciones que perciba el personal funcionario al servicio de 

la Administración del Principado de Asturias incluido en el Régimen General de Seguridad 
Social en las situaciones de incapacidad temporal de acuerdo con los siguientes límites:

a) Cuando se trate de una incapacidad temporal por contingencias comunes, siempre 
que no haya hospitalización, ni intervención quirúrgica ni la incapacidad derive de un 
embarazo, durante los tres primeros días, se reconoce un complemento retributivo del 
cincuenta por ciento de las retribuciones que se vinieran percibiendo en el mes anterior al de 
causarse la incapacidad.

b) Desde el cuarto día de la situación de incapacidad por contingencias comunes y hasta 
el vigésimo día, ambos inclusive, se reconoce un complemento retributivo que, sumado a la 
prestación económica reconocida por la Seguridad Social, sea equivalente al setenta y cinco 
por ciento de las retribuciones que se vinieran percibiendo en el mes anterior al de causarse 
la incapacidad.

c) A partir del día vigésimo primero, inclusive, se reconoce una prestación equivalente a 
la totalidad de las retribuciones que se vinieran percibiendo en el mes anterior al de causarse 
la incapacidad.

d) Cuando la situación de incapacidad temporal derive de contingencias profesionales, y 
por las contingencias comunes que generen hospitalización, intervención quirúrgica, o 
deriven de un embarazo, así como aquellas otras situaciones que reglamentariamente se 
puedan determinar con carácter excepcional y debidamente justificado en supuestos 
relacionados con la protección de la salud, la prestación reconocida por la Seguridad Social 
será complementada durante todo el período de duración de la misma, hasta el cien por cien 
de las retribuciones que viniera percibiendo dicho personal en el mes anterior al de causarse 
la incapacidad.

2. Las referencias a días incluidas en el presente artículo se entenderán realizadas a 
días naturales.

3. Las referencias a las retribuciones que se vinieran percibiendo en el mes anterior al de 
causarse la incapacidad incluidas en el presente artículo, se entenderán realizadas a las 
retribuciones que el funcionario tenga acreditadas en nómina con carácter fijo.

Artículo 76.  
En el supuesto de parto, las funcionarias tendrán derecho a un permiso de dieciséis 

semanas ininterrumpidas, ampliables por parto múltiple hasta dieciocho semanas. El período 
de permiso se distribuirá a opción de la interesada, siempre que seis semanas sean 
inmediatamente posteriores al parto, pudiendo hacer uso de éstas el padre para el cuidado 
del hijo en caso de fallecimiento de la madre.

No obstante lo anterior, en el caso de que la madre y el padre trabajen, aquélla, al 
iniciarse el periodo de permiso por maternidad, podrá optar por que el padre disfrute de 
hasta cuatro de las últimas semanas del permiso, siempre que sean ininterrumpidas y al final 
del citado período, salvo que en el momento de su efectividad la incorporación al trabajo de 
la madre suponga riesgo para su salud.

En el supuesto de adopción de un menor de nueve meses, el funcionario tendrá derecho 
a un permiso de ocho semanas contadas a partir de la resolución judicial por la que se 
constituye la adopción. Si el hijo adoptado es menor de cinco años y mayor de nueve meses, 
el permiso tendrá una duración máxima de seis semanas. En el caso de que el padre y la 
madre trabajen, sólo uno de ellos podrá ejercitar este derecho.
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Sección 3.ª Derechos económicos

Artículo 77.  
El régimen retributivo de los funcionarios de la Administración del Principado habrá de 

responder a los siguientes principios:

a) Homologación de los distintos conceptos y cuantías que se perciban a las del resto de 
las Administraciones Públicas.

b) Homogeneidad de las retribuciones complementarias asignadas a los puestos de 
trabajo que requieran el mismo nivel de titulación, tengan igual grado y responsabilidad, y 
unas condiciones de trabajo similares.

c) Prohibición de percibir retribuciones por conceptos distintos a los especificados en 
esta Ley.

Artículo 78.  
1. Las retribuciones de los funcionarios son básicas y complementarias.
2. Son retribuciones básicas:

a) El sueldo que corresponde al índice de proporcionalidad asignado a cada uno de los 
grupos regulados en que se organizan los Cuerpos y Escalas.

b) Los trienios, consistentes en una cantidad igual par cada grupo por cada tres años de 
servicios en el Cuerpo o Escala, Clase o Categoría.

c) Las pagas extraordinarias que serán de dos al año por un importe mínimo cada una 
de ellas de una mensualidad del sueldo y trienios. Se devengarán los meses de junio y 
diciembre.

3. Son retribuciones complentarias:

a) El complemento de destino correspondiente al nivel del puesto de trabajo que se 
desempeñe.

b) El complemento específico destinado a retribuir las condiciones particulares de 
algunos puestos de trabajo en atención a su dificultad técnica, dedicación, responsabilidad, 
incompatibilidad, peligrosidad o penosidad. En ningún caso podrá asignarse más de un 
complemento específico a cada puesto de trabajo.

c) El complemento de productividad destinado a retribuir el especial rendimiento, la 
actividad extraordinaria y el interés o iniciativa con que el funcionario desempeñe su trabajo. 
Su cuantía global no podrá exceder de un porcentaje sobre los costes totales de personal de 
cada programa y de cada órgano que se determinará en la Ley de Presupuestos.

d) Las gratificaciones por servicios extraordinarios, fuera de la jornada normal, que en 
ningún caso podrán ser fijadas en su cuantía y periódicas en su devengo. Su cuantía 
aparecerá determinada globalmente en los Presupuestos y su individualización tendrá lugar 
una vez que se haya acreditado la realización de los servicios extraordinarios mediante el 
cálculo que reglamentariamente se determine.

La cuantía de las cantidades percibidas por tal concepto se pondrá en conocimiento de 
las Centrales Sindicales.

e) El complemento de carrera profesional destinado a retribuir la progresión alcanzada 
dentro del sistema de carrera horizontal. La cuantía de dicho complemento se fijará 
anualmente por la Ley de Presupuestos Generales del Principado de Asturias.

4. Los funcionarios percibirán las indemnizaciones correspondientes por razón del 
servicio.

Artículo 79.  
1. Las cuantías de las retribuciones básicas serán iguales para cada uno de los grupos 

en que se clasifican los Cuerpos y Escalas de funcionarios. El sueldo de los funcionarios del 
grupo A no podrá exceder en más de tres veces el sueldo de los funcionarios del grupo E.
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2. La cuantía del complemento de destino será igual para todos los puestos 
comprendidos en el mismo nivel. Las cuantías de los complementos específicos y de 
productividad se determinarán y reflejarán para cada ejercicio presupuestario de la Ley de 
Presupuestos Generales del Principado.

3. Asimismo, la Ley de Presupuestos Generales establecerá el límite máximo que la 
Administración del Principado podrá conceder a sus funcionarios en concepto de 
gratificaciones.

Artículo 80.  
Las retribuciones que perciban los funcionarios serán de conocimiento público, así como 

de los representantes sindicales.

Artículo 81.  
Reglamentariamente se regulará el régimen y cuantía de las indemnizaciones a percibir 

por los funcionarios de la Administración del Principado por razón del servicio que les fuere 
encomendado.

Artículo 82.  

(Suprimido)

Artículo 83.  
La Administración del Principado de Asturias reconocerá a sus funcionarios la totalidad 

de los servicios indistintamente prestados por ellos en cualquiera de las Administraciones 
Públicas, previos a su ingreso o reingreso en los correspondientes Cuerpos, Escalas o 
plazas.

CAPÍTULO V

Deberes e incompatibilidades

Artículo 84.  
Son deberes de los funcionarios de la Administración del Principado de Asturias:

a) Cumplir fielmente sus funciones con respeto y observancia de la Constitución, el 
Estatuto de Autonomía para Asturias y demás disposiciones de carácter general.

b) Servir con objetividad e imparcialidad a los intereses generales, desempeñando con 
fidelidad las obligaciones propias del puesto de trabajo.

c) Guardar el sigilo profesional debido de los asuntos que conozca por razón de sus 
funciones.

d) Comportarse con la máxima corrección en su relación profesional con los ciudadanos.
e) Prestar el debido respeto y obediencia a sus superiores jerárquicos, sin perjuicio de 

que formule las sugerencias oportunas para la mejor atención del servicio público.
f) Tratar con la debida corrección a sus compañeros y subordinados, facilitando a todos 

ellos el ejercicio de sus derechos y el exacto cumplimiento de sus obligaciones.
g) Cumplir con exactitud la jornada y horario de trabajo.
h) Residir en el término municipal en que preste sus funciones o en cualquier otro dentro 

del territorio de la Comunidad Autónoma que permita el estricto cumplimiento del horario de 
trabajo sin menoscabo de las tareas asignadas al funcionario.

i) Utilizar adecuadamente los bienes y material propiedad de la Administración del 
Principado de Asturias, procurando la mayor economía en los medios utilizados para el buen 
funcionamiento del servicio.

j) Cumplir sus funciones para la atención de los servicios mínimos de la Comunidad 
Autónoma en los casos de huelga.

k) Realizar trabajos fuera de la jornada normal cuando con carácter excepcional así lo 
exijan las necesidades del servicio, que serán retribuidos mediante gratificación.
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Artículo 85.  
1. El desempeño de las funciones públicas será incompatible con el ejercicio de 

cualquier cargo, profesión o actividad, públicos o privados, por cuenta propia o ajena, 
retribuidos o meramente honoríficos, que impidan o menoscaben el exacto cumplimiento de 
los deberes de los funcionarios, comprometan su imparcialidad o independencia o 
perjudiquen los intereses generales.

2. El régimen de incompatibilidades del personal al servicio de la Administración del 
Principado de Asturias se ajustará a la legislación estatal.

CAPÍTULO VI

Formación y perfeccionamiento profesional

Artículo 86.  
Los funcionarios tienen el derecho y el deber de adquirir una mayor fomación y 

perfeccionamiento profesional mediante su participación en los cursos y actividades que se 
organicen por la Administración del Principado, cuyo contenido y periodicidad se 
determinarán reglamentariamente.

Artículo 87.  
La formación y perfeccionamiento del personal funcionario y laboral de la Administración 

del Principado de Asturias se ejercerá a través de la Escuela de Administración Pública 
Regional, que organizará, directamente o en colaboración con el Instituto Nacional de 
Administración Pública y otras Escuelas de Administración Pública o Centros docentes 
nacionales o extranjeros, los cursos y actividades correspondientes.

Artículo 88.  
La superación de los correspondientes cursos podrá ser condición indispensable para 

acceder a la titularidad de puestos de trabajo en los supuestos que reglamentariamente se 
determine.

CAPÍTULO VII

Régimen disciplinario

Artículo 89.  
1. Incurrirán en responsabilidad administrativa los funcionarios de la Administración del 

Principado por el incumplimiento de sus deberes y obligaciones.
2. El Consejo de Gobierno regulará el procedimiento disciplinario que habrá de seguirse 

en cada caso para delimitar la responsabilidad administrativa de los funcionarios. En todo 
caso será preceptiva la audiencia del interesado.

3. Una vez resuelto el expediente disciplinario, se dará cuenta de la sanción impuesta al 
Consejo de la Función Pública Regional.

Artículo 90.  
1. Las faltas cometidas por los funcionarios se calificarán de muy graves, graves o leves.
2. Las faltas muy graves prescribirán a los seis años; las graves, a los dos años; y las 

leves, al mes.
3. Los plazos de prescripción de las faltas se computarán a partir de la fecha en que 

fueren cometidas.

Artículo 91.  
Se considerarán como faltas muy graves:

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 16  Ley de ordenación de la función pública

– 144 –



a) El incumplimiento del deber de fidelidad a la Constitución en el ejercicio de la función 
pública.

b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de raza, sexo, religión, lengua, 
oponión, lugar de nacimiento o vecindad, o cualquier otra condición o circunstancia personal 
o social.

c) El abandono de servicio.
d) La adopción de decisiones manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la 

Administración del Principado o a los ciudadanos.
e) La publicación o utilización indebida de secretos oficiales, así declarados por Ley o 

clasificados como tales.
f) La notoria falta de rendimiento que comporte inhibición en el cumplimiento de las 

tareas encomendadas.
g) La violación de la neutralidad o independencia política utilizando las facultades 

atribuidas para influir en procesos electorales de cualquier naturaleza y ámbito.
h) El incumplimiento de normas sobre incompatibilidades.
i) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales.
j) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho a la huelga.
k) La participación en huelgas, a los que la tengan expresamente prohibida por la Ley.
l) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de 

huelga.
m) Los casos limitativos de la libre expresión de pensamientos, ideas y opiniones.
n) Haber sido sancionado por la comisión de tres faltas graves en un período de un año.

Artículo 92.  
Serán faltas graves:

a) La falta de obediencia y respeto a las autoridades y superiores jerárquicos.
b) La falta de cortesía y de consideración con los ciudadanos dentro del servicio 

encomendado al funcionario, o tomar parte en altercados o pendencias dentro del Centro de 
trabajo.

c) La disminución grave de rendimiento en la ejecución de los trabajos encomendados.
d) Causar dolosamente daño en los locales, material o documentos de la Administración 

del Principado.
e) La negativa a realizar actos o tareas que sean propias de las obligaciones del cargo 

que desempeñe, o funciones distintas cuando lo ordenen por escrito sus superiores por 
imponerlo necesidades de urgente solución.

f) No guardar el debido sigilo respecto de los asuntos que se conozcan por razón del 
cargo.

g) Faltas repetidas de asistencia sin causa justificada.
h) En general, incumplimiento, con negligencia grave, de los deberes y obligaciones 

derivados de la función que le sea encomendada.

Artículo 93.  
Se considerarán faltas leves:

a) El retraso, negligencia o descuido en el cumplimiento de las funciones.
b) La ligera incorrección con el público, compañeros o subordinados.
c) El incumplimiento de la jornada de trabajo sin causa justificada.
d) El descuido en la conservación de los locales, material y documentos de la 

Administración del Principado de Asturias.
e) Las faltas no repetidas de asistencia sin causa justificada.
f) Las faltas repetidas de puntualidad, sin causa justificada.
g) En general, el incumplimiento de las obligaciones por negligencia o descuido 

excusable.
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Artículo 94.  
La graduación de las faltas y sanciones se determinará ponderando las siguientes 

circunstancias:

a) Intencionalidad.
b) Perturbación del servicio.
c) Atentado a la dignidad del administrado, del funcionario o de la Administración.
d) Daño causado.
e) Reiteración o reincidencia.

Artículo 95.  
1. Por razón de las faltas cometidas podrán imponerse las siguientes sanciones:

a) Separación del servicio.
b) Suspensión.
c) Pérdida de uno a tres grados personales.
d) Traslado de puesto de trabajo.
e) Apercibimiento.

2. La sanción de separación del servicio sólo podrá ser impuesta por la comisión de falta 
muy grave previo informe del Consejo de la Función Pública Regional.

3. Las sanciones a que se refieren los epígrafes b), c) y d) del apartado 1 del presente 
artículo se impondrán por la comisión de faltas graves o muy graves. El traslado de puesto 
de trabajo que implique cambio de residencia impuesto por sanción disciplinaria, no generará 
derecho a indemnización alguna.

4. Las faltas leves sólo podrán corregirse con apercibimiento, sin perjuicio de la potestad 
de la Administración de efectuar la deducción proporcional en las retribuciones de los 
funcionarios que no cumplan el horario o jornada de trabajo.

Artículo 96.  
1. Las sanciones disciplinarias se anotarán en el Registro de Personal con indicación de 

las faltas que las motivaron.
2. La cancelación de las anotaciones en el Registro de Personal se acordará, de oficio o 

a instancia del interesado, cuando hayan transcurrido los siguientes plazos desde el 
cumplimiento de la sanción y siempre que no hubiere incurrido en nueva sanción dentro de 
los mismos: seis meses, por faltas leves, dos años, por faltas graves; seis años, por faltas 
muy graves.

TÍTULO VI

Régimen jurídico aplicable al personal eventual y laboral

CAPÍTULO I

Artículo 97.  
1. Al personal eventual le sará de aplicación, por analogía, el régimen estatutario propio 

de los funcionarios en servicio activo, en lo que no resulte opuesto a la naturaleza de su 
relación de empleo.

2. En ningún caso el desempeño de un puesto eventual constituirá mérito para el acceso 
a la Función Pública o a la promoción interna.

Artículo 98.  
Se producirá el cese del personal eventual por decisión libre de la autoridad que haya 

efectuado el nombramiento o por renuncia del interesado. En todo caso el cese de autoridad 
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es que hayan conferido nombramientos de personal eventual producirá automáticamente el 
de quienes hayan sido nombrados por las mismas con el indicado carácter.

Artículo 99.  
Las retribuciones básicas correspondientes al personal eventual se fijarán de acuerdo 

con las asignadas a los funcionarios del grupo al que resulten asimilados, excluida 
antigüedad, y las retribuciones complementarias, según lo que se determine en la relación 
de puestos de trabajo.

CAPÍTULO II

Del personal laboral

Artículo 100.  
El personal laboral de la Administración del Principado de Asturias se regirá por su 

legislación específica y por los convenios colectivos de aplicación. La Administración del 
Principado establecerá las condiciones mínimas de negociación de un convenio marco para 
todo el personal laboral perteneciente a la misma, inspirado en los principios de igualdad y 
homogeneidad de régimen laboral y retributivo, en función de la categoría profesional y de 
las condiciones del puesto de trabajo.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
Uno. Se considerarán de pleno derecho pertenecientes a la Administración del 

Principado de Asturias, en la fecha de entrada en vigor de la presente Ley:

a) Los funcionarios y personal laboral procedentes de la Administración del Estado 
incorporados a consecuencia de los procesos de transferencias y traspasos producidos al 
extinguido Consejo Regional de Asturias y a la Comunidad Autónoma, así como los 
incorporados en virtud de las ofertas de empleo.

b) El personal titular de plazas de plantilla de funcionarios y de puestos de los cuadros 
de puestos de trabajo del personal laboral de la Diputación Provincial de Oviedo, asumido 
por la Comunidad Autónoma en virtud de lo previsto en el Estatuto de Autonomía para 
Asturias.

Dos. Se integrará automáticamente en la Administración del Principado de Asturias, el 
personal de la Administración del Estado que, con posterioridad a la entrada en vigor de esta 
Ley, se incorpore a la misma como consecuencia de los traspasos que se operen en virtud 
de lo previsto en el Estatuto de Autonomía para Asturias.

Tres. La Administración del Principado garantiza al personal a que se refieren los 
apartados precedentes, el respeto de los derechos legítimamente adquiridos en las 
Administraciones de procedencia, antes de su incorporación a la misma.

Segunda.  
Uno. Los funcionarios de la Administración del Principado procedentes de otras 

Administraciones Públicas continuarán con el sistema de Seguridad Social o Previsión que 
tuviesen en la Administración de origen.

Dos. Quienes no estén afiliados al Régimen General de la Seguridad Social, tendrán 
derecho a disfrutar licencias en los casos de enfermedad o accidente que impidan el normal 
desempeño de sus funciones durante el plazo y condiciones que reglamentariamente se 
determinen, según el régimen de Seguridad Social o Previsión Social que les corresponda.

Tres. En la misma forma serán reguladas las licencias a que tienen derecho las 
funcionarias no afiliadas al Régimen de la Seguridad Social, en los supuestos de embarazo y 
maternidad.
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Tercera.  
Uno. Con cargo a los créditos globales que en cada presupuesto anual se consignen, 

podrán autorizarse contrataciones de personal en régimen laboral con contratos de duración 
determinada para la ejecución de programas de inversión.

Dos. Estas contrataciones requerirán el informe favorable de las Consejerías de la 
Presidencia y de Hacienda y Economía, debiendo quedar acreditada la ineludible necesidad 
de las mismas por carecer de suficiente personal de carácter fijo.

Tres. Las contrataciones se habrán de llevar a efecto de acuerdo con lo previsto en el 
Estatuto de los Trabajadores y disposiciones que lo desarrollen y en los contratos se hará 
constar necesariamente la obra o servicio para cuya realización se formalizarán así como su 
plazo de duración, a cuyo término se extinguirán automáticamente.

Cuarta.  
El derecho estatal será aplicable con carácter supletorio en lo no previsto en esta Ley y 

normas de inferior rango dictadas en materia de función pública por los órganos 
competentes de la Administración del Principado.

Quinta.  
Uno. Los funcionarios de la Administración del Principado a que se refiere la disposición 

adicional primera se integran en los distintos Cuerpos de Administración General y de 
Administración Especial enumerados en los artículos 24 y 26 de la presente Ley, de acuerdo 
con las siguientes reglas:

A. Cuerpos de Administración General:

1. Cuerpo Superior de Administradores.

1.1. Se integran en el Cuerpo Superior de Administradores los funcionarios 
pertenecientes al Cuerpo Superior de Administraciones Civiles del Estado y los titulares de 
plazas de Técnicos de Administración General de la plantilla asumida de la Diputación 
Provincial de Oviedo.

1.2. Se integrarán igualmente en el Cuerpo Superior de Administradores los funcionarios 
que hubieren accedido al Cuerpo o Escala o a las plazas de que fueren titulares en las 
Administraciones de procedencia con exigencia obligatoria en la convocatoria 
correspondiente de titulación superior y se hallen ejerciendo en la Administración del 
Principado las funciones a que se refiere el artículo 25.1 de la presente Ley.

2. Cuerpo de Gestión.

2.1. Se integrarán en el Cuerpo de Gestión los funcionarios que hubieren accedido al 
Cuerpo o Escala o a las plazas de que fueren titulares en las Administraciones de 
procedencia con exigencia mínima en la convocatoria correspondiente de titulación de 
Diplomado universitario o equivalente y se hallen ejerciendo en la Administración del 
Principado las funciones a que se refiere el artículo 25.2 de la presente Ley.

3. Cuerpo de Administrativos.

3.1. Se integran en el Cuerpo de Administrativos los funcionarios pertenecientes al 
Cuerpo General Administrativo de la Administración del Estado y los titulares de plazas de 
Administrativos de Administración General de la plantilla asumida de la Diputación Provincial 
de Oviedo.

3.2. Se integrarán igualmente en el Cuerpo de Administrativos los funcionarios que 
hubieren accedido al Cuerpo o Escala o a las plazas de que fueren titulares en las 
Administraciones de procedencia con exigencia obligatoria en la convocatoria 
correspondiente del título de Bachiller Superior o equivalente y se hallen ejerciendo en la 
Administración del Principado las funciones a que se refiere el artículo 25.3 de la presente 
Ley.

4. Cuerpos de Auxiliares.
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4.1. Se integran en el Cuerpo de Auxiliares los funcionarios pertenecientes al Cuerpo 
General Auxiliar de la Administración del Estado y los titulares de plazas de Auxiliar de 
Administración General de la plantilla asumida de la Diputación Provincial de Oviedo.

4.2. Se integrarán igualmente en el Cuerpo de Auxiliares los funcionarios que hubieran 
accedido al Cuerpo o Escala o a las plazas de que fueren titulares en las Administraciones 
de procedencia con exigencia obligatoria en la convocatoria correspondiente del título de 
Graduado Escolar o equivalente y se hallen ejerciendo en la Administración del Principado 
las funciones a que se refiere el artículo 25.4 de la presente Ley.

5. Cuerpo de Subalternos.

5.1. Se integran en el Cuerpo de Subalternos los funcionarios pertenecientes al Cuerpo 
General Subalterno de la Administración del Estado y los titulares de plazas de ordenanzas 
de la plantilla asumida de la Diputación Provincial de Oviedo.

5.2 Se integrarán igualmente en el Cuerpo de Subalternos los funcionarios que hubieran 
accedido al Cuerpo o Escala o a las plazas de que fueren titulares en las Administraciones 
de procedencia con exigencia obligatoria en la convocatoria correspondiente del certificado 
de escolaridad y se hallen ejerciendo en la Administración del Principado las funciones a que 
se refiere el artículo 25.5 de la presente Ley.

6. Escalas a extinguir.

6.1. Los funcionarios que ejerzan funciones atribuidas a los Cuerpos de Administración 
General y no reúnan los requisitos y condiciones exigidos para integrarse en los mismos, de 
acuerdo con las reglas contenidas en los apartados precedentes, se integrarán en las 
Escalas a extinguir que se formarán en los grupos A, B, C, D y E, a que se refiere el artículo 
23 de la presente Ley, en correspondencia, respectivamente, con los índices de 
proporcionalidad 10, 8, 6, 4 y 3.

6.2 Serán plenamente respetados los derechos adquiridos de los funcionarios que 
resulten integrados en las Escalas a extinguir, quedando equiparados a los funcionarios 
pertenecientes al Cuerpo o grupo correspondiente en lo que respecta a derechos 
profesionales y económicos de carácter general.

B. Cuerpos de la Administración Especial.

1. Escalas de los diferentes Cuerpos.

1.1. Se establecen en los Cuerpos de Administración Especial las siguientes Escalas:

a) Cuerpo de Técnicos Superiores:

— Administradores de Finanzas.
—Archivos, Bibliotecas y Museos. Arquitectos Superiores.
—Biólogos.
—Ingenieros Superiores Agrónomos.
—Ingenieros Superiores de Caminos, Canales y Puertos.
—Ingenieros Superiores Industriales.
—Ingenieros Superiores de Minas.
—Ingenieros Superiores de Montes.
—Geólogos.
—Psicólogos.
—Químicos.
—Veterinarios.
—Profesores numerarios de Música.
—Médicos.
—Farmacéuticos.

b) Cuerpo de Diplomados y Técnicos Medios:

—Arquitectos Técnicos.
—Ayudantes de Archivos, Bibliotecas y Museos. Diplomados en Enfermería.
—Gestión de Finanzas.
—Ingenieros Técnicos Agrícolas.
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—Ingenieros Técnicos Industriales.
—Ingenieros Técnicos de Minas.
—Ingenieros Técnicos de Montes.
—Ingenieros Técnicos de Obras Públicas. Ingenieros Técnicos Topógrafos.
—Profesores Ayudantes de Música.
—Asistentes Sociales.

c) Cuerpo de Técnicos Auxiliares:

—Delineantes.

d) Cuerpo de Oficios Especiales:

—Conductores Mecánicos.
—Guardas Rurales.

1.2 Se integrarán en las diferentes Escalas que se establecen en los Cuerpos de 
Administración Especial los funcionarios que hubieran accedido al Cuerpo o Escala o a las 
plazas de que fueren titulares en las Administraciones de procedencia con exigencia en la 
convocatoria correspondiente de la titulación específica a que alude la denominación de la 
respectiva Escala y se hallen ejerciendo principalmente en la Administración del Principado 
funciones propias de la profesión para la que dicha titulación habilite.

1.3. En las Escalas de los Cuerpos de Administración Especial cuya singularidad está 
determinada por la especialidad profesional, la integración de los funcionarios en las mismas 
se producirá del siguiente modo:

a) Cuerpo de Técnicos Superiores:

— Escala de Administradores de Finanzas:

Se integran en esta Escala los funcionarios titulares de plazas de la plantilla asumida de 
la Diputación Provincial de Oviedo, pertenecientes al Cuerpo Nacional de Interventores de 
Administración Local.

— Escala de Archivos, Bibliotecas y Museos:

Se integrarán en esta Escala los funcionarios que hubiesesn accedido al Cuerpo o 
Escala o a las plazas de que sean titulares en las Administraciones de procedencia con 
exigencia obligatoria de titulación superior universitaria y se hallen ejerciendo en la 
Administración del Principado funciones de nivel superior en su profesión específica.

b) Cuerpo de Diplomados y Técnicos Medios:

— Escala de Ayudantes de Archivos, Bibliotecas y Museos:

Se integrarán en esta Escala los funcionarios que hubieren accedido al Cuerpo o Escala 
o a las plazas de que sean titulares en las Administraciones de procedencia con exigencia 
mínima del título de Diplomado Universitario o equivalente y se hallen ejerciendo en la 
Administración del Principado funciones de su profesión específica en colaboración y apoyo 
a los de nivel superior.

— Escala de Gestión de Finanzas:

Se integran en esta Escala los funcionarios incorporados a la Administración del 
Principado pertenecientes al Cuerpo Especial de Gestión de la Hacienda Pública.

— Escala de Profesores de Música:

Se integrarán en esta Escala los funcionarios docentes titulares de plazas de Profesor de 
Conservatorio de la plantilla asumida de la Diputación Provincial de Oviedo.

c) Cuerpo de Oficios Especiales:

— Escala de Conductores Mecánicos:

Se integrarán en esta Escala los funcionarios que hubieran accedido al Cuerpo o Escala 
o a las plazas de que sean titulares en la Administración de procedencia con exigencia del 
título de Graduado Escolar o equivalente y se hallen realizando funciones de conducción, 
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cuidado, arreglo y mantenimiento de los vehículos del Parque Móvil de la Administración del 
Principado.

— Escala de Guardas Rurales:

Se integrarán en esta Escala los funciones que hubieran accedido al Cuerpo o Escala o 
a las plazas de que sean titulares en la Administración de procedencia con exigencia de 
título de Graduado Escolar o equivalente y se hallen realizando en la Administración del 
Principado funciones de custodia o policía de la riqueza forestal, piscícola y cinegética, así 
como de vigilancia y conservación del patrimonio de la Comunidad Autónoma.

2. Escalas a extinguir:

2.1 Los funcionarios que ejerzan funciones objeto de una profesión específica y no 
reúnan los requisitos y condiciones exigidas para integrarse en los Cuerpos y Escalas de 
Administración Especial, de acuerdo con las reglas contenidas en el apartado B, 1.2 y B 1.3, 
se integrarán en las Escalas a extinguir que se formarán en los grupos A, B, C, D y E, a que 
se refiere el artículo 23 de la presente Ley, en correspondencia, respectivamente, con los 
índices de proporcionalidad 10, 8, 6, 4 y 3.

2.2 Serán plenamente respetados los derechos adquiridos de los funcionarios que 
resulten integrados en las Escalas a extinguir de Administración Especial en la forma 
establecida en el apartado 6.2 de la presente disposición adicional.

Dos. En el plazo de tres meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, el 
Consejo de Gobierno procederá, previo informe del Consejo de la Función Pública, a la 
integración de los funcionarios de la Administración del Principado en los distintos Cuerpos y 
Escalas establecidos en esta disposición adicional.

Tres. Los funcionarios que se incorporen a la Administración del Principado con 
posterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, como consecuencia de los traspasos 
que se operen en virtud de lo previsto en el Estatuto de Autonomía para Asturias o por otro 
procedimiento que establezca análogas garantías para aquéllos, serán integrados, de 
acuerdo con el procedimiento previsto en el apartado anterior, en los correspondientes 
Cuerpos y Escalas establecidos en esta disposición adicional, según las reglas que en la 
misma se contienen.

Cuatro. Una vez producida la integración de los diversos colectivos de funcionarios con 
arreglo a lo previsto en los apartados precedentes en los diferentes Cuerpos y Escalas de la 
Administración del Principado, quedará facultado el Consejo de Gobierno para integrar a 
Cuepos y Escalas determinados en grupos distintos al inicialmente asignado, si resultare 
modificado el nivel de titulación académica exigido para acceder a las respectivas plazas.

Quinta bis.  
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley 3/1985, de 26 de diciembre, 

de ordenación de la función pública de la Administración del Principado de Asturias, se crean 
las siguientes escalas:

1. Dentro del Cuerpo de Técnicos Superiores se crea la Escala de Inspectores de 
Prestaciones Sanitarias con las funciones de inspección, evaluación y control en relación con 
las prestaciones sanitarias y farmacéuticas con financiación pública. En el desempeño de 
sus funciones tendrán la consideración de autoridad pública. Para el acceso a esta escala se 
requiere estar en posesión del título de Licenciado en Medicina o Farmacia.

Se integran en la Escala de Inspectores de Prestaciones Sanitarias los funcionarios 
procedentes de las transferencias asumidas en virtud del Real Decreto 1471/2001, de 27 de 
diciembre, sobre traspaso al Principado de Asturias de las funciones y servicios del Instituto 
Nacional de la Salud, que pertenecían a las escalas de Médicos Inspectores y de 
Farmacéuticos Inspectores de la Administración de la Seguridad Social.

2. Dentro del Cuerpo de Diplomados y Técnicos Medios, se crea la Escala de 
Subinspectores de Prestaciones Sanitarias con las funciones inspectoras de apoyo, gestión 
y colaboración con los inspectores de prestaciones sanitarias y tendrán la consideración de 
agentes de autoridad en el desempeño de sus cometidos. Para el acceso a esta escala se 
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requerirá estar en posesión de título de Ayudante Técnico Sanitario-Diplomado Universitario 
en Enfermería.

Se integrarán en la Escala de Subinspectores de Prestaciones Sanitarias los 
funcionarios procedentes de las transferencias asumidas en virtud del Real Decreto 
1471/2001, de 27 de diciembre, sobre traspaso al Principado de Asturias de las funciones y 
servicios del Instituto Nacional de la Salud, que pertenecían a la Escala de Enfermeros 
Subinspectores de la Administración de la Seguridad Social.

3. Dentro del Cuerpo de Diplomados y Técnicos Medios se crea la Escala de Inspección 
Turística con las funciones de asesoramiento, inspección y control de actividades y 
actuaciones en materia turística. Para el acceso a esta escala se requerirá estar en posesión 
de titulación universitaria de grado medio.

4. Dentro del Cuerpo de Técnicos Auxiliares se crea la Escala de Guardas del Medio 
Natural con las funciones de vigilancia, policía, custodia y protección de los bienes 
forestales, cinegéticos, piscícolas y de los recursos naturales, así como de aquellas otras 
que tendentes al mismo fin les asigne el ordenamiento. Información, inspección y control en 
materia de calidad de las aguas y evaluación del impacto ambiental. Cualquier otra función 
de carácter medioambiental que sea competencia de la Administración del Principado de 
Asturias, acorde con su capacitación y cualificación profesional. Los funcionarios 
pertenecientes a esta escala tendrán la consideración de agentes de la autoridad en el 
ejercicio de sus funciones.

Para el acceso a esta escala se requerirá estar en posesión del título de Técnico 
Superior en Gestión y Organización de los Recursos Naturales y Paisajísticos.

La Administración del Principado de Asturias iniciará un procedimiento específico de 
promoción que se realizará en dos ediciones, a los efectos de que los funcionarios de la 
Escala de Guarda Rural del Cuerpo de Oficios Especiales, pertenecientes al Grupo D, 
puedan acceder a la Escala de Guardas del Medio Natural del Cuerpo de Técnicos 
Auxiliares. Los funcionarios que, en virtud de ello, accedan a la nueva escala continuarán 
adscritos a los puestos de trabajo que vinieran desempeñando con carácter definitivo, a cuyo 
efecto se procederá a la correspondiente modificación de la relación de puestos de trabajo.

Los funcionarios de la citada Escala de Guarda Rural del Cuerpo de Oficios Especiales, 
pertenecientes al Grupo D, podrán igualmente participar en los procesos de promoción a 
este cuerpo siempre que se hallen en posesión del título de Bachiller, Formación Profesional 
de segundo grado o equivalente o acrediten una antigüedad de diez o más años en la Escala 
de Guarda Rural de la Administración del Principado de Asturias, o bien acrediten poseer 
una antigüedad de entre cinco y diez años en la citada escala y superen el curso específico 
de formación que a tal efecto se determine por esta Administración.

Se establece un período transitorio de tres años a partir de la entrada en vigor de esta 
ley para participar en las pruebas selectivas que pudieran celebrarse, a las que podrán 
concurrir los aspirantes que se hallen en posesión del título de Bachiller o Formación 
Profesional de segundo grado.

Sexta.  
Las vacantes de las plantillas de funcionarios traspasadas de la Administración del 

Estado y de las asumidas de la Diputación Provincial de Oviedo, así como las que quedan 
vacantes en las Escalas a extinguir que se formen por aplicación de lo previsto en la 
disposición adicional precedente, serán incorporadas por acuerdo del Consejo de Gobierno a 
las plantillas de los Cuerpos y Escalas creados o taransformados en plazas de la plantilla de 
personal laboral. En los casos en que no se considere necesario su mantenimiento se 
acordará su amortización.

Séptima.  
El Consejo de la Función Pública Regional velará por el especial cumplimiento de la 

normativa vigente en materia de trabajo de disminuidos así como de la reinserción social.
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Octava.  
Uno. El personal laboral fijo que a la entrada en vigor de la presente Ley desempeñe 

puestos de trabajo de las relaciones de puestos de trabajo del personal funcionario de la 
Administración del Principado de Asturias, o que en el futuro pudiera ser incluido en las 
mismas, podrá participar, con carácter excepcional, en dos convocatorias para pruebas 
selectivas de acceso a los cuerpos o escalas a que estuvieran adscritos los puestos que 
ocupen, siempre que posean la titulación adecuada y reúnan los restantes requisitos 
exigidos, debiendo valorarse a estos efectos el tiempo de servicios efectivos prestados en su 
condición de personal laboral y las pruebas selectivas superadas para acceder a la misma.

Dos. (Anulado)

Novena.  
Con carácter previo al comienzo de los cursos, deberá publicarse el contenido de los 

temarios, régimen de los cursos por grupos de titulación, profesorado que los impartirá, así 
como el órgano de selección que realiza la evaluación.

Décima.  
El personal laboral que supere las pruebas selectivas de acceso quedará destinado en el 

puesto de trabajo de personal funcionario que viniere ocupando o en el que se hubiere 
reconvertido y deberá permanecer en el mismo durante un plazo mínimo de dos años, 
conforme a lo previsto en el artículo 51.6 de esta Ley.

Undécima.  
La convocatoria de las pruebas selectivas de acceso a la condición de funcionario de 

carrera cuando concurran las condiciones previstas en la disposición adicional octava, habrá 
de efectuarse anualmente.

Duodécima.  

(Derogada)

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
El plazo máximo establecido en el artículo 11 de adscripción temporal en comisión de 

servicio a al Administración del Principado de funcionarios pentenecientes a la 
Administración del Estado, comenzará a computarse a partir de la fecha de entrada en vigor 
de esta Ley.

Segunda.  
En el plazo de seis meses a partir de la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, el 

Consejo de Gobierno porcederá a realizar la clasificación de las funciones desempeñadas 
hasta ese momento por el personal contratado administrativo por la Administración del 
Principado.

La clasificación reflejará los puestos a desempeñar, según los casos, por funcionarios 
públicos o por personal laboral, que determinará la correspondiente propuesta de 
modificación de las plantillas de personal.

Tercera.  
Uno. El personal interino y contratado administrativo al servicio de la Administración del 

Principado en la fecha de entrada en vigor de esta Ley podrá acceder a la condición de 
funcionario de carrera de la misma mediante la superación de las pruebas que se 
convoquen, en las que se garantizarán los principios constitucionales de igualdad, mérito y 
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capacidad, y se valorarán los servicios prestados por los mismos a las Administraciones 
Públicas.

Dos. Quienes no superen dichas pruebas a que se refiere el apartado anterior, o no se 
presenten a las mismas, cesarán automáticamente en su relación de empleo con la 
Administración del Principado de Asturias, percibiendo una indemnización de una 
mensualidad de su retribución por cada año de servicios o fracción prestados a la misma.

Tres. No obstante lo dispuesto en el apartado precedente, quienes hubieran cesado al 
servicio de la Administración del Principado como consecuencia de la previsión en el mismo 
contenida, conservarán el derecho a que les sean valorados los servicios prestados a las 
Administraciones Públicas en las dos pruebas siguientes que sean convocadas.

Cuarta.  
La clasificación de los puestos de trabajo que se efectúe con arreglo a lo previsto en la 

presente Ley no afectará a quienes ocupen a la entrada en vigor de la misma puestos de 
trabajo reservados a personal vinculado a la Administración del Principado por relación de 
empleo de distinta naturaleza.

Producido el cese en el servicio activo del personal a que se refiere el párrafo anterior, 
se efectuarán las modificaciones correspondientes en las plantillas para acomodarlas a lo 
previsto en las relaciones de puestos de trabajao.

Quinta.  
A efectos de lo dispuesto en la presente Ley se considerará equivalente el título de 

Diplomado Universitario el haber superado tres cursos completos de Licenciatura.

Sexta.  
Uno. El grado personal previsto en el artículo 33 de esta Ley comenzará a obtenerse con 

efectos de primero de enero de 1985, o desde la adquisición de la condición de funcionario, 
si fuere posterior a esa fecha.

Dos. El funcionario que se considere perjudicado en la asignación de su grado personal 
podrá solicitar la revisión de dicha asignación conforme a criterios objetivos basados en el 
tiempo de servicios efectivos prestados en su Cuerpo o escala y en el nivel correspondiente 
a los puestos desempeñados con anterioridad como funcionario.

Tres. Las solicitudes de revisión de asignación de grado personal deberán ser 
informadas, en todo caso, por la Comisión Superior de Personal.

Séptima.  
Los funcionarios que, como consecuencia de la aplicación del régimen retributivo que se 

establece en esta Ley experimenten una dismunición en el total de sus retribuciones, con 
exclusión del actual concepto de dedicación exclusiva, tendrán derecho a un complemento 
personal y transitorio hasta compensar la diferencia, que será absorbido de las retribuciones 
complementarias por cualquier futura mejora retributiva que se pueda producir, excepto el 
complemento de productividad.

Octava.  
Los funcionarios pertenecientes a la plantilla asumida de la Diputación Provincial de 

Oviedo que en la fecha de entrada en vigor de esta Ley se hallen en situación administrativa 
distinta a la de activo o de excedencia forzosa y resulten afectados por el régimen de 
situaciones administrativas prevista en la misma, deberán solicitar en el plazo de seis meses 
su regularización.

Novena.  
No obstante lo dispuesto en el artículo 58, los funcionarios de la Administración del 

Principado que a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley vayan cumpliento las 
edades a que se refiere la disposición transitoria novena de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, 
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de medidas para la reforma de la Función Pública, se jubilarán en la forma prevista en la 
misma.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Quedan derogadas a la entrada en vigor de la presente Ley las disposiciones de igual o 

inferior rango emanadas de los órganos de la Comunidad Autónoma que se opongan a lo 
previsto en la misma.

DISPOSICIÓN FINAL
Se autoriza al Consejo de Gobierno para el desarrollo reglamentario de la presente Ley.
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§ 17

Ley 4/1995, de 6 de abril, de incompatibilidades, actividades y bienes 
de los altos cargos del Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 89, de 19 de abril de 1995
«BOE» núm. 149, de 23 de junio de 1995
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1995-15187

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente

LEY DE INCOMPATIBILIDADES, ACTIVIDADES Y BIENES DE LOS ALTOS 
CARGOS DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

PREÁMBULO

El servicio al interés general que constituye un principio esencial de la actuación de los 
responsables públicos, inspira la regulación, contenida en la presente Ley, de las 
incompatibilidades de los altos cargos del Principado de Asturias y de la declaración de 
intereses, actividades y bienes de los mismos.

El establecimiento de las reglas de incompatibilidad tiene como finalidad garantizar la 
independencia e imparcialidad de las decisiones de los altos cargos, a la vez que constituye 
un instrumento ineludible para asegurar la absoluta dedicación a las funciones que les son 
propias y la profundización en la eficacia del funcionamiento de la Administración pública.

Por otra parte, la Ley trata de prevenir toda posible colisión de intereses, tanto en las 
relaciones del sector público con el privado, como entre las distintas esferas de aquél. El 
establecimiento de la obligación de efectuar declaración de actividades, intereses y bienes y 
de posibles causas de incompatibilidad, unido a la creación de los Registros de las mismas, 
satisface la necesaria garantía de la transparencia del ejercicio imparcial de la actividad 
pública.
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CAPÍTULO I

Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto regular el régimen de incompatibilidades y las 
declaraciones de intereses, actividades y bienes de los altos cargos del Principado de 
Asturias.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

A los efectos de esta Ley, son altos cargos:

a) El Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno.
b) Los Viceconsejeros, los Secretarios generales técnicos, Directores regionales y 

asimilados.
c) El personal eventual que, en virtud de nombramiento legal, ejerza funciones de 

carácter no permanente, expresamente calificadas de confianza y asesoramiento especial, 
en el Gabinete del Presidente del Principado, así como los Jefes de Gabinete de los 
Consejeros o equiparados a ellos.

d) Los Presidentes, Gerentes, Directores y asimilados de las entidades de derecho 
público, con personalidad jurídica propia, dependientes del Principado de Asturias, así como 
los mismos cargos de las empresas públicas en que la Comunidad Autónoma participe 
directa o indirectamente de forma mayoritaria en el capital social cuando sean designados 
previo acuerdo del Consejo de Gobierno o por sus propios órganos de gobierno.

e) Los representantes del Principado de Asturias en las Cajas de Ahorros y demás 
entidades de carácter financiero.

f) Los titulares de puestos de trabajo cuyo nombramiento se realice por Decreto.

CAPÍTULO II

Incompatibilidades

Artículo 3.  Ámbito objetivo.

El régimen de incompatibilidades será de aplicación a los altos cargos a que se refiere el 
artículo 2 de la presente Ley, con excepción de los mencionados en los apartados d) y e), 
que únicamente estarán sujetos a dicho régimen cuando el desempeño de tales cargos sea 
retribuido.

Artículo 4.  Régimen general.

1. En los términos previstos en el artículo anterior, las funciones de los altos cargos se 
ejercerán en régimen de dedicación absoluta, siendo incompatibles entre sí y con:

a) El desempeño, por sí o mediante sustitución de persona interpuesta, de cualquier otro 
puesto, profesión o actividad, públicos o privados, por cuenta propia o ajena, retribuidos 
mediante sueldo, arancel, honorarios o cualquier otra forma.

b) El ejercicio de cualquier otra función o actividad pública representativa, incluido el 
ejercicio de cargos electivos en colegios, cámaras o entidades que tengan atribuidas 
funciones públicas o coadyuven a éstas, salvo las autorizadas por esta Ley.

c) El desempeño, por sí o por personas interpuestas, de cargos de todo orden en 
empresas o sociedades concesionarias, contratistas de obras, servicios o suministros, 
arrendatarias o administradoras de monopolios o con participación del sector público, 
cualquiera que sea la configuración jurídica de aquéllas.

d) El ejercicio de cargos, por sí o por personas interpuestas, que lleven anejas funciones 
de dirección, representación o asesoramiento de toda clase de sociedades mercantiles y 
civiles y consorcios de fin lucrativo, aunque unos y otros no realicen fines y servicios públicos 
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ni tengan relaciones contractuales con las Administraciones, organismos o empresas 
públicas.

e) La gestión, defensa, dirección o asesoramiento de asuntos particulares ajenos cuando 
por la índole de las operaciones o de los asuntos competa a las Administraciones públicas 
resolverlos o quede implicada en ellos la realización de algún servicio o fin público.

2. En ningún caso podrá percibirse más de una remuneración, periódica o eventual, con 
cargo a los presupuestos de las Administraciones públicas y de los organismos y empresas 
de ellas dependientes, sin perjuicio de las dietas, indemnizaciones y asistencias que en cada 
caso corresponda por las compatibles.

Artículo 5.  Excepciones.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los titulares de los cargos sujetos a 
régimen de incompatibilidades podrán compatibilizar el ejercicio de sus funciones con las 
siguientes actividades:

a) Las que deriven de la mera administración del patrimonio personal o familiar, salvo el 
supuesto de participación superior al 10 por 100 entre el interesado, su cónyuge e hijos 
menores, en empresas que tengan conciertos de obras, servicios o suministros, cualquiera 
que sea su naturaleza, con el sector público estatal, autonómico o local.

b) El ejercicio de aquellos cargos que les correspondan con carácter institucional o para 
los que fuesen designados por su propia condición.

c) La representación de la Administración del Principado de Asturias en los órganos 
colegiados directivos o consejo de administración de organismos o empresas con capital 
público, no pudiendo pertenecer a más de dos consejos de administración de dichos 
organismos o empresas, salvo acuerdo expreso del Consejo de Gobierno.

d) Las culturales o científicas.

2. En los casos previstos en las letras b) y c) del apartado anterior, los interesados sólo 
podrán percibir, por los indicados cargos o actividades, compatibles, las dietas, 
indemnizaciones o asistencias que les correspondan y que se acomodarán al régimen 
general previsto para la Administración del Principado de Asturias.

Las cantidades devengadas por cualquier concepto y que conforme al párrafo anterior no 
deban ser percibidas, serán ingresadas directamente por el organismo, ente o empresa, en 
la Tesorería General del Principado de Asturias.

3. Los miembros del Consejo de Gobierno podrán compatibilizar el desempeño de su 
cargo con la condición de Diputado de la Junta General del Principado de Asturias.

Artículo 6.  Abstención.

Quienes desempeñen un alto cargo vienen obligados a abstenerse del conocimiento de 
los asuntos en cuyo despacho hubiera intervenido o que interesen a empresas o sociedades 
en cuya dirección, asesoramiento o administración hubieran tenido o tengan alguna parte 
ellos, su cónyuge o persona de su familia dentro del segundo grado civil.

Artículo 7.  Ex altos cargos.

Durante dos años a partir de la terminación de su mandato, quienes hayan 
desempeñado un alto cargo no podrán realizar actividades privadas relacionadas con 
expedientes en los que hayan intervenido o de los que hubiesen tenido conocimiento por 
razón de su cargo ni utilizar en provecho propio o transmitir a otros para su uso la 
información a que hayan tenido acceso con ocasión del ejercicio de su cargo.
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CAPÍTULO III

Declaración de intereses, actividades y bienes

Artículo 8.  Clases.

1. Los altos cargos a que hace referencia el artículo 2 de esta Ley formularán, con 
arreglo al modelo y contenido que se determine reglamentariamente, las siguientes 
declaraciones:

a) Declaración de causas de posible incompatibilidad, referida a las así tipificadas en 
esta Ley.

b) Declaración de intereses y actividades, referida a cualquier actividad, negocio, 
empresa o sociedad pública o privada que les proporcionen o puedan proporcionar ingresos 
económicos o en los que tengan participación o intereses.

A esta declaración podrán acompañar los altos cargos la relativa a la participación de su 
cónyuge, o persona vinculada por análoga relación de convivencia, previo consentimiento de 
los mismos, y a la de sus hijos menores de edad en todo tipo de empresas o sociedades.

c) Declaración de bienes, referida a los que integren el patrimonio del interesado, con 
copia de las declaraciones del impuesto sobre el patrimonio que formulen durante el 
desempeño del cargo, conforme a la legislación tributaria.

A esta declaración podrán acompañar los altos cargos la relativa al patrimonio del 
cónyuge, o persona vinculada por análoga relación de convivencia, previo consentimiento de 
los mismos, y al patrimonio de los hijos menores de edad.

2. Las declaraciones referidas en el apartado anterior se efectuarán dentro de los dos 
meses siguientes al de toma de posesión o cese y al de modificación de las circunstancias 
de hecho. A tal efecto, se considera modificación de las circunstancias de hecho cualquier 
alteración en la situación patrimonial de los declarantes por la adquisición o transmisión de 
bienes o derechos y cualquier alteración en las actividades o causas de posible 
incompatibilidad declaradas.

Artículo 9.  Registros.

1. Las declaraciones de causas de posible incompatibilidad y de intereses y actividades 
se inscribirán en el Registro de Intereses y Actividades y las declaraciones de bienes se 
inscribirán en el Registro de Bienes, constituidos ambos en la Consejería de Interior y 
Administraciones Públicas.

2. El Registro de Intereses y Actividades tendrá carácter público y el acceso al mismo 
será regulado reglamentariamente.

3. El Registro de Bienes tendrá carácter reservado y sólo podrá accederse al mismo en 
la forma establecida en este artículo.

a) La Junta General del Principado de Asturias, a través de su Comisión de Reglamento.
b) Los órganos judiciales para la instrucción o resolución de procesos que requieran del 

conocimiento de los datos que obren en el Registro, de conformidad con lo dispuesto en las 
leyes procesales.

c) El Ministerio Fiscal, cuando lo requiera en el ejercicio de sus funciones.
d) El Defensor del Pueblo, en los términos de su Ley Orgánica, o, en su caso, el órgano 

similar del Principado de Asturias, en la forma que prevenga su Ley de creación.
El acceso a las declaraciones inscritas en el Registro de Bienes se realizará previa 

presentación de solicitud en la que habrá de especificarse el alto cargo de cuyos datos se 
quiera tener constancia.

Artículo 10.  Información.

La Consejería de Interior y Administraciones Públicas dará cuenta trimestralmente al 
Consejo de Gobierno y al inicio de cada período de sesiones a la Comisión de Reglamento 
de la Junta General del grado de cumplimiento de la obligación de presentar las 
declaraciones a que se refiere el artículo 8 de esta Ley.
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CAPÍTULO IV

Infracciones y sanciones

Artículo 11.  Infracciones.

1. A los efectos de esta Ley se consideran infracciones muy graves:

a) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidad y abstención contenidas en 
los artículos 4 y 6 de esta Ley, cuando se haya producido daño manifiesto a la 
Administración del Principado de Asturias.

b) La falsedad en los datos y documentos que hayan de ser presentados conforme a lo 
establecido en esta Ley.

2. Se consideran infracciones graves:

a) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades y abstención recogidas en 
los artículos 4 y 6 de esta ley.

b) La ocultación de datos y documentos que deban ser presentados conforme a lo 
establecido en esta Ley.

c) La no presentación de las declaraciones previstas en esta Ley habiendo mediado 
apercibimiento.

d) La comisión de dos infracciones leves en el período de un año.

3. Se considera infracción leve:

La no presentación en el plazo establecido de las declaraciones previstas en el artículo 8 
de la presente Ley, cuando se subsane tras el requerimiento que se formule al efecto.

Artículo 12.  Sanciones.

1. Las infracciones muy graves y graves serán sancionadas con la declaración del 
incumplimiento y la publicación de esta declaración en el «Boletín Oficial del Principado de 
Asturias».

2. Las faltas leves se sancionarán con amonestación por incumplimiento de esta Ley.
3. Con independencia de las sanciones que les sean impuestas, los infractores deberán, 

en su caso, restituir las cantidades percibidas indebidamente, en la forma que se determine 
reglamentariamente.

4. Lo dispuesto en la presente Ley se entiende sin perjuicio de la exigencia de las demás 
responsabilidades a que hubiere lugar.

Si las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, la Administración pasará el tanto 
de culpa al órgano jurisdiccional competente y se abstendrá de seguir el procedimiento 
mientras por la autoridad judicial no se dicte resolución poniendo fin al proceso penal. De no 
apreciarse la existencia de delito, la Administración continuará el expediente a partir de los 
hechos que los Tribunales de Justicia hayan considerado probados.

5. Sin perjuicio en lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, las sanciones impuestas 
se anotarán en el Registro de Intereses y Actividades o en el de Bienes, según proceda, 
dando cuenta de las actuaciones realizadas a la Comisión de Reglamento de la Junta 
General dentro del mes siguiente a la resolución.

Artículo 13.  Imposibilidad de ocupar altos cargos.

1. Quienes hubieran sido sancionados por la comisión de una falta muy grave de las 
tipificadas en el artículo 11 de esta Ley no podrán ser nombrados para ocupar cargos de los 
relacionados en el artículo 2, por un período entre tres y diez años.

2. Quienes hubieran sido sancionados por la comisión de una falta grave no podrán ser 
nombrados para ocupar un alto cargo de los relacionados en el artículo 2 durante un período 
de hasta tres años.

3. En la graduación de las medidas previstas en este artículo se valorará la existencia de 
perjuicios para el interés público, la repercusión de la conducta infractora en los 
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administrados y, en su caso, la percepción indebida de cantidades por el desempeño de 
actividades públicas incompatibles.

Artículo 14.  Prescripción de las infracciones y sanciones.

El régimen de prescripción de las infracciones y sanciones previstas en esta Ley será el 
establecido en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 15.  Procedimiento sancionador.

El procedimiento sancionador se regirá por lo dispuesto en el Reglamento del 
procedimiento sancionador general del Principado de Asturias.

Artículo 16.  Actuaciones previas al procedimiento sancionador.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la Consejería de Interior y 
Administraciones Públicas, con anterioridad a la iniciación del expediente sancionador, podrá 
realizar actuaciones previas de carácter reservado, tendentes a determinar si concurren 
circunstancias que justifiquen tal iniciación, notificando el inicio de tales actuaciones al 
interesado.

2. Una vez concluida la información previa, el resultado de la misma se elevará a los 
órganos previstos en el artículo siguiente.

Artículo 17.  Órganos competentes.

1. El órgano competente para la incoación del expediente cuando los altos cargos 
ostenten condición de miembros del Consejo de Gobierno o de Viceconsejero, será el 
Consejo de Gobierno a propuesta del titular de la Consejería de Interior y Administraciones 
Públicas.

En los demás supuestos, el órgano competente para la incoación será el titular de la 
Consejería de Interior y Administraciones Públicas.

2. La instrucción de los expedientes se realizará por el órgano competente adscrito a la 
Consejería de Interior y Administraciones Públicas.

3. Corresponde al Consejo de Gobierno la imposición de sanciones por falta muy grave 
y, en todo caso, cuando el alto cargo ostente la condición de miembro del Consejo de 
Gobierno o Viceconsejero.

La imposición de sanciones por falta grave o leve corresponde al titular de la Consejería 
de Interior y Administraciones Públicas.

Disposición adicional primera.  
Quienes ocupen en la actualidad alguno de los cargos a que hace referencia esta Ley, 

presentarán, en el plazo de dos meses desde la entrada en vigor de la misma, las 
declaraciones señaladas en el artículo 8.

Disposición adicional segunda.  
Las empresas o sociedades que tomen parte en concursos, concursos-subastas o 

subastas o hayan de encargarse de la gestión de cualquier servicio público de ámbito 
regional, deberán acreditar, mediante la oportuna certificación expedida por su órgano de 
dirección o representación competente, que no forma parte de los órganos de gobierno o 
administración persona alguna incursa en cualquiera de los supuestos de incompatibilidad 
previstos en la presente Ley, debiéndose rechazar por la Administración del Principado de 
Asturias las proposiciones que no presenten dicha certificación junto a los documentos 
requeridos en cada caso.
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Disposición adicional tercera.  
Lo dispuesto en esta Ley se entenderá sin perjuicio de las incompatibilidades más 

rigurosas establecidas para determinados altos cargos de acuerdo con la especial naturaleza 
de su función.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogados los artículos 7 y 37 de la Ley 6/1984, de 5 de julio, del Presidente y 

del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, así como cuantas disposiciones de 
igual o inferior rango se opongan a lo establecido en la presente Ley.

Disposición final.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones y adoptar las medidas 

que requieran el desarrollo y la ejecución de la presente Ley.
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§ 18

Ley 2/1995, de 13 de marzo, sobre régimen jurídico de la 
Administración del Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 61, de 15 de marzo de 1995
«BOE» núm. 106, de 4 de mayo de 1995
Última modificación: 24 de julio de 2014

Referencia: BOE-A-1995-10633

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente

LEY SOBRE RÉGIMEN JURÍDICO DE LA ADMINISTRACIÓN DEL PRINCIPADO 
DE ASTURIAS

PREÁMBULO

I

La organización y funcionamiento de la Administración del Principado de Asturias fue 
regulada inicialmente por la primera Ley aprobada por la Junta General del Principado de 
Asturias a raíz de la constitución de la Comunidad Autónoma –la Ley 1/1982, de 24 de 
mayo– en la etapa denominada de Legislatura provisional, siendo posteriormente 
convalidada y modificada parcialmente por la Ley 9/1983, de 12 de diciembre, una vez 
celebradas las primeras elecciones a la Junta General del Principado, a partir de las cuales 
la nueva Asamblea constituida pasó a ejercer la plenitud de su potestad legislativa.

La Ley citada –que estableció el esquema organizativo de la nueva Administración 
regional y reguló el funcionamiento de la misma, clarificando el régimen jurídico en cada 
caso aplicable, teniendo en cuenta la singularidad del Principado de Asturias como 
Comunidad Autónoma uniprovincial– resultó de inicio un instrumento idóneo para la puesta 
en marcha de dicha Administración, si bien, en la medida que el desarrollo de ésta lo iba 
precisando, diversas materias en la misma tratadas, tales como organización, función 
pública, régimen económico y presupuestario, patrimonio, fueron sucesivamente objeto de 
regulación más completa mediante la aprobación de leyes específicas sectoriales que han 
determinado otras tantas derogaciones parciales de la Ley 1/1982. Como consecuencia de 
ello, su contenido ha quedado reducido a unas escasas reglas, principalmente referidas al 
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régimen jurídico de la Administración del Principado, cuya parquedad venía poniendo de 
manifiesto la necesidad de un tratamiento legal más amplio y desarrollado.

La expresada necesidad, unida a la oportunidad derivada de la promulgación de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del 
procedimiento administrativo común, dictada por el Estado en desarrollo de la competencia 
exclusiva contemplada en el artículo 149.1.18 de la Constitución Española, y a la posibilidad 
competencial del Principado de Asturias, recogida en el artículo 10 del Estatuto de 
Autonomía, de regular la organización de sus instituciones de autogobierno y el 
procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia, 
determina la conveniencia y oportunidad de la presente Ley que, respetando y ajustándose a 
la legislación básica estatal, regula los aspectos procedimentales y de régimen jurídico 
necesarios para el funcionamiento de aquélla.

II

La Ley trata una variedad de materias ordenadas en capítulos en razón de la 
homogeneidad de su contenido.

En el capítulo I se recogen los principios y normas definidoras de la actuación de la 
Administración del Principado de Asturias, tanto en su funcionamiento interno, para el que se 
determina la obligatoriedad de que su actividad ha de ser objeto de programación y 
sometimiento periódico a auditorías o inspecciones para verificar el grado de su eficacia, 
como en sus relaciones con los ciudadanos, respecto de los que se da puntual concreción a 
determinados derechos que la legislación básica del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas les reconoce.

El capítulo II regula las relaciones de la Administración del Principado de Asturias con 
otras Administraciones públicas, con especial consideración de los convenios de 
colaboración, determinándose su ámbito, tanto subjetivo como objetivo o de contenido, y su 
formalización.

En el capítulo III se aborda la regulación del procedimiento para la creación de órganos 
administrativos, así como el ejercicio por éstos de sus competencias, siguiendo el régimen 
hasta ahora vigente en la Administración del Principado de Asturias en el que las 
competencias decisorias con trascendencia respecto a terceros sólo están atribuidas al 
Consejo de Gobierno y a los titulares de las Consejerías, si bien queda prevista en la Ley la 
posibilidad de su desconcentración en órganos dependientes de aquéllos, cuando 
circunstancias de carácter organizativo, funcional o territorial lo hagan necesario.

El capítulo IV trata de los actos de los órganos de la Administración del Principado de 
Asturias y de su revisión, siendo de destacar, en cuanto a ésta –dada su peculiaridad de la 
distribución competencial que en la práctica imposibilita, salvo supuestos puntuales, el juego 
del recurso ordinario– el mantenimiento del recurso de súplica ante el Consejo de Gobierno 
contra los actos de los titulares de las Consejerías, recurso que pasa a regirse por las reglas 
establecidas para el recurso ordinario. Con ello se posibilita que las peticiones de los 
ciudadanos sean consideradas en doble instancia por la propia Administración pública 
previamente al ejercicio de las acciones que pudieran corresponderles en sede jurisdiccional.

El capítulo V está dedicado a la regulación del procedimiento de elaboración de 
disposiciones de carácter general, regulación inspirada en las disposiciones aplicables a este 
procedimiento especial en la esfera estatal y recogidas en la Ley de procedimiento 
administrativo de 17 de julio de 1958. Se confiere de esta forma rango legal al contenido de 
anteriores normas procedentes tanto del Consejo de Gobierno como de la Consejería de 
Interior y Administraciones Públicas.

Los capítulos VI y VII se refieren, respectivamente, a la potestad sancionadora y a la 
contratación administrativa, recogiendo una serie de normas específicas para su ejercicio por 
los órganos que integran la Administración del Principado de Asturias.

Por último, la Ley contiene cinco disposiciones adicionales en las que se regulan otras 
tantas cuestiones que no tienen encaje en los distintos capítulos de la misma, una 
disposición transitoria, una derogatoria y una final.
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CAPÍTULO I

De los principios y normas generales de la actuación de la Administración del 
Principado de Asturias

Sección 1.ª Principios y normas generales

Artículo 1.  Principios generales.

1. La Administración del Principado de Asturias, bajo la dirección del Consejo de 
Gobierno, desarrolla su actuación para alcanzar los objetivos establecidos por las leyes y el 
resto del ordenamiento jurídico, sirve con objetividad a los intereses generales y actúa de 
acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y 
coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho.

2. La actividad de la Administración del Principado de Asturias se realizará atendiendo a 
los principios de colaboración mutua y lealtad institucional respecto al resto de los poderes y 
Administraciones públicas, y de acuerdo con criterios de eficiencia y servicio a los 
ciudadanos.

3. La Administración del Principado de Asturias actúa para el cumplimiento de sus fines 
con personalidad jurídica única.

Artículo 2.  Programación administrativa.

1. La actividad de la Administración del Principado de Asturias será objeto de 
programación anual o plurianual en los términos establecidos reglamentariamente.

2. Corresponderá a cada una de las Consejerías la elaboración de los programas de 
actuación correspondientes a su ámbito funcional, en los que habrá de incluirse, al menos, 
una definición de objetivos y de actuaciones necesarias para su concesión.

3. Los programas de actuación contendrán, asimismo, previsiones sobre racionalización 
y simplificación de trámites administrativos, con expresión de su alcance, coste que implican 
y medios para atenderlos.

Artículo 3.  Auditorías.

1. La actuación administrativa del Principado de Asturias se someterá periódicamente a 
auditorías o a inspecciones internas para comprobar su nivel de eficacia en relación con las 
previsiones de los programas de actuación y con las exigencias del principio de eficiencia.

2. Las auditorías o las inspecciones internas podrán versar sobre el conjunto o una parte 
de la actividad de cualquier órgano, en la forma y con la periodicidad que 
reglamentariamente se determine.

Artículo 4.  Derechos de los ciudadanos.

Los ciudadanos gozarán, en sus relaciones con la Administración del Principado de 
Asturias, de los derechos reconocidos con carácter general en la legislación básica del 
régimen jurídico de las Administraciones públicas y de cuantos estén establecidos en las 
disposiciones aplicables en cada caso. Reglamentariamente se determinarán los 
mecanismos para el ejercicio de estos derechos.

Artículo 5.  Derecho de información.

Sin perjuicio del derecho que asiste a los interesados en un procedimiento de conocer en 
cualquier momento el estado de su tramitación, la Administración del Principado de Asturias 
contará con los instrumentos de información a los ciudadanos que garanticen el efectivo 
conocimiento por parte de éstos por el procedimiento a seguir para las solicitudes o 
actuaciones que se propongan realizar ante aquélla. Reglamentariamente se determinará la 
articulación de los instrumentos de información a que se refiere este artículo.
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Artículo 6.  Derecho a no reiteración de la documentación.

En el supuesto de que alguno de los documentos exigibles al interesado en un 
procedimiento ya se encuentre en poder de la Administración del Principado de Asturias, 
tendrá derecho a no aportarlos, debiendo, en tal caso, indicar expresamente el expediente o 
procedimiento en que figure y el órgano responsable de su tramitación.

Artículo 7.  Derecho de acceso a los archivos y registros.

1. El derecho de los ciudadanos al acceso a los archivos y registros de la Administración 
del Principado de Asturias se acomodará a lo dispuesto en la legislación básica aplicable, 
requiriendo autorización expresa referida a documento o documentos concretos.

2. La citada autorización corresponde al titular de la Secretaría General Técnica o de la 
Dirección Regional de la Consejería a la que se encuentre adscrito el archivo o registro cuya 
consulta se pretende, con excepción de la consulta de documentos o expedientes 
depositados en el Archivo General y de datos que obren en los registros públicos creados 
por la Administración del Principado, en cuyo caso la autorización corresponderá al 
responsable de la respectiva estructura orgánica.

3. Corresponde, asimismo, al titular de la Secretaría General Técnica de la Consejería 
competente por razón de la materia, previa solicitud por escrito, la expedición de 
certificaciones de los documentos en los casos en que legalmente proceda.

Las certificaciones serán selladas y rubricadas al margen, previamente, por el titular de 
la estructura administrativa a que corresponda.

Artículo 8.  Registros.

1. Sin perjuicio de lo establecido en la legislación básica del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas, cada una de las Consejerías que integran la Administración del 
Principado llevará su propio registro de documentos, con independencia de la existencia de 
un registro general.

2. Asimismo, en cada Consejería se podrán crear registros propios en aquellos órganos 
administrativos que, por razón de su ubicación física o especialidad de sus funciones, así lo 
exijan para facilitar a los ciudadanos la presentación de escritos. Dichos registros serán 
auxiliares del registro de la Consejería respectiva al que comunicarán toda anotación que 
efectúen.

3. Mediante convenio con las Entidades Locales, las oficinas de registro municipales 
podrán actuar como centros de recepción de documentos dirigidos a la Administración del 
Principado de Asturias, estableciéndose en los mismos los sistemas que aseguren la 
intercomunicación y coordinación del registro y garanticen su compatibilidad informática y la 
transmisión telemática de los asientos.

4. Reglamentariamente se establecerán los días y horario en que deberán permanecer 
abiertas las oficinas de registro de la Administración del Principado de Asturias, garantizando 
el derecho de los ciudadanos a la presentación de documentos previsto en la legislación 
básica del Estado.

5. La relación de oficinas de registro propias de la Administración del Principado de 
Asturias, así como la relación de oficinas de registro concertadas y sus sistemas de acceso y 
comunicación y horario de funcionamiento, se hará pública por Resolución de la Consejería 
competente.

Artículo 9.  Unidad de expediente.

1. Cada procedimiento administrativo, aún cuando en el mismo intervengan diversos 
órganos de la Administración del Principado de Asturias, integrará un único expediente.

2. Con independencia del órgano ante quien se haya presentado la solicitud o de quien 
lo haya iniciado de oficio, el procedimiento será impulsado por el órgano administrativo a 
quien corresponda dictar el acto que ponga fin al mismo.

3. La función de impulso presupone la capacidad de formular requerimientos y efectuar 
cuantas actuaciones tiendan a asegurar la realización efectiva de la coordinación necesaria 
para la resolución final del procedimiento en el plazo en cada caso establecido.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 18  Ley sobre régimen jurídico de la Administración

– 166 –



4. Reglamentariamente se podrá designar como órgano con competencia específica 
para la tramitación e impulso de los procedimientos en los que intervengan distintos órganos, 
a otro distinto del referido en el apartado 2 del presente artículo, en función de necesidades 
de orden técnico, jurídico o de servicio, que habrán de ser motivadas.

Sección 2.ª Silencio administrativo

Artículo 9.  bis. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del 
interesado.

1. A efectos de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 43 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento 
administrativo común, sin perjuicio de la obligación de la Administración de dictar resolución 
expresa, los interesados podrán entender desestimadas sus solicitudes por silencio 
administrativo en los procedimientos que a continuación se relacionan, si al vencimiento del 
plazo máximo establecido en cada caso no les ha sido notificada la resolución expresa:

Modificación de la demarcación territorial de los concejos.
Procedimientos especiales de modificación de la demarcación territorial de los concejos.
Constitución de parroquias rurales.
Modificación y supresión de parroquias rurales.
Reingreso procedente de la situación de excedencia voluntaria.
Reingreso por cuidado de hijos sin reserva de plaza.
Reconocimiento de grado personal.
Revisión de grado a funcionario en situación diferente de servicio activo.
Reconocimiento de servicios previos al personal de la Administración del Principado de 

Asturias.
Autorización de compatibilidad en puesto del sector público.
Reconocimiento de compatibilidad para ejercer actividades privadas.

CAPÍTULO II

De las relaciones de la Administración del Principado de Asturias con otras 
Administraciones públicas

Artículo 10.  Instrumentos de colaboración.

En orden a la efectividad de los principios de colaboración mutua y lealtad institucional 
enunciados en el artículo 1.2 de la presente Ley y en la legislación básica del régimen 
jurídico de las Administraciones públicas, la Administración del Principado de Asturias 
utilizará los instrumentos y técnicas de coordinación y cooperación previstos en ésta.

Artículo 11.  Convenios de colaboración.

1. La Administración del Principado de Asturias podrá celebrar convenios de 
colaboración con otras Administraciones públicas en el ámbito de sus respectivas 
competencias.

2. Corresponde al Consejo de Gobierno autorizar la celebración, modificación, prórroga o 
extinción de los convenios, así como designar a quien haya de representar a la Comunidad 
Autónoma para su suscripción. Dicha competencia podrá atribuirse a las comisiones 
delegadas con relación a convenios sobre materias que a las mismas correspondan.

3. La suscripción de convenios de colaboración que impliquen obligaciones financieras 
para la Comunidad Autónoma exigirá previa existencia de crédito suficiente. En aquellos 
convenios que supongan la adquisición de compromisos de gasto para ejercicios futuros, se 
estará a lo dispuesto en la normativa específica.

4. Los instrumentos de formalización de los convenios deberán especificar, cuando así 
proceda:

a) Los órganos que celebran el convenio y la capacidad jurídica con la que actúa cada 
una de las partes.
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b) La competencia que ejerce cada Administración.
c) Las actuaciones que se acuerde desarrollar para su cumplimiento.
d) Su financiación.
e) La composición de un órgano mixto de vigilancia y control que resolverá los problemas 

de interpretación y cumplimiento que puedan plantearse.
f) El plazo de vigencia, lo que no impedirá su prórroga si así lo acuerdan las partes 

firmantes del convenio.
g) La extinción por causa distinta a la prevista en el apartado anterior, así como la forma 

de terminar las actuaciones en curso para el supuesto de extinción.

5. Todos los convenios de colaboración que se suscriban deberán ser inscritos en el 
correspondiente registro.

6. Los convenios de colaboración celebrados al amparo de este artículo serán objeto de 
publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias».

Artículo 12.  De los convenios con otras Comunidades Autónomas.

La celebración por el Principado de Asturias de convenios con otras Comunidades 
Autónomas para la gestión y prestación de servicios propios de su competencia y el 
establecimiento de acuerdos de cooperación con las mismas, se ajustará a lo determinado 
en la Constitución y en el Estatuto de Autonomía para Asturias.

CAPÍTULO III

De los órganos de la Administración del Principado de Asturias

Sección 1.ª Creación de órganos administrativos

Artículo 13.  Procedimiento.

1. La creación, modificación o supresión de órganos de nivel superior a Negociado será 
acordada por el Consejo de Gobierno, a propuesta razonada del titular de la Consejería en la 
que haya de integrarse el órgano de que se trate.

2. Corresponde al titular de la Consejería respectiva, a propuesta razonada de la 
Secretaría General Técnica, la creación, modificación o supresión de estructuras orgánicas 
de nivel de Negociado.

3. La creación de cualquier órgano administrativo exigirá el cumplimiento de los 
siguientes requisitos:

a) Justificación de la nueva organización que la creación implique, en relación con los 
objetivos y programas de la Consejería.

b) Determinación de su forma de integración en la Administración y su dependencia 
jerárquica.

c) Delimitación de sus funciones y competencias.
d) Estudio económico del coste de su funcionamiento y del rendimiento o utilidad de sus 

servicios.
e) Dotación de los créditos necesarios para su funcionamiento.

4. No podrán crearse en la Administración del Principado de Asturias nuevos órganos 
que supongan duplicación de otros ya existentes si, al mismo tiempo, no se suprime o 
restringe debidamente la competencia y demás elementos integrantes de éstos.

Sección 2.ª Competencias de los órganos de la Administración del Principado 
de Asturias y su ejercicio

Artículo 14.  Competencias.

1. Las competencias que corresponden a la Comunidad Autónoma serán ejercidas, con 
excepción de las expresamente reservadas a la Junta General, por los órganos superiores 
de la Administración del Principado, conforme a lo establecido en el Estatuto de Autonomía 
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para Asturias y en las leyes dictadas en ejecución de lo previsto en los artículos 32.4 y 33.2 
de dicho Estatuto.

2. Las competencias de los órganos de la Administración del Principado a que se refiere 
el apartado anterior son irrenunciables y se ejercerán por el que las tenga atribuidas como 
propias, salvo los casos de delegación o avocación previstos en la Ley.

3. Las competencias atribuidas a los titulares de las Consejerías podrán ser 
desconcentradas en otros órganos jerárquicamente dependientes de aquéllos cuando 
circunstancias de carácter organizativo, funcional o territorial lo hagan necesario y sea 
legalmente posible. La desconcentración se aprobará mediante Decreto del Consejo de 
Gobierno, a propuesta del titular de la correspondiente Consejería.

Artículo 15.  Delegación de competencias.

1. El ejercicio de competencias de carácter administrativo del Presidente del Principado 
podrá ser delegado por éste en los titulares de las Consejerías o de los órganos de la 
Presidencia con nivel igual o superior a Dirección Regional.

2. Las competencias administrativas del Consejo de Gobierno podrán ser delegadas por 
éste en las Comisiones Delegadas.

3. Las competencias de los titulares de las Consejerías podrán ser delegadas por éstos 
en los de las Viceconsejerías, Secretarías Generales Técnicas, Direcciones Regionales y, en 
su caso, de las Jefaturas de Servicio.

En ningún caso podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a:

a) Los asuntos que, por razón de la materia, hayan de someterse al acuerdo o 
conocimiento del Consejo de Gobierno.

b) Los asuntos que se refieran a relaciones con la Junta General del Principado, 
Presidente del Principado, autoridades y órganos del Estado y de las demás Comunidades 
Autónomas.

c) La adopción de disposiciones de carácter general.
d) La resolución de recursos en los órganos administrativos que hayan dictado los actos 

objeto de recurso.
e) El ejercicio de la potestad sancionadora.
f) Las materias en que así se determine por Ley del Principado de Asturias.

4. La delegación de competencias regulada en el presente artículo podrá acordarse tanto 
en favor de órganos jerárquicamente dependientes del titular de la Consejería delegante, 
como en otros que no tengan tal dependencia, cuando existan circunstancias de índole 
técnica, económica, social, jurídica o territorial que lo hagan conveniente.

Artículo 16.  Régimen jurídico de la delegación.

1. La delegación de competencias se efectuará por resolución del órgano delegante. En 
los supuestos en que la delegación se vaya a realizar en favor de órganos que no sean 
jerárquicamente dependientes, será preceptivo el informe previo favorable del titular de la 
Consejería de que dependan y, en su defecto, la autorización del Consejo de Gobierno.

2. La delegación de competencias y su revocación deberá publicarse en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias».

3. Salvo autorización expresa por Ley del Principado de Asturias, no podrán delegarse 
las competencias que se ejercen por delegación.

4. Las resoluciones administrativas que se adopten por delegación indicarán 
expresamente esta circunstancia, anteponiéndose a la firma la expresión «por delegación» o 
su forma usual de abreviatura, seguida de la fecha de la resolución que confirió la delegación 
y la del «Boletín Oficial del Principado de Asturias» en que se hubiere publicado, y se 
considerarán dictadas por el órgano delegante.

Artículo 17.  Avocación.

1. Los titulares de las Consejerías podrán avocar para sí el conocimiento de un asunto 
cuya resolución corresponda ordinariamente a órganos jerárquicamente dependientes de los 
mismos, incluidos los supuestos a que se refiere el apartado 3 del artículo 14 de la presente 
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Ley, cuando circunstancias de índole técnica, económica, social, jurídica o territorial lo hagan 
conveniente.

2. Igual facultad tendrán los órganos delegantes respecto del ejercicio de las 
competencias delegadas, cuando concurran las mismas circunstancias.

3. La avocación se realizará mediante resolución motivada del órgano competente que 
deberá ser notificada a los interesados en el procedimiento, si los hubiere, con anterioridad a 
la resolución final que se dicte. Contra la resolución de avocación no cabrá recurso, aunque 
podrá impugnarse en el recurso que, en su caso, se interponga contra la resolución del 
procedimiento.

Artículo 18.  Encomienda de gestión.

1. La realización de actividades de carácter material, técnico o de servicios de la 
competencia de los órganos de la Administración del Principado o de las entidades de 
derecho público de ellas dependientes, podrá ser encomendada a otros órganos o entidades 
de la misma o de distinta Administración, por razones de eficacia o cuando no se posean los 
medios técnicos, personales o materiales idóneos para su desempeño, en los términos y con 
el carácter previsto en la legislación básica del régimen jurídico de las Administraciones 
Públicas.

2. La encomienda de gestión a órganos pertenecientes a la misma Consejería o a entes 
públicos dependientes de ella, será autorizada por el titular de la Consejería competente.

3. Para la encomienda de gestión a órganos o a entes públicos pertenecientes o 
dependientes de diferente Consejería o de distinta Administración Pública, será precisa la 
autorización por el Consejo de Gobierno.

4. En los supuestos de encomienda de gestión a órganos de la misma o de distinta 
Consejería de la Administración del Principado, servirá de instrumento de formalización la 
resolución o acuerdo que la autorice. En los demás supuestos la encomienda se formalizará 
mediante la firma del correspondiente Convenio.

5. Para su efectividad, el instrumento en que la encomienda de gestión se formalice, 
deberá ser publicado en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias». En todo caso, será 
contenido mínimo del mismo:

a) La actividad o actividades a que afecten.
b) La naturaleza y alcance de la gestión encomendada.
c) El plazo de vigencia y los supuestos en que proceda la finalización anticipada de la 

encomienda o su prórroga.

6. La encomienda de la gestión de actividades y servicios que sean competencia de 
otras Administraciones Públicas en favor de órganos o entes públicos pertenecientes o 
dependientes de la Administración del Principado de Asturias, requerirá la previa aceptación 
del Consejo de Gobierno y será formalizada mediante la firma del correspondiente Convenio 
que, en todo caso, habrá de ser publicado en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias».

Artículo 19.  Delegación de firma.

1. Los titulares de los órganos de la Administración del Principado podrán, en materias 
de su competencia, delegar la firma de sus resoluciones y actos administrativos en los 
titulares de los órganos o estructuras administrativas que de ellos dependan, dentro de los 
límites señalados en el artículo 15 de la presente Ley y de acuerdo con lo establecido en la 
legislación básica del régimen jurídico de las Administraciones Públicas.

2. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación, se hará constar la 
denominación del órgano autorizante y, a continuación, precedido por la expresión «por 
autorización», o su forma usual de abreviatura, la denominación del órgano en cuyo favor se 
haya conferido la delegación de firma.
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CAPÍTULO IV

De los actos administrativos y su revisión

Sección 1.ª Actos administrativos

Artículo 20.  Regla general.

Los actos administrativos emanados de los órganos de la Administración del Principado 
de Asturias se ajustarán a lo determinado en la legislación básica de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas, sin perjuicio de las especialidades derivadas de su propia 
organización regulada en la presente Ley.

Artículo 21.  Forma de las disposiciones y actos de la Administración del Principado.

1. En el ejercicio de las facultades a que se refiere el artículo 18.1 de la Ley 6/1984, de 5 
de julio, del Presidente y del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, el Presidente 
del Consejo de Gobierno dictará Decretos, que se denominarán Decretos del Presidente y 
no precisarán refrendo de ningún Consejero. Las demás atribuciones cuyo ejercicio requiera 
forma de Decreto serán refrendadas por el titular de la Consejería competente por razón de 
la materia y, en su defecto, por el titular de la de Interior y Administraciones Públicas.

2. Las disposiciones de carácter general que apruebe el Consejo de Gobierno adoptarán 
la forma de Decreto y serán firmadas por el Presidente del Principado y el Consejero a quien 
corresponda. Si afectaran a varias Consejerías, además del Presidente del Principado las 
firmará el titular de la Consejería de Interior y Administraciones Públicas. Los demás actos 
del Consejo de Gobierno adoptarán la forma de Acuerdo.

3. Las disposiciones administrativas de carácter general acordadas por las Comisiones 
Delegadas del Consejo de Gobierno adoptarán la forma de Orden, que será firmada en la 
forma prevista en el apartado precedente. Los demás actos de las mismas adoptarán la 
forma de Acuerdo.

4. Los titulares de las Consejerías, para la decisión de los asuntos de su competencia, 
podrán dictar Resoluciones. Asimismo, podrán dictar instrucciones y órdenes de servicio en 
materias propias de su competencia.

5. Los actos de otros órganos administrativos, en los supuestos a que se refiere el 
artículo 14.3 de la presente Ley, adoptarán la forma de Resolución.

6. Para que se produzcan efectos jurídicos, los Decretos y demás disposiciones 
administrativas de carácter general habrán de publicarse en el «Boletín Oficial del Principado 
de Asturias», y entrarán en vigor conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código Civil.

Las instrucciones y órdenes de servicio que dicten los titulares de las Consejerías en 
materias propias de su competencia serán publicadas en el «Boletín Oficial del Principado de 
Asturias», cuando así lo exijan las normas reguladoras de cada procedimiento o cuando lo 
aconsejen razones de interés público apreciadas por el órgano que las dictó.

Artículo 22.  Comunicaciones y notificaciones.

1. Las comunicaciones que se dirijan a las autoridades serán firmadas por el titular de la 
Consejería respectiva.

2. Las notificaciones a los interesados de las resoluciones y actos que afecten a sus 
derechos e intereses y de los actos de trámite, serán firmadas por los titulares de los 
órganos centrales superiores de la Consejería competente en la materia o por el titular de la 
estructura administrativa responsable de la tramitación del procedimiento en que se hayan 
producido.

Artículo 23.  Ejecución forzosa de los actos administrativos.

La ejecución forzosa de los actos emanados de la Administración del Principado de 
Asturias será ordenada, previo apercibimiento y de conformidad con lo establecido en la 
legislación básica aplicable en la materia, por el titular de la Consejería competente por 
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razón de la materia, con excepción de aquellos que correspondan a diversas Consejerías, en 
cuyo caso la ejecución se ordenará por el titular de la Consejería de Interior y 
Administraciones Públicas, y de los supuestos en que se trate de hacer efectivos ingresos de 
derecho público, en los que se estará a lo dispuesto en la normativa específica.

Sección 2.ª Revisión de actos en vía administrativa

Artículo 24.  Regla general.

La revisión de las disposiciones y actos en vía administrativa se regirá por lo establecido 
en la legislación básica del régimen jurídico de las administraciones públicas con las 
especialidades propias derivadas de la organización de la Administración del Principado de 
Asturias que se regulan en la presente Ley.

Artículo 25.  Revisión de disposiciones y actos nulos y declaración de lesividad de actos 
anulables.

1. La revisión de oficio de las disposiciones y actos nulos se realizará por el órgano autor 
de la disposición o del acto.

2. La declaración de lesividad, en los casos en que legalmente proceda, será 
competencia del titular de la consejería respectiva, salvo que por razón de la materia la 
competencia correspondiera al Consejo de Gobierno o Comisión Delegada, en cuyo caso la 
declaración previa de lesividad se hará por acuerdo de aquél.

3. La declaración de lesividad de los actos sujetos al Derecho administrativo emanados 
de organismos públicos y entes públicos del Principado de Asturias dotados de personalidad 
jurídica propia será competencia del titular de la Consejería a la que estuvieran adscritos.

4. El ejercicio de la competencia a que se refiere este artículo no podrá ser objeto de 
delegación.

Artículo 26.  Actos que agotan la vía administrativa.

En el ámbito de la Administración del Principado de Asturias, ponen fin a la vía 
administrativa:

a) Las resoluciones de los recursos de alzada o de los procedimientos que los 
sustituyan, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 27 de esta Ley.

b) Los acuerdos del Consejo de Gobierno y de sus comisiones delegadas.
c) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, 

salvo que una Ley establezca lo contrario.
d) Los actos de otros órganos o autoridades cuando así lo establezca una Ley del 

Principado de Asturias.

Artículo 27.  Recursos contra actos que no agotan la vía administrativa.

1. Los actos dictados por los órganos de la Administración del Principado de Asturias 
jerárquicamente dependientes de los titulares de las consejerías respectivas serán 
susceptibles de recurso de alzada.

2. Los actos sujetos al derecho administrativo de los órganos de gobierno de los 
organismos públicos y entes públicos del Principado de Asturias serán susceptibles de 
recurso de alzada ante el titular de la consejería a la que estén adscritos.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados precedentes, por Ley del Principado podrá 
ser sustituido el recurso de alzada por otros procedimientos de impugnación o reclamación, 
en supuestos o ámbitos sectoriales determinados y cuando la especificidad de la materia así 
lo justifique. Las leyes que establezcan dichos procedimientos contendrán las reglas 
específicas a que los mismos deban sujetarse, con respeto de los principios, garantías y 
plazos a que se refiere la legislación básica.
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Artículo 28.  Recurso de reposición.

Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos 
potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser 
impugnados directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

Artículo 29.  Recurso extraordinario de revisión.

Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse recurso extraordinario 
de revisión ante el órgano administrativo que los dictó, que también será competente para su 
resolución.

Artículo 30.  Reclamaciones económico-administrativas.

Los actos de gestión, liquidación y recaudación de tributos propios del Principado de 
Asturias y de otros ingresos de derecho público del mismo, así como los de reconocimiento o 
liquidación de obligaciones y cuestiones relacionadas con las operaciones de pago 
realizadas con cargo a la Tesorería General del Principado de Asturias, son susceptibles de 
reclamación económico-administrativa ante el titular de la consejería competente en materia 
económica y presupuestaria, sin perjuicio de la posibilidad de interponer previamente con 
carácter potestativo recurso de reposición en los términos previstos en la legislación 
específica.

La resolución de la reclamación económico-administrativa pondrá fin a la vía 
administrativa.

Artículo 31.  Reclamaciones previas al ejercicio de las acciones civiles y laborales.

1. El régimen de las reclamaciones previas al ejercicio de las acciones civiles y laborales 
se ajustará a lo dispuesto en la legislación básica del régimen jurídico de las 
administraciones públicas, con las especificaciones previstas en los apartados siguientes.

2. Las reclamaciones previas a la vía civil se plantearán ante el titular de la consejería 
competente por razón de la materia, a quien corresponderá su resolución. Recibida la 
reclamación y sin perjuicio de incorporar los antecedentes, informes, documentos y datos 
necesarios para determinar, conocer y comprobar los hechos sobre los cuales deba 
pronunciarse la resolución, será preceptivo el informe del Servicio Jurídico, que deberá 
emitirlo en el plazo de un mes desde que sea solicitado.

3. Igual trámite se seguirá en las reclamaciones previas a la vía laboral. En este 
supuesto, el plazo para la emisión del informe por parte del Servicio Jurídico será de diez 
días.

CAPÍTULO V

Del procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general

Artículo 32.  Iniciación.

1. El procedimiento para la elaboración de disposiciones administrativas de carácter 
general y anteproyectos de ley se iniciará por resolución motivada del titular de la Consejería 
que ostente la competencia en la materia respectiva, por iniciativa propia o a propuesta de 
los distintos centros directivos de la misma.

2. Deberá incorporarse necesariamente al expediente la memoria expresiva de la 
justificación y adecuación de la propuesta a los fines que persiga la norma y la incidencia 
que habrá de tener ésta en el marco normativo en que se inserte. Se incorporarán 
igualmente los estudios e informes previos que hubieren justificado, en su caso, la resolución 
o propuesta de la iniciativa, así como la tabla de vigencias de disposiciones anteriores sobre 
la misma materia y disposiciones que pudieran resultar afectadas y, en su caso, estudio 
acreditativo del coste y beneficio que haya de representar.
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Artículo 33.  Tramitación.

1. El órgano responsable de la tramitación de los respectivos procedimientos en cada 
Consejería será la Secretaría General Técnica.

2. Cuando alguna disposición así lo establezca, o el Consejero competente así lo estime 
conveniente, el proyecto de disposición será sometido a información pública o al trámite de 
audiencia de las entidades u organismos que por ley ostenten la representación de intereses 
de carácter general o pudieran resultar afectadas por la futura disposición.

3. Cuando la disposición pueda suponer incremento de gasto o disminución de ingresos, 
se incorporará una memoria económica en la que se pongan de manifiesto, detalladamente 
evaluados, cuantos datos resulten precisos para conocer las posibles repercusiones 
presupuestarias de su ejecución, siendo preceptivo en este caso informe de la Consejería 
competente en materia económica y presupuestaria. Asimismo, si la disposición implicara la 
necesidad de incremento o dotación de medios personales, requerirá informe de la 
Consejería competente en materia de personal.

4. Las propuestas de disposiciones generales serán informadas por la Secretaría 
General Técnica de la Consejería. Por decisión del titular de la Consejería competente 
podrán someterse a informe del Servicio Jurídico del Principado de Asturias.

5. Cuando por razón de la importancia de la materia objeto de regulación o por aplicación 
de lo preceptuado en las disposiciones vigentes, sea preceptivo o, en su caso, se entienda 
conveniente, el proyecto de disposición será sometido a dictamen de los órganos consultivos 
correspondientes.

Artículo 34.  Aprobación.

Los proyectos de disposición habrán de ser sometidos a aprobación del órgano 
competente en cada caso. Los proyectos que deban someterse a la aprobación del Consejo 
de Gobierno o Comisiones Delegadas se remitirán, al menos, con ocho días de antelación a 
los titulares de las demás Consejerías, con el objeto de que puedan formular las 
observaciones que estimen oportunas. En caso de urgencia, apreciada por el Consejo de 
Gobierno o Comisión Delegada, podrá abreviarse u omitirse este trámite.

CAPÍTULO VI

De la potestad sancionadora

Artículo 35.  Ejercicio de la potestad sancionadora.

1. El ejercicio de la potestad sancionadora en la Administración del Principado de 
Asturias corresponde a los órganos administrativos que la tengan expresamente atribuida 
por disposición de rango legal o reglamentario.

2. La iniciación del procedimiento sancionador podrá ser ordenada en cada Consejería 
por los titulares de las mismas o de las Viceconsejerías, Secretarías Generales Técnicas o 
Direcciones Regionales, en el ámbito de las funciones cuyo ejercicio les corresponda. Dichos 
órganos son, asimismo, competentes para ordenar la instrucción de informaciones previas, 
la designación de instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento sancionador y para 
la adopción de medidas provisionales a fin de asegurar la resolución final que pueda recaer.

Artículo 35.  bis.

1. El plazo de resolución y notificación de los procedimientos sancionadores tramitados 
por la Administración del Principado de Asturias será de doce meses.

2. A los procedimientos sancionadores ya iniciados antes de la entrada en vigor de la 
presente Ley no les será de aplicación la misma, rigiéndose por la normativa anterior.
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CAPÍTULO VII

De la contratación administrativa en la Administración del Principado de 
Asturias

Artículo 36.  Regla general.

Los contratos administrativos que celebre la Administración del Principado de Asturias y 
sus organismos con personalidad jurídica propia sometidos al derecho público, se regirán 
por lo dispuesto en la legislación básica sobre contratos de las Administraciones Públicas, 
con las singularidades derivadas de su adecuación a la estructura orgánica del Principado de 
Asturias.

Artículo 37.  Órgano competente.

1. Los titulares de las Consejerías, dentro de sus respectivas competencias, son los 
órganos de contratación de la Administración del Principado de Asturias y están facultados 
para otorgar, en nombre y representación de la Comunidad Autónoma, los respectivos 
contratos en que ésta intervenga, previo el cumplimiento de las determinaciones que sean 
exigibles y sin perjuicio, en su caso, de la necesaria autorización del Consejo de Gobierno 
para el otorgamiento de determinados contratos, de conformidad con lo establecido en el 
artículo siguiente.

2. Corresponde al Consejo de Gobierno la aprobación de los pliegos de cláusulas 
administrativas generales y los pliegos de prescripciones técnicas generales, y a los titulares 
de las Consejerías respectivas la aprobación de los proyectos técnicos, los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares y los pliegos de prescripciones técnicas que hayan de 
servir de base a cada contrato.

3. En los organismos dotados de personalidad jurídica propia sometidos al derecho 
público, las competencias a que se refieren los apartados precedentes serán ejercidas de 
conformidad con las normas que los regulan.

Artículo 38.  Autorización del Consejo de Gobierno en materia de contratación.

Será necesaria autorización del Consejo de Gobierno para la celebración de los 
contratos cuando dicho órgano sea el competente para autorizar el gasto por razón de su 
cuantía o ésta sea indeterminada.

Artículo 39.  Mesa de contratación.

1. En el ámbito de cada Consejería se constituirá una Mesa de contratación integrada 
por un Presidente, designado por el titular de aquélla, y por los siguientes Vocales: el Jefe 
del Servicio o funcionario designado por éste, un Letrado del Servicio Jurídico del Principado 
y el Interventor General del Principado de Asturias o un Interventor Delegado. Actuará de 
Secretario un funcionario de los servicios administrativos de la Consejería.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el punto anterior, se podrá crear en la Consejería de 
Hacienda, Economía y Planificación un servicio central de contratación para la tramitación de 
los expedientes referidos a suministros que afecten a la generalidad de las Consejerías. En 
tal caso, el titular de dicha Consejería será el órgano de contratación y la Mesa de 
contratación prevista en el párrafo anterior estará integrada por un Presidente designado por 
aquél, un Vocal designado por el titular de la Consejería a que el contrato se refiera o el de la 
del Interior y Administraciones Públicas, un Letrado del Servicio Jurídico, el Interventor 
General del Principado o su delegado y el Jefe del Servicio que tramite la contratación, que 
actuará de Secretario.

Artículo 40.  Constitución de fianzas.

Las fianzas que se consignen en garantía de los contratos podrán constituirse en las 
formas previstas en la legislación básica de contratación de las Administraciones Públicas, 
tanto en los lugares señalados por ésta como en la Tesorería General del Principado.
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Artículo 41.  Registro de contratos.

1. En la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación se llevará un registro de los 
contratos que celebre la Administración de Principado de Asturias, en el que se reflejarán los 
datos que permitan tener un exacto conocimiento de los mismos, así como de las incidencias 
que origine su cumplimiento.

2. A efectos de formación y actualización de los asientos del registro, le serán facilitados 
por los servicios correspondientes de las distintas Consejerías los datos y documentación 
necesaria en la forma que se determine reglamentariamente, de modo que permitan la 
remisión desde el mismo del extracto del expediente al Tribunal de Cuentas en los casos 
que proceda.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
El Principado de Asturias podrá crear organismos autónomos, entidades de derecho 

público y empresas públicas para la prestación de servicios públicos, el cumplimiento de 
actividades económicas al servicio de fines diversos, la administración de determinados 
bienes o la realización directa de actividades industriales, mercantiles u otras análogas de 
naturaleza y finalidades predominantemente económica. La creación de estos entes deberá 
ser autorizada por Ley de la Junta General en la que se determinará el régimen jurídico 
aplicable a los mismos, regulándose, en lo no previsto en la Ley fundacional, por las demás 
leyes del Principado.

El Director Gerente es nombrado y separado por decreto del Consejo de Gobierno a 
propuesta del titular de la Consejería competente en materia de sanidad. Para su 
nombramiento se atenderá a criterios de competencia profesional y experiencia.

Segunda.  
Corresponderá al Consejo de Gobierno la designación de los miembros de los órganos 

superiores de dirección de los organismos autónomos y entidades de derecho público, así 
como la designación o propuesta, según proceda, de las representaciones que correspondan 
a la Comunidad Autónoma en los órganos de gobierno de las empresas públicas, salvo las 
expresamente reservadas a la Junta General del Principado.

Corresponderá formular las propuestas de designación a los titulares de las Consejerías 
que tengan relación con estos entes.

Tercera.  
Se atribuye a los titulares de las Viceconsejerías, Secretarías Generales Técnicas y 

Direcciones Regionales, en el ámbito de las funciones que respectivamente les 
correspondan, la competencia para la resolución de los procedimientos sancionadores por la 
comisión de infracciones que se califiquen como leves que no lleven aparejada una sanción 
económica superior a 200.000 pesetas.

Cuarta.  
A la entrada en vigor de esta Ley, el «Boletín Oficial del Principado de Asturias y de la 

Provincia» pasará a denominarse «Boletín Oficial del Principado de Asturias».

Quinta.  
Reglamentariamente se adecuarán a la presente Ley las normas reguladoras de los 

distintos procedimientos, cualquiera que sea su rango, con específica mención a los efectos 
estimatorios o desestimatorios que la falta de resolución expresa produzca.
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DISPOSICIÓN TRANSITORIA
En tanto no se produzca la adecuación a que se refiere la disposición adicional quinta de 

la presente Ley, se estará a lo dispuesto en la legislación básica del Estado.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Queda derogada la Ley 1/1982, de 24 de mayo, de organización y funcionamiento de la 

Administración del Principado de Asturias, convalidada y modificada parcialmente por la Ley 
91/1983, de 12 de diciembre, así como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo dispuesto en esta Ley.

DISPOSICIÓN FINAL
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo y la aplicación de la presente Ley.
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§ 19

Ley 1/1985, de 4 de junio, reguladora de la publicación de las 
normas, así como de las disposiciones y otros actos de los órganos 

del Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 137, de 17 de junio de 1985

«BOE» núm. 212, de 4 de septiembre de 1985
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1985-18950

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley reguladora de la publicación de las 
normas, así como de las disposiciones y otros actos de los órganos del Principado de 
Asturias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 33.4 del Estatuto de Autonomía para Asturias, aprobado por Ley orgánica 
7/1981, de 30 de diciembre, establece que una ley de la Junta regulará el régimen de 
publicación de las normas y publicidad de las disposiciones y actos emanados del Consejo 
de Gobierno y de la Administración del Principado de Asturias.

La presente Ley da cumplimiento al expresado mandato, regulando, asimismo, el 
régimen de publicación de las leyes aprobadas por la Junta y de las normas reglamentarias 
emanadas de la propia Junta.

La Ley se estructura en cuatro capítulos. En el primero se establece el principio general 
referido a la necesidad de publicación de las leyes y demás disposiciones de carácter 
general emanadas de los órganos institucionales y de gobierno y administración del 
Principado de Asturias, para que produzcan efectos jurídicos. El capítulo II se dedica a 
regular la promulgación de las leyes que apruebe la Junta, que se denominarán Leyes del 
Principado de Asturias, legalizando la fórmula promulgatoria y la publicación de las mismas, 
así como de los reglamentos que, al amparo de lo previsto en el artículo 23.2 del Estatuto de 
Autonomía, apruebe la citada Cámara. El capítulo III regula la publicación de las 
disposiciones de carácter general y actos emanados de los órganos de gobierno y 
administración del Principado de Asturias, determinando la forma de publicación y las 
autoridades a quienes compete ordenarla en cada caso. Por último, el capítulo IV regula la 
publicación de los convenios y conciertos que pueda celebrar el Principado de Asturias con 
otras Comunidades Autónomas y aquellos otros que se formalicen con distintas entidades u 
organismos.
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TEXTO ARTICULADO

CAPÍTULO I

Disposición general

Artículo 1.  
Para que produzcan efectos jurídicos las leyes y demás disposiciones de carácter 

general, emanadas de los órganos institucionales y de gobierno y administración del 
Principado de Asturias, habrán de ser publicadas en el «Boletín Oficial del Principado de 
Asturias y de la Provincia», entrando en vigor, salvo que en ellas se disponga otra cosa, en 
el plazo previsto en el artículo 2.º del Código Civil.

CAPÍTULO II

De la publicación de las leyes de reglamentos aprobados por la Junta General 
del Principado

Artículo 2.  
1. Las leyes aprobadas por la Junta General serán promulgadas en nombre del Rey, por 

el Presidente del Principado.
2. A efectos de lo dispuesto en el apartado precedente, el Presidente del Principado 

utilizará la siguiente fórmula promulgatoria: «Sea notorio que la Junta General del Principado 
ha aprobado, y yo, en nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
Estatuto de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley... Por lo tanto, 
ordeno a todos los ciudadanos a quienes sea de aplicación esta Ley, coadyuven a su 
cumplimiento, así como a los tribunales y autoridades que la guarden y la hagan guardar».

Artículo 3.  
Las leyes que apruebe la Junta General llevarán la denominación de «Ley del Principado 

de Asturias», y serán identificadas ordinalmente, asignando a cada una un número 
correlativo referido al año que resulten aprobadas.

Artículo 4.  
1. El Presidente del Principado dispondrá la publicación de las leyes en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias y de la Provincia», en el plazo de quince días desde su 
aprobación y en el «Boletín Oficial del Estado».

2. En el mismo plazo dispondrá, igualmente, la publicación de los reglamentos que 
apruebe la Junta General del Principado, en virtud de lo previsto en el artículo 23.2 del 
Estatuto de Autonomía para Asturias, que llevarán el refrendo del Presidente de la misma.

CAPÍTULO III

De la publicación de las disposiciones de carácter general y actos emanados 
de los órganos de gobierno y administración del Principado de Asturias

Artículo 5.  
1. Los Decretos del Presidente del Principado y los dictados previo acuerdo del Consejo 

de Gobierno en materia de personal, así como los referidos a la designación de 
representantes de la Comunidad Autónoma en organismos e instituciones, cuando una 
norma exija esta forma de nombramiento, serán publicados en el «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias y de la Provincia».

2. En el mismo «Diario Oficial» se publicarán cuantas decisiones del Consejo de 
Gobierno hayan de adoptar la forma de Decreto, así como las órdenes acordadas por las 
Comisiones Delegadas del Consejo de Gobierno.
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3. Igualmente, deberán ser publicadas en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias y 
de la Provincia» las resoluciones de los Consejeros, dictadas en el ejercicio de la potestad 
reglamentaria en las materias propias de las respectivas Consejerías y las demás 
aprobatorias de disposiciones de carácter general que no estén exclusivamente referidas al 
régimen interno de éstas.

Artículo 6.  
1. Serán publicadas en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias y de la Provincia» 

las demás disposiciones, así como los actos administrativos, cualquiera que sea el órgano 
de la Administración del Principado del que emanen, cuando tengan por destinatario una 
pluralidad indeterminada de sujetos, y aquellos para los que no fuere exigible la notificación 
personal.

2. La publicación se hará en la forma que resulte más adecuada a los fines que, con la 
misma, se persigan.

3. Cuando se trate de actos definitivos o de trámite que determinen la imposibilidad de 
continuar el procedimiento o produzcan indefensión, la publicación se hará conteniendo el 
texto íntegro de aquéllos, la expresión de los recursos que contra los mismos procedan, 
órganos ante los que habrán de presentarse y plazos para interponerlos.

Artículo 7.  
1. Serán igualmente objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Principado de 

Asturias y de la Provincia»:

a) Los actos emanados de los órganos de la Administración del Principado o de otras 
esferas de la Administración, cuando así lo determine alguna disposición de carácter legal o 
reglamentario.

b) Aquellos otros en que por razón del interés público o de los administrados afectados 
así lo determine el órgano competente en cada caso.

2. En los supuestos a que se refiere el apartado anterior la forma de publicación de los 
actos y sus efectos serán los que en cada caso determinen las normas que establezcan tal 
forma de publicidad o, en su caso, la autoridad y órgano que lo haya dictado.

Artículo 8.  
1. Los Decretos del Presidente del Principado serán publicados en el «Boletín Oficial del 

Principado de Asturias y de la Provincia» por orden de dicha autoridad. A la misma 
corresponderá, igualmente, ordenar la publicación en el citado «Diario Oficial», de los demás 
actos en que así se prevea por disposición legal o reglamentaria.

2. Corresponderá al Consejero de la Presidencia ordenar la publicación de los Decretos, 
emanados del Consejo de Gobierno y, en general, cuantos actos del mismo deban ser 
publicados, pudiendo delegar esta función en el Oficial Mayor del Consejo de Gobierno.

3. La publicación de las disposiciones y demás actos acordados por las Comisiones 
Delegadas en el Consejo de Gobierno será ordenada por los respectivos Secretarios de las 
mismas.

4. La Oficialía Mayor del Consejo de Gobierno llevará el Registro de Decretos del 
Presidente y de los emanados del Consejo de Gobierno, los cuales tendrán numeración 
diferenciada y correlativa con referencia a la fecha en que sean dictados.

Artículo 9.  
Las resoluciones de los Consejeros, dictadas en el ejercicio de su potestad 

reglamentaria y cuantos actos de los mismos hayan de ser objeto de publicación, se 
insertarán en el «Diario Oficial» por orden del titular de la Consejería correspondiente, que 
podrán delegar esta función en el Secretario Técnico.
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Artículo 10.  
Toda publicación de disposiciones o actos de la Comunidad Autónoma en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias y de la Provincia», se hará a través de la Consejería de la 
Presidencia, siendo el Servicio Central de Publicaciones el encargado de su tramitación, 
velando para que la inserción se haga, según la naturaleza del acto a publicar, conforme a la 
estructura de dicho «Diario Oficial».

CAPÍTULO IV

De la publicación de Convenios y Conciertos

Artículo 11.  
Los Convenios que celebre el Principado de Asturias, según lo previsto en el Estatuto de 

Autonomía con otras Comunidades Autónomas, serán publicados en el «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias y de la Provincia», y entrarán en vigor a partir de la fecha en que 
sean insertados en el mismo, salvo que en ellos se prevea otra cosa.

Artículo 12.  
Serán también objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias y 

de la Provincia» los Convenios y Conciertos de interés general que celebre la Administración 
del Principado con otras entidades u organismos.

Artículo 13.  
La publicación de los Convenios y Conciertos a que se refieren los artículos precedentes 

contendrá el texto íntegro de los mismos y será ordenada por el Consejero de la Presidencia.

DISPOSICIÓN FINAL
El Consejo de Gobierno podrá dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y la 

ejecución de lo establecido en la presente Ley.
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§ 20

Ley 6/2006, de 20 de junio, de Comunicación y Publicidad 
Institucionales

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 151, de 1 de julio de 2006

«BOE» núm. 194, de 15 de agosto de 2006
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2006-14704

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de 
Comunicación y Publicidad Institucionales.

Preámbulo

1. El auge adquirido por la información y comunicación en la sociedad actual ha 
motivado un incremento notable del flujo de mensajes que dirigen los poderes públicos a los 
ciudadanos con el fin de satisfacer sus necesidades e intereses, facilitar el ejercicio de sus 
derechos y promover el cumplimiento de sus deberes, cuyo cauce más común de 
transmisión discurre a través de la denominada comunicación institucional incluida en ella de 
manera destacada la acción publicitaria, sin perjuicio de otros recursos informativos. Al 
tratarse de una actividad de evidente complejidad técnica, de indudable repercusión social y 
de contenidos muchas veces sensibles, se hace necesario dictar una Ley que establezca 
con claridad el marco en que dicha actividad debe desarrollarse.

2. El artículo 10.1.34 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias reconoce a la 
Comunidad Autónoma competencia exclusiva en materia de publicidad, sin perjuicio de las 
normas dictadas por el Estado para sectores y medios específicos, y el artículo 15.3 también 
del Estatuto de Autonomía habilita al Principado de Asturias para desarrollar las bases del 
régimen jurídico de las Administraciones públicas, reservadas al Estado por el artículo 
149.1.8.ª de la Constitución y para, en particular, establecer el régimen jurídico-
administrativo de las competencias asumidas y la regulación de los contratos 
administrativos. No pueden dejar tampoco de invocarse dentro siempre del Estatuto de 
Autonomía el artículo 10.1.1, que, confiando a la Comunidad Autónoma la organización de 
sus instituciones de autogobierno, da sustento a la regulación del modo en que éstas se 
comuniquen como parte de su autodisciplina normativa, y el artículo 11.10 que, relacionando 
el régimen local entre las competencias autonómicas de desarrollo y ejecución, legitima 
igualmente la inclusión de las corporaciones locales y sus diferentes personificaciones en el 
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ámbito de aplicación de la presente Ley, desde el respeto, en todo caso, a la autonomía local 
que garantiza el artículo 140 de la Constitución.

3. Además, el artículo 9.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes 
públicos la promoción de la libertad y la igualdad, así como facilitar la participación de la 
ciudadanía en la vida política, económica, cultural y social. Para el cumplimiento de dicho 
mandato los poderes públicos deben transmitir los mensajes necesarios que coadyuven a 
dicha promoción y participación, convirtiéndose la información y la comunicación de tal 
finalidad en un deber institucional, ya que, además, la participación ciudadana y el control 
democrático de las funciones de los poderes públicos es más efectivo cuanto mayor es la 
información objetiva y veraz sobre las actuaciones y servicios que los poderes públicos 
desarrollan, aspecto especialmente relevante para la calidad de un sistema democrático, del 
que una opinión pública bien formada a través del derecho fundamental de los ciudadanos a 
recibir una información veraz, que garantiza el artículo 20.1 d) de la Constitución, es 
institución política fundamental, según tiene repetido el Tribunal Constitucional.

4. En primer lugar, en el marco de la legislación básica estatal, actualmente contenida en 
la Ley 29/2005, de 29 de diciembre, de publicidad y comunicación institucional, la Ley 
delimita con precisión el objeto de la comunicación institucional, estableciendo el ámbito de 
su desarrollo con enunciación de los posibles contenidos y mensajes objeto de difusión.

5. En segundo lugar, establece los principios que han de regir el contenido de la 
actividad comunicativa, que, en todo caso, debe servir con objetividad los intereses 
generales, con sometimiento a los principios de eficiencia, veracidad y racionalidad en la 
asignación de recursos económicos, velar por la lealtad institucional, impidiendo que 
cuestionen la actividad de otras instituciones, entidades o personas, y promover conductas 
soportes y mensajes que aseguren el acceso a la información a toda la ciudadanía, 
fomentando el respeto al medio ambiente y políticas de igualdad y el resto de valores 
compartidos por la comunidad.

6. En tercer lugar, con sometimiento a la legislación básica de contratos de las 
Administraciones Públicas del vigente Texto Refundido, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio, establece los criterios generales que han de presidir la 
adjudicación de los que se celebren sobre la materia, así como las normas que, con arreglo 
a lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del régimen electoral general, y en 
la Ley del Principado de Asturias 14/1986, de 26 de diciembre, sobre régimen de elecciones 
a la Junta General, que rigen la actividad en período electoral.

7. Para velar por la adecuación de la comunicación institucional al contenido de la 
presente Ley, crea ésta la Comisión de Comunicación Institucional, con funciones de 
asesoramiento y garantía en relación con los principios y normas que contiene, a través, 
señaladamente, de la acción de cesación o de rectificación que a tal efecto establece y 
regula la Ley.

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.

1. Esta Ley es de aplicación a la comunicación institucional promovida o contratada 
como campaña o fuera de ella, para difundir sistemáticamente un mensaje común a una 
pluralidad de destinatarios, a través de un soporte publicitario pagado o cedido, o de 
cualquier otra forma, por órganos de alguno de los siguientes sujetos:

a) El Presidente y el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.
b) La Junta General del Principado de Asturias.
c) El Consejo Consultivo, la Sindicatura de Cuentas y el Procurador General del 

Principado de Asturias.
d) La Administración del Principado de Asturias.
e) Los organismos, entes públicos, entidades y empresas públicas del Principado de 

Asturias.
f) Las entidades locales del ámbito territorial del Principado de Asturias.
g) Los organismos, entes públicos, entidades y empresas públicas de las entidades 

locales del ámbito territorial del Principado de Asturias.

2. Esta Ley no es de aplicación a:

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 20  Ley de comunicación y publicidad institucionales

– 183 –



a) La actividad publicitaria de carácter industrial, comercial o mercantil que desarrollen 
los sujetos enumerados en el apartado 1 de este artículo, que se someterá a la Ley General 
de Publicidad.

b) La publicación de normas y actos que los sujetos enumerados en el apartado 1 de 
este artículo deban realizar por prescripción legal o reglamentaria.

Artículo 2.  Objetivos.

La comunicación institucional deberá tener por objetivo alguno de los siguientes:

a) Promover la difusión y el conocimiento de los valores y principios constitucionales y 
estatutarios, y en particular la democracia, la libertad, la convivencia y la solidaridad.

b) Difundir información sobre derechos y deberes de los ciudadanos o grupos de ellos.
c) Comunicar a los ciudadanos programas y políticas públicas.
d) Difundir el contenido de aquellas disposiciones jurídicas que, por su novedad o 

repercusión social, aconsejen medidas complementarias para su conocimiento general.
e) Difundir la imagen del Principado de Asturias o la de los concejos asturianos o de 

alguno de los sujetos a que se refiere el artículo 1.1 de esta Ley.
f) Ofrecer productos o servicios determinados y, en su caso, inspirar actitudes o 

comportamientos en relación con los mismos.
g) Difundir ofertas de empleo público u otras que por su interés e importancia así lo 

aconsejen.
h) Anunciar medidas de prevención de riesgos o de evitación o reparación de daños que 

afecten a las personas, su salud o sus bienes, y al medio natural.
i) Apoyar a sectores económicos asturianos fuera del territorio del Principado de 

Asturias.
j) Difundir la cultura y el patrimonio asturianos, así como sus valores o señas de 

identidad.
k) Promover o difundir los servicios que prestan y actividades que desarrollan los sujetos 

a que se refiere el artículo 1.1 de esta Ley.

Artículo 3.  Principios.

El desarrollo de la comunicación institucional deberá adecuarse a los siguientes 
principios de actuación:

a) Transparencia, lealtad institucional, eficacia, eficiencia, veracidad y racionalidad en la 
asignación de los recursos económicos, sirviendo con objetividad los intereses generales.

b) Acceso a la información de las personas con discapacidad.
c) Respeto al medio ambiente, utilizando soportes que, sin merma de la eficacia de la 

actividad desarrollada, tengan el menor impacto posible.
d) Igualdad entre hombres y mujeres y respeto de la diversidad social y cultural presente 

en la sociedad.
e) Promoción de la cultura asturiana, procurando una presencia adecuada del bable/

asturiano.
f) Estímulo de la participación ciudadana en la actividad del sujeto que promueva la 

comunicación, promoviendo el ejercicio de sus derechos y el efectivo disfrute de los servicios 
que preste.

Artículo 4.  Prohibiciones.

En el marco de la legislación básica del Estado, no se podrá promover o contratar 
comunicación institucional:

a) Que tenga como finalidad destacar los logros de gestión o los objetivos alcanzados 
por los sujetos mencionados en el artículo 1.1 de esta Ley.

b) Que no obedezca a motivos de interés público.
c) Que no se desarrolle en el ejercicio de competencias propias.
d) Que menoscabe, obstaculice o perturbe las políticas públicas o cualquier actuación 

legítimamente realizada por otro poder público en el ejercicio de sus competencias.
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e) Que incluya mensajes discriminatorios, sexistas o contrarios a los principios, valores y 
derechos constitucionales.

f) Que incite, de forma directa o indirecta, a la violencia o a comportamientos contrarios 
al ordenamiento jurídico.

g) Que no se identifique claramente como tal y no incluya la mención expresa del sujeto 
promotor o contratante así como su imagen corporativa institucional.

h) Que induzca a confusión con los símbolos, ideas, expresiones, diseños o imágenes 
empleadas por cualquier formación política u organización social.

i) Que revista carácter subliminal o engañoso.

Artículo 5.  Contratación.

Los contratos relativos a comunicación institucional que celebren los sujetos a que se 
refiere el artículo 1.1 de la presente Ley se adjudicarán conforme a lo previsto en la 
normativa vigente en materia de contratación de las Administraciones Públicas mediante la 
ponderación objetiva de las ofertas recibidas atendiendo a criterios que garanticen la libre 
concurrencia, la igualdad, la publicidad, la economía, la eficacia, la eficiencia y la veracidad.

Artículo 6.  Comisión de Comunicación Institucional.

1. Para garantizar que la comunicación institucional sirva con objetividad a los intereses 
generales y se adecue a los principios de la presente Ley, con sujeción a los principios de 
economía y eficiencia, y sin perjuicio del control que corresponda a la Sindicatura de 
Cuentas, se crea la Comisión de Comunicación Institucional, adscrita a la Consejería 
competente en la materia.

2. Corresponden a la Comisión de Comunicación Institucional las siguientes funciones:

a) Resolver las acciones de cesación o rectificación que se interpongan al amparo de lo 
previsto en el artículo 7 de esta Ley.

b) Emitir dictamen no vinculante cuando sea requerido por los sujetos a que se refiere el 
artículo 1.1 de esta Ley sobre cuestiones atinentes a la aplicación de la misma.

c) Elaborar los estudios que estime adecuados para la mejor consecución de los fines 
perseguidos por esta Ley.

d) Recabar de los sujetos a que se refiere el artículo 1.1 de la presente Ley la 
información sobre sus actividades de comunicación institucional en la forma y términos que 
reglamentariamente se determinen.

3. Reglamentariamente, se determinará la composición de la Comisión de Comunicación 
Institucional, en la que estarán representados, al menos, la Administración del Principado de 
Asturias y los Concejos, así como la organización y funcionamiento de la misma, que, en 
todo caso, contemplará los medios personales y materiales para asegurar su correcto 
funcionamiento.

Artículo 7.  Acción de cesación o rectificación.

1. Cualquier persona, física o jurídica, afectada en sus derechos o intereses legítimos, o 
entidad que tenga por finalidad velar por el respeto de los valores y principios que han de 
informar la comunicación institucional podrá solicitar ante la Comisión de Comunicación 
Institucional la cesación inmediata o la rectificación de aquella actividad de comunicación 
institucional que supuestamente vulnere alguna de las prohibiciones contenidas en esta Ley.

2. En la forma y con los efectos que determine el Reglamento a que se refiere la 
disposición final segunda de esta Ley, la acción de cesación o rectificación se tramitará con 
arreglo a un procedimiento preferente y sumario, en el que la Comisión podrá, a solicitud de 
quien la promueva, acordar la suspensión provisional, si aprecia indicios de vulneración 
manifiesta, y deberá, en todo caso, resolver sobre el fondo en un plazo máximo de seis días, 
poniendo su resolución, que será ejecutiva, fin a la vía administrativa.

3. Durante el curso del procedimiento, la Comisión de Comunicación Institucional podrá 
recabar de los sujetos afectados cuanta información estime necesaria para su resolución.
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Artículo 8.  Comunicación institucional en períodos electorales.

1. Los sujetos a que se refiere el artículo 1.1 de la presente Ley no podrán realizar 
actividades de comunicación institucional durante el período comprendido entre el día de 
publicación de la convocatoria de elecciones generales, al Parlamento Europeo, municipales 
o a la Junta General del Principado de Asturias y el día de la votación en las mismas.

2. Lo establecido en el apartado anterior no se extiende a:

a) Las campañas institucionales a que se refieren el artículo 50 de la Ley Orgánica 
5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General y el artículo 26 de la Ley del 
Principado de Asturias 14/1986, de 26 de diciembre, sobre régimen de elecciones a la Junta 
General, así como las previstas en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de 
enero, reguladora de las distintas modalidades de referéndum, debiendo estarse en todo 
caso a lo que en dichas Leyes se establezca sobre propaganda y publicidad en procesos 
electorales o referendarios.

b) Los anuncios imprescindibles para la salvaguarda del interés público o para el 
correcto desenvolvimiento de los servicios públicos.

Artículo 9.  Informe anual.

1. El Consejo de Gobierno elaborará un informe anual en materia de comunicación 
institucional, en el que se incluirán todas las actividades comprendidas en el ámbito de 
aplicación de esta Ley, su importe, y los adjudicatarios de los contratos celebrados.

2. El informe se remitirá a la Junta General dentro del primer período de sesiones de 
cada año legislativo, y a los efectos que determine el Reglamento de la Cámara, y será 
puesto a disposición de todas las organizaciones profesionales del sector.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 
para el desarrollo y ejecución de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Reglamento de la Comisión de Comunicación Institucional.

En el plazo máximo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de la presente Ley, 
el Consejo de Gobierno deberá aprobar el reglamento que determine la composición, 
organización y funcionamiento de la Comisión de Comunicación Institucional.
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§ 21

Decreto Legislativo 2/1998, de 25 de junio, por el que se aprueba el 
texto refundido del Régimen Económico y Presupuestario

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 152, de 2 de julio de 1998

«BOE» núm. 240, de 7 de octubre de 1998
Última modificación: 31 de diciembre de 2014

Referencia: BOE-A-1998-23234

La disposición adicional primera de la Ley del Principado de Asturias 7/1997, de 31 de 
diciembre, de medidas presupuestarias, administrativas y fiscales, autoriza al Consejo de 
Gobierno para que en el plazo de seis meses elabore un texto refundido del conjunto de 
disposiciones vigentes en materia de régimen económico y presupuestario, con facultades 
de aclaración, regularización y armonización de las mismas.

En cumplimiento de esta delegación se ha redactado el presente texto refundido, en el 
que además de la Ley 6/1986, de 31 de mayo, de régimen económico y presupuestario del 
Principado de Asturias, en la redacción última que las sucesivas leyes de presupuestos 
generales y la propia Ley del Principado de Asturias 7/1997, de 31 de diciembre, de medidas 
presupuestarias, administrativas y fiscales le han dado, han sido consideradas normas 
también recogidas en las leyes de presupuestos con contenido económico o presupuestario 
y cuya vigencia debe reputarse indefinida por regular cuestiones que se suscitan en la 
gestión y ejecución de todo presupuesto.

Tal consideración se ha efectuado en relación a las leyes de presupuestos promulgadas 
a partir de 1988, pues el Tribunal Constitucional, en doctrina concretada en su sentencia de 
21 de mayo de 1987, sienta que las leyes de presupuestos pueden contener todas aquellas 
materias que se encuentran directamente relacionadas «bien con las previsiones de ingresos 
y habilitaciones de gasto, bien con los criterios de política general en que las previsiones 
presupuestarias se sustentan», de lo que se deriva que los artículos de la ley con tales 
contenidos son de vigencia indefinida.

La autorización otorgada al Consejo de Gobierno comprende además de la refundición 
de los textos, su armonización, aclaración y regularización, lo que ha permitido mejorar la 
redacción de algún precepto y reorganizar la estructura del texto y su contenido, siempre con 
el máximo respeto a la voluntad del legislador.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Economía, de acuerdo con el Consejo de 
Estado, y previo acuerdo del Consejo de Gobierno en su reunión del día 25 de junio de 1998,

DISPONGO:
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Artículo único.  Objeto de la norma.

Se aprueba el texto refundido de las disposiciones vigentes en materia de régimen 
económico y presupuestario del Principado de Asturias, cuyo texto se inserta a continuación.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

Quedan derogadas las siguientes normas:

1. La Ley 6/86, de 31 de mayo, de régimen económico y presupuestario del Principado 
de Asturias, en su redacción a 1 de enero de 1998.

2. Ley 10/91, de 30 de diciembre, de presupuestos generales del Principado de Asturias 
para 1992, artículo 9 en sus apartados 1, 2 y 4, y artículo 10.

3. Ley 1/93, de 20 de mayo, de presupuestos generales del Principado de Asturias para 
1993, artículo 7 y artículo 8.

4. Ley 10/96, de 31 de diciembre, de presupuestos generales del Principado de Asturias 
para 1997, artículo 10, artículo 14, artículo 20 y artículo 21.

5. Ley 6/97, de 31 de diciembre, de Presupuestos Generales del Principado de Asturias 
para 1998, artículo 6 en sus apartados 1 y 2,artículo 8 en sus apartados 1 y 3, artículo 11, 
artículo 13, artículo 14 en sus apartados 2, 3 y 4, artículo 15 en su apartado 1, artículo 30, 
artículo 34, artículo 38, artículo 41 y la disposición adicional tercera.

Quedan derogadas asimismo, a la entrada en vigor del presente Decreto Legislativo, las 
disposiciones de igual o inferior rango emanadas de los órganos de la Comunidad Autónoma 
que se opongan a lo previsto en el mismo.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

Este Decreto Legislativo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias».

TEXTO REFUNDIDO DEL RÉGIMEN ECONÓMICO Y PRESUPUESTARIO

CAPÍTULO I

Normas generales

Sección 1.ª La Hacienda del Principado de Asturias

Artículo 1.  Objeto de la ley.

La presente ley tiene por objeto establecer la regulación de la administración de la 
Hacienda del Principado de Asturias y de su régimen presupuestario y contable.

Artículo 2.  Definición de Hacienda del Principado.

Constituye la Hacienda del Principado de Asturias el conjunto de derechos y 
obligaciones de contenido económico cuya titularidad tenga atribuida por título legítimo la 
Comunidad Autónoma.

Artículo 3.  Legislación aplicable.

1. La administración y contabilidad de la Hacienda del Principado de Asturias se 
desarrollará de acuerdo con lo dispuesto en la presente ley, en las leyes especiales en la 
materia y en las leyes de presupuestos generales del Principado de Asturias para cada 
ejercicio.

2. Supletoriamente será de aplicación la legislación del Estado en la materia.
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Artículo 4.  Sector público autonómico.

1. Para el ejercicio de las competencias atribuidas a la Comunidad Autónoma del 
Principado de Asturias se podrán crear en los términos establecidos en la disposición 
adicional primera de la Ley 2/1995, de 13 de marzo, sobre régimen jurídico de la 
Administración del Principado de Asturias, diferentes organismos o sociedades de acuerdo 
con la siguiente clasificación:

a) Organismos públicos:

Organismos autónomos.
Entidades públicas.

b) Empresas públicas.
c) Entes públicos.

2. La realización de actividades de gestión administrativa, ejecución, fomento o 
prestación de servicios, así como el desarrollo de actividades de contenido económico 
reservadas a la Administración del Principado, será ejercida a través de organismos públicos 
del Principado, entendiendo por tales aquellos órganos creados bajo la dependencia o 
vinculación con la Administración del Principado y de acuerdo con la siguiente clasificación:

a) Organismos autónomos del Principado, que son organismos públicos que se rigen por 
el derecho administrativo y a los que se les encomienda, en régimen de descentralización 
funcional y en ejecución de programas específicos de la actividad de una Consejería, la 
realización de actividades de fomento, prestacionales o de gestión de servicios públicos, 
pudiendo disponer para el desarrollo de sus funciones de ingresos propios y de las 
dotaciones que puedan percibir de los presupuestos generales del Principado.

b) Entidades públicas del Principado, que son organismos públicos a los que se 
encomienda la realización de actividades prestacionales, la gestión de servicios o la 
producción de bienes de interés público susceptibles de contraprestación, y que se rigen por 
el derecho privado, excepto en la formación de voluntad de sus órganos, en el ejercicio de 
las potestades administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos que les sean de 
aplicación contenidos en esta ley.

3. Los organismos públicos del Principado tienen personalidad jurídica diferenciada, 
patrimonio y tesorería propios y autonomía de gestión, aunque su régimen presupuestario y 
de contratación será el que les resulte de aplicación de acuerdo a la normativa de la 
Administración del Principado vigente en la materia, y sin perjuicio del sometimiento a la 
dirección estratégica de la Consejería a la que estén adscritos y de la evaluación de sus 
resultados por los órganos competentes.

4. Las empresas públicas del Principado son aquellas sociedades mercantiles creadas al 
amparo del artículo 49.2 del Estatuto de Autonomía para Asturias, en cuyo capital es 
mayoritaria, directa o indirectamente, la participación del Principado, rigiéndose por sus 
normas de creación y las normas vigentes del derecho mercantil, civil o laboral, salvo en las 
materias en que les sea de aplicación esta ley y sin perjuicio de la necesaria coordinación de 
sus actuaciones con la Consejería a la que se adscriban y con la política general del 
Principado.

5. Los entes públicos del Principado son aquellos órganos de carácter institucional o 
representativo, o desarrollados en coordinación con otras administraciones públicas, tales 
como consorcios o fundaciones, cuyo régimen legal y de funcionamiento será el que se 
derive de su normativa de creación y en los cuales la participación del Principado en su 
capital social, fondo social o aportación inicial sea mayoritaria.

Artículo 4 bis.  Recursos económicos de los organismos públicos.

1. Los recursos económicos de los organismos autónomos a que se refiere la letra a) del 
apartado 2 del artículo 4 de la presente Ley podrán provenir de alguna de las siguientes 
fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.
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b) Los productos y rentas de dicho patrimonio.
c) Las consignaciones específicas que tuvieren asignadas en los presupuestos 

generales del Principado de Asturias.
d) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de las administraciones o 

entidades públicas.
e) Los ingresos ordinarios o extraordinarios que estén autorizados a percibir, según las 

disposiciones por las que se rijan.
f) Las donaciones, legados y otras aportaciones de entidades privadas o particulares.
g) Cualquier otro recurso que pudiera serles atribuido.

2. En el caso de las entidades públicas del apartado 2 del artículo 4 de esta Ley deberán 
financiarse con los ingresos que se deriven de sus operaciones y con los recursos 
comprendidos en las letras a), b), e) y g) del apartado anterior. Excepcionalmente, cuando 
así lo prevea la ley de creación, podrán financiarse con los recursos señalados en las 
restantes letras del mismo apartado.

Artículo 5.  Materias de reserva legal.

Deberán ser objeto de ley:

a) Los presupuestos generales del Principado, así como la concesión de créditos 
extraordinarios y suplementos de crédito.

b) El establecimiento, modificación y supresión de sus tributos propios, con inclusión de 
todos los elementos determinantes de la deuda tributaria, así como la regulación de los 
tributos cedidos de acuerdo con lo dispuesto en la ley de cesión.

c) El establecimiento, modificación y supresión de los recargos sobre los impuestos del 
Estado.

d) Las operaciones de crédito a largo plazo y de emisión de deuda, así como la 
prestación de avales.

e) La autorización al Consejo de Gobierno para la constitución de empresas públicas del 
Principado, así como para la modificación, absorción, segregación, fusión o supresión de las 
existentes, y para los actos de adquisición o pérdida de su posición mayoritaria.

f) Las demás materias que por mandato constitucional o del Estatuto de Autonomía 
deban regularse por este rango.

Artículo 6.  Competencias del Consejo de Gobierno.

Corresponde al Consejo de Gobierno:

a) Aprobar el proyecto de ley de presupuestos generales del Principado.
b) Determinar las directrices de la política económica y financiera del Principado, dentro 

del marco establecido por las leyes y disposiciones emanadas de la Junta General.
c) Autorizar los gastos, en los supuestos previstos en las leyes.
c bis) Proponer a la Junta General del Principado las restricciones de gasto público en 

las transferencias a los organismos y entes públicos conforme a lo dispuesto en el apartado 
4 del artículo 17 de esta Ley, así como a las empresas públicas a tenor de lo preceptuado en 
el apartado 4 de la disposición adicional 2.ª de la presente Ley.

d) Remitir a la Junta General del Principado la Cuenta General del Principado.
e) Las demás funciones y competencias que, en esta materia, le atribuyan las leyes.

Artículo 7.  Atribuciones del Consejero competente en materia económica y presupuestaria.

Corresponde al Consejero competente en materia económica y presupuestaria:

a) Preparar y someter al acuerdo del Consejo de Gobierno el anteproyecto de ley de 
presupuestos generales del Principado.

b) Proponer al Consejo de Gobierno los acuerdos y disposiciones a que se refiere el 
artículo anterior, en materias de su competencia.

c) La alta dirección de la administración, gestión y recaudación de los derechos 
económicos de la Hacienda del Principado.
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d) La ejecución y cumplimiento de las obligaciones económicas a cargo de la Hacienda 
del Principado, salvo cuando legalmente corresponda a otros órganos o autoridades.

e) Velar por la correcta ejecución de los presupuestos generales del Principado y por el 
cumplimiento de las disposiciones de carácter financiero.

f) Coordinar la gestión de la tesorería de los organismos, empresas y entes públicos que 
componen el sector público autonómico definido en el artículo 4 de esta ley. Asimismo le 
corresponde la ordenación de los pagos de la tesorería de la Administración del Principado 
de Asturias.

g) Las demás funciones que le atribuyan las leyes.

Artículo 8.  Atribuciones de los Consejeros.

Corresponde a los titulares de las Consejerías, en el ámbito de su respectiva 
competencia:

a) Administrar los créditos para gastos del presupuesto en las secciones que, a estos 
efectos, les sean atribuidas.

b) Contraer obligaciones económicas en nombre o por cuenta del Principado en el marco 
presupuestario que les esté atribuido.

c) Autorizar los gastos propios de los servicios a su cargo, con el límite señalado por la 
ley, y proponer al Consejo de Gobierno la aprobación de los que sean de su competencia.

d) Interesar el pago de las obligaciones de su Consejería al Consejero competente en 
materia económica y presupuestaria.

e) Formular el anteproyecto de presupuestos de su Consejería y de los organismos 
autónomos de ella dependientes, así como remitir los del resto del sector público autonómico 
adscrito a la misma.

f) Las demás que les atribuyan las disposiciones vigentes.

Artículo 9.  Competencias de los organismos públicos.

A los organismos públicos del Principado les corresponderán las funciones y 
competencias que sus estatutos y disposiciones de creación y regulación les atribuyan y, en 
términos generales:

a) La administración, gestión y recaudación de sus derechos económicos.
b) La ejecución y cumplimiento de sus obligaciones económicas.
c) Elevar al titular de la Consejería a la que esté adscrito su propuesta de presupuesto.

Sección 2.ª Los Recursos y las Obligaciones

Artículo 10.  Los recursos de la Hacienda del Principado.

El producto de los recursos que constituyen la Hacienda del Principado de Asturias, 
enumerados en el artículo 44 del Estatuto de Autonomía, se destinará a satisfacer el 
conjunto de sus obligaciones, salvo que por ley se establezca la afectación expresa de 
alguno de tales recursos a finalidades determinadas.

Artículo 11.  Administración de los recursos.

1. La administración de los recursos de la Hacienda del Principado corresponde a la 
Consejería competente en materia económica y presupuestaria o a los organismos 
autónomos, según su titularidad, con el control y fiscalización que las leyes establezcan.

2. Los actos de gestión de los derechos económicos, se ajustarán a las normas 
emanadas de la Consejería competente en materia económica y presupuestaria, sin perjuicio 
de la dependencia orgánica de las oficinas gestoras de tales recursos.

Artículo 12.  Gestión tributaria.

1. La gestión de los tributos del Principado, de los recargos sobre impuestos estatales y, 
en su caso, de los tributos del Estado recaudados por el Principado de Asturias, se ajustará 
a lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía, las leyes, sus reglamentos y las normas de 
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desarrollo dictadas por el Consejero competente en materia económica y presupuestaria, sin 
perjuicio de la aplicación de las leyes del Estado cuando proceda y de la colaboración entre 
las distintas Administraciones.

2. La gestión de los tributos cedidos se efectuará de acuerdo con lo dispuesto en la ley 
de cesión.

3. Corresponde al Consejero competente en materia económica y presupuestaria la 
organización de los servicios de gestión, liquidación, inspección y recaudación tributaria, sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 25.n) de la Ley 6/84, de 5 de julio, del Presidente y del 
Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.

Artículo 13.  Recaudación de ingresos.

1. La recaudación de los tributos y demás ingresos de derecho público del Principado de 
Asturias gozará de las mismas prerrogativas que las establecidas legalmente para el Estado, 
y se realizarán de acuerdo con los procedimientos administrativos correspondientes.

2. Las certificaciones de descubierto acreditativas de deudas por ingresos de derecho 
público, extendidas por los funcionarios competentes de la Administración del Principado, 
serán título suficiente para iniciar la vía de apremio y tendrán fuerza ejecutiva para proceder 
contra los bienes y derechos del deudor.

3. La efectividad de los derechos de la Hacienda del Principado que no constituyan 
ingresos de derecho público se llevará a efecto con sujeción a las normas y procedimientos 
del derecho privado.

Artículo 14.  Cantidades adeudadas al Principado de Asturias.

1. Las cantidades adeudadas a la Hacienda del Principado por cualquiera de los 
recursos que la integran, producirán intereses de demora desde el día siguiente a aquel en 
que termine el plazo fijado para satisfacerlas.

2. El tipo de interés aplicable será, en todo momento, el mismo que esté establecido por 
el Estado para sus derechos de naturaleza análoga.

3. Cuando el Principado de Asturias o sus organismos autónomos sean acreedores de 
entidades privadas o públicas, incluso corporaciones locales, por derechos reconocidos que 
no hayan sido satisfechos en los términos previstos, la Consejería competente en materia 
económica y presupuestaria podrá efectuar retenciones de créditos presupuestarios, 
destinados a subvencionar dichas entidades, siempre que no exista perjuicio para terceros o 
que no se incumpla un convenio o compromiso de pago en el que intervengan otras 
entidades.

El Consejo de Gobierno dará cuenta a la Junta General del Principado, en el plazo de 
tres meses, de tales retenciones de créditos.

Artículo 15.  Régimen de los derechos de la Hacienda del Principado.

1. No podrán ser enajenados, gravados ni arrendados los derechos de la Hacienda del 
Principado, excepto en los supuestos previstos en las leyes.

2. No se concederán moratorias, exenciones, condonaciones ni rebajas en el pago de los 
ingresos de derecho público, excepto en los casos y forma que las leyes establezcan.

3. Corresponde al Consejo de Gobierno transigir y someter a arbitraje las contiendas que 
surjan sobre los derechos de la Hacienda del Principado.

4. El Consejo de Gobierno, a propuesta de quien ostente la titularidad de la Consejería 
competente en materia económica y presupuestaria, podrá disponer la no liquidación o, en 
su caso, la anulación y baja en contabilidad de todas aquellas liquidaciones de las que 
resulten deudas inferiores a la cuantía que fije como insuficiente para la cobertura del coste 
que su exacción y recaudación representen, con el límite de 50 euros.

Artículo 16.  Prescripción de derechos.

1. Salvo que se establezca un plazo distinto en las Leyes reguladoras de los diferentes 
recursos, prescribirá a los cuatro años el derecho de la Hacienda del Principado:
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a) A reconocer o liquidar créditos a su favor, computándose el plazo desde el último día 
en que el derecho pudo ejercitarse.

b) Al cobro de los créditos reconocidos o liquidados, a contar desde la fecha de su 
notificación o, si ésta no fuera preceptiva, desde su vencimiento.

2. La prescripción en curso quedará interrumpida:

a) Por la interposición formal de reclamaciones o recursos de cualquier clase.
b) Si la Administración exigiere nuevamente el pago por escrito o mediante notificación 

oficial.

3. Los derechos declarados prescritos serán dados de baja en las cuentas respectivas, 
previa tramitación del procedimiento y deducción de las responsabilidades a que hubiere 
lugar.

Artículo 17.  Obligaciones económicas del Principado de Asturias.

1. Las obligaciones económicas de la Administración del Principado y de sus organismos 
autónomos nacen de la ley, de los negocios jurídicos en que intervengan y de los actos y 
hechos que, según el Derecho, las generen.

2. El pago de las obligaciones económicas del Principado sólo será exigible cuando 
resulten legítimamente de la ejecución del presupuesto, de sentencia judicial firme o de 
operaciones de tesorería debidamente autorizadas.

3. Cuando las obligaciones económicas se deriven de la ejecución del presupuesto, el 
pago por la realización de obras o de prestación de servicios no podrá realizarse hasta que 
el acreedor no haya cumplido o garantizado sus obligaciones contractuales.

4. Las transferencias nominativas a los organismos y entes públicos se librarán por 
doceavas partes del crédito total, sin perjuicio de los acuerdos de restricción de gasto público 
que el Pleno de la Junta General del Principado pudiera adoptar a propuesta motivada del 
Consejo de Gobierno, que deberá acreditar las circunstancias que justifican o aconsejan esa 
restricción, así como su cuantía. Excepcionalmente, cuando se trate de transferencias de 
capital, el Consejo de Gobierno, a propuesta del órgano gestor, que deberá aportar un plan 
de financiación, y previo informe de la Consejería competente en materia económica y 
presupuestaria, podrá modificar el procedimiento anterior sin que en ningún caso los 
libramientos que se autoricen sean superiores a la cuarta parte del total consignado.

5. Las resoluciones judiciales que determinen obligaciones económicas a cargo del 
Principado o de sus organismos autónomos se cumplirán puntualmente. Si faltase en el 
presupuesto el crédito correspondiente, se elevará a la Junta General del Principado, en el 
plazo máximo de tres meses, el correspondiente expediente de tramitación de suplemento 
de crédito o crédito extraordinario.

6. Las deudas del Principado no podrán ser exigidas por el procedimiento de apremio.

Artículo 18.  Intereses por cantidades debidas por el Principado de Asturias.

1. Si el pago de las obligaciones de la Administración del Principado o de sus 
organismos autónomos no se hiciere efectivo en el plazo de los tres meses siguientes a su 
reconocimiento o a la notificación de la resolución judicial, el acreedor tendrá derecho al 
cobro de intereses al tipo fijado para las cantidades adeudadas al Principado de Asturias, 
desde la reclamación hasta la fecha de pago, siempre que reclame por escrito el 
cumplimiento de la obligación.

2. Cuando se trate de cantidades adeudadas en virtud de contrato administrativo, se 
estará a lo que a este respecto disponga la normativa vigente en materia de contratación 
administrativa de las Administraciones públicas.

Artículo 19.  Prescripción de obligaciones.

1. Prescribirá a los cuatro años el derecho al reconocimiento o liquidación por la 
Hacienda del Principado de toda obligación que no se hubiese solicitado con la presentación 
de los documentos justificativos. El plazo se contará desde la fecha en que se concluyó el 
servicio o la prestación determinante de la obligación.
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2. Prescribirá a los cuatro años el derecho a exigir el pago de las obligaciones ya 
reconocidas o liquidadas, si no fuesen reclamadas por los acreedores o sus 
derechohabientes. El plazo se contará desde la fecha de notificación del reconocimiento o 
liquidación de la respectiva obligación.

3. Las obligaciones que prescriban serán dadas de baja en las cuentas respectivas, 
previa la tramitación del correspondiente procedimiento.

CAPÍTULO II

De los Presupuestos

Sección 1.ª El Presupuesto

Artículo 20.  Concepto.

1. Los presupuestos generales del Principado de Asturias constituyen la expresión 
cifrada, conjunta y sistemática de:

a) Las obligaciones que, como máximo, podrán reconocer el Principado y sus 
organismos autónomos, y de los derechos que se prevea liquidar durante el ejercicio 
presupuestario;

b) la totalidad de los gastos e ingresos del resto de entes del sector público, y
c) las estimaciones de gastos e ingresos de las empresas públicas.

2. Los presupuestos generales del Principado de Asturias contendrán el estado de 
gastos, en el que se incluirán debidamente especificados los créditos necesarios para 
atender el cumplimiento de las obligaciones, el estado de ingresos, en el que se incluirán las 
estimaciones de los diversos derechos económicos que se prevea reconocer y liquidar en el 
ejercicio, y los estados financieros de las empresas públicas.

3. Se consignará asimismo la estimación del montante de los beneficios fiscales que 
afecten a tributos propios del Principado y tributos cedidos.

Artículo 21.  Estructura.

1. El Consejero competente en materia económica y presupuestaria determinará la 
estructura de los presupuestos generales del Principado que se elaborarán, en todo caso, 
con criterios que permitan su consolidación con los presupuestos generales del Estado.

2. La estructura del estado de gastos clasificará éstos de forma que ponga de manifiesto 
su distinta naturaleza orgánica, funcional y económica, y su asignación a programas y 
objetivos.

3. La estructura del estado de ingresos los clasificará con criterios técnicos, con arreglo a 
su naturaleza y al sistema de tributos y recursos que haya de regir durante el 
correspondiente ejercicio.

Artículo 22.  Elaboración del Proyecto.

1. El procedimiento de elaboración de los presupuestos generales del Principado se 
ajustará a las siguientes normas:

a) La Junta General del Principado, de acuerdo con su propia normativa, elaborará su 
proyecto de presupuesto y lo remitirá al Consejo de Gobierno, a efectos de su incorporación 
al proyecto de presupuestos generales del Principado.

b) La Presidencia del Principado y las Consejerías remitirán a la Consejería competente 
en materia económica y presupuestaria el anteproyecto del presupuesto correspondiente a 
sus servicios y competencias, debidamente ajustado a las leyes aplicables, a las directrices 
aprobadas por el Consejo de Gobierno y a las normas técnicas dictadas por la Consejería 
competente en materia económica y presupuestaria. Asimismo, entregarán los 
anteproyectos de los estados de ingresos y gastos del sector público autonómico a ellas 
adscrito.
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2. Los estados de ingresos de los presupuestos generales del Principado se elaborarán 
por la Consejería competente en materia económica y presupuestaria, mediante las 
evaluaciones técnicas de rendimiento del sistema de recursos que sean procedentes.

3. A la vista de los anteproyectos de gastos y evaluaciones de ingresos, la Consejería 
competente en materia económica y presupuestaria elaborará el anteproyecto de ley de 
presupuestos generales del Principado y lo someterá a la aprobación del Consejo de 
Gobierno.

Artículo 22 bis.  Régimen presupuestario de las empresas y entidades públicas.

1. Las entidades y las empresas públicas definidas en los apartados 2 y 4 
respectivamente del artículo 4 de esta Ley elaborarán anualmente un presupuesto de 
explotación, detallando el contenido de su cuenta de explotación, y un presupuesto de 
capital, especificando el origen y la aplicación de sus fondos.

2. Los presupuestos de explotación y los de capital se remitirán por las correspondientes 
entidades y empresas públicas, a través de la Consejería a la que estén adscritas, a la 
Consejería competente en materia económica y presupuestaria, para su tramitación 
conforme a lo dispuesto en el artículo 22 de esta Ley.

Artículo 23.  Remisión a la Junta General.

1. De conformidad con el Estatuto de Autonomía, el Consejo de Gobierno enviará a la 
Junta General del Principado, antes del primero de octubre, el proyecto de ley de 
presupuestos generales del Principado integrado por el texto articulado y el estado numérico 
de ingresos y gastos, para su examen, enmienda y aprobación.

2. El proyecto de ley de presupuestos generales deberá ser acompañado de la siguiente 
documentación:

a) Cuenta consolidada de los presupuestos del Principado y de sus organismos 
autónomos;

b) liquidación del presupuesto del año anterior;
c) informe económico y financiero;
d) memoria de objetivos perseguidos por aquellos programas que tengan carácter 

finalista;
e) anexo de inversiones, clasificadas territorialmente; y
f) anexo de personal, con el detalle de todas las plantillas de personal de la 

Administración del Principado y de sus organismos públicos, clasificadas por cuerpos, 
escalas y grupos y relacionadas por programas y secciones presupuestarias.

Artículo 24.  Vigencia.

1. El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural, y a los presupuestos 
respectivos se imputarán los derechos liquidados durante su vigencia, aunque provengan de 
otro ejercicio, y las obligaciones que sean reconocidas hasta el 31 de enero del ejercicio 
siguiente, siempre que correspondan a adquisiciones, obras, servicios, prestaciones o 
gastos en general, realizados antes de la expiración del ejercicio presupuestario y con cargo 
a los respectivos créditos.

2. Los derechos liquidados y las obligaciones reconocidas se aplicarán a los 
presupuestos por su importe íntegro, quedando prohibido atender obligaciones mediante 
minoración de los derechos liquidados.

3. Se exceptúan de lo anterior, las devoluciones de ingresos que se declaren indebidos 
por tribunal o autoridad competente y el reembolso del coste de los avales aportados por los 
contribuyentes como garantía para obtener la suspensión cautelar del pago de las deudas 
tributarias impugnadas, en cuanto éstas fueran declaradas improcedentes y dicha 
declaración adquiera firmeza.

Artículo 25.  Prórroga.

1. Si al comenzar el ejercicio no estuviesen aprobados los presupuestos, se 
considerarán automáticamente prorrogados los del año anterior en sus créditos iniciales.
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2. La prórroga no afectará a los créditos para gastos correspondientes a servicios o 
programas que deban terminar en el ejercicio cuyos presupuestos se prorrogan.

Sección 2.ª Los Créditos y sus Modificaciones

Artículo 26.  Carácter limitativo y vinculante de los créditos.

1. Los créditos para gastos se destinarán a la finalidad específica para la que hayan sido 
autorizados.

2. El importe de los créditos consignados en los estados de gastos tiene un alcance 
limitativo y vinculante, de acuerdo con su clasificación orgánica, funcional y económica, a 
nivel de concepto o, en su caso, de subconcepto. Los créditos destinados a gastos de 
personal, gastos de bienes corrientes y servicios y gastos financieros tendrán carácter 
vinculante a nivel de artículo y los créditos destinados a inversiones reales a nivel de 
concepto, sin perjuicio de lo que dispongan las leyes de presupuestos.

3. No se podrán adquirir compromisos de gasto por encima de los límites establecidos, 
siendo nulos de pleno derecho los actos administrativos y las disposiciones generales con 
rango inferior a la ley que infrinjan esta norma, sin perjuicio de las responsabilidades a que 
hubiere lugar.

4. Cuando razones de equilibrio presupuestario lo aconsejen y en la medida en que 
resulte necesario, se retendrán a lo largo del ejercicio aquellas partidas de gastos afectadas 
a ingresos cuya recaudación o reconocimiento no estén garantizados. La liberación de la 
retención se efectuará a medida que se realicen los ingresos efectivos o se aporte 
documentación justificativa de su percepción con cargo al concepto correspondiente.

El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia económica y 
presupuestaria, dictará las instrucciones oportunas para garantizar su cumplimiento, 
declarando indisponibles los créditos necesarios y tramitando las retenciones oportunas.

Artículo 27.  Créditos ampliables.

1. Tendrán la condición de ampliables los créditos que, con tal carácter, sean 
autorizados explícitamente en la ley de presupuestos generales del Principado.

2. El carácter de ampliable de un crédito permitirá aumentar su importe, previo 
cumplimiento de los requisitos que reglamentariamente se determinen, en función del 
reconocimiento de obligaciones específicas o de la recaudación efectiva de los derechos 
afectados, en su caso.

3. Todo expediente de ampliación de créditos estará necesariamente equilibrado y hará 
referencia a la fuente de financiación del crédito ampliado. Su aprobación corresponderá al 
Consejero competente en materia económica y presupuestaria que dará cuenta 
trimestralmente a la Junta General del Principado de Asturias.

Artículo 28.  Imputación de obligaciones.

1. Con cargo a los créditos del estado de gastos de cada presupuesto sólo podrán 
contraerse obligaciones derivadas de adquisiciones, obras, servicios y demás prestaciones o 
gastos en general que se efectúen durante el ejercicio presupuestario.

2. No obstante lo anterior, se imputarán a los créditos del presupuesto vigente en el 
momento de la expedición de las órdenes de pago las siguientes obligaciones:

a) Las que resulten de la liquidación de atrasos a favor del personal que perciba sus 
retribuciones con cargo a los presupuestos generales del Principado de Asturias.

b) Las que tengan su origen en resoluciones judiciales firmes.
c) Las obligaciones por suministros, alquileres u otros contratos de pago periódico cuyos 

recibos o documentos de cobro correspondan al último trimestre del año anterior.
d) Aquellas que, habiéndose adquirido de conformidad con el ordenamiento jurídico, 

contasen con crédito disponible en el ejercicio de procedencia.
e) Aquellas que no hayan sido reconocidas en ejercicios anteriores y que debieran ser 

imputadas a créditos ampliables.
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f) Las derivadas de compras de bienes inmuebles cuyo precio de compra exceda de 
seiscientos mil euros, sin que en ningún caso el desembolso inicial a la firma de la escritura 
pueda ser inferior al 50 por ciento del precio, pudiendo distribuirse libremente el resto hasta 
en cuatro anualidades sucesivas a los respectivos vencimientos, dentro de la limitación 
primera fijada para los gastos plurianuales.

Artículo 29.  Gastos plurianuales.

1. Podrán adquirirse compromisos de gastos que por su naturaleza hayan de extenderse 
a ejercicios posteriores a aquél en que se autoricen, siempre que no superen los límites y 
anualidades fijados en el apartado siguiente.

2. El número de ejercicios a que pueden aplicarse los gastos no será superior a cuatro. 
El gasto que se impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder, para cada 
programa presupuestario, de la cantidad que resulte de aplicar al crédito inicial del capítulo a 
que corresponda la operación, los siguientes porcentajes: en el ejercicio inmediato siguiente, 
el 70%, en el segundo ejercicio, el 60%, y en los ejercicios tercero y cuarto, el 50%.

En los contratos de obra de carácter plurianual, con excepción de los realizados bajo la 
modalidad de abono total del precio, se efectuará una retención adicional de crédito del 10% 
del importe de adjudicación, en el momento en que ésta se realice. Esta retención se 
aplicará al ejercicio en que finalice el plazo fijado en el contrato para la terminación de la 
obra o al siguiente, según el momento en que se prevea realizar el pago de la certificación 
final. Estas retenciones computarán dentro de los porcentajes establecidos en este artículo.

Estas limitaciones no serán de aplicación a los compromisos derivados de la carga 
financiera de la Deuda y de los arrendamientos de inmuebles, incluidos los contratos mixtos 
de arrendamiento y adquisición.

3. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de 
hacienda y en casos especialmente justificados, podrá acordar la modificación de los 
porcentajes anteriores, incrementar el número de anualidades o autorizar la adquisición de 
compromisos de gastos que hayan de atenderse en ejercicios posteriores en el caso de que 
no exista crédito inicial.

4. Los compromisos a que se refiere este artículo deberán ser objeto de contabilización 
separada e informados por la Consejería competente en materia presupuestaria previamente 
a su adquisición.

Artículo 30.  Tramitación anticipada de gasto.

1. Son expedientes de tramitación anticipada de gasto aquellos que hayan de generar 
obligaciones económicas para la Hacienda del Principado de Asturias, y que se inicien en el 
ejercicio presupuestario inmediatamente anterior a aquel en que vaya a comenzar a 
materializarse la contraprestación. En estos expedientes deberá concurrir la circunstancia de 
que exista crédito adecuado y suficiente en los presupuestos generales del Principado de 
Asturias.

2. Los expedientes de contratación administrativa podrán tramitarse incluso hasta la fase 
de adjudicación y su formalización correspondiente que quedarán condicionados a la 
existencia de crédito adecuado y suficiente para financiar las obligaciones asumidas, 
condición que deberá figurar en el pliego de cláusulas administrativas particulares. En los 
expedientes de concesión de subvenciones se podrá llegar a la resolución de concesión que 
quedará sometida a idéntica condición suspensiva.

Artículo 31.  Incorporación de remanentes.

1. Los créditos para gastos que en el último día del ejercicio presupuestario no estén 
vinculados al cumplimiento de obligaciones ya reconocidas quedarán anulados de pleno 
derecho.

2. No obstante lo anterior, por resolución del Consejero competente en materia 
económica y presupuestaria podrán incorporarse al estado de gastos del ejercicio siguiente, 
generando nuevos créditos en el mismo, los remanentes de crédito que procedan de:

a) Créditos de capítulo I «Gastos de personal», cuando sean destinados al pago de 
liquidación de atrasos a favor del personal del Principado o de sus organismos autónomos.
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b) Créditos de capítulo III «Gastos financieros» y capítulo IX «Pasivos financieros», 
cuando sean destinados al pago de obligaciones derivadas de operaciones autorizadas por 
el Consejo de Gobierno en el ejercicio anterior.

c) Créditos de capítulo II «Gastos en bienes corrientes y servicios» y capítulo IV 
«Transferencias corrientes», cuando garanticen compromisos de gastos contraídos durante 
el ejercicio (fase contable «D»), y para los mismos gastos que motivaron, en cada caso, la 
autorización y compromiso.

d) Créditos de capítulo VI «Inversiones reales», capítulo VII «Transferencias de capital», 
y capítulo VIII «Activos financieros», siempre que sean destinados a gastos de la misma 
naturaleza económica.

e) Créditos extraordinarios, suplementos de créditos y habilitaciones de créditos, 
aprobados durante el último trimestre del ejercicio, siempre que sean destinados a los 
mismos gastos que motivaron la aprobación de la modificación.

3. Al objeto de atender el pago de obligaciones derivadas de obras, suministros, 
servicios y operaciones de endeudamiento cuyo saldo contable haya sido anulado a fin de 
ejercicio, la Consejería competente en materia económica y presupuestaria podrá, 
excepcionalmente, autorizar la imputación del pago de obligaciones contraídas en ejercicios 
anteriores a créditos del ejercicio corriente de similar naturaleza y finalidad. Posteriormente, 
cuando se incorporen los remanentes de créditos afectados, se imputarán a los mismos las 
obligaciones iniciales previstas para el ejercicio. Para su aplicación será necesario efectuar 
solicitud motivada a la Consejería competente en materia económica y presupuestaria y 
haber tramitado, previamente, la propuesta de incorporación.

4. Los remanentes resultantes a fin de ejercicio que correspondan a créditos de 
subvenciones finalistas y que la Administración del Estado considere como situación de 
tesorería en origen para la concesión de nuevas subvenciones, podrán ser incorporados al 
ejercicio siguiente suplementando el crédito inicial correspondiente a ese ejercicio, al objeto 
de facilitar su justificación y diferenciarlos de los créditos de ejercicios anteriores.

5. Los remanentes resultantes a fin de ejercicio que correspondan a créditos para 
proyectos de inversión cofinanciados a través de programas comunitarios podrán ser 
incorporados al ejercicio siguiente siempre que correspondan a proyectos comprometidos, 
se incorporen para idéntico fin y sean necesarios para el cumplimiento financiero de los 
citados programas.

6. Los créditos generados a consecuencia de la incorporación de remanentes sólo 
podrán ser aplicados dentro del ejercicio presupuestario en el cual se acuerde la 
incorporación, con excepción de los regulados en los apartados 4 y 5 de este artículo.

7. Los créditos generados a consecuencia de la incorporación de remanentes no podrán 
ser modificados.

Artículo 32.  Crédito extraordinario y suplemento de crédito.

1. Cuando deba efectuarse algún gasto que no pueda ser aplazado hasta el ejercicio 
siguiente y para el cual no exista crédito consignado en los presupuestos o el existente sea 
insuficiente y no ampliable, el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente 
en materia económica y presupuestaria, remitirá a la Junta General del Principado el 
correspondiente proyecto de ley de concesión de crédito extraordinario o suplemento de 
crédito, respectivamente, haciendo mención necesariamente de los recursos concretos con 
que será financiado el mayor gasto.

2. Cuando la necesidad de crédito extraordinario o suplemento de crédito se produjera 
en los organismos autónomos y ello no signifique un aumento en los créditos del 
Presupuesto del Principado, la autorización corresponderá al Consejo de Gobierno cuando el 
mayor gasto represente más del 25 por 100 del presupuesto del organismo, correspondiendo 
la autorización al Consejero competente en materia económica y presupuestaria, en los 
restantes supuestos. En ambos casos será preceptivo el previo informe de la Consejería a la 
que el organismo esté adscrito, en el que se especificará el medio de financiación del mayor 
gasto. De la autorización de estos créditos se dará cuenta a la Junta General del Principado.
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Artículo 33.  Apertura provisional de crédito.

1. El Consejo de Gobierno podrá autorizar la apertura provisional de créditos en el 
estado de gastos de los presupuestos, que tengan por objeto contraer obligaciones de gasto 
inaplazable, en los casos siguientes:

a) Cuando la necesidad del gasto se produzca como consecuencia de catástrofes, 
calamidades públicas u otras situaciones de manifiesta urgencia, así declarada 
expresamente por el Consejo de Gobierno, que deberá iniciar simultáneamente la 
tramitación del correspondiente expediente de crédito extraordinario o suplemento de 
crédito.

b) Cuando la promulgación de una nueva ley o la notificación de una sentencia judicial 
genere obligaciones cuyo cumplimiento exija la concesión de crédito extraordinario o 
suplemento de crédito.

2. En ambos casos, si la Junta General del Principado no aprobase posteriormente la 
concesión del crédito extraordinario o suplemento de crédito, se cancelarán los créditos 
provisionales abiertos y el gasto que hubiere sido contraído se aplicará al crédito 
presupuestario más similar en sus fines o cuya reducción produzca menos trastorno al 
servicio público.

Artículo 34.  Transferencias de créditos.

1. Los Consejeros podrán autorizar transferencias de créditos para gastos en bienes 
corrientes y servicios, dentro de un mismo programa. Su efectividad quedará demorada 
hasta en tanto no se haya producido la toma de razón por la Consejería competente en 
materia económica y presupuestaria.

2. El Consejero competente en materia económica y presupuestaria, a propuesta de los 
respectivos Consejeros, podrá autorizar las siguientes transferencias de créditos:

a) Entre créditos para gastos de personal de un mismo Servicio.
b) Entre créditos para operaciones corrientes, excepto los de personal, de una misma 

Sección.

3. El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia económica 
y presupuestaria, podrá autorizar las siguientes transferencias:

a) Entre créditos para operaciones corrientes de las distintas Secciones.
b) Entre créditos de cualquier naturaleza, dentro de un mismo Programa.
c) Entre créditos para operaciones de capital dentro de una misma Sección.
d) Entre créditos del Fondo de Compensación Interterritorial, incluso entre distintas 

Secciones.
e) Entre créditos para operaciones de capital de distintas secciones siempre que éstos 

financien una misma obra o servicio.
f) Entre créditos para operaciones financieras dentro de una misma sección.
g) Entre créditos para operaciones de capital de distintas secciones que sean 

consecuencia de la aplicación de las medidas de fomento cultural exigidas en la realización 
de obra pública.

h) Desde créditos del programa «Imprevistos y funciones no clasificadas», a los capítulos 
respectivos de los demás programas de gastos. De estas transferencias el Consejo de 
Gobierno dará cuenta a la Junta General del Principado de Asturias en el plazo de un mes 
desde su aprobación.

4. Todas las transferencias de crédito están sujetas a las siguientes limitaciones:

a) No afectarán a créditos ampliables ni a los extraordinarios concedidos durante el 
ejercicio.

b) No minorarán créditos que hayan sido incrementados mediante transferencias o 
suplementos de crédito ni generados a través de habilitación.

c) No determinarán aumento en créditos que, como consecuencia de otras 
transferencias, hayan sido objeto de minoración.
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d) No afectarán a los créditos para gastos destinados al pago de subvenciones 
nominativas, salvo que se acredite la renuncia del beneficiario o que, por cualquier otra 
causa, haya decaído el derecho a su percepción.

e) No podrán suponer en el conjunto del ejercicio una variación en más o en menos del 
25 por 100 del crédito inicial del capítulo afectado dentro del programa, salvo acuerdo 
expreso del Consejo de Gobierno a petición del órgano gestor.

5. Las limitaciones contenidas en el apartado anterior no serán de aplicación en los 
siguientes casos:

a) Cuando se trate de créditos de capítulo I.
b) Cuando se trate de créditos modificados como consecuencia de reorganizaciones 

administrativas.
c) Cuando se efectúen transferencias entre dos créditos ampliables teniendo en cuenta 

que ello determinará la pérdida del carácter ampliable en el concepto minorado y cuando se 
efectúen entre un crédito no ampliable y otro ampliable, siempre que sea éste el que 
aumente.

d) Cuando se efectúen transferencias según lo previsto en las letras e) y f) del apartado 
3 de este artículo o se trate de transferencias relativas al programa "Imprevistos y funciones 
no clasificadas".

e) Cuando se trate de créditos para subvenciones objeto de una misma convocatoria, 
que, contando con idéntica denominación en el estado de gastos de los presupuestos 
generales del Principado de Asturias, estén distribuidos entre varios artículos de un mismo 
programa presupuestario en función de los distintos beneficiarios.

6. Las transferencias de créditos que afecten a créditos para gastos de personal deberán 
ser informadas previamente por la Consejería competente en materia de función pública.

Artículo 35.  Habilitación de créditos.

1. El Consejero competente en materia económica y presupuestaria podrá aprobar la 
habilitación de créditos, en razón y por la cuantía que pueda producirse, por las siguientes 
operaciones:

a) Aportaciones o reconocimiento de derechos a la Comunidad Autónoma, de personas 
naturales o jurídicas, para financiar gastos que por su naturaleza estén comprendidos en las 
competencias y objetivos de la misma.

b) Ingresos por subvenciones finalistas ligados a créditos que rebasen la estimación 
inicial.

c) Enajenaciones de bienes de la Comunidad Autónoma.

2. Cuando se reciban o generen derechos económicos por ingresos no previstos, salvo 
que se trate de subvenciones finalistas, se supeditará la habilitación de créditos al grado de 
ejecución de los ingresos de la Consejería proponente.

Artículo 36.  Habilitación por superávit.

1. Cuando de la liquidación del presupuesto del Principado de Asturias o de sus 
organismos autónomos se obtenga un superávit de liquidación, dicho superávit podrá 
destinarse por la Consejería competente en materia económica y presupuestaria a financiar 
el presupuesto de gastos del ente en el que se produce el superávit.

2. La financiación de modificaciones presupuestarias con superávit de liquidación 
adoptará la forma de habilitación del estado de gastos, correspondiendo su aprobación por 
ley a la Junta General del Principado de Asturias.

3. No obstante lo dispuesto en el anterior apartado, corresponderá al Consejo de 
Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia económica y presupuestaria, la 
aprobación de las habilitaciones de gastos que se refieran a los programas que determine la 
ley de presupuestos generales de cada ejercicio.

4. De las habilitaciones de gasto que se dispongan con arreglo al apartado 3 de este 
artículo el Consejo de Gobierno dará cuenta a la Junta General como máximo dentro del 
trimestre siguiente a aquél en que hayan tenido lugar.
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Artículo 37.  Reintegro de pagos indebidos.

1. Los ingresos obtenidos por reintegro de pagos realizados indebidamente con cargo a 
créditos presupuestarios, darán lugar a reposición automática de crédito en el respectivo 
concepto presupuestario.

2. Aquellos que se produzcan por pagos hechos en ejercicios anteriores continuarán 
aplicándose al presupuesto de ingresos como reintegros de ejercicios cerrados, no pudiendo 
originar en ningún caso habilitación de créditos.

Artículo 38.  Limitación del gasto público.

1. Los anteproyectos de ley o propuestas de disposición de carácter general que se 
tramiten no podrán comportar crecimiento del gasto público presupuestado, salvo que, al 
mismo tiempo, se propongan los recursos adicionales necesarios.

2. Todo anteproyecto de ley, proyecto de decreto o demás disposiciones de carácter 
general, así como los borradores de convenio o protocolo que pretenda suscribir la 
Administración del Principado de Asturias o sus entes instrumentales, deberán ir 
acompañados de una memoria económica en la que se pongan de manifiesto, 
detalladamente evaluados, cuantos datos resulten precisos para conocer todas las 
repercusiones presupuestarias de su ejecución, debiendo ser informados preceptivamente, a 
efectos económicos y con carácter previo a su aprobación, por la Consejería competente en 
materia económica y presupuestaria.

3. Para la suscripción de los convenios a que se refiere el número anterior, será 
necesaria la previa retención de crédito en el concepto adecuado.

Artículo 39.  Apertura de aplicaciones.

1. Las modificaciones de créditos podrán dar lugar, excepcionalmente, a la apertura de 
capítulos, artículos, o conceptos presupuestarios, siempre que no exista denominación 
adecuada en el presupuesto y la naturaleza del gasto lo requiera.

2. La autorización de la apertura corresponderá al Consejero competente en materia 
económica y presupuestaria salvo en aquellas modificaciones que deban ser aprobadas por 
el Consejo de Gobierno, en cuyo caso corresponderá a éste.

3. Corresponderá en todo caso al Consejo de Gobierno aprobar la creación de conceptos 
presupuestarios que supongan la aparición de denominaciones nominativas para la 
concesión de subvenciones.

4. Cuando la gestión presupuestaria lo requiera, podrá procederse a la apertura de 
nuevas aplicaciones presupuestarias, tanto en el estado de ingresos como en el de gastos. 
En este último caso únicamente procederá tal operación cuando exista un nivel de 
vinculación que haga innecesaria una modificación presupuestaria.

5. El Consejero competente en materia económica y presupuestaria podrá aprobar la 
apertura de conceptos de ingresos en el presupuesto vigente cuando la misma sea 
necesaria para aplicar ingresos no previstos, efectivamente percibidos o que se percibirán 
por derechos reconocidos al Principado; en este último caso y con carácter previo a la 
apertura del concepto, la Intervención General del Principado informará sobre la validez de la 
documentación aportada como justificante del derecho reconocido.

Artículo 40.  Reorganizaciones administrativas.

Corresponde a la Consejería competente en materia económica y presupuestaria 
efectuar en los presupuestos aprobados las adaptaciones técnicas que sean necesarias con 
motivo de reorganizaciones administrativas o del traspaso de competencias desde la 
Administración del Estado. Estas adaptaciones técnicas se efectuarán conforme al 
procedimiento establecido para las modificaciones presupuestarias y los créditos que de 
ellas resulten estarán sometidos, para ulteriores modificaciones, a las limitaciones 
establecidas para las transferencias de créditos.

La aplicación de lo dispuesto en el apartado anterior podrá dar lugar a la apertura de 
cualquier elemento de la aplicación presupuestaria, pero no implicará incremento en los 
créditos globales del presupuesto salvo cuando exista una fuente de financiación específica.
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Sección 3.ª La Ejecución del Presupuesto

Artículo 41.  Autorización y disposición de gastos.

1. Corresponde al Presidente del Principado y a los Consejeros la autorización y 
disposición de los gastos propios de los servicios a su cargo y de los que establezca la ley 
de presupuestos generales de cada ejercicio o, en su defecto, la del ejercicio anterior, hasta 
la cuantía fijada por éstas. La autorización de gastos de cuantía superior a la indicada 
corresponderá al Consejo de Gobierno, salvo que se trate de gastos fijos, de vencimiento 
periódico o de cuantía previamente determinada en consignación presupuestaria 
individualizada, que podrán ser autorizados por el Consejero respectivo.

2. En materia de autorización y disposición de gastos y ordenación de pagos del 
presupuesto de la Junta General del Principado, se estará a lo que dispongan sus 
reglamentos y normas especiales de organización y funcionamiento.

3. La autorización y disposición de gastos de los organismos autónomos se regirán por lo 
dispuesto en sus estatutos o normas de creación y, supletoriamente, por lo dispuesto en esta 
ley.

Artículo 42.  Ordenación de pagos.

1. La ordenación de todos los pagos con cargo a los fondos y depósitos del Principado 
corresponderá al Consejero competente en materia económica y presupuestaria.

2. Los organismos autónomos estarán a lo dispuesto en sus estatutos o normas de 
creación y funcionamiento. En caso de que la materia no estuviere regulada en dichas 
normas, la ordenación de pagos se someterá al régimen general señalado en el apartado 
anterior.

3. Cuando las necesidades o volumen de los servicios así lo aconsejen, el Consejo de 
Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia económica y presupuestaria y 
bajo la directa autoridad y dependencia de éste, podrá crear ordenaciones secundarias de 
pagos. En el acuerdo de creación se señalarán, necesariamente, la autoridad o funcionario 
titular, el ámbito de su competencia y las normas básicas para el ejercicio de la ordenación 
secundaria de pagos.

4. En función de las disponibilidades de la tesorería, el Consejero competente en materia 
económica y presupuestaria podrá establecer, con carácter temporal, periódico o 
permanente, el orden de prioridad de los pagos. Este orden no perjudicará el cumplimiento 
de obligaciones de vencimiento fijo.

Artículo 43.  Pagos a justificar.

1. Para aquellos gastos cuyos justificantes no puedan ser aportados al tiempo de la 
ordenación, podrán expedirse mandamientos de pago con el carácter «a justificar», sin 
perjuicio de su aplicación a los correspondientes créditos presupuestarios. Asimismo, podrá 
procederse a la expedición de libramientos a justificar cuando los servicios o prestaciones a 
que se refieran hayan tenido o vayan a tener lugar en el extranjero.

2. Los perceptores de las órdenes de pago «a justificar» vendrán obligados a rendir 
cuenta justificativa de la aplicación de las cantidades recibidas en el plazo máximo de tres 
meses, excepto en las correspondientes a pagos de expropiaciones, que podrá ser rendida 
en el plazo de seis meses, y estarán sujetos a las responsabilidades señaladas en las leyes.

3. Para la atención de gastos corrientes de carácter periódico o repetitivo, se podrán 
librar anticipos de caja fija. Tendrán esta consideración aquellas provisiones de fondos de 
carácter no presupuestario y permanente que se realicen a pagadurías, cajas y 
habilitaciones, en los términos que se establezcan reglamentariamente, para la atención 
inmediata de tales gastos y posterior aplicación al presupuesto del año en que se efectúen.
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Artículo 44.  Cierre del ejercicio.

Los presupuestos de cada ejercicio se cerrarán, en cuanto a liquidación y recaudación 
de derechos y reconocimiento y pago de obligaciones, el 31 de diciembre, formándose la 
Cuenta General conforme a las normas contenidas en esta ley.

Artículo 45.  Tesorería General.

1. El manejo y custodia de todos los fondos y valores de la Comunidad Autónoma 
corresponderá a la Tesorería General del Principado de Asturias, y en su caso, a las 
tesorerías delegadas, que dependerán orgánica y funcionalmente de la Consejería 
competente en materia de tesorería.

2. Las garantías que deban constituirse a favor de la Administración del Principado de 
Asturias o de sus organismos públicos se presentarán en la Tesorería General del 
Principado de Asturias para su custodia, salvo las excepciones que se determinen 
reglamentariamente.

CAPÍTULO III

Del endeudamiento

Artículo 46.  Operaciones de endeudamiento.

1. Las operaciones de endeudamiento que realice el Principado de Asturias deberán 
responder a alguna de las siguientes modalidades:

a) Concertación de préstamos;
b) emisión de deuda pública, y
c) prestación de avales.

2. Estas operaciones podrán ser concertadas en moneda extranjera o en el extranjero, 
en las condiciones y con las limitaciones que la legislación establezca.

Artículo 47.  Endeudamiento del sector público autonómico.

1. Los organismos autónomos del Principado de Asturias podrán hacer uso de las 
siguientes modalidades de endeudamiento:

a) Concertación de préstamos.
b) Emisión de deuda pública.

2. Sin perjuicio de lo que establezcan sus leyes de creación, las entidades públicas a que 
se refiere el apartado 2 del artículo 4 de la presente ley podrán hacer uso de operaciones de 
préstamo.

3. Los límites de cuantía del endeudamiento y sus fines deberán ser autorizados por ley. 
En todo caso, será requisito imprescindible para su concertación informe favorable de la 
Consejería competente en materia económica y presupuestaria.

4. Las empresas y entes públicos podrán hacer uso de las siguientes modalidades de 
endeudamiento:

a) concertación de préstamos,
b) emisión de obligaciones,
c) prestación de avales.

La formalización de dichas operaciones requerirá la autorización del Consejero 
competente en materia económica y presupuestaria.

5. Dentro de los quince primeros días de cada trimestre los organismos públicos, las 
empresas y entes públicos a que se refiere este artículo pondrán en conocimiento de la 
Consejería competente en materia económica y presupuestaria la situación de la deuda viva 
a finales del trimestre anterior.»
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Artículo 47 bis.  Endeudamiento de otros entes.

1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, deberán obtener autorización del 
Consejero competente en materia económica y presupuestaria para formalizar operaciones 
de endeudamiento todos aquellos entes en los que, directa o indirectamente, el Principado 
de Asturias participe, financie la mayor parte de sus gastos o mantenga una posición de 
control en sus órganos de decisión.

2. Dentro de los quince primeros días de cada trimestre, los citados entes pondrán en 
conocimiento de la Consejería competente en materia económica y presupuestaria la 
situación de la deuda viva a finales del trimestre anterior.

Artículo 48.  Operaciones de préstamo a corto plazo. Régimen.

1. Con el fin de cubrir necesidades transitorias de tesorería, el Principado de Asturias 
podrá concertar operaciones de préstamo, en un plazo igual o inferior a un año.

2. El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia económica 
y presupuestaria, estará facultado para concertar esta clase de operaciones con el límite 
global anual del 5 por 100 del estado de gastos de los presupuestos del Principado vigentes, 
o el que la ley de presupuestos generales del Principado señale para el correspondiente 
ejercicio.

Artículo 49.  Operaciones de préstamo a largo plazo.

El Principado de Asturias podrá concertar, con entidades de crédito legalmente 
reconocidas, operaciones de préstamo por plazo superior a un año, siempre que el importe 
total de dichas operaciones sea destinado exclusivamente a gastos de inversión.

Artículo 50.  Deuda Pública.

1. El Principado de Asturias podrá emitir deuda pública, con la finalidad de cubrir 
exclusivamente gastos de inversión.

2. La deuda pública del Principado estará representada en anotaciones en cuenta, títulos 
valores o cualquier otro documento que formalmente la reconozca, de conformidad con lo 
establecido en el Estatuto de Autonomía y tendrán la consideración de fondos públicos y 
gozarán de los mismos beneficios y condiciones que la deuda pública del Estado.

Artículo 51.  Régimen de las operaciones de endeudamiento.

1. La emisión de deuda pública y las operaciones de préstamo por plazo superior a un 
año serán autorizadas necesariamente por ley, que establecerá el límite anual de cada clase 
de operaciones y fijará su destino y características.

2. Corresponderá al Consejo de Gobierno disponer la realización de las operaciones de 
préstamo y el desarrollo de la emisión de deuda, así como la fijación de sus condiciones y 
características, dentro del marco y límites que establezca la ley que las autorice. 
Corresponde al Consejero competente en materia económica y presupuestaria la 
representación del Principado de Asturias en la formalización contractual de las operaciones 
de préstamo y en todos cuantos actos y documentos sean precisos para la formalización de 
las operaciones de endeudamiento.

3. Cuando en las operaciones de endeudamiento para obtener un mejor coste o una 
mejor distribución de la carga financiera o para prevenir los posibles efectos negativos 
derivados de las fluctuaciones en las condiciones de mercado, deban acordarse o 
concertarse operaciones voluntarias de amortización, canje, sustitución, conversión, 
prórroga, intercambio financiero, cambio en la forma de representación y otras análogas que 
supongan modificaciones de cualesquiera condiciones de las operaciones realizadas, 
corresponderá al Consejo de Gobierno fijar las condiciones generales y al Consejero 
competente en materia económica y presupuestaria acordarlas o concertarlas.

4. Todas las operaciones de préstamo y deuda del Principado de Asturias estarán 
sujetas, en todo caso, a las limitaciones, condiciones y coordinación con la Administración 
General del Estado en los términos establecidos en la legislación aplicable.
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Artículo 52.  Ingresos por operaciones de endeudamiento.

1. El producto de las operaciones de préstamo por plazo superior a un año y de emisión 
de deuda pública se ingresará en la Tesorería del Principado y se aplicará al estado de 
ingresos de los presupuestos.

2. Los créditos consignados en los presupuestos para pago de intereses y 
amortizaciones de préstamos y deuda no podrán ser objeto de modificación, en tanto no se 
varíen las condiciones en que se concertaron las operaciones.

Artículo 53.  Los avales. Régimen.

1. La Administración del Principado de Asturias podrá afianzar operaciones de crédito 
concertadas con entidades de crédito legalmente establecidas, mediante el otorgamiento del 
correspondiente aval.

2. Para ser beneficiario de un aval será necesario reunir los requisitos exigidos por la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, a los beneficiarios de las mismas.

3. El límite máximo de los avales que puedan prestarse en cada ejercicio se fijará por 
ley, correspondiendo al Consejero competente en materia económica y presupuestaria su 
autorización en las condiciones, circunstancias y para los fines que establezca el Consejo de 
Gobierno.

4. Los avales prestados por el Principado podrán devengar a su favor la comisión que 
para cada operación se señale.

5. Las cantidades que el prestatario avalado venga obligado a abonar al Principado de 
Asturias como consecuencia o en desarrollo de la concesión por éste del aval, tendrán la 
consideración de ingresos de derecho público.

6. De los avales que se concedan se dará cuenta trimestralmente a la Junta General.

CAPÍTULO IV

De la Intervención y la Contabilidad

Sección 1.ª La Intervención General

Artículo 54.  Objeto de intervención y contabilización.

1. Todos los actos, documentos y expedientes de la Administración del Principado y de 
sus organismos autónomos de los que puedan derivarse derechos y obligaciones de 
contenido económico serán intervenidos y contabilizados con arreglo a lo dispuesto en la 
presente ley.

2. En cuanto a las empresas, entidades y particulares, por razón de las subvenciones, 
créditos, avales y otras ayudas que puedan recibir del Principado o sus organismos 
autónomos, el control de carácter económico y financiero se ejercerá en la forma que se 
hubiera establecido o se establezca en cada caso, con independencia de las funciones 
interventoras que se regulan en la presente ley.

Artículo 55.  La Intervención General.

1. La Intervención General del Principado, dependiente orgánicamente de la Consejería 
competente en materia económica y presupuestaria, ejercerá sus funciones con plena 
autonomía e independencia respecto de los órganos sometidos a su fiscalización, y será:

a) El órgano fiscalizador de la actividad económica y financiera de la Administración del 
Principado y de sus organismos autónomos.

b) El centro directivo de la contabilidad pública de la Comunidad Autónoma.

2. Para el ejercicio de las funciones interventoras y cuando la extensión o complejidad de 
los servicios lo aconsejen, se podrán designar Interventores delegados, que ejercerán sus 
funciones por delegación del Interventor general, el cual podrá siempre avocar para sí la 
fiscalización de cualquier acto o expediente.
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Artículo 56.  Función interventora.

1. El ejercicio de la función interventora comprenderá:

a) La intervención crítica o previa de todo acto, documento o expediente susceptible de 
producir derechos u obligaciones de contenido económico o movimiento de fondos y valores.

b) La intervención formal de la ordenación del pago.
c) La intervención material del pago.
d) La intervención de la aplicación de las cantidades destinadas a obras, adquisiciones, 

suministros, servicios o subvenciones, que supondrá la pertinente calificación documental.

2. No estarán sometidos a intervención previa los gastos de material no inventariable, así 
como los de carácter periódico y demás de tracto sucesivo, una vez intervenido el gasto 
correspondiente al período inicial del acto o contrato del que se deriven o sus 
modificaciones.

3. Por vía reglamentaria podrán ser excluidos de intervención previa los contratos 
menores, las subvenciones nominativas, los anticipos de caja fija y los pagos a justificar en 
la cuantía que se determine, así como las indemnizaciones por razón del servicio.

4. El Consejo de Gobierno podrá acordar, previo informe de la Intervención General, que 
la intervención previa en cada una de las Consejerías, centros, dependencias u organismos 
se limite a comprobar los extremos siguientes:

a) La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado a la 
naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer.

En los casos en que se trate de contraer compromisos de gastos de carácter plurianual, 
se comprobará, además, si se cumple lo preceptuado por esta ley al respecto.

b) Que las obligaciones o gastos se generan por órgano competente.
c) Aquellos otros extremos que, por su trascendencia en el proceso de gestión, 

determine el Consejo de Gobierno a propuesta del Consejero competente en materia 
económica y presupuestaria, previo informe de la Intervención General.

Los interventores delegados podrán formular las observaciones complementarias que se 
consideren convenientes, sin que las mismas tengan, en ningún caso, efectos suspensivos 
en la tramitación de los expedientes correspondientes.

5. Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplicación respecto de las 
obligaciones o gastos de cuantía indeterminada y aquellos otros que deban ser aprobados 
por el Consejo de Gobierno.

6. Las obligaciones o gastos sometidos a la fiscalización limitada a que se refiere el 
apartado 4 de este artículo serán objeto de otra plena con posterioridad, ejercida sobre una 
muestra representativa de los actos, documentos o expedientes que dieron origen a la 
referida fiscalización, mediante la aplicación de técnicas de muestreo o auditoría, con el fin 
de verificar que se ajusta a las disposiciones aplicables en cada caso y determinar el grado 
de cumplimiento de la legalidad en la gestión de los créditos.

Los interventores delegados que realicen las fiscalizaciones con posterioridad deberán 
emitir informe escrito en el que hagan constar cuantas observaciones y conclusiones se 
deduzcan de las mismas. Estos informes se remitirán al centro gestor para que formule, en 
su caso y en el plazo de quince días, las alegaciones que considere oportunas, elevándolos 
posteriormente a la Intervención General.

La Intervención General dará cuenta al Consejo de Gobierno y a los centros gestores 
que resulten afectados de los resultados más importantes de la fiscalización realizada con 
posterioridad y, en su caso, propondrá las actuaciones que resulten aconsejables para 
asegurar que la administración de los recursos públicos se ajuste a las disposiciones 
aplicables en cada caso.

7. La fiscalización previa de los derechos será sustituida por la inherente a la toma de 
razón en contabilidad, estableciéndose las actuaciones comprobatorias posteriores que 
determina la Intervención General.

8. El control financiero y de eficacia de todo el sector público dependiente de la 
Administración del Principado de Asturias se realizará por la Intervención General mediante 
la práctica de auditorías, con la extensión, objeto y periodicidad que en los correspondientes 
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planes establezca la Consejería competente en materia económica y presupuestaria, a 
propuesta de la Intervención General.

Dicho control financiero podrá ejercerse con carácter permanente en sustitución de la 
función interventora. El desarrollo concreto de esta medida se producirá por Acuerdo de 
Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia económica y 
presupuestaria.

Para la ejecución de auditorías se podrá recabar la colaboración de empresas privadas 
especializadas, que se ajustarán a las instrucciones que a tal efecto se les dicten.

9. La Intervención General determinará los actos, documentos y expedientes sobre los 
que la función interventora a que se refiere el número uno de este artículo podrá ser ejercida 
sobre muestras y no sobre el total de la documentación. La propia Intervención General 
determinará los procedimientos para la selección y tratamiento de las muestras, de forma 
que se garantice la fiabilidad y la objetividad de la fiscalización.

Artículo 57.  Reparos de la Intervención General.

1. Cuando la Intervención General del Principado, en el ejercicio de su función 
fiscalizadora, se manifestase en desacuerdo con el fondo o la forma de los actos, 
documentos o expedientes examinados, deberá formular sus reparos por escrito.

2. Cuando la disconformidad o el reparo de la Intervención General se refiera al 
reconocimiento o liquidación de derechos a favor de la Hacienda del Principado, la oposición 
se formalizará en nota de reparo y, caso de subsistir la discrepancia, mediante la 
interposición de la reclamación o recurso legal o reglamentariamente procedente.

3. Cuando la disconformidad o el reparo de la Intervención General afectase a la 
autorización o disposición de gastos, reconocimiento de obligaciones u ordenación de pagos, 
se suspenderá la tramitación del expediente, hasta que el reparo fuere solventado, en los 
siguientes casos:

a) Cuando se base en la insuficiencia de crédito presupuestario o el propuesto no se 
considere adecuado.

b) Cuando se aprecien graves irregularidades en la documentación justificativa de las 
órdenes de pago o no se acredite suficientemente el derecho del perceptor.

c) En el caso de omisión en el expediente de requisitos o trámites que, a juicio de la 
Intervención, sean esenciales, cuando estimen que la continuación de la gestión 
administrativa pueda causar quebranto económico a la Hacienda del Principado o a un 
tercero.

d) Cuando el reparo derivase de comprobaciones materiales de obras, suministros, 
adquisiciones o servicios.

Artículo 58.  Disconformidad.

1. Cuando el órgano al que afecte un reparo manifestado por la Intervención esté 
disconforme con el mismo, se procederá de la siguiente forma:

a) Si la discrepancia corresponde a reparo manifestado por una Intervención Delegada, 
será resuelta por la Intervención General.

b) Si se mantuviere la discrepancia o ésta fuere sobre un reparo manifestado por la 
Intervención General, será resuelta por el Consejo de Gobierno.

2. No obstante los defectos que observe en un expediente, la Intervención podrá emitir 
informe favorable siempre que los requisitos o trámites incumplidos no sean esenciales. En 
este supuesto la eficacia del acto quedará condicionada a la subsanación de aquellos 
defectos, de lo cual se deberá dar cuenta a la Intervención General.

Sección 2.ª La Contabilidad Pública

Artículo 59.  Contabilidad Pública.

1. La Administración del Principado y el sector público autonómico a que se refiere el 
artículo 4 de la presente Ley, quedan sometidos a la obligación de rendir cuentas de las 
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respectivas operaciones, cualquiera que sea su naturaleza, al Tribunal de Cuentas por 
conducto de la Intervención General del Principado de Asturias.

2. La Administración del Principado, así como sus organismos autónomos, quedan 
sometidos al régimen de contabilidad pública, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y sus 
disposiciones complementarias.

3. Las entidades públicas a que se refiere el apartado 2 del artículo 4 de la presente Ley 
formarán y rendirán sus cuentas de acuerdo con los principios y normas de contabilidad 
recogidos en el Plan General de Contabilidad vigente para la empresa española y 
disposiciones que lo desarrollen.

4. Las empresas públicas a que se refiere el apartado 4 del artículo 4 de esta Ley 
formarán y rendirán sus cuentas de acuerdo con los principios y normas de contabilidad 
recogidos en el Plan General de Contabilidad vigente para la empresa española y 
disposiciones que lo desarrollen.

5. Los entes públicos a que se refiere el apartado 5 del artículo 4 de la presente Ley 
formarán y rendirán sus cuentas de acuerdo con lo previsto en su normativa de creación, y 
en su defecto por los principios y normas de contabilidad recogidos en el Plan General de 
Contabilidad Pública, salvo que concurran en los mismos las características siguientes, en 
cuyo caso aplicarán el Plan General de Contabilidad de las empresas:

a) Que su actividad principal consista en la producción de bienes y servicios destinados 
a la venta en el mercado.

b) Que, al menos, el 50 por 100 de sus ingresos proceda de la venta en el mercado de 
su producción.

Artículo 60.  Objeto.

Corresponde a la Consejería competente en materia económica y presupuestaria la 
organización de la contabilidad pública del Principado de Asturias, con el objeto de:

a) Registrar las operaciones de ejecución de los presupuestos generales del Principado.
b) Conocer el movimiento y la situación de tesorería.
c) Reflejar la composición, variaciones y situación del patrimonio del Principado.
d) Proporcionar los datos necesarios para la formación y rendición de la Cuenta General 

del Principado, así como de las demás cuentas, estados o documentos que deban remitirse 
a la Junta General del Principado y al Tribunal de Cuentas.

e) Facilitar, en relación con las actividades desarrolladas por la Comunidad Autónoma, 
los datos y antecedentes que sean precisos para la confección de las cuentas del sector 
público regional.

f) Proporcionar la información económica y financiera que sea necesaria para la toma de 
decisiones por los órganos de gobierno del Principado.

Artículo 61.  Dirección.

La Intervención General del Principado es el centro directivo de la contabilidad pública, al 
que compete:

a) Promover e impulsar el ejercicio de la potestad reglamentaria, en orden a la 
determinación y regulación de la estructura, justificación, tramitación y rendición de cuentas y 
demás documentos relativos a la contabilidad pública.

b) Someter a la aprobación del Consejero competente en materia económica y 
presupuestaria la normativa contable a la que deberá adaptarse la Administración del 
Principado y sus organismos autónomos.

Artículo 62.  Gestión.

La Intervención General del Principado es el centro gestor de la contabilidad pública, al 
que corresponde:

a) Formar la Cuenta General del Principado de Asturias.
b) Examinar, formular, en su caso, observaciones y preparar las cuentas que hayan de 

elevarse a la Junta General del Principado o ser examinadas por el Tribunal de Cuentas.
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c) Recabar la presentación de las cuentas, expedientes, estados y demás documentos 
sujetos a su examen crítico.

d) Centralizar la información deducida de la contabilidad de la Administración del 
Principado y sus organismos autónomos.

e) Inspeccionar e impulsar las actividades contables de todo orden existentes en las 
Consejerías, organismos y demás centros o establecimientos de la Administración del 
Principado y de sus organismos autónomos.

Sección 3.ª La Cuenta General

Artículo 63.  La Cuenta General.

1. La Cuenta General del Principado comprenderá todas las operaciones 
presupuestarias, extrapresupuestarias y movimientos de tesorería llevados a cabo durante el 
ejercicio por el Principado y sus organismos autónomos.

2. La estructura de la Cuenta General del Principado se determinará reglamentariamente 
y constará de:

a) La liquidación del presupuesto del Principado.
b) La liquidación de los presupuestos de los organismos autónomos.
c) La cuenta de tesorería, que reflejará los movimientos de fondos y valores de todo 

orden y el estado de situación en fin de ejercicio.
d) La cuenta general de la deuda pública del Principado.
e) Un estado de situación de compromisos de gasto adquiridos con cargo a ejercicios 

futuros.

Artículo 64.  Liquidación de los presupuestos.

La liquidación de los presupuestos a que se refieren los apartados a) y b) del número 
dos del artículo anterior, constará de las siguientes partes:

1. Liquidación del estado de gastos en la que, con arreglo a la estructura de los 
presupuestos, y en el modelo que reglamentariamente se apruebe, se detalle:

a) Los créditos iniciales autorizados, sus modificaciones y los créditos finales.
b) Las obligaciones reconocidas con cargo a cada uno de ellos.
c) Los pagos realizados.
d) Los remanentes de crédito no comprometidos que se anulan, con separación de 

aquellos que sean susceptibles de incorporación al ejercicio siguiente.
e) Relación de las obligaciones pendientes de pago en fin de ejercicio.

2. Liquidación del estado de ingresos, en la que, con arreglo al modelo que 
reglamentariamente se apruebe, se detallen:

a) Las previsiones de ingresos.
b) Los derechos reconocidos y liquidados.
c) Los ingresos realizados.
d) La comparación de las previsiones con los derechos reconocidos y liquidados, 

determinando las previsiones no realizadas.
e) Relación de los derechos liquidados, pendientes de cobro en fin de ejercicio.

3. Resultado del ejercicio en el que, por comparación de las liquidaciones de los estados 
de gastos e ingresos, se obtenga y refleje la situación de déficit o superávit en fin de 
ejercicio.

Sección 4.ª Información a la Junta General

Artículo 65.  Información a la Junta General.

1. Antes de que concluya el segundo período de sesiones y al inicio del primero, el 
Consejo de Gobierno, a través de la Consejería competente en materia económica y 
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presupuestaria, presentará a la Junta General del Principado el estado de ejecución del 
presupuesto y sus modificaciones. De igual modo, en el mes de febrero se remitirá el estado 
de ejecución del presupuesto de gastos del ejercicio anterior desagregado totalmente por 
fases contables.

2. Por el mismo conducto, se dará trimestralmente traslado a la Junta General de los 
siguientes datos:

a) Movimiento de tesorería por operaciones presupuestarias y extrapresupuestarias; y
b) situación de tesorería.

CAPÍTULO V

De las responsabilidades

Artículo 66.  Responsabilidad ante la Hacienda.

1. Las autoridades, funcionarios y personal al servicio de la Administración del 
Principado y de sus organismos autónomos que, con dolo, culpa o negligencia inexcusable, 
adopten resoluciones o realicen actos con infracción de lo dispuesto en la presente ley, 
estarán obligados a indemnizar a la Hacienda del Principado por los daños y perjuicios que 
sean consecuencia directa de aquéllos, con independencia de la responsabilidad penal o 
disciplinaria que les pueda corresponder.

2. Estarán sujetos también a la obligación de indemnizar, además de las personas a que 
se refiere el número anterior, los interventores y ordenadores de pagos que, con dolo, culpa 
o ignorancia inexcusable, no hayan salvado su actuación en el respectivo expediente, 
mediante observación o reparo escrito acerca de la improcedencia o ilegalidad del acto o 
resolución.

3. Estarán obligados a prestar fianza en los casos, cuantía y forma que se determinen, 
los funcionarios, particulares o entidades que manejen o custodien fondos o valores del 
Principado.

4. El Principado de Asturias, a través de los órganos competentes en cada caso y en los 
términos fijados por la ley, podrá exigir las indemnizaciones económicas que procedan a los 
responsables de la custodia y manejo de los fondos públicos, por los perjuicios que pudiesen 
ocasionar, con independencia de las demás responsabilidades de carácter civil, penal o 
disciplinario en que pudiesen incurrir.

5. La responsabilidad de quienes hayan participado en el acto o resolución será siempre 
mancomunada, excepto en los casos de dolo, en que será solidaria.

6. Los perjuicios a que se refieren los números anteriores, una vez declarados en firme 
en el respectivo expediente, tendrán la consideración de débitos a la Hacienda del 
Principado y serán hechos efectivos por vía administrativa, incluso la vía de apremio.

CAPÍTULO VI

Subvenciones y ayudas públicas

Artículo 67.  Subvenciones y ayudas públicas.

1. Las subvenciones que se concedan por la Administración del Principado de Asturias o 
sus organismos autónomos con cargo a sus Presupuestos, salvo que tengan carácter 
nominativo, lo serán con arreglo a criterios de publicidad, concurrencia, objetividad y al 
procedimiento reglamentariamente determinado.

Las Consejerías correspondientes, previamente a la disposición de los créditos, 
establecerán las normas reguladoras de la concesión.

1 bis. La falta de resolución expresa de las solicitudes de subvenciones y ayudas, tendrá, 
a los efectos establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, efectos 
desestimatorios.
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2. Los perceptores de subvenciones estarán obligados a justificar el cumplimiento de la 
finalidad que motivó su concesión y, en su caso, la aplicación de los fondos recibidos, en la 
forma que se establezca en la concesión o en las normas reglamentarias.

3. Las ayudas consistentes en becas para la realización de trabajos o proyectos 
específicos o supeditados al curso escolar tendrán una duración máxima de dos años, 
incluyendo el inicial, y los compromisos de gastos adquiridos se considerarán, a efectos 
contables, como gastos plurianuales tramitándose en los mismos documentos. Estos gastos 
serán aprobados por el Consejo de Gobierno.

Artículo 67 bis.  Reintegro.

1. El interés de demora aplicable en materia de subvenciones será el establecido en el 
artículo 38 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones.

2. Prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración a reconocer o liquidar el 
reintegro en los términos establecidos en el artículo 39 de la Ley a que se refiere el apartado 
anterior.

Artículo 68.  Infracciones administrativas.

Constituyen infracciones administrativas en materia de subvenciones las acciones y 
omisiones tipificadas en los artículos 56, 57 y 58 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
general de subvenciones.

Artículo 69.  Sanciones.

1. Las infracciones en materia de subvenciones se sancionarán mediante la imposición 
de sanciones pecuniarias y, cuando proceda, de sanciones no pecuniarias, en los términos 
que establece el artículo 59 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de 
subvenciones.

2. Responderán de la sanción impuesta las personas a que se refieren los artículos 53 y 
69 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones, en los términos en 
ellos recogidos.

Artículo 69 bis.  Graduación de sanciones.

1. Las sanciones se graduarán atendiendo en cada caso concreto a:

a) La comisión repetida de las infracciones señaladas en el presente Texto refundido en 
materia de subvenciones.

Se entenderá producida esta circunstancia cuando el sujeto infractor haya sido 
sancionado por una infracción de la misma naturaleza, ya sea grave o muy grave, en virtud 
de resolución firme en vía administrativa dentro de los cuatro años anteriores a la comisión 
de la infracción.

Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy grave, 
el porcentaje de la sanción mínima se incrementará entre 10 y 75 puntos.

b) La resistencia, negativa u obstrucción a las actuaciones de control recogidas en el 
párrafo c) del apartado 1 del artículo 14 y en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones. Cuando concurra esta 
circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy grave, el porcentaje de la 
sanción mínima se incrementará entre 10 y 75 puntos.

c) La utilización de medios fraudulentos en la comisión de infracciones en materia de 
subvenciones.

A estos efectos, se considerarán principalmente medios fraudulentos los siguientes:

1. Las anomalías sustanciales en la contabilidad y en los registros legalmente 
establecidos.

2. El empleo de facturas, justificantes u otros documentos falsos o falseados.
3. La utilización de personas o entidades interpuestas que dificulten la comprobación de 

la realidad de la actividad subvencionada.
Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy grave, 

el porcentaje de la sanción mínima se incrementará entre 20 y 100 puntos.
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d) La ocultación a la Administración, mediante la falta de presentación de la 
documentación justificativa o la presentación de documentación incompleta o inexacta, de 
los datos necesarios para la verificación de la aplicación dada a la subvención recibida. 
Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy grave, el 
porcentaje de la sanción se incrementará entre 10 y 50 puntos.

e) El retraso en el cumplimiento de las obligaciones formales.

2. Los criterios de graduación son aplicables simultáneamente. El criterio establecido en 
la letra e) del apartado anterior se empleará exclusivamente para la graduación de las 
sanciones por infracciones leves.

3. Los criterios de graduación recogidos en los apartados anteriores no podrán utilizarse 
para agravar la infracción cuando estén contenidos en la descripción de la conducta 
infractora o formen parte del propio ilícito administrativo.

4. El importe de las sanciones leves impuestas a un mismo infractor por cada subvención 
no excederá en su conjunto del importe de la subvención inicialmente concedida.

5. El importe de las sanciones graves y muy graves impuestas a un mismo infractor por 
cada subvención no excederá en su conjunto del triple del importe de la cantidad 
indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso de entidades colaboradoras, 
de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

Artículo 69 ter.  Sanciones por infracciones leves.

1. Cada infracción leve será sancionada con multa de 75 a 900 euros, salvo lo dispuesto 
en el apartado siguiente.

2. Serán sancionadas en cada caso con multa de 150 a 6.000 euros las siguientes 
infracciones:

a) La inexactitud u omisión de una o varias operaciones en la contabilidad y registros 
legalmente exigidos.

b) El incumplimiento de la obligación de la llevanza de contabilidad o de los registros 
legalmente establecidos.

c) La llevanza de contabilidades diversas que, referidas a una misma actividad, no 
permita conocer la verdadera situación de la entidad.

d) La utilización de cuentas con significado distinto del que les corresponde, según su 
naturaleza, que dificulte la comprobación de la realidad de las actividades subvencionadas.

e) La falta de aportación de pruebas y documentos requeridos por los órganos de control 
o la negativa a su exhibición.

f) El incumplimiento por parte de las entidades colaboradoras de las obligaciones 
establecidas en el artículo 15 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de 
subvenciones.

g) El incumplimiento por parte de las personas o entidades sujetas a la obligación de 
colaboración y de facilitar la documentación a que se refiere el artículo 46 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, general de subvenciones, cuando de ello se derive la imposibilidad de 
contrastar la información facilitada por el beneficiario o la entidad colaboradora.

Artículo 69 quáter.  Sanciones por infracciones graves.

1. Las infracciones graves serán sancionadas con multa pecuniaria proporcional del 
tanto al doble de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso 
de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

2. Cuando el importe del perjuicio económico correspondiente a la infracción grave 
represente más del 50 por 100 de la subvención concedida o de las cantidades recibidas por 
las entidades colaboradoras, y excediera de 30.000 euros, concurriendo alguna de las 
circunstancias previstas en los párrafos b) y c) del apartado 1 del artículo 69 bis de este 
Texto refundido, los infractores podrán ser sancionados, además, con:

a) Pérdida, durante un plazo de hasta tres años, de la posibilidad de obtener 
subvenciones, ayudas públicas y avales de la Administración u otros entes públicos.

b) Prohibición, durante un plazo de hasta tres años, para celebrar contratos con la 
Administración u otros entes públicos.
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c) Pérdida, durante un plazo de hasta tres años, de la posibilidad de actuar como entidad 
colaboradora.

Artículo 69 quinquies.  Sanciones por infracciones muy graves.

1. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa pecuniaria proporcional del 
doble al triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso 
de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

No obstante, no se sancionarán las infracciones recogidas en los párrafos b) y d) del 
artículo 58 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones, cuando los 
infractores hubieran reintegrado las cantidades y los correspondientes intereses de demora 
sin previo requerimiento.

2. Cuando el importe del perjuicio económico correspondiente a la infracción muy grave 
exceda de 30.000 euros, concurriendo alguna de las circunstancias previstas en los párrafos 
b) y c) del apartado 1 del artículo 69 bis de este Texto refundido, los infractores podrán ser 
sancionados, además, con:

a) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de obtener 
subvenciones, ayudas públicas y avales de la Administración u otros entes públicos.

b) Prohibición, durante un plazo de hasta cinco años, para celebrar contratos con la 
Administración u otros entes públicos.

c) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de actuar como 
entidad colaboradora.

Artículo 70.  Procedimiento sancionador y competencia para la imposición de sanciones.

1. El procedimiento sancionador para la imposición de las sanciones por la comisión de 
las infracciones administrativas tipificadas en la presente ley, será el establecido con 
carácter general en la Administración del Principado de Asturias.

2. Las sanciones serán acordadas e impuestas por los titulares de las Consejerías 
concedentes de la subvención salvo en los supuestos en los que, de acuerdo con la Ley 
2/95, de 13 de marzo, sobre régimen jurídico de la Administración del Principado de Asturias, 
la competencia corresponde a los titulares de las Viceconsejerías, Secretarías Generales 
Técnicas o Direcciones Regionales.

En el caso de subvenciones o ayudas concedidas por organismos autónomos o entes 
públicos, las sanciones serán acordadas e impuestas por los titulares de las Consejerías a 
las que estuvieran adscritos.

3. La responsabilidad derivada de las infracciones se extingue por el pago o 
cumplimiento de la sanción, por prescripción o por fallecimiento.

4. El plazo para resolver el procedimiento sancionador en esta materia queda fijado en 
doce meses.

5. La resolución que se dicte pondrá fin a la vía administrativa.

Artículo 71.  Prescripción de infracciones y sanciones.

Las infracciones y sanciones prescribirán en los plazos y condiciones establecidos en el 
artículo 65 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones.

Disposición adicional primera.  Universidad de Oviedo.

1. Los créditos para la financiación de los gastos corrientes de la Universidad de Oviedo, 
que figuran como transferencia nominativa en los Presupuestos Generales del Principado de 
Asturias para cada año, así como las transferencias de capital se librarán mensualmente en 
doceavas partes, sin perjuicio de las limitaciones legalmente aplicables o de los acuerdos de 
restricción del gasto público que el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero 
competente en materia económica y presupuestaria, pudiera adoptar.

Excepcionalmente:

a) Cuando se trate de gastos corrientes, a petición motivada del órgano gestor y previo 
informe favorable de la Consejería competente en materia económica y presupuestaria, se 
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podrá anticipar el libramiento de una o más mensualidades siempre que el importe máximo 
librado en cada trimestre no supere la cuarta parte del crédito total.

b) Cuando se trate de transferencias de capital, el Consejo de Gobierno, a propuesta del 
órgano gestor, que deberá aportar un plan de financiación, y previo informe de la Consejería 
competente en materia económica y presupuestaria, podrá autorizar libramientos por importe 
no superior a la cuarta parte del total consignado.

Con el fin de producir la necesaria eficacia para la aplicación de las previsiones de los 
artículos 79, 81.3, a) y 81.4 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades, la Universidad remitirá a la Consejería competente en materia de 
universidades, en el trámite conveniente de la elaboración de sus presupuestos y antes de 
su aprobación, la previsión de los costes del personal, de acuerdo con la plantilla de la 
misma, así como la liquidación del presupuesto del ejercicio anterior debidamente aprobada 
por los correspondientes órganos de la Universidad.

2. El Principado de Asturias podrá incluir en sus presupuestos créditos destinados a 
realizar inversiones directas o a transferencias de capital con el fin de contribuir a la 
financiación de las inversiones de la Universidad de Oviedo.

3. Las operaciones de crédito que concierte la Universidad de Oviedo estarán sujetas a 
la autorización del Principado de Asturias, de acuerdo con lo previsto en el artículo 81.3.h) 
de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de universidades. Para ello será necesaria la 
remisión a la consejería competente en materia de educación de la solicitud correspondiente, 
acompañada de un informe motivado explicativo de la necesidad de recurrir a tal mecanismo 
y de las características de la operación a formalizar, así como de una memoria económica 
de la Gerencia de la Universidad. La consejería competente en materia económica y 
presupuestaria emitirá informe preceptivo que acompañará a la propuesta que se elevará al 
Consejo de Gobierno para que éste adopte su decisión definitiva. Si transcurrido el plazo 
legalmente establecido, no ha sido notificada la resolución expresa, la Universidad de 
Oviedo podrá entender desestimada su solicitud.

4. Dentro de los quince primeros días de cada trimestre la Universidad de Oviedo pondrá 
en conocimiento de la Consejería competente en materia económica y presupuestaria la 
situación de la deuda viva a finales del trimestre anterior.

Disposición adicional segunda.  Organismos y entes públicos sujetos al régimen de 
contabilidad privada y empresas públicas que reciben transferencias corrientes de la 
Administración del Principado de Asturias.

1. Las transferencias corrientes concedidas a los organismos y entes públicos sujetos al 
régimen de contabilidad privada y a las empresas públicas para financiar sus presupuestos 
de explotación tendrán la naturaleza de transferencias sólo en la cuantía necesaria para 
equilibrar su cuenta de pérdidas y ganancias. La liquidación de la transferencia será remitida 
a la Intervención General del Principado de Asturias en el plazo de quince días desde la 
aprobación de sus cuentas anuales.

2. Las variaciones en la cuantía global de sus presupuestos de explotación y de capital 
serán autorizadas por el Consejero competente en materia económica y presupuestaria. Las 
variaciones internas que no alteren la cuantía global de los presupuestos de explotación y de 
los de capital serán autorizadas por el órgano designado en sus estatutos o normas de 
creación.

3. Asimismo, precisarán autorización del Consejero competente en materia económica y 
presupuestaria para adquirir compromisos de gasto que hayan de extenderse a ejercicios 
posteriores a aquél en que se autorizan siempre que el volumen acumulado de compromisos 
en ejercicios futuros sobrepase el 10 por ciento del presupuesto de explotación vigente.

4. Lo señalado en los apartados anteriores se entenderá sin perjuicio de los acuerdos de 
restricción del gasto público que el Pleno de la Junta General del Principado, a propuesta del 
Consejo de Gobierno y en los términos de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 17 de 
esta Ley, pudiera adoptar.
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Disposición adicional tercera.  Del Servicio de Salud del Principado de Asturias.

A los solos efectos de su régimen económico y presupuestario, al Servicio de Salud del 
Principado de Asturias le serán de aplicación las previsiones de esta Ley relativas a los 
organismos autónomos.

Disposición adicional cuarta.  Autonomía de gestión económica de los centros docentes 
públicos no universitarios.

1. Los centros docentes públicos no universitarios dependientes del Principado de 
Asturias dispondrán de autonomía en la gestión de sus recursos económicos, en los 
términos establecidos en la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de calidad de la 
educación, y en la presente disposición.

2. Los libramientos de fondos para atención de gastos de funcionamiento de centros 
docentes públicos no universitarios, que se efectuarán con la periodicidad que 
reglamentariamente se establezca, tendrán la consideración de pagos en firme con 
aplicación definitiva a los correspondientes créditos presupuestarios.

3. Los ingresos que los centros docentes pudieran obtener derivados de la prestación de 
servicios distintos de los remunerados por los precios públicos de los servicios académicos, 
así como los producidos por legados, donaciones, renta de bienes muebles, utilización de 
instalaciones del centro, intereses bancarios, y los que reglamentariamente se establezcan, 
podrán ser aplicados a sus gastos de funcionamiento.

4. Dado el carácter en firme de los fondos recibidos, el saldo de tesorería que arrojen las 
cuentas de gestión de los centros docentes no será objeto de reintegro y quedará en poder 
de los mismos para su aplicación a gastos de funcionamiento.

5. Los centros docentes rendirán cuenta de su gestión ante la consejería competente en 
materia de educación, determinando la consejería competente en materia económica y 
presupuestaria la estructura y periodicidad de dicha cuenta.

La justificación de la cuenta de gestión a que se refiere el párrafo anterior, se realizará 
por medio de una certificación del Consejo Escolar sobre la aplicación dada a los recursos 
totales, que sustituirá a los justificantes originarios. Estos quedarán a disposición del Tribunal 
de Cuentas, de la Sindicatura de Cuentas y de la Intervención General del Principado de 
Asturias para la realización de las comprobaciones oportunas en el ámbito de sus 
respectivas competencias.

6. Los créditos del estado de gastos del presupuesto aprobado por cada centro docente 
se aplicarán a la finalidad del programa de gasto o fuente que los financia y tendrán carácter 
limitativo. Además, serán vinculantes al nivel de desagregación económica con que 
aparezcan en su estado de gastos, excepto los correspondientes al Capítulo 2 de la vigente 
clasificación económica del gasto, que lo serán a nivel de capítulo y los del Capítulo 6 que lo 
serán a nivel de concepto. El nivel de vinculación de los créditos será aplicado sin perjuicio 
de la adecuada contabilización de las operaciones de gasto en la partida que corresponda 
según su naturaleza.

7. Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 
para el desarrollo y aplicación de este precepto.

Disposición adicional quinta.  Anticipos reintegrables concedidos mediante convenio por 
otras Administraciones públicas.

Los anticipos reintegrables concedidos al Principado de Asturias través de convenio por 
otras Administraciones públicas para la financiación de inversiones no tendrán la 
consideración de deuda pública ni de operación de crédito a los efectos de esta Ley.

Disposición adicional sexta.  
La Consejería de la que la dependa la Tesorería General del Principado de Asturias 

podrá implantar un sistema centralizado de tesorería al que se podrán incorporar los sujetos 
que integran el sector público autonómico a que se refiere el artículo 4, así como los que, no 
formando parte de éste, estén clasificados dentro del sector Administración Pública del 
Principado de Asturias de acuerdo con el sistema europeo de cuentas.
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§ 22

Ley 1/1991, de 21 de febrero, de Patrimonio del Principado de 
Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 55, de 7 de marzo de 1991

«BOE» núm. 79, de 2 de abril de 1991
Última modificación: 13 de agosto de 2013

Referencia: BOE-A-1991-7960

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de Patrimonio del Principado de Asturias.

LEY DE PATRIMONIO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

PREÁMBULO

La Ley orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, del Estatuto de Autonomía para Asturias, 
establece en su artículo 43.3 que el régimen jurídico de los bienes patrimoniales y de 
dominio público del Principado deberá regularse por una Ley de la Junta General.

La importancia creciente del conjunto de bienes pertenecientes al Principado de Asturias, 
nutrido con los procedentes de la extinta Diputación provincial de Asturias, los traspasados 
por el Estado como consecuencia del proceso de transferencias y, cada vez en mayor 
medida, con los adquiridos por la Comunidad Autónoma para el ejercicio de sus 
competencias, aconsejan dar cumplimiento al mandato estatutario mediante la promulgación 
de la presente Ley, estableciendo los principios fundamentales por los que se ha de regir el 
patrimonio del Principado con el objetivo de conseguir su más eficaz gestión.

La Ley se estructura en un título preliminar, cinco títulos, una disposición adicional, una 
disposición derogatoria y dos disposiciones finales, tendente a ordenar sistemáticamente 
normas generales y peculiares en función de la distinta naturaleza de los bienes.

El título preliminar, referido al concepto y clasificación de los bienes que integran el 
patrimonio, establece una concepción omnicomprensiva del patrimonio del Principado, 
entendido como el conjunto de todos lo bienes, patrimoniales y demaniales, pertenecientes a 
la Comunidad Autónoma, en línea con la concepción imperante en la legislación autonómica 
y local sobre la materia y determina la distinta naturaleza de los bienes en atención al criterio 
de su afectación al uso o al servicio público.

El título primero establece las normas generales de competencia en orden a la 
administración del patrimonio del Principado, atribuible a la Consejería de Hacienda, 
Economía y Planificación; el contenido del inventario general, del que sólo se excluyen los 
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bienes pertenecientes al Principado de Asturias que por su finalidad están llamados a tener 
una fugaz permanencia en el patrimonio, y los bienes muebles de valor irrelevante a efectos 
patrimoniales; las prerrogativas clásicas en orden a la defensa del patrimonio: Deslinde, 
recuperación de oficio e investigación e interdicción del apremio, y el deber de inscripción en 
los Registros públicos de los bienes del Patrimonio en razón a la seguridad jurídica que ello 
comporta.

El régimen jurídico de los bienes patrimoniales, que contempla el título segundo, 
responde al tratamiento iusprivatista que la índole del dominio privado exige, sin menoscabo 
de la inclusión de las normas competenciales que la actuación administrativa demanda.

En este sentido, la Ley prevé la explotación de los bienes patrimoniales mediante 
cualquier modalidad de las admitidas en derecho con arreglo a criterios de rentabilidad para 
evitar que los bienes no destinados a la enajenación o a la afectación al uso o al servicio 
público queden sin utilidad. Respecto a los bienes inmuebles, se establece el cauce para su 
adquisición, enajenación, permuta y cesión, distinguiendo entre cesiones gratuitas de la 
propiedad y cesiones gratuitas de uso, lo que no aparecía diferenciado en la legislación 
patrimonial del Estado y planteaba constantes problemas interpretativos en la práctica 
habitual de la gestión del patrimonio del Principado. En relación con el tráfico jurídico de los 
títulos representativos del capital pertenecientes al Principado, la Ley precisa lo que debe 
entenderse por participación mayoritaria en las sociedades mercantiles, a efectos de regular 
los actos de adquisición y pérdida de dicha posición mayoritaria.

El título tercero, relativo al régimen de los bienes demaniales, recoge las notas 
características en que se traduce la incomerciabilidad del demanio, distingue entre la 
afectación implícita y expresa y establece las formas de utilización del dominio público, 
diferenciando lo que es un uso común general, de un uso común especial y de un uso 
privativo, estableciendo el régimen de las autorizaciones, licencias y concesiones 
demaniales.

La Ley dedica el título cuarto al régimen jurídico de los bienes adscritos o propiedad de 
los Organismos autónomos o Entidades de derecho público, con personalidad jurídica 
propia, dependientes del Principado de Asturias, estableciendo la posibilidad de adscribirles 
bienes inmuebles del patrimonio, sean patrimoniales o demaniales, para el cumplimiento de 
sus fines, al propio tiempo que se previene la incorporación al patrimonio de los bienes 
propiedad de dichos Organismos y Entidades cuando éstos dejen de cumplir el fin para el 
que fueron adquiridos por aquéllos.

La imprescindible cooperación en orden a la defensa del patrimonio se impone como 
obligación a todos los que tengan a su cargo o utilicen bienes del patrimonio, 
estableciéndose en el título quinto de la Ley el régimen sancionador aplicable a quienes, por 
incumplimiento de dicha obligación, fueran responsables de la destrucción o deterioro de los 
bienes de la Comunidad Autónoma.

La disposición adicional, relativa a bienes inmuebles destinados a la promoción pública 
de la vivienda, sin duda los de más habitual tráfico jurídico, viene a clarificar el régimen 
jurídico aplicable a dichos bienes, estableciendo su regulación por los preceptos de la 
presente Ley, en defecto de normas especiales y hasta tanto no se promulgue una Ley del 
Principado sobre la vivienda, al propio tiempo que, por razón de la materia, se confieren 
competencias a la Consejería que tiene encomendadas las funciones de promoción de la 
vivienda.

Representando la presente Ley una regulación ex novo del régimen jurídico de los 
bienes del Principado de Asturias, que asimila y sistematiza preceptos de contenido 
patrimonial dispersos en la actual legislación del Principado de Asturias, se hace necesario 
establecer la pérdida de vigencia de dichos preceptos, conforme se establece en la 
disposición derogatoria.

Por último, las disposiciones finales recogen, la primera, la exclusión, con carácter 
genérico, del ámbito de aplicación de la Ley de aquellos bienes que comprendidos en el 
patrimonio son objeto de regulación específica por otras normas, y la segunda fija el plazo 
para que el Consejo de Gobierno desarrolle la Ley.
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TÍTULO PRELIMINAR

El Patrimonio del Principado de Asturias

Concepto y clasificación

Artículo 1.  
El Patrimonio del Principado de Asturias está constituido por el conjunto de todos los 

bienes y derechos que le pertenezcan por cualquier título.

Artículo 2.  
Los bienes que integran el Patrimonio del Principado de Asturias se clasifican en bienes 

de dominio público o demaniales y bienes de propiedad privada o patrimoniales.

Artículo 3.  
Son bienes demaniales los afectos al uso general o a los servicios públicos y aquellos a 

los que una Ley les confiera expresamente tal carácter.
En todo caso, los edificios propiedad del Principado de Asturias en los que se alojen sus 

órganos tendrán la consideración de demaniales.
Tendrán, asimismo, la consideración de demaniales los caminos rurales construidos por 

la Administración del Principado de Asturias en determinadas zonas de concentración 
parcelaria y forestales que, por sus características naturales, sea conveniente preservar de 
un uso generalizado.

En ellos estará prohibida la circulación de vehículos, salvo los destinados 
específicamente al uso agrario o forestal de la zona afectada.

Artículo 4.  
Son bienes patrimoniales los demás bienes pertenecientes al Principado de Asturias en 

los que no concurran las circunstancias expresadas en el artículo anterior y, en especial:

a) Los derechos reales y de arrendamiento de los que el Principado de Asturias sea 
titular.

b) Los derechos de cualquier naturaleza que deriven del dominio de los bienes 
patrimoniales.

e) Los derechos de propiedad incorporal.
d) Los títulos representativos del capital o del crédito de Empresas mercantiles.
e) Cualquier otro bien o derecho cuya titularidad pertenezca al Principado de Asturias y 

no sea calificado de dominio público.

TÍTULO I

Normas generales

CAPÍTULO I

Competencia y organización

Artículo 5.  
Corresponde a la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación la administración 

del patrimonio del Principado de Asturias, sin perjuicio de las competencias de otros órganos 
sobre los bienes de dominio público que les sean afectados conforme a lo previsto en esta 
Ley.
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En determinados casos, el Consejero de Hacienda, Economía y Planificación podrá 
proponer al Consejo de Gobierno que dichas facultades sean atribuidas a otros órganos de 
la Administración del Principado.

Artículo 6.  
Compete a la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación la representación 

extrajudicial del Principado de Asturias en materia patrimonial, salvo en los supuestos en que 
se trate de bienes o derechos afectos a otros órganos y tengan éstos atribuidas facultades 
de representación sobre los mismos.

La representación en juicio de la Administración del Principado para la defensa de su 
patrimonio será asumida por el Servicio Jurídico de la Administración del Principado de 
Asturias.

Artículo 7.  
La Administración del Principado de Asturias estará obligada a formar el Inventario 

General de Bienes y Derechos de la Comunidad Autónoma, que comprenderá:

a) Los bienes del Principado, cualquiera que sea su naturaleza, modo de adquisición y 
organismo al que estén adscritos.

b) Los derechos patrimoniales.

El Inventario General de Bienes y Derechos del Principado de Asturias radicará en la 
Consejería de Hacienda, Economía y Planificación, a la que corresponderá la formación, 
actualización y custodia del mismo.

Estarán obligados a formar, mantener y actualizar el inventario de sus propios bienes, los 
organismos autónomos y demás entes con personalidad jurídica propia sometidos al 
derecho público, dependientes del Principado de Asturias.

Dichos Organismos y Entidades deberán remitir copia de sus inventarios a la Consejería 
de Hacienda, Economía y Planificación.

Artículo 8.  
No estarán comprendidos en el Inventario General los bienes que hayan sido adquiridos 

con el propósito de devolverlos al tráfico jurídico patrimonial de acuerdo con sus fines 
peculiares. Asimismo, quedan exceptuados de inventario los bienes muebles de valor inferior 
a 50.000 pesetas.

Artículo 9.  
Las Consejerías y demás Organismos del Principado de Asturias comunicarán a la 

Consejería de Hacienda, Economía y Planificación cualquier incorporación o variación que 
se produzca respecto de los bienes y derechos que tuvieren afectados, adscritos o de los 
que fueren titulares, a efectos de la formación y puesta al día del Inventario General.

Artículo 10.  
La contabilidad patrimonial de los bienes y derechos comprendidos en el inventario 

general se organizará y desarrollará por la Intervención General del Principado.

CAPÍTULO II

Prerrogativas, protección y defensa del patrimonio

Artículo 11.  
La Administración del Principado de Asturias tiene las facultades de deslinde, 

recuperación de oficio e investigación acerca de los bienes y derechos que integran su 
patrimonio.
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Artículo 12.  
El deslinde se llevará a cabo mediante procedimiento administrativo, incoado de oficio o 

a instancia de los colindantes, en el que se dará audiencia a los particulares interesados.

Artículo 13.  
Compete al Consejero de Hacienda, Economía y Planificación acordar el inicio del 

procedimiento y la aprobación del deslinde de los bienes patrimoniales comprendidos en el 
Inventario General, y a los titulares de las respectivas Consejerías el de los bienes 
patrimoniales adquiridos para la satisfacción de fines particulares y el de los bienes de 
dominio público que tuvieren bajo su administración y custodia.

Artículo 14.  
Iniciado el procedimiento administrativo de deslinde, no podrá instarse procedimiento 

judicial con igual pretensión, ni se admitirán interdictos sobre el estado posesorio de las 
fincas del Principado mientras no se lleve a cabo el deslinde.

Artículo 15.  
La Administración del Principado de Asturias podrá recuperar por sí la posesión 

indebidamente perdida sobre los bienes y derechos que integran el patrimonio.
La recuperación de los bienes de dominio público podrá efectuarse en cualquier 

momento y la de los bienes patrimoniales antes de que se cumpla un año, contado desde el 
día siguiente al de la usurpación, transcurrido el cual la Administración del Principado deberá 
acudir a los tribunales ordinarios ejercitando la acción correspondiente.

No se admitirán interdictos contra las actuaciones de la Administración del Principado en 
esta materia, siempre que la misma se haya ajustado al procedimiento legalmente 
establecido.

Artículo 16.  
La Administración del Principado tiene la faultad de investigar la situación de los bienes y 

derechos que se presuman del patrimonio, a fin de determinar, cuando no le conste, la 
propiedad de la Comunidad Autónoma sobre unos y otros, pudiendo pedir directamente a 
estos efectos cuantos datos, noticias e infomes convengan al mejor servicio.

El ejercicio de la acción investigadora podrá acordarse de oficio o por denuncia de los 
particulares a la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación.

Artículo 17.  
No podrán ser objeto de procedimiento de apremio los bienes y derechos del patrimonio 

del Principado de Asturias, ni las rentas, frutos o productos del mismo.

CAPÍTULO III

Inscripción de bienes y derechos

Artículo 18.  
La Consejería de Hacienda, Economía y Planificación inscribirá en los correspondientes 

Registros, a nombre del Principado de Asturias, los bienes y derechos de éste que, debiendo 
incluirse en el Inventario General, sean susceptibles de inscripción.

La inscripción de los bienes y derechos a que se refiere el artículo 8.° se llevará a efecto 
por el órgano de la Administración del Principado de Asturias que los hubiera adquirido.
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Artículo 19.  
Las operaciones de agrupación, división y segregación de fincas del Principado se 

practicarán mediante traslado de la disposición o resolución administrativa en cuya virtud se 
verifiquen.

Artículo 20.  
Los adquirentes de bienes inmuebles del Principado de Asturias que no se hallen 

inscritos en el Registro de la Propiedad, podrán inmatricularlos a su favor conforme al 
artículo 205 de la Ley Hipotecaria, a cuyo efecto tendrán derecho a exigir los 
correspondientes títulos de dominio.

Cuando el Principado carezca de títulos de dominio, los particulares podrán exigir que 
inmatricule los bienes antes de su enajenación por el procedimiento esablecido en el artículo 
206 de la misma Ley.

Artículo 21.  
Cuando se inmatriculen en el Registro de la Propiedad fincas colindantes con otras 

propiedad del Principado de Asturias, en la descripción de dichas fincas deberá expresarse 
claramente esta circunstancia, y el Registrador lo pondrá en conocimiento de la Consejería 
de Hacienda, Ecconomía y Planificación mediante oficio en el que se expresarán los datos 
personales del adquirente y la descripción de la finca transmitida.

Artículo 22.  
Cuando se inmatriculen en el Registro de la Propiedad excesos de cabida de fincas 

colindantes con otras del Principado de Asturias, el Registrador, sin perjuicio de hacer 
constar en la inscripción la limitación de efectos a que se refiere el artículo 207 de la Ley 
Hipotecaria, lo pondrá en conocimiento de la Consejería de Hacienda, Economía y 
Planificación mediante oficio, en el que se expresarán: Nombre, apellidos y domicilio, si 
constare, de la persona o personas a cuyo favor se practicó la inscripción del exceso de 
cabida; la descripción de la finca y la mayor cabida inscrita.

TÍTULO II

Régimen de los bienes patrimoniales

CAPÍTULO I

Adquisición de bienes y derechos

Artículo 23.  
El Principado de Asturias podrá adquirir bienes y derechos:

1. Por atribución de la Ley.
2. A título oneroso, con ejercicio o no de la facultad de expropiación.
3. Por herencia, legado o donación.
4. Por prescripción.
5. Por ocupación.
6. Mediante traspaso del Estado y otros entes en la forma regulada al efecto.
7. Por cualquier otro título jurídico válido.

Artículo 24.  
Los bienes y derechos adquiridos por el Principado de Asturias tendrán el carácter de 

patrimoniales mientras no sean afectados al uso general o a los servicios públicos.
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Artículo 25.  
Las adquisiciones a título oneroso se regirán por los preceptos de la presente Ley, según 

la naturaleza de los bienes o derechos de que se trate.
Las adquisiciones que provengan del ejercicio de la facultad de expropiación se regirán 

por las normas de la Ley y Reglamento de Expropiación Forzosa.

Artículo 26.  
Las adquisiciones de bienes y derechos a título de herencia, legado o donación, no se 

producirán sino mediante su aceptación por Decreto acordado en Consejo de Gobierno, a 
propuesta del Consejero de Hacienda, Economía y Planificación, aunque el testador o 
donante señalase como beneficiario a algún otro Organismo del Principado.

La aceptación de herencias se entenderá hecha siempre a beneficio de inventario.

Artículo 27.  
El Principado de Asturias adquirirá por prescripción con arreglo a las leyes comunes, al 

igual que los particulares respecto de los bienes patrimoniales de aquél.

CAPÍTULO II

Adjudicación de bienes o derechos

Artículo 28.  
Toda adjudicación de bienes o derechos al Principado de Asturias, dimanante de 

procedimiento judicial o administrativo, deberá notificarse a la Consejería de Hacienda, 
Economía y Planificación, dándole traslado de la resolución respectiva.

Artículo 29.  
La Consejería de Hacienda, Economía y Planificación dispondrá la identificación de los 

bienes, la depuración de su situación jurídica y su tasación pericial, para su posterior 
inclusión en el Inventario General de Bienes y Derechos del Principado.

Artículo 30.  
Cuando los bienes o derechos hubieren sido adjudicados en pago de un crédito 

correspondiente al Principado y el importe del crédito fuese inferior al valor resultante de la 
tasación de aquéllos a efectos del inventario, el deudor a quien pertenecieron no tendrá 
derecho a reclamar la diferencia.

CAPÍTULO III

Explotación de los bienes patrimoniales

Artículo 31.  
Compete al Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Hacienda, Economía y 

Planificación, acordar la forma de explotación de los bienes patrimoniales que no convengan 
enajenar y sean susceptibles de un aprovechamiento económico.

Artículo 32.  
La explotación de los bienes patrimoniales podrá ser llevada a cabo por la propia 

Administración del Principado directamente, por medio de un Organismo autónomo o 
Entidad pública, o a través de particulares mediante cualquier modalidad contractual de las 
admitidas en Derecho.
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Artículo 33.  
Si se acordase que la explotación se lleve a cabo directamente o por medio de un 

Organismo autónomo o Entidad pública, el Consejo de Gobierno fijará las condiciones de la 
misma, adoptándose por la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación las medidas 
conducentes a la entrega del bien al órgano de la Administración del Principado, Organismo 
o Entidad a quien confie la explotación, y las de vigilancia del cumplimiento de las 
condiciones impuestas.

Artículo 34.  
Si el Consejo de Gobierno acordase que la explotación se encomiende a particulares, la 

adjudicación se hará por concurso, o por concierto directo cuando por razones 
excepcionales, debidamente justificadas en el expediente, resulte más aconsejable para los 
intereses patrimoniales del Principado esta forma de adjudicación.

Compete al Consejo de Gobierno aprobar las bases del concurso, que será convocado y 
resuelto por la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación.

El contrato se formalizará en documento administrativo, salvo que el adjudicatario solicite 
el otorgamiento de documento notarial, en cuyo caso los gastos que de ello se deriven serán 
a su costa.

Artículo 35.  
El contrato podrá prorrogarse a petición del interesado, por plazo que no exceda del 

inicialmente pactado, si el resultado de la explotación hiciese aconsejable esta medida.
La solicitud de prórroga habrá de formularse antes del vencimiento del plazo convenido, 

y corresponde acordarla al Consejo de Gobierno.

CAPÍTULO IV

Rendimientos patrimoniales y producto de las enajenaciones

Artículo 36.  
Los frutos, rentas o percepciones de cualquier clase o naturaleza producidos por los 

bienes y derechos patrimoniales, previa liquidación cuando sea necesaria, se ingresarán en 
la Tesorería General del Principado de Asturias, con aplicación a los pertinentes conceptos 
del presupuesto de ingresos.

Igualmente, se ingresará en la Tesorería el producto de la enajenación de los bienes y 
derechos patrimoniales.

CAPÍTULO V

Requisitos para determinados actos

Artículo 37.  
No se podrán gravar los bienes o derechos patrimoniales del Principado, sino con los 

requisitos exigidos para su enajenación.

Artículo 38.  
No se podrá tampoco transigir ni someter a arbitraje las contiendas que surjan respecto 

de dichos bienes o derechos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de Gobierno a 
propuesta del Consejero de Hacienda, Economía y Planificación.
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CAPÍTULO VI

Bienes inmuebles

Sección primera. Adquisición

Artículo 39.  
La adquisición a título oneroso de los inmuebles que el Principado de Asturias precise 

para el cumplimiento de sus fines, se acordará por la Consejería de Hacienda, Economía y 
Planificación a instancia de la Consejería interesada en la adquisición, cualquiera que sea el 
valor de dichos bienes, sin perjuicio de la competencia atribuida a otros órganos de la 
Administración del Principado de Asturias en orden a la autorización del gasto.

Artículo 40.  
La adquisición de bienes inmuebles tendrá lugar mediante concurso público.
No obstante, podrán ser adquiridos directamente cuando así sea preciso por las 

peculiaridades de la necesidad a satisfacer, la urgencia de la adquisición a efectuar, o las 
limitaciones del mercado inmobiliario de la localidad de su situación.

La excepción a la regla general del concurso deberá quedar debidamente justificada en 
el procedimieno que en cada caso se tramite.

Sección segunda. Enajenación

Artículo 41.  
La enajenación a título oneroso de bienes inmuebles del Principado de Asturias requerirá 

declaración previa de su alienabilidad dictada por el Consejero de Hacienda, Economía y 
Planificación.

Artículo 42.  
Corresponde al Consejero competente en materia de patrimonio la enajenación de los 

bienes inmuebles pertenecientes al Principado de Asturias. Será precisa la previa 
autorización del Consejo de Gobierno cuando el valor del bien, según tasación pericial, esté 
comprendido entre tres y veinte millones de euros. De las enajenaciones de bienes 
inmuebles cuyo valor, según tasación pericial, supere los tres millones de euros se dará 
cuenta a la Junta General del Principado de Asturias. Para las enajenaciones de bienes 
inmuebles cuyo valor, según tasación pericial, supere los veinte millones de euros será 
precisa una Ley de la Junta General del Principado de Asturias.

Artículo 43.  
La enajenación de los bienes inmuebles se realizará mediante subasta pública, salvo 

cuando el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia de 
patrimonio, acuerde su enajenación directa. La enajenación directa podrá ser acordada por 
el Consejero competente en materia de patrimonio cuando se trate de bienes cuyo valor, 
según tasación pericial, no exceda de tres millones de euros.

Artículo 44.  
Antes de iniciarse los trámites conducentes a la enajenación del inmueble, se procederá 

a depurar la situación física y jurídica del mismo, practicándose su deslinde si fuese 
necesario e inscribiéndose, si no lo estuviera ya, en el Registro de la Propiedad.
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Artículo 45.  
No podrá promoverse la venta de los bienes que se hallaren en litigio; si éste se 

suscitase después de iniciado el procedimiento de enajenación, quedará provisionalmente 
suspendido.

Salvo en dicho supuesto, una vez anunciadas las subastas, sólo podrán suspenderse 
por resolución del Consejero de Hacienda, Economía y Planificación fundada en documentos 
fehacientes que prueben la improcedencia de la venta.

Artículo 46.  
Para la venta de los demás derechos reales enajenables por el Principado de Asturias, 

no se precisará el reconocimiento y la descripción pericial de las fincas a que los mismos 
afecten; pero si en los documentos relativos a la titulación de tales derechos no constase la 
naturaleza, situación y linderos de los inmuebles respectivos, se subsanará esta omisión 
antes de anunciar la venta.

Artículo 47.  
Los propietarios colindantes pueden adquirir directamente al enajenarse, con preferencia 

a cualquier otro solicitante, los solares del Principado de Asturias que por su forma o 
pequeña extensión resulten inedificables, las parcelas y las fincas rústicas que sean de 
superficie inferior a la unidad mínima de cultivo vigente en el Principado.

Artículo 48.  
Los compradores harán suyos los frutos de los bienes enajenados desde el día en que 

se les notifique la resolución de adjudicación.

Artículo 49.  
Los compradores tienen derecho a indemnización por los desperfectos que hayan sufrido 

las fincas desde que se terminó la operación pericial y la tasación para la venta hasta el día 
en que fue notificada la resolución de adjudicación.

Artículo 50.  
En los juicios de reivindicación, evicción y saneamiento, está sujeto el Principado de 

Asturias a las reglas del derecho civil, así como a la indemnización por las cargas de las 
fincas no expresadas en el anuncio de la venta y en la escritura.

Sección tercera. Permuta

Artículo 51.  
Cuando así convenga a los intereses del Principado de Asturias, los inmuebles de su 

pertenencia podrán ser permutados por otros ajenos, previa tasación pericial, siempre que 
de la misma resulte que la diferencia de valor entre los bienes que se trate de permutar no 
sea superior al 50 por 100 del que lo tenga mayor, compensándose económicamente la 
diferencia de valor.

Corresponde autorizar la permuta al órgano que, por razón de la cuantía, sea 
competente para autorizar la enajenación.

Artículo 52.  
La disposición, acuerdo o resolución que autorice la permuta llevará implícita, en su 

caso, la desafectación del inmueble de que se trate y la declaración de alienabilidad.
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Sección cuarta. Cesión gratuita de bienes

Artículo 53.  
Los bienes inmuebles del Principado de Asturias cuya afectación al uso general o al 

servicio público no se juzgue previsible podrán cederse gratuitamente por el Consejo de 
Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia de patrimonio, al Estado, sus 
organismos autónomos, comunidades autónomas y a las corporaciones locales, para el 
cumplimiento de sus fines. De la cesión gratuita de bienes inmuebles cuyo valor, según 
tasación pericial, esté comprendido entre tres y veinte millones de euros se dará cuenta a la 
Junta General del Principado de Asturias. La cesión gratuita de bienes inmuebles cuyo valor, 
según tasación pericial, exceda de veinte millones de euros será objeto de una Ley de la 
Junta General del Principado de Asturias.

Artículo 54.  
Si los bienes cedidos no fuesen destinados al uso previsto dentro del plazo señalado en 

el acuerdo o disposición que autorice la cesión, o dejaren de serlo posteriormente, se 
considerará resuelta la cesión y revertirán aquéllos al Principado de Asturias, el cual tendrá 
derecho, además, a percibir del cesionario, previa tasación pericial, el valor de los 
detrimentos o deterioros experimentados por los mismos.

Los bienes cedidos revertirán, en su caso, con todas sus pertenencias y accesiones.

Artículo 55.  
La revocación de la cesión será acordada, en todo caso, por el Consejo de Gobierno, a 

propuesta del Consejero de Hacienda, Economía y Planificación.

Sección quinta. Cesión gratuita de uso

Artículo 56.  
El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Hacienda, Economía y 

Planificación, podrá ceder gratuitamente, para fines de utilidad pública o de interés social, el 
uso de los bienes inmuebles cuya afectación al uso general o al servicio público no se juzgue 
previsible.

Artículo 57.  
Se considerarán de utilidad pública, a estos efectos, las cesiones en favor de las 

administraciones señaladas en el artículo 53 y, además, las hechas a Organismos de las 
comunidades europeas para actividades relaciondas con el Principado de Asturias.

Artículo 58.  
Asimismo, por razones de interés social y para el cumplimiento de sus fines, podrá 

cederse el uso de los bienes inmuebles a favor de entidades con carácter asistencial, sin 
ánimo de lucro y calificadas de utilidad pública, así como a favor de fundaciones participadas 
por el Principado de Asturias.

Artículo 59.  
El acuerdo en el que se disponga la cesión de uso fijará el plazo de duración de la 

misma, que no podrá exceder de cincuenta años, quedando sometida la cesión a las mismas 
condiciones resolutorias y efectos previstos en los artículos 54 y 55.
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CAPÍTULO VII

Bienes muebles corporales

Artículo 60.  
La adquisición a título oneroso de bienes muebles corporales, que tenga la calificación 

legal de suministros, se llevará a cabo con arreglo a lo establecido en la legislación sobre 
contratación administrativa.

Las adquisiciones que no tengan dicha calificación, se harán por la Consejería que haya 
de utilizar los bienes muebles de que se trate en la forma prevista para los inmuebles y 
supondrán, implícitamente, la afectación de los mismos al servicio correspondiente.

No obstante, el Consejo de Gobierno podrá acordar la adquisición centralizada de 
determinados bienes, en cuyo caso la misma se efectuará por la Consejería de Hacienda, 
Economía y Planificación.

Artículo 61.  
La enajenación de los bienes muebles se someterá a las reglas de competencia 

previstas para los bienes inmuebles, excepto cuando el valor del bien no exceda de ciento 
veinte mil euros, en cuyo caso será competente para la enajenación la Consejería que los 
hubiese venido utilizando.

El acuerdo de enajenación implicará por sí solo, en su caso, la desafectación de los 
bienes de que se trate.

La enajenación tendrá lugar mediante subasta pública.

CAPÍTULO VIII

Propiedad incorporal

Artículo 62.  
La adquisición y enajenación de la propiedad intelectual e industrial se llevará a cabo 

mediante Decreto acordado en Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de 
Hacienda, Economía y Planificación.

Artículo 63.  
La enajenación de la propiedad incorporal se realizará por el procedimiento de subasta, 

a menos que el Consejo de Gobierno justifique adecuadamente la enajenación por el 
sistema de adjudicación directa.

CAPÍTULO IX

Títulos representativos del capital

Artículo 64.  
La adquisición por el Principado de Asturias de títulos representativos del capital de 

Sociedades mercantiles, sea por suscripción o compra, se acordará por el Consejo de 
Gobierno, a propuesta del Consejero de Hacienda, Economía y Planificación.

Artículo 65.  
1. La enajenación de títulos representativos del capital pertenecientes al Principado de 

Asturias requerirá previo acuerdo del Consejo de Gobierno a propuesta del Consejero 
competente en materia de patrimonio.

2. Si los títulos que se traten de vender cotizan en Bolsa, su enajenación se hará 
mediante la oportuna orden de venta, procediéndose a enajenarlos en pública subasta 
cuando dichos títulos no coticen en Bolsa, a menos que, en este último caso y cuando 
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concurriere alguno de los supuestos contemplados en el apartado quinto del presente 
artículo, el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia de 
patrimonio, acordase la enajenación directa.

3. En caso de que se efectuase subasta pública, el tipo de licitación será el fijado en una 
tasación pericial, requerida al efecto, en la que se motivará el procedimiento de valoración 
seleccionado.

4. El órgano competente podrá acordar la adjudicación directa únicamente cuando 
concurra alguno de los siguientes supuestos:

a) Existencia de limitaciones estatutarias a la libre transmisión de acciones o existencia 
de derechos de adquisición preferente.

b) Cuando el adquirente sea cualquier persona jurídica de derecho público o privado 
perteneciente al sector público.

c) Cuando fuera declarada desierta una subasta o ésta resultase fallida como 
consecuencia del incumplimiento de sus obligaciones por parte del adjudicatario. En este 
caso la venta directa deberá efectuarse en el plazo de un año desde la celebración de la 
subasta, y sus condiciones no podrán diferir de las publicitadas para la subasta o de aquellas 
en que se hubiese producido la adjudicación.

d) Cuando la venta se realice a favor de la propia sociedad en los casos y con las 
condiciones y requisitos establecidos en la normativa mercantil correspondiente, o cuando se 
realice a favor de otro u otros partícipes en la sociedad. En este último caso los títulos 
deberán ser ofrecidos a la sociedad, que deberá distribuirlos entre los partícipes interesados 
en la adquisición, en la parte proporcional que les corresponda de acuerdo con su 
participación en el capital social.»

En los casos contemplados en los apartados a) y d) anteriores, para la fijación del precio 
de la transacción se estará al valor razonable de las acciones, fijado por la Administración, 
previo del informe del auditor de la sociedad, el día en que se hubiera comunicado a la 
sociedad el propósito de transmitir.

5. Se dará cuenta a la Junta General de los procedimientos de enajenación previstos en 
este artículo, una vez concluidos, así como se le remitirá la memoria justificativa del 
procedimiento de valoración al que se refieren los apartados anteriores. Asimismo, el 
Consejo de Gobierno publicará de forma accesible en su página web la información sobre 
los licitadores, el cuadro comparativo de las ofertas económicas y el adjudicatario.

Artículo 66.  
Los actos que supongan la adquisición o pérdida de la posición mayoritaria del 

Principado de Asturias en las Sociedades mercantiles en que tenga participación, deberán 
ser autorizados por Ley de la Junta General.

Se entenderá a estos efectos que el Principado de Asturias ostenta una posición 
mayoritaria en los casos en que su participación directa en Sociedades mercantiles sea 
superior al 50 por 100 del capital social de las mismas.

Artículo 67.  
El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Hacienda, Economía y 

Planificación, cederá con carácter general a la Consejería competente por razón de la 
materia, el ejercicio de los derechos políticos derivados de la propiedad de sus acciones, 
salvo que por Ley se prevea su cesión a otro Órgano o Institución del Principado, y sin 
perjuicio de las facultades de control y seguimiento que competen a la Consejería de 
Hacienda, Economía y Planificación.

Artículo 68.  
Los títulos o los resguardos de depósito correspondientes se custodiarán en la Tesorería 

General del Principado de Asturias.
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Artículo 69.  
El régimen establecido en los artículos precedentes se aplicará también, en cuanto sea 

posible, a la adquisición, tenencia y enajenación de obligaciones o títulos análogos 
pertenecientes al Principado de Asturias.

CAPÍTULO X

Arrendamientos en favor del Principado de Asturias

Artículo 70.  
Compete a la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación, a propuesta de la 

Consejería interesada, tomar en arrendamiento los bienes inmuebles que la Administración 
del Principado de Asturias precise para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 71.  
La concertación de estos arrendamientos se realizará mediante concurso público. 

Excepcionalmente, cuando las peculiaridades de la necesidad a satisfacer, la urgencia de la 
contratación o las limitaciones del mercado lo impongan, se podrán concertar de forma 
directa dichos arrendamientos.

Artículo 72.  
Concertado el arrendamiento y puesto el inmueble a disposición de la Consejería que 

haya de utilizarlo, corresponderá a ésta adoptar cuantas medidas sean necesarias o 
incumban, según Ley, al arrendatario, para mantener el inmueble en condiciones de servir 
en todo momento al fin a que se destina.

Artículo 73.  
Cuando la Consejería que utilice el inmueble arrendado deje de precisarlo para sus 

propios fines, lo pondrá en conocimiento de la Consejería de Hacienda, Economía y 
Planificación antes de desalojar la finca, a fin de que ésta disponga su utilización por otros 
servicios de la Administración del Principado, o disponga la resolución voluntaria del 
arriendo.

Artículo 74.  
El arrendamiento de bienes muebles se concertará por el titular de la Consejería que 

haya de utilizarlos, dando cuenta a la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación del 
contrato correspondiente. Éste se llevará a cabo mediante el procedimiento previsto para los 
bienes inmuebles.

TÍTULO III

Régimen de los bienes demaniales

CAPÍTULO I

Incomerciabilidad

Artículo 75.  
Los bienes de dominio público del Principado de Asturias son inalienables, 

imprescriptibles e inembargables, y gozarán del mismo tratamiento fiscal que la Ley 
establezca para los del Estado.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 22  Ley de Patrimonio

– 229 –



CAPÍTULO II

Afectación y desafectación

Artículo 76.  
La naturaleza demanial de los bienes del patrimonio se determina por su afectación al 

uso general o al servicio público.

Artículo 77.  
La afectación se hará por Resolución del Consejero de Hacienda, Economía y 

Planificación, expresado el bien o bienes que comprenda, el fin o fines a que se refiera, la 
circunstancia de quedar aquéllos integrados en el dominio público del Principado de 
Asturias, y la Consejería a la que corresponde el ejercicio de las competencias demaniales, 
incluida la administración y conservación de los bienes.

La efectividad de la afectación se producirá desde la fecha de suscripción de la oportuna 
acta de afectación entre el representante designado por la Consejería de Hacienda, 
Economía y Planificación y el nombrado por la Consejería destinataria del bien.

Artículo 78.  
Cuando los bienes se hayan adquirido en virtud de expropiación forzosa por razones de 

utilidad pública, la afectación se entenderá implícita en la misma, no requiriéndose, 
consiguientemente, la Resolución referida en el artículo anterior para la integración de los 
bienes en el dominio público del Principado de Asturias.

En el supuesto contenido en el párrafo anterior, el ejercicio de las competencias 
demaniales corresponde a la Consejería que hubiera realizado la expropiación.

Artículo 79.  
La conversión de los bienes demaniales en patrimoniales se produce mediante su 

desafectación del uso general o del servicio público al que estuvieren destinados.

Artículo 80.  
La desafectación de los bienes que no sean precisos al uso general o a los servicios 

públicos, se llevará a cabo mediante Resolución del Consejero de Hacienda, Economía y 
Planificación, a instancia de la Consejería que los tuviere bajo su administración y custodia, 
la cual hará constar, en la comunicación que dirija a estos efectos, todas las circunstancias 
que permitan la identificación del bien o bienes de que se trate y las causas que determinen 
la desafectación.

La efectividad de la desafectación se producirá desde la fecha del acta de entrega del 
bien y de su incorporación al dominio privado del Principado de Asturias, que han de 
suscribir el representante designado por la Consejería de Hacienda, Economía y 
Planificación y el nombrado por la Consejería interesada.

Artículo 81.  
Podrán desafectarse los bienes afectos a los servicios públicos cuando la gestión del 

servicio público sea encomendada a Empresas mercantiles cuyo capital sea en su totalidad 
propiedad del Principado de Asturias.

Artículo 82.  
De igual forma se procederá en los casos de deslinde del dominio público en que los 

terrenos sobrantes se integrarán en el dominio privado del Principado de Asturias.
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Artículo 83.  
Las afectaciones y desafectaciones se harán constar en el Inventario General de Bienes 

y Derechos y, en su caso, en el Registro de la Propiedad.

CAPÍTULO III

Mutaciones demaniales

Artículo 84.  
La mutación de destino de los bienes del Principado de Asturias se realizará por la 

Consejería de Hacienda, Economía y Planificación, a instancia de la Consejería interesada, 
con audiencia de la que los tuviere afectados.

Artículo 85.  
Cuando se produzcan discrepancias entre las Consejerías interesadas o entre alguna de 

éstas y la de Hacienda, Economía y Planificación, acerca del cambio de destino de un bien 
determinado, resolverá el Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de Hacienda, 
Economía y Planificación.

CAPÍTULO IV

Uso y aprovechamiento de los bienes demaniales

Artículo 86.  
Los bienes de dominio público del Principado de Asturias podrán ser objeto de un uso 

común o de un uso privativo. El uso común podrá ser general o especial.

Artículo 87.  
El uso común general de los bienes demaniales corresponde por igual a todas las 

personas y será ejercido libremente, con arreglo a la naturaleza de los mismos, a los actos 
de afectación y apertura al uso público y a las leyes, reglamentos y demás reglas e 
instrucciones dictadas para su ordenada utilización.

Artículo 88.  
El uso especial de los bienes de dominio público es aquel en el que concurren 

circunstancias singulares, como la escasez del bien, la intensidad o la multiplicidad del uso, 
su peligrosidad o cualesquiera otras semejantes, y estará sujeto a previa autorización o 
licencia.

Artículo 89.  
Uso privativo es aquel que supone una utilización individualizada de los bienes de 

dominio público, limitando o excluyendo el libre uso a otras personas.
El uso privativo de los bienes demaniales, tanto en favor de personas públicas como 

privadas, exige la previa concesión administrativa salvo que sea a favor de Entidades de 
Derecho público dependientes del Principado de Asturias que tengan encomendadas su 
gestión, conservacion, explotación o utilización como soporte para la prestación de un 
servicio público.

Artículo 90.  
La concesión demanial es el título que otorga a una persona el derecho al uso y disfrute 

privativo de un bien de dominio público perteneciente al Principado de Asturias.
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Las concesiones deberán tener una finalidad concreta, fijar el canon anual que hubiera 
de satisfacerse, así como el plazo de duración que no podrá exceder de cincuenta años, y 
otorgarse dejando a salvo el Derecho de propiedad y sin perjuicio de otros derechos.

Artículo 91.  
Las autoridades, licencias y concesiones sobre el dominio público se rigen por las leyes 

específicas que sean de aplicación y, en su defecto, por lo dispuesto en la presente Ley y en 
sus normas de desarrollo.

Artículo 92.  
El Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería a quien corresponda el 

ejercicio de las competencias demaniales sobre los bienes de que se trate, previo informe de 
la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación, determinará las condiciones generales 
que han de regir para las autorizaciones, licencias o concesiones respecto del dominio 
público del Principado de Asturias, entre las que se incluirá, necesariamente, la 
contraprestación exigida y el plazo de duración.

El otorgamiento de autorizaciones, licencias o concesiones, corresponderá a la 
Consejería que tenga afectado el bien demanial objeto de aquéllas, con arreglo a los 
principios de publicidad y concurrencia.

Artículo 93.  
Las autorizaciones y licencias sobre el dominio público del Principado de Asturias se 

extinguen por el transcurso del plazo fijado para su vigencia y demás causas señaladas en el 
otorgamiento, así como por revocación.

La revocación de autorizaciones y licencias podrá producirse en cualquier momento por 
razones de interés público.

Artículo 94.  
Las concesiones demaniales se extinguen por:

a) El transcurso del plazo o de su prórroga.
b) El rescate.
c) La renuncia del concesionario.
d) La falta de pago del canon o cualquier otro incumplimiento grave de las obligaciones 

del concesionario, declarado por el órgano concedente.
e) La desaparición o agotamiento del bien.
f) La degradación del título concesional por desafectación del bien.
g) Cualquier otra causa admitida en Derecho.

En el supuesto previsto en el apartado f), la concesión demanial quedará transformada 
en una relación jurídico privada, manteniéndose los derechos y obligaciones contenidos en 
el título concesional, en especial el plazo de vigencia. No obstante, el Principado de Asturias 
podrá acordar la expropiación de los derechos subsistentes si estimase que su 
mantenimiento durante el término de su vigencia legal perjudicara el ulterior destino de los 
bienes o les hiciera desmerecer considerablemente en el caso de acordar su enajenación.

Los titulares de derechos vigentes sobre los bienes desafectados que resulten de 
concesiones otorgadas cuando los bienes eran de dominio público tendrán la facultad de 
adquirirlos con preferencia a toda otra persona en los casos en que el Principado acuerde la 
enajenación de dichos bienes.
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TÍTULO IV

Bienes inmuebles de Organismos Autónomos y Entidades del Principado de 
Asturias

CAPÍTULO I

Adscripción de inmuebles a Organismos autónomos y Entidades del 
Principado de Asturias

Artículo 95.  
Los bienes inmuebles del Principado de Asturias podrán ser adscritos a los Organismos 

y Entidades mencionados en el artículo 7, para el cumplimiento de sus fines. Los bienes 
adscritos conservarán su calificación jurídica originaria.

Los Organismos y Entidades que reciban dichos bienes no adquirirán su propiedad y 
habrán de utilizarlos para el cumplimiento de los fines que determine su adscripción, bien 
sea de forma directa, bien mediante la percepción de sus rentas o frutos.

Artículo 96.  
Los acuerdos de adscripción se adoptarán por el Consejero de Hacienda, Economía y 

Planificación, en virtud de discrecional ponderación de las razones aducidas por el 
Organismo o Entidad interesados, expresando concretamente el fin al que los bienes han de 
ser destinados.

Artículo 97.  
Corresponde a la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación fiscalizar el buen fin 

de las adscripciones y promover, en su caso, la reincorporación de los bienes adscritos al 
patrimonio del Principado de Asturias.

CAPÍTULO II

Bienes inmuebles propiedad de los Organismos y Entidades del Principado de 
Asturias

Artículo 98.  
Los bienes inmuebles propiedad de los Organismos y Entidades mencionados en el 

artículo 7, que no sean necesarios para el cumplimiento de sus fines, se entregarán a la 
Consejería de Hacienda, Economía y Planificación por conducto de la Consejería a que 
estén afectos, y se incorporarán al patrimonio del Principado de Asturias.

Artículo 99.  
Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior y, en consecuencia, podrán ser 

enajenados por estos Organismos y Entidades los bienes adquiridos por los mismos con el 
propósito de devolverlos al tráfico jurídico, de acuerdo con sus fines peculiares, así como los 
adquiridos para garantizar la rentabilidad de las reservas que tengan que constituir en 
cumplimiento de las disposiciones por las que se rigen.
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TÍTULO V

Régimen sancionador

Responsabilidades y sanciones

Artículo 100.  
Toda persona natural o jurídica, pública o privada, que tenga a su cargo o haga uso de 

bienes o derechos del patrimonio del Principado de Asturias, estará obligada a velar por su 
custodia, conservación, aplicación a su destino y, en su caso, su racional explotación.

Artículo 101.  
El particular que presenciare o tuviere conocimiento de la comisión de actos atentatorios 

contra los bienes o derechos del patrimonio del Principado de Asturias, deberá denunciarlos 
a la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación, al objeto de que ésta adopte las 
medidas pertinentes en defensa del patrimonio e instruya el procedimiento sancionador que, 
en su caso, diere lugar.

Artículo 102.  
Si como consecuencia del incumplimiento de las obligaciones señaladas en el artículo 

anterior, por dolo o negligencia, se produjera la pérdida o deterioro de los bienes y derechos 
del patrimonio, el responsable será sancionado por el Consejo de Gobierno con multa del 
tanto al triplo del perjuicio ocasionado, con independencia de las responsabilidades de otro 
orden a que hubiere lugar.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
Hasta tanto se promulgue una Ley del Principado sobre promoción pública de la 

vivienda, las adquisiciones, enajenaciones y demás negocios jurídicos relativos a inmuebles 
destinados a dicha actividad promotora se regirán por las normas establecidas al efecto y, 
supletoriamente, por la presente Ley, correspondiendo a la Consejería de Ordenación del 
Territorio, Urbanismo y Vivienda las facultades y competencias atribuidas en este texto legal 
a la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación en orden al tráfico de los bienes 
inmuebles patrimoniales.

Los locales existentes en los edificios de viviendas de promoción pública que no se 
encuentren arrendados y que no hayan sido objeto de tráfico para la adquisición de terrenos, 
serán entregados a la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación para su inclusión 
en el Inventario General, quedando sujetos al régimen jurídico ordinario previsto para los 
restantes bienes patrimoniales.

Segunda.  
El patrimonio de la Universidad de Oviedo estará sometido al régimen general del 

patrimonio del Principado de Asturias, sin perjuicio de su aplicación, cuando corresponda, 
por los órganos universitarios.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
A la entrada en vigor de la presente Ley quedan derogados el artículo 18, apartado 2, y 

los artículos 31, 32 y 33 de la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración 
del Principado de Asturias, de 24 de mayo de 1982, el artículo 23 de la Ley de Presupuestos 
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Generales del Principado de Asturias para 1989, de 30 de diciembre de 1988, así como 
todas las disposiciones que se opongan a los preceptos de la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Los bienes y derechos del patrimonio que estén sometidos a legislación administrativa 

específica se regirán por sus normas propias.

Segunda.  
En el plazo de seis meses, contados a partir de la entrada en vigor de esta Ley, el 

Consejo de Gobierno dictará el reglamento para su desarrollo.
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§ 23

Ley 3/1986, de 15 de mayo, por la que se regula el procedimiento de 
creación de Comarcas en el Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 125, de 30 de mayo de 1986
«BOE» núm. 153, de 27 de junio de 1986
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1986-17091

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta general del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley por la que se regula el procedimiento de 
creación de Comarcas en el Principado de Asturias.

PREÁMBULO

El Estatuto de Autonomía para Asturias determina en su artículo 6 que «el Principado de 
Asturias se organiza territorialmente en municipios, que recibirán la denominación tradicional 
de Concejos, y en Comarcas», y en el artículo 11 se atribuye a la Comunidad Autónoma, en 
el marco de la legislación básica del Estado, el desarrollo legislativo en materias de régimen 
local, entre las que específicamente se menciona la creación de organizaciones de ámbito 
superior a los Concejos, en los términos establecidos en el artículo 6 de dicho Estatuto.

La reciente publicación de la Ley 7/1984, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen Local, propicia en su título IV la creación de Entidades Locales distintas de los 
Concejos y provincias y, en concreto, en el artículo 42 se establecen reglas referidas a la 
creación de Comarcas y otras Entidades que agrupen a varios Concejos.

El tratamiento de la organización territorial del Principado fue objeto de debate en el 
Pleno de la Junta General promovido por el Consejo de Gobierno con la remisión de una 
comunicación sobre política de organización territorial en Asturias. La resolución del Pleno 
de 20 de junio de 1984, subsiguiente a dicho debate, instaba al Consejo de Gobierno a 
remitir un proyecto de Ley regulador del proceso de Comarcalización.

La presente Ley, coherente con el expresado mandato, es una Ley básicamente 
procedimental, puesto que la regulación de los contenidos se remite a la respectiva Ley de 
creación de cada Comarca, que constituirá su norma básica.

Los principios en que se inspira se basan en la voluntariedad en la iniciativa con 
posibilidad de veto por una mayoría cualificada de Ayuntamientos; aprobación de la 
Comarca por Ley de la Junta, con audiencia vecinal y municipal en el trámite de elaboración 
del correspondiente proyecto de Ley; concepción de la Comarca como Entidad Local y con 
ámbito idóneo funcionalmente para la coordinación y prestación de servicios a nivel superior 
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del ámbito territorial de los Concejos que la integran; y estructuración orgánica de Gobierno 
de carácter indirecto, con un órgano colegiado integrado por representantes elegidos por 
cada Corporación entre los propios miembros, respetando su composición proporcional.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  
En ejecución de la competencia que viene atribuida al Principado de Asturias por el 

artículo 11. a), en relación con el 6, de su Estatuto de Autonomía, se instituye la Comarca 
como Entidad Local Supramunicipal dentro del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.

Artículo 2.  
La Comarca tiene la consideración de Entidad Local, dotada de personalidad jurídica, 

integrada por Concejos limítrofes vinculados por características geográficas, 
socioeconómicas o históricas, o por intereses comunes que precisen de una consideración y 
de una gestión unitaria, o aconsejen la prestación de servicios a nivel territorial superior al de 
cada uno de los que en ella se comprenden y para la consecución de la mayor eficacia y del 
más óptimo grado de rentabilidad social y económica.

Artículo 3.  
La Junta General del Principado aprobará la creación de la Comarca mediante Ley, que 

constituirá su norma básica.

CAPÍTULO II

Del procedimiento para la creación de Comarcas

Artículo 4.  
La iniciativa de creación de una Comarca podrá adoptarse:

a) Por acuerdo del Pleno del Ayuntamiento o Ayuntamientos que tomarán la iniciativa, 
con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros.

b) Por los vecinos de alguno o de todos los Concejos que deban integrarse en la 
Comarca, mediante petición a la Comunidad Autónoma suscrita, al menos, por el 50 por 100 
de quienes figuren con el indicado carácter inscritos en los padrones de habitantes del 
Concejo o Concejos de los que haya partido la iniciativa.

c) Por la Junta General del Principado, mediante sustitución con carácter excepcional de 
la iniciativa de las Corporaciones Locales.

Artículo 5.  
1. En cualquiera de los casos enumerados en el artículo anterior, no podrá crearse la 

Comarca si a ello se oponen expresamente las dos quintas partes de los Concejos que 
debieran agruparse en ella, o bien cualquiera que sea el número de Concejos que se 
opongan siempre que éstos representen, al menos la mitad del censo electoral del territorio 
correspondiente. Los acuerdos de oposición a la creación de una Comarca habrán de ser 
adoptados por el Pleno de las Corporaciones afectadas, con el voto favorable de la mayoría 
absoluta del número legal de sus miembros.

2. Caso de no prosperar la iniciativa, solamente podrá reiterarse una vez se produzca la 
renovación por elección de los Ayuntamientos de los Concejos afectados.

Artículo 6.  
A los efectos de dar cumplimiento a lo preceptuado en el apartado 1 del artículo anterior, 

adoptada la iniciativa de Comarcalización, ya sea por uno o varios Concejos, por los vecinos 
o por la Junta General, se remitirán los acuerdos a aquellos Concejos que, ubicados dentro 
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del marco idóneo de delimitación territorial Comarcal, no hayan participado en la iniciativa a 
fin de que, en el plazo de un mes, resuelvan, por mayoría absoluta, sobre la adhesión y 
ratificación de los indicados acuerdos, o sobre su oposición a la promoción participativa en la 
creación de la comarca.

Artículo 7.  
La petición de creación de una Comarca, cualquiera que sea el origen de la iniciativa, 

deberá ir acompañada de un estudio documentado en el que se justifiquen las condiciones 
primordialmente geográficas, demográficas, sociales y económicas que hagan necesaria o 
conveniente creación de la nueva Entidad Local los beneficios que de ello se derivan para el 
conjunto de las poblaciones de los Concejos que hubieran de agruparse.

Se especificarán, en su caso, de manera razonada los intereses comunes que precisen 
de una gestión propia o que demanden la prestación de servicios en el ámbito territorial de la 
Comarca, justificado la suficiencia financiera de ésta para su establecimiento y 
mantenimiento.

Asimismo, se hará mención de los siguientes extremos:

– Denominación de la Comarca.
– Concejos que comprende, su delimitación individualizada y la delimitación total de la 

Comarca.
– Cabecera de Comarca y sede de los órganos de Gobierno Comarcal.
– Relación de servicios susceptibles de encomendarse a la Entidad Comarcal.

A petición de cualquier Ayuntamiento del Principado interesado en la creación de una 
Comarca, la Administración Regional realizará los pertinentes estudios en orden a 
determinar la viabilidad de la nueva Entidad Local.

Artículo 8.  
1. Evacuados los trámites a que se refieren los artículos precedentes e incorporados al 

expediente los informes de la Consejería de Interior y Administración Territorial y demás que 
se interesen, el Consejo de Gobierno se pronunciará estimando viable la creación de la 
Entidad Local Comarcal, redactando el correspondiente anteproyecto de Ley que será 
sometido a información pública por plazo de dos meses, comunes para vecinos y 
Ayuntamientos de los Concejos afectados, durante el cual podrán hacer cuantas alegaciones 
tengan por conveniente. A la vista del resultado de la información se redactará y aprobará el 
proyecto de Ley que será remitido a la Junta General.

2. Si el Consejo de Gobierno considerara inviable la creación de la Comarca lo pondrá 
en conocimiento de los promotores de la iniciativa y de la Junta General del Principado a los 
efectos previstos en el artículo 209 del Reglamento de la Cámara. Si ésta considerara 
favorable la viabilidad de la Comarca, el Consejo de Gobierno quedará obligado a redactar el 
correspondiente anteproyecto de Ley y a darle el trámite previsto en el apartado anterior.

CAPÍTULO III

Del contenido de la leyes de creación de Comarcas

Artículo 9.  
Las leyes de creación de Comarcas contendrán:

1. El ámbito territorial de las mismas.
2. La determinación de las competencias que haya de ejercer, sin perjuicio de las que le 

transfieran o encomienden los Concejos que la integren, dentro de los límites señalados en 
el artículo 42.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local. 
Entre dichas competencias se comprenderá:

a) La coordinación de los servicios municipales entre sí para la adecuada prestación de 
los mismos en el ámbito Comarcal.
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b) La gestión de los servicios que en materia de interés Comarcal le delegue la 
Comunidad Autónoma.

3. La composición y funcionamiento de sus órganos de gobierno. Toda Comarca 
constará de un Consejo Comarcal integrado por representantes elegidos por cada 
Corporación de entre sus miembros, respetando su composición proporcional, tanto en 
cuanto al número de Concejales, como a su representatividad política.

La Presidencia del Consejo Comarcal será colegiada y estará formada por un 
representante de cada Corporación Municipal, deferiéndose por turnos periódicos la 
Presidencia de las sesiones.

4. Los recursos económicos de los que dispondrán entre los que se incluirá:

a) Los productos de su patrimonio.
b) Donativos, legados y cesiones para servicios propios de la Entidad.
c) Tasas por la prestación de los servicios que gestione y por el aprovechamiento de los 

bienes que correspondan.
d) Subvenciones y aportaciones del Principado.
e) Aportaciones de los Municipios que la integran, figurando expresamente en la Ley la 

aportación porcentual de sus presupuestos al presupuesto de la Comarca.
f) Contribuciones especiales.
g) Operaciones de crédito.

5. Fijación de la cabecera de Comarca y sede de los órganos de gobierno comarcales.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para la 

ejecución, desarrollo y cumplimiento de la presente Ley.

Segunda.  
Todo proyecto de reforma de esta Ley será sometido a informe de todos los 

Ayuntamientos asturianos a fin de que se pronuncien sobre el mismo.

Tercera.  
En lo no previsto en esta Ley, será de aplicación lo dispuesto en la legislación básica del 

Régimen Local.
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§ 24

Ley 10/1986, de 7 de noviembre, reguladora de la demarcación 
territorial de los Concejos del Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 268, de 18 de noviembre de 1986
«BOE» núm. 300, de 16 de diciembre de 1986

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1986-32671

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley reguladora de la Demarcación Territorial 
de los Concejos del Principado de Asturias.

PREÁMBULO

La eficacia de la gestión municipal puede verse en ocasiones recortada como 
consecuencia de la escasa extensión de determinados Concejos y de la carencia de una 
potencialidad económica y de una base fiscal suficiente.

Para suplir tales deficiencias se ha potenciado en el marco de la Comunidad Autónoma 
asturiana la formación de figuras asociativas municipales Mancomunidades voluntarias de 
Concejos e instrumentado legalmente la creación de comarcas.

No obstante, y con independencia de ello, resulta preciso establecer, sobre la base de 
criterios inspirados fundamentalmente en la voluntariedad municipal, las reglas adecuadas 
que permitan la modificación de las actuales demarcaciones territoriales municipales, 
regulando los procedimientos para la creación y extinción de Concejos así como para la 
alteración de sus términos, a fin de posibilitar la existencia de los mismos con mayor riqueza 
y equilibrio socioeconómico y, por ello, más aptos para la mejor prestación de los servicios 
que por exigencia legal están obligados a cumplir.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  
1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de la demarcación temtorial de los 

Concejos que integran el Principado de Asturias, estableciendo el procedimiento para la 
creación o supresión de los mismos, así como para la alteración, en general, de los términos 
municipales.
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2. El término municipal es el territorio en el que el Ayuntamiento ejerce sus 
competencias.

Artículo 2.  
1. La creación de nuevos Concejos podrá tener lugar:

a) Por fusión de dos o más Concejos limítrofes, para formar otro diferente.
b) Por segregación de parte del término de uno o varios Concejos, para formar otro 

independiente.

2. La extinción de los Concejos se producirá:

a) En los supuestos de fusión a que se refiere el párrafo a) del apartado anterior.
b) Cuando uno o varios Concejos se incorporen a otro limítrofe.
c) Cuando la totalidad del término de un Concejo se incorpore por partes a dos o más 

Concejos limítrofes.

3. Los términos municipales quedarán alterados en los supuestos previstos en los 
apartados 1.b) y 2.b) y c) del presente artículo y, además, cuando se produzca la 
segregación de parte o partes del término de un Concejo para agregarlas a otro u otros 
limítrofes.

Artículo 3.  
1. La creación, y, en su caso, extinción de Concejos y, en general, cualquier alteración 

territorial de los mismos, además de precisar la voluntariedad de las Corporaciones 
afectadas, deberá justificarse, según los casos, en alguna de las siguientes causas:

a) Posibilidad de mejoras en la prestación de los servicios públicos, especialmente de los 
de carácter obligatorio.

b) Necesidad de unificar la dependencia administrativa de núcleos urbanos 
pertenecientes a distintos Concejos en los que se haya producido o se vaya a producir su 
confusión como consecuencia de su expansión urbanística.

c) Insuficiencia de medios económicos, materiales o personales, para atender 
separadamente la prestación de los servicios obligatorios exigidos por la Ley.

d) Notorios motivos de necesidad o conveniencia económica o administrativa que así lo 
aconsejen, atendidas las circunstancias de orden geográfico, demográfico, social o cultural 
que concurran.

2. Podrá, no obstante, prescindirse del requisito de la voluntariedad municipal, en los 
supuestos siguientes:

a) Los enumerados en los párrafos b) y c) del apartado anterior, cuando, en el primer 
caso, la necesidad se presente como perentoria, y en el segundo, la insuficiencia de 
recursos resulte de notoriedad acusada.

b) Despoblación del Concejo que haga inviable el mantenimiento de una organización 
administrativa independiente.

c) Cuando la mayoría de los residentes vecinos en una zona territorialmente delimitada 
inste directamente de la Consejería de Interior y Administración Territorial la segregación de 
la misma para incorporarla a otro Concejo, aun cuando hubieran precedido acuerdos 
municipales desfavorables.

Artículo 4.  
La creación de nuevos Concejos sólo podrá realizarse sobre la base de núcleos de 

población territorialmente diferenciados y siempre que resulten con recursos suficientes para 
el cumplimiento de las competencias municipales y no suponga disminución en la calidad de 
los recursos prestados a la población afectada.
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Artículo 5.  
1. No podrá efectuarse la segregación de parte del término de un Concejo si con ello 

éste queda privado de las condiciones exigidas en el artículo anterior, o si en dicha parte 
territorial tiene su asentamiento un núcleo o poblado unidos por calle o zona urbana a otro 
del Concejo originario.

2. Para llevar a efecto la segregación parcial deberá practicarse conjuntamente a la 
división del territorio, la de los bienes. derechos y acciones, así como de las deudas y 
cargas, en función del número de habitantes y de la riqueza imponible correspondientes a la 
parte del término que se trate de segregar.

CAPÍTULO II

Procedimiento ordinario

Artículo 6.  
El procedimiento para modificar la demarcación territorial de los Concejos se iniciará a 

petición de los mismos mediante acuerdo adoptado por el Pleno de cada Ayuntamiento, con 
el voto favorable de las dos terceras partes del número de hecho y, en todo caso, de la 
mayoría absoluta legal de los miembros que integren las respectivas Corporaciones.

Artículo 7.  
Se creará una Comisión Mixta de miembros de las Corporaciones implicadas en la 

alteración de los términos municipales, que respetará la proporcionalidad de los grupos que 
las integren y cuya Comisión, con carácter asesor, tendrá vigencia durante todo el período 
de tramitación y hasta que haya resolución en firme por el órgano competente.

Artículo 8.  
1. Los acuerdos municipales deberán expresar, en todo caso, las causas que justifiquen 

la necesidad o conveniencia de la demarcación territorial que se pretenda, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 3.º de la presente Ley.

2. En los casos de creación de nuevos Concejos habrán de indicarse también el nombre 
y capitalidad de los mismos.

3. Cuando se trate de los supuestos a que se refieren los apartados 1.b) y 2.c) del 
artículo 2, o cuando se pretenda la segregación de parte o partes del término de un Concejo 
para agregarlas a otro u otros limítrofes, los acuerdos deberán expresar, además, la forma 
de liquidar las deudas o créditos contraídos, la fórmula de administración de los bienes y las 
estipulaciones que convengan a los Concejos afectados respecto a las obligaciones, 
derechos e intereses.

Artículo 9.  
No será necesario que la petición de todos los Concejos afectados por la nueva 

demarcación que se pretenda sea simultánea, pudiendo adherirse a la iniciativa los restantes 
Concejos interesados mediante acuerdo adoptado por el Pleno del Ayuntamiento con el 
quórum y requisitos exigidos en los dos artículos precedentes, dentro de los cuatro meses 
siguientes a la fecha en que se les dé traslado de la misma.

Artículo 10.  
1. Los acuerdos de los Concejos se remitirán a la Consejería de Interior y Administración 

Territorial que, a su vista, valorará la viabilidad o no de la modificación pretendida 
ordenando, consecuentemente, la incoación del procedimiento o el archivo de las 
actuaciones, de lo que dará conocimiento a los Concejos interesados.

En los supuestos a que se refiere el artículo 8.3 de la presente Ley, se habrá de adjuntar 
necesariamente a los acuerdos el plano de las partes de los términos municipales a segregar 
con señalamiento de los nuevos límites de los Concejos afectados.
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2. Cuando los acuerdos recibidos no contengan la expresión de los requisitos señalados 
en los artículos 6.º y 8.º, se concederá a las Corporaciones interesadas un plazo de dos 
meses para su debida cumplimentación.

Artículo 11.  
Si dentro de los plazos previstos en los artículos 9.º y 10, apartado 2, de la presente Ley, 

los Concejos interesados no actuaren en consecuencia, la Consejería de Interior y 
Administración Territorial procederá, sin más trámite, al archivo de las actuaciones.

Artículo 12.  
1. Acordada por la Consejería de Interior y Administración Territorial la incoación del 

procedimiento, se abrirá un período de información pública por plazo de cuatro meses, 
durante el cual los vecinos de los Concejos podrán formular ante la Administración de la 
Comunidad Autónoma cuantas alegaciones consideren convenientes en apoyo u oposición a 
la nueva demarcación territorial pretendida.

2. Finalizado dicho período, por la expresada Consejería se dará traslado inmediato de 
todas las alegaciones formuladas a los Concejos interesados, los cuales, en el plazo de dos 
meses, habrán de exponer su parecer sobre aquéllas, mediante acuerdo adoptado por el 
Pleno del Ayuntamiento respectivo.

Artículo 13.  
1. Dentro del plazo indicado en el apartado 2 del artículo anterior, los Concejos podrán 

desistir de su iniciativa como consecuencia de la valoración que realicen del resultado de la 
información pública.

2. En tal supuesto, la Consejería de Interior y Administración Territorial dispondrá la 
paralización del procedimiento y el archivo de las actuaciones, a no ser que decida la 
conveniencia de su continuación con relación a los restantes Concejos afectados, los cuales 
habrán de pronunciarse al respecto dentro de los dos meses siguientes a la fecha en que se 
les comunique el desistimiento producido.

Artículo 14.  
Evacuado el trámite de información pública, el expediente será sometido a dictamen del 

órgano consultivo superior del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias. 
Simultáneamente a la petición de este dictamen se dará conocimiento del procedimiento que 
se tramita a la Administración del Estado, con indicación de las partes principales del 
expediente.

Artículo 15.  
1. El procedimiento se resolverá por acuerdo del Consejo de Gobierno que, cuando sea 

favorable a la modificación instada, revestirá la forma de Decreto en el cual se habrán de 
contener, al menos, las siguientes determinaciones:

Primera. En los supuestos de creación de nuevos Concejos:

a) El nombre del Concejo y el núcleo de población donde radicará la capitalidad del 
mismo.

b) Los Concejos que quedan fusionados para la formación del nuevo o, en su caso, la 
identificación de las partes del término o términos municipales con cuya segregación resulte 
formado.

c) Forma de proceder para la constitución de los órganos de gobierno y administración 
del Concejo.

d) Normas generales que hayan de observarse para la regulación presupuestaria hasta 
el inicio del nuevo ejercicio presupuestario.

e) Normas generales que han de observarse para la adscripción de personal.
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f) Régimen de aprovechamiento de los bienes comunales, en el caso de que los 
Ayuntamientos interesados hubieran propuesto para los bienes que resultaren afectados 
fórmulas singulares de aprovechamiento.

Segunda. En los demás supuestos, los Decretos contendrán las especificaciones 
adecuadas a la naturaleza de la alteración producida en correlación con lo anteriormente 
previsto para los casos de nueva creación.

2. De los cambios de denominación de los Concejos operados como consecuencia de la 
resolución definitiva del procedimiento, se dará cuenta a la Administración del Estado a los 
efectos previstos en el artículo 14 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

CAPÍTULO III

Procedimientos especiales

Artículo 16.  
1. En los supuestos a que se refieren los párrafos a) y b) del apartado 2 del artículo 3 de 

la presente Ley, el procedimiento se iniciará de oficio por Resolución de la Consejería de 
Interior y Administración Territorial que habrá de especificar los motivos que la fundamenten.

2. Adoptada la resolución, se abrirá un trámite de información pública por plazo de cuatro 
meses, durante el cual los Ayuntamientos y vecinos interesados podrán formular las 
alegaciones pertinentes.

3. Evacuado dicho trámite, se procederá en la forma determinada en el artículo 14 de la 
presente Ley.

4. A la vista de las actuaciones anteriores, el Consejo de Gobierno, si considera 
procedente la continuación del procedimiento, remitirá a la Junta General del Principado el 
proyecto de Ley correspondiente, que habrá de contener necesariamente las 
determinaciones establecidas en el artículo 15.

Cuando el Consejo de Gobierno no estime oportuna la continuación del procedimiento, 
será acordado el archivo de las actuaciones.

Artículo 17.  
1. Cuando el procedimiento se inicie a instancia de los vecinos conforme a lo previsto en 

el párrafo c) del apartado 2 del artículo 3, será abierto un período de información pública en 
la forma y plazo que se determinan en el apartado 2 del artículo anterior.

2. Cumplido dicho trámite y valorado el resultado de la información pública, la Consejería 
de Interior y Administración Territorial resolverá sobre la continuación del procedimiento o la 
paralización del mismo con archivo de las actuaciones.

3. Determinada la continuación del procedimiento, se seguirán para su resolución los 
trámites previstos en los apartados 3 y 4 del artículo anterior.

CAPÍTULO IV

Del gobierno y administración provisional de los Concejos creados

Artículo 18.  
1. El gobierno y administración de los Concejos creados al amparo de la presente Ley 

será ejercido en forma provisional por una Comisión Gestora designada por el Consejo de 
Gobierno del Principado, en tanto no se celebren las correspondientes elecciones y se 
constituyan los que resulten elegidos.

2. En el supuesto de que el nuevo Concejo sea resultado de la fusión de dos o más 
Concejos limítrofes, la Comisión Gestora se integrará por un número igual al de Concejales 
que integrarán el Ayuntamiento Pleno según la población resultante de la fusión.

La designación se efectuará entre los Concejales que hayan quedado cesantes como 
consecuencia de la extinción de los Concejos fusionados, en proporción al número obtenido 
por cada partido, coalición o agrupación de electores y a propuesta de éstos.
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3. Cuando el Concejo se haya formado por segregación de parte del término de uno o 
varios, la Comisión Gestora se formará por el número de miembros que corresponda según 
lo previsto en el apartado precedente y su designación se hará entre residentes en el término 
del nuevo Concejo a propuesta de los partidos, coaliciones o agrupaciones de electores con 
representación en los afectados por la segregación y en proporción directa al número de 
Concejales que en su conjunto les representen.

4. Las Comisiones Gestoras designarán de entre sus miembros un Presidente con 
arreglo al procedimiento establecido para la elección de Alcaldes.

5. A las Comisiones Gestoras les corresponderá el ejercicio de las competencias y 
funciones que las leyes atribuyen a los Ayuntamientos, y a los Presidentes de las mismas, 
las correspondientes a los Alcaldes.

Artículo 19.  
En los supuestos de incorporación de la totalidad de uno o varios Concejos, o de partes 

de sus términos, a otro u otros limítrofes, no sufrirá modificación, hasta que sean celebradas 
nuevas elecciones, la composición de los órganos de gobierno y administración de los 
Concejos cuyo término haya resultado alterado, produciéndose únicamente el cese de los 
Concejales de aquéllos que hubieran resultado extinguidos.

CAPÍTULO V

De la alteración del nombre y capitalidad de los Concejos

Artículo 20.  
1. El nombre y capitalidad de los Concejos podrán ser alterados previo acuerdo de los 

Ayuntamientos con el quórum establecido en el artículo 6 de esta Ley, información pública 
por plazo de treinta días y aprobación por acuerdo del Consejo de Gobierno del Principado.

2. Del acuerdo que adopte el Consejo de Gobierno se dará cuenta a la Administración 
del Estado a los efectos determinados en el apartado 2 del artículo 15 de la presente Ley.

CAPÍTULO VI

Ayudas e incentivos a los nuevos Concejos

Artículo 21.  
En los presupuestos del Principado de Asturias se establecerán consignaciones 

específicas para otorgar ayudas conducentes al fomento de la fusión o incorporación de 
Concejos, independientes o coordinadas con las que otorgue el Estado, las cuales atenderán 
preferentemente la consecución de los siguientes objetivos:

a) Dotación y mejora de las obras y servicios que coadyuven a la implantación de los 
servicios obligatorios señalados en el artículo 26 de la Ley reguladora de las Bases de 
Régimen Local.

b) Construcción o reforma de las Casas Consistoriales.
c) Cualesquiera otros encaminados a conseguir la dotación y mejora de los servicios 

comunitarios, a favorecer el desarrollo y defensa del entorno ecológico y la calidad de vida 
de la población rural.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
En tanto no se cree el órgano consultivo superior del Consejo de Gobierno a que se 

refiere el artículo 14 de la presente Ley, los dictámenes que conforme a la misma haya de 
emitir, serán solicitados del Consejo de Estado.
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DISPOSICIÓN FINAL
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las normas necesarias para el desarrollo 

y ejecución de lo previsto en esta Ley.
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§ 25

Ley 11/1986, de 20 de noviembre, por la que se reconoce la 
personalidad jurídica de la parroquia rural

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 282, de 4 de diciembre de 1986

«BOE» núm. 12, de 14 de enero de 1987
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1987-773

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley por la que se reconoce la personalidad 
jurídica de la parroquia rural.

PREÁMBULO

El Estatuto de Autonomía para Asturias al regular en su artículo 6 la organización 
territorial de la Comunidad Autónoma dispone que se reconocerá personalidad jurídica a la 
parroquia rural como forma tradicional de convivencia y asentamiento de la población 
asturiana, y en el artículo 11 se atribuye al Principado de Asturias, en el marco de la 
legislación básica del Estado, el desarrollo legislativo en materias de Régimen Local entre 
las que señaladamente se especifica la referida a la creación de organizaciones de ámbito 
inferior a los Concejos, en los términos establecidos en el artítulo 6 de dicho Estatuto.

La publicación de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen 
Local, propicia en su título IV la creación de Entidades locales distintas a los Concejos y 
provincias y, en concreto, en el artículo 45 se contienen reglas referidas a la regulación de 
las Entidades de ámbito territorial inferior al Concejo.

El tratamiento de la parroquia rural como forma tradicional de convivencia y 
asentamiento de la población en Asturias, fue objeto de debate en el Pleno de la Junta 
General del Principado promovido por el Consejo de Gobierno con la remisión de una 
comunicación sobre política de organización territorial en Asturias. La Resolución del Pleno, 
de 20 de junio de 1984, subsiguiente a dicho debate, instaba al Consejo de Gobierno a 
remitir un Proyecto de Ley de reconocimiento de personalidad jurídica de la parroquia rural y 
de tratamiento a las Entidades locales menores existentes en la Comunidad Autónoma.

En coherencia con el expresado mandato y con las normas habilitantes contenidas en el 
Estatuto de Autonomía para Asturias, y en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local, la presente Ley regula el reconocimiento de la parroquia rural 
ajustándose a los principios de voluntariedad en la iniciativa; aprobación por el Consejo de 
Gobierno de la personalidad jurídica de la parroquia, con intervención en el trámite de los 
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Ayuntamientos concernidos; nivel competencial vinculado a la gestión de propiedades en 
mano común o relacionado con la gestión de servicios y la ejecución de obras en las que 
predomine la aportación personal de los vecinos; régimen de gobierno a través de un órgano 
unipersonal de elección directa y un órgano colegiado de control, posibilitándose asimismo, 
la democracia directa, a través del Concejo abierto; y previsión de la conversión de las 
Entidades locales menores actualmente existentes en parroquias rurales.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  
1. En ejecución de la competencia que viene atribuida al Principado de Asturias por el 

artículo 11.a), en relación con el 6.2 de su Estatuto de Autonomía, se reconoce la 
personalidad jurídica de la parroquia rural como Entidad local inframunicipal dentro del 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma y forma tradicional de convivencia y 
asentamiento de la población asturiana.

2. La parroquia rural se regirá por la presente Ley y por las demás que sobre régimen 
local apruebe la Junta General del Principado.

3. La regulación de la parroquia rural lo será a los exclusivos fines señalados en esta Ley 
y por lo tanto sin perjuicio de las determinaciones urbanísticas y de ordenación del territorio 
que resulten de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, de los específios 
Planes Generales y Normas Subsidiarias de cada municipio y, en su defecto, de las Normas 
Urbanísticas Regionales en el Medio Rural.

Artículo 2.  
El reconocimiento de la personalidad jurídica de la parroquia rural a cada grupo social 

asentado en un ámbito territorial determinado exigirá la existencia de un núcleo vecinal 
definido, separado de los que se integran en el Consejo, en el que concurran intereses 
propios, distintos de los generales de la Entidad municipal, o el disfrute comunitario de 
bienes patrimoniales no municipales, aunque no se hallen sometidos al régimen de «montes 
vecinales en mano comúm», regulado por la Ley 55/1980, de 11 de noviembre.

Artículo 3.  
Además de la capitalidad, tampoco gozarán de la condición de rurales aquellos grupos 

de población, delimitados o no a efectos urbanísticos, que formen núcleo compacto de 
edificaciones consolidadas, de características, volumetría y altura típicamente urbanas y con 
predominio distinto de sectores productivos de los de agricultura, ganadería y demás que 
configuren y tipifiquen, sobre la base del cultivo de la tierra, el hábitat rural.

CAPÍTULO II

Del procedimiento por el que se reconoce personalidad jurídica a la parroquia 
rural

Artículo 4.  
La iniciativa para la obtención por un núcleo de población rural de la condición de 

parroquia, corresponderá a los residentes vecinos del lugar o al Ayuntamiento a que éste 
pertenezca.

Artículo 5.  
1. La iniciativa vecinal requerirá petición voluntariamente suscrita por la mayoría de los 

residentes vecinos de los núcleos del territorio de la parroquia rural cuya personalidad 
jurídica se interesa, dirigida a la Consejería de Interior y Administración Territorial.

2. Hecha a la Comunidad Autónoma la petición por la población interesada, se oirá 
preceptivamente al Ayuntamiento, el que con el voto favorable de las dos terceras partes del 
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número de hecho y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros, 
podrá mostrar su oposición al reconocimiento del núcleo como parroquia rural.

Artículo 6.  
1. Cuando la iniciativa parta del Ayuntamiento del Concejo en el que se asiente el núcleo 

de población que se interesa reconocer como parroquia rural, se precisará acuerdo del Pleno 
adoptado por el voto favorable de las dos terceras partes del número de hecho y, en todo 
caso, de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación.

2. Adoptada la iniciativa por el Ayuntamiento y elevada a la Consejería de Interior y 
Administración Territorial, se dará audiencia por plazo de dos meses a la población 
interesada. La oposición de más de la mitad de los residentes vecinos del lugar impedirá que 
prospere la iniciativa.

Artículo 7.  
1. La petición de reconocimiento de un núcleo de población como parroquia rural habrá 

de ser fundamentada,expresando las razones que lo aconsejen, referidas, especialmente, a 
la existencia de bienes privativos aprovechados en común o a la prestación de servicios 
cuya destinataria sea exclusivamente la población del núcleo con predominio de la 
aportación personal.

2. Por lo que se respecta a los bienes comunes, se justificará su titularidad, 
especificándose el régimen para su aprovechamiento. Si éste fuera el de los «montes 
vecinales en mano común» según su legislación específica, se acompañarán, en su caso, 
las Ordenanzas reguladoras del aprovechamiento reglamentariamente aprobadas.

3. En relación con los servicios, se enumerarán, justificando su exclusividad para la 
población del núcleo.

4. Asimismo, podrán hacerse constar instituciones y costumbres tradicionales con 
implantación en la parroquia rural que se deseen conservar o rehabilitar.

Artículo 8.  
Finalizado el período de audiencia, la Consejería de Interior y Administración Territorial 

someterá al Consejo de Gobierno propuesta de resolución en uno de estos sentidos:

a) Estimando no procede el reconocimiento del núcleo como parroquia rural por la 
oposición manifiesta de la población del lugar en número suficiente o por no hallar razones 
que lo hagan aconsejable. Si el Consejo de Gobierno hiciera suya la propuesta, lo 
comunicará así a los promotores de la iniciativa y al Ayuntamiento. Contra esta decisión, que 
habrá de ser motivada, no se dará recurso alguno.

b) Estimando que procede continuar el proceso para el reconocimiento del núcleo como 
parroquia rural, lo que exigirá la aprobación por el Consejo de Gobierno de un anteproyecto 
de Decreto regulador de la siguientes materias:

Ámbito territorial de la parroquia.
Régimen de Gobierno y de elección de los titulares de los órganos que se prevean.
Régimen económico.
Régimen de aprovechamiento de los bienes comunes, con determinación de éstos.
Servicios propios de la parroquia y régimen de aportación personal de los vecinos.
Régimen jurídico, con especificación de los supuestos y de los modos de intervención 

del Ayuntamiento, teniendo en cuenta que, como mínimo, los acuerdos sobre disposición de 
bienes, operaciones de crédito y expropiación forzosa deberán ser ratificados por la 
Corporación Municipal.

Potestados que, entre las atribuidas por la Ley reguladora de las Bases del Régimen 
Local a las Entidades locales territoriales, se atribuyan a la parroquia.

Ayudas especiales que para la conservación y explotación de los bienes comunes y para 
la prestación de servicios, podrá conceder a la parroquia la Comunidad Autónoma, 
cumpliendo las condiciones que en cada caso se determinen.

Trámites que hayan de cumplirse para la entrada en vigor del régimen regulador de la 
parroquia.
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Artículo 9.  
El anteproyecto de Decreto se someterá a información pública durante el plazo de dos 

meses. Los residentes vecinos del Concejo al que pertenezca el núcleo de población que 
aspire a constituirse en parroquia, podrá hacer al respecto cuantas alegaciones estimen 
pertinentes. Del anteproyecto de Decreto se dará traslado al Ayuntamiento, el cual, en el 
indicado plazo y con el voto favorable de la mayoría absoluta legal de sus miembros, 
adoptará el acuerdo que considere oportuno proponiendo las modificaciones que en la 
propuesta sometida a su consideración hayan de introducirse.

Artículo 10.  
Transcurrido el plazo de audiencia, en el de tres meses, por la Consejería de Interior y 

Administración Territorial se someterá al Consejo de Gobierno proyecto de Decreto de 
reconocimiento de personalidad de la parroquia, regulando las materias contenidas en el 
anteproyecto. El Decreto que apruebe el Consejo de Gobierno no podrá poner a cargo de la 
parroquia obligaciones que no estuvieran expresa o implícitamente contenidas en la petición 
inicial ni en el anteproyecto.

Artículo 11.  
Aprobado y publicado en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y «Boletín 

Oficial» de la provincia el Decreto, y cumplidos los trámites en la norma previstos, quedará el 
núcleo de población de que se trate reconocido como parroquia rural, Entidad local dentro de 
su Concejo, con personalidad jurídica para el cumplimiento de los fines concretos que se 
hayan determinado.

CAPÍTULO III

De las competencias de la parroquia rural

Artículo 12.  
1. Son competencias de la parroquias rurales:

a) La Administración y conservación de su patrimonio, así como la regulación y 
ordenación de su aprovechamiento y utilización.

b) La conservación, mantenimiento y vigilancia de los caminos rurales del término 
parroquial y de los demás bienes de uso y de servicios públicos de interés exclusivo de la 
parroquia.

c) La prestación de servicio y ejecución de obras que sean de exclusivo interés de la 
parroquia y en las que predomine como forma de gestión y de realización la aportación 
personal y de los vecinos afectados.

2. Serán competencias delegadas aquellas que el Concejo o el Principado le atribuyan.
3. Las competencias propias se ejercen bajo la propia responsabilidad y las 

competencias atribuidas se ejercen en los términos de la delegación, que pueden prever 
técnicas de dirección y control de oportunidad que, en todo caso, se halla condicionada a la 
previa aceptación de la parroquia.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 25  Ley de personalidad jurídica de la parroquia rural

– 250 –



CAPÍTULO IV

Régimen orgánico y funcional

Sección primera. De los órganos de gobierno y administración de la parroquia 
rural

Artículo 13.  
1. Para su gobierno, la parroquia rural contará con un órgano unipersonal ejecutivo, que 

adoptará la denominación de Presidente, de elección directa, y con un órgano colegiado de 
control, que adoptará la denominación de Junta de Parroquia, formado por el Presidente y, 
además, por un número de miembros que no podrá ser inferior a dos ni superior al tercio de 
Concejales que integren el respectivo Ayuntamiento.

2. La designación de los miembros del órgano colegiado se hará de conformidad con lo 
resultados de las elecciones para el Ayuntamiento en la Sección o Secciones constitutivas 
de la circunscripción para la elección del órgano unipersonal.

Artículo 14.  
1. La Junta de Parroquia desarrollará su actuación con arreglo a los fines y en la forma 

que se dispone en esta Ley y, en su defecto, se aplicarán con carácter supletorio las normas 
previstas para el Ayuntamiento Pleno en la legislación de Régimen Local.

2. No obstante lo expuesto anteriormente, podrá establecerse el régimen de Concejo 
Abierto para aquellas Entidades de menos de 100 habitantes y que lo soliciten expresamente 
en el escrito de petición de reconocimiento de su personalidad.

Sección segunda. Del Presidente

Artículo 15.  
El Presidente, órgano unipersonal ejecutivo, será elegido por sistema mayoritario de 

entre los residentes vecinos que constituirán la parroquia, por votación directa de los 
electores que figuren inscritos en el respectivo censo electoral.

Artículo 16.  
El Presidente tendrá las siguientes atribuciones:

a) Presidir la Junta de Parroquia.
b) Representar a la parroquia rural y a la Junta de Parroquia.
c) Convocar y presidir las sesiones de la Junta, dirigir sus deliberaciones y ordenar que 

se recoja en acta lo acordado, a cuyo efecto, por mayoría absoluta, se habilitará para 
funciones de fedatario a un miembro de la Junta, y hacer cumplir sus acuerdos.

d) Revisar y actualizar el inventario de bienes propios y comunes de la parroquia 
poniendo especial dedicación en los inmuebles y muy particularmente en los comunales, 
vecinales en mano común si los hubiera y en aquellos cualesquiera que sea su naturaleza 
jurídica que se «vienen otorgando para aprovechamiento con carácter temporal, así como 
del cumplimiento de los plazos.

e) Velar por los derechos de la parroquia. Impulsar, dirigir e inspeccionar los servicios y 
las obras de ésta.

f) Ejercitar las acciones judiciales, administrativas y de cualquier otro orden relativas a la 
gestión de los intereses de la parroquia, previo informe o dictamen de los servicios de 
asesoramiento de la Consejería de Interior y Administración Territorial. Cuando el ejercicio 
de estas acciones no sea urgente se requerirá el acuerdo previo de la Junta de Parroquia.

g) Elaborar el proyecto de presupuesto, ordenar los pagos y rendir puntualmente cuentas 
de su gestión.
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h) Recopilar y conservar el derecho tradicional estatuido en Ordenanza o por escrito y 
velar por la costumbre del lugar, siempre que uno y otro no se opongan o infrinjan esta Ley u 
otras normas de rango superior.

i) Cualesquiera otras que legalmente le sean atribuidas o le encomiende la Junta de 
Parroquia.

Sección tercera. De la Junta de Parroquia

Artículo 17.  
Las atribuciones de la Junta de Parroquia son:

a) El control y la fiscalización de los actos del Presidente.
b) La aprobación del presupuesto anual y de las Ordenanzas fiscales dentro del marco 

que la legislación le autoriza; la censura de cuentas y la remisión de un ejemplar de las 
mismas a la Consejería de Interior y Administración Territorial.

c) La administración y conservación de su patrimonio y la regulación del 
aprovechamiento de los bienes comunales con sometimiento a las Leyes del Principado y en 
su defecto a las que rigen en esta materia en los Concejos.

d) La adopción de acuerdos sobre disposiciones de bienes, operaciones de crédito y 
expropiación forzosa que deberán ser ratificados por el Ayuntamiento respectivo con el voto 
favorable de la mayoría absoluta legal de sus miembros.

e) Cualesquiera otras que legalmente se le atribuyan.

Artículo 18.  
1. La Junta se reunirá con carácter ordinario una vez al trimestre y con carácter 

extraordinario siempre que sea convocada por el Presidente o solicitado por la mayoría de 
los miembros de la Junta en escrito dirigido al Presidente.

CAPÍTULO V

Recursos de la parroquia

Artículo 19.  
La hacienda de la parroquia rural estará constituida por los siguientes recursos:

a) Ingresos de derechos privados provinientes de los bienes de su propiedad o en los 
que tenga participación individualizada o consorcio.

b) Donativos, legados y cesiones para servicios propios de la Entidad.
c) Rendimientos patrimoniales y tasas por los servicios de su exclusiva gestión y 

pertenencia prestados en las formas establecidas en la Ley.
d) Sextaferia, o en su caso, prestación personal.
e) Operaciones de crédito.

Artículo 20.  
Las parroquias rurales cuya personalidad jurídica haya sido reconocida, podrán obtener 

directamente ayudas de la Administración Autonómica en relación al cumplimiento de sus 
competencias propias, tanto a través de los Planes de Obras y Servicios como de otras 
actuaciones de la distintas Consejerías, dando cuenta de ello al Ayuntamiento 
correspondiente.
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CAPÍTULO VI

Modificación y disolución de la parroquia rural

Artículo 21.  
La modificación y disolución de la parroquia rural será acordada por el Consejo de 

Gobierno previa audiencia de la Junta de Parroquia y el Ayuntamiento interesado e informe 
del órgano consultivo superior de la Comunidad Autónoma.

Artículo 22.  
1. Mediante escrito dirigido a la Consejería de Interior y Administración Territorial, podrá 

solicitar la modificación y disolución de la parroquia rural:

a) La mayoría de los residentes vecinos del lugar.
b) La Junta de Parroquia con el voto favorable de las dos terceras partes del número 

legal de sus miembros.
c) El Ayuntamiento en que se halle enclavada, con el voto favorable de las dos terceras 

partes del número de hecho y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número legal de sus 
miembros.

2. Cuando la solicitud provenga del Ayuntamiento en que se halle enclavada la 
parroquia, se abrirá un plazo de información pública vecinal.

Artículo 23.  
1. Sin perjuicio de los requisitos establecidos en el artículo 20, el Consejo de Gobierno 

podrá acordar de oficio la disolución de la parroquia rural por insuficiencia de recursos para 
sostener los servicios que le estén atribuidos o cuando se aprecien notorios motivos de 
necesidad económica o administrativa.

2. El Consejo de Gobierno acordará la disolución de la parroquia rural si a consecuencia 
de la acción del urbanismo y de las edificaciones se transforma el hábitat rural de más del 50 
por 100 de los núcleos integrados en núcleos urbanizados y edificados.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
Durante el plazo de dos años, las Entidades locales menores legalmente constituidas en 

Asturias podrán acogerse al régimen propio de las parroquias rurales con los beneficios 
derivados del de ayudas especiales, previo el cumplimiento de los trámites anteriormente 
reseñados, pudiendo tomar también la iniciativa la Junta Vecinal correspondiente.

Segunda.  
Pasado el plazo al que se refiere el párrafo anterior, el Consejo de Gobierno considerará 

la situación de cada una de las Entidades locales menores cuya adaptación al régimen de 
las parroquias no se haya producido y adoptará sobre ellas, dentro de las normas estatales 
reguladoras del Régimen Local y de las emanadas de la Comunidad Autónoma, las 
decisiones conducentes a:

a) Su disolución.
b) Sus sustitución por la parroquia rural con exclusión del régimen de ayudas especiales 

previstas para estas Entidades locales y con el mismo ámbito territorial de la Entidad local 
menor originaria.

Tercera.  
En tanto se constituye el órgano consultivo superior a la Comunidad Autónoma el 

informe a que hace referencia el artículo 20 será instado del Consejo de Estado.
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DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
De conformidad con lo establecido en el Decreto del Consejo de Gobierno 9/1984, de 13 

de enero, por el que se regula la estructura orgánica de la Consejería de Interior y 
Administración Territorial, a ésta, a través de la Dirección Regional de Administración 
Territorial, le corresponde entender de los procesos de reconocimiento de las parroquias 
rurales y de cuantas actuaciones de la Comunidad Autónoma sean necesarias para el 
desarrollo de su régimen y funcionamiento. La Comunidad Autónoma, a través de la 
mencionada Consejería, prestará su colaboración y asesoramiento a los promotores de 
iniciativas para el reconocimiento de un núcleo de población como parroquia rural.

Segunda.  
Todo anteproyecto de reforma de la presente Ley se someterá a informe de todos los 

Ayuntamientos asturianos a fin de que se pronuncien sobre el mismo.

Tercera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para dictar las 

disposiciones necesarias para la ejecución, desarrollo y cumplimiento de la presente Ley.
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§ 26

Ley 1/2000, de 20 de junio, por la que se crea la Comisión Asturiana 
de Administración Local

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 151, de 30 de junio de 2000
«BOE» núm. 192, de 11 de agosto de 2000

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2000-15269

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley por la que se crea la 
Comisión Asturiana de Administración Local.

PREÁMBULO

El artículo 58 de la Ley reguladora de las bases del régimen local faculta a las 
comunidades autónomas para crear, mediante norma con rango de Ley, órganos de carácter 
deliberante y consultivo para articular la colaboración de la Administración de la Comunidad 
Autónoma con las entidades locales.

La existencia de un órgano de esta naturaleza en la Comunidad Autónoma resulta 
necesaria para atender adecuadamente las necesidades de coordinación con las 
administraciones locales y para potenciar fórmulas de cooperación a través de las cuales 
quepa encauzar las relaciones, máxime en unos momentos en que éstas han de 
intensificarse como consecuencia de las actuaciones y medidas a que dará lugar el 
desarrollo del pacto local asturiano, concebido este como un gran compromiso político 
encaminado a redefinir el significado y las funciones de los entes locales en el marco del 
Principado de Asturias.

Este acuerdo entre administraciones territoriales debe conducir al establecimiento de un 
régimen competencial adecuado que permita potenciar las cuotas de autonomía local hasta 
niveles suficientes para garantizar que las potestades públicas y las responsabilidades 
inherentes a su ejercicio queden radicadas -siempre que así lo demande la eficiencia de la 
acción administrativa- en los órganos más próximos al ciudadano, que es el destinatario 
efectivo de los servicios públicos. De este modo se satisfacen las exigencias del principio de 
subsidiariedad y se asegura el respeto a las peculiaridades e intereses locales por parte de 
los poderes de ámbito más amplio.

Es necesario, por tanto, conseguir un incremento de la participación de los entes 
municipales en lo relativo a los asuntos en los que aparezcan implicados intereses locales, 
para que estos puedan ser apreciados en su justa dimensión y no sólo desde el punto de 
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vista supramunicipal, que, siendo de evidente trascendencia, ha de ser conjugado con otros 
enfoques que permitan una percepción más ajustada de la realidad y las necesidades 
locales.

Con esta finalidad se crea la Comisión Asturiana de Administración Local, cuya 
composición y atribuciones responden a estas ideas de representatividad y participación tan 
necesarias para que la coordinación y cooperación interadministrativas puedan 
materializarse eficazmente.

Artículo 1.  Creación y naturaleza.

1. Con el fin de potenciar la coordinación y la eficacia en la acción administrativa, se crea 
la Comisión Asturiana de Administración Local como órgano de colaboración entre la 
Administración del Principado de Asturias, los concejos y demás entidades locales radicadas 
en su ámbito territorial.

2. La Comisión tendrá carácter consultivo y asesor e informará sobre cuantos asuntos 
derivados de las relaciones interadministrativas fuera interesada su opinión por las 
administraciones afectadas.

3. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de los órganos específicos que 
pueda establecer la planificación sectorial.

Artículo 2.  Funciones.

1. Con carácter general, corresponde a la Comisión Asturiana de Administración Local 
estudiar y formular las sugerencias que considere oportunas en relación con las cuestiones 
que afecten al ejercicio coordinado de las competencias de las administraciones integrantes 
y a la cooperación entre la Administración del Principado de Asturias y los entes locales.

2. Serán cometidos específicos de la Comisión Asturiana de Administración Local:

a) Emitir informe sobre los anteproyectos de ley y los proyectos de reglamento que 
afecten al régimen local.

b) Estudiar y proponer las medidas que crea convenientes en relación con la situación 
económico-financiera de los entes locales.

c) Proponer medidas de asistencia y asesoramiento a las corporaciones locales, 
asegurando la coordinación de los diferentes órganos de las administraciones públicas 
responsables de la prestación de dicho servicio.

d) Formular propuestas y sugerencias sobre la transferencia de recursos y sobre la 
asignación o delegación de competencias a las entidades locales y encomiendas de gestión.

e) Informar de las necesidades e insuficiencias de los concejos en materia de servicios 
mínimos y proponer criterios generales para acordar la dispensa de su prestación y el 
establecimiento de servicios comarcales.

f) Proponer criterios de colaboración y coordinación para que las diferentes 
administraciones públicas ejerzan sus funciones de cooperación económica, técnica y 
administrativa.

g) Informar con carácter preceptivo las propuestas de creación, modificación y supresión 
de comarcas y de áreas metropolitanas, la creación y extinción de concejos y la alteración de 
términos municipales.

h) En general, efectuar propuestas al Consejo de Gobierno en cuantos asuntos, no 
previstos expresamente en este artículo, convengan a la mejor coordinación entre ambas 
administraciones públicas.

i) Cualesquiera otras que le atribuya la legislación en vigor.

Artículo 3.  Composición.

1. La Comisión, que tendrá una composición paritaria, será presidida por quien ostente la 
titularidad de la Consejería con competencia general en cuestiones de cooperación local y 
podrá funcionar en pleno o constituir en su seno secciones sectoriales o de ámbito comarcal.

2. La composición de las secciones sectoriales o de ámbito comarcal que en su caso se 
constituyan serán decididas por el pleno, sin que para formar parte de las mismas se 
requiera la condición de miembro de aquél.

3. Formarán parte del pleno, además de quien presida la Comisión:
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a) Once representantes de la Administración del Principado de Asturias.
b) El Presidente de la Federación Asturiana de Concejos.
c) El Director general competente en materia de cooperación local.
d) Los Alcaldes de los concejos con población superior a 40.000 habitantes.
e) Un alcalde por cada una de las tres circunscripciones electorales.
f) Un alcalde en representación de los concejos con población inferior a 2.000 habitantes.
g) Un alcalde en representación de los concejos con población comprendida entre 2.001 

y 5.000 habitantes.
h) Un alcalde en representación de los concejos con población superior a 5.000 

habitantes e inferior a 40.000.

4. La Secretaría de la Comisión, con voz pero sin voto, estará a cargo de un funcionario 
adscrito a la Consejería con competencia general en cuestiones de cooperación local con 
nivel de Jefe de Servicio.

Disposición adicional.  
En el plazo de tres meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley, quedará constituida 

la Comisión Asturiana de Administración Local.

Disposición final primera.  
La organización y régimen de funcionamiento de la Comisión serán objeto de 

determinación reglamentaria.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Principado de Asturias».
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§ 27

Ley 1/1989, de 18 de abril, por la que se determina la capitalidad de 
los partidos judiciales comprendidos en el ámbito territorial del 

Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 97, de 27 de abril de 1989
«BOE» núm. 117, de 17 de mayo de 1989

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1989-11182

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley por la que se determina la capitalidad de 
los partidos judiciales comprendidos en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

El Estatuto de Automía para Asturias, aprobado por Ley Orgánica 7/1981, de 30 de 
diciembre, determina en su artículo 41.2 que corresponde al Principado de Asturias, en 
relación con la Administración de Justicia, exceptuada la militar, la delimitación de las 
demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales y la localización de su capitalidad.

A su vez, la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, establece que las 
Comunidades Autónomas determinarán, por Ley, la capitalidad de los partidos judiciales, 
precepto que textualmente recoge la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de demarcación y de 
planta judicial, en el apartado 4 del artículo 4, añadiendo en el mismo apartado que la 
capitalidad corresponde a un solo municipio, y en el apartado 5, que los partidos judiciales se 
identifican por el nombre del municipio al que corresponde su capitalidad.

La presente Ley da cumplimiento a las previsiones contenidas en las Leyes citadas, 
determinando la capitalidad de los partidos judiciales a que se refiere el anexo I de la Ley 
38/1988 comprendidos en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. Para ello sigue el 
criterio de conjugar el respeto a la tradición histórica manteniendo la capitalidad en los 
núcleos de población que, o bien la ostentaron ininterrumpidamente en la mayoría de los 
casos desde hace más de un siglo hasta la fecha actual, o fueron cabeza de partido judicial 
hasta 1965, año en que, a consecuencia de una reestructuración de los partidos judiciales, 
se produjo la pérdida del Juzgado de Primera Instancia, continuando como cabecera de 
Juzgado de Distrito, por lo que disponen de instalaciones para el funcionamiento de los 
Juzgados de Primera Instancia e Instrucción.

Al anterior criterio, se añaden secundariamente los de que, además, las capitalidades 
que se deteriman son por regla general las de mayor población de entre las capitales de los 
Concejos comprendidos en los respectivos partidos judiciales, o bien están situadas en el 
centro de la demarcación, o el propio Concejo de la capitalidad es el de mayor población.
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Artículo 1.  
La capitalidad de los partidos judiciales a que se refiere el anexo I de la Ley 38/1988, de 

28 de diciembre, de demarcación y de planta judicial, comprendidos en el ámbito territorial 
del Principado de Asturias, será la siguiente:

Partido judicial 1, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Cangas del 
Narcea, Degaña e Ibias: Cangas del Narcea.

Partido judicial 2, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Aller, Lena y 
Quirós: Pola de Lena.

Partido judicial 3, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Amieva, 
Cangas de Onís, Onís, Parres Ponga y Ribadesella: Cangas de Onís.

Partido judicial 4, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Avilés, 
Castrillón, Corvera de Asturias, Gozón e Illas: Avilés.

Partido judicial 5, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Belmonte de 
Miranda, Grado, Proaza, Salas, Somiedo, Teverga y Yerres y Tameza: Grado.

Partido judicial 6, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Bimenes, 
Noreña, Sariego y Siero: Pola de Siero.

Partido judicial 7, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Castropol, El 
Franco, Grandas de Salime, Pesoz, San Martín de Oscos, San Tirso de Abres, Santa Eulalia 
de Oscos, Tapia de Casariego, Taramundi, Vegadeo y Villanueva de Oscos: Castropol.

Partido judicial 8, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Carreño y 
Gijón: Gijón.

Partido judicial 9, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Caso, Laviana, 
San Martín del Rey Aurelio y Sobrescobio: Pola de Laviana.

Partido judicial 10, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Llanera, 
Oviedo, Las Regueras, Ribera de Arriba y Santo Adriano: Oviedo.

Partido judicial 11, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Cabrales, 
Llanes, Peñamellera Alta, Peñamellera Baja Rivadedeva: Llanes.

Partido judicial 12, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Mieres del 
Camino, Morcín y Riosa: Mieres.

Partido judicial 13, que comprende el ámbito territorial del Concejo de Langreo: Langreo.
Partido judicial 14, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Allande y 

Tineo: Tineo.
Partido judicial 15, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Boal, Coaña, 

Illano, Valdés, Navia y Villayón: Luarca.
Partido judicial 16, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Candamo, 

Cudillero, Muros de Nalón, Pravia y Soto del Barco: Pravia.
Partido judicial 17, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Caravia, 

Colunga y Villaviciosa: Villaviciosa.
Partido judicial 18, que comprende el ámbito territorial de los Concejos de Cabranes, 

Nava y Piloña: Infiesto.

Artículo 2.  
En atención a las capitalidades que se determinan en el artículo anterior, los partidos 

judiciales se identifican con la siguiente denominación:

Partido judicial 1: Cangas del Narcea.
Partido judicial 2: Lena.
Partido judicial 3: Cangas de Onís.
Partido judicial 4: Avilés.
Partido judicial 5: Grado.
Partido judicial 6: Siero.
Partido judicial 7: Castropol.
Partido judicial 8: Gijón.
Partido judicial 9: Laviana.
Partido judicial 10: Oviedo.
Partido judicial 11: Llanes.
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Partido judicial 12: Mieres del Camino.
Partido judicial 13: Langreo.
Partido judicial 14: Tineo.
Partido judicial 15: Valdés.
Partido judicial 16: Pravia.
Partido judicial 17: Villaviciosa.
Partido judicial 18: Piloña.
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§ 28

Ley 4/1989, de 21 de julio, de Ordenación Agraria y Desarrollo Rural

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 193, de 21 de agosto de 1989

«BOE» núm. 214, de 7 de septiembre de 1989
Última modificación: 29 de julio de 2014

Referencia: BOE-A-1989-21773

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de Ordenación Agraria y Desarrollo 
Rural.

PREÁMBULO

1. El Estatuto de Autonomía para Asturias, aprobado por Ley Orgánica 7/1981, de 30 de 
diciembre, establece como competencia exclusiva del Principado en su artículo 10, 1, f), la 
agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía, y en el 
artículo 11 se atribuye al Principado el desarrollo legislativo y la ejecución en materia de 
montes, en general, y el régimen de la zona de montaña.

La presente Ley trata de contribuir a la modernización y desarrollo de las estructuras 
agrarias, corrigiendo los desequilibrios subsistentes entre las diferentes zonas de la región y 
orientándose hacia el mantenimiento del potencial biológico y capacidad productiva del suelo 
con fines agrícolas, forestales y ganaderos, con escrupuloso respeto a los ecosistemas del 
entorno.

2. La Ley se orienta a la profesionalización del agricultor, entendiendo este concepto en 
su más amplio significado, estableciendo los cauces necesarios para su transformación de 
persona dedicada parcialmente a la labor agrícola en profesional de la agricultura, siendo 
ésta su principal actividad y su principal medio de vida.

3. En un primer bloque de normas se describen las competencias que corresponden a 
los órganos responsables en materia de política agraria del Principado: Consejo de Gobierno 
y Consejero de Agricultura y Pesca.

A continuación se articulan las actuaciones de la Administración Autónoma en materia de 
ordenación agraria, recogiendo en un solo precepto las que se entiende pueden servir para 
conseguir una óptima ordenación del sector en el territorio del Principado.

Destaca, por su importancia y repercusión social, la reordenación de la propiedad que se 
articula, atendiendo al fin social de la misma, que puede incluso afectar a las facultades de 
su uso y disfrute privado, cuyo fin social está amparado tanto en la legislación vigente como 
por la jurisprudencia emanada del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional.
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La Ley persigue el uso racional de la tierra, evitar su infrautilización y mejorar la técnica 
de su aprovechamiento. Todo ello con el único fin de conseguir la mejora de la condición de 
vida del sector agrario y elevar su condición social, tratando de lograr su equiparación con 
otros sectores sociales.

Por último, regula la ordenación de los pastos, atendiendo a la mejora de las 
posibilidades ganaderas de las tierras de Asturias, y se establece el modelo-tipo de las 
ordenanzas.

4. La Ley se estructura en tres títulos, divididos en capítulos y con un total de 118 
artículos, tres disposiciones adicionales, una disposición derogatoria y tres disposiciones 
finales.

TÍTULO I

De los principios generales y normas orgánicas

CAPÍTULO I

De los principios generales

Artículo 1.  
1. Es objeto de la presente Ley la regulación de la actuación agraria del Principado de 

Asturias en el marco de sus competencias, con la finalidad de mejorar las explotaciones 
agrarias de la región, reordenando su base territorial e incrementando con ello su 
rentabilidad en orden al cumplimiento de la función social de la propiedad de la tierra, 
tendiendo al óptimo uso de ésta y procediendo, cuando sea necesario, a su expropiación y 
posterior distribución.

2. Para lograr una más justa redistribución de rentas en el sector agrario se habilitarán 
ayudas complementarias para las explotaciones cuyas rentas no alcancen el nivel que 
anualmente determine el Consejo de Gobierno.

Artículo 2.  
Por la Comunidad Autónoma se constituirá un Banco de Tierras formado por las 

aportaciones de tierras de propietarios, públicos o privados, adquisiciones o procedentes de 
expropiaciones.

Las tierras incluidas en el Banco serán destinadas al uso público o privado, con el fin de 
mejorar las estructuras productivas agrarias y para el asentamiento de nuevos campesinos.

Artículo 3.  
El Consejo de Gobierno, en el marco de la legislación básica del Estado, legislación de 

régimen local y legislación sectorial, regulará reglamentariamente el óptimo aprovechamiento 
de los bienes comunales y de los montes vecinales en mano común.

Artículo 4.  
1. La Comunidad Autónoma establecerá, en el ámbito de su competencia, el régimen de 

producciones agrarias atendiendo a características de la tierra, criterios de territorialidad y al 
nivel de vida de la zona y fomentará las actuaciones cooperativas y otras asociaciones con 
fines agrarios, estableciendo los principios básicos de la comercialización de los productos 
en relación con los Organismos de la Administración del Estado competentes en la materia.

2. En las zonas agrarias donde el envejecimiento y la regresión de población constituyan 
un problema estructural y de evidente peligro de desertización natural, así como por razones 
de interés social, la Administración de la Comunidad Autónoma, con la creación de 
empresas públicas u otras iniciativas, llevará a cabo las actuaciones necesarias tendentes a 
corregir las situaciones expresadas en materia de producción agrícola, ganadera y forestal o 
cualquier otra actividad relacionada con el desarrollo rural.
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CAPÍTULO II

De las normas orgánicas

Artículo 5.  
Los órganos competentes de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias en 

materia agraria son el Consejo de Gobierno y la Consejería de Agricultura y Pesca.

Artículo 6.  
1. Corresponde al Consejo de Gobierno determinar las directrices de la política agraria 

de la Comunidad Autónoma.
2. En concreto, son competencias del Consejo de Gobierno las siguientes:

a) Aprobar los planes sobre ordenación y reforma de las estructuras agrarias.
b) Autorizar, a propuesta del Consejero de Agricultura y Pesca, la expropiación forzosa 

de fincas rústicas en los supuestos previstos en esta Ley y con arreglo a la legislación del 
Estado en la materia.

Artículo 7.  
A la Consejería de Agricultura y Pesca, a través de su titular, le compete el desarrollo y 

ejecución de las funciones en materia agraria que no estén expresamente atribuidas a otros 
órganos de la Comunidad Autónoma.

Artículo 8.  

(Derogado)

Artículo 9.  
1. Las Entidades locales, parroquias y organizaciones agrarias legalmente constituidas 

podrán cooperar en el desarrollo y ejecución de la política agraria regional mediante las 
fórmulas de colaboración que reglamentariamente se determinen.

2. Para beneficiarse de los programas de interés regional, los distintos Entes territoriales 
cooperarán aportando los instrumentos y medidas necesarios a tal fin.

TÍTULO II

De las actuaciones de la Administración de la Comunidad Autónoma

CAPÍTULO I

De las clases de actuación

Artículo 10.  
La Administración de la Comunidad Autónoma desarrollará las siguientes actuaciones 

encaminadas a una óptima reordenación agraria de Asturias:

1. Ordenación adecuada de la propiedad agraria mediante el ejercicio de la potestad 
expropiatoria y las actuaciones de concentración parcelaria, al amparo de la legislación 
vigente.

2. Establecimiento de planes individuales de mejora forzosa de explotaciones 
infrautilizadas.

3. Creación de un Banco de Tierras, en los términos establecidos en esta Ley, y la 
asignación de las que lo integran a Entidades públicas o particulares, en atención a los 
criterios sociales que deben presidir la redistribución de la tierra.
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4. Fomento, mediante las ayudas técnicas y económicas precisas, de la permanencia de 
los jóvenes en el campo, propiciando asimismo nuevas incorporaciones.

5. Establecimiento del impuesto sobre tierras o explotaciones agrarias infrautilizadas.
6. Fomento y ayuda, técnica y económica, para el asociacionismo agrario en cualquiera 

de las formas establecidas legalmente.
7. Regulación, en el marco de la legislación básica del Estado, legislación del régimen 

local y legislación sectorial, de los aprovechamientos en los montes comunales y vecinales 
en mano común.

8. Determinación de la unidad mínima de cultivo, cambio de cultivo y su zonificación.
9. Zonificación de la región en materia de plantaciones forestales, respetando la 

autonomía municipal.
10. Actuaciones encaminadas a lograr el reequilibrio entre las distintas zonas del 

territorio del Principado, con especial consideración a las de montaña.

CAPÍTULO II

De la expropiación del uso y del dominio por incumplimiento de la función 
social de la propiedad de la tierra

Artículo 11.  
1. El Consejo de Gobierno podrá acordar la expropiación del dominio o del uso de una 

finca rústica en el supuesto de incumplimiento, debidamente acreditado, de la función social 
de la propiedad de la tierra mediante su declaración como manifiestamente mejorable.

2. La declaración de finca manifiestamente mejorable podrá producirse en los supuestos 
regulados en la legislación general del Estado, según los criterios objetivos que se fijen por 
el Consejo de Gobierno.

Artículo 12.  
El expediente de declaración de finca manifiestamente mejorable se iniciará de oficio, 

por resolución del Consejero de Agricultura y Pesca, o por denuncia fundada del 
Ayuntamiento o del Consejo Rural en cuyo territorio esté ubicada la finca, y se tramitará de 
conformidad con lo dispuesto en la legislación general del Estado en la materia, sin perjuicio 
de lo dispuesto en los artículos siguientes.

Artículo 13.  
1. La declaración de finca manifiestamente mejorable se hará por Decreto del Consejo 

de Gobierno, a propuesta del Consejero de Agricultura y Pesca, e implicará el 
incumplimiento de la función social de la tierra, el interés social de la mejora del inmueble a 
efectos de expropiación y la necesidad de ocupación del mismo con arreglo a la legislación 
general del Estado en la materia.

2. El Decreto determinará expresamente si la expropiación que se acuerda es del 
dominio o del uso de la finca declarada manifiestamente mejorable.

3. Publicado el Decreto el Consejo de Gobierno adoptará acuerdo sobre la expropiación 
del inmueble por el procedimiento de urgencia en cada caso, si procediere, con arreglo a lo 
establecido en la legislación general del Estado.

Artículo 14.  
La expropiación del dominio únicamente procederá cuando existan graves motivos de 

orden económico y social que así lo exijan y esté acreditado en el expediente el abandono 
total de la explotación de la finca, incorporándose el inmueble al Banco de Tierras de la 
Comunidad Autónoma.

Artículo 15.  
1. Si el titular de la explotación es el propietario de la finca, la expropiación del uso 

supondrá el arrendamiento forzoso de la misma a la Consejería de Agricultura y Pesca por 
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un plazo de doce años, quien deberá subarrendarla en los términos y condiciones que 
establece la legislación general del Estado en la materia.

2. Si el titular de la explotación es el arrendatario de la finca, ésta se pondrá a 
disposición del propietario, quien dispondrá de un plazo de dos meses desde la notificación 
de la expropiación efectuada, para manifestar si es o no de su interés llevar directamente la 
explotación.

Si el propitario no está interesado en llevar directamente la explotación podrá optar por la 
venta a la Comunidad Autónoma de la finca afectada para su incorporación en el Banco de 
Tierras o por la venta o nuevo arrendamiento a tercera persona que acredite su condición de 
profesional de la agricultura, en los términos que establece la legislación general del Estado 
en la materia.

3. A los efectos de lo dispuesto en los apartados anteriores, la renta y el precio de la 
venta, en su caso, serán determinados con arreglo a lo dispuesto por la legislación general 
del Estado en la materia.

4. Si el arrendamiento tuviera la calificación de histórico se estará a lo dispuesto en la 
vigente Ley de Arrendamientos Rústicos.

CAPÍTULO III

De la concentración parcelaria

Artículo 16.  
1. La concentración parcelaria tiene como fin la constitución y mantenimiento de 

explotaciones de estructura y dimensiones adecuadas que permitan su mejor 
aprovechamiento en atención a su destino agrícola, ganadero o forestal, cualquiera que sea 
la titularidad de su dominio, posesión o disfrute.

2. Acordada la realización de la concentración, ésta será obligatoria para todos los 
propietarios de fincas afectadas y para los titulares de derechos reales y otras situaciones 
jurídicas existentes sobre ellas.

3. Los gastos que ocasionen las operaciones de concentración parcelaria serán a cargo 
del Principado de Asturias a través de la Consejería de Agricultura y Pesca.

Artículo 17.  
1. En la ejecución de la concentración parcelaria de una zona y con el objeto previsto en 

el apartado 1 del artículo anterior, se procurará:

a) Adjudicar a cada propietario, en coto redondo o en el menor número posible de fincas 
de reemplazo, una superficie equivalente en clase de tierra y valor a lo aportado, según las 
bases de concentración.

b) Adjudicar contiguas las fincas integradas en una misma explotación, aunque 
pertenezcan a distintos propietarios.

c) Suprimir las explotaciones que resulten antieconómicas o aumentar en lo posible su 
superficie, al objeto de que las explotaciones agrarias constituidas tengan una dimensión 
igual o superior a la económicamente viable prevista para la zona y las parcelas tengan una 
superficie superior a la unidad mínima de cultivo.

d) Emplazar las nuevas fincas de forma que pueda ser atendida del mejor modo su 
explotación desde el lugar en que radique la casa de labor o la finca más importante.

e) Dar a las nuevas fincas acceso directo a las vías de comunicación, para lo que se 
modificarán o construirán los caminos que sean necesarios.

2. Con carácter excepcional, el procedimiento de concentración parcelaria podrá ser 
utilizado con la finalidad de dividir comunidades de bienes rústicos para su posterior 
concentración cuando se produzca una discordancia entre el Registro y la realidad, siempre 
que no se opongan la mayoría de los partícipes, que no haya pacto que impida la división y 
que ésta permita un mejor aprovechamiento de las fincas.
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Artículo 18.  
1. Cuando al solicitar la concentración parcelaria de una zona algunos de los propietarios 

directos anuncien su propósito de constituir asociaciones de carácter cooperativo y 
justifiquen de manera racional y fundada que la misma puede facilitar la consecución de 
finalidades de interés cooperativo merecedoras de protección, a juicio de la Consejería de 
Agricultura y Pesca, será tenida en cuenta tal circunstancia en orden al establecimiento de 
prioridades en los programas de concentración parcelaria.

2. Las cooperativas u otro tipo de asociaciones que se constituyan legalmente gozarán 
de las ayudas, tanto técnicas como económicas, que arbitra el Principado de Asturias con 
arreglo a las disponibilidades presupuestarias, tanto para la constitución de parques de 
maquinarias necesarios para las explotaciones como para la financiación de la ejecución de 
programas de mejora integral.

Artículo 19.  
1. El Consejo de Gobierno, con arreglo a sus disponibilidades presupuestarias, podrá 

celebrar convenios de colaboración con Entidades financieras, públicas o privadas, para 
facilitar la concesión de préstamos por las mismas a los afectados por la concentración, con 
el fin de aumentar la extensión de las parcelas o de las explotaciones que no alcancen la 
superficie de la unidad mínima de cultivo, o para cualquier otra finalidad relacionada 
directamente con su mejora.

2. Con el fin de aumentar el tamaño de las explotaciones y reducir el número de 
propietarios, los participantes que con anterioridad a la declaración de firmeza de las bases 
vendan sus bienes a favor de otros afectados por la concentración podrán ser primados con 
una subvención de hasta el 10 por 100 del valor que a la tierra transmitida señale la 
Consejería de Agricultura y Pesca.

Artículo 20.  
1. Están exceptuados de la concentración los terrenos pertenecientes al dominio público, 

salvo que soliciten su inclusión los Organismos o Entidades competentes, cumplidos los 
trámites reglamentarios y sin que pueda suponer pérdida de superficie.

2. La Consejería de Agricultura y Pesca requerirá directamente de dichos Organismos o 
Entidades la determinación, bajo su responsabilidad, de las superficies que, por tener el 
indicado carácter, deben quedar excluidas de la concentración.

3. En caso de que en la zona objeto de concentración existan montes públicos, al mismo 
tiempo en que se ejecute la concentración se llevará a cabo el deslinde de los mismos, en la 
forma y con los efectos previstos en la legislación del Estado en la materia, debiendo ser 
aprobado el deslinde expresamente en la resolución aprobatoria de la concentración.

Artículo 21.  
1. El procedimiento de concentración parcelaria se iniciará a petición de particulares o de 

oficio, siempre que concurran los supuesto establecidos en los apartados siguientes de este 
artículo.

2. La iniciación a instancia de particulares requerirá que la petición sea suscrita por:

a) La mayoría de los propietarios de la zona.
b) Cuando lo soliciten la mayoría de los titulares de las explotaciones que ejerzan de 

forma directa y personal la actividad agraria.
c) Uno o varios titulares, siempre que les pertenezca el 75 por 100 de la superficie a 

concentrar. Este porcentaje quedará reducido al 30 por 100 cuando los que soliciten la 
concentración se comprometan a explotar sus tierras de manera colectiva, constituidos 
legalmente en cualquier forma asociativa.

La Consejería de Agricultura y Pesca, previo estudio de viabilidad, dispondrá la iniciación 
del expediente si se aprecian razones de utilidad pública que justifiquen la concentración.

3. La iniciación de oficio podrá acordarse en los casos siguientes:
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a) Cuando la dispersión parcelaria y el minifundio agrario presenten acusados caracteres 
de gravedad que impidan la viabilidad de las explotaciones o la utilización de las modernas 
técnicas del cultivo idóneo de la zona.

b) Cuando lo solicite una Entidad Local o Consejo Rural local correspondiente, haciendo 
constar en su petición las circunstancias sociales y económicas que así lo aconsejen.

c) Cuando, como consecuencia de la ejecución de una obra pública de considerable 
interés, se afecte a un número importante de propiedades de interés agrario, de tal manera 
que resulte conveniente la concentración para reorganizar las explotaciones, corrigiendo la 
discontinuidad o una acusada reducción de superficies agrarias.

4. Cuando, como consecuencia de un proceso de agrupación de explotaciones, aumento 
de dimensiones de las mismas o ampliación de perímetros, los agricultores de una zona de 
concentración puedan mejorar substancialmente la estructura de aquéllas, la Consejería de 
Agricultura y Pesca podrá acordar la concentración de un nuevo perímetro, siempre que 
obtenga las mayorías previstas en el número 2 de este artículo. En este caso serán válidos 
los trabajos ya realizados, si resultan utilizables para el nuevo procedimiento de 
concentración.

Artículo 22.  
Iniciado el procedimiento para la concentración parcelaria, la Consejería de Agricultura y 

Pesca realizará un estudio del estado de la zona y de los resultados previsibles a obtener 
como consecuencia de la concentración, en el que constará, al menos, lo siguiente:

a) Grado de división, dispersión y situación jurídica de las parcelas existentes.
b) Descripción de los recursos naturales de la zona.
c) Especificación de las explotaciones agrarias y su viabilidad económica.
d) Valoración de las posibilidades de establecer una nueva ordenación de explotaciones 

con dimensiones suficientes y estructuras adecuadas a través de la concentración.
e) Evaluación económica y financiera de las inversiones necesarias.
f) Estudio social, con especial referencia al envejecimiento de la población.
g) Posibilidades de nuevos asentamientos o rejuvenecimiento de la población.
h) Otros aspectos de índole socioeconómica o de política agraria que puedan ser de 

interés.

Artículo 23.  
1. Si, como consecuencia del estudio realizado a que se refiere el artículo anterior, se 

considerase conveniente ejecutar la concentración de una zona, el Consejero de Agricultura 
y Pesca elevará a la aprobación del Consejo de Gobierno proyecto de Decreto, que 
contendrá, como mínimo, las siguientes determinaciones:

a) Declaración de utilidad pública e interés social y de urgente ejecución de la 
concentración parcelaria de la zona de que se trate y de las obras que sea preciso ejecutar, 
a efectos de la expropiación forzosa de los terrenos necesarios.

b) Determinación del perímetro que se señala en principio a la zona a concentrar, el cual 
debe coincidir con una unidad administrativa como la Parroquia o estar claramente 
delimitado por obras de infraestructura o accidentes naturales, haciendo la salvedad expresa 
de que dicho perímetro podrá quedar, en definitiva, modificado por las inclusiones, 
rectificaciones o exclusiones que se acuerden de conformidad con lo establecido en el 
artículo siguiente.

c) Superficie asignada a la unidad mínima de cultivo para la zona y superficie mínima de 
la parcela de reemplazo, así como el procedimiento de obtención de más superficie por 
explotación, en su caso.

2. A la entrada en vigor del Decreto, cualquier obra o mejora que se pretenda realizar 
dentro del perímetro de la zona requerirá la autorización de la Consejería de Agricultura y 
Pesca, no siendo tenidas en cuenta, al efecto de clasificar y valorar las tierras, aquellas que 
se ejecuten sin dicha autorización.
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Artículo 24.  
1. La Consejería de Agricultura y Pesca podrá ampliar, reducir o rectificar el perímetro de 

la zona a concentrar cuando lo exijan las obras y mejoras territoriales que sea necesario 
ejecutar y cuando sea preciso adaptar el mismo a los límites de unidades geográficas 
naturales.

2. En todo caso, en el supuesto de ampliación, no podrá hacerse con parte de una 
parcela, salvo que medie consentimiento expreso de su titular, y nunca cuando se anule la 
viabilidad económica de la misma con arreglo a la renta media de la zona.

3. La Resolución que disponga la rectificación, ampliación o reducción del perímetro de 
la zona será objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y de la 
provincia y en el tablón de anuncios del Ayuntamiento respectivo.

Artículo 25.  
1. Acordada la concentración parcelaria, por Resolución del Consejero de Agricultura y 

Pesca se procederá a la constitución de la Comisión Local de Concentración Parcelaria de la 
zona, que estará formada por:

a) Un representante de la Consejería de Agricultura y Pesca, designado por su titular, 
que actuará como Presidente y podrá estar asistido por el personal técnico necesario.

b) El Alcalde o Alcaldes de los Ayuntamientos de los Concejos afectados.
c) Un representante del Consejo Rural de la zona afectada.
d) Un representante de las organizaciones agrarias legalmente constituidas con 

implantación y representatividad en la zona.
e) Tres representantes de los propietarios de la zona, designados por votación 

mayoritaria en asamblea que se celebre de los participantes en la concentración, convocada 
por la Consejería de Agricultura y Pesca a tal efecto.

Uno se elegirá entre los mayores aportantes de bienes a la concentración, otro entre los 
medianos y el tercero entre los menores.

En esta misma asamblea se designarán un mínimo de cuatro agricultores de la zona, 
que, sin formar parte de la Comisión Local, auxiliarán en los trabajos de clasificación de 
tierras.

f) Secretario: Un funcionario de la Consejería de Agricultura y Pesca, designado por su 
titular y con título de Licenciado en Derecho.

2. Si la concentración afectase a varias zonas de distintos Concejos, la Comisión se 
constituirá en aquel que aporte la mayor extensión territorial.

3. La sede de la Comisión será la del Ayuntamiento que corresponda.
4. El funcionamiento de la Comisión Local, como órgano colegiado, se regirá por lo 

dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo.

Artículo 26.  
1. A las Comisiones Locales les corresponderá:

a) Redactar el proyecto de bases provisionales sirviéndose de los Servicios de la 
Consejería de Agricultura y Pesca.

b) Aprobar las bases provisionales de la concentración.
c) Proponer a la Consejería de Agricultura y Pesca la aprobación de las bases 

definitivas.

2. Firmes las bases de concentración, quedará disuelta la Comisión Local. No obstante, 
los representantes de los propietarios integrantes de la Comisión Local permanecerán en 
dicha representación hasta que el acuerdo de concentración sea firme, a los solos efectos de 
ser receptores y transmisores de las sugerencias que se susciten en relación con la 
concentración.

Artículo 27.  
1. El proyecto de bases contendrá, al menos, los siguientes datos:
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a) Delimitación del perímetro a concentrar.
b) Propuesta de parcelas a excluir.
c) Clasificación de las tierras y fijación, con carácter general, de los coeficientes que 

sirvan de base para las compensaciones que sean necesarias.
d) Relación de parcelas con expresión de la titularidad dominical, gravámenes u otras 

titularidades y situaciones jurídicas que afecten a la propiedad, relacionando los nombres y 
domicilio de quien detenta el derecho.

e) Plano parcelario de la zona, con numeración de parcelas y polígonos.

2. A efectos de lo dispuesto en la letra d) del número anterior, se realizarán los trabajos e 
investigaciones precisos para determinar la situación jurídica de las parcelas. Los 
participantes de la concentración están obligados a presentar, si existieren, los títulos 
inscritos en que se funde su derecho y declarar, en todo caso, los gravámenes o situaciones 
jurídicas que conozcan y afecten a sus fincas o derechos. La falsedad de estas 
declaraciones dará lugar, con independencia de las acciones penales, a la responsabilidad 
por los daños y perjuicios que se deriven de la falsedad u omisión.

Para efectuar las operaciones de concentración previstas en esta Ley no será obstáculo 
la circunstancia de que los poseedores de las parcelas afectadas carezcan del 
correspondiente título inscrito de propiedad.

Artículo 28.  
Redactado el proyecto de bases provisionales y antes de su aprobación, la Comisión 

Local dispondrá la apertura de un período de información pública durante treinta días, 
mediante anuncio inserto en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y de la provincia, 
en el tablón de anuncios del Ayuntamiento respectivo y en el diario de mayor circulación del 
Principado.

Artículo 29.  
1. Durante el período de información pública del proyecto de bases provisionales, los 

afectados por la concentración podrán formular alegaciones, aportando los documentos en 
que fundamenten sus derechos.

2. Las alegaciones se presentarán en la sede de la Comisión Local correspondiente, 
para su estudio y aprobación provisional de las bases con las modificaciones que procedan 
como consecuencia de las alegaciones presentadas.

Artículo 30.  
1. Aprobadas provisionalmente las bases por la Comisión Local de Concentración, su 

Presidente las remitirá al titular de la Consejería de Agricultura y Pesca, para su aprobación 
definitiva.

2. Aprobadas definitivamente las bases, se publicará anuncio por una sola vez en el 
«Boletín Oficial del Principado de Asturias» y de la provincia, en un periódico regional de los 
de mayor difusión y durante cinco días en el tablón de anuncios del Ayuntamiento que 
corresponda, advirtiendo que los documentos podrán examinarse durante quince días, a 
contar desde el siguiente a la inserción del anuncio en el «Boletín Oficial del Principado de 
Asturias» y de la provincia y que, dentro del citado plazo, se podrá interponer recurso de 
súplica ante el Consejo de Gobierno.

Artículo 31.  
1. Una vez firme el acto de aprobación de las bases definitivas, se procederá a redactar 

el proyecto de concentración, que constará de un plano parcelario en el que se refleje la 
nueva distribución de la propiedad y relación de propietarios en la que se indiquen las fincas 
que en un principio se asignan a cada uno. Se expresarán, asimismo, las servidumbres 
prediales que en su caso deban establecerse según las conveniencias de la nueva 
ordenación de la propiedad.

2. El proyecto redactado será aprobado provisionalmente por el Consejero de Agricultura 
y Pesca y se someterá a información pública en la forma y plazos del artículo 28 de esta Ley.
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3. Los interesados en la concentración podrán examinar, durante el plazo de 
información, el proyecto en las dependencias de la Consejería de Agricultura y Pesca y del 
Ayuntamiento de la zona, al objeto de formular las observaciones o sugerencias que estimen 
oportunas.

4. Con respecto a las cargas y situaciones jurídicas sobre las fincas que hubiesen sido 
ya acreditadas en el procedimiento de concentración, se requerirá a sus titulares para que, 
de acuerdo con los propietarios afectados y dentro del lote de reemplazo señalen la finca, 
porción de finca o parte alícuota de la misma, sobre las que tales derechos o situaciones 
jurídicas han de quedar establecidos, con apercibimiento de que si no acredita su 
conformidad dentro del plazo de un mes, a contar del requerimiento, la asignación se hará 
de oficio por la Consejería de Agricultura y Pesca.

5. Los acuerdos de los interesados sólo se respetarán cuando la efectividad de los 
derechos trasladados no afecte a la indivisibilidad de la unidad mínima de cultivo.

Artículo 32.  
1. Finalizado el período de exposición al público del proyecto, se redactará la Resolución 

de Concentración, introduciendo las modificaciones aceptadas y determinando las fincas de 
reemplazo que han de quedar afectadas por los gravámenes y situaciones jurídicas que 
recaigan sobre las parcelas de procedencia.

2. Las deducciones en las aportaciones de los participantes que se realicen para el 
ajuste de adjudicaciones no podrán exceder del 3 por 100.

Podrán también deducirse de las aportaciones las superficies precisas para realizar 
obras que beneficien las condiciones de la zona, siempre que la deducción afecte en la 
misma proporción a todos los participantes en la concentración.

Ambas deducciones se estimarán siempre conjuntamente, sin que en total puedan 
rebasar la sexta parte del valor de las parcelas aportadas.

Artículo 33.  
1. El Consejero de Agricultura y Pesca dictará resolución aprobando provisionalmente la 

concentración, que se publicará en la forma expuesta en el artículo 30 de esta Ley.
2. Los interesados afectados por la concentración podrán solicitar la reconsideración de 

la Resolución en el plazo de quince días ante el Consejero de Agricultura y Pesca, 
acompañando los documentos acreditativos que la fundamenten. La Resolución que 
apruebe definitivamente la concentración será recurrible en súplica ante el Consejo de 
Gobierno.

3. El acuerdo del Consejo de Gobierno pondrá fin a la vía administrativa, quedando 
expedita la vía jurisdiccional correspondiente.

Artículo 34.  
Una vez publicada la Resolución que apruebe la concentración y siempre que el número 

de recursos presentados y pendientes no exceda del 5 por 100 de los propietarios ni del 10 
por 100 de la superficie afectada por la concentración, la Consejería de Agricultura y Pesca 
podrá dar a los adjudicatarios posesión provisional de las nuevas fincas, sin perjuicio de las 
rectificaciones que procedan en caso de que prosperasen los recursos.

Artículo 35.  
Antes de que sea firme la Resolución que apruebe la concentración, los interesados 

podrán proponer permutas de fincas de reemplazo, que serán aceptadas siempre que, a 
juicio de la Consejería de Agricultura y Pesca, no se cause perjuicio a la concentración.

Artículo 36.  
1. Firme la Resolución de Concentración, por el Consejo de Agricultura y Pesca se 

extenderá el acta de reorganización de la propiedad, en la que se relacionarán y describirán 
las fincas resultantes de la concentración, con las circunstancias y datos necesarios para su 
inscripción en el Registro de la Propiedad. Se consignarán también los derechos y 
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situaciones jurídicas, distintos del domicilio, existentes sobre las antiguas parcelas de 
procedencia y la finca de reemplazo sobre la que hayan de recaer tales derechos, 
determinada en la forma prevista en el artículo 31 de esta Ley.

2. El acta de reorganización de la propiedad será objeto de protocolización notarial, 
sirviendo las copias que se expidan como título de dominio a los participantes en la 
concentración, correspondiendo a la Consejería de Agricultura y Pesca promover su 
inscripción en el Registro de la Propiedad.

3. La inscripción de los títulos de concentración en el Registro de la Propiedad se regirá 
por lo dispuesto en la legislación del Estado en la materia.

Artículo 37.  
1. Las fincas que reemplacen a las parcelas cuyo dueño no fuere conocido durante el 

proceso de concentración, se incluirán en el acta de reorganización, haciéndose constar 
aquella circunstancia y consignando, en su caso, las situaciones posesorias existentes. 
Tales fincas, sin embargo, no serán inscritas en el Registro de la Propiedad mientras no 
aparezca su dueño o fuese procedente su adjudicación definitiva.

2. La Consejería de Agricultura y Pesca podrá, dentro de los cinco años siguientes a la 
fecha de la firmeza de la Resolución, reconocer el dominio de estas fincas a favor de quien 
lo acredite suficientemente y disponer en tal caso que se protocolicen las correspondientes 
rectificaciones del acta de reorganización, de las cuales el Notario expedirá copia a efectos 
de su inscripción en el Registro de la Propiedad con sujeción al mismo régimen del acta.

3. Transcurridos cinco años desde la firmeza de la Resolución de concentración, la 
Consejería de Agricultura y Pesca remitirá a la Comisión Regional del Banco de Tierras 
relación de fincas cuyo dueño no hubiese aparecido, con mención de las situaciones 
jurídicas que figuren en el acta de reorganización, a los efectos previstos en la Ley de 
Patrimonio del Estado, en cuanto a los bienes sin dueño conocido y con arreglo a lo 
establecido en la misma.

Las fincas referidas se incluirán en el Banco de Tierras, sin que ello suponga adquisición 
de su dominio, en tanto se resuelva su situación jurídica, pudiendo ser cedidas en precario 
para su cultivo al Ayuntamiento respectivo.

4. Las tierras sobrantes, durante el plazo de tres años contados desde que la Resolución 
de Concentración sea firme, podrán ser utilizadas para la subsanación de los errores que se 
adviertan o las compensaciones previstas en la presente Ley. Transcurrido dicho período, la 
Consejería de Agricultura y Pesca dispondrá de las tierras sobrantes para:

a) Destinarlas a finalidades que beneficien a la generalidad de los agricultores de la 
zona.

b) Adjudicarlas al Municipio o Parroquia para que las destinen a huertos familares o a 
finalidades que beneficien a la generalidad de la zona o dispongan de su venta, con derecho 
preferente a favor de los propietarios colindantes, condicionando el precio del remate a fines 
análogos a los anteriores.

Transcurrido el plazo señalado, se reflejará en un acta complementaria de la de 
reorganización de la propiedad, la adjudicación de dichas fincas, que se inscribirán en el 
Registro a favor del adjudicatario.

Artículo 38.  
Todas las notificaciones que hayan de dirigirse a los propietarios, titulares de derechos 

reales y situaciones jurídicas y en general a las personas afectadas por los trabajos de 
concentración parcelaria, se realizarán en la forma establecida en la Ley de Procedimiento 
Administrativo.

Artículo 39.  
Si dos o más titulares de explotaciones pretendiesen ejecutar la concentración parcelaria 

de las mismas, los gastos correspondientes al otorgamiento de escrituras e inscripciones 
registrales serán a cargo de la Consejería de Agricultura y Pesca, estableciéndose 
reglamentariamente el procedimiento a seguir.
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CAPÍTULO IV

De los planes de mejoras de las explotaciones

Artículos 40 y 41.  

(Derogados).

CAPÍTULO V

Del Banco de Tierras

Sección Primera. De los bienes y derechos del Banco de Tierras

Artículo 42.  
El Banco de Tierras del Principado de Asturias constituye el patrimonio inmobiliario de la 

Comunidad Autónoma, integrado por fincas de interés agrario, que tiene por finalidad 
fomentar la modernización y el desarrollo agrario y social, así como garantizar el cultivo 
racional, directo y personal de la tierra.

Artículo 43.  
1. La titularidad del dominio o de cualesquiera otros derechos reales sobre los bienes 

que integran el Banco de Tierras corresponden al Principado de Asturias, a cuyo favor se 
realizarán las pertinentes inscripciones en el Registro de la Propiedad.

2. Para la gestión, administración, defensa y reivindicación de los bienes y derechos del 
Banco de Tierras, se constituye una Comisión Regional dotada de personalidad jurídica, 
capacidad de obrar y patrimonio para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 44.  
El patrimonio inmobiliario del Banco de Tierras estará formado por los siguientes bienes 

inmuebles de naturaleza agraria situados en el territorio de la Comunidad Autónoma:

a) Las fincas sobrantes y de propietarios desconocidos de la concentración parcelaria de 
una zona, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 de esta Ley.

b) Las fincas o explotaciones agrarias adquiridas por cualquier título.
c) Las fincas o explotaciones agrarias que hayan sido expropiadas por causa de interés 

social, según lo dispuesto en el artículo 13 de esta Ley.
d) Las fincas o explotaciones agrarias que hayan sido expropiadas en cuanto al uso, en 

los términos del artículo 14 de esta Ley.

Artículo 45.  
1. En el marco de la presente Ley, el Principado de Asturias, representado por la 

Comisión Regional del Banco de Tierras, gozará, en los supuestos previstos en la legislación 
del Estado, de los derechos de tanteo y retracto ante cualquier enajenación, a título oneroso 
o gratuito de fincas rústicas.

2. No habrá lugar al ejercicio de los derechos de tanteo y retracto por el Principado de 
Asturias en el caso en que la transmisión se realice a favor de un hijo o descendiente que 
sea profesional de la agricultura o a favor de un hermano o ascendiente que tenga tal 
característica o cuando se trate de enajenación a favor de terceros que sean profesionales 
de la agricultura.

3. El bien adquirido como consecuencia del ejercicio de los derechos de tanteo y retracto 
por el Principado de Asturias, al que se refieren los apartados anteriores, se integrará en el 
Banco de Tierras.
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Artículo 46.  
1. A efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, el que tenga intención de enajenar 

una finca rústica a persona que no sea profesional de la agricultura y corresponda al 
Principado de Asturias, de conformidad con la legislación del Estado, el derecho de tanteo 
deberá notificarlo fehacientemente a la Comisión Regional del Banco de Tierras, expresando 
su voluntad de hacerlo y las condiciones de la enajenación.

En la notificación se harán constar los datos del bien objeto de enajenación, los de 
identificación del adquirente, su profesión y destino que se quiere dar a la finca o explotación 
y precio.

En el plazo de treinta días naturales desde el siguiente a su entrada en el Registro, la 
Comisión Regional del Banco de Tierras manifestará si tiene o no interés en ejercitar el 
derecho de tanteo. Si tiene intención de adquirir la finca o explotación, lo notificará de forma 
fehaciente al enajenante.

2. Faltando la notificación fehaciente, siendo defectuosa o incompleta o habiéndose 
producido la enajenación antes de la caducidad del derecho de tanteo o en condiciones 
distintas a las notificadas, la Comisión Regional podrá ejercer el derecho de retracto en el 
plazo de sesenta días naturales a partir de la fecha en que tenga conocimiento de la 
transmisión o, a falta de éste, en el término de un año desde que la transmisión haya sido 
inscrita en el Registro de la Propiedad.

3. En los supuestos de ejecución judicial de una finca rústica, el Juez competente lo 
comunicará a la Comisión Regional del Banco de Tierras si corresponden al Principado de 
Asturias de conformidad con la legislación estatal los derechos de adquisición preferente, a 
los efectos de su ejercicio. En este caso, el precio a abonar será el fijado judicialmente en el 
remate.

4. Para la consecución de los fines previstos en el artículo 45, y en defensa de los 
derechos de adquisición preferente por la Administración, en los supuestos de enajenación 
de fincas a que se refiere el apartado 1 de este artículo, el Notario autorizante exigirá 
certificación de la Comisión Regional del Banco de Tierras acreditativa de que el enajenante 
ha efectuado la notificación fehaciente y de que la finca objeto del contrato no es de interés 
para la Administración.

Asimismo, los Registradores de la Propiedad denegarán la inscripción de los títulos de 
adquisición de las fincas a que se refiere el apartado primero de este artículo, cuando no se 
les acredite, por cualquiera de los medios admitidos en derecho, el haberse verificado la 
notificación fehaciente referida en el párrafo anterior.

Artículo 47.  
1. Los entes públicos, de acuerdo con la legislación que les sea aplicable y los 

particulares pueden ceder el dominio de las fincas de interés agrario para su aceptación al 
Banco de Tierras de la Comunidad Autónoma.

2. La cesión se realizará mediante contrato suscrito por el cedente y la Comisión 
Regional del Banco de Tierras, en donde se determinarán los derechos y obligaciones de las 
partes y se formalizará en escritura pública.

Artículo 48.  
1. Las fincas del Banco de Tierras, adquiridas en alguna de las formas establecidas en 

esta Ley, tendrán el siguiente destino:

a) Ampliación de la base territorial de explotaciones existentes y en funcionamiento.
b) Creación de la base territorial de cooperativas u otras asociaciones agrarias 

legalmente constituidas.
c) Asentamiento de jóvenes agricultores, con preferencia de los que constituyan 

cooperativas u otro tipo de asociación legal.
d) Asentamiento de emigrantes retornados.
e) Establecimiento de nuevos asentamientos, fundamentalmente en las zonas 

gravemente afectadas por el envejecimiento de la población o el éxodo rural.
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f) Establecimiento de campos de investigación y experimentación agraria gestionados 
directamente por la Comunidad Autónoma o para su cesión a entes públicos o privados sin 
ánimo de lucro y que lo soliciten.

2. Para la consecución de los fines de este artículo, la Administración del Principado de 
Asturias realizará los estudios necesarios en atención a la viabilidad estructural, económica y 
social y desarrollará reglamentariamente los auxilios técnicos y económicos.

Artículo 49.  
1. Las fincas del Banco de Tierras se destinarán a cualquiera de los fines del artículo 

anterior por acuerdo de la Comisión Regional. La adjudicación de las mismas podrá hacerse 
en propiedad o en régimen de concesión administrativa.

2. La adquisición de fincas en propiedad se hará por el procedimiento de subasta 
pública, salvo cuando el Consejo de Gobierno, a propuesta de la Comisión Regional, 
autorice su adjudicación directa.

La propuesta de enajenación de fincas por el procedimiento de adjudicación directa 
exige la formalización de expediente en el que se deberá justificar, al menos, alguno de los 
siguientes requisitos:

a) Escaso valor de la finca o fincas objeto de la enajenación.
b) Colindancia de la finca o fincas con las de quien solicita la adquisición.
c) Homogeneidad de cultivos en la zona.

3. La subasta pública se regirá por el pliego de condiciones aprobado por la Comisión 
Regional y que contendrá, al menos, lo siguiente:

a) Objeto y su descripción.
b) Precio-tipo y forma de pago.
c) Condición de profesional de la agricultura de los postores y destino agrario de las 

fincas objeto del contrato.
d) Depósito previo del 20 por 100 del precio-tipo para poder participar en la subasta y 

procedimiento de ingreso.
e) Plazo de celebración de la subasta pública.

4. Reglamentariamente se determinará el procedimiento a seguir en la celebración de las 
subastas públicas para la enajenación de fincas del Banco de Tierras.

Artículo 50.  
1. En los supuestos de concesión, la resolución por la que se otorgue habrá de contener 

las siguientes determinaciones:

a) Plazo de vigencia de la concesión, que no podrá ser superior a treinta años.
b) Índice medio de aprovechamiento anual de la finca cedida y fecha a partir de la cual 

se establece su exigencia en atención al tipo de cultivo o explotación.
c) Condiciones generales de la concesión y causas de resolución o caducidad.
d) Canon anual a satisfacer por la concesión, que se fijará de acuerdo con la renta media 

anual que se pague en la zona en materia de arrendamientos rústicos.

2. Las concesiones se otorgarán siempre en concurso público, de acuerdo con las bases 
que se aprueben por la Comisión Regional.

3. Las bases del concurso contendrán, como mínimo, las siguientes especificaciones:

a) Descripción de las fincas y programa de la explotación.
b) Plazo de la concesión y canon anual.
c) Características de los posibles concesionarios.
d) Documentación a aportar por los participantes.

3. Los que resulten concesionarios quedarán obligados, como mínimo, a:

a) Dedicarse directa y personalmente a la explotación.
b) Alcanzar los mínimos de producción establecidos en el acuerdo de concesión.
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c) Permitir la ejecución de obras de mejora que se prevean para la zona o para la 
explotación en particular, por la Consejería de Agricultura y Pesca.

d) Ejecutar las obras de mejora que se establezcan en el título concesional, sin perjuicio 
de las ayudas técnicas y económicas que se le concedan.

e) Pago del canon anual que se establezca.
f) Cualquier otra obligación que se establezca.

Artículo 51.  
1. Las concesiones de fincas o explotaciones del Banco de Tierras no son divisibles, 

transmisibles ni embargables.
2. No obstante, en el supuesto de que fallezca, se jubile o incapacite el concesionario, le 

sucederán en la concesión por el siguiente orden:

a) El cónyuge o persona que hubiera convivido maritalmente con el mismo durante, al 
menos, los diez años anteriores al momento en que se produzca el hecho.

b) Los hijos y descendientes del concesionario que tengan dedicación directa y personal 
a la explotación, con preferencia, si fueran varios, del elegido por el mismo, en su defecto, 
por elección mayoritaria entre ellos y, en su caso, por el de mayor edad.

c) Los hijos y descendientes del cónyuge o persona que convivía maritalmente con el 
concesionario, en las mismas condiciones del apartado anterior.

d) Los colaboradores de la explotación, por orden de antigüedad.

Quien suceda al concesionario deberá ser mayor de edad y reunir las condiciones 
determinantes de la concesión, subrogándose en el título de la misma, con sus mismas 
condiciones, derechos y obligaciones, previa autorización de la Administración.

3. Si ninguna de las personas a que se refiere el apartado anterior ejerciese su derecho, 
en el plazo de seis meses desde que se produjo el hecho causante, se extinguirá la 
concesión.

Artículo 52.  
1. Las concesiones podrán ser resueltas, previa tramitación de expediente, con 

audiencia del concesionario, en el que se acredite la existencia de alguna de las causas 
previstas en el acuerdo de concesión.

El órgano competente para la tramitación del expediente será la Comisión Regional.
2. Antes de la declaración de resolución, la Comisión Regional ofrecerá al concesionario 

la posibilidad de cumplir sus obligaciones en el plazo que se determine.
3. En el acuerdo que declare la resolución, se efectuará la liquidación de la concesión 

con valoración expresa y detallada de las mejoras útiles y subsistentes realizadas por el 
concesionario, a efectos de su pago, con deducción de los daños o perjuicios existentes en 
la finca.

4. Desde el momento de la notificación al concesionario del acuerdo de resolución, 
deberá proceder al desalojo de la explotación en el plazo de un mes.

Sección Segunda. De la Comisión Regional

Artículo 53.  
1. La Comisión Regional del Banco de Tierras se constituye como un organismo 

autónomo, adscrito a la Consejería de Agricultura y Pesca, dotado de personalidad jurídica, 
capacidad de obrar y patrimonio para el cumplimiento de sus fines.

2. La Comisión Regional del Banco de Tierras se regirá por lo dispuesto en esta Ley, 
disposiciones que la desarrollen y demás de carácter general que resulten aplicables.

Artículo 54.  
1. La Comisión Regional, a quien corresponde la gestión, administración, defensa y 

reivindicación de los bienes y derechos del Banco de Tierras, atenderá al cumplimiento de 
los siguientes fines:
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a) Asegurar la administración del Banco de Tierras, ejerciendo todas las competencias 
necesarias y en particular las de conservación, defensa de la integridad, inspección, 
dirección y control de los bienes afectados.

b) Procurar el incremento y consolidación del Banco de Tierras, adquiriendo nuevos 
inmuebles e interviniendo en los procedimientos sobre ampliación o exclusión de bienes 
afectados.

c) Velar por la conservación del entorno ecológico del Banco de Tierras, exigiendo 
especialmente una explotación racional de sus recursos naturales.

Artículo 55.  
La Comisión Regional del Banco de Tierras presentará en el primer trimestre de cada 

año una memoria sobre las actividades realizadas durante el año precedente, la cual será 
remitida para su conocimiento y debate a la Junta General.

Artículo 56.  
Los ingresos de la Comisión Regional del Banco de Tierras estarán constituidos por:

a) Las transferencias previstas en los Presupuestos Generales del Principado de 
Asturias.

b) Los rendimientos de su propio patrimonio.
c) Las subvenciones o aportaciones voluntarias procedentes de entes públicos o de 

particulares.

Artículo 57.  
Los actos y acuerdos de los órganos de la Comisión Regional del Banco de Tierras 

serán recurribles en alzada ante el Consejero de Agricultura y Pesca.

Artículo 58.  
Son órganos de la Comisión Regional del Banco de Tierras, con la composición y 

funciones que se señalan en esta Ley:

a) El Consejo.
b) El Gerente.
c) El Secretario.

Artículo 59.  
1. El Consejo de la Comisión Regional del Banco de Tierras estará integrado por el 

Presidente, el Vicepresidente y seis Vocales.
2. El cargo de Presidente corresponderá al Consejo de Agricultura y Pesca.
3. El cargo de Vicepresidente corresponderá al Gerente de la Comisión Regional.
4. Actuará como Secretario del Consejo el Secretario de la Comisión Regional, con 

derecho a voz pero sin voto.

Artículo 60.  
1. Los Vocales de la Comisión Regional del Banco de Tierras serán nombrados por el 

Consejo de Gobierno de la siguiente forma:

a) Cuatro Vocales, a propuesta del Consejero de Agricultura y Pesca.
b) Dos Vocales, a propuesta de las asociaciones y sindicatos agrarios más 

representativos a nivel regional según la legislación vigente.

2. Los Vocales del Consejo serán cesados por el Consejo de Gobierno, a solicitud de los 
órganos o entidades que los hayan propuesto para su nombramiento.

3. Se autoriza al Consejo de Gobierno para regular el procedimiento de propuestas de 
nombramiento y cese de los Vocales a los que se refieren la letra b) del número 1 de este 
artículo.
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Artículo 61.  
El Gerente de la Comisión Regional del Banco de Tierras será nombrado y cesado 

libremente por el Consejo de Gobierno, previo informe preceptivo del Consejo de la propia 
Comisión.

Artículo 62.  
El Secretario de la Comisión Regional del Banco de Tierras será designado por el 

Consejero de Agricultura y Pesca, previo proceso selectivo, de entre los empleados públicos 
del Principado de Asturias.

Artículo 63.  
1. Son funciones del Consejo de la Comisión Regional del Banco de Tierras las 

siguientes:

a) Aprobación del anteproyecto de Presupuesto de la Comisión Regional del Banco de 
Tierras.

b) Aprobación de su propio reglamento de régimen interno.
c) Elaboración del plan anual de actividades de la Comisión Regional del Banco de 

Tierras.
d) Aprobación de la memoria anual de actividades realizadas por la Comisión Regional 

del Banco de Tierras.
e) Determinación de los destinos de los bienes del Banco de Tierras, de conformidad con 

lo previsto en esta Ley.
f) Propuesta de adjudicación directa, establecimiento de los pliegos de condiciones de 

las subastas públicas y de las bases de las concesiones administrativas para la adjudicación 
de los bienes del Banco de Tierras.

g) Adquisición de nuevos bienes, determinación de su destino y de las características de 
su explotación.

h) Adjudicación, resolución y declaración de caducidad de las concesiones 
administrativas de explotación.

i) El ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, interposición de recursos 
administrativos, ejercicio de acciones judiciales y personación en asuntos litigiosos.

j) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la legislación vigente, así como aquellas 
necesarias para alcanzar los objetivos de la Comisión Regional que no correspondan a los 
restantes órganos del mismo.

2. Corresponderá al Consejo emitir informes sobre aquellas materias que afecten al 
contenido de esta Ley, así como sobre aquellas otras que fueren sometidas a su 
consideración.

Artículo 64.  
Son funciones del Gerente del Banco de Tierras las siguientes:

a) Representación de la Comisión Regional del Banco de Tierras en toda clase de actos 
y contratos.

b) Ejecución de los acuerdos que en el ejercicio de sus funciones adopten el Consejo y 
la Comisión Permanente.

c) Dirección e inspección de los servicios administrativos de la Comisión Regional.
d) Cuantas le correspondan como Jefe de la Comisión Regional conforme a la legislación 

vigente sobre organismos autónomos.

Artículo 65.  
Son funciones del Secretario del Banco de Tierras las siguientes:

a) Levantar acta de las sesiones del Consejo, custodiar sus libros y documentos y cursar 
las correspondientes convocatorias y certificaciones.
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b) Preparar el trabajo del Consejo y tramitar la ejecución de sus acuerdos.
c) Aquellas que le sean delegadas por el Gerente.

CAPÍTULO VI

Del impuesto sobre fincas o explotaciones agrarias infrautilizadas

Artículos 66 a 74.  

(Derogados)

CAPÍTULO VII

Del asociacionismo agrario

Artículo 75.  
La Comunidad Autónoma, a través de la Consejería de Agricultura y Pesca, fomentará el 

asociacionismo agrario con el objeto de la producción agraria en común y la realización de 
operaciones encaminadas al progreso económico y técnico de las explotaciones.

Artículo 76.  
La Consejería de Agricultura y Pesca facilitará ayuda técnica y económica para la 

creación y establecimiento de asociaciones agrarias y para el cumplimiento de sus fines en 
atención al progreso económico y técnico de una zona en relación con el interés de la 
producción a que se dedique.

Artículo 77.  
1. Se crea el Registro de Asociaciones Agrarias, en el seno de la Consejería de 

Agricultura y Pesca, que tendrá carácter público y voluntario.
2. La inscripción en el Registro será requisito indispensable para poder gozar de los 

derechos y beneficios de la presente Ley.
3. El funcionamiento del Registro se regulará por Decreto.

Artículo 78.  
A los efectos de esta Ley, las asociaciones agrarias, cualquiera que sea su forma legal 

de constitución, deberán estar formadas por titulares de explotaciones agrícolas, ganaderas, 
forestales o artesanales agrarias que se agrupen para la consecución de los siguientes fines:

1. Adquirir, por cualquier título, animales, materias, instrumentos y maquinaria para la 
producción y fomento agrario, o instalaciones relacionadas con el sector agrario o para la 
transformación, conservación y elaboración de sus productos.

2. Conservar, producir, transformar, distribuir, transportar y vender en mercados 
interiores y exteriores, productos provenientes de explotaciones agrarias, en su estado 
natural o transformados.

3. Adquirir, elaborar o fabricar por cualquier procedimiento, para la asociación o sus 
socios, abonos, plantas, semillas, insecticidas, piensos y demás elementos para la 
producción y fomento agrario.

4. Adquirir, parcelar, sanear y mejorar terrenos destinados a actividades agrarias, así 
como la construcción y explotación de las obras e instalaciones necesarias a estos fines.

5. Prestar los servicios necesarios o convenientes a las explotaciones agrarias 
encaminadas al perfeccionamiento técnico y formación profesional de sus socios.

Artículo 79.  
1. La Comunidad Autónoma, a través de la Consejería de Agricultura y Pesca, 

formalizará convenios con Entidades financieras con el fin de facilitar líneas de crédito en 
condiciones ventajosas para la constitución y funcionamiento de las asociaciones agrarias, a 
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las que tendrán acceso, preferentemente, las de nueva creación constituidas por jóvenes 
que sean profesionales de la agricultura.

2. Las líneas de crédito que se convengan tendrán como fin primordial la constitución y 
mejora de la base territorial de las explotaciones agrarias y la mecanización de las mismas 
con el objeto de lograr su rentabilidad económica.

Artículo 80.  
1. La Consejería de Agricultura y Pesca fomentará la agrupación de asociaciones 

agrarias, teniendo en cuenta la similitud de los fines para las que se constituyeron o pueda 
facilitar su cumplimiento, complementándose mutuamente. En este caso, gozarán de 
preferencia las que dediquen su actividad a la producción y comercialización de los 
productos.

2. En el caso de asociaciones o sociedades de propietarios forestales para la explotación 
en común, la financiación será del 90 por 100 de los gastos de constitución, debiendo 
reglamentarse el procedimiento a seguir.

CAPÍTULO VIII

De los aprovechamientos de montes comunales y vecinales en mano común

Artículos 81 a 84.  

(Derogados)

CAPÍTULO IX

De los cultivos y plantaciones forestales

Artículo 85.  
1. De conformidad con lo establecido en la legislación sectorial del Estado se declara de 

utilidad pública e interés regional la realización de obras, plantaciones forestales, trabajos y 
labores que en las fincas rústicas resulten necesarios ejecutar para la debida conservación 
del suelo.

2. Por la misma razón de utilidad pública, los cultivadores directos de predios rústicos 
están obligados a someterse en la explotación agrícola de los mismos a las normas técnicas 
que señale la Consejería de Agricultura y Pesca para evitar la pérdida o degradación del 
suelo cultivable y para obtener la mejora de los terrenos que se encuentren en estas 
condiciones.

3. En todo caso, será obligatorio en las plantaciones forestales la evaluación del impacto 
ambiental, en los términos que se determine reglamentariamente.

4. Por la Consejería de Agricultura y Pesca se establecerá la zonificación de las distintas 
clases de producciones agrarias, fomentando su establecimiento.

Artículo 86.  
1. La Consejería de Agricultura y Pesca, con el fin de evitar la pérdida o degradación del 

suelo cultivable y para obtener la mejora de los terrenos que se encuentren en estas 
condiciones, podrá imponer a los titulares de determinadas explotaciones agrícolas, en 
aquellas zonas que por razones sociales o medioambientales precisen actuaciones 
urgentes, las siguientes obligaciones:

a) Que las especies cultivables sean las que expresamente determine la Consejería.
b) Que las labores culturales se lleven a cabo en determinada forma y condiciones 

técnicas precisas para el suelo de que se trate.
c) Que se ajuste la rotación de cultivos a un determinado ritmo.
d) Que se realicen obras de adecuación de los terrenos o protección de los mismos, para 

evitar su pérdida.
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2. La actuación de la Consejería será, en todo caso, supletoria de la del titular de la 
explotación, quien podrá proponer, al ser requerido para ello, la ejecución de un plan de 
mejora comprensivo, al menos, de los aspectos recogidos en los apartados anteriores. Dicho 
plan deberá ser aprobado o desestimado por la Consejería con anterioridad a su 
intervención.

Artículo 87.  
1. La Consejería de Agricultura y Pesca fijará también las obligaciones a que se refiere el 

artículo anterior para aquellos casos de terrenos incultos, con una superficie que lo justifique, 
aprobando un plan para los mismos que será notificado al titular.

2. Si el titular incumple el plan o no lo realiza, el terreno podrá ser objeto de expediente 
para su declaración como finca manifiestamente mejorable con los efectos que respecto a 
los mismos establece la presente Ley.

Artículo 88.  
1. Cualquier agricultor interesado en la conservación de su finca podrá solicitar de la 

Consejería de Agricultura y Pesca la formalización de un plan de cultivos.
2. La aprobación del plan requerirá la instrucción de expediente en el que se reflejen 

parte o todas las obligaciones previstas en el artículo 86.

Artículo 89.  
1. El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el artículo 74 por parte del titular 

de una explotación agrícola dará lugar a la iniciación por la Consejería de Agricultura y 
Pesca de procedimiento sancionador, con arreglo a lo establecido en la vigente Ley de 
Procedimiento Administrativo, y a la imposición, en su caso, de las siguientes sanciones:

a) Hasta 100.000 pesetas y retirada del cultivo o plantaciones, cuando no se utilicen las 
especies determinadas por la Consejería de Agricultura y Pesca, no se ajuste la rotación de 
cultivos al ritmo que se determine o cuando las técnicas de cultivo empleadas en la finca 
sean perjudiciales para el suelo.

b) Hasta 250.000 pesetas, cuando no se realicen las obras de adecuación o protección 
de los terrenos en las condiciones fijadas por la Consejería de Agricultura y Pesca.

2. En el supuesto de la letra b) de este artículo, la resolución que recaiga en el 
expediente instruido dispondrá el plazo que se conceda al interesado para la ejecución de 
las obras, con apercibimiento de imposición de multa coercitiva, previa instrucción de nuevo 
expediente, equivalente al 50 por 100 de la sanción impuesta.

La resolución que imponga la multa coercitiva fijará nuevo plazo para la ejecución de las 
obras, transcurrido el cual, se procederá a la ejecución subsidiaria por la Consejería de 
Agricultura y Pesca a costa del interesado y con arreglo a lo dispuesto en la Ley de 
Procedimiento Administrativo.

Artículo 90.  
La Consejería de Agricultura y Pesca podrá exigir la necesidad de autorización previa 

para la variación de cultivos en fincas rústicas, teniendo en cuenta, al menos, los siguientes 
aspectos:

a) Caracteres de la especie que se pretenda introducir en relación con la predominante 
en la zona.

b) Efectos de la especie retirada y de la que se pretende implantar para el medio natural.
c) Repercusión económica en la zona.
d) Criterios de zonificación de cultivos.

Artículo 91.  
1. Las obras o labores permanentes que en cumplimiento de esta Ley realice el 

propietario de una finca a su costa, para evitar la pérdida o deterioro del suelo, tendrán la 
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consideración de mejora obligatoria a los efectos de la legislación general del Estado sobre 
Arrendamientos Rústicos.

2. En el supuesto de que el titular de la explotación fuera arrendatario, el coste de las 
obras o labores permanentes a ejecutar para evitar la pérdida o deterioro del suelo será a 
costa del propietario, sin perjuicio de la repercusión que legalmente pudiera corresponder a 
aquél. Si el propietario no se hiciera cargo voluntariamente de las mismas podrá ejecutarlas 
el arrendatario a su costa, sin perjuicio de las sanciones que pudieran corresponderle con 
arreglo a lo establecido en el artículo 89 de esta Ley.

Artículo 92.  

(Derogado)

Artículo 93.  

(Derogado)

Artículo 94.  

(Derogado)

Artículo 95.  

(Derogado)

Artículo 96.  
Cuando, a juicio de la Consejería de Agricultura y Pesca, las especies forestales 

existentes pudieran resultar perjudiciales para el terreno, se requerirá a su titular para que 
efectúe su corrección, adoptando las medidas oportunas con arreglo a las condiciones que al 
respecto determine la misma.

Artículo 97.  
Cuando los planes de conservación de suelos afecten a partes considerables de 

cuencas donde existan embalses, el titular de los aprovechamientos hidroeléctricos deberá 
financiar la restauración de, al menos, el 30 por 100 de las superficies pertenecientes a 
propietarios públicos.

CAPÍTULO X

De la unidad mínima de cultivo

Artículo 98.  
1. Por Decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en 

materia de agricultura, oídas las asociaciones agrarias legalmente constituidas, se 
determinará y revisará, en su caso, la extensión de la unidad mínima de cultivo agrícola en 
cada zona del territorio del Principado, en atención a sus propias características técnicas, de 
costumbre del lugar, clima y prioridades de las producciones.

2. Dicha extensión deberá ser la suficiente para que las labores fundamentales, 
utilizando los medios normales de producción, puedan ejecutarse con un rendimiento 
satisfactorio en atención a las características socioeconómicas y agrarias en cada área del 
Principado de Asturias.

Artículo 99.  
1. La división o segregación de fincas rústicas nunca podrá suponer la constitución de 

parcelas de extensión inferior a la unidad mínima de cultivo.
2. No obstante, se permite la división o segregación si se trata de cualquier clase de acto 

de disposición a favor de colindantes, siempre que, como consecuencia de la división o 
segregación, no resulte un mayor número de predios inferiores a la unidad mínima de cultivo.
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Artículo 100.  
1. Si de algún modo se infringe lo dispuesto en el artículo anterior, los colindantes con 

las parcelas que resulten de extensión inferior a la unidad mínima de cultivo tendrán derecho 
a su adquisición, cualquiera que sea su poseedor y a salvo de lo dispuesto en la Ley 
Hipotecaria, por el justo precio que, a falta de acuerdo, será determinado por la jurisdicción 
ordinaria competente, con arreglo a los criterios de la legislación de expropiación forzosa 
vigente.

Si fueran varios los propietarios colindantes, tendrán preferencia a la adquisición, si no 
existiera acuerdo, el que posea la parcela de menor extensión.

2. El derecho de adquisición preferente caducará a los cinco años de realizarse la 
división o segregación indebida.

Artículo 101.  
1. En los supuestos de herencia, se respetará lo dispuesto en el artículo 99 de esta Ley, 

aun en contra de la voluntad del causante.
2. Si faltase voluntad expresa del causante o acuerdo de los herederos, la parcela que 

resultase indivisible será adjudicada por licitación entre los coherederos, y, si todos 
manifestasen su intención de no concurrir, será sacada a pública subasta.

3. Cualquiera de los herederos u otros propietarios colindantes, o el propio Ayuntamiento 
de la zona donde la finca afectada esté ubicada, podrá interponer la acción judicial pertinente 
a efectos del cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

CAPÍTULO XI

Del reequilibrio regional

Sección Primera. De los Programas de Acción Integral

Artículo 102.  
Con el fin de posibilitar el desarrollo económico y social de una zona o zonas 

determinadas, por Decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de 
Agricultura y Pesca, se aprobará la ejecución de Programas de Acción Integral, tendentes a 
la equiparación con el nivel de renta del resto del territorio del Principado de Asturias.

Artículo 103.  
El Decreto al que se refiere el artículo anterior contendrá las siguientes especificaciones 

mínimas:

a) Perímetro de la zona o zonas afectadas que corresponderá como mínimo a un Ente 
territorial.

b) Consejerías y órganos del Gobierno del Principado de Asturias, Alcaldes de los 
Ayuntamientos y representantes de los Consejos Rurales afectados, en número paritario de 
la representación que ostenten, que habrán de intervenir en la elaboración, desarrollo y 
ejecución del Programa, y constitución del grupo de trabajo.

c) Plazos de ejecución del Programa
d) Financiación del Programa.

Artículo 104.  
1. Elaborado el Programa, será aprobado provisionalmente por Resolución del Consejero 

de Agricultura y Pesca, y expuesto al público mediante inserción de anuncio en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias y de la Provincia», durante el plazo dse treinta días, a 
efectos de que por las entidades o personas interesadas se puedan formular alegaciones 
encaminadas a su precisión o mejora.

2. Por el Consejero de Agricultura y Pesca se formulará propuesta de acuerdo de 
aprobación definitiva del programa al del Consejo de Gobierno.
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3. La aprobación del Programa por el Consejo de Gobierno implicará la declaración de 
utilidad pública o interés social de las obras y realizaciones del mismo a efectos de posible 
expropiación de terrenos necesarios para su ejecución.

Artículo 105.  
Para el seguimiento de la ejecución del Programa y su control se constituirá una 

Comisión, presidida por el Consejero de Agricultura y Pesca, e integrada por un 
representante de cada una de las Consejerías intervinientes y los Alcaldes-Presidentes de 
los Ayuntamientos afectados.

Sección Segunda. De los Programas de Desarrollo Integral

Artículo 106.  
Para las zonas de agricultura de montaña delimitadas en el territorio del Principado se 

elaborarán y ejecutarán, a iniciativa del Consejo de Gobierno, Programas de Desarrollo 
Integral, ajustándose a lo dispuesto en la legislación del Estado en la materia.

Artículo 107.  
El Decreto por el que se promueva la iniciativa creará el Comité de Coordinación 

correspondiente, que llevará el nombre de la zona de montaña respectiva, regulándose, en 
cuanto a su composición y funciones, por las normas que en el mismo se contengan.

Artículo 108.  
El Programa de Desarrollo Integral contendrá las especificaciones mínimas que se 

establecen en el artículo 103 de esta Ley. Cuando en su perímetro de actuación se incluyan 
municipios no delimitados como zonas de agricultura de montaña con arreglo a la legislación 
vigente, se habrá de justificar expresamente qué motivos o parámetros han determinado su 
necesaria inclusión.

Artículo 109.  
1. Al Comité de Coordinación le corresponderá, como función principal y básica, sin 

perjuicio de las demás que se le atribuyan en el Decreto de su creación, la elaboración del 
Programa en los términos y con el contenido fijado en el mismo.

2. Elaborado el Programa, se expondrá al público durante un plazo de treinta días, 
mediante la publicación de anuncios en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias y de la 
Provincia», en un diario de la región y en los Ayuntamientos afectados. A estos últimos se 
les remitirá un resumen del programa redactado.

3. Durante el período de información pública, los interesados, entidades o particulares, 
podrán presentar alegaciones ante la Consejería de Agricultura y Pesca.

4. Elaborado definitivamente el Programa, será elevado al Consejo de Gobierno por el 
Consejero de Agricultura y Pesca para su aprobación.

Artículo 110.  
La aprobación definitiva del Programa de Desarrollo Integral de una zona de Agricultura 

de Montaña llevará implícita la declaración de utilidad pública o interés social a efectos de la 
expropiación forzosa.
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TÍTULO III

De la ordenación de pastos

Artículo 111.  
1. En el marco de sus competencias, la Administración del Principado de Asturias 

procederá a la ordenación, estructuración y mejora de las posibilidades ganaderas de los 
terrenos sometidos al régimen de aprovechamiento de sus pastos, sin perjuicio de lo 
dispuesto en las ordenanzas municipales y respetando, en todo caso, la costumbre del lugar.

2. La presente Ley tendrá carácter supletorio en cuanto al régimen de ordenación de los 
pastos, siendo de aplicación por razones de utilidad pública y cumplimiento del fin social de 
la propiedad en el caso de inactividad de la Corporación Local competente.

Artículo 112.  
Los bienes de que sea titular la Comunidad Autónoma y aquéllos respecto de los que 

tenga atribuida su administración y gestión, se regirán por la presente Ley, sin perjuicio de 
las demás disposiciones legales que les sean aplicables.

Artículo 113.  
1. La Consejería de Agricultura y Pesca será el órgano competente en materia de 

pastos, coordinando todas las actuaciones del Principado de Asturias con tal finalidad, así 
como ejecutando las labores de investigación y experimentación de pastizales y su 
ordenación, con el fin de obtener un aprovechamiento racional.

2. La zonificación de pastos tendrá en cuenta la normativa urbanística vigente en la zona 
afectada.

Artículo 114.  
1. Por la Consejería de Agricultura y Pesca se elaborará una ordenanza tipo sobre 

ordenación y aprovechamiento de pastos en los bienes a que se refiere el artículo 112 de 
esta Ley.

2. Dicha ordenanza tendrá carácter de contenido mínimo obligatorio para los concejos 
que procedan a regular los pastos de su competencia.

Artículo 115.  
1. Cuando la insuficiencia o inidoneidad de los terrenos destinados a pastos en el 

territorio de un Concejo lo aconsejen, deberá formarse comunidad con el limítrofe o 
limítrofes, a propuesta de un Ayuntamiento o de la Consejería de Agricultura y Pesca y con 
la conformidad de las demás Corporaciones afectadas.

2. Si los bienes no idóneos son de propiedad particular, se procurará y fomentará la 
comunidad con propietarios limítrofes.

Artículo 116.  
1. La infracción a las Ordenanzas reguladoras del aprovechamiento de los pastos será 

sancionada con las siguientes multas:

De 15.000 a 60.000 pesetas por cabeza de ganado bovino o equino.
De 10.000 a 30.000 pesetas por cabeza de ganado lanar o caprino.

2. La graduación de la cuantía de la multa se efectuará atendiendo a las características 
del hecho que constituya la infracción.

3. La cuantía máxima de la multa se impondrá, en todo caso, cuando el ganado carezca 
del oportuno certificado sanitario.
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4. El órgano competente en materia sancionadora será el Consejero de Agricultura y 
Pesca y el procedimiento a seguir será el regulado en la Ley de Procedimiento 
Administrativo.

Artículo 117.  
1. En caso de incumplimiento de las Ordenanzas reguladoras de los pastos, si el 

propietario del ganado no procede a la retirada inmediata del ganado, se hará por la 
Administración, repercutiendo en el mismo el coste de las actuaciones.

2. El ganado retirado por la Administración será recogido en lugar idóneo, pudiendo 
hacerse cargo del mismo en el plazo de quince días quien acredite ser su propietario, previo 
pago de los gastos totales ocasionados.

3. Transcurrido el plazo señalado sin retirada del ganado, se actuará con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo siguiente.

4. Las actuaciones previstas en este artículo son independientes del expediente 
sancionador incoado en su caso.

Artículo 118.  
1. La existencia de ganado en pastos de cualquier naturaleza y titularidad, cuyo dueño 

no sea conocido en el lugar, podrá ser aprehendido y retirado inmediatamente por el 
Ayuntamiento o por personal de la Consejería de Agricultura y Pesca y depositado en lugar 
idóneo, a costa de la misma.

2. La aprehensión del ganado será hecha pública mediante anuncio en el Ayuntamiento 
respectivo, en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y de la provincia y en un diario 
regional, pudiendo hacerse cargo del mismo quien acredite ser su propietario en el plazo de 
veinte días, a partir del siguiente a la publicación en el «Boletín Oficial», previo pago de los 
gastos ocasionados.

3. Transcurrido dicho plazo, si el ganado cumple con las condiciones sanitarias 
adecuadas, será expedido el oporuno certificado sanitario, procediéndose a continuación a 
su enajenación mediante subasta pública entre ganaderos del lugar. El Ayuntamiento 
percibirá el beneficio que se obtenga de la subasta para financiar obras y servicios 
municipales, revertiendo, en su caso, a la Consejería de Agricultura y Pesca el coste de la 
retirada y alojamiento del ganado.

El procedimiento de la subasta será regulado por Resolución de la Consejería de 
Agricultura y Pesca.

4. Si el ganado no cumpliera con las condiciones sanitarias debidas y fuera imposible su 
saneamiento, aun adoptadas todas las medidas necesarias, se procederá a su sacrificio 
inmedito. En caso de obtención de beneficio económico, éste revertirá al presupuesto de la 
Consejería de Agricultura y Pesca para sufragar los gastos ocasionados a la misma y el 
resto será entregado al Ayuntamiento respectivo.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
Respecto a lo dispuesto en el capítulo VIII del título II de esta Ley, los consorcios 

forestales existentes en el momento de su entrada en vigor, suscritos con cualquier órgano 
de la Administración del Estado o provincial cuyas competencias haya asumido el Principado 
de Asturias, a petición de la Entidad propietaria del monte, pueden rescindirse por 
Resolución dictada por el Consejero de Agricultura y Pesca, que aprobará también la 
liquidación que se practique con arreglo al contrato existente.

En el caso de que sea de interés para la Entidad propietaria, ésta puede solicitar 
acogerse al sistema de convenio previsto en esta Ley, formalizándose uno nuevo, que 
sustituirá al consorcio preexistente, sin que sea necesario realizar su liquidación.
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Segunda.  
Por el Consejo de Gobierno se adoptarán las medidas necesarias para adscribir a la 

Comisión Regional del Banco de Tierras, los medios personales, materiales y de 
presupuesto necesarios para el cumplimiento de sus fines.

Asimismo, y a propuesta del Consejero de Hacienda, Economía y Planificación, 
dispondrá la integración en el Banco de Tierras de las fincas de interés agrario que figuren 
en el inventario de bienes inmuebles de la Comunidad Autónoma.

Tercera.  
Por Decreto del Consejo de Gobierno se regulará el registro de explotaciones agrarias, 

siendo condición indispensable estar inscrito en el mismo para ser beneficiario de las ayudas 
técnicas y económicas de la Administración regional.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
A la entrada en vigor de esta Ley queda derogada cualquier otra disposición de igual e 

inferior rango que contradiga lo dispuesto en la misma, emanada de los órganos 
competentes de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
A propuesta del Consejero de Agricultura y Pesca, el Consejo de Gobierno dictará los 

Decretos que sean pertinentes en desarrollo de lo dispuesto en esta Ley.

Segunda.  
En el plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, el 

Consejo de Gobierno, por Decreto, establecerá la unidad mínima de cultivo agrícola y 
forestal.

Tercera.  
En lo no previsto en esta Ley, se estará a lo dispuesto en la legislación del Estado para 

cada materia específica.
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§ 29

Ley 5/1999, de 29 de marzo, por la que se crea el Servicio Regional 
de Investigación y Desarrollo Agroalimentario del Principado de 

Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 81, de 9 de abril de 1999

«BOE» núm. 112, de 11 de mayo de 1999
Última modificación: 30 de diciembre de 2000

Referencia: BOE-A-1999-10495

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley por la que se crea el 
Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario del Principado de Asturias.

PREÁMBULO

El Principado de Asturias tiene competencia exclusiva en materia de agricultura, 
ganadería e industria agroalimentaria, así como en investigación, a tenor de los artículos 
10.1.10 y 10.1.19 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias.

Siendo esto así, el fomento de la innovación y desarrollo tecnológico resulta 
indispensable para lograr los niveles de competitividad que impone el mercado actual. Los 
sectores agroalimentarios, de acuerdo con su importante peso económico y social en la 
región, precisan actuaciones específicas en este sentido. Los productores más profesionales 
o sus entidades asociativas demandan una serie de actividades difíciles de asumir 
totalmente por los sectores privados y susceptibles de ser llevadas a cabo por las 
Administraciones Públicas, como son el desarrollo de nuevos procedimientos y tecnologías 
para su introducción en el sector tras el contraste de su rentabilidad, la mejora de la 
profesionalización y el análisis y control de calidad de las materias primas, medios de 
producción y productos determinados.

Actualmente, el Principado de Asturias cuenta con una notable infraestructura pública de 
investigación y apoyo tecnológico en el sector agroalimentario. La experiencia acumulada en 
el funcionamiento de los órganos de la Administración dedicados a la mejora tecnológica y 
servicio especializado al sector agrario aconseja su reorganización y potenciación para 
superar las limitaciones que, para el desarrollo eficaz de esas actividades, presenta la 
gestión del servicio mediante una estructura genérica o indiferenciada. Ello exige una 
estructura y un marco normativo específicos y adaptados a la peculiar naturaleza de la 
actividad, buscando en general una mayor autonomía y agilidad en la gestión, así como 
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cauces eficaces de concertación, coordinación y control de la eficacia de las acciones 
emprendidas.

A esta finalidad tiende la presente Ley cuyo contenido esencial es la creación del 
Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario, como entidad pública del 
Principado de Asturias, dotado de autonomía tanto para la determinación de sus actividades 
como en sus aspectos financiero y de funcionamiento.

La Ley también pretende la búsqueda de la implicación y participación activa de los 
sectores agrario y agroalimentario y demás interesados en la propuesta, desarrollo, 
evaluación y control de las actividades de desarrollo agroalimentario, previendo una 
importante presencia de los agentes sectoriales en el Consejo Rector de la nueva entidad y 
creando el Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario del Principado de Asturias como 
órgano consultivo y de participación de carácter técnico y de apoyo de los sectores 
afectados.

La Ley no olvida la necesaria continuidad en el desempeño de las importantes funciones 
que en ella se regulan, previendo la salvaguardia de los intereses de los empleados públicos 
y de los de terceros generados en el ámbito de los fines asignados a la entidad.

Asimismo, la Ley tiene buen cuidado de no desligar las actividades de investigación y 
desarrollo agroalimentario de la de los instrumentos de planificación general en materia de 
investigación y desarrollo del Principado de Asturias.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

El objeto de la presente Ley es la reorganización de los servicios de investigación y 
desarrollo agroalimentario dependientes de la Administración del Principado de Asturias, con 
los medios necesarios para responder con agilidad y eficacia a las necesidades actuales y 
futuras del mismo y asegurando la integración de los diferentes agentes e interesados en el 
desarrollo agroalimentario.

Artículo 2.  Principios generales.

Las actuaciones que se produzcan según lo dispuesto en la presente Ley estarán 
regidas por los siguientes principios:

a) Implicación y participación activa de los sectores agrario y agroalimentario en la 
propuesta, desarrollo, evaluación y control de las actividades de investigación y desarrollo 
agroalimentario.

b) Eficacia, eficiencia y economía de medios en la gestión y servicio a los ciudadanos.
c) Coordinación con los instrumentos de planificación general en materia de 

investigación y desarrollo del Principado de Asturias.
d) Fomento de la innovación y calidad de las producciones de los sectores agrario y 

alimentario regionales.
e) Potenciación y desarrollo eficaz de la actividad de investigación y desarrollo en el 

marco de la Administración pública del Principado de Asturias.
f) Adecuación a los objetivos de la política agraria de Asturias y a las necesidades de los 

sectores agrarios y alimentarios en materia de investigación y desarrollo.
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CAPÍTULO II

Del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario

Sección 1.ª Creación, modificación y extinción

Artículo 3.  Creación y régimen jurídico.

1. Se crea el Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario del 
Principado de Asturias como entidad pública del Principado de Asturias adscrito a la 
Consejería competente en materia de agricultura.

2. El Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario se regirá por el 
Derecho privado, excepto en la formación de la voluntad de sus órganos y en el ejercicio de 
las potestades administrativas que tenga atribuidas y por la presente Ley, sin perjuicio de la 
aplicación de las disposiciones que le afecten contenidas en el Decreto Legislativo 2/1998, 
de 25 de junio, por el que se aprueba el texto refundido del régimen económico y 
presupuestario.

Artículo 4.  Modificación y refundición.

1. La modificación o refundición de la entidad pública deberán realizarse por ley cuando 
supongan la alteración de sus fines generales, del tipo de entidad pública o de las 
peculiaridades relativas a los recursos económicos, régimen de personal, de contratación, 
patrimonial, fiscal y cualesquiera otras que exijan normas con rango de ley.

2. Las modificaciones o refundiciones no comprendidas en el apartado anterior se 
llevarán a cabo por Decreto acordado en Consejo de Gobierno, a propuesta conjunta de las 
Consejerías de Cooperación y Economía y a iniciativa del Consejero de adscripción o, en 
todo caso, de acuerdo con el mismo.

Artículo 5.  Extinción y liquidación.

La ley que acuerde, en su caso, la extinción del Servicio Regional de Investigación y 
Desarrollo Agroalimentario del Principado de Asturias, establecerá el destino del personal de 
la entidad pública en el marco de la legislación reguladora de dicho personal. Asimismo, 
determinará la integración en el patrimonio del Principado de Asturias de los bienes y 
derechos que en su caso resulten sobrantes de la liquidación de la entidad, para su 
afectación a los servicios de la Administración General del Principado de Asturias o 
adscripción a los organismos públicos que procedan conforme a lo previsto en las 
disposiciones reguladoras del patrimonio del Principado de Asturias, ingresando en la 
Tesorería General el remanente líquido resultante, si lo hubiere.

Sección 2.ª Fines, organización y funcionamiento

Artículo 6.  Finalidad y funciones.

La finalidad del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario es 
contribuir a la modernización y mejora de las capacidades del sector agroalimentario 
regional, mediante el impulso y ejecución de la investigación y el desarrollo tecnológico 
agroalimentario, a fin de conseguir una mejora de la productividad, la diversificación en el 
sector y la elevación de las rentas de los activos primarios, ejerciendo las siguientes 
funciones:

a) El diseño y ejecución de proyectos de investigación y desarrollo que redunden en una 
mejora de la competitividad del sector agroalimentario asturiano, la adecuación de los 
métodos de producción con el respeto al medio natural y la mejora de la calidad de los 
productos y de las estructuras de comercialización.

b) La actualización de conocimientos científicos, técnicos y ambientales de los 
educadores y profesionales.
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c) El establecimiento de un programa de desarrollo tecnológico agroalimentario dentro 
del plan regional de investigación que pueda incidir en la mejora de la productividad del 
sector primario asturiano.

d) El fomento de las relaciones de los centros de investigación y desarrollo tecnológico 
con cuantas instituciones públicas o privadas resulte necesario para potenciar el desarrollo 
científico y líneas específicas de investigación.

e) La realización de servicios de apoyo al sector agroalimentario dentro de sus objetivos.
f) Todas aquellas que pueda determinar adicionalmente el Consejo Rector en el marco 

de sus objetivos, especialmente en cuanto a mejora de la productividad de las explotaciones 
ganaderas y agrarias y en una mejora de la formación en materia agroalimentaria.

g) Cualesquiera otras relacionadas con sus fines institucionales que le encomiende la 
Consejería competente en materia de agricultura y alimentación, oído el Consejo Regional 
de Desarrollo Agroalimentario.

Artículo 7.  Organización.

El Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario se organiza en los 
siguiente órganos centrales:

a) El Consejo Rector.
b) El Presidente.
c) Los Vicepresidentes.
d) El Director Gerente.

Artículo 8.  Composición del Consejo Rector.

1. El Consejo Rector del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario 
estará integrado por:

Un Presidente.
Dos Vicepresidentes.
Ocho Vocales.
Un Secretario.

2. La presidencia corresponderá al Consejero competente en materia de agricultura y 
alimentación, la vicepresidencia primera recaerá en el Director regional competente en 
materia de ganadería y agricultura y la vicepresidencia segunda corresponderá al Director 
regional competente en materia de universidades e investigación o personas en las que 
deleguen.

3. Serán vocales del Consejo Rector:

a) El Director regional competente en materia de consumo.
b) El Director regional de Economía.
c) Tres vocales en representación de las organizaciones profesionales agrarias más 

representativas del Principado de Asturias.
d) Un vocal en representación de la unión representativa de cooperativas agrarias del 

Principado de Asturias.
e) Un representante sindical de los trabajadores del Servicio Regional de Investigación y 

Desarrollo Agroalimentario.
f) El Director Gerente.

Los vocales referidos en las letras c) y d) serán designados por el titular de la Consejería 
competente en materia de agricultura y podrán ser destituidos cuando cumplan dos años 
desde su nombramiento o a petición de las entidades que representen mediante resolución 
del mismo órgano que las designó.

4. Ejercerá de Secretario un funcionario designado por el titular de la Consejería 
competente en materia de agricultura y alimentación, que tendrá voz pero no voto.

Artículo 9.  Funciones del Consejo Rector.

1. Serán funciones del Consejo Rector:
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a) Aprobar las directrices de planificación de la entidad.
b) Aprobar un Reglamento de régimen interior de la entidad.
c) Informar la propuesta de presupuesto de ingresos y gastos, las cuentas y la Memoria 

anual de la entidad, elevándolas al titular de la Consejería de adscripción.
d) Prestar su consentimiento a los convenios de colaboración propuestos.
e) La creación, reglamentación y disolución de las comisiones técnicas para el estudio de 

asuntos específicos, determinando su composición, objetivos y duración.
f) Elaborar las plantillas y puestos de trabajo de la entidad proponiendo al Consejo de 

Gobierno del Principado de Asturias la aprobación de sus relaciones y catálogos de puestos 
de trabajo del personal, basados en la plantilla aprobada por la Junta General del Principado.

g) Informar la aprobación, modificación y revisión de los precios y tarifas por la prestación 
y realización de servicios y actividades propias de la entidad.

h) Informar los proyectos de investigación que aspiren a financiación externa.
i) Aprobar en el primer trimestre de cada año la Memoria de actividades del año 

precedente, que será remitida a la Junta General para su conocimiento y debate.

2. Será necesaria la previa autorización del Consejo de Gobierno del Principado de 
Asturias, a propuesta del Consejo Rector, por una mayoría de al menos dos tercios de sus 
miembros, para:

a) La celebración de negocios jurídicos que sean susceptibles de generar obligaciones 
económicas o financieras por encima del 20 por 100 del presupuesto ordinario de gastos de 
la entidad.

b) La formalización de operaciones de crédito.
c) La creación o participación en sociedades mercantiles, fundaciones, consorcios y 

otras entidades.

3. El Consejo Rector se reunirá con periodicidad trimestral, sin perjuicio de ser 
convocado por el presidente cuando lo estime oportuno para el buen funcionamiento de la 
entidad o a propuesta de la mayoría de sus miembros.

Artículo 10.  Presidente y Vicepresidentes.

1. Serán funciones del Presidente del Consejo Rector:

a) Ostentar la representación de la entidad.
b) Convocar, fijar el orden del día, presidir y moderar las sesiones del Consejo Rector o 

suspenderlas por causas justificadas, moderar el desarrollo de los debates y ordenar la 
votación de los asuntos cuando proceda, ostentando voto de calidad en caso de empate.

c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos adoptados por el Consejo Rector.
d) Visar las actas y certificaciones del Consejo Rector.
e) Autorizar y disponer créditos y reconocer obligaciones hasta la cuantía que determine 

la ley de presupuestos generales del Principado de Asturias de cada ejercicio así como 
autorizar los pagos de la Entidad.

f) Aprobar, modificar y revisar los precios y tarifas por la prestación y realización de 
servicios y actividades, oído el Consejo Rector.

g) Adoptar, en caso de urgencia, las actuaciones necesarias, dando cuenta de ellas al 
Consejo Rector en la primera sesión que celebre.

h) Delegar en el Director Gerente de la entidad cualquiera de las funciones previstas en 
el presente artículo.

i) Someter al Consejo de Gobierno aquellos asuntos cuya trascendencia así lo aconseje.
j) Cuantas competencias y funciones resulten convenientes para la entidad y no estén 

expresamente reconocidas a otros órganos, informando de las actuaciones derivadas de 
estas tareas al Consejo Rector.

2. Los Vicepresidentes del Consejo Rector sustituirán al Presidente por su orden, 
asumiendo las funciones que corresponden a éste en los supuestos de ausencia, vacante o 
enfermedad.

3. La presidencia y vicepresidencia de la entidad pública serán desempeñadas por 
quienes lo sean del Consejo Rector.
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Artículo 11.  El Secretario del Consejo Rector.

El Secretario del Consejo Rector asume las siguientes funciones:

a) Asistir a las reuniones del Consejo Rector y de las comisiones técnicas que se 
constituyan, certificando las actas correspondientes con la conformidad del Presidente.

b) Notificar a los miembros del Consejo Rector y de las comisiones técnicas las 
convocatorias con las fechas y orden del día de las reuniones a celebrar.

c) Llevar y custodiar los libros de actas del Consejo Rector y las comisiones técnicas y 
expedir, con el visto bueno del Presidente, las certificaciones de acuerdos reflejados en las 
actas.

d) Cuantas otras interesen a su condición de Secretario.

Artículo 12.  El Director Gerente.

1. El Director Gerente del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario será nombrado y destituido libremente por el Consejero competente en 
materia de agricultura y alimentación, oído el Consejo Rector, atendiendo a criterios de 
competencia profesional y experiencia en el ámbito investigador y de gestión de los 
servicios.

2. Serán funciones del Director Gerente:

a) Dirigir e inspeccionar el Servicio Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario, velando por el cumplimiento de sus funciones y objetivos.

b) Ejecutar los acuerdos del Consejo Rector y dar cuenta a éste de su gestión, 
facilitándole cuanta documentación le sea requerida al respecto.

c) Elaborar y elevar al Consejo Rector la propuesta de presupuesto de gastos e ingresos 
equilibrados, la cuenta anual y la planificación anual del Servicio Regional de Investigación y 
Desarrollo Agroalimentario.

d) Proponer al Presidente y al Consejo Rector la aprobación, modificación y revisión de 
los precios y tarifas por la prestación y realización de servicios y actividades.

e) Elaborar las memorias de objetivos que deben sustentar cada actividad del Servicio 
Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario especificando los recursos humanos, 
económicos y materiales dedicados a la investigación, a la transferencia de tecnología y 
difusión de resultados y servicios.

f) Cuantas otras le sean delegadas o encomendadas por el Consejo Rector o el 
Presidente.

Sección 3.ª Régimen del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario

Artículo 13.  Financiación.

1. Los recursos económicos del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario podrán provenir de las siguientes fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyan su patrimonio.
b) Los productos y rentas de su patrimonio.
c) Los ingresos derivados de sus operaciones.
d) Las operaciones de endeudamientos que le sean legalmente autorizadas.
e) Las consignaciones específicas previstas en los presupuestos generales del 

Principado de Asturias.
f) Las donaciones, legados y otras aportaciones de entidades públicas y de particulares.
g) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de las administraciones u 

organismos públicos.
h) Cualquier otro recurso que le pudiera ser atribuido.
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Artículo 14.  Régimen presupuestario.

1. El Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario elaborará 
anualmente la propuesta de presupuestos de ingresos y gastos, remitiéndolo a la Consejería 
competente en materia de agricultura y alimentación para su tramitación, según lo dispuesto 
en el Decreto Legislativo 2/1998, de 25 de junio, por el que se aprueba el texto refundido del 
régimen económico y presupuestario del Principado de Asturias.

2. Las variaciones en la cuantía global del presupuesto inicialmente aprobado por la 
Junta General del Principado de Asturias deberán ser autorizadas por el Consejero 
competente en materia económico-presupuestaria. Las variaciones internas que no alteren la 
cuantía global del presupuesto serán autorizadas por el Consejo Rector, a propuesta del 
Director Gerente del Servicio.

3. La autorización y disposición de gastos del Servicio Regional de Investigación y 
Desarrollo Agroalimentario se regirán por la normativa aplicable.

Artículo 15.  Control de eficacia.

El Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario estará sometido a un 
control de eficacia, que será ejercido por la Consejería de adscripción, sin perjuicio del 
control establecido al respecto por el Decreto Legislativo 2/1998, de 25 de junio, por el que 
se aprueba el texto refundido del régimen económico y presupuestario del Principado de 
Asturias.

Artículo 16.  Régimen patrimonial.

1. El patrimonio del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario 
estará integrado por los bienes y derechos de contenido económico que le sean adscritos 
por el Principado de Asturias, así como por los que adquiera y los que sean incorporados y 
adscritos por cualquier entidad o persona y por cualquier título.

2. Los bienes y patrimonio que el Principado de Asturias adscriba al Servicio Regional de 
Investigación y Desarrollo Agroalimentario para el cumplimiento de sus fines conservarán su 
calificación jurídica originaria.

La entidad no adquirirá la propiedad de los mismos y habrá de utilizarlos exclusivamente 
para el cumplimiento de los fines para los que fueron adscritos, bien de forma directa bien 
mediante la percepción de sus rentas o frutos.

Artículo 17.  Régimen de personal.

1. El personal propio del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario 
será laboral y estará sometido al Derecho Laboral. El personal funcionario de la 
Administración del Principado de Asturias adscrito al Servicio Regional de Investigación y 
Desarrollo Agroalimentario se someterá a la legislación de Función Pública.

2. Las condiciones de trabajo del personal laboral se determinarán mediante negociación 
colectiva, a tenor de la legislación laboral aplicable.

3. La selección del personal laboral se realizará conforme a las siguiente reglas:

a) El personal directivo será seleccionado atendiendo a criterios de publicidad, 
competencia profesional y experiencia en el desempeño de puestos de responsabilidad en la 
gestión pública o privada.

b) El resto del personal será seleccionado previa oferta de empleo público y mediante 
convocatoria pública, basada en los principios de igualdad, mérito y capacidad.

Artículo 18.  Convenios.

Para la consecución de sus objetivos y previa autorización del Consejo de Gobierno, el 
Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario, a través de sus órganos 
competentes, podrá celebrar convenios con todo tipo de entidades públicas o privadas.
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CAPÍTULO III

Del Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario

Sección 1.ª Creación

Artículo 19.  Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario.

Se crea el Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario del Principado de Asturias.

Sección 2.ª Composición y funciones

Artículo 20.  Composición.

1. El Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario del Principado de Asturias es un 
órgano consultivo, de asesoramiento y de participación de carácter técnico y de apoyo de los 
sectores afectados en materia de investigación y tecnología agroalimentaria.

2. El Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario lo integrarán los siguientes 
miembros natos:

a) El Presidente, que será el Director regional competente en materia de ganadería y 
agricultura.

b) El Vicepresidente, que será el Director regional competente en materia de 
universidades e investigación.

c) El Director Gerente del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario.

3. Serán vocales del Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario, designados por el 
titular del órgano competente en materia de agricultura y alimentación:

a) Hasta seis vocales elegidos en representación de asociaciones sectoriales agrícolas, 
ganaderas o agroalimentarias afectadas por la actividad de la entidad, a propuesta de las 
organizaciones a las que representan.

b) Un representante de la Universidad de Oviedo, a propuesta de su Rector.
c) Un representante de la Fundación para el Fomento de la Investigación Científica 

Aplicada y la Tecnología.
d) Tres personalidades científicas relevantes en el ámbito de las ciencias o técnicas 

agroalimentarias, no pertenecientes al Servicio Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario.

e) Tres miembros del personal técnico de la entidad.
f) Cuatro representantes propuestos por la Junta General del Principado de Asturias.
g) Un representante de la unión representativa de cooperativas agrarias del Principado 

de Asturias.
h) Un representante de la Empresa Asturiana de Servicios Agrarios.
i) Un representante sindical de los trabajadores del Servicio Regional de Investigación y 

Desarrollo Agroalimentario.

Los vocales designados podrán ser renovados cuando cesen como miembros del 
Consejo Rector, cumplan dos años desde su nombramiento o a petición de las entidades 
que representen, mediante resolución del mismo órgano o entidad que propuso su 
designación.

4. Será Secretario del Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario un funcionario 
adscrito al Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario designado por su 
Presidente.

Artículo 21.  Funciones.

Serán funciones del Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario:
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1.ª Asistir a la Consejería competente en materia de agricultura y alimentación y a los 
órganos de dirección del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario en 
todas las cuestiones relacionadas con lo previsto en la presente Ley y con las funciones del 
Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario, y en particular:

a) Orientar la actuación del Servicio en el marco de la política agroalimentaria de 
investigación, desarrollo y transferencia tecnológica fijada por el Consejo de Gobierno.

b) Proponer objetivos y líneas de actuación en materia de investigación y transferencia 
de tecnología agroalimentaria.

c) Asegurar el seguimiento de las investigaciones realizadas, de los resultados obtenidos 
y de su transferencia, proponiendo las oportunas actuaciones que procedan a la Consejería 
competente en materia de agricultura y alimentación y a los órganos de dirección de la 
entidad.

2.ª Informar sobre:

a) La programación anual y plurianual que aprueba el Consejo Rector.
b) Las líneas de investigación de la entidad que se presenten a financiación externa.
c) Cualquier asunto que se le consulte en el ámbito de los fines, objetivos e instrumentos 

previstos en la presente Ley.

3.ª Presentar al Consejo de Gobierno, a la Consejería competente en materia de 
agricultura y alimentación y a los órganos de dirección del Servicio Regional de Investigación 
y Desarrollo Agroalimentario las propuestas de acuerdos que estime convenientes para un 
mejor funcionamiento del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario.

4.ª Proponer al Consejo Rector del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario la constitución de comisiones técnicas que contribuyan a una mayor 
operatividad en el desarrollo de las funciones previstas en el presente artículo.

5.ª Conocer y debatir la memoria de actividades realizadas durante el año precedente 
por el Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario.

Artículo 22.  Del funcionamiento.

1. El Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario se reunirá al menos dos veces al 
año, a convocatoria de su Presidente, para examinar el desarrollo de los trabajos realizados 
en el Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario, así como la Memoria 
anual de la entidad. Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo se reunirá a convocatoria de su 
Presidente o a petición de la mitad de sus miembros, con el visto bueno de su Presidente, 
cuantas veces sea necesario para su normal funcionamiento y el del Servicio Regional de 
Investigación y Desarrollo Agroalimentario.

2. La convocatoria de las reuniones del Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario 
se notificará al menos con quince días de antelación, salvo urgencia, acompañándose del 
orden del día y de la documentación pertinente sobre los asuntos a tratar.

CAPÍTULO IV

Régimen Administrativo del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario y del Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario

Artículo 23.  Régimen administrativo.

1. El funcionamiento del Consejo Regional de Desarrollo Agroalimentario y de los 
órganos de gobierno del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario se 
regirá por lo dispuesto en la presente Ley, por sus normas de desarrollo y, en lo no previsto 
por ellas, por el capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. Contra los actos dictados en el ejercicio de las potestades administrativas por el 
Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario caben los recursos 
administrativos previstos en la Ley 2/1995, de Régimen Jurídico de la Administración del 
Principado de Asturias. Las reclamaciones previas a la vía civil y laboral serán resueltas por 
el titular del órgano competente por razón de la materia.
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Disposición adicional primera.  
Los funcionarios de la Administración del Principado de Asturias conservarán la situación 

de servicio activo cuando sean destinados a prestar servicio en el Servicio de Investigación y 
Desarrollo Agroalimentario en puestos de trabajo clasificados para ser desempeñados por 
funcionarios en los términos fijados por el artículo 30.3 de la Ley 3/1985, de 26 de 
noviembre, de Ordenación de la Función Pública de la Administración del Principado de 
Asturias.

Disposición adicional segunda.  
1. El Consejo de Gobierno adscribirá, dentro de sus disponibilidades presupuestarias, al 

Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario los medios materiales, 
económicos y personales necesarios para el cumplimiento de sus fines.

2. Por el Consejo de Gobierno se adscribirán al Servicio Regional de Investigación y 
Desarrollo Agroalimentario los centros y dependencias que en la actualidad estén destinados 
a la investigación y desarrollo en el sector agroalimentario.

Disposición adicional tercera.  
1. El personal con contrato laboral indefinido afecto a los órganos y dependencias del 

Principado que se adscriban al Servicio Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario pasará a depender de éste, integrándose en la plantilla de la entidad, con 
respeto de todos los derechos adquiridos, incluida la antigüedad, y sin perjuicio de la 
posibilidad de reingreso en la plantilla del Principado con ocasión de vacante y a solicitud del 
interesado como consecuencia de la declaración de suspensión del contrato de trabajo por 
excedencia por razón de incompatibilidad.

2. El Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario, en virtud del 
artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores, se subrogará en las obligaciones derivadas de 
los contratos suscritos entre la Administración del Principado de Asturias y los trabajadores 
dependientes de los servicios que sean adscritos a la citada entidad pública. Dichos 
contratos mantendrán la misma naturaleza jurídica con la que fueron celebrados.

3. El personal laboral de la Administración del Principado de Asturias que se integre en la 
plantilla del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario y el que éste 
proceda a contratar continuarán sometidos a la regulación del Convenio Colectivo para el 
personal laboral del Principado de Asturias, hasta tanto se proceda a la suscripción de nuevo 
convenio, en el ejercicio de la libertad de negociación sindical.

4. La adscripción definitiva del personal de plantilla sujeto a la legislación laboral se 
realizará en un plazo máximo de tres meses desde la entrada en vigor del Reglamento de 
organización y funcionamiento del Servicio Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario. Previo a la misma, se procederá a la oferta de las vacantes existentes en la 
Administración del Principado de Asturias de la misma categoría que no estén afectadas por 
procesos de provisión o selección en curso.

Disposición final única.  
El Consejo de Gobierno, mediante Decreto y en el plazo de seis meses, aprobará el 

Reglamento de organización y funcionamiento del Servicio Regional de Investigación y 
Desarrollo Agroalimentario, oído el Consejo Rector.
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§ 30

Ley 8/2006, de 13 de noviembre, de Carreteras

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 271, de 23 de noviembre de 2006

«BOE» núm. 3, de 3 de enero de 2007
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2007-99

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Carreteras.

PREÁMBULO

1. La Ley del Principado de Asturias 13/1986, de 28 de noviembre, de Ordenación y 
defensa de las carreteras, constituyó un instrumento jurídico de inestimable valor en los 
albores de la Comunidad Autónoma. Nacida con la principal vocación de resolver, en el 
ámbito asturiano, determinados problemas derivados de la aplicación de la legislación estatal 
de carreteras, no pretendió, en origen, abarcar todos los aspectos concernientes a las 
carreteras de titularidad del Principado de Asturias, circunscribiéndose a intentar dar 
respuesta a los más singulares requerimientos del territorio regional, tales como la 
regulación de las áreas de influencia (dominio público, servidumbre y afección) y a las líneas 
límite de edificación, cuyas condiciones atemperaba respecto de las más estrictas 
condiciones de la legislación estatal. Si bien esta adaptación territorial resultó en su 
momento acertada, la constante -y al propio tiempo necesaria- remisión a la Ley estatal 
aconseja ahora refundir en un solo texto normativo autonómico la legislación aplicable en 
materia de carreteras.

2. Así, la regulación parcial contenida en la Ley del Principado de Asturias 13/1986 
obliga a remitirse a los requisitos y procedimientos del Reglamento General de Carreteras, 
aprobado por Real Decreto 1812/1994, disposición estatal cuyos procedimientos son con 
frecuencia en exceso exigentes para las necesidades de gestión de la Red de Carreteras del 
Principado de Asturias, no equiparables a los propios de la Red de Interés General del 
Estado. Esta carencia, sin embargo, no pudo en su momento ser colmada mediante la 
aprobación de un Reglamento de Carreteras del Principado de Asturias, en la medida en que 
determinadas necesidades detectadas -así por ejemplo, las distancias de edificación en los 
núcleos rurales, o la posibilidad de financiación de las carreteras por particulares- debían ser 
previamente abordadas mediante una norma con rango de ley.

3. Por otra parte, obligado es reconocer el tiempo transcurrido desde la aprobación de la 
Ley del Principado de Asturias 13/1986 y la evolución de la legislación viaria operada 
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durante sus casi veinte años de vigencia. En este sentido, la precocidad de la Ley del 
Principado de Asturias -fue la segunda Ley autonómica de carreteras, después de la de 
Navarra, apenas anterior en un mes a la asturiana- condicionó su aprobación en el marco de 
una ley estatal preconstitucional -la Ley 51/1974-, limitación con la que no partieron las 
restantes leyes autonómicas, surgidas todas entre los años 1990 y 2001, e inscritas en el 
escenario dibujado por la Ley, ya postconstitucional, 25/1988, de Carreteras del Estado, que 
recoge los principios generales de coordinación en la planificación viaria.

4. Se trata pues de acometer una nueva visión integrada de la red de carreteras que 
resulte de aplicación también a la red municipal, como se regula en la mayor parte de las 
leyes autonómicas de carreteras. La Ley del Principado de Asturias 13/1986 trata de modo 
indirecto las redes de los Concejos, al referirse a carreteras cuyo itinerario se desarrolle 
íntegramente en el territorio del Principado de Asturias y no estén reservadas a la titularidad 
del Estado, como también, por mandato estatutario, hace la presente Ley. Se trata ahora, en 
cambio, de hacerlo de forma más efectiva, promoviendo la planificación y gestión de la red 
autonómica con la red municipal en donde actúen los Ayuntamientos, o bien el Principado de 
Asturias por la vía de la cooperación local o los programas de desarrollo rural. Se intenta así 
conseguir el necesario equilibrio entre el obligado respeto a la autonomía local y la 
indispensable salvaguarda de la coherencia funcional y seguridad vial de la «red asfaltada». 
En definitiva, el nuevo texto pretende ser una norma actualizada y completa, que posibilite la 
óptima planificación, proyección, construcción, conservación y gestión de las redes 
autonómica y municipal.

5. Tres principios esenciales guían el nuevo texto legal:

a) En primer lugar, la asimetría en sus contenidos. Aunque con vocación 
omnicomprensiva, la Ley combina principios y criterios de ámbito general con aspectos más 
detallados de regulación, a menudo propios de una disposición reglamentaria, pero 
necesarios y proporcionados en el contexto de una ley autonómica. Tal acontece, por 
ejemplo, con las condiciones sobre usos autorizables en las zonas de influencia de la 
carretera.

b) Lo anterior entronca necesariamente con el segundo pilar de la nueva regulación, que 
se basa de modo irrenunciable en la experiencia contrastada de más de veinte años de 
gestión autonómica de autorizaciones en materia de carreteras. La nueva Ley busca la 
sensata nivelación entre la rigidez propia de una norma jurídica y la necesidad de evaluar, 
caso por caso, cada expediente de autorización, de forma que la seguridad vial pasa a 
presidir los criterios para su resolución. Así, el peso de esa componente fija no cercena la 
discrecionalidad en cada autorización de usos, indispensable en una red viaria tan sinuosa, a 
la vez que funcional y geográficamente tan diversa como la asturiana.

c) Finalmente, se tiene en cuenta la imbricación de la Ley en la vigente normativa, tanto 
estatal de carreteras como autonómica en materia de ordenación del territorio y urbanismo. 
Más concretamente, se tipifica el Plan autonómico de carreteras como un Programa de 
Actuación Territorial de los previstos en el Texto Refundido de las disposiciones legales 
vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado por Decreto 
Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, y se profundiza en la 
problemática de los núcleos rurales, como caso peculiar del territorio asturiano, y en el 
respeto medioambiental. En todos estos casos se acoplan los preceptos de la presente Ley 
a los correspondientes de la legislación sectorial pero sin invadir su regulación, tratando de 
adaptarse del mejor modo a sus esquemas generales de ordenación, planificación y gestión 
administrativa.

6. Con todo ello el Principado de Asturias pretende proporcionar, en uso de la 
competencia que le atribuye el artículo 10.1.5 del Estatuto de Autonomía, una ordenación 
completa, coherente y puesta al día, objetivo sensiblemente más ambicioso que la mera 
modificación de la Ley hasta ahora vigente.
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CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.

La presente Ley tiene por objeto la regulación de la planificación, proyección, 
construcción, financiación, explotación y uso de las carreteras cuyo itinerario se desarrolle 
íntegramente en el territorio del Principado de Asturias y no sean de titularidad estatal.

Artículo 2.  Concepto de carreteras.

1. A los efectos de esta Ley, se consideran carreteras las vías de dominio y uso público 
proyectadas y construidas fundamentalmente para la circulación de vehículos a motor.

2. No tendrán la consideración de carreteras, a los efectos de esta Ley:

a) Las calles y vías de la red interior de un núcleo de población urbano o rural siempre 
que no tengan la condición de tramo urbano o travesía.

b) Las nuevas vías de carácter netamente urbano que sean ejecutadas por los 
Ayuntamientos u otras entidades urbanizadoras en desarrollo del planeamiento urbanístico 
vigente.

c) Las pistas forestales y los caminos rurales al servicio de explotaciones o instalaciones, 
no destinadas fundamentalmente al tráfico general de vehículos a motor, sin perjuicio de lo 
dispuesto, por lo que se refiere a los caminos rurales, en el artículo 5.3 de esta Ley.

d) Los caminos de servicio, de titularidad pública o privada, construidos como elementos 
auxiliares o complementarios de las actividades específicas de sus titulares.

3. Cuando las circunstancias de los caminos de servicio lo permitan y lo exija el interés 
general deberán éstos abrirse al uso público, según su naturaleza y legislación específica. 
En este caso habrán de observarse las normas de utilización y seguridad propias de las 
carreteras y se aplicará, si procede, la legislación de expropiación forzosa a efectos de 
indemnización.

4. Las carreteras son uno de los soportes básicos de la accesibilidad al territorio, y por 
tanto del desarrollo regional, debiendo proporcionar unas condiciones adecuadas de 
seguridad vial y proyectarse y construirse en las mejores condiciones de respeto al medio 
ambiente.

Artículo 3.  Clases de carreteras según sus características técnicas.

1. Por sus características técnicas, de diseño y funcionalidad, las carreteras incluidas en 
esta Ley se clasifican en autopistas, autovías, corredores y carreteras convencionales.

2. Son autopistas las carreteras que están especialmente proyectadas, construidas y 
señalizadas como tales para la exclusiva circulación de vehículos a motor y reúnen las 
siguientes características:

a) No tener acceso a las mismas las propiedades colindantes.
b) No cruzar a nivel ninguna otra senda, vía, línea de ferrocarril o tranvía ni ser cruzada a 

nivel por senda, vía de comunicación o servidumbre de paso alguna.
c) Constar de distintas calzadas para cada sentido de circulación, separadas entre sí, 

salvo en puntos singulares o con carácter temporal, por una franja de terreno no destinada a 
la circulación o, en casos excepcionales, por otros medios.

3. Son autovías las carreteras especialmente proyectadas, construidas y señalizadas 
como tales, que tienen las siguientes características:

a) Tener acceso limitado a ellas las propiedades colindantes
b) No cruzar a nivel ninguna otra senda, vía, línea de ferrocarril o tranvía ni ser cruzada a 

nivel por senda, vía de comunicación o servidumbre de paso alguna.
c) Constar de distintas calzadas para cada sentido de circulación, separadas entre sí, 

salvo en puntos singulares o con carácter temporal, por una franja de terreno no destinada a 
la circulación, o por otros medios.
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4. Son corredores las carreteras de una sola calzada y con limitación total de accesos 
desde las propiedades colindantes.

5. Son carreteras convencionales las que no reúnen las características propias de las 
autopistas, autovías y corredores.

Artículo 4.  Clases de carreteras según su titularidad.

Por razón de su titularidad, las carreteras incluidas en esta Ley se clasifican en 
carreteras autonómicas, de la titularidad del Principado de Asturias, y carreteras municipales, 
de titularidad de los Concejos.

Artículo 5.  La Red de Carreteras del Principado de Asturias.

1. La Red de carreteras del Principado de Asturias se compone de:

a) Las carreteras transferidas por el Estado.
b) Las carreteras construidas por el Principado de Asturias.
c) Las carreteras de procedencia municipal transferidas por los Concejos.

2. Las carreteras comprendidas en la Red de Carreteras del Principado de Asturias se 
clasificarán en regionales, comarcales y locales.

a) Se clasificarán como regionales aquellas carreteras cuyos itinerarios o bien 
desempeñen una función de articulación territorial más relevante, o bien enlacen las 
cabeceras de comarca entre sí o con los principales puntos limítrofes del territorio del 
Principado de Asturias, o bien soporten una elevada intensidad de tráfico.

b) Se clasificarán como comarcales las carreteras cuyos itinerarios enlacen entre sí los 
distintos núcleos con las cabeceras de comarca, bien directamente o a través de las 
carreteras regionales o estatales, o bien comuniquen con puntos limítrofes del territorio del 
Principado de Asturias de importancia secundaria, o soporten una intensidad de tráfico 
moderada.

c) Se clasificarán como locales las carreteras del Principado de Asturias no 
comprendidas en las categorías anteriores. Estas carreteras se dividen en locales de primer 
orden y de segundo orden en función de sus características físicas y del ámbito de servicio 
que presten, ya sea supramunicipal o municipal, respectivamente.

3. Los caminos rurales construidos por el Principado de Asturias que, por sus 
características técnicas y funcionalidad, reúnan las condiciones para ser clasificados en 
alguna de las categorías a que se refiere el apartado 2 de este artículo, se podrán incluir en 
la Red de Carreteras del Principado de Asturias por acuerdo del Consejo de Gobierno a 
propuesta del Consejero competente en materia de carreteras. Los demás caminos rurales 
que no reúnan tales condiciones quedarán adscritos a los Concejos respectivos.

4. La adscripción de las carreteras a cada una de las categorías anteriores así como los 
cambios que, en su caso, procedieren como consecuencia de la ejecución de obras, y las 
futuras incorporaciones de nuevas carreteras, se efectuará por Acuerdo del Consejo de 
Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia de carreteras, salvo que un 
plan aprobado lo contemple expresamente.

5. El Catálogo de Carreteras del Principado de Asturias constituye la relación de 
carreteras de titularidad del Principado de Asturias ordenadas según la clasificación 
contenida en esta Ley, de la que se derivará la correspondiente codificación, así como su 
denominación, atendiendo a su origen y final o bien a los factores de identificación que se 
consideren oportunos por sus características y funcionalidad territorial. Corresponde al 
Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia de carreteras, la 
aprobación y modificación del Catálogo, que se publicará en el Boletín Oficial del Principado 
de Asturias.

6. El Inventario de la Red de Carreteras del Principado de Asturias constituirá un 
compendio de las características técnicas de los distintos tramos de las carreteras del 
Catálogo de Carreteras del Principado de Asturias con expresión de todas las circunstancias 
necesarias para su identificación, su denominación oficial y su designación. Corresponde al 
Consejero competente en materia de carreteras la aprobación y revisión del Inventario.
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7. Corresponde al Consejero competente en materia de carreteras la edición y 
promoción del Mapa Oficial de Carreteras del Principado de Asturias, así como de los Mapas 
de Tráfico de las carreteras del Principado de Asturias, que serán de periodicidad anual.

Artículo 6.  Las redes de carreteras municipales.

1. Las carreteras municipales se regirán por la presente Ley, sin perjuicio de las 
determinaciones urbanísticas en materia viaria y de los preceptos legales de régimen local.

2. Las Redes de Carreteras Municipales se componen de:

a) Las carreteras construidas por los Concejos.
b) Las carreteras construidas por el Principado de Asturias y entregadas a los Concejos.
c) Las carreteras cedidas a los Concejos por el Estado o por el Principado de Asturias.

3. A los efectos de aplicación de las disposiciones sobre uso y defensa de las carreteras, 
los Ayuntamientos clasificarán las carreteras municipales siguiendo los criterios establecidos 
para las carreteras autonómicas en el artículo 5 de esta Ley con arreglo a su normativa 
propia.

4. En defecto de la clasificación anterior o de una definición precisa del correspondiente 
instrumento de planeamiento urbanístico que determine un concreto régimen de uso y 
distancias, se adoptarán en todo caso los siguientes criterios de equiparación viaria funcional 
entre la red municipal y la red autonómica:

a) Se considerarán carreteras municipales de primer nivel, equiparables a la red local de 
primer orden, aquellas cuya calzada tenga una anchura igual o superior a seis metros o que 
conformen un itinerario importante, en cuanto al tráfico soportado y a la accesibilidad al 
territorio, y en continuidad con el resto de la red municipal, autonómica y estatal.

b) Se considerarán carreteras municipales de segundo nivel, equiparables a la red local 
de segundo orden, las que, independientemente de su anchura de calzada, complementen a 
las de primer nivel, pero no conformen un itinerario de sostenida continuidad con el resto de 
la red municipal, autonómica y estatal.

c) Se considerarán carreteras municipales de tercer nivel, excluidas totalmente del 
régimen de uso y defensa de las carreteras determinado en los Capítulos IV y V de la 
presente Ley, las restantes carreteras de titularidad municipal.

5. Los Catálogos de las carreteras municipales constituyen la relación de carreteras de la 
red de carreteras municipales del correspondiente Concejo ordenadas según la clasificación 
a que se refieren los apartados 3 y 4 de este artículo, de la que se derivará la 
correspondiente codificación, así como su denominación, atendiendo a su origen y final o 
bien a los factores de identificación que se consideren oportunos por sus características y 
funcionalidad territorial. La aprobación de los Catálogos correspondientes y su modificación 
compete al Pleno Municipal previo informe de la Consejería competente en materia de 
carreteras sobre su coordinación y compatibilidad con los Planes y Catálogos autonómicos 
de carreteras. La aprobación de los catálogos de las carreteras municipales y sus 
modificaciones y actualizaciones se publicarán en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias.

CAPÍTULO II

Planificación, estudios y proyectos de las carreteras

Artículo 7.  Planes y programas de carreteras del Principado de Asturias.

1. Los Planes Autonómicos de Carreteras son los instrumentos técnicos expresivos de la 
política sectorial de carreteras, y deben contener los objetivos a cumplir, los criterios y 
propuestas de actuación, las previsiones y las prioridades en relación con las carreteras de 
la red autonómica y, en su caso, de las redes municipales que por su funcionalidad puedan 
ser objeto de actuación por la Comunidad Autónoma.

2. Para su mejor integración en la ordenación territorial del Principado de Asturias, los 
Planes autonómicos de Carreteras, tendrán la consideración de Programas de Actuación 
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Territorial, conforme a lo establecido en la normativa en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo.

3. Los planes autonómicos de carreteras y los planes de carreteras de los distintos 
municipios de la Comunidad Autónoma deberán coordinarse entre sí y con el Plan de 
Carreteras del Estado y de las Comunidades Autónomas limítrofes, en cuanto se refiere a 
sus mutuas incidencias, para garantizar la unidad del sistema de comunicaciones y 
armonizar los intereses públicos afectados, utilizando al efecto los procedimientos 
legalmente establecidos. Corresponde la coordinación al Consejero competente en materia 
de carreteras.

4. El Consejo de Gobierno podrá excepcionalmente acordar la ejecución de actuaciones 
o de obras no previstas en el Plan Autonómico de Carreteras, en caso de reconocida 
urgencia o excepcional interés público debidamente fundados, sin que en ningún caso 
puedan modificar o afectar a las características y principios básicos recogidos en el Plan.

5. Dentro del Plan Autonómico de Carreteras existirán Programas específicos de 
acuerdo con el ámbito territorial al que se refieren o a la naturaleza de las actuaciones a 
desarrollar tales como los programas de Reposición y Conservación, Gestión de Firmes, 
Aforos y Seguridad Vial.

Artículo 8.  Contenido de los planes autonómicos de carreteras.

Además de lo establecido en la normativa de aplicación en materia de ordenación del 
territorio y urbanismo, los Planes autonómicos de Carreteras contendrán:

a) La determinación de los fines y objetivos a alcanzar y la prevalencia para su 
consecución.

b) La descripción y análisis de las carreteras en relación con el sistema general de 
transportes, modelo territorial y principales índices de desarrollo sociales y económicos.

c) La definición de los criterios generales aplicables a la programación, proyecto, 
construcción, conservación y explotación de las carreteras y sus elementos funcionales.

d) El análisis de las relaciones con los planes de carreteras del Estado y de las 
Comunidades Autónomas limítrofes y con el planeamiento territorial y urbanístico.

e) Un informe de sostenibilidad ambiental con los contenidos señalados en la normativa 
ambiental y de ordenación territorial y urbanística para la realización de la evaluación 
ambiental.

f) Los criterios y medidas generales para la mejora de la seguridad vial.
g) La adscripción de los tramos de la red autonómica de carreteras a las distintas 

categorías de clasificación.
h) La determinación de los medios económicos, financieros y organizativos necesarios 

para el desarrollo y ejecución del Plan, así como para garantizar la conservación y 
explotación del patrimonio viario.

i) La definición de los criterios que aconsejen la revisión del Plan.

Artículo 9.  Aprobación y revisión de los planes autonómicos de carreteras.

1. La iniciación, elaboración y aprobación de los planes autonómicos de carreteras se 
ajustará a lo establecido en la normativa de aplicación en materia de ordenación del territorio 
y urbanismo, para los Programas de Actuación Territorial.

2. La vigencia de los Planes autonómicos de Carreteras vendrá definida por la naturaleza 
de las actuaciones previstas en los mismos, debiendo revisarse formalmente su contenido 
cuando se cumplan las condiciones previstas al efecto o cuando sobrevengan circunstancias 
que impidan su cumplimiento.

3. La aprobación y revisión de los Planes Autonómicos de Carreteras corresponde al 
Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia de carreteras.

4. La aprobación y revisión de los Programas de Reposición y Conservación, Gestión de 
Firmes, Aforos y Seguridad Vial y otros similares enmarcados en los Planes Autonómicos de 
Carreteras corresponde al Consejero competente en materia de carreteras.
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Artículo 10.  Planes municipales de carreteras.

1. Las actuaciones municipales en materia de construcción de nuevas carreteras o 
realización de modificaciones del trazado de las mismas, deberán ajustarse a lo previsto en 
los Planes Generales de Ordenación y demás instrumentos de planeamiento urbanístico de 
los respectivos concejos o, en su defecto, llevarse a cabo con arreglo al correspondiente 
procedimiento urbanístico y, en todo caso, deberán adecuarse a lo previsto en esta Ley para 
cada clase de carreteras, conforme a lo dispuesto en el artículo 6.

2. Los Ayuntamientos podrán elaborar planes municipales de carreteras cuando así lo 
decidan o lo exija la densidad de las redes existentes.

La elaboración y aprobación de los planes municipales de carreteras, así como las 
modificaciones de los mismos, corresponde a las respectivas entidades locales previo 
informe de la Consejería competente en materia de carreteras, que será vinculante en lo que 
se refiere a su coordinación y compatibilidad con los planes autonómicos de carreteras.

Artículo 11.  Estudios de carreteras.

1. Los estudios de carreteras que en cada caso requiera la ejecución de una obra se 
adaptarán a los siguientes tipos, en razón de su finalidad y contenido:

a) Estudio de planeamiento: Consiste en la definición de un esquema vial en un 
determinado año horizonte, así como de sus características y dimensiones recomendables, 
necesidades de suelo y otras limitaciones, a la vista del planeamiento territorial y del 
transporte.

b) Estudio previo: Consiste en la recopilación y análisis de los datos necesarios para 
definir en líneas generales las diferentes soluciones de un determinado problema viario, 
valorando todos sus efectos.

c) Estudio informativo: Consiste en la definición, en líneas generales de las diferentes 
opciones de trazado de la carretera, a efectos de que pueda servir de base al expediente de 
información pública que se incoe en su caso.

d) Anteproyecto: Consiste en el estudio a escala adecuada y consiguiente evaluación de 
las mejores soluciones al problema viario planteado, de forma que pueda concretarse la 
solución óptima.

e) Proyecto de trazado: Es la parte del proyecto de construcción que contiene los 
aspectos geométricos del mismo, así como la definición concreta de los bienes y derechos 
afectados.

f) Proyecto de construcción: Consiste en el desarrollo completo de la solución viaria 
óptima, con el detalle necesario para hacer factible su construcción y posterior explotación.

2. El contenido de los distintos documentos que integran cada estudio de carreteras de 
los anteriormente citados será el fijado reglamentariamente.

3. La redacción de los estudios y proyectos de carreteras de la Red de Carreteras del 
Principado de Asturias corresponde a la Consejería competente en materia de carreteras. 
Estos estudios y proyectos podrán ser realizados por terceros, correspondiendo en tal caso 
su inspección y control a la Consejería, quien velará por el estricto cumplimiento de las 
disposiciones aplicables y de las condiciones técnicas y cláusulas administrativas 
establecidas en los correspondientes contratos.

Artículo 12.  Evaluación del Impacto Ambiental.

1. Los proyectos de autopistas y autovías, corredores y carreteras convencionales de 
nuevo trazado deberán incluir la correspondiente evaluación de impacto ambiental de 
acuerdo con su normativa reguladora.

También exigirán dicha evaluación los proyectos de ampliación de carreteras 
convencionales que impliquen su transformación en autopista, autovía o carretera de doble 
calzada en una longitud acumulada de más de diez kilómetros.

2. Las actuaciones no incluidas en el planeamiento urbanístico vigente que modifiquen el 
trazado de la carretera preexistente en una longitud acumulada de más de diez kilómetros, 
incluirán asimismo la correspondiente evaluación de impacto ambiental.
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3. Las demás actuaciones a desarrollar en las carreteras estarán sujetas al tipo de 
estudio medioambiental que disponga al efecto la normativa autonómica sobre medio 
ambiente.

4. En los supuestos de actuaciones derivadas de un estudio informativo en el que se 
hubiese incluido la correspondiente declaración de impacto ambiental no será preceptiva la 
realización de una nueva declaración.

Artículo 13.  Aprobación de estudios y proyectos.

1. Los estudios y proyectos de carreteras que deban someterse al trámite de información 
pública serán objeto de aprobación provisional y aprobación definitiva. Los estudios y 
proyectos que no hayan de someterse a información pública, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 15 de esta Ley, serán objeto únicamente de aprobación definitiva.

2. La aprobación provisional permitirá practicar, en su caso, la información pública y la 
oficial correspondiente, así como cuantos otros trámites sean preceptivos o convenientes 
para obtener la aprobación definitiva.

3. La aprobación provisional y la definitiva de los estudios y proyectos de carreteras 
autonómicas corresponde al Consejero competente en materia de carreteras.

4. La aprobación definitiva de un estudio o proyecto de carreteras podrá confirmar o 
modificar los términos de la aprobación provisional.

5. La aprobación definitiva implicará la declaración de utilidad pública y la necesidad de 
ocupación a que se refiere el artículo 16 de esta Ley.

6. Será de aplicación lo previsto en los apartados anteriores a las modificaciones de un 
proyecto de construcción.

7. La redacción y aprobación de estudios y proyectos de carreteras de las redes 
municipales corresponde a los Ayuntamientos respectivos.

Artículo 14.  Coordinación de la planificación de carreteras con la planificación territorial y 
urbanística.

1. Cuando se trate de construir carreteras o variantes de la red autonómica no incluidas 
en el planeamiento urbanístico vigente de los municipios a los que afecte, la Consejería 
competente en materia de carreteras deberá remitir el estudio informativo o proyecto 
correspondiente a las Corporaciones locales afectadas, al objeto de que durante el plazo de 
un mes examinen si el trazado propuesto es el más adecuado para el interés general y para 
los intereses de las localidades a las que afecte la nueva carretera o variante. Transcurrido 
dicho plazo y un mes más sin haberse emitido informe al respecto, se entenderá que están 
conformes con la propuesta formulada, lo cual comportará la necesaria modificación de los 
instrumentos de planeamiento urbanístico de acuerdo a las determinaciones del estudio o 
proyecto remitido, debiendo la Corporación Local incorporar las variaciones producidas una 
vez aprobadas.

En caso de disconformidad, que necesariamente habrá de ser motivada, el expediente 
será elevado, previo informe de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del 
Principado de Asturias, al Consejo de Gobierno, que decidirá si procede ejecutar el proyecto, 
y en este caso, ordenará la modificación o revisión del planeamiento urbanístico afectado, 
que deberá acomodarse a las determinaciones del estudio informativo o proyecto desde el 
momento en que se notifique su aprobación al Ayuntamiento interesado.

2. Acordada la redacción de un instrumento de planeamiento urbanístico, o la revisión 
del existente, las nuevas carreteras o variantes cuyos estudios hayan sido aprobados 
definitivamente deberán incorporarse a dicho planeamiento.

3. Cuando el instrumento de planeamiento territorial y urbanístico afecte a cualquier 
carretera existente perteneciente a la red autonómica, el órgano competente para su 
aprobación inicial deberá enviar, con anterioridad a dicha aprobación, el contenido del 
instrumento de planeamiento a la Consejería competente en materia de carreteras, la cual 
deberá emitir informe al respecto dentro del trámite de coordinación administrativa señalado 
en la legislación territorial y urbanística.

El informe tendrá carácter vinculante y deberá manifestarse sobre la línea límite de 
edificación delimitada en suelo urbano y en los núcleos rurales, sobre la capacidad de las 
carreteras en las que se apoyen nuevos crecimientos, sobre los nuevos puntos de acceso a 
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la Red de Carreteras del Principado de Asturias desde las vías municipales y aquellos otros 
aspectos que se consideren adecuados para la defensa y seguridad de las mismas.

4. En caso de que la modificación o revisión de un instrumento de planeamiento 
urbanístico afecte a carreteras autonómicas, se deberá someter igualmente a informe de la 
Consejería competente en materia de carreteras, en la misma forma y con los mismos 
efectos que en el caso del documento primero.

Artículo 15.  Información pública.

1. Serán objeto de trámite de información pública los estudios correspondientes a nuevas 
carreteras y variantes significativas dentro del ámbito de aplicación de esta Ley, no incluidas 
en los instrumentos de planeamiento urbanístico aprobados.

En ningún caso tendrán la consideración de nuevas carreteras o variantes significativas, 
a los efectos de esta información pública, los acondicionamientos de trazado, las variaciones 
que no afecten a núcleos de población, los ensanches de plataforma, las mejoras del firme, 
las duplicaciones de calzada y, en general, las actuaciones que no supongan una 
modificación sustancial en la funcionalidad de la carretera existente.

2. Esta información pública se llevará a cabo en la forma prevista en la normativa de 
procedimiento administrativo común durante un periodo de treinta días hábiles.

Las observaciones que se formulen en este trámite deberán versar sobre las 
circunstancias que justifiquen la declaración de interés general de la carretera, y sobre la 
concepción global de su trazado.

3. Este mismo trámite servirá también, en su caso, para la información pública del 
estudio de impacto ambiental, en cumplimiento y a los efectos de la legislación aplicable.

4. El tipo de estudio objeto de dicho trámite será habitualmente el Estudio Informativo. 
No obstante, si las circunstancias concurrentes lo aconsejan, podrán someterse a 
información publica un Anteproyecto, Proyecto de Trazado o de Construcción, en la misma 
forma y con el mismo régimen jurídico que si de un Estudio Informativo se tratara.

5. La aprobación del expediente de información pública corresponde al Consejero 
competente en materia de carreteras.

Artículo 16.  Declaración de utilidad pública.

1. La aprobación de los proyectos de carreteras implica la declaración de utilidad pública 
y la necesidad de ocupación de los bienes y adquisición de derechos correspondientes, a los 
fines de expropiación forzosa, de ocupación temporal o de imposición y modificación de 
servidumbres. Asimismo implica las limitaciones a la propiedad establecidas en esta Ley.

2. La declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación se referirá también a 
los bienes y derechos comprendidos en el replanteo del proyecto y en las modificaciones de 
obras, así como, en su caso, en los proyectos de obras complementarias que puedan 
aprobarse posteriormente, con efectos desde la fecha en que estas aprobaciones se 
produzcan.

3. A los efectos indicados en los apartados anteriores, los proyectos de carreteras y sus 
modificaciones deberán comprender la definición del trazado de las mismas y la 
determinación de los terrenos, construcciones u otros bienes o derechos que se estime 
preciso ocupar o adquirir para la construcción, defensa o servicio de aquéllas y la seguridad 
de la circulación, así como las modificaciones de los servicios afectados.

CAPÍTULO III

Construcción, financiación y explotación de las carreteras

Artículo 17.  Construcción.

1. La construcción de carreteras comprende los trabajos y obras necesarias para la 
apertura de nuevas vías así como para la modificación de las características del trazado, 
anchura y de los principales elementos integrantes y funcionales de las carreteras 
existentes.
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La dirección, control, vigilancia e inspección de las obras y actuaciones de construcción 
de carreteras de la red autonómica, así como de su señalización y balizamiento corresponde 
a la Consejería competente en materia de carreteras.

2. Los trabajos a los que se refiere el apartado anterior podrán ser realizados por 
terceros, correspondiendo en tal caso su inspección y control a la citada Consejería, que 
velará por el estricto cumplimiento de las disposiciones vigentes y de las cláusulas 
establecidas en el contrato.

3. En la medida que no contravengan la normativa técnica básica, la Consejería 
competente en materia de carreteras podrá dictar normas e instrucciones complementarias 
relativas a la construcción de carreteras en el ámbito regional.

4. En las carreteras municipales, las funciones descritas en los apartados anteriores 
corresponden a los respectivos Ayuntamientos.

Estas funciones podrán ser asumidas por la Consejería competente en materia de 
cooperación local cuando así sea acordado entre las Administraciones Públicas interesadas 
previa la suscripción del correspondiente convenio de colaboración.

Artículo 18.  Control preventivo municipal.

Las obras de construcción, reparación o conservación de carreteras autonómicas a las 
que se refiere la presente Ley, por constituir obras públicas de interés general, no están 
sometidas a previa licencia ni otros actos de control preventivo municipal a que se refiere la 
legislación sobre Régimen Local.

Artículo 19.  Financiación.

1. La financiación de las actuaciones en las redes de carreteras se efectuará mediante 
las consignaciones que a tal efecto se incluyan en los Presupuestos de la correspondiente 
Administración titular, los recursos que provengan de otras Administraciones Públicas, de 
organismos nacionales e internacionales y, excepcionalmente, de particulares.

2. Igualmente, la financiación podrá producirse mediante contribuciones especiales, en la 
forma y con los requisitos contenidos en el artículo 22 de esta Ley. Podrán financiarse 
asimismo las carreteras a través de las distintas modalidades de concesión de obras 
públicas y, en general, cualquier otra forma de colaboración público-privada, contemplada en 
la legislación vigente.

3. A los efectos de esta Ley tendrá la consideración de contrato de concesión de obras 
públicas el que así se establezca en su normativa reguladora.

Artículo 20.  Colaboración entre administraciones públicas.

1. Para la ejecución de obras de construcción, conservación o mejora de carreteras o de 
determinados tramos de ellas se podrán arbitrar medidas e instrumentos de colaboración 
entre las Administraciones Públicas interesadas, especialmente en el caso de travesías y 
tramos urbanos.

El ofrecimiento podrá consistir en aportaciones dinerarias; aportaciones de terrenos 
libres de servidumbres y otros gravámenes; instalación de elementos complementarios de la 
carretera a sus expensas o por sus propios medios; compromiso de tomar a su cargo total o 
parcialmente la conservación y mantenimiento de la carretera o de sus elementos 
complementarios, o la redacción de estudios, anteproyectos y proyectos.

2. Las aportaciones dinerarias podrán determinarse en porcentaje del coste de las obras, 
incluidos o no el valor de adquisición de los terrenos necesarios y el coste de redacción del 
proyecto, o bien en cuantía fija, con independencia del resultado de la licitación y de las 
ulteriores incidencias de la obra.

3. La colaboración a que se refiere este artículo se instrumentará a través de los 
correspondientes convenios entre las Administraciones interesadas en los que se harán 
constar la clase de la aportación y su cuantía cuando sea dineraria; la forma y los plazos en 
que se hará efectiva así como las fórmulas para garantizar su efectividad; las obligaciones y 
compromisos recíprocos, y la consignación del gasto en los presupuestos correspondientes 
a los años en que haya de realizarse. Corresponde al Consejo de Gobierno autorizar la firma 
de estos convenios, que se regirán por lo dispuesto en la Ley del Principado de Asturias 
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2/1995, de 13 de marzo, sobre Régimen Jurídico de la Administración o en la legislación 
sobre régimen local, en su caso.

Artículo 21.  Colaboración de los particulares.

1. Los particulares podrán contribuir económicamente a la construcción o mejora de las 
carreteras con aportaciones en dinero o mediante cesiones gratuitas de terrenos.

Los interesados harán constar a la Administración el tramo de carretera para el que se 
hace el ofrecimiento, el tipo de actuación pretendida, la clase y cuantía de la aportación y la 
forma y plazo en que se hará efectiva.

2. Los compromisos y obligaciones recíprocas, en su caso asumidas, se formalizarán en 
un convenio entre la Administración y los particulares, que incluirá un aval bancario que 
garantice su cumplimiento, en el caso de ser la aportación dineraria o, en el supuesto de 
consistir en la aportación de terrenos, los documentos que acrediten la titularidad e 
inexistencia de cargas sobre los mismos. Corresponde al Consejo de Gobierno autorizar la 
firma de estos convenios.

3. En las carreteras autonómicas, la cesión de terrenos se tramitará de conformidad con 
la legislación del Principado de Asturias en esta materia, adquiriendo los terrenos cedidos el 
carácter de bienes de dominio público, para el servicio de carreteras.

4. Este procedimiento se aplicará igualmente a los supuestos contemplados en el 
artículo 34.7 de esta Ley, relativo a la construcción de accesos.

Artículo 22.  Contribuciones especiales.

1. La Administración titular de la vía podrá imponer contribuciones especiales cuando de 
la ejecución de las obras que se realicen para la construcción de carreteras, accesos y vías 
de servicio resulte la obtención por personas físicas o jurídicas de un beneficio especial, 
aunque éste no pueda fijarse en una cantidad concreta. El aumento de valor de 
determinadas fincas como consecuencia de estas actuaciones tendrá, a estos efectos, la 
consideración de beneficio especial.

2. Serán sujetos pasivos de estas contribuciones especiales quienes se beneficien de 
modo directo con las carreteras, accesos y vías de servicio y, especialmente, los titulares de 
las fincas y establecimientos colindantes, y los de las urbanizaciones cuya comunicación 
resulte mejorada.

3. La base imponible se determinará por el siguiente porcentaje del coste total de las 
obras, incluido el precio de adquisición de los terrenos, excepto, en cuanto al sujeto pasivo 
que sea titular del bien expropiado, la parte correspondiente del justiprecio:

a) Con carácter general, hasta el veinticinco por ciento.
b) En las vías de servicio, hasta el cincuenta por ciento.
c) En los accesos de uso particular para determinado número de fincas, urbanizaciones 

o establecimientos, hasta el noventa por ciento.

4. El importe total de las contribuciones especiales se repartirá entre los sujetos pasivos 
atendiendo a aquellos criterios objetivos que, según la naturaleza de las obras, 
construcciones y circunstancias que concurran en aquéllos se determinen de entre los que 
figuran a continuación:

a) Superficie de las fincas beneficiadas.
b) Situación, proximidad y accesos a la carretera de las fincas, construcciones, 

instalaciones, explotaciones y urbanizaciones.
c) Bases imponibles fijadas a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de las fincas 

beneficiadas.
d) Los que determine la disposición o acuerdo que establezca la contribución especial, 

en atención a las circunstancias particulares que concurran en la obra.

5. En la explotación de carreteras, la imposición de contribuciones especiales que graven 
la utilización de las vías existentes, vendrá determinada por la peculiaridad o intensidad de 
uso del dominio público viario y por la capacidad de deterioro y necesidad de reposición de 
los elementos constitutivos del mismo.
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6. El Consejo de Gobierno, a propuesta de las Consejerías competentes en materia de 
hacienda y de carreteras, podrá acordar el establecimiento de las normas sobre 
contribuciones especiales en los supuestos a que se refiere la presente Ley, conforme a su 
normativa reguladora.

Artículo 23.  Explotación.

1. La explotación de las carreteras comprende las operaciones de conservación y 
mantenimiento, las actuaciones encaminadas a la defensa de la vía y a su mejor uso, 
incluyendo las referentes a información viaria, señalización, ordenación de accesos y policía 
y vigilancia de las zonas de dominio público, servidumbre y afección.

2. Las operaciones de conservación y mantenimiento incluyen todas las actividades 
necesarias para preservar en el mejor estado posible el patrimonio viario. Las actuaciones 
de defensa de la carretera incluyen las necesarias para evitar actividades que perjudiquen a 
la carretera, a su función o a las de sus zonas de protección. Las actuaciones encaminadas 
al mejor uso de la carretera incluyen las destinadas a facilitar su utilización en condiciones 
de seguridad, fluidez y comodidad adecuadas.

3. Como norma general la Administración del Principado de Asturias explotará 
directamente las carreteras de titularidad autonómica. En caso de optarse, para 
determinados trabajos de explotación, por un modelo de gestión indirecta prevista en la 
legislación de contratos de las Administraciones Públicas, corresponderá su dirección, 
control y vigilancia a la Consejería competente en materia de carreteras.

4. En la medida que no contravengan la normativa técnica básica, la Consejería 
competente en materia de carreteras podrá dictar normas e instrucciones complementarias 
relativas a la explotación de carreteras en el ámbito regional.

5. En las carreteras municipales, las labores de conservación y mantenimiento de las 
condiciones de uso así como las de policía y vigilancia de sus zonas de protección 
corresponden a los Ayuntamientos respectivos.

CAPÍTULO IV

Zonas de protección de las carreteras

Limitaciones de carácter general

Artículo 24.  Zonas de protección.

1. A los efectos de esta Ley se establecen en las carreteras las siguientes zonas: de 
dominio público, de servidumbre y de afección.

2. Los ramales de enlace y las vías de giros de intersecciones tendrán la consideración 
de carreteras convencionales a efectos del régimen jurídico de protección del dominio 
público viario y de las limitaciones de la propiedad de los terrenos colindantes.

3. Será imprescindible la coordinación interadministrativa en los cruces e intersecciones 
de la Red de Carreteras del Principado de Asturias con las carreteras de titularidad de otras 
Administraciones.

4. Dentro de las zonas de protección de las carreteras de la Red del Principado de 
Asturias, cualquier tipo de obras o actuaciones que modifiquen el estado de las 
edificaciones, instalaciones o terrenos, requerirán la autorización previa de la Consejería 
competente en materia de carreteras salvo en los casos expresados en los artículos 53 y 54 
de esta Ley relativos a los tramos urbanos de carreteras.

Artículo 25.  Zona de dominio público.

1. Son de dominio público los terrenos ocupados por las carreteras y sus elementos 
funcionales y una franja de terreno de ocho metros de anchura en las autopistas, autovías y 
corredores y de tres metros en el resto de las carreteras, a cada lado de la vía, medidas en 
horizontal y perpendicularmente al eje de la misma, desde la arista exterior de la 
explanación.
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2. La arista exterior de la explanación es la intersección del talud del desmonte o del 
terraplén, o en su caso, de los muros de contención o de sostenimiento colindantes, con el 
terreno natural.

En los casos especiales de puentes, viaductos, túneles, estructuras u otros similares, se 
podrá fijar como arista exterior de la explanación la línea de proyección vertical del borde de 
la infraestructura sobre el terreno. Será en todo caso de dominio público el terreno ocupado 
por los soportes de las estructuras y sus cimentaciones.

En túneles, la determinación de la zona de dominio público podrá extenderse a la 
superficie de los terrenos necesarios para asegurar la conservación y mantenimiento de la 
obra, de acuerdo con las características geotécnicas del terreno, su altura sobre el túnel y la 
disposición de sus elementos, tales como ventilación, accesos u otros necesarios.

3. Es elemento funcional de una carretera toda zona permanentemente afecta a la 
conservación de la misma o a la explotación del servicio público viario, tales como las 
destinadas al descanso, estacionamiento, auxilio y atención médica de urgencia, pesaje, 
parada de autobuses y otros fines auxiliares o complementarios.

Son también elementos funcionales de la carretera los centros operativos para la 
conservación y explotación de la carretera, las áreas de servicio y las vías de servicio.

4. La definición de zona de dominio público no comporta necesariamente la declaración 
de bienes de dominio público de los terrenos u otros bienes comprendidos en la misma, pero 
sí en todo caso la declaración de utilidad pública a efectos expropiatorios, debiendo 
declararse la necesidad de ocupación en cada caso concreto en aquellos supuestos en que 
se justifique esta necesidad.

Los terrenos ocupados por los elementos funcionales de las carreteras tienen siempre la 
consideración de bienes de dominio público.

5. En la zona de dominio público de la carretera no podrá realizarse ninguna obra más 
que las de acceso a la propia vía debidamente autorizadas, aquellas que formen parte de su 
estructura, señalización, balizamiento y defensa, así como las que requieran la prestación de 
un servicio público de interés general previa autorización de la Consejería competente en 
materia de carreteras para el caso de las carreteras autonómicas, y de los Ayuntamientos 
para las de titularidad municipal. Todo ello sin perjuicio de otras competencias concurrentes 
y de lo establecido en el artículo 41 de esta Ley sobre condiciones para el otorgamiento de 
autorizaciones.

6. Cuando en las carreteras exista alguna parte de la zona de dominio público que 
permanezca aún de propiedad privada, por no haber sido expropiada o voluntariamente 
cedida, se podrá autorizar a su titular a realizar en ella cultivos que no impidan o dificulten la 
visibilidad a los vehículos o afecten negativamente a la seguridad vial y, con las mismas 
condiciones, establecer zonas ajardinadas, dejando en todo caso, libre la calzada, el arcén, 
la acera, la cuneta y, en su caso, las obras de tierra.

En cualquier caso la Administración titular podrá utilizar o autorizar la utilización en la 
zona de dominio público para cualquiera de las finalidades previstas para el servicio de la 
propia carretera, procediendo, en su caso, a la correspondiente indemnización, así como la 
imposición de las oportunas condiciones.

7. Sin perjuicio de las disposiciones sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y 
seguridad vial, queda prohibida en la zona de dominio público carente de cerramiento, el 
estacionamiento de vehículos y remolques agrícolas y el estacionamiento de todo tipo de 
vehículos que no estén en condiciones para circular.

Artículo 26.  Canon por el uso del dominio público.

1. El uso especial del dominio público establecido en esta Ley o la ocupación del mismo 
comportarán la obligación, por el beneficiario de la correspondiente autorización de uso u 
ocupación, del abono de un canon con arreglo a lo siguiente:

a) Constituye el hecho imponible de dicho canon la ocupación de terrenos o utilización 
de bienes de dominio público que se haga en virtud de autorizaciones reguladas en esta Ley 
y de concesiones de áreas de servicio en las carreteras autonómicas.

b) Serán sujetos pasivos del canon los titulares de las autorizaciones o concesiones.
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c) La base de fijación de la cuantía del gravamen será el valor de los terrenos ocupados, 
habida cuenta del valor de adquisición de los mismos por la Administración del Principado, el 
de los predios contiguos y los beneficios que los sujetos pasivos obtengan por la 
autorización o concesión. El tipo de gravamen anual será del cuatro por ciento (4%) sobre el 
valor de la base indicada.

d) El canon podrá ser revisado proporcionalmente a los aumentos que experimente el 
valor de la base utilizada para fijarlo, si bien estas revisiones sólo podrán realizarse al 
término de los períodos que para el caso se expresen en las condiciones de autorización o 
concesión.

2. La explotación por terceros de obras y servicios públicos relativos a carreteras de la 
Red del Principado de Asturias por parte de usuarios de dichas obras y servicios, llevará 
aparejada la obligación de satisfacer a la Administración con el abono de un canon:

a) Será sujeto pasivo de dicho canon la persona física o jurídica que tenga la titularidad 
de dicha explotación, en virtud de la correspondiente autorización o concesión.

b) La cuantía del canon se establecerá en función del coste de las obras e instalaciones, 
así como de los ingresos brutos derivados de la explotación de las mismas. El canon anual 
se obtendrá por suma del cuatro por ciento del coste indicado y del porcentaje que 
reglamentariamente se determine de los citados ingresos que, en todo caso, no podrán 
exceder del uno por mil de los mismos.

Artículo 27.  Zona de servidumbre.

1. La zona de servidumbre de las carreteras consistirá en dos franjas de terreno a ambos 
lados de las mismas, delimitadas interiormente por la zona de dominio público definida en el 
artículo 25 y exteriormente por dos líneas paralelas a las aristas exteriores de la explanación 
a una distancia de veinticinco metros en autopistas y autovías, de dieciocho metros en 
corredores, de ocho metros en el resto de las carreteras regionales y en las comarcales y de 
seis metros en las locales, medidas desde las citadas aristas.

2. En la zona de servidumbre no podrán realizarse edificaciones ni otras obras sobre 
posibles edificios existentes, salvo las de mera conservación para mantener su destino y 
utilización actual u otro que sea compatible con el planeamiento urbanístico, exceptuándose 
los casos previstos en los artículos 29 y 46 de esta Ley, ni se permitirán más usos que 
aquellos que sean compatibles con la seguridad vial o el destino de la carretera, previa 
autorización, en cualquier caso, de la Consejería competente en materia de carreteras, sin 
perjuicio de otras competencias concurrentes y de lo establecido en el artículo 41 de esta 
Ley sobre condiciones para el otorgamiento de autorizaciones.

3. En todo caso, la Consejería competente en materia de carreteras podrá utilizar o 
autorizar la utilización de la zona de servidumbre por razones de interés general.

4. Serán indemnizables la ocupación de la zona de servidumbre y los daños y perjuicios 
que se causen por su utilización. A tal efecto, será de aplicación lo previsto en la legislación 
sobre expropiación forzosa, siendo el abono de las indemnizaciones por cuenta del 
beneficiario de la ocupación.

Artículo 28.  Zona de afección.

1. La zona de afección de una carretera consistirá en dos franjas de terreno a ambos 
lados de la misma, delimitadas interiormente por la zona de servidumbre definida en el 
artículo 27 y exteriormente por dos líneas paralelas a las aristas exteriores de la explanación 
a una distancia de cien metros en autopistas y autovías, de cincuenta metros en corredores, 
de treinta metros en el resto de las carreteras regionales y en las comarcales y de veinte 
metros en las locales, medidas desde las citadas aristas.

2. En la zona de afección la ejecución o el cambio de uso o destino de obras e 
instalaciones, fijas o provisionales, requerirán la autorización de la Consejería competente en 
materia de carreteras, sin perjuicio de otras competencias concurrentes y de lo establecido 
en el artículo 41 de esta Ley sobre condiciones para el otorgamiento de autorizaciones. La 
denegación habrá de ser motivada, y sólo podrá fundarse en las previsiones de los planes y 
proyectos de ampliación o variación de la carretera en un plazo no superior a diez años, 
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transcurridos los cuales sin haberse realizado las previsiones que motivaron la denegación, 
ante una nueva solicitud no se podrá denegar por la misma razón.

3. No se podrán ejecutar, sin embargo, en la zona de afección construcciones salvo que 
queden totalmente fuera de la línea límite de edificación, conforme a lo que se establece en 
el artículo siguiente, sin perjuicio de lo dispuesto para las obras de mera conservación en el 
artículo anterior.

Artículo 29.  Línea límite de edificación.

1. A ambos lados de las carreteras se establece la línea límite de edificación, desde la 
cual hasta la carretera queda prohibido cualquier tipo de obra de construcción, 
reconstrucción o ampliación, a excepción de las que resulten imprescindibles para la 
conservación y mantenimiento de las construcciones existentes.

La línea límite de edificación se sitúa a cincuenta metros en autopistas y autovías, a 
veinticinco metros en corredores, a dieciocho metros en carreteras regionales no 
pertenecientes a las anteriores categorías, a diez metros en carreteras comarcales y a ocho 
metros en carreteras locales, a contar desde la arista exterior de la calzada más próxima, 
medidas en horizontal y perpendicularmente al eje de la misma. Se entiende por arista 
exterior de la calzada el borde exterior de la parte de la carretera destinada a la circulación 
de vehículos en general.

2. A los efectos del apartado anterior, los ramales de enlaces y las vías de giro de 
intersecciones tendrán la consideración de carreteras convencionales, estableciéndose la 
línea límite de edificación en función de la categoría de las carreteras que se conectan en el 
enlace o intersección.

3. En los tramos de carretera que atraviesen poblados clasificados en los 
correspondientes instrumentos de planeamiento como núcleos rurales en suelo no 
urbanizable, la línea límite de edificación se podrá autorizar a una distancia inferior a la 
establecida con carácter general en el apartado 1 a fin de definir y consolidar alineaciones 
existentes que formen o no un continuo edificatorio, siempre que quede garantizada la 
seguridad vial mediante la ordenación de los márgenes de las carreteras y el adecuado 
control de los accesos. A tal fin los Planes Generales de Ordenación podrán delimitar las 
líneas de edificación en los núcleos rurales. Dicha delimitación deberá contar con informe 
favorable de la Consejería competente en materia de carreteras, en lo que se refiere a sus 
atribuciones.

4. Cuando se trate de carreteras de titularidad municipal y se produzca el supuesto de 
hecho señalado en el apartado anterior, el órgano municipal respectivo, garantizando las 
condiciones señaladas en el mismo y, en el caso de las carreteras de primer nivel, con el 
informe favorable de la Consejería competente en materia de carreteras, en lo que se refiere 
a sus atribuciones, podrá autorizar la edificación a distancias inferiores a las señaladas en el 
apartado 1.

5. En los tramos de carretera que discurran por suelo urbano, los Planes Generales de 
Ordenación podrán establecer la línea límite de edificación a una distancia inferior a la 
establecida con carácter general. Dicha delimitación deberá contar con informe favorable de 
la Consejería competente en materia de carreteras, en lo que se refiere a sus atribuciones.

6. Se podrán ejecutar obras de conservación y mantenimiento de las construcciones 
existentes dentro de la línea límite de edificación, así como obras de reparación por razones 
de higiene y ornato de los inmuebles, previa autorización de la Consejería competente en 
materia de carreteras.

7. Se podrá autorizar, con carácter temporal y en precario, la colocación de instalaciones 
ligeras, fácilmente desmontables a menor distancia de la carretera que la definida por la 
línea límite de edificación, siempre que no resulten mermadas las condiciones de visibilidad 
y seguridad vial.

8. Delante de la línea límite de edificación no se podrán ejecutar obras que supongan 
una edificación o instalación por debajo del nivel del terreno ni realizar instalaciones aéreas o 
subterráneas que constituyan parte integrante de industrias o establecimientos, salvo las 
instalaciones que tengan carácter provisional o sean fácilmente desmontables.
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9. Las limitaciones anteriormente señaladas no confieren a los titulares de derechos 
reales sobre las fincas incluidas en la línea límite de edificación ningún derecho a 
indemnización.

Artículo 30.  Expropiaciones.

1. Las expropiaciones de terrenos y bienes afectados por las obras de carreteras se 
rigen por lo dispuesto en la legislación sobre expropiación forzosa y, en el caso de tramos 
urbanos y redes arteriales, también por la normativa sobre régimen del suelo y ordenación 
urbanística.

2. Los proyectos de trazado o de construcción de nuevas carreteras y variantes, 
duplicaciones de calzada y acondicionamientos generales deberán comprender la 
expropiación de los terrenos a integrar en la zona de dominio público definida en el artículo 
25 incluyendo, en su caso, los destinados a áreas de servicio y otros elementos funcionales 
de la carretera.

Excepcionalmente en los casos de viaductos y puentes, la expropiación podrá limitarse a 
los terrenos ocupados por las cimentaciones de los soportes de las estructuras y una franja 
de un metro, como mínimo, a su alrededor. El resto de los terrenos afectados quedará sujeto 
a la imposición de las servidumbres de paso necesarias para garantizar el adecuado 
funcionamiento y explotación de la carretera.

En los demás supuestos de obras de carreteras se evaluará en cada caso la 
conveniencia de expropiar la zona de dominio público o, por el contrario, limitar la 
expropiación al terreno estrictamente necesario para las obras.

CAPÍTULO V

Uso de las carreteras

Artículo 31.  Limitaciones a la circulación.

1. La Consejería competente en materia de carreteras, sin perjuicio de lo establecido en 
otras disposiciones y de las facultades de otros Organismos oficiales, podrá imponer en el 
ámbito de sus competencias cuando las condiciones, situaciones, exigencias técnicas o 
seguridad vial de las carreteras lo requieran, limitaciones temporales o permanentes a la 
circulación en ciertos tramos o partes de las carreteras.

Le compete igualmente fijar las condiciones de las autorizaciones excepcionales que, en 
su caso, puedan otorgarse por el órgano competente, y señalizar las correspondientes 
ordenaciones resultantes de la circulación.

2. La Consejería competente en materia de carreteras podrá habilitar carriles para la 
utilización en sentido contrario al habitual, cuando la realización de trabajos o actividades en 
la calzada lo requiera.

Artículo 32.  Autorizaciones para transportes especiales, pruebas deportivas y otros usos 
excepcionales de las carreteras.

1. En los casos de autorizaciones para transportes especiales, pruebas deportivas y 
otros usos excepcionales de las carreteras, el solicitante presentará un estudio detallado en 
el que se justificará que el uso especial de la carretera no producirá daños a ésta, que la 
seguridad de la circulación quedará garantizada y que se tomarán las medidas necesarias 
para reducir todo lo posible las afecciones al resto de los usuarios de la carretera.

En el caso de transportes especiales será de su responsabilidad la comprobación de 
cuantas limitaciones, tales como: pasos superiores, pasarelas, túneles, tendidos eléctricos, 
pórticos, semáforos, y otros, crucen el itinerario así como de los puentes y viaductos sobre 
los que ha de pasar el transporte. En todo caso los daños y perjuicios que con carácter 
general se pudieran ocasionar con motivo del transporte serán asumidos directamente por el 
titular de la autorización.

2. La Administración podrá exigir la constitución de una fianza para responder de los 
daños y perjuicios que se puedan ocasionar a la carretera y a sus elementos funcionales.
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3. La autorización para transportes especiales, pruebas deportivas y otros usos 
excepcionales de las carreteras, se otorgará por la autoridad que corresponda, previo 
informe vinculante en lo relativo a sus competencias, de la Consejería competente en 
materia de carreteras.

En el caso concreto de acontecimientos de interés municipal, serán autorizables desvíos 
provisionales de carreteras, no siendo responsable la Consejería competente en materia de 
carreteras, de la vigilancia y el mantenimiento de las nuevas condiciones de seguridad vial 
generadas.

La señalización, carteles y publicidad relacionados con los usos excepcionales de las 
carreteras, serán retirados por el solicitante de la autorización una vez celebrado el 
acontecimiento. Asimismo deberá reponer, a su cargo, los elementos de la carretera que 
hayan podido resultar dañados, restituyéndolos a las condiciones anteriores de seguridad, 
funcionalidad y aspecto.

Artículo 33.  Control de usos.

La Consejería competente en materia de carreteras podrá establecer en puntos 
determinados de la red autonómica de carreteras instalaciones de aforos y estaciones de 
pesaje de vehículos para conocimiento y control de las características de la demanda de 
tráfico sobre la infraestructura de las carreteras.

Artículo 34.  Accesos.

1. Se consideran accesos a una carretera:

a) Las conexiones de ésta con las vías de servicio de la propia carretera o las entradas y 
salidas a otras vías.

b) Las entradas y salidas directas de vehículos a núcleos urbanos o rurales, zonas 
industriales, fincas y predios colindantes.

2. Los criterios generales que orientarán los estudios de carreteras y la resolución de las 
autorizaciones de nuevos accesos a carreteras son los siguientes:

a) En autovías y corredores, no se permitirán accesos directos a las propiedades 
colindantes, sino a través de las vías de servicio o los enlaces con otras carreteras.

b) Se considerará la clasificación de las carreteras convencionales para la implantación 
de nuevos accesos siendo más restrictivos en general, para las carreteras regionales que 
para las comarcales y en éstas más que para las locales. Además se tendrá en cuenta en 
cada caso la velocidad específica, la intensidad de tráfico y las condiciones de visibilidad 
existentes.

c) En las variantes de población de la red regional y comarcal construidas por la 
Administración del Principado de Asturias no se permitirán accesos directos de ningún tipo, 
salvo que exista razón de interés social suficientemente justificada.

3. La Consejería competente en materia de carreteras puede limitar los accesos a las 
carreteras autonómicas y establecer con carácter obligatorio los lugares en que tales 
accesos pueden construirse. Asimismo queda facultada para reordenar los accesos 
existentes con el objeto de mejorar la explotación de la carretera y la seguridad vial, 
pudiendo expropiar para ello los terrenos necesarios.

La utilización de los accesos que se autoricen no implicará, en ningún caso, exclusividad. 
La Consejería competente en materia de carreteras podrá imponer las limitaciones de uso y 
las servidumbres que considere necesarias sin derecho a indemnización. Cuando las 
condiciones del tráfico así lo aconsejen, podrá establecer la prohibición de los giros a la 
izquierda en la utilización del acceso.

4. En todo proyecto de duplicación de calzada o de acondicionamiento del trazado de 
una carretera existente se incluirá el estudio de la reordenación de los accesos que hubiera 
en el momento de redactar dicho proyecto.

5. No se autorizará ningún acceso en donde no se cumplan las condiciones siguientes:

a) Que esté suficientemente justificada por el peticionario la imposibilidad de utilización 
de alguno de los accesos existentes o previstos próximos al solicitado.
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b) No poder servirse de otra vía de distinta clase.

6. La Administración evaluará en cada caso, según la importancia del acceso y la 
clasificación de la carretera, la obligación por parte del peticionario de la presentación de un 
proyecto de construcción suscrito por técnico competente y visado por el correspondiente 
Colegio profesional. En este último caso el proyecto comprenderá al menos el estudio de 
tráfico, el trazado, la señalización, el firme, el drenaje, la iluminación, y la ornamentación y 
analizará las características de la carretera a la que se pretende acceder tales como el 
trazado, la visibilidad disponible, señalización, existencia de otros accesos o vías de servicio, 
y cualesquiera otras de similar naturaleza

7. La financiación de los nuevos accesos a predios colindantes desde cualquier tipo de 
carretera corresponderá a los particulares, excepto cuando exista una razón de interés social 
o público en cuyo caso la Administración podrá convenir con éstos la aportación económica 
procedente en cada caso o asumir el coste en su totalidad.

8. Los accesos a carreteras municipales se regularán por los respectivos Ayuntamientos 
aplicando los criterios anteriores y teniendo en cuenta la normativa urbanística vigente.

Artículo 35.  Aparcamientos.

1. Los aparcamientos colectivos vinculados a un equipamiento público o privado en el 
margen de una carretera sólo podrán tener entradas y salidas desde la misma a través de 
sus correspondientes accesos.

2. No serán autorizables en la zona de dominio público nuevos aparcamientos 
permanentes vinculados a las viviendas en los márgenes de las carreteras salvo, 
excepcionalmente, en carreteras locales que no formen parte de un itinerario intermunicipal, 
cuando quede garantizada la seguridad vial. Todo ello sin perjuicio de la legislación estatal 
sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial.

3. A los efectos de esta Ley, los aparcamientos cubiertos tendrán la consideración de 
edificios.

Artículo 36.  Áreas de servicio.

1. Son áreas de servicio las zonas colindantes con las carreteras, diseñadas 
expresamente para albergar instalaciones y servicios destinados a la cobertura de las 
necesidades de la circulación, pudiendo incluir estaciones de suministro de carburantes, 
hoteles, restaurantes, talleres de reparación y otros servicios análogos destinados a facilitar 
la seguridad y comodidad de los usuarios de la carretera.

2. Las áreas de servicio, a uno o a ambos márgenes de la carretera, tendrán acceso 
directo desde la misma. Dicho acceso será el único en autopistas, autovías y corredores, 
debiendo permanecer cerrado el contorno de la zona de dominio público.

3. En las áreas de servicio no podrán ubicarse instalaciones o servicios que no tengan 
relación directa con la carretera, estando expresamente prohibidos los locales en que se 
realicen actividades de espectáculo o diversión.

4. Será criterio fundamental para el establecimiento de áreas de servicio la seguridad 
vial. Su ubicación estará suficientemente alejada de cruces viarios, intersecciones y puntos 
de escasa visibilidad.

5. No se establece limitación alguna de distancias entre áreas de servicio de carreteras 
impuesta por razones distintas a aquellas que se deriven de consideraciones de seguridad 
vial o de la correcta explotación de la carretera.

6. Las áreas de servicio podrán ser explotadas por cualquiera de los sistemas de gestión 
de servicios públicos que establezca la normativa de contratos de las Administraciones 
Públicas.

La adjudicación de las concesiones de áreas de servicio en la Red de Carreteras del 
Principado de Asturias se realizará por concurso. El procedimiento se ajustará a lo 
establecido en normativa reglamentaria, correspondiendo su tramitación y resolución a la 
Consejería competente en materia de carreteras.
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Artículo 37.  Estaciones de servicio situadas fuera de un área de servicio.

1. Son estaciones de servicio las definidas como tales por la legislación estatal sobre 
suministro y venta al por menor de carburantes y combustibles para automoción.

2. Los accesos a estaciones de servicio situadas junto a una autopista, autovía o 
corredor se realizarán siempre a través de una vía de servicio.

Para los accesos a las estaciones de servicio en carreteras convencionales será de 
aplicación lo establecido en el artículo 34 de esta Ley, procediendo, en su caso, a la 
reordenación de los accesos existentes que resulten afectados.

3. La autorización de estaciones de servicio fuera de los tramos urbanos corresponde a 
la Consejería competente en materia de carreteras. El procedimiento de solicitud y 
otorgamiento se ajustará a lo establecido reglamentariamente.

4. Toda estación de servicio exige la redacción de un proyecto de construcción suscrito 
por técnico competente y visado por el correspondiente Colegio profesional, que 
comprenderá la situación de los edificios e instalaciones, el trazado de los accesos, el firme, 
el drenaje, la señalización, la iluminación y la ornamentación, y que analizará las 
características de la carretera a la que se pretende acceder, la intensidad de tráfico, las 
condiciones previas de visibilidad y la existencia de otros accesos o vías de servicio en el 
ámbito de la actuación.

5. Con carácter previo a la solicitud de autorización y a la redacción del proyecto, los 
interesados podrán consultar a la Consejería competente en materia de carreteras, la 
viabilidad de la construcción pretendida así como obtener información y orientación acerca 
de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones vigentes impongan a las 
actuaciones que se propongan realizar.

6. Deberá suprimirse la posibilidad de girar a la izquierda para acceder a una estación de 
servicio o al incorporarse a la carretera desde ella, cuando existan razones de seguridad vial 
o cuando la intensidad media diaria del tráfico rebase los cinco mil vehículos.

7. En las estaciones de servicio, los edificios e instalaciones permanentes, incluidas las 
marquesinas y los depósitos subterráneos deberán quedar situados detrás de la línea límite 
de edificación. Los aparatos surtidores de aprovisionamiento y otras instalaciones o aparatos 
de servicio del automóvil serán autorizables a menores distancias en función de las nuevas 
condiciones de seguridad vial generadas.

Artículo 38.  Publicidad.

1. Fuera de los tramos urbanos de las carreteras autonómicas queda prohibido realizar 
publicidad en cualquier lugar visible desde la plataforma de la carretera, sin que ésta 
prohibición dé en ningún caso derecho a indemnización.

2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, no se consideran publicidad los 
carteles informativos autorizados por la Consejería competente en materia de carreteras.

Son carteles informativos:

a) Las señales de servicio
b) Los carteles que indiquen lugares de interés cultural, turístico, poblaciones, 

urbanizaciones y centros importantes de atracción con acceso directo e inmediato desde la 
carretera.

c) Los que se refieren a actividades y obras que afecten a la carretera.
d) Los rótulos de los establecimientos mercantiles o industriales que sean indicativos de 

su actividad, en las condiciones fijadas en el apartado 5.

3. En los casos a), b) y c) del apartado anterior, la forma, textura, colores y dimensiones 
de los carteles informativos se atendrán a la normativa estatal sobre señalización vertical, sin 
perjuicio de las particularidades de carácter específico aplicables en el territorio del 
Principado de Asturias.

4. Los carteles informativos podrán ser colocados por los interesados, previa 
autorización de la Consejería competente en materia de carreteras, corriendo a cargo de 
aquéllos su mantenimiento y conservación. La autorización podrá ser revocada 
motivadamente sin derecho a indemnización, previa audiencia del interesado, en caso de 
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incumplimiento de las condiciones impuestas en la autorización y, en todo caso, cuando 
variasen las circunstancias que hubiesen sido tenidas en cuenta para otorgar la autorización.

5. La Consejería competente en materia de carreteras podrá reordenar los carteles 
informativos por razones de seguridad vial y ordenación territorial.

6. Los rótulos de establecimientos mercantiles o industriales tendrán la consideración de 
carteles informativos si están situados sobre los inmuebles en que aquéllos tengan su sede o 
en su inmediata proximidad, y no podrán incluir comunicación adicional alguna tendente a 
promover la contratación de bienes y servicios.

En ningún caso se autorizarán los rótulos que, por sus características o luminosidad, 
vistos desde cualquier punto de la plataforma de la carretera, puedan producir 
deslumbramientos, confusión o distracción a los usuarios de ésta, o sean incompatibles con 
la seguridad vial.

7. No se considerarán publicidad los rótulos o dibujos que figuren sobre los vehículos 
automóviles, y se refieran exclusivamente al propietario del mismo o a la carga que 
transporta. No se podrán utilizar sustancias reflectantes, colores o composiciones que 
puedan inducir a confusión con señales de circulación u obstaculizar el tráfico rodado.

8. Excepcionalmente tendrán la consideración de información los avisos de carácter 
eventual relativos a pruebas deportivas o acontecimientos similares, debidamente 
autorizados y que se desarrollen en la propia carretera, los cuales serán retirados por el 
titular de la autorización inmediatamente después de finalizar el acontecimiento anunciado.

CAPÍTULO VI

Autorizaciones fuera de los tramos urbanos

Artículo 39.  Procedimiento.

1. El otorgamiento de autorizaciones para realizar obras, instalaciones o actividades en 
las zonas de protección de las carreteras autonómicas, fuera de los tramos urbanos, así 
como la modificación de su uso o destino, se ajustará al procedimiento establecido a 
continuación. A los efectos de esta Ley se considera tramo urbano el que se define como tal 
en el artículo 50.

2. El interesado presentará en la Consejería competente en materia de carreteras 
solicitud de autorización acompañada de la documentación que para cada supuesto 
establece el artículo siguiente.

3. El Consejero competente en materia de carreteras, previos los informes y trámites 
complementarios que se estimen pertinentes, dictará la resolución que proceda. En dicha 
resolución se establecerán las condiciones en que la resolución se otorga o, en su caso, los 
motivos de su denegación.

4. En función de la importancia de la obra u ocupación solicitada, la Consejería 
competente en materia de carreteras podrá someter a trámite de información pública el 
expediente, de forma independiente a otros posibles procedimientos de publicidad de la 
actuación.

5. Las autorizaciones que se concedan para obras y aprovechamiento de la red de 
carreteras fuera del ámbito urbano, devengarán las correspondientes tasas, de conformidad 
con su normativa reguladora, y se podrá exigir el depósito de una fianza por parte de los 
peticionarios para responder de los daños y perjuicios que se puedan causar a la carretera o 
a sus elementos funcionales, fijándose su cuantía en base al daño o perjuicio previsibles 
estimados por la Administración.

Artículo 40.  Documentación a acompañar a las solicitudes de autorización.

1. Si la petición de autorización tuviera por objeto la realización de obras o instalaciones 
en la zona de dominio público para el establecimiento de un servicio público de interés 
general, se acompañarán un proyecto de las obras o instalaciones a ejecutar suscrito por 
técnico competente y los documentos que acrediten su conformidad con el planeamiento 
urbanístico o las autorizaciones urbanísticas exigibles. En todo caso, se justificará el interés 
general de la necesidad de ocupación del dominio público que se solicita.
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2. En los casos de solicitud de autorización de utilización de las zonas de servidumbre o 
afección, se acompañará la documentación necesaria para la correcta localización y 
definición de la actuación que se pretende realizar, exigiéndose en caso necesario la 
presentación de un proyecto o bien una separata del mismo compuesta de memoria y planos 
definitorios y cálculos, en su caso, suscritos por técnico competente.

3. Con carácter previo a la solicitud de autorización, los interesados podrán consultar a la 
Consejería competente en materia de carreteras la viabilidad de la construcción pretendida, 
así como obtener información y orientación acerca de los requisitos técnicos y jurídicos que 
las disposiciones vigentes impongan a las actuaciones que se propongan realizar. Para esta 
consulta previa no será necesaria la presentación del proyecto, bastando una descripción y 
representación gráfica suficientemente precisas de la actuación que se pretende realizar, del 
tramo de carretera a que afecte y de sus accesos y conexiones más cercanas.

Artículo 41.  Condiciones para el otorgamiento de autorizaciones.

En el otorgamiento de autorizaciones se impondrán las condiciones que, en cada caso, 
resulten oportunas para evitar daños y perjuicios a la infraestructura de la carretera, a sus 
elementos funcionales, a la seguridad vial, a la adecuada explotación de aquélla, o a las 
condiciones medioambientales del entorno.

Artículo 42.  Movimientos de tierras y explanaciones, depósitos, cultivos y arbolado.

1. En la zona de dominio público sólo serán autorizables cuando no reduzcan la 
visibilidad en la carretera ni perjudiquen la seguridad vial:

a) Los cultivos y zonas ajardinadas sobre terrenos no expropiados, en predios sin 
cerramiento y que no supongan una altura superior a medio metro.

b) La tala de árboles, que si se efectúa sobre terrenos expropiados devengará la 
correspondiente contraprestación económica para la Administración.

2. En las zonas de servidumbre y afección serán autorizables:

a) Los movimientos de tierras y explanaciones de finalidad y volumen superior al propio 
de actividades agrícolas, siempre que no sean perjudiciales para la estabilidad de la 
carretera o su explotación, por modificación del curso de las aguas, reducción de la 
visibilidad o cualquier otro motivo.

b) El depósito provisional o permanente de materiales o maquinaria, cuando no influya 
negativamente en la seguridad vial.

c) Los cultivos de cualquier naturaleza siempre que no reduzcan la visibilidad en la 
carretera.

d) La plantación de árboles siempre que no reduzcan la visibilidad en la carretera, así 
como la poda o tala de arbolado.

3. Los vertederos, sin perjuicio de otras prescripciones legales, quedan expresamente 
prohibidos dentro de las zonas de protección de las carreteras.

Artículo 43.  Tendidos aéreos.

1. La colocación de postes de soporte de tendidos de cualquier tipo habrá de hacerse 
fuera de la zona de dominio público. No obstante, con carácter excepcional, podrán 
autorizarse:

a) El emplazamiento dentro de la zona de dominio público de los apoyos de redes de 
baja tensión en zonas rurales, susceptibles de utilización compartida con redes de 
alumbrado público.

b) La instalación de postes de tendido aéreo de baja tensión o telefónicos en la zona de 
dominio público en tramos interurbanos de carreteras, cuando por las condiciones 
orográficas del terreno resulte técnicamente inviable retirarlos a mayor distancia.

2. En los supuestos definidos en el número anterior deberá quedar garantizada la 
seguridad vial y la autorización que en su caso se conceda lo será en precario, quedando 
obligado el solicitante a retirar a su costa los elementos instalados cuando sea necesario por 
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motivo de las obras de ensanche y mejora de la carretera o cualesquiera otras promovidas 
por la Administración del Principado de Asturias.

3. En el caso de tendidos eléctricos de alta tensión, los apoyos se autorizarán a partir de 
la línea límite de edificación.

4. En los cruces aéreos y en los vuelos de los cables sobre la calzada, el gálibo mínimo 
sobre la rasante de la carretera será el que se fija en la normativa específica, según se trate 
de líneas de baja o de alta tensión. Los tendidos telefónicos o telegráficos se asimilarán a las 
primeras.

Artículo 44.  Conducciones y obras subterráneas.

1. No se autorizarán en la zona de dominio público las conducciones subterráneas salvo 
que, excepcionalmente y con la debida justificación, la prestación de un servicio público de 
interés general así lo exigiere. Este tipo de servicios se autorizarán como norma general 
dentro de la zona de servidumbre.

2. Las conducciones de interés privado sólo se autorizarán en la zona de afección. 
Excepcionalmente y donde no haya otra solución técnicamente viable, se podrán autorizar 
dentro de la zona de servidumbre o incluso dentro de la zona de dominio público, en este 
último caso, en precario, con los requisitos que se establecen en el apartado siguiente.

3. Si por las condiciones extremadamente dificultosas de la orografía del terreno no 
existiera otra solución técnicamente viable que llevar la conducción subterránea por debajo 
de la cuneta, se podrá conceder la autorización en precario. La autorización así concedida 
excluye el abono al interesado de cualquier indemnización por razón de los daños o 
perjuicios ocasionados por los trabajos ordinarios de conservación, acondicionamiento o 
ensanche de la vía. La reposición de las conducciones y demás elementos y obras 
amparados por la autorización será de cuenta del interesado.

4. En los cruces subterráneos, las obras se ejecutarán de forma que produzcan las 
menores perturbaciones posibles a la circulación, se repondrá en perfectas condiciones el 
firme y pavimento de la carretera y tendrán la debida resistencia.

Salvo supuestos excepcionales y debidamente justificados, no se autorizarán cruces a 
cielo abierto en autopistas, autovías y corredores, ni en carreteras convencionales con 
intensidad media diaria de circulación superior a tres mil vehículos, o que hayan sido 
construidas o reparadas dentro de los tres años anteriores. En todos estos casos el cruce se 
deberá efectuar mediante mina, túnel o perforación mecánica subterránea.

5. También se podrán utilizar para el cruce las obras de paso o desagüe de la carretera, 
cuando las dimensiones de la conducción sean reducidas en comparación con la sección de 
la obra de paso y siempre que se asegure el adecuado mantenimiento de sus condiciones 
funcionales y estructurales. En ningún caso la Administración será responsable de los daños 
que se pudieran originar a la conducción con ocasión o como consecuencia de las normales 
labores de limpieza y conservación de la carretera.

6. En la zona de servidumbre no se autorizarán obras subterráneas que puedan 
perjudicar el ulterior aprovechamiento de la misma para los fines a que está destinada. En 
cualquier caso, delante de la línea de edificación no se autorizarán construcciones total o 
parcialmente enterradas, tales como garajes, almacenes, piscinas o similares.

Artículo 45.  Cierres.

1. Toda autorización de cierres dentro de las zonas de protección de las carreteras 
deberá garantizar la seguridad vial y, en especial, las adecuadas condiciones de visibilidad.

2. Los cierres dentro de la zona de dominio público en terrenos de propiedad privada, 
sólo se podrán autorizar en las carreteras de la red local en los siguientes supuestos:

a) Pantallas vegetales y no rígidas: Sólo en caso de que exista un talud de desmonte de 
más de dos metros de altura, medida sobre el borde de la calzada, retirándose el 
cerramiento una distancia mínima de un metro desde la arista exterior de la explanación.

b) Cierres diáfanos con alambre liso: Sólo en caso de que exista un talud de desmonte o 
de terraplén de más de un metro de altura, medida sobre el borde de la calzada, pudiéndose 
disponer el cerramiento en la arista exterior de la explanación. Si el talud fuese igual o 
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inferior a un metro de altura, se podrá cerrar a una distancia mínima de un metro desde la 
arista exterior de la explanación.

c) Excepcionalmente, y siempre que queden garantizadas las exigencias del apartado 1, 
se podrán autorizar cierres de pantallas vegetales y no rígidas, a una distancia mínima de un 
metro desde la arista exterior de la explanación aun cuando no exista talud de desmonte o 
éste tenga una altura no superior a dos metros.

3. Podrán efectuarse en la zona de servidumbre cierres de seto vivo, de fábrica o 
diáfanos, atendiendo a las exigencias del apartado 1 dejando a salvo las limitaciones 
derivadas de la aplicación de la normativa urbanística o de cualquier otra regulación 
sectorial. En ningún caso la autorización del cierre supondrá la facultad de obstaculizar la 
entrada a las zonas de protección de la carretera, ni su posible ocupación a efectos del 
cumplimiento de sus finalidades para el servicio de la misma.

4. Si la carretera discurre a través de un núcleo rural, reconocido como tal por el 
planeamiento urbanístico vigente, en donde existen cierres estrechamente vinculados a las 
edificaciones del núcleo, se podrán autorizar cerramientos de fábrica, celosía o de cualquier 
otra clase, sin que en ningún caso afecten a la seguridad vial, siempre que tengan las 
mismas dimensiones y alineaciones que los ya existentes, vistos desde la carretera y sean 
de los mismos materiales que aquéllos.

5. Las autorizaciones, así concedidas, se entenderán otorgadas en precario en el caso 
del apartado 2 c) de este artículo.

Artículo 46.  Edificios e instalaciones colindantes con la carretera.

1. Además de cumplir las condiciones que, en cada caso sean exigibles según las 
características de la instalación, las edificaciones de nueva construcción deberán quedar 
siempre detrás de la línea límite de edificación. Delante de esta línea no se autorizarán más 
obras que las necesarias para viales, aparcamientos, isletas o zonas ajardinadas salvo lo 
expresado en los apartados siguientes. En la zona de servidumbre se podrán autorizar 
excepcionalmente zonas pavimentadas para viales o aparcamientos.

2. En los edificios existentes situados a menor distancia que la definida por la línea límite 
de edificación y que no presenten estado ruinoso son autorizables las obras de 
conservación, reforma interior y ornato exterior. Asimismo, podrán autorizarse, 
excepcionalmente y en precario delante de la línea límite de edificación, instalaciones 
ligeras, fácilmente desmontables, anejas y secundarias respecto a edificaciones existentes, 
así como cobertizos para aparcamientos, marquesinas para la parada de autobuses, puestos 
de socorro y otras similares de interés público. En estos últimos casos se podrá ocupar, la 
zona de dominio público si resultara necesario. No obstante, la autorización estará 
supeditada a que queden garantizadas las condiciones de seguridad vial.

3. En los edificios e instalaciones que precisen rehabilitación estructural y se encuentren 
a menor distancia de la carretera que la definida por la línea límite de edificación, sólo serán 
autorizables excepcionalmente aquellos supuestos de interés público y social, así 
calificados, siempre que queden garantizadas las condiciones de seguridad vial.

4. En cuanto una construcción, por su estado ruinoso, pueda ocasionar daños a la 
carretera o constituir peligro para la circulación, la Consejería competente en materia de 
carreteras o el Ayuntamiento correspondiente adoptarán las medidas cautelares necesarias, 
debiendo incoar dicho Ayuntamiento un expediente de declaración de ruina y subsiguiente 
demolición, en su caso.

Artículo 47.  Pasos superiores.

1. Los estribos de la estructura quedarán fuera de la zona de dominio público, salvo 
autorización expresa de la Consejería competente en materia de carreteras. En carreteras 
con calzadas separadas se podrán ubicar pilas en la mediana, siempre que la anchura de 
ésta sea suficiente para que no representen un peligro para la circulación, dotándolas, en su 
caso, de un sistema de contención de vehículos.

2. El gálibo sobre la calzada, tanto durante la ejecución de la obra como en la situación 
definitiva, será el fijado por la normativa técnica de aplicación.
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3. Las características de la estructura tendrán en cuenta la posibilidad de ampliación o 
variación de la carretera en los diez años siguientes a la fecha de la autorización.

Artículo 48.  Pasos inferiores.

1. La cota mínima de resguardo entre la parte superior de la obra de paso y la rasante de 
la carretera será fijada por la autorización.

2. Las características de la estructura tendrán en cuenta la posibilidad de ampliación o 
variación de la carretera en los próximos diez años.

Artículo 49.  Efectos de la autorización.

1. Las autorizaciones se otorgarán a reserva de las demás licencias y autorizaciones 
necesarias, sin perjuicio de terceros y dejando a salvo los derechos preexistentes sobre los 
terrenos o bienes. No supondrán en ningún caso la cesión del dominio público, ni la asunción 
por la Administración de responsabilidad alguna respecto del titular de la autorización o 
terceros.

2. Las obras o instalaciones autorizadas se iniciarán y finalizarán dentro de los plazos 
que determine la propia autorización.

3. Las obras se ejecutarán según el proyecto presentado, en su caso, y las condiciones 
impuestas en la autorización, sin interrumpir ni dificultar la circulación por la carretera. Si se 
apreciaran por parte de la Consejería competente en materia de carreteras desviaciones 
respecto del proyecto o de las condiciones impuestas en la autorización, se podrán paralizar 
las obras hasta que se subsanen aquéllas, sin perjuicio de instruir el expediente sancionador 
que en su caso proceda.

4. El titular de la autorización deberá reponer, a su costa, los elementos de la carretera 
que resulten dañados por la ejecución de las obras, restituyéndolos a las condiciones 
anteriores de seguridad, funcionalidad y aspecto.

5. El otorgamiento de una autorización de aprovechamiento especial de la zona de 
dominio público comportará el abono del canon correspondiente previsto en el artículo 26 de 
esta Ley.

CAPÍTULO VII

Tramos de carretera en ámbito urbano

Artículo 50.  Definición de tramo urbano y régimen aplicable.

1. Se consideran tramos urbanos aquéllos de las carreteras de titularidad autonómica 
que discurran por suelo clasificado como urbano por el correspondiente instrumento de 
planeamiento urbanístico.

2. Los tramos urbanos de las carreteras se regirán por las disposiciones del presente 
capítulo y por las demás contenidas en esta Ley en lo que resulten de aplicación.

3. No tendrán la consideración de tramos urbanos las travesías a lo largo o en 
colindancia con los núcleos rurales, así definidos por el correspondiente planeamiento 
urbanístico, independientemente del grado de consolidación edificatoria y de dotación de 
servicios en sus márgenes. A estos tramos se les aplicará el régimen previsto en el capítulo 
IV, con las particularidades allí contempladas para dichos núcleos rurales.

Artículo 51.  Alteración de la funcionalidad y cambio de titularidad de las carreteras en 
ámbito urbano.

1. La ejecución de variantes de población en la Red de Carreteras del Estado podrá 
generar la transferencia de titularidad a los Ayuntamientos afectados, o bien al Principado de 
Asturias si el tramo sustituido conecta itinerarios de carreteras autonómicas de categoría 
regional o comarcal.

2. Las carreteras de la Red del Principado de Asturias o tramos determinados de ellas, 
se podrán traspasar a los Ayuntamientos respectivos en el momento en que adquieran la 
condición de vías urbanas.
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A los efectos de esta Ley, se considera que una carretera autonómica o un tramo 
determinado de ella adquieren la condición de vía urbana si se cumplen las tres condiciones 
siguientes:

a) Que discurra por suelo clasificado mayoritariamente como urbano.
b) Que el tráfico de la carretera sea principalmente urbano
c) Que exista una alternativa viaria que mantenga la continuidad de la red y que 

proporcione un mejor nivel de servicio para la circulación de vehículos.

3. En sentido inverso al apartado anterior, se podrán transferir al Principado de Asturias 
tramos de vías urbanas municipales si, mediante el planeamiento viario o la ejecución de 
determinadas obras, elevan su funcionalidad viaria dentro del esquema general de la red de 
carreteras en ámbito urbano correspondiente a un determinado territorio.

4. El procedimiento de transferencia de titularidad de tramos de carreteras en ámbito 
urbano será el mismo que para cualquier tramo de carreteras, que se regula en el capítulo IX 
de la presente Ley.

Artículo 52.  Conservación y explotación.

La conservación y explotación de todo tramo de carretera de titularidad autonómica que 
discurra por suelo urbano corresponde a la Consejería competente en materia de carreteras. 
No obstante, dicha Consejería y las Corporaciones Locales respectivas podrán convenir lo 
que estimen procedente en orden a la mejor conservación, funcionalidad y ornato de tales 
vías.

Artículo 53.  Autorizaciones.

1. La autorización de toda clase de obras y actividades a realizar dentro de la plataforma 
de la carretera en los tramos urbanos corresponde a la Consejería competente en materia de 
carreteras. Para responder de los daños y perjuicios que se puedan ocasionar a la carretera 
con motivo de las obras o actividades a realizar, se podrá exigir el depósito de una fianza por 
parte de los peticionarios, fijándose su cuantía en base al daño o perjuicio potenciales 
estimados por la Administración.

2. Las autorizaciones o licencias para realizar obras o actividades en la zona de dominio 
público de los tramos urbanos, exceptuando las que se hayan de realizar dentro de la 
plataforma de la carretera, corresponde otorgarlas a los Ayuntamientos, previo informe 
vinculante de la Consejería competente en materia de carreteras, que habrá de versar sobre 
aspectos relativos a disposiciones de la presente Ley y, en particular, sobre las condiciones 
de seguridad y vialidad.

3. En las zonas de servidumbre y afección de los tramos urbanos de carreteras, las 
autorizaciones de usos y obras las otorgarán los Ayuntamientos. Si el planeamiento 
urbanístico general estuviese en proceso de revisión el Ayuntamiento correspondiente 
deberá recabar informe, con carácter previo, de la Consejería competente en materia de 
carreteras que habrá de versar sobre las disposiciones de esta Ley.

4. Las autorizaciones que otorguen los Ayuntamientos estarán sujetas a las exigencias y 
limitaciones contenidas en el Capítulo IV y en el artículo siguiente de esta Ley y comportan la 
responsabilidad de los mismos para sancionar las infracciones que puedan cometerse en los 
ámbitos afectados por sus competencias, sin perjuicio de las que le correspondiera ejercer 
en su caso al órgano titular de la vía.

Artículo 54.  Condiciones específicas para la autorización de determinados usos y obras en 
los tramos urbanos.

1. Edificios e instalaciones permanentes: Siempre que las alineaciones de las 
edificaciones estén fijadas en el correspondiente instrumento de planeamiento urbanístico, 
se deberán respetar dichas alineaciones, en cuyo caso no se requiere solicitar autorización 
de la Consejería competente en materia de carreteras.

2. Conducciones subterráneas para servicios públicos.
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a) En zonas de edificación consolidada en los márgenes de la carretera, o donde la 
alineación de la edificación esté fijada por el planeamiento urbanístico, las conducciones 
subterráneas discurrirán bajo las aceras.

b) Cuando la condición anterior sea técnicamente inviable, se podrá autorizar 
excepcionalmente la instalación de la conducción bajo la calzada con las debidas 
condiciones de seguridad y estanqueidad.

c) En zonas de edificación no consolidada, se determinará en cada caso la solución más 
idónea.

3. Publicidad: Es autorizable en los tramos urbanos de carreteras. Los carteles se 
adecuarán a la tipología interurbana o a la urbana, según la funcionalidad predominante en 
el tramo viario, que en cada caso determinará la Consejería competente en materia de 
carreteras.

Artículo 55.  Utilización.

1. La utilización de las carreteras en sus tramos urbanos se ajustará además de a lo 
dispuesto en el capítulo IV de esta Ley, a lo establecido en la legislación sobre Tráfico, 
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, y a la correspondiente normativa local.

2. Las prohibiciones y limitaciones de la circulación en los tramos urbanos de las 
carreteras autonómicas se establecerán previo informe de la Consejería competente en 
materia de carreteras, que tendrá carácter vinculante, en lo que afecte a sus competencias.

CAPÍTULO VIII

Infracciones, sanciones y medidas cautelares

Artículo 56.  Potestad sancionadora.

1. La Consejería competente en materia de carreteras inspeccionará el ejercicio y 
desarrollo de las actividades sometidas a la presente Ley y ejercerá la potestad 
sancionadora en los términos en ella establecidos.

2. Constituye infracción en materia de carreteras, generadora de responsabilidad, toda 
acción u omisión que vulnere lo establecido en la presente Ley. Las infracciones se clasifican 
en:

a) Infracciones muy graves
b) Infracciones graves
c) Infracciones leves

3. Son infracciones muy graves.

a) El deterioro, sustracción o destrucción de cualquier elemento de la carretera 
directamente relacionado con la ordenación, orientación y seguridad de la circulación, o la 
modificación intencionada de sus características o situación, cuando se impida que el 
elemento de que se trate siga cumpliendo sus funciones.

b) La destrucción, deterioro, alteración o modificación de cualquier obra o instalación de 
la carretera o de los elementos funcionales de la misma, cuando las actuaciones afecten a la 
calzada, arcenes o sistema de drenaje de la carretera.

c) El establecimiento, en las zonas de protección de la carretera, de instalaciones de 
cualquier naturaleza o la realización de alguna actividad que resulte peligrosa, incómoda o 
insalubre para la propia carretera o para los usuarios de la misma, sin adoptar las medidas 
pertinentes para evitarlo.

d) El daño o deterioro de la carretera o sus elementos funcionales ocasionado al circular 
con pesos, cargas o dimensiones que excedan de los límites autorizados.

e) El establecimiento de cualquier clase de publicidad visible desde la plataforma de la 
carretera.

4. Son infracciones graves:

a) La realización de obras, instalaciones o actuaciones no permitidas en las zonas de 
dominio público, servidumbre o afección de la carretera, llevadas a cabo sin las 
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autorizaciones requeridas, o el incumplimiento de alguna de las prescripciones impuestas en 
las autorizaciones otorgadas, cuando no fuera posible su legalización posterior.

b) La ocupación de la zona de dominio público mediante materiales u objetos de 
cualquier naturaleza y el depósito o abandono de los mismos en dicha zona, cuando 
repercuta negativamente en la seguridad vial.

c) La realización, en la explanación o en la zona de dominio público, de plantaciones o 
cambios de uso no permitidos, o sin la pertinente autorización, o sin atenerse a las 
condiciones de la autorización otorgada, cuando repercuta negativamente en la seguridad 
vial.

d) El deterioro, sustracción o destrucción de cualquier elemento de la carretera 
directamente relacionado con la ordenación, orientación y seguridad de la circulación, o la 
modificación intencionada de sus características o situación.

e) La destrucción, deterioro, alteración o modificación de cualquier obra o instalación de 
la carretera o de los elementos funcionales de la misma.

f) La colocación o vertido de objetos o materiales de cualquier naturaleza que afecten a 
la plataforma de la carretera.

g) La realización en la explanación de la carretera o en la zona de dominio público de 
cruces aéreos o subterráneos no permitidos, o sin la pertinente autorización, o sin atenerse a 
las condiciones de la autorización otorgada.

h) La colocación de carteles informativos en las zonas de dominio público, servidumbre o 
afección sin la correspondiente autorización.

5. Son infracciones leves

a) La realización de obras, instalaciones o actuaciones en las zonas de dominio público, 
servidumbre o afección de la carretera, llevadas a cabo sin las autorizaciones requeridas, o 
el incumplimiento de alguna de las prescripciones impuestas en las autorizaciones 
otorgadas, cuando puedan ser objeto de legalización posterior.

b) La ocupación de la zona de dominio público mediante materiales u objetos de 
cualquier naturaleza y el depósito o abandono de los mismos en dicha zona, sin que 
repercutan negativamente en la seguridad vial.

c) La realización, en la explanación o en la zona de dominio público, de plantaciones o 
cambios de uso no permitidos o sin la pertinente autorización, o sin atenerse a las 
condiciones de la autorización otorgada, cuando no repercuta negativamente en la seguridad 
vial.

Artículo 57.  Sujetos responsables.

1. Serán responsables de la infracción las personas físicas o jurídicas públicas o 
privadas siguientes:

a) En el supuesto de incumplimiento de las condiciones de una concesión o autorización 
administrativa, el titular de ésta.

b) En las infracciones previstas en los apartados 3 e) y 4 h) del artículo 56 el titular del 
cartel informativo o instalación publicitaria, el anunciante y subsidiariamente el propietario del 
terreno.

c) Las que directamente realicen la actividad infractora o las que ordenen dicha actividad 
cuando el ejecutor tenga con aquellas una relación laboral, estatutaria o cualquier otra de 
hecho o de derecho, siempre que se demuestre su dependencia del ordenante

d) Con carácter subsidiario las personas que, de acuerdo con los estatutos o escritura 
social, sean titulares promotores o explotadores de la actividad o proyecto del que se derive 
la infracción.

2. Cuando no sea posible determinar el grado de participación de las distintas personas 
que hubiesen intervenido en la realización de una infracción, o cuando sea más de uno el 
sujeto responsable, la responsabilidad será solidaria.

Artículo 58.  Sanciones.

1. Las infracciones leves serán castigadas con multas de cuantía comprendida entre 
100,00 y 600,00 euros. Las infracciones graves con multas de cuantía comprendida entre 
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601,00 y 6.000,00 euros. Las infracciones muy graves con multas de cuantía comprendida 
entre 6.001,00 y 60.000,00 euros.

2. El importe de las multas podrá incrementarse hasta llegar al duplo del beneficio 
ilícitamente percibido en caso de que concurra éste.

3. Para precisar el grado correspondiente de la multa a imponer se tendrán en cuenta la 
reincidencia, el grado de intencionalidad del infractor, su contenido lucrativo, sus 
repercusiones sobre la conservación de los recursos, la importancia de los daños y perjuicios 
causados al dominio público, instalaciones y elementos funcionales de las carreteras, el 
riesgo creado a los usuarios de las mismas, y la posibilidad de reparación de la realidad 
física afectada

4. Si el infractor reconoce su responsabilidad y procede al pago voluntario de la sanción 
propuesta antes de finalizar el plazo para formular alegaciones a la propuesta de resolución, 
en la resolución que se adopte se aplicará una reducción del 25 por ciento sobre el importe 
de la sanción pecuniaria propuesta

Artículo 59.  Medidas cautelares.

1. La Consejería competente en materia de carreteras podrá, como medida cautelar, 
ordenar la paralización de las obras y la supresión de los usos y actividades no autorizados o 
que no se ajusten a las condiciones establecidas en la autorización, cuando afecten a 
carreteras autonómicas. Para asegurar la efectividad de esta medida, se podrá acordar el 
precinto de las instalaciones y la retirada de los materiales y la maquinaria que se utilicen en 
las obras.

2. En el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de la orden de 
paralización, el interesado deberá solicitar la autorización pertinente o, en su caso, ajustar 
las obras a la autorización concedida.

Artículo 60.  Obligación de restitución y reparación de los daños.

1. Sin perjuicio de la sanción administrativa o penal que se impusiere, la persona o 
personas responsables de los daños y perjuicios ocasionados estarán obligadas a restituir y 
reponer las cosas a su estado anterior y a la indemnización de los daños irreparables y 
perjuicios ocasionados, en el plazo y por la cuantía que se determinen en la correspondiente 
resolución, previa audiencia del interesado. En caso de incumplimiento del plazo concedido, 
la Administración podrá proceder a la ejecución subsidiaria de las obras y trabajos 
necesarios a costa de quien los hubiere ocasionado.

2. En el caso de que se considerara urgente la reparación del daño, la Consejería 
competente en materia de carreteras acometerá los trabajos de forma inmediata, girando 
seguidamente liquidación detallada del gasto al responsable del daño, para su abono en el 
plazo de quince días.

3. Si las indemnizaciones por daños no se hubieran fijado en la resolución del 
procedimiento sancionador, se tramitarán en procedimiento aparte, con audiencia del 
infractor.

Artículo 61.  Infracciones en el dominio público.

1. Quienes realicen en el dominio público actuaciones que, aunque no produzcan daños 
materiales, perjudiquen a la circulación o no se puedan autorizar con arreglo a la presente 
Ley, vendrán obligados a restituir las cosas a su estado primitivo en el plazo que al efecto se 
les conceda, procediéndose, en caso de no hacerlo, a la ejecución subsidiaria.

Si las actuaciones citadas constituyesen un obstáculo peligroso para la circulación, la 
Consejería competente en materia de carreteras procederá a suprimir dicho obstáculo de 
forma inmediata, exigiendo seguidamente al causante el pago del importe derivado de la 
restitución a su estado originario.

2. Si se trata del establecimiento de algún acceso realizado sin autorización o sin 
ajustarse a sus condiciones, la Consejería competente en materia de carreteras impedirá su 
uso de forma inmediata, debiendo el infractor restituir las cosas a su estado primitivo o 
cumplir las condiciones de la autorización en el plazo que a tal efecto se señale.
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Si dichas actuaciones no se hubiesen llevado a cabo en el plazo fijado, la Consejería 
competente en materia de carreteras procederá a la ejecución subsidiaria, girando 
seguidamente liquidación del gasto al causante.

Artículo 62.  Multas coercitivas.

1. Con independencia de las multas previstas en el artículo 58, los órganos 
sancionadores, una vez transcurridos los plazos señalados en el requerimiento 
correspondiente, podrán acordar la inmediata demolición de las obras ejecutadas, o la 
restitución de los bienes afectados a su estado primitivo, cuando la actividad realizada no 
fuese susceptible de autorización conforme a las disposiciones de esta Ley. A tal fin, sin 
perjuicio de hacer uso de la facultad de ejecución subsidiaria, podrá, a fin de lograr la 
ejecución directa por el infractor, imponer multas coercitivas, conforme a lo establecido en la 
legislación sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en la legislación autonómica y en la normativa local.

2. La cuantía de cada una de las multas no superará el diez por ciento del presupuesto 
de la obra y, en su conjunto, el valor total de la misma.

Artículo 63.  Procedimiento sancionador.

El procedimiento sancionador se tramitará conforme a lo dispuesto en la legislación 
sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, disposiciones de desarrollo y normativa autonómica aplicable.

Artículo 64.  Prescripción.

1. El plazo de prescripción de las infracciones a que se refiere el artículo 56 de esta Ley 
será de cuatro años para las graves y muy graves, y de un año para las faltas leves.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que 
la infracción se hubiere cometido.

En el caso de infracciones de tracto continuo comenzara a contarse desde el momento 
en que hubieren concluido los actos constitutivos de la misma o hubieran sido autorizados.

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, reanudándose el plazo si el expediente sancionador se 
paralizara por tiempo superior a un mes por causa no imputable al presunto responsable.

4. Cuando los hechos constitutivos de la infracción pudieran ser calificados como delito o 
falta, se interrumpirá el plazo de prescripción previsto en tanto sea sustanciado el 
procedimiento penal.

5. Las sanciones por faltas muy graves y graves prescriben a los cuatro años, las de las 
faltas leves prescriben al año.

6. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

7. Interrumpirá la prescripción de las sanciones la iniciación, con conocimiento del 
interesado, del procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está 
paralizado durante más de un mes por causa no imputable al infractor.

Artículo 65.  Competencia.

1. La imposición de sanciones por infracciones leves corresponderá al Director General 
de Carreteras.

2. La imposición de sanciones por infracciones graves o muy graves cuya cuantía no 
exceda de 30.000,00 euros y la imposición de multas coercitivas cualquiera que sea su 
cuantía corresponderá al Consejero competente en materia de carreteras.

3. La imposición de sanciones por infracciones muy graves cuya cuantía sobrepase los 
30.000,00 euros corresponderá al Consejo de Gobierno.

4. Cuando el expediente sancionador se origine por denuncia, la ratificación del personal 
que tenga encomendadas las funciones de vigilancia, que tendrán la consideración de 
agentes de la autoridad, harán fe salvo prueba en contrario.

5. En las carreteras de titularidad municipal, la iniciación y tramitación del procedimiento 
sancionador y la imposición de sanciones y la adopción de las medidas necesarias en el 
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caso de usos y actividades no autorizadas o que no se ajusten a las condiciones de la 
autorización, corresponde a los órganos municipales competentes, con arreglo a lo 
establecido en esta Ley y conforme a la legislación sobre régimen local.

CAPÍTULO IX

Cambios de titularidad de las carreteras

Artículo 66.  Condiciones generales.

1. El cambio de titularidad de una carretera entre el Estado y el Principado de Asturias o 
entre éste y un Concejo se hará de mutuo acuerdo.

2. La representación del Principado de Asturias a efectos de cambio de titularidad de 
carreteras corresponde al Consejero competente en materia de carreteras.

3. El Consejero competente en materia de carreteras elevará propuesta de acuerdo de 
aprobación del cambio de titularidad al Consejo de Gobierno, con la consiguiente 
modificación de la Red de Carreteras del Principado de Asturias.

4. El cambio de titularidad se formalizará mediante acta de entrega suscrita por las 
Administraciones interesadas, en la que se definirán con precisión los límites del tramo 
afectado, las características del mismo y los bienes anejos.

Artículo 67.  Cesión de carreteras a los Concejos.

1. Las carreteras del Principado de Asturias incluidas en la red local de segundo orden 
podrán ser cedidas en su integridad al Concejo respectivo, sometiéndose a los siguientes 
trámites:

a) Solicitud de la cesión mediante acuerdo del órgano municipal competente, adoptado 
con los requisitos exigidos por la legislación de régimen local.

b) Aprobación de la cesión por el Consejo de Gobierno.

2. Con los requisitos establecidos en el apartado anterior, también podrán ser objeto de 
cesión a los Concejos los tramos urbanos o travesías de población comprendidos en 
carreteras del Principado de Asturias incluidas en las redes regional, comarcal o local, 
siempre que adquieran la condición de vías urbanas. A estos efectos, se considera que se 
adquiere tal condición cuando el tramo correspondiente cumpla los requisitos establecidos 
en el artículo 51 de esta Ley.

Disposición adicional primera.  Actualización de la cuantía de las sanciones.

El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, mediante Decreto, podrá actualizar 
la cuantía de las sanciones a que se refiere la presente Ley, atendiendo a la variación que 
experimente el índice de precios al consumo.

Disposición adicional segunda.  Retirada de publicidad.

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, será retirada toda clase de 
publicidad visible desde la plataforma de la carretera salvo las situadas en los tramos 
urbanos que resulten autorizables. Esta retirada de la publicidad no dará lugar a 
indemnización alguna para los afectados.

Disposición adicional tercera.  Silencio administrativo en procedimientos iniciados a 
solicitud del interesado.

A efectos de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 43 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento 
administrativo común, sin perjuicio de la obligación de la Administración de dictar resolución 
expresa, los interesados podrán entender desestimadas sus solicitudes por silencio 
administrativo en los procedimientos de autorización previstos en esta Ley, si al vencimiento 
del plazo máximo establecido en cada caso no les ha sido notificada resolución expresa.
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Disposición adicional cuarta.  Anexo.

Además de las definiciones contenidas en el articulado de esta Ley, se tendrán en 
cuenta las establecidas en el Anexo de la misma.

Disposición adicional quinta.  Utilización en la obra pública de materiales reciclados.

En la tramitación administrativa y ejecución de las obras que se lleven a cabo en el 
ámbito de esta Ley, se favorecerá la utilización de materiales y productos reciclados, tales 
como residuos de demolición y construcción, compost u otros, que puedan utilizarse en la 
ejecución y restauración de las carreteras.

Disposición transitoria.  Procedimientos en trámite.

Las disposiciones de la presente Ley serán de aplicación a los procedimientos 
administrativos que se encuentran en trámite en el momento de su entrada en vigor, salvo 
que resultaran restrictivas de los derechos de los particulares.

Disposición derogatoria.  
Queda derogada la Ley del Principado de Asturias 13/1986, de 28 de noviembre, de 

Ordenación y Defensa de las Carreteras, así como el artículo 4 de la Ley 15/2002, de 27 de 
diciembre, de medidas presupuestarias, administrativas y fiscales de acompañamiento a los 
Presupuestos Generales para 2003, y el artículo 2 de la Ley del Principado de Asturias 
7/2005, de 29 de diciembre, de medidas presupuestarias, administrativas y tributarias de 
acompañamiento a los Presupuestos Generales para 2006, y cuantas disposiciones de igual 
o inferior rango se opongan a la presente Ley.

Disposición final.  
Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones resulten necesarias 

en desarrollo y ejecución de la presente Ley.

ANEXO
De conformidad con la disposición adicional cuarta de la presente Ley, se entiende a los 

efectos de la misma por:

Acera: Franja longitudinal de la carretera, generalmente elevada respecto al pavimento 
de la misma y con solado de baldosas u hormigón, destinada al tránsito de peatones.

Arista exterior de la calzada. Borde exterior de la parte de la carretera destinada a la 
circulación de vehículos en general. Está señalizada normalmente por medio de una marca 
vial longitudinal continua, excepto en las autovías que es discontinua.

Arista exterior de la explanación: Intersección del talud del desmonte o del terraplén, o 
en su caso, de los muros de contención o de sostenimiento colindantes, con el terreno 
natural. En los casos especiales de puentes, viaductos, túneles, estructuras u otros 
similares, se podrá fijar como arista exterior de la explanación la línea de proyección vertical 
del borde de la infraestructura sobre el terreno. En los tramos urbanos dotados de aceras, la 
arista exterior de la explanación es el borde exterior de la acera visto desde la calzada.

Calzada: Parte de la carretera destinada a la circulación de vehículos. Se compone de 
uno o más carriles. El arcén, como franja longitudinal contigua a la calzada, pero no 
destinada a la circulación de vehículos automóviles, no forma parte de la misma.

Camino de servicio: El construido como elemento auxiliar o complementario de las 
actividades específicas de sus titulares.

Camino rural: Vía de comunicación que de modo prioritario cubre las necesidades de 
tráfico generado en las áreas rurales bien dando servicio a los núcleos de población o a los 
predios agrícolas o forestales.
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Carril: Franja longitudinal en que puede estar dividida la calzada, delimitada o no por 
marcas viales longitudinales, y con anchura suficiente para la circulación de una fila de 
automóviles que no sean motocicletas.

Cerramiento de predios:

Muros de cierre: Obras de fábrica de cualquier clase, de estructura opaca, destinadas al 
cerramiento.

Muretes de piedra, de celosía y mixtos: Obras destinadas al cerramiento cuya altura de 
su estructura opaca es inferior a 50 cm. y su altura total inferior a 2 metros.

Pantalla vegetal: Cierres de seto vivo desde el terreno, o bien combinación de elementos 
vegetales con repié de altura visible inferior a 20 cm.

Pantalla no rígida: Cierres de material opaco y no rígido, sustentado por postes ligeros 
con repiés de altura visible inferior a 20 cm. y altura total inferior a 2 m.

Cierre diáfano: Cierre de malla de alambre, sustentada por elementos verticales ligeros 
con repiés individuales de altura visible inferior a 20 cm.

Cuneta: Zanja, a uno o a ambos lados de la carretera, destinada a canalizar las aguas de 
lluvia, que puede asentarse en el terreno natural o estar revestida de algún material.

Desmonte: Parte de la explanación situada bajo el terreno original.

Edificaciones e instalaciones permanentes:

Construcción: Obra de nueva planta sobre solares existentes.
Demolición: Derribo total de edificaciones preexistentes, normalmente en estado de 

ruina.
Reconstrucción: Levantamiento de un edificio de nueva planta sobre edificio o instalación 

anterior en estado no habitable ni susceptible de albergar actividades, sin conservar 
necesariamente el volumen original construido.

Ampliación: Incremento del volumen total construido desde un estado previo habitable o 
susceptible de albergar actividades.

Rehabilitación estructural: Consolidación de edificios preexistentes, deteriorados pero en 
estado no ruinoso, habitados o no, en orden a afianzar sus elementos resistentes, a reformar 
profundamente su estructura interior o a ambas cosas. No producirá ampliación de volumen, 
o ésta se reducirá al mínimo necesario para la consolidación de su estructura.

Reforma interior: Obras de redistribución interna de edificios habitables o instalaciones 
susceptibles de albergar actividades, sin ampliación de volumen.

Conservación y ornato exterior: Obras menores destinadas al mantenimiento ordinario de 
edificios habitables e instalaciones susceptibles de albergar actividades, tales como 
reparación de tejados, cambio de ventanas, enfoscado y pintura exterior, u otras de 
naturaleza análoga.

Ensanche de plataforma: Obra de mejora de una carretera que amplía su sección 
transversal, de manera que se aproveche parte de la plataforma existente.

Explanación: Zona de terreno realmente ocupada por la carretera, en la que se ha 
modificado el terreno original.

Gálibo: Altura que ha de permanecer libre, medida en sentido vertical, desde la rasante 
de la calzada hasta el obstáculo de cualquier tipo que se oponga a la circulación por la 
carretera.

Núcleo rural: Asentamiento consolidado de población definido en la legislación 
urbanística y territorial, originariamente de carácter rural y tradicional en suelo no 
urbanizable, que por sus características, funcionalidad, morfología y forma de implantación 
sobre el territorio no es susceptible de considerarlo como urbano, aunque disponga de 
servicios propios de los núcleos urbanos.

Plataforma: Zona de la carretera destinada al uso de los vehículos, formada por la 
calzada, los arcenes y las bermas afirmadas.

Terraplén: Parte de la explanación situada sobre el terreno original.
Vía de servicio: Camino sensiblemente paralelo a una carretera, respecto de la cual tiene 

carácter secundario, conectado a ésta solamente en algunos puntos, y que sirve a las 
propiedades o edificios contiguos.
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§ 31

Ley 1/2002, de 11 de marzo, del Consorcio de Transportes de 
Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 69, de 23 de marzo de 2002

«BOE» núm. 98, de 24 de abril de 2002
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2002-7771

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Consorcio 
de Transportes de Asturias.

PREÁMBULO

El área central de Asturias conforma una aglomeración urbana discontinua o multipolar 
en la que se concentra la mayor parte de la población y el empleo regional, manteniendo 
relaciones funcionales de trabajo, estudio, suministros y consumos que se manifiestan en 
intensos flujos de demanda de transporte producidos por una movilidad recurrente, 
asemejándose a los propios de un área metropolitana funcional. Otros Concejos limítrofes, 
de menor tamaño, mantienen relaciones de dependencia similares, menos intensas en 
volumen pero igual de constantes y relevantes porcentualmente.

La superposición de competencias y responsabilidades en materia de transportes de las 
diversas instituciones está en el origen de las numerosas disfunciones de un sistema que, si 
puede resultar racional al analizar separadamente cada una de sus partes, no lo es al 
tratarlas conjuntamente. La diversidad de entes titulares de los servicios ferroviarios y de 
autobuses, de la gestión del tráfico y del aparcamiento, amparada por la legislación actual, 
deriva en una marcada separación entre el tratamiento de los transportes y la movilidad a 
que deben servir, en el interior de los cascos urbanos de las poblaciones y los que exceden 
este ámbito al desarrollarse en relaciones periurbanas e interurbanas.

Consecuencia de cuanto se ha expuesto es una sensible falta de coordinación en los 
transportes que operan en el área central de Asturias, que se constata a todos los niveles: 
Desde la propia concepción de las redes de infraestructuras y sus prácticas de gestión, la 
carencia de correspondencias intermodales adecuadas, la superposición de ofertas 
multimodales que no constituyen alternativa de opciones dirigidas a diferentes tipos de 
usuarios, la presencia de ofertas diferenciadas para zonas que requerirían niveles de 
servicio armónicos, hasta el marco tarifario, compuesto por un conjunto de elementos 
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aislados, diferentes en su concepto, en sus características técnicas de aplicación y en las 
repercusiones sobre los usuarios.

Esta situación se hace notar, en primer lugar, sobre los viajeros, que han optado por el 
uso intensivo del vehículo privado y, en segundo, sobre los costes de todo orden del 
sistema. Ciertamente, los primeros sufren molestias en sus viajes y transbordos y soportan 
costes diferenciados en función de su localidad espacial, según dispongan de uno u otro 
modo de transporte o según los criterios de explotación de las Administraciones respectivas. 
Por otra parte, el conjunto de redes y servicios que discurren por ellas, no concebidos como 
un sistema, determinan sobrecostes de explotación, pero también mayor consumo 
energético y contaminación, mayores niveles de ruido y accidentes.

El interés de la colectividad y el de los usuarios de los transportes públicos del área 
central demanda, para el buen funcionamiento de esta área metropolitana, la ordenación 
técnica, administrativa y reglamentaria de los mismos. No basta con la voluntad de 
coordinación de las empresas administradoras y las Administraciones implicadas ; es 
necesario un nuevo marco elaborado a partir de la concepción del transporte como sistema, 
donde cada modo y cada medio jueguen el papel más adecuado a las necesidades del 
territorio, en cuanto a asentamiento de actividades económicas y de población.

Esta concepción sistemática unitaria, por más que se conforme a partir de la diversidad, 
aconseja un diseño y una planificación, y en parte una gestión, integradas, para lo cual es 
preciso crear un órgano con la autoridad, representatividad y capacidad técnica suficiente 
para ejercer las funciones de coordinación y control, la planificación de infraestructuras y 
servicios, el establecimiento de un marco tarifario común, con sus correspondientes títulos 
de transporte, y las compensaciones económicas entre los diferentes operadores, que 
garanticen el equilibrio financiero del sistema.

Para ello, en ejercicio de la competencia exclusiva del Principado de Asturias en materia 
de organización de sus instituciones de autogobierno y transportes, a tenor de lo dispuesto 
en el artículo 10.1.1 y 5 del Estatuto de Autonomía, procede crear un ente que articule la 
cooperación y participación de las instituciones afectadas en la ordenación conjunta del 
sistema, bajo la fórmula de Consorcio ya asentada en otras Comunidades, familiar a los 
ciudadanos, profesionales y usuarios del transporte, en la que se depositen las 
competencias dispersas de las entidades político-administrativas afectadas, reclamando 
también la presencia de la Administración del Estado, tanto en su papel titular de importantes 
infraestructuras y servicios de transporte como de cofinanciador de las actividades 
desarrolladas por las organizaciones de este tipo que operan en España y con presencia 
activa de los operadores del sector. El Consorcio es resultado de la voluntad manifestada en 
el seno del grupo de trabajo creado a tal fin en virtud de Protocolo de colaboración suscrito 
entre los Ayuntamientos de Oviedo, Gijón, Avilés, Mieres y Langreo, los operadores de 
transporte y el Principado de Asturias, y al que se han sumado las centrales sindicales más 
representativas del sector en Asturias.

El Consorcio de Transportes de Asturias, que nace en el área central de Asturias abierto 
a la progresiva incorporación de otros Concejos, se constituye, para la coordinación y 
gestión de los transportes, con personalidad jurídica y patrimonio propios, como ente 
instrumental para desarrollar políticas concertadas de ordenación del transporte de viajeros, 
no sólo, pues, como órgano sectorial cuyos fines se dirijan hacia la mera coordinación 
técnica de los modos existentes, con la misión de articular un sistema de transportes más 
eficiente y, al propio tiempo, de apoyar la ordenación territorial, minimizar los gastos globales 
del transporte, incluidos los costes externos, y reducir el uso de transporte privado en 
beneficio de la demanda de transporte colectivo, contribuyendo así a la mejora del medio 
ambiente y a un uso más racional y eficiente de las ya saturadas infraestructuras viarias del 
centro de Asturias.
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CAPÍTULO I

El Consorcio de Transportes de Asturias

Artículo 1.  Naturaleza jurídica y ámbito territorial.

1. El Consorcio de Transportes de Asturias es el ente público con personalidad jurídica, 
patrimonio y tesorería propios, mediante el que se articula la cooperación y participación del 
Principado de Asturias, los Concejos que voluntariamente se integren y, en su caso, si así lo 
decide, la Administración General del Estado, en la gestión conjunta del servicio de 
transporte público de viajeros.

Los Concejos que deseen integrarse en el mismo habrán de manifestarlo mediante 
acuerdo del Pleno, con conocimiento expreso de las obligaciones que contraen.

El acuerdo deberá publicarse en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias».
2. El Consorcio tendrá la naturaleza de ente público del Principado de Asturias, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 4 del Texto Refundido del Régimen Económico y 
Presupuestario, aprobado por el Decreto Legislativo del Principado de Asturias 2/1998, de 25 
de junio, adscrito a la Consejería competente en materia de transportes.

3. La gestión y prestación de servicios se llevará a cabo mediante las empresas públicas 
municipales o supramunicipales actualmente existentes o que puedan crearse en el futuro, 
así como mediante empresas privadas, en los términos previstos en la presente Ley.

4. El ámbito territorial de actuación del Consorcio será el de los Concejos que en él se 
integren.

Artículo 2.  Régimen jurídico.

1. El Consorcio de Transportes de Asturias se rige por el Derecho Privado, excepto en 
los aspectos que, conforme a esta Ley y a los Estatutos que en su desarrollo se aprueben, 
se rijan por el Derecho Administrativo.

2. Se regirán por normas de Derecho Público, en particular:

a) El proceso de formación de voluntad de sus órganos, conforme a la legislación de 
régimen jurídico y procedimiento administrativo.

b) El régimen jurídico de la contratación en los términos señalados en la legislación de 
contratos de las Administraciones Públicas.

c) El ejercicio de aquellas potestades administrativas que se le atribuyan.

3. La revisión en vía administrativa de los actos del Consorcio sujetos al Derecho 
Administrativo se regirá por lo establecido en legislación del régimen jurídico de la 
Administración del Principado de Asturias.

Artículo 3.  Fines.

Son fines del Consorcio la coordinación de los servicios, redes y tarifas, y la puesta a 
disposición del usuario de una mayor oferta, cualitativa y cuantitativa, con el fin último de 
potenciar y estimular el uso del transporte colectivo.

Artículo 4.  Competencias y funciones.

1. El Consorcio ejercerá sobre el transporte público regular colectivo de viajeros, que 
circule por toda clase de vías, cualquiera que sea la titularidad de éstas, las siguientes 
competencias:

a) Las que corresponden o le sean transferidas o delegadas al Principado de Asturias.
b) Las que corresponden a los Concejos que se hayan integrado.

2. El Consorcio realizará, en el marco de las competencias definidas en el apartado 
anterior, las siguientes funciones:

a) La propuesta de planificación de las infraestructuras de transporte público de viajeros, 
de las directrices a seguir y de la programación de las inversiones, así como el informe de 
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los correspondientes proyectos a fin de verificar el cumplimiento de los objetivos de 
planificación.

b) El asesoramiento en la elaboración de las directrices de ordenación del territorio y de 
los planes generales de ordenación urbana u otros instrumentos de planeamiento de los 
Concejos integrados, informando sobre su coherencia con la planificación del transporte y su 
mutua adecuación.

c) La planificación de los servicios y el establecimiento de programas de explotación 
coordinada para todas las empresas prestadoras de los mismos y la observación de la 
evolución de la movilidad, con especial atención a los desplazamientos realizados en 
vehículo privado.

d) La elaboración y aprobación de un marco tarifario común, dentro de una política de 
financiación que defina el grado de cobertura de los costes por ingresos de tarifas y la 
definición del sistema integrado de tarifas.

e) La tramitación y resolución de las autorizaciones y concesiones de su competencia.
f) La concertación, en su caso, de fórmulas de control económico con las empresas 

prestadoras de los servicios de transporte público en su ámbito territorial.
g) La inspección de los servicios de su competencia.
h) La recaudación de los ingresos de los títulos combinados que afecten a más de una 

empresa.
i) La realización de las compensaciones que proceden entre todo tipo de empresas, 

como consecuencia de los sistemas tarifarios combinados que se establezcan.
j) El control de los ingresos, gastos e inversiones de las empresas prestadoras de 

servicios a efecto de lo dispuesto en los dos apartados anteriores.
k) La publicidad, la información y las relaciones con los usuarios.
l) La elaboración y propuesta de planificación de su propia actividad en materia de 

transporte de viajeros.
m) La elaboración de propuestas de convenios con otras Comunidades Autónomas 

sobre materias relacionadas con el ámbito funcional del Consorcio.
n) La participación en la elaboración y seguimiento de los planes intermodales de 

transporte de viajeros de Asturias.
ñ) La emisión, dentro del primer semestre de cada año, de un informe sobre la situación 

del transporte público regular de viajeros en el Principado de Asturias, que remitirá al 
Consejo de Gobierno y, a través de éste, a la Junta General del Principado.

3. Además de las funciones relacionadas en el apartado 2 del presente artículo, el 
Consorcio podrá ejercer cualesquiera otras que se le atribuyan por el Consejo de Gobierno 
del Principado o por el órgano competente de las Administraciones consorciadas, siempre 
que sea aceptada por el Consorcio.

CAPÍTULO II

Órganos del consorcio

Artículo 5.  Órganos de gobierno.

1. El Consorcio estará integrado por los siguientes órganos de gobierno:

a) Junta general.
b) Consejo de Administración.
c) Presidencia.
d) Dirección General.

2. El Consejo de Administración podrá crear en su seno una Comisión Delegada para el 
ejercicio de aquellas funciones de dirección y administración que estime oportuno delegar, 
en los términos previstos en la presente Ley.

3. Existirá una Secretaría General, a la que corresponderá el desempeño de la 
Secretaría de los órganos colegiados de gobierno.
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Artículo 6.  La Junta General.

1. La Junta General estará integrada, además de por el Presidente del Consorcio, que lo 
será asimismo de ésta, por los siguientes miembros:

a) Un representante designado por el Consejo de Gobierno de entre la Administración 
del Principado de Asturias, que dispondrá de un número de votos igual al 50 por 100 de los 
habitantes de los Concejos integrados, según el último censo elaborado por el Instituto 
Nacional de Estadística.

b) Un representante de cada uno de los Concejos integrados designado por el órgano 
competente de éstos, que dispondrá de un número de votos igual al cincuenta por ciento de 
los habitantes del Concejo que represente, según el último censo elaborado por el Instituto 
Nacional de Estadística.

2. Los miembros del Consejo de Administración tendrán derecho a asistir a las reuniones 
de la Junta General con voz pero sin voto.

3. La Junta general se reunirá con carácter ordinario, una vez al año, y, con carácter 
extraordinario, cuando sea convocada por su Presidente por iniciativa propia o porque así lo 
soliciten quienes representen un tercio del total de votos.

4. Los acuerdos de la Junta General se adoptarán por mayoría simple, salvo en aquellas 
materias para las que se determine una mayoría cualificada.

Artículo 7.  Competencias de la Junta General.

Corresponde a la Junta General:

a) Aprobar la gestión del Consejo de Administración del Consorcio de Transportes de 
Asturias.

b) Aprobar la ampliación del número de miembros del Consejo de Administración.
c) Informar los planes intermodales de transporte de viajeros de Asturias.
d) Debatir los problemas generales de movilidad en el ámbito de actuación del Consorcio 

de Transportes de Asturias e impartir directrices al Consejo de Administración para orientar 
las soluciones más recomendables.

Artículo 8.  El Consejo de Administración.

1. El Consejo de Administración estará integrado por los siguientes miembros:

a) Once Vocales designados por el Consejo de Gobierno de entre la Administración del 
Principado de Asturias.

b) Un Vocal en representación de cada uno de los Concejos siguientes, si se integran en 
el Consorcio: Gijón, Oviedo, Avilés, Langreo, Mieres y Siero.

c) Dos Vocales en representación del resto de los Concejos integrados, a propuesta de 
la Federación Asturiana de Concejos.

d) Tres Vocales en representación de las empresas privadas operadoras de transporte, 
elegidos por las asociaciones de transporte de viajeros de mayor representación en Asturias.

e) Un Vocal en representación de la Federación Asturiana de Empresarios.
f) Dos Vocales en representación de los sindicatos con mayor implantación en el 

Principado de Asturias.
g) Un Vocal en representación de las asociaciones de consumidores y usuarios del 

Principado de Asturias.
h) Un Vocal en representación de la Confederación Asturiana de Asociaciones de 

Vecinos.

2. Los miembros del Consejo citados en el apartado 1 de este artículo, serán designados 
por el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, a propuesta de las respectivas 
entidades u organizaciones representadas.

3. Formarán parte del Consejo de Administración los Vocales en representación de la 
Administración del Estado designados por ésta, en el caso de que se dé el supuesto previsto 
en la disposición adicional de esta Ley.
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4. El Presidente, que lo será asimismo del Consorcio, será nombrado por el Consejo de 
Gobierno de entre los Vocales designados en representación del Principado de Asturias.

5. El Consejo de Administración nombrará un Vicepresidente del mismo, de entre los 
Vocales a los que se refiere la letra b) del número 1 del presente artículo.

Corresponde al Vicepresidente sustituir al Presidente en caso de vacante, ausencia o 
enfermedad.

6. Los acuerdos del Consejo se adoptarán por mayoría simple, salvo en aquellas 
materias para las que se determine una mayoría cualificada.

7. El Consejo de Administración se reunirá, con carácter ordinario, trimestralmente, y, 
extraordinariamente, cuando sea convocado por su Presidente a iniciativa propia o a 
solicitud de la mitad más uno de sus miembros.

Artículo 9.  Competencias del Consejo de Administración.

Corresponde al Consejo de Administración:

a) Aprobar el anteproyecto del presupuesto consolidado del Consorcio y de las empresas 
públicas de él dependientes. El presupuesto consolidado comprenderá, además de los 
extremos que exija la normativa presupuestaria, los gastos, los ingresos, el programa anual 
de inversiones y las competencias tarifarias.

b) Proponer el plan intermodal de transporte de viajeros de Asturias, previo informe de 
los Concejos, organismos y entidades a que afecte, elevarlo al Consejo de Gobierno del 
Principado de Asturias y a los Concejos afectados para su aprobación e incorporación a los 
programas de actuación en materia de infraestructuras.

c) Aprobar los esquemas de financiación del sistema de transporte y la estructura 
tarifaria de los servicios del Consorcio y de las empresas de él dependientes, así como 
elaborar las directrices de la política de transporte de viajeros, los planes relativos a los 
servicios y los objetivos de política tarifaria, en el ámbito de las competencias del Consorcio.

d) Asesorar a los órganos competentes en la elaboración de las Directrices de 
Ordenación del Territorio y de los planes generales de ordenación urbana u otros 
instrumentos de planeamiento de los Concejos integrados, informando sobre su coherencia 
con la planificación del transporte y su mutua adecuación.

e) Ejercer las potestades atribuidas al Consorcio en materia de tarifas.
f) Elaborar y aprobar, en su caso, las fórmulas de control económico y convenios a 

suscribir con empresas de transporte, salvo que por su naturaleza o por los compromisos 
económicos que impliquen, se requiera la aprobación ulterior de otro órgano del Principado 
de Asturias, conforme a las normas que éste dicte.

g) Aprobar los convenios de integración en el Consorcio de otras Administraciones 
Públicas y proponer, en su caso, al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias la 
ampliación del número de miembros del Consejo de Administración.

h) Acordar con las Administraciones Públicas competentes las compensaciones que 
procedan a favor del Consorcio.

i) Redactar el proyecto de Estatutos del Consorcio, así como la normativa derivada de 
los mismos y someterlos, a través de la Consejería competente, a la aprobación del Consejo 
de Gobierno del Principado de Asturias.

j) Resolver las autorizaciones y concesiones de competencia del Consorcio.
k) Aprobar la distribución de ingresos y compensaciones a las empresas, en el marco de 

las disponibilidades financieras, para lo que se tendrán en cuenta las aportaciones 
realizadas por cada una de las entidades consorciadas.

l) Conocer e informar los balances y cuentas de resultados de las empresas públicas 
dependientes del Consorcio.

m) Efectuar el seguimiento de la ejecución de los convenios y fórmulas de control 
económico adoptadas, recibiendo toda la información necesaria por parte de los operadores.

n) Nombrar y separar al Director general a propuesta del Presidente.
ñ) Nombrar y separar a los representantes del Consorcio en los Consejos de 

Administración de las empresas públicas de él dependientes.
o) Acordar la creación, en su caso, de la Comisión Delegada.
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p) Aprobar, a propuesta del Director general, la estructura orgánica, el nombramiento y 
cese de los titulares de los órganos de gestión del Consorcio, y la plantilla de personal de los 
servicios del Consorcio y ejercer respecto a éste las facultades que le otorguen los 
Estatutos.

q) Aprobar los gastos y autorizar los contratos que el Consorcio haya de suscribir en los 
términos recogidos en la presente Ley y en la legislación presupuestaria del Principado de 
Asturias.

r) Cuantas otras resulten necesarias para el ejercicio de las funciones del Consorcio y no 
estén encomendadas específicamente a otro órgano.

Artículo 10.  Competencias de la Presidencia.

Corresponde al Presidente del Consorcio:

a) Ostentar la representación del ente.
b) Decidir, sin perjuicio de la facultad de delegación, el ejercicio de toda clase de 

acciones legales en defensa de sus derechos e intereses legítimos, pudiendo conferir 
poderes de representación y defensa técnica a tales efectos. Del ejercicio de dichas 
acciones se dará cuenta al Consejo de Administración en la primera reunión que se celebre.

c) Convocar, presidir y fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de 
Administración, de la Comisión Delegada, y de la Junta General, ejerciendo las funciones 
inherentes a la presidencia de un órgano colegiado, decidiendo los empates con el voto de 
calidad.

d) Supervisar el funcionamiento de los órganos de gestión del Consorcio.
e) Proponer al Consejo de Administración el nombramiento y cese del Director general 

del Consorcio.
f) Ordenar pagos con cargo a los presupuestos del Consorcio.
g) Ejercer las competencias que le delegue el Consejo de Administración.
h) Las demás competencias que le atribuyan los Estatutos del Consorcio y las restantes 

normas, legales o reglamentarias, del Principado de Asturias.

Artículo 11.  Competencias del Director general.

1. Corresponde al Director general:

a) Dirigir los servicios del Consorcio, bajo la autoridad y supervisión del Consejo de 
Administración y del Presidente.

b) Gestionar las relaciones con las empresas prestadoras de los servicios de transporte, 
así como con los órganos ejecutivos de las Administraciones Públicas competentes en el 
ámbito de actuación del Consorcio y con las organizaciones sindicales, los usuarios y sus 
asociaciones.

c) Ejercer la dirección inmediata del personal y la organización interna e inspección de 
sus servicios.

d) Proponer al Consejo de Administración la estructura orgánica y la plantilla de 
personal, así como el nombramiento y cese de los titulares de los órganos de gestión.

e) Ejercer la representación del Consorcio ante los órganos administrativos y 
jurisdiccionales y decidir el ejercicio de toda clase de acciones en defensa de los derechos y 
legítimos intereses del ente, confiriendo los poderes necesarios a estos efectos, cuando le 
sean delegadas estas facultades por el Presidente. Del ejercicio de dichas acciones se dará 
cuenta al Consejo de Administración en la primera reunión que celebre.

f) Autorizar gastos en los términos previstos en la presente Ley y en la legislación 
presupuestaria del Principado de Asturias, así como celebrar contratos en nombre y 
representación del Consorcio en virtud de las competencias o poderes que le sean 
otorgados por otros órganos de gobierno del ente.

g) El ejercicio de cuantas otras funciones le atribuyan los Estatutos del Consorcio y las 
restantes normas, legales o reglamentarias, del Principado de Asturias.

2. El Director general podrá asistir, con voz pero sin voto, a las reuniones del Consejo de 
Administración y, en su caso, de la Comisión Delegada.
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Artículo 12.  La Comisión Delegada del Consejo de Administración.

1. La Comisión Delegada que, en su caso, se cree, estará integrada, además de por el 
Presidente del Consejo de Administración, que lo será asimismo de ésta, por un número de 
Vocales no inferior a seis ni superior a diez. El Principado de Asturias ostentará una 
representación en ella de, al menos, un 40 por 100 de sus miembros.

2. Los Estatutos del Consorcio determinarán el régimen de funcionamiento de la misma.
3. Le corresponderán las competencias que le confiera el Consejo de Administración, no 

pudiendo ser delegadas en ella las competencias recogidas en los apartados a), b), c), d), e), 
i), m), n), ñ) y p) del artículo 9 de la presente Ley.

CAPÍTULO III

Relaciones del Consorcio

Artículo 13.  Relaciones con las empresas públicas prestadoras de servicios.

1. Las empresas municipales o supramunicipales prestadoras de los servicios de 
transporte regulados por la presente Ley poseerán personalidad jurídica independiente, 
patrimonio propio y autonomía de gestión, con sujeción a los planes que el Consorcio 
elabore, a los programas de coordinación con los restantes servicios que éste establezca, a 
los sistemas de tarifas que se implanten y a las directrices e instrucciones emanadas de los 
órganos del Consorcio.

2. Los Concejos ostentarán la titularidad de las acciones de las empresas de ellos 
dependientes. No obstante, estas empresas dependerán únicamente del Consorcio en lo 
que se refiere a la prestación del servicio, en calidad de ejecutores del mismo en régimen de 
gestión directa.

3. El Consorcio establecerá fórmulas de relación económica y financiera con las 
empresas a que se refiere el presente artículo, en las que se podrá incluir la compra de los 
servicios que el Consorcio les programe con objetivos de calidad y control del gasto que les 
permitan un equilibrio razonable. En lo restante, las empresas y sus accionistas, serán 
responsables de los resultados económicos de su gestión.

4. El Consejo de Administración del Consorcio podrá proponer la participación de un 
representante del ente en los órganos de administración de las empresas a que se refiere el 
presente artículo, y a través de él se canalizarán las relaciones formales entre cada empresa 
y el Consorcio.

5. El Consejo de Administración del Consorcio será oído en los nombramientos y 
sustituciones de los restantes miembros de los Consejos de Administración de dichas 
empresas.

6. El Consorcio podrá adquirir acciones o participaciones de empresas públicas de 
transporte, previo acuerdo con el ente titular de las mismas.

Artículo 14.  Relaciones con las entidades públicas empresariales estatales.

Las relaciones del Consorcio con las entidades Red Nacional de los Ferrocarriles 
Españoles y Ferrocarriles Españoles de Vía Estrecha se regularán, a efectos de la 
prestación por ambas de los servicios que afectan exclusivamente al Principado de Asturias, 
mediante convenio u otra fórmula de colaboración prevista en el ordenamiento jurídico.

Artículo 15.  Relaciones con las empresas privadas.

1. El Consorcio ejercerá la inspección y tramitará y resolverá los procedimientos que 
afecten a las empresas titulares de concesiones comprendidas dentro de su ámbito 
competencial.

2. El Consorcio podrá imponer a las citadas empresas y convenir con las restantes la 
aplicación de tarifas combinadas, y podrá requerirlas para que introduzcan modificaciones en 
sus respectivas concesiones y, eventualmente, para que procedan a la unificación de las 
mismas, con el fin de asegurar el cumplimiento de los programas y medidas de coordinación 
que se establezcan. Las modificaciones que, a juicio del Consejo de Administración del 
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Consorcio, sean susceptibles de alterar el equilibrio económico de las concesiones serán 
compensadas mediante la introducción de otras de signo contrario y, en su caso, a través de 
la debida traducción de las nuevas tarifas que se fijen.

3. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, el Consorcio suscribirá con las 
empresas los oportunos convenios u otras fórmulas de colaboración previstas en el 
ordenamiento jurídico que definirán los compromisos mutuos en función de módulos 
objetivos.

CAPÍTULO IV

Régimen económico, patrimonial y de personal del Consorcio

Artículo 16.  Financiación.

1. Los recursos económicos del Consorcio de Transportes de Asturias podrán provenir 
de las siguientes fuentes:

a) Las aportaciones que se le otorguen, provenientes del Estado, del Principado de 
Asturias y de los Concejos integrados, como compensación a los costes de los servicios de 
su competencia.

b) Las subvenciones, aportaciones o donaciones de entidades de Derecho Público o 
privado.

c) Las cesiones del producto de tributos finalistas, en su caso.
d) Los ingresos correspondientes a la venta de títulos multimodales que el Consorcio 

decida implantar y comercializar, aunque su posesión otorgue derecho de uso de los 
servicios prestados por empresas privadas.

e) Los ingresos obtenidos de la prestación de servicios, del rendimiento de su patrimonio 
y cualquier otro que le pueda corresponder.

2. Con cargo a los recursos mencionados en el apartado anterior, el Consorcio atenderá 
los gastos de explotación y funcionamiento del mismo, así como las compensaciones a las 
empresas por el uso que se haga de los títulos multimodales y demás aportaciones que se 
establezcan en las correspondientes fórmulas de control económico.

3. Las aportaciones de los Concejos integrados serán fijadas globalmente en el 
presupuesto del Consorcio y distribuidas entre aquéllos de acuerdo a módulos objetivos. Los 
Ayuntamientos deberán consignar en sus respectivos presupuestos los créditos precisos 
para hacer frente al pago de la aportación que corresponda.

Artículo 17.  Régimen presupuestario y contable.

1. El régimen presupuestario del Consorcio de Transportes de Asturias será el 
establecido por la legislación presupuestaria del Principado de Asturias para los entes 
públicos, y, en lo no previsto para éstos, el Consorcio se someterá a lo establecido para las 
entidades públicas del Principado en dicha legislación.

2. El Consorcio formará y rendirá sus cuentas de acuerdo con los principios y normas del 
Plan General de Contabilidad vigente para la empresa española y disposiciones que lo 
desarrollen.

3. El control de carácter financiero del Consorcio se efectuará mediante la práctica de 
auditorías. El control de eficacia al que queda sometido el Consorcio, al margen del que 
pueda corresponder a la Intervención General del Principado de Asturias, será ejercido con 
carácter ordinario por la Consejería a la que se adscriba el ente y tendrá por finalidad 
comprobar el grado de cumplimiento de los objetivos y la adecuada utilización de los 
recursos asignados.

4. El Consorcio queda sometido a la obligación de rendir cuentas de las respectivas 
operaciones, cualquiera que sea su naturaleza, y por conducto de la Intervención General 
del Principado, al Tribunal de Cuentas y, a partir de su constitución, a la Sindicatura de 
Cuentas del Principado de Asturias, sin perjuicio de las funciones de aquél.
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Artículo 18.  Régimen patrimonial.

1. El patrimonio del Consorcio de Transportes estará integrado por los bienes y derechos 
de contenido económico que le sean adscritos por el Principado de Asturias, así como por 
los que adquiera y los que sean incorporados y adscritos por cualquier entidad o persona y 
por cualquier título.

2. Los bienes y patrimonio que el Principado de Asturias adscriba al Consorcio de 
Transportes para el cumplimiento de sus fines conservarán su calificación jurídica originaria. 
El ente no adquirirá la propiedad de los mismos y habrá de utilizarlos exclusivamente para el 
cumplimiento de los fines para los que fueron adscritos, bien de forma directa, bien mediante 
la percepción de sus rentas o frutos.

Artículo 19.  Régimen de contratación.

1. La contratación del Consorcio de Transportes de Asturias se ajustará a las 
prescripciones de la legislación en materia de contratos de las Administraciones Públicas.

2. Actuará como órgano de contratación el Director general, precisando la autorización 
del Consejo de Administración o del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, 
cuando, por razón de la cuantía, corresponda a éstos autorizar el gasto.

Artículo 20.  Autorización de gastos.

1. Las facultades de autorización y disposición de gastos se ejercerán del siguiente 
modo:

a) Los de cuantía inferior a 150.253 euros serán autorizados por el Director general.
b) Los comprendidos entre 150.253 euros y 450.759 euros serán autorizados por el 

Consejo de Administración.
c) Los de cuantía superior a 450.759 euros serán sometidos a autorización del Consejo 

de Gobierno del Principado de Asturias a propuesta del titular de la Consejería a que esté 
adscrito el ente.

2. Actuará de ordenador de pagos el Presidente del Consorcio.

Artículo 21.  Régimen de personal.

1. El Consorcio de Transportes de Asturias contará para el desarrollo de sus funciones 
con personal propio, que tendrá una vinculación jurídica de naturaleza laboral con el 
Consorcio y estará sometido a la legislación aplicable en materia social.

2. La selección del personal laboral del ente se realizará conforme a las siguientes 
reglas:

a) El personal directivo, que se determinará en los Estatutos, será nombrado con arreglo 
a criterios de competencia profesional y experiencia en el desempeño de puestos de 
responsabilidad en la gestión pública o privada.

b) El resto del personal será seleccionado mediante convocatoria pública a través del 
«Boletín Oficial del Principado de Asturias» basada en los principios de igualdad, mérito y 
capacidad.

3. El Director general y el personal directivo del Consorcio de Transportes de Asturias 
estarán sometidos al régimen de incompatibilidad y de declaración de intereses, actividades 
y bienes establecido para los altos cargos de la Administración del Principado de Asturias.

CAPÍTULO V

Disolución y extinción del Consorcio

Artículo 22.  Disolución y extinción.

1. La disolución del Consorcio deberá ser propuesta al menos por la mitad de los 
miembros del Consejo de Administración del mismo, y acordada por una mayoría cualificada 
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de dos tercios de dicho Consejo. La extinción del ente público deberá ser aprobada por Ley 
del Principado de Asturias.

2. Si algún Concejo desea abandonar el Consorcio, deberá cumplir los siguientes 
requisitos, que deberán incorporarse al acuerdo de integración:

a) Haber transcurrido siete años desde la incorporación del mismo al Consorcio.
b) Ser aprobada dicha retirada por el Pleno de la Corporación del Concejo 

correspondiente.
c) Comunicación dirigida al Presidente del Consorcio, con una antelación mínima de un 

año.
d) Estar al corriente de pago de las aportaciones comprometidas con el Consorcio.

Artículo 23.  Efectos de la disolución y extinción.

La Ley por la que se apruebe la extinción del ente público fijará sus efectos, 
singularmente los de naturaleza económica y patrimonial, teniendo en cuenta las 
aportaciones de las partes establecidas en los correspondientes convenios.

Disposición adicional.  
El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, a propuesta del Consejo de 

Administración del Consorcio, podrá modificar la composición de los diversos órganos del 
ente, al objeto de incorporar al mismo su representación, en el momento de que la 
Administración General del Estado se integre en el Consorcio.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para aprobar cuantas 

disposiciones sean precisas para el desarrollo y ejecución de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».
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§ 32

Ley 9/2010, de 17 de diciembre, de comercio interior

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 296, de 24 de diciembre de 2010

«BOE» núm. 36, de 11 de febrero de 2011
Última modificación: 24 de julio de 2014

Referencia: BOE-A-2011-2621

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de Comercio Interior.

PREÁMBULO

1. La actividad comercial se ha revelado como un elemento esencial de la estructura 
económica asturiana, resultando evidente su destacada participación en la creación de 
empresas y empleo. Del mismo modo, la actividad comercial ha sido un factor determinante 
en el nacimiento y desarrollo de nuestros pueblos, villas y ciudades, actuando como 
elemento dinamizador de las economías locales e impulsor de la vitalidad social. En 
definitiva, el comercio ha desempeñado, y está llamado a seguir haciéndolo con mayor 
intensidad si cabe en una sociedad caracterizada por el predominio del sector servicios y la 
tendencia a la globalización, un papel básico en el desarrollo económico y en la 
estructuración territorial, urbana y de población de nuestra sociedad.

2. La Ley del Principado de Asturias 10/2002, de 19 de noviembre, de Comercio Interior, 
a la que la presente Ley reemplaza, vino a desarrollar la competencia exclusiva que, en 
materia de comercio interior, atribuye a la Comunidad Autónoma el artículo 10.1.14 del 
Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias; competencia exclusiva que ha de 
ejercerse en los términos que resultan del artículo citado y, en especial, aunque no sólo, de 
acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general, en los términos de 
lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.13.ª de la Constitución Española, y también 
teniendo en cuenta las competencias exclusivas del Estado en materia de legislación 
mercantil y civil del artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución. En este marco, la Ley del 
Principado de Asturias 10/2002, de 19 de noviembre, teniendo en cuenta las características 
singulares de su estructura económica, social y territorial, abordó la regulación administrativa 
del comercio interior en el ámbito de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, 
con la finalidad de ordenar y modernizar el sector de la distribución comercial.

3. La entrada en vigor de la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior (en lo 
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sucesivo, Directiva de Servicios), introduce una serie de cambios sustanciales dirigidos a 
suprimir o limitar los obstáculos que se oponen a la libertad de establecimiento y a la libertad 
de prestación de servicios en los Estados miembros, favoreciendo la consecución de los 
fines fijados por el Consejo Europeo de Lisboa de marzo del año 2000. En concreto, la 
Directiva de Servicios incide, de modo muy relevante, en los criterios que han constituido la 
base de la mayor parte de las legislaciones estatales y regionales europeas en relación con 
la implantación del llamado gran equipamiento comercial.

4. El objetivo esencial de la Directiva de Servicios es, pues, crear un marco jurídico que 
suprima los obstáculos que se oponen a la libertad de establecimiento de los prestadores de 
servicios y a la libre circulación de servicios entre los Estados miembros de la Unión Europea 
y que garantice al mismo tiempo, tanto a los prestadores como a los destinatarios de los 
servicios, la seguridad jurídica necesaria para el ejercicio efectivo de estas dos libertades 
comunitarias fundamentales.

5. Entre otras cuestiones, la regla general de liberalización, perseguida por la Directiva 
de Servicios, sólo permite la sujeción del desarrollo de actividades comerciales a regímenes 
de autorización, siempre que éstos obedezcan a tres principios básicos: no ser 
discriminatorio para el prestador de que se trate, ser objetivamente justificados por razones 
imperiosas de interés general y ser proporcionados a esos intereses. Además, se exige que 
los criterios para la concesión de la autorización sean claros e inequívocos, objetivos, 
públicos, trasparentes y accesibles, que respondan al interés general y que no dupliquen los 
controles a los que ya hubiera estado sometido el prestador. Esta nueva configuración del 
régimen de autorización administrativa implica sustancialmente dos grandes cambios: por 
una parte, la prohibición de supeditar la concesión de la autorización a un test o prueba 
económica individualizada (caso por caso) para valorar la necesidad del proyecto y su 
impacto en el mercado o sobre los competidores y la prohibición de participación de los 
competidores en el procedimiento de autorización. Por otra parte, implica la aplicación de 
criterios de ordenación territorial, urbanísticos, medioambientales y de cohesión social, en 
cuanto expresivos del interés general; criterios que ya estaban presentes de una forma 
relevante en la vigente normativa asturiana.

6. Además, la Directiva de Servicios pone un especial acento en la relación existente 
entre competencia y competitividad, en aras de lograr la eficiencia empresarial; y ello sobre 
la base de que todo aumento de competencia empresarial redundará de forma positiva en la 
eficacia general del sistema de distribución comercial.

7. La presente Ley de Comercio Interior se inspira en los principios de libertad de 
empresa y libre prestación de servicios como garantes del desarrollo de un sistema de 
distribución comercial eficiente, así como en la convicción de la compatibilidad de su tutela 
con la defensa de un modelo de desarrollo urbano característico de la mayoría de los países 
de la Unión Europea. Modelo de desarrollo urbano, económico y social que responde a una 
idea de ciudad compacta, multifuncional, sostenible y socialmente solidaria. Sobre la base de 
esta doble inspiración y dado que algunos de los títulos de la Ley del Principado de Asturias 
10/2002, de 19 de noviembre, estaban llamados a modificaciones sustanciales derivadas de 
la Directiva de Servicios; la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio; la Ley 1/2010, de 1 de marzo, de reforma de la Ley 
7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, y la Ley 29/2009, de 30 de 
diciembre, por la que se modifica el régimen legal de la competencia desleal y de la 
publicidad para la mejora de la protección de los consumidores y usuarios, se ha optado, con 
el ánimo de reforzar la coherencia del texto legal, por ir más allá de una simple modificación 
puntual de los preceptos afectados directamente por la Directiva de Servicios, elaborándose, 
por ello, un nuevo texto legal que mantiene, no obstante, aquellos elementos que se han 
revelado como útiles y eficaces en la ordenación de la actividad comercial. La concurrencia, 
a la que antes se hizo referencia, de competencias estatales básicas y exclusivas explica 
que, de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre las leges 
repetitae, no se reproduzcan en esta Ley preceptos contenidos en la legislación estatal en 
uso de competencias exclusivas, a menos que sea absolutamente imprescindible para la 
inteligibilidad de la regulación autonómica, y se sea más flexible en la reiteración de 
preceptos estatales de carácter básico. Ello puede hacer menos cómodo el manejo de la 
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normativa por parte del operador y de los destinatarios, pero es una carga que el Tribunal 
Constitucional obliga a asumir.

8. El Título preliminar enuncia las disposiciones generales relativas al objeto y ámbito de 
aplicación de la ley; se recogen las definiciones de actividad comercial, así como las 
condiciones para su ejercicio; y, además, se fijan las condiciones de la oferta, de los precios 
y garantías, incorporándose las previsiones de la normativa europea en materia de venta y 
garantías de los bienes de consumo. En el capítulo IV de este Título, relativo al Registro de 
Empresas y Actividades Comerciales del Principado de Asturias y al Consejo Asesor de 
Comercio del Principado de Asturias, se recogen las exigencias que derivan de la Directiva 
de Servicios, suprimiendo, por una parte, la obligación de inscripción registral para el acceso 
a la prestación de servicios y adaptando, por otra parte, las funciones del citado Consejo.

9. El Título I, relativo a la ordenación de los equipamientos comerciales, es, sin duda 
alguna, el que refleja los cambios más sustanciales y expresa la plena asunción de los 
principios inspiradores de la Directiva de Servicios. En el capítulo I, se define el concepto de 
establecimiento comercial, en el que se integran elementos novedosos derivados de la 
experiencia de los últimos años y la evolución de los formatos comerciales; se clasifican en 
individuales y colectivos. Se establece, además, la tipología de los equipamientos 
comerciales en función de su estructura, localización y dimensión: junto a los equipamientos 
comerciales de proximidad, propios de la trama urbana y de dimensión media, se incorporan 
dos modalidades de grandes establecimientos que responden a diferentes tipologías de 
establecimiento comercial (individuales y colectivos o solamente colectivos) y a una diversa 
dimensión y localización (urbana y/o periférica), y ello con vistas a permitir una ordenación 
territorial adaptada a sus singulares características. El fuerte impacto en el territorio y en el 
medio ambiente de los grandes equipamientos comerciales, por los desplazamientos de 
población que provocan y por su repercusión en las vías de comunicación, red de 
infraestructuras o de transporte, estructuración urbana y paisaje, justifica su especial 
consideración desde la perspectiva de una adecuada planificación y ordenación territorial 
que la Directiva de Servicios no impide y que esta Ley concreta en las evaluaciones de 
impacto estructural y ambiental, ya previstas, como instrumentos de ordenación del territorio, 
en el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, 
de 22 de abril, y cuya gestión corre a cargo de los órganos que, dentro de la Administración 
del Principado de Asturias, tienen atribuida la competencia sustantiva en materia de 
ordenación del territorio y medio ambiente, sin que, por otro lado, la legítima finalidad de 
planificación y ordenación territorial y medioambiental que se persigue con las evaluaciones, 
las cuales, por prohibirlo la Directiva de Servicios, no podrán, como ya se señala en el 
apartado 5, proyectadas en este campo de los grandes equipamientos comerciales, suponer 
una prueba individualizada de costes y beneficios económicos, de necesidades económicas 
del mercado o de demandas en el mismo, o de conformidad con la programación económica, 
ni servirse, en consecuencia, de parámetros de esa índole, sea susceptible de conseguirse 
con medidas ex post facto que, precisamente por no ser preventivas como las evaluaciones, 
resultarían menos eficaces que éstas frente a efectos negativos, inevitablemente 
consumados, que se puedan causar desde el punto de vista de las infraestructuras, el 
trafico, la seguridad vial o los valores medioambientales y paisajísticos. Se exime, no 
obstante, de evaluación de impacto estructural a los proyectos de gran equipamiento 
comercial que puedan ejecutarse en zonas o sectores industriales por dedicarse 
exclusivamente a la venta de automóviles, embarcaciones y otros vehículos, de maquinaria, 
de materiales para la construcción y artículos de saneamiento, y centros de jardinería, ya 
que se trata de equipamientos que, al no ofertar productos de consumo masivo, no generan 
los flujos y desplazamientos que ocasionan los equipamientos sometidos a evaluación.

10. La Ley continúa con la nueva regulación que se hace de los horarios comerciales en 
el Título II, tanto para adaptar la legislación básica del Estado en la materia a las 
características de nuestra Comunidad Autónoma como para precisar las especialidades que 
ya se recogían en la Ley del Principado de Asturias 10/2002, de 19 de octubre, y en el 
Decreto 104/2005, de 13 de octubre, de horarios comerciales en el Principado de Asturias.

11. En los Títulos III y IV se regulan las actividades de promoción de ventas y las ventas 
especiales, respectivamente, con un ánimo general de reforzamiento de las garantías tanto 
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para el consumidor como para el propio comerciante desde la perspectiva de una leal 
competencia. En el caso de las actividades de promoción de ventas, y sin perjuicio de la 
eliminación de toda comunicación previa en coherencia con la Directiva de Servicios, se 
incorpora una regulación más detallada de las ventas de saldos con el objetivo de permitir 
identificar con mayor precisión los establecimientos dedicados a este tipo de ventas de 
manera exclusiva y así dotarles de un régimen jurídico propio. Igualmente, en el caso de las 
ventas especiales, junto a modificaciones de detalle, se suprime el régimen de autorización 
en coherencia con la Directiva de Servicios, con la salvedad de las ventas ambulantes y las 
ventas ocasionales, en las que la utilización del dominio público, en el primer caso, y razones 
de seguridad pública por la ausencia de un establecimiento comercial en sentido estricto, en 
el segundo caso, requieren un control por parte de la Administración local, a lo que, en el 
supuesto de las ventas ambulantes, ha de añadirse que, dado que el número de 
autorizaciones disponibles es limitado, debido a la escasez de suelo público habilitado a tal 
efecto, la duración de las mismas tendrá carácter limitado.

12. La Ley hace una especial mención, en el Título V, a las medidas de fomento de la 
actividad comercial, encomendando a la Administración del Principado de Asturias, en 
colaboración con otras Administraciones e instituciones y asociaciones públicas y privadas, 
favorecer el desarrollo y modernización de la actividad comercial. Se resalta la incorporación 
al texto legal de las figuras, ya reguladas a nivel reglamentario, de los planes sectoriales y 
locales de orientación comercial, que servirán de base para que, en aplicación del principio 
de cooperación interadministrativa y también del principio de colaboración público-privada, 
se concreten y materialicen las medidas de apoyo al comercio. Además, se establecen los 
criterios básicos de la regulación de las actividades feriales en su doble modalidad de ferias 
y exposición o muestra.

13. El Título VI, relativo al régimen de infracciones y sanciones, pretende, con sujeción a 
la legislación básica del Estado, ofrecer garantías a los consumidores, así como dar 
respuesta eficaz y proporcionada a la competencia desleal que pueda surgir de las políticas 
empresariales en el ámbito de la distribución comercial. Asimismo, con el fin de colmar la 
laguna legal existente en cuanto al incumplimiento de la normativa sobre el uso del Escudo 
del Principado de Asturias como distintivo de productos y mercancías, se tipifica la 
correspondiente infracción.

14. Por último, la Ley se completa con dos disposiciones transitorias, una derogatoria y 
tres disposiciones finales. En particular, mediante las disposiciones transitorias se concreta, 
por una parte, la normativa aplicable a las licencias comerciales específicas que se 
encuentren en tramitación y, por otra parte, la aplicabilidad de la Ley al planeamiento 
urbanístico en proceso de revisión o elaboración.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto la regulación del comercio interior en el ámbito del 
Principado de Asturias, con el fin de favorecer la ordenación y modernización de sus 
estructuras comerciales, proteger la libre y leal competencia entre las empresas comerciales 
y defender los derechos de los consumidores y usuarios.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. La presente Ley será de aplicación a las actividades comerciales realizadas en el 
ámbito territorial del Principado de Asturias por comerciantes o por quienes actúen por 
cuenta de ellos promoviendo, preparando o cooperando a la conclusión de operaciones 
comerciales.
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2. Quedan excluidos del ámbito de esta Ley:

a) Los servicios de carácter financiero, de seguros y de transportes.
b) Los servicios de alojamiento, bares, restaurantes y hostelería en general.
c) Los servicios de reparación, mantenimiento y asistencia técnica, siempre que no 

vayan asociados a la venta con carácter ordinario o habitual.
d) Los servicios prestados por empresas de ocio y espectáculos, tales como cines, 

teatros, circos, ludotecas, parques infantiles y similares. Sí estarán sujetas a la presente ley 
las ventas realizadas en sus instalaciones o anexos siempre que las mismas se desarrollen 
en zonas de libre acceso.

e) Las ventas por los fabricantes, dentro del recinto industrial, de los residuos y 
subproductos obtenidos en el proceso de producción, a no ser que se dirijan a consumidores 
finales.

f) Las ventas directas por agricultores y ganaderos o sus cooperativas de los productos 
agropecuarios en estado natural y en el lugar de su producción.

g) Las ventas realizadas por artesanos de sus productos en ferias y mercadillos 
sectoriales.

3. Asimismo, aquellas actividades comerciales que, en razón de su naturaleza, estén 
sujetas a un control específico por parte de los poderes públicos o a una reglamentación 
especial, sin perjuicio de la aplicación supletoria de esta ley, quedan excluidas de su ámbito 
de aplicación.

CAPÍTULO II

Actividad Comercial

Artículo 3.  Actividad comercial.

Se entiende por actividad comercial la realizada profesionalmente con ánimo de lucro por 
personas físicas o jurídicas, consistente en poner u ofrecer en el mercado interior, por cuenta 
propia o ajena, bienes naturales o elaborados, así como aquellos servicios que de ella se 
deriven, independientemente de la modalidad o soporte empleado en su realización, y ya se 
realice en régimen de comercio mayorista o minorista.

Artículo 4.  Ordenación e intervención administrativa de la actividad comercial.

1. La actividad comercial estará sujeta a ordenación e intervención administrativa en los 
supuestos y conforme a las técnicas y procedimientos regulados en esta Ley.

2. En especial, la ordenación e intervención administrativa tendrá por objeto:

a) La implantación de los equipamientos comerciales.
b) El régimen de horarios comerciales.
c) El régimen de determinadas actividades promocionales.
d) El régimen de ventas especiales.
e) La inscripción en el Registro de Empresas y Actividades Comerciales del Principado 

de Asturias.
f) La inspección, vigilancia y control sobre los comerciantes, sus establecimientos y 

actividades comerciales.
g) Cualquier otra actividad que legalmente se establezca.

3. La ordenación e intervención administrativa que compete al Principado de Asturias no 
excluye la que, de forma concurrente o no, corresponda a otras Administraciones Públicas 
ni, en particular, a los Ayuntamientos, para establecer ordenanzas y requerir licencia para la 
instalación y apertura de establecimientos comerciales, conforme a la normativa sectorial 
correspondiente.
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Artículo 5.  Condiciones para el ejercicio de la actividad comercial.

El ejercicio de actividades comerciales se realizará por quienes ostenten la capacidad 
jurídica necesaria según lo establecido en la legislación mercantil y cumplan los requisitos de 
la presente Ley.

Artículo 6.  Actividad comercial minorista.

1. De conformidad con la legislación estatal, se entiende por actividad comercial 
minorista aquella que tiene por destinatario al consumidor final. Igualmente, tendrá este 
mismo carácter la venta realizada por los artesanos de sus productos en su propio taller o 
elementos anexos.

2. Los establecimientos que, de acuerdo con la legislación vigente, suministren bienes, 
productos o servicios exclusivamente a una colectividad de empleados no podrán en ningún 
caso suministrarlos al público en general.

3. Las cooperativas de consumidores y usuarios, así como cualesquiera otras que 
suministren bienes y servicios a sus socios y terceros estarán obligadas a distinguir la oferta 
dirigida a los socios de la que se dirija al público en general. Cuando la oferta de las 
cooperativas se dirija al público en general o no aparezca rigurosamente diferenciada de la 
que realicen a sus socios, estará sometida a esta Ley.

Artículo 7.  Actividad comercial mayorista.

1. Se entiende por actividad comercial mayorista aquella que tiene como destinatarios a 
otros comerciantes o empresarios que no constituyan consumidores finales.

2. La actividad comercial mayorista no podrá ejercerse simultáneamente con la minorista 
en un mismo establecimiento, salvo que se mantengan debidamente diferenciadas, 
señalizadas e identificadas y se respeten las normas específicas reguladoras de cada una 
de ellas.

Artículo 8.  Calificación de la actividad comercial.

No modificará el carácter mayorista o minorista de la actividad comercial el eventual 
sometimiento de las mercancías a procesos de elaboración, manipulación, transformación, 
tratamiento o acondicionamiento que sean usuales en el comercio.

CAPÍTULO III

Condiciones de la oferta, de los precios y garantías

Artículo 9.  Condiciones de la oferta.

1. En el ejercicio de la actividad comercial, el origen, la calidad y cantidad de los 
productos o servicios, así como su precio y condiciones de venta o prestación serán los 
ofrecidos y en todo caso los exigibles conforme a la normativa reguladora de los mismos.

2. El comerciante prestará al consumidor y usuario una información veraz, eficaz y 
suficiente sobre las características esenciales del producto o servicio, los riesgos de 
utilización y las condiciones de adquisición.

3. Igualmente, en caso de transacción y a solicitud del adquirente, las empresas 
comerciales estarán obligadas a expedir documentación suficiente sobre los diversos 
extremos relativos a la transacción.

4. La oferta pública de venta o la exposición de productos en establecimientos 
comerciales obligan al comerciante a proceder a su venta a favor de los demandantes que 
cumplan las condiciones de adquisición atendiendo, en el segundo caso, al orden temporal 
de las solicitudes. Quedan exceptuados de esta obligación los productos sobre los que se 
advierta expresamente que no se encuentran a la venta o que, claramente, formen parte de 
la instalación como elementos complementarios o meramente decorativos.

5. Los comerciantes no podrán limitar la cantidad de artículos que pueden ser adquiridos 
por cada comprador ni establecer precios más elevados o suprimir reducciones o incentivos 
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para las compras que superen un determinado volumen. En el caso de que, en un 
establecimiento abierto al público, no se dispusiera de existencias suficientes para cubrir la 
demanda, se atenderá a la prioridad temporal en la solicitud.

Artículo 10.  El precio de los productos y servicios.

1. El precio de los productos y servicios será el fijado libremente por los oferentes, sin 
más limitaciones que las impuestas por la legislación vigente.

2. Los productos expuestos para su comercialización estarán marcados con su precio de 
forma clara. Los precios de los productos expuestos en los escaparates resultarán visibles 
desde el exterior. Todos los establecimientos que presten servicios a los usuarios exhibirán 
al público de forma perfectamente visible los precios aplicables a los mismos.

Reglamentariamente podrán establecerse excepciones o condiciones especiales en la 
información de precios por motivos de seguridad o de la naturaleza del producto o servicio.

3. En los productos que se vendan a granel, se indicará el precio de la unidad de 
medida. Aquellos productos que habitualmente se vendan a granel y se presenten a la venta 
en cantidades o volúmenes preestablecidos se expondrán a la venta con indicación del 
precio por unidad de medida habitual, la medida del producto y el precio resultante.

4. El precio de venta anunciado se entenderá como el total del producto o servicio 
adquirido al contado, incluidos todos los tributos aplicables.

5. El comerciante explicitará los medios de pago admitidos, así como la posibilidad o no 
de la devolución del producto.

6. La regulación contenida en los apartados precedentes se entenderá sin perjuicio de lo 
establecido respecto de las actividades de promoción de ventas reguladas en el Título III de 
la presente Ley.

Artículo 11.  Garantía y custodia de los productos.

1. Los comerciantes responderán de la calidad de los productos vendidos en la forma 
determinada en los Códigos Civil y Mercantil, así como en la normativa en materia de 
consumidores y usuarios.

2. El plazo mínimo de garantía, en el caso de bienes de carácter duradero, será de dos 
años a contar desde la fecha de entrega del producto de que se trate, salvo que la 
naturaleza del mismo lo impidiera y sin perjuicio de las disposiciones legales o 
reglamentarias específicas para bienes o servicios concretos.

3. Los establecimientos que reciban en custodia productos para su reparación deberán 
entregar recibo escrito de los mismos, en el que consten, al menos, con precisión y claridad, 
la identificación de la mercancía, la fecha y el estado en que se entrega y la reparación que 
se solicita con presupuesto lo más detallado y exacto posible, así como el nombre, número 
de identificación fiscal, domicilio y teléfono del establecimiento y del propietario del producto.

4. La acción o derecho de recuperación de los productos entregados por el consumidor o 
usuario al comerciante para su reparación prescribirá a los tres años contados a partir de la 
fecha de entrega del producto.

CAPÍTULO IV

Registro de Empresas y Actividades Comerciales y Consejo Asesor de 
Comercio del Principado de Asturias

Artículo 12.  Registro de Empresas y Actividades Comerciales del Principado de Asturias.

1. El Registro de Empresas y Actividades Comerciales del Principado de Asturias tiene 
carácter público y naturaleza administrativa, y estará adscrito a la Consejería competente en 
materia de comercio, bajo la dependencia de la Dirección General a la que esté atribuido el 
ejercicio de funciones en dicha materia.

2. Quienes ejerzan la actividad comercial deberán comunicar al Registro de Empresas y 
Actividades Comerciales del Principado de Asturias el inicio y la finalización de su actividad 
comercial, así como las eventuales modificaciones, en un plazo máximo de tres meses 
desde que se produjo el hecho causante.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 32  Ley de comercio interior

– 346 –



3. Las inscripciones en el Registro de Empresas y Actividades Comerciales del 
Principado de Asturias se realizarán de oficio por el órgano administrativo competente al 
recibir la correspondiente comunicación del interesado y tendrán carácter gratuito.

Artículo 13.  Consejo Asesor de Comercio del Principado de Asturias.

1. El Consejo Asesor de Comercio del Principado de Asturias es un órgano de 
asesoramiento y apoyo de la Administración autonómica, adscrito a la Consejería 
competente en materia de comercio.

2. Serán funciones del citado Consejo, las siguientes:

a) Informar cuantos anteproyectos de leyes, directrices sectoriales, y demás 
disposiciones, planes o programas de fomento elabore el Gobierno autonómico relacionados 
con el sector comercial.

b) Evacuar los informes y consultas sobre comercio que le sean solicitados por 
cualquiera de las Administraciones competentes en dicha materia, con excepción de los 
informes o consultas sobre procedimientos de autorización.

c) Elaborar un informe anual sobre la situación comercial del Principado de Asturias.
d) Cualquier otra función que se establezca reglamentariamente.

3. El Consejo Asesor de Comercio del Principado de Asturias tendrá la siguiente 
composición:

a) Presidente: lo será el titular de la Consejería competente en materia de comercio.
b) Vicepresidente: lo será el titular de la Dirección General competente en materia de 

comercio.
c) Vocales:

1.º Cuatro en representación de la Administración del Principado de Asturias, designados 
por el titular de la Consejería competente en materia de comercio.

2.º Cuatro designados por las organizaciones sindicales más representativas.
3.º Tres designados por las organizaciones empresariales más representativas del sector 

comercial, procurando, en todo caso, asegurar la representación tanto de los autónomos 
como de las formas de distribución comercial.

4.º Dos en representación de los concejos, designados por la Federación Asturiana de 
Concejos.

5.º Uno designado por las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación.
6.º Uno en representación de la Universidad de Oviedo, designado por el órgano 

competente de la Universidad entre especialistas en el campo del comercio.
7.º Uno designado por y entre las asociaciones de consumidores más representativas en 

el ámbito territorial del Principado de Asturias.

d) Secretario: lo será un empleado público de la Consejería competente en materia de 
comercio, designado por su titular, que actuará con voz y sin voto.

TÍTULO I

Ordenación de los equipamientos comerciales

CAPÍTULO I

Concepto y tipología

Artículo 14.  Concepto y clases de establecimientos comerciales.

1. Tendrán la consideración de establecimientos comerciales los locales y las 
construcciones o instalaciones de carácter fijo y permanente, destinados al ejercicio regular 
de actividades comerciales, ya sea de forma individual o en un espacio colectivo, e 
independientemente de que se realice de forma continuada o en días o en temporadas 
determinadas.
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2. Igualmente tendrán la consideración de establecimiento comercial los quioscos y, en 
general, las instalaciones de cualquier clase destinadas al ejercicio regular de actividades 
comerciales, siempre que tengan el carácter de inmuebles de acuerdo con el artículo 334 del 
Código Civil.

3. Se considerarán como parte integrante del establecimiento comercial aquellas 
dependencias afectas, de forma permanente o habitual, a la actividad comercial, tales como 
las áreas de aparcamiento, red interna de accesos, espacios de servicio o zonas verdes con 
independencia de su carácter público o privado.

4. Salvo en los casos legalmente previstos, la actividad comercial no se podrá practicar 
fuera de un establecimiento comercial.

5. Los establecimientos comerciales podrán ser de carácter individual o colectivo. Los 
establecimientos de carácter colectivo son aquellos integrados por un conjunto de 
establecimientos individuales situados en uno o varios edificios, conectados o no entre sí, en 
los que se llevan a cabo las respectivas actividades de un modo independiente y que entren 
en alguna de las categorías establecidas en el siguiente precepto.

6. La regulación contenida en el presente Título I no será de aplicación a los 
establecimientos comerciales, individuales o colectivos, destinados con carácter exclusivo al 
comercio mayorista.

Artículo 15.  Establecimientos comerciales colectivos.

Tendrán la consideración de establecimientos comerciales colectivos:

a) Centro comercial: Es el conjunto de establecimientos comerciales independientes, 
integrados en un edificio concebido, localizado y gestionado como unidad, dependiendo su 
localización, dimensión y tipo de tiendas del área a la que sirve.

b) Parque o recinto comercial: Es el conjunto de establecimientos comerciales 
organizado y planificado en polígonos urbanizados, con uno o varios edificios independientes 
y colindantes, y que comparten cualquiera de las siguientes circunstancias:

1.º Acceso común desde la vía pública o existencia de viales destinados a facilitar la 
circulación interna entre los distintos establecimientos, de uso exclusivo o preferente de los 
comerciantes o de los clientes.

2.º Áreas de estacionamiento comunes o contiguas a los diferentes establecimientos de 
uso preferente de los clientes.

3.º Servicios comunes para los comerciantes o para los clientes.
4.º Denominación o imagen común del parque o recinto.

No tienen la consideración de parques o recintos comerciales los conjuntos de 
establecimientos situados en locales de los bajos de los edificios destinados a viviendas u 
oficinas, siempre y cuando estén situados dentro de la trama urbana consolidada.

c) Mercado municipal: Es el establecimiento comercial colectivo de titularidad pública, 
integrado, entre otros, por un número importante de pequeños establecimientos destinados a 
la venta de alimentación perecedera, agrupados en un edificio, normalmente de uso 
exclusivo, con servicios comunes, y que presentan una gestión de funcionamiento también 
común, según las fórmulas jurídicas previstas en la legislación de régimen local.

d) Galería o pasaje comercial: Es el conjunto de establecimientos minoristas 
independientes que comparten un espacio común de circulación en forma de pasillo o 
vestíbulo y también determinados servicios. La galería puede estar integrada dentro de un 
establecimiento comercial colectivo o constituir por sí misma el equipamiento comercial.

e) Establecimientos por agregación o concentración no planificada con criterio de unidad: 
Es el conjunto de dos o más establecimientos comerciales, situados en uno o varios edificios 
exentos, en una única parcela o en parcelas contiguas que, aun no habiendo sido 
planificados y desarrollados por una o varias entidades con criterio de unidad, dan lugar a 
una agregación multiempresarial comercial equivalente y que cumplan las determinaciones 
previstas en las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial.
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Artículo 16.  Tipología de equipamientos comerciales.

1. Atendiendo a la superficie útil de exposición y venta al público, los equipamientos 
comerciales se clasifican en tres grupos:

a) Equipamientos comerciales de proximidad: Son aquellos establecimientos individuales 
o colectivos dedicados al comercio al por menor de cualquier sector y, en todo caso, los 
dedicados a la venta de productos de consumo cotidiano de alimentación, bebidas, higiene 
personal, limpieza, artículos de hogar y prensa, y que tengan una superficie útil de 
exposición y venta al público inferior a 2.500 m².

b) Grandes equipamientos comerciales: Son aquellos establecimientos individuales o 
colectivos, dedicados al comercio al por menor de cualquier sector, y que tengan 
una superficie útil de exposición y venta al público igual o superior a 2.500 m² e inferior 
a 10.000 m².

c) Complejos comerciales o centros terciarios de comercio, ocio, hostelería y servicios: 
Son aquellos grandes establecimientos colectivos, dedicados al comercio al por menor de 
cualquier sector, y que tengan una superficie útil de exposición y venta al público igual o 
superior a 10.000 m².

2. Por superficie útil de exposición y venta al público se entiende aquella donde se 
produce el intercambio comercial, constituida por los espacios destinados, de forma habitual 
u ocasional, a la exposición al público de los artículos ofertados, ya sea mediante 
mostradores, estanterías, vitrinas, góndolas, cámaras o murales, los probadores, las cajas 
registradoras y, en general, todos los espacios destinados a la permanencia y paso del 
público, excluyéndose expresamente las superficies destinadas a oficinas, aparcamientos, 
zonas de carga y descarga y almacenaje no visitadas por el público y, en todo caso, aquellas 
dependencias o instalaciones de acceso restringido al mismo.

CAPÍTULO II

Ordenación de la implantación territorial del equipamiento comercial

Artículo 17.  Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial.

1. La ordenación de los usos y los equipamientos comerciales en la totalidad del territorio 
de la Comunidad Autónoma se realizará a través de unas Directrices Sectoriales, con arreglo 
al modelo definido por la legislación vigente en materia de ordenación territorial y urbanismo.

2. Las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial constituyen un instrumento de 
planificación y coordinación territorial cuya finalidad básica es orientar y ordenar la incidencia 
territorial y medioambiental de los usos y los equipamientos comerciales desde la defensa de 
un modelo de desarrollo urbano compacto, multifuncional, sostenible y socialmente solidario.

3. Los criterios de orientación y ordenación de las Directrices Sectoriales de 
Equipamiento Comercial deberán cumplir las siguientes condiciones:

a) no ser discriminatorios;
b) estar justificados por una razón imperiosa de interés general;
c) ser proporcionados a dicho objetivo de interés general;
d) ser claros e inequívocos;
e) ser objetivos;
f) ser hechos públicos con antelación;
g) ser transparentes y accesibles.

En ningún caso podrán establecerse criterios de naturaleza económica que supediten la 
implantación de los equipamientos comerciales a la prueba de la existencia de una 
necesidad económica o de una demanda en el mercado, a que se evalúen los efectos 
económicos, posibles o reales, de la actividad o al cumplimiento de los requisitos de una 
eventual planificación económica.

4. Sin perjuicio de lo establecido en la legislación vigente en materia de ordenación 
territorial y urbanismo, las Directrices Sectoriales concretarán sus determinaciones 
atendiendo a la consecución de los siguientes objetivos:

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 32  Ley de comercio interior

– 349 –



a) Propiciar el desarrollo de la actividad comercial en ciudades, villas o núcleos de 
población, en especial, en sus cascos históricos, centros urbanos y nuevas áreas 
residenciales.

b) Favorecer la salvaguardia de los centros históricos, conservando el mantenimiento y 
desarrollo, en los mismos, del comercio tradicional, conceptuado como parte del patrimonio e 
identidad cultural y fuente primordial de revitalización de su vida urbana. Igualmente, atribuir 
al comercio un papel destacado dentro de las iniciativas y los procesos de rehabilitación 
urbana y de renovación de las áreas degradadas o deficitarias desde el punto de vista del 
abastecimiento y los servicios.

c) Abordar la integración de los equipamientos comerciales en su entorno, con especial 
atención a factores como la movilidad, el tráfico y la contaminación. En este sentido, la 
localización comercial deberá hacerse evitando, en la medida de lo posible, ubicaciones que 
generen desplazamientos masivos e innecesarios, saturación de las vías de comunicación, 
deficiencias en las conexiones a la red de infraestructuras o de transporte público.

d) La ordenación de los usos y los equipamientos comerciales habrá de atender a 
satisfacer los intereses y las necesidades de compra de los consumidores, especialmente 
los de la población más dependiente y con dificultades de movilidad, o que viven en zonas 
de montaña o rurales.

5. Las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial tendrán, de conformidad con la 
vigente legislación en materia de ordenación territorial y urbanismo, una vigencia indefinida. 
Sin perjuicio de los procedimientos de revisión y actualización previstos en la normativa 
citada y, en su caso, en las propias Directrices, éstas deberán revisarse cada cuatro años.

Artículo 18.  Intervención municipal en la implantación del equipamiento comercial.

1. La construcción o apertura, ampliación, cambio de actividad o traslado del 
equipamiento comercial están sujetos a la obtención de las licencias municipales 
urbanísticas y, en su caso, de actividades clasificadas.

2. Si, de conformidad con lo previsto en la presente ley, el proyecto de equipamiento 
comercial sujeto a licencia municipal requiriese el sometimiento a declaración de impacto 
ambiental, no se podrá otorgar la licencia con anterioridad a la declaración dictada por el 
órgano ambiental. Tampoco se podrá otorgar licencia municipal cuando la declaración de 
impacto ambiental hubiera sido negativa o cuando no resulte acreditado el cumplimiento de 
las medidas correctoras determinadas en la misma, pudiendo el Ayuntamiento exigir, en este 
último caso, las garantías que considere precisas a tales efectos.

3. La resolución decidirá, motivadamente, sobre la concesión o la denegación de la 
licencia que permita ejecutar el proyecto de equipamiento comercial para el que se solicita, 
en las condiciones establecidas en la legislación y en el planeamiento.

Las licencias se entenderán obtenidas por silencio administrativo positivo una vez 
transcurridos los plazos y cumplidas las condiciones establecidas por la legislación de 
régimen local o cualquier otra que sea de aplicación, sin que se haya notificado la resolución 
expresa al interesado.

4. La licencia será obligatoriamente comunicada de modo fehaciente por los 
Ayuntamientos a las Consejerías competentes en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo y en materia de comercio en el plazo de un mes desde su concesión.

Artículo 19.  Evaluación de impacto estructural del gran equipamiento comercial.

1. Se somete a régimen de comunicación previa la implantación, ampliación y cambio de 
actividad de los equipamientos comerciales definidos en el artículo 16. 1. b) y c) de la 
presente ley.

Asimismo, deberá realizarse dicha comunicación previa en los supuestos de ampliación 
de los equipamientos comerciales ya existentes, cuando como consecuencia de dicha 
operación éstos adquieran las características de los equipamientos comerciales definidos en 
el artículo 16.1.b) y c) de la presente ley.

2. La comunicación previa se formulará por el promotor o titular de la actividad comercial 
ante la Consejería competente en materia de comercio en el momento de solicitar la 
pertinente licencia municipal.
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Artículo 20.  Evaluación de impacto ambiental del gran equipamiento comercial.

1. Sin perjuicio de lo previsto en la legislación vigente en materia de ordenación del 
territorio y urbanismo e impacto ambiental, se someterán, en todo caso, a evaluación de 
impacto ambiental los proyectos de gran equipamiento comercial siguientes:

a) Los de implantación de equipamientos comerciales con una superficie útil de 
exposición y venta al público igual o superior a 2.500 metros cuadrados.

b) Los de ampliación del equipamiento comercial ya existente que reúnan las 
características de los equipamientos definidos en el artículo 16.1.b) y c) de la presente ley.

c) Los de ampliación de los equipamientos de proximidad definidos en el artículo 16.1.a) 
de la presente ley, cuando, como consecuencia de dicha operación, pasen a tener una 
superficie útil de exposición y venta al público igual o superior a 2.500 metros cuadrados.

2. No requerirán evaluación de impacto ambiental aquellos proyectos que, de 
conformidad con lo que se prevea en las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial, 
puedan ejecutarse en polígonos industriales siempre que los proyectos de urbanización que 
desarrollen los planes parciales o especiales que establezcan la ordenación detallada de 
dichos polígonos ya hayan sido sometidos a dicha evaluación.

3. El procedimiento de evaluación de impacto ambiental se exigirá cuando se soliciten 
las pertinentes licencias municipales para la construcción o apertura, ampliación, cambio de 
actividad o traslado del proyecto de gran equipamiento comercial.

Artículo 21.  Integración del equipamiento comercial en el procedimiento de elaboración de 
los planes e instrumentos urbanísticos.

1. En la tramitación del Plan General de Ordenación, de los planes parciales y de los 
planes especiales, y en la de sus respectivas revisiones o modificaciones, con el acuerdo de 
aprobación inicial y simultáneamente a la apertura del trámite de información pública, el 
Ayuntamiento, o, en su caso, la Administración urbanística, deberá solicitar a la Consejería 
competente en materia de comercio un informe sobre las reservas de suelo para uso 
comercial en general y, de modo especial, cuando éstas posibiliten o contemplen la 
implantación de grandes equipamientos comerciales, definidos en el artículo 16.1. b) y c).

2. La Consejería competente en materia de comercio emitirá el informe en el plazo de un 
mes. Transcurrido ese plazo sin haberlo emitido, el informe se entiende favorable por 
silencio administrativo positivo.

TÍTULO II

Horarios comerciales

Artículo 22.  Días laborables.

1. Los establecimientos comerciales ubicados en el territorio del Principado de Asturias 
podrán permanecer abiertos al público durante el conjunto de días laborables de la semana 
hasta un máximo de noventa horas.

2. El horario de apertura y cierre será determinado libremente por cada comerciante, 
respetando siempre el límite máximo semanal establecido en el apartado anterior.

Artículo 23.  Domingos y festivos.

1. Los establecimientos comerciales podrán permanecer abiertos al público durante un 
máximo de diez domingos o días festivos al año.

2. Los domingos y festivos en los que los comercios podrán permanecer abiertos al 
público en el Principado de Asturias serán fijados por la Consejería competente en materia 
de comercio, previa audiencia al Consejo Asesor de Comercio del Principado de Asturias. La 
resolución de la citada Consejería será publicada en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias antes del 1 de diciembre de cada año anterior.
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3. Cada comerciante determinará libremente el horario de apertura de cada domingo o 
día festivo en que ejerza su actividad.

Artículo 24.  Establecimientos con libertad de horario.

1. Los establecimientos dedicados principalmente a la venta de pastelería y repostería, 
pan, platos preparados, prensa, combustibles y carburantes, floristerías y plantas, y las 
denominadas tiendas de conveniencia, así como las instaladas en puntos fronterizos, en 
estaciones y medios de transporte terrestre, marítimo y aéreo y en zonas calificadas de gran 
afluencia turística tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que 
permanecerán abiertos al público.

2. Se entenderá por tiendas de conveniencia aquellas que, con una superficie útil para la 
exposición y venta no superior a 500 metros cuadrados, permanezcan abiertas al público al 
menos dieciocho horas al día y distribuyan su oferta en forma similar, entre libros, periódicos 
y revistas, artículos de alimentación, discos, vídeos, juguetes, regalos y artículos varios.

3. También tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que permanecerán 
abiertos al público los establecimientos de venta de reducida dimensión distintos de los 
anteriores, que dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al público inferior 
a 300 metros cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas o grupos de distribución 
que no tengan la consideración de pequeña y mediana empresa según la legislación vigente.

Artículo 25.  Otros supuestos.

1. Los establecimientos comerciales de proximidad, en los términos del artículo 16.1.a) 
de la presente ley, situados en localidades en las que los mercados y ferias periódicas se 
celebren en domingos y festivos podrán permanecer abiertos el mismo horario del mercado 
o feria, previo acuerdo de la mayoría del comercio local, siempre y cuando se mantengan 
cerrados al día siguiente.

2. Los establecimientos comerciales de proximidad, en los términos del artículo 16.1.a) 
de la presente ley, situados en el entorno inmediato de mercados o mercadillos de venta 
ambulante autorizados que se celebren con periodicidad semanal en domingos y festivos 
podrán permanecer abiertos el mismo horario que éstos. En el supuesto de villas y pequeñas 
localidades será de aplicación lo dispuesto en el apartado anterior.

Artículo 26.  Información sobre los horarios comerciales.

Los titulares de establecimientos comerciales sometidos a la presente Ley estarán 
obligados a exponer en sus escaparates o en cualquier otro lugar de su establecimiento 
legible desde el exterior el horario de apertura y cierre que tengan establecido.

TÍTULO III

Actividades de promoción de ventas

CAPÍTULO I

Normas generales

Artículo 27.  Concepto.

1. Se entiende por promoción de ventas toda acción comercial que incorpora la oferta de 
incentivos a corto plazo, tanto para el comerciante como para el consumidor, planteada para 
conseguir un acto de compra inmediato por parte de este último.

2. Tendrán la consideración de actividades de promoción de ventas las ventas de 
promoción, las ventas en rebajas, las ventas de saldos, las ventas en liquidación y las ventas 
con obsequio.
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Artículo 28.  Pertenencia previa al inventario.

1. Para que pueda practicarse una promoción comercial es preciso que los artículos 
ofertados hubiesen formado parte de las existencias previas del comerciante, al menos en 
cantidad suficiente para poder satisfacer la demanda previsible de los compradores en 
circunstancias normales, salvo que se trate de una venta en liquidación.

2. En cualquier caso se considera que la promoción no satisface la demanda previsible si 
las existencias no son suficientes para atender la demanda originada en un día completo de 
apertura comercial, sin perjuicio de lo dispuesto especialmente sobre la duración de las 
rebajas.

3. Los artículos no podrán ser adquiridos con el fin exclusivo de ser incluidos en las 
promociones comerciales, salvo la promoción para el lanzamiento de nuevos productos.

4. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo específicamente 
establecido en el capítulo IV del presente Título sobre establecimientos comerciales 
dedicados de forma exclusiva a la venta de saldos.

Artículo 29.  Información.

1. En los anuncios de las modalidades de actividades de promoción de ventas deberán 
especificarse la duración y, en su caso, las reglas especiales aplicables a las mismas.

2. Cuando las promociones no comprendan, al menos, la mitad de los artículos puestos 
a la venta, la modalidad de promoción de que se trate no se podrá anunciar como una 
medida general, sino referida exclusivamente a los artículos o sectores a los que realmente 
afecte. En estos casos, los artículos o sectores promocionados deberán estar claramente 
separados del resto, de forma que no pueda, razonablemente, existir error.

3. Toda forma de promoción o publicidad de ventas que transmita al consumidor un 
mensaje sobre la diferencia de precio de determinados productos sobre los precios 
ordinarios anteriores aplicados obligará al comerciante a hacer constar en cada producto el 
precio anterior y el precio actual. Cuando la disminución del precio resulte de la aplicación de 
un porcentaje igual para un mismo grupo de artículos, bastará que conste el porcentaje de 
disminución del precio y el tipo de artículos al que afecta.

Artículo 30.  Medios de pago.

El comerciante que practique cualquiera de las modalidades de venta promocional 
tendrá la obligación de informar al consumidor acerca de los medios de pago admisibles en 
la misma, advirtiéndolo de forma manifiestamente visible desde el exterior del 
establecimiento.

Artículo 31.  Concurrencia de promociones.

1. Las ventas de saldos y las ventas en rebajas podrán concurrir en un mismo 
establecimiento comercial siempre que los artículos estén debidamente separados de forma 
tal que la diferencia entre unos y otros sea fácilmente perceptible por el comprador.

2. Se prohíbe la realización de cualquier modalidad de promoción que, por las 
circunstancias en que se desarrolle, genere confusión con otra modalidad distinta y sea 
susceptible de producir incumplimiento de las normas aplicables.

CAPÍTULO II

Ventas de promoción

Artículo 32.  Concepto.

Se entiende por venta de promoción aquella que tiene por finalidad dar a conocer el 
nuevo producto o artículo o potenciar la venta de ciertos productos mediante la oferta de un 
artículo o grupo de artículos homogéneos.
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Artículo 33.  Requisitos.

1. La venta de promoción deberá ir precedida o acompañada de la suficiente información 
al público, en la que habrán de figurar con claridad los siguientes aspectos:

a) El producto o productos objeto de promoción.
b) Las condiciones de venta, precio habitual y descuento.

2. La venta en promoción requiere disponer de existencias suficientes para hacer frente 
a la oferta.

3. Si llegasen a agotarse durante la promoción las existencias de alguno de los 
productos ofertados, el comerciante deberá entregar al comprador un compromiso de 
reserva del producto seleccionado, que deberá poner a su disposición en el plazo máximo de 
una semana, en las mismas condiciones y precio de la oferta. Si no pudiese atender dicha 
demanda en el plazo señalado, deberá sustituir dicho producto por otro de similares 
condiciones y características.

CAPÍTULO III

Ventas en rebajas

Artículo 34.  Rebajas.

Cada comerciante deberá exponer en el exterior de su establecimiento un anuncio del 
período de rebajas que libremente decida, con indicación de las fechas de inicio y 
finalización.

Artículo 35.  Prohibiciones.

1. No podrá anunciarse la venta en rebajas de un establecimiento comercial cuando la 
misma afecta a menos de la mitad de los artículos existentes, sin perjuicio de que pueda 
anunciarse la de cada artículo en concreto, en cuyo caso los rebajados estarán debidamente 
identificados y diferenciados del resto.

2. No podrán ofrecerse en rebajas artículos obsoletos o con deterioro, sin perjuicio de 
que se ofrezcan en el mismo establecimiento comercial como saldos.

3.  Igualmente, no podrán ofrecerse en rebajas artículos que no hubieran formado parte 
de la oferta habitual de ventas del establecimiento.

CAPÍTULO IV

Ventas de saldos

Artículo 36.  Prohibiciones.

1. No cabe calificar como venta de saldos la de aquellos productos cuya venta bajo tal 
régimen implique riesgo o engaño para el comprador, ni la de aquellos productos que no se 
venden realmente por precio inferior al habitual.

2. No se considera venta de saldos la de productos que no hayan pertenecido al 
comerciante diez meses antes de la fecha de comienzo de este tipo de actividad comercial, 
excepción hecha de los establecimientos dedicados específicamente al referido sistema de 
venta.

Artículo 37.  Exclusividad y localización.

1. Los establecimientos dedicados de forma exclusiva a la venta de saldos serán los 
únicos que podrán saldar artículos ajenos y artículos adquiridos específicamente con la 
finalidad de ser vendidos como saldo.

2. Todo comerciante podrá ofrecer la venta de saldos de sus propios artículos, con 
carácter permanente, siempre que estén debidamente separados del resto de los artículos y 
del resto de las promociones.
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3. El comerciante podrá practicar la venta de saldos en un establecimiento distinto del 
habitual.

Artículo 38.  Información.

1. Los establecimientos comerciales dedicados a la práctica permanente y exclusiva de 
saldos deberán indicarlo claramente en el rótulo del establecimiento comercial con la 
denominación de «venta de saldos», «restos», «outlet» u otros términos similares.

2. En todo caso de ventas de saldos, se deberá proporcionar al comprador información 
clara y precisa sobre el origen, calidad, estado y garantías de los artículos ofertados. 
Además, si se ofrecen como saldos artículos defectuosos o deteriorados deberá constar 
expresamente esta circunstancia, de forma que tales extremos sean susceptibles de ser 
identificados por el comprador.

3. El comerciante que practique una venta ocasional de saldos o venta permanente no 
exclusiva de saldos deberá comunicarlo a la Consejería competente en materia de comercio 
con una antelación de diez días a su inicio efectivo, expresando la identificación de la 
persona titular del establecimiento, el domicilio del establecimiento donde se quiere practicar 
la venta ocasional de saldos, la superficie útil de exposición y venta al público del 
establecimiento y porcentaje de ésta que se destinará a la venta de saldos, la causa o 
causas de deterioro, desperfecto, desuso u obsolescencia de los artículos que se incluyan 
en esta venta, el porcentaje que los productos saldados representan sobre el total de 
referencias del establecimiento y la fecha de inicio del plazo en el que se llevará a cabo este 
tipo de venta especial. Una copia de esta notificación deberá estar expuesta al público.

CAPÍTULO V

Ventas en liquidaciones

Artículo 39.  Información.

1. No se podrán anunciar ventas en liquidaciones con antelación superior a una semana 
de la fecha de inicio de la misma.

2. El comerciante deberá indicar en el exterior del establecimiento la fecha de inicio de la 
venta en liquidación y las causas de la misma.

3. El comerciante que practique una liquidación deberá comunicar este hecho a la 
Consejería competente en materia de comercio con una antelación de diez días a su inicio 
efectivo, expresando la causa de la liquidación, la duración prevista y los artículos ofertados. 
Una copia de esta notificación deberá estar expuesta al público.

CAPÍTULO VI

Ventas con obsequio o prima

Artículo 40.  Condiciones.

1. Durante el período de la oferta de venta con obsequio o prima, queda prohibido 
modificar al alza el precio, así como la disminución de la calidad del producto.

2. Las bases por las que se regirán los concursos, sorteos o similares deberán constar 
en el envase o envoltorio del artículo de que se trate o, en su defecto, estar debidamente 
acreditadas ante notario o ante la Dirección General competente en materia de comercio, 
siendo obligatoria la difusión en los medios de comunicación de los ganadores de los 
premios vinculados a la oferta.

3. Los bienes o servicios en que consistan los objetos o incentivos promocionales 
deberán entregarse al comprador al tiempo de la compra o en un plazo máximo de tres 
meses, a contar desde que el comprador reúna los requisitos exigidos.

Cuando el ofrecimiento se haya hecho en los envases de los correspondientes 
productos, el derecho a obtener la prima ofrecida podrá ejercerse, como mínimo, durante los 
tres meses siguientes a la fecha de caducidad de la promoción.
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4. En todo caso, la comunicación a cualquier persona que haya resultado agraciada con 
un premio deberá advertir inexcusablemente que éste no se encuentra condicionado a la 
adquisición de determinados artículos o servicios.

TÍTULO IV

Ventas especiales

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 41.  Modalidades.

Se consideran ventas especiales las ventas domiciliarias, las ventas a distancia, las 
ventas automáticas, las ventas en pública subasta, la venta ambulante y la venta ocasional.

CAPÍTULO II

Ventas domiciliarias

Artículo 42.  Concepto.

1. Se consideran ventas domiciliarias las realizadas profesionalmente mediante la visita 
del vendedor o de sus empleados o agentes para ofrecer los productos o servicios al lugar 
que designe el consumidor o posible comprador. No tendrán la consideración de ventas 
domiciliarias las ventas a distancia reguladas en el capítulo III del presente Título.

2. Tendrán igualmente la consideración de ventas domiciliarias las denominadas ventas 
de reunión de un grupo de personas convocadas por una de ellas, a instancia o de acuerdo 
con el vendedor.

3. Se deberá cumplir con la normativa reguladora del producto que se vende, no 
pudiendo ser objeto de venta aquellos cuya regulación prohíba este tipo de venta, 
especialmente los alimenticios y aquellos que por la forma de presentación no cumplan las 
normas técnicas sanitarias o de seguridad.

Artículo 43.  Publicidad.

La publicidad de la oferta que deberá ser entregada al consumidor incluirá, al menos, los 
siguientes extremos:

a) Identificación y domicilio de la empresa.
b) Datos esenciales del producto, de forma que permitan su identificación inequívoca en 

el mercado.
c) Precio, forma y condiciones de pago, gastos y plazo de envío.
d) Derecho que le asiste a disponer de un período de reflexión no inferior a siete días, 

durante el cual puede decidir la devolución del producto de que se trate y recibir las 
cantidades que haya entregado.

CAPÍTULO III

Venta a distancia

Artículo 44.  Concepto.

Dentro del concepto de ventas a distancia definido en la legislación estatal estarán, en 
particular, incluidas las ventas por teléfono, las ventas por correspondencia, ya sean 
mediante envío postal, por catálogo, a través de impresos o por anuncios en la prensa, las 
ventas ofertadas por el sistema de telecompra y las ventas por comercio electrónico, 
conforme a la normativa en materia de comercio electrónico.
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Artículo 45.  Garantías.

1. En todos los casos, se garantizará que el producto real remitido sea de idénticas 
características que las del producto ofrecido.

2. Sólo podrá efectuarse el envío de productos que previamente hayan sido solicitados 
por los consumidores, excepto cuando se trate de muestras o regalos de promoción, a 
condición de que figure claramente su carácter totalmente gratuito y la ausencia de toda 
obligación por parte del consumidor.

CAPÍTULO IV

Venta automática

Artículo 46.  Requisitos.

1. En todas las máquinas de venta deberá figurar con claridad:

a) La información referida al producto y al comerciante que lo ofrece: el tipo de producto 
que expenden, su precio, la identidad del oferente, así como una dirección y teléfono donde 
se atiendan las reclamaciones.

b) La información relativa a la máquina que expende el producto: el tipo de monedas que 
admite, las instrucciones para la obtención del producto deseado, así como la acreditación 
del cumplimiento de la normativa técnica aplicable.

2. No se podrán comercializar productos alimenticios que no estén envasados y 
etiquetados conforme a la normativa específica vigente y cuyas condiciones de conservación 
no sean las allí indicadas e, igualmente, no podrá llevarse a cabo la venta automática de 
bebidas alcohólicas o labores de tabaco en los supuestos en que su normativa específica lo 
prohíba.

CAPÍTULO V

Venta ambulante o no sedentaria

Artículo 47.  Modalidades.

1. El ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria, cualquiera que sea su periodicidad 
y el lugar donde se celebre, podrá desarrollarse en alguna de las siguientes modalidades:

a) Venta en mercadillos fijos o en mercados ocasionales o periódicos, situados en 
perímetros delimitados del casco urbano.

b) Venta en vía pública, sólo para productos estacionales o artesanales.
c) Venta esporádica en recintos o espacios reservados a las ferias populares y con 

ocasión de las mismas, y en espacios reservados con ocasión de acontecimientos 
deportivos, musicales o análogos y referidos a productos relacionados con el espectáculo en 
cuestión.

d) Venta ambulante itinerante en cualquier clase de vehículos o en camiones-tienda, que 
podrá comprender productos varios, en zonas o pueblos con escasos equipamientos 
comerciales o tradición en esta modalidad.

2. La actividad comercial desarrollada bajo alguna de las modalidades de venta 
ambulante o no sedentaria deberá efectuarse con sujeción al régimen general de la presente 
Ley, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas que resulten de aplicación.

Artículo 48.  Ordenanzas municipales.

1. Las ordenanzas municipales de venta ambulante o no sedentaria deberán determinar, 
como mínimo:

a) Las zonas de emplazamiento o lugares en que puede ejercerse la actividad, así como 
los horarios y las fechas en las que aquélla se podrá llevar a cabo.

b) Las modalidades de venta ambulante o no sedentaria admitidas.
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c) Número total de puestos o autorizaciones.
d) Productos que podrán ser ofrecidos en venta.
e) Tasa a pagar por la concesión de la autorización.
f) Régimen interno de funcionamiento del mercadillo o mercado, en su caso.
g) Previsión del régimen sancionador.

2. Igualmente, las ordenanzas municipales han de regular el procedimiento de selección 
de los eventuales candidatos al ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria, respetando, 
en todo caso, el régimen de concurrencia competitiva, así como las previsiones contenidas 
en los artículos 86 y siguientes de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las 
Administraciones Públicas, así como del capítulo II de la Ley 17/2009, de 3 de noviembre.

El procedimiento será público y su tramitación deberá desarrollarse conforme a criterios 
claros, sencillos, objetivos y predecibles. En la resolución del procedimiento se fijarán los 
requisitos de la autorización, que habrán de ser necesarios, proporcionales y no 
discriminatorios.

Artículo 49.  Autorizaciones.

1. Corresponderá a los Ayuntamientos otorgar las autorizaciones para el ejercicio de la 
venta ambulante en sus respectivos términos municipales, de acuerdo con sus normas 
específicas y las contenidas en la legislación vigente.

2. La duración de las autorizaciones tendrá carácter limitado. El Ayuntamiento fijará la 
duración de la autorización para el ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria, previa 
ponderación de la amortización de la inversión efectuada y de la remuneración equitativa de 
los capitales desembolsados por el prestador.

3. La presentación de la solicitud de autorización requerirá a los interesados, 
únicamente, la firma de una declaración responsable en los términos previstos por el artículo 
5 del Real Decreto 199/2010, de 26 de febrero, por el que se regula el ejercicio de la venta 
ambulante o no sedentaria.

4. La autorización que se otorgue no dará lugar a un procedimiento de renovación 
automática ni conllevará ningún otro tipo de ventaja para el prestador cesante o las personas 
que estén especialmente vinculadas con él.

5. La autorización debe definir, al menos, el plazo de validez, los datos identificativos del 
titular, el lugar o lugares en que puede ejercerse la actividad, los horarios y las fechas en las 
que se podrá llevar a cabo, así como los productos autorizados para la venta.

6. El procedimiento para la selección entre los posibles candidatos habrá de garantizar la 
transparencia y la imparcialidad y, en concreto, la publicidad adecuada del inicio, desarrollo y 
fin del proceso.

7. Los Ayuntamientos remitirán cada año a la Consejería competente en materia de 
comercio una relación actualizada de los comerciantes a los que se les haya otorgado la 
autorización correspondiente.

Artículo 50.  Lugares de venta.

1. No podrá autorizarse la venta ambulante o no sedentaria fuera de los lugares 
expresamente delimitados por los Ayuntamientos para la realización de la misma.

2. Los puestos de venta ambulante o no sedentaria no podrán situarse en los accesos a 
edificios de uso público, establecimientos comerciales e industriales, ni en lugares que 
dificulten el acceso y la circulación.

Artículo 51.  Información.

1. Quienes ejerzan la venta ambulante deberán tener expuestos en forma fácilmente 
visible para el público sus datos personales y el documento en que conste la 
correspondiente autorización municipal, así como una dirección para la recepción de las 
solicitudes de información o de las posibles reclamaciones.

2. La identificación del comerciante deberá igualmente figurar en el comprobante de 
venta, si lo hubiera.
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CAPÍTULO VI

Venta ocasional

Artículo 52.  Venta ocasional.

1. Se entiende por venta ocasional aquella que se realiza por un período inferior a un 
mes, con o sin subasta, en locales que no estén destinados, con carácter permanente y 
habitual, a la actividad comercial y que no constituya venta ambulante.

2. Esta modalidad de venta deberá ser autorizada por el Ayuntamiento del concejo 
donde la misma se desarrolle, que la comunicará a la Consejería competente en materia de 
comercio en el plazo máximo de diez días desde la autorización.

3. En la solicitud se determinarán, como mínimo, los siguientes extremos:

a) Identificación del vendedor.
b) Descripción de las características del producto.
c) Cumplimiento de los requisitos fiscales y administrativos.
d) Título de uso del local.

4. Igualmente, el vendedor tiene la obligación de informar, de forma clara y fidedigna, 
acerca del origen de los productos que oferta.

TÍTULO V

La actuación pública sobre la actividad comercial

Artículo 53.  Del fomento de la actividad comercial.

1. La Administración del Principado de Asturias, a través de la Consejería competente en 
materia de comercio, promoverá el desarrollo y modernización de la actividad comercial en 
todo el territorio de la Comunidad Autónoma.

2. La Administración del Principado de Asturias impulsará y apoyará de forma especial 
todas aquellas iniciativas cuyo objetivo sea la distribución y venta de productos autóctonos 
asturianos.

3. La Administración del Principado establecerá, en el marco y ejercicio de sus 
competencias normativas en materia fiscal, un adecuado tratamiento de apoyo al pequeño y 
mediano comercio en su ámbito de actuación.

Artículo 54.  Medidas de actuación.

1. A los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, la Administración del Principado 
de Asturias, a través de la Consejería competente en materia de comercio, desarrollará una 
política de reforma de las estructuras comerciales encaminada a la modernización y 
racionalización del sector. Dicha política tendrá como líneas principales de actuación las 
siguientes:

a) Establecer programas de ayudas para las pequeñas y medianas empresas 
comerciales con el fin de conseguir la modernización y mejora de su gestión comercial.

b) Proporcionar una formación permanente, continuada y actualizada a empresarios y 
trabajadores del sector con el fin de lograr una mayor productividad y eficacia en su gestión.

c) Apoyar técnica y financieramente la introducción de nuevas tecnologías, la integración 
y asociacionismo de empresas y, en general, cualquier acción o proyecto que redunde en la 
obtención de canales de comercialización con menores costes de intermediación, mayor 
eficacia y mejor servicio y calidad para el consumidor y usuario.

d) Promover, en colaboración con la Consejería competente en materia de ordenación 
territorial y urbanismo y los Ayuntamientos, proyectos de desarrollo de un adecuado 
urbanismo comercial, especialmente en los grandes núcleos de población, en defensa de un 
modelo de ciudad compacta, sostenible y socialmente solidaria.
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e) Promover nuevas alternativas al comercio que permitan incrementar el nivel de 
calidad de vida de los ciudadanos.

f) Promover las medidas adecuadas para suplir o equilibrar las situaciones de 
inferioridad, subordinación o indefensión en que puede encontrarse, individual o 
colectivamente, el consumidor o usuario.

g) Impulsar la consolidación, estabilidad y crecimiento del empleo de calidad en el sector 
comercial.

h) Incentivar la realización de estudios e investigaciones relacionadas con el sector del 
comercio que contribuyan a su mejora y modernización.

i) Realizar campañas de promoción del comercio.
j) Impulsar medidas de apoyo al comercio dirigidas a la eliminación de barreras 

arquitectónicas.

2. Para llevar a cabo las actuaciones recogidas en el apartado anterior, la Administración 
del Principado de Asturias podrá recabar la colaboración de otras Administraciones, así 
como de instituciones y asociaciones públicas o privadas, por medio de la suscripción de 
convenios o en la forma que resulte más adecuada para la consecución de los fines 
perseguidos.

Artículo 55.  Planes de orientación comercial.

1. En el marco de la presente Ley, se podrán aprobar:

a) Planes locales de orientación comercial, que son aquellos que concretan los objetivos 
a alcanzar en materia de comercio y las específicas medidas de fomento que han de 
adoptarse para su consecución en uno o varios concejos, priorizando el mantenimiento de la 
estructura de distribución comercial urbana.

b) Planes sectoriales de orientación comercial, que son los que afectan a un sector 
determinado de la actividad comercial, pudiendo abarcar la totalidad o parte del territorio de 
la Comunidad Autónoma.

2. La vigencia de los planes locales y sectoriales de orientación comercial será como 
máximo de cuatro años.

3. Los planes locales y sectoriales de orientación comercial habrán de tener, 
básicamente, el siguiente contenido:

a) Memoria relativa a la oferta y la demanda comercial existente en el ámbito territorial 
afectado o en el sector comercial en cuestión, con especial referencia al tratamiento 
dispensado en las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial y en el planeamiento 
urbanístico municipal.

b) Programa de actuación, en el que se defina el correspondiente modelo comercial del 
ámbito territorial o del sector en cuestión, y las medidas de fomento oportunas para que el 
equipamiento comercial ya existente en el ámbito territorial concernido o en el sector 
comercial en cuestión se adapte al modelo que se desprenda del plan.

4. En el caso de los planes locales, el programa podrá incluir:

a) Planes de dinamización comercial y de inversiones, con especial indicación de las 
urbanísticas de incidencia comercial (creación de calles o zonas comerciales adecuadas de 
carácter peatonal o de circulación restringida, centros comerciales abiertos, o desarrollo de 
los ya existentes, accesos, aparcamientos, señalización, etc.) y de los agentes que 
participan en su ejecución y financiación.

b) Las ordenanzas o planes urbanísticos que se han de redactar o modificar, en su caso.

Artículo 56.  Planes locales de orientación comercial.

La elaboración y aprobación de los planes locales de orientación comercial se ajustarán 
a los siguientes trámites:

a) La iniciativa para su elaboración corresponderá a las entidades locales, Cámaras 
Oficiales de Comercio, organizaciones empresariales más representativas del sector y, 
subsidiariamente, a la Consejería competente en materia de comercio.
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b) Aprobación inicial por el Ayuntamiento o Ayuntamientos afectados o, en su caso, la 
entidad supramunicipal competente y sometimiento del proyecto a trámite de información 
pública de un mes.

c) En el plazo de tres meses desde la aprobación inicial, y a la vista del resultado de la 
información pública, el Ayuntamiento o Ayuntamientos afectados o, en su caso, la entidad 
supramunicipal competente procederán a su aprobación provisional.

d) Aprobación definitiva por la Consejería competente en materia de comercio, previo 
informe del Consejo Asesor de Comercio del Principado de Asturias. Transcurridos tres 
meses, a contar desde la notificación de la aprobación provisional, sin haberse dictado la 
pertinente resolución, se entiende producida la aprobación definitiva por silencio 
administrativo.

Los planes locales de orientación comercial podrán adoptar, si así lo decide la 
Administración municipal, el carácter y condición de plan especial de conformidad con lo 
previsto en la vigente legislación urbanística, siéndoles, en su caso, de aplicación la 
legislación ambiental.

Artículo 57.  Planes sectoriales de orientación comercial.

La elaboración y aprobación de los planes sectoriales de orientación comercial se 
ajustarán a los siguientes trámites:

a) La iniciativa para su elaboración corresponderá a las entidades locales, Cámaras 
Oficiales de Comercio, organizaciones empresariales más representativas del sector y a la 
Consejería competente en materia de comercio.

b) Aprobación inicial por la Consejería competente en materia de comercio y 
sometimiento del proyecto a trámite de información pública de un mes. En los supuestos en 
que la iniciativa no corresponda a las entidades locales, antes de la aprobación inicial, se 
recabará por parte de la Dirección General competente en materia de comercio un informe 
de la Comisión Asturiana de Administración Local.

c) A la vista del resultado de la información pública, tendrá lugar la aprobación definitiva 
por la Consejería competente en materia de comercio, previo informe del Consejo Asesor de 
Comercio del Principado de Asturias. Transcurridos seis meses desde la aprobación inicial, 
sin haberse dictado la pertinente resolución de aprobación definitiva, se entiende que la 
Administración ha desistido del proyecto.

Artículo 58.  Promoción del comercio en las zonas rurales.

1. El comercio de las zonas rurales, entendiendo por tal los pequeños establecimientos 
comerciales de corte tradicional ubicados en núcleos de población de menos de 1.000 
habitantes, será objeto de programas específicos de fomento, asistencia técnica y ayudas 
por parte de la Administración del Principado de Asturias.

2. Los programas que se formulen y desarrollen en ejecución de las medidas previstas 
en el apartado anterior se adoptarán previo informe del Consejo Asesor de Comercio del 
Principado de Asturias, y en colaboración con los Ayuntamientos en las materias de su 
competencia.

Artículo 59.  Actividades feriales.

1. Se entiende por actividades feriales las manifestaciones de carácter comercial que 
tengan por objeto la exposición, difusión y promoción comercial de bienes o servicios, 
facilitar el acercamiento entre la oferta y la demanda que conduzca a la realización de 
transacciones comerciales y potenciar la transparencia del mercado, siempre que concurran 
las siguientes características:

a) Tener una duración limitada en el tiempo.
b) Reunir a una pluralidad de expositores.

Durante el desarrollo de las actividades feriales, podrán llevarse a cabo ventas directas 
con sujeción al régimen general de la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de otras 
normas que resulten de aplicación, las cuales gozarán de libertad de horario.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 32  Ley de comercio interior

– 361 –



2. Las actividades feriales, definidas en el apartado anterior, adoptarán alguna de las 
siguientes modalidades:

a) «Feria», cuando su celebración tenga carácter periódico.
b) «Exposición o muestra», cuando no tiene una periodicidad establecida.

3. Reglamentariamente se determinarán los requisitos para su celebración y la 
clasificación de las actividades feriales en función de la procedencia o de las características 
de los bienes o servicios objeto de los mismos.

4. La Administración del Principado fomentará su celebración y apoyará la asistencia a 
las mismas de las empresas y comerciantes asturianos.

5. Se consideran excluidas:

a) Las exposiciones internacionales, que se rigen por la Convención de París de 22 de 
noviembre de 1928.

b) Las exposiciones dedicadas a los productos de la cultura, la educación, la ciencia, el 
arte, el civismo y los servicios sociales, salvo que se dirijan principalmente al público 
profesional.

c) Las actividades promocionales de cualquier tipo organizadas por los establecimientos 
comerciales.

d) Los mercados cuya actividad exclusiva o fundamental sea la venta directa con retirada 
de mercancía, aunque reciban la denominación tradicional de feria.

e) Los certámenes ganaderos.

Artículo 60.  Inspección.

La Administración del Principado de Asturias, a través de la Dirección General 
competente en materia de comercio, y los Ayuntamientos, en el ejercicio de sus funciones de 
vigilancia, podrán inspeccionar productos, actividades, instalaciones y establecimientos 
comerciales, así como solicitar a sus titulares cuanta información resulte precisa en relación 
con los mismos.

Artículo 61.  Obligación de facilitar información.

Los titulares de las empresas, establecimientos y actividades comerciales, así como sus 
representantes están obligados a cumplir con los requerimientos e inspecciones que efectúe 
la Administración competente y sus agentes, acerca del cumplimiento de las prescripciones 
legales que regulen el ejercicio de la actividad comercial de que se trate.

TÍTULO VI

Infracciones y sanciones

CAPÍTULO I

Infracciones

Artículo 62.  Infracciones administrativas.

Se consideran infracciones administrativas en materia de comercio las acciones u 
omisiones tipificadas en la presente Ley y se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 63.  Infracciones leves.

Se considerarán infracciones leves:

a) No exhibir la necesaria autorización, homologación o comunicación en la forma legal o 
reglamentariamente establecida.

b) El incumplimiento de la obligación de exponer o exhibir en cualquier lugar del 
establecimiento, legible desde el exterior, el horario de apertura y cierre.
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c) El incumplimiento de la obligación de comunicación de las liquidaciones, así como de 
las ventas de saldos ocasionales o ventas de saldos permanentes no exclusivas, en la forma 
y condiciones recogidas en la presente Ley.

d) El suministro de información inexacta o incompleta requerida por las autoridades o sus 
agentes y por los funcionarios de la Administración comercial en el ejercicio de sus funciones 
de comprobación, siempre que no constituya infracción grave.

e) Cualquier otro incumplimiento de las prohibiciones y obligaciones establecidas en la 
presente Ley que no esté tipificado como infracción grave o muy grave.

Artículo 64.  Infracciones graves.

Se considerarán infracciones graves:

a) La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida por 
las autoridades o sus agentes y por los funcionarios de la Administración comercial en el 
ejercicio de sus funciones de comprobación, y el suministro de información falsa.

b) El incumplimiento del requerimiento sobre el cese de actividades infractoras.
c) Ejercer una actividad comercial sin autorización, cuando ésta sea necesaria.
d) El incumplimiento del deber de comunicación de quien ejerza la actividad comercial al 

Registro de Empresas y Actividades Comerciales del Principado de Asturias en el plazo 
legalmente establecido.

e) Realizar o anunciar ventas a pérdidas, con excepción de las autorizadas en la 
legislación básica estatal en materia de comercio minorista, así como incumplir las normas 
sobre facturas que se establecen en la misma.

f) Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación administrativa.
g) El incumplimiento de los plazos máximos de pago que contempla la legislación básica 

estatal en materia de comercio minorista, así como la falta de entrega por los comerciantes a 
sus proveedores de un documento que lleve aparejada ejecución cambiaria, y la falta de 
entrega de un efecto endosable a la orden en los supuestos y plazos contemplados en la 
citada legislación básica.

h) La realización de actividades comerciales en domingo o día festivo no autorizado para 
la realización de actividades comerciales.

i) La venta bajo el anuncio o la denominación de ventas con prima, ventas en rebaja, 
ventas en liquidación, ventas de promoción o ventas de saldos, así como la realización de 
estas actividades con inobservancia de las características legales definidoras de las mismas.

j) Estar afectados los objetos ofertados en las ventas con obsequio, en rebaja o en 
liquidación por alguna causa que reduzca su valor de mercado.

k) El falseamiento, en las ventas promocionales, de la publicidad de su oferta.
l) La oferta de operaciones en cadena o pirámide en la forma prohibida por la legislación 

estatal.
m) Modificar durante el período de duración de la oferta de ventas con obsequio el precio 

o calidad del producto.
n) El incumplimiento del régimen establecido sobre la entrega de los obsequios 

promocionales.
o) Anunciar ventas como de fabricante o mayorista con incumplimiento de lo establecido 

al respecto en la legislación básica estatal en materia de comercio minorista.
p) Incumplimiento de la prohibición de ejercer simultáneamente la actividad comercial 

mayorista y minorista en un mismo establecimiento, sin estar debidamente diferenciadas, 
señalizadas e identificadas, ni respetar las normas específicas reguladoras de cada una de 
ellas.

q) El incumplimiento por parte de quienes otorguen contrato de franquicia de la 
obligación de comunicación del inicio de actividad al Registro de Franquiciadores en el plazo 
al que se refiere la legislación básica estatal en materia de comercio minorista, así como la 
falta de actualización de los datos que con carácter anual deben realizar.

r) Cursar información errónea o claramente insuficiente cuando ésta haya sido solicitada 
de conformidad con la normativa de aplicación y tenga carácter esencial, se generen graves 
daños o exista intencionalidad.

s) La prohibición de libre acceso y la expulsión de los clientes cuando sean injustificadas.
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t) El incumplimiento de la normativa relativa al uso del Escudo del Principado de Asturias 
como distintivo de productos y mercancías.

u) El incumplimiento del deber de comunicación previa establecido en el artículo 19 de la 
presente ley.

Artículo 65.  Infracciones muy graves.

Se considerarán infracciones muy graves:

a) Las que supongan grave riesgo para la salud y seguridad de las personas.
b) La negativa o resistencia a suministrar datos o facilitar la información requerida por las 

autoridades o sus agentes y por funcionarios de la Administración comercial en el ejercicio 
de sus funciones de comprobación, cuando se efectúe acompañada de violencia física o 
cualquier otra forma de presión o intimidación.

c) Las que, habiéndose calificado de graves, hayan supuesto una facturación total 
durante el período de comisión de la infracción superior a 600.000 euros.

Artículo 66.  Responsabilidad.

1. Serán responsables de las infracciones administrativas tipificadas:

a) Las personas físicas o jurídicas titulares de la empresa y actividades comerciales que 
serán, salvo prueba en contrario, aquellas a cuyo nombre figure la autorización o licencia 
correspondiente.

b) Las personas físicas o jurídicas que no disponiendo de la autorización obligatoria 
realicen la actividad comercial.

c) Las personas físicas o jurídicas que, por acción u omisión, contravengan lo dispuesto 
en la presente Ley.

2. El titular de la empresa, establecimiento o actividad será responsable administrativo 
de las infracciones cometidas por el personal a su servicio.

Artículo 67.  Prescripción de las infracciones.

1. Las infracciones administrativas en materia de comercio prescribirán en los siguientes 
plazos:

a) Las leves, a los seis meses.
b) Las graves, a los dos años.
c) Las muy graves, a los tres años.

2. El plazo de prescripción se computará a partir de la producción del hecho sancionable 
o de la terminación del período de comisión si se trata de infracciones continuadas y quedará 
interrumpido por la incoación del correspondiente procedimiento sancionador, con 
conocimiento del interesado, reanudándose el cómputo si el procedimiento estuviera 
paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto responsable.

CAPÍTULO II

Sanciones

Artículo 68.  Sanciones.

Las infracciones a lo dispuesto en esta Ley serán sancionadas con apercibimiento o 
multa, de acuerdo con la siguiente graduación, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 70:

a) Las infracciones leves se sancionarán con apercibimiento o multa de 600 a 3.000 
euros.

b) Las infracciones graves, con multa de 3.001 hasta 90.000 euros.
c) Las infracciones muy graves, con multa de 90.001 hasta 800.000 euros.
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Artículo 69.  Sanciones accesorias.

1. La autoridad a quien corresponda la resolución del procedimiento podrá acordar, como 
sanción accesoria, el comiso de la mercancía adulterada, falsificada, fraudulenta, no 
identificada o que pueda suponer riesgo para el consumidor, debiendo destruirse si su 
utilización o consumo constituyeran un peligro para la salud pública. Será, en todo caso, el 
órgano sancionador el que deba determinar el destino final que debe darse a las mercancías 
decomisadas en cada circunstancia. Los gastos que deriven de las operaciones de 
intervención, depósito, comiso, transporte y destrucción de la mercancía serán a cuenta del 
infractor.

2. En el supuesto de infracciones muy graves que supongan un grave riesgo para la 
salud, grave perjuicio económico o generen una amplia alarma social, el órgano sancionador 
podrá acordar el cierre temporal de la empresa o establecimiento infractor por un plazo 
máximo de un año.

3. En el supuesto de que el establecimiento careciera de las pertinentes autorizaciones 
administrativas, el órgano competente para resolver el procedimiento sancionador podrá 
acordar, como sanción accesoria, el cierre del establecimiento hasta que obtenga dichas 
autorizaciones.

Artículo 70.  Criterios de graduación de las sanciones.

Las sanciones se graduarán especialmente en función del volumen de la facturación a la 
que afecte, cuantía del beneficio obtenido, grado de intencionalidad, plazo de tiempo durante 
el que se haya venido cometiendo la infracción, capacidad o solvencia económica de la 
empresa y reincidencia, entendida como la comisión en el término de un año de más de una 
infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme.

Artículo 71.  Multas coercitivas.

Con independencia de las sanciones establecidas en la presente ley, los órganos 
sancionadores, una vez transcurridos los plazos señalados en el requerimiento 
correspondiente relativo a la adecuación de la actividad o de los establecimientos a lo 
dispuesto en las normas, podrán imponer multas coercitivas conforme a lo previsto en el 
artículo 99 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. La cuantía de cada 
una de dichas multas no superará el 20% de la multa fijada para la infracción cometida.

Artículo 72.  Órganos competentes para la imposición de las sanciones.

Los órganos competentes para la imposición de las sanciones establecidas en esta Ley 
son los siguientes:

a) El titular de la Dirección General que tenga atribuidas las competencias en materia de 
comercio, en el caso de las sanciones por infracciones leves.

b) El titular de la Consejería competente en materia de comercio, en el caso de las 
sanciones por infracciones graves y muy graves, con las excepciones establecidas en el 
apartado siguiente.

c) El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias en los siguientes casos:

1.º Cuando la sanción por el ejercicio de la actividad comercial sin las pertinentes 
autorizaciones lleve aparejada el cierre del establecimiento hasta la obtención de aquéllas.

2.º Cuando las sanciones por infracciones muy graves lleven aparejado el cierre 
temporal de la empresa o establecimiento infractor por un plazo máximo de un año.

Artículo 73.  Prescripción de las sanciones.

1. Las sanciones administrativas en materia de comercio prescribirán en los siguientes 
plazos:

a) Las leves, a los seis meses.
b) Las graves, a los dos años.
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c) Las muy graves, a los tres años.

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que 
adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a contarse el plazo si aquél está paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable al infractor.

CAPÍTULO III

Procedimiento sancionador

Artículo 74.  Regulación.

El procedimiento sancionador en materia de comercio interior en lo no previsto en la 
presente ley se sustanciará conforme a lo dispuesto en la normativa reguladora para el 
ejercicio de la potestad sancionadora por la Administración del Principado de Asturias, 
debiendo, en todo caso, respetarse los principios contenidos en el capítulo II del Título IX de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 75.  Iniciación.

1. El procedimiento sancionador en materia de comercio se iniciará de oficio por 
providencia del titular de la Dirección General competente en materia de comercio adoptado 
como consecuencia de cualquiera de las actuaciones siguientes:

a) Por la propia iniciativa del órgano competente en materia de comercio cuando tenga 
conocimiento de una presunta infracción por cualquier medio.

b) Orden del órgano superior jerárquico.
c) Petición razonada de la autoridad u órgano administrativo que tenga conocimiento de 

una presunta infracción.
d) Denuncia de cualquier persona en cumplimiento o no de una obligación legal.

2. Con carácter previo a la incoación del procedimiento, la autoridad competente podrá 
realizar actuaciones al objeto de determinar si concurren las circunstancias que justifiquen la 
iniciación del procedimiento sancionador.

Artículo 76.  Medidas de carácter provisional.

1. La autoridad competente para la incoación del procedimiento sancionador podrá 
acordar, en cualquier momento del procedimiento, mediante resolución motivada y con 
audiencia previa del interesado, la adopción de medidas de carácter provisional siempre que 
concurran en las infracciones circunstancias graves que afecten a la seguridad de las 
personas o de los bienes, que supongan perjuicios graves y manifiestos de difícil reparación, 
o que sea necesario para asegurar la eficacia de la resolución que, en su caso, pudiera 
recaer.

s2. Estas medidas de carácter provisional, que no tendrán el carácter de sanción, podrán 
mantenerse durante el tiempo preciso hasta la rectificación de los defectos existentes y 
como máximo hasta la resolución del procedimiento. Entre tales medidas, se encuentran las 
siguientes:

a) Intervención cautelar de las mercancías objeto del procedimiento, siempre que existan 
indicios racionales de fraude o falsificación, imposibilidad de su identificación o 
incumplimiento de los requisitos mínimos establecidos para su comercialización.

b) La clausura o cierre de establecimientos o instalaciones que no cuenten con las 
preceptivas autorizaciones.

c) La suspensión temporal de la actividad comercial hasta que se cumplan los requisitos 
para su ejercicio.

3. Con anterioridad al inicio del procedimiento sancionador, el órgano competente, de 
oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los 
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intereses implicados, podrá adoptar las medidas que procedan por razones de seguridad. 
Tales medidas habrán de ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de 
iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su 
adopción.

En todo caso, las medidas adoptadas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento 
en dicho plazo o si el acuerdo de iniciación no se pronuncia expresamente acerca de las 
mismas.

Disposición transitoria primera.  Licencias en tramitación.

1. Las solicitudes de licencia comercial específica cuya tramitación se hubiese iniciado 
con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley y que se encuentren pendientes de 
resolución se tramitarán conforme a la normativa vigente en el momento de la presentación 
de la solicitud.

2. A los efectos de esta disposición, se entenderá que una licencia se encuentra en 
tramitación cuando se haya completado, por parte del solicitante, la totalidad de la 
documentación requerida por la legislación vigente en ese momento.

Disposición transitoria segunda.  Aplicación de esta Ley al planeamiento urbanístico y 
territorial en tramitación.

Todos aquellos procesos de revisión o elaboración de nuevos instrumentos de 
planeamiento urbanístico y territorial que se encuentren en tramitación en el momento de 
entrada en vigor de esta Ley, y en los que no haya recaído acuerdo de aprobación 
provisional, deberán someterse a lo dispuesto en este texto normativo.

Disposición derogatoria.  Derogación normativa.

1. A la entrada en vigor de la presente Ley queda derogada la Ley del Principado de 
Asturias 10/2002, de 19 de noviembre, de Comercio Interior.

2. Quedan asimismo derogadas a la entrada en vigor de la presente Ley las 
disposiciones de igual o inferior rango emanadas de los órganos de la Comunidad Autónoma 
que se opongan a lo previsto en la misma.

3. Quedan expresamente excluidos de la derogación, en cuanto no contradigan o se 
opongan a lo dispuesto en la presente Ley, el Decreto 79/2004, de 8 de octubre, por el que 
se aprueba el Reglamento de organización y funcionamiento del Consejo Asesor de 
Comercio del Principado de Asturias; el Decreto 104/2005, de 13 de octubre, de horarios 
comerciales en el Principado de Asturias, y el Decreto 137/2006, de 28 de diciembre, por el 
que se regula el Registro de Empresas y Actividades Comerciales del Principado de 
Asturias.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 
para el desarrollo y ejecución de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Actualización de la cuantía de las multas.

La cuantía de las multas establecidas en la presente Ley podrá ser actualizada mediante 
decreto por el Consejo de Gobierno, teniendo en cuenta la variación de los índices de 
precios al consumo.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias».
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§ 33

Ley 11/2002, de 2 de diciembre, de los Consumidores y Usuarios

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 287, de 13 de diciembre de 2002

«BOE» núm. 13, de 15 de enero de 2003
Última modificación: 30 de diciembre de 2006

Referencia: BOE-A-2003-912

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de los 
Consumidores y usuarios.

PREÁMBULO

El artículo 51 de la Constitución española establece en sus apartados 1 y 2 el deber de 
garantizar, por parte de todos los poderes públicos, la defensa de los consumidores y 
usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los 
legítimos intereses económicos de los mismos, la promoción de la información y educación 
de los consumidores y usuarios y el fomento de sus organizaciones, reconociendo a las 
mismas el derecho de ser oídas en las cuestiones que pueden afectar a los consumidores y 
usuarios.

En el ámbito estatal, y a fin de cumplir el citado mandato constitucional, se aprobó la Ley 
16/1984, de 19 de julio, general para la defensa de los consumidores y usuarios, norma que 
estableció el marco jurídico general en la materia y que es objeto de desarrollo por diversas 
normas de carácter estatal y, cada vez en mayor grado, por normas autonómicas, en base a 
las competencias que han ido asumiendo las Comunidades Autónomas a través del 
desarrollo del proceso autonómico.

El Principado de Asturias, cuyo Estatuto de Autonomía fue aprobado por la Ley Orgánica 
7/1981, de 30 de diciembre, asumió, en virtud de su reforma, que se produjo por la Ley 
Orgánica 1/1994, de 24 de marzo, la competencia correspondiente a desarrollo legislativo y 
ejecución en materia de defensa del consumidor ampliándose su esfera de actuación, 
meramente ejecutiva, con anterioridad a la misma.

El ejercicio de esta competencia exige la elaboración de un marco jurídico al máximo 
nivel normativo de la Comunidad Autónoma que desarrolle el mandato constitucional dirigido 
a los poderes públicos y que sistematice los mecanismos e instrumentos de defensa del 
consumidor en el Principado de Asturias.

La necesidad de una norma autonómica de rango legal se evidencia, asimismo, dadas 
las modificaciones que el régimen jurídico general de protección a los consumidores y 
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usuarios ha experimentado desde la promulgación de la Ley 16/1984, de 19 de julio, general 
para la defensa de los consumidores y usuarios y la ingente producción normativa tanto a 
nivel estatal como comunitario. Igualmente, es necesaria esta Ley para posibilitar la 
adaptación normativa de defensa del consumidor al marco jurídico organizativo autonómico, 
estableciendo el marco legal de actuación de órganos autonómicos en materia de consumo, 
una regulación específica en procedimiento sancionador que se adapta a la normativa de la 
Comunidad Autónoma, así como la regulación de las medidas administrativas que pueden 
adoptar las administraciones públicas del Principado de Asturias con competencia en esta 
materia.

La Ley ha puesto un especial énfasis en el derecho a la protección frente a riesgos que 
puedan afectar a la salud y seguridad, incluyendo dicho derecho como el primero a tutelar, y 
extendiendo la protección a riesgos medioambientales. Asimismo, se establece una especial 
protección de los consumidores en relación con productos o servicios de uso o consumo 
común, ordinario o generalizado, bienes de primera necesidad y servicios esenciales para la 
Comunidad. También merece destacarse, por su carácter novedoso en relación con la 
normativa general, la protección prioritaria de determinados colectivos.

Se incluye en esta Ley una regulación detallada de los derechos de los consumidores y 
usuarios, dividiéndose sus Secciones en función de su naturaleza y ámbito de protección; 
esto es, derecho a la protección de la salud y seguridad, a la protección de los derechos 
económicos y sociales, a la educación y formación en materia de consumo, a la información, 
a la representación, consulta y participación y a la protección jurídica, administrativa y 
técnica. Otros aspectos reseñables son el tratamiento otorgado al derecho de educación y 
formación en materia de consumo estableciendo el deber de fomentar, por parte de la 
Administración del Principado de Asturias, la enseñanza de dicha materia en todos los 
niveles educativos, el fomento de la utilización del bable en la información de los diversos 
productos y servicios –sin perjuicio de que la información legalmente obligatoria figure en 
castellano– armonizando esta Ley con las disposiciones autonómicas sobre protección y 
fomento de dicha lengua, la regulación de información en materia de precios –incorporando 
la obligación de informar al consumidor sobre el precio total de los bienes y servicios puestos 
a su disposición y detallándose la información que se ha de facilitar en caso de pago 
aplazado–, el especial tratamiento otorgado a la vivienda –bien básico por excelencia y 
objeto de un número cualitativa y cuantitativamente importante de reclamaciones–, el 
establecimiento de hojas de reclamaciones con un contenido mínimo en todos los 
establecimientos abiertos al público, la regulación de oficinas de información al consumidor, 
reconociendo al Principado de Asturias la posibilidad de utilización de mecanismos de 
fomento, coordinación y colaboración y estableciendo el Registro de oficinas de información 
al consumidor y usuario del Principado de Asturias y el tratamiento legal otorgado a las 
asociaciones de consumidores y usuarios recogiendo al máximo nivel normativo autonómico 
las facultades representativas y los derechos que poseen las mismas.

En esta norma se contempla el estatuto del personal inspector en la materia, detallando 
sus funciones. Asimismo, se sistematizan –describiendo los datos que deben contener– las 
actuaciones documentales llevadas a cabo por la inspección a través de Actas de 
Inspección, armonizándose dicha regulación con la ley procedimental básica en la materia, 
esto es, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones 
públicas y del procedimiento administrativo común.

La Ley contiene también una regulación, adaptada al ámbito de la Comunidad Autónoma 
del Principado de Asturias, de las medidas cautelares que puedan adoptar las autoridades 
con competencias en materia de defensa del consumidor y del régimen sancionador en 
dicha materia, destacándose en este último aspecto no sólo la detallada ordenación que 
ofrece, respetando el principio de reserva legal en cuanto a tipificación y calificación de las 
sanciones, sino también la incorporación de medidas, tales como la institución de multas 
coercitivas o la restitución de cantidades percibidas indebidamente en casos de aplicación 
de precios superiores a los autorizados, comunicados o presupuestados, que posibilitan de 
modo eficaz el efectivo cumplimiento de la legislación de consumo y, en suma, el respeto a 
los legítimos derechos de los consumidores.
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Asimismo, esta Ley ampara la facultad sancionadora de las corporaciones locales, que 
pueden ejercer la potestad sancionadora, dentro de su competencia territorial, hasta el límite 
máximo correspondiente a las infracciones graves.

Finalmente, es reseñable la creación, como órgano consultivo y asesor, del Consejo 
Asesor de Consumo del Principado de Asturias como la cláusula de cierre del sistema.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.

La presente Ley tiene por objeto la protección de los derechos y los legítimos intereses 
de los consumidores y usuarios en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

Artículo 2.  Concepto de consumidor y usuario.

1. A los efectos de esta Ley se considerarán consumidores y usuarios las personas 
físicas o jurídicas que, como destinatarios finales, adquieran, utilicen o disfruten en el 
territorio del Principado de Asturias productos, actividades o servicios para su consumo o 
uso personal, familiar o colectivo, cualquiera que sea la naturaleza publica o privada, 
individual o colectiva de quien lo produce, facilita, suministra, expide o presta.

2. No tendrán la consideración de consumidores o usuarios quienes, sin constituirse en 
destinatarios finales, adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios, con el 
fin de integrarlos en procesos de producción, transformación, comercialización o prestación a 
terceros.

3. A los efectos de los apartados anteriores, la Administración Pública sólo será 
considerada proveedor cuando preste un servicio o suministre un producto o bien en 
régimen de derecho privado.

Artículo 3.  Derechos básicos de los consumidores y usuarios.

1. Son derechos básicos de los consumidores y usuarios los siguientes:

a) La protección frente a los riesgos que puedan afectar a su salud y seguridad, 
incluyendo aquellos que amenacen al medio ambiente y a la calidad de vida.

b) La protección de sus derechos y legítimos intereses económicos y sociales, en 
especial frente a la inclusión de cláusulas abusivas en los contratos.

c) La recepción de una información veraz, correcta y suficiente sobre los diferentes 
bienes, productos o servicios.

d) La educación y formación en relación con todas las materias que puedan afectarles 
como consumidores y usuarios.

e) La representación, consulta y participación en las materias y procedimientos que les 
afecten, a través de las organizaciones legalmente constituidas para la defensa de sus 
intereses.

f) La protección jurídica, administrativa y técnica, así como la reparación e indemnización 
de los daños y perjuicios sufridos.

2. Los derechos de los consumidores y usuarios serán objeto de protección especial 
cuando guarden relación directa con productos o servicios de uso o consumo común, 
ordinario o generalizado. Asimismo, serán objeto de una especial vigilancia y control los 
bienes y productos de primera necesidad y los servicios esenciales para la comunidad, 
entendiéndose por tales aquellos que, por sus especiales características, resulten básicos 
para los consumidores y usuarios.

Artículo 4.  Irrenunciabilidad.

La renuncia previa al ejercicio de los derechos y legítimos intereses reconocidos en esta 
Ley y normas complementarias, así como los actos en fraude de ley y los pactos que tengan 
por objeto la exclusión de su aplicación, son nulos de pleno derecho.
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Artículo 5.  Colectivos de especial protección.

1. Los colectivos de consumidores y usuarios que, por circunstancias especiales, se 
encuentren en una situación de inferioridad, subordinación, indefensión o desprotección más 
acusada, serán objeto de atención prioritaria en las actuaciones que se desarrollen en 
ejecución de esta Ley.

2. Dicha atención prioritaria se dirigirá preferentemente a:

a) La infancia y adolescencia.
b) Enfermos.
c) Personas con discapacidad.
d) Personas mayores.
e) Mujeres gestantes.
f) Inmigrantes y,
g) Los sectores económicos y sociales más débiles.

CAPÍTULO II

Derechos de los consumidores y usuarios

Sección 1.ª Derecho a la protección de la salud y seguridad

Artículo 6.  Requisitos de los productos, bienes y servicios.

1. Los productos, bienes y servicios destinados a los consumidores y usuarios no 
implicarán riesgos para su salud o seguridad, salvo los usuales o reglamentariamente 
admisibles en condiciones normales y previsibles de utilización, ponderándose a dicho efecto 
sus características, su utilización y posibles efectos junto con otros productos, bienes o 
servicios, su forma de presentación y etiquetado y las características de los consumidores a 
los que van destinados.

2. En todo caso, los riesgos derivados de la normal o previsible utilización o consumo de 
productos, bienes y servicios, por razón de su naturaleza o de las personas a las que vayan 
destinados, deberán ser puestos en conocimiento previo de los consumidores y usuarios por 
los medios que resulten apropiados de forma clara y visible.

Artículo 7.  Consumo y utilización de determinados productos, bienes y servicios.

1. Las administraciones públicas del Principado de Asturias, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, velarán por el cumplimiento de la normativa reguladora de los 
distintos productos, bienes y servicios y de modo especial de:

a) Las condiciones y requisitos para la apertura y funcionamiento de establecimientos e 
industrias situadas en el Principado de Asturias.

b) Los productos alimenticios, en cuanto a los requisitos exigidos legal o 
reglamentariamente sobre producción, elaboración, composición, manipulación, envasado, 
conservación, transporte, comercialización, etiquetado e información al consumidor.

c) Los bienes y servicios destinados al cuidado personal y estético, los productos 
dietéticos y los cosméticos, adoptando, entre otras, las medidas necesarias para que los 
consumidores y usuarios estén informados sobre la composición, propiedades, condiciones y 
precauciones de uso, de conformidad con la normativa técnico-sanitaria aplicable.

d) Los productos peligrosos, nocivos y tóxicos, para que se ajusten a los requisitos de 
comercialización, composición, envasado y etiquetado, asegurando al consumidor una 
adecuada información sobre la composición, propiedades, condiciones de utilización y 
conservación, advertencias de peligrosidad así como las instrucciones para su eliminación o, 
en su caso, reciclaje.

e) Los productos manufacturados para que se ajusten a las disposiciones de seguridad 
previstas en sus normas de calidad y reglamentación aplicable, en relación con su 
composición, propiedades, envasado, etiquetado, instrucciones de uso, con particular 
previsión en productos dirigidos a la infancia y en bienes de uso doméstico.
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f) Los servicios relacionados con el suministro de gas, electricidad y combustible, 
transportes públicos, agua potable, saneamiento y ascensores, para que se observen los 
requisitos de seguridad de las instalaciones y de los materiales, las condiciones de 
equipamiento y la capacidad técnica y autorizaciones exigibles a las personas que los 
suministren o presten.

g) La seguridad y salubridad en establecimientos, locales e instalaciones dedicados a 
hostelería, restauración, alojamiento, recreo, cultura, educación o de prácticas deportivas y 
lugares de uso y disfrute comunitario.

2. La colaboración de las distintas administraciones públicas en el ámbito territorial del 
Principado de Asturias con competencias en materia de consumo se articulará a través de 
un sistema de intercambio rápido de información para la detección de riesgos de los 
productos de consumo, conforme a lo dispuesto en la legislación básica del Estado.

3. A fin de garantizar la calidad y la seguridad de los productos, bienes y servicios en la 
Comunidad Autónoma, la Administración creará una red de intercambio de información sobre 
productos potencialmente inseguros así como de aquellos que presenten deficiencias en la 
calidad en la que se integrarán las entidades locales y las asociaciones de consumidores 
para la rápida comprobación y actuación, en su caso, sobre productos y servicios.

Sección 2.ª Derecho a la protección de los intereses económicos y sociales

Artículo 8.  Marco legal.

Sin perjuicio de lo establecido en la normativa civil y mercantil y demás legislación 
aplicable, los consumidores y usuarios tienen derecho a la protección de sus legítimos 
intereses económicos y sociales en los términos previstos en esta Ley y las disposiciones 
que la desarrollen.

Artículo 9.  Protección de derechos.

1. Las administraciones públicas del Principado de Asturias con competencia en materia 
de defensa de los consumidores y usuarios adoptarán las medidas apropiadas para 
garantizar:

a) El derecho a que los bienes y servicios posean las especificaciones de calidad que 
determinen las normas aplicables.

b) La entrega a los consumidores, en relación con los bienes de naturaleza duradera, de 
un certificado de garantía por escrito redactado, al menos, en castellano, de la existencia de 
un adecuado servicio de asistencia técnica, así como de piezas de repuesto, y la entrega, 
acompañando al bien adquirido, de las instrucciones necesarias para su correcta instalación 
y utilización.

c) La entrega a los consumidores por los proveedores de bienes, productos o servicios, 
si así lo solicitan, de factura o recibo de los pagos efectuados donde conste, como mínimo, 
la identidad personal o social y fiscal del proveedor, la cantidad abonada, el concepto por el 
que satisface y la fecha por los proveedores de bienes, productos y servicios, sin perjuicio de 
la regulación específica de determinados bienes y servicios en que se establezca dicha 
obligación.

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior los supuestos de venta automática 
en los que exista imposibilidad técnica de emitir factura. En los supuestos de venta a 
distancia se estará a lo dispuesto en su normativa específica.

d) La adecuación del contenido de la oferta, promoción y publicidad de los bienes, 
actividades o servicios, a su naturaleza, características, condiciones, utilidad o finalidad, 
pudiendo ser exigido por los consumidores y usuarios aun cuando no figure expresamente 
en el contrato o en el documento o comprobante recibido.

No obstante, si el contrato celebrado incluyese cláusulas o condiciones más 
beneficiosas, éstas prevalecerán sobre el contenido de la oferta, promoción o publicidad.

e) La entrega a los consumidores, cuando depositen un bien o producto a fin de que se 
realice alguna verificación, comprobación, reparación, sustitución o cualquier tipo de 
intervención, de un resguardo de depósito en el que conste, como mínimo, la identificación 
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del depositante, la identificación del depositario, identificación del bien o producto 
depositado, operación a realizar, fecha de depósito y de entrega del bien.

f) La información a los usuarios, previamente a la contratación de un servicio, del precio 
del mismo.

g) Que los derechos y garantías relativos a los bienes de uso duradero, en el caso de 
bienes usados, puedan exigirse atendiendo a su naturaleza, circunstancias y expectativas de 
funcionamiento y duración.

2. En todo caso se respetarán las prescripciones contenidas en la legislación autonómica 
de comercio interior.

Artículo 10.  Garantía de los bienes duraderos.

1. Respecto a los bienes duraderos, las administraciones públicas competentes, de 
acuerdo con la normativa vigente, adoptarán las medidas necesarias para conseguir:

a) Que la garantía de los mencionados bienes comprenda la reparación y, en su caso, la 
sustitución del bien adquirido por otro de idénticas características a aquél o la devolución del 
precio pagado.

b) Que la reparación y, en su caso, sustitución de los bienes duraderos no comporte 
ningún gasto a cargo del consumidor.

c) Que se entregue al consumidor un documento de garantía en el que conste la 
identificación del bien, el garante, el plazo de duración, el titular de la garantía y los derechos 
de éste.

d) Que se entregue al consumidor por parte del prestador del servicio de reparación de 
bienes de naturaleza duradera, el documento de garantía de las reparaciones que efectúe, 
en el que conste el objeto de la reparación, el garante, el titular de la garantía y sus derechos 
y el plazo de garantía.

e) Que se suspenda el plazo de garantía durante el periodo de tiempo que duren las 
reparaciones efectuadas a su amparo y su renovación en el caso de reposición o sustitución 
del bien adquirido por otro.

f) Que se compensen los eventuales daños o perjuicios que se hubiesen podido 
ocasionar a los consumidores durante la vigencia del período de garantía, de conformidad 
con la normativa aplicable.

2. Las garantías citadas no serán de aplicación cuando el bien duradero haya sido objeto 
de manipulación inadecuada por parte del consumidor o usuario según las normas de uso 
general del bien de que se trate.

Artículo 11.  Cláusulas generales.

Conforme a la normativa general vigente en la materia, los consumidores y usuarios 
serán protegidos a fin de que las cláusulas generales y las que no hayan sido negociadas 
individualmente se hallen redactadas con concreción, claridad y sencillez y cumplan los 
principios de buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo 
que excluye la utilización de cláusulas abusivas.

Artículo 12.  Reserva de admisión.

1. Los consumidores y usuarios no podrán ser discriminados en la prestación de 
servicios demandados.

2. En los establecimientos abiertos al público en los que se reserve el derecho de 
admisión, se deberá publicitar mediante cartel visible en la entrada a dicho establecimiento 
las condiciones establecidas para ejercitar el mismo. Dichas condiciones no podrán ser 
indeterminadas, discriminatorias, arbitrarias o incongruentes con la naturaleza y actividad del 
establecimiento. A tal fin las condiciones de admisión deberán ser debidamente autorizadas 
y visadas por la Consejería competente en materia de seguridad pública.
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Sección 3.ª Derecho a la educación y formación en materia de consumo

Artículo 13.  Derecho a la educación y formación.

1. Los consumidores tienen derecho a recibir educación y formación en materia de 
consumo, de forma que conozcan sus derechos y las vías para poder ejercerlos 
adecuadamente.

2. La Administración del Principado de Asturias, en su ámbito de competencia, fomentará 
la enseñanza, en todos los niveles, de materias relacionadas con el consumo para promover 
mayor libertad y racionalidad en el consumo de productos, bienes y servicios y prevenir los 
riesgos derivados del uso y consumo de los mismos.

Artículo 14.  Actuaciones y programas.

1. El Principado de Asturias organizará, promoverá y desarrollará programas de 
educación y formación de consumidores, en los cuales podrán colaborar las asociaciones de 
consumidores.

Estos programas tendrán por objeto:

a) Difundir el conocimiento de los derechos, deberes e instrumentos de protección del 
consumidor, con especial atención a los colectivos contemplados en el artículo 5.

b) Potenciar la formación del personal al servicio de las Administraciones Públicas con 
funciones en materia de protección al consumidor, especialmente quienes desarrollen 
funciones de control de mercado e información y orientación a los consumidores, así como al 
personal de las asociaciones de consumidores.

c) Colaborar con el personal docente en el desarrollo de la educación en materia de 
consumo, en los diferentes niveles educativos.

d) Potenciar y desarrollar, en colaboración con las organizaciones empresariales, la 
formación en materia de consumo en los distintos sectores empresariales.

2. Asimismo, el Principado de Asturias, desarrollará las siguientes actuaciones en 
materia de educación y formación al consumidor:

a) Impulsará la publicación de material didáctico de apoyo a la educación y formación al 
consumidor, dirigido especialmente a la infancia, así como a otros colectivos de especial 
protección.

b) Colaborará en el fomento y la programación de campañas informativas y formativas 
sobre consumo responsable.

c) Impulsará la difusión de la información y el acceso a la educación de los ciudadanos 
como consumidores, concertando con las asociaciones de consumidores y usuarios de la 
región fórmulas de participación activa en las campañas informativas y educativas 
institucionales.

d) Promoverá el empleo de las nuevas tecnologías de la información en las actuaciones 
de formación y educación en materia de consumo y la existencia de espacios y programas 
divulgativos sobre consumo en los medios de comunicación de titularidad pública y privada.

e) Incentivará y colaborará, dentro de sus disponibilidades presupuestarias, en el 
mantenimiento de una red de centros de formación a los consumidores.

Sección 4.ª Derecho a la información

Artículo 15.  Principios generales.

1. Las administraciones públicas del Principado de Asturias con competencia en materia 
de defensa de los consumidores y usuarios adoptarán las medidas apropiadas para 
garantizar que los productos, bienes y servicios puestos a disposición de los consumidores 
incorporen, lleven consigo o permitan una información objetiva, veraz, eficaz y suficiente 
sobre sus características esenciales, origen, identidad, materiales o materias primas de los 
mismos, incluyendo el marcado y etiquetado de los productos toda la información legal y 
reglamentariamente establecida.
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2. La obligación de informar será exigible a los sujetos responsables de la producción, 
comercialización, distribución y venta de productos, bienes o servicios. Con excepción de los 
supuestos en los que esté expresamente regulado, el secreto de fabricación no podrá ser 
invocado para incumplir la obligación de informar en los términos expuestos en el presente 
artículo.

3. Toda la información legalmente exigible figurará, al menos, en lengua castellana.
4. El Principado de Asturias protegerá y fomentará el uso del bable, en relación con los 

derechos de información al consumidor y usuario reconocidos por esta Ley.

Artículo 16.  Información en materia de precios.

1. Los bienes y productos puestos a disposición de los consumidores deberán ofrecer 
información sobre el precio total que estén obligados a satisfacer para su adquisición, con 
inclusión de toda carga, impuesto o gravamen que les afecten, así como los descuentos que 
le sean aplicados en su caso.

2. Los precios de los servicios serán expuestos al público en los establecimientos donde 
se presten u oferten, mediante la exhibición de carteles fácilmente visibles y legibles o en el 
lugar donde efectivamente se presten, a través de un soporte escrito. La información sobre 
el precio incluirá la relación de servicios ofertados, el precio total, incluidas las cargas, 
impuestos o gravámenes de cada uno de ellos, así como, en su caso, los descuentos que 
les sean aplicables y los suplementos o incrementos eventuales correspondientes a 
operaciones complementarias o especiales.

Las ofertas concretas de servicios realizadas a través de soportes publicitarios o 
informativos deben incorporar el precio total de los mismos.

3. En el supuesto de adquisición de bienes o productos o utilización de servicios con 
posibilidad de pago aplazado, se informará por escrito, al menos de:

a) El precio total de adquisición o utilización bajo fórmula de aplazamiento de pago.
b) El precio total de adquisición o utilización con pago al contado.
c) Número total de plazos fijados.
d) Periodicidad de los pagos.

Artículo 17.  Información relativa a adquisición de viviendas de nueva construcción.

1. En las viviendas de nueva construcción, incluidos sus anejos, el vendedor facilitará al 
adquirente de la vivienda una documentación completa suscrita en la que se detalle, en 
planta a escala, la vivienda y el trazado de todas las instalaciones, en especial las de 
suministros y fluidos, los materiales y calidades de los mismos empleados en su 
construcción, en especial aquellos a los que el comprador no tenga acceso directo.

2. También se entregarán al comprador de una vivienda los siguientes documentos:

a) La cédula de habitabilidad o documento administrativo equivalente.
b) En los suministros en que sea preceptivo, los boletines del instalador autorizado, en 

especial los de energía eléctrica y gas.
c) El manual de uso y mantenimiento de las instalaciones de la vivienda.
d) Las garantías e instrucciones de los aparatos de uso doméstico instalados por el 

constructor y que forman parte de la vivienda como elementos accesorios a la misma.
e) Cualquier otro documento que sea de obligatoria entrega por la aplicación de la 

normativa estatal y autonómica en materia de vivienda.

Artículo 18.  Información sobre reparación de daños.

Con independencia del derecho a acudir directamente a la vía judicial, de conformidad 
con la legislación estatal aplicable en materia de responsabilidad contractual o 
extracontractual a la reparación e indemnización de daños y perjuicios que puedan sufrir 
como consecuencia de la adquisición, uso o disfrute de los bienes y servicios que se pongan 
a su disposición, los consumidores y usuarios podrán dirigirse a los órganos competentes de 
las diversas administraciones públicas del Principado de Asturias competentes en materia de 
consumo, a fin de ser atendidos en relación con la información, consulta y orientación sobre 
el modo eficaz de ejercer dicho derecho.
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Artículo 19.  Actividad publicitaria.

1. La oferta, promoción y publicidad de los bienes, productos y servicios destinados a los 
consumidores y usuarios, cualesquiera que sean los soportes o medios publicitarios 
utilizados, deben realizarse de conformidad con los principios de suficiencia, objetividad y 
veracidad, de forma que no puedan engañar o inducir a engaño sobre las características y 
condiciones de adquisición o utilización del bien o servicio afectado.

2. Los productos, bienes o servicios que sean objeto de publicidad con indicación de 
precio, indicarán el precio total que los consumidores deban satisfacer para su adquisición o 
utilización.

3. Las administraciones públicas con competencia en la materia velarán, dentro de su 
marco regulador por la cesación o rectificación de la publicidad ilícita, cuando vulnere los 
derechos de los consumidores, especialmente cuando afecten a los colectivos contemplados 
en el artículo 5 de la presente Ley.

Sección 5.ª Oficinas de información al consumidor y usuario

Artículo 20.  Concepto.

1. Se considerarán oficinas de información al consumidor y usuario los establecimientos 
abiertos al público creados por entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro, entre cuyos 
fines se encuentren la defensa de los consumidores o usuarios, que presten el servicio de 
asesoramiento e información al consumidor y usuario y colaboren en la tramitación, llevada a 
cabo por los órganos competentes, de las denuncias, quejas o reclamaciones en materia de 
consumo.

2. En ningún caso se considerarán oficinas de información al consumidor y usuario los 
establecimientos en los que se realice el servicio de atención al cliente abierto, de forma 
directa o a través de sujetos interpuestos, por entidades que se dediquen a la producción, 
distribución o comercialización de bienes o servicios.

3. El Principado de Asturias fomentará la consolidación, implantación y desarrollo de las 
oficinas de información al consumidor, ya sean de titularidad pública o de asociaciones de 
consumidores, diseñando mecanismos de coordinación y colaboración.

Artículo 21.  Funciones.

1. Sin perjuicio de las funciones establecidas por la normativa estatal en la materia, las 
oficinas de información al consumidor y usuario establecidas en el Principado de Asturias, 
tendrán las siguientes:

a) Información, ayuda, orientación y asesoramiento a los consumidores y usuarios para 
el eficaz ejercicio de sus derechos.

b) Recepción, registro y acuse de recibo de quejas, reclamaciones y denuncias de los 
consumidores y usuarios, y su remisión a las entidades u órganos administrativos 
competentes para su resolución.

c) Fomento y divulgación del sistema arbitral de consumo y sistemas de resolución 
voluntaria de reclamaciones.

d) Educación y formación individual y colectiva de los consumidores y usuarios mediante 
informaciones puntuales, cursos específicos, actuaciones en medios de comunicación y 
cualesquiera otros de naturaleza análoga, dirigidas especialmente a colectivos de especial 
protección y a bienes y servicios de primera necesidad o de uso generalizado.

e) En general, la atención, defensa y protección de los consumidores y usuarios, de 
acuerdo con lo previstos en esta Ley y las disposiciones que la desarrollen.

2. Las oficinas de titularidad pública podrán ser sede de la correspondiente Junta Arbitral 
de Consumo.

3. En las oficinas de información al consumidor no podrá realizarse ninguna actividad 
publicitaria expresa o encubierta.

4. En el ejercicio de sus funciones, las oficinas públicas podrán recabar información 
directamente de cualquier organismo público, que estará obligado a prestarla.
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Artículo 22.  Registro de oficinas de información al consumidor y usuario.

El Registro de oficinas de información al consumidor y usuario de la Comunidad 
Autónoma del Principado de Asturias dependerá de la Consejería competente en la materia, 
y en él deberán inscribirse las oficinas de información al consumidor y usuario que existan en 
el territorio del Principado de Asturias. Su organización y funcionamiento se establecerán 
reglamentariamente.

Sección 6.ª Derecho a la representación, consulta y participación

Artículo 23.  Organizaciones de consumidores y usuarios.

1. Los consumidores y usuarios tienen derecho a la representación de sus legítimos 
intereses, a través de las asociaciones y organizaciones legalmente constituidas. El 
Principado de Asturias fomentará y apoyará las organizaciones y asociaciones de 
consumidores y usuarios, como cauce para la defensa, protección y representación de los 
consumidores y usuarios.

2. A los efectos de esta Ley, tienen la consideración de asociaciones de consumidores y 
usuarios, las entidades sin finalidad de lucro constituidas legalmente y que tengan por 
finalidad exclusiva la información, educación y defensa de los derechos e intereses de los 
consumidores y usuarios, bien sea con carácter general o en relación con productos o 
servicios concretos.

3. Asimismo, se considerarán asociaciones de consumidores y usuarios las entidades 
constituidas por consumidores con arreglo a la legislación de cooperativas, entre cuyos fines 
figure, necesariamente, la educación y formación de sus socios y estén obligados a constituir 
un fondo con tal objeto, según su legislación específica.

Artículo 24.  Registro.

Las entidades previstas en el artículo anterior que tengan su ámbito de actuación y 
domicilio en el Principado de Asturias, deberán inscribirse en el Registro de Asociaciones de 
consumidores y usuarios del Principado de Asturias, en la forma y con los requisitos 
previstos reglamentariamente.

Artículo 25.  Derechos de las asociaciones de consumidores y usuarios.

Las asociaciones de consumidores y usuarios establecidas de conformidad con lo 
dispuesto en esta Ley tendrán los siguientes derechos:

a) Derecho de audiencia, siendo oídas en consulta, en el procedimiento de elaboración 
de normas que afecten a la materia de consumo.

b) Ejercer las correspondientes acciones judiciales y extrajudiciales en defensa de sus 
socios, de la asociación y de los intereses colectivos de los consumidores y usuarios en 
general.

c) Solicitar y poder ser declaradas de utilidad pública y gozar de las correspondientes 
exenciones y bonificaciones fiscales legalmente establecidas, de conformidad con la 
legislación vigente.

d) Representar a los consumidores y usuarios en los órganos de participación 
establecidos por el organismo competente en materia de consumo, así como en todos 
aquellos cuyas actividades puedan afectar a sus derechos e intereses.

e) Participar en el sistema arbitral de consumo, de conformidad con las disposiciones 
vigentes.

f) Solicitar y obtener información de las administraciones públicas a fin de cumplir sus 
objetivos, especialmente en el ámbito de la información y educación de los consumidores y 
usuarios.

g) Solicitar ayudas de las administraciones públicas del Principado de Asturias para la 
defensa de los consumidores y usuarios.
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Sección 7.ª Protección jurídica, administrativa y técnica

Artículo 26.  Actuaciones administrativas de protección.

1. Con independencia del derecho de recurrir directamente a la vía judicial ordinaria, los 
consumidores y usuarios y sus organizaciones tienen derecho a obtener protección sobre 
sus derechos e intereses, a cuyo efecto las administraciones públicas deberán adoptar las 
medidas adecuadas para equilibrar las situaciones de inferioridad, subordinación o 
indefensión en que aquellos, individual o colectivamente, puedan encontrarse.

2. Sin perjuicio de las que en cada caso resulten oportunas, las administraciones 
competentes efectuarán las siguientes actuaciones:

a) Realización de campañas de difusión e información, en los términos previstos en la 
Sección 3.ª, capítulo II de esta Ley.

b) Inspección y control de productos, bienes y servicios.
c) Instrucción de procedimientos sancionadores cuando sean detectadas conductas que 

puedan ser calificables como infracciones a los derechos de los consumidores y usuarios.
d) Retirada o inmovilización cautelar, mediante procedimientos eficaces, de productos, 

bienes o servicios o imposición de condiciones previas para su comercialización, cuando se 
prevea que puedan existir riesgos para la salud o seguridad de las personas o grave riesgo 
de perjuicio para los intereses económicos y sociales de los consumidores.

e) Coordinación entre los poderes públicos con competencia en la aplicación de esta 
norma y de la cooperación técnica y jurídica con centros y entidades colaboradoras.

Artículo 27.  Hojas de reclamaciones.

A fin de facilitar a los consumidores y usuarios la adecuada protección jurídica de sus 
derechos, se establece la obligación de poseer a disposición de los mismos en todos los 
establecimientos, servicios y actividades profesionales radicados o que se presten o 
desarrollen en el Principado de Asturias hojas de reclamaciones con el contenido mínimo 
que se establezca reglamentariamente.

Artículo 28.  Arbitraje y sistemas de resolución extrajudicial de reclamaciones.

1. El Principado de Asturias participará en el Sistema arbitral de consumo, fomentando 
su implantación en las administraciones locales con el fin de posibilitar el acceso de todos 
los ciudadanos al arbitraje en materia de consumo.

2. Con independencia de lo previsto en el apartado anterior, la Administración del 
Principado de Asturias promoverá el desarrollo de procedimientos de conciliación, mediación 
y demás instrumentos de resolución extrajudicial de reclamaciones en materia de consumo.

3. Las administraciones públicas procurarán en sus respectivos ámbitos de actuación 
que las entidades o empresas públicas que dependan de ellas y las entidades o empresas 
privadas que gestionen servicios públicos que perciban ayudas o subvenciones públicas se 
adhieran al Sistema arbitral de consumo, pudiéndose incentivar la adhesión a dicho Sistema.

CAPÍTULO III

De la inspección

Artículo 29.  Inspección.

Las administraciones públicas competentes llevarán a cabo funciones de inspección, 
control y vigilancia del cumplimiento de la normativa en materia de consumo a fin de 
garantizar los derechos e intereses de los consumidores y usuarios.

Artículo 30.  Ámbito de actuación.

1. Las actuaciones de inspección que desarrollen las administraciones públicas 
competentes en materia de protección de los consumidores, se llevarán a cabo sobre todo 
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tipo de productos, bienes y servicios destinados a los consumidores y usuarios, 
comprobándose su adecuación a la normativa vigente.

2. Con independencia de las actuaciones de vigilancia y control, la inspección 
desarrollará las siguientes funciones:

a) Emisión de actas e informes relacionados con la actuación inspectora.
b) Toma de muestras de todo tipo de productos destinados al consumo.
c) Materialización y ejecución de medidas cautelares y, en su caso, de las medidas 

previstas en el artículo 8 de la presente Ley.
d) Información y asesoramiento tanto a los agentes económicos como a consumidores y 

usuarios sobre el cometido de las funciones de la inspección.
e) Estudio de los sectores de mercado, con el fin de obtener información para determinar 

productos, servicios o actividades de los que pudieran derivarse riesgos para la salud y 
seguridad, con el fin de incluirlos como objetivos prioritarios de las actividades de vigilancia y 
control.

3. Los órganos de inspección de la Administración del Principado de Asturias actuarán 
coordinadamente con las entidades locales con el objetivo de conseguir una mayor 
protección de los intereses de los consumidores.

Artículo 31.  Personal inspector.

1. El personal funcionario de la inspección, cuando actúe en el ejercicio de la función 
inspectora, tendrá la consideración de autoridad a todos los efectos. Para el desarrollo de 
sus funciones, la inspección podrá solicitar el apoyo, concurso, auxilio y protección que les 
resulten precisos de cualquier otra autoridad y sus agentes.

2. En el desempeño de sus funciones, el personal inspector deberá identificarse 
exhibiendo la acreditación oficial correspondiente.

3. El personal inspector podrá requerir la exhibición y aportación de la documentación 
industrial, mercantil, contable o sanitaria que resulte necesaria para el ejercicio de sus 
funciones. Igualmente podrá requerir la comparecencia, incluso en las oficinas públicas, y la 
colaboración de cualquier persona que pueda tener relación con el objeto de la inspección y 
acceder directamente a los locales o dependencias en los que se realicen actividades con 
incidencia en materia de consumo. La comparecencia personal se efectuará de forma que 
ocasione la mínima perturbación en el ejercicio de las actividades del compareciente.

4. El personal inspector se comportará, en todo momento, con la debida corrección, 
prudencia y discreción. Su actividad será siempre respetuosa con los ciudadanos, estando 
obligado a mantener sigilo profesional respecto a las informaciones obtenidas en el ejercicio 
de su función.

Artículo 32.  Formalización de actuaciones inspectoras.

1. Las actuaciones llevadas a cabo por la inspección se documentarán en la 
correspondiente Acta de Inspección que contendrá, al menos, los siguientes datos:

a) Identificación del inspector o de los inspectores actuantes.
b) Identificación completa del establecimiento inspeccionado.
c) Identidad de las personas comparecientes en las actuaciones de inspección, 

indicando en calidad de qué actúan.
d) Indicación de los motivos de actuación.
e) Los hechos apreciados, circunstancias concurrentes o de interés y las 

manifestaciones que deseen formular los comparecientes.
f) Las diligencias practicadas, si las hubiere, tales como controles de documentos, 

retiradas de muestras, mediciones, requerimiento de documentación o medidas cautelares 
que se adopten.

g) Firma del inspector o inspectores actuantes así como del compareciente o 
comparecientes.

h) Cualesquiera otras circunstancias que la inspección estime relevantes.

2. Los hechos constatados por los inspectores formalizados en la correspondiente acta 
tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos 
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derechos o intereses puedan señalar o aportar los interesados. La negativa a la firma por 
parte del compareciente no invalidará el acta.

3. El compareciente obtendrá de la inspección copia de los documentos que se redacten 
durante la actuación inspectora.

CAPÍTULO IV

De las infracciones y sanciones

Sección 1.ª De las infracciones

Artículo 33.  Infracciones de consumo.

Son infracciones administrativas en materia de defensa al consumidor las acciones u 
omisiones tipificadas en la presente Ley.

Artículo 34.  Infracciones en materia de protección de la salud y seguridad de los 
consumidores.

Constituyen infracciones en materia de protección de la salud y seguridad de los 
consumidores:

a) El incumplimiento de los requisitos, condiciones, obligaciones o prohibiciones de 
naturaleza sanitaria.

b) Las acciones u omisiones que produzcan riesgos o daños efectivos para la salud o 
seguridad de los consumidores, ya sea de forma consciente o deliberada, ya por abandono 
de la diligencia y precauciones exigibles en la actividad, servicio o instalación de que se 
trate.

c) El incumplimiento o trasgresión de los requerimientos previos que concretamente 
formulen las autoridades que resulten competentes para situaciones específicas, al objeto de 
evitar contaminaciones o circunstancias nocivas de otro tipo que puedan resultar gravemente 
perjudiciales para la salud pública o la seguridad de los consumidores.

d) El incumplimiento de las disposiciones relativas a la seguridad de bienes o servicios.

Artículo 35.  Infracciones por alteración, adulteración o fraude.

Se consideran infracciones por alteración, adulteración o fraude en bienes y servicios 
susceptibles de consumo:

a) La elaboración, distribución, suministro o venta de bienes a los que se haya 
adicionado o sustraído cualquier sustancia o elemento para variar su composición, 
estructura, peso o volumen con fines fraudulentos, para corregir defectos mediante procesos 
o procedimientos que no estén expresa o reglamentariamente autorizados o para encubrir la 
inferior calidad o alteración de los productos utilizados.

b) La elaboración, distribución, suministro o venta de toda clase de bienes cuando su 
composición, características, prestaciones, calidad o precio no se ajusten a las disposiciones 
vigentes, a la oferta realizada, al contrato celebrado o difieran de las declaradas y anotadas 
en el registro, certificado o resolución administrativa correspondiente.

c) El incumplimiento de las normas relativas al origen, calidad, composición, cantidad, 
peso o medida de cualquier clase de bienes o servicios destinados al público o su 
presentación mediante envases, etiquetas, rótulos, cierres, precintos o cualquier otra 
información o publicidad que induzca a engaño o confusión o enmascare la verdadera 
naturaleza del producto o servicio.

d) El incumplimiento en la prestación de toda clase de servicios de las condiciones de 
calidad, cantidad, intensidad o naturaleza de los mismos, de conformidad con la normativa 
vigente o las condiciones o categoría en que se ofrezcan.

e) El incumplimiento de la normativa vigente o de las condiciones ofrecidas al 
consumidor, si fueran más favorables, en materia de garantía y arreglo o reparación de 
bienes de consumo de uso duradero, la insuficiencia de la asistencia técnica o inexistencia 
de piezas de repuesto contraviniendo lo dispuesto en la normativa aplicable o las 
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condiciones ofrecidas al consumidor en el momento de adquisición de tales bienes, si fueran 
más favorables.

f) En general, cualquier situación que conduzca a engaño o confusión o que impida 
reconocer la verdadera naturaleza del producto o servicio.

Artículo 36.  Infracciones en materia de transacciones comerciales, condiciones técnicas de 
venta y en materia de precios.

Son infracciones en materia de transacciones comerciales, condiciones técnicas de 
venta y en materia de precios:

a) La venta al público de bienes o la prestación de servicios a precios superiores a los 
máximos legalmente establecidos o con incumplimiento de las disposiciones o normas 
vigentes en materia de precios y márgenes comerciales.

b) La ocultación al consumidor o usuario de parte del precio mediante formas de pago o 
prestaciones no manifiestas o mediante rebajas en la calidad o cantidad reales respecto a 
las prestaciones aparentemente convenidas.

c) La imposición de condiciones que supongan una prohibición de vender a precios 
inferiores a los mínimos señalados por el productor, fabricante o distribuidor de productos 
singularizados por una marca registrada.

d) La realización de transacciones en las que se imponga injustificadamente al 
consumidor o usuario la condición expresa o tácita de comprar una cantidad mínima o 
máxima, o productos o servicios no solicitados.

e) La intervención de cualquier persona, firma o empresa de forma que suponga la 
aparición de un nuevo escalón intermedio dentro del proceso habitual de distribución, 
siempre que origine o dé ocasión a un aumento no autorizado de los precios o márgenes 
máximos fijados.

f) El acaparamiento o detracción injustificada del mercado de materias o productos 
destinados directa o indirectamente al suministro o venta al público, en perjuicio directo o 
inmediato del consumidor o usuario.

g) La falta de presupuesto previo, extensión de la correspondiente factura por la venta de 
bienes o prestación de servicios o del recibo de depósito en los casos en que sea preceptivo 
o cuando lo solicite el consumidor o usuario.

Artículo 37.  Infracciones en materia de normalización, documentación y condiciones de 
venta o suministro.

Son infracciones en materia de normalización, documentación y condiciones de venta o 
suministro:

a) El incumplimiento de las disposiciones relativas a normalización o tipificación de 
bienes o servicios que se produzcan, comercialicen o existan en el mercado.

b) El incumplimiento de las disposiciones administrativas sobre prohibición de elaborar o 
comercializar determinados productos y la comercialización o distribución de aquellos que 
precisen autorización administrativa, y en especial, su inscripción en el Registro general 
sanitario, sin disponer de la misma.

c) El incumplimiento de las disposiciones que regulen el marcado, etiquetado y envasado 
de productos, así como la publicidad sobre bienes y servicios y sus precios.

d) El incumplimiento de las disposiciones sobre utilización de marchamos, troqueles y 
contramarcas.

e) El incumplimiento de las normas relativas a documentación, información, libros o 
registros establecidos obligatoriamente para el adecuado régimen y funcionamiento de la 
empresa, instalación o servicio o como garantía para la protección del consumidor y usuario.

f) El incumplimiento de las condiciones de venta en establecimientos permanentes, en la 
vía pública, venta domiciliaria, ambulante, por correo o por entregas sucesivas o de cualquier 
otra forma de toda clase de bienes y servicios.

g) La introducción de cláusulas abusivas en los contratos.
h) La coacción, intimidación o cualquier otra forma de presión al consumidor o usuario 

que limite o altere su capacidad de decisión o libre consentimiento.
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i) La falta de entrega o entrega defectuosa del documento de garantía en la venta de 
bienes muebles de carácter duradero, de conformidad con la legislación reguladora 
aplicable.

j) La no extensión del documento acreditativo de las transacciones comerciales o por la 
prestación de servicios, así como su emisión con incumplimiento de los requisitos 
preceptivos.

k) La negativa injustificada a satisfacer las demandas del consumidor o usuario, 
producidas de buena fe o conforme al uso establecido, cuando su satisfacción esté dentro de 
las disponibilidades del vendedor o prestador.

l) La realización de cualquier forma de discriminación respecto a las legítimas demandas 
del consumidor o usuario.

m) La falta de entrega del resguardo de depósito, o su omisión, en caso de entrega de 
bienes muebles por parte del consumidor para efectuar cualquier tipo de operación sobre 
aquellos.

Artículo 38.  Otras infracciones.

Son otras infracciones en materia de defensa del consumidor:

a) La negativa, resistencia u obstrucción a suministrar datos, a facilitar la información 
requerida por las autoridades competentes en orden al cumplimiento de las funciones de 
información, vigilancia, investigación, inspección, tramitación y ejecución en las materias a 
que se refiere la presente Ley, así como el suministro de información inexacta o 
documentación falsa.

b) La dilación, negativa o resistencia a atender a los requerimientos efectuados por las 
autoridades competentes en materia de defensa del consumidor.

c) La resistencia, coacción, amenaza, represalia o cualquier otra forma de intimidación o 
presión a los funcionarios encargados de las funciones a que se refiere la presente Ley o 
contra las empresas, particulares u organizaciones de consumidores que hayan entablado o 
pretendan entablar cualquier clase de acción legal, denuncia o participación en 
procedimientos en materia de defensa del consumidor.

d) La manipulación, traslado o disposición en cualquier forma de mercancía 
cautelarmente intervenida.

e) El incumplimiento de los requisitos, obligaciones o prohibiciones expresamente 
establecidos en la normativa vigente en materia de defensa de los consumidores, sea ésta 
comunitaria, estatal o autonómica.

Artículo 39.  Calificación de las infracciones.

1. Las infracciones en materia de defensa del consumidor se califican en leves, graves y 
muy graves; la calificación se efectuará atendiendo a:

a) El daño efectivo o riesgo para la salud o seguridad de las personas.
b) La lesión a los intereses económicos de los consumidores y usuarios.
c) La cuantía del beneficio ilícito obtenido como consecuencia directa o indirecta de la 

comisión de la infracción, teniendo en cuenta la desproporción de dicho beneficio en relación 
con el valor del bien, servicio o suministro.

d) La existencia de dolo o negligencia grave.
e) La generalización de la infracción, en cuanto al número de destinatarios afectados por 

ésta.
f) La afectación de la infracción a un colectivo especialmente protegido.
g) La situación de predominio en el mercado.
h) Su producción en el origen o distribución, de forma consciente o deliberada o por falta 

de los controles y precauciones exigibles de la actividad, servicio o instalación de que se 
trate.

2. Se calificarán como leves las infracciones en las que no concurran ninguno de los 
criterios referidos, o en las que los mismos no sean de la suficiente entidad para calificarlas 
como graves o muy graves.
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3. Se calificarán como graves las infracciones en las que concurran, al menos, uno de 
los criterios expuestos en el apartado primero.

4. Se calificarán como muy graves las infracciones en las que se den dos o más de los 
criterios expuestos en el apartado primero.

5. Con independencia de lo expuesto, serán calificadas como graves la reiteración de las 
conductas previstas en las letras a) y b) del artículo 38, con excepción de las consistentes en 
el suministro de información inexacta o documentación falsa, conductas que serán 
calificadas como graves, aun no existiendo reiteración. Serán consideradas como muy 
graves las conductas previstas en las letras c) y d) del artículo 38.

Artículo 40.  Responsabilidad por infracciones.

1. De las infracciones cometidas en materia de consumo serán responsables las 
personas físicas o jurídicas que, por acción u omisión, hubiesen participado en aquéllas, 
mediando dolo, culpa o mera inobservancia.

2. Cuando se trate de productos envasados será responsable la firma o razón social que 
figure en la etiqueta, salvo que se demuestre la falsificación o la mala conservación del 
producto por el tenedor y siempre que se especifiquen en el envase original las condiciones 
de conservación.

También será responsable el envasador cuando se pruebe su connivencia con el 
marquista.

3. De las infracciones cometidas en productos a granel será responsable el tenedor de 
los mismos, salvo que pueda demostrar la responsabilidad de un tenedor anterior.

4. En la prestación de servicios será responsable la empresa o razón social o la entidad 
pública o privada que los haya prestado o que esté obligada a prestarlos.

Sección 2.ª De las sanciones

Artículo 41.  Sanciones.

1. Las infracciones a que se refiere la presente Ley serán objeto de las siguientes 
sanciones:

a) Las infracciones leves, con apercibimiento o multa de hasta 3.600 euros.
b) Las infracciones graves, con multa desde 3.601 euros hasta 18.000 euros, pudiendo 

rebasar dicha cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios 
objeto de la infracción.

c) Las infracciones muy graves, con multa desde 18.001 euros hasta 900.000 euros, 
pudiendo rebasar dicha cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o 
servicios objeto de la infracción.

2. Las cuantías señaladas anteriormente podrán ser revisadas y actualizadas 
periódicamente por el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, de acuerdo con la 
variación del índice de precios al consumo.

Artículo 42.  Graduación de las sanciones.

1. Las sanciones se impondrán teniendo en cuenta las circunstancias concurrentes en el 
momento de cometerse la infracción, considerándose las siguientes circunstancias para la 
graduación de las mismas:

a) Circunstancias agravantes:
Intencionalidad o reiteración en la conducta infractora.
Volumen de ventas o de prestación de servicios afectados.
Naturaleza de los perjuicios ocasionados.
Existencia de requerimiento de subsanación de irregularidades.
La afectación a productos o servicios de uso común o de primera necesidad.
La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la 

misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución administrativa firme.
b) Circunstancias atenuantes:
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La subsanación, durante la tramitación del expediente, de las infracciones cometidas.
La reparación efectiva de los daños y perjuicios causados. En el supuesto de que una 

infracción en materia de consumo haya causado algún tipo de daños o perjuicios, la 
satisfacción o reparación de los mismos será una circunstancia atenuante en orden a la 
graduación de la sanción impuesta, pudiendo imponerse ésta en su grado mínimo. A dichos 
efectos el órgano instructor comunicará al infractor, al inicio de las actuaciones relativas al 
procedimiento sancionador, las pretensiones del denunciante.

Artículo 43.  Sanciones accesorias.

1. Asimismo, la autoridad competente para imponer la sanción, por razones de salud y 
seguridad, y sin perjuicio de las medidas cautelares que se puedan adoptar, podrá acordar 
las siguientes sanciones accesorias:

a) Decomiso y, en su caso, destrucción de la mercancía adulterada, falsificada, 
fraudulenta o no identificada o que pueda entrañar riesgo para el consumidor, corriendo a 
cargo del infractor todos los gastos que originen dichas operaciones.

b) En el caso de infracciones calificadas como muy graves, el cierre temporal de la 
empresa, establecimiento o industria infractora por un período máximo de cinco años.

2. Por razones de ejemplaridad y siempre que concurra alguna circunstancia de 
reincidencia en infracciones de análoga naturaleza o acreditada intencionalidad en la 
infracción, se podrá acordar la publicación de las sanciones impuestas cuando hayan 
adquirido firmeza en vía administrativa, así como los nombres, apellidos o razón social de la 
persona o personas jurídicamente responsables y la índole o naturaleza de la infracción en 
el Boletín Oficial del Principado de Asturias y en los medios de comunicación que se 
consideren oportunos.

Artículo 44.  Restitución de cantidades percibidas indebidamente.

De conformidad a lo establecido en el artículo 130.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento 
administrativo común, con independencia de las sanciones a que se refiere la presente Ley, 
el órgano sancionador impondrá al infractor la obligación de restituir al denunciante afectado 
la cantidad percibida indebidamente, en los casos de aplicación de precios superiores a los 
autorizados, a los comunicados, a los presupuestados o a los anunciados al público.

Artículo 45.  Multas coercitivas.

1. Las administraciones públicas competentes podrán imponer multas coercitivas de 
conformidad con la legislación estatal vigente destinadas a la ejecución de resoluciones 
dictadas en aplicación de la presente Ley y de las demás disposiciones relativas a la defensa 
de los consumidores y usuarios.

2. El órgano competente deberá cursar por escrito un previo requerimiento de ejecución 
de los actos o resoluciones de que se trate, advirtiendo a su destinatario del plazo de que 
dispone para cumplirlo y de la cuantía de la multa coercitiva que, en caso de incumplimiento, 
le podrá ser impuesta. El plazo señalado deberá ser, en todo caso, suficiente para el 
cumplimiento de la obligación de que se trate, y la multa no podrá exceder de 601 euros.

3. Si la Administración comprobase el incumplimiento de lo ordenado, podrá reiterar las 
citadas multas por períodos que no puedan ser inferiores al señalado en el primer 
requerimiento.

4. Estas multas son independientes de las que se puedan imponer en concepto de 
sanción, y son compatibles con las mismas.
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CAPÍTULO V

Del procedimiento sancionador

Artículo 46.  Ejercicio de la potestad sancionadora.

1. El ejercicio de la potestad administrativa sancionadora en materia de defensa del 
consumidor, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, corresponde a la 
Administración del Principado de Asturias, sin perjuicio de las competencias de las 
administraciones locales.

2. Sin perjuicio de las competencias de otras Administraciones, la potestad sancionadora 
del Principado de Asturias en materia de defensa de los consumidores y usuarios alcanzará 
a todas las infracciones administrativas que se cometan en su ámbito territorial.

Artículo 47.  Medidas provisionales.

En aquellos supuestos en que existan o se presuma la existencia de riesgos para la 
salud o seguridad de los consumidores y usuarios, el órgano administrativo competente para 
iniciar el procedimiento sancionador en materia de consumo, mediante acuerdo motivado, 
adoptará las medidas provisionales que considere necesarias para garantizar sus derechos.

Artículo 48.  Tipos de medidas.

1. Las medidas provisionales a adoptar por el órgano competente podrán consistir en:

a) Prohibir temporalmente la exposición o comercialización de un producto.
b) Imponer condiciones previas en cualquier fase de la comercialización de bienes, 

productos o servicios.
c) Intervenir cautelarmente la mercancía.
d) Clausura o cierre temporal de la empresa o establecimiento que no cuente con las 

autorizaciones o registros preceptivos, o la suspensión de su funcionamiento hasta tanto se 
subsanen las deficiencias.

e) Cualesquiera otras medidas que, de conformidad con la legislación vigente, se 
estimen necesarias.

2. Las medidas descritas en el apartado anterior podrán ser revocadas por el órgano 
competente durante la tramitación del procedimiento cuando las circunstancias así lo 
aconsejen.

3. Los gastos que se deriven de la adopción y ejecución de las medidas provisionales 
serán de cuenta del interesado.

Artículo 49.  Procedimiento sancionador.

El procedimiento sancionador se ajustará a las prescripciones contenidas en el 
Reglamento del procedimiento sancionador general en la Administración del Principado de 
Asturias, aprobado por el Decreto 21/1994, de 24 de febrero.

Artículo 50.  Órganos competentes.

1. La competencia para la iniciación del procedimiento administrativo sancionador por 
infracciones en materia de defensa del consumidor en el ámbito autonómico corresponderá 
al titular de la Dirección General u órgano competente en dicha materia.

2. La competencia para la resolución de los expedientes incoados en materia de 
consumo corresponderá:

a) Al titular de la Dirección General u órgano competente en materia de consumo, para la 
imposición de sanciones por infracciones leves cuya cuantía no exceda de 1.202 euros.

b) Al titular de la Consejería de la que dependa la competencia en dicha materia, para la 
imposición de sanciones leves cuya cuantía sea superior a 1.202 euros, así como por 
infracciones graves.
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c) Al Consejo de Gobierno, para la imposición de sanciones por infracciones calificadas 
como muy graves.

Artículo 51.  Prescripción y caducidad.

1. Las infracciones en materia de defensa del consumidor prescribirán a los tres años 
desde el día de la comisión de la infracción, interrumpiéndose en el momento en que el 
interesado tenga conocimiento de la iniciación del procedimiento sancionador.

2. El plazo de caducidad de los procedimientos sancionadores en materia de defensa del 
consumidor será el establecido con carácter general para los procedimientos administrativos 
sancionadores en la normativa vigente sobre régimen jurídico de la Administración del 
Principado de Asturias. Las solicitudes de pruebas periciales, así como de análisis, ensayos 
técnicos contradictorios y dirimentes e informes que sean determinantes para la resolución 
de los procedimientos o necesarios para determinar la responsabilidad, tendrán el carácter 
de informes preceptivos e interrumpirán el cómputo del plazo de caducidad del 
procedimiento ya iniciado, en los términos que establece la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

3. El plazo de prescripción de las sanciones previstas en esta Ley será el establecido en 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

CAPÍTULO VI

Competencias de las administraciones locales

Artículo 52.  Competencias de las administraciones locales.

Corresponde a las corporaciones locales del Principado de Asturias promover y 
desarrollar la protección y defensa de los consumidores y usuarios en sus respectivos 
ámbitos territoriales, con el alcance y contenido que les atribuye la presente Ley y el resto de 
las normas jurídicas de aplicación, en el marco de la planificación y programación generales 
que establezcan los órganos competentes de la Comunidad Autónoma en materia de 
consumo y, en concreto:

a) La información y educación de los consumidores y usuarios, estableciendo oficinas y 
servicios de información al consumidor, de acuerdo con las necesidades de cada localidad.

b) La inspección de los bienes, productos y servicios de uso o consumo común, ordinario 
y generalizado, para comprobar su adecuación a la legislación que los regula, garantizando, 
como mínimo, el control de su origen e identidad, su etiquetado, presentación y publicidad y 
los demás requisitos o signos externos que hacen referencia a sus condiciones de higiene, 
sanidad y seguridad.

c) El apoyo y fomento de las asociaciones de consumidores y usuarios radicadas en su 
territorio.

d) La promoción de órganos de participación ciudadana en materia de consumo.
e) La adopción de medidas urgentes, requiriendo las colaboraciones precisas, en los 

supuestos de crisis o emergencia que puedan afectar a la salud, seguridad o a los intereses 
económicos de los consumidores.

f) Ejercer la potestad sancionadora con el límite máximo de la cuantía establecida para 
las infracciones graves, por la comisión de infracciones en materia de defensa del 
consumidor, cuando se trate de empresas o establecimientos radicados en su término 
municipal o servicios prestados en dicho ámbito territorial.
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CAPÍTULO VII

Consejo Asesor de Consumo del Principado de Asturias

Artículo 53.  Consejo Asesor de Consumo del Principado de Asturias.

1. Se constituye el Consejo Asesor de Consumo del Principado de Asturias, órgano con 
funciones consultivas y de asesoramiento en materia de defensa de los consumidores y 
usuarios.

2. El Consejo Asesor de Consumo estará presidido por el titular de la Consejería 
competente en materia de defensa del consumidor o persona en quien delegue, estando 
integrado por los siguientes miembros:

Cuatro representantes de las Asociaciones de Consumidores y Usuarios con mayor 
representatividad dentro del territorio del Principado de Asturias y que figuren inscritas en el 
Registro de Asociaciones de Consumidores y Usuarios del Principado de Asturias.

Dos representantes de las organizaciones sindicales más representativas en el ámbito 
territorial del Principado de Asturias.

Un representante de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación del 
Principado de Asturias.

Tres representantes de los ayuntamientos designados por la Federación Asturiana de 
Concejos.

Tres miembros designados por el titular de la Consejería competente en materia de 
defensa del consumidor.

Ejercerá de Secretario del Consejo Asesor de Consumo del Principado de Asturias un 
funcionario adscrito a la Dirección General u órgano equivalente competente en materia de 
consumo.

3. Reglamentariamente se determinará el régimen de organización y funcionamiento del 
Consejo Asesor de Consumo del Principado de Asturias.

Disposición final primera.  
En lo no previsto en la presente Ley se aplicará lo dispuesto en la normativa estatal 

sobre defensa de los consumidores y usuarios.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Principado de Asturias».
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§ 34

Ley 4/2006, de 5 de mayo, de Cooperación al Desarrollo

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 114, de 19 de mayo de 2006

«BOE» núm. 162, de 8 de julio de 2006
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2006-12316

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de 
Cooperación al Desarrollo.

PREÁMBULO

I

La sociedad asturiana ha ido impulsando un movimiento creciente de solidaridad con los 
pueblos más empobrecidos que se ve reflejado tanto en el desarrollo y la articulación de 
organizaciones sociales cada vez más sólidas y eficaces en las acciones de cooperación, 
como reivindicando compromisos progresivos de las administraciones y entidades públicas 
con las causas y necesidades de los pueblos sujetos a la injusticia y al empobrecimiento.

Las políticas de cooperación para el desarrollo en Asturias son, pues, la expresión, por 
un lado, de la convicción política respecto de la responsabilidad colectiva internacional ante 
las situaciones de empobrecimiento e injusticia en las que viven gran parte de los pueblos 
del mundo y, a la vez, la expresión de la solidaridad de la sociedad asturiana con los 
pueblos, países, estados y colectivos cuyos derechos básicos no son respetados.

La presente Ley se fundamenta en la declaración contenida en el preámbulo de la 
Constitución de 1978, en la que se recoge la voluntad de colaborar en el fortalecimiento de 
unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación entre todos los pueblos de la Tierra, en la 
solidaridad del pueblo asturiano con otros pueblos y en la Ley 23/1998, de 7 de julio, de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo, norma que destaca la cooperación 
descentralizada como la expresión solidaria de las respectivas sociedades, y en cuyo 
artículo 20 indica que la acción de las comunidades autónomas en materia de cooperación al 
desarrollo, como expresión solidaria de sus respectivas sociedades, se basa en los 
principios de autonomía presupuestaria y autorresponsabilidad. De conformidad con lo 
dispuesto en el citado artículo 20, en relación con el artículo 1.2, en su párrafo segundo, la 
Ley que se presenta se inspira en los principios, objetivos y prioridades definidos en la 
sección 2.ª del capítulo I de la Ley estatal, respetando las líneas generales y directrices 
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básicas a que se refiere el artículo 15 de la misma, y el principio de colaboración entre 
Administraciones públicas en cuanto al acceso y participación de la información y máximo 
aprovechamiento de los recursos públicos.

La aprobación de esta Ley permite articular en un único texto del máximo rango los 
diferentes elementos que actualmente constituyen la política del Principado de Asturias en 
materia de cooperación al desarrollo y, al mismo tiempo, adecuarlos a la realidad y a los 
retos actuales del desarrollo.

Las políticas de cooperación al desarrollo que se lleven a cabo en nuestra Comunidad 
Autónoma deben estar en consonancia con las resoluciones de las Naciones Unidas, con las 
directrices emanadas de otros organismos internacionales y con los acuerdos celebrados 
con países de nuestro entorno. En particular han de tenerse en cuenta la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948 y los pactos internacionales de derechos 
civiles y políticos y de derechos económicos, sociales y culturales de 1966, la Declaración 
sobre el derecho al desarrollo adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
su Resolución 41/128, de 4 de diciembre de 1986, la Declaración del milenio (Nueva York, 
2000) y los objetivos de desarrollo del milenio, formulados con ocasión de aquella, los 
documentos aprobados en las cumbres sobre desarrollo social (Copenhague, 1995) y el 
desarrollo sostenible (Johannesburgo, 2002), así como las disposiciones del tratado 
constitutivo de la Comunidad Europea, incluidos sus desarrollos convencionales, en 
particular el acuerdo de asociación entre los estados de África, del Caribe y del Pacífico, por 
una parte, y la Comunidad Europea y sus estados miembros, por otra parte, firmado en 
Cotonú el 23 de junio de 2000 y revisado el 25 de junio de 2005.

II

La presente Ley diseña un modelo de cooperación que, en cuanto expresado en la 
formulación de principios, objetivos y prioridades de la cooperación asturiana, está en 
sintonía con la experiencia y madurez de las personas comprometidas en las tareas de 
cooperación y da una respuesta adecuada a las expectativas de nuestra sociedad, 
desarrollando o introduciendo cambios en la regulación de la participación solidaria de los 
asturianos en actuaciones de voluntariado contenida en la Ley del Principado de Asturias 
10/2001, de 12 de noviembre, del Voluntariado, a fin de adaptarla a las especiales 
condiciones en las que se desarrollan las actividades de cooperación al desarrollo.

Esta Ley se estructura atendiendo a:

La necesidad de la asunción, defensa y promoción de los derechos humanos, con la 
expresa inclusión del enfoque de género en todas las iniciativas de cooperación.

La orientación de la cooperación asturiana en la perspectiva del esfuerzo internacional 
especializado y con expresa atención a las demandas y sugerencias de las agencias del 
sistema de las Naciones Unidas.

La realización de un modelo de cooperación comprometido en el esfuerzo de superación 
de las causas estructurales de la pobreza y que contemple con especial interés el 
empoderamiento por parte de las comunidades y poblaciones del Sur de los medios 
(humanos, técnicos y materiales) que garanticen el impulso de las microeconomías locales, y 
el fortalecimiento de su capacidad de gestión política democrática a efectos de asegurar la 
adecuada protección de los mercados regionales.

La decidida voluntad de que toda acción de cooperación se realice en términos de 
calidad, entendiendo por tal:

El presupuesto ético de su motivación y carácter solidario no interesado.
La mejora sistemática de la eficiencia durante todo el proceso de gestión de las 

actividades de cooperación.
La mejora sistemática de la eficacia de las acciones de cooperación, incrementando las 

garantías de sostenibilidad de los proyectos, la extensibilidad de los beneficiarios y el 
carácter integral del desarrollo, así como priorizando incidencias estratégicas y optimizando 
el buen uso de recursos.

La invitación a toda la sociedad e instituciones asturianas a formar parte de un proyecto 
de construcción de la paz y de un futuro con justicia social para todas las personas.
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CAPÍTULO I

La cooperación al desarrollo en Asturias

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación de la Ley.

1. El objeto de esta Ley es la regulación de las iniciativas, actuaciones, actividades y 
recursos que la Administración del Principado de Asturias así como los organismos y demás 
entidades que de ella dependan ponen al servicio de la cooperación al desarrollo y la 
solidaridad internacional. Se incluyen las acciones dirigidas a sensibilizar a la población 
asturiana con el objeto de incentivar y promover la solidaridad hacia otros pueblos.

2. Dichas actuaciones se enmarcan en el compromiso de promover a escala local y 
global el desarrollo humano y sostenible de los pueblos, el cumplimiento efectivo de los 
derechos humanos y unas relaciones internacionales basadas en la justicia.

Artículo 2.  Principios orientadores de la política de cooperación al desarrollo.

La actividad de la Administración del Principado de Asturias en materia de cooperación 
al desarrollo se fundamenta en la consideración y el reconocimiento del ser humano, en su 
dimensión individual y colectiva, como protagonista y destinatario de la política de 
cooperación internacional al desarrollo y se rige por los siguientes principios orientadores:

a) El respeto y promoción de la cultura, idiosincrasia, estructuras de organización social y 
administrativa, así como también los procesos propios de decisión de las comunidades 
locales, minorías y pueblos, siempre que no atenten contra los derechos humanos, el medio 
ambiente y los compromisos adquiridos en convenios internacionales, considerándose 
fundamental la concertación entre las partes y la responsabilidad compartida en la definición, 
ejecución y determinación de las actividades de cooperación, promocionándose un 
desarrollo humano integral, participativo, sostenible y respetuoso con la protección del medio 
ambiente.

b) La consideración del concepto de acompañamiento, en cuanto expresión de un talante 
exento de cualquier pretensión de imposición de modelos culturales, económicos o 
ideológicos y que, fundamentándose en el reconocimiento de la libertad y dignidad del ser 
humano tanto en su referente personal como comunitario, lo considera protagonista y 
destinatario último de toda actuación de cooperación al desarrollo.

c) Los principios de indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos, 
reconocidos en sus diversas declaraciones y acuerdos internacionales, que determinan el 
compromiso de la cooperación asturiana por promover el cumplimiento efectivo tanto de los 
derechos civiles y políticos como de los derechos económicos, sociales y culturales, siendo 
el cumplimiento efectivo de los derechos humanos el fundamento de todo esfuerzo a favor 
del desarrollo humano sostenible.

d) El fomento de la justicia, la libertad y la igualdad en las relaciones entre personas, 
comunidades, pueblos y estados, así como la prevención y solución pacífica de los conflictos 
y tensiones sociales, que son la base para el fortalecimiento y arraigo de la paz y la 
convivencia.

e) El principio de la igualdad de mujeres y hombres que, además de ser un derecho 
humano indiscutible, es una necesidad estratégica para la profundización de la democracia y 
para la construcción de un mundo más justo, cohesionado y desarrollado social y 
económicamente, motivo por el cual en todas las políticas y acciones, se deberán considerar 
sistemáticamente las diferentes situaciones, condiciones y necesidades de las mujeres y 
hombres, a todos los niveles y en todas las fases de planificación, ejecución y evaluación e 
implementar, en caso necesario, acciones positivas.

f) El principio general de no discriminación de sus destinatarios por razones de sexo, 
raza, color, orígenes étnicos o sociales, lengua, cultura, religión, ideología, opiniones 
políticas, pertenencia a una minoría o a un pueblo indígena, discapacidad e identidad u 
orientación sexual, así como la defensa y promoción de las personas y colectivos más 
desfavorecidos y, en concreto, la de los que sufren discriminaciones políticas o económicas, 
en atención a dicho principio.
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g) La garantía, en la medida de lo posible, de la consolidación futura de los logros 
pretendidos en sus objetivos de desarrollo.

h) El principio de coherencia, en virtud del cual la Administración del Principado de 
Asturias velará porque los principios y objetivos señalados en esta Ley inspiren las 
actuaciones relacionadas con la cooperación al desarrollo, para lo cual se articularán los 
mecanismos de coordinación necesarios.

i) La garantía de una gestión eficiente de los recursos públicos destinados a la 
cooperación al desarrollo, estableciéndose criterios de evaluación e indicadores que hagan 
posible la medición de objetivos.

j) La colaboración entre administraciones públicas en cuanto al acceso a la información, 
participación y máximo aprovechamiento de los recursos públicos.

k) La atención o prevención de las situaciones de emergencia o vulnerabilidad, la 
contribución mediante la colaboración y coordinación entre administraciones y para la 
obtención del máximo rendimiento de los recursos públicos aplicados en beneficio de los 
países destinatarios.

Artículo 3.  Objetivos de la cooperación al desarrollo.

Serán objetivos de la política de cooperación al desarrollo los siguientes:

a) Contribuir a la erradicación del empobrecimiento, de las desigualdades referidas al 
acceso a condiciones de vida dignas a través de la promoción del desarrollo humano 
sostenible, a la consolidación de los procesos encaminados a asegurar un desarrollo 
humano sostenible, y a la transformación de las estructuras que generan empobrecimiento.

b) Fomentar el fortalecimiento de la sociedad civil y la participación democrática 
contribuyendo a la consolidación de la democracia, el Estado de Derecho, el fortalecimiento 
institucional y político-administrativo y la organización de la sociedad civil en los países 
destinatarios de la ayuda como instrumento para la resolución de las necesidades de la 
población favoreciendo la redistribución de la riqueza, la justicia social y la paz, así como la 
extensión de la educación y la cultura a toda la población.

c) Contribuir a la superación de las situaciones de aquellas poblaciones que se 
encuentren en estado de vulnerabilidad extrema o de subsistencia precaria con el fin de 
establecer las condiciones que permitan su desarrollo sostenido fomentando la acción 
humanitaria y reforzando los vínculos entre ayuda de emergencia, reconstrucción y 
desarrollo.

d) Colaborar en el esfuerzo de la comunidad internacional que trabaja en la consecución 
de la justicia social, en la erradicación de las causas estructurales de la pobreza y la defensa 
de los derechos humanos, y en el empeño de construcción de un mundo más justo y en paz.

e) Dar respuesta a la demanda de la sociedad asturiana de participar activamente en la 
realización de los valores de solidaridad y de respeto a la dignidad de todos los seres 
humanos, sensibilizando e informando a la sociedad asturiana sobre la situación de injusticia 
y empobrecimiento que padecen otros pueblos y grupos sociales e impulsar y dar cauces a 
la participación y solidaridad social en las acciones de cooperación.

f) Impulsar la cultura de la solidaridad internacional y la conciencia de ciudadanía global.

Artículo 4.  Prioridades geográficas.

1. La cooperación asturiana para el desarrollo intervendrá prioritariamente en las áreas 
geográficas afectadas por los siguientes criterios:

a) Zonas y países que padezcan situaciones de mayor empobrecimiento, en función de 
indicadores internacionalmente aceptados, tales como el Índice de Desarrollo Humano o 
análogos, de conformidad con lo previsto por el Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo.

b) Comunidades y pueblos que sean víctimas de violaciones graves y generalizadas de 
los derechos humanos.

c) Zonas en conflicto y en situación de emergencia humanitaria.
d) Pueblos y países empobrecidos con los que Asturias mantenga especiales vínculos 

de carácter histórico o cultural.
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2. En los planes directores de cooperación se concretarán las áreas geográficas 
establecidas en el apartado 1 del presente artículo para el periodo de vigencia del plan 
correspondiente.

Artículo 5.  Prioridades sectoriales.

1. Se considerarán prioritarias, en cuanto a su tipo o sector de actuación, las siguientes 
acciones:

a) La erradicación de la pobreza, a través de la realización de acciones que atiendan a 
procurar la cobertura de las necesidades sociales básicas y la prestación de servicios 
sociales básicos como salud y saneamientos, obtención de la seguridad alimentaria, 
educación y capacitación de recursos humanos, así como propiciando la dotación, mejora o 
ampliación de infraestructuras básicas y el desarrollo del tejido social asociativo y productivo, 
con especial atención a la mejora de las condiciones laborales de los trabajadores y 
trabajadoras.

b) La promoción del conocimiento y reconocimiento de los derechos humanos, su 
respeto y la denuncia de sus violaciones.

c) El fortalecimiento de las capacidades humanas e institucionales de la sociedad civil, 
necesarias para el desarrollo humano y la participación democrática en la toma de 
decisiones, fortaleciendo las estructuras democráticas, de la sociedad civil y de sus 
organizaciones sociales, apoyando las instituciones mediante programas de desarrollo 
institucional, gestión descentralizada y participación ciudadana.

d) La protección del medio ambiente, su conservación, y la mejora de su calidad, así 
como la utilización racional, renovable y sostenible, de la biodiversidad.

e) La igualdad entre mujeres y hombres y el impulso del empoderamiento de las 
mujeres, mediante un enfoque de género que preste especial atención a la condición y 
posición diferenciada de varones y mujeres, a las relaciones que se establecen entre ambos 
grupos y a los papeles económicos y sociales que juegan unos y otras, promoviendo la 
participación equitativa e igualitaria en los procesos de desarrollo.

f) La defensa de la identidad y patrimonio cultural, con especial atención a las culturas 
indígenas, a sus recursos y sus saberes tradicionales.

g) La prevención de los conflictos y el fomento de la paz.
h) La acción humanitaria y de emergencia.
i) La especial atención a la infancia y la erradicación de la explotación laboral infantil.
j) La promoción del acceso democrático de todos los pueblos a las transferencias 

tecnológicas.

2. Las iniciativas de cooperación al desarrollo atenderán a grupos estructuralmente 
desfavorecidos, en los que se considerarán sistemáticamente las diferentes situaciones, 
condiciones y necesidades de mujeres y hombres, y en particular:

a) Los pueblos indígenas.
b) Las personas refugiadas y desplazadas.
c) Las mujeres.
d) La infancia.
e) Otros grupos de personas que se encuentren en situación de grave precariedad por 

motivo de su exclusión social.

3. Merecerán especial atención y adecuado apoyo aquellas iniciativas de carácter 
educativo y sensibilizador que promuevan en nuestra sociedad un mayor y mejor 
conocimiento de la realidad Norte-Sur, así como unas relaciones más justas entre los 
pueblos y países del Norte y del Sur.

4. En los planes directores de cooperación se concretarán los tipos o sectores de 
actuación y los grupos estructuralmente desfavorecidos establecidos, respectivamente, en 
los apartados 1 y 2 del presente artículo para el periodo de vigencia del plan 
correspondiente.
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Artículo 6.  Valores transversales en las actuaciones de cooperación al desarrollo.

Los instrumentos de planificación de la cooperación al desarrollo establecerán los 
criterios que expresen los valores transversales que deberán observar todo tipo de 
iniciativas, programas y proyectos y que, en todo caso, incluirán:

a) La erradicación de la pobreza.
b) El cumplimiento efectivo de los derechos humanos.
c) El fomento de la organización y la participación comunitaria y ciudadana.
d) La perspectiva de género.
e) La protección medioambiental.

CAPÍTULO II

Planificación, coordinación e instrumentos de la cooperación al desarrollo

Sección 1.ª De la planificación y evaluación de la cooperación al desarrollo

Artículo 7.  El Plan Director de Cooperación: objetivos y contenido.

1. El Plan Director de Cooperación define los objetivos y prioridades de la política de 
cooperación al desarrollo durante su período de vigencia, dentro de las normas establecidas 
en la presente Ley.

2. El Plan Director recogerá:

a) La programación diferenciada de las acciones de cooperación al desarrollo.
b) La acción humanitaria y sensibilización social, determinando las prioridades 

geográficas y sectoriales del periodo, los objetivos estratégicos, los productos y los 
resultados que se pretenden obtener, así como los recursos humanos, materiales, 
económicos y de gestión necesarios.

Artículo 8.  El Plan Director de Cooperación: elaboración y aprobación.

1. El proyecto de Plan será elaborado por la Consejería competente en materia de 
cooperación al desarrollo, que habilitará los mecanismos de participación y consulta que 
sean oportunos, a fin de conocer las diferentes sensibilidades y propuestas existentes entre 
los agentes de cooperación al desarrollo, previa consulta, en todo caso, al Consejo Asturiano 
de Cooperación al Desarrollo.

2. El Plan Director será aprobado por el Consejo de Gobierno, tendrá una duración de 
cuatro años y deberá ser remitido a la Junta General del Principado de Asturias para su 
tramitación.

3. El Plan Director deberá contener los mecanismos de seguimiento, evaluación y 
justificación de las acciones que proponga.

Artículo 9.  Memoria Anual.

1. La Consejería competente en materia de cooperación al desarrollo, a través del 
órgano correspondiente, elaborará una Memoria Anual en la que se dará cuenta de las 
acciones realizadas y los objetivos alcanzados.

2. De esta Memoria Anual se dará traslado para su conocimiento al Consejo de Gobierno 
que la remitirá a la Junta General del Principado para su tramitación.

Sección 2.ª De la coordinación de la cooperación al desarrollo

Artículo 10.  Coordinación de la política de cooperación al desarrollo.

La Administración del Principado de Asturias favorecerá la coordinación de la política de 
cooperación al desarrollo a través de los siguientes mecanismos:
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1. En el marco de la Unión Europea, con las distintas instituciones europeas 
competentes y con otras regiones europeas.

2. Con la Administración del Estado, mediante la participación de la Administración del 
Principado de Asturias en las reuniones de la Comisión Interterritorial de Cooperación al 
Desarrollo creada en el artículo 23 de la Ley 23/1998, de 7 de julio.

3. Con las comunidades autónomas, la Administración del Principado de Asturias 
promoverá formas de coordinación en materia de cooperación al desarrollo, solidaridad y 
defensa y promoción de los derechos humanos en el marco de relación del Estado español 
con otras comunidades.

4. Con las administraciones públicas asturianas, la Administración del Principado de 
Asturias llevará a cabo una política activa de coordinación con los concejos asturianos que 
destinen recursos a la cooperación al desarrollo, solidaridad y defensa y promoción de los 
derechos humanos, basándose en los principios de voluntariedad y colaboración.

Sección 3.ª De los instrumentos de la cooperación al desarrollo

Artículo 11.  Modalidades.

1. La cooperación al desarrollo podrá llevarse a cabo por la Administración del 
Principado de Asturias, bien directamente o indirectamente, a través de las Organizaciones 
No Gubernamentales de Desarrollo (en adelante, ONGD), organismos internacionales o bien 
a través de entidades públicas o privadas que actúen en este ámbito, utilizando cualesquiera 
de los siguientes instrumentos:

a) Asistencia técnica.
b) Concesión de subvenciones.
c) Programas de acción humanitaria
d) Educación y sensibilización social.

2. El Consejo de Gobierno podrá autorizar la suscripción de convenios o cualquier otra 
forma reglada de colaboración con los agentes de cooperación previstos en el artículo 23 de 
esta Ley, para la ejecución de programas y proyectos de cooperación al desarrollo, 
solidaridad internacional y defensa y promoción de los derechos humanos, estableciendo las 
condiciones y régimen jurídico aplicable que garantizará, en todo caso, el carácter no 
lucrativo de los mismos.

Artículo 12.  Asistencia técnica.

La asistencia técnica en sus diversos ámbitos y áreas sectoriales se prestará mediante la 
transferencia de tecnología, recursos materiales y equipos, asesoramiento técnico y 
formación de recursos humanos.

Artículo 13.  Subvenciones.

Las subvenciones se concederán para la ejecución de proyectos en los países 
beneficiarios y para la ejecución de programas de educación y sensibilización para el 
desarrollo en el ámbito territorial asturiano.

Artículo 14.  Acción humanitaria.

1. La acción humanitaria irá dirigida a programas orientados a la asistencia a 
poblaciones en situación de emergencia, vulnerabilidad o de grave e inminente riesgo.

2. La cooperación asturiana promoverá el respeto al derecho humanitario y asimismo 
apoyará en este ámbito medidas para la prevención y resolución de conflictos.

3. La acción humanitaria se entenderá como el conjunto de acciones dirigidas:

a) A la ayuda a las víctimas de desastres, o a poblaciones en situación de emergencia, 
de vulnerabilidad extrema o conflictos crónicos, orientadas a garantizar su subsistencia, 
proteger sus derechos, defender su dignidad y sentar las bases de su posterior desarrollo.
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b) A la rehabilitación y reconstrucción de las infraestructuras físicas, económicas y 
sociales, y a la prevención y reducción de la situación de vulnerabilidad de comunidades y 
poblaciones víctimas de desastres del tipo que fuere.

c) A la ayuda alimentaria y sanitaria.
d) A la asistencia a refugiados y desplazados internos por motivo de conflictos armados 

o de guerras y también de catástrofes naturales cuando su situación se prolongue en el 
tiempo, a la prevención de desastres, a la denuncia de violaciones de los derechos humanos 
asociada habitualmente a estos colectivos, y a proyectos de defensa de los mismos.

Artículo 15.  Educación y sensibilización social.

La educación para el desarrollo y sensibilización social comprenderá el conjunto de 
acciones que se desarrollen por la Administración del Principado de Asturias y el resto de los 
agentes de cooperación, directamente o en colaboración, para promover una mejor 
percepción por parte de la sociedad asturiana de los problemas que afectan a los países en 
desarrollo y que estimulen la solidaridad y cooperación activa con los mismos, por la vía de 
campañas de divulgación, programas formativos y apoyo a las iniciativas en favor a la 
cooperación al desarrollo en sus diferentes manifestaciones y de la promoción de los 
derechos humanos.

Artículo 16.  Evaluación de las acciones de cooperación al desarrollo.

1. El Consejo de Gobierno establecerá los instrumentos de evaluación y control, en 
orden a determinar el grado de cumplimiento de los objetivos establecidos para los mismos, 
su impacto, eficacia y sostenibilidad, así como orientar la formulación de posteriores 
iniciativas, y aprobará los planes directores a que se refiere el artículo 7 de esta Ley, que 
también estarán sometidos a evaluación.

2. La Consejería competente en materia de cooperación al desarrollo, a través del 
órgano correspondiente, elaborará una Memoria Anual en los términos del artículo 9 de esta 
Ley.

CAPÍTULO III

Organización de la cooperación asturiana al desarrollo de los órganos 
competentes de la política de cooperación al desarrollo en el Principado de 

Asturias

Artículo 17.  El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.

1. El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, a propuesta de la Consejería 
competente en materia de cooperación al desarrollo y previa consulta al Consejo Asturiano 
de Cooperación al Desarrollo, aprobará el Plan Director de Cooperación a que se refiere el 
artículo 7 de esta Ley.

2. El Plan Director será remitido a la Junta General para su examen y debate.

Artículo 18.  La Consejería competente en materia de cooperación al desarrollo.

La Consejería competente en materia de cooperación al desarrollo es la responsable de 
la dirección política de la cooperación al desarrollo de la Administración asturiana y de la 
coordinación de las actividades que, en este ámbito, realicen otros departamentos de dicha 
Administración, ejecutando dichas políticas a través de la Agencia Asturiana de Cooperación 
al Desarrollo.

Artículo 19.  La Agencia Asturiana de Cooperación al Desarrollo.

1. La Agencia Asturiana de Cooperación al Desarrollo es el órgano de gestión de las 
acciones de cooperación al desarrollo, solidaridad internacional y defensa y promoción de 
los derechos humanos.

2. La Agencia Asturiana de Cooperación al Desarrollo tiene como finalidad la 
planificación y ejecución de las acciones en materia de cooperación al desarrollo, solidaridad 
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internacional y defensa y promoción de los derechos humanos, tanto la prestada de manera 
directa, como el apoyo a la realizada a través de ONGD y otras entidades públicas y 
privadas.

3. La Agencia Asturiana de Cooperación al Desarrollo tiene, sin perjuicio de las que 
pudieran atribuirle otras disposiciones, las siguientes funciones:

a) La elaboración y propuesta de los Planes Directores de Cooperación.
b) La gestión y coordinación de los programas, proyectos y acciones de cooperación al 

desarrollo, solidaridad internacional y defensa y promoción de los derechos humanos 
ejecutados desde la Administración del Principado de Asturias.

c) El seguimiento y evaluación del conjunto de la cooperación al desarrollo, solidaridad 
internacional y defensa y promoción de los derechos humanos realizada o cofinanciada por 
la Administración del Principado de Asturias.

d) La elaboración de la Memoria Anual.
e) La realización de todo tipo de estudios e informes relacionados con sus fines.
f) El diseño de los instrumentos de la cooperación al desarrollo, solidaridad internacional 

y defensa y promoción de los derechos humanos y la propuesta de medios para su 
efectividad.

g) La formulación de propuestas y el seguimiento de los convenios de colaboración con 
las diferentes administraciones públicas, sus organismos y demás instituciones, públicas y 
privadas, que puedan plantearse en relación con los fines propios de la Agencia.

h) El asesoramiento a las ONGD válidamente constituidas y radicadas en Asturias en la 
formulación de proyectos de cooperación al desarrollo y de educación al desarrollo y 
sensibilización.

Artículo 20.  El Consejo Asturiano de Cooperación al Desarrollo.

1. Con adscripción a la Consejería competente en materia de cooperación al desarrollo, 
se crea el Consejo Asturiano de Cooperación al Desarrollo, como órgano consultivo y de 
representación de los agentes de la cooperación, con capacidad de propuesta, dictamen y 
seguimiento de la cooperación pública asturiana al desarrollo.

2. El Consejo Asturiano de Cooperación al Desarrollo estará compuesto por 
representantes de los Grupos Parlamentarios de la Junta General del Principado, de la 
Administración del Principado de Asturias, de las administraciones locales asturianas, de la 
Coordinadora de ONGD de Asturias, de ONGD y de otras organizaciones relacionadas 
directamente con la cooperación al desarrollo, la solidaridad internacional y la defensa de los 
derechos humanos.

3. Serán funciones del Consejo Asturiano de Cooperación al Desarrollo las siguientes:

a) Realizar el seguimiento de los criterios y prioridades que deben regir de acuerdo con 
las directrices en materia de política de cooperación al desarrollo establecidas por la 
Administración del Principado de Asturias, así como de la ejecución de los proyectos y el 
nivel de cumplimiento global de la cooperación al desarrollo en Asturias.

b) Mostrar su parecer en los anteproyectos de ley, reglamentos y cualesquiera otras 
disposiciones generales que regulen materias concernientes a la cooperación al desarrollo 
en Asturias.

c) Informar previamente el Plan Director de Cooperación.
d) Participar en la elaboración de la Memoria Anual sobre la cooperación al desarrollo.
e) Emitir informes y realizar propuestas en materia de cooperación al desarrollo, 

solidaridad y defensa y promoción de los derechos humanos.
f) Conocer las ayudas concedidas en materia de cooperación internacional a través de 

las convocatorias públicas realizadas con tal fin.
g) Cualesquiera otras que reglamentariamente se determinen, relacionadas con la 

cooperación al desarrollo, la solidaridad y la defensa y promoción de los derechos humanos.

4. La estructura, composición y régimen de funcionamiento del Consejo Asturiano de 
Cooperación al Desarrollo se determinarán reglamentariamente.
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CAPÍTULO IV

Recursos materiales y humanos

Artículo 21.  Recursos materiales.

1. De acuerdo con lo que disponga el Plan Director, la Ley de Presupuestos del 
Principado de Asturias fijará anualmente los créditos destinados a la cooperación al 
desarrollo de la Administración del Principado de Asturias. En todo caso, la cuantía final 
anual de dichos créditos se fijará sobre un mínimo del 0´7 % de los recursos propios a partir 
de los Presupuestos del Principado de Asturias del año 2007, favoreciendo un incremento 
progresivo teniendo como referencia las recomendaciones de las Naciones Unidas.

2. Los recursos presupuestarios destinados a la cooperación al desarrollo, solidaridad 
internacional, defensa y promoción de los derechos humanos y a la emergencia y a la 
vulnerabilidad, podrán nutrirse de subvenciones y contribuciones de otros organismos e 
instituciones públicas estatales e internacionales.

3. Los convenios suscritos con los agentes de cooperación podrán tener carácter 
plurianual, a fin de garantizar un marco estable que favorezca la mejor prestación de las 
ayudas a la cooperación al desarrollo.

Artículo 22.  Medios humanos.

1. La actividad de la Administración del Principado de Asturias en el ámbito de la 
cooperación al desarrollo será ejecutada por el personal funcionario y laboral a su servicio de 
acuerdo con sus disposiciones específicas.

Asimismo, por razones de especificidad en la materia, se podrá contratar personas 
físicas o jurídicas especialistas en cooperación al desarrollo, solidaridad y defensa y 
promoción de los derechos humanos cuya contratación y prestación estará sujeta a la 
normativa sobre contratación pública.

2. La Consejería competente en materia de cooperación al desarrollo promoverá 
acciones formativas dirigidas a su personal.

CAPÍTULO V

La participación de la sociedad asturiana en la cooperación al desarrollo

Artículo 23.  Agentes de cooperación.

A los efectos de la presente Ley, se entiende por agentes de cooperación aquellas 
entidades, de carácter público o privado, que tienen una vinculación específica con las 
tareas de cooperación al desarrollo, solidaridad internacional y defensa y promoción de los 
derechos humanos y, en concreto:

1. Las administraciones públicas asturianas y demás entidades públicas vinculadas a 
ellas.

2. Las ONGD.
3. Igualmente, podrán ser consideradas agentes de cooperación la Universidad de 

Oviedo, las organizaciones sindicales y otras entidades sin ánimo de lucro que realicen 
acciones de cooperación al desarrollo, solidaridad internacional y defensa y promoción de 
los derechos humanos y compartan, desde la pluralidad y la diversidad, los objetivos y 
principios previstos en el capítulo I de la presente Ley.

Artículo 24.  Las ONGD.

1. A los efectos de la presente Ley se consideran ONGD aquellas entidades de derecho 
privado establecidas en el Principado de Asturias, legalmente constituidas y sin finalidad de 
lucro, cuyos estatutos establezcan expresamente como fines y actividad principal de la 
entidad la realización de actividades relacionadas con los principios y objetivos de la 
cooperación al desarrollo, debiendo gozar de la plena capacidad jurídica que se establezca 
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en las leyes correspondientes. De la misma forma deben disponer de una estructura 
susceptible de garantizar suficientemente el cumplimiento de sus fines.

Las ONGD que cumplan con los requisitos establecidos en el párrafo anterior, deberán 
inscribirse en un Registro, abierto en la Consejería competente en materia de cooperación al 
desarrollo, que será regulado reglamentariamente estableciendo su funcionamiento y forma 
de acceso.

La inscripción en el Registro de ONGD será requisito imprescindible para acceder a las 
convocatorias públicas de subvenciones de la Administración del Principado de Asturias en 
materia de cooperación al desarrollo.

2. Las ONGD establecidas en Asturias, como expresión articulada de la solidaridad de la 
sociedad asturiana con los pueblos empobrecidos del mundo, se constituyen en 
interlocutores de la Administración del Principado de Asturias en materia de cooperación al 
desarrollo, solidaridad internacional y defensa y promoción de los derechos humanos.

Esta interlocución se llevará a cabo básicamente a través de los órganos representativos 
constituidos libremente por las ONGD y de su participación en los órganos previstos por la 
presente Ley y en otros órganos colegiados creados o que al efecto se creen por la 
Administración del Principado de Asturias, en la forma que reglamentariamente se 
determine.

Artículo 25.  Personal de la Cooperación al Desarrollo.

1. Tendrán la consideración de cooperantes, a efectos de la presente Ley, quienes a una 
adecuada formación o titulación académica oficial, unan una probada experiencia profesional 
y tengan encomendada la ejecución de un determinado proyecto o programa en el marco de 
la cooperación para el desarrollo. Les será de aplicación el Estatuto del cooperante previsto 
en el apartado segundo del artículo 38 de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo.

2. Tendrán la consideración de personas cooperantes voluntarias, a los efectos de la 
presente Ley, aquellas personas físicas que están comprometidas libremente en la 
realización de actividades de gestión o de ejecución sobre el terreno de programas y 
proyectos de cooperación al desarrollo llevados a cabo por agentes de cooperación. Dicho 
personal se regulará por las disposiciones de la Ley del Principado de Asturias 10/2001, de 
12 de noviembre, del Voluntariado y por la presente Ley.

3. Sin perjuicio de los derechos de los voluntarios y las obligaciones de las entidades de 
voluntariado regulados en la Ley del Principado de Asturias 10/2001, los agentes de 
cooperación están obligados, con respecto a su personal voluntario expatriado, a:

a) Garantizar la cobertura de todas las necesidades básicas de subsistencia, alojamiento 
y desplazamiento durante su estancia en el extranjero, así como todos los recursos 
necesarios para la realización de su actividad en el marco del programa o proyecto.

b) Contratar un seguro a favor de la persona voluntaria que cubra los riesgos de 
enfermedad y de accidente, así como los gastos de repatriación y la responsabilidad civil 
frente a terceros.

c) Suscribir un acuerdo de colaboración en el que se recojan las obligaciones y derechos 
respectivos, así como los términos concretos de la colaboración de la persona voluntaria y el 
compromiso del mismo de conocer y respetar las leyes del Estado de destino.

4. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 64.1,a) de la Ley 3/1985, de 26 de 
diciembre, de Ordenación de la Función Pública de la Administración del Principado de 
Asturias, los funcionarios de la Administración del Principado de Asturias pasarán a la 
situación de servicios especiales cuando sean autorizados para realizar una misión por 
período determinado superior a seis meses en programas de cooperación internacional. 
Respecto del personal laboral de la Administración del Principado de Asturias, se estará a lo 
dispuesto en su normativa específica.

Artículo 26.  Educación, sensibilización e información.

1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 15, la Administración del Principado de 
Asturias promoverá el desarrollo de acciones en el ámbito territorial asturiano orientadas a la 
educación y la sensibilización de la sociedad asturiana en materia de cooperación al 
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desarrollo, la promoción de la educación para el desarrollo en los ámbitos educativos del 
Principado de Asturias, el fomento de la coordinación y la complementariedad de los 
diversos agentes de la cooperación al desarrollo en el Principado de Asturias, la formación y 
la información objetiva sobre la realidad de los países empobrecidos y sobre la cooperación 
al desarrollo.

2. Para llevar a efecto esta labor, la Administración del Principado de Asturias impulsará, 
en colaboración con las ONGD u otras instituciones interesadas en este campo y de carácter 
no lucrativo, campañas de divulgación e información, programas formativos y todo tipo de 
actividades que se consideren adecuadas para este fin, en el ámbito de la sociedad 
asturiana.

Artículo 27.  El Fondo Asturiano de Cooperación al Desarrollo.

Se crea el Fondo Asturiano de Cooperación al Desarrollo como instrumento económico 
para impulsar actuaciones integrales en materia de cooperación internacional y para 
favorecer la máxima participación ciudadana, cuya estructura, composición y gestión se 
determinarán reglamentariamente.

Disposición adicional primera.  Adecuación del modelo de gestión de la cooperación al 
desarrollo.

El Consejo de Gobierno, en el marco de la evaluación de las futuras actuaciones y 
atendiendo al volumen de los recursos dedicados, la complejidad de las actuaciones y el 
logro de una mayor cooperación y coordinación interinstitucional, adoptará, a propuesta de la 
consejería competente, las disposiciones oportunas con el fin de adecuar la gestión y 
coordinación de los programas e iniciativas de cooperación al desarrollo.

Disposición adicional segunda.  El Consejo Asturiano de Cooperación al Desarrollo.

El Consejo Asturiano de Cooperación al Desarrollo previsto en la presente Ley asumirá 
las competencias que la Ley del Principado de Asturias 10/2001, de 12 de noviembre, del 
Voluntariado atribuye al Consejo del Voluntariado del Principado de Asturias en materia de 
cooperación al desarrollo.

Disposición adicional tercera.  El Plan Director de Cooperación al Desarrollo.

El Plan Director de Cooperación al Desarrollo regulado en esta Ley sustituye al Plan 
Regional del Voluntariado previsto en la Ley del Principado de Asturias 10/2001, de 12 de 
noviembre, del Voluntariado, en lo que se refiere a la planificación de las actuaciones 
relativas a la cooperación al desarrollo.

Disposición adicional cuarta.  El Registro de ONGD.

El Registro de ONGD regulado en esta Ley sustituirá a la sección correspondiente a las 
entidades de cooperación internacional del Registro de Entidades de Voluntariado previsto 
en la Ley del Principado de Asturias 10/2001, de 12 de noviembre, del Voluntariado.

Disposición transitoria primera.  Personal de la cooperación al desarrollo.

Los derechos y obligaciones de los cooperantes a que se refiere el artículo 25, apartado 
1, de esta Ley se regirán por lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores y demás 
legislación laboral, en tanto en cuanto no se fije su régimen jurídico en el Estatuto del 
cooperante previsto en la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo.

Disposición transitoria segunda.  Registro de ONGD.

En tanto no se desarrolle reglamentariamente el funcionamiento y forma de acceso al 
Registro previsto en esta Ley, continuará en vigor el Registro de Organizaciones no 
Gubernamentales para la Cooperación al Desarrollo en el Exterior del Principado de Asturias 
creado por Resolución de 24 de julio de 1996, de la Consejería de Cooperación.
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Disposición final única.  Desarrollo normativo.

Se faculta al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para que dicte cuantas 
disposiciones sean necesarias para el desarrollo de la presente Ley.
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§ 35

Ley 1/2001, de 6 de marzo, del Patrimonio Cultural

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 75, de 30 de marzo de 2001

«BOE» núm. 135, de 6 de junio de 2001
Última modificación: 18 de marzo de 2011

Referencia: BOE-A-2001-10676

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Patrimonio 
Cultural.

PREÁMBULO

Para un Estado social y democrático de derecho, el desarrollo de la cultura es un 
objetivo de primer orden, y por ello el deber de garantizar la conservación y promover el 
enriquecimiento del patrimonio cultural, cualquiera que sea su régimen y su titularidad, se 
convierte en uno de los presupuestos más importantes de los principios superiores del 
ordenamiento jurídico.

Las obligaciones que se derivan de los derechos que la Constitución de 1978 reconoce a 
los ciudadanos en el apartado 1 del artículo 44 y de los principios establecidos en el artículo 
46 corresponden a los poderes públicos, sin especificaciones. El dar cumplida respuesta a 
estos intereses colectivos es, por tanto, una tarea común de todos ellos, dentro de los límites 
de su propio ámbito de competencia.

Así, el Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias repetidamente manifiesta el 
compromiso de las instituciones asturianas, tanto con la protección de ese patrimonio como 
con la participación de todos los ciudadanos en la vida cultural. Su redacción ha acogido de 
esta forma los esfuerzos de generaciones sucesivas de intelectuales y ciudadanos 
preocupados por la región y sus problemas, que ya desde el siglo XVIII, pero sobre todo a 
partir de la segunda mitad del siglo XIX, han venido manifestando la importancia de nuestros 
monumentos y tradiciones y reclamando una activa intervención de los poderes públicos en 
su protección.

Fruto de esa preocupación, canalizada en buena medida a partir de 1844 a través de la 
Comisión Provincial de Monumentos, en cuyos trabajos jugaron un importante papel, entre 
otros, Fermín Canella y Ciriaco Miguel Vigil, fue la declaración como monumentos de 
algunos de los bienes culturales asturianos más señalados, estableciendo así unos primeros 
compromisos de gran fuerza jurídica y una tradición proteccionista que hubiera debido gozar 
de mayor continuidad, y que, sin embargo, sólo con graves dificultades e interrupciones ha 
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ido ampliándose y acogiendo una aspiración cada vez más manifiesta del conjunto de la 
sociedad asturiana.

No cabe ignorar el esfuerzo que, en ese aspecto, han venido desarrollando en las 
últimas décadas, tanto la administración de la Comunidad Autónoma como los 
Ayuntamientos asturianos, desde su constitución en democracia. Esa experiencia revela, no 
obstante, la necesidad de contar con instrumentos jurídicos más activos, de coordinar los 
esfuerzos entre las distintas administraciones, de contemplar la protección de aspectos del 
patrimonio cultural hasta ahora no suficientemente valorados y de promover el empleo de los 
medios necesarios para cumplir con rigor las obligaciones que tienen los poderes públicos.

Así, en ejercicio de las competencias que recoge el apartado 1 del artículo 10 del 
Estatuto de Autonomía, y de acuerdo con la voluntad de las instituciones asturianas de 
proteger y preservar nuestro patrimonio cultural, la presente Ley tiene como finalidad dar 
cumplimiento a los mandatos contenidos en dicho Estatuto y en la Constitución española, 
determinando el ámbito de competencia del Principado de Asturias y precisando las 
competencias de la Administración Local, respetando el principio de autonomía municipal y 
dando a los Ayuntamientos el protagonismo que merecen en esta tarea. Establece, de esta 
forma, el régimen jurídico de protección, difusión y fomento del Patrimonio Cultural de 
Asturias, tanto en lo que respecta a las obligaciones de los ciudadanos como a las de los 
poderes públicos.

Al concurrir competencialmente diversas administraciones, la Ley hace especial hincapié 
en la necesidad de que ajusten sus relaciones recíprocas a los principios de colaboración y 
coordinación entre todas ellas. En consecuencia, los instrumentos de protección que 
establece se han concebido para resultar compatibles con los del Estado, fundamentalmente 
con los recogidos en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, de tal 
manera que puedan sumarse las acciones protectoras de ambos cuerpos legales. Asimismo, 
se han tomado en cuenta los instrumentos de protección de que disponen las 
administraciones locales y se les proporcionan a estas recursos adicionales para una acción 
más eficaz dentro de su ámbito.

La Ley recoge en su denominación el término «patrimonio cultural», como sucede con 
una parte de la legislación autonómica española, así como con diversos convenios y 
protocolos internacionales suscritos por el Estado español. Ello no significa, con respecto a 
la legislación que la precede, una mutación radical del ámbito al que extiende su protección. 
Por el contrario, se inserta plenamente en la tradición jurídica de la legislación española de 
protección del patrimonio histórico y en sus normas se toma en cuenta el hecho de que es el 
transcurso del tiempo y la participación en la historia de la comunidad lo que da sentido a la 
incorporación de las creaciones individuales al patrimonio colectivo que se protege. La 
elección del término «cultural» indica, sin embargo, que en su redacción aparecen aspectos 
como las manifestaciones lingüísticas, las costumbres, las expresiones artísticas de tradición 
oral y otras formas de expresión comunitarias que deben ser protegidas, mediante su estudio 
y el apoyo a su transmisión a las generaciones futuras, más allá incluso de su reflejo en 
objetos o bienes materiales de interés histórico.

A la vez, el término «cultural» indica también el carácter complementario de esta 
legislación con respecto a la que se desarrolla para la protección del patrimonio natural, 
señalando así las dos grandes categorías de bienes cuya protección asumen los poderes 
públicos, para evitar los efectos destructivos que en ciertos ámbitos pueden tener las rápidas 
transformaciones económicas que se producen en nuestra época.

Unos bienes cuya protección es, por otro lado, la mejor garantía de un desarrollo 
armónico y ordenado, y de hecho la Ley promueve una gestión del patrimonio cultural 
comprometida con el progreso social y el bienestar colectivo. Pero, a la vez, debe 
entenderse que las prescripciones que recoge tienen una naturaleza específica y un valor 
propio, en la medida en que se refieren a la identidad de la propia sociedad asturiana y a su 
aportación a un patrimonio común de la humanidad, y representan, en sí mismas, una parte 
sustancial de la responsabilidad de las generaciones presentes hacia las futuras.

La Ley persigue, además, la consecución de otros dos fines importantes como son, por 
una parte, la promoción de los bienes culturales en el marco de la sociedad del conocimiento 
del siglo XXI de forma que resulte un compromiso con el propio desarrollo e incremento de la 
riqueza, la calidad de vida y la equidad social. Por otra parte, se busca el derecho al disfrute 
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por parte de todos los ciudadanos de esos bienes, pero con la asunción pareja de la 
obligación por parte de los poderes públicos y también la implicación de la sociedad en lo 
que se quiere que sea un entendimiento integral de las actuaciones sobre nuestro patrimonio 
cultural.

Se establecen en la Ley dos categorías superiores de protección, comunes a bienes 
muebles e inmuebles. La de los Bienes de Interés Cultural, coincidente con la definida por la 
mencionada Ley del Patrimonio Histórico Español, es la de mayor rango, proporcionando el 
régimen jurídico de protección más intenso. Con un régimen de protección de menor 
intensidad se crea la categoría de los bienes incluidos en el Inventario del Patrimonio 
Cultural de Asturias. Con el fin de dar la necesaria publicidad a uno y otros se crea el 
Registro de Bienes de Interés Cultural de Asturias y el Inventario del Patrimonio Cultural de 
Asturias. Se opta así por limitar la proliferación de figuras jurídicas, entendiendo que resulta 
más oportuno que una de ellas, más extensa, goce de cierta flexibilidad en cuanto a las 
normas de protección que implica, pudiendo de esta forma adaptarse a las condiciones 
específicas de bienes de naturaleza muy diversa.

Sin perjuicio de las reglas específicas aplicables a las categorías anteriores, la Ley 
regula también el régimen jurídico de los patrimonios arqueológico, etnográfico, histórico-
industrial, documental y bibliográfico. Se establece, asimismo, un régimen de protección 
general aplicable a todos los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias, 
independientemente de la específica categoría de protección que tengan, en el que se 
incluyen las previsiones necesarias para evitar los atentados a la integridad de este 
patrimonio, como es el caso de la ampliación de los instrumentos de fiscalización del 
cumplimiento del deber de conservación y uso adecuado, con el deber de permitir la 
inspección de los bienes y prestar la información requerida a estos efectos por la 
administración competente. Respecto a los bienes inmuebles destaca la nueva regulación de 
la declaración de ruina, así como la necesidad de acompañar un informe de afección al 
patrimonio cultural en todos los proyectos de obras que hayan de someterse al 
procedimiento de evaluación de impacto ambiental.

Se presta una atención especial a la situación de los bienes inmuebles que se declaren 
de Interés Cultural. La Ley establece los procedimientos adecuados para hacer compatible 
su tutela con un proceso de desarrollo económico y social ordenado. Con el mismo sentido 
se contempla, por lo que se refiere a los bienes inmuebles inventariados, que sus 
instrumentos de protección garanticen la preservación de sus valores culturales y refuercen 
los instrumentos de tutela que ya prevé la normativa urbanística.

En todos estos aspectos se adoptan, asimismo, medidas dirigidas a reforzar la 
capacidad de los Ayuntamientos para desarrollar acciones e iniciativas propias en esta 
materia, de forma tal que las obligaciones que tienen, concurrentes con las de la Comunidad 
Autónoma y el Estado, puedan llevarse a cabo por medio de instrumentos adecuados. En 
ese aspecto tiene especial importancia la regulación de los catálogos municipales de 
protección de bienes inmuebles con valor cultural.

Afrontar el reto que supone la necesidad de garantizar la conservación y promover el 
enriquecimiento del patrimonio cultural exige la participación de todos: Administraciones 
públicas, instituciones, propietarios y poseedores de los bienes y ciudadanos en general. Se 
promueve por ello su colaboración, otorgándoles un papel relevante a las asociaciones y 
entidades cívicas no lucrativas. Del mismo modo, se prevé la existencia de ayudas 
económicas para aquellas personas físicas o jurídicas que sean responsables de la 
conservación de bienes que formen parte del Patrimonio Cultural de Asturias, empleando 
como instrumentos las subvenciones, los acuerdos de colaboración y eventualmente las 
reducciones de cargas fiscales.

Se procura, finalmente, hacer compatible la eficacia de la protección jurídica de unos 
bienes sometidos a riesgos no siempre previsibles con la seguridad jurídica de quienes son 
titulares de derechos legítimos que pueden resultar afectados por las medidas prevista en la 
Ley, y a ese respecto se procura evitar el empleo de figuras o normas de protección que 
impliquen indefinición o discrecionalidad en la intervención de los poderes públicos. El texto 
de la Ley determina con precisión las obligaciones de la administración y de los particulares, 
procurando que, en ningún caso, las relaciones entre aquéllas y éstos se vean perturbadas 
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por disposiciones que den a entender un amplio margen de discrecionalidad en las 
resoluciones que se adopten en cumplimiento de lo que en ella se dispone.

De la misma forma se procura evitar el establecimiento de cargas sobre los bienes 
protegidos que vayan más allá de lo necesario para garantizar su conservación y el disfrute 
por la comunidad de sus valores culturales. Del mismo modo que la Ley extiende la 
protección jurídica a ámbitos más amplios de los tradicionales, como sucede con los 
testimonios de la historia industrial o de la cultura popular, o con la arquitectura moderna y 
contemporánea, a la vez intenta establecer un clima de colaboración, diálogo y participación 
entre los poderes públicos y las personas más directamente afectadas por las medidas que 
contempla.

El tratamiento del Patrimonio Cultural Asturiano en el sistema educativo y la formación 
de profesionales especializados en su gestión son, finalmente, medios adicionales para 
alcanzar los objetivos que en conjunto se persiguen: Garantizar la conservación, el 
enriquecimiento, el disfrute y la transmisión a las generaciones futuras de los bienes que lo 
componen.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.

1. La presente Ley tiene por objeto la conservación, protección, investigación, 
enriquecimiento, fomento y difusión del Patrimonio Cultural de Asturias, de manera que 
pueda ser disfrutado por los ciudadanos y transmitido en las mejores condiciones a las 
generaciones futuras.

2. Integran el Patrimonio Cultural de Asturias todos los bienes muebles e inmuebles 
relacionados con la historia y la cultura de Asturias que por su interés histórico, artístico, 
arqueológico, etnográfico, documental, bibliográfico, o de cualquier otra naturaleza cultural, 
merecen conservación y defensa a través de su inclusión en alguna de las categorías de 
protección que al efecto se establecen en la presente Ley, o mediante la aplicación de otras 
normas de protección contempladas en la misma.

3. Lo dispuesto en el apartado anterior se aplica asimismo a los elementos geológicos y 
paleontológicos de interés por su relación con la historia del hombre y sus orígenes, y a los 
bienes de interés geológico, paleontológico, botánico o biológico que hayan sido separados 
de su medio natural o deban ser conservados fuera de él y no estén protegidos con arreglo a 
su normativa específica.

4. Las normas de la presente Ley se entenderán referidas a bienes de naturaleza 
material, muebles e inmuebles, y al ámbito territorial del Principado de Asturias. Se 
entenderán asimismo aplicables a bienes de naturaleza no material aquellas normas en que 
expresamente se señale dicho aspecto.

Artículo 2.  Principios generales.

En el ejercicio de las competencias que le corresponden en materia de patrimonio 
cultural, el Principado de Asturias actuará de acuerdo con los siguientes principios:

a) Colaboración con la Administración del Estado, las entidades locales y los diferentes 
poderes públicos, incluyendo los organismos de la Unión Europea, en el mantenimiento de la 
integridad del Patrimonio Cultural de Asturias, en la difusión nacional e internacional del 
mismo, en la recuperación de los bienes que hubieran sido ilícitamente exportados, en el 
intercambio de información cultural, técnica y científica con organismos nacionales y 
extranjeros, y en la conservación, fomento y disfrute de este patrimonio, estimulando para 
ello la participación de toda la sociedad.

b) Promoción de las acciones precisas para garantizar la protección, el conocimiento e 
investigación, y, en su caso, obtener el retorno a la Comunidad Autónoma, de aquellos 
bienes que se encuentren fuera de su territorio vinculados a Asturias por razones históricas. 
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Todo ello en el marco de la cooperación institucional y del respeto al ejercicio legítimo por las 
restantes Administraciones de sus competencias.

c) Colaboración con la Administración del Estado y las de las restantes Comunidades 
Autónomas en la protección del patrimonio histórico español.

d) Colaboración en la protección del patrimonio cultural de los distintos países y 
comunidades humanas, especialmente en los casos en que se ve amenazado por 
situaciones de miseria, guerras o catástrofes.

e) Coordinación de la política protectora del patrimonio cultural inmueble con el resto de 
las políticas sectoriales que incidan en los mismos espacios y muy especialmente con las de 
ordenación del territorio, medio ambiente, empleo y desarrollo económico.

f) Fomento del uso y disfrute del patrimonio cultural, respetando las necesidades de 
protección establecidas en esta Ley.

g) Incorporación del patrimonio cultural a las iniciativas y políticas de desarrollo 
económico y social.

h) Estímulo del conocimiento del patrimonio cultural, promoviendo la información y 
difusión del mismo, así como su investigación científica y la divulgación de los resultados de 
ésta.

i) Apoyo a creadores y artistas para el enriquecimiento del patrimonio cultural a transmitir 
a las generaciones futuras.

j) Apoyo a las iniciativas sociales y a la implicación de los ciudadanos en las actuaciones 
en torno al patrimonio cultural.

Artículo 3.  Colaboración entre las Administraciones Públicas.

1. De acuerdo con el principio de lealtad institucional, las Administraciones públicas 
deberán facilitarse recíprocamente la información de que cada una de ellas disponga y que 
sea de utilidad para el ejercicio de las competencias relativas a la conservación, 
enriquecimiento, fomento y difusión del patrimonio cultural ; asimismo, deberán prestar a las 
restantes administraciones, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activa que 
legítimamente les sea recabada para el ejercicio de dichas competencias.

2. Las Entidades Locales ejercerán las funciones que les correspondan, tanto las 
previstas en la presente Ley, como en las demás normas aplicables, y especialmente en los 
siguientes aspectos:

a) Programación de políticas de protección, fomento y disfrute del patrimonio cultural 
existente en su territorio, con especial atención a la aplicación de las medidas de protección 
previstas en la legislación urbanística a los inmuebles y espacios de interés cultural.

b) Mantenimiento, desarrollo y potenciación de actividades de difusión cultural a través 
de los archivos, bibliotecas y museos locales.

c) Elaboración de ordenanzas municipales de protección e incremento del patrimonio 
cultural existente en su término municipal que se acomoden a las exigencias de esta Ley y a 
las características específicas de los concejos.

3. La Administración del Principado de Asturias prestará apoyo y asistencia técnica a las 
entidades locales para el ejercicio de sus competencias.

4. Se promoverá el establecimiento de comisiones mixtas entre las distintas 
administraciones para la coordinación, apoyo y asistencia mutua en materia de patrimonio 
cultural.

5. Se favorecerá la profesionalización y especialización de los órganos dedicados a la 
protección del patrimonio dentro de las entidades locales.

Artículo 4.  Colaboración de los particulares.

1. Las personas que observen una situación de amenaza o de destrucción consumada o 
inminente de un bien integrante del Patrimonio Cultural de Asturias deberán comunicarlo 
inmediatamente a la Consejería de Educación y Cultura, que comprobará el objeto de la 
denuncia y actuará con arreglo a lo dispuesto en la presente Ley.

2. Será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos y la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa el cumplimiento de lo previsto en esta Ley para la defensa de los 
bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias.
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3. El Principado de Asturias promoverá y apoyará la colaboración de los ciudadanos en 
la protección del patrimonio cultural bajo las correspondientes formas asociativas, en 
trabajos de voluntariado social o, en general, en programas de cualquier naturaleza dirigidos 
a su investigación y protección.

4. El Principado de Asturias apoyará y fomentará el mecenazgo privado dirigido a la 
protección del patrimonio cultural y la formación y desarrollo de industrias y empresas que 
actúen en dicho ámbito con los criterios precisos de rigor, respeto y solvencia técnica.

Artículo 5.  Colaboración de la Iglesia Católica.

La Iglesia Católica, como titular de una parte muy importante del Patrimonio Cultural de 
Asturias velará por su protección, conservación y difusión, con sujeción a lo dispuesto en la 
presente Ley, colaborando a dicho efecto con los órganos correspondientes de la 
Administración del Principado de Asturias y de las entidades locales.

Artículo 6.  Instituciones consultivas.

1. Tienen la consideración de instituciones consultivas para el Principado de Asturias a 
los efectos previstos en la presente Ley:

a) Las Reales Academias.
b) El Consejo Superior de Investigaciones Científicas.
c) La Universidad de Oviedo y las restantes Universidades españolas y extranjeras.
d) El Real Instituto de Estudios Asturianos.
e) La Academia de la Llingua Asturiana.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, el Principado de Asturias procurará 
conocer y tomar en cuenta los criterios y opiniones de los restantes organismos 
internacionales y nacionales de reconocida solvencia científica, y de los colegios 
profesionales, asociaciones y entidades privadas sin ánimo de lucro que tengan una 
acreditada trayectoria en la protección del patrimonio cultural.

Artículo 7.  Consejo del Patrimonio Cultural de Asturias.

1. El Consejo del Patrimonio Cultural de Asturias es el órgano asesor de la 
Administración del Principado de Asturias para los asuntos referentes a la protección, 
investigación, fomento y difusión del Patrimonio Cultural de Asturias.

2. Con carácter previo examinará todos aquellos planes, proyectos, licencias y 
actuaciones relevantes que, de acuerdo con las disposiciones de la presente Ley, requieran 
autorización de la Consejería de Educación y Cultura.

3. Estará integrado por los siguientes miembros:

Presidente: El titular de la Consejería de Educación y Cultura.
Vicepresidente: El titular de la Dirección General de Cultura.
Vocales correspondientes a las siguientes entidades y organismos:

a) La Junta General del Principado, que designará un Vocal por cada Grupo 
Parlamentario con representación en la Cámara al inicio de la legislatura, entre personas que 
tengan la acreditada condición de expertos en las materias directamente relacionadas con la 
conservación del patrimonio cultural.

b) Los órganos de la Administración del Principado de Asturias en cuyo ámbito incidan 
directamente las políticas de protección del patrimonio cultural. El número de sus 
representantes no podrá ser superior a cuatro.

c) Los Ayuntamientos, mediante tres representantes designados por la Federación 
Asturiana de Concejos.

d) La Universidad de Oviedo, mediante un representante designado entre personas que 
tengan la acreditada condición de expertos en las materias directamente relacionadas con la 
conservación del patrimonio cultural.

e) La Diócesis de Oviedo, mediante un representante experto en las materias 
directamente relacionadas con la conservación del patrimonio cultural.
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f) Los colegios profesionales directamente relacionados con la protección del patrimonio 
cultural, con un representante elegido entre personas que tengan la acreditada condición de 
expertos en esta materia.

El titular de la Consejería de Educación y Cultura podrá nombrar, además, hasta un 
máximo de seis Vocales entre técnicos o especialistas en el campo del Patrimonio Cultural y 
a un representante de las asociaciones y entidades de carácter ciudadano que tengan entre 
sus fines la protección del Patrimonio Cultural de Asturias.

4. Reglamentariamente se establecerá su sistema de funcionamiento y organización, 
que, en todo caso, contemplará:

a) Un soporte técnico suficiente en la toma de decisiones, con la audiencia de 
especialistas cualificados en las distintas disciplinas que intervienen en esta materia.

b) Un funcionamiento en pleno o mediante comisiones más reducidas que garantice la 
rapidez y agilidad en la tramitación de los asuntos que así lo requieran.

5. El Consejo del Patrimonio Cultural de Asturias asesorará a las entidades locales 
cuando estas así lo soliciten en los asuntos relativos a la protección del patrimonio cultural 
que pertenezcan al ámbito de sus competencias.

Artículo 8.  Comisión de valoración de Bienes del Patrimonio Cultural de Asturias.

1. Se crea la Comisión de Valoración de Bienes del Patrimonio Cultural de Asturias, 
adscrita a la Consejería de Educación y Cultura del Principado de Asturias.

2. Corresponde a la Comisión de Valoración de Bienes del Patrimonio Cultural de 
Asturias:

a) Valorar los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias que las entidades 
locales y el Principado de Asturias se propongan aceptar en cesión como pago a cuenta de 
las deudas tributarias de particulares.

b) Informar con carácter previo el ejercicio del derecho de tanteo o retracto por la 
Administración del Principado de Asturias.

c) Realizar las valoraciones que, con carácter asesor, le sean solicitadas para la 
aplicación de las restantes normas contenidas en la presente Ley, tanto por la 
Administración del Principado de Asturias como por las entidades locales.

3. El funcionamiento y composición de la Comisión de valoración de Bienes del 
Patrimonio Cultural de Asturias se regularán reglamentariamente.

TÍTULO I

De las categorías de protección

Artículo 9.  Categorías de bienes.

Los bienes que conforman el Patrimonio Cultural de Asturias se protegerán mediante su 
integración en alguna de las siguientes categorías de protección: Bienes de interés cultural, 
bienes incluidos en el inventario del Patrimonio Cultural de Asturias y Bienes incluidos en los 
catálogos urbanísticos de protección, así como mediante la aplicación de las medidas 
contempladas en los regímenes específicos relativos al patrimonio arqueológico, etnográfico, 
histórico-industrial, documental y bibliográfico.

CAPÍTULO I

De los bienes declarados de interés cultural

Artículo 10.  Definición.

Tendrán la consideración de bienes de interés cultural aquellos bienes más relevantes 
del Patrimonio Cultural de Asturias que, por su valor singular, se declaren como tales 
mediante Decreto del Consejo Gobierno del Principado de Asturias.
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Artículo 11.  Bienes inmuebles: Tipos.

1. Los bienes inmuebles se declararán de interés cultural de acuerdo con la siguiente 
clasificación:

a) Monumento, en el caso de esculturas colosales, edificios, obras o estructuras 
arquitectónicas o de ingeniería de interés singular. En la declaración como bien de interés 
cultural de un monumento, cuando ello proceda, se incluirán aquellos bienes muebles, 
instalaciones y accesorios que formen unidad con el mismo.

b) Conjunto histórico, en el caso de las agrupaciones de bienes inmuebles que formen 
una unidad de asentamiento, continua o dispersa, con coherencia suficiente para constituir 
una unidad claramente identificable y delimitable y con interés suficiente en su totalidad, 
aunque sus componentes o elementos no lo tengan individualmente. A tal efecto se 
considerarán como criterios relevantes las formas de organización del espacio, trazados 
viarios, disposición de las edificaciones y elementos similares. Análogamente corresponderá 
la consideración de Conjunto Histórico a aquellos lugares o parajes de interés etnográfico 
derivado de la relación tradicional entre el medio natural y la población, así como a los 
lugares o parajes de interés cultural por constituir testimonios significativos de la evolución 
de la minería y de la industria, de sus procesos productivos y de las edificaciones y 
equipamientos sociales a ellos asociados.

c) Jardín histórico, en el caso de espacios que sean resultado de la ordenación por la 
intervención humana de elementos naturales, eventualmente complementados con 
edificaciones o estructuras de arquitectura o de ingeniería.

d) Sitio histórico, en el caso de los lugares vinculados a acontecimientos de interés 
histórico singular, a tradiciones populares o a creaciones culturales relevantes.

e) Zona Arqueológica, en el caso de los lugares o parajes naturales en que existan 
bienes muebles o inmuebles susceptibles de aportar datos de interés mediante su estudio 
con una técnica arqueológica, hayan sido o no extraídos y tanto si se encuentran en la 
superficie, en el subsuelo o bajo las aguas. La declaración de una zona arqueológica puede 
incluir áreas en las que se encuentren bienes de interés cultural de cualquier otra naturaleza.

f) Vía histórica, en el caso de las vías de comunicación de significado valor cultural, ya se 
trate de caminos de peregrinación, antiguas vías romanas, cañadas y vías de trashumancia, 
caminos de herradura, vías férreas o de otra naturaleza.

2. La pertenencia a un conjunto histórico, jardín histórico, sitio histórico o vía histórica no 
será incompatible con la declaración individualizada adicional como bien de interés cultural 
de alguno de sus elementos o con su pertenencia a otras categorías de protección 
establecidas por la legislación de espacios naturales.

Artículo 12.  Bienes muebles.

Los bienes muebles se declararán de interés cultural individualmente o como colección. 
En este último caso, se realizará la catalogación de los elementos unitarios que la 
componen, especificando todos los datos necesarios para su reconocimiento individual y 
como parte de la colección. Bastará que el interés relevante se predique de la colección en 
cuanto tal, no necesariamente de cada uno de los objetos integrantes.

Artículo 13.  Limitaciones a la declaración como bien de interés cultural.

1. No podrá declararse bien de interés cultural una obra de arte de un autor vivo sin 
autorización expresa de su propietario. Esta limitación no se aplicará a inmuebles o a obras 
de arte que formen parte integrante de los mismos, ni a las obras de arte instaladas en 
espacios públicos o adquiridas por las Administraciones públicas.

2. Los inmuebles no podrán ser declarados bien de interés cultural hasta pasados treinta 
años de su construcción, salvo en casos de excepcional interés, suficientemente acreditado 
o previa autorización expresa de su propietario.
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Artículo 14.  Incoación previa del expediente de declaración.

1. La declaración de Bienes de Interés Cultural requiere la incoación previa de un 
expediente administrativo, iniciado de oficio por la Consejería de Educación y Cultura, bien 
por propia iniciativa o a petición de parte.

2. Los acuerdos de no incoación serán motivados y se notificarán, en su caso, a quienes 
los hayan solicitado. Se entenderá desestimada la incoación si no recae resolución en el 
plazo de cuatro meses desde que se efectúe la solicitud, procediéndose en dicho caso, si 
hubiera requerimiento, a la emisión de un informe justificativo.

Artículo 15.  Notificación, publicación y efectos de la incoación.

1. La incoación del expediente se notificará a los interesados y al Ministerio de 
Educación y Cultura y se publicará en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y en el 
«Boletín Oficial del Estado». En el supuesto de inmuebles se notificará también a los 
Ayuntamientos de los concejos donde radique el bien.

2. La incoación del expediente se anotará preventivamente en el Registro de Bienes de 
Interés Cultural de Asturias a que se refiere el artículo 20 de esta Ley.

3. La incoación determinará la aplicación provisional del mismo régimen de protección 
previsto para los bienes de interés cultural.

4. La incoación del procedimiento de declaración de interés cultural respecto de un bien 
inmueble determinará la suspensión de las correspondientes licencias municipales de 
parcelación, edificación o demolición en las zonas afectadas, así como los efectos de las ya 
otorgadas, mientras dure la tramitación del expediente. A este respecto, los Ayuntamientos 
deberán remitir a la Consejería de Educación y Cultura los expedientes de licencias que 
hayan quedado suspendidos y notificarán la suspensión a los promotores, constructores y 
técnicos directores de las obras. De la misma manera, darán cuenta al Registro de la 
Propiedad para su anotación preventiva. Las obras que, por razón de fuerza mayor, hubieran 
de realizarse con carácter inaplazable en tales zonas precisarán, en todo caso, autorización 
de dicha Consejería.

5. El Principado de Asturias abonará las indemnizaciones que eventualmente se deriven 
para las entidades locales de la ejecución de lo dispuesto en el apartado 4 de este artículo o 
en el apartado 5 del artículo 18, siempre que se originen en licencias concedidas de acuerdo 
con la legalidad. Se exceptúan los casos en que la incoación hubiera sido instada por el 
propio Ayuntamiento o por la Administración del Estado, así como aquellos en que exista 
acuerdo en otro sentido. Se exceptúan, asimismo, las cantidades correspondientes a la 
devolución de ingresos percibidos por los Ayuntamientos o la Administración del Estado en 
concepto de impuestos o tasas.

Artículo 16.  Procedimiento de declaración.

1. En la instrucción del procedimiento a que se refiere los artículos anteriores se podrá 
recabar de los propietarios, poseedores o titulares de derechos reales el examen directo del 
bien, así como las informaciones que la Administración del Principado de Asturias estime 
necesarias. Esta, igualmente, cuando proceda, recabará información complementaria de las 
personas o entidades que por su competencia en algunos de los aspectos del expediente 
puedan propiciar la mejor resolución del mismo.

2. El expediente contendrá los informes técnicos necesarios, elaborados desde las 
distintas disciplinas científicas aplicables a la naturaleza del bien, que justifiquen el interés 
relevante que reviste, acompañados de una completa documentación gráfica. Incluirá, 
además, un informe detallado sobre su estado de conservación y, en el caso de bienes 
inmuebles, una propuesta de delimitación del entorno afectado por su protección.

3. La declaración como Bien de Interés Cultural requerirá informe favorable y motivado 
del Consejo del Patrimonio Cultural de Asturias, y de, al menos, dos de las instituciones 
consultivas a que hace referencia el apartado 1 del artículo 6 de esta Ley.
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Artículo 17.  Alegaciones y resolución del expediente de declaración.

1. Emitidos los informes previstos en el artículo anterior, se dará vista del expediente a 
los interesados para alegaciones. Si el expediente se refiere a bienes inmuebles, será 
necesario recabar informe de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio de 
Asturias, que se entenderá favorable si no se emite en el plazo de tres meses. Asimismo, se 
deberá dar audiencia al Ayuntamiento correspondiente, y abrir un período de información 
pública mediante publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias».

2. El expediente deberá resolverse en el plazo máximo de veinticuatro meses a partir de 
la fecha en que haya sido incoado. En caso de caducidad o resolución denegatoria no podrá 
volver a iniciarse un nuevo expediente en los tres años siguientes, salvo que tres de las 
instituciones consultivas reconocidas por la presente Ley o el propietario del bien así lo 
soliciten.

Artículo 18.  Contenido de la declaración.

1. La declaración de un bien de interés cultural, en el caso de que se trate de inmuebles, 
incluirá las siguientes especificaciones:

a) Descripción detallada y precisa del bien que permita su exacta identificación en la que 
se incluyan sus accesorios y pertenencias, si las hubiere, y, en su caso, los bienes muebles 
vinculados al mismo que también quedan protegidos por la declaración.

b) Delimitación motivada del entorno afectado por la declaración, considerando 
especialmente las relaciones con el área territorial a que pertenezca el bien.

2. Cuando ello proceda, la declaración incluirá determinaciones respecto a la demolición 
o retirada forzosa de elementos, partes o, incluso, construcciones incluidas en el entorno 
afectado incompatibles con la puesta en valor del Bien de Interés Cultural. Estas 
determinaciones serán causa justificativa de interés social a efectos de expropiación. 
Cuando se ejecuten en suelo urbano, tendrán el carácter de actuaciones aisladas a efectos 
de su gestión urbanística.

3. Cuando ello pueda favorecer la conservación de los Bienes de Interés Cultural, se 
adjuntarán a la declaración unos criterios básicos, de carácter específico, que regirán las 
intervenciones sobre los mismos.

4. En caso de que el uso al que se destine un bien sea incompatible con su protección, la 
declaración establecerá la paralización o la modificación de ese uso.

5. Una vez producida la declaración de un inmueble como Bien de Interés Cultural, la 
Consejería de Educación y Cultura emitirá en el plazo de dos meses, habiendo oído al 
Ayuntamiento correspondiente, un informe vinculante sobre las licencias urbanísticas 
suspendidas por la incoación del expediente. Si como consecuencia de este informe, el 
Ayuntamiento ha de modificar o anular una licencia, se procederá a ello de acuerdo con los 
criterios que establece la legislación urbanística.

Artículo 19.  Notificación y publicación de la declaración.

La declaración como Bien de Interés Cultural de un bien de cualquier naturaleza se 
notificará a los interesados y a los Ayuntamientos de los concejos donde radica el bien. La 
declaración se publicará también en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Artículo 20.  Registro de Bienes de Interés Cultural de Asturias.

1. Los Bienes de Interés Cultural serán inscritos en el Registro de Bienes de Interés 
Cultural de Asturias, cuya gestión corresponde a la Consejería de Educación y Cultura.

2. Los datos del Registro de Bienes de Interés Cultural de Asturias serán públicos, salvo 
las informaciones que deban protegerse por razón de la seguridad de los bienes o de sus 
titulares, la intimidad de las personas y los secretos comerciales y científicos protegidos por 
la legislación.
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3. De las inscripciones y anotaciones en el Registro de Bienes de Interés Cultural de 
Asturias se dará cuenta al Registro General de Bienes de Interés Cultural de la 
Administración del Estado para que se hagan las consiguientes inscripciones y anotaciones.

Artículo 21.  Procedimiento para dejar sin efecto la declaración.

1. La declaración de un Bien de Interés Cultural únicamente puede dejarse sin efecto si 
se siguen los mismos trámites y requisitos que son necesarios para su declaración, siendo 
necesario para ello el informe favorable de dos de las instituciones consultivas a que se 
refiere el artículo 6 de esta Ley. La modificación en la delimitación de su entorno de 
protección o de las determinaciones y criterios para su conservación requerirá, asimismo, la 
incoación previa de un expediente con audiencia a los interesados y al Ayuntamiento 
correspondiente, en la forma que reglamentariamente se establezca.

2. La alteración de las condiciones que motivaron la declaración no podrá ser causa 
determinante a los efectos previstos en el apartado anterior, si el nuevo estado en que se 
encuentra el bien afectado se debe al incumplimiento de las obligaciones establecidas por 
esta Ley.

CAPÍTULO II

De los bienes incluidos en el inventario del Patrimonio Cultural de Asturias

Artículo 22.  Definición.

1. Se crea el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias como instrumento para la 
salvaguarda de los bienes en él incluidos. De él formarán parte los bienes muebles e 
inmuebles que tengan en grado notable alguno de los valores a que hace referencia el 
apartado 2 del artículo 1 de la presente Ley y deban ser especialmente preservados y 
conocidos, salvo en aquellos casos en que proceda su declaración como Bienes de Interés 
Cultural.

2. Los bienes muebles pueden ser inventariados singularmente o como colección. En 
este último caso, bastará que el interés se predique de la colección en cuanto tal, no 
necesariamente de cada uno de sus elementos integrantes.

3. Los bienes inmuebles pueden ser inventariados singularmente o formando 
agrupaciones o conjuntos, continuos o dispersos. Reglamentariamente se especificarán las 
categorías de bienes inmuebles que contemplará el Inventario.

4. En la inclusión de un inmueble en el Inventario del Patrimonio Cultural se podrá limitar 
la aplicación de las normas de protección a alguna de las partes que lo componen, cuando 
las restantes carezcan de interés cultural. Asimismo se podrán considerar como parte de un 
inmueble o espacio físico, a efectos de protección, bienes muebles que contribuyan de forma 
significativa a sus valores culturales.

Artículo 23.  Limitaciones a la inclusión en el Inventario.

1. La inclusión en el Inventario de obras de arte de artistas vivos requerirá la conformidad 
previa de su propietario. Esta disposición no se aplicará a obras de arte que formen parte de 
edificaciones, ni a las obras de arte instaladas en espacios públicos o adquiridas por las 
Administraciones públicas.

2. La inclusión en el Inventario de edificaciones sólo podrá efectuarse pasados treinta 
años de su construcción, salvo que se cuente con autorización expresa de su propietario.

Artículo 24.  Procedimiento de inclusión en el Inventario.

1. Corresponde al titular de la Consejería de Educación y Cultura ordenar la inclusión de 
bienes en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias, previa tramitación del 
correspondiente expediente administrativo. El procedimiento se iniciará de oficio, mediante 
resolución de la Consejería, bien por propia iniciativa o a petición de parte. La incoación del 
expediente se notificará a los interesados y para su instrucción se estará a lo dispuesto en el 
artículo 16, apartados 1 y 2, de esta Ley. La inclusión de un bien en el inventario requerirá 
informe favorable del Consejo del Patrimonio Cultural de Asturias y de, al menos, una de las 
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instituciones consultivas a que hace referencia el apartado 1 del artículo 6 de esta Ley. El 
plazo para resolver es de dieciséis meses, contados desde la fecha de la resolución que 
ordena su inicio.

2. La incoación determinará, respecto al bien afectado, la aplicación provisional del 
régimen de protección previsto en la presente Ley para los bienes incluidos en el Inventario 
del Patrimonio Cultural de Asturias.

3. Eventualmente, cuando su situación así lo requiera, la inclusión en el Inventario de un 
inmueble irá unida al establecimiento de una zona de protección en que las intervenciones 
sujetas a la concesión de licencias o autorizaciones por parte de los organismos públicos 
estén sometidas a condiciones especiales relacionadas con la conservación de dicho bien. 
Dicho extremo deberá ser justificado expresamente en el expediente correspondiente. En 
dicho caso se deberá recabar, asimismo, y antes de la resolución, informe de la Comisión de 
Urbanismo y Ordenación del Territorio de Asturias, que se entenderá favorable si no se 
emite en el plazo de tres meses.

4. El acto por el que se resuelva incluir un bien en el Inventario deberá ser notificado a 
los interesados. En el caso de bienes inmuebles se notificará también a los Ayuntamientos 
de los concejos donde se localicen y será objeto de publicación en el «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias» y en el «Boletín Oficial del Estado».

5. De las inclusiones de bienes en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias se 
dará cuenta a los órganos competentes de la Administración General del Estado para su 
conocimiento y, en su caso, inclusión en el Inventario General de Bienes Muebles.

Artículo 25.  Organización del Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias.

1. La organización y funcionamiento del Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias se 
determinarán reglamentariamente.

2. El acceso al Inventario será público, salvo en lo que se refiere a aquellas 
informaciones que sea necesario proteger por razones de seguridad de los bienes o de sus 
titulares, de la intimidad de las personas y de los secretos comerciales o científicos 
protegidos por la Ley.

Artículo 26.  Exclusión de bienes del Inventario.

1. La exclusión de bienes del Inventario se someterá al mismo procedimiento 
contemplado para su inclusión.

2. La alteración de las condiciones que motivaron la inclusión de un bien en el Inventario 
no será causa determinante para su exclusión si el nuevo estado en que se encuentra el 
bien afectado se debe al incumplimiento de las obligaciones establecidas por esta Ley.

CAPÍTULO III

De los bienes incluidos en los catálogos urbanísticos de protección

Artículo 27.  Catálogos urbanísticos de protección de bienes integrantes del patrimonio 
cultural.

1. Los Ayuntamientos están obligados a incluir en catálogos elaborados de acuerdo con 
la legislación urbanística, los bienes inmuebles que por su interés histórico, artístico, 
arqueológico, etnográfico, o de cualquier otra naturaleza cultural, merecen conservación y 
defensa, aun cuando no tengan relevancia suficiente para ser declarados Bien de Interés 
Cultural o incluidos en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias. Estos bienes 
aparecerán diferenciados de cuantos sean recogidos en los catálogos urbanísticos por 
razones distintas de su interés cultural. La catalogación será complementaria de las 
determinaciones del planeamiento general municipal, o del planeamiento especial, y definirá 
los tipos de intervención posible, los plazos, en su caso, en que dicha intervención se vaya a 
desarrollar y el nivel de protección de cada bien incluido en ella. El nivel de protección 
integral llevará consigo la aplicación de las normas de esta Ley que se refieren con carácter 
general a los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias. Lo mismo se podrá 
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aplicar a otros bienes incluidos en los catálogos urbanísticos por su interés cultural con 
niveles inferiores de protección si la propia normativa urbanística así lo determina.

2. La obligatoriedad de dicha catalogación no podrá excusarse en la preexistencia de 
planeamiento contradictorio con la protección en los términos que establece esta Ley ni en la 
inexistencia de planeamiento general.

3. El contenido de los catálogos urbanísticos a que hace referencia el apartado 1 de este 
artículo, incluyendo las exclusiones, será comunicado a la Consejería de Educación y 
Cultura en el momento en que se produzca su aprobación inicial. Esta dispondrá de un plazo 
de un mes para emitir informe al respecto, que será incorporado al expediente 
correspondiente.

4. El Principado de Asturias colaborará con los Ayuntamientos en la elaboración de los 
Catálogos urbanísticos de protección y les prestará el apoyo y la asistencia técnica que 
precisen.

5. El Principado de Asturias recogerá e incorporará en un Registro común el conjunto de 
los bienes protegidos en la normativa urbanística de los concejos por su interés cultural, con 
indicación de su nivel de protección.

TÍTULO II

Del régimen jurídico de protección

CAPÍTULO I

Régimen general de todos los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de 
Asturias

Artículo 28.  Deber de conservación y uso.

1. Los propietarios, poseedores y demás titulares de derechos reales sobre bienes 
integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias están obligados a conservarlos, cuidarlos y 
protegerlos debidamente para asegurar su integridad y evitar la pérdida o deterioro de su 
valor cultural. Los poderes públicos velarán por el adecuado cumplimiento de esta 
obligación. Se prohíbe la destrucción total o parcial de los bienes integrantes del Patrimonio 
Cultural de Asturias. Las excepciones que proceden a esta norma son exclusivamente las 
que aparecen contempladas en la presente Ley.

2. El uso a que se destinen los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias 
debe garantizar siempre su conservación. Asimismo, los usos que se realicen en los 
entornos delimitados para la protección de bienes inmuebles, no deben atentar contra su 
armonía ambiental.

3. Los titulares de bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias facilitarán 
información sobre el estado de los bienes y sobre su utilización, y están obligados a permitir 
su examen material si así se lo requieren las Administraciones competentes. A tales efectos, 
el Principado de Asturias establecerá unidades administrativas especializadas para el 
cumplimiento de las funciones de inspección atribuidas por esta Ley, dotándolas del personal 
adecuado, con capacitación técnica y medios suficientes. Reglamentariamente se regulará 
su funcionamiento y las condiciones en que realizarán el acceso a dichos bienes.

4. Para garantizar una conservación efectiva del Patrimonio Cultural de Asturias, la 
Administración del Principado de Asturias promoverá medidas de colaboración con los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, que fortalezcan y mejoren la vigilancia y 
seguridad de los bienes que lo integran, especialmente cuando se vean amenazados por 
actos de expoliación o destrucción. Asimismo el personal dependiente del Principado de 
Asturias que realice funciones de vigilancia colaborará en estas funciones en lo que atañe a 
su ámbito de competencias.

Artículo 29.  Incumplimiento del deber de conservación.

1. En caso de incumplimiento del deber de conservación de los bienes integrantes del 
Patrimonio Cultural de Asturias, la Consejería de Educación y Cultura, cuando tenga 
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constancia de dicho extremo, ordenará a los propietarios, poseedores y titulares de derechos 
reales sobre dichos bienes la ejecución de las obras o la realización de las actuaciones que 
sean necesarias para conservarlos, cuidarlos y protegerlos. Lo mismo harán los 
Ayuntamientos, cuando tengan facultades para ello con arreglo a la legislación urbanística y 
de régimen local y en el caso de bienes incluidos en los catálogos urbanísticos de protección 
a que hace referencia el artículo 27 de esta Ley.

2. De los requerimientos que formulen los Ayuntamientos se dará traslado a la 
Consejería de Educación y Cultura. Esta dará traslado a los Ayuntamientos de los que 
formule relativos a bienes situados en su término municipal.

Artículo 30.  Incumplimiento de requerimientos.

El incumplimiento injustificado de los requerimientos de la Consejería de Educación y 
Cultura o, en su caso, de los Ayuntamientos, para el cumplimiento de los deberes de 
conservación de los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias, incluyendo las 
medidas relativas a la protección de su integridad, supondrá la imposición de multas 
coercitivas en los términos a que hace referencia el artículo 104 de esta Ley.

Artículo 31.  Ejecución subsidiaria.

En el caso de que el requerimiento para el cumplimiento del deber de conservación a 
que hace referencia el artículo 29 de esta Ley no sea atendido, las administraciones 
competentes procederán o bien a su reiteración o bien, cuando la urgencia en la adopción de 
las correspondientes medidas lo aconseje, a ejecutar subsidiariamente las medidas que 
procedan, con cargo, en todo caso, a los responsables de la conservación del bien de que se 
trate. Todo ello sin perjuicio, en el caso de bienes muebles, de su depósito provisional en un 
centro público en los términos previstos en el artículo 44 de esta Ley.

Artículo 32.  Interés social de la expropiación por incumplimiento del deber de conservación.

Es causa de interés social a efectos de expropiación el incumplimiento del deber de 
conservación de los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias.

Artículo 33.  Utilización inadecuada.

1. En caso de que los bienes que formen parte del Patrimonio Cultural de Asturias sean 
utilizados de forma que supongan menoscabo de sus valores, la Consejería de Educación y 
Cultura ordenará a sus propietarios, poseedores y titulares de derechos reales que cesen o 
rectifiquen dicho uso u opten por un aprovechamiento alternativo. Lo mismo harán los 
Ayuntamientos, cuando proceda con arreglo a la legislación urbanística y en el caso de los 
bienes incluidos en los catálogos urbanísticos de protección.

2. El incumplimiento injustificado del requerimiento a que hace referencia el apartado 1 
de este artículo llevará consigo la imposición de la correspondiente multa coercitiva, en los 
términos previstos en el artículo 104 de esta Ley.

Artículo 34.  Ruina.

1. Respecto a los bienes inmuebles integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias, 
protegidos singularmente o formando conjunto, únicamente procederá la declaración legal de 
ruina en alguno de los siguientes supuestos:

a) Situación de ruina física irrecuperable.
b) Coste de la reparación de los citados daños superior al 50 por 100 del valor actual de 

reposición del inmueble, excluido el valor del terreno. La valoración de reposición descrita no 
se verá afectada por coeficiente alguno de depreciación por edad. En su caso, se aplicarán 
los coeficientes de valoración que se consideren justificados en razón de la existencia del 
interés que dio lugar a su declaración como Bien de Interés Cultural o a su inclusión en el 
Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias.

2. La incoación por los Ayuntamientos de expediente de declaración de ruina se 
notificará a la Consejería de Educación y Cultura, que emitirá informe al respecto.
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3. La declaración legal de ruina no será incompatible con el deber de conservación 
cultural, salvo que el bien se encuentre en situación irrecuperable a estos efectos. Si la 
declaración de ruina es consecuencia del incumplimiento del deber de conservación, la ruina 
declarada no pondrá término, en ningún caso, a la exigencia del deber de conservación a 
cargo de su propietario.

4. La incoación de un expediente de declaración de ruina o la denuncia de su situación 
de ruina inminente podrán dar lugar a la iniciación del procedimiento de expropiación forzosa 
del mismo.

5. La declaración legal de ruina no resultará incompatible con la rehabilitación 
urbanística.

Artículo 35.  Impacto ambiental.

Todos los proyectos de obras, instalaciones y actividades que hayan de someterse a 
procedimientos de evaluación de sus impactos ambientales habrán de contener en la 
documentación que corresponda un apartado específico sobre la afección que puedan 
producir en los bienes integrantes del patrimonio cultural, que requerirá informe favorable de 
la Consejería de Educación y Cultura.

Artículo 36.  Licencias urbanísticas.

1. Los Ayuntamientos no podrán otorgar licencias urbanísticas para la realización de 
obras u otros usos del suelo que atenten contra lo previsto en esta Ley.

2. Las obras o los usos del suelo realizados con infracción de lo establecido en el 
apartado anterior serán ilegales y, en su caso, darán lugar a que la Consejería de Educación 
y Cultura ordene la reconstrucción, demolición o retirada de elementos perturbadores, con 
cargo a los responsables del incumplimiento.

Artículo 37.  Suspensión cautelar de intervenciones.

1. La Consejería de Educación y Cultura ordenará la paralización de cualquier obra, 
intervención, utilización o actividad en bienes declarados de Interés Cultural o incluidos en el 
Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias cuando ésta sea ilegal, no se esté 
desarrollando en los términos en que ha sido autorizada, o suponga la pérdida o deterioro de 
sus valores culturales, o un grave riesgo para los mismos. Dicha paralización podrá durar un 
máximo de treinta días hábiles, período en el que la Consejería deberá resolver sobre la 
continuación o no de la actividad iniciada, y deberá ser notificada al promotor, constructor y 
técnico director de las obras. De la misma manera se dará cuenta al Registro de la 
Propiedad para su anotación preventiva.

2. Igualmente tendrán la facultad de actuar de este modo, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, la Consejería de Educación y Cultura y los Ayuntamientos cuando 
resulten afectados bienes susceptibles de ser protegidos de acuerdo con lo que dispone esta 
Ley, para que durante un plazo de tres meses resuelvan sobre la aplicación o no de las 
medidas de protección que resulten más adecuadas en cada caso. Las indemnizaciones que 
de ello eventualmente se pudieran derivar correrán a cargo de la Administración pública que 
hubiera instado la paralización, salvo acuerdo en otro sentido.

3. En los solares en que, como consecuencia de obras ilegales, o por incumplimiento del 
deber de conservación, se haya producido la destrucción de un inmueble declarado de 
Interés Cultural, incluido en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias, o incluido con 
nivel de protección integral en un catálogo urbanístico de protección, no se podrá edificar, 
salvo para proceder a su reconstrucción en los términos establecidos en la letra c) del 
apartado 1 del artículo 57. La pérdida de efectos de esta limitación sólo podrá realizarse por 
el procedimiento a que hace referencia el artículo 21, cuando se trate de un Bien de Interés 
Cultural, o el artículo 26, cuando se trate de un bien incluido en el Inventario del Patrimonio 
Cultural de Asturias. En el caso de los bienes exclusivamente protegidos a través de los 
catálogos urbanísticos de protección, la pérdida de efectos de la mencionada limitación 
requerirá los mismos trámites que una modificación del catálogo e informe favorable de la 
Consejería de Educación y Cultura.
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Artículo 38.  Reparación de daños causados ilícitamente.

1. La Consejería de Educación y Cultura ordenará a las personas o instituciones 
responsables, sin perjuicio de la sanción que corresponda en su caso, la reparación de los 
daños causados ilícitamente en los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias, 
mediante la adopción de medidas de demolición, reposición, reconstrucción u otras que 
resulten precisas para recuperar el estado anterior del bien. En caso de que, de forma 
injustificada, el requerimiento no sea atendido en el plazo señalado, se procederá a la 
imposición de la correspondiente multa coercitiva y a la repetición del mismo cuantas veces 
sea necesario, en los términos establecidos en el artículo 104 de esta Ley.

2. En el caso de que los requerimientos a que hace referencia el apartado 1 de este 
artículo no produzcan el efecto deseado, ya sea por su reiterado incumplimiento, o porque 
los responsables del daño no dispongan de capacidad legal o económica para proceder a su 
reparación con la celeridad requerida, o por otras circunstancias sobrevenidas, la 
administración competente podrá ejecutar subsidiariamente las medidas correspondientes, 
con cargo, en todo caso, a dichos responsables.

3. Harán lo mismo y tendrán la misma facultad los Ayuntamientos en el caso de los 
bienes incluidos en los catálogos urbanísticos de protección que no tengan la consideración 
de bienes de Interés Cultural o de bienes incluidos en el Inventario del Patrimonio Cultural de 
Asturias.

Artículo 39.  Expropiación.

1. Serán causas justificativas de interés social para la expropiación, la defensa y 
protección de los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias. Podrán expropiarse 
por igual causa los inmuebles que atenten contra su armonía ambiental, perturben su 
contemplación o conlleven un riesgo para su conservación. Asimismo serán causa 
justificativa de interés social para la expropiación de terrenos o inmuebles las mejoras en los 
accesos a dichos bienes, la dignificación de su entorno y, en general, la mejora en las 
condiciones de su disfrute público.

2. Con fines de difusión del Patrimonio Cultural de Asturias, será causa de interés social 
para la expropiación de edificios o terrenos la creación de archivos, bibliotecas, museos u 
otros centros públicos de difusión cultural. Esta declaración podrá extenderse a los edificios 
o terrenos contiguos a aquellos en los cuales se instalen estos centros cuando así lo 
requieran razones de seguridad, para la adecuada conservación de los inmuebles o de los 
bienes que contengan, de acceso o de promoción cultural de los mismos.

3. El establecimiento de las condiciones adecuadas para el estudio por los 
investigadores y el disfrute público de los bienes muebles declarados de Interés Cultural o 
incluidos en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias, así como la protección y 
defensa de sus valores culturales, serán causa de interés social o, en su caso, de utilidad 
pública, a efectos de expropiación de los mismos en los siguientes casos:

a) Cuando se trata de bienes para los que, por su excepcional interés, no sean 
suficientes las medidas a que hace referencia el apartado 2 del artículo 43 o las que 
eventualmente pudieran proponer sus propietarios o poseedores acogiéndose a lo dispuesto 
en el apartado 7 del mencionado artículo.

b) Cuando se incumplan reiteradamente las medidas a que hace referencia el apartado 2 
del artículo 43.

c) Cuando no se garantice el mantenimiento de la integridad de colecciones que como 
tales hayan sido declaradas de Interés Cultural o incluidas en el Inventario del Patrimonio 
Cultural de Asturias.

d) Cuando no se garantice el mantenimiento de la vinculación histórica de un bien 
mueble con un inmueble declarado de Interés Cultural.

Dichos principios también serán de aplicación cuando se trate de reestablecer vínculos 
históricos suficientemente acreditados y relevantes que hayan sido rotos en el pasado 
mediante la separación de los referidos bienes.

4. Son competentes para proceder a la expropiación que en cumplimiento de la presente 
Ley sea necesaria, la Consejería de Educación y Cultura y los Ayuntamientos. Sin perjuicio 
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de lo dispuesto por la legislación estatal, es preferente la competencia de la Administración 
de la Comunidad Autónoma cuando dicha acción se realice en beneficio de la Biblioteca de 
Asturias, el Archivo Histórico de Asturias, el Museo Arqueológico de Asturias, el Museo del 
Pueblo de Asturias, el Museo de Bellas Artes de Asturias u otros museos de ámbito regional.

Artículo 40.  Deber de comunicación.

1. Los propietarios o poseedores de bienes declarados de Interés Cultural o incluidos en 
el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias, o que formen parte de los mismos están 
obligados a comunicar a la Consejería de Educación y Cultura:

a) Cualquier daño que por la razón que fuere hayan sufrido esos bienes y que afecte de 
forma significativa a su valor cultural.

b) Todo proyecto de proceder al traslado fuera de Asturias de bienes muebles, con un 
plazo mínimo de un mes antes de que se produzca.

La normativa urbanística establecerá los casos en que este deber de comunicación sea 
preceptivo con respecto a los Ayuntamientos en lo relativo a los bienes incluidos en los 
catálogos urbanísticos de protección a que hace referencia el artículo 27 de esta Ley.

2. El inicio del procedimiento de expropiación a que hacen referencia los apartados 1, 2 y 
3 del artículo 39 de esta Ley llevará consigo la prohibición de proceder al traslado fuera de 
Asturias de los bienes muebles integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias. En tanto se 
sustancia dicho procedimiento, la Consejería de Educación y Cultura ordenará, cuando ello 
sea preciso, el depósito de los bienes afectados en un centro público que reúna condiciones 
adecuadas.

Artículo 41.  Comunicación de la existencia de bienes muebles.

1. A efectos de facilitar la elaboración del Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias, 
los propietarios o poseedores de bienes muebles que deban formar parte del Patrimonio 
Cultural de Asturias están obligados a comunicar su existencia a la Consejería de Educación 
y Cultura.

Reglamentariamente se establecerán los criterios de antigüedad y valor económico que 
concretarán esta obligación.

2. Comunicada a la Consejería de Educación y Cultura la existencia de alguno de los 
bienes a que hace referencia el apartado 1 de este artículo, ésta dispondrá de un plazo de 
un mes para iniciar los trámites correspondientes a la aplicación a los mismos de alguna de 
las figuras de protección a que hace referencia la presente Ley, durante cuyo plazo se 
considerarán sometidos a depósito y no podrán ser, por tanto, trasladados fuera de Asturias 
sin autorización.

3. No se podrá proceder al traslado fuera de Asturias de los bienes cuya existencia deba 
comunicarse obligatoriamente a la Consejería de Educación y Cultura en tanto no se haya 
cumplido con dicha obligación.

Artículo 42.  Salida temporal de fondos.

La salida temporal de fondos de museos, archivos o bibliotecas que tengan la condición 
de Bienes de Interés Cultural o formen parte del Inventario del Patrimonio Cultural de 
Asturias requerirá la adopción por sus responsables de las medidas de seguridad adecuadas 
al caso y deberá ser comunicada a la Consejería de Educación y Cultura, salvo en los casos 
que correspondan a las actividades habituales de préstamos, encuadernación, expurgo, 
reproducción o traslado de libros o documentos sin valor cultural individual reguladas 
mediante normas específicas y efectuadas bajo la responsabilidad de personal facultativo 
expresamente habilitado para ello. Reglamentariamente se establecerán los casos en que 
dichas salidas requerirán autorización de la Consejería de Educación y Cultura.

Artículo 43.  Acceso.

1. Los propietarios, poseedores y otros titulares de derechos reales sobre bienes 
declarados de Interés Cultural o incluidos en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias 
están obligados a permitir el acceso a los mismos en los siguientes casos:
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a) Examen, a efectos de inspección, por parte de la Administración del Principado de 
Asturias y, en su caso, los Ayuntamientos correspondientes.

b) Estudio por investigadores debidamente acreditados y visita pública, en las 
condiciones señaladas por la presente Ley y normas que la desarrollen.

2. El cumplimiento de las obligaciones establecidas en la letra b) del apartado 1 de este 
artículo se realizará en condiciones expresamente convenidas con la Consejería de 
Educación y Cultura, que contemplen las condiciones específicas que correspondan al bien, 
de acuerdo con los siguientes principios:

a) En el caso de inmuebles declarados de Interés Cultural, sus propietarios, poseedores 
o titulares de los derechos correspondientes deberán señalar un número mínimo de cuatro 
días al mes, durante, al menos, cuatro horas por día, en que se podrá disponer su visita 
pública.

b) En el caso de inmuebles incluidos en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias, 
sus propietarios, poseedores o titulares de los derechos correspondientes deberán señalar 
un número mínimo de seis días al año, durante, al menos, cuatro horas por día, en que se 
podrá disponer su visita pública.

c) Los mismos principios se aplicarán para los bienes muebles, si bien en este caso el 
acceso se podrá sustituir, a petición del propietario, poseedor o titular de los derechos 
correspondientes sobre el bien, por su depósito en el centro público que la Consejería de 
Educación y Cultura señale, para exposición pública y estudio por los investigadores. El 
período de depósito, salvo acuerdo en otro sentido entre ambas partes, será de dos meses 
cada cinco años.

3. De las obligaciones establecidas en las letras a y b) del apartado 2 de este artículo se 
exceptuarán, de forma total o parcial, aquellos casos en que los inmuebles a que se refieren 
tengan el carácter de domicilio particular, cuando por razones de residencia continuada sea 
imposible su cumplimiento sin violación de la intimidad del mismo. En todo caso, la 
Consejería de Educación y Cultura podrá requerir la justificación adecuada de los extremos 
correspondientes a quienes soliciten acogerse a estas excepciones.

4. Se exceptuarán, asimismo, de las obligaciones a que hace referencia la letra c) del 
apartado 2 los bienes bibliográficos o documentales de los que existan copias o ejemplares 
en centros abiertos al público.

5. El Principado de Asturias, con la colaboración, en su caso, de los Ayuntamientos 
correspondientes, deberá establecer sistemas adecuados de acompañamiento y guía para 
evitar que el acceso a los inmuebles a los que hace referencia este artículo, cuando 
habitualmente no estén abiertos al público, se realice en condiciones que supongan cargas 
adicionales para sus propietarios o poseedores. Las zonas a visitar de los inmuebles a que 
hace referencia este artículo y los días efectivos de visita pública se establecerán de acuerdo 
con la naturaleza de su uso, su interés histórico y cultural y las posibilidades 
presupuestarias.

6. Cuando ello sea procedente, la Consejería de Educación y Cultura requerirá a los 
propietarios, poseedores o titulares de los correspondientes derechos el cumplimiento de 
estas obligaciones. El incumplimiento de dichos requerimientos dará lugar a la aplicación de 
las multas coercitivas contempladas en el artículo 104 de esta Ley.

7. El Principado de Asturias establecerá beneficios económicos adicionales para los 
propietarios y poseedores de bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias con los 
que se acuerden sistemas de acceso a los bienes o de visita pública no restringida y en 
horarios más amplios que los específicamente obligados por la presente Ley.

Artículo 44.  Depósito provisional.

El titular de la Consejería de Educación y Cultura podrá ordenar el depósito provisional 
en un centro público de bienes muebles integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias 
cuando peligre su conservación o seguridad.
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Artículo 45.  Derechos de tanteo y retracto.

1. Toda pretensión de transmisión onerosa de la propiedad o de cualquier derecho real 
de disfrute de los bienes muebles declarados de Interés Cultural o incluidos en el Inventario 
del Patrimonio Cultural de Asturias deberá ser fehacientemente notificada a la Consejería de 
Educación y Cultura con indicación del precio y condiciones en que se proponga realizar 
aquélla, debiéndose acreditar también la identidad del adquiriente. Los subastadores 
deberán notificar igualmente y con suficiente antelación las subastas que afecten a cualquier 
bien integrante del Patrimonio Cultural de Asturias.

2. La Consejería dispondrá de un plazo de dos meses para ejercer el derecho de tanteo 
para sí o para otras instituciones públicas o entidades privadas sin ánimo de lucro, 
obligándose al pago del precio convenido, o, en su caso, el de remate, en un período no 
superior a dos ejercicios económicos, salvo acuerdo con el interesado en otra forma de 
pago.

3. En los casos en que no se ejerza el derecho de tanteo, si la venta no queda 
formalizada en las condiciones notificadas o si, a pesar de no haber variado las condiciones 
inicialmente establecidas, ha transcurrido un año sin que la transmisión haya quedado 
formalizada, el enajenante estará nuevamente obligado en los términos previstos en el 
apartado 1 de este artículo.

4. Si la pretensión de transmisión y sus condiciones no han sido notificadas o lo fueron 
incorrectamente, se podrá ejercer, en los mismos términos previstos para el derecho de 
tanteo, el de retracto en el plazo de dos meses a partir de la fecha en que se tenga 
conocimiento fehaciente de la transmisión.

5. Lo dispuesto en los apartados anteriores de este artículo se aplicará de la misma 
forma a los bienes inmuebles declarados de Interés Cultural a título individual.

6. Lo establecido en este artículo lo es sin perjuicio de los derechos de tanteo y retracto 
que la legislación estatal reconoce a la Administración del Estado.

Artículo 46.  Comercio.

Las personas y entidades que se dediquen habitualmente al comercio de bienes 
integrantes del patrimonio cultural dentro del ámbito del Principado de Asturias deberán 
solicitar su inscripción en un Registro que al efecto creará la Administración del Principado 
de Asturias. En la forma que reglamentariamente se establezca, estarán obligadas a llevar 
un libro registro en que constarán sus existencias y transacciones, así como la descripción 
de los bienes correspondientes.

Artículo 47.  Escrituras públicas.

Para la formalización de escrituras públicas de adquisición de bienes integrantes del 
Patrimonio Cultural de Asturias o de transmisión de derechos reales de disfrute sobre estos 
bienes se acreditará previamente el cumplimiento de lo que establece el artículo 45, en los 
casos en que resulte de obligado cumplimiento. Esta acreditación también es necesaria para 
la inscripción de los títulos correspondientes.

Artículo 48.  Limitaciones a la transmisión.

1. Los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias que sean propiedad de la 
Administración Autonómica son imprescriptibles e inalienables, salvo las transmisiones que 
se puedan efectuar entre Administraciones.

2. La transmisión de los bienes de las instituciones eclesiásticas se rige por la legislación 
estatal.

Artículo 49.  Integridad de las colecciones.

Las colecciones de bienes muebles de cualquier naturaleza, que como tales tengan la 
condición de Bien de Interés Cultural o formen parte del Inventario del Patrimonio Cultural de 
Asturias no pueden ser disgregadas por sus titulares o poseedores sin autorización de la 
Consejería de Educación y Cultura.
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CAPÍTULO II

Régimen aplicable a los bienes de interés cultural

Artículo 50.  Régimen de protección.

1. Los Bienes de Interés Cultural deberán ser conservados con sujeción al régimen de 
protección general y específico previsto en la presente Ley y legislación estatal aplicable. 
Todas las obras e intervenciones que se realicen sobre los mismos, o, en el caso de 
inmuebles, sobre su entorno de protección, requerirán autorización expresa de la Consejería 
de Educación y Cultura y sólo serán autorizables cuando recojan adecuadamente el respeto 
de sus valores culturales.

2. Se exceptúan de lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo las obras en Jardines, 
Conjuntos, Vías y Sitios Históricos, Zonas Arqueológicas, y en el entorno de Monumentos, 
cuando haya sido aprobado por la Consejería de Educación y Cultura y los Ayuntamientos 
correspondientes un Plan Especial de Protección u otro instrumento de planeamiento, en los 
términos señalados en el artículo 55 de este Ley, y siempre que se trate de obras que se 
lleven a cabo en aplicación de lo previsto en el mismo y no se realicen directamente sobre 
los propios inmuebles declarados Bien de Interés Cultural a título singular.

Artículo 51.  Proyecto técnico.

1. La realización de obras mayores e intervenciones de conservación o restauración de 
Bienes de Interés Cultural precisará la elaboración de un proyecto técnico.

2. Los proyectos técnicos incluirán, como mínimo, la identificación del bien, la diagnosis 
de su estado, la documentación gráfica de los estudios previos y su entorno o contexto, la 
propuesta de actuación desde el punto de vista técnico y económico y la descripción de la 
técnica y materiales a utilizar. En los casos que reglamentariamente se señalen deberán ir 
acompañados de estudios complementarios, históricos, arqueológicos o de otra naturaleza. 
La redacción de proyectos, la dirección de las obras y restantes intervenciones y, en su 
caso, los estudios complementarios deberán efectuarse por técnico competente.

3. Al término de las actuaciones, el técnico director de las obras o intervenciones 
presentará a la Consejería de Educación y Cultura un informe detallado sobre la ejecución 
de las mismas.

4. Quedan exceptuadas del requisito de proyecto técnico las actuaciones de emergencia 
que resulte necesario realizar en caso de riesgo grave para las personas o los bienes. La 
situación de emergencia deberá acreditarse mediante informe suscrito por profesional 
competente que será puesto en conocimiento de la Consejería de Educación y Cultura antes 
de iniciar las actuaciones. Al término de la intervención deberá presentarse informe 
descriptivo de su naturaleza, alcance y resultados. Las intervenciones de emergencia se 
limitarán a las actuaciones que resulten estrictamente necesarias, reponiéndose los 
elementos retirados al término de las mismas.

Artículo 52.  Bienes muebles vinculados.

Los bienes muebles vinculados a un Bien de Interés Cultural Inmueble, y comprendidos 
en la declaración, no se pueden separar de él sin autorización de la Consejería de 
Educación y Cultura.

Artículo 53.  Ocupación temporal.

Para asegurar la ejecución de las obras que se consideren indispensables cuando la 
conservación de los bienes se vea gravemente amenazada, la Consejería de Educación y 
Cultura y los Ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas competencias, a falta de 
acuerdo con el propietario, podrán autorizar la ocupación temporal de los Bienes de Interés 
Cultural o de los inmuebles vecinos. Esta ocupación deberá ser notificada a su propietario o 
poseedor y su duración no podrá exceder, en ningún caso, de los seis meses. Los daños y 
perjuicios serán indemnizados con arreglo a la legislación de expropiación forzosa.
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Artículo 54.  Prohibición de derribo.

1. No podrán ser objeto de derribo total o parcial los Monumentos. Se exceptúan las 
intervenciones de urgencia que deban realizarse para evitar daños a las personas o a otros 
bienes, que deberán, en todo caso, contar con autorización de la Consejería de Educación y 
Cultura. Asimismo, se exceptúan los casos a que hace referencia la letra d) del apartado 1 
del artículo 57.

2. Los inmuebles integrantes de Jardines, Conjuntos, Vías o Sitios Históricos, Zonas 
Arqueológicas, o entornos de protección de los mismos y de los Monumentos, se regirán a 
estos efectos por lo que establezca el instrumento de planeamiento elaborado al efecto o, en 
su caso, adaptado a las exigencias establecidas en esta Ley. A falta de ese instrumento o, 
en su caso, a falta de adaptación a esta Ley de uno vigente, sólo se podrá permitir el derribo 
si así lo autoriza previamente la Consejería de Educación y Cultura.

Artículo 55.  Planeamiento territorial y urbanístico.

1. Los términos de la declaración como Bien de Interés Cultural prevalecen sobre los 
instrumentos de planeamiento que afecten al bien, planeamiento que se ajustará a ella antes 
de ser aprobado si está en elaboración, o bien, si ya se encontraba vigente antes de la 
declaración, se adaptará a la misma mediante modificación o revisión.

2. En el caso de Jardines, Conjuntos, Vías, Sitios Históricos y Zonas Arqueológicas, los 
Ayuntamientos correspondientes elaborarán planes urbanísticos de protección del área 
afectada por la declaración o adaptarán uno vigente mediante modificación o revisión. Sus 
determinaciones constituyen un límite para cualquier otro instrumento de ordenación 
territorial, prevaleciendo sobre los ya existentes. El planeamiento que deba redactarse o 
adaptarse, así como sus modificaciones o revisiones posteriores, deberá contar con el 
informe favorable de la Consejería de Educación y Cultura. La solicitud de dicho informe se 
producirá una vez que los documentos hayan adoptado su redacción final y antes de ser 
sometidos a aprobación definitiva. Se entenderá emitido informe favorable transcurridos seis 
meses desde su solicitud. Se considerarán nulas las previsiones del planeamiento que no 
recojan en su totalidad el contenido del informe emitido o vayan en contra del mismo.

3. Los estudios de detalle u otro tipo de planeamiento de desarrollo del propio plan 
protector al que hace referencia el apartado anterior, y los proyectos de urbanización, 
requerirán informe favorable de la Consejería de Educación y Cultura, en las mismas 
condiciones. Esta exigencia se extiende también a los instrumentos de ordenación del 
territorio y planes de ordenación de recursos naturales en los que se vean afectados estos 
mismos bienes.

4. Lo dispuesto en los apartados 2 y 3 de este artículo deberá aplicarse de la misma 
forma a las zonas afectadas por la delimitación del entorno de un Monumento, previo 
acuerdo entre la Consejería de Educación y Cultura y el Ayuntamiento correspondiente.

5. El Principado de Asturias colaborará con los Ayuntamientos en la redacción, gestión y 
ejecución de las normas de planeamiento a que se hace referencia en los apartados 2, 3 y 4 
de este artículo.

6. El Principado de Asturias tendrá la facultad de proceder a la redacción y aprobación 
de los planes a que hace referencia el apartado 2 de este artículo, con carácter subsidiario, 
cuando los Ayuntamientos, habiendo sido requeridos para ello y transcurrido el plazo que 
reglamentariamente se establezca, no hayan cumplido las obligaciones señaladas en el 
mismo.

Artículo 56.  Autorización de obras.

En tanto no se apruebe el instrumento de planeamiento al que hace referencia el artículo 
anterior, las intervenciones en Conjuntos Históricos, Vías Históricas, Sitios Históricos y 
Zonas Arqueológicas precisarán autorización de la Consejería de Educación y Cultura. En 
todo caso, no se permitirán alteraciones en alineaciones consolidadas históricamente ni 
agregaciones en parcelas, a excepción de los entornos de protección. Quedarán sin efecto 
las previsiones del planeamiento territorial y urbanístico y los proyectos de urbanización y 
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parcelación disconformes con el régimen de intervención en los Bienes de Interés Cultural y 
sus entornos de protección que sea de directa aplicación.

Artículo 57.  Criterios de intervención.

1. La potestad de planeamiento y las facultades de autorización de obras en relación con 
Monumentos se ejercerán de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Se respetará el interés que motivó la declaración en la conservación, recuperación, 
restauración y utilización del bien, sin perjuicio de que pueda autorizarse la utilización de 
elementos, técnicas y materiales contemporáneos para la mejor adaptación del bien a su uso 
y para valorar determinados elementos o épocas.

b) Se conservarán las características tipológicas de ordenación espacial, volumétricas y 
morfológicas del bien, y en lo posible técnicamente, los procedimientos constructivos, 
texturas y acabados.

c) La reconstrucción total o parcial del bien quedará prohibida, excepto en los casos en 
que se utilicen partes originales, así como las adiciones miméticas que falseen su 
autenticidad histórica. No están afectadas por esta prohibición las reconstrucciones totales o 
parciales de volúmenes primitivos que se realicen a efectos de percepción de los valores 
culturales y la naturaleza de conjunto del bien, en cuyo caso quedarán suficientemente 
diferenciadas a fin de evitar errores de lectura e interpretación. Del mismo modo, no están 
afectadas las que, previa autorización de la Consejería de Educación y Cultura e informe 
favorable del Consejo del Patrimonio Cultural, se realicen para corregir los efectos del 
vandalismo, de catástrofes naturales, del incumplimiento del deber de conservación o de 
obras ilegales.

d) No es autorizable la eliminación de partes del bien, excepto en caso de que conlleven 
la degradación del mismo o que la eliminación permita una mejor interpretación histórica o 
arquitectónica, debiendo, en tal caso, documentarse las partes que deban ser eliminadas.

2. La potestad de planeamiento y las facultades de autorización de obras en relación con 
los Conjuntos Históricos se ejercerán de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Con carácter general, se prohíben las instalaciones urbanas eléctricas, telefónicas y 
cualesquiera otras, de carácter exterior, tanto aéreas como adosadas a las fachadas, que se 
canalizarán soterradas. Exclusivamente podrán exceptuarse de esta prohibición aquellos 
casos en que el soterramiento presente dificultades técnicas insalvables o pueda suponer 
daños para bienes de interés cultural relevante. Las antenas de televisión, las pantallas de 
recepción de ondas y los dispositivos similares se situarán en lugares en que no perjudiquen 
la imagen del conjunto.

b) Se prohíbe la publicidad fija mediante vallas o carteles, así como la que se produce 
por medios acústicos. No se consideran publicidad a estos efectos los indicadores y la 
rotulación de establecimientos existentes, informativos de la actividad que en ellos se 
desarrolla, que serán armónicos con el conjunto.

c) El planeamiento urbanístico o territorial determinará los criterios orientadores de las 
políticas sectoriales y los criterios ordenadores de las actividades económicas y sociales, 
públicas y privadas, que permitan la recuperación del tejido urbano mediante la revitalización 
de los usos adecuados, y concretará expresamente el alcance y contenido del estudio 
económico-financiero que se acompañe como documentación del plan.

d) El planeamiento urbanístico o territorial concretará aquellas actividades, obras o 
instalaciones, públicas o privadas, a las que deba aplicárseles el régimen de evaluación de 
impacto ambiental.

e) El planeamiento urbanístico declarará fuera de ordenación aquellas construcciones e 
instalaciones erigidas con anterioridad a su aprobación que resulten disconformes con el 
régimen de protección exigido por esta Ley.

3. Los principios establecidos en los apartados 1 y 2 de este artículo se contemplarán, de 
la misma forma, cuando sean de aplicación, en el caso de las zonas arqueológicas, las Vías, 
los Jardines y los Sitios Históricos.
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Artículo 58.  Intervención en los entornos.

En los entornos de protección delimitados en las declaraciones de cualquier categoría de 
Bienes de Interés Cultural o con posterioridad a ellas el planeamiento acordará la realización 
de aquellas actuaciones necesarias para la eliminación de elementos, construcciones e 
instalaciones que no cumplan una función directamente relacionada con el destino o 
características del bien y supongan un deterioro de este espacio. Las intervenciones y los 
usos en estos espacios no pueden alterar el carácter arquitectónico y paisajístico del área, 
perturbar la contemplación del bien o atentar contra la integridad física del mismo. Se 
prohíbe cualquier movimiento de tierras que conlleve una alteración grave de la 
geomorfología y la topografía del territorio y cualquier vertido de basura, escombros o 
desechos.

CAPÍTULO III

Régimen aplicable a los bienes incluidos en el Inventario del Patrimonio 
Cultural de Asturias

Artículo 59.  Régimen de protección.

1. Con carácter general, sólo son autorizables sobre Bienes incluidos en el Inventario del 
Patrimonio Cultural de Asturias las obras e intervenciones que respeten sus valores 
históricos y culturales y no pongan en riesgo su conservación. Requerirán autorización de la 
Consejería de Educación y Cultura en los siguientes casos:

a) Las restauraciones de bienes muebles.
b) Las obras mayores sobre inmuebles, infraestructuras o espacios protegidos.
c) Los tratamientos de fachadas en inmuebles que vayan más allá de la mera 

conservación.
d) Las obras menores en inmuebles cuando expresamente, y con carácter excepcional, 

así se haya señalado en la resolución por la que se incluyen esos bienes en el Inventario.
e) Las obras en el entorno de inmuebles, infraestructuras o espacios protegidos cuando 

expresamente se haya señalado en la resolución por la que se incluyen esos bienes en el 
Inventario, que en ese caso deberá incluir la delimitación correspondiente. La aprobación de 
un Plan Especial o figura urbanística equivalente podrá suponer la desaparición de dicho 
trámite, en las mismas condiciones a que hacen referencia el apartado 2 del artículo 50 y el 
apartado 4 del artículo 55 de esta Ley para el entorno de Monumentos.

f) Las obras en zonas en que se presuma la existencia de restos arqueológicos.

2. En el caso de bienes inmuebles, la inclusión en el Inventario del Patrimonio Cultural de 
Asturias, salvo que expresamente limite su protección a alguna o algunas de sus partes, 
lleva consigo la aplicación automática y adicional del régimen urbanístico de protección 
integral, de acuerdo con lo que al respecto establezcan las normas de planeamiento 
correspondientes.

Artículo 60.  Planeamiento territorial y urbanístico.

En la elaboración, modificación o revisión de planes territoriales o urbanísticos y 
proyectos de urbanización, así como de los planes y programas de carácter sectorial, que 
afecten a bienes inmuebles incluidos en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias se 
precisará informe favorable de la Consejería de Educación y Cultura. Inmediatamente antes 
de su aprobación definitiva, los citados documentos deberán ser remitidos a la citada 
Consejería para su informe, que se entenderá favorable transcurridos tres meses desde la 
recepción de su solicitud.
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CAPÍTULO IV

Regímenes aplicables a los Patrimonios Arqueológico, Etnográfico, Histórico-
Industrial, Documental y Bibliográfico

Sección 1.ª Régimen aplicable al Patrimonio Arqueológico

Artículo 61.  Patrimonio Arqueológico.

1. Forman parte del Patrimonio Arqueológico de Asturias todos aquellos bienes, 
localizados o no, cuyo estudio, mediante el uso de una técnica arqueológica, pueda 
proporcionar información histórica significativa.

2. A efectos de la presente Ley, se considerarán también como parte del Patrimonio 
Arqueológico de Asturias los objetos y muestras de interés paleontológico que hayan sido 
separados de su entorno natural o deban ser conservados fuera de él y los elementos 
geológicos y paleontológicos de interés por su relación con la historia del hombre y sus 
orígenes.

3. El Principado de Asturias colaborará en la protección y el estudio de aquellos 
yacimientos arqueológicos situados en el mar territorial o en la plataforma continental que 
reúnan alguno de los valores a que hace referencia el artículo 1 de la presente Ley. En el 
mismo caso se encontrarán los yacimientos bajo aguas interiores dentro de Asturias que 
pertenezcan al ámbito competencial del Estado.

Artículo 62.  Regímenes de protección.

1. La protección del Patrimonio Arqueológico podrá llevarse a cabo por medio de su 
declaración como Bien de Interés Cultural o a través de su inclusión en el Inventario del 
Patrimonio Cultural de Asturias y, en cualquier caso, mediante la aplicación de las reglas 
específicas contenidas en esta Ley.

2. A los espacios afectados por la existencia de bienes integrantes del Patrimonio 
Arqueológico y a los Espacios Arqueológicos definidos en el artículo 65 de esta Ley se les 
dispensará desde el planeamiento la máxima protección que la normativa urbanística 
permita.

Artículo 63.  Autorización de intervenciones.

1. La realización de actividades arqueológicas en el ámbito territorial del Principado de 
Asturias precisará autorización previa y expresa de la Consejería de Educación y Cultura.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, y en general en esta Ley, 
tendrán la consideración de actividades arqueológicas los estudios de arte rupestre, 
exploraciones, prospecciones, excavaciones, seguimientos, sondeos, controles y 
cualesquiera otras que, con remoción de terreno o sin ella, tenga por finalidad descubrir, 
documentar, investigar o proteger bienes integrantes del Patrimonio Arqueológico e 
impliquen su manejo directo o la intervención sobre ellos o en su entorno ; todo ello sin 
perjuicio de la regulación mediante una normativa específica de las actividades relativas a 
los bienes a que hace referencia el apartado 2 del artículo 61. Tiene, asimismo, la 
consideración de actividad arqueológica el empleo de detectores de metales o instrumentos 
similares de detección de restos culturales en zonas en que se presuma la existencia de 
restos arqueológicos.

3. Para el otorgamiento de la autorización a que hace referencia el apartado 1 de este 
artículo es preciso que junto a la solicitud se acompañe un proyecto detallado de la 
intervención a realizar. Se incluirá asimismo una justificación de la conveniencia de la 
actividad desde el punto de vista de la gestión del suelo o de su interés científico, y de la 
idoneidad técnica y científica de los directores. Reglamentariamente se establecerán los 
requisitos que deberán cumplir los proyectos, los avales científicos de que, en su caso, 
deberán ir acompañados y las condiciones que deberán reunir los directores. En la misma 
forma se establecerán los requisitos y condiciones que deberán reunir las memorias a 
presentar al final de los trabajos.
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4. La dirección de una actividad arqueológica lleva consigo el seguimiento directo de los 
trabajos con presencia efectiva en el lugar en que se realizan los mismos. El director de una 
actividad arqueológica es responsable de que ésta se efectúe de acuerdo con los términos 
en que ha sido autorizada, utilizando las técnicas científicas adecuadas y, en general, del 
respeto a la normativa legal aplicable al caso.

5. No se autorizará la dirección de actividades arqueológicas en el territorio del 
Principado de Asturias a quienes en un plazo anterior de diez años hayan sido declarados 
responsables de la realización de actividades arqueológicas no autorizadas, de la 
destrucción de bienes integrantes del patrimonio cultural, o de incumplimiento en las 
obligaciones de presencia directa en los trabajos arqueológicos que hayan dirigido o en la 
obligación de depósito de materiales en el Museo Arqueológico.

6. Serán ilícitas las actuaciones arqueológicas realizadas sin la preceptiva autorización, o 
las realizadas contraviniendo los términos de ésta, incluyendo aquellas que se realicen en el 
lugar donde se haya producido un hallazgo casual de objetos arqueológicos, con 
posterioridad a éste, o en yacimientos arqueológicos conocidos.

Artículo 64.  Intervenciones por obras en bienes ya protegidos.

En los casos en que se haga necesaria una actuación arqueológica como consecuencia 
de cualquier tipo de obras que afecten a lugares donde se conozca o se presuma la 
existencia de restos arqueológicos, corresponderá al promotor de las mismas la 
presentación y ejecución de un proyecto arqueológico adecuado, de acuerdo con lo que se 
establece en el artículo 63 de la presente Ley.

Artículo 65.  Espacios Arqueológicos.

1. Los Espacios Arqueológicos son lugares en los que, por evidencias materiales, por 
antecedentes históricos, por la toponimia, por tradiciones orales significativas o por otros 
indicios físicos, materiales o documentales, se presume la existencia de un yacimiento 
arqueológico.

2. Tendrán la consideración de Espacios Arqueológicos:

a) Las zonas que expresamente se califiquen como Espacios Arqueológicos en los 
inmuebles y zonas que se declaren Bien de Interés Cultural o se incluyan en el Inventario del 
Patrimonio Cultural de Asturias y en su entorno.

b) Los que, con carácter preventivo, y a la espera de un estudio más completo, declare 
como tales la Consejería de Educación y Cultura.

3. La declaración preventiva como Espacio Arqueológico a que hace referencia la letra b) 
del apartado 2 se efectuará por resolución del titular de la Consejería de Educación y 
Cultura, con audiencia previa de los interesados y del Ayuntamiento afectado.

4. Los promotores de obras y de otras intervenciones en solares o edificaciones que se 
hallen en Espacios Arqueológicos presentarán, junto con la solicitud de la licencia 
correspondiente, un estudio de su incidencia sobre los restos arqueológicos que pueda 
haber en la zona. Para la concesión de la licencia correspondiente se precisará informe 
favorable de la Consejería de Educación y Cultura y se condicionará, cuando ello sea 
preciso a la realización de un proyecto arqueológico adecuado al caso.

5. Los planes urbanísticos recogerán los Espacios Arqueológicos existentes y las normas 
de protección y cautelas que afecten a los mismos, incluyendo las relativas a usos del suelo.

Artículo 66.  Carta Arqueológica de Asturias.

La Consejería de Educación y Cultura documentará el conjunto de las zonas protegidas, 
aun con efectos preventivos, por su interés arqueológico, delimitando su extensión y 
recogiendo los usos del suelo, normas de protección y cautelas que afecten a las mismas. 
Dicha información, que será difundida con las cautelas adecuadas a su naturaleza, 
constituirá la Carta Arqueológica de Asturias.
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Artículo 67.  Descubrimiento de bienes arqueológicos.

1. Los descubrimientos de bienes con valor arqueológico hechos por azar y los de 
carácter singular producidos como consecuencia de la realización de actividades 
arqueológicas se comunicarán en el plazo de cuarenta y ocho horas a la Consejería de 
Educación y Cultura, sin que se pueda dar conocimiento público de ellos antes de haber 
informado a dicha Administración.

2. En el mismo plazo establecido en el apartado anterior de este artículo, en el caso de 
objetos descubiertos por azar, se hará entrega de los mismos a la Consejería de Educación 
y Cultura. Los derechos de carácter económico que puedan corresponder al descubridor de 
los objetos y al propietario de los terrenos serán satisfechos por la Administración del 
Principado de Asturias, salvo que ésta establezca acuerdos al respecto con otras 
Administraciones Públicas y se rijan por lo dispuesto en la normativa estatal.

3. Los restos y objetos de interés descubiertos por azar o mediante la realización de 
actividades arqueológicas o paleontológicas no autorizadas tienen la consideración de 
bienes de dominio público. En ningún caso, les será de aplicación lo dispuesto por el artículo 
351 del Código Civil. Su depósito, cuando hayan sido separados de su contexto, se realizará 
obligatoriamente en el Museo Arqueológico de Asturias o en las dependencias 
paleontológicas que se determinen reglamentariamente.

4. Tienen igualmente la consideración de bienes de dominio público los restos y objetos 
de interés descubiertos como resultado de actividades arqueológicas. Su depósito se 
realizará obligatoriamente en el Museo Arqueológico de Asturias en el plazo que al efecto se 
haya señalado con la autorización de la actividad, debidamente inventariados, catalogados y 
acompañados de la Memoria de la excavación. Dicho plazo en ningún caso, podrá ser 
superior a un año. Corresponde a los directores de las excavaciones la responsabilidad en el 
cumplimiento de esta obligación.

5. No obstante lo dispuesto en el apartado 4 de este artículo, previo informe de la 
dirección del Museo Arqueológico de Asturias, se podrá autorizar la entrega temporal a sus 
descubridores de los materiales mencionados en dicho apartado, cuando su estudio así lo 
requiera, por un período máximo de tres años. Asimismo, y por el mismo procedimiento, se 
podrá autorizar la exhibición o conservación de los materiales depositados en el Museo en 
otros centros o lugares abiertos al público, siempre que cumplan condiciones adecuadas 
para ello. Se dará preferencia, en este último caso, a su emplazamiento en relación con el 
entorno al que estén vinculados.

6. De lo dispuesto en los apartados anteriores se establecerán reglamentariamente las 
excepciones que, por carencia de interés singular o por ser recomendable un tratamiento 
diferenciado en lo relativo a su depósito, pudieran proceder en el caso de los bienes a que 
hace referencia el apartado 2 del artículo 61.

Artículo 68.  Suspensión cautelar de obras.

1. Si durante la ejecución de obras, cualquiera que sea su naturaleza, se hallan restos 
con presunto interés arqueológico, el promotor, el constructor, la dirección facultativa de la 
obra o los responsables de la misma paralizarán los trabajos, adoptarán las medidas 
adecuadas para la protección de los restos y comunicarán inmediatamente su 
descubrimiento a la Consejería de Educación y Cultura y al Ayuntamiento correspondiente.

2. En el plazo de un mes a contar desde la comunicación, la Consejería de Educación y 
Cultura resolverá a favor de la incoación de expediente declaración como Bien de Interés 
Cultural o inclusión en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias o a favor de la 
continuación de las obras, acompañada, en su caso, del oportuno seguimiento arqueológico.

3. Cuando se trate de obras realizadas en virtud de licencias municipales concedidas con 
ajuste a la legalidad, el Principado de Asturias colaborará con los Ayuntamientos en la 
financiación de las indemnizaciones que eventualmente se pudieran derivar para éstos del 
cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo.
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Sección 2.ª Régimen aplicable al Patrimonio Etnográfico

Artículo 69.  Patrimonio Etnográfico.

1. Integran el Patrimonio Etnográfico de Asturias las expresiones relevantes o de interés 
histórico de las culturas y formas de vida tradicionales de los asturianos, desarrolladas 
colectivamente y basadas en conocimientos y técnicas transmitidos consuetudinariamente, 
esencialmente de forma oral.

2. Se valorará, a efectos de su inclusión individualizada, cuando sus méritos así lo 
justifiquen, en alguna de las categorías, que a tal efecto, se establecen en la presente Ley, el 
interés etnográfico de los siguientes elementos:

a) Los lugares que conservan manifestaciones de significativo interés histórico de la 
relación tradicional entre el medio físico y las comunidades humanas que los han habitado.

b) Los lugares vinculados a tradiciones populares, ritos y leyendas especialmente 
significativos.

c) Las construcciones que manifiestan de forma notable las técnicas constructivas, 
formas y tipos tradicionales de las distintas zonas de Asturias.

d) Los bienes muebles e inmuebles ligados a las actividades productivas preindustriales 
y protoindustriales, a las técnicas de caza y pesca y a las actividades artesanales 
tradicionales, así como los conocimientos técnicos, prácticas profesionales y tradiciones 
ligadas a los oficios artesanales.

e) Los elementos representativos del mobiliario y el ajuar doméstico tradicionales, y del 
vestido y el calzado.

f) Los juegos, los deportes, la música, las fiestas y los bailes tradicionales, con sus 
correspondientes instrumentos, útiles y complementos.

g) Los refranes, relatos, canciones y poemas ligados a la transmisión oral.

Artículo 70.  Regímenes de protección.

La protección del Patrimonio Etnográfico podrá llevarse a cabo a través de la declaración 
como Bien de Interés Cultural de los bienes que lo integran, de su inclusión en el Inventario 
del Patrimonio Cultural de Asturias, o en los catálogos urbanísticos de protección, y 
mediante la aplicación en cualquier caso de las normas específicas contenidas en esta Ley o 
que desarrollen sus principios a través de la normativa urbanística, medio ambiental o de 
cualquier otra naturaleza que establezcan las Administraciones Públicas.

Artículo 71.  Principios de protección.

Serán principios específicos en la protección del Patrimonio Etnográfico los siguientes:

a) La protección del Patrimonio Etnográfico formará parte de una acción global dirigida a 
la protección del medio natural y el paisaje, así como de las actividades económicas 
tradicionales de las áreas rurales. Este aspecto será tenido en cuenta en la normativa que 
afecte a espacios naturales protegidos, así como, en general, en la normativa urbanística y 
de ordenación del territorio que afecte a las áreas rurales y en las políticas de desarrollo del 
medio rural.

b) La Administración del Principado de Asturias y, en general, los poderes públicos 
apoyarán la transmisión a las nuevas generaciones de los conocimientos y técnicas 
artesanales que pueden tener un lugar en la actividad económica de Asturias.

c) Se favorecerá la dignificación de las manifestaciones de la cultura popular tradicional, 
mediante su mantenimiento respetuoso y la introducción de su estudio y conocimiento en el 
sistema educativo.

d) De forma general, y en lo referente al Patrimonio Etnográfico, se tomarán en cuenta 
las variedades específicas de las distintas comarcas y se protegerá la riqueza de las 
manifestaciones locales de la cultura popular.

e) En aplicación de los principios contenidos en esta Ley, se apoyará la investigación y 
conocimiento de la lengua asturiana. Lo mismo se aplicará al gallegoasturiano de las 
comarcas situadas en las cuencas de los ríos Eo y Navia.
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Artículo 72.  Expresiones no materiales.

Los conocimientos, actividades, usos, costumbres y manifestaciones lingüísticas y 
artísticas, de interés etnológico, que trasciendan los aspectos materiales en que puedan 
manifestarse, serán recogidos, documentados, debidamente protegidos y puestos al servicio 
de los investigadores y los ciudadanos por los poderes públicos y las instituciones 
educativas. A dicho efecto, se apoyará la labor de las asociaciones, instituciones y personas 
que trabajen en su mantenimiento y revitalización.

Artículo 73.  Centros de investigación y museos etnográficos.

El Principado de Asturias apoyará la creación de museos y centros de investigación que 
desarrollen su labor con el adecuado soporte científico, como medio de proceder a la 
recogida en colecciones y puesta al servicio público de los testimonios de la cultura popular 
tradicional.

Artículo 74.  Protección de elementos de interés etnográfico.

1. El Principado de Asturias y los Ayuntamientos procederán al estudio completo de los 
elementos de la arquitectura tradicional que individualmente tengan interés cultural o 
contribuyan de forma sustancial a configurar espacios que en conjunto lo tengan y a su 
inclusión en los catálogos urbanísticos de protección a que hace referencia el artículo 27, o a 
la aplicación de alguna de las restantes figuras de protección contempladas en la presente 
Ley. De esa forma se actuará en el caso de elementos que se encuentren en estado de ruina 
con objeto de promover su recuperación.

2. Cuando se produzca estado de ruina, o manifiesto abandono por un período superior 
a diez años, de elementos de interés etnográfico que hayan sido objeto de protección, el 
Ayuntamiento correspondiente tendrá la facultad de proceder a su expropiación. Efectuada la 
misma, se podrá realizar su transmisión a particulares, instituciones o entidades que se 
comprometan a garantizar la conservación de sus valores culturales. La misma facultad 
tendrá el Principado de Asturias cuando se trate de bienes declarados de Interés Cultural o 
incluidos en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias.

Artículo 75.  Protección de hórreos, paneras y cabazos.

1. Se prohíbe la construcción de hórreos, paneras y cabazos desvinculados de la 
vivienda.

2. Los hórreos, paneras y cabazos de nueva factura deberán adecuarse a los materiales 
y características constructivas y morfológicas tradicionales de estas edificaciones en la zona 
correspondiente. Reglamentariamente, el Principado de Asturias regulará dicho aspecto, 
contemplando la diversidad tradicional de tipos en los distintos concejos.

3. Sólo serán autorizables los usos de hórreos, paneras y cabazos que no menoscaben 
su valor cultural.

4. Aun cuando no hayan sido declarados Bien de Interés Cultural ni incluidos en el 
Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias los hórreos construidos con anterioridad al año 
1900 que conserven sus características constructivas, estarán sujetos a las siguientes 
limitaciones:

a) No podrán ser demolidos, ni total ni parcialmente, desmontados o trasladados de 
emplazamiento sin autorización de la Consejería de Educación y Cultura.

b) No se podrá autorizar la construcción de cierres perimetrales totales o parciales a 
partir de sus soportes, ni la construcción de edificaciones adosadas a los mismos.

c) Con la excepción de los casos en que, por razón de fuerza mayor, exista autorización 
al respecto de la Consejería de Educación y Cultura, no se podrán realizar sobre ellos más 
intervenciones que las de conservación y restauración, que se efectuarán, en todo caso, 
utilizando los materiales tradicionales que correspondan a su tipología.
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Sección 3.ª Régimen aplicable al Patrimonio Histórico-Industrial

Artículo 76.  Patrimonio Histórico-Industrial.

1. Integran el Patrimonio Histórico-Industrial de Asturias los bienes muebles e inmuebles 
que constituyen testimonios significativos de la evolución de las actividades técnicas y 
productivas con una finalidad de explotación industrial y de su influencia sobre el territorio y 
la sociedad asturiana. En especial, de las derivadas de la extracción y explotación de los 
recursos naturales, de la metalurgia y siderurgia, de la transformación de productos 
agrícolas, la producción de energía, el laboreo de tabaco, y la industria química, de 
armamento, naviera, conservera o de la construcción.

2. Se valorará, a efectos de su inclusión individualizada, cuando sus méritos así lo 
justifiquen, en alguna de las categorías que, a tal efecto, se establecen en la presente Ley, el 
interés histórico-industrial de los siguientes elementos:

a) Maquinaria, utillaje y herramientas utilizados en los procesos técnicos y de fabricación 
ya desaparecidos u obsoletos.

b) Las construcciones y estructuras arquitectónicas o de ingeniería adaptadas a la 
producción industrial mediante procesos técnicos y de fabricación ya desaparecidos u 
obsoletos, tales como chimeneas, gasómetros, castilletes de hierro, madera, zinc y otros 
materiales, bocaminas de antigua minería de montaña, obradores, almacenes industriales o 
talleres mecánicos.

c) Los conjuntos de viviendas y equipamientos sociales asociados a las actividades 
productivas anteriores a 1940.

d) Las infraestructuras de comunicación marítima, por ferrocarril o por cable en desuso y 
las construcciones, maquinaria y material móvil a ellas asociados.

e) Las infraestructuras en desuso de extracción, bombeo y conducción de agua ligadas a 
procesos industriales o a concentraciones urbanas.

f) Las muestras singulares de la arquitectura de hierro, incluyendo mercados, puentes y 
viaductos.

g) Los fondos documentales de las empresas que reúnan las condiciones de antigüedad 
a que hacen referencia los artículos 80 y 83 de esta Ley.

3. El Principado de Asturias y los Ayuntamientos protegerán el Patrimonio Histórico-
Industrial por medio de:

a) La declaración como Bien de Interés Cultural, la inclusión en el Inventario del 
Patrimonio Cultural de Asturias o en los Catálogos urbanísticos de protección de los bienes 
susceptibles de recibir ese tratamiento.

b) La recogida sistemática y la puesta al servicio del público y de los investigadores en 
instituciones adecuadas de los fondos documentales y la maquinaria y bienes similares 
apartada ya de los procesos productivos y con interés histórico singular.

c) La aplicación de las normas específicas contenidas en esta Ley o que desarrollen sus 
principios a través de la normativa urbanística, medio ambiental o de cualquier otra 
naturaleza que establezcan las Administraciones públicas.

d) El apoyo a la labor de las asociaciones, instituciones y personas que realicen labores 
de investigación y colaboración social en la protección del Patrimonio Histórico-Industrial.

Artículo 77.  Prohibición de la destrucción de maquinaria industrial.

1. Se prohíbe la destrucción de maquinaria industrial de fabricación anterior a 1940 salvo 
que, por razones de fuerza mayor o interés social, o de carencia de interés cultural, exista 
autorización expresa en dicho sentido de la Consejería de Educación y Cultura. Las 
peticiones de autorización deberán ser resueltas en un plazo máximo de tres meses. Para su 
traslado fuera del territorio del Principado de Asturias se estará a lo dispuesto en el artículo 
41.

2. Para la protección de los bienes documentales de interés histórico-industrial se estará 
a lo dispuesto con carácter general para el Patrimonio Documental.
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Artículo 78.  Testimonios de la historia social.

Serán objeto especial de recopilación y estudio los aspectos sociales de la 
industrialización y muy especialmente los relacionados con los cambios en la vida cotidiana y 
con la historia del movimiento obrero, incluyendo los correspondientes testimonios orales.

Sección 4.ª Régimen aplicable al Patrimonio Documental y Bibliográfico

Artículo 79.  Definición de documento.

A efectos de esta Ley se entiende por documento cualquier expresión del lenguaje oral o 
escrito, natural o codificado, y cualquier expresión gráfica, sonora o en imagen, recogida en 
cualquier tipo de soporte material, actual o futuro, incluyendo los mecanismos magnéticos e 
informáticos. Se excluyen aquellos bienes que tienen la consideración de bienes 
bibliográficos.

Artículo 80.  Patrimonio Documental. Documentos de entidades públicas asturianas.

Forman parte del Patrimonio Cultural de Asturias, con la consideración de bienes 
integrantes del Patrimonio Documental de Asturias, los documentos de cualquier época y 
tipología, producidos, recibidos o conservados en el ejercicio de su función por los siguientes 
organismos:

a) La Junta General y la Administración del Principado de Asturias.
b) Las entidades locales asturianas.
c) La Universidad y las restantes instituciones asturianas de carácter científico o cultural 

de derecho público.
d) Las personas privadas, físicas o jurídicas, gestoras de servicios públicos dentro del 

ámbito territorial del Principado de Asturias, en lo que se refiere a documentos producidos 
por la gestión de dichos servicios.

e) Las personas físicas, al servicio de cualquier organismo público asturiano en lo que se 
refiere a documentos producidos por el ejercicio de las funciones correspondientes.

f) Las entidades y empresas públicas radicadas en Asturias.
g) Cualquier organismo o institución de carácter público radicado en Asturias y ya 

desaparecido, aun cuando se encuentren en manos de particulares.

Artículo 81.  Otros documentos de entidades públicas.

Sin perjuicio de la legislación estatal que les afecte, forman parte del Patrimonio 
Documental de Asturias, los documentos producidos por:

a) Los órganos periféricos de la Administración del Estado en Asturias.
b) Los centros públicos o privados de enseñanza radicados en Asturias.
c) Las Notarías, los Registros públicos y los Juzgados y Tribunales radicados en 

Asturias.
d) Cualquier otro organismo o entidad de titularidad estatal radicado en Asturias.

Artículo 82.  Documentos de entidades privadas.

Forman parte del Patrimonio Documental de Asturias los documentos con una 
antigüedad superior a los cuarenta años producidos, recibidos o conservados por las 
siguientes entidades, asociaciones y organismos, en cuanto radicados en Asturias:

a) Asociaciones políticas y sindicales.
b) Entidades y organismos eclesiásticos, salvo lo que se prevea en los convenios entre 

el Estado español y la Santa Sede o los representantes de otras confesiones religiosas.
c) Las fundaciones y asociaciones culturales, educativas, deportivas, recreativas y de 

asistencia social.
d) Los colegios profesionales.
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Artículo 83.  Documentos de particulares y otras entidades privadas.

Forman parte, igualmente, del Patrimonio Documental de Asturias los documentos 
conservados en Asturias con una antigüedad superior a cien años por cualquier persona 
física o jurídica, entidad o empresa mercantil.

Artículo 84.  Documentos situados fuera de Asturias.

A efectos de promover su retorno a la región o de adoptar medidas para su conservación 
y puesta al servicio de los investigadores, y sin perjuicio de las competencias que pudieran 
corresponder a otras Administraciones, tendrán similar consideración a la de los bienes 
integrantes del Patrimonio Documental de Asturias los documentos producidos en la región o 
relacionados con ella que se encuentren fuera de Asturias, incluyendo muy especialmente 
los producidos por las comunidades y emigrantes asturianos. En los casos en que ello sea 
aconsejable, el Principado de Asturias procederá a su reproducción para el cumplimiento de 
los mencionados fines.

Artículo 85.  Declaración individualizada.

1. Con carácter excepcional y mediante resolución de su titular, la Consejería de 
Educación y Cultura declarará integrantes del Patrimonio Documental de Asturias 
documentos que, aún no reuniendo las condiciones de antigüedad mencionadas en los 
artículos 82 y 83 de esta Ley, tengan un interés histórico que así lo justifique y siempre que 
su antigüedad sea superior a veinticinco años. Dicha declaración decaerá en un plazo de 
seis meses si no es informada favorablemente por al menos dos instituciones consultivas, no 
pudiendo volver a efectuarse sobre el mismo bien en un plazo inferior a dos años.

2. No podrá aplicarse lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo a los textos 
manuscritos de personas vivas, a los originales de obras de escritores vivos o a las obras de 
arte de artistas vivos, incluyendo los soportes originales de obras audiovisuales, las matrices 
de obras gráficas y los planos originales de edificaciones o los originales de diseños de 
cualquier otra naturaleza, salvo autorización expresa de su autor.

Artículo 86.  Depósito preferente.

1. Corresponde al Archivo Histórico de Asturias el depósito preferente de aquellos 
documentos integrantes del Patrimonio Documental de Asturias de que sea titular o 
depositario el Principado de Asturias, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 92 de esta 
Ley para los de naturaleza audiovisual.

2. Reglamentariamente se establecerán los plazos y procedimiento de entrega al Archivo 
Histórico de Asturias de la documentación producida por las instituciones públicas que deban 
estar sujetas a dicha obligación, sin perjuicio de lo que al respecto disponga la legislación 
estatal.

Artículo 87.  Patrimonio Bibliográfico.

1. A efectos de esta Ley, son bienes bibliográficos las obras de investigación o de 
creación, de carácter unitario o de carácter seriado, manuscritas, impresas, filmadas, 
gravadas o reproducidas en cualquier tipo de soporte.

2. Forman parte del Patrimonio Bibliográfico de Asturias los siguientes bienes 
bibliográficos:

a) Los ejemplares de obras integrantes de la producción bibliográfica asturiana de los 
que no conste que haya, al menos, dos ejemplares en bibliotecas de titularidad pública de 
Asturias. Se presumirá su existencia para las ediciones posteriores a 1957.

b) Los ejemplares depositados en bibliotecas de titularidad pública de Asturias en 
cumplimiento de la legislación sobre depósito legal.

c) Las publicaciones de más de cien años de antigüedad, los manuscritos y los 
documentos originales de obras de investigación o de creación producidas por autores ya 
fallecidos.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 35  Ley del patrimonio cultural

– 431 –



d) Los fondos de las bibliotecas de titularidad pública de más de treinta años de 
antigüedad o cuando se trate de obras descatalogadas o que tengan alguna característica 
relevante que las individualice.

3. A efectos de proceder a su conservación o de promover su integración en la Biblioteca 
de Asturias o en otras bibliotecas públicas, tendrán similar consideración las publicaciones 
relacionadas con Asturias por su autor o por su temática de las que no conste la existencia 
de al menos dos ejemplares en bibliotecas de titularidad pública de la región.

4. Mediante resolución de su titular, la Consejería de Educación y Cultura declarará 
integrantes del Patrimonio Bibliográfico de Asturias aquellos bienes bibliográficos que aun no 
reuniendo los requisitos establecidos en los apartados anteriores, tengan un interés histórico 
que así lo justifique. Dicha declaración decaerá en un plazo de seis meses si no es 
informada favorablemente por al menos dos instituciones consultivas, no pudiendo volver a 
efectuarse sobre el mismo bien en un plazo inferior a dos años.

Artículo 88.  Regímenes de protección.

Cuando la relevancia de su interés aconseje una protección individualizada, los bienes 
integrantes del Patrimonio Documental y Bibliográfico de Asturias serán declarados de 
Interés Cultural o se procederá a su inclusión en el Inventario del Patrimonio Cultural de 
Asturias, aplicándoseles en ese caso, con carácter adicional, el régimen protector propio de 
estas categorías de bienes.

Artículo 89.  Depósito preferente.

Corresponde a la Biblioteca de Asturias el depósito preferente de aquellos bienes 
integrantes del Patrimonio Bibliográfico de Asturias de que sea titular o depositario el 
Principado de Asturias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 92 de esta Ley para los de 
naturaleza audiovisual.

Artículo 90.  Obligación de conservación.

1. Se prohíbe la destrucción de bienes que formen parte del Patrimonio Documental de 
Asturias y del Patrimonio Bibliográfico de Asturias.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no se aplicará en el caso de los bienes a que 
hacen referencia los artículos 80 y 81 y la letra d) del apartado 2 del artículo 87 de esta Ley, 
cuando se trate de las labores de selección y expurgo habituales en la gestión de archivos y 
bibliotecas. Éstas deberán ser realizadas, en todo caso, bajo la dirección de personal 
facultativo expresamente habilitado para ello en los términos en que se regulen los 
correspondientes sistemas de archivos y bibliotecas.

3. Los bienes que forman parte del Patrimonio Documental de Asturias y del Patrimonio 
Bibliográfico de Asturias deberán ser conservados por sus propietarios o poseedores, 
destinarlos a un uso que no impida su conservación y mantenerlos en lugares adecuados 
para la seguridad de los bienes y el acceso de los investigadores. El Principado de Asturias 
facilitará, en todo caso, su depósito en centros públicos especializados, y preferentemente 
en la Biblioteca de Asturias y el Archivo Histórico de Asturias, cuando procedan de empresas 
mercantiles radicadas en Asturias que cesen en su actividad o se vean afectadas por 
procesos de privatización o enajenación, existan dificultades insalvables para la 
conservación por sus propietarios o titulares, u otras circunstancias relativas a su 
conservación o puesta al servicio de los investigadores que así lo aconsejen.

4. Cuando se aprecien circunstancias de riesgo para la conservación de bienes que 
formen parte del Patrimonio Bibliográfico y documental asturiano, y en tanto se mantengan 
las mismas, la Consejería de Educación y Cultura ordenará su depósito en un archivo o 
biblioteca de titularidad pública que reúna condiciones adecuadas para ello.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 43, los obligados a la conservación de los 
bienes constitutivos del Patrimonio Documental y Bibliográfico deberán facilitar la inspección 
por parte de los órganos competentes para comprobar la situación o estado de los bienes y 
habrán de permitir su estudio por los investigadores, previa solicitud suficientemente 
justificada de éstos. En el caso de los bienes bibliográficos y de los documentos a que hacen 
referencia los artículos 82 y 83 de esta Ley, la obligación de permitir el estudio por los 
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investigadores podrá realizarse mediante el depósito del bien en centros públicos 
especializados.

Artículo 91.  Catálogo Colectivo del Patrimonio Bibliográfico de Asturias y Censo del 
Patrimonio Documental de Asturias.

1. El Principado de Asturias colaborará con la Administración del Estado en la 
localización y descripción de los bienes integrantes del Patrimonio Documental y del 
Patrimonio Bibliográfico español.

2. La Consejería de Educación y Cultura elaborará el Catálogo Colectivo del Patrimonio 
Bibliográfico de Asturias y el Censo del Patrimonio Documental de Asturias integrando en 
ellos los bienes a que hacen referencia los artículos 80, 81, 82, y 83, el apartado 1 del 
artículo 85 y los apartados 2, 3 y 4 del artículo 87 de esta Ley.

Artículo 92.  Documentos y bienes bibliográficos de carácter audiovisual.

Las películas, fotografías, grabaciones sonoras o de imágenes de cualquier naturaleza 
relativas a Asturias o producidas en la región, tengan el carácter de bienes documentales o 
bibliográficos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 79 y en el apartado 1 del artículo 87 
de esta Ley, serán objeto de un tratamiento especializado para su puesta al servicio de los 
investigadores y del público. Reglamentariamente se regulará su depósito preferente.

Sección 5.ª De las Bibliotecas, Archivos y Museos

Artículo 93.  Funciones de las Bibliotecas, Archivos y Museos.

Independientemente de sus restantes cometidos de difusión cultural, son funciones de 
las Bibliotecas, Archivos y Museos la investigación, protección, difusión y puesta al servicio 
de los investigadores y del público de aquellos bienes integrantes del Patrimonio Cultural de 
Asturias que por su naturaleza mueble deban ser recogidos en instituciones de esta 
naturaleza. Su gestión deberá estar a cargo de personas con la adecuada cualificación 
técnica y sus responsables lo serán de la custodia y conservación de los bienes en ellos 
albergados.

Artículo 94.  Competencias del Principado de Asturias.

1. Corresponde al Principado de Asturias, sin perjuicio de otras funciones que le sean 
asignadas por la legislación:

a) La creación de Archivos, Bibliotecas y Museos de titularidad propia.
b) El otorgamiento de la calificación oficial como Archivos, Bibliotecas o Museos de 

aquellos centros que cumplan con los requisitos propios de estos centros, en la forma y 
previo cumplimiento de los requisitos que reglamentariamente se establezcan.

2. Con el fin de garantizar la adecuada coordinación entre estos centros y de mejorar sus 
servicios y condiciones técnicas, el Principado de Asturias establecerá sistemas 
autonómicos de Archivos, Bibliotecas y Museos, que contemplarán:

a) Una adecuada coordinación entre los trabajos y las acciones de los centros que se 
integren en ellos, incluyendo la configuración de sus colecciones, el estudio y dictamen de 
las cuestiones relativas a la calificación y utilización de los bienes en ellos reunidos, y los 
criterios de selección y expurgo en el caso de los bienes integrantes del Patrimonio 
Documental y Bibliográfico.

b) Sistemas de asesoramiento y control técnico para garantizar la adecuada 
conservación de los bienes que alberguen.

c) La creación de sistemas compartidos de difusión cultural y de trabajo técnico 
cooperativo.
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TÍTULO III

De las medidas de fomento y difusión

CAPÍTULO I

Fomento

Artículo 95.  Colaboración con los propietarios.

1. Las Administraciones públicas colaborarán con los propietarios, poseedores y titulares 
de derechos sobre los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias en la 
conservación, recuperación, restauración y difusión de los mismos mediante la concesión de 
subvenciones, ayudas económicas y beneficios fiscales, en el marco de las previsiones 
presupuestarias. Asimismo se favorecerán las iniciativas de particulares o instituciones 
dirigidas a fomentar el disfrute cultural de dichos bienes.

2. Las subvenciones que otorguen las Administraciones públicas se realizarán a fondo 
perdido o con carácter de anticipo reintegrable en caso de expropiación. En ese último caso 
su entrega requerirá la inscripción por la persona competente de dicha carga, que tendrá 
vigencia por un período de veinte años, en el Registro de la Propiedad.

3. Mediante convenios con los Ayuntamientos, el Principado de Asturias promoverá la 
entrega conjunta a los particulares, con carácter no reintegrable, de cantidades que 
compensen las que tengan que abonar como tasas o impuestos por obras o actividades que 
beneficien directamente a la conservación o al disfrute público de los bienes que integran el 
Patrimonio Cultural de Asturias, así como la reducción de las cargas fiscales de carácter 
local que incidan sobre dichos bienes, dentro de los límites que permita la legislación.

4. Especialmente se favorecerá la concesión de ayudas para la rehabilitación de 
viviendas situadas en Conjuntos Históricos.

5. Los Ayuntamientos y el Principado de Asturias podrán aceptar la cesión de bienes 
integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias como pago a cuenta de las deudas tributarias 
de particulares. Corresponderá a la Comisión de Valoración de Bienes del Patrimonio 
Cultural de Asturias la estimación del valor de los bienes que se cedan.

6. Los propietarios y los titulares de derechos sobre bienes declarados de Interés 
Cultural, incluidos en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias o en los Catálogos 
urbanísticos de protección gozarán de los beneficios fiscales que, en el ámbito de las 
respectivas competencias, determinen la legislación del Estado, la legislación del Principado 
de Asturias y, eventualmente, las ordenanzas locales.

Artículo 96.  Planes de protección del Patrimonio Cultural.

1. El Plan del Patrimonio Cultural de Asturias es el instrumento de evaluación de las 
necesidades de conservación, protección, investigación, enriquecimiento, fomento y difusión 
del Patrimonio Cultural de Asturias, y de la asignación racional y equilibrada de los recursos 
disponibles para el mejor cumplimiento de los objetivos previstos en esta Ley.

2. El Plan tendrá una vigencia de tres años y en él se programarán las actuaciones 
necesarias en materia de investigación, rehabilitación, restauración, señalización, difusión y 
acceso a los bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias de acuerdo con las 
prioridades que en él se determinen.

3. El Plan del Patrimonio Cultural de Asturias será informado por el Consejo de 
Patrimonio Cultural de Asturias y aprobado por el Consejo de Gobierno.

4. Una vez aprobado, sus directrices orientarán a las Administraciones públicas en el 
ejercicio de sus competencias y vincularán al logro de sus objetivos la política de 
inversiones, transferencias y subvenciones que se programen para el cumplimiento de sus 
finalidades.

5. A fin de atender los gastos previstos en el Plan, se habilitarán los créditos oportunos 
en los programas correspondientes de los Presupuestos Generales del Principado de 
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Asturias, sin perjuicio de las colaboraciones de otros órganos o entidades públicas o 
privadas que puedan coadyuvar a la financiación de las inversiones previstas en el mismo.

6. La aprobación por la Administración del Plan del Patrimonio Cultural de Asturias 
implicará la declaración de utilidad pública de los bienes y derechos afectados.

Artículo 97.  Enseñanza y formación.

1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias, promoverán el conocimiento 
del Patrimonio Cultural de Asturias, dentro del sistema educativo en sus diferentes niveles.

2. El Principado de Asturias promoverá el desarrollo de enseñanzas profesionales y 
actividades de perfeccionamiento en las distintas materias relacionadas con la conservación, 
rehabilitación y disfrute público del patrimonio cultural, incluyendo las relativas al patrimonio 
etnográfico y la edificación tradicional, así como las de los bailes, la música y los deportes 
tradicionales. A estos efectos, cuando ello sea aconsejable, establecerá acuerdos de 
colaboración con entidades y centros especializados.

3. El Principado de Asturias facilitará una formación adecuada a los funcionarios y 
personal que, en las distintas Administraciones, tengan a su cargo las tareas relacionadas 
con la administración, vigilancia, custodia e inspección de los bienes integrantes del 
Patrimonio Cultural de Asturias.

4. El Principado de Asturias y los Ayuntamientos promoverán la profesionalización y una 
adecuada formación del personal encargado de la gestión y de la difusión del patrimonio 
cultural en sus ámbitos respectivos. El Principado de Asturias fomentará, asimismo, la 
investigación sobre dichos aspectos.

Artículo 98.  Fomento de la creación.

Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán 
medidas de apoyo a la creación como medio para enriquecer el Patrimonio Cultural de 
Asturias. Dichas medidas contemplarán:

a) El desarrollo de la capacidad de expresión artística y de comprensión de los lenguajes 
artísticos.

b) La existencia de un sistema completo de enseñanzas artísticas.
c) La incorporación de obras de arte a los espacios públicos y la ampliación de las 

colecciones públicas con obras de nueva creación.
d) La garantía de que los creadores puedan ofrecer sus iniciativas y propuestas en 

condiciones de equidad.
e) La adopción de decisiones en materia de apoyo a la creación artística, de elección de 

diseños y de compra de obras de arte con el apoyo de un asesoramiento independiente y de 
solvencia reconocida.

f) El desarrollo de espacios y medios de comunicación artística, inspirados en principios 
de pluralismo y libertad, que faciliten la labor de los creadores y su acercamiento al público.

Artículo 99.  1 por 100 cultural.

1. En el presupuesto de toda obra pública de importe superior en su conjunto a 
50.000.000 de pesetas financiada total o parcialmente por el Principado de Asturias, se 
reservará un 1 por 100 de los fondos para la conservación, restauración y enriquecimiento 
del patrimonio cultural, incluyendo la instalación de obras de arte, en su entorno, siendo de 
prioritaria atención a estos efectos las actuaciones contempladas para el mismo en el Plan 
del Patrimonio Cultural de Asturias. Dicha partida deberá figurar en el presupuesto para 
conocimiento de la Administración. En los expedientes de contratación de obras se deberá 
hacer constar la disponibilidad del crédito necesario para el cumplimiento de la obligación de 
reserva determinada en este artículo. De las mencionadas obligaciones se excluyen las 
obras que en sí mismas tengan como finalidad la rehabilitación o puesta en valor de bienes 
protegidos por su interés cultural o la instalación de obras de arte.

2. En el caso de que la obra pública se ejecute o se explote en virtud de concesión 
administrativa, el porcentaje se aplicará al presupuesto total de la obra.

3. En el supuesto de contratación por fases, el presupuesto que se ha de considerar es 
el de la suma de los presupuestos de las diversas fases de las obras.
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4. La aplicación del 1 por 100 cultural será considerada una inversión de carácter 
extraordinario y no podrá formar parte de las consignaciones o partidas del ejercicio 
presupuestario destinadas a la investigación, protección y fomento del patrimonio cultural y 
de la creatividad artística.

5. La aprobación de los proyectos a financiar con cargo al 1 por 100 requerirá un 
dictamen previo de una comisión técnica que el Principado de Asturias creará por Decreto 
del Consejo de Gobierno. Esta Comisión analizará tanto el interés artístico o cultural del 
proyecto como su influencia en la zona en que específicamente se realice la obra sobre la 
que se efectúa la reserva de fondos, y dará audiencia previa a los Ayuntamientos afectados. 
Asimismo tomará en cuenta el cumplimiento de lo dispuesto en las letras d) y e) del artículo 
98 de esta Ley.

6. Las inversiones culturales del Estado en el territorio del Principado de Asturias en 
aplicación del 1 por 100 cultural determinado en la Ley de Patrimonio Histórico Español se 
harán con informe previo de la Consejería de Educación y Cultura sobre los sectores y 
ámbitos culturales que se consideren prioritarios en cada momento.

CAPÍTULO II

Disfrute público

Artículo 100.  Acceso para visita pública.

La Consejería de Educación y Cultura velará por el cumplimiento de la obligación de los 
propietarios de Bienes de Interés Cultural de permitir el acceso para su visita pública, en los 
términos establecidos por la presente Ley. Asimismo, velará para que la visita pública se 
efectúe en condiciones adecuadas de conservación, conocimiento y difusión de los bienes.

Artículo 101.  Difusión.

1. La Consejería de Educación y Cultura promoverá la puesta al servicio de los 
ciudadanos y de los investigadores de los bienes integrantes del patrimonio cultural en 
condiciones técnicas adecuadas y elaborará bibliografías regionales actualizadas y 
catálogos de los bienes declarados de Interés Cultural, incluidos en el Inventario del 
Patrimonio Cultural de Asturias o protegidos en la normativa urbanística local por su interés 
cultural, así como de los fondos museísticos de la región.

2. El Principado de Asturias promoverá la edición de publicaciones de investigación y 
difusión del Patrimonio Cultural de Asturias.

Artículo 102.  Cesión de bienes en depósito y régimen abierto de visitas.

El Principado de Asturias favorecerá el depósito voluntario, en régimen de cesión de uso, 
en bibliotecas, archivos y museos abiertos al público de aquellos bienes muebles de interés 
para los mismos que sean de propiedad particular. A dicho efecto podrá establecer las 
correspondientes compensaciones económicas, entre las que podrá figurar la subvención 
para el pago de las obligaciones fiscales que se deriven de su propiedad durante el tiempo 
que dure la cesión.

Artículo 103.  Gestión de determinados bienes.

1. Los monumentos y yacimientos arqueológicos abiertos a la visita pública y 
administrados por la Consejería de Educación y Cultura serán gestionados de acuerdo con 
directrices comunes que garanticen su coherencia global. Se potenciará su divulgación, para 
lo cual deberán contar con los elementos suficientes de señalización, guía y servicios 
complementarios.

2. Se podrá autorizar la cesión del uso de los bienes integrantes del Patrimonio Cultural 
de Asturias de que sea titular el Principado de Asturias, en favor de otras instituciones 
públicas o de entidades privadas, siempre que ello favorezca su conservación o disfrute 
cultural.

3. La Administración del Principado de Asturias podrá constituir consorcios, o establecer 
otras fórmulas de gestión admisibles en Derecho, con otras Administraciones Públicas o con 
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entidades privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público, para favorecer 
la gestión de la conservación y disfrute cultural de los bienes integrantes del Patrimonio 
Cultural de Asturias que sean propiedad de aquélla.

TÍTULO IV

De la protección de la legalidad y del régimen sancionador

Artículo 104.  Multas coercitivas.

1. El incumplimiento de los requerimientos de la Consejería de Educación y Cultura o de 
los Ayuntamientos para el cumplimiento de las obligaciones a que hacen referencia los 
artículos 28, 29 y 30, el artículo 33, el apartado 1 del artículo 38 y los apartados 1 y 2 del 
artículo 43 de esta Ley, dará lugar a la imposición de multas coercitivas.

2. La imposición de la multa coercitiva corresponderá a la administración que haya 
formulado el requerimiento.

3. La imposición de multas coercitivas exigirá que en el requerimiento se indique el plazo 
de que se dispone para el cumplimiento de la obligación y la cuantía de la multa que puede 
ser impuesta. En todo caso, el plazo deberá ser suficiente para cumplir la obligación y la 
multa no podrá exceder de 100.000 pesetas.

4. En el caso de que, una vez impuesta la multa coercitiva, se mantenga el 
incumplimiento que la ha motivado, podrá reiterarse las veces que sean necesarias hasta el 
cumplimiento de la obligación, sin que, en ningún caso el plazo fijado en los nuevos 
requerimientos pueda ser inferior al fijado en el primero. La competencia para ello 
corresponderá a la Administración que haya iniciado el procedimiento.

5. Las multas coercitivas son independientes y compatibles con las que se puedan 
imponer en concepto de sanción.

Artículo 105.  Protección de la legalidad urbanística.

1. Las licencias urbanísticas que se otorguen con infracción de lo previsto en la presente 
Ley deberán ser revisadas por el Ayuntamiento que las otorgó a través de alguno de los 
procedimientos de revisión de oficio previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. Mientras las obras estuvieran en curso de ejecución se procederá a la suspensión 
de los efectos de la licencia y la adopción de las demás medidas previstas en la legislación 
urbanística respecto a licencias ilegales.

2. Anulada la licencia por el procedimiento previsto en el apartado anterior, se estará a lo 
dispuesto en la legislación urbanística respecto a las licencias ilegales.

Artículo 106.  Infracciones.

1. Se consideran infracciones administrativas en materia de patrimonio cultural las 
acciones u omisiones tipificadas y sancionadas en esta Ley.

2. Las infracciones administrativas se clasifican en muy graves, graves y leves.

Artículo 107.  Infracciones leves.

Se consideran infracciones administrativas de carácter leve:

a) El incumplimiento de las obligaciones de facilitar información a la Administración sobre 
el estado de bienes que forman parte del Patrimonio Cultural de Asturias, de facilitar la 
inspección de los mismos y de petición de las autorizaciones obligadas por la presente Ley, 
siempre que del mismo no se derive perjuicio alguno para la conservación de dichos bienes.

b) El traslado sin la correspondiente comunicación fuera de Asturias de bienes que 
formen parte del Patrimonio Cultural de Asturias, siempre que, a requerimiento de la 
Administración competente, se proceda a su retorno.

c) La realización de obras o intervenciones no autorizadas sobre los bienes que forman 
parte del Patrimonio Cultural de Asturias, o sobre su entorno, siempre que no supongan un 
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grave riesgo para los mismos y sean autorizables o reversibles por medios normales, sin 
destrucción de ninguno de sus valores culturales.

d) El incumplimiento de las obligaciones establecidas sobre disfrute público de los bienes 
integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias, así como las acciones dirigidas a impedir o 
perturbar el acceso a dichos bienes por los investigadores o el público en los términos que al 
efecto se hayan establecido.

e) El incumplimiento del deber de conservación, incluyendo la protección adecuada de 
los bienes, siempre que del mismo no se deriven daños graves o destrucción de los bienes 
protegidos mediante la presente Ley.

f) El incumplimiento del plazo fijado para la entrega de los materiales obtenidos como 
resultado de actividades arqueológicas.

g) El incumplimiento de las normas de entrega al Archivo Histórico de documentación 
que deba ser trasladada al mismo, incluyendo las relativas a la entrega de protocolos 
notariales por parte de los Ayuntamientos depositarios de los mismos.

h) La dejación de funciones por parte de los directores de actividades arqueológicas.
i) Las acciones a que hace referencia el artículo 108, cuando los bienes afectados sean 

de escasa relevancia, previo informe en dicho sentido del Consejo del Patrimonio Cultural de 
Asturias.

j) El incumplimiento de la obligación de inscripción en el registro a que se refiere el 
artículo 46 de esta Ley.

k) Incumplimiento de la obligación de depósito legal en los términos establecidos en la 
disposición transitoria quinta de esta Ley.

Artículo 108.  Infracciones graves.

Siempre que no sean calificadas como muy graves, se consideran infracciones 
administrativas de carácter grave:

a) La realización de obras o intervenciones no autorizadas, de cualquier naturaleza, que 
supongan destrucción de bienes que formen parte del Patrimonio Cultural de Asturias, grave 
riesgo o pérdida de sus valores culturales.

b) El incumplimiento del deber de conservación, incluyendo las medidas de protección, 
cuando suponga destrucción o daños graves para bienes que formen parte del Patrimonio 
Cultural de Asturias.

c) El traslado fuera del Principado de Asturias sin la correspondiente comunicación de 
bienes integrantes del Patrimonio Cultural de Asturias, cuando no sea subsanado mediante 
su retorno.

d) La presentación, de forma maliciosa, de información incompleta o inexacta en los 
informes técnicos que acompañen a las peticiones de licencias o autorizaciones para obras o 
intervenciones sobre bienes que formen parte del Patrimonio Cultural de Asturias.

e) La presentación, de forma maliciosa, de información incompleta o no veraz en las 
comunicaciones referentes al traslado fuera de Asturias de bienes que formen parte del 
Patrimonio Cultural de Asturias.

f) El incumplimiento de las suspensiones de obras ordenadas por la autoridad 
competente, infracción que se producirá cuantas veces sea reiterado e incumplido el 
requerimiento.

g) El incumplimiento de la obligación de comunicar los descubrimientos casuales de 
restos o bienes que formen parte del patrimonio arqueológico asturiano.

h) La realización de actividades arqueológicas no autorizadas, incluyendo el empleo de 
detectores de metales en zonas en donde se presuma la existencia de restos arqueológicos.

i) La reiteración de faltas leves.

Artículo 109.  Infracciones muy graves.

Se consideran infracciones administrativas de carácter muy grave:

a) La destrucción de Bienes de Interés Cultural, cuando sea intencionada o medie grave 
irresponsabilidad.
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b) La destrucción de yacimientos y restos arqueológicos de importancia significativa, 
cuando medie intencionalidad o incumplimiento de medidas de precaución, incluyendo el 
seguimiento arqueológico, expresamente dictadas por la Administración.

c) La destrucción de otros yacimientos arqueológicos, cuando medie incumplimiento de 
orden de suspensión de obras.

d) La destrucción de bienes incluidos en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias 
cuando éstos tengan importancia ostensible o cuando su destrucción sea consecuencia del 
reiterado incumplimiento de obligaciones sobre las que se hayan producido requerimientos 
de la Administración competente.

e) La reiteración de faltas graves.

Artículo 110.  Sujetos responsables.

Son responsables de las infracciones de esta Ley, además de las personas que tienen la 
responsabilidad directa en su comisión:

a) Los promotores, constructores y técnicos, por lo que respecta a la realización de obras 
con incumplimiento de orden de suspensión.

b) Los que de acuerdo con el Código Penal, tienen la consideración de autores, 
cómplices o encubridores, por lo que respecta a la realización de intervenciones 
arqueológicas no autorizadas.

c) Las autoridades y empleados públicos encargados de hacer cumplir la presente Ley 
cuando consientan o encubran su incumplimiento, sin perjuicio de que pudiera proceder la 
calificación como delito.

Artículo 111.  Sanciones.

1. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden, por la comisión 
de las infracciones administrativas tipificadas en la presente Ley se aplicarán las sanciones 
siguientes:

a) Para las infracciones leves, multa de entre 15.000 y 500.000 pesetas.
b) Para las infracciones graves, multa de entre 500.000 y 25.000.000 de pesetas.
c) Para las infracciones muy graves, multa de entre 25.000.000 y 150.000.000 de 

pesetas.

2. La cuantía de las sanciones administrativas fijadas en el apartado anterior se graduará 
de acuerdo con la reincidencia, la intencionalidad, el beneficio económico que se pretendía 
obtener, la importancia del bien y la repercusión del daño sobre el Patrimonio Cultural de 
Asturias o de los riesgos que se hayan producido para este.

3. No tienen la consideración de sanciones las multas coercitivas, las ejecuciones 
subsidiarias o las limitaciones en la dirección de actividades arqueológicas previstas en la 
presente Ley.

Artículo 112.  Comiso.

El órgano competente para incoar y tramitar los expedientes sancionadores puede 
acordar como medida cautelar el comiso de los utensilios y materiales empleados en la 
actividad ilícita.

Artículo 113.  Órganos competentes.

1. Corresponde a los Ayuntamientos la competencia para incoar y tramitar los 
expedientes sancionadores por las infracciones tipificadas en la presente Ley, así como para 
la imposición de las sanciones correspondientes, cuando se refieren a la realización de 
obras o intervenciones que deban ser autorizadas por los mismos, sin intervención de la 
Consejería de Educación y Cultura.

2. Corresponde a la Consejería de Educación y Cultura la competencia para incoar y 
tramitar los expedientes sancionadores por las infracciones tipificadas en la presente Ley en 
los restantes casos.
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3. La competencia para la imposición de sanciones en los expedientes a que hace 
referencia el apartado 2 corresponde:

a) Al titular de la Consejería de Educación y Cultura para sanciones de hasta 25.000.000 
de pesetas.

b) Al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para sanciones de más de 
25.000.000 de pesetas.

4. Cuando los Ayuntamientos no inicien las actuaciones sancionadoras a que se refiere 
el apartado 1 o cuando dieran lugar con su pasividad a la paralización de las ya iniciadas, el 
titular de la Consejería de Educación y Cultura, de oficio o a petición de interesado, advertirá 
al Ayuntamiento de la necesidad de iniciar o concluir la tramitación del expediente, 
señalando, a tal efecto, el plazo que razonablemente estime adecuado y que nunca será 
inferior a un mes, transcurrido el cual sin reacción positiva, la autoridad autonómica podrá 
actuar por vía de sustitución asumiendo la ejecución de las funciones omitidas.

Artículo 114.  Prescripción de las infracciones y plazo de resolución del expediente 
sancionador.

1. Las infracciones administrativas leves y graves prescriben a los cinco años desde el 
día en que la infracción se hubiera cometido, salvo las de carácter muy grave que prescriben 
a los diez años.

2. El plazo de resolución de los procedimientos sancionadores es de dieciocho meses.
3. La imposición de sanciones administrativas en materia de patrimonio cultural se 

ajustará al procedimiento sancionador general de la Administración del Principado de 
Asturias.

Disposición adicional primera.  Áreas de rehabilitación integrada.

Los Conjuntos Históricos, con expediente de declaración incoado con anterioridad a la 
entrada en vigor de la Ley y los ya declarados, tendrán la consideración de áreas de 
rehabilitación integrada a los efectos de los Reales Decretos 81/1989 y 726/1993, de 14 de 
mayo, de financiación de actuaciones protegibles en materia de rehabilitación de inmuebles 
y se incluirán necesariamente en el Programa de Actuación Territorial sobre rehabilitación y 
remodelación en cascos urbanos y rurales previstos en las Directrices Regionales de 
Ordenación del Territorio (Directriz 5.5).

Disposición adicional segunda.  Cambio de régimen jurídico de determinados elementos.

Los bienes a que hace referencia la disposición adicional Segunda de la Ley 16/1985, de 
Patrimonio Histórico Español en el territorio del Principado de Asturias, sólo tendrán la 
consideración de Interés Cultural cuando individualmente así sean declarados.

Disposición adicional tercera.  Protección del Prerrománico Asturiano.

1. Gozarán de atención singular los testimonios de la arquitectura y el arte prerrománico 
asturiano.

2. Mediante planes específicos en colaboración con los Ayuntamientos, la Diócesis y, en 
su caso, el Estado, el Principado de Asturias establecerá sistemas de vigilancia y control 
periódico de los monumentos que integran este conjunto y de visita pública guiada. 
Asimismo, se promoverá la dignificación de su entorno tomando en cuenta el objetivo de 
favorecer la comprensión histórica de dichos bienes y su difusión fuera de la región.

Disposición adicional cuarta.  Protección del arte parietal y rupestre prehistórico.

1. Gozarán de atención singular las muestras de arte parietal y rupestre prehistórico. El 
Principado de Asturias establecerá sistemas de seguimiento detallado de su estado de 
conservación, utilizando para ello las técnicas científicas precisas, y adoptará las medidas 
necesarias para que no se produzcan en su entorno alteraciones que signifiquen riesgos 
para la misma.
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2. Mediante museos, aulas didácticas y, en su caso, visitas guiadas se favorecerá su 
comprensión histórica. Asimismo, mediante programas específicos, se promoverá su estudio 
científico y su difusión fuera de la región.

Disposición adicional quinta.  Protección de los trayectos asturianos del Camino de 
Santiago.

1. El Principado de Asturias protegerá el conjunto de vías históricas formado por los 
trayectos asturianos del Camino de Santiago y fomentará la colaboración en su difusión y 
puesta en valor cultural con las demás comunidades por las que transcurre dicha ruta de 
peregrinación.

2. Serán objeto de delimitación específica los restos históricos vinculados al Camino, así 
como el conjunto de las áreas afectadas por su protección, para las que se establecerá una 
norma urbanística con rango de Plan Especial. En tanto no se proceda a delimitación 
definitiva del conjunto protegido, tendrá validez la delimitación provisional actualmente 
vigente o la que en su lugar se establezca con el mismo carácter provisional.

3. En las zonas afectadas por la delimitación provisional en que no existan restos 
históricos vinculados al Camino corresponderá a los Ayuntamientos velar por que las 
edificaciones que se realicen y, en general, las actuaciones urbanísticas se ajusten a una 
calidad de diseño adecuada a su naturaleza cultural. De acuerdo con lo que dispone el 
apartado 4 del artículo 7 de la presente Ley podrán solicitar al respecto dictamen de la 
Consejo del Patrimonio Cultural de Asturias en los casos en que lo consideren oportuno.

Disposición adicional sexta.  Incorporación de bienes inventariados.

Los bienes conservados dentro del territorio del Principado de Asturias que, con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, formen parte del Inventario General de Bienes 
Muebles del Patrimonio Histórico Español se incluirán de oficio y sin necesidad de trámites 
adicionales en el Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias, quedando sometidos al 
régimen jurídico que para estos bienes la presente Ley establece.

Disposición adicional séptima.  Protección del patrimonio geológico y paleontológico.

Se faculta al Gobierno del Principado de Asturias para establecer mediante Decreto una 
normativa específica que, atendiendo a sus circunstancias específicas, aplique el régimen de 
protección del patrimonio cultural a las áreas de interés geológico y paleontológico más 
relevantes, aun cuando no se den en ellas las circunstancias a que hace referencia el 
apartado 3 del artículo 1 de la presente Ley. De la misma forma, se regularán las actividades 
geológicas y paleontológicas.

Disposición adicional octava.  Cultura oral y memoria social y artística.

Atendiendo a la especial naturaleza y situación de riesgo del patrimonio cultural 
asturiano, representado a través de los archivos y documentación de los grupos artísticos y 
de las asociaciones culturales, de la memoria de las personas, de sus vivencias y 
testimonios de nuestra cultura tradicional e historia social y política reciente, como la 
industrialización, el desarrollo del movimiento obrero, o la inmigración y emigración, se 
diseñará de forma urgente un plan específico de investigación y conservación de dichos 
testimonios.

Asimismo, ateniendo a la naturaleza efímera de diferentes expresiones artísticas, 
especialmente el teatro pero también otras por sus características de instantaneidad, 
procurará, con la colaboración de los creadores, la preservación de dichas manifestaciones a 
través de los soportes adecuados, posibilitando su conservación y conocimiento. En este 
sentido, se establecerán las medidas y recursos necesarios.

Disposición adicional novena.  Colaboración del Principado de Asturias con la Iglesia 
Católica.

Con objeto de mantener el sistema de colaboración existente entre ambas instituciones, 
establecido en el Acuerdo de 18 de febrero de 1987, entre el Principado de Asturias y la 
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Archidiócesis de Oviedo, sobre Asuntos Culturales, el Principado de Asturias favorecerá el 
mantenimiento de la Comisión Mixta establecida en el mismo, con las funciones, 
composición y funcionamiento prescritas en dicho Acuerdo. A través de ella se analizarán los 
problemas relativos a la protección, conservación, restauración y difusión del patrimonio 
cultural afectado, con sujeción a lo dispuesto en la presente Ley, muy especialmente en lo 
relativo a seguridad y preservación física, compatibilidad entre los usos religiosos y otras 
funciones de carácter cultural, acceso a los investigadores y disfrute público.

Disposición transitoria primera.  Procedimientos incoados con anterioridad.

Los procedimientos de declaración de Bienes de Interés Cultural que se hayan iniciado y 
no resuelto con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley se regirán por la nueva 
normativa. Respecto de los mismos, el plazo de resolución a que hace referencia el apartado 
2 del artículo 17 se amplía a cinco años a contar desde dicha entrada en vigor.

Disposición transitoria segunda.  Entornos de protección.

Será obligatoria la delimitación de los entornos de protección de los bienes inmuebles 
declarados de Interés Cultural con anterioridad a 1985, o con expediente de declaración 
incoado y no resuelto con anterioridad a esa misma fecha.

Disposición transitoria tercera.  Protección preventiva de bienes.

1. Con vistas a su protección preventiva, los bienes a que hace referencia el apartado 2 
de esta disposición transitoria quedan sometidos al régimen de los bienes incluidos en el 
Inventario del Patrimonio Cultural de Asturias hasta el 31 de diciembre de 2015, salvo que 
expresamente la Consejería competente en materia de cultura deseche su inclusión. El 
Principado de Asturias adoptará las medidas precisas para que antes de que finalice el 
mencionado plazo se haya producido la inclusión individualizada en el Inventario del 
Patrimonio Cultural de Asturias de cuantos bienes reúnan los méritos y condiciones para 
ello.

2. Los bienes afectados por la previsión del apartado 1 son los siguientes:

a) Las edificaciones y, en general, los inmuebles construidos con anterioridad al año 
1800, incluyendo puentes y obras singulares de infraestructura, aun cuando se encuentren 
en estado de ruina.

b) Las muestras más destacadas de la arquitectura y de la ingeniería moderna y 
contemporánea, con la excepción a que hace referencia el artículo 23 de esta Ley.

c) Las iglesias parroquiales, casas rectorales, ermitas, capillas, capillas de ánimas, 
cruceros, cruces y señales religiosas, erigidas con anterioridad al año 1900.

d) Los edificios de mercados, las plazas de toros y las salas de espectáculos construidos 
con anterioridad al año 1960.

e) Los espacios en que se presuma la existencia de restos arqueológicos significativos.
f) Los testimonios más reseñables de la historia industrial de la región.
g) Los hórreos, paneras y cabazos que constituyan muestras notables por su talla y 

decoración o características constructivas, por formar conjuntos o, en todo caso, ser de 
construcción anterior al año 1850. Las construcciones tradicionales con cubierta vegetal, los 
conjuntos de abrigos de pastores y ganado con cubierta de piedra, los molinos e ingenios 
hidráulicos de carácter tradicional.

h) Los escudos, emblemas, piedras heráldicas y cruces de término de factura anterior al 
año 1950.

i) Las colecciones notables de titularidad pública o privada de fotografías, zoología, 
botánica, bienes de interés arqueológico, paleontológico, documental, artístico, etnográfico, 
bibliográfico, mineralógico o relacionados con la historia de la industria o la tecnología, 
incluyendo las filatélicas y numismáticas, de acuerdo con los criterios de valor económico 
que reglamentariamente se establezcan.

j) Las obras de arte pertenecientes a los entes públicos y eclesiásticos.
k) Los instrumentos musicales, las inscripciones y los sellos grabados de factura anterior 

al año 1900.
l) Bocaminas y castilletes anteriores a 1950.
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A efectos de lo dispuesto en el apartado 1 se entenderán incluidos en las letras b) y f) las 
muestras de la arquitectura moderna y contemporánea y los testimonios de la historia 
industrial que se encuentren recogidas con el nivel de protección integral en la normativa 
urbanística de los respectivos concejos en el momento de entrada en vigor de la presente 
Ley, sin perjuicio de que, mediante resolución de la Consejería de Educación y Cultura, se 
amplíe esta protección preventiva a otros elementos de semejante interés.

3. En tanto no se proceda a su estudio individualizado o se proceda a la aprobación de 
los Catálogos urbanísticos de protección que incluyan los elementos de interés etnográfico 
de los concejos correspondientes, quedan acogidos al régimen de protección integral, tal 
como éste se contempla en la legislación urbanística, los siguientes elementos:

a) Hórreos, paneras y cabazos de construcción anterior a 1940 que conserven su 
fisonomía tradicional y su vinculación al entorno propio.

b) Edificaciones de cubierta vegetal.
c) Ferrerías antiguas. Molinos, mazos y batanes.
d) Ermitas, capillas, capillas de ánimas, cruceros, cruces y señales piadosas de factura 

tradicional colocadas en lugares públicos.
e) Conjuntos de refugios de ganado y pastores de alta montaña.
f) Llagares antiguos de sidra y vino.
g) Lavaderos y fuentes de factura tradicional.
h) Puentes de piedra de factura tradicional.
i) Espacios dedicados a juegos tradicionales que conserven su propia fisonomía y estén 

contextualizados con su entorno.

Las obras e intervenciones sobre dichos elementos que puedan suponer alteración grave 
de sus valores culturales requerirán autorización de la Consejería de Educación y Cultura.

4. Si un Ayuntamiento entendiera que los catálogos vigentes en su término municipal 
previamente a la aprobación de la presente Ley se ajustan ya a las previsiones de esta en 
materia de patrimonio etnográfico, no procediendo, por tanto, en ese caso la aplicación 
genérica del régimen de protección mencionado en el apartado 3, deberá comunicarlo a la 
Consejería de Educación y Cultura, que emitirá informe al respecto.

5. Los Ayuntamientos adoptarán las medidas necesarias para proceder, en el plazo 
máximo de diez años, a la adaptación de su normativa urbanística a lo dispuesto en la 
presente Ley. En tanto no se proceda a ello, los bienes recogidos en catálogos urbanísticos 
de protección a los que en virtud de esta Ley no sean aplicables normas específicas, se 
regirán por lo dispuesto en la legislación urbanística existente en aquel momento, con las 
salvedades que se derivan de la aplicación de los números 1 y 2 de la presente disposición 
transitoria.

Disposición transitoria cuarta.  Colaboración en la elaboración del Inventario y en la 
tramitación de expedientes de declaración como Bien de Interés Cultural.

A efectos de agilizar la tramitación de la información actualmente disponible y de una 
más eficaz protección de los bienes que forman parte del Patrimonio Cultural de Asturias, la 
Universidad de Oviedo y el Real Instituto de Estudios Asturianos establecerán comisiones de 
especialistas para la emisión de los informes a que hacen referencia el apartado 3 del 
artículo 16 y el apartado 1 del artículo 24 de esta Ley en los plazos establecidos en la 
misma.

Disposición transitoria quinta.  Incumplimiento de la obligación de depósito legal.

En tanto que, en el marco de la legislación sobre el libro y bibliotecas del Estado o de la 
Comunidad Autónoma, no se dicten otras normas, la Consejería de Educación y Cultura 
velará por el cumplimiento de la obligación de depósito legal de impresos y otros materiales 
bibliográficos por quienes están sujetos a la misma y en los plazos y condiciones que 
procedan. El incumplimiento de dicha obligación será sancionado como infracción leve en los 
términos de la presente Ley.
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Disposición transitoria sexta.  Constitución del Consejo del Patrimonio Cultural y de la 
Comisión de Valoración de Bienes del Patrimonio Cultural de Asturias.

En el plazo de un año se procederá a la constitución del Consejo del Patrimonio Cultural 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la presente Ley. En cualquier caso, en tanto no 
se proceda a la misma sus funciones serán asumidas por la actual Comisión de Patrimonio 
Histórico. En el plazo de un año se procederá, asimismo, a la constitución de la Comisión de 
Valoración de Bienes del Patrimonio Cultural de Asturias a que hace referencia el artículo 8.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para dictar las 

disposiciones de aplicación y desarrollo de esta Ley que sean necesarias, y, en particular, 
para actualizar la cuantía de las sanciones establecidas en el artículo 111 de esta Ley.

Disposición final segunda.  
En todo lo no previsto en esta Ley será de aplicación la Ley 16/1985, de 25 de junio, de 

Patrimonio Histórico Español.
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§ 36

Ley 7/1988, de 5 de diciembre, por la que se reorganiza el Instituto 
de Estudios Asturianos

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 293, de 21 de diciembre de 1988

«BOE» núm. 18, de 21 de enero de 1989
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1989-1485

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley por la que se reorganiza el Instituto de 
Estudios Asturianos.

EXPOSIClÓN DE MOTIVOS

I

La creación del Instituto de Estudios Asturianos respondió a la finalidad de contar con un 
organismo público de carácter provincial que, con personalidad jurídica y patrimonio propio, 
pero dependiente de la Diputación y sometido a su tutela, se dedicara a la investigación y 
estudio de las distintas ramas del saber que pudieran interesar al desarrollo cultural de la 
provincia, actuando en coordinación con el Consejo Superior de Investigaciones Científicas.

La primera manifestación oficial tendente a su creación vino constituida por un acuerdo 
de la Diputación, en su sesión de 2 de junio de 1945, teniendo lugar el acto de creación 
formal el 10 de octubre de 1945, fecha en que se aprueban sus primeros Estatutos, los 
cuales, a través del tiempo, experimentaron diversas modificaciones, habiendo sido 
aprobados los vigentes en sesión ordinaria de la Diputación de 27 de abril de 1978 y 
remitidos al Consejo Superior de Investigaciones Científicas a efectos de ratificación.

II

La justificación y oportunidad de la presente Ley viene dada tanto por el hecho de 
mejorar en la medida de lo posible este organismo, mediante una mayor dotación de medios 
por parte de la Administración del Principado de Asturias, como por la creación de un marco 
jurídico acomodado a las exigencias que la nueva situación demanda, al haber asumido la 
totalidad de las competencias de la Diputación la Comunidad Autónoma del Principado de 
Asturias, entendiéndose que la fórmula más adecuada es la de un Organismo autónomo 
previsto en la Ley de Entidades Estatales Autónomas y en la Ley General Presupuestaria 
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correspondiendo a la Junta general del Principado de Asturias, mediante Ley, la regulación 
de dicho marco jurídico de acuerdo con las exigencias impuestas por la Constitución y por su 
Estatuto de Autonomía [artículo 10.m)] y de conformidad con el artículo 18 de la Ley 1/1982, 
de 24 de mayo, de Organización y Funcionamiento de la Administración del Principado de 
Asturias, con las modificaciones introducidas por Ley 9/1983, de 12 de diciembre, que 
atribuye a dicha Junta General la facultad de creación, supresión o modificación de 
entidades o fundaciones del Principado de Asturias, mediante Ley en la que se determinará 
su régimen.

III

El contenido de la presente Ley viene determinado por la regulación del Instituto de 
Estudios Asturianos mediante una reestructuración del mismo, configurándolo como una 
Entidad con organización y personalidad propia, sin perjuicio de las vinculaciones que 
procedan con la Administración del Principado de Asturias, correspondiendo la presidencia 
de las reuniones de sus órganos colegiados de gobierno al titular de la Consejería de 
Educación, Cultura y Deportes, y regido por un Director, un Consejo General y las 
Comisiones Especializadas y Centros a los que corresponda la gestión de sus diversas 
tareas, todo ello a tenor del texto articulado que a continuación se dice.

TEXTO ARTICULADO

CAPÍTULO PRIMERO

Objeto, personalidad y sede

Artículo 1.º  .
El Instituto de Estudios Asturianos tiene como objetivo:

a) La investigación, el fomento y la orientación de los trabajos y estudios que tiendan a 
conservar, elevar e incrementar el acervo científico, cultural y artístico del Principado de 
Asturias en todos sus aspectos y en los más específicamente asturianos.

b) Fomentará además la cooperación y participación de los organismos públicos de la 
Comunidad Autónoma y las instituciones culturales, grupos sociales y centros asturianos de 
España y del extranjero, en un esfuerzo mancomunado en pro de la investigación, estudio y 
divulgación de la cultura regional.

Artículo 2.º  .
El IDEA es una Entidad de derecho público, dotada de personalidad jurídica y patrimonio 

propio, adscrita a la Comunidad Autónoma a través de la Consejería de Educación, Cultura y 
Deportes, a cuyo titular corresponderá presidir las reuniones de los órganos colegiados de 
gobierno del Instituto cuando asista a las mismas.

Artículo 3.º  .
La sede central del IDEA radica en la ciudad de Oviedo.

CAPÍTULO II

Miembros del Instituto

Artículo 4.º  .
Los miembros del IDEA responderán a las siguientes clases: Numerarios, 

Correspondientes y de Honor y Eméritos.
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Artículo 5.º  .
Los miembros numerarios responderán a las categorías de numerarios permanentes y 

de representación. Serán seleccionados entre personas de reconocido relieve científico, 
técnico, literario o artístico con residencia y domicilio en el Principado, de acuerdo con lo 
dispuesto en el capítulo siguiente.

Artículo 6.º  .
Los miembros correspondientes serán designados por el Consejo General a propuesta 

de la Junta Permanente. Su número no tiene limitación. Serán personas de reconocido 
relieve científico, técnico, literario o artístico.

Artículo 7.º  .
La distinción de miembro de honor se otorgará por el Consejo General, con carácter 

extraordinario, a personas notables.

Artículo 8.º  .
La distinción de miembro emérito recaerá sobre los miembros numerarios permanentes, 

y de forma vitalicia, al cumplir la edad de setenta y cinco años. Participarán en todas las 
actividades del IDEA y en el Consejo General, con voz pero sin voto.

CAPÍTULO III

Órganos de Gobierno

Artículo 9.º  .
Los órganos de gobierno del IDEA son el Director, el Consejo General y la Junta 

Permanente.

Artículo 10.  
1. Al Director corresponde la dirección y responsabilidad del funcionamiento del Instituto. 

Competen en particular al Director, las siguientes funciones:

a) Representar al Instituto.
b) Convocar y presidir las reuniones del Consejo General y Junta Permanente; dirigir sus 

deliberaciones y dirimir los empates mediante el voto de calidad.
c) Autorizar los gastos del Instituto cuya cuantía no exceda de un millón de pesetas, 

también ordenar los pagos de cualquier cuantía.
d) Resolver los asuntos de gestión ordinaria y, en general, ejercer las funciones que no 

estén expresamente atribuidas a los órganos colegiados, o que por los mismos le sean 
delegados.

2. El Director será elegido por el Consejo General en votación secreta celebrada al 
efecto entre los miembros de número.

Para resultar elegido, será preciso que en las dos primeras votaciones obtenga la 
mayoría absoluta; en la tercera votación, es suficiente la mayoría simple de votos emitidos 
por los miembros presentes.

La duración del cargo de Director será de cinco años. Podrá ser reelegido por una sola 
vez y por igual período.

El Director estará asistido por un Subdirector elegido por éste y ratificado por el Consejo 
General.

Artículo 11.  
El Consejo General es el órgano colegiado supremo de gobierno del IDEA y se integra 

por el Director y cuarenta y nueve miembros numerarios, de los cuales veintinueve serán 
permanentes y veintiuno representantes.
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Asimismo, formarán parte del Consejo General los miembros de honor, eméritos y 
correspondientes, con voz y sin voto.

Artículo 12.  
1. Los miembros numerarios permanentes serán propuestos en relación con sus 

relevantes méritos y elegidos por el Consejo General. Deben residir en el Principado y 
mantendrán su condición de tales hasta cumplir la edad de setenta y cinco años.

2. Los miembros numerarios representantes serán elegidos por las Entidades 
representadas, por períodos de cinco años.

3. Los miembros numerarios representantes se distribuirán del siguiente modo:

a) Cuatro, Universidad de Oviedo.
b) Dos, Colegios profesionales.
c) Siete, Junta General del Principado.
d) Dos, Consejo de Comunidades Asturianas.
e) Cinco, Fundaciones privadas de cultura, Academias y Asociaciones culturales.
f) Un miembro de la Academia de la Lengua Asturiana (Academia de la Llingua 

Asturiana).

4. Los miembros numerarios de representación serán elegidos entre personas de 
reconocida capacidad, de la siguiente forma:

a) Los correspondientes a la Universidad de Oviedo, en la forma y procedimiento que 
establezca dicha Institución.

b) Los correspondientes a los colegios profesionales, mediante votación nominal en la 
que participarán, con un voto para cada uno de los representantes, los colegios 
profesionales de ámbito regional legalmente inscritos como tales.

c) Los correspondientes a la Junta General del Principado, por los grupos con 
representación parlamentaria, mediante el sistema de representación proporcional de 
mayores restos.

d) Los correspondientes al Consejo de Comunidades, en la forma y precedimiento que 
establezca el mismo.

e) Para la elección de los correspondientes a las academias, asociaciones y fundaciones 
culturales más significativas, en tanto no dispongan dichas Entidades de Organismos 
representativos colectivos, se solicitará de las mismas el envío de propuestos, que en ningún 
caso podrá ser superior a cinco candidatos, resolviendo el Gobierno del Principado, previa 
consulta a un Organismo asesor cualificado, de acuerdo con las propuestas recibidas y con 
la relevancia cultural de las personas propuestas. Para la toma en consideración de una 
candidatura deberá ir avalada, al menos, por cinco Entidades legalmente constituidas dentro 
de Asturias.

f) El correspondiente de la Academia de la Lengua Asturiana (Academia de la Llingua 
Asturiana), en la forma y procedimiento que establezca dicha Institución.

Artículo 13.  
1. Corresponde al Consejo General las siguientes funciones:

a) Elegir al Director, a los miembros numerarios permanentes, a los de honor y 
correspondientes.

b) Aprobar los Reglamentos de régimen interior necesarios para el funcionamiento del 
Instituto.

c) Aprobar la propuesta de anteproyecto de presupuesto anual, que incluirá las plantillas 
de personal del Instituto, y elevarlo a los órganos correspondientes del Principado de 
Asturias.

d) Aprobar los planes de actuación del Instituto y de sus Comisiones y Centros, y 
designar a sus Presidentes.

e) Evacuar informes y dictámenes y realizar los estudios que le sean solicitados por la 
Junta General o por la Administración del Principado de Asturias.
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f) Aprobar las bases de las convocatorias para la provisión de las plazas vacantes de 
plantilla dotadas presupuestariamente, las cuales, en todo caso, habrán de ajustarse a los 
principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad.

g) Aprobar la Memoria anual del Instituto y elevarla al Consejo de Gobierno del 
Principado.

h) Formular a las Instituciones competentes las propuestas que considere oportunas 
para el desarrollo de los fines del Instituto.

2. No se admitirán votos delegados en las reuniones del Consejo General.

Artículo 14.  
1. La Junta Permanente es el órgano colegiado de gobierno y gestión del Instituto al que 

corresponde la coordinación y activación de las diversas funciones del mismo, y se integra 
por:

El Director del IDEA, como Presidente.
Los Presidentes de las Comisiones de Estudio y de los Centros de Investigación, 

elegidos entre los miembros de número permanentes.

2. Corresponde, en particular, a la Junta Permanente:

a) Preparar e informar los asuntos cuyo conocimiento y decisión está atribuida al 
Consejo General.

b) Autorizar los gastos de acuerdo con las normas presupuestarias.
c) Autorizar la contratación del personal al servicio del IDEA y fijar sus retribuciones que, 

en todo caso, deberán ajustarse a las del personal de la Administración del Principado de 
similar categoría y funciones.

d) Velar por la ejecución de los planes de actuación que apruebe el Consejo General y 
entender y resolver las iniciativas de los distintos órganos y dependencias del Instituto.

e) Ejercer cuantas funciones le delegue el Consejo General.

3. El Presidente, cuando la índole de los asuntos lo requiera, podrá convocar a las 
reuniones de la Junta a uno o varios miembros del Consejo General que actuarán con voz, 
pero sin voto.

Artículo 15.  
La gestión administrativa del Instituto será desarrollada por el Secretario General. El 

titular de la Secretaría ejercerá las funciones de Secretario del Consejo y de la Junta 
Permanente, prestando asesoramiento y asistencia técnica, jurídica y administrativa y dando 
fe de sus acuerdos. Será el Jefe del personal administrativo y subalterno.

El Secretario general será designado por la Consejería de Educación, Cultura y 
Deportes, previo el correspondiente proceso selectivo, entre funcionarios del Principado de 
Asturias, en que será oída la Junta Permanente.

Artículo 16.  
El cargo de Director será retribuido.
Los demás cargos podrán tener una remuneración de representación con cargo al 

presupuesto anual y con la debida aprobación del Consejo General.

CAPÍTULO IV

Órganos de estudio e investigación

Artículo 17.  
El Instituto de Estudios Asturianos desarrollará su actividad científica por medio de 

Comisiones de trabajo y Centros de Estudios e Investigación.
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Artículo 18.  
Las Comisiones serán permanentes o temporales:

Las Comisiones permanentes serán las siguientes:

1. Comisión de «Lingüística», «Literatura» y «Tradiciones».
2. Comisión de «Historia», «Geografía», «Antropología», «Folklore» y «Etnografía».
3. Comisión de «Artes», «Arquitectura y Urbanismo».
4. Comisión de «Derechos», «Ciencias Sociales y Económicas».
5. Comisión de «Ciencias de la Naturaleza» y «Tecnología».

La Junta Permanente podrá crear Comisiones temporales a propuesta de cualquier 
miembro del IDEA, previa autorización del Consejo General.

Cada Comisión tendrá un Presidente que será elegido por el Consejo General, a 
propuesta de la Junta Permanente, entre los miembros numerarios permanentes.

Las Comisiones estarán formadas por los miembros del IDEA que manifiesten su deseo 
de participar en las actividades de las mismas.

En las Comisiones temporales podrán participar, a invitación de las mismas, 
especialistas que no sean miembros del IDEA.

Artículo 19.  
Los Centros de Estudio e Investigación son elementos esenciales para la actividad 

funcional del Instituto. Los Centros propios de la Institución son los siguientes:

1. Biblioteca y Archivo.
2. Centro de Publicaciones del IDEA.
3. Centros de Investigación Científica y Tecnológica.

Artículo 20.  
La Biblioteca y Archivo del IDEA desarrollarán labores de apoyo a la investigación 

asturianista, coordinando su funcionamiento con las restantes Bibliotecas y Archivos de la 
región, especialmente con la Biblioteca de Asturias y el Archivo Histórico de Asturias.

Artículo 21.  
El Centro de publicaciones se ocupará de la gestión de las revistas del IDEA y de las 

publicaciones no periódicas. Se editará un «Boletín de Ciencias» y otro de «Humanidades», 
cada uno de ellos con su respectivo Director, propuesto por la Junta Permanente entre 
miembros del Consejo General con especial preparación en la materia.

Artículo 22.  
Los Centros de Investigación Científica y Tecnológica serán preferentemente temporales 

y derivados de asociaciones o convenios de colaboración con otras Instituciones.
Se deberá desarrollar al máximo la colaboración con el Consejo Superior de 

Investigaciones Científicas.

Artículo 23.  
1. Los recursos económicos del Instituto están constituidos por:

a) Las aportaciones económicas que reciba dentro de los Presupuestos Generales del 
Principado.

b) Los productos y rentas de su patrimonio.
c) Las subvenciones, legados o aportaciones voluntarias que reciba de entidades 

particulares.
d) Los ingresos que obtenga por los servicios que preste.
e) Cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.
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2. Los bienes que adscriba la Comunidad Autónoma al Instituto conservarán su 
calificación jurídica originaria.

Artículo 24.  
Los bienes que el Instituto adquiera a título gratuito deberán destinarse al cumplimiento 

de los fines impuestos en las donaciones, herencias o legados, pudiendo los trasmitentes o 
sus herederos, en el caso de que no fueren empleados dichos bienes, en el grado que 
mereciere su valor científico o técnico o si no estuvieren cuidados o protegidos en la medida 
conveniente a su valor, pedir en cualquier tiempo su reversión por las vías legales 
procedentes.

CAPÍTULO V

De la disolución del Instituto

Artículo 25.  
En el caso de disolución, los derechos y bienes de todas clases que pertenezcan al 

Instituto, pasarán al Principado de Asturias, quién se hará cargo a la vez de las obligaciones 
contraídas y no solventadas por el mismo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
Los miembros numerarios, correspondientes y de honor existentes a la entrada en vigor 

de la presente Ley, conservarán su condición en los términos previstos en la misma.
Se amortizará progresivamente el número actual de miembros de número hasta llegar a 

los 29 previstos en la presente Ley.

Segunda.  
Mientras no sea aprobado el Reglamento interno del Instituto, el funcionamiento de sus 

órganos colegiados de gobierno se ajustará, en lo no previsto en la presente Ley, a lo 
dispuesto en el capítulo II del título Primero de la Ley de Procedimiento Administrativo.

Tercera.  
Hasta que se constituyan y designen los órganos de gobierno y gestión del Instituto, 

continuarán en sus funciones los órganos de gobierno constituidos al amparo de los 
Estatutos que por la presente Ley se derogan, para los actos de gestión ordinaria del mismo.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Quedan derogados los Estatutos del Instituto de Estudios Asturianos, aprobados por la 

Diputación Provincial de Oviedo en sesión de 27 de abril de 1978.

DISPOSICIÓN FINAL
Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar las normas precisas para el desarrollo de 

la presente Ley, que entrara en vigor al día siguiente de su completa publicación en el 
«Boletín Oficial del Principado» y de la provincia.
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§ 37

Ley 8/1988, de 13 de diciembre, por la que se autoriza la 
modificación de los Estatutos de la Fundación Pública «Centro 
Regional de Bellas Artes», y se crea el Organismo autónomo 

Orquesta Sinfónica del Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 3, de 4 de enero de 1989
«BOE» núm. 18, de 21 de enero de 1989

Última modificación: 31 de diciembre de 2003
Referencia: BOE-A-1989-1486

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de 
Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley por la que se autoriza la 
modificación de los Estatutos de la Fundación Pública «Centro Regional de Bellas Artes», y 
se crea el Organismo autónomo Orquesta Sinfónica del Principado de Asturias.

CAPÍTULO I

De la modificación de los Estatutos de la Fundación Pública «Centro Regional 
de Bellas Artes»

Artículo 1.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para que, en el plazo de tres meses, y previa 

audiencia del Ayuntamiento de Oviedo, proceda a la modificación de los Estatutos de la 
Fundación Pública «Centro Regional de Bellas Artes», excluyendo de sus fines la titularidad 
y gestión de la Orquesta Sinfónica de Asturias, y acomode a la realidad actual de la 
Administración Regional la composición de sus órganos de Gobierno y demás preceptos 
estatutarios afectados por la asunción por el Principado de Asturias de las competencias, 
medios y recursos de la Diputación Provincial de Oviedo, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 20 de la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre de Estatuto de Autonomía para 
Asturias, conforme a lo establecido en los artículos siguientes del presente capítulo.

Artículo 2.  
La Fundación Pública pasará a denominarse «Centro Regional de Bellas Artes», y tendrá 

como objetivos básicos llevar la gestión del Museo de Bellas Artes de Asturias, promover el 
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conocimiento y acceso de los asturianos a las artes plásticas en sus diversas 
manifestaciones y favorecer su difusión mediante el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Conservar y enriquecer la colección del Museo de Bellas Artes de Asturias, así como 
exhibirla sistemáticamente para su contemplación y estudio.

b) Desarrollar programas de exposiciones temporales y programas de acción cultural y 
divulgativa para facilitar el acceso del público a la colección y exposiciones del Museo.

c) Prestar servicios de información, documentación y asesoramiento en el ámbito de su 
competencia.

d) Desarrollar programas de colaboración y cooperación con otros museos, 
universidades e instituciones que contribuyan a la mejor realización de sus fines.

Artículo 3.  
El Centro Regional de Bellas Artes tendrá la naturaleza de organismo autónomo, adscrito 

a la Consejería de Educación, Cultura y Deportes.

Artículo 4.  
1. Son órganos de gobierno y administración del centro:
La Presidencia.
La Junta de Gobierno.
El Director.

2. La Presidencia estará integrada por un Presidente, designado por el Consejo de 
Gobierno de la Comunidad Autónoma, al que corresponderá presidir la Junta de Gobierno y 
dirigir e impulsar las actividades del Centro, ejerciendo con relación al mismo las 
competencias no reservadas específicamente a los restantes órganos del Centro, y el 
Vicepresidente, designado por el Ayuntamiento de Oviedo, que sustituirá al Presidente en los 
casos de ausencia, vacante o enfermedad y ejercerá las funciones que éste expresamente le 
delegue.

3. La Junta de Gobierno se integrará por el Presidente, el Vicepresidente, nueve vocales, 
de los que seis serán designados por la Comunidad Autónoma y tres por el Ayuntamiento de 
Oviedo, una persona designada por la Consejería competente en materia de economía, 
quien ostente la titularidad de la dirección general con competencia en materia de museos, y 
la persona titular de la dirección del centro, que ejercerá las funciones de secretaría de la 
Junta con voz y sin voto.

Competerá a la Junta aprobar los planes de actividades del centro, señalar las directrices 
generales de actuación, aprobar el proyecto de presupuesto anual previa conformidad del 
Ayuntamiento de Oviedo, visar la cuenta general del presupuesto y de administración del 
patrimonio para su aprobación por la Comunidad Autónoma, aprobar el inventario de bienes 
del centro, nombrar y separar al director, proponer a la Comunidad Autónoma la aprobación 
y modificación de la plantilla de personal del centro y acordar el ejercicio de las acciones 
pertinentes en defensa de los intereses del mismo.

4. Corresponderá al Director la dirección administrativa del centro, ostentando la Jefatura 
del personal del mismo, ordenar los pagos y ejecutar los acuerdos de la Junta de Gobierno y 
las resoluciones de su Presidente, así como cuantas funciones le sean delegadas.

Artículo 5.  
El régimen de sesiones y acuerdos de la Junta de Gobierno se adaptará a lo establecido 

para los órganos colegiados en el capítulo II del título I de la vigente Ley de Procedimiento 
Administrativo.

Artículo 6.  
Para el cumplimiento de sus fines se asignan al «Centro Regional de Bellas Artes» el 

inmueble denominado Palacio de Velarde y el sitio en la calle Rúa, número 8, de Oviedo, 
sede actual del Museo de Bellas Artes de Asturias, y contará con los siguientes recursos 
económicos:
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a) Las aportaciones del Principado de Asturias y del Ayuntamiento de Oviedo al 
presupuesto del Centro, que estarán siempre en la proporción de dos a uno.

b) Los ingresos de derecho público o privado que le corresponda percibir, y
c) Las subvenciones, donaciones, herencias y aportaciones que reciba de otras 

personas públicas o privadas.

CAPÍTULO II

De la creación del Organismo autónomo Orquesta Sinfónica del Principado de 
Asturias

Artículo 7.  
Se crea la Orquesta Sinfónica del Principado de Asturias con el carácter de Organismo 

autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, adscrito a la Consejería de 
Educación, Cultura y Deportes.

Artículo 8.  
Corresponde a la Orquesta Sinfónica del Principado de Asturias difundir la música 

mediante actuaciones a desarrollar prioritariamente en el conjunto de la región y la 
realización de grabaciones y transmisiones por radio, televisión u otros medios técnicos de 
comunicación. Asimismo atenderá la interpretación y promoción de la música regional en 
colaboración con coros, solistas, agrupaciones e intérpretes, y, en su caso, participará en las 
diversas manifestaciones de la actividad musical que se promuevan en la Comunidad 
Autónoma.

Artículo 9.  
Son órganos de gobierno y administración de la Orquesta Sinfónica del Principado de 

Asturias el Consejo Rector, el Presidente y el Gerente.

Artículo 10.  
1. El Consejo Rector estará constituido de la siguiente forma:

Presidente: El Consejero de Educación, Cultura y Deportes.
Vocales: Ocho, en representación de la Comunidad Autónoma, cuatro de los cuales 

serán designados por la Junta General del Principado, y los cuatro restantes por el Consejo 
de Gobierno.

El Gerente del Organismo.
El Director técnico de la Orquesta.
Un representante de la Orquesta elegido por sus componentes.

2. El Consejo Rector se reunirá en sesión ordinaria dos veces al año, y con carácter 
extraordinario, cuando sea convocado por el Presidente, por decisión propia o a solicitud 
motivada de un tercio de sus miembros.

3. Todos los miembros del Consejo tendrán voz y voto en las reuniones, debiendo asistir 
para su válida constitución la mitad más uno de los mismos. Los acuerdos serán adoptados 
por mayoría simple y dirimirá los empates el voto del Presidente.

4. Son funciones del Consejo Rector:

a) Ejercer la alta dirección del Organismo.
b) Conocer y aprobar los planes generales de programación y actuación del mismo.
c) Aprobar los proyectos de presupuestos del Organismo que incluirán las plantillas de 

su personal.
d) Aprobar la Memoria anual.

Artículo 11.  
Al Presidente corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Ostentar la representación del Organismo.
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b) Ordenar los gastos y autorizar los contratos en cuantía superior a cinco millones de 
pesetas.

c) Preparar, con la colaboración del Gerente, el anteproyecto de presupuesto anual.
d) Autorizar el ejercicio de acciones para la defensa de los intereses del Organismo.

Artículo 12.  
1. El Gerente del Organismo será nombrado por el Consejero de Educación, Cultura y 

Deportes, por designación libre, previa convocatoria pública e informe favorable del Consejo 
Rector.

2. Corresponde al Gerente:

a) Cuidar la ejecución de los acuerdos del Consejo Rector y de las resoluciones del 
Presidente del Organismo.

b) Ejercer las funciones necesarias para realizar los programas y actividades del 
Organismo que no estén expresamente atribuidos al Consejo Rector o al Presidente.

c) Asumir la ordenación de los gastos que no competan al Presidente, y la de los pagos.
d) Asumir la dirección administrativa del Organismo.
e) Ejercer la administración, gestión y recaudación de los derechos económicos del 

Organismo.
f) Autorizar los contratos públicos y privados cuando por su cuantía no corresponda al 

Presidente.
g) Ejercer la Jefatura del Personal del Organismo.
h) Preparar los estudios y propuestas previos a la adopción de acuerdos y resoluciones 

por el Consejo Rector y su Presidente, y desempeñar cuantas otras funciones no estén 
expresamente reservadas a éstos.

Artículo 13.  
Constituyen la hacienda y recursos del Organismo:

a) Los bienes que la Comunidad Autónoma le adscriba para el cumplimiento de sus fines 
específicos.

b) Los productos y rentas de los bienes que adquiera y de los que se le adscriban.
c) Las aportaciones que se le asignen en los Presupuestos Generales de la Comunidad 

Autónoma.
d) Los ingresos que produzcan las actuaciones artísticas en cualquiera de las 

modalidades descritas en el artículo 8.º de la presente Ley.
e) Las subvenciones y aportaciones voluntarias de otros Organismos, Entidades y 

particulares.
f) Cualquier otro que pudiera serle asignado.

Artículo 14.  
Para el desarrollo de las funciones de difusión musical instrumental que se atribuyen al 

Organismo en el artículo 8.º de la presente Ley, se formará un conjunto de carácter sinfónico 
que llevará la misma denominación. Su organización y funcionamiento se regulará por un 
Reglamento de régimen interior, cuya aprobación corresponderá al Consejo de Gobierno, a 
propuesta del Consejero de Educación, Cultura y Deportes, previa audiencia del Consejo 
Rector del Organismo.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
1. A partir de la fecha en que sea publicada la aprobación de la modificación de los 

Estatutos de la Fundación Pública «Centro Regional de Bellas Artes» que se autoriza en la 
presente Ley, la Consejería de Educación, Cultura y Deportes asumirá la gestión directa de 
la Orquesta Sinfónica de Asturias cuya plantilla se declara «a extinguir».
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2. Previa superación de las pruebas correspondientes, los profesores integrantes de la 
plantilla actual de la Orquesta Sinfónica de Asturias podrán incorporarse al conjunto de 
carácter sinfónico que formará el Organismo autónomo Orquesta Sinfónica del Principado de 
Asturias, creado por la presente Ley, con derecho al reconocimiento del tiempo de servicios 
prestados a la Administración Pública.

3. En todo caso, serán aceptadas y garantizadas las actuales condiciones económicas, 
profesionales y de vínculo jurídico de contratación de los integrantes de la actual plantilla de 
la Orquesta Sinfónica de Asturias.

Segunda.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para aprobar las disposiciones necesarias para el 

desarrollo de la presente Ley y para establecer las modificaciones presupuestarias 
oportunas en orden a tal finalidad.
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§ 38

Ley 5/1997, de 18 de diciembre, de academias en el ámbito del 
Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 300, de 30 de diciembre de 1997

«BOE» núm. 24, de 28 de enero de 1998
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1998-1810

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de academias en el ámbito 
del Principado de Asturias.

PREÁMBULO

En el marco de las competencias exclusivas que el Principado de Asturias tiene 
reconocidas en materia de fomento de la cultura, con especial referencia a sus 
manifestaciones regionales (artículo 10.1.14 del Estatuto de Autonomía), la presente Ley 
trata de tutelar y coordinar a las distintas academias científicas, artísticas y literarias 
radicadas en la comunidad.

Dentro del más estricto respeto a la autonomía organizativa y a la libertad intelectual que 
presiden el funcionamiento de las academias, en tanto que dichas corporaciones han sido 
desde su creación cuerpos asesores de la Administración y exponentes destacados de la 
cultura en sus diversos campos, el Principado de Asturias debe amparar a dichas entidades, 
procurando para las mismas un estatuto jurídico y unos medios materiales que las 
preserven, dado su actual estado de carencias, de una extinción de todo punto indeseable.

La Ley del Principado 7/1988, de 5 de diciembre, ya dio un primer paso en el sentido 
apuntado al incorporar una representación de las academias con sede en el Principado al 
hoy Real Instituto de Estudios Asturianos. Con la presente Ley se pretende garantizar la 
permanencia de dichas entidades y fomentar sus actividades, sin duda relevantes para la 
recuperación de Asturias, partiendo de que la prosperidad de los pueblos guarda directa 
relación con el cultivo de las artes, las ciencias y las humanidades. En este sentido en el 
ámbito de nuestra región existen diversas instituciones académicas nacidas al amparo de 
singulares regímenes jurídicos. Tal es el caso de la Real Academia de Medicina de Asturias, 
de la Academia Asturiana de Jurisprudencia, de la Academia de la Llingua Asturiana, que 
dentro de sus respectivas finalidades han venido teniendo una presencia activa en el ámbito 
cultural y científico asturiano.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

– 457 –



En todo caso, la presente Ley se promulga con independencia de las relaciones que las 
academias asturianas sigan manteniendo con el Instituto de España, con los Consejos 
Nacionales de Academias o con otras entidades tutelares de ámbito estatal.

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.

Esta Ley es de aplicación a las Academias que tengan su domicilio social en el 
Principado de Asturias y desarrollen su actividad corporativa principal en el ámbito territorial 
de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de la extraterritorialidad de otras actividades 
secundarias directamente conectadas con aquélla.

Artículo 2.  Naturaleza y fines.

1. Las academias constituidas conforme a la presente Ley son corporaciones de derecho 
público que tienen como finalidad principal la investigación en el campo de las artes, las 
ciencias o las letras.

2. Fuera del ámbito del Principado de Asturias las academias creadas conforme a las 
disposiciones de esta Ley tendrán la consideración que la legislación del Estado les atribuya.

Artículo 3.  Régimen estatutario.

1. Las academias se rigen por sus estatutos, que deberán contener como mínimo su 
denominación, domicilio, finalidad, medios institucionales y económicos, organización 
corporativa necesaria para su funcionamiento y derechos y deberes de los académicos.

2. Una vez aprobados los estatutos podrán ser elevados a escritura pública.

Artículo 4.  Creación.

1. La creación de las academias se realiza por decreto del Consejo de Gobierno, a 
iniciativa propia o mediante solicitud de los particulares, y gozan desde ese momento de 
personalidad jurídica y capacidad plena para el cumplimiento de sus fines.

2. El decreto de creación especificará expresamente la aprobación de los estatutos y la 
Consejería a que se refiere el artículo 5.1 de esta Ley.

Artículo 5.  Atribuciones del Principado de Asturias.

1. La función de fomento, ayuda y, en su caso, coordinación con las academias 
corresponde a las Consejerías que sean competentes por razón de la finalidad que cada una 
desarrolla.

2. Las funciones administrativas inherentes a la institución y régimen jurídico de 
funcionamiento de las academias corresponden a la Consejería de Cooperación.

Artículo 6.  Registro.

Adscrito a la Consejería de Cooperación se crea el Registro de Academias, con el 
carácter de registro administrativo público, en el que se inscribirán los actos de constitución, 
modificación y extinción de las academias, sus estatutos y las modificaciones que se 
produzcan, y los órganos de gobierno y dirección de aquéllas.

Artículo 7.  Uso de la denominación de academias.

1. A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, la denominación de academias sólo 
podrá ser utilizada por aquellas que consten inscritas en el registro creado al efecto.

2. No se reconocerá más de una academia en cada campo del saber ni con la misma 
denominación.

Artículo 8.  Funciones.

Además de las funciones señaladas estatutariamente, las academias podrán actuar 
como órganos asesores del Principado de Asturias, a los efectos del artículo 3 de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. También actuarán como asesores 
de los organismos públicos en las materias propias de su finalidad institucional.
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Disposición transitoria primera.  
En el plazo de seis meses las academias válidamente constituidas con anterioridad a la 

entrada en vigor de la presente Ley que tengan su domicilio social en el Principado de 
Asturias y desarrollen su actividad corporativa principal en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma, habrán de solicitar su inscripción en el Registro de Academias.

Disposición transitoria segunda.  
Transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior, las academias a que se refiere el 

mismo que no cumplan la obligación de inscripción no podrán gozar de los derechos y 
beneficios contemplados en la presente Ley.

Disposición transitoria tercera.  
Por resolución de la Consejería de Cooperación se determinará la inscripción en el 

Registro de las academias existentes y la especificación de la Consejería a que se refiere el 
artículo 5.1 de la presente Ley.

Disposición final.  
Se faculta al Consejo de Gobierno para que adopte las medidas necesarias y dicte las 

disposiciones adecuadas para el desarrollo, eficacia y ejecución de esta Ley.
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§ 39

Ley 2/1994, de 29 de diciembre, del deporte

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 10, de 14 de enero de 1995

«BOE» núm. 94, de 20 de abril de 1995
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1995-9682

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley del deporte.

PREÁMBULO

El fenómeno deportivo en la sociedad actual, adquiere una indudable relevancia 
sociológica, política y económica. Es evidente la importancia de la práctica deportiva en el 
desarrollo armónico e integral de las personas en sí mismas y en su dimensión social, en la 
mejora de la calidad de vida y en la sana utilización del ocio y el tiempo libre de los 
ciudadanos, además de revelarse como un eficaz instrumento de solidaridad y 
hermanamiento entre los pueblos.

La Carta Europea del Deporte para Todos, adoptada por la Conferencia de Ministros 
Europeos responsables del deporte, afirma rotundamente la práctica del deporte como un 
derecho general de los ciudadanos y el deber de los poderes públicos de impulsarla y 
estimularla de manera apropiada.

La Ley del deporte del Principado de Asturias responde al reconocimiento del particular 
interés que suscita en nuestra Comunidad Autónoma el fenómeno deportivo, según la 
especificidad del contexto geográfico y socio-económico asturiano.

Era necesario contar con el marco legal de referencia en el que basar la política 
deportiva autonómica y que permitiera la ordenación de los múltiples factores que son de 
obligada valoración en un Estado social y democrático de Derecho. Esta Ley, por tanto, no 
contempla el deporte como fenómeno sustantivo, aislado, sino que trata de su relación con la 
salud, la cultura, la educación y la actividad de los poderes públicos.

Su Título I contiene el conjunto de declaraciones y principios sobre la finalidad de la 
norma y en él se describen el desarrollo legislativo que se da al artículo 10.1.17 de nuestro 
Estatuto de Autonomía, el papel que desempeña cada una de las entidades territoriales 
competentes y las relaciones entre ellas, así como la realidad social acotada por la norma 
para su regulación: El deporte como hecho de interés público y social.

Se hace mención, por último, a aquellos sectores de esa realidad, respecto de los que se 
observa comúnmente una especial sensibilidad hacia dicho fenómeno o la necesidad de un 
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tratamiento jurídico diferenciado. El esfuerzo sistematizador de la Ley consecuente, en este 
sentido, con la concepción constitucional del deporte y su relación con derechos y principios 
como la salud, la participación o la protección al menor y al minusválido.

Partiendo de la misma concepción apuntada, se ordena a los poderes públicos del 
Principado su promoción e impulso, se otorgan potestades relacionadas con el amplio 
concepto de fomento adoptado y se limita este mandato en el respeto a la iniciativa privada, 
la descentralización y la coordinación interadministrativas, lo que es, a su vez, reflejo de los 
principios inspirados por la Constitución española en nuestro Estatuto de Autonomía.

En el Título II de la Ley se recoge el desglose de atribuciones y facultades sobre la 
materia y su reparto entre las dos Administraciones públicas competentes: La autonómica y 
la local, dando, con ello, contenido específico a los mandatos asumidos en el Título anterior 
y según los principios y bases que rigen la autonomía local, según su configuración 
constitucional, estatutaria y legal.

Por otra parte, el interés local por el deporte es creciente, así como la demanda de unos 
servicios e infraestructuras que concejos y mancomunidades suelen prestar con gran 
eficacia, dada su proximidad al ciudadano y su mejor conocimiento de las necesidades en su 
ámbito territorial. Precisamente, la gestión pública asociada que puedan llevar a cabo las 
mancomunidades y su potencial de desarrollo, han de ser reconocidos y aprovechados 
legalmente en favor de la promoción y práctica del deporte.

Las infraestructuras deportivas tienen su propio tratamiento en el Título III de la Ley. Su 
sustantividad, la adaptación de su régimen jurídico a los principios aludidos y su naturaleza 
de instrumento básico de la política deportiva, aconsejan la ordenación y regulación de sus 
aspectos esenciales por el Principado, al menos en lo que a sus competencias y a las de sus 
entidades locales concierne.

El Título IV establece las bases del régimen jurídico que rige la creación y 
funcionamiento de las asociaciones deportivas en Asturias. Se estima necesaria dicha 
regulación por ser ésta la expresión del origen expontáneo y colectivo del fenómeno. Por la 
misma razón, dicho régimen se inspira en los principios de respeto a la iniciativa privada, 
autoorganización, responsabilidad y tutela. Se trata con ello de abarcar en lo posible las 
múltiples alternativas experimentadas en este campo, dando incluso cabida a entidades no 
directamente relacionadas con el deporte, pero con interés legítimo en su promoción y 
práctica.

Se entiende que con dicha regulación, por otra parte, se cumple una pretensión más de 
nuestros poderes públicos: el fomento del asociacionismo y la participación de nuestros 
deportistas. Esto permite formar un sistema de relaciones basado en el conocimiento de las 
demandas y la posibilidad de su interlocución, agrupamiento y clarificación.

Con la regulación de los clubes deportivos y las federaciones asturianas se cubren los 
dos niveles básicos de la organización deportiva espontánea y se otorga a las segundas el 
ejercicio delegado de funciones públicas, sometiéndolas, a su vez, al lógico control 
administrativo. Todas ellas, clubes y federaciones, son consideradas, en fin, dignas de 
protección y tutela del Principado.

La creación de la figura de la agrupación de clubes de ámbito autonómico –auténtico 
embrión de una futura federación– viene a cubrir la laguna existente entre dos niveles 
asociativos básicos, ya que la protección pública que se otorga con su reconocimiento, se 
dirige a aquellas actividades deportivas no amparadas por alguna de las federaciones 
asturianas.

La Ley crea, por razones de seguridad jurídica y eficacia administrativa, el Registro de 
Entidades Deportivas del Principado de Asturias y lo concibe como oficina pública, cuyas 
funciones consisten en la ordenación y publicación de la documentación relativa a dichas 
entidades. Se dedica a este Registro y al régimen básico de sus actos, el Título V de la Ley.

Recoge, asimismo, la Ley las cuestiones relacionadas con las titulaciones deportivas, 
objeto del Título VI. Así, la norma legal viene a reconocer unas enseñanzas que constituyen 
la base de la iniciación y el entrenamiento deportivo, pero que hasta fechas muy recientes 
han carecido de la adecuada ordenación, todo ello en el marco de la regulación general 
sobre la materia, evitando así la actual proliferación caótica de enseñanzas y titulaciones que 
se ha producido en el sector deportivo.
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Bajo la rúbrica de «las actividades deportivas», el Título VI de esta Ley contiene las 
normas referentes a competiciones y licencias deportivas. Aquéllas son clasificadas según 
su naturaleza y ámbito territorial, y se establecen los criterios para el reconocimiento de su 
carácter oficial. Estas, de carácter personal, se consideran documentos administrativos que 
habilitan, para la práctica competitiva.

El Título VIII regula aspectos relacionados con la enseñanza y el deporte en sus 
diferentes niveles, así como lo relativo a la tarea investigadora en el ámbito deportivo y los 
aspectos más significativos del deporte de alto nivel como objeto de especial protección.

La disciplina deportiva es el objeto de regulación del Título IX. Esta se extiende a las 
reglas de juego y a la conducta deportiva, y su exigencia se acomoda a los principios de 
legalidad, tipicidad, presunción de inocencia, competencia y proporcionalidad y a las 
necesarias garantías de procedimiento, audiencia y prescripción. En virtud de dichos 
principios y garantías, la Ley declara a quiénes corresponde, la potestad disciplinaria y su 
ejercicio, tipifica las conductas punibles, señala y gradúa su sanción y marca los respectivos 
plazos legales de extinción de la responsabilidad. Impone, además, las condiciones mínimas 
de los procedimientos sancionadores y prevé la posibilidad de impugnación de sus 
resultados ante el Comité Asturiano de Disciplina Deportiva. Como órgano administrativo 
adscrito a la Administración del Principado, pero funcionalmente autónomo, este Comité se 
incardina en el sistema disciplinario en orden al control administrativo de la legalidad 
disciplinaria, sin perjuicio del ulterior control jurisdiccional de su actividad y la de los entes 
cuyos actos examina.

Finalmente, el Título X de la Ley establece un peculiar sistema de conciliación 
extrajudicial que pretende servir de cauce alternativo para la resolución de las controversias 
que pudieran suscitarse en la aplicación de las reglas deportivas, y lo concibe como un 
sistema decisorio de adhesión voluntaria, cuya virtualidad ha sido reconocida por la doctrina 
jurídico-deportiva internacional.

TÍTULO I

Ámbito de aplicación y disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto regular la extensión, promoción y ordenación del 
deporte en el ámbito de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias.

Artículo 2.  Promoción.

1. El Principado de Asturias promoverá las actividades deportivas de acuerdo con lo que 
dispone la presente Ley y las normas que la desarrollen, propiciando y facilitando el acceso 
de los ciudadanos a la práctica del deporte.

2. El Principado de Asturias reconocerá y estimulará la actividad deportiva desarrollada a 
través de las entidades asociativas de carácter privado, ajustándose al principio de 
colaboración y reparto de responsabilidades entre todas las instituciones y entidades.

Artículo 3.  Líneas generales de actuación.

Los poderes públicos del Principado de Asturias, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, garantizarán, en igualdad de condiciones y oportunidades, el acceso de todos 
los ciudadanos a la práctica del deporte, por constituir ésta una actividad de interés general, 
de acuerdo con las siguientes líneas generales de actuación:

a) Promoción de la práctica del deporte para todos, facilitando los medios que permitan 
dicha práctica, con el fin de obtener una mejor calidad de vida y un mayor bienestar social.

b) Promoción del deporte en la edad escolar, procurando la máxima y mejor utilización 
de las instalaciones deportivas de los centros docentes.

c) Establecimiento de medidas de colaboración y coordinación con la Universidad, para 
el desarrollo del deporte universitario.
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d) Impulso y tutela de los clubes y federaciones deportivas, como estructuras asociativas 
que propician la integración social de sus miembros.

e) Promoción, en colaboración con la Administración del Estado, del deporte de alto 
nivel, apoyando a los deportistas que merezcan tal calificación durante su carrera deportiva 
y, al final de la misma, mediante fórmulas que apoyen y faciliten su plena integración social y 
profesional.

f) Fomento de los deportes tradicionales, como medio de apoyar y mantener las 
tradiciones deportivas del Principado de Asturias.

g) Planificación de la infraestructura deportiva básica, tendente a lograr un equilibrio 
territorial.

h) Promover la consideración del medio natural como espacio deportivo, haciendo 
compatible el uso deportivo con la protección del medio ambiente.

i) Impulso de las medidas de control médico y sanitario de los deportistas, así como de 
las instalaciones, como forma de prevención de riesgos.

j) Impulso de la investigación en las distintas especialidades del área deportiva y del 
desarrollo de las ciencias aplicadas al deporte.

k) Colaboración con otras Administraciones públicas y entidades afectadas, en la 
erradicación de la violencia en el deporte, así como al establecimiento de las medidas de 
prevención, control y represión de las prácticas y métodos de dopaje en el deporte.

l) Impulso de la coordinación de las actividades que en materia deportiva desarrollen las 
instituciones públicas y privadas del Principado de Asturias.

m) Coordinación de las Administraciones locales en la promoción y difusión de la 
actividad deportiva.

Artículo 4.  Colectivos de especial atención.

Las instituciones competentes para la ejecución de lo dispuesto en la presente Ley, 
prestarán especial atención al fomento de la actividad y educación deportiva entre los niños, 
las mujeres, los jóvenes, las personas con minusvalías y las personas de la tercera edad.

Artículo 5.  Descentralización, coordinación y eficacia.

La organización y las actuaciones administrativas para la aplicación de esta Ley se 
basarán en los principios de descentralización, coordinación y eficacia, de colaboración entre 
el sector público y el privado, y en los modelos de participación responsable de todos los 
interesados.

TÍTULO II

Competencias y organización

CAPÍTULO I

La administración deportiva del Principado de Asturias

Artículo 6.  Competencias del Principado.

Corresponde a la administración deportiva del Principado de Asturias el ejercicio de las 
competencias que, en materia de deporte, tiene reconocidas la Comunidad Autónoma, en 
virtud de su Estatuto de Autonomía, así como la coordinación con la Administración del 
Estado y de las entidades locales.

Artículo 7.  Consejo de Gobierno.

Corresponde al Consejo de Gobierno, como órgano superior de la administración 
deportiva del Principado de Asturias, y a propuesta de la Consejería competente, la adopción 
de los acuerdos que procedan en las materias siguientes:

a) Establecer las directrices generales de planificación y ejecución de la política 
deportiva del Principado de Asturias.
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b) Desarrollar la coordinación con la Administración del Estado y de las entidades 
locales.

c) Aprobar los planes de construcción y mejora de las instalaciones y equipamientos 
deportivos de uso público.

Artículo 8.  Consejería.

Corresponde a la Consejería competente en materia deportiva:

a) Desarrollar, en colaboración, en su caso, con la Administración del Estado, las 
federaciones deportivas españolas y las federaciones deportivas asturianas, la formación de 
los técnicos deportivos.

b) Determinar los requisitos técnicos de las instalaciones deportivas de uso público y 
aprobar los criterios para la elaboración y actualización del censo de instalaciones deportivas 
del Principado de Asturias.

c) Promover la investigación y desarrollo científico y técnico del deporte en el Principado 
de Asturias.

d) Calificar las competiciones deportivas oficiales en el ámbito territorial asturiano, y 
reconocer la existencia de modalidades deportivas.

e) Autorizar y revocar de forma motivada la constitución de las federaciones deportivas 
asturianas y aprobar sus estatutos y reglamentos.

f) Establecer los criterios para la elaboración y supervisión de los presupuestos de las 
federaciones deportivas asturianas.

g) Autorizar el gravamen o enajenación de los bienes inmuebles de las federaciones 
deportivas asturianas, cuando dichos bienes hayan sido financiados en todo o en parte, en 
su adquisición o construcción, con fondos públicos de la Comunidad Autónoma. Autorizar los 
gastos de carácter plurianual de las federaciones deportivas asturianas, en los casos que 
reglamentariamente se establezcan, y determinar el destino del patrimonio de las 
federaciones deportivas asturianas, en los casos de disolución.

h) Autorizar la inscripción de las asociaciones y entidades deportivas en el Registro de 
Entidades Deportivas del Principado de Asturias.

i) Cualquier otra facultad atribuida legal o reglamentariamente que contribuya a la 
realización de las finalidades y objetivos señalados en la presente Ley.

CAPÍTULO II

La administración deportiva local

Artículo 9.  Concejos.

Corresponde a los concejos asturianos en su respectivo término municipal y dentro del 
marco de la política deportiva de la Comunidad Autónoma, el ejercicio de las siguientes 
competencias:

a) El fomento de la actividad deportiva, en su vertiente del deporte para todos, mediante 
la elaboración y ejecución de los correspondientes planes de promoción, dirigidos a los 
diferentes sectores de su población.

b) La construcción de instalaciones y equipamientos deportivos, de acuerdo con los 
criterios generales que determinen las normas vigentes.

c) La gestión y mantenimiento de las instalaciones deportivas de titularidad pública local 
de su demarcación territorial.

d) El cumplimiento de las obligaciones de reserva de espacio deportivo en los 
instrumentos de ordenación urbanística.

e) El control e inspección de utilización y aprovechamiento de las instalaciones 
deportivas, de conformidad con la legislación protectora de los consumidores y usuarios.

f) La promoción del asociacionismo deportivo local.
g) La organización y patrocinio, en el ámbito local, de actividades deportivas, en 

colaboración con las asociaciones y entidades deportivas.
h) La ejecución de los programas locales de desarrollo deportivo en la edad escolar.
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i) Cooperar en la elaboración del Plan regional de instalaciones deportivas en lo 
referente a las instalaciones deportivas a construir en su término municipal.

j) La recuperación, fomento y divulgación de los deportes populares en su ámbito 
territorial.

k) La cooperación con entidades públicas y privadas para el cumplimiento de las 
finalidades previstas en esta Ley.

l) Cualquier otra facultad atribuida legal o reglamentariamente que contribuya a la 
realización de los fines y objetivos señalados en la presente Ley.

Artículo 10.  Cesión de instalaciones deportivas.

Las instalaciones deportivas de interés municipal o mancomunado, propiedad del 
Principado de Asturias, podrán ser cedidas a los concejos o mancomunidades donde 
radiquen dichas instalaciones, mediante el establecimiento de los convenios que procedan, 
en los términos previstos en la normativa aplicable.

Artículo 11.  Instalaciones financiadas por el Principado.

Las instalaciones de titularidad municipal que sean financiadas total o parcialmente por 
la Comunidad Autónoma del Principado, serán puestas a disposición de la misma para la 
realización de actividades de interés regional.

Artículo 12.  Censo de instalaciones deportivas.

Los concejos y mancomunidades elaborarán y mantendrán actualizado un censo de las 
instalaciones deportivas radicadas en su territorio, del cual darán comunicación al órgano 
competente de la administración deportiva del Principado de Asturias.

Artículo 13.  Mancomunidades.

Corresponderá a las mancomunidades que tengan atribuidas competencias en materia 
deportiva:

a) Ordenar la utilización de las instalaciones deportivas públicas pertenecientes a la 
mancomunidad.

b) Cooperar en la elaboración del Plan Regional de Instalaciones Deportivas en lo 
concerniente a las instalaciones deportivas a construir en el territorio de la mancomunidad.

c) Coordinar la actividad deportiva en su territorio, promoviendo y difundiendo su 
práctica.

Artículo 14.  Consejo Asesor de Deportes.

1. Se crea el Consejo Asesor de Deportes del Principado de Asturias, con el fin de 
alcanzar la participación ciudadana en la configuración y desarrollo de la política deportiva.

2. Las funciones del Consejo Asesor de Deportes serán informativas, asesoras y 
consultivas.

3. Su organización, composición y funcionamiento se determinarán reglamentariamente; 
en todo caso, su composición será plural y con participación de las entidades públicas y 
privadas relacionadas con el desarrollo del deporte en el Principado de Asturias.

TÍTULO III

El Plan Regional de Instalaciones Deportivas

Artículo 15.  Aprobación y ejecución.

Corresponde al Consejo de Gobierno la aprobación del Plan Regional de Instalaciones 
Deportivas del Principado de Asturias.

Su ejecución podrá llevarse a cabo en colaboración con la Administración del Estado, 
concejos y entidades de interés público.
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Artículo 16.  Vigencia y contenido.

1. El Plan Regional de Instalaciones Deportivas tendrá una vigencia de cuatro años y 
acomodará sus previsiones a las contenidas en los instrumentos de ordenación territorial y 
urbanística.

2. El Plan incluirá las instalaciones y equipamientos deportivos existentes propiedad de 
la Comunidad Autónoma y los restantes que sean considerados de interés general, 
determinando los proyectos de nuevas instalaciones promovidas o construidas por las 
entidades públicas, señalando su carácter básico o prioritario, así como las previsiones 
económicas y temporales para su ejecución.

Artículo 17.  Declaración de utilidad pública.

La aprobación del Plan Regional de Instalaciones Deportivas llevará implícita la 
declaración de utilidad pública o interés social de las obras y la necesidad de ocupación de 
los terrenos y edificios necesarios para llevar a cabo su ejecución, a los efectos de su 
expropiación forzosa.

Artículo 18.  Convenios.

La administración deportiva del Principado de Asturias promoverá, mediante convenios 
con otras entidades públicas o privadas, la creación de aquellas instalaciones o 
equipamientos deportivos en los que se desarrollen actividades consideradas de interés 
general para la Comunidad Autónoma, y velará por el máximo rendimiento de las mismas y 
por su adecuada gestión y mantenimiento.

Artículo 19.  Normativa básica de instalaciones deportivas.

La administración deportiva del Principado de Asturias elaborará la «Normativa Básica 
de Instalaciones Deportivas» en materia de construcción, uso y mantenimiento de 
instalaciones y equipamientos deportivos, que regulará al menos lo referente a:

Tipología de instalaciones.
Criterios de construcción: Características técnicas mínimas que deberán cumplir las 

instalaciones.
Condiciones de higiene y sanidad.
Requisitos para su ubicación.
Normas de seguridad y prevención de acciones violentas.
Normas que faciliten el acceso y circulación a las personas con minusvalías o de edad 

avanzada.
Criterios de rentabilidad en la explotación.

Artículo 20.  Accesibilidad y seguridad.

1. Todas las instalaciones y equipamientos deportivos del Principado de Asturias, 
deberán proyectarse y construirse garantizando la accesibilidad y libre circulación de 
personas con minusvalía física o de edad avanzada.

2. Estas instalaciones, y especialmente las que puedan acoger a un número elevado de 
espectadores, deberán tener en cuenta en su proyección y construcción, las 
recomendaciones y especificaciones técnicas vigentes para prevenir y evitar las acciones 
violentas en el deporte.

Artículo 21.  Especificaciones técnicas.

Todas las entidades e instituciones de carácter público, así como las asociaciones y 
entidades deportivas inscritas en el correspondiente Registro de Entidades Deportivas, 
deberán construir sus instalaciones y equipamientos deportivos, de acuerdo con las 
especificaciones técnicas que fije la administración deportiva del Principado de Asturias. Las 
modificaciones o reformas de dichas instalaciones se llevarán a cabo, igualmente, de 
acuerdo con tales especificaciones.
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Artículo 22.  Información.

Las instalaciones, equipamientos o establecimientos destinados permanentemente o de 
forma ocasional a la prestación de servicios de carácter deportivo, deberán ofrecer 
información, en lugar visible y accesible a los usuarios, sobre los datos técnicos de la 
instalación, así como sobre su equipamiento, y sobre el nombre y titulación concreta de las 
personas que presten en ella servicios profesionales, tanto en la dirección y gestión de las 
instalaciones, como en los servicios de enseñanza, ayuda o animación.

Artículo 23.  Seguros.

1. Las instalaciones, equipamientos o establecimientos referidos en el artículo anterior, 
deberán contar con un seguro obligatorio de responsabilidad civil y accidentes.

2. La utilización de instalaciones y equipamientos deportivos de uso público para fines no 
deportivos requiere la acreditación de la formulación de un seguro específico por parte del 
organizador autorizado, que garantice los riesgos del público asistente y el posible deterioro 
de las instalaciones.

TÍTULO IV

Las entidades deportivas

CAPÍTULO I

Disposiciones comunes

Artículo 24.  Concepto.

Son entidades deportivas a los efectos de esta Ley, aquellas asociaciones de carácter 
privado que tengan por objeto exclusivo o principal el fomento, el desarrollo y la práctica por 
parte de sus asociados, de una o varias modalidades o especialidades deportivas.

Artículo 25.  Clases.

Las entidades deportivas se clasifican, a los efectos de esta Ley, en clubes deportivos, 
agrupaciones de clubes de ámbito autonómico y federaciones deportivas asturianas.

Artículo 26.  Régimen jurídico.

1. Las entidades deportivas previstas en el artículo anterior se regirán, en lo que se 
refiere a su constitución, organización y funcionamiento, por la presente Ley y disposiciones 
que la desarrollen, así como por sus estatutos y reglamentos válidamente aprobados.

2. Dichas entidades deberán inscribirse en el Registro de Entidades Deportivas del 
Principado de Asturias.

3. Para la participación en las competiciones calificadas como oficiales en el ámbito del 
Principado de Asturias, todos los clubes deportivos, cualquiera que sea la forma jurídica que 
adopten, deben afiliarse a la federación deportiva asturiana de la modalidad correspondiente 
o, en su caso, a una agrupación de clubes de ámbito autonómico.

CAPÍTULO II

Los clubes deportivos y agrupaciones de clubes

Artículo 27.  Clubes deportivos.

1. A los efectos de la presente Ley, son clubes deportivos las asociaciones privadas, 
integradas por personas físicas o jurídicas, que tienen por objeto exclusivo o principal la 
promoción o la práctica de una o varias modalidades deportivas por sus asociados, así como 
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la participación en actividades o competiciones deportivas de carácter oficial, profesional o 
aficionado.

2. Los clubes deportivos representan la base de la organización deportiva del Principado 
de Asturias. Las Administraciones Públicas fomentarán y potenciarán su creación y 
desarrollo.

Artículo 28.  Clases.

Los clubes deportivos se clasifican en:

a) Clubes deportivos elementales.
b) Clubes deportivos básicos.
c) Sociedades anónimas deportivas.
d) Clubes de entidades no deportivas.

Sección 1.ª Clubes deportivos elementales

Artículo 29.  Concepto.

1. Los clubes deportivos elementales son asociaciones integradas por personas físicas, 
sin ánimo de lucro, constituidos específicamente para la directa participación de sus 
miembros en alguna actividad, competición o manifestación de carácter deportivo.

2. Para la constitución de estos clubes, será suficiente que sus promotores suscriban un 
documento que contenga, como mínimo, las siguientes menciones:

a) Identificación completa de los promotores o fundadores, incluyendo, en su caso, la 
condición de deportistas practicantes, si la tuvieran.

b) Identificación, con los mismos extremos, del delegado o responsable del club, 
incluyendo específicamente la parte de su patrimonio propio que voluntariamente adscribe al 
club.

c) El domicilio del club, a efectos de notificaciones y relaciones con federaciones 
deportivas o terceros interesados.

d) Expresa manifestación de voluntad de los promotores de constituir el club, como club 
deportivo elemental, sin ánimo de lucro, incluyendo la finalidad u objeto concreto y la 
denominación del mismo.

e) Manifestación expresa de sometimiento a las normas deportivas de la Comunidad 
Autónoma y, en su caso, a las que rijan la modalidad o modalidades deportivas 
correspondientes.

Artículo 30.  Certificado de identidad deportiva.

1. La constitución de un club deportivo elemental, dará derecho a obtener de la 
Comunidad Autónoma un certificado de identidad deportiva para los fines, y en las 
condiciones a que se refieren los apartados siguientes de este artículo.

2. El certificado de identidad deportiva es el documento que permite acreditar al club 
ante todas las instancias públicas, privadas y federativas y obtener la protección de la 
Comunidad Autónoma, a los exclusivos efectos federativos, en los términos que se 
establezcan reglamentariamente.

3. El certificado de identidad deportiva se expedirá por el Registro de Entidades 
Deportivas del Principado de Asturias y tendrá una validez temporal limitada, de acuerdo con 
lo que se establezca en las disposiciones de desarrollo de la presente Ley.

Artículo 31.  Normas de funcionamiento.

1. Los clubes deportivos elementales elaboran y aprueban sus propias normas internas 
de funcionamiento de acuerdo con principios democráticos y representativos, respetando el 
contenido de la presente Ley, de sus disposiciones de desarrollo y las normas estatutarias y 
reglamentarias de las federaciones deportivas asturianas a que, en su caso, se afilien.
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2. En caso de que estos clubes no elaboren y aprueben sus propias normas internas de 
funcionamiento, de acuerdo con lo previsto en el apartado anterior, se aplicarán las que, a tal 
efecto y con carácter subsidiario, se determinen reglamentariamente.

Sección 2.ª Clubes deportivos básicos

Artículo 32.  Concepto.

Los clubes deportivos básicos son asociaciones deportivas, sin ánimo de lucro, con 
personalidad jurídica, capacidad de obrar y patrimonio, organización y administración 
propios, constituidas para la promoción, práctica y participación de sus asociados en 
actividades y competiciones deportivas.

Artículo 33.  Régimen jurídico.

1. Los clubes deportivos básicos adquieren personalidad jurídica en el momento de su 
constitución.

2. Para su constitución, los promotores o fundadores, deberán inscribir en el Registro de 
Entidades Deportivas del Principado de Asturias, el acta fundacional del club. El acta deberá 
ser otorgada ante Notario, al menos por cinco personas físicas en calidad de promotores o 
fundadores, y recoger la voluntad de éstos de constituir un club con objeto deportivo.

3. Al acta fundacional se acompañarán los estatutos provisionales del club en los que 
deberán constar, como mínimo, los siguientes extremos:

a) Denominación del club, que no podrá ser igual a la de otro ya existente, ni tan 
semejante que pueda inducir a error o confusión.

b) Actividades deportivas que pretenda desarrollar.
c) Domicilio social y otros locales e instalaciones propias.
d) Estructura territorial.
e) Requisitos y procedimiento para la adquisición y pérdida de la condición de socio.
f) Derechos y deberes de los socios.
g) Órganos de gobierno y representación que, con carácter necesario, han de ser la 

Asamblea General y el Presidente.
h) El régimen de elección de los cargos representativos y de gobierno, que deberá 

ajustarse a principios democráticos.
i) Régimen de responsabilidad de los directivos ante los socios y de estos mismos, que 

habrá de ajustarse a los términos y requisitos que se establezcan en las disposiciones de 
desarrollo de la presente Ley.

j) Régimen disciplinario del club.
k) Patrimonio fundacional y régimen económico del club, que precisará el carácter, 

procedencia, administración y destino de todos los recursos, así como los medios que 
permitan conocer a los asociados la situación económica de la entidad.

l) Procedimiento para la reforma de los estatutos.
m) Régimen documental del club que comprenderá, como mínimo, el libro registro de 

socios, los libros de actas y de contabilidad.
n) Causas de extinción o disolución del club, así como destino de los bienes o del 

patrimonio neto, si lo hubiere, que en todo caso serán destinados a fines similares, de 
carácter deportivo.

4. La existencia de un club deportivo básico se acreditará mediante certificación de la 
inscripción en el Registro de Entidades Deportivas del Principado de Asturias.

5. Para participar en competiciones oficiales, los clubes deportivos básicos deberán 
inscribirse en la federación o federaciones deportivas correspondientes si en ellos se 
practica más de una modalidad deportiva.

Artículo 34.  Desarrollo reglamentario.

El régimen de los clubes deportivos básicos, en todo lo que no prevea esta Ley, o 
dependa de la voluntad de sus miembros, se establecerá reglamentariamente.
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Sección 3.ª Sociedades anónimas deportivas

Artículo 35.  Régimen jurídico.

Los clubes deportivos o sus equipos profesionales que participen en competiciones 
oficiales de carácter profesional en el ámbito estatal, deberán adoptar la forma de sociedad 
anónima deportiva, en los términos y condiciones establecidas en el ordenamiento jurídico 
deportivo estatal.

Sección 4.ª Clubes de entidades no deportivas

Artículo 36.  Régimen jurídico.

1. Las personas jurídicas, públicas o privadas, constituidas de conformidad con la 
legislación vigente y cuyo objeto social o finalidad sea sustancialmente diferente del 
deportivo, podrán acceder al Registro de Entidades Deportivas del Principado de Asturias y 
ser consideradas como clubes deportivos, a los efectos de la presente Ley, en el caso de 
que deseen participar en actividades o competiciones de carácter deportivo.

2. También se reconocerá el mismo derecho a los grupos o secciones existentes dentro 
de las entidades a que se refiere el apartado anterior.

Artículo 37.  Inscripción en Registro.

1. A los efectos de su inclusión en el Registro de Entidades Deportivas del Principado de 
Asturias, la entidad o grupo correspondiente o sección de aquélla, deberá otorgar una 
escritura pública ante Notario, indicando expresamente la voluntad de constituir un club 
deportivo, incluyendo lo siguiente:

a) Estatutos de la persona jurídica o parte de los mismos que acrediten su naturaleza 
jurídica, o certificación de la Secretaría de la entidad con referencia a las normas legales que 
regulan su constitución.

b) Identificación de la persona física designada como delegado o responsable de la 
entidad o grupo para la actividad deportiva.

c) Sistema de representación de los deportistas en el club o sección.
d) Régimen de elaboración y aprobación del presupuesto del club o sección deportiva 

que, en todo caso, deberá estar completamente diferenciado del presupuesto general de la 
entidad.

e) Manifestación de sometimiento expreso a las normas deportivas de la Comunidad 
Autónoma y a las de la federación o federaciones deportivas asturianas correspondientes.

2. Para participar en competiciones oficiales, los clubes o entidades no deportivas, 
deberán inscribirse en la federación o federaciones deportivas correspondientes.

Sección 5.ª Agrupaciones de clubes de ámbito autonómico

Artículo 38.  Régimen jurídico.

1. La administración deportiva podrá reconocer agrupaciones de clubes deportivos de 
ámbito autonómico. Tales agrupaciones, sin ánimo de lucro, tendrán como exclusivo objeto 
desarrollar actividades deportivas en aquellas modalidades no amparadas por alguna de las 
federaciones deportivas asturianas.

2. Su reconocimiento estará supeditado a la existencia previa de una modalidad 
deportiva y deberán inscribirse en el Registro de Entidades Deportivas del Principado de 
Asturias, revisándose tal reconocimiento cada cuatro años.
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CAPÍTULO III

Las federaciones deportivas

Artículo 39.  Concepto.

1. Las federaciones deportivas asturianas son entidades privadas, con personalidad 
jurídica propia y sin ánimo de lucro, integradas por los clubes deportivos, deportistas, 
técnicos, jueces y árbitros y otros colectivos interesados que promueven, practican o 
contribuyen al desarrollo de una modalidad deportiva.

2. Las federaciones deportivas asturianas, además de sus propias atribuciones, ejercen 
por delegación, funciones públicas de carácter administrativo, actuando en este caso como 
agentes colaboradores de la Administración pública.

Artículo 40.  Ámbito.

1. Sólo podrá reconocerse una federación deportiva para cada modalidad deportiva, y su 
ámbito de actuación se extenderá a la totalidad del territorio del Principado de Asturias.

2. Se exceptúa de lo dispuesto en el apartado anterior, la federación que se constituya 
para personas con cualquier tipo de minusvalías, que podrá tener carácter polideportivo y la 
Federación Asturiana de Deportes Tradicionales. Las condiciones y requisitos para el 
reconocimiento de estas federaciones, así como su estructuración y organización territorial, 
se establecerán reglamentariamente.

3. Para la participación de sus miembros en actividades o competiciones deportivas 
oficiales de ámbito estatal o internacional, las federaciones deportivas asturianas deberán 
integrarse en las correspondientes federaciones deportivas españolas.

4. Las federaciones deportivas asturianas no podrán solicitar, comprometer u organizar 
actividades o competiciones oficiales de ámbito estatal o internacional, sin la previa 
autorización del órgano competente de la administración deportiva del Principado de 
Asturias. En el caso de competiciones oficiales de ámbito internacional, deberán obtener, 
asimismo, autorización del Consejo Superior de Deportes.

Artículo 41.  Funcionamiento.

1. Las federaciones deportivas asturianas regulan su estructura interna y funcionamiento 
a través de sus propios estatutos, respetando los preceptos de esta Ley y sus disposiciones 
de desarrollo, así como las normas estatutarias y reglamentarias de las federaciones 
deportivas españolas en que se integren, en su caso, y de conformidad con principios 
democráticos y representativos.

2. Las federaciones deportivas asturianas aprobarán su estructura territorial propia, 
ajustándose en lo posible a la organización territorial del Principado de Asturias.

3. La constitución de una federación deportiva estará sujeta al cumplimiento de las 
siguientes condiciones:

a) Presentación de la correspondiente solicitud ante el órgano competente de la 
administración deportiva del Principado de Asturias, acompañando un acta fundacional 
suscrita ante Notario por los promotores, que deberán ser, al menos, tres clubes deportivos 
de una misma modalidad deportiva.

b) Aprobación de sus estatutos provisionales por el órgano competente de la 
administración deportiva del Principado de Asturias.

c) Inscripción en el Registro de Entidades Deportivas del Principado de Asturias.

Artículo 42.  Estatutos.

Los Estatutos de las federaciones deportivas asturianas deberán regular necesariamente 
los siguientes aspectos:

a) Denominación, domicilio social, finalidad y modalidad deportiva.
b) Estructura orgánica y territorial con especificación de sus órganos de gobierno y 

representación que, como mínimo, serán el Presidente y la Asamblea General.
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c) Composición y competencias de los órganos de gobierno y representación, incluyendo 
los sistemas de elección de los cargos y garantizando su provisión ajustada a principios 
democráticos y representativos, así como el procedimiento para la moción de censura del 
Presidente y sistemas de cese de los cargos.

d) Causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los órganos de gobierno y 
representación.

e) Régimen de adopción de acuerdos por parte de los órganos colegiados y de recursos 
o reclamaciones contra los mismos.

f) Régimen económico y financiero de la federación, precisando el carácter, procedencia, 
administración y destino de todos sus recursos.

g) Régimen disciplinario.
h) Procedimiento para la reforma de sus Estatutos.
i) Régimen documental, que comprenderá, como mínimo, un libro registro de sus 

miembros, un libro de actas y los libros de contabilidad que sean exigibles, en los términos 
establecidos reglamentariamente.

j) Causas de extinción o disolución, así como sistema de liquidación de sus bienes, 
derechos o deudas.

Artículo 43.  Constitución.

1. Para la constitución de una federación deportiva asturiana se requerirá la resolución 
favorable de la administración deportiva, que la otorgará previo reconocimiento oficial de la 
modalidad deportiva, con base en los siguientes criterios, que podrán ser objeto de 
desarrollo reglamentario:

a) Interés general de la actividad.
b) Suficiente implantación en la Comunidad Autónoma.
c) Viabilidad económica de la nueva federación.
d) Informe, en su caso, de la federación de la que vaya a segregarse.
e) Existencia previa de una federación española excepto para la constitución de la 

Federación Asturiana de Deportes Tradicionales.

2. La administración deportiva del Principado de Asturias podrá revocar motivadamente 
el reconocimiento e inscripción registral de las federaciones deportivas asturianas en el caso 
de que desaparecieran las condiciones que dieron lugar a su reconocimiento o se estimase 
el incumplimiento de los objetivos para los que fueron creadas.

Artículo 44.  Publicación.

Los Estatutos de las federaciones deportivas asturianas, una vez aprobados por el 
órgano competente de la administración deportiva, se publicarán en el «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias» y de la provincia.

Artículo 45.  Funciones públicas.

Bajo la coordinación y tutela del órgano competente de la administración deportiva del 
Principado de Asturias, las federaciones deportivas asturianas ejercerán las siguientes 
funciones públicas de carácter administrativo:

a) Calificar y organizar, en su caso, las competiciones oficiales de ámbito autonómico de 
su modalidad deportiva.

La organización de cualquier otro tipo de competiciones que implique la participación de 
dos o más entidades deportivas requerirá la autorización previa de la federación, salvo las 
que realicen los entes públicos con competencias para ello.

b) Promover el deporte, en el ámbito autonómico asturiano, en coordinación con las 
federaciones deportivas españolas.

c) Colaborar con la Administración del Estado y las federaciones deportivas españolas 
en los programas y planes de preparación de los deportistas de alto nivel, así como en la 
elaboración de las listas de los mismos.

d) Colaborar con las entidades competentes en la formación de los técnicos deportivos 
especializados.
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e) Contribuir a la prevención, control y represión del uso de sustancias prohibidas y 
métodos no reglamentarios en la práctica del deporte.

f) Colaborar en la organización de las competiciones oficiales de ámbito estatal que se 
celebren en el territorio asturiano.

g) Velar por el cumplimiento de las normas estatutarias y reglamentarias de carácter 
deportivo de su modalidad.

h) Ejercer la potestad disciplinaria deportiva, en los términos establecidos en la presente 
Ley y en sus disposiciones de desarrollo, así como en sus propios estatutos y reglamentos.

i) Colaborar con el Comité Asturiano de Disciplina Deportiva y ejecutar, en su caso, las 
resoluciones de éste.

j) Seleccionar a los deportistas de su modalidad que hayan de integrar las selecciones 
autonómicas, para lo cual los clubes deberán poner a disposición de la federación los 
deportistas elegidos en los términos que reglamentariamente se determinen.

k) Aquellas otras funciones que pueda encomendarles la administración deportiva del 
Principado de Asturias.

Artículo 46.  Patrimonio.

1. Las federaciones deportivas asturianas están sujetas al régimen de presupuesto y 
patrimonio propios.

2. El patrimonio de las federaciones estará integrado por:

a) Cuotas de sus afiliados.
b) Derechos de inscripción y demás recursos que provengan de las competiciones 

organizadas por la federación.
c) Rendimientos de los bienes propios.
d) Subvenciones que las entidades públicas o privadas puedan concederles, así como 

donaciones, herencias, legados y premios que les sean otorgados.
e) Cualquier otro recurso que pueda serles atribuido por disposición legal o por 

Convenio.

3. Las federaciones deportivas asturianas no podrán aprobar presupuestos deficitarios, 
salvo autorización excepcional del órgano competente de la administración deportiva.

Artículo 47.  Gestión.

1. Con independencia de su propio régimen de administración y gestión, a las 
federaciones deportivas asturianas les serán de aplicación, en todo caso, las siguientes 
reglas:

a) Pueden promover y organizar o contribuir a organizar actividades y competiciones 
deportivas dirigidas al público, aplicando los beneficios económicos, si los hubiere, al 
desarrollo de su objeto social.

b) Pueden gravar y enajenar sus bienes inmuebles, si con ello no se compromete de 
modo irreversible su patrimonio, tomar dinero a préstamo, y emitir títulos representativos de 
deuda o parte alícuota patrimonial, en los términos que se fijen reglamentariamente.

c) Pueden ejercer, complementariamente, actividades de carácter industrial, comercial, 
profesional o de servicios, destinando los posibles beneficios al objeto social, pero en ningún 
caso podrán repartir beneficios entre sus miembros.

d) Deben presentar al órgano competente de la administración deportiva un proyecto 
anual de actividades, así como una memoria de las realizadas cada año y un balance 
presupuestario.

2. La enajenación o gravamen de sus bienes, inmuebles financiados total o parcialmente 
con fondos públicos de la Comunidad Autónoma requerirá autorización expresa del órgano 
competente de ésta.

Artículo 48.  Ayudas.

La Administración deportiva del Principado de Asturias podrá conceder ayudas o 
subvenciones a las federaciones deportivas asturianas, para el cumplimiento de sus 
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funciones, dentro de los límites establecidos en la Ley de Presupuestos del Principado de 
Asturias, y establecerá los mecanismos de control de sus cuentas mediante la práctica de 
auditorías u otras medidas que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 49.  Inspección.

Con el fin de garantizar el efectivo cumplimiento de las tareas encomendadas a las 
federaciones deportivas asturianas, la administración deportiva del Principado de Asturias 
podrá llevar a cabo, con carácter cautelar, acciones encaminadas a la inspección de los 
libros federativos, convocatoria de los órganos de gobierno y representación y suspensión de 
dichos órganos en los casos de presuntas infracciones muy graves a la disciplina deportiva, 
tipificadas en esta Ley.

Artículo 50.  Entidades de utilidad pública.

1. Las federaciones deportivas asturianas, integradas en las federaciones deportivas 
españolas, son entidades de utilidad pública.

2. La condición de entidad pública reconocida a las federaciones deportivas asturianas 
conlleva, además de los beneficios que el ordenamiento jurídico general otorga, la obtención 
de los beneficios específicos establecidos en el ordenamiento jurídico deportivo estatal.

3. La Federación Asturiana de Deportes Tradicionales se considera de interés público 
autonómico y gozará de la protección de los poderes públicos del Principado de Asturias 
para el cumplimiento de sus funciones.

TÍTULO V

El Registro de Entidades Deportivas del Principado de Asturias

Artículo 51.  Naturaleza.

1. Se crea el Registro de Entidades Deportivas del Principado de Asturias con el carácter 
de oficina pública, en el que se inscribirán las entidades deportivas reguladas en la presente 
Ley.

2. Serán, en todo caso, objeto de inscripción, el acta de constitución, la denominación, 
los estatutos y sus modificaciones y la identificación de directivos, promotores o 
representantes legales, así como la extinción o disolución de las entidades deportivas.

Artículo 52.  Secciones.

El Registro de Entidades Deportivas del Principado de Asturias consta de siete 
secciones, atendiendo a la naturaleza y fines de las distintas entidades.

Sección 1.ª De clubes deportivos elementales.
Sección 2.ª De clubes deportivos básicos.
Sección 3.ª De sociedades anónimas deportivas.
Sección 4.ª De clubes de entidades no deportivas.
Sección 5.ª De agrupaciones de clubes de ámbito autonómico.
Sección 6.ª De federaciones deportivas.
Sección 7.ª Censo de patronatos y fundaciones deportivas municipales.

Artículo 53.  Efectos.

La inscripción registral será requisito previo e indispensable para la iniciación de la 
actividad de las entidades deportivas, así como para optar al régimen de ayudas y 
subvenciones que establezca la administración deportiva del Principado de Asturias.

Artículo 54.  Funciones.

A los efectos de esta Ley, el Registro de Entidades Deportivas del Principado de 
Asturias, sin perjuicio de las funciones atribuidas a otros registros públicos, dará protección 
al nombre y, en su caso, a los símbolos de las entidades deportivas inscritas, quienes no 
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podrán utilizar denominaciones idénticas a las de las ya registradas ni cualquier otra que, por 
similitud, se preste a confusión con aquéllas. No podrán utilizarse emblemas o símbolos 
olímpicos sin autorización expresa del Comité Olímpico Español.

TÍTULO VI

Las titulaciones deportivas

Artículo 55.  Titulación técnica deportiva oficial.

En los términos establecidos en la legislación general en la materia, para la realización 
de actividades de enseñanza y entrenamiento de carácter deportivo, en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, se exigirá estar en posesión de la 
correspondiente titulación técnica deportiva oficial.

Artículo 56.  Programas de formación.

La Administración deportiva del Principado de Asturias, en el marco de sus 
competencias y en colaboración con la Administración del Estado, las federaciones 
deportivas asturianas y otras entidades reconocidas oficialmente, promoverá el desarrollo de 
programas de formación de técnicos deportivos en los diferentes niveles reconocidos en la 
legislación general sobre la materia.

Artículo 57.  Condiciones de titulación.

Las federaciones deportivas asturianas, bajo la supervisión y control de la administración 
deportiva del Principado de Asturias, podrán imponer condiciones de titulación a las 
personas que ejerzan labores técnicas en los clubes afiliados a ellas, debiendo, en tal caso, 
aceptar las titulaciones expedidas por los centros legalmente reconocidos.

Artículo 58.  Centro de formación de técnicos deportivos.

1. La Administración deportiva del Principado de Asturias creará el Centro de Formación 
de Técnicos Deportivos del Principado, para la planificación, coordinación y desarrollo de los 
programas de formación de técnicos deportivos.

2. Su funcionamiento se desarrollará reglamentariamente.

TÍTULO VII

Las actividades deportivas

CAPÍTULO I

Las competiciones

Artículo 59.  Clases.

A los efectos de esta Ley, las actividades y competiciones deportivas de ámbito 
asturiano se clasifican:

Por su naturaleza en Oficiales y no oficiales, de carácter profesional y no profesional.
Por su ámbito territorial en locales, comarcales y autonómicas.

Artículo 60.  Criterios de calificación.

Los criterios para la calificación de las actividades y competiciones deportivas oficiales 
serán establecidos en las disposiciones de desarrollo de la presente Ley o de acuerdo con 
ellas, en las normas estatutarias de las federaciones deportivas asturianas. Para la 
calificación se atenderá a la posibilidad de valoración, reconocimiento de validez u 
homologación de los resultados en el ámbito asturiano, así como la existencia de 
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retribuciones de los participantes y la dimensión económica de la actividad o competición, 
siendo básico para ello la posibilidad de valoración, reconocimiento de validez u 
homologación de los resultados en el ámbito asturiano, así como a la existencia de 
retribuciones a los participantes y a la dimensión económica de la actividad o competición.

Artículo 61.  Competiciones oficiales.

1. La denominación de actividad o competición deportiva de carácter oficial, en el ámbito 
asturiano, se reserva exclusivamente a las calificadas como tales, por las federaciones 
deportivas asturianas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior.

2. La organización y gestión de las actividades o competiciones deportivas oficiales, en 
el ámbito asturiano, corresponde a las federaciones deportivas asturianas, o, por su 
encomienda o autorización a los clubes deportivos, instituciones públicas y otras entidades 
privadas de carácter social, cultural o comercial.

CAPÍTULO II

Las licencias deportivas

Artículo 62.  Expedición y efectos.

1. Para la participación en actividades y competiciones deportivas de carácter oficial, en 
el ámbito asturiano, será requisito indispensable obtener una licencia deportiva personal que 
expedirá la correspondiente federación deportiva asturiana, de acuerdo con las condiciones 
que se establezcan en las disposiciones de desarrollo de la presente Ley.

2. Dicha licencia habilitará también para la participación en actividades y competiciones 
deportivas oficiales de ámbito estatal cuando la federación deportiva asturiana se halle 
integrada en la federación española correspondiente y se expida dentro de las condiciones 
mínimas económicas idénticas para todo el territorio nacional que fije ésta. La expedición de 
la licencia por la federación deportiva asturiana deberá ser comunicada a la federación 
española correspondiente.

3. Las federaciones deportivas asturianas concertarán un seguro colectivo o individual 
que garantice el derecho a la asistencia sanitaria del titular de la licencia, con motivo de su 
participación en actividades o competiciones deportivas o en la preparación para las mismas, 
en los términos que se establezcan reglamentariamente.

TÍTULO VIII

Protección y garantías del deportista

Artículo 63.  Asistencia y protección.

El Principado de Asturias velará por la asistencia y protección al deportista, con carácter 
general, adoptando para ello las siguientes medidas:

1. Colaborar con otras Administraciones y con los centros de enseñanza en orden a la 
más adecuada y efectiva integración de la educación física y deportiva en el sistema 
educativo general y en la educación especial.

2. Fomentar la colaboración con la Administración del Estado y con la Universidad de 
Oviedo, en orden a promover, impulsar y coordinar la investigación científica y el desarrollo 
tecnológico en el deporte.

Artículo 64.  Control de sustancias y métodos prohibidos.

Como medida de protección y garantía, y sin perjuicio de lo previsto al respecto en la 
legislación estatal, se controlará y perseguirá la utilización de sustancias y métodos 
prohibidos que alteren indebidamente la capacidad física o los resultados específicos.
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Artículo 65.  Deporte de alto nivel.

1. El Principado de Asturias considerará, apoyará, tutelará y promoverá el deporte de 
alto nivel, en el ámbito de la Comunidad Autónoma, y colaborará con la Administración del 
Estado en la elaboración de las relaciones anuales de deportistas de alto nivel, en los 
términos previstos en la legislación estatal.

2. Con independencia de las medidas que, en coordinación con la Administración del 
Estado se adopten en orden a la protección de los deportistas de alto nivel, el Principado de 
Asturias considerará tal calificación como mérito evaluable, tanto en las pruebas de 
selección a plazas relacionadas con la actividad deportiva correspondiente, como en los 
concursos para la provisión de puestos de trabajo relacionados con aquella actividad, 
siempre que en ambos casos esté prevista la valoración de méritos específicos.

TÍTULO IX

La disciplina deportiva

CAPÍTULO I

Infracciones y sanciones

Artículo 66.  Ámbito.

El ámbito de la disciplina deportiva se extiende a las infracciones de las reglas del juego, 
prueba, actividad o competición y a las de conducta deportiva tipificadas en esta Ley, en sus 
disposiciones de desarrollo y en los estatutos o reglamentos de las entidades deportivas, 
aprobados por el órgano competente de la administración deportiva del Principado de 
Asturias.

Artículo 67.  Infracciones.

1. Son infracciones a las reglas del juego, prueba, actividad o competición deportiva, las 
acciones u omisiones que durante el curso de tales eventos impidan o perturben el normal 
desarrollo de los mismos.

2. Son infracciones a la conducta deportiva las acciones y omisiones que, sin estar 
comprendidas en el apartado anterior, contradigan directa o indirectamente las normas 
generales de carácter deportivo, de forma que perjudiquen el desarrollo normal de las 
relaciones deportivas.

Artículo 68.  Potestad sancionadora.

1. La potestad disciplinaria es la facultad que se atribuye a los legítimos titulares de la 
misma para imponer sanciones a los sujetos deportivos a los que legalmente sean aplicables 
con motivo de la comisión de infracciones a la disciplina deportiva.

2. El ejercicio de la potestad disciplinaria corresponde:

a) A los jueces y árbitros durante el desarrollo de los encuentros o pruebas, con sujeción 
a las reglas establecidas en las disposiciones de cada modalidad deportiva.

b) A los clubes deportivos, sobre sus socios o abonados, deportistas o técnicos y 
directivos y administradores que de ellos dependan.

c) A las federaciones deportivas asturianas sobre todas las personas que formen parte 
de su estructura orgánica y sus directivos, sobre los clubes deportivos y sus deportistas, 
técnicos, jueces o árbitros y, en general sobre todas aquellas personas que, estando 
federadas desarrollan la actividad deportiva en el ámbito de la Comunidad Autónoma del 
Principado de Asturias.

d) El Comité Asturiano de Disciplina Deportiva sobre todas las personas o entidades 
enumeradas anteriormente.
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Artículo 69.  Normas sancionadoras.

De acuerdo con lo dispuesto en el presente Título y normas que lo desarrollen, las 
disposiciones estatutarias o reglamentarias de las federaciones deportivas asturianas y de 
los clubes deportivos integradas en ellas, que participen en actividades o competiciones de 
carácter oficial, deberán contener un conjunto de preceptos relativos a la disciplina deportiva 
que prevean inexcusablemente los siguientes aspectos:

a) Un sistema tipificado de infracciones, de conformidad con las reglas de la 
correspondiente modalidad deportiva.

b) Los criterios que aseguren la graduación entre el carácter leve, grave y muy grave de 
las infracciones, los principios y criterios que aseguren la proporcionalidad de las sanciones 
aplicables a las infracciones y la inexistencia de doble sanción por los mismos hechos, la 
aplicación de los efectos retroactivos favorables para las sanciones y la prohibición de 
sanción por conductas que no estén tipificadas como infracción con anterioridad al momento 
de su comisión.

c) Un sistema de sanciones que se corresponda con las infracciones previstas y 
tipificadas, relación de los hechos, causas o circunstancias eximentes, atenuantes o 
agravantes de la responsabilidad de los infractores, causas y requisitos de extinción de la 
responsabilidad disciplinaria.

d) Los distintos procedimientos disciplinarios de tramitación o imposición, en su caso, de 
sanciones.

e) El sistema de recursos contra las sanciones impuestas.

Artículo 70.  Infracciones muy graves.

1. Se consideran, en todo caso, como infracciones muy graves a las reglas de disciplina 
deportiva:

a) El abuso de autoridad y la usurpación de funciones.
b) El quebrantamiento de sanciones impuestas por faltas graves o muy graves.
c) Los actos dirigidos a predeterminar mediante precio, intimidación o cualquier otra 

circunstancia, el resultado de los encuentros, pruebas o competiciones.
d) La promoción, incitación, consumo o utilización de sustancias o métodos prohibidos 

por las normas legales o reglamentarias en la práctica deportiva.
e) La negativa a someterse a los controles contra el dopaje, o las acciones u omisiones 

que los impidan o perturben, siempre que dichos controles sean realizados por las personas 
y órganos competentes para ello.

f) La promoción, incitación a la práctica o utilización directa de la violencia en los 
acontecimientos deportivos.

g) La falta de asistencia no justificada a las convocatorias de las selecciones deportivas 
asturianas.

h) La participación en competiciones organizadas por países que promueven la 
discriminación racial o con deportistas que representan a los mismos.

2. Asimismo, se considerarán específicamente infracciones muy graves de los 
presidentes y demás miembros directivos de los órganos de las federaciones y restantes 
entidades deportivas:

a) El reiterado y manifiesto incumplimiento de los acuerdos de los órganos supremos de 
gobierno y representación, normas electorales y demás disposiciones estatutarias o 
reglamentarias.

b) La no convocatoria, en los plazos o condiciones legales y de forma sistemática y 
reiterada, de los órganos colegiados de las asociaciones deportivas, por quienes están 
obligados reglamentariamente a ello.

c) La inejecución de las resoluciones del Comité Asturiano de Disciplina Deportiva.
d) La utilización incorrecta de fondos privados o públicos asignados al desarrollo de la 

actividad deportiva.
e) La adquisición de compromisos de gastos de carácter plurianual con cargo al 

presupuesto de las federaciones deportivas asturianas, sin la correspondiente autorización.
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f) El incumplimiento de los deberes o compromisos adquiridos formalmente con el 
Principado de Asturias.

g) El ejercicio de actividades públicas o privadas declaradas formalmente incompatibles 
con la actividad o función desempeñada en el ámbito deportivo.

h) Las que con dicho carácter establezcan las diferentes asociaciones deportivas en sus 
estatutos o reglamentos.

Artículo 71.  Infracciones graves.

Se consideran, en todo caso, como infracciones graves:

a) El quebrantamiento de sanciones impuestas por infracciones leves.
b) Los insultos y ofensas a jueces, árbitros, técnicos, directivos y autoridades deportivas, 

o contra el público asistente a las pruebas o competiciones u otros deportistas.
c) La protesta injustificada o actuación que altere el normal desarrollo de una prueba o 

competición.
d) El incumplimiento reiterado de las órdenes e instrucciones emanadas de los órganos 

deportivos competentes en cada caso, cuando no revista el carácter de falta muy grave.
e) La organización de actividades, pruebas o competiciones deportivas con la 

denominación de oficiales, sin la autorización correspondiente.
f) Los actos notorios y públicos que atenten contra la dignidad y el decoro que exigen las 

actividades deportivas.
g) Las que con dicho carácter establezcan las diferentes asociaciones deportivas en sus 

estatutos o reglamentos.

Artículo 72.  Infracciones leves.

Se consideran infracciones leves:

a) La leve incorrección con las autoridades deportivas, deportistas y público asistente a 
las pruebas o competiciones.

b) Las actitudes pasivas en el cumplimiento de las órdenes e instrucciones emanadas de 
las autoridades deportivas competentes.

c) El descuido en la conservación y cuidado de los locales sociales, instalaciones 
deportivas y otros medios materiales, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que 
pudiera corresponder.

d) En general, las conductas contrarias a las normas deportivas que no estén incursas 
en la calificación de muy graves o graves.

e) Las que con dicho carácter establezcan las diferentes asociaciones deportivas en sus 
estatutos o reglamentos.

Artículo 73.  Sanciones.

1. En atención a las características de las infracciones cometidas, a los criterios de 
proporcionalidad exigibles y a las circunstancias concurrentes, podrán imponerse, de 
conformidad con lo previsto en esta Ley, sus disposiciones de desarrollo y las normas 
estatutarias y reglamentarias de las distintas asociaciones deportivas, las siguientes 
sanciones:

a) Apercibimiento o amonestación pública o privada.
b) Inhabilitación o suspensión o privatización de licencia deportiva, con carácter temporal 

o definitivo.
c) Privación temporal o definitiva de los derechos de asociado.
d) Multa, cuando el infractor perciba remuneración, precio o retribución por su actividad 

deportiva, debiendo figurar cuantificada en la norma sancionadora correspondiente.

2. La multa podrá tener carácter accesorio de cualquier otra sanción.
3. El impago de la multa determinará la suspensión por un período igual al que 

correspondiera a la comisión de una infracción del mismo tipo del que determinó la 
imposición de la multa impagada.
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Artículo 74.  Sanciones de pruebas deportivas.

1. Además de las previstas en el artículo anterior, son sanciones específicas de las 
pruebas o competiciones deportivas:

a) Clausura del recinto deportivo.
b) Pérdida del encuentro o descalificación de la prueba.
c) Pérdida de puntos o puestos en la clasificación.
d) Pérdida o descenso de categoría o división.
e) Celebración de la competición o prueba a puerta cerrada.
f) Prohibición de acceso al recinto deportivo.

2. En todo caso, los órganos disciplinarios deportivos competentes podrán alterar los 
resultados de encuentros, pruebas o competiciones, como consecuencia de actuaciones 
encaminadas a predeterminar los resultados del encuentro, prueba o competición.

Artículo 75.  Circunstancias modificativas de responsabilidad.

1. Las circunstancias que modifican la responsabilidad disciplinaria deportiva pueden ser 
atenuantes o agravantes.

2. Son circunstancias atenuantes el arrepentimiento espontáneo y el haber precedido, 
inmediatamente a la comisión de la infracción, una provocación suficiente.

3. Son circunstancias agravantes la reincidencia y el precio.

Artículo 76.  Extinción de responsabilidad.

La responsabilidad disciplinaria deportiva se extingue:

a) Por cumplimiento de la sanción.
b) Por prescripción de la infracción y de la sanción.
c) Por fallecimiento del infractor.
d) Por disolución de la asociación deportiva sancionadora.

Artículo 77.  Prescripción de infracciones.

1. Las infracciones prescribirán a los tres años, al año o al mes de su comisión, según se 
trate de muy graves, graves o leves, comenzándose a contar el plazo de prescripción al día 
siguiente de la comisión de la infracción.

2. La prescripción se interrumpe en el momento en que se inicia el procedimiento 
sancionador con conocimiento del interesado, pero si aquél se paralizase durante más de un 
mes por causa no imputable al inculpado, se reanudará el plazo para la prescripción.

Artículo 78.  Prescripción de sanciones firmes.

1. Las sanciones impuestas que sean firmes en vía administrativa prescribirán a los tres 
años, al año o al mes, según se trate de sanciones impuestas por la comisión de 
infracciones muy graves, graves o leves.

2. El plazo de prescripción se computa desde el día siguiente a aquél en que adquiera 
firmeza la resolución sancionadora o, si hubiera comenzado su cumplimiento, desde el día 
en que se quebrante. En caso de incumplimiento, se interrumpirá la prescripción por la 
iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de ejecución, reanudándose el 
plazo si aquél está paralizado durante más de un mes por causa no imputable al infractor.

Artículo 79.  Expediente sancionador.

1. Para la imposición de sanciones por infracción a las reglas de la disciplina deportiva, 
será preceptiva la instrucción previa de un expediente, de acuerdo con el procedimiento 
disciplinario reglamentariamente exigido.

2. En cualquier caso, son condiciones mínimas de los procedimientos disciplinarios, las 
siguientes:
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a) Los jueces y árbitros ejercen la potestad disciplinaria deportiva durante el desarrollo 
de las pruebas, competiciones o encuentros, de forma inmediata y ejecutiva, de acuerdo con 
las reglas de cada modalidad deportiva, debiéndose prever, en cada caso, el 
correspondiente sistema posterior de recursos.

En todo caso, las actas suscritas por los jueces y árbitros del encuentro, prueba o 
competición, constituirán medio documental necesario en el conjunto de la prueba de las 
infracciones a las reglas deportivas.

En aquellos deportes específicos que lo requieran, podrá preverse que, en la apreciación 
de las infracciones a las reglas deportivas, las declaraciones del árbitro o juez se presuman 
ciertas, salvo prueba en contrario.

b) En las pruebas o competiciones deportivas que, por su naturaleza, requieran el 
acuerdo perentorio de los órganos disciplinarios deportivos, deberán preverse 
procedimientos de urgencia que permitan compatibilizar la rápida intervención de aquéllos 
con el derecho a reclamación y el trámite de audiencia de los interesados.

c) En los procedimientos disciplinarios deportivos se considerarán interesados todas 
aquellas personas a cuyo favor o en cuyo perjuicio se derivasen derechos e intereses 
legítimos en relación con los efectos de las resoluciones adoptadas.

d) Las sanciones impuestas a través del correspondiente procedimiento disciplinario 
serán inmediatamente ejecutivas, sin que los recursos interpuestos contra las mismas 
paralicen o suspendan su ejecución. No obstante, la interposición de recursos contra la 
sanción de clausura del recinto o instalación deportiva, tipificada en el artículo 74.1.a) de la 
presente Ley, podrá comportar la suspensión de la ejecución de la sanción, adoptándose, en 
su caso, por el órgano disciplinario, las oportunas medidas cautelares.

Artículo 80.  Recursos.

Las resoluciones dictadas por los clubes deportivos en materia disciplinaria deportiva 
que sean objeto de recurso, lo serán en primera instancia ante los órganos disciplinarios de 
la federación respectiva y la de éstas, en su caso, ante el Comité Asturiano de Disciplina 
Deportiva.

Artículo 81.  Responsabilidad penal.

Cuando las infracciones a la disciplina deportiva pudieran revestir carácter de delito o 
falta penal, el órgano disciplinario competente deberá, de oficio o a instancia del instructor, 
comunicarlo al Ministerio Fiscal, suspendiendo inmediatamente el procedimiento incoado 
hasta que haya pronunciamiento de aquél o, si fuese positivo, hasta que recaiga la 
correspondiente resolución judicial. No obstante, el órgano disciplinario podrá adoptar las 
medias cautelares reglamentariamente previstas, que deberán comunicar al Ministerio Fiscal 
y a todos los interesados.

CAPÍTULO II

Comité Asturiano de Disciplina Deportiva

Artículo 82.  Naturaleza y funciones.

1. El Comité Asturiano de Disciplina Deportiva es el órgano supremo en materia de 
disciplina deportiva en el ámbito de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias.

2. El Comité está adscrito orgánicamente a la administración deportiva del Principado de 
Asturias, actuando con independencia de ésta y de cualquier entidad deportiva, en las 
cuestiones disciplinarias de su competencia.

3. Corresponde al Comité Asturiano de Disciplina Deportiva, conocer y resolver en vía de 
recursos las pretensiones que se deduzcan contra los actos de los órganos deportivos 
titulares de la potestad disciplinaria que agoten la vía deportiva.

4. Asimismo, le corresponde tramitar y resolver expedientes disciplinarios deportivos, de 
oficio o a instancia de la administración deportiva del Principado de Asturias, en los términos 
y de acuerdo con el procedimiento que se establezca en las disposiciones de desarrollo de la 
presente Ley.
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Artículo 83.  Recursos.

1. Las resoluciones del Comité Asturiano de Disciplina Deportiva agotan la vía 
administrativa y contra las mismas podrá interponerse recurso ante el Tribunal Superior de 
Justicia del Principado de Asturias.

2. Sus resoluciones se ejecutarán, en su caso, a través de la federación deportiva 
asturiana correspondiente, que será responsable de su estricto y adecuado cumplimiento.

Artículo 84.  Composición y duración del mandato.

1. El Comité Asturiano de Disciplina Deportiva estará integrado por cinco miembros, 
todos ellos Licenciados en Derecho y elegirán de entre ellos un Presidente y un 
Vicepresidente. El Comité contará con un Secretario, con voz, pero sin voto, que será 
nombrado por la administración deportiva del Principado de Asturias, de entre funcionarios 
de la misma.

2. La duración de su mandato será de cuatro años y su ejercicio no será remunerado, 
devengando tan sólo las dietas e indemnizaciones a que hubiera lugar, de acuerdo con la 
normativa aplicable.

Artículo 85.  Designación y funcionamiento.

Las normas sobre el sistema y procedimiento para la designación de los miembros del 
Comité Asturiano de Disciplina Deportiva, funcionamiento interno y demás disposiciones que 
exija su constitución se determinarán reglamentariamente.

TÍTULO X

La conciliación extrajudicial

Artículo 86.  Sistemas.

1. Las normas estatutarias de los clubes y federaciones deportivas asturianas podrán 
prever sistemas de conciliación extrajudicial o arbitraje, destinados a resolver diferencias o 
cuestiones litigiosas planteadas entre sus miembros, con ocasión de la aplicación de las 
reglas deportivas.

2. Las cuestiones que podrán ser objeto de conciliación o arbitraje se determinarán 
reglamentariamente, en los términos de la legislación general sobre la materia.

Artículo 87.  Contenido mínimo.

Los sistemas de conciliación extrajudicial o arbitraje deberán prever, con mínimo, los 
siguientes extremos:

a) Método de aceptación del sistema por los interesados.
b) Requisitos del procedimiento de aplicación.
c) Órganos o personas encargadas de decidir sobre las cuestiones objeto del litio o 

controversia, y métodos para su designación y recusación.
d) Fórmulas de ejecución de las decisiones derivadas de las funciones conciliadoras o 

arbitrales.

Disposición adicional primera.  
1. Las federaciones deportivas asturianas realizarán sus procesos electorales de 

acuerdo con su propio reglamento electoral, dentro de los plazos y según las normas que 
reglamentariamente se establezcan.

2. Los reglamentos electorales deberán prever la existencia de una Comisión Electoral 
Federativa integrada por miembros elegidos específicamente para esta función.

Su constitución, competencias, composición y régimen de funcionamiento se 
determinarán en los estatutos de cada federación.
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3. Se crea una Junta Electoral Autonómica, adscrita orgánicamente a la administración 
deportiva del Principado de Asturias que, actuando con total independencia de ésta y de 
cualesquiera otras entidades, velará de forma inmediata y en última instancia administrativa 
por el ajuste a derecho de los procesos electorales en las federaciones deportivas 
asturianas.

A tal efecto, tendrá competencia para conocer y resolver de los recursos y reclamaciones 
que se interpongan contra las decisiones de las comisiones electorales federativas.

4. La Junta Electoral Autonómica estará integrada por tres miembros, todos ellos 
Licenciados en Derecho y un Secretario, con voz pero sin voto. Su designación, constitución 
y régimen de funcionamiento se determinará en las disposiciones de desarrollo de la 
presente Ley.

5. Las resoluciones de la Junta Electoral Autonómica agotarán la vía administrativa y 
contra ellas podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal Superior 
de Justicia del Principado de Asturias.

Disposición adicional segunda.  
Las Entidades Deportivas del Principado de Asturias adaptarán sus normas 

reglamentarias a lo previsto en la presente Ley en los plazos que fijen las normas de 
desarrollo de la misma.

Disposición adicional tercera.  
Las agrupaciones deportivas del Principado de Asturias constituidas al amparo de lo 

previsto en el Decreto 145/1984, de 28 de diciembre, serán reconocidas como clubes 
deportivos a los efectos de lo previsto en los artículos 27 y siguientes de la presente Ley, 
debiendo adaptar sus estatutos o reglas de funcionamiento a las condiciones establecidas 
en la presente Ley, en los plazos que señalen las normas de desarrollo de la misma.

Disposición adicional cuarta.  
A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, el Registro de Federaciones 

Deportivas, el Registro de Clubes Deportivos y el Registro de Agrupaciones Deportivas del 
Principado de Asturias se refundirán en un único Registro de Entidades Deportivas, de 
acuerdo con lo previsto en el Título V de la presente Ley.

Disposición adicional quinta.  
Todos los establecimientos en que se presten servicios de carácter deportivo, de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 23.2 de la presente Ley, deberán adaptarse a sus 
exigencias en el plazo de un año a partir de la publicación de la misma.

Disposición transitoria primera.  
El órgano competente de la administración deportiva del Principado de Asturias podrá 

desarrollar programas especiales de actuación, de carácter territorial o sectorial, en tanto no 
esté aprobado el Plan Regional de Instalaciones Deportivas a que se refiere el Título III de la 
presente Ley. Estos programas podrán utilizarse de forma ocasional o específica, pero no 
como instrumento de planificación general de las instalaciones y equipamientos deportivos 
del Principado de Asturias.

Disposición transitoria segunda.  
En tanto no se elabore la «Normativa Básica de Instalaciones Deportivas», a que se 

refiere el artículo 19 de la presente Ley, seguirán en vigor las normas existentes en materia 
de construcción, uso y mantenimiento de instalaciones deportivas.
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Disposición transitoria tercera.  
Los procedimientos sancionadores en materia de disciplina deportiva iniciados al amparo 

de la legislación anterior, continuarán tramitándose con arreglo a la misma hasta su 
resolución definitiva.

Disposición transitoria cuarta.  
En tanto se produce la adaptación a las normas estatutarias y reglamentarias de las 

asociaciones deportivas a que se refieren las disposiciones adicionales segunda y tercera de 
la presente Ley, los órganos de gobierno y representación de dichas asociaciones 
continuarán ejerciendo, con carácter transitorio, las funciones que les estén asignadas.

Disposición derogatoria única.  
A la entrada en vigor de la presente Ley, quedan derogadas cuantas disposiciones de 

igual o inferior rango se opongan o contradigan lo dispuesto en la presente Ley.
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§ 40

Ley 9/1996, de 27 de diciembre, reguladora del Consejo Escolar del 
Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 302, de 31 de diciembre de 1996

«BOE» núm. 33, de 7 de febrero de 1997
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1997-2523

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley reguladora del Consejo 
Escolar del Principado de Asturias.

PREÁMBULO

El artículo 9 de la Constitución Española, en su apartado segundo, recoge la obligación 
de los poderes públicos de facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida 
política, económica, cultural y social. Por su parte, el artículo 23 del mismo texto establece el 
derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos.

Asimismo, el artículo 27 de nuestra norma constitucional atribuye a los poderes públicos 
la responsabilidad de garantizar el derecho de todos a la educación, mediante una 
programación general de enseñanza, con participación de todos los sectores afectados.

Los mencionados preceptos constitucionales hacen ineludible la constitución de un 
órgano que canalice la participación de los ciudadanos en la enseñanza, órgano que en el 
ámbito territorial de las Comunidades autónomas deberá ser creado y regulado mediante 
Ley de las correspondientes asambleas, conforme señala el artículo 34 de la Ley Orgánica 
8/1985, reguladora del Derecho a la Educación.

A los imperativos, antes señalados, debe añadirse la reciente reforma del Estatuto de 
Autonomía por la Ley Orgánica 1/1994, que ha supuesto la asunción de competencias de 
desarrollo legislativo y ejecución en materia de enseñanza, haciendo, en consecuencia, más 
urgente la necesidad de que Asturias se dote de un Consejo Escolar, que permita la 
participación de los sectores afectados, no solo en la formulación de los correspondientes 
instrumentos normativos y en la aplicación de los mismos, sino también en el proceso que, 
para el efectivo y pleno ejercicio de las citadas competencias, se ha abierto en el marco de la 
Comisión mixta de transferencias Administración del Estado-Comunidad Autónoma de 
Asturias.
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Artículo 1.  Naturaleza y funciones.

El Consejo Escolar del Principado de Asturias es el órgano consultivo y de participación 
social en la programación general de la enseñanza en los niveles no universitarios de la 
Comunidad Autónoma del Principado de Asturias.

Artículo 2.  Composición.

El Consejo Escolar del Principado de Asturias estará integrado por el Presidente, 
Vicepresidente, Secretario y Consejeros.

Artículo 3.  Presidente.

1. El Presidente del Consejo Escolar será nombrado por el Presidente del Principado, a 
propuesta de la Consejería competente en materia de educación y de entre personalidades 
de reconocido prestigio en el ámbito educativo.

2. Son funciones del Presidente:

a) Ejercer la dirección, representación y coordinación del Consejo Escolar del Principado 
de Asturias.

b) Fijar el orden del día, convocar y presidir las sesiones del Pleno del Consejo Escolar 
del Principado de Asturias y de su Comisión permanente, y velar por la ejecución de los 
acuerdos adoptados.

c) Dirimir las votaciones, en caso de empate.

Artículo 4.  Vicepresidente.

1. El Vicepresidente del Consejo Escolar del Principado será nombrado por el Consejero 
competente en materia de educación, de entre los miembros que integran dicho Consejo.

2. El Vicepresidente sustituirá al Presidente, en caso de vacante, ausencia o 
enfermedad, y realizará aquellas otras funciones que éste le delegue.

Artículo 5.  Secretario.

1. El Secretario será nombrado por el Consejero competente en materia de educación, 
de entre los funcionarios pertenecientes a la Administración del Principado de Asturias, en la 
forma que reglamentariamente se determine.

2. El Secretario actuará con voz pero sin voto en los órganos colegiados del Consejo, 
extendiendo y autorizando, con el visto bueno del Presidente, las actas de sus sesiones, así 
como las certificaciones que hayan de expedirse. Asimismo, gestionarán los asuntos 
administrativos y prestará asistencia técnica al Presidente, Pleno y comisiones, para lo cual, 
en nombre del Presidente, podrá recabar, de la Consejería competente en materia de 
educación, la información o documentación que considere necesaria para la emisión de 
dictámenes e informes y la formulación de propuestas del Consejo Escolar del Principado de 
Asturias.

Artículo 6.  Consejeros.

1. Serán Consejeros del Consejo Escolar del Principado de Asturias:

a) Ocho profesores, correspondientes al ámbito no universitario, propuestos por las 
asociaciones y sindicatos de docentes, con implantación en la Comunidad Autónoma, que 
tengan, de acuerdo con la legislación vigente, una mayor representatividad en el sector. En 
todo caso, se respetará la proporcionalidad entre los niveles educativos: Un profesor de 
Educación Infantil, tres de Enseñanza Primaria y cuatro de Enseñanza Secundaria.

b) Ocho padres y madres de alumnos, propuestos por las confederaciones o 
federaciones de asociaciones de padres o madres de alumnos, de ámbito regional, en 
proporción a su representatividad.

c) Ocho alumnos o alumnas, propuestos por las confederaciones o federaciones de 
asociaciones de alumnos o alumnas, en proporción a su representatividad.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 40  Ley reguladora del Consejo Escolar

– 486 –



d) Dos representantes del personal de administración y de servicios de los centros 
docentes, nombrados a propuesta de las asociaciones sindicales con implantación en la 
Comunidad Autónoma que, de acuerdo con la legislación vigente, tengan la condición de 
más representatividad en el sector.

e) Dos titulares docentes de centros privados de la Comunidad Autónoma, siendo, al 
menos uno de los centros, sostenido con fondos públicos, propuestos por las organizaciones 
empresariales o patronales de la enseñanza, en proporción a su representatividad.

f) Cuatro representantes de la administración educativa autonómica, designados por el 
Consejero correspondiente.

g) Un representante de la Universidad de Oviedo, propuesto por los órganos de gobierno 
correspondientes.

h) Dos representantes de la Federación Asturiana de Municipios, uno del ámbito rural y 
el otro del urbano.

i) Seis personas de reconocido prestigio en los ámbitos de la renovación pedagógica y 
de la administración educativa, designados por el órgano competente en materia de 
educación.

2. Los Consejeros del Consejo Escolar del Principado de Asturias serán nombrados por 
el Consejero competente en materia de educación, de conformidad con la propuesta 
formulada por los grupos correspondientes, en el plazo, que a tal efecto, señale el 
reglamento que desarrolle la presente Ley.

Artículo 7.  Duración del mandato.

1. El mandato de los miembros del Consejo Escolar del Principado de Asturias será de 
cuatro años.

2. El Consejo Escolar se renovará por mitad cada dos años, en cada uno de los grupos 
de Consejeros, a los que se refiere el artículo 6, a excepción de los del epígrafe c), que se 
renovarán en su totalidad.

3. Los miembros del Consejo Escolar del Principado de Asturias perderán su condición 
por cualquiera de las siguientes causas:

a) Terminación de su mandato.
b) Cuando dejen de reunir los requisitos que determinaron su designación.
c) Cuando se trate de representantes de la administración educativa, por cese dispuesto 

por el Consejero correspondiente.
d) Renuncia.
e) Haber sido inhabilitado para el ejercicio de cargos públicos, en virtud de resolución 

judicial firme.
f) Incapacidad o fallecimiento.
g) Por acuerdo de la organización o entidad que efectuó la propuesta de su 

nombramiento.

4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado precedente, los representantes de los 
profesores, del personal de administración y de servicios y de las organizaciones sindicales y 
empresariales cesarán cuando, en virtud de celebración de elecciones sindicales o de haber 
sido renovados los representantes de las organizaciones sindicales y empresariales, se haya 
alterado la representatividad de las organizaciones que efectuaron la propuesta. El período 
máximo para proceder a su novación, desde el día del anuncio oficial del resultado de las 
elecciones sindicales o de la renovación de los representantes patronales, será el 
establecido, a tal efecto, por el reglamento que desarrolle la presente Ley.

Artículo 8.  Funcionamiento.

1. El Consejo Escolar del Principado de Asturias funcionará en Pleno y en comisiones.
2. Las comisiones del Consejo Escolar serán:

a) Permanente.
b) Aquellas otras cuya creación acuerde el Pleno.
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3. La Comisión Permanente del Consejo Escolar estará constituida por el Presidente, el 
Vicepresidente y el número de miembros que determine el Pleno, con representación 
proporcional de los Consejeros de cada uno de los grupos contemplados en el artículo 6. La 
misma regla se observará en relación con la composición de aquellas otras comisiones, cuya 
creación acuerde el Pleno del Consejo Escolar, en base a petición razonada y con 
aprobación de la mayoría absoluta.

4. El Consejo Escolar del Principado de Asturias podrá crear subcomisiones para tratar 
sobre cuestiones puntuales.

5. El funcionamiento del Pleno, de las comisiones y de las subcomisiones se establecerá 
reglamentariamente.

Artículo 9.  Competencias.

1. El Pleno del Consejo Escolar del Principado de Asturias será consultado 
preceptivamente sobre:

a) Los proyectos de ley que, en materia educativa, el Consejo de Gobierno se proponga 
elevar a la Junta General del Principado de Asturias para su aprobación.

b) Los proyectos de reglamentos que, en materia educativa, se proponga aprobar el 
Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.

c) Los convenios y acuerdos que en materia educativa se proponga celebrar la 
Administración autonómica con otras Administraciones públicas.

d) Las disposiciones y actuaciones encaminadas a mejorar la calidad de la enseñanza, 
su adecuación a la realidad social asturiana y a compensar las desigualdades y deficiencias 
sociales e individuales, dentro del marco competencial del Principado de Asturias.

e) Las disposiciones y actuaciones que, dentro del marco competencial del Principado de 
Asturias, afecte a las siguientes materias:

Programación general de la enseñanza no universitaria en el Principado de Asturias.
Características propias que hayan de reunir los centros docentes de la Comunidad 

Autónoma.
Programas y orientaciones didácticas dirigidos a incrementar la promoción de la 

conciencia de la identidad y los valores históricos y culturales del pueblo asturiano.
Criterios generales para la financiación de los centros públicos y de la concertación de 

los centros privados.

f) Disposiciones en relación con la enseñanza y el fomento de la lengua asturiana.

2. La Consejería competente en materia de educación y la Junta General del Principado 
de Asturias podrán consultar al Consejo Escolar sobre aspectos distintos de los 
contemplados, expresamente, en el apartado anterior.

El Pleno del Consejo Escolar, a iniciativa propia y previa solicitud de la mayoría absoluta 
de sus miembros, emitirá informe sobre cualquier disposición o actuación del Principado que 
considere pueda tener incidencia en la educación.

Asimismo, el Consejo Escolar del Principado de Asturias podrá elevar a la Consejería 
competente en materia de educación cuantas propuestas, informes e iniciativas considere 
convenientes, aun cuando no figuren expresamente enumeradas en el apartado primero de 
este artículo.

Artículo 10.  Informes.

1. Los informes del Consejo Escolar del Principado de Asturias se evacuarán en el plazo 
máximo de un mes, salvo que por disposición legal se establezca plazo distinto.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, el Consejero competente en 
materia de educación podrá solicitar que el informe se realice en trámite de urgencia, en 
cuyo caso el plazo máximo para su emisión será de quince días.

Artículo 11.  Solicitudes de información.

El Consejo Escolar del Principado de Asturias podrá solicitar información a las 
Administraciones públicas sobre cualquier materia que afecte a su ámbito de actuación. 
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Cuando la solicitud de información tenga por destinataria la Administración del Principado de 
Asturias, ésta tendrá el deber de facilitarla o de alegar las razones fundadas en derecho que 
lo impidan.

Artículo 12.  Memoria.

El Consejo Escolar del Principado de Asturias deberá elaborar, con carácter anual, una 
memoria sobre sus actividades y un informe sobre la situación de la enseñanza no 
universitaria en Asturias. Esta memoria se ajustará a los criterios que fije el reglamento 
elaborado por el propio Consejo.

Disposición transitoria primera.  
1. El Consejo Escolar del Principado de Asturias deberá constituirse en el plazo de dos 

meses, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.
2. El Consejo Escolar del Principado de Asturias quedará válidamente constituido 

cuando se hayan integrado en él al menos dos tercios de los Consejeros.

Disposición transitoria segunda.  
En el plazo de un mes, a partir de la fecha de publicación de la presente Ley en el 

«Boletín Oficial del Principado de Asturias», las entidades, organismos e instituciones, a que 
se refiere el artículo 6, procederán a la designación de sus representantes en el Consejo 
Escolar del Principado de Asturias y remisión de las correspondientes propuestas de 
nombramiento a la Consejería competente en materia de educación.

Disposición transitoria tercera.  
La convocatoria de la sesión constitutiva del Consejo Escolar del Principado de Asturias 

será efectuada por el Consejero competente en materia de educación.

Disposición transitoria cuarta.  
En tanto no se culmine el traspaso de los servicios inherentes a la competencia del 

Principado en materia educativa, el Consejo Escolar del Principado de Asturias será 
consultado, preceptivamente, por el Consejero competente en materia de educación, sobre 
los acuerdos e incidencias que, a tal finalidad, se produzcan en el marco de la Comisión 
mixta de transferencias Administración del Estado-Comunidad Autónoma de Asturias.

Disposición transitoria quinta.  
Con carácter excepcional, transcurridos dos años desde la constitución inicial del 

Consejo Escolar del Principado de Asturias, cesará, en virtud de sorteo, la mitad de los 
Consejeros de cada uno de los grupos, a que se refiere el artículo 6 de la presente Ley, a 
excepción de los del grupo c), que cesarán en su totalidad.

Disposición transitoria sexta.  
En el plazo de dos meses desde su constitución, el Consejo Escolar del Principado de 

Asturias elaborará su propio reglamento de funcionamiento, el cual será remitido a la 
Consejería competente en materia de educación, para su aprobación por el Consejo de 
Gobierno del Principado de Asturias.

Disposición final primera.  
El Consejo Escolar del Principado de Asturias asumirá, desde el momento de su 

constitución, las funciones de los órganos colegiados consultivos y de participación de la 
Administración autonómica en materia de enseñanza no universitaria, existentes en el 
momento actual.
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Disposición final segunda.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para que dicte las 

disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación de la presente Ley.

Disposición final tercera.  
El Consejo de Gobierno dictará las normas precisas y llevará a cabo las actuaciones 

necesarias para dotar al Consejo Escolar del Principado de Asturias de los recursos y 
medios necesarios para su funcionamiento.

Disposición final cuarta.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».
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§ 41

Ley 2/1997, de 16 de julio, del Consejo Social de la Universidad de 
Oviedo

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 178, de 1 de agosto de 1997

«BOE» núm. 214, de 6 de septiembre de 1997
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1997-19436

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Consejo Social de la 
Universidad de Oviedo.

PREÁMBULO

La promulgación de una Ley del Consejo Social para la Universidad de Oviedo es 
consecuencia necesaria de la asunción de competencias de desarrollo legislativo y ejecución 
en materia de Universidades por parte de la Comunidad Autónoma del Principado de 
Asturias, una vez reformado el Estatuto de Autonomía por Ley Orgánica 1/1994, de 24 de 
marzo, y hecha efectiva la ampliación competencial mediante Real Decreto 848/1995, de 30 
de mayo.

La presente Ley, que desplaza en el ámbito regional a la Ley estatal 5/1985, de 21 de 
marzo, por la que se rigió hasta la fecha el Consejo Social de la Universidad de Oviedo, se 
aprueba de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 14.3 de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 
de agosto, de Reforma Universitaria. Los años transcurridos desde la promulgación de la 
citada Ley Orgánica, durante los cuales han visto la luz importantes reformas del 
procedimiento administrativo y de la contratación pública, obligan a actualizar, desde la 
presente Ley, sus atribuciones, superando, así, con pleno respeto a la autonomía 
universitaria, el mero ámbito de una Ley de composición del Consejo Social.

Dentro del funcionamiento de la Universidad, institución llamada a jugar un decisivo 
papel en la recuperación de Asturias, el Consejo Social ha de ser un instrumento clave, al 
que la Ley Orgánica de Reforma Universitaria definió ya como «el órgano de participación de 
la sociedad en la Universidad».

La nueva regulación del Consejo Social persigue, desde el acercamiento a la 
peculiaridad de una Comunidad Autónoma como Asturias, con una sola Universidad, la 
definitiva revitalización del órgano de conexión entre las instancias académicas y la sociedad 
a la que éstas deben servir.
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CAPÍTULO I

Del Consejo Social y sus atribuciones

Artículo 1.  Objeto de la Ley.

Es objeto de la presente Ley la regulación de la organización y funcionamiento del 
Consejo Social de la Universidad de Oviedo.

Artículo 2.  Participación social y relaciones institucionales.

1. El Consejo Social es el órgano colegiado de gobierno universitario que garantiza la 
participación de la sociedad asturiana en el servicio público de la educación superior.

2. Sin perjuicio de la representación institucional que al Rector compete, el Consejo 
Social se configura igualmente como órgano de comunicación entre la Universidad de 
Oviedo y la administración universitaria del Principado de Asturias.

3. Corresponde al Consejo Social promover la colaboración de la sociedad en la 
financiación de la Universidad, pudiendo coordinar, a tal fin, los servicios universitarios que 
persigan similares objetivos.

Artículo 3.  Competencias.

1. En el marco de la normativa básica del Estado y de conformidad con las facultades de 
desarrollo legislativo de la Comunidad Autónoma, corresponde al Consejo Social el ejercicio 
de competencias de índole económica y de gestión universitaria.

2. Como competencias de índole económica, le corresponden las siguientes:

a) Aprobar, a propuesta de la Junta de Gobierno, el presupuesto anual de la Universidad 
y sus modificaciones, incluidas las derivadas de alteraciones en las plantillas, sin perjuicio de 
lo dispuesto en la Ley Orgánica de Reforma Universitaria y en la presente Ley respecto a 
transferencias de crédito y autorización de costes del personal, así como la programación 
plurianual de la misma y los criterios y documentación mínima que deban exigirse en la 
tramitación de dichos expedientes. Las modificaciones presupuestarias se realizarán con 
sujeción a lo dispuesto en la Ley 6/1986, de 31 de mayo, de Régimen Económico y 
Presupuestario del Principado de Asturias.

b) Elaborar y aprobar el propio presupuesto del Consejo, que figurará en un programa 
específico dentro de los presupuestos de la Universidad.

c) Aprobar la liquidación y las cuentas anuales de la Universidad y de las entidades que 
de la misma puedan depender.

d) Supervisar las funciones ordinarias del control interno de las cuentas de la institución. 
A tal efecto, la Intervención de la Universidad actuará bajo la dependencia del Consejo 
Social, sin perjuicio de su plena autonomía funcional respecto de los órganos sometidos a su 
fiscalización. Asimismo, el Consejo Social podrá recabar la realización de las auditorías 
externas.

e) Aprobar la plantilla y la relación de puestos de trabajo del personal de Administración 
y Servicios de la Universidad y sus modificaciones, velando por el cumplimiento de la 
normativa vigente en materia de personal.

f) Acordar, a propuesta de la Junta de Gobierno, la asignación con carácter individual de 
conceptos retributivos adicionales a los establecidos con carácter general para el 
profesorado universitario, en atención a exigencias docentes e investigadoras o a méritos 
relevantes.

g) Fijar las tasas académicas y demás derechos correspondientes a los estudios 
conducentes a la expedición de títulos no oficiales, así como determinar, en su caso, el 
régimen retributivo del profesorado de los seminarios y cursos no reglados.

h) Recibir información trimestral de cuantos contratos se celebren al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 11 de la Ley Orgánica de Reforma Universitaria.

i) Ser informado de cuantos convenios vayan a ser suscritos por la Universidad. Aprobar 
con carácter previo los convenios a suscribir por la institución con personas físicas o 
jurídicas, públicas o privadas, que supongan incremento de gasto. El Consejo Social, en 
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aquellos convenios que no lo supongan, podrá recabar si lo cree necesario la aprobación 
previa de los mismos, para lo que dispondrá de un plazo de un mes. Si transcurrido este 
plazo no los hubiera recabado, la Universidad podrá suscribirlos.

j) Aprobar, con carácter previo a su elevación a los órganos competentes de la 
Comunidad Autónoma, en su caso, las propuestas de la Junta de gobierno relativas a la 
realización de gastos plurianuales o de concertación de operaciones de crédito. En este 
último supuesto, el Consejo Social garantizará el cumplimiento de las exigencias 
establecidas por la legislación del Principado de Asturias.

k) Coordinar y supervisar las políticas universitarias de becas, ayudas, exenciones y 
créditos a los estudiantes con pleno respeto a los principios de publicidad, mérito y 
capacidad. Reglamentariamente se establecerá la forma de participación del Consejo Social 
en las comisiones que se constituyan a efectos de ejecutar las citadas políticas.

l) Aprobar, a propuesta de la Junta de Gobierno, concesiones de crédito extraordinario o 
suplemento de crédito, siempre que deba efectuarse un gasto que no pueda ser aplazado al 
ejercicio siguiente y para el cual no exista crédito consignado en los presupuestos o el 
existente sea insuficiente y tenga el carácter de no ampliable.

m) Aprobar las transferencias de gastos corrientes a gastos de capital y, previa 
autorización por el órgano competente de la Comunidad Autónoma, las transferencias de 
gastos de capital a cualquier otro capítulo.

n) Autorizar al Rector de la Universidad, previa propuesta motivada de éste, para 
enajenar o disponer de los bienes patrimoniales de la institución, así como para desafectar 
los bienes de dominio público de la Universidad. A tal fin, el Consejo Social recibirá en el 
primer trimestre de cada año natural una relación actualizada al 31 de diciembre del ejercicio 
anterior de los bienes que integran el patrimonio de la entidad.

ñ) En general, supervisar los servicios y actividades de carácter económico de la 
Universidad.

3. Como competencias de gestión universitaria, le corresponden las siguientes:

a) Proponer al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias la creación y supresión 
de Facultades, Escuelas Técnicas Superiores, Escuelas Universitarias e Institutos 
Universitarios, que será aprobado por Decreto, previo informe del Consejo de Universidades.

b) Autorizar la creación de otros centros, a propuesta de la Junta de gobierno y de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley Orgánica de Reforma Universitaria, y 
proponer a los órganos competentes el reconocimiento de centros integrados en 
Universidades ya existentes, previo informe del Consejo de Universidades.

c) Proponer al Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma para su aprobación, 
previo informe del Consejo de Universidades, los convenios de adscripción a la Universidad, 
como institutos universitarios, de instituciones o centros de investigación o creación artística, 
de carácter público o privado, así como de colegios mayores o residencias universitarias.

d) Proponer al Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma la implantación de 
nuevas titulaciones o enseñanzas, así como cambios en los planes de estudio, a solicitud de 
la Junta de gobierno, que deberá acompañarse de memoria justificativa de las razones que 
aconsejan la necesidad de aquéllas y del estudio económico relativo a sus costes.

e) Establecer, previo informe del Consejo de Universidades, las normas que regulen la 
permanencia en la Universidad de los alumnos que no superen las pruebas 
correspondientes en los plazos fijados, atendiendo, en todo caso, a las características de los 
diversos estudios.

f) Promover el establecimiento de convenios entre la Universidad de Oviedo y entidades 
públicas y privadas orientados a completar la formación de los alumnos y facilitar su empleo.

g) Impulsar y, en su caso, coordinar los servicios destinados a establecer relaciones 
entre la Universidad y sus antiguos alumnos, a fin de mantener los vínculos afectivos y de 
potenciar las acciones de mecenazgo en favor de la institución académica.

h) Supervisar el rendimiento de los diversos servicios de la Universidad formulando, en 
su caso, sugerencias y propuestas a la Junta de gobierno tendentes a mejorar el 
funcionamiento de la actividad universitaria, para lo cual podrá solicitar informes, a instancia 
de al menos una quinta parte de los miembros del Consejo, y recabar de los órganos 
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correspondientes cuantos datos considere oportunos, cuya remisión tendrá carácter 
obligatorio.

i) Tramitar las denuncias que se presenten en su propio registro de relación con el mal 
funcionamiento de los servicios universitarios, pudiendo solicitar del Rector o, en su caso, de 
la Administración del Principado de Asturias la realización de inspecciones encaminadas a la 
depuración de responsabilidades.

j) Autorizar la adquisición de bienes de equipo afectos a la investigación mediante 
procedimiento negociado sin publicidad, así como de otros suministros destinados a labores 
investigadoras en los supuestos del artículo 183, parágrafos b) y c), de la Ley 13/1995, de 18 
de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas.

k) Ser oído en la contratación, mediante procedimiento negociado sin publicidad, de 
consultorías y asistencias, servicios y trabajos específicos y concretos no habituales de la 
administración universitaria.

l) Informar acerca del nombramiento y ser informado con respecto al cese del Gerente de 
la Universidad.

m) Fijar anualmente, a propuesta de la Junta de gobierno, el calendario académico.
n) Nombrar a los representantes del Consejo Social en cuantas comisiones estatutarias 

o reglamentarias prevean la presencia de un vocal del órgano. Dicha atribución se entiende 
con independencia de la facultad del Presidente de delegar sus funciones representativas.

ñ) Informar, con carácter previo a la remisión al Consejo de Gobierno de la Comunidad 
Autónoma para su aprobación, los proyectos de concierto de colaboración entre la 
Universidad de Oviedo y las instituciones sanitarias.

o) Proponer la remoción de los propios miembros del órgano cuando concurra en ellos 
alguna causa legal de incompatibilidad.

p) Autorizar la creación o participación en sociedades mercantiles, fundaciones, 
consorcios y otras entidades con personalidad jurídica propia.

q) Velar por que los procedimientos de concurso y contratación de puestos de trabajo de 
la Universidad de Oviedo se ajusten a los requisitos constitucionales de publicidad, mérito y 
capacidad, así como a cuantas disposiciones legales y reglamentarias fuesen exigibles al 
respecto.

r) Cuantas otras le fuesen encomendadas por la legislación vigente.

4. Además de las competencias señaladas, el Consejo Social ejercerá cuantas 
atribuciones le sean conferidas por la normativa vigente en cada momento, y, muy 
especialmente, aquellas que, como órgano propio de la Universidad, le sean encomendadas 
por los Estatutos de ésta.

Artículo 4.  Memorias.

Para el más adecuado ejercicio de las competencias a las que se refieren los apartados 
3, a) y e) del artículo anterior, el Consejo Social elaborará y remitirá a la Consejería de la 
Comunidad Autónoma con competencias en materia de Universidades memorias 
justificativas acerca de las titulaciones a implantar, así como referidas al seguimiento de las 
ya implantadas, incluyendo estudios sobre la calidad de las enseñanzas y sobre el grado de 
fracaso del alumnado.

Artículo 5.  Facultades de los Vocales del Consejo Social.

1. En cumplimiento de sus funciones, los miembros del Consejo Social comisionados por 
dicho órgano para el examen o tramitación de asuntos propios del mismo podrán acceder a 
los servicios y dependencias universitarios y recabar de sus titulares la información que 
consideren precisa en relación con el procedimiento que se les haya encomendado.

2. El Presidente y el Secretario del Consejo Social, en tanto que órganos permanentes 
del mismo, podrán hacer uso, sin necesidad de mandato previo, de la facultad a la que se 
refiere el apartado anterior, en las materias referidas en el artículo 3 de la presente Ley.
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Artículo 6.  Composición del órgano.

1. El Consejo Social de la Universidad de Oviedo está integrado por 25 miembros, 
incluido el Presidente, 10 en representación de la Junta de Gobierno de la Universidad y 15 
elegidos en representación de los intereses sociales de la Comunidad asturiana.

2. En representación de la Junta de gobierno serán miembros natos del Consejo Social 
el Rector, el Secretario general y el Gerente de la Universidad, y los siete miembros 
restantes serán elegidos por la propia Junta de gobierno entre sus componentes, debiendo 
estar representados en ellos los profesores, los alumnos y el personal de Administración y 
Servicios.

3. Los 15 miembros o Vocales, elegidos en representación de los intereses sociales de la 
Comunidad asturiana, accederán al órgano de la siguiente forma:

a) Cuatro, designados por la Junta General del Principado a propuesta de los distintos 
Grupos Parlamentarios, de entre personas de especial cualificación y relieve para la 
comunidad universitaria.

b) Dos, designados por las organizaciones sindicales más representativas en el ámbito 
de la Comunidad Autónoma.

c) Dos, designados por las organizaciones empresariales más representativas de la 
región.

d) Dos, designados por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, debiendo 
recaer tal nombramiento en los Directores regionales con responsabilidades en las Áreas de 
Universidades y Economía.

e) Cuatro, designados por el Consejo de Gobierno entre personas representativas en los 
ámbitos profesionales, económicos o financieros.

f) Uno, designado por el Consejo de Gobierno, de entre los Ayuntamientos de los 
concejos con centros universitarios, a propuesta de la Federación Asturiana de Concejos.

Artículo 7.  Nombramiento de los Vocales.

1. Los miembros del Consejo Social serán nombrados por Decreto aprobado en Consejo 
de Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería con competencias en materia de 
Universidades.

2. La publicación del nombramiento de los miembros del Consejo Social en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias» es requisito imprescindible para acceder a las reuniones 
del órgano, proscribiéndose, a tal efecto, el nombramiento de sustitutos o el acceso al 
Consejo Social de cargos universitarios en funciones.

Artículo 8.  Mandato de los Vocales.

1. Los miembros del Consejo Social a los que se refiere el apartado 3 del artículo 6 de la 
presente Ley serán nombrados para un mandato de cuatro años, pudiendo ser reelegibles 
de forma consecutiva, por una sola vez.

2. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la celebración de elecciones a la Junta 
General del Principado o en los ámbitos sindical y empresarial permitirá la renovación de los 
miembros del Consejo Social procedentes de dichos ámbitos. Dicha renovación no se hará 
efectiva hasta la publicación del nombramiento de los nuevos miembros en el «Boletín Oficial 
del Principado de Asturias», continuando, hasta dicho momento, en plenitud de funciones y 
derechos los Vocales que vayan a ser sustituidos.

3. Los miembros natos del Consejo Social cesarán en dicho órgano cuando pierdan la 
condición o cargo que conlleve su pertenencia a aquél. Asimismo, los restantes miembros 
perderán su condición por dimisión, o revocación por parte del órgano que los designó.

Artículo 9.  Incompatibilidades negociales.

1. En tanto se desempeñe una vocalía del Consejo Social, la condición de miembro del 
mismo será incompatible con el desempeño, por sí o por persona interpuesta, de cargos 
directivos en empresas o sociedades que contraten con la Universidad obras, servicios o 
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suministros, así como con la participación superior al 10 por 100 en el capital social de las 
mismas.

2. En ningún caso existirá incompatibilidad entre la condición de miembro del Consejo 
Social y la condición de parte contratante de la Universidad en las figuras negociales 
previstas en el artículo 11 de la Ley Orgánica de Reforma Universitaria.

Artículo 10.  Incompatibilidad académica.

Ninguno de los miembros del Consejo Social nombrados en representación de los 
intereses sociales podrá ser miembro en activo de la comunidad universitaria.

Artículo 11.  Cese anticipado.

Cuando por fallecimiento, renuncia, revocación o apreciación por parte del Consejo 
Social de causa de incompatibilidad se produzca el cese anticipado de un Vocal, el 
Presidente del órgano solicitará de la institución u organismo que lo propuso que, en el plazo 
máximo de dos meses, proceda al nombramiento de un nuevo miembro para el período de 
tiempo que reste del mandato correspondiente al anterior titular.

Artículo 12.  Reglamento de Organización y Funcionamiento.

1. El Consejo Social elaborará su Reglamento de Organización y Funcionamiento, que 
se someterá a la aprobación del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.

2. El Reglamento del Consejo Social regulará, necesariamente, el número y la 
periodicidad de las sesiones ordinarias, las razones que justifiquen las extraordinarias, el 
quórum preciso para la adopción de acuerdos, la mayoría requerida en cada caso, así como 
las atribuciones de sus órganos unipersonales.

CAPÍTULO II

De la organización del Consejo Social

Artículo 13.  Estructura interna.

El Consejo Social de la Universidad de Oviedo ejerce sus atribuciones conforme a la 
siguiente estructura orgánica:

a) El Pleno.
b) Las Comisiones.
c) El Presidente.
d) La Secretaría.

Artículo 14.  El Pleno.

El Pleno del Consejo Social está integrado por el Presidente y los Vocales y al mismo 
corresponde, con carácter general, la adopción de acuerdos relativos a las materias incluidas 
en el artículo 3 de la presente Ley.

Artículo 15.  Las Comisiones.

1. Sin perjuicio de las ponencias o grupos de trabajo de carácter sectorial o de 
naturaleza ocasional que se designen por el Pleno, de acuerdo con lo que disponga el 
reglamento del órgano, existirán necesariamente dos Comisiones: la Comisión Económica y 
la Comisión de Gestión Universitaria.

2. El Pleno adscribirá a las citadas Comisiones a los Vocales, procurando respetar sus 
preferencias y, en todo caso, las proporciones plenarias.

3. Corresponde a la Comisión Económica el estudio, deliberación y, en su caso, 
aprobación por delegación del Pleno de los acuerdos relacionados con las competencias 
referidas en el artículo 3 de esta Ley. En ningún caso será delegable la aprobación de 
acuerdos sobre las atribuciones previstas en los epígrafes a), b), c), e), f), g), j), l), m) y n) del 
apartado 2 del citado artículo 3.
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4. En el seno de la Comisión Económica se constituirá reglamentariamente un comité de 
control de cuentas que se convocará, al menos, una vez al trimestre. Entenderá de los 
asuntos relacionados con la supervisión y dirección de la política de auditoría en la 
Universidad, verificando el cumplimiento de las recomendaciones de auditoría y 
comprobando que se toman las medidas correctoras apropiadas. A tal fin, la Intervención de 
la Universidad asistirá con voz y sin voto a sus reuniones.

5. A la Comisión de Gestión Universitaria corresponde el estudio, deliberación y, en su 
caso, aprobación por delegación del Pleno de los acuerdos inherentes a las competencias 
previstas en el artículo 3 de la presente Ley. En ningún caso será delegable la aprobación de 
acuerdos sobre las atribuciones previstas en los epígrafes a), b), c), d), e), i), l), m), n), ñ) y 
o) del apartado 3 del artículo 3.

6. La delegación y, en su caso, la avocación de competencias entre órganos se regirá 
por lo dispuesto en los artículos 13 y 14 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 16.  El Presidente.

1. El Presidente del Consejo Social representa ordinariamente al órgano; convoca, dirige 
y levanta las sesiones del Pleno y de sus Comisiones y ejerce cuantas funciones le sean 
encomendadas legal o reglamentariamente.

2. El Presidente del Consejo Social será nombrado por el Consejo de Gobierno a 
propuesta del titular de la Consejería con competencia en materia de Universidades, de 
entre los Consejeros que representen los intereses sociales y que no sean de los nombrados 
en virtud del artículo 6.3, d), oídos los Portavoces de los Grupos Parlamentarios de la Junta 
General y el Rector.

3. El mandato del Presidente del Consejo Social será de cuatro años, siendo susceptible 
de renovación por una sola vez.

4. Es de aplicación al Presidente del Consejo Social la incompatibilidad prevista para los 
Vocales en el artículo 9.1 de la presente Ley.

5. La pérdida por el Presidente de la condición de miembro del Consejo Social conllevará 
el correspondiente cese en la Presidencia del órgano.

6. El reglamento podrá prever la figura del Vicepresidente; en su defecto, sustituirá al 
Presidente en caso de fallecimiento, enfermedad, ausencia transitoria, renuncia o cese el 
Vocal que, pudiendo legalmente ser Presidente, goce de mayor antigüedad en el órgano. De 
existir dos o más Vocales con la misma antigüedad ejercerá las funciones de la Presidencia 
el de mayor edad. En todo caso, el Vicepresidente sólo podrá ser nombrado de entre 
aquellos Consejeros que cumplan los mismos requisitos que son exigidos para el 
nombramiento del Presidente.

7. Las retribuciones que puedan corresponder al Presidente serán fijadas, en ausencia 
de éste, por el Pleno del Consejo Social teniendo presente el régimen de dedicación al 
cargo.

Artículo 17.  El Secretario.

1. El Presidente del Consejo Social nombrará un Secretario, en posesión de título 
superior, que desempeñará sus funciones a tiempo completo o a tiempo parcial, en los 
términos que se prevean reglamentariamente.

2. Si el nombramiento de Secretario recayera en un funcionario de cualesquiera de las 
Administraciones Públicas, deberá pertenecer a un Cuerpo o Escala incardinado en el grupo 
A del artículo 25 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la 
Función Pública.

3. Con carácter transitorio, nunca superior a un año, podrá desempeñar la Secretaría un 
miembro del Consejo Social designado a tal fin por el Presidente. A falta de designación 
expresa, el ejercicio ocasional de las funciones de Secretario corresponderá al Vocal del 
Consejo Social de menor edad.

4. El Secretario del Consejo Social podrá ser cesado por decisión del Presidente, oído el 
Pleno del órgano.

5. Al Secretario corresponden la dirección de las dependencias administrativas del 
Consejo Social, la preparación de estudios e informes, la función de fedatario de lo acordado 
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por el Pleno y las Comisiones, la custodia de los libros de actas, la potestad certificante y 
cuantas atribuciones le encomiende el Reglamento.

6. A salvo lo dispuesto en el apartado 3 del presente artículo, el Secretario asistirá a las 
reuniones del Consejo Social con voz, pero sin voto.

7. Corresponde al Pleno del Consejo Social, a propuesta del Presidente, determinar la 
cuantía y conceptos de las retribuciones del Secretario. De tratarse de un funcionario 
docente, sólo podrá ser retribuido a través de la fijación de un complemento específico.

CAPÍTULO III

De los medios personales y materiales al servicio del Consejo Social

Artículo 18.  Presupuesto y medios del Consejo Social.

El Consejo Social de la Universidad de Oviedo, al elaborar anualmente su propio 
presupuesto, preverá las necesidades de personal y medios materiales que demande el 
correcto funcionamiento de sus servicios en cada ejercicio.

Artículo 19.  Adscripción de medios.

1. El Consejo Social, sin perjuicio de las peculiaridades de asignación de personal que 
se prevean reglamentariamente, se valdrá de las plantillas, instalaciones y bienes de la 
propia Universidad.

2. Con carácter excepcional, la Administración del Principado de Asturias, a instancia del 
Consejo Social, podrá subvenir a las necesidades materiales y de personal del Consejo.

Artículo 20.  Gastos.

El Pleno del Consejo podrá acordar, en los términos que se determinen 
reglamentariamente, el pago de los gastos de los miembros que se produzcan en el 
desempeño de su función.

CAPÍTULO IV

Del régimen jurídico de los acuerdos del Consejo Social

Artículo 21.  Quórum, régimen de votación y comunicación de los acuerdos.

1. El quórum para la válida constitución del Pleno del Consejo Social se cifra, en 
cualquier convocatoria, en la mitad más uno del número legal de miembros del órgano, sin 
que, en ningún caso, los representantes de la Junta de gobierno superen cuantitativamente a 
los representantes de intereses sociales.

2. El Reglamento del Consejo Social preverá la válida constitución de las Comisiones 
inspirándose en el principio de representatividad a que se refiere el apartado anterior.

3. Los acuerdos del Consejo Social se adoptarán por mayoría simple de votos, a 
excepción de los que versen sobre materias incluidas en los epígrafes a), b), c), d), e), j), l) 
m) y n) del apartado 2 del artículo 3, o en los epígrafes a), b), e) y o) del apartado 3 del 
artículo 3 de la presente Ley, que deberán ser aprobados por mayoría absoluta del número 
legal de miembros del órgano.

4. Reglamentariamente se determinarán los tipos y formalidades de las votaciones.
5. Los acuerdos del Consejo Social que deban ser elevados a los órganos del Principado 

se cursarán a través de la Consejería de la Comunidad Autónoma con competencias en 
materia de Universidades.

Artículo 22.  Régimen jurídico-administrativo de los acuerdos.

Los acuerdos del Pleno y los adoptados, por delegación de éste, por las Comisiones 
Económica y de Gestión Universitaria poseen inmediata ejecutividad y agotan la vía 
administrativa, siendo directamente recurribles ante el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo.
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Artículo 23.  Ejecución y publicación de los acuerdos.

1. Corresponde al Rector de la Universidad la ejecución de los acuerdos adoptados por 
el Consejo Social. A tal fin, el Secretario del órgano remitirá inmediatamente al Rectorado, 
con el visto bueno del Presidente del Consejo Social, la relación de los acuerdos aprobados 
por el Pleno o por las Comisiones.

2. El Rector deberá trasladar los acuerdos del Consejo Social a cuantos órganos, 
servicios y dependencias de la Universidad guarden relación competencial con los asuntos 
aprobados, responsabilizándose de su efectivo cumplimiento.

3. El Rector ordenará la publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» de 
los acuerdos del Consejo Social que, conforme a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 
21, requieran ser aprobados por mayoría absoluta. Igualmente, se insertarán en el diario 
oficial aquellos acuerdos cuya publicación resulte necesaria a criterio del propio Consejo 
Social.

Disposición adicional.  
No serán de aplicación al Consejo Social, por carecer de competencias de negociación 

colectiva, las peculiaridades previstas en los artículos 22.2, 23.1.d), 24.3 y 26.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, para los órganos participados por organizaciones 
representativas de intereses sociales.

Disposición transitoria primera.  
En el plazo de tres meses, a contar desde la entrada en vigor de la presente Ley y 

conforme a lo dispuesto en la misma, deberá constituirse el Consejo Social de la Universidad 
de Oviedo.

Disposición transitoria segunda.  
En tanto no se apruebe el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo 

Social de la Universidad de Oviedo, mantendrá su vigencia, en cuanto no se oponga a lo 
dispuesto en esta Ley, el Reglamento aprobado por Orden de 15 de septiembre de 1986.

Disposición final primera.  
1. En el plazo de tres meses desde la constitución del nuevo Consejo Social de la 

Universidad de Oviedo, deberá elaborarse por éste un Reglamento de Organización y 
Funcionamiento, en los términos previstos en el artículo 12 de esta Ley.

2. El Reglamento del Consejo Social deberá ser aprobado por el Consejo de Gobierno 
del Principado de Asturias, a cuyo efecto se tramitará por conducto de la Consejería con 
competencias en materia de Universidades.

3. Transcurridos tres meses desde la fecha de presentación ante la Administración del 
Principado de Asturias sin que hubiese recaído acto expreso, se entenderá aprobado el 
Reglamento, sin necesidad de obtener certificación de acto presunto.

4. De recaer acuerdo aprobatorio expresado por parte del Consejo de Gobierno, 
corresponderá a la Administración del Principado de Asturias ordenar la publicación del 
Reglamento del Consejo Social. En el supuesto de aprobación presunta, competerá al 
Rector de la Universidad la Orden de inserción en el «Boletín Oficial del Principado de 
Asturias».

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».
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§ 42

Ley 6/2009, de 29 de diciembre, de Evaluación de la Función 
Docente y sus Incentivos

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 301, de 31 de diciembre de 2009

«BOE» núm. 53, de 2 de marzo de 2010
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2010-3377

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de Evaluación de la Función Docente y sus Incentivos

PREÁMBULO

La Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, dedica el Título VI (artículos 140 y 
siguientes) al establecimiento de un proceso de evaluación del sistema educativo, por 
considerarlo, como así se señala en su preámbulo, «un elemento fundamental para la 
mejora de la educación y el aumento de la transparencia del sistema».

El artículo 106 de la misma norma dispone que con el fin de mejorar la calidad de la 
enseñanza y el trabajo de los profesores, las Administraciones educativas establecerán 
planes para la evaluación de la función docente, con la participación del profesorado. Dichos 
planes, que deberán ser públicos, incluirán los fines y los criterios precisos de la valoración y 
la forma de participación del profesorado, de la comunidad educativa y de la Administración 
educativa.

Por su parte, el artículo 104 determina que las Administraciones educativas velarán por 
que el profesorado reciba el trato, la consideración y el respeto acordes con la importancia 
social de su tarea y prestarán una atención prioritaria a la mejora de las condiciones en que 
el profesorado realiza su trabajo y al estímulo de una creciente consideración y 
reconocimiento social de la función docente.

De igual forma, establece la citada Ley que «el desarrollo profesional exige un 
compromiso por parte de las Administraciones educativas por la formación continua del 
profesorado ligada a la práctica educativa. Y todo ello resulta imposible sin el necesario 
reconocimiento social de la función que los

En este marco legal, la Administración del Principado de Asturias considera conveniente 
el desarrollo de los planes de evaluación de la función pública docente ligados al 
establecimiento de un incentivo económico ligado a la superación de los requisitos 
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establecidos en los planes aprobados a tal efecto, con la regulación que se dispone en el 
cuerpo de la presente Ley.

Artículo 1.  Planes de evaluación de la función docente.

La Administración del Principado de Asturias contará con planes de evaluación de la 
función docente, entendidos éstos como parámetros de funcionamiento y medición del 
sistema educativo asturiano a través del reconocimiento y la evaluación de la función que 
desarrolla el personal docente.

Dichos planes contemplarán, entre otros aspectos, el absentismo, la función tutorial, la 
participación en proyectos conjuntos de mejora o de experimentación en actividades 
complementarias, la mayor dedicación, el desempeño de cargos directivos o la participación 
del personal docente en la consecución de objetivos colectivos del centro de trabajo, fijados 
en la programación general anual.

El Consejo de Gobierno regulará reglamentariamente los planes de evaluación de la 
función docente que serán públicos y en los que se contará con la participación del 
profesorado de la comunidad educativa.

Los referidos planes determinarán las anualidades de su vigencia y los incentivos 
económicos vinculados a la evaluación positiva de los mismos.

Artículo 2.  Ámbito subjetivo de aplicación.

Podrán acogerse a los planes de evaluación de la función docente los funcionarios de 
carrera pertenecientes a los cuerpos docentes establecidos en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 
de mayo, de Educación, e integrados en las plantillas de la Administración del Principado de 
Asturias, que acrediten el requisito de 5 años de antigüedad en el cuerpo contados a partir 
de la entrada en vigor de la presente Ley.

Los derechos económicos y administrativos de la evaluación positiva tendrán efectos del 
día de su reconocimiento.

Artículo 3.  Incentivo para el reconocimiento de la función pública docente.

La superación de los requisitos establecidos en los planes de evaluación por aquellos 
funcionarios que voluntariamente se sometan a la misma comportará el derecho a devengar 
el incentivo para el reconocimiento de la función docente, en los términos y cuantías que 
determine el Consejo de Gobierno al aprobar los planes de evaluación de la función docente 
a que se refiere el artículo 1 de la presente Ley.

Disposición transitoria primera.  
1. El derecho a percibir el complemento por incentivos al rendimiento derivado del 

Acuerdo de Consejo de Gobierno de 17 de mayo de 2007 y de su normativa de desarrollo, 
anterior a la presente Ley, se extingue a la fecha de su entrada en vigor.

2. No obstante, las cantidades abonadas a los funcionarios docentes de carrera en la 
Administración del Principado de Asturias, con efectos de 1 de enero de 2007, en virtud del 
complemento por incentivos al rendimiento derivado del régimen normativo previsto en el 
apartado precitado y anterior a la presente Ley, se consideran anticipos, ya abonados, de los 
incentivos económicos vinculados a la evaluación positiva a cuenta de los planes de la 
evaluación de la función docente.

Los derechos reconocidos en virtud de la presente disposición transitoria tendrán efectos 
del día 1 de enero de 2007.

3. Dichos funcionarios seguirán devengando estas cantidades hasta el momento en que 
se resuelva positivamente el procedimiento de evaluación derivado de los planes de 
evaluación de la función docente.

Disposición transitoria segunda.  
Podrán acogerse al primer plan de evaluación de la función docente, que se apruebe por 

el Consejo de Gobierno, los funcionarios de carrera pertenecientes a los cuerpos docentes 
establecidos en la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, e integrados en las plantillas de 
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la Administración del Principado de Asturias, con al menos cinco años de antigüedad en el 
cuerpo, a la entrada en vigor de la presente Ley. Los derechos económicos y administrativos 
de la evaluación positiva tendrán efectos del día de su reconocimiento.

Disposición final.  
La presente Ley entrará en vigor el día 1 de enero de 2010.
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§ 43

Ley 3/2013, de 28 de junio, de medidas de autoridad del profesorado

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 231, de 4 de julio de 2013

«BOE» núm. 260, de 30 de octubre de 2013
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2013-11336

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de medidas de autoridad del profesorado.

PREÁMBULO

1. La Constitución Española, en su artículo 27, apartado 1, consagra la educación como 
uno de los derechos fundamentales, y en su apartado 2, expone que la educación tiene por 
objeto el desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de 
convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

2. Por su parte, el artículo 18 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias ha 
asumido como competencia propia el desarrollo legislativo y ejecución de la enseñanza en 
toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, que en todo caso incluye 
la ordenación del sector de la enseñanza y de la actividad docente y educativa, así como su 
programación, inspección y evaluación, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa estatal.

3. Integrando este bloque de constitucionalidad, la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, 
de Educación, proclama en su exposición de motivos «la mejora de las condiciones en que 
el profesorado realiza su trabajo, así como el reconocimiento, apoyo y valoración social de la 
función docente», en tanto que en su artículo 104.1 establece que las Administraciones 
educativas velarán «por que el profesorado reciba el trato, la consideración y el respeto 
acordes con la importancia social de su tarea». Además, dispone que las Administraciones 
educativas prestarán una atención prioritaria a la mejora de las condiciones en que el 
profesorado realiza su trabajo y al estímulo de una creciente consideración y reconocimiento 
social de la función docente.

4. En lo que respecta a la convivencia, la citada Ley Orgánica de Educación establece en 
su artículo 121 que el proyecto educativo de cada uno de los centros educativos habrá de 
recoger un plan de convivencia, imponiendo a continuación a las Administraciones 
educativas el deber de regular el marco general que permita a los centros públicos y 
privados concertados elaborar sus proyectos educativos. Al mismo tiempo, en su artículo 
124 obliga a los centros docentes, en el ámbito de su autonomía, a elaborar sus normas de 
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organización y funcionamiento, que deberán incluir las que garanticen el cumplimiento del 
plan de convivencia referido anteriormente.

5. En nuestro ámbito autonómico, en diciembre de 2006 se firma el Acuerdo Social por la 
Convivencia Escolar, como instrumento de implicación de toda la sociedad asturiana, y en 
particular de los sectores sociales relacionados con el ámbito escolar. Dicho acuerdo, que 
pretendía sentar las bases para el desarrollo de un marco regulador de convivencia en los 
centros docentes asturianos, tuvo una primera concreción en el Decreto 249/2007, de 26 de 
septiembre, por el que se regulan los derechos y deberes del alumnado y normas de 
convivencia de centros docentes sostenidos con fondos públicos del Principado de Asturias. 
En esta norma, la importancia del profesorado en el mantenimiento y mejora de la 
convivencia escolar queda reconocida en su artículo 16, que dispone que «el alumnado tiene 
el deber de respetar al profesorado y de reconocer su autoridad, tanto en el ejercicio de su 
labor docente y educativa como en el control del cumplimiento de las normas de convivencia 
y de las de organización y funcionamiento del centro».

6. Para que los profesores puedan realizar con éxito la elevada tarea que la sociedad les 
encomienda es preciso transmitir que, además de la autoridad que les confiere su saber, 
están investidos de una autoridad institucional por ejercer la función primordial de la 
docencia y ser, con ello, garantes inmediatos del derecho constitucional a la educación. De 
lo contrario, quedaría desmentida en la práctica la importancia que reviste la educación, en 
general, y la instrucción, en particular.

7. La presente Ley reconoce la condición de autoridad pública de los profesores y 
maestros en el ejercicio tanto de sus funciones docentes, como de gobierno y disciplinarias. 
Lo que implica que todos ellos gozarán de presunción de veracidad en sus informes y 
declaraciones, así como de la protección reconocida por el ordenamiento jurídico a tal 
condición, mejorando su protección legal frente a los malos comportamientos y agresiones 
tanto de alumnos como de padres o tutores.

8. Aunque la Ley Orgánica de Educación y la Ley Orgánica del Derecho a la Educación, 
según se trate, respectivamente, de centros públicos o privados concertados, reconocen al 
Director del Centro la capacidad disciplinaria, esta atribución desconoce que para una 
adecuada solución a los problemas de disciplina es preferible someterse a dos principios: el 
de inmediación, que permite un mejor conocimiento del problema y es garantía de acierto, y 
el de celeridad en la reacción, que potencia la eficacia para alcanzar los fines de la sanción. 
No es el Director, sino el profesor quien conoce con inmediación la conducta de un alumno 
que esté impidiendo o dificultando la función docente y alterando la convivencia en clase y 
quien puede adoptar rápidamente una medida disciplinaria que corrija inmediatamente a 
aquel alumno en asuntos leves o las medidas cautelares necesarias si el asunto es grave. 
De ahí que en esta Ley se proponga que el profesor pueda imponer medidas disciplinarias 
directamente a los alumnos en asuntos leves y adoptar medidas cautelares necesarias en 
asuntos graves, siempre que acontezcan hechos que impidan o dificulten la función docente 
o la actividad complementaria en la que el profesor esté participando y conforme a lo 
indicado en las leyes.

9. En definitiva, esta norma pretende reforzar el pilar esencial de todo sistema educativo, 
que son los maestros y profesores. Disponer de un profesorado que cuente con prestigio 
social, con reconocimiento institucional a su labor y con respaldo legal a su autoridad, es 
condición esencial para avanzar en un sistema de educación equitativo y de calidad, que 
asegure el clima de respeto imprescindible para garantizar el ejercicio de la función docente, 
prime el mérito y el esfuerzo personal y eduque en la convivencia, los valores democráticos y 
el sentido de la responsabilidad.

10. La Ley se estructura en dos capítulos, nueve artículos, una disposición derogatoria y 
dos disposiciones finales.
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CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.

La presente ley tiene por objeto reconocer la autoridad del profesorado de centros 
sostenidos con fondos públicos en el ámbito del Principado de Asturias, y establecer las 
condiciones básicas de su ejercicio profesional, con el fin de procurar el adecuado clima de 
convivencia en los centros educativos y garantizar el pleno ejercicio del derecho a la 
educación de todo el alumnado.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. La presente ley será de aplicación en los centros educativos sostenidos con fondos 
públicos del Principado de Asturias que impartan alguna de las enseñanzas previstas en la 
Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

2. A los efectos de esta ley, tendrán consideración de centros educativos los espacios 
ubicados en centros hospitalarios, centros de reforma de menores y los centros 
penitenciarios donde se impartan algunas de las enseñanzas relacionadas con el apartado 
anterior.

3. El ámbito escolar establecido en esta ley se entenderá no sólo referido a las tareas 
celebradas en el propio centro educativo y a las que, realizadas fuera del recinto del centro, 
estén directamente relacionadas con la vida escolar, sino también a las que se lleven a cabo 
durante la realización de servicios y actividades complementarias y extraescolares y 
requieran la presencia del profesorado.

4. A los efectos de esta ley se entenderá que los profesores siempre están en el ejercicio 
de sus funciones profesionales cuando se produzca un ataque a su integridad física o moral 
derivada de su condición profesional.

Artículo 3.  Principios generales.

Los principios generales que inspiran esta ley son los siguientes:

a) El derecho de todos a una educación de calidad, consagrado en el artículo 27.1 de la 
Constitución Española.

b) La consideración del centro docente como ámbito de convivencia, de respeto mutuo y 
de desarrollo de la personalidad del alumnado.

c) El reconocimiento, respeto, ejercicio correcto y efectiva garantía de los derechos y 
deberes de todos los miembros de la comunidad educativa.

d) La ratificación del papel esencial que en los procesos educativos desempeñan los 
profesores, tanto como factor esencial de la calidad de la educación, como garantes del 
ejercicio de un derecho fundamental, ejerciendo por ello la responsabilidad principal del 
proceso educativo y la autoridad que del mismo se desprende.

e) La necesidad de disponer en los procedimientos educativos y sancionadores de un 
referente de autoridad claro y expresamente definido, sin perjuicio del respeto a los 
preceptos que garantizan el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes 
consagrados por el ordenamiento jurídico.

f) Los profesores participarán en la elaboración de las normas de convivencia o 
funcionamiento que todos los centros establecerán para la mejora de la convivencia en los 
mismos.

g) El impulso desde la Administración educativa de los mecanismos necesarios para 
facilitar la función del profesorado y su reconocimiento y prestigio social.

h) La autonomía de los centros para dar respuesta propia a los problemas específicos de 
la comunidad educativa en el marco de lo que establezca la legislación vigente.
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Artículo 4.  Derechos en el ejercicio de la función docente.

1. Al profesorado en el desempeño de su función docente se le reconocen los siguientes 
derechos:

a) Al respeto y consideración hacia su persona por parte del alumnado, sus familiares o 
representantes legales, los demás profesores y otro personal que preste su servicio en el 
centro docente.

b) A desarrollar su función docente en un ambiente de orden, disciplina y respeto a su 
dignidad y sus derechos, especialmente a la integridad física y moral, en el ámbito de sus 
competencias y de conformidad con la normativa vigente.

c) A tener autonomía para tomar las decisiones necesarias, de acuerdo con las normas 
de convivencia establecidas y con respeto a los principios de inmediatez, proporción y 
eficacia, que le permitan mantener un adecuado clima de convivencia y respeto durante las 
clases, o en las actividades complementarias y extraescolares, tanto dentro como fuera del 
recinto escolar.

d) A la colaboración de las familias o representantes legales para el cumplimiento de las 
normas de convivencia.

e) A la protección jurídica adecuada a sus funciones docentes.
f) Al apoyo y formación precisa por parte de la Administración educativa, que velará para 

que el profesorado reciba el trato, la consideración y el respeto que les corresponden de 
acuerdo con la importancia social de la función docente que desempeñan.

g) Al reconocimiento de una posición preeminente en el ejercicio de sus funciones 
docentes, en cuyo desarrollo gozarán de autonomía dentro del marco legal del sistema 
educativo.

2. La dirección de los centros educativos y la Consejería competente en materia de 
educación garantizarán el uso adecuado y conforme con el ordenamiento jurídico de los 
espacios públicos en su ámbito de competencia, así como los tablones de anuncios y/o 
cualquier otro medio físico o tecnológico, con el fin principal de evitar que sirvan de soporte a 
conductas injuriosas u ofensivas para el profesorado y demás miembros de la comunidad 
educativa.

CAPÍTULO II

Protección jurídica del profesorado

Artículo 5.  Autoridad pública.

El profesorado, tendrá, en el ejercicio de las potestades de gobierno, docentes y 
disciplinarias que tengan atribuidas, la condición de autoridad pública, y gozará de la 
protección reconocida a tal condición por el ordenamiento jurídico.

Artículo 6.  Presunción de veracidad.

Los hechos constatados por el profesorado en el ejercicio de las competencias 
correctoras o disciplinarias gozarán de presunción de veracidad cuando se formalicen por 
escrito en documento que cumpla con los requisitos establecidos reglamentariamente, sin 
perjuicio de las pruebas que, en defensa de los respectivos derechos intereses, puedan ser 
señaladas o aportadas.

Artículo 7.  Deber de colaboración.

De acuerdo con la disposición adicional vigésimo tercera de la Ley Orgánica 2/2006, de 
3 de mayo, de Educación, los centros educativos podrán recabar de los padres, 
representantes legales o en su caso de las instituciones públicas competentes, y de los 
propios alumnos, la colaboración necesaria para la aplicación de las normas que garanticen 
el efectivo derecho a la educación en los centros educativos en relación con la información 
sobre las circunstancias personales, familiares o sociales de su alumnado, garantizando en 
todo momento el derecho a la intimidad y a la protección de los datos personales.
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Los padres o representantes legales, o en su caso las instituciones públicas 
competentes, y los propios alumnos, deberán colaborar en la obtención de dicha información 
para aplicar las normas que garanticen la convivencia en los centros educativos.

Artículo 8.  Asistencia jurídica.

La Administración educativa adoptará las medidas oportunas para garantizar la 
adecuada protección y asistencia jurídica de todo el profesorado, así como la cobertura de 
su responsabilidad civil, en relación con los hechos que se deriven del ejercicio legítimo de 
sus funciones o cargos públicos de acuerdo con lo establecido en el artículo 2.3.

En todo caso, el profesorado de los centros educativos públicos gozará del derecho a la 
representación y defensa en juicio en los términos establecidos en el artículo 27 del Decreto 
20/1997, de 20 de marzo, por el que se regula la organización y funcionamiento del Servicio 
Jurídico del Principado de Asturias.

Artículo 9.  Reparación del daño.

En los casos de agresión física o moral al docente causada por el alumno o, en su caso, 
por las personas con él relacionadas, la reparación del daño moral infligido, incluirá la 
petición de excusas y el reconocimiento de la responsabilidad de los actos, y ello sin 
perjuicio de otras medidas educativas correctoras o disciplinarias que puedan adoptarse, 
dejando a salvo, en todo caso, las acciones legales que al perjudicado puedan asistirle.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 
dispuesto en esta ley.

Disposición final primera.  Habilitación normativa.

Se habilita al Consejo de Gobierno y a la Consejería competente en materia de 
educación para dictar cuantas disposiciones reglamentarias sean precisas para el desarrollo 
y ejecución de la dispuesto en esta ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Principado de Asturias».
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§ 44

Ley 2/2002, de 12 de abril, del Instituto de Desarrollo Económico del 
Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 99, de 30 de abril de 2002
«BOE» núm. 129, de 30 de mayo de 2002

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2002-10338

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Instituto de 
Desarrollo Económico del Principado de Asturias.

PREÁMBULO

El Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, en desarrollo del mandato 
constitucional que encomienda a los poderes públicos atender a la modernización y 
desarrollo de todos los sectores económicos, cuando enumera en el artículo 10.1.15 las 
competencias exclusivas que corresponden a la Comunidad Autónoma, establece de forma 
explícita, entre otras, la planificación de la actividad económica y el fomento del desarrollo 
económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la política 
económica general; asimismo, recoge la creación y gestión de un sector público de la 
Comunidad Autónoma.

Al amparo de este texto y en aplicación de los principios generales expuestos, la Ley del 
Principado de Asturias 6/1983, de 9 de agosto, creó el Instituto de Fomento Regional como 
instrumento para ejecutar la labor de fomento y desarrollo de la economía regional, 
constituyéndolo como un organismo autónomo adscrito a la Consejería de Industria, 
Comercio y Turismo, con personalidad jurídica propia y autonomía económica y 
administrativa para la realización de sus fines.

Los trascendentales cambios acaecidos desde su creación en la realidad 
socioeconómica regional sobre la que pretende actuar el organismo han puesto de 
manifiesto la necesidad de adecuar su estructura y régimen de organización y 
funcionamiento, adaptándolo a los nuevos retos con arreglo a un marco general de actuación 
capaz de movilizar todos los recursos disponibles, mejorar la posición competitiva de las 
empresas asturianas y diversificar el tejido industrial de la región, estableciendo los cauces 
para la generación de empleo y, en definitiva, la obtención de un desarrollo sostenido y 
equilibrado de la Comunidad Autónoma.
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Esta necesidad de adaptación a los nuevos requerimientos de una sociedad más plural, 
competitiva e innovadora hace preciso arbitrar un marco jurídico idóneo que permita al 
organismo la consecución de varios objetivos.

Así, en primer lugar, el nuevo marco jurídico, que, con una nueva denominación -Instituto 
de Desarrollo Económico del Principado de Asturias-, configura el organismo como entidad 
pública del Principado de Asturias, y el régimen de gestión que se establece pretenden 
adecuar el funcionamiento del Instituto a las nuevas necesidades, permitiéndole actuar con 
mayor flexibilidad y capacidad de respuesta a las demandas empresariales ; en suma, se 
trata de conseguir un organismo más operativo, capaz de desarrollar políticas activas y 
eficaces de promoción regional que defiendan el tejido industrial existente y propicien nuevas 
inversiones productivas que incentiven su diversificación.

En segundo lugar, esta Ley persigue obtener una coordinación real de todas aquellas 
entidades y organismos regionales dependientes del Principado de Asturias que actúan en el 
campo de la promoción industrial, a fin no sólo de evitar interferencias o solapamientos en la 
puesta en marcha de medidas y programas, sino de lograr una optimización de todos los 
recursos disponibles, haciendo del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de 
Asturias el organismo cabecera para articular su funcionamiento de forma coordinada.

En esta línea, además de establecer fórmulas que permitan una intervención efectiva del 
Instituto en los órganos de decisión de estas entidades, en las disposiciones adicionales se 
prevé la inmediata adscripción a la entidad pública que se crea del Servicio de 
Asesoramiento y Promoción Empresarial, como medida aglutinadora de los principales 
instrumentos de carácter financiero regionales dirigidos a coadyuvar a la generación de 
nuevos proyectos empresariales en la Comunidad Autónoma.

En tercer lugar, la presente Ley permite la incorporación a los órganos rectores de la 
entidad de los principales agentes económicos y sociales de la región, facilitando su 
participación en las tareas que le son propias, colaboración que supone, sin duda, una 
importante coordinación y suma de esfuerzos en la obtención de la mejora y desarrollo de 
las actividades vinculadas a la promoción económica regional.

Por último, al tratarse de un nuevo marco jurídico que pretende actualizar y adecuar el 
funcionamiento de un organismo de promoción regional ya existente, la Ley también regula 
en las disposiciones adicionales la integración del personal destinado actualmente en el 
Instituto de Fomento Regional y en el Servicio de Asesoramiento y Promoción Empresarial 
en la nueva entidad pública.

En definitiva, a través de este nuevo marco de funcionamiento se pretende dotar a la 
Comunidad Autónoma de un organismo de desarrollo regional moderno, ágil, eficaz y 
aglutinador de los esfuerzos y estrategias que se desarrollen en la región en los próximos 
años en aplicación de la política de promoción económica e industrial. Para ello, se parte de 
la experiencia acumulada del Instituto en estos últimos años y de otros organismos similares 
del resto del Estado, todo ello teniendo muy en cuenta la singularidad de la situación 
económica regional y la necesidad de hacer frente a los nuevos retos que para el sector 
productivo plantean la innovación, la internacionalización y, en definitiva, todos aquellos 
factores que afectan a su competitividad.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.

Es objeto de la presente Ley la regulación del Instituto de Desarrollo Económico del 
Principado de Asturias del Principado de Asturias, a fin de dotarlo de los medios necesarios 
para responder con agilidad y eficacia a sus necesidades actuales y futuras, como 
instrumento que ejecuta la labor de fomento y desarrollo de la economía regional que el 
artículo 10.1.15 de la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, del Estatuto de Autonomía, 
atribuye al Principado de Asturias.
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Artículo 2.  Naturaleza.

El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias se configura como una 
entidad pública del Principado de Asturias, adscrita a la Consejería que en cada momento 
tenga atribuidas las competencias sobre promoción económica e industrial en la Comunidad 
Autónoma, a la que, como órgano de adscripción, corresponde realizar la dirección 
estratégica, la evaluación y el control de objetivos sobre sus actuaciones.

Artículo 3.  Régimen jurídico.

1. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias tiene personalidad 
jurídica propia, patrimonio y tesorería propios, así como autonomía de gestión en los 
términos de esta Ley, para la realización de sus fines.

2. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias se regirá por el 
derecho privado, excepto en la formación de la voluntad de sus órganos y en el ejercicio de 
las potestades administrativas que tenga atribuidas, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
normativa de régimen económico y presupuestario de la Administración del Principado de 
Asturias, en cuanto le sea de aplicación.

Artículo 4.  Modificación y refundición.

1. La modificación o refundición con otros organismos públicos del Instituto de Desarrollo 
Económico del Principado de Asturias deberá realizarse por Ley cuando para el Instituto 
suponga la alteración de sus fines generales, de su naturaleza o de las peculiaridades 
relativas a los recursos económicos, régimen de personal, de contratación, patrimonial, 
fiscal, así como aquellas que supongan modificación del régimen jurídico establecido en la 
presente Ley, y cualesquiera otras que exijan normas con rango de Ley.

2. Las modificaciones o refundiciones con otros organismos públicos no comprendidas 
en el apartado anterior se llevarán a cabo por Decreto acordado por el Consejo de Gobierno, 
a propuesta de la Consejería competente en materia de promoción económica e industrial.

Artículo 5.  Extinción y liquidación.

La Ley que acuerde, en su caso, la extinción del Instituto de Desarrollo Económico del 
Principado de Asturias establecerá el destino del personal de la entidad pública, con 
excepción del personal contratado de alta dirección, dentro de la Administración del 
Principado de Asturias, determinando, asimismo, la integración en su patrimonio de los 
bienes y derechos que, en su caso, resulten sobrantes de la liquidación de la entidad, para 
su afectación a los servicios que procedan conforme a lo previsto en las disposiciones 
reguladoras del patrimonio del Principado de Asturias, ingresando en la Tesorería General el 
remanente líquido resultante si lo hubiere.

TÍTULO II

Fines y facultades del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de 
Asturias

Artículo 6.  Fines.

1. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias tiene como fines el 
desarrollo económico equilibrado del Principado de Asturias, así como la promoción, 
creación y consolidación de un tejido industrial y empresarial diversificado, moderno y 
competitivo, como marco idóneo generador del incremento y la consolidación del empleo en 
la Comunidad Autónoma.

2. En el Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias se integran los 
organismos y servicios de la Administración del Principado de Asturias generadores de 
ayudas a la promoción y a la innovación tecnológica. Igualmente, el Instituto de Desarrollo 
Económico del Principado de Asturias participará en las sociedades y entidades que incluyan 
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entre sus objetivos los anteriormente citados y que cuenten con participación de la 
Administración del Principado de Asturias. A estos efectos, se constituye en el ente rector 
que coordina las actuaciones de todos los instrumentos de promoción dependientes del 
Principado de Asturias, pudiendo llevar a cabo la realización de las actividades y la 
prestación de los servicios siguientes:

a) Promover iniciativas públicas y privadas de creación, ampliación y modernización de 
empresas en los distintos sectores de la actividad económica regional, favorecedoras del 
desarrollo e impulsoras de la generación de empleo.

b) Fomentar la mejora de la gestión y de las estructuras empresariales, especialmente 
de las pequeñas y medianas empresas, con prioridad de las de carácter industrial, 
estimulando su adaptación a la evolución tecnológica y a las exigencias del mercado, así 
como impulsar actuaciones y acuerdos de cooperación.

c) Mejorar la competitividad empresarial, fomentando los proyectos de innovación, 
investigación y desarrollo tecnológico, impulsando la calidad y el diseño, y promoviendo la 
prestación de servicios a empresas y el desarrollo de proyectos especialmente basados en 
el conocimiento.

d) Promover directa e indirectamente infraestructuras industriales, equipamientos y 
servicios colectivos para las empresas regionales, participando en la elaboración de planes 
que permitan la ordenación del suelo industrial de la Comunidad Autónoma.

e) Facilitar y contribuir a la financiación de proyectos empresariales mediante la 
concesión de subvenciones.

f) Proporcionar información y asesoramiento sobre ayudas a la inversión que ofrezcan 
las distintas Administraciones y la Unión Europea, así como acerca de asuntos comunitarios 
de interés empresarial.

g) Promover medidas específicas de apoyo a la pequeña y mediana empresa, así como 
a las sociedades cooperativas y sociedades laborales.

h) Realizar el estudio, propuesta y seguimiento de ayudas a los proyectos empresariales, 
solicitadas al amparo de los diversos programas que convoque o gestione el Instituto, 
actuando de organismo intermedio ante otras Administraciones, a efectos de la gestión de 
subvenciones y programas.

i) Realizar, promover y apoyar el desarrollo de cursos, seminarios o jornadas dirigidos a 
la formación empresarial continua, y a la incorporación a las empresas de conocimientos y 
nuevas tecnologías a través de la formación del capital humano.

j) Promover, apoyar y participar en estudios de mercado y actividades destinados a 
mejorar la promoción empresarial, así como en la elaboración de trabajos sobre planificación 
económica de la Comunidad Autónoma.

k) Impulsar proyectos de investigación, desarrollo e innovación tecnológica en la 
Comunidad Autónoma cooperando en la coordinación de las actuaciones que desarrollen los 
organismos y entidades regionales en ese campo.

l) Fomentar el desarrollo de la relación científica y tecnológica del sector productivo y 
servicios conexos, con la Universidad y demás centros de investigación, estimulando y 
contribuyendo al desarrollo de institutos y parques tecnológicos regionales, en el marco de 
los planes de investigación, desarrollo tecnológico e innovación.

m) Contribuir a la relación y coordinación entre la Administración del Principado de 
Asturias y los departamentos de investigación y desarrollo de productos y secciones de 
desarrollo empresarial de las empresas regionales públicas y privadas.

n) Fomentar la implantación empresarial en la región, así como la captación de capitales 
e inversiones productivas nacionales y extranjeros.

o) Impulsar la internacionalización de las empresas regionales favoreciendo la promoción 
exterior de sus productos, la participación en programas internacionales, la cooperación con 
empresas extranjeras y la inversión en el exterior, sin perjuicio de la competencia que el 
artículo 149.1.10.ª de la Constitución reserva al Estado en materia de comercio exterior.

p) Cualesquiera otras que le sean encomendadas y que guarden relación con sus fines.

3. La realización de las actividades y la prestación de los servicios enumerados en las 
letras d), i), j) y p) del apartado 2 de este artículo podrá ser susceptible de contraprestación.
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4. Para llevar a cabo las actividades y prestaciones de servicios relacionados en el 
apartado 2 de este artículo el Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias 
se regirá por los principios de coordinación y cooperación con las Administraciones Públicas 
y empresas e instituciones públicas y privadas, especialmente con aquellas que por Ley 
tienen atribuidas funciones coincidentes con los fines del Instituto.

Artículo 7.  Facultades.

En el ejercicio de sus funciones y para el cumplimiento de sus fines, el Instituto de 
Desarrollo Económico del Principado de Asturias podrá, bien directamente o a través de las 
sociedades mercantiles operativas y otras entidades de promoción:

a) Realizar toda clase de actividades económicas y financieras, sin más limitaciones que 
las impuestas por esta Ley y por las disposiciones que le sean de aplicación, pudiendo 
celebrar todo tipo de contratos y, dentro del límite máximo fijado en las Leyes 
presupuestarias, contraer préstamos.

b) Promover, en los términos previstos en la presente Ley, la creación de sociedades 
mercantiles y entidades sin ánimo de lucro, o participar en sociedades ya constituidas.

c) Realizar y contratar estudios y asesoramientos sobre la promoción económica del 
Principado de Asturias.

d) Suscribir convenios con Administraciones Públicas y empresas e instituciones públicas 
y privadas, especialmente con aquellas que por razón de sus actividades puedan coadyuvar 
a la mejora de su gestión.

e) Obtener subvenciones, préstamos y garantías de la Administración del Principado de 
Asturias y de otras entidades e instituciones públicas y privadas, locales, regionales, 
nacionales o comunitarias.

f) Conceder subvenciones de capital y corrientes.
g) Participar en programas e iniciativas de la Unión Europea.

Artículo 8.  Sociedades mercantiles operativas.

1. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias podrá promover la 
creación de sociedades mercantiles que permitan la realización de sus fines, y participar a 
estos efectos en sociedades u organismos que considere de interés.

2. Las sociedades mercantiles operativas actuarán bajo la forma jurídica de sociedades 
anónimas.

3. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias participará, como 
mínimo, en el cincuenta y uno por ciento de su capital social. El resto del capital podrá ser 
cubierto por instituciones y entidades públicas y entidades financieras u otras de carácter 
privado.

4. Las sociedades mercantiles operativas serán creadas por acuerdo del Consejo de 
Gobierno, a propuesta del Consejo Rector del Instituto de Desarrollo Económico del 
Principado de Asturias, con las limitaciones que establezcan las disposiciones 
presupuestarias que sean de aplicación y previa autorización por Ley del Principado de 
Asturias.

5. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias ejercerá en las 
sociedades creadas conforme a lo dispuesto en este artículo los derechos políticos privados 
derivados de la propiedad de las acciones, entre ellos, la designación de representantes en 
los órganos de administración y dirección, dando cuenta al Consejo de Gobierno, y la 
formulación en los órganos correspondientes de las empresas de los objetivos y estrategias 
acordes con la política económica del Principado de Asturias. En el ejercicio de los derechos 
políticos se tenderá al establecimiento de la necesaria coordinación entre empresas del 
grupo para optimizar su eficiencia global.

6. En todo caso, y a través de la Intervención General del Principado de Asturias, en la 
forma prevista en la legislación presupuestaria, se realizará el control financiero de las 
sociedades operativas, sin perjuicio de la posible instrumentación de otros controles 
externos, parlamentarios o derivados de la competencia del Tribunal de Cuentas y, a partir 
de su constitución, de la Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias.
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7. A las sociedades creadas conforme a lo dispuesto en este artículo les será de 
aplicación el régimen presupuestario previsto para las sociedades mercantiles en la 
normativa vigente.

Artículo 9.  Funciones de las sociedades mercantiles operativas.

Las sociedades mercantiles operativas podrán desarrollar alguna o algunas de las 
siguientes funciones:

a) Promoción de inversiones en la región, participando en el capital de sociedades a 
constituir o ya existentes.

b) Captación de recursos ajenos para canalizarlos hacia las empresas que participen en 
dichas sociedades operativas, concertando, a estos efectos, créditos de todo tipo y 
negociando empréstitos.

c) Otorgamiento de préstamos y avales a las empresas, especialmente a las 
participadas.

d) Fomento, promoción y gestión de infraestructuras industriales.
e) Apoyo y asesoramiento a empresas, en especial, a las implicadas en procesos de 

saneamiento y reconversión que ofrezcan condiciones objetivas de viabilidad.
f) Cualesquiera otras acciones que tengan relación con las expuestas en este artículo y 

en el artículo 6 y que contribuyan al desarrollo de la economía asturiana.

Artículo 10.  Coordinación de la actividad de promoción económica.

1. En el ejercicio de sus funciones, corresponde al Instituto de Desarrollo Económico del 
Principado de Asturias supervisar, dirigir y coordinar las empresas públicas y entes sin ánimo 
de lucro cuya titularidad corresponda mayoritariamente al Principado de Asturias que tengan 
por objeto la promoción económica e industrial de la región. A estos efectos, el Consejo de 
Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de hacienda, podrá ceder al 
Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias el ejercicio de los derechos 
políticos derivados de la titularidad de las acciones de sociedades ya constituidas y de 
aquellas que se constituyan en el futuro.

2. Respecto a los demás entes públicos o privados en cuya titularidad participe la 
Administración del Principado de Asturias que realicen actividades afines, se establecerán 
los mecanismos necesarios en cada caso para obtener una efectiva coordinación en las 
actuaciones, articulando, a estos efectos, una intervención efectiva del Instituto de Desarrollo 
Económico del Principado de Asturias en los órganos de decisión de los mismos.

TÍTULO III

Organización y funcionamiento

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 11.  Órganos de gobierno.

Son órganos de gobierno del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de 
Asturias:

a) El Consejo Rector.
b) La Presidencia.
c) La Vicepresidencia.
d) La Dirección General.

Artículo 12.  Ejercicio de potestades administrativas.

Sin perjuicio de las facultades de delegación previstas en los artículos siguientes, sólo 
podrán ser ejercidas potestades administrativas por el Consejo Rector y por el Presidente.
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CAPÍTULO II

El Consejo Rector

Artículo 13.  Naturaleza y funciones.

1. El Consejo Rector es el supremo órgano de decisión y formación de la voluntad del 
Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias, y estará integrado por la 
totalidad de los miembros que lo componen.

2. Son funciones del Consejo Rector:

a) Aprobar las líneas de actuación del Instituto de Desarrollo Económico del Principado 
de Asturias, en el marco de la política industrial de la Comunidad Autónoma.

b) Elaborar los Estatutos de Organización y Funcionamiento del Instituto, así como la 
normativa derivada de los mismos y someterlos, a través de la Consejería competente, a la 
aprobación del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.

c) Aprobar el informe anual a que se refiere el artículo 34 de la presente Ley y el plan de 
actividades anual.

d) Aprobar el presupuesto de explotación y de capital de la entidad, elevándolos a la 
Consejería competente en materia de promoción económica e industrial para su tramitación 
conforme a lo dispuesto en el artículo 28.2 de esta Ley.

e) Aprobar las cuentas y estados financieros del Instituto.
f) Acordar la solicitud de préstamos con los requisitos, fines y límites que se establezcan.
g) Aprobar los precios privados a percibir como contraprestación por los servicios 

prestados por el Instituto.
h) Acordar la propuesta de creación o de participación en sociedades u otras entidades 

cuyo objeto esté relacionado con los objetivos de la entidad, fijando sus formas y 
condiciones, acordando, asimismo, la propuesta de cese en la participación en las mismas o 
de su extinción.

i) Aprobar el inventario de bienes y derechos, tanto propios como adscritos, previsto en 
el artículo 26 de esta Ley.

j) Proponer a la Consejería a la que esté adscrito el Instituto, a instancias del Director 
general, la estructura orgánica, así como la masa salarial y la plantilla del Instituto.

k) Resolver sobre la revisión de oficio de los actos dictados en ejercicio de potestades 
administrativas y declarar su lesividad.

l) Las demás funciones que le correspondan derivadas de la presente Ley y de los 
Estatutos de Organización y Funcionamiento del Instituto.

3. El Consejo Rector podrá delegar en el Presidente del Instituto o en el Director general 
las funciones señaladas en las letras g) y l) del apartado 2 de este artículo.

4. Los actos del Consejo Rector dictados en ejercicio de potestades administrativas 
ponen fin a la vía administrativa.

Artículo 14.  Composición.

1. El Consejo Rector del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias 
estará constituido por el Presidente del Instituto, que lo será del Consejo Rector, y ocho 
miembros, encuadrados en los dos grupos siguientes:

Grupo primero: Integrado por cuatro miembros pertenecientes a la Administración del 
Principado de Asturias, al menos uno de ellos en representación de la Consejería 
competente en materia económica y presupuestaria, nombrados todos ellos por el Consejo 
de Gobierno del Principado de Asturias a propuesta del titular de la Consejería competente 
en materia de promoción económica e industrial.

Grupo segundo: Integrado por cuatro miembros según la siguiente distribución:

a) Dos designados por las Organizaciones Sindicales más representativas de la 
Comunidad Autónoma.

b) Dos designados por la Federación Asturiana de Empresarios.
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2. Actuará como Secretario del Consejo Rector uno de los responsables de área del 
Instituto designado por el Presidente de la entidad. El Secretario asistirá a las sesiones con 
voz pero sin voto y le corresponderán las funciones que atribuya la normativa vigente a los 
Secretarios de los órganos colegiados.

Artículo 15.  Miembros.

1. Los miembros del Consejo Rector serán nombrados y cesados mediante acuerdo del 
Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, a propuesta de las organizaciones e 
instituciones que lo integran y en la proporción establecida en el artículo 14.

2. Su mandato tendrá una duración de cuatro años, renovable por períodos de igual 
duración, pudiendo cada una de las partes proponer titulares y suplentes, así como efectuar 
sustituciones de los designados a lo largo del mandato.

3. No obstante, los miembros del Consejo Rector continuarán en el ejercicio de sus 
funciones hasta la toma de posesión de los nuevos miembros que hayan de sustituirlos.

Artículo 16.  Funcionamiento.

1. El Consejo Rector se reunirá, previa convocatoria de su Presidente, a su iniciativa o a 
petición de como mínimo un tercio de los Vocales, tantas veces como sea necesario para el 
buen funcionamiento del Instituto y, al menos, una vez cada dos meses.

2. El Consejo quedará válidamente constituido cuando concurran a la reunión el 
Presidente y el Secretario o, en su caso, quienes los sustituyan y se encuentren presentes, 
al menos, la mitad de sus componentes.

3. Los acuerdos se adoptarán por mayoría de votos.
En caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad.
4. El voto de los miembros del Consejo Rector será personal y no delegable.
5. A las sesiones del Consejo Rector podrán asistir aquellos especialistas, técnicos o 

personalidades que sean considerados necesarios por el Presidente del Instituto, los cuales 
participarán con voz pero sin voto.

6. La constitución y funcionamiento del Consejo Rector, en todo lo no regulado en la 
presente Ley y en la normativa dictada en su desarrollo, se ajustarán a las normas 
contenidas en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

CAPÍTULO III

La Presidencia

Artículo 17.  El Presidente.

El Presidente del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias será el 
titular de la Consejería competente en materia de promoción económica e industrial.

Artículo 18.  Funciones.

1. Corresponden al Presidente del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de 
Asturias las siguientes funciones:

a) Ostentar la representación del Instituto en toda clase de actos y negocios jurídicos, así 
como interponer los recursos y reclamaciones que procedan en interés de la entidad.

b) Proponer al Consejo Rector las líneas generales de actuación del Instituto de 
Desarrollo Económico del Principado de Asturias.

c) Convocar las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo Rector, presidiendo las 
mismas, así como las demás competencias que atribuye la normativa vigente a los 
Presidentes de los órganos colegiados.

d) Velar por el cumplimiento de los acuerdos adoptados por el Consejo Rector.
e) Autorizar, a propuesta del Director general, los compromisos de gasto, los pagos o 

riesgos en los términos del artículo 29.
f) Autorizar la contratación del Instituto en los términos del artículo 27.
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g) Nombrar y cesar a los representantes del Instituto de Desarrollo Económico del 
Principado de Asturias, y sus suplentes, en las sociedades y organismos en que éste 
participe.

h) Las demás funciones que le correspondan en virtud de esta Ley y de los Estatutos de 
Organización y Funcionamiento del Instituto, o aquellas que le sean delegadas por el 
Consejo Rector, así como cualquier otra función que no esté expresamente conferida a otro 
órgano.

2. El Presidente podrá delegar en el Vicepresidente las funciones señaladas en las letras 
a), c), d), e), f) y h) del apartado 1 de este artículo, y en el Director general las señaladas en 
las letras a), d) y h) de ese mismo apartado, de acuerdo con las normas que regulan la 
delegación de competencias entre órganos, dando cuenta al Consejo Rector.

3. Los actos del Presidente dictados en ejercicio de potestades administrativas ponen fin 
a la vía administrativa.

CAPÍTULO IV

La Vicepresidencia

Artículo 19.  El Vicepresidente.

1. El Vicepresidente del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias 
será nombrado, entre los miembros pertenecientes al grupo primero a que se refiere el 
artículo 14 de esta Ley, por el Consejo Rector, a propuesta del Presidente. En defecto del 
Vicepresidente actuará como tal en las reuniones del Consejo Rector otro miembro de ese 
grupo primero.

2. Corresponde al Vicepresidente sustituir al Presidente de la entidad en los casos de 
ausencia, vacante o enfermedad y ejercer las atribuciones que éste, en su caso, le delegue.

CAPÍTULO V

La Dirección General

Artículo 20.  Nombramiento, cese y sustitución.

1. El Director general del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias 
será nombrado y separado libremente por el Presidente de la entidad, atendiendo a criterios 
de competencia profesional y experiencia en la materia. Su designación y cese serán objeto 
de publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias», informando previamente al 
Consejo Rector del Instituto y al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.

2. El Director general del Instituto será sustituido con carácter transitorio en caso de 
vacante, ausencia o enfermedad, por la persona que designe el Presidente de la entidad.

Artículo 21.  Funciones.

1. Corresponden al Director general las siguientes funciones:

a) Asistir al Presidente y al Consejo Rector en la vigilancia del cumplimiento de la 
presente Ley.

b) Dar cumplimiento a los acuerdos del Consejo Rector, dando cuenta a éste de su 
gestión.

c) Dirigir la entidad, velando por el cumplimiento de sus fines y objetivos.
d) Representar a la entidad para el ejercicio de toda clase de acciones y recursos, sin 

perjuicio de las facultades propias del Presidente.
e) Desempeñar la dirección administrativa y de personal, ejerciendo sobre el personal 

funcionario adscrito al Instituto las funciones que ostenten los titulares de las Consejerías de 
la Administración del Principado de Asturias con respecto a su personal funcionario.

f) Autorizar los compromisos de gasto, los pagos o riesgos en los términos del artículo 
29.

g) Actuar como órgano de contratación en los términos del artículo 27.
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h) Cuantas facultades le sean delegadas por el Consejo Rector o por el Presidente.
i) Asistir a las sesiones del Consejo Rector con voz pero sin voto.
j) Proponer al Presidente de la entidad el nombramiento y cese de los titulares 

responsables de las áreas en que se organice el Instituto.
k) Las demás funciones que le correspondan en virtud de la presente Ley y de los 

Estatutos de Organización y Funcionamiento del Instituto.

2. En el desarrollo de su cometido, el Director general podrá estar asistido por un comité 
de dirección integrado por los responsables de área de la entidad.

Artículo 22.  Incompatibilidades.

El Director general estará sometido al régimen de incompatibilidad y de declaración de 
intereses, actividades y bienes establecido para los altos cargos de la Administración del 
Principado de Asturias.

CAPÍTULO VI

La organización

Artículo 23.  Áreas.

1. Corresponde al Consejo Rector, a propuesta del Director general, la determinación de 
las áreas en que el Instituto haya de organizarse.

2. Al frente de cada una de las áreas en que se organice el Instituto estará un titular 
responsable de área, que será nombrado y cesado por el Presidente de la entidad.

TÍTULO IV

Régimen patrimonial

Artículo 24.  Patrimonio.

1. Para el cumplimiento de sus fines el Instituto de Desarrollo Económico del Principado 
de Asturias tendrá su propio patrimonio, que estará constituido por los bienes y derechos 
que esta Ley le atribuye en su disposición adicional primera, así como aquellos otros que en 
el futuro adquiera, le sean adscritos o cuyo uso le sea cedido por la Administración o entidad 
pública o privada.

2. Dicho patrimonio estará sometido al derecho privado y su administración y 
conservación corresponden a los órganos de gobierno. No obstante, los bienes y derechos 
que la Administración del Principado de Asturias adscriba a la entidad conservarán su 
calificación jurídica originaria y únicamente podrán ser utilizados para el cumplimiento de los 
fines para los que fueron adscritos. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de 
Asturias ejercerá cuantos derechos y prerrogativas relativas al dominio público se 
encuentren legalmente establecidas en cuanto a su conservación, administración y defensa.

3. En caso de disolución de la entidad los bienes y los activos remanentes, tras el pago 
de las obligaciones pendientes, se incorporarán al patrimonio del Principado de Asturias en 
los términos establecidos en el artículo 5 de la presente Ley.

Artículo 25.  Recursos económicos.

Los recursos económicos del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de 
Asturias estarán formados por:

a) Las subvenciones, aportaciones y donaciones de organismos y entidades públicas, 
privadas y particulares.

b) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.
c) Los productos, rentas y frutos de dicho patrimonio o provenientes de su participación 

en sociedades.
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d) Los bienes, derechos, frutos y rentas que pudieran serle adscritos por la 
Administración del Principado de Asturias, en las condiciones que se determinen en el 
acuerdo de adscripción.

e) Los créditos, préstamos y demás operaciones financieras legalmente autorizadas que 
concierte.

f) Los ingresos que pueda percibir por la prestación de servicios, realización de trabajos, 
estudios o asesoramiento propios de sus funciones.

g) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de las Administraciones u 
organismos públicos.

h) Las consignaciones presupuestarias que le sean asignadas en los presupuestos 
generales del Principado de Asturias.

i) Cualesquiera otros ingresos públicos o privados que pudieran corresponderle.

Artículo 26.  Inventario.

El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias formará y mantendrá 
actualizado un inventario de la totalidad de sus bienes y derechos de cualquier clase, con 
excepción de los de carácter fungible, que constituyan su patrimonio, así como los que se le 
hubieran adscrito para el cumplimiento de sus fines. El inventario será revisado anualmente 
con referencia al 31 de diciembre y será aprobado por el Consejo Rector. A los efectos de su 
permanente actualización, el inventario de bienes y derechos del Instituto de Desarrollo 
Económico del Principado de Asturias y sus modificaciones se remitirán anualmente a la 
Consejería competente en materia económica y presupuestaria.

TÍTULO V

Régimen económico-financiero

Artículo 27.  Régimen de contratación.

1. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias desarrollará su 
actividad conforme al derecho privado, salvo en lo que resulte de aplicación la legislación 
vigente sobre contratos de las Administraciones Públicas.

2. Actuará como órgano de contratación el Director general, precisando la aprobación del 
Presidente o del Consejo de Gobierno cuando, por razón de la cuantía, corresponda a éstos 
autorizar el gasto.

Artículo 28.  Régimen presupuestario y contable.

1. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias elaborará anualmente 
un presupuesto de explotación, detallando el contenido de su cuenta de explotación y un 
presupuesto de capital, explicando el origen y aplicación de sus fondos.

2. El Consejo Rector del Instituto remitirá, a través de la Consejería a la que esté 
adscrito, los presupuestos de explotación y de capital a la Consejería competente en materia 
económica y presupuestaria, para su tramitación conforme a lo dispuesto en el artículo 22 
del texto refundido del régimen económico y presupuestario aprobado por Decreto 
Legislativo del Principado de Asturias 2/1998, de 25 de junio.

3. Las variaciones internas que no alteren la cuantía global de sus presupuestos de 
explotación y capital serán autorizadas por el Presidente del Instituto de Desarrollo 
Económico del Principado de Asturias. Aquellas variaciones que aumenten la cuantía global 
de los presupuestos de explotación o de capital serán autorizadas por el Consejero 
competente en materia económica y presupuestaria. Las variaciones que supongan 
redistribución interna desde el presupuesto de capital al presupuesto de explotación deberán 
ser aprobadas por el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.

4. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias formará y rendirá sus 
cuentas de acuerdo con los principios y normas de contabilidad recogidos en el plan general 
de contabilidad vigente para la empresa española y disposiciones que lo desarrollen.
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Artículo 29.  Autorizaciones de gasto.

1. Serán órganos competentes para aprobar los compromisos de gasto, los pagos o 
riesgos el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, el Presidente del Instituto y su 
Director general, en los límites y con las condiciones establecidos por la Ley de 
Presupuestos Generales del Principado de Asturias de cada ejercicio para las entidades 
públicas, con la especialidad de que las competencias que se atribuyan al titular de la 
Consejería a la que esté adscrita la entidad deben ser atribuidas al Presidente del Instituto.

2. Sin perjuicio de las previsiones que, con carácter general, puedan establecerse en la 
normativa presupuestaria para las entidades públicas, la aprobación de compromisos 
económicos que hayan de extenderse a ejercicios posteriores a aquel en que se autoricen 
corresponderá a los mismos órganos previstos en el apartado anterior, hasta las cuantías y, 
en su caso, con las autorizaciones que para cada uno de dichos órganos se establecen.

El número de ejercicios a que pueden aplicarse los compromisos referidos no excederá 
de cuatro.

Asimismo, el gasto que en tales casos se impute a cada uno de los ejercicios posteriores 
no podrá exceder de la cantidad que resulte de aplicar, sobre el importe de la transferencia 
de capital o corriente, recibida de la Administración del Principado de Asturias, según su 
naturaleza, los siguientes porcentajes: En el ejercicio inmediatamente siguiente, el setenta 
por ciento ; en el segundo ejercicio, el sesenta por ciento, y en los ejercicios tercero y cuarto, 
el cincuenta por ciento.

3. Previa aprobación del gasto por el órgano competente, actuará de ordenador de 
pagos el Director general del Instituto.

4. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias no podrá adquirir 
compromisos de gasto que superen la cuantía del presupuesto y el nivel de endeudamiento 
autorizado, sin perjuicio de lo previsto en la presente Ley.

TÍTULO VI

Régimen de personal

Artículo 30.  Personal.

1. El personal propio de la entidad pública Instituto de Desarrollo Económico del 
Principado de Asturias será laboral y estará sometido al derecho laboral. El personal 
funcionario de la Administración del Principado de Asturias adscrito al Instituto de Desarrollo 
Económico del Principado de Asturias se someterá a la legislación de la función pública.

2. La selección del personal se realizará con arreglo al procedimiento establecido con 
carácter general para la Administración del Principado de Asturias.

3. Además del Director general de la entidad, tendrán el carácter de personal de alta 
dirección del organismo aquellos puestos a los que la estructura organizativa atribuya en su 
caso esta naturaleza, en función del cometido y el nivel de responsabilidad asignado, 
quedando excluidos del Convenio Colectivo, en razón del carácter especial de su relación 
laboral.

El personal directivo será seleccionado atendiendo a criterios de competencia 
profesional y experiencia en el desempeño de puestos de responsabilidad en la gestión 
pública o privada.

4. La determinación y modificación de las condiciones retributivas del personal directivo 
requerirán el informe previo y favorable de las Consejerías competentes en materia de 
función pública y hacienda.

Artículo 31.  Incompatibilidades.

1. El personal directivo del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias 
estará sometido al régimen de incompatibilidades y declaración de intereses, actividades y 
bienes establecido para los altos cargos de la Administración del Principado de Asturias.
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2. El personal al servicio del Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias 
estará sujeto al régimen de incompatibilidades establecido en la legislación en materia de 
incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas.

TÍTULO VII

Control

Artículo 32.  Control financiero y de eficacia.

1. El control financiero y de eficacia del Instituto de Desarrollo Económico del Principado 
de Asturias se efectuará con carácter permanente por la Intervención General del Principado 
de Asturias, sin perjuicio de la posible instrumentación de otros controles externos, 
parlamentarios o derivados de la competencia del Tribunal de Cuentas y, a partir de su 
constitución, de la Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias.

2. El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias queda sometido a la 
obligación de rendir cuentas de sus respectivas operaciones, cualquiera que sea su 
naturaleza, y, por conducto de la Intervención General del Principado de Asturias, al Tribunal 
de Cuentas y, a partir de su constitución, a la Sindicatura de Cuentas del Principado de 
Asturias, sin perjuicio de las funciones de aquél.

Artículo 33.  Control de objetivos.

El control de objetivos será ejercido por la Consejería a la que se encuentre adscrito el 
Instituto y tiene por finalidad comprobar el grado de cumplimiento de los objetivos y la 
adecuada utilización de los recursos asignados.

Artículo 34.  Control parlamentario.

1. Dentro del primer semestre de cada año, el Consejo Rector aprobará un informe sobre 
la ejecución del presupuesto del ejercicio anterior, la memoria de actividades y la situación 
de las empresas en las que participe. Este informe será remitido a la Junta General del 
Principado de Asturias dentro del mismo período.

2. Asimismo, y antes de que finalice el segundo semestre de cada año, se remitirá a la 
Junta General el plan de actividades previsto para el siguiente ejercicio, con el fin de que, en 
plazo no superior a un mes a partir de la recepción del plan, sustancie el procedimiento 
parlamentario que, de acuerdo con el Reglamento de la Cámara, proceda. Sustanciado el 
procedimiento parlamentario o, en todo caso, transcurrido dicho plazo de un mes sin que el 
trámite parlamentario se haya despachado, el plan podrá ser aplicado.

Disposición adicional primera.  Subrogación.

1. A partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Instituto de Desarrollo Económico del 
Principado de Asturias queda subrogado en todas las relaciones jurídicas del Instituto de 
Fomento Regional.

2. Se adscriben a la entidad pública Instituto de Desarrollo Económico del Principado de 
Asturias todos los bienes y derechos que hasta el momento ostentaba el organismo 
autónomo Instituto de Fomento Regional.

3. A partir de la entrada en vigor de esta Ley, todas las referencias legales y 
documentales al Instituto de Fomento Regional se entenderán hechas al Instituto de 
Desarrollo Económico del Principado de Asturias.

Disposición adicional segunda.  Adscripción de personal laboral.

1. El personal laboral del organismo autónomo Instituto de Fomento Regional y del 
Servicio de Asesoramiento y Promoción Empresarial se integrará como personal laboral del 
Principado de Asturias en la entidad pública creada en la presente Ley, que se subrogará en 
las obligaciones derivadas de los contratos suscritos con respecto a todos los derechos 
adquiridos, incluida la antigüedad.
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2. Dicho personal continuará adscrito al Convenio Colectivo para el personal laboral del 
Principado de Asturias a todos los efectos. Al personal laboral de nuevo ingreso le será de 
aplicación el Convenio Colectivo para el personal laboral del Principado de Asturias.

3. La relación nominal de personal que pasa a integrarse en la entidad pública Instituto 
de Desarrollo Económico del Principado de Asturias será aprobada mediante resolución del 
Consejero competente en materia de función pública, previa propuesta motivada del titular 
de la Consejería de adscripción del Instituto, que será notificada a los representantes legales 
de los trabajadores.

Disposición adicional tercera.  Servicio de Asesoramiento y Promoción Empresarial.

1. Las funciones encomendadas al Servicio de Asesoramiento y Promoción Empresarial, 
órgano desconcentrado de la Consejería de Industria, Comercio y Turismo, pasarán a 
desempeñarse por la entidad pública Instituto de Desarrollo Económico del Principado de 
Asturias.

2. Por el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias se aprobará la relación de 
puestos de trabajo del personal funcionario dependiente del Servicio de Asesoramiento y 
Promoción Empresarial que vaya a integrar la relación de puestos de trabajo de personal 
funcionario de la entidad pública Instituto de Desarrollo Económico del Principado de 
Asturias.

3. La Consejería competente en materia de función pública notificará a los afectados su 
nueva dependencia orgánica.

4. El personal funcionario del citado Servicio que sea destinado al Instituto continuará en 
la situación de servicio activo y sometido a la legislación de función pública.

Disposición adicional cuarta.  Cesión de derechos políticos derivados de la titularidad de 
acciones.

El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, previa propuesta de la Consejería de 
Hacienda, cederá al Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias el ejercicio 
de los derechos políticos derivados de la titularidad de las acciones de la Sociedad de 
Garantía Recíproca de Asturias (ASTURGAR), así como de la Sociedad Regional de 
Promoción del Principado de Asturias («SRP, Sociedad Anónima»).

Disposición adicional quinta.  Comisión Coordinadora de Promoción Regional.

El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, mediante Decreto, podrá crear una 
Comisión Coordinadora de Promoción Regional, a propuesta del Presidente del Instituto de 
Desarrollo Económico del Principado de Asturias, dando cuenta previamente al Consejo 
Rector, en la que participen los máximos responsables de los organismos de promoción 
regionales.

Disposición transitoria.  
En el plazo de los dos meses siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, se 

designarán los representantes de los grupos que constituyen el Consejo Rector del Instituto 
de Desarrollo Económico del Principado de Asturias, los cuales serán nombrados mediante 
acuerdo del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias dentro del mes siguiente a la 
finalización del plazo precedente.

Disposición derogatoria.  
Queda derogada la Ley del Principado de Asturias 6/1983, de 9 de agosto, de creación 

del Instituto de Fomento Regional, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera.  Estatutos.

El Instituto de Desarrollo Económico del Principado de Asturias elaborará en el plazo 
máximo de seis meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley, sus Estatutos de 
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Organización y Funcionamiento, que serán remitidos al Consejo de Gobierno del Principado 
de Asturias para su aprobación mediante Decreto.

Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para aprobar cuantas 
disposiciones sean precisas para el desarrollo y ejecución de la presente Ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor un mes después de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Principado de Asturias».
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§ 45

Ley 2/2001, de 27 de marzo, del Consejo Económico y Social

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 79, de 4 de abril de 2001
«BOE» núm. 135, de 6 de junio de 2001

Última modificación: 31 de diciembre de 2003
Referencia: BOE-A-2001-10677

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta general del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Consejo 
Económico y Social.

PREÁMBULO

Esta Ley del Consejo Económico y Social del Principado de Asturias, que, firmemente 
asentada sobre la base de un muy notable consenso político y sectorial, sustituye 
íntegramente a la que en 1988 lo creó, viene a dar a este relevante órgano consultivo de 
nuestra Comunidad Autónoma en materia socioeconómica y laboral un nuevo marco 
regulador, coherente con una más adecuada configuración organizativa y funcional del 
Consejo y una mejor inserción del mismo en el conjunto institucional del Principado, a la par 
que inspirado en los principios y directrices que informan, en otras Comunidades Autónomas 
y también a nivel estatal y europeo, el tratamiento legal de los Consejos Económicos y 
Sociales, cuya importancia no ha dejado de crecer, y debe ser justamente resaltada, en el 
contexto del Estado social y democrático de Derecho.

La Ley sitúa al Consejo Económico y Social del Principado de Asturias como órgano de 
participación y consulta en materia socioeconómica y laboral, con cuya colaboración puede 
contar tanto el Consejo de Gobierno como la Junta General del Principado. Con el fin de 
garantizar su independencia, se le reconoce al Consejo Económico y Social un amplio 
margen de decisión sobre su propio funcionamiento interno, se le dota de personalidad 
jurídica propia y plena capacidad de obrar, y, asegurando la eficiencia y transparencia en su 
gestión, se le asigna el estatuto presupuestario y contable propio de los entes públicos, 
sometido, pues, en última instancia, a la fiscalización del Tribunal de Cuentas o, en su caso, 
de la Sindicatura de Cuentas de la Comunidad Autónoma.

En el ámbito de las funciones del Consejo Económico y Social diferencia la Ley, por un 
lado, aquellas en las que la intervención del Consejo es preceptiva, aunque no vinculante, y 
entre las que debe destacarse la participación del Consejo en la tramitación de normas que 
regulen materias socioeconómicas y laborales que sean competencia de la Comunidad 
Autónoma, y, por el otro, un denso haz de actuaciones, de naturaleza diferente, que 
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permiten en conjunto disponer del criterio del Consejo en asuntos de la mayor significación 
para la realidad económica, social y laboral del Principado.

La organización interna del Consejo se estructura en Pleno, Comisión Permanente, 
Comisiones de Trabajo, Presidencia, Vicepresidencias y Secretaría General.

El Pleno es, sin duda, el órgano de más extenso arco competencial. Su composición 
viene integrada por dos primeros grupos cuya extracción se confía a las organizaciones 
sindicales y empresariales y un tercer grupo en cuya formación intervienen el Consejo de 
Gobierno, la Federación Asturiana de Concejos, la Universidad de Oviedo y la Fundación 
para el Fomento de la Economía Social, todo ello desde el propósito de hacer del Consejo 
Económico y Social un ente verdaderamente participativo y legitimado por el nutrido espectro 
institucional y social que aglutina.

La Comisión Permanente se configura como el órgano ejecutivo del Consejo Económico 
y Social y asume una función instructora y preparatoria de los trabajos del Pleno, a la que ha 
de añadirse las que el Pleno mismo pueda delegarle. Las Comisiones de Trabajo, que 
constituyen un útil instrumento de colaboración con la Comisión Permanente, tienen una 
estructura necesaria formada por las de Presupuestos, Análisis económico y social y 
Desarrollo regional y medio ambiente, sin perjuicio de que el Pleno pueda decidir la creación 
de otras para cuestiones concretas. La Presidencia, cuya estabilidad se refuerza con 
mayorías cualificadas y un fiable procedimiento de designación, asume la representación del 
Consejo, vela por el cumplimiento de sus acuerdos y administra convocatorias y órdenes del 
día. Las Vicepresidencias, tantas como grupos integran el Consejo, aseguran la cobertura de 
la Presidencia en casos de enfermedad, vacante y ausencia del titular del cargo. La 
Secretaría General presta la asistencia técnica y administrativa necesaria para el buen 
funcionamiento del Consejo, debiendo contar, en beneficio del desempeño de sus funciones, 
con el respaldo de una mayoría reforzada del Pleno.

Se prevé la financiación del Consejo Económico y Social a través de consignaciones 
específicas en los Presupuestos Generales del Principado de Asturias, transferencias de 
otras Administraciones u organismos públicos, aportaciones de entidades privadas y de 
particulares, patrimonio adscrito por el Principado y operaciones de endeudamiento que, en 
su caso, le sean legalmente autorizadas, sin perjuicio de otros recursos que puedan serle 
atribuidos, garantizándose la sujeción de la contratación del Consejo a la legislación de 
contratos de las Administraciones Públicas. En aras de su autonomía presupuestaria, la Ley 
prescribe que, cuando el Consejo de Gobierno modifique el anteproyecto del presupuesto 
propio que el Consejo Económico y Social haya aprobado, remita a la Junta General un 
informe explicativo de esa modificación. También dentro del régimen presupuestario, 
conviene insistir en que la gestión del presupuesto del Consejo Económico y Social, sujeta 
como ente público a las prescripciones del Decreto Legislativo del Principado de Asturias 
2/1998, de 25 de junio, por el que se aprueba el texto refundido del Régimen Económico y 
Presupuestario, queda igualmente sometida a control del Tribunal de Cuentas o de la 
Sindicatura de Cuentas de la Comunidad Autónoma en el caso de que ésta la cree. Por 
último, y con el objetivo de proveer al Consejo Económico y Social de la adecuada planta 
administrativa que redunde en la mejor prestación de sus servicios, la Ley dispone que el 
Consejo cuente con personal propio de naturaleza laboral, reclutado con arreglo a los 
principios de mérito, capacidad, igualdad y publicidad, y también con personal adscrito de la 
Administración del Principado.

El propio Consejo Económico y Social habrá de completar las previsiones de la Ley 
sobre su organización y funcionamiento elaborando en el plazo de seis meses su 
Reglamento, que habrá de ser finalmente aprobado por Decreto del Consejo de Gobierno.

Con todo ello, se perfecciona el ordenamiento legal del Consejo Económico y Social del 
Principado de Asturias de una manera tan significativa que esta Ley deroga en su integridad 
a la Ley del Principado de Asturias 10/1988, de 31 de diciembre, por la que se creó el 
Consejo, del mismo modo que el Reglamento que, en desarrollo de la Ley, elabore tras su 
entrada en vigor el Pleno del Consejo Económico y Social y apruebe mediante Decreto el 
Consejo de Gobierno habrá de derogar en su totalidad el Decreto 75/1989, de 15 de junio, 
por el que se aprobó el Reglamento de Organización y Funcionamiento, que esta nueva Ley, 
para evitar el vacío jurídico, deja momentáneamente vigente en lo que no se oponga a ella.
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CAPÍTULO I

Principios generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.

La presente Ley tiene por objeto regular la organización y funcionamiento del Consejo 
Económico y Social del Principado de Asturias.

Artículo 2.  Naturaleza jurídica.

1. El Consejo Económico y Social es un ente público del Principado de Asturias de 
carácter consultivo para la Comunidad Autónoma en materia socioeconómica y laboral, que 
se configura como órgano de participación, estudio, deliberación, asesoramiento y 
propuesta, pudiendo pronunciarse, además, sobre cuantos asuntos le planteen tanto el 
Consejo de Gobierno como la Junta General del Principado en los términos que ésta prevea 
en su Reglamento.

2. El Consejo Económico y Social tiene personalidad jurídica propia y plena capacidad 
de obrar, actúa con independencia en el ejercicio de sus funciones y se relaciona con el 
Consejo de Gobierno a través de la Consejería competente en materia de trabajo y empleo.

CAPÍTULO II

De las funciones del Consejo

Artículo 3.  Funciones.

1. Corresponden al Consejo Económico y Social del Principado de Asturias las 
siguientes funciones:

a) Emitir dictamen con carácter preceptivo y no vinculante sobre:

1.ª Anteproyectos de Ley y Proyectos de Decreto que regulen materias socioeconómicas 
y laborales que sean competencia de la Comunidad Autónoma, salvo el anteproyecto de Ley 
de Presupuestos Generales del Principado de Asturias.

2.ª Anteproyectos de Ley que afecten a la organización, competencias o funcionamiento 
del Consejo Económico y Social y Proyectos de Decretos que las desarrollen.

3.ª Cualquier otro asunto cuando expresamente así lo establezca una Ley.

Los dictámenes emitidos por el Consejo Económico y Social en anteproyectos de Ley 
serán enviados por el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias a la Junta General del 
Principado, junto con los correspondientes Proyectos de Ley. Los emitidos en otras materias 
seguirán el procedimiento legalmente establecido.

Los dictámenes requeridos al Consejo Económico y Social habrán de ser evacuados en 
el plazo que se fije en la resolución de remisión del expediente o en la solicitud de consulta. 
Dicho plazo no será inferior a un mes, transcurrido el cual sin que se produzca la emisión del 
mismo, el dictamen se entenderá evacuado, sin perjuicio de la posible incorporación 
posterior al expediente.

En todo caso, se establecerá también un procedimiento de urgencia para la emisión de 
los dictámenes, con una duración no superior a quince días, para los supuestos en que se 
solicitara su aplicación.

b) Emitir dictamen no vinculante cuando sea requerido por la Junta general sobre 
proposiciones de Ley que regulen materias socioeconómicas que sean competencia de la 
Comunidad Autónoma.

c) Conocer y valorar el proyecto de Ley de presupuestos generales del Principado de 
Asturias que le será remitido por el Consejo de Gobierno simultáneamente a su presentación 
ante la Junta General del Principado de Asturias.

El parecer emitido será enviado a la Junta General por conducto del Consejo de 
Gobierno.
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d) Formular propuestas al Consejo de Gobierno sobre todas aquellas materias que por 
su propia naturaleza le corresponden.

e) Elaborar informes, dictámenes o estudios, de oficio o a instancia de parte, en 
cualesquiera clase de asuntos de carácter económico, social y laboral.

f) Servir de cauce de participación y diálogo de los interlocutores sociales en el debate 
de asuntos sociolaborales, con el fin de obtener acuerdos tendentes a la búsqueda de 
soluciones a la problemática económico-laboral de la Comunidad Autónoma.

g) Proponer, de forma motivada, criterios y prioridades de actuación para el impulso de 
sectores económicos, el impulso de sectores económicos, el incremento del empleo y el 
equilibrio territorial dentro de la Comunidad Autónoma.

h) Conocer y valorar la información estadística de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio 
de la facultad de elaborar datos estadísticos propios.

i) Conocer los programas financiados con fondos comunitarios que incidan en el 
desarrollo económico y social del Principado y la planificación de la actividad económica del 
sector público de la Comunidad Autónoma que elabore el Consejo de Gobierno.

j) Emitir anualmente, dentro del primer semestre de cada año, un informe sobre la 
situación económica y social del Principado de Asturias, que remitirá al Consejo de Gobierno 
y a la Junta general.

2. El Consejo Económico y Social podrá disponer de la información y documentación que 
hubiera servido de base para la elaboración de los anteproyectos de Ley y proyectos de 
Decreto que, conforme al apartado 1 ª) de este artículo, le hayan sido sometidos a dictamen.

Las solicitudes de información y de documentación serán tramitadas por el titular de la 
Presidencia del Consejo.

CAPÍTULO III

Organización y funcionamiento

Artículo 4.  Órganos del Consejo Económico y Social.

Los órganos del Consejo Económico y Social del Principado de Asturias son los 
siguientes:

a) El Pleno.
b) La Comisión permanente.
c) Las Comisiones de trabajo.
d) La Presidencia.
e) Las Vicepresidencias.
f) La Secretaría general.

Sección 1.ª Del Pleno

Artículo 5.  Naturaleza y funciones.

1. El Pleno es el supremo órgano de decisión y formación de la voluntad del Consejo 
Económico y Social, y está integrado por la totalidad de los miembros que lo componen.

2. Al Pleno le competen las siguientes funciones:

a) Desempeñar las funciones enumeradas en el artículo 4 de esta Ley.
b) Aprobar la estructura orgánica del Consejo Económico y Social.
c) Proponer al Consejo de Gobierno el nombramiento del titular de la Presidencia, 

conforme a lo establecido en el artículo 13 de la presente Ley.
d) La elección de los Vicepresidentes.
e) Decidir la constitución y denominación de Comisiones de trabajo sobre las materias 

que considere oportunas, designando a sus miembros y a aquel que actuará como 
Presidente.

f) El nombramiento de los miembros del Pleno que hayan de formar parte de la Comisión 
permanente.
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g) La elaboración y aprobación del Reglamento de Organización y Funcionamiento del 
Consejo Económico y Social.

h) La elaboración y aprobación de la memoria anual de actividades.
i) La elaboración y aprobación del anteproyecto de presupuestos del Consejo Económico 

y Social.
j) Las restantes funciones que resulten de lo establecido en la presente Ley y normativa 

que la desarrolle.
k) Cuantas otras funciones correspondan al Consejo Económico y Social y no estén 

específicamente atribuidas a otros órganos.

Artículo 6.  Composición.

El Pleno del Consejo Económico y Social estará constituido por el titular de la 
Presidencia y veinticuatro miembros, encuadrados en los siguientes grupos:

Grupo primero: Integrado por ocho miembros designados por los órganos competentes 
de las organizaciones sindicales más representativas de la Comunidad Autónoma, según se 
establece en la legislación vigente, en proporción a la representación que ostenten.

Grupo segundo: Integrado por ocho miembros designados por los órganos competentes 
de las organizaciones empresariales intersectoriales de ámbito territorial en toda la 
Comunidad Autónoma, en proporción a la representatividad institucional que ostenten, según 
se establece en la legislación vigente.

Grupo tercero: Integrado por ocho miembros según la siguiente distribución:

a) Cuatro designados por el Consejo de Gobierno.
b) Dos designados por la Federación Asturiana de Concejos.
c) Uno designado por la Junta de Gobierno de la Universidad de Oviedo.
d) Uno designado por la Fundación para el Fomento de la Economía Social.

Artículo 7.  Miembros.

1. Los miembros del Pleno serán nombrados y cesados mediante decreto del Consejo de 
Gobierno, a propuesta de las organizaciones e instituciones que lo integran y en la 
proporción establecida en el artículo 6.

2. Su mandato tendrá una duración de cuatro años, renovable por períodos de igual 
duración, que comenzará a computarse desde el día de la publicación, en el «Boletín Oficial 
del Principado de Asturias», de su nombramiento, pudiendo cada una de las partes proponer 
titulares y suplentes, así como efectuar sustituciones de los designados a lo largo del 
mandato.

3. No obstante, los miembros del Pleno continuarán en el ejercicio de sus funciones 
hasta la toma de posesión de los nuevos miembros que hayan de sustituirlos.

4. No podrán ser miembros del Pleno:

a) Los Altos Cargos de las Administraciones públicas.
b) Los miembros de las Cortes Generales y los Diputados de la Junta general del 

Principado.

Artículo 8.  Régimen de funcionamiento.

1. El Pleno del Consejo se reunirá, en sesión ordinaria, al menos una vez al trimestre. 
Asimismo, podrá reunirse, con carácter extraordinario, a iniciativa de la Presidencia o de un 
tercio de sus miembros.

2. El quórum para la válida constitución del Pleno del Consejo será de dos tercios de sus 
miembros, en primera convocatoria. En el supuesto de no existir quórum suficiente, quedará 
válidamente constituido en segunda convocatoria, media hora después de la señalada para 
la primera, siendo suficiente en este caso la presencia de la mitad más uno de sus 
componentes.

En todo caso, será requisito imprescindible la presencia de los titulares de la Presidencia 
y la Secretaría o, en su caso, de quienes les sustituyan legalmente.
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3. A las sesiones del Pleno del Consejo podrán asistir aquellos especialistas, técnicos o 
personalidades que sean considerados necesarios por dicho órgano, los cuales participarán 
con voz pero sin voto.

4. Los acuerdos del Pleno del Consejo se adoptarán por mayoría absoluta. En todo caso, 
los miembros discrepantes tendrán derecho a formular votos particulares, que deberán 
unirse a la decisión correspondiente.

5. El voto de los miembros del Pleno será personal y no delegable.

Sección 2.ª De la Comisión Permanente

Artículo 9.  Naturaleza, composición y funciones.

1. La Comisión permanente es el órgano ejecutivo del Consejo Económico y Social. 
Estará integrada por el titular de la Presidencia, dos representantes de cada uno de los 
grupos que integran el Pleno y por el titular de la Secretaría General, que actuará con voz 
pero sin voto.

2. Le corresponden las siguientes funciones:

a) Preparar los informes previos de los asuntos que habrán de ser tratados en el Pleno.
b) Proponer la fecha y el orden del día de las sesiones ordinarias y extraordinarias del 

Pleno.
c) Estudiar y preparar los informes sobre el proyecto de Ley de Presupuestos Generales 

del Principado, con carácter previo a su examen por el Pleno.
d) Cualesquiera otras que, siendo propias del Pleno, le sean delegadas por acuerdo del 

mismo.
e) Las demás funciones que le sean atribuidas por la presente Ley y la normativa que la 

desarrolle.

Artículo 10.  Régimen de funcionamiento.

1. La Comisión permanente se reunirá en sesión ordinaria con periodicidad mensual. 
Asimismo, podrá celebrar sesiones extraordinarias, a iniciativa de la Presidencia o de dos de 
sus miembros.

2. Los acuerdos de la Comisión permanente serán adoptados por mayoría absoluta.

Sección 3.ª De las Comisiones de Trabajo

Artículo 11.  Naturaleza y composición.

1. El Pleno del Consejo Económico y Social podrá constituir, con carácter permanente o 
para cuestiones concretas, Comisiones de Trabajo sobre aquellas materias que considere 
oportunas.

2. Las Comisiones de Trabajo estarán integradas por un máximo de dos representantes 
por cada uno de los grupos que constituyan el Pleno.

3. A las reuniones de las Comisiones de Trabajo podrán asistir, con voz pero sin voto, los 
técnicos, asesores y especialistas que cada una de las partes representadas designe.

4. Existirán las siguientes Comisiones de Trabajo de carácter permanente, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo 5.2 e) de esta Ley:

a) Presupuestos.
b) Análisis económico y social.
c) Desarrollo regional y medio ambiente.

Artículo 12.  Régimen de funcionamiento.

1. El Pleno del Consejo Económico y Social establecerá el régimen de convocatoria y 
constitución de las Comisiones de Trabajo.

2. Los acuerdos de las Comisiones de Trabajo se adoptarán por mayoría de sus 
miembros.
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3. Concluidos los dictámenes, informes o propuestas que hayan elaborado la Comisión 
de Trabajo de que se trate, su Presidente los trasladará a la Comisión permanente, a los 
efectos oportunos.

4. Como Secretario de las Comisiones de Trabajo podrá actuar un miembro de las 
mismas o el titular de la Secretaría General del Consejo Económico y Social, este último con 
voz pero sin voto.

Sección 4.ª De la Presidencia

Artículo 13.  Nombramiento y cese.

1. El titular de la Presidencia será nombrado por Decreto del Consejo de Gobierno, a 
propuesta del Pleno, utilizando uno de los dos procedimientos que se describen a 
continuación:

a) Propuesta de un único candidato que cuente con el respaldo de las dos terceras 
partes de los miembros del Pleno.

b) Si en el plazo de un mes el Pleno no lograse proponer un candidato mediante la 
fórmula anterior, deberá elevar al Consejo de Gobierno una terna, elegida conforme al 
procedimiento que se describe en el apartado siguiente.

2. Cada uno de los tres grupos que constituyen el Pleno podrá proponer hasta un 
máximo de dos candidatos, elegidos entre personas de reconocido prestigio en el ámbito 
autonómico en las materias propias de la competencia del Consejo Económico y Social.

El Pleno elevará al Consejo de Gobierno una terna integrada por los candidatos más 
votados. A tal efecto, cada miembro del Pleno votará hasta un máximo de tres, de entre los 
seis candidatos propuestos.

3. El mandato del titular de la Presidencia tendrá una duración de cuatro años, renovable 
por períodos de igual duración, que comenzará a computarse desde el día de la publicación, 
en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias», de su nombramiento.

No obstante, seguirá en el ejercicio de sus funciones en tanto no se produzca la toma de 
posesión de quien haya de sustituirlo, salvo en el supuesto previsto en el apartado 4 de este 
artículo.

La renovación del mandato del titular de la Presidencia será acordada por el Consejo de 
Gobierno, salvo oposición del Pleno del Consejo Económico y Social manifestada por 
mayoría de dos tercios de sus miembros.

4. El titular de la Presidencia podrá ser destituido por Decreto del Consejo de Gobierno, 
salvo oposición por mayoría absoluta del Pleno del Consejo Económico y Social, el cual, 
previo acuerdo por mayoría de dos tercios, también podrá proponer al Consejo de Gobierno 
su destitución.

Artículo 14.  Funciones.

Corresponden al titular de la Presidencia del Consejo Económico y Social las siguientes 
funciones:

a) Ostentar la representación del Consejo.
b) Velar por el cumplimiento de los acuerdos de los órganos del Consejo.
c) Convocar las sesiones, presidirlas, moderar el desarrollo de los debates y dirimir, con 

su voto de calidad, los empates que pudieran producirse.
d) Fijar el orden del día de las sesiones.
e) Ordenar la publicación de los acuerdos del Consejo, disponer su cumplimiento y visar 

las actas.
f) Autorizar los gastos y ordenar los pagos que se realicen con cargo a los presupuestos 

del Consejo en los términos establecidos en la presente Ley.
g) Controlar al personal propio y ejercer la dirección de todo el personal del Consejo.
h) Comparecer ante la Comisión competente de la Junta general para explicar el informe 

anual a que se refiere el artículo 3.1 j) de esta Ley, así como cuando sea requerido por la 
Comisión para informar en materias que sean de la competencia del Consejo Económico y 
Social.
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i) Solicitar de los órganos e instituciones de la Comunidad Autónoma la información y 
documentación adecuada para el desempeño de las funciones del Consejo.

j) Las demás funciones que resulten de lo establecido en la presente Ley y la normativa 
que la desarrolle, así como las que le sean delegadas por el Pleno.

Sección 5.ª De las Vicepresidencias

Artículo 15.  Elección y sustitución.

1. El Pleno elegirá, por mayoría absoluta y de entre sus miembros, un Vicepresidente por 
cada uno de los grupos que integran el Consejo Económico y Social.

2. Su mandato, renovable, tendrá una duración de cuatro años.
3. Los Vicepresidentes sustituirán al titular de la Presidencia en los casos de 

enfermedad, vacante y ausencia.
4. Corresponde al titular de la Presidencia el establecimiento del orden de prelación entre 

los mismos, que será rotativo por años naturales.

Sección 6.ª De la Secretaría General

Artículo 16.  Naturaleza y funciones.

1. La Secretaría General es el órgano de asistencia técnica y administrativa del Consejo 
Económico y social, así como el depositario de la fe pública de los acuerdos del mismo. Su 
titular, que ha de ser funcionario del Grupo A de cualquier Administración Pública, será 
nombrado y cesado por resolución del titular de la Consejería competente en materia de 
trabajo y empleo y a propuesta del Pleno aprobada por mayoría de dos tercios de sus 
miembros.

2. Corresponde al titular de la Secretaría General:

a) Dirigir y coordinar, bajo las directrices de la Presidencia, los servicios técnicos y 
administrativos del Consejo.

b) Asistir a las reuniones del Pleno y de la Comisión Permanente del Consejo, con voz 
pero sin voto.

c) Custodiar la documentación del Consejo, extender las actas de sus reuniones, 
autorizarlas con su firma y expedir las certificaciones del contenido de las mismas.

d) Despachar con el titular de la Presidencia los asuntos ordinarios y aquellos que le 
sean encargados por éste.

e) Librar los fondos del Consejo previamente autorizados por el titular de la Presidencia.
f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Secretario.

CAPÍTULO IV

Régimen jurídico

Artículo 17.  Financiación.

Los recursos económicos del Consejo Económico y Social podrán provenir de las 
siguientes fuentes:

a) Las consignaciones específicas previstas en los Presupuestos Generales del 
Principado de Asturias.

b) Las transferencias, corrientes o de capital, que procedan de otras Administraciones u 
organismos públicos.

c) Las aportaciones de entidades privadas y de particulares, sin perjuicio de su 
integración, en su caso, en el patrimonio del Principado de Asturias.

d) Los bienes y valores, productos y rentas que provengan del patrimonio que le sea 
adscrito por el Principado de Asturias, en las condiciones que se determinen en el acuerdo 
de adscripción.

e) Las operaciones de endeudamiento que le sean legalmente autorizadas.
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f) Cualquier otro recurso que le pudiera ser atribuido.

Artículo 18.  Régimen patrimonial y de contratación.

1. El patrimonio del Consejo Económico y Social estará integrado por los bienes y 
derechos de contenido económico que le sean adscritos por el Principado de Asturias, los 
cuales deberán ser destinados exclusivamente al cumplimiento de los fines para los que 
fueron adscritos, bien de forma directa, bien mediante la percepción de sus rentas y frutos.

2. Los bienes y patrimonio que el Principado de Asturias adscriba al Consejo Económico 
y Social para el cumplimiento de sus fines conservarán su calificación jurídica originaria.

3. Los bienes y patrimonio que el Consejo Económico y Social pudiera adquirir o recibir 
por legados, donaciones u otras causas quedarán integrados, a todos los efectos, en el 
patrimonio del Principado de Asturias.

4. La contratación del Consejo Económico y Social se ajustará a las prescripciones de la 
legislación estatal y autonómica en materia de contratos de las Administraciones públicas.

Artículo 19.  Régimen presupuestario y contable.

1. El Consejo Económico y Social elaborará anualmente un anteproyecto de 
presupuestos, equilibrado en sus estados de ingresos y gastos, el cual será remitido al 
Consejo de Gobierno, a través de la Consejería competente en materia de trabajo y empleo, 
para su aprobación e incorporación al proyecto de Ley de Presupuestos Generales del 
Principado de Asturias.

2. Cuando el Consejo de Gobierno, en el marco del Proyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Principado de Asturias, modifique el anteproyecto aprobado por el Consejo 
Económico y Social, remitirá a la Junta General del Principado, como anejo del proyecto de 
Ley de Presupuestos, un informe explicativo del motivo de tal modificación, así como el 
anteproyecto aprobado por el Consejo Económico y Social, y toda la documentación que lo 
acompañe.

3. La gestión del presupuesto del Consejo Económico y Social y de sus operaciones de 
endeudamiento, en su caso, se regirá, salvo en lo regulado por esta Ley, por lo dispuesto en 
los capítulos II y III del Decreto legislativo del Principado de Asturias 2/1998, de 25 de junio, 
por el que se aprueba el texto refundido del Régimen Económico y Presupuestario, a cuyo 
efecto, y en lo no previsto específicamente para entes públicos, el Consejo Económico y 
Social recibirá un tratamiento equivalente al establecido para los organismos autónomos.

4. Los créditos del presupuesto del Consejo Económico y Social tendrán carácter 
limitativo y vinculante a nivel de capítulo presupuestario.

5. La autorización de gastos de personal del Consejo Económico y Social corresponderá 
al titular de la Presidencia. La autorización de gastos del resto de los capítulos 
presupuestarios, hasta cinco millones de pesetas, corresponderá al titular de la Presidencia, 
que podrá delegar en el Vicepresidente Primero, siendo la Comisión Permanente del 
Consejo Económico y Social el órgano competente para autorizar los gastos que excedan de 
cinco millones en estos capítulos presupuestarios, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas al Consejo de Gobierno por los artículos 29 y 41 del Decreto legislativo del 
Principado de Asturias 2/1998, de 25 de junio, por el que se aprueba el texto refundido del 
Régimen Económico y Presupuestario.

6. El Consejo Económico y Social queda sometido al control contable, financiero y de 
eficiencia que se lleve a cabo por la Consejería competente en materia económica y 
presupuestaria, en los términos establecidos en el capítulo IV del Decreto legislativo del 
Principado de Asturias 2/1998, de 25 de junio, por el que se aprueba el texto refundido del 
Régimen Económico y Presupuestario, sin perjuicio del control correspondiente al Tribunal 
de Cuentas o, en su caso, Sindicatura de Cuentas del Principado.

Artículo 20.  Régimen de personal.

1. El Consejo Económico y Social contará para el desarrollo de sus funciones con:

a) Personal propio, que tendrá una vinculación jurídica de naturaleza laboral con el 
Consejo Económico y Social.
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b) Personal funcionario de la Administración del Principado de Asturias, que se adscribirá 
al Consejo Económico y Social y se integrará en las relaciones de puestos de trabajo del 
mismo, sin perjuicio del mantenimiento de la situación de servicio activo en el Principado de 
Asturias.

c) Personal funcionario de otras Administraciones Públicas el cual se integrará en la 
relación de puestos de trabajo del mismo.

2. La selección del personal propio se efectuará con arreglo a los principios de mérito, 
capacidad e igualdad, mediante convocatoria pública a través del «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias».

3. El Consejo Económico y Social contará con una relación de puestos de trabajo de 
personal funcionario y un catálogo de puestos de personal laboral cuya aprobación 
corresponderá al Consejo de Gobierno, a propuesta del Pleno del Consejo Económico y 
Social, previo informe de las Direcciones Generales competentes en la materia.

4. En lo no regulado en la presente Ley, el régimen del personal del Consejo Económico 
y Social se ajustará a las previsiones de la normativa del Principado de Asturias en la 
materia.

Disposición transitoria primera.  
Lo dispuesto en el artículo 20.1 de la presente Ley será de aplicación, con efectos desde 

la fecha de su incorporación, al personal funcionario del Consejo Económico y Social.

Disposición transitoria segunda.  
Mientras no se creen en la relación de puestos de trabajo y se doten 

presupuestariamente los necesarios para desempeñar las funciones administrativas propias 
del Consejo Económico y Social, las que les correspondan serán asumidas por los órganos 
centrales de la Consejería competente en materia de trabajo y empleo, actuando 
coordinadamente, en este caso, las Secretarías Generales del Consejo Económico y Social 
y de la Consejería competente.

Disposición transitoria tercera.  
En el plazo de los dos meses siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, se 

designarán los representantes de los grupos que constituyen el Pleno del Consejo 
Económico y Social, los cuales serán nombrados mediante Decreto del Consejo de Gobierno 
dentro del mes siguiente a la finalización del plazo precedente.

Dicho Decreto establecerá también la fecha de la reunión constitutiva del Pleno del 
Consejo Económico y Social.

Disposición derogatoria única.  
1. A la entrada en vigor de la presente Ley quedan derogadas las siguientes 

disposiciones:

a) La Ley 10/1988, de 31 de diciembre, de creación del Consejo Económico y Social del 
Principado de Asturias.

b) El Decreto 75/1989, de 15 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Económico y Social del Principado de Asturias, 
en cuanto se oponga a lo establecido en esta Ley.

2. Asimismo, quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que, 
emanadas de órganos del Principado de Asturias, se opongan a lo establecido en esta Ley.

Disposición final primera.  
El Consejo Económico y Social elaborará en el plazo de seis meses su Reglamento de 

Organización y Funcionamiento, que será remitido al Consejo de Gobierno para su 
aprobación mediante Decreto.
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Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 45  Ley del Consejo Económico y Social

– 533 –



§ 46

Ley 4/2010, de 29 de junio, de Cooperativas

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 160, de 12 de julio de 2010

«BOE» núm. 232, de 24 de septiembre de 2010
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2010-14628

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de Cooperativas.

PREÁMBULO

I

La Constitución de 1978 supuso un punto de inflexión en el desarrollo legislativo del 
derecho cooperativo español y fue el origen del complejo panorama legislativo actual. El 
Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, establece, en su artículo 10.1.27, que el 
Principado de Asturias tiene la competencia exclusiva en materia de cooperativas. 
Posteriormente, a través de la Ley Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre, el Estado transfirió 
dicha competencia al Principado de Asturias, traspasándose por medio del Real Decreto 
2087/1999, de 30 de diciembre, las correspondientes funciones y servicios.

En este escenario, el Principado de Asturias ha considerado conveniente impulsar una 
legislación propia que suponga una seria apuesta de las instituciones públicas asturianas en 
favor del movimiento cooperativo existente en el Principado de Asturias y, además, capaz de 
satisfacer las legítimas aspiraciones que aquel demanda.

En la redacción del texto legal se ha procurado la adaptación de la normativa cooperativa 
a la realidad económica y social del Principado de Asturias, pero, al mismo tiempo, se ha 
pretendido que éste constituya un instrumento jurídico eficaz para que el cooperativismo 
asturiano pueda hacer frente a los grandes desafíos económicos y empresariales que el 
siglo XXI plantea. Este segundo objetivo ha exigido, igualmente, crear un marco normativo 
preciso, moderno e innovador, que, alejado de visiones localistas, incorpore una regulación 
técnica y actualizada para las sociedades cooperativas de Asturias. Por ello, el objeto de la 
presente ley es configurar a las cooperativas asturianas como sociedades modernas y 
competitivas, con un régimen jurídico y económico consolidado y flexible, que se adapte bien 
a las necesidades actuales y futuras del mercado, sin perder de vista los principios 
cooperativos que deben regir en este tipo de sociedades, y que se caracteriza singularmente 
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por el alto grado de autonomía estatutaria o la amplia libertad autorreguladora reconocida a 
estas sociedades para decidir el diseño organizativo que juzguen más apropiado y 
conveniente para afrontar eficazmente todas sus exigencias estructurales, financieras y 
funcionales.

La ley consta de 208 artículos, estructurados en siete títulos, tres disposiciones 
transitorias y una final.

II

El texto articulado comienza con una definición de cooperativa, en la que se subraya que 
su objeto prioritario es la promoción de las actividades económicas y sociales de sus 
miembros y la satisfacción de sus necesidades, a través de una empresa gestionada 
democráticamente. La ley ha seguido el criterio de delimitación espacial utilizado por la 
estatal y la mayoría de las autonómicas, declarándose aplicable a las cooperativas que 
desarrollen total o principalmente en el territorio del Principado de Asturias la actividad 
cooperativizada con sus socios, esto es, la actividad societaria típica de la cooperativa. Para 
estas sociedades, la legislación de cooperativas del Estado se aplicará como norma 
supletoria, para cubrir eventuales lagunas legales.

La personalidad jurídica de las cooperativas se supedita a la clásica doble exigencia de 
escritura pública e inscripción en el registro de cooperativas, en este caso, del Principado de 
Asturias. Al efecto, se crea un registro definido por los principios de publicidad material y 
formal, legalidad, legitimación, prioridad y tracto sucesivo.

La ley regula los derechos y las obligaciones de los socios que configuran el estatuto 
básico del cooperativista, lo que se ha de completar con las previsiones adicionales legales y 
estatutarias, sin perjuicio de las especialidades que concurren en las distintas categorías de 
socios. Aunque el trato igualitario a los socios es una característica consustancial al 
cooperativismo, los derechos y las obligaciones de los socios de la cooperativa no van a ser 
siempre los mismos, sino que dependerán del tipo de socio que sea y de las concretas 
previsiones estatutarias al respecto. En este sentido, debe ser objeto de especial 
consideración la disciplina del derecho de baja del socio, ya que si bien es regulado como 
forma tradicional de abandono voluntario de la sociedad por parte de los socios, ello se hace 
sin perjuicio del reconocimiento expreso de la plena autonomía estatutaria de la cooperativa 
para acordar su supresión o prohibición, para decantarse por la transmisión de las 
aportaciones sociales como vía preferente de salida voluntaria de los socios, como acontece 
en otros tipos de sociedades, y así dar una respuesta adicional a la problemática derivada de 
la inevitable aplicación a las sociedades cooperativas de los nuevos criterios contables que, 
por decisión de la Unión Europea, son fruto de la plena vigencia en nuestro ordenamiento de 
las Normas Internacionales de Contabilidad, especialmente, por lo que a este tipo de 
empresas interesa, la número 32 (NIC 32), que supone la consideración del capital social 
cooperativo como un recurso ajeno si éste fuere incondicionalmente reembolsable al socio 
con motivo del ejercicio de su derecho de baja voluntaria.

El socio de trabajo, caracterizado por realizar una actividad cooperativizada consistente 
en la prestación de su trabajo personal en las cooperativas que no sean de trabajo asociado 
o de explotación comunitaria de la tierra, ostenta un peculiar estatuto jurídico que debe ser 
precisado en los estatutos de la cooperativa, determinando tanto los requisitos de admisión y 
baja, como las principales condiciones de su prestación de servicios, siendo de aplicación 
subsidiaria las normas establecidas en la ley para los socios trabajadores de las 
cooperativas de trabajo asociado.

El socio colaborador se define, en concordancia con otras leyes autonómicas, como el 
socio vinculado a la cooperativa por realizar aportaciones al capital social de carácter 
voluntario, especificándose legalmente las particularidades de su régimen en cuanto a los 
derechos y obligaciones que ostenta.

La ley, tras reconocer el principio de igualdad en el trato a los socios, recoge un catálogo 
de los derechos mínimos y obligaciones básicas de los socios, para después regular con 
cierto detalle algunos de ellos, debiendo destacarse, por su novedad, la regulación 
específica de la participación de los socios en la actividad cooperativizada.

Una cuestión especialmente tratada ha sido la de las normas de disciplina social. Se 
parte del principio de tipicidad estatutaria de los hechos sancionables, que deben ser 
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calificados en faltas leves, graves y muy graves. Del mismo modo, se deben establecer en 
los estatutos el procedimiento sancionador y las consecuencias concretas derivadas de su 
infracción, que pueden consistir en sanciones pecuniarias, la suspensión de derechos, e 
incluso, la exclusión de la sociedad.

La suspensión de derechos, que se precisará necesariamente en los estatutos, sólo 
podrá establecerse en los casos en el que el socio se halle al descubierto de sus 
obligaciones económicas o no participe en la actividad cooperativizada que le corresponda, 
y, en ningún caso, puede alcanzar al derecho de información y a los derechos económicos 
básicos del socio. En cuanto a la expulsión del socio, que sólo puede acordarse por falta 
muy grave establecida en los estatutos, se regula con cierto detalle su procedimiento y, 
como novedad, se incluye expresamente en la propia Ley un listado de causas susceptibles 
de motivar la exclusión.

En consonancia con la tradición en el derecho cooperativo, la ley establece la presencia 
de tres órganos sociales obligatorios: el órgano de administración como órgano de gestión y 
representación, la asamblea general como órgano soberano de decisión y la intervención 
como órgano de fiscalización. También, se contempla la posibilidad de que estatutariamente 
se prevean un comité de recursos y otras instancias de carácter consultivo o asesor, aunque 
éstas en ningún caso tendrán la consideración de órganos sociales.

En relación con la asamblea general se han determinado con precisión sus 
competencias, y en atención a su condición de órgano soberano de la cooperativa se admite 
que imparta instrucciones al órgano de administración sobre determinados asuntos de 
gestión.

El régimen jurídico del órgano de administración presenta novedades sobre su estructura 
y configuración, que han pretendido dejar margen para la determinación estatutaria de la 
configuración que se ajuste mejor a los intereses de la cooperativa. Así, frente al sistema 
más generalizado en la legislación cooperativa que establece como órgano prototípico el 
consejo rector, admitiendo la posibilidad de la figura del administrador único sólo para las 
cooperativas de menor dimensión, esta ley permite que el órgano de administración se 
configure de cuatro maneras diferentes, bien la tradicional del consejo rector, o por un 
administrador único, dos solidarios o dos mancomunados, pudiendo los socios optar por uno 
de estos sistemas sin que la elección esté condicionada por la dimensión de la cooperativa.

La ley regula el régimen jurídico de la intervención partiendo de la idea de que su 
competencia, como órgano de fiscalización, resulta importante para garantizar, por lo menos, 
la existencia de un control interno de la contabilidad de la sociedad, frente a otras posturas 
doctrinales que cuestionan su utilidad y que incluso abogan por la eliminación de este 
órgano.

En la regulación del régimen económico, la ley persigue un doble objetivo: por una parte, 
pretende fortalecer la vertiente empresarial de las cooperativas y, por otra, garantizar la 
solvencia y credibilidad económica de estas entidades, en especial, ofreciendo vías 
concretas para preservar la fortaleza patrimonial de la cooperativa ante la entrada en vigor 
de la NIC 32.

Para conseguir el primer objetivo, además de la referida exigencia de un capital mínimo 
para ofrecer un testimonio real de seriedad del proyecto, se permite, siguiendo la orientación 
marcada por las leyes más recientes, que la aportación obligatoria inicial sea diferente para 
los distintos tipos de socios o para cada socio en proporción al compromiso o uso potencial 
que cada uno de ellos asuma en la actividad cooperativizada.

Para garantizar la solvencia y credibilidad de las cooperativas y los derechos de los 
terceros que contratan con ellas, el texto articulado prevé dos medidas fundamentales: el 
sistema de imputación de pérdidas y la exigencia de mantener la cuantía de la aportación 
obligatoria para adquirir la condición de socio. Y, por otro lado, como consecuencia de la 
inevitable aplicación de la NIC 32 en nuestro ordenamiento, para garantizar la indemnidad 
patrimonial y no mermar la estructura financiera ni los actuales niveles de solvencia 
empresarial en el mercado de las sociedades cooperativas. frente a terceros o al resto de 
operadores económicos, la ley ha optado básicamente por consagrar la absoluta autonomía 
de las propias cooperativas para decidir lo que estimen más conveniente y adecuado al 
respecto para sí, aunque ofreciéndoles en esencia dos posibilidades: de un lado, el 
reconocimiento del derecho de baja del socio pero con la decisión de que haya un porcentaje 
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determinado de capital social, algunas aportaciones sociales, que sean consideradas como 
no exigibles por parte de los socios, pero que pudieran ser reembolsables por la cooperativa, 
si quisiera, para con ello consentir su calificación como recurso propio de la sociedad, si bien 
esta decisión estatutaria se compatibiliza con la salida justificada de aquellos socios que no 
estuvieren de acuerdo con esta medida y, de otro lado, la prohibición del derecho de baja 
voluntaria del socio y su salida mediante la enajenación de sus aportaciones sociales, lo que 
comportaría la total consideración del capital social cooperativo como recurso propio, en 
tanto que no reembolsable.

Dentro del régimen económico de las cooperativas también es conveniente resaltar la 
regulación de otros aspectos en los queda patente la singularidad de este tipo societario 
como la remuneración, la actualización, el reembolso y la transmisión de las aportaciones, la 
determinación de resultados, la distribución de excedentes y los criterios sobre posibles 
destinos de los fondos sociales obligatorios.

Por lo que se refiere a la documentación social y la contabilidad, no ha habido 
novedades significativas respecto al régimen general de las sociedades mercantiles, si 
acaso la especial regulación que se ha hecho de la auditoría externa, en la que se ha 
afrontado el complejo tema de la designación y nombramiento de los auditores cuando la 
asamblea general no quiera o no pueda hacerlo.

En materia de modificación de estatutos, la ley introduce una referencia general a las 
modificaciones estatutarias antes de abordar las llamadas modificaciones estructurales que 
son la fusión, la escisión y la transformación.

En la ley se admite la fusión de varias cooperativas en una nueva, así como la fusión de 
una o varias cooperativas por absorción de otra cooperativa ya existente. Se contempla el 
derecho de separación de los socios que no han votado a favor del proyecto de fusión, 
indicando el plazo y la forma de ejercicio de su derecho a la liquidación de su participación.

La escisión de una cooperativa puede consistir en su extinción, previa división de todo su 
patrimonio en dos o más partes que se trasmiten en bloque a otra sociedad de nueva 
creación, o que será absorbido por una sociedad ya existente. La escisión de las 
cooperativas también puede consistir en la segregación de una parte del patrimonio de la 
cooperativa que se trasmite en bloque a otra sociedad ya existente.

La ley admite la transformación de la cooperativa en sociedades civiles o mercantiles, 
para lo que se establece con detalle el contenido del proceso de transformación, respetando 
el derecho de separación de los socios que no votaron a favor de la transformación.

La ley, asimismo, regula el proceso de disolución de la sociedad, determinando las 
causas de disolución y sus efectos.

III

Para aclarar el régimen jurídico de las cooperativas de segundo o ulterior grado, en vez 
de introducir a lo largo del articulado de la ley excepciones al régimen general, se ha 
preferido regular sus especialidades en un único capítulo. En cuanto al grupo cooperativo, 
como realidad de integración empresarial que goza de una larga tradición en España, se ha 
puesto de manifiesto la necesidad para su existencia de una dirección unificada, y se han 
precisado algunos aspectos de su régimen. Por otra parte, para el mejor cumplimiento de su 
objeto social y defensa de sus intereses, se prevé que las cooperativas puedan constituir 
sociedades, agrupaciones, consorcios, y formalizar convenios o acuerdos, entre sí o con 
otras personas. A su vez, también se prevé la posibilidad de constituir uniones, federaciones 
y confederaciones, lo que nos lleva al tema del asociacionismo cooperativo, que también se 
regula de manera específica.

Las sociedades cooperativas asturianas, siguiendo un criterio ya clásico en el 
ordenamiento cooperativo español, se ordenan en atención a la finalidad perseguida y al 
concreto objeto de la actividad desarrollada, en cooperativas de trabajo asociado, de 
consumidores y usuarios, de viviendas, agrarias, de explotación comunitaria de la tierra, de 
servicios, del mar, de transportistas, de seguros, de crédito, sanitarias, de enseñanza, aparte 
de las cooperativas sin ánimo de lucro, integrales y mixtas.

Se ha aclarado el estatuto profesional de los socios en las cooperativas de trabajo 
asociado, reconociendo legalmente el carácter societario del vínculo entre la cooperativa y el 
socio trabajador.
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Se han regulado con cierto detalle determinados aspectos de las cooperativas de 
viviendas, al considerarse que si bien éste puede ser un instrumento muy útil con el que 
resolver algunos problemas relacionados con la vivienda en nuestro territorio, se deben 
garantizar al máximo los derechos de los socios y evitar algunos de los abusos que se han 
dado en el sector.

Intentando adaptar la ley a las peculiaridades concretas de la realidad económica 
asturiana, respecto a las cooperativas agrarias, cabe destacar las normas sobre las 
actividades cooperativizadas, permitiendo que los estatutos exijan una participación mínima 
o exclusiva, y un tiempo mínimo de permanencia de los socios en la cooperativa.

La ley ha abordado con peculiar detalle el régimen de las cooperativas de explotación 
comunitaria de la tierra, precisando las actividades que pueden desarrollar esta clase de 
cooperativas.

Se fijan legalmente las actividades que pueden desarrollar las cooperativas del mar, que 
son aquéllas que asocian a personas titulares de explotaciones dedicadas a actividades 
pesqueras o de industrias marítimo-pesqueras y derivadas, y a profesionales por cuenta 
propia.

En las cooperativas integrales se hace especial hincapié en que deben regularse en sus 
estatutos los derechos y obligaciones correspondientes a las distintas clases de socios y en 
la necesaria representación equilibrada, que debe fijarse también estatutariamente, en los 
órganos sociales de las distintas actividades realizadas por la cooperativa.

La regulación de las cooperativas mixtas se introduce para ofrecer soluciones al 
problema de la participación de una sociedad de capitales en una sociedad cooperativa.

IV

En cuanto a la acción de la Administración autonómica, la regulación de la política de 
fomento refleja el interés real de los poderes públicos de la comunidad autónoma por apoyar 
el cooperativismo con fidelidad al mandato constitucional. Esta afirmación se pone de 
manifiesto al reconocer como de interés general la promoción y el desarrollo de las 
cooperativas y de sus estructuras de integración económica, en las medidas de fomento 
incluidas en la ley, en la previsión de creación de cooperativas de servicios públicos y en el 
compromiso asumido por el Principado de Asturias de fomentar la formación cooperativa.

Por otra parte, se crea el Consejo Asturiano de la Economía Social, con funciones 
asesoras y consultivas para las actividades relacionadas con la economía social, y que se 
configura como un órgano de colaboración y coordinación del movimiento asociativo, de la 
administración autonómica y otros agentes sociales.

En materia de inspección en relación con el cumplimiento de la ley, se atribuye con 
carácter general a la Consejería competente en materia de cooperativas la función 
inspectora. Se regulan las clases de infracciones, que pueden ser leves, graves y muy 
graves, y sus respectivas sanciones, así como las causas y el procedimiento de 
descalificación de una sociedad cooperativa.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1.  Concepto y denominación.

1. La cooperativa es una sociedad constituida por personas físicas o jurídicas que se 
asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, para la satisfacción conjunta de sus 
necesidades e intereses socioeconómicos comunes, a través del desarrollo de actividades 
empresariales y de la adopción de una estructura, funcionamiento y gestión democráticos, 
siempre con el propósito de mejorar la situación económica y social de sus miembros y de su 
entorno comunitario.

2. Cualquier actividad económica y social lícita podrá ser organizada y desarrollada 
mediante una sociedad constituida al amparo de la presente ley.
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3. La denominación social de la cooperativa incluirá necesariamente las palabras 
«Sociedad Cooperativa Asturiana» o su abreviatura «S. Coop. Astur.». Esta denominación 
deberá ser exclusiva, y reglamentariamente podrán regularse sus requisitos.

4. Las sociedades cooperativas podrán revestir la forma de cooperativa de primero y 
ulterior grado, de acuerdo con las especificidades previstas en esta ley.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. La presente ley se aplicará a las sociedades cooperativas que desarrollen total o 
principalmente la actividad cooperativizada con sus socios en el territorio del Principado de 
Asturias, sin perjuicio de la actividad que realicen con terceros no socios, de la instrumental 
o de la personal accesoria que puedan realizar fuera de dicho ámbito territorial.

2. Se entenderá que la actividad cooperativizada se realiza principalmente en el territorio 
del Principado de Asturias cuando la misma resulte superior en su conjunto a la desarrollada 
fuera del mismo.

3. Asimismo, esta ley será aplicable a todas las uniones, federaciones y confederaciones 
de cooperativas que, con domicilio social en el Principado de Asturias, desarrollen su objeto 
social principalmente en ese ámbito territorial.

Artículo 3.  Domicilio social.

La sociedad cooperativa fijará su domicilio social dentro del territorio del Principado de 
Asturias, en el lugar Donde realice principalmente las actividades con sus socios o centralice 
su gestión administrativa y dirección empresarial.

Artículo 4.  Capital social y responsabilidad.

1. El capital social de la cooperativa, que será variable, deberá alcanzar, al menos, la 
cifra de tres mil euros y, en la cuantía correspondiente a ese mínimo legal, estará 
íntegramente desembolsado desde la constitución de la sociedad con cargo a aportaciones 
obligatorias.

En el supuesto de baja voluntaria del socio los estatutos sociales podrán establecer si el 
órgano de administración puede rehusar incondicionalmente el reembolso del importe de las 
aportaciones obligatorias del socio que integraren la cifra de capital social mínimo 
estatutariamente previsto, y que tendría la condición de recurso propio de la cooperativa. En 
todo caso, el socio disconforme con esta previsión estatutaria podrá darse de baja, 
calificándose ésta como justificada.

2. La cooperativa responderá de sus deudas con todo su patrimonio presente y futuro, 
excepto el correspondiente al fondo de educación y promoción cooperativa, que sólo 
responderá de las obligaciones estipuladas para el cumplimiento de sus fines.

3. Los socios no responderán personalmente de las deudas sociales, limitándose su 
responsabilidad exclusivamente al importe de las aportaciones al capital social que hubieren 
suscrito. No obstante, el socio que cause baja en la cooperativa responderá, previa excusión 
del haber social, durante cinco años desde la pérdida de su condición y hasta el importe 
reembolsado o pendiente de rembolsar de sus aportaciones al capital social, por las 
obligaciones contraídas por la cooperativa con anterioridad a su baja.

4. El Consejo de Gobierno podrá actualizar la cuantía prevista en el apartado 1 de este 
artículo.

Artículo 5.  Operaciones con terceros.

Las sociedades cooperativas podrán realizar actividades y servicios cooperativizados 
con terceros no socios, si así lo prevén sus estatutos, con las limitaciones y condiciones 
contenidas en ellos y en la presente ley, sin perjuicio de la normativa fiscal y sectorial que les 
sea aplicable.

Artículo 6.  Secciones.

1. Los estatutos podrán regular la constitución y el funcionamiento de secciones sin 
personalidad jurídica independiente, que desarrollen, dentro del objeto social, actividades 
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económico-sociales específicas con autonomía de gestión, sin perjuicio de la 
responsabilidad general y unitaria de la cooperativa, con la salvedad prevista en el artículo 
156.3 para las cooperativas de vivienda que ejecuten más de una promoción o fase 
separada.

2. Las secciones habrán de observar una contabilidad diferenciada e integrada dentro de 
la contabilidad general de la cooperativa, que permitirá informar separadamente sobre los 
activos, pasivos, gastos e ingresos correspondientes a la misma, de conformidad con la 
legislación contable que resultare aplicable. En su caso, las pérdidas de la sección serán 
imputadas a sus socios conforme al criterio general previsto en el artículo 99.

La cooperativa podrá repetir contra los socios de la sección para resarcirse de las 
cantidades desembolsadas por el cumplimiento de responsabilidades contraídas en el 
ejercicio de sus actividades específicas.

3. Las cooperativas de cualquier clase, excepto las de crédito, podrán regular en los 
estatutos la existencia de una sección de crédito, que limitará sus operaciones activas y 
pasivas al seno de la propia cooperativa y a sus socios, sin perjuicio de poder rentabilizar 
sus excedentes de tesorería en depósitos en otros intermediarios financieros, fondos 
públicos y valores emitidos por empresas públicas. El volumen de las operaciones activas de 
la sección de crédito en ningún caso podrá superar el 50 por ciento de los recursos propios 
de la cooperativa.

El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de 
cooperativas y previa audiencia del Consejo Asturiano de la Economía Social, fijará la 
proporción máxima permitida entre el total del pasivo exigible de la sección y los recursos 
propios de la cooperativa.

4. Las cooperativas que dispongan de alguna sección estarán obligadas a auditar sus 
cuentas anuales.

Artículo 7.  Acuerdos y representación de las secciones.

1. Los acuerdos de la junta de socios de la sección se reflejarán en un libro de actas 
especial, obligarán a todos los socios integrados en la misma, con inclusión de los ausentes 
y disidentes, y serán impugnables en los términos señalados en los artículos 57 y 58. La 
asamblea general podrá acordar la suspensión de los acuerdos de la junta de socios de una 
sección, haciendo constar los motivos por los que los considera ilegales, antiestatutarios o 
contrarios al interés general de la cooperativa. El acuerdo de suspensión tendrá efectos 
inmediatos, sin perjuicio de que pueda ser impugnado según lo establecido en los artículos 
57 y 58.

2. La representación y gestión de la sección corresponderá a los administradores de la 
cooperativa, sin perjuicio de que pueda ser designado un director o apoderado de la sección 
encargado del giro o tráfico de la misma.

TÍTULO I

Constitución y organización de la sociedad cooperativa

CAPÍTULO I

Constitución

Artículo 8.  Constitución e inscripción.

La cooperativa se constituirá mediante escritura pública y adquirirá personalidad jurídica 
desde el momento en que se inscriba en el Registro de Sociedades Cooperativas del 
Principado de Asturias.

Artículo 9.  Número mínimo de socios.

Las cooperativas de primer grado deberán estar integradas al menos por tres socios 
ordinarios, entendiendo por socio ordinario aquel que participa en la actividad 
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cooperativizada. Las de segundo grado estarán integradas como mínimo por dos 
cooperativas.

Artículo 10.  Modalidad de constitución.

1. Los promotores de la cooperativa podrán optar por constituirla directamente mediante 
escritura pública con la asistencia de todos ellos ante notario, o por celebrar, con carácter 
previo al otorgamiento de la escritura pública, una asamblea constituyente.

2. Si se celebra la mencionada asamblea, se levantará la correspondiente acta, que 
reflejará:

a) la voluntad de los promotores de fundar una cooperativa y la clase de cooperativa de 
que se trate,

b) la aprobación de los estatutos sociales que han de regir la futura cooperativa,
c) la suscripción de la aportación obligatoria inicial para ser socio,
d) el nombramiento, entre los promotores, del gestor o gestores que actuarán en nombre 

de la futura cooperativa,
e) el nombramiento, entre los promotores, de quienes, una vez inscrita la sociedad en el 

Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias, han de constituir el primer 
órgano de administración, los interventores y, si estuviera previsto por los estatutos sociales, 
el comité de recursos, y

f) la valoración de las aportaciones no dinerarias, de existir éstas.

3. En el acta deberá figurar, además, la relación de promotores, que será suscrita por 
todos ellos, con los siguientes datos identificativos: para las personas físicas, nombre y 
apellidos, edad, número de identificación fiscal y domicilio; para las personas jurídicas, 
nombre o razón social, código de identificación fiscal y domicilio; nombre, apellidos y número 
de identificación fiscal de su representante legal. Al acta se incorporará el texto de los 
estatutos sociales aprobados por la propia asamblea constituyente.

Artículo 11.  Sociedad cooperativa en constitución.

1. Los promotores de la sociedad cooperativa en constitución, o los gestores designados 
de entre aquéllos en la asamblea constituyente, celebrarán, en nombre de la sociedad, los 
actos y contratos indispensables para su constitución, así como los que la asamblea 
constituyente les encomiende expresamente. También estarán habilitadas para actuar en 
nombre de la sociedad durante esta fase las personas designadas y con mandato específico 
para ello.

2. De los actos y contratos celebrados en nombre de la sociedad antes de su inscripción 
en el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias responderán 
solidariamente quienes los hubiesen celebrado, salvo que su eficacia hubiese quedado 
condicionada a la inscripción y, en su caso, a la posterior asunción de los mismos por parte 
de la sociedad cooperativa.

3. En el supuesto de que el valor del patrimonio social, sumado el importe de los gastos 
indispensables para la inscripción de la sociedad cooperativa, fuese inferior a la cifra del 
capital social, los socios estarán obligados a cubrir la diferencia.

4. Hasta que no se produzca la inscripción en el Registro de Sociedades Cooperativas 
del Principado de Asturias la sociedad deberá añadir a su denominación las palabras «en 
constitución».

Artículo 12.  Contenido de los estatutos.

1. Los estatutos deberán regular como contenido mínimo los siguientes extremos:

a) la denominación de la sociedad,
b) la actividad que constituya el objeto social,
c) el domicilio social,
d) el ámbito territorial de actuación,
e) la duración de la sociedad,
f) el capital social mínimo,
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g) la aportación obligatoria mínima al capital social para ser socio, forma y plazos de 
desembolso y los criterios para fijar la aportación obligatoria que habrán de efectuar los 
nuevos socios que se incorporen a la cooperativa,

h) la forma de acreditar las aportaciones al capital social,
i) devengo o no de intereses por las aportaciones obligatorias al capital social,
j) las clases de socios, requisitos para su admisión y baja voluntaria u obligatoria y 

régimen aplicable,
k) derechos y deberes de los socios,
l) derecho de reembolso de las aportaciones de los socios, así como el régimen de 

transmisión de las mismas,
m) normas de disciplina social, tipificación de las faltas y sanciones, procedimiento 

sancionador, y pérdida de la condición de socio, y
n) estructura y composición del órgano de administración, y período de duración de los 

cargos. Asimismo, determinación del número y período de actuación de los interventores y, 
en su caso, de los miembros del Comité de Recursos.

Se incluirán también las exigencias impuestas por esta ley para la clase de cooperativas 
de que se trate.

2. Los promotores de la cooperativa podrán, con carácter previo a la elevación a pública 
de la escritura de constitución, solicitar al Registro de Sociedades Cooperativas del 
Principado de Asturias la calificación previa del proyecto de estatutos.

3. Los estatutos podrán ser desarrollados a través del reglamento de régimen interno, 
que deberá ser aprobado por la asamblea general.

Artículo 13.  Escritura de constitución.

1. La escritura de constitución de la cooperativa será otorgada por todos los promotores 
o por las personas facultadas a tal efecto por la asamblea constituyente. En este caso, el 
plazo de su otorgamiento será como máximo de tres meses desde la celebración de la 
asamblea constituyente.

2. La escritura pública de constitución de la cooperativa, que recogerá, en su caso, el 
acta de la asamblea constituyente, deberá contener como mínimo los siguientes extremos:

a) la identidad de los otorgantes,
b) manifestación de éstos de que reúnen los requisitos necesarios para ser socios,
c) voluntad de constituir una sociedad cooperativa y clase de que se trate,
d) acreditación por los otorgantes de haber suscrito la aportación obligatoria mínima al 

capital social para ser socio y de haberla desembolsado, al menos, en la proporción exigida 
estatutariamente,

e) si las hubiere, la valoración asignada a las aportaciones no dinerarias realizadas por 
los socios, haciendo constar, en su caso, sus datos registrales, con detalle de las que 
realicen los distintos promotores. Quedarán excluidos de responsabilidad los socios cuyas 
aportaciones no dinerarias sean sometidas a valoración pericial por experto independiente,

f) acreditación de los otorgantes de que el importe total de las aportaciones 
desembolsadas no es inferior al del capital social mínimo establecido estatutariamente,

g) identificación de las personas que, una vez inscrita la sociedad, han de ocupar los 
distintos cargos del primer órgano de administración, el de interventor o interventores y 
declaración de que no estén incursos en causa de incapacidad o prohibición alguna para 
desempeñarlos establecida en esta u otra ley,

h) declaración de que no existe otra entidad con idéntica denominación, a cuyo efecto se 
presentará al notario la oportuna certificación acreditativa expedida por el Registro de 
Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias,

i) los estatutos.
En la escritura se podrán incluir todos los pactos y condiciones que los promotores 

juzguen conveniente establecer, siempre que no se opongan a las leyes ni contradigan los 
principios configuradores de la sociedad cooperativa.
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Artículo 14.  Inscripción de la cooperativa.

1. Una vez otorgada la escritura de constitución de la cooperativa, los promotores 
facultados deberán solicitar en el plazo de un mes desde su otorgamiento la inscripción de la 
sociedad en el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias.

2. Transcurridos doce meses desde el otorgamiento de la escritura de constitución sin 
que se haya procedido a su inscripción o verificada la voluntad de no inscribir la cooperativa, 
cualquier socio podrá instar la disolución de la sociedad en constitución y exigir, previa 
liquidación del patrimonio social, la restitución de sus aportaciones. En tales circunstancias, 
si la cooperativa ha iniciado o continúa sus actividades, le serán de aplicación las normas 
reguladoras de la sociedad colectiva o, en su caso, de la sociedad civil.

3. Para la inscripción de las cooperativas de crédito y de seguros deberá adjuntarse la 
previa autorización del organismo competente.

4. Inscrita la sociedad cooperativa, ésta quedará obligada por los actos y contratos a que 
se refiere el artículo 11. También quedará obligada por aquellos actos y contratos que 
acepte dentro del plazo de tres meses desde su inscripción. En ambos supuestos cesará la 
responsabilidad solidaria de los promotores, gestores o mandatarios.

CAPÍTULO II

El Registro de sociedades cooperativas del Principado de Asturias

Artículo 15.  Características, estructura y ámbito competencial.

1. El Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias está adscrito a la 
Consejería competente en materia de cooperativas desarrollando sus actuaciones en 
coordinación con los demás registros de cooperativas.

2. Tiene carácter público y estructura orgánica unitaria y competencia sobre todo el 
territorio de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias respecto de las sociedades 
cooperativas asturianas así como de sus uniones, federaciones y confederaciones. Su 
régimen jurídico se regulará reglamentariamente.

Artículo 16.  Funciones del Registro.

El Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias asumirá las 
siguientes funciones:

a) la calificación, inscripción y certificación de los actos que, según la normativa vigente, 
deben acceder a dicho Registro,

b) la legalización de los libros sociales y de contabilidad de las cooperativas así como de 
las asociaciones, uniones y federaciones de cooperativas,

c) el depósito de las cuentas anuales, de los informes de gestión y de auditoría, así como 
de los libros y documentación social en los casos de liquidación de la cooperativa,

d) el nombramiento de auditores y otros expertos independientes, en los casos en que le 
corresponda al Registro,

e) la calificación de las cooperativas como entidades no lucrativas, de acuerdo con lo 
establecido en esta ley,

f) la expedición de certificaciones sobre la denominación social de las sociedades 
cooperativas así como de certificaciones acreditativas del número de socios al cierre del 
ejercicio económico,

g) la resolución de las consultas que sean de su competencia,
h) la colaboración y coordinación con otros registros e
i) cualesquiera otras funciones que le sean atribuidas por esta ley u otras disposiciones 

legales y por sus normas de desarrollo.

Artículo 17.  Eficacia.

1. La eficacia del Registro viene definida por los principios de publicidad material y 
formal, legalidad, legitimación, prioridad y tracto sucesivo.
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2. La publicidad se hará efectiva por certificación del contenido de los asientos expedida 
por el Registro o mediante simple nota informativa o copia de los asientos y de los 
documentos depositados, respetando las garantías correspondientes. La certificación será 
expedida por el encargado de dicho Registro, en los términos previstos reglamentariamente, 
y constituirá el único medio de acreditación fehaciente del contenido de los asientos 
registrales.

3. Se presume que el contenido de sus libros es conocido por terceros y no se podrá 
invocar ignorancia de ello. Los documentos sujetos a inscripción y no inscritos no producirán 
efectos frente a terceros de buena fe. No podrá invocarse la falta de inscripción por quien 
incurrió en su omisión.

4. Los asientos inscritos se presumen exactos y válidos. Esta presunción de exactitud y 
validez no alcanza a las cuentas anuales ni al informe de auditoría depositados en el 
registro.

En todo caso, la inscripción no convalida los actos y contratos nulos según la legislación 
vigente, pero desplegará todos sus efectos mientras no se inscriba la declaración judicial de 
su inexactitud o nulidad. La declaración de inexactitud o nulidad no perjudicará los derechos 
de terceros de buena fe, adquiridos conforme al contenido del Registro.

Artículo 18.  Calificación.

1. La inscripción en el Registro se practicará en virtud de documento público, salvo en 
los casos expresamente previstos en esta ley y en sus normas de desarrollo.

2. El Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias calificará bajo su 
responsabilidad, con referencia a los documentos presentados, la competencia y facultades 
de quienes los autorizan y firman, la legalidad de las formas extrínsecas, la capacidad y 
legitimación de los otorgantes y la validez del contenido de los documentos, examinando si 
han cumplido los preceptos legales de carácter imperativo.

La calificación se basará en lo que resulte de los títulos presentados y en los 
correspondientes asientos del Registro.

Al depósito de cuentas anuales, acompañadas en su caso del informe de gestión, y al 
depósito del informe de auditoría, se aplicará lo previsto al respecto en la legislación de 
sociedades anónimas y las demás normas mercantiles que sean aplicables.

3. Cuando, dentro de los plazos establecidos y en la forma legal o reglamentaria 
prevista, el Registro no notifique a los interesados la correspondiente resolución referente a 
la práctica de cualquier inscripción o asiento solicitados, el solicitante podrá entender 
desestimada su petición por silencio administrativo, todo ello sin perjuicio de la obligación de 
dictar y notificar la resolución registral expresa.

Si las normas legales o reglamentarias de aplicación no establecieren expresamente 
plazo para dictar y notificar las resoluciones registrales, se entenderá que dicho plazo es de 
tres meses. El plazo será de un mes para los actos de constitución, fusión, escisión, 
transformación, prórroga de la sociedad y cesión global de activo y pasivo.

En todo caso, practicada la inscripción o el asiento solicitado se entenderá estimada la 
solicitud del interesado.

Artículo 19.  Libros del Registro y asientos registrales.

1. En el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias se llevarán los 
siguientes libros:

a) libro diario,
b) libro de inscripción de sociedades cooperativas,
c) libro de inscripciones de uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas del 

Principado de Asturias,
d) libro de nombramientos,
e) libro de legalización de libros,
f) libro de reserva de denominaciones, y
g) los demás libros que se establezcan reglamentariamente.

2. En los libros de inscripción se extenderán las siguientes clases de asientos: 
inscripciones, cancelaciones, anotaciones preventivas y notas marginales. La inscripción se 
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hará de forma sucinta, remitiéndose al expediente correspondiente, Donde constará el 
documento objeto de inscripción. La ordenación y práctica de los asientos registrales se 
regulará reglamentariamente.

Artículo 20.  Actos inscribibles.

1. La inscripción de los actos de constitución, modificación de los estatutos, fusión, 
escisión, disolución, reactivación y liquidación de las sociedades cooperativas, así como la 
transformación de éstas, será constitutiva. Las restantes inscripciones serán declarativas.

2. La inscripción de los actos de constitución, modificación de estatutos sociales, fusión, 
escisión, cesión global de activo y pasivo, prórroga, disolución, reactivación, declaración de 
haber finalizado el proceso de liquidación y aprobación del balance final, y transformación, 
se practicará en virtud de escritura pública, resolución judicial o resolución administrativa.

3. La inscripción del nombramiento y cese de los cargos sociales y auditores, y el 
depósito de cuentas anuales, podrá practicarse mediante certificación del correspondiente 
acuerdo adoptado por el órgano social competente, elevado a público o con las firmas del 
secretario y del presidente de la cooperativa, legitimadas por notario o autenticadas por el 
Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias. También podrá practicarse 
en virtud de resolución administrativa o judicial que así lo acuerde.

4. Se practicarán mediante escritura pública:

a) La inscripción de la delegación permanente de facultades en consejeros delegados, 
su modificación o revocación se practicará en virtud de escritura pública que determinará las 
facultades delegadas.

b) La inscripción del nombramiento y cese del director de la cooperativa y la del 
otorgamiento de poderes de gestión y administración con carácter permanente a cualquier 
persona, así como su modificación y revocación, se practicará mediante escritura pública, 
que expresará las facultades y poderes conferidos al director o apoderado.

5. La inscripción de la descalificación de la cooperativa o la constatación de su disolución 
por ministerio de la ley se practicará en virtud de la correspondiente resolución 
administrativa, cuando adquiera firmeza. Podrá solicitarse la anotación preventiva de dichos 
actos cuando se encuentren pendientes de adquirir firmeza.

6. Con carácter previo a la inscripción de los actos que se refieran a la liquidación, 
transformación o fusión especial, el registro deberá exigir la acreditación de que el haber 
líquido resultante se ha consignado o puesto a disposición de quienes sean sus destinatarios 
legítimos.

CAPÍTULO III

Los socios

Sección primera. Cualidad del socio y sus clases

Artículo 21.  Personas que pueden ser socias.

1. En las sociedades cooperativas de primer grado pueden ser socios, en función de la 
actividad cooperativizada, tanto las personas físicas como jurídicas, públicas o privadas, y 
asimismo las comunidades de bienes.

En las sociedades cooperativas de segundo o ulterior grado se estará a lo dispuesto en 
la presente ley en su regulación específica.

2. Los estatutos establecerán los requisitos necesarios para la adquisición de la 
condición de socio de acuerdo con el objeto social y demás características de la cooperativa.

3. Nadie podrá ser socio de una cooperativa a título de empresario, contratista, 
capitalista u otro análogo respecto a la misma o a los socios como tales.
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Artículo 22.  Procedimiento de admisión de nuevos socios.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior, toda persona que esté 
interesada en formar parte de la cooperativa tiene derecho a solicitar el ingreso como socio 
y, en su caso, a ser admitido.

La solicitud de admisión se formulará por escrito al órgano de administración de la 
cooperativa, que resolverá en un plazo no superior a tres meses, a contar desde el recibo de 
aquélla, y dando publicidad interna del acuerdo en la forma que estatutariamente se 
establezca.

Dentro del citado plazo, el órgano de administración comunicará por escrito su 
resolución. La admisión sólo podrá denegarse por causa justificada derivada de los estatutos 
o de alguna disposición legal o por imposibilidad técnica o estructural debidamente 
acreditada, debiendo motivarse tal resolución. Transcurrido el plazo sin haberse comunicado 
la decisión, se entenderá estimada.

2. El acuerdo denegatorio podrá ser impugnado por el solicitante en un plazo de veinte 
días, a contar desde el día de recepción de la notificación, ante el comité de recursos, si 
existiera, el cual resolverá en el plazo de un mes, y, en su defecto, ante la asamblea general, 
que resolverá en la primera reunión que celebre mediante votación secreta. Transcurridos 
dichos plazos, sin resolución expresa, el recurso se entenderá estimado.

Será preceptiva, en todo caso, la audiencia del interesado.
3. El acuerdo de admisión podrá ser impugnado, ante los mismos órganos y plazos que 

los indicados en el número anterior salvo que los estatutos establezcan otro procedimiento 
específico, por un porcentaje de socios no inferior al 5 por ciento del total o menor, si los 
estatutos así lo permiten. En todo caso, será preceptiva la audiencia del interesado. Si el 
recurso de los socios no fuere resuelto por el órgano competente en los plazos previstos en 
el apartado anterior se entenderá que ha sido desestimado.

La adquisición de la condición de socio quedará en suspenso hasta que haya 
transcurrido el plazo para recurrir la admisión o, si ésta fuese recurrida, hasta que resuelva el 
comité de recursos o, en su caso, la asamblea general.

4. El acuerdo social del órgano social competente que resolviere negativamente los 
recursos a que se refieren los dos apartados anteriores podrá ser objeto de impugnación 
ante la jurisdicción competente con arreglo a lo previsto en los artículos 57 y 58 por quienes 
los hubieran hecho valer.

Artículo 23.  Socio de trabajo.

1. En las cooperativas de primer grado que no sean de trabajo asociado o de explotación 
comunitaria de la tierra y en las de segundo o ulterior grado podrán adquirir la condición de 
socios de trabajo, si los estatutos lo prevén, las personas físicas cuya actividad 
cooperativizada consista en la prestación de su trabajo personal en la cooperativa.

2. Los estatutos de las cooperativas que prevean la admisión de socios de trabajo 
deberán fijar los requisitos de admisión y baja, así como su estatuto jurídico, determinando 
las principales condiciones de su prestación de servicios y estableciendo criterios que 
aseguren su participación equitativa y ponderada en las obligaciones y derechos de 
naturaleza social y económica.

3. Las pérdidas derivadas de la actividad cooperativizada que corresponda soportar a los 
socios de trabajo se imputarán al fondo de reserva y, en su defecto, a los socios usuarios en 
la cuantía necesaria para garantizar a los primeros una compensación en la cuantía fijada 
por los estatutos sociales, que será, como mínimo, equivalente al salario mínimo 
interprofesional vigente.

4. En todo lo que no haya sido previsto en este artículo resultarán de aplicación a los 
socios de trabajo las normas establecidas en la presente ley para los socios trabajadores de 
las cooperativas de trabajo asociado.

Artículo 24.  Socio temporal.

1. Si lo prevén los estatutos y se acuerda en el momento de la admisión, podrán 
establecerse vínculos sociales de duración determinada, siempre que el conjunto de estos 
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socios no supere la quinta parte de los socios de carácter indefinido, ni de los votos de éstos 
en la asamblea general.

En el caso de cooperativas de trabajo asociado y otras que tengan socios de trabajo, el 
vínculo temporal de los socios que cooperativicen su trabajo no podrá exceder de tres años.

2. Estos socios tendrán los mismos derechos y obligaciones, y deberán cumplir los 
mismos requisitos de admisión, que los de vinculación indefinida, pero su aportación 
obligatoria a capital no podrá exceder del 25 por ciento de la exigida a éstos. Asimismo, la 
cuota de ingreso no será exigible a estos socios hasta que, en su caso, se produjera la 
integración como socios de vinculación indefinida.

3. Transcurrido el período de vinculación, el socio tendrá derecho a la liquidación de sus 
aportaciones al capital social, que les serán reembolsadas inmediatamente o, si así se prevé 
en los estatutos, en el plazo máximo de un año desde la fecha efectiva de su baja, con 
abono en este caso del interés legal del dinero correspondiente a ese año. Todo ello, sin 
perjuicio del reconocimiento estatutario al órgano de administración de la cooperativa de la 
facultad para rehusar incondicionalmente el reembolso al socio temporal, ya fuere en su 
totalidad o en modo parcial, de las cantidades que éste hubiere efectuado a título de 
aportación al capital social.

Artículo 25.  Socio colaborador.

1. Si los estatutos lo prevén, la cooperativa podrá incorporar socios colaboradores, 
personas físicas o jurídicas, que contribuyan a la consecución del fin social necesariamente 
mediante la realización de aportaciones al capital social de carácter voluntario. Del mismo 
modo, los socios que causen baja justificada u obligatoria podrán adquirir la condición de 
socio colaborador, transformando su aportación obligatoria al capital social en voluntaria.

2. Los socios colaboradores no podrán tener simultáneamente la condición de socio 
usuario, pero ostentarán los mismos derechos y obligaciones que éstos, con las siguientes 
particularidades:

a) No estarán obligados a hacer aportaciones obligatorias al capital social.
b) No participarán en la actividad cooperativizada con la cooperativa.
c) La suma total de los derechos de voto de los socios colaboradores en la asamblea 

general no podrá superar el 25 por ciento de los votos presentes y representados en cada 
votación.

d) Los estatutos sociales podrán reconocer al socio colaborador el derecho de voto, en 
las mismas condiciones que para los socios usuarios, incluido el voto plural si a éstos se les 
reconociere, aunque siempre con el referido límite global de la cuarta parte. Si la suma de 
votos individuales sobrepasara este límite global, se ponderará el voto de los socios 
colaboradores del modo previsto en los estatutos.

Los socios colaboradores ejercerán el derecho de voto y los demás derechos políticos en 
las mismas condiciones que los socios ordinarios, incluido el derecho de impugnación.

e) Si lo establecen los estatutos, podrán ser miembros del órgano de administración 
hasta un porcentaje que no supere la tercera parte de éstos. En ningún caso podrán ostentar 
el cargo de presidente o vicepresidente del consejo rector, ni ser designados 
administradores.

f) Las aportaciones de los socios colaboradores y su retribución se sujetarán al régimen 
previsto en esta ley para las aportaciones voluntarias. De modo alternativo, si los estatutos 
así lo establecen, se podrá atribuir hasta un 45 por ciento de los excedentes anuales a su 
distribución entre los socios colaboradores en proporción al capital desembolsado. En este 
caso, las pérdidas del ejercicio se soportarán por éstos en la misma proporción, hasta el 
límite de su aportación.

3. Los socios colaboradores no podrán desarrollar actividades en competencia con las 
que desarrolle la cooperativa de la que sean colaboradores, salvo autorización expresa del 
órgano de administración de la cooperativa.

Artículo 26.  Socio inactivo.

1. Los estatutos de la cooperativa podrán prever la figura del socio inactivo para aquellos 
socios que por cualquier causa justificada, y con la antigüedad mínima que establezcan, 
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dejen de utilizar los servicios prestados o de realizar la actividad cooperativizada, y sean 
autorizados para mantener una vinculación con la cooperativa.

2. Tales socios tendrán los derechos y obligaciones que resulten de lo establecido en los 
estatutos, con estas particularidades:

a) El conjunto de los votos atribuidos a los socios inactivos no podrá ser superior a la 
décima parte del total de votos presentes y representados en la asamblea general para cada 
votación, aunque existieren también socios colaboradores en la cooperativa.

b) Los socios inactivos en ningún caso pueden ser miembros de los órganos rectores de 
la cooperativa, y no tienen derecho al retorno cooperativo.

3. Si la inactividad estuviera provocada por la jubilación del socio, el interés abonable a 
su aportación al capital social podrá ser superior al de los socios en activo, respetando 
siempre el límite máximo señalado en la presente ley para las aportaciones voluntarias.

Sección segunda. Derechos y obligaciones de los socios

Artículo 27.  Derechos de los socios.

1. Los socios pueden ejercitar todos los derechos reconocidos legal o estatutariamente, 
sin más restricciones que las derivadas de un procedimiento sancionador, de medidas 
cautelares estatutarias o de las exigencias de la buena fe.

2. Con carácter general, todos los socios ostentan en condiciones de igualdad los 
mismos derechos económicos y políticos, sin perjuicio de las previsiones particulares 
establecidas en la presente ley para las distintas categorías de socios.

3. En especial, todo socio tiene derecho a:

a) asistir, participar en los debates, formular propuestas según la regulación estatutaria y 
votar las propuestas que se les sometan en la asamblea general y demás órganos 
colegiados de los que formen parte,

b) ser elector y elegible para los cargos de los órganos sociales,
c) participar en todas las actividades de la cooperativa, sin discriminaciones,
d) el retorno cooperativo, en su caso,
e) la actualización y el reembolso, cuando procedieren, de las aportaciones al capital 

social, así como a percibir intereses por las mismas, en su caso,
f) la baja voluntaria o, si ésta se prohibiera estatutariamente, a transmitir sus 

aportaciones sociales a tenor de lo previsto al efecto en el artículo 92.4,
g) recibir la información necesaria para el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de 

sus obligaciones, y
h) a cualesquiera otros derechos previstos legal o estatutariamente.

4. Además, los socios trabajadores y los socios de trabajo tienen derecho a la formación 
profesional adecuada para realizar su trabajo.

Artículo 28.  Obligaciones de los socios.

Los socios están obligados a cumplir con lealtad los deberes legales y estatutarios, y en 
especial a:

a) asistir a la reunión de la asamblea general y demás órganos de la cooperativa a los 
que pertenezcan o fuesen convocados,

b) cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos sociales de la 
cooperativa,

c) participar en las actividades que constituyen el objeto de la cooperativa, según 
prevean los estatutos,

d) guardar secreto sobre aquellos asuntos y datos de la cooperativa cuya divulgación 
pueda perjudicar a los intereses sociales lícitos,

e) no realizar actividades competitivas con la actividad empresarial de la cooperativa, ni 
colaborar con quien las realice, a menos que sean autorizados expresamente por el órgano 
de administración.
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f) aceptar los cargos sociales para los que fueren elegidos, salvo causa justificada de 
excusa,

g) participar en las actividades de formación,
h) efectuar el desembolso de sus aportaciones al capital social en la forma prevista, e
i) las demás obligaciones que resulten de las leyes y de los estatutos.

Artículo 29.  La participación en la actividad cooperativizada.

1. Los socios usuarios ostentan el derecho a participar en la actividad cooperativizada en 
condiciones de igualdad, con arreglo a lo previsto en esta ley y, en su caso, en los estatutos 
sociales.

2. Con carácter general, los estatutos sociales establecerán los términos en que los 
socios están obligados a participar en la actividad cooperativizada. Si bien el órgano de 
administración, cuando exista causa que lo justifique, podrá dispensar de dicha obligación al 
socio, en la cuantía o cantidad que proceda y según las circunstancias que concurran.

3. Las relaciones cooperativizadas entabladas por la cooperativa con sus socios se 
sujetarán a las condiciones fijadas en los estatutos sociales, en el reglamento de régimen 
interno o, en su caso, en los acuerdos sociales de la asamblea general.

En su defecto, esas relaciones se someterán a las estipulaciones singularmente 
pactadas por la cooperativa con cada socio, debiendo observar siempre la sociedad el 
principio de igualdad de trato al establecer las condiciones aplicables.

Artículo 30.  Derecho de información.

1. Todo socio de la cooperativa podrá ejercitar el derecho de información en los términos 
previstos en esta ley, en los estatutos o en los acuerdos de la asamblea general.

2. Los socios tendrán derecho como mínimo a:

a) recibir copia de los estatutos sociales y, si existiese, del reglamento de régimen 
interno y de sus modificaciones, con mención expresa del momento de entrada en vigor de 
éstas,

b) libre acceso a los libros de registro de socios de la cooperativa, así como al libro de 
actas de la asamblea general y, si lo solicita, el órgano administrativo deberá proporcionarle 
copia certificada de los acuerdos adoptados en las asambleas generales, en plazo no 
superior a diez días desde la solicitud y asimismo, en su caso, copia certificada de aquellas 
actas que fueren de su interés y no estuvieren aún incorporadas al libro de actas,

c) recibir, si lo solicita, del órgano de administración copia certificada de los acuerdos del 
mismo que afecten al socio, individual o particularmente y, en todo caso, a que se le muestre 
y aclare, en un plazo no superior a un mes, el estado de su situación económica en relación 
con la cooperativa,

d) examinar en el domicilio social y en aquellos centros de trabajo que determinen los 
estatutos, en el plazo comprendido entre la convocatoria de la asamblea y su celebración, 
los documentos que vayan a ser sometidos a la misma y en particular las cuentas anuales, el 
informe de gestión, la propuesta de distribución de resultados y el informe de los 
interventores o el informe de la auditoría, según los casos,

e) solicitar por escrito, con anterioridad a la celebración de la asamblea, o verbalmente 
en el transcurso de la misma, la ampliación de cuanta información considere necesaria en 
relación con los puntos contenidos en el orden del día.

Los estatutos deberán regular el plazo mínimo de antelación para presentar en el 
domicilio social la solicitud por escrito y el plazo máximo en el que el órgano de 
administración podrá responder fuera de la asamblea, por la complejidad de la petición 
formulada. El plazo de respuesta en ningún caso será superior a quince días,

f) Solicitar por escrito y recibir información sobre la marcha de la cooperativa en los 
términos previstos en los estatutos y, en particular, sobre la que afecte a sus derechos 
económicos o sociales. En este supuesto, el órgano de administración deberá facilitar la 
información solicitada en el plazo de 30 días o, si se considera que es de interés general, 
dentro del plazo existente entre la convocatoria y la celebración de la asamblea general en 
que se sometan a aprobación las cuentas,
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g) cuando el 10 por ciento de los socios de la cooperativa, o cien socios, si ésta tiene 
más de mil, soliciten por escrito al órgano de administración la información que considere 
necesaria, éste deberá proporcionarla también por escrito, en un plazo no superior a un mes, 
y

h) asimismo, el socio tiene derecho a ser notificado de los acuerdos adoptados en su 
ausencia que supongan obligaciones o cargas gravemente onerosas no previstas en los 
estatutos. En tales casos, el órgano de administración estará obligado a remitir dicha 
notificación en un plazo de quince días desde la aprobación del acuerdo correspondiente.

3. En los supuestos de las letras e), f) y g) del apartado anterior, el órgano de 
administración podrá negar la información solicitada, cuando el proporcionarla ponga en 
grave peligro los legítimos intereses de la cooperativa o cuando la petición constituya 
obstrucción reiterada o abuso manifiesto por parte de los socios solicitantes. No obstante, 
estas excepciones no procederán cuando la información haya de proporcionarse en el acto 
de la asamblea y ésta apoyase la solicitud de información por más de la mitad de los votos 
presentes y representados y, en los demás supuestos, cuando así lo acuerde el comité de 
recursos, o, en su defecto, la asamblea general como consecuencia del recurso interpuesto 
por los socios solicitantes de la información.

En todo caso, la negativa del órgano de administración a proporcionar la información 
solicitada podrá ser impugnada por los solicitantes de la misma por el procedimiento a que 
se refiere el artículo 32.4, además, respecto a los supuestos de las letras a), b) y c) del 
apartado 2 de este artículo, podrán acudir al procedimiento previsto en el artículo 2.166 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 31.  Baja voluntaria.

1. El socio podrá solicitar voluntariamente la baja por escrito dirigido al órgano de 
administración en cualquier momento, con cumplimiento del plazo de preaviso previsto en 
los estatutos sociales, que no podrá ser superior a seis meses, salvo para las cooperativas 
agrarias en cuyo caso no podrá exceder de un año.

La solicitud de baja surtirá efectos desde el momento en que fuere recibida por la 
cooperativa, cuya prueba recae sobre el socio.

2. Los estatutos podrán establecer el compromiso del socio de no darse de baja 
voluntariamente, sin causa que la califique de justificada, hasta el final del ejercicio 
económico en el que quiera causar baja o hasta que haya transcurrido, desde su admisión, 
el tiempo que fijen los estatutos, que no podrá ser superior a cinco años, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos 162.2 y 166.1 para las cooperativas agrarias y las de explotación 
comunitaria de la tierra, respectivamente. En este caso, de solicitarse la baja voluntaria, se 
hará mediante escrito motivado dirigido al órgano de administración.

Artículo 32.  Calificación y efectos de la baja voluntaria.

1. La calificación y determinación de los efectos de la baja será competencia del órgano 
de administración, que deberá formalizarla en un plazo máximo de tres meses desde la 
solicitud por escrito motivado, que habrá de ser comunicado al socio interesado. 
Transcurrido dicho plazo sin resolución expresa se entenderá calificada la baja como 
justificada.

2. El incumplimiento del plazo del preaviso así como las bajas que se soliciten dentro de 
período mínimo de permanencia, tendrán la consideración de baja no justificada, salvo que 
el órgano de administración, atendiendo a las circunstancias del caso, acordase 
motivadamente lo contrario. Todo ello sin perjuicio de que pueda exigirse al socio, además, 
el cumplimiento de las actividades y servicios cooperativos en los términos en que venia 
obligado o, en su caso, la correspondiente indemnización de daños y perjuicios.

Los estatutos podrán determinar los criterios objetivos para cuantificar los daños y 
perjuicios exigibles en el caso de tal incumplimiento.

3. Se considerarán justificadas las bajas derivadas de las siguientes causas:

a) La adopción de acuerdos por la asamblea general que impliquen obligaciones o 
cargas gravemente onerosas, no previstas estatutariamente, si el socio manifiesta su 
disconformidad por escrito al órgano de administración de la cooperativa, en el plazo que 
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fijen los estatutos, que no podrá ser inferior a quince días ni superior a cuarenta, contado 
desde el día siguiente a la adopción del acuerdo para los socios presentes en la asamblea 
general y desde el día siguiente a la notificación del acuerdo para los socios ausentes de la 
misma. En ambos casos deberá formalizar su solicitud de baja dentro del mes siguiente a la 
fecha de realización de la asamblea o de la presentación de dicho escrito.

b) En todos los demás supuestos previstos en la presente ley o en los estatutos.

4. El socio disconforme con el acuerdo del órgano de administración sobre la calificación 
y efectos de su baja voluntaria, podrá recurrir, en el plazo de un mes desde su notificación, 
ante el comité de recursos, que resolverá en el plazo de dos meses, o, en su defecto, ante la 
asamblea general, que resolverá en la primera reunión que celebre, mediante votación 
secreta.

Transcurridos dichos plazos sin resolución expresa del recurso, se entenderá estimado.
En todo caso, la resolución del recurso podrá ser impugnada ante la jurisdicción 

competente en el plazo de un mes desde su notificación, de conformidad con lo establecido 
en los artículos 57 y 58.

Artículo 33.  Prohibición de causar baja voluntaria.

Con arreglo a lo previsto en el artículo 92.4, el derecho de baja voluntaria podrá 
prohibirse estatutariamente pero el socio siempre ostentará el derecho a transmitir sus 
aportaciones sociales a otro miembro de la cooperativa o a un tercero de conformidad al 
régimen previsto legal y estatutariamente para la transmisión del capital social en estos 
casos.

Artículo 34.  Baja obligatoria.

1. Causarán baja obligatoria los socios que pierdan los requisitos exigidos para serlo 
según esta ley o los estatutos de la cooperativa.

2. La baja obligatoria será acordada, previa audiencia del interesado, por el órgano de 
administración, de oficio o a petición de cualquier otro socio o del propio afectado. En este 
último caso podrá prescindirse de la audiencia si el acuerdo se basa sólo en la solicitud 
presentada por el propio interesado.

3. El acuerdo de los administradores no será ejecutivo hasta que se notifique la 
ratificación de la baja por el comité de recursos o, en su defecto, por la asamblea general, o 
haya transcurrido el plazo para recurrir ante los mismos sin haberlo hecho. No obstante, 
podrá establecerse con carácter inmediato la suspensión cautelar de derechos y 
obligaciones del socio hasta que el acuerdo sea ejecutivo si así lo prevén los estatutos, que 
deberán determinar el alcance de dicha suspensión. El socio conservará su derecho de voto 
en la asamblea general mientras el acuerdo no sea ejecutivo.

Artículo 35.  Calificación y efectos de la baja obligatoria.

1. La baja obligatoria siempre tendrá la consideración de justificada, salvo que la pérdida 
de los requisitos para ser socio sea consecuencia de la voluntad del socio de incumplir sus 
obligaciones con la cooperativa o de beneficiarse indebidamente con su baja obligatoria; en 
estos supuestos, podrá ser acordada la expulsión del socio de la cooperativa y deberá 
indemnizar a ésta de los daños y perjuicios derivados de su actuación antijurídica y 
fraudulenta. En todo caso, será asimismo aplicable a los casos de baja obligatoria no 
justificada lo establecido en el artículo 32.2.

2. El socio disconforme con la decisión de los administradores sobre la calificación o 
efectos de su baja obligatoria, podrá recurrirla según los trámites previstos en el artículo 
32.4.

Artículo 36.  Efectos económicos de la baja.

El socio que salga de la cooperativa, ya sea por baja voluntaria u obligatoria, tendrá 
derecho al reembolso de sus aportaciones sociales al capital social, con arreglo a lo previsto 
en los artículos 88 y siguientes, todo ello sin perjuicio de la posibilidad contemplada en el 
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artículo 80.1. b) de que el órgano de administración de la cooperativa pudiere rehusar total o 
parcialmente el reembolso de las aportaciones sociales al socio.

Además, el socio seguirá obligado al cumplimiento de los contratos y otras obligaciones 
que haya asumido con la cooperativa, que por su naturaleza no se extingan con ocasión de 
la pérdida de la condición de socio.

Sección tercera. Normas de disciplina social

Artículo 37.  Tipicidad y prescripción.

1. Los socios sólo podrán ser sancionados por aquellos hechos previamente tipificados 
en los estatutos, que se clasificarán en faltas leves, graves y muy graves. Del mismo modo, 
deberán establecerse con carácter previo las consecuencias concretas derivadas de su 
infracción, que podrán consistir en sanciones pecuniarias, la suspensión de derechos e, 
incluso, la expulsión de la sociedad.

2. Las infracciones cometidas por los socios prescribirán si son leves a los dos meses, si 
son graves a los cuatro meses, y si son muy graves a los seis meses. Los plazos empezarán 
a computarse a partir de la fecha en la que se hayan cometido. El plazo se interrumpe al 
incoarse el procedimiento sancionador y corre de nuevo si en el plazo de cuatro meses no se 
dicta y notifica la resolución.

3. Específicamente para los socios trabajadores y socios de trabajo, respecto de su 
prestación laboral a la cooperativa, se estará también a lo establecido en el artículo 144.

Artículo 38.  Procedimiento sancionador.

Los estatutos establecerán los procedimientos sancionadores y los recursos que 
procedan, respetando las siguientes normas:

a) la facultad sancionadora es competencia indelegable del órgano de administración, sin 
perjuicio de lo previsto para el caso de expulsión por el artículo 40.1,

b) en todos los supuestos es preceptiva la audiencia previa de los interesados y sus 
alegaciones deberán realizarse por escrito en los casos de faltas graves o muy graves, y

c) el acuerdo de sanción puede ser impugnado en el plazo de un mes, desde su 
notificación, ante el comité de recursos que deberá resolver en el plazo de dos meses o, en 
su defecto, ante la asamblea general que resolverá en la primera reunión que se celebre. 
Transcurridos dichos plazos sin haberse resuelto y notificado el recurso se entenderá que 
éste ha sido estimado.

Si la impugnación no fuese admitida o se desestimase, podrá recurrirse en el plazo de un 
mes desde su no admisión o notificación ante la jurisdicción competente, por el cauce 
procesal previsto para la impugnación de los acuerdos sociales de la asamblea en los 
artículos 57 y 58.

Artículo 39.  Suspensión de derechos.

1. El ámbito y alcance de la suspensión de los derechos del socio serán determinados 
necesariamente por los estatutos sociales y sólo podrá establecerse para los casos en que 
el socio se hallare al descubierto de sus obligaciones económicas o no participase, según los 
términos previstos estatutariamente, en las actividades cooperativizadas.

2. En todo caso, la sanción de suspender al socio en sus derechos no podrá alcanzar:

a) al derecho de información,
b) al de percibir el retorno cooperativo, en su caso,
c) al devengo de intereses por sus aportaciones al capital social, y
d) al derecho de actualización de las aportaciones sociales.

3. No tendrá carácter sancionador la suspensión cautelar que el órgano de 
administración pueda acordar respecto a sus miembros, a los de otros órganos o de socios, 
en los casos y según las reglas estatutarias.
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Artículo 40.  Expulsión.

1. La expulsión de los socios sólo podrá acordarla el órgano de administración de la 
cooperativa, por falta muy grave, mediante expediente instruido al efecto y con audiencia del 
interesado. No obstante, los estatutos podrán atribuir la competencia para la exclusión de 
socios a la asamblea general.

2. En todo caso, se consideran faltas muy graves susceptibles de motivar la exclusión 
del socio:

a) la realización de actividades que puedan perjudicar los intereses de la cooperativa, 
como operaciones de competencia con ella, salvo cuando sea consentida; el fraude en las 
aportaciones u otras prestaciones, y cualquier actuación dirigida al descrédito de la misma,

b) el incumplimiento del deber de participar en la actividad económica de la cooperativa, 
de acuerdo con los módulos fijados en los estatutos sociales,

c) el incumplimiento de la obligación de desembolsar las aportaciones al capital social,
d) el incumplimiento persistente o reiterado de las obligaciones económicas asumidas 

frente a la cooperativa,
e) prevalerse de la condición de socio de la cooperativa para realizar actividades 

especulativas o ilícitas,
f) las determinadas específicamente por esta ley para alguna clase de cooperativas, y
g) las que puedan establecerse en los estatutos sociales.

Cuando la causa de la expulsión sea la de encontrarse el socio al descubierto de sus 
obligaciones económicas, no se aplicarán los plazos de prescripción previstos en el apartado 
2 del artículo 37, pudiendo acordarse su expulsión en cualquier momento, salvo que el socio 
haya regularizado su situación.

Artículo 41.  Recursos contra el acuerdo de expulsión.

1. Contra el acuerdo de expulsión, el socio podrá recurrir, en el plazo de un mes desde la 
notificación del mismo, ante el comité de recursos o, en su defecto, ante la asamblea 
general.

El recurso ante la asamblea general deberá incluirse como primer punto del orden del 
día de la primera que se celebre y se resolverá, previa audiencia del interesado, por votación 
secreta, salvo que los estatutos o la propia asamblea dispongan lo contrario.

El recurso ante el comité de recursos, en su caso, deberá ser resuelto, con audiencia del 
interesado, en un plazo máximo de tres meses desde la fecha de su presentación.

Transcurridos dichos plazos sin haber sido resuelto y notificado, se entenderá que el 
recurso ha sido estimado.

2. El acuerdo de expulsión será ejecutivo desde que sea notificada la ratificación del 
comité de recursos o, en su defecto, de la asamblea general, o haya transcurrido el plazo 
para recurrir ante los mismos.

No obstante, si los estatutos lo contemplan, podrá aplicarse el régimen de suspensión 
cautelar previsto en esta ley para la baja obligatoria.

Tras agotar oportunamente la vía interna de impugnación del acuerdo social de exclusión 
ante el órgano social competente, el acuerdo social que resuelva este recurso podrá ser 
impugnado ante la jurisdicción ordinaria, en el plazo establecido en la legislación 
jurisdiccional, salvo para el caso de exclusión de los socios trabajadores de las cooperativas 
de trabajo asociado y de los socios de trabajo, en que el plazo será de veinte días. La 
impugnación de los acuerdos de expulsión se sujetará a los trámites procesales previstos en 
los artículos 57 y 58.

3. En el caso de que los estatutos sociales atribuyesen la competencia para la expulsión 
a la asamblea general, la exclusión requerirá acuerdo de este órgano social. A estos efectos, 
deberá incluirse la exclusión como primer punto del orden del día en la reunión de la 
asamblea y, tras la debida audiencia del afectado, se resolverá por votación mayoritaria de 
todos los socios presentes y representados con excepción del interesado.

Si los estatutos sociales lo prevén, la votación podrá realizarse en secreto pero, en todo 
caso, cualquier socio podrá solicitar que se haga constar en el acta de la reunión el sentido 
de su voto, a favor o en contra de la expulsión.
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El acuerdo favorable a la exclusión será ejecutivo inmediatamente, desde su adopción, y 
podrá ser impugnado en el plazo de dos meses desde su adopción por el afectado o por 
cualquier otro socio con arreglo a los trámites previstos para la impugnación de acuerdos 
sociales de la asamblea.

CAPÍTULO IV

Órganos sociales

Artículo 42.  Órganos de la sociedad.

1. Son órganos de la sociedad:

a) La asamblea general.
b) El órgano de administración.
c) La intervención.

2. Los estatutos sociales podrán prever la existencia de un comité de recursos y de otras 
instancias de carácter consultivo o asesor, cuyas funciones, que se determinarán en los 
estatutos, en ningún caso podrán confundirse con las propias de los órganos sociales.

Sección primera. La Asamblea General

Artículo 43.  Disposiciones generales.

1. Los socios reunidos en asamblea general decidirán, por la mayoría legal o 
estatutariamente establecida, en los asuntos propios de su competencia. Todos los socios, 
incluso los disidentes y los que no hayan participado en la reunión, quedan sometidos a los 
acuerdos de la asamblea.

2. Es competencia de la asamblea general deliberar y adoptar acuerdos sobre los 
siguientes asuntos:

a) el nombramiento y revocación, de las personas administradoras, interventoras y 
liquidadoras, así como el ejercicio de la acción de responsabilidad contra los mismos,

b) el nombramiento y revocación, que sólo cabrá cuando exista justa causa, de los 
auditores de cuentas,

c) el examen de la gestión social, la aprobación de las cuentas anuales y la distribución 
de excedentes o imputación de pérdidas,

d) el establecimiento de nuevas aportaciones obligatorias, del interés que devengarán 
las aportaciones al capital social y de las cuotas de ingreso o periódicas,

e) la emisión de obligaciones, de títulos participativos o de participaciones especiales,
f) la modificación de los estatutos sociales. Los estatutos podrán establecer que el 

cambio de domicilio dentro del mismo término municipal será competencia del órgano de 
administración,

g) la constitución de cooperativas de segundo grado o de crédito, y otras entidades, así 
como la adhesión y separación de las mismas y la regulación, creación, modificación y 
extinción de secciones de la cooperativa,

h) fusión, escisión, transformación, cesión global de activo y pasivo y disolución de la 
sociedad,

i) toda decisión que implique una modificación sustancial en la estructura organizativa o 
funcional de la cooperativa, y en la económica que suponga, al menos, un tercio del activo 
total según el último balance aprobado,

j) aprobación o modificación del reglamento interno de la cooperativa,
k) determinación de la política general de la cooperativa, y
l) todos los demás asuntos en que así lo establezcan la ley o los estatutos.

3. Sin perjuicio de las atribuciones específicas de competencia de otros órganos 
sociales, la asamblea general podrá decidir sobre los recursos interpuestos con ocasión de 
las altas y bajas de los socios, y sobre la inadmisión de los aspirantes rechazados por el 
órgano de administración así como sobre los acuerdos de suspensión de los derechos de los 
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socios, o sobre los referentes a la imposición de sanciones por faltas muy graves o graves. 
También podrá decidir sobre la propia sesión asamblearia, respetando las competencias 
legales de quien la presida y sobre todos los actos en que así lo establezca una normal legal 
o los estatutos.

Es indelegable la competencia de la asamblea general sobre aquellas materias o actos 
en que su acuerdo sea preceptivo en virtud de norma legal.

Además, y salvo disposición estatutaria en sentido contrario, la asamblea podrá impartir 
instrucciones al órgano de administración o someter a autorización la adopción por dicho 
órgano de decisiones o acuerdos sobre determinados asuntos de gestión sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 60.

Artículo 44.  Clases de asamblea general.

1. Las asambleas generales pueden ser ordinarias o extraordinarias. La asamblea 
general ordinaria tiene que reunirse una vez al año, dentro de los seis meses siguientes al 
cierre del ejercicio anterior, para examinar la gestión social, aprobar si procede, las cuentas 
anuales y, en su caso resolver sobre la distribución de resultados. Podrá asimismo incluir en 
el orden del día cualquier otro asunto propio de la competencia de la asamblea. Todas las 
demás asambleas tendrán el carácter de extraordinarias.

2. La asamblea general tendrá el carácter de universal cuando, estando presentes o 
representados todos los socios, de forma espontánea o mediante convocatoria no formal, 
decidan constituirse en asamblea, aprobando y firmando todos el orden del día y la lista de 
asistentes. Realizado esto no será necesaria la permanencia de todos los socios para que la 
sesión pueda continuar.

Artículo 45.  Facultad y obligación de convocar.

1. La asamblea general ordinaria deberá ser convocada por el órgano de administración, 
dentro de los seis meses siguientes a la fecha de cierre del ejercicio económico.

2. Cumplido el plazo legal sin haberse realizado la convocatoria, los interventores 
deberán instarla del órgano de administración, y si éste no la convoca dentro de los quince 
días siguientes al recibo del requerimiento, deberán solicitarla a la jurisdicción competente, 
que la convocará.

Transcurrido el plazo legal sin haberse realizado la convocatoria de la asamblea 
ordinaria, sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, cualquier socio podrá solicitar de 
la referida autoridad su convocatoria. En todo caso, la autoridad judicial sólo tramitará la 
primera de las solicitudes de convocatoria que se realicen.

3. La asamblea general extraordinaria podrá ser convocada por los administradores a 
iniciativa propia o a petición de la intervención o de un número de socios, que representen el 
10 por ciento del total de los socios o de cincuenta socios. A la petición de asamblea se 
acompañará el orden del día de la misma. Si el requerimiento de convocatoria no fuese 
atendido por los administradores dentro del plazo máximo de un mes, los solicitantes podrán 
instar de la jurisdicción competente la convocatoria de la asamblea.

Artículo 46.  Forma de la convocatoria.

1. La convocatoria se hará siempre mediante anuncio publicado en alguno de los diarios 
de mayor circulación de los lugares Donde se encuentre el domicilio social y los centros de 
trabajo, además de su constancia en el domicilio social de la cooperativa y en cada uno de 
los centros de trabajo.

Los estatutos podrán establecer otros medios de comunicación personal de la 
convocatoria al socio que garanticen su recepción, sea a través de carta certificada o por 
medios informáticos o telemáticos.

En todo caso, en las cooperativas de hasta 100 socios la convocatoria se hará por carta 
certificada.

2. Entre la convocatoria y la fecha prevista para la celebración de la asamblea deberá 
existir un plazo de al menos quince días hábiles, y ésta no podrá ser posterior en dos meses 
a la fecha de la convocatoria.
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Artículo 47.  Contenido de la convocatoria.

1. La convocatoria indicará, al menos, la fecha, si es en primera o segunda convocatoria, 
y la hora y el lugar de la reunión, y expresará con claridad y precisión los asuntos a tratar 
que componen el orden del día. Además, la convocatoria deberá hacer constar la relación 
completa de información o documentación que se acompañe, de acuerdo con esta ley.

2. Si la documentación estuviese depositada en el domicilio social se indicará el régimen 
de consultas de la misma desde la publicación de la convocatoria hasta la celebración de la 
asamblea.

3. El intervalo de tiempo que debe mediar entre la primera y la segunda convocatoria 
será de treinta minutos.

4. El orden del día será fijado por el órgano de administración sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo anterior.

Artículo 48.  Lugar de la asamblea.

La reunión de la Asamblea deberá celebrarse, salvo que tenga carácter de universal, en 
cualquier localidad del concejo donde esté ubicado el domicilio social.

Artículo 49.  Constitución de la asamblea.

1. La asamblea general quedará validamente constituida en primera convocatoria 
cuando estén presentes o representados más de la mitad de los socios. En segunda 
convocatoria será suficiente con la asistencia, presentes o representados, del 10 por ciento 
de los socios o de 50 socios. Los estatutos sociales podrán aumentar el quórum de 
constitución de la asamblea, sin que en segunda convocatoria pueda superar el 25 por 
ciento de los socios.

2. Salvo disposición contraria de los estatutos, la asamblea estará presidida por el 
presidente y asistida por el secretario que, en su caso, serán los del órgano de 
administración. A falta de estos, la propia asamblea designará los cargos de la mesa.

Artículo 50.  Adopción de acuerdos.

1. Los acuerdos se adoptarán por más de la mitad de los votos presentes y 
representados en la asamblea. Los estatutos podrán establecer una mayoría superior 
siempre que no sobrepase los dos tercios de los votos presentes y representados. Para la 
elección de cargos será suficiente con que los candidatos obtengan la mayoría simple.

2. Exigirán la mayoría de dos tercios de los votos presentes o representados los 
acuerdos de modificación de estatutos, fusión, escisión, transformación, cesión de activo y 
pasivo, emisión de obligaciones, aprobación de nuevas aportaciones obligatorias.

3. Las votaciones serán secretas, salvo disposición contraria de los estatutos, cuando 
tengan por finalidad la elección o revocación de los miembros de los órganos sociales o el 
acuerdo para ejercitar la acción de responsabilidad contra los miembros de los órganos 
sociales, así como para transigir o renunciar al ejercicio de la acción.

4. Para deliberar y tomar acuerdos sobre un asunto será indispensable que conste en el 
orden del día de la convocatoria o en el aprobado al inicio de la asamblea general universal, 
salvo cuando se trate de:

a) Convocatoria de una nueva asamblea general, o prórroga de la que se está 
celebrando.

b) Nombramiento de un auditor para la verificación extraordinaria de las cuentas anuales.
c) Ejercicio de la acción de responsabilidad contra los administradores, los interventores, 

los auditores o los liquidadores.
d) Revocación de los cargos sociales antes mencionados.

Artículo 51.  Funciones de la presidencia de la asamblea.

Corresponden al presidente las siguientes funciones:
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a) ordenar la confección de la lista de asistentes a cargo del secretario, decidiendo sobre 
las representaciones defectuosas,

b) proclamar el número de socios asistentes, y en su caso, declarar constituida la 
asamblea,

c) dirigir las deliberaciones, haciendo respetar el orden del día,
d) proclamar el resultado de las votaciones, y
e) decidir con arreglo a las previsiones estatutarias sobre la asistencia de personas no 

socias cuando resulte conveniente para los intereses de la cooperativa, salvo acuerdo en 
sentido contrario de la asamblea.

Artículo 52.  Legitimación para asistir y ejercicio del derecho de voto.

1. Todos los socios tienen derecho a asistir a las reuniones de la asamblea general. En 
la asamblea a cada socio le corresponde un voto. Los estatutos establecerán los supuestos 
en que el socio deba abstenerse de votar por encontrarse en conflicto de intereses 
incluyendo, en todo caso, la adopción de un acuerdo que le excluya de la sociedad, le libere 
de una obligación o le conceda un derecho, o por el que la sociedad decida anticiparle 
fondos, concederle crédito o préstamos, prestar garantías a su favor o facilitarle cualquier 
asistencia financiera, así como cuando, siendo administrador, el acuerdo se refiera a la 
dispensa de la prohibición de competencia.

2. En las cooperativas de primer grado los estatutos podrán establecer la posibilidad de 
voto plural ponderado en proporción al volumen de la actividad cooperativizada del socio 
para las agrarias, de servicios, de transportistas y del mar, lo que no permitirá atribuir a cada 
socio en ningún caso más de diez votos sociales, ni consentirá que el colectivo de miembros 
con voto plural llegue a alcanzar en su conjunto y para cada ejercicio económico un 
porcentaje de votos que supere a la mitad del número total de votos sociales que habría en 
la cooperativa. Todo lo anterior ha de entenderse sin perjuicio de cuanto se indicare 
específicamente para alguna de esas clases de cooperativas.

En las cooperativas de segundo grado, los estatutos pueden establecer el voto de los 
socios proporcional a su participación en la actividad cooperativizada de la sociedad, o al 
número de activos que integran la cooperativa asociada, tal como establece el artículo 131.1 
sobre cooperativas de segundo grado.

No obstante lo previsto en los párrafos anteriores, en ningún caso un sólo socio podrá 
ostentar más de un tercio de los votos totales, salvo que la cooperativa sólo tenga tres 
socios, o dos socios en las cooperativas de segundo grado.

La relación entre los votos sociales y la actividad cooperativizada necesaria para la 
atribución del voto plural ponderado se recogerá en los estatutos sociales o, en su caso, en 
el Reglamento de Régimen Interno. En su virtud, el órgano de administración deberá 
elaborar un listado que recoja el número de votos sociales que correspondan a cada socio, 
tomando como base los datos de la actividad cooperativizada de cada uno de ellos referidos 
a los dos últimos ejercicios económicos y, en todo caso, dicho listado deberá estar a 
disposición de los socios en el domicilio social de la cooperativa desde el momento del 
anuncio de la convocatoria de la asamblea general, pudiendo los socios interesados solicitar 
del órgano de administración las correcciones que fueren procedentes hasta veinticuatro 
horas antes de la celebración de la referida asamblea.

3. El socio podrá hacerse representar en la asamblea general por otro socio, que no 
podrá representar a más de dos, o bien por el cónyuge o pareja de hecho, ascendiente o 
descendiente. La representación debe conferirse por escrito y con carácter especial para 
cada asamblea. Los estatutos podrán autorizar el ejercicio del derecho de representación por 
medio de no socios.

4. Los estatutos podrán autorizar la asistencia a la asamblea de terceros no socios, en 
particular de los asesores jurídicos o económicos de la cooperativa. También podrán 
autorizar los estatutos, la asistencia de cualquier otra persona cuya presencia esté justificada 
en relación con los puntos del orden del día, previa propuesta del órgano de administración 
sin oposición de la propia asamblea.
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Artículo 53.  Acta de la asamblea.

1. De cada sesión, el secretario redactará un acta, que deberá ser firmada por el 
presidente y el secretario. En todo caso el acta deberá expresar:

a) el anuncio de la convocatoria o bien el lugar, fecha y hora de la reunión, así como el 
orden del día de la misma,

b) si se celebra en primera o segunda convocatoria,
c) manifestación de la existencia de quórum suficiente para su válida constitución,
d) resumen de las deliberaciones sobre las propuestas sometidas a votación,
e) intervenciones que los interesados hayan solicitado que consten en acta, y
f) los acuerdos tomados, indicando los términos de las votaciones y los resultados de 

cada una de las mismas.

2. Como anexo al acta, firmada por el presidente y secretario o personas que la firmen, 
se acompañarán la lista de los socios asistentes, presentes o representados, y los 
documentos que acrediten la representación.

3. El acta de la asamblea deberá ser aprobada como último punto del orden del día, 
salvo que sea aplazada a petición de la presidencia. En este caso, deberá aprobarse dentro 
del plazo de quince días, por el presidente, el secretario y dos socios, designados entre los 
asistentes, que no ostenten cargos sociales ni estén en conflicto de intereses o hayan sido 
afectados a título particular por algún acuerdo asambleario, quienes la firmarán junto con el 
presidente y el secretario. En los supuestos de imposibilidad manifiesta podrán firmar el acta 
socios que ostenten cargos sociales.

4. El secretario del órgano de administración, cualquiera de los administradores 
solidarios, los dos administradores mancomunados de forma conjunta y, en su caso, el 
administrador único incorporarán el acta de la asamblea al correspondiente libro de actas de 
la misma.

Artículo 54.  Certificación del acta.

Cualquier socio podrá solicitar certificación del acta. Dicha certificación podrá ser 
expedida por el administrador único, cualquiera de los administradores solidarios, los dos 
administradores mancomunados, y en su caso, por el secretario o por cualquier miembro del 
consejo rector, debiendo llevar siempre el visto bueno del Presidente de dicho órgano, y 
deberá ser entregada al socio en el plazo máximo de diez días desde su solicitud.

Artículo 55.  Acta notarial de la asamblea.

El órgano de administración podrá requerir la presencia de notario para que levante acta 
de la asamblea y estará obligado a hacerlo siempre que lo solicite al menos el 10 por ciento 
de los socios en las cooperativas con más de quince socios y del 25 por ciento en las 
cooperativas con quince o menos socios, con cinco días de antelación al previsto para la 
sesión. Los honorarios notariales irán a cargo de la cooperativa. El acta notarial no se 
someterá a trámite de aprobación y tendrá la consideración de acta de la asamblea.

Si la presencia del notario hubiera sido solicitada por los socios de conformidad con las 
exigencias establecidas para su ejercicio en el párrafo anterior, los acuerdos sólo serán 
eficaces si constan en acta notarial.

Artículo 56.  Asamblea general de delegados.

1. Si la cooperativa tiene más de 500 socios o si concurren circunstancias que dificulten 
la presencia de todos los socios en la asamblea general, los estatutos podrán establecer que 
la asamblea general se constituya como una asamblea de delegados de los socios.

2. Los estatutos regularán los criterios de adscripción de los socios a las juntas 
preparatorias, el sistema de convocatoria y constitución de éstas, las normas para la 
elección entre los socios de los delegados y el número de votos que les correspondan a 
estos en la asamblea, así como el carácter, y duración del mandato.

3. Las actas correspondientes a la reunión se aprobarán al final o conforme establece el 
artículo 53.3.
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4. En lo no previsto en este artículo sobre las juntas preparatorias se estará a lo 
dispuesto para las asambleas generales.

Artículo 57.  Impugnación de acuerdos de la asamblea general.

1. Podrán ser impugnados los acuerdos de la asamblea general que sean contrarios a la 
ley, se opongan a los estatutos o lesionen, en beneficio de uno o varios socios, o de 
terceros, los intereses de la cooperativa.

2. Serán nulos los acuerdos contrarios a la ley. Los demás acuerdos a que se refiere el 
número anterior serán anulables.

3. No procederá la impugnación de un acuerdo que haya sido dejado sin efecto o 
sustituido válidamente por otro. Si fuera posible eliminar la causa de impugnación, el juez 
otorgará un plazo para que pueda ser subsanada.

Artículo 58.  Acción de impugnación de acuerdos de la asamblea general.

1. La acción de impugnación de los acuerdos nulos podrá ser ejercitada por cualquier 
socio, miembro del órgano de administración, interventor y en su caso por cualquier tercero 
que acredite interés legítimo. La acción de impugnación de los acuerdos nulos caducará en 
el plazo de un año, con excepción de los acuerdos, que por causa o contenido, resulten 
contrarios al orden público.

2. La acción de impugnación de acuerdos anulables podrá ser ejercitada por los socios 
asistentes que hubieren hecho constar su oposición al acuerdo en el acta de la asamblea o 
mediante documento fehaciente entregado dentro de los cuatro días siguientes a su 
conclusión, los ausentes y los que hubiesen sido ilegítimamente privados del voto, así como 
por los miembros del órgano de administración o los interventores. La acción de 
impugnación de los acuerdos anulables caducará a los cuarenta días.

3. Los plazos de caducidad mencionados en este artículo se computarán desde la fecha 
de adopción del acuerdo, o, si fuera inscribible, desde la fecha de su inscripción en el 
Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias.

4. Sin perjuicio de lo previsto en esta ley, las acciones de impugnación se ajustarán en 
su ejercicio conforme a lo establecido específicamente al respecto por la legislación 
reguladora de las Sociedades Anónimas.

Sección segunda. Órganos de administración

Artículo 59.  Modos de organizar la administración.

1. La administración de la sociedad se podrá confiar a:

a) Un administrador único.
b) Dos administradores solidarios.
c) Dos administradores mancomunados.
d) Un consejo rector.

2. Los estatutos podrán establecer distintos modos de organizar la administración 
atribuyendo a la asamblea general la facultad de optar alternativamente por cualquiera de 
ellos sin necesidad de modificación estatutaria.

3. Todo acuerdo de modificación del modo de organizar la administración de la sociedad, 
constituya o no modificación de estatutos, se consignará en escritura pública y se inscribirá 
en el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias.

Artículo 60.  Competencia y ámbito de representación.

1. La representación de la sociedad, en juicio y fuera de él, corresponderá a:

a) Al administrador único.
b) A cada uno de los administradores solidarios.
c) A los dos administradores mancomunados conjuntamente.
d) Al consejo rector de forma colegiada.
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2. El órgano de administración podrá hacer y llevar a cabo, con sujeción al régimen de 
actuación propio que corresponda en cada caso a la modalidad adoptada, todo cuanto esté 
comprendido dentro del objeto social, pudiendo contratar en general, realizar toda clase de 
actos y negocios, obligacionales o dispositivos, de administración ordinaria o extraordinaria y 
de riguroso dominio, respecto a toda clase de bienes, así como ejercitar cuantas facultades 
no estén expresamente reservadas por la ley o por los estatutos a la asamblea general.

Artículo 61.  Nombramiento.

1. Para ser nombrado administrador no será necesaria la condición de socio, salvo 
disposición contraria de los estatutos.

2. Los administradores y, en su caso, los suplentes serán nombrados por la asamblea 
general en votación secreta, salvo disposición contraria de los estatutos o acuerdo de la 
asamblea general en sentido contrario, y por el mayor número de votos.

3. Los estatutos deberán regular el proceso electoral. En todo caso, no serán válidas las 
candidaturas presentadas fuera del plazo previsto en los estatutos, ni los administradores 
sometidos a renovación podrán decidir sobre la validez de las candidaturas.

Artículo 62.  Aceptación e inscripción del nombramiento.

El nombramiento de administrador tendrá efectos internos a partir de la aceptación. El 
nombramiento de administrador deberá inscribirse en el plazo de un mes desde su 
aceptación. Para proceder a su inscripción en el Registro de Sociedades Cooperativas del 
Principado de Asturias será necesario que consten las circunstancias personales del 
administrador, su declaración de no estar incurso en ninguna causa legal o estatutaria de 
incompatibilidad, así como su aceptación.

Artículo 63.  Duración del cargo.

1. El cargo de administrador tendrá la duración fijada en los estatutos, hasta un máximo 
de cinco años, pudiendo ser reelegidos sucesivamente por iguales períodos de tiempo salvo 
disposición contraria de los estatutos.

2. Los administradores que hubieran agotado su plazo deberán seguir ocupando el cargo 
hasta que los nuevos administradores acepten sus cargos.

Artículo 64.  Deber de diligencia del administrador.

1. Los miembros del órgano de administración deben llevar a cabo una gestión 
empresarial ordenada. En todo caso tienen que actuar con lealtad a la sociedad, respetando 
el deber de secreto.

2. Los administradores deben conocer en todo momento cual es la situación de la 
cooperativa.

3. Salvo autorización expresa de la asamblea general, los administradores no podrán 
dedicarse por cuenta propia a administrar otra sociedad que se dedique al mismo o análogo 
género de actividad.

Artículo 65.  Separación del cargo.

1. Los administradores podrán ser destituidos por la asamblea general aunque no conste 
en el orden del día, si bien en este caso será necesario que el acuerdo se adopte con el voto 
a favor de más de la mitad de los socios presentes o representados, y en los demás casos 
bastará con la mayoría simple.

2. Cualquier socio podrá solicitar judicialmente el cese del administrador que haya 
incumplido la prohibición prevista en el apartado 3 del artículo anterior.

Artículo 66.  Responsabilidad por daños. Presupuestos y causas de exoneración.

1. Los administradores responden frente a la cooperativa, los socios y los acreedores 
sociales del daño causado por actos u omisiones contrarios a la ley, a los estatutos o 
contrarios a su deber de diligencia.
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2. Responderán solidariamente todos los miembros del órgano de administración que 
realizó el acto o adoptó el acuerdo lesivo. Podrán exonerarse de responsabilidad los 
administradores que prueben que no habiendo intervenido en la adopción del acuerdo o su 
ejecución, desconocían su existencia o que conociéndola hicieron todo lo posible por evitar 
el daño, o al menos se opusieron expresamente a aquel.

3. No exonerará de responsabilidad la circunstancia de que el acto o el acuerdo lesivo, 
haya sido adoptado, autorizado o ratificado por la asamblea general.

Artículo 67.  Acción social de responsabilidad.

1. La acción de responsabilidad contra los miembros del órgano de administración por 
los daños causados a la cooperativa, será ejercitada por ésta con el acuerdo previo de la 
asamblea general. Este será adoptado por mayoría de los votos presentes o representados 
en la asamblea, sin que sea necesario que conste en el orden del día.

2. Si no se obtiene el acuerdo mencionado o si transcurridos tres meses desde su 
adopción la cooperativa no entabla la acción de responsabilidad, ésta puede ser ejercida en 
cualquier momento por cualquier socio y por cuenta de la sociedad.

3. Los acreedores podrán ejercitar la acción de responsabilidad contra los 
administradores, cuando no haya sido ejercitada por la sociedad o sus socios, siempre que 
el patrimonio social resulte insuficiente para la satisfacción de sus créditos.

Artículo 68.  Acción individual de responsabilidad.

No obstante lo previsto en los artículos precedentes quedan a salvo las acciones de 
indemnización que puedan corresponder a los socios y a terceros por actos de los 
administradores que lesionen directamente los intereses de aquéllos.

Artículo 69.  El consejo rector. Composición y designación de cargos.

1. Los estatutos sociales determinarán la composición del consejo rector, siendo su 
número mínimo de tres miembros y máximo de quince, debiendo existir en todo caso un 
Presidente, un Vicepresidente y un Secretario. Cuando la cooperativa tenga tres socios, el 
consejo rector estará formado por dos miembros, no existiendo el cargo de Vicepresidente. 
Además los estatutos sociales podrán prever que la composición de este órgano refleje, en 
cada cooperativa, su implantación geográfica, las diversas actividades desarrolladas por la 
misma y la proporción existente entre ellos y otras circunstancias objetivas, estableciendo 
incluso las correspondientes reservas de puestos vocales.

2. Los miembros del consejo rector serán elegidos por la asamblea general. Los cargos 
de presidente, vicepresidente, en su caso, y secretario serán elegidos de entre sus 
miembros por el propio consejo rector, salvo disposición en contrario de los estatutos.

3. El presidente del consejo rector, que lo será también de la cooperativa, ostenta la 
representación legal de la sociedad de acuerdo con lo dispuesto en esta ley.

Artículo 70.  El consejo rector. Organización y adopción de acuerdos.

1. El consejo rector se reunirá en sesión ordinaria cuando lo establezcan los estatutos y 
al menos una vez al trimestre, y en sesión extraordinaria, a iniciativa del presidente o a 
petición de cualquier consejero. Si la solicitud de este ultimo no fuese atendida en el plazo 
de diez días, podrá ser convocado por quien hubiese hecho la petición, siempre que logre 
para su convocatoria la adhesión, al menos, de un tercio del consejo.

El presidente convocará al consejo con tres días de antelación, como mínimo, pudiendo, 
en caso de urgencia, hacerse la convocatoria en forma verbal, telefónica o por cualquier otro 
instrumento. No será necesaria la convocatoria cuando, estando presentes todos los 
consejeros, decidan por unanimidad la celebración del consejo.

2. El consejo quedará válidamente constituido cuando concurran a la reunión más de la 
mitad de sus componentes. La asistencia de los mismos a las reuniones será personal e 
indelegable.

3. Cada consejero tiene un voto. Los acuerdos se adoptarán por más de la mitad de los 
votos de los consejeros presentes.
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Los estatutos podrán autorizar que el consejo adopte acuerdos por escrito y sin sesión 
cuando varios consejeros tuviesen serias dificultades para desplazarse al domicilio social o 
lugar de reunión habitual del consejo y fuese necesario al interés de la cooperativa la 
adopción rápida de un acuerdo. En este caso, el presidente dirigirá por correo ordinario o 
electrónico una propuesta de acuerdo a cada uno de los consejeros, los cuales responderán 
favorable o desfavorablemente a la propuesta a vuelta de correo; el acuerdo se entenderá 
adoptado, en su caso, cuando se reciba la última de las comunicaciones de los consejeros, 
en cuyo momento el secretario transcribirá el acuerdo al libro de actas, haciendo constar las 
fechas y conducto de las comunicaciones dirigidas a los consejeros, y las fechas y conducto 
de las respuestas, incorporándose además como anexo al acta el escrito emitido por el 
presidente y los escritos de respuesta de los demás consejeros. Este procedimiento sólo se 
admitirá cuando ningún consejero se oponga al mismo.

4. Los acuerdos del consejo serán llevados a un libro de actas. Las actas recogerán los 
debates en forma sucinta, los acuerdos adoptados y el resultado de las votaciones. Salvo 
disposición contraria de los estatutos, el acta deberá aprobarse al finalizar la reunión o, si no 
fuera posible, al inicio de la siguiente. Estas actas deberán estar firmadas por el presidente y 
el secretario.

Artículo 71.  El consejo rector. Delegación de facultades.

El consejo rector, con el voto favorable de dos terceras partes de sus miembros, podrá 
delegar algunas de sus facultades, siempre que legal o estatutariamente no sean 
indelegables, en uno o varios consejeros delegados que podrán actuar indistinta o 
mancomunadamente. Tales delegaciones no producirán efectos hasta su inscripción en el 
Registro de Cooperativas.

Artículo 72.  Impugnación de acuerdos del órgano de administración.

Lo establecido para la impugnación de los acuerdos de la asamblea general resulta de 
aplicación a la impugnación de los acuerdos del órgano de administración contrarios a la ley, 
los estatutos o que lesionen, en beneficio de uno o varios socios, o terceros, los intereses de 
la cooperativa.

Sección tercera. La intervención

Artículo 73.  Funciones, nombramiento y responsabilidad.

1. La intervención es el órgano de fiscalización de la cooperativa, y tiene atribuidas, 
además de las funciones previstas en esta ley, las que se establezcan en los estatutos que 
no estén expresamente encomendadas a otros órganos.

2. Los estatutos fijarán el número de interventores titulares, que no podrá ser superior a 
tres, pudiendo establecer la existencia de suplentes. La duración del mandato de los 
interventores se fijará en los estatutos hasta un máximo de cinco años, pudiendo ser 
reelegidos salvo disposición contraria de los estatutos.

3. El interventor o interventores serán elegidos por la asamblea general por el mayor 
número de votos. Un tercio de los interventores podrá ser designado entre expertos 
independientes.

4. Se aplica a la responsabilidad de los interventores lo dispuesto para la responsabilidad 
de los administradores.

Artículo 74.  Informe.

1. La intervención, como órgano de fiscalización de la cooperativa, tiene como principal 
función la censura de las cuentas anuales.

2. La intervención dispondrá de un plazo de treinta días desde que las cuentas le fueren 
entregadas por el órgano de administración, para formular su informe por escrito, 
proponiendo su aprobación a la asamblea general ordinaria o formulando a aquél los reparos 
que estime convenientes. Si, como consecuencia del informe, el órgano de administración se 
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viera obligado a modificar o alterar las cuentas anuales, la intervención habrá de ampliar su 
informe sobre los cambios introducidos.

3. La intervención tiene derecho a consultar y comprobar, en cualquier momento, toda la 
documentación de la cooperativa, y proceder a las verificaciones que estime necesarias, no 
pudiendo revelar particularmente a los demás socios o a terceros el resultado de sus 
investigaciones.

4. En tanto no se haya emitido el informe de la intervención o transcurrido el plazo para 
hacerlo, no podrá ser convocada la asamblea general, a cuya aprobación deberán 
someterse las cuentas.

Artículo 75.  Auditoría externa.

Cuando la cooperativa tenga designados auditores de cuentas, la intervención queda 
exonerada de emitir el informe al que se refiere el artículo anterior.

Sección cuarta. Disposiciones comunes al órgano de administración e 
intervención

Artículo 76.  Retribución.

Los estatutos podrán establecer que los cargos de administrador y los de interventor 
sean retribuidos, en cuyo caso deberán establecer el sistema y los criterios para fijarla por la 
asamblea, debiendo figurar todo ello en la memoria anual. En cualquier caso, los 
administradores e interventores serán compensados de los gastos que origine su función.

Artículo 77.  Incompatibilidades.

1. No podrán ser administradores los quebrados y concursados no rehabilitados, los 
menores, los incapacitados, los condenados a penas que lleven aneja la inhabilitación para 
el ejercicio del cargo público, los que hubieren sido condenados por grave incumplimiento de 
leyes o disposiciones sociales y aquéllos que por razón de su cargo no pueden ejercer el 
comercio.

2. Tampoco podrán serlo los funcionarios al servicio de la Administración con funciones a 
su cargo que se relacionen con las actividades propias de la sociedad, ni quienes se hallen 
incursos en causa legal de incompatibilidad.

3. Los administradores no podrán dedicarse por cuenta propia ni ajena al mismo género 
de comercio que constituye el objeto de la sociedad, salvo acuerdo de la asamblea general 
adoptado con la mayoría de votos prevista para la modificación de los estatutos.

4. Los cargos de administradores e interventores son incompatibles entre sí. Tal 
incompatibilidad se extiende a los cónyuges y parejas de hecho y a los parientes de los 
expresados cargos hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad.

Artículo 78.  Conflicto de intereses.

1. Es necesario el previo acuerdo de autorización de la asamblea general cuando la 
cooperativa hubiera de obligarse con cualquier administrador o interventor o con uno de sus 
parientes hasta segundo grado de consanguinidad o afinidad, no pudiendo el socio incurso 
en esta situación de conflicto participar en la votación. El acuerdo previo de la asamblea no 
será necesario cuando se trate de las relaciones propias de la condición de socio.

2. Los actos, contratos u operaciones realizados sin la mencionada autorización serán 
anulables.

Sección quinta. El comité de recursos

Artículo 79.  Funciones y competencias.

1. Se podrá establecer estatutariamente la creación de un comité de recursos, que 
tramitará y resolverá los que se interpongan contra las sanciones impuestas a los socios, 
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incluso cuando ocupen cargos sociales, por el órgano de administración, y en los demás 
supuestos que establezcan la presente ley o los estatutos.

2. El funcionamiento y composición del comité se fijarán en los estatutos y estará 
integrado por, al menos, tres miembros elegidos de entre los socios por la asamblea general 
en votación secreta. Los estatutos establecerán la duración de su mandato pudiendo ser 
reelegidos.

3. Los acuerdos del comité de recursos serán inmediatamente ejecutivos y definitivos, 
pudiendo ser impugnados conforme a lo dispuesto para la impugnación de acuerdos 
adoptados por la asamblea general.

4. A los miembros del comité les resultan aplicables las causas de abstención y 
recusación aplicables a los jueces y magistrados. Sus acuerdos, cuando recaigan sobre 
materia disciplinaria, se adoptarán mediante votación secreta y sin voto de calidad. Además, 
se aplicarán a este órgano las disposiciones de los artículos 61, 76, 77 y 78, si bien la 
posibilidad de retribución sólo podrán establecerla los estatutos para los miembros de dicho 
comité que actúen como ponentes.

TÍTULO II

Régimen económico

CAPÍTULO I

Aportaciones sociales

Artículo 80.  Conformación del capital social.

1. El capital social de la cooperativa estará constituido por las aportaciones obligatorias y 
voluntarias de sus socios, que podrán ser:

a) Aportaciones con derecho de reembolso en caso de baja.
b) Aportaciones cuyo reembolso en caso de baja pueda ser rehusado 

incondicionalmente por el órgano de administración.

La transformación obligatoria de las aportaciones con derecho de reembolso en caso de 
baja en aportaciones cuyo reembolso pueda ser rehusado incondicionalmente por el órgano 
de administración, o la transformación inversa, requerirá el acuerdo de la asamblea general, 
adoptado por la mayoría exigida para la modificación de los estatutos. El socio disconforme 
podrá darse de baja, calificándose ésta como justificada.

Los estatutos podrán prever que cuando en un ejercicio económico el importe de la 
devolución de las aportaciones supere el porcentaje de capital social que en ellos se 
establezca, los nuevos reembolsos estén condicionados al acuerdo favorable del órgano de 
administración; todo ello sin perjuicio de que se contemplare, en su caso, la posibilidad 
prevista en el segundo párrafo del artículo 4.1. El socio que hubiese salvado expresamente 
su voto o estuviese ausente o disconforme con el establecimiento o disminución de este 
porcentaje podrá darse de baja, calificándose ésta como justificada. Para este supuesto se 
aplicarán también los artículos 86.3, 90.2 y 127.4.

2. Las aportaciones de los socios se realizarán en moneda de curso legal. No obstante, 
si lo autorizan los estatutos o lo acuerda la asamblea general, también podrán consistir en 
bienes o derechos patrimoniales susceptibles de valoración económica. En este caso, el 
órgano de administración deberá designar uno o varios expertos independientes, con el 
objeto de que éstos, bajo su responsabilidad, determinen justificadamente el valor de la 
aportación no dineraria, previa descripción de las características de los bienes e indicación 
de los criterios utilizados para calcular su valor. Si los estatutos lo estableciesen, la 
valoración anteriormente referida deberá ser aprobada por la asamblea general. Todo ello 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13.2 para el momento de constitución de la 
sociedad cooperativa.

Se aplicará la normativa reguladora en materia de sociedades anónimas a la entrega de 
las aportaciones no dinerarias, el saneamiento por evicción y la transmisión de los riesgos.
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3. El importe total de las aportaciones de cada socio en las cooperativas de primer grado 
no podrá exceder de un tercio del capital social, salvo que se trate de socios colaboradores, 
sociedades cooperativas, entidades sin ánimo de lucro o sociedades participadas 
mayoritariamente por cooperativas. En esos casos, no rige la limitación general prevista en 
el precepto, aunque podrá fijarse un límite máximo en los estatutos o por acuerdo en la 
asamblea general.

4. Con relación a la composición del capital social, se aplicará lo dispuesto en el artículo 
94.1, respecto a las participaciones especiales, en caso de que la asamblea general acuerde 
su emisión.

Artículo 81.  Forma de acreditar las aportaciones sociales.

Los estatutos sociales determinarán si las aportaciones sociales se acreditarán mediante 
títulos no negociables o libretas de participación nominativos, que habrán de reflejar las 
aportaciones realizadas, las cantidades desembolsadas y las sucesivas variaciones de 
éstas.

No obstante, si los estatutos sociales prohibieren la baja voluntaria del socio a favor de 
su salida a través de la técnica de la transmisión de sus aportaciones sociales previsto en el 
artículo 92.4, cabría la posibilidad de que las aportaciones sociales se documentaran a 
través de títulos valores, nominativos o no, según la concreta categoría de miembros y de la 
clase de cooperativa, cuando la cesión de las mismas pueda ser libremente transmisible sin 
intervención previa de la autorización por parte de la cooperativa.

Artículo 82.  Aportaciones obligatorias.

1. Los estatutos fijarán la aportación obligatoria inicial para adquirir y mantener la 
condición de socio, que podrá ser diferente para los distintos tipos de socios o para cada 
socio en proporción al compromiso o uso potencial de la actividad cooperativizada que cada 
uno de ellos asuma. Las aportaciones obligatorias no serán reembolsables hasta la extinción 
del vínculo del socio con la cooperativa y siempre que el órgano de administración no tenga 
reconocido estatutariamente el poder para rehusar incondicionalmente su reembolso al 
socio, en los términos previstos en los artículos 4.1 y 80.1.b).

2. La aportación obligatoria inicial para adquirir la condición de socio deberá 
desembolsarse, al menos, en un 25 por ciento en el momento de la suscripción, y el resto en 
el plazo que se establezca en los estatutos o que se decida en la asamblea general, que 
como máximo será de cuatro años. Ello sin perjuicio de que, declarado el concurso de la 
cooperativa, la administración concursal pueda reclamar a los socios, en el momento y 
cuantía que estime conveniente, el desembolso de la cuantía de las aportaciones que 
hubiesen sido diferidas, con independencia del plazo fijado para su abono.

En todo caso, el desembolso parcial de las aportaciones obligatorias sólo será posible 
siempre que se halle íntegramente desembolsado el cifra legal de capital social mínimo de la 
cooperativa exigida en el apartado uno del artículo 4.

3. Si por la imputación de pérdidas de la cooperativa a los socios, la aportación al capital 
social de alguno o algunos de ellos quedara por debajo del importe fijado como aportación 
obligatoria, el socio afectado deberá realizar la aportación necesaria hasta alcanzar dicho 
importe, para lo cual será inmediatamente requerido por el órgano de administración, el cual 
deberá fijar un plazo para efectuar el desembolso, que no podrá ser superior a un año.

4. Los socios que no efectúen sus aportaciones en el plazo establecido incurrirán 
automáticamente en mora. El órgano de administración deberá exigir a los socios que se 
encuentren en esa situación, incluso por la vía judicial, el cumplimiento de la obligación de 
desembolso con abono del interés legal y de los daños y perjuicios causados por la 
morosidad. A partir del día siguiente al requerimiento extrajudicial que deberá realizar el 
órgano de administración al socio moroso, quedarán automáticamente suspendidos sus 
derechos societarios hasta que no regularice su situación con la cooperativa.

Artículo 83.  Nuevas aportaciones obligatorias al capital social.

La asamblea general, por mayoría de las dos terceras partes de votos sociales de los 
asistentes, podrá acordar la exigencia de nuevas aportaciones obligatorias y fijar su cuantía, 
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que podrá ser diferente para los distintos socios en función de los criterios recogidos en el 
artículo anterior, el plazo y las condiciones en que habrán de desembolsarse.

En ese caso, los socios podrán imputar las aportaciones voluntarias que tengan suscritas 
al cumplimiento de esta obligación, e incluso los disconformes podrán solicitar la baja, que 
tendrá la consideración de justificada a los efectos regulados en esta ley.

Artículo 84.  Aportaciones obligatorias al capital social de los nuevos socios.

La asamblea general no podrá exigir a los nuevos socios que entren en la cooperativa, 
aportaciones superiores a las obligatorias exigibles en ese momento, actualizadas según el 
índice de precios al consumo o aquél que le sustituya. Su desembolso se efectuará en las 
condiciones que establezca el acuerdo de admisión.

Artículo 85.  Aportaciones voluntarias.

1. La asamblea general y, si lo prevén los estatutos, el órgano de administración, podrá 
acordar la admisión de aportaciones voluntarias al capital social, que habrán de 
desembolsarse en el plazo y en las condiciones que establezca el acuerdo de emisión. Sin 
perjuicio de lo anterior, el órgano de administración podrá aceptar en cualquier momento 
aportaciones voluntarias de los socios al capital social. Su remuneración será la fijada para 
la última admisión acordada o, en su defecto, la prevista para las aportaciones obligatorias.

2. El órgano de administración podrá decidir, a requerimiento de su titular, la 
transformación de aportaciones obligatorias en voluntarias, que tienen también el carácter de 
permanencia propio de las aportaciones obligatorias al capital social del que forman parte, 
cuando aquéllas deban reducirse para adecuarse al potencial uso cooperativo del socio.

Artículo 86.  Remuneración de las aportaciones.

1. La asamblea general acordará, en cada ejercicio, si las aportaciones obligatorias al 
capital dan derecho al devengo de intereses por la parte efectivamente desembolsada. En el 
caso de las aportaciones voluntarias, la remuneración se determinará en el acuerdo de 
admisión.

2. La remuneración de las aportaciones al capital social estará condicionada a la 
existencia de resultados positivos para satisfacerla y no excederá en más de seis puntos el 
interés legal del dinero.

3. Si la asamblea general acuerda devengar intereses para las aportaciones al capital 
social o repartir retornos, las aportaciones previstas en el artículo 80.1.b) de los socios que 
hayan causado baja en la cooperativa y cuyo reembolso haya sido rehusado por el órgano 
de administración, tendrán preferencia para percibir la remuneración que se establezca en 
los estatutos, sin que el importe total de las remuneraciones al capital social pueda ser 
superior a los resultados positivos del ejercicio.

Artículo 87.  Actualización de las aportaciones.

1. El balance de la cooperativa podrá ser regularizado en los mismos términos y con los 
mismos beneficios previstos para las sociedades de derecho común, sin perjuicio de lo 
establecido por esta ley para la plusvalía resultante de la regularización.

2. La plusvalía citada se destinará, en primer lugar, a la compensación de las pérdidas 
que la cooperativa pudiera tener sin compensar y, seguidamente, en uno o más ejercicios, a 
la actualización de las aportaciones al capital social o al incremento de las reservas, 
obligatorias o voluntarias, en la proporción que estime la asamblea general.

Artículo 88.  Reembolso de las aportaciones obligatorias al capital social.

1. En caso de baja en la cooperativa y con la salvedad establecida en el artículo 80.1 de 
la presente ley, el socio tiene derecho a exigir el reembolso de sus aportaciones obligatorias 
y la parte correspondiente de las reservas voluntarias repartibles, que resultará según los 
criterios de reparto fijado en los estatutos o en el acuerdo que determinó su constitución o, 
en su defecto, en atención a su participación media en la actividad cooperativizada durante 
los últimos cinco años o, en las cooperativas cuya duración hubiese sido inferior a ese plazo, 
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desde su constitución. La liquidación de estas aportaciones se hará según el balance de 
cierre del ejercicio social en el que se produzca la baja, y su importe se determinará 
conforme a lo previsto en los apartados siguientes.

2. Del valor acreditado y, en su caso, actualizado de las aportaciones obligatorias se 
deducirán las pérdidas imputadas e imputables al socio, reflejadas en el balance de cierre 
del ejercicio en el que se produzca la baja, ya correspondan a dicho ejercicio o provengan de 
otros anteriores y estén sin compensar.

3. Además, si los estatutos lo prevén, sobre el importe líquido de las aportaciones 
obligatorias, los administradores podrán practicar las deducciones que acuerden en caso de 
baja no justificada o expulsión, respetando el límite máximo fijado en los estatutos, que no 
podrá superar el 20 y el 30 por ciento, respectivamente. Igualmente, los estatutos podrán 
prever que, en caso de incumplimiento del período de permanencia mínimo pactado, los 
porcentajes por deducción para la baja no justificada puedan incrementarse hasta diez 
puntos porcentuales.

4. Los administradores tendrán un plazo de tres meses desde la aprobación de las 
cuentas del ejercicio en el que haya causado baja el socio para comunicar la liquidación 
efectuada.

Artículo 89.  Reembolso de las aportaciones voluntarias al capital social.

1. Las aportaciones voluntarias se reembolsarán, liquidadas, en las condiciones que 
determine el acuerdo de emisión o de transformación. Salvo que dicho acuerdo hubiera 
previsto un régimen diferente, las aportaciones voluntarias se reembolsarán en el momento 
en que la baja deba surtir efectos. No podrán practicarse deducciones sobre ellas, salvo si 
las pérdidas imputables al socio no pueden cubrirse con las aportaciones obligatorias. 
Tampoco se les podrá aplicar el aplazamiento previsto en el artículo siguiente.

2. Lo previsto en el párrafo anterior se ha de entender sin perjuicio de lo previsto en el 
apartado 2 del artículo siguiente.

Artículo 90.  Plazos de reembolso de las aportaciones al capital social.

1. Sin perjuicio de lo previsto en el último apartado de este artículo, el plazo de 
reembolso no podrá exceder de cinco años a partir de la fecha de la baja o expulsión. En 
caso de fallecimiento del socio, el reembolso a los causahabientes deberá realizarse en un 
plazo no superior a un año desde el hecho causante.

Las cantidades pendientes de reembolso no serán susceptibles de actualización, pero 
darán derecho a percibir el interés legal del dinero, que deberá abonarse anualmente junto 
con, al menos, una quinta parte de la cantidad a reembolsar.

2. Para las aportaciones previstas en el artículo 80.1.b) los plazos señalados en el 
apartado anterior se computarán a partir de la fecha en la que el órgano de administración 
acuerde el reembolso.

Cuando los titulares de aportaciones previstas en el artículo 80.1.b) hayan causado baja, 
el reembolso que, en su caso, acuerde el órgano de administración se efectuará por orden 
de antigüedad de las solicitudes de reembolso o, cuando no haya tal solicitud, por orden de 
antigüedad de la fecha de la baja.

En caso de ingreso de nuevos socios los estatutos podrán prever que las aportaciones al 
capital social de los mismos deberán preferentemente efectuarse mediante la adquisición de 
las aportaciones previstas en el artículo 80.1.b) cuyo reembolso hubiese sido solicitado por 
baja de sus titulares. Esta adquisición se producirá por orden de antigüedad de las 
solicitudes de reembolso de este tipo de aportaciones y, en caso de solicitudes de igual 
fecha, la adquisición se distribuirá en proporción al importe de las aportaciones.

Artículo 91.  Disconformidad con el reembolso de las aportaciones al capital social.

El socio disconforme con el importe a reembolsar o con el aplazamiento, podrá 
impugnarlo por el procedimiento previsto en el artículo 32.4.

Artículo 92.  Transmisión de las aportaciones sociales y de la condición de socio.

1. Las aportaciones podrán transmitirse:
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a) Por actos ínter vivos entre socios y entre quienes se comprometan a serlo en los tres 
meses siguientes, en los términos fijados por los estatutos, y sin perjuicio de la debida 
aplicación de lo previsto en el último párrafo del artículo 90.2.

b) Por sucesión mortis causa, a los causahabientes si fueran socios y así lo soliciten, o si 
no lo fueran, previa admisión como tales realizada de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 22, que habrá de solicitarse en el plazo de tres meses desde el fallecimiento. En otro 
caso, tendrá derecho a la liquidación del crédito correspondiente a la aportación social, en 
los términos previstos en el artículo precedente, sin perjuicio, en su caso, de que se efectúe 
merced a la adjudicación de las aportaciones sociales del causahabiente al nuevo socio a 
tenor de lo previsto en el último párrafo del apartado 2 del artículo 90.

2. En el supuesto del apartado 1. b), el nuevo socio no estará obligado a desembolsar 
cuotas de ingreso.

3. Los acreedores personales del socio no podrán embargar ni ejecutar las aportaciones 
sociales, sin perjuicio de ejercer sus derechos sobre los reembolsos, intereses y retornos 
que pudieran corresponder al socio.

4. Sin perjuicio del régimen ordinario de transmisión de aportaciones sociales previsto en 
los apartados anteriores, los estatutos sociales podrán prohibir la salida voluntaria del socio 
de la cooperativa a través del ejercicio del tradicional derecho de baja y a favor del empleo 
preferente del mecanismo de la transmisión ínter vivos de sus aportaciones sociales con 
arreglo a los siguientes criterios:

a) A favor de cualquiera que asuma su mismo compromiso obligacional con la 
cooperativa, bien sea porque ya lo ostentare, por ser miembro de la cooperativa, o bien 
porque estuviere en condiciones de cumplir debidamente ese mismo compromiso hacia la 
cooperativa, al tratarse de un tercero susceptible de reunir los requisitos exigidos para ser 
socio y suceder al socio saliente.

b) En su defecto, a cualquiera que estuviere dispuesto a suceder al socio saliente 
aunque con un compromiso obligacional distinto al suyo, bien fuere ya miembro de la 
cooperativa o bien, sin serlo aún, estuviere dispuesto a ingresar en ella, aunque, ello no 
obstante, sólo estuviere dispuesto a asumir íntegramente el capital social suscrito por el 
socio saliente, y ostentando una condición de miembro diversa a la que ostentaba su 
cedente.

En todo caso, sobre el socio saliente recae la carga de encontrar adquirente de sus 
aportaciones sociales con arreglo al criterio de preferencia previsto y debiendo comunicar a 
la cooperativa su voluntad de abandonar la cooperativa, si bien esa voluntad no obsta a su 
obligación de responder, en su caso, ante la cooperativa por los daños derivados para ésta 
por la pérdida de compromiso obligacional asumido previamente por el socio saliente.

Los estatutos sociales regularán específicamente el modo en que, según la clase de 
cooperativa y el tipo de miembro de la cooperativa, fuere o no precisa la autorización previa 
por parte de la cooperativa como condición imprescindible de la transmisión de las 
aportaciones sociales y, en su caso, de la condición de socio. Podrá preverse para el caso 
de que la condición de socio se contemplare como libremente transmisible que su 
acreditación se lleve a cabo a través de títulos nominativos o no, según el tipo de miembros 
y la clase de cooperativa, y que tendrán la condición de títulos valores.

La previsión estatutaria de este sistema de salida voluntaria de los miembros de la 
cooperativa habrá de ser acordada con una mayoría de dos tercios de los votos sociales 
presentes o representados de la cooperativa. El socio disconforme podrá darse de baja, que 
tendrá el carácter de justificada.

Artículo 93.  Aportaciones no integradas en el capital social.

1. Los estatutos o la asamblea general podrán establecer cuotas de ingreso o periódicas, 
que no formarán parte del capital social ni serán reembolsables.

Las cuotas de ingreso, que se integrarán en la reserva obligatoria, no podrán exceder del 
resultado de dividir la mencionada reserva por el número de socios, o número de 
aportaciones, según vengan determinadas las cuotas por socio o por módulos de 
participación.
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Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la cuota de ingreso de los nuevos 
socios no podrá ser superior al 20 por ciento del importe de la aportación obligatoria al 
capital social que se le exija para su ingreso en la cooperativa cuando el cociente señalado 
en el párrafo anterior sea inferior a esta cantidad.

2. La entrega por los socios de cualquier tipo de bienes para la gestión cooperativa y, en 
general, los pagos para la obtención de los servicios cooperativizados, no integran el capital 
social y están sujetos a las condiciones establecidas con arreglo a lo previsto en el artículo 
29. Las entregas referidas no integran el patrimonio de la cooperativa, por lo que no pueden 
ser embargadas por los acreedores sociales, salvo que se dispusiere o se dedujere lo 
contrario de los estatutos sociales, del reglamento de régimen interno, de los acuerdos 
sociales o, en última instancia, de las estipulaciones singularmente pactadas con cada socio, 
en cuyo caso sí que podrían ser embargadas por los acreedores sociales.

Artículo 94.  Participaciones especiales.

1. Se denominarán participaciones especiales las aportaciones patrimoniales realizadas 
por los socios y por terceros cuyo reembolso no tenga lugar hasta que transcurran al menos 
cinco años y que, a efecto de prelación de créditos, se sitúen detrás de todos los acreedores 
comunes.

Cuando el vencimiento de estas participaciones no tenga lugar hasta la aprobación de la 
liquidación de la cooperativa, salvo decisión de la sociedad para su reembolso anterior, 
tendrán la consideración de capital social. Sin embargo, en ese caso, para efectuar el 
reembolso anticipado deberá seguirse el procedimiento establecido para la reducción de 
capital por restitución de aportaciones en la legislación reguladora de las sociedades 
limitadas.

2. Las participaciones especiales, que serán libremente transmisibles, se representarán 
por medio de títulos o anotaciones en cuenta y podrán tener la consideración de valores 
mobiliarios, si así se prevé en el acuerdo de emisión. Cuando tengan el carácter de valores 
mobiliarios, su régimen jurídico se ajustará a la normativa relativa a estos activos financieros.

3. El régimen de las participaciones especiales será libremente fijado por la asamblea 
general cuando acuerde su emisión, aunque, en ningún caso, podrá atribuir a sus titulares 
los derechos propios de los socios.

4. Lo establecido en este artículo sólo será de aplicación a las cooperativas de crédito y 
de seguros cuando su normativa reguladora así lo establezca expresamente, pudiendo 
captar recursos con el carácter de subordinados previo acuerdo del órgano de 
administración, cualquiera que fuese su instrumentación y siempre que tal posibilidad esté 
expresamente prevista en los estatutos.

Artículo 95.  Otras financiaciones.

1. La asamblea general podrá acordar la financiación voluntaria de la cooperativa 
procedente de los socios y de terceros, bajo cualquier modalidad jurídica y en el plazo y 
condiciones que se establezcan en el acuerdo.

2. Las sociedades cooperativas, previo acuerdo de la asamblea general, podrán emitir 
obligaciones de carácter no convertible en partes sociales, cuyo régimen se ajustará a lo 
dispuesto en la legislación vigente.

3. La asamblea general, al aprobar la distribución de resultados, podrá acordar que la 
parte que se determine repartir entre los socios se destine a un fondo de retornos 
acreditados a éstos. El acuerdo de constitución de este fondo determinará el destino del 
mismo, el plazo para su restitución al socio y la retribución que devengará para éste, que en 
ningún caso podrá ser superior a la máxima prevista para el capital social.

4. La asamblea general podrá acordar igualmente la emisión de títulos participativos, que 
darán derecho a la remuneración que se establezca en el acuerdo de emisión, que deberá 
fijarse en función de los resultados de la cooperativa, pudiendo, además, incorporar un 
interés fijo, con los límites establecidos en esta ley para remunerar el capital social.

El acuerdo de emisión, que concretará, asimismo, el plazo de amortización de los títulos 
y demás condiciones aplicables, podrá establecer el derecho de asistencia de los participes 
a la asamblea general, con voz y sin voto.
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5. También podrán contratarse cuentas en participación cuyo régimen se ajustará a lo 
establecido por el Código de Comercio.

CAPÍTULO II

Ejercicio económico y fondos sociales

Artículo 96.  Ejercicio económico.

El ejercicio económico tendrá una duración de doce meses, salvo en los casos de 
constitución, extinción o fusión de la cooperativa, y coincidirá con el año natural si los 
estatutos no disponen lo contrario.

Artículo 97.  Determinación de resultados.

1. Para la determinación de los resultados del ejercicio económico se observarán las 
normas y criterios establecidos por la normativa contable. No obstante, se considerarán 
gastos deducibles para obtener el resultado neto los siguientes:

a) El importe de los bienes entregados para la gestión cooperativa, en valoración no 
superior a los precios de mercado, así como el importe de los anticipos societarios de los 
socios trabajadores y de trabajo, en cuantía no superior a las retribuciones normales en la 
zona para el sector de actividad correspondiente.

b) El importe de la remuneración de las aportaciones al capital social, de las 
participaciones especiales y de las aportaciones y financiaciones no integradas en el capital 
social.

2. La cooperativa podrá optar en sus estatutos por la no contabilización separada de los 
resultados extracooperativos, sin perjuicio de su alcance fiscal.

3. Si la cooperativa no opta por el sistema de contabilización previsto en el apartado 
anterior, deberá contabilizar separadamente los resultados extracooperativos, que son los 
derivados de la actividad económica cooperativa con no socios, excepto en las cooperativas 
de trabajo asociado, Donde la actividad cooperativizada llevada a cabo por terceras 
personas no socias es resultado cooperativo si la cooperativa cumple los límites a la 
contratación establecidos por la presente ley, los procedentes de inversiones financieras en 
sociedades y los obtenidos de actividades económicas o fuentes ajenas a los fines 
específicos de la cooperativa, y los extraordinarios, que son los procedentes de plusvalías 
que resulten de operaciones de enajenación de los elementos del activo inmovilizado, con 
las siguientes excepciones:

a) Los derivados de ingresos procedentes de inversiones o participaciones financieras en 
cooperativas, o en sociedades no cooperativas cuando éstas realicen actividades 
preparatorias, complementarias o subordinadas a las de la propia cooperativa, que se 
consideran a todos los efectos resultados cooperativos.

b) Las plusvalías obtenidas por la enajenación de elementos del inmovilizado material 
destinados al cumplimiento del fin social, cuando concurran los siguientes requisitos: que se 
reinvierta la totalidad de la plusvalía en nuevos elementos del inmovilizado con idéntico 
destino, que la reinversión tenga lugar en el plazo comprendido entre el año anterior a la 
fecha de entrega o puesta a disposición de los elementos patrimoniales y los tres años 
posteriores, y que el elemento adquirido permanezca en el patrimonio social hasta su total 
amortización, salvo en el supuesto de pérdidas justificadas o su nueva reinversión.

4. Para la determinación de los resultados extracooperativos, de los ingresos derivados 
de estas operaciones se deducirán, además de los gastos específicos para su obtención, la 
parte que proceda de los gastos generales de la cooperativa.

5. No obstante, las cooperativas de cualquier clase han de cumplir la ley fiscal y las 
normas contables que les sean de aplicación en cuanto a la determinación de los resultados 
cooperativos y extracooperativos.
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Artículo 98.  Distribución de excedentes.

1. En la aplicación de resultados, a efecto de fijar los porcentajes de dotación de los 
fondos obligatorios, cabe distinguir dos supuestos:

a) En caso de optar por la contabilización separada de los resultados extracooperativos:

1.º De los excedentes o resultados cooperativos, una vez deducidas las pérdidas de 
cualquier naturaleza de ejercicios anteriores y antes de la consideración del impuesto sobre 
sociedades, se destinará, al menos, el 20 por ciento al fondo de reserva obligatorio y el 5 por 
ciento al fondo de educación y promoción cooperativa.

2.º De los beneficios extracooperativos y extraordinarios, una vez deducidas las pérdidas 
de cualquier naturaleza de ejercicios anteriores y antes de la consideración del impuesto 
sobre sociedades, se destinará, al menos, un 50 por ciento al fondo de reserva obligatorio.

b) En caso de optar por la contabilización conjunta, de los resultados de la cooperativa, y 
no desglosar en nota independiente en la memoria anual los resultados extracooperativos, 
una vez deducidas las pérdidas de cualquier naturaleza de ejercicios anteriores, y antes de 
la consideración del impuesto de sociedades, se destinará, al menos, el 35 por ciento al 
fondo de reserva obligatorio y el 5 por ciento al fondo de educación y promoción cooperativa.

2. Realizadas las asignaciones anteriores, la cantidad restante, una vez satisfechos los 
impuestos exigibles, estará a disposición de la asamblea general, que podrá distribuirla en la 
forma siguiente: retornos a los socios, dotación a fondos de reserva voluntarios, con el 
carácter repartible o irrepartible que establezcan los estatutos o, en su defecto, la asamblea 
general, y, en su caso, a la participación de los trabajadores asalariados en los resultados de 
la cooperativa.

3. Los retornos se adjudicarán a los socios en proporción a las operaciones, servicios o 
actividades realizadas por cada socio con la cooperativa. Su distribución podrá hacerse, 
según acuerde la asamblea, mediante su pago efectivo, mediante su incorporación a capital, 
o mediante la creación de un fondo de retornos en los términos establecidos en el artículo 
95.3.

4. La cooperativa podrá reconocer y concretar en sus estatutos, o por acuerdo de la 
asamblea general, el derecho de sus trabajadores asalariados a participar en los resultados 
favorables. Esta participación tendrá carácter salarial y sustituirá al complemento de similar 
naturaleza establecido, en su caso, en la normativa laboral aplicable, salvo que fuese inferior 
a dicho complemento, en cuyo caso se aplicará este último.

Artículo 99.  Imputación de pérdidas.

1. Los resultados positivos del ejercicio se destinarán, en primer lugar, a compensar las 
pérdidas de ejercicios anteriores.

Cuando los resultados del ejercicio no permitan compensar todas las pérdidas de 
ejercicios anteriores, los estatutos, que deberán fijar los criterios para su compensación, 
podrán admitir la apertura de una cuenta especial para su amortización con cargo a futuros 
resultados positivos, dentro del plazo máximo de siete años.

2. En la regulación estatutaria de la compensación de pérdidas, la cooperativa habrá de 
respetar las siguientes reglas:

a) A los fondos de reserva voluntarios, repartibles o irrepartibles, si existiesen, podrá 
imputarse la totalidad de las pérdidas.

b) En caso de contabilización separada de los resultados extracooperativos: al fondo de 
reserva obligatorio podrán imputarse, como máximo, dependiendo del origen de las 
pérdidas, los porcentajes medios de los excedentes cooperativos o beneficios 
extracooperativos y extraordinarios que se hayan destinado a dicho fondo en los últimos 
cinco años o desde su constitución, si ésta no fuera anterior a dichos cinco años.

En caso de no contabilización separada de los resultados extracooperativos: al fondo de 
reserva obligatorio podrá imputarse, como máximo, el porcentaje medio de los resultados 
que se hayan destinado a dicho fondo en los últimos cinco años o desde su constitución, si 
ésta no fuese anterior a dichos cinco años.
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c) La cuantía no compensada con los fondos obligatorios y voluntarios se imputará 
necesariamente a los socios en proporción a las operaciones, servicios o actividades 
realizadas por cada uno de ellos con la cooperativa o en atención a la participación mínima 
obligatoria fijada en los estatutos sociales para el socio, si su participación efectiva fuera 
menor.

3. Las pérdidas imputadas a cada socio se satisfarán, dentro del ejercicio siguiente a 
aquel en que se hubieran producido, con las salvedades previstas en los apartados c) y f), 
de alguna de las formas siguientes:

a) Directamente, mediante su pago en efectivo.
b) Mediante deducciones en el importe desembolsado de las aportaciones voluntarias 

del socio al capital social.
c) Mediante deducciones en el importe desembolsado de las aportaciones obligatorias, 

iniciales o sucesivas, del socio al capital social; en ambos casos, el socio deberá reponer las 
cantidades deducidas en el plazo fijado en el artículo 82.3.

d) Si existiese el fondo de retornos a que se refiere el artículo 98.3, se podrá imputar al 
mismo el porcentaje que fije la asamblea general.

e) Con cargo a cualquier inversión financiera del socio en la cooperativa que permita esa 
imputación.

f) Con cargo a los retornos que pudieran corresponder al socio en los cinco años 
siguientes. Transcurrido este período, si quedasen pérdidas sin compensar deberán ser 
satisfechas por el socio en el plazo de un mes a partir del requerimiento expreso formulado 
por el órgano de administración.

4. La asamblea general decidirá la forma en que se procederá a la satisfacción de la 
deuda de cada socio. En todo caso, el socio podrá optar por su pago en efectivo. Si se 
acuerda el pago mediante reducción de las aportaciones al capital social, se reducirá en 
primer lugar el importe desembolsado de las aportaciones voluntarias del socio, si las 
tuviere, y a continuación el importe desembolsado de sus aportaciones obligatorias.

Artículo 100.  Fondo de reserva obligatorio.

1. La cooperativa está obligada a constituir un fondo de reserva obligatorio, que será 
destinado a la consolidación, desarrollo y garantía de la sociedad. Dicho fondo será 
irrepartible entre los socios, excepto en el supuesto previsto en el artículo 127.2. c), cuando 
así se hubiera previsto en los estatutos sociales.

2. Al fondo de reserva obligatorio se destinarán necesariamente:

a) los porcentajes de los excedentes cooperativos y de los beneficios extracooperativos 
o extraordinarios o de los resultados, según la opción de contabilización separada o conjunta 
que se adopte, que establezca la asamblea general, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 98,

b) las deducciones sobre las aportaciones obligatorias al capital social en caso de baja 
no justificada o expulsión de socios,

c) las cuotas de ingreso de nuevos socios, y
d) la asignación que corresponda como consecuencia de la regularización del balance.

Artículo 101.  Fondo de educación y promoción cooperativa.

1. El fondo de educación y promoción cooperativa tiene por objeto la formación de los 
socios y trabajadores en los principios y técnicas cooperativas, económicas y profesionales; 
la promoción de las relaciones intercooperativas, la difusión del cooperativismo y la 
promoción cultural, profesional y social del entorno local o de la comunidad en general.

Para el cumplimiento de sus fines, que serán determinados por los estatutos o por la 
asamblea general, el fondo puede ser aportado, parcialmente o en su totalidad, a una 
cooperativa de segundo o ulterior grado, unión, federación o confederación de cooperativas, 
o a un organismo público o asociación de interés social.

El informe de gestión recogerá con detalle las cantidades que con cargo al fondo se 
hayan destinado a los fines del mismo, con indicación de la labor realizada y, en su caso, 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 46  Ley de cooperativas

– 572 –



mención de las sociedades o entidades a las que se remitieron para el cumplimiento de 
dichos fines.

2. Al fondo de educación y promoción cooperativa se destinarán necesariamente:

a) Los porcentajes de los excedentes cooperativos o de los resultados que establezcan 
los estatutos o la asamblea general, de acuerdo con lo establecido en el artículo 98.

b) Las sanciones económicas que imponga la cooperativa a sus socios.
c) Las subvenciones, donaciones y todo tipo de ayuda recibida de los socios o de 

terceras personas para el cumplimiento de los fines propios de este fondo.

3. El importe del fondo de formación y promoción cooperativa es inembargable, excepto 
por deudas contraídas para el cumplimiento de sus fines, e irrepartible, incluso en caso de 
liquidación de la cooperativa.

El importe del fondo deberá aplicarse o comprometerse en el ejercicio económico en que 
se haya efectuado su dotación. En caso contrario, y siempre dentro del siguiente ejercicio, su 
importe deberá aplicarse a su objeto o materializarse en depósitos en entidades financieras 
o en valores de deuda pública, cuyos rendimientos se aplicarán también al objeto del mismo. 
Dichos depósitos o valores no podrán ser pignorados ni afectados a préstamos o cuentas de 
préstamo.

4. Si el fondo o parte del mismo se aplicase en bienes del inmovilizado, se tendrá que 
hacer, en su caso, expresa referencia a su carácter inembargable en el Registro de la 
Propiedad o en aquél en que el bien se hallare inscrito.

CAPÍTULO III

Documentación social y contabilidad

Artículo 102.  Documentación social.

1. Las cooperativas llevarán, en orden y al día, los siguientes libros:

a) Libro registro de socios, especificando en el mismo las diferentes clases de socios, así 
como su fecha de admisión y baja,

b) Libro registro de aportaciones al capital social, en el que se hará constar, al menos, la 
naturaleza de las mismas, sucesivas transmisiones, su actualización y reembolso,

c) Libros de actas de la asamblea general, del órgano de administración y, en su caso, 
de otros órganos colegiados,

d) Libro de inventarios y cuentas anuales y libro diario, y
e) Cualesquiera otros que vengan exigidos por disposiciones legales.

2. Todos los libros sociales y contables serán diligenciados y legalizados, con carácter 
previo a su utilización, por el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de 
Asturias.

3. También son válidos los asientos y las anotaciones realizados por procedimientos 
informáticos o por otros procedimientos adecuados, que posteriormente serán 
encuadernados correlativamente para formar los libros obligatorios, los cuales serán 
legalizados por el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias en el 
plazo de cuatro meses desde la fecha de cierre del ejercicio.

4. Los libros y demás documentos de la cooperativa estarán bajo la custodia, vigilancia y 
responsabilidad del órgano de administración, que deberá conservarlos, al menos, durante 
los seis años siguientes a la trascripción de la última acta o asiento o a la extinción de los 
derechos u obligaciones que contengan, respectivamente.

Artículo 103.  Contabilidad y cuentas anuales.

1. Las cooperativas deberán llevar una contabilidad ordenada y adecuada a su actividad 
con arreglo a lo establecido en el Código de Comercio y en la normativa contable, con las 
peculiaridades contenidas en esta ley y normas que la desarrollen, pudiendo formular las 
cuentas anuales en modelo abreviado cuando concurran las mismas circunstancias 
contenidas en los artículos 181 y 190 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre.
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2. El órgano de administración está obligado a formular, en un plazo máximo de tres 
meses computados a partir de la fecha del cierre del ejercicio social, establecida 
estatutariamente, las cuentas anuales, el informe de gestión y una propuesta de aplicación 
de los excedentes disponibles o de imputación de pérdidas.

3. El órgano de administración presentará para su depósito en el Registro de Sociedades 
Cooperativas del Principado de Asturias, en el plazo de un mes desde su aprobación, 
certificación de los acuerdos de la asamblea general de aprobación de las cuentas anuales y 
de aplicación de los excedentes o imputación de las pérdidas, en su caso, adjuntando un 
ejemplar de cada una de dichas cuentas así como del informe de gestión y del informe de los 
auditores, cuando la sociedad esté obligada a auditoría, o ésta se hubiera practicado a 
petición de la minoría. Si alguna o varias de las cuentas anuales se hubieran formulado en 
forma abreviada, se hará constar así en la certificación, con expresión de la causa.

Artículo 104.  Auditoría de cuentas.

1. Las sociedades cooperativas deberán auditar sus cuentas anuales y el informe de 
gestión en cualquiera de los casos siguientes:

a) Cuando así resulte de la legislación sobre auditoría de cuentas.
b) Cuando lo establezcan los estatutos o lo acuerde la asamblea general.
c) Cuando lo establezca ésta u otra ley.

2. Si la cooperativa no está obligada a auditar sus cuentas anuales, el 5 por ciento de los 
socios en las cooperativas con más de quince socios y del 25 por ciento en las cooperativas 
con quince o menos socios podrá solicitar del Registro de Sociedades Cooperativas del 
Principado de Asturias que, con cargo a la sociedad, nombre un auditor de cuentas para que 
efectúe la revisión de cuentas anuales de un determinado ejercicio, siempre que no hubieran 
transcurrido tres meses a contar desde la fecha de cierre de dicho ejercicio.

3. La designación de los auditores de cuentas corresponde a la asamblea general 
cuando sea obligado su nombramiento por imperativo legal o por solicitud de los socios de 
acuerdo con el apartado anterior y habrá de realizarse antes de que finalice el ejercicio a 
auditar. El nombramiento de los auditores deberá hacerse por un período de tiempo 
determinado que no podrá ser inferior a tres años ni superior a nueve a contar desde la 
fecha en que se inicie el primer ejercicio a auditar, pudiendo ser reelegidos por la asamblea 
general anualmente una vez haya finalizado el período inicial. No obstante, cuando la 
asamblea general no hubiera nombrado oportunamente los auditores, o en el supuesto de 
falta de aceptación, renuncia u otros que determinen la imposibilidad de que el auditor 
nombrado lleve a cabo su cometido, el órgano de administración y los restantes legitimados 
para solicitar la auditoría podrán pedir al Registro de Sociedades Cooperativas del 
Principado de Asturias que nombre un auditor para que efectúe la revisión de las cuentas 
anuales de un determinado ejercicio. Una vez nombrado el auditor, no se podrá proceder a 
la revocación de su nombramiento, salvo por justa causa.

TÍTULO III

Modificación de estatutos, fusión, escisión, transformación, disolución y 
liquidación de la sociedad cooperativa

CAPÍTULO I

Modificación de los Estatutos sociales

Artículo 105.  Modificación de estatutos.

1. La modificación de los estatutos sociales deberá ser acordada por la asamblea 
general y exigirá la concurrencia de los siguientes requisitos:

a) Que los autores de la propuesta formulen un informe escrito con la justificación de la 
misma,
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b) Que se expresen en la convocatoria, con la debida claridad, los extremos que hayan 
de modificarse, y

c) Que en el anuncio de la convocatoria se haga constar expresamente el derecho de 
todos los socios a examinar en el domicilio social el texto íntegro de la modificación 
propuesta y del informe justificativo de la misma y de pedir la entrega o envío gratuito de 
copia de dichos documentos.

2. La modificación estatutaria se elevará a escritura pública, que se inscribirá en el 
Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias. En la escritura se hará 
constar la certificación del acta del acuerdo de modificación y el texto íntegro de la 
modificación aprobada.

3. Los acuerdos de cambio de denominación, cambio de domicilio o de modificación del 
objeto social se anunciarán, además, en uno de los diarios de mayor circulación del 
Principado de Asturias.

4. Cuando la modificación consista en el cambio de clase de la cooperativa, en la 
modificación sustancial del objeto social o en el cambio de responsabilidad de los socios, los 
que hayan votado en contra o los ausentes en la asamblea que expresen su disconformidad 
por escrito dirigido a los administradores en el plazo de cuarenta días, a contar desde la 
inscripción del acuerdo en el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de 
Asturias, tendrán derecho a separase de la cooperativa y su baja se considerará como 
justificada.

Artículo 106.  Cambio del domicilio social.

Salvo disposición contraria de los estatutos, la modificación estatutaria consistente en el 
cambio de domicilio social dentro del mismo término municipal podrá acordarse por los 
propios administradores, sin necesidad de acuerdo de la asamblea. En todo caso, la 
modificación estatutaria se elevará a escritura pública, que se inscribirá en el Registro de 
Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias.

CAPÍTULO II

Fusión

Artículo 107.  Clases y efectos de la fusión.

1. Pueden fusionarse sociedades cooperativas de la misma o diferente clase, mediante 
la constitución de una cooperativa nueva o la absorción de una o más cooperativas por otra 
ya existente.

2. La fusión de cualesquiera cooperativas en una cooperativa nueva implicará la 
extinción de cada una de ellas y la transmisión en bloque de los respectivos patrimonios 
sociales a la nueva entidad que haya de adquirir por sucesión los derechos y obligaciones de 
aquellas.

3. Si la fusión hubiere de resultar de la absorción de una o más cooperativas por otra ya 
existente, ésta adquirirá de igual forma los patrimonios de las cooperativas absorbidas, que 
se extinguirán, aumentando en su caso, el capital social en la cuantía que proceda.

4. La totalidad de las reservas o fondos sociales obligatorios de las cooperativas que se 
extingan como consecuencia de la fusión pasarán a integrarse en los de la cooperativa 
nueva o absorbente.

Artículo 108.  Preparación de la fusión, contenido del proyecto de fusión y derecho de 
información del socio.

1. Los administradores de las cooperativas que participen en la fusión deben redactar un 
proyecto de fusión. Una vez suscrito el proyecto de fusión los administradores de las 
sociedades que se fusionen se abstendrán de realizar cualquier acto u operación que 
pudiera comprometer la aprobación del proyecto de fusión, o modificar la participación de los 
socios.

2. El proyecto de fusión contendrá como mínimo las siguientes menciones:
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a) La denominación, clase, ámbito y domicilio de las cooperativas que participen en la 
fusión y de la nueva cooperativa, en su caso, incluidos los datos regístrales de la inscripción 
de aquellas,

b) El sistema para fijar la cuantía que, como aportación de capital a la sociedad nueva o 
absorbente, se reconoce a cada socio de las cooperativas que participan en la fusión,

c) Los derechos y obligaciones que se reconozcan a los socios de la cooperativa o 
cooperativas extinguidas en la cooperativa nueva o absorbente,

d) La fecha a partir de la cual las operaciones de las cooperativas que se extingan 
habrán de considerarse realizadas a efectos contables, por cuenta de la cooperativa nueva o 
absorbente, y

e) Los derechos que correspondan en la cooperativa nueva o absorbente a los titulares 
de participaciones especiales, títulos participativos u otros títulos asimilables de las 
cooperativas que se extingan.

3. Cuando se convoque la asamblea que deba aprobar la fusión deberá ponerse a 
disposición de los socios en el domicilio social de cada una de las sociedades que participen 
en la fusión, la siguiente documentación:

a) El proyecto de fusión,
b) Los informes redactados por los administradores de las cooperativas participantes en 

el proceso de fusión sobre la conveniencia y los efectos de la fusión que se propone. Y si la 
cooperativa tiene auditores de cuenta nombrados, será necesario un informe de éstos sobre 
la situación económico financiera de ésta y la previsible situación de la cooperativa 
resultante,

c) El balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, y la memoria explicativa, de las 
cooperativas que participen en el proceso de fusión,

d) El balance de fusión de cada una de las cooperativas si es diferente del último 
balance anual aprobado. Puede considerarse balance de fusión el último aprobado, siempre 
y cuando hubiese sido cerrado dentro de los seis últimos meses anteriores a la fecha de la 
asamblea que ha de decidir sobre el proyecto de fusión,

e) El proyecto de estatutos de la nueva cooperativa o de los estatutos resultantes de la 
cooperativa absorbente, y

f) Un informe sobre el órgano de administración de la sociedad resultante de la fusión, en 
el que se indique el tipo de órgano y los miembros que lo integrarían.

Artículo 109.  Aprobación del proyecto de fusión y publicidad.

1. La asamblea general de cada una de las cooperativas participantes en la fusión 
deberá aprobar sin modificaciones el proyecto de fusión, por la mayoría de dos tercios de los 
votos presentes y representados.

2. El acuerdo de fusión de cada una de las cooperativas, una vez adoptado se publicará 
en el Boletín Oficial del Principado de Asturias, y en un diario de gran circulación en el 
Principado de Asturias.

Artículo 110.  Derecho de separación.

Los socios de las cooperativas que se fusionan que no hayan votado a favor de la fusión 
tendrán derecho a separarse de su cooperativa, por medio de escrito dirigido al órgano de 
administración, en el plazo de cuarenta días desde la publicación del último anuncio del 
acuerdo, conforme a lo dispuesto en esta ley. La cooperativa resultante de la fusión asume 
la obligación de pagar la liquidación de su participación a los socios que hubieran ejercitado 
el derecho de separación, en el plazo y condiciones previstas en esta ley para las bajas 
justificadas, y conforme a lo dispuesto en la cooperativa de la que eran socios.

Artículo 111.  Derecho de oposición de los acreedores.

Los acreedores de las sociedades participantes en la fusión cuyos créditos hubieran 
nacido antes del último anuncio de fusión, podrán oponerse por escrito a la fusión antes de 
que transcurran dos meses desde la publicación del anuncio de fusión. No podrán oponerse 
a la fusión aquellos acreedores cuyos créditos se encuentren suficientemente garantizados. 
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Si algún acreedor se opusiere a la fusión no podrá llevarse a efecto ésta hasta que la 
sociedad no presente garantía a satisfacción del acreedor o, en otro caso, hasta que le 
notifique la prestación de fianza solidaria o aval a su favor por una entidad de crédito 
debidamente habilitada para prestarla.

Artículo 112.  Inscripción de la fusión.

Los acuerdos de fusión se harán constar en escritura pública, que deberán contener el 
balance de fusión de las sociedades que se extinguen, y se presentará en el Registro de 
Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias, teniendo eficacia para la cancelación 
de las sociedades que se extinguen y la inscripción de las modificaciones de la absorbente. 
En la escritura pública se manifestará que no se ha producido oposición de los acreedores a 
la fusión o en su caso que habiéndose opuesto han sido pagados o garantizados con 
indicación de los acreedores, créditos y garantías prestadas.

Artículo 113.  Fusión especial.

Las cooperativas pueden fusionarse con sociedades no cooperativas sin que se vea 
afectada su personalidad jurídica, siempre que no lo prohíba una norma legal. En estos 
casos, a la sociedad cooperativa que participe en el proceso se le aplicaran las normas 
relativas al acuerdo de fusión y derechos de separación de los socios y garantías de terceros 
previstas en esta ley.

Cuando el resultado de la fusión no sea una entidad cooperativa se aplicarán las 
disposiciones previstas en esta ley para la transformación.

CAPÍTULO III

Escisión

Artículo 114.  Escisión.

1. La escisión de una cooperativa puede consistir en la extinción de la cooperativa, 
previa división de todo su patrimonio, en dos o más partes, que se trasmitirán en bloque a 
una o varias sociedades de nueva creación, o que será absorbido por una o varias 
sociedades ya existentes. La escisión también podrá consistir en la segregación de una o 
más partes del patrimonio de la cooperativa que se trasmitirán a una o a varias nuevas 
sociedades o a una o varias sociedades ya existentes.

2. A la escisión se le aplicarán las normas previstas para la fusión en esta ley, cuando la 
sociedad o sociedades resultantes de la escisión, en su caso las absorbentes, o las 
cesionarias no sea una cooperativa se aplicarán las normas previstas para la transformación 
en cuanto al destino de los fondos especiales.

3. En defecto de cumplimiento por una sociedad beneficiaria de las obligaciones 
asumidas por ella en virtud de la escisión, las sociedades beneficiarias de la escisión 
responderán solidariamente del cumplimiento de la misma hasta el importe del activo 
atribuido a cada una de ellas y, si la sociedad escindida no hubiera dejado de existir, se 
extiende a la propia sociedad escindida la responsabilidad por la totalidad de la obligación.

CAPÍTULO IV

Transformación

Artículo 115.  Transformación de sociedad cooperativa.

1. Las cooperativas podrán transformarse en sociedades civiles o mercantiles, de 
acuerdo con lo previsto en la normativa estatal aplicable. En ningún caso se verá afectada la 
personalidad jurídica de la entidad transformada.

2. El procedimiento de transformación de la sociedad cooperativa será el siguiente:

a) Acuerdo expreso de la asamblea general adoptado conforme a lo establecido para la 
modificación de los estatutos,
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b) Publicación del acuerdo de la asamblea en el Boletín Oficial del Principado de Asturias 
y en un periódico de los de mayor circulación de la Comunidad Autónoma Principado de 
Asturias,

c) Elevación del acuerdo a escritura pública, que contendrá todas las menciones exigidas 
legalmente para la constitución de la nueva entidad respetando lo dispuesto en la presente 
ley,

d) La escritura deberá presentarse en el Registro de Sociedades Cooperativas del 
Principado de Asturias para inscribir la baja correspondiente y deberá ir acompañada del 
balance de situación cerrado el día anterior al del acuerdo de transformación y verificado por 
los interventores de la cooperativa, o bien el del último ejercicio si hubiesen transcurrido 
menos de seis meses desde el cierre del mismo y hubiese sido depositado en el domicilio 
social, a disposición de los socios desde el día de la convocatoria de la asamblea general, y

e) Igualmente deberá acompañarse a la escritura una relación de socios que hayan 
hecho uso del derecho de separación y el balance final cerrado el día anterior al 
otorgamiento de la escritura. Lo dispuesto en esta letra se entenderá sin perjuicio de la 
obligación de presentar dicha escritura, además, en otros registros públicos, conforme a la 
normativa estatal aplicable.

3. Tendrán derecho de separación los socios que votaron en contra de la transformación 
en la asamblea general y los no asistentes que se opusieron al acuerdo, por escrito, dirigido 
al órgano de administración, en el plazo de cuarenta días desde la última publicación 
realizada. La baja de estos socios tendrá la consideración de baja justificada.

4. El fondo de educación y promoción, así como cualquier otro fondo o reserva no 
repartible entre los socios, se pondrán a disposición de la Administración del Principado de 
Asturias, que los destinará, exclusivamente, a los fines de educación y promoción de las 
cooperativas, a través del Consejo Asturiano de la Economía Social.

Artículo 116.  Transformación en sociedad cooperativa.

1. Las sociedades y agrupaciones de carácter no cooperativo podrán transformarse en 
cooperativas de conformidad con las disposiciones vigentes.

2. La escritura pública de transformación, que contendrá todos los requisitos previstos en 
esta ley para la constitución de una cooperativa, deberá presentarse a inscripción en el 
Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias acompañada del balance 
de situación cerrado el día anterior al acuerdo de transformación, sin perjuicio de su 
presentación en los demás registros que resulten pertinentes conforme a la legislación 
aplicable.

CAPÍTULO V

Disolución y liquidación

Artículo 117.  Causas de disolución.

1. La cooperativa quedará disuelta por las causas siguientes:

a) Por acuerdo de la asamblea general, adoptado por la mayoría de dos tercios de los 
votos presentes y representados.

b) Por la realización de su objeto social. Por la imposibilidad manifiesta de desarrollar la 
actividad cooperativizada. Por la paralización o inactividad de la asamblea general.

c) Por la paralización de la actividad cooperativizada durante dos años consecutivos, sin 
causa justificada.

d) Por la reducción del número de socios por debajo del mínimo establecido por esta ley 
para constituir una cooperativa, sin que se restablezca en el plazo de un año.

e) Por reducción del capital social a una cantidad inferior al capital social mínimo 
establecido en los estatutos.

f) Por cumplimiento del término de duración fijado en los estatutos, a no ser que con 
anterioridad hubiese sido prorrogada e inscrita la prórroga en el Registro de Sociedades 
Cooperativas del Principado de Asturias. En dicho caso, el socio disconforme con la prórroga 
podrá causar baja, que tendrá, en todo caso, la consideración de justificada.
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g) Por cualquier otra causa establecida en los estatutos.

2. Si por pérdidas o cualquier otra circunstancia la sociedad estuviera en situación de 
insolvencia, se aplicará lo dispuesto en la legislación concursal. La declaración de concurso 
de la sociedad no constituye por sí sola causa de disolución; no obstante, si durante la 
tramitación del concurso se abre la fase de liquidación la sociedad quedará automáticamente 
disuelta.

Artículo 118.  Proceso de disolución.

1. Cuando concurra cualquiera de las causas de disolución previstas en las letras b), c), 
d), e) y g) del apartado 1 del artículo anterior, el órgano de administración deberá convocar, 
en el plazo de treinta días, la asamblea general para que adopte el acuerdo de disolución. 
Con este fin, cualquier socio podrá requerir al órgano de administración para que convoque 
la asamblea general, si a su juicio existen algunas de las mencionadas causas de disolución.

2. El acuerdo de disolución, que deberá formalizarse en escritura pública, será adoptado 
por la asamblea general por más de la mitad de los votos presentes y representados.

3. Si la asamblea no fuera convocada, no se celebrara o no adoptara el acuerdo de 
disolución o el que fuere necesario para la remoción de la causa de disolución, cualquier 
socio o tercero con interés legitimo podrá solicitar la disolución de la cooperativa ante el juez 
competente del domicilio social de la misma.

4. El órgano de administración está obligado a solicitar la disolución judicial de la 
cooperativa cuando el acuerdo social fuese contrario a la disolución o no pudiera ser 
logrado. La solicitud de disolución habrá de formularse en el plazo de dos meses a contar 
desde la fecha prevista para la celebración de la asamblea, cuando ésta no se haya 
constituido, o desde el día de la asamblea, cuando el acuerdo hubiera sido contrario a la 
disolución o no se hubiera adoptado.

Artículo 119.  Disolución y legislación concursal.

El incumplimiento de lo dispuesto en la legislación concursal en orden a la solicitud del 
concurso, determinará la responsabilidad solidaria de los administradores por las deudas 
sociales nacidas a partir del momento en que surja la situación de insolvencia. La 
responsabilidad de los administradores prescribe a los cuatro años desde que pudo ser 
ejercitada la acción.

Artículo 120.  Inscripción y publicación del acuerdo de disolución.

El acuerdo de disolución o, en su caso, la resolución judicial, deberá inscribirse en el 
Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias y se publicará en uno de 
los diarios de mayor circulación del Principado de Asturias y en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias, en el plazo de treinta días desde que se adoptó el acuerdo o se 
notificó la resolución.

Artículo 121.  Liquidación.

1. La disolución de la cooperativa abre el período de liquidación. La cooperativa disuelta 
conservará su personalidad jurídica mientras la liquidación se realiza. Durante este tiempo 
deberá añadir a su denominación la expresión «en liquidación».

2. Mientras se esté en liquidación, se seguirán aplicando a la cooperativa las normas 
previstas para la contabilidad de la sociedad en esta ley. En particular, lo dispuesto sobre las 
auditorías y, en tanto la liquidación dure más de la fecha prevista para el cierre del ejercicio 
social, se aplicará lo dispuesto para la aprobación de las cuentas anuales.

3. En este período, la cooperativa podrá participar, hasta la aprobación del balance final 
de liquidación, en un proceso de fusión o escisión que se regulará por las normas previstas 
en el capítulo IX de este título.

Artículo 122.  Nombramiento de liquidadores.

1. Salvo disposición contraria de los estatutos, o acuerdo de la asamblea general en 
sentido contrario, los administradores quedarán convertidos en liquidadores. Se aplicarán a 
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los liquidadores las normas previstas para los administradores que no sean incompatibles 
con lo dispuesto en los siguientes artículos.

2. Si transcurriera un mes desde la disolución de la cooperativa sin que se hubiera 
efectuado la elección y aceptación del liquidador, cualquier socio podrá solicitar del juez 
competente el nombramiento del mismo, que podrá recaer en persona no socia.

3. Durante el período de liquidación se observarán las disposiciones legales y 
estatutarias en cuanto a la convocatoria y reunión de asambleas generales, que se 
convocarán por el órgano de liquidación, que las presidirá y dará cuenta de la marcha de la 
liquidación. La asamblea general podrá acordar lo que convenga al interés común.

4. Los liquidadores, en su caso con la colaboración de los antiguos administradores, 
presentarán para su aprobación por la asamblea general, en el plazo de tres meses desde la 
disolución de la sociedad, un balance inicial de liquidación, acompañado de una memoria 
explicativa del proyecto de liquidación de la sociedad. En el caso que se previera que la 
liquidación durase más de un año, deberá justificarse este extremo exponiendo los motivos 
en la citada memoria. Si los liquidadores incumplieran lo previsto en la memoria, sin la previa 
autorización de la asamblea, cualquier interesado podrá pedir al juez del domicilio de la 
cooperativa, el cese y designación de nuevos liquidadores.

Artículo 123.  Funciones de los liquidadores.

Corresponde al liquidador o liquidadores de la cooperativa, la gestión y representación 
de la sociedad en liquidación, y en particular:

a) Velar por la integridad del patrimonio social y llevar la contabilidad de la cooperativa, 
así como custodiar los libros y la correspondencia de la sociedad.

b) Concluir las operaciones pendientes y realizar las nuevas que sean necesarias para la 
liquidación de la cooperativa.

c) Percibir los créditos y pagar las deudas sociales.
d) Enajenar los bienes sociales.
e) Comparecer en juicio y concertar transacciones cuando convenga al interés social.
f) Adjudicar el haber social a quien corresponda.

Artículo 124.  Responsabilidad de los liquidadores. Insolvencia de la sociedad en 
liquidación.

1. A los liquidadores les resulta de aplicación el régimen de responsabilidad por daños 
previsto para los administradores.

2. En caso de insolvencia de la cooperativa, el liquidador o liquidadores deberán solicitar 
la declaración de concurso conforme a lo dispuesto en la legislación concursal. En caso de 
incumplimiento de esta obligación dentro de los plazos previstos en la legislación concursal, 
los liquidadores responderán solidariamente por las nuevas deudas sociales que surjan a 
partir de la aparición de la situación de insolvencia.

Artículo 125.  Reactivación de la cooperativa.

1. La cooperativa podrá ser reactivada previo acuerdo de la asamblea general, con la 
mayoría necesaria para la modificación de estatutos, siempre que haya desaparecido la 
causa que motivó su disolución y no se haya aprobado el balance final de liquidación.

2. El acuerdo de reactivación se elevará a escritura pública y se inscribirá en el Registro 
de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias, momento a partir del cual surtirá 
efecto la reactivación.

Artículo 126.  Balance final de liquidación.

1. Concluidas las operaciones de liquidación, el liquidador someterá a la aprobación de 
la asamblea general un balance final, un informe completo sobre dichas operaciones y un 
proyecto de adjudicación del haber social. Tales documentos serán informados siempre por 
la intervención de la cooperativa, y, en su caso, por los auditores de cuentas de la 
cooperativa.
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2. Tras su aprobación por la asamblea, el balance final y el proyecto de distribución del 
haber social, se anunciará su aprobación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias y en 
uno de los diarios de mayor circulación en el Principado de Asturias, estando dicha 
documentación en el domicilio social a disposición de los socios y terceros con interés 
legítimo durante los treinta días siguientes a la publicación del último anuncio.

3. En el plazo de cuarenta días a partir de la publicación a la que se refiere el apartado 
anterior, el acuerdo aprobatorio podrá ser impugnado por los socios que, no habiendo votado 
a su favor, se sientan perjudicados por el mismo y, también, por los acreedores cuyos 
créditos no hubieran sido satisfechos o garantizados.

4. En tanto no haya transcurrido el plazo para su impugnación o resuelto por sentencia 
firme las reclamaciones interpuestas, no podrá procederse al reparto o adjudicación del 
activo resultante.

Artículo 127.  Adjudicación del haber social.

1. No se podrá adjudicar ni repartir el haber social hasta que no se hayan satisfecho 
íntegramente las deudas sociales, o se haya consignado su importe en una entidad de 
crédito del término municipal en que radique el domicilio social, o se haya asegurado el pago 
de los créditos no vencidos.

2. Una vez satisfechas o garantizadas las deudas anteriores, el resto del haber social se 
adjudicará según el siguiente orden:

a) Se reintegrará a los socios y, en su caso, a los colaboradores, sus aportaciones al 
capital una vez liquidadas y actualizadas, comenzando por las aportaciones voluntarias y a 
continuación las obligatorias.

b) La reserva voluntaria, si la hubiera, se distribuirá entre los socios en proporción a su 
participación en el capital de la cooperativa.

c) El importe correspondiente al fondo de educación y promoción cooperativa se pondrá 
a disposición de la entidad pública o privada elegida por acuerdo de la asamblea general 
para la realización de los fines de la cooperativa. Si no se designase ninguna entidad en 
particular, se destinará a la unión o federación de cooperativas a la que pertenezca la 
entidad en liquidación, y, en su defecto, al Consejo Asturiano de la Economía Social para la 
realización de los mismos fines.

De establecerse estatutariamente la posibilidad de reparto parcial del fondo de reserva 
obligatorio, el 50 por ciento que reste del mismo, después de efectuadas las operaciones 
indicadas en este apartado, se repartirá entre los socios atendiendo al tiempo de 
permanencia, así como a la actividad desarrollada en la entidad.

d) El activo sobrante, si lo hubiere, se destinará a los mismos fines que el fondo de 
educación y promoción cooperativa, poniéndose a disposición de la misma entidad pública o 
privada encargada de su realización, y, en caso de no producirse dicha designación, de la 
unión o federación mencionada, y, en su defecto, del Consejo Asturiano de la Economía 
Social.

3. Si un socio de la cooperativa en liquidación tiene que incorporarse a otra cooperativa 
Donde le exigen una cuota de ingreso, podrá requerir del haber líquido sobrante, y para el 
pago de dicha cuota, la parte proporcional que le correspondería en relación al total de 
socios de la cooperativa en liquidación.

4. Mientras no se reembolsen las aportaciones previstas en el artículo 80.1.b), los 
titulares que hayan causado baja y solicitado el reembolso participarán en la adjudicación del 
haber social una vez satisfecho el importe del Fondo de Educación y Promoción y antes del 
reintegro de las restantes aportaciones a los socios.

Artículo 128.  Extinción. Activo y pasivo sobrevenidos.

1. Finalizada la liquidación, y adjudicado el haber social, los liquidadores otorgarán 
escritura pública de extinción de la cooperativa que contendrá:

a) La manifestación de que el balance final y el proyecto de distribución del haber social 
han sido aprobados por la asamblea general y publicados en el Boletín Oficial del Principado 
de Asturias y en uno de los diarios de mayor circulación del Principado de Asturias,
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b) la manifestación de los liquidadores de que ha transcurrido el plazo para la 
impugnación del acuerdo de aprobación del balance final, sin que se hayan formulado 
impugnaciones, o que ha alcanzado firmeza la sentencia que las hubiera resuelto, y

c) la manifestación de que se ha procedido al pago de los acreedores o a la 
consignación de sus créditos, y a la adjudicación del haber social de conformidad con lo 
previsto en los artículos anteriores.

A la escritura pública se incorporará el balance final de liquidación y la relación de los 
socios y, en su caso, de los socios colaboradores, haciendo constar su identidad e importe 
de la cuota de liquidación que les hubiere correspondido a cada uno.

La escritura pública de extinción se inscribirá en el Registro de Sociedades Cooperativas 
del Principado de Asturias, y en ella el liquidador deberá solicitar la cancelación de los 
asientos referentes a la sociedad extinguida, depositando, asimismo, en dicha dependencia 
los libros y documentación social, que se conservarán durante un período de seis años.

2. En caso de deudas sobrevenidas una vez cancelada la inscripción de la cooperativa, 
los antiguos socios y, en su caso, socios colaboradores, responderán solidariamente de las 
deudas sociales no satisfechas hasta el límite de lo que hubieran recibido como cuota de 
liquidación, si su responsabilidad por las deudas sociales era limitada; y ello sin perjuicio de 
la responsabilidad del liquidador en caso de dolo o culpa.

3. En caso de activo sobrevenido se repartirá por los antiguos liquidadores entre los 
antiguos socios y socios colaboradores de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 127. Si 
transcurren tres meses desde su aparición sin que hubiera resultado adjudicado dicho activo, 
cualquier interesado podrá solicitar del juez competente del domicilio que designe, previa 
audiencia de los antiguos liquidadores, un nuevo liquidador.

TÍTULO IV

Cooperativas de segundo o ulterior grado, grupo cooperativo y otras formas de 
colaboración económica

CAPÍTULO I

Cooperativas de segundo o ulterior grado

Artículo 129.  Objeto.

1. La cooperativa de segundo o ulterior grado tiene por objeto completar, promover, 
coordinar, reforzar o integrar la actividad económica de las entidades miembros y del grupo 
resultante en el sentido y con la extensión o alcance que establezcan los estatutos.

2. Los estatutos deberán incluir la enumeración de las facultades esenciales que, por ser 
precisas para el desarrollo de aquel objeto, quedan transferidas a los órganos de dicha 
cooperativa. Cuando la cooperativa se constituya con fines de integración empresarial, los 
estatutos determinarán las áreas de actividad empresarial integradas, las bases para el 
ejercicio de la dirección unitaria del grupo y las características de éste.

Los estatutos regularán, además, las materias o áreas respecto de las cuales las 
propuestas de las entidades asociadas serán meramente indicativas, y no vinculantes, para 
la cooperativa de segundo o ulterior grado. En caso de duda al respecto se presumen 
transferidas a esta cooperativa todas las facultades directamente relacionadas con su objeto 
social, teniendo prioridad los acuerdos e instrucciones de la misma frente a las decisiones de 
cada una de las entidades agrupadas.

Artículo 130.  Socios y aportaciones al capital social.

1. Podrán ser miembros de pleno derecho de estas sociedades, además de las 
cooperativas de grado inferior y los socios de trabajo, cualesquiera entidades y personas 
jurídicas, de naturaleza pública o privada, siempre que exista la necesaria convergencia de 
intereses o necesidades y que los estatutos no lo prohíban. En ningún caso el conjunto de 
estas últimas entidades podrá ostentar más de la mitad del total de los votos existentes en la 
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cooperativa de segundo o ulterior grado, si bien los estatutos podrán establecer un límite 
inferior.

2. La admisión de cualquier socio persona jurídica requerirá acuerdo favorable del 
consejo rector por mayoría de al menos dos tercios de los votos presentes y representados, 
salvo previsión de otra mayoría en los estatutos. El socio persona jurídica que pretenda 
darse de baja habrá de cursar un preaviso de al menos un año, y antes de su efectiva 
separación estará obligado a cumplir las obligaciones contraídas con la cooperativa de 
segundo o ulterior grado o a resarcirla económicamente, si así lo decide el órgano de 
administración de ésta. Asimismo, salvo previsión estatutaria en contra, la entidad separada 
deberá continuar desarrollando, durante un plazo no inferior a dos años, aquellos 
compromisos adquiridos que hubiera asumido con anterioridad a la fecha de la baja.

3. Las aportaciones obligatorias al capital social de una cooperativa de segundo o ulterior 
grado se realizarán en función de la actividad cooperativa comprometida con aquélla por 
cada socio, siendo los estatutos sociales los que fijarán los criterios para definir las mismas. 
La distribución de resultados, tanto si son positivos como si registran pérdidas, se acordará 
en función de la actividad cooperativa comprometida estatutariamente, después de haber 
realizado la imputación que proceda a los fondos de reserva y, en su caso, al fondo de 
educación y promoción cooperativa.

Artículo 131.  Órganos sociales.

1. La asamblea general estará formada por un número de representantes legales de los 
socios personas jurídicas proporcional al derecho de voto de cada entidad social y, en su 
caso, por los representantes de los socios de trabajo de acuerdo a los estatutos. A su vez, el 
derecho de voto de las entidades será proporcional a la participación en la actividad 
cooperativa o al número de socios. El número de votos de una entidad que no sea sociedad 
cooperativa no podrá ser superior a un tercio de los votos sociales, salvo que hubiese menos 
de cuatro socios.

2. Las cooperativas de segundo o ulterior grado serán administradas por un consejo 
rector, que tendrá un número mínimo de tres y un número máximo de quince miembros, y en 
él estarán representadas, directa o indirectamente, todas las entidades socias. Si éstas 
fuesen más de quince, las que tengan menor número de votos deberán agruparse a efectos 
de designar sus representantes, observando las previsiones estatutarias o reglamentarias 
internas al respecto. El derecho de voto en el seno del consejo podrá ser proporcional a la 
actividad cooperativa o al número de socios de la entidad o entidades a las que representan 
los consejeros, con el límite señalado para la asamblea general. Los estatutos podrán prever 
que hasta un tercio de los miembros del consejo rector puedan ser designados, por los 
rectores electos, entre personas capacitadas que podrán ser o no miembros de alguna 
cooperativa del grupo.

Artículo 132.  Disolución.

En caso de disolución con liquidación de una cooperativa de segundo o ulterior grado, el 
activo sobrante será distribuido entre los socios en proporción al importe del retorno 
percibido en los últimos cinco años o, para las cooperativas cuya duración hubiese sido 
inferior a este plazo, desde su constitución. En su defecto, se distribuirá en proporción a la 
participación de cada socio en la actividad cooperativa o, en su caso, al número de 
miembros de cada entidad agrupada en aquella cooperativa.

Artículo 133.  Regulación.

En lo no previsto en los artículos anteriores, se estará a lo establecido en los estatutos y 
en el reglamento de régimen interno y, en su defecto, en cuanto lo permita la específica 
función y naturaleza de las cooperativas de segundo o ulterior grado, a lo establecido en la 
presente ley sobre cooperativas de primer grado.
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CAPÍTULO II

Grupo cooperativo

Artículo 134.  Definición.

1. Se entiende por grupo cooperativo, a los efectos de esta ley, el conjunto formado por 
varias sociedades cooperativas, cualquiera que sea su clase, y la entidad cabeza de grupo 
que ejercita facultades o emite instrucciones de obligado cumplimiento para las cooperativas 
agrupadas, de forma que se produce una unidad de decisión en el ámbito de dichas 
facultades.

2. La emisión de instrucciones podrá afectar a distintos ámbitos de gestión, 
administración o gobierno, entre los que podrían incluirse:

a) El establecimiento en las cooperativas de base de normas estatutarias y 
reglamentarias comunes.

b) El establecimiento de relaciones asociativas entre las entidades de base.
c) Compromisos de aportación periódica de recursos calculados en función de su 

respectiva evolución empresarial o cuenta de resultados.

3. Los compromisos generales asumidos ante el grupo deberán formalizarse por escrito, 
sea en los estatutos de la entidad cabeza de grupo, si es sociedad cooperativa, o mediante 
otro documento contractual que necesariamente deberá incluir:

a) La duración del mismo, caso de ser limitada,
b) El procedimiento para su modificación,
c) El procedimiento para la separación de una sociedad cooperativa, y
d) Las facultades cuyo ejercicio se acuerda atribuir a la entidad cabeza de grupo.

La modificación, ampliación o resolución de los compromisos indicados podrá 
efectuarse, si así se ha establecido, mediante acuerdo del órgano máximo de la entidad 
cabeza de grupo. El documento contractual deberá elevarse a escritura pública.

4. La responsabilidad derivada de las operaciones, que realicen directamente con 
terceros las sociedades cooperativas integradas en un grupo, no alcanzará al mismo, ni a las 
demás sociedades cooperativas que lo integran, salvo prueba de que su actuación responde 
al cumplimiento de las instrucciones recibidas de observancia obligatoria que redunde en 
interés de todos, parte o de alguno del resto de socios del grupo, en cuyo caso serán 
responsables solidariamente todas aquellas entidades en cuyo interés se hubiera obrado.

Artículo 135.  Integración.

1. La aprobación de la incorporación al grupo cooperativo precisará el acuerdo inicial de 
cada una de las entidades de base, conforme a sus propias reglas de competencia y 
funcionamiento.

2. El acuerdo de integración en un grupo se anotará en la hoja correspondiente a cada 
sociedad cooperativa en el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias.

CAPÍTULO III

Otras formas de colaboración económica

Artículo 136.  Otras formas de colaboración económica.

1. Las cooperativas de cualquier clase podrán constituir sociedades, agrupaciones, 
consorcios y uniones entre sí, o con otras personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, y 
formalizar convenios o acuerdos, para el mejor cumplimiento de su objeto social y para la 
defensa de sus intereses.

2. Las cooperativas que concentren sus empresas por fusión o por constitución de otras 
cooperativas de segundo grado, así como mediante uniones temporales, disfrutarán de 
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todos los beneficios otorgados en la legislación sobre agrupación y concentración de 
empresas.

3. Las cooperativas podrán suscribir con otras acuerdos intercooperativos en orden al 
cumplimiento de sus objetos sociales. En virtud de los mismos, la cooperativa y sus socios 
podrán realizar operaciones de suministro, entregas de productos o servicios en la otra 
cooperativa firmante del acuerdo, teniendo tales hechos la misma consideración que las 
operaciones cooperativizadas con los propios socios.

TÍTULO V

Clases de cooperativas

Artículo 137.  Disposiciones generales.

1. Las sociedades cooperativas se ordenan, en atención a la finalidad perseguida y al 
concreto objeto de la actividad desarrollada, en las siguientes clases:

a) Cooperativas de trabajo asociado,
b) Cooperativas de consumidores y usuarios,
c) Cooperativas de viviendas,
d) Cooperativas agrarias,
e) Cooperativas de explotación comunitaria de la tierra,
f) Cooperativas de servicios,
g) Cooperativas del mar,
h) Cooperativas de transportistas,
i) Cooperativas de seguros.
j) Cooperativas de crédito,
k) Cooperativas sanitarias,
l) Cooperativas de enseñanza,
m) Cooperativas sin ánimo de lucro,
n) Cooperativas integrales, y
ñ) cooperativas mixtas.

2. Las cooperativas que deban constituirse con arreglo a esta ley, se regirán en primer 
lugar, por las disposiciones de este título específicamente aplicables a la clase de 
cooperativa a la que pertenezcan y, en lo no previsto, por las normas generales establecidas 
en los otros títulos de esta ley.

En todo caso, si una cooperativa no se ajustase directamente a ninguna de las clases 
específicamente contempladas, se regirá, en lo que resulte necesario, por las disposiciones 
de la clase con la que guarde mayor analogía.

3. Las clases de cooperativas previstas en este título no son excluyentes e incompatibles 
entre sí. Aun cuando toda sociedad cooperativa deba ser ubicada principalmente dentro de 
una clase concreta y sujetarse a su regulación específica, ello no impedirá la aplicación de 
las normas destinadas a otra clase que fueren compatibles en atención a las finalidades 
perseguidas o su estructura económico-social.

Asimismo, cuando el objeto social de una cooperativa comprenda actividades propias de 
distintas clases, se regirá prioritariamente por las normas específicas de la actividad 
principal.

4. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de 
cooperativas, podrá desarrollar reglamentariamente el régimen de las distintas clases 
previstas así como establecer las normas específicas necesarias para desarrollar otras 
actividades en régimen de cooperativa constitutivas de nuevas clases de cooperativas.
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CAPÍTULO I

Cooperativas de trabajo asociado

Artículo 138.  Objeto y actividad cooperativizada.

1. Son cooperativas de trabajo asociado las que agrupan a personas físicas que realizan 
cualquier actividad económica o profesional de producción de bienes o servicios destinados 
a terceros, como fórmula de autoempleo colectivo.

2. La actividad cooperativizada será la realizada por los socios trabajadores y los 
trabajadores no socios de la cooperativa, entendiéndose los resultados y rendimientos de los 
mismos como cooperativos, en los términos señalados por el artículo 97.

Artículo 139.  Socios. Disposiciones generales.

1. Podrán ser socios trabajadores quienes tengan capacidad para contratar la prestación 
de su trabajo de acuerdo con la normativa laboral y, en su caso, la legislación específica en 
materia de extranjería. No obstante, los menores de edad o incapaces necesitarán el 
complemento de capacidad legalmente exigible.

Los socios trabajadores menores de dieciocho años no podrán realizar trabajos 
nocturnos ni aquellos que la normativa estatal haya declarado insalubres, penosos, nocivos 
o peligrosos, tanto para la salud del trabajador menor de edad como para su formación 
profesional o humana.

2. Se entenderá a todos los efectos que el socio inicia la actividad cooperativizada 
cuando comience efectivamente la prestación de trabajo.

3. A los efectos de la Seguridad Social, los socios trabajadores estarán asimilados a 
trabajadores por cuenta ajena o a trabajadores autónomos. Los estatutos deberán 
necesariamente contener la opción entre el régimen general y cualquiera de los regímenes 
especiales según lo previsto en las normas relativas a Seguridad Social.

4. La pérdida de la condición de socio trabajador provocará el cese definitivo de la 
prestación de trabajo en la cooperativa, sin que se posean otros derechos frente a la misma 
distintos a los propios de la condición de socio.

Artículo 140.  Socios a prueba.

1. Los estatutos podrán fijar un período de prueba para los socios que no podrá exceder 
de seis meses, salvo en el caso de técnicos titulados en que podrá extenderse a un año. 
Cualquiera de las partes podrá rescindir libremente la relación durante este período.

2. Los socios a prueba tendrán los derechos y obligaciones propios de los socios, y en 
particular los derechos de voz e información, con las excepciones siguientes:

No podrán ser elegidos para los cargos de los órganos societarios.
No estarán obligados ni facultados para hacer aportaciones al capital social ni para 

desembolsar la cuota de ingreso.
No les alcanzará la imputación de pérdidas, ni participarán en los excedentes más allá 

de los anticipos que hubieran percibido.
3. Aunque los estatutos prevean un período de prueba para los socios trabajadores, no 

procederá establecerlo cuando el nuevo socio hubiera desempeñado para la cooperativa las 
mismas funciones con anterioridad como trabajador por cuenta ajena.

Artículo 141.  Socios temporales.

1. En las cooperativas de trabajo asociado podrán integrarse socios con el carácter de 
temporales cuando el objeto de su prestación sea realizar una actividad superior a la que se 
venía desarrollando en la cooperativa a causa de un encargo concreto o un contrato de 
duración determinada, por un período igual o superior a seis meses.

2. La cooperativa llevará, además de los libros exigidos en el artículo 102, un libro 
específico para estos socios en el que constará la causa específica a la que se anuda la 
condición de socio temporal.
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3. Los socios temporales tendrán en la cooperativa en la que se integren el mismo 
estatuto jurídico que los socios ordinarios, con las siguientes particularidades:

a) Una vez finalizado o resuelto el encargo o contrato que motivó la integración y, en su 
caso, las sucesivas prórrogas, perderán dicha condición, siéndoles de aplicación lo 
dispuesto en los artículos 35 y 36 sobre la baja obligatoria de los socios cuando dejan de 
reunir las cualidades objetivas para mantener su condición.

b) En cualquier caso, nadie podrá pertenecer a una cooperativa a título de socio 
temporal por un plazo superior a tres años ininterrumpidos, a cuyo término causará baja en 
la entidad en las condiciones establecidas en el apartado anterior, o devendrá socio 
ordinario.

c) Sólo podrá exigirse a los socios temporales que realicen aportaciones al capital social 
en el supuesto de que el contrato que motive su incorporación se extienda, al menos, a dos 
años. En dicho supuesto, el valor de la aportación exigible al socio temporal no superará en 
ningún caso el 25 por ciento del importe de la aportación obligatoria del socio ordinario. El 
plazo de devolución de dichas aportaciones no excederá de un año desde que se produzca 
la baja en la entidad.

d) Los socios temporales tendrán, en todo caso, derecho a percibir, con carácter 
mensual, anticipos societarios, de acuerdo con lo establecido en el artículo 143.

e) Los socios temporales tendrán derecho en sus respectivas cooperativas al sufragio 
activo y pasivo para la elección de los órganos sociales, mientras detenten la condición de 
socio.

f) Los estatutos sociales o el acuerdo social de incorporación podrán establecer reglas 
de ponderación del voto entre los socios temporales y los ordinarios. Cuando las expresadas 
reglas las establezca el órgano de administración, deberán ser ratificadas o modificadas, en 
su caso, por la primera asamblea general, provocando la modificación estatutaria 
correspondiente.

g) En cualquier caso, el conjunto de votos de los socios temporales, no podrá 
representar más del 33 por ciento de la suma de los correspondientes a los socios 
ordinarios.

Artículo 142.  Estatuto profesional.

1. La relación de los socios trabajadores con la cooperativa tendrá exclusivamente 
carácter societario, siendo su estatuto profesional, en consecuencia, el establecido en la 
presente ley y en los estatutos sociales o, en su caso mediante un reglamento de régimen 
interno, que deberá aprobarse en asamblea general por una mayoría de dos tercios de votos 
de los asistentes.

2. En el estatuto profesional deberá regularse, como mínimo, las materias que a 
continuación se detallan:

a) La forma de organización de la prestación del trabajo,
b) La movilidad funcional y geográfica,
c) La clasificación profesional,
d) El régimen de fiestas, vacaciones y permisos,
e) La jornada, turnos y descanso semanal,
f) Las causas de suspensión o extinción de la prestación laboral,
g) Los anticipos societarios y
h) La disciplina laboral, de acuerdo con el artículo 144.

En cualquier caso, la regulación que se haga de la jornada, descanso semanal, fiestas, 
vacaciones y permisos respetará los mínimos establecidos en la legislación estatal de 
cooperativas. Asimismo, serán de plena aplicación las reglas sobre reducciones de jornada 
por razones familiares, suspensiones por riesgo durante el embarazo, maternidad, adopción 
y acogimiento establecidas en la legislación vigente para los trabajadores asalariados.

3. La asamblea general, por mayoría de dos tercios, podrá acordar la modificación del 
estatuto profesional. En tal caso, el socio disconforme podrá solicitar al órgano de 
administración su baja en el plazo de un mes desde la efectiva aplicación de la modificación, 
que tendrá el tratamiento de baja voluntaria justificada.
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4. En ausencia de regulación cooperativa, se aplicará, supletoriamente, lo establecido en 
la normativa laboral común.

Artículo 143.  Anticipos societarios.

Los socios trabajadores tendrán derecho a percibir periódicamente, en plazo no superior 
a un mes, percepciones a cuenta de los excedentes de la cooperativa denominadas 
anticipos societarios, que no tienen la consideración de salario, según su participación en la 
actividad cooperativizada. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 23.3, en el caso de 
que una cooperativa de trabajo asociado mantenga más del 80 por ciento de su facturación 
anual con un único cliente o con un único grupo de empresas, el anticipo societario 
garantizado al socio en cómputo anual deberá ser equivalente al salario medio de la zona, 
sector y categoría profesional correspondientes.

Artículo 144.  Disciplina de la prestación de trabajo.

1. Los estatutos o el reglamento de régimen interno aprobado por la asamblea general 
deberán establecer los tipos de faltas que pueden producirse en la prestación del trabajo, así 
como las diferentes sanciones, los órganos y las personas con facultades sancionadoras 
delegadas. También regularán el procedimiento sancionador, con expresión de los trámites, 
plazos y recursos.

2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, la expulsión de los socios 
trabajadores sólo podrá ser acordada por el órgano de administración, contra cuya decisión 
el socio podrá recurrir, en el plazo de quince días desde la notificación, ante el comité de 
recursos, que resolverá en el plazo de dos meses, o ante la asamblea general, que resolverá 
en la primera asamblea que se convoque. Transcurrido dicho plazo sin haber adoptado la 
decisión, se entenderá estimado el recurso. El acuerdo de expulsión sólo será ejecutivo 
desde que sea ratificado por el correspondiente órgano o cuando haya transcurrido el plazo 
para recurrir ante el mismo, aunque el órgano de administración podrá suspender al socio 
trabajador en su empleo, conservando éste todos sus derechos económicos.

Artículo 145.  Prevención de riesgos laborales.

1. Serán aplicables a los socios trabajadores, con carácter inderogable, la legislación de 
prevención de riesgos laborales y sus normas de desarrollo, con las precisiones establecidas 
en sus reglamentos de régimen interno en aquellos aspectos en que la norma estatal haya 
previsto su aplicación.

2. El procedimiento para la designación de los delegados de prevención en las 
sociedades cooperativas deberá estar previsto en sus estatutos o ser objeto de acuerdo en 
asamblea general.

A los efectos de determinar su número, cuando, además de los socios que prestan su 
trabajo personal, en la sociedad cooperativa existan trabajadores asalariados se computarán 
ambos colectivos. En este caso, la designación de los delegados de prevención se realizará 
conjuntamente por los socios que prestan trabajo y los trabajadores asalariados o, en su 
caso, los representantes de éstos.

Artículo 146.  Suspensión de la relación de trabajo.

1. En las cooperativas de trabajo asociado se suspenderá temporalmente la obligación y 
el derecho del socio trabajador a prestar su trabajo, con pérdida de los derechos y 
obligaciones económicas correspondientes a dicha prestación, por las siguientes causas:

a) Incapacidad temporal.
b) Maternidad o paternidad, adopción o acogimiento de menores.
c) Privación de libertad del socio trabajador, mientras no exista sentencia condenatoria.
d) Excedencia forzosa, por designación o elección para un cargo público o desempeñado 

en el movimiento cooperativo que imposibilite la asistencia al trabajo.
e) Causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, así como situaciones de 

fuerza mayor temporal.
f) Las consignadas válidamente en los estatutos sociales.
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2. Para la suspensión por causas económicas, técnicas, organizativas, de producción o 
derivadas de fuerza mayor, la asamblea general, salvo previsión estatutaria, deberá declarar 
la necesidad de que, por alguna de las mencionadas causas, pasen a la situación de 
suspensión la totalidad o parte de los socios trabajadores que integran la cooperativa, así 
como el tiempo que ha de durar la suspensión, designando los concretos socios trabajadores 
que deban quedar en situación de suspensión.

3. Los socios trabajadores incursos en los supuestos a), b), c) y e) del apartado 1, 
mientras estén en situación de suspensión, conservarán el resto de sus derechos y 
obligaciones como socio.

Los socios trabajadores en excedencia, mientras permanezcan en dicha situación, 
tendrán los derechos establecidos en la presente ley para los socios excepto el derecho a 
percibir anticipos y retornos, el derecho al voto y a ser elegidos para ocupar cargos en los 
órganos sociales, debiendo guardar secreto sobre aquellos asuntos y datos que puedan 
perjudicar los intereses sociales de la cooperativa. Si durante el tiempo en que estén en 
situación de suspensión, la asamblea general acordara la realización de nuevas 
aportaciones obligatorias, estarán obligados a realizarlas.

4. En los supuestos a), b), c), d) y f) del apartado 1, las cooperativas de trabajo asociado, 
para sustituir a los socios trabajadores en situación de suspensión, podrán celebrar contratos 
de trabajo de duración determinada con trabajadores asalariados en los que conste la 
persona a la que se sustituye y la causa que lo motiva. Estos trabajadores asalariados no 
serán computables a efectos del porcentaje a que se refiere el apartado 1 del artículo 151.

Artículo 147.  Cese de las causas de suspensión.

Al cesar las causas legales de suspensión, el socio trabajador recobrará la plenitud de 
sus derechos y obligaciones como socio, con derecho a la reincorporación al puesto de 
trabajo reservado.

Artículo 148.  Excedencia voluntaria.

1. Los estatutos o el reglamento de régimen interno podrán prever la posibilidad de 
conceder a los socios trabajadores excedencias voluntarias con la duración máxima que se 
determine por el órgano de administración. La excedencia voluntaria también podrá ser 
acordada por la asamblea general, salvo que existiese una limitación prevista en las 
disposiciones referenciadas.

2. La situación de los socios trabajadores en situación de excedencia voluntaria se 
ajustará a las siguientes normas:

a) No tendrán derecho a la reincorporación automática, sino un derecho preferente a 
reingresar en la cooperativa si hubiera en ella al finalizar la excedencia, o se produjera con 
posterioridad, un puesto de trabajo vacante igual o similar al que tenían en origen y

b) Sus demás derechos y obligaciones serán los establecidos en el párrafo segundo del 
apartado 3 del artículo 146 para los socios trabajadores en excedencia forzosa.

Artículo 149.  Causas de baja obligatoria.

1. Cuando por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, así como las 
derivadas de fuerza mayor, para mantener la viabilidad empresarial de la cooperativa sea 
preciso reducir con carácter definitivo el número de socios trabajadores a criterio de la 
asamblea general, ésta, en votación secreta, designará a los que, concretamente, deberán 
causar baja en la cooperativa, que tendrá la consideración de obligatoria y justificada.

2. Las expresadas causas serán debidamente constatadas por la autoridad laboral, con 
arreglo a lo dispuesto en el procedimiento establecido en la legislación estatal aplicable.

3. Los socios trabajadores que sean baja obligatoria conforme a lo establecido en el 
apartado 1 tendrán derecho a la devolución de su aportación social en el plazo de un año, 
salvo que los estatutos, desde la constitución de la cooperativa o con una antelación no 
inferior a dos años a la fecha de las mencionadas bajas obligatorias, hubieran establecido 
expresamente que no sea de aplicación este plazo especial de reembolso de las 
aportaciones.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 46  Ley de cooperativas

– 589 –



Ello no obstante, en caso de que los socios cesantes sean titulares de las aportaciones 
previstas en el artículo 80.1.b) y la cooperativa no acuerde su devolución inmediata, los 
socios que permanezcan en la cooperativa deberán adquirir estas aportaciones 
inmediatamente en los términos que acuerde la asamblea general.

Artículo 150.  Sucesión de empresas.

1. Cuando una cooperativa se subrogue en los derechos y obligaciones laborales del 
anterior titular de una empresa, centro de trabajo o unidad productiva autónoma, en 
aplicación del artículo 44 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, los 
trabajadores afectados por esta subrogación tendrán la opción de incorporarse como socios 
trabajadores, siempre que así lo acuerden con la cooperativa y que superen el 
correspondiente periodo de prueba. Dicho periodo se regirá por lo establecido en el artículo 
140.

En el acuerdo, que deberá constar por escrito, se especificará si la nueva relación 
mercantil sustituye a la laboral anterior o si esta última simplemente se suspende hasta la 
fecha en que finalice el periodo de prueba pactado, reanudándose sus efectos en el caso de 
no consolidarse la condición de socio trabajador.

2. Cuando una cooperativa de trabajo asociado cese, por causas no imputables a la 
misma, en una contrata de servicios o concesión administrativa y un nuevo empresario se 
hiciese cargo de éstas, los socios trabajadores que vinieran desarrollando su actividad en las 
mismas tendrán los mismos derechos y deberes que les hubieran correspondido de acuerdo 
con la normativa vigente, como si hubiesen prestado su trabajo en la cooperativa en la 
condición de trabajadores por cuenta ajena.

Artículo 151.  Trabajadores asalariados de la cooperativa.

1. El número de horas realizadas por trabajadores asalariados no podrá ser superior, en 
cómputo anual, al 30 por ciento del total de horas realizadas por los socios trabajadores. No 
se computarán en este porcentaje las realizadas por:

a) Los integrados en la cooperativa mediante subrogación legal.
b) Los que presten servicios en centros de trabajo de carácter subordinado o accesorio. 

Se entenderá como trabajo prestado en centro subordinado o accesorio el realizado 
directamente para una Administración Pública o entidad que coadyuve al interés general 
cuando sea realizado en locales o espacios de titularidad pública.

c) Los que sustituyan a socios trabajadores en situación de incapacidad temporal, riesgo 
durante el embarazo, maternidad o paternidad, adopción o acogimiento, así como a los que 
estén ejercitando un cargo público o en excedencia.

d) Los que sustituyan a trabajadores asalariados que hayan interrumpido la prestación 
de servicios con derecho a la reserva del puesto de trabajo.

e) Los que formalicen un contrato en prácticas o para la formación.
f) Los contratados conforme a disposiciones de fomento del empleo.
g) Los trabajadores contratados para ser puestos a disposición de empresas usuarias 

cuando la cooperativa actúa como empresa de trabajo temporal.
h) Los que reuniendo los requisitos establecidos al efecto se negaren explícitamente a 

ser socios trabajadores.

2. Los estatutos podrán determinar el procedimiento por el que los trabajadores 
asalariados puedan acceder a la condición de socios. En todo caso, cuando la cooperativa 
de trabajo asociado rebase el límite establecido en el apartado anterior, los trabajadores con 
contrato indefinido y dos años de antigüedad deberán ser admitidos como socios 
trabajadores si así lo solicitan dentro de un plazo de seis meses, siempre que reúnan los 
demás requisitos y condiciones estatutarias. No procederá establecer un período de prueba 
a los que accedan a la condición de socio trabajador conforme a lo establecido en este 
precepto.
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CAPÍTULO II

Cooperativas de consumidores y usuarios

Artículo 152.  Objeto.

1. Son cooperativas de consumidores y usuarios aquéllas que tienen por objeto el 
suministro de bienes y servicios adquiridos a terceros o producidos por sí mismas, para uso 
o consumo de los socios y de quienes con ellos conviven, así como la educación, formación 
y defensa de los derechos de sus socios en particular y de los consumidores y usuarios en 
general.

2. Pueden ser socios de estas cooperativas, las personas físicas y las entidades u 
organizaciones que tengan el carácter de destinatarios finales.

CAPÍTULO III

Cooperativas de viviendas

Artículo 153.  Objeto.

1. Son aquellas que tienen por objeto procurar a precio de coste, exclusivamente a sus 
socios, viviendas o locales, edificaciones e instalaciones complementarias, tanto nuevas 
como rehabilitadas. Asimismo pueden tener como objeto, incluso único, mejorar, conservar y 
administrar dichos inmuebles y los elementos comunes; crear y prestar servicios comunes a 
dichas edificaciones y a sus socios.

Las cooperativas de viviendas podrán adquirir, parcelar y urbanizar terrenos, y en 
general, desarrollar cuantas actividades y trabajos sean necesarios para el cumplimiento de 
su objeto social.

2. En consecuencia, podrán ser socios de estas cooperativas las personas físicas que 
necesiten alojamiento para sí o sus familiares, así como los entes públicos y entidades sin 
ánimo de lucro mercantil que precisen alojamiento para sus empleados o que precisen 
locales para desarrollar sus actividades. Cuando así lo prevean los estatutos, podrán 
igualmente ser socios las personas que cofinancien la vivienda o local, segundos aportantes, 
pero poseyendo entre ellas un voto por vivienda que ejercerá la persona que hayan decidido 
de común acuerdo y comunicado al consejo rector.

Las cooperativas de viviendas necesariamente adoptarán la forma de consejo rector 
como órgano de administración.

3. Las viviendas y locales promovidos por la cooperativa podrán, mediante cualquier 
título admitido en derecho, ser adjudicadas en propiedad a los socios o cedidos a los mismos 
para su uso y disfrute por ellos o sus familiares, con parentesco de hasta tercer grado, ya 
sea de forma habitual, ya sea para descanso o vacaciones, ya sea como residencia de 
personas mayores o discapacitadas. Cuando la cooperativa retenga la propiedad de las 
viviendas o locales, los estatutos establecerán las normas a que han de ajustarse tanto el 
uso o disfrute por los socios o sus familiares como los demás derechos y obligaciones de 
estos y de la cooperativa, pudiéndose prever la posibilidad de cesión o permuta del derecho 
de uso y disfrute con socios de otras cooperativas de viviendas que tengan establecida esta 
posibilidad. En el supuesto de viviendas de protección pública en la modalidad de alquiler 
con opción de compra, cuando la vivienda vaya a ser disfrutada por el familiar del socio, de 
acuerdo con lo establecido anteriormente, la cooperativa suscribirá el contrato de alquiler 
con opción de compra no con el socio sino con dicho familiar, que deberá reunir los 
requisitos exigidos en la legislación especial de viviendas protegidas.

4. Las cooperativas de viviendas podrán enajenar o arrendar a terceros no socios, los 
locales comerciales y las instalaciones y edificaciones complementarias de su propiedad. La 
asamblea general acordará el destino del importe obtenido por la enajenación o 
arrendamiento de los mismos. Excepcionalmente, en el caso de que, una vez finalizada la 
promoción y adjudicación de las viviendas a los socios, quedara alguna sin adjudicar, podrá 
ser adjudicada a una tercera persona no socia siempre que cumpla las condiciones objetivas 
que fijen los estatutos sociales y las específicas señaladas en los mismos para adquirir la 
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condición de socio, y siempre que las viviendas a adjudicar no supongan más del 30% del 
conjunto de viviendas de la promoción. Dicha enajenación deberá ser sometida a 
comunicación del Registro de Cooperativas. El incumplimiento de esta obligación de 
comunicación será causa de responsabilidad de los miembros del Consejo Rector, en los 
términos previstos en esta Ley.

Artículo 154.  Ámbito geográfico.

Las cooperativas de viviendas asturianas sólo podrán realizar promociones dentro del 
ámbito geográfico establecido estatutariamente, que no podrá exceder del territorio del 
Principado de Asturias, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2.

Artículo 155.  Disposiciones específicas sobre los socios.

1. Son causas de baja justificada de los socios de las cooperativas de vivienda, además 
de las generales previstas en esta ley y en los estatutos, las siguientes:

a) Los cambios del centro o lugar de trabajo del socio a un municipio alejado más de 
cuarenta kilómetros del emplazamiento de la promoción.

b) Las situaciones de desempleo, grave enfermedad u otra severa circunstancia familiar 
o personal que impidan hacer efectivas las aportaciones comprometidas en la promoción.

c) Un aumento superior al 20 por ciento de la cuantía total de las aportaciones previstas 
por la cooperativa en el plan de financiación de la vivienda.

d) Un retraso en la entrega de las viviendas que supere los dieciocho meses a la fecha 
prevista por la cooperativa o en todo caso que hubiera transcurrido al menos cinco años 
desde que el socio se inscribió en la cooperativa o en su caso en la promoción.

En caso de baja no justificada el consejo rector podrá acordar las deducciones que se 
establezcan estatutariamente y que no podrán ser superiores al 20 por ciento de las 
cantidades entregadas por el socio en concepto de capital y al 5 por ciento de las cantidades 
entregadas por el mismo para financiar el pago de las viviendas y locales.

2. Las cantidades a que se refiere el último párrafo del apartado anterior, así como las 
aportaciones del socio al capital social, deberán reembolsarse a éste en el momento en que 
sea sustituido en sus derechos y obligaciones por otro socio o por un tercero no socio cuya 
subrogación en la posición de aquel sea válida o, en todo caso, en el plazo de tres años y si 
la baja fuese justificada, en el plazo máximo de dieciocho meses. Este plazo se reducirá a un 
año a favor de los herederos o legatarios del socio fallecido. En cuanto a los intereses por 
las cantidades aplazadas se aplicará lo establecido en el artículo 90.

3. Cuando las viviendas se construyan para su adjudicación en propiedad, al concluir la 
recepción definitiva de las mismas, dentro de una fase o promoción y los socios adscritos a 
la misma estén al día en todos sus compromisos y obligaciones, tanto en los específicos de 
la fase como en la parte proporcional de las cargas comunes que les sean imputables, de 
acuerdo con los estatutos y el reglamento de régimen interno, tendrán derecho a pedir la 
adjudicación de las viviendas y a causar baja justificada en la cooperativa, con un preaviso 
no superior a tres meses.

En cualquier caso, el consejo rector podrá promover la baja obligatoria justificada de los 
socios de una determinada fase cuyas viviendas y locales hubieran sido adjudicadas, previa 
liquidación de los derechos económicos financiados con sus aportaciones, y siguiendo el 
procedimiento previsto en los estatutos conforme a lo establecido en los artículos 35 y 36.

4. Cuando la cooperativa no tuviera viviendas o locales en promoción, habiendo 
adjudicado las mismas a sus socios, y gestione únicamente servicios comunes a los 
inmuebles, el consejo rector podrá dar de baja de oficio a los socios que hubieran transmitido 
la propiedad de sus viviendas o locales, adquiriendo los nuevos propietarios la condición de 
socios siempre que lo soliciten conforme a lo establecido en el artículo 22, quedando 
subrogados los mismos en los derechos y obligaciones de los socios a los que sustituyan.

Artículo 156.  Construcciones por fases o promociones.

1. Si la cooperativa de viviendas desarrollase más de una promoción o fase separada, 
por acuerdo del consejo rector, que deberá ser ratificado en la primera asamblea general 
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que se celebre e inscrito en el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de 
Asturias, con indicación de la localización prevista, estará obligada a dotar a cada una de 
ellas, incluida la promoción inicial no terminada, de autonomía de gestión y de un patrimonio 
separado, para lo que deberá contar con una contabilidad independiente para cada fase o 
promoción, sin perjuicio de la general de la cooperativa, individualizando todos los 
justificantes de cobros o pagos que no sean generales. Cada fase se identificará con una 
denominación específica que deberá figurar de forma clara y destacada en toda la 
documentación relativa a la misma, incluidos permisos o licencias administrativas y cualquier 
contrato celebrado. En la inscripción en el Registro de la Propiedad de los terrenos o solares 
se hará constar la fase a la que están destinados, y si ese destino se acordase con 
posterioridad a su adquisición se hará constar por nota marginal a solicitud del representante 
de la cooperativa.

2. Deberán constituirse por cada fase juntas especiales de socios, cuya regulación 
deberá contener los estatutos, siempre respetando las competencias propias de la asamblea 
general sobre las operaciones y compromisos comunes de la cooperativa y sobre lo que 
afecte a más de un patrimonio separado o a los derechos u obligaciones de los socios no 
adscritos a la fase respectiva. La convocatoria de las juntas se hará en la misma forma que 
las de las asambleas generales.

En el libro de socios de la cooperativa, legalizado por el Registro, se deberá anotar la 
promoción en la que está incluido el socio. La junta especial será presidida conforme a lo 
previsto para las juntas preparatorias de la asamblea de delegados. Para documentar los 
acuerdos deberá existir un libro de actas legalizado por el Registro. Si los estatutos lo 
prevén, las juntas especiales actuaran como juntas preparatorias.

3. Los bienes y derechos que integren el patrimonio debidamente contabilizado de una 
determinada promoción o fase separada no responderán de las deudas de las restantes.

4. En el momento de alcanzarse el 80 por ciento de los socios previstos para la 
promoción, el consejo rector deberá convocar una junta especial con el objeto de ratificar o 
en su caso modificar las normas de la promoción y designar asimismo un representante de 
la promoción en el consejo rector, como vocal, cuando ninguno de los miembros de este 
órgano forme parte de la promoción. Los estatutos tendrán prevista esta circunstancia, sin 
que la limitación del número máximo de miembros del consejo rector dispuesta en el artículo 
69 sea de aplicación en este supuesto.

Artículo 157.  Auditoría.

Las cooperativas de viviendas, antes de presentar las cuentas anuales para su 
aprobación a la asamblea general, deberán someterlas a auditoría, en los ejercicios 
económicos en que se produzca alguno de los siguientes supuestos:

a) Que la cooperativa tenga en promoción, entre viviendas y locales, un número superior 
a veinte.

b) Cualquiera que sea el número de viviendas y locales en promoción, cuando 
correspondan a distintas fases, o cuando se construyan en distintos bloques que 
constituyan, a efectos económicos, promociones diferentes.

c) Que la cooperativa haya otorgado poderes relativos a la gestión empresarial a 
personas físicas o jurídicas, distintas de los miembros del consejo rector.

d) Cuando lo prevean los estatutos o lo acuerde la asamblea general.
e) Cuando concurran los demás supuestos previstos en el artículo 104.

Artículo 158.  Garantías especiales.

1. Los estatutos de las cooperativas de vivienda deberán incluir al menos las siguientes 
medidas de participación, información y control por parte de los socios:

a) Ámbito geográfico de actuación cooperativa, que no podrá ser superior al del 
Principado de Asturias;

b) La obligatoriedad de garantizar mediante aval o seguro las cantidades que los socios 
entreguen a la cooperativa para financiar la construcción de las viviendas. En el momento en 
que los socios comiencen a entregar dichas cantidades, las viviendas deberán estar 
aseguradas o avaladas;
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c) La Convocatoria de todas las asambleas generales, salvo las universales, por un 
medio que asegure la recepción de la convocatoria por los socios con una anticipación no 
inferior a quince días hábiles;

d) Determinación de la minoría de socios de una promoción o, en su caso, de la 
cooperativa, entre el 20 y el 40 por ciento, que podrá solicitar motivadamente, con cargo a la 
cooperativa y una vez al año, la elaboración de un informe por consultores externos, en las 
áreas urbanísticas, financiera, jurídica, cooperativa o cualquier otra relevante para el mejor 
desarrollo del objeto social de la entidad. Tales expertos no podrán ser socios ni estar 
vinculados directa o indirectamente con ellos ni con los administradores independientes, 
auditores, apoderados, gestores y profesionales con los que la cooperativa haya contratado 
cualesquiera prestaciones o servicios necesarios para la promoción de las viviendas, 
pudiendo ser auxiliados a este fin por el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado 
de Asturias;

e) Establecimiento y regulación en las promociones de doscientas o más viviendas, de 
sendos comités, financiero y de obras para el seguimiento de las actividades de la 
cooperativa en ambas vertientes, debiendo evacuar informe en la correspondiente junta 
especial cuando en el desarrollo de la promoción adviertan modificaciones sustanciales 
sobre los proyectos arquitectónicos o financieros iniciales. En las promociones con más de 
cien viviendas y menos de doscientas, deberán constituirse un solo comité que asumirá 
ambas funciones, y

f) La incompatibilidad para desempeñar simultáneamente el cargo de miembro del 
consejo rector en otra cooperativa de viviendas, así como que el ejercicio del cargo será 
gratuito, sin perjuicio de su derecho a ser resarcido por los gastos que se le originen.

2. Con carácter previo al ingreso de cantidades por los socios para financiar la 
promoción a la que estén adscritos, ésta deberá estar definida y dotada de unas reglas 
básicas denominadas «normas de la promoción» que tendrá como contenido mínimo el 
siguiente:

a) La denominación específica de la promoción;
b) El concejo, la localización dentro del mismo y extensión aproximada de los terrenos 

sobre los que se edificarán las viviendas, ordenanza que les afecte, y en sus caso indicación 
de la existencia de superficie comercial o de otros usos diferentes al residencial;

c) El tipo constructivo o clase de viviendas a promover;
d) En su caso, el régimen de protección oficial al que se pretendan acoger las viviendas 

con la cita de las normas jurídicas reguladoras;
e) El estudio financiero previsto para el desarrollo de la promoción;
f) El calendario previsto de actuaciones que señalará los hitos más relevantes de la 

promoción: adquisición de terrenos; aprobación del planeamiento correspondiente; 
urbanización de los terrenos; obras de edificación y su finalización;

g) Requisitos y formalidades exigidas a los socios, así como compromisos económicos y 
calendario de ingresos a efectuar por los mismos;

h) El sistema de elección de las viviendas, locales y anexos por los socios, e
i) La eventual existencia de compromisos previos de la cooperativa con terceras 

personas o empresas, indicando, en su caso, los términos más importantes de los acuerdos, 
como las funciones a desarrollar, y los parámetros fijados para su retribución.

Artículo 159.  Transmisión de derechos.

Los estatutos podrán regular los derechos de tanteo y retracto de la cooperativa en el 
supuesto de transmisión de la propiedad de las viviendas a personas que no sean socios. El 
periodo para ejercer dichos derechos, en todo caso, no podrá ser superior a cinco años 
desde la elevación a escritura pública de la transmisión de la vivienda.

Artículo 160.  Socios no adscritos a ninguna promoción.

De acuerdo con los estatutos, en la cooperativas de vivienda podrá existir socios no 
adscritos a una promoción, que tendrán de modo general los derechos y obligaciones que se 
prevean en los estatutos de acuerdo con lo establecido en esta ley para los socios inactivos; 
además, específicamente tendrán derecho preferente para adscribirse a las nuevas 
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promociones que se pudieran iniciar, y en las promociones ya iniciadas y completas sólo 
tendrán derecho a sustituir a un socio que pretenda darse de baja en la promoción o en la 
cooperativa si así lo establecen los estatutos, garantizándose en todo caso la preferencia de 
los descendientes y ascendientes del transmitente, así como del cónyuge separado o 
divorciado en aplicación de sentencia o convenio judicial.

CAPÍTULO IV

Cooperativas agrarias

Artículo 161.  Objeto y ámbito.

1. Son cooperativas agrarias las que asocian a personas físicas o jurídicas que 
desarrollen una actividad agrícola, ganadera, forestal, de acuicultura, mixta o conexa a las 
mismas, ya sea de forma exclusiva o compartida.

También podrán formar parte como socios de pleno derecho de estas cooperativas, las 
sociedades agrarias de transformación, comunidades de bienes y derechos, comunidades 
de regantes, comunidades de aguas, herencias yacentes y sociedades civiles, siempre que, 
agrupando a titulares de explotaciones agrarias, realicen actividades empresariales afines a 
las de la propia cooperativa.

Los estatutos sociales regularán la forma de participación, en su caso, de los miembros 
de la comunidad familiar vinculados a la explotación agraria del socio o comunidad de 
derechos de la que el mismo forme parte.

2. Las cooperativas agrarias tendrán por objeto la producción, transformación y 
comercialización de los productos obtenidos de las explotaciones de los socios, la prestación 
de servicios y suministros de bienes o materias primas a los mismos, la fabricación de 
productos para suministrar a los socios, la centralización de compras para los mismos y, en 
general, cualesquiera operaciones y servicios tendentes a la mejora, tanto económica como 
social y técnica, de las explotaciones de los socios, de sus elementos o complementos, o de 
la propia cooperativa u otros fines relacionados con dichas actividades, así como la 
prestación de servicios y fomento de actividades encaminadas a la fijación, promoción, 
desarrollo y mejora de la población agraria y el medio rural.

3. Para el cumplimiento de su objeto social, las cooperativas agrarias podrán desarrollar 
cualesquiera actividades propias de aquél, previstas en los estatutos sociales, y aquellas 
otras que sean presupuesto, consecuencia, complemento o instrumento para la consecución 
de su objeto, y entre otras, las siguientes:

a) Proveer a los socios de materias primas, medios de producción, productos y otros 
bienes que necesiten.

b) Mejorar los procesos de producción agraria, mediante la aplicación de técnicas, 
equipos y medios de producción.

c) Industrializar o comercializar la producción agraria y sus derivados, adoptando, 
cuando proceda, los estatutos de organización de productores agrarios.

d) Adquirir, mejorar y distribuir entre los socios o mantener en explotación en común 
tierras y otros bienes susceptibles de uso y explotación agraria.

e) Fomentar y gestionar el crédito y los seguros mediante cajas rurales y secciones de 
crédito y otras entidades especializadas, así como fundar secciones de crédito para que 
cumplan las funciones propias de las cooperativas de crédito.

f) Realizar actividades de consumo y servicios para sus socios y demás miembros de su 
entorno social.

g) Establecer acuerdos o consorcios con cooperativas de otras ramas con el fin de 
canalizar directamente, a los consumidores y empresarios transformadores, la producción 
agraria.

4. Las explotaciones de los socios deberán estar ubicadas dentro del ámbito territorial de 
la cooperativa, establecido estatutariamente, con observancia de lo establecido en el artículo 
2.
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Artículo 162.  Las actividades cooperativizadas y el derecho al voto.

1. Los estatutos establecerán los módulos y formas de participación de los socios en las 
actividades cooperativizadas, pudiendo exigirse un compromiso de actividad exclusiva en las 
actividades que desarrolle la cooperativa. Cuando en virtud de acuerdo social de la 
asamblea general se pongan en marcha nuevos servicios, actividades o secciones con 
obligación de participación mínima o exclusiva, se entenderá extendida a todos los socios, 
salvo que, por justa causa, el socio comunique expresamente ante el consejo rector su 
voluntad en contra en el plazo de los tres meses siguientes a su adopción.

2. Los estatutos establecerán el tiempo mínimo de permanencia de los socios en la 
cooperativa, que no podrá ser superior a cinco años. El incumplimiento de esta obligación no 
eximirá al socio de su responsabilidad frente a terceros, ni de la que hubiere asumido con la 
cooperativa por obligaciones asumidas e inversiones realizadas y no amortizadas.

Con ocasión de acuerdos de la asamblea general que impliquen la necesidad de 
asegurar la permanencia o la participación de los socios en la actividad de la cooperativa en 
niveles o en plazos nuevos o superiores a los exigidos en esta ley o en los estatutos con 
carácter general, tales como inversiones, ampliación de actividades, planes de capitalización 
o similares, se podrán acordar nuevos compromisos de permanencia obligatorios para los 
socios, que no podrán exceder de cinco años. En estos casos, los socios de la cooperativa o 
de la sección a los que afecte tal acuerdo, podrán solicitar su baja en la cooperativa o en la 
sección de que se trate, que tendrá el carácter de justificada, en los plazos fijados en el 
artículo 32.3.

3. Los estatutos de las cooperativas agrarias podrán optar entre un sistema de voto 
unitario o de voto plural, sometido a un criterio de ponderación. En este segundo caso 
deberán observarse las siguientes reglas:

a) Se otorgará a cada socio entre uno y cinco votos, sin que puedan atribuir a un solo 
socio más de la quinta parte de los votos totales de la cooperativa. Los estatutos regularán 
los criterios de ponderación, que siempre estarán en función proporcional a la actividad o 
servicio cooperativizado y, en ningún caso, en función de la aportación al capital social. Con 
independencia de la ponderación anterior, los estatutos podrán prever la asignación de votos 
específicos a los socios que acrediten su condición de agricultores a título principal o 
explotación agraria prioritaria, según prevean los estatutos, sin que esta atribución pueda 
superar el límite máximo de cinco votos.

Los estatutos sociales establecerán la relación entre los votos sociales y la actividad 
cooperativizada necesaria para la distribución de los votos. La suma de votos plurales, 
excepto en el caso de cooperativas de segundo grado, no podrá alcanzar una cifra superior 
al 50 por ciento de la totalidad de los votos sociales de la cooperativa.

b) Con la convocatoria de la primera asamblea general que se celebre en cada ejercicio, 
el órgano de administración elaborará una relación en la que se establecerá el número de 
votos sociales que correspondan a cada socio para dicho ejercicio, tomando para ello como 
base los datos de la actividad o servicios cooperativizados de cada uno de ellos, referidos al 
número de ejercicios cerrados anteriores que fijen los estatutos, y, en su caso, a la condición 
que acredite el socio agricultor referido al ejercicio anterior. Dicha relación se expondrá en el 
tablón de anuncios del domicilio social de la cooperativa el mismo día del anuncio de la 
convocatoria de la asamblea, pudiendo solicitarse del órgano de administración, las 
correcciones que procedan hasta veinticuatro horas antes de la celebración de la referida 
asamblea.

c) Los socios titulares de votos plurales podrán renunciar a ellos para una asamblea o en 
cualquier votación, ejercitando un solo voto. Además, los estatutos deberán regular los 
supuestos en que sea imperativo el voto igualitario.

4. Las operaciones que realicen las cooperativas agrarias y las de segundo grado que 
las agrupen con productos o materias, incluso suministrados por terceros, se considerarán, a 
todos los efectos, actividades cooperativas internas con carácter de operaciones de 
transformación primaria, siempre que se destinen únicamente a las explotaciones de sus 
socios.
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Artículo 163.  Operaciones con terceros.

Las cooperativas agrarias podrán realizar operaciones con terceros no socios hasta un 
límite máximo del 50 por ciento del total de las realizadas por los socios para cada tipo de 
actividad desarrollada por aquéllas en cada ejercicio. Dicha limitación no será aplicable 
respecto de las operaciones de suministro de gasóleo B a terceros no socios.

CAPÍTULO V

Cooperativas de explotación comunitaria de la tierra

Artículo 164.  Objeto y ámbito.

1. Son cooperativas de explotación comunitaria de la tierra las que asocian a titulares de 
derechos de uso y aprovechamiento de tierras u otros bienes inmuebles, susceptibles de 
explotación agraria, que ceden dichos derechos a la cooperativa y que prestan o no su 
trabajo en la misma, pudiendo asociar también a otras personas físicas que, sin ceder a la 
cooperativa derechos de disfrute sobre bienes, prestan su trabajo en la misma, para la 
explotación en común de los bienes cedidos por los socios y de los demás que posea la 
cooperativa por cualquier título.

2. Las cooperativas de explotación comunitaria de la tierra podrán desarrollar cualquier 
actividad dirigida al cumplimiento de su objeto social, tanto las dedicadas directamente a la 
obtención de los productos agrarios como las preparatorias de las mismas y las que tengan 
por objeto constituir o perfeccionar la explotación en todos sus elementos, así como las de 
recolección, almacenamiento, tipificación, transporte, transformación, distribución y venta, al 
por mayor o directamente al consumidor, de los productos de su explotación y, en general, 
cuantas sean propias de la actividad agraria o sean antecedentes, complemento o 
consecuencia directa de las mismas.

3. En las cooperativas de explotación comunitaria de la tierra, su ámbito, fijado 
estatutariamente, determinará el espacio geográfico en que los socios trabajadores de la 
cooperativa pueden desarrollar habitualmente su actividad cooperativizada de prestación de 
trabajo, y dentro del cual han de estar situados los bienes integrantes de la explotación.

4. Las cooperativas de explotación comunitaria de la tierra podrán realizar operaciones 
con terceros no socios en los mismos términos y con las mismas condiciones establecidas 
en esta ley para las cooperativas agrarias.

Artículo 165.  Régimen de los socios.

1. Pueden ser socios de las cooperativas de explotación comunitaria de la tierra:

a) Las personas físicas y jurídicas titulares de derechos de uso y aprovechamiento de 
tierra u otros bienes inmuebles susceptibles de explotación agraria que cedan dichos 
derechos a la cooperativa, prestando o no su trabajo en la misma y que, en consecuencia, 
tendrán simultáneamente la condición de socios cedentes del goce de bienes a la 
cooperativa y de socios trabajadores, o únicamente la primera.

b) Las personas físicas que, sin ceder a la cooperativa derechos de disfrute sobre 
bienes, presten su trabajo en la misma y que tendrán únicamente la condición de socios 
trabajadores.

c) También pueden ser socios de esta clase de sociedades cooperativas en la condición 
de cedentes de derechos de uso y aprovechamiento de tierras u otros bienes inmuebles, 
susceptibles de aprovechamiento agrario:

1.º Los organismos del sector público.
2.º Las sociedades en cuyo capital social los entes públicos participen mayoritariamente.
3.º Las comunidades de bienes y derechos. En este supuesto, los cotitulares elegirán a 

uno de ellos para que los represente y ejercite los derechos propios del socio en su nombre, 
incluido el derecho de voto, que será único para todos los comuneros.
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4.º Los aprovechamientos agrícolas y forestales, los montes en mano común y demás 
instituciones de naturaleza análoga, debiendo designarse por aquéllas un representante ante 
la sociedad cooperativa.

2. Serán de aplicación a los socios trabajadores de las cooperativas de explotación 
comunitaria de la tierra, sean o no simultáneamente cedentes del goce de bienes a la 
cooperativa, las normas establecidas en esta ley para los socios trabajadores de las 
cooperativas de trabajo asociado, con las excepciones contenidas en esta sección.

3. El número de horas/año realizadas por trabajadores con contrato de trabajo por 
cuenta ajena no podrá superar los límites establecidos en el artículo 151.1 para las 
cooperativas de trabajo asociado.

Artículo 166.  Cesión del uso y aprovechamiento de bienes.

1. Los estatutos deberán establecer el tiempo mínimo de permanencia en la cooperativa 
de los socios en su condición de cedentes del uso y aprovechamiento de bienes, que no 
podrá ser superior a quince años.

Cumplido el plazo de permanencia a que se refiere el párrafo anterior, si los estatutos lo 
prevén, podrán establecerse nuevos períodos sucesivos de permanencia obligatoria, por 
plazos no superiores a cinco años. Estos plazos se aplicarán automáticamente, salvo que el 
socio comunique su decisión de causar baja, con una anticipación mínima de seis meses a 
la finalización del respectivo plazo de permanencia obligatoria.

En todo caso, el plazo para el reembolso de las aportaciones al capital social comenzará 
a computarse desde la fecha en que termine el último plazo de permanencia obligatoria.

2. Aunque, por cualquier causa, el socio cese en la cooperativa en su condición de 
cedente del goce de bienes, la cooperativa podrá conservar los derechos de uso y 
aprovechamiento que fueron cedidos por el socio, por el tiempo que falte para terminar el 
período de permanencia obligatoria de éste en la cooperativa, la cual, si hace uso de dicha 
facultad, en compensación, abonará al socio cesante la renta media de la zona de los 
referidos bienes.

3. El arrendatario y demás titulares de un derecho de goce, podrán ceder el uso y 
aprovechamiento de los bienes por el plazo máximo de duración de su contrato o título 
jurídico, sin que ello sea causa de desahucio o resolución del mismo. En este supuesto, la 
cooperativa podrá dispensar del cumplimiento del plazo estatutario de permanencia 
obligatoria, siempre que el titular de los derechos de uso y aprovechamiento se comprometa 
a cederlos por el tiempo a que alcance su título jurídico.

4. Los estatutos podrán establecer normas por las que los socios que hayan cedido a la 
cooperativa el uso y aprovechamiento de bienes, queden obligados a no transmitir a terceros 
derechos sobre dichos bienes que impidan el del uso y aprovechamiento de los mismos por 
la cooperativa durante el tiempo de permanencia obligatoria del socio de la misma o, en su 
caso, durante el plazo inferior que resulte de la duración máxima del contrato o titulo jurídico 
del que derive su derecho de goce.

Artículo 167.  Valoración de los bienes susceptibles de explotación en común.

Los estatutos señalarán el procedimiento para obtener la valoración de los bienes 
susceptibles de explotación en común, así como el régimen de obras, mejoras y 
servidumbres que puedan afectar a los bienes cuyo goce ha sido cedido y sean 
consecuencia del plan de explotación comunitaria de los mismos. La regulación estatutaria 
comprenderá el régimen de indemnizaciones que procedan a consecuencia de estas obras, 
mejoras y servidumbres. Si los estatutos lo prevén y el socio cedente del goce tiene 
titularidad suficiente para autorizar la modificación, no podrá oponerse a la realización de la 
obra o mejora o a la constitución de la servidumbre. Cuando sea necesario para el normal 
aprovechamiento del bien afectado, la servidumbre se mantendrá, aunque el socio cese en 
la cooperativa o el inmueble cambie de titularidad, siempre y cuando esta circunstancia se 
haya hecho constar en el documento de constitución de la servidumbre. En todo caso, será 
de aplicación la facultad de variación recogida en el párrafo segundo del artículo 545 del 
Código Civil.
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Para la adopción de acuerdos relativos a lo establecido en este apartado, será necesario 
que la mayoría prevista en el apartado 1 del artículo 50 comprenda el voto favorable de 
socios que representen, al menos, el 50 por ciento de la totalidad de los bienes cuyo uso y 
disfrute haya sido cedido a la cooperativa.

Artículo 168.  Limites a la cesión del uso y aprovechamiento de bienes.

Ningún socio podrá ceder a la cooperativa el usufructo de tierras u otros bienes 
inmuebles que excedan del tercio del valor total de los integrados en la explotación, salvo 
que se tratase de entes públicos o sociedades en cuyo capital social los entes públicos 
participen mayoritariamente.

Artículo 169.  Baja del socio cedente de uso y aprovechamiento de bienes.

El socio que fuese baja obligatoria o voluntaria en la cooperativa, calificada de 
justificada, podrá transmitir sus aportaciones al capital social de la cooperativa a su cónyuge 
o pareja de hecho, ascendientes o descendientes, si éstos son socios o adquieren tal 
condición en el plazo de tres meses desde la baja de aquél.

Artículo 170.  Aportaciones al capital social.

1. Los estatutos fijarán la aportación obligatoria mínima al capital social para ser socio, 
distinguiendo la que ha de realizar en su condición de cedente del goce de bienes y en la de 
socio trabajador.

2. El socio que, teniendo la doble condición de cedente del goce de bienes y de socio 
trabajador, cause baja en una de ellas, tendrá derecho al reembolso de las aportaciones 
realizadas en función de la condición en que cesa en la cooperativa, sea ésta la de cedente 
de bienes o la de socio trabajador.

Artículo 171.  Régimen económico.

1. Los socios, en su condición de socios trabajadores, percibirán anticipos de acuerdo 
con lo establecido para las cooperativas de trabajo asociado, y en su condición de cedentes 
del uso y aprovechamiento de bienes a la cooperativa, percibirán, por dicha cesión, la renta 
usual en la zona para fincas análogas. Las cantidades percibidas por los mencionados 
anticipos societarios y rentas lo serán a cuenta de los resultados finales, en el ejercicio de la 
actividad económica de la cooperativa.

Tanto los anticipos societarios como las mencionadas rentas tendrán la consideración de 
gastos deducibles.

2. Los retornos se acreditarán a los socios de acuerdo con las siguientes normas:

a) Los excedentes disponibles que tengan su origen en los bienes incluidos en la 
explotación por títulos distintos a la cesión a la cooperativa del goce de los mismos por los 
socios, se imputarán a quienes tengan la condición de socios trabajadores, de acuerdo con 
las normas establecidas para las cooperativas de trabajo asociado.

b) Los excedentes disponibles que tengan su origen en los bienes cuyo goce ha sido 
cedido por los socios a la cooperativa, se imputarán a los socios en proporción a su 
respectiva actividad cooperativa, en los términos que se señalan a continuación:

1.º La actividad consistente en la cesión a favor de la cooperativa del goce de las fincas 
se valorará tomando como módulo la renta usual en la zona para fincas análogas.

2.º La actividad consistente en la prestación de trabajo por el socio será valorada 
conforme a la retribución usual en la zona para la actividad desarrollada, aunque hubiese 
percibido anticipos de cuantía distinta.

3. La imputación de las pérdidas se realizará conforme a las normas establecidas en el 
apartado anterior.

No obstante, si la explotación de los bienes cuyo goce ha sido cedido por los socios 
diera lugar a pérdidas, las que correspondan a la actividad cooperativizada de prestación de 
trabajo sobre dichos bienes, se imputarán en su totalidad a los fondos de reserva y, en su 
defecto, a los socios en su condición de cedentes del goce de bienes, en la cuantía 
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necesaria para garantizar a los socios trabajadores una compensación mínima igual al 70 
por ciento de las retribuciones satisfechas en la zona por igual actividad y, en todo caso, no 
inferior a una cantidad equivalente al importe del salario mínimo interprofesional.

CAPÍTULO VI

Cooperativas de servicios

Artículo 172.  Objeto.

1. Son cooperativas de servicios las que asocian a personas físicas o jurídicas, titulares 
de explotaciones industriales o de servicios y a profesionales o artistas que ejerzan su 
actividad por cuenta propia, y tienen por objeto la prestación de suministros y servicios, o la 
producción de bienes y la realización de operaciones encaminadas al mejoramiento 
económico y técnico de las actividades profesionales o de las explotaciones de sus socios.

2. No podrá ser clasificada como cooperativa de servicios aquélla en cuyos socios y 
objeto concurran circunstancias o peculiaridades que permitan su clasificación en otra clase 
de cooperativas.

CAPÍTULO VII

Cooperativas del mar

Artículo 173.  Objeto.

1. Son cooperativas del mar las que asocian a pescadores, armadores de 
embarcaciones, cofradías, organizaciones de productores pesqueros, titulares de viveros de 
algas, de cetáreas, mariscadores y familias marisqueras, concesionarios de explotaciones de 
pesca y de acuicultura y, en general, a personas físicas o jurídicas titulares de explotaciones 
dedicadas a actividades pesqueras o de industrias marítimo-pesqueras y derivadas, en sus 
diferentes modalidades del mar, rías y lagunas marinas, y a profesionales por cuenta propia 
de dichas actividades, y tienen por objeto la prestación de suministros y servicios y la 
realización de operaciones, encaminadas al mejoramiento económico y técnico de las 
actividades profesionales o de las explotaciones de sus socios.

2. Para el cumplimiento de su objeto, las cooperativas de mar podrán desarrollar, entre 
otras, las siguientes actividades:

a) Adquirir, elaborar, producir, fabricar, reparar, mantener y desguazar instrumentos, 
útiles de pesca, maquinaria, instalaciones, sean o no frigoríficas, embarcaciones de pesca, 
animales, embriones y ejemplares para la reproducción, pasto y cualesquiera otros 
productos, materiales y elementos necesarios o convenientes para la cooperativa y para las 
actividades profesionales o de las explotaciones de los socios.

b) Conservar, tipificar, transformar, distribuir y comercializar, incluso hasta el consumidor, 
los productos procedentes de la cooperativa y de la actividad profesional o de las 
explotaciones de los socios.

c) En general, cualesquiera otras actividades que sean necesarias o convenientes o que 
faciliten el mejoramiento económico, técnico, laboral o ecológico de la actividad profesional o 
de las explotaciones de los socios.

CAPÍTULO VIII

Cooperativas de transportistas

Artículo 174.  Objeto.

1. Son cooperativas de transportistas las que asocian a personas físicas o jurídicas, 
titulares de empresas del transporte o profesionales que puedan ejercer en cualquier ámbito, 
incluso el local, la actividad de transportistas, de personas, cosas o mixto, y tienen por objeto 
la prestación de servicios y suministros y la realización de operaciones, encaminadas al 
mejoramiento económico y técnico de las explotaciones de sus socios.
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2. Las cooperativas de transportistas también podrán realizar aquellas actividades para 
las que se encuentran expresamente facultadas por la legislación vigente en materia de 
transporte terrestre, en los términos que en la misma se establecen.

Artículo 175.  Ámbito de actuación.

1. El ámbito de actuación de esta clase de cooperativas será determinado 
estatutariamente.

2. De conformidad con lo previsto por el artículo 5, las cooperativas de transportistas 
podrán desarrollar operaciones con terceros no socios en el ámbito de la actividad 
cooperativizada según lo permitido legalmente para las distintas modalidades de esta clase 
de cooperativas.

CAPÍTULO IX

Cooperativas de seguros y de crédito

Artículo 176.  Objeto.

1. Son cooperativas de seguros las que tienen por objeto el ejercicio de la actividad 
aseguradora con sus socios con arreglo a la normativa reguladora del seguro, teniendo 
aplicación subsidiaria los preceptos de la presente ley.

2. Son cooperativas de crédito las que tienen por objeto servir a las necesidades 
financieras de sus socios y de terceros mediante el ejercicio de las actividades propias de las 
entidades de crédito, con arreglo a su normativa específica y a la legislación sobre entidades 
de crédito, teniendo aplicación subsidiaria los preceptos de la presente ley.

CAPÍTULO X

Cooperativas sanitarias

Artículo 177.  Objeto.

Son cooperativas sanitarias las que desarrollan su actividad en el área de la salud, 
pudiendo estar constituidas por los prestadores de la asistencia sanitaria, por los 
destinatarios de la misma o por unos y otros. Podrán realizar también actividades 
complementarias y conexas incluso de tipo preventivo, general o para grupos o colectivos 
determinados.

Artículo 178.  Normativa aplicable.

1. A las cooperativas sanitarias les serán de aplicación las normas establecidas en la 
presente ley para las de trabajo asociado o para las de servicios, según proceda, cuando los 
socios sean profesionales de la medicina; cuando los socios sean los destinatarios de la 
asistencia sanitaria se aplicarán a la sociedad las normas sobre cooperativas de 
consumidores y usuarios; cuando se den las condiciones previstas en el artículo 185 se 
aplicará la normativa sobre cooperativas integrales. Si estuvieran organizadas como 
empresas aseguradoras se ajustarán, además, a la normativa mencionada en el artículo 
176.

Cuando por imperativo legal no puedan desarrollar la actividad aseguradora, ésta deberá 
realizarse por sociedades mercantiles que sean propiedad, al menos mayoritaria, de las 
cooperativas sanitarias. A los resultados derivados de la participación de las cooperativas 
sanitarias en dichas sociedades mercantiles les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 
97.3, a).

2. Cuando una cooperativa de segundo grado integre al menos una cooperativa 
sanitaria, aquélla podrá incluir en su denominación el término «Sanitaria».
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CAPÍTULO XI

Cooperativas de enseñanza

Artículo 179.  Objeto.

Las cooperativas de enseñanza tendrán por objeto organizar y prestar servicios de 
enseñanza, en cualquier rama del saber, de la formación, o del aprendizaje técnico, artístico, 
deportivo u otros. Podrán realizar también, como complementarias, actividades 
extraescolares y conexas, así como prestar servicios que faciliten las actividades docentes.

Artículo 180.  Modalidades y normativa aplicable.

Las cooperativas de enseñanza podrán adoptar alguna de las siguientes modalidades:

a) Cooperativa de trabajo asociado, que agrupe a los profesores y personal no docente, 
con el fin de ofrecer servicios de enseñanza a terceros.

A esta modalidad de cooperativa de enseñanza le será de aplicación las normas 
previstas en esta ley para las cooperativas de trabajo asociado.

b) Cooperativa de consumo del servicio de enseñanza, integrada por padres o 
representantes legales de alumnos o por los mismos alumnos.

A esta modalidad de cooperativa de enseñanza les serán de aplicación la normativa 
específica establecida en la presente ley para las cooperativas de consumidores y usuarios.

c) Cooperativa de enseñanza mixta, que se ajustará a los requisitos siguientes:

1.º En la constitución de la cooperativa se diferenciarán las aportaciones patrimoniales 
efectivas, dinerarias o no dinerarias, que integrarán el capital social, de las prestaciones 
consistentes en la obligación de aportar trabajo, servicios o asistencia técnica, que no 
podrán integrar el capital social.

2.º Los estatutos sociales deberán establecer los módulos de participación en el 
excedente de los socios que hayan aportado el derecho de uso de inmuebles, instalaciones 
u otros bienes y los de los socios que aporten también o exclusivamente, su trabajo, los 
cuales tendrán la condición de socios de trabajo.

3.º Los retornos se acreditarán a los socios, dentro de los módulos a que se refiere el 
número anterior, en proporción a los anticipos societarios y a las rentas que abonará la 
cooperativa por la cesión del uso de los bienes. En todo caso, la imputación de pérdidas 
garantizará al socio de trabajo una compensación equivalente al salario mínimo 
interprofesional.

Artículo 181.  Socios de naturaleza pública o de utilidad pública.

1. Las entidades e instituciones públicas y las privadas de utilidad pública, incluidas las 
benéficas, sin perjuicio de su eventual admisión como socios colaboradores, podrán asumir, 
incluso simultáneamente, la condición de socios usuarios cuando ejerzan la guarda y 
protección legal de escolares menores o incapaces, o cuando representen a alumnado 
adulto que, estando acogido a centros, residencias o establecimientos regidos por aquéllas 
les hayan otorgado expresamente su representación. Las consecuencias de la eventual 
acumulación de la cualidad de socio colaborador y de socio usuario serán objeto de expresa 
regulación estatutaria, dentro del marco de la presente ley y de las disposiciones vigentes 
sobre el sistema educativo.

2. Tales entidades e instituciones podrán realizar, por cualquier título jurídico, 
aportaciones patrimoniales de toda clase, incluida la cesión de terrenos, edificios y otros 
bienes inmuebles, equipados o no, que sean necesarios para el establecimiento o el 
adecuado desarrollo de la sociedad cooperativa.

3. Si los estatutos lo prevén, dichos socios institucionales tendrán la reserva de puestos 
en el consejo rector y en su condición de usuarios podrán asistir a las asambleas generales 
con un número de votos proporcional al del alumnado que representen, sin las limitaciones 
señaladas en el artículo 52.
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CAPÍTULO XII

Cooperativas sin ánimo de lucro

Artículo 182.  Calificación.

1. Podrán ser calificadas e inscritas como cooperativas sin ánimo de lucro, cualquiera 
que sea su objeto, las que, cumpliendo los requisitos que se determinan en sus respectivas 
regulaciones, recojan expresamente en sus estatutos:

a) Que los excedentes o beneficios que puedan producirse en un ejercicio económico, en 
ningún caso serán repartidos entre los socios, destinándose a la consolidación de la 
cooperativa y a la creación de empleo.

b) Que las aportaciones obligatorias y voluntarias de los socios al capital social, sin 
perjuicio de su posible actualización, no devengarán un interés superior al legal del dinero.

c) Que el desempeño de los cargos del órgano de administración tendrá carácter 
gratuito, sin perjuicio de las compensaciones económicas que proceda abonarles por los 
gastos en los que incurran en el ejercicio de sus funciones.

d) Que las retribuciones de los socios trabajadores, o, en su caso, de los socios de 
trabajo, así como las de los trabajadores por cuenta ajena no superarán una cantidad 
equivalente al 150 por ciento de las que establezca para la actividad desarrollada el 
convenio colectivo aplicable en el sector de que se trate.

El incumplimiento de cualquiera de los anteriores requisitos determinará la pérdida de la 
condición de cooperativa sin ánimo de lucro.

2. Las cooperativas calificadas como sin ánimo de lucro no pierden por esta calificación 
su carácter empresarial y han de ser consideradas a todos los efectos como cooperativas de 
la clase a la que pertenecen, aplicándoseles, en consecuencia, las normas relativas a la 
misma.

Artículo 183.  Cooperativas de iniciativa social.

1. Serán calificadas como de iniciativa social aquellas cooperativas sin ánimo de lucro 
que, con independencia de su clase, tengan por objeto la prestación de servicios 
asistenciales mediante la realización de actividades sanitarias, educativas, culturales u otras 
de naturaleza social.

En la denominación de estas cooperativas figurará, además, la indicación «Iniciativa 
Social».

2. Las entidades y organismos públicos podrán participar en calidad de socios en la 
forma que estatutariamente se establezca.

3. Resultará de aplicación a estas cooperativas lo previsto en la presente ley para la 
clase de cooperativa de que, según su objeto, se trate.

Artículo 184.  Cooperativas de integración social.

1. Serán calificadas como de integración social aquellas cooperativas sin ánimo de lucro 
que tengan por finalidad la integración de colectivos con problemas de inserción social o 
laboral, constituidas mayoritariamente por personas pertenecientes a dichos colectivos y, en 
su caso, los tutores y el personal de atención.

El objeto de estas cooperativas será promover la integración a través del empleo de las 
personas pertenecientes a los colectivos con dificultades de inserción, organizando, 
promoviendo y comercializando los bienes o servicios producto del trabajo de los socios, o 
bien proveer a dichas personas de bienes y servicios de consumo general o específico.

2. Podrán ser socios de estas cooperativas las administraciones, entidades públicas y 
privadas cuya normativa o estatutos prevean o permitan la financiación u otra forma de 
colaboración en el desarrollo de las actividades de tales cooperativas. Estos socios 
institucionales, además de ejercitar los derechos y obligaciones previstos en el estatuto de la 
cooperativa, designarán un representante técnico que será miembro del órgano de 
administración.
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3. A estas cooperativas les serán de aplicación las normas relativas a la clase de 
cooperativa a la que pertenezcan. No obstante lo anterior, la prestación del trabajo personal 
se regirá por las normas establecidas en la presente ley para las cooperativas de trabajo 
asociado.

4. No se aplicará a este tipo de cooperativas el límite de socios temporales cuando estos 
pertenezcan a cualquiera de los colectivos con problemas de integración.

CAPÍTULO XIII

Cooperativas integrales

Artículo 185.  Objeto y normas aplicables.

1. Se denominan cooperativas integrales las que cumplen finalidades propias de varias 
clases de cooperativas y unifican las distintas actividades en una sola cooperativa de primer 
grado.

2. En sus estatutos sociales han de constar específicamente los derechos y 
obligaciones, tanto políticos como económicos, correspondientes a las diferentes clases de 
socios.

3. En los órganos sociales de las cooperativas integrales deberá haber siempre 
representación equilibrada, establecida estatutariamente, de las distintas actividades 
realizadas por la cooperativa.

4. Para acceder a la condición de especialmente protegidas, de conformidad con la 
legislación fiscal, será necesario que cumplan los requisitos exigidos para ser consideradas 
como tales respecto a todas y cada una de sus actividades.

CAPÍTULO XIV

Cooperativas mixtas

Artículo 186.  Objeto y normas aplicables.

1. Son cooperativas mixtas aquellas en las que existen socios cuyo derecho de voto en 
la asamblea general se podrá determinar, de modo exclusivo o preferente, en función del 
capital aportado en las condiciones establecidas en los estatutos, que estará representado 
por medio de títulos o anotaciones en cuenta, sometidos a la legislación reguladora del 
mercado de valores.

2. En estas cooperativas el derecho de voto en la asamblea general respetará la 
siguiente distribución:

a) Al menos el 51 por ciento de los votos se atribuirá, en la proporción que definan los 
estatutos, a socios cuyo derecho de voto viene determinado en el artículo 52.

b) Una cuota máxima, a determinar estatutariamente, del 49 por ciento de los votos se 
distribuirá en partes sociales con voto, que, si los estatutos lo prevén, podrán ser libremente 
negociables en el mercado.

3. En el caso de las partes sociales con voto, tanto los derechos y obligaciones de sus 
titulares como el régimen de las aportaciones se regularán por los estatutos y, 
supletoriamente, por lo dispuesto en la legislación de sociedades anónimas para las 
acciones.

4. La participación de cada uno de los dos grupos de socios en los excedentes anuales a 
distribuir, sean positivos o negativos, se determinará en proporción al porcentaje de votos 
que cada uno de los colectivos ostente según lo previsto en el apartado 2.

Los excedentes imputables a los poseedores de partes sociales con voto se distribuirán 
entre ellos en proporción al capital desembolsado. Los excedentes imputables a los 
restantes socios se distribuirán entre éstos según los criterios generales definidos en esta ley 
para las cooperativas de régimen ordinario.
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Artículo 187.  Modificación de los derechos y obligaciones de los socios.

La validez de cualquier modificación autorreguladora que afecte a los derechos y 
obligaciones de alguno de los dos colectivos de socios, requerirá el consentimiento 
mayoritario del grupo correspondiente, que podrá obtenerse mediante votación separada en 
la asamblea general.

Artículo 188.  Autorización de reparto del fondo de reserva obligatorio en caso de 
liquidación.

En el momento de la configuración, constitutiva o por modificación, de estas 
cooperativas, la Consejería competente en materia de cooperativas, previo informe del 
Consejo Asturiano de la Economía Social, podrá autorizar la previsión estatutaria de reparto 
del fondo de reserva obligatorio en caso de liquidación, con arreglo a los criterios señalados 
en el apartado 4 del artículo 186 y respetando las demás normas de adjudicación del haber 
social establecidas en esta ley.

TÍTULO VI

Asociacionismo cooperativo

Artículo 189.  Libertad de asociación.

1. Para la defensa y promoción de sus intereses las cooperativas podrán constituir libre y 
voluntariamente uniones, federaciones y confederaciones que tendrán personalidad jurídica 
y establecerán sus propios estatutos, gobernándose con plena autonomía.

2. Los estatutos contendrán, al menos, la denominación y domicilio de la entidad 
asociativa, el objeto y el ámbito territorial, los requisitos y el procedimiento para la 
adquisición y pérdida de la condición de entidad asociada, la composición, el funcionamiento 
y la elección de los órganos de gobierno, representación y administración y el régimen 
económico, regulando su funcionamiento de acuerdo con los principios democráticos.

Artículo 190.  Uniones de cooperativas.

1. Las cooperativas podrán asociarse entre sí para constituir, dentro del Principado de 
Asturias, asociaciones o uniones de cooperativas de la misma clase o sector económico. 
Para constituir una unión han de participar al menos tres cooperativas, pudiendo también 
integrarse en ella uniones ya existentes.

2. En las uniones de cooperativas constituidas por cooperativas agrarias podrán también 
integrarse sociedades agrarias de transformación. Asimismo, y sin perjuicio de la posibilidad 
de crear sus propias entidades asociativas, las cooperativas de explotación comunitaria de la 
tierra podrán también integrarse en las uniones de cooperativas constituidas por 
cooperativas agrarias o por cooperativas de trabajo asociado.

3. En las uniones de cooperativas constituidas por cooperativas de trabajo asociado 
podrán también integrarse sociedades laborales, para la defensa de sus intereses comunes. 
Las asociaciones o agrupaciones en activo que asocien a cooperativas de trabajo asociado y 
a sociedades laborales tendrán, a los efectos de esta ley, la misma consideración que las 
uniones de cooperativas.

4. Los órganos sociales de las uniones de cooperativas serán la asamblea general, el 
consejo rector y la intervención, estableciéndose en los estatutos su composición y 
atribuciones sin que, en ningún caso, pueda atribuirse la mayoría absoluta de votos a uno de 
sus miembros. La asamblea general estará formada por los representantes de las 
cooperativas directamente asociadas y, en su caso, de las uniones que la integran.

Artículo 191.  Federaciones y confederaciones.

1. Las uniones de cooperativas podrán constituir federaciones y éstas confederaciones, 
así como afiliarse a las de igual carácter que se hallen constituidas.
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2. Las federaciones podrán admitir la afiliación directa de aquellas cooperativas en cuyo 
ámbito no exista unión constituida o integrada previamente en ellas.

Artículo 192.  Normas comunes.

1. A las uniones, federaciones y confederaciones, en sus respectivos ámbitos, 
corresponden entre otras, las siguientes funciones:

a) Representar y defender los intereses generales de las cooperativas y de sus socios 
ante las Administraciones Públicas y ante cualesquiera otras personas físicas o jurídicas y 
ejercer, en su caso, las acciones legales pertinentes.

b) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
c) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las sociedades cooperativas que 

asocien o entre éstas y sus socios.
d) Organizar servicios de asesoramiento, auditorías, asistencia jurídica o técnica y 

cuantos sean convenientes a los intereses de sus socios.
e) Actuar como interlocutores y representantes ante las entidades y organismos públicos.
f) Colaborar con el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias en 

las tareas de actualización y depuración técnica del censo de sociedades inscritas en aquél.
g) Ejercer cualquier otra actividad de naturaleza análoga.

2. En la denominación de las entidades asociativas de cooperativas deberá incluirse, 
respectivamente, la palabra «Unión de Cooperativas», «Federación de Cooperativas», o 
«Confederación de Cooperativas» o sus abreviaturas «U. de Coop.», «F. de Coop.» y «C. de 
Coop.». Se exceptúan de esta norma aquellas asociaciones y agrupaciones que no tomen la 
forma de unión, a las que hace referencia el artículo 190.3.

3. Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas, para poder incluir en su 
denominación términos que hagan referencia a un determinado ámbito geográfico, deberán 
acreditar que asocian, directamente o a través de las entidades asociadas, el 20 por ciento, 
al menos, de las sociedades cooperativas inscritas y no disueltas, con domicilio social en 
dicho ámbito geográfico.

4. En todo lo no previsto en este título, se estará a lo dispuesto, con carácter general, en 
la presente ley.

Artículo 193.  Trámites registrales.

1. Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas depositarán en el 
Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias la escritura pública de 
constitución, que habrá de contener, al menos:

a) Relación de las entidades promotoras,
b) Certificación del acuerdo de constitución,
c) Integrantes de los órganos de representación y gobierno,
d) Certificación del Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias de 

que no existe otra entidad con idéntica denominación, y
e) Los estatutos sociales.

2. El Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias dispondrá, en el 
plazo de un mes, la publicidad del depósito o el requerimiento a sus socios promotores, por 
una sola vez, para que, en el plazo de otro mes, subsanen los defectos observados. 
Transcurrido este plazo, el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias 
dispondrá la publicidad o rechazará el depósito mediante resolución exclusivamente fundada 
en la carencia de alguno de los requisitos mínimos a que se refiere el presente título.

La publicidad del depósito se realizará en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.
La entidad adquirirá personalidad jurídica y plena capacidad de obrar al mes de solicitar 

al Registro el depósito de la escritura de constitución, salvo que éste hubiera formulado 
reparos o acuerde rechazar el depósito en dicho término mediante resolución fundada.

3. Las uniones, federaciones y confederaciones deberán comunicar al Registro de 
Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias la variación en el número de sus 
miembros.
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TÍTULO VII

Acción de la administración del Principado de Asturias

Artículo 194.  Competencia administrativa.

La actuación del Principado de Asturias en materia de cooperativas se ejercerá a través 
de la Consejería competente en dicha materia, que ejercerá las funciones de ejecución, 
fomento, inspección y sancionadoras reguladas en esta ley, sin perjuicio de las facultades 
reconocidas a otras Consejerías u organismos dependientes de ellas, en relación con el 
cumplimiento de la legislación específica que les corresponda aplicar.

CAPÍTULO I

Promoción del cooperativismo

Artículo 195.  Principios generales.

1. El Principado de Asturias reconoce de interés general la promoción y el desarrollo de 
las cooperativas y de sus estructuras de integración económica y representativa, cuya 
libertad y autonomía garantiza.

En este marco, el Principado de Asturias fomentará la actividad que desarrollen las 
cooperativas, a través de medidas que favorezcan la inversión empresarial, la creación de 
empleo, la elevación del nivel de formación profesional y preparación técnica de los socios y 
el asociacionismo cooperativo.

2. La correspondiente actuación se llevará a cabo a través de la Consejería competente 
en materia de cooperativas, a la que se dotará de recursos y servicios necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 196.  Medidas de fomento del cooperativismo.

1. El Principado de Asturias realizará programas de ayuda para la creación y desarrollo 
de cooperativas, en el marco de su política general y en la aplicación de la política de 
empleo.

Se garantizará la participación y colaboración de los distintos sectores cooperativos en la 
ejecución de los programas de inversiones públicas del Principado de Asturias.

2. Se promoverá la utilización de las fórmulas cooperativas para la satisfacción de las 
necesidades empresariales y, singularmente, en relación con las de los profesionales, 
colegiados o no, y las de los pequeños y medianos empresarios, incluidos los autónomos y 
los del sector agrario.

3. Se fomentará la creación de cooperativas de trabajo asociado.
4. Se promoverán las cooperativas agrarias, las de explotación comunitaria de la tierra y 

las demás que contribuyan a corregir los desequilibrios territoriales fijando la población y el 
empleo en las comarcas en recesión.

Artículo 197.  Fomento y creación de cooperativas para la gestión y prestación de servicios 
públicos.

1. Se promocionará la creación de cooperativas para la gestión de servicios públicos, y 
se fomentará la participación de los usuarios, en colaboración con los distintos organismos 
competentes.

2. El Principado de Asturias, en la prestación de servicios públicos con la participación 
directa de los ciudadanos, fomentarán la creación de cooperativas con este objetivo en 
aquellas actividades en que no exista aún una iniciativa privada en este sentido, 
compartiendo la gestión de estos servicios.
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Artículo 198.  Fomento del cooperativismo que favorezca la integración social y la igualdad 
de género.

1. En la planificación y ejecución de los programas de fomento del cooperativismo, 
gozarán de especial consideración las cooperativas que promuevan o lleven a efecto 
actuaciones en favor de las personas en riesgo de exclusión, singularmente a través de la 
creación de puestos de trabajo adecuados a sus características.

2. Las actuaciones de promoción del cooperativismo, en especial las relativas al empleo, 
se coordinarán con las que se lleven a efecto en aplicación de sus programas de remoción 
de las desigualdades de género.

Artículo 199.  Medidas de fomento del asociacionismo cooperativo.

Se promoverán las estructuras asociativas de empresas de Economía Social, las 
Uniones y Federaciones de Cooperativas.

Artículo 200.  Formación en el cooperativismo.

El Principado de Asturias fomentará la formación cooperativa, y con este fin:

a) Formulará programas de formación, promoviendo la participación en ellos de las 
propias cooperativas, tanto en lo que atañe a su gestión o ejecución, como en lo referente a 
su financiación a través de los respectivos fondos de formación y promoción cooperativa.

b) Coordinará todas las actividades de formación cooperativa realizadas con cargo a su 
presupuesto.

c) Incluirá la enseñanza del cooperativismo en el sistema educativo en sus distintas 
clases y niveles y fomentará la creación de cooperativas de enseñanza.

CAPÍTULO II

Consejo asturiano de la economía social

Artículo 201.  Concepto y naturaleza.

El Consejo Asturiano de la Economía Social, es el órgano asesor y consultivo para las 
actividades relacionadas con la economía social, adscrito a la Consejería competente en 
dicha materia.

Actuará como un órgano de colaboración y coordinación del movimiento asociativo, de la 
administración autonómica y otros agentes sociales.

Artículo 202.  Funciones, composición y funcionamiento.

Reglamentariamente se establecerán las funciones, la composición y el régimen de 
funcionamiento de este Consejo.

CAPÍTULO III

Función inspectora y descalificación de cooperativas

Artículo 203.  La inspección de cooperativas.

Corresponde a la Consejería competente en materia de cooperativas la función 
inspectora en relación con el cumplimiento de la presente ley, que ejercerá a través de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, sin perjuicio de las funciones inspectoras que 
correspondan a otras Consejerías en función de la legislación específica aplicable.

Artículo 204.  Sujetos responsables.

Las sociedades cooperativas son sujetos responsables de las acciones y omisiones 
contrarias a esta ley, a sus normas de desarrollo y a las disposiciones complementarias 
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contenidas en los estatutos, sin perjuicio de las responsabilidades personales exigibles a 
consejeros, interventores o liquidadores.

Artículo 205.  Infracciones.

1. Son infracciones leves el incumplimiento de las obligaciones o la vulneración de las 
prohibiciones impuestas por esta ley, que no supongan un conflicto entre partes, no 
interrumpan la actividad social y no puedan ser calificadas de graves o muy graves.

2. Son infracciones graves:

a) No convocar la asamblea general ordinaria en tiempo y forma.
b) Incumplir la obligación de inscribir los actos que han de acceder obligatoriamente al 

Registro.
c) No efectuar las dotaciones, en los términos establecidos en esta ley, a los fondos 

obligatorios o destinarlos a finalidades distintas a las previstas.
d) La falta de auditoría de cuentas, cuando ésta resulte obligatoria, legal o 

estatutariamente.
e) Incumplir, en su caso, la obligación de depositar las cuentas anuales.
f) La transgresión generalizada de los derechos de los socios.

3. Son infracciones muy graves:

a) La paralización de la actividad cooperativizada, o la inactividad de los órganos 
sociales durante dos años.

b) La transgresión de las disposiciones imperativas o prohibitivas de esta ley, cuando se 
compruebe connivencia para lucrarse o para obtener ficticiamente subvenciones o 
bonificaciones fiscales.

c) Superar los límites previstos en esta ley para las operaciones con terceros o para la 
contratación de trabajadores por cuenta ajena por tiempo indefinido.

d) La asignación de retornos a personas que no sean socios en activo o con criterio 
distinto al de su participación en las actividades sociales.

4. Las infracciones leves, graves y muy graves se graduarán a efectos de su 
correspondiente sanción atendiendo al número de socios afectados, repercusión social, 
malicia o falsedad y capacidad económica de la cooperativa.

Artículo 206.  Sanciones y procedimiento sancionador.

1. Las infracciones tipificadas por la presente ley se sancionarán:

a) Las infracciones leves de grado mínimo con una multa de 150 euros a 300 euros; las 
de grado medio, con una multa de 301 euros a 450 euros, y las de grado máximo, con una 
multa de 451 euros a 600 euros.

b) Las infracciones graves de grado mínimo con una multa de 601 euros a 1.500 euros; 
las de grado medio, con una multa de 1.501 euros a 2.400 euros, y las de grado máximo, 
con una multa de 2.401 euros a 3.000 euros.

c) Las infracciones muy graves de grado mínimo con una multa de 3.001 euros a 6.000 
euros; las de grado medio, con una multa de 6.001 euros a 15.000 euros, y las de grado 
máximo, con una multa de 15.001 euros a 30.000 euros, o bien con la descalificación de la 
cooperativa.

2. Las infracciones serán sancionadas, a propuesta de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, en el caso de infracciones leves, por la persona titular de la Dirección 
General competente en materia de cooperativas; en el caso de infracciones graves, por el 
titular de la Consejería competente en dicha materia y, en el caso de infracciones muy 
graves, por el Consejo de Gobierno.

3. En la tramitación de los expedientes sancionadores resultará de aplicación el 
Reglamento del procedimiento sancionador general de la Administración del Principado de 
Asturias.
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Artículo 207.  Prescripción.

Las infracciones leves prescribirán a los tres meses; las graves, a los seis meses y las 
muy graves, al año, contados desde la fecha en que se hubieran cometido.

Artículo 208.  Descalificación de cooperativas.

1. Podrán ser causas de descalificación de una sociedad cooperativa:

a) En general, la pérdida o incumplimiento de los requisitos necesarios para la 
calificación de la sociedad como cooperativa.

b) La comisión de infracciones muy graves de normas imperativas o prohibitivas de la 
presente ley.

2. El procedimiento para la descalificación se ajustará a la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, con las siguientes particularidades:

a) La instrucción del expediente requerirá el informe preceptivo de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, así como de la organización representativa a la que pertenezca 
la sociedad cooperativa afectada, debiendo emitirse ambos en el plazo de un mes. Si no se 
hubiese emitido alguno de estos informes dentro del plazo indicado, se tendrá por evacuado.

b) En el trámite de audiencia a la sociedad, se personará el órgano de administración o, 
en su defecto, un número de socios no inferior a tres. Cuando no se produjese o no fuese 
posible dicha comparecencia, el trámite se cumplirá publicando el correspondiente aviso en 
el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

c) Será competente para resolver la descalificación la persona titular de la Consejería 
competente en materia de cooperativas.

3. La descalificación, una vez firme, surtirá efectos registrales de oficio e implicará la 
disolución de la sociedad cooperativa.

Disposición transitoria primera.  Expedientes en tramitación.

1. Los expedientes en materia de cooperativas, incluidos los sancionadores, iniciados 
antes de la entrada en vigor de esta ley, se tramitarán y resolverán con arreglo a la 
normativa anterior, salvo que la nueva ley resulte más beneficiosa.

2. El contenido de las escrituras y de los estatutos de las sociedades cooperativas 
existentes a la entrada en vigor de esta ley, no podrá ser aplicado si se opone a ésta, 
entendiéndose modificado o completado por cuantas normas prohibitivas o imperativas se 
contienen en la misma.

Disposición transitoria segunda.  Adaptación de las sociedades cooperativas a las 
previsiones de la presente ley.

1. Las cooperativas, así como sus uniones y federaciones que se hallen constituidas con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigor de esta ley, dispondrán de un plazo de tres años 
a partir de esa fecha, para adaptar sus estatutos a los preceptos de la presente ley.

2. El acuerdo de adaptación de estatutos se adoptará en asamblea general, siendo 
suficiente el voto favorable de más de la mitad de los votos presentes y representados. 
Cualquier consejero o socio estará legitimado para solicitar del órgano de administración la 
convocatoria de la asamblea general con esta finalidad y si, transcurridos dos meses desde 
la solicitud, no se hubiese hecho la convocatoria, podrán solicitarla del Juez competente, 
previa audiencia de los administradores, acordará lo procedente designando, en su caso, la 
persona que habrá de presidir la reunión.

3. Transcurridos tres años desde la entrada en vigor de la presente ley, no se inscribirá 
en el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias documento alguno de 
cooperativas sometidas a esta norma hasta tanto no se haya inscrito la adaptación de sus 
estatutos sociales. Se exceptúan los títulos relativos a la adaptación a la presente ley, así 
como a la transformación, fusión, disolución y liquidación de la sociedad, y los asientos 
ordenados por la autoridad judicial o administrativa.
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Disposición transitoria tercera.  Registro de Sociedades Cooperativas.

En tanto no sea aprobado el Reglamento del Registro de Sociedades Cooperativas del 
Principado de Asturias, con arreglo a lo previsto en el artículo 15.2, será de aplicación el 
vigente Reglamento del Registro de Cooperativas del Estado en lo que no se oponga a lo 
establecido en la presente ley.

Disposición final.  Desarrollo reglamentario.

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean precisas 
para el desarrollo y ejecución de la presente ley.

2. El Consejo de Gobierno dictará en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de 
la presente ley las normas reguladoras del régimen de organización y funcionamiento del 
Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias.
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§ 47

Ley 2/2000, de 23 de junio, de Cajas de Ahorro

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 156, de 6 de julio de 2000

«BOE» núm. 194, de 14 de agosto de 2000
Última modificación: 24 de diciembre de 2010

Referencia: BOE-A-2000-15424

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta general del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Cajas de Ahorro.

PREÁMBULO

1. Esta Ley, respaldada por el artículo 10.1.36 del Estatuto de Autonomía del Principado 
de Asturias, responde al triple objetivo de democratizar los órganos de gobierno de las Cajas 
de Ahorro que regula, de conciliar su democratización con las exigencias propias de una 
gestión eficaz, que debe llevarse a cabo con criterios estrictamente profesionales, y de 
establecer, en fin, una normativa acorde con la organización territorial del Principado de 
Asturias, fijando al mismo tiempo el régimen de disciplina, inspección y control de estas 
entidades.

Al ser entes de carácter social, y, dado el marco territorial en el que fundamentalmente 
desarrollan su actividad, las Cajas de Ahorro exigen la plena democratización de sus 
órganos rectores, de manera que puedan expresarse todos los intereses genuinos de la 
Comunidad Autónoma. Esta democratización es perfectamente compatible con una mayor 
profesionalización, necesaria en unas entidades, que, aunque ajenas al lucro mercantil, 
deben, no obstante, operar en unos mercados financieros cada vez más competitivos, para 
mantener su capacidad de ahorro y la eficacia de su servicio a la economía regional.

La aplicación en particular del principio de democratización se lleva a cabo en el máximo 
órgano de gobierno y decisión de las Cajas, la Asamblea General, mediante las 
representaciones sociales más íntimamente vinculadas a su actividad: Las corporaciones 
municipales, en cuanto representantes electas de los intereses de las colectividades locales; 
los impositores, como proveedores de los recursos con los que las Cajas operan; el 
personal, que hace posible con su trabajo el normal desarrollo de la actividad y las entidades 
fundadoras.

2. No es esta Ley la primera norma del Principado de Asturias en la materia, regulada 
hasta ahora, por lo que al Principado se refiere, por el Decreto 102/1988, de 10 de 
noviembre, por el que se desarrollan las normas básicas sobre órganos rectores de las 
Cajas de Ahorro, inicialmente modificado por el Decreto 68/1996, de 6 de noviembre, y 
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posteriormente restablecido en su primera redacción mediante el Decreto 27/2000, de 16 de 
marzo, así como por el Decreto 52/1992, de 4 de junio, sobre actuación e inversiones de las 
Cajas de Ahorro que operen en el Principado de Asturias. Pero esta Ley representa, tanto 
por su rango como por su contenido, un avance verdaderamente cualitativo, al que no es 
ajeno tampoco el plus de legitimidad que la nueva norma recibe de su aprobación por el 
Parlamento de la Comunidad Autónoma como representación democrática de la voluntad 
popular.

Las novedades más significativas respecto de regulaciones anteriores son la 
introducción del principio de proporcionalidad para la designación de representantes en los 
órganos de gobierno, tendente a aportar una más clara democratización de los 
nombramientos y un mayor equilibrio y estabilidad a los mismos, y la asunción por la Junta 
General del Principado, órgano de representación popular, de los derechos que en su caso 
devengan de la extinta Diputación Provincial, así como la absoluta independencia de los 
órganos de gobierno respecto de las instituciones o grupos de representación que los 
hubieran designado o elegido. Se refuerzan las incompatibilidades de los Consejeros 
Generales y de Administración para evitar interferencias económicas y políticas en los 
órganos rectores y reafirmar de esta manera su autonomía para el mejor funcionamiento de 
las entidades, sin olvidar su compromiso con el desarrollo regional, objeto y fin de las Cajas 
de Ahorro establecidas en el Principado de Asturias, o con actividades en su territorio. Se 
prevé la reelección al finalizar su mandato de los miembros de los órganos de gobierno, 
siempre que sigan contando con la confianza de los que deban designarlos, al objeto de 
aprovechar la experiencia que hayan adquirido en el ejercicio del cargo. Se introduce, en fin, 
la figura del Defensor del Cliente como garantía de los derechos de la clientes.

3. La Ley se acomoda a la normativa básica establecida por el Estado en uso de la 
competencia que le reserva el artículo 149.1.11.a y 13.a de la Constitución y principalmente 
contenida, por un lado, en la Ley 31/1985, de 2 de agosto, de Regulación de las Normas 
Básicas sobre Órganos Rectores de las Cajas de Ahorro y, por el otro, en la Ley 26/1988, de 
29 de julio, sobre disciplina e intervención de las entidades de crédito, ambas con sus 
respectivos desarrollos y modificaciones, y tal y como han quedado tras los 
pronunciamientos que sobre las mismas ha venido a efectuar el Tribunal Constitucional.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.

1. Esta Ley es de aplicación a las Cajas de Ahorro con domicilio social en el Principado 
de Asturias, así como, en los términos que en la misma se establecen, a las actividades que 
desarrollen en Asturias las Cajas de Ahorro que tengan su domicilio social fuera del ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma.

2. A los efectos de esta Ley, son Cajas de Ahorro, con o sin Monte de Piedad, las 
entidades de crédito sin ánimo de lucro, de naturaleza fundacional y carácter benéfico-social, 
no dependientes de otra persona física o jurídica, dedicadas a la captación, administración e 
inversión de los ahorros que les sean confiados.

3. Todas las Cajas de Ahorro con domicilio social en el Principado de Asturias tienen la 
misma naturaleza jurídica y los mismos derechos y obligaciones, así como idéntica 
consideración ante los poderes públicos.

Artículo 2.  Protectorado.

Sin perjuicio de la competencia del Estado sobre bases de la ordenación del crédito y 
sobre bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, el 
protectorado de las Cajas de Ahorro con domicilio social en el Principado de Asturias 
corresponde al Consejo de Gobierno, que lo ejercerá a través de la Consejería de Hacienda, 
con arreglo a los siguientes principios:

a) Procurar el desarrollo y buen funcionamiento de las Cajas de Ahorro protegiendo su 
independencia y defendiendo su prestigio y estabilidad.

b) Proteger los derechos e intereses de los clientes de las Cajas de Ahorro.
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c) Estimular y orientar las acciones propias de las Cajas de Ahorro encaminadas a 
mejorar el nivel socioeconómico del Principado de Asturias.

d) Vigilar el cumplimiento por las Cajas de Ahorro de las normas de ordenación y 
disciplina aplicables a las entidades de crédito y velar para que las Cajas de Ahorro realicen 
las adecuadas políticas de administración y gestión del ahorro, que les permitan el 
cumplimiento de su función económica y social.

e) Garantizar la aplicación de los principios de legalidad, territorialidad, transparencia, 
profesionalidad y participación democrática en la composición, elección y funcionamiento de 
los órganos de gobierno de las Cajas de Ahorro.

Artículo 3.  Objetivos básicos.

1. Las Cajas de Ahorro tienen como objetivos básicos el fomento del ahorro, a través de 
una captación y retribución adecuadas, y la inversión de sus recursos en la financiación de 
activos y desarrollo de los diversos sectores económicos de su ámbito de actuación.

2. Para el cumplimiento de sus fines, las Cajas de Ahorro podrán realizar todas las 
operaciones económicas y financieras que sean conformes a su naturaleza y ordenamiento 
jurídico.

3. Los excedentes económicos resultantes de su actuación se destinarán a la 
constitución de reservas y a la realización de obras benéfico-sociales, de acuerdo con la 
normativa vigente.

TÍTULO I

Disposiciones generales de régimen jurídico

Artículo 4.  Creación.

1. La solicitud de creación de una Caja de Ahorro se presentará ante la Consejería de 
Hacienda, acompañada de la siguiente documentación:

1.o Proyecto de escritura fundacional.
2.o Proyecto de Estatutos, que deberán contener como mínimo:

a) La denominación.
b) El domicilio social.
c) Objeto y fines.
d) La determinación del número de miembros que componen la Asamblea General, el 

Consejo de Administración y la Comisión de Control, así como las reglas de funcionamiento 
de dichos órganos.

e) La determinación de la duración del mandato.
f) Las previsiones para la cobertura de las vacantes que se produzcan antes de la 

finalización del mandato.
g) Las normas para la renovación parcial de los órganos de gobierno.
h) Los requisitos y procedimiento para la convocatoria de la Asamblea General, del 

Consejo de Administración y de la Comisión de Control.
i) La forma de elección, cese y renovación del Presidente.
j) Las fechas de comienzo y cierre del ejercicio económico.
k) La aplicación de los excedentes líquidos del ejercicio.

3.o Programa de actividades, haciendo constar el género de operaciones que pretenden 
realizarse y la estructura organizativa de la entidad.

4.o Relación de miembros y circunstancias de los fundadores.
5.o Miembros futuros de su Consejo de Administración.
6.o Memoria en donde se recojan los objetivos que se propongan alcanzar con su 

creación y su viabilidad económica.
7.o Dotación inicial de recursos, con la descripción y valoración de los bienes y derechos 

y las características de la aportación.
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2. El proyecto de escritura fundacional y los Estatutos de la nueva Caja habrán de ser 
aprobados por la Consejería de Hacienda, que elevará al Consejo de Gobierno la 
correspondiente propuesta de autorización. El acto de autorización tendrá la forma de 
Acuerdo del Consejo de Gobierno.

3. Para la creación de una Caja de Ahorro será necesario tener un fondo de dotación en 
efectivo en la cuantía que determine la legislación del Estado.

4. Las autorizaciones concedidas no pueden ser objeto de transmisión o cesión en 
ningún caso.

Artículo 5.  Constitución.

1. Concedida la autorización por el Consejo de Gobierno, la constitución de la Caja de 
Ahorro se formalizará en escritura pública. En la escritura fundacional necesariamente se 
hará constar:

a) La identidad de las personas físicas o jurídicas fundadoras.
b) El domicilio social de la nueva entidad.
c) La manifestación expresa de la voluntad de constituir una Caja de Ahorro conforme a 

las disposiciones legales.
d) La dotación inicial, con descripción de los bienes y derechos que la integren, su título 

de propiedad, las cargas y el carácter de la aportación.
e) Los Estatutos de la entidad.

2. Comprobado por la Consejería de Hacienda que la escritura fundacional se ajusta a 
los términos de la autorización concedida de conformidad con lo previsto en el artículo 
anterior, corresponderá al Consejo de Gobierno autorizar, mediante Acuerdo, la inscripción 
provisional de la Caja en el Registro de Cajas de Ahorro del Principado de Asturias.

3. A partir de dicha inscripción y las que de acuerdo con la normativa básica corresponda 
en los registros del Blanco de España y Mercantil, la Caja podrá iniciar sus actividades.

Artículo 6.  Registros.

1. La Consejería de Hacienda llevará un Registro de Cajas de Ahorro, que estará 
organizado en dos secciones:

a) Sección primera: En la que se inscribirán todas las Cajas de Ahorro que tengan su 
domicilio social en el Principado de Asturias, así como los actos relativos a las mismas en la 
forma que se determine reglamentariamente.

b) Sección segunda: En la que se harán constar los datos que reglamentariamente se 
determinen de las Cajas de Ahorro que sin estar domiciliadas en el territorio del Principado 
de Asturias tengan oficinas abiertas en el mismo.

2. La Consejería de Hacienda llevará, asimismo, un Registro de Altos Cargos de las 
Cajas de Ahorro con domicilio social en el Principado de Asturias, al que estas Entidades 
vendrán obligadas a comunicar cualquier modificación que afecte a los miembros de su 
Consejo de Administración y de su Comisión de Control, así como a los Directores 
Generales o asimilados.

3. Los nombramientos, ceses y reelecciones de los Vocales del Consejo de 
Administración, miembros de la Comisión de Control y Directores Generales o asimilados se 
comunicarán a dicha Consejería en el plazo máximo de los siete días hábiles siguientes, la 
cual procederá a su inscripción, tras comprobar su adecuación a las normas vigentes. Las 
altas y bajas en este Registro serán notificadas con carácter inmediato al Ministerio de 
Hacienda, a través del Banco de España.

4. Ambos Registros serán públicos y tendrán carácter meramente informativo. Cualquier 
persona que justifique su interés legítimo podrá obtener certificación gratuita de los datos en 
él contenidos.

Artículo 7.  Utilización de denominaciones.

1. En defecto de inscripción en el Registro de Cajas de Ahorro del Principado de 
Asturias, está prohibida la utilización dentro del territorio de la Comunidad Autónoma de las 
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denominaciones «Caja de Ahorro» o «Monte de Piedad», o de otras que puedan inducir a 
confusión.

2. Del mismo modo, no se podrán utilizar marcas, rótulos, modelos o anuncios que 
induzcan a error acerca de su naturaleza.

Artículo 8.  Período transitorio.

1. Durante los dos años posteriores a la inscripción provisional, la nueva Caja estará 
sujeta al régimen especial de control que reglamentariamente se determine. Transcurrido 
este período y previa la inspección correspondiente, la inscripción en el Registro se 
convertirá en definitiva. La inscripción definitiva puede ser denegada por el Consejo de 
Gobierno, en los siguientes supuestos:

a) Cuando la Caja no haya dado comienzo a sus actividades específicas dentro de los 
doce meses siguientes a la inscripción provisional.

b) Cuando hayan cesado sus actividades de hecho, durante un período ininterrumpido 
superior a seis meses consecutivos.

c) Cuando incumpla las condiciones establecidas en sus Estatutos.
d) Cuando carezca de fondos propios suficientes o no ofrezca garantías para el 

cumplimiento de sus obligaciones con relación a sus acreedores.
e) Por haber incurrido en infracciones de carácter grave tipificadas en la normativa 

autonómica o en la normativa básica estatal.

2. La denegación de la inscripción conlleva la disolución de la Caja de Ahorro y la 
apertura del período de liquidación.

Artículo 8 bis.  Ejercicio indirecto de la actividad financiera de las Cajas de Ahorro.

1. Las Cajas de Ahorro podrán desarrollar su objeto propio como entidad de crédito a 
través de una entidad bancaria a la que aportarán todo su negocio financiero. Igualmente 
podrán aportar todos o parte de sus activos no financieros adscritos al mismo.

2. La entidad bancaria a través de la cual la Caja de Ahorro ejerza su actividad como 
entidad de crédito podrá utilizar en su denominación social y en su actividad expresiones que 
permitan identificar su carácter instrumental, incluidas las denominaciones propias de la Caja 
de Ahorro de la que dependa. Asimismo, la citada entidad bancaria se adherirá al Fondo de 
Garantía de Depósitos de las Cajas de Ahorro.

3. Si una Caja de Ahorro redujese su participación de modo que no alcance el 50 % de 
los derechos de voto de la entidad de crédito a la que se refiere el presente artículo, deberá 
renunciar a la autorización para actuar como entidad de crédito según lo previsto en la Ley 
de Ordenación Bancaria de 1946 y proceder a su transformación en fundación especial con 
arreglo a lo previsto en el artículo 8 ter de esta ley.

4. Lo establecido en este artículo será también de aplicación a aquellas Cajas de Ahorro 
que, de forma concertada, ejerzan en exclusiva su objeto como entidades de crédito a través 
de una entidad de crédito controlada conjuntamente por todas ellas conforme a lo dispuesto 
en el artículo 8.3 de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de Coeficientes de Inversión, Recursos 
Propios y Obligaciones de Información de los Intermediarios Financieros..

Artículo 8 ter.  Transformación de Cajas de Ahorro en fundaciones de carácter especial.

1. Las Cajas de Ahorro podrán acordar la segregación de sus actividades financiera y 
benéfico-social mediante el régimen previsto en este artículo en los siguientes casos:

a) Conforme a lo previsto en el artículo 8 bis.3 de esta ley.
b) Como consecuencia de la renuncia a la autorización para actuar como entidad de 

crédito y en los demás supuestos de revocación.
c) Como consecuencia de la intervención de la entidad de crédito en los supuestos 

previstos en la Ley 26/1988, de 29 de julio, de Disciplina e Intervención de las Entidades de 
Crédito.
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A tal efecto traspasarán todo el patrimonio afecto a su actividad financiera a otra entidad 
de crédito a cambio de acciones de esta última y se transformarán en una fundación de 
carácter especial, perdiendo su condición de entidad de crédito.

La fundación centrará su actividad en la atención y desarrollo de su obra benéfico-social, 
para lo cual podrá llevar a cabo la gestión de su cartera de valores. La fundación deberá 
destinar a su finalidad benéfico-social el producto de los fondos, participaciones e 
inversiones que integren su patrimonio. Auxiliarmente, podrá llevar a cabo la actividad de 
fomento de la educación financiera.

2. El acuerdo al que se refiere el apartado 1 de este artículo estará sujeto al 
cumplimiento de los requisitos previstos para la constitución de fundaciones y supondrá la 
transformación de la Caja en una Fundación de carácter especial. La segregación de la 
actividad financiera, por su parte, se regirá por lo establecido en la Ley 3/2009, de 3 de abril, 
sobre Modificaciones Estructurales de las Sociedades Mercantiles.

Artículo 9.  Fusión.

1. Corresponde al Consejo de Gobierno autorizar, mediante acuerdo, cualquier fusión de 
la que sea parte una Caja de Ahorro con domicilio social en el Principado de Asturias. La 
denegación de la autorización sólo podrá producirse mediante resolución motivada cuando la 
entidad resultante pudiera incumplir cualquiera de los requisitos objetivos previstos en la 
presente ley.

La nueva entidad que resulte de la fusión debe ser inscrita en el Registro de Cajas de 
Ahorro siempre que su domicilio social radique en el Principado de Asturias. En tal caso, los 
Estatutos, así como la pertinente documentación de la nueva entidad o, en su caso, las 
modificaciones de los Estatutos, deberán obtener la aprobación de la Consejería competente 
en materia económica y presupuestaria, que podrá ordenar la modificación de aquellos 
preceptos estatutarios que no se ajusten a la legislación vigente.

2. En el caso de fusión de Cajas de Ahorro que suponga la creación de nueva Entidad 
con domicilio social en el Principado de Asturias, la elección de los órganos de gobierno se 
realizará en el plazo de dos años a partir de la aprobación de los Estatutos y Reglamentos 
por la Consejería de Hacienda. Durante el plazo a que se refiere el párrafo anterior, los 
órganos de gobierno de la nueva entidad resultante de la fusión serán los establecidos en los 
pactos de fusión, respetando en todo caso lo establecido por la Ley. El número de los 
miembros de aquéllos podrá ampliarse hasta un máximo del doble al previsto en esta Ley.

3. En el caso de fusiones que supongan absorción, quedarán disueltos los órganos de 
gobierno de la Caja absorbida. La administración, representación y gestión de la Entidad 
corresponderá a los de la Caja absorbente.

No obstante lo anterior, podrá acordarse la incorporación de miembros de la entidad 
absorbida a los nuevos órganos de gobierno de la absorbente hasta la primera renovación 
de éstos. El número de miembros de los órganos de gobierno podrá ampliarse hasta un 
máximo del doble al previsto en esta Ley.

4. En ambos casos, deberán ser elegidos o ratificados el Presidente y, en el supuesto de 
que éste no tuviere funciones ejecutivas, el Director general de la entidad.

Artículo 10.  Disolución y liquidación.

1. Los acuerdos de disolución y liquidación de Cajas de Ahorro deberán ser autorizados 
por Acuerdo del Consejo de Gobierno.

2. Aprobada la disolución, salvo cuando ésta se produzca como consecuencia de una 
fusión, se abrirá el período de liquidación. El proceso de liquidación está sujeto al control de 
la Consejería de Hacienda, que designará a sus representantes para este fin.

3. La adjudicación del remanente que resulte de la liquidación se ajustará a lo que 
dispongan los Estatutos, procurando en todo caso el mantenimiento de las obras sociales 
establecidas.

4. La disolución y liquidación de las Cajas de Ahorro debe ser inscrita en el Registro de 
Cajas de Ahorro del Principado de Asturias.

5. Las disposiciones de este artículo se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en las 
normas básicas sobre la materia, en especial, las que regulan el Fondo de Garantía de 
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Depósitos. En cualquier caso, los organismos competentes podrán establecer los sistemas 
de colaboración adecuados.

TÍTULO II

Órganos de gobierno

CAPÍTULO I

Disposiciones comunes

Artículo 11.  Órganos de gobierno.

1. La administración, gestión, representación y control de las Cajas de Ahorro 
corresponden a los siguientes órganos de gobierno:

a) La Asamblea General.
b) El Consejo de Administración.
c) La Comisión de Control.

2. Adicionalmente, serán órganos de las Cajas de Ahorro el Director General o asimilado 
y las Comisiones de Inversiones, Retribuciones y Nombramientos y Obra Benéfico-Social.

3. A las Cajas de Ahorro que desarrollen su actividad indirectamente de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 8 bis de esta ley les serán de aplicación las siguientes especialidades:

a) Los órganos de gobierno de la Caja serán, exclusivamente, la Asamblea General, el 
Consejo de Administración y la Comisión de Control.

b) La representación de los intereses colectivos de los impositores, de las corporaciones 
locales que no tuviesen la condición de Entidad Fundadora de la Caja y de los empleados en 
sus órganos de gobierno se establecerá de la siguiente manera:

1) La representación de las corporaciones municipales se llevará a cabo sobre la base 
de aquellas en cuyo término tenga abierta oficina la entidad bancaria a través de la que la 
Caja de Ahorro desarrolle su actividad financiera.

2) La representación de los grupos de impositores y trabajadores se llevará a cabo sobre 
la base de los correspondientes colectivos de la entidad bancaria a través de la que la Caja 
de Ahorro desarrolle su actividad financiera. La representación de los trabajadores en los 
órganos de gobierno incluirá asimismo a los empleados de la Caja de Ahorro.

La Caja de Ahorro designará a sus representantes en el Consejo de Administración de la 
entidad bancaria a través de la cual realice su actividad teniendo en cuenta la representación 
de los grupos en su Consejo de Administración.

4. Los órganos de gobierno actuarán de forma colegiada. Sus miembros ejercerán sus 
funciones con carácter honorífico, gratuito y en beneficio exclusivo de los intereses de la 
Caja de Ahorro y del cumplimiento de su función económico-social, con independencia de 
cualesquiera otros intereses legítimos. En particular, actuarán con absoluta independencia 
respecto de las instituciones o grupos de representación que los hubieren designado o 
elegido. Sólo responderán de sus actos ante el órgano de gobierno al que pertenezcan y, en 
última instancia, ante la Asamblea General de la Caja. Una vez nombrados o elegidos, no 
podrán ser cesados antes de finalizar su mandato sino en la forma y por las causas previstas 
en esta ley.

No obstante el carácter gratuito del cargo, la asistencia a las reuniones de los órganos 
de gobierno dará derecho a la percepción de la cantidad que, en concepto de dietas, fije la 
Asamblea General a propuesta del Consejo de Administración, debiendo establecerse un 
procedimiento de revisión periódica de la misma. Asimismo, los respectivos órganos de 
gobierno podrán encomendar a cualquiera de sus miembros la representación o el 
cumplimiento de un mandato, en cuyo caso, el representante o mandatario percibirá la 
cantidad que se determine por asistencia, dietas y gastos derivados del desplazamiento para 
el cumplimiento de la obligación.
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Igualmente, el ejercicio de las funciones de los miembros de los órganos de gobierno de 
las Cajas de Ahorro diferentes de las de Consejeros Generales de la Asamblea podrá ser 
retribuido. Corresponderá a la Asamblea General la determinación de dicha remuneración.

5. Ningún miembro de los órganos de gobierno de las Cajas de Ahorro puede 
representar simultáneamente a más de uno de los grupos que relaciona el artículo 21.1 de 
esta ley.

6. Los miembros de los órganos de gobierno deberán reunir, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 15 de esta ley, los requisitos de honorabilidad comercial y profesional que 
determinen las normas de desarrollo de esta ley. En cualquier caso, se entenderá que 
concurre honorabilidad comercial y profesional en quienes hayan venido observando una 
trayectoria personal de respeto a las leyes mercantiles u otras que regulan la actividad 
económica y la vida de los negocios, así como las buenas prácticas comerciales y 
financieras.

En todo caso, se entenderá que carecen de tal honorabilidad quienes, en España o en el 
extranjero, tengan antecedentes penales por delitos dolosos, estén inhabilitados para ejercer 
cargos públicos o de administración o dirección de entidades financieras o estén 
inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, mientras no haya 
concluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso y los 
quebrados y concursados no rehabilitados en procedimientos concursales anteriores a la 
entrada en vigor de dicha ley.

Artículo 12.  Elecciones: Principios rectores.

1. Todos los sorteos y elecciones que celebren las Cajas de Ahorro para determinar los 
miembros que han de componer sus órganos de gobierno, se efectuarán ante Notario con 
asistencia del Presidente de la Comisión de Control u otro miembro de la misma en quien 
delegue.

2. La normativa interna de cada Caja de Ahorro regulará los procedimientos de elección 
de los miembros que integran los diferentes órganos de gobierno, así como los 
procedimientos de impugnación y demás incidentes que puedan producirse en los procesos 
electorales.

3. Las normas de autorregulación a que se refiere el apartado anterior deberán inspirarse 
necesariamente en los siguientes principios:

a) Territorialidad, para obtener una distribución adecuada de los grupos de 
representación.

b) Transparencia, que se garantizará en los diferentes procesos electorales para la 
elección de los órganos de gobierno a través de la posible interposición de las 
correspondientes impugnaciones y su resolución, así como de la intervención de Notario y 
de la participación de la Comisión de Control.

c) Democratización, a través de la presencia en todos los órganos de gobierno de los 
grupos que representan los intereses sociales y colectivos.

d) Profesionalidad, para asegurar la eficacia del servicio a la economía regional y 
nacional, y mantener la capacidad de ahorro.

Artículo 13.  Secreto.

1. Los miembros de los órganos de gobierno de las Cajas de Ahorro están obligados a 
guardar secreto sobre las informaciones que conozcan por razón de su cargo. Son 
igualmente secretas las deliberaciones de los órganos de gobierno, sin perjuicio de las 
decisiones de éstos en cuanto a la difusión de sus acuerdos. La violación de esta obligación 
de guardar secreto constituirá justa causa de cese conforme a lo dispuesto en el artículo 
26.1 f) de esta Ley.

2. Las comunicaciones que, en cumplimiento de la legislación vigente, se dirijan a las 
Administraciones responsables de la supervisión y control de las entidades de crédito y a los 
órganos judiciales no vulneran el deber de sigilo.

3. Todos los miembros de los órganos de gobierno de las Cajas de Ahorro tendrán 
derecho a disponer de la información y el asesoramiento necesarios de la Entidad para el 
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ejercicio de sus responsabilidades. Los Presidentes de los respectivos órganos de gobierno 
velarán por el cumplimiento de este derecho.

Artículo 14.  Requisitos.

1. Los Consejeros Generales y los Compromisarios habrán de reunir con carácter 
general los siguientes requisitos:

a) Ser persona física, con residencia habitual en la región o zona de actividad de la Caja.
b) Ser mayor de edad y no estar incapacitado.
c) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones que hubieran contraído con la 

Caja de Ahorro por sí mismos o en representación de otras personas o entidades.
d) Tener cuenta abierta en la Caja correspondiente, con al menos dos años de 

antelación a la fecha del nombramiento.
e) No estar incurso en las incompatibilidades a las que se refiere el artículo siguiente de 

esta ley.

2. Los Consejeros Generales y los Compromisarios habrán de reunir, además de los 
requisitos establecidos con carácter general en el apartado uno de este artículo, aquellos 
otros que la presente ley establece con carácter especial para cada uno de los órganos.

3. El incumplimiento de los requisitos referidos en los apartados anteriores será causa de 
inelegibilidad.

Artículo 15.  Incompatibilidades.

Son incompatibles con la condición de Consejero General y de Compromisario de las 
Cajas de Ahorro, además de quienes incurran en las causas de inelegibilidad del artículo 
anterior, los siguientes:

a) Los quebrados y los concursados no rehabilitados, los condenados a penas que lleven 
aneja la inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos y los que hubieran sido 
sancionados por infracciones graves.

A estos efectos, se considerarán infracciones graves aquellas a las que el ordenamiento 
jurídico confiera expresamente tal carácter y hayan sido apreciadas por los tribunales y 
organismos administrativos competentes.

b) Los Presidentes, Consejeros, Administradores, Directores, Gerentes, Asesores o 
asimilados, de otro establecimiento o institución de crédito de cualquier clase, o de 
corporaciones o entidades que propugnen, sostengan o garanticen instituciones o 
establecimientos de crédito o financieros, o las personas al servicio de la Administración del 
Estado o las comunidades autónomas con funciones a su cargo que se relacionen 
directamente con las actividades propias de las Cajas de Ahorro. Se exceptúa de lo previsto 
en la presente letra a quienes ostenten cargos en otras entidades de crédito en 
representación de la caja o promovidas por ella.

c) Los Presidentes, Consejeros, Administradores o Directores generales de entidades de 
crédito o financieras que hayan sido separados de su cargo o suspendidos de funciones por 
intervención administrativa de la autoridad económica.

d) Los empleados en activo en otra entidad de intermediación financiera o de crédito no 
dependientes de la propia Caja de Ahorro, así como las personas ligadas laboralmente a los 
mismos establecimientos.

e) Los que estén vinculados a la Caja, directa o indirectamente, a través de sociedades 
en las que participen en más de un veinte por ciento, o en las que ejerzan el control efectivo.

f) Los que estén vinculados a la Caja mediante contratos de obras, servicios, suministros 
o trabajos retribuidos, mientras subsista tal relación y durante los dos años posteriores al fin 
de la vinculación. En los mismos términos, los que estén ligados a la Caja mediante 
cualquier vinculación de índole mercantil, salvo las derivadas de la relación de cliente de la 
entidad. Las anteriores limitaciones no se extienden a la relación laboral de los empleados 
de la Caja de Ahorro.

g) Las personas que bajo cualquier forma tengan intereses opuestos a los de la entidad.
h) Los que por sí mismos o en representación de otras personas o entidades:
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1) Mantuviesen, en el momento de ser elegidos los cargos, deudas vencidas y exigibles 
de cualquier clase frente a la entidad.

2) Durante el ejercicio del cargo, hubieran incurrido en incumplimiento de las 
obligaciones contraídas con la Caja con motivo de créditos o préstamos o por impago de 
deudas de cualquier clase frente a la entidad.

i) Las personas que se encuentren en el ejercicio de todo cargo político electo.
Será igualmente incompatible con el ejercicio de alto cargo de la Administración General 

del Estado, la Administración de las comunidades autónomas y la Administración local, así 
como de las entidades del sector público, de derecho público o privado, vinculadas o 
dependientes de aquéllas.

Tal incompatibilidad se extenderá durante los dos años siguientes a la fecha del cese de 
los altos cargos a los que se refiere el párrafo anterior, cuando se dé cualquiera de los 
siguientes supuestos de hecho:

1) Que los altos cargos, sus superiores a propuesta de ellos o los titulares de sus 
órganos dependientes, por delegación o sustitución, hubieran dictado resoluciones en 
relación con Cajas de Ahorro.

2) Que hubieran intervenido en sesiones de órganos colegiados en las que se hubiera 
adoptado algún acuerdo o resolución en relación con Cajas de Ahorro.

Artículo 16.  Duración de mandatos.

1. La duración del ejercicio del cargo de miembro de un órgano de gobierno será la 
señalada en los Estatutos, sin que pueda ser inferior a cuatro años ni superior a seis. No 
obstante, los Estatutos podrán prever la posibilidad de reelección por otro período igual, si 
continúa cumpliendo los requisitos del artículo 14 de esta ley.

El cómputo de este período de reelección será aplicado cualquiera que fuera el período 
de tiempo transcurrido entre el cese y el nuevo nombramiento y el grupo por el que se 
ostente la representación.

La duración del mandato no podrá superar los doce años, sea cual sea la representación 
que se ostente. Cumplido el mandato de doce años de forma continuada o interrumpida, y 
transcurridos ocho años desde dicha fecha, se podrá volver a ser elegido en las condiciones 
establecidas en la presente ley.

2. La renovación de los miembros de los órganos de gobierno no podrá suponer una 
renovación total o una renovación parcial que pueda asimilarse a la total dado el porcentaje 
renovado o la proximidad temporal entre renovaciones y se efectuará, en todo caso, 
respetando la proporcionalidad de las representaciones que componen los órganos de 
gobierno.

3. El procedimiento y condiciones para la renovación, la reelección y provisión de 
vacantes de miembros de los órganos de gobierno se determinará en los Estatutos y 
Reglamentos de la Caja de Ahorro, sin que puedan realizarse nombramientos provisionales.

Artículo 17.  Prohibiciones.

Quienes hayan ostentado la condición de miembro de un órgano de gobierno de la Caja 
de Ahorro no podrán establecer con la misma contratos de obras, suministros, servicios o 
trabajos retribuidos durante un periodo mínimo de dos años, contados a partir del cese en el 
correspondiente órgano de gobierno, salvo la relación laboral para los empleados de la Caja 
de Ahorro.
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CAPÍTULO II

La Asamblea General

Sección 1.ª Naturaleza y funciones

Artículo 18.  Naturaleza.

1. La Asamblea General es el órgano supremo de gobierno y decisión de las Cajas de 
Ahorro. Está constituida por las representaciones de los intereses sociales y colectivos del 
ámbito de actuación de la Caja y, en su caso, por los Cuotapartícipes.

2. Los miembros de la Asamblea General representantes de los intereses sociales y 
colectivos del ámbito de actuación de la Caja reciben la denominación de Consejeros 
Generales. Los Consejeros Generales y los Cuotapartícipes gozan de los derechos de 
asistencia a las sesiones de este órgano, de voto para la adopción de sus acuerdos, y de 
información sobre los asuntos que a la Asamblea se sometan.

Artículo 19.  Funciones.

1. Corresponde a la Asamblea General ejercer las facultades generales de gobierno y, 
en particular, las siguientes funciones:

a) Definir anualmente las líneas generales del Plan de actuación de la entidad a las que 
deberá ajustarse la actuación del Consejo de Administración y de la Comisión de Control.

b) La aprobación, en su caso, de la gestión del Consejo de Administración, memoria, 
balance anual y cuenta de resultados, así como la aplicación de éstos a los fines propios de 
la Caja de Ahorro.

c) La aprobación y modificación de los Estatutos, el Reglamento y la normativa interna 
reguladora del régimen electoral de los órganos de gobierno de la Caja.

d) La disolución y liquidación de la Caja, su fusión o integración con otras, su 
transformación en una fundación de carácter especial y la decisión de desarrollar su 
actividad de manera indirecta conforme a lo previsto en la presente ley.

e) La creación y disolución de obras benéfico-sociales, la aprobación de sus 
presupuestos anuales y la gestión y liquidación de los mismos.

f) El nombramiento de los vocales del Consejo de Administración, de los miembros de la 
Comisión de Control y de los de la Comisión de Obra Social de su competencia, así como la 
adopción de los acuerdos de separación del cargo que correspondan de conformidad con lo 
establecido en el artículo 26 de esta ley.

g) Apreciar las causas de cese de los Consejeros Generales antes del cumplimiento de 
su mandato en el supuesto previsto en el artículo 26.1 e) de la presente ley.

h) Conocer y, en su caso, decidir sobre los asuntos que someta a su consideración la 
Comisión de Control.

i) La ratificación del acuerdo del Consejo de Administración por el que se establezca que 
la Presidencia tenga funciones ejecutivas.

j) Confirmar el nombramiento de los Directores generales o asimilados.
k) La designación de los Auditores de Cuentas.
l) Ratificación, si los estatutos de la entidad así lo prevén, del Reglamento de defensa del 

cliente y del nombramiento del Defensor del Cliente.
m) Acordar la emisión y amortización de cualquier activo financiero determinando sus 

características y con sujeción a la normativa legal vigente.
n) Conocer y, en su caso, decidir sobre cualesquiera otros asuntos que establezcan los 

Estatutos de las Cajas de Ahorro y las restantes normas aplicables, así como las demás que 
a su consideración sometan los órganos facultados al efecto.

2. Sin perjuicio de lo que dispongan los Estatutos de las Cajas, las funciones expresadas 
en las letras a), b), d), e), i), j), k) y l) se ejercerán necesariamente a propuesta del Consejo 
de Administración.
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Sección 2.ª Composición

Artículo 20.  Número de miembros.

El número de miembros de la Asamblea General, que habrá de figurar en los Estatutos 
de cada Caja, se establecerá en función de la dimensión económica de cada entidad, con 
arreglo al siguiente baremo de recursos ajenos captados y registrados en balance:

a) Hasta mil quinientos millones de euros en recursos ajenos, la Asamblea General se 
compondrá de sesenta Consejeros Generales.

b) Entre mil quinientos millones y tres mil millones de euros en recursos ajenos, la 
Asamblea General se compondrá de ciento treinta Consejeros Generales.

c) Con más de tres mil millones de euros en recursos ajenos, la Asamblea General se 
compondrá de ciento sesenta Consejeros Generales.

Sin perjuicio de la representación atribuida a los Cuotapartícipes con arreglo a lo previsto 
en el capítulo quinto del presente título, los demás miembros de la Asamblea General 
ostentarán la denominación de Consejeros Generales.

Artículo 21.  Porcentajes de representación.

1. La Asamblea General estará integrada por los representantes de los intereses 
sociales y colectivos del ámbito de actuación de cada Caja de Ahorro, en los porcentajes de 
participación que a continuación se fijan:

a) Las corporaciones municipales en cuyo territorio tenga abierta oficina la entidad: 
veinte por ciento.

b) Los impositores de la Caja de Ahorro: cuarenta y cinco por ciento.
c) Las personas o Entidades Fundadoras de la Caja de Ahorro: veinte por ciento.
d) Los empleados de la Caja de Ahorro: diez por ciento.
e) En concepto de Entidades Representativas de intereses colectivos y de reconocido 

arraigo, las que estén relacionadas con la asturianía tanto dentro como fuera del Principado 
de Asturias: cinco por ciento.

En su caso, la participación de la Comunidad Autónoma se llevará a cabo a través de 
miembros designados por la Asamblea autonómica que posean reconocido prestigio y 
profesionalidad.

La representación de las Administraciones Públicas y entidades y corporaciones de 
derecho público en los órganos de gobierno de las Cajas no podrá superar en su conjunto el 
límite del 40 %. Este porcentaje, así como los porcentajes de representación por grupos 
previstos en este apartado, deberán cumplirse respecto de los derechos de voto resultantes, 
una vez deducidos del total los que hayan correspondido, en su caso, a los Cuotapartícipes 
conforme a lo previsto en el capítulo quinto del presente título.

2. Cuando se trate de Cajas de Ahorro con oficinas operativas, además de en el 
Principado de Asturias, en otra u otras comunidades autónomas, la representación en la 
Asamblea General de los grupos a) y b) del apartado anterior del presente artículo deberá 
ser, en observancia del principio de igualdad, proporcional a la cifra de depósitos entre las 
comunidades autónomas en que tengan abiertas oficinas, dentro del porcentaje atribuido a 
cada uno de dichos grupos y de acuerdo con lo prevenido respectivamente para cada uno de 
los mencionados grupos en los artículos 22 y 23 de la presente ley.

3. Los porcentajes establecidos en el apartado 1 del presente artículo para determinar el 
número de miembros de cada uno de los grupos representados en la Asamblea General se 
aplicarán sobre el número total de sus respectivos componentes. Si de la aplicación de los 
mismos se obtuviera un número decimal, se tomará el número entero que resulte de 
redondear por exceso la cifra de las décimas igual o superior a cinco y por defecto la cifra 
inferior. Los ajustes necesarios debidos al redondeo se realizarán aumentando o 
disminuyendo la representación de los impositores.
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4. Caso de existir derechos como Entidad Fundadora en alguna Caja devenido de la 
extinta Diputación Provincial, serán asumidos y ejercidos por la Junta General del Principado 
de Asturias.

Sección 3.ª Elección, cese y renovación de los Consejeros generales

Artículo 22.  Corporaciones municipales.

1. Cuando se trate de Cajas de Ahorro con oficinas operativas sólo en el Principado de 
Asturias, la determinación de los Consejeros Generales representantes de las Corporaciones 
Municipales se efectuará conforme a las siguientes normas:

a) Se formará una relación de los términos municipales en los que la Caja de Ahorro 
tenga abiertas oficinas operativas.

b) Se ordenará la anterior relación de mayor a menor de acuerdo con el índice obtenido 
de dividir el volumen de recursos captados por la Caja en cada término municipal por el 
volumen total de recursos captados de la Caja de Ahorro.

c) Del número total de Consejeros correspondientes a este grupo de representación, el 
sesenta por ciento se asignará entre las diferentes Corporaciones, multiplicando el índice 
obtenido en el apartado b) por el número total de Consejeros Generales correspondientes a 
este porcentaje, redondeándose los decimales por exceso de mayor a menor hasta 
completar el número de Consejeros a asignar. El porcentaje restante se asignará por orden 
descendiente, según la relación del apartado b), entre aquellas Corporaciones a las que no 
les haya correspondido Consejero según el criterio del párrafo anterior.

d) Los Consejeros Generales que representen a las Corporaciones Municipales serán 
elegidos directamente por los Plenos de las mismas. Cada Grupo municipal podrá presentar 
una propuesta de candidatos con un número de éstos igual al número de Consejeros a 
elegir. Los candidatos a Consejeros Generales, por el orden en que figuren en la propuesta, 
serán elegidos de forma proporcional al número de votos obtenidos por cada candidatura. 
Cada miembro del Pleno podrá dar su voto a una única candidatura.

2. Cuando se trate de Cajas de Ahorro que tengan abiertas, además de en el Principado 
de Asturias, oficina u oficinas operativas en otra u otras Comunidades Autónomas, la 
determinación de los Consejeros Generales representantes de las Corporaciones 
Municipales se efectuará conforme a las siguientes normas:

a) Se formará una relación de Comunidades Autónomas en las que la Caja de Ahorro 
tenga abiertas oficina u oficinas operativas, distribuyéndose los Consejeros Generales entre 
las mismas proporcionalmente en función de los recursos captados por la entidad en cada 
una de las Comunidad Autónomas.

b) En cada Comunidad Autónoma de las mencionadas en el apartado precedente se 
formará asimismo una relación de los términos municipales en los que la Caja de Ahorro 
tenga abierta oficina u oficinas operativas, ordenándose la anterior relación de mayor a 
menor de acuerdo con el índice obtenido de dividir el volumen de recursos captados por la 
Caja en cada término municipal de los que integran la relación por el volumen total de 
recursos captados en la respectiva Comunidad Autónoma por la Caja de Ahorro.

c) Del número total de Consejeros correspondientes a este grupo de representación, el 
sesenta por ciento se asignará entre las diferentes Corporaciones de cada Comunidad 
Autónoma, multiplicando el índice obtenido en el apartado b) por el número total de 
Consejeros Generales correspondientes a este porcentaje, redondeándose los decimales 
por exceso de mayor a menor hasta completar el número de Consejeros a asignar. El 
porcentaje restante se asignará por orden descendiente, según la relación del apartado b), 
entre aquellas Corporaciones a las que no les haya correspondido Consejero según el 
criterio del párrafo anterior. 

d) La elección de Consejeros Generales que representen a Corporaciones Municipales 
de Comunidades Autónomas que no sean el Principado de Asturias se regirá por sus propias 
disposiciones reguladoras.
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3. Las corporaciones locales que sean fundadoras de Cajas de Ahorro que operen total o 
parcialmente en el mismo ámbito de actuación que otra Caja no podrán nombrar 
representantes en esta última.

Artículo 23.  Impositores.

1. Los Consejeros generales, en representación de los Impositores de las Cajas de 
Ahorro, se elegirán mediante el sistema de compromisarios, parcialmente, en los términos 
que prevean los Estatutos y Reglamentos.

2. Los Estatutos y Reglamentos de cada Caja desarrollarán el procedimiento electoral 
con arreglo a las siguientes determinaciones:

a) Los compromisarios y sus suplentes se elegirán por sorteo público ante Notario, de 
entre los impositores de la Caja que reúnan los requisitos establecidos con carácter general 
para ser Consejero General y no estén incursos en las incompatibilidades establecidas en 
esta Ley, ostenten la condición de impositor con una antigüedad de, al menos, dos años a la 
fecha de celebración del sorteo, así como haber mantenido en cuentas de ahorro durante el 
semestre anterior a esta fecha, indistintamente, un movimiento o un saldo medio superior al 
salario mínimo interprofesional. El número de compromisarios titulares será el resultante de 
multiplicar por cinco el número de Consejeros Generales correspondiente a este sector. El 
número de compromisarios suplentes será el resultante de multiplicar por veinte el número 
de compromisarios titulares que resultare.

b) Una vez producidas las oportunas aceptaciones de la designación y cubiertas, en su 
caso, las vacantes con los correspondientes suplentes, los compromisarios definitivamente 
designados elegirán de entre ellos, mediante votación personal y secreta, a los Consejeros 
generales que corresponda.

c) La asignación de puestos de Consejeros generales, titulares y suplentes, a cubrir por 
este sector se efectuará de forma proporcional a los votos obtenidos por cada candidatura, 
dirimiéndose los empates entre candidatos a favor del de mayor edad.

d) Los Reglamentos de las Cajas deberán contener los criterios para la designación de 
un solo impositor como compromisario en los casos de cuentas que pertenezcan a más de 
un titular.

e) Al objeto de garantizar la representación territorial del ahorro, cuando se trate de 
Cajas de Ahorro con oficinas operativas sólo en el Principado de Asturias, para la elección 
de Consejeros Generales por este sector, se dividirá en no menos de cinco y no más de 
ocho circunscripciones electorales, correspondiendo a cada una de ellas un número de 
compromisarios y de Consejeros Generales proporcional al saldo total de depósitos de cada 
demarcación electoral con respecto al total de depósitos de la Caja.

e bis) Al objeto de garantizar la representación territorial de ahorro, cuando se trate de 
Cajas de Ahorro que tengan abiertas, además de en el Principado de Asturias, oficina u 
oficinas operativas en otra u otras Comunidades Autónomas, el número de Consejeros 
Generales correspondientes a este grupo de representación se distribuirá proporcionalmente 
entre las distintas Comunidades Autónomas en las que la Caja de Ahorro tenga abierta 
oficina u oficinas operativas en función de los depósitos captados en cada Comunidad 
Autónoma respecto del total de la entidad, correspondiendo a cada una de ellas un número 
de compromisarios y de Consejeros Generales proporcional al saldo total de depósitos de 
cada Comunidad Autónoma con respecto al total de depósitos de la Caja. A estos efectos, 
cada Comunidad Autónoma será una demarcación y podrá subdividirse a su vez en las 
circunscripciones que se determinen en los estatutos o reglamentos de las Cajas.

f) La votación se celebrará permaneciendo abiertas las urnas, ininterrumpidamente, un 
período de tiempo no inferior a ocho horas, con presencia del Notario y de miembros de la 
Comisión Electoral.

g) En los Reglamentos internos se establecerán los medios, con cargo a la Caja, de que 
podrán disponer los candidatos para promocionar sus candidaturas entre los 
compromisarios.
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Artículo 23 bis.  Entidades Representativas de intereses colectivos.

Los Consejeros Generales representantes de las Entidades Representativas de 
intereses colectivos serán nombrados como se determinen en los Estatutos de las Cajas.

Artículo 24.  Entidades fundadoras.

1. Los Consejeros generales representantes de las entidades fundadoras serán 
nombrados directamente por las mismas. De existir varias entidades fundadoras, los 
Consejeros generales representantes de este grupo se designarán proporcionalmente al 
número de entidades.

2. Cuando alguna de las entidades fundadoras sea un Ayuntamiento, elegirá a sus 
correspondientes representantes en los órganos de gobierno aplicando el procedimiento 
establecido en el artículo 22.2 de la presente Ley.

3. En el caso de que la Junta General del Principado de Asturias, por titularidad de 
derechos que deriven de la extinta Diputación Provincial, sea entidad fundadora, la elección 
de Consejeros generales corresponderá al Pleno. Cada Grupo Parlamentario podrá 
presentar una única propuesta de candidatos. Cada propuesta de candidatos deberá 
presentarse con un número de éstos igual al número de los Consejeros a elegir. Serán 
nombrados Consejeros generales los candidatos relacionados en primer lugar en las 
propuestas, proporcionalmente al número de votos obtenidos. Cada miembro del Pleno 
podrá dar su voto a una única candidatura de entre las presentadas.

Artículo 25.  Personal.

1. Los Consejeros generales en representación del personal serán elegidos por sus 
representantes legales y en la forma que determine el reglamento electoral de cada Caja, 
con arreglo a los criterios establecidos en este precepto.

La elección se realizará en una Asamblea de Delegados pudiendo presentar cada uno 
de éstos una lista de candidatos con un número de candidatos igual al de Consejeros 
titulares y suplentes a elegir.

A cada candidatura le corresponderá un número de Consejeros titulares y suplentes 
proporcionalmente al número de votos obtenidos.

2. Para ser candidato y Consejero general por este grupo de representación habrá de 
tenerse una antigüedad mínima de dos años en la plantilla de la entidad.

3. Los empleados de las Cajas de Ahorro podrán ser nombrados, excepcionalmente, 
Consejeros generales por el grupo de las Corporaciones Municipales, previa autorización de 
la Consejería de Hacienda, a la que se deberá remitir informe razonado de la propuesta de 
nombramiento. La Consejería de Hacienda resolverá, en todo caso, dentro de los siete días 
naturales siguientes.

4. Los Consejeros generales representantes del personal tendrán las garantías previstas 
en el artículo 68 c) del Estatuto de los Trabajadores para los representantes legales de los 
mismos.

Artículo 26.  Cese.

1. Los Consejeros generales cesarán en el ejercicio de su cargo en los siguientes 
supuestos:

a) Por cumplimiento del plazo para el que fueron designados o elegidos.
b) Por renuncia, que habrá de formularse por escrito.
c) Por defunción y por declaración de fallecimiento o de ausencia legal.
d) Por la pérdida de cualquiera de los requisitos que condicionan su elegibilidad o de la 

representación en virtud de la que hubiesen sido nombrados.
e) Por incurrir en alguna de las incompatibilidades específicas reguladas en esta Ley 

para cada uno de ellos.
f) Por acuerdo de separación adoptado por justa causa por la propia Asamblea general, 

previo expediente instruido al efecto. A estos efectos, se entenderá que existe justa causa 
cuando el Consejero general incumpla los deberes inherentes a su cargo o perjudique 
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notoriamente con su actuación pública o privada el prestigio, buen nombre o actividad de la 
Caja.

2. Los Consejeros generales elegidos por el personal, además de por las causas citadas, 
cesarán:

a) Cuando, a petición del interesado, se produzca suspensión de la relación laboral por 
un período de tiempo superior a seis meses.

b) Cuando sea sancionado por falta muy grave conforme a la legislación laboral, en 
virtud de sentencia firme o resolución consentida.

3. El cese, por cualquier causa, como Consejero general supone, en su caso, el cese 
inmediato como miembro de los otros órganos de gobierno de la Caja de Ahorro.

Artículo 27.  Renovación.

1. Los Consejeros generales deberán ser renovados al finalizar el período de mandato 
para el que fueron elegidos, cuya duración máxima será la que prevean los Estatutos en el 
marco de lo establecido en el artículo 16 de esta Ley.

2. La renovación de los Consejeros generales se hará parcialmente, con la temporalidad 
que prevean los Estatutos, en todos los grupos representados en la Asamblea general, 
respetando la proporcionalidad de las representaciones que la componen, y dentro de lo 
previsto en los Estatutos y en el Reglamento electoral de cada Caja.

Artículo 28.  Reelección.

Los Consejeros generales elegidos a través de procesos electorales, sólo podrán ser 
reelegidos para la respectiva representación a través de nuevos procesos electorales 
establecidos.

Artículo 29.  Cobertura de vacantes.

1. Las vacantes que se produzcan antes de término del mandato deberán ser cubiertas, 
según el grupo de representación al que perteneciere, en la forma y condiciones que se 
establecen para cada grupo en la presente Ley.

2. Las vacantes producidas en el grupo de representación de las corporaciones 
municipales serán cubiertas por las personas designadas por aquella que hubiese propuesto 
al anterior Consejero General. De la misma forma se procederá con las vacantes que se 
produzcan en los grupos de representación de las personas o Entidades Fundadoras y de 
las Entidades Representativas de intereses colectivos.

3. Las vacantes producidas en el grupo de representación de los impositores y del 
personal serán cubiertas por el suplente que corresponda.

4. En el caso de cese de un Consejero general antes del término del mandato, el 
sustituto lo será por el período restante.

5. Si en el plazo de un mes desde que se produjeran las vacantes, alguno de los grupos 
no ha designado a todos o parte de sus representantes, éstos serán designados en la 
primera Asamblea General que se celebre, de entre candidaturas que proclame la propia 
Asamblea, a propuesta de un mínimo del diez por ciento de los Consejeros generales del 
grupo de representación en el que se hayan producido las vacantes a cubrir, y de forma 
proporcional a los votos obtenidos por cada una.

Sección 4.ª Funcionamiento

Artículo 30.  Sesiones.

1. Las Asambleas Generales podrán ser ordinarias y extraordinarias.
2. Las Asambleas ordinarias se celebrarán dos veces al año, dentro de cada semestre 

natural, respectivamente.
3. Las Asambleas extraordinarias se convocarán cuantas veces sean necesarias para 

tratar sólo de las cuestiones que se expresen en el orden del día.
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4. Los Consejeros Generales y, en su caso, los Cuotapartícipes podrán solicitar con 
anterioridad a la reunión de la Asamblea, o durante el desarrollo de la misma, las 
aclaraciones que estimen precisas acerca de los asuntos comprendidos en el orden del día.

Artículo 31.  Convocatoria.

1. La convocatoria de la Asamblea General se hará por el Consejo de Administración 
mediante comunicación individual a los Consejeros Generales, así como, en su caso, a los 
Cuotapartícipes, y se publicará, con una antelación mínima de quince días, en el "Boletín 
Oficial del Principado de Asturias", en el "Boletín Oficial del Estado" y al menos en dos de los 
periódicos de mayor difusión de la Comunidad Autónoma.

2. La convocatoria y su anuncio deberán expresar la fecha, lugar, hora y orden del día de 
la sesión, que incluirá todos los asuntos a tratar en la Asamblea. Se indicarán, igualmente, la 
fecha, lugar y hora de la reunión en segunda convocatoria. Los Consejeros Generales 
podrán pedir, hasta cinco días antes de la celebración de la Asamblea, la inclusión de 
asuntos en el orden del día, de acuerdo con el procedimiento que se establezca en los 
Estatutos de la Caja de Ahorro a estos efectos.

3. La Asamblea General se celebrará en el lugar y la fecha señalados en la convocatoria. 
No obstante, podrán prorrogarse las sesiones siempre que así lo acuerde la Asamblea a 
instancias del Presidente o de un número de Consejeros Generales superior a una tercera 
parte del total de los presentes. En todo caso, la Asamblea General tendrá, a todos los 
efectos, el carácter de única, redactándose una sola acta.

4. Constituida la Asamblea General, el Secretario dará cuenta del número de Consejeros 
Generales presentes y, en su caso, de Cuotapartícipes presentes o representados.

Artículo 32.  Memoria, balance y cuenta de resultados.

1. La Asamblea General ordinaria correspondiente al primer semestre de cada ejercicio 
incluirá en el orden del día la aprobación de la memoria, el balance y la cuenta de resultados 
y la propuesta de aplicación de estos últimos.

2. Quince días antes de la primera Asamblea General ordinaria anual le será remitida a 
cada uno de los Consejeros generales, sin costo para ellos, una memoria en la que se 
reseñará detalladamente la marcha de la entidad durante el ejercicio vencido, uniéndose a la 
referida memoria el balance anual, cuenta de resultados, el informe de gestión, la propuesta 
de aplicación de los mismos y el informe de la Censura de Cuentas elaborado por la 
Comisión de Control relativo al ejercicio anterior y el informe de Auditoría sobre las cuentas 
anuales y la propuesta de liquidación del presupuesto de la obra benéfico-social 
correspondiente al ejercicio anterior.

Artículo 33.  Quórum.

1. La Asamblea General precisará para su válida constitución en primera convocatoria la 
asistencia de los Consejeros Generales y, en su caso, los Cuotapartícipes, presentes o 
representados, que en conjunto posean el cincuenta por ciento de los derechos de voto, al 
menos. La constitución en segunda convocatoria será válida cualquiera que sea el número 
de asistentes. Los Consejeros Generales no podrán estar representados por otro Consejero 
o por tercera persona, sea física o jurídica.

2. Los acuerdos de la Asamblea General se adoptarán por mayoría simple de votos de 
los concurrentes, con las siguientes excepciones:

a) La aprobación y modificación de los Estatutos y el Reglamento de la Caja, la 
disolución y liquidación de la entidad, su fusión o integración con otras entidades, su 
transformación en una fundación de carácter especial y la decisión de desarrollar su 
actividad de manera indirecta, conforme a lo previsto en la presente ley, requerirán en todo 
caso la asistencia de Consejeros Generales y, en su caso, Cuotapartícipes, que representen 
la mayoría de los derechos de voto. Será necesario, además, el voto favorable de, como 
mínimo, dos tercios de los derechos de voto de los asistentes.

b) El nombramiento del Defensor del Cliente de la entidad y la emisión y amortización de 
cualquier activo financiero requerirán, en todo caso, la asistencia de la mayoría de los 
miembros y, como mínimo, el voto favorable de la mitad más uno.
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3. Los acuerdos válidamente adoptados obligan a todos los Consejeros Generales, 
incluidos los ausentes y quienes hayan votado en contra.

4. Los Consejeros Generales tienen derecho de asistencia con voz y voto. Sin perjuicio 
de lo previsto en el capítulo quinto del presente título, cada Consejero General tendrá 
derecho a un voto, otorgándose a quien presida la reunión voto de calidad.

5. Tienen igualmente derecho de asistencia, con voz y sin voto, los miembros del 
Consejo de Administración que no sean Consejeros Generales y los Directores Generales o 
asimilados.

6. A invitación del Presidente, podrán asistir a sesiones de la Asamblea los técnicos de la 
entidad y otras personas ajenas a ésta. Todos los asistentes que no tengan la condición de 
miembros de los órganos de gobierno de la Caja están sujetos a la obligación de sigilo 
impuesta por la presente ley.

Artículo 34.  Presidencia, Vicepresidencia y Secretaría.

1. La Asamblea General será presidida por el Presidente de la Caja de Ahorro, actuando 
como Secretario el que lo sea del Consejo de Administración.

2. El Presidente será sustituido, en su caso, por el Vicepresidente del Consejo, o los 
Vicepresidentes por su orden. En ausencia del Presidente y Vicepresidente, presidirá la 
Asamblea el Vocal del Consejo de Administración de mayor edad.

3. El Secretario será sustituido, en su caso, por el Vocal del Consejo de Administración 
más joven.

Artículo 35.  Actas.

1. Los asistentes a la Asamblea General, sus deliberaciones y acuerdos se harán 
constar en acta. Ésta será aprobada en el transcurso de la reunión o con posterioridad, en el 
plazo de quince días por el Presidente y un interventor por cada grupo de representación, 
nombrados por la propia Asamblea. En este caso, bastará el voto favorable de la mayoría de 
ellos para la aprobación del acta.

2. El Consejo de Administración podrá requerir la presencia en la reunión de un Notario 
que levante acta de la Asamblea. En todo caso estará obligado a hacerlo siempre que, al 
menos con cinco días de antelación a la fecha de la reunión, así lo solicite un tercio de los 
Consejeros generales o la Comisión de Control.

3. Los Consejeros generales podrán obtener certificación de los acuerdos de la 
Asamblea General. Igualmente, quienes hayan tomado la palabra en la misma, podrán 
obtener testimonio de los términos en que conste en acta su intervención.

Artículo 36.  Asambleas extraordinarias.

1. La Asamblea General extraordinaria será convocada y se celebrará en igual forma que 
la ordinaria, salvo las peculiaridades que se contemplan en el presente artículo, pero sólo se 
podrá tratar en ella el objeto para el que haya sido convocada.

2. El Consejo de Administración podrá convocar Asamblea General extraordinaria 
siempre que lo considere conveniente a los intereses de la Caja. Deberá hacerlo 
necesariamente siempre que lo solicite por escrito una tercera parte de los Consejeros 
generales o por acuerdo de la Comisión de Control. La petición deberá expresar el orden del 
día de la Asamblea que se solicita.

3. La convocatoria de la Asamblea General a solicitud de la tercera parte de los 
Consejeros generales o por acuerdo de la Comisión de Control deberá realizarla el Consejo 
de Administración en el plazo máximo de quince días desde que la solicitud se formulara o 
se comunicara el acuerdo de la Comisión de Control. La Asamblea deberá celebrarse como 
máximo dentro de los veinte días siguientes a la convocatoria.

4. Cuando la convocatoria de la Asamblea se realice a instancia de la tercera parte de 
los Consejeros generales, no podrá volver a convocarse por este procedimiento hasta 
transcurridos tres meses desde dicha convocatoria.
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CAPÍTULO III

Consejo de Administración

Sección 1.ª Naturaleza, funciones y composición

Artículo 37.  Naturaleza y funciones.

1. El Consejo de Administración es el órgano colegiado que tiene encomendada la 
administración, representación y gestión financiera, así como la de la obra benéfico-social de 
la Caja de Ahorro para el cumplimiento de sus fines.

2. El Consejo de Administración podrá realizar todos los actos que interesen a la Caja, 
con las más amplias facultades de representación, que se extenderán a todo lo comprendido 
en el ámbito de la actividad prevista en sus Estatutos, sin más limitaciones que las 
impuestas por la ley y los propios estatutos.

3. En su actuación, el Consejo de Administración se regirá por lo dispuesto en la 
presente ley, en las demás normas que resulten de aplicación, por lo establecido en los 
Estatutos de la Caja de Ahorro y por los acuerdos de la Asamblea General.

El Consejo de Administración deberá establecer normas de funcionamiento y 
procedimientos adecuados para facilitar que todos sus miembros puedan cumplir en todo 
momento sus obligaciones y asumir las responsabilidades que les correspondan de acuerdo 
con las normas de ordenación y disciplina de las entidades de crédito y las restantes 
disposiciones que sean de aplicación a las Cajas de Ahorro.

4. El Consejo de Administración elaborará un Plan anual de la Caja, que someterá a la 
decisión de la Asamblea General Ordinaria.

5. Corresponde al Consejo de Administración aprobar el Reglamento para la Defensa del 
Cliente, designar al titular del Departamento de Atención al Cliente, decidir la creación de un 
Defensor del Cliente, designarlo en su caso y conocer de los informes anuales de uno y otro, 
así como determinar si el Defensor del Cliente, caso de que se cree, asume las funciones del 
Defensor del partícipe de los planes y fondos de pensiones.

6. El Consejo de Administración podrá decidir el establecimiento de acuerdos de 
colaboración o cooperación y alianzas con otras Cajas de Ahorro.

Artículo 38.  Composición.

1. El número de Vocales del Consejo de Administración, que habrá de hacerse figurar en 
los Estatutos de cada Caja, se establecerá entre un mínimo de trece y un máximo de 
veintiuno en función de la dimensión económica de cada Caja, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 20 de la presente ley y con arreglo al siguiente baremo:

a) Cajas cuya Asamblea General esté constituida por sesenta Consejeros Generales: el 
Consejo de Administración estará compuesto por trece Vocales.

b) Cajas cuya Asamblea General esté constituida por ciento treinta Consejeros 
Generales: el Consejo de Administración estará compuesto por un máximo de quince 
Vocales.

c) Cajas cuya Asamblea General esté constituida por ciento sesenta Consejeros 
Generales: el Consejo de Administración estará compuesto por un máximo de veintiún 
Vocales.

Cuando la Caja de Ahorro mantenga cuotas participativas en circulación, los límites 
anteriores podrán ser rebasados, sin que, en ningún caso, el Consejo de Administración 
pueda tener más de veinticuatro Vocales. A efectos de cumplir con el límite anterior, la 
representación de los intereses colectivos en el Consejo de Administración se disminuirá 
proporcionalmente, si fuera necesario, para respetar la representación de los intereses de 
los Cuotapartícipes.

2. En el Consejo de Administración deberá asegurarse la presencia de representantes de 
todos los grupos presentes en la Asamblea general, nombrados por ésta, y en la misma 
proporción en que estén presentes en ella, debiendo acceder al Con sejo sus miembros con 
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respeto absoluto a los principios de proporcionalidad y elección democrática establecidos en 
la presente Ley y en los Estatutos y Reglamentos de cada Caja.

Artículo 39.  Nombramiento.

1. Los Vocales del Consejo de Administración se nombrarán por la Asamblea General 
para cada grupo de la siguiente manera:

a) Los Vocales en representación de las corporaciones municipales serán nombrados a 
propuesta de los Consejeros Generales representantes de estas corporaciones. Podrán 
proponer candidatos un número de Consejeros Generales representantes de este Grupo no 
inferior a la décima parte del total del mismo. Todos los candidatos deberán poseer los 
conocimientos y experiencia específicos que se definen en el artículo 40.2 de la presente ley 
para el ejercicio de sus funciones.

El nombramiento podrá recaer entre los propios Consejeros Generales de 
representación de corporaciones municipales o en terceras personas.

b) Los Vocales en representación de los impositores serán nombrados a propuesta de 
los Consejeros Generales de este grupo.

c) Los Vocales en representación de las Entidades Fundadoras serán nombrados a 
propuesta de los Consejeros Generales de este grupo entre las personas que tengan la 
condición de Consejeros Generales en representación de este grupo. Todos los candidatos 
deberán poseer los conocimientos y experiencia específicos que se definen en el artículo 
40.2 de la presente ley para el ejercicio de sus funciones.

d) Los Vocales en representación de los empleados serán nombrados a propuesta de los 
Consejeros Generales de este grupo de entre los mismos que ostenten esta condición. 
Todos los candidatos deberán poseer los conocimientos y experiencia específicos que se 
definen en el artículo 40.2 de la presente ley para el ejercicio de sus funciones.

e) Los Vocales en representación de las Entidades Representativas de los intereses 
colectivos serán nombrados a propuesta de los Consejeros Generales de este grupo de 
entre los mismos que ostenten esta condición. Todos los candidatos deberán poseer los 
conocimientos y experiencia específicos que se definen en el artículo 40.2 de la presente ley 
para el ejercicio de sus funciones.

2. Cuando en cualquiera de los Grupos de Representación hubiera más de una 
propuesta de candidatos, éstas serán votadas por los Consejeros Generales del Grupo 
respectivo, asignando el número de Vocales de cada una de las propuestas de forma 
proporcional al número de votos obtenidos, empezando por los que se encuentren en primer 
lugar en cada propuesta. Asimismo, se asignará igual número de suplentes.

3. Si en el plazo de un mes desde que se produjeran las vacantes, alguno de los grupos 
no ha designado a todos o parte de sus representantes, éstos serán nombrados en la 
primera Asamblea General que se celebre, de entre candidaturas que proclame la propia 
Asamblea, a propuesta de un mínimo del diez por ciento de los Consejeros Generales del 
grupo de representación en el que se hayan producido las vacantes a cubrir, y de forma 
proporcional a los votos obtenidos por cada una.

4. Entre los Vocales propuestos por los impositores, podrán incluirse hasta dos personas 
que no sean Consejeros Generales, siempre que reúnan los requisitos exigidos para éstos 
en el artículo 14 de esta ley y tengan una edad inferior a setenta años. Dichas personas 
deberán poseer, además, los conocimientos y experiencia específicos que se definen en el 
artículo 40.2 de la presente ley para el ejercicio de sus funciones.

5. En el caso de que, entre las distintas propuestas para el grupo de representación de 
impositores, correspondiera nombrar Vocal del Consejo de Administración a más de dos 
personas que no reúnan la condición de Consejero General, se nombrarán sólo a los dos 
primeros, en función de los votos obtenidos por cada lista y por su posición en las mismas.

6. En el caso de que la Caja de Ahorro mantenga cuotas participativas en circulación, 
junto con los intereses anteriores, estarán representados en el Consejo de Administración 
los intereses de los Cuotapartícipes de conformidad con lo previsto en el capítulo quinto del 
presente título.
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7. El nombramiento de los Vocales del Consejo de Administración habrá de comunicarse 
al Ministerio de Economía y Hacienda, a través del Banco de España, o a la Comunidad 
Autónoma, según proceda, para su conocimiento y constancia.

Artículo 40.  Requisitos.

1. Los Vocales del Consejo de Administración deberán reunir los requisitos exigidos con 
carácter general a los Consejeros Generales en el artículo 14 de la presente ley y ser 
menores de setenta años en el momento de la toma de posesión del cargo. Estarán 
afectados por las incompatibilidades establecidas en el artículo 15 para los Consejeros 
Generales.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 39.1, al menos la mayoría de los Vocales 
del Consejo de Administración deberán poseer los conocimientos y experiencia específicos 
para el ejercicio de sus funciones.

Se considera que poseen conocimientos y experiencia específicos para ejercer sus 
funciones en el Consejo de Administración de una Caja de Ahorro quienes hayan 
desempeñado, durante un plazo no inferior a cinco años, funciones de alta administración, 
dirección, control o asesoramiento de entidades financieras o funciones de similar 
responsabilidad en otras entidades públicas o privadas de, al menos, análoga dimensión.

3. Constituirá también causa de incompatibilidad para el ejercicio del cargo de Vocal del 
Consejo de Administración pertenecer al Consejo de Administración u órgano equivalente de 
más de cuatro sociedades mercantiles o entidades cooperativas. A estos efectos, no se 
computarán los puestos ostentados en Consejo de Administración u órgano equivalente en 
el que los interesados, su cónyuge, ascendientes o descendientes, juntos o separadamente, 
sean propietarios de un número de acciones o partes representativas del capital social no 
inferior al cociente de dividir el capital social por el número de Vocales del Consejo de 
Administración. La misma norma se aplicará a los casos de representación legal de 
menores, ausentes o incapacitados. En todo caso, el número total de Consejos no será 
superior a ocho.

4. Los Estatutos y Reglamentos de las Cajas de Ahorro instituirán mecanismos de 
control para el cumplimiento de las prescripciones sobre incompatibilidad previstas en su 
normativa, estableciendo un régimen de declaraciones de actividades y bienes de los 
miembros del Consejo de Administración.

Artículo 41.  Renovación.

1. La renovación del Consejo de Administración se hará por mitades, con la temporalidad 
que prevean los Estatutos, afectando a todos los grupos representados en la Asamblea 
general. Los Vocales del Consejo de Administración deberán ser renovados, 
obligatoriamente, al término de su mandato, sin perjuicio de los casos de reelección 
legalmente establecidos.

2. El nombramiento de los Vocales del Consejo de Administración por renovación se 
hará de la misma forma que la establecida en el artículo 43 de esta Ley.

Artículo 42.  Reelección.

1. Para poder ser reelegido Vocal del Consejo de Administración se tendrá que 
mantener, obligatoriamente, la calidad de Consejero General, salvo la excepción establecida 
en las normas básicas para dos de los representantes de los impositores y los de las 
corporaciones municipales.

2. La reelección de los Vocales del Consejo de Administración habrá de comunicarse al 
Ministerio de Economía y Hacienda, a través del Banco de España, o a la Comunidad 
Autónoma, según proceda, para su conocimiento y constancia.

Artículo 43.  Cobertura de vacantes.

1. Las vacantes que se produzcan por cualquier causa antes del término del mandato 
serán cubiertas por el correspondiente suplente.

Por cada Grupo de Representación serán nombrados, a estos solos efectos, tantos 
suplentes como Vocales, por igual procedimiento y con los mismos requisitos que éstos.
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2. El nombramiento de los Vocales designados en provisión de vacantes será realizado 
por el Consejo, debiendo ser ratificado por la primera Asamblea que se celebre.

3. El Vocal nombrado en provisión de vacante lo será como máximo por el período de 
tiempo hasta completar el mandato para el que fue nombrado el Vocal a sustituir. Este 
nombramiento deberá realizarse respetando los criterios que se señalan en el artículo 39 de 
esta Ley para el nombramiento de vocales.

Artículo 44.  Prohibiciones.

1. Los Vocales de los Consejos de Administración, así como sus cónyuges, ascendientes 
o descendientes, las Sociedades en que dichas personas participen mayoritariamente en el 
capital, bien de forma aislada o conjunta o en las que desempeñen los cargos de Presidente, 
Consejero, Administrador, Gerente, Director general o asimilado, no podrán obtener créditos, 
avales ni garantías de la Caja respectiva o enajenar a la misma bienes o valores de su 
propiedad o emitidos por tales Entidades sin que exista acuerdo del Consejo de 
Administración de la Caja y autorización de la Consejería del Principado de Asturias 
competente en materia de Cajas de Ahorro. Esta prohibición no será aplicable a los créditos, 
avales o garantías para la adquisición de viviendas concedidas por la Caja con aportación 
por el titular de garantía real suficiente y se extenderá, en todo caso, no sólo a las 
operaciones realizadas directamente por las personas o Entidades referidas, sino a aquellas 
otras en que pudieran aparecer una o varias personas físicas o jurídicas interpuestas. 
Tampoco será de aplicación respecto a los representantes del personal, para los cuales la 
concesión de créditos se regirá por los Convenios Laborales, previo informe de la Comisión 
de Control.

2. La inobservancia de las prohibiciones establecidas en el apartado anterior constituirá 
causa de ineligibilidad para el nombramiento y de incompatibilidad para el ejercicio del cargo 
de Vocal del Consejo de Administración.

Artículo 45.  Cese.

1. El nombramiento de los Vocales del Consejo de Administración será irrevocable, 
siendo de aplicación las mismas salvedades que las previstas para los Consejeros generales 
en el artículo 26.1.f) de esta Ley.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los Vocales del Consejo de 
Administración cesarán, además de por las causas de cese de los Consejeros generales, 
cuando, tras su nombramiento, incurran en alguna de las incompatibilidades o prohibiciones 
específicas establecidas en esta Ley.

Sección 2.ª Organización, funcionamiento y delegaciones

Artículo 46.  Presidencia, Vicepresidencia y Secretaría.

1. El Consejo de Administración nombrará de entre sus miembros al Presidente del 
mismo que, a su vez, lo será de la entidad y de la Asamblea General, y podrá elegir uno o 
varios Vicepresidentes, que sustituirán por su orden al Presidente. El Consejo de 
Administración nombrará también un Secretario del Consejo.

2. Para la revocación de dichos cargos se exigirá, en todo caso, el voto favorable de, al 
menos, la mayoría absoluta de los miembros del Consejo.

Artículo 47.  Reuniones.

1. El Consejo se reunirá cuantas veces sea necesario para el buen funcionamiento de la 
Entidad. Los Estatutos establecerán un número mínimo anual o una frecuencia mínima para 
las reuniones del Consejo. Las reuniones podrán ser ordinarias o extraordinarias.

2. Corresponde al Presidente convocar y presidir las sesiones del Consejo de 
Administración, fijar el orden del día y dirigir los debates. Es, así mismo, función propia del 
Presidente la representación institucional de la Caja de Ahorro.

3. El Presidente convocará reunión del Consejo de Administración a iniciativa propia o a 
petición de, al menos, una cuarta parte de los miembros del Consejo. En este último caso, 
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deberán figurar en el orden del día los asuntos que hayan sido objeto de solicitud y se 
celebrará la sesión en el plazo de siete días.

4. La convocatoria del Consejo de carácter ordinario se hará por escrito, con una 
antelación mínima de dos días de la fecha de su celebración y con expresión del lugar, fecha 
y hora en que habrá de celebrarse la reunión, y orden del día de la misma. Los requisitos de 
las reuniones de carácter extraordinario se determinarán en los propios Estatutos de la 
entidad.

Artículo 48.  Funcionamiento.

1. El Consejo de Administración quedará válidamente constituido siempre que asistan a 
la reunión la mitad más uno de los miembros del Consejo. Los vocales, excepcionalmente, 
podrán delegar su voto, en otro miembro del Consejo de Administración y exclusivamente 
para la reunión a la que hubiera sido previamente convocado.

2. La adopción de los acuerdos exigirá el voto favorable de la mitad más uno de los 
asistentes, salvo en los supuestos para los que la presente Ley, u otra norma aplicable, exija 
una mayoría cualificada. En caso de empate, tendrá voto de calidad quien presida la reunión.

3. La aprobación de contratos de alta dirección que contengan cláusulas que supongan 
directa o indirectamente la predeterminación de una indemnización por rescisión de los 
mismos superior a la establecida en el Estatuto de los Trabajadores, será competencia 
indelegable del Consejo de Administración y requerirá el voto favorable de las tres quintas 
partes de los miembros asistentes.

4. De cada reunión que se celebre se levantará acta en la que consten los asistentes, las 
deliberaciones y los acuerdos del Consejo de Administración. Dichas actas se inscribirán en 
un libro de actas, y serán firmadas por el Presidente y el Secretario.

5. El Secretario del Consejo de Administración dará traslado del acta a la Comisión de 
Control dentro de los siete días siguientes al de la sesión en la que se apruebe la misma.

6. A las sesiones del Consejo de Administración sólo asistirán ordinariamente sus 
miembros natos y el Director general cuando la Presidencia no sea ejecutiva, que tendrá voz 
pero no voto. Asimismo, podrán asistir las personas y técnicos de la entidad, con voz pero 
sin voto, cuando lo autorice u ordene el Presidente.

Artículo 49.  Delegación de facultades.

1. El Consejo de Administración podrá actuar en Pleno o delegar funciones en una 
Comisión Ejecutiva, en el Presidente o en el Director general, en su caso, con excepción de 
las relativas a la elevación de propuestas a la Asamblea general ; o cuando se trate de 
facultades especialmente delegadas en el Consejo ; o de las que sean indelegables según lo 
dispuesto en esta Ley.

2. Asimismo, los Estatutos podrán prever la creación por el Consejo de una o varias 
Comisiones y la delegación en ellas de facultades del Consejo en las materias que se 
determinen.

3. Las Comisiones que se pudieran constituir deberán estar formadas por miembros de 
todos los grupos de representación presentes en el Consejo y guardando la misma 
proporción que en éste.

Sus miembros serán elegidos de forma proporcional por y de entre los Vocales del 
Consejo.

4. El Presidente y el Secretario del Consejo de Administración lo serán a su vez de la 
Comisión Ejecutiva, computándose su presencia como parte de la representación que les 
corresponda a sus grupos de pertenencia. La misma regla sobre Presidencia y Secretaría se 
aplicará al resto de Comisiones Delegadas, si así lo prevén los Estatutos.

5. La delegación permanente de facultades del Consejo de Administración y la 
constitución, en su caso, de las Comisiones Delegadas requerirán el voto favorable de la 
mayoría absoluta de los miembros del Consejo de Administración. Los acuerdos de 
constitución deberán expresar las facultades que se delegan, así como el carácter 
permanente, pero revocable, de la delegación.

6. El Consejo de Administración podrá delegar alguna o algunas de sus facultades de 
gestión en los órganos de gobierno de las entidades que constituyan y articulen alianzas 
entre Cajas de Ahorros o los creados al efecto en el seno de la Confederación Española de 
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Cajas de Ahorros, con la finalidad de reducir los costes operativos de las entidades que la 
integren, para aumentar su eficiencia sin poner en peligro la competencia en los mercados 
nacionales o para participar con volumen suficiente en los mercados internacionales de 
capital. Esta delegación se mantendrá en vigor durante el período de la alianza o mientras 
las entidades no acuerden su modificación mediante el procedimiento que previamente 
hayan establecido al efecto. Esta delegación no se extenderá al deber de vigilancia de las 
actividades delegadas ni a las facultades que respecto a las mismas tenga la Comisión de 
Control.

Artículo 50.  Normas de actuación de las Comisiones Delegadas.

1. El funcionamiento de las Comisiones Delegadas se regirá por las mismas normas que 
el Consejo de Administración.

2. Se levantará acta de cada reunión que se celebre haciéndose constar los asistentes, 
las deliberaciones y los acuerdos alcanzados.

3. Quien actúe de Secretario de la Comisión Delegada dará traslado del acta a la 
Comisión de Control dentro de los siete días siguientes al de la sesión en la que se aprueba 
la misma.

Artículo 50 bis.  Comisión de Retribuciones y Nombramientos.

1. El Consejo de Administración de las Cajas de Ahorro constituirá en su seno una 
Comisión de Retribuciones y Nombramientos, que tendrá las siguientes funciones:

a) Informar la política general de retribuciones e incentivos para los miembros del 
Consejo de Administración y de la Comisión de Control y personal directivo y velar por la 
observancia de dicha política.

b) Garantizar el cumplimiento de los requisitos previstos en la presente ley para el 
ejercicio del cargo de miembro del Consejo de Administración y de la Comisión de Control, 
así como para los previstos en el caso del Director General o asimilado.

2. La Comisión estará formada por un máximo de cinco personas, elegidas por la 
Asamblea General de entre Consejeros Generales que ostenten la condición de Vocales del 
Consejo de Administración.

3. El régimen de funcionamiento de la Comisión de Retribuciones y Nombramientos será 
establecido por los Estatutos de la Caja y su propio Reglamento Interno, que podrán atribuir 
las funciones previstas en las letras a) y b) del apartado 1 a una Comisión de Retribuciones y 
otra de Nombramientos, respectivamente, a las que les resultará de aplicación el presente 
artículo, salvo en lo relativo a su número de miembros que será en ese caso de tres para 
cada una de ellas.

Artículo 50 ter.  Comisión de Inversiones.

1. El Consejo de Administración constituirá en su seno una Comisión de Inversiones, 
formada por un máximo de tres miembros, que tendrá la función de informar al Consejo 
sobre las inversiones y desinversiones de carácter estratégico y estable que efectúe la Caja 
de Ahorro, ya sea directamente o a través de entidades de su mismo grupo, así como la 
viabilidad financiera de las citadas inversiones y su adecuación a los presupuestos y planes 
estratégicos de la entidad.

2. Los miembros de la Comisión serán designados atendiendo a su capacidad técnica y 
experiencia profesional por el Consejo de Administración de entre sus miembros.

3. La Comisión de Inversiones remitirá anualmente al Consejo de Administración un 
informe en el que, al menos, deberá incluirse un resumen de dichas inversiones. Igualmente 
se incluirá en el informe anual relación y sentido de los informes emitidos por la citada 
Comisión.

4. El informe anual de la Comisión de Inversiones se incorporará al informe de gobierno 
corporativo de la entidad.

5. Se entenderá como estratégica la adquisición o venta de cualquier participación 
significativa de cualquier sociedad cotizada o la participación en proyectos empresariales 
con presencia en la gestión o en sus órganos de gobierno.
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6. El régimen de funcionamiento de la Comisión de Inversiones será establecido por los 
estatutos de la Caja de Ahorro y su propio reglamento interno.

Sección 3.ª El Presidente del Consejo de Administración

Artículo 51.  Nombramiento y requisitos.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 de la presente ley, el nombramiento 
de Presidente del Consejo de Administración se efectuará por dicho órgano de entre sus 
miembros y deberá recaer necesariamente en una persona física que acredite estar en 
posesión de los conocimientos y experiencia específicos establecidos en el artículo 40.2 de 
la presente ley, sin perjuicio de los previstos en el apartado 3 del presente artículo para el 
cargo de Presidente con funciones ejecutivas.

2. El Consejo de Administración decidirá, por mayoría absoluta de sus miembros, si el 
cargo de Presidente tienen funciones ejecutivas. El acuerdo que se adopte al respecto, 
deberá ser sometido a la ratificación de la Asamblea General dentro de los treinta días 
siguientes y, en su caso, será puesto en conocimiento de la Consejería de Hacienda y del 
Banco de España dentro de los siete días siguientes a la ratificación.

3. El cargo de Presidente con funciones ejecutivas deberá recaer en persona que reúna 
las condiciones de capacidad, formación de grado superior, preparación técnica en materias 
financieras y de gestión de empresas y experiencia como ejecutivo de alta dirección.

4. El nombramiento de Presidente se pondrá en conocimiento de la Consejería de 
Hacienda y del Banco de España dentro de los siete días siguientes a la adopción del 
acuerdo.

Artículo 52.  Facultades.

Son atribuciones del Presidente:

a) Convocar y presidir las sesiones de los órganos cuya presidencia ostenta.
b) Determinar los asuntos que hayan de ser objeto de debate y su orden y dirigir las 

discusiones y debates.
c) Autorizar la asistencia a las sesiones de técnicos de la entidad y, en general, de 

personas ajenas a los órganos colegiados de la entidad.
d) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos de los órganos de gobierno.
e) Someter al Consejo de Administración las cuentas anuales, el informe de gestión y la 

aplicación del resultado a los fines propios de la entidad.
f) La representación de la Caja en sus relaciones externas.

Artículo 53.  Presidencia ejecutiva.

1. En el supuesto previsto en el artículo 51.2 de esta Ley, corresponde al Consejo de 
Administración atribuir al Presidente sus funciones ejecutivas, pudiendo referirse a la 
totalidad de las facultades de gestión que corresponden a éste, con excepción de las 
relativas a la rendición de cuentas, la elevación de propuestas a la Asamblea General y las 
delegadas por ésta en el Consejo, salvo que expresamente se hubiera autorizado la 
subdelegación.

2. En el supuesto previsto en el párrafo anterior, el Presidente, como primer ejecutivo de 
la Caja, a quien estará subordinada jerárquica y funcionalmente la estructura administrativa y 
gerencial de la Entidad, podrá asumir las funciones que la Ley 31/1985, de 2 agosto, de 
regulación de las normas básicas sobre órganos rectores de las Cajas de Ahorro, atribuye al 
Director general, sin perjuicio de los apoderamientos que el Presidente pueda conferir.

3. Los acuerdos por los que se fijen las facultades de la Presidencia Ejecutiva, así como 
los que los modifiquen, requerirán para su validez el voto favorable de la mayoría absoluta 
de los miembros del Consejo de Administración y serán inscritos en el Registro Mercantil.

4. El cargo de Presidente Ejecutivo se ejercerá en régimen de dedicación exclusiva, 
percibiendo la remuneración que fije la Asamblea General, y será incompatible con cualquier 
actividad retribuida, pública o privada, salvo la administración del propio patrimonio y las 
actividades que ejerza en representación de la Caja, o a título personal, expresamente 
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autorizadas por Consejo de Administración. En estos últimos casos, los ingresos que 
obtenga distintos a la retribución de Presidente deberán cederse a la Caja, siendo 
competencia del Consejo de Administración la autorización, en su caso, de compensaciones 
económicas por gastos y repercusiones fiscales.

Artículo 54.  Cese.

1. El cese del cargo de Presidente del Consejo de Administración se producirá, además 
de por los supuestos de cese previstos en la presente Ley, por los siguientes:

a) Por acuerdo del Consejo de Administración adoptado por mayoría de, al menos, dos 
tercios de sus miembros.

b) Por renuncia ante el Consejo.
c) En el caso de ser Presidente ejecutivo, el cese por razones de edad se producirá al 

cumplir los sesenta y cinco años.

2. En el supuesto previsto en la letra b) del apartado anterior, el cese surtirá efectos a 
partir de la fecha en que el Consejo de Administración celebre su primera sesión posterior a 
la recepción del escrito de renuncia.

3. En todos los supuestos previstos en este artículo, el Consejo de Administración 
pondrá el cese en conocimiento de la Consejería de Hacienda y del Banco de España en el 
plazo de siete días.

CAPÍTULO IV

La Comisión de Control

Artículo 55.  Naturaleza.

La Comisión de Control tiene por objeto cuidar de que la gestión del Consejo de 
Administración se realice de la manera más eficaz dentro de las líneas generales de 
actuación señaladas por la Asamblea General y cumpliendo las directrices emanadas de la 
normativa financiera y de los Estatutos.

Artículo 56.  Funciones.

1. La Comisión de Control, para el cumplimiento de sus fines, tendrá atribuidas las 
funciones siguientes:

a) El análisis de la gestión económica y financiera de la Caja, elevando a la Asamblea 
General, a la Consejería de Hacienda y al Banco de España información semestral sobre la 
misma.

b) El estudio de la censura de cuentas que resuma la gestión del ejercicio y la 
consiguiente elevación a la Asamblea General del informe que refleje el examen realizado.

c) Informar a la Asamblea General y a la Consejería de Hacienda sobre la gestión del 
presupuesto corriente de la obra benéfico-social, sobre el proyecto de presupuesto aprobado 
por el Consejo de Administración y sobre la actuación, en su caso, de la Comisión Delegada 
de Obras Sociales.

d) Informar a la Consejería de Hacienda y al Ministerio de Hacienda, en los casos de 
nombramiento y cese del Presidente Ejecutivo y de los Directores generales y asimilados.

e) Informar sobre cuestiones o situaciones concretas a petición de la Asamblea General, 
de la Consejería de Hacienda y del Ministerio de Hacienda.

f) Vigilar el proceso de elección y designación de los miembros de los órganos de 
gobierno. La Comisión de Control deberá informar a la Consejería del Principado de Asturias 
competente en materia de Cajas de Ahorro de todos los acuerdos tomados en uso de sus 
facultades sobre estas materias.

g) Requerir al Presidente la convocatoria de la Asamblea General con carácter 
extraordinario, en los casos a los que se refiere la letra e) del siguiente número 2 de este 
artículo.
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h) En su caso, las previstas en la disposición adicional decimoctava de la Ley 24/1988, 
de 28 de julio, del Mercado de Valores, salvo cuando las hubiese asumido un Comité de 
Auditoría creado al efecto.

2. Corresponde también a la Comisión de Control la facultad de proponer la suspensión 
de la eficacia de los acuerdos adoptados por el Consejo de Administración o, en su caso, por 
la Comisión Ejecutiva, el Presidente o el Director general. Dicha facultad se sujetará a las 
siguientes reglas:

a) Podrán ser objeto de propuesta de suspensión los acuerdos y decisiones del Consejo 
de Administración de la Caja, así como de la Comisión Ejecutiva, del Presidente y del 
Director general cuando ejerzan funciones delegadas por el Consejo.

b) Procederá elevar la propuesta cuando la Comisión entienda que dichos acuerdos 
vulneran las disposiciones vigentes o afectan injusta y gravemente a la situación patrimonial, 
a los resultados o al crédito de la Caja o de sus impositores o clientes. La propuesta habrá 
de elevarse necesariamente dentro de los quince días siguientes a la fecha de recepción de 
los acuerdos.

c) La propuesta, que deberá ser motivada, se elevará a la Consejería de Hacienda o al 
Ministerio de Hacienda, según el origen de la disposición que se entienda infringida.

d) La resolución sobre la propuesta, cuando correspondiera a un órgano de la 
Comunidad Autónoma, habrá de dictarse en el término de un mes a contar desde su 
recepción, sin perjuicio de las acciones que procedan. Dicha resolución se notificará al 
Presidente del Consejo de Administración y al de la Comisión de Control, en la forma 
prevista por la legislación de procedimiento administrativo. Transcurrido dicho plazo, no 
podrá acordarse la suspensión, salvo que la Comisión reitere la propuesta.

e) Al elevar la propuesta de suspensión, el Presidente de la Comisión de Control 
requerirá al Consejo de Administración, mediante escrito dirigido a su Presidente, para que 
convoque una Asamblea General extraordinaria.

3. Para el cumplimiento de tales funciones, la Comisión de Control podrá recabar del 
Consejo de Administración cuantos antecedentes e información considere necesarios.

Artículo 57.  Composición.

1. El número de miembros de la Comisión de Control, que habrá de hacerse figurar en 
los Estatutos de cada Caja, se establecerá entre un mínimo de siete y un máximo de once 
en función de la dimensión económica de cada Caja, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 20 de la presente ley y con arreglo al siguiente baremo:

a) Cajas cuya Asamblea General esté constituida por sesenta Consejeros Generales: la 
Comisión de Control estará compuesta por siete miembros.

b) Cajas cuya Asamblea General esté constituida por ciento treinta Consejeros 
Generales: la Comisión de Control estará compuesta por un máximo de nueve miembros.

c) Cajas cuya Asamblea General esté constituida por ciento sesenta Consejeros 
Generales: la Comisión de Control estará compuesta por un máximo de once miembros.

2. En la Comisión de Control, deberá asegurarse la presencia de representantes de 
todos los grupos presentes en la Asamblea General, elegidos por ésta, y en su distribución 
se guardará una proporcionalidad semejante a la establecida para la Asamblea General, 
salvando las fracciones que resultaren de la reducción numérica. Para los redondeos se 
estará a lo dispuesto en el artículo 21.3 de la presente ley, salvo que, como resultado de los 
mismos, se obtuviera un número de miembros mayor del establecido para la Comisión de 
Control, en cuyo caso no se aplicará el redondeo al alza al grupo o grupos afectados que 
tengan mayor número de representantes en la Comisión.

3. En la Comisión de Control deberán existir representantes de los mismos grupos o 
sectores que compongan el Consejo de Administración, en idéntica proporción.

En caso de que la Caja de Ahorro mantenga cuotas participativas en circulación, en la 
Comisión de Control existirán representantes de los Cuotapartícipes, en idéntica proporción 
que en la Asamblea General.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 47  Ley de Cajas de Ahorro

– 638 –



Artículo 58.  Nombramiento.

1. El nombramiento de los miembros de la Comisión de Control se realizará por la 
Asamblea General de entre sus Consejeros Generales que no ostenten la condición de 
Vocales del Consejo de Administración. La presentación de candidaturas se efectuará 
conforme a lo establecido en el artículo 39.1, 2, y 3 de la presente ley para los Vocales del 
Consejo de Administración.

Los miembros de la Comisión de Control deberán reunir los requisitos que en cada caso 
se exijan a los Vocales del Consejo de Administración y estarán afectados por las mismas 
incompatibilidades y limitaciones que éstos.

2. Las vacantes que se produzcan serán provistas en la forma establecida en el artículo 
43 de la presente Ley para los Vocales del Consejo de Administración.

3. El nombramiento y cese de los miembros de la Comisión de Control deberán constar 
en el Registro Mercantil.

Artículo 59.  Presidencia y Secretaría.

La Comisión de Control nombrará de entre sus miembros a su Presidente y a su 
Secretario. Los Estatutos de la Caja preverán las condiciones en que dichos cargos pueden 
ser revocados, exigiéndose, en todo caso, el voto favorable de, al menos, la mayoría 
absoluta de los miembros de la Comisión.

Artículo 60.  Funcionamiento.

1. El régimen de las reuniones de la Comisión de Control se determinará en los Estatutos 
de cada Caja que, en todo caso, habrán de respetar las siguientes reglas:

a) Las reuniones se celebrarán en cuantas ocasiones lo haga necesario el desempeño 
de las funciones de la Comisión.

b) Las reuniones de la Comisión serán convocadas por el Presidente, por iniciativa 
propia o a solicitud de una quinta parte de sus miembros.

c) La Comisión de Control quedará válidamente constituida cuando concurran a la 
reunión la mitad más uno de sus componentes. No se admitirá la representación por otro 
vocal o por un tercero.

d) Cuando así lo requiera la Comisión de Control, asistirán a las reuniones los Directores 
generales asimilados, o quien designe el Presidente de la Caja, siempre con voz, pero sin 
voto.

e) Los acuerdos se adoptarán por mayoría de los asistentes con derecho a voto. Esto no 
obstante, las propuestas de suspensión de la ejecución de los acuerdos a que se refiere el 
artículo 56.2 de esta Ley requerirán ser aprobadas por mayoría de dos tercios de los 
miembros de derecho de la Comisión.

f) Los acuerdos de la Comisión de Control se llevarán a un libro de actas, que serán 
firmadas por el Presidente y el Secretario.

2. En lo no regulado por los Estatutos, y siempre que éstos no dispusieran otra cosa, la 
Comisión podrá regular su propio funcionamiento.

Artículo 61.  Comisión Electoral.

1. En desarrollo de la función general atribuida por el artículo 56.1 f) de esta Ley, la 
Comisión de Control se constituirá en Comisión Electoral y velará por la transparencia de los 
procesos de elección y designación de los miembros de los órganos de gobierno.

2. A la Comisión corresponde la interpretación de las normas y resolución de las posibles 
impugnaciones en relación con los sucesivos actos o acuerdos correspondientes a los 
nombramientos. Contra los actos de la Comisión se establecerá una segunda y definitiva 
instancia ante la Asamblea General.
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CAPÍTULO V

Derechos de representación de los Cuotapartícipes

Artículo 61 bis.  Derechos de representación de los Cuotapartícipes en la Asamblea 
General.

1. En caso de que una Caja de Ahorro emita cuotas participativas, los Cuotapartícipes 
dispondrán en la Asamblea General de un número de votos proporcional al porcentaje que 
supongan sus cuotas participativas sobre el patrimonio neto total de la Caja, que se 
computará tanto a efectos de adopción de acuerdos, como de quórum de asistencia para la 
válida constitución de la Asamblea General.

Los porcentajes de representación por grupos deberán cumplirse respecto de los 
derechos de voto resultantes, una vez deducidos del total los que hayan de corresponder a 
los Cuotapartícipes.

2. Los Cuotapartícipes tendrán derecho a asistir a las Asambleas Generales que celebre 
la Caja de Ahorro emisora y a votar para formar la voluntad necesaria para la válida 
adopción de acuerdos en los términos previstos en la presente ley y en los Estatutos de la 
Caja de Ahorro.

Los Estatutos podrán exigir la posesión de un número mínimo de cuotas para asistir a la 
Asamblea General, sin que, en ningún caso, el número exigido pueda ser superior al uno por 
mil del total de cuotas emitidas con derechos de representación que se encuentren en 
circulación.

Para el ejercicio del derecho de asistencia y de voto en las Asambleas Generales será 
lícita la agrupación de cuotas.

Todo Cuotapartícipe que tenga derecho de asistencia podrá hacerse representar en la 
Asamblea General por medio de otra persona, aunque ésta no sea titular de cuotas 
participativas. Los Estatutos podrán limitar esta facultad. A estos efectos, será de aplicación 
supletoria, en tanto no se oponga a lo previsto en esta ley, la normativa reguladora de la 
representación de los accionistas en las sociedades anónimas.

3. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 2 de este artículo, la participación de los 
Cuotapartícipes en la Asamblea General no afectará al número de Consejeros Generales 
que, de acuerdo con la normativa vigente, corresponda a los distintos grupos representativos 
de intereses colectivos.

4. Los derechos políticos derivados de la suscripción de cuotas participativas por 
entidades públicas computarán a los efectos del cálculo de los límites a la representación de 
las Administraciones públicas y entidades y corporaciones de derecho público, previstos en 
el artículo 21 de la presente ley.

Artículo 61 ter.  Derechos de representación de los Cuotapartícipes en el Consejo de 
Administración.

1. Los Cuotapartícipes podrán proponer a la Asamblea General candidatos para ser 
miembros del Consejo de Administración.

A estos efectos, con carácter simultáneo a cada emisión, se modificarán los Estatutos de 
la Caja de Ahorro para incorporar al Consejo de Administración el número de Vocales que 
sea necesario para que, en la nueva composición, el porcentaje de Vocales propuestos por 
los Cuotapartícipes sea igual al porcentaje que el volumen de cuotas a emitir suponga sobre 
el patrimonio de la Caja.

2. Las cuotas que voluntariamente se agrupen hasta constituir un porcentaje del total de 
cuotas emitidas en circulación igual o superior al que resulte de dividir el valor total de cuotas 
emitidas en circulación por el número de Vocales del Consejo de Administración cuya 
propuesta corresponde a los Cuotapartícipes, tendrán derecho a designar los que, 
superando fracciones enteras, se deduzcan de la correspondiente proporción. En el caso de 
que se haga uso de esta facultad, los titulares de cuotas así agrupadas no intervendrán en la 
votación de los restantes Vocales del Consejo de Administración.

3. La designación de Vocales del Consejo de Administración por los Cuotapartícipes 
podrá recaer sobre Cuotapartícipes o sobre terceras personas. En todo caso, las personas 
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designadas deberán reunir los adecuados requisitos de profesionalidad y honorabilidad. A 
efectos de su elegibilidad, no serán de aplicación las causas de incompatibilidad 
establecidas en las letras b) y f) del artículo 15 de la presente ley.

Artículo 61 quáter.  Derechos de representación de los Cuotapartícipes en la Comisión de 
Control.

Los Cuotapartícipes podrán proponer a la Asamblea General candidatos para ser 
miembros de la Comisión de Control de la Caja de Ahorro emisora y tendrán derecho a su 
designación con arreglo a las mismas reglas establecidas para los Vocales del Consejo de 
Administración.

Artículo 61 quinquies.  Derecho a impugnar los acuerdos adoptados por la Asamblea 
General o por el Consejo de Administración.

Los Cuotapartícipes tendrán derecho a impugnar los acuerdos adoptados por la 
Asamblea General o por el Consejo de Administración de la Caja de Ahorro emisora en los 
mismos términos y condiciones que los accionistas respecto de los acuerdos sociales de las 
Juntas y del órgano de administración de la sociedad anónima de la que son socios.

A estos efectos, será de aplicación supletoria, en tanto no se oponga a lo previsto en la 
presente ley, la normativa reguladora de la impugnación de acuerdos en las sociedades 
anónimas.

Artículo 61 sexies.  Derecho de información.

Los titulares de cuotas participativas en, al menos, un porcentaje del total de cuotas 
emitidas en circulación igual o superior al 5 % podrán solicitar de la Caja de Ahorro 
informaciones o aclaraciones, o formular preguntas por escrito acerca de cualesquiera 
asuntos que sean de su interés y la Caja estará obligada a facilitársela, salvo que perjudique 
los intereses, la gestión, los fines o el cumplimiento de la función social de la Caja de Ahorro.

TÍTULO III

La Dirección General y la Junta General de Impositores

CAPÍTULO I

La Dirección General

Artículo 62.  Nombramiento.

1. Cuando la Presidencia de la Caja tenga carácter ejecutivo, podrán nombrarse por el 
Consejo de Administración, a propuesta de su Presidente, uno o varios Directores Generales 
o asimilados con las competencias que en cada caso se les confieran por el propio Consejo 
de Administración.

2. En caso de que la Presidencia de la Caja no tenga carácter ejecutivo, deberá existir un 
solo Director general o asimilado, que será el primer ejecutivo de la entidad, con las 
funciones y competencias previstas para este cargo en la Ley 31/1985, de 2 de agosto, de 
órganos rectores de las Cajas de Ahorro, y aquellas otras que determine el Consejo de 
Administración.

3. El Director general o asimilado será designado por el Consejo de Administración y 
confirmado, en su caso, por la Asamblea General en el plazo del mes siguiente a dicha 
designación.

4. El cargo de Director General o asimilado deberá recaer en persona física que reúna 
las condiciones de capacidad, preparación técnica y experiencia suficientes para desarrollar 
las funciones propias del cargo.

Se considera que posee preparación técnica y experiencia adecuadas para ejercer sus 
funciones como Director General o asimilado de una Caja de Ahorro quien haya 
desempeñado, durante un plazo no inferior a cinco años, funciones de alta administración, 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 47  Ley de Cajas de Ahorro

– 641 –



dirección, control o asesoramiento de entidades financieras o funciones de similar 
responsabilidad en otras entidades públicas o privadas de, al menos, análoga dimensión.

El Director General o asimilado deberá acreditar, además, formación de grado superior, 
preparación técnica en materias financieras y de gestión de empresas y experiencia como 
ejecutivo de alta dirección.

Artículo 63.  Cese.

1. El Director general cesará en su cargo por las siguientes causas:

a) Por renuncia, que habrá de formalizarse por escrito.
b) Por jubilación, al alcanzar la edad de sesenta y cinco años.
c) Por acuerdo del Consejo de Administración, adoptado por mayoría absoluta de sus 

miembros.
d) Por incurrir en alguna de las causas de inelegibilidad o incompatibilidad previstas en 

los artículos 14 y 15 de esta Ley.
e) En virtud de expediente disciplinario instruido por la Consejería de Hacienda del 

Principado de Asturias o el Banco de España.

2. El cese en el cargo de Director general no afectará, en su caso, a los derechos 
derivados de su relación laboral anterior con la Caja.

3. Del cese del Director general o asimilado se dará traslado a la Consejería de 
Hacienda del Principado de Asturias y al Banco de España para su conocimiento, en el plazo 
de siete días desde que se produzca el acuerdo.

4. El cese del Director general será inscrito en el Registro Mercantil.

Artículo 64.  Prohibiciones.

1. Al Director general le son de aplicación las prohibiciones establecidas para los 
Vocales del Consejo de Administración en el artículo 44 de esta Ley.

2. El cargo de Director general se ejercerá en régimen de dedicación exclusiva, 
percibiendo la remuneración que fije el Consejo de Administración, y será incompatible con 
cualquier actividad retribuida, pública o privada, salvo la administración del propio patrimonio 
y las actividades que ejerza en representación de la Caja, o a título personal, expresamente 
autorizadas por el Consejo de Administración. En estos últimos casos, los ingresos que 
obtenga distintos a la retribución de Director general deberán cederse a la Caja, siendo 
competencia del Consejo de Administración la autorización, en su caso, de compensaciones 
económicas por gastos y repercusiones fiscales.

CAPÍTULO II

La Junta General de Impositores

Artículo 65.  Naturaleza y composición.

1. Los Estatutos de cada Caja podrán crear y regular la Junta General de Impositores 
como órgano consultivo.

2. La Junta General de Impositores estará compuesta por la totalidad de los Consejeros 
generales de ese grupo de representación.

3. La Junta General de Impositores evacuará consultas de carácter electoral y canalizará 
la información de los ahorradores y clientes de la entidad.
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TÍTULO IV

Actividades de las Cajas de Ahorro

CAPÍTULO I

Disposiciones comunes

Artículo 66.  Supervisión y control.

1. El Consejo de Gobierno ejercerá sus competencias administrativas en materia de 
supervisión y control de la actividad económica, financiera y benéfico-social de las Cajas de 
Ahorro a través de la Consejería de Hacienda y en el marco de la legislación estatal.

2. La Consejería de Hacienda ejercerá en esta materia todas las competencias que no 
se atribuyan expresamente a otros órganos de la Administración del Principado.

3. La Consejería de Hacienda podrá establecer con los correspondientes organismos 
estatales los convenios y sistemas de colaboración adecuados para el más eficaz ejercicio 
de sus competencias.

CAPÍTULO II

Régimen económico

Artículo 67.  Autorización de operaciones.

1. La Consejería de Hacienda podrá someter a autorización previa la concesión de 
grandes créditos o la concentración de riesgos en una persona o grupo, todo ello dentro de 
las competencias que le correspondan.

2. El sometimiento a autorización previa se desarrollará reglamentariamente.

Artículo 68.  Apertura de oficinas.

1. Las Cajas de Ahorro podrán abrir oficinas de acuerdo con las normas que les sean 
aplicables.

2. Las Cajas de Ahorro con domicilio social en el Principado de Asturias comunicarán a 
la Consejería de Hacienda la apertura y cierre de sus oficinas.

3. Las Cajas de Ahorro con domicilio social en otra Comunidad Autónoma comunicará a 
la Consejería de Hacienda del Principado de Asturias la apertura o cierre de sus oficinas 
ubicadas en el ámbito territorial del Principado.

Artículo 69.  Protección de los clientes.

1. El Consejo de Gobierno dictará las normas necesarias para proteger los legítimos 
intereses de los clientes de las Cajas de Ahorro, sin perjuicio de la libertad de contratación 
que, en sus aspectos sustantivos y con las limitaciones que pudieran emanar de otras 
disposiciones legales, deben presidir las relaciones entre las Cajas de Ahorro y sus clientes.

2. El Consejo de Gobierno, de acuerdo con lo establecido en la legislación estatal en 
materia de publicidad, y en el marco de la legislación básica de disciplina y control de las 
entidades de crédito, dictará las normas necesarias para que la publicidad de las 
operaciones y servicios de las Cajas de Ahorro incluya todos los elementos necesarios para 
apreciar con suficiente claridad las verdaderas condiciones de su oferta, estableciendo 
reglamentariamente las modalidades de control administrativo de dicha publicidad y el 
régimen de autorización administrativa previa.

Artículo 69 bis.  Departamento de atención al cliente.

1. Las Cajas de Ahorro deberán contar con un Departamento de atención al cliente 
encargado de atender y resolver las quejas y reclamaciones de sus clientes.
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2. En el caso de que se trate de Cajas que formen parte de un grupo económico en los 
términos del artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del mercado de valores, será 
suficiente un Departamento de atención al cliente, único para todo el grupo.

3. La organización y funcionamiento del Departamento de atención al cliente se regirá 
por lo dispuesto en el Reglamento para la defensa del cliente que aprobará el Consejo de 
Administración y que, de prevenirlo así los estatutos de la entidad, será ratificado por la 
Asamblea General, con arreglo a los siguientes principios y en el marco de la normativa 
estatal básica en la materia:

a) El Departamento de atención al cliente estará dotado de autonomía en la adopción de 
sus decisiones y separado a tal fin de los servicios de la entidad, que deberán colaborar con 
dicho Departamento en la transmisión de información con arreglo a los principios de rapidez, 
seguridad, eficacia y coordinación.

b) Los titulares del Departamento de atención al cliente serán designados por el Consejo 
de Administración de entre quienes gocen de honorabilidad comercial y profesional, y 
conocimiento y experiencia adecuados para el ejercicio de sus funciones. A los efectos de 
esta Ley, concurre honorabilidad comercial y profesional en quienes hayan venido 
observando una trayectoria personal de respeto a las leyes mercantiles u otras que regulan 
la actividad económica y la vida de los negocios, así como las buenas prácticas comerciales 
y financieras, y poseen conocimientos y experiencia adecuados quienes hayan 
desempeñado funciones relacionadas con la actividad financiera propia de la entidad. Su 
designación será comunicada al Comisionado para la defensa del cliente de servicios 
financieros y a la autoridad o autoridades supervisoras que correspondan por razón de su 
actividad.

c) El Departamento de atención al cliente estará dotado de los medios humanos, 
materiales, técnicos y organizativos adecuados para el cumplimiento de sus funciones, 
correspondiendo a cada entidad adoptar las medidas necesarias para que el personal al 
servicio del Departamento disponga de un conocimiento adecuado de la normativa sobre 
transparencia y protección de los clientes de servicios financieros.

d) El Departamento de atención al cliente deberá resolver motivadamente, con 
fundamento en las cláusulas contractuales, las normas de transparencia y protección de los 
clientes y en las buenas prácticas y usos financieros, dentro de los dos meses siguientes a la 
presentación de la queja o reclamación, indicando expresamente en su decisión la facultad 
que asiste al reclamante para, en caso de disconformidad, acudir al Comisionado para la 
defensa del cliente de servicios financieros.

e) Dentro del primer trimestre de cada año, el Departamento de atención al cliente 
presentará ante el Consejo de Administración un informe explicativo del desarrollo de su 
función.

Artículo 70.  Formulación y aprobación de cuentas.

1. Las Cajas de Ahorro formularán sus balances, estados financieros y cuentas de 
resultados en términos y con el contenido y periodicidad que, con carácter general para las 
entidades de crédito, determine el Banco de España.

2. Dentro del primer trimestre de cada año, las Cajas de Ahorro formularán las cuentas 
anuales correspondientes al último ejercicio cerrado al 31 de diciembre del año anterior. Las 
cuentas anuales comprenderán la memoria, el balance y la cuenta de resultados. Además, el 
Consejo de Administración deberá redactar el informe de gestión.

3. Las cuentas anuales formuladas por el Consejo de Administración serán sometidas a 
auditoría independiente. La Consejería de Hacienda podrá establecer el alcance y contenido 
de los informes de auditoría independiente, que deberán remitirle las Cajas de Ahorro.

4. Las cuentas anuales auditadas y el informe de gestión se elevarán a la Asamblea 
General, dentro del primer semestre del año siguiente.

5. Las cuentas anuales y el informe de gestión, aprobados por la Asamblea General, 
serán depositados en el Registro Mercantil.
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Artículo 71.  Información económica.

Las Cajas de Ahorro remitirán a la Consejería de Hacienda, en la forma que 
reglamentariamente se determine, cuantos datos, balances, estados financieros e 
informaciones sobre su actividad y gestión sean necesarios para el ejercicio de su 
competencia.

CAPÍTULO III

La obra benéfico-social y otros fines

Artículo 72.  Fines benéfico-sociales.

Las Cajas de Ahorro estarán obligadas a desarrollar programas de índole benéfico-
social, asistencial o cultural en protección y ayuda de las necesidades populares.

Artículo 73.  Dotación y financiación de las obras benéfico-sociales.

1. Las Cajas de Ahorro con domicilio social en el Principado de Asturias destinarán a la 
creación y mantenimiento de obras benéfico sociales o culturales la totalidad de sus 
excedentes que no tengan que aplicarse a reservas por mandato legal o a la dotación de 
reservas voluntarias.

2. Las dotaciones a la obra benéfico-social y cultural se aplicarán una vez asegurados 
los coeficientes de solvencia y garantía exigidos por el Banco de España y con arreglo a los 
siguientes criterios:

a) Las dotaciones a la obra benéfico-social no aumentará con respecto al ejercicio 
anterior cuando el coeficiente de solvencia no supere el mínimo legal establecido.

b) Una vez superado el coeficiente mínimo legal establecido, el Consejo de 
Administración acordará los excedentes destinados a la financiación de la Obra Social.

c) De la dotación a la obra benéfico-social, se reservará anualmente un cinco o un diez 
por ciento hasta constituir un fondo que garantice, el mantenimiento y ejecución de obras 
propias y en colaboración establecidas con anterioridad, caso de que los resultados 
económicos de algún ejercicio no permitan hacer una dotación suficiente para su desarrollo.

Artículo 74.  Beneficiarios.

1. Las dotaciones para obra benéfico-social habrán de destinarse necesariamente a 
financiar inversiones o actividades que repercutan directamente en beneficio de la sociedad 
asturiana y que se extiendan por todo el territorio del Principado. Igualmente se aplicará la 
parte que legalmente corresponda a la financiación de actividades fuera del Principado de 
Asturias en correspondencia por la captación de recursos en la red exterior de oficinas.

2. Las obras benéfico-sociales de las Cajas podrán ser propias o en colaboración con 
otras Entidades o Instituciones públicas o privadas. Las obras benéfico-sociales se 
realizarán en los campos de la investigación, la enseñanza, la cultura, la sanidad, la 
asistencia social, la lucha contra la pobreza y la marginación, el fomento del empleo y otros 
que tengan carácter social.

3. Aquellas Cajas que no teniendo su domicilio social en el Principado de Asturias 
mantengan oficinas abiertas en esta Comunidad Autónoma vendrán obligadas a efectuar 
inversiones o gastos en obra benéfico-social y cultural en el Principado en proporción a los 
recursos ajenos captados en esta Comunidad por la totalidad del grupo en cuyo balance 
consoliden sus cuentas dichas Cajas.

4. Igualmente vendrán obligadas a efectuar inversiones o gastos en obra benéfico-social 
y cultural en el Principado, en proporción a los recursos ajenos captados en esta 
Comunidad, las Cajas de Ahorro que no teniendo su domicilio social en el Principado de 
Asturias:

a) Ejerzan la actividad financiera de forma indirecta, conforme a lo establecido en el 
artículo 8 bis de la presente ley.
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b) Se transformen en fundaciones de carácter especial al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 8 ter de esta ley.

c) Integren todo o parte de su negocio financiero con otras entidades de la misma 
naturaleza en una entidad central a través de un Sistema Institucional de Protección.

En todo caso, las Cajas de Ahorro a las que se hace referencia en este precepto 
responderán solidariamente de las obligaciones que en el mismo se establecen, según el 
caso concreto, con la entidad bancaria a través de la que se desarrolle indirectamente su 
actividad, en el caso de ejercicio indirecto de la misma; con la entidad bancaria a la que le 
hayan traspasado el patrimonio, en el caso de haberse transformado en fundación de 
carácter especial; o con la entidad central en el supuesto de haber integrado con otras 
entidades todo o parte del negocio financiero a través de un Sistema Institucional de 
Protección.

Artículo 75.  Comisión de Obra Social.

1. Para garantizar el cumplimiento de la Obra Benéfico-Social de la Caja de Ahorro se 
creará una Comisión de Obra Social.

2. La Comisión estará integrada por los Consejeros Generales que nombre la Asamblea 
General sin tener en cuenta los derechos de voto de los Cuotapartícipes, si los hubiere.

Podrá formar parte de la Comisión de Obra Social, un representante de la Comunidad 
Autónoma donde la Caja tenga su domicilio social y otro representante de cada Comunidad 
Autónoma en que la Caja de Ahorro haya captado más de un 10 % del total de sus 
depósitos.

CAPÍTULO IV

El Defensor del Cliente

Artículo 76.  Funciones.

1. Las Cajas de Ahorro podrán contar con un Defensor del cliente encargado de atender 
y resolver las reclamaciones que se sometan a su decisión, así como de promover el 
cumplimiento de la normativa de transparencia y protección de las buenas práctica y usos 
financieros, racionalizando las relaciones conflictivas que puedan surgir entre las Cajas y sus 
clientes, en defensa de los intereses de estos últimos.

2. El Defensor del cliente es un servicio gratuito de arbitraje.
3. El Defensor del cliente podrá, cuando así lo decida el Consejo de Administración de la 

Caja, asumir las funciones del Defensor del partícipe de los planes y fondos de pensiones.

Artículo 76 bis.  Designación.

1. El Defensor del cliente será designado por el Consejo de Administración, y, de 
prevenirlo así los estatutos de la entidad, ratificado por la Asamblea General, de entre 
quienes, persona o entidad, ajenos a la organización de la Caja, gocen de reconocido 
prestigio en el ámbito, jurídico, económico o financiero, que determine la entidad y con 
residencia habitual en el Principado de Asturias.

2. La designación del Defensor del cliente será comunicada al Comisionado para la 
defensa del cliente de servicios financieros y a la autoridad o autoridades supervisoras que 
correspondan por razón de su actividad.

3. La designación del Defensor del cliente podrá efectuarse juntamente con otras 
entidades, de manera que atienda y resuelva las reclamaciones de los clientes de todas 
ellas.

4. Será compatible el ejercicio simultáneo del cargo de Defensor del cliente en más de 
una Caja de Ahorro de las incluidas en el ámbito de aplicación de esta Ley.

Artículo 76 ter.  Organización y funcionamiento.

1. Cuando la Caja de Ahorro decida contar con un Defensor del Cliente, su organización 
y funcionamiento se regirán por lo dispuesto en el Reglamento para la defensa del cliente 
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que aprobará el Consejo de Administración y que, de prevenirlo así los estatutos de la 
entidad, será ratificado por la Asamblea General.

2. La organización y funcionamiento del Defensor del cliente se regirán por los siguientes 
principios en el marco de la normativa estatal básica en la materia:

a) Se indicarán de manera expresa los asuntos que sean competencia del Defensor del 
cliente, entendiéndose que los que no lo sean corresponderán al Departamento de atención 
al cliente. En el caso de que su competencia sea concurrente, el Reglamento para la 
defensa del cliente especificará si tras la decisión del Departamento de atención al cliente el 
reclamante puede acudir al Defensor del cliente como segunda instancia.

b) El Defensor del cliente actuará con independencia respecto de la Caja de Ahorro y 
con autonomía en cuanto a criterios y directrices a aplicar en el ejercicio de sus funciones, y 
separado de los servicios de la entidad, que deberán colaborar con él con arreglo a los 
principios de rapidez, seguridad, eficacia y coordinación.

c) El Defensor del cliente deberá, previa audiencia de la entidad afectada, que podrá 
formular alegaciones, resolver motivadamente, con fundamento en las cláusulas 
contractuales, las normas de transparencia y protección de los clientes y en las buenas 
prácticas y usos financieros, dentro de los dos meses siguientes a la presentación de la 
reclamación, indicando expresamente en su decisión la facultad que asiste al reclamante 
para, en caso de disconformidad, acudir al Comisionado para la defensa del cliente de 
servicios financieros.

d) Dentro del primer trimestre de cada año, el Defensor del cliente presentará ante el 
Consejo de Administración un informe explicativo del desarrollo de su función.

Artículo 76 quáter.  Decisiones.

Las decisiones del Defensor del cliente favorables al reclamante vincularán a la entidad, 
sin perjuicio de la tutela judicial, de la protección administrativa y del recurso a cualesquiera 
otros procedimientos de solución de conflictos.

TÍTULO V

Régimen disciplinario

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 77.  Inspección y sanción.

En el marco de la normativa básica el Estado y sin perjuicio de las facultades que 
puedan corresponder al Ministerio de Hacienda y al Banco de España, la Consejería de 
Hacienda ejercerá las funciones de coordinación, control e inspección de las Cajas de 
Ahorro y las de disciplina y sanción de las mismas.

Artículo 78.  Control.

1. Sin perjuicio de las competencias atribuidas al Banco de España y al Ministerio de 
Hacienda, corresponde a la Consejería de Hacienda controlar el cumplimiento por parte de 
las Cajas de Ahorro de las normas vigentes que les son de aplicación, tanto de las estatales 
como de las contenidas en esta Ley y en sus normas de desarrollo.

2. En materia de disciplina e inspección, la Consejería de Hacienda podrá celebrar 
convenios con el Banco de España.

Artículo 79.  Cajas de Ahorro sin domicilio social en la Comunidad Autónoma.

1. Sin perjuicio de las competencias del Banco de España, la Consejería de Hacienda 
ejercerá las funciones de disciplina, inspección y sanción de las actividades realizadas en el 
Principado de Asturias por Cajas de Ahorro domiciliadas fuera del territorio de esta 
Comunidad Autónoma.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 47  Ley de Cajas de Ahorro

– 647 –



2. Las Cajas de Ahorro a que se refiere el párrafo anterior remitirán a la Consejería de 
Hacienda una memoria explicativa de su actividad económica y social dentro de la 
Comunidad Autónoma, además de toda la información necesaria para el desarrollo de las 
competencias del Principado de Asturias en la forma y plazo que reglamentariamente se 
determine.

CAPÍTULO II

Infracciones

Artículo 80.  Ámbito subjetivo.

1. Las Cajas de Ahorro sometidas a la presente Ley, así como las personas que ostenten 
cargos de administración o dirección de las mismas serán sancionadas por las infracciones 
que pudieran cometer, de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley.

2. Ostentan cargos de administración en las Cajas de Ahorro, a los efectos de lo 
dispuesto en esta Ley, sus administradores o miembros de sus órganos colegiados de 
administración, sus Directores generales o asimilados, entendiéndose por tales aquellas 
personas que desarrollen en la entidad funciones de alta dirección bajo la dependencia 
directa de su órgano de administración o de comisiones ejecutivas o consejeros delegados 
del mismo.

3. También estarán sujetas a lo dispuesto en este Título las personas o entidades no 
autorizadas para realizar operaciones propias de Cajas de Ahorro, cualesquiera que sean las 
denominaciones o elementos identificativos, propagandísticos o publicitarios que puedan 
presentar.

Artículo 81.  Clasificación.

1. Las infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves.
2. Constituyen infracciones muy graves:

a) La realización de los actos que a continuación se relacionan, sin autorización cuando 
ésta sea preceptiva, sin observar las condiciones básicas fijadas en la misma, o habiéndola 
obtenido por medio de declaraciones falsas o por otro medio irregular:

1.º La creación de nuevas Cajas en el ámbito territorial del Principado de Asturias.
2.º La realización de acuerdos de disolución y liquidación de las Cajas con domicilio 

social en el Principado de Asturias.
3.º Las fusiones, absorciones o escisiones que afecten a las Cajas de Ahorro con 

domicilio social en el Principado de Asturias.
4.º La distribución de reservas, expresas u ocultas.

b) El ejercicio de actividades ajenas a su objeto exclusivo legalmente determinado, 
excepto cuando tenga un carácter simplemente ocasional o aislado.

c) La realización de actos y operaciones prohibidas por normas de ordenación y 
disciplina con rango de Ley o con incumplimiento de los requisitos establecidos en las 
mismas, salvo que tengan un carácter simplemente ocasional o aislado.

d) El incumplimiento de la obligación de someter sus cuentas anuales a auditoría de 
cuentas, con arreglo a la legislación vigente en la materia.

e) La negativa o resistencia a la actuación inspectora, siempre que medie requerimiento 
expreso y por escrito al respecto.

f) La falta de remisión al órgano administrativo competente de cuantos datos o 
documentos hayan de remitírsele o requiera en el ejercicio de sus funciones, o la falta de 
veracidad en los mismos, cuando con ello se dificulte la apreciación de la solvencia de la 
entidad. A los efectos de esta letra se entenderá que hay falta de remisión cuando la misma 
no se produzca dentro del plazo concedido al efecto por el órgano competente al recordar 
por escrito la obligación o reiterar el requerimiento.

g) El incumplimiento del deber de veracidad informativa debida a los depositantes, 
prestamistas y al público en general, así como el incumplimiento del deber de 
confidencialidad sobre los datos recibidos de la Central de Información de Riesgos, su uso 
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para fines diferentes de los previstos en la Ley reguladora de la misma, o la solicitud de 
informes sobre personas titulares de riesgos fuera de los casos expresamente autorizados 
en dicha Ley. Todo ello siempre que, por el número de afectados o por la importancia de la 
información, tales incumplimientos puedan estimarse como especialmente relevantes.

h) La realización de actos fraudulentos o la utilización de personas físicas o jurídicas 
interpuestas con la finalidad de conseguir un resultado cuya obtención directa implicaría la 
comisión de, al menos, una infracción grave.

i) La comisión de irregularidades en los procesos electorales para la elección y 
designación de los órganos de gobierno.

j) Las infracciones graves cuando durante los cinco años anteriores a su comisión 
hubiese sido impuesta a la entidad de crédito sanción firme por el mismo tipo de infracción.

k) La adquisición de participaciones significativas o su aumento infringiendo lo previsto 
en el Título VI de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las 
Entidades de Crédito.

l) La concurrencia de deficiencias por parte de la Caja de Ahorro o el grupo consolidable 
a que pertenezca en la organización administrativa y contable, o en los procedimientos de 
control interno, incluidos los relativos a la gestión de los riesgos, cuando tales deficiencias 
pongan en peligro la solvencia o la viabilidad de la entidad.

3. Constituyen infracciones graves:

a) La realización de actos u operaciones sin autorización, cuanto ésta sea preceptiva, sin 
observar las condiciones básicas fijadas en la misma, o habiéndola obtenido por medio de 
declaraciones falsas o por otro medio irregular, excepto en los casos en que ello suponga la 
comisión de una infracción muy grave de acuerdo con la letra a) del apartado 2 de este 
artículo.

b) La ausencia de comunicación cuando ésta sea preceptiva, en los supuestos 
enumerados en la letra a) del apartado 2 anterior y en los casos en que la misma se refiere a 
la composición de los órganos de administración de la entidad.

c) El ejercicio, incluso ocasional o aislado, de actividades ajenas a su objeto exclusivo 
legalmente determinado.

d) La realización, incluso ocasional o aislada, de actividades ajenas a su objeto exclusivo 
legalmente determinado.

e) La realización de actos y operaciones con incumplimiento de las normas dictadas al 
amparo del artículo 48.2 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre disciplina e intervención de 
las entidades de crédito.

f) El incumplimiento de las normas vigentes en materia de límites de riesgos o de 
cualquier otra que imponga limitaciones cuantitativas, absolutas o relativas al volumen de 
determinadas operaciones activas o pasivas.

g) La falta de remisión al órgano administrativo competente de los datos o documentos 
que hayan de remitirse o que éste requiera en el ejercicio de sus funciones, así como la falta 
de veracidad en los mismos, salvo que ello suponga la comisión de una infracción muy 
grave. A los efectos de esta letra se entenderá que hay falta de remisión cuando la misma no 
se produzca dentro del plazo concedido al efecto por el órgano competente al recordar por 
escrito la obligación o reiterar el requerimiento.

h) La falta de control en la comprobación de los requisitos de elegibilidad de los 
Consejeros generales, de los procesos de renovación y de los riesgos asumidos por los 
Consejeros generales.

i) La falta de comunicación por parte de los administradores a la Asamblea General de 
aquellos hechos o circunstancias cuya comunicación a la misma fuese ordenada por el 
órgano administrativo facultado para ello.

j) El incumplimiento del deber de veracidad informativa debida a los depositantes, 
prestamistas y al público en general, así como el incumplimiento del deber de 
confidencialidad sobre los datos recibidos de la Central de Información de Riesgos, su uso 
para fines diferentes de los previstos en la Ley reguladora de la misma, o la solicitud de 
informes sobre personas titulares de riesgos fuera de los casos expresamente autorizados 
en dicha Ley, cuando no concurran las circunstancias a que se refiere la letra g) del apartado 
2 de este artículo
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k) El quebrantamiento del deber de secreto en las deliberaciones y acuerdos del Consejo 
de Administración.

l) Las infracciones leves cuando durante los dos años anteriores a su comisión hubiese 
sido impuesta a la Caja de Ahorro sanción firme por el mismo tipo de infracción.

ll) La concurrencia de deficiencias por parte de la Caja de Ahorro o el grupo consolidable 
a que pertenezca en la organización administrativa y contable, o en los procedimientos de 
control interno, incluidos los relativos a la gestión de riesgos, una vez haya transcurrido el 
plazo concedido al efecto para su subsanación por las autoridades competentes, y siempre 
que ello no constituya infracción muy grave conforme a lo previsto en la letra l) del apartado 
2 de este artículo.

m) La transmisión o disminución de una participación significativa incumpliendo lo 
previsto en el Título VI de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de 
las Entidades de Crédito.

n) La efectiva administración o dirección de las Cajas de Ahorro por personas que no 
ejerzan de derecho en las mismas un cargo de dicha naturaleza.

4. Constituyen infracciones leves aquellas infracciones de preceptos de obligada 
observancia para las Cajas de Ahorro comprendidos en las normas de ordenación y 
disciplina que no constituyan infracción grave o muy grave conforme a lo dispuesto en los 
artículos anteriores.

Artículo 82.  Prescripción.

1. Las infracciones muy graves y las graves prescribirán a los cinco años y las leves a los 
dos años.

2. En ambos casos, el plazo de prescripción se contará desde la fecha en que la 
infracción fuera cometida. En las infracciones derivadas de una actividad continuada, la 
fecha inicial del cómputo será la de finalización de la actividad o la del último acto con que la 
infracción se consume.

3. La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, volviendo a correr el plazo si el expediente permaneciese 
paralizado durante seis meses por causa no imputable a aquellos contra los que se dirigía.

CAPÍTULO III

Sanciones

Artículo 83.  Sanciones a las entidades.

Las infracciones a que se refieren los artículos anteriores darán lugar a la imposición de 
las sanciones previstas en este capítulo:

1. Por la comisión de infracciones muy graves será impuesta, en todo caso, a la entidad 
infractora una de las siguientes sanciones:

a) Multa por importe de hasta el uno por ciento de sus recursos propios o hasta 300.000 
euros, si aquel porcentaje fuese inferior a esta cifra.

b) Revocación de la autorización de la entidad, con exclusión del Registro de Cajas de 
Ahorro del Principado de Asturias.

c) Amonestación pública con publicación en el Boletín Oficial del Estado y en el Boletín 
Oficial del Principado de Asturias.

2. Por la comisión de infracciones graves se impondrá a la entidad una o más de las 
siguientes sanciones:

a) Amonestación pública con publicación en el Boletín Oficial del Estado y en el Boletín 
Oficial del Principado de Asturias.

b) Multa por importe de hasta el medio por ciento de sus recursos propios o hasta 
150.000 euros, si aquel porcentaje fuese inferior a esta cifra.

3. Por la comisión de infracciones leves:
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a) Amonestación privada.
b) Multa por importe de hasta 60.000 euros.

Artículo 84.  Sanciones a los cargos de administración o dirección.

1. Además de las sanciones que corresponda imponer a la Caja de Ahorro, previstas por 
la comisión de infracciones muy graves, podrán imponerse las siguientes sanciones a 
quienes ejerciendo cargos de administración, de hecho o de derecho, en la misma, sean 
responsables de la infracción:

a) Multa a cada responsable por importe no superior a 150.000 euros.
b) Suspensión en el ejercicio del cargo por plazo no superior a tres años.
c) Separación del cargo, con inhabilitación para ejercer cargo de administración o 

dirección en la misma entidad de crédito, por un plazo máximo de cinco años.
d) Separación del cargo, con inhabilitación para ejercer cargos de administración o 

dirección en cualquier entidad de crédito o del sector financiero, con separación, en su caso, 
del cargo de administración o dirección que ocupe el infractor en una entidad de crédito, por 
un plazo máximo de diez años.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en caso de imposición de las 
sanciones previstas en las letras c) y d) del mismo, podrá imponerse simultáneamente la 
sanción prevista en su letra a).

3. Además de la sanción que corresponda imponer a la entidad, por la comisión de 
infracciones graves, podrán imponerse las siguientes sanciones a quienes ejerciendo cargos 
de administración, de hecho o de derecho, en la misma, sean responsables de la infracción:

a) Amonestación privada.
b) Amonestación pública, con publicación en el Boletín Oficial del Estado y en el Boletín 

Oficial del Principado de Asturias.
c) Multa a cada responsable por importe no superior a 90.000 euros.
d) Inhabilitación para ejercer cargos de administración o dirección en cualquier entidad 

de crédito o del sector financiero, con separación, en su caso, del cargo de administración o 
dirección que ocupe el infractor en una entidad de crédito, por plazo no superior a un año.

4. No obstante lo dispuesto en número anterior, en caso de imposición de la sanción 
prevista en la letra d) del mismo, podrá imponerse simultáneamente la sanción prevista en 
su letra c).

Artículo 85.  Determinación de sanción aplicable.

1. Las sanciones aplicables a cada caso por la comisión de infracciones muy graves, 
graves o leves se determinarán atendiendo a los siguientes criterios:

a) La naturaleza y entidad de la infracción.
b) La gravedad del peligro ocasionado o del perjuicio causado.
c) Las ganancias obtenidas, en su caso, como consecuencia de los actos u omisiones 

constitutivos de la infracción.
d) La importancia de la entidad de crédito correspondiente, medida en función del 

importe total de su balance.
e) Las consecuencias desfavorables de los hechos para el sistema financiero o para la 

economía nacional.
f) La circunstancia de que se hubiese procedido a la subsanación de la infracción por 

propia iniciativa.
g) La conducta anterior de la entidad en relación con las normas de ordenación y 

disciplina que le afecten, atendiendo a las sanciones firmes que le hubiesen sido impuestas 
durante los últimos cinco años.

2. Para determinar la sanción aplicable entre las previstas en el artículo anterior, se 
tomarán en consideración, además, las siguientes circunstancias:

a) El grado de responsabilidad en los hechos que concurra en el interesado.
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b) La conducta anterior del interesado en la misma o en otra entidad de crédito en 
relación con las normas de ordenación y disciplina, tomando en consideración, al efecto las 
sanciones firmes que le hubiesen sido impuestas durante los últimos cinco años.

c) El carácter de representación que el interesado ostente.

Artículo 86.  Órganos competentes.

1. Las competencias para la instrucción de expedientes sancionadores corresponderán a 
la Consejería de Hacienda, al Banco de España y al Ministerio de Hacienda.

2. La imposición de sanciones por infracción leves y graves corresponderá a la 
Consejería de Hacienda. La imposición de sanciones por infracciones muy graves 
corresponderá al Consejo de Gobierno.

3. La propuesta de resolución de los expedientes se someterá a informe por el Banco de 
España cuando se trate de infracciones graves o muy graves.

CAPÍTULO IV

Responsables de las infracciones

Artículo 87.  Cargos de administración o de dirección.

1. Quienes ejerzan en las Cajas de Ahorro cargos de administración o dirección serán 
responsables de las infracciones muy graves o graves cuando las mismas sean imputables a 
su conducta dolosa o negligente.

2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, serán considerados responsables de 
las infracciones muy graves o graves cometidas por las entidades de crédito sus 
administradores o miembros de sus órganos colegiados de administración, excepto en los 
siguientes casos:

a) Cuando quienes formen parte de órganos colegiados de administración no asistiesen 
por causa justificada a las reuniones correspondientes, o votasen en contra o salvasen su 
voto en relación a las decisiones o acuerdos que hubiesen dado lugar a las infracciones.

b) Cuando tales infracciones sean exclusivamente imputables a comisiones ejecutivas, 
Directores generales u órganos asimilados, o a otras personas con funciones directivas en la 
entidad.

CAPÍTULO V

Responsabilidad de los miembros de la Comisión de Control

Artículo 88.  Responsabilidad administrativa.

Incurrirán en responsabilidad administrativa los miembros de las Comisiones de Control 
de las Cajas de Ahorro, tanto cuando actúen como tales como cuando actúen como 
comisión electoral, que resulten responsables de las infracciones relacionadas en el artículo 
siguiente.

Artículo 89.  Infracciones.

1. Constituyen infracciones muy graves de los miembros de las Comisiones de Control 
de las Cajas de Ahorro:

a) La negligencia grave y persistente en el ejercicio de las funciones que legalmente 
tienen encomendadas.

b) No proponer a la Consejería de Hacienda la suspensión de acuerdos adoptados por el 
órgano de administración cuando éstos infrinjan manifiestamente la Ley y afecten injusta y 
gravemente la situación patrimonial, a los resultados, al crédito de la Caja de Ahorro o a sus 
impositores o clientes, o no requerir en tales casos al Presidente para que convoque 
Asamblea General con carácter extraordinario.

c) La comisión de irregularidades en los procesos electorales para la elección y 
designación de los órganos de gobierno.
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d) Las infracciones graves cuando durante los cinco años anteriores a su comisión les 
hubiera sido impuesta sanción firme por el mismo tipo de infracción.

2. Constituyen infracciones graves imputables a los miembros de las Comisiones de 
Control de las Cajas de Ahorro:

a) La negligencia grave en el ejercicio de las funciones que legalmente tiene 
encomendadas, siempre que no esté comprendida en el apartado a) del número anterior.

b) La falta de remisión a la Consejería de Hacienda de los datos o informes que deban 
hacerle llegar o que el mismo requiera en el ejercicio de sus funciones o su remisión con 
notorio retraso.

c) No proponer a la Consejería de Hacienda la suspensión de acuerdos adoptados por el 
órgano de administración cuando la Comisión entienda que vulneran las disposiciones 
vigentes o afectan injusta o gravemente a la situación patrimonial, a los resultados, al crédito 
de la Caja de Ahorro o a sus impositores o clientes, siempre que ello no constituya infracción 
muy grave conforme a lo dispuesto en el número anterior, o no requerir, en tales casos, al 
Presidente para que convoque Asamblea General con carácter extraordinario.

3. Constituyen infracciones leves imputables a los miembros de las comisiones de 
control de las Cajas de Ahorro el incumplimiento por éstas de cualesquiera obligaciones que 
no constituyan infracción muy grave o grave, así como la falta reiterada de asistencia de los 
mismos a las reuniones de las citadas Comisiones.

Artículo 90.  Sanciones.

1. Las sanciones aplicables a los miembros de las comisiones de control de Cajas de 
Ahorro que sean responsables de las infracciones muy graves o graves serán, 
respectivamente, las previstas en las letras b), c) y d) del artículo 84.1 y en las letras a), b) y 
d) del artículo 84.2..

2. Además por la comisión de infracciones muy graves o graves podrán imponerse las 
sanciones de multa de hasta un millón de pesetas, y de hasta 500.000 pesetas, 
respectivamente.

3. Por la comisión de infracciones leves procederá la sanción de amonestación privada o 
la de multa por importe de hasta 50.000 pesetas.

4. Para la determinación de la sanción concreta a imponer se tendrán en cuenta, en la 
medida en que puedan resultar de aplicación, los criterios previstos en el artículo 85 de esta 
Ley.

Disposición adicional primera.  Máximo de representantes.

Cuando una entidad u organismo público tuviera derecho, conforme a lo previsto en la 
presente Ley, a nombrar miembros de los órganos de gobierno por más de un grupo de 
representación, el total de los mismos no podrá exceder el 13,4 por 100 del número de 
miembros. Los excedentes se deducirán del grupo de representación en el que mayor 
número de representantes ostente y se asignarán, en primer lugar, al resto de entidades con 
derecho a representación de ese mismo grupo y, en su defecto, al grupo de Impositores.

Disposición adicional segunda.  Recursos captados en los Municipios.

1. Se definen como recursos captados en cada Municipio, a los efectos de lo previsto en 
el artículo 22.1 b) de esta Ley, la suma de los saldos de depósitos correspondientes al sector 
privado y no residentes que configuren el saldo de dichas cuentas en el balance de situación 
público del mes anterior al de inicio del proceso electoral.

2. El Principado de Asturias garantiza la reserva y no publicación de estos datos a 
efectos de preservar los intereses de las Cajas de Ahorro.

Disposición adicional tercera.  Plazos de renovaciones parciales.

1. Los procesos de renovación parcial tendrán lugar en el primer mes del segundo 
trimestre del año en que corresponda renovar. Las renovaciones parciales se harán con una 
periodicidad igual a la mitad de la duración del mandato.
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2. Los procesos electorales de Impositores y Empleados se iniciarán con la suficiente 
anticipación para que estén completados en la fecha en que se produzca dicha renovación 
parcial.

Disposición adicional cuarta.  Control de legalidad de Estatutos y Reglamentos.

1. Las facultades concedidas a la Asamblea General en el artículo 19 de esta Ley en 
relación con los Estatutos y Reglamentos de la Caja, se entienden sin perjuicio de la 
posterior aprobación de los mismos por la Consejería de Hacienda, quien podrá ordenar la 
modificación, en todo caso, de aquellos preceptos que no se ajusten a las normas o 
principios de las presentes disposiciones, conforme a lo establecido en la presente Ley.

2. La Consejería de Hacienda, en el ejercicio de las competencias en materia de Cajas 
de Ahorro, deberá remitir al Banco de España la información precisa según establecen las 
normas básicas.

Disposición transitoria primera.  Renovación en Corporaciones Locales y Entidades 
Fundadoras.

1. En el plazo máximo de quince días naturales a partir de la entrada en vigor de la 
presente Ley, quedarán designados, con arreglo a lo dispuesto en ella, los representantes de 
las Corporaciones Municipales y las Entidades Fundadoras.

2. El mandato de los primeros de cada lista de cada grupo municipal o parlamentario, 
hasta alcanzar el cincuenta por ciento de los nombrados, concluirá en la segunda renovación 
parcial.

3. El mandato del resto de los Consejeros nombrados o designados por dichos grupos 
de representación finalizarán su mandato en la primera renovación parcial que se celebre.

Disposición transitoria segunda.  Duración del mandato de representantes de impositores.

1. Los cargos de Consejeros generales, Vocales del Consejo de Administración y 
miembros de la Comisión de Control de impositores pertenecientes al proceso electoral de 
1997 continuarán su mandato hasta la primera renovación parcial que se produzca tras la 
entrada en vigor de esta Ley.

2. Los cargos de Consejeros generales, Vocales del Consejo de Administración y 
miembros de la Comisión de Control de impositores pertenecientes al proceso electoral de 
1999 continuarán su mandato hasta la segunda renovación parcial que se produzca tras la 
entrada en vigor de esta Ley.

3. Los cargos de Consejeros generales, Vocales del Consejo de Administración y 
miembros de la Comisión de Control de impositores pertenecientes a procesos electorales 
distintos de los anteriores deberán ser renovados mediante nueva elección a la entrada en 
vigor de esta Ley.

Disposición transitoria tercera.  Renovación de representantes de impositores.

1. Si a resultas de lo dispuesto en esta Ley, el grupo de representación de los 
impositores aumentase el número de miembros en la Asamblea General, la Comisión de 
Control, en el plazo máximo de diez de días naturales desde la entrada en vigor de la 
presente Ley, nombrará, en funciones de Comisión Electoral, el número necesario de 
Consejeros generales de entre los suplentes existentes.

2. Para determinar la primera mitad de los Consejeros generales a nombrar, se calculará 
de nuevo, con los datos de saldos empleados en las elecciones de 1997, el número de 
Consejeros que corresponde a cada zona, y en base a ello y a los votos obtenidos por las 
diferentes candidaturas en dicho proceso electoral, se determinarán los suplentes con 
derecho a ser nombrados Consejeros generales.

3. Para determinar la otra mitad de los Consejeros generales a nombrar, se calculará de 
nuevo, con los datos de saldos empleados en las elecciones de 1999, el número de 
Consejeros que corresponde a cada zona, y en base a ello y a los votos obtenidos por las 
diferentes candidaturas en dicho proceso electoral, se determinarán los suplentes con 
derecho a ser nombrados Consejeros generales.
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4. Dentro de los cinco días naturales siguientes al término del plazo establecido en el 
primer apartado de esta disposición, las Cajas comunicarán el nombramiento a los 
interesados y recabarán la aceptación del cargo y la declaración de incompatibilidad. Las 
renuncias serán cubiertas por el siguiente en la lista si lo hubiera, o por el primer suplente de 
la lista más votada.

5. Transcurrido el plazo del apartado anterior, se convocará a todos los Consejeros 
generales del Grupo de Impositores para elegir, si fuera necesario, y en el plazo máximo de 
quince días naturales, a los correspondientes Vocales del Consejo de Administración y de la 
Comisión de Control.

6. El mandato de los miembros que se elijan para la Comisión de Control y los Vocales 
elegidos para el Consejo de Administración que obtuvieran menor número de votos finalizará 
en la primera renovación parcial que se lleve a cabo tras la entrada en vigor de la presente 
Ley, y el del resto en la segunda renovación parcial.

7. En todos los casos se elegirán igual número de titulares que de suplentes.
8. Todas las elecciones se celebrarán ante Notario.

Disposición transitoria cuarta.  Renovación de representantes de empleados.

1. Los representantes legales de los empleados de las Cajas, en el plazo máximo de 
quince días naturales a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, elegirán a la 
totalidad de los Consejeros generales de este grupo, quienes, reunidos en asamblea en el 
plazo máximo de otros diez días naturales, elegirán a sus representantes en el Consejo de 
Administración y en la Comisión de Control, respetando los criterios previstos en los artículos 
25, 39 y 58 de la presente Ley y en esta misma Disposición Transitoria Cuarta.

2. El mandato de una mitad de los Consejeros generales en representación de los 
empleados durará hasta la primera renovación parcial de la Asamblea General que se 
celebre tras la entrada en vigor de esta Ley, y el de la otra mitad hasta la segunda 
renovación parcial. El número de votos que obtenga cada Consejero general determinará la 
duración del mandato, debiendo ser nombrados para el mandato de mayor duración los que 
obtengan mayor número de votos.

Disposición transitoria quinta.  Presidente y Secretaría del Consejo de Administración.

En el plazo máximo de un mes a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, y a 
convocatoria del Vocal de mayor edad, el Consejo de Administración nombrará Presidente y 
Secretario. Inicialmente, actuará de Secretario el Vocal más joven de los asistentes. Idéntico 
procedimiento se seguirá para la Comisión de Control.

Disposición transitoria sexta.  Cese de los miembros actuales.

Los actuales miembros de los órganos de gobierno de las Cajas de Ahorro con domicilio 
social en el Principado de Asturias cesarán en el momento de la renovación, con arreglo a lo 
previsto en la disposiciones anteriores, de los representantes, en el órgano correspondiente, 
del grupo al que pertenezcan.

Disposición transitoria séptima.  Representatividad de los nuevos órganos.

Culminado el proceso de renovación todos los grupos de representación que resultan de 
la aplicación de esta Ley deberán estar representados en todos y cada uno de los órganos 
de las Cajas de Ahorro con domicilio social en el Principado de Asturias.

Disposición transitoria octava.  Adecuación estatutaria.

1. Dentro de los sesenta días naturales siguientes a la entrada en vigor de esta Ley, las 
Cajas de Ahorro con domicilio social en el Principado de Asturias celebrarán Asamblea 
General integrada por los Consejeros generales de nueva designación según lo previsto en 
las disposiciones anteriores, los representantes de los trabajadores que hubieran resultado 
elegidos en virtud del nuevo proceso electoral y los representantes de los impositores que 
ostentaran el mandato en vigor a la fecha de celebración de la citada Asamblea.
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2. La nueva Asamblea General deberá adecuar, dentro de los tres meses siguientes a la 
entrada en vigor de esta Ley, sus Estatutos y su normativa interna, elevándolos a la 
Consejería de Hacienda para su aprobación en su caso. La Consejería de Hacienda deberá 
resolver expresamente en los quince días siguientes. Esta resolución, que deberá ser 
motivada, solamente podrá ordenar la modificación de aquellos preceptos que no se ajusten 
a la presente disposición.

Disposición transitoria novena.  Duración del mandato de antiguos cargos nuevamente 
elegidos.

1. En el supuesto de que alguno de los miembros de los órganos de gobierno de las 
Cajas que hayan ostentado el cargo con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley 
resultare nuevamente elegido o designado, no se tendrán en cuenta para el cómputo total de 
su mandato, el tiempo ni lo mandatos durante los que haya desempeñado el cargo con 
anterioridad.

2. Lo dispuesto en el párrafo anterior, también será de aplicación a quienes sean 
miembros de los órganos de gobierno de las Cajas en el momento de la entrada en vigor de 
esta Ley.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en la presente Ley.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno a dictar las disposiciones necesarias para el 

desarrollo y aplicación de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».

INFORMACIÓN RELACIONADA:
- Las referencias efectuadas a la Consejería de Hacienda, se entenderán hechas a la 
Consejería competente en materia de Cajas de Ahorro, según establece la disposición adicional 
de la la Ley autonómica 1/2005, de 9 de mayo. Ref. BOE-A-2005-9878.
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§ 48

Ley 7/2006, de 3 de noviembre, de Estadística

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 266, de 17 de noviembre de 2006

«BOE» núm. 3, de 3 de enero de 2007
Última modificación: 31 de mayo de 2013

Referencia: BOE-A-2007-98

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Estadística.

PREÁMBULO

1. Las estadísticas públicas son un servicio público, cuya finalidad es conocer la realidad 
económica, geográfica, social, cultural, medioambiental, demográfica y territorial, que 
permita poner a disposición de la sociedad información completa, objetiva e imparcial y 
poder programar la actividad pública al servicio de la ciudadanía, mejorando con ello de 
forma significativa las posibilidades de actuación política sobre los fenómenos que 
condicionan dicha realidad, y evaluando el impacto de las políticas aplicadas.

2. Por otra parte, las estadísticas públicas deben ser realizadas en un marco organizativo 
comprometido con la independencia profesional y la calidad que garantice la credibilidad de 
la autoridad estadística.

3. En la actualidad, la actividad estadística pública está sometida a una presión continua 
en orden a trabajar con datos cada vez más desagregados y, a la vez, de más fácil 
comparación con los de otros territorios e instituciones. Para constatar esta realidad, en el 
ámbito nacional, basta con señalar que la inexistencia de estadísticas desagregadas y 
homogéneas en las comunidades autónomas haría inviable la adopción de acuerdos sobre 
financiación autonómica y el desarrollo de políticas de equilibrio territorial. Asimismo, en el 
ámbito europeo, la disponibilidad de indicadores estadísticos cada vez más desagregados 
constituye un punto de partida imprescindible para proceder a la asignación de los recursos 
financieros comunitarios y para evaluar el impacto de las políticas financiadas con dichos 
recursos.

4. Frente a la demanda creciente de datos desagregados, la producción estadística 
realizada por la Administración General del Estado resulta insuficiente para atender las 
necesidades específicas planteadas desde cada ámbito territorial. Esa es la razón 
fundamental por la que las comunidades autónomas han hecho uso de las competencias 
recogidas en sus estatutos de autonomía. Actualmente casi todas las comunidades 
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autónomas cuentan con leyes en materia de estadística y órganos estadísticos que, en su 
mayoría, se configuran como Institutos de Estadística Autonómicos.

5. En Asturias, la existencia previa de la Sociedad Asturiana de Estudios Económicos e 
Industriales, SA (SADEI), con amplia experiencia en la elaboración de estudios económicos 
y trabajos estadísticos, permitió al Principado de Asturias ejercer la competencia estadística 
ya en una época temprana, con una calidad y alcance en sus contenidos ampliamente 
reconocidos y con niveles de desagregación adaptados a la realidad territorial de la región. 
Sin embargo, este instrumento presenta notables limitaciones derivadas de su naturaleza 
jurídica de sociedad anónima.

6. Por otra parte, la planificación de las políticas públicas y de la actuación de la 
Administración, en una sociedad democrática, no puede desligarse del conocimiento de las 
prioridades y preferencias de la ciudadanía y de las valoraciones que ésta realiza de los 
servicios públicos.

6 bis. Esta Ley tiene en cuenta los principios incluidos en el código de buenas prácticas 
en las estadísticas europeas adoptado por el Comité de Programa Estadístico del 24 de 
febrero de 2005, en el que se señala expresamente que los factores institucionales y 
organizativos ejercen una influencia significativa en la eficacia y credibilidad de una autoridad 
estadística que elabore y difunda estadísticas. Las cuestiones relevantes en este ámbito son 
la independencia profesional, el mandato relativo a la recogida de datos, la idoneidad de los 
recursos, el compromiso con la calidad, el secreto estadístico, la imparcialidad y la 
objetividad.

7. Consecuentemente con todo lo anterior, es necesario regular la actividad estadística 
en el ámbito de la Comunidad Autónoma, definiendo la organización del sistema estadístico 
y las reglas fundamentales por las que debe regirse la obtención de los datos, su protección 
y difusión, así como las diversas relaciones que esta actividad implica En este orden de 
cosas, el Principado de Asturias adoptará las medidas necesarias que, previstas en el 
ordenamiento jurídico vigente, por un lado permitan conseguir el pleno aprovechamiento de 
todas las bases de datos, metodología y experiencia acumulada por SADEI, y por otro 
posibiliten la continuidad organizativa de ésta y el desarrollo de los trabajos estadísticos en 
el Principado de Asturias.

8. La ley, en lo que respecta a la obtención de datos, garantiza el respeto a la intimidad 
personal y a la protección derivada del secreto estadístico y opta, de modo claro, por utilizar 
los datos procedentes de archivos y registros administrativos con la intención de optimizar el 
uso de los recursos disponibles y evitar, en la medida de lo posible, molestias a la 
ciudadanía. Por otro lado, teniendo en cuenta que la producción de estadísticas públicas es 
una actividad compleja y especializada, que sólo puede desarrollarse adecuadamente en un 
marco de coordinación y cooperación entre administraciones y con un clima que facilite la 
colaboración de la ciudadanía, presta una atención especial a los aspectos relacionados con 
la cooperación entre órganos del Principado de Asturias, la colaboración con otras 
administraciones públicas, la búsqueda de cauces apropiados para obtener el consenso y 
participación de elementos externos al Principado de Asturias.

9. El Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, en su artículo 10.1.29 atribuye a 
nuestra Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de estadísticas para los 
fines de su interés, en coordinación con la estadística general del Estado y con la de las 
demás comunidades autónomas y en el ejercicio de tales competencias exclusivas se 
promulga la presente ley.

TÍTULO PRELIMINAR

Objeto y ámbito de aplicación de la ley

Artículo 1.  Objeto.

La presente ley regula la actividad estadística pública de interés para el Principado de 
Asturias, los principios rectores de la misma, su planificación, la organización de su sistema 
estadístico y sus relaciones con los órganos estadísticos de otras administraciones públicas, 
así como el correspondiente régimen sancionador.
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Artículo 2.  Definiciones.

1. A los efectos de esta ley, se entiende por:

a) Actividad estadística: la recopilación, obtención, elaboración, tratamiento y custodia de 
datos, así como la publicación y difusión de resultados. Asimismo, se consideran actividad 
estadística las tareas instrumentales previas o complementarias que son legalmente 
exigibles, o técnicamente necesarias, para cumplir los requisitos establecidos en materia de 
estadística, tales como: formación, investigación y desarrollo técnico, metodológico y 
normativo.

b) Estadística pública: es la actividad estadística realizada desde el ámbito de las 
administraciones públicas y su sector público en el marco de lo previsto en el artículo 3 de la 
presente Ley.

c) Actividad estadística pública de interés para el Principado de Asturias: es la realizada 
por alguno de los sujetos a que se refiere el artículo 3 de la presente Ley para mejorar el 
conocimiento de la realidad del Principado de Asturias con el fin de facilitar información 
estadística de calidad al conjunto de los ciudadanos y de orientar la toma de decisiones de 
los poderes públicos y de las distintas instituciones económicas y sociales, siempre que haya 
sido expresamente declarada de interés por cualquiera de las vías previstas en esta ley.

d) Agente estadístico: es el personal funcionario que, en cumplimiento de lo previsto en 
esta Ley, recabe información de cumplimentación obligatoria, teniendo en esa condición 
carácter de agente de la autoridad.

2. La actividad estadística regulada por la presente ley se realizará utilizando datos 
estadísticos y datos administrativos. Datos estadísticos son los suministrados directamente 
por los informantes, con fines exclusivamente estadísticos, y datos administrativos, los que 
proceden de los archivos y registros administrativos que obran en poder de las 
administraciones públicas.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.

La presente ley será de aplicación a la actividad estadística pública de interés para el 
Principado de Asturias realizada por:

a) La Administración del Principado de Asturias, el Instituto Asturiano de Estadística (en 
lo sucesivo, IAE) y resto del sector público autonómico.

b) Las Entidades locales del Principado de Asturias y los organismos, entes o empresas 
dependientes de las mismas.

c) Las personas físicas o jurídicas y los institutos o centros de investigación universitaria, 
mediante convenio o contrato suscrito con alguno de los organismos o entes especificados 
en las letras a) y b) de este apartado.

TÍTULO I

Principios rectores de la actividad estadística del Principado de Asturias

CAPÍTULO I

Principios rectores

Artículo 4.  Enumeración.

La actividad estadística regulada por la presente ley se regirá por los principios de: 
obligatoriedad de proporcionar información, respeto a la intimidad, secreto estadístico, 
conservación y custodia de la información, difusión y publicidad de los resultados, 
objetividad, corrección técnica y especialidad, transparencia, proporcionalidad, 
homogeneidad y coordinación y cooperación.
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CAPÍTULO II

Obligatoriedad de proporcionar información y el respeto a la intimidad

Artículo 5.  Estadísticas amparadas por la obligatoriedad del suministro de información.

Tendrá carácter obligatorio el suministro de la información necesaria para la elaboración 
de las estadísticas cuando así haya sido establecido, de forma expresa, en el Plan Asturiano 
de Estadística En otro caso, el suministro de información no será de obligado cumplimiento.

Artículo 6.  Características de la información a suministrar.

1. La información que se suministre, tanto si es de aportación obligatoria como 
voluntaria, deberá ser veraz, exacta y completa y ajustarse a las circunstancias exigidas por 
las normas reguladoras de cada estadística.

2. La información requerida, siempre de acuerdo con lo previsto en las normas que 
regulen cada estadística en particular, podrá facilitarse por escrito, mediante soportes 
magnéticos o usando otros procedimientos que permitan su tratamiento informático.

3. Los suministradores de información tienen el deber de corregir las inexactitudes en 
que hubieran podido incurrir y facilitar la información ya corregida en los términos y 
condiciones en que lo hicieran inicialmente.

Artículo 7.  Sujetos obligados a suministrar información.

1. Todas las personas, físicas o jurídicas, públicas o privadas, cualquiera que sea su 
nacionalidad, que tengan residencia, domicilio, o ejerzan alguna actividad en el territorio del 
Principado de Asturias, están obligadas a facilitar los datos estadísticos que les requiera el 
IAE o las unidades estadísticas previstas en esta ley.

2. Cuando, para la realización de las actividades estadísticas públicas de interés para el 
Principado de Asturias, se requieran datos obrantes en cualquiera de las administraciones 
públicas, los órganos, autoridades y empleados públicos responsables, prestarán su 
colaboración.

Artículo 8.  Ficheros y registros administrativos.

1. La formación de archivos o registros administrativos que puedan tener trascendencia a 
efectos de fuentes estadísticas, y especialmente la de aquéllos que guarden relación con las 
operaciones estadísticas recogidas en el Plan Asturiano de Estadística, deberá contar con 
un informe previo del IAE, a fin de adecuar la presentación y tratamiento de los datos a las 
necesidades estadísticas de la Administración del Principado de Asturias.

2. La modificación, conservación, actualización o ampliación de la información incluida 
en dichos archivos requerirá igualmente informe previo del IAE.

3. Sin perjuicio de lo establecido en la normativa reguladora de la protección de datos de 
carácter personal, las estadísticas públicas de interés para el Principado de Asturias deberán 
utilizar, como fuente prioritaria de datos, los archivos y registros administrativos y 
estadísticos disponibles, a fin de reducir las molestias a la ciudadanía y mejorar la eficiencia 
del gasto público.

4. Para la utilización o difusión con finalidad estadística de los datos derivados de los 
archivos y registros mencionados, será preceptiva la autorización de las Consejerías u 
organismos competentes en la materia y la conformidad técnica del IAE.

Artículo 9.  Petición y suministro de información.

1. La información se solicitará siempre mediante requerimiento directo a las personas o 
entidades que proceda, ya sea mediante correo, visita personal de agentes debidamente 
acreditados o cualquier otro modo que asegure la comunicación directa de aquéllas con los 
servicios estadísticos o sus agentes.
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2. Transcurrido el plazo para suministrar la información, si ésta no se hubiera facilitado 
en los términos exigidos, se considerará incumplida la obligación sin necesidad de 
declaración o notificación expresa al respecto.

Artículo 10.  Datos de carácter voluntario y protección del derecho a la intimidad.

1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 16.2 de la Constitución Española sólo 
podrán recabarse los datos susceptibles de revelar las opiniones políticas y las convicciones 
religiosas o ideológicas, previo consentimiento expreso de los interesados.

2. Toda petición de información con fines estadísticos respetará el derecho al honor, a la 
intimidad personal y familiar y a la propia imagen, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 18 de la Constitución Española y en la normativa reguladora de la protección de 
datos de carácter personal.

CAPÍTULO III

El secreto estadístico

Artículo 11.  El deber de secreto estadístico.

1. A los efectos de la presente ley, se entiende por deber de secreto estadístico la 
obligación de no hacer público ni comunicar a ninguna otra persona o entidad, pública o 
privada, el conocimiento adquirido como consecuencia de la actividad estadística, así como 
la obligación de no actuar sobre la base de dicho conocimiento.

2. Los datos protegidos por el secreto estadístico tan sólo podrán ser transferidos entre 
los órganos estadísticos de las administraciones públicas si se cumplen los siguientes 
requisitos que habrán de ser comprobados por el que los tenga en custodia:

a) Que la información sea solicitada por organismos, unidades, instituciones o entidades 
que desarrollen fundamentalmente funciones estadísticas.

b) Que esté suficientemente justificada la existencia de una relación entre la información 
solicitada y las funciones estadísticas que son competencia de la unidad solicitante.

c) Que los organismos, unidades, instituciones o entidades, destinatarios de la 
información estén sometidos al deber de secreto estadístico y dispongan de los medios 
necesarios para garantizarlo.

d) Que la información solicitada haya de destinarse a uso exclusivo del receptor para la 
realización de las operaciones estadísticas que dichos organismos tengan encomendadas.

3. En cualquier caso, el suministro de datos estadísticos, no producirá efectos en otro 
ámbito diferente al de la finalidad que motivó la petición.

Artículo 12.  Ámbito material del deber de secreto estadístico.

1. Estarán amparados por el secreto estadístico todos los datos personales, con 
independencia de que hayan sido obtenidos directamente de los informantes o a través de 
fuentes administrativas.

2. Se entiende por datos personales todos aquéllos, de orden privado, familiar, 
económico o financiero que, referidos tanto a personas físicas como jurídicas, puedan 
conducir a la identificación directa de los informantes o permitan, por su estructura, 
contenido o grado de desagregación, la identificación indirecta de los mismos.

3. Los informantes tendrán derecho de acceso a los datos personales que, figurando en 
directorios estadísticos, les conciernan y a obtener, en su caso, la rectificación de los errores 
que contuvieran.

Artículo 13.  Datos no amparados por el secreto estadístico.

1. No quedan amparados por el secreto estadístico los datos personales que sean de 
conocimiento público y notorio, entendiéndose por tales los que hayan sido objeto de 
publicidad, edición o inscripción en un registro público por quienes no estén sujetos al 
secreto estadístico. No se considerará que los datos son de conocimiento público y notorio 
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por el mero hecho de haber sido aportados en los procedimientos propios de la gestión de la 
Administración.

2. Tampoco quedan amparados por el secreto estadístico los ficheros o directorios que 
sólo contengan relaciones de personas jurídicas, establecimientos, empresas, explotaciones 
u organismos de cualquier clase, en cuanto aludan a su denominación, emplazamiento, 
actividad, producto o servicio, al intervalo de tamaño a que pertenezcan o cualesquiera otras 
características generales.

3. Los servicios estadísticos harán constar esta excepción en los documentos de 
recogida de la información.

Artículo 14.  Ámbito subjetivo del deber de secreto estadístico.

1. Tienen la obligación de mantener el secreto estadístico todas las personas, 
organismos o instituciones de cualquier naturaleza, que intervengan en cualquiera de las 
fases del proceso estadístico.

2. La obligación de guardar el secreto estadístico se mantiene aún después de que las 
personas obligadas a guardarlo concluyan sus actividades profesionales o su vinculación a 
los servicios estadísticos.

3. También quedan sujetos al deber de secreto estadístico quienes, aún no participando 
en el proceso estadístico, tuvieran conocimiento de datos amparados por el mismo a causa 
del incumplimiento del deber de secreto por parte de los obligados a su cumplimiento.

4. Este deber debe ser cumplido en los términos y condiciones del artículo 15.

Artículo 15.  Ámbito temporal del deber de secreto estadístico.

1. El deber de secreto estadístico se iniciará desde el momento en que se obtengan los 
datos por él amparados, ya sea por comunicación directa de los informantes o por la 
incorporación a efectos estadísticos de datos de origen administrativo.

2. El deber de secreto estadístico, salvo que medie consentimiento expreso y escrito de 
los afectados autorizando la consulta pública de sus datos personales, ha de mantenerse 
hasta que hayan transcurrido cincuenta años desde el suministro de la información o 
veinticinco años desde la muerte de los afectados.

La renuncia al derecho de secreto estadístico podrá tener carácter general o estar 
limitada a unos usos determinados, debiendo en este último caso mantenerse el secreto 
estadístico en relación con usos distintos de los autorizados.

3. Excepcionalmente, podrán ser facilitados datos protegidos por el secreto estadístico a 
quienes en el marco del procedimiento que se determine reglamentariamente, acrediten un 
interés legítimo, y siempre que hubieran transcurrido, al menos, veinticinco años desde que 
hubiera sido recibida la información por los servicios estadísticos.

4. En el caso de datos relativos a personas jurídicas, se podrán establecer 
reglamentariamente períodos inferiores de duración del amparo del secreto estadístico, 
dependiendo de las características de cada estadística, nunca inferiores a quince años.

Artículo 16.  Incumplimiento del deber de secreto estadístico.

El quebrantamiento del deber de secreto estadístico podrá dar lugar a indemnización por 
los daños y perjuicios causados, sin perjuicio de las responsabilidades penales o 
disciplinarias que resulten exigibles de acuerdo con lo previsto en la presente ley y en el 
resto del ordenamiento jurídico.

CAPÍTULO IV

Protección y conservación de los datos estadísticos

Artículo 17.  Conservación y custodia de la información estadística.

1. Los órganos estadísticos deberán custodiar y conservar la información recogida con 
destino a la elaboración de estadísticas, aun después de haberse difundido los 
correspondientes resultados, debiendo adoptar las medidas de seguridad necesarias para 
garantizar los principios de esta ley.
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2. La conservación de la información no implica, necesariamente, la de los soportes 
originales de la misma siempre que su contenido básico conste en soporte informático o de 
otra naturaleza.

3. No obstante, en el momento en que consideren que no es necesario conservar la 
información, por carecer de utilidad, se podrá acordar su destrucción, mediante resolución 
del Consejero competente en materia de estadística, una vez oído el Consejo Rector del 
IAE.

Artículo 18.  Protección especial de los datos personales.

Deberán ser objeto de una especial protección los datos personales que sirven para la 
identificación inmediata de los informantes, debiendo disociarse de los demás datos, antes 
de procesar cualquier información, tratarse aisladamente, almacenarse bajo claves, 
precintos o depósitos especiales, resultar accesibles únicamente al personal sometido a 
secreto estadístico y destruirse en cuanto dejen de ser necesarios para el desarrollo de las 
operaciones estadísticas.

CAPÍTULO V

Difusión y publicidad de las estadísticas oficiales

Artículo 19.  Difusión estadística.

El Principado de Asturias habilitará los medios necesarios para hacer públicos y difundir 
las características metodológicas y los resultados de sus estadísticas oficiales, y facilitar el 
acceso de los interesados a los resultados no publicados, teniendo en cuenta los criterios de 
predominio del interés público, racionalidad de costes y conformidad con lo dispuesto en el 
capítulo III del título I en relación al secreto estadístico.

Artículo 20.  Publicación y carácter oficial de las estadísticas.

1. Los resultados de las operaciones estadísticas de interés para el Principado de 
Asturias se harán públicos por los servicios responsables de su elaboración, adquiriendo 
carácter oficial con su publicación.

2. El personal de los servicios responsables de la elaboración de estadísticas de interés 
para el Principado de Asturias tiene la obligación de guardar reserva respecto de los 
resultados de las mismas, parciales o totales, provisionales o definitivos, de los que conozca 
por razón de su trabajo profesional, hasta tanto se hayan hecho públicos.

Artículo 21.  Aplicación de los resultados estadísticos.

Los resultados estadísticos oficiales podrán ser aplicados a las relaciones y situaciones 
jurídicas respecto a las que el Principado de Asturias tenga competencia.

Artículo 22.  Consultas y solicitudes específicas de información estadística.

1. Cualquier persona, a cualquier nivel de desagregación técnicamente disponible y 
siempre que no atente a la protección del secreto estadístico podrá consultar los resultados 
estadísticos, tanto los oficiales como los que no lo sean.

2. Cualquier persona interesada podrá solicitar tabulaciones o explotaciones estadísticas 
específicas, siempre que dicha petición no contravenga el secreto estadístico y reúna las 
suficientes garantías técnicas.

3. Las solicitudes deberán cursarse a través del IAE quién deberá proporcionar la 
información interesada siempre que no se altere de forma significativa el normal 
desenvolvimiento de los servicios estadísticos.

4. Cualquier persona podrá solicitar al IAE certificación de los resultados estadísticos 
oficiales.

5. Las publicaciones y cualquier otra información estadística que se facilite podrán dar 
lugar a la percepción de la contraprestación que se determine de conformidad con la 
normativa reguladora de las tasas y precios públicos.
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6. Las universidades y los centros de investigación oficialmente reconocidos pueden 
suscribir acuerdos con el IAE o, en su caso, con la Administración del Principado de 
Asturias, con la finalidad exclusiva de favorecer la investigación científica. A fin de preservar 
el secreto estadístico, el IAE supervisará el proceso de consulta de los datos estadísticos.

CAPÍTULO VI

Otros principios

Artículo 23.  Objetividad, corrección técnica y especialidad.

1. La actividad estadística deberá realizarse con criterios objetivos y de acuerdo con una 
metodología científica que garantice su corrección técnica.

2. En virtud del principio de especialidad, los datos recogidos para la elaboración de 
estadísticas se destinarán a los fines que justificaron la obtención de los mismos.

Artículo 24.  Transparencia.

1. Cuando se solicite información con fines estadísticos se hará saber a los informantes 
el carácter voluntario u obligatorio de las respuestas, la naturaleza y características de la 
estadística que se pretende realizar, el destino y finalidad de la información y la protección 
que proporciona el secreto estadístico de los datos suministrados.

2. En el caso de información de suministro obligatorio, se informará también de las 
sanciones que puedan imponerse por no colaborar o por facilitar datos falsos, inexactos, 
incompletos o fuera de plazo.

Artículo 25.  Proporcionalidad.

Todas las actividades estadísticas reguladas por esta ley deberán realizarse respetando 
el principio de proporcionalidad, cuya finalidad es la de garantizar una relación equilibrada 
entre la naturaleza y el volumen de la información solicitada y los resultados que se 
pretenden obtener de ella.

Artículo 26.  Homogeneidad.

1. El IAE aplicará un conjunto unificado de módulos estadísticos y territoriales, 
nomenclaturas, códigos, clasificaciones y definiciones, así como cualquier otra característica 
metodológica que contribuya a facilitar su tratamiento informático o a normalizar y 
homogeneizar la actividad estadística pública en el Principado de Asturias, permitiendo la 
comparación e integración de sus datos y resultados estadísticos tanto entre sí como con los 
de otras Administraciones.

2. El IAE ajustará dichas normas técnicas a las de la Administración del Estado y a las 
normas técnicas internacionales vigentes, especialmente a las de la Unión Europea.

3. Tales normas serán de obligado cumplimiento para la elaboración de las estadísticas 
de interés para el Principado de Asturias que realicen los órganos estadísticos previstos en 
esta ley.

Artículo 27.  Coordinación y cooperación.

La actuación estadística se adecuará a los principios de estricta coordinación de la 
actividad estadística interna y de fomento de la cooperación y colaboración externas a través 
de la celebración de convenios y acuerdos en materia estadística entre el Principado de 
Asturias y otras administraciones públicas, entes públicos o privados, con el fin de garantizar 
el máximo aprovechamiento de la actividad estadística de interés común y evitar la 
duplicación innecesaria de operaciones estadísticas.
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TÍTULO II

Planificación y ordenación de la actividad estadística

Artículo 28.  El Plan Asturiano de Estadística.

1. Con el fin de ordenar, instrumentar y sistematizar la actividad estadística de interés 
para el Principado de Asturias se elaborará el Plan Asturiano de Estadística. Se consideran 
estadísticas de cumplimentación obligatoria aquéllas que formen parte de este Plan.

2. El Plan Asturiano de Estadística será aprobado por Ley y tendrá una vigencia de 
cuatro años, salvo que el plan prevea un plazo distinto.

3. Si, al finalizar la vigencia de cada uno de los planes, no estuviese aprobado el que 
deba regir para el siguiente período, el plan se entenderá prorrogado hasta la aprobación del 
nuevo, con la excepción de aquellas operaciones que deban excluirse o incluirse en virtud de 
unos plazos o períodos preestablecidos.

Artículo 29.  Contenido del Plan Asturiano de Estadística.

1. El Plan Asturiano de Estadística recogerá, al menos:

a) La especificación de las actividades estadísticas públicas de interés a realizar durante 
su período de vigencia y las previsiones presupuestarias necesarias para financiarlo.

b) Los aspectos esenciales de cada una de las operaciones estadísticas, tales como: 
objetivos, finalidad y descripción general de su contenido; organismos que deben intervenir 
en su elaboración; el colectivo de personas al que se refiere la información y el ámbito 
territorial y, en su caso, los sujetos obligados a suministrar información y la protección que 
les dispensa el secreto estadístico.

2. Se entenderán contenidas en el Plan, sin necesidad de declaración expresa al 
respecto, todas las actividades estadísticas que sean objeto de convenios de colaboración 
entre el Principado de Asturias y el Instituto Nacional de Estadística u otras administraciones 
y organismos competentes en materia estadística.

Artículo 30.  Elaboración y aprobación del Plan Asturiano de Estadística.

1. Corresponde al IAE la elaboración del anteproyecto del Plan Asturiano de Estadística, 
tomando como base los planes sectoriales, las propuestas y las peticiones realizadas por el 
sector público autonómico.

2. También podrán solicitar la inclusión de estadísticas de interés público en dicho Plan 
las Entidades locales y sus organismos, entes y empresas, así como, con los mismos 
requisitos de aquéllas, las corporaciones y asociaciones que representen intereses 
sectoriales, así como los agentes económicos y sociales.

3. Una vez finalizada su elaboración, será remitido al Consejo de Gobierno, a través de 
la Consejería competente en materia de estadística, a los efectos establecidos en el artículo 
28.2.

Artículo 31.  Desarrollo del Plan Asturiano de Estadística: los programas estadísticos 
anuales.

1. El Plan Asturiano de Estadística ha de desarrollarse y concretarse mediante 
programas estadísticos con vigencia anual, prorrogables en tanto no se apruebe un nuevo 
programa.

2. Cada programa estadístico anual concretará la actividad estadística a desarrollar cada 
año, recogiendo para ello, como mínimo:

a) la constancia expresa de su adecuación al Plan Asturiano de Estadística,
b) el contenido, los objetivos y la finalidad del programa, así como la relación de las 

operaciones que se realizarán durante su período de vigencia,
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c) las normas técnicas que han de regular cada operación y los criterios de difusión de 
sus resultados,

d) el calendario de actuaciones y las unidades y organismos que han de intervenir en 
cada operación,

e) los medios personales y financieros necesarios para realizar cada operación y
f) los sujetos a los que se requiera información y la protección que les dispensa el 

secreto estadístico.

3. El proyecto de programa anual será elaborado por el IAE y aprobado por resolución 
del Consejero competente en materia de estadística.

Artículo 32.  La actividad estadística no incluida en el Plan Asturiano de Estadística.

1. Las unidades administrativas del Principado de Asturias que tengan reconocido en su 
seno un órgano estadístico podrán realizar, para sus propios fines y mediante resolución del 
Consejero correspondiente, estadísticas no incluidas en el plan ni en los programas 
estadísticos anuales, que deberán cumplir los principios y normas establecidos en esta ley y 
en las normas que la desarrollen.

2. Cuando tales operaciones estadísticas impliquen petición de información a personas 
físicas o jurídicas, necesitarán un informe favorable del IAE a fin de evitar duplicaciones y 
asegurar la necesaria coordinación.

3. Estas estadísticas podrán adquirir carácter oficial cuando, previo informe favorable del 
IAE, así lo acuerde el Consejo de Gobierno y se hagan públicos sus resultados.

4. En la difusión de los resultados de estas estadísticas se hará constar, si se trata, o no, 
de estadísticas oficiales.

Artículo 33.  Aprobación de los resultados estadísticos.

1. La aprobación de los resultados de las operaciones estadísticas públicas de interés 
para el Principado de Asturias se hará, de acuerdo con lo dispuesto para cada una de ellas 
en el Plan Asturiano de Estadística, en los programas estadísticos anuales o en la norma 
que autorice su realización. En el caso de que éstos nada determinen, la aprobación 
corresponderá al IAE.

2. No obstante, si la estadística hubiera sido íntegramente elaborada por una consejería, 
organismo o ente público o empresa pertenecientes al sector público del Principado de 
Asturias, exclusivamente para sus propios fines, su aprobación corresponderá al órgano, 
organismo, o entidad responsable de su elaboración.

TÍTULO III

El sistema estadístico del Principado de Asturias

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 34.  El sistema estadístico.

1. El sistema estadístico del Principado de Asturias es aquél formado por el conjunto 
ordenado de las instituciones y órganos que realizan actividades estadísticas y por los 
procesos de relación entre los mismos que, de forma conjunta, generan como resultado las 
estadísticas de interés para el Principado de Asturias.

2. El sistema estadístico del Principado de Asturias está integrado por:

a) El IAE.
b) Las unidades estadísticas de las consejerías y del sector público autonómico.
c) El Consejo de Estadística del Principado de Asturias.
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CAPÍTULO II

El Instituto Asturiano de Estadística

Artículo 35.  Naturaleza jurídica.

(Derogado).

Artículo 36.  Fines generales.

Al IAE le corresponde:

a) Velar por el cumplimiento de los principios de esta Ley, así como proponer, desarrollar 
y aplicar los instrumentos necesarios para su consecución.

b) Organizar, coordinar e impulsar la actividad estadística de los diferentes órganos que, 
en el ámbito del Principado de Asturias, constituyan su sistema estadístico.

c) Integrar y homogeneizar su actividad estadística con la de otros órganos estadísticos 
de ámbito asturiano, estatal e internacional.

Artículo 37.  Funciones.

1. Para el cumplimiento de sus fines, en el ámbito de la planificación y programación de 
la actividad estadística, le corresponden al IAE las siguientes funciones:

a) Elaborar el Plan Asturiano de Estadística y los programas estadísticos anuales.
b) Informar, previa y preceptivamente, todos los proyectos de estadísticas que pretendan 

realizarse en la Administración del Principado de Asturias y que no estén previstas en el Plan 
Asturiano de Estadística o en los Programas Estadísticos Anuales.

2. En relación con el impulso y coordinación de la actividad estadística, le corresponden 
al IAE las siguientes funciones:

a) Organizar, dirigir y coordinar las actividades estadísticas que se desarrollen en el 
ámbito territorial y competencial del Principado de Asturias y, en particular, las incluidas en el 
Plan Asturiano de Estadística y en los Programas Estadísticos Anuales.

b) Informar, previa y preceptivamente, cualquier proyecto de creación de unidades 
estadísticas en la Administración del Principado de Asturias y en su sector público 
autonómico.

c) Prestar asistencia técnica a los órganos a quienes los programas estadísticos 
encomienden la elaboración de estadísticas, además de supervisar y coordinar los medios 
técnicos y materiales con que se doten sus unidades estadísticas.

d) Promover la formación y perfeccionamiento profesional del personal estadístico.

3. En el campo de la metodología estadística y la investigación, corresponde al IAE:

a) Impulsar la normalización metodológica y la unificación de los requisitos técnicos de la 
actividad estadística, homogeneizándola con la de otras organizaciones estadísticas y 
garantizando la comparación e integración de los datos y resultados estadísticos de los 
distintos elementos del propio sistema estadístico del Principado de Asturias.

b) Elaborar y aprobar, en su caso, normas técnicas generales sobre conceptos, 
definiciones, módulos estadísticos, clasificaciones, nomenclaturas y códigos para la 
clasificación de datos; la presentación de resultados de las estadísticas de interés para el 
Principado de Asturias y, cuando le corresponda, las normas técnicas particulares de cada 
operación estadística.

c) Publicar y difundir la metodología y normas técnicas aprobadas y velar por su 
aplicación y cumplimiento.

d) Promover, impulsar y fomentar la investigación en materia estadística.
e) Facilitar el acceso a la información estadística para fines de investigación.

4. En el ámbito de la producción estadística, le corresponden al IAE las siguientes 
funciones:
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a) Realizar las actividades estadísticas que le sean encomendadas por cualquiera de los 
procedimientos previstos en esta ley.

b) Aprobar o informar la aprobación, cuando le corresponda, de los resultados 
estadísticos.

c) Recopilar y almacenar de forma sistemática la documentación estadística disponible.
d) Elaborar y mantener un sistema integrado de estadísticas demográficas y sociales, de 

cuentas económicas y de indicadores sociales y económicos del Principado de Asturias.
e) Crear, mantener y gestionar bancos o bases de datos de interés estadístico para el 

Principado de Asturias.
f) Emitir informe sobre los cuestionarios, procedimientos administrativos y aplicaciones 

informáticas que afecten a registros necesarios para la realización de operaciones 
estadísticas.

g) Promocionar el uso y utilización, para fines estadísticos, de los datos de fuentes 
administrativas.

h) Realizar cuantos estudios económicos, demográficos y sociológicos considere 
oportunos para el mejor conocimiento de la realidad asturiana y cuantas investigaciones 
precise para contrastar la eficacia de los cuestionarios y métodos empleados en la 
elaboración de las estadísticas.

5. En el ámbito de la difusión de los resultados estadísticos, corresponden al IAE las 
siguientes funciones:

a) Hacer públicos, cuando le corresponda, los resultados de las estadísticas, haciendo 
constar expresamente, en su caso, la participación de órganos o entes distintos al Instituto y 
promover la difusión de los resultados de las estadísticas disponibles del Principado de 
Asturias y de su territorio.

b) Expedir certificaciones de los resultados estadísticos oficiales.
c) Crear y mantener un servicio de documentación bibliográfico-estadística.
d) Realizar un calendario anual de difusión de resultados y publicaciones estadísticas.

6. En el ámbito de las relaciones institucionales en materia estadística, se atribuyen al 
IAE las siguientes funciones:

a) Coordinar las relaciones en materia estadística de la Administración del Principado de 
Asturias con el resto de las administraciones públicas, canalizando las solicitudes y 
recepciones de investigación estadística de los distintos órganos de la Administración de la 
Comunidad Autónoma y de su sector público respecto a cualquier institución u organismo 
estadístico de otra Administración Pública.

b) Recibir la información que el Instituto Nacional de Estadística remita a la 
Administración del Principado de Asturias.

c) Colaborar en materia estadística con los órganos estadísticos de las entidades 
locales, de las demás comunidades autónomas, de la Administración del Estado, de 
organismos supraestatales y de cuantos organismos o entes, de cualquier naturaleza, se 
considere conveniente para el pleno desarrollo de la actividad estadística de interés para el 
Principado de Asturias.

d) Informar cualquier convenio o acuerdo de contenido estadístico con otras 
administraciones públicas, su sector público o con entes privados.

e) Supervisar la elaboración, por parte de las entidades locales, de estadísticas incluidas 
en el Plan Asturiano de Estadística.

f) Representar a la Comunidad Autónoma en el Comité Interterritorial de Estadística, y en 
cuantos órganos estadísticos colegiados participen las comunidades autónomas, 
directamente o a través de los órganos estadísticos con competencia en esta materia.

7. Las demás competencias que se le atribuyan legalmente, las que no hayan sido 
expresamente conferidas al resto de integrantes de la organización estadística de la 
Comunidad Autónoma y cualesquiera otras funciones que sean necesarias para el 
establecimiento y mantenimiento del sistema estadístico del Principado de Asturias.

Artículos 38 a 48.  

(Derogados).
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CAPÍTULO III

Unidades estadísticas

Artículo 49.  Unidades estadísticas.

1. La Administración del Principado de Asturias y su sector público autonómico, podrán 
disponer de órganos estadísticos propios. Estos órganos serán unidades administrativas con 
funciones de contenido estadístico y estarán integradas en la estructura ordinaria de la 
entidad a la que pertenezcan.

2. Las unidades estadísticas informarán al IAE, cuando éste lo solicite, sobre la 
metodología utilizada en la ejecución de cada estadística o sus características técnicas y 
sobre cualquier dato o archivo de datos y directorios de utilidad estadística.

3. La actividad estadística de estas unidades habrá de ser coordinada y supervisada por 
el IAE, pudiendo adoptar, si ello fuera necesario, las medidas correctoras de carácter técnico 
que considere oportunas para su normal desenvolvimiento.

Artículo 50.  Requisitos para la constitución de unidades estadísticas.

Sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos que con carácter general resulten 
necesarios, la constitución de las unidades estadísticas requerirá:

a) La elaboración de un proyecto de creación de unidad estadística por parte del órgano 
o entidad interesada en su creación.

b) El informe favorable del IAE que las reconozca como tales, que habrá de referirse a 
los requisitos y normas técnicas que deberán observarse en la constitución y funcionamiento 
de la nueva unidad estadística y a las cualificaciones del personal para la realización de las 
actividades estadísticas que les correspondan.

Artículo 51.  Funciones de las unidades estadísticas.

Corresponden a estas unidades las siguientes funciones:

a) Participar en la elaboración del Plan Asturiano de Estadística y de los Programas 
Estadísticos Anuales, formulando cuantas propuestas consideren oportunas.

b) Elaborar estadísticas para sus propios fines, con especial atención a la explotación 
estadística de los datos derivados de su propia actuación administrativa.

c) Realizar todas aquellas operaciones estadísticas, o fases de las mismas, que les sean 
encomendadas en los programas estadísticos anuales.

d) Colaborar con el IAE en las tareas de normalización y homogeneización de la 
actividad estadística.

CAPÍTULO IV

Consejo de Estadística del Principado de Asturias

Artículo 52.  Creación.

El Consejo de Estadística del Principado de Asturias se constituye como el órgano 
consultivo y de participación del sistema estadístico del Principado de Asturias.

Artículo 53.  Funciones.

Son funciones del Consejo de Estadística del Principado de Asturias:

a) Emitir informe preceptivo sobre los anteproyectos de Planes Estadísticos y sobre los 
Proyectos de Programas Estadísticos Anuales.

b) Emitir informe en el procedimiento de elaboración de proyectos de disposiciones de 
carácter general que regulen la actividad estadística del Principado de Asturias.

c) Formular propuestas, recomendaciones y sugerencias en materia estadística.
d) Emitir informes sobre cualquier cuestión estadística que le solicite cualquiera de los 

miembros que lo integran en los términos que se establezcan reglamentariamente.
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Artículo 54.  Composición y organización.

1. La Presidencia del Consejo le corresponderá al Consejero competente en materia de 
estadística y la Vicepresidencia recaerá en el Director General competente en materia de 
estadística.

2. El Consejo estará integrado, con la condición de vocales, además de por un 
funcionario adscrito al órgano competente en materia de estadística, por representantes de 
la Federación Asturiana de Concejos, de la Universidad de Oviedo, de las Cámaras de 
Comercio, Industria y Navegación, del Instituto Nacional de Estadística, de las asociaciones 
empresariales y de las organizaciones sindicales.

3. La organización, composición y funcionamiento del Consejo se desarrollarán 
reglamentariamente.

CAPÍTULO V

Colaboración con las Corporaciones Locales

Artículo 55.  Las relaciones con la Administración Local.

Las Entidades locales comprendidas en el ámbito territorial del Principado de Asturias 
podrán participar, en el ámbito de sus respectivas competencias, mediante las unidades que 
tengan asignadas funciones estadísticas, en la ejecución y difusión de las estadísticas 
públicas de interés para el Principado de Asturias.

Artículo 56.  Estadísticas de interés para las entidades locales.

1. Las entidades locales podrán solicitar la cooperación del Principado de Asturias, 
mediante los mecanismos previstos en el artículo 27 de esta ley, para la elaboración de 
estadísticas de su interés.

2. La solicitud se dirigirá al Consejero competente en materia de estadística, e irá 
acompañada de una memoria explicativa del interés para la entidad local solicitante y de las 
características de la estadística, una propuesta de financiación de la misma y un proyecto de 
normas reguladoras particulares.

 

TÍTULO IV

Régimen sancionador

CAPÍTULO I

Disposiciones comunes

Artículo 57.  Concepto y sujetos.

1. Son infracciones administrativas en materia estadística las acciones y omisiones 
voluntarias contrarias a las disposiciones contenidas en esta ley, considerándose 
responsables de las mismas las personas físicas o jurídicas a quienes resulte imputable la 
acción u omisión constitutiva de la infracción.

2. Las personas jurídicas responderán del cumplimiento de la sanción impuesta como 
consecuencia de las infracciones cometidas por sus órganos, empleados o agentes.

Artículo 58.  Órgano competente.

1. La potestad sancionadora de las infracciones previstas en el artículo 61 de esta Ley 
corresponderá al Director General con competencia en materia de estadística, en el caso de 
infracciones leves, y al Consejero competente en materia de estadística, en el caso de 
infracciones graves y muy graves. No obstante, si la sanción a imponer consiste en multa por 
importe superior a 30.000 euros, el órgano competente será el Consejo de Gobierno.
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2. La potestad sancionadora de las infracciones tipificadas en el artículo 62 de esta Ley 
se ejercerá en los términos previstos por la Ley del Principado de Asturias 3/1985, de 26 de 
diciembre, de Ordenación de la Función Pública, cuando los infractores pertenezcan al 
personal al servicio del Principado de Asturias, y con arreglo al apartado anterior cuando los 
infractores sean personal colaborador.

Artículo 59.  Principios sancionadores.

Serán de aplicación a lo establecido en la presente norma los principios de la potestad 
sancionadora contenidos en la normativa reguladora del régimen jurídico de las 
administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.

Artículo 60.  Procedimiento.

1. Las infracciones tipificadas en la presente ley serán objeto de sanción administrativa 
previa instrucción del correspondiente expediente sancionador, que, respetando los 
principios contenidos en la normativa reguladora del régimen jurídico de las administraciones 
públicas y del procedimiento administrativo común, se instruirá de acuerdo con lo establecido 
en la normativa reguladora del procedimiento sancionador general en la Administración del 
Principado de Asturias.

2. Resultarán de aplicación las disposiciones que regulan los procedimientos 
disciplinarios de los empleados públicos.

CAPÍTULO II

Infracciones y sanciones

Artículo 61.  Infracciones cometidas por personas ajenas al sistema estadístico del 
Principado de Asturias.

1. Las infracciones cometidas por las personas físicas o jurídicas ajenas a los servicios 
estadísticos se clasifican en leves, graves o muy graves.

2. Son infracciones leves:

a) No proporcionar la información obligatoria, o hacerlo de forma incompleta, con datos 
inexactos o en forma distinta a la establecida, siempre que exista requerimiento previo del 
órgano estadístico, cuando tal hecho no provoque un perjuicio grave.

b) Suministrar la información obligatoria fuera de plazo, siempre que exista requerimiento 
previo del órgano estadístico, formalmente notificado, y que el retraso no origine un perjuicio 
grave.

3. Constituye infracción grave:

No facilitar datos de suministro obligatorio, o proporcionarlos incompletos, de forma 
inexacta o en plazos o formas distintas de los requeridos, cuando se cause un perjuicio 
grave y siempre que existiese el requerimiento previo del órgano estadístico.

4. Son infracciones muy graves:

a) El suministro de datos falsos, de comunicación voluntaria u obligatoria, cuando se 
aprecien malicia o negligencia grave.

b) No facilitar datos de suministro obligatorio, o proporcionarlos incompletos, de forma 
inexacta o en plazos o formas distintas de los requeridos, cuando se cause un perjuicio muy 
grave y siempre que existiese el requerimiento previo del órgano estadístico.

c) La solicitud u obtención de información estadística mediante la suplantación de la 
personalidad de cualesquiera de las unidades estadísticas amparadas por esta ley.

5. Las infracciones leves prescriben a los seis meses, las graves a los dos años y las 
muy graves a los tres años.
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Artículo 62.  Infracciones cometidas por el personal al servicio del Principado de Asturias y 
los colaboradores en la realización de operaciones estadísticas.

1. Las faltas cometidas en el ejercicio de sus funciones, por el personal al servicio del 
Principado de Asturias en la realización de operaciones estadísticas, o por las personas 
físicas o jurídicas que colaboren con el sistema estadístico mediante acuerdos, convenios o 
contratos, se clasifican en leves, graves y muy graves.

2. Son faltas leves:

a) La incorrección con las personas sujetas al cumplimiento del principio de obligación de 
colaboración ciudadana.

b) El descuido o negligencia en el cumplimiento de las funciones estadísticas.
c) La falta de comunicación o comunicación incompleta a los administrados de las 

normas que han de observar en la cumplimentación de los cuestionarios y las sanciones que 
podrían imponerse por su incumplimiento.

3. Son faltas graves:

a) La negativa a exhibir el documento acreditativo de agente estadístico al informante 
que lo solicite.

b) El incumplimiento de las normas técnicas aprobadas en materia estadística.
c) El incumplimiento de la obligación de información sobre los resultados estadísticos.
d) El retraso voluntario en el cumplimiento de su cometido.

4. Son faltas muy graves:

a) La exigencia de Información para la elaboración de estadísticas sin la existencia de 
las correspondientes normas reguladoras o sin dar la necesaria información sobre las 
mismas.

b) La difusión o comunicación a personas no autorizadas de información amparada por 
el deber de secreto estadístico.

c) La utilización para finalidades distintas de las propiamente estadísticas de datos 
personales obtenidos directamente de los administrados por los servicios estadísticos.

d) La difusión de resultados sin que se hayan hecho públicos oficialmente o sin la 
autorización correspondiente.

5. Las infracciones leves prescribirán al mes, las graves a los dos años y las muy graves 
a los seis años.

Artículo 63.  Sanciones por infracciones del artículo 61.

1. A las infracciones previstas en el artículo 61 serán aplicables las siguientes sanciones:

a) Las infracciones leves se sancionarán con multa hasta trescientos euros (300 €)
b) Las infracciones graves con multa de trescientos un euros (301 €) a tres mil euros 

(3.000 €).
c) Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de tres mil un euros (3.001 €) a 

treinta mil euros (30.000 €).

2. Aquellas infracciones en las que el infractor haya obtenido un beneficio económico 
superior al tope máximo de las sanciones anteriores, se sancionarán con multa que puede 
llegar hasta el doble del beneficio obtenido.

3. En todo caso, para la graduación de las sanciones aplicables se tendrá en cuenta la 
trascendencia de la infracción, la reincidencia, la naturaleza de los daños y perjuicios 
causados a terceros y a los servicios estadísticos y la conducta anterior del culpable, salvo 
que tales circunstancias ya hubiesen sido tomadas en consideración para la calificación de la 
sanción.

4. Se entenderá por reincidencia la comisión de una infracción análoga a la que motivó la 
sanción en el plazo de los dos años siguientes a la notificación de esta. En este supuesto se 
requerirá que la primera resolución sancionadora haya adquirido firmeza en vía 
administrativa.
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5. Las sanciones impuestas por infracciones leves prescribirán al año, las impuestas por 
infracciones graves, a los dos años, y las impuestas por infracciones muy graves, a los tres 
años.

Artículo 64.  Sanciones por infracciones del artículo 62.

Las sanciones a imponer por infracciones leves, graves y muy graves del artículo 62, así 
como sus plazos de prescripción, serán las previstas en la Ley del Principado de Asturias 
3/1985, de 26 de diciembre, de Ordenación de la Función Pública, para las faltas leves, 
graves y muy graves, cuando los infractores sean personal al servicio del Principado de 
Asturias y las previstas en el artículo 63 cuando los infractores sean personal colaborador.

Artículo 65.  Otras responsabilidades.

1. Las sanciones administrativas a que hace referencia el presente capítulo se 
impondrán sin perjuicio de las responsabilidades civiles o de cualquier otro orden que 
pudieran concurrir.

2. Cuando en cualquier momento de la tramitación del procedimiento sancionador se 
tenga conocimiento de la existencia de actuaciones judiciales a consecuencia de los mismos 
hechos, se suspenderá dicha tramitación, reanudándose la misma, si procede, cuando 
aquéllas finalicen mediante resolución firme o por cualquier otra causa.

3. En cualquier momento del procedimiento sancionador en que los órganos 
competentes estimen que los hechos también pudieran ser constitutivos de ilícito penal, lo 
comunicarán al Ministerio Fiscal, solicitándole testimonio sobre las actuaciones practicadas 
respecto de la comunicación. Recibida la comunicación, y si se estima que existe identidad 
de sujeto, hecho y fundamento entre la infracción administrativa y la infracción penal que 
pudiera corresponder, el órgano competente para la resolución del procedimiento acordará 
su suspensión hasta que recaiga la resolución judicial.

4. En todo caso, los hechos declarados probados por resolución judicial penal firme, 
vinculan a los órganos administrativos respecto de los procedimientos sancionadores que se 
sustancien.

Disposición adicional primera.  Subrogación contractual.

El IAE queda subrogado en la totalidad de los convenios y contratos suscritos por la 
Administración del Principado de Asturias directamente relacionados con su ámbito 
competencial.

Disposición adicional segunda.  SADEI.

1. La Sociedad Asturiana de Estudios Económicos e Industriales (SADEI), en su 
condición de empresa cuyo capital pertenece totalmente a la Administración del Principado 
de Asturias, llevará a cabo los trabajos que le sean encomendados por los órganos y 
organismos estadísticos del Principado, en los términos previstos en la legislación de 
contratos de las Administraciones Públicas.

2. En ningún caso quedarán afectadas por la entrada en vigor de la presente Ley las 
relaciones laborales que SADEI tenga establecidas con el personal a su servicio.

Disposición adicional tercera.  Estudios de opinión.

1. Los estudios de opinión no tienen la consideración de estadística a los efectos de esta 
Ley.

2. No obstante, la regulación de los estudios de opinión se regirá por los siguientes 
principios:

a) Voluntariedad de las respuestas, transparencia investigadora, especialidad y 
protección de datos personales.

b) Acceso por parte de toda personas natural o jurídica, pública o privada, a la 
información sobre los estudios de opinión en las mismas condiciones que las establecidas en 
la presente Ley para el acceso a la información estadística.
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c) Información a la Junta General del Principado de Asturias a la que se remitirán 
periódicamente los estudios de opinión concluidos y un anticipo provisional de los que se 
refieran a la intención de voto y a la valoración de líderes políticos.

d) Autonomía de gestión, personalidad jurídica diferenciada y sujeción a derecho público 
en su ejecución.

Disposición transitoria primera.  Ejercicio transitorio de competencias estadísticas.

En tanto no se lleve a cabo su constitución, las funciones que la presente Ley atribuye al 
IAE serán desempeñadas por la Consejería competente en materia de estadística.

Disposición transitoria segunda.  Financiación inicial.

Para la financiación de su actividad durante el año en que hubiere quedado constituido el 
IAE se tramitarán las modificaciones presupuestarias que, en su caso, se requieran para 
dotar suficientemente los gastos de funcionamiento del mismo. A las transferencias de 
créditos que pudieran instrumentarse no les serán de aplicación las limitaciones establecidas 
en el apartado 7 del artículo 31 ni en el apartado 4 del artículo 34 del Texto Refundido del 
régimen económico y presupuestario, aprobado por Decreto Legislativo del Principado de 
Asturias 2/1998, de 25 de junio.

Disposición derogatoria.  
Queda derogado el artículo 6 de la Ley del Principado de Asturias 7/1997, de 31 de 

diciembre, de medidas presupuestarias, administrativas y fiscales y cuantas disposiciones, 
de igual o inferior rango, se opongan a lo establecido en la presente ley.

Disposición final.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo y ejecución de la presente Ley. En el plazo de un año desde su entrada en 
vigor habrá de aprobarse la totalidad de los desarrollos reglamentarios previstos en la 
presente Ley.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 48  Ley de Estadística

– 674 –



§ 49

Ley 2/2011, de 11 de marzo, para la igualdad de mujeres y hombres 
y la erradicación de la violencia de género

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 64, de 18 de marzo de 2011
«BOE» núm. 106, de 4 de mayo de 2011
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2011-7887

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias para la igualdad de mujeres y hombres y la erradicación de la violencia de 
género.

Preámbulo

I

1. En el marco del derecho a la no discriminación por razón de sexo, recogido en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, de 10 de diciembre 
de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 de diciembre de 
1979, como resultado de los trabajos de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la 
Mujer. Posteriormente, en la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, 
de 20 de diciembre de 1993, los Estados partes se comprometieron a tomar en todas las 
esferas, en particular en las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas 
apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de 
las mujeres, con el objeto de garantizarles el ejercicio y el goce de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los hombres. También procede 
evocar los avances introducidos por conferencias mundiales monográficas, como la de 
Nairobi, en 1985, y Beijing, en 1995.

II

2. Ya en el ámbito de la Unión Europea, el Tratado de Ámsterdam incluyó entre sus fines 
promover la igualdad entre hombres y mujeres, dedicando la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, de 7 de diciembre de 2000, su Capítulo III a la 
igualdad, señalando expresamente en su artículo 23 que la igualdad entre mujeres y 
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hombres deberá garantizarse en todos los ámbitos, inclusive en materia de empleo, trabajo y 
retribución. En su desarrollo se dictó, entre otras, la Directiva 2006/54/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de 
igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de 
empleo y ocupación (refundición). En otro orden de cosas, cabe mencionar la Decisión n.° 
803/2004/CE del Parlamento Europeo, de 21 de abril de 2004, por la que se aprueba un 
programa de acción comunitario (2004-2008) para prevenir y combatir la violencia ejercida 
sobre los niños, los jóvenes y las mujeres y proteger a las víctimas y grupos de riesgo 
(Programa Daphne II).

III

3. En la legislación española, ya el artículo 1 de la Constitución propugna como valor 
superior del ordenamiento jurídico la igualdad, proclamando el artículo 14 la igualdad de las 
españolas y españoles ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón 
de sexo, correspondiendo a los poderes públicos, conforme al artículo 9.2, promover las 
condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra 
sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar 
la participación de todos los ciudadanos y ciudadanas en la vida política, económica, cultural 
y social.

4. Sin embargo, la desigualdad persiste y la igualdad de derechos no ha supuesto la 
consecución de la igualdad real. La violencia de género, la discriminación en el acceso, 
permanencia y promoción en el empleo, la segregación horizontal y vertical del mercado de 
trabajo, la ausencia de corresponsabilidad en las tareas domésticas y de cuidado, la aún 
escasa presencia de mujeres en puestos de responsabilidad política, económica, cultural o 
social son muestras de que la igualdad real y efectiva de mujeres y hombres es aún un reto 
pendiente que requiere la articulación de políticas públicas y nuevos instrumentos jurídicos.

5. Por ello en los últimos años se han producido importantes avances legislativos en esta 
materia, debiendo destacarse la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género, así como la Ley Orgánica 3/2007, de 22 
de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres, que constituyen el marco 
normativo de referencia para la presente Ley autonómica.

6. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y 
Hombres, marca un antes y un después en la consideración del principio de igualdad entre 
mujeres y hombres y en la estrategia de las políticas de igualdad. Ésta suele entenderse 
como una suerte de derecho privativo de las mujeres, convirtiéndolas en un grupo que 
defiende sus intereses particulares; sin embargo, las mujeres constituyen la mitad de la 
población y la igualdad de trato es un derecho universal vinculado al ejercicio de la 
ciudadanía, una condición esencial de la democracia.

7. En coherencia con lo anterior, otra de las ideas recurrentes en la citada Ley Orgánica 
es que, para seguir avanzando en materia de igualdad, es preciso que mujeres y hombres 
tengamos las mismas oportunidades de participar en lo público y compartamos en 
condiciones de equidad el espacio público y el privado. Para alcanzar estos objetivos, 
plantea como estrategia la incorporación del principio de igualdad entre mujeres y hombres a 
todas las políticas públicas y articula una serie de instrumentos para hacerlo posible.

IV

8. El Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias recoge en su artículo 9.2 la 
obligación de las instituciones de la Comunidad Autónoma de Asturias, dentro del marco de 
sus competencias, de procurar la adopción de medidas dirigidas a promover las condiciones 
y a remover los obstáculos para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en 
que se integra sean efectivas y reales, ostentando competencias exclusivas o de desarrollo 
legislativo en los concretos ámbitos sectoriales afectados por la presente Ley.

9. En Asturias, desde que en el año 1999 se crea el Instituto Asturiano de la Mujer, se 
han aprobado en materia de igualdad de oportunidades cuatro planes de gobierno: IV Plan 
de Acción Positiva para las Mujeres del Principado de Asturias (2001-2005), Plan del 
Principado de Asturias para Avanzar en la Erradicación de la Violencia contra las Mujeres 
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(2002-2004), Programa de Estrategias para la Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres (2005-2007) y Programa del Principado de Asturias de Sensibilización y 
Prevención de la Violencia de Género (2008).

10. En estos años las políticas de igualdad de oportunidades en la Comunidad Autónoma 
han experimentado un importante desarrollo, siguiendo dos estrategias diferentes y 
complementarias.

11. De un lado, la puesta en marcha de proyectos específicos liderados y gestionados 
por el Instituto Asturiano de la Mujer y, por otro, tratando de impulsar la incorporación del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres a las políticas públicas; desarrollando, con un 
cierto alcance, políticas transversales de igualdad fundamentalmente en materia de 
educación, salud, bienestar social y formación del personal.

12. Para seguir avanzando en materia de igualdad resulta imprescindible reforzar e 
impulsar la estrategia del enfoque integrado de género y dotar al Instituto Asturiano de la 
Mujer de instrumentos para hacer posible este impulso y para que cada uno de los 
departamentos de la Administración del Principado de Asturias integre la igualdad de 
mujeres y hombres como objetivo de sus políticas.

13. Teniendo en cuenta, por tanto, la persistencia de la desigualdad, la necesidad de 
avanzar desde la igualdad formal a la igualdad real, el marco legislativo del Estado y el nivel 
de desarrollo alcanzado por las políticas de igualdad de oportunidades entre mujeres y 
hombres y la erradicación de la violencia de género en la Comunidad Autónoma; valorando, 
a su vez, la estrecha relación entre el fomento de la igualdad entre mujeres y hombres y la 
erradicación de la violencia de género se plantea la posibilidad de elaborar la Ley para la 
Igualdad de Mujeres y Hombres y la Erradicación de la Violencia de Género del Principado 
de Asturias.

14. Son objetivos de esta Ley: impulsar el principio de igualdad en todas las políticas 
públicas y afianzar las políticas de igualdad, fijando objetivos y estrategias; erradicar la 
violencia de género, avanzando en el rechazo ciudadano a este fenómeno y en la 
implantación de un modelo de atención a víctimas de la violencia de género conforme a lo 
establecido en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género; promover la igualdad en el acceso, permanencia y 
promoción en el empleo y en la formación profesional; e impulsar la corresponsabilidad y la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

V

15. La presente Ley consta de 49 artículos y está dividida en un Título preliminar y cinco 
Títulos.

16. El Título preliminar regula el objeto y ámbito de aplicación de la Ley, aludiendo a los 
conceptos esenciales de igualdad de trato entre mujeres y hombres, discriminación directa e 
indirecta, acoso sexual y acoso por razón de sexo, acciones positivas y presencia 
equilibrada, violencia de género, derecho a la información, derecho a la asistencia social 
integral y derecho a la asistencia jurídica.

17. El Título I establece las políticas públicas para la promoción de la igualdad entre 
mujeres y hombres, aludiendo a la integración de la perspectiva de género en las políticas 
públicas, la promoción de la igualdad de género por la Administración Pública del Principado 
de Asturias, así como las acciones administrativas para el fomento de la igualdad, 
destacando las medidas destinadas a la atención a las víctimas de la violencia de género y 
la prevención de este fenómeno, entre las que sobresale la Red de casas de acogida del 
Principado de Asturias, así como la integración del principio de igualdad en el modelo 
educativo asturiano. Se alude asimismo a la integración del principio de igualdad entre 
hombres y mujeres en la salud, en las políticas de bienestar social, en los ámbitos de la 
cultura, el deporte y las políticas de impulso de la sociedad de la información, en el 
desarrollo rural, en la cooperación para el desarrollo, así como en la formación de las 
Policías Locales y en los medios de comunicación.

18. El Título II se refiere a la igualdad de oportunidades en el empleo, constituyendo un 
objetivo prioritario de la política de empleo en el Principado de Asturias la participación en 
condiciones de igualdad de las mujeres en el mercado de trabajo.
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19. Por su parte, el Título III desarrolla el derecho al trabajo en igualdad, ciñéndose a 
aspectos como la igualdad en las empresas, la prevención de riesgos laborales con 
perspectiva de género, la marca asturiana de excelencia en igualdad –como reconocimiento 
específico del Principado de Asturias a aquellas empresas comprometidas con la igualdad 
entre mujeres y hombres y que destaquen en la aplicación de políticas igualitarias–, así 
como la incorporación de la perspectiva de género en los convenios colectivos. Se regula, a 
su vez, la igualdad en el empleo público y la corresponsabilidad y conciliación de la vida 
familiar y laboral.

20. El Título IV se centra en las funciones de la Administración del Principado de 
Asturias, aludiendo al Instituto Asturiano de la Mujer como el órgano al que corresponden las 
acciones de desarrollo y ejecución de las políticas de igualdad que se diseñen y coordinen 
por la Consejería competente en la materia. En dicho Título se consagra el Consejo 
Asturiano de la Mujer, como órgano de participación, consulta y asesoramiento del 
Principado de Asturias, que sirve de cauce para la participación de las organizaciones de 
mujeres en el desarrollo político, social, laboral, económico y cultural de nuestra Comunidad.

21. Finalmente, el Título V consta de un único artículo en el que se establece el 
procedimiento de evaluación de la aplicación de la Ley en las políticas públicas.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente Ley tiene por objeto establecer un conjunto de medidas que contribuyan a 
garantizar la efectiva igualdad de derechos, trato y oportunidades entre mujeres y hombres y 
a promover la presencia equilibrada de unas y otros en los ámbitos público y privado del 
Principado de Asturias.

Con tal fin, se fomentará la colaboración entre todas las personas y entidades, públicas y 
privadas, que intervienen en las relaciones sociales desarrolladas en el Principado de 
Asturias, procurando que todas se rijan en el ejercicio de sus competencias y facultades por 
la aplicación transversal del principio de igualdad de trato y de oportunidades.

2. Del mismo modo es objeto de esta Ley la adopción de medidas integrales para la 
sensibilización, prevención y erradicación de la violencia de género, así como la protección, 
atención y asistencia a las víctimas y a sus hijos e hijas o personas sujetas a su tutela o 
acogimiento.

3. Las obligaciones y derechos establecidos en esta Ley serán de aplicación a toda 
persona, física o jurídica, que se encuentre o actúe en el territorio del Principado de Asturias, 
cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

Artículo 2.  Conceptos.

1. A los efectos de esta Ley, los conceptos de igualdad de trato entre mujeres y 
hombres, discriminación directa e indirecta, acoso sexual y acoso por razón de sexo, 
acciones positivas y presencia equilibrada serán los definidos en el Título I de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres.

2. A los efectos de esta Ley, los conceptos de violencia de género, derecho a la 
información, a la asistencia social integral y a la asistencia jurídica serán los regulados en la 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género.
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TÍTULO I

Políticas públicas para la promoción de la igualdad entre mujeres y hombres

CAPÍTULO I

Integración de la perspectiva de género en las políticas públicas

Artículo 3.  Transversalidad.

El principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres informará, con 
carácter transversal, la actuación de la Administración del Principado de Asturias. A tal 
efecto, la Administración del Principado de Asturias integrará el principio de igualdad de 
oportunidades entre mujeres y hombres de forma activa en la adopción y ejecución de sus 
disposiciones normativas, en la definición y presupuestación de políticas públicas en todos 
los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de todas sus actividades.

Artículo 4.  Informe de evaluación de impacto de género.

1. Para garantizar la integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres en 
todas las políticas públicas, el Principado de Asturias incorporará la evaluación de impacto 
de género en el desarrollo de sus competencias.

2. En cumplimiento de lo establecido en el apartado anterior, se incorporará un informe 
sobre su impacto por razón de género en la tramitación de los proyectos de ley, de los 
proyectos de decreto y de los planes de especial relevancia económica, social, artística y 
cultural que se sometan a la aprobación del Consejo de Gobierno, en la forma que se 
establezca reglamentariamente.

Artículo 5.  Lenguaje no sexista e imagen de mujeres y hombres.

1. Los poderes públicos asturianos utilizarán un lenguaje no sexista y lo fomentarán en la 
totalidad de las relaciones sociales, artísticas y culturales.

2. Asimismo, la comunicación institucional utilizará un lenguaje no sexista y velará por la 
transmisión de una imagen no estereotipada, igualitaria y plural de mujeres y hombres.

Artículo 6.  Plan estratégico de igualdad de oportunidades.

El Consejo de Gobierno, en el ámbito de las competencias del Principado de Asturias, 
aprobará cada Legislatura, a propuesta de la Consejería competente en materia de igualdad, 
un plan estratégico de igualdad de oportunidades, que incluirá medidas para alcanzar el 
objetivo de igualdad entre mujeres y hombres y eliminar la discriminación por razón de 
género. El citado plan se remitirá a la Junta General del Principado de Asturias para su 
conocimiento y debate, en los términos que prevé su reglamento para la tramitación de los 
planes del Consejo de Gobierno.

Artículo 7.  Adecuación de estadísticas e investigaciones y estudios a la perspectiva de 
género.

1. Con la finalidad de garantizar de modo efectivo la integración de la perspectiva de 
género en su ámbito de actuación, en la elaboración de sus estudios y estadísticas, los 
poderes públicos del Principado de Asturias deberán:

a) Incluir sistemáticamente la variable de sexo en las estadísticas, encuestas y recogida 
de datos que lleven a cabo.

b) Establecer e introducir en las operaciones estadísticas nuevos indicadores que 
posibiliten un mejor conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, 
condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres, su manifestación e 
interacción en la realidad que se vaya a analizar.
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c) Diseñar e incluir los indicadores y mecanismos necesarios que permitan el 
conocimiento de la incidencia de otras variables cuya concurrencia resulte generadora de 
situaciones de discriminación múltiple en los diferentes ámbitos de intervención.

d) Realizar muestras lo suficientemente amplias como para que las diversas variables 
incluidas puedan ser explotadas y analizadas en función de la variable de sexo.

e) Explotar los datos de que se dispone de modo que se puedan conocer las diversas 
situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres en los 
diferentes ámbitos de intervención.

2. Asimismo, los poderes públicos del Principado de Asturias promoverán las 
investigaciones y estudios sobre las causas y la situación de desigualdad por razón de sexo 
y la violencia de género y difundirán sus resultados, contemplando en ellos especialmente la 
situación de aquellos colectivos de mujeres sobre los que influyan múltiples factores de 
discriminación.

CAPÍTULO II

Promoción de la igualdad de género por la Administración Pública del 
Principado de Asturias

Artículo 8.  Composición equilibrada de los órganos directivos y colegiados.

1. Se atenderá al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en el 
nombramiento de altos cargos de la Administración del Principado de Asturias y sus 
organismos públicos, considerados en su conjunto.

2. Igualmente la Administración del Principado de Asturias procurará respetar el principio 
de presencia equilibrada en la composición de sus órganos colegiados, así como en la 
modificación o renovación de los mismos. Se excluirán del cómputo aquellas personas que 
formen parte del órgano en función del cargo específico que desempeñen.

3. A efectos de lo establecido en el apartado anterior, cada organización, institución o 
entidad a la que corresponda la designación o propuesta procurará que ésta responda al 
principio de representación equilibrada.

Artículo 9.  Subvenciones.

La Administración del Principado de Asturias podrá incorporar a las bases reguladoras 
de las subvenciones públicas que convoque en el ejercicio de sus competencias la 
valoración de actuaciones de efectiva consecución de la igualdad entre mujeres y hombres 
por parte de las entidades solicitantes.

CAPÍTULO III

Acciones administrativas para la igualdad

Sección 1.ª Violencia de género

Artículo 10.  Violencia de género.

La Administración del Principado de Asturias, en el marco de sus competencias, 
desarrollará actuaciones para la prevención de la violencia contra las mujeres y el rechazo 
ciudadano hacia este fenómeno.

Asimismo proporcionará el apoyo preciso a las víctimas de la violencia de género para 
su recuperación integral y hará efectivos los derechos a la información, la asistencia social 
integral a las víctimas y la asistencia jurídica, conforme a lo establecido en la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género.
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Artículo 11.  Colaboración entre los poderes públicos.

1. La Administración del Principado de Asturias impulsará la formalización de un 
protocolo de actuación, a suscribir entre las Administraciones y servicios implicados en la 
atención a las víctimas de violencia de género, a fin de garantizar la atención ordenada, 
integral y coordinada de las mismas.

2. El Principado de Asturias, a través de los centros asesores de la mujer, velará por la 
implantación del citado protocolo y se ocupará de su seguimiento y evaluación.

Artículo 12.  Formación de profesionales.

Con el fin de garantizar a las víctimas de violencia de género una información y atención 
adecuadas, la Administración del Principado de Asturias promoverá la formación de su 
personal, así como del personal de entidades públicas o privadas cuyo objeto sea la 
prevención y erradicación de la violencia de género y la protección y asistencia a las víctimas 
de la misma.

Dicha formación se dirigirá en todo caso al personal de los servicios sanitarios y sociales, 
así como al personal de la Administración de Justicia, de la entidad pública 112 Asturias, de 
las Policías Locales, y a los letrados y letradas integrantes del turno específico de violencia 
de género.

Artículo 13.  Red de casas de acogida del Principado de Asturias.

1. La Red de casas de acogida del Principado de Asturias se constituirá por la 
Administración del Principado de Asturias y aquellos concejos asturianos que 
voluntariamente se adhieran a la misma. Estará integrada por equipamientos que presten 
atención de emergencia y acogida, así como por pisos tutelados.

2. La Red de casas de acogida del Principado de Asturias se articulará a través de un 
convenio marco entre las Administraciones que se adhieran a la misma, en el que se 
especificarán, en todo caso, los siguientes aspectos:

a) Las actuaciones a desarrollar por cada Administración.
b) Las aportaciones de medios personales, materiales y financieros de cada 

Administración.
c) La duración, así como los mecanismos de seguimiento, del convenio.

3. El objeto de la Red será proporcionar a las víctimas de la violencia de género y a los 
menores que se encuentren bajo su patria potestad o guardia y custodia la atención integral 
y especializada que precisan, tanto de emergencia como de acogida, de conformidad con los 
principios de atención permanente, actuación urgente, especialización de prestaciones e 
intervención profesional multidisciplinar.

En este sentido, la atención a las víctimas comportará especialmente las siguientes 
actuaciones:

a) La información a las víctimas.
b) La atención psicológica.
c) El apoyo social.
d) El seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer.
e) El apoyo educativo a la unidad familiar.
f) La formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo personal y a 

la adquisición de habilidades en la resolución no violenta de conflictos.
g) El apoyo a la formación e inserción laboral.
h) Todo ello abordado de forma integral para evitar duplicidades en la atención.

Sección 2.ª Igualdad y educación: Enseñanza no superior y universitaria

Artículo 14.  La igualdad entre mujeres y hombres en la educación.

El Principado de Asturias integrará en su modelo educativo la formación en el respeto a 
la igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres y hombres.
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Asimismo, garantizará la igualdad en el derecho a la educación de mujeres y hombres a 
través de una incorporación activa de este principio a sus objetivos y actuaciones.

Artículo 15.  La integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres en la 
educación.

El modelo educativo asturiano, a fin de integrar el principio de igualdad entre mujeres y 
hombres, perseguirá los siguientes fines:

a) Eliminar y rechazar los comportamientos y contenidos sexistas y roles, estereotipos y 
prejuicios que supongan discriminación entre mujeres y hombres.

b) Fomentar en el alumnado la autonomía personal y la corresponsabilidad en las tareas 
de cuidado y domésticas.

c) Incorporar el aprendizaje de métodos de resolución pacífica de conflictos y de 
modelos de convivencia basados en el respeto a la diversidad y a la igualdad de derechos y 
oportunidades de mujeres y hombres.

d) Prevenir la violencia de género.
e) Promover una educación afectiva y sexual basada en la igualdad entre mujeres y 

hombres, la responsabilidad compartida y el respeto hacia las distintas orientaciones 
sexuales e identidades de género.

f) Incluir como principios de calidad del modelo educativo asturiano la supresión de los 
obstáculos a la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, así como el fomento de esa 
igualdad plena.

g) Incorporar en los currículos y en todas las etapas educativas el principio de igualdad 
entre mujeres y hombres, haciendo visible y reconociendo la contribución de las mujeres en 
las distintas facetas de la historia, la ciencia, la política, la cultura y el desarrollo de la 
sociedad.

h) Proporcionar una orientación académica y profesional no sexista que contribuya a que 
el alumnado pueda elegir sin sesgos de género entre las distintas opciones académicas.

i) Promover la cooperación con el resto de las Administraciones educativas para el 
desarrollo de proyectos y programas dirigidos a fomentar el conocimiento y la difusión, entre 
las personas de la comunidad educativa, de los principios de coeducación y de igualdad 
efectiva entre mujeres y hombres.

j) Potenciar la presencia equilibrada de mujeres y hombres en la dirección y en los 
equipos directivos de los centros educativos.

Artículo 16.  Materiales didácticos.

La Administración educativa asturiana y, en particular, los centros docentes emplearán 
materiales didácticos que integren los fines recogidos en el artículo anterior.

Artículo 17.  Formación del profesorado.

La Consejería competente en materia educativa adoptará las medidas necesarias para 
integrar la perspectiva de género en la formación inicial y continua del profesorado, tanto de 
modo transversal en los distintos contenidos como de manera específica.

Articulo 18.  Formación de los miembros de los consejos escolares.

Las Consejerías competentes en materia de educación y de igualdad promoverán la 
coordinación y la formación en materia de igualdad y prevención de la violencia de género de 
las personas designadas por los consejos escolares de los centros docentes públicos para el 
impulso de las medidas educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y 
mujeres.

Artículo 19.  La igualdad en el ámbito de la educación universitaria.

1. El sistema universitario asturiano, en el ámbito de sus competencias, fomentará tanto 
la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres como la enseñanza y la investigación 
sobre el significado y alcance de esa igualdad.
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2. El sistema universitario asturiano desarrollará, dentro de sus competencias, planes 
tendentes a promover la igualdad entre mujeres y hombres.

3. Respetando la autonomía universitaria y según lo establecido en su legislación 
específica, se impulsarán medidas para promover la representación equilibrada entre 
mujeres y hombres en la composición de los órganos colegiados de las universidades y 
comisiones de selección y evaluación.

Sección 3.ª Otras políticas públicas

Artículo 20.  La integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres en la salud.

1. El Principado de Asturias impulsará el mantenimiento y mejora del nivel de salud de 
mujeres y hombres y promoverá la desaparición de las desigualdades de género en el 
campo de la salud.

2. Para conseguir estos objetivos, la Administración sanitaria asturiana desarrollará las 
siguientes actuaciones:

a) La integración de la perspectiva de género en la formulación, desarrollo y evaluación 
de las políticas, estrategias y programas de salud.

b) El impulso de la promoción de la salud y la prevención de la enfermedad, teniendo en 
cuenta que la desigual presencia y distribución de responsabilidades de mujeres y hombres 
en el ámbito doméstico y en las tareas de cuidado, en el empleo y en la toma de decisiones, 
así como la distinta configuración de los estilos de vida y diversidad de orientaciones 
sexuales e identidades actúan como determinantes generadores de desigualdades en el 
campo de la salud.

c) La garantía de la igualdad en el acceso al sistema sanitario público, así como en la 
atención sanitaria, teniendo presentes las diferentes necesidades de mujeres y hombres y 
evitando que se produzca discriminación por razón de sexo en el trato a los problemas de 
salud.

d) La detección, atención y apoyo a las mujeres víctimas de violencia de género, 
garantizando para ello la formación del personal sanitario en dicho ámbito. Asimismo, se 
elaborarán protocolos de atención y coordinación con el resto de servicios públicos 
implicados.

e) El desarrollo de un programa de salud sexual y reproductiva potenciando, entre otras 
medidas, la prevención de embarazos no deseados y enfermedades o infecciones de 
transmisión sexual, con especial enfoque en la población adolescente y los colectivos en 
riesgo de exclusión social.

f) La garantía del acceso a la interrupción voluntaria del embarazo en la red sanitaria 
pública o concertada, en los términos que marca la legislación vigente.

g) La garantía de una atención al embarazo, parto y posparto conforme a las 
recomendaciones formuladas por la Organización Mundial de la Salud, teniendo en cuenta la 
capacidad de decisión de la madre.

h) La integración de la perspectiva de género en la formación continuada del personal 
sanitario.

i) El fomento de la investigación científica que profundice, desde una perspectiva de 
género, en el conocimiento, prevención y tratamiento de los problemas de salud de las 
mujeres y de sus condicionantes, tanto los biológicos como los socialmente construidos.

Artículo 21.  La integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres en las 
políticas de bienestar social.

1. El Principado de Asturias, en el ámbito de sus competencias, integrará la perspectiva 
de género en el desarrollo de las políticas de bienestar social y adoptará las medidas 
oportunas para mejorar la calidad de vida de las mujeres de los colectivos desfavorecidos, 
así como para promover la integración de las que estén en riesgo de exclusión social.

2. Se establecerán actuaciones específicas para las mujeres de colectivos que se 
encuentran en situaciones de especial dificultad o vulnerabilidad, como pudieran ser, entre 
otras, las mujeres con discapacidad, las mujeres inmigrantes, las reclusas, las víctimas de la 
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violencia de género y de la trata de mujeres con fines de explotación sexual, prestando una 
especial atención al colectivo de mujeres mayores dada su mayor vulnerabilidad.

3. La Administración del Principado de Asturias colaborará con aquellas organizaciones 
sin ánimo de lucro con experiencia y formación en materia de igualdad entre mujeres y 
hombres y violencia de género en el desarrollo de programas de atención a mujeres de 
colectivos especialmente vulnerables, así como con aquéllas que realicen programas que 
contribuyan a su inserción laboral.

4. Se impulsarán los servicios de cuidado de personas con la finalidad de promover la 
corresponsabilidad institucional.

5. El Principado de Asturias desarrollará las actuaciones necesarias para la detección de 
situaciones de riesgo o existencia de violencia contra las mujeres a través de los servicios 
sociales.

6. Los servicios sociales de las Administraciones autonómica y local adoptarán un 
protocolo de atención a víctimas de la violencia de género en coordinación con el resto de 
servicios públicos implicados. Dicho protocolo formará parte del Protocolo 
Interdepartamental de Atención a Víctimas de la Violencia de Género.

7. Las políticas y planes que se desarrollen en el Principado de Asturias en materia de 
acceso a la vivienda incluirán medidas destinadas a hacer efectivo el principio de igualdad 
entre mujeres y hombres.

8. El Principado de Asturias, en el ámbito de sus competencias, fomentará el acceso a la 
vivienda de las mujeres en situación de necesidad o en riesgo de exclusión, y de las que 
hayan sido víctimas de violencia de género, en especial cuando en ambos casos tengan 
hijos o hijas menores exclusivamente a su cargo.

Artículo 22.  La integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres en la cultura.

El Principado de Asturias, dentro de sus competencias, promoverá y adoptará las 
medidas necesarias para conseguir la efectiva igualdad de oportunidades de mujeres y 
hombres en el acceso a la cultura. Para ello, facilitará la participación de las mujeres en 
todas las disciplinas artísticas y culturales, divulgará sus aportaciones y establecerá 
acciones positivas para corregir situaciones de desigualdad en la producción y creación 
intelectual, artística y cultural.

Artículo 23.  La integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres en el deporte.

1. La Administración del Principado de Asturias, dentro de sus competencias y en 
coordinación con el resto de Administraciones y organismos competentes, promoverá la 
práctica del deporte por parte de las mujeres y combatirá la discriminación por razón de sexo 
en este ámbito.

2. Asimismo, junto a las federaciones, asociaciones y demás entidades deportivas de 
esta Comunidad Autónoma, se promoverá la difusión de los eventos deportivos femeninos y 
se velará por el respeto al principio de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres 
en la celebración de pruebas y en la convocatoria de premios de carácter deportivo.

Artículo 24.  El principio de igualdad entre mujeres y hombres en la sociedad de la 
información.

1. La Administración del Principado de Asturias promoverá el acceso y el uso en 
condiciones de igualdad de las tecnologías de la información y la comunicación por parte de 
mujeres y hombres. Asimismo, incluirá el principio de igualdad entre mujeres y hombres en 
el diseño y ejecución de sus políticas para el desarrollo de la sociedad de la información y 
promoverá los contenidos creados por mujeres en este ámbito.

2. Los proyectos de tecnologías de la información y la comunicación que reciban 
financiación de las Administraciones Públicas asturianas utilizarán lenguaje y contenidos no 
sexistas.
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Artículo 25.  El principio de igualdad entre mujeres y hombres en las políticas de desarrollo 
rural.

1. El Principado de Asturias, en el ámbito de sus competencias, integrará la perspectiva 
de género en las actuaciones de desarrollo rural, garantizando que estas intervenciones 
contemplen las necesidades de las mujeres, permitan su plena participación igualitaria en los 
procesos de desarrollo rural y contribuyan a una igualdad real de oportunidades entre 
mujeres y hombres.

Igualmente, se desarrollarán acciones dirigidas a prevenir y combatir la violencia de 
género entre las mujeres del medio rural asturiano, así como a favorecer su acceso a la 
formación, al empleo y a las nuevas tecnologías e impulsar su plena participación en la vida 
pública.

2. Se garantizará el ejercicio del derecho a la titularidad compartida de las explotaciones 
agrarias por parte de agricultoras y ganaderas, en los términos establecidos en la legislación 
estatal en la materia.

Artículo 26.  El principio de igualdad entre mujeres y hombres en las políticas de 
cooperación para el desarrollo.

1. Las políticas, planes y estrategias de la cooperación asturiana para el desarrollo 
integrarán el principio de igualdad entre mujeres y hombres, siendo ésta además una 
prioridad transversal y sectorial de dichas actuaciones.

2. Se elaborará una estrategia sectorial para la incorporación del enfoque de género en 
las políticas de cooperación para el desarrollo del Principado de Asturias, que será evaluada 
cada cuatro años.

Artículo 27.  Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

1. La Administración del Principado de Asturias, en cooperación con las concejos que 
cuenten con Cuerpos de Policía Local, fomentará su formación a fin de conseguir la máxima 
eficacia en la prevención y detección de la violencia de género y en el control y cumplimiento 
de las medidas judiciales de protección.

Asimismo, colaborará en la formación y especialización de los Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad del Estado ubicados en el Principado de Asturias.

2. El Principado de Asturias, en el ejercicio de las competencias propias de coordinación 
de las Policías Locales en materia de formación, incluirá en los programas formativos 
dirigidos a la capacitación de Policías Locales de nuevo ingreso y en los programas 
orientados a su especialización módulos formativos sobre igualdad de trato y oportunidades 
de mujeres y hombres, erradicación de la violencia de género y protección y atención a las 
víctimas.

Artículo 28.  El principio de igualdad entre mujeres y hombres en los medios de 
comunicación.

1. Todos los medios de comunicación del Principado de Asturias respetarán el principio 
de igualdad entre mujeres y hombres, evitando cualquier forma de discriminación.

2. Los medios de comunicación de titularidad pública transmitirán una imagen igualitaria, 
plural y no estereotipada de mujeres y hombres y promoverán el conocimiento y la difusión 
del principio de igualdad entre mujeres y hombres, debiendo utilizar un lenguaje no sexista.

3. El Principado de Asturias promoverá la formación en igualdad entre mujeres y 
hombres y la prevención y sensibilización contra la violencia de género de los y las 
profesionales de los medios de comunicación social. Asimismo, elaborará recomendaciones 
para el tratamiento de la violencia de género y la imagen no estereotipada de mujeres y 
hombres desde los mismos, impulsando pactos de autorregulación en los medios de 
comunicación de titularidad privada.

4. El Principado de Asturias velará para que la imagen de mujeres y hombres que se 
transmita a través de la publicidad sea igualitaria, plural y no estereotipada.
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TÍTULO II

Igualdad de oportunidades en el empleo

CAPÍTULO I

Igualdad en el acceso al empleo

Artículo 29.  La igualdad entre mujeres y hombres como objetivo de las políticas de empleo.

Constituye un objetivo prioritario de la política de empleo en el Principado de Asturias 
mejorar la participación, permanencia y promoción de las mujeres en el mercado de trabajo, 
garantizando la efectiva igualdad de oportunidades y la no discriminación entre mujeres y 
hombres.

Artículo 30.  Igualdad en la intermediación laboral.

1. El Servicio Público de Empleo del Principado de Asturias no tramitará aquellas ofertas 
de empleo que supongan discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo.

Quienes hubiesen formulado una oferta de carácter discriminatorio serán informados de 
los cambios que deban introducirse para cumplir con el principio de igualdad y no 
discriminación.

2. Se proporcionará al personal del Servicio Público de Empleo del Principado de 
Asturias la formación suficiente para cumplir la obligación indicada en el apartado anterior, 
así como para incorporar la perspectiva de género en los procesos de inserción laboral.

3. El personal de las entidades colaboradoras del Servicio Público de Empleo del 
Principado de Asturias deberá disponer de la formación necesaria en igualdad de 
oportunidades para la incorporación efectiva de la perspectiva de género en todos los 
procesos de inserción laboral.

Artículo 31.  Políticas activas de empleo para la igualdad de oportunidades.

1. Las Administraciones Públicas asturianas, en el marco de sus respectivas 
competencias, integrarán la perspectiva de género en el diseño, ejecución, seguimiento y 
evaluación de las políticas activas de empleo, incluyendo y adoptando para tal fin las 
medidas y actuaciones necesarias.

2. En los programas de fomento del empleo se incluirán medidas destinadas a garantizar 
la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, superar las diferencias salariales por 
razón de género y combatir la segregación horizontal del mercado de trabajo.

3. En todos los casos previstos en los programas de fomento del empleo, la cuantía de 
las subvenciones se incrementará cuando la contratación se realice con mujeres de alguno 
de los colectivos beneficiarios según los citados programas.

4. En el diseño y ejecución de las políticas de empleo se incorporarán medidas 
específicas para las mujeres afectadas por varias causas de discriminación, con especial 
atención a las víctimas de la violencia de género.

5. El Servicio Público de Empleo del Principado de Asturias elaborará un protocolo de 
atención a víctimas de la violencia de género en coordinación con el resto de servicios 
públicos implicados. Este protocolo se incluirá dentro del Protocolo Interdepartamental de 
Atención a Víctimas de la Violencia de Género.

6. En el proceso de orientación laboral se informará a las mujeres demandantes de 
empleo de las posibilidades de acceder a ocupaciones o sectores de actividad con menor 
índice de empleo femenino, ofreciéndoles programas de reciclaje profesional.

7. Se garantizará la formación en materia de igualdad entre mujeres y hombres del 
personal que preste el servicio de orientación laboral.
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Artículo 32.  Fomento y consolidación del autoempleo femenino.

1. La Administración del Principado de Asturias promoverá una mayor presencia de 
mujeres empresarias en todos los sectores de actividad y ocupaciones, especialmente en 
aquellos en que estén subrepresentadas, mediante el fomento del autoempleo, tanto en su 
vertiente individual como colectiva.

2. Se establecerán medidas e instrumentos de colaboración destinados a impulsar y 
apoyar el trabajo por cuenta propia de las mujeres, reforzando los servicios de 
acompañamiento y formación tanto para la creación como para la consolidación de sus 
iniciativas emprendedoras.

3. Se fomentará el establecimiento de redes de empresarias y su participación en los 
canales de promoción, publicidad y comercialización de productos.

CAPÍTULO II

Formación profesional para el empleo en igualdad

Artículo 33.  Integración del principio de igualdad en la formación profesional.

1. La Administración del Principado de Asturias favorecerá la igualdad de oportunidades 
entre mujeres y hombres, de manera transversal, en el ejercicio de sus competencias, en 
materia de formación profesional ocupacional y continua.

2. En cumplimiento de este mandato, se incorporará la perspectiva de género en el 
diseño y planificación de los distintos programas formativos, en la potenciación de la 
formación de los colectivos desfavorecidos, en la atención a las necesidades formativas 
específicas del personal de las pequeñas y medianas empresas y de las trabajadoras y 
trabajadores autónomos, en la concesión de subvenciones o ayudas y en el diseño de los 
mecanismos de evaluación.

Artículo 34.  Acciones positivas en el marco de la formación profesional.

La Consejería competente en materia de diseño y ejecución de los programas de 
formación ocupacional y continua y en materia de inserción introducirá medidas que 
favorezcan la incorporación a dichos programas de las personas del sexo menos 
representado en la actividad productiva de que se trate, atendiendo prioritariamente sus 
necesidades, siempre con el objetivo último de garantizar la igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres.

Artículo 35.  Conciliación de la vida laboral y familiar en la formación profesional 
ocupacional y continua.

1. La Administración del Principado de Asturias facilitará el acceso a la formación 
profesional ocupacional y continua de las personas que sean titulares de familias 
monoparentales.

2. La Administración del Principado de Asturias promoverá el incremento de la oferta de 
formación profesional no presencial o mixta para superar las limitaciones que los horarios de 
las actividades formativas puedan suponer a las necesidades individuales de conciliación de 
la vida familiar y laboral.
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TÍTULO III

El derecho al trabajo en igualdad

CAPÍTULO I

La igualdad en las empresas

Sección 1.ª Fomento de la igualdad en las condiciones de trabajo

Artículo 36.  Compromiso con el trabajo digno e igualitario.

1. Las empresas respetarán el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre 
mujeres y hombres en el acceso al empleo y condiciones de trabajo, sin que puedan adoptar 
decisiones, celebrar contratos y pactos, ni suscribir convenios que supongan discriminación 
por razón de sexo, orientación sexual o identidad de género. En particular, en el marco de la 
normativa laboral, se evitarán cualesquiera repercusiones negativas por el ejercicio de los 
derechos de conciliación de la vida laboral y familiar más allá de las consecuencias sobre las 
percepciones económicas expresamente previstas por la legislación vigente.

2. En el ejercicio de sus facultades directivas y disciplinarias vigilarán especialmente que 
el entorno de trabajo no sea intimidatorio, degradante u ofensivo, adoptando las medidas 
necesarias para evitar cualquier conducta de acoso sexual o de acoso por razón de sexo 
que se produzca en dicho ámbito.

3. Las Consejerías competentes en materia de trabajo, empleo e igualdad actuarán 
coordinadamente en el diseño, planificación y organización periódica de actuaciones de 
sensibilización dirigidas a las personas, físicas y jurídicas, intervinientes en las relaciones de 
empleo y de trabajo. Estas actuaciones tendrán como finalidad difundir el derecho de las 
trabajadoras y los trabajadores a la igualdad de oportunidades laborales, promoviendo el 
compromiso social con este derecho y con la conciliación de la vida laboral y familiar.

Artículo 37.  Planes de igualdad en las empresas.

1. La Consejería competente en materia de trabajo fomentará la adopción e implantación 
voluntaria de planes de igualdad, previa negociación y, en su caso, acuerdo con la 
representación legal de los trabajadores y trabajadoras, en aquellas empresas que tengan 
algún centro de trabajo en el Principado de Asturias y que no estén obligadas de 
conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad 
Efectiva de Mujeres y Hombres. Asimismo, se podrá incentivar la mejora continuada de los 
planes que hayan sido negociados en las empresas obligadas de conformidad con la citada 
Ley Orgánica.

2. Los planes de igualdad partirán de un diagnóstico previo sobre la situación de las 
mujeres y los hombres en la empresa de que se trate.

Los planes fijarán los concretos objetivos de igualdad a alcanzar, las estrategias y 
prácticas a adoptar para su consecución, así como el establecimiento de los sistemas 
eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos fijados.

3. Para la consecución de los objetivos fijados, los planes de igualdad podrán 
contemplar, entre otras, las materias de acceso al empleo, clasificación profesional, 
promoción y formación, retribuciones, ordenación del tiempo de trabajo para favorecer, en 
términos de igualdad entre mujeres y hombres, la conciliación laboral, personal y familiar, y 
prevención del acoso sexual y del acoso por razón de sexo.

4. Los programas de formación integrados en los planes de igualdad incluirán acciones 
formativas que tengan como resultado la promoción de mujeres a las categorías y grupos 
profesionales en que estén subrepresentadas.

5. Se instrumentarán reglamentariamente mecanismos de seguimiento y evaluación 
externa de la implantación de los planes y medidas de igualdad que hayan recibido 
financiación por parte del Principado de Asturias.
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Sección 2.ª Prevención de riesgos laborales con perspectiva de género

Artículo 38.  Integración del principio de igualdad en las competencias autonómicas en 
materia de prevención de riesgos laborales.

1. El Principado de Asturias, en el ejercicio de las competencias que le corresponden en 
materia de prevención de riesgos laborales, integrará en todas sus actuaciones y de forma 
transversal el principio de igualdad entre mujeres y hombres.

2. En particular, se realizarán las siguientes actuaciones:

a) Promover que los planes de prevención de riesgos laborales de las empresas integren 
la perspectiva de género en la evaluación de los riesgos, en la elección de los equipos de 
trabajo y en las medidas preventivas.

b) Incentivar que los planes y medidas de igualdad adoptados por las empresas incluyan 
actuaciones concretas en materia de prevención de riesgos laborales.

c) Incluir la perspectiva de género en las actividades de promoción de la prevención, 
asesoramiento técnico y vigilancia y control destinadas a los trabajadores y trabajadoras 
autónomas.

d) Establecer programas de formación específica en materia de salud laboral y de 
prevención de riesgos desde una perspectiva de género para las personas y colectivos con 
responsabilidades en materia preventiva.

e) Integrar la perspectiva de género en las campañas de difusión de la cultura preventiva 
y de buenas prácticas en el trabajo y en los estudios técnicos, análisis estadísticos e 
investigaciones científicas sobre salud laboral y prevención de riesgos.

Artículo 39.  Prevención del acoso sexual y del acoso por razón de sexo.

1. El Principado de Asturias, en el ámbito de sus competencias, adoptará las medidas 
necesarias para conseguir un entorno laboral libre de acoso sexual y de acoso por razón de 
sexo, entendiendo éstos como riesgos laborales que han de ser prevenidos, sin perjuicio de 
las responsabilidades civiles, penales y administrativas que se deriven de tales conductas.

2. La Consejería competente en materia de trabajo, en coordinación con la competente 
en materia de igualdad, impulsará la elaboración de protocolos de actuación en los 
supuestos de acoso, así como de prevención y protección frente a las consecuencias 
derivadas de dichas situaciones.

Sección 3.ª La marca asturiana de excelencia en igualdad

Artículo 40.  Marca asturiana de excelencia en igualdad.

1. La marca asturiana de excelencia en igualdad es un reconocimiento con el que el 
Principado de Asturias distinguirá a aquellas empresas comprometidas con la igualdad entre 
mujeres y hombres y que destaquen en la aplicación de políticas igualitarias.

2. Este distintivo tiene la finalidad de incentivar las iniciativas empresariales que 
implanten medidas para la promoción de la igualdad en la gestión de los recursos humanos, 
así como las mejoras en la calidad del empleo de las mujeres.

3. Las empresas que pueden optar a esta distinción para sus productos o servicios son 
aquellas que, con independencia de que su capital sea público o privado, tengan su domicilio 
social en el Principado de Asturias o cuenten con centro de trabajo en Asturias.

4. Reglamentariamente se determinarán el procedimiento y las condiciones para la 
obtención y, en su caso, renovación de la marca asturiana de excelencia en igualdad, así 
como las facultades derivadas de su posesión.
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Sección 4.ª Igualdad en las relaciones colectivas de trabajo

Artículo 41.  Incorporación de la perspectiva de género en los convenios colectivos.

1. Las Consejerías competentes en materia de igualdad, trabajo y empleo impulsarán la 
formación y sensibilización de las partes implicadas en la negociación colectiva a fin de 
hacer posible la incorporación de la perspectiva de género a este proceso.

2. La Consejería competente en materia de trabajo vigilará que los convenios colectivos 
que se registren no contengan discriminaciones directas o indirectas por razón de sexo.

CAPÍTULO II

Igualdad en el empleo público

Articulo 42.  El principio de igualdad entre mujeres y hombres en el empleo público.

1. La Administración del Principado de Asturias, dentro de su ámbito de competencias, 
habrá de promover la igualdad de oportunidades entre los hombres y las mujeres en todos 
sus ámbitos de actuación y, particularmente, respecto de sus empleados y empleadas 
públicas.

2. En cumplimiento de lo establecido en el apartado anterior la Administración del 
Principado de Asturias deberá:

a) Remover los obstáculos que impliquen la pervivencia de cualquier tipo de 
discriminación con el fin de ofrecer condiciones de igualdad efectiva entre mujeres y 
hombres en el acceso al empleo público y en el desarrollo de la carrera profesional.

b) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, sin menoscabo de la 
promoción profesional.

c) Fomentar la formación en igualdad de su personal, tanto en el acceso al empleo 
público como a lo largo de la carrera profesional.

d) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de selección 
y valoración.

e) Establecer medidas de prevención y protección frente al acoso sexual y al acoso por 
razón de sexo.

f) Establecer medidas para eliminar cualquier discriminación retributiva, directa o 
indirecta, por razón de sexo.

g) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad en sus respectivos 
ámbitos de actuación.

Artículo 43.  Planes de igualdad en la Administración del Principado de Asturias.

1. La Administración del Principado de Asturias y sus organismos públicos deberán 
elaborar y aplicar un plan de igualdad a desarrollar en convenio colectivo o acuerdo de 
condiciones de trabajo de personal funcionario que sea aplicable, en los términos previstos 
en el mismo.

2. En la Administración del Principado de Asturias el plan será objeto de negociación, y 
en su caso acuerdo, con la representación legal de las empleadas y empleados públicos en 
la forma que se determine en la legislación sobre negociación colectiva en la Administración 
Pública y su cumplimiento será evaluado anualmente por el Consejo de Gobierno, al que 
corresponderá su aprobación a propuesta de las Consejerías competentes en materia de 
función pública y de políticas de igualdad.

3. Respecto de los organismos públicos, se estará a lo dispuesto en la legislación laboral 
y en las restantes disposiciones que en su caso resulten aplicables.
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CAPÍTULO III

Corresponsabilidad y conciliación de la vida personal, familiar y laboral

Artículo 44.  Compromiso con la corresponsabilidad y la igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres.

1. Las mujeres y los hombres residentes en el Principado de Asturias procurarán 
compartir las responsabilidades familiares, las tareas de cuidado, las domésticas y la 
atención de las personas con autonomía limitada a su cargo, con los mecanismos de apoyo 
que al efecto arbitre la Administración del Principado de Asturias.

2. Las Administraciones Públicas y empresas favorecerán el reparto equilibrado entre 
mujeres y hombres de las responsabilidades familiares y las oportunidades profesionales. Se 
evitará toda discriminación basada en el ejercicio de los derechos de conciliación de la vida 
personal, familiar y laboral.

3. La Administración del Principado de Asturias adoptará medidas para facilitar la 
conciliación efectiva de la vida laboral, familiar y personal.

4. La Administración del Principado de Asturias promoverá la realización periódica de 
estimaciones del valor económico del trabajo doméstico, incluido el cuidado de las personas, 
realizado en la Comunidad Autónoma, e informará a la sociedad asturiana del resultado de 
dichas estimaciones con el fin de dar a conocer su importancia económica y social.

5. Al objeto de favorecer la conciliación de la vida familiar y laboral, la Consejería 
competente en materia de educación, en colaboración con los centros públicos y 
concertados, adoptará las medidas oportunas para extender el horario de apertura de los 
centros educativos y mejorar la coordinación entre la jornada laboral y la escolar.

TÍTULO IV

Administración autonómica

Artículo 45.  Funciones.

En cumplimiento de la obligación de promover la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, el Principado de Asturias ejercerá las siguientes funciones:

a) Evaluación de las políticas de igualdad desarrolladas en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma del Principado de Asturias y, especialmente, del grado de cumplimiento de la 
presente Ley.

b) Integración de la perspectiva de género en todas las políticas públicas, así como la 
evaluación de la transversalidad y sus efectos y, en concreto, el seguimiento de la normativa 
autonómica y su aplicación de acuerdo con el principio de igualdad de mujeres y hombres.

c) Elaboración de normas y planes en materia de igualdad de mujeres y hombres.
d) Impulso de la coordinación, colaboración y cooperación entre las diferentes 

Administraciones Públicas en materia de igualdad de mujeres y hombres y de prevención y 
erradicación de la violencia de género.

e) Realización de estudios e investigaciones sobre la situación de discriminación por 
razón de sexo, orientación sexual o identidad de género y la violencia de género en el ámbito 
de la Comunidad Autónoma.

f) Adopción de políticas de sensibilización sobre la situación de desigualdad de mujeres y 
hombres y la violencia de género y de medidas para su erradicación.

g) Prestación de asistencia técnica especializada en materia de igualdad de mujeres y 
hombres a las entidades locales, al resto de poderes públicos y a la iniciativa privada cuando 
así se establezca.

h) Fomento de la adopción de medidas que favorezcan la igualdad efectiva en el ámbito 
privado y en especial en las empresas.

i) Adopción de políticas y medidas que favorezcan la corresponsabilidad y la conciliación 
de la vida personal, familiar y laboral.
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j) Instauración de mecanismos que faciliten la participación y colaboración con 
asociaciones, con la iniciativa privada y con organismos e instituciones de la Comunidad 
Autónoma, así como de otras Comunidades Autónomas, del Estado y del ámbito 
internacional.

k) Cualquier otra función que a tal fin le sea encomendada en la materia.

Artículo 46.  Instituto Asturiano de la Mujer.

1. La Consejería competente en materia de igualdad será la responsable del diseño y 
coordinación de las políticas de igualdad que se desarrollen por la Administración del 
Principado de Asturias. Asimismo, coordinará la actividad que en este ámbito realicen otros 
departamentos de la Administración, y será el órgano competente para el impulso, 
evaluación y seguimiento de lo dispuesto en esta Ley.

2. El Instituto Asturiano de la Mujer es el órgano al que corresponden las acciones de 
desarrollo y ejecución de las políticas previstas en el apartado anterior.

Su organización y funcionamiento se determinarán mediante Decreto del Consejo de 
Gobierno.

Artículo 47.  Unidades de igualdad entre mujeres y hombres.

1. En todas las Consejerías se encomendará a uno de sus órganos centrales la finalidad 
de incorporar la perspectiva de género y el efectivo cumplimiento del principio de igualdad 
entre mujeres y hombres en la planificación, gestión y evaluación de sus respectivas 
políticas.

2. En todo caso, la Administración del Principado de Asturias garantizará el 
asesoramiento y la formación de su personal en materia de igualdad entre mujeres y 
hombres para realizar eficazmente las políticas públicas con esta perspectiva y dotará a las 
unidades de igualdad del personal técnico y medios necesarios para el desarrollo de sus 
funciones.

Artículo 48.  Consejo Asturiano de la Mujer.

1. El Consejo Asturiano de la Mujer es el órgano que sirve de cauce para la participación 
de las organizaciones de mujeres en el desarrollo político, social, laboral, económico y 
cultural de Asturias.

2. El Consejo Asturiano de la Mujer es un órgano de participación, consulta y 
asesoramiento del Principado de Asturias, integrado por representantes de asociaciones de 
mujeres, entidades, partidos políticos y sindicatos que contemplan como fin principal la 
promoción de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.

3. Son funciones del Consejo Asturiano de la Mujer:

a) Ofrecer un cauce de participación a las mujeres a través de las asociaciones y 
entidades representativas de sus reivindicaciones, proponiendo las medidas políticas 
necesarias al objeto de potenciar y mejorar dicha participación en el desarrollo político, 
social, económico y cultural del Principado de Asturias.

b) Actuar como interlocutor de las entidades representativas de las mujeres ante la 
Administración autonómica y ante cualquier institución de carácter público o privado, para el 
desarrollo de políticas y medidas dirigidas a conseguir la igualdad efectiva entre mujeres y 
hombres.

c) Cuantas otras le fuesen encomendadas por la legislación vigente.

4. La composición, organización y funcionamiento del Consejo Asturiano de la Mujer se 
determinarán mediante Decreto del Consejo de Gobierno.
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TÍTULO V

Garantías de la igualdad de oportunidades

Artículo 49.  Evaluación de la aplicación de la Ley.

1. En los términos que reglamentariamente se determine, se elaborará un informe de 
evaluación sobre el conjunto de actuaciones desarrolladas en relación con la efectividad del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres.

2. La Consejería competente en materia de igualdad será la encargada de coordinar la 
realización de dicho informe y, a partir del mismo, propondrá introducir criterios correctores 
en las políticas públicas con el fin de adecuarlas al objeto de esta Ley, que se someterán a la 
consideración del Consejo de Gobierno.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

A la entrada en vigor de la presente Ley quedan derogadas cuantas normas de igual o 
inferior rango, emanadas de los órganos de la Comunidad Autónoma, se opongan a lo 
dispuesto en la misma.

Disposición final primera.  Desarrollo normativo.

El Consejo de Gobierno dictará las disposiciones necesarias para el desarrollo normativo 
y ejecución de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial 
del Principado de Asturias».

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 49  Ley para la igualdad de mujeres y hombres

– 693 –



§ 50

Ley 2/2007, de 23 de marzo, de Coordinación de las Policías Locales

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 82, de 10 de abril de 2007
«BOE» núm. 169, de 16 de julio de 2007
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2007-13686

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias 2/2007, de 23 de marzo de Coordinación de las Policías Locales.

PREÁMBULO

1. La Constitución Española de 1978 reserva en el artículo 149.1.29 la competencia 
exclusiva sobre seguridad pública al Estado, mientras que en el artículo 148.1.22 atribuye a 
las comunidades autónomas la competencia respecto de la coordinación y demás facultades 
en relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Al amparo de lo anterior, el Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias 
establece en su artículo 20.1 que corresponde al Principado de Asturias la coordinación de 
las policías locales asturianas, sin perjuicio de su dependencia municipal.

3. En el ejercicio de la precitada competencia, la Junta General del Principado de 
Asturias aprobó la Ley 6/1988, de 5 de diciembre, de Coordinación de Policías Locales, en el 
marco de lo preceptuado en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad.

4. La citada Ley 6/1988, de 5 de diciembre, se convirtió en uno de los textos pioneros en 
la regulación autonómica de la coordinación de las policías locales. Sin embargo, la 
transformación producida en los Cuerpos de Policía Local del Principado de Asturias, 
motivada en parte por el intenso proceso formativo desarrollado desde la Administración 
autonómica y especialmente por la concienciación de las entidades locales sobre la 
importancia de una seguridad pública profesionalizada en grado máximo y cercana a la 
ciudadanía, justifica la necesidad de un nuevo texto normativo que satisfaga las demandas 
de una seguridad pública eficaz, eficiente y ajustada a las particularidades de cada uno de 
los concejos que integran nuestra Comunidad Autónoma.

5. La presente ley, partiendo del escrupuloso respeto al principio constitucionalmente 
reconocido de la autonomía municipal, pretende el establecimiento de un conjunto normativo 
vertebrado, armónico e interrelacionado que se plasme en una norma sólida y compacta, 
capaz de comprender todos los instrumentos que garanticen una coordinación administrativa 
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ágil, moderna y eficaz, y que facilite a los concejos la elaboración de reglamentos propios, a 
partir de bases comunes, que permitan la máxima racionalización de la estructura y 
funcionamiento de sus respectivas policías locales, configuradas como los cuerpos de 
seguridad más próximos al ciudadano y a su problemática habitual.

6. La ley se estructura en 36 artículos que se agrupan en cinco Capítulos, tres 
disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y dos 
disposiciones finales.

7. El Capítulo I después de definir el objeto y ámbito de aplicación de la ley, regula la 
naturaleza y estructura de los Cuerpos de Policía Local, la competencia directa de las 
corporaciones locales sobre tales Cuerpos, la creación de Cuerpos, el ámbito territorial de 
actuación, así como los principios básicos de actuación de las policías locales. También en 
este Capítulo se presta especial importancia a la coordinación en materia de uniformidad, 
identificación, armamento y medios técnicos.

8. El Capítulo II se configura como piedra angular del texto al regular la coordinación de 
las policías locales y ofrecer una exacta definición de lo que ha de entenderse por tal y 
determinar con precisión cuáles son las funciones de coordinación y los órganos 
competentes para asumirlas, habiendo de destacarse la Comisión de Coordinación de las 
Policías Locales como máximo órgano consultivo, deliberante y de participación en la 
materia.

9. En el Capítulo III, relativo a la estructura y organización interna de los Cuerpos, resulta 
destacable la reclasificación de los funcionarios de la Policía Local que se realiza a través de 
la determinación de sus escalas y categorías, explicitando las funciones de cada una de 
ellas, así como sus respectivos Grupos de Clasificación. También se regula la Jefatura del 
Cuerpo de Policía Local, su forma de provisión y sus funciones, contemplando, también, por 
último, las funciones de los Vigilantes Municipales y los Auxiliares de Policía, así como su 
configuración funcional y su encuadramiento.

10. El Capítulo IV está dedicado al régimen estatutario de los miembros de los Cuerpos 
de Policía Local, regulándose sus derechos y deberes, las condecoraciones, la jubilación, así 
como el régimen y procedimiento disciplinario por remisión al de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado.

11. El Capítulo V regula los aspectos relativos a la selección, requisitos generales para el 
ingreso, y la promoción interna, movilidad y turno libre, así como la Comisión de Servicios 
Funcional en el marco de los convenios que a tal fin puedan establecer los concejos 
interesados en disponer de personal a través de tal fórmula. Concluye este Capítulo con una 
referencia a la Escuela de Seguridad Pública del Principado de Asturias, que, tomando el 
relevo a la Escuela Regional de Policías Locales, asume las competencias en materia de 
formación dirigida al perfeccionamiento profesional, a la promoción y a la especialización de 
los miembros de los diferentes Cuerpos.

12. Completan el proyecto cuatro disposiciones adicionales, referida la primera a la 
constitución de la Comisión de Coordinación de las Policías Locales, la segunda a la 
equiparación de categorías, la tercera a la convocatoria de un proceso selectivo de carácter 
extraordinario, y la cuarta a la financiación de los costes adicionales que pueda generar la 
aplicación de la ley, y dos disposiciones transitorias que establecen el marco temporal de 
clasificación e integración de los funcionarios así como de la normativa aplicable a los 
procesos selectivos en curso.

13. La disposición derogatoria deroga expresamente la Ley del Principado de Asturias 
6/1988, de 5 de diciembre, de Coordinación de Policías Locales del Principado de Asturias y 
las disposiciones finales establecen un plazo para que el Consejo de Gobierno apruebe las 
normas marco a que hace referencia el texto de la ley, y lo apodera para que dicte las 
disposiciones reglamentarias que exijan el desarrollo y aplicación de la ley.
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CAPÍTULO I

De las Policías Locales

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente ley tiene por objeto el establecimiento de los principios básicos a los que 
habrá de ajustarse la coordinación de las policías locales del Principado de Asturias y la 
definición de los criterios comunes y uniformes en cuanto a la estructura y organización 
interna, el régimen estatutario y las normas de selección, ingreso, promoción y formación, 
todo ello al amparo de lo previsto en el Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, 
con pleno respeto a la autonomía municipal y sin perjuicio de su dependencia de las 
respectivas autoridades municipales.

2. Esta ley será de aplicación a los Cuerpos de Policía Local constituidos en el ámbito 
territorial del Principado de Asturias, a los vigilantes municipales y a los auxiliares de policía 
en lo relativo a principios generales de actuación y funciones.

3. Los Cuerpos de Policía Local de los concejos del Principado de Asturias se 
denominarán genéricamente «Cuerpos de Policía Local». Esta denominación en ningún caso 
podrá ser utilizada por aquellos concejos en los que presten servicio, únicamente, vigilantes 
municipales y auxiliares de policía.

Artículo 2.  Naturaleza y estructura de los Cuerpos de Policía Local.

1. Los Cuerpos de Policía Local se definen como institutos armados de naturaleza civil 
con estructura y organización jerarquizada, bajo la jefatura superior y dependencia de quien 
ostente la titularidad de la Alcaldía respectiva, el cual podrá delegar las convenientes 
atribuciones de acuerdo con la normativa vigente, correspondiendo el mando inmediato a 
quien ostente la Jefatura del Cuerpo.

2. Los miembros de los Cuerpos de Policía Local son funcionarios de los concejos 
respectivos y en el ejercicio de sus funciones tendrán el carácter de agentes de la autoridad, 
estando sometidos, además de a lo dispuesto en la presente ley, a lo establecido en la 
legislación estatal en materia de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y en materia de régimen 
local, a las disposiciones generales de aplicación en materia de función pública, así como a 
los reglamentos específicos de cada Cuerpo.

3. La Policía Local de cada concejo se integrará en un cuerpo único, sin perjuicio de la 
organización interna que se adopte por reglamento, de acuerdo a las normas-marco que se 
dicten en desarrollo de la presente ley.

Artículo 3.  Gestión directa.

El servicio que compete a las Policías Locales será prestado directamente por las 
propias corporaciones locales, no permitiéndose la utilización de mecanismo alguno de 
gestión indirecta, ni la constitución de entidades u órganos especiales de administración o 
gestión.

Artículo 4.  Creación de Cuerpos.

1. Los concejos del Principado de Asturias con población superior a 5.000 habitantes 
podrán crear Cuerpos de Policía Local propios, de acuerdo con lo previsto en la Ley 
Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; la Ley 7/1985, de 2 
de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, y en la presente ley.

2. En los concejos con población igual o inferior a 5.000 habitantes podrá existir Cuerpo 
de Policía Local si acuerda su creación la correspondiente corporación local y lo informa el 
titular de la Consejería competente por razón de la materia, previo informe preceptivo de la 
Comisión de Coordinación de las Policías Locales del Principado de Asturias.
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Para emitir ese informe, la Consejería competente habrá de ponderar las circunstancias 
reales del concejo, en relación con las funciones y cometidos del Cuerpo de Policía Local, 
teniendo en cuenta las dependencias y medios técnicos necesarios que garanticen la 
adecuada prestación del servicio.

3. La determinación del número mínimo de miembros, plazas y escalas de cada Cuerpo 
de Policía Local se realizará a través de las normas-marco que se dicten en desarrollo de 
esta ley, atendiendo a la población de cada concejo.

Artículo 5.  Ámbito territorial.

1. El ámbito territorial de actuación de las policías locales lo constituye el 
correspondiente término municipal.

2. Las policías locales pueden actuar fuera de su ámbito territorial en situaciones de 
emergencia y previo requerimiento y autorización de las autoridades competentes. Estos 
servicios se realizarán bajo dependencia directa de sus respectivos mandos inmediatos y al 
mando del quien ostente la titularidad de la Alcaldía del concejo donde actúen.

Artículo 6.  Principios básicos de actuación.

Los miembros de los Cuerpos de Policía Local deberán ajustarse en su actuación a los 
principios básicos recogidos en el Capítulo II del Título I de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de 
marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, así como por el resto de las normas que 
resulten de aplicación.

Sección 2.ª Uniformidad, identificación, armamento y medios técnicos

Artículo 7.  Uniformidad e identificación.

1. En el ejercicio de sus funciones, los miembros de los Cuerpos de Policía Local 
deberán vestir el uniforme reglamentario con el número de identificación profesional. Irán 
igualmente provistos de un documento de acreditación profesional.

2. Las características de los uniformes y demás signos distintivos y de identificación 
serán objeto de regulación en las normas-marco.

3. Excepcionalmente, y en atención a los casos y en la forma previstos en las normas 
que resulten de aplicación, el órgano competente podrá autorizar el desempeño de algún 
servicio concreto sin uniforme reglamentario, manteniéndose en todo caso la obligación de 
portar el documento de acreditación profesional.

4. Fuera de servicio estará prohibido el uso del uniforme, armamento y medios técnicos 
descritos en el artículo siguiente.

Artículo 8.  Armamento y medios técnicos.

1. Los miembros de los Cuerpos de Policía Local, en el ejercicio de sus funciones, 
llevarán el armamento y demás medios técnicos, operativos y de defensa que 
reglamentariamente se les asignen.

2. El armamento y resto de medios les serán proporcionados por las respectivas 
administraciones locales, y tendrán un carácter homogéneo de acuerdo con los criterios de 
coordinación previstos en esta ley.

3. En caso de baja por enfermedad psíquica, se producirá la retirada del armamento 
durante el tiempo que dure esa circunstancia.
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CAPÍTULO II

De la Coordinación de las Policías Locales

Sección 1.ª Principios generales

Artículo 9.  Concepto de coordinación.

A los efectos de la presente ley, se entiende por coordinación el establecimiento, con 
respeto de la autonomía municipal, de marcos de actuación integrados dentro del sistema de 
seguridad pública, dirigidos al funcionamiento homogéneo de los Cuerpos de Policía Local 
del Principado de Asturias.

Artículo 10.  Funciones de coordinación.

1. La actividad coordinadora de las policías locales corresponde al Principado de 
Asturias. El ejercicio de tal actividad comprende las siguientes funciones:

a) Establecer las normas-marco a las que se acomodarán los reglamentos municipales 
de organización y funcionamiento de los Cuerpos de Policía Local, con los contenidos y 
finalidades establecidos en el artículo 11.

b) Establecer los criterios que posibiliten un sistema de cooperación e información 
recíprocos entre las policías locales del Principado de Asturias, favoreciendo los canales de 
comunicación entre los Cuerpos de Policía Local del Principado de Asturias y el Centro de 
atención de llamadas de urgencia 112.

c) Promover la mejora de la formación profesional de los miembros de los Cuerpos de 
Policía Local, a través del establecimiento de los criterios y medios necesarios para su 
formación básica y posterior perfeccionamiento, especialización y promoción.

d) Fomentar la colaboración entre las entidades locales para atender sus necesidades 
temporales o extraordinarias.

2. En el ejercicio de las citadas funciones, el Principado de Asturias respetará, en todo 
caso, la autonomía local y las competencias de los concejos en la materia.

3. En la Consejería competente por razón de la materia existirá un registro de policías 
locales, vigilantes municipales y auxiliares de policía del Principado de Asturias, en el que se 
inscribirán y se anotarán exclusivamente los datos profesionales, con acceso de carácter 
restringido, estando sometido a los principios recogidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Artículo 11.  Las normas-marco.

1. Las normas-marco, que habrán de acomodarse a lo dispuesto en la legislación del 
Estado, tienen como fines:

a) Promover la homogeneización de los distintos Cuerpos de Policía Local en materia de 
medios técnicos y de defensa, uniformidad, acreditación y protocolos básicos de actuación.

b) Impulsar, con pleno respeto a la autonomía municipal y en colaboración con sus 
representantes, el establecimiento de un marco de condecoraciones, honores y distinciones 
homogéneo para los Cuerpos de Policía Local.

c) Fijar los criterios de selección, formación, promoción y movilidad de los miembros de 
los Cuerpos de Policía Local.

2. Las normas-marco regularán las siguientes materias:

a) La estructura mínima de los Cuerpos de Policía Local, de acuerdo con la población del 
concejo al que pertenezcan y sus especiales características.

b) Las funciones de las diversas categorías y escalas.
c) Las normas comunes de funcionamiento en relación con uniformidad, acreditación, 

medios técnicos y de defensa.
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d) Las bases que han de regir la selección, formación, promoción y movilidad, de 
acuerdo con lo previsto en esta ley.

e) La concesión de condecoraciones, honores y distinciones.

Artículo 12.  Órganos competentes.

1. Las normas-marco a las que refiere el artículo anterior serán aprobadas por decreto 
del Consejo de Gobierno, previo informe preceptivo de la Comisión de Coordinación de las 
Policías Locales del Principado de Asturias.

2. Las funciones de coordinación de las Policías Locales que corresponden a la 
Administración Pública del Principado de Asturias, y que no supongan el ejercicio de la 
potestad reglamentaria, se ejercerán por la Consejería que tenga atribuidas las 
competencias en la materia.

Sección 2.ª De la Comisión de Coordinación de las Policías Locales

Artículo 13.  Comisión de Coordinación de las Policías Locales.

La Comisión de Coordinación de las Policías Locales es el máximo órgano deliberante y 
de participación en materia de coordinación de policías locales, que se adscribe a la 
Consejería competente en la materia.

Artículo 14.  Composición.

1. La Comisión de Coordinación de las Policías Locales estará integrada por los 
siguientes miembros:

Presidente: Quien sea titular de la Consejería competente por razón de la materia.
Vicepresidente primero: Quien sea titular de la Dirección General competente por razón 

de la materia.
Vicepresidente segundo: Quien ocupe la presidencia de la Federación Asturiana de 

Concejos, o persona en quien delegue.
Vocales:

Cuatro en representación del Principado de Asturias, a propuesta de quien sea titular de 
la Consejería competente por razón de la materia.

Cinco en representación de los concejos del Principado de Asturias, a propuesta de la 
Federación Asturiana de Concejos, al menos uno, entre los concejos de población superior a 
75.000 habitantes.

Cuatro en representación de las organizaciones sindicales, a propuesta de las tres más 
representativas dentro del ámbito de los funcionarios públicos de la Administración Local del 
Principado de Asturias.

Secretario: Un funcionario público adscrito a la Dirección General competente por razón 
de la materia, con voz pero sin voto.

2. Los miembros del Pleno serán nombrados y cesados mediante decreto del Consejo de 
Gobierno, a propuesta de las organizaciones e instituciones que lo integran.

Su mandato tendrá una duración de cuatro años, renovable por periodos de igual 
duración, que comenzará a computarse desde el día de la publicación, en el Boletín Oficial 
del Principado de Asturias, de su nombramiento, pudiendo cada una de las partes proponer 
titulares y suplentes, así como efectuar sustituciones de los designados a lo largo del 
mandato.

3. No obstante, los miembros del Pleno continuarán en el ejercicio de sus funciones 
hasta la toma de posesión de los nuevos miembros que hayan de sustituirlos.

Artículo 15.  Régimen de funcionamiento.

1. La Comisión de Coordinación de las Policías Locales se reunirá en sesión ordinaria 
con carácter semestral y en sesión extraordinaria, a iniciativa de la Presidencia o de, al 
menos, un tercio de sus miembros.
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2. Podrán constituirse grupos de trabajo para el análisis de cuestiones específicas en la 
forma que se determine reglamentariamente.

3. Por decreto del Consejo de Gobierno se aprobará un reglamento de organización y 
funcionamiento interno, que se ajustará a lo previsto en esta ley y en la normativa que 
resulte de aplicación.

Artículo 16.  Funciones de la Comisión de Coordinación de las Policías Locales.

Son funciones de la Comisión de Coordinación de las Policías Locales las siguientes:

a) Emitir informe preceptivo sobre las normas-marco que se dicten en desarrollo de esta 
ley.

b) Emitir informe preceptivo sobre la creación de Cuerpos de Policía Local en los 
concejos con población igual o inferior a 5.000 habitantes.

c) Emitir informe preceptivo para la creación de las categorías de comisario principal y 
comisario en los concejos de población inferior a 100.000 habitantes.

d) Emitir informe sobre los proyectos de disposiciones de carácter general relacionadas 
con la coordinación de policías locales que se elaboren por los distintos órganos de la 
Administración del Principado de Asturias, así como los proyectos de reglamento que se 
promuevan por las corporaciones locales.

e) Conocer e informar los planes formativos que se elaboren por el órgano autonómico 
competente en materia de formación de policías locales y los cursos básicos de ingreso, 
perfeccionamiento y promoción.

f) Recabar de organismos públicos y privados cuanta información, documentación y 
asesoramiento técnico precise para el desarrollo de sus funciones.

g) Cualquiera otra que se le atribuya reglamentariamente y que tienda a hacer efectiva la 
coordinación de las policías locales.

CAPÍTULO III

Estructura y organización interna

Sección 1.ª De las escalas y categorías de los Cuerpos de Policía Local

Artículo 17.  Escalas y categorías.

Los Cuerpos de Policía Local se estructuran de forma jerarquizada en las siguientes 
escalas y categorías, no pudiendo crearse una categoría sin que existan todas las inferiores, 
siendo obligatoria para todo Cuerpo de Policía Local la existencia de la escala básica:

1. Escala de mando, que incluye las siguientes categorías:

Comisario principal.
Comisario.

Las categorías de comisario principal y comisario solo podrán existir en los concejos con 
más de 100.000 habitantes, o en aquellos de inferior población, previo informe de la 
Comisión de Coordinación de las Policías Locales del Principado de Asturias.

2. Escala técnica, que incluye las siguientes categorías:

Intendente.
Inspector.

3. Escala básica, que incluye las siguientes categorías:

Subinspector.
Agente.

Artículo 18.  Funciones.

1. Son funciones del Comisario Principal las siguientes:

a) Dirigir y coordinar la actuación y funcionamiento de todos los servicios del Cuerpo.
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b) Exigir a todos los subordinados el exacto cumplimiento de sus deberes, sin perjuicio 
de las atribuciones que correspondan a cada funcionario en atención a la estructura 
jerárquica.

c) Acudir personalmente, salvo delegación expresa en otro Mando, al lugar de todo 
suceso grave que ocurra dentro del término municipal, disponiendo la prestación de los 
servicios y adoptando las medidas necesarias. Informará de manera inmediata a sus 
superiores cuando la magnitud del caso lo requiera.

d) Proponer al Alcalde o Concejal Delegado la iniciación de los procedimientos 
disciplinarios a los miembros del Cuerpo cuando la conducta o actuación de los mismos 
requiera, así como la propuesta de distinciones a aquel personal que se haga acreedor a 
ellas.

e) Elevar a sus superiores los informes que sobre el funcionamiento y la organización de 
los servicios estime oportuno o le sean requeridos.

f) Confeccionar anualmente la memoria relativa al personal, material, actividades y 
organización del Cuerpo.

g) Formular las propuestas necesarias para que la formación profesional y permanente 
del personal del Cuerpo esté garantizada.

h) Formar parte de la Junta Local de Seguridad de la Comisión Local de Protección Civil.
i) Prever anualmente las necesidades y preparar la planificación de gastos e inversiones.
j) Presidir las reuniones de Mandos de inferior categoría.
k) Designar o proponer al personal que ha de integrar cada una de las Unidades o 

Servicios, con arreglo a lo que se establezca en normas marco.
l) Mantener el necesario grado de comunicación con la Jefatura de otras Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado, Unidad Adscrita, Jefatura Provincial de Tráfico, 
Protección Civil, 112 Asturias, Bomberos de Asturias y S.A.M.U., en orden a una eficaz 
colaboración y coordinación en materias de seguridad y protección ciudadana.

m) Mantener las relaciones pertinentes con los Fiscales, Jueces y Tribunales en las 
funciones de Policía Judicial que corresponden al Cuerpo.

n) Cuidar de que se cumplan las disposiciones legales y reglamentarias, así como las 
resoluciones de la Alcaldía Presidencia y los acuerdos de la Corporación que afecten a la 
Policía Municipal.

o) Aquellas otras funciones que le correspondan por razón de su cargo.

2. Son funciones del Comisario las siguientes:

a) Informar y asesorar al Comisario Principal, de forma directa, para el mejor desempeño 
de sus funciones.

b) Ejercer las inspecciones de los Servicios o aquellas Jefaturas de los mismos que le 
sean asignadas por su Superior Jerárquico.

c) Sustituir al Comisario Principal en sus ausencias.
d) Ejercer la Jefatura del Cuerpo cuando no exista Comisario Principal.
e) Formular cuantas propuestas considere necesarias para mejorar la eficacia del 

servicio.
f) Presidir las reuniones de Mandos de inferior categoría, cuando no asista a la misma el 

Comisario Principal.
g) Proponer la iniciación de procedimiento disciplinario por acciones u omisiones 

antirreglamentarias que cometan sus subordinados.
h) Asumir aquellas funciones que le sean delegadas por el Comisario Principal, así como 

las misiones y cometidos que por su cargo le correspondan.

3. Son funciones del intendente:

a) Ejercer el mando directo de la Unidad de la cual es responsable, planificando y 
coordinando los servicios de acuerdo con las instrucciones recibidas de sus Mandos 
Superiores.

b) Ejercer la Jefatura del Cuerpo cuando no exista Escala de Mando.
c) Supervisar las actuaciones del personal a sus órdenes, corrigiendo las posibles 

deficiencias que observe, con el fin de mantener en la Unidad el adecuado nivel profesional.
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d) Velar por el mantenimiento de la disciplina en la plantilla de su Unidad, corrigiendo 
todas aquellas deficiencias de las que fuese conocedor y que estén dentro de sus 
competencias. Proponer las mejoras que considere oportunas para el buen funcionamiento 
del servicio.

e) Velar por el personal a sus órdenes, así como por la conservación y mantenimiento 
adecuadas de las dependencias y material asignados.

f) Informar y asesorar al Comisario de todas aquellas cuestiones relacionadas con el 
servicio.

g) Mantener reuniones periódicas a distintos niveles y también mixtas con Inspectores, 
Subinspectores y Agentes.

h) Asumir todas aquellas funciones que le encomienden sus superiores jerárquicos y las 
que de acuerdo con su cargo le correspondan.

4. Son funciones del Inspector las siguientes:

a) Ejercer de Jefe de turno, presidir el acto de toma de servicio y distribuir 
adecuadamente los efectivos que tenga asignados, de acuerdo con las instrucciones 
recibidas del Mando de la Unidad.

b) Ejercer la Jefatura del Cuerpo cuando no existan las categorías de Comisario 
Principal, Comisario e Intendente.

c) Coordinar e inspeccionar los servicios encomendados a sus inferiores jerárquicos.
d) Auxiliar de forma directa al Intendente de su Unidad y asesorarle para el mejor 

funcionamiento del servicio.
e) Mantener estrecho contacto con los Mandos inferiores, sirviendo al mismo tiempo de 

nexo de unión entre ellos y el Mando de la Unidad.
f) Asumir todas aquellas funciones que le encomienden sus superiores jerárquicos y las 

que de acuerdo con su cargo le corresponda.

5. Son funciones del Subinspector las siguientes:

a) Presidir los actos de toma de servicio, cuando no asista el Inspector, dando lectura al 
mismo e impartir las instrucciones necesarias para su cumplimiento, así como informar al 
Jefe del Servicio de todas las novedades habidas durante la jornada.

b) Supervisar los servicios encomendados a los Policías y Personal Auxiliar a su cargo, 
así como que todos ellos hagan una utilización adecuada del material que le haya sido 
asignado.

c) Girar visitas de inspección periódicas y frecuentes a los lugares o zonas en que 
presten servicio sus subordinados, para comprobar la actuación de éstos y corregir cualquier 
anomalía que pudiera producirse.

d) Colaborar directamente con sus subordinados en el ámbito de sus funciones.
e) Auxiliar al Inspector que le corresponda en sus funciones, sustituyéndole en sus 

ausencias, cuando proceda.
f) Asumir todas aquellas funciones que le encomienden sus superiores jerárquicos y las 

que de acuerdo con su cargo le correspondan.

6. Son funciones del Agente el auxilio al ciudadano, protección de las personas y bienes, 
detención y custodia de los autores de hechos delictivos, patrullas preventivas, regulación 
del tráfico, y cuantas otras similares le sean asignadas por sus superiores.

7. La Administración del Principado de Asturias y los concejos podrán celebrar convenios 
de colaboración referentes a las funciones de las policías locales que resulten de interés 
para ambas administraciones, en el marco de la legislación general.

Artículo 19.  Grupos de clasificación.

1. Las categorías reguladas en el artículo 17 de esta Ley se corresponden con los 
siguientes grupos de clasificación:

a) Escala de mando (comisario principal y comisario): Grupo A.
b) Escala técnica (intendente e inspector): Grupo B.
c) Escala básica (subinspector y agente): Grupo C.
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2. La titulación exigible para cada uno de los Grupos será la establecida en la legislación 
sobre función pública.

Artículo 20.  Plantillas.

Corresponde a la corporación local aprobar la plantilla del respectivo Cuerpo de Policía 
Local, que integrará todos los puestos de trabajo creados, adecuándolos a las escalas y 
categorías previstas en el artículo 17 de esta Ley. Las normas-marco que se dicten en 
desarrollo de esta ley establecerán criterios sobre el número mínimo de miembros, plazas y 
escalas de cada Cuerpo atendiendo a la población de cada concejo.

Sección 2.ª De la Jefatura del Cuerpo de Policía Local

Artículo 21.  La jefatura del Cuerpo de Policía Local.

1. Los Cuerpos de Policía Local del Principado de Asturias estarán bajo la superior 
autoridad o dependencia de quien ostente la titularidad de la Alcaldía.

2. El puesto de trabajo de Jefatura del Cuerpo de Policía Local de cada concejo se 
proveerá por el procedimiento de libre designación de la Alcaldía, debiendo recaer el 
nombramiento en quien ostente la máxima categoría en la plantilla de la policía local. En el 
caso de que hubiere varios funcionarios de la máxima categoría, la Alcaldía, por el 
procedimiento indicado, designará a quien, motivadamente, reúna mayores méritos y 
mejores aptitudes para el desempeño de la Jefatura.

3. En los casos de ausencia de quien ostente la jefatura del Cuerpo, la sustitución se 
llevará a cabo por el órgano competente entre los miembros de mayor graduación.

Artículo 22.  Funciones de la jefatura del Cuerpo.

Quien ejerza la jefatura ostenta la máxima responsabilidad de la policía local, tiene el 
mando inmediato sobre todas las unidades y servicios en que se organice, asumiendo en 
particular las siguientes funciones:

a) Dirigir, coordinar y supervisar las operaciones del Cuerpo, así como las actividades 
administrativas relacionadas directamente con las funciones del mismo para asegurar su 
eficacia.

b) Evaluar las necesidades de recursos humanos y materiales y formular las propuestas 
que considere oportunas.

c) Transformar en órdenes concretas las directrices de los objetivos a seguir recibidas de 
quien ostente la titularidad de la Alcaldía.

d) Informar a quien ostente la titularidad de la Alcaldía del funcionamiento del servicio.
e) En general, cualquier otra que le atribuya la legislación vigente y los reglamentos 

específicos de cada Cuerpo.

Sección 3.ª De los Vigilantes Municipales y Auxiliares de Policía

Artículo 23.  Vigilantes municipales.

1. De conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en los concejos donde no exista Cuerpo de Policía Local, 
las funciones detalladas en el apartado siguiente podrán ser ejercidas por el personal que 
desempeñe tareas de custodia y vigilancia de bienes, servicios e instalaciones, bajo la 
denominación de vigilantes municipales, con las especificidades recogidas en esta ley y en 
sus normas de desarrollo, a los que se extenderá la competencia de coordinación ejercida 
por la Comunidad Autónoma.

2. Las funciones que podrán desarrollar los vigilantes municipales son exclusivamente 
las siguientes:

a) Custodiar y vigilar bienes, servicios, edificios sede de las instituciones y dependencias 
municipales.

b) Ordenar y regular el tráfico en el núcleo urbano.
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c) Participar en las tareas de auxilio al ciudadano y protección civil, de acuerdo con lo 
establecido en el ordenamiento jurídico.

d) Velar por el cumplimiento de las ordenanzas y bandos municipales.
e) Cualquier otra que les atribuya la legislación vigente.

3. Los vigilantes municipales, que deberán ostentar la condición de funcionarios, estarán 
sujetos a la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, 
y, en general, al estatuto funcionarial, pertenecerán al Grupo D de clasificación y su 
selección se llevará a cabo a través del sistema de oposición o concurso-oposición libre en 
los que se garanticen, en todo caso, los principios de igualdad, mérito y capacidad, así como 
el de publicidad.

4. En el ejercicio de las funciones que les sean propias, los vigilantes municipales 
ostentarán la condición de agentes de la autoridad, no pudiendo portar armas de fuego.

Artículo 24.  Auxiliares de policía.

1. Los concejos en los que se produzca una gran afluencia de población en época 
estacional podrán disponer transitoriamente de auxiliares de policía, que prestarán sus 
servicios por un periodo máximo de cuatro meses al año. Las plazas de auxiliares de policía 
podrán convocarse siempre que estén previstas y consignadas en los presupuestos 
generales de la corporación.

2. Los auxiliares de policía deben incorporarse al servicio en la condición de funcionarios 
interinos encuadrados en el Grupo D de clasificación, ostentando por ello la condición de la 
agentes de la autoridad y desarrollando las mismas funciones que los vigilantes municipales, 
no pudiendo portar armas de fuego.

CAPÍTULO IV

Régimen estatutario

Sección 1.ª Derechos y deberes

Artículo 25.  Disposiciones estatutarias comunes.

1. Los miembros de los Cuerpos de Policía Local son funcionarios de los concejos 
sometidos, en cuanto a su régimen estatutario, a la presente ley, a la Ley Orgánica 2/1986, 
de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y a las disposiciones generales que 
les sean de aplicación en materia de función pública.

2. El régimen de situaciones administrativas será desarrollado por los respectivos 
reglamentos conforme a lo previsto en la legislación aplicable a los funcionarios locales, sin 
más especificidades que las que se deriven de su función y del cuerpo al que pertenezcan.

Artículo 26.  Derechos.

Los derechos de los miembros de los Cuerpos de Policía Local son los enumerados en 
la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, así como los 
establecidos con carácter general para los funcionarios de la administración local, con las 
particularidades contempladas en la presente ley y, en especial, los siguientes:

a) A no sufrir discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, condición o 
cualquier otra circunstancia de carácter personal o social.

b) A la prestación del servicio en condiciones adecuadas para el desarrollo de su 
función.

c) A una adecuada formación y perfeccionamiento, a la promoción profesional y a una 
adecuada carrera profesional.

d) A la información y participación en temas profesionales, con las limitaciones derivadas 
de la función policial. A la representación en materia de personal, a la negociación colectiva, 
así como los contenidos en la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Órganos de Representación, 
Determinación de las Condiciones de Trabajo y Participación del Personal al Servicio de las 
Administraciones Públicas.
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e) A la asistencia y defensa letrada con cargo al concejo a cuya plantilla pertenezcan, en 
aquellos procesos judiciales o administrativos derivados de una actuación profesional.

f) A las prestaciones de Seguridad Social.
g) A la protección de la salud física y psíquica.
h) Al vestuario y equipo adecuado para el desempeño del puesto de trabajo.
i) En general, todos aquellos que establezcan las leyes y sus desarrollos reglamentarios, 

o se deriven de los anteriores.

Artículo 27.  Deberes.

Los miembros de los Cuerpos de Policía Local tendrán los deberes establecidos para los 
funcionarios de la Administración local, así como los que se deriven de los principios básicos 
de actuación en el ejercicio de sus funciones y que se contienen en la Ley Orgánica 2/1986, 
de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y, particularmente, los siguientes:

a) Jurar o prometer la Constitución y el Estatuto de Autonomía del Principado de 
Asturias.

b) Velar por el estricto cumplimiento de la Constitución y el Estatuto de Autonomía del 
Principado de Asturias, así como del resto del ordenamiento jurídico.

c) Velar por el cumplimiento de las ordenanzas municipales, bandos y demás 
disposiciones municipales dentro del ámbito de su competencia.

d) Intervenir en evitación de cualquier tipo de delito o falta.
e) Obedecer y ejecutar las órdenes que reciban de sus superiores jerárquicos, siempre 

que no constituyan ilícito penal o fueran contrarias a derecho.
f) Presentarse en todo momento en perfecto estado de uniformidad y aseo personal.
g) Cumplir con puntualidad e íntegramente la jornada laboral.
h) Prestar apoyo a los compañeros y a los demás miembros de las Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad, cuando sea requeridos para ello o fuera necesaria su intervención.
i) Informar a los detenidos de sus derechos, comunicándoles claramente los motivos de 

la detención.
j) Asumir en las condiciones que se determinen la iniciativa, responsabilidad y mando en 

la prestación del servicio.
k) Utilizar el arma solamente en los supuestos y forma prevista en las leyes, de acuerdo 

con los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad.
l) Efectuar las solicitudes o reclamaciones relacionadas con el servicio utilizando los 

cauces reglamentariamente establecidos.
m) Abstenerse durante el servicio de ingerir bebidas alcohólicas o sustancias 

psicotrópicas.
n) Mantener durante la prestación del servicio una actitud activa de vigilancia, 

informando a sus superiores de las incidencias que se puedan producir.
ñ) Saludar reglamentariamente a las autoridades locales, autonómicas y estatales, 

mandos de la Policía y a los símbolos e himnos en actos oficiales, así como a cualquier 
ciudadano al que se dirijan, siempre que no tengan asignadas otras funciones que lo 
impidan.

o) Los demás que se establezcan en las leyes, disposiciones de desarrollo, o se deriven 
de los anteriores.

Artículo 28.  Condecoraciones, honores y distinciones.

1. Los reglamentos específicos de cada Cuerpo de Policía Local podrán establecer un 
régimen de otorgamiento de condecoraciones, honores y distinciones a sus miembros en el 
desempeño de sus funciones en determinados supuestos y circunstancias, conforme a lo 
dispuesto en las normas-marco aprobadas por la Comunidad Autónoma.

2. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente por razón de la 
materia, podrá igualmente establecer y conceder honores, distinciones y condecoraciones a 
los miembros de los Cuerpos de Policía Local que se distingan notoriamente en el 
cumplimiento de sus funciones, en el marco de la regulación que en materia de seguridad 
pública se desarrolle.
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Sección 2.ª Jubilación

Artículo 29.  Jubilación.

La jubilación forzosa de los miembros de los Cuerpos de Policía Local se producirá al 
cumplir el funcionario la edad establecida en la legislación vigente para los miembros de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Sección 3.ª Régimen y procedimiento disciplinario

Artículo 30.  Normativa aplicable.

1. El régimen disciplinario de los funcionarios de los Cuerpos de Policía Local del 
Principado de Asturias, así como de los vigilantes municipales y auxiliares de policía será el 
establecido para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

2. El procedimiento disciplinario de los funcionarios de los Cuerpos de Policía Local del 
Principado de Asturias, así como de los vigilantes municipales y auxiliares de policía será 
igualmente el establecido para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

CAPÍTULO V

Acceso, promoción y formación

Sección 1.ª Acceso y promoción

Artículo 31.  Selección.

1. La selección de los miembros de los Cuerpos de Policía Local del Principado de 
Asturias será realizada por los concejos mediante la correspondiente convocatoria de 
acceso, previa oferta de empleo público.

2. Las bases de la convocatoria, que se publicarán en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias, se ajustarán a los requisitos de ingreso y criterios de selección que se fijan en la 
legislación básica estatal, en la presente ley y en las normas que la desarrollen.

La Administración del Principado de Asturias determinará el contenido concreto de los 
temas integrantes de los programas respetando el contenido mínimo previsto en la 
legislación local para cada Grupo de Clasificación.

Artículo 32.  Requisitos generales para el ingreso.

Los requisitos generales para el ingreso en cualquier categoría de los Cuerpos de Policía 
Local del Principado de Asturias serán los siguientes:

a) Tener la nacionalidad española.
b) Tener la edad mínima de 18 años y no sobrepasar la edad de 30 años.
c) Estar en posesión de la titulación académica correspondiente.
d) No padecer enfermedad o defecto físico que impida o menoscabe el desempeño de 

sus funciones.
e) No haber sido separado del servicio de la Administración estatal, autonómica ni local, 

ni haber sido inhabilitado para el ejercicio de la función pública.
f) Estar en posesión de los permisos de conducción A y B (BPT) o sus equivalentes.
g) Tener la estatura que se determine reglamentariamente.
h) Comprometerse a portar armas y, en su caso, llegar a utilizarlas, que se prestará 

mediante declaración responsable.

Artículo 33.  Sistemas selectivos.

El acceso a las distintas escalas y categorías de los Cuerpos de Policía Local del 
Principado de Asturias se realizará mediante los procedimientos de oposición o concurso-
oposición.
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Artículo 34.  Promoción interna, movilidad y turno libre.

1. Los concejos reservarán hasta un cincuenta por ciento de las plazas vacantes de los 
Cuerpos de Policía Local para su provisión por el sistema de promoción interna.

2. Igualmente, los concejos reservarán un veinte por ciento de las plazas vacantes de la 
categoría de agentes de la escala básica para su provisión como puestos de trabajo entre 
los agentes de la escala básica de otros concejos asturianos.

El resto de las categorías podrán proveerse como puestos de trabajo entre los 
funcionarios de los Cuerpos de Policía Local de otros concejos del Principado de Asturias.

3. El resto de las plazas vacantes se proveerán por turno libre. El acceso a la categoría 
de agente de la escala básica se hará siempre por turno libre.

Artículo 35.  Comisión de servicios funcional.

1. Para atender eventualmente necesidades extraordinarias del servicio, los concejos del 
Principado de Asturias podrán autorizar comisiones de servicio a policías locales 
pertenecientes a Cuerpos de otros concejos del Principado de Asturias, previa aceptación de 
los funcionarios afectados, siempre que entre los concejos interesados se hubiera 
establecido un convenio de colaboración a tal fin.

2. Las comisiones de servicio que se puedan autorizar en el marco de los convenios de 
colaboración a los que se refiere el apartado anterior, no podrán tener una duración superior 
a quince días, y en ningún caso un concejo podrá recurrir a este sistema extraordinario más 
de dos veces durante un mismo año natural, además del Día de Asturias.

La Comunidad Autónoma podrá establecer reglamentariamente las normas-marco que 
regulen las comisiones de servicio funcionales.

Sección 2.ª Formación

Artículo 36.  La Escuela de Seguridad Pública del Principado de Asturias.

La Escuela de Seguridad Pública del Principado de Asturias tiene a su cargo la 
formación dirigida al perfeccionamiento profesional, a la promoción y a la especialización de 
los miembros de los Cuerpos de Policía Local de la Comunidad Autónoma y de aquellos 
otros colectivos que desarrollen su actividad en el ámbito de la seguridad pública, en el 
marco de la planificación general que en materia de formación del personal al servicio de la 
Administración Pública tiene encomendado el Instituto Asturiano de Administración Pública 
Adolfo Posada

Disposición adicional primera.  Constitución de la Comisión de Coordinación de las 
Policías Locales.

La Comisión de Coordinación de las Policías Locales se constituirá en el plazo de tres 
meses desde la entrada en vigor de la presente ley.

Disposición adicional segunda.  Equiparación de categorías.

1. Las categorías de los Cuerpos de Policía Local establecidas en el artículo 17 de esta 
ley se equiparan a las actualmente existentes según la siguiente correspondencia:

Denominación actual Nueva denominación

Inspector Comisario principal.

Oficial Comisario.

Suboficial Intendente.

Sargento Inspector.

Cabo Subinspector.

Agente Agente.
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2. La actual categoría de subinspector del Grupo A se declarará a extinguir.

Disposición adicional tercera.  Proceso selectivo de carácter extraordinario.

1. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, y por una sola vez, el 
órgano competente de las corporaciones locales podrá convocar un proceso selectivo 
extraordinario, mediante el sistema de concurso-oposición, para el acceso a la categoría de 
agente. La convocatoria, en la que se respetarán los principios de igualdad, mérito y 
capacidad, podrá valorar especialmente los servicios prestados como policía interino, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social.

2. En los concejos en los que exista o se cree Cuerpo de Policía Local, en las pruebas 
de acceso de la categoría de agente podrá participar, en las mismas condiciones que las 
establecidas en el apartado anterior, el personal vinculado con una relación funcionarial o 
laboral a la corporación local convocante y que desempeñe funciones de custodia y 
vigilancia de bienes, servicios e instalaciones.

3. Al personal a que se refiere los dos párrafos anteriores se le eximirá del cumplimiento 
de los requisitos de la edad y la estatura.

4. Las plazas del personal que no se integre en dichas categorías tendrán la 
consideración de plazas a extinguir.

Disposición adicional cuarta.  Financiación de costes adicionales.

El Principado de Asturias, en el ámbito de la cooperación con los concejos, contribuirá a 
financiar los costes económicos adicionales que la aplicación de esta Ley pudiera generar a 
los concejos. A tal fin, en los Presupuestos Generales del Principado de Asturias de cada 
ejercicio se establecerá la cuantía de las aportaciones así como su aplicación.

Disposición transitoria primera.  Clasificación e integración de los funcionarios de los 
Cuerpos de Policía Local.

1. En el periodo máximo de cuatro años desde la entrada en vigor de la presente ley, y 
cumplidos los procedimientos establecidos al efecto, los funcionarios de los Cuerpos de 
Policía Local del Principado de Asturias que cuenten con la titulación académica requerida 
para el acceso a las escalas y categorías en las que se les reclasifica quedarán integrados, a 
todos los efectos, en las mismas.

Los efectos económicos de la integración se producirán desde el mismo momento en 
que ésta sea efectiva.

2. Los funcionarios de los Cuerpos de Policía Local del Principado de Asturias que 
carezcan de la titulación requerida permanecerán en las plazas de las anteriores escalas y 
categorías con la consideración de a extinguir, con respeto a los derechos económicos, 
hasta que acrediten la obtención de titulación académica exigida en cada caso o superen los 
cursos de formación que a tal efecto pudieran establecerse, siempre que tales cursos tengan 
validez a efectos de integración en las distintas Escalas y Categorías.

Disposición transitoria segunda.  Procesos selectivos en curso.

Los procesos de selección convocados con anterioridad a la entrada en vigor de la 
presente ley se regirán en sus aspectos sustantivos y procedimentales por las normas 
vigentes en el momento de su convocatoria, si bien la integración de quienes resulten 
nombrados se producirá de acuerdo con lo dispuesto en la disposición transitoria primera de 
esta Ley.

Disposición derogatoria única.  
Queda derogada la Ley del Principado de Asturias 6/1988, de 5 de diciembre, de 

Coordinación de Policías Locales del Principado de Asturias, así como cualquier norma, de 
igual o inferior rango, que se oponga a lo establecido en la presente ley.
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Disposición final primera.  Normas-marco.

En el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de la presente ley, el Consejo 
de Gobierno aprobará las normas-marco a que la misma hace referencia.

Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para que dicte las disposiciones reglamentarias que 
exijan el desarrollo y aplicación de esta ley.
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§ 51

Ley 6/2014, de 13 de junio, de Juego y Apuestas

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 148, de 27 de junio de 2014

«BOE» núm. 221, de 11 de septiembre de 2014
Última modificación: 29 de octubre de 2014

Referencia: BOE-A-2014-9265

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de Juego y Apuestas.

PREÁMBULO

I

1. El Principado de Asturias, de acuerdo con el artículo 10.1.26 de su Estatuto de 
Autonomía, tiene la competencia exclusiva en materia de casinos, juegos y apuestas con 
exclusión de las apuestas deportivo-benéficas.

2. En ejercicio de esta competencia se aprobó la Ley del Principado de Asturias 3/2001, 
de 4 de mayo, de Juego y Apuestas, con el fin de proceder a la ordenación general y 
sistemática de las actividades del juego y las apuestas en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma, habiendo sido objeto, dicha ley, de diversas modificaciones.

3. Por otra parte, la disposición final sexta de la Ley del Principado de Asturias 3/2012, 
de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2013, recoge el mandato según el cual 
el Consejo de Gobierno remitirá a la Junta General, en el plazo máximo de cuatro meses a 
contar desde la entrada en vigor de la ley, un proyecto de ley que modifique y actualice la 
Ley de Juego y Apuestas.

4. Son varias las razones que aconsejan la aprobación de una nueva ley que integre en 
un único texto los aspectos referidos al régimen jurídico de los juegos y las apuestas y los 
aspectos tributarios asociados a estas actividades.

5. En primer lugar, la evolución habida en el juego y la necesidad de adaptar esta 
regulación a la nueva realidad económica y social de los juegos y las apuestas aconsejan 
una regulación actualizada y ajustada a las nuevas exigencias de un sector tan dinámico.

6. En segundo lugar, se pretende ofrecer un marco jurídico adecuado para garantizar la 
defensa de los usuarios, así como de menores, incapacitados, y personas con ludopatía, a 
los que se les prohíbe el acceso a los locales de juego y apuestas y la práctica de los 
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mismos. Se pretende igualmente favorecer actitudes de juego moderado y no compulsivo, a 
través de las políticas de juego responsable.

7. Y, en tercer lugar, atendiendo a las aspiraciones de las empresas dedicadas a la 
organización o explotación de juegos y apuestas, se abordan aspectos de índole tributaria. 
Se revisa la fiscalidad del juego en su conjunto, y se apoyan las modalidades de juego 
presencial, que son a su vez las que tienen una mayor incidencia en nuestra Comunidad 
Autónoma, especialmente en términos de empleo. Además, se regula por primera vez la tasa 
sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias, que hasta la fecha se 
encontraba regulada por una norma estatal.

II

8. La presente ley está dividida en un título preliminar y siete títulos, organizados en 
razón de la homogeneidad de su contenido.

9. El título preliminar recoge aspectos generales tales como el objeto y ámbito de 
aplicación de la ley, los conceptos de juego y apuestas, y los principios rectores de la 
actividad. Se incorpora como novedad una referencia a las políticas de juego responsable, 
en la doble vertiente, de obligación para la Administración de promover y promocionar 
actitudes de juego responsable y de compromiso para las empresas operadoras de contribuir 
a atenuar los posibles efectos perjudiciales que se puedan derivar de éste.

10. Asimismo, se configura el Catálogo de juegos y apuestas del Principado del Asturias 
como el instrumento básico de ordenación de juegos y apuestas, regulándose el régimen de 
las autorizaciones para la realización de todas las actividades necesarias para la 
organización y explotación de los juegos y las apuestas. En este sentido, es de señalar que 
sigue siendo legítimo someter la organización y explotación de juego a un régimen de 
autorizaciones previas porque la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 12 de diciembre de 2006 relativa a los servicios en el mercado interior (artículo 
2.2 h]) y la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio (artículo 2.2 h]), dejan fuera de su ámbito de aplicación las 
actividades de juego por dinero que impliquen apuestas de valor monetario, incluidas las 
loterías, habida cuenta de la especificidad de las mismas.

11. Por otra parte, se reorganiza el sistema registral, de modo que junto al Registro 
general del juego y apuestas del Principado de Asturias configurado como el instrumento 
oficial de publicidad y control de las actividades relacionadas con la organización y 
explotación de los juegos y apuestas, se crea el Registro personal de interdicciones de 
acceso al juego, contemplándose la posibilidad de establecer mecanismos de colaboración 
con otras Administraciones para garantizar la efectividad de este derecho y el adecuado 
funcionamiento del sistema.

12. En el título I se recogen las competencias de los distintos órganos de la 
Administración y se mantiene al Consejo del Juego del Principado de Asturias como el 
órgano consultivo de estudio y asesoramiento en materia de casinos, juegos y apuestas, con 
una composición plural que garantiza la representación de todos los ámbitos empresariales y 
sociales.

13. El título II se divide en dos capítulos. En el capítulo I se definen y regulan los distintos 
tipos de establecimientos de juego y apuestas, y en el capítulo II, los juegos y las apuestas, 
todo ello con un marcado protagonismo del sector privado, salvo las loterías, quedando 
reservada su explotación a la Administración autonómica.

14. En el título III se regulan los requisitos que han de cumplir las personas físicas o 
jurídicas que sean titulares de las autorizaciones necesarias para la práctica y organización 
de juegos y apuestas.

15. El título IV recoge los derechos de los jugadores y las prohibiciones de participación 
en los juegos y apuestas, y el título V, la inspección del juego y las apuestas.

16. En el título VI se regulan los aspectos tributarios del juego en el marco de las 
competencias atribuidas al Principado de Asturias por la Ley 19/2010, de 16 de julio, del 
régimen de cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma del Principado de 
Asturias y de fijación del alcance y condiciones de dicha cesión, y de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 
financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con Estatuto de 
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Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias. En concreto, en el capítulo I, 
dedicado a la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar, se modifican los tramos 
aplicables a la modalidad de casinos; se regula el tipo impositivo aplicable a la modalidad del 
bingo presencial tradicional, teniendo en cuenta que la base imponible pasa a estar 
constituida por las cantidades destinadas al juego, descontados los premios; se modifica el 
tipo aplicable al bingo electrónico; se revisan las cuotas fijas de las máquinas tipo B y C, con 
el fin de mantener o incluso incrementar su número; y se contemplan diversos aspectos 
relativos a la gestión de la tasa.

17. El título VII regula el régimen sancionador, tipificándose las infracciones y sanciones 
administrativas en materia de juego y apuestas y especificándose las competencias para el 
ejercicio de la potestad sancionadora.

18. La ley cuenta con tres disposiciones adicionales. Las dos primeras se refieren al 
régimen de autorización de los juegos, loterías y apuestas de competencia estatal en el 
ámbito territorial del Principado de Asturias y a las apuestas vinculadas al Concurso Hípico 
Internacional de Gijón. La disposición adicional tercera contempla la elaboración por el 
Consejo de Gobierno de un programa para la prevención de la ludopatía y establece la 
obligación de colaborar con las asociaciones de afectados.

19. Asimismo, la ley recoge disposiciones transitorias, dirigidas a permitir el ensayo de 
prototipos de modelos de máquinas; a establecer el régimen de las rifas Benéfica y Pro 
Infancia; y a fijar los límites cuantitativos de instalación de máquinas en tanto se adapta la 
normativa reglamentaria a las nuevas previsiones legales.

20. Finalmente, la ley incluye una disposición derogatoria y tres disposiciones finales. En 
particular, la disposición final segunda incluye una delegación legislativa para elaborar un 
texto refundido en materia de tributos cedidos, ya que han transcurrido ya los seis meses 
que a ese mismo fin fijó la disposición final primera de la Ley del Principado de Asturias 
3/2012, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2013, sin que haya podido 
dictarse el correspondiente decreto legislativo.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la ley.

La presente ley tiene por objeto la regulación del juego y las apuestas, cualesquiera que 
sean sus modalidades y denominación, en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

Artículo 2.  Definiciones.

1. A los efectos de esta ley, se entiende por juego toda actividad en la que se aventuren 
cantidades de dinero u objetos económicamente evaluables en cualquier forma sobre 
resultados futuros e inciertos, dependientes en alguna medida del azar, que permitan su 
transferencia entre los participantes, con independencia de que predomine el grado de 
habilidad, destreza o maestría de los mismos o intervenga exclusivamente la suerte, envite o 
azar, tanto si se desarrolla a través de actividades humanas como mediante la utilización de 
canales electrónicos, informáticos, telemáticos e interactivos.

2. Se entiende por apuesta cualquier actividad en la que se arriesga una cantidad de 
dinero sobre el resultado de un acontecimiento determinado, de desenlace incierto y ajeno a 
las partes intervinientes.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación de la ley.

1. Se incluyen en el ámbito de aplicación de esta ley:

a) Las actividades propias de los juegos y apuestas.
b) Las empresas dedicadas a la fabricación, instalación, almacenamiento, 

comercialización y distribución de material de juego y apuestas.
c) Los locales e instalaciones donde se realicen la gestión y explotación de juegos y 

apuestas, así como aquellos donde se producen los resultados condicionantes.
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d) Las personas naturales o jurídicas que, de cualquier forma, intervengan en la gestión, 
explotación y práctica de juegos y apuestas.

2. Quedan excluidos del ámbito de esta ley:

a) Los juegos y apuestas de ocio, pasatiempo y recreo constitutivos de usos sociales de 
carácter tradicional o familiar, en los casos en que no se producen transferencias 
económicas entre los jugadores o éstas son de escasa importancia, siempre que los 
jugadores o personas ajenas a estos no hagan de ello objeto de explotación lucrativa. 
Reglamentariamente se determinará qué debe entenderse por transferencia económica de 
escasa importancia, a los efectos previstos en este precepto.

b) Las máquinas recreativas de tipo A y los salones recreativos. No requerirán de 
autorización para su instalación y funcionamiento, ni será precisa la homologación e 
inscripción de empresas o modelos.

c) Las máquinas expendedoras que se limiten a efectuar mecánicamente venta de 
productos y mercancías, siempre que el valor del dinero depositado en las máquinas 
corresponda al valor en mercado de los productos que entreguen, así como las máquinas y 
dispositivos de reproducción de imágenes o música y las máquinas o aparatos de 
competencia pura o deporte en donde el juego se realice sin la ayuda directa de 
componentes electrónicos.

3. Por el procedimiento que la Consejería competente en materia de casinos, juegos y 
apuestas determine reglamentariamente, el juego del bingo organizado por clubes deportivos 
clasificados como básicos de acuerdo con los artículos 32 a 34 de la Ley del Principado de 
Asturias 2/1994, de 29 de diciembre, del deporte, que tengan al menos cuatro años 
ininterrumpidos de funcionamiento podrá ser autorizado, previo informe de la federación 
deportiva a la que estén adscritos, cuando concurran las siguientes circunstancias:

1.ª Que el precio de venta del cartón sea como máximo de un euro, la suma máxima de 
las apuestas mensuales no supere los 25.000 euros, no se supere el límite máximo de tres 
días de juego a la semana y no se desarrolle el juego entre las 0 horas y las 16 horas de 
cada día.

2.ª Que las cantidades procedentes de esos juegos no superen el treinta por ciento de 
sus ingresos ordinarios.

3.ª Que la explotación de la actividad de juego se haga con material homologado 
distribuido por la Dirección General competente en materia de casinos, juegos y apuestas, 
se impida la entrada a los menores de edad y a las personas incapacitadas legal o 
judicialmente o que por cualquier circunstancia lo tuviesen prohibido, disponiendo de acceso 
a los registros regulados en el artículo 11, y se cumplan las exigencias administrativas para 
los locales en los que se desarrolle el juego contenidas en la presente ley.

4.ª Que las entidades organizadoras de esos juegos participen en el desarrollo y 
ejecución de las políticas de juego responsable a las que se refiere el artículo 5 de la 
presente ley.

Estos juegos estarán sometidos al mismo tipo tributario y criterios de distribución de 
premios que los regulados por esta ley para el juego del bingo. Este tipo podrá liquidarse con 
carácter previo o simultáneo a la distribución del material al que hace referencia el ordinal 
3.ª.

4. Por el procedimiento que la Consejería competente en materia de casinos, juegos y 
apuestas determine reglamentariamente, las loterías familiares organizadas por centros 
sociales de personas mayores sin ánimo de lucro que tengan al menos cuatro años 
ininterrumpidos de funcionamiento podrán ser autorizadas, previo informe del Consejo de 
Mayores del Principado de Asturias, cuando concurran las siguientes circunstancias:

1.ª Que el acceso a las actividades de juego se restrinja exclusivamente a los socios de 
la entidad organizadora.

2.ª Que se juegue como máximo durante tres días a la semana, con el límite de cuatro 
horas al día y en ningún caso se permita el juego entre las 0 y las 16 horas de cada día.

3.ª Que el precio máximo del cartón sea de 0,10 euros, y la suma total de apuestas en 
cada jugada no supere el límite de dos veces el salario mínimo interprofesional diario.
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4.ª Que la actividad de juego se haga con material distribuido por la Dirección General 
competente en materia de casinos, juegos y apuestas, con las limitaciones de acceso 
contenidas en la presente ley y en locales cuya titularidad corresponda a la entidad o 
cuenten con una autorización expresa del titular para el desarrollo de la actividad.

5.ª Que las entidades organizadoras de esos juegos participen en el desarrollo y 
ejecución de las políticas de juego responsable a las que se refiere el artículo 5 de la 
presente ley.

Artículo 4.  Principios rectores de la actividad.

1. Las actuaciones en materia de juego y apuestas atenderán a los principios de:

a) Protección de los menores de edad y de quienes tengan reducidas sus capacidades 
intelectuales y volitivas, o se encuentren incapacitados legal o judicialmente, impidiendo su 
acceso a la práctica y establecimientos de juegos y apuestas.

b) Transparencia en el desarrollo de los juegos y apuestas.
c) Garantía de que no se produzcan fraudes y del pago de los premios.
d) Prevención de los perjuicios a terceros, en particular con relación a menores de edad, 

ludópata e e incapacitados legal o judicialmente.
e) Posibilidad de intervención y control por parte de la Administración.
f) Respeto a las reglas básicas de una política de juego responsable.
g) Colaboración en el cumplimiento de la legislación de prevención de blanqueo de 

capitales.
h) Seguridad jurídica de las empresas operadoras y de quienes participen en juegos y 

apuestas.
i) Fomento de empleo estable y de calidad en el sector.

2. En todo caso, se tendrán en cuenta la realidad e incidencia social y sus repercusiones 
económicas y tributarias, la diversificación empresarial del juego y las apuestas, 
favoreciendo la concurrencia en condiciones de igualdad, no fomentando el hábito del juego 
y reduciendo sus efectos negativos.

Artículo 5.  Políticas de juego responsable.

1. Las políticas de juego responsable suponen que el ejercicio de las actividades de 
juego se abordará desde una política integral de responsabilidad social corporativa que 
contemple el juego como un fenómeno complejo donde se han de combinar acciones 
preventivas, de sensibilización, de intervención y de control, así como de reparación de los 
efectos negativos producidos.

Las acciones preventivas se dirigirán a la sensibilización, información y difusión de las 
buenas prácticas del juego, así como a los posibles efectos que una práctica no adecuada 
del juego puede producir.

2. La Administración del Principado de Asturias promoverá políticas de juego 
responsable dirigidas a la sensibilización y concienciación sobre las consecuencias de una 
practica inadecuada del juego, especialmente las relacionadas con los riesgos de la 
ludopatía, promocionando actitudes de juego moderado, no compulsivo y responsable, 
prestando especial atención a aquellos grupos sociales más vulnerables.

3. A instancias de la Administración, los operadores de juego deberán elaborar un plan 
de medidas que tenga por objetivo atenuar los posibles efectos perjudiciales que pueda 
producir el juego en los términos que reglamentariamente se determine, e incorporarán las 
reglas básicas de política de juego responsable.

En todo caso, y por lo que se refiere a la protección de los consumidores, esas medidas 
incluirán las siguientes:

a) Prestar la debida atención a los grupos en riesgo.
b) Proporcionar al público la información necesaria para que pueda hacer una selección 

consciente de sus actividades de juego, promocionando actitudes de juego moderado, no 
compulsivo y responsable.

c) Informar, de acuerdo con la naturaleza y medios utilizados en cada juego, de la 
prohibición de participar a los menores de edad o a las personas incluidas en el Registro 
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personal de interdicciones de acceso al juego o Registro de prohibidos, o en el Registro de 
personas vinculadas a operadores de juego.

4. Los operadores no podrán conceder préstamos ni cualquier otra modalidad de crédito 
o asistencia financiera a los participantes.

Artículo 6.  Catálogo de juegos y apuestas.

1. El Catálogo de juegos y apuestas del Principado del Asturias es el instrumento básico 
de ordenación de juegos y apuestas, en el que se especificarán, para cada uno de ellos, las 
distintas denominaciones con que sean conocidos y sus posibles modalidades, así como los 
elementos personales y materiales que como mínimo sean necesarios para su práctica. Por 
resolución del Consejero competente en materia de casinos, juegos y apuestas se 
establecerán las reglas esenciales para su desarrollo y las condiciones, restricciones y 
prohibiciones que, en su caso, se considere necesario establecer para su práctica.

2. El Catálogo de juegos y apuestas incluirá, al menos, los juegos siguientes:

a) El bingo y sus distintas modalidades.
b) Los que se desarrollen mediante el empleo de máquinas de juego.
c) Las rifas, tómbolas y combinaciones aleatorias.
d) Las apuestas basadas en actividades deportivas o de competición.
e) Los exclusivos de los casinos de juego.
f) Las loterías.
g) Los concursos.
h) Las apuestas basadas en eventos especiales de índole no deportiva, de desenlace 

incierto y ajeno a las partes intervinientes, que poseen interés popular y en el que un ente o 
una organización declara a un claro ganador.

3. Se consideran prohibidos aquellos juegos que no estén incluidos en el Catálogo de 
juegos y apuestas, así como aquellos que estándolo se realicen sin la oportuna autorización 
o en forma, lugares o por personas distintas de las que se especifiquen en las autorizaciones 
y en las normas legales aplicables.

Artículo 7.  Autorizaciones.

1. La realización de todas las actividades necesarias para la organización y explotación 
de los juegos y las apuestas, con excepción de las combinaciones aleatorias, requerirá la 
correspondiente autorización previa.

2. Las autorizaciones tendrán carácter reglado, debiendo ser concedidas expresamente 
previa solicitud cuando reúnan los requisitos establecidos en esta ley y en los reglamentos 
que se dicten en desarrollo de la misma. Si se limitase el número de autorizaciones o su 
distribución territorial, la autorización se otorgará mediante concurso público.

3. El plazo de resolución de las solicitudes de autorización será de tres meses, salvo que 
las autorizaciones fueran otorgadas mediante concurso público, en cuyo caso el plazo será 
de seis meses.

De no recaer resolución expresa en los plazos previstos, se deberán entender 
desestimadas.

Artículo 8.  Régimen de las autorizaciones.

1. Las autorizaciones para la práctica de juegos y apuestas deberán indicar sus titulares, 
el tiempo de concesión, los juegos o apuestas autorizados, las condiciones en que se deben 
desarrollar y los establecimientos o locales en que puedan ser practicados, así como, en su 
caso, el aforo máximo permitido.

2. La concesión de las correspondientes autorizaciones tendrá carácter temporal, 
pudiendo ser renovadas en el caso de que cumplan los requisitos exigidos en el momento de 
solicitar la renovación.

3. Las autorizaciones serán transmisibles según lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 
28, en los casos y en la forma que se determinen en los reglamentos específicos de cada 
juego o apuesta.
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4. Las autorizaciones requerirán acreditar la disponibilidad del local en el que juegos y 
apuestas se hayan de practicar en los términos que se determine reglamentariamente.

5. Las autorizaciones concedidas para realizar actividades singulares serán válidas hasta 
que finalice la celebración de la actividad autorizada.

Artículo 9.  Extinción de las autorizaciones.

1. Las autorizaciones se extinguirán en los siguientes casos:

a) Por renuncia expresa debidamente acreditada de los interesados.
b) Por el transcurso del tiempo para el que fueron concedidas, sin perjuicio de las 

renovaciones a que hubiere lugar.
c) Por fallecimiento o extinción de la personalidad jurídica de su titular, sin perjuicio de 

las transmisiones a que hubiere lugar.

2. El Consejero competente en materia de casinos, juegos y apuestas podrá acordar la 
revocación de la autorización, previa audiencia de los interesados, por alguna de las 
siguientes causas:

a) Incumplir alguno de los requisitos exigidos por la normativa para la concesión de la 
autorización o las condiciones a que estuvieren subordinadas.

b) Cesar en la actividad objeto de autorización en los términos que se establezcan 
reglamentariamente.

c) Incurrir en alguna de las circunstancias señaladas en el artículo 29.
d) Ser sancionado en virtud del correspondiente procedimiento administrativo, o cuando 

en un procedimiento judicial una sentencia firme así lo determine.

Artículo 10.  Material para la práctica de juego y apuestas.

1. Los juegos y apuestas se practicarán con el material que haya sido homologado con 
carácter previo por el Director General competente en materia de casinos, juegos y 
apuestas. Las homologaciones del material para la práctica de juego y apuestas realizadas 
por otras Administraciones Públicas podrán ser convalidadas en los términos que se 
determinen reglamentariamente.

Con carácter previo a la homologación e inscripción del material para la práctica de juego 
y apuestas, la empresa fabricante o importadora podrá solicitar autorización para probar el 
funcionamiento de prototipos de modelos mediante su instalación y explotación en 
establecimientos autorizados, en los términos que reglamentariamente se determinen.

2. El material no homologado que sea usado en la práctica de juego y apuestas tendrá la 
consideración de material clandestino.

3. La comercialización, distribución, mantenimiento y almacenamiento del material de 
juego y apuestas requerirán autorización previa, con las condiciones que se determinen 
reglamentariamente.

4. No se podrá homologar ningún material de juego que utilice imágenes, mensajes u 
objetos que puedan perjudicar la formación de la infancia y la juventud, que puedan vulnerar, 
directa o indirectamente, la dignidad de la persona y los derechos y libertades 
fundamentales, o que inciten a la violencia, al racismo o a la xenofobia, a actividades 
delictivas o a cualquier forma de discriminación prohibida por la Constitución y las leyes.

Artículo 11.  Registros del juego y apuestas del Principado de Asturias.

1. Dependerán de la Consejería competente en materia de casinos, juegos y apuestas:

a) El Registro general del juego y apuestas del Principado de Asturias.
b) El Registro personal de interdicciones de acceso al juego del Principado de Asturias.

2. El ejercicio empresarial de toda actividad relacionada con la organización y 
explotación de juegos y apuestas, así como con la fabricación, reparación, intermediación en 
el comercio o explotación de material de juego, está sujeto a previa inscripción en el Registro 
del Juego y Apuestas del Principado de Asturias.

Queda prohibido el ejercicio empresarial de actividades relacionadas con juegos y 
apuestas que no cuente con inscripción previa en el Registro del Juego o que se desarrolle 
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sin autorización administrativa previa o al margen de los requisitos y condiciones 
establecidos reglamentariamente, con las excepciones previstas en la presente ley.

3. El Registro general del juego y apuestas del Principado de Asturias, que constará de 
cuatro secciones, es el instrumento oficial de publicidad y control de las actividades 
relacionadas con la organización y explotación de los juegos y apuestas en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma.

En cada sección se anotarán cuantas circunstancias se refieran a la inscripción, 
modificación y cancelación de los datos referidos a:

a) Las personas físicas o jurídicas dedicadas a la fabricación, organización, gestión y 
explotación económica del juego o de las apuestas.

b) Los establecimientos autorizados para la práctica del juego y las apuestas.
c) Las máquinas de juego, sus modelos, sus datos de identificación e instalación y los 

permisos de explotación.
d) Otros elementos de juego.

La inscripción en el Registro general del juego y apuestas del Principado de Asturias 
será requisito indispensable para el desarrollo de la actividad de juegos o apuestas en el 
Principado de Asturias.

4. En el Registro personal de interdicciones de acceso al juego del Principado de 
Asturias, se inscribirá la información necesaria para hacer efectivo el derecho a que a los 
inscritos en dicho Registro les sea prohibida la participación en las actividades de juego en 
los casos en que sea necesaria su identificación. Asimismo, se inscribirá la información 
relativa a aquellas otras personas que, por resolución administrativa o judicial, tengan 
prohibido el acceso al juego o se hallen incapacitadas legalmente.

5. Reglamentariamente se establecerán el contenido, organización y funcionamiento de 
los Registros general del juego y apuestas del Principado de Asturias y personal de 
interdicciones de acceso al juego del Principado de Asturias, que no incluirán más datos que 
los estrictamente necesarios para el cumplimiento de las finalidades previstas en esta ley. La 
difusión de los datos incluidos en éstos servirá al cumplimiento de las finalidades legalmente 
previstas.

6. La Administración del Principado de Asturias podrá establecer con las restantes 
Administraciones los mecanismos de colaboración y, en su caso, de coordinación para la 
agilización de los procesos de comunicación de datos, la interconexión de sus registros de 
interdicción de acceso al juego y el intercambio de información, con pleno respeto a la 
normativa reguladora de la protección de datos de carácter personal.

Artículo 12.  Publicidad, patrocinio y promoción.

1. La publicidad, patrocinio y promoción de actividades de juegos y apuestas, con 
excepción de las combinaciones aleatorias, estará sujeta a previa autorización, con las 
condiciones que se fijen reglamentariamente, debiendo ser socialmente responsable, 
prestando la debida atención a la protección de menores y otros colectivos vulnerables, y 
garantizando el adecuado conocimiento de las reglas y condiciones en que se desarrolle el 
juego. En todo caso, cualquier publicidad sobre el juego deberá explicitar la promoción de 
actitudes de juego moderado, no compulsivo y responsable.

2. Se permite la publicidad de los juegos y apuestas de carácter meramente informativo. 
A efectos de lo previsto en este artículo, se entenderá por carácter meramente informativo la 
publicidad que incluya:

a) Nombre comercial y domicilio.
b) Categoría de establecimiento, y juegos y apuestas que se practican en él.
c) Servicios que se prestan.
d) Carteles informativos de situación.

3. Será libre la publicidad realizada en el interior de los locales de juego y apuestas de 
acceso reservado y la realizada en publicaciones específicas del sector.

4. En todos los locales con máquinas de juego habrá en lugar visible un cartel con las 
prohibiciones del uso de las mismas con las características y en los términos que se 
determinen reglamentariamente.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 51  Ley de Juego y Apuestas

– 717 –



TÍTULO I

Órganos y competencias

Artículo 13.  Atribuciones del Consejo de Gobierno.

Corresponden al Consejo de Gobierno:

a) La fijación de los criterios a los que han de ajustarse las actividades incluidas en el 
ámbito de aplicación de la presente ley, teniendo en cuenta los principios recogidos en el 
artículo 4.

b) La determinación de los criterios por los que se regirá la concesión de autorizaciones, 
tanto en lo referente a la distribución territorial como al número de las mismas.

c) La aprobación del Catálogo de juegos y apuestas del Principado de Asturias.
d) La regulación del régimen de publicidad, patrocinio y promoción.
e) La aprobación de los reglamentos específicos de los juegos y apuestas incluidos en el 

Catálogo de juegos y apuestas del Principado de Asturias.
f) La aprobación del reglamento regulador del Registro personal de interdicciones de 

acceso al juego del Principado de Asturias.
g) La aprobación del reglamento regulador del Registro general del juego y apuestas del 

Principado de Asturias.
h) El ejercicio de la potestad sancionadora en los términos que establece el artículo 55.
i) Cualquier otra competencia que le sea atribuida por la ley.

Artículo 14.  Atribuciones de la Consejería competente en materia de casinos juegos y 
apuestas.

1. Corresponde al Consejero competente en materia de casinos, juegos y apuestas:

a) El desarrollo de los reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno y la ejecución 
en materia de juego y apuestas, mediante la fijación de las reglas esenciales para su 
desarrollo y los condicionantes, restricciones y prohibiciones que, en su caso, se considere 
necesario establecer para su práctica.

b) La concesión y revocación de las autorizaciones contempladas en esta ley.
c) La regulación del régimen de fianzas para la explotación de juegos y apuestas 

autorizados.
d) El ejercicio de, la potestad sancionadora de acuerdo con el artículo 55.
e) Expedir los documentos profesionales a que se refiere el artículo 34.
f) La planificación de las actividades de inspección, comprobación, vigilancia y control de 

las actividades relacionadas con los juegos y apuestas.
g) Cualquier otra competencia que expresamente le sea atribuida por esta ley y las 

disposiciones que la desarrollen.

2. Corresponde al Director General competente en materia de casinos, juegos y 
apuestas:

a) La inscripción en el Registro general del juego y apuestas del Principado de Asturias y 
en el Registro personal de interdicciones de acceso al juego del Principado de Asturias.

b) La homologación del material de juego y apuestas.
c) La inspección y control de las actividades relacionadas con los juegos y apuestas, así 

como de las empresas y establecimientos.
d) El ejercicio de la potestad sancionadora de acuerdo con el artículo 55.
e) Elaborar la memoria anual en materia del juego.
f) Cualquier otra competencia que expresamente le sea atribuida por esta ley y las 

disposiciones que la desarrollen.
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Artículo 15.  Consejo del Juego del Principado de Asturias.

1. El Consejo del Juego del Principado de Asturias se configura como órgano consultivo 
de estudio y asesoramiento en materia de casinos, juegos y apuestas. Estará presidido por 
el Consejero competente en materia de casinos, juegos y apuestas.

2. El Consejo de Gobierno determinará reglamentariamente su composición, 
organización y funcionamiento, y en él estarán representadas la Administración del 
Principado de Asturias, las organizaciones sindicales que tengan la condición de más 
representativas en el ámbito de la Comunidad Autónoma y las organizaciones empresariales 
más representativas del sector, la Federación Asturiana de Concejos, las asociaciones de 
personas con ludopatía más representativas del Principado de Asturias, las asociaciones de 
consumidores y usuarios y de atención a la infancia y a la juventud y sanitarias.

3. Corresponden al Consejo del Juego del Principado de Asturias las siguientes 
funciones:

a) Informar las disposiciones de carácter general en la materia cuya aprobación 
corresponda al Consejo de Gobierno.

b) Emitir informes y dictámenes, atender consultas y ejercitar actividades de 
asesoramiento sobre cuestiones que le sean planteadas por los distintos órganos de la 
Administración.

c) Elevar a la Administración las propuestas que estime pertinentes.
d) Promover, por conducto de la Consejería competente en materia de casinos, juegos y 

apuestas, la elaboración de estudios y propuestas que se entiendan adecuados para la 
realización de los fines establecidos en esta ley.

e) Elaborar, en colaboración con la inspección del juego, un informe anual sobre la 
situación y el desarrollo del sector del juego en el ámbito del Principado de Asturias.

f) Aprobar la memoria anual en materia de juego.
g) Cualquier otra función que se le atribuya reglamentariamente.

4. El Consejo del Juego del Principado de Asturias podrá, en el ejercicio de sus 
funciones, recabar la colaboración y asesoramiento de cuantos expertos considere 
necesarios.

5. Los miembros del Consejo del Juego del Principado de Asturias no percibirán 
retribución, dieta o complemento alguno como consecuencia de su participación en este 
órgano o de su asistencia a las reuniones del mismo. En el caso de los empleados públicos, 
la pertenencia al Consejo del Juego del Principado de Asturias es compatible con su 
condición de tales.

TÍTULO II

De los establecimientos y los juegos y apuestas que en ellos se practican

CAPÍTULO I

Establecimientos de juego y apuestas

Artículo 16.  Establecimientos de juego.

1. Tendrán la consideración de establecimientos de juego y apuestas aquellos locales 
que, reuniendo los requisitos exigidos en esta ley y en las disposiciones reglamentarias que 
la desarrollen, sean expresamente autorizados para la práctica de juegos y apuestas 
permitidos.

2. Las modalidades de establecimientos y locales donde se puede autorizar la práctica 
de los juegos y apuestas son las siguientes:

a) Casinos de juego.
b) Salas de bingo.
c) Salones de juegos.
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d) Hipódromos, pistas hípicas, canódromos y otras instalaciones, establecimientos o 
lugares análogos donde se desarrollen actividades susceptibles de ser objeto de apuestas.

e) Locales de apuestas, en los términos que reglamentariamente se determinen.
f) Los establecimientos de hostelería y demás locales análogos, en los términos 

previstos en el artículo 23.

3. El aforo y superficie de los establecimientos, así como las condiciones de 
funcionamiento, se determinarán reglamentariamente.

4. Los establecimientos autorizados para la práctica de juegos y apuestas deberán 
disponer de las correspondientes hojas de reclamaciones, de conformidad con las 
previsiones establecidas en la normativa de desarrollo de la presente ley. Dichas hojas de 
reclamaciones estarán a disposición de los jugadores o apostantes, quienes podrán reflejar 
en ellas sus quejas y reclamaciones.

5. Se prohibirá la entrada a los establecimientos en los que específicamente se 
desarrollen juegos y apuestas a menores de edad y a quienes se encuentren incapacitados 
legal o judicialmente, que no podrán practicar juegos, participar en apuestas, ni usar 
máquinas de juego con premio.

En los términos que reglamentariamente se determinen, se prohibirá a quienes 
voluntariamente hubieren solicitado que les sea prohibido el acceso a los juegos y apuestas 
o que lo tengan prohibido por resolución administrativa o judicial firme.

Asimismo, se prohibirá la entrada o, en su caso, podrán ser obligados a abandonar los 
establecimientos quienes produzcan perturbaciones en el orden de las salas o cometan 
irregularidades en la práctica de los juegos.

6. Los organizadores de juegos deberán impedir la entrada a los locales o salas de 
juego, además de a las personas previstas en el artículo anterior:

a) A los que pretendan entrar en los mismos portando armas u objetos que puedan 
utilizarse como tales o a quienes, una vez dentro de los establecimientos de juego y 
apuestas, alteren de cualquier forma el orden público.

b) A cualquier persona que presente síntomas de embriaguez, intoxicación por drogas o 
enajenación mental.

7. Reglamentariamente, se podrá determinar una zona de influencia en la que no podrán 
ubicarse nuevos establecimientos para la práctica de juegos y apuestas por la proximidad de 
un centro de enseñanza o de atención a menores o a quienes se encuentren incapacitados 
legal o judicialmente.

Artículo 17.  Casinos de juego.

1. Tendrán la consideración de casinos de juego los establecimientos abiertos al público 
en los que, reuniendo los requisitos exigidos y previamente autorizados para la práctica de 
juegos y apuestas, pueda practicarse la mayoría de los siguientes:

a) ruleta francesa,
b) ruleta americana,
c) veintiuna o black-jack,
d) bola o boule,
e) treinta y cuarenta,
f) punto y banca,
g) ferrocarril, bacarrá o chemin de fer,
h) dados o craps,
i) póquer,
j) ruleta de la fortuna, y
k) otros que puedan autorizarse reglamentariamente.

2. Asimismo, podrán practicarse, previa autorización, otros juegos de los incluidos en el 
Catálogo de juegos y apuestas y delimitarse zonas para la comercialización de apuestas, así 
como instalarse máquinas de tipo B o tipo C, dependiendo el número de estas de la 
superficie útil del local, en las condiciones que reglamentariamente se determinen.

3. El Consejo de Gobierno determinará el número de casinos a instalar en el ámbito 
territorial del Principado de Asturias.
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4. El otorgamiento de las autorizaciones se efectuará mediante concurso público, en el 
que se valorarán el interés socioeconómico, la generación de empleo y el interés turístico del 
proyecto, la solvencia económica y técnica de la empresa promotora, el programa de 
inversiones y el informe del ayuntamiento del concejo donde se hubiera de instalar, así como 
cualquier otro criterio de valoración que pudiera establecerse en las bases de la 
convocatoria. Dicha autorización no excluye la obtención de otras licencias, permisos o 
autorizaciones preceptivas.

5. Los casinos, además de sala de juego, deberán disponer, como mínimo, de las 
siguientes dotaciones:

a) servicio de bar,
b) servicio de restaurante,
c) sala de estar, y
d) sala de espectáculos o fiestas.

6. Reglamentariamente se regulará la posibilidad de prestar, además de los enumerados 
en el apartado anterior, otros servicios.

7. Las autorizaciones para la explotación de casinos de juego se concederán por un 
período máximo de diez años.

8. El Consejero competente en materia de casinos, juegos y apuestas podrá autorizar al 
casino que lo solicite la apertura y funcionamiento de una sala que, formando parte del 
casino, y vinculada a la autorización del mismo, se encuentre situada fuera del recinto o 
complejo donde se ubique el casino, en el mismo o distinto término municipal. Esta sala 
funcionará como apéndice del casino para la práctica de los juegos y apuestas que tenga 
autorizados, en las condiciones que reglamentariamente se determinen. El otorgamiento de 
la autorización requerirá el informe del ayuntamiento donde se hubiera de instalar y, en todo 
caso, no excluye la obtención de cualquier otra licencia, permiso o autorización preceptiva.

Artículo 18.  Salas de bingo.

1. Tendrán la consideración de salas de bingo los establecimientos abiertos al público 
que hayan sido autorizados para la práctica del juego del bingo en sus distintas 
modalidades.

2. En las salas de bingo podrán instalarse máquinas de juego de tipo B, así como 
autorizarse cualquier otro juego o apuesta en las condiciones que reglamentariamente se 
determinen.

3. Los servicios mínimos a prestar al público de las salas de bingo serán determinados 
reglamentariamente.

4. Las autorizaciones tendrán una duración máxima de diez años.

Artículo 19.  Salones de juego.

1. Tendrán la consideración de salones de juego los establecimientos abiertos al público 
en los que, de forma específica, se instalan y explotan máquinas de juego de tipo B. 
Igualmente podrá autorizarse cualquier otro juego o apuesta, con las condiciones que 
reglamentariamente se determinen.

2. El número mínimo de máquinas a instalar en estos salones es de diez y el máximo se 
determinará reglamentariamente en función de la superficie útil del local destinado a juego.

3. Las autorizaciones tendrán una duración máxima de diez años.

Artículo 20.  Salones recreativos.

Tendrán la consideración de salones recreativos todos aquellos establecimientos 
abiertos al público destinados a la instalación y explotación de máquinas de tipo A.

Artículo 21.  Hipódromos, pistas hípicas y canódromos.

1. A los efectos de esta ley, tendrán la consideración de hipódromos, pistas hípicas y 
canódromos los establecimientos abiertos al público que, reuniendo los requisitos exigidos y 
previamente autorizados, se dediquen a la celebración de carreras de caballos, concursos 
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de hípica, carreras de galgos y a la organización y explotación de apuestas sobre las 
actividades en ellos desarrolladas.

2. Asimismo, se podrán autorizar en los citados establecimientos máquinas de tipo B, en 
el número y condiciones que se determinen reglamentariamente.

3. En estos establecimientos la zona donde se realicen las apuestas deberá estar 
delimitada.

Artículo 22.  Locales de apuestas.

1. Son locales de apuestas los establecimientos autorizados para la realización de 
apuestas sobre eventos ajenos a los recintos donde se celebren, en la forma y con las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan.

2. Las autorizaciones tendrán una duración de diez años.

Artículo 23.  Otros establecimientos.

Los establecimientos de hostelería y demás locales análogos podrán ser autorizados 
para la instalación de hasta dos máquinas de tipo B, con las condiciones que 
reglamentariamente se determinen. En dichos establecimientos no se podrán instalar otras 
máquinas de juego, ni terminales expendedoras de boletos o apuestas y, en general, no 
podrán ser autorizados, con carácter habitual o permanente, otros juegos o apuestas.

CAPÍTULO II

Juegos y apuestas

Artículo 24.  Máquinas de juego.

1. Son máquinas de juego, los aparatos manuales o automáticos que, a cambio de un 
precio fijo, ofrecen al usuario el mero entretenimiento o la posibilidad de obtener un premio.

2. Las máquinas de juego se clasifican en los siguientes grupos:

a) Máquinas de tipo A, recreativas o de puro entretenimiento. Son aquellas que a cambio 
de un precio ofrecen a los jugadores un tiempo de utilización, sin que haya ningún tipo de 
premio o compensación en metálico, en especie o en forma de puntos canjeables, salvo la 
posibilidad de continuar jugando por el mismo importe inicial.

b) Máquinas de tipo B o recreativas con premio. Son las que a cambio del precio de la 
partida o jugada conceden a los jugadores un tiempo de uso o de juego y, eventualmente, un 
premio en metálico, de acuerdo con el programa de juego.

c) Máquinas de tipo C o de azar. Son las que a cambio del precio de la partida o jugada 
conceden a los jugadores un tiempo de juego y, eventualmente, pueden ofrecer un premio 
en metálico, que siempre dependerá del azar.

Se entiende por azar el que la combinación o resultado de cada jugada no dependa de 
combinaciones o resultados anteriores o posteriores.

Sólo podrá autorizarse la instalación de máquinas de tipo C en los casinos de juego.
d) Aquellas otras máquinas, manuales o automáticas, que permitan la obtención de 

premios combinando modalidades, elementos o mecanismos de diferentes juegos y que no 
estén contempladas en los tipos anteriores podrán clasificarse como tipo diferenciado y la 
reglamentación específica determinará su régimen jurídico.

3. Quedan expresamente prohibidas las máquinas de juego que transmitan mensajes 
contrarios a los derechos reconocidos en la Constitución Española, especialmente los que 
contengan elementos racistas, sexistas, pornográficos o que hagan apología de la violencia 
o que de cualquier forma contraríen el ordenamiento jurídico; así como aquellas cuya 
utilización implique el uso de imágenes o la realización de actividades propias de locales no 
autorizados o que de cualquier forma puedan herir la sensibilidad o perjudicar la formación 
de la infancia y de la juventud.

4. Reglamentariamente se determinarán las condiciones de fabricación e inscripción de 
las máquinas de tipo B y C citadas en el apartado anterior. En virtud de resolución del 
Consejero competente en materia de casinos, juegos y apuestas, se establecerán las 
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condiciones técnicas de homologación y funcionamiento, así como precios de las partidas y 
premios.

5. Las máquinas de tipo B y C no podrán situarse en terrazas y zonas que sean de 
ocupación de vías públicas. Tampoco podrán instalarse máquinas de tipo B en los bares de 
centros y áreas comerciales o estaciones de transporte público si el local no se encuentra 
aislado de la zona de paso, ni en los bares que sean dependencias complementarias de 
otros locales y establecimientos destinados a espectáculos públicos y otras actividades 
recreativas o deportivas.

Artículo 25.  Rifas, tómbolas y combinaciones aleatorias.

1. Se entiende por rifa aquella modalidad de juego consistente en el sorteo de uno o 
varios bienes, servicios o semovientes, a celebrar en una fecha previamente determinada, 
entre quienes adquieran uno o varios billetes o boletos de importe único, correlativamente 
numerados o diferenciados entre sí de otra forma.

2. Se entiende por tómbola aquella modalidad de juego en la que los jugadores 
participan en el sorteo de diversos bienes muebles o semovientes expuestos al público 
mediante la adquisición de billetes o boletos que contienen, en su caso, la indicación del 
premio que se puede obtener.

3. Se entiende por combinación aleatoria aquella modalidad de juego por la que una 
persona o entidad sortea un premio en metálico o en especie, con fines publicitarios, entre 
quienes adquieren bienes o servicios de la entidad o de las entidades objeto de la publicidad 
o promoción u ostenten la condición actual o potencial de clientes suyos, sin exigir 
contraprestación específica.

4. Podrá autorizarse la celebración de rifas y tómbolas en las condiciones y requisitos 
que reglamentariamente se establezcan. La celebración de combinaciones aleatorias 
requerirá previa comunicación individualizada, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente.

5. Los premios de las rifas y tómbolas deberán ser necesariamente en especie, no podrá 
existir sobre los mismos ningún tipo de carga o gravamen y no podrán consistir en dinero o 
signo que lo represente.

6. En todo caso, y en función de la modalidad de sorteo, los premios deberán ser 
previamente adquiridos o deberá constituirse aval por la cuantía de su valor con carácter 
previo a la celebración del sorteo o consignarse el importe con carácter previo a la 
celebración de aquél, todo ello en los términos que se establezcan reglamentariamente.

Artículo 26.  Apuestas.

1. Las apuestas podrán cruzarse, previa autorización del Consejero competente en 
materia de casinos, juegos y apuestas, en locales, recintos e instalaciones que se 
determinen reglamentariamente.

2. Reglamentariamente se desarrollarán las distintas modalidades de apuestas, en 
función tanto del acontecimiento sobre cuyo resultado se realiza la apuesta como de la 
organización y distribución de las sumas apostadas.

Artículo 27.  Loterías.

1. El juego de lotería es aquel en el que mediante la prestación de un precio determinado 
se adquiere una opción para obtener, en su caso, un premio en dinero. En la lotería 
presorteada el premio estará previamente contenido en la parte oculta del soporte empleado 
y que descubren los jugadores, y en la lotería postsorteada, el premio se obtendrá tras la 
celebración de un sorteo posterior.

2. En todos los casos, los jugadores recibirán un comprobante acreditativo de la 
participación, en el que figurarán los requisitos para obtener el premio, denominado billete o 
boleto, o el juego se ejecuta directamente a través de una terminal conectada a una red 
informática.

Dichos soportes acreditativos de la participación tendrán la consideración de efectos 
estancados.
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3. La organización de loterías corresponderá al Consejo de Gobierno. Su explotación 
podrá desarrollarse directamente por ésta o a través de una empresa pública, pudiendo 
participar en su comercialización entidades no lucrativas de carácter social en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen.

TÍTULO III

De las empresas titulares de las autorizaciones

Artículo 28.  Empresas de juego.

1. La organización y explotación de juegos y apuestas podrá llevarse a cabo 
exclusivamente por aquellas personas físicas, mayores de edad, o jurídicas debidamente 
autorizadas e inscritas en el Registro general del juego y apuestas del Principado de Asturias 
regulado en el artículo 11, debiendo cumplir con los requisitos exigidos reglamentariamente.

2. La Administración del Principado de Asturias, por sí misma o a través de empresas 
públicas, podrá asumir la organización y explotación de juegos y apuestas.

3. Las personas físicas o jurídicas dedicadas a la fabricación, organización, gestión y 
explotación económica de juegos y apuestas, al objeto de cumplir las funciones de 
coordinación, control y estadística, estarán obligadas a facilitar la información que 
reglamentariamente se determine y les sea requerida por la Consejería competente en 
materia de casinos, juegos y apuestas.

4. La transmisión de acciones o participaciones de las entidades dedicadas a la 
organización y explotación de juegos y apuestas requerirá, en todo caso, comunicación 
previa a la Administración del Principado de Asturias, que comprobará, en su caso, la 
concurrencia de los requisitos del nuevo socio.

Artículo 29.  Titulares de las autorizaciones.

1. Podrán ser titulares de las autorizaciones necesarias para la práctica y organización 
de juegos y apuestas las personas físicas o jurídicas en que no concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme, dentro de los cuatro años 
anteriores a la fecha de la solicitud de la autorización, por delito contra la salud pública, de 
falsedad, de asociación ilícita, de contrabando, contra el patrimonio y contra el orden 
socioeconómico, contra la Administración Pública o contra la Hacienda Pública y la 
Seguridad Social, así como por cualquier infracción penal derivada de la gestión o 
explotación de juegos para los que no hubieran sido autorizados.

b) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declaradas 
insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declaradas en concurso, salvo que en éste 
haya adquirido eficacia un convenio, estar sujetas a intervención judicial o haber sido 
inhabilitadas conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el 
período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

c) Estar incursas la persona física, las personas que ocupen cargos de gestión o 
administración de las sociedades mercantiles o aquellas que ostenten la representación legal 
de otras personas jurídicas en alguno de los supuestos de la Ley del Principado de Asturias 
4/1995, de 6 de abril, de Incompatibilidades, Actividades y Bienes de los Altos Cargos, de la 
Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las 
Administraciones Públicas, o tratarse de cualquiera de los cargos electivos regulados en la 
Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, en los términos 
establecidos en la misma o en la normativa autonómica que regule estas materias.

d) Haber sido sancionadas, mediante resolución administrativa firme, por dos o más 
infracciones muy graves en los últimos cuatro años, por incumplimiento de la normativa de 
juego del Estado o de las comunidades autónomas.

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias estatales, 
autonómicas y locales o frente a la Seguridad Social impuestas por las disposiciones 
vigentes.
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f) Estar adscritas o vinculadas por razón de servicio a órganos, entes u organismos de la 
Administración del Principado de Asturias o de cualquier otra Administración Pública entre 
cuyas competencias figuren materias objeto de regulación por la presente ley.

2. Estas prohibiciones se extienden a las personas jurídicas en que sean partícipes o 
formen parte de la dirección o administración personas físicas que se encuentren en algunas 
circunstancias anteriormente señaladas.

3. La justificación de no incurrir en las circunstancias anteriores podrá realizarse 
mediante testimonio judicial, certificados telemáticos o transmisiones de datos, de acuerdo 
con lo establecido en la normativa reglamentaria que regule la utilización de técnicas 
electrónicas, informáticas y telemáticas, o certificación administrativa, según los casos. 
Cuando dichos documentos no puedan ser expedidos por la autoridad competente, podrán 
ser sustituidos por una declaración responsable otorgada ante una autoridad administrativa o 
notario o fedatario público.

Artículo 30.  Garantías.

1. Las empresas organizadoras y explotadoras de juegos y apuestas deberán constituir 
garantía a disposición de la Administración del Principado de Asturias, en las condiciones 
que se determinen reglamentariamente. La misma obligación podrá ser exigida a quienes se 
dediquen a la comercialización y fabricación de material y máquinas de juego.

2. Las garantías, que podrán ser constituidas en metálico, aval de entidades bancarias o 
de sociedades de garantía recíproca, contrato de seguro de caución o crédito, responderán 
de las obligaciones derivadas de esta ley en los términos que se determinen 
reglamentariamente.

3. Estas fianzas quedan afectadas al cumplimiento de las obligaciones establecidas en la 
presente ley.

Artículo 31.  Titulares de casinos.

Las empresas titulares de casinos deberán reunir los siguientes requisitos mínimos:

a) Estar constituidas bajo la forma de sociedad anónima.
b) Tener por objeto social la explotación de casinos de juego y el desarrollo de 

actividades complementarias a que se refiere el artículo 17.
c) Tener la nacionalidad de cualquier Estado miembro de la Unión Europea.
d) Tener un capital social no inferior un millón doscientos mil euros, que habrá de estar 

totalmente suscrito y desembolsado.
e) Las acciones representativas del capital social deberán ser nominativas.
f) La administración de la sociedad será colegiada.

Artículo 32.  Titulares de bingos.

1. Podrán ser titulares de salas de bingo:

a) Las entidades benéficas, deportivas, culturales y turísticas que tengan más de tres 
años de ininterrumpida existencia legal y funcionamiento.

b) Aquellas entidades mercantiles que se constituyan al efecto bajo la forma de 
sociedades anónimas que tengan por objeto social la explotación de bingos y cuyo capital 
social, no inferior a ciento veinte mil euros, esté totalmente suscrito y desembolsado. Las 
acciones representativas del capital social deberán ser nominativas.

2. Las entidades mencionadas en el apartado 1.a) podrán realizar por sí mismas y bajo 
su exclusiva responsabilidad la gestión del juego del bingo, o contratarla con una empresa 
que reúna los requisitos establecidos en el apartado 1.b).

Artículo 33.  Empresas operadoras de máquinas de juego.

1. La explotación de máquinas de juego en establecimientos autorizados sólo podrá 
efectuarse por las empresas operadoras.

2. Tendrán tal consideración las personas físicas o jurídicas que sean autorizadas e 
inscritas en el Registro general del juego y apuestas del Principado de Asturias.
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3. Los titulares de casinos, bingos y de salones de juego tendrán la consideración de 
empresas operadoras respecto de las máquinas que exploten en sus establecimientos.

4. La autorización de explotación se concederá por un período de diez años y podrá ser 
renovada.

TÍTULO IV

Del personal de las empresas de juego y apuestas y de los jugadores y las 
jugadoras

Artículo 34.  Personal de las empresas de juego y apuestas.

1. Las personas que lleven a cabo su actividad profesional en empresas dedicadas a la 
explotación de juegos y apuestas, deberán ser mayores de edad y poseer un documento 
profesional con los requisitos que reglamentariamente se determinen.

2. No podrá expedirse el documento profesional cuando concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Que el interesado tenga antecedentes penales por alguna de las circunstancias a que 
se refiere el artículo 29.1. a).

b) Que el interesado haya sido sancionado administrativamente, mediante resolución 
firme, en los dos años inmediatamente anteriores, por alguna de las infracciones tipificadas 
como graves o muy graves en la presente ley.

3. Los documentos profesionales serán expedidos por el Consejero competente en 
materia de casinos, juegos y apuestas por un plazo máximo de diez años, pudiendo ser 
renovados o revocados en los términos que se determinen reglamentariamente.

Artículo 35.  Derechos y obligaciones de las personas participantes.

1. Los participantes en los juegos y apuestas tienen los siguientes derechos:

a) A obtener información sobre las reglas que han de regir el juego o apuesta.
b) Al tiempo de uso correspondiente al precio de la partida de que se trate.
c) Al cobro de los premios que les pudiera corresponder de conformidad con la normativa 

específica de cada juego.
d) A recibir información en los establecimientos de juego sobre la práctica de juego 

responsable.
d) A formular las quejas y reclamaciones que estimen oportunas.
e) A identificarse de manera segura mediante la exhibición del documento nacional de 

identidad, pasaporte o documento equivalente, con sujeción a las disposiciones relativas a la 
protección de datos de carácter personal previstas en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de protección de datos de carácter personal, y en su normativa de desarrollo.

2. Los usuarios o participantes en los juegos tienen las siguientes obligaciones:

a) Identificarse ante las empresas de gestión y explotación de juegos y apuestas a 
efectos de acceso y participación en los mismos.

b) Cumplir las normas y reglas de los juegos y apuestas en los que participen.
c) No alterar el normal desarrollo de los juegos.

Artículo 36.  Prohibiciones de práctica.

Además de la prohibición de acceso a establecimientos de juego y apuestas que se 
establece en el artículo 16.5, se prohíbe la participación en los juegos y apuestas objeto de 
esta ley a:

a) Menores de edad e incapacitados legal o judicialmente, de acuerdo con lo que 
establezca la legislación civil.

b) Quienes voluntariamente hubieren solicitado que les sea prohibido el acceso a los 
juegos y apuestas o que lo tengan prohibido por resolución administrativa o judicial firme.
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c) Los accionistas, propietarios, partícipes o titulares de las empresas operadoras de 
juegos y apuestas, su personal directivo y empleados directamente involucrados en el 
desarrollo de los juegos y apuestas, así como sus cónyuges o personas con las que 
convivan, ascendientes y descendientes en primer grado, en los juegos y apuestas que 
gestionen o exploten aquéllos, con independencia de que la participación en los juegos y 
apuestas, por parte de cualquiera de los anteriores, se produzca de manera directa o 
indirecta, a través de terceras personas físicas o jurídicas.

d) Quienes practiquen el deporte, entrenen a éstas y participen directamente en el 
acontecimiento o actividad deportiva sobre la que se realiza la apuesta, así como sus 
cónyuges o personas con las que convivan, ascendientes y descendientes en primer grado.

e) Quienes tengan cargos de dirección de entidades deportivas participantes u 
organizadoras respecto del acontecimiento o actividad deportiva sobre la que se realiza la 
apuesta, así como sus cónyuges o personas con las que convivan, ascendientes y 
descendientes en primer grado.

f) Quienes ejerzan sus funciones de arbitraje o equivalentes en el acontecimiento o 
actividad deportiva sobre la que se realiza la apuesta, así como las personas que resuelvan 
los recursos contra las decisiones de aquellos así como sus cónyuges o personas con las 
que convivan, ascendientes y descendientes en primer grado.

g) El personal de la Administración del Principado de Asturias destinado en los órganos 
administrativos que directamente gestionen la materia de juego y los altos cargos de la 
Consejería competente en materia de casinos, juegos y apuestas, así como el personal de la 
inspección del juego, salvo para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO V

De la inspección del juego y de las apuestas

Artículo 37.  Inspección del juego.

1. La inspección, vigilancia y control de las actividades de juego y apuestas corresponde 
a la Consejería competente en materia de casinos, juegos y apuestas, quien las desarrollará 
con medios propios a través de funcionarios/as de la Comunidad Autónoma del Principado 
de Asturias o con la colaboración de la Administración General del Estado.

2. Este personal tendrá las siguientes funciones:

a) Vigilancia e inspección del cumplimiento de la normativa.
b) Descubrimiento y persecución del juego y las apuestas clandestinos.
c) Levantamiento de las pertinentes actas por infracciones administrativas.
d) Adopción de las medidas cautelares necesarias.
e) Elaboración de informes y asesoramiento, en materia de juego, cuando así le sea 

solicitado en materia de su competencia.
f) Las demás actuaciones que reglamentariamente se determinen.

3. El personal de la inspección del juego tendrá la consideración de agente de la 
autoridad en el ejercicio de sus funciones, gozando como tal de la protección que le 
dispensa la legislación vigente y estará facultado para acceder y examinar las máquinas, 
material de juego, documentos y todos los demás elementos que puedan servir de 
información para el mejor cumplimiento de sus funciones.

4. El personal de la inspección podrá entrar en las fincas, locales de negocio y demás 
establecimientos y lugares en los que se desarrollen actividades de juego o apuestas o 
exista alguna prueba de ello, para reconocer despachos, instalaciones o explotaciones. Si se 
tratara de un domicilio, será preciso el consentimiento de su titular o, en su defecto, 
resolución judicial autorizando la entrada.

5. Los titulares de autorizaciones o establecimientos, sus representantes legales o las 
personas que se encuentren al frente de las actividades en el momento de la inspección 
tendrán la obligación de facilitar a este personal el acceso a los establecimientos y a sus 
dependencias, así como el examen de los libros, documentos, archivos y registros, incluidos 
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los ficheros informáticos, electrónicos o telemáticos, que necesiten para realizar la 
inspección.

Artículo 38.  Actas de la inspección.

1. Los hechos constatados por la inspección del juego y apuestas se formalizarán en 
acta, la cual será remitida al Director General competente en materia de casinos, juegos y 
apuestas a fin de que inicie, en su caso, el oportuno procedimiento.

2. El acta, en todo caso, deberá ser levantada ante el titular del establecimiento sometido 
a inspección o, en su defecto, ante quien la represente o ante quien se halle al frente del 
establecimiento en que se practique o, en último orden, ante cualquier empleado, quienes 
deberán firmar el acta; si se negaran a estar presentes o a firmar, se harán constar en el 
acta tales circunstancias.

3. En el acta se consignarán los datos y circunstancias precisos para la mejor y más 
completa expresión de los hechos, así como las circunstancias personales y documento que 
acredite fehacientemente la identidad de quien firma. En todo caso, se hará entrega de una 
copia al interesado o a su representante y, si éste se negara a recibirla, se le enviará por 
alguno de los medios previstos en las disposiciones vigentes.

4. Las actas extendidas por la inspección del juego y apuestas tienen la naturaleza de 
documentos públicos y tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa 
de los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar los propios interesados.

TÍTULO VI

Medidas tributarias

Artículos 39 a 46.  

(Derogados)

TÍTULO VII

Del régimen sancionador

Artículo 47.  Infracciones administrativas.

1. Serán infracciones administrativas en materia de juego y apuestas las acciones y 
omisiones tipificadas como tales en la presente ley.

2. Las infracciones administrativas se clasifican en muy graves, graves y leves.

Artículo 48.  Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves:

a) La organización, celebración o explotación de juegos o apuestas no catalogados, o sin 
poseer la correspondiente inscripción o autorización o incumpliendo sus condiciones, así 
como la celebración o práctica de los mismos fuera de los locales o recintos permitidos o por 
personas no autorizadas.

b) La reducción del capital de las sociedades de las empresas de juego por debajo de los 
límites establecidos en la normativa en materia de juego.

c) La fabricación, comercialización, distribución o explotación de máquinas o elementos 
de juego distintos de los autorizados u oficiales, así como la utilización de material de juego 
o máquinas no homologadas o con elementos, mensajes o contenidos expresamente 
prohibidos y la sustitución o manipulación fraudulenta del material de juego y apuestas.

d) El permiso o consentimiento para la práctica de juegos o apuestas en locales no 
autorizados, por personas no autorizadas, así como la instalación o explotación de máquinas 
u otros elementos de juego carentes de la correspondiente autorización.

e) La utilización de datos o documentos falsos o falseados para obtener permisos, 
autorizaciones o inscripciones.
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f) La modificación unilateral de cualquiera de las condiciones en virtud de las cuales se 
concedieron las preceptivas autorizaciones.

g) El incumplimiento de los requisitos legalmente establecidos para la cesión de 
autorizaciones.

h) La admisión de apuestas o la concesión de premios que excedan de los máximos 
permitidos para cada actividad de juego.

i) El impago a los jugadores o apostantes de los premios.
j) La venta a precio distinto del autorizado de cartones, boletos, billetes, fichas, 

resguardos o cualquier otro soporte acreditativo de la participación en el juego, apuestas, 
rifas o tómbolas.

k) La concesión de préstamos a los jugadores o apostantes por parte de quienes sean 
titulares o personal al servicio de la empresa organizadora o explotadora de juegos o 
apuestas, o permitir que terceras personas realicen préstamos en los establecimientos de 
juego.

l) La instalación, explotación o permiso para la instalación y funcionamiento de cajeros 
automáticos de entidades financieras en el interior del establecimiento de juego.

m)   El permiso de acceso a los establecimientos de juego o la participación en los juegos 
o apuestas a las personas que lo tengan prohibido.

n) La negativa u obstrucción a la actuación de la inspección del juego.
ñ) La fabricación, comercialización de géneros estancados o prohibidos, relacionados 

con el material de juego.
o) La manipulación de máquinas o elementos de juego.
p) El incumplimiento o violación las medidas cautelares adoptadas por la Administración.
q) La comisión de una tercera falta grave tras haber sido sancionado mediante 

resolución firme en vía administrativa por la comisión de otras dos graves en el periodo de 
un año.

Artículo 49.  Infracciones graves.

Son infracciones graves:

a) La negativa a poner a disposición de los jugadores las hojas de reclamaciones, así 
como no dar curso a las mismas.

b) El incumplimiento de la obligación de remitir o facilitar a los órganos competentes la 
información y datos que la normativa exija.

c) El incumplimiento del deber de comunicar al Director General competente en materia 
de casino, juegos y apuestas la transferencia de acciones o participaciones de las 
sociedades dedicadas a la organización y explotación de juegos o apuestas.

d) La admisión de más jugadores o apostantes que las permitidas según el aforo máximo 
autorizado.

e) La conducta desconsiderada hacia los jugadores o apostantes, tanto durante el 
desarrollo del juego o de la apuesta como en el caso de quejas o reclamaciones de éstas.

f) La realización de actividades de publicidad, patrocinio o promoción del juego y 
apuestas o de los establecimientos en que se practiquen, sin la debida autorización o al 
margen de los límites fijados en la misma, así como las promociones de venta mediante 
actividades análogas a las de los juegos incluidos en el Catálogo de juegos y apuestas del 
Principado de Asturias.

g) El incumplimiento del deber de comunicación de traslado o cambio de ubicación de las 
máquinas de juego.

h) La falta de traslado de las máquinas de juego a los almacenes designados en las 
comunicaciones diligenciadas por la Administración del Principado de Asturias, su traslado 
fuera de plazo, así como la permanencia o traslado de máquinas en locales cerrados o sin 
actividad.

i) La colaboración en la organización, celebración o explotación de juegos o apuestas no 
catalogados, sin poseer la correspondiente inscripción o autorización o fuera de los locales o 
recintos permitidos, siempre que no se trate del organizador o titular de la actividad.

j) La entrada en locales o la participación en juegos o apuestas por personas que lo 
tengan prohibido.
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k) La utilización de cualquier elemento de juego que sea falso o conociendo su 
irregularidad.

l) No tener o llevar incorrectamente los registros exigidos en la presente ley o en la 
reglamentación de juego, o tenerlos incompletos o con datos inexactos o desactualizados.

m)   El incumplimiento del deber de prestar la debida colaboración a los agentes de la 
autoridad.

n) La comisión de una tercera falta leve tras haber sido sancionado mediante resolución 
firme en vía administrativa por la comisión de otras dos leves en el periodo de un año.

Artículo 50.  Infracciones leves.

Son infracciones leves:

a) El incumplimiento del deber de disponer en los locales autorizados para la práctica de 
juegos y apuestas de los documentos exigidos en la normativa vigente en materia de juego 
así como no exhibir, de forma visible, dichos documentos, en los casos en que sea exigible.

b) El incumplimiento del deber de comunicación previa e individualizada, exigido para la 
celebración de combinaciones aleatorias.

c) La participación en juegos y apuestas ilegales.
d) La interrupción sin causa justificada de una partida o un juego.
e) La perturbación del orden en los establecimientos de juego en la medida en que 

afecte al normal desarrollo de la actividad.
f) El incumplimiento de las condiciones establecidas en la ley y reglamentos que la 

desarrollen no señaladas como faltas graves o muy graves.

Artículo 51.  Concurrencia de infracciones.

1. Cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u 
otras, se impondrá únicamente la sanción correspondiente a la infracción más grave.

2. Será sancionable como infracción continuada la realización de una pluralidad de 
acciones u omisiones que infrinjan el mismo o semejantes preceptos administrativos, en 
ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión.

En estos supuestos el responsable será sancionado con la multa correspondiente a la 
infracción cometida en su máxima cuantía, si los hechos revisten notoria gravedad y en 
atención a los perjuicios causados.

Artículo 52.  Responsables.

1. Son responsables de las infracciones tipificadas en la presente ley las personas físicas 
o jurídicas que las cometan, aun a título de simple negligencia.

2. De las infracciones cometidas en materia de juego y apuestas por los directivos, 
administradores y empleados en general de los establecimientos de juego o de locales con 
máquinas de juego responderán también, directa y solidariamente, las personas físicas o 
jurídicas para quienes aquéllas presten sus servicios.

3. Igualmente, responderán solidariamente de las infracciones cometidas en materia de 
juego y apuestas por las personas jurídicas los directivos, administradores o miembros de 
sus órganos colegiados de administración, salvo en los casos siguientes:

a) Cuando quienes formen parte de órganos colegiados de administración no hubieran 
asistido por causa justificada a las reuniones correspondientes, hubiesen votado en contra o 
salvado su voto en relación con las decisiones o acuerdos que hubiesen dado lugar a la 
infracción.

b) Cuando dichas infracciones sean exclusivamente imputables a otras personas con 
funciones de representación.

4. En el caso de la instalación de máquinas recreativas con premio o de tipo B sin la 
correspondiente autorización, la infracción será imputable a todas las personas que hayan 
intervenido en la instalación y explotación.

5. En el caso de incumplimiento de los requisitos establecidos para la cesión de 
autorizaciones, la infracción será imputable al cedente y al cesionario.
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Artículo 53.  Sanciones pecuniarias.

1. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de entre seis mil euros con un 
céntimo y seiscientos mil euros.

2. Las infracciones graves se sancionarán con multa de entre seiscientos euros con un 
céntimo hasta seis mil euros.

3. Las infracciones leves se sancionarán con multa de entre cien euros y seiscientos 
euros.

Artículo 54.  Sanciones accesorias.

1. En las infracciones muy graves, en atención a las circunstancias que concurran y 
trascendencia de la infracción, podrán imponerse además las siguientes sanciones 
accesorias:

a) Inhabilitación del sancionado por un período de dos a quince años para actividades de 
juego y apuestas, y consiguiente revocación de las autorizaciones de las que sea titular.

b) Revocación de las autorizaciones para actividades de juego y apuestas, e 
inhabilitación para obtener una nueva autorización durante un período de dos a quince años.

c) Clausura del establecimiento donde tenga lugar la explotación de juegos o apuestas, 
durante un período de dos a quince años.

d) Suspensión de las autorizaciones por un período máximo de dos años.

2. En las infracciones graves, en atención a las circunstancias que concurran y 
trascendencia de la infracción, podrán imponerse además las siguientes sanciones 
accesorias:

a) Inhabilitación del sancionado por un período de hasta dos años para actividades de 
juego y apuestas, y consiguiente revocación de las autorizaciones de las que sea titular.

b) La suspensión de las autorizaciones o cierre del establecimiento para actividades de 
juego o apuestas por un período máximo de un año.

3. En las infracciones cometidas por los jugadores y visitantes, en atención a las 
circunstancias que concurran y trascendencia de la infracción, podrán imponerse además 
como sanción accesoria la prohibición de entrada en establecimientos de juego, por un 
máximo de cinco años.

4. Podrá acordarse como sanción accesoria la suspensión de la vigencia de los 
documentos profesionales a los responsables de la comisión de una infracción muy grave o 
grave y podrá prohibirse la obtención nuevos documentos.

5. En los establecimientos cuya actividad principal no sea la práctica de juegos o 
apuestas, no podrá imponerse la clausura o cierre, pero sí la prohibición de instalar y 
practicar las referidas actividades.

Artículo 55.  Competencia para el ejercicio de la potestad sancionadora.

1. Corresponderá al Consejo de Gobierno la imposición de sanciones por faltas muy 
graves cuya cuantía se halle comprendida entre trescientos mil euros con un céntimo y 
seiscientos mil euros.

2. Corresponderá al Consejero competente en materia de casinos, juegos y apuestas la 
imposición de sanciones por faltas muy graves cuya cuantía se halle comprendida entre 
noventa mil euros y trescientos mil euros.

3. Corresponderá al Director General competente en materia de casinos, juegos y 
apuestas la imposición de sanciones por faltas muy graves cuya cuantía no exceda de 
noventa mil euros, así como las correspondientes a faltas graves y leves.

4. En todos los casos, la competencia para iniciar el procedimiento sancionador 
corresponderá al titular de la Dirección General competente en materia de casinos, juegos y 
apuestas.

5. Las sanciones accesorias serán impuestas por el órgano competente para la 
imposición de las sanciones principales.
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Artículo 56.  Graduación de las sanciones.

1. Para determinar la graduación de las sanciones deberán tenerse en cuenta las 
circunstancias personales y materiales que concurren en los hechos y, especialmente:

a) La existencia de intencionalidad o reiteración.
b) Los perjuicios producidos directamente a terceros o a la Administración.
c) La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la 

misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa.
d) La trascendencia económica y social de la infracción.
e) El cumplimiento de las obligaciones o deberes del infractor por iniciativa propia, en 

cualquier momento del procedimiento administrativo sancionador, si todavía no se ha dictado 
resolución.

2. Los criterios de graduación serán aplicables simultáneamente.
3. Sin perjuicio de la reducción establecida en el apartado siguiente, la cuantía de una 

multa no podrá ser en ningún caso inferior al quíntuplo de la cantidad defraudada u obtenida 
irregularmente.

4. Si el imputado reconoce su responsabilidad con anterioridad al comienzo del plazo 
previsto al dictar la resolución que pone fin al procedimiento, se podrá aplicar una reducción 
de un tercio del importe de la sanción pecuniaria propuesta. En ese caso se impondrá, sin 
más trámite, la sanción que proceda.

Artículo 57.  Efectos accesorios de las sanciones.

1. Durante el plazo de suspensión de una autorización, cierre o inhabilitación temporal de 
un local, no podrán concederse nuevas autorizaciones a la empresa o persona sancionada, 
ni podrá autorizarse a otras empresas a desarrollar actividades relacionadas con juegos o 
apuestas en el local en que se haya producido la infracción.

2. En caso de ausencia de autorización para la organización o explotación de juegos o 
apuestas, o de que haya sido revocada o suspendida, la autoridad sancionadora podrá 
acordar el comiso y, en su caso, la destrucción de las máquinas o elementos de juego objeto 
de la infracción. No procederá el comiso o destrucción de las máquinas o elementos de 
juego cuando éstos no sean clandestinos o hayan sido adquiridos por un tercero de buena 
fe.

3. Asimismo, la autoridad sancionadora ordenará el comiso de las apuestas percibidas y 
de los beneficios ilícitos obtenidos, cuyo importe deberá ingresarse en la Tesorería General 
del Principado de Asturias y será destinado íntegramente a campañas y acciones formativas 
de prevención, dirigidas a la sensibilización y difusión de las buenas prácticas del juego, así 
como de los posibles efectos que una práctica no adecuada puede producir. Los 
perjudicados podrán comparecer como interesados.

4. Se destinará un porcentaje del total recaudado por sanciones en materia de juego y 
apuestas no inferior al cinco por ciento para la prevención y rehabilitación de la ludopatía.

Artículo 58.  Medidas cautelares.

1. Si hubiera indicios racionales de infracción grave o muy grave, el órgano competente 
para la resolución del expediente sancionador podrá acordar como medida cautelar, previa o 
simultáneamente a la instrucción del expediente, el precinto y depósito de las máquinas y 
material de juego, y la suspensión de las autorizaciones.

2. El órgano competente, sin perjuicio de las sanciones que procedan, podrá acordar, el 
cierre inmediato de los establecimientos en que se organice o practiquen juegos y apuestas 
sin estar autorizados. Asimismo, podrá acordar el comiso del material y el dinero 
relacionados con las actividades de juego y apuestas.

3. Los agentes de la autoridad, en el momento de levantar acta de las infracciones, 
podrán adoptar directamente las medidas cautelares a que se refieren los apartados 1 y 2, y 
proceder al precinto y depósito de las máquinas, y material de juego. En este caso, el órgano 
competente para la resolución del expediente deberá confirmar o levantar las medidas 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 51  Ley de Juego y Apuestas

– 732 –



cautelares adoptadas en el plazo de un mes, vencido el cual, si no han sido ratificadas, 
quedarán sin efecto, sin perjuicio de la instrucción del expediente sancionador.

Artículo 59.  Prescripción de infracciones y sanciones.

1. Las infracciones leves prescribirán al año, las graves a los dos años y las muy graves 
a los tres años.

2. Las sanciones impuestas por faltas leves prescribirán al año, las impuestas por faltas 
graves a los dos años y las impuestas por faltas muy graves a los tres años.

Disposición adicional primera.  Autorización de juegos, apuestas y loterías de 
competencia estatal.

De conformidad con el artículo 9.1 de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del 
juego, requerirán de autorización previa otorgada por la Administración del Principado de 
Asturias la instalación y apertura de locales abiertos al público para la explotación de juegos 
y apuestas, así como la instalación de terminales o equipos que permitan la participación en 
juegos, apuestas y loterías de la competencia del Estado en locales de juego, 
establecimientos de hostelería y análogos o en cualquier otro local abierto al público, situado 
en la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, todo ello salvo lo previsto en el 
apartado cinco de la disposición adicional primera de la citada Ley 13/2011, de 27 de mayo, 
de regulación del juego.

Disposición adicional segunda.  Autorización de apuestas vinculadas al Concurso Hípico 
Internacional de Gijón.

Por resolución del Consejero competente en materia de casinos, juegos y apuestas, se 
regulará la autorización al Ayuntamiento de Gijón para organización de las apuestas 
vinculadas al Concurso Hípico Internacional, atendiendo a la especial naturaleza de éstas y 
de la entidad organizadora, todo ello sin perjuicio de la aplicación del resto de la normativa 
general en materia de juego y apuestas.

Disposición adicional tercera.  Medidas de prevención de la ludopatía.

1. El Consejo de Gobierno desarrollará actividades de prevención de la ludopatía 
dirigidas a la población en general y adoptará medidas para desincentivar los hábitos y 
conductas patológicas relacionadas con el juego, con especial atención a los sectores 
sociales más vulnerables.

2. Al objeto de dar tratamiento unitario y coordinado a las distintas medidas a aplicar, el 
Consejo de Gobierno elaborará un programa para la prevención de la ludopatía en el plazo 
de dieciocho meses desde la entrada en vigor de la presente ley, contando para ello con la 
participación y colaboración de las asociaciones más representativas del colectivo afectado.

3. Entre las medidas a adoptar figurarán:

a) La elaboración de campañas informativas y preventivas dirigidas a la población en 
general para desincentivar hábitos o conductas patológicos.

b) La incorporación en los contenidos curriculares de todos los niveles educativos de los 
riesgos de una práctica irresponsable del juego y de la ludopatía.

c) La inclusión en los materiales utilizados para el juego de mensajes que adviertan de 
los peligros de su práctica.

d) La limitación de la publicidad del juego, en atención a los riesgos que puedan 
derivarse de su práctica abusiva.

e) La especial atención por parte de la Inspección del Juego al cumplimiento de las 
normas sobre limitación de acceso a los locales de juego.

f) La previsión de una dotación económica adecuada, en los presupuestos de cada 
ejercicio, para el desarrollo de las funciones de inspección y las actividades preventivas e 
informativas frente a la ludopatía y para el tratamiento y rehabilitación de los trastornos 
causados por quienes la padecen.

4. El Consejo de Gobierno colaborará con las asociaciones de afectados en el desarrollo 
y ejecución de las actividades de prevención e información.
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Disposición transitoria primera.  Prototipos de modelos de máquinas de juego.

En tanto se adapta el Decreto 77/1997, de 27 de noviembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de máquinas recreativas y de azar, podrán solicitar la inscripción provisional de 
prototipos de modelos las empresas fabricantes o importadoras inscritas en el Registro 
general del juego y apuestas del Principado de Asturias, con un máximo de quince unidades 
por fabricante o empresa importadora, con un límite de tres modelos por fabricante y año.

La instalación y explotación de estos prototipos en establecimientos autorizados, por un 
período máximo de seis meses, habrá de ser en sustitución de otra máquina que se 
encuentre homologada y con autorización de instalación y explotación para todo el periodo 
de prueba, así como al corriente del pago de la tasa fiscal correspondiente. Durante el 
periodo de prueba, la máquina sustituida no podrá ser explotada en otro establecimiento. 
Transcurrido dicho período sin haberse solicitado la inscripción del modelo, se procederá a la 
retirada de las máquinas, salvo que se solicite la inscripción definitiva del modelo.

Disposición transitoria segunda.  Rifa Benéfica de Oviedo y rifa Pro Infancia de Gijón.

En tanto no se desarrolle la presente ley en lo relativo a loterías, el Consejero 
competente en materia de casinos, juegos y apuestas dictará una resolución en la que se 
recojan las normas que han de regir la rifa Benéfica de Oviedo y la rifa Pro Infancia de Gijón.

Disposición transitoria tercera.  Límites cuantitativos de la instalación de máquinas de 
juego.

En tanto se modifica el Decreto 77/1997, de 27 de noviembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de máquinas recreativas y de azar, el número máximo de máquinas de tipo B 
que se podrán instalar en salones de juego no será superior al que se determine en el 
momento de la obtención de la inscripción del establecimiento, y, en cualquier caso, una por 
cada tres metros cuadrados de la superficie útil de la sala. En las salas de bingo se podrán 
instalar en el vestíbulo de entrada o en salas anexas, con un límite de una por cada tres 
metros cuadrados de la superficie útil.

En los salones de juego se podrá autorizar la instalación de una máquina de tipo B.3 por 
cada tres máquinas realmente instaladas, con un máximo de cinco. En los casinos se podrá 
autorizar un máximo de cincuenta máquinas, y dentro de éstas, cinco máquinas podrán ser 
de tipo B.3.

Disposición transitoria cuarta.  Casinos que mantengan su plantilla durante 2013.

(Derogada)

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

Queda derogada la Ley del Principado de Asturias 3/2001, de 4 de mayo, de Juego y 
Apuestas, así como la sección 7.ª del capítulo V de la Ley del Principado de Asturias 3/2012, 
de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2013.

Quedan, asimismo, derogadas a la entrada en vigor de esta ley, las disposiciones de 
igual o inferior rango que se opongan a lo previsto en la misma.

Disposición final primera.  Autorización para elaborar un texto refundido en materia de 
tributos cedidos.

Se autoriza al Consejo de Gobierno a elaborar un texto refundido del conjunto de 
disposiciones vigentes en materia de tributos cedidos con facultades de aclaración, 
regularización y armonización de las mismas. El plazo para el ejercicio de esta delegación 
será de seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente ley.
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Disposición final segunda.  Habilitación normativa.

Se autoriza al Consejero competente en materia tributaria para aprobar los 
correspondientes modelos de autoliquidación así como el desarrollo del procedimiento para 
la cumplimentación, el pago y presentación de las tasas reguladas en la presente ley.

Disposición final tercera.  Desarrollo reglamentario.

El Consejo de Gobierno aprobará en el plazo de seis meses el correspondiente 
desarrollo reglamentario de las disposiciones previstas en la presente ley.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 51  Ley de Juego y Apuestas

– 735 –



§ 52

Ley 8/2002, de 21 de octubre, de Espectáculos Públicos y 
Actividades Recreativas

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 247, de 24 de octubre de 2002

«BOE» núm. 278, de 20 de noviembre de 2002
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2002-22547

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta general del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de 
Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas.

PREÁMBULO

I. Los espectáculos públicos y las actividades recreativas, su desarrollo y las normas, 
especialmente de seguridad, que deben cumplir los establecimientos, locales o instalaciones 
en las que los mismos tienen lugar han constituido un tradicional sector de interés para los 
poderes públicos, que han desarrollado diferentes técnicas de intervención sobre el mismo, 
habitualmente a través de la regulación de la concesión de las correspondientes licencias y 
autorizaciones administrativas.

Sin embargo, la intervención de los poderes públicos en este sector ha ido cambiando de 
forma paralela a la transformación de la realidad económica y social, pasando de un mero 
objetivo de control de los espectáculos, del que es manifestación clara el Real Decreto 
2816/1982, de 27 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento general de policía de 
espectáculos públicos y actividades recreativas, a tratar de compatibilizar el principio básico 
de libertad con las imprescindibles condiciones de seguridad que deben observar los locales 
donde se realizan estas actividades y la salvaguardia de los derechos de los ciudadanos y 
usuarios, objetivos que persiguen las actuales regulaciones del sector en las comunidades 
autónomas que han hecho ejercicio de sus competencias estatutarias en la materia.

En el ámbito del Principado de Asturias, que por Real Decreto 845/1995, de 30 de mayo, 
recibió el traspaso de los servicios y medios que ostentaba la Administración del Estado en 
materia de espectáculos públicos y actividades recreativas, la actividad en materia de 
espectáculos públicos y actividades recreativas ha estado regulada, hasta el momento, por 
el Real Decreto 2816/1982, de 27 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento general 
de policía de espectáculos públicos y actividades recreativas, norma cuya aplicación, sin 
embargo, ha puesto de manifiesto, según varias sentencias del Tribunal Supremo y del 
Tribunal Constitucional, ciertos problemas entre los que destaca el insuficiente rango 
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normativo del régimen sancionador en ella previsto, lo que ha obligado a acudir, en este 
ámbito, a la regulación establecida en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre 
Protección de la Seguridad Ciudadana.

Todo lo anterior, unido al hecho de que el Principado de Asturias ostenta competencia 
exclusiva en materia de espectáculos públicos, tal como establece el artículo 10.1.28 del 
Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias aprobado por la Ley Orgánica 7/1981, de 
30 de diciembre, modificada por la Ley Orgánica 1/1999, de 5 de enero, hace conveniente 
establecer, en una norma de rango legal, una regulación global del sector que dé una 
respuesta actualizada a la necesaria ordenación del sector en el ámbito de nuestra 
Comunidad Autónoma.

II. La presente Ley nace, por tanto, con carácter globalizador, esto es, con los objetivos 
de establecer una regulación genérica que recoja los aspectos básicos de aplicación a todos 
los espectáculos públicos o actividades recreativas que se desarrollen en el territorio de la 
Comunidad Autónoma del Principado de Asturias y de reconducir a la unidad las diversas 
regulaciones en la materia existentes hasta ahora, dejando así para posteriores desarrollos 
reglamentarios los contenidos de detalle más pormenorizado.

En cuanto a su contenido, el Capítulo I de la Ley, de disposiciones generales, establece 
el ámbito material de aplicación de la norma, que afecta a los espectáculos públicos y 
actividades recreativas que se efectúen íntegramente en el ámbito territorial del Principado 
de Asturias, así como las condiciones de los establecimientos, locales o instalaciones en los 
que aquéllos se desarrollen, con exclusión de las actividades restringidas al ámbito 
puramente privado.

Otro aspecto a destacar es la previsión de la elaboración, por vía reglamentaria, de un 
catálogo de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos y locales e 
instalaciones públicos, sin perjuicio de la existencia de un catálogo provisional que se recoge 
en la disposición transitoria tercera del texto legal.

En el Capítulo II de la Ley se regulan los aspectos más relevantes relativos a los 
establecimientos, locales e instalaciones donde se desarrollen los espectáculos públicos o 
las actividades recreativas, destacando la importancia que se les confiere a las condiciones 
de seguridad de los emplazamientos donde tienen lugar las actividades sujetas a regulación, 
con el resultado de establecer la obligatoriedad de un seguro de responsabilidad civil.

En la Sección 2.ª de este Capítulo, por su parte, se establece el régimen jurídico general 
de las licencias o autorizaciones, según los casos, a que quedan sujetos tanto los 
establecimientos y locales como otras instalaciones que pudieran albergar el desarrollo de 
espectáculos o actividades recreativas.

Por su parte, el Capítulo III regula la creación de registros, de ámbito tanto autonómico 
como municipal, de establecimientos, locales e instalaciones destinados a espectáculos 
públicos y actividades recreativas.

El Capítulo IV de la norma se centra en la regulación de la celebración, propiamente 
dicha, de los espectáculos y actividades recreativas, con una Sección 1.ª referente a 
autorizaciones y prohibiciones que afectan a determinadas celebraciones y una Sección 2.ª 
que regula el régimen de los horarios de apertura y cierre, atribuyendo la Ley al Consejo de 
Gobierno el ejercicio de esta competencia, sin menoscabo del establecimiento, en la 
disposición transitoria séptima del propio texto legal, de un régimen transitorio que 
prácticamente reproduce el régimen de horarios vigente hasta el momento.

La Sección 3.ª de este Capítulo IV establece las facultades de control, por parte de las 
administraciones competentes, de las actividades sujetas a la Ley, con la atribución expresa 
de la condición de agente de la autoridad al personal público que haya de desarrollar las 
funciones de inspección y control, así como mediante la regulación de multas coercitivas que 
ayuden a lograr la debida ejecución de los actos dictados por los órganos competentes en 
aplicación de la Ley.

Por su parte, la Sección 4.ª de este mismo Capítulo IV, por su parte, presta especial 
atención a la protección de consumidores y usuarios, previendo la Ley un claro control de la 
publicidad de los espectáculos y de la venta de entrada y abonos, al tiempo que protege con 
especial interés a la infancia y la juventud.

En el Capítulo V, en cumplimiento de la reserva material de ley, se procede a una 
tipificación exhaustiva de las infracciones y sanciones en la materia, con pleno respeto a los 
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principios contenidos en el artículo 25 de la Constitución, así como a las normas y principios 
establecidos en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, añadiéndose 
también la regulación de medidas cautelares y la previsión del resarcimiento, en su caso, de 
los daños y perjuicios que pudieran causarse.

Por lo que se refiere a la aplicación del régimen sancionador, se sigue la pauta fijada por 
la legislación actual y por el Pacto local asturiano, dando un mayor protagonismo a los 
ayuntamientos y potenciando, así, las cuotas de autonomía local, de manera que se 
garantice el ejercicio de las potestades públicas en los órganos más próximos a los 
ciudadanos.

Por último, el Capítulo VI de la Ley crea y regula el Consejo Asesor de Espectáculos 
Públicos y Actividades Recreativas del Principado de Asturias como órgano de coordinación, 
consulta y asesoramiento de las diferentes administraciones públicas actuantes en esta 
materia.

En suma, los objetivos de la presente Ley pueden resumirse en: lograr una regulación 
actual y global en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas; armonizar el 
ejercicio de estas actividades dentro del marco de nuestro ordenamiento jurídico; dar el 
rango adecuado al régimen sancionador aplicable; y disciplinar las relaciones entre las 
diferentes instancias administrativas, autonómica y local, con competencia en esta materia, 
con un compromiso de coordinación entre ellas compatible con el principio de autonomía 
respectiva.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente Ley tiene por objeto regular los espectáculos públicos y actividades 
recreativas que se efectúen en el ámbito territorial del Principado de Asturias, así como las 
condiciones de los establecimientos, locales o instalaciones en los que aquéllos se 
desarrollen.

2. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por espectáculos públicos los 
organizados con el fin de congregar público para presenciar actividades, representaciones o 
exhibiciones de naturaleza artística, cultural, deportiva o análoga ; y se entenderá por 
actividades recreativas aquéllas dirigidas al público en general cuyo fin sea el esparcimiento, 
ocio, recreo o diversión del mismo.

3. A los efectos de esta Ley se entenderá por espectáculos públicos o actividades 
recreativas de carácter extraordinario aquellos que no se ajusten a las condiciones de la 
licencia del establecimiento, local o instalación en el que se desarrolle la actividad.

Artículo 2.  Exclusiones.

1. Se excluyen de la aplicación de la presente Ley las actividades restringidas al ámbito 
puramente privado, de carácter familiar o social, que no se hallen abiertas a la pública 
concurrencia, así como las que se realicen en el ejercicio de los derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución.

2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, los establecimientos, locales o 
instalaciones donde se realicen estas actividades excluidas deberán reunir en todo caso las 
condiciones de seguridad exigidas por esta Ley.

Artículo 3.  Relaciones con normativas sectoriales.

Las disposiciones de la presente Ley se aplicarán sin perjuicio de la aplicación de las 
demás normas que, para los espectáculos públicos y actividades recreativas, incidan en 
aspectos distintos a los regulados por ella.
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Artículo 4.  Catálogo.

Reglamentariamente se establecerá un catálogo de los espectáculos públicos, las 
actividades recreativas y los establecimientos y locales e instalaciones públicas sometidos a 
la presente Ley, definiendo claramente las peculiaridades de cada uno, y clasificándolos en 
función de las mismas. Entre tanto se aplicará el contenido en la disposición transitoria 
tercera.

CAPÍTULO II

Establecimientos, locales e instalaciones para espectáculos públicos y 
actividades recreativas

Sección 1.ª Condiciones de seguridad

Artículo 5.  Condiciones generales.

1. Los establecimientos, locales e instalaciones incluidos en el ámbito de esta Ley 
deberán, de conformidad con la normativa aplicable en cada caso, reunir los requisitos 
legales y condiciones técnicas de seguridad, accesibilidad, aislamiento acústico, protección 
contra incendios e higiene necesarios para garantizar la seguridad y protección de personas 
y bienes y, en particular, del público asistente, así como para evitar molestias a terceros, y 
efectos negativos para el entorno.

2. Asimismo, los establecimientos, locales e instalaciones afectados por la presente Ley 
deberán disponer de un plan de emergencia conforme a lo que dispongan las normas 
aplicables en la materia.

Artículo 6.  Seguro de responsabilidad.

1. Los titulares de los establecimientos, locales e instalaciones o, en su caso, los 
organizadores de las actividades incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley deberán 
tener suscrito contrato de seguro por cuantía suficiente para cubrir su responsabilidad civil 
por daños a los concurrentes que puedan ocasionarse como consecuencia de las 
condiciones de los establecimientos o locales, de sus instalaciones y del personal que preste 
sus servicios en los mismos, así como consecuencia del espectáculo o actividad 
desarrollados.

2. En el supuesto de la celebración de espectáculos públicos o actividades recreativas 
de carácter extraordinario, se considerará responsables de la obligación prevista en este 
artículo a los organizadores de los mismos, de acuerdo con lo previsto en el artículo 28 del 
presente texto legal.

3. Reglamentariamente se fijarán las normas reguladoras de las condiciones de este 
seguro obligatorio.

4. Reglamentariamente se fijarán las normas específicas para el caso de espectáculos 
públicos o actividades recreativas organizadas por asociaciones o entidades sin ánimo de 
lucro.

Artículo 7.  Vigilancia y seguridad.

Reglamentariamente se determinarán los espectáculos públicos, las actividades 
recreativas y los establecimientos, locales e instalaciones que por su naturaleza, aforo, o 
incidencia en la convivencia ciudadana deberán implantar medidas o servicios de vigilancia y 
seguridad, así como las características de los mismos.
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Sección 2.ª Licencias de establecimientos y locales

Artículo 8.  Sujeción a licencia.

1. Los establecimientos y locales regulados en la presente Ley, previamente a su puesta 
en funcionamiento, necesitarán obtener las preceptivas licencias municipales, sin perjuicio 
de otras autorizaciones que pudieran ser exigibles.

2. Las licencias previstas en esta Ley serán independientes de aquellas que resulten 
exigibles conforme a otras normas generales o sectoriales distintas a las específicas de 
espectáculos públicos y actividades recreativas.

3. Se exigirá la obtención de nueva licencia para la reforma de instalaciones, para el 
cambio de emplazamiento de una actividad y para la ampliación de actividades, así como 
para la utilización con carácter permanente de un establecimiento o local para una actividad 
distinta a la que tuviera autorizada con anterioridad.

4. El cambio de titularidad de un establecimiento o local deberá ser comunicado a la 
autoridad municipal competente para la concesión de licencias.

5. En tanto no se disponga de la correspondiente licencia no podrá prestarse, por parte 
de las empresas correspondientes, suministro de agua, energía eléctrica o combustibles 
líquidos y gaseosos, salvo los necesarios para la adecuación del establecimiento o local.

Artículo 9.  Procedimiento de obtención de licencia.

1. El procedimiento para la obtención de licencias se regulará reglamentariamente, 
inspirándose en el principio de tramitación conjunta de las mismas, y, en el caso de ser de 
aplicación la normativa correspondiente a actividades clasificadas, dará lugar a una única 
licencia.

2. El plazo máximo de tramitación del procedimiento será de tres meses, entendiendo 
que la licencia ha sido desestimada por el transcurso de dicho plazo sin haber sido notificada 
la oportuna resolución.

Artículo 10.  Limitaciones a la concesión de licencia.

1. La instalación de establecimientos y locales sujetos a esta Ley podrá ser objeto de 
limitación, que habrá de ser establecida por los concejos en planes urbanísticos o en 
ordenanzas municipales, de conformidad con la legislación urbanística, cuando se produzca 
una excesiva acumulación en determinadas zonas de establecimientos o locales de similar 
naturaleza.

2. Asimismo, los concejos podrán acordar la suspensión temporal de la concesión de 
licencias para una clase determinada de actividad en zonas o calles previamente 
delimitadas.

Artículo 11.  Licencia de apertura.

1. La licencia de apertura deberá recoger, al menos, los siguientes extremos:

a) Nombre y DNI o NIF del titular de la actividad.
b) Actividad para la que se autoriza el uso del establecimiento o local, de acuerdo con las 

definiciones que se contengan en el catálogo.
c) Denominación del establecimiento.
d) Emplazamiento.
e) Aforo máximo.
f) Condiciones o medidas correctoras de obligado cumplimiento, en su caso.

2. La Administración local podrá ampliar el contenido de la licencia de apertura mediante 
la correspondiente ordenanza.

3. El documento en el que se formalice la licencia de apertura deberá figurar en el 
establecimiento o local en un lugar visible al público y a disposición de los servicios de 
inspección competentes.
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Artículo 12.  Revocación de la licencia de apertura.

1. El incumplimiento de los requisitos y condiciones en que se concedió la licencia de 
apertura podrá determinar la pérdida de eficacia de la misma, previa instrucción del 
expediente correspondiente y con audiencia al interesado.

2. Si el incumplimiento afecta sustancialmente a las condiciones de seguridad de las 
personas o a la salubridad pública, la autoridad municipal competente clausurará 
temporalmente el establecimiento en tanto se procede a la resolución del oportuno 
expediente para dejar sin eficacia la licencia concedida.

3. En el caso de alteración normativa del contenido de las licencias de apertura, deberá 
establecerse un plazo de adaptación, una vez transcurrido el cual sin resultar subsanadas 
las posibles deficiencias o carencias existentes se procederá a la revocación de las licencias.

Artículo 13.  Caducidad de la licencia de apertura.

1. Las licencias de apertura caducarán en los siguientes supuestos:

a) Cuando la actividad no comience a ejercerse en el plazo señalado en la licencia o, en 
su defecto, en el plazo de un año a contar desde su concesión.

b) Cuando el ejercicio de la actividad autorizada en la licencia se paralice por un plazo 
superior a un año, salvo supuestos de fuerza mayor o caso fortuito.

2. Producida la caducidad en los supuestos previstos en el apartado anterior, podrá 
reanudarse nuevamente la actividad a solicitud del interesado y previo el preceptivo 
reconocimiento del local por la autoridad municipal al efecto de comprobar si subsisten las 
medidas que fueron tenidas en cuenta para la concesión de la licencia.

Sección 3.ª Licencia para instalaciones

Artículo 14.  Sujeción a licencia.

1. Las instalaciones eventuales, portátiles o desmontables en las que pretendan 
desarrollarse espectáculos públicos o actividades recreativas necesitarán previamente a su 
puesta en funcionamiento la preceptiva licencia municipal, sin perjuicio de otras 
autorizaciones que les fueran exigibles.

2. La licencia de apertura deberá recoger, al menos, los extremos previstos en las letras 
a), b), d) y e) del artículo 11.1 de esta Ley y el plazo máximo para la concesión de estas 
licencias será de 30 días, entendiéndose que la licencia ha sido desestimada por el 
transcurso de dicho plazo sin haber sido notificada la oportuna resolución.

CAPÍTULO III

Registros

Artículo 15.  Registro del Principado de Asturias.

Dependiente de la Consejería competente en materia de seguridad pública, existirá un 
Registro de establecimientos, locales e instalaciones destinados a espectáculos públicos y 
actividades recreativas.

Artículo 16.  Registros municipales.

Existirá en cada Ayuntamiento un Registro de establecimientos, locales e instalaciones 
destinados a espectáculos públicos y actividades recreativas.

Artículo 17.  Régimen de los registros.

1. Los registros a que se refiere el presente Capítulo serán públicos y cualquier persona 
interesada podrá obtener certificación de los datos inscritos en los mismos.

2. Reglamentariamente, en el marco de sus respectivas competencias y de acuerdo con 
los principios de eficacia, coordinación y colaboración mutua, por los órganos 
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respectivamente competentes, se regulará la estructura, organización y funcionamiento de 
los Registros a que se refieren los artículos 15 y 16 de esta ley, así como los datos 
susceptibles de inscripción en los mismos.

CAPÍTULO IV

Celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas

Sección 1.ª Autorizaciones y prohibiciones

Artículo 18.  Autorizaciones.

1. Los espectáculos públicos y actividades recreativas que se desarrollen en 
establecimientos, locales o instalaciones que cuenten con las respectivas licencias a tal fin 
no necesitarán de ningún otro trámite para su celebración.

2. Los espectáculos públicos y actividades recreativas no contemplados en el apartado 
anterior necesitarán autorización administrativa de la respectiva Administración pública:

a) La autorización corresponderá a la Administración local en el caso de:

Los espectáculos públicos y actividades recreativas que se celebren íntegramente dentro 
de un término municipal.

Las carreras o pruebas deportivas que se celebren en las vías públicas y cuyo desarrollo 
no sobrepase los términos del concejo.

Los espectáculos públicos y actividades recreativas de carácter extraordinario.

b) La autorización corresponderá a la Administración del Principado de Asturias en el 
caso de:

Los espectáculos públicos y actividades recreativas cuya celebración afecte a más de un 
término municipal.

Las carreras o pruebas deportivas que se celebren en las vías públicas y cuyo desarrollo 
sobrepase los términos de un concejo.

Los espectáculos taurinos.

3. Las autorizaciones a que se hace referencia en este artículo para la celebración de 
espectáculos públicos y actividades recreativas que impliquen el uso de vías públicas se 
entenderán necesarias, sin perjuicio de la competencia exclusiva del Estado en materia de 
tráfico y seguridad vial.

4. Las administraciones locales y autonómica del Principado de Asturias comunicarán a 
la Delegación del Gobierno en Asturias las autorizaciones que concedan para celebrar 
espectáculos públicos y actividades recreativas al objeto de que ésta pueda adoptar las 
medidas que considere oportunas en materia de seguridad pública.

5. La publicidad de los espectáculos públicos y actividades recreativas a los que se 
refiere el apartado 2 de este artículo, deberá contener la referencia de la resolución 
administrativa que los autoriza.

Artículo 19.  Requisitos y contenido de la autorización.

1. Procederá la concesión de autorización cuando se acrediten ante la autoridad 
competente, al menos, los siguientes extremos:

a) Disponibilidad de local, establecimiento, instalación o espacio público adecuados.
b) Cumplimiento de las condiciones de seguridad e higiene exigibles según la actividad y 

tipo de local, a través de certificación suscrita por técnico competente y visada por su 
correspondiente colegio profesional.

c) Aseguramiento de los riesgos derivados de la actividad y, en su caso, existencia de 
medidas o servicios de seguridad y vigilancia.

2. La autorización determinará, al menos, las medidas de seguridad a aplicar y, en su 
caso, el aforo máximo del emplazamiento en el que se vaya a celebrar la actividad, así como 
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el tiempo, en su caso, por el que se concede y los espectáculos públicos o actividades 
recreativas que mediante la misma se permiten.

3. El plazo de tramitación del procedimiento será de un mes, entendiéndose que la 
autorización ha sido desestimada por el transcurso de dicho plazo sin haber sido notificada 
la oportuna resolución.

Artículo 20.  Prohibiciones.

Quedan prohibidos los espectáculos públicos y actividades recreativas siguientes:

a) Los que puedan ser constitutivos de infracción penal.
b) Los que inciten o fomenten la violencia, atenten contra la dignidad humana o 

conculquen los derechos fundamentales de las personas.
c) Los que impliquen crueldad o maltrato para los animales, puedan ocasionarles 

sufrimientos o hacerles objeto de tratamientos antinaturales, no estando incluidos en esta 
prohibición los espectáculos taurinos, que se regirán por su normativa específica.

d) Los que impliquen prácticas incitadoras del consumo de bebidas alcohólicas, tales 
como los concursos de resistencia; el ofrecimiento de consumiciones a precios inferiores a 
los que correspondan según la carta de precios de los establecimientos, locales o 
instalaciones; u otros supuestos análogos.

e) Los que pongan en grave riesgo la conservación de espacios naturales protegidos o 
de especial valor medioambiental.

Sección 2.ª Horarios de apertura y cierre

Artículo 21.  Regulación de horarios.

La regulación de los horarios de apertura y cierre de los establecimientos, locales e 
instalaciones comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley se determinará 
reglamentariamente por el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en 
materia de seguridad pública y previo dictamen preceptivo del Consejo Asesor de 
Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas del Principado de Asturias, garantizado en 
todo caso el derecho al descanso y a la salud y teniendo en cuenta, al menos, los siguientes 
extremos:

a) Tipos de espectáculos y actividades.
b) Estación anual.
c) Distinción entre días laborables y vísperas de festivos o festivos.
d) Celebración al aire libre o en locales cerrados y condiciones de insonorización.
e) Emplazamiento en zonas residenciales urbanas u hospitalarias.

Artículo 22.  Ampliación y reducción de horarios.

Los ayuntamientos, mediante la oportuna ordenanza municipal y en los términos que se 
prevean en el reglamento regulador de los horarios de apertura y cierre de establecimientos 
y locales, podrán establecer ampliaciones de horarios en atención a la celebración de fiestas 
locales o de espectáculos o actividades singulares.

Sección 3.ª Facultades de control de la actividad

Artículo 23.  Inspección y control.

1. La inspección de los establecimientos, locales e instalaciones destinados a la 
celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas, así como el control del 
desarrollo de tales espectáculos y actividades serán ejercidos, dentro de sus respectivos 
ámbitos de competencia, por la Administración del Principado de Asturias y los 
ayuntamientos.

2. A los efectos previstos en el apartado anterior, el personal de las administraciones 
públicas competentes debidamente acreditado, que tendrá la condición de agente de la 
autoridad, podrá acceder en todo momento a los establecimientos y locales e instalaciones 
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sujetos al ámbito de aplicación de la presente Ley, adoptando cuantas medidas sean 
precisas para el adecuado desarrollo de sus funciones.

El acceso se limitará a las zonas de uso y estancia pública, excluyéndose las zonas 
privadas, salvo autorización expresa del propietario o encargado del local.

3. El resultado de la inspección deberá consignarse en acta, que se remitirá al órgano 
administrativo competente a los efectos que procedan.

4. Las labores de inspección y control a que hace referencia este artículo también podrán 
ser realizadas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, debiendo solicitarse, en 
su caso, la colaboración de éstas a través de la Delegación del Gobierno en Asturias.

Artículo 24.  Suspensión de espectáculos y clausura de locales y establecimientos.

1. Las autoridades administrativas competentes suspenderán la celebración de 
espectáculos públicos y actividades recreativas en los siguientes casos:

a) Los previstos en el artículo 20 de la presente Ley, debiendo, en su caso, la autoridad 
que acuerde la suspensión ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal.

b) Las que pongan en riesgo la integridad de las personas o bienes y las que incumplan 
las condiciones de seguridad, sanitarias y de higiene aplicables.

2. Las autoridades competentes, previa audiencia a los interesados, procederán a la 
clausura y precinto de los establecimientos, locales e instalaciones que carezcan de licencia 
o que, aun teniéndola, presenten deficiencias que hagan peligrar la integridad de personas y 
bienes o la salubridad pública.

En el caso de apreciarse peligro inminente, estas medidas podrán adoptarse sin 
necesidad de audiencia previa.

Artículo 25.  Multas coercitivas.

1. Para lograr la debida ejecución de los actos dictados por los órganos competentes en 
aplicación de la presente Ley, se podrán imponer multas coercitivas en los términos del 
artículo 99 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las 
administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.

2. La cuantía de estas multas no excederá en ningún caso de la mitad del importe 
mínimo que se disponga para la sanción aplicable al caso y serán compatibles e 
independientes de las sanciones que puedan imponerse por la comisión de las infracciones 
tipificadas en esta Ley.

Sección 4.ª Derechos y protecciones especiales

Artículo 26.  Protección del consumidor y usuario.

1. Sin perjuicio de la normativa vigente en materia de disciplina de mercado y de defensa 
de consumidores y usuarios, se establecen las siguientes medidas de protección de 
consumidores y usuarios:

a) La publicidad de los espectáculos públicos y actividades recreativas deberá reflejar 
con claridad suficiente sus contenidos y las condiciones en las que se desarrollarán, de 
forma que se asegure la capacidad de elección.

b) Queda prohibida la venta de entradas y abonos en número que exceda del aforo del 
establecimiento, local o instalación, así como la reventa y venta ambulante de entradas y 
abonos y la percepción de precios superiores a los autorizados, no debiendo las entidades 
organizadoras, en ningún caso, favorecer tales situaciones.

c) Los usuarios, que tienen derecho a contemplar el espectáculo público o a participar en 
la actividad recreativa, y a que éstos se desarrollen en su integridad, según la forma y 
condiciones en que hayan sido anunciados, tendrán también derecho a la devolución total o 
parcial del importe abonado en caso de suspensión o modificación esencial del espectáculo 
o actividad, salvo en el supuesto de que la suspensión o modificación se produjera una vez 
comenzado el espectáculo o actividad y se debiera a fuerza mayor o caso fortuito, y todo ello 
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sin perjuicio de las reclamaciones que fueran procedentes conforme a la legislación civil y 
mercantil.

2. En todos los establecimientos, locales e instalaciones deberán existir y estar a 
disposición del público, libros y hojas de reclamaciones cuyos contenidos se regularán 
reglamentariamente.

Artículo 27.  Protección de la infancia y de la juventud.

1. Reglamentariamente podrá prohibirse el acceso a determinados espectáculos y 
actividades a la infancia y la juventud, o condicionar su participación en los mismos, siempre 
que ello no suponga limitación de los derechos proclamados en el artículo 20 de la 
Constitución.

2. En establecimientos, locales e instalaciones destinados a menores de dieciséis años, 
sin perjuicio del cumplimiento de las condiciones generales y de la aplicación de las normas 
vigentes en materia de protección de la infancia y la juventud, se deberán cumplir, además, 
las siguientes condiciones:

a) Estará prohibido el suministro de tabaco y bebidas alcohólicas.
b) No podrán colocarse máquinas de juego o azar.
c) El horario de finalización de los espectáculos no podrá superar las veintidós treinta 

horas.
d) No podrán desarrollarse espectáculos, ni instalarse elementos decorativos o 

propaganda que pongan en peligro la integridad física, psíquica o moral de los menores.

3. En los establecimientos, locales e instalaciones donde se celebren espectáculos o 
actividades destinadas a menores de dieciséis años, en tanto éstas tengan lugar, y sin 
perjuicio del cumplimiento de las condiciones generales y de la aplicación de las normas 
vigentes en materia de protección de la infancia y la juventud, se deberán cumplir, además, 
las siguientes condiciones:

a) Estará prohibido el suministro de tabaco y bebidas alcohólicas.
b) Caso de existir máquinas de juego o azar, no podrán estar en funcionamiento.
c) No podrán instalarse elementos decorativos o propaganda que pongan en peligro la 

integridad física, psíquica o moral de los menores.

Sección 5.ª Entidades organizadoras

Artículo 28.  Entidades organizadoras.

1. A los efectos de esta Ley, se considerará entidad organizadora de los espectáculos 
públicos y de las actividades recreativas a las personas físicas o jurídicas, públicas o 
privadas, que asuman ante las administraciones públicas, o subsidiariamente ante el público, 
la celebración de los mismos.

2. Los titulares de las empresas organizadoras, sus cargos directivos, los empleados de 
aquéllas y, en su caso, los espectadores con ocasión y consecuencia de la organización y 
celebración de espectáculos o actividades recreativas estarán obligados a cumplir las 
prescripciones que se señalen reglamentariamente por las administraciones públicas 
competentes.

Artículo 29.  Derecho de admisión.

1. Los titulares de los establecimientos, locales e instalaciones y los organizadores de 
espectáculos públicos y actividades recreativas o personas en quienes deleguen podrán 
ejercer el derecho de admisión al objeto de impedir el acceso de personas que se comporten 
de manera violenta, puedan producir molestias al público o usuarios o puedan alterar el 
normal desarrollo del espectáculo o actividad.

A tal fin, las condiciones de admisión deberán ser debidamente autorizadas y visadas 
por la Consejería competente en materia de seguridad pública.
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2. El ejercicio del derecho de admisión no podrá utilizarse para restringir el acceso de 
manera arbitraria o discriminatoria, ni para situar al usuario en condiciones de inferioridad, 
indefensión o agravio comparativo.

3. Las condiciones objetivas en que se podrá ejercer el derecho de admisión deberán 
constar en lugar visible a la entrada de los establecimientos, locales e instalaciones.

4. En los espectáculos públicos contenidos en el apartado A) de la disposición transitoria 
tercera de esta ley se garantizará a los consumidores y usuarios el derecho a elegir los 
productos que deseen consumir y dónde adquirirlos, siempre y cuando durante el 
espectáculo se permita el consumo de los mismos.

CAPÍTULO V

Régimen sancionador

Sección 1.ª Potestad Sancionadora

Artículo 30.  Principios generales.

La potestad sancionadora en materia de establecimientos, locales e instalaciones, 
espectáculos públicos y actividades recreativas, que podrá ser objeto de delegación, se 
ejercerá por las administraciones públicas de acuerdo con lo previsto en el Título IX de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, en esta Ley y en las disposiciones que la 
desarrollen.

Sección 2.ª Infracciones

Artículo 31.  Clasificación de las infracciones.

Las infracciones contempladas en la presente Ley se clasifican en muy graves, graves y 
leves.

Artículo 32.  Infracciones muy graves.

Se consideran infracciones muy graves:

a) La apertura de establecimientos, locales o instalaciones y la celebración de 
espectáculos públicos o actividades recreativas cuando concurran las siguientes 
circunstancias:

a.1 Que carezcan de licencia o autorización o excedan de los límites de la misma.
a.2 Que no adopten, total o parcialmente, las medidas obligatorias de seguridad o 

salubridad, éstas no funcionen o lo hagan defectuosamente.

b) El incumplimiento de la obligación de tener suscrito el contrato de seguro exigido en la 
presente Ley, con su correspondiente póliza en vigor.

c) La admisión en establecimientos, locales o instalaciones de espectadores o usuarios 
en número superior al previsto en su aforo oficial, lo que será suficiente para integrar una 
causa grave de riesgo para la seguridad de las personas o los bienes.

d) La admisión de menores de dieciséis años en establecimientos públicos, locales e 
instalaciones en que lo tengan prohibido.

e) Las actividades que impliquen prácticas incitadoras del consumo de bebidas 
alcohólicas en los términos previstos en el artículo 20.d) del presente texto legal.

f) La negativa de acceso, o su obstaculización, a los agentes de la autoridad en el 
ejercicio de las funciones establecidas en la presente Ley.

g) La celebración de espectáculos públicos o actividades recreativas quebrantando la 
prohibición o la suspensión ordenadas por la autoridad competente.

h) La comisión de una tercera infracción grave dentro del plazo de un año, que se 
sancionará como infracción muy grave, siempre que las sanciones hayan alcanzado firmeza.
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Artículo 33.  Infracciones graves.

Se consideran infracciones graves:

a) La apertura de establecimientos, locales o instalaciones y la celebración de 
espectáculos públicos o actividades recreativas careciendo de licencia o autorización, o 
excediendo de los límites de las mismas.

b) La apertura de establecimientos, locales o instalaciones y la celebración de 
espectáculos públicos o actividades recreativas que, aun contando con la correspondiente 
licencia o autorización, no adopten, total o parcialmente, las medidas de seguridad o 
salubridad obligatorias o cuando aquéllas no funcionen o lo hagan defectuosamente.

c) La instalación, dentro de los establecimientos, locales o instalaciones, de cualquier 
tipo de venta, u otras actividades, sin obtener la licencia o autorización que fuera preceptiva.

d) El incumplimiento de las condiciones de venta de las entradas y abonos.
e) La suspensión del espectáculo público o actividad recreativa anunciados sin causa 

justificada o la modificación sustancial no autorizada del contenido del espectáculo público o 
actividad recreativa anunciada.

f) Negarse a actuar, alterar la actuación programada o incumplir las normas establecidas 
para el desarrollo del espectáculo, salvo por causa de fuerza mayor o caso fortuito, 
resultando en estos casos responsable el artista que desarrolle las actuaciones reseñadas.

g) El incumplimiento de las condiciones de insonorización de los establecimientos, 
locales e instalaciones.

h) La utilización del derecho de admisión de forma discriminatoria o arbitraria.
i) La realización de publicidad fraudulenta que pueda distorsionar la capacidad electiva 

del público.
j) La utilización de datos o circunstancias falsos para la obtención de los documentos 

previstos por la presente Ley, siempre que no constituya infracción penal.
k) La comisión de una tercera infracción leve dentro del plazo de un año, que se 

sancionará como infracción grave, siempre que las sanciones hayan alcanzado firmeza.

Artículo 34.  Infracciones leves.

Se consideran infracciones leves:

a) El retraso en el comienzo o finalización de los espectáculos y actividades recreativas o 
el incumplimiento de los horarios de apertura y cierre de los locales en los que se desarrollen 
los mismos.

b) La falta de respeto de los espectadores, asistentes o usuarios a los artistas, 
deportistas y demás actuantes, así como al resto del público o viceversa.

c) El acceso del público a los escenarios, campos o lugares de actuación durante la 
celebración del espectáculo, salvo cuando esté expresamente previsto o venga exigido por 
la naturaleza de la actividad, siendo responsables, en este supuesto, los organizadores del 
espectáculo.

d) La falta de limpieza o higiene en aseos o servicios, así como el mal estado de los 
locales o instalaciones que produzca incomodidad manifiesta.

e) El suministro de agua potable, electricidad o combustibles líquidos o gaseosos a los 
establecimientos, locales o instalaciones eventuales que no cuenten con la oportuna licencia 
o autorización o que hayan sido privados de la misma por resolución administrativa firme, 
recayendo la responsabilidad sobre la empresa suministradora.

f) Todas aquellas infracciones que, no estando calificadas como graves o muy graves, 
constituyan incumplimientos de las obligaciones o vulneración de las prohibiciones 
establecidas en la presente Ley.

Artículo 35.  Prescripción de infracciones.

Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 
leves a los seis meses.
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Artículo 36.  Sujetos responsables.

1. Serán responsables de las infracciones administrativas previstas en esta Ley las 
personas físicas o jurídicas que incurran en las acciones u omisiones tipificadas en la misma, 
aun a título de simple inobservancia.

2. Serán responsables solidarios de las infracciones tipificadas en esta Ley quienes 
gestionen o exploten los establecimientos, locales e instalaciones o desarrollen las 
actividades u organicen espectáculos, así como los titulares de las licencias o autorizaciones 
correspondientes.

3. En el caso de las personas jurídicas serán responsables subsidiarios, hayan o no 
cesado en su actividad, quienes ostenten cargos de administración o dirección en ellas, 
entendiéndose por tales, a los efectos de esta Ley, a los administradores o miembros de los 
órganos colegiados de administración, a los directores generales o asimilados, los 
consejeros delegados, los presidentes ejecutivos de los consejos de administración y, en 
general, a quienes dentro de la entidad desarrollen facultades de dirección de la misma.

La responsabilidad subsidiaria se fijará, en su caso, en la resolución que ponga fin al 
expediente y se ejercitará previa declaración de fallido del responsable principal o solidario.

Sección 3.ª Sanciones

Artículo 37.  Clases de sanciones.

1. Por la comisión de las infracciones muy graves tipificadas en la presente Ley se 
podrán imponer las siguientes sanciones:

a) Multa desde seis mil diez con veinte euros (6.010,20 euros) a sesenta mil ciento uno 
con veintiún euros (60.101,21 euros).

b) Reducción del horario de cierre.
c) Decomiso de los bienes o animales relacionados con el espectáculo o actividad.
d) Cierre provisional o suspensión temporal de la actividad por un tiempo máximo de tres 

meses.
e) Precinto de las instalaciones desmontables, aparatos o instrumentos utilizados para el 

desarrollo de la actividad o realización de un espectáculo.
f) Clausura definitiva del establecimiento, cese de la actividad y retirada de la licencia o 

de la autorización, sanción ésta que llevará aparejada la suspensión del suministro de agua 
potable, energía eléctrica y combustibles líquidos o gaseosos.

2. Por la comisión de las infracciones graves tipificadas en la presente Ley se podrán 
imponer las siguientes sanciones:

a) Multa desde seiscientos uno con dos euros (601,02 euros) a seis mil diez con doce 
euros (6.010,12 euros).

b) Reducción del horario de cierre.
c) Decomiso de los bienes o animales relacionados con el espectáculo o actividad.
d) Cierre provisional o suspensión temporal de la actividad por un tiempo máximo de un 

mes.
e) Precinto de las instalaciones desmontables, aparatos o instrumentos utilizados para el 

desarrollo de la actividad o realización de un espectáculo.

3. Por la comisión de las infracciones leves tipificadas en esta Ley se podrá imponer 
multa de hasta seiscientos uno con un euro (601,01 euros) y reducción del horario de cierre.

Artículo 38.  Proporcionalidad.

Las sanciones se graduarán teniendo en cuenta, especialmente, la existencia de 
intencionalidad o reiteración, la naturaleza de los perjuicios causados, el beneficio obtenido y 
la reincidencia.

En el establecimiento de sanciones pecuniarias se tendrá en cuenta que la comisión de 
las infracciones tipificadas no resulte más beneficiosa para el infractor que el cumplimiento 
de las normas infringidas.
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Artículo 39.  Prescripción de las sanciones.

Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las 
impuestas por faltas graves a los dos años y por faltas leves al año.

Artículo 40.  Procedimiento sancionador.

La tramitación de los expedientes sancionadores se ajustará a lo establecido en el 
Decreto 21/1994, de 24 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento 
sancionador general en la Administración del Principado de Asturias.

Artículo 41.  Órganos sancionadores competentes.

1. Los concejos cuya población de derecho supere los diez mil habitantes serán 
competentes para la tramitación y resolución de los expedientes sancionadores.

2. Los concejos cuya población de derecho no supere los diez mil habitantes podrán, no 
obstante, asumir la competencia para la tramitación y resolución de los expedientes 
sancionadores cuando, previo dictamen preceptivo del Consejo Asesor de Espectáculos 
Públicos y Actividades Recreativas del Principado de Asturias, resulte acreditado que 
disponen de servicios técnicos, jurídicos y administrativos adecuados y sea adoptado el 
correspondiente acuerdo por el Pleno del Ayuntamiento, siendo efectivo dicho acuerdo una 
vez que el mismo sea comunicado a la Consejería competente en materia de seguridad 
pública y publicado en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias».

3. Los órganos competentes de la Administración Local remitirán a los de la 
Administración del Principado de Asturias una relación de los procedimientos sancionadores 
iniciados dentro de los diez días siguientes a la fecha de adopción del acuerdo de iniciación 
de los mismos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las bases del régimen local.

4. La Administración del Principado de Asturias asumirá la competencia de tramitación y 
resolución de los expedientes sancionadores en los siguientes casos:

a) Cuando los concejos a que se refiere el apartado segundo de este artículo no 
asumieran la competencia en la materia.

b) Cuando se produjera dejación de funciones por parte de un concejo de modo que, 
teniendo conocimiento de los hechos constitutivos de infracción, no hubiera incoado el 
oportuno expediente sancionador con notificación al imputado en el plazo de un mes. A 
estos efectos, el órgano competente de la Comunidad Autónoma requerirá al órgano 
competente del concejo la remisión del expediente en el plazo de diez días.

5. En la Administración del Principado de Asturias se atribuye el ejercicio de la potestad 
sancionadora al titular de la Consejería competente en materia de seguridad pública para las 
infracciones muy graves, y al titular de la Viceconsejería, Dirección General o Secretaría 
General Técnica competentes en materia de seguridad pública, para las infracciones graves 
y leves.

Artículo 42.  Recursos.

1. Contra los actos dictados por los órganos competentes de los concejos pondrán 
interponerse los recursos previstos en la legislación aplicable.

2. Contra las resoluciones dictadas por el titular de la Consejería competente en materia 
de seguridad pública podrá interponerse recurso de súplica ante el Consejo de Gobierno del 
Principado de Asturias.

3. Contra las resoluciones dictadas por el titular de la Viceconsejería, Dirección General 
o Secretaría General Técnica competente en materia de seguridad pública podrá 
interponerse recurso de alzada ante el órgano superior jerárquico del que las dictó.

Artículo 43.  Publicación.

Las sanciones muy graves firmes serán publicadas en el «Boletín Oficial del Principado 
de Asturias».
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Sección 4.ª Otras medidas

Artículo 44.  Medidas cautelares.

1. Iniciado el expediente sancionador y en cualquier momento del mismo, mediante 
acuerdo del órgano encargado de resolver y a petición del instructor del expediente, y por 
acuerdo motivado, se podrán imponer las medidas cautelares siguientes que aseguren la 
eficacia de la resolución final que pudiera recaer:

a) La clausura del local o establecimiento.
b) La suspensión temporal de la actividad, licencia o autorización.
c) El decomiso de los bienes o animales relacionados con el espectáculo o actividad.
d) La adopción de otras medidas necesarias para garantizar la seguridad de personas o 

bienes.

2. Las medidas se extinguirán, en todo caso, con la resolución administrativa que ponga 
fin al procedimiento.

Artículo 45.  Resarcimiento de daños y perjuicios.

Las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador 
serán compatibles con la exigencia al infractor de la reposición de la situación alterada por el 
mismo a su estado originario, así como la indemnización por los daños y perjuicios 
causados, que podrán ser determinados por el órgano competente, debiendo, en este caso, 
comunicarse al infractor para su satisfacción en el plazo que al efecto se determine.

CAPÍTULO VI

Consejo Asesor de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas del 
Principado de Asturias

Artículo 46.  Naturaleza.

Se crea el Consejo Asesor de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas del 
Principado de Asturias como órgano de coordinación, colaboración, consulta y 
asesoramiento de las Administraciones Públicas competentes en las materias reguladas en 
esta Ley, adscrito a la Consejería competente en materia de seguridad pública.

Artículo 47.  Funciones.

Al Consejo Asesor de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas del Principado de 
Asturias le corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Promover la coordinación eficiente de las Administraciones Públicas competentes en 
relación con las actuaciones que deban desarrollar en materia de espectáculos públicos y 
actividades recreativas, en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

b) Emitir dictamen con carácter preceptivo y no vinculante sobre:

Proyectos de disposiciones de carácter general que se dicten en desarrollo y aplicación 
de la presente ley por la Administración del Principado de Asturias.

Proyectos de disposiciones generales municipales relativas a la limitación de apertura de 
establecimientos, locales o instalaciones, concesión de licencias u horarios de apertura y 
cierre.

Cualquier otro asunto cuando expresamente así lo establezca una ley.

c) Emitir dictamen no vinculante cuando sea requerido por las Administraciones Públicas 
competentes en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas, a petición de 
cualquiera de las Administraciones, organizaciones y asociaciones representadas en el 
Consejo Asesor.

d) Elaborar los estudios y formular las propuestas que estime adecuadas para la mejor 
consecución de los objetivos perseguidos por esta Ley.
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e) Emitir anualmente dentro del primer trimestre de cada año, un informe sobre la 
situación y las actuaciones llevadas a cabo en materia de espectáculos públicos y 
actividades recreativas en el Principado de Asturias, que remitirá a la Consejería competente 
en materia de seguridad pública.

f) Las restantes funciones que resulten de lo establecido en la presente ley, así como 
cualesquiera otras que se le atribuyan reglamentariamente.

Artículo 48.  Composición.

1. El Consejo Asesor de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas del Principado 
de Asturias tendrá la siguiente composición:

a) Presidente: Lo será el titular de la Consejería competente en materia de seguridad 
pública.

b) Vicepresidente: Lo será el titular de la presidencia de la Federación Asturiana de 
Concejos.

c) Vocales:

Cinco en representación de la Administración del Principado de Asturias, designados por 
el titular de la Consejería competente en materia de seguridad pública.

Tres en representación de los concejos, designados por la Federación Asturiana de 
Concejos.

Dos en representación de la Administración del Estado en su caso designados por la 
Delegación del Gobierno en Asturias.

Tres designados por y entre las organizaciones empresariales más representativas del 
sector de los espectáculos públicos y las actividades recreativas en el ámbito territorial del 
Principado de Asturias.

Dos designados por y entre las organizaciones sindicales más representativas en el 
sector de los espectáculos públicos y las actividades recreativas en el ámbito territorial del 
Principado de Asturias.

Uno designado por y entre las asociaciones de consumidores más representativas en el 
ámbito territorial del Principado de Asturias.

Uno designado por y entre las asociaciones vecinales más representativas en el ámbito 
territorial del Principado de Asturias.

Uno en representación de las asociaciones juveniles, designado por el Consejo de la 
Juventud del Principado de Asturias.

2. Actuará como Secretario del Consejo Asesor un funcionario de la Consejería 
competente en materia de seguridad pública designado por su titular. El Secretario asistirá a 
las sesiones del Pleno y de las Comisiones con voz, pero sin voto, y le corresponderán las 
funciones que atribuya la normativa vigente a los Secretarios de los órganos colegiados.

Artículo 49.  Organización y funcionamiento.

Por decreto del Consejo de Gobierno se determinará el régimen de organización y 
funcionamiento del Consejo Asesor de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas del 
Principado de Asturias que, en todo caso, contemplará:

a) Los medios personales y materiales precisos para asegurar el correcto funcionamiento 
del mismo.

b) El funcionamiento en Pleno y en Comisiones que garantice la agilidad en la 
tramitación de los asuntos que así lo requieran. El Pleno del Consejo Asesor se reunirá, en 
sesión ordinaria, al menos una vez al trimestre.

Disposición adicional primera.  
Los anuncios que por imperativo de esta Ley deban ser publicados en el «Boletín Oficial 

del Principado de Asturias» serán gratuitos.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 52  Ley de espectáculos públicos y actividades recreativas

– 751 –



Disposición adicional segunda.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias a proceder a la 

actualización de las sanciones de acuerdo con las variaciones del índice de precios al 
consumo.

Disposición adicional tercera.  
La Administración del Principado de Asturias dotará el Registro a que se refiere el 

artículo 15 de esta Ley de los medios personales y materiales necesarios para su correcto 
funcionamiento.

Disposición transitoria primera.  
En tanto sea aprobada por el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias la 

normativa de desarrollo de la presente Ley, se aplicarán las normas reglamentarias vigentes 
y supletoriamente las disposiciones generales de la Administración del Estado en esta 
materia, especialmente el Real Decreto 2816/1982, de 27 de agosto, por el que se aprueba 
el Reglamento General de Policía de espectáculos públicos y actividades recreativas.

Disposición transitoria segunda.  
Los establecimientos, locales e instalaciones a que se refiere el artículo 1 de la presente 

Ley dispondrán del plazo de un año para adaptarse a los requisitos y condiciones técnicas 
exigidos en la misma.

Disposición transitoria tercera.  
En tanto no se apruebe el catálogo al que se refiere el artículo 4 del presente texto legal, 

se aplicará el siguiente:

A) Espectáculos públicos:

Cine y autocine.
Teatro y similares.
Conciertos y festivales.
Espectáculos taurinos.
Circo y análogos.
Espectáculos al aire libre y ambulantes.
Competiciones deportivas en sus diversas modalidades.
Representaciones o exhibiciones artísticas, culturales o folclóricas, incluido baile y 

danza.
Desfiles en vía pública.

En general, espectáculos destinados a congregar a un público para presenciar una 
representación, exhibición, actividad o proyección que le es ofrecida por los organizadores o 
por artistas, deportistas o ejecutantes que intervengan por cuenta de aquéllos.

B) Actividades recreativas:

Baile.
Verbenas, romerías y similares.
Juegos recreativos y de azar.
Hostelería en sus diferentes categorías.
Atracciones de feria.
Exhibición de animales vivos.
Conferencias y congresos.
Exposiciones artísticas o culturales.
Práctica de deportes en sus diversas modalidades con fines recreativos.
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En general, actividades recreativas varias dirigidas a congregar un público en que una 
persona física o jurídica o entidad ofrece el uso de sus locales y servicios o la participación 
en actos organizados por ella con fines de esparcimiento, ocio o diversión.

C) Establecimientos, locales e instalaciones:

1. De espectáculos públicos:

Locales destinados a competiciones deportivas en cualquiera de sus modalidades.
Salas de conciertos.
Plazas de toros permanentes.
Circos permanentes.
Salas de baile y fiestas, con o sin espectáculos.
Discotecas.
Salas de fiestas de juventud.
Otros locales o instalaciones asimilables a los mencionados.

2. De hostelería y restauración:

Tabernas y bodegas.
Cafeterías y bares.
Restaurantes, sidrerías y autoservicios.
Churrerías y heladerías.
Bares especiales, clubs, pubs, disco-bares y karaokes.
Otros locales o instalaciones asimilables a los mencionados.

3. De uso deportivo-recreativo:

Recintos destinados a la práctica deportiva o recreativa de uso público, en cualquiera de 
sus modalidades (piscinas, polideportivos, etcétera).

Gimnasios.
Boleras.
Otros locales o instalaciones asimilables a los mencionados.

4. Culturales y artísticos:

Salas de exposiciones y conferencias.
Museos y bibliotecas.
Palacios de congresos y auditorios.
Cines.
Teatros.
Otros locales o instalaciones asimilables a los mencionados.

5. De juegos recreativos y de azar:

Casinos.
Bingos.
Salones de juego.
Salones recreativos.
Otros locales o instalaciones asimilables a los mencionados.

6. Recintos abiertos o semiabiertos:

Circuitos en vías públicas o espacios abiertos destinados a competiciones deportivas o 
prácticas.

Recintos feriales.
Parques de atracciones.
Parques zoológicos.
Otros locales o instalaciones asimilables a los mencionados.

7. Instalaciones desmontables:

Circos.
Plazas de toros.
Casetas de feria.
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Otras instalaciones desmontables asimilables a las mencionadas.

8. Otros locales e instalaciones:

Otros que por su naturaleza alberguen espectáculos públicos o actividades recreativas 
que no sean susceptibles de ser incluidos en los apartados anteriores.

Disposición transitoria cuarta.  
Hasta que se proceda a la aprobación de una norma de autoprotección con carácter 

obligatorio, los planes de emergencia a que se refiere el artículo 5.2 de esta Ley deberán ser 
elaborados por técnicos competentes y conforme a los siguientes contenidos mínimos:

a) Estudio y evaluación de factores de riesgo y clasificación de emergencias previsibles.
b) Inventario de recursos y medios humanos y materiales disponibles en caso de 

emergencia.
c) Descripción de las funciones y acciones del personal para cada supuesto de 

emergencia.
d) Directorio de los servicios de atención a emergencias y protección civil que deban ser 

alertados en caso de producirse una emergencia.
e) Recomendaciones que deban ser expuestas al público o usuarios y su ubicación y 

formas de transmisión de la alarma una vez producida.
f) Planos de situación del establecimiento, local o instalación y sus partes, así como del 

emplazamiento de instalaciones internas o externas de interés para la autoprotección.
g) Programa de implantación del plan, incluyendo el adiestramiento de los empleados del 

establecimiento, local o instalación y, en su caso, la práctica periódica de simulacros.

Disposición transitoria quinta.  
En tanto no sea dictada la norma reglamentaria reguladora del seguro de 

responsabilidad civil prevista en el artículo 6.3 de esta Ley, los capitales mínimos que 
deberán cubrir las pólizas de seguro para atender los riesgos derivados de la explotación 
tendrán la siguiente cuantía, en atención al aforo máximo autorizado, sin ningún tipo de 
franquicia:

Hasta 50 personas, 15.025,30 euros.
Hasta 100 personas, 30.050,61 euros.
Hasta 300 personas, 60.101,21 euros.
Hasta 700 personas, 150.253,03 euros.
Hasta 1.500 personas, 240.404,84 euros.
Hasta 5.000 personas, 420.708,47 euros.

Para el resto de locales e instalaciones, los capitales mínimos serán incrementados a 
razón de 60.101,21 euros por cada 5.000 personas de aforo, o fracción de éste.

Disposición transitoria sexta.  
1. En el caso de actividades sujetas a esta Ley a las que también les sea de aplicación el 

Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, y en tanto no se 
proceda al desarrollo reglamentario previsto en el artículo 9, para la tramitación de licencias 
de los establecimientos, locales o instalaciones en los que se desarrollen dichas actividades 
será de aplicación el procedimiento previsto en el citado Reglamento, con las siguientes 
salvedades:

a) En los concejos con población igual o superior a 40.000 habitantes no será necesario 
solicitar informes previos a la Administración del Principado de Asturias en el caso de 
tramitación de licencias para los locales de los grupos a), b) y c) de la disposición transitoria 
séptima ni tampoco, con carácter general, para los locales cuyo aforo sea igual o inferior a 
150 personas.

b) En los concejos con menos de 40.000 habitantes se seguirá el procedimiento previsto 
en la Ley 12/1984, de 21 de noviembre, por la que se habilita al Consejo de Gobierno del 
Principado de Asturias a delegar la facultad de informe sobre actividades molestas, 
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insalubres, nocivas y peligrosas en los ayuntamientos, no siendo en este caso preceptivo el 
informe al que se refiere el artículo 3 del citado texto legal.

2. En cualquier caso, cuando a las actividades sujetas a esta Ley también les sea de 
aplicación el Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, la 
licencia será única.

Disposición transitoria séptima.  
1. Mientras no se regulen reglamentariamente los horarios de apertura y cierre de los 

establecimientos, locales e instalaciones para espectáculos públicos y actividades 
recreativas a que se refiere el artículo 21 de la presente Ley, regirán los siguientes:

a) Locales destinados a menores de 16 años:

Apertura:

Días escolares lectivos: Catorce horas.
Resto de los días: Once horas.

Cierre:

Viernes, vísperas de festivos y del 1 de julio al 30 de septiembre: Veintidós treinta horas.
Resto de días: Veintidós horas.

b) Cafés, bares, tabernas, boleras americanas, sidrerías, cafeterías y restaurantes:

Apertura: Seis horas.
Cierre:

Viernes y vísperas de festivos: Dos treinta horas.
Resto de días: Dos horas.

Locales con actividad musical y sin pista de baile:

Apertura: Seis horas.
Cierre:

Viernes y vísperas de festivos: Tres treinta horas.
Resto de días: Tres horas.

d) Discotecas, salas de baile, salas de fiestas con espectáculos o pases de atracciones, 
cafés teatro y tablaos flamencos:

Apertura: Doce horas.
Cierre:

Viernes y vísperas de festivos: Seis horas.
Resto de días: Cinco horas.

e) Cines, teatros y circos:

Apertura: Once horas.
Cierre:

Viernes y vísperas de festivos: Tres horas.
Resto de días: Dos treinta horas.

f) Espectáculos al aire libre, verbenas y fiestas populares:

Apertura: Seis horas.
Cierre:

Viernes y vísperas de festivos: Cuatro horas.
Resto de días: Tres treinta horas.

2. En cualquier caso, entre el cierre de un establecimiento y la apertura siguiente deberá 
transcurrir un tiempo mínimo de ocho horas.
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Disposición transitoria octava.  
En el plazo máximo de los dos meses siguientes a la entrada en vigor de la presente ley, 

el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias deberá aprobar el Decreto al que se 
refiere el artículo 49 de esta Ley.

Disposición transitoria novena.  
En el plazo máximo de los tres meses siguientes a la entrada en vigor de la presente ley, 

se designarán los representantes de las Administraciones, organizaciones y asociaciones a 
que se refiere el artículo 48.1 de esta Ley, los cuales serán nombrados mediante acuerdo del 
Consejo de Gobierno del Principado de Asturias dentro del mes siguiente a la finalización del 
plazo precedente. Dicho acuerdo establecerá también la fecha de la reunión constitutiva del 
pleno del Consejo Asesor de espectáculos públicos y actividades recreativas del Principado 
de Asturias.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas, a la entrada en vigor de la presente Ley, las disposiciones de igual o 

inferior rango que se opongan a lo previsto en la misma y, en especial, la Resolución de la 
Consejería de Cooperación de 29 de octubre de 1997, por la que se regulan en el ámbito del 
Principado de Asturias los requisitos y condiciones que habrán de cumplir los organizadores 
de espectáculos públicos y actividades recreativas, de carácter extraordinario, durante las 
fiestas navideñas.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias a aprobar las normas de 

desarrollo y ejecución de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor una vez transcurridos dos meses desde su publicación 

en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias».
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§ 53

Ley 1/2013, de 24 de mayo, de medidas de reestructuración del 
sector público autonómico

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 125, de 31 de mayo de 2013
«BOE» núm. 193, de 13 de agosto de 2013

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2013-8930

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de medidas de reestructuración del sector público autonómico.

PREÁMBULO

I

1. El artículo 10.1.15 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias atribuye a la 
Comunidad Autónoma la competencia exclusiva para la creación y gestión de un sector 
público propio.

2. La Comunidad Autónoma ha venido creando un sector público instrumental para la 
prestación de servicios públicos, el cumplimiento de actividades económicas al servicio de 
fines diversos, la administración de determinados bienes o la realización directa de 
actividades industriales, mercantiles u otras análogas de naturaleza y finalidades 
predominantemente económicas.

3. Si bien la dimensión del sector público asturiano es reducida, ha de ir acompasada a 
los cambios económicos y sociales que se producen en nuestro entorno. El contexto actual 
de crisis económica así como los compromisos adquiridos por el Principado de Asturias en el 
Plan Económico-Financiero de Reequilibrio del Principado de Asturias 2012-2014 para 
alcanzar los objetivos de déficit público fijados por el Consejo de Política Fiscal y Financiera, 
aconsejan racionalizar la estructura del sector público autonómico para mejorar su eficiencia.

4. La presente ley de medidas de reestructuración del sector público autonómico incluye 
diversas técnicas, como la venta de acciones, la restricción del objeto social de la empresa 
de que se trate, o, finalmente, la liquidación de empresas. Por otra parte se reduce el 
número de entidades a través de su supresión o fusión cuando el mantenimiento de su 
estructura como entidad independiente no resulta necesaria pues sus funciones pueden ser 
asumidas bien por otras entidades ya existentes, bien por una nueva entidad que englobe 
varias o bien por la asunción directa de las competencias por la Administración del 
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Principado de Asturias, la creación de un nuevo organismo público que integre a las 
entidades públicas Bomberos del Principado de Asturias y 112 Asturias, o la supresión del 
Instituto Asturiano de Estadística.

5. En definitiva, con esta ley, primer paso en un proceso de redimensionamiento que 
incluirá otras medidas adicionales, el Principado de Asturias contará con un sector público 
más eficiente, ágil y ajustado a la actual realidad económica.

II

6. La ley se compone de veintiocho artículos, tres disposiciones adicionales, una 
transitoria, una derogatoria y seis finales y se estructura en dos títulos.

7. El título I tiene por objeto la reordenación del sector público administrativo y afecta a 
cuatro organismos de derecho público.

8. En primer lugar, se suprimen los organismos públicos Instituto Asturiano de 
Estadística, 112 Asturias y Bomberos del Principado de Asturias y, en segundo lugar, se 
crea un nuevo organismo autónomo, el Servicio de Emergencias del Principado de Asturias, 
que surge como fusión de estas dos últimas entidades.

9. La supresión del Instituto Asturiano de Estadística se incluye en el Plan Económico-
Financiero de Reequilibrio del Principado de Asturias 2012-2014 como medida de contención 
del gasto público en sintonía con el acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera de 
17 de enero de 2012 que recomendaba la reducción del número de entidades del sector 
público evitando duplicidades. La supresión de este organismo no implica en ningún caso la 
renuncia a un sistema estadístico en el Principado de Asturias, toda vez que sus 
competencias y funciones serán atribuidas a otro órgano dentro de la Administración del 
Principado de Asturias.

10. La supresión de las entidades 112 Asturias y Bomberos del Principado de Asturias 
como consecuencia de su unificación en un nuevo organismo público supone una 
simplificación en la gestión de unos servicios íntimamente relacionados como son la atención 
de llamadas de urgencia y emergencia, protección civil, extinción de incendios y salvamento, 
con la consiguiente optimización de los recursos materiales y humanos de las dos entidades 
suprimidas.

11. El título II incluye las medidas dirigidas a la reordenación del sector empresarial del 
Principado de Asturias:

11.1 Se contempla la enajenación de las acciones en SEDES, S.A., empresa dedicada a 
la construcción y promoción de edificios así como al desarrollo de proyectos de ingeniería 
civil, y que opera por tanto en el mercado en competencia con otras empresas del mismo 
sector.

11.2 Se contempla, también, la fusión de la Sociedad Regional de Turismo, S.A. (en 
adelante, SRT) y Gestión de Infraestructuras Culturales, Turísticas y Deportivas, S.A.U. (en 
adelante, RECREA), sociedades que comparten el componente turístico entre sus objetos 
sociales. Esta unión permitirá obtener economías de escala y la formación de equipos 
multidisciplinares que participen conjuntamente en la comercialización, programación y 
promoción de ofertas turísticas y en la gestión de los equipamientos culturales, turísticos y 
deportivos.

11.3 En tercer lugar, la Ley contempla la disolución y liquidación de Desarrollo Integral 
de Taramundi, S.A. (en adelante, DITASA), empresa que se dedica al sector turístico y que 
en los últimos años ha experimentado una sensible disminución en su actividad; la de 
Gestión de Infraestructuras Públicas de Telecomunicaciones del Principado de Asturias, S.A. 
(en adelante, GITPA), cuyo objeto social es el establecimiento y explotación de redes de 
telecomunicación y la prestación de servicios de telecomunicaciones electrónicas, 
actividades ajenas al concepto de servicio público y que se prestan en condiciones de 
mercado, y cuya liquidación se producirá garantizando la prestación de los servicios de 
telecomunicaciones que gestiona de acuerdo con las prescripciones que dicte el organismo 
regulador del sector de las telecomunicaciones; así como la de Parque de la Prehistoria, 
S.A.U., cuya actividad se centró únicamente en la ejecución del proyecto para la 
construcción del Parque de la Prehistoria de Teverga, ya que, concluidos los trabajos, se 
considera que la sociedad ha cumplido la finalidad para la que había sido creada.
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11.4 Por último, se redefine, restringiéndolo, el objeto de la Empresa Pública Sociedad 
de Servicios del Principado de Asturias, S.A.

12. La Ley se complementa con la modificación de la Ley del Principado de Asturias 
1/1991, de 21 de febrero, de Patrimonio, en el régimen de enajenación de acciones, con el 
mandato dirigido al Consejo de Gobierno para que presente un Proyecto de Ley de 
emergencias y una autorización al Consejo de Gobierno para elaborar, en aras a una mayor 
seguridad jurídica, un texto refundido, con facultades de aclaración, regularización y 
armonización, en materia de estadística.

TÍTULO I

De la reestructuración del sector público administrativo

CAPÍTULO I

Extinción de organismos públicos

Artículo 1.  Instituto Asturiano de Estadística.

1. Se suprime el organismo autónomo Instituto Asturiano de Estadística cuya 
personalidad jurídica quedará extinguida desde la fecha de la entrada en vigor de la presente 
ley en los términos del apartado 1 de la disposición final sexta, subrogándose la 
Administración del Principado de Asturias en la posición jurídica de aquél frente a terceros.

2. A salvo de lo dispuesto en la presente ley, las menciones contenidas en el 
ordenamiento jurídico del Principado de Asturias y en sus planes y programas al Instituto 
Asturiano de Estadística deberán entenderse realizadas al órgano competente en materia de 
estadística.

3. El personal que estuviere prestando servicios en el organismo autónomo a la entrada 
en vigor de esta ley será adscrito a la Administración del Principado de Asturias de 
conformidad con el régimen legal aplicable al mismo.

4. El patrimonio del Instituto se integrará en el patrimonio del Principado de Asturias.

Artículo 2.  Entidades públicas 112 Asturias y Bomberos del Principado de Asturias.

1. Se suprimen las entidades públicas 112 Asturias y Bomberos del Principado de 
Asturias cuya personalidad jurídica quedará extinguida desde la entrada en vigor de la 
presente ley en los términos del apartado 2 de la disposición final sexta, subrogándose el 
Servicio de Emergencias del Principado de Asturias (en adelante, SEPA) en todas las 
relaciones jurídicas establecidas por ambas entidades públicas.

2. Las menciones contenidas en el ordenamiento jurídico del Principado de Asturias y en 
sus planes y programas a las entidades públicas 112 Asturias y Bomberos del Principado 
Asturias deberán entenderse realizadas al SEPA.

3. El personal de las Entidades Públicas 112 Asturias y Bomberos del Principado de 
Asturias se integrará en el SEPA en los términos previstos en el artículo 44 del Estatuto de 
los Trabajadores, quedando el SEPA subrogado en los derechos y obligaciones laborales y 
de Seguridad Social de las entidades 112 Asturias y Bomberos del Principado de Asturias.

4. Los bienes y derechos de las entidades públicas 112 Asturias y Bomberos del 
Principado de Asturias se integrarán en el patrimonio del SEPA.
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CAPÍTULO II

Servicio de Emergencias del Principado de Asturias

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 3.  Objeto.

Se crea el organismo autónomo Servicio de Emergencias del Principado de Asturias 
(SEPA), como organismo gestor de los servicios de atención de llamadas de urgencia y 
emergencia a través del número 112, de protección civil y de extinción de incendios y 
salvamentos, en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

Artículo 4.  Naturaleza.

1. El SEPA es un organismo autónomo con personalidad jurídica propia, patrimonio 
propio para el cumplimiento de sus fines y plena capacidad de obrar en el ejercicio de sus 
funciones, adscrito a la Consejería competente en la materia.

2. El SEPA se regirá, en cuanto a su estructura y funcionamiento, por lo dispuesto en la 
presente ley y sus disposiciones complementarias de desarrollo y, supletoriamente, por las 
restantes leyes del Principado de Asturias que le sean de aplicación.

Artículo 5.  Funciones.

En colaboración con las demás administraciones y entidades competentes en cada caso, 
y con respeto al principio de competencia de cada una de ellas, le corresponde al SEPA el 
ejercicio de las competencias, propias o de ejecución, del Principado de Asturias en materia 
de atención de llamadas de urgencia y emergencia a través del número 112, de protección 
civil y de extinción de incendios y salvamentos.

Artículo 6.  Convenios.

Para la consecución de sus fines, el SEPA podrá celebrar, de acuerdo con lo previsto en 
esta ley, convenios de colaboración con todo tipo de entidades de derecho público o privado 
siempre que a su objeto no le sea aplicable la legislación de contratos de las 
administraciones públicas y salvo lo previsto en la Ley del Principado de Asturias 2/1995, de 
13 de marzo, sobre régimen jurídico de la Administración, para la celebración de convenios 
con otras comunidades autónomas.

Artículo 7.  Atribuciones del Consejo de Gobierno.

En relación con el SEPA corresponde al Consejo de Gobierno del Principado de 
Asturias:

a) Establecer las directrices generales en el ámbito de sus competencias, propias o de 
ejecución, en las que hayan de enmarcarse los criterios, programas y acciones del SEPA.

b) Nombrar y cesar a los vocales del Consejo Rector.
c) Nombrar y separar al Gerente, a propuesta del Consejo Rector.
d) Aprobar el proyecto de presupuesto del SEPA.
e) Aprobar el reglamento de organización, funcionamiento y régimen interior y su 

estructura administrativa, así como la relación de puestos de trabajo, el catálogo de puestos 
de trabajo y la oferta pública de empleo.

Artículo 8.  Atribuciones de la Consejería de adscripción.

En relación con el SEPA corresponde a la Consejería de adscripción:

a) Proponer el nombramiento y cese de los vocales del Consejo Rector en 
representación del Principado de Asturias.

b) Proponer el reglamento de organización, funcionamiento y régimen interior y su 
estructura administrativa.
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c) Aprobar la propuesta anual de necesidades de recursos humanos del SEPA y 
proponer la relación de puestos de trabajo, el catálogo de puestos de trabajo y su oferta 
pública de empleo.

d) Formular el anteproyecto de presupuesto del SEPA.
e) Conocer la memoria anual del SEPA.

Sección 2.ª Organización

Subsección 1.ª Disposiciones comunes

Artículo 9.  Órganos.

El SEPA se estructura en los siguientes órganos:

a) El Consejo Rector.
b) La Presidencia.
c) La Vicepresidencia.
d) La Gerencia.

Artículo 10.  Estructura administrativa.

Para el cumplimiento de sus funciones, el SEPA se estructurará en las unidades 
administrativas que se establezcan reglamentariamente.

Subsección 2.ª El Consejo Rector

Artículo 11.  Naturaleza y funciones.

1. El Consejo Rector es el órgano superior de decisión del SEPA.
2. Corresponderá al Consejo Rector:

a) Determinar los criterios, programas y acciones, en el marco de lo establecido por el 
Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.

b) Aprobar la propuesta de anteproyecto de presupuesto.
c) Aprobar la memoria anual, que se elevará a la Consejería de adscripción.
d) Formular a la Consejería de adscripción propuestas de disposiciones de carácter 

general.
e) Aprobar los criterios de concesión de las ayudas que convoque.
f) Formular al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias la propuesta de 

nombramiento y cese del Gerente.
g) Formular a la Consejería de adscripción la propuesta de estructura administrativa, la 

relación de puestos de trabajo, el catálogo de puestos de trabajo y la oferta pública de 
empleo.

h) Proponer a la Consejería de adscripción cuantas medidas considere necesarias para 
el mejor cumplimiento de sus fines.

i) Informar la aprobación, modificación y supresión de tasas, precios públicos y, en su 
caso, contribuciones especiales propias del organismo.

j) Proponer a la Consejería de adscripción autorizar la celebración de convenios.
k) Cuantas otras funciones correspondan al organismo y no estén específicamente 

atribuidas a otros órganos del mismo.

Artículo 12.  Composición.

1. El Consejo Rector estará compuesto por:

a) El Presidente.
b) El Vicepresidente.
c) Cinco vocales, representantes de cada una de las Consejerías competentes en 

materias de cooperación local, hacienda, montes, servicios sanitarios y medio ambiente.
d) Un vocal, en representación de la Federación Asturiana de Concejos.
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2. El nombramiento y cese de los vocales se efectuará mediante acuerdo del Consejo de 
Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería de adscripción, entre el personal de las 
Consejerías afectadas que tenga la condición de Director General o asimilado, y será 
publicado en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias». El vocal de la Federación 
Asturiana de Concejos será propuesto por el órgano correspondiente de la misma.

3. La condición de vocal no podrá ser objeto de delegación.
4. La Secretaría del Consejo Rector corresponde al Gerente, que tendrá voz pero no 

voto.

Subsección 3.ª La Presidencia y Vicepresidencia

Artículo 13.  Titularidad.

Ejercerá la Presidencia del SEPA el titular de la Consejería de adscripción.

Artículo 14.  Funciones.

1. A la Presidencia del SEPA le corresponde:

a) Ejercer la representación legal del SEPA.
b) Convocar, fijar el orden del día, presidir, moderar el desarrollo de las sesiones, 

ordenar la votación de los asuntos –disponiendo de voto de calidad en caso de empate– y 
suspender por causas justificadas las sesiones del Consejo Rector, así como visar las actas 
y certificaciones de los acuerdos del mismo.

c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos adoptados por el Consejo Rector.
d) Autorizar la contratación y suscribir los convenios.
e) Aprobar las convocatorias públicas de ayudas, así como sus bases reguladoras y 

resolver sobre su concesión.
f) Autorizar gastos en los términos establecidos en el artículo 20.2 de esta ley.
g) Adoptar en caso de urgencia las resoluciones que fueren necesarias para garantizar el 

funcionamiento ordinario del SEPA, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en la 
primera reunión que se celebre.

h) Resolver las reclamaciones previas al ejercicio de las acciones civiles y laborales.
i) Las demás funciones que resulten de lo establecido en la presente ley, las que le sean 

delegadas por el Consejo Rector, y cualesquiera otras inherentes al cargo que le sean 
atribuidas por el reglamento de organización, funcionamiento y régimen interior.

2. Las funciones de la Presidencia en virtud de lo dispuesto en este artículo, con 
excepción de las que ejerza por delegación del Consejo Rector, podrán ser delegadas en la 
Vicepresidencia y en la Gerencia.

Artículo 15.  La Vicepresidencia.

1. La Vicepresidencia corresponderá al Director General competente en la materia.
2. Corresponde al Vicepresidente sustituir al Presidente del organismo autónomo en los 

casos de ausencia, vacante o enfermedad y ejercer las atribuciones que ésta, en su caso, le 
delegue.

Subsección 4.ª La Gerencia

Artículo 16.  Nombramiento y cese.

1. El Gerente del SEPA se nombrará, atendiendo a criterios de competencia profesional 
y experiencia en materia de emergencias, y será separado por Decreto del Consejo de 
Gobierno a propuesta del Consejo Rector.

2. El Gerente podrá ser sustituido, con carácter transitorio, en caso de vacante, ausencia 
o enfermedad grave, por el Vicepresidente del Consejo Rector.
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Artículo 17.  Incompatibilidades.

El Gerente del SEPA está sometido al régimen de incompatibilidades y de declaración de 
intereses, actividades y bienes establecido para los altos cargos de la Administración del 
Principado de Asturias.

Artículo 18.  Funciones.

Corresponde al Gerente:

a) Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rector, dando cuenta a éste de su 
gestión.

b) Coordinar y planificar las actividades.
c) Dirigir al personal.
d) Elaborar y someter al Consejo Rector la propuesta de anteproyecto de presupuesto.
e) Autorizar gastos y ordenar pagos en los términos establecidos en el artículo 20.2 de 

esta ley.
f) Elaborar y someter al Consejo Rector la memoria anual de las actividades 

desarrolladas por el SEPA, facilitando cuanta información requiera.
g) Las demás funciones que resulten de lo establecido en la presente ley, las que le sean 

delegadas por otros órganos y cualesquiera otras que le sean atribuidas por el reglamento 
de organización, funcionamiento y régimen interior.

Sección 3.ª Régimen jurídico

Artículo 19.  Recursos económicos.

La financiación del SEPA se hará con cargo a los siguientes recursos:

a) Los créditos que se consignen en los presupuestos generales del Principado de 
Asturias para cada ejercicio, para los fines que la presente ley le atribuye.

b) Las donaciones, herencias, legados y otras aportaciones de entidades privadas o 
particulares.

c) Las aportaciones públicas, subvenciones o transferencias corrientes y de capital.
d) Los bienes y valores, productos y rentas que provengan del patrimonio de la entidad 

que le sea adscrito por el Principado de Asturias.
e) Los ingresos ordinarios y extraordinarios, precios públicos, tasas y contribuciones 

especiales, que esté autorizado a percibir.
f) Las operaciones de crédito legalmente autorizadas.
g) Los créditos que se traspasen conjuntamente con funciones y servicios procedentes 

de otras administraciones públicas y sean encomendados al SEPA.
h) Cualesquiera otros recursos que le pudieran corresponder de derecho público o 

privado.

Artículo 20.  Régimen presupuestario y contable.

1. El presupuesto del SEPA ha de ser equilibrado en sus estados de ingresos y gastos, 
quedando sometido en todo lo que no se establezca en esta ley al Texto Refundido del 
Régimen Económico y Presupuestario, aprobado por Decreto Legislativo del Principado de 
Asturias 2/1998, de 25 de junio.

2. La autorización de gastos del SEPA corresponde:

a) La de gastos de personal, al Presidente, hasta la cuantía reservada al Consejo de 
Gobierno por el Texto Refundido del Régimen Económico y Presupuestario del Principado 
de Asturias.

b) La de gastos del resto de los capítulos presupuestarios:

1.º Hasta ciento cincuenta mil (150.000) euros, al Gerente.
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2.º Por encima de ciento cincuenta mil (150.000) euros, al Presidente, hasta la cuantía 
reservada al Consejo de Gobierno por el Texto Refundido del Régimen Económico y 
Presupuestario del Principado de Asturias.

c) La de los restantes gastos, al Consejo de Gobierno.

3. El SEPA queda sometido a la función interventora y al régimen contable y de control 
financiero y de eficiencia que se lleve a cabo por la Consejería competente en materia 
presupuestaria, en los términos establecidos en la legislación económica y presupuestaria 
del Principado de Asturias, sin perjuicio del control correspondiente a la Sindicatura de 
Cuentas o, en su caso, al Tribunal de Cuentas.

Artículo 21.  Régimen patrimonial y de contratación.

1. Para el cumplimiento de sus fines, el SEPA dispondrá de su propio patrimonio, así 
como de los bienes y derechos que le sean adscritos o cuyo uso le sea cedido por la 
Administración del Principado de Asturias o por cualquier otra Administración o Entidad 
pública o privada, los cuales deberán ser destinados, bien de forma directa, bien mediante la 
percepción de sus rentas y frutos, exclusivamente al cumplimiento de los fines para los que 
hayan sido adscritos o cedidos.

2. Los bienes y patrimonio que el Principado de Asturias adscriba a dicho Servicio para 
el cumplimiento de sus fines conservarán su calificación jurídica original.

3. La contratación del SEPA se ajustará a las prescripciones de la normativa básica en 
materia de contratación de las administraciones públicas y a la normativa autonómica en la 
materia.

4. El Gerente actuará como órgano de contratación, con autorización del Presidente o en 
función de la cuantía, del Consejo de Gobierno, en los términos previstos en el artículo 20.2 
de la presente ley.

Artículo 22.  Régimen de personal.

1. El SEPA contará, para el desarrollo de sus funciones, con personal laboral propio y 
personal funcionario que le sea adscrito de conformidad con lo dispuesto en la legislación de 
la función pública del Principado de Asturias.

2. La selección del personal propio se efectuará con arreglo a los principios de mérito, 
capacidad e igualdad, mediante convocatoria publicada a través del Boletín Oficial del 
Principado de Asturias.

3. El SEPA contará con una relación de puestos de trabajo de personal funcionario 
propio y un catálogo de puestos de personal laboral cuya aprobación corresponderá al 
Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de adscripción, previo informe de las 
Direcciones Generales competentes en la materia.

4. En lo no regulado en la presente Ley, el régimen del personal del SEPA se ajustará a 
las previsiones de la normativa del Principado de Asturias en la materia.

TÍTULO II

De la reestructuración del sector público empresarial

Artículo 23.  SEDES, S.A.

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno a la enajenación de las acciones que el 
Principado de Asturias posee en la sociedad SEDES, S.A.

2. El Consejo de Gobierno adoptará las medidas necesarias para que la SRP enajene 
las acciones que posee en SEDES, S.A.

3. El Consejo de Gobierno no aceptará ninguna oferta por la enajenación de las acciones 
en SEDES, S.A. que no incorpore la garantía del adquirente de que se mantendrán todos los 
puestos de trabajo existentes en la actualidad en la empresa en los términos previstos en el 
artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores.
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Artículo 24.  SRT y RECREA.

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno a realizar los actos necesarios para proceder a la 
fusión de la SRT y de RECREA y a establecer el objeto social de la sociedad resultante que 
no podrá exceder del atribuido a cada una de aquéllas en sus estatutos o normas de 
creación.

2. El personal de las empresas SRT y RECREA se integrará en la resultante de la fusión 
a la que se refiere el punto anterior en los términos previstos en el artículo 44 del Estatuto de 
los Trabajadores, quedando esta subrogada en los derechos y obligaciones laborales y de 
Seguridad Social de aquellas.

3. El Consejo de Gobierno adoptará las medidas necesarias para que la SRP realice, en 
su caso, los actos a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 25.  DITASA.

El Consejo de Gobierno adoptará las medidas necesarias para que la SRP proceda a la 
disolución y posterior liquidación de DITASA.

Artículo 26.  GITPA.

Se autoriza al Consejo de Gobierno, previa comunicación a la Junta General del sistema 
de gestión acordado para asegurar la prestación de los servicios de red y la autoprestación, 
a realizar los actos necesarios para proceder a la disolución y posterior liquidación de 
GITPA, garantizando la prestación de los servicios de telecomunicaciones, la subrogación de 
sus trabajadores en los términos del artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores y de 
acuerdo con las prescripciones que dicte el organismo nacional regulador del sector de las 
telecomunicaciones.

Artículo 27.  Parque de la Prehistoria, S.A.U.

El Consejo de Gobierno adoptará las medidas necesarias para que la SRP proceda a la 
disolución y posterior liquidación de la sociedad Parque de la Prehistoria, S.A.U.

Artículo 28.  Empresa Pública Sociedad de Servicios del Principado de Asturias, S.A.

El artículo 3 de la Ley del Principado de Asturias 7/2002, de 24 de junio, por la que se 
autoriza la creación de la Empresa Pública Sociedad de Servicios del Principado de Asturias, 
S.A., queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 3.  Objeto Social.

La Sociedad de Servicios del Principado de Asturias, S.A. tendrá como objeto las 
actividades que tengan relación con las siguientes materias:

a) Realización de trabajos y prestación de servicios de desarrollo rural, de interés 
agrario, de acuicultura y pesca marítima, de interés medioambiental y de 
restauración forestal.

b) Labores de consultoría, estudio y asistencia técnica en las materias 
relacionadas en el apartado anterior.

c) Promoción agroalimentaria, de acuicultura y pesca marítima, administración y 
gestión de bienes y apoyo de servicios de la Administración del Principado de 
Asturias.

d) Realización, a instancia de cualesquiera Administraciones y organismos 
públicos, dentro y fuera del territorio del Principado de Asturias, de las actividades 
relacionadas con los apartados anteriores.»

Disposición adicional primera.  Marcas, nombres y logotipos.

El organismo autónomo SEPA seguirá empleando la marca y nombre «112 Asturias», 
«112 Asturies», «Bomberos de Asturias», «Bomberos d´Asturies», «Bomberos del 
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Principado de Asturias», «Bomberos del Principau d´Asturies», y sus logotipos, en los 
términos que venían siendo utilizados por las entidades públicas a las que sucede.

Disposición adicional segunda.  Consejo del Fuego del Principado de Asturias.

1. Las funciones del Consejo del Fuego del Principado de Asturias pasarán a ser 
asumidas por la Comisión de Protección Civil del Principado de Asturias.

2. En el plazo de seis meses desde la publicación de la presente Ley, el Consejo de 
Gobierno adecuará a la misma el Decreto regulador de la Comisión de Protección Civil del 
Principado de Asturias que deberá incluir, entre otras, las siguientes funciones:

a) Informar los proyectos de las disposiciones generales que regulen actividades que 
generen riesgos, especialmente de incendios.

b) Establecer criterios de coordinación, cooperación y asistencia entre los distintos 
servicios de prevención y extinción de incendios.

c) Informar los proyectos de reglamento de desarrollo que afecten a los servicios de 
prevención y extinción de incendios.

3. Dicho Decreto determinará el funcionamiento y el número de representantes de una 
comisión de trabajo específica con las funciones señaladas que contará con representación 
de las siguientes instituciones:

a) Administración del Principado de Asturias.
b) Federación Asturiana de Concejos.
c) Organizaciones empresariales más representativas en el ámbito del Principado de 

Asturias.
d) Cooperativas forestales y asociaciones de propietarios forestales.
e) Organizaciones sindicales más representativas en el ámbito del Principado de 

Asturias.
f) Organizaciones ecologistas.
g) Universidad de Oviedo.
h) Entidades aseguradoras y organizaciones de prevención de siniestros.
i) Empresas y organismos que cuenten con servicios propios de extinción de incendios.

4. Las menciones al Consejo del Fuego del Principado de Asturias contenidas en el 
ordenamiento jurídico del Principado de Asturias y en sus planes y programas se entenderán 
hechas a la Comisión de Protección Civil del Principado de Asturias.

Disposición adicional tercera.  Gestión del Hotel de la Reconquista.

El Consejo de Gobierno y, en su caso, la SRP promoverán que la empresa HOASA 
proceda a contratar la gestión integral del Hotel de la Reconquista mediante un 
procedimiento público que garantice la concurrencia competitiva e incluya la subrogación de 
todos los trabajadores. En todo caso, el inicio de la contratación se realizará en el plazo de 
seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria.  Personal del SEPA.

Hasta la suscripción de un convenio colectivo del SEPA, al personal propio del mismo le 
serán de aplicación los convenios colectivos vigentes en las entidades públicas 112 Asturias 
y Bomberos del Principado de Asturias.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango emanadas de los 

órganos de la Comunidad Autónoma contradigan o se opongan a lo dispuesto en la presente 
ley y en particular:

a) Los artículos 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 15 bis, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23 y 24 de 
la Ley del Principado de Asturias 8/2001, de 15 de octubre, de regulación del servicio público 
de atención de llamadas de urgencia y creación de la entidad pública «112 Asturias».
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b) Los artículos 8, 9, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 16 bis, 17, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28 y 
29 de la Ley del Principado de Asturias 9/2001, de 15 de octubre, de creación de la entidad 
pública «Bomberos del Principado de Asturias».

c) Los artículos 35, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47 y 48 de la Ley del Principado de 
Asturias 7/2006, de 3 de noviembre, de Estadística.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley del Principado de Asturias 7/2006, de 3 
de noviembre, de Estadística.

La Ley del Principado de Asturias 7/2006, de 3 de noviembre, de Estadística, queda 
modificada como sigue:

Uno. El apartado 2 del artículo 54 queda redactado en los siguientes términos:

«2. El Consejo estará integrado, con la condición de vocales, además de por un 
funcionario adscrito al órgano competente en materia de estadística, por 
representantes de la Federación Asturiana de Concejos, de la Universidad de 
Oviedo, de las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación, del Instituto Nacional 
de Estadística, de las asociaciones empresariales y de las organizaciones 
sindicales.»

Dos. El apartado 2 del artículo 56 queda redactado en los siguientes términos:

«2. La solicitud se dirigirá al Consejero competente en materia de estadística, e 
irá acompañada de una memoria explicativa del interés para la entidad local 
solicitante y de las características de la estadística, una propuesta de financiación de 
la misma y un proyecto de normas reguladoras particulares.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley del Principado de Asturias 1/1991, de 
21 de febrero, de Patrimonio.

Se modifica el artículo 65 de la Ley del Principado de Asturias 1/1991, de 21 de febrero, 
de Patrimonio, que queda redactado como sigue:

«1. La enajenación de títulos representativos del capital pertenecientes al 
Principado de Asturias requerirá previo acuerdo del Consejo de Gobierno a 
propuesta del Consejero competente en materia de patrimonio.

2. Si los títulos que se traten de vender cotizan en Bolsa, su enajenación se hará 
mediante la oportuna orden de venta, procediéndose a enajenarlos en pública 
subasta cuando dichos títulos no coticen en Bolsa, a menos que, en este último caso 
y cuando concurriere alguno de los supuestos contemplados en el apartado quinto 
del presente artículo, el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente 
en materia de patrimonio, acordase la enajenación directa.

3. En caso de que se efectuase subasta pública, el tipo de licitación será el fijado 
en una tasación pericial, requerida al efecto, en la que se motivará el procedimiento 
de valoración seleccionado.

4. El órgano competente podrá acordar la adjudicación directa únicamente 
cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:

a) Existencia de limitaciones estatutarias a la libre transmisión de acciones o 
existencia de derechos de adquisición preferente.

b) Cuando el adquirente sea cualquier persona jurídica de derecho público o 
privado perteneciente al sector público.

c) Cuando fuera declarada desierta una subasta o ésta resultase fallida como 
consecuencia del incumplimiento de sus obligaciones por parte del adjudicatario. En 
este caso la venta directa deberá efectuarse en el plazo de un año desde la 
celebración de la subasta, y sus condiciones no podrán diferir de las publicitadas 
para la subasta o de aquellas en que se hubiese producido la adjudicación.

d) Cuando la venta se realice a favor de la propia sociedad en los casos y con las 
condiciones y requisitos establecidos en la normativa mercantil correspondiente, o 
cuando se realice a favor de otro u otros partícipes en la sociedad. En este último 
caso los títulos deberán ser ofrecidos a la sociedad, que deberá distribuirlos entre los 
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partícipes interesados en la adquisición, en la parte proporcional que les corresponda 
de acuerdo con su participación en el capital social.»

En los casos contemplados en los apartados a) y d) anteriores, para la fijación del precio 
de la transacción se estará al valor razonable de las acciones, fijado por la Administración, 
previo del informe del auditor de la sociedad, el día en que se hubiera comunicado a la 
sociedad el propósito de transmitir.

5. Se dará cuenta a la Junta General de los procedimientos de enajenación previstos en 
este artículo, una vez concluidos, así como se le remitirá la memoria justificativa del 
procedimiento de valoración al que se refieren los apartados anteriores. Asimismo, el 
Consejo de Gobierno publicará de forma accesible en su página web la información sobre 
los licitadores, el cuadro comparativo de las ofertas económicas y el adjudicatario.

Disposición final tercera.  Caducidad de las autorizaciones de enajenación y disolución.

Las autorizaciones de enajenación y disolución de las sociedades contempladas en la 
presente Ley caducan en el plazo de dieciocho meses a partir de la de la entrada en vigor de 
la misma.

Disposición final cuarta.  Autorización para elaborar un texto refundido en materia de 
estadística.

Se autoriza al Consejo de Gobierno a elaborar un texto refundido del conjunto de 
disposiciones vigentes en materia de estadística, con facultades de aclaración, 
regularización y armonización de las mismas. El plazo para el ejercicio de esta delegación 
será de seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente ley.

Disposición final quinta.  Proyecto de Ley de emergencias.

El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias presentará para su debate un 
Proyecto de Ley de Emergencias del Principado de Asturias, que contendrá, como mínimo, 
la definición y regulación de las emergencias, de la prevención y extinción de incendios, de 
salvamento, de protección civil y de llamadas de urgencia, así como las funciones del 
organismo autónomo gestor, en el plazo máximo de nueve meses desde la entrada en vigor 
de la presente Ley, en el que se incluirá un proceso de funcionarización de su personal, 
garantizando que todo el personal del organismo autónomo gestor que participe en acciones 
de intervención, investigación e inspección tenga la consideración de agente de la autoridad 
en el ejercicio de sus funciones.

Disposición final sexta.  Entrada en vigor.

1. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias».

2. Las disposiciones de esta ley referidas a la extinción de las entidades Bomberos del 
Principado de Asturias y 112 Asturias, y al Servicio de Emergencias del Principado de 
Asturias entrarán en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias».
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§ 54

Ley 8/2001, de 15 de octubre, de regulación del Servicio Público de 
Atención de Llamadas de Urgencia y de Creación de la Entidad 

Pública "112 Asturias"

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 244, de 20 de octubre de 2001
«BOE» núm. 291, de 5 de diciembre de 2001

Última modificación: 13 de agosto de 2013
Referencia: BOE-A-2001-22767

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de regulación 
del Servicio Público de Atención de Llamadas de Urgencia y de Creación de la Entidad 
Pública «112 Asturias».

PREÁMBULO

Las competencias que inciden en materia de atención de situaciones de urgencia y 
emergencia se le atribuyen al Principado de Asturias por diversos títulos competenciales del 
Estatuto de Autonomía, pero hemos de acudir a la Decisión del Consejo de las Comunidades 
Europeas 91/396/CEE, de 29 de julio, relativa a la creación de un número de llamada de 
urgencia único europeo, para determinar el origen de la concreta obligación de introducir el 
número telefónico 112 en las respectivas redes telefónicas de los Estados miembros de la 
Unión Europea, obligación que se extiende tanto a las redes públicas como a las redes 
digitales de servicios integrados y a los servicios públicos móviles.

Asimismo, esta decisión estableció la obligación de los Estados miembros de adoptar las 
medidas necesarias para garantizar que las llamadas de urgencia al número único europeo 
recibieran la respuesta necesaria y la atención apropiada, y esto del modo que mejor se 
adaptara a la estructura nacional de los sistemas de urgencia dentro de las posibilidades 
tecnológicas de las redes.

Por su parte, ya en el ámbito nacional, el Real Decreto 903/1997, de 16 de junio, por el 
que se regula el acceso, mediante redes de telecomunicaciones, al servicio de atención de 
llamadas de urgencia a través del número telefónico 112, habilitó este número, con carácter 
exclusivo nacional, para el acceso al servicio de atención de llamadas de urgencia y 
estableció que dicho número telefónico puede ser utilizado por los ciudadanos de forma 
gratuita para requerir, en casos de urgente necesidad, la asistencia de los servicios públicos 
competentes en materia de atención de urgencias sanitarias, de extinción de incendios y 
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salvamento, de seguridad ciudadana y, por la posible necesidad de coordinar los anteriores, 
de protección civil, cualquiera que sea la Administración pública de la que dependan.

En cuanto a la prestación del servicio de atención de llamadas de urgencia a través del 
número 112, el Real Decreto 903/1997 atribuyó de forma expresa la obligación de tal 
prestación a las Comunidades Autónomas, unida esta obligación a la exigencia de 
establecer los correspondientes centros de recepción de llamadas de urgencia, y, en su 
caso, las redes de telecomunicaciones que fueran necesarias.

Partiendo de este marco normativo, la presente Ley viene a establecer la definitiva 
implantación y regulación, en el ámbito territorial del Principado de Asturias, de un servicio 
público de competencia exclusiva autonómica y de naturaleza esencial para la eficaz 
adecuación de los servicios de urgencia, emergencia y seguridad pública a las exigencias de 
los ciudadanos, un servicio que pretende, como finalidad básica, que los ciudadanos de los 
Estados miembros de la Unión Europea y, en general, quienes se encuentren en el territorio 
del Principado de Asturias puedan disponer de un número de teléfono único que les permita 
requerir asistencia, o auxilio, ante cualquier situación de urgencia.

En segundo lugar, pretende también esta Ley llevar a efecto el obligado establecimiento 
de un centro de recepción de llamadas de urgencia para el ámbito territorial del Principado 
de Asturias, como instrumento dotado de los recursos humanos, materiales y técnicos que, 
cualquiera que sea su procedencia o titularidad, sean necesarios para asegurar que los 
ciudadanos puedan acceder fácilmente, mediante el número telefónico 112, a los servicios 
de urgencia, centro que, por otra parte, también debe servir para canalizar la información 
necesaria para la prestación del servicio y establecer la imprescindible coordinación de las 
diversas Administraciones y entidades que en cada caso deban actuar y, así, garantizar una 
respuesta ágil y eficaz a las demandas de los ciudadanos, todo ello respetando la 
competencia que a cada cual corresponda en la realización material de la asistencia que el 
caso requiera y en la organización y regulación del modo en que deba llevarse a cabo la 
concreta actuación.

El tercer objetivo de esta Ley es dar respuesta a la responsabilidad contraída por el 
Principado de Asturias de garantizar no sólo una respuesta, sino también una atención 
adecuada a las llamadas que se produzcan al número 112, y, para ello, asegurar una 
actuación rápida, ordenada y eficaz de todos los servicios de asistencia que en cada caso 
hayan de intervenir en virtud de las funciones y competencias que a cada uno correspondan.

En este sentido, corresponde al Principado facilitar la necesaria coordinación de la 
actuación de los servicios asistenciales implicados y adoptar las disposiciones y convenios o 
acuerdos que resulten necesarios para garantizar, por parte del conjunto de las 
Administraciones públicas operantes en el territorio del Principado, y de los órganos de ellas 
dependientes, una respuesta proporcionada y eficaz a todas y cada una de las demandas 
recibidas a través del número telefónico 112.

Por su parte, el cuarto objetivo de la Ley es la creación de una entidad que realice la 
prestación del servicio propio de la Comunidad Autónoma, optando por una entidad pública, 
denominada «112 Asturias», que, de acuerdo con las previsiones de la legislación sobre 
régimen jurídico, debe crearse por ley. Respecto a esta entidad, y en aras de lograr la mayor 
eficacia en la prestación de un servicio de naturaleza esencial para la sociedad, la Ley 
delimita con claridad las funciones de la entidad, la dota de una organización ágil en la toma 
de decisiones y establece un régimen jurídico propio de la entidad, fundamentalmente en el 
ámbito del derecho privado, con lo que pretende lograr la mayor simplificación posible en la 
realización de las tareas administrativas y concentrar los recursos de la entidad en la 
prestación del servicio público que se le encomienda.

Como complemento de los objetivos de la Ley citados, también merece ser destacado el 
contenido de algunas de sus disposiciones adicionales que podríamos denominar de 
«sucesión de empresa», en tanto que prevén la integración en la entidad pública «112 
Asturias» del personal y de los medios materiales que, destinados en la actualidad a la 
atención del teléfono 112 en Asturias, pertenecen al Consorcio de Extinción de Incendios, 
Salvamento y Protección Civil del Principado de Asturias (CEISPA), ente local éste que 
desde septiembre de 1997 ha venido prestando de hecho el servicio que el ordenamiento 
jurídico ahora atribuye formalmente a la entidad «112 Asturias», y que, de acuerdo con sus 
estatutos, ha decidido su disolución, por acuerdo de su Junta de Gobierno, así como el 
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traspaso de sus medios, derechos y obligaciones a la Administración del Principado y a los 
entes que ésta cree para prestar los servicios que hasta entonces eran funciones del 
CEISPA.

CAPÍTULO I

Del servicio de atención de llamadas de urgencia

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto la regulación en el ámbito territorial del Principado de 
Asturias del servicio público de atención de llamadas de urgencia a través del número 
telefónico único europeo 112 y la creación de la entidad pública «112 Asturias».

Artículo 2.  Definición del servicio.

1. El servicio público de atención de llamadas de urgencia a través del número telefónico 
único europeo 112 tendrá por finalidad facilitar, en el territorio del Principado de Asturias, una 
respuesta rápida, eficaz y coordinada a las peticiones urgentes de asistencia de cualquier 
ciudadano en materia sanitaria, extinción de incendios y salvamentos o seguridad 
ciudadana, cualquiera que sea la Administración pública competente para la prestación 
material de la asistencia requerida en cada caso.

2. A fin de facilitar la consecución de la finalidad establecida en el apartado anterior, los 
dispositivos de atención de llamadas de urgencia de que dispongan tanto la Administración 
del Principado de Asturias como la Administración institucional de ella dependiente utilizarán 
el número telefónico único europeo 112.

Artículo 3.  Funciones del servicio.

1. Serán funciones del servicio las siguientes:

a) La recepción y atención de las llamadas al número telefónico 112 realizadas por los 
ciudadanos en el ámbito territorial del Principado de Asturias para requerir, en casos de 
urgente necesidad, la asistencia de los servicios públicos competentes en materia de 
urgencias sanitarias, de extinción de incendios y salvamentos, de seguridad ciudadana, y, 
por la posible necesidad de coordinar los anteriores, de protección civil, cualquiera que sea 
la Administración pública o entidad competente para la prestación material de la asistencia 
requerida en cada caso.

b) El tratamiento y evaluación de las llamadas recibidas en el número 112 según las 
directrices de actuación aprobadas por el órgano competente, y, en su caso, de acuerdo con 
los convenios o acuerdos de colaboración que se establezcan entre la Administración del 
Principado de Asturias y las Administraciones públicas o entidades competentes para la 
prestación material de la asistencia.

c) La transmisión del requerimiento de asistencia a los servicios competentes para su 
prestación material, activando la prestación del auxilio más adecuado en función del tipo de 
incidencia y del lugar donde ésta se produzca.

d) La coordinación, si fuera precisa, de la actuación de los distintos servicios que hayan 
de prestar las diversas Administraciones o entidades competentes, así como el seguimiento 
del desarrollo de cada urgencia o emergencia.

e) La recepción de información de los órganos, organismos o entidades que intervengan 
en la prestación material de la asistencia y el tratamiento estadístico de la información 
recibida.

f) Cualquier otra función que esté directamente relacionada con las anteriores.

2. El servicio de atención de llamadas de urgencia a través del número telefónico 112 no 
comprenderá, en ningún caso, la prestación material de la asistencia requerida por los 
ciudadanos, que corresponderá a las administraciones, entidades u órganos competentes en 
cada caso, conforme a sus propias normas de organización y funcionamiento.
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Sección 2.ª Prestación del servicio

Artículo 4.  Centro de atención de llamadas de urgencia.

1. El servicio público de atención de llamadas de urgencia a través del número telefónico 
112 se prestará desde un centro de atención de llamadas de urgencia donde se recibirán, 
atenderán, tratarán y evaluarán las llamadas que en el territorio del Principado de Asturias se 
produzcan al número telefónico 112, y desde el que se realizarán, a los organismos y 
entidades competentes, los requerimientos de asistencia material a los que haya lugar y se 
coordinarán, en su caso, las intervenciones en las que participen diversos organismos o 
entidades, todo ello de acuerdo con las directrices a las que hace referencia el artículo 3.1.b) 
de esta Ley y, en su caso, de acuerdo con los convenios o acuerdos de colaboración 
suscritos en la materia por la Administración del Principado.

2. El acceso al centro de atención de llamadas a través del número telefónico 112 será 
permanente y gratuito para todos los ciudadanos que se encuentren en el ámbito territorial 
del Principado de Asturias.

3. En el centro de atención de llamadas se localizarán los medios humanos y los 
recursos materiales y técnicos, así como el conjunto de protocolos de actuación y los 
sistemas de calidad necesarios para el correcto funcionamiento del servicio público de 
atención de llamadas de urgencia a través del número telefónico único europeo 112 en el 
ámbito territorial del Principado de Asturias.

Artículo 5.  Gestión del servicio.

El servicio público de atención de llamadas de urgencia a través del número telefónico 
112 será prestado por el Principado de Asturias con carácter exclusivo, a través de la 
entidad pública «112 Asturias» y en los términos establecidos en la presente Ley y demás 
normas de aplicación.

Sección 3.ª De la colaboración de otras administraciones y entidades

Artículo 6.  Deberes de colaboración e información.

1. Las Administraciones públicas y las entidades, públicas o privadas, cuya actividad, en 
el territorio del Principado de Asturias, esté directa o indirectamente relacionada con el 
servicio objeto de regulación en esta Ley deberán, en el marco de sus competencias, prestar 
su colaboración ante los requerimientos que se les realicen desde el centro de atención de 
llamadas de urgencia del número telefónico 112, y especialmente las siguientes:

a) Hospitales y centros sanitarios públicos o privados.
b) Servicios de asistencia sanitaria extrahospitalaria públicos y privados.
c) Medios de transporte sanitario dependientes de organismos públicos o privados.
d) Servicios de bomberos de la Comunidad Autónoma, municipales, privados y 

voluntarios.
e) Servicios de vigilancia de montes.
f) Grupos de salvamento y de socorrismo voluntarios.
g) Obras públicas y servicios de mantenimiento de carreteras y ferrocarril.
h) Servicios de emergencia de puertos y aeropuertos.
i) Empresas o entidades afectadas por la normativa sobre prevención de accidentes 

graves en los que intervengan sustancias peligrosas.
j) Empresas de transporte de mercancías peligrosas.
k) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
j) Policías Locales.
k) Servicios de empresas de seguridad.
l) Servicios de suministro, mantenimiento y conservación de redes de telecomunicación, 

telégrafos, agua, gas y electricidad.
m) Servicios de protección civil.
n) Agrupaciones de voluntarios de protección civil.
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o) En general, todas aquellas organizaciones, públicas o privadas, cuya finalidad se 
vincule a la seguridad de las personas, al pacífico disfrute de sus bienes y derechos y al 
mantenimiento de la normalidad ciudadana.

2. En todo caso, los organismos y entidades a las que se refiere el apartado anterior 
deberán facilitar, en el marco de sus competencias, toda la información necesaria para que, 
en situaciones de emergencia, sea posible activar, desde el centro de atención de llamadas 
de urgencia, la actuación coordinada y eficaz de todos los servicios que deban ser 
movilizados y realizar, asimismo, un seguimiento adecuado de los resultados logrados.

En especial, deberán facilitar al centro de atención de llamadas de urgencia información 
sobre:

a) La localización y organización territorial y funcional de los medios técnicos y, en 
general, de los recursos de que disponen para la asistencia de urgencias y emergencias, así 
como las modificaciones que de ellos se produzcan.

b) La existencia de situaciones de urgencia o emergencia de las que tengan 
conocimiento.

c) El desarrollo, incidencias y resultados de las asistencias en las que intervengan, 
debiendo informar, en tiempo real, de la llegada al lugar del incidente y de la finalización de 
su intervención, así como de cuantas otras informaciones sean requeridas para la atención 
eficaz y eficiente del incidente.

3. Los organismos y entidades a las que se refiere este artículo acusarán recibo de los 
requerimientos de asistencia o intervención que les sean remitidos desde el centro de 
atención de llamadas de urgencia del número telefónico 112 y, una vez requeridos, serán 
responsables, en el ámbito de su competencia, de la prestación material del servicio a que 
haya lugar.

Artículo 7.  Convenios de colaboración.

1. Para garantizar una actuación rápida, coordinada y eficaz a través del servicio público 
objeto de esta Ley, la Administración del Principado de Asturias promoverá el 
establecimiento de convenios de colaboración con las Administraciones públicas y entidades 
competentes para la prestación material de las posibles asistencias requeridas.

2. Para establecer una adecuada coordinación en los procedimientos de atención de 
llamadas y activación y respuesta ante las asistencias requeridas, estos convenios de 
colaboración deberán contener, al menos:

a) El modo en que cada organismo o entidad deberá colaborar, material y 
financieramente, a la mejor prestación del servicio al que se refiere esta Ley y, si procede, 
los recursos humanos y técnicos de su titularidad que pone a disposición del servicio de 
atención de llamadas de urgencia a través del número telefónico 112.

b) El modo y periodicidad en que, recíprocamente, se facilitará información acerca de los 
medios técnicos y personales de que se disponga.

c) Las características de las situaciones de urgencia o emergencia que puedan afectar, 
por su necesaria intervención, a cada organismo o entidad.

d) El modo en que habrá de producirse el seguimiento de cada asistencia o incidente.
e) El procedimiento, en su caso, para articular la representación permanente de cada 

organismo o entidad en el centro de atención de llamadas de urgencia del Principado de 
Asturias.

f) Cualquier otro extremo que pueda determinar el modo en que haya de prestarse 
eficazmente la asistencia de que se trate.
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CAPÍTULO II

De la entidad pública «112 Asturias»

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículos 8 a 24.  

(Derogados).

Sección 6.ª Impugnación y reclamaciones

Disposición adicional primera.  Integración del personal del Consorcio de Extinción de 
Incendios, Salvamento y Protección Civil del Principado de Asturias (CEISPA).

1. El personal con contrato laboral indefinido perteneciente al CEISPA que, en el 
momento de su extinción, realice funciones relacionadas con la atención de llamadas de 
urgencia a través del número telefónico único europeo 112 pasará a integrarse en la plantilla 
de la entidad pública «112 Asturias», con respeto a todos los derechos adquiridos 
previamente en el CEISPA, incluida la antigüedad.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores, la 
entidad pública «112 Asturias» se subrogará en las obligaciones derivadas de los contratos 
suscritos entre el CEISPA y los trabajadores dependientes del mismo que le sean adscritos, 
manteniendo dichos contratos la misma naturaleza jurídica con la que fueron celebrados.

3. La adscripción definitiva del personal del CEISPA a la entidad pública «112 Asturias» 
se realizará, en el plazo máximo de tres meses desde la publicación de esta Ley, mediante 
acuerdo del Consejo de Gobierno donde se recogerá la relación nominal del personal del 
CEISPA que pasa a integrarse en la entidad.

Disposición adicional segunda.  Patrimonio de «112 Asturias».

1. A la entidad pública «112 Asturias» le corresponde la propiedad del patrimonio del 
Consorcio de Extinción de Incendios, Salvamento y Protección Civil del Principado de 
Asturias (CEISPA) que, siendo utilizado para la realización de las funciones propias del 
servicio público de atención de llamadas de urgencia a través del número telefónico 112, 
resulte en la extinción del CEISPA a favor de la Administración del Principado.

2. Asimismo, a «112 Asturias» le corresponde la propiedad de los bienes y derechos de 
la Administración del Principado, salvo los inmuebles que en el momento de la extinción del 
Consorcio de Extinción de Incendios, Salvamento y Protección Civil del Principado de 
Asturias (CEISPA) estén siendo utilizados por el Consorcio para la realización de las 
funciones propias del servicio público de atención de llamadas de urgencia a través del 
número telefónico 112.

3. La relación definitiva del patrimonio propiedad de «112 Asturias» previsto en el 
apartado primero de esta disposición será aprobada mediante resolución del titular de la 
Consejería a la que está adscrito el CEISPA.

Por su parte, la relación del patrimonio propiedad de «112 Asturias» previsto en el 
apartado segundo de esta disposición será aprobada mediante resolución del titular de la 
Consejería de Hacienda, a propuesta del titular de la Consejería a la que está adscrito el 
CEISPA.

Disposición adicional tercera.  Derechos y obligaciones del Consorcio de Extinción de 
Incendios, Salvamento y Protección Civil del Principado de Asturias (CEISPA).

«112 Asturias» se subrogará en los derechos y obligaciones derivados de los contratos 
suscritos entre el CEISPA y terceros que tengan relación con las actividades que en esta Ley 
se atribuyen a la entidad 112.

La subrogación en los derechos y obligaciones de cada concreto contrato será aprobada 
mediante resolución del titular de la Consejería a la que está adscrito el CEISPA.
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Disposición transitoria única.  
Hasta la suscripción de un Convenio colectivo de «112 Asturias», al personal propio de 

la entidad le será de aplicación el Convenio vigente en el CEISPA en el momento de su 
extinción.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para desarrollar 

reglamentariamente esta Ley y para aprobar los estatutos de organización y funcionamiento 
de la entidad pública «112 Asturias».

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».
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§ 55

Ley 9/2001, de 15 de octubre, de creación de la entidad pública 
«Bomberos del Principado de Asturias»

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 244, de 20 de octubre de 2001
«BOE» núm. 291, de 5 de diciembre de 2001

Última modificación: 13 de agosto de 2013
Referencia: BOE-A-2001-22768

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta general del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Asturias de 
creación de la entidad pública «Bomberos del Principado de Asturias».

PREÁMBULO

El artículo 9.2 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias prevé que las 
instituciones de la Comunidad Autónoma, dentro del marco de sus competencias, han de 
procurar la adopción de medidas dirigidas a promover las condiciones y a remover los 
obstáculos para que la libertad del individuo y de los grupos en que se integra sea efectiva y 
real. En este sentido, es consustancial a la consecución de una libertad real el asegurarse 
ante una posible situación de riesgo para la naturaleza, la colectividad o los individuos, 
ámbito donde se enmarcan las tareas de extinción de incendios y de salvamentos como 
algunas de las funciones más relevantes de protección de los ciudadanos, de la sociedad en 
su conjunto y de la naturaleza.

Las competencias que inciden en las materias de extinción de incendios y de 
salvamentos se le atribuyen al Principado de Asturias por distintos títulos competenciales del 
Estatuto de Autonomía. Así, el Estatuto atribuye al Principado competencia exclusiva en 
materia de tratamiento especial de las zonas de montaña, protección de los ecosistemas en 
los que se realizan determinadas actividades o instalaciones de producción, distribución y 
transporte de cualesquiera energías y fluidos energéticos. El Estatuto también atribuye a la 
Comunidad Autónoma competencia de desarrollo legislativo y ejecución, en el marco de la 
legislación básica del Estado, en materia de montes, aprovechamientos y servicios 
forestales, espacios naturales protegidos, protección del medio ambiente y, de especial 
relevancia, régimen local, ámbitos competenciales todos ellos que, en mayor o menor 
medida, comprenden diversos aspectos que confluyen en la extinción de incendios y los 
salvamentos.

La presente Ley también encuentra su fundamento en las competencias asumidas por el 
Principado de Asturias procedentes de la extinta Diputación Provincial de Oviedo, tal como 
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establecía el artículo 20 de la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de 
Autonomía del Principado de Asturias, en su primera redacción, antes de la modificación 
operada a través de la Ley Orgánica 1/1999, de 5 de enero, vía esta por la que la 
Comunidad asumió todas las competencias, medios y recursos que legalmente 
correspondían a la Diputación Provincial y, en particular, en materia de extinción de 
incendios y salvamentos, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley reguladora de las bases de 
régimen local, el aseguramiento de la prestación integral y adecuada en la totalidad del 
territorio provincial de los servicios de competencia municipal, así como la prestación de los 
servicios de carácter supramunicipal o, en su caso, de carácter no obligatorio para algunos 
concejos, garantizando con ello los principios de solidaridad y equilibrio intermunicipales.

Por último, a las competencias citadas anteriormente cabe añadir la competencia que el 
Estatuto atribuye a la Comunidad Autónoma en materia de vigilancia y protección de los 
edificios e instalaciones de la propia Comunidad, así como la competencia de ejecución de la 
legislación estatal en materia de protección civil y salvamento marítimo.

En el ámbito de la protección civil, íntimamente vinculado a la extinción de incendios y 
los salvamentos, cabe destacar que el Tribunal Constitucional ha declarado reiteradamente 
que la protección civil es una materia en la que se dan competencias concurrentes entre el 
Estado y las comunidades autónomas en relación con las competencias que éstas hayan 
asumido en sus estatutos, de modo que, de acuerdo con lo previsto en la Ley 2/1985, de 21 
de enero, sobre protección civil, corresponde al Principado de Asturias asegurar la 
instalación, la organización y el mantenimiento de los servicios de extinción de incendios y 
de salvamentos, así como promover, organizar y mantener la formación del personal de los 
servicios relacionados con la protección civil, en especial en lo que se refiere al personal de 
los servicios de extinción de incendios y de salvamentos.

En virtud de todas estas competencias y con afán integrador, la presente Ley persigue, 
principalmente, cuatro objetivos.

En primer lugar, partiendo de una concepción de universalización del servicio público, la 
Ley pretende que el Principado de Asturias asegure una prestación adecuada de los 
servicios de extinción de incendios y de salvamentos en toda la región, tanto en los concejos 
en que no tiene obligación de prestar el servicio como en aquellos a los que sí alcanza 
legalmente tal obligación, promoviendo en todo caso unos niveles mínimos de prestación.

En segundo lugar, buscando una total integración de la sociedad en el eficaz ejercicio del 
servicio público de extinción de incendios y salvamentos, la Ley, por referencia al marco 
jurídico estatal de la protección civil, reafirma un elenco de deberes de los ciudadanos y de 
la propia Comunidad Autónoma.

Por su parte, el tercer objetivo de la Ley es la creación de una entidad que realice la 
prestación del servicio propio de la Comunidad Autónoma y sirva, al mismo tiempo, de 
instrumento de coordinación de los servicios municipales existentes, optándose, de acuerdo 
con las previsiones de la legislación autonómica vigente, por la creación de una entidad 
pública que se denomina «Bomberos del Principado de Asturias» y que, de acuerdo con las 
previsiones de la legislación sobre régimen jurídico, debe crearse por ley. Respecto a esta 
entidad, en aras de lograr la mayor eficacia en la prestación de un servicio de naturaleza 
esencial para la sociedad, la Ley delimita con claridad las funciones de la entidad, la dota de 
una organización ágil en la toma de decisiones, dado su carácter habitualmente urgente, y 
establece un régimen jurídico propio de la entidad, fundamentalmente en el ámbito del 
derecho privado, que pretende lograr la mayor simplificación posible en la realización de las 
imprescindibles tareas puramente administrativas, centrando los recursos de la entidad en la 
prestación del esencial servicio público que se le encomienda.

Por último, la Ley pretende corresponsabilizar a los beneficiarios del servicio en su 
financiación, para lo que establece una tasa por prestación del servicio de extinción de 
incendios y salvamentos y una contribución especial remuneradora del establecimiento, 
mejora o ampliación del servicio, dada la disminución lógica que cualesquiera de estas 
actuaciones originan no sólo en el riesgo, sino en los daños que eventualmente puedan 
producirse, materia tributaria ésta que en todo caso ha de regularse por ley, de acuerdo con 
lo establecido en los artículos 24.8 y 46.1 del Estatuto de Autonomía.

Como complemento de los objetivos de la Ley citados, también merece ser destacado el 
contenido de algunas de las disposiciones adicionales de la Ley, como, por ejemplo, la 
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previsión que hace sobre la necesaria realización, desde la Administración, de acciones 
positivas que favorezcan el acceso de las mujeres al conjunto de los servicios de extinción 
de incendios y salvamentos, en el marco de las políticas de integración y promoción de la 
mujer.

En último lugar, la Ley también recoge ciertas disposiciones adicionales que podríamos 
denominar de «sucesión de empresa», en tanto que prevén la integración en la entidad 
pública «Bomberos del Principado de Asturias» del personal y de los medios materiales que, 
destinados en la actualidad a la extinción de incendios y salvamentos, pertenecen al 
Consorcio de Extinción de Incendios, Salvamentos y Protección Civil del Principado de 
Asturias (CEISPA), ente local éste que ha venido prestando los servicios que el 
ordenamiento jurídico ahora atribuye a «Bomberos del Principado de Asturias» y que, de 
acuerdo con sus Estatutos, ha decidido su disolución, por acuerdo de su Junta de Gobierno, 
así como el traspaso de sus medios, derechos y obligaciones a la Administración del 
Principado y a los entes que ésta cree para prestar los servicios que hasta entonces venían 
siendo funciones del CEISPA.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Sección 1.ª Objeto, principios y competencias

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto la ordenación, en el ámbito territorial del Principado de 
Asturias, de los servicios y actividades competencia de la Comunidad Autónoma en materia 
de extinción de incendios y de salvamentos, así como la creación de la entidad pública 
«Bomberos del Principado de Asturias» y la regulación de su financiación.

Artículo 2.  Principios de actuación.

Los servicios de extinción de incendios y de salvamentos, públicos o privados, que 
desarrollen su actividad en el Principado de Asturias actuarán:

a) En el ejercicio de sus funciones, conforme a los principios de celeridad, oportunidad y 
proporcionalidad en el uso de los medios exigidos por las circunstancias de la intervención, y 
con respeto a los ciudadanos, a sus derechos y libertades fundamentales y al resto del 
ordenamiento jurídico.

b) En las relaciones mutuas, conforme a los principios de cooperación, coordinación y 
asistencia activa recíproca en el cumplimiento de las funciones que les son propias, 
facilitando con celeridad información a otros servicios implicados en las intervenciones, en 
orden a conseguir un servicio eficiente capaz de asegurar la protección de las personas y los 
bienes.

Artículo 3.  Competencias locales.

1. Los concejos del Principado de Asturias ejercerán, a través de servicios de su 
titularidad, las competencias que les sean propias en materia de extinción de incendios y de 
salvamentos, en los términos previstos en la legislación del Estado, la presente Ley y demás 
legislación aplicable del Principado de Asturias.

2. Asimismo, los concejos podrán llegar a acuerdos o convenios con el Principado de 
Asturias para la prestación de las actividades competencia de los mismos a través de la 
entidad pública «Bomberos del Principado de Asturias».

Artículo 4.  Competencias del Principado de Asturias.

1. El Principado de Asturias realizará las actividades de extinción de incendios y de 
salvamentos en el ámbito territorial de los concejos de la Comunidad Autónoma que:

a) No estén legalmente obligados a la prestación.
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b) Aun estando legalmente obligados, hubieran convenido la prestación del servicio de 
que se trate a través de la entidad pública «Bomberos del Principado de Asturias».

2. El Principado de Asturias, con el objeto de garantizar en la totalidad de su territorio la 
prestación integral en materia de extinción de incendios y de salvamentos, coordinará todos 
los servicios existentes en el territorio de la Comunidad Autónoma, tanto los públicos, 
cualquiera que sea la Administración a la que pertenezcan, como los privados.

3. Además, en relación con los servicios municipales de extinción de incendios y de 
salvamentos, el Principado de Asturias ejercerá las siguientes funciones:

a) Vigilar la instalación, organización y mantenimiento de los servicios.
b) Promover, organizar y mantener la formación del personal de los servicios.

Sección 2.ª Deberes y obligaciones

Artículo 5.  Obligación de colaboración de los ciudadanos.

En los términos establecidos en la legislación del Estado en materia de protección civil, 
todos los ciudadanos, a partir de la mayoría de edad y a requerimiento de la autoridad 
competente en cada caso, estarán sujetos a la obligación de colaborar personal y 
materialmente en materia de extinción de incendios y de salvamentos.

Artículo 6.  Obligación de promoción del Principado de Asturias.

El Principado de Asturias promoverá actividades de sensibilización y educación entre los 
ciudadanos acerca de sus responsabilidades públicas en materia de prevención y extinción 
de incendios y de salvamentos.

CAPÍTULO II

De la entidad pública «Bomberos del Principado de Asturias»

Sección 1.ª Disposiciones Generales

Artículo 7.  Servicios de extinción de incendios y salvamentos del Principado de Asturias.

1. La prestación de los servicios públicos de extinción de incendios y de salvamentos del 
Principado de Asturias corresponde a la entidad pública «Bomberos del Principado de 
Asturias».

2. Se considerarán a todos los efectos colaboradores de los servicios de extinción de 
incendios y salvamentos del Principado de Asturias a los siguientes:

a) El personal perteneciente a los servicios de prevención y extinción de incendios de las 
entidades locales.

b) Los voluntarios que actúen en el ámbito de la protección civil.
c) El personal de los servicios de vigilancia, seguridad, prevención contra incendios y 

autoprotección de las empresas públicas y privadas.

Cuando este personal realice tareas de colaboración dentro del ámbito competencial de 
«Bomberos del Principado de Asturias», éstas se llevarán a cabo bajo la dirección, 
organización y control de dicha entidad.

Artículo 8.  Naturaleza.

(Derogado).

Artículo 9.  Régimen jurídico.

(Derogado).
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Artículo 10.  Funciones.

En colaboración con las demás administraciones y entidades competentes en cada caso, 
y con respeto al principio de competencia de cada una de ellas, le corresponde a «Bomberos 
del Principado de Asturias» el ejercicio de las competencias del Principado de Asturias en 
materia de extinción de incendios y de salvamentos, salvo las establecidas en materia de 
formación de personal.

En particular, le corresponden a «Bomberos del Principado de Asturias» las siguientes 
funciones:

a) La extinción de incendios.
b) El salvamento de personas y bienes en caso de siniestro o situación de emergencia.
c) La intervención en cualquier clase de salvamento o rescate a requerimiento de la 

autoridad competente.
d) La intervención en operaciones de protección civil de acuerdo con lo dispuesto en la 

legislación vigente y, en particular, con los planes territoriales y especiales de aplicación.
e) En los supuestos de intervención, la recuperación de las víctimas ; la prestación a los 

afectados de los primeros auxilios y de las atenciones médicas de urgencia ; en su caso, la 
coordinación de su traslado urgente a los centros correspondientes, e incluso la realización 
de dicho traslado cuando fuere preciso.

f) La adopción de medidas de seguridad excepcionales y provisionales, a la espera de la 
decisión de la autoridad competente, sobre el cierre y desalojo de locales y establecimientos 
públicos, y la evacuación de inmuebles y propiedades, en situaciones de emergencia, y 
mientras las circunstancias del caso lo hagan imprescindible.

g) La limitación o restricción, durante el tiempo necesario, de la circulación y 
permanencia en vías y lugares públicos en supuestos de incendio, catástrofe o calamidad, 
en tanto recae la decisión de la autoridad competente.

h) La investigación e informe sobre los siniestros en que intervenga por razón de su 
competencia, así como en caso de requerimiento de la autoridad competente.

i) La obtención de la información necesaria de las personas y entidades relacionadas con 
las situaciones y lugares en donde se produzca la situación de emergencia para la correcta 
resolución de tales situaciones.

j) La coordinación de la organización de los servicios de extinción de incendios y de 
salvamentos existentes en el territorio de la Comunidad Autónoma, tanto los públicos, 
cualquiera que sea la Administración a la que pertenezcan, como los privados, para 
garantizar la prestación eficaz e integral del servicio en la totalidad del territorio de la 
Comunidad Autónoma.

k) La dirección y coordinación del personal voluntario y de los servicios de vigilancia, 
seguridad y prevención contra incendios y autoprotección de empresas públicas o privadas, 
en el ámbito de las funciones atribuidas a «Bomberos del Principado de Asturias».

l) La vigilancia de la instalación, organización y mantenimiento de los servicios de 
extinción de incendios y salvamento de titularidad municipal.

m) La realización de campañas de información y formación de los ciudadanos en materia 
de prevención y actuación ante siniestros.

n) La investigación de técnicas, instalaciones y sistemas de protección contra incendios.
o) La actuación en servicios de interés público por razón de la específica capacidad de 

sus miembros y la adecuación de los medios materiales de que dispone, así como 
cualesquiera otras funciones dirigidas a la protección de personas o bienes, siempre que 
sean necesarias y proporcionadas a los hechos.

p) Cualesquiera otras funciones que le atribuya la legislación vigente o que le delegue o 
encomiende el titular de la Consejería a la que «Bomberos del Principado de Asturias» está 
adscrita.

Artículos 11 a 17.  

(Derogados).
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Artículo 18.  El Consejo del Fuego del Principado de Asturias.

Las funciones consultivas, deliberantes y de participación en materia de extinción de 
incendios y de salvamentos, se realizarán por el Consejo del Fuego del Principado de 
Asturias, que quedará adscrito a la Consejería competente en materia de extinción de 
incendios y de salvamentos.

Artículo 19.  Funciones del Consejo del Fuego del Principado de Asturias.

Son funciones del Consejo del Fuego del Principado de Asturias las siguientes:

a) Informar los proyectos de las disposiciones generales que regulen actividades que 
generen riesgos, especialmente de incendios.

b) Establecer criterios de coordinación, cooperación y asistencia entre distintos servicios 
de prevención y extinción de incendios.

c) Informar los proyectos de reglamento de desarrollo de la presente Ley.

Artículos 20 a 29.  

(Derogados).

CAPÍTULO III

Ingresos tributarios de «Bomberos del Principado de Asturias»

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 30.  Régimen jurídico de los ingresos tributarios.

1. La tasa de rescates y asistencia se rige por lo dispuesto en el Texto Refundido de las 
leyes de tasas y de precios públicos, aprobado por Decreto Legislativo del Principado de 
Asturias 1/1998, de 11 de junio.

2. Los ingresos tributarios regulados en este capítulo se rigen por la presente Ley y las 
normas reglamentarias que la desarrollen; en lo no dispuesto en ellas, por la legislación del 
Principado en materia tributaria; y con carácter supletorio por la legislación estatal en materia 
tributaria.

Sección 2.ª Contribuciones especiales

Artículo 31.  Hecho imponible.

La contribución especial para el establecimiento, la mejora y la ampliación de los 
servicios de prevención y extinción de incendios y de salvamentos del Principado de Asturias 
tiene como hecho imponible la obtención por el sujeto pasivo definido en el artículo siguiente 
de un beneficio especial como consecuencia del establecimiento, mejora o ampliación del 
servicio que presta «Bomberos del Principado de Asturias.

Artículo 32.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de las contribuciones para la financiación de los servicios de 
«Bomberos del Principado de Asturias» las entidades aseguradoras que tengan contratadas 
pólizas que cubran:

a) Los riesgos de incendio, en cualquier modalidad, ya sean simples o combinadas.
b) Los riesgos industriales.
c) Los riesgos de transporte de mercancías y viajeros que se refieran a bienes o 

actividades radicadas o que se produzcan en el territorio del Principado de Asturias, 
excluidos los términos municipales de los concejos que tengan asumida la prestación de 
dichos servicios.
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Artículo 33.  Base imponible.

1. La base imponible de la contribución especial se determinará en función del coste total 
que «Bomberos del Principado de Asturias» y la Administración del Principado de Asturias 
soporten por la realización de las obras o por el establecimiento, ampliación o mejora de los 
servicios de extinción de incendios y de salvamentos.

2. El referido coste estará integrado por los siguientes conceptos:

a) El valor real de la redacción de proyectos y trabajos periciales.
b) El importe de las obras a realizar o de los costos de establecimiento, ampliación o 

mejora de los servicios.
c) El importe de las indemnizaciones que sean necesarias como consecuencia del 

establecimiento, ampliación o mejora de los servicios.
d) El valor de los terrenos que deberán ocupar permanentemente los servicios, excepto 

cuando se trate de bienes de uso o servicio público o de terrenos cedidos gratuitamente.
e) El importe de la adquisición, ampliación o mejora de todo tipo de material propio para 

la prevención, la extinción de incendios y los salvamentos.

3. El coste total de las obras y servicios citados en el apartado anterior se calculará en 
base a las cantidades consolidadas consignadas anualmente en los Presupuestos de la 
Administración del Principado de Asturias y de «Bomberos del Principado de Asturias», 
teniendo carácter de mera previsión. En consecuencia, si el coste efectivo fuera superior o 
inferior al previsto inicialmente, se rectificará, tal como se establezca reglamentariamente, la 
fijación de las correspondientes cuotas.

Artículo 34.  Cuota y base de reparto.

1. La cuota global de esta contribución especial estará constituida por el noventa por 
ciento de la base imponible.

2. La cuota global se repartirá entre las entidades aseguradoras obligadas, en proporción 
a las primas recaudadas en el año inmediatamente anterior por su actividad en el ámbito 
territorial del Principado de Asturias, excluidos los términos municipales de los concejos que 
tengan asumida la prestación de los servicios de extinción de incendios y de salvamentos.

Tratándose de seguros combinados o multirriesgos, en el caso de las entidades 
aseguradoras que no puedan discernir la prima de cobertura de incendios de la 
correspondiente a las restantes garantías de la póliza, se evaluará aquélla en el cincuenta 
por ciento de la prima neta del seguro.

3. Si la cuota exigible a un sujeto pasivo resultara superior al cinco por ciento del importe 
de las primas recaudadas por el mismo, el exceso se trasladará a los sucesivos ejercicios 
hasta su total amortización.

Artículo 35.  Devengo y pago.

1. El devengo de la contribución especial se producirá, en su caso, el día 1 de enero de 
cada ejercicio en relación a los créditos consignados en la Ley de Presupuestos del 
Principado de Asturias sobre el establecimiento, ampliación o mejora de los servicios de 
extinción de incendios y de salvamentos.

2. Se determinarán por vía reglamentaria los períodos y las formas de ingreso de la 
contribución.

Sección 3.ª Contribuciones especiales

Artículo 36.  Hecho imponible.

La contribución especial para el establecimiento, la mejora y la ampliación de los 
servicios de prevención y extinción de incendios y de salvamentos del Principado de Asturias 
tiene como hecho imponible la obtención por el sujeto pasivo definido en el artículo siguiente 
de un beneficio especial como consecuencia del establecimiento, mejora o ampliación del 
servicio que presta «Bomberos del Principado de Asturias».
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Artículo 37.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de las contribuciones para la financiación de los servicios de 
«Bomberos del Principado de Asturias» las entidades aseguradoras que tengan contratadas 
pólizas que cubran:

a) Los riesgos de incendio, en cualquier modalidad, ya sean simples o combinadas.
b) Los riesgos industriales.
c) Los riesgos de transporte de mercancías y viajeros que se refieran a bienes o 

actividades radicadas o que se produzcan en el territorio del Principado de Asturias, 
excluidos los términos municipales de los concejos que tengan asumida la prestación de 
dichos servicios.

Artículo 38.  Base imponible.

1. La base imponible de la contribución especial se determinará en función del coste total 
que «Bomberos del Principado de Asturias» y la Administración del Principado de Asturias 
soporten por la realización de las obras o por el establecimiento, ampliación o mejora de los 
servicios de extinción de incendios y de salvamentos.

2. El referido coste estará integrado por los siguientes conceptos:

a) El valor real de la redacción de proyectos y trabajos periciales.
b) El importe de las obras a realizar o de los costos de establecimiento, ampliación o 

mejora de los servicios.
c) El importe de las indemnizaciones que sean necesarias como consecuencia del 

establecimiento, ampliación o mejora de los servicios.
d) El valor de los terrenos que deberán ocupar permanentemente los servicios, excepto 

cuando se trate de bienes de uso o servicio público o de terrenos cedidos gratuitamente.
e) El importe de la adquisición, ampliación o mejora de todo tipo de material propio para 

la prevención, la extinción de incendios y los salvamentos.

3. El coste total de las obras y servicios citados en el apartado anterior se calculará en 
base a las cantidades consolidadas consignadas anualmente en los presupuestos de la 
Administración del Principado de Asturias y de «Bomberos del Principado de Asturias», 
teniendo carácter de mera previsión. En consecuencia, si el coste efectivo fuera superior o 
inferior al previsto inicialmente, se rectificará, tal como se establezca reglamentariamente, la 
fijación de las correspondientes cuotas.

Artículo 39.  Cuota y base de reparto.

1. La cuota global de esta contribución especial estará constituida por el noventa por 
ciento de la base imponible.

2. La cuota global se repartirá entre las entidades aseguradoras obligadas, en proporción 
a las primas recaudadas en el año inmediatamente anterior por su actividad en el ámbito 
territorial del Principado de Asturias, excluidos los términos municipales de los concejos que 
tengan asumida la prestación de los servicios de extinción de incendios y de salvamentos.

Tratándose de seguros combinados o multirriesgos, en el caso de las entidades 
aseguradoras que no puedan discernir la prima de cobertura de incendios de la 
correspondiente a las restantes garantías de la póliza, se evaluará aquélla en el cincuenta 
por ciento de la prima neta del seguro.

3. Si la cuota exigible a un sujeto pasivo resultara superior al cinco por ciento del importe 
de las primas recaudadas por el mismo, el exceso se trasladará a los sucesivos ejercicios 
hasta su total amortización.

Artículo 40.  Devengo y pago.

1. El devengo de la contribución especial se producirá, en su caso, el día 1 de enero de 
cada ejercicio en relación a los créditos consignados en la Ley de presupuestos del 
Principado de Asturias sobre el establecimiento, ampliación o mejora de los servicios de 
extinción de incendios y de salvamentos.
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2. Se determinarán por vía reglamentaria los períodos y las formas de ingreso de la 
contribución.

Disposición adicional primera.  Promoción de la mujer.

La Administración del Principado de Asturias fomentará acciones positivas que 
favorezcan el acceso de las mujeres al conjunto de los servicios de extinción de incendios y 
de salvamentos del Principado, así como su formación y su promoción.

Disposición adicional segunda.  Integración del personal del Consorcio de Extinción de 
Incendios, Salvamento y Protección Civil del Principado de Asturias (CEISPA).

1. El personal con contrato laboral indefinido perteneciente al CEISPA que, en el 
momento de su extinción, realice funciones de extinción de incendios o salvamentos pasará 
a integrarse en la plantilla de la entidad pública «Bomberos del Principado de Asturias», con 
respeto a todos los derechos adquiridos previamente en el CEISPA, incluida la antigüedad.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores, la 
entidad «Bomberos del Principado de Asturias» se subrogará en las obligaciones derivadas 
de los contratos suscritos entre el CEISPA y los trabajadores dependientes del mismo que le 
sean adscritos, manteniendo dichos contratos la misma naturaleza jurídica con la que fueron 
celebrados.

3. La adscripción definitiva del personal del CEISPA a la entidad pública «Bomberos del 
Principado de Asturias» se realizará, en el plazo máximo de tres meses desde la publicación 
de esta Ley, mediante acuerdo del Consejo de Gobierno donde se recogerá la relación 
nominal del personal del CEISPA que pasa a integrarse en la entidad.

Disposición adicional tercera.  Patrimonio de Bomberos del Principado de Asturias.

1. A la entidad pública «Bomberos del Principado de Asturias» le corresponde la 
propiedad del patrimonio del Consorcio de Extinción de Incendios, Salvamento y Protección 
Civil del Principado de Asturias (CEISPA) que, siendo utilizado para la realización de las 
funciones que en esta Ley se atribuyen a Bomberos del Principado de Asturias, resulte, en el 
momento de la extinción del CEISPA, a favor de la Administración del Principado de 
Asturias.

2. Asimismo, a la entidad pública «Bomberos del Principado de Asturias» le corresponde 
la propiedad de los bienes y derechos de la Administración del Principado de Asturias, salvo 
los inmuebles que en el momento de la extinción del Consorcio de Extinción de Incendios, 
Salvamento y Protección Civil del Principado de Asturias (CEISPA) estén siendo utilizados 
por el Consorcio para la realización de las funciones que en esta Ley se atribuyen a 
Bomberos del Principado de Asturias.

3. La relación definitiva del patrimonio propiedad de «Bomberos del Principado de 
Asturias» previsto en el apartado primero de esta disposición será aprobada mediante 
resolución del titular de la Consejería a la que está adscrito el CEISPA.

Por su parte, la relación del patrimonio propiedad de «Bomberos del Principado de 
Asturias» previsto en el apartado segundo de esta disposición será aprobada mediante 
resolución del titular de la Consejería de Hacienda, a propuesta del titular de la Consejería a 
la que está adscrito el CEISPA.

Disposición adicional cuarta.  Derechos y obligaciones del Consorcio de Extinción de 
Incendios, Salvamento y Protección Civil del Principado de Asturias (CEISPA).

«Bomberos del Principado de Asturias» se subrogará en los derechos y obligaciones 
derivados de los contratos suscritos entre el CEISPA y terceros que tengan relación con las 
actividades que en esta Ley se atribuyen a Bomberos del Principado de Asturias. La 
subrogación en los derechos y obligaciones de cada concreto contrato será aprobada 
mediante resolución del titular de la Consejería a la que está adscrito el CEISPA.
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Disposición transitoria única.  
Hasta la suscripción de un convenio colectivo de «Bomberos del Principado de 

Asturias», al personal propio del mismo le será de aplicación el convenio vigente en el 
CEISPA en el momento de la extinción.

Disposición final primera.  
En el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de la presente Ley, el Consejo 

de Gobierno del Principado de Asturias deberá aprobar el Reglamento de funcionamiento del 
Consejo del Fuego del Principado de Asturias y proceder a su puesta en funcionamiento.

Disposición final segunda.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para desarrollar 

reglamentariamente esta Ley y para aprobar los estatutos de organización y funcionamiento 
de la entidad pública «Bomberos del Principado de Asturias».

Disposición final tercera.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 55  Ley de la entidad pública Bomberos del Principado de Asturias

– 785 –



§ 56

Ley 1/1994, de 21 de febrero, sobre Abastecimiento y Saneamiento 
de Aguas en el Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 46, de 25 de febrero de 1994
«BOE» núm. 113, de 12 de mayo de 1994
Última modificación: 22 de abril de 2014

Referencia: BOE-A-1994-10719

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta general del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley sobre abastecimiento y 
saneamiento de aguas en el Principado de Asturias.

LEY 1/1994, DE 21 DE FEBRERO, SOBRE ABASTECIMIENTO Y SANEAMIENTO 
DE AGUAS EN EL PRINCIPADO DE ASTURIAS

PREÁMBULO

I. Competencia legislativa del Principado
La Constitución ha impuesto a los poderes públicos del deber inexcusable de velar por la 

utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad 
de vida y defender y restaurar el medio ambiente. Este mandato constitucional cobra 
especial relieve respecto del agua, tanto por su carácter de recurso escaso que debe 
satisfacer muy distintas necesidades y que es preciso utilizar con principios de economía y 
eficacia, cuanto por su incidencia en un aspecto fundamental que determina la calidad de 
vida, como es el de la disponibilidad de agua potable para el abastecimiento humano y el 
consiguiente tratamiento en su vertido del agua utilizada en el consumo doméstico e 
industrial. En este último aspecto, el término municipal, que tradicionalmente ha sido la base 
en la que se centraron las competencias sobre aprovechamientos hidráulicos urbanos, no 
permite, como regla general, la utilización racional y coordinada del recurso. De ahí que se 
haya hecho precisa la búsqueda de espacios geográficos más amplios que el municipal para 
la realización de obras, tanto de captación, embalse y tratamiento de las aguas que han de 
ser distribuidas por las redes municipales, como de depuración y vertido de las residuales. 
Igualmente, la obligada racionalidad en la utilización del recurso ha impuesto con carácter 
necesario la planificación de los distintos usos y la coordinación de la explotación de los 
diferentes aprovechamientos.
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El Estatuto de Autonomía de Asturias atribuye al Principado la competencia respecto de 
los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, así como 
sobre las obras públicas de interés regional, la ordenación del territorio y la protección del 
medio ambiente. A su vez, la Ley Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre de transferencia de 
competencias a Comunidades Autónomas que accedieron a la autonomía por la vía del 
artículo 143, transfiere al Principado de Asturias, en su artículo 2.a) la competencia exclusiva 
sobre la materia de «ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos 
cuando las aguas discurran íntegramente por el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma». Se trata, en este caso, de títulos competenciales que habilitan a la Junta 
general para ordenar la intervención de la Administración del Principado y de las 
administraciones locales en el abastecimiento y saneamiento de aguas, desde las 
perspectivas antes enunciadas de la planificación y coordinación de las actuaciones 
públicas. Una ordenación que se asienta en el principio de cuidadoso respeto de las 
competencias que la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local asigna al municipio o 
concejo, así como el deber que impone a la provincia –en Asturias al Principado– de 
coordinar los servicios municipales para garantizar su prestación integral y adecuada.

Por otra parte, el artículo 44 del Estatuto de Autonomía para Asturias dispone que la 
Hacienda del Principado de Asturias está integrada, entre otros recursos, por los tributos 
propios que podrá establecer y exigir de acuerdo con la Constitución y las leyes.

II. Estructura de la Ley
El título I de la Ley regula el abastecimiento y saneamiento en el Principado. Es ésta una 

regulación que se efectúa partiendo de la delimitación de las competencias que en la materia 
ostentan las administraciones locales y la del Principado: en el primer caso, según lo 
establecido en la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local; en el caso del 
Principado, centradas en la función planificadora y coordinadora de las actuaciones públicas, 
conforme prevé el artículo 59 de la misma ley.

Además, se estima que la coordinación de las actuaciones públicas debe resultar de las 
directrices establecidas en la planificación. Por ello, la Ley regula los procedimientos para 
llevar a la práctica los planes directores, encomendando al Consejo de Gobierno la 
aprobación de los programas para su ejecución, en el que se deben concretar, espacial y 
territorialmente, las infraestructuras hidráulicas a realizar, la Administración pública 
encargada, en cada caso, de su ejecución, y el modo de financiarlas. Asimismo, se 
establece la obligada participación de los entes locales en el proceso de aprobación de los 
planes directores y de sus programas de ejecución, y la concreción en éste de las 
aportaciones del Presupuesto del Principado para la financiación de las obras que, por ser 
de titularidad municipal, corren a cargo de la Administración local.

Por otra parte, se concreta en la zona central de Asturias la ordenación que con carácter 
general se realiza en todo el territorio del Principado de Asturias, y ello en razón de las 
especiales características de la misma que ya en su día han dado lugar a la constitución de 
un consorcio para ejercer las distintas funciones de las administraciones consorciadas en 
orden al abastecimiento y saneamiento.

En el título II y al amparo de lo previsto en los artículos 44.1 del Estatuito y 4.1, b), de la 
Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de financiación de las Comunidades Autónomas, 
se crea un canon de saneamiento, como tributo propio de la Hacienda del Principado de 
Asturias, afectado a la financiación de los gastos de inversión en obras e instalaciones de 
depuración de aguas residuales, así como a los de explotación y mantenimiento de las 
mismas.

El canon creado se inspira en los principios constitucionales de igualdad, generalidad, 
solidaridad y suficiencia financiera, partiendo de la consideración de que, si bien existen 
diferencias en cuanto a las dotaciones y necesidades de los concejos y áreas determinadas 
del territorio de la Comunidad Autónoma, no obstante el problema de la degradación de la 
calidad de las aguas y del medio ambiente en general es un problema que afecta a todos por 
igual y exige la adopción de medidas de carácter general eficaces para su corrección.

Finalmente, el título III establece y regula la Junta de Saneamiento, organismo autónomo 
que cumple funciones básicas en la aplicación de lo dispuesto por la Ley de cuyo Consejo de 
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Administración forman parte representante de la Administración del Principado y de los 
Ayuntamientos.

TÍTULO I

Abastecimiento y saneamiento de aguas en el Principado de Asturias

CAPÍTULO I

Objeto de la Ley

Artículo 1.  Objeto.

1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de los aspectos esenciales de las 
funciones que en materia de abastecimiento de agua y saneamiento correspondan al 
Principado de Asturias y a los concejos en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma 
para una actuación planificada y coordinada, de modo especial en la zona central de 
Asturias, así como el establecimento y regulación de un canon de saneamiento para la 
financiación de gastos de gestión, explotación y mantenimiento de las instalaciones de 
depuración de las aguas residuales y, en su caso, de las obras de construcción de las 
mismas.

2. El abastecimiento incluye los servicios de aducción y de distribución. El primero 
comprende las funciones de captación y alumbramiento, embalse, conducciones por arterias 
o tuberías primarias, así como su tratamiento inicial. El segundo, el depósito, el tratamiento 
secundario y su reparto de agua hasta las acometidas particulares.

3. El saneamiento incluye los servicios del alcantarillado y depuración. El primero 
comprende las funciones de recogida de aguas residuales y pluviales y su evacuación a los 
colectores interceptores generales o puntos de recogida para su tratamiento. El segundo el 
transporte, depuración y vertido final a los medios receptores.

CAPÍTULO II

Disposiciones generales

Artículo 2.  Competencias del Principado de Asturias.

1. En su ámbito territorial, corresponde a la Administración del Principado:

a) La planificación general, que deberá contener la formulación de los esquemas de 
infraestructuras, estableciendo, en todo caso, los diferentes ámbitos temporales y espaciales 
en relación con la actuaciones que recoja y los niveles mínimos de prestación de servicios y 
calidad exigibles, así como el procedimiento a seguir para la adopción de las medidas que 
permitan afrontar situaciones especiales en supuestos de urgencia o necesidad, con los 
recursos disponibles. Esta planificación se hará a través de planes directores de obras y de 
gestión.

b) La programación, la ejecución de las infraestructuras calificadas en el plan director de 
obras como de interés de la Comunidad Autónoma que promueva directamente y la gestión 
de los servicios de su titularidad.

c) La colaboración con las entidades locales en la planificación, en la ejecución y en la 
gestión de obras y servicios de la competencia de las mismas.

d) La aprobación de los planes y proyectos incluidos en el programa de ejecución del 
plan director que, en relación a los servicios municipales de saneamiento y abastecimiento, 
formulen los distintos Ayuntamientos y pretendan la financiación de la Comunidad 
Autónoma.

e) La aprobación del régimen de financiación de las inversiones previstas en el programa 
de ejecución del plan director de obras.

f) El control de la calidad de la aguas y de los vertidos en las redes cuya titularidad 
corresponda a la Administración del Principado.
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g) El control de la eficacia del proceso de tratamiento en las instalaciones de depuración 
financiadas total o parcialmente por el Principado de Asturias.

h) La supervisión de la calidad de las aguas en las redes de distribución.
i) La prestación de servicios de aducción y depuración que sean titularidad de la 

Comunidad Autónoma.

2. El Gobierno del Principado podrá establecer mediante Decreto tarifas mínimas 
orientativas para los servicios de abastecimiento y alcantarillado y podrá vincular la 
financiación de obras que beneficien a dichos servicios al establecimiento de acuerdos 
mediante los cuales los Ayuntamientos se acojan a dichas tarifas.

Artículo 3.  Competencia de los concejos.

1. De acuerdo con la normativa vigente, corresponde a los concejos como competencias 
propias, con sujeción a la planificación general establecida por el Principado de Asturias, 
prestar por sí mismos o asociados, los servicios de distribución de agua y alcantarillado. 
Asimismo prestan los servicios de aducción y depuración cuando éstos son de su titularidad.

2. En el marco de la planificación general establecida por el Principado y de acuerdo con 
sus competencias, corresponde a los Ayuntamientos:

a) Aprobar los proyectos y realizar y gestionar las obras y los servicios definidos en el 
plan director de obras como de ámbito municipal.

b) Redactar y aprobar inicial y provisionalmente los proyectos de obras y de explotación 
de los servicios municipales, cuya aprobación definitiva corresponda a la Administración del 
Principado, de conformidad con los programas de ejecución del plan director de obras.

c) Realizar y gestionar de forma asociada con las restantes entidades locales afectadas, 
obras y servicios de ámbito territorial superior al de un término municipal.

d) Aprobar las tarifas de los servicios de su competencia.
e) Controlar los vertidos a la red municipal de alcantarillado.

3. Los entes locales podrán ejecutar las obras de infraestructura y gestionar los servicios 
de su competencia en la materia objeto de la presente Ley por cualquiera de los modos 
establecidos en la legislación reguladora del régimen local.

Artículo 4.  Relaciones interadministrativas.

1. Las relaciones interadministrativas que surjan del ejercicio de las competencias 
municipales y de las del Principado, se ajustarán a los principios de información mutua, 
colaboración y coordinación.

2. La Administración del Principado, a través de los planes directores y de sus 
programas de ejecución, coordina la actividad de entidades locales mediante la definición 
concreta de los intereses regionales y locales, con fijación de los objetivos y la determinación 
de las prioridades de la acción pública. En la tramitación de los planes directores y de sus 
programas de ejecución se garantizará la participación de las entidades locales afectadas.

3. Para el cumplimiento de las obligaciones previstas en esta Ley, la Administración del 
Principado facilitará a las entidades locales asistencia técnica en el marco de los planes 
directores y de los programas para su ejecución. Asimismo, promoverá la constitución de 
consorcios que, para la prestación de los servicios de abastecimiento y saneamiento, podrán 
acordar la forma de gestión más adecuada en cada caso.

4. Cuando las entidades locales no cumplan la obligación de prestar los servicios de 
abastecimiento y saneamiento o de ejecutar las obras de infraestructura de carácter 
municipal que les correspondan de acuerdo con los planes directores, la Administracion del 
Pricipado formulará requerimiento al efecto y en caso de no ser atendido se actuará 
conforme a lo previsto en el artículo 60 de la Ley 7/1985, reguladora de las bases del 
régimen local.
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CAPÍTULO III

Planificación hidráulica

Artículo 5.  Planes directores.

1. El plan director de obras a que se refiere el artículo 2.1,a) de la presente Ley, recogerá 
justificadamente las infraestructuras que en materia hidráulica deberán realizarse en 
Asturias, tanto de nueva planta como de mejora de las existentes o de interrelación entre 
ellas, para asegurar con la mayor garantía posible la prestación de los servicios.

2. El plan director de gestión al que se refiere el precepto indicado en el apartado 
anterior, establecerá los niveles mínimos de prestación de los servicios y de calidad 
exigibles. Contendrá, asimismo, respecto a los sistemas de abastecimiento declarados de 
interés de la Comunidad Autónoma, las medidas que aseguren una actuación coordinada de 
las distintas administraciones competentes en el ciclo del agua para garantizar el suministro 
de agua en casos de urgencia y necesidad, a consecuencia de sequía, desabastecimiento 
de poblaciones por averías, contaminación de las fuentes de alimentación o cualquier otra 
situación catastrófica, determinando para cada caso los puntos de la red desde los que se 
efectuarán los suministros, sustituyendo total o parcialmente los caudales de cada concejo 
afectado por otros de origen diferente. Determinará igualmente las compensaciones que 
procedan a los titulares de los recursos que se utilicen en favor de otros usuarios. 
Especificará, asimismo, las instalaciones y servicios concretos cuya gestión será financiable 
con cargo al canon del saneamiento regulado por la presente Ley.

3. Los planes directores serán aprobados por acuerdo del Consejo de Gobierno. 
Reglamentariamente se determinará el procedimiento de elaboración de los planes 
garantizándose en todo caso la participación de las entidades locales afectadas y siendo 
preceptivo un período de información pública.

Artículo 6.  Obras de infraestructura.

1. El Consejo de Gobierno del Principado, en desarrollo del plan director de obras y de 
acuerdo, en su caso, con los Ayuntamientos afectados, aprobará, con la periodicidad 
establecida en el mismo, programas de ejecución de obras e instalaciones de 
infraestructuras hidráulicas. En dichos programas se concretarán, temporal y territorialmente: 
Las obras e instalaciones de implantación o conservación de captaciones y mejora de 
recursos superficiales y subterráneos; las de embalse, conducción, tratamiento y depósito y 
distribución por medio de redes secundarias; las de saneamiento y depuración de vertidos 
urbanos e industriales.

2. Los programas de ejecución deberán contener:

a) Las obras de interés de la Comunidad Autónoma o municipal a realizar en los 
ejercicios presupuestarios que comprenda el programa, para alcanzar los objetivos fijados 
por los planes directores.

b) La concreción de la Administración pública encargada, en cada caso, de la ejecución 
de las obras.

c) La evaluación económica de las inversiones a realizar en cada ejercicio.
d) La financiación de las inversiones.

3. Los costes de inversión y financieros de las obras y actuaciones contenidas en los 
programas de ejecución serán financiados por la Administración a quien corresponda su 
realización. No obstante, las obras de ámbito municipal o supramunicipal podrán contar con 
la aportación de la Administración del Principado y de los concejos afectados primando en la 
definición de prioridades las obras de interés supramunicipal.

4. Serán de titularidad de los concejos las obras e instalaciones realizadas por éstos 
aunque hayan sido financiadas con aportaciones del Principado de Asturias, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 8 de la presente Ley.
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Artículo 7.  Aprobación de proyectos.

La aprobación por la Administración del Principado de los proyectos a que se refiere el 
artículo 2.1, d), implicará la declaración de utilidad pública de las obras y la necesidd de 
ocupación de los edificios y terrenos correspondientes a los fines de su expropiación forzosa 
e imposición de servidumbres.

CAPÍTULO IV

De los servicios de abastecimiento y saneamiento en la zona central de 
Asturias

Artículo 8.  Sistemas de interés del Principado de Asturias.

1. En la zona central de Asturias se declara de interés de la Comunidad Autónoma el 
sistema hidráulico de aducción susceptible de gestión integrada que se describe en el anexo 
I de la presente Ley. Se declaran, asimismo, de interés del Principado de Asturias, los 
sistemas de depuración descritos en el anexo II de la presente Ley.

2. Las obras que en materia de aducción y depuración se realicen para la ampliación de 
dicho sistema en la zona central de Asturias, serán de interés del Principado.

Artículo 9.  Planes directores de la zona central.

1. La Administración del Principado redactarará un plan director de obras y un plan 
director de gestión específicos para la zona central.

2. El plan director de gestión de la zona central contendrá las disposiciones precisas 
para la coordinación de las instalaciones de los servicios de aducción y depuración del 
sistema hidráulico integrado que obligarán directamente a las entidades titulares de los 
mismos y, en su caso, a las que haya sido encomendada su gestión o explotación.

3. El plan director de obras de la zona central establecerá los puntos y condiciones de 
conexión de las redes municipales de distribución a las del sistema de aducción integrado, 
así como los puntos y condiciones de conexión de las redes del alcantarillado con las de los 
sistemas de depuración.

TÍTULO II

Canon de saneamiento

Artículos 10 a 21.  

(Derogado)

TÍTULO III

Junta de Saneamiento

Artículo 22.  Creación.

Se crea la Junta de Saneamiento como organismo autónomo adscrito a la Consejería 
competente en la materia, con personalidad jurídica propia e independiente, plena capacidad 
de obrar, patrimonio propio y autonomía funcional para el cumplimiento de las funciones que 
la presente Ley le asigna.

Artículo 23.  Régimen jurídico.

La Junta de Saneamiento se rige, en cuanto a su organización y funcionamiento, por lo 
dispuesto en la presente Ley y, supletoriamente, en las restantes leyes del Principado de 
Asturias que le sean de aplicación y en la legislación reguladora del régimen de entidades 
estatales autónomas.
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Artículo 24.  Funciones.

Corresponde a la Junta de Saneamiento el ejercicio de las siguientes funciones en el 
marco de las competencias de la Comunidad Autónoma:

a) La promoción, orientación, coordinación e información de las actuaciones 
concernientes a la planificación, ejecución y explotación de las infraestructuras de aguas 
residuales, estaciones depuradoras y emisarios submarinos, así como de los sistemas de 
reutilización de las aguas depuradas.

b) (Derogado).
c) La distribución de los ingresos procedentes del canon, fijando las asignaciones que 

correspondan a las entidades responsables de la explotación y mantenimiento de las 
estaciones de depuración de aguas residuales.

d) El establecimiento de los objetivos de calidad de los efluentes de cada una de las 
estaciones depuradoras de aguas residuales, así como de los beneficios económicos a 
otorgar a las entidades responsables de su gestión en función del logro de tales objetivos.

e) Informar preceptivamente, antes de su aprobación por el Consejo de Gobierno, los 
planes directores de obras en lo referente a obras de depuración.

f) Elaborar el anteproyecto de presupuesto anual del organismo.

Artículo 25.  Estructura.

La Junta de Saneamiento se estructura en los siguientes órganos de administración y 
gobierno:

a) El Consejo de Administración.
b) El Director.

Artículo 26.  Consejo de Administración.

1. El Consejo de Administración se compondrá de los siguientes miembros:

Presidente: El Consejero titular de la Consejería competente en la materia de 
abastecimiento y saneamiento o persona en quien delegue.

Vocales: Un representante de las Consejerías de Hacienda, Economía y Planificación; 
de Medio Rural y Pesca y de Medio Ambiente y Urbanismo, designados por los respectivos 
titulares de las mismas.

Dos representantes de los concejos y uno de las entidades asociativas de éstos 
prestadoras de servicios de abastecimiento y saneamiento.

Secretario: Un funcionario de la Consejería competente en la materia designado por el 
titular de la misma. El Secretario actuará con voz y sin voto y le corresponderá levantar acta 
de las reuniones del Consejo, expedir certificaciones de los acuerdos que se adopten y 
conservar los libros oficiales.

Cuando el orden del día de la reunión del Consejo de Administración incluya la 
consideración específica de asuntos que afecten a un concejo, se convocará al Alcalde 
correspondiente. El Alcalde, acompañado de la persona que designe podrá asistir solamente 
a la deliberación del asunto para el que haya sido convocado y tomar parte en la misma con 
voz pero sin voto.

2. Corresponde al Consejo de Administración:

a) Proponer los planes de actuación del organismo.
b) Elevar, por medio del titular de la Consejería competente en la materia de 

abastecimiento y saneamiento, el anteproyecto de presupuestos del organismo.
c) Informar los planes directores de obras en lo referente a obras de depuración.
d) Distribuir los ingresos provenientes de la exacción del canon de saneamiento, fijando 

las asignaciones a abonar a las entidades responsables de la ejecución de las obras o de la 
prestación de los servicios. La atribución de recursos se podrá hacer por autocompensación 
cuando la entidad que realice la obra o preste el servicio sea aquella que actúe como 
recaudadora del canon. En todo caso, el Consejo de Administración podrá comprobar si la 
inversión de las cantidades asignadas se destina a los fines previstos.
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e) Conocer e informar la memoria anual del organismo.
f) Todas aquellas funciones necesarias para el cumplimiento de los fines del organismo 

no atribuidas expresamente a otros órganos.

3. El régimen de funcionamiento del Consejo de Administración se determinará 
reglamentariamente, estándose, en su defecto, a lo determinado en el capítulo II del título II 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. El Consejo de Administración contará con la asistencia de una Comisión de 
participación que informará sobre los asuntos que aquél le someta y, en particular, sobre el 
anteproyecto de presupuesto anual del organismo, distribución del canon de saneamiento y 
programa anual de actuación. La composición y funcionamiento de la Comisión de 
participación se determinará reglamentariamente y en ella deberán estar representados, 
además del Principado de Asturias, los Ayuntamientos y los agentes sociales y económicos.

Artículo 27.  Director.

1. El Director de la Junta de Saneamiento será nombrado y separado libremente por el 
Consejo de Administración del organismo.

2. Corresponde al Director:

a) Dirigir el funcionamiento del organismo bajo las directrices del Consejo de 
Administración y ejecutar los acuerdos adoptados por éste.

b) Ejercer la jefatura del personal del organismo.
c) Preparar y presentar al Consejo de Administración las propuestas correspondientes 

sobre los asuntos que a éste corresponda decidir o pronunciarse.
d) Cualesquiera otras funciones que el Consejo de Administración le encomiende o le 

delegue.

Artículo 28.  Servicios administrativos.

Para el desarrollo de sus funciones la Junta de Saneamiento contará con la estructura 
administrativa suficiente, a cuyo efecto por el Consejo de Administración se elaborará el 
proyecto de plantilla y la relación de puestos de trabajo correspondiente para su aprobación 
por los órganos competentes de la Administración del Principado.

Artículo 29.  Patrimonio e ingresos.

La Junta de Saneamiento gozará de patrimonio propio afecto al cumplimiento de sus 
fines y se nutrirá de los siguientes bienes e ingresos:

a) Bienes y derechos que le sean afectados por la Comunidad Autónoma.
b) Ingresos procedentes de la exacción del canon de saneamiento.
c) Aportaciones del Principado a través de los créditos consignados en sus 

presupuestos, así como transferencias de cualesquiera otros organismos públicos.
d) Recursos procedentes de donaciones o cualesquiera otras aportaciones voluntarias 

de entidades públicas o privadas o de particulares.

Disposición adicional primera.  
A los concejos y demás entidades públicas que presten el servicio de depuración de 

aguas residuales en la forma y bajo las condiciones que reglamentariamente apruebe el 
Consejo de Gobierno se les pagará por los costes de explotación, mantenimiento y 
conservación que soporten, y por los de inversiones en los casos a que hace referencia el 
artículo 10.3.

Disposición adicional segunda.  
El Principado de Asturias podrá establecer acuerdos con la Confederación Hidrográfica 

del Norte para adecuar la aplicación del canon de vertido regulado en la Ley 29/1985, de 2 
de agosto, de Aguas, en los ámbitos que pudieran verse afectados por el régimen 
económico financiero establecidos en esta Ley, a fin de evitar la duplicidad impositiva.
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Disposición adicional tercera.  
1. Se compensará a los concejos que hayan realizado obras de depuración de aguas 

residuales a las que se afecta el canon regulado por la presente Ley siempre que cumplan 
los siguientes requisitos:

a) Haber sido iniciadas al amparo de convenios de saneamiento suscritos por el 
Principado de Asturias o que correspondan a sistemas generales de saneamiento.

b) Haber estado en ejecución a la entrada en vigor de esta Ley o haberse iniciado en el 
período comprendido entre dicha entrada en vigor y el 31 de diciembre de 2000.

c) Haber sido financiadas por los respectivos concejos con cargo a aquellos créditos de 
sus presupuestos que no tuvieran su origen en transferencias percibidas con idéntico fin. A 
efectos de determinación del importe del pago no se considerarán las posibles 
devaluaciones o amortizaciones en las instalaciones originadas por el transcurso del tiempo.

2. Las compensaciones se harán efectivas por la Junta de Saneamiento con cargo a los 
ingresos procedentes del canon de saneamiento en un periodo máximo de quince años. 
Dichas compensaciones podrán ser revisadas, en concepto de aplazamiento de pago, de 
acuerdo con el índice de precios al consumo.

Disposición adicional cuarta.  
La Administración del Principado promoverá que el uso por las entidades públicas de la 

alimentación de fuentes ornamentales, bocas de riego y extinción de incendios, así como el 
riego de parques, jardines y zonas verdes de instalaciones deportivas tenga lugar con agua 
reutilizada, tras el correspondiente proceso de depuración.

Disposición adicional quinta.  
La Administración del Principado de Asturias extremará las medidas de control para 

evitar la realización de vertidos en las redes de saneamiento que pudieran interferir en la 
depuración posterior de las aguas residuales.

Disposición adicional sexta.  

(Derogado)

Disposición transitoria primera.  

(Derogada)

Disposición transitoria segunda.  
El tipo de gravamen aplicable para la exacción del canon de saneamiento en el presente 

ejercicio será el siguiente:

Usos domésticos, 30 pesetas/metro cúbico, consumido o equivalente estimado.
Usos industriales, 36 pesetas/metro cúbico, consumido y equivalente estimado.

Disposición transitoria tercera.  
Las tarifas de cualesquiera tributos establecidos genéricamente por las entidades locales 

radicadas en el territorio del Principado de Asturias sobre los servicios de saneamiento 
deberán ser revisadas a la fecha de aplicación del canon para suprimir, en su caso, la 
incidencia que sobre las mismas pudiera tener la prestación del servicio de depuración, cuya 
compensación será efectuada en la forma determinada en la disposición adicional primera 
de la presente Ley.

Disposición transitoria cuarta.  

(Derogada)
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Disposición transitoria quinta.  
Los planes y programas de infraestructuras hidráulicas a que hace referencia la presente 

Ley tomarán como uno de sus objetivos el cumplimiento antes del año 2005 de las 
exigencias en materia de tratamiento de aguas residuales urbanas contenidas en la directiva 
91/271/CEE.

Disposición transitoria sexta.  
El Gobierno del Principado analizará la conveniencia de instalar generadores de ozono 

en los sistemas de tratamiento de agua de consumo de los que sea titular.

Disposición transitoria séptima.  

(Derogada)

Disposición transitoria octava.  Industrias que tributen por la modalidad de carga 
contaminante.

1. Las industrias con resolución de carga contaminante en vigor a fecha 31 de diciembre 
de 2010 deberán aportar la información necesaria para la determinación de los tipos de 
gravamen según modelo aprobado a tal efecto, en el plazo de tres meses desde el 1 de 
enero de 2011.

En el supuesto de inactividad de la industria, el plazo de tres meses se contará a partir 
del momento en que la actividad se reinicie.

2. En tanto en cuanto no se dicte resolución de carga contaminante por la que se 
establezca el tipo de gravamen aplicable, para determinar la cuota variable se aplicarán los 
tipos vigentes a 31 de diciembre de 2010, teniendo las cuotas ingresadas el carácter de 
entregas a cuenta.

Una vez dictada la resolución de carga contaminante, el contribuyente deberá ingresar la 
diferencia entre las entregas a cuenta y las cuotas correspondientes a la aplicación de los 
tipos de gravamen definitivos, junto con la autoliquidación correspondiente al trimestre en 
que se dicte la correspondiente resolución.

Disposición final primera.  
Se faculta al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para aprobar por Decreto 

las disposiciones reglamentarias que se juzguen necesarias para el desarrollo y aplicación 
de esta Ley.

Disposición final segunda.  
A través de la ley de presupuestos generales del Principado de Asturias de cada 

ejercicio podrán modificarse las cuantías correspondientes a consumos mínimos y los tipos 
de gravamen establecidos en los artículos 16 séptimo y 17 de la presente Ley.

ANEXO I
Dispositivo de abastecimiento de agua a la zona central de Asturias con base en los 

embalses de Tanes y Rioseco.
Dispositivo de aprovechamiento y conducción de las aguas de los manantiales de la 

sierra del Aramo y del embalse de los Alfilorios.
Conducción de los manantiales de la «Fuentona de los Arrudos» y «Perancho».
Conducción a La Lleda, estación de bombeo e impulsión del río Magdalena y estación 

depuradora de La Lleda.
Dispositivo de aprovechamiento del río Aller y estación depuradora de Levinco.
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ANEXO II
Grandes colectores de cuenca, estaciones depuradoras y vertido final de las aguas 

residuales de la cuenca del Nalón entre Pola de Laviana y Trubia.
Grandes colectores de cuenca, estaciones de tratamiento y vertido final de las aguas 

residuales de las cuencas de los ríos Nora y Noreña, desde Lieres a Llanera, englobando 
Pola de Siero, Noreña, El Berrón, Colloto, Oviedo, Lugones, Silvota y Posada de Llanera.

Grandes colectores de cuenca, estaciones, depuradoras y vertido final de las aguas 
residuales de la cuenca de la ría de Avilés y de las cuencas próximas trasvasables.

Grandes colectores de cuenca, bombeos a dichos colectores, estaciones depuradoras y 
vertidos finales de las aguas residuales de la comarca de Gijón.

ANEXO III
Q = [37500 . P/ (h + 20)]

Donde:

"Q", es el consumo mensual facturable en metros cúbicos.
"P", es la potencia nominal del grupo o grupos de elevadores expresada en 

Kilovatios.
"h", es la profundidad dinámica media del acuífero en la zona considerada, 

expresada en metros.

ANEXO IV
V = I / M

Donde:

"V", es el volumen de agua estimado, expresado en metros cúbicos.
"I", es el importe satisfecho como precio del agua, expresado en pesetas.
"M", es el precio medio ponderado según las tarifas vigentes del agua 

suministrada por la entidad en las provisiones medidas por contadores en el concejo, 
y correspondiente al mismo tipo de uso, expresado en pesetas por metro cúbico.

ANEXO V
1. El tipo de gravamen a que se refiere el apartado b.3), letra b), punto 3, artículo 17 de 

esta ley, será el que resulte de aplicar la siguiente fórmula:

T = a + (b.SS) + (c.DQO) + (d.NTK) + (e.Pt) + (f.Cond) + (g.∆t) + (h.MP) + (i.Ecotox)

donde:

''T'' es el tipo de gravamen expresado en €/m3.
''SS'', la concentración media del vertido en sólidos en suspensión, expresada en kg/ m3.
''DQO'', la concentración media del vertido en demanda química de oxígeno, expresada 

en kg/ m3.
''NTK'', la concentración media del vertido en nitrógeno total kjeldhal, expresada en 

kg/m3.
''Pt'', la concentración media del vertido en fósforo total, expresada en kg/ m3.
''Cond'', la conductividad media del vertido a 20 ºC, expresada en S/cm.
''∆t'', el incremento de temperatura medio del vertido, expresado en ºC.
''MP'' la concentración de metales pesados del vertido, expresada en Unidades de 

Metales Pesados (UMP), calculadas según la fórmula:

UMP = 100.Cd + 2.Cu + 6. Ni + 3.Pb +1.Zn +120 Hg+ 2Cr

donde:
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''Cd'': concentración media del vertido en cadmio, expresada en mg/l.
''Cu'': concentración media del vertido en cobre, expresada en mg/l.
''Ni'': concentración media del vertido en níquel, expresada en mg/l.
''Pb'': concentración media del vertido en plomo, expresada en mg/l.
''Zn'': concentración media del vertido en zinc, expresada en mg/l.
''Hg'': concentración media del vertido en mercurio, expresada en mg/l.
''Cr'': concentración media del vertido en cromo, expresa a en mg/l.

''Ecotox'' la ecotoxicidad media del vertido según el método fotobacterium expresada en 
equitox.

''a'', el coeficiente independiente de la contaminación, que indica el precio asignado 
exclusivamente al volumen vertido en función del medio receptor del mismo. El coeficiente 
''a'' tomará los siguientes valores:

''asps'' En caso de vertidos al sistema público de saneamiento: 0,12 €/m3.
''adph'' En caso de vertido al Dominio Público Hidráulico: 0,04 €/m3.

En caso de vertido al Dominio Público Marítimo Terrestre:

''amtr'' en aguas de transición: 0,04 €/m3.
''amco'' en aguas costeras: 0,02 €/m3.

''b'', el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en SS. Su valor es de 
0,4673 €/kg.

''c'', el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en DQO. Su valor es 
de 0,4154 €/kg.

''d'', el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en NTK. Su valor es 
de 2,3814 €/kg.

''e'', el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en Pt. Su valor es de 
4,3416 €/kg.

''f'', el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en Cond. Su valor es 
de 0,5247 €/(S/cm.) m3.

''g'', el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en ∆t. Su valor es de 
0,0040 € /ºC m3.

''h'', el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en MP. Su valor 
0,0239 €/UMP. m3.

''i'', el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en Ecotox. Su valor es 
de 0,0072 €/equitox. m3.

2. En la determinación de la carga contaminante por incremento de temperatura ''g.∆t'' 
deberán aplicarse los siguientes criterios:

a) En el caso de vertidos a sistemas públicos de saneamiento el incremento de 
temperatura ''∆t'' corresponderá a la temperatura del vertido menos veinte grados 
centígrados, no pudiendo tomar nunca valores negativos.

b) En el caso de vertidos al medio, el valor del incremento de temperatura ''∆t'' 
corresponderá al aumento de temperatura de las aguas receptoras tras la zona de 
dispersión, no pudiendo tomar nunca valores negativos.

3. En la determinación de la carga contaminante por conductividad ''f.Cond'' deberán 
aplicarse los siguientes criterios:

a) En el caso de vertidos a las aguas costeras, no se aplicará el término de la 
conductividad, es decir, el coeficiente ''f'' tomará valor cero.

b) En el caso de vertidos a colectores o emisarios públicos que conduzcan las aguas 
residuales industriales a un vertido final en aguas costeras, sin que sean tratadas en una 
estación depuradora de aguas residuales pública, no se aplicará el término de la 
conductividad, es decir, el coeficiente ''f'' tomará valor cero.

c) Sin perjuicio de lo establecido en las letras a) y b) anteriores, en el caso de aguas que 
no se viertan al sistema público de saneamiento y procedan de una captación propia, el valor 
de la conductividad que se introducirá en la fórmula para la determinación del tipo de 
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gravamen ''Cond'' será el del incremento de conductividad de las aguas vertidas respecto de 
las captadas. La cifra resultante no podrá en ningún caso tomar valores negativos.

4. La cuantificación de SS, DQO, NTK, Pt, Cond, ∆t, MP y Ecotox se realizará mediante 
el análisis de muestras, en la misma forma y procedimiento establecidos en el apartado 1 del 
artículo 16 quinto de esta Ley. La resolución que deba dictarse incluirá la cuantificación de 
los conceptos mencionados.

En el caso de que el contribuyente disponga de sistemas propios de depuración de 
aguas residuales, la medición de los parámetros descritos en la fórmula se realizará para el 
efluente de la instalación de depuración.

En los supuestos contemplados en el artículo 16 sexto de la presente Ley, Estimación 
objetiva de la carga contaminante, el tipo tributario se establecerá por aplicación de los 
valores establecidos en este anexo a los estimados en concepto de SS, DQO, NTK, Pt, 
Cond, ∆t, MP y Ecotox por grupos de actividad, establecimientos similares o datos que 
consten en las autorizaciones de vertidos, en la forma y cuantía que reglamentariamente se 
establezcan.

5. El tipo de gravamen aplicable a los vertidos efectuados al mar abierto a través de un 
emisario submarino de titularidad de uso de la industria vertiente (Tes), será el resultado de 
multiplicar el tipo de gravamen que resulte de la fórmula polinómica descrita en el presente 
anexo (T) por un coeficiente reductor Kes, cuyo valor dependerá de la distancia entre la costa 
y el lugar en que se produzca en vertido.

Es decir:
Tes = Kes × T

Siendo:

Parámetro Coeficiente Distancia a la costa

Kes

1 Hasta 500 m.

0,6 Entre 501 y 800 m.

0,3 Entre 801 y 1.200 m.

0,15 Más de 1.200 m.

Para la aplicación del coeficiente reductor, el vertido al mar deberá contar con 
autorización en vigor, siendo el titular de la misma la industria a la que se aplica la reducción 
y se realizará únicamente a través de un emisario submarino que cumpla lo dispuesto en la 
Orden de 13 de julio de 1993, del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, por la que se 
aprueba la Instrucción para el proyecto de conducciones de vertidos desde tierra al mar. 
Asimismo, los resultados del Programa de Vigilancia y Control del Vertido deberán indicar 
una buena conservación estructural del emisario y un funcionamiento acorde con su 
dimensionamiento.

INFORMACIÓN RELACIONADA

• Téngase en cuenta que las referencias hechas al canon de saneamiento se entenderán 
efectuadas al Impuesto sobre las Afecciones Ambientales del Uso del Agua, por la disposición 
adicional 1 de la Ley 1/2014, de 14 de abril. Ref. BOE-A-2014-6210.
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§ 57

Ley 5/2002, de 3 de junio, sobre vertidos de aguas residuales 
industriales a los sistemas públicos de saneamiento

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 137, de 14 de junio de 2002
«BOE» núm. 170, de 17 de julio de 2002
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2002-14187

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley sobre vertidos 
de aguas residuales industriales.

PREÁMBULO

El artículo 45 de la Constitución contiene un mandato dirigido a los poderes públicos 
imponiéndoles el deber genérico de velar por la utilización racional de todos los recursos 
naturales con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el 
medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva, configurando como 
derecho de todos el disfrute de un medio ambiente adecuado para el desarrollo personal y, a 
la par, como carga u obligación, el deber de conservarlo.

A su vez, el Estatuto de Autonomía atribuye al Principado de Asturias, en su artículo 
11.5, el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado en materia de 
protección del medio ambiente, objetivo último de este texto legal.

La Ley del Principado de Asturias 1/1994, de 21 de febrero, sobre abastecimiento y 
saneamiento de aguas, regula los aspectos esenciales de las funciones que en materia de 
abastecimiento y saneamiento corresponden al Principado de Asturias y a los concejos en el 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma para una actuación planificada y coordinada. 
Asimismo, dicha Ley crea y regula un canon de saneamiento, como tributo de la Hacienda 
del Principado de Asturias, afectado fundamentalmente a la financiación de gastos de 
gestión, explotación y mantenimiento de las instalaciones de depuración de las aguas 
residuales.

En el marco del Real Decreto Ley 11/1995, de 28 de diciembre, por el que se establecen 
las normas aplicables al tratamiento de las aguas residuales urbanas, incorporando al 
ordenamiento interno la Directiva 91/271/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1991, sobre el 
tratamiento de aguas residuales urbanas, modificada por la Directiva 98/15/CE de la 
Comisión, de 27 de febrero de 1998, se ha hecho y se continúa haciendo un importante 
esfuerzo inversor por las diferentes administraciones públicas implicadas, con el fin de dotar 
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al territorio de la Comunidad Autónoma de las instalaciones de depuración precisas para el 
cumplimiento de las determinaciones establecidas en las citadas normas. Y, en este sentido, 
a fin de evitar que tal esfuerzo resulte baldío o con resultados insuficientes, se hace preciso, 
como complemento de la Ley del Principado de Asturias 1/1994, de 21 de febrero, antes 
citada, regular los vertidos de aguas residuales industriales a los sistemas públicos de 
saneamiento para optimizar el funcionamiento de las instalaciones que los integran y, en 
particular, el de las estaciones depuradoras de aguas residuales, puesto que los vertidos 
hechos fuera de parámetros aceptables afectan no sólo a las redes de alcantarillado y de 
colectores, sino también y principalmente a las propias depuradoras, sean éstas o no 
biológicas.

Con ello se pretende, además, el logro de otros objetivos no menos importantes, como 
los de protección del personal de explotación ante compuestos tóxicos o peligrosos y los de 
favorecer la posible utilización de los lodos de depuración, eliminando de los mismos 
metales pesados y compuestos afines.

Por otra parte, correspondiendo a los concejos, conforme a lo establecido en el artículo 
25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local, el ejercicio de 
competencias en las materias, entre otras, de alcantarillado y tratamiento de aguas 
residuales, la regulación que se establece en la presente Ley con relación a los sistemas de 
depuración tendrá la consideración de condicionado mínimo a tener en cuenta por los 
respectivos Ayuntamientos a la hora de autorizar, en el ámbito de su competencia, los 
enganches y vertidos a sus propias redes de alcantarillado y de colectores, sin perjuicio de 
que tal condicionado sea ampliado cuando regulen la prestación de los respectivos servicios 
mediante el correspondiente reglamento u ordenanza municipal.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.

Es objeto de la presente Ley regular los vertidos de aguas residuales industriales a los 
sistemas públicos de saneamiento en el ámbito territorial del Principado de Asturias, con el 
fin de proteger las instalaciones que integran dichos sistemas, optimizar el funcionamiento 
de las mismas y conseguir la preservación del medio ambiente, y en particular para:

a) Proteger la salud del personal que trabaje en los sistemas colectores y en las 
instalaciones de tratamiento.

b) Garantizar que los sistemas colectores, las instalaciones de tratamiento y los equipos 
instalados en ellas no se deterioren.

c) Asegurar que no se obstaculice el funcionamiento de las plantas de tratamiento.
d) Conseguir que los efluentes de las plantas de tratamiento no tengan efectos negativos 

sobre el medio ambiente y la salud y contribuyan a que las aguas receptoras cumplan los 
objetivos de calidad determinados en la normativa vigente.

e) Garantizar que los fangos puedan evacuarse con completa seguridad de forma 
aceptable desde la perspectiva medioambiental.

Artículo 2.  Definiciones.

A efectos de la presente Ley, se entiende por:

Administración competente: Entidad u organismo público, autonómico o local, que por 
disposición legal tenga atribuida la competencia para la prestación de servicios de 
saneamiento o para la autorización de vertidos, sin perjuicio de lo que para la Administración 
del Estado establezca la legislación aplicable.

Aguas residuales industriales: Las procedentes de los procesos propios de la actividad 
en instalaciones comerciales o industriales con presencia de sustancias disueltas o en 
suspensión.
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Pretratamiento de vertidos: operaciones de depuración para reducir o neutralizar de 
forma parcial, en cantidad o calidad, la carga contaminante de las aguas residuales 
industriales antes de su vertido a los sistemas públicos de saneamiento.

Servicio de alcantarillado: servicio de competencia municipal que, dentro del servicio 
genérico de saneamiento, comprende las funciones de recogida de aguas residuales a 
través de la red de alcantarillado y su evacuación a los colectores generales o a un punto 
autorizado de vertido.

Colector: Conducto que recoge y transporta las aguas residuales desde las redes de 
alcantarillado hasta las estaciones depuradoras de aguas residuales.

Estación depuradora de aguas residuales: Unidad compuesta por instalaciones, 
estructuras o mecanismos que, utilizando métodos físicos, físico-químicos, biológicos u otros 
similares, realicen el tratamiento de las aguas residuales con el objetivo de reducir o eliminar 
las materias o productos contaminantes, disueltos o en suspensión en las mismas.

Servicio de depuración: Servicio de competencia autonómica o municipal que, dentro del 
servicio genérico de saneamiento, comprende las funciones de transporte de aguas 
residuales a través de colectores generales, la depuración de éstas mediante las 
instalaciones idóneas y su vertido final al medio natural.

Sistema público de saneamiento: Conjunto de infraestructuras de titularidad pública que 
comprende alguna de las instalaciones siguientes: red de alcantarillado, colectores, 
estaciones depuradoras de aguas residuales y emisarios, cuya función sea recoger, 
transportar y depurar aguas residuales para devolverlas al medio natural en condiciones que 
permitan preservar el adecuado mantenimiento del mismo.

TÍTULO II

Régimen de los vertidos de aguas residuales industriales

CAPÍTULO I

Vertidos y su autorización

Artículo 3.  Solicitud de autorización de vertido.

Sin perjuicio de lo establecido en la disposición transitoria primera de esta Ley, los 
titulares de actividades industriales o comerciales cuyas instalaciones estén comprendidas 
en alguno de los supuestos que reglamentariamente se establezcan y que pretendan utilizar 
los sistemas públicos de saneamiento para el vertido de aguas residuales están obligados a 
solicitar la correspondiente autorización.

Artículo 4.  Requisitos de la solicitud.

1. La solicitud de autorización deberá contener, como mínimo, los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos, o razón social, del titular del vertido y, en su caso, de la persona 
que lo represente.

b) Proyecto técnico que incluya la identificación y descripción de las instalaciones que 
vayan a realizar el vertido y de los procesos de fabricación realizados en las mismas, la 
localización del punto de vertido y del medio receptor y la descripción de las características 
cualitativas y cuantitativas de los vertidos.

c) Las actuaciones y medidas previstas para su puesta en práctica en los casos de 
emergencia o peligro.

2. A la solicitud se habrá de acompañar la documentación acreditativa de los datos 
consignados en la misma. La Administración competente podrá, motivadamente, requerir del 
solicitante la información complementaria que considere necesaria para el otorgamiento de 
la autorización.
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Artículo 5.  Autorización de vertido.

1. La autorización de vertido, salvo lo dispuesto en el apartado 3 del presente artículo, se 
tramitará y se resolverá junto con la licencia municipal regulada en el Reglamento de 
actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas y en ella se hará constar 
expresamente el contenido señalado en el artículo 8 de esta Ley.

2. Cuando el vertido se realice a redes de alcantarillado y sea transportado a colectores 
o instalaciones de depuración de competencia de la Comunidad Autónoma, será necesario, 
para el otorgamiento de la licencia municipal, informe preceptivo y vinculante de la 
Administración del Principado de Asturias, a la que obligatoriamente se habrá de comunicar 
el otorgamiento, en su caso, de la licencia. Dicho informe será emitido en el trámite de 
calificación de la actividad a que se refiere el Reglamento antes citado.

3. Si el vertido se realiza directamente a colectores o instalaciones de depuración 
competencia de la Comunidad Autónoma, una vez recibido el expediente municipal, la 
Administración del Principado de Asturias entenderá la tramitación de la autorización de 
vertido directamente con el interesado. A estos efectos, el Ayuntamiento deberá remitir el 
expediente en el plazo de cuatro meses, disponiendo la Administración del Principado de 
Asturias de otros seis para resolver, a contar desde la entrada del expediente en dicha 
Administración.

4. La autorización se otorgará atendiendo a los siguientes criterios: las características del 
efluente líquido que se solicita verter, la capacidad y el grado de utilización de las 
instalaciones de saneamiento y depuración, y la calidad requerida para el vertido final a las 
aguas receptoras.

Artículo 6.  Vertidos autorizables.

Sin perjuicio de lo establecido en la disposición transitoria segunda de esta Ley, serán 
autorizables los vertidos en que los valores instantáneos de los parámetros de 
contaminación no excedan de los que reglamentariamente se dispongan, siempre y cuando 
las instalaciones de saneamiento y depuración tengan capacidad para admitir el caudal y la 
carga contaminante de los mismos.

Artículo 7.  Prohibición de otros vertidos.

1. En ningún caso podrán ser utilizadas las instalaciones que integran los sistemas 
públicos de saneamiento para verter directa o indirectamente a las mismas:

a) Residuos, entendiendo como tales los definidos en el artículo 3.a) de la Ley 10/1998, 
de 21 de abril, de residuos.

b) Residuos radiactivos regulados por la Ley 25/1964, de 29 de abril, de energía nuclear.
c) Los gases o vapores que por razón de su naturaleza o cantidad sean o puedan ser 

suficientes, por sí mismos o en presencia de otras sustancias, para provocar ignición o 
explosiones.

d) Sustancias que sean o produzcan gases nocivos en la atmósfera del sistema público 
de saneamiento.

2. Se prohíbe igualmente:

a) El uso de agua de dilución en los vertidos para conseguir niveles de concentración 
que permitan su evacuación a los sistemas de saneamiento, salvo en las situaciones de 
emergencia o peligro, cuando su utilización resulte necesaria para mitigar los efectos nocivos 
del accidente producido.

b) El vertido de aguas limpias o de aguas industriales no contaminadas de refrigeración, 
de escorrentía, pluviales o análogas, cuando pueda adoptarse una solución técnica 
alternativa por existir en el entorno de la actividad una red de saneamiento separativa o un 
cauce público.

Artículo 8.  Contenido y vigencia de la autorización.

1. La autorización de vertido deberá contener los siguientes extremos:
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a) Valores máximos y medios permitidos en las concentraciones de contaminantes físico-
químicos de las aguas residuales vertidas.

b) Límites sobre el caudal y el horario de las descargas.
c) Exigencias de instalaciones de adecuación de los vertidos e inspección, muestreo y 

medición, en caso de que sea necesario, de acuerdo con lo que al respecto se establezca en 
el desarrollo reglamentario de esta Ley.

d) Exigencias respecto al mantenimiento, informes técnicos y registros de la planta en 
relación con el vertido, a cuyo efecto cada instalación industrial deberá llevar un libro de 
registro en el que se anoten las características e incidencias de aquellos.

e) Plazos de ejecución de las instalaciones de depuración.
f) Actuaciones y medidas que, en casos de emergencia o peligro, deban ser puestas en 

práctica por el titular de la autorización.
g) Las demás condiciones complementarias que garanticen el cumplimiento de la 

presente Ley.
h) El canon que resulte de la aplicación de la Ley del Principado de Asturias 1/1994, de 

21 de febrero, de abastecimiento y saneamiento de aguas.

2. El plazo de vigencia de la autorización de vertido será de cinco años, como máximo, 
transcurridos los cuales se procederá a la revisión de la misma, con arreglo al procedimiento 
que reglamentariamente se establezca.

Artículo 9.  Modificación o suspensión de la autorización.

1. Cuando el titular de la instalación industrial pretenda efectuar algún cambio en la 
composición del vertido que rebase los límites contenidos en la autorización que tenga 
otorgada, deberá formular la correspondiente solicitud ante la Administración competente 
haciendo constar los datos descriptivos del nuevo vertido a realizar. En caso de afectar a 
instalaciones de depuración de titularidad de la Administración del Principado de Asturias, la 
solicitud habrá de ser sometida a informe preceptivo y vinculante de la misma.

2. A su vez, cuando se alteren las circunstancias que hayan motivado el otorgamiento de 
una autorización o sobrevengan otras que, de haber existido anteriormente, habrían 
justificado su denegación o el otorgamiento de la misma en condiciones distintas, la 
Administración competente podrá modificar las condiciones de la autorización de vertido o, 
en su caso, suspenderla temporalmente hasta que se normalicen dichas circunstancias. El 
titular de la instalación industrial habrá de ser informado con suficiente antelación de las 
posibles modificaciones a efectuar con el fin de que disponga de tiempo adecuado para 
adaptarse a su cumplimiento.

Artículo 10.  Censo de autorizaciones.

Las administraciones competentes tendrán la obligación de formar y mantener un censo 
actualizado de las autorizaciones de vertido otorgadas, debiendo remitir a la Junta de 
Saneamiento del Principado de Asturias copia del mismo, así como de las modificaciones 
que anualmente se produzcan.

CAPÍTULO II

Tratamiento previo de los vertidos

Artículo 11.  Necesidad del tratamiento previo.

1. Cuando las aguas residuales industriales no reúnan las condiciones exigidas para su 
vertido a los sistemas de saneamiento, deberán ser objeto de tratamiento previo.

2. En el supuesto de que varios usuarios se asocien para efectuar conjuntamente el 
tratamiento previo de sus vertidos, deberán obtener la autorización de vertido para el 
efluente final conjunto, sin perjuicio de hacer constar en la solicitud respecto de todos los 
usuarios que integren la asociación los datos correspondientes, y de acompañar la 
documentación a que se refiere el artículo 4 de la presente Ley. En estos supuestos, la 
responsabilidad del cumplimiento de las condiciones de vertido será tanto de la asociación 
de usuarios como de cada uno de ellos solidariamente.
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Artículo 12.  Instalaciones de tratamiento previo.

1. Los usuarios de los sistemas públicos de saneamiento que produzcan vertidos de 
aguas residuales industriales que deban ser objeto de tratamiento previo están obligados a 
presentar en la Administración competente el correspondiente proyecto de instalación de 
tratamiento previo o depuración específica, que incluirá información complementaria para su 
estudio y aprobación.

2. Las instalaciones para la realización del tratamiento previo habrán de ser construidas, 
mantenidas y explotadas por los usuarios respectivos. La Administración competente podrá 
exigir la instalación de medidores de caudal vertido y otros instrumentos y medidas de 
control de la contaminación.

CAPÍTULO III

Actuaciones en caso de emergencia o peligro

Artículo 13.  Emergencia o peligro.

Se entenderá que existe una situación de emergencia o peligro cuando desde las 
instalaciones del usuario se produzca, o haya riesgo inminente de producirse, un vertido 
inusual a los sistemas públicos de saneamiento que potencialmente pueda ser peligroso 
para la seguridad física de las personas, para las instalaciones que integran dichos sistemas 
o para el medio ambiente.

Artículo 14.  Obligaciones de los usuarios.

1. Cuando se produzca un caso de emergencia o peligro, el usuario, además de emplear 
inmediatamente todos los medios de que disponga para mitigar su peligrosidad y de poner 
en práctica las actuaciones y medidas previstas para estas situaciones en la autorización de 
vertido, tendrá la obligación de dar cuenta de la misma, con la mayor urgencia posible, a la 
Administración competente, con el fin de que pueda adoptar las medidas adecuadas al caso 
para reducir al máximo los daños que puedan provocarse.

2. Asimismo, dentro del plazo máximo de las cuarenta y ocho horas siguientes al inicio 
de la situación, el usuario deberá remitir a la Administración competente un informe detallado 
de la misma, haciendo constar en él, como mínimo, la identificación de las instalaciones y del 
titular de las mismas, su ubicación, caudal o materias vertidas, motivo de la emergencia, 
hora en que se produjo, correcciones efectuadas por el propio usuario, hora y forma en que 
se comunicó la emergencia a la Administración competente y, en general, todos aquellos 
datos que permitan el conocimiento de la situación producida y la adecuada valoración de 
sus consecuencias.

3. Las instalaciones con riesgo de producir vertidos inusuales en los sistemas públicos 
de saneamiento tendrán que disponer de recintos de seguridad capaces de contener dichos 
vertidos.

Artículo 15.  Daños.

1. El titular de las instalaciones donde se haya producido el vertido es responsable de los 
daños que se originen a consecuencia de la situación de emergencia o peligro creada.

2. Para la cuantificación de los daños, se tendrán en cuenta los costes de las 
operaciones a que den lugar los accidentes que ocasionen situaciones de emergencia o de 
peligro, así como los de limpieza, remoción, reparación o modificación de los sistemas 
públicos de saneamiento afectados.
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TÍTULO III

Autocontrol, muestreo y análisis de vertidos

CAPÍTULO I

Autocontrol e información a la administración

Artículo 16.  Autocontrol de vertidos.

Las instalaciones industriales que viertan aguas residuales a los sistemas públicos de 
saneamiento estarán obligadas a la toma periódica de muestras y realización de los análisis 
que se especifiquen en la correspondiente autorización para comprobar que los vertidos no 
sobrepasan los valores máximos en ella establecidos. La toma de muestras y los análisis se 
realizarán por entidades u organismos debidamente acreditados y los resultados de los 
análisis deberán ser conservados, al menos, durante cinco años.

Artículo 17.  Información a la Administración.

Los resultados de los análisis de autocontrol de los efluentes estarán en todo momento a 
disposición del personal encargado de la inspección y control de los vertidos, sin perjuicio de 
que la Administración competente pueda requerir a los usuarios la remisión periódica de los 
mismos.

Artículo 18.  Mantenimiento de equipos.

Los titulares de instalaciones industriales obligadas a realizar autocontroles de vertidos 
deberán mantener en perfecto estado de conservación y funcionamiento los equipos para la 
realización de controles, mediciones y muestreos para verificar las características de los 
efluentes.

CAPÍTULO II

Inspección de vertidos

Artículo 19.  Competencia.

La función de inspección y vigilancia en la materia de aguas residuales vertidas a los 
sistemas públicos de saneamiento corresponde a las administraciones competentes 
prestadoras de los respectivos servicios de alcantarillado y depuración.

Artículo 20.  Personal inspector.

1. El personal funcionario que las administraciones competentes designen para la 
realización de las funciones de inspección tendrá la consideración de agente de la autoridad, 
pudiendo para el ejercicio de las mismas recabar la colaboración y auxilio de funcionarios y 
autoridades.

2. Para el desempeño de las funciones de inspección y vigilancia los inspectores tendrán 
derecho de acceso a las instalaciones donde se generen las aguas residuales.

Artículo 21.  Funciones de los inspectores.

La inspección y vigilancia consistirán en las siguientes funciones:

a) Comprobación del estado de las instalaciones y del funcionamiento de los 
instrumentos que para el control de los efluentes se hubieran establecido en la respectiva 
autorización de vertido.

b) Muestreo de los vertidos en cualquier punto de las instalaciones en las que se 
generen.
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c) Medida de los caudales vertidos a los sistemas públicos de saneamiento y 
comprobación de parámetros de calidad.

d) Comprobación de los caudales de abastecimiento y autoabastecimiento.
e) Comprobación del cumplimiento por el usuario de los extremos contenidos en la 

autorización de vertido.
f) Comprobación de las demás obligaciones, en materia de vertido, establecidas en la 

presente Ley.
g) Cualquier otra que sea necesaria para el correcto desarrollo de la función inspectora.

Artículo 22.  Procedimiento de inspección.

1. Para el ejercicio de sus funciones, el personal inspector habrá de poner en 
conocimiento del titular de las instalaciones el objeto de las actuaciones a practicar, 
identificándose antes de su inicio mediante la exhibición del documento acreditativo 
correspondiente. No será necesaria la notificación previa de la inspección cuando se efectúe 
en horas de funcionamiento de la actividad.

2. Las actuaciones inspectoras se realizarán siempre que sea posible en presencia del 
titular de las instalaciones o la persona que lo represente, que estarán obligados a facilitar al 
personal inspector el acceso a las mismas y a no obstaculizar los trabajos de los 
inspectores.

3. Las actuaciones practicadas se harán constar en las correspondientes actas, que se 
extenderán por duplicado. Serán firmadas conjuntamente por el inspector actuante y el titular 
de las instalaciones o persona a su servicio que se encuentre presente, al que se entregará 
uno de los ejemplares. La firma únicamente justifica la entrega del acta pero no 
necesariamente la conformidad con su contenido. En el caso de negativa a la firma del acta 
o a su recepción, el inspector dejará constancia de ello en la misma.

CAPÍTULO III

Muestreo, conservación de las muestras y su análisis

Artículo 23.  Muestreo.

El muestreo de aguas residuales tendrá por finalidad comprobar las características 
cualitativas y cuantitativas de los vertidos líquidos industriales a los sistemas públicos de 
saneamiento, y se realizará por el personal inspector en presencia del usuario o de su 
representante, salvo renuncia expresa, que se hará constar en el acta que se levante al 
efecto.

Artículo 24.  Toma de muestras.

1. La toma de muestras de aguas residuales se hará en las arquetas de las que 
necesariamente han de disponer todas las instalaciones industriales.

2. Las muestras habrán de ser recogidas en los momentos más representativos del 
vertido.

Artículo 25.  Métodos analíticos y análisis de las muestras.

1. Los métodos analíticos para la determinación de los diferentes parámetros de los 
vertidos se establecerán reglamentariamente.

2. El análisis de las muestras podrá realizarse en los laboratorios de que dispongan las 
administraciones competentes o en los de entidades debidamente acreditadas.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 57  Ley sobre vertidos de aguas residuales industriales

– 806 –



TÍTULO IV

Régimen sancionador

CAPÍTULO I

Infracciones y sanciones

Artículo 26.  Clasificación.

Las infracciones en la materia de vertidos regulada por la presente Ley podrán ser leves, 
graves o muy graves.

Artículo 27.  Infracciones leves.

Serán consideradas infracciones leves:

a) Las acciones u omisiones que, contraviniendo lo establecido en la presente Ley, 
causen daño a los bienes de dominio o uso público, así como a los de servicio público 
integrados por las redes de alcantarillado, colectores y sistemas de depuración, cuya 
valoración no exceda de 5.000 euros.

b) La falta de remisión de la información periódica que la Administración competente 
pueda requerir sobre los resultados de los análisis de autocontrol de los efluentes o sobre 
cambios que se hayan introducido en el proceso industrial que puedan afectar al mismo.

c) Las demás acciones u omisiones que contravengan lo establecido en la presente Ley, 
cuando no tengan la consideración de infracciones graves o muy graves.

Artículo 28.  Infracciones graves.

Serán consideradas infracciones graves:

a) Las acciones u omisiones que, contraviniendo lo establecido en la presente Ley, 
causen daño a los bienes de dominio o uso público, así como a los de servicio público 
integrados por las redes de alcantarillado, colectores y sistemas de depuración, cuya 
valoración esté comprendida entre 5.000 y 500.000 euros.

b) La realización de vertidos de aguas residuales industriales sin la correspondiente 
autorización.

c) El incumplimiento de las condiciones impuestas en la autorización de vertido.
d) El incumplimiento de la obligación de disponer de instalaciones y equipos necesarios 

para la realización de los controles requeridos o el mantenerlos en condiciones no 
operativas.

e) El incumplimiento de la obligación de tratamiento previo, cuando proceda.
f) El incumplimiento de las actuaciones determinadas en la presente Ley para las 

situaciones de emergencia o peligro.
g) La obstrucción a la función inspectora de la Administración competente en el acceso a 

las instalaciones o la negativa a facilitar la información que sea requerida.
h) La reincidencia en infracciones leves.

Artículo 29.  Infracciones muy graves.

Serán consideradas infracciones muy graves:

a) Las acciones u omisiones que, contraviniendo lo establecido en la presente Ley, 
causen daño a los bienes de dominio o uso público, así como a los de servicio público 
integrados por las redes de alcantarillado, colectores y sistemas de depuración, cuya 
valoración exceda de 500.000 euros.

b) Las infracciones calificadas como graves en el artículo anterior, cuando de la calidad o 
cantidad del vertido se derive la existencia de un riesgo muy grave para las personas, los 
recursos naturales o el medio ambiente.

c) El incumplimiento de las órdenes de suspensión de vertidos.
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d) La reincidencia en infracciones graves.

Artículo 30.  Sanciones.

1. Las infracciones enumeradas en los artículos precedentes serán sancionadas con 
arreglo a la siguiente escala:

a) Infracciones leves: multa de hasta 10.000 euros.
b) Infracciones graves: multa entre 10.001 y 90.000 euros.
c) Infracciones muy graves: multa entre 90.001 y 450.000 euros.

2. La determinación de la cuantía de las multas se hará teniendo en cuenta la naturaleza 
de la infracción, la gravedad del daño producido, la reincidencia o reiteración, la 
intencionalidad, el beneficio obtenido y demás circunstancias concurrentes.

Artículo 31.  Reparación de daños.

1. Con independencia de la sanción que en cada caso sea impuesta, el infractor estará 
obligado a reparar los daños causados, al objeto de que los bienes que hayan resultado 
alterados a consecuencia de la infracción sean repuestos a su estado anterior.

2. Cuando el daño producido afecte a las redes del alcantarillado y colectores o a las 
instalaciones de depuración, la reparación será realizada por la Administración competente a 
costa del infractor.

3. Para el cumplimiento por el infractor de las obligaciones de reparación de daños a que 
se refieren los números precedentes, la Administración competente podrá utilizar los medios 
de ejecución forzosa a que se refieren los epígrafes a), b) y c) del apartado 1 del artículo 96 
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

CAPÍTULO II

Procedimiento sancionador

Artículo 32.  Procedimiento.

1. El ejercicio de la potestad sancionadora en la materia de vertidos regulada en la 
presente Ley se realizará mediante la tramitación del correspondiente procedimiento.

2. La incoación, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores 
corresponderán a los órganos que tengan asignada tal función dentro de las 
administraciones competentes sobre los respectivos sistemas de saneamiento.

3. Cuando la infracción afecte a redes de colectores o instalaciones de depuración de 
carácter supramunicipal o declarados de interés regional, la potestad sancionadora será 
ejercida en todo caso por la Administración competente sobre los mismos.

4. En el caso de la Administración del Principado de Asturias, la incoación del 
procedimiento corresponderá decidirla a la Dirección General competente en materia de 
abastecimiento y saneamiento de aguas.

Artículo 33.  Potestad sancionadora.

En el ámbito de la Administración del Principado de Asturias, la competencia para 
resolver los procedimientos sancionadores corresponde:

a) En el caso de infracciones leves, al Director general competente en materia de 
abastecimiento y saneamiento de aguas.

b) En el caso de infracciones graves y en las muy graves hasta 150.000 euros, al 
Consejero competente en la materia.

c) En el caso de infracciones muy graves desde 150.001 euros, al Consejo de Gobierno.

Artículo 34.  Suspensión de vertidos.

1. Sin perjuicio de la incoación del correspondiente procedimiento sancionador, las 
administraciones competentes podrán disponer la suspensión inmediata del vertido de una 
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instalación industrial a los sistemas de saneamiento cuando su titular no disponga de la 
correspondiente autorización o no se adecue el vertido a las limitaciones y condiciones 
establecidas en la misma.

2. En los supuestos a que se refiere el apartado anterior, la Administración competente 
podrá, además, adoptar las medidas que considere necesarias para asegurar la efectividad 
de la suspensión.

Artículo 35.  Subsanación de defectos.

1. En el supuesto de no disponer de autorización, la suspensión tendrá carácter 
indefinido hasta que el interesado la solicite y obtenga.

2. Cuando el vertido no se adecue a las limitaciones y condiciones establecidas en la 
autorización, el interesado dispondrá de un plazo de dos meses, contados desde la 
suspensión, para cumplir lo establecido en aquella, transcurrido el cual la Administración 
competente podrá disponer, previa audiencia del interesado, la suspensión definitiva del 
vertido al sistema de saneamiento con revocación de la autorización concedida.

Artículo 36.  Plazos de prescripción.

1. Las infracciones leves prescribirán al año, las graves a los dos años y las muy graves 
a los tres años.

El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que la 
infracción se hubiese cometido o desde que se hubiesen puesto de manifiesto sus efectos.

La prescripción quedará interrumpida por la iniciación, con conocimiento del interesado, 
del procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si dicho 
procedimiento estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al 
presunto responsable.

2. Las sanciones impuestas por infracciones leves prescribirán al año, las impuestas por 
infracciones graves a los dos años y las impuestas por infracciones muy graves a los tres 
años.

El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a 
aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se imponga la sanción.

La prescripción quedará interrumpida por la iniciación, con conocimiento del interesado, 
del procedimiento de ejecución de la sanción, reanudándose el plazo de prescripción si dicho 
procedimiento se paraliza durante más de un mes por causa no imputable al infractor.

Disposición adicional.  
En relación con las instalaciones de titularidad municipal, los Ayuntamientos podrán 

imponer exigencias superiores a las establecidas en esta Ley y en las normas que la 
desarrollen.

Disposición transitoria primera.  
En tanto se desarrolle lo previsto en el artículo 3, deberán solicitar autorización de vertido 

los titulares de instalaciones de actividades industriales o comerciales siguientes:

1. Todas las instalaciones que superen un caudal de abastecimiento y 
autoabastecimiento de 22.000 m3/año.

2. Las instalaciones cuyo caudal de abastecimiento y autoabastecimiento sea superior al 
10 por ciento del caudal de abastecimiento de la población fija servida por el sistema público 
de saneamiento al que se realice el vertido.

3. Las instalaciones que figuran en la siguiente relación.

CNAE (93) Actividad industrial

01.2. Producción ganadera.

01.3. Producción agraria combinada con la producción ganadera.

10. Extracción y aglomeración de antracita, hulla, lignito y turba.
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CNAE (93) Actividad industrial

11. Extracción de crudos de petróleo y gas natural; actividades de los servicios relacionados con las 
explotaciones petrolíferas y de gas, excepto actividades de prospección.

13. Extracción de minerales metálicos.

14. Extracción de minerales no metálicos ni energéticos.

15.1. Industria cárnica.

15.2. Elaboración y conservación de pescados y productos a base de pescado.

15.3. Preparación y conservación de frutas y hortalizas.

15.4. Fabricación de grasas y aceites (vegetales y animales).

15.5. Industrias lácteas.

15.6. Fabricación de productos de molinería, almidones y productos amiláceos.

15.7. Fabricación de productos para la alimentación animal.

15.82. Fabricación de galletas y de productos de panadería y pastelería de larga duración.

15.83. Industria del azúcar.

15.84. Industria del cacao, chocolate y confitería.

15.85. Fabricación de pastas alimenticias.

15.86. Elaboración de café, té e infusiones.

15.87. Elaboración de especias, salsas y condimentos.

15.88. Elaboración de preparados para la alimentación infantil y preparados dietéticos.

15.89. Elaboración de otros productos alimenticios.

15.9. Elaboración de bebidas.

16. Industria del tabaco.

17. Industria textil.

18.301. Preparación, curtido y teñido de pieles de peletería.

19.1. Preparación, curtido y acabado del cuero.

20.1. Aserrado y cepillado de la madera; preparación industrial de la madera.

20.2. Fabricación de chapas, tableros contrachapados, alistonados, de partículas aglomeradas, de fibras y 
otros tableros y paneles.

20.3. Fabricación de estructuras de madera y piezas de carpintería y ebanistería para la construcción.

20.521. Tratamiento del corcho bruto y fabricación de productos de corcho.

21. Industria del papel.

22.11. Edición de libros.

22.12. Edición de periódicos.

22.13. Edición de revistas.

22.21. Impresión de periódicos.

22.22. Otras actividades de impresión.

23.1. Coquerías.

23.2. Refino de petróleo.

24. Industria química.

26. Fabricación de otros productos minerales no metálicos.

25. Fabricación de productos de caucho y materias plásticas.

27. Metalurgia.

28. Fabricación de productos metálicos, excepto maquinaria y equipo.

29. Industria de la construcción de maquinaria y equipo mecánico.

30. Fabricación de máquinas de oficina y equipos informáticos.

31. Fabricación de maquinaria y material eléctrico.

32. Fabricación de material electrónico, fabricación de equipo y aparatos de radio, televisión y 
comunicaciones.

33. Fabricación de equipo e instrumentos médico-quirúrgicos, de precisión, óptica y relojería.

34. Fabricación de vehículos de motor, remolques y semirremolques.
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CNAE (93) Actividad industrial

35. Fabricación de otro material de transporte.

36.1. Fabricación de muebles.

36.3. Fabricación de instrumentos musicales.

36.4. Fabricación de artículos de deporte.

36.5. Fabricación de juegos y juguetes.

36.61. Fabricación de bisutería.

37. Reciclaje.

40. Producción y distribución de energía eléctrica, gas, vapor y agua caliente.

50.5. Venta al por menor de carburantes para la automoción.

51.51. Comercio al por mayor de combustibles sólidos, líquidos y gaseosos y productos similares.

51.553. Comercio al por mayor de productos químicos industriales.

51.57. Comercio al por mayor de chatarra y productos de desecho.

52.111. Hipermercados (más de 2.500 m.).

55.22. Camping.

73.1. Investigación y desarrollo sobre ciencias naturales y técnicas.

74.7. Actividades de limpieza.

90.002. Actividades de limpieza de vías públicas y tratamiento de desechos.

93.01. Lavado, limpieza y teñido de prendas textiles y de piel.

Disposición transitoria segunda.  
Hasta que se establezcan los valores o parámetros a que se refiere el artículo 6, se 

aplicarán los siguientes:

Temperatura < 40º C.
pH (intervalo permisible): 6-9.
Color: Inapreciable en dilución 1/40.
Conductividad: 5.000 µS/cm.
Aceites y grasas: 100 mg/l.
Hidrocarburos: 15 mg/l.
Sólidos en suspensión: 1.000 mg/l.
Materia sedimentable: 10 ml/l.
DBO5: 1.000 mg/l.
DQO: 1.600 mg/l.
Nitrógeno amoniacal: 60 mg/l.
Aluminio: 15 mg/l.
Arsénico: 1 mg/l.
Bario: 10 mg/l.
Boro: 3 mg/l.
Cadmio: 0,5 mg/l.
Cianuros totales: 2 mg/l.
Cobre: 5 mg/l.
Cromo total: 5 mg/l.
Cromo hexavalente: 1 mg/l.
Estaño: 5 mg/l.
Fenoles totales: 2 mg/l.
Fluoruros: 12 mg/l.
Hierro: 10 mg/l.
Manganeso: 2 mg/l.
Mercurio: 0,1 mg/l.
Níquel: 5 mg/l.
Plata: 1 mg/l.
Plomo: 1 mg/l.
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Selenio: 0,5 mg/l.
Sulfuros: 2 mg/l.
Zinc: 10 mg/l.

Para el cadmio y el mercurio, además de los valores máximos instantáneos, deberán 
cumplirse los valores límite de emisión para la media mensual y para la media diaria 
establecidos en la Directiva 82/176/CEE del Consejo, de 22 de marzo de 1982, relativa a los 
valores límite y a los objetivos de calidad para los vertidos de mercurio del sector de la 
electrólisis de los cloruros alcalinos, en la Directiva 83/513/CEE del Consejo, de 26 de 
septiembre de 1983, relativa a los valores límite y a los objetivos de calidad para los vertidos 
de cadmio y en la Directiva 84/156/CEE del Consejo, de 8 de marzo de 1984, relativa a los 
valores límite y objetivos de calidad para los vertidos de mercurio de los sectores distintos de 
la electrólisis de los cloruros alcalinos. Asimismo, deberán cumplirse, para los parámetros en 
ellas regulados, los valores límite de emisión para la media mensual y para la media diaria 
establecidos en la Directiva 84/491/CEE del Consejo, de 9 de octubre de 1984, relativa a los 
valores límite y a los objetivos de calidad para los vertidos de hexaclorociclohexano, en la 
Directiva 86/280/CEE del Consejo, de 12 de junio de 1986, relativa a los valores límite y los 
objetivos de calidad para los residuos de determinadas sustancias peligrosas comprendidas 
en la lista I del anexo de la Directiva 76/464/CEE del Consejo, de 4 de mayo de 1976, en la 
Directiva 88/347/CEE del Consejo, de 16 de junio de 1988, por la que se modifica el anexo II 
de la Directiva 86/280/CEE del Consejo, de 12 de junio de 1986, y en la Directiva 
90/415/CEE del Consejo, de 27 de julio de 1990, por la que se modifica el anexo II de la 
Directiva 86/280/CEE del Consejo, de 12 de junio de 1986.

Excepcionalmente, en caso de riesgo para la salud pública o el medio ambiente, o por 
necesidades del propio sistema de depuración, se podrán autorizar vertidos de aguas 
residuales industriales con algún valor superior al permitido, siempre que las instalaciones 
tengan capacidad para su tratamiento, se mantenga la calidad requerida para su vertido final 
y no se alteren las características de los lodos producidos de manera que deba modificarse 
su destino posterior.

Disposición transitoria tercera.  
1. En el plazo de seis meses, a partir de la publicación de la presente Ley, los titulares de 

actividades industriales que estén realizando vertidos a los sistemas de saneamiento 
deberán formalizar la solicitud de autorización de vertido suspendiendo inmediatamente la 
evacuación del mismo si aquella es denegada.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, las solicitudes de vertidos de aguas 
residuales que deban ser denegadas por exceder su composición de los valores permitidos 
para su autorización podrán ser objeto de autorización provisional siempre que el solicitante 
presente un plan de adecuación del vertido para ajustar dichos valores y el sistema de 
depuración al que se transporte pueda soportar el vertido durante la fase de adecuación. El 
plazo de esta autorización provisional no excederá de un año, valorándose el cumplimiento 
de dicho plan y su adecuación a los valores permitidos.

Disposición final primera.  
Se faculta al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para aprobar por decreto 

las disposiciones reglamentarias que se consideren necesarias para el desarrollo y 
aplicación de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
Se faculta al Consejo de Gobierno para actualizar la cuantía de las sanciones de 

acuerdo con las variaciones del índice de precios al consumo.

Disposición final tercera.  
En el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, el Consejo de 

Gobierno aprobará un texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de 
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abastecimiento de aguas, saneamiento y vertido de aguas residuales, pudiendo regularizar, 
aclarar y armonizar los textos legales que hayan de ser refundidos.
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§ 58

Ley 5/1991, de 5 de abril, de Protección de los Espacios Naturales

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 87, de 17 de abril de 1991
«BOE» núm. 121, de 21 de mayo de 1991

Última modificación: 29 de diciembre de 2012
Referencia: BOE-A-1991-12093

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente

LEY DE PROTECCIÓN DE LOS ESPACIOS NATURALES

PREÁMBULO

Asturias cuenta con un medio natural extraordinariamente rico. La conjugación en un 
espacio reducido de zonas de montaña con una costa variada en sus características, la 
existencia de una cubierta vegetal donde permanecen aún ejemplos notables del bosque 
autóctono, y la supervivencia de una fauna que ha encontrado en esos parajes naturales sus 
últimos refugios, son características que hacen de Asturias una región singular.

Aunque la mayoría de la población se asienta en la zona central de la región, siendo 
ésta, en consecuencia, la que muestra unas características naturales más alteradas, el 
conjunto del territorio no escapa a las presiones y problemas ambientales propios de las 
Sociedades industrializadas.

Es, pues, necesaria una eficaz actuación de los poderes públicos, encaminada a 
garantizar la existencia de un medio natural bien conservado en el conjunto del territorio 
asturiano.

La propia Constitución Española recoge, en su artículo 45, esta exigencia 
encomendando a los poderes públicos que velen por la utilización racional de todos los 
recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de vida y defender y restaurar 
el medio ambiente.

La actuación seguida en esta materia por el legislador asturiano ha estado inspirada, 
desde el principio, por este mandato constitucional. Buenos ejemplos son la Ley 1/1987, de 
30 de marzo, de Coordinación y Ordenación del Territorio; la Ley 2/1988, de 10 de junio, de 
Declaración del Parque Natural de Somiedo; la Ley 3/1988, de 10 de junio, de Sanciones de 
Pesca, o la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Caza.

Sin embargo, la protección del medio natural en Asturias exige de un instrumento jurídico 
general que, a la vez, posibilite la conservación y gestión específica de los espacios 
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naturales que lo necesiten particularmente, establezca un marco de protección referido al 
conjunto del territorio y permita el desarrollo de los criterios orientadores para la defensa 
global de la naturaleza y los recursos frente a diversas causas de degradación.

La presente Ley pretende tal objetivo, para lo que busca sus principios inspiradores en 
las premisas básicas de la estrategia mundial de conservación, y se articula como desarrollo 
de la legislación básica estatal. En ejecución de las competencias que corresponden a la 
Comunidad Autónoma en virtud de lo previsto en el artículo 11, b), del Estatuto de 
Autonomía para Asturias, reproduciéndose en parte, por razones de coherencia y de mejor 
comprensión de la misma, normas de carácter básico contenidas en dicha legislación.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.º  .
Son finalidades de la presente Ley:

a) Definir medidas para la conservación del medio natural asturiano y, en particular, de 
los espacios naturales.

b) Establecer la tipología de los espacios naturales protegidos de Asturias, señalando las 
distintas finalidades particulares y los elementos diferenciadores de cada una de ellas.

c) Establecer normas para ordenar adecuadamente la gestión de los recursos naturales 
de Asturias, orientándola hacia la protección, conservación, restauración y mejora de los 
mismos.

Artículo 2.º  .
Son principios inspiradores de la presente Ley los siguientes:

a) El mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales y de los sistemas vitales 
básicos.

b) La preservación de la diversidad genética.
c) La utilización ordenada de los recursos, garantizando el aprovechamiento sostenido 

de las especies y de los ecosistemas, su restauración y mejora.
d) La preservación de la variedad, singularidad y belleza de los ecosistemas naturales y 

del paisaje.

TÍTULO II

De la ordenación de los recursos naturales

Artículo 3.º  .
1. Como instrumento para la planificación de los recursos naturales se elaborará el plan 

de ordenación de los recursos naturales de Asturias.
2. Para aquellas unidades naturales de ámbito supracomunitario, cuya conservación se 

realice en coordinación con las Comunidades Autónomas limítrofes, podrán elaborarse 
planes de ordenación de los recursos naturales particulares referidos a dichos espacios.

Artículo 4.º  .
Los planes a que se refiere el artículo anterior tendrán el siguiente contenido mínimo:

a) Delimitación del ámbito territorial objeto de ordenación y descripción e interpretación 
de sus características físicas y biológicas.

b) Determinación del estado de conservación de los recursos naturales, los ecosistemas 
y los paisajes que integran el ámbito territorial en cuestión, formulando un diagnóstico del 
mismo y una previsión de su evolución futura.
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c) Determinación de las limitaciones generales y específicas que de los usos y 
actividades hayan de establecerse en función de la conservación de los espacios y especies 
a proteger, con especificación de las distintas zonas, en su caso.

d) Señalamiento y justificación de las zonas sobre las que proceda aplicar los regímenes 
especiales de los espacios naturales protegidos previstos en esta Ley.

e) Proposición, en su caso, de inclusión de especies de flora y fauna en los 
correspondientes catálogos de especies amenazadas, y determinación de las directrices 
para la salvaguarda y gestión de la vida silvestre en el ámbito territorial en cuesión.

f) Concreción de aquellas actividades, obras o instalaciones públicas o privadas a las 
que deba aplicarse cualesquiera de los regímenes de evaluación previstos en el Real 
Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de evaluación de impacto ambiental; en la 
Ley del Principado 1/1987, de 30 de marzo, de Coordinación y Ordenación del Territorio, o 
en el título III, capítulo primero, de la presente Ley.

g) Formulación de los criterios orientadores de las políticas sectoriales y ordenadoras de 
las actividades económicas y sociales, públicas y privadas, para que sean compatibles con 
los objetivos de conservación de la naturaleza en el ámbito territorial de aplicación del plan.

Artículo 5.º  .
1. Los efectos de los planes de ordenación de los recursos naturales tendrán el alcance 

que establezcan sus propias normas de aprobación.
2. Los planes de ordenación de los recursos naturales serán obligatorios y ejecutivos en 

las materias reguladas por la presente Ley, constituyendo sus disposiciones un límite para 
cualesquiera otros instrumentos de ordenación territorial o fisica, cuyas determinaciones no 
podrán alterar o modificar dichas disposiciones. Los instrumentos de ordenación territorial o 
fisica existentes que resulten contradictorios con los planes de ordenación de los recursos 
naturales se aplicarán, en todo caso, prevalenciendo sobre los instrumentos de ordenación 
territorial o fisica existentes.

3. Asimismo, los citados planes tendrán carácter indicativo respecto de cualesquiera 
otras actuaciones, planes o programas sectoriales y sus determinaciones se aplicarán 
subsidiariamente, sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior.

Artículo 6.º  .
La iniciación del procedimiento para la elaboración del plan de ordenación de los 

recursos naturales de Asturias se hará por acuerdo del Consejo de Gobierno del Principado, 
a iniciativa propia o del Consejero de la Presidencia. Dicho acuerdo contendrá las 
indicaciones que se juzguen necesarias o convenientes para la orientación de los trabajos.

Cuando se trate de los planes a que se refiere el artículo 3.2, el acuerdo de iniciación 
contendrá, además, las fórmulas acordadas con las Comunidades Autónomas limítrofes para 
la coordinación de actuaciones.

Artículo 7.º  .
1. La elaboración y aprobación inicial de los planes de ordenación de los recursos 

naturales corresponde a la Agencia de Medio Ambiente.
2. Los planes, una vez aprobados inicialmente, serán sometidos a información pública 

durante un período de treinta días hábiles.
3. Simultáneamente, y por idéntico plazo, serán sometidos a informe de los 

Ayuntamientos afectados y de las asociaciones que persigan el logro de los principios del 
artículo 2 de la presente Ley.

4. Finalmente, la Agencia de Medio Ambiente, previo informe de la Comisión de 
Urbanismo y Ordenación del Territorio y del Comité Regional de Planificación y Coordinación 
de Inversiones Públicas, elaborará la correspondiente propuesta del plan, que, antes de su 
aprobación por el Consejo de Gobierno, será remitido a la Junta General para su examen y 
debate por la Comisión de Política Territorial de la Junta General del Principado, de acuerdo 
con lo previsto en el capítulo II del título X del Reglamento de la Cámara.
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Artículo 8.º  .
1. Los planes de ordenación de los recursos naturales tendrán una vigencia indefinida, 

salvo que en su proio texto se indique otra cosa.
2. Se procederá a la actualización del contenido de los planes cuando la modificación de 

los criterios y objetivos que hayan prevalecido en su redacción así lo exijan. Igualmente, se 
procederá a la actualización cuando la transformación de las condiciones económicas, 
sociales o naturales de los espacios protegidos así lo hagan necesario.

El procedimiento de actualización será el mismo que el definido para la aprobación.

TÍTULO III

De la protección de los espacios naturales

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 9.º  .
1. La utilización del suelo con fines agrícolas, forestales y ganaderos deberá orientarse al 

mantenimiento del potencial biológico y la capacidad productiva del mismo, con respecto a 
los ecosistemas del entorno.

2. La acción de las administraciones públicas en materia forestal e hidrológica se 
orientará a lograr la protección, restauración, mejora y ordenado aprovechamiento de estos 
recursos, así como la conservación y restauración de los espacios naturales, prevaleciendo, 
en todo caso, el interés público sobre el privado.

Artículo 10.  
Con la finalidad de evitar el efecto acumulado o sinérgico sobre el espacio natural 

asturiano, de actividades no sometidas a evaluación de impacto ambiental según la 
normativa legal en vigor, se someterán a evaluación preliminar de impacto ambiental los 
tipos de actuación que específicamente se señalen en las directrices de ordenación territorial 
y en los planes de ordenación de los recursos naturales.

Artículo 11.  
En la fase de proyecto o equivalente, los tipos de actuaciones a que se refiere el artículo 

anterior deberán contener un estudio preliminar de impacto ambiental, realizado por un 
técnico competente, que considere de manera sucinta sus efectos sobre los siguientes 
aspectos:

a) Los recursos naturales que emplea o consume.
b) La liberación de sustancias, energía o ruido en el medio.
c) Los hábitats y elementos naturales singulares.
d) Las especies de la flora y la fauna, con especial atención a las amenazadas.
e) Los equilibrios ecológicos.
f) El paisaje.

Artículo 12.  
1. Cuando se sometan a evaluación preliminar de impacto ambiental actividades de 

promoción privada serán las Entidades promotoras las encargadas de realizar el 
correspondiente estudio, presentándolo ante el órgano administrativo que otorgue la licencia 
o apruebe la ejecución material del proyecto, el cual resolverá en primera instancia sobre las 
mismas en un plazo no superior a veinte días.

2. Si la actividad está promovida por un Organismo público será éste el encargado de 
realizar y resolver en primera instancia la evaluación preliminar del impacto.
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3. El resultado se expresará en modelo normalizado que contendrá:

a) Breve descripción del proyecto y sus principales características.
b) Resumen de los efectos sobre los aspectos enumerados en el artículo 11.
c) Consideración del impacto como compatible, moderado, severo o critico.
d) Determinación del Organismo evaluador sobre el proyecto, que podrá ser aprobatoria, 

aprobatoria con condiciones y recomendaciones para atenuar el impacto, denegatoria o 
impositoria de la realización de una evaluación de impacto ambiental.

Del resultado se dará traslado a la Agencia de Medio Ambiente.

4. La Agencia de Medio Ambiente contará con un plazo de veinte días para emitir 
informe sobre los resultados primarios de las evaluaciones preliminares que le sean 
remitidas, remitiéndoselo al órgano competente en razón de la materia. El silencio significará 
conformidad positiva con los resultados expresados en la resolución primaria.

5. Las discrepancias que pudieran existir entre la Agencia de Medio Ambiente y el 
órgano competente por razón de la materia serán resueltas por el Consejo de Gobierno.

6. En los supuestos de evaluación preliminar de actuaciones o proyectos ejecutados, 
total o parcialmente, por o a cargo de la Administración regional, los resultados de ésta 
deberán figurar en el expediente de tramitación de los créditos presupuestarios 
correspondientes.

CAPÍTULO II

De los espacios naturales protegidos

Artículo 13.  
Aquellos espacios del territorio regional que contengan elementos y sistemas naturales 

de especial interés o valores naturales sobresalientes podrán ser declarados protegidos de 
acuerdo con lo regulado en esta Ley.

Artículo 14.  
Los espacios que sean declarados protegidos, de acuerdo con las figuras de la presente 

Ley, constituirán una red regional de espacios naturales protegidos, cuya finalidad será 
satisfacer los siguientes objetivos:

a) Ser representativa de los principales ecosistemas y formaciones naturales de la 
región.

b) Proteger aquellas áreas y elementos naturales que ofrezcan un interés singular desde 
el punto de vista científico, cultural, educativo, estético, paisajístico y recreativo.

c) Colaborar al mantenimiento y conservación de las especies raras, amenazadas o en 
peligro, de plantas y animales, o contener formaciones geomorfológicas relevantes.

d) Preservar los procesos biológicos fundamentales, tales como ciclos de nutrientes y 
migraciones.

e) Colaborar en programas internacionales de conservación de espacios naturales y de 
la vida silvestre.

f) Favorecer el desarrollo socioeconómico de las áreas integradas en la red, de forma 
compatible con los objetivos de conservación.

Artículo 15.  
1. Para satisfacer los objetivos enumerados en el artículo antenor, en función de los 

bienes y valores a proteger, los espacios naturales protegidos se clasificarán en algunas de 
las siguientes categorías:

a) Parque natural.
b) Reserva natural.
c) Monumentos naturales.
d) Paisajes protegidos.
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2. Las reservas naturales se clasificarán, a su vez, en reservas naturales integrales y 
reservas naturales parciales.

Artículo 16.  
Los parques naturales son áreas naturales poco transformadas por la explotación u 

ocupación humana que, en razón a la belleza de sus paisajes, la representatividad de sus 
ecosistemas o la singularidad de su flora, de su fauna o de sus formaciones 
geomorfológicas, poseen unos valores ecológicos, estéticos, educativos y científicos cuya 
conservación merece una atención preferente.

Artículo 17.  
Las reservas naturales integrales son espacios naturales cuya creación tiene como 

finalidad la protección de ecosistemas, comunidades o elementos biológicos que, por su 
rareza, fragilidad, importancia o singularidad merecen una valoración especial, estando 
prohibida en ellas la explotación de recursos, salvo que, por razones de investigación, 
educativas o de conservación, se permita la misma previa autorización administrativa.

Artículo 18.  
Las reservas naturales parciales son espacios naturales cuya creación tiene como 

finalidad la protección de ecosistemas, comunidades o elementos biológicos que, por su 
rareza, fragilidad, importancia o singularidad, merecen una valoración especial, y donde se 
permite la explotación de recursos de forma compatible con la conservación de los valores 
que se pretenden proteger.

Artículo 19.  
Los monumentos naturales son espacios o elementos de la naturaleza constituidos 

básicamente por formaciones de notoria singularidad, rareza o belleza, que merecen ser 
objeto de una protección especial.

Se consideran también monumentos naturales las formaciones geológicas, los 
yacimientos paleontológicos y demás elementos de la gea que reúnan un interés especial 
por la singularidad o importancia de sus valores científicos, culturales o paisajísticos.

Artículo 20.  
Los paisajes protegidos son aquellos lugares concretos del medio natural que, por sus 

valores estéticos y culturales, sean merecedores de una protección especial.

Artículo 21.  
La declaración de un espacio natural protegido no excluye la posibilidad de que, en 

determinadas áreas del mismo, se constituyan otros núcleos de protección siempre que 
éstos adopten alguna de las modalidades indicadas en la presente Ley.

Artículo 22.  
1. En los espacios naturales protegidos declarados por ley se podrán establecer zonas 

periféricas de protección destinadas a evitar impactos ecológicos o paisajísticos procedentes 
del exterior, en cuyo caso en la propia norma de declaración se establecerán las limitaciones 
necesarias.

2. Las normas reguladoras de los espacios naturales declarados por ley contendrán 
previsiones de índole socioeconómica con el fin de contribuir a su mantenimiento y 
compensar a las poblaciones afectadas. Estas previsiones se referirán también, en su caso, 
a las zonas periféricas de protección.
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CAPÍTULO III

De la declaración de los espacios naturales protegidos

Artículo 23.  
Los parques naturales y las reservas naturales integrales serán declarados por ley, y el 

resto de los espacios a que se refiere el artículo 15 lo serán por decreto.

Artículo 24.  
1. El procedimiento para la declaración de los espacios naturales a que se refiere el 

artículo 15 se iniciará por resolución motivada del titular de la Consejería, de oficio o a 
instancia de parte.

En este último caso, quienes insten la declaración deberán acompañar a la instancia la 
siguiente documentación:

a) Memoria justificativa de la necesidad de la declaración.
b) Delimitación exacta del territorio objeto de declaración.
c) Descripción de las características naturales, sociales y económicas de la zona 

afectada.
d) Propuesta de criterios y normas básicas de protección.

2. Determinada la incoación, el procedimiento se ajustará a los siguientes trámites:

a) Elaboración de la propuesta de declaración por los servicios de la Agencia de Medio 
Ambiente y su aprobación inicial por el Consejo Rector de la misma.

b) Apertura de un período de información pública, por plazo de un mes, para que puedan 
formular alegaciones cuantas Entidades y particulares lo deseen.

c) Sometimiento de la propuesta por igual período a informe de las Corporaciones 
Locales afectadas.

d) Elaboración, por la Agencia de Medio Ambiente, a la vista de los informes, 
alegaciones y sugerencias recibidas, de la propuesta definitiva de declaración de espacio 
natural protegido, que será sometida a la aprobación del Consejo de Gobierno a propuesta 
del titular de la Consejería.

La propuesta se hará en forma de anteproyecto de ley en los casos de declaración de 
parques naturales y reservas naturales integrales, y de proyectos de decreto en las restantes 
categorías de espacios naturales protegidos.

CAPÍTULO IV

De la planificación y gestión de los espacios naturales protegidos

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 25.  
1. Corresponde a la Agencia de Medio Ambiente la administración y gestión de los 

espacios naturales protegidos, salvo lo dispuesto en el párrafo siguiente.
2. La gestión de los paisajes protegidos y monumentos naturales declarados a instancia 

de parte corresponderá a quien la haya promovido, reservándose a la Administración del 
Principado, a través de la Agencia de Medio Ambiente, la función de velar para que se 
mantengan las condiciones que motivaron la declaración.
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Sección 2.ª Elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación

Artículo 26.  
La regulación de los usos, los principios rectores de la gestión y las actuaciones a 

realizar en los parques naturales se establecerán en los planes rectores de uso y gestión, 
que tendrán una vigencia de cuatro años y contendrán las siguientes determinaciones:

a) Las directrices generales de ordenación y uso del parque.
b) La zonificación del parque natural, delimitando áreas de diferente utilización y destino.
c) Las bases para la ordenación de las actividades agrícolas, ganaderas, industriales, 

forestales, cinegéticas, piscícolas y turísticas, potenciándose las actividades tradicionales y 
aquellas otras que favorezcan los valores que motivaron la declaración del parque.

d) Las bases para garantizar el cumplimiento de las finalidades de investigación, 
interpretación de la naturaleza, educación ambiental y de uso y disfrute de los visitantes.

e) Las previsiones económicas o de otro orden, necesarias para equipamientos, 
servicios, infraestructuras u otras actuaciones.

f) Las normas de gestión y actuación necesarias para la conservación, protección y 
mejora de los valores naturales y el mantenimiento de los equilibrios ecológicos.

g) Los criterios que servirán de base para decidir sobre su modificación o reunión.
h) Cualesquiera otras que se consideren necesarias de acuerdo con las finalidades de 

conservación que motivaron la creación del parque.

Artículo 27.  
Los planes rectores de uso y gestión de los parques naturales serán elaborados por la 

Agencia de Medio Ambiente y tramitados según el procedimiento siguiente:

a) Aprobación inicial por la Comisión Rectora de cada parque.
b) Información pública, por plazo de treinta días hábiles, para que puedan formular 

alegaciones cuantas Entidades y particulares lo deseen.
A tal efecto, el plan estará expuesto en la Agencia de Medio Ambiente, en la Oficina de 

Información, Iniciativas y Reclamaciones de la Consejería de la Presidencia, y en los 
Ayuntamientos afectados.

c) Valoración de las observaciones y sugerencias recibidas por la Comisión Rectora y 
envío de las mismas, junto con el plan, a informe de la correspondiente Junta del Parque.

d) Formulación por la Comisión Rectora del Parque de la propuesta definitiva que se 
elevará, por conducto del titular de la Consejería de la Presidencia, al Consejo de Gobierno 
para su aprobación, en su caso, por decreto.

Artículo 28.  
Las previsiones de planificación y actuación de carácter anual, necesarias para el 

desarrollo de los objetivos contemplados en los planes rectores de uso y gestión, se 
recogerán en programas anuales de gestión de cada parque.

A tal fin, las Comisiones Rectoras de los parques elaborarán los correspondientes 
proyectos en el segundo trimestre del año anterior, que serán sometidos a la aprobación del 
Consejo de Gobierno.

Artículo 29.  
En las reservas naturales se elaborarán también planes rectores de uso y gestión, de 

características y contenidos análogos a los anteriores, que serán tramitados de la siguiente 
forma:

a) Serán aprobados inicialmente por la Agencia de Medio Ambiente, siendo sometidos, a 
continuación, a información pública por plazo de un mes.

b) Simultáneamente, será remitido para su información, en el mismo plazo, a los 
Ayuntamientos afectados.
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Con los informes y alegaciones recibidos, la Agencia de Medio Ambiente elaborará una 
propuesta final, que se elevará a la aprobación definitiva, en su caso, por decreto del 
Consejo de Gobierno.

Artículo 30.  
En los países protegidos y monumentos naturales la ordenación y las normas 

protectoras y de gestión quedarán establecidas en la propia norma de declaración de dichos 
espacios.

Sección 3.ª Órganos de Gestión

Artículo 31.  
Para el mejor cumplimiento de las finalidades de los parques naturales, y con 

dependencia de la Consejería de la Presidencia, se constituirán una Junta y una Comisión 
rectora por cada uno de ellos y se designará un conservador en cada caso.

Artículo 32.  
1. Las juntas, cuya composición específica y régimen de funcionamiento serán 

establecidos en la Ley de declaración de cada parque, tendrán las siguientes funciones:

a) Informar preceptivamente los planes rectores de uso y gestión, proponiendo, en su 
caso, las medidas que considere oportunas para la conservación, mejora y conocimiento del 
parque natural y para el desarrollo económico y social de la zona.

b) Velar por el cumplimiento de las finalidades del parque.
c) Promover y fomentar actuaciones para el estudio, divulgación y disfrute de los valores 

del parque.
d) Recibir la Memoria anual de actividades y resultados e informes, proponiendo cuantas 

medidas considere necesarias para corregir disfunciones o mejorar la gestión.
e) Informar cualquier asunto que le someta a la Comisión rectora.
f) Informar preceptivamente los programas anuales de gestión, proponiendo las medidas 

que considere necesarias para el mejor cumplimiento de las finalidades en los parques 
naturales.

2. Las Juntas se integrarán por representantes de la Administración del Principado, de 
las Administraciones locales, de los titulares de los derechos afectados y de las Entidades, 
asociaciones y grupos que realicen actividades en favor de los valores que a los parques 
corresponde proteger. Igualmente podrán formar parte de las mismas representantes de la 
Administración del Estado y de la Universidad de Oviedo.

Artículo 33.  
1. A las Comisiones rectoras les corresponderá ejercer las siguientes funciones:

a) Aprobar inicialmente los planes rectores de uso y gestión y las Memorias anuales de 
actividades y resultados, así como elaborar los programas anuales de gestión.

b) Informar preceptivamente, de conformidad con lo que establezcan los planes rectores 
de uso y gestión, los planes, normas y actuaciones que afecten al ámbito del parque.

c) Vigilar el cumplimiento de los planes rectores y de los programas anuales.
d) Promover cerca de los organismos competentes las actuaciones necesarias para 

salvaguardar los valores del parque.

2. Las normas de declaración de los parques regularán el régimen de funcionamiento y 
la composición de las Comisiones rectoras en cada caso, que estarán integradas 
exclusivamente por representantes del Principado y de los Ayuntamientos afectados, así 
como por el conservador.
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Artículo 34.  
Los Conservadores ejercerán funciones de dirección y supervisión de las actuaciones 

que se desarrollen en los parques y, en particular, las siguientes:

a) Coordinar y, en su caso, realizar las actividades necesarias para la ejecución de los 
planes rectores y los programas anuales.

b) Hacer el seguimiento de las actividades desarrolladas en los parques por los órganos 
de la Comunidad Autónoma.

c) Formular a la Comisión rectora las propuestas oportunas para la elaboración de los 
programas anuales de trabajo.

d) Elaborar la Memoria anual de actividades y resultados.

2. Los Conservadores serán nombrados por el Consejero competente en materia de 
espacios naturales protegidos, de entre funcionarios de carrera de la Administración del 
Principado de Asturias o de cualquier otra Administración Pública, previo informe de la Junta 
del Parque correspondiente.

Artículo 35.  
La gestión de las reservas naturales se encomendará a un Conservador. No obstante, 

cuando circunstancias de eficacia en la gestión así lo justifique podrá nombrarse un mismo 
Conservador para varias reservas.

Artículo 36.  
La gestión de los monumentos naturales y de los paisajes protegidos se efectuará 

directamente por los servicios centrales de la Agencia de Medio Ambiente, salvo lo dispuesto 
en el artículo 25.2.

CAPÍTULO V

Actuaciones complementarias y medios económicos

Artículo 37.  
La declaración de un espacio como protegido lleva aparejada la de utilidad pública, a 

efectos expropiatorios, de los bienes y de derechos afectados, y la facultad de la 
Administración del Principado para el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto en las 
transmisiones onerosas ínter vivos de terrenos situados en el interior del mismo.

A los efectos del ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, por el transmitente se 
notificarán fehacientemente al órgano actuante las condiciones esenciales de la transmisión 
pretendida y, en su caso, copia fehaciente de la escritura pública en la que haya sido 
instrumentada la citada transmisión. El derecho de tanteo podrá ejercerse en el plazo de tres 
meses y el de retracto en el de un año, ambos a contar desde la correspondiente 
notificación, que deberá efectuarse en todo caso, y será requisito necesario para inscribir la 
transmisión en el Registro de la Propiedad.

Artículo 38.  
Los terrenos incluidos dentro de los límites de un espacio natural protegido estarán 

sujetos a servidumbre forzosa de instalación de las señales que los identifiquen.
La servidumbre de instalación de dichas señales lleva consigo la obligación de los 

predios sirvientes de dar paso y permitir la realización de los trabajos para su 
establecimiento, conservación y utilización.

Para declarar e imponer las servidumbres será título bastante la previa instrucción y 
resolución del oportuno expediente en el que, con audiencia de los interesados, se justifique 
la conveniencia y necesidad técnica de su establecimiento.
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En todo caso, la imposición de la servidumbre de señalización dará lugar a la 
correspondiente indemnización, que se determinará, caso de no existir acuerdo mutuo, por 
las reglas de valoración contenidas en la Ley de Expropiación Forzosa.

Artículo 39.  
Se promoverá la declaración de monte de utilidad pública o monte protector de los 

terrenos incluidos dentro de los espacios naturales protegidos.

Artículo 40.  
Las normas que declaren los espacios naturales protegidos determinarán los 

instrumentos jurídicos, financieros y materiales que garanticen el cumplimiento de los fines 
perseguidos con su declaración.

TÍTULO IV

De las infracciones y sanciones

Artículo 41.  
Será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos la observancia de lo 

dispuesto en esta Ley, las normas que la desarrollen, los planes de ordenación de los 
recursos naturales, las normas de los espacios naturales protegidos, y los planes rectores de 
uso y gestión.

Artículo 42.  
1. Las acciones u omisiones que infrinjan lo prevenido en la presente Ley generarán 

responsabilidad de naturaleza administrativa, sin perjuicio de lo exigible en vía penal, civil o 
de otro orden en que puedan incurrir.

2. Sin perjuicio de las sanciones penales o administrativas que en cada caso procedan, 
el infractor deberá reparar el daño causado. La reparación tendrá como objetivo lograr, en la 
medida de lo posible, la restauración del medio natural al ser y estado previos al hecho de 
producirse la agresión. Asimismo, la Administración del Principado podrá, subsidiariamente, 
proceder a la reparación a costa del obligado. En todo caso, el infractor deberá abonar los 
daños y perjuicios ocasionados en el plazo que, en cada caso, se fije en la resolución 
correspondiente.

3. Cuando no sea posible determinar el grado de participación de las distintas personas 
que hubiesen intervenido en la realización de la infracción, la responsabilidad será solidaria, 
sin perjuicio del derecho a repetir frente a los demás participantes, por parte de aquél o 
aquellos que hubieran hecho frente a las responsabilidades.

4. En ningún caso se producirá una doble sanción por los mismos hechos y en función 
de los mismos intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás 
responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes.

Artículo 43.  
Se consideran infracciones administrativas a las disposiciones reguladoras de los 

espacios naturales protegidos:

1. La utilización de productos químicos, sustancias biológicas, la realización de vertidos o 
el derrame de residuos que alteren las condiciones de habitabilidad de los espacios 
naturales protegidos con daño para los valores en ellos contenidos.

2. La alteración de las condiciones de un espacio natural protegido o de los productos 
propios de él mediante ocupación, roturación, corta, arranque, quema u otras acciones.

3. Las acampadas contraviniendo las normas o disposiciones de cada espacio natural 
protegido.

4. La emisión de ruidos que perturben la tranquilidad en los espacios naturales 
protegidos.
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5. La instalación de carteles, publicidad y almacenamiento de chatarra en los espacios 
naturales protegidos y en su entorno, cuando se rompa la armonía del paisaje y se altere la 
perspectiva del campo visual.

6. La ejecución, sin la debida autorización administrativa, de actividades, obras, trabajos, 
siembras o plantaciones en zonas sujetas legalmente a algún tipo de limitación en su destino 
o uso.

7. Acceder o circular por las zonas con limitaciones al respecto.
8. Cualquier otro incumplimiento de lo dispuesto en las normas reguladoras de los 

espacios naturales protegidos.

Artículo 44.  
1. Las citadas infracciones serán calificadas como leves, menos graves, graves y muy 

graves, atendiendo a su repercusión, su trascendencia por lo que respecta a la seguridad de 
las personas y los bienes y a las circunstancias del responsable, su grado de malicia, 
participación y beneficio obtenido, así como a la irreversibilidad del daño o deterioro 
producido en la calidad del recurso o bien protegido.

2. En todo caso, atendiendo al valor natural y a la importancia del bien jurídico protegido:

a) Se considerará infracción muy grave la conducta tipificada en el apartado 1 del 
artículo 43.

b) Se considerarán infracciones graves la conducta tipificada en el apartado 6 del artículo 
43, así como las tipificadas en los apartados 3 y 7 del citado artículo cuando se cometan en 
el desarrollo de una actividad organizada de carácter comercial, empresarial o deportivo.

c) Se considerarán infracciones menos graves las conductas tipificadas en los apartados 
2, 4 y 5 del artículo 43.

d) Se considerarán infracciones leves las conductas tipificadas en los apartados 3 y 7 del 
artículo 43 y aquéllas que se establezcan reglamentariamente en función de su naturaleza o 
escaso relieve de los perjuicios causados.

3. Las infracciones anteriormente tipificadas serán sancionadas con las siguientes 
multas:

– Infracciones leves: Multas de 60 a 600 €.
– Infracciones menos graves: Multa de 601 a 6.000 €.
– Infracciones graves: Multa de 6.001 a 60.000 €.
– Infracciones muy graves: Multa de 60.001 a 600.000 €.

Artículo 45.  
En los supuestos y términos a que se refiere el artículo 107 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo podrán imponerse multas coercitivas, reiteradas por lapsos de tiempo que 
sean suficientes para cumplir lo ordenado, como consecuencia de la ejecución de lo 
dispuesto en esta Ley y en las normas reguladoras de los espacios naturales protegidos, y 
cuya cuantía no excederá en cada caso de 500.000 pesetas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Se dictarán por el Consejo de Gobierno o, en su caso, se propondrán a la Junta general, 

en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de esta Ley, las normas oportunas para 
adaptar el régimen de los espacios naturales protegidos ya declarados a lo dispuesto en esta 
norma.

Segunda.  
En el plazo máximo de un año deberá procederse a la elaboración y, en su caso, 

aprobación, del Plan de Ordenación de los Recursos Naturales de Asturias.
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ANEXO

Unidades ambientales básicas en Asturias
1. Litoral:

1.1 Dunas.
1.2 Estuarios.
1.3 Acantilados y rasas.
1.4 Zonas de particular interés de ámbito submareal en las aguas interiores.

2. Valles y sierras prelitorales del occidente.
3. Valles y cadenas litorales del centro y del oriente.
4. Montañas del occidente.
5. Núcleo central de la cordillera cantábrica.
6. Picos de Europa.
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§ 59

Ley 2/1988, de 10 de junio por la que se declara el Parque Natural de 
Somiedo

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 149, de 28 de junio de 1988
«BOE» núm. 183, de 1 de agosto de 1988
Última modificación: 4 de enero de 2007

Referencia: BOE-A-1988-19036

Téngase en cuenta que las referencias hechas al Director-Conservador se entenderán 
efectuadas al Conservador, según establece la disposición adicional de la Ley 9/2006, de 22 de 
diciembre. Ref. BOE-A-2007-5589.

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley por la que se declara el Parque Natural 
de Somiedo.

PREÁMBULO

El Concejo de Somiedo, cuyo territorio comprende íntegramente la cuenca alta del río 
Pigüeña y la de su tributario el Somiedo, posee un variado sustrato rocoso, lo que, unido a 
su acusado relieve y a las condiciones climáticas reinantes, ha condicionado un poblamiento 
de seres vivos que, junto con las tradicionales actividades humanas, configura un conjunto 
de ecosistemas y paisaje de extraordinario valor.

En Somiedo se conservan muchas de las especies más representativas de la fauna de la 
Cordillera Cantábrica, originales sistemas de explotación de la tierra derivados de la 
trashumancia de los vaqueros y seculares elementos arquitectónicos, como las cabañas de 
teito, que, aunque no exclusivas de este Concejo, tienen en él importantes vestigios.

Paralelamente a esto, las duras condiciones ambientales han impuesto severas 
restricciones al poblamiento humano, lo que, unido a las dificultades de comunicación, a la 
escasez de suelos útiles para la agricultura, la ausencia de recursos mineros y otras 
circunstancias de menor relieve, explican sobradamente el que Somiedo tenga una de las 
rentas «per cápita» más baja de Asturias y sea uno de los Concejos con más baja densidad 
de población, que muestra una tendencia decreciente y un notable envejecimiento.

Esta crítica situación demográfica, junto con la creciente tendencia al abandono de los 
usos humanos tradicionales, unido fundamentalmente a alteraciones por efecto de obras de 
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infraestructura, incendios forestales y a proyectos de explotación de algunos de los recursos 
naturales somedanos, ponen de relieve la necesidad de dotar a este Concejo de una figura 
legal que defina un nuevo modelo de gestión del conjunto de recursos naturales. Este 
modelo ha de garantizar el mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales y, a la vez, 
preservar la diversidad de seres vivos, permitiendo una utilización sostenida de las especies 
y los ecosistemas, y contribuir al desarrollo de la comunidad rural asentada en el Concejo, 
mediante la protección legal del patrimonio natural del mismo.

En este sentido, la Ley de 2 de mayo de 1975, de espacios naturales protegidos, ofrece 
el marco de actuación capaz de sentar los criterios para el desarrollo del Concejo de 
Somiedo desde la perspectiva que se acaba de exponer, mediante su declaración como 
parque natural que, lejos de suponer una rémora para su impulso socioeconómico, debe ser 
el instrumento que invierta las tendencias anteriormente descritas.

Tal declaración significa la elección de una vía idónea para el aprovechamiento de los 
recursos naturales del Concejo, a fin de conseguir, sin degradarlos, el pleno desarrollo del 
área, potenciando y ordenando las actividades turísticas, de montaña, educacionales, 
recreativas y, en general, las socioeconómicas, con toda la mejora de infraestructuras que 
esto requiere y, por supuesto, dentro del más escrupuloso respeto a los valores que se 
tratan de proteger.

La declaración como parque natural del término municipal de Somiedo permite hacer 
compatible la conservación del medio rural y el adecuado aprovechamiento de los recursos 
en beneficio de la calidad de vida de sus habitantes, del disfrute general de los atractivos 
naturales de la zona y de su conocimiento y difusión, y supone, en fin, aunar en un solo 
marco legal las distintas medidas de protección que inciden en este Concejo. Así, las 
disposiciones contenidas en las normas subsidiarias de planeamiento municipal y en el 
régimen de reserva nacional de caza se ven complementadas dentro del nuevo orden que 
supone el parque natural.

Para alcanzar los objetivos señalados, la presente Ley dota al Parque Natural de la 
estructura administrativa de gestión y de los instrumentos planificatorios adecuados.

Por ello se regula la constitución de una Junta del Parque, como órgano eminentemente 
consultivo, donde estarán representadas la Administración de la Comunidad Autónoma, el 
Concejo de Somiedo y los propietarios de la zona. Asimismo se contempla la posibilidad de 
que la Administración Central y la Universidad de Oviedo también estén representados, así 
como las Entidades, Asociaciones y grupos que realicen actividades relacionadas con los 
valores que al parque corresponde proteger.

Con carácter claramente ejecutivo se prevé la existencia de un Consejo Rector, cuya 
composición se conforma con representantes de la Administración del Principado y del 
Ayuntamiento de Somiedo. Este órgano, además de ser el responsable de la planificación y 
gestión del parque, se ha diseñado como el lugar de encuentro entre las Administraciones 
local y autonómica, verdaderas protagonistas del desarrollo de los objetivos del parque. La 
primera por ser el marco territorial que recibe tal declaración como espacio natural protegido 
y la segunda por ser su principal impulsor económico.

Como órgano unipersonal con funciones de coordinación y supervisión de las 
actuaciones aprobadas por la Administración del parque, así como las de propuestas de los 
programas de gestión anuales y las de Secretaría de los órganos colegiados, la Ley regula la 
existencia de un Director-Conservador.

Las actuaciones planificatorias se centran en la figura de los planes de usos y protección 
y en los programas de gestión anuales.

Los primeros de ellos contendrán las directrices generales de ordenación y uso del 
parque y las previsiones de equipamientos, servicios e infraestructuras, con una vigencia de 
cuatro años. Al no concebirse los planes como un documento cerrado se prevé también la 
posibilidad de su modificación.

Por otra parte, a través de los programas de gestión anuales, se formularán las 
previsiones de inversiones y actuaciones para cubrir los objetivos fijados en el plan de usos y 
protección.

Finalmente se hacen las correspondientes previsiones en cuanto a dotaciones 
presupuestarias para el desarrollo del contenido de los citados planes y programas, se 
contempla la posibilidad de indemnización como consecuencia de las limitaciones de 
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derechos patrimoniales que pudieran verse afectados, se establece el correspondiente 
régimen sancionador y se fija el procedimiento a seguir para una posible ampliación del 
parque.

Artículo 1.º  .
Se declaran Parque Natural los terrenos comprendidos dentro de los actuales límites 

administrativos del Concejo de Somiedo, con la finalidad de garantizar la conservación de los 
cualificados valores naturales del área, haciéndolos compatibles con el mantenimiento y 
mejora de las actividades tradicionales, con el desarrollo económico y social de la zona y con 
el fomento del conocimiento y disfrute de dichos valores.

La denominación de este espacio, a efectos de lo establecido en la Ley 15/1975, de 2 de 
mayo, de espacios naturales protegidos, será la de «Parque Natural de Somiedo».

Artículo 2.º  .
Para el mejor cumplimiento de la finalidad del Parque Natural de Somiedo, y con 

dependencia de la Consejería de Agricultura y Pesca, se constituirán la Junta del Parque y el 
Consejo Rector del mismo, y se designará un Director-Conservador.

Artículo 3.º  .
1. La Junta del Parque, cuya composición y régimen de funcionamiento será establecido 

reglamentariamente, tendrá las siguientes funciones:

a) Informar preceptivamente los planes y uso y protección del Parque, proponiendo, en 
su caso, las medidas que considere oportunas para la conservación, mejora y conocimiento 
del Parque Natural y para el desarrollo económico y social de la zona.

b) Velar por el cumplimiento de las finalidades del Parque.
c) Promover y fomentar actuaciones para el estudio, divulgación y disfrute de los valores 

del Parque.
d) Informar cualquier asunto que le someta el Consejo Rector.

2. La Junta se integrará por representantes, en número igual, de la Administración del 
Principado, del Ayuntamiento de Somiedo y de los titulares de los derechos afectados. 
Igualmente, podrán formar parte de la misma representantes de la Administración del 
Estado, de la Universidad de Oviedo y de Entidades, Asociaciones y grupos que realicen 
actividades con los valores que al Parque corresponde proteger.

Artículo 4.º  .
1. Al Consejo Rector del Parque le corresponderá ejercer las siguientes funciones:

a) Aprobar inicialmente los planes de uso y protección del Parque y elaborar los 
programas de gestión.

b) Informar preceptivamente, de conformidad con lo que establezcan los planes de uso y 
protección del Parque, los planes, normas y actuaciones administrativas que afecten al 
ámbito del Parque.

c) Vigilar el cumplimiento de los planes de uso y protección y de los programas de 
gestión.

d) Promover cerca de los organismos competentes las actuaciones necesarias para 
salvar los valores del Parque.

2. Reglamentariamente se regulará el régimen de funcionamiento y la composición del 
Consejo Rector, que se integrará exclusivamente por representantes de la Administración 
del Principado y del Ayuntamiento de Somiedo.

Artículo 5.º  .
1. El Director-Conservador ejercerá funciones de conservación y supervisión de las 

actuaciones que se desarrollen en el Parque y, en particular, las siguientes:
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a) Coordinar y, en su caso, realizar las actividades necesarias para la ejecución de los 
programas de gestión del Parque.

b) Hacer el seguimiento, en general, de las actividades desarrolladas en el Parque por 
los órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma y, en particular, de la ejecución 
de los planes de uso y protección del Parque y de los programas de gestión.

c) Formular al Consejo Rector las propuestas oportunas para la elaboración de los 
programas de gestión.

d) Elaborar la memoria anual sobre la gestión del Parque.

2. (Derogado)

Artículo 6.º  .
1. La determinación de los usos y actuaciones a realizar en el Parque se establecerán en 

los planes de uso y protección y en los programas de gestión.
2. Los planes, que serán de vigencia cuatrienal, contendrán, al menos, las directrices 

generales de ordenación de usos del Parque, así como las normas de protección del mismo, 
e incluirán previsiones para equipamientos, servicios e infraestructuras.

3. Los programas de gestión, de duración anual, determinarán las actuaciones 
necesarias para el desarrollo del contenido de los planes de uso y protección del Parque.

4. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para la elaboración, aprobación 
y modificación de los planes, que, en todo caso, serán sometidos al trámite de información 
pública y de los programas de gestión.

Artículo 7.º  .
A fin de atender los gastos de funcionamiento y el desarrollo de las previsiones que se 

contengan en los programas de gestión del Parque Natural, se habilitarán los créditos 
oportunos, asignados principalmente a la Consejería de Agricultura y Pesca, sin perjuicio de 
las colaboraciones de otros órganos o Entidades públicas o privadas que puedan tener 
interés en coadyuvar a la mejor gestión del Parque.

Artículo 8.º  .
Cualquier limitación singular de la propiedad privada o de los derechos e intereses 

patrimoniales legítimos que resulten afectados por la ejecución de los planes de usos y 
protección o de los programas de gestión del Parque Natural de Somiedo serán objeto de 
indemnización, de acuerdo con lo establecido en la Ley de Expropiación Forzosa.

Artículo 9.º  .
El incumplimiento o infracción de las normas reguladoras del régimen especial de 

protección del Parque será sancionado de acuerdo con lo que dispone la legislación de 
espacios naturales protegidos y sobre el régimen del suelo y ordenación urbana y demás 
disposiciones específicas aplicables. Los infractores estarán obligados en cualquier caso a 
reparar los daños causados y a restituir los lugares alterados a su situación inicial.

Artículo 10.  
Las Entidades, Organismos o Corporaciones que intervengan en el otorgamiento de 

licencias, concesiones administrativas o cualquier otra clase de autorizaciones para la 
ejecución de actuaciones dentro del área territorial del Parque estarán obligados a observar 
el cumplimiento de las determinaciones que se deriven de lo establecido en la presente Ley.

Artículo 11.  
Será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos y los Tribunales la 

estricta observancia de las normas de protección del Parque Natural y de sus planes y 
programas.
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DISPOSICIÓN ADICIONAL
La ampliación del área territorial del Parque Natural se realizará por la Ley de la Junta 

General del Principado de Asturias, previos los informes de la Junta del Parque y del 
Consejo Rector del mismo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
Sin perjuicio de lo que establezcan en su día los planes de uso y protección, el régimen 

jurídico del suelo en el área del Parque Natural de Somiedo continuará rigiéndose por lo que 
disponen las normas subsidiarias de planeamiento municipal; el de los aprovechamientos 
piscícolas y cinegéticos, por el de sus disposiciones especiales, y el de los demás 
aprovechamientos por sus normas particulares.

Segunda.  
En tanto no se aprueben los planes de uso y protección del Parque Natural, el Consejo 

Rector emitirá informe preceptivo en los expedientes de concesión de licencias de obras o 
instalaciones que se determinen reglamentariamente.

DISPOSICIÓN FINAL
El Gobierno del Principado, en el plazo de tres meses, aprobará las disposiciones 

reglamentarias oportunas para el desarrollo de la presente Ley, oído el Ayuntamiento de 
Somiedo.
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§ 60

Ley 8/1996, de 27 de diciembre, de Declaración del Parque Natural 
de Redes

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 302, de 31 de diciembre de 1996

«BOE» núm. 33, de 7 de febrero de 1997
Última modificación: 4 de enero de 2007

Referencia: BOE-A-1997-2522

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de Declaración del Parque 
Natural de Redes.

PREÁMBULO

En el territorio de los concejos asturianos de Caso y Sobrescobio se conservan algunos 
de los más valiosos paisajes y ecosistemas de la cordillera cantábrica. En esta zona 
confluyen una orografía extremadamente abrupta y bella, amplios bosques naturales bien 
conservados, en su mayor parte de haya, que convierten este territorio en el más arbolado 
de toda la región, una elevada riqueza faunística, tanto de especies cinegéticas como 
protegidas, y la cuenca fluvial completa que abastece de agua a la zona central de Asturias.

El gran interés natural de la zona contrasta con su situación económica en declive, 
caracterizada por su persistente despoblamiento, su economía volcada hacia el sector 
ganadero y su bajo nivel de renta, en relación con la media regional.

El desarrollo desordenado de nuevas actividades e infraestructuras actúa, casi siempre, 
en contra de la conservación de los espacios naturales y, en este caso concreto, puede 
contribuir también a agravar la situación de deterioro demográfico y económico.

Es, pues, necesario que los poderes públicos tomen medidas para dar un giro a esa 
evolución, garantizando la conservación de este espacio natural, tanto para las generaciones 
actuales como para las futuras, y buscando que esa conservación se traduzca, también, en 
un proceso de desarrollo sostenible para la zona.

La Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios 
naturales, es el instrumento legal que establece el marco en el que esta protección se debe 
concretar. Entre las categorías de protección, que esta Ley define, en el Plan de Ordenación 
de los Recursos Naturales de Asturias, elaborado en desarrollo de la misma, se ha 
propuesto para esta zona, la de parque natural, por considerar que es la que mejor responde 
a sus características y necesidades de protección. Asimismo, en el citado Plan de 
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Ordenación de los Recursos Naturales de Asturias, se ha propuesto denominar este espacio 
como Parque Natural de Redes.

En este contexto se entiende la presente Ley, cuyo objeto es declarar como parque 
natural el territorio de los concejos de Caso y Sobrescobio, bajo la mencionada 
denominación de Parque Natural de Redes.

La experiencia de otros países, de España y también de nuestra región, demuestra que 
la catalogación como parque natural o figura equivalente en un territorio, con lo que ello 
supone en ordenación de las actividades a desarrollar en el mismo, en una vía adecuada 
para lograr los objetivos de conservación deseados. Además, la declaración de un lugar 
como espacio protegido, le otorga una imagen de elevada calidad natural que, en general, 
aumenta su atractivo y supone un impulso hacia un modelo de desarrollo sostenible, que 
conduce a una mejora de la calidad de vida de los habitantes del espacio en cuestión.

Para alcanzar estos objetivos, el parque natural contará con los órganos de gestión y los 
instrumentos de planificación definidos en la mencionada Ley del Principado de Asturias 
5/1991, es decir, los órganos de gestión serán una Junta, una Comisión Rectora y un 
Conservador. Como instrumentos de planificación para el parque, se elaborarán planes 
rectores de uso y gestión y programas anuales de gestión.

Artículo 1.  Declaración de espacio protegido y finalidad.

1. Se declara parque natural al territorio comprendido dentro de los actuales límites 
administrativos de los concejos de Caso y Sobrescobio.

2. La denominación de este espacio, a efectos de lo establecido en la Ley del Principado 
de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de Protección de los Espacios Naturales, y Decreto 
38/1994, de 19 de mayo, que aprueba el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales del 
Principado de Asturias, será la de Parque Natural de Redes.

3. Son finalidades de la presente declaración:

a) El mantenimiento del estado y funcionalidad de los ecosistemas en el parque y, en 
consecuencia, la protección de las especies y hábitat, haciendo especial incidencia en 
aquellos incluidos en los catálogos regionales, nacionales y comunitarios.

b) La mejora de la calidad de vida de los habitantes del parque, mediante la adopción de 
medidas de dinamización y desarrollo económico, dirigidas, especialmente, a las actividades 
relacionadas con el uso público, el turismo, silvicultura, ganadería y agricultura.

c) La promoción del conocimiento del parque por parte de la población foránea y, 
especialmente, de sus valores naturales y culturales.

d) El mantenimiento y, en su caso, mejora de la calidad de las aguas de las cuencas 
fluviales del parque.

Artículo 2.  Área de influencia socioeconómica.

1. Con el fin de contribuir al mantenimiento del espacio natural protegido por el parque y 
compensar socioeconómicamente a las poblaciones afectadas, se declara área de influencia 
socioeconómica el conjunto de los términos municipales de Caso y Sobrescobio.

2. Para el área de influencia socioeconómica, se establecerá por el Consejo de 
Gobierno, un plan de desarrollo sostenible, que, en su caso, será revisado en función de las 
previsiones del plan rector de uso y gestión del parque.

Artículo 3.  Órganos.

Para la gestión del Parque Natural de Redes, y adscritos a la Consejería competente, se 
crean los siguientes órganos:

Junta del parque.
Comisión Rectora del parque.
Conservador del parque.

Artículo 4.  La Junta.

La Junta del parque tendrá las siguientes funciones:
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a) Informar, previamente, los planes rectores de uso y gestión, proponiendo, en su caso, 
las medidas que considere oportunas para la conservación, mejora y conocimiento del 
parque natural y para el desarrollo económico y social de la zona.

b) Velar por el cumplimiento de las finalidades del parque.
c) Promover y fomentar actuaciones para el estudio, divulgación y disfrute de los valores 

del parque.
d) Recibir la memoria anual de actividades y resultados, e informes, proponiendo 

cuantas medidas considere necesarias para corregir disfunciones o mejorar la gestión.
e) Informar cualquier asunto que le someta la Comisión Rectora.
f) Informar, preceptivamente, los programas anuales de gestión, proponiendo las 

medidas que considere necesarias para el mejor cumplimiento de las finalidades del parque.

Artículo 5.  Composición y funcionamiento.

1. La Junta del parque estará formada, como miembros de pleno derecho, por:

Un tercio de representantes de la Administración del Principado, entre ellos el titular de la 
Consejería competente o persona en quien delegue, que actuará como Presidente.

Un tercio de representantes de las Corporaciones de los Ayuntamientos de Caso y 
Sobrescobio, incluidas las parroquias rurales constituidas en ambos términos municipales.

Un tercio de representantes de los titulares de los derechos afectados y de las entidades, 
asociaciones y grupos que realicen actividades, que en favor del parque, corresponde 
proteger, así como, en su caso, de la Administración del Estado y de la Universidad de 
Oviedo.

2. El Conservador del parque natural, que actuará como Secretario, asistirá con voz pero 
sin voto.

3. La Junta se reunirá, previa convocatoria de su Presidente, al menos una vez al año. 
Asimismo, se reunirá cuando lo solicite un tercio de sus miembros de pleno derecho, que 
deberán presentar el orden del día de los asuntos a tratar.

4. El número total de representantes y la forma de designación de los mismos quedan 
diferidos al desarrollo reglamentario que se haga de esta Ley.

5. La Junta del parque aprobará su reglamento de funcionamiento.

Artículo 6.  La Comisión Rectora.

La Comisión Rectora tendrá las siguientes funciones:

a) Aprobar inicialmente los planes rectores de uso y gestión, formulando, asimismo, 
propuesta definitiva al Consejo de Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 10 de esta 
Ley.

b) Elaborar las memorias anuales de actividad y resultados, para su recepción por la 
Junta del parque, según lo dispuesto en el artículo 4.d) de esta Ley.

c) Elaborar los proyectos correspondientes a los programas anuales de gestión del 
parque, para su aprobación por el Consejo de Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 11 
de esta Ley.

d) Informar, preceptivamente, de conformidad con lo que establezcan los planes rectores 
de uso y gestión, los planes, normas y actuaciones que afecten al ámbito del parque.

e) Vigilar el cumplimiento de los planes rectores y de los programas anuales de gestión.
f) Promover, ante los organismos competentes, las actuaciones necesarias para 

salvaguardar los valores del parque.

Artículo 7.  Composición.

1. La Comisión Rectora se integrará, exclusivamente, por representantes de la 
Administración del Principado de Asturias y de los Ayuntamientos de Caso y Sobrescobio, 
todos ellos miembros de la Junta del parque, actuando como Presidente el de la Junta del 
parque.

2. Asistirá a las reuniones el Conservador del parque, que actuará como Secretario, con 
voz pero sin voto.
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3. La Comisión Rectora se reunirá cuantas veces sea convocada por su Presidente, a 
petición de dos de sus miembros, que deberán proponer el orden del día.

4. El número total de representantes y la forma de designación de los mismos se 
determinarán reglamentariamente.

Artículo 8.  El Conservador.

(Derogado)

Artículo 9.  Plan rector de uso y gestión.

La regulación de los usos, los principios rectores de la gestión y las actuaciones a 
realizar en el parque se establecerán en los planes rectores de uso y gestión, que tendrán 
una vigencia de cuatro años y contendrán, al menos, las siguientes determinaciones:

a) Las directrices generales de ordenación y uso del parque.
b) La zonificación del parque, delimitando áreas de diferente utilización y destino.
c) Las bases para la ordenación de las actividades agrícolas, ganaderas, industriales, 

forestales, cinegéticas, piscícolas y turísticas, pontenciándose las actividades tradicionales y 
aquellas otras que favorezcan los valores que motivaron la declaración del parque.

d) Las bases para garantizar el cumplimiento de las finalidades de investigación, 
interpretación de la naturaleza, educación ambiental y de uso y disfrute de los visitantes.

e) Las previsiones económicas o de otro orden, necesarias para equipamientos, 
servicios, infraestructuras u otras actuaciones.

f) Las normas de gestión y actuaciones necesarias para la conservación, protección y 
mejora de los valores naturales y el mantenimiento de los equilibrios ecológicos.

g) Los criterios que servirán de base para decidir sobre su modificación o revisión.
h) Cualesquiera otras que se consideren necesarias, de acuerdo con las finalidades de 

conservación que motivaron la creación del parque.

Artículo 10.  Elaboración y tramitación.

El plan rector de uso y gestión será elaborado por la Consejería competente y tramitado 
según el procedimiento siguiente:

a) Aprobación inicial por la Comisión Rectora del parque.
b) Información pública, por plazo de treinta días hábiles, para que puedan formular 

alegaciones cuantas entidades y particulares lo deseen. A tal efecto, el plan estará expuesto 
en la Consejería competente, en la Oficina de Información, Iniciativas y Reclamaciones de la 
Administración del Principado de Asturias y en los Ayuntamientos afectados.

c) Valoración de las observaciones y sugerencias recibidas por la Comisión Rectora y 
envío de las mismas, junto con el plan, a informe de la Junta del parque.

d) Formación por la Comisión Rectora del parque de la propuesta definitiva que se 
elevará, por conducto del titular de la Consejería competente, al Consejo de Gobierno para 
su aprobación, en su caso, por Decreto.

Artículo 11.  Programas anuales de gestión.

1. Las previsiones de planificación y actuación de carácter anual, necesarias para el 
desarrollo de los objetivos en los planes rectores de uso y gestión, se recogerán en 
programas anuales de gestión del parque.

2. A tal fin, la Comisión Rectora del parque elaborará los correspondientes proyectos en 
el segundo trimestre del año anterior, que serán sometidos a la aprobación del Consejo de 
Gobierno, previo informe de la Junta del parque.

Artículo 12.  Financiación.

A fin de atender los gastos de funcionamiento y el desarrollo de las previsiones que se 
contengan en los planes y programas del parque natural, se habilitarán los créditos 
oportunos en los programas correspondientes de los Presupuestos Generales del Principado 
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de Asturias, sin perjuicio de las colaboraciones de otros órganos o entidades públicas o 
privadas que puedan tener interés en coadyuvar a la mejor gestión del parque.

Artículo 13.  Declaración de utilidad pública.

1. La aprobación, por la Administración del Principado, de los planes rectores de uso y 
gestión, a que se refiere esta norma, implicará la declaración de utilidad pública de los 
bienes y derechos afectados.

2. Cualquier limitación singular de la propiedad privada o de los derechos o intereses 
patrimoniales legítimos que resulten afectados por la ejecución de los planes rectores de uso 
y gestión o de los programas anuales de gestión del Parque Natural de Redes, será objeto 
de indemnización, de acuerdo con lo establecido en la Ley de Expropiación Forzosa.

Artículo 14.  Infracciones.

El incumplimiento o la infracción de las normas reguladoras del régimen especial de 
protección del parque será sancionado en los supuestos y de acuerdo con lo que dispone la 
legislación de espacios naturales protegidos y sobre el régimen de suelo y ordenación 
urbana y demás disposiciones específicas aplicables. Los infractores estarán obligados, en 
cualquier caso, a reparar los daños causados y restituir los lugares alterados de su situación 
inicial.

Artículo 15.  Autorizaciones.

Las entidades, organismos o corporaciones que intervengan en el otorgamiento de 
licencias, concesiones administrativas o cualquier otra clase de autorizaciones para la 
ejecución de actuaciones, dentro del área territorial del parque, estarán obligados a observar 
el cumplimiento de las determinaciones que se deriven de lo establecido en la presente Ley 
y disposiciones que la desarrollan.

Artículo 16.  Acción pública.

Será pública la acción para exigir, ante los órganos administrativos y los Tribunales, la 
estricta observancia de las norma de protección del parque natural y de sus planes y 
programas.

Disposición adicional única.  
1. La ampliación del ámbito territorial del parque natural se hará por Ley, previo informe 

de la Junta del parque y cumpliendo los trámites previstos en el artículo 24 de la Ley del 
Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de Protección de los Espacios Naturales.

2. En el plazo máximo de un mes, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Consejo 
de Gobierno abrirá al Ayuntamiento de Ponga el trámite de audiencia del artículo 24.2.c) de 
la Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de Protección de los Espacios 
Naturales, para la inclusión, en su caso, de dicho concejo dentro del ámbito territorial del 
parque.

Disposición transitoria primera.  
Sin perjuicio de lo que establezcan los planes rectores de uso y gestión, el régimen 

jurídico del suelo en el área del Parque Natural de Redes continuará rigiéndose por las 
normas subsidiarias del planeamiento municipal; el de los aprovechamientos piscícolas y 
cinegéticos, por sus disposiciones especiales, y el de los demás aprovechamientos, por sus 
normas particulares.

Disposición transitoria segunda.  
En tanto no se aprueben los planes rectores de uso y gestión del parque, la concesión 

de licencias de obras o instalaciones, a realizar fuera de los núcleos de población, requerirá 
informe preceptivo de la Comisión Rectora, que se atendrá a las disposiciones del Plan de 
Ordenación de Recursos Naturales, en materia de protección preventiva.
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Disposición final primera.  
En el plazo máximo de seis meses, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, la 

Comisión Rectora del parque elevará al Consejo de Gobierno propuesta definitiva del plan 
rector de uso y gestión, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 10 de esta Ley.

Disposición final segunda.  
En el plazo máximo de seis meses, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, el 

Consejo de Gobierno aprobará el plan de desarrollo sostenible del área de influencia 
socioeconómica del Parque Natural de Redes, previsto en el artículo 2.2 de la misma.

Disposición final tercera.  
El Consejo de Gobierno del Principado, en el plazo de tres meses, aprobará las 

disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo de la presente Ley, oídos los 
Ayuntamientos afectados.
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§ 61

Ley 9/2002, de 22 de octubre, de la Reserva Natural Integral de 
Muniellos

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 255, de 4 de noviembre de 2002
«BOE» núm. 287, de 30 de noviembre de 2002

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2002-23344

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta general del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de la Reserva 
Natural Integral de Muniellos.

PREÁMBULO

En los montes de Muniellos, Valdebueyes y La Viliella y su entorno inmediato se 
encuentran algunos de los valores más representativos del patrimonio natural asturiano, y en 
particular de la zona occidental de nuestra Comunidad Autónoma.

Asentada sobre una geología dominada por los sustratos silíceos de origen paleozoico, 
la unidad estratigráfica que representa el grueso de los materiales de la zona es la Serie de 
Los Cabos, constituida principalmente por un potente nivel de cuarcitas. Otras formaciones 
con menor representación son las pizarras negras ordovícidas y los niveles carboníferos de 
areniscas, pizarras y conglomerados.

Este sustrato paleozoico se encuentra recubierto ampliamente por canchales o llerones, 
fruto de la intensa fracturación de las rocas por el hielo durante las etapas más frías del 
cuaternario. Durante estos mismos períodos, los glaciares excavaron cubetas en la zona 
más alta, donde actualmente se asientan unas pequeñas lagunas, y acarrearon sedimentos 
formando pequeñas morrenas.

Los robledales, y en particular los de roble albar, constituyen el tipo de vegetación 
dominante y en general están bastante bien conservados, hasta el extremo de que Muniellos 
se considera el robledal con mayor grado de naturalidad de Asturias, y de la Cornisa 
Cantábrica. Otros bosques caducifolios, como hayedos, abedulares y bosques de ribera, 
también tienen representación en este lugar. La vida animal es, asimismo, rica y variada y 
aquí se encuentran las especies de vertebrados terrestres más valiosas, representativas o 
amenazadas de la fauna asturiana, como el lobo, el oso, el urogallo, la nutria, el pico 
mediano y el rebeco.

Estos excepcionales valores naturales del bosque de Muniellos justificaron su 
adquisición por el Estado y motivaron en su día la aprobación del Real Decreto 3128/1982, 
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de 15 de octubre, por el que se establecieron medidas de protección especial para dicho 
bosque, calificándolo de Reserva Biológica Nacional.

Posteriormente, el Principado de Asturias aprueba el Decreto 21/1988, de 4 de febrero, 
por el que se amplía el ámbito espacial de la Reserva Biológica Nacional de Muniellos, 
incorporando a la misma los montes colindantes de Valdebueyes y Vallina de Abraedo y La 
Viliella, propiedad de la Comunidad Autónoma, poniendo nuevamente de manifiesto la 
importancia y excepcionalidad de sus robledales y la necesidad de incidir en la conservación 
integral de todos sus recursos.

Por otra parte, y por iniciativa del Gobierno del Principado de Asturias, en noviembre de 
2000, el Consejo Internacional de Coordinación del Programa Hombre y Biosfera (MAB), de 
la Unesco, aprobó la declaración de Muniellos como Reserva de la Biosfera, integrándola en 
la red mundial que tutela el mencionado organismo.

La disposición final primera de la Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de 
Protección de los Espacios Naturales, establece que, en su caso, el Consejo de Gobierno 
propondrá a la Junta General las normas oportunas para adaptar el régimen de los espacios 
naturales protegidos ya declarados a las disposiciones de dicha Ley. El cumplimiento de este 
mandato es el objeto del presente texto de reclasificación de la Reserva Biológica Nacional 
de Muniellos como Reserva Natural Integral.

Artículo 1.  Declaración y ámbito territorial.

1. Se declara la Reserva Natural Integral de Muniellos.
2. La Reserva está integrada por los terrenos incluidos en el Catálogo de Montes de 

Utilidad Pública con los números 339, denominado Muniellos, 345, denominado Valdebueyes 
y Vallina de Abraedo, y 349, denominado La Viliella.

Artículo 2.  Ampliación.

El Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería competente en materia 
de gestión de los espacios naturales, podrá incorporar, siguiendo el procedimiento de la Ley 
del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de Protección de los Espacios Naturales, a 
la Reserva otros terrenos colindantes de similares características ecológicas a los incluidos 
en ella, cuando:

a) Sean propiedad de la Comunidad Autónoma o de sus organismos públicos;
b) sean expropiados para el cumplimiento de los fines que satisface la Reserva; o
c) sean incorporados a dichos fines a solicitud de sus propietarios.

Artículo 3.  Finalidad.

La declaración de la Reserva Natural Integral de Muniellos tiene por finalidad el estricto 
mantenimiento de los ecosistemas naturales existentes en la zona y la conservación de la 
integridad de las comunidades animales y vegetales autóctonas del área, así como la 
protección y mantenimiento de la biodiversidad y los recursos genéticos que estos valores 
entrañan, mediante el fomento de la investigación científica sobre los mismos.

Artículo 4.  Régimen de protección.

1. En el ámbito de la Reserva está prohibida cualquier actuación consuntiva de sus 
recursos naturales, pudiendo autorizarse, únicamente, actividades relacionadas con la 
investigación científica y la educación ambiental, siempre que sean compatibles con la 
protección del ecosistema de la Reserva.

2. Las actuaciones que se realicen para la conservación, protección, regeneración, 
recuperación y mejora de los hábitat propios de la Reserva, así como el mantenimiento de 
sus poblaciones animales y vegetales, sólo podrán ser ejecutadas por la Consejería 
competente en materia de gestión de los espacios naturales.
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Artículo 5.  Plan Rector de Uso y Gestión.

1. La regulación de los usos, los principios rectores de la gestión y de las actuaciones a 
realizar en la Reserva se dispondrán en el Plan Rector de Uso y Gestión, que tendrá 
vigencia cuatrienal, y contendrá al menos las siguientes determinaciones:

a) Las directrices de ordenación y uso de la Reserva, y en su caso la zonificación 
necesaria para hacerla efectiva, tomando en consideración que, atendiendo al régimen de 
estricta protección, el criterio general será dotar a la mayoría del territorio del grado de uso 
más bajo posible.

b) Las normas de gestión y actuación necesarias para la conservación y protección de 
sus valores naturales y para garantizar el cumplimiento de las finalidades de investigación, 
educación ambiental y de uso y disfrute de los visitantes.

c) Las previsiones económicas o de otro orden necesarias para el funcionamiento de la 
Reserva y el desarrollo de las actuaciones previstas en el Plan Rector de Uso y Gestión.

d) Los criterios que servirán de base para decidir sobre su modificación o revisión.
e) Cualesquiera otras que se consideren necesarias de acuerdo con las finalidades de 

conservación estricta que motivan la creación de la Reserva.

2. El procedimiento para la aprobación del Plan será el previsto en el artículo 29 de la 
Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de Protección de los Espacios 
Naturales, con las siguientes salvedades:

a) La propuesta de Plan será elaborada y aprobada inicialmente por la Consejería 
competente en materia de gestión de los espacios naturales.

b) La propuesta inicial será sometida, por plazo de un mes, a información pública y de 
los Ayuntamientos en su caso afectados, así como, con la información y alegaciones que se 
reciban, a posterior informe del Patronato a que se refiere el artículo siguiente, antes de que 
la Consejería formule la propuesta final.

Artículo 6.  Órganos de gestión.

1. La gestión de la Reserva corresponde a la Consejería competente en materia de 
gestión de los espacios naturales protegidos, que designará a quien haya de ejercer las 
funciones de dirección y supervisión de las actuaciones que se desarrollen en la Reserva.

2. La Consejería estará asistida en la gestión de la Reserva por un Patronato formado 
por representantes de la Administración del Principado de Asturias, los Ayuntamientos, la 
Universidad de Oviedo, asociaciones ecologistas domiciliadas en el Principado de Asturias, 
así como por personas de reconocida relevancia en el campo de los valores que la Reserva 
protege y fomenta. El régimen de funcionamiento del Patronato será el que la Consejería 
establezca, y, en su defecto, el dispuesto para los órganos colegiados por la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

3. Tanto la Consejería como el Patronato tendrán entre sus objetivos promover la 
colaboración de entidades nacionales e internacionales para la mejor satisfacción de los 
objetivos que persigue la Reserva.

Artículo 7.  Previsiones presupuestarias.

A fin de contribuir al mantenimiento de la Reserva Natural, así como las compensaciones 
socioeconómicas a que, en su caso, hubiera lugar, se habilitarán los créditos oportunos en 
los programas correspondientes de los Presupuestos Generales del Principado de Asturias, 
sin perjuicio de las colaboraciones de otros órganos o entidades públicas o privadas que 
puedan tener interés en coadyuvar a la mejor gestión de la Reserva.

Artículo 8.  Acción pública.

Será pública la acción para exigir ante la Administración y los Tribunales la estricta 
observancia de las normas de protección de la Reserva Natural y de sus planes y 
programas.
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Artículo 9.  Régimen sancionador.

El régimen sancionador será el previsto en la Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 
de abril, de Protección de los Espacios Naturales.

Disposición transitoria única.  
Hasta la aprobación definitiva del Plan Rector de Uso y Gestión, las actuaciones que 

pretendan ser realizadas en la Reserva requieren el informe previo favorable de la 
Consejería competente en materia de gestión de los espacios naturales protegidos.

Disposición derogatoria única.  
Queda derogado el Decreto 21/1988, de 4 de febrero, por el que se amplía el ámbito 

espacial de la Reserva Biológica Nacional de Muniellos, incorporando a la misma los montes 
colindantes de Valdebueyes y Vallina de Abraedo y La Viliella, propiedad de la Comunidad 
Autónoma.

Disposición final primera.  
En el plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se elevará 

para aprobación, en su caso, el Plan Rector de Uso y Gestión de la Reserva.

Disposición final segunda.  
Se faculta al Consejo de Gobierno para el desarrollo reglamentario de lo dispuesto en 

esta Ley.

Disposición final tercera.  
En lo no previsto en esta Ley se estará a lo dispuesto en la Ley del Principado de 

Asturias 5/1991, de 5 de abril, de Protección de los Espacios Naturales.

Disposición final cuarta.  
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

de Principado de Asturias».
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§ 62

Ley 12/2002, de 13 de diciembre, de declaración del Parque Natural 
de las Fuentes del Narcea, Degaña e Ibias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 298, de 27 de diciembre de 2002

«BOE» núm. 25, de 29 de enero de 2003
Última modificación: 12 de febrero de 2010

Referencia: BOE-A-2003-1811

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta general del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de declaración 
del Parque Natural de las Fuentes del Narcea, Degaña e Ibias.

PREÁMBULO

El sector suroccidental asturiano, en la cuenca de los ríos Ibias y Narcea, alberga 
algunos de los más extraordinarios elementos de la naturaleza asturiana. En él se conservan 
valiosos ecosistemas de la región biogeográfica orocantábrica y perviven las especies más 
representativas de la fauna y de la flora asturianas, entre las que se encuentran algunas 
cuya conservación depende en gran medida de la protección de estos lugares. Los hayedos 
y robledales constituyen los principales recursos naturales forestales. Así, el hayedo de 
Hermo es uno de los mejores ejemplos de este tipo de formaciones en la región, y el bosque 
de Muniellos se considera el robledal con mayor grado de naturalidad de Asturias y de la 
cordillera Cantábrica.

Este espacio de alta naturalidad se reparte entre los Concejos de Cangas del Narcea, 
Degaña e Ibias, siendo uno de sus principales problemas, al igual que ocurre en otras zonas 
rurales de Asturias, el continuo abandono del campo, que ha llevado a que en estas zonas 
las densidades de población se encuentran entre las más bajas. La actividad derivada de la 
minería es la que genera el mayor porcentaje de las rentas en esta zona.

La conservación de los espacios con alto valor natural cuenta en Asturias con un 
ordenamiento jurídico propio. La Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de 
protección de los espacios naturales, posibilita la conservación y gestión específica de los 
espacios naturales que lo necesitan, estableciendo un marco de protección que permite el 
desarrollo de criterios orientadores para la defensa global de la naturaleza frente a diversas 
causas de degradación. En ella se establecen cuatro categorías de protección: Parques 
naturales, reservas naturales, monumentos naturales y paisajes protegidos. Una adecuada 
política de conservación no debe olvidarse, no obstante, del importante papel que juegan las 
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poblaciones humanas en ellos asentadas, debiendo permitir un adecuado desarrollo de las 
mismas y una mejora de su calidad de vida.

En el Decreto 38/1994, de 19 de mayo, por el que se aprueba el plan de ordenación de 
los recursos naturales de Asturias, se establece que la figura que mejor se adapta a las 
características naturales de la zona es la de parque natural. No obstante, y dentro del 
mismo, se propone la declaración de dos espacios más: La Reserva Natural Integral de 
Muniellos y la Reserva Natural Parcial del Cueto de Arbás.

Es, por tanto, objeto de esta Ley declarar terrenos que forman parte de los términos 
municipales de Cangas del Narcea, Degaña e Ibias como Parque Natural, haciendo 
compatibles la conservación del medio natural, el aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales, su conocimiento y difusión, el desarrollo y mejora de la calidad de vida 
de sus habitantes y el disfrute general de sus atractivos. Especial mención merece en este 
sentido, el esfuerzo que hace la Ley en compatibilizar la conservación del medio, con la 
pervivencia transitoria de aquellos aprovechamientos tradicionales, como la minería del 
carbón, de amplio arraigo en este espacio.

Para alcanzar todos estos objetivos, la presente Ley dota al Parque Natural de una 
estructura administrativa de gestión y de unos instrumentos de planificación recogidos en la 
Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de Protección de los Espacios 
Naturales.

Los órganos de gestión serán la Junta, la Comisión rectora y el conservador, y los 
instrumentos de gestión, el plan rector de uso y gestión y el plan de desarrollo sostenible.

La Junta, como órgano consultivo, se integrará por representantes de la Administración 
del Principado, de la Administración local, de los titulares de derechos afectados y de las 
entidades, asociaciones y grupos que realicen actividades a favor del parque. Igualmente, 
podrán formar parte de la misma representantes de la Universidad de Oviedo.

La Comisión Rectora, de carácter claramente ejecutivo, se integrará por representantes 
de la Administración del Principado y de la Administración local, siendo la responsable de la 
planificación y gestión del parque.

El Conservador ejercerá las funciones de dirección y supervisión de las actuaciones que 
se desarrollen en el parque.

La regulación de los usos, los principios rectores de la gestión y las actuaciones a 
realizar se establecerán en el plan rector de uso y gestión, que tendrá una vigencia de cuatro 
años. Las previsiones de inversiones, infraestructuras y actuaciones para cubrir los objetivos 
fijados en el plan rector de uso y gestión se recogerán en el plan de desarrollo sostenible, 
documento que se tramitará conjuntamente con el primero y de igual vigencia.

Artículo 1.  Declaración de espacio protegido y finalidad.

1. Se declara Parque Natural el territorio comprendido en el anexo I, y que incluye 
terrenos que forman parte de los términos municipales de Cangas del Narcea, Degaña e 
Ibias.

2. La denominación de este espacio, a efectos de lo establecido en la Ley del Principado 
de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios naturales, y en el Decreto 
38/1994, de 19 de mayo, que aprueba el plan de ordenación de los recursos naturales del 
Principado de Asturias, será la de Parque Natural de las Fuentes del Narcea, Degaña e 
Ibias.

3. Son finalidades de la presente declaración:

a) El mantenimiento del estado y funcionalidad de los ecosistemas en el parque y, en 
consecuencia, la protección de las especies y de sus habitats, haciendo especial incidencia 
en aquellos incluidos en los catálogos regionales, nacionales y comunitarios.

b) La mejora de la calidad de vida de los habitantes del parque mediante la adopción de 
medidas de dinamización y desarrollo económico, dirigidas especialmente a las actividades 
relacionadas con el uso público, el turismo, silvicultura, ganadería y agricultura.

c) La promoción del conocimiento del parque por parte de la población foránea y, 
especialmente, de sus valores naturales y culturales.

4. A fin de contribuir al mantenimiento del Parque Natural, así como a las 
compensaciones socioeconómicas a las poblaciones afectadas a que, en su caso, hubiera 
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lugar, se habilitarán los créditos oportunos en los programas correspondientes de los 
Presupuestos Generales del Principado de Asturias, sin perjuicio de las colaboraciones de 
otros órganos o entidades públicas o privadas que puedan tener interés en coadyuvar a la 
mejor gestión del parque.

Artículo 2.  Órganos de gestión.

Para la gestión del Parque Natural de Fuentes del Narcea, Degaña e Ibias, y adscritos a 
la Consejería competente en materia de espacios naturales, se crean los siguientes órganos:

Junta.
Comisión Rectora.
Conservador.

Artículo 3.  La Junta.

La Junta del parque tendrá las siguientes funciones:

a) Informar preceptivamente los planes rectores de uso y gestión y planes de desarrollo 
sostenible, proponiendo, en su caso, las medidas que considere oportunas para la 
conservación, mejora y conocimiento del Parque Natural y para el desarrollo económico y 
social de la zona.

b) Velar por el cumplimiento de las finalidades del parque.
c) Promover y fomentar actuaciones para el estudio, divulgación y disfrute de los valores 

del parque.
d) Recibir la Memoria anual de actividades y resultados e informes, proponiendo cuantas 

medidas considere necesarias para corregir disfunciones o mejorar la gestión.
e) Informar cualquier asunto que le someta la Comisión Rectora.
 f) Informar preceptivamente los programas anuales de gestión, proponiendo las medidas 

que considere necesarias para el mejor cumplimiento de las finalidades del parque.

Artículo 4.  Composición y funcionamiento.

1. La Junta del parque estará formada, como miembros de pleno derecho, por:

Un 30 por 100 de representantes de la Administración del Principado, entre ellos el titular 
de la Consejería competente en materia de espacios naturales protegidos o persona en 
quien delegue, que actuará como Presidente.

Un 30 por 100 de representantes de las Corporaciones de los Ayuntamientos de Cangas 
del Narcea, Degaña e Ibias, incluidas las parroquias rurales constituidas en estos términos 
municipales.

Un 30 por 100 de representantes de los titulares de los derechos afectados y de 
representantes de asociaciones profesionales y sindicatos.

Un 10 por 100 de las entidades y grupos que realicen actividades a favor del parque, así 
como, en su caso, de la Universidad de Oviedo.

2. El conservador del Parque Natural, que actuará como Secretario, asistirá con voz pero 
sin voto.

3. La Junta se reunirá, previa convocatoria de su Presidente, al menos, una vez al año. 
Asimismo, se reunirá cuando así lo soliciten un tercio de sus miembros de pleno derecho, 
que deberán presentar el orden del día de los asuntos a tratar.

4. El número total de representantes y la forma de designación de los mismos quedan 
diferidos al desarrollo reglamentario que se haga de esta Ley.

5. La Junta del parque aprobará su Reglamento de funcionamiento.

Artículo 5.  La Comisión Rectora.

La Comisión Rectora tendrá las siguientes funciones:

a) Aprobar inicialmente los planes rectores de uso y gestión, los planes de desarrollo 
sostenible y las memorias anuales de actividades y resultados, así como los programas 
anuales de gestión.
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b) Elaborar las memorias anuales de actividad y resultados, para su recepción por la 
Junta del parque, según lo dispuesto en el artículo 3.d) de esta Ley.

c) Informar preceptivamente, de conformidad con lo que establezcan los planes rectores 
de uso y gestión, los planes, normas y actuaciones que afecten al ámbito del parque.

d) Vigilar el cumplimiento de los planes rectores de uso y gestión, de los planes de 
desarrollo sostenible y de los programas anuales de gestión.

e) Promover ante los organismos competentes las actuaciones necesarias para 
salvaguardar los valores del parque.

Artículo 6.  Composición y funcionamiento.

1. La Comisión Rectora se integrará exclusivamente por representantes de la 
Administración del Principado de Asturias y de los ayuntamientos de Cangas del Narcea, 
Degaña e Ibias, y de las parroquias rurales constituidas en el territorio del parque, todos ellos 
miembros de la Junta del parque, actuando como Presidente el de la Junta del parque.

2. Asistirá a las reuniones el Conservador del parque, que actuará como Secretario, con 
voz pero sin voto.

3. La Comisión Rectora se reunirá cuantas veces sea convocada por su Presidente o a 
petición de dos de sus miembros, que deberán proponer el orden del día.

4. El número total de representantes y la forma de designación de los mismos se 
determinarán reglamentariamente.

Artículo 7.  El Conservador.

(Derogado)

Artículo 8.  Plan rector de uso y gestión.

La regulación de los usos, los principios rectores de la gestión y las actuaciones a 
realizar en el parque se establecerán en los planes rectores de uso y gestión, que tendrán 
una vigencia de cuatro años y contendrán al menos las siguientes determinaciones:

a) Las directrices generales de ordenación y uso del parque.
b) La zonificación del parque, delimitando áreas de diferente utilización y destino.
c) Las bases para la ordenación de las actividades agrícolas, ganaderas, industriales, 

forestales, cinegéticas, piscícolas y turísticas, potenciándose las actividades tradicionales y 
aquellas otras que favorezcan los valores que motivaron la declaración del parque.

d) Las bases para garantizar el cumplimiento de las finalidades de investigación, 
interpretación de la naturaleza, educación ambiental y de uso y disfrute de los visitantes.

e) Las previsiones económicas o de otro orden necesarias para equipamientos, 
servicios, infraestructuras u otras actuaciones. Las normas de gestión y actuación 
necesarias para la conservación, protección y mejora de los valores naturales y el 
mantenimiento de los equilibrios ecológicos.

 f) Los criterios que servirán de base para decidir sobre su modificación o revisión.
g) Cualesquiera otras que se consideren necesarias de acuerdo con las finalidades de 

conservación que motivaron la creación del parque.

Artículo 9.  Elaboración y tramitación.

El plan rector de uso y gestión será elaborado por la Consejería competente y tramitado 
según el procedimiento siguiente:

a) Aprobación inicial por la Comisión Rectora del parque.
b) Información pública, por plazo de treinta días hábiles, para que puedan formular 

alegaciones cuantas entidades y particulares lo deseen. A tal efecto, el plan estará expuesto 
en la Consejería competente en materia de espacios naturales protegidos, en la oficina de 
registro central e información del Principado de Asturias y en los ayuntamientos afectados.

c) Informe de la Junta del parque en el que, tras la valoración de las observaciones y 
sugerencias recibidas, se recojan todas las aportaciones que explícitamente quieran hacer 
constar los miembros de la Junta en la propuesta final del informe.
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d) Formulación por la Comisión Rectora del parque de la propuesta definitiva que se 
elevará, por conducto del titular de la Consejería competente en materia de espacios 
naturales protegidos, al Consejo de Gobierno para su aprobación, en su caso, por decreto.

Artículo 10.  Plan de desarrollo sostenible y programas anuales de gestión.

Las líneas maestras para las actuaciones, infraestructuras e inversiones públicas 
encaminadas al desarrollo económico del ámbito del parque se determinarán en el Plan de 
Desarrollo Sostenible (PDS), que se entiende como complementario al Plan Rector de Uso y 
Gestión del Parque (PRUG). El plan de desarrollo sostenible, y su posterior concreción en 
los programas anuales de gestión, no deben entenderse como un instrumento rígido sino 
condicionado por los factores y acontecimientos que en la práctica de la gestión aparezcan. 
Los órganos de administración del parque podrán, en la redacción de los planes anuales, 
proponer la modificación del contenido de las actuaciones en él recogidas, o su sustitución 
por otras, siempre y cuando el resultado final consiga alcanzar los mismos objetivos que los 
previstos inicialmente en el Plan de Desarrollo Sostenible.

Artículo 11.  Elaboración y tramitación.

1. La elaboración y tramitación del Plan de Desarrollo Sostenible se hará conjuntamente 
con el Plan Rector de Uso y Gestión.

2. Las previsiones de planificación y actuación recogidas en los programas anuales de 
gestión del parque se elaborarán por la Comisión Rectora del Parque en el segundo 
trimestre del año anterior, y serán sometidos a la aprobación del Consejo de Gobierno, 
previo informe de la Junta del parque.

3. A fin de atender los gastos de funcionamiento y el desarrollo de las previsiones que se 
contengan en los planes y programas del Parque Natural, se habilitarán los créditos 
oportunos en los programas correspondientes de los presupuestos generales del Principado 
de Asturias, sin perjuicio de las colaboraciones de otros órganos o entidades públicas o 
privadas que puedan tener interés en coadyuvar a la mejor gestión del parque.

Artículo 12.  Declaración de utilidad pública.

1. La aprobación por la Administración del Principado de los planes rectores de uso y 
gestión a que se refiere esta norma implicará la declaración de utilidad pública de los bienes 
y derechos afectados.

2. Cualquier limitación singular de la propiedad privada o de los derechos e intereses 
patrimoniales legítimos que resulten afectados por la ejecución de los planes rectores de uso 
y gestión o en el Plan de Desarrollo Sostenible del Parque Natural de Fuentes del Narcea, 
Degaña e Ibias será objeto de indemnización, de acuerdo con lo establecido en la Ley de 
Expropiación Forzosa.

Artículo 13.  Autorizaciones.

Las entidades, organismos o corporaciones que intervengan en el otorgamiento de 
licencias, concesiones administrativas o cualquier otra clase de autorizaciones para la 
ejecución de actuaciones dentro del área territorial del Parque, estarán obligados a observar 
el cumplimiento de las determinaciones que se deriven de lo establecido en la presente Ley 
y disposiciones que la desarrollan.

Artículo 14.  Infracciones.

El incumplimiento o la infracción de las normas reguladoras del régimen especial de 
protección del parque será sancionado en los supuestos y de acuerdo con lo que dispone la 
legislación de espacios naturales protegidos y sobre el régimen de suelo y ordenación 
urbana y demás disposiciones específicas aplicables. Los infractores estarán obligados, en 
cualquier caso, a reparar los daños causados y restituir los lugares alterados a su situación 
inicial.
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Artículo 15.  Acción pública.

Será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos y los tribunales la 
estricta observancia de las normas de protección del Parque Natural y de sus planes y 
programas.

Disposición adicional primera.  
La ampliación del ámbito territorial del Parque Natural se hará por Ley, previo informe de 

la Junta del parque y cumpliendo los trámites previstos en el artículo 24 de la Ley del 
Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios naturales.

Disposición adicional segunda.  
Los demás espacios naturales, Reserva Natural Integral de Muniellos y Reserva Natural 

Parcial del Cueto de Arbás, que se declaren dentro del ámbito geográfico del Parque 
Natural, se regirán por su normativa específica y en lo no contemplado en ella se regirán 
conforme a lo previsto en la normativa del Parque Natural.

Disposición adicional tercera.  
Sin perjuicio de lo que establezcan los planes rectores de uso y gestión, el régimen 

jurídico del suelo en el área del Parque Natural de Fuentes del Narcea, Degaña e Ibias 
continuará rigiéndose por el instrumento de planeamiento urbanístico en vigor; el de los 
aprovechamientos piscícolas y cinegéticos, por sus disposiciones especiales, y el de los 
demás aprovechamientos, por sus normas particulares.

Disposición adicional cuarta.  
La presente Ley no será de aplicación al coto regional de caza n.º 084 ''Cangas del 

Narcea'', ni a los que, en su caso, le sucedan.

Disposición transitoria primera.  
En tanto no se aprueben los planes rectores de uso y gestión del Parque, la concesión 

de licencias de obras o instalaciones a realizar fuera de los núcleos de población requerirá 
informe preceptivo de la Comisión Rectora, que se atendrá a las disposiciones del Decreto 
38/1994, de 19 de mayo, por el que se aprueba el plan de ordenación de los recursos 
naturales en materia de protección preventiva.

Disposición transitoria segunda.  
La presente Ley no será de aplicación a aquellos terrenos que, aun encontrándose 

dentro de los límites del Parque Natural, se encuentren afectados a concesiones de 
explotación sobre recursos minerales energéticos, vigentes al momento de su entrada en 
vigor. Para dichos terrenos, la aplicación plena del régimen previsto en la presente Ley se 
producirá de manera automática una vez declarada la caducidad de las citadas concesiones 
de explotación.

Igualmente, dentro de los límites del Parque Natural, lo dispuesto en el párrafo 
precedente, será aplicable a los nuevos terrenos necesarios para el emplazamiento de las 
nuevas instalaciones e infraestructuras que en el futuro resulten necesarias para el 
desarrollo, continuación o mantenimiento de las actividades objeto de las concesiones de 
explotación, mientras las mismas estén vigentes.

Disposición transitoria tercera.  

(Derogado).  
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Disposición final primera.  
En el plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley, la Comisión 

Rectora del Parque elevará al Consejo de Gobierno propuesta definitiva del Plan rector de 
uso y gestión a los efectos de lo dispuesto en el artículo 8 de esta Ley.

Disposición final segunda.  
En el plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Consejo de 

Gobierno aprobará el Plan de desarrollo sostenible del Parque Natural de Fuentes del 
Narcea, Degaña e Ibias previsto en el artículo 10 de esta Ley.

Disposición final tercera.  
El Consejo de Gobierno del Principado, en el plazo de seis meses, aprobará las 

disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo de la presente Ley, oídos los 
ayuntamientos afectados.

ANEXO I

Límites del Parque Natural
Límites del Parque: El límite meridional del Parque Natural de las Fuentes del Narcea y 

del Ibias se establece a través de la línea divisoria con la provincia de León, en el tramo 
comprendido entre peña Treisa por el este (en el límite de los concejos de Somiedo y 
Cangas del Narcea) y el pico Miravalles por el oeste. En este tramo, se excluye del parque la 
ladera al norte de Cerredo (Degaña), entre los límites marcados por la divisoria municipal al 
norte, hasta el pico Navatiego, de donde se desciende hasta el pueblo de Cerredo y se sigue 
por la carretera AS-15 hasta alcanzar de nuevo la divisoria en el puerto de Cerredo.

El límite oeste desde el pico Miravalles se delimita descendiendo por el río Luiña hasta el 
pueblo del mismo nombre, incluyendo el monte vecinal en mano común de Villares. Desde 
aquí, la divisoria continua por la carretera AS-212 hacia el este hasta la confluencia con la 
pista forestal de Villardecencias y Omente por donde se desciende hasta el río Ibias que se 
sigue aguas arriba hasta el límite meridional del concejo de Degaña (zona de El Corralín) y 
se sigue hasta el norte por el pico de Rioseco en confluencia con la Reserva Natural Integral 
de Muniellos que queda integrada en el parque, por lo que se sigue su límite occidental y 
continúa hacia el noroeste por el de los concejos de Cangas del Narcea e Ibias hasta que se 
unen con el de Allande.

El límite norte se dibuja continuando por la divisoria Allande-Cangas del Narcea hasta el 
pico Piqueiro (1.366 m), desde donde crestea hacia el este por la divisoria de las cuencas 
del río Arganza y río del Coto. Al llegar a las peñas de Morondio desciende hasta la 
confluencia del río Coto con el arroyo del Valle del Cabreiro. Se remonta por la cresta hasta 
el pico Ventana (1.374 m) y se recorre la sierra hacia el sur, incluyendo los terrenos 
pertenecientes a Braña Espín, hasta la confluencia de los ríos Muniellos y Narcea, que se 
remonta aguas arriba hasta su confluencia con el río Gillón. Se remonta este último y 
siguiendo por el reguero de la Candaneda se alcanza la laguna de Noceda por la divisoria de 
aguas. Se desciende aquí hasta el río Naviego por el reguero que pasa por la regla y se 
sigue aguas arriba hasta San Pedro de Arbás, donde se remonta hacia el norte por un 
reguero hasta alcanzar Peña Cabrera, incluyendo el monte comunal de La Linde. De aquí se 
desciende hacia el río Cibea por el reguero que pasa por Pedrueño. Desde el río Cibea se 
remonta hacia el noreste, incluidos los terrenos de Castil de Moure, cresteando hasta la 
confluencia del río de Moure con el arroyo que desciende desde las brañas del Acebal y 
desde aquí se asciende por aguas vertientes hacia el este hasta la cota 800 en las 
proximidades de Parada La Nueva. Se desciende hasta el río Junqueras por la fuente del 
Acebo y se continúa por Cerezaliz, divisoria de aguas, y hasta la reguera de la Cubiella en 
su confluencia con el arroyo que desciende de Ridera. Éste se remonta y, tomando el 
reguero de los Cadavales, se remonta hasta la laguna de la Tejeda, desde donde se sigue 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 62  Ley del Parque Natural de las Fuentes del Narcea, Degaña e Ibias

– 848 –



por el límite de los concejos de Tineo y Cangas del Narcea hasta el límite municipal donde 
coinciden los concejos de Cangas del Narcea, Somiedo y Tineo.

El límite oriental se establece hacia el sur a través de la divisoria municipal entre 
Somiedo y Cangas del Narcea.
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§ 63

Ley 4/2003, de 24 de marzo, de declaración del Parque Natural de 
Ponga

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 78, de 3 de abril de 2003

«BOE» núm. 112, de 10 de mayo de 2003
Última modificación: 4 de enero de 2007

Referencia: BOE-A-2003-9511

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de declaración 
del Parque Natural de Ponga.

PREÁMBULO

El Concejo de Ponga, ubicado en el sector oriental de la cordillera Cantábrica, 
constituye, por sus características ambientales, estado de conservación y riqueza, uno de los 
elementos de la naturaleza asturiana más relevantes. El territorio aquí definido se enmarca, 
desde el punto de vista geológico, en la Zona Cantábrica y constituye una serie de 
elementos que se estructuran en la Unidad del Manto de Ponga. La vegetación forestal está 
representada, fundamentalmente, por hayedos y robledales de roble albar, conservándose 
importantes extensiones de bosque en las cuencas altas del Ponga y del Sella. Destacan las 
masas forestales de Valle Moro y de Peloño. Estas masas boscosas aparecen, no obstante, 
entremezcladas con áreas no menos amplias dedicadas a pastos o cubiertas de matorral. Se 
encuentran en este espacio todos los elementos que configuran la riqueza faunística de la 
montaña oriental. Así, la población oriental de oso pardo encuentra aquí su límite de 
distribución y la existencia de masas arbóreas relativamente extensas propicia la presencia 
del urogallo. Se encuentran también las mayores poblaciones de rebeco cantábrico.

La conservación de los espacios con alto valor natural cuenta en Asturias con un 
ordenamiento jurídico propio. La Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de 
protección de los espacios naturales, posibilita la conservación y gestión específica de los 
espacios naturales que lo necesitan, estableciendo un marco de protección que permite el 
desarrollo de criterios orientadores para la defensa global de la naturaleza frente a diversas 
causas de degradación. En ella se establecen cuatro categorías de protección: parques 
naturales, reservas naturales, monumentos naturales y paisajes protegidos. Una adecuada 
política de conservación no debe olvidarse, no obstante, del importante papel que 
desempeñan las poblaciones humanas en ellos asentadas, debiendo permitir un adecuado 
desarrollo de las mismas y una mejora de su calidad de vida.
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En el Decreto 38/1994, de 19 de mayo, por el que se aprueba el Plan de ordenación de 
los recursos naturales de Asturias, se establece que la figura que mejor se adapta a las 
características naturales de la zona es la de Parque Natural. No obstante, y dentro del 
mismo, se propone la declaración de un espacio más, la Reserva Natural Parcial de Peloño.

Es, por tanto, objeto de esta Ley declarar terrenos pertenecientes al Concejo de Ponga 
como Parque Natural, haciendo compatibles la conservación del medio natural, el 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, su conocimiento y difusión, el 
desarrollo y mejora de la calidad de vida de sus habitantes y el disfrute general de sus 
atractivos. Especial mención merece en este sentido el esfuerzo que hace la Ley en 
compatibilizar la conservación del medio con la pervivencia de aquellos aprovechamientos 
tradicionales de amplio arraigo en este espacio.

Para alcanzar todos estos objetivos, la presente Ley dota al Parque natural de una 
estructura administrativa de gestión y de unos instrumentos de planificación recogidos en la 
Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios naturales.

Los órganos de gestión serán la Junta, la Comisión Rectora y el Conservador y los 
instrumentos de gestión, el Plan rector de uso y gestión, el Plan de desarrollo sostenible y 
los programas anuales de gestión.

La Junta, como órgano consultivo, se integrará por representantes de la Administración 
del Principado, de la Administración local, de los titulares de derechos afectados y de las 
entidades, asociaciones y grupos que realicen actividades a favor del Parque. Igualmente, 
podrán formar parte de la misma representantes de la Universidad de Oviedo.

La Comisión Rectora, de carácter claramente ejecutivo, se integrará por representantes 
de la Administración del Principado y de la Administración local, siendo la responsable de la 
planificación y gestión del Parque.

El Conservador ejercerá las funciones de dirección y supervisión de las actuaciones que 
se desarrollen en el Parque.

La regulación de los usos, los principios rectores de la gestión y las actuaciones a 
realizar se establecerán en el Plan rector de uso y gestión, que tendrá una vigencia de 
cuatro años. Las previsiones de inversiones, infraestructuras y actuaciones para cubrir los 
objetivos fijados en el Plan rector de uso y gestión se recogerán en el Plan de desarrollo 
sostenible, documento que se tramitará conjuntamente con el primero y de igual vigencia.

Artículo 1.  Declaración de espacio protegido y finalidad.

1. Se declara Parque Natural la totalidad del territorio del Concejo de Ponga.
2. La denominación de este espacio, a efectos de lo establecido en la Ley del Principado 

de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios naturales, y en el Decreto 
38/1994, de 19 de mayo, que aprueba el Plan de ordenación de los recursos naturales del 
Principado de Asturias, será la de Parque Natural de Ponga.

3. Son finalidades de la presente declaración:

a) El mantenimiento del estado y funcionalidad de los ecosistemas en el Parque y, en 
consecuencia, la protección de las especies y de sus hábitats, haciendo especial incidencia 
en aquellos incluidos en los catálogos regionales, nacionales y comunitarios.

b) La mejora de la calidad de vida de quienes habitan el Parque mediante la adopción de 
medidas de dinamización y desarrollo económico, dirigidas especialmente a las actividades 
relacionadas con el uso público, el turismo, silvicultura, ganadería y agricultura.

c) La promoción del conocimiento del Parque por parte de la población foránea y, 
especialmente, de sus valores naturales y culturales.

Artículo 2.  Órganos de gestión.

Para la gestión del Parque Natural de Ponga, y adscritos a la Consejería competente en 
la gestión de espacios naturales protegidos, se crean los siguientes órganos:

Junta.
Comisión Rectora.
Conservador.
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Artículo 3.  La Junta. Funciones.

La Junta tendrá las siguientes funciones:

a) Informar preceptivamente los instrumentos de planificación y gestión del Parque, 
proponiendo, en su caso, las medidas que considere oportunas para la conservación, mejora 
y conocimiento del Parque natural y para el desarrollo económico y social de la zona.

b) Velar por el cumplimiento de las finalidades del Parque.
c) Promover y fomentar actuaciones para el estudio, divulgación y disfrute de los valores 

del Parque.
d) Recibir la memoria anual de actividades y resultados e informes, proponiendo cuantas 

medidas considere necesarias para corregir disfunciones o mejorar la gestión.
e) Informar cualquier asunto que le someta la Comisión Rectora.
 f) Aprobar su reglamento de funcionamiento.

Artículo 4.  La Junta. Composición y funcionamiento.

1. La Junta estará formada, como miembros de pleno derecho, por:

Un tercio de representantes de la Administración del Principado, entre ellos quien 
ostente la titularidad de la Consejería competente en la gestión de espacios naturales 
protegidos o persona en quien delegue, que actuará como Presidente.

Un tercio de representantes del Ayuntamiento de Ponga, incluidas las parroquias rurales 
constituidas en este término municipal.

Un tercio de representantes de titulares de derechos a quienes afecte el Parque y de las 
entidades, asociaciones y grupos que realicen actividades a favor del Parque, así como, en 
su caso, de la Universidad de Oviedo.

2. Ejercerá las funciones de Secretaría de la Junta, con voz pero sin voto, el 
Conservador.

3. La Junta se reunirá, previa convocatoria de su Presidencia, al menos una vez al año. 
Asimismo, se reunirá cuando así lo solicite un tercio de sus miembros de pleno derecho, que 
deberán presentar el orden del día de los asuntos a tratar.

4. Reglamentariamente, se fijará el número total de representantes y su forma de 
designación.

Artículo 5.  La Comisión Rectora. Funciones.

La Comisión Rectora tendrá las siguientes funciones:

a) Aprobar inicialmente los planes rectores de uso y gestión y los planes de desarrollo.
b) Elaborar los programas anuales de gestión, para su posterior tramitación y 

aprobación. según lo dispuesto en el artículo 12 de la presente Ley.
c) Elaborar las memorias anuales de actividad y resultados, para su recepción por la 

Junta, según lo dispuesto en el artículo 3.d) de esta Ley.
d) Informar preceptivamente, de conformidad con lo que establezcan los planes rectores 

de uso y gestión, los planes, normas y actuaciones que afecten al ámbito del Parque.
e) Vigilar el cumplimiento de los planes rectores de uso y gestión, de los planes de 

desarrollo sostenible y de los programas anuales de gestión.
 f) Promover ante los organismos competentes las actuaciones necesarias para 

salvaguardar los valores del Parque.

Artículo 6.  La Comisión Rectora. Composición y funcionamiento.

1. La Comisión Rectora se integrará exclusivamente por representantes de la 
Administración del Principado de Asturias y del Ayuntamiento de Ponga y de las parroquias 
rurales constituidas en el territorio del Parque, que deberán ser miembros de la Junta, 
correspondiendo su Presidencia a la Presidencia de la Junta.

2. Asistirá a las reuniones quien ostente la titularidad del órgano de conservación, que 
ejercerá las funciones de Secretaría, con voz pero sin voto.
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3. La Comisión Rectora se reunirá cuantas veces sea convocada por su Presidencia o a 
petición de dos de sus miembros, que deberán proponer el orden del día.

4. El número total de representantes y su forma de designación se determinarán 
reglamentariamente.

Artículo 7.  El Conservador.

(Derogado)

Artículo 8.  Instrumentos de planificación y gestión del Parque.

1. Son instrumentos de planificación y gestión para la consecución de los fines que 
motivan la declaración del Parque Natural de Ponga los siguientes:

a) Plan rector de uso y gestión.
b) Plan de desarrollo sostenible.
c) Programa anual de gestión.

2. A fin de contribuir al mantenimiento del Parque Natural, así como a las 
compensaciones socioeconómicas a las poblaciones afectadas a que, en su caso, hubiera 
lugar, se habilitarán los créditos oportunos en los programas correspondientes de los 
Presupuestos Generales del Principado de Asturias, sin perjuicio de las colaboraciones de 
otros órganos o entidades públicas o privadas que puedan tener interés en coadyuvar a la 
mejor gestión del Parque.

Artículo 9.  Plan Rector de Uso y Gestión.

La regulación de los usos, los principios rectores de la gestión y las actuaciones a 
realizar en el Parque se establecerán en los planes rectores de uso y gestión, que tendrán 
una vigencia de cuatro años y contendrán al menos las siguientes determinaciones:

a) Las directrices generales de ordenación y uso del Parque.
b) La zonificación del Parque, delimitando áreas de diferente utilización y destino.
c) Las bases para la ordenación de las actividades agrícolas, ganaderas, industriales, 

forestales, cinegéticas, piscícolas y turísticas, potenciándose las actividades tradicionales y 
aquellas otras que favorezcan los valores que motivaron la declaración del Parque.

d) Las bases para garantizar el cumplimiento de las finalidades de investigación, 
interpretación de la naturaleza, educación ambiental y de uso y disfrute de los visitantes.

e) Las previsiones económicas o de otro orden necesarias para equipamientos, 
servicios, infraestructuras u otras actuaciones. Las normas de gestión y actuación 
necesarias para la conservación, protección y mejora de los valores naturales y el 
mantenimiento de los equilibrios ecológicos.

 f) Los criterios que servirán de base para decidir sobre su modificación o revisión.
g) Cualesquiera otras que se consideren necesarias de acuerdo con las finalidades de 

conservación que motivaron la creación del Parque.

Artículo 10.  Plan de Desarrollo Sostenible.

Con el fin de contribuir al mantenimiento del Parque y compensar a las poblaciones 
afectadas, con idéntica vigencia que la establecida para el Plan rector de uso y gestión, y 
con carácter complementario al mismo, se elaborará y aprobará un plan de desarrollo 
sostenible que contendrá las líneas maestras para las actuaciones, infraestructuras e 
inversiones públicas encaminadas al desarrollo económico del ámbito del Parque, debiendo 
cubrir, al menos, los aspectos siguientes:

a) Las actuaciones a desarrollar en materia de equipamientos, servicios e 
infraestructuras necesarias para el sostenimiento de la población local y de quienes visiten el 
Parque.

b) Las actuaciones e inversiones públicas encaminadas a la regeneración y mejora de 
los ecosistemas del Parque.

c) Las actuaciones en materia de promoción y publicidad de las cualidades y valores 
naturales y culturales del ámbito del Parque.
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d) Las líneas de actuación encaminadas a promover el desarrollo de actividades 
económicas compatibles con los objetivos del Parque, incluyendo, en su caso, las medidas 
de ayuda económica y financiación que se consideren necesarias o convenientes.

e) Las disposiciones encaminadas a adaptar a las normas del Parque las instalaciones 
actualmente existentes.

 f) Las previsiones económicas para el desarrollo de todo lo anterior.

Artículo 11.  Procedimiento para la aprobación del Plan Rector de Uso y Gestión y del Plan 
de Desarrollo Sostenible.

El Plan rector de uso y gestión y el Plan de desarrollo sostenible serán elaborados 
simultáneamente por la Consejería competente en la gestión de espacios naturales 
protegidos y tramitados según el procedimiento siguiente:

a) Aprobación inicial por la Comisión Rectora.
b) Información pública, por plazo de treinta días hábiles, para que puedan formular 

alegaciones cuantas entidades y particulares lo deseen. A tal efecto, ambos planes estarán 
expuestos en la Consejería competente en la gestión de espacios naturales protegidos, en la 
Oficina de Registro Central e Información del Principado de Asturias y en el Ayuntamiento de 
Ponga.

c) Informe de la Junta del Parque en el que, tras la valoración de las observaciones y 
sugerencias recibidas, se recojan todas las aportaciones que explícitamente quieran hacer 
constar los componentes de la Junta en la propuesta final del Informe.

d) Formulación por la Comisión Rectora de las propuestas definitivas, que se elevarán, 
por conducto de quien ostente la titularidad de la Consejería competente en la gestión de 
espacios naturales protegidos, al Consejo de Gobierno para su aprobación, en su caso, por 
decreto.

Artículo 12.  Programa Anual de Gestión.

1. El Programa anual de gestión constituye la expresión detallada de las actuaciones a 
desarrollar en el ámbito del Parque en el año natural subsiguiente a su aprobación, en 
desarrollo de las previsiones contenidas en los vigentes planes rectores de uso y gestión y 
en los planes de desarrollo sostenible, ajustadas a los factores y acontecimientos que en la 
práctica de la gestión sobrevinieran, a cuyo efecto su aprobación podrá implicar la 
modificación del contenido de algunas de las previsiones en aquéllos recogidas, o su 
sustitución por otras, siempre y cuando el resultado final se dirija a alcanzar los mismos 
objetivos que los previstos inicialmente en ambos instrumentos.

2. Los programas anuales de gestión del Parque se elaborarán por la Comisión Rectora 
en el segundo trimestre del año anterior y serán sometidos a la aprobación del Consejo de 
Gobierno, previo informe de la Junta.

Artículo 13.  Declaración de utilidad pública.

1. La aprobación por el Consejo de Gobierno de los planes rectores de uso y gestión o 
de los planes de desarrollo sostenible implicará la declaración de utilidad pública de los 
bienes y derechos afectados.

2. Cualquier limitación singular de la propiedad privada o de los derechos e intereses 
patrimoniales legítimos que resulten afectados por la ejecución de los planes rectores de uso 
y gestión o de los planes de desarrollo sostenible será objeto de indemnización, de acuerdo 
con lo establecido en la Ley de expropiación forzosa.

Artículo 14.  Autorizaciones.

Las entidades, organismos o corporaciones que intervengan en el otorgamiento de 
licencias, concesiones administrativas o cualquier otra clase de autorizaciones para la 
ejecución de actuaciones dentro del área territorial del Parque estarán obligados a observar 
el cumplimiento de las determinaciones que se deriven de lo establecido en la presente Ley 
y disposiciones que la desarrollan.
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Artículo 15.  Infracciones.

El incumplimiento o la infracción de las normas reguladoras del régimen especial de 
protección del Parque serán sancionados en los supuestos y de acuerdo con lo que dispone 
la legislación de espacios naturales protegidos y sobre el régimen del suelo y ordenación 
urbanística y demás disposiciones específicas aplicables. Quienes cometan infracciones 
estarán obligados, en cualquier caso, a reparar los daños causados y restituir los lugares 
alterados a su situación inicial.

Artículo 16.  Acción pública.

Será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos y los tribunales la 
estricta observancia de las normas de protección del Parque natural y de sus planes y 
programas.

Disposición adicional primera.  
La ampliación del ámbito territorial del Parque natural se hará por Ley, previo informe de 

la Junta y cumpliendo los trámites previstos en el artículo 24 de la Ley del Principado de 
Asturias 5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios naturales.

Disposición adicional segunda.  
La Reserva Natural Parcial de Peloño y demás espacios naturales que, en su caso, se 

declaren dentro del ámbito geográfico del Parque natural se regirán por su normativa 
específica y en lo no contemplado en ella se regirán conforme a lo previsto en la normativa 
del Parque natural.

Disposición adicional tercera.  
Sin perjuicio de lo que establezcan los planes rectores de uso y gestión, el régimen 

jurídico del suelo en el área del Parque Natural de Ponga continuará rigiéndose por las 
normas subsidiarias del planeamiento municipal; el de los aprovechamientos piscícolas y 
cinegéticos, por sus disposiciones especiales, y el de los demás aprovechamientos, por sus 
normas particulares.

Disposición transitoria.  
En tanto no se aprueben los planes rectores de uso y gestión del Parque, la concesión 

de licencias de obras o instalaciones a realizar fuera de los núcleos de población requerirá 
informe preceptivo de la Comisión Rectora, que se atendrá a las disposiciones del Decreto 
38/1994, de 19 de mayo, por el que se aprueba el Plan de ordenación de los recursos 
naturales, en materia de protección preventiva.

Disposición derogatoria primera.  
Queda derogada la disposición adicional segunda de la Ley del Principado de Asturias 

8/1996, de 27 de diciembre, de declaración del Parque Natural de Redes.

Disposición derogatoria segunda.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo previsto en la presente Ley.

Disposición final primera.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial 

del Principado de Asturias.
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Disposición final segunda.  
El Consejo de Gobierno, en el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de esta 

Ley, aprobará las disposiciones reglamentarias previstas en los artículos 4.4 y 6.4 de la 
presente Ley, oído el Ayuntamiento de Ponga.

Disposición final tercera.  
En el plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley, la Comisión 

Rectora del Parque elevará al Consejo de Gobierno propuesta definitiva del Plan rector de 
uso y gestión y del Plan de desarrollo sostenible, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 
11 de esta Ley.

Disposición final cuarta.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para el desarrollo reglamentario de esta Ley.
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§ 64

Ley 5/2006, de 30 de mayo, del Parque Natural de Las Ubiñas-La 
Mesa

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 128, de 5 de junio de 2006
«BOE» núm. 188, de 8 de agosto de 2006
Última modificación: 4 de enero de 2007

Referencia: BOE-A-2006-14407

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Parque 
Natural de Las Ubiñas-La Mesa.

Preámbulo

1. El entorno de Peña Ubiña y La Mesa, en el sector central de la cordillera Cantábrica, 
está integrado por terrenos de los concejos de Lena, Quirós y Teverga. Dicha zona, 
localizada en el sector meridional de Asturias, limita al sur con la provincia de León, al oeste, 
con el Parque Natural de Somiedo, y al norte, con los concejos de Belmonte de Miranda, 
Grado y Proaza. En concreto, está constituido por la totalidad del concejo de Teverga, parte 
del cual ya aparecía en el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales de Asturias 
(PORNA) como área integrante del Parque Natural de Somiedo; además de la zona 
denominada en el PORNA como Paisaje Protegido de Peña Ubiña (suroccidente de Lena y 
zona meridional de Quirós), así como gran parte de los terrenos de Quirós incluidos en la 
Reserva Regional de Caza de Somiedo.

2. La representatividad de sus ecosistemas y la singularidad de la fauna y la flora 
presentes en este territorio, así como la unidad geográfica del mismo, justifica declarar este 
espacio como Parque Natural, al cumplir todas las condiciones establecidas al efecto por el 
artículo 16 de la Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de protección de los 
espacios naturales, y en los términos de los artículos 23 y 24 de la misma, en ejercicio de las 
competencias que, en materia de espacios naturales protegidos, atribuye al Principado de 
Asturias el artículo 11.1 de su Estatuto de Autonomía.

3. Este territorio constituye, por sus características ambientales, estado de conservación 
y riqueza, uno de los ejemplos de la naturaleza asturiana más relevantes. El territorio aquí 
definido se enmarca, desde el punto de vista geológico, en la Zona Cantábrica del Macizo 
Asturiano, integrado por una serie de elementos muy representativos y diversos en que se 
estructuran las unidades Pluvial y Glacial de la Subregión Central. Asimismo, forma parte de 
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la Red Natura 2000, tanto como Zona de Especial Protección para las Aves (ZEPA Ubiña-La 
Mesa), como Lugar de Importancia Comunitaria.

4. La cubierta vegetal se caracteriza por la diversidad, existiendo ejemplos en el territorio 
de más de la mitad de las series de vegetación existentes en Asturias. Asimismo, destaca su 
elevado grado de conservación, estando un tercio del territorio ocupado por bosques 
maduros, de los cuales el hayedo es dominante. Se encuentran además bien representados 
otros tipos de formaciones vegetales, como las características de ambientes de alta montaña 
o dulceacuícolas. Entre los taxones de flora protegida ligados a estos medios destacan la 
centáurea de Somiedo (Centaurium somedanum), la estrella de agua (Callitriche palustris), la 
cola de caballo variegada (Equisetum variegatum), la cinta de agua (Triglochin palustris), la 
genciana (Gentiana lutea), el narciso de Asturias (Narcissus pseudonarcissus subespecie 
leonensis) y el narciso de trompeta (Narcissus asturiensis). Tampoco deben olvidarse 
especies forestales de distribución más amplia como la encina carrasca (Quercus 
rotundifolia), el tejo (Taxus baccata) o el acebo (Ilex aquifolium).

5. En lo referente a la fauna, la diversidad y buen estado de conservación de los hábitats 
hacen posible que en este espacio se encuentren un elevado número de especies 
protegidas y de interés cinegético. Respecto a los grandes carnívoros, sin duda la especie 
más destacada es el oso pardo (Ursus arctos), catalogada como especie en peligro de 
extinción. Al mismo tiempo, la mayor parte de los carnívoros de pequeño y mediano tamaño 
también se encuentran presentes en el entorno que nos ocupa, tales como la marta (Martes 
martes), el armiño (Mustela erminea), la gineta (Genetta genetta), gato montés (Felis 
sylvestris), o el zorro (Vulpes vulpes). También cabe destacar la presencia de especies 
asociadas a los cauces fluviales con una elevada calidad ambiental, como es el caso de la 
nutria (Lutra lutra) o el desmán (Galemys pyrenaicus).

6. En el ámbito definido hay presencia de varias especies de murciélagos cavernícolas. 
Entre otros puntos es de interés Cueva Huerta, con presencia de murciélago de cueva 
(Miniopterus schreibersi), que está incluido en el Catálogo Regional en la categoría de 
interés especial. Otras especies presentes son el murciélago grande de herradura 
(Rhinolophus ferrumequinum), el murciélago pequeño de herradura (Rhinolophus 
hipposideros) y el murciélago mediterráneo de herradura (Rhinolophus euryale). También 
está presente en el espacio el murciélago de bosque (Barbastella barbastellus).

7. Uno de los grupos faunísticos que mayores cotas de diversidad alcanza dentro del 
ámbito del Parque es la avifauna. Destacan las aves ligadas al medio forestal y con elevados 
requerimientos ecológicos, como es el caso del urogallo cantábrico (Tetrao urogallus), en 
peligro de extinción, el pico mediano (Dendrocopos medius) catalogado como especie 
sensible a la alteración del hábitat o el azor (Accipiter gentilis), de interés especial. 
Asimismo, las características del territorio hacen posible la presencia de aves ligadas a la 
montaña como el gorrión alpino (Montifringilla nivalis), el acentor alpino (Prunella collaris), 
bisbitas alpino y campestre (Anthus spinoleta y Anthus campestris), escribano hortelano 
(Emberiza hortulana), chovas piquirroja y piquigualda (Pyrrhocorax pyrrhocorax y 
Pyrrhocorax graculus), el roquero rojo (Monticola saxatilis) y el treparriscos (Trichodroma 
muraria) o la perdiz pardilla (Perdix perdix). En cuanto a las rapaces, en los cortados calizos 
de los cordales es posible observar individuos de algunas de las especies incluidas en el 
Catálogo Regional de Especies Amenazadas, como el águila real (Aquila chrysaetos), el 
alimoche (Neophron percnopterus) o el halcón peregrino (Falco peregrinus).

8. Entre la herpetofauna hay que destacar la presencia en la zona de la rana de San 
Antón (Hyla arborea) y de la rana verde común (Rana perezi), ambas incluidas en el 
Catálogo Regional en la categoría de vulnerables. También están presentes los endemismos 
ibéricos: salamandra rabilarga (Chioglossa lusitanica), la lagartija serrana (Lacerta monticola) 
y el lagarto verdinegro (Lacerta schreiberi).

9. Por último, entre los invertebrados presentes en el espacio destaca la presencia de 
Rosalia alpina, especie presente en hayedos e incluida en el Anexo II de la Directiva Hábitats 
como prioritaria.

10. Además, se cuenta con una amplia representación de ungulados silvestres de 
elevado interés cinegético, como el jabalí (Sus scrofa), el corzo (Capreolus capreolus), el 
ciervo o venado (Cervus elaphus) o el rebeco (Rupricapra pyrenaica).
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11. Una adecuada política de conservación debe tener en cuenta el importante papel que 
desempeñan las poblaciones humanas asentadas, debiendo permitir un adecuado desarrollo 
de las mismas y una mejora de su calidad de vida. Es, por tanto, objeto de esta Ley declarar 
terrenos pertenecientes a los concejos de Lena, Quirós y Teverga como Parque Natural 
haciendo compatibles la conservación del medio natural, el aprovechamiento sostenible de 
los recursos naturales, su conocimiento y difusión, el desarrollo y mejora de la calidad de 
vida de sus habitantes y el disfrute general de sus atractivos.

12. Especial mención merece en este sentido el esfuerzo que hace la Ley en 
compatibilizar la conservación del medio con la pervivencia de aquellos aprovechamientos 
tradicionales de amplio arraigo en este espacio. Para alcanzar todos estos objetivos, la 
presente Ley dota al Parque Natural de la estructura administrativa de gestión y de los 
instrumentos de planificación establecidos en la citada Ley del Principado de Asturias 
5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios naturales.

13. Los órganos de gestión serán la Junta, la Comisión Rectora y el Director-
Conservador, y los instrumentos de gestión, el Plan Rector de Uso y Gestión, el Plan de 
Desarrollo Sostenible y los programas anuales de gestión.

14. Para contribuir al mantenimiento y gestión del Parque Natural, así como a las 
aportaciones socioeconómicas a las poblaciones afectadas a que, en su caso, hubiera lugar, 
se habilitarán los créditos oportunos en los programas correspondientes de los Presupuestos 
Generales del Principado de Asturias, sin perjuicio de las colaboraciones de otros órganos o 
entidades públicas o privadas que puedan tener interés en coadyuvar a la mejor gestión del 
Parque.

15. La infracción de las normas reguladoras del régimen especial de protección del 
Parque será sancionada en los supuestos y de acuerdo con lo que dispone la legislación de 
espacios naturales protegidos, sin perjuicio, claro está, del régimen sancionador que derive 
de la aplicación de la legislación sobre el régimen de suelo y ordenación urbanística, 
legislación de montes del Principado de Asturias y demás disposiciones de aplicación.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Declaración de Parque Natural.

Se declara Parque Natural el ámbito territorial descrito en el Anexo de esta Ley.

Artículo 2.  Denominación del Parque Natural.

A los efectos de lo establecido en la Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, 
de Protección de los Espacios Naturales, la denominación del Parque Natural declarado por 
la presente Ley, es la de Parque Natural de Las Ubiñas-La Mesa (en lo sucesivo, el Parque).

Artículo 3.  Finalidades del Parque.

Son finalidades de la declaración del Parque:
a) El mantenimiento del estado y la mejora de la funcionalidad de los ecosistemas en el 

Parque y, en consecuencia, la protección de las especies y de sus hábitats, haciendo 
especial incidencia en aquellos incluidos en los catálogos regionales, nacionales y 
comunitarios.

b) La mejora de la calidad de vida de los habitantes del Parque mediante la adopción de 
medidas de dinamización y desarrollo económico, así como de infraestructuras y 
equipamientos, dirigidas especialmente a las actividades relacionadas con el uso público, el 
turismo, la silvicultura, la ganadería y agricultura tradicionales, la caza y la pesca.

c) La promoción del conocimiento del Parque por parte de la población y, especialmente, 
de sus valores naturales, culturales y etnográficos.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 64  Ley del Parque Natural de las Ubiñas-La Mesa

– 859 –



CAPÍTULO II

Órganos

Artículo 4.  Órganos de gestión.

Para la gestión del Parque, y adscritos a la Consejería competente en la gestión de 
espacios naturales protegidos, se crean los siguientes órganos:

a) Junta.
b) Comisión Rectora.
c) Conservador.

Sección 1.ª La Junta

Artículo 5.  Funciones de la Junta.

La Junta tendrá las siguientes funciones:
a) Informar preceptivamente los instrumentos de planificación y gestión del Parque, 

proponiendo, en su caso, las medidas que considere oportunas para su conservación, 
mejora y conocimiento y para el desarrollo económico y social de la zona.

b) Velar por el cumplimiento de las finalidades del Parque.
c) Promover y fomentar actuaciones para el estudio, divulgación y disfrute de los valores 

del Parque.
d) Recibir la Memoria anual de actividades y resultados e informes, proponiendo cuantas 

medidas considere necesarias para corregir disfunciones o mejorar la gestión.
e) Informar cualquier asunto que le someta la Comisión Rectora.
f) Aprobar su reglamento de funcionamiento.
g) Informar la propuesta de nombramiento del Conservador.

Artículo 6.  Composición de la Junta.

1. Serán miembros de pleno derecho de la Junta los siguientes:
a) Un tercio de representantes de la Administración del Principado, entre ellos el 

Consejero competente en la gestión de espacios naturales protegidos o persona en quien 
delegue, que actuará como Presidente.

b) Un tercio de representantes de las Corporaciones de los Ayuntamientos de Lena, 
Quirós y Teverga. Incluirá una representación de las parroquias rurales constituidas en el 
territorio del Parque.

c) Un tercio de representantes de los titulares de los derechos a quienes afecte el 
Parque y de las entidades, asociaciones y grupos que realicen actividades a favor del 
Parque, así como, en su caso, de la Universidad de Oviedo.

2. El Conservador, que ejercerá la Secretaría, asistirá con voz pero sin voto.
3. El número total de representantes y su forma de designación se fijará 

reglamentariamente.

Artículo 7.  Funcionamiento de la Junta.

1. La Junta se reunirá, previa convocatoria de su Presidente, al menos una vez al año.
2. Asimismo, se reunirá cuando así lo soliciten al menos un tercio de sus miembros de 

pleno derecho, que deberán presentar el orden del día de los asuntos a tratar.

Sección 2.ª La Comisión Rectora

Artículo 8.  Funciones de la Comisión Rectora.

La Comisión Rectora tendrá las siguientes funciones:
a) Aprobar inicialmente los Planes Rectores de Uso y Gestión y los Planes de Desarrollo 

Sostenible en los términos del artículo 16 de la presente Ley.
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b) Elaborar los programas anuales de gestión, para su posterior tramitación y 
aprobación, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley.

c) Aprobar las memorias anuales de actividades y resultados, para su traslado a la Junta, 
según lo dispuesto en el artículo 5 d) de esta Ley.

d) Informar preceptivamente, de conformidad con lo que establezcan los Planes 
Rectores de Uso y Gestión, los planes, normas y actuaciones que afecten al ámbito del 
Parque.

e) Vigilar el cumplimiento de los Planes Rectores de Uso y Gestión, de los Planes de 
Desarrollo Sostenible y de los Programas Anuales de Gestión.

f) Promover ante los organismos competentes las actuaciones necesarias para 
salvaguardar los valores del Parque.

Artículo 9.  Composición de la Comisión Rectora.

1. La Comisión Rectora se integrará exclusivamente por representantes de la 
Administración del Principado de Asturias y de las Corporaciones Locales de Lena, Quirós y 
Teverga, incluida en éstas una representación de las parroquias rurales constituidas en el 
ámbito territorial del Parque, todos ellos miembros de la Junta, correspondiendo su 
Presidencia a la de la Junta.

2. Asistirá a las reuniones el Conservador, que ejercerá la Secretaría, con voz pero sin 
voto.

3. El número total de representantes y su forma de designación se determinarán 
reglamentariamente.

Artículo 10.  Funcionamiento de la Comisión Rectora.

La Comisión Rectora se reunirá cuantas veces sea convocada por su Presidencia o a 
petición de dos de sus miembros, que deberán proponer el orden del día.

Sección 3.ª El Conservador

Artículo 11.  Funciones del Conservador.

El Conservador ejercerá funciones de dirección y supervisión de las actuaciones que se 
desarrollen en el Parque y, en particular, las siguientes:

a) Coordinar y, en su caso, realizar las actividades necesarias para la ejecución de los 
Planes Rectores de Uso y Gestión, Planes de Desarrollo Sostenible y programas anuales de 
gestión del Parque.

b) Hacer el seguimiento de las actividades desarrolladas en el Parque por los órganos de 
la Administración del Principado de Asturias.

c) Formular a la Comisión Rectora las propuestas oportunas para la elaboración de los 
programas anuales de gestión, en los términos establecidos en el artículo 8 b) de esta Ley.

d) Elaborar la memoria anual de actividades y resultados, en los términos establecidos 
en el artículo 8 c) de esta Ley.

Artículo 12.  Nombramiento del Conservador.

(Derogado)

CAPÍTULO III

Instrumentos

Artículo 13.  Instrumentos de planificación y gestión.

Son instrumentos de planificación y gestión para la consecución de los fines que motivan 
la declaración del Parque Natural de Las Ubiñas-La Mesa los siguientes:

a) Plan Rector de Uso y Gestión.
b) Plan de Desarrollo Sostenible.
c) Programa Anual de Gestión.
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Artículo 14.  Plan Rector de Uso y Gestión.

La regulación de los usos, los principios rectores de la gestión y las actuaciones a 
realizar en el Parque se establecerán en los Planes Rectores de Uso y Gestión, que tendrán 
una vigencia de cuatro años y contendrán al menos las siguientes determinaciones:

a) Las directrices generales de ordenación y uso del Parque.
b) La zonificación del Parque, delimitando áreas de diferente utilización y destino.
c) Las bases para la ordenación de las actividades agrícolas, ganaderas, industriales, 

forestales, cinegéticas, piscícolas y turísticas, potenciándose las actividades tradicionales y 
aquellas otras que favorezcan los valores que motivaron la declaración del Parque.

d) Las bases para garantizar el cumplimiento de las finalidades de investigación, 
interpretación de la naturaleza, educación ambiental y de uso y disfrute de los visitantes.

e) Las previsiones económicas o de otro orden necesarias para equipamientos, 
servicios, infraestructuras u otras actuaciones.

f) Las normas de gestión y actuación necesarias para la conservación, protección y 
mejora de los valores naturales y el mantenimiento de los equilibrios ecológicos, así como 
las actuaciones e inversiones públicas encaminadas a la regeneración y mejora de los 
ecosistemas del Parque.

g) Los criterios que servirán de base para decidir sobre su modificación o revisión.
h) Cualesquiera otras que se consideren necesarias de acuerdo con las finalidades de 

conservación que motivaron la creación del Parque.

Artículo 15.  Plan de Desarrollo Sostenible.

Con el fin de contribuir al mantenimiento del Parque y mejorar la calidad de vida de las 
poblaciones afectadas, con idéntica vigencia que la establecida para el Plan Rector de Uso y 
Gestión y con carácter complementario al mismo, se elaborará y aprobará un Plan de 
Desarrollo Sostenible que contendrá las líneas maestras para las actuaciones, 
infraestructuras e inversiones públicas encaminadas al desarrollo socioeconómico del 
Parque, debiendo cubrir, al menos, los aspectos siguientes:

a) Las actuaciones a desarrollar en materia de equipamientos, servicios e 
infraestructuras necesarios para la población local y quienes visiten el Parque.

b) Las actuaciones en materia de promoción y publicidad de las cualidades y valores 
naturales y culturales del ámbito del Parque.

c) Las líneas de actuación encaminadas a promover el desarrollo de actividades 
económicas compatibles con los objetivos del Parque, incluyendo, en su caso, las medidas 
de ayuda económica y financiación que se consideren necesarias o convenientes.

Artículo 16.  Procedimiento de aprobación del Plan Rector de Uso y Gestión y del Plan de 
Desarrollo Sostenible.

El Plan Rector de Uso y Gestión y el Plan de Desarrollo Sostenible serán elaborados 
simultáneamente por la Consejería competente en la gestión de los espacios naturales 
protegidos y tramitados según el procedimiento siguiente:

a) Aprobación inicial por la Comisión Rectora.
b) Información pública, por plazo de treinta días hábiles, para que puedan formular 

alegaciones cuantas entidades y particulares lo deseen. A tal efecto, ambos planes estarán 
expuestos en la Consejería competente en la gestión de espacios naturales protegidos, en el 
Servicio de Atención Ciudadana del Principado de Asturias y en los Ayuntamientos 
afectados.

c) Informe de la Junta en el que, tras la valoración de las observaciones y sugerencias 
recibidas, se recojan todas las aportaciones que explícitamente quiera hacer constar la Junta 
en la propuesta final del Informe.

d) Formulación por la Comisión Rectora de las propuestas definitivas que se elevarán, 
por conducto del Consejero competente en la gestión de espacios naturales protegidos, al 
Consejo de Gobierno para su aprobación, en su caso, por decreto.
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Artículo 17.  Programa Anual de Gestión.

1. El Programa Anual de Gestión constituye la expresión detallada de las actuaciones a 
desarrollar en el ámbito del Parque en el año natural subsiguiente a su aprobación, en 
desarrollo de las previsiones contenidas en los vigentes Planes Rectores de Uso y Gestión y 
en los Planes de Desarrollo Sostenible

2. Cuando circunstancias sobrevenidas lo determinen, el Programa Anual de Gestión 
podrá modificar el contenido de las previsiones de los Planes Rectores de Uso y Gestión y 
de Desarrollo Sostenible, siempre que se mantengan inalterados los objetivos previstos en 
éstos.

3. Para financiar las actuaciones previstas en el Programa Anual de Gestión, 
garantizando el adecuado funcionamiento del Parque, se habilitarán créditos suficientes en 
los Presupuestos Generales del Principado de Asturias, sin perjuicio de la colaboración en 
su caso de otros órganos o entidades públicas o privadas.

Artículo 18.  Procedimiento de aprobación del Programa Anual de Gestión.

El Programa Anual de Gestión del Parque se elaborará por la Comisión Rectora en el 
segundo trimestre del año anterior al de su aprobación por el Consejo de Gobierno, previo 
informe de la Junta del Parque.

CAPÍTULO IV

Otras disposiciones

Artículo 19.  Declaración de utilidad pública.

1. La aprobación por el Consejo de Gobierno de los Planes Rectores de Uso y Gestión y 
de los Planes de Desarrollo Sostenible implicará la declaración de utilidad pública de los 
bienes y derechos afectados, en los términos previstos en el Capítulo V del Título III de la 
Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios naturales.

2. Cualquier limitación singular de la propiedad privada o de los derechos e intereses 
patrimoniales legítimos que resulten afectados por la ejecución de los Planes Rectores de 
Uso y Gestión, de los Planes de Desarrollo Sostenible o de los Programas Anuales de 
Gestión será en su caso indemnizable, de acuerdo con lo establecido en la legislación 
vigente en materia de expropiación forzosa.

Artículo 20.  Infracciones y sanciones.

1. La infracción de las normas reguladoras del régimen especial de protección del 
Parque será sancionada en los supuestos y de acuerdo con lo que dispone el Título IV de la 
Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios naturales.

2. Quienes cometan infracciones estarán obligados, en cualquier caso, a reparar los 
daños causados y restituir los lugares alterados a su situación inicial.

Artículo 21.  Acción pública.

Será pública la acción para exigir ante la Administración y los Tribunales la observancia 
de las normas de protección del Parque y de sus planes y programas.

Disposición adicional primera.  Ampliación del Parque.

La ampliación del ámbito territorial del Parque se hará por Ley, previo informe de la Junta 
del Parque y cumpliendo los trámites previstos en el artículo 24 de la Ley del Principado de 
Asturias 5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios naturales.
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Disposición adicional segunda.  Otros espacios naturales protegidos incluidos en el 
Parque Natural.

En el caso de que dentro del Parque haya otras figuras de protección de espacios 
naturales se regirán por su normativa específica y en lo no contemplado en ella conforme a 
lo previsto en la normativa del Parque.

Disposición adicional tercera.  Regímenes jurídicos específicos.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente Ley y de los Planes Rectores de Uso y 
Gestión, el régimen jurídico del suelo en el área del Parque continuará rigiéndose por la 
normativa territorial y urbanística municipal; el de los aprovechamientos piscícolas y 
cinegéticos, por sus disposiciones especiales, y el de los demás usos, actividades y 
aprovechamientos, por sus normas sectoriales.

Disposición adicional cuarta.  Reserva Regional de Caza de Somiedo.

Los límites de la Reserva Regional de Caza de Somiedo en los Concejos de Lena, 
Quirós y Teverga serán los establecidos para el Parque Natural de Las Ubiñas-La Mesa.

Disposición transitoria primera.  Coto Regional de Caza «Teverga».

1. La presente Ley no será de aplicación a aquellos terrenos, que aún encontrándose 
dentro del ámbito territorial del Parque, se encuentren afectados al Coto Regional de Caza 
n.º 057 «Teverga». Para dichos terrenos la aplicación plena del régimen previsto en la 
presente Ley se producirá de manera automática cuando tenga lugar la extinción del Coto, o 
con anterioridad a tal momento, mediante resolución de la Consejería competente en materia 
de espacios naturales protegidos a solicitud de los titulares de derechos de disposición sobre 
los terrenos afectados.

2. No obstante, las ayudas y subvenciones que se aprueben para el territorio del Parque 
serán de aplicación a los terrenos comprendidos en el Coto Regional de Caza n.º 057 
«Teverga» desde la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria segunda.  Licencias fuera de núcleos de población.

En tanto no se aprueben los Planes Rectores de Uso y Gestión del Parque, la concesión 
de licencias de obras o instalaciones a realizar fuera de los núcleos de población requerirá el 
informe preceptivo de la Comisión Rectora, que se atendrá a las disposiciones del Decreto 
38/1994, de 19 de mayo, por el que se aprueba el Plan de Ordenación de los recursos 
naturales, en materia de protección preventiva.

Disposición final primera.  Aprobación de los Planes Rector de Uso y Gestión y de 
Desarrollo Sostenible.

En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley, la Comisión Rectora 
elevará al Consejo de Gobierno propuesta definitiva del Plan Rector de Uso y Gestión y del 
Plan de Desarrollo Sostenible a los efectos de lo dispuesto en el artículo 16 de esta Ley.

Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario.

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones reglamentarias 
sean necesarias para el desarrollo y ejecución de esta Ley.

2. El Consejo de Gobierno, en el plazo de diez meses a partir de la entrada en vigor de 
esta Ley, aprobará las disposiciones reglamentarias previstas en los artículos 6.3 y 9.3 de la 
presente Ley, oídos los Ayuntamientos afectados.
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ANEXO

Ámbito territorial del parque natural
El ámbito territorial del Parque Natural Las Ubiñas-La Mesa incluye la totalidad del 

término municipal de Teverga y la parte de los de Quirós y Lena que se indica a 
continuación:

a) En Quirós se incluye en el ámbito del Parque todo el término municipal al sur de la 
línea que se describe a continuación, comprendida la totalidad de los núcleos poblacionales 
atravesados por dicha línea. La margen izquierda del Ríu Trubia o Quirós, desde su entrada 
en el concejo de Proaza hasta la confluencia de los ríos de Llindes y Ricabo, que se produce 
en la localidad de Santa Marina. A partir de ese punto y hasta la localidad de Villar de 
Cienfuegos, primero la margen izquierda del río Llindes hasta el puente que da acceso a 
Villar de Cienfuegos, luego la margen meridional de la carretera de la Red Local de Segundo 
Orden QU-4 hasta Villar de Cienfuegos. Desde esta población, el antiguo camino de 
Cienfuegos a Las Llanas, hasta su encuentro con la carretera de la Red Local de Segundo 
Orden QU-5 (Carretera de Las Llanas) en el paraje de Comuña. La línea cruza entonces la 
QU-5 para seguir la margen meridional de la pista que sube hacia el Oxigu la Zorea, donde 
se sitúa el mojón 8 de la divisoria con Lena.

b) En Lena se incluye en el ámbito del Parque el término municipal englobado en la línea 
que se describe a continuación. Desde el Picu de la Mayá Vieya, situado en la divisoria con 
Quirós, la línea se dirige al Este para seguir el curso del Regueru la Campa la Gallina, que 
pasa luego a denominarse de San Bras, hasta su desembocadura en el Río Güerna a la 
altura de la localidad de San Bras. Prosigue, en dirección sur, sobre la margen izquierda del 
Río Güerna, hasta su confluencia con el Arroyo de la Cabadina, que se produce aguas arriba 
del paraje de Lacal. Luego, por la margen izquierda de citado arroyo hasta su nacimiento a 
orillas de la A-66 a la altura del paraje de Camargo. Sigue luego, al sur, la margen occidental 
de la A-66, a lo largo de unos 600 m, para girar luego al Este y tomar la coronación del 
cordal que asciende hasta el Picu Las Estacas. Desde esta cumbre, sigue la margen 
derecha del Regueru de Fresnu hasta su confluencia con el Ríu Payares. Luego, aguas 
abajo, la margen derecha de ese río hasta la confluencia con el primer arroyo que se 
incorpora por la derecha, tomando la margen izquierda del mismo para ascender hasta su 
nacimiento a orillas de la N-630, algunos metros por debajo del cruce con la carretera que va 
a San Miguel del Río. Tras cruzar la N-630, sigue, en dirección sudeste, el fondo del valle 
situado al norte de la Peña las Cuevas, hasta alcanzar el trazado de las vías de Renfe entre 
los túneles del Corro la Tienda y El Setón. A partir de ese punto, sigue la pista que en 
dirección nordeste acompaña con pequeñas variantes el trazado del ferrocarril hasta 
alcanzar la boca superior del Túnel de La Pisona. Desde allí, sigue el trazado de las vías 
hasta alcanzar la boca inferior del Túnel de Valvenir, donde toma la margen izquierda del 
Barranco de Llera hasta algo más arriba de la Fuente la Ambueza. A partir de ese punto, el 
reguero que se incorpora al Barranco de Llera por su margen izquierda, ascendiendo por 
éste hasta alcanzar la Majada Curriechus y la denominada Pista Mudriellos. Una vez 
cruzada esa pista prosigue en línea recta hasta coronar la cima del Picu Boya, situado ya en 
la divisoria del concejo de Aller. Sigue luego, al sur, los límites administrativos de los 
municipios de Lena y Aller, hasta el Cantu los Chamargos. En ese punto abandona los 
límites administrativos para seguir en dirección suroeste las crestas que van al Cuetu las 
Patinas, primero, y al Cuetu Negru, después, para alcanzar el límite administrativo con la 
Provincia de León en el Picu de la Chomba. A partir de ese punto sigue primero el límite 
administrativo provincial y luego el de los municipios de Lena y Quirós para regresar al Picu 
la Mayá Vieya.
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§ 65

Ley 8/2014, de 17 de julio, de segunda reestructuración del sector 
público autonómico

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 171, de 24 de julio de 2014

«BOE» núm. 253, de 18 de octubre de 2014
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2014-10577

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de segunda reestructuración del sector público autonómico.

PREÁMBULO

1. El artículo 10.1.15 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias atribuye a la 
Comunidad Autónoma la competencia exclusiva para la creación y gestión de un sector 
público propio.

2. La Ley del Principado de Asturias 1/2013, de 24 de mayo, de Medidas de 
Reestructuración del Sector Público Autonómico, inició un proceso de redimensionamiento 
de este sector para ajustarlo a la actual realidad económica, proceso que continúa con las 
medidas incluidas en esta ley que requieren para su efectividad una norma de rango legal y 
que afectan a dos ámbitos: el sector público de comunicación audiovisual y el tributario.

II

3. El artículo 17 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias faculta a la 
Comunidad Autónoma para, en el marco de la legislación básica del Estado, regular, crear y 
mantener su propia televisión, radio y prensa y, en general, todos los medios de 
comunicación social para el cumplimiento de sus fines. En uso de esta competencia 
estatutaria, la Junta General del Principado de Asturias aprobó la Ley del Principado de 
Asturias 2/2003, de 17 de marzo, de Medios de Comunicación Social, que permitió prestar el 
servicio de comunicación audiovisual titularidad de esta Comunidad Autónoma a través del 
Ente Público de Comunicación del Principado de Asturias y de tres empresas públicas 
instrumentales: Radio del Principado de Asturias, SAU; Televisión del Principado de 
Asturias, SAU, y Productora de Programas del Principado de Asturias, SAU.

4. Por medio de la presente norma, se reduce el número de entidades prestadoras de 
este servicio esencial de interés económico general, suprimiendo el Ente Público y 
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fusionando las tres empresas públicas existentes en una única sociedad anónima, para 
ganar eficacia y capacidad de actuación.

5. Por otra parte, se adecua el régimen jurídico de la entidad prestadora del servicio 
público de comunicación audiovisual del Principado de Asturias a la Ley 7/2010, de 31 de 
marzo, General de la Comunicación Audiovisual, que establece la normativa básica del 
servicio público de radio, televisión y oferta interactiva.

6. La citada Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual, 
habilita a las comunidades autónomas que acuerden la prestación de servicio público de 
comunicación audiovisual determinar los modos de gestión del mismo, que podrán consistir, 
entre otras modalidades, en la prestación del servicio de manera directa a través de sus 
propios órganos, medios o entidades, en la atribución a un tercero de la gestión indirecta del 
servicio o de la producción y edición de los distintos programas audiovisuales, o en la 
prestación del mismo a través de otros instrumentos de colaboración público-privada, así 
como transformar la gestión directa del servicio en gestión indirecta, mediante la enajenación 
de la titularidad de la entidad prestadora del servicio. En este sentido, la presente ley opta 
por el modelo de gestión directa a través de una empresa pública, Radiotelevisión del 
Principado de Asturias, SAU. Respecto al servicio público de comunicación audiovisual, se 
garantiza la independencia, objetividad y veracidad de la información, a través, entre otros 
instrumentos, del control parlamentario, la creación por primera vez de un consejo de 
informativos o la obligatoriedad de editar los informativos con medios propios. Los objetivos 
generales que debe perseguir el servicio público de comunicación audiovisual deberán 
concretarse cada nueve años por la Junta General del Principado de Asturias en el mandato-
marco, que a su vez se articula por medio de contratos-programa suscritos por el titular de la 
Consejería competente en materia presupuestaria y Radiotelevisión del Principado de 
Asturias, SAU, con una duración de tres años, lo que no solo facilita la independencia de la 
sociedad, sino que también la dota de la estabilidad financiera necesaria.

7. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, es una sociedad anónima cuyo 
capital social pertenece íntegramente al Principado de Asturias. La ley introduce una serie de 
novedades con el objeto de garantizar la profesionalidad en su gestión. Así, el Director será 
consejero y presidente del Consejo de Administración, y será elegido por la Junta General 
del Principado de Asturias, tras comparecer ante la Cámara. Los miembros del Consejo de 
Administración deberán acreditar cualificación y experiencia profesional y serán, asimismo, 
elegidos por la Junta General para un periodo de seis años, garantizando así su 
independencia al no coincidir su mandato con el de la Legislatura. También deberán 
comparecer previamente ante la Cámara para que ésta se informe de su idoneidad para el 
cargo. Éste no será retribuido, pudiendo percibir únicamente dietas por asistencia a los 
Consejos de Administración, pero sin que las mismas puedan exceder la cuantía 
correspondiente a un máximo de doce reuniones al año. Por lo que respecta al Consejo de 
Comunicación, se mantiene, destacando en su regulación tanto la reducción del número de 
miembros como el carácter no retribuido de su función.

8. El modelo de financiación de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, es 
mixto y prevé tanto las compensaciones consignadas en los Presupuestos Generales del 
Principado de Asturias por la prestación del servicio público como los ingresos derivados de 
su actividad comercial, explotación de su patrimonio o participación en el mercado de la 
publicidad. Es en este ámbito donde la ley incorpora mayores novedades: por una parte, de 
acuerdo con la normativa europea sobre la compatibilidad de las ayudas estatales en los 
servicios públicos de radiodifusión, se establece la obligación de separar las cuentas por 
actividades y llevar una contabilidad analítica que permita separar la imputación de ingresos 
y costes de la actividad de servicio público de las restantes actividades. Por otra parte, se 
imponen a la sociedad una serie de obligaciones financieras con el fin de garantizar la 
adecuación de su actividad al marco de lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera: así, se fijará un límite de gasto 
máximo anual que no podrá rebasarse; la memoria y el informe de gestión de las cuentas 
anuales deberán hacer expresa referencia al cumplimiento del equilibrio y sostenibilidad 
financieros; y en caso de desequilibrio, deberá presentar una propuesta de reducción de 
gastos igual al déficit generado; por último, se refuerza el control interno mediante la práctica 
de auditorías operativas.
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III

9. El título II de la Ley se compone de un solo artículo que redefine, restringiéndolo, el 
objeto social de la Sociedad Regional de Recaudación del Principado de Asturias, SA.

10. La ley se complementa con una serie de disposiciones que regulan la transición del 
actual Ente Público de Comunicación del Principado de Asturias, que se extingue, y sus tres 
empresas públicas instrumentales a Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU. 
Finalmente, se ordena al Consejo de Administración de la sociedad que apruebe un 
reglamento del derecho de acceso y se fija un plazo máximo de seis meses para la 
aprobación por la Junta General del primer mandato-marco.

TÍTULO I

Del Sector Público Audiovisual

CAPÍTULO I

Principios generales

Artículo 1.  Servicio público de comunicación audiovisual del Principado de Asturias.

El Principado de Asturias prestará el servicio público de comunicación audiovisual de 
manera directa a través de la empresa pública Sociedad de Radio Televisión del Principado 
de Asturias, SAU, en los términos previstos en la legislación básica estatal, en esta ley y en 
su normativa de desarrollo.

Artículo 2.  Ámbito de cobertura.

1. La emisión del servicio público de comunicación audiovisual por ondas hertzianas 
terrestres comprende el ámbito geográfico del Principado de Asturias.

2. Podrá extenderse la cobertura de las emisiones por ondas hertzianas terrestres a otra 
Comunidad Autónoma con afinidades culturales y lingüísticas siempre que así se acuerde 
mediante convenio y exista reciprocidad.

3. El ámbito limitado de cobertura regulado en este artículo se refiere a las emisiones por 
ondas hertzianas terrestres en el territorio español y se entiende sin perjuicio, entre otros 
dispositivos o tecnologías, de los empleados para el acceso a la oferta de contenidos y 
servicios por las redes de comunicación electrónica.

Artículo 3.  Mandato-marco.

1. Los objetivos generales de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, se 
establecerán en el mandato-marco.

2. El mandato-marco tendrá una vigencia de nueve años.
3. El mandato-marco será elaborado por la Comisión de la Junta General del Principado 

de Asturias prevista en el artículo 34 y aprobado por el Pleno de la Cámara por mayoría 
absoluta en primera votación y mayoría simple en las posteriores, debiendo mediar entre 
cada votación al menos cuarenta y ocho horas.

Artículo 4.  Contrato-programa.

1. Los objetivos aprobados en el mandato-marco serán desarrollados en el contrato-
programa acordado por el Consejo de Gobierno con Radiotelevisión del Principado de 
Asturias, SAU, para un periodo de tres años.

2. El contrato-programa deberá concretar, al menos, los siguientes extremos:

a) Los objetivos específicos a cumplir por Radiotelevisión del Principado de 
Asturias, SAU, en el ejercicio de la función de servicio público en los términos establecidos 
en el mandato-marco.

b) Los porcentajes de géneros de programación.
c) Las aportaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Principado de Asturias.
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d) Los mecanismos de control de ejecución del contrato-programa y el sistema de 
evaluación del cumplimiento de objetivos.

e) Los efectos que habrán de derivarse del incumplimiento de los compromisos 
acordados.

CAPÍTULO II

Radiotelevisión del Principado de Asturias

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 5.  Naturaleza jurídica y objeto social.

1. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, es una sociedad anónima 
unipersonal cuyo capital social pertenece íntegramente al Principado de Asturias y que 
resulta de la fusión por absorción de las empresas públicas Radio del Principado de Asturias, 
SAU, y Productora de Programas del Principado de Asturias, SAU, por Televisión del 
Principado de Asturias, SAU.

2. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, gozará de autonomía en su gestión y 
actuará con independencia funcional respecto de la Administración del Principado de 
Asturias.

3. La gestión de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, se ajustará a los 
criterios de transparencia y de responsabilidad social, de acuerdo con lo establecido en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, y la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, y el resto de la normativa 
en materia de transparencia y buen gobierno de las empresas y entidades públicas

4. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, no podrá participar directa ni 
indirectamente en el capital social de prestadores privados del servicio de comunicación 
audiovisual.

5. En el mandato-marco se podrán establecer limitaciones a la facultad de 
Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, de constituir o participar en el capital de 
toda clase de entidades que adopten la forma de sociedad mercantil y cuyo objeto social 
esté vinculado con las actividades y funciones de la comunicación audiovisual.

6. El objeto social de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, incluirá la 
prestación del servicio público de comunicación audiovisual en los términos establecidos en 
esta ley, así como aquellas otras actividades necesarias para el ejercicio de sus funciones 
de servicio público o que estén relacionadas con la comunicación audiovisual.

Artículo 6.  Régimen jurídico.

1. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, se regirá por esta ley, su normativa 
de desarrollo y sus estatutos sociales; por la legislación audiovisual, por las normas 
reguladoras de las empresas públicas autonómicas en lo que le sea de aplicación y, en 
defecto de la anterior normativa, por la legislación mercantil.

2. Los estatutos sociales de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, se 
ajustarán a lo dispuesto en esta ley, en la legislación especial que le sea aplicable y, en su 
defecto, en la legislación mercantil. Los estatutos sociales y sus modificaciones serán 
aprobados por el socio único previo acuerdo favorable del Consejo de Gobierno del 
Principado de Asturias y se inscribirán en el Registro Mercantil.

3. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU ajustará su actividad contractual a la 
normativa de contratos del sector público, en lo que le sea de aplicación.

4. En lo no dispuesto en la presente ley, será de aplicación a Radiotelevisión del 
Principado de Asturias, SAU, el régimen presupuestario, económico-financiero, de 
contabilidad, y de control financiero previsto para las empresas públicas en la legislación del 
Principado de Asturias.
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Artículo 7.  Cooperación.

Para la mejor consecución de las funciones de servicio público encomendadas, 
Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU podrá celebrar convenios de colaboración 
con la Corporación Radiotelevisión Española y otras entidades de servicio público de radio, 
de televisión y de noticias. Asimismo, podrá suscribir convenios u otros acuerdos con las 
Administraciones Públicas y sus organismos y con otras entidades.

Sección 2.ª Producción y programación

Artículo 8.  Principios de producción y programación.

1. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, actuará conforme a los principios y 
derechos establecidos con carácter básico en la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la 
Comunicación Audiovisual, y, en particular, a los siguientes:

a) La objetividad, veracidad e imparcialidad de las informaciones.
b) La promoción de la convivencia y solidaridad.
c) La promoción de la educación y la cultura, particularmente asturiana, con especial 

protección del bable/asturiano y del gallego/asturiano, mediante la promoción de su uso y 
difusión.

d) El desarrollo de la sociedad de la información
e) El fomento de la producción audiovisual en el Principado de Asturias.
f) El estímulo del sector audiovisual independiente, el desarrollo de la actividad 

emprendedora y el impulso de la innovación en este sector.
g) La garantía de los derechos de los consumidores y usuarios respecto a la 

programación, la publicidad y las otras modalidades de promoción comercial.

2. La producción de contenidos y la prestación de servicios podrán contratarse con 
terceros conforme a las directrices establecidas en el mandato-marco y en el contrato-
programa, de acuerdo con las prescripciones de la legislación en materia de contratos del 
sector público y las limitaciones establecidas por la normativa europea en materia de 
competencia. No obstante, la edición de los informativos se prestará, en todo caso, con 
medios propios, sin perjuicio de que los servicios auxiliares a la cadena de producción 
puedan ser objeto de contratación externa.

Artículo 9.  Pluralismo y derecho de acceso.

1. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, asegurará que se incluya una 
programación en abierto que refleje y respete la diversidad cultural, ideológica, política y 
socioeconómica de la sociedad asturiana.

2. El derecho de acceso a través de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, se 
garantizará a través de las siguientes medidas:

a) La participación de los grupos sociales y políticos significativos, como fuentes y 
portadores de información y opinión en el conjunto de la programación habitual.

b) La creación de espacios específicos en la televisión, radio y servicios en línea fijados 
por el Consejo de Administración de la sociedad, oídas las propuestas elevadas por el 
Consejo de Comunicación.

3. El Consejo de Administración aprobará las directrices para el ejercicio del derecho de 
acceso, previo informe del Consejo de Comunicación.

Artículo 10.  Declaraciones y comunicaciones oficiales de interés público.

El Gobierno de la nación o el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias podrán 
disponer que se programen y difundan todas las declaraciones o comunicaciones oficiales 
de interés público que crean necesarias, con indicación de su origen. Por razones de 
urgencia, apreciadas por el órgano de procedencia, la programación y difusión de estas 
comunicaciones y declaraciones tendrán efectos inmediatos.
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Artículo 11.  Programación en procesos electorales.

Durante las campañas electorales se aplicará el régimen especial que respecto a los 
medios de comunicación de titularidad pública establezcan las normas electorales. El órgano 
de comunicación con la Administración electoral será el Consejo de Administración de 
Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, a través de su Director.

Sección 3.ª Organización

Artículo 12.  Órganos.

1. La organización de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, se regirá por la 
legislación mercantil con las especialidades establecidas en esta Ley.

2. La administración y gobierno de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, 
corresponderá al Consejo de Administración, y la función ejecutiva al Director, que la 
ejercerá de acuerdo con los criterios e instrucciones aprobados por el Consejo de 
Administración.

3. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, constituirá un Consejo de 
Comunicación y un Consejo de Informativos.

Subsección 1.ª El Consejo de Administración

Artículo 13.  Composición y adopción de acuerdos.

1. El Consejo de Administración se compone de nueve miembros, entre los que se 
incluye el Director, que lo preside, todos ellos personas físicas con cualificación y 
experiencia profesional.

A estos efectos, se entenderá que una persona posee cualificación y experiencia 
profesional si hubiese desempeñado funciones de administración, alta dirección, control, o 
funciones de similar responsabilidad en entidades públicas o privadas; o si tiene méritos 
relevantes de carácter profesional, docente o de investigación en ámbitos relacionados con 
la comunicación.

2. Para la válida constitución en sesión del Consejo de Administración será necesaria la 
presencia de la mayoría de los consejeros. No obstante, en tanto el Consejo de 
Administración no esté integrado por todos los consejeros designados por el procedimiento 
previsto en el artículo 14, las mayorías previstas para la constitución del órgano y para la 
válida adopción de acuerdos se entenderán referidas al número de miembros hasta ese 
momento elegidos.

3. Los acuerdos del Consejo de Administración se adoptarán por mayoría de los 
miembros presentes, salvo en los supuestos en que se exija mayoría cualificada por esta ley, 
su normativa de desarrollo, la legislación mercantil o por los estatutos sociales.

4. El Consejo de Administración se reunirá en sesión ordinaria una vez al mes y de forma 
extraordinaria convocado por su Presidente o cuando lo solicite un tercio de sus miembros.

Artículo 14.  Elección y nombramiento del Consejo de Administración.

1. Los miembros del Consejo de Administración, a excepción del Director, cuya elección 
se regula en el artículo 20, serán elegidos por la Junta General del Principado de Asturias 
por mayoría de dos tercios a propuesta de los Grupos Parlamentarios, previa comparecencia 
de los candidatos en la Comisión a que se refiere el artículo 34 con el fin de que la Cámara 
pueda informarse de su idoneidad para el cargo. Para la elección, cada Grupo Parlamentario 
propondrá un número de candidatos proporcional a su número de escaños. En caso de 
resultar fracciones, el puesto restante se asignará al Grupo que cuente con la fracción más 
alta o al Grupo más numeroso si todas las fracciones fueran iguales. Las propuestas 
deberán permitir alcanzar una composición paritaria en el Consejo de Administración.

2. Si transcurridas veinticuatro horas desde la primera votación no se alcanzase la 
mayoría requerida en el apartado anterior, la Junta General elegirá por mayoría absoluta a 
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los miembros del Consejo de Administración en los términos de dicho apartado, siendo 
preciso que al menos resulten electos cinco candidatos

3. Los consejeros elegidos por la Junta General del Principado de Asturias serán 
nombrados por el socio único.

4. El Consejo de Administración se constituirá en el plazo de un mes desde que fueran 
nombrados al menos cinco candidatos de acuerdo con lo dispuesto en los apartados 1 y 2 de 
este artículo.

Artículo 15.  Duración del mandato.

1. El mandato de los consejeros será de seis años contados desde su nombramiento, 
pudiendo ser reelegidos por una sola vez, a excepción de lo que para el Director General 
establece el artículo 20.

2. Si se produjeran vacantes antes del término del mandato, el Consejo de 
Administración lo pondrá en conocimiento de la Junta General del Principado de Asturias 
para que, en su primera sesión plenaria, sean cubiertas por el tiempo que reste del mandato, 
a instancia del Grupo Parlamentario que hubiera propuesto al consejero saliente, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 14.

3. Agotado el mandato, los miembros del Consejo de Administración continuarán en el 
ejercicio de sus funciones hasta la constitución del nuevo Consejo de Administración.

Artículo 16.  Cese.

1. Los consejeros, incluido el Director General, cesarán en su cargo:

a) Por renuncia expresa notificada fehacientemente.
b) Por fallecimiento.
c) Por incurrir en alguna de las causas de incompatibilidad previstas en esta Ley.
d) Por condena firme por cualquier delito doloso o que lleve aparejado la pena de 

inhabilitación o suspensión de empleo o cargo público.
e) Por decisión de la Junta General del Principado de Asturias, adoptada por mayoría de 

dos tercios, y previa propuesta del Consejo de Administración, en los siguientes supuestos:

i) Por causa de incapacidad permanente para el ejercicio del cargo.
ii) Por acuerdo motivado basado en el incumplimiento de las obligaciones del cargo.

2. El Consejo de Administración, incluido su Director General, cesará en su totalidad por 
acuerdo motivado de la Junta General del Principado de Asturias, adoptado por mayoría de 
dos tercios, cuando, previa comparecencia del Director de la Radio Televisión del Principado 
de Asturias, SAU, acompañada de informe al respecto del Consejo de Administración de la 
sociedad, aprecie la concurrencia de alguna de las siguientes circunstancias:

a) Una reducción obligatoria del capital social por pérdidas de conformidad con lo 
establecido en la legislación mercantil.

b) Que como consecuencia de pérdidas quede reducido el patrimonio a una cantidad 
inferior a la mitad del capital social.

c) Que de la liquidación del presupuesto anual de la sociedad se constate la 
concurrencia de las siguientes circunstancias:

i) Un empeoramiento del resultado presupuestado con una desviación igual o superior al 
10% de la compensación aprobada por la prestación del servicio.

ii) La existencia de una desviación presupuestaria por exceso igual o superior al 10% de 
las cifras aprobadas para el total de las dotaciones tanto del presupuesto de explotación 
como del presupuesto de capital, excluidos del cómputo del primero los impuestos y los 
resultados, y del segundo la variación del capital circulante.

3. Corresponde al socio único cesar a los Consejeros de acuerdo con los apartados 
anteriores.
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Artículo 17.  Estatuto personal.

1. Los consejeros estarán sujetos al régimen de incompatibilidades establecido en la 
legislación mercantil para los administradores, siendo en todo caso incompatibles con la 
condición de miembro del Parlamento o del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, 
con el ejercicio de cualquier cargo de elección o designación política o con la pertenencia a 
los órganos de dirección de los partidos políticos, organizaciones sindicales o empresariales.

2. Los consejeros no podrán tener intereses directos ni indirectos en las empresas o en 
cualquier entidad relacionada con el suministro, servicio, dotación de material o de 
programas a Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU.

3. Los consejeros percibirán únicamente dietas por asistencia a los Consejos de 
Administración cuya cuantía se fijará en el mandato-marco. Durante la vigencia del mandato-
marco, las cuantías únicamente podrán ser modificadas mediante las leyes de 
Presupuestos. En todo caso, el importe máximo anual de las dietas no podrá exceder de la 
cuantía correspondiente a doce reuniones.

4. Los consejeros ejercerán su cargo con sujeción a los deberes de diligencia, fidelidad, 
lealtad, secreto y responsabilidad establecidos en la legislación mercantil y ajustarán su 
actuación a los principios de legalidad, objetividad y buen gobierno.

Artículo 18.  Competencias y funciones.

1. El Consejo de Administración será el responsable del cumplimiento de los objetivos 
generales fijados a Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, en el mandato-marco, y 
de la buena administración y gobierno de la sociedad. Los estatutos sociales desarrollarán 
su funcionamiento interno.

2. Corresponden al Consejo de Administración las facultades que la legislación mercantil 
le atribuye y, en especial, con el carácter de indelegable, las siguientes funciones:

a) Nombrar como Presidente del Consejo de Administración y Director de Radiotelevisión 
del Principado de Asturias, SAU, al consejero designado para tales cargos por la Junta 
General, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20.

b) La administración de la sociedad, así como la dirección estratégica.
c) Aprobar la organización básica de la sociedad y sus modificaciones.
d) Aprobar las directrices básicas en materia de personal y su estructura, previo informe 

de la Dirección General competente en materia de función pública.
e) Aprobar el contrato-programa elaborado por el Director.
f) Desarrollar los principios básicos en materia de producción, programación y 

comercialización en la radio, la televisión y los servicios en línea, de acuerdo con los 
objetivos generales establecidos en el mandato-marco.

g) Aprobar el reglamento interno y demás normas de funcionamiento del propio Consejo, 
así como conferir y revocar poderes.

h) Aprobar el proyecto de los presupuestos anuales de explotación y capital, a propuesta 
del Director.

i) Aprobar el informe anual de gestión y cumplimiento formulado por el Director para su 
remisión al Consejo de Gobierno y a la Junta General del Principado de Asturias, 
respectivamente.

j) Formular las cuentas anuales del ejercicio y proponer la aplicación de resultados.
k) Vigilar el cumplimiento de la misión de servicio público encomendada por esta ley, el 

mandato-marco y el contrato-programa.
l) Aprobar las normas reguladoras de la emisión de publicidad.
m) Autorizar aquellos contratos, convenios, acuerdos o negocios jurídicos que el propio 

Consejo de Administración determine que han de ser de su competencia por razón de su 
cuantía.

n) Aprobar el estatuto de redacción de los programas informativos, de acuerdo con la 
normativa aplicable.
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Artículo 19.  El Secretario.

1. El Consejo de Administración tendrá un Secretario letrado asesor, no consejero, que 
actuará con voz pero sin voto.

2. La designación y el cese del Secretario corresponderá al Consejo de Administración, 
así como su sustitución temporal en supuestos de vacante, ausencia o enfermedad, de 
conformidad con lo previsto en los estatutos sociales.

3. El Secretario tendrá las funciones que le atribuyan los estatutos sociales y, en todo 
caso, las de levantar acta de las reuniones del Consejo de Administración, certificar sus 
acuerdos y asesorar al Consejo en derecho.

Subsección 2.ª El Director

Artículo 20.  Elección y nombramiento.

1. El Director será elegido por la Junta General del Principado de Asturias, previa 
comparecencia del candidato en la Comisión a que se refiere el artículo 34 para informarse 
de su idoneidad para el cargo, por mayoría de dos tercios, a propuesta de los Grupos 
Parlamentarios, en primera convocatoria. Si transcurridas veinticuatro horas desde la 
primera votación, no se alcanzase esa mayoría, se elegirá por mayoría absoluta en una 
nueva votación.

2. Una vez elegido por la Junta General, será nombrado consejero por el socio único. El 
Consejo de Administración, en la primera sesión que celebre, lo nombrará Presidente de ese 
órgano y Director de la sociedad.

3. Al Director no le será de aplicación la limitación de mandatos que para el resto de 
Consejeros establece el artículo 15.

Artículo 21.  Estatuto personal.

1. Al Director le será aplicable el estatuto personal previsto en esta ley para los 
consejeros, con las especialidades contempladas en este artículo.

2. El Director tendrá dedicación exclusiva y estará sometido al régimen general de 
incompatibilidades establecido en la Ley del Principado de Asturias 4/1995, de 6 de abril, de 
incompatibilidades, actividades y bienes de los altos cargos del Principado de Asturias.

3. El Director tendrá derecho a las retribuciones que fije la normativa que le sea de 
aplicación, pero no percibirá dietas por asistencia a las reuniones del Consejo de 
Administración en su calidad de Presidente y consejero.

4. El Director de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, estará vinculado a la 
sociedad por un contrato laboral de alta dirección.

Artículo 22.  Funciones.

1. El Director desempeñará la dirección ejecutiva de la sociedad con arreglo a los 
criterios o instrucciones acordados por el Consejo de Administración.

2. El Director tendrá entre sus competencias las siguientes:

a) En su calidad de consejero y Presidente del Consejo de Administración, asistir con 
voz y voto a las reuniones de este órgano y dirimir con su voto de calidad los empates que 
pudiesen producirse.

b) Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo de Administración.
c) Elaborar el contrato-programa y suscribirlo con el titular de la Consejería competente 

en materia presupuestaria.
d) Establecer los criterios de gestión y organización interna y las directrices oportunas 

para que la programación cumpla la misión de servicio público encomendada.
e) Actuar como órgano de contratación de la sociedad, sin perjuicio de lo dispuesto en el 

artículo 18.2.m), dando cuenta de todo ello al Consejo de Administración.
f) Autorizar los pagos y los gastos, dando cuenta de todo ello al Consejo de 

Administración.
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g) Preparar la formulación de las cuentas anuales de cada ejercicio económico y el 
proyecto de presupuesto de explotación y capital.

h) Elaborar el informe anual de gestión y de cumplimiento del mandato-marco y del 
contrato-programa.

i) Nombrar y cesar al personal directivo.
j) Ejercer la jefatura superior del personal de la sociedad y desarrollar las directrices 

básicas del Consejo de Administración en materia de personal.
k) Asegurar el cumplimiento de la legislación de protección de los datos de carácter 

personal.
l) Proponer al Consejo de Administración la estructura del personal y sus modificaciones.
m) Las demás funciones que le delegue el Consejo de Administración.

Artículo 23.  Cese.

1. El Director cesará por las causas y en los términos previstos en el artículo 16.
2. El cese del Director comporta su cese como consejero.
3. Producido el cese, el Consejo de Administración podrá nombrar por mayoría de dos 

tercios un Director en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Director, que será 
nombrado conforme a lo dispuesto en el artículo 20.

Subsección 3.ª El Consejo de Comunicación

Artículo 24.  Composición.

1. El Consejo de Comunicación estará compuesto por once miembros nombrados por el 
Consejo de Gobierno del Principado de Asturias a propuesta de las entidades o instituciones 
en él representadas, de acuerdo con la siguiente composición:

a) Un vocal de las organizaciones empresariales intersectoriales de ámbito autonómico 
que tengan la condición de más representativas.

b) Un vocal de la Asociación de la Prensa.
c) Un vocal de la Asociación de Empresas de Marketing y Publicidad.
d) Un vocal del Cluster Audiovisual de Asturias.
e) Un vocal en representación de las asociaciones de productoras audiovisuales del 

Principado de Asturias.
f) Un vocal de las asociaciones de consumidores y usuarios.
g) Dos vocales de los sindicatos más representativos en el ámbito autonómico.
h) Un vocal de los ayuntamientos, designado por la Federación Asturiana de Concejos.
i) Un vocal de la Administración del Principado de Asturias.
j) Un vocal en representación de la Universidad de Oviedo.

2. El mandato de los miembros del Consejo de Comunicación será de seis años.
3. El Consejo de Comunicación aprobará sus propias normas de funcionamiento. Sus 

miembros no percibirán retribución por el desempeño de su función.

Artículo 25.  Funciones.

Son funciones del Consejo de Comunicación asesorar e informar con carácter no 
vinculante al Consejo de Administración, y en concreto:

a) Asesorar en las orientaciones generales de la programación.
b) Informar sobre los criterios y las normas que garanticen el derecho de acceso a los 

grupos sociales significativos en función de su relevancia social, representatividad y ámbito 
de actuación.

c) Informar sobre las solicitudes de derecho de acceso.
d) Informar sobre el establecimiento de las normas de admisión de publicidad.
e) Actuar de órgano defensor del telespectador y radioyente, elevando al Consejo de 

Administración las reclamaciones y observaciones recibidas.
f) Informar en cuantos otros asuntos le sean sometidos a su consideración.
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Subsección 4.ª El Consejo de Informativos

Artículo 26.  El Consejo de Informativos.

1. El Consejo de Informativos es el órgano de participación interna de los profesionales 
de la información para velar por la independencia, veracidad y objetividad en los contenidos 
informativos de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU.

2. Son funciones del Consejo de Informativos:

a) Velar por la independencia de los profesionales de la información elevando el 
correspondiente informe a la dirección de informativos.

b) Velar por la independencia editorial de Radiotelevisión del Principado de 
Asturias, SAU, de acuerdo a lo previsto en esta Ley y su desarrollo en lo referido a la 
encomienda de servicio público.

c) Informar con carácter no vinculante la propuesta de nombramiento del director de los 
servicios informativos de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU.

3. Las normas para la constitución del Consejo de Informativos así como las de 
organización y funcionamiento se aprobarán por el Consejo de Administración de acuerdo 
con los profesionales de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, y estará 
compuesto por cinco miembros.

4. Sus miembros no percibirán ningún tipo de retribución ni indemnización por el 
desempeño de su función.

Sección 4.ª Régimen de personal

Artículo 27.  Personal directivo.

1. El personal directivo cuya actividad profesional reúna los requisitos exigidos por la 
legislación laboral para ser calificada como de alta dirección estará sujeto a la relación 
laboral especial de alta dirección.

2. Las Direcciones Generales competentes en materia de función pública y sector 
público emitirán, con carácter previo a la suscripción del correspondiente contrato, un 
informe preceptivo sobre el mismo.

3. El personal de alta dirección estará sometido al régimen general de incompatibilidades 
establecido en la Ley del Principado de Asturias 4/1995, de 6 de abril, de incompatibilidades, 
actividades y bienes de altos cargos.

4. El personal directivo será seleccionado con arreglo a los criterios de competencia 
profesional y experiencia en el sector público o en el privado respecto a aquellas funciones 
que vaya a desempeñar, garantizando la publicidad y concurrencia en el procedimiento.

Artículo 28.  Personal laboral.

1. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, contará para el desarrollo de sus 
funciones con personal laboral, que se regirá por las normas de derecho laboral.

2. El personal laboral no directivo será seleccionado mediante convocatoria pública 
basada en los principios de igualdad, mérito y capacidad, sin que en ningún caso la 
pertenencia al Consejo de Administración o al Consejo de Comunicación pueda generar 
mérito alguno.

3. Los procesos de selección para la contratación de personal laboral fijo requerirán, con 
carácter previo a su iniciación, el informe favorable de las Direcciones Generales 
competentes en materia de función pública y sector público.
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Sección 5.ª Régimen económico

Artículo 29.  Patrimonio.

1. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, tendrá un patrimonio propio para el 
cumplimiento de sus fines. Los bienes y derechos tendrán la consideración de bienes 
patrimoniales.

2. La gestión, administración, explotación y disposición de los bienes y derechos que 
integran el patrimonio de la sociedad se regirán por lo dispuesto en esta ley, por las normas 
del Principado de Asturias reguladoras del patrimonio y, en su defecto, por el derecho 
privado.

Artículo 30.  Financiación.

1. La financiación de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU será mixta a través 
de los siguientes medios:

a) Las compensaciones consignadas en los Presupuestos Generales del Principado de 
Asturias por la prestación del servicio público.

b) Los ingresos derivados del ejercicio de su actividad comercial, en la que se incluyen, 
entre otros y de acuerdo con el mandato-marco, la comercialización de sus productos, los 
servicios que preste a terceros y la participación en el mercado de la publicidad.

c) Los productos y rentas de su patrimonio.
d) Las aportaciones voluntarias, las subvenciones, herencias, legados y donaciones.

2. Las compensaciones tendrán carácter anual y no podrán superar el coste neto del 
servicio público prestado en el correspondiente ejercicio presupuestario. A estos efectos, se 
considera coste neto la diferencia entre los costes totales y sus otros ingresos distintos de 
las compensaciones.

3. Si al cierre de un ejercicio se constatase que la compensación supera el coste neto 
incurrido en tal período, el montante en exceso minorará las cantidades asignadas a la 
sociedad en los Presupuestos Generales del Principado de Asturias, sin perjuicio del techo 
de gasto establecido por el correspondiente contrato-programa para el ejercicio siguiente a 
aquel en el que se produjo tal exceso.

4. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, no podrá subcotizar los precios de su 
oferta comercial y de servicios, ni utilizar la compensación pública para sobrepujar frente a 
competidores por derechos de emisión sobre contenidos de gran valor en el mercado 
audiovisual.

Artículo 31.  Contabilidad.

1. Las cuentas anuales de la sociedad se regirán por los principios y normas de 
contabilidad del Plan General de Contabilidad y deberán ser revisadas por un auditor de 
cuentas externo conforme a lo dispuesto en la legislación mercantil.

2. A fin de cuantificar el coste neto del servicio público, Radiotelevisión del Principado de 
Asturias, SAU, procederá a separar las cuentas por actividades, así como a llevar un sistema 
de contabilidad analítica que separe la imputación de ingresos y costes de la actividad de 
servicio público de los contenidos comerciales y de las restantes actividades.

3. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, procederá, en el plazo que se fije en 
el contrato-programa, a la separación estructural de sus actividades para garantizar los 
precios de transferencia y el respeto a las condiciones del mercado, conforme a lo dispuesto 
en la Ley 4/2007, de 3 de abril, de transparencia de las relaciones financieras entre las 
Administraciones Públicas y las empresas públicas, y de transparencia financiera de 
determinadas empresas.

Artículo 32.  Estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

1. El Consejo de Administración de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, 
aprobará el límite máximo de gasto de la sociedad para cada ejercicio económico.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 65  Sector Público Audiovisual

– 877 –



2. La memoria y el informe de gestión de las cuentas anuales de la sociedad harán una 
referencia expresa al cumplimiento del equilibrio y sostenibilidad financieros. Si, 
excepcionalmente, las cuentas presentan un desequilibrio, Radiotelevisión del Principado de 
Asturias, SAU, presentará a la Consejería competente en materia presupuestaria, para su 
aprobación, una propuesta de reducción de gastos para el ejercicio siguiente igual a la 
pérdida o déficit generado.

Las aportaciones patrimoniales, contratos-programa, encomiendas, convenios, 
transferencias o subvenciones del Principado de Asturias a favor directa o indirectamente de 
Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, estarán condicionados a la puesta en 
marcha de la reducción de gastos aprobada.

3. Antes del 1 de abril de cada año, Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, 
deberá presentar ante la Consejería competente en materia presupuestaria un informe en el 
que se ponga de manifiesto que la gestión del ejercicio inmediatamente anterior se adecua a 
los principios de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

4. Con carácter trimestral, Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, deberá 
presentar ante la Consejería competente en materia presupuestaria un informe que recoja 
los datos de ejecución de su presupuesto. En el caso de que se hayan producido 
desviaciones respecto a la ejecución prevista inicialmente, este informe deberá recoger un 
análisis de las mismas. Si estas desviaciones se traducen en un mayor déficit, 
Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, deberá adoptar de forma inmediata las 
medidas necesarias para restablecer el equilibrio presupuestario.

5. De los informes referidos en los apartados 2, 3 y 4 se remitirá copia íntegra a la 
Comisión a que se refiere el artículo 34 en el plazo de los quince días siguientes a su 
emisión.

Sección 6.ª Control

Artículo 33.  Control interno.

1. La Intervención General del Principado de Asturias ejercerá las funciones de control 
de la sociedad mediante la práctica de auditorías, incluidas las auditorías operativas, que 
permitan la adecuada supervisión financiera del servicio público de comunicación 
audiovisual, con especial atención al equilibrio y sostenibilidad presupuestarios.

2. A estos efectos, se entenderá por auditoría operativa el examen sistemático y objetivo 
de las operaciones y procedimientos realizados por la entidad con el objeto de proporcionar 
una valoración independiente de su racionalidad económico-financiera y su adecuación a los 
principios de la buena gestión, a fin de detectar sus posibles deficiencias y proponer las 
recomendaciones oportunas para su corrección.

3. Las recomendaciones de mejora deberán ser implantadas por el Consejo de 
Administración.

Artículo 34.  Control por la Junta General del Principado de Asturias.

1. La Junta General del Principado de Asturias, de conformidad con lo que disponga su 
Reglamento, constituirá una Comisión no legislativa permanente de control de 
Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU.

2. Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, remitirá anualmente a la Comisión un 
informe referido a la ejecución del mandato-marco, así como una memoria sobre el 
cumplimiento de la función de servicio público encomendada, referida al conjunto de sus 
actividades.

3. Sin perjuicio de las iniciativas de orientación y control previstas con carácter general 
en el Reglamento de la Cámara, el Director dará cuenta semestralmente de la gestión de la 
sociedad a la Junta General del Principado de Asturias, incluida la referencia a los contratos 
adjudicados y los procedimientos de contratación utilizados y su adecuación a lo dispuesto 
en la legislación en materia de contratos del sector público y a las normas o instrucciones de 
contratación previamente aprobadas por el Consejo de Administración.
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4. Las comparecencias a que se refieren los artículos 14.1 y 20.1 se celebrarán ante la 
Comisión de control de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU.

Artículo 35.  Control por la Sindicatura de Cuentas.

La Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias ejercerá el control externo de 
Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley del 
Principado de Asturias 3/2003, de 24 de marzo, de la Sindicatura de Cuentas.

TÍTULO II

Del Sector Público Tributario

Artículo 36.  Modificación del objeto social de la Sociedad Regional de Recaudación del 
Principado de Asturias, SA.

Se autoriza al Consejo de Gobierno a realizar los actos necesarios para modificar el 
objeto social de la Sociedad Regional de Recaudación del Principado de Asturias, SA, 
limitando sus actividades a la realización de trabajos y servicios accesorios y de apoyo en el 
ámbito tributario.

Disposición adicional única.  Extinción del Ente Público de Comunicación del Principado 
de Asturias.

1. Se suprime el Ente Público de Comunicación del Principado de Asturias. La supresión 
se producirá en el momento en el que se inscriban en el registro mercantil correspondiente la 
escritura de fusión por absorción de las empresas públicas Radio del Principado de Asturias, 
SAU, y Productora de Programas del Principado de Asturias, SAU, por la empresa pública 
Televisión del Principado de Asturias, SAU, así como la modificación estatutaria de esta 
última.

2. Los títulos representativos de capital que formaban parte del patrimonio del Ente 
Público de Comunicación del Principado de Asturias se integrarán en el patrimonio del 
Principado de Asturias en el momento en que entre en vigor la presente Ley.

3. El resto de bienes propiedad del Ente Público de Comunicación del Principado de 
Asturias o afectados al mismo pasarán a la empresa pública Radiotelevisión del Principado 
de Asturias, SAU, que se subrogará en la posición jurídica del Ente frente a terceros.

4. Los funcionarios públicos que prestaban sus servicios en el Ente Público de 
Comunicación del Principado de Asturias retornarán a su Administración de origen, de 
acuerdo con la legislación de función pública.

5. Los trabajadores del Ente Público de Comunicación del Principado de Asturias se 
incorporarán a la empresa pública Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

Disposición transitoria primera.  De la administración de Radiotelevisión del Principado de 
Asturias, SAU, hasta la constitución del Consejo de Administración.

1. El actual administrador único de Televisión del Principado de Asturias, SAU, se 
encargará de la administración y representación de Radiotelevisión del Principado de 
Asturias, SAU, hasta la constitución del Consejo de Administración designado por la Junta 
General del Principado de Asturias de conformidad con lo previsto en la presente Ley.

2. No obstante, si el Director de la nueva sociedad no hubiese sido nombrado en el 
momento de constitución del Consejo de Administración, el administrador único al que se ha 
hecho referencia en el apartado anterior ejercerá las funciones relacionadas en el artículo 22 
de la presente Ley, hasta el nombramiento del nuevo Director.

3. Corresponderá al administrador único la realización de todos los actos y actuaciones 
necesarias para el comienzo de la actividad ordinaria prevista en el objeto social de 
Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 65  Sector Público Audiovisual

– 879 –



Disposición transitoria segunda.  Dietas de los miembros del Consejo de Administración.

Hasta la aprobación del mandato-marco, las dietas por asistencia de los miembros del 
Consejo de Administración no podrán exceder de una por mes computado a partir del día de 
su constitución.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 
en la presente Ley, y en particular la Ley del Principado de Asturias 2/2003, de 17 de marzo, 
de Medios de Comunicación Social.

Disposición final primera.  Primer mandato-marco.

El primer mandato-marco previsto en el artículo 3 será aprobado por la Junta General del 
Principado de Asturias en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente 
Ley.

Disposición final segunda.  Derecho de acceso.

En el plazo de seis meses a partir de la constitución del nuevo Consejo de 
Administración de Radiotelevisión del Principado de Asturias, SAU, éste deberá aprobar las 
directrices del derecho de acceso a que se refiere el artículo 9.3 que establezcan las 
condiciones de solicitud con respuesta obligatoria a las peticiones correspondientes, previo 
informe del Consejo de Comunicación.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias».
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§ 66

Ley 1/1997, de 4 de abril, de infracciones y sanciones en materia de 
seguridad minera

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 94, de 24 de abril de 1997
«BOE» núm. 134, de 5 de junio de 1997
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1997-12054

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley reguladora de infracciones y 
sanciones en materia de seguridad minera.

PREÁMBULO

La protección de los trabajadores frente a los riesgos derivados del trabajo es motivo 
constante de iniciativas legislativas tendentes a promover la aplicación de medidas y el 
desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de dichos riesgos laborales, de lo 
cual es buena muestra la reciente Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos 
laborales.

Las particulares condiciones del trabajo en las minas hacen necesario extremar la 
protección del trabajador frente al riesgo laboral, exigiendo de los sujetos responsables de la 
organización del trabajo en dicho ámbito, además de la observancia de las medidas 
generales de seguridad e higiene laborales contempladas en la citada Ley de prevención de 
riesgos laborales, un pronto y exacto cumplimiento de las medidas especiales estatuidas 
para las explotaciones mineras, representadas, esencialmente, por el Reglamento General 
de Normas Básicas de Seguridad Minera, las Instrucciones Técnicas Complementarias y las 
Disposiciones Internas de Seguridad de cada industria extractiva.

La presente Ley del Principado de Asturias, de inspección, infracciones y sanciones en 
materia de seguridad minera, que viene a reemplazar la Ley del Principado de Asturias 
2/1985, de 11 de diciembre, sobre infracciones en materia de seguridad en las explotaciones 
mineras, incorpora a la legislación minera del Principado los principios generales de orden 
sancionador enunciados en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, tipifica nuevas 
conductas infractoras, amplía el elenco de sujetos responsables, incluyendo en el mismo a 
los subcontratistas del explotador efectivo, establece un procedimiento sancionador ágil pero 
sin merma de las garantías del presunto responsable y, por último, adecua la cuantía de las 
sanciones al tiempo presente, todo ello con la finalidad, y aquí se encuentra la justificación 
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de la Ley, de dotar de un más fuerte y ágil brazo coercitivo a la autoridad minera que ayude 
a un mejor cumplimiento de las normas de seguridad minera, en cuanto las mismas 
constituyen el único medio de protección de los trabajadores ante el riesgo de accidente.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.

La presente Ley tiene por objeto regular la tipificación de las infracciones y sanciones, la 
regulación de la actuación inspectora y el procedimiento sancionador en materia de 
seguridad minera aplicables a las industrias extractivas radicadas en el ámbito del 
Principado de Asturias.

Artículo 2.  Industrias extractivas.

A los efectos de esta Ley, se consideran industrias extractivas las explotaciones 
subterráneas o a cielo abierto en las que se realice alguna de las actividades siguientes:

a) Las de extracción de minerales y demás recursos geológicos regulados por la Ley de 
Minas, ya sea bajo tierra o al aire libre.

b) Las de prospección previas a las actividades de extracción.
c) Las de preparación para la venta de los minerales y recursos extraídos, excluidas las 

actividades de transformación de dichas materias.

Artículo 3.  Sujetos responsables.

1. A los efectos de esta Ley, serán sujetos responsables de las infracciones, según los 
casos:

a) El explotador efectivo de la industria extractiva, cualquiera que sea su título 
legitimador, ya sea persona física o jurídica, y, en su caso, el titular de la concesión o 
autorización del aprovechamiento minero.

b) El subcontratista del explotador efectivo.
c) Los directores facultativos, en el ámbito de sus respectivas funciones.

2. La responsabilidad será solidaria entre las personas a las que las disposiciones 
legales y reglamentarias en materia de seguridad minera impongan conjuntamente el deber 
de su observancia.

Artículo 4.  Definiciones.

A los efectos de la presente Ley, se entenderá:

a) Como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño 
derivado del trabajo.

La gravedad del riesgo se determinará en función de la valoración conjunta de la 
probabilidad de que se produzca el daño y de la severidad del mismo.

b) Como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones sufridas 
con motivo u ocasión del trabajo. La gravedad del daño se determinará en función de la 
calificación médica del mismo.

c) Como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que resulte probable racionalmente 
que se materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de 
los trabajadores.
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TÍTULO II

De la inspección

Artículo 5.  Actas de Inspección.

1. Por cada visita de Inspección que se realice, los ingenieros actuarios levantarán, en 
los modelos que se determinen reglamentariamente, la correspondiente Acta con el 
resultado de la misma, que podrá ser de conformidad, de constancia de hechos, de 
obstrucción o de infracción.

2. Las Actas deberán ser firmadas por el ingeniero actuante y por el titular de la industria, 
concesión o autorización inspeccionada, o por su explotador efectivo. Podrán también 
hacerlo, en ausencia de los anteriores, el director facultativo y, en su defecto, el delegado 
minero de seguridad. La firma acreditará el conocimiento del Acta y su contenido.

Artículo 6.  Actas de Constancia de Hechos.

A los efectos de la presente Ley, las Actas de Constancia de Hechos, a que se refiere el 
artículo anterior, se clasifican en:

a) Actas de Advertencia, por las que constatándose hechos infractores de los que, a 
juicio del ingeniero actuante, sin derivarse ninguna de las situaciones definidas en el artículo 
4 de la presente Ley, se advierte por escrito a los sujetos responsables las medidas 
correctoras oportunas y el plazo para su subsanación, en vez de iniciar un procedimiento 
sancionador, dando cuenta de esta actuación al órgano competente en materia de seguridad 
minera.

b) Actas de prescripción, por las que constatándose hechos de los que, a juicio del 
Ingeniero actuante, se derive alguna de las situaciones definidas en el artículo 4, a) o b), de 
esta Ley, se impone por escrito a los sujetos responsables las medidas correctoras 
necesarias con indicación del plazo para su adopción, dando cuenta de esta actuación al 
órgano competente en materia de seguridad minera

c) Actas de Paralización, por las que, constatándose hechos de los que, a juicio del 
ingeniero actuante, pudiera derivarse un riesgo laboral grave e inminente, se ordena por 
escrito la suspensión inmediata de los trabajos o tareas que se estuviesen desarrollando. 
Dicha medida será comunicada tanto a los sujetos responsables como al órgano competente 
en materia de seguridad minera.

La empresa, sin perjuicio del cumplimiento inmediato de tal decisión, podrá impugnarla 
ante la autoridad competente en el plazo de tres días hábiles, debiendo resolverse tal 
impugnación en el plazo máximo de veinticuatro horas. Tal resolución será ejecutiva, sin 
perjuicio de los recursos que procedan.

La paralización de los trabajos se levantará por el ingeniero actuario que la hubiera 
decretado, o por el empresario tan pronto como se subsanen las causas que la motivaron, 
debiendo en este último caso comunicarlo inmediatamente a la Inspección de Minas.

Artículo 7.  Actas de Infracción.

1. A los efectos de la presente Ley, se consideran Actas de Infracción aquellas en las 
que se constaten hechos que, a juicio del ingeniero actuante, constituyan infracciones 
administrativas en materia de seguridad minera.

2. En ellas deberá reflejarse, en todo caso, los siguientes extremos:

a) Los hechos constatados por el ingeniero actuante, destacando los relevantes a 
efectos de la tipificación de la infracción y graduación de la sanción.

b) La infracción presuntamente cometida con expresión del precepto vulnerado.
c) La propuesta de sanción, su graduación y cuantificación.
d) El órgano competente para imponer la sanción y la norma que le atribuya tal 

competencia.
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Artículo 8.  Presunción de certeza.

Las actas de la Inspección de Minas que se extiendan con arreglo a lo dispuesto en el 
presente título estarán dotadas de presunción de certeza respecto de los hechos reflejados 
en las mismas que hayan sido constatados por el ingeniero actuante, salvo prueba en 
contrario.

TÍTULO III

Infracciones y sanciones

CAPÍTULO I

Infracciones

Artículo 9.  Clasificación.

Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 10.  Infracciones leves.

Son infracciones leves:

a) El incumplimiento de las obligaciones de carácter formal o documental previstas en la 
normativa de seguridad minera del que no se derive riesgo laboral.

b) La inobservancia de las advertencias de la Inspección de Minas, siempre que se 
refieran a condiciones de seguridad minera que no hayan supuesto daño derivado del 
trabajo.

Artículo 11.  Infracciones graves.

Son infracciones graves:

a) El incumplimiento de obligaciones de carácter formal o documental que impidan 
conocer a la autoridad minera las condiciones de seguridad existentes en la explotación.

b) La inobservancia de las advertencias de la Inspección de Minas referidas a 
condiciones de seguridad minera que hayan supuesto riesgo laboral grave u ocasionado 
daño derivado del trabajo.

c) La demora en el cumplimiento total de las condiciones de seguridad legal o 
reglamentariamente exigibles, según el tipo de explotación de que se trate.

d) La demora en la instalación completa de los elementos correctores que hubieran sido 
impuestos adicionalmente por la inspección minera que ocasione daño derivado del trabajo.

e) La negligencia en el cumplimiento de los deberes inherentes a su función por parte de 
los directores facultativos.

f) No dar cuenta, en tiempo y forma, al órgano competente en materia de seguridad 
minera de los accidentes de trabajo ocurridos en las explotaciones que tengan la 
clasificación de graves, muy graves o mortales, así como de los incidentes tipificados como 
graves.

g) La explotación de recursos mineros, cualquiera que sea su clasificación, sin que 
previamente se haya obtenido la preceptiva autorización.

h) La comisión simultánea de tres infracciones leves, cualquiera que sea su naturaleza.
i) La reincidencia en la comisión de tres infracciones leves.
j) Cualquier otra acción u omisión que vulnere la normativa en materia de seguridad 

minera y que hayan supuesto riesgo laboral grave u ocasionado daño derivado del trabajo.

Artículo 12.  Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves:

a) La explotación clandestina.
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b) El incumplimiento de las condiciones de seguridad legal o reglamentariamente 
exigibles que haya supuesto riesgo laboral muy grave u ocasionado daños derivados del 
trabajo de carácter muy grave.

c) El incumplimiento de la obligación de instalación de los elementos correctores 
impuestos adicionalmente en Resoluciones emanadas del órgano competente en materia de 
seguridad minera o en Actas de Prescripción firmes.

d) La obstrucción o negativa a colaborar con la Inspección de Minas.
e) El incumplimiento de los deberes inherentes a su función por parte de los directores 

facultativos.
f) La comisión simultánea de dos infracciones graves, cualquiera que sea su naturaleza.
g) La reincidencia en la comisión de dos infracciones graves.
h) Cualquier otra acción u omisión que suponga una vulneración de la normativa en 

materia de seguridad minera que haya supuesto riesgo laboral muy grave u ocasionado 
daños derivados del trabajo de carácter muy grave.

Artículo 13.  Prescripción de las infracciones.

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años; las graves, a los tres años, 
y las leves, al año.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en el 
que la infracción se hubiera cometido.

Interrumpirá la prescripción la iniciación del procedimiento sancionador con conocimiento 
del interesado, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente sancionador estuviera 
paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto responsable.

CAPÍTULO II

Sanciones

Artículo 14.  Sanciones.

1. Las infracciones tipificadas en esta Ley se sancionarán:

1.1 Las infracciones leves, con:

a) Apercibimiento.
b) Multa de 50.000 a 500.000 pesetas.

1.2 Las infracciones graves, con:

a) Multa de 500.001 a 5.000.000 de pesetas.
b) Suspensión de las actividades de la empresa con clausura de la explotación por un 

plazo no superior a dos meses.

1.3 Las infracciones muy graves, con:

a) Multa de 5.000.001 a 100.000.000 de pesetas.
b) Suspensión de las actividades de la empresa con clausura de la explotación por plazo 

de dos a seis meses.
c) Clausura definitiva de la explotación.

2. Cuando el sujeto responsable sea el director facultativo, se le sancionará:

2.1 En caso de infracción leve, con:

a) Apercibimiento.
b) Multa de 5.000 a 50.000 pesetas.

2.2 En caso de infracción grave, con:

a) Multa de 50.001 a 150.000 pesetas.
b) Suspensión de funciones en la dirección facultativa por plazo no superior a seis 

meses.

2.3 En caso de infracción muy grave, con:
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a) Multa de 150.001 a 500.000 pesetas.
b) Suspensión de funciones en la dirección facultativa por plazo superior a seis meses y 

hasta dos años.
c) Inhabilitación permanente para el ejercicio de las funciones de director facultativo de 

industrias extractivas en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

Artículo 15.  Suspensión temporal de la actividad de la empresa.

La sanción de suspensión temporal de la actividad de la empresa se entenderá sin 
perjuicio de los intereses de los trabajadores, que continuarán adscritos a la misma 
percibiendo la totalidad de sus remuneraciones, calculándose el importe de los conceptos 
variables según el promedio de las devengadas en el trimestre natural anterior a la fecha de 
cierre temporal.

Durante el periodo de suspensión temporal, la empresa sancionada seguirá obligada a 
cotizar a la Seguridad Social con arreglo a las remuneraciones que satisfaga a los 
trabajadores de acuerdo con lo previsto en el párrafo anterior. Además, la empresa quedará 
obligada a realizar un mantenimiento eficaz de la explotación a su cargo.

Artículo 16.  Criterios de graduación de las sanciones.

1. Las sanciones imponibles se graduarán en cada caso considerando los siguientes 
criterios:

a) La existencia de intencionalidad o reiteración.
b) La naturaleza de los perjuicios ocasionados.
c) La reincidencia.
d) La peligrosidad de las actividades desarrolladas en la empresa o centro de trabajo.
e) El carácter permanente o transitorio de los riesgos inherentes a dichas actividades.
f) La gravedad de los daños producidos o que hubieran podido producirse por la 

ausencia o deficiencia de las medidas preventivas necesarias.
g) El número de trabajadores afectados.
h) Las medidas de protección individual o colectiva adoptadas por el empresario y las 

instrucciones impartidas por éste en orden a la prevención de los riesgos.
i) El incumplimiento de advertencias o requerimientos previos de la Inspección de Minas.
j) La inobservancia de las propuestas realizadas por los Delegados Mineros de 

Seguridad o los Comités de Seguridad de la empresa o del centro de trabajo para la 
corrección de las deficiencias legales existentes.

k) La conducta general seguida por el empresario en orden a la estricta observancia de 
las normas en materia de prevención.

2. A los efectos del apartado anterior, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, i), 
de esta Ley, habrá reincidencia cuando en el término de un año se cometa una infracción de 
la misma naturaleza que otra que haya sido sancionada mediante resolución firme.

Artículo 17.  Graduación de las multas.

1. Las sanciones consistentes en las multas previstas en el artículo 14.1 se graduarán 
como sigue:

1.1 Infracciones leves:

Grado mínimo: Hasta 100.000 pesetas.
Grado medio: De 100.001 a 250.000 pesetas.
Grado máximo: De 250.001 a 500.000 pesetas.

1.2 Infracciones graves:

Grado mínimo: De 500.001 a 1.000.000 de pesetas.
Grado medio: De 1.000.001 a 2.500.000 pesetas.
Grado máximo: De 2.500.001 a 5.000.000 de pesetas.

1.3 Infracciones muy graves:
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Grado mínimo: De 5.000.001 a 25.000.000 de pesetas.
Grado medio: De 25.000.001 a 50.000.000 de pesetas.
Grado máximo: De 50.000.001 a 100.000.000 de pesetas.

2. Las sanciones consistentes en las multas previstas en el artículo 14.2 se graduarán 
como sigue:

2.1 Infracciones leves:

Grado mínimo: Hasta 20.000 pesetas.
Grado medio: De 20.001 a 35.000 pesetas.
Grado máximo: De 35.001 a 50.000 pesetas.

2.2 Infracciones graves:

Grado mínimo: De 50.001 a 83.000 pesetas.
Grado medio: De 83.001 a 116.000 pesetas.
Grado máximo: De 116.001 a 150.000 pesetas.

2.3 Infracciones muy graves:

Grado mínimo: De 150.001 a 267.000 pesetas.
Grado medio: De 267.001 a 384.000 pesetas.
Grado máximo: De 384.001 a 500.000 pesetas.

3. De apreciarse reincidencia, la cuantía de las multas podrá incrementarse hasta el 
duplo del grado de la sanción correspondiente a la infracción cometida, sin exceder en 
ningún caso del tope máximo de 100.000.000 de pesetas.

Artículo 18.  Prescripción de las sanciones.

1. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años; las 
impuestas por faltas graves, a los dos años, y las impuestas por faltas leves, al año.

2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

Interrumpirá la prescripción la iniciación del procedimiento de ejecución con 
conocimiento del interesado, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable al infractor.

CAPÍTULO III

Procedimiento sancionador

Artículo 19.  Normas aplicables.

Sin perjuicio de lo establecido en la legislación estatal sobre el régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y de lo previsto en la 
Ley 2/1995, de 13 de marzo, sobre régimen jurídico de la Administración del Principado de 
Asturias, así como en el Decreto 21/1994, de 24 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento del procedimiento sancionador general en la Administración del Principado, el 
procedimiento sancionador en materia de seguridad minera en el ámbito del Principado de 
Asturias se ajustará a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 20.  Atribución de competencias sancionadoras.

La competencia para sancionar las infracciones en materia de seguridad minera 
corresponderá:

a) Al titular de la Dirección Regional competente en materia de seguridad minera, las 
infracciones leves.

b) Al titular de la Consejería competente en materia de seguridad minera, las 
infracciones graves.

c) Al Consejo de Gobierno, las infracciones muy graves.
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Artículo 21.  Principios de tramitación.

El procedimiento se ajustará a los siguientes trámites:

a) Se iniciará por providencia del órgano competente en materia de seguridad minera, en 
virtud de las actuaciones practicadas por la Inspección de Minas de oficio, por propia 
iniciativa o mediante denuncia, o a instancia de persona interesada.

b) La providencia, complementada con el acta de la Inspección de Minas, será notificada 
al sujeto responsable, quien dispondrá de un plazo de quince días para formular las 
alegaciones y proponer la prueba que estime pertinente en defensa de su derecho ante la 
autoridad competente para dictar resolución.

c) Transcurrido el plazo de alegaciones y previas las diligencias que el instructor del 
expediente estime necesarias, se dará nueva audiencia al interesado por término de diez 
días, siempre que de las diligencias practicadas se desprenda la existencia de hechos 
distintos a los incorporados en el acta de la Inspección de Minas.

d) A la vista de lo actuado, el órgano competente dictará la resolución que proceda.

Artículo 22.  Concurrencia de sanciones.

No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad del sujeto, hecho y 
fundamento.

Artículo 23.  Prejudicialidad penal.

1. En los supuestos en que las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, la 
Administración del Principado de Asturias lo pondrá en conocimiento del órgano judicial 
competente o del Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador 
mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que ponga fin al 
procedimiento.

2. La tramitación del expediente sancionador quedará en suspenso cuando por los 
mismos hechos se inicie causa penal.

3. Cuando en el orden jurisdiccional penal no se haya estimado la existencia de delito, la 
Administración continuará el expediente sancionador con vinculación a los hechos 
declarados probados por los Tribunales en resolución firme.

Disposición transitoria.  
Los expedientes sancionadores en materia de seguridad minera iniciados al amparo de 

la Ley del Principado de Asturias 2/1985, de 11 de diciembre, sobre infracciones en materia 
de seguridad en las explotaciones mineras, continuarán tramitándose con arreglo a la misma 
hasta su resolución definitiva, sin perjuicio de la retroactividad de la presente Ley en cuanto 
favorezca al presunto infractor.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas, a la entrada en vigor de la presente Ley, la Ley del Principado de 

Asturias 2/1985, de 11 de diciembre, sobre infracciones en materia de seguridad en las 
explotaciones mineras, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango emanadas de los 
órganos de la Comunidad Autónoma se opongan a lo dispuesto en la misma.

Disposición final primera.  
La cuantía de las sanciones establecidas en esta Ley podrá ser actualizada por Decreto 

del Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería competente.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Principado de Asturias».
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§ 67

Ley 3/2004, de 23 de noviembre, de montes y ordenación forestal

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 281, de 3 de diciembre de 2004

«BOE» núm. 7, de 8 de enero de 2005
Última modificación: 10 de noviembre de 2010

Referencia: BOE-A-2005-393

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de montes y 
ordenación forestal.

PREÁMBULO

1. Pretende con esta Ley el Principado de Asturias conservar, aumentar, restaurar y 
mejorar la riqueza forestal de la región para hacer realidad el derecho constitucional de los 
ciudadanos a «disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona» y 
acatar el «deber de conservarlo», cumpliendo así el mandato que ordena velar «por la 
utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad 
de vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable 
solidaridad colectiva» (artículo 45 de la Constitución).

2. Junto a este principio constitucional, la Ley incorpora los principios de desarrollo 
sostenible que se han concretado durante los últimos años en numerosos acuerdos 
internacionales, desde que la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el medio ambiente 
y el desarrollo de Río de Janeiro impulsara en 1992 el proceso de sensibilización sobre la 
relevancia social y económica de una adecuada administración del patrimonio forestal 
(Programa 21), objeto de atención igualmente preferente por parte también de diversos 
Instrumentos y actuaciones en el marco de la Unión Europea, desde las sucesivas 
Declaraciones de las Conferencias Ministeriales de la protección de los bosques 
(Estrasburgo, 1990; Helsinki, 1993; Lisboa, 1998; Viena, 2003), hasta, sin ánimo de 
exhaustividad, el Reglamento (CE) n.º 2152/2003, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
17 de noviembre de 2003, sobre el seguimiento de los bosques y de las interacciones 
medioambientales (Forest Focus). Los criterios de sostenibilidad estarán presentes en la 
gestión de los recursos forestales que se pretende promover, ya que alguno de ellos, como 
los madereros, representa un interés innegable para la vida económica regional del siglo 
XXI.

3. Se contemplan, pues, los montes de forma integral, al conjugarse todas sus funciones 
en la mirada que la Ley proyecta sobre ellos, tanto las productivas como las sociales, 
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ecológicas o ambientales, con lo que se dota de unidad y armonía al tratamiento del monte y 
del bosque asturiano.

4. Es Asturias tierra muy idónea para el bosque, que durante siglos cubrió la mayor parte 
de su espacio. Precisamente por la abundancia de árboles que tuvo en el pasado resulta 
esperanzador su futuro forestal, que será provechoso en la medida en que se concierte 
adecuadamente la norma con la voluntad de quienes más cerca viven del bosque. Éste es el 
objetivo último de la Ley, con la cual quiere ponerse fin al largo proceso de usos y 
aprovechamiento inadecuados que el bosque astur ha sufrido, muy especialmente durante 
los tres últimos siglos.

5. Después del esquilmo que sufrieron los bosques navarros y cántabros en beneficio de 
la flota de Indias durante los siglos XVI, XVII y principios del XVIII, los ilustrados que 
gobernaron la Marina española a partir de mediados del siglo de las luces depositaron 
grandes esperanzas en las maderas de alta calidad de los espesos y vastos bosques del 
Principado de Asturias en orden a la construcción de los nuevos grandes navíos que la 
monarquía borbónica precisaba para mantener en pie una fuerza de combate y transporte 
respetable con la que eventualmente podría garantizar la integridad de las comunicaciones 
entre la metrópoli hispana y sus colonias americanas y asiáticas, pues con el suministro 
asturiano de madera, que se presumía abundante, se pretendía romper la gravosa 
dependencia de los aleatorios y caros avíos bálticos, que en bastantes ocasiones 
dificultaban el aparejo de las flotas hispanas.

6. No obstante, la práctica imposibilidad de transporte de las cortas por los torrenciales 
ríos asturianos y la evidencia de que en aquel tiempo tampoco resultaba posible habilitar en 
esta tierra una mínima red de carreteras aptas para tráficos tan pesados como los troncos 
propios de la construcción naval hicieron que aquella esperanza resultara vana. Pero aquella 
inquietud arbórea que tanto y tan infructuosamente movilizó al almirantazgo hispánico no fue 
del todo inútil en la medida en que dio lugar a la promulgación de normativa muy variada que 
expresa bien la utilitaria y bien intencionada preocupación de los ilustrados españoles por la 
promoción y mantenimiento del bosque. Así, en 1748, se aprobó una Real Ordenanza de 
Montes y, en 1762, se creó la figura del «visitador de plantío», que son figuras que han 
dejado huella notoria en nuestra historia forestal.

7. Pese a esta normativa y a la vigilancia ejercitada sobre los bosques destinados a la 
producción de maderas de calidad, los responsables de la Marina del tiempo de la Ilustración 
no pudieron impedir los estragos producidos en los bosques asturianos costeros por 
prácticas extensivas de carboneo encaminadas a producir el carbón vegetal que las ferrerías 
demandaban en gran cantidad.

8. En el siglo XIX la desamortización de los bienes comunales de los pueblos y de los 
monasterios, especialmente la que se inicia en 1855, supuso un demoledor ataque frontal a 
la integridad y extensión de los bosques asturianos, provocando la destrucción de grandes 
masas arbóreas, incentivando, incluso, que entrase en las subastas -hasta ilegalmente- 
buena parte del patrimonio forestal de los pueblos, muy negativamente afectado, primero, 
por la intensidad que adquirió el carboneo de las frondas asturianas hasta la irrupción 
masiva del carbón de piedra, pues con la madera de los bosques se atendieron los ingentes 
suministros demandados por los Altos Hornos de Trubia, Langreo y de la ribera del Eo, e, 
inmediatamente después, por el entibamiento de las galerías de las nuevas minas de hulla y 
la implantación de industrias de curtientes, que exigieron colosales cantidades de madera, 
contribuyendo también, y de forma muy relevante, a la reducción de la extensión forestal de 
Asturias el sustancial incremento de la ganadería que por entonces se produjo en el medio 
campesino asturiano y que, de grado o por el fuego, acondicionó pastizales a costa del 
bosque.

9. Hay que destacar el papel que desempeña el Catálogo de Montes de Utilidad Pública, 
que fue desde su creación un eficaz instrumento para frenar la destrucción de miles de 
hectáreas de monte, predestinadas a la tala o quema por las ideas, antes citadas, de esa 
época catastrófica para la riqueza forestal.

10. La Ley pretende revitalizar el Catálogo de Montes de Utilidad Pública con la inclusión 
de todos los que sean declarados en lo sucesivo con tal carácter y con el compromiso de 
mantenerlo permanentemente actualizado y revisado.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 67  Ley de montes y ordenación forestal

– 890 –



11. La creación del Registro de Montes Protectores responde a la misma filosofía que el 
Catálogo de Montes de Utilidad Pública, si bien su objetivo son los montes privados que 
tengan los requisitos exigibles para su declaración de protectores. Todo ello demuestra el 
reconocimiento de la importancia que la Administración forestal concede a estos registros 
públicos para la conservación y defensa de los montes del Principado de Asturias.

12. Y hay que decir que, pese a los variados intentos de promoción del bosque asturiano 
que se han sucedido a lo largo del siglo recientemente finalizado, la realidad es que se han 
mantenido vigentes hasta hace muy poco tiempo algunas de las prácticas de explotación 
forestal o ganadera que desde antiguo vienen impidiendo el adecuado desarrollo de nuestros 
espacios arbóreos, con el agravante de que en este tiempo se adicionó a dichas prácticas 
una larga serie de incendios provocados de enorme intensidad, consecuencia, en muchos 
casos, de complejos episodios de tensión social surgidos entre, de una parte, pueblos y 
vecinos y, de otra, una Administración forestal en ocasiones excesivamente autoritaria, 
resultando en todo caso pagano y víctima de aquellos enfrentamientos el bosque, y con él la 
destrucción de la expectativa de riqueza que su pacífica existencia comporta, principalmente 
para los habitantes del medio rural. Es decir, la destrucción de nuestros montes viene de 
lejos y ha sido constante hasta hace poco. Y también la falta de respeto a los árboles, lo cual 
denota, por cierto, una pésima educación porque el árbol es como el abuelo de los abuelos, 
el ser vivo más viejo de cuantos nos rodean.

13. Liquidar esta tradición y las prácticas viciosas más cercanas en el tiempo es objetivo 
de la presente Ley. Para ello se parte de conceptos amplios pero rigurosos del monte y del 
bosque, se da nuevo impulso a las categorías tradicionales de montes públicos y privados, 
garantizando en todos ellos de forma constante la acción tuitiva de la Administración. Y, en 
tal sentido, debe destacarse la creación de una compleja y ordenada serie de instrumentos 
de planificación, ordenación y gestión cuya elaboración y aprobación deberá abordar de 
inmediato la Administración forestal asturiana.

14. Entre ellos merecen ser citados el Plan de Ordenación de los Recursos Forestales 
del Principado de Asturias, los Planes forestales comarcales, los Proyectos de Ordenación, 
los Planes Técnicos y los Planes Anuales de aprovechamientos, instrumentos todos ellos 
destinados a garantizar que los montes, independientemente de quiénes sean sus titulares, 
estén en efecto destinados a esa «utilización racional de todos los recursos naturales» antes 
evocada. En tal sentido, y ello es importante subrayarlo, la presente Ley es una norma que 
sirve para definir el marco en el que necesariamente han de moverse los «habitantes del 
bosque», por lo que presupone y exige la acción comprometida de éstos, ya que sin ella el 
vigor que el presente texto trata de imprimir a los aprovechamientos y a la gestión forestales 
se marchitaría de inmediato.

15. A partir de ahí no es necesario advertir que cualquier utilización que se pretenda 
hacer de los montes habrá de acomodarse a los instrumentos de su ordenación racional y 
que la Administración forestal, a través de sus potestades de vigilancia y sanción, velará por 
el exacto cumplimiento de su contenido.

16. Junto a ellos, la Ley pone en pie todo un sistema de ayudas y fomento destinadas a 
quienes trabajan en el monte y lo aman, alentando también, en su caso, fórmulas de 
participación y concierto en la gestión forestal que involucren a los habitantes en la gestión 
del mismo, con el declarado objetivo de limitar al máximo los estragos de los incendios 
forestales, pues es evidente que quienes más directamente se beneficiarán de la buena 
salud del bosque han de ser quienes protejan la riqueza que éste les genere a través de los 
sistemas de aprovechamiento y de distribución de los ingresos establecidos en la Ley.

17. La preocupación por el aumento del patrimonio forestal, por la erradicación y control 
de los incendios, por la persecución de las plagas y enfermedades es constante en el nuevo 
articulado, dependiendo su éxito, una vez más, del concurso de todos: de las 
Administraciones, de quienes viven del monte y de quienes se acercan a él simplemente 
para disfrutar de sus soledades, de las obstinadas montañas y de sus sombras o de los ríos 
que lo surcan y van cantando endechas en busca de su lecho marino.

18. Además de cuanto se refiere a los montes y por elementales razones de oportunidad 
y economía del tiempo legislativo, se ocupa también la presente Ley de una vieja institución 
de la tierra asturiana muy conexa con el ámbito forestal, cual es la de los montes vecinales 
en mano común, acomodándola a la realidad actual y a las exigencias que imponen la 
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moderna economía y los objetivos generales antes invocados, armonizándose de esta suerte 
los derechos de las comunidades vecinales y parroquiales con las técnicas de planificación 
forestal, lo que puede resultar de interés y especial relevancia en un momento de acelerada 
desolación por despoblación del campo asturiano.

19. En la medida en que en la regulación de estos montes venían primando elementos 
conceptuales marcadamente arcaizantes, esta tipología de la propiedad comunal resulta de 
muy difícil gestión, al menos en su formulación más estricta, salvo en el supuesto de 
pequeños espacios y de muy reducido número de comuneros, y, por tanto, hasta ahora esta 
figura jurídica tiene justamente muy reducido uso como instrumento de promoción de los 
montes comunales, que, sin embargo, podrían encajar bien dentro de tal orden.

20. Con la regulación que en la presente Ley se hace, estos bienes pueden dar 
satisfacción e interesantes recursos a una buena parte de la población rural asturiana que 
demanda instituciones ágiles y seguras de gestión de la propiedad comunal, como pueden 
ser estos bienes con las regulaciones que la presente Ley contiene, ya que la misma innova 
aspectos muy relevantes de la Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de Montes Vecinales en 
Mano Común, adaptándola a las peculiares condiciones sociales, culturales y económicas 
del campo asturiano y favoreciendo con ello su gestión y adecuada explotación en interés de 
los comuneros, aunque se mantienen, no obstante, las características esenciales definitorias 
de la institución.

21. El Principado de Asturias tiene competencias para ordenar los «montes, 
aprovechamientos y servicios forestales» en el marco de la legislación básica del Estado, tal 
y como resulta de los artículos 11.1 de su Estatuto de Autonomía y 149.1.23.ª de la 
Constitución. Es este justamente el título competencial que sirve de apoyo a la Junta 
General para la aprobación de la presente Ley.

TÍTULO I

De los montes

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Sección 1.ª Ámbito de aplicación y principios de la Ley

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.

1. La presente Ley regula los montes situados en el territorio del Principado de Asturias, 
cualquiera que sea su titularidad, salvo los que por ley estén sujetos a un régimen especial.

2. Los montes que sean espacios naturales protegidos o formen parte de ellos se rigen 
por su legislación específica, así como por las disposiciones de esta Ley en lo que no sea 
contrario a aquélla.

Artículo 2.  Principios de la Ley.

Esta Ley se inspira en los siguientes principios:

a) Proteger, conservar y aumentar los montes en cuanto referencia biológica y cultural, 
favoreciendo y salvaguardando la fauna y la flora, así como la restauración de la cubierta 
vegetal, del suelo y de los recursos hídricos.

b) Preservar la diversidad genética y la variedad y singularidad de los montes, 
defendiéndolos contra los abusos en su explotación, las plagas y los incendios.

c) Conservar y restaurar la biodiversidad de los ecosistemas forestales.
d) Estimular los tratamientos técnicos más adecuados para facilitar su la conservación y 

la mejora de la rentabilidad económica de los montes de acuerdo con sus valores naturales, 
sociales, económicos o de protección.
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e) Garantizar la integración de los montes en la ordenación territorial y urbanística y, en 
especial, en la trama de aquellos definidos por la legislación del Principado de Asturias en 
materia de protección de los espacios naturales.

f) Gestionar de manera sostenible los montes teniendo en cuenta el crecimiento de la 
masa forestal.

g) Potenciar los aprovechamientos ganaderos y promover el pastoreo de forma ordenada 
y compatible con la persistencia de los montes.

h) Favorecer el uso recreativo, deportivo y didáctico de estos terrenos, fomentando en la 
comunidad la importancia de sus valores ecológicos, culturales y económicos mediante la 
acción educativa y las campañas de orientación y divulgación, fomentando el conocimiento y 
respeto al árbol.

i) Compatibilizar la mejora de las explotaciones forestales y prácticas silvícolas con la 
utilización ordenada de los recursos y la garantía de su persistencia, a fin de poder atender 
las demandas sociales, estableciendo el marco adecuado de relación de los montes con los 
específicamente destinados a la actividad ganadera.

j) Fomentar la participación de los habitantes del medio rural en el mantenimiento y 
ampliación de los recursos forestales, interesándoles en sus rendimientos económicos 
mediante la creación de empleo y asignación directa de beneficios en favor de quienes están 
ligados a un concreto ámbito forestal, al objeto de contribuir al desarrollo del medio rural.

k) Ayudar a las asociaciones y entidades privadas que se ocupen de la conservación, 
protección, explotación racional y aumento del patrimonio forestal.

l) Fomentar el asociacionismo y la colaboración entre los sectores y las poblaciones 
rurales implicados en la producción, transformación y comercialización de los recursos 
forestales.

m) Promover la investigación y experimentación sobre todas las materias relacionadas 
con el medio forestal, así como la realización de cursos de formación en especialidades 
vinculadas con el ámbito forestal.

n) Mejorar los procesos de obtención, transformación y comercialización de los 
productos económicos de los montes.

ñ) Fomentar las producciones forestales y sus sectores económicos asociados.

Artículo 3.  Potestades administrativas.

Para el cumplimiento de lo previsto en el artículo anterior, la Consejería competente en 
materia forestal del Principado de Asturias contará con los siguientes instrumentos:

a) Los de Ordenación y planificación de los recursos forestales, regulando a tal efecto su 
uso y aprovechamiento, y primando la conservación y mejora de los recursos naturales, a los 
que estará supeditada toda actuación de cualquier naturaleza que se pretenda realizar en los 
montes.

b) La declaración de utilidad pública de los montes, así como su inclusión o exclusión del 
Catálogo de Montes de Utilidad Pública.

c) La afectación y desafectación de los montes de dominio público.
d) La gestión de las asignaciones procedentes de los fondos comunitarios y demás 

recursos que pueda percibir.
e) La regulación de los servicios de vigilancia y guardería establecidos para la defensa 

de los montes. En el ejercicio de sus funciones, los guardas rurales de la Comunidad 
Autónoma tendrán la consideración de agentes de la autoridad.

f) El ejercicio de los derechos de tanteo y retracto y demás derechos y acciones 
destinadas a la ampliación del patrimonio forestal.

g) La instrucción y resolución de los expedientes sancionadores.
h) La gestión en materia de prevención de incendios forestales.

Sección 2.ª El Consejo Forestal del Principado de Asturias

Artículo 4.  Consejo Forestal del Principado de Asturias.

1. Se constituye el Consejo Forestal del Principado de Asturias como órgano superior de 
carácter consultivo y de asesoramiento en materia forestal. Reglamentariamente se 
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determinará su composición y funcionamiento, en el que formarán parte entre otros, y en el 
número y forma que se determine, representantes de la Administración del Principado de 
Asturias; Corporaciones locales y otras Entidades Locales, Organizaciones agrarias; 
propietarios forestales y asociaciones y personas de reconocida cualificación, relacionadas 
con el ámbito forestal.

2. Serán funciones del Consejo:

a) Conocer, asesorar e informar sobre el desarrollo y cumplimiento del Plan de 
Ordenación de los Recursos Forestales del Principado de Asturias y de los Planes forestales 
comarcales.

b) Informar sobre cuantos asuntos en materia forestal sean sometidos a su 
consideración.

c) Las que reglamentariamente se determinen.

Sección 3.ª Concepto y clases de montes

Artículo 5.  Concepto de monte.

1. Se consideran montes:

a) Todo terreno en el que vegetan especies forestales arbóreas, arbustivas, de matorral 
o herbáceas, sea espontáneamente o procedan de siembra o plantación, que cumplan o 
puedan cumplir funciones ambientales, protectoras, productoras, culturales, paisajísticas o 
recreativas.

b) Los bosques de ribera.
c) Los terrenos yermos, roquedos y arenales.
d) Los terrenos baldíos colindantes con los montes, o enclavados en los mismos, que 

sean necesarios para su protección, siempre que así se declare expresamente.
e) Los terrenos que se declaren adecuados por las determinaciones del Plan de 

Ordenación de los Recursos Forestales del Principado de Asturias para la forestación o 
reforestación.

f) Los terrenos en los que la actividad agrícola haya sido abandonada durante un plazo 
igual o superior a diez años y que a juicio de la Consejería competente en materia forestal 
sean objetivamente recuperables para fines forestales, y así sean declarados mediante el 
procedimiento que reglamentariamente se establezca.

g) Los bosques o montes arbolados, considerando como tales aquellas superficies 
ocupadas en su mayor parte por árboles, en cualquier estado de desarrollo, o sean las 
especies principales las arbóreas, así como los cultivos forestales procedentes de 
plantaciones de especies productoras de madera.

h) Las infraestructuras y construcciones destinadas al servicio del monte.

2. No se consideran montes, además de los que no reúnan los requisitos establecidos en 
los párrafos anteriores, los siguientes:

a) Los terrenos que, formando parte de una finca fundamentalmente agrícola, presenten 
árboles aislados o pequeñas superficies cubiertas de especies herbáceas o de matorral, así 
como las praderas y los prados desprovistos sensiblemente de arbolado propio del cultivo 
forestal.

b) Los terrenos clasificados por los instrumentos del planeamiento urbanístico como 
urbanos, urbanizables o incluidos en la categoría de núcleos rurales.

c) Los terrenos que, formando parte de una explotación agrícola, presenten árboles o 
bosquetes aislados, plantaciones lineales o superficies de pequeña extensión cubiertas por 
especies de matorral o herbáceas, siempre que no constituyan por sí mismos una 
explotación forestal.

Artículo 6.  Montes públicos y montes privados.

1. Por razón de su titularidad los montes enclavados en el Principado de Asturias pueden 
ser públicos o privados.
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2. Son montes públicos los pertenecientes al Estado, al Principado de Asturias, a las 
entidades locales y a otras entidades de derecho público.

3. Son montes privados los pertenecientes a personas físicas o jurídicas de derecho 
privado, ya sea individualmente o en régimen de copropiedad.

4. Los montes vecinales en mano común tienen naturaleza especial derivada de su 
propiedad en común.

Sección 4.ª Montes públicos

Artículo 7.  Montes de dominio público y montes patrimoniales.

1. Son de dominio público o demaniales, integran el dominio público forestal y, en cuanto 
tales, son inalienables, imprescriptibles e inembargables y no están sujetos a tributo alguno 
que grave su titularidad:

a) Por razones de servicio público, los montes incluidos en el Catálogo de Montes de 
Utilidad Pública a la entrada en vigor de esta Ley, así como los que se incluyan en él de 
acuerdo con los artículos 8 a 10 de la misma.

b) Los montes comunales, pertenecientes a las entidades locales, en tanto su 
aprovechamiento corresponda al común de los vecinos.

c) Aquellos otros montes que, sin reunir las características anteriores, hayan sido 
afectados a un uso o servicio público.

2. Son montes patrimoniales los de propiedad pública que no sean demaniales.

Artículo 8.  Declaración de utilidad pública.

1. Los montes del dominio público forestal podrán ser declarados de utilidad pública 
cuando estén incluidos en alguno de los siguientes supuestos:

a) Los que sean esenciales para la protección del suelo frente a procesos de erosión.
b) Los situados en cabeceras de cuencas hidrográficas y aquéllos otros que contribuyan 

decisivamente a la regulación del régimen hidrológico, evitando o reduciendo aludes, riadas 
e inundaciones y defendiendo poblaciones, cultivos e infraestructuras.

c) Los que eviten o reduzcan los desprendimientos de tierras o rocas y el aterramiento 
de embalses y aquellos que protejan cultivos e infraestructuras contra el viento.

d) Los que contribuyan a la conservación de la diversidad biológica a través del 
mantenimiento de los sistemas ecológicos, la protección de la flora y la fauna o la 
preservación de la diversidad genética y, en particular, los que constituyan o formen parte de 
espacios naturales protegidos, zonas de especial protección para las aves, zonas de 
especial conservación u otras figuras legales de protección, así como los que constituyan 
elementos relevantes del paisaje.

e) Los que sin reunir plenamente en su estado actual las características descritas en los 
apartados anteriores sean destinados a la repoblación o mejora forestal con los fines de 
protección en ellos indicados.

f) Los que reúnan las características precisas para la promoción de especies de alta 
calidad maderera.

g) Los que puedan desempeñar una función importante en la mejora de la calidad de 
vida o de las condiciones laborales o económicas de la población rural.

2. Corresponde a la Consejería competente en materia forestal del Principado de 
Asturias la gestión de los montes de utilidad pública.

Artículo 9.  Procedimiento de declaración de utilidad pública.

1. El procedimiento de declaración de utilidad pública de un monte, que se tramitará 
conforme a lo establecido reglamentariamente, se iniciará a instancia de la entidad 
propietaria o de oficio por la Consejería competente en materia forestal del Principado de 
Asturias. En este segundo caso, se garantizarán la intervención y la audiencia de la entidad 
propietaria y en ambos casos la de los titulares de los derechos de los aprovechamientos.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 67  Ley de montes y ordenación forestal

– 895 –



2. La declaración de utilidad pública corresponde al Consejo de Gobierno mediante 
decreto y conllevará la inclusión del monte declarado de utilidad pública en el Catálogo de 
Montes de Utilidad Pública de Asturias en la forma prevista en el artículo 10 de la presente 
Ley.

3. La desclasificación, total o parcial, de un monte declarado de utilidad pública sólo se 
podrá acordar cuando desaparezcan las causas que motivaron su declaración o cuando 
surja una utilidad pública preferente que justifique otra nueva declaración.

4. La desclasificación a que se refiere el punto anterior requerirá la instrucción del 
procedimiento que se establezca reglamentariamente y en el que se justificarán las causas 
que la motivan y se acreditará el consentimiento de la entidad propietaria.

5. La desclasificación de un monte declarado de utilidad pública conllevará la exclusión 
del monte del Catálogo de Montes de Utilidad Pública de Asturias en la forma prevista en el 
artículo 10 de la presente Ley.

Artículo 10.  Catálogo de Montes de Utilidad Pública.

1. El Catálogo de Montes de Utilidad Pública del Principado de Asturias es un registro 
público de carácter administrativo en el que quedarán inscritos tanto aquellos montes que, 
con anterioridad a esta Ley, hubieran sido declarados de utilidad pública como los montes 
que lo sean en lo sucesivo. Todo ello sin perjuicio de su inscripción en el Registro de la 
Propiedad, de acuerdo con su legislación específica.

2. La inscripción de los montes declarados de utilidad pública en el Catálogo de Montes 
de Utilidad Pública del Principado de Asturias se practicará de oficio o a instancias del titular 
y por acuerdo de la Consejería competente en materia forestal, previa instrucción del 
procedimiento que se establezca reglamentariamente y en el que deberá ser oída la 
Administración titular y, en su caso, los titulares de derechos sobre dichos montes.

3. La inclusión en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública otorga la presunción 
posesoria a favor de la entidad pública a cuyo nombre figure, y en los casos en los que se 
promuevan juicios declarativos ordinarios de propiedad de montes incluidos en el Catálogo 
de Montes de Utilidad Pública, será parte demandada la Comunidad Autónoma, además de, 
en su caso, la entidad titular del monte, en la forma y a lo efectos que establezca la 
legislación estatal.

4. La entidad propietaria del monte incluido en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública 
o la Consejería competente en materia forestal podrán ejercitar la recuperación posesoria y, 
además, estarán facultadas para interponer los interdictos que impidan su invasión, 
ocupación, roturación o urbanización o cualquier otra acción que pudiera suponer la pérdida 
o gravamen de la propiedad.

5. La exclusión del Catálogo de Montes de Utilidad Pública, que requerirá la 
desclasificación del monte, se practicará de oficio o a instancias del titular y por acuerdo de 
la Consejería competente en materia forestal, previa instrucción del procedimiento que se 
establezca reglamentariamente y en el que deberá ser oída la Administración titular y, en su 
caso, los titulares de derechos sobre dichos montes.

6. La Consejería competente en materia forestal podrá autorizar la exclusión parcial o 
permuta de una parte no significativa de un monte incluido en el Catálogo de Montes de 
Utilidad Pública siempre que suponga una mejor definición de la superficie del monte o una 
mejora para su gestión y conservación.

7. La Consejería competente en materia forestal queda obligada a mantener 
permanentemente actualizado y revisado el contenido del Catálogo de Montes de Utilidad 
Pública.

8. Cuando un monte incluido en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública se halle 
afectado por expediente del cual pueda derivarse otra declaración de demanialidad distinta 
de la forestal, a excepción de los declarados como de interés general por el Estado, y sin 
perjuicio de lo que, en su caso, disponga la declaración de impacto ambiental, las 
Administraciones competentes buscarán cauces de cooperación al objeto de determinar cuál 
de tales declaraciones debe prevalecer. En el supuesto de discrepancia entre las 
Administraciones, se estará a lo dispuesto en el artículo 18.4 de la Ley 43/2003, de 21 de 
noviembre, de montes.
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Artículo 11.  Desafectación de montes demaniales.

1. La desafectación de los montes del dominio público forestal incluidos en el Catálogo 
de Montes de Utilidad Pública requerirá, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 18.4 de la 
Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de montes, su previa exclusión de dicho Catálogo.

2. La desafectación de los restantes montes demaniales se tramitará por su 
Administración titular y requerirá, en todo caso, el informe favorable de la Consejería 
competente en materia forestal.

3. El procedimiento de desafectación de los montes demaniales será el que se 
establezca reglamentariamente.

Artículo 12.  Montes patrimoniales.

El régimen de usucapión o prescripción adquisitiva de los montes patrimoniales será el 
establecido en el artículo 19 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes.

Sección 5.ª Montes privados

Artículo 13.  Montes privados.

1. Los montes privados se gestionan por su titular.
2. Los titulares de estos montes podrán contratar su gestión con personas físicas o 

jurídicas de derecho público o privado o con la Administración del Principado de Asturias.
3. La gestión de estos montes se ajustará, en su caso, al correspondiente instrumento de 

gestión o planificación forestal. La aplicación de dichos instrumentos será supervisada por la 
Consejería competente en materia forestal.

4. El régimen de los asientos registrales de los montes privados será el establecido en el 
artículo 22 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes.

Artículo 14.  Declaración de montes privados como montes protectores.

Los montes privados podrán ser declarados protectores, a instancia del propietario, 
cuando cumplan alguno de los supuestos que para los montes públicos establece el artículo 
8 de esta Ley.

Artículo 15.  Registro de Montes Protectores.

1. Se crea el Registro de Montes Protectores, en el que se inscribirán aquellos montes 
de titularidad privada que, reuniendo las circunstancias establecidas en el artículo 14 de esta 
Ley, hayan sido declarados protectores, tanto con anterioridad a la entrada en vigor de la 
presente Ley como en lo sucesivo.

2. Tanto la inclusión como la exclusión del Registro se realizarán, previa instrucción del 
oportuno procedimiento, por decreto del Consejo de Gobierno.

Artículo 16.  Contenido del Catálogo de Montes de Utilidad Pública y del Registro de Montes 
Protectores.

1. El Catálogo de Montes de Utilidad Pública y el Registro de Montes Protectores a que 
se refieren los artículos 10 y 15 deberán expresar con precisión respecto de cada monte su 
titularidad, datos registrales, planos topográficos y sucesivas vicisitudes que los predios 
experimenten a partir de la inscripción, así como la delimitación de las zonas de 
aprovechamiento y los titulares con derecho a los mismos, además de los límites, cabidas y 
especies principales radicadas en los mismos.

2. Además, en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública y en el Registro de Montes 
Protectores se deberán hacer constar las ocupaciones, servidumbres y demás derechos 
reales que graven los montes en ellos inscritos.

3. Asimismo, se harán constar en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública y en el 
Registro de Montes Protectores de modo específico las circunstancias de los predios 
inscritos que puedan conferirles especial relevancia forestal o de cualquier otro carácter.
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Sección 6.ª Registro de Derechos Forestales e Inventario Forestal

Artículo 17.  Registro de derechos forestales.

La Consejería competente en materia forestal llevará un registro administrativo en el que 
deberán figurar la descripción básica del contenido y período de duración de los derechos y 
aprovechamientos forestales adquiridos a favor de la Administración del Principado de 
Asturias o que deriven de la firma de convenios con los propietarios.

Artículo 18.  Inventario Forestal del Principado de Asturias.

Sin perjuicio de la coordinación con la Administración General del Estado para la 
elaboración de la Estadística Forestal Española, la Consejería competente en materia 
forestal elaborará y mantendrá actualizado el Inventario forestal del Principado de Asturias, 
que aportará la información básica para la elaboración de los instrumentos de planificación 
forestal y se estructurará en los siguientes bloques:

a) Inventario estadístico, descriptivo y sintético referido a superficies, existencias, 
crecimiento, calidad y estado de conservación.

b) Caracterización del territorio forestal asturiano considerando sus atributos físicos y 
ecológicos, con especial atención a la Red Natura 2000 y la Red regional de espacios 
naturales protegidos.

c) Seguimiento y evolución de los montes con especial atención a los incendios 
forestales.

d) Aspectos jurídico-administrativos: titularidad, montes incluidos en el Catálogo de 
Montes de Utilidad Pública, mancomunidades, agrupaciones de propietarios, Proyectos de 
Ordenación, instrumentos de gestión o planificación vigentes.

e) Actividades: repoblaciones, aprovechamientos, actividades industriales forestales y 
otras actividades forestales.

f) Análisis de la productividad de cada monte sobre la base de sus características 
ecológicas.

g) Inventario de erosión de suelos que incluirá los montes susceptibles de ser 
regenerados o reforestados.

h) Cualquier otro que se determine reglamentariamente.

CAPÍTULO II

Investigación, recuperación de oficio y deslinde

Artículo 19.  Principios generales.

La Consejería competente en materia forestal está facultada para ejercer las potestades 
de investigación, recuperación de oficio y deslinde en los montes incluidos en el Catálogo de 
Montes de Utilidad Pública del Principado de Asturias y en los montes públicos de su 
titularidad.

Artículo 20.  Investigación de la titularidad.

1. Mediante el ejercicio de la potestad investigadora, la Consejería competente en 
materia forestal tomará constancia documental sobre la titularidad, cuando ésta no le conste 
anteriormente o sea deficiente, fijando provisionalmente los límites, aforo de su extensión y 
linderos de los montes.

2. Los propietarios a quienes afecte la investigación están obligados a aportar la 
documentación sobre su titularidad y a permitir la entrada en los montes de personal 
autorizado, previa notificación a aquéllos.

Artículo 21.  Recuperación de la posesión.

1. La recuperación de la posesión de los montes a que se refiere el artículo 19 de esta 
Ley que se hallen indebidamente poseídos se producirá una vez adoptado el 
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correspondiente acuerdo por el Consejo de Gobierno a propuesta de la Consejería 
competente en materia forestal, previa audiencia de la entidad titular en el caso de los 
montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública.

2. La potestad de decisión ejecutoria referente a la existencia y límites de los propios 
derechos de la Administración habrá de ampararse en la constancia documental del dominio 
y en la presunción posesoria que otorga la inclusión en el Catálogo de Montes de Utilidad 
Pública de Asturias, sin que pueda ser combatida por interdictos o procedimientos 
especiales.

3. Se respetarán las situaciones posesorias amparadas por la presunción de legalidad 
que concede el Registro de la Propiedad, en los términos de la legislación del Estado 
aplicable, y las situaciones posesorias que prueben de modo indudable la posesión en 
concepto de dueño, quieta, pacífica e ininterrumpida durante más de treinta años. Se 
exceptúan de lo establecido en este párrafo los montes que tengan la consideración de 
dominio público, que no prescribirán en ningún caso.

Artículo 22.  Inicio del deslinde.

1. El deslinde podrá iniciarse de oficio por la Consejería competente en materia forestal o 
a petición de las entidades titulares o de los propietarios colindantes con ellos.

2. Si el procedimiento se iniciase a petición de los propietarios colindantes, será preciso 
que el solicitante deposite el cincuenta por ciento del presupuesto que se fije y se 
comprometa a hacerse cargo del total.

Artículo 23.  Procedimientos de deslinde.

1. El deslinde se podrá realizar mediante un procedimiento abreviado y por el 
procedimiento ordinario.

2. Se realizarán por procedimiento abreviado los deslindes que se hallen incompletos o 
integrados por un expediente que, por su antigüedad, no reúna las características de 
fiabilidad y precisión que exigen las nuevas técnicas topográficas o aquellos derivados de la 
discordancia entre éstos y los perímetros de la concentración parcelaria decretada. En estos 
supuestos, se completarán los datos, documentos y amojonamiento que sean convenientes 
y, previa vista y audiencia a los afectados, se dictará la pertinente resolución por el titular de 
la Consejería competente en materia forestal. Si se suscitaren cuestiones de posesión 
consolidada o propiedad, se reiniciará el deslinde por el procedimiento ordinario.

Artículo 24.  Procedimiento ordinario de deslinde.

1. El procedimiento de deslinde sólo podrá referirse a aquellos montes cuya titularidad 
conste a la Administración.

2. El procedimiento ordinario de deslinde se iniciará mediante resolución del titular de la 
Consejería competente en materia forestal, en la que se dispondrá la redacción de una 
memoria. La incoación del procedimiento de deslinde facultará a la Consejería competente 
en materia forestal para realizar, incluso en terrenos privados, los trabajos de toma de datos 
y apeos necesarios, instalar hitos y señales y recabar de los afectados los documentos que 
acrediten la titularidad de derechos sobre los predios afectados previa notificación o 
publicación en su caso. Asimismo, la iniciación del expediente de deslinde podrá implicar la 
suspensión del otorgamiento de concesiones, ocupaciones, cesiones o autorizaciones de 
uso y de los aprovechamientos forestales. La aprobación del deslinde implicará el 
levantamiento de la suspensión.

3. El procedimiento ordinario de deslinde se regulará reglamentariamente, incluyendo las 
publicaciones preceptivas del inicio del trámite de apeo en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias y en el tablón de anuncios de los ayuntamientos respectivos, así como el preceptivo 
trámite de audiencia de los interesados.

4. La resolución de aprobación deberá dictarse en el plazo máximo de dos años 
contados desde la fecha de su inicio, pudiendo prorrogarse este plazo por un año mas, 
justificado en función de especiales circunstancias o dificultades técnicas.
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Artículo 25.  Acreditación de propiedad o posesión.

1. Sólo tendrán valor y eficacia en el trámite de apeo aquellos títulos de dominio inscritos 
en el Registro de la Propiedad y aquellos documentos que acrediten la posesión quieta, 
pacífica e ininterrumpida durante más de treinta años de los terrenos pretendidos.

2. Cuando los interesados en el expediente aporten títulos de propiedad inscritos en el 
Registro de la Propiedad la Administración competente se dirigirá a éste a fin de que 
practique la anotación preventiva de deslinde, de conformidad con la legislación del Estado 
en la materia y con los efectos y régimen en ella establecidos.

Artículo 26.  Efectos de la aprobación del deslinde.

1. La aprobación del deslinde supone la delimitación del monte afectado y la declaración 
administrativa de su posesión a favor de la Administración titular del mismo.

2. No podrán sustanciarse durante la tramitación del procedimiento, ni como 
consecuencia de su aprobación, deslindes judiciales ni juicios posesorios sobre el mismo 
objeto.

CAPÍTULO III

Planificación, gestión y ordenación forestal

Sección 1.ª Planificación forestal

Artículo 27.  Instrumentos de planificación forestal.

En el marco de la planificación forestal española y de acuerdo con los criterios de la Ley 
43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, son instrumentos de planificación forestal: el Plan 
de Ordenación de los Recursos Forestales del Principado de Asturias y los Planes forestales 
comarcales.

Artículo 28.  Plan de Ordenación de los Recursos Forestales del Principado de Asturias.

1. El Plan de Ordenación de los Recursos Forestales del Principado de Asturias 
constituye el instrumento para el diseño y ejecución de la política forestal autonómica, 
correspondiéndole establecer las directrices, programas, medios, inversiones, fuentes de 
financiación y fases de ejecución de la política forestal, así como los mecanismos de 
seguimiento y evaluación necesarios para su cumplimiento.

2. Serán criterios inspiradores del mismo:

a) La conservación de la biodiversidad.
b) El aumento, la conservación, mejora y reconstrucción de la cubierta vegetal.
c) La defensa de los recursos hídricos y del suelo contra la erosión.
d) El aprovechamiento ordenado de los montes y la racional explotación económica de 

sus recursos, atendiendo a criterios de sostenibilidad.
e) La protección de la cubierta vegetal contra incendios, plagas, enfermedades y otros 

agentes nocivos.
f) El uso de los montes como entorno cultural y recreativo.
g) La mejora de la economía rural y el fomento del empleo.
h) El fomento de los aprovechamientos ganaderos.
i) La compatibilidad de los diversos aprovechamientos.

3. Como mínimo, el Plan de Ordenación de los Recursos Forestales del Principado de 
Asturias comprenderá las acciones destinadas a:

a) La forestación y restauración de las cubiertas vegetales.
b) La protección hidrológico-forestal.
c) La defensa de los montes contra incendios y plagas forestales.
d) El uso público recreativo y la educación ambiental.
e) La investigación ecológico-forestal.
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f) La industrialización y adecuada comercialización de los productos forestales.
g) La financiación de los costes previsibles de las acciones programadas.

4. Los Planes rectores de los espacios naturales protegidos declarados según lo previsto 
en la Ley del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de Protección de los Espacios 
Naturales, tendrán el carácter de Plan de Ordenación de Recursos Forestales siempre que 
cuenten con el informe favorable de la Consejería competente en materia forestal, en los 
términos previstos en el artículo 31.8 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes.

Artículo 29.  Procedimiento de elaboración.

1. La Consejería competente en materia forestal elaborará el Plan de Ordenación de los 
Recursos Forestales del Principado de Asturias propiciando la máxima participación social.

2. La elaboración del Plan incluirá la consulta a las entidades locales y, a través de sus 
órganos de representación, a los propietarios forestales privados, a otros usuarios legítimos 
afectados y a los demás agentes sociales e institucionales interesados, así como los trámites 
de información pública previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. El Plan será informado previamente por el Consejo Forestal y aprobado por el Consejo 
de Gobierno.

4. Idéntico procedimiento se seguirá para su revisión o modificación.
5. La revisión implicará la aplicación de nuevos criterios básicos de política forestal y se 

llevará a cabo siempre que sea preciso implantar, por circunstancias sobrevenidas, un 
modelo distinto de Ordenación forestal.

6. Las alteraciones que no afecten a los caracteres esenciales que se señalan en el 
artículo anterior se considerarán simples modificaciones. En los plazos que fije el propio 
plan, deberá evaluarse su grado de ejecución y, si se estima pertinente, tramitar las 
oportunas modificaciones.

Artículo 30.  Obligatoriedad del Plan de Ordenación de los Recursos Forestales del 
Principado de Asturias.

1. Aprobado por el Consejo de Gobierno el Plan de Ordenación de los Recursos 
Forestales del Principado de Asturias, será de obligado cumplimiento para los particulares y 
Entidades Locales afectadas, en sus propios términos, plazos y formas, sin perjuicio de que 
la Consejería competente en materia forestal arbitre líneas de ayuda técnica y económica 
para el cumplimiento de los fines del Plan.

2. En el caso de incumplimiento del Plan de Ordenación de los Recursos Forestales del 
Principado de Asturias por los titulares de derechos reales sobre alguno de los terrenos 
afectados por el mismo, se iniciará expediente para su declaración como fincas 
manifiestamente mejorables con los efectos establecidos en esta Ley.

Artículo 31.  Obras necesarias para la ejecución del Plan de Ordenación de los Recursos 
Forestales del Principado de Asturias.

Se declararán de utilidad pública o interés social, a efectos de expropiación forzosa de 
los terrenos, las obras necesarias para la ejecución del Plan de Ordenación de los Recursos 
Forestales del Principado de Asturias, incluidas las de plantación, vías de saca y servicios, 
puntos de agua y embalses.

Artículo 32.  Comarcas forestales.

1. El territorio del Principado de Asturias se dividirá en comarcas forestales, delimitadas 
por los parámetros geográficos, biológicos, dasocráticos, económicos y sociales o 
administrativos que resulten más apropiados para el desarrollo y adecuado cumplimiento del 
Plan de Ordenación de los Recursos Forestales del Principado de Asturias.

2. El ámbito territorial de las comarcas forestales será establecido, y en su caso 
modificado, por resolución de la Consejería competente en materia forestal, previa la 
tramitación del oportuno expediente de acuerdo con el procedimiento que 
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reglamentariamente se establezca, en el que deberán ser oídas las entidades locales 
afectadas.

3. Para la determinación de las comarcas forestales se tendrán en consideración las 
áreas de planificación de ámbito superior al municipal vigentes en la Administración del 
Principado de Asturias, procurando la mayor coincidencia geográfica de las mismas.

Artículo 33.  Planes forestales comarcales.

1. Atendiendo a las prescripciones generales del Plan de Ordenación de los Recursos 
Forestales del Principado de Asturias, a las condiciones naturales y características de cada 
zona y al objeto de garantizar una utilización sostenible de los recursos que le son propios, 
los Planes forestales comarcales fijarán las especies y la determinación del territorio para su 
plantación, su cambio o su sustitución y contendrán, como mínimo los siguientes aspectos:

a) Delimitación del ámbito territorial y caracterización del medio físico y biológico.
b) Descripción y análisis de los montes y los paisajes existentes en ese territorio, sus 

usos y aprovechamientos actuales, en particular los usos tradicionales, así como las figuras 
de protección existentes.

c) Aspectos jurídico-administrativos y características socioeconómicas.
d) Zonificación por usos y vocación del territorio. Objetivos, compatibilidades y 

prioridades.
e) Criterios básicos para el control, seguimiento, evaluación y plazos para la revisión del 

Plan.

2. El procedimiento de elaboración de los Planes forestales comarcales será el mismo 
que para la elaboración del Plan de Ordenación de los Recursos Forestales del Principado 
de Asturias propiciando la participación de las Entidades Locales, propietarios y agentes 
sociales de la Comarca y del Consejo Forestal del Principado de Asturias. Los Planes 
forestales comarcales serán informados por los Ayuntamientos afectados y aprobados por el 
titular de la Consejería competente en materia forestal.

Sección 2.ª Gestión y ordenación forestal

Artículo 34.  Criterios de gestión.

1. Los montes deben ser gestionados de forma sostenible, integrando los aspectos 
ambientales con las actividades económicas, sociales y culturales, con la finalidad de 
conservar el medio natural al tiempo que generar empleo y colaborar al aumento de la 
calidad de vida y expectativas de desarrollo de la población rural.

2. Los montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública y los montes 
incluidos en el Registro de Montes Protectores se gestionarán con el fin de lograr la máxima 
estabilidad de la masa forestal, aplicando métodos selvícolas que persigan prioritariamente 
el control de la erosión, del peligro de incendio, de los daños por nieve, vendavales, 
inundaciones y riadas o de otros riesgos para las características protectoras del monte, 
garantizando el mantenimiento en un estado de conservación favorable o, en su caso, la 
restauración de los valores que motivaron su declaración.

Artículo 35.  Instrumentos de ordenación y gestión forestal.

En el marco de la planificación forestal española y de acuerdo con la Ley 43/2003, de 21 
de noviembre, de Montes, son instrumentos de ordenación y gestión forestal: los Proyectos 
de Ordenación, los Planes Técnicos y el Plan Anual de Aprovechamientos.

Artículo 36.  Proyectos de Ordenación y Planes Técnicos.

1. Con la finalidad de lograr unidades razonables de gestión los montes incluidos en el 
Catálogo de Montes de Utilidad Pública y los montes incluidos en el Registro de Montes 
Protectores deberán contar con Proyectos de Ordenación aprobados por la Consejería 
competente en materia forestal, que serán específicos para cada monte o para grupos de 
montes cuando así se considere preciso.
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2. En el resto de los montes será obligatoria la aprobación previa de un Plan Técnico 
para la autorización de aprovechamientos forestales a partir de una superficie que se 
determinará reglamentariamente.

3. En los bosques de especies frondosas autóctonas, exceptuados los de castaño, 
cuando carezcan de un Plan de Ordenación o de un proyecto técnico, los aprovechamientos 
forestales maderables y leñosos quedarán reducidos a cortas de leña, saneamiento y 
mejora. Reglamentariamente se determinará el porcentaje a partir del cual se considera 
masa forestal autóctona pura.

4. Todo Proyecto de Ordenación contendrá como mínimo:

a) La delimitación de su ámbito territorial y la caracterización del medio físico, biológico, 
forestal y legal, con especial referencia a especies de flora y fauna catalogadas

b) El inventario de los recursos existentes, la zonificación si procede, los límites de 
utilización de los recursos para garantizar su persistencia y conservación.

c) La compatibilidad de las técnicas forestales con la preservación de los valores 
naturales, procesos ecológicos esenciales, con el paisaje, con los usos tradicionales y los 
recreativos.

d) Las funciones prevalecientes del monte y las directrices, a largo y medio plazo, del 
uso integrado y múltiple de los recursos.

e) Los objetivos temporales de producción y frecuencia de los aprovechamientos.
f) Las medidas contra los incendios y plagas.
g) Los medios de financiación.

5. Todo Plan Técnico contendrá como mínimo:

a) El inventario de los recursos existentes, la zonificación si procede, los límites de 
utilización de los recursos para garantizar su persistencia y conservación.

b) Las existencias realizables y su distribución superficial como base para un sistema de 
aprovechamiento, conservación y mejora del monte.

c) Las medidas a adoptar para la reforestación de las superficies aprovechadas, 
pudiendo utilizar métodos naturales o artificiales, especificando los plazos en que se va a 
lograr la regeneración.

6. La aprobación de los Proyectos de Ordenación y los Planes Técnicos corresponderá a 
la Consejería competente en materia forestal, que deberá resolver el expediente en el plazo 
de tres meses, y en su procedimiento de elaboración se asegurará la intervención de los 
propietarios y la de los titulares de los derechos de aprovechamiento.

7. Cuando en un Proyecto o en un Plan Técnico se incluya la apertura de nuevas vías 
forestales o una mejora sustancial de las actuales que afecte a su trazado, serán 
consideradas como carreteras para la autorización previa por la Administración competente 
en carreteras para su intersección con otras carreteras ya existentes.

Artículo 37.  Plan Anual de Aprovechamientos.

1. El goce efectivo de los aprovechamientos en los montes incluidos en el Catálogo de 
Montes de Utilidad Pública y los montes incluidos en el Registro de Montes Protectores se 
subordinará a su inclusión en el correspondiente Plan Anual de Aprovechamientos y al 
otorgamiento de la correspondiente autorización por la Consejería competente en materia 
forestal.

2. El Plan Anual de Aprovechamientos será redactado y aprobado por la Consejería 
competente en materia forestal, de acuerdo con la entidad propietaria, oídos los titulares de 
los derechos de aprovechamientos. Tales Planes se acomodarán a lo establecido en los 
Planes de Ordenación o, en su caso, en los Planes Técnicos.

3. Excepcionalmente podrán autorizarse aprovechamientos extraordinarios no previstos 
en el Plan Anual de Aprovechamientos en las condiciones que reglamentariamente se 
determinen.
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Artículo 38.  Certificación forestal.

La Consejería competente en materia forestal promoverá la difusión de los sistemas de 
certificación forestal y velará por que todos ellos cumplan las condiciones de transparencia, 
voluntariedad, ausencia de discriminación y libre competencia.

CAPÍTULO IV

Régimen de aprovechamientos y autorizaciones

Artículo 39.  Aprovechamientos forestales.

1. A los efectos de la presente Ley se denomina aprovechamiento forestal a toda 
utilización de los recursos del monte, comprendiendo tanto a los renovables como a los no 
renovables, así como los usos recreativos, educativos, culturales y, en general, todos 
aquellos que potencialmente puedan generar ingresos para el propietario.

2. Cualquier aprovechamiento se realizará de modo que, atendiendo a criterios de 
conservación y de sostenibilidad, se acomode a las determinaciones de los diferentes 
instrumentos de planificación y gestión previstos en esta Ley.

3. El titular del monte será en todos los casos el propietario de los recursos forestales 
producidos en su monte, incluidos frutos espontáneos, y tendrá derecho a su 
aprovechamiento conforme a lo establecido en esta Ley.

4. Los aprovechamientos en los montes del dominio público forestal podrán ser 
enajenados por sus titulares en el marco de lo establecido en el artículo 49 de la presente 
Ley, así como de lo previsto en la legislación patrimonial que les resulte de aplicación, si bien 
con las siguientes peculiaridades respecto de los que resulten de titularidad autonómica:

a) Siempre que se contemplare en los pliegos de cláusulas administrativas particulares, 
quien resultare adjudicatario del aprovechamiento podrá fraccionar el pago del precio hasta 
un máximo de tres plazos y previa garantía o afianzamiento que resulte de aplicación.

b) Los pliegos de cláusulas administrativas particulares señalarán el importe de la 
garantía provisional que resulte exigible a los licitadores y que en ningún caso podrá resultar 
superior al 4% del precio de licitación de enajenación del aprovechamiento.

c) En aquellos supuestos en que fenómenos meteorológicos u otros, ya sean de carácter 
natural o derivados de la acción del hombre, pongan en riesgo elementos a proteger del 
monte y que se puedan evitar con la extracción de la madera, previa justificación en el 
expediente, la Consejería competente en materia forestal podrá proceder a la enajenación 
directa del aprovechamiento, previa petición de oferta a tres empresarios del sector que 
pudieran hacerse cargo de las labores en el menor plazo posible. El valor de mercado de la 
madera así adjudicada no podrá superar, en ningún caso, los 50.000 euros, sin que quepa el 
fraccionamiento en lotes o división de los aprovechamientos para acudir a este 
procedimiento extraordinario.

5. La Consejería competente en materia forestal regulará los aprovechamientos 
consuetudinarios en los montes de utilidad pública, mediante los señalamientos, el 
otorgamiento de licencias y reconocimiento del monte, sin que pueda por ello establecer 
tasas ni otro tipo de contribución económica.

6. Los aprovechamientos en los montes afectados por las zonas de servidumbre, policía, 
o afección de los dominios públicos hidráulico, marítimo-terrestre, de carreteras o ferroviario 
no precisarán de la autorización, siempre y cuando tales montes dispongan del 
correspondiente instrumento de gestión.

7. Se rigen por su legislación específica, sin perjuicio de lo dispuesto en la presente Ley:

a) Los aprovechamientos de recursos no renovables, derivados de la explotación de 
canteras, áridos o cualquier otra actividad extractiva a cielo abierto o subterránea. Cuando 
se trate de montes de utilidad pública o que ostenten la categoría de protectores, cualquier 
autorización que otorgue la autoridad administrativa competente exigirá informe previo 
vinculante de la Consejería competente en materia forestal y fianza suficiente al interesado, 
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que se establecerá reglamentariamente, para garantizar la íntegra restauración de los 
terrenos afectados.

b) Los aprovechamientos derivados de la caza o de la pesca.

Artículo 40.  Supervisión administrativa.

1. La Consejería competente en materia forestal controla y supervisa el uso de las 
autorizaciones de aprovechamientos a través de inspecciones, reconocimientos y 
comprobaciones.

2. Los guardas rurales y los demás agentes de la autoridad pública podrán exigir a 
cualquier persona que realice aprovechamientos forestales sujetos a autorización la 
acreditación documental que ampare dichas operaciones. A falta de ella, les requerirán para 
la suspensión de sus actividades dando cuenta con la mayor brevedad posible a la 
Consejería competente en materia forestal, que resolverá acerca de la legalidad de las 
actuaciones, con incoación de expediente sancionador si se careciera de la autorización o se 
hubiese desobedecido la orden de suspensión.

Artículo 41.  Autorización de aprovechamientos maderables y leñosos.

1. Para la realización de aprovechamientos maderables y leñosos será precisa 
autorización expresa de la Consejería competente en materia forestal, de conformidad con 
los siguientes requisitos, y sin perjuicio de su desarrollo reglamentario:

a) En el caso de estar aprobado el instrumento de ordenación del monte, el titular que 
pretenda efectuar un aprovechamiento maderable o leñoso lo comunicará previamente a la 
Consejería competente en materia forestal, al objeto de que por la misma se compruebe su 
conformidad con lo previsto en dicho instrumento de gestión. La Consejería deberá resolver 
motivadamente sobre la solicitud dentro de los quince días siguientes al del registro de la 
solicitud, que se entenderá estimada si no se dicta resolución expresa en el referido plazo.

b) En el caso de que no esté aprobado el instrumento de ordenación del monte, el titular 
que pretenda efectuar un aprovechamiento maderable o leñoso solicitará previa autorización 
de la Consejería competente en materia forestal, la cual resolverá motivadamente dentro de 
los quince días siguientes al del registro de la solicitud, que se entenderá estimada si no se 
dicta resolución expresa en el referido plazo.

c) Los aprovechamientos maderables y leñosos que no tengan finalidad comercial o 
sean para destino doméstico no podrán en ningún caso superar los 10 m3 anuales por 
propietario y no precisarán autorización alguna. El titular del monte que vaya a efectuar el 
aprovechamiento lo pondrá en conocimiento de la Consejería competente en materia forestal 
con una antelación mínima de dos días a aquél en el que se realice el aprovechamiento. La 
comunicación deberá indicar como mínimo la situación de la finca y el número de árboles, 
especie y volumen aproximado objeto del aprovechamiento.

2. La Consejería competente en materia forestal comunicará a los Ayuntamientos las 
autorizaciones concedidas de aprovechamientos maderables y leñosos y sus condiciones.

3. Las cortas a hecho llevarán aparejada la obligación del propietario del suelo de 
recuperar el arbolado del terreno deforestado en los términos que reglamentariamente se 
determinen.

Artículo 42.  Autorizaciones para cambios de uso y roturaciones del suelo.

1. Requerirán en todos los casos autorización expresa de la Consejería competente en 
materia forestal los cambios de uso de los montes para cultivos agrícolas, u otros usos 
forestales, incluida la sustitución de las especies o el incremento en más del doble del 
numero de individuos de alguna de ellas, así como la roturación de los suelos y cualquier 
otra actuación que suponga alteración de sus perfiles.

2. Requerirán autorización de la Consejería competente en materia forestal las especies 
a utilizar en los casos de forestación de tierras agrícolas.

3. El otorgamiento de dichas autorizaciones requerirá la previa constatación, a través de 
los oportunos estudios y análisis, de que las actuaciones que se pretenden ejecutar son 
compatibles con lo dispuesto en los instrumentos de planificación y ordenación forestal y no 
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producen efectos negativos en el medio físico y natural ni en los demás intereses forestales 
objeto de tutela. Dichos estudios serán elaborados por el solicitante de la autorización con 
arreglo a las instrucciones de la Consejería competente en materia forestal cuando se actúe 
en una superficie superior a diez hectáreas.

Artículo 43.  Aprovechamiento de pastos.

1. El aprovechamiento de los pastos incluidos en los montes se efectuará, atendiendo 
preferentemente las necesidades de los vecinos con derecho a aprovechamiento en caso de 
que los hubiese, con el cuidado preciso para no dañar el medio forestal o la capa vegetal ni 
degradar el suelo. Los pastos comunales deberán estar registrados, disponer de ordenanzas 
de aprovechamiento y todos los animales que aprovechen dichos pastos serán de 
explotaciones con la misma calificación sanitaria.

2. El aprovechamiento de los pastos que sea compatible con la vegetación arbórea se 
realizará de conformidad con los instrumentos contenidos en esta Ley, y en la normativa del 
Principado de Asturias en materia de Ordenación agraria y desarrollo rural, y con la 
ordenanza tipo del Principado o con las ordenanzas municipales a ellos acomodadas.

3. El pastoreo en los montes de utilidad pública y protectores se realizará con sujeción al 
correspondiente Plan Anual de aprovechamiento y por el procedimiento aprobado 
reglamentariamente, correspondiendo a las entidades propietarias la expedición de la 
correspondiente licencia.

4. En cuanto a las reses no identificadas o no autorizadas a pastar en montes cualquiera 
que sea su titularidad o naturaleza, o que incumplan las condiciones fijadas en las 
autorizaciones, se estará a lo dispuesto en la presente Ley y en la normativa del Principado 
de Asturias en materia de Ordenación agraria y desarrollo rural y de sanidad y bienestar 
animal. Todo ello con independencia de las correspondientes responsabilidades civiles o 
penales.

Artículo 44.  Otros aprovechamientos no maderables.

Reglamentariamente, la Consejería competente en materia forestal regulará los términos 
en los que pueden autorizarse y regularse otros aprovechamientos no maderables.

Artículo 45.  Aprovechamientos comunales.

1. Los rendimientos de los montes cuyo aprovechamiento consuetudinariamente tenga 
carácter comunal serán distribuidos directamente entre los vecinos con derecho a los 
mismos. La distribución se hará directamente por la entidad titular.

2. Cuando no proceda la distribución individual, y previo acuerdo entre las partes 
implicadas, la utilidad obtenida se destinará obligatoriamente a la financiación de inversiones 
reales en el ámbito territorial donde tengan su residencia los vecinos con derecho al 
aprovechamiento. Dicha aplicación habrá de efectuarse dentro de los dos ejercicios 
presupuestarios inmediatamente posteriores a aquel en el que hubiera tenido lugar el 
devengo del beneficio. En todo caso, deberán descontarse de la utilidad a distribuir los 
importes que correspondan a la Consejería competente en materia forestal por anticipos 
reintegrables.

Artículo 46.  Determinación de los aprovechamientos comunales.

1. De acuerdo con las previsiones contenidas en los instrumentos a que hacen referencia 
los artículos 27 a 37 de esta Ley, en los montes objeto de convenio a que se refiere el 
artículo 78 y en función de las posibilidades económicas y presupuestarias, la Consejería 
competente en materia forestal podrá establecer el procedimiento y las condiciones que 
permitan adelantar a cuenta y periódicamente a los vecinos con derecho a los 
aprovechamientos comunales un porcentaje de los previsibles ingresos a obtener en la venta 
de los aprovechamientos forestales.

2. Una vez efectuada la venta de los productos de los aprovechamientos, y descontado 
el veinticinco por ciento del fondo de mejoras, se distribuirá el saldo pendiente hasta totalizar 
el setenta y cinco por ciento de los ingresos obtenidos o, en su caso, el porcentaje que 
proceda según el convenio.
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3. Si el monte se quemase antes de efectuar los aprovechamientos, se procederá a su 
repoblación, iniciándose nuevamente el proceso, pudiendo detraerse las nuevas inversiones 
realizadas de los importes periódicos a satisfacer.

4. Cuando el monte al que se refiere el apartado 1 de este artículo estuviese poblado 
total o parcialmente de especies frondosas o coníferas de turno largo, que la Consejería 
competente en materia forestal desee mantener de forma indefinida, aplicará los mismos 
criterios y, de acuerdo con sus posibilidades presupuestarias, podrá realizar los repartos de 
acuerdo al cálculo de los hipotéticos resultados del turno de la especie principal.

Artículo 47.  Otras actividades.

1. La Consejería competente en materia forestal regulará la actividad recreativa, 
educativa y deportiva en los montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública 
atendiendo a los principios de conservación y sostenibilidad. Cuando tales actividades se 
ubiquen en espacios naturales protegidos se estará a lo dispuesto en el Plan rector de uso y 
gestión.

2. La Consejería competente en materia forestal asegurará en todo caso que los montes 
se mantengan limpios de elementos extraños al mismo, quedando obligados todos a la 
recogida y extracción de los residuos que originen. Igual obligación observarán quienes 
realicen cualquier actividad autorizada.

Artículo 48.  Usos prohibidos.

Quedan prohibidos, salvo expresa autorización de la Consejería competente en materia 
forestal y sin perjuicio de otras autorizaciones necesarias según la legislación sectorial 
aplicable en cada caso:

a) Las acciones que impidan o limiten el normal comportamiento de las especies 
protegidas.

b) La recogida de productos sometidos a autorización y de material vegetal, mineral o de 
ejemplares de la fauna de los montes, salvo que se trate de muestras con fines científicos.

c) El abandono de escombros, residuos o desechos de cualquier tipo o naturaleza.
d) El uso de aquellos elementos productores de ruido, ajenos a la actividad agraria, que 

puedan alterar los hábitos del ganado o de la fauna silvestre.
e) Las actividades motorizadas, ajenas a la actividad agroforestal, excepto en los 

circuitos o viales expresamente autorizados.
f) Las acampadas, excepto en los lugares expresamente previstos.
g) La publicidad estática.
h) La actividad comercial ambulante.

Artículo 49.  Usos autorizables en el dominio público forestal.

1. La Consejería competente en materia forestal podrá dar carácter público, respecto de 
los montes demaniales, a aquellos usos respetuosos con el medio natural, siempre que se 
realicen sin ánimo de lucro y de acuerdo con la normativa vigente, en particular con lo 
previsto en los instrumentos de planificación y gestión aplicables, y cuando sean compatibles 
con los aprovechamientos, autorizaciones o concesiones legalmente establecidos.

2. La Consejería competente en materia forestal someterá, respecto de los montes 
demaniales, a otorgamiento de autorizaciones aquellas actividades que, de acuerdo con la 
normativa autonómica, la requieran por su intensidad, peligrosidad o rentabilidad.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los aprovechamientos forestales 
en el dominio público forestal se regirán por lo que se establece en los artículos 37, 39 y 40 
de esta Ley.

4. La Consejería competente en materia forestal someterá, respecto de los montes 
demaniales, a otorgamiento de concesión todas aquellas actividades que impliquen una 
utilización privativa del dominio público forestal.
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Artículo 50.  Medidas de conservación.

1. Los instrumentos de planeamiento previstos en la legislación urbanística o en la 
relativa a la ordenación territorial incorporarán las medidas que resulten necesarias para la 
conservación en sus ámbitos territoriales de los montes, de acuerdo con lo establecido en 
los instrumentos de planificación forestal.

2. Los instrumentos de planeamiento urbanístico, cuando afecten a la clasificación de 
montes, requerirán el informe de la Consejería competente en materia forestal. Dicho 
informe será vinculante si se trata de montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad 
Pública y los montes incluidos en el Registro de Montes Protectores.

3. En el resto de montes objeto de esta Ley si existiese discrepancia sobre la calificación 
resolverá el Consejo de Gobierno.

4. Toda disminución en el monte que se produzca como consecuencia de actuaciones 
urbanísticas, obras o servicios públicos o de ocupaciones temporales por plazo superior a 
quince años que no sean agrarias deberá ser compensada por el promotor con otro monte 
que sea bosque con una superficie no inferior al doble de la ocupada. Cuando la disminución 
afecte a bosques, la compensación alcanzará, al menos, el cuádruplo de la superficie 
ocupada. En su caso la forestación se efectuará con los criterios y las especies que 
determine la Consejería competente en materia forestal.

5. El mantenimiento, conservación, reposición de marras superiores al diez por ciento, 
cuidados culturales, prevención de incendios o restauración de las superficies quemadas o 
degradadas de los bosques creados al amparo de lo establecido en el párrafo anterior, hasta 
la total implantación de la masa forestal, correrá a cargo del promotor.

6. La anterior compensación cuando sea por motivos urbanísticos no será de aplicación 
cuando el monte pase a formar parte de un espacio libre de acceso y uso público en terrenos 
clasificados como suelo urbano o urbanizable.

CAPÍTULO V

Gravámenes, servidumbres y ocupaciones temporales

Artículo 51.  Declaración de incompatibilidad.

1. La Consejería competente en materia forestal está facultada para declarar la 
incompatibilidad de un gravamen establecido en un monte incluido en el Catálogo de Montes 
de Utilidad Pública y los montes incluidos en el Registro de Montes Protectores.

2. Tal declaración llevará consigo la suspensión o, en su caso, la extinción del gravamen, 
fijándose la correspondiente indemnización de conformidad con las normas reguladoras de 
la expropiación forzosa.

Artículo 52.  Servidumbres y ocupaciones temporales de interés público.

1. Por razones de interés público, y en los casos de concesiones administrativas, se 
podrán autorizar servidumbres y ocupaciones temporales en los montes incluidos en el 
Catálogo de Montes de Utilidad Pública y en los gestionados por la Consejería competente 
en materia forestal.

2. Las infraestructuras de transporte de energía en zonas donde existan montes 
incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública y especialmente en los casos de 
producción y transporte aéreo evitarán, siempre que sea posible, afectar a masas arboladas, 
siendo preferente su trazado por terrenos desarbolados del monte o por otros terrenos 
ajenos al mismo. A tal efecto, si existiera discrepancia entre la Consejería competente en 
materia forestal y la Consejería de la que dependa la obra, el servicio o la concesión de que 
se trate, o cuando se opusiera la entidad propietaria, resolverá el Consejo de Gobierno.

Artículo 53.  Servidumbres y ocupaciones temporales de interés particular.

1. En función del interés particular la Consejería competente en materia forestal, de 
acuerdo con los criterios de preferencia establecidos en los instrumentos de planificación, 
podrá autorizar, mediante acto administrativo suficientemente motivado, el establecimiento 
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de servidumbres u ocupaciones temporales en montes incluidos en el Catálogo de Montes 
de Utilidad Pública cuando se justifique su compatibilidad con su utilidad y con los 
instrumentos que los ordenan, y siempre que medie consentimiento del titular que figure en 
el Catálogo de Montes de Utilidad Pública.

2. Cuando la ocupación temporal se refiera a aprovechamientos agrarios y lo soliciten los 
titulares del derecho de aprovechamiento del monte, la ocupación se entiende compatible 
con la utilidad pública del monte.

3. En el caso de que la ocupación o servidumbre se pretenda localizar en espacio de 
bosque, el promotor deberá justificar, además de la citada compatibilidad, la imposibilidad de 
localizarla sobre otro terreno que no ostente tal calificación. Todo ello sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 50 de esta Ley.

Artículo 54.  Canon de ocupación.

1. Toda ocupación o servidumbre supondrá el abono a la entidad propietaria del monte 
de un canon actualizable acorde con los perjuicios que aquellas ocasionen o con los 
ingresos que puedan proporcionar a su promotor, y que será fijado por la Consejería 
competente en materia forestal. Se considerará uno u otro criterio en atención al mayor 
beneficio que obtenga el titular del monte.

2. Cuando el canon se fije en función de los ingresos, no podrá ser inferior al tres por 
ciento de los mismos.

CAPÍTULO VI

Fondo de mejoras

Artículo 55.  Mejoras y fondo de mejoras.

1. Previo informe de las entidades propietarias, las cuales darán audiencia a los titulares 
de los derechos de aprovechamientos, la Consejería competente en materia forestal podrá 
aprobar Planes de mejoras para los montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad 
Pública y los montes incluidos en el Registro de Montes Protectores y los gestionados por 
ella.

2. A tal efecto, se creará un fondo de mejoras del monte con las aportaciones del 15 
veinticinco por ciento de los ingresos de sus aprovechamientos.

3. Se considerarán mejoras los trabajos y actuaciones de defensa de la gestión forestal 
tales como deslindes y amojonamientos, reforestaciones, trabajos silvícolas o fitosanitarios, 
obras de ejecución y conservación de infraestructuras, creación de pastos y cumplimiento de 
obligaciones generales derivadas de la Ley, así como, en general, cuantas acciones 
contribuyan a la mejor conservación de los montes.

4. Serán beneficiarios del fondo las entidades locales y demás propietarios que resultan 
obligados a efectuar las inversiones en sus montes, con prioridad en el monte que generó 
los ingresos, previa aprobación de la Consejería competente en materia forestal.

CAPÍTULO VII

Aumento del patrimonio forestal público y unidades mínimas de actuación 
forestal

Artículo 56.  Adquisiciones de montes.

1. El Principado de Asturias procurará incrementar su propiedad forestal adquiriendo los 
montes o los derechos sobre los mismos que más adecuadamente puedan servir al 
cumplimiento de los objetivos de la presente Ley, utilizando a tal fin, y según lo demanden 
las circunstancias, la compraventa, permuta, expropiación, donación, herencia o legado, así 
como el ejercicio de los derechos de tanteo o retracto, los convenios urbanísticos o cualquier 
otro medio admitido en derecho.
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2. En los términos establecidos en el artículo 25.2 a 7 de la Ley 43/2003, de 21 de 
noviembre, de Montes, la Comunidad Autónoma tendrá derecho de adquisición preferente en 
los siguientes casos de transmisiones onerosas:

a) De montes de superficie superior a diez hectáreas.
b) De montes clasificados como protectores conforme a lo establecido en el artículo 14 

de esta Ley.

Artículo 57.  Unidad mínima de actuación forestal y límite a la segregación de montes.

1. La unidad mínima de actuación forestal es de diez hectáreas, sin perjuicio de lo 
previsto en la disposición final segunda de esta Ley.

2. Serán indivisibles las parcelas forestales de superficie inferior a diez hectáreas. No 
obstante, serán divisibles por causa no imputable al propietario.

Artículo 58.  Agrupación de montes.

La Consejería competente en materia forestal fomentará la agrupación de montes, 
públicos o privados, con el objeto de facilitar una ordenación y gestión integrada mediante 
instrumentos de gestión forestal que asocien a pequeños propietarios.

CAPÍTULO VIII

Incendios forestales

Artículo 59.  Medidas de prevención y lucha contra incendios.

1. Corresponden a la Consejería competente en materia forestal la planificación, 
coordinación y ejecución de las medidas y acciones necesarias para la prevención contra los 
incendios forestales en colaboración con las demás Administraciones Públicas y los 
particulares, y sin perjuicio y en el marco de lo dispuesto en la Ley del Principado de Asturias 
9/2001, de 15 de octubre, de creación de la entidad pública «Bomberos del Principado de 
Asturias».

2. A estos efectos, los instrumentos a que se refieren los artículos 27 a 37 de la presente 
Ley incorporarán los tratamientos silvícolas preventivos para la más idónea distribución de 
las formas de masas vegetales y la composición botánica de estas masas.

3. Reglamentariamente se regulará en montes y áreas colindantes el ejercicio de todas 
aquellas actividades que puedan dar lugar a riesgo de incendio, y se establecerán normas 
de seguridad aplicables a las urbanizaciones, otras edificaciones, obras, instalaciones 
eléctricas e infraestructuras de transporte en terrenos forestales y sus inmediaciones, que 
puedan implicar peligro de incendios o ser afectadas por éstos. Asimismo, se podrán 
establecer limitaciones al tránsito por los montes, llegando a suprimirlo cuando el peligro de 
incendios lo haga necesario.

4. Reglamentariamente se regulará la constitución de grupos de voluntarios para 
colaborar en la prevención y extinción y cuidarán de la formación de las personas 
seleccionadas para desarrollar estas tareas.

5. El Principado de Asturias fomentará las agrupaciones de propietarios de montes y 
demás personas o entidades interesadas en la conservación de los montes y su defensa 
contra los incendios.

Artículo 60.  Organización de la extinción de los incendios forestales.

1. Para la extinción de cada incendio, salvo en aquellos que se juzgue innecesario por su 
pequeña entidad, se establecerá un mando unificado y estructurado por funciones, basado 
en los objetivos de eficacia y seguridad. El director técnico de la extinción será un profesional 
que haya recibido formación acreditada específica sobre comportamiento del fuego forestal y 
técnicas adecuadas para su extinción.

2. En caso de declaración de situación de emergencia, se estará a lo dispuesto en la 
normativa de protección civil para emergencia por incendios forestales.
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Artículo 61.  Trabajos de extinción.

1. En los trabajos de extinción de incendios forestales, el director técnico de la operación 
tiene la condición de agente de la autoridad y podrá movilizar medios públicos y privados 
para actuar en la extinción de acuerdo con un Plan de operaciones. Asimismo, podrá 
disponer, cuando sea necesario y aunque no se pueda contar con la autorización de los 
propietarios respectivos, la entrada de equipos y medios en fincas forestales o agrícolas, la 
circulación por caminos privados, la apertura de brechas en muros o cercas, la utilización de 
aguas, la apertura de cortafuegos de urgencia y la quema anticipada mediante la aplicación 
de contrafuegos, en zonas que se estime que, dentro de una normal previsión, pueden ser 
consumidas por el incendio. La autoridad local podrá movilizar medios públicos o privados 
adicionales para actuar en la extinción, según el Plan de operación del director técnico.

2. Se considerará prioritaria la utilización por los servicios de extinción de las 
infraestructuras públicas, tales como carreteras, líneas telefónicas, aeropuertos, embalses, 
puertos de mar y todas aquellas necesarias para la comunicación y aprovisionamiento de 
dichos servicios, sin perjuicio de las normas específicas de utilización de cada una de ellas.

3. La Administración del Principado de Asturias asumirá la defensa jurídica del director 
técnico y del personal bajo su mando en los procedimientos seguidos ante los órdenes 
jurisdiccionales civil y penal por posibles responsabilidades derivadas de las órdenes 
impartidas y las acciones ejecutadas en relación con la extinción del incendio.

Artículo 62.  Zonas de alto riesgo de incendio.

1. Aquellas áreas en las que la frecuencia o virulencia de los incendios forestales y la 
importancia de los valores amenazados hagan necesarias medidas especiales de protección 
contra los incendios, podrán ser declaradas zonas de alto riesgo de incendio o de protección 
preferente.

2. Corresponde a la Consejería competente en materia forestal la declaración de zonas 
de alto riesgo y la aprobación de sus Planes de defensa en los términos que se establezca 
reglamentariamente.

3. Para cada una de estas zonas se formulará un Plan de defensa que, como mínimo, 
deberá considerar:

a) Los problemas socioeconómicos que puedan existir en la zona y que se manifiesten a 
través de la provocación reiterada de incendios o del uso negligente del fuego, así como la 
determinación de las épocas del año de mayor riesgo de incendios forestales.

b) Los trabajos de carácter preventivo que resulte necesario realizar, incluyendo los 
tratamientos selvícolas que procedan, áreas cortafuegos, vías de acceso y puntos de agua 
que deban realizar los propietarios de los montes de la zona, así como los plazos de 
ejecución. Asimismo, el Plan de defensa contendrá las modalidades de ejecución de los 
trabajos, en función del estado legal de los terrenos, mediante convenios, acuerdos, cesión 
temporal de los terrenos a la Administración, ayudas o subvenciones o, en su caso, 
ejecución subsidiaria por la Administración.

c) El establecimiento y disponibilidad de los medios de vigilancia y extinción necesarios 
para dar cobertura a toda la superficie forestal de la zona, con las previsiones para su 
financiación.

d) La regulación de los usos que puedan dar lugar a riesgo de incendios forestales.

4. Los Planes de Ordenación Forestal previstos en esta Ley podrán tener la 
consideración de Plan de defensa siempre y cuando cumpla las condiciones descritas en el 
apartado 3 del presente artículo.

5. Las infraestructuras, existentes o de nueva creación, incluidas en las zonas de alto 
riesgo de incendio tendrán una servidumbre de uso para su utilización por los servicios de 
prevención y extinción de incendios.
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Artículo 63.  Obligación de aviso.

Toda persona que advierta la existencia o iniciación de un incendio forestal estará 
obligada a avisar a la autoridad competente o a los servicios de emergencia y, en su caso, a 
colaborar, dentro de sus posibilidades, en la extinción del incendio.

Artículo 64.  Uso de fuego y quema de rastrojos.

1. Como medida de precaución se prohíbe el uso del fuego en los montes a que se 
refiere esta Ley, salvo para las actividades y en las condiciones, períodos o zonas 
autorizadas por la Consejería competente en materia forestal de acuerdo con lo que 
establezca el desarrollo reglamentario de esta Ley.

2. La quema de rastrojos, matorral o de cualquier otro producto que se realice en los 
terrenos incluidos en una franja de 100 metros colindantes con los montes requerirá de 
autorización expresa de la Consejería competente en materia forestal.

Artículo 65.  Deberes de restauración.

1. Es obligación de los propietarios de montes la ejecución de las medidas tendentes a la 
restauración de la cubierta vegetal que resulte dañada por los incendios forestales, incluida 
la reforestación cuando la regeneración natural no sea posible a corto plazo. En caso de 
incumplimiento, la Consejería competente en materia forestal podrá actuar de forma 
subsidiaria, ejecutando la restauración a costa del obligado.

2. Tales propietarios, cuando no hayan sido objeto de sanción por su conducta infractora, 
podrán beneficiarse de las ayudas previstas a estos efectos por la Consejería competente en 
materia forestal o formalizar con la misma convenios o acuerdos.

Artículo 66.  Limitaciones de actividades.

1. No podrán cortarse ni enajenarse maderas resultantes de incendios forestales sin 
expresa autorización de la Consejería competente en materia forestal.

2. La Consejería competente en materia forestal acotará al pastoreo los montes 
incendiados por un plazo mínimo de un año y máximo igual al necesario para la 
recuperación de las especies afectadas o para su restitución a la situación anterior al 
incendio. Para evitar el pastoreo no será necesario proceder al cercado de las zonas 
quemadas, correspondiendo al propietario de las reses velar para que éstas no invadan la 
zona acotada. La Consejería competente en materia forestal podrá levantar total o 
parcialmente los acotamientos en función de las características de la vegetación afectada.

3. No se podrá efectuar cambio alguno en el destino urbanístico de los terrenos 
afectados por el fuego hasta transcurridos treinta años del siniestro, ni su transformación en 
suelos agrícolas hasta que la masa forestal o cubierta vegetal adquiera el mismo estado que 
tenía en el momento del incendio, y, en todo caso, de conformidad con lo dispuesto en la 
normativa urbanística de aplicación.

4. La Consejería competente en materia forestal adoptará las medidas necesarias para 
evitar que las masas forestales quemadas produzcan contaminación por plagas o 
enfermedades.

5. La infracción por los propietarios de los deberes y prohibiciones consignados implica, 
sin perjuicio de las responsabilidades administrativas o penales a que diera lugar, el 
incumplimiento de la función social de la propiedad por lo que la Consejería competente en 
materia forestal podrá proceder a la expropiación forzosa de los terrenos de acuerdo con la 
legislación específica.

6. En cualquiera de los montes a que se refiere esta Ley la Consejería competente en 
materia forestal podrá, previa instrucción del oportuno expediente, no computar las 
superficies forestales afectadas por el fuego o la totalidad de la del monte cuando el fuego le 
haya afectado en más de un cincuenta por ciento de su superficie, a los efectos relacionados 
con el pago de subvenciones o ayudas a las rentas durante los cinco años siguientes a 
producirse el incendio, o durante el plazo requerido para devolver la vegetación a las 
condiciones anteriores al incendio.
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CAPÍTULO IX

Plagas y enfermedades forestales

Artículo 67.  Deber de protección.

En el marco de lo establecido en la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de Sanidad 
Vegetal, los montes deberán ser protegidos contra las plagas y enfermedades que pongan 
en peligro la supervivencia, el buen estado de conservación de las masas forestales o el 
cumplimiento de sus funciones protectoras, productoras o recreativas.

Artículo 68.  Funciones de vigilancia y prevención.

1. La Consejería competente en materia forestal ejercerá funciones de vigilancia, 
prevención y estudio de las plagas y, en general, de las enfermedades forestales, en 
especial respecto de los montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública y los 
montes incluidos en el Registro de Montes Protectores. A tal efecto, prestará a las entidades 
públicas o sujetos particulares el asesoramiento técnico preciso, pudiendo formalizarse 
además los convenios o acuerdos que se estimen pertinentes.

2. Cuando se detecte la presencia de nuevos o desconocidos agentes nocivos, la 
Consejería competente en materia forestal deberá adoptar medidas singulares que eviten su 
propagación estableciendo al efecto los sistemas adecuados para su destrucción o las 
pertinentes cuarentenas y prohibiciones de circulación de semillas, productos forestales y, en 
general, de cuanto pueda contribuir a la extensión de los elementos dañinos.

3. La Consejería competente en materia forestal elaborará la relación de plantas 
invasoras que pudieran estar afectando o entrañar riesgos a los montes asturianos y 
promoverá campañas para su eliminación o erradicación.

4. Corresponde a la Consejería competente en materia forestal declarar la existencia de 
una plaga y la utilidad pública de la lucha contra la misma, en los términos establecidos en la 
Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de Sanidad Vegetal, dando cuenta a la Administración 
General del Estado de dicha declaración y de las medidas fitosanitarias adoptadas.

5. En todo caso, la Consejería competente en materia forestal informará a la 
Administración General del Estado sobre la localización de focos incipientes de plagas, la 
incidencia e intensidad de las plagas de cuarentena y de aquellas otras detectadas en el 
ámbito territorial del Principado de Asturias que tengan especial incidencia, así como de las 
medidas fitosanitarias adoptadas.

Artículo 69.  Deberes de colaboración.

1. Los propietarios, públicos o privados, de montes quedan obligados a poner en 
conocimiento de la Consejería competente en materia forestal la aparición de enfermedades 
o plagas, así como a poner en práctica las medidas fitosanitarias obligatorias que se 
establezcan como consecuencia de la declaración de existencia de una plaga, incluida la 
destrucción de productos forestales por corta, arranque, quema o cualquier otro método, 
debiendo estarse a lo que sobre indemnizaciones en la lucha obligatoria contra plagas 
establece el artículo 21 de la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de Sanidad Vegetal, cuando 
las medidas establecidas para la lucha contra una plaga supongan la destrucción, deterioro o 
inutilización de bienes o propiedades particulares o públicas.

2. Cuando en la lucha contra una plaga, la acción individual pueda interferir la colectiva 
con riesgo de su efectividad o sea necesaria la adopción de medidas especiales o el empleo 
de medios extraordinarios, la Consejería competente en materia forestal podrá establecer la 
obligatoriedad de realizarla colectivamente por parte de organizaciones reconocidas 
oficialmente o directamente por la Administración, en cuyo caso los interesados afectados 
deberán abstenerse de realizar cualquier otra acción individual, si así fuera establecido.
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Artículo 70.  Obligación de tratamientos fitosanitarios.

1. La Consejería competente en materia forestal, previa delimitación de la zona afectada 
y del agente nocivo, podrá declarar obligatoria la puesta en práctica de los tratamientos 
fitosanitarios que estime adecuados contra la enfermedad o plaga.

2. Los propietarios, públicos o privados, de los espacios afectados efectuarán los 
trabajos ordenados, acogiéndose, en su caso, a las ayudas que pudieran al efecto 
establecerse. En caso contrario, la Consejería competente en materia forestal actuará 
subsidiariamente por cuenta y a costa del obligado.

Artículo 71.  Uso de plaguicidas.

1. La Consejería competente en materia forestal, con el fin de evitar los efectos de los 
plaguicidas, promoverá su uso selectivo y, en todo caso, acordará las oportunas medidas 
preventivas de defensa fitosanitaria.

2. Cuando se empleen plaguicidas, su uso deberá tener en cuenta el fitoparásito a 
controlar, los factores naturales limitadores del mismo, la vegetación afectada, la fauna y el 
medio físico, sin perjuicio de la aplicación de las normas específicas existentes sobre tales 
productos.

3. La Consejería competente en materia forestal podrá proponer a la Administración 
General del Estado las restricciones o prohibiciones que considere procedentes en relación 
con las limitaciones excepcionales que sobre comercialización y uso de productos 
fitosanitarios autorizados establezca aquélla en los términos del artículo 32 de la Ley 
43/2002, de 20 de noviembre, de Sanidad Vegetal.

Artículo 72.  Controles fitosanitarios.

1. Con el fin de evitar la propagación de plagas o enfermedades, los viveros o aquellas 
instalaciones destinadas a la producción o comercialización de plantas con destino forestal u 
ornamental quedarán sometidos a control fitosanitario por la Consejería competente en 
materia forestal, constituyendo obligación de sus propietarios la adopción de aquellas 
medidas imprescindibles para el mantenimiento del adecuado estado fitosanitario del 
material vegetal.

2. La Consejería competente en materia forestal procederá a la inmovilización y, en su 
caso, la destrucción de los productos existentes en dichas instalaciones afectados por 
alguna enfermedad o plaga, sin que por ello proceda indemnización alguna.

Artículo 73.  Declaración de zona libre de plagas.

Cuando en un monte de los incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley, y respecto 
a una o varias plagas de cuarentena, se conozca que no son endémicas ni están 
establecidas, la Consejería competente en materia forestal podrá instar de la Administración 
General del Estado que proponga a la Unión Europea la declaración de dicha zona como 
libre de estas plagas en los términos previstos en el artículo 8 de la Ley 43/2002, de 20 de 
noviembre, de Sanidad Vegetal.

CAPÍTULO X

Restauración hidrológico-forestal

Artículo 74.  La restauración hidrológico-forestal.

1. Sin perjuicio de las competencias concurrentes de otras Administraciones Públicas, 
así como de las estipulaciones del Plan Nacional de Actuaciones Prioritarias de 
Restauración Hidrológico-Forestal previsto en el artículo 41 de la Ley 43/2003, de 21 de 
noviembre, de Montes, corresponde a la Consejería competente en materia forestal la 
restauración hidrológico-forestal.

2. Se entiende por restauración hidrológico-forestal los planes, trabajos y acciones 
necesarios para la conservación, defensa y recuperación de la estabilidad y fertilidad de los 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 67  Ley de montes y ordenación forestal

– 914 –



suelos, la regulación de escorrentías, la consolidación de cauces fluviales y laderas, la 
contención de sedimentos y, en general, la defensa del suelo contra la erosión.

3. Corresponde al Consejo de Gobierno, previa audiencia de los propietarios de montes, 
la aprobación de los Planes de restauración hidrológico-forestal. La misma implicará la 
declaración de utilidad pública de las obras y trabajos a efectos de la posible expropiación de 
los terrenos en donde hayan de realizarse.

4. Los Planes de restauración hidrológico-forestal contendrán, en todo caso, las medidas 
y trabajos necesarios para:

a) La restauración de la cubierta vegetal y, en su caso, las actuaciones de defensa y 
mejora de la cubierta vegetal existente.

b) La realización de obras de hidrología para la consolidación de cauces y laderas, 
regulación de escorrentías y contención de sedimentos.

Artículo 75.  Solicitud de declaración de interés general de actuaciones de restauración 
hidrológico-forestal fuera del dominio público hidráulico.

En los términos previstos en el artículo 42 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de 
Montes, la Administración del Principado de Asturias podrá solicitar del Ministerio de Medio 
Ambiente la declaración de interés general para actuaciones de restauración hidrológico-
forestal fuera del dominio público hidráulico.

CAPÍTULO XI

Fomento de la reforestación e industrias forestales

Artículo 76.  Fomento de la reforestación.

1. Sin perjuicio de las competencias concurrentes de otras Administraciones Públicas, la 
Consejería competente en materia forestal del Principado de Asturias fomentará la 
reforestación de espacios desarbolados, considerándose prioritarias las zonas que hayan 
sufrido incendios. La reforestación podrá ser declarada obligatoria en los montes incluidos en 
el Catálogo de Montes de Utilidad Pública por acuerdo del Consejo de Gobierno.

2. Antes de proceder a la repoblación parcial o total de un monte incluido en el Catálogo 
de Montes de Utilidad Pública o de los que se refiere el artículo 78, el territorio que éste 
ocupe habrá de clasificarse según sus aprovechamientos, que, como mínimo, serán los 
forestales y ganaderos. Tal clasificación deberá contar con la aprobación del propietario del 
monte y en su caso con la de los titulares del derecho de aprovechamiento.

3. La Consejería competente en materia forestal regulará reglamentariamente la 
utilización de plantones de origen y calidad genética adecuados para las repoblaciones de 
acuerdo con la finalidad de las mismas.

Artículo 77.  Proyecto técnico.

Los trabajos de reforestación que realicen los titulares públicos o privados de los montes 
cualquiera que sea su titularidad o naturaleza, así como los de los terrenos agrícolas que se 
reforesten, en superficies superiores a diez hectáreas, requerirán la aprobación de un 
proyecto técnico, cuya ejecución quedará sujeta a la inspección de la Consejería competente 
en materia forestal.

Artículo 78.  Convenios de reforestación.

1. Los propietarios, públicos o privados, de montes podrán formalizar convenios de 
reforestación, mejora y conservación con la Consejería competente en materia forestal, 
pudiendo constituirse a tal efecto un derecho real a favor de la Administración sobre las 
cubiertas vegetales creadas o a conservar y cuyo clausulado le facultaría para actuar en el 
espacio y realizar en él los aprovechamientos pertinentes. Dicho convenio no podrá afectar a 
las forestaciones con especies con turnos inferiores a quince años.

2. En los términos del convenio suscrito la Consejería competente en materia forestal 
podrá asumir la financiación de los trabajos de reforestación, reposición de marras, trabajos 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 67  Ley de montes y ordenación forestal

– 915 –



silvícolas y creación de las infraestructuras viarias, correctoras de la erosión o de defensa 
contra incendios, así como cualesquiera otros necesarios para garantizar el 
aprovechamiento racional del monte.

3. Con carácter general, los convenios tendrán como período máximo de vigencia el del 
primer turno de la especie principal, sin perjuicio de la facultad de las partes contratantes 
para ampliar posteriormente el acuerdo a la conservación o defensa de las masas forestales 
nuevamente creadas.

4. La liquidación del consorcio de los montes públicos cuando éstos pasen a gestionarse 
mediante convenio no supondrá desembolso alguno para la entidad propietaria.

5. El Principado de Asturias podrá sustituir los consorcios y convenios de reforestación 
suscritos con los propietarios de montes por otras figuras contractuales en las que no sería 
exigible una compensación económica a favor de la Administración o condonar su deuda, 
siempre que se cuente con el acuerdo de los propietarios y que concurra alguna de las 
siguientes condiciones:

a) Los beneficios indirectos y el interés social que genere el mantenimiento de la cubierta 
vegetal superen los de las rentas directas del monte.

b) El propietario del suelo se comprometa a conservar adecuadamente la masa forestal 
creada por aquellos consorcios o convenios mediante la aplicación de un instrumento de 
gestión.

c) Aquellas otras que reglamentariamente fije la Comunidad Autónoma.

Artículo 79.  Industrias forestales.

La Administración del Principado de Asturias podrá promover, a propuesta de las 
Consejerías competentes:

a) La instalación, mejora y reestructuración de las industrias de primera y segunda 
transformación de los productos forestales.

b) El estímulo de las relaciones interprofesionales entre los sectores de producción 
forestal y la industria transformadora.

c) La apertura de líneas de crédito y de ayudas para la mejora de las industrias 
transformadoras y de comercialización de productos de origen forestal.

Artículo 80.  Registro de Cooperativas, Empresas e Industrias Forestales.

1. La Consejería competente en materia forestal llevará, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, un registro de cooperativas, empresas e industrias 
forestales, tanto de las empresas que realizan trabajos forestales en los montes como de las 
industrias forestales, incluyendo en éstas las de sierra, chapa, tableros, pasta, papel y 
corcho, manteniendo informada a la Administración General del Estado sobre dicho registro.

2. Reglamentariamente se determinarán los términos en que las cooperativas, empresas 
e industrias forestales facilitarán anualmente a la Consejería competente en materia forestal, 
a efectos estadísticos, los datos relativos a su actividad, en particular, la producción, 
transformación y comercialización de sus productos forestales, para su integración en la 
Estadística Forestal Española, en la forma prevista en el artículo 61.2 de la Ley 43/2003, de 
21 de noviembre, de Montes.

CAPÍTULO XII

Investigación científica y tecnológica, formación y educación forestal

Artículo 81.  Investigación científica y tecnológica.

1. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 55 y 56 de la Ley 43/2003, de 21 de 
noviembre, de Montes, la Consejería competente en materia forestal promoverá el desarrollo 
de la investigación científica y tecnológica en materia forestal y fomentará la realización de 
estudios experimentales y de investigación tendentes a un mejor conocimiento de las 
técnicas a aplicar en materia forestal.
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2. En los montes de titularidad del Principado de Asturias se podrán establecer áreas de 
reserva no intervenidas para el estudio de la evolución natural de los montes. Este mismo 
tipo de áreas se podrá establecer en montes de otra titularidad, previo acuerdo de su 
propietario.

Artículo 82.  Formación y divulgación forestal.

1. Con el fin de contribuir al desarrollo y promoción de los aspectos sociolaborales del 
sector forestal y al fomento del empleo, con especial atención a las poblaciones rurales, el 
Principado de Asturias, en colaboración con otras Administraciones públicas y con los 
agentes sociales representativos, promoverá la elaboración de Planes de formación y 
empleo del sector forestal, incluyendo medidas relativas a la prevención de riesgos 
laborales.

2. Asimismo el Principado de Asturias, en colaboración con otras Administración públicas 
y con los agentes sociales representativos, promoverá el establecimiento de programas de 
divulgación orientados a concienciar al conjunto de la sociedad de la importancia de la 
existencia de los montes y de sus productos como recursos naturales renovables, así como 
de su gestión sostenible.

Artículo 83.  Educación forestal.

El Principado de Asturias promoverá programas de educación, divulgación y 
sensibilización relativos a los objetivos de esta Ley, que estarán dirigidos a los integrantes 
del sistema educativo.

CAPÍTULO XIII

Medidas de fomento

Artículo 84.  Fines preferentes.

1. Serán objeto de atención preferente por parte de la Consejería competente en materia 
forestal:

a) El aumento de la superficie forestal y la restauración de los bosques afectados por 
incendios u otras catástrofes, así como la construcción de infraestructuras de defensa contra 
las mismas.

b) Los trabajos de corrección hidrológico-forestal.
c) La defensa contra plagas y enfermedades forestales.
d) La producción maderera, la investigación forestal y la comercialización y 

transformación de los productos de los montes.
e) Los trabajos de mejora silvícola, de los pastos o de las condiciones cinegéticas.
f) Las actuaciones destinadas a ampliar y mejorar el uso recreativo de los montes.
g) La elaboración de los Proyectos de Ordenación y Planes Técnicos previstos en el 

artículo 36 de esta Ley.
h) Las actuaciones en materia de formación y educación forestal.
i) La mejora genética y la conservación de los recursos genéticos forestales.
j) La cooperación entre los propietarios forestales a fin de lograr unidades de gestión 

suficientemente amplias.

2. Tendrán carácter prioritario:

a) Las que se ajusten a las directrices del Plan de Ordenación de los Recursos 
Forestales del Principado de Asturias o en él sean consideradas preferentes.

b) Las que recaigan sobre propietarios de montes sometidos a limitaciones específicas o 
en los que existan peligro de incendios.

c) Las que tiendan a la creación de empleo en el medio rural.

Artículo 85.  Ayudas.

1. Las ayudas podrán adoptar algunas de las modalidades siguientes:
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a) Subvenciones.
b) Anticipos reintegrables.
c) Exenciones fiscales de los tributos propios de la Administración del Principado de 

Asturias.
d) Asesoramiento, ayuda técnica o ejecución de los trabajos a cargo, total o parcial, de la 

Consejería competente en materia forestal.
e) Cualesquiera otros establecidos por las normas vigentes.
f) De acuerdo con la normativa de la Unión Europea, la Consejería competente en 

materia forestal fomentará la creación de líneas de crédito bonificadas para financiar las 
inversiones forestales. Estos créditos podrán ser compatibles con las subvenciones e 
incentivos.

2. Podrán ser beneficiarios de las ayudas:

a) Los propietarios de montes, sean públicos o privados.
b) Los titulares de derechos de uso y disfrute.
c) Quienes sean parte de los convenios o acuerdos a que se refiere la presente Ley.

3. Las actuaciones impuestas para la reparación obligatoria, por parte del infractor, de 
los daños causados por acciones tipificadas como infracciones no podrán en ningún caso ser 
objeto de ayudas públicas.

4. La ocultación o falseamiento de datos que sirvan para la concesión de ayudas o 
beneficios dará lugar a su pérdida y a la devolución de los que hayan podido ser percibidos, 
sin perjuicio de los demás supuestos de revocación o reintegro previstos en el régimen 
general de subvenciones.

Artículo 86.  Seguro de incendios forestales.

Los propietarios que suscriban el Seguro de Incendios Forestales en el marco de lo 
previsto en la legislación estatal, tendrán prioridad para acogerse a las ayudas previstas en 
el artículo 85 de esta Ley.

Artículo 87.  Incentivos por las externalidades ambientales.

1. Reglamentariamente se regularán los procedimientos y las condiciones para incentivar 
las externalidades positivas de los montes ordenados.

2. Para estos incentivos se tendrán en cuenta, entre otros, los siguientes factores:

a) La conservación, restauración y mejora de la biodiversidad y del paisaje en función de 
las medidas específicamente adoptadas para tal fin.

b) La fijación de dióxido de carbono en los montes como medida de contribución a la 
mitigación del cambio climático, en función de la cantidad de carbono fijada en la biomasa 
forestal del monte, así como de la valorización energética de los residuos forestales.

c) La conservación de los suelos y del régimen hidrológico en los montes como medida 
de lucha contra la desertificación, en función del grado en que la cubierta vegetal y las 
prácticas selvícolas contribuyan a reducir la pérdida o degradación del suelo y de los 
recursos hídricos superficiales y subterráneos.

3. La Consejería competente en materia forestal podrá aportar estos incentivos por las 
siguientes vías:

a) Subvención al propietario de los trabajos dirigidos a la gestión forestal sostenible.
b) Establecimiento de una relación contractual con el propietario.
c) Inversión directa por la Administración.

Artículo 88.  Fundaciones y asociaciones de carácter forestal.

El Principado de Asturias promoverá las fundaciones, asociaciones y cooperativas de 
iniciativa social, existentes o de nueva creación, que tengan por objeto las materias que se 
tratan en esta Ley y, en particular, la gestión sostenible y multifuncional de los montes, y que 
puedan colaborar con la Administración en el ejercicio de sus competencias.
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CAPÍTULO XIV

Infracciones y sanciones

Artículo 89.  Potestad sancionadora.

1. La Consejería competente en materia forestal inspeccionará el ejercicio y desarrollo 
de las actividades sometidas a la presente Ley y ejercerá la potestad sancionadora, en los 
términos en ella establecidos.

2. Constituye infracción administrativa en materia forestal generadora de responsabilidad 
toda acción u omisión que vulnere lo establecido en la presente Ley, y se clasifican en:

a) Infracciones muy graves.
b) Infracciones graves.
c) Infracciones leves.

Artículo 90.  Infracciones muy graves.

1. Son infracciones muy graves:

a) La variación no autorizada de uso o cultivo de los montes o la roturación de los 
mismos, así como la plantación de especies no autorizadas cuando se vieran afectados 
terrenos poblados de especies protegidas.

b) El uso de plaguicidas no permitidos y la aplicación excesiva o inadecuada de los 
admitidos, cuando la superficie afectada sea igual o superior a cinco hectáreas.

c) La utilización de montes de forma tan intensiva o inconveniente que provoque o 
acelere la degradación del suelo o de la capa vegetal, cuando tal uso afecte a una superficie 
igual o superior a diez hectáreas.

d) La corta, tala, desenraizamiento o venta de madera quemada procedente de incendio 
forestal, realizadas sin autorización o fuera de la época hábil, así como la inutilización de 
especies forestales arbóreas o arbustivas, realizadas en terrenos de propiedad de 
particulares y cuando la cuantía de lo aprovechado sea igual o superior a mil quinientos 
metros cúbicos en especies de crecimiento rápido o de quinientos metros cúbicos en el caso 
de las de crecimiento lento. En el supuesto de que se trate de montes incluidos en el 
Catálogo de Montes de Utilidad Pública, las conductas a que se refiere el párrafo anterior 
tendrán la consideración de infracciones muy graves cuando la cuantía de lo aprovechado 
sea igual o superior a quinientos metros cúbicos, con independencia de que se trate de 
especies de crecimiento rápido o lento.

e) Las cortas, talas, desenraizamiento, venta de madera quemada procedente de 
incendio forestal o inutilización de especies forestales protegidas cuando el número de las 
afectadas sea superior a cien unidades de porte arbóreo o cuatrocientas de porte arbustivo.

f) Los aprovechamientos sin autorización, en montes incluidos en el Catálogo de Montes 
de Utilidad Pública o que hayan sido objeto de convenio, de piedras, zahorra, grava, arena, 
turba u otros productos análogos superiores a dos mil quinientos metros cúbicos.

g) La quema efectuada con infracción de su normativa reguladora, o sin autorización de 
la Consejería competente en materia forestal, dentro del perímetro del monte arbolado.

h) La alteración de hitos, señales o mojones que sirvan para delimitar los montes 
públicos cuando se impida la determinación sobre el terreno de los lindes legalmente 
establecidos.

2. Tendrán, asimismo, la consideración de muy graves cualesquiera acciones u 
omisiones que provoquen pérdida de la calidad del suelo cuya recuperación exceda de diez 
años y, en especial, las siguientes:

a) El incumplimiento de las medidas cautelares obligatorias destinadas a la conservación 
de los montes.

b) La inobservancia de las reglas destinadas a la prevención o extinción de incendios 
forestales, así como de lucha contra la erosión, las plagas y las enfermedades forestales.

c) El cercado, rompimiento de cercas establecidas y cualquier otra forma de ocupación 
temporal o permanente sin contar con autorización.
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d) El incumplimiento del deber de repoblar o restaurar los montes incendiados dentro del 
plazo establecido o su adscripción a fines o actividades distintas a las que hubieren tenido 
con anterioridad a la producción del incendio forestal.

e) El incumplimiento de las condiciones específicas señaladas en los aprovechamientos.
f) La realización sin autorización de vertidos sólidos o líquidos, así como el abandono de 

material y residuos en los montes.
g) El pastoreo o permanencia de reses en montes sin autorización cuando tal requisito 

fuera preceptivo o realizado en zonas o épocas acotadas o en contravención de los Planes 
de aprovechamiento o de las ordenanzas.

h) La utilización de montes de dominio público sin la correspondiente concesión o 
autorización para aquellos usos que la requieran.

i) El empleo de fuego en los montes y áreas colindantes en las condiciones, épocas, 
lugares o para actividades no autorizadas.

j) La forestación o reforestación con materiales de reproducción expresamente 
prohibidos.

k) La realización de aprovechamientos forestales sin autorización administrativa o, en su 
caso, notificación del titular y, en general, la realización de cualquier actividad no autorizada 
o notificada, cuando tales requisitos sean obligatorios.

l) La realización de vías de saca, pistas, caminos o cualquier otra obra cuando no esté 
prevista en los correspondientes Proyectos de Ordenación o, en su caso, en el Plan de 
Ordenación de Recursos Forestales del Principado de Asturias, o sin estar expresamente 
autorizada por el órgano forestal de la Comunidad Autónoma.

m) El tránsito o la permanencia en caminos o zonas forestales donde exista prohibición 
expresa en tal sentido.

n) El incumplimiento de las obligaciones de información a la Administración por parte de 
los particulares.

ñ) El incumplimiento, total o parcial, de otras obligaciones o prohibiciones establecidas 
en esta Ley.

Artículo 91.  Infracciones graves.

1. Son infracciones graves:

a) La variación no autorizada de uso o cultivo de montes, así como la plantación de 
especies no autorizadas que afecten a más de diez hectáreas y con independencia de la 
superficie afectada cuando se roturen los terrenos.

b) El uso de plaguicidas no permitidos o la aplicación extensiva o inadecuada de los 
permitidos en montes cuando la superficie afectada sea inferior a cinco hectáreas.

c) La utilización de montes en forma que provoque la degradación del suelo o de la capa 
vegetal, cuando el uso afecte a una superficie inferior a diez hectáreas.

d) La corta, tala, desenraizamiento o venta de madera quemada procedente de incendio 
forestal realizados sin autorización o fuera del período hábil, así como la inutilización de 
especies forestales, arbóreas o arbustivas, realizadas en propiedades particulares y cuando 
el volumen de los productos forestales afectados sea igual o superior a quinientos metros 
cúbicos en especies de crecimiento rápido y cien metros cúbicos en especies de crecimiento 
lento, y no exceda de mil quinientos metros cúbicos en especies de crecimiento rápido y de 
quinientos metros cúbicos en especies de crecimiento lento. En montes incluidos en el 
Catálogo de Montes de Utilidad Pública, las conductas a que se refiere el apartado anterior, 
cuando afecten a productos forestales cuyo volumen sea igual o superior a cien metros 
cúbicos y no exceda de quinientos metros cúbicos, con independencia de que se trate de 
especies de crecimiento rápido o lento.

e) Las cortas, talas, desenraizamientos, venta de madera quemada procedente de 
incendio forestal o inutilización de especies forestales protegidas, cuando el número de las 
afectadas sea inferior a cien unidades y superior a diez, tratándose de especies de porte 
arbóreo. En el caso de especies de porte arbustivo, cuando afecte a un número inferior a 
cuatrocientas unidades y superior a cuarenta.

f) Los aprovechamientos sin autorización en montes incluidos en el Catálogo de Montes 
de Utilidad Pública u objeto de convenio de piedras, zahorra, grava, arena, turba u otros 
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productos análogos que afecten a un volumen superior a cien metros cúbicos y no exceda 
de dos mil quinientos metros cúbicos, así como el aprovechamiento de leñas que excedan 
de cien metros cúbicos o estéreos.

g) El pastoreo o permanencia de ganado en las zonas acotadas al mismo por causa de 
un incendio.

h) El pastoreo o permanencia de ganado carente de saneamiento, o sin identificar, en 
montes cualquiera que sea su titularidad o naturaleza.

i) La obstrucción de la actividad inspectora, de investigación y de control de la Consejería 
competente en materia forestal, así como la resistencia a su autoridad.

j) La quema efectuada con infracción de su normativa reguladora, o sin autorización de la 
Consejería competente en materia forestal, dentro del terreno de monte no arbolado.

k) La alteración de hitos, señales o mojones que sirvan para delimitar los montes 
públicos cuando no se impida la determinación sobre el terreno de los lindes legalmente 
establecidos.

2. Es también infracción grave cualquier alteración negativa o que ocasione la pérdida de 
calidad del suelo cuya recuperación no exceda de un período de diez años,  y en especial, 
las acciones u omisiones siguientes:

a) La inhibición por parte de los obligados en la ejecución de las acciones o inversiones 
previstas en la presente Ley.

b) El incumplimiento de las disposiciones dictadas para la prevención o extinción de 
incendios forestales, así como de lucha contra la erosión, las plagas y las enfermedades 
forestales.

c) El cercado, rompimiento de cercas establecidas por el titular del monte y cualquier otra 
forma de ocupación temporal o permanente no autorizada.

d) El incumplimiento del deber de repoblar o restaurar los montes que hubiesen sido 
objeto de incendio dentro de los plazos al efecto establecidos, así como su adscripción a 
fines o actividades distintas a las que hubieren tenido con anterioridad a la producción del 
incendio.

e) El incumplimiento de las condiciones específicas establecidas en los 
aprovechamientos.

f) La realización sin autorización de vertidos sólidos o líquidos, así como el abandono de 
material y residuos en los montes.

g) El pastoreo o permanencia de reses en montes sin autorización cuando tal requisito 
fuera preceptivo o realizado en zonas o épocas acotadas o en contravención de los Planes 
de aprovechamiento o de las ordenanzas.

h) La utilización de montes de dominio público sin la correspondiente concesión o 
autorización para aquellos usos que la requieran.

i) El empleo de fuego en los montes y áreas colindantes en las condiciones, épocas, 
lugares o para actividades no autorizadas.

j) La forestación o reforestación con materiales de reproducción expresamente 
prohibidos.

k) La realización de aprovechamientos forestales sin autorización administrativa o, en su 
caso, notificación del titular y, en general, la realización de cualquier actividad no autorizada 
o notificada, cuando tales requisitos sean obligatorios.

l) La realización de vías de saca, pistas, caminos o cualquier otra obra cuando no esté 
prevista en los correspondientes Proyectos de Ordenación o Planes dasocráticos de montes 
o, en su caso, PORF, o sin estar expresamente autorizada por el órgano forestal de la 
Comunidad Autónoma.

m) El tránsito o la permanencia en caminos o zonas forestales donde exista prohibición 
expresa en tal sentido.

n) El incumplimiento de las obligaciones de información a la Administración por parte de 
los particulares.

ñ) El incumplimiento, total o parcial, de otras obligaciones o prohibiciones establecidas 
en esta Ley.
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Artículo 92.  Infracciones leves.

1. Son infracciones leves:

a) La variación no autorizada de uso o cultivo de los montes, así como la plantación de 
especies no autorizadas que afecten a una superficie inferior a diez hectáreas siempre que 
no se produzca la roturación del terreno.

b) La corta, tala, desenraizamiento o venta de madera quemada procedente de incendio 
forestal realizados sin autorización o fuera del período hábil, así como la inutilización de 
especies forestales, arbóreas o arbustivas, realizadas en propiedad de particulares, cuando 
el volumen de los productos forestales aprovechados sea inferior a quinientos metros 
cúbicos tratándose de especies de crecimiento rápido y en el caso de especies de 
crecimiento lento el volumen de productos afectados sea inferior a cien metros cúbicos. En 
montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública, las conductas a que se 
refiere el apartado anterior, cuando afecten a productos forestales cuyo volumen sea inferior 
a cien metros cúbicos, con independencia de que se trate de especies de crecimiento rápido 
o lento.

c) Las cortas, talas, desenraizamientos, venta de madera quemada procedente de 
incendio forestal o inutilización de especies forestales protegidas, cuando el número de las 
afectadas sea inferior a diez unidades tratándose de especies de porte arbóreo o de 
cuarenta unidades de porte arbustivo.

d) La poda de especies forestales, el desbroce u otras tareas silvícolas en incluidos en el 
Catálogo de Montes de Utilidad Pública, realizadas sin autorización o contraviniendo los 
Planes Anuales de aprovechamiento.

e) Los aprovechamientos sin autorización en montes incluidos en el Catálogo de Montes 
de Utilidad Pública u objeto de convenio de piedras, zahorra, grava, arena, turba u otros 
productos análogos que afecten a un volumen de los mismos que no exceda cien metros 
cúbicos, así como el aprovechamiento de leñas que no excedan de cien metros cúbicos o 
estéreos.

f) Cualquier incumplimiento de las condiciones señaladas en las autorizaciones de 
aprovechamiento no descritas en los artículos anteriores, así como los aprovechamientos 
forestales realizados por personas que no reúnan los requisitos legales.

g) La ausencia de comunicación o la negligencia de los propietarios en denunciar a la 
Consejería competente en materia forestal la existencia de plagas o enfermedades que 
afecten a los montes.

h) Las quemas con infracción de su normativa reguladora, o sin autorización de la 
Consejería competente en materia forestal, en la franja de cien metros colindante con el 
perímetro del monte.

i) El incumplimiento de las obligaciones de información a la Administración por parte de 
los particulares.

2. Tendrán, asimismo, la consideración de faltas leves, siempre que no se produjera una 
alteración negativa del suelo ni se ocasione una pérdida de la calidad del mismo, las 
acciones u omisiones siguientes:

a) La inhibición por parte de los obligados en la ejecución de las acciones o inversiones 
previstas en esta Ley.

b) El cercado, rompimiento de las cercas establecidas por el titular del espacio y 
cualquier otra forma de ocupación temporal o permanente de montes incluidos en el 
Catálogo de Montes de Utilidad Pública, sin contar con autorización.

c) El incumplimiento del deber de repoblar o restaurar los montes que hubiesen sido 
objeto de incendio dentro de los plazos al efecto establecidos, así como su adscripción a 
fines o actividades distintas a las que hubieren tenido con anterioridad a la producción del 
incendio.

Artículo 93.  Sujetos responsables.

1. Serán responsables de las infracciones las personas físicas o jurídicas, públicas o 
privadas siguientes:
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a) Las que directamente realicen la actividad infractora o las que ordenen dicha actividad 
cuando el ejecutor tenga con aquellas una relación laboral, estatutaria o cualquier otra de 
hecho o de derecho, siempre que se demuestre su dependencia del ordenante.

b) Con carácter subsidiario las personas que, de acuerdo con los estatutos o escritura 
social, sean titulares, promotores o explotadores de la actividad o proyecto del que se derive 
la infracción.

c) Los concesionarios del dominio público o servicio público en los términos de los 
apartados anteriores.

2. Cuando no sea posible determinar el grado de participación de las distintas personas 
que hubiesen intervenido en la realización de una infracción, la responsabilidad será 
solidaria, sin perjuicio del derecho a repetir frente a los demás participantes, por parte de 
aquel o aquellos que hubieran hecho frente a las responsabilidades.

Artículo 94.  Sanciones pecuniarias.

1. Las infracciones leves serán castigadas con multas de cuantía comprendida entre 100 
a 1.000 euros. Las infracciones graves con multas de cuantía comprendida entre 1.001 a 
100.000 euros. Las muy graves con multas de cuantía comprendida entre 100.001 a 
1.000.000 euros.

2. El importe de las multas podrá incrementarse hasta llegar al duplo del beneficio 
ilícitamente percibido, en caso de que concurra éste.

3. Para precisar el grado correspondiente de la multa a imponer, se tendrán en cuenta la 
reincidencia, el grado de intencionalidad del infractor, su contenido lucrativo, sus 
repercusiones sobre la conservación de los recursos, la importancia de los daños y perjuicios 
causados y la posibilidad de reparación de la realidad física afectada.

Artículo 95.  Sanciones accesorias.

En función de la gravedad o trascendencia de la infracción se podrán aplicar las 
siguientes sanciones con carácter accesorio:

a) Suspensión temporal de actividades o instalaciones causantes del daño hasta la 
puesta en práctica de las medidas correctoras.

b) Clausura definitiva total o parcial de las actividades o instalaciones.
c) Revocación de licencia o caducidad del título habilitante para el ejercicio de 

actividades causantes de la infracción.
d) Decomiso de los productos obtenidos y aprehensión del ganado, así como de los 

instrumentos y medios utilizados en la comisión de la infracción.
e) Pérdida de las ayudas y subvenciones de que se haya beneficiado el infractor, así 

como devolución de las cantidades que hubiera percibido.

Artículo 96.  Indemnización de daños y perjuicios.

1. Sin perjuicio de las sanciones penales o administrativas que en cada caso procedan, 
el infractor deberá reparar el daño causado en la forma y condiciones fijadas por el órgano 
sancionador. Esta obligación es imprescriptible en el caso de daños al dominio público 
forestal.

2. La reparación tendrá como objetivo la restauración del monte o ecosistema forestal 
dañado a la situación previa a los hechos constitutivos de la infracción sancionada. Cuando 
la reparación no sea posible, la Administración podrá requerir la indemnización 
correspondiente.

3. Podrá requerirse asimismo indemnización en los casos en que el beneficio económico 
del infractor sea superior a la máxima sanción prevista. Esta indemnización será como 
máximo del doble de la cuantía de dicho beneficio.

4. Los daños ocasionados al monte y el plazo para su reparación o restauración se 
determinarán según criterio técnico debidamente motivado en la resolución sancionadora.

5. En el caso de infracciones en materia de incendios sus responsables deberán abonar 
las indemnizaciones que procedan hasta detraer el lucro que hayan podido obtener como 
consecuencia directa del siniestro.
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6. En el caso de prescripción de las infracciones o de las sanciones persistirá la 
obligación del responsable de recuperación de la realidad física dañada o de reposición del 
terreno a su estado originario.

7. En el caso de que, practicados los oportunos requerimientos al responsable, éste no 
ejecutase los trabajos necesarios, la Administración los ejecutará a su costa.

Artículo 97.  Prescripción de las infracciones y sanciones.

1. Las infracciones muy graves prescriben a los cinco años, las graves a los tres y las 
leves al año.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que 
la infracción se hubiere cometido. En el caso de infracciones de tracto continuo, comenzará 
a contarse desde el momento que hubieran concluido los actos constitutivos de la misma o 
hubiesen sido autorizados.

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, reanudándose el plazo si el expediente sancionador se 
paralizara por espacio superior a un mes por causa no imputable al presunto responsable. 
Se interrumpirá, asimismo, la prescripción cuando se instruyan diligencias penales.

4. Caducará la acción para perseguir la infracción cuando, conocida por la Consejería 
competente en materia forestal su existencia y finalizadas las diligencias dirigidas al 
esclarecimiento de los hechos, hubieran transcurrido seis meses sin que el órgano 
competente ordene la iniciación del procedimiento sancionador o, iniciado éste, transcurran 
seis meses sin actividad de la Administración.

5. Cuando los hechos constitutivos de la infracción pudieran ser calificados como delito o 
falta, se interrumpirá el plazo de prescripción previsto, en tanto sea sustanciado el 
procedimiento penal.

6. Las sanciones por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las de faltas graves a 
los dos y las de faltas leves al año.

7. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

8. Interrumpirá la prescripción de las sanciones, la iniciación, con conocimiento del 
interesado, del procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está 
paralizado durante más de un mes por causa no imputable al infractor.

Artículo 98.  Procedimiento sancionador y medidas cautelares.

1. El procedimiento administrativo sancionador se acomodará al régimen sancionador 
general establecido para la Administración del Principado de Asturias.

2. La Consejería competente en materia forestal podrá adoptar las medidas de carácter 
provisional que estime necesarias, incluyendo el decomiso, para evitar la continuidad del 
daño ocasionado por la actividad presuntamente infractora. Al inicio del procedimiento y de 
acuerdo con la legislación aplicable en cada caso, la Consejería competente en materia 
forestal deberá ratificar tales medidas. Asimismo, podrá imponer nuevas medidas cautelares 
para asegurar la eficacia de la resolución final que pudiera recaer.

Artículo 99.  Determinación de las competencias.

La competencia para el inicio de los procedimientos sancionadores corresponde al titular 
de la Dirección General competente en materia de montes. La competencia para la 
resolución de los procedimientos sancionadores por la comisión de infracciones que se 
califiquen como leves o graves corresponderá al titular de la Dirección General competente 
en materia de montes, y las muy graves al titular de la Consejería competente en materia 
forestal.

Artículo 100.  Reducción de la sanción.

Podrá reducirse la sanción o su cuantía, siempre y cuando el infractor haya procedido a 
corregir la situación creada por la comisión de la infracción en el plazo que se señale en el 
correspondiente requerimiento.
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Artículo 101.  Multas coercitivas y ejecución subsidiaria.

1. Si los infractores no procedieran a la reparación o indemnización, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 96 de esta Ley, y una vez transcurrido el plazo señalado en el 
requerimiento correspondiente, la Administración instructora podrá acordar la imposición de 
multas coercitivas o la ejecución subsidiaria.

2. Las multas coercitivas serán reiteradas por lapsos de tiempo que sean suficientes 
para cumplir lo ordenado, y la cuantía de cada una de dichas multas no superará el veinte 
por ciento de la multa fijada por la infracción cometida.

3. La ejecución por la Administración de la reparación ordenada será a costa del 
infractor.

TÍTULO II

De los montes vecinales en mano común

CAPÍTULO I

Concepto y naturaleza

Artículo 102.  Concepto.

Son montes vecinales en mano común los que, con independencia de su origen, sus 
posibilidades productivas y su vocación agraria, pertenezcan a agrupaciones vecinales en su 
calidad de grupos sociales y no como entidades administrativas, y se vengan aprovechando 
consuetudinariamente en régimen de comunidad sin asignación de cuotas por los miembros 
de aquéllas en su condición de vecinos.

Artículo 103.  Características.

Los montes vecinales en mano común son bienes indivisibles, inalienables, 
imprescriptibles e inembargables, no estando sujetos a ninguna contribución de base 
territorial ni a la cuota empresarial de la Seguridad Social Agraria.

Artículo 104.  Comunidad privada.

1. La propiedad de los montes vecinales en mano común es de naturaleza privada, 
correspondiendo su titularidad dominical y aprovechamiento, sin asignación de cuotas, al 
conjunto de los vecinos titulares de unidades económicas, con «casa abierta con humos» o 
residencia habitual en las entidades de población a las que tradicionalmente hubiese estado 
adscrito su aprovechamiento.

2. Los Estatutos, en la forma prevista en el art. 113 de esta Ley, regularán quién ha de 
representar a cada «casa abierta con humos» en todo lo concerniente al monte, así como la 
forma de acreditar esa representación. En su defecto, la Comunidad vecinal se entenderá 
válidamente con quien designen expresamente los miembros mayores de edad de cada 
familia o, si no lo hicieren, con quien asuma de hecho la dirección de la explotación familiar 
en cada casa.

Artículo 105.  Capacidad jurídica.

1. La comunidad de vecinos propietaria de un monte vecinal en mano común tendrá 
plena capacidad jurídica para el cumplimiento de sus fines y la defensa de sus derechos, 
sobre el monte y sus aprovechamientos, así como sobre su administración y disposición, en 
los términos establecidos en la presente Ley.

2. Si se extinguiese la comunidad vecinal titular con independencia de su voluntad, habrá 
que estar, a lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de montes 
vecinales en mano común.
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CAPÍTULO II

Clasificación

Artículo 106.  Clasificación.

La clasificación como monte vecinal en mano común de los terrenos a que se refiere el 
artículo 102 de esta Ley se llevará a cabo por el Jurado de Clasificación de Montes 
Vecinales en Mano Común del Principado de Asturias, en la forma prevista en esta Ley y 
normativa que la desarrolle.

Artículo 107.  Jurado de Clasificación de Montes Vecinales en Mano Común del Principado 
de Asturias.

1. El Jurado de Clasificación de Montes Vecinales en Mano Común del Principado de 
Asturias tendrá la siguiente composición:

a) Presidente: El titular de la Consejería competente en materia forestal.
b) Vicepresidente: El titular de la Dirección General competente en materia de montes.
c) Vocales: Un letrado del Servicio Jurídico del Principado de Asturias, un abogado 

designado por el Colegio Profesional, un técnico de la Consejería competente en materia 
forestal designado por su titular, un representante de las comunidades de montes vecinales 
en mano común elegido por las mismas y dos representantes de la comunidad propietaria en 
cada caso implicada.

d) Secretario: Un funcionario de la Consejería competente en materia forestal, designado 
por su titular.

2. Reglamentariamente se determinará todo lo relativo a la organización y 
funcionamiento.

Artículo 108.  Procedimiento de clasificación.

1. Los expedientes de clasificación de montes vecinales en mano común se iniciarán de 
oficio por el Jurado de Clasificación o a instancia de cualquier vecino, de la Consejería 
competente en materia forestal, de las comunidades vecinales afectadas o del Ayuntamiento 
donde esté comprendido el monte.

2. El inicio del procedimiento se anunciará en el Boletín Oficial del Principado de Asturias 
y por edictos en los asentamientos de la comunidad vecinal interesada.

3. La tramitación del procedimiento de clasificación no excederá de dos años, debiendo 
ser notificados y oídos en él cuantos resulten interesados en el mismo. Transcurrido el plazo 
indicado sin haberse dictado resolución expresa, los interesados podrán entenderla 
desestimada.

4. Una vez clasificado el monte se fijarán la superficie y lindes del mismo, adjuntando a 
la resolución planimetría suficiente, con los datos descriptivos precisos, y se procederá a su 
señalización y deslinde, que llevará a cabo la Consejería competente en materia forestal. 
Asimismo, figurará el estado económico de aprovechamiento, usos, concesiones y 
consorcios.

5. Al mismo tiempo el Jurado de Clasificación remitirá testimonio de la resolución al 
Registro de la Propiedad, a los efectos de que se proceda a la anotación preventiva de la 
clasificación del monte.

Artículo 109.  Impugnación de las resoluciones del Jurado de Clasificación.

Las resoluciones del Jurado de Clasificación, que agotan la vía administrativa, podrán 
ser, con carácter potestativo, objeto de recurso de reposición ante el propio Jurado, previo a 
su impugnación en vía contencioso-administrativa, de conformidad con la Ley reguladora de 
esta jurisdicción.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 67  Ley de montes y ordenación forestal

– 926 –



Artículo 110.  Resolución de clasificación.

1. La resolución firme de clasificación de un monte como vecinal en mano común habrá 
de contener los requisitos necesarios para su inmatriculación en el Registro de la Propiedad 
de conformidad con lo dispuesto en la legislación hipotecaria y vendrá acompañada de 
planimetría suficiente que permita la identificación del monte.

2. Dicha resolución, una vez firme, producirá los siguientes efectos:

a) Atribuir la propiedad a la comunidad vecinal correspondiente en tanto no exista 
sentencia firme en contra, dictada por el orden jurisdiccional civil.

b) Servir de título inmatriculador suficiente para la inscripción del monte en el Registro de 
la Propiedad y para excluirlo del Catálogo de Montes de Utilidad Pública o del Inventario de 
Bienes Municipales si figurase en ellos, así como para resolver sobre las inscripciones total o 
parcialmente contradictorias que resulten afectadas. Si la certificación para la inmatriculación 
del monte estuviese en contradicción con algún asiento no cancelado, se procederá en la 
forma prevista en la legislación hipotecaria.

CAPÍTULO III

Régimen jurídico

Artículo 111.  La Asamblea General de Comuneros.

1. La Asamblea General, de la que forman parte todos los comuneros, es el órgano 
supremo de expresión de la voluntad de la comunidad vecinal.

2. La Asamblea General ordinaria será convocada una vez al año y siempre dentro de 
los seis meses siguientes a la fecha de cierre del ejercicio económico. Con carácter 
extraordinario, podrá convocarse Asamblea General a iniciativa de la Junta Rectora o a 
petición de un mínimo del veinte por ciento de los comuneros.

3. La Asamblea General quedará válidamente constituida en primera convocatoria 
cuando estén presentes o representados más de la mitad de los comuneros y en segunda 
convocatoria cuando esté al menos un veinticinco por ciento de los mismos. Entre la primera 
y la segunda convocatoria habrá de transcurrir un mínimo de veinticuatro horas.

4. La convocatoria de Asamblea General se hará con un mínimo de diez días de 
antelación, mediante notificación escrita a todos los comuneros y con el orden del día de los 
asuntos a tratar, y estará expuesta durante el mismo plazo en los tablones de anuncios del 
Ayuntamiento, así como en los lugares de costumbre de la entidad donde radique la 
comunidad.

5. Para asistir a la Asamblea General, un comunero podrá delegar su representación en 
otro comunero, sin que ninguno pueda asumir más de una delegación. En todo caso, la 
delegación habrá de ser expresa para cada Asamblea General.

Artículo 112.  La Junta Rectora.

1. La Junta Rectora es el órgano de gobierno, gestión y representación de la comunidad. 
Estará compuesta por un presidente y el número de vocales que señalen los estatutos, sin 
que en ningún caso puedan ser menos de dos. La Junta Rectora será elegida por la 
Asamblea General por un período máximo de cuatro años.

2. El presidente de la Junta Rectora ostenta la representación legal de la comunidad.
3. Cuando el número de comuneros, o la no presentación de candidatos, no permita la 

constitución de la Junta Rectora, con arreglo a lo establecido en el apartado 1 de este 
artículo, asumirá sus funciones la Asamblea General de la comunidad de vecinos.

4. Las comunidades de vecinos, previo acuerdo de la Asamblea General, podrán 
mancomunarse para la mejor defensa de sus intereses y consecución de sus objetivos.
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Artículo 113.  Estatutos de la comunidad.

1. La comunidad de vecinos propietaria redactará y aprobará los estatutos, que habrán 
de recoger los usos y costumbres por los que se venía rigiendo la comunidad y las 
previsiones de esta Ley y contendrán como mínimo los siguientes extremos:

a) La atribución de la condición de comunero.
b) La representación por casa, teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 104 de esta 

Ley, y la delegación entre comuneros.
c) Las condiciones de admisión de nuevos comuneros.
d) La manera de ejercitar los derechos derivados de la condición de comuneros.
e) Las obligaciones de los comuneros en cuanto a custodia, defensa y conservación del 

monte.
f) Los órganos a los que se encomienda el gobierno y administración, modo de 

nombrarlos, sustituirlos y funciones que les corresponden.
g) El porcentaje de reserva en rendimientos económicos para inversiones en mejoras y 

protección del monte.
h) Criterios a los que se han de adecuar los diversos aprovechamientos del monte.

2. Los estatutos y sus modificaciones empezarán a surtir efecto al día siguiente de su 
aprobación, remitiéndose una copia, a efectos de su conocimiento, al Registro General de 
Montes Vecinales en Mano Común.

Artículo 114.  Defensa de los intereses comunales.

Cualquier comunero podrá defender los intereses de la comunidad debiendo serle 
reintegrados los gastos que le ocasione tal defensa, siempre que prosperen sus 
pretensiones o los mismos sean aprobados ulteriormente por la Asamblea General.

Artículo 115.  Acuerdos con mayorías cualificadas.

1. La aprobación, reforma o revocación de los estatutos, así como los acuerdos referidos 
a actos de disposición corresponden a la Asamblea General, requiriendo la convocatoria 
expresa y el voto favorable de la mayoría de los presentes que represente al menos el 
cincuenta por ciento del censo de comuneros en primera convocatoria y el treinta por ciento 
en segunda.

2. Para la aprobación de la gestión y balance del ejercicio económico, aprovechamientos 
y actos de administración en general será suficiente la mayoría simple, salvo que en los 
estatutos se exija otra mayoría.

Artículo 116.  Administración provisional.

1. Mientras no existan órganos de gobierno, ejercerá las facultades que a éstos 
correspondan una Junta provisional compuesta, como mínimo, por un presidente y dos 
vocales, elegidos de entre los comuneros y por éstos, dando cuenta de su composición al 
Registro General de Montes Vecinales en Mano Común.

2. La Junta provisional tendrá la representación de la comunidad e impulsará la 
redacción y aprobación de los estatutos o, en su caso, la elección de los órganos de 
gobierno. Confeccionará, si no existiese, la lista provisional de vecinos comuneros.

3. Las juntas provisionales tendrán un plazo máximo de un año para la redacción del 
proyecto de estatutos de la comunidad.

4. La Junta provisional se encargará de la gestión y administración del monte vecinal, 
pudiendo autorizar, por razones de urgencia o interés general, actos de administración de 
cuantía económica no superior a seis mil euros en total.

5. El mandato de la Junta provisional finalizará, en todo caso, con la aprobación de los 
estatutos, no pudiendo ser superior a un año. Transcurrido éste y persistiendo las 
circunstancias señaladas en el apartado 1 del presente artículo, se procederá a una nueva 
elección. Si continuase la situación de carencia de Junta de Administración, se procederá 
según lo previsto en el artículo 105.2 de esta Ley.
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CAPÍTULO IV

Aprovechamientos y derechos

Artículo 117.  Aprovechamiento y disfrute.

1. El aprovechamiento y disfrute de los montes vecinales en mano común corresponde 
exclusivamente a la comunidad titular y se hará según las normas recogidas en sus 
estatutos, en esta Ley y en las disposiciones que la desarrollen, y en la normativa del 
Principado de Asturias reguladora de la ordenación agraria y del desarrollo rural.

2. Los rendimientos que produzca el monte se dedicarán en todo o en parte y según 
acuerden los estatutos o la Asamblea General a obras o servicios comunitarios con criterios 
de reparto proporcional entre los diversos lugares, a inversiones en el propio monte o a 
reparto, total o parcial, en partes iguales entre todos los comuneros. Los rendimientos no 
individualizables se repartirán, en todo caso, en partes iguales entre todos los comuneros.

3. Los aprovechamientos de los montes vecinales en mano común podrán ser objeto de 
gravamen, pudiendo en este caso dirigirse la ejecución solamente contra los 
aprovechamientos o las rentas que se pudiesen derivar de su cesión hecha de conformidad 
con lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 118.  Aprovechamientos mediante lotes y suertes.

1. La comunidad de vecinos propietaria podrá acordar para usos ganaderos, agrícolas o 
forestales que parte del monte se pueda aprovechar de forma individual mediante la 
distribución entre los vecinos comuneros de lotes, suertes o parcelas cedidos temporalmente 
a título oneroso o gratuito y por períodos no superiores a los once años o para usos 
forestales por un plazo máximo de un turno de corta. En la asignación de lotes se procurará 
que comuneros que trabajen conjuntamente bajo la fórmula de explotación comunitaria de la 
tierra tengan los lotes contiguos.

2. Cuando la utilización del lote, suerte o parcela, por parte del vecino comunero, sea 
destinada a uso distinto o contradictorio del acordado por la comunidad, dará lugar a la 
reversión inmediata del lote, suerte o parcela a la situación de aprovechamiento colectivo.

3. Finalizado el período de cesión, la comunidad de vecinos podrá optar por acometer el 
aprovechamiento en común o proceder a un nuevo reparto.

4. La comunidad de vecinos propietaria velará para que las parcelas cedidas estén 
adecuadamente cultivadas, y para que se pueda atender la demanda de lotes por parte de 
los que adquieran la condición de comuneros una vez hecha la distribución.

Artículo 119.  Reserva de rendimientos.

De todos los rendimientos económicos que se puedan derivar de los aprovechamientos, 
se reservará una cantidad, a fijar en los estatutos, y en todo caso nunca inferior al quince por 
ciento de aquéllos, para inversiones en mejora, protección, acceso y servicios del monte.

Artículo 120.  Sometimiento a la Ley de Montes y Ordenación Forestal.

1. La comunidad titular gestionará el monte vecinal de acuerdo con las previsiones de la 
presente Ley para el resto de los montes.

2. Asimismo, ejecutará los instrumentos de planificación a que se refieren los artículos 27 
a 37 de la presente Ley y, en todo caso, las instrucciones específicas que al efecto dicte la 
Consejería competente en materia forestal.

Artículo 121.  Cesiones.

1. Los montes vecinales en mano común podrán ser objeto de cesión temporal, por un 
máximo de treinta años en todo o en parte, a título oneroso o gratuito, para obras, 
instalaciones, explotaciones de diversa índole, servicios u otros fines que redunden de modo 
principal en el beneficio directo de la comunidad de vecinos. En su caso, la cesión temporal 
a título gratuito será sólo para los aprovechamientos ganaderos o forestales que realicen los 
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comuneros. En el supuesto de cesión a título oneroso, el canon o renta no podrá ser inferior 
al tres por ciento del valor de los productos obtenidos.

2. La cesión podrá ser por tiempo indefinido en favor de cualquiera de las 
Administraciones Públicas cuando esté destinada a equipamientos a favor de la propia 
comunidad, y en tanto se mantenga el fin para el que haya sido hecha la cesión.

Artículo 122.  Expropiación.

1. Los montes vecinales sólo podrán ser objeto de expropiación forzosa o de 
servidumbres por causa de utilidad pública o por interés social, ambos prevalentes a los de 
los propios montes vecinales.

2. El importe de las cantidades abonadas por la expropiación o servidumbre habrá de 
destinarse a la mejora del monte, al establecimiento de obras o servicios de interés general 
de la comunidad de vecinos o, en su defecto, podrá ser objeto de reparto entre los 
comuneros, de conformidad con lo que esté previsto en los estatutos o con aquello que al 
respecto acuerde la comunidad.

3. Si, como consecuencia de la expropiación, quedase todo el monte fuera de la 
titularidad dominical de la comunidad, ésta subsistirá para el ejercicio de los derechos a que 
haya lugar y como titular del eventual derecho de reversión.

Artículo 123.  Derecho de superficie.

1. La comunidad de vecinos podrá constituir derechos de superficie con destino a 
instalaciones o edificaciones hasta el plazo máximo de treinta años, o a cultivos agrícolas de 
diez años, pasando a ella, sin indemnización alguna, al caducar el derecho, la propiedad de 
todo lo instalado, edificado o plantado. En caso de aprovechamientos forestales de arbolado, 
la comunidad no podrá concertar plazos superiores a los correspondientes a un único turno 
de la especie plantada, o en su caso de la especie de mayor turno ni para otra clase de 
aprovechamientos que el de la corta del arbolado plantado.

2. La constitución de este derecho se formalizará en escritura pública, que habrá de 
inscribirse en el Registro de la Propiedad, será transmisible y susceptible de gravamen, y se 
regirá por el título constitutivo del derecho, por la presente Ley y, subsidiariamente, por las 
normas del derecho privado.

3. Si el derecho de superficie afectase sólo a una parte del monte vecinal, habrá de 
practicarse la correspondiente delimitación a los efectos de inscripción de aquel derecho.

4. La contraprestación del superficiario podrá consistir en el pago de una suma alzada 
por la concesión, en el de un canon periódico, en la adjudicación de parte del vuelo en varias 
de estas modalidades a la vez, o en otras diferentes. En todo caso, la comunidad titular del 
monte hará suya, a la extinción del derecho de superficie, la propiedad de todo lo edificado, 
instalado o plantado, sin que deba satisfacer indemnización alguna, cualquiera que sea el 
título en virtud del cual se hubiese constituido aquel derecho.

5. La extinción del derecho de superficie por decurso del término provocará la de toda 
clase de derechos reales o personales impuestos por el superficiario.

6. Si por cualquier otra causa se reunieran en la misma persona los derechos de 
propiedad del suelo y los del superficiario, las cargas que recayeren sobre uno y otro 
derecho continuarán gravándolos separadamente.

CAPÍTULO V

Competencias del Principado de Asturias

Artículo 124.  Funciones.

La Consejería competente en materia forestal dará a los montes vecinales en mano 
común carácter preferente en sus actuaciones de fomento y mejora de la producción agraria 
y en la concesión de ayudas económicas para las mismas finalidades. Además, 
desempeñará las siguientes funciones:

a) Procederá al deslinde, amojonamiento y señalización de los mismos.
b) Velará por su conservación e integridad.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 67  Ley de montes y ordenación forestal

– 930 –



c) Asesorará técnicamente a las comunidades vecinales.
d) Impulsará y promoverá el aprovechamiento cooperativo del monte.
e) Labores de guardería.

Artículo 125.  Registro de Montes Vecinales en Mano Común.

1. En la Consejería competente en materia forestal se creará un Registro de Montes 
Vecinales en Mano Común que será público.

2. Tendrá como finalidad mantener una relación actualizada de los mismos y de su 
situación estatutaria y patrimonial.

3. Reglamentariamente se desarrollarán las características y funcionamiento de este 
Registro.

Artículo 126.  Declaración de estado de grave abandono o degradación.

1. Se entenderá por monte vecinal en mano común en estado de grave abandono o 
degradación aquel que, de modo manifiesto, sufriese un grave deterioro ecológico, no sea 
gestionado de acuerdo con los instrumentos de planificación, ordenación y gestión o sufra 
una extracción abusiva de sus recursos.

2. La Consejería competente en materia forestal será competente para declarar por 
razones de utilidad pública e interés general el estado de grave abandono o degradación.

3. La Consejería competente en materia forestal establecerá periódicamente los 
indicadores objetivos que sirvan para la determinación del estado de grave abandono o 
degradación de los montes. Servirán, a tal efecto, los siguientes criterios: el grado de 
aprovechamiento de la extensión superficial; el grado de manifiesto desuso; el grado de 
acomodación a los aprovechamientos establecidos en los instrumentos de planificación; el 
carácter depredador de las actividades extractivas de los recursos; y el peligro manifiesto de 
degradación de las tierras.

Artículo 127.  Gestión de los montes vecinales en mano común en estado de grave 
abandono o degradación.

1. Declarado un monte vecinal en mano común en estado de grave abandono o 
degradación, la Consejería competente en materia forestal tomará a su cargo de forma 
directa la gestión del monte durante un plazo mínimo de tres años, gestionándolo como si se 
tratara de un monte de la pertenencia del Ayuntamiento incluido en el Catálogo de Montes 
de Utilidad Pública.

2. Los beneficios que puedan obtenerse en este período, una vez deducidos los gastos e 
inversiones en la gestión y mejora del monte, serán para la comunidad vecinal o para el 
Ayuntamiento o ayuntamientos donde se ubique, caso de no existir aquella.

Disposición adicional primera.  Montes pro indiviso.

Para la gestión de los montes pro indiviso se estará a lo establecido en la disposición 
adicional décima de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes.

Disposición adicional segunda.  Contratos Territoriales de Explotación.

Los Contratos Territoriales de Explotación, como instrumentos de mejora de las rentas 
de la población rural, que se implementen mediante la correspondiente norma legal, incluirán 
actividades de mejora y conservación de los recursos forestales, desarrolladas por personas 
físicas o jurídicas integradas por los vecinos de los concejos o comarcas afectadas, con la 
doble finalidad de lograr la sostenibilidad del recurso y contribuir a la fijación de la población 
rural.

Disposición adicional tercera.  Inaplicabilidad a los montes de regulaciones de la Ley del 
Principado de Asturias 4/1989, de 21 de julio, de Ordenación Agraria y Desarrollo Rural.

Lo dispuesto en los artículos 85 a 90 de la Ley del Principado de Asturias 4/1989, de 21 
de julio, de Ordenación Agraria y Desarrollo Rural, no será de aplicación en el ámbito 
comprendido dentro de la presente Ley.
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Disposición adicional cuarta.  Modificación de la Ley del Principado de Asturias 4/1989, de 
21 de julio, de Ordenación Agraria y Desarrollo Rural.

Se modifica el apartado 1 del artículo 98 de la Ley del Principado de Asturias 4/1989, de 
21 de julio, de Ordenación Agraria y Desarrollo Rural, que queda redactado como sigue:

«1. Por Decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería 
competente en materia de agricultura, oídas las asociaciones agrarias legalmente 
constituidas, se determinará y revisará, en su caso, la extensión de la unidad mínima 
de cultivo agrícola en cada zona del territorio del Principado, en atención a sus 
propias características técnicas, de costumbre del lugar, clima y prioridades de las 
producciones.»

Disposición adicional quinta.  Ocupación de dominio público forestal por Defensa 
Nacional.

Cuando por razones de la Defensa Nacional hayan de ocuparse montes de dominio 
público forestal se estará a lo establecido en la disposición adicional octava de la Ley 
43/2003, de 21 de noviembre, de Montes.

Disposición transitoria primera.  Vigencia de actuales Planes Anuales.

En tanto no se aprueben los instrumentos de planificación forestal a que hacen 
referencia los artículos 27 y siguientes de esta Ley, seguirán en vigor los actualmente 
existentes y que se recojan en los Planes Anuales.

Disposición transitoria segunda.  Actual Jurado de Montes Vecinales en Mano Común.

En tanto no se constituya el Jurado de Clasificación de Montes Vecinales en Mano 
Común del Principado de Asturias, seguirá vigente el Decreto del Principado de Asturias 
25/1993, de 13 de mayo, por el que se crea el Jurado de Montes Vecinales en Mano Común 
del Principado de Asturias y se regula su composición.

Disposición transitoria tercera.  Planes Técnicos hasta la aprobación de Proyectos de 
Ordenación.

Los montes que tengan la obligación en función de lo dispuesto en el artículo 36.1 de 
esta Ley de disponer de un Proyecto de Ordenación dispondrán de un plazo de quince años 
desde la entrada en vigor de la presente Ley para dotarse del mismo. En tanto no disponga 
de dicho Proyecto de Ordenación se requerirá un Plan Técnico con los contenidos y en los 
términos previstos en el artículo 36.5 de esta Ley.

Disposición derogatoria.  
1. Quedan derogados el Capítulo VIII, «De los aprovechamientos de montes comunales 

y vecinales en mano común», del Título II de la Ley del Principado de Asturias 4/1989, de 21 
de julio, de Ordenación Agraria y Desarrollo Rural, así como los artículos 92, 93, 94 y 95 de 
la misma.

2. Quedan derogadas cuantas Leyes y disposiciones de igual o inferior rango, del 
Principado de Asturias, se opongan a lo previsto en la misma.

Disposición final primera.  Actualización de multas.

El Consejo de Gobierno, mediante decreto, podrá actualizar anualmente la cuantía de las 
multas previstas en esta Ley atendiendo a la variación que experimente el índice de precios 
al consumo.
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Disposición final segunda.  Unidad mínima de actuación forestal y límite a la segregación 
de montes.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para modificar por Decreto la unidad mínima de 
actuación forestal y el límite a la segregación de montes establecidos en el artículo 57.1 de 
esta Ley.

Disposición final tercera.  Aprobación de Planes Forestales Comarcales.

En el plazo de cinco años, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, 
deberán quedar aprobados los Planes forestales comarcales.

Disposición final cuarta.  Revisión de descripción de montes.

La Consejería competente en materia forestal deberá revisar en el plazo de cuatro años 
las descripciones de los montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública e 
incorporar a los folios del Catálogo y del Registro de Montes Protectores el plano topográfico 
de los montes inscritos.

Disposición final quinta.  Adaptación del Catálogo de Montes de Utilidad Pública y del 
Registro de Montes Protectores.

En el plazo de tres años, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se adaptarán el 
Catálogo de Montes de Utilidad Pública y el Registro de Montes Protectores a lo previsto en 
el artículo 16 de la misma.

Disposición final sexta.  Inventario de Montes Vecinales en Mano Común.

La Consejería competente en materia forestal confeccionará, en el plazo de tres años, a 
partir de la entrada en vigor de esta Ley, un Inventario general de los montes vecinales en 
mano común en el que consten individualizados los datos que permitan la perfecta 
identificación de los mismos, tales como situación geográfica, superficie, lindes, estado 
económico de aprovechamiento, usos, concesiones, convenios, consorcios y arrendamientos 
establecidos sobre los mismos.

Disposición final séptima.  Convenios forestales.

En el plazo de dos años, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, la Consejería 
competente en materia forestal aprobará el pliego de condiciones generales de los 
convenios forestales y acomodará al mismo los actualmente existentes.

Disposición final octava.  Adaptación de ordenanzas municipales.

En el plazo de dos años, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, las 
ordenanzas municipales se acomodarán a las previsiones contenidas en los instrumentos de 
planificación previstos en la misma.

Disposición final novena.  Adecuación de aprovechamientos de montes privados.

Los propietarios y titulares de montes privados deberán adecuar sus aprovechamientos y 
su gestión a los instrumentos de planificación previstos en la presente Ley de acuerdo con 
las directrices que reciban de la Consejería competente en materia forestal.

Disposición final décima.  Adecuación de aprovechamientos de montes vecinales en mano 
común.

Las comunidades propietarias de montes vecinales en mano común deberán adecuar 
sus aprovechamientos y su gestión a los instrumentos de planificación previstos en la 
presente Ley de acuerdo con el calendario y las directrices que reciban de la Consejería 
competente en materia forestal.
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Disposición final undécima.  Habilitación reglamentaria.

Se faculta al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones reglamentarias para el 
desarrollo de la presente Ley.

Disposición final duodécima.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el Boletín Oficial 
del Principado de Asturias.
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§ 68

Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el 
texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de 

ordenación del territorio y urbanismo

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 97, de 27 de abril de 2004
«BOE» núm. 131, de 31 de mayo de 2004

Última modificación: 31 de diciembre de 2009
Referencia: BOE-A-2004-10070

PREÁMBULO

La Disposición final quinta de la Ley del Principado de Asturias 3/2002, de 19 de abril, de 
Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística, autoriza al Consejo de Gobierno para que en 
el plazo máximo de un año desde la publicación de la Ley apruebe un texto refundido de las 
disposiciones con rango de ley vigentes en el Principado de Asturias en materia urbanística y 
de ordenación del territorio. La autorización otorgada, renovada a tenor de lo previsto en la 
Disposición final primera de la Ley del Principado de Asturias 6/2003, de 30 de diciembre, de 
Medidas Presupuestarias, Administrativas y Fiscales, comprende, además, facultades de 
regularización, aclaración y armonización de los textos que hayan de ser refundidos.

En ejercicio de esta delegación legislativa se ha redactado el presente Texto Refundido, 
en el que se recogen los preceptos de las Leyes del Principado de Asturias 1/1987, de 30 de 
marzo, de Coordinación y Ordenación Territorial, 3/1987, de 8 de abril, reguladora de la 
Disciplina Urbanística, 6/1990, de 20 de diciembre, sobre Edificación y Usos en el Medio 
Rural, 2/1991, de 11 de marzo, de Reserva de Suelo y Actuaciones Urbanísticas 
Concertadas y 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística.

Por otra parte, y a pesar de su rango legal, no se ha entendido adecuado incluir en el 
Texto Refundido las Leyes del Principado de Asturias 8/1984, de 13 de julio, por la que se 
autoriza la creación de una sociedad regional de gestión y promoción del suelo, y 3/1999, de 
16 de febrero, sobre actuaciones prioritarias en el polígono de Ventanielles, textos que 
hacen referencia a la actividad urbanística pero contienen, sin duda, objetivos puntuales, por 
lo que su inclusión en el Texto Refundido ocasionaría importantes disfunciones desde el 
punto de vista de la técnica legislativa.

La facultad de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que se refunden ha 
permitido reorganizar su estructura y su contenido, así como la introducción de determinadas 
precisiones terminológicas y clarificaciones que tienen como finalidad contribuir a la 
aclaración de sus preceptos, ajustando la numeración de los artículos, y coordinando las 
concordancias y las remisiones entre todos ellos. Dichas facultades han permitido también 
tomar en consideración otras normas con contenido urbanístico y territorial, como las 
recogidas en las Leyes del Principado de Asturias 5/1991, de 5 de abril, de Protección de los 
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Espacios Naturales, y 1/2001, de 6 de marzo, de Patrimonio Cultural, cuya vigencia no se ve 
afectada.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio e 
Infraestructuras, en cumplimiento de lo dispuesto en la Disposición final quinta de la Ley del 
Principado de Asturias 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación 
Urbanística, y en la disposición final primera de la Ley del Principado de Asturias 6/2003, de 
30 de diciembre, de Medidas Presupuestarias, Administrativas y Fiscales, de acuerdo con el 
Consejo de Estado, y previo acuerdo del Consejo de Gobierno en su reunión del día 22 de 
abril de 2004,

DISPONGO:

Artículo único.  Objeto de la norma.

Se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en el Principado de 
Asturias en materia de ordenación del territorio y urbanismo, que se inserta a continuación.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango emanadas de los 
órganos de la Comunidad Autónoma que se opongan al Texto Refundido que se aprueba y, 
en particular, las siguientes Leyes:

1. La Ley del Principado de Asturias 1/1987, de 30 de marzo, de Coordinación y 
Ordenación Territorial.

2. La Ley del Principado de Asturias 3/1987, de 8 de abril, reguladora de la Disciplina 
Urbanística.

3. La Ley del Principado de Asturias 6/1990, de 20 de diciembre, sobre Edificación y 
Usos en el Medio Rural.

4. La Ley del Principado de Asturias 2/1991, de 11 de marzo, de Reserva de Suelo y 
Actuaciones Urbanísticas Concertadas.

5. La Ley del Principado de Asturias 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y 
Ordenación Urbanística.

Asimismo, quedan expresamente derogadas las Normas Urbanísticas Regionales en el 
Medio Rural, publicadas mediante Resolución de 29 de diciembre de 1983, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 3 de la Disposición Transitoria Primera del Texto Refundido que se 
aprueba.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

Este Decreto legislativo y el Texto Refundido que se aprueba entrarán en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

TEXTO REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES LEGALES VIGENTES EN EL 
PRINCIPADO DE ASTURIAS EN MATERIA DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO 

Y URBANISMO

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto del Texto Refundido.

El presente Texto Refundido tiene por objeto en el Principado de Asturias:

a) Establecer los principios básicos y crear los instrumentos necesarios para la 
coordinación de la política territorial y la ordenación del espacio, con el fin de establecer una 
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utilización racional del territorio asturiano y proteger el medio ambiente, mejorar la calidad de 
vida y contribuir al equilibrio territorial.

b) Regular los instrumentos de ordenación del territorio y ordenación urbanística.
c) Regular la actividad urbanística, en el marco de una ordenación del territorio basada 

en el equilibrio entre bienestar económico y desarrollo sostenible.

Artículo 2.  Definiciones básicas.

1. Se considerarán actuaciones con impacto o incidencia territorial aquellas que los 
instrumentos de ordenación del territorio o las normas sectoriales correspondientes definan 
con este carácter por suponer una transformación en la estructura del territorio o de sus 
condiciones naturales, por su finalidad de preservar o restaurar dichas condiciones, por 
afectar al sistema de núcleos de población y sus interrelaciones, o por incidir en la 
distribución territorial de equipamientos, servicios o infraestructuras.

2. Por actividad urbanística se entiende la que tiene por objeto la organización, dirección 
y control de la ocupación y utilización del suelo, incluidos el subsuelo y el vuelo, su 
transformación mediante la urbanización, la edificación y la rehabilitación del patrimonio 
inmobiliario, así como la protección de la legalidad urbanística y el régimen sancionador.

Artículo 3.  Integración espacial de las acciones administrativas.

1. La ordenación del territorio y la urbanística deberán facilitar el desarrollo de las 
distintas acciones administrativas, resolviendo la integración espacial de las necesidades 
públicas y privadas.

2. Las Administraciones públicas competentes para la gestión de intereses públicos en 
cuyo desarrollo se requiera ordenar, transformar, conservar o controlar el uso del suelo 
ejercerán sus potestades con sujeción a la ordenación urbanística y del territorio establecida.

3. Los actos de transformación del territorio o de uso del suelo, incluidos el subsuelo y el 
vuelo, sean de iniciativa pública o privada, habrán de estar amparados por el instrumento de 
planeamiento territorial o urbanístico que legalmente sea procedente para su ordenación, 
quedando a salvo los supuestos excepcionales expresamente previstos en las leyes.

Artículo 4.  Fines de la actividad urbanística.

Son fines propios de la actividad urbanística, en desarrollo de los principios rectores 
enunciados en los artículos 45, 46 y 47 de la Constitución, los siguientes:

a) Asegurar que el uso del suelo y de las construcciones, en sus distintas situaciones y 
sea cual fuere su titularidad, se realice con subordinación al interés general y en congruencia 
con la función social de la propiedad, en las condiciones establecidas en las leyes y, en 
virtud de ellas, en el planeamiento urbanístico, con arreglo a la clasificación urbanística de 
los predios.

b) Asegurar, en los términos fijados en las leyes, la participación de la comunidad en las 
plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

c) Asegurar la justa distribución de los beneficios y cargas derivadas del planeamiento 
entre los propietarios afectados por el mismo.

d) Definir, reservar y proteger, así como obtener, acondicionar y gestionar el suelo 
dotacional público, entendiendo como tal el que haya de servir de soporte a cualesquiera 
servicios públicos o usos colectivos, como infraestructuras y viarios, plazas y espacios libres, 
parques y jardines o centros públicos de toda finalidad.

e) Formular y desarrollar una política que contribuya a ordenar el mercado inmobiliario, 
especialmente mediante la constitución de patrimonios públicos de suelo y la realización o 
promoción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública.

f) Vincular los usos del suelo a la utilización racional y sostenible de todos los elementos 
culturales y medioambientales.

g) Proteger el paisaje natural, rural y urbano y el patrimonio cultural inmueble, en los 
términos que en cada caso venga definido en su legislación específica.

h) Favorecer un desarrollo cohesionado y equilibrado de los núcleos urbanos y rurales 
en términos sociales, económicos, culturales y ambientales, con el objetivo último de 
mantener y mejorar las condiciones de calidad de vida de todos los ciudadanos.
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i) Establecer, de acuerdo con el principio constitucional de la función social de la 
propiedad, un conjunto de medidas tendentes al cumplimiento de dicho fin dentro de los 
ámbitos competenciales relativos a usos residenciales, industriales, de equipamientos y 
sistemas, o para el ejercicio de acciones públicas de acondicionamiento, mejora, 
conservación, protección, rehabilitación, o cualquier otro fin social de acuerdo con el 
planeamiento territorial y urbanístico.

Artículo 5.  Facultades urbanísticas.

1. La competencia urbanística concerniente al planeamiento comprenderá las siguientes 
facultades:

a) Formular los planes e instrumentos urbanísticos previstos en este Texto Refundido.
b) Emplazar las áreas destinadas a los centros de producción y residencia del modo 

conveniente para la mejor distribución de la población.
c) Clasificar el territorio en áreas de suelo urbano, urbanizable y no urbanizable.
d) Calificar el suelo estableciendo zonas distintas de utilización según la densidad de la 

población que haya de habitarlas, porcentaje de terreno que pueda ser ocupado por 
construcciones, volumen, forma, número de plantas, clase y destino de los edificios, con 
sujeción a ordenaciones generales uniformes para cada tipología en toda la zona.

e) Formular las reservas de suelo y fijar criterios para el trazado de vías públicas y de 
redes de infraestructuras y servicios.

f) Establecer parques y jardines públicos, así como espacios libres de edificación, en 
proporción adecuada a las necesidades colectivas, en los términos establecidos en este 
Texto.

g) Señalar el emplazamiento y características de los centros y servicios públicos de 
cualquier finalidad.

h) Calificar terrenos para la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de 
protección pública.

i) Fijar las condiciones de ejecución y, en su caso, programar las actividades de 
urbanización y edificación residencial, así como el cumplimiento de los deberes de 
conservación y rehabilitación.

j) Fijar prioridades de urbanización, delimitando actuaciones concertadas y sectores de 
urbanización prioritaria respecto de aquellos espacios cuya urgente ejecución resulte 
necesaria para atender los objetivos inmediatos fijados en el planeamiento.

k) Fijar prioridades de edificación forzosa o rehabilitación.
l) Determinar la configuración de las parcelas edificables.
m) Delimitar el uso del suelo y de las construcciones conforme al interés general.
n) Orientar la composición arquitectónica de las edificaciones y regular, en los casos que 

fuera necesario, sus características estéticas.
o) Establecer las disposiciones destinadas a facilitar la accesibilidad y utilización de los 

espacios, edificios, locales y servicios, promoviendo la supresión o evitando la aparición de 
barreras u obstáculos que impidan o dificulten el normal desenvolvimiento de las personas 
afectadas por alguna minusvalía orgánica o circunstancial, en el marco de la legislación 
sectorial.

p) Ordenar los espacios sujetos a protección en atención a sus valores culturales o 
naturales, conforme a su respectiva legislación específica.

2. La competencia urbanística en lo que se refiere a la ejecución del planeamiento 
confiere las siguientes facultades:

a) Dirigir, realizar, conceder y fiscalizar la ejecución de las obras de urbanización, 
reforma interior, edificación y rehabilitación urbana.

b) Expropiar los terrenos y construcciones necesarios para efectuar las obras y cuantas 
actuaciones convengan a la economía de la actividad urbanística proyectada.

3. La competencia urbanística en orden a la intervención en el ejercicio de las facultades 
dominicales relativas al uso del suelo y edificación comprenderá las siguientes facultades:

a) Intervenir la construcción y uso de las fincas y la parcelación.
b) Prohibir los usos que no se ajusten a la ordenación urbanística.
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c) Ceder terrenos edificables y derechos de superficie sobre los mismos.
d) Exigir a los propietarios que edifiquen y rehabiliten en plazos establecidos.
e) Imponer la enajenación cuando no se edificaren o rehabilitaren en el tiempo y forma 

previstos.
f) Facilitar a los propietarios el cumplimiento de las obligaciones impuestas por este 

Texto Refundido.

4. La competencia urbanística en lo que se refiere a la intervención en la regulación del 
mercado del suelo confiere las siguientes facultades:

a) Regular el mercado de terrenos como garantía de la subordinación de los mismos a 
los fines previstos en el planeamiento.

b) Constituir y gestionar patrimonios públicos de suelo para actuaciones públicas que 
faciliten la ejecución del planeamiento.

c) Calificar terrenos para la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de 
protección pública.

d) Ejercitar los derechos de tanteo y retracto.
e) Ejercitar el derecho de readquisición preferente en los términos establecidos en la 

legislación aplicable.

5. La competencia urbanística comprenderá cuantas otras facultades sean necesarias 
para el cumplimiento de los fines del presente Texto Refundido y demás normas aplicables, 
con arreglo a las cuales habrán de ser ejercidas.

Artículo 6.  Función pública y formas de gestión urbanística.

1. La actividad urbanística constituye una función pública cuya titularidad y 
responsabilidad corresponden, en ejecución de este Texto Refundido, y en los respectivos 
ámbitos de competencia que ella les asigna, a la Administración del Principado de Asturias y 
a las entidades locales.

2. La gestión de la actividad urbanística se desarrolla en las formas previstas en este 
Texto Refundido, y para lo no contemplado en él, en cualquiera de las autorizadas por la 
legislación reguladora de la Administración urbanística actuante.

3. En todo caso, se realizarán necesariamente en régimen de derecho público y de forma 
directa:

a) La tramitación y aprobación de los instrumentos de planeamiento y los de ejecución 
de éstos.

b) Las actuaciones que impliquen el ejercicio de potestades de policía, intervención, 
inspección, protección de la legalidad, sanción y expropiación.

4. Las actuaciones no comprendidas en el apartado 3 de este artículo, en especial las 
relativas a la urbanización, edificación y rehabilitación, y las de mera gestión, así como las 
materiales y técnicas podrán desarrollarse directamente por la Administración actuante o a 
través de sociedades mercantiles cuyo capital pertenezca total o mayoritariamente a la 
Administración actuante, o indirectamente mediante la colaboración de entidades privadas o 
particulares, sean o no propietarios de suelo, en los términos establecidos en este Texto 
Refundido.

5. Las Administraciones con competencia urbanística tienen el deber de facilitar y 
promover, en el ámbito de sus respectivas competencias y en las formas y con el alcance 
previstos en este Texto Refundido, la iniciativa privada en el desarrollo de la actividad 
urbanística.

6. Los titulares del derecho de propiedad y, en su caso, de cualesquiera otros derechos 
sobre el suelo o bienes inmuebles intervienen en la gestión de la actividad urbanística 
conforme a lo previsto en el presente Texto Refundido y en la legislación estatal sobre 
régimen del suelo y valoraciones.

Artículo 7.  Participación ciudadana.

1. Las Administraciones Públicas velarán por que la actividad urbanística y de 
ordenación del territorio se desarrolle promoviendo la más amplia participación social, 
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garantizando los derechos de información y de iniciativa de los particulares. La 
Administración urbanística deberá asegurar, en todo caso, la participación de los ciudadanos 
y de las entidades por éstos constituidas para la defensa de sus intereses.

2. Los ciudadanos tienen, en todo caso, el derecho a participar en los procedimientos de 
tramitación y aprobación de instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico o de 
ejecución de éstos mediante la formulación de alegaciones durante el período de 
información pública al que preceptivamente deban ser aquellos sometidos, o de otras formas 
que se habiliten para fomentar la participación ciudadana.

3. La Administración urbanística actuante garantizará el acceso de los ciudadanos a los 
documentos que integran los planes e instrumentos de ordenación de territorio y urbanísticos 
durante los períodos de información pública y con posterioridad a su aprobación, en los 
términos previstos en el presente Texto Refundido.

TÍTULO I

Organización y relaciones interadministrativas

Artículo 8.  Administración urbanística actuante.

1. A los efectos del presente Texto Refundido se entenderá como Administración 
urbanística actuante:

a) El Principado de Asturias.
b) Los concejos, mancomunidades, y demás entidades locales supramuniciales que se 

constituyan.

2. Con carácter general, y como competencia propia, la actividad urbanística 
corresponde a los concejos, que ejercerán cuantas competencias en materia urbanística no 
estén expresamente atribuidas a otras Administraciones.

3. Corresponden al Principado de Asturias las competencias que expresamente le 
confiere este Texto Refundido, por concurrir circunstancias de interés supramunicipal, en 
particular en los siguientes ámbitos:

a) Localización de infraestructuras, servicios y dotaciones de todo orden cuya 
planificación, aprobación o ejecución pertenezca al ámbito competencial del Principado de 
Asturias.

b) Control del cumplimiento de los criterios de ordenación territorial que se hayan fijado 
en las Directrices de Ordenación del Territorio, Programas de Actuación Territorial, Planes 
Territoriales Especiales, Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias y 
Evaluaciones de Impacto Estructural.

c) Verificación de que los planes urbanísticos municipales cumplan las indicaciones 
contenidas en los informes vinculantes que hayan emitido, en ejercicio de sus competencias, 
cualesquiera órganos del Principado de Asturias.

d) Seguimiento del proceso de urbanización y edificación en los sectores prioritarios de 
los suelos urbanizables, a fin de evitar que un retraso en la producción de suelo urbanizado 
afecte a las necesidades públicas en materia de vivienda, que corresponde garantizar al 
Principado de Asturias en ejercicio de sus competencias, todo ello de acuerdo con las 
disposiciones contenidas en este Texto Refundido a propósito de la gestión de esta clase de 
suelo.

e) Desarrollo de las reservas regionales de suelo y demás áreas en las que concurran 
especiales circunstancias urbanísticas deficitarias que deban ser afrontadas de modo 
perentorio a través de actuaciones urbanísticas concertadas, en los términos establecidos en 
este Texto Refundido.

Artículo 9.  Órganos urbanísticos y de ordenación del territorio del Principado de Asturias.

1. Son órganos urbanísticos y de ordenación del territorio del Principado de Asturias:

a) El Consejo de Gobierno.
b) La Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio.
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c) La Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias.

2. Las competencias urbanísticas y de ordenación del territorio atribuidas al Principado 
de Asturias sin indicar el órgano administrativo que deba ejercitarlas corresponderán al titular 
de la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, sin 
perjuicio de la distribución de competencias que pueda establecerse reglamentariamente.

3. La Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias es el 
órgano colegiado adscrito a la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación 
del territorio, ejerce funciones de consulta o emisión de informe, coordinación e impulso y, en 
su caso, autorización y resolución, sobre cuestiones tanto urbanísticas como de ordenación 
territorial, desempeñando cuantos cometidos le asigna este Texto Refundido. Su 
organización y funcionamiento se regirá por lo dispuesto reglamentariamente.

4. El Principado de Asturias fomentará la acción urbanística de las entidades locales, 
prestando, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia técnica permanente que las 
mismas pudieran recabar para el eficaz ejercicio de sus competencias. A tal fin procederá a 
la creación de Oficinas Urbanísticas Territoriales.

5. Con objeto de alcanzar la mayor eficacia en el cumplimiento de sus competencias 
urbanísticas y de ordenación del territorio, el Principado de Asturias podrá promover la 
celebración de acuerdos o convenios con las corporaciones de derecho público directamente 
relacionadas con estas materias.

Artículo 10.  Delegación de competencias urbanísticas en los concejos.

1. La competencia para la aprobación definitiva de los Planes Generales de Ordenación 
se delega en los concejos cuya población de derecho sea superior a 40.000 habitantes. En 
ningún caso se entenderá incluida en esta delegación la competencia para la aprobación 
definitiva de los instrumentos de planeamiento que afecten a más de un término municipal.

2. El Consejo de Gobierno podrá delegar, la competencia para la aprobación definitiva de 
los Planes Generales de Ordenación en aquellos concejos de población de derecho inferior a 
40.000 habitantes que se encuentren agrupados en mancomunidades urbanísticas o que sin 
estarlo así lo soliciten, cuando resulte acreditado, en ambos casos, que disponen de 
servicios técnicos, jurídicos y administrativos adecuados a tal fin, por sí mismos o por estar 
atendidos por Oficinas Urbanísticas Territoriales del Principado de Asturias. Los acuerdos de 
delegación se publicarán en el Boletín Oficial del Principado de Asturias. Quedará en todo 
caso excluida de la delegación la competencia para la aprobación definitiva de los Planes 
que afecten a más de un término municipal.

3. En su caso, el Principado de Asturias pondrá a disposición de los concejos a que se 
refieren los dos apartados anteriores los medios económicos suficientes para desempeñar 
las competencias atribuidas, o que puedan llegar a atribuirse, en régimen de delegación.

4. Corresponden al Principado de Asturias, además de las facultades previstas en el 
artículo 27 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
el establecimiento de directrices respecto de la elaboración o revisión del planeamiento 
general, referidas a cada concejo, en relación con los intereses supramunicipales a 
considerar y asegurar en la ordenación urbanística de cada uno de ellos. En caso de 
incumplimiento de las directrices o del régimen de la delegación, el Consejo de Gobierno, 
previa audiencia del Ayuntamiento afectado, podrá revocar, en todo o en parte, la 
delegación, o ejecutar por sí mismo la competencia delegada en sustitución del concejo.

5. La Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias 
podrá delegar en los Ayuntamientos y entidades locales supramunicipales la competencia 
para otorgar las autorizaciones que vienen exigidas por la legislación urbanística para 
actuaciones en terrenos clasificados como no urbanizables, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 131 de este Texto Refundido. El acuerdo de delegación deberá 
determinar el alcance, contenido, condiciones y duración de ésta, así como el control que se 
reserve el órgano delegante.
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Artículo 11.  Ejercicio de las competencias urbanísticas municipales.

1. Los concejos podrán establecer las formas de colaboración con otras entidades de 
derecho público que resulten más convenientes para el ejercicio de sus competencias 
urbanísticas, así como constituir mancomunidades y gerencias urbanísticas.

2. Son mancomunidades urbanísticas, a los efectos de este Texto Refundido, las 
entidades dotadas de personalidad y capacidad propias creadas, en los términos 
establecidos en la legislación de régimen local, mediante acuerdo de dos o más concejos 
para el ejercicio en común de sus competencias urbanísticas, o para la ejecución del 
planeamiento municipal y supramunicipal.

3. En virtud de su potestad organizativa, corresponde a los Ayuntamientos la creación de 
gerencias urbanísticas para el mejor desarrollo de las competencias en la materia que el 
ordenamiento les haya conferido. La gerencia urbanística podrá consistir en un órgano 
administrativo del propio ente municipal de carácter individual o colegiado o en una entidad 
de derecho público, con personalidad y patrimonio propio. En su creación se observarán las 
previsiones establecidas por la legislación de régimen local.

Para promover la gerencia urbanística se formulará una memoria justificativa de la 
propuesta, con exposición de sus planes operativos y objetivos, régimen de funcionamiento y 
estudio económico-financiero con expresión de los recursos proyectados.

Artículo 12.  Jurado de Expropiación del Principado de Asturias.

1. El Jurado de Expropiación del Principado de Asturias es un órgano colegiado 
permanente especializado en los procedimientos para la fijación del justo precio en la 
expropiación forzosa, cuando la Administración expropiante sea la del Principado de Asturias 
o las entidades locales de su ámbito territorial, y los fines de interés público a que la 
expropiación deba servir pertenezcan al ámbito competencial de la Comunidad Autónoma o 
de las entidades locales. Estará adscrito a la Consejería competente en materia de 
urbanismo y ordenación del territorio, actuando en el cumplimiento de sus funciones con 
plena autonomía funcional y sin estar sometido a instrucciones jerárquicas.

2. El Jurado actuará con plena competencia resolutoria definitiva, poniendo sus actos fin 
a la vía administrativa. Dispondrá de un plazo máximo de tres meses para la adopción de 
acuerdos, a contar desde el día siguiente al del registro de entrada del expediente completo. 
Sus acuerdos serán siempre motivados y fundamentados en lo que se refiere a los criterios 
de valoración seguidos para cada uno de los casos en concreto, de conformidad con las 
disposiciones legales que sean de aplicación.

3. El Jurado de Expropiación se compone de los siguientes miembros, designados por el 
Consejo de Gobierno:

a) Presidente: un jurista de acreditada competencia en las materias propias de la 
actuación del Jurado, con más de diez años de experiencia profesional.

b) Vocales:

Un letrado del Principado de Asturias.
Dos técnicos facultativos superiores al servicio del Principado de Asturias, dependiendo 

de la naturaleza del bien o derecho objeto de la expropiación.
Un técnico facultativo superior propuesto por la Federación Asturiana de concejos entre 

personas que tengan acreditada la condición de expertos en esta materia.
Cuatro profesionales libres que tengan acreditada competencia en esta materia, en 

representación de los Colegios Oficiales de Arquitectos o Ingenieros Superiores, Cámaras 
oficiales, Organizaciones empresariales de mayor representatividad en el sector y 
asociaciones representativas de la propiedad, dependiendo de la naturaleza del bien o 
derecho objeto de la expropiación.

Cuando se trate de expropiaciones municipales, un técnico facultativo superior al servicio 
de la entidad local de que se trate.

c) Secretario: un funcionario del Principado de Asturias perteneciente al Cuerpo Superior 
de Administradores.
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4. Podrán actuar de ponentes a los efectos de la preparación de las propuestas de 
acuerdo o dictamen e interviniendo en las deliberaciones del Jurado con voz, pero sin voto, 
cualesquiera funcionarios técnicos facultativos superiores al servicio de cualquiera de las 
Administraciones públicas, a excepción del autor de la hoja de aprecio de la Administración 
expropiante.

5. Corresponde al Presidente, en su caso, dirimir con su voto los empates, a efectos de 
adoptar acuerdos.

6. Reglamentariamente se establecerá su régimen de funcionamiento y organización.

Artículo 13.  Sociedades urbanísticas.

1. El Principado de Asturias, las entidades locales, y las entidades jurídico-públicas 
dependientes de uno y otras, podrán constituir por sí solas, entre sí o con otras personas, 
sociedades urbanísticas mercantiles para el estudio, desarrollo, gestión, promoción y 
ejecución del planeamiento urbanístico y de cualesquiera de los contenidos de la actividad 
urbanística de las Administraciones que la constituyan y que no impliquen el ejercicio de 
autoridad.

2. El acuerdo de creación, así como en su caso el de participación en la sociedad o 
sociedades que se hallen constituidas, se regirá por la legislación que a cada entidad le sea 
aplicable.

Las aportaciones sociales podrán hacerse en efectivo o en cualquier clase de bienes y 
derechos valorables económicamente. La sociedad urbanística revestirá siempre la forma de 
sociedad anónima.

3. Podrá particularmente encomendarse a las sociedades constituidas o participadas por 
las Administraciones urbanísticas:

a) La elaboración y redacción de planeamiento de desarrollo, proyectos de urbanización 
y cualesquiera informes, estudios y asistencia técnica de contenido urbanístico.

b) La promoción, gestión y ejecución de actuaciones urbanísticas y urbanizaciones con 
independencia del sistema que se adopte para la ejecución del planeamiento, sin que sea 
necesaria en todo caso la transmisión o aportación de terrenos o aprovechamientos. Si la 
Administración urbanística actuante optara por aportar o transmitir a la sociedad los terrenos 
o aprovechamientos urbanísticos de que sea propietaria y resulten afectados por la 
actuación urbanística encomendada, esta aportación o transmisión podrá ser en pleno 
dominio o limitarse al derecho de superficie, o a otro u otros derechos reales existentes o 
constituidos al efecto.

c) La gestión, promoción y ejecución del patrimonio público de suelo, conforme al destino 
que le es propio. A tal efecto, la sociedad podrá asumir titularidades fiduciarias de 
disposición, correspondiendo las dominicales a la Administración o entidad local de que se 
trate.

d) La gestión de las expropiaciones para la ejecución de planeamiento u obras 
determinadas.

4. Tratándose de sociedades urbanísticas de capital íntegra o mayoritariamente público, 
no se requerirá licitación para que por parte del Principado de Asturias, entidades locales y 
entidades jurídico-públicas que formen parte de ellas, se les asignen las encomiendas 
relacionadas, así como tampoco para el encargo de tareas o cometidos propios de la 
actividad urbanística que, aun desarrollándose en régimen de derecho privado, fuera propia 
de la competencia en esa materia de la Administración encomendante. El contenido y 
alcance de la encomienda o encargo habrá de formalizarse en convenio al efecto, en el que 
la sociedad tendrá la consideración de ente instrumental de la Administración en cuestión.

5. Para la realización del objeto social, la sociedad urbanística podrá:

a) Adquirir, transmitir, constituir, modificar y extinguir toda clase de derechos sobre 
bienes muebles o inmuebles que autorice el derecho común, en orden a la mejor 
consecución de la urbanización, edificación y aprovechamiento del área de actuación.

b) Realizar directamente convenios con los organismos competentes, que deban 
coadyuvar, por razón de su competencia, al mejor éxito de la gestión.

c) Enajenar, incluso anticipadamente, las parcelas que darán lugar a los solares 
resultantes de la ordenación, en los términos más convenientes para asegurar su edificación 
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en los plazos o de la forma prevista. La misma facultad le asistirá para enajenar los 
aprovechamientos urbanísticos otorgados por el planeamiento y que habrán de 
materializarse en las parcelas resultantes de la ordenación.

d) Ejercitar la gestión de los servicios implantados, hasta que sean formalmente 
asumidos por el organismo competente.

e) Actuar como entidad instrumental de la Administración urbanística, o como entidad 
puramente privada en las actuaciones de que se trate y en concurrencia plena con terceros.

f) Ser beneficiaria de las expropiaciones urbanísticas que deban realizarse en desarrollo 
de su actividad.

6. La ejecución de obras se adjudicará por la sociedad con sometimiento a los principios 
de publicidad y concurrencia, sin que, en ningún caso, pueda dicha sociedad ejecutarlas 
directamente.

Artículo 14.  Colaboración entre las Administraciones con competencias urbanísticas.

1. Sin perjuicio de las competencias urbanísticas atribuidas a cada una de las 
Administraciones públicas, las relaciones entre ellas en materia de urbanismo se regirán por 
los principios de cooperación, asistencia activa e información recíproca, con el objetivo de 
garantizar la plena aplicación y eficacia de la ordenación urbanística.

2. El Principado de Asturias prestará, en su caso, apoyo y asistencia técnica a las 
mancomunidades y gerencias urbanísticas que lo precisen.

Artículo 15.  Coordinación interadministrativa.

1. Las competencias urbanísticas y territoriales se ejercerán en coordinación con las 
atribuidas por la legislación para la gestión de otros intereses públicos específicos cuya 
realización requiera ocupar o transformar el territorio y afectar el régimen de utilización del 
suelo.

Las Administraciones públicas con competencias sectoriales que tengan incidencia 
territorial o que impliquen ocupación o utilización del suelo, deberán coordinar con la 
Administración urbanística la aprobación de los instrumentos y planes en que sus 
respectivas actuaciones se formalicen, sin perjuicio de lo establecido en la legislación 
sectorial estatal.

2. A los efectos establecidos en el apartado anterior, están sujetos a coordinación 
interadministrativa:

a) Los planes y demás instrumentos de ordenación urbanística y territorial.
b) Los instrumentos de ordenación que afecten al uso del suelo establecidos por leyes 

sectoriales.
c) Cualesquiera planes, programas o proyectos de obras o servicios públicos que afecten 

por razón de la localización o uso territorial a obras o servicios de la Administración 
autonómica o local.

Artículo 16.  Procedimiento de coordinación interadministrativa.

1. En todos los procedimientos administrativos que tengan por objeto la aprobación, 
modificación o revisión de alguno de los instrumentos, planes o proyectos sujetos a 
coordinación, y salvo convenio específico entre las Administraciones implicadas que 
establezca un régimen distinto, deberá cumplirse, con carácter previo a la aprobación, 
modificación o revisión, un trámite de consulta a las Administraciones afectadas, sin perjuicio 
de lo que se establece en los artículos 17 y 18 de este mismo Texto Refundido.

Este trámite de consulta será de cumplimiento preceptivo y deberá practicarse como 
mínimo por el mismo tiempo y, a ser posible, de forma simultánea con él o los que prevean 
alguna intervención o información pública previa de la Administración de que se trate, 
conforme a la legislación específica que regule el procedimiento de aprobación del 
instrumento, plan o proyecto en cuestión. En otro caso, tendrá una duración de un mes.

2. Si alguna de las Administraciones afectadas no compareciese en el trámite de 
consulta practicado, se presumirá su conformidad con el instrumento, plan o proyecto 
formulado. En todo caso, dicho instrumento, plan o proyecto sólo podrá contener previsiones 
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que comprometan la realización efectiva de acciones por parte de otras Administraciones, si 
éstas han prestado expresamente su conformidad.

3. La conclusión del trámite de consulta sin superación de las discrepancias que se 
hubieran manifestado durante el mismo no impedirá la continuación y terminación del 
procedimiento principal, previa la adopción y notificación por la Administración actuante de 
resolución justificativa de los motivos que han impedido alcanzar un acuerdo.

Artículo 17.  Actuaciones promovidas por el Principado de Asturias.

1. Cuando por razones de urgencia o excepcional interés público el Principado de 
Asturias pretenda llevar a cabo un proyecto de obras con repercusión territorial, la 
Consejería competente por razón de la materia acordará la remisión al Ayuntamiento 
correspondiente del proyecto de que se trate, para que en el plazo de un mes notifique la 
conformidad o disconformidad del mismo con el planeamiento urbanístico en vigor.

En caso de disconformidad el expediente se remitirá por la Consejería interesada a la 
que tenga las competencias en materia de urbanismo y ordenación del territorio, quien lo 
elevará al Consejo de Gobierno previo informe de la Comisión de Urbanismo y Ordenación 
del Territorio del Principado de Asturias. El Consejo de Gobierno decidirá si procede ejecutar 
el proyecto, y, en este caso, ordenará la iniciación del procedimiento de modificación o 
revisión del planeamiento, conforme a la tramitación establecida en este Texto Refundido.

2. El Ayuntamiento podrá, en todo caso, acordar la suspensión de las obras a que se 
refiere el apartado anterior cuando se pretendiese llevarlas a cabo en ausencia o en 
contradicción con la notificación a la que se refiere el apartado 1 de este artículo, y antes de 
que por el Consejo de Gobierno se tome la decisión de ejecutar la obra proyectada, 
comunicando dicha suspensión al órgano redactor del proyecto y a la Consejería competente 
en materia de urbanismo y ordenación del territorio.

Artículo 18.  Actuaciones promovidas por la Administración General del Estado.

Los conflictos que pudieran plantearse entre las previsiones del planeamiento urbanístico 
y los instrumentos de ordenación del territorio, y los proyectos de obras promovidas por 
organismos o entidades de derecho público dependientes de la Administración General del 
Estado, se resolverán con arreglo al procedimiento del artículo 244 del Texto Refundido de la 
Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1992, de 26 de junio, adoptando la decisión definitiva el Consejo de Gobierno 
del Principado de Asturias, al que el órgano central interesado remitirá el expediente por 
conducto del titular de la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del 
territorio.

Téngase en cuenta el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General 
del Estado-Comunidad Autónoma Principado de Asturias, de 1 de octubre de 2004. Resolución 
de 8 de noviembre de 2004. Ref. BOE-A-2004-19118. donde se establece:

"Respecto del primer párrafo del artículo 18, ambas partes consideran que el ámbito de aplicación del 
mismo ha de entenderse referido al supuesto de obras de competencia no exclusiva del Estado en las que 
no existan razones de urgencia o excepcional interés público."

No obstante, cuando los expresados proyectos se desarrollen en ejercicio de 
competencias exclusivas del Estado o cuando existan razones de urgencia o excepcional 
interés público que exijan desviarse de la normativa territorial o urbanística en vigor, el 
acuerdo definitivo será adoptado conforme a lo dispuesto en la legislación estatal aplicable.

En ambos casos, y una vez autorizado el proyecto, el Consejo de Gobierno analizará las 
repercusiones territoriales inherentes al mismo y ordenará la formulación de las pertinentes 
modificaciones en los instrumentos y planes aplicables.
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Artículo 19.  Actuaciones urbanísticas concertadas.

1. Las actuaciones concertadas se configuran como un modelo de ordenación 
urbanística, de procedimiento abreviado, en los términos establecidos en los artículos 73 y 
74 de este Texto Refundido, a efectuar por el Principado de Asturias cuando se entienda que 
en determinadas áreas concurran especiales circunstancias urbanísticas deficitarias dentro 
de los objetivos de la presente norma, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 219, 
que deban ser afrontados de un modo perentorio.

2. El desarrollo urbanístico de las áreas a que se refiere el apartado 1 anterior requerirá 
la declaración formal de Actuación Urbanística Concertada por el Consejo de Gobierno, a 
propuesta de la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, 
previo convenio con el Ayuntamiento respectivo.

Artículo 20.  Espacios de gestión integrada.

1. En el marco de los fines generales y de la integración territorial de la ordenación 
urbanística, y en función de las dificultades de ejercicio de competencias administrativas con 
impacto o incidencia territorial, los instrumentos de planeamiento urbanístico o territorial 
podrán delimitar espacios donde se haya de realizar una gestión integrada de todos sus 
recursos, delimitación que podrá ser coincidente con una actuación urbanística concertada. 
El planeamiento deberá establecer objetivos para estos espacios, buscando el equilibrio 
entre la conservación de los valores naturales, ambientales o culturales, en su caso 
existentes, y las diversas actividades que en ellos tengan lugar.

2. La delimitación de estos espacios se realizará con independencia de las diferentes 
clases de suelo que pudieran existir en su ámbito y comportará la coordinación e integración 
de las acciones de las Administraciones públicas afectadas, que deberán cooperar entre sí 
en el ejercicio de sus competencias al servicio de la consecución de los objetivos fijados.

3. Para el cumplimiento de los objetivos propios de los espacios de gestión integrada, el 
planeamiento podrá prever su organización en forma de consorcio, del que necesariamente 
formarán parte el o los concejos en cuyo término municipal se encuentren las áreas 
comprendidas en el espacio de gestión, que participarán en proporción al suelo y en función 
de la superficie que les afecte, así como, de estimarlo conveniente, la Administración del 
Principado de Asturias y la Administración General del Estado, en razón de sus 
competencias sectoriales que se vean afectadas. Asimismo, se podrán incorporar 
particulares y entidades de derecho público o privado, previo acuerdo sobre las bases que 
hayan de regir su participación en aquéllos y en las obras y los servicios por ellos 
gestionados, en los términos que se desarrollen reglamentariamente.

4. En su caso, el consorcio se constituirá en el plazo máximo que al efecto se determine 
en el mismo planeamiento. Si transcurrido dicho plazo la constitución del consorcio no 
hubiera tenido lugar, la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del 
territorio podrá requerir al Ayuntamiento o Ayuntamientos afectados para que procedan a la 
misma, con otorgamiento de un nuevo y definitivo plazo. Transcurrido éste, el Principado de 
Asturias procederá, en su caso, a la constitución de una gerencia urbanística, que asumirá la 
totalidad de las competencias precisas para el cumplimiento de los objetivos previstos por el 
planeamiento para dicho espacio.

5. En la creación del consorcio o la gerencia previstos en este artículo se observarán las 
previsiones establecidas en cada caso por la legislación propia de la entidad o entidades que 
acuerden su constitución.

TÍTULO II

Información urbanística

Artículo 21.  Derecho a la información urbanística.

1. A los efectos de este Texto Refundido se entiende por información urbanística toda 
información disponible por las Administraciones públicas, bajo cualquier forma de expresión 
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y en todo tipo de soporte material, referida a los instrumentos de planeamiento y gestión 
urbanísticos y a la situación urbanística de los terrenos, así como a las actividades y 
medidas que puedan afectar a la misma.

2. Las Administraciones urbanísticas adoptarán las medidas necesarias para garantizar 
el acceso a la información urbanística de su competencia a todas las personas, físicas y 
jurídicas, sin necesidad de que acrediten un interés determinado y con garantía de 
confidencialidad sobre su identidad sin aplicación de otros límites que los que establezcan 
las leyes.

3. Se reconoce especial prioridad en el acceso a la información urbanística a los 
propietarios y demás afectados por cada actuación urbanística, así como a las entidades 
representativas de los intereses afectados por las mismas.

Artículo 22.  Reglas para la información pública.

1. Con carácter general, y sin perjuicio de lo específicamente dispuesto en este Texto 
Refundido para la aprobación y entrada en vigor de los instrumentos de planeamiento y 
gestión urbanística, en los trámites de información pública se aplicarán las siguientes reglas:

a) Los anuncios de apertura del trámite de información pública deberán publicarse en 
boletines oficiales, medios de comunicación y tablones pertinentes o edictos 
correspondientes.

b) Los anuncios de información pública indicarán claramente el instrumento o expediente 
objeto de la misma y la duración del período, así como el lugar y horario dispuesto para la 
consulta.

c) Durante la información pública podrá consultarse toda la documentación relacionada 
con el instrumento o expediente objeto de la misma, y podrán presentarse tanto alegaciones 
como sugerencias, informes y documentos complementarios de cualquier tipo. La 
documentación se pondrá a disposición de los ciudadanos en las oficinas administrativas 
más cercanas a aquéllos.

2. Reglamentariamente se podrán establecer medios de publicidad complementarios a lo 
dispuesto en este artículo, en atención a las características particulares del concejo y al 
instrumento o expediente objeto de información pública, a fin de garantizar que el mayor 
número de ciudadanos reciba la información que haya de afectarles. El Principado de 
Asturias prestará apoyo económico a los Ayuntamientos para la realización de las 
actividades de información y difusión pública, facilitando la utilización de medios telemáticos 
para la mayor efectividad de la información.

Artículo 23.  Registro de Planeamiento y Gestión Urbanística del Principado de Asturias.

1. El Registro de Planeamiento y Gestión Urbanística del Principado de Asturias, adscrito 
a la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, recogerá un 
ejemplar completo y actualizado de los instrumentos de ordenación del territorio, planes y 
otros instrumentos de ordenación y gestión urbanísticos, incluidos los catálogos y los 
convenios, que se aprueben en el ámbito de la Comunidad Autónoma, así como de los 
estatutos de los consorcios, sociedades urbanísticas y entidades urbanísticas colaboradoras 
que se constituyan.

2. El Registro será público, y reglamentariamente se establecerán las normas de 
consulta, obtención de copias, emisión de certificaciones y otras necesarias para su 
funcionamiento.

Artículo 24.  Cédula y certificados urbanísticos.

1. Los Ayuntamientos, por sí o mancomunadamente, podrán crear mediante la 
correspondiente ordenanza un documento acreditativo de las circunstancias urbanísticas de 
las fincas comprendidas en el término municipal. Este documento, que deberán mantener 
debidamente actualizado, se denominará cédula urbanística de terreno o de edificio, según 
el carácter de la finca a que se refiera.

La aprobación de un nuevo instrumento de planeamiento incluirá la inmediata revisión de 
la cédula urbanística de los terrenos afectados.
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2. Toda persona tendrá derecho a que el Ayuntamiento respectivo le informe por escrito 
del régimen urbanístico aplicable a un terreno o edificio. A estos efectos, los particulares 
podrán solicitar por escrito informes de aprovechamientos urbanísticos referidos a una finca 
concreta. Los Ayuntamientos evacuarán la solicitud de información, en el caso de que 
existan cédulas urbanísticas actualizadas, mediante la remisión al interesado de la 
correspondiente cédula. En caso contrario, expedirán certificados de estos informes, que 
serán emitidos en los términos que procedan de acuerdo con la legislación de régimen local.

3. La cédula urbanística de terreno o de edificio, según el carácter de la finca a que se 
refiera, incluirá necesariamente entre sus datos:

a) Los instrumentos de planeamiento y gestión aplicables, indicando si alguno de ellos 
está en revisión o modificación y en tal caso, si se ha acordado la suspensión de licencias.

b) La clasificación del suelo y demás determinaciones urbanísticas significativas, en 
especial las referidas a sus condiciones de urbanización y edificación.

c) Si el terreno tiene la condición de solar o qué actuaciones urbanísticas son necesarias 
para alcanzarla, en particular en cuanto a los deberes urbanísticos exigibles.

d) Los compromisos a que hace referencia el artículo 21 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, 
de Régimen del Suelo y Valoraciones.

4. Los certificados urbanísticos se han de referir necesariamente a los datos siguientes, 
respecto de la finca de que se trate:

a) Si el suelo es urbano, urbanizable o no urbanizable.
b) El uso del suelo, la altura, el volumen y la situación de la edificación, la ocupación 

máxima de la parcela y el aprovechamiento del subsuelo.
c) Si el terreno tiene la condición de solar o no y, si procede, los servicios que son 

necesarios para alcanzarla.
d) El planeamiento a cuyas determinaciones está sujeta la finca, indicando, en su caso, 

si está en proceso de revisión o modificación, y los instrumentos de gestión aplicables, con 
expresión de la unidad de actuación o polígono en el que se encuentre, en su caso, incluida, 
así como del estado en que se halla su proceso de urbanización.

e) Si está afectada por trámites de suspensión del otorgamiento de licencias.
f) Si es posible obtener licencia ajustada a los parámetros de la letra b) anterior, 

condicionada, en su caso, a la ejecución simultánea de obras de urbanización.
g) Los compromisos a que hace referencia el artículo 21 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, 

de Régimen del Suelo y Valoraciones.

5. En caso de que se solicite licencia urbanística de acuerdo con la información 
contenida en el certificado o, en su caso, la cédula remitida, dentro del plazo de los cuatro 
meses siguientes a su notificación al interesado, la Administración urbanística deberá 
atenerse a la información que contenga, a no ser que sea constitutiva de una infracción de la 
ordenación urbanística aplicable, o se haya producido una modificación del planeamiento. La 
denegación de la licencia, en las condiciones expuestas en primer lugar, dará lugar a 
responsabilidad patrimonial de la Administración actuante siempre que concurran los 
requisitos establecidos en las normas que regulan con carácter general dicha 
responsabilidad.

6. En ningún caso el certificado o la cédula podrán condicionar las autorizaciones 
administrativas que sean exigibles con carácter previo al otorgamiento de las licencias 
urbanísticas.

TÍTULO III

Instrumentos de ordenación del territorio y urbanística

Artículo 25.  Instrumentos de ordenación del territorio.

1. Sin perjuicio de la utilización de los instrumentos de ordenación urbanística y de los 
establecidos en la legislación sectorial que rige las diversas actividades con impacto 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 68  Texto refundido en materia de ordenación del territorio y urbanismo

– 948 –



territorial, para la ordenación del territorio del Principado de Asturias se establecen los 
siguientes instrumentos:

a) Las Directrices de Ordenación Territorial, los Programas de Actuación Territorial y los 
Planes Territoriales Especiales de carácter supramunicipal.

b) Las Evaluaciones de Impacto.
c) El Plan de Ordenación de los Recursos Naturales de Asturias, como instrumento para 

la planificación específica de los recursos naturales.

2. Los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales se regularán por lo establecido 
en la normativa específica sobre conservación de los espacios naturales.

Artículo 26.  Instrumentos de ordenación urbanística.

1. La ordenación urbanística de los concejos se realizará a través de Planes Generales 
de Ordenación.

2. Los Planes Generales de Ordenación se desarrollarán, según los casos, mediante 
Planes Parciales, Planes Especiales y Estudios de Detalle.

3. Los Catálogos urbanísticos, los Estudios de implantación y las Ordenanzas 
Municipales de Edificación y Urbanización contribuirán a la correcta integración de la 
ordenación urbanística del territorio y, en su caso, completarán la establecida por el 
planeamiento.

Artículo 27.  Vinculación entre la ordenación urbanística y la ordenación del territorio.

1. Los planes y otros instrumentos de ordenación urbanística están vinculados 
jerárquicamente a las determinaciones de los Planes de Ordenación de los Recursos 
Naturales que resulten aplicables, así como a las Directrices de Ordenación Territorial, los 
Programas de Actuación Territorial, los Planes Territoriales Especiales y los demás 
instrumentos de ordenación territorial, y, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 2 del 
artículo 55 de la Ley del Principado de Asturias 1/2001, de 6 de marzo, de Patrimonio 
Cultural, respecto del planeamiento urbanístico protector de los Bienes de Interés Cultural, 
deberán redactarse en coherencia con todos ellos, teniendo en cuenta sus determinaciones 
y directrices, y facilitando su cumplimiento. En su caso, se motivará expresamente en su 
memoria toda eventual falta de seguimiento de aquellas determinaciones que sólo tuvieran 
carácter indicativo.

2. Los instrumentos de ordenación urbanística que desarrollen la planificación territorial, 
la de los recursos naturales, así como la de las actuaciones sectoriales con impacto o 
incidencia sobre el territorio, conforman un único sistema integrado.

CAPÍTULO I

Tipología de los instrumentos de ordenación del territorio

Sección 1.ª Directrices de Ordenación Territorial

Artículo 28.  Objetivo general.

Las Directrices de Ordenación Territorial son el instrumento expresivo de los fines y 
objetivos de la política territorial del Principado de Asturias, constituyendo el principal 
elemento de planificación y coordinación territorial y la base para el desarrollo de las 
actuaciones con incidencia territorial que hayan de producirse en la Comunidad Autónoma.

Artículo 29.  Relaciones con otras actuaciones públicas.

1. Las Directrices de Ordenación Territorial servirán como marco de referencia obligado 
para la actuación territorial de la Administración pública en el Principado de Asturias, en los 
términos que establezca el Decreto de aprobación de las mismas, y sin perjuicio de lo 
establecido en la normativa específica sobre conservación de los espacios naturales y 
protección del patrimonio cultural.
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2. Asimismo, el contenido de las Directrices de Ordenación Territorial servirá de marco 
territorial de referencia para la elaboración de los planes y programas económicos del 
Principado de Asturias. Las Directrices podrán servir para fijar las previsiones de índole 
social y económica que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24.4 del Estatuto de 
Autonomía del Principado de Asturias, haya de suministrar la Comunidad Autónoma a la 
Administración General del Estado.

3. La aprobación de unas Directrices de Ordenación Territorial llevará aparejada la 
necesidad de adaptar a las mismas, en aras del interés supramunicipal, los Programas de 
Actuación Territorial, los Planes Territoriales Especiales, y el planeamiento urbanístico y 
sectorial vigente en el momento de su promulgación, de acuerdo con lo que se establezca en 
el Decreto de aprobación de las Directrices.

Artículo 30.  Clases.

Las Directrices de Ordenación Territorial se clasificarán en las siguientes categorías en 
función de su ámbito territorial y su contenido material:

a) Directrices Regionales de Ordenación del Territorio, referidas con carácter general a la 
totalidad del territorio del Principado de Asturias.

b) Directrices Subregionales de Ordenación del Territorio, referidas con carácter general 
a un territorio menor al del Principado de Asturias en su conjunto.

c) Directrices Sectoriales de Ordenación del Territorio, destinadas a regular y orientar la 
incidencia territorial de las actividades sectoriales en el ámbito de la totalidad del Principado 
de Asturias o en un ámbito más reducido que se determine al efecto.

Artículo 31.  Determinaciones de las Directrices Regionales y Subregionales.

1. El contenido de las Directrices Regionales y Subregionales de Ordenación del 
Territorio deberá servir para la formulación de la política general de ordenación territorial en 
el ámbito a que vayan destinadas.

2. Con carácter general se referirán como mínimo a los siguientes extremos:

a) Diagnóstico de la estructura general del territorio contemplado y de las pautas de 
desarrollo territorial manifestadas o previsibles.

b) Determinación de los objetivos y líneas de actuación de la política territorial que 
emanen de las distintas áreas analizadas, tomando como referencias mínimas el medio 
físico, la población y la vivienda, la actividad económica, los equipamientos, las 
infraestructuras y los sistemas de comunicaciones.

c) Criterios de actuación, compatibilización, programación y tramitación coordinadas 
entre las distintas Administraciones que actúan territorialmente en el Principado de Asturias.

d) Supuestos de actualización y revisión de las Directrices y normas específicas para su 
seguimiento.

e) Señalamiento de las áreas de protección que deban establecerse, mantenerse o 
ampliarse atendiendo a su valor natural, cultural, social o económico, haciendo especial 
referencia a los cursos agrícolas y forestales y a los cursos de agua, todo ello sin perjuicio de 
las delimitaciones específicas que puedan realizarse en aplicación de la legislación sectorial.

f) Criterios de compatibilización del planeamiento urbanístico.
g) Criterios para localización y ejecución de infraestructuras, equipamientos y servicios 

en general.
h) Condiciones a que deban someterse las propuestas que por su carácter estructurante 

del territorio o incidencia supramunicipal así lo requieran.
i) Análisis de las relaciones de las Directrices con la planificación económica general del 

Principado de Asturias.

3. Cuando para la formulación de las Directrices de que se trata no resulte necesario 
incluir previsiones referentes a algunos de los apartados anteriores, bastará con justificar 
adecuadamente en la Memoria su falta de relevancia para dicho caso concreto.
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Artículo 32.  Determinaciones de las Directrices Sectoriales.

Las Directrices Sectoriales de Ordenación del Territorio deberán contener los siguientes 
extremos:

a) Identificación del sector a que se refieren, distinguiéndolo con la mayor claridad 
posible de sectores afines y señalando las relaciones con los mismos.

b) Delimitación de su ámbito espacial.
c) Justificación de su necesidad para el sector de que se trate y el ámbito elegido.
d) Descripción de la problemática territorial planteada por el sector y análisis del impacto 

de las actuaciones públicas y privadas producidas en el pasado y previstas para el futuro 
dentro del ámbito sectorial.

e) Relaciones con el planeamiento urbanístico y problemas suscitados, considerando 
específicamente las actuaciones previstas, en su caso, en la programación del planeamiento 
general.

f) Establecimiento de criterios de coordinación con otros sectores y con el marco general 
y particular de la ordenación territorial dentro del ámbito de las Directrices.

g) Criterios para la evaluación de alternativas en función de su contenido sectorial y su 
impacto territorial, estructural o ambiental.

Artículo 33.  Documentación.

El contenido de las Directrices Regionales, Subregionales y Sectoriales de Ordenación 
del Territorio se concretará en los siguientes documentos:

a) Estudios y planos de información.
b) Planos de delimitación de su ámbito territorial.
c) Memoria explicativa en la que se justifique el ámbito elegido y los criterios de 

evaluación utilizados, en el supuesto específico de las Directrices Regionales y 
Subregionales, así como, en su caso, la necesidad de redactar Directrices Sectoriales en 
dicho ámbito.

d) Explicitación de objetivos.
e) Directrices de ordenación territorial y expresión gráfica de las mismas. En el supuesto 

de las Regionales y Subregionales, la expresión gráfica se referirá al esquema de 
ordenación territorial y áreas de protección.

Sección 2.ª Programas de Actuación Territorial

Artículo 34.  Objetivo general.

En desarrollo de las Directrices de Ordenación del Territorio podrán elaborarse 
Programas de Actuación Territorial, como instrumento que tendrá por objeto recoger de 
forma sistemática las actuaciones con incidencia en el territorio que vayan a realizarse por 
los diversos organismos y entidades de la Administración del Principado de Asturias.

Artículo 35.  Determinaciones.

1. Los Programas de Actuación Territorial incluirán:

a) Delimitación de su ámbito territorial y funcional.
b) Relación de actuaciones previstas.
c) Justificación de la coherencia entre las actuaciones programadas y las previsiones 

contenidas en las Directrices de Ordenación Territorial aplicables y, en su caso, en otros 
Programas de Actuación Territorial existentes.

d) Relación con el planeamiento urbanístico vigente.
e) En la medida en que así lo exija su correlación con la planificación económica del 

Principado de Asturias, los Programas de Actuación Territorial podrán especificar la 
determinación de los organismos encargados de su realización, establecer plazos de 
ejecución de las actuaciones previstas, incorporar estudios económicos y presupuestarios y 
analizar cualesquiera otras cuestiones que resulte de interés destacar al efecto expresado.
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2. Cuando la inclusión de alguno de los anteriores extremos resulte imposible o 
innecesaria para el Programa de que se trate, bastará con justificar debidamente dicha 
circunstancia ante el órgano competente para su aprobación.

Artículo 36.  Ámbito de aplicación.

1. Los Programas de Actuación Territorial podrán referirse de modo general a 
actuaciones públicas con impacto territorial o, de modo especial, a las incluidas dentro de un 
determinado sector o destinadas a una finalidad específica.

2. Cuando se trate de un Programa de Actuación Territorial destinado especialmente a la 
programación dentro de un solo sector o a la consecución de una finalidad específica, el 
ámbito espacial de los mismos podrá referirse a la totalidad o parte del territorio del 
Principado de Asturias.

3. Los Programas de Actuación Territorial que se refieran de modo general a actuaciones 
públicas con incidencia territorial, sin circunscribirse a un sector determinado, deberán limitar 
su ámbito a espacios determinados dentro del territorio del Principado de Asturias.

Artículo 37.  Eficacia de los programas de actuación territorial.

1. Los Programas de Actuación Territorial serán de aplicación en la Administración del 
Principado de Asturias, debiendo revisarse, en el plazo que se determine en el Decreto de su 
aprobación, las previsiones contenidas en los estudios económico-financieros y, en su caso, 
programas de actuación del planeamiento urbanístico, así como en los planes y programas 
sectoriales en vigor.

2. Las actuaciones previstas para cada año en los Programas de Actuación Territorial 
servirán de referencia y base para la elaboración de los programas de desarrollo regional y 
de los presupuestos anuales del Principado de Asturias.

Sección 3.ª Planes Territoriales Especiales

Artículo 38.  Objetivo general.

Cuando las Directrices de Ordenación Territorial consideren necesario el establecimiento 
de preceptos materialmente urbanísticos directamente aplicables, o resulte necesario para 
dar un contenido más detallado a la ordenación territorial, podrán aprobarse Planes 
Territoriales Especiales de ámbito supramunicipal.

Artículo 39.  Vinculación y relación con otras actuaciones públicas.

1. Los Planes Territoriales Especiales serán directamente aplicables, y prevalecerán de 
forma inmediata sobre los preceptos contrarios del planeamiento urbanístico, que deberá ser 
objeto de adaptación, y sin perjuicio de lo establecido en el apartado 2 del artículo 55 de la 
Ley del Principado de Asturias 1/2001, de 6 de marzo, de Patrimonio Cultural, respecto del 
planeamiento urbanístico protector de los Bienes de Interés Cultural.

2. Las actuaciones y proyectos sectoriales de las Administraciones públicas estarán 
vinculadas a las determinaciones de los Planes Territoriales Especiales, sin perjuicio de lo 
establecido en la normativa específica sobre protección de los espacios naturales y en la 
legislación sectorial estatal.

Sección 4.ª Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias

Artículo 40.  Objetivo general.

El Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias es el instrumento que tiene 
por objeto la ordenación, de acuerdo con los requisitos, características y condiciones que el 
Principado aprobará y publicará previamente, de las agrupaciones de población que, 
estando clasificadas como núcleos rurales por el planeamiento urbanístico vigente a la 
entrada en vigor de la Ley del Principado de Asturias de régimen del suelo y ordenación 
urbanística, ofrezcan en su conjunto un interés significativo en cuanto exponentes de 
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asentamientos consolidados de edificación imbricados racionalmente en el medio rural, 
merecedores por esta razón de una especial preservación territorial y urbanística. A tales 
efectos, se estará a su clasificación, en función de las peculiaridades de cada núcleo, su 
densidad o la intensidad de la protección. El tratamiento específico que se dispense deberá 
tener en cuenta lo establecido en el Capítulo II del Título IV de este Texto Refundido.

Artículo 41.  Vinculación del planeamiento.

El Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias será vinculante para el 
planeamiento urbanístico municipal, que no podrá alterar la clasificación ni calificación 
urbanística de los núcleos incluidos en el mismo, y sin perjuicio de lo establecido en el 
apartado 2 del artículo 55 de la Ley del Principado de Asturias 1/2001, de 6 de marzo, de 
Patrimonio Cultural, respecto del planeamiento urbanístico protector de los Bienes de Interés 
Cultural.

Sección 5.ª Evaluaciones de Impacto

Artículo 42.  Objetivo general.

A los efectos de este Texto Refundido, se consideran Evaluaciones de Impacto el 
conjunto de estudios y análisis encaminados a predecir, valorar y adecuar la posible 
incidencia que una actuación o grupo de actuaciones haya de tener sobre un ámbito espacial 
determinado.

Artículo 43.  Clases.

Las Evaluaciones de Impacto se clasificarán en las siguientes categorías:

a) Evaluación de Impacto Ambiental y Evaluación Preliminar de Impacto Ambiental, 
referidas, en ambos casos, a la determinación del posible impacto sobre el medio ambiente 
natural o edificado.

b) Evaluación de Impacto Estructural, referida al análisis de los costes y beneficios 
económicos y sociales derivados directa e indirectamente de la actuación prevista, así como 
su incidencia en el sistema de núcleos de población, infraestructuras, equipamientos y 
servicios.

Artículo 44.  Ámbito de aplicación.

1. El ámbito al que las Evaluaciones de Impacto habrán de referirse vendrá determinado 
por el de las actuaciones cuyas consecuencias hayan de evaluarse.

2. Las Directrices de Ordenación Territorial, los Planes de Ordenación de los Recursos 
Naturales y el planeamiento urbanístico municipal deberán incluir entre sus determinaciones 
el establecimiento de los casos y las circunstancias en que resulte necesaria la realización 
de las Evaluaciones de Impacto, sin perjuicio de lo que establece la normativa básica estatal 
respecto de la Evaluación de Impacto Ambiental.

3. Las Directrices de Ordenación Territorial y los planes de ordenación de los recursos 
naturales señalarán específicamente los tipos de actuación que, no estando sometidas a 
evaluación de impacto ambiental conforme a la normativa legal en vigor, deban someterse a 
evaluación preliminar de impacto ambiental con la finalidad de evitar el efecto acumulado o 
sinérgico sobre el espacio natural asturiano.

4. Asimismo, se procederá a la elaboración de Evaluaciones de Impacto cuando así lo 
requieran mediante acuerdo motivado por razón de la materia la Consejería competente en 
materia de medio ambiente, para las Evaluaciones de Impacto Ambiental y las Evaluaciones 
Preliminares de Impacto Ambiental, el Comité de Inversiones y Planificación, para las 
Evaluaciones de Impacto Estructural, o la Comisión de Urbanismo y Ordenación del 
Territorio del Principado de Asturias en cualquier supuesto.
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Artículo 45.  Determinaciones.

1. El contenido de las Evaluaciones de Impacto vendrá determinado reglamentariamente. 
En todo caso, será necesario que contengan, como mínimo, las siguientes determinaciones:

a) Identificación de la actuación evaluada, señalando, en su caso, el planeamiento 
territorial, urbanístico o de espacios naturales al amparo del cual se desarrolla o el acuerdo 
de los organismos a que se refiere el apartado 4 del artículo 44 de este Texto Refundido.

b) Delimitación del ámbito o ámbitos de impacto territorial previstos para la actuación.
c) Criterios, variables y procedimientos utilizados para la evaluación.
d) Señalamiento, evaluación y, en su caso, valoración económica de los impactos 

detectados.

2. En el supuesto de las actuaciones, planes o programas que se sujeten a Evaluación 
de Impacto Ambiental, contendrán, además, los requisitos especificados en la normativa 
básica estatal.

Sección 6.ª Autorizaciones y licencias ambientales

Artículo 45 bis.  Compatibilidad urbanística en las autorizaciones y licencias ambientales.

1. Las actividades con incidencia ambiental que estén legalmente obligadas a obtener 
una Autorización Ambiental Integrada, de conformidad con lo previsto en la Ley 16/2002, de 
1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, o que estén clasificadas 
y requieran una licencia de actividad de conformidad con lo previsto en el Decreto 
2414/1961,de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de actividades 
molestas, insalubres, nocivas y peligrosas, deberán ser compatibles con el planeamiento 
urbanístico vigente, lo que deberá quedar acreditado en el expediente ambiental que tramite 
la Administración competente mediante la emisión de un certificado de compatibilidad 
urbanística por parte del Ayuntamiento en cuyo territorio se pretenda ubicar la instalación.

El certificado de compatibilidad urbanística a que se refiere el presente artículo es 
independiente de la licencia de obras o de cualquier otra licencia o autorización exigible en 
virtud de lo establecido en la normativa urbanística y, en consecuencia, no prejuzga la 
actuación del órgano municipal competente con motivo de estas últimas autorizaciones o 
licencias.

En todo caso, si el certificado emitido por el ayuntamiento es negativo, el órgano 
ambiental competente dictará resolución motivada poniendo fin al procedimiento y archivará 
las actuaciones, siempre y cuando, con independencia del momento en que haya sido 
emitido, el informe haya sido recibido por el citado órgano con anterioridad a la resolución 
del procedimiento.

2. En la tramitación de la autorización o licencia ambiental que corresponda para cada 
actividad, y como norma adicional de protección, el órgano ambiental competente verificará 
la compatibilidad urbanística a que se refiere el punto anterior, comprobará que el 
emplazamiento concreto y las condiciones del medio ambiente local hagan viable el 
desarrollo de la actividad, con las condiciones de diseño, construcción y explotación que 
particularmente se determinen, y exigirá que se adopten, mediante la aplicación de las 
mejores técnicas disponibles, las medidas adecuadas para prevenir la contaminación de tal 
modo que se asegure la inocuidad de la instalación o, en todo caso, el respeto a los valores 
límite de emisión establecidos en la normativa ambiental para garantizar los objetivos de 
calidad del aire, el agua y los suelos. Queda sin aplicación en el ámbito territorial del 
Principado de Asturias la exigencia de que las instalaciones fabriles insalubres o peligrosas 
se alejen 2.000 metros del núcleo más próximo de población agrupada, impuesta por los 
artículos 4, 15 y 20 del Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y 
peligrosas, aprobado por Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre.
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CAPÍTULO II

Formación y aprobación de los instrumentos de ordenación del territorio

Sección 1.ª Directrices de Ordenación Territorial

Artículo 46.  Iniciación y elaboración.

1. La iniciativa para la formulación de Directrices de Ordenación Territorial corresponderá 
al Consejo de Gobierno, que encargará su elaboración a la Consejería competente en 
materia de ordenación del territorio, ordenando, en su caso, la participación de otras 
Consejerías afectadas.

2. El Consejo de Gobierno dispondrá que, con anterioridad a la elaboración de las 
Directrices, se someta a información pública por el plazo de un mes un documento de 
avance en el que se señalen los objetivos pretendidos con la nueva ordenación y las 
medidas que se piensa adoptar. El trámite de información pública será anunciado en el 
Boletín Oficial del Principado de Asturias y en, al menos, uno de los periódicos de mas 
amplia difusión de Asturias.

Artículo 47.  Tramitación y aprobación.

1. Una vez elaboradas, las Directrices serán presentadas a la Comisión de Urbanismo y 
Ordenación del Territorio del Principado de Asturias para su aprobación inicial.

2. Aprobadas inicialmente, serán sometidas a información pública por el plazo de dos 
meses. El trámite de información pública será anunciado en el Boletín Oficial del Principado 
de Asturias y en, al menos, uno de los periódicos de mas amplia difusión de Asturias.

3. Al mismo tiempo que se tramita la información pública, se dará traslado a la 
Delegación del Gobierno en el Principado de Asturias y a las entidades locales afectadas, 
así como al Comité de Inversiones y Planificación con el fin de que puedan formular las 
observaciones y sugerencias que estimen convenientes durante el plazo de un mes a partir 
de la recepción de la solicitud. Transcurrido este plazo sin respuesta, podrá continuar la 
tramitación del procedimiento.

4. Finalizada la información pública y obtenidos los informes, o vencido el plazo para su 
remisión, el Consejo de Gobierno decidirá, mediante Decreto, a propuesta de la Comisión de 
Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias, sobre la aprobación 
definitiva de las Directrices y ordenará su publicación en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias.

Artículo 48.  Vigencia, revisión y modificación.

1. Las Directrices de Ordenación del Territorio tendrán vigencia indefinida, salvo cuando 
en su propio texto o en el Decreto de su aprobación se indique lo contrario.

2. Cuando por la modificación de los criterios y objetivos que hayan prevalecido en la 
redacción de las Directrices o por la transformación de las condiciones territoriales, 
económicas o sociales se haga necesario alterar la estructura territorial resultante de las 
mismas o alguno de sus elementos esenciales, se procederá a la revisión de las Directrices 
con arreglo al mismo procedimiento establecido para su formación y aprobación.

3. Cuando se trate únicamente de modificar alguno de los elementos de las Directrices 
que no lleven aparejada alteración de la estructura territorial en ellas definida, se procederá a 
la actualización de las mismas de acuerdo con el procedimiento establecido en el apartado 
siguiente de este artículo.

4. Para las modificaciones que no impliquen revisión se presentará una propuesta a la 
Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias para su 
aprobación inicial, que será sometida a información pública por el plazo de un mes, y se 
elevará al Consejo de Gobierno para su aprobación definitiva.
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Artículo 49.  Competencias de otras instituciones.

Lo dispuesto en los artículos precedentes se entenderá sin menoscabo de la potestad 
legislativa estatutariamente reservada a la Junta General del Principado de Asturias y a 
salvo la garantía institucional reconocida por la Constitución a las entidades locales.

Sección 2.ª Programas de Actuación Territorial

Artículo 50.  Iniciación.

1. La iniciación del procedimiento para la aprobación de los Programas de Actuación 
Territorial de ámbito regional o que funcionalmente abarquen más de un sector determinado 
deberá ser acordada por el Consejo de Gobierno, a iniciativa propia o de cualquiera de las 
Consejerías que hayan de intervenir en el mismo.

El acuerdo del Consejo de Gobierno decidiendo la iniciación del procedimiento señalará 
los organismos que hayan de participar en su elaboración y ejecución, los plazos de 
redacción y puesta en práctica y cualesquiera otros extremos que se consideren necesarios 
para orientar dicho proceso.

2. Cuando se trate de Programas de ámbito subregional que funcionalmente se dirijan a 
un solo sector y puedan ser desarrollados por un único organismo o entidad podrán éstos 
decidir la iniciación de los mismos.

Los organismos y entidades que decidan poner en marcha este tipo de Programas 
pondrán dicha decisión en conocimiento de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del 
Territorio del Principado de Asturias, a efectos de compatibilización y coordinación 
interadministrativa.

Artículo 51.  Elaboración y aprobación.

1. La elaboración de los Programas de Actuación Territorial correrá a cargo de los 
organismos designados a tal efecto por el Consejo de Gobierno cuando la decisión de 
iniciarlos corresponda a dicho órgano, y por los órganos que tengan la competencia directa 
en la materia en los demás casos.

2. El organismo u organismos encargados de la redacción de los Programas de 
Actuación Territorial pondrán en conocimiento de la Comisión de Urbanismo y Ordenación 
del Territorio del Principado de Asturias el inicio de su elaboración. Una vez elaborados 
serán remitidos a la Comisión, a fin de que ésta, en el plazo de un mes, recabe el informe 
preceptivo del Comité de Inversiones y Planificación, emita el propio y, a través del titular de 
la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, eleve el 
expediente al Consejo de Gobierno para su aprobación.

Artículo 52.  Vigencia y revisión.

1. La duración de los Programas de Actuación Territorial vendrá definida por la 
naturaleza de las actuaciones previstas en los mismos y, cuando sea plurianual, deberán 
someterse a actualizaciones anuales, de acuerdo con las previsiones de seguimiento y 
actualización establecidas en el propio Programa.

2. Cuando por razones urgentes o excepcionales deban realizarse actuaciones que, 
incluidas en el Programa de Actuación Territorial, se aparten de sus previsiones, se 
procederá a la mayor brevedad a una revisión formal del contenido de aquél con el fin de 
ajustarlo a la nueva situación.

Sección 3.ª Planes Territoriales Especiales

Artículo 53.  Elaboración y aprobación.

La formulación de los Planes Territoriales Especiales supramunicipales corresponderá a 
la Consejería competente en materia de ordenación del territorio. Una vez elaborados, serán 
sometidos a información pública y audiencia de las entidades locales que cuenten con 
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planeamiento urbanístico que pueda resultar afectado, por un plazo de un mes. La Comisión 
de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias, previa incorporación, 
en su caso, de las modificaciones que procedan, los aprobará definitivamente. Entrarán en 
vigor una vez publicados en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

Sección 4.ª Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias

Artículo 54.  Formación y aprobación.

El Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias será elaborado por la 
Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, con la 
participación de las entidades locales afectadas. El Catálogo será aprobado inicialmente por 
la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias y a 
continuación sometido a información pública por el plazo de un mes. Su aprobación definitiva 
corresponderá a la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de 
Asturias. El mismo procedimiento será aplicable a las modificaciones del Catálogo.

Sección 5.ª Evaluaciones de Impacto

Artículo 55.  Principios generales.

1. El Consejo de Gobierno establecerá mediante Decreto la regulación general de los 
requisitos de elaboración de las Evaluaciones de Impacto previstas en este Texto Refundido, 
teniendo en cuenta lo establecido en los apartados siguientes de este mismo artículo, y, para 
el supuesto de las Evaluaciones de Impacto Ambiental, lo que establece la normativa básica 
estatal.

2. Las actuaciones o programas que hayan de someterse a Evaluación de Impacto 
deberán incluir un estudio de impacto cuya elaboración correrá a cargo de las personas, 
organismos o entidades que pretendan llevarlas a cabo. Los estudios de impacto se 
presentarán ante los siguientes organismos:

a) Ante la Consejería que asuma las competencias en materia de medio ambiente, 
cuando se trate de actuaciones sujetas a Evaluación de Impacto Ambiental y Evaluación 
Preliminar de Impacto Ambiental.

b) Ante la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias, 
cuando se trate de actuaciones sujetas a Evaluación de Impacto Estructural, quien requerirá, 
entre otros que se estime necesarios, el informe del Comité de Inversiones y Planificación.

3. La elaboración de las Evaluaciones de Impacto podrá realizarse con anterioridad a la 
aprobación de los Programas de Actuación Territorial o con carácter previo a la solicitud de 
licencia urbanística para la ejecución de cada proyecto.

4. El procedimiento de Evaluación de Impacto se resolverá con carácter previo a la 
resolución del procedimiento principal aplicable a la autorización de la actividad, plan o 
programa que haya de someterse a evaluación. Recibidos los informes sobre los diversos 
impactos evaluados, los organismos competentes emitirán, a su vez, informe o declaración 
sobre el impacto de la actividad evaluada. El informe o declaración negativa por los 
organismos competentes determinará la imposibilidad de conceder la correspondiente 
autorización o licencia urbanística o de actividad.

5. Si el organismo o entidad promotora del programa o actuación evaluados hiciera 
constar su disconformidad con la citada evaluación, el titular de la Consejería competente en 
materia de urbanismo y ordenación del territorio elevará el expediente al Consejo de 
Gobierno para que sea éste quien decida sobre la procedencia de llevar a cabo la actividad
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CAPÍTULO III

Tipología de los instrumentos de ordenación urbanística

Artículo 56.  Objetivos generales del planeamiento urbanístico.

En el marco de los fines enumerados en el artículo 4 de este Texto Refundido, el 
planeamiento urbanístico tendrá como objetivos la mejora de la calidad de vida y la cohesión 
social de la población mediante la organización racional y conforme a los intereses generales 
de la ocupación y del uso del suelo, procurando el equilibrio de usos y actividades. A tales 
efectos, con carácter general, incluirá las determinaciones necesarias para:

a) Optar por el modelo y soluciones de ordenación que mejor aseguren la correcta 
funcionalidad y puesta en valor de los espacios urbanos ya existentes atendiendo a su 
conservación, cualificación, reequipamiento, remodelación y adecuada inserción en la 
estructura territorial del concejo. Igualmente, y en su caso, la integración de los nuevos 
desarrollos urbanísticos con la ciudad ya consolidada.

b) Favorecer la conservación de las formas tradicionales de asentamientos de la 
población en el territorio.

c) Preservar los espacios de interés cultural, en sus distintas categorías de protección, 
facilitando el acceso a los mismos mediante su adecuada conexión con los sistemas 
generales y locales, reforzando su papel de focos de atracción de actividades turísticas y 
culturales.

d) Mantener en lo sustancial las tipologías y edificabilidad preexistentes en el suelo 
urbano consolidado, salvo en zonas que provengan de procesos inadecuados de desarrollo 
urbano. Estas zonas se delimitarán para realizar actuaciones de reforma interior orientadas a 
su descongestión, a la mejora de las condiciones de habitabilidad, a la rehabilitación de 
construcciones, o a la obtención de suelo para dotaciones urbanísticas.

e) Atender las demandas de vivienda y otros usos de interés público de acuerdo con las 
características de cada concejo.

f) Garantizar la correspondencia y proporcionalidad entre los usos lucrativos y las 
dotaciones y servicios públicos previstos.

g) Procurar la coherencia, funcionalidad y accesibilidad de las dotaciones públicas, así 
como su equilibrada distribución entre las distintas partes del concejo. La ubicación de las 
dotaciones públicas deberá establecerse de forma que se fomente su adecuada articulación, 
integración y cohesión social.

h) Establecer la funcionalidad, economía y eficacia en las redes de infraestructuras para 
la prestación de servicios.

i) Resolver de forma específica el sistema de transportes, dando preferencia a los 
medios públicos o colectivos, procurando reducir su impacto contaminante, y diseñando la 
red de vías públicas de acuerdo con las necesidades del transporte público.

Sección 1.ª Planes Generales de Ordenación

Artículo 57.  Principios generales.

1. Los Planes Generales de Ordenación, como instrumento de ordenación integral del 
territorio en el ámbito municipal, comprenderán uno o varios términos municipales 
completos, clasificarán el suelo para el establecimiento del régimen jurídico correspondiente, 
definirán los elementos fundamentales de la estructura general adoptada para la ordenación 
urbanística municipal y establecerán, en su caso, el programa para su desarrollo y ejecución, 
así como el plazo mínimo de su vigencia.

2. El contenido de los Planes Generales de Ordenación debe desarrollarse con arreglo a 
los principios de máxima sencillez y proporcionalidad, en los términos que se determinen 
reglamentariamente, según la caracterización del concejo por su población y dinámica de 
crecimiento, por su pertenencia a ámbitos territoriales con relaciones supramunicipales 
significativas o por contar con valores singulares relativos al patrimonio arquitectónico, 
cultural, natural o paisajístico.
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Artículo 58.  Objeto del planeamiento general.

1. En el suelo urbano, los Planes Generales de Ordenación tienen por objeto completar 
la ordenación mediante la regulación detallada del uso de los terrenos y de la edificación ; 
señalar la renovación o reforma interior que resultase procedente ; definir los elementos de 
la estructura general del Plan correspondiente a esta clase de suelo y proponer, en su caso, 
los programas y medidas concretas de actuación para su ejecución.

En los supuestos en que se produzca una recalificación de suelo industrial hacia 
actividades no productivas, tal decisión deberá justificarse con motivación expresa en la 
memoria del Plan, debiendo contener el planeamiento las normas de protección ambiental 
precisas, incluida, en su caso, la descontaminación de los suelos y construcciones.

2. En el suelo no urbanizable, los Planes Generales de Ordenación tienen por objeto 
específico proteger los terrenos sometidos a algún régimen especial incompatible con su 
transformación de acuerdo con los instrumentos de ordenación territorial o la legislación 
sectorial, en razón de sus valores paisajísticos, ambientales o culturales, de riesgos 
naturales acreditados en el planeamiento sectorial, o en función de su sujeción a limitaciones 
o servidumbres para la protección del dominio público. Asimismo, tendrán por objeto 
específico preservar dicho suelo del proceso de desarrollo urbano por los valores a los que 
se ha hecho referencia, o por su valor agrícola, forestal, ganadero, por sus riquezas 
naturales, o para la protección del peculiar sistema de poblamiento del territorio asturiano. 
Los Planes Generales de Ordenación configurarán los asentamientos consolidados de 
población de carácter rural y tradicional que deban ser calificados como núcleo rural.

Los Planes Generales de Ordenación no podrán reclasificar ni recalificar suelo que, 
siendo no urbanizable, hayan sufrido un proceso irregular de parcelación urbanística o 
incendio forestal, mientras no hayan transcurrido veinte y treinta años respectivamente, 
desde que se hubieran producido tales hechos, salvo en casos excepcionales y por causas 
de interés público o social, previa autorización del Consejo de Gobierno, y asegurando la 
participación o el control públicos de las plusvalías que eventualmente se generen.

3. En el suelo urbanizable, los Planes Generales de Ordenación tienen por objeto definir 
los elementos fundamentales de la estructura general del Plan correspondiente a esta clase 
de suelo ; establecer, según sus categorías, una regulación genérica de los diferentes usos 
globales y niveles de intensidad y fijar las condiciones de desarrollo a corto y medio plazo 
referidas a un conjunto de actuaciones públicas y privadas.

Artículo 59.  Determinaciones de carácter general.

1. Los Planes Generales de Ordenación establecerán las determinaciones pertinentes 
para asegurar la aplicación de las normas contenidas en este Texto Refundido y en la 
normativa estatal en lo que se refiere al régimen urbanístico de la propiedad del suelo y a 
valoraciones.

2. Los Planes Generales de Ordenación contendrán las determinaciones de carácter 
general siguientes:

a) Estructura general y orgánica del territorio integrada por los elementos determinantes 
del desarrollo urbano y, en particular, previsión de los siguientes sistemas generales, o 
conjunto de dotaciones urbanísticas públicas al servicio de toda la población, 
estableciéndose en función de las características socioeconómicas de la población y de las 
necesidades específicas de cada concejo debidamente justificadas:

1.º Sistema general de comunicaciones y sus zonas de protección.
2.º Sistema general de equipamientos, en proporción no inferior a cinco metros 

cuadrados de suelo por habitante. Los equipamientos se jerarquizarán según el ámbito 
geográfico de prestación del servicio.

3.º Sistema general de servicios urbanos.
4.º Sistema general de zonas verdes destinadas a parques y jardines públicos, en 

proporción no inferior a cinco metros cuadrados por habitante, sin incluir en el cómputo 
sistemas locales ni espacios naturales.

5.º Sistema general de espacios libres destinados al ocio cultural o recreativo, sin incluir 
en el mismo sistemas locales ni espacios naturales.
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En cualquier caso, se justificará el emplazamiento de los sistemas generales en cada 
clase de suelo, indicando al menos para cada uno de sus elementos no existentes sus 
criterios de diseño y ejecución y el sistema de obtención de los terrenos. El planeamiento 
reflejará también las previsiones de construcción de dotaciones supramunicipales que estén 
en fase de ejecución o de proyecto.

b) Clasificación y calificación del suelo, con expresión de las superficies asignadas a 
cada uno de los tipos y categorías de suelo adoptados.

c) Delimitación, en su caso, de núcleos históricos tradicionales o áreas de interés por sus 
valores ambientales, paisajísticos o culturales, respecto de los cuales la ordenación 
urbanística permita la sustitución de edificios u otro tipo de construcciones y exija que su 
conservación, implantación, reforma o rehabilitación armonicen y sean coherentes con la 
tipología histórica o con el mantenimiento de sus valores propios.

d) Delimitación del área afectada por la declaración como Bien de Interés Cultural de 
conjuntos históricos, sitios históricos, jardines históricos, zonas arqueológicas y vías 
históricas. Las determinaciones del planeamiento se ajustarán a lo que al respecto establece 
la legislación sectorial específica.

e) Delimitación, cuando sea procedente, y con independencia de su inclusión en otras 
categorías, de los espacios de gestión integrada, en los términos establecidos en el artículo 
20 de este Texto Refundido.

f) Delimitación, independientemente de su inclusión en otras categorías, de áreas de 
prevención, respecto de aquellos espacios que presenten un manifiesto riesgo de 
inundaciones, incendios, erosión, desprendimientos o sucesos similares. Dichas áreas se 
ajustarán al régimen que se establezca con arreglo a su legislación específica.

g) Relación de los elementos unitarios que por sus valores naturales o culturales, ya se 
encuentren formando parte de áreas o espacios protegidos o no, o por su relación con el 
dominio público, deban ser conservados o recuperados, con fijación de los criterios 
generales de protección que procedan, de un modo que permitan que puedan ser 
desarrollados con la precisión suficiente en los correspondientes Catálogos urbanísticos. En 
ningún caso podrán establecerse disposiciones contradictorias con la legislación específica 
que sea de aplicación en cada supuesto.

h) Previsiones respecto de los bienes y obras de dominio público, así como las áreas de 
protección y servidumbre que les sean propias, conforme a su legislación reguladora. En 
especial, señalamiento de los usos e intensidades de los bienes demaniales, así como la 
compatibilidad de usos distintos previstos para el subsuelo y el vuelo.

i) Carácter público o privado de las dotaciones urbanísticas que se establezcan.
j) Medidas para la protección y satisfacción de las exigencias del medio ambiente, de 

conformidad con la legislación específica que sea de aplicación en cada supuesto.
k) Normas de protección ambiental precisas para hacer compatible con los usos 

colindantes la implantación de industrias que puedan adoptar las medidas necesarias para 
mantener los estándares medioambientales que se fijen.

l) Señalamiento de las circunstancias de acuerdo con las cuales sea procedente, en su 
momento, la revisión del Plan General de Ordenación, incluso parcial, en función de la 
población total y su índice de crecimiento, recursos, usos e intensidad de ocupación y otros 
elementos que justificaren la clasificación del suelo inicialmente adoptada.

m) Potestativamente, programación en dos etapas de cuatro años del desarrollo del 
Plan, o modalidad equivalente alternativa, en orden a coordinar las actuaciones e 
inversiones públicas y privadas, y de acuerdo con los planes y programas de las diferentes 
Administraciones públicas.

Artículo 60.  Determinaciones de carácter específico en suelo urbano.

Además de las determinaciones de carácter general señaladas en el artículo anterior, los 
Planes Generales de Ordenación tendrán que contener las siguientes:

a) Delimitación gráfica de su perímetro.
b) Señalamiento de alineaciones y rasantes.
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c) Asignación pormenorizada y regulación detallada de usos, intensidad de usos, 
tipología edificatoria y características de la urbanización y edificación y, en su caso, 
rehabilitación.

d) Delimitación de las áreas que sean objeto de edificación o rehabilitación prioritaria, y 
determinación de sus condiciones y plazos.

e) Previsión de los sistemas locales, o conjunto de dotaciones urbanísticas al servicio de 
esta clase de suelo, indicando al menos para cada uno de sus elementos no existentes, su 
carácter público o privado, sus criterios de diseño y ejecución y el sistema de obtención de 
los terrenos para los de carácter público. En su caso, el Plan General de Ordenación 
establecerá porcentajes de reserva de suelo para las distintas dotaciones públicas que se 
prevean, en función de las necesidades específicas de cada concejo, debidamente 
justificadas, así como la posibilidad del intercambio posterior de las reservas de suelo entre 
los distintos usos dotacionales.

f) Reglamentación detallada de las condiciones higiénico-sanitarias de los terrenos y 
construcciones, así como de las características estéticas de la ordenación, de la edificación y 
de su entorno, y plazos para la edificación y, en su caso, rehabilitación.

g) Determinaciones en orden a la promoción de la accesibilidad y la supresión de 
barreras arquitectónicas y obstáculos, en el diseño y ejecución de los elementos de la 
urbanización, del mobiliario urbano y en la construcción y rehabilitación de edificios, de 
conformidad, en su caso, con lo dispuesto en su legislación específica.

h) Evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las 
obras de urbanización.

i) Delimitación, en su caso, de polígonos o unidades de actuación respecto del suelo 
urbano no consolidado, y, eventualmente, el sistema de actuación que se considere 
adecuado para cada uno de dichos ámbitos de gestión.

j) Determinación del aprovechamiento medio aplicable al suelo urbano no consolidado, 
en función de las intensidades y usos globales señalados a los terrenos no destinados a 
viales, parques y jardines públicos y demás servicios y dotaciones de interés general, 
homogeneizados según sus valores relativos y corregidos mediante la aplicación de los 
coeficientes previstos en la normativa catastral, en los términos que se determinen 
reglamentariamente. A estos efectos, el Plan General de Ordenación podrá fijar un 
aprovechamiento medio para cada polígono o unidad de actuación, o establecer un 
aprovechamiento medio unificado para áreas superiores, en función de las características 
específicas de cada núcleo urbano, motivando adecuadamente esta decisión en la memoria 
del Plan.

k) Relación de los usos de suelo y construcciones e instalaciones que se califiquen 
expresamente fuera de ordenación a la entrada en vigor del Plan General de Ordenación por 
resultar disconformes con el mismo, así como las previsiones oportunas para resolver todas 
las cuestiones que las nuevas determinaciones urbanísticas planteen en relación con las 
preexistentes, de acuerdo con el artículo 107 de este Texto Refundido.

l) Plazos de cumplimiento de los deberes urbanísticos.
m) Señalamiento, en su caso, de las operaciones de reforma interior que se estimen 

necesarias.
n) Delimitación, en su caso, de áreas específicas sujetas a derechos de adquisición 

preferente para actuaciones urbanísticas concertadas, áreas de edificación forzosa o 
edificios catalogados.

o) Cuando el Plan General de Ordenación establezca unidades que precisen reforma 
interior, contendrá respecto de las mismas las siguientes determinaciones: delimitación de su 
perímetro; plazo para la aprobación del planeamiento de reforma; condiciones, plazos y 
prioridades para la urbanización; asignación de intensidades, tipologías edificatorias y usos 
globales en las diferentes zonas que se establezcan; aprovechamiento medio de la unidad y 
el sistema de actuación; las dotaciones locales, incluidas las obras de conexión con los 
sistemas generales.

Artículo 61.  Determinaciones de carácter específico en suelo no urbanizable.

1. En suelo no urbanizable el Plan General de Ordenación delimitará, en cada caso, y 
con arreglo a las determinaciones específicas establecidas en este Texto Refundido, las 
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distintas categorías de suelo que puedan existir, de conformidad con la legislación territorial, 
sectorial o urbanística. Establecerá las actuaciones y usos permitidos o que puedan ser 
autorizados, señalando sus condiciones urbanísticas; los usos incompatibles y, en general, 
todas las medidas y condiciones que sean precisas para la conservación y protección de 
todos y cada uno de sus elementos naturales, bien sea suelo, flora, fauna o paisaje, a fin de 
evitar su degradación, y las edificaciones o espacios que por sus características especiales 
lo aconsejen, de conformidad, en su caso, con la legislación específica que sea de aplicación 
en cada supuesto.

2. En especial, el Plan General de Ordenación establecerá la ordenación urbanística de 
los núcleos rurales, delimitando su perímetro, con asignación pormenorizada y regulación 
detallada de usos, tipología y características de la edificación y, en su caso, rehabilitación, 
de conformidad con lo que se establezca el Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de 
Asturias, de manera que queden preservados sus especiales valores en cuanto exponentes 
de asentamientos tradicionales imbricados racionalmente en el medio rural asturiano.

Artículo 62.  Determinaciones de carácter específico en suelo urbanizable.

En suelo urbanizable el Plan General de Ordenación establecerá:

a) Delimitación de sectores a efectos de su desarrollo mediante Planes Parciales, con 
fijación de la edificabilidad máxima por hectárea expresada en metro cuadrado de techo 
construible sobre rasante por metro cuadrado de suelo. La delimitación en sectores podrá 
abarcar la totalidad o una parte del suelo urbanizable. Podrá contemplarse también la 
subdivisión de los sectores siempre que los espacios resultantes tengan una entidad 
geográfica y urbanística suficiente para permitir su desarrollo y adecuada inserción en la 
estructura general del Plan.

Respecto al suelo urbanizable no incluido en ninguno de los sectores que se delimiten, el 
Plan General de Ordenación establecerá el procedimiento que haya de seguirse para 
delimitar el ámbito de desarrollo urbanístico y fijar las condiciones de éste, con anterioridad a 
la aprobación del Plan Parcial. Si el Plan General no dispone nada al efecto, la delimitación 
del ámbito de desarrollo y la fijación de las condiciones de éste se llevarán a cabo 
directamente en el Plan Parcial.

b) Declaración de los sectores que sean objeto de urbanización prioritaria, con 
determinación de sus condiciones y plazos, salvo que se estime que no existen necesidades 
urbanísticas que justifiquen dicha declaración, lo que deberá motivarse expresamente en la 
memoria del Plan. Se incluirán dentro de tal categoría, sin perjuicio de que puedan 
desarrollarse mediante actuaciones urbanísticas concertadas en esta y otras clases de 
suelo, las áreas previstas para eliminar los déficit comprobados de vivienda, suelo industrial 
y equipamientos comunitarios. Los porcentajes de suelo que sean objeto de urbanización 
prioritaria se determinarán por el Plan General de Ordenación en función de las necesidades 
específicas de cada concejo, sin que puedan llegar a sobrepasar el cincuenta por ciento de 
la totalidad del suelo urbanizable en aquellos cuya población de derecho sea superior a 
40.000 habitantes.

c) En los sectores de urbanización prioritaria el treinta por ciento del total de suelo 
destinado a uso residencial quedará reservado para la construcción de vivienda sujeta a 
algún régimen de protección pública, incluido el régimen de protección autonómica, o con 
precio tasado. Dicho porcentaje podrá ser elevado.

d) Determinación del aprovechamiento medio de cada sector, en función de las 
intensidades y usos globales señalados a los terrenos no destinados a viales, parques y 
jardines públicos y demás servicios y dotaciones de interés general, homogeneizados según 
sus valores relativos y corregidos mediante la aplicación de los coeficientes previstos en la 
normativa catastral, en los términos que se determinen reglamentariamente.

e) En su caso, el sistema o sistemas de actuación previstos para la ejecución de los 
diferentes sectores.

f) Criterios para el desarrollo de los sistemas locales y, en su caso, de los sistemas 
generales que el Plan General de Ordenación adscriba a un sector, en los porcentajes de 
reserva que se señalen reglamentariamente, y de un modo que permita que sean, a su vez, 
desarrollados con la precisión suficiente a través de la redacción de Planes Parciales. Entre 
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ellos, el trazado y características de las galerías y redes de servicios, para 
telecomunicaciones y para el abastecimiento de agua, gas, energía, alcantarillado y de 
aquellos otros servicios que, en su caso, prevea el Plan, y de su conexión con los 
correspondientes sistemas generales.

g) Las determinaciones de planeamiento general contenidas, si procede, en los Planes 
Parciales que respete.

h) Delimitación, en su caso, de áreas de reserva de terrenos de posible adquisición para 
la constitución o ampliación de patrimonio municipal de suelo.

Artículo 63.  Determinaciones relativas al uso comercial y de servicios.

1. El Plan General de Ordenación definirá el uso comercial y de servicios, de acuerdo 
con los criterios señalados en los instrumentos de ordenación territorial y sectorial, preverá 
las reservas de suelo necesarias para estos equipamientos y también podrá preverlas para 
los casos de grandes centros comerciales, en función de las necesidades de la población 
actual y potencial. Dichas reservas formarán parte de las determinaciones de carácter 
general del planeamiento, como encuadrados en la estructura general y orgánica del 
territorio.

2. Con independencia de lo establecido en el apartado anterior, los Planes Parciales 
contendrán las regulaciones que para estos usos requiera el desarrollo del correspondiente 
ámbito.

3. El Plan General de Ordenación contemplará como mínimo, a fin de garantizar su 
adecuada implantación, la interrelación entre el hábitat y estos equipamientos, los distintos 
niveles de necesidad de compra de los consumidores, y la localización de los 
establecimientos comerciales destinados a satisfacer las necesidades básicas de los 
consumidores, que responderá a criterios de proximidad, accesibilidad y comodidad para 
facilitar las compras cotidianas o frecuentes.

Artículo 64.  Determinaciones relativas al uso industrial.

1. El Plan General de Ordenación definirá el uso industrial evitando la dispersión del 
suelo así calificado y sin que se produzca un crecimiento discontinuo que encarezca 
excesivamente los costes destinados a proporcionar a estos suelos los accesos, 
urbanización y servicios necesarios, posibilitando la integración espacial entre los usos 
industriales y de servicios en general.

2. A las previsiones generales de contenido y documentación de los Planes Parciales o 
Especiales que, en su caso, se elaboren para la ordenación de polígonos industriales y 
zonas o áreas industriales previstos en las reservas de suelo para estos usos, se añadirán 
las siguientes:

a) Dotaciones públicas al servicio del polígono o zona industrial, entre las que 
necesariamente se incluirán espacios libres, jardines y zonas peatonales, en proporción no 
inferior al cinco por ciento de la superficie total ordenada, y centros de servicios comunes 
adecuados para el funcionamiento del polígono o zona industrial, ubicados en reservas 
fijadas en proporción no inferior al cinco por ciento de la superficie total ordenada, si bien con 
la determinación de que la suma de ambas dotaciones no podría ser inferior al quince por 
ciento; aparcamientos públicos y privados para vehículos ligeros y pesados, en cuantía y 
dimensión adecuadas. En áreas industriales de pequeñas dimensiones, en los términos que 
se determinen reglamentariamente, las dotaciones señaladas podrán no ajustarse a los 
porcentajes fijados en este párrafo siempre que se cubran las necesidades del área.

b) Las determinaciones a que hace referencia el apartado anterior se desarrollarán en un 
estudio de tráfico en el polígono y zonas de influencia; un estudio de las infraestructuras que 
incorpore, además de los servicios clásicos, redes alternativas de energía y 
telecomunicaciones; y un estudio de viabilidad económica del mantenimiento y prestación de 
servicios, en el que se plantee la forma de organización del polígono o zona industrial y los 
medios de financiación.
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Artículo 65.  Documentación.

Las determinaciones del Plan General de Ordenación a que hacen referencia los 
artículos anteriores se desarrollarán en los siguientes documentos:

a) Memoria, que establecerá los objetivos del Plan, y contendrá las conclusiones de la 
información urbanística condicionante de la ordenación, y justificará el modelo elegido y las 
determinaciones de carácter general y de carácter específico establecidas.

La Memoria se modulará en sus contenidos en función de las características del concejo 
y consiguiente nivel de desarrollo de sus determinaciones, e incluirá, en su caso, los 
pertinentes estudios complementarios sobre suelo, vivienda, tráfico y transportes. Asimismo 
analizará y justificará de forma especial la situación y las propuestas del Plan sobre la 
relación del concejo con su ámbito territorial, especialmente con los contenidos en el 
planeamiento territorial vigente. También incluirá un diagnóstico ambiental del concejo, 
fijando los indicadores de sostenibilidad.

En todo caso, habrá de motivarse expresamente toda eventual falta de seguimiento de 
las determinaciones, contenidas en los instrumentos de ordenación del territorio y en la 
normativa sectorial aplicable, que solo tuvieran carácter indicativo.

b) Normas urbanísticas aplicables a los distintos tipos de suelo, conteniendo las 
determinaciones de ordenación, programación y gestión, en su caso, así como la regulación 
de las condiciones y plazos de urbanización y edificación, con el grado de desarrollo propio 
de los objetivos y finalidades del Plan en cada clase de suelo.

c) Planos de información y de ordenación del territorio comprendido, con la precisión y 
escala adecuadas para su correcta comprensión.

d) Estudio económico y financiero, que contendrá la evaluación del coste de ejecución de 
las dotaciones urbanísticas públicas al servicio de la población y de las actuaciones públicas, 
con indicación del carácter público o privado de la iniciativa de financiación, justificando las 
previsiones que hayan de realizarse con recursos propios del Ayuntamiento. Su contenido 
será proporcionado a la complejidad de la ordenación y características del concejo.

e) El Plan General de Ordenación podrá contener un Programa de actuación que 
establezca los objetivos y estrategia de su desarrollo a medio y largo plazo para todo el 
territorio comprendido en su ámbito, las etapas cuatrienales de desarrollo del Plan en el 
suelo urbanizable, plazos en que haya de darse cumplimiento a los deberes de cesión, 
equidistribución, urbanización, o plazos para convertir la parcela en solar, según el sistema 
de actuación, y plazos para edificar. En el supuesto de áreas sujetas a reforma interior, el 
plazo para la aprobación del planeamiento respectivo.

Sección 2.ª Planes parciales, planes especiales, estudios de detalle, estudios 
de implantación y catálogos urbanísticos

Artículo 66.  Planes Parciales.

1. Los Planes Parciales tienen por objeto regular la urbanización y la edificación del 
suelo urbanizable, desarrollando el Plan General de Ordenación mediante la ordenación 
detallada de uno o varios sectores.

2. No podrán aprobarse Planes Parciales sin que, previa o simultáneamente, pero en 
expediente separado, se haya aprobado definitivamente el Plan General de Ordenación. Los 
Planes Parciales estarán subordinados al Plan General de Ordenación, cuyas 
determinaciones no podrán modificar.

3. Los Planes Parciales contendrán, además de las determinaciones establecidas para el 
Plan General de Ordenación en suelo urbano, las siguientes:

a) Plazos para dar cumplimiento a los deberes de los propietarios en los polígonos o 
unidades de actuación del sector, entre ellos, los de urbanización y edificación.

b) Sistemas generales incluidos o adscritos.

4. Por razones de interés público, y en función de las necesidades específicas en cada 
concejo, los porcentajes o módulos de reservas que el Plan Parcial prevea para los 
diferentes sistemas locales, o dotaciones urbanísticas al servicio del suelo urbanizable, en 
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los términos establecidos reglamentariamente, podrán ser intercambiables por los 
Ayuntamientos entre los distintos usos dotacionales, en cada sector o subsector, sin que 
pueda alterarse el porcentaje total de reserva que determine el Plan Parcial.

5. Las determinaciones de los Planes Parciales se desarrollarán en la Memoria, normas 
urbanísticas, planos de información, ordenación y proyecto, plan de etapas, y evaluación de 
los costes de urbanización y de implantación de servicios, modulados conforme a la 
complejidad de la ordenación y características del propio concejo.

6. Si el Plan Parcial estableciere polígonos susceptibles de desarrollo independiente, 
podrán gestionarse alterando el orden de prioridades fijado en el Plan cuando se presten 
ante el Ayuntamiento garantías suficientes en orden a las cesiones y reservas de dotaciones 
legalmente exigibles y a la ejecución de los sistemas viarios y demás obras de urbanización 
contemplados para la totalidad del Plan Parcial.

Artículo 67.  Planes Especiales.

1. Los Planes Especiales pueden tener por objeto desarrollar, completar e incluso, de 
forma excepcional en los supuestos previstos en este Texto Refundido para la ordenación de 
espacios protegidos, sustituir las determinaciones del planeamiento general, a fin de 
proteger ámbitos singulares, llevar a cabo operaciones de reforma interior, coordinar la 
ejecución de dotaciones urbanísticas, conservación de determinados ámbitos del medio 
rural, equipamientos comerciales públicos y centros comerciales previstos en las reservas de 
suelo del planeamiento general, polígonos y demás espacios sujetos a uso industrial, 
saneamiento urbano, ejecución directa de obras correspondientes a la infraestructura del 
territorio o a los elementos determinantes del desarrollo urbano, u otras finalidades análogas.

2. Los Planes Especiales no podrán sustituir al Plan General de Ordenación en su 
función de establecer la ordenación integral propia del territorio en el ámbito municipal, sin 
perjuicio de que el planeamiento especial de desarrollo de las áreas afectadas por 
actuaciones urbanísticas concertadas, pueda abordar la ordenación integral de un espacio 
específico, previa justificación de la misma según las circunstancias de cada clasificación, 
sin exclusión conceptual de ninguna de ellas.

3. Los Planes Especiales contendrán las mismas determinaciones y con el mismo grado 
de detalle que los instrumentos de planeamiento que desarrollen, complementen o, 
excepcionalmente, sustituyan o modifiquen, incluyendo las determinaciones previstas en el 
planeamiento territorial o urbanístico correspondiente y las adecuadas a su finalidad 
específica, así como la justificación de su propia conveniencia y de su conformidad con los 
instrumentos de ordenación del territorio y con la ordenación urbanística general. Las 
modificaciones que introduzcan respecto de la ordenación detallada ya establecida por el 
planeamiento general o por otros instrumentos de planeamiento de desarrollo se justificarán 
adecuadamente en la memoria del Plan.

4. No procederá la elaboración de Planes Especiales cuando no sea precisa nueva 
ordenación urbanística o cuando la ordenación del suelo se pueda materializar, conforme al 
Plan General de Ordenación, mediante Estudios de Implantación.

Artículo 68.  Planes Especiales de Protección.

1. Los Planes Especiales de Protección tienen por objeto preservar el medio ambiente, el 
patrimonio cultural, el paisaje u otros valores socialmente reconocidos. Con tal fin pueden 
aplicarse sobre cualquier clase de suelo, e incluso extenderse sobre varios términos 
municipales a fin de abarcar ámbitos de protección completos. En particular, los Planes 
Especiales que tengan por objeto proteger los espacios declarados como Bien de Interés 
Cultural contendrán las determinaciones exigidas por la legislación sectorial específica.

2. Los Planes Especiales de Protección pueden aprobarse en ausencia de planeamiento 
general cuando su existencia venga así impuesta por una ley y, además, cuando no 
estuviera establecida una ordenación detallada o fuera necesario modificar la ya establecida, 
podrán incluir las determinaciones de carácter específico señaladas para el suelo urbano o 
no urbanizable que no resulten contradictorias con la normativa específica de protección y 
guarden relación con la finalidad del Plan Especial.
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Artículo 69.  Planes Especiales de Reforma Interior.

1. Los Planes Especiales de Reforma Interior, en desarrollo de las determinaciones del 
planeamiento general, tienen por objeto la ejecución de operaciones integradas de reforma 
interior, así como para la descongestión del suelo urbano, actuaciones de renovación 
urbana, la mejora de las condiciones de habitabilidad, la rehabilitación, la creación de 
dotaciones urbanísticas y equipamientos comunitarios, resolución de problemas de 
circulación y otros fines análogos.

2. Los Planes Especiales de Reforma Interior contendrán las determinaciones 
adecuadas a su finalidad y, además, cuando no estuviera establecida una ordenación 
detallada o fuera necesario modificar la ya establecida, podrán incluir las determinaciones de 
carácter específico señaladas para el suelo urbano, excepto que alguno de ellos no fuera 
necesario por no guardar relación con la reforma. Cuando se trate de operaciones de 
reforma interior no previstas en el planeamiento general, el Plan Especial acompañará un 
estudio que justifique su necesidad o conveniencia, su coherencia con el planeamiento 
general y su incidencia sobre el mismo.

Artículo 70.  Estudios de Detalle.

1. Los Estudios de Detalle podrán formularse cuando fuere preciso completar o, en su 
caso, adaptar determinaciones establecidas en el Plan General para el suelo urbano y en los 
Planes Parciales y Especiales. Su contenido tendrá por finalidad prever, modificar o 
reajustar, según los casos:

a) El señalamiento de alineaciones y rasantes que no afecten a la estructura orgánica del 
territorio configurado por los sistemas generales ni disminuyan la superficie destinada a 
espacios libres de edificación, públicos o privados.

b) La ordenación de los volúmenes edificables de acuerdo con las especificaciones del 
planeamiento.

c) Las condiciones estéticas y de composición de la edificación complementarias del 
planeamiento.

2. Los Estudios de Detalle no podrán alterar el destino del suelo ni el aprovechamiento 
máximo que corresponda a los terrenos comprendidos en su ámbito, ni incumplir las normas 
específicas que para su redacción haya previsto el planeamiento. Podrán establecer nuevas 
alineaciones y, además de los accesos o viales interiores de carácter privado, crear los 
nuevos viales o suelos dotacionales públicos que precise la reordenación del volumen 
ordenado, siempre que su cuantificación y los criterios para su establecimiento estuvieran ya 
determinados en el planeamiento previo y sin que puedan suprimir o reducir los previstos por 
éste, pero sí reajustar su distribución. En ningún caso podrán ocasionar perjuicio ni alterar 
las condiciones de la ordenación de los predios colindantes.

3. Los Estudios de Detalle incluirán los documentos justificativos de los extremos sobre 
los que versen.

Artículo 71.  Estudios de Implantación.

1. Los Estudios de Implantación podrán formularse cuando fuere preciso completar las 
determinaciones establecidas en el Plan General de Ordenación en suelo no urbanizable. Su 
contenido tendrá por finalidad la localización de actividades, equipamientos y dotaciones de 
interés público o social, incluidas en el planeamiento general como autorizables en dicho 
suelo o no contempladas expresamente en el mismo. No podrán incumplir las normas 
específicas que para su redacción haya previsto el Plan General de Ordenación.

2. Los Estudios de Implantación contendrán los estudios específicos que se entiendan 
oportunos dadas las características de las instalaciones. Entre éstos, podrán contemplarse:

a) Justificación de la necesidad o del emplazamiento.
b) Estudio de impacto sobre la red de transportes, acceso rodado y aparcamiento.
c) Estudio de impacto visual sobre el medio físico.
d) Estudio de impacto sobre la red de infraestructuras básicas.
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e) Análisis de la incidencia urbanística y territorial y de la adecuación en el área de 
implantación.

f) Estudio del abastecimiento de agua, así como recogida, eliminación y depuración de 
vertidos.

g) Estudio y gestión del proyecto de obras.

3. Cuando así se determine específicamente en el Plan General o cuando las 
circunstancias territoriales o necesidades de ordenación interior así lo aconsejen, irán 
acompañados de un Plan Especial.

Artículo 72.  Catálogos urbanísticos.

1. Como desarrollo de las determinaciones generales establecidas por el planeamiento 
territorial y urbanístico en los Catálogos urbanísticos se formalizarán, diferenciada y 
separadamente, las políticas públicas de conservación o protección de los bienes inmuebles 
o de los espacios naturales de interés público relevante, así como de los elementos que por 
su relación con el dominio público deban ser conservados o recuperados, a fin de evitar su 
destrucción o modificación sustancial, con información suficiente de su situación física y 
jurídica, expresión de los tipos de intervención posible, y grado de protección a que estén 
sujetos.

A tales efectos, los elementos que se incluyan en los Catálogos se clasificarán en tres 
niveles de protección: integral, parcial y ambiental. Salvo disposición en contrario del 
planeamiento, se entenderá afectada a la protección que dispense el Catálogo toda la 
parcela en que se ubique el elemento catalogado.

2. El tratamiento específico que se dispense a los bienes y espacios incluidos en los 
Catálogos urbanísticos será acorde con la legislación sectorial específica cuando estén 
sujetos a medidas dictadas al amparo de dicha legislación. Dicho tratamiento impedirá, en el 
entorno de dichos bienes, espacios o elementos, la realización de construcciones o 
instalaciones que los deterioren o que modifiquen sustancialmente sus perspectivas visuales 
y su integración, en su caso, con el resto de la trama urbana.

3. El Catálogo urbanístico será vinculante para el planeamiento, que no podrá alterar la 
condición urbanística de los bienes, espacios o elementos en él incluidos. En caso de 
contradicción entre las determinaciones del Catálogo urbanístico y las del planeamiento, 
prevalecerán las del Catálogo.

4. Los Catálogos urbanísticos constarán de los siguientes documentos: memoria y 
demás estudios complementarios, planos de información, ficha de cada elemento 
catalogado, planos de situación y normativa de aplicación, diferenciada para cada grado o 
nivel de protección.

Sección 3.ª Ordenación de las áreas sujetas a actuaciones urbanísticas 
concertadas

Artículo 73.  Criterios de ordenación.

1. La declaración de Actuaciones Urbanísticas Concertadas posibilitará la tramitación 
inmediata del instrumento de planeamiento urbanístico que fuese exigible en las áreas o 
sectores en que se actúe, de conformidad con la respectiva clasificación del suelo, y sin 
perjuicio de las eventuales compensaciones de aprovechamiento urbanístico que fuese 
preciso efectuar en determinadas clases de suelo, de conformidad con lo establecido en este 
Texto Refundido.

2. El desarrollo urbanístico de las áreas sujetas a un procedimiento de actuación 
concertada, previa declaración de actuación urbanística concertada por el Consejo de 
Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación 
del territorio, se acomodará a las siguientes determinaciones:

a) Tramitación a través de un Plan Parcial o un Plan Especial que se adecuará a las 
condiciones documentales fijadas para los Planes Parciales.

b) En el suelo no urbanizable o urbanizable no incluido en sectores delimitados, el 
desarrollo urbanístico mediante un Plan Especial, con los mismos estándares requeridos 
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para los Planes Parciales, será susceptible de variar las condiciones de edificabilidad fijadas 
por el planeamiento general.

c) Los usos posibles deberán figurar en los correspondientes Planes Parciales y 
Especiales y reflejarán la programación anual de la Consejería competente en materia de 
urbanismo y ordenación del territorio.

d) El Plan Parcial o Especial recogerá y justificará la modalidad de actuación escogida, 
en cuanto a tipología de régimen de viviendas y su proporción, acompañada de las reservas 
especiales que procedan, o, en su caso, características de la industria y del equipamiento.

e) En dichos planes se establecerán los plazos de ejecución de todas las actuaciones 
que se prevean.

Artículo 74.  Usos específicos en las áreas urbanísticas concertadas.

Los usos específicos que se configuran son los siguientes:

a) Residencial. Como prioritarios, todas las modalidades de viviendas sujetas a algún 
régimen de protección pública, en las categorías y condiciones actualmente existentes y las 
que se fijen en el futuro.

b) Polígonos y áreas industriales promovidos por el Principado de Asturias e incluidos en 
el correspondiente Programa de Actuación Territorial o instrumento de ordenación asimilado 
al mismo.

c) Equipamientos y sistemas: los así definidos por la legislación urbanística vigente, con 
especial incidencia de aquellos que forman parte de áreas de rehabilitación integrada o 
remodelación urbanística.

d) Cualesquiera otros de finalidad social aprobados por el órgano competente, a 
iniciativa propia o a petición de los Ayuntamientos.

Sección 4.ª Ordenación especial de áreas con destino a viviendas protegidas

Artículo 74 bis.  Conveniencia de la ordenación especial.

Cuando la Administración del Principado de Asturias y el Ayuntamiento afectado lo 
estimen conveniente, en atención a las necesidades de vivienda del Concejo, ambas 
Administraciones convendrán la ordenación urbanística de áreas con destino en su totalidad 
a viviendas protegidas, con arreglo al procedimiento previsto en los artículos 91 bis y 
siguientes de este Texto Refundido.

Artículo 74 ter.  Suelos de procedencia.

1. Podrán acogerse al procedimiento establecido en los artículos 91 bis y siguientes de 
este Texto Refundido:

a) Suelos urbanos y urbanizables sectorizados cuya ordenación urbanística inicial no 
prevea el destino íntegro de los suelos a la construcción de viviendas protegidas y para los 
que se proponga una nueva ordenación urbanística con dicha finalidad.

b) Suelos urbanos y urbanizables sectorizados cuya ordenación urbanística inicial prevea 
el destino íntegro de los suelos a la construcción de viviendas protegidas y cuyos promotores 
y propietarios opten por este procedimiento.

c) Suelos urbanizables no sectorizados.
d) Suelos no urbanizables susceptibles de reclasificación en el supuesto establecido en 

el apartado 3 de este artículo.

2. Cuando se trate de suelos urbanizables no sectorizados y suelos no urbanizables 
susceptibles de reclasificación, habrán de cumplir los siguientes requisitos:

a) Configurar un espacio físico continuo de significativa entidad superficial que no será 
inferior a:

1.º Cinco hectáreas en los Concejos definidos en el apartado 1.a) de la disposición 
adicional primera de la Ley del Principado de Asturias de medidas urgentes en materia de 
suelo y vivienda.
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2.º Tres hectáreas en los Concejos definidos en el apartado 1.b) de la disposición 
adicional primera de la misma Ley.

3.º Dos hectáreas en los Concejos definidos en el apartado 1.c) de la disposición 
adicional primera del mismo texto legal.

b) Que por su localización y condiciones resulten integrables en el entramado urbanístico 
ya existente, con el que han de mantener una conexión suficiente, conforme a lo previsto en 
los deberes atribuidos a los propietarios de cada clase de suelo en la legislación sobre 
régimen del suelo.

3. Además, cuando se trate de suelos no urbanizables susceptibles de reclasificación, 
habrán de carecer de valores paisajísticos, culturales, ambientales o de cualquier otra índole 
que pudieran exigir la preservación de su transformación.

Artículo 74 quáter.  Procedimiento para la ordenación especial.

1. A efectos de facilitar la promoción de suelo para la construcción de viviendas 
protegidas, el procedimiento a seguir para la calificación, y en su caso clasificación, del suelo 
será el establecido en los artículos 91 bis y siguientes de este Texto Refundido. Este 
procedimiento sustituirá al procedimiento general de aprobación y modificación de 
planeamiento urbanístico.

2. El ámbito se ordenará mediante un plan especial, que tendrá la doble naturaleza de 
modificación del plan general de ordenación y de aprobación o, en su caso, modificación del 
planeamiento de desarrollo y contendrá las determinaciones exigidas para los planes 
parciales en el artículo 66 de este Texto Refundido.

Sección 5.ª Otros instrumentos de ordenación urbanística

Artículo 75.  Ordenanzas Municipales de Edificación y Urbanización.

1. Las Ordenanzas Municipales de Edificación tienen por objeto la regulación de todos 
los aspectos morfológicos, incluidos los estéticos, y cuantas otras condiciones no definitorias 
directamente de la edificabilidad y destino del suelo, sean exigibles para la autorización de 
los actos de construcción, edificación y utilización de los inmuebles. Deberán ajustarse a las 
disposiciones relativas a la seguridad, salubridad, habitabilidad, accesibilidad y eliminación 
de barreras urbanísticas y arquitectónicas, y calidad de las construcciones y edificaciones, y 
ser compatibles con el planeamiento territorial y urbanístico, y las medidas de protección del 
medio ambiente y del patrimonio cultural, con arreglo a su legislación específica.

2. Las Ordenanzas Municipales de Urbanización tienen por objeto la regulación de todos 
los aspectos relativos al proyecto, ejecución material, entrega y mantenimiento de las obras 
y los servicios de urbanización. Deberán ajustarse a las disposiciones sectoriales 
reguladoras de los distintos servicios.

CAPÍTULO IV

Formación y aprobación de los instrumentos de ordenación urbanística

Sección 1.ª Actos preparatorios

Artículo 76.  Apoyo a la redacción de los instrumentos de ordenación urbanística.

Los organismos públicos y los particulares prestarán su concurso a la redacción de 
planes y otros instrumentos de ordenación y, al efecto, facilitarán a los encargados de su 
redacción los documentos e informaciones necesarias. Si es preciso para la obtención de 
datos, se podrán llevar a cabo ocupaciones temporales de bienes privados, con arreglo a la 
legislación general en materia de expropiación forzosa.
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Artículo 77.  Suspensión del otorgamiento de licencias.

1. Los Ayuntamientos podrán acordar la suspensión del otorgamiento de licencias de 
parcelación de terrenos, edificación y demolición en áreas concretas y, en su caso, para 
usos determinados, con el fin de estudiar la formulación o reforma de Planes Generales de 
Ordenación, Planes Parciales, Planes Especiales o Estudios de Detalle. Dicho acuerdo 
deberá publicarse en el Boletín Oficial del Principado de Asturias, y, al menos, en uno de los 
diarios de mayor difusión en la Comunidad Autónoma.

2. El acuerdo de aprobación inicial de los instrumentos de ordenación urbanística 
enumerados en el apartado 1 de este artículo determinará, por sí solo, la suspensión del 
otorgamiento de licencias en aquellas áreas del territorio objeto del planeamiento cuyas 
nuevas determinaciones supongan modificación del régimen urbanístico vigente, debiéndose 
señalar expresamente las áreas afectadas por la suspensión. La suspensión de licencias no 
afectará a los proyectos que sean compatibles simultáneamente con la ordenación 
urbanística en vigor y con la modificación que se pretende introducir siempre que ésta ya 
haya sido aprobada inicialmente.

3. La suspensión a que se refiere el apartado 1 se extinguirá, en todo caso, en el plazo 
de un año. Si se hubiera producido dentro de ese plazo el acuerdo de aprobación inicial, la 
suspensión se mantendrá para las áreas cuyas nuevas determinaciones de planeamiento 
supongan modificación de la ordenación urbanística y sus efectos se extinguirán 
definitivamente una vez transcurridos dos años desde el acuerdo de suspensión adoptado 
para estudiar el planeamiento o su reforma. Si la aprobación inicial se produce una vez 
transcurrido el plazo de un año, la suspensión derivada de esta aprobación inicial tendrá 
también la duración máxima de un año.

4. Si con anterioridad al acuerdo de aprobación inicial no se hubiese suspendido el 
otorgamiento de licencias conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, la 
suspensión determinada por dicha aprobación inicial tendrá una duración máxima de dos 
años.

5. En cualquier caso, la suspensión finaliza con la aprobación definitiva del 
planeamiento.

6. Extinguidos los efectos de la suspensión en cualquiera de los supuestos previstos, no 
podrán acordarse nuevas suspensiones en el plazo de cinco años con idéntica finalidad.

7. Los peticionarios de licencias solicitadas con anterioridad a la publicación de la 
suspensión tendrán derecho a ser indemnizados del coste de los proyectos y a la 
devolución, en su caso, de las tasas municipales, si se comprueba que el proyecto para el 
que se solicitó la licencia se ajustaba al planeamiento vigente en el momento de la 
presentación de la solicitud, y no es compatible con el que resulte aplicable tras el 
levantamiento de la suspensión, sin perjuicio de otras responsabilidades a que hubiere lugar.

Artículo 78.  Información pública previa a la elaboración de los instrumentos de ordenación 
urbanística.

1. Antes de acordar la elaboración de cualquier instrumento de ordenación urbanística, la 
Administración urbanística podrá abrir un período de información pública para recoger 
sugerencias u observaciones sobre la necesidad, conveniencia y demás circunstancias de la 
ordenación.

2. En el caso de los Planes Generales de Ordenación, el Ayuntamiento deberá abrir 
necesariamente el período de información a que se refiere el apartado anterior, en el que se 
pondrán de manifiesto las prioridades de la futura ordenación. El resultado de dicho período, 
complementado, en su caso, con las modificaciones que el Ayuntamiento decida introducir a 
partir de las alegaciones presentadas, deberá constituir la base del proceso de elaboración 
del Plan.

3. El Principado de Asturias podrá establecer medidas de apoyo técnico y económico a 
actuaciones municipales de exposición y consulta de los proyectos urbanísticos que resulten 
de especial interés o dificultad, en particular cuando se realicen con medios telemáticos que 
faciliten el acceso de los ciudadanos a la información expuesta.
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Sección 2.ª Iniciativa privada en la elaboración de los instrumentos de 
ordenación urbanística y proyectos de urbanización

Artículo 79.  Ámbito de la iniciativa privada y competencias administrativas.

1. La aprobación de todo tipo de instrumentos de ordenación urbanística constituye una 
competencia indisponible de las Administraciones públicas, que no podrá quedar vinculada 
en modo alguno por ningún tipo de acto o convenio.

2. Los particulares podrán presentar propuestas de Planes Parciales, Estudios de 
Detalle, Planes Especiales que sean desarrollo del planeamiento general, Estudios de 
Implantación y Proyectos de Urbanización, a cuya tramitación se aplicará lo dispuesto en 
esta sección.

La formulación del planeamiento general y de sus modificaciones, así como la de los 
Planes Especiales cuando no desarrollen el planeamiento general y la de los Catálogos 
urbanísticos, corresponderá en todo caso a las Administraciones competentes para su 
aprobación. Las eventuales propuestas que presenten los particulares o que se deriven de 
convenios deberán ser informadas previamente por los servicios municipales y asumidas por 
la Administración urbanística.

Artículo 80.  Procedimiento aplicable a los instrumentos de ordenación urbanística y a los 
proyectos de urbanización de iniciativa particular.

1. La tramitación de los instrumentos de ordenación urbanística y proyectos de 
urbanización de iniciativa particular se ajustará al procedimiento previsto en este Texto 
Refundido para el instrumento de que se trate en cada caso, con las modificaciones 
expresamente previstas en esta sección.

2. El plazo para otorgar o denegar la aprobación inicial será de dos meses desde la 
entrada de la documentación completa en el Registro municipal, reducidos a uno en el caso 
de los Estudios de Detalle y Proyectos de Urbanización. Si el Ayuntamiento no notifica 
dentro de este plazo su resolución al solicitante, se entenderá producida la aprobación inicial 
por silencio positivo y el solicitante podrá promover el trámite de información pública de 
conformidad con lo dispuesto en el apartado siguiente.

3. El Ayuntamiento está obligado a someter a información pública en el plazo de un mes 
los instrumentos de ordenación urbanística y proyectos de urbanización que hayan sido 
objeto de aprobación inicial, ya se haya producido ésta de forma expresa o por silencio 
administrativo. Sin perjuicio de ello, los interesados podrán promover la información pública 
con arreglo a las siguientes reglas:

a) Los promotores del trámite anunciarán la información pública en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias y en, al menos, uno de los periódicos de mayor difusión en la 
Comunidad Autónoma, precisando el carácter con el que actúan, los trámites realizados 
hasta el momento y la duración del período de información pública, y convocando a todos los 
interesados para que consulten la documentación en el Ayuntamiento, al que los 
comparecientes habrán de dirigir sus alegaciones. Se remitirá al Ayuntamiento una copia de 
la convocatoria.

b) El Ayuntamiento determinará lo necesario para la pública consulta de la 
documentación disponible, durante el plazo aplicable.

c) Los comparecientes en el trámite podrán presentar sus alegaciones ante el 
Ayuntamiento, con arreglo a la legislación del procedimiento administrativo común. El 
Ayuntamiento certificará las alegaciones presentadas, dando traslado de una copia de éstas 
y de la certificación a los promotores del trámite.

d) Los promotores acreditarán la realización del trámite de información pública por 
iniciativa privada, mediante la copia de los anuncios publicados.

4. Una vez concluida la información pública, y recibido cuando sea necesario el informe 
de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias, o 
transcurrido el plazo de que dispone ésta para notificar dicho informe, el Ayuntamiento 
tendrá un plazo de dos meses para dictar acuerdo de aprobación definitiva, que se reducirá 
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a un mes en los Estudios de Detalle o Proyectos de Urbanización, transcurrido el cual los 
respectivos instrumentos se entenderán aprobados por silencio administrativo y se 
procederá a su publicación en los términos previstos en el artículo 97 de este Texto 
Refundido.

Artículo 81.  Planes de iniciativa particular en suelo urbanizable prioritario.

1. Cuando se presente un Plan Parcial para un sector de suelo urbanizable prioritario, la 
Administración deberá aprobar al término del procedimiento establecido el Plan Parcial del 
sector, basándose en alguno de los presentados, siempre que carezca de vicios formales o 
deficiencias documentales graves.

2. Una vez presentado un Plan, si el Ayuntamiento lo considera necesario por concurrir 
razones objetivas de interés público, podrá abrir un plazo máximo de dos meses para la 
presentación de otras propuestas, o bien presentar por sí mismo una alternativa.

3. En todo caso, el Ayuntamiento decidirá motivadamente entre las distintas propuestas 
presentadas, teniendo en cuenta las mejoras técnicas o económicas que contengan, y 
pudiendo introducir en los mismos las modificaciones que demanden la satisfacción de los 
intereses públicos.

Artículo 82.  Planes de iniciativa particular en suelo urbanizable no prioritario.

1. Cuando se presente un Plan Parcial para un sector del suelo urbanizable no prioritario, 
el Ayuntamiento deberá aprobarlo, una vez introducidas, en su caso, las modificaciones 
necesarias, o rechazarlo, pero en este caso deberá indicar expresamente en la motivación 
del acuerdo cuáles son las circunstancias y determinaciones que considera necesarias para 
dar paso a la ordenación de ese sector.

2. Esas circunstancias y determinaciones podrán referirse, entre otras cuestiones, a las 
obras de conexión a los sistemas generales, a las dotaciones públicas que considera 
mínimas, a los usos más convenientes en ese sector o a la sucesión temporal que considere 
necesaria entre los procesos de urbanización de distintos sectores del suelo urbanizable.

3. Esta motivación vinculará a la Administración respecto a la aprobación futura del Plan 
Parcial de ese sector.

4. En caso de que se produjera un cambio de criterio, deberá razonarse su fundamento, 
sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiere lugar.

Artículo 83.  Contenido de los Planes Parciales de iniciativa particular.

Cuando las propuestas de Planes Parciales se refieran a desarrollos de iniciativa 
particular, se habrán de consignar, además de los obligatorios en todo tipo de Planes 
Parciales, los siguientes datos:

a) Memoria justificativa de la necesidad o conveniencia de la urbanización.
b) Nombre, apellidos, o denominación social, y domicilio de los propietarios afectados.
c) Modo de ejecución de las obras de urbanización y previsión sobre la futura 

conservación de las mismas.
d) Compromisos que se hubieren de contraer entre el urbanizador y el Ayuntamiento, y 

entre aquél y los futuros propietarios de solares.
e) Garantías del exacto cumplimiento de dichos compromisos.
f) Medios económicos de toda índole con que, de manera fehaciente, cuenten el 

promotor o promotores para llevar a cabo la actuación.

Sección 3.ª Tramitación de los instrumentos de ordenación urbanística

Artículo 84.  Elaboración.

1. Los instrumentos de ordenación urbanística serán elaborados y tramitados por los 
Ayuntamientos, salvo los supuestos en que la competencia corresponda al Principado de 
Asturias, y sin perjuicio de lo que se establece en la sección anterior respecto a los 
instrumentos de iniciativa particular, y en el artículo 17 de este Texto Refundido respecto a 
las actuaciones que promueva la Administración autonómica.
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2. Los Ayuntamientos podrán encargar la elaboración de los instrumentos de ordenación 
a técnicos de la Corporación o encomendarla a facultativos competentes, ya se trate de 
entidades públicas o de particulares.

3. Los Ayuntamientos que carezcan de medios suficientes podrán solicitar la elaboración 
de los instrumentos de ordenación urbanística al Principado de Asturias, con arreglo a la 
normativa de régimen local.

4. Cuando sea necesaria la aprobación de un Plan General de Ordenación para la 
adecuada satisfacción de las necesidades urbanísticas de un concejo o para la adaptación a 
los instrumentos de ordenación del territorio, de forma que su inexistencia afecte a intereses 
supramunicipales o al ejercicio de las competencias autonómicas, el Consejo de Gobierno 
podrá requerir motivadamente a un Ayuntamiento, previa audiencia del mismo, que formule 
un Plan General y comience su tramitación, señalando un plazo para ello. Si se incumple ese 
plazo, el Consejo de Gobierno podrá disponer la formulación del Plan con el contenido que 
se estime necesario, acordando lo procedente en cuanto a la redacción. Los gastos de 
elaboración serán sufragados por el respectivo Ayuntamiento, salvo circunstancias 
especiales y justificadas en expediente instruido al efecto.

Subsección 1.ª Planes Generales de Ordenación intermunicipales

Artículo 85.  Planes Generales de Ordenación intermunicipales.

1. Si las necesidades urbanísticas intermunicipales hacen necesario el planeamiento 
conjunto de varios concejos, en defecto de acuerdo entre los Ayuntamientos afectados, la 
Administración del Principado de Asturias, a instancia de uno de los concejos o de oficio, 
podrá disponer la elaboración de un Plan General de Ordenación que abarque a todos los 
concejos afectados, previa audiencia de los mismos.

2. La Administración del Principado de Asturias determinará la extensión territorial del 
Plan, la entidad local que hubiere de redactarlo y los términos en que los concejos afectados 
deben contribuir a los gastos.

3. El Plan se limitará a establecer el ámbito geográfico y las determinaciones vinculantes 
que en su caso deban ser incluidas en los respectivos Planes Generales de Ordenación de 
ámbito municipal. En tal caso, la aprobación del Plan intermunicipal obligará a los 
Ayuntamientos afectados a modificar o revisar los respectivos Planes Generales 
municipales.

4. La tramitación de estos Planes intermunicipales se ajustará al procedimiento 
establecido en este Texto Refundido para los Planes Generales de Ordenación, 
correspondiendo su aprobación inicial al titular de la Consejería competente en materia de 
urbanismo y ordenación del territorio, y su aprobación definitiva al Consejo de Gobierno. Se 
garantizará en todo caso la audiencia de los Concejos afectados.

Subsección 2.ª Tramitación del planeamiento general

Artículo 86.  Aprobación inicial e información pública de los Planes Generales de 
Ordenación.

1. Una vez formulado un Plan General de Ordenación, el Ayuntamiento lo aprobará 
inicialmente y acordará su sometimiento a información pública.

2. La información pública tendrá una duración mínima de dos meses, será anunciada en 
el Boletín Oficial del Principado de Asturias y, al menos, uno de los periódicos de mayor 
difusión en la Comunidad Autónoma y se tramitará de acuerdo con lo que dispongan las 
normas reglamentarias aplicables.

3. De forma simultánea a la información pública, se realizarán los trámites de audiencia y 
de solicitud de informes que sean preceptivos conforme a la normativa sectorial y no sean 
exigibles con carácter previo a la aprobación inicial. Transcurridos los respectivos plazos, se 
podrá continuar la tramitación del procedimiento, salvo previsión expresa en contrario.
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Artículo 87.  Aprobación definitiva de los Planes Generales de Ordenación en caso de 
delegación de la competencia autonómica.

1. Si el Ayuntamiento tuviera delegada la competencia autonómica de aprobación 
definitiva del planeamiento general, solicitará a la Comisión de Urbanismo y Ordenación del 
Territorio del Principado de Asturias, una vez concluido el trámite de información pública, un 
informe sobre el proyecto de Plan General. El Ayuntamiento deberá introducir en el proyecto, 
antes de remitirlo a la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de 
Asturias, las modificaciones que considere necesarias para atender al resultado de la 
información pública o de los informes o alegaciones presentados por las Administraciones o 
entidades.

2. El informe de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de 
Asturias será vinculante en lo que se refiera a la legalidad del Plan y a la tutela de intereses 
supramunicipales. La inobservancia de dicho informe determinará la nulidad de pleno 
derecho del acuerdo de aprobación definitiva del Plan General de Ordenación, así como la 
revocación por el Consejo de Gobierno de la delegación de la competencia autonómica, 
previa audiencia del Ayuntamiento afectado. En este caso, será de aplicación lo previsto en 
el artículo 88 de este Texto Refundido, y sólo se publicará en el Boletín Oficial del Principado 
de Asturias el acuerdo de aprobación definitiva que se produzca en aplicación de lo previsto 
en el precepto citado.

3. Si el informe de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado 
de Asturias se pronuncia favorablemente sobre el conjunto del proyecto, podrá continuar su 
tramitación, sin perjuicio de la obligación del Ayuntamiento de introducir las modificaciones, 
en su caso, requeridas antes de decidir sobre la aprobación definitiva del Plan General de 
Ordenación.

4. Si el pronunciamiento de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del 
Principado de Asturias fuera desfavorable, el Ayuntamiento deberá solicitar un nuevo 
informe, una vez subsanadas las deficiencias advertidas.

5. El informe se entenderá otorgado favorablemente si no se notifica al Ayuntamiento en 
el plazo de cuatro meses desde la entrada del expediente completo en el Registro de la 
Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias.

6. La aprobación definitiva no podrá entenderse producida en ningún caso por silencio 
administrativo.

Artículo 88.  Aprobación definitiva del Plan General de Ordenación en los demás casos.

1. Si el Ayuntamiento no tuviera delegada la competencia autonómica de aprobación 
definitiva, una vez concluidos los trámites de información pública y audiencia y solicitud de 
informes, y a la vista de su resultado, decidirá sobre la aprobación provisional del Plan 
General de Ordenación con las modificaciones que en su caso procedieran.

2. El Plan General de Ordenación aprobado provisionalmente se someterá a la Comisión 
de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias para su aprobación 
definitiva. La Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias 
podrá devolver el Plan al Ayuntamiento para que subsane eventuales deficiencias formales o 
de documentación. En otro caso, aprobará el Plan, en su totalidad o parcialmente, señalando 
en este último caso las deficiencias y subsiguientes modificaciones que se deban introducir 
para que, subsanadas por el Ayuntamiento, se eleve de nuevo el Plan para su aprobación 
definitiva, salvo que ésta se considere innecesaria por la escasa importancia de las 
rectificaciones y así se haga constar en el acuerdo de aprobación, debiendo, en todo caso, 
notificar el Ayuntamiento a la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del 
Principado de Asturias haber subsanado las deficiencias y modificaciones que correspondan.

3. La Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias sólo 
podrá obligar a introducir modificaciones por razones de legalidad o para tutelar intereses 
supramunicipales en relación con los cuales haya asumido competencias el Principado de 
Asturias.

4. Se entenderá producida la aprobación definitiva si la Comisión de Urbanismo y 
Ordenación del Territorio del Principado de Asturias no ha notificado su resolución al 
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Ayuntamiento en el plazo de cuatro meses desde la entrada del expediente completo en su 
Registro.

Subsección 3.ª Tramitación de Planes Parciales, Planes Especiales y Estudios de 
Implantación

Artículo 89.  Tramitación de los Planes Parciales y de los Planes Especiales que desarrollen 
un Plan General de Ordenación.

1. La tramitación de los Planes Parciales y Especiales que desarrollen un Plan General 
de Ordenación se ajustará al procedimiento establecido para los Planes Generales de 
Ordenación, con las modificaciones que se señalan en este artículo.

2. La duración del trámite de información pública será de un mes.
3. La aprobación definitiva corresponderá al Ayuntamiento, previo informe no vinculante 

de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias.
4. El plazo de que dispone la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del 

Principado de Asturias para notificar su informe será de dos meses. Transcurrido dicho 
plazo, podrá continuar la tramitación del procedimiento.

Artículo 90.  Tramitación de los Planes Especiales municipales que no desarrollen un Plan 
General de Ordenación y de los Estudios de Implantación.

1. La tramitación de los Planes Especiales que no desarrollen un Plan General de 
Ordenación se regirá por su normativa sectorial específica y, en su defecto o de forma 
supletoria, por el presente artículo.

2. Los Planes serán aprobados inicialmente por el Ayuntamiento y sometidos a 
información pública en los términos previstos para el planeamiento general.

3. La aprobación definitiva corresponderá al Ayuntamiento, previo informe de la Comisión 
de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias. El informe será 
vinculante para el Ayuntamiento en los mismos términos previstos para el planeamiento 
general.

4. El plazo de que dispone la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del 
Principado de Asturias para notificar su informe será de dos meses. Transcurrido dicho 
plazo, podrá continuar la tramitación del procedimiento.

5. El procedimiento regulado en el presente artículo se aplicará también a la tramitación 
de los estudios de implantación, con la particularidad de que el informe de la Comisión de 
Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias no será vinculante cuando 
el estudio de implantación se refiera a actividades, equipamientos y dotaciones incluidas en 
el planeamiento general como autorizables en el suelo no urbanizable y que no requieran 
autorización de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio a tenor de lo dispuesto 
en el artículo 131 de este Texto Refundido.

Subsección 4.ª Tramitación de las actuaciones urbanísticas concertadas

Artículo 91.  Tramitación de los Planes Parciales y de los Planes Especiales en las 
Actuaciones Urbanísticas Concertadas.

Los Planes Parciales y Especiales que ordenen las áreas sujetas a actuaciones 
urbanísticas concertadas serán aprobados inicialmente por la Comisión de Urbanismo y 
Ordenación del Territorio del Principado de Asturias, a la que corresponderá también la 
aprobación definitiva, previos los trámites de información pública y audiencia a las entidades 
locales afectadas por un plazo de veinte días.
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Subsección 5.ª Tramitación de la ordenación especial de áreas con destino a 
viviendas protegidas

Artículo 91 bis.  Actuaciones previas.

1. El procedimiento previsto en el artículo 74 quáter de este Texto Refundido, se iniciará 
a instancia de los particulares. A tal efecto, se podrán presentar ante el Ayuntamiento y la 
Consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo propuestas para 
su consideración, siempre que los suelos reúnan los requisitos señalados en el artículo 74 
ter de este texto refundido.

2. El oferente deberá acreditar la propiedad, al menos, del 60 por ciento del suelo al que 
se refiere la propuesta; u opciones de compra protocolizadas y registradas que avalen la 
posibilidad de su adquisición al momento de la declaración de interés de la operación por 
parte del Consejo de Gobierno, debiendo formalizarse la adquisición tras dicha declaración y 
antes de la presentación a trámite del plan especial.

3. A su vez, dichas propuestas deberán contemplar:

a) Aprovechamiento residencial y de otros usos complementarios.
b) Número de viviendas protegidas a realizar.
c) Porcentajes de suelo destinados a cada categoría de viviendas protegidas.
d) Precios máximos de venta de cada categoría de viviendas, sin perjuicio de las 

actualizaciones previstas en el apartado 2 de la disposición adicional primera de la Ley del 
Principado de Asturias de medidas urgentes en materia de suelo y vivienda.

e) Tipologías de vivienda previstas, con diversidad en cuanto a tamaños.
f) Esquema general de las redes de viario público y servicios urbanos, existentes y 

previstos.
g) Esquema general de los sistemas de zonas verdes, espacios libres y equipamientos.
h) Previsiones temporales para la urbanización y la edificación.
i) Evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las 

obras de urbanización y edificación.
j) Compromisos que asumiría de aceptar la Administración su propuesta, que se referirán 

como mínimo a garantizar la ejecución de la urbanización y la edificación en unos 
determinados plazos.

k) Garantías para al cumplimiento de dichos compromisos, especialmente, referidos a la 
ejecución de la urbanización y la edificación en los plazos determinados.

4. La Consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo, previo 
informe de la Consejería competente en materia de vivienda, y el Ayuntamiento resolverán 
sobre la idoneidad de la operación en el plazo de dos meses desde la presentación completa 
de la documentación en el respectivo registro, transcurrido el cual podrá entenderse que la 
propuesta no es idónea, conforme y a los efectos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

5. En el supuesto de que la Consejería competente en materia de ordenación del 
territorio y urbanismo o el Ayuntamiento establecieren condiciones a la propuesta, se dará 
trámite de audiencia al oferente por un plazo de quince días.

6. Si la Consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo 
declara la idoneidad de la propuesta de ordenación, remitirá al Ayuntamiento una propuesta 
de convenio entre la Administración del Principado de Asturias y la corporación local sobre la 
que deberá pronunciarse el Ayuntamiento en el plazo de veinte días, transcurrido el cual 
podrá entenderse que, conforme y a los efectos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, el 
Ayuntamiento no tiene intención de suscribir el convenio; si el pronunciamiento fuese 
expreso podrá limitarse a comunicar que el Ayuntamiento no ha declarado idónea la 
propuesta y que, por tanto, no desea suscribir el convenio. Ambas circunstancias habilitan a 
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la Consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo para declarar 
la caducidad del procedimiento, previa advertencia a la entidad local.

7. El Consejo de Gobierno autorizará, en su caso, la firma del convenio. En el mismo 
acto, declarará asimismo el interés de la operación para la promoción de viviendas 
protegidas.

8. El convenio suscrito entre la Administración del Principado de Asturias, el 
Ayuntamiento y quien proponga la ordenación especial recogerá, al menos, los siguientes 
extremos:

a) La condición de Administración urbanística actuante de la Administración del 
Principado de Asturias.

b) Plazos para la ejecución de la urbanización y la edificación.
c) Precios de venta de las viviendas protegidas conforme a lo dispuesto en la normativa 

específica de cada categoría o en la disposición adicional primera de la Ley del Principado 
de Asturias de medidas urgentes en materia de suelo y vivienda para las viviendas 
protegidas concertadas, sin perjuicio de las actualizaciones previstas en el apartado segundo 
de la misma. No obstante, cuando se incurra en demoras en la ejecución sólo podrán 
actualizarse los precios hasta la fecha prevista para el cumplimiento de los plazos señalados 
en la letra anterior.

d) Régimen de penalizaciones por incumplimiento de los plazos previstos por causas 
imputables al promotor, proporcional al previsto en la legislación de contratos de las 
Administraciones Públicas en los supuestos de demoras en la ejecución.

e) Los que resulten de las condiciones a que se refiere el apartado 5 de este artículo.
f) Cualesquiera otros que se consideren oportunos por ambas Administraciones para el 

mejor desarrollo de la ordenación especial.

Artículo 91 ter.  Tramitación del plan especial y del proyecto de urbanización.

1. Tras la adopción de acuerdo por el Consejo de Gobierno, el promotor presentará 
proyecto de plan especial junto con su proyecto de urbanización ante el Ayuntamiento en el 
plazo de tres meses desde la notificación del citado acuerdo.

2. El Ayuntamiento resolverá sobre la aprobación inicial del plan especial y del proyecto 
de urbanización en el plazo de dos meses desde su presentación. Producida ésta, el 
Ayuntamiento remitirá, dentro de dicho plazo, la documentación a la Comisión de Urbanismo 
y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias, quien someterá los documentos 
aprobados inicialmente a información pública por un plazo de veinte días que se anunciará 
en el Boletín Oficial del Principado de Asturias y, al menos, en uno de los periódicos de 
mayor circulación de la Comunidad Autónoma.

3. Transcurrido el plazo que tiene el Ayuntamiento para resolver sobre la aprobación 
inicial sin que dicha resolución se hubiese producido, el promotor podrá solicitar a la 
Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias que resuelva 
sobre la aprobación inicial del plan especial y del proyecto de urbanización, en cuyo caso, 
ésta requerirá al Ayuntamiento para que le remita el expediente completo, disponiendo de 
dos meses desde la recepción de la documentación completa para pronunciarse sobre dicha 
aprobación inicial.

4. Una vez finalizado el periodo de información pública e introducidas las modificaciones 
que se consideren necesarias para atender al resultado de dicha información, la Comisión de 
Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias resolverá sobre la 
aprobación definitiva del plan especial en el plazo de tres meses. Dentro de este mismo 
plazo debe notificarse al Ayuntamiento la aprobación del plan especial.

5. Transcurrido dicho plazo sin que la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio 
del Principado de Asturias haya resuelto sobre la aprobación definitiva del plan especial, ésta 
se entenderá producida por silencio administrativo en los términos de la aprobación inicial, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 95 de este Texto Refundido.

6. Cuando existan alegaciones al proyecto de urbanización, la Comisión de Urbanismo y 
Ordenación del Territorio del Principado de Asturias remitirá al Ayuntamiento, junto a la 
notificación de la aprobación definitiva del plan especial, el expediente completo del proyecto 
de urbanización para que resuelva sobre su aprobación definitiva en el plazo de veinte días, 
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transcurrido el cual se entenderá aprobado definitivamente en los términos de la aprobación 
inicial, conforme a la legislación sobre silencio administrativo. No obstante, cuando la 
Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias certifique en 
el acuerdo definitivo del plan especial que el proyecto de urbanización no ha sido objeto de 
alegación alguna, éste se entenderá aprobado definitivamente sin necesidad de 
pronunciamiento expreso del Ayuntamiento.

Artículo 91 quáter.  Garantías de la ejecución del planeamiento.

1. Con anterioridad a la aprobación definitiva del instrumento de planeamiento, el 
promotor garantizará ante la Administración autonómica los siguientes extremos:

a) Cumplimiento de plazos de urbanización, fijados por referencia a la fecha de 
aprobación definitiva del proyecto de urbanización, mediante garantía por valor del 20 por 
ciento de los gastos de urbanización. Dicha garantía se formalizará de acuerdo con lo 
previsto en la legislación de contratos del sector público. De forma alternativa o 
complementaria a la anterior, podrá constituirse sobre las fincas del ámbito del plan especial 
una garantía real de acuerdo con la legislación aplicable.

b) Cumplimiento de los plazos de edificación que se determinen, mediante garantía por 
valor de un 8 por ciento del precio máximo de venta de las viviendas cuya construcción se 
plantea. Dicha garantía se formalizará de acuerdo con lo previsto en la legislación de 
contratos del sector público. De forma alternativa o complementaria a la anterior, podrá 
constituirse sobre las fincas del ámbito del plan especial una garantía real de acuerdo con la 
legislación aplicable.

c) En caso de venta de suelo urbanizado, introducción de cláusulas por las que el 
adquirente se comprometa a la edificación en los plazos determinados, subrogándose en la 
posición del transmitente

2. La formalización de las garantías señaladas en el apartado anterior se realizará 
conforme a las siguientes reglas:

a) La garantía del cumplimiento de los plazos de urbanización a que hace referencia la 
letra a) del apartado 1 de este artículo se presentará por el importe de la fase 
correspondiente de urbanización teniendo en cuenta que, al fijarse los plazos de 
urbanización por referencia al proyecto de urbanización, se deberá presentar la garantía 
correspondiente a cada fase antes de la fecha de su inicio, aunque no estuviese concluida la 
urbanización de la fase o fases precedentes.

b) La garantía del cumplimiento de los plazos de edificación a que hace referencia la 
letra b) del apartado 1 de este artículo se presentará por su importe total, sin perjuicio de la 
cancelación de la parte correspondiente a las fases que se vayan ejecutando, conforme al 
apartado 4 de este artículo.

3. La Consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo, de 
oficio o a instancia del Ayuntamiento, previa audiencia del promotor, impulsará la declaración 
de caducidad del procedimiento cuando existan incumplimientos por parte del promotor por 
causas a él imputables. La declaración de caducidad:

a) Implicará la ejecución de los avales previstos en las letras a) y, en su caso, b) del 
apartado anterior. En particular, ante el manifiesto incumplimiento de los plazos de 
urbanización que impida el cumplimiento de los plazos de edificación, la Administración 
autonómica ejecutará los avales previstos en las letras a) y b) del apartado anterior.

b) Habilitará a la Administración autonómica para iniciar la declaración y delimitación 
como Reserva Regional de Suelo del ámbito objeto de la ordenación especial.

c) En caso de que se declare la declaración y delimitación de la Reserva Regional de 
Suelo, supondrá la ejecución de la ordenación especial de forma directa por la Consejería 
competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo o a través de una sociedad 
urbanística.

4. La recepción de las obras de urbanización por parte del Ayuntamiento permitirá la 
cancelación de la garantía prevista en la letra a) del apartado 1 de este artículo. Igualmente 
podrá cancelarse la garantía prevista en la letra b) del mismo apartado de dicho precepto, 
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previa declaración por la Consejería competente en materia de vivienda del cumplimiento de 
los compromisos de edificación, a solicitud del promotor, que se tramitará conforme a lo 
dispuesto en el apartado 2 del artículo 195 de este Texto Refundido para la recepción de las 
obras de urbanización.

Subsección 6.ª Tramitación de Estudios de Detalle, Catálogos Urbanísticos y 
Ordenanzas Municipales de Edificación y Urbanización

Artículo 92.  Tramitación de los Estudios de Detalle.

1. Una vez aprobados inicialmente los Estudios de Detalle, se someterán a información 
pública durante un mes para que puedan ser examinados y presentadas las alegaciones 
procedentes, mediante anuncio en el Boletín Oficial del Principado de Asturias y, al menos, 
en uno de los periódicos de mayor circulación en la Comunidad Autónoma.

2. A la vista del resultado de la información pública, el órgano competente del concejo los 
aprobará definitivamente, con las modificaciones que resulten pertinentes.

Artículo 93.  Aprobación de Catálogos urbanísticos.

La aprobación de los Catálogos urbanísticos se producirá simultáneamente con la del 
planeamiento urbanístico, pero en expedientes separados. Las modificaciones de los 
Catálogos urbanísticos se sujetarán a las mismas prescripciones dispuestas para la 
modificación del planeamiento al que completen.

Artículo 94.  Aprobación de las Ordenanzas Municipales de Edificación y Urbanización.

Para la aprobación de las Ordenanzas Municipales de Edificación y Urbanización se 
aplicarán las reglas de competencia y procedimiento establecidas en la legislación de 
régimen local, siempre que se aprueben con independencia del planeamiento urbanístico 
general o de desarrollo.

Subsección 7.ª Otras disposiciones

Artículo 95.  Excepciones al silencio administrativo positivo.

1. No habrá lugar a la aplicación del silencio administrativo positivo si el instrumento de 
ordenación urbanística no contuviere los documentos esenciales y determinaciones 
normativas establecidas por los preceptos que sean directamente aplicables para el tipo de 
instrumento de que se trate.

2. Tampoco se aplicará el silencio administrativo positivo si el instrumento de ordenación 
urbanística contuviere determinaciones contrarias a la ley o a instrumentos de ordenación de 
superior jerarquía, o cuando la aprobación esté sometida a requisitos especiales, legal o 
reglamentariamente establecidos.

Artículo 96.  Deber de información.

El Ayuntamiento remitirá a la Consejería competente en materia de urbanismo y 
ordenación del territorio dos ejemplares de los instrumentos de planeamiento que apruebe, 
debidamente diligenciados, con los planos correspondientes.

Artículo 97.  Publicación de los instrumentos de ordenación urbanística.

1. Se publicarán en el Boletín Oficial del Principado de Asturias los acuerdos de 
aprobación definitiva de todos los instrumentos de ordenación urbanística, así como las 
ordenanzas o normas urbanísticas en ellos contenidas, a instancia de la Administración que 
haya procedido a su aprobación definitiva.

2. Cuando el instrumento de ordenación urbanística se apruebe por silencio 
administrativo, la Administración competente para su aprobación definitiva deberá ordenar su 
publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias, con el contenido y alcance 
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previstos en el apartado anterior. En el caso de planeamiento de iniciativa particular, y sin 
perjuicio de lo anterior, los promotores del plan podrán instar su publicación.

CAPÍTULO V

Vigencia, revisión y modificación de los instrumentos de ordenación 
urbanística

Artículo 98.  Vigencia.

Los instrumentos de ordenación urbanística tendrán vigencia indefinida, sin perjuicio de 
su modificación y revisión.

Artículo 99.  Revisión de los Planes Generales de Ordenación.

1. Se entiende por revisión de los Planes Generales de Ordenación la adopción de 
nuevos criterios respecto de la estructura general y orgánica del territorio o de la clasificación 
del suelo, motivada por la elección de un modelo territorial distinto o por la aparición de 
circunstancias sobrevenidas, de carácter demográfico o económico, que incidan 
sustancialmente sobre la ordenación, o por el agotamiento de su capacidad.

La revisión podrá afectar a la totalidad del territorio abarcado por el Plan, o limitarse a 
una zona o ámbito. En este caso, se considerará que existe revisión y no simple 
modificación cuando las alteraciones introducidas supongan un cambio esencial del régimen 
urbanístico de la zona afectada con repercusión territorial en el resto de la ordenación 
establecida.

La clasificación como suelo urbanizable o suelo urbano de terrenos que hasta ese 
momento estén clasificados como suelo no urbanizable sometido a algún régimen de 
protección o como núcleo rural, sólo podrá llevarse a cabo a través de la revisión del Plan 
General de Ordenación.

2. En los demás supuestos, la alteración de las determinaciones de los Planes 
Generales de Ordenación se considerarán como modificaciones de los mismos, aunque 
dichas alteraciones lleven consigo cambios aislados en la clasificación o calificación del 
suelo, o impongan la procedencia de revisar la programación del Plan General.

3. La revisión de los Planes Generales de Ordenación se sujetará al mismo 
procedimiento aplicable a su tramitación.

4. Cuando se den las circunstancias previstas en el apartado 4 del artículo 84 de este 
Texto Refundido, la Administración del Principado de Asturias podrá requerir motivadamente 
la revisión de los Planes Generales de Ordenación, previa audiencia de las entidades locales 
afectadas, acordando lo procedente en cuanto a la redacción, sin perjuicio de la aplicación 
de lo previsto en el artículo 102 de este mismo Texto.

Artículo 100.  Revisión del Programa de actuación.

1. Los Ayuntamientos deberán revisar como mínimo cada cuatro años, en caso de que 
existan, los Programas de actuación que formen parte de los Planes Generales de 
Ordenación.

2. En su caso, la revisión del Programa de actuación se aprobará por el Ayuntamiento 
interesado, previa información pública por plazo de un mes, que se anunciará en el Boletín 
Oficial del Principado de Asturias, a no ser que con motivo de la revisión del Programa se 
introduzca alguna modificación en el planeamiento general, en cuyo caso se aplicarán las 
normas de procedimiento relativas a ésta.

Artículo 101.  Modificación de los instrumentos de ordenación urbanística.

1. Las modificaciones de cualquiera de los elementos de los instrumentos de ordenación 
urbanística se sujetarán a las mismas disposiciones enunciadas para su tramitación y 
aprobación.

2. Cuando la modificación tienda a incrementar el volumen edificable residencial de una 
zona, produciendo un significativo aumento de su potencial población, para aprobarla se 
requerirá la previsión no sólo de las nuevas dotaciones que sean necesarias, sino también 
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de las nuevas zonas verdes y espacios libres exigidos por el aumento de la densidad de 
población.

3. Cuando la modificación tenga por objeto alterar la zonificación o el uso de las zonas 
verdes previstas en el instrumento de ordenación de que se trate, la aprobación será 
competencia del Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia 
de urbanismo y ordenación del territorio, previo informe favorable del Consejo de Estado y, a 
partir de su constitución, del Consejo Consultivo del Principado de Asturias en lugar de 
aquél.

Artículo 102.  Suspensión de planeamiento urbanístico.

1. Excepcionalmente, y cuando la aplicación de un instrumento de planeamiento 
urbanístico dé lugar a la situación prevista en el apartado 4 del artículo 84 de este Texto 
Refundido, el Consejo de Gobierno podrá, tras oír a la Comisión de Urbanismo y Ordenación 
del Territorio del Principado de Asturias y a las entidades locales afectadas, suspender en 
todo o en parte su vigencia para que se proceda a la revisión, señalando un plazo para ello.

2. Si se incumple ese plazo, el Consejo de Gobierno podrá disponer la formulación del 
Plan con el contenido que se estime adecuado, acordando lo procedente en cuanto a la 
redacción.

3. Los gastos de elaboración serán sufragados por el respectivo Ayuntamiento, salvo 
circunstancias especiales y justificadas en expediente instruido al efecto.

4. En tanto no se apruebe el Plan revisado, la Consejería competente en materia de 
urbanismo y ordenación del territorio aprobará unas normas provisionales en el plazo 
máximo de seis meses a partir del acuerdo de suspensión.

CAPÍTULO VI

Efectos de la aprobación de los instrumentos de ordenación urbanística

Artículo 103.  Ejecutividad.

Los instrumentos de ordenación urbanística serán inmediatamente ejecutivos una vez 
publicados.

Artículo 104.  Declaración de utilidad pública.

1. La aprobación de instrumentos de ordenación urbanística, así como delimitaciones de 
polígonos y unidades de actuación a desarrollar por el sistema de expropiación, implicará la 
declaración de utilidad pública de las obras necesarias para su ejecución y la necesidad de 
ocupación de los terrenos y edificios correspondientes, a los fines de expropiación o 
imposición de servidumbres, de acuerdo con la normativa aplicable.

2. Podrán ser también beneficiarios de la expropiación las personas naturales o jurídicas 
subrogadas en las facultades de los organismos competentes para la ejecución de planes u 
obras determinadas.

3. En los instrumentos de ordenación urbanística se estimarán comprendidos, a los 
efectos expropiatorios, además de las superficies que hubieran de ser materialmente 
ocupadas por las obras previstas, todas las que fueran necesarias para asegurar el pleno 
valor y rendimiento de aquéllas, aún cuando no estuvieran dentro del mismo ámbito.

4. Serán expropiables los terrenos y edificios destinados en el plan al establecimiento de 
servicios públicos o a la construcción de templos, mercados, centros culturales, docentes, 
asistenciales y sanitarios, zonas deportivas y otros análogos con fines no lucrativos.

Artículo 105.  Obligatoriedad.

1. Los particulares y las Administraciones públicas quedarán obligados al cumplimiento 
de las disposiciones sobre ordenación urbana contenidas en la legislación urbanística 
aplicable y en los instrumentos de ordenación aprobados con arreglo a la misma.

2. En caso de discrepancias entre los distintos documentos que recojan las 
determinaciones del planeamiento se estará a lo dispuesto en el propio Plan y, en su 
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defecto, prevalecerá la ordenación contenida en las normas urbanísticas y Ordenanzas 
municipales.

3. Serán nulas de pleno derecho las reservas de dispensación que se contuvieren en los 
Planes u Ordenanzas, así como las que, con independencia de ellos, se concedieren.

Artículo 106.  Usos y obras provisionales.

No obstante la obligatoriedad de observancia de los instrumentos de ordenación 
urbanística, si no hubieren de dificultar su ejecución, y con carácter excepcional, podrán 
autorizarse sobre los terrenos, usos y obras justificadas de carácter provisional, que habrán 
de cesar o demolerse cuando lo acordare el Ayuntamiento, sin derecho a indemnización. La 
autorización aceptada por el propietario deberá inscribirse, bajo las indicadas condiciones, 
en el Registro de la Propiedad. Lo dispuesto en este artículo se aplicará aunque esté 
suspendido el otorgamiento de licencias.

Artículo 107.  Construcciones e instalaciones fuera de ordenación.

1. Las construcciones e instalaciones erigidas con anterioridad a la aprobación definitiva 
del planeamiento urbanístico que resultaren disconformes con el mismo se considerarán 
fuera de ordenación, sin necesidad de que el planeamiento lo declare así expresamente.

Necesariamente el planeamiento urbanístico protector de los Bienes de Interés Cultural 
declarará fuera de ordenación las construcciones e instalaciones erigidas con anterioridad a 
su aprobación definitiva que resulten disconformes con el régimen de protección exigido por 
su normativa sectorial, de conformidad con lo establecido en el artículo 57 de la Ley del 
Principado de Asturias 1/2001, de 6 de marzo, de Patrimonio Cultural.

2. En las construcciones e instalaciones fuera de ordenación no podrán realizarse obras 
de consolidación, aumento de volumen, modernización o incremento de su valor de 
expropiación, pero sí las pequeñas reparaciones que exigieren la higiene, ornato y 
conservación del inmueble. El planeamiento podrá disponer que este régimen se aplique 
únicamente a los edificios calificados expresamente como fuera de ordenación.

3. En casos excepcionales, podrán autorizarse obras parciales y circunstanciales de 
consolidación cuando no estuviere prevista la expropiación o demolición de la finca en el 
plazo de quince años, a contar desde la fecha en que se pretendiese realizarlas.

4. También se considerarán como fuera de ordenación las construcciones e 
instalaciones disconformes con el planeamiento respecto de los cuales la Administración no 
pueda adoptar, por haber transcurrido los plazos legales, ninguna medida de protección y 
restablecimiento de la legalidad urbanística. En este caso se aplicará, sin excepción alguna, 
la prohibición de realizar cualquier obra de consolidación, aumento de volumen, 
modernización o incremento del valor de expropiación.

5. En todo caso, las disposiciones transitorias del nuevo planeamiento han de contener 
las previsiones oportunas para resolver todas las cuestiones que las determinaciones 
urbanísticas planteen en relación con las preexistentes, y de acuerdo con este artículo.

CAPÍTULO VII

Determinaciones legales sustantivas de directa aplicación

Artículo 108.  Naturaleza y efectos.

Las determinaciones legales sustantivas de directa aplicación, contenidas o no en el 
presente capítulo, vincularán a todos los instrumentos de ordenación urbanística y del 
territorio y a las administraciones públicas, que deberán atenerse a las mismas al conceder o 
denegar licencias y al ejercer cualquiera de sus competencias urbanísticas y de ordenación 
del territorio, exista o no planeamiento aplicable.

Artículo 109.  Adaptación al entorno.

Con independencia de la aplicación de la legislación relativa al patrimonio cultural, en los 
lugares de paisaje abierto y natural de especial interés, sea rural o marítimo, o en las 
perspectivas que ofrezcan los conjuntos urbanos o núcleos rurales que posean 
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características histórico-artísticas, típicos o tradicionales, y en las inmediaciones de las 
carreteras y caminos de trayecto pintoresco, no se permitirá que la situación, volumen, altura 
de los edificios, muros y cierres y la instalación de otros elementos rompan la armonía del 
paisaje, desfiguren la perspectiva del mismo o limiten o impidan la contemplación del 
conjunto.

Artículo 110.  Terrenos próximos a la costa.

1. No podrán clasificarse como suelo urbanizable terrenos incluidos en una franja de 
quinientos metros desde la ribera del mar, medidos en proyección horizontal, ni ampliar en 
dirección al mar los núcleos rurales dentro de la citada franja, salvo en los casos 
excepcionales en que el Consejo de Gobierno lo autorice expresamente, por la especial 
configuración de la zona costera o por motivos justificados de interés público. El Plan 
Territorial Especial que ordene el litoral podrá modificar, en función de las características 
específicas de cada tramo de costa, la dimensión de la citada franja.

2. Lo establecido en el apartado anterior respecto a los suelos urbanizables no será de 
aplicación a la clasificación de suelo urbanizable, como ampliación de suelo urbano ya 
existente en la citada franja a la entrada en vigor de la Ley del Principado de Asturias de 
régimen del suelo y ordenación urbanística, y siempre que dicha ampliación se produzca en 
dirección contraria a la ribera del mar.

3. Sin necesidad de recurrir a lo previsto en el apartado anterior, los Planes Generales 
de Ordenación podrán incluir reservas de suelo que permitan el mantenimiento o la 
ampliación de actividades industriales implantadas en la franja a que se hace referencia en 
el apartado 1 de este artículo, y que sean de difícil o imposible ubicación o traslado a otros 
lugares, siempre que se trate de industrias de interés regional. El planeamiento general 
deberá justificar expresamente en su memoria la inclusión de estas reservas, así como 
prever medidas que reparen o minimicen el impacto ocasionado y cualesquiera otras que al 
efecto se determinen con la finalidad de revertir en la recuperación de la costa. En todo lo 
relativo a estas reservas, será vinculante el informe de la Comisión de Urbanismo y 
Ordenación del Territorio del Principado de Asturias. Cuando el suelo afectado por la reserva 
esté comprendido en el término municipal de varios concejos, el Principado de Asturias 
podrá aplicar lo previsto en el artículo 85 de este mismo Texto.

4. Lo previsto en los párrafos anteriores no afectará a los terrenos que se declaren como 
Reservas Industriales de Interés Regional, pudiéndose clasificar como urbanizable el suelo 
anexo a una industria de interés regional, siempre y cuando se justifique la necesidad de 
afectación de dicho suelo a los usos propios de la industria.

El otorgamiento de la calificación de Reservas Industriales de Interés Regional 
corresponderá al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, a propuesta conjunta de 
las Consejerías competentes en materia de industria y ordenación del territorio y urbanismo, 
y a solicitud de parte interesada, previo informe justificativo en el que se tendrán en cuenta 
circunstancias tales como el empleo de la instalación, su grado de obsolescencia y su interés 
para la economía regional.

5. En todo caso, y dado el valor del litoral como recurso natural y ambiental no 
renovable, se entenderá que la implantación de nuevos usos o el aumento de la intensidad 
en la utilización del suelo no urbanizable situado en la franja de quinientos metros desde la 
ribera del mar, medidos en proyección horizontal, así como la ampliación de los núcleos 
rurales o actividades económicas situadas en esa zona, afectan a intereses 
supramunicipales y, en consecuencia, será vinculante el informe de la Comisión de 
Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias respecto al planeamiento 
general, especial o de desarrollo que los prevea.
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TÍTULO IV

Régimen urbanístico del suelo

CAPÍTULO I

Clasificación del suelo

Artículo 111.  Régimen jurídico.

El régimen urbanístico del suelo será el establecido, en el marco de la legislación estatal 
y de acuerdo con ella, en el presente Texto Refundido y en el planeamiento, en función de la 
clasificación y la calificación urbanística de los predios.

Artículo 112.  Clases de suelo.

Los Planes Generales de Ordenación clasificarán el suelo de los concejos en todos o 
algunos de los siguientes tipos: suelo urbano, urbanizable y no urbanizable.

Artículo 113.  Suelo urbano.

Constituirán suelo urbano:

a) Los terrenos ya transformados por contar con acceso rodado, abastecimiento de 
agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica.

La existencia de los servicios de acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de 
aguas y suministro de energía eléctrica sólo dará lugar a la inclusión de un predio en el suelo 
urbano cuando dichos servicios reúnan las características adecuadas para servir a la 
edificación que sobre ellos exista o se haya de construir, y en particular cuando tengan la 
capacidad necesaria para soportar una utilización intensa del suelo, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. No tendrán la consideración de suelo urbano los 
predios situados en núcleos rurales, aunque posean o lleguen a reunir los citados servicios 
urbanísticos en el grado o con las características propias de los asentamientos rurales, y los 
terrenos que no estén integrados en una malla urbana.

A los efectos de este Texto Refundido, se considera malla urbana la urbanización básica 
constituida por unas vías perimetrales y unas redes de suministro de agua y energía 
eléctrica y de saneamiento de que pueda servirse el territorio, sin que esté por su situación 
completamente desligado del entramado urbanístico ya existente.

Los servicios construidos en ejecución de un sector o unidad de actuación, las vías 
perimetrales de los núcleos urbanos, las vías de comunicación entre núcleos y las carreteras 
no servirán de soporte para la clasificación como urbanos de los terrenos adyacentes.

b) Los terrenos que, aún careciendo de alguno de los servicios citados en el epígrafe 
anterior, estén comprendidos en áreas consolidadas por la edificación al menos en dos 
terceras partes de su superficie, en la forma que el Plan General de Ordenación determine.

c) Los terrenos que en ejecución del planeamiento hayan sido urbanizados de acuerdo 
con el mismo.

Artículo 114.  Suelo urbano consolidado y no consolidado.

1. El suelo urbano se divide en suelo urbano consolidado y no consolidado.
2. Constituyen suelo urbano consolidado los terrenos que reúnan la condición de solar, 

de acuerdo con lo establecido en el apartado 4 de este artículo, así como aquellos que, 
careciendo de alguno de sus requisitos o precisando completar la urbanización, puedan ser 
objeto de obtención de licencia.

3. Constituyen suelo urbano no consolidado los demás terrenos que se puedan clasificar 
como suelo urbano y que, a efectos de su consolidación, se agruparán en polígonos o 
unidades de actuación. En particular, se incluirán en esta categoría los terrenos urbanos en 
los que sean precisas actuaciones de urbanización, reforma interior u obtención de 
dotaciones urbanísticas, que deban ser objeto de equidistribución entre los afectados, así 
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como aquellos sobre los que el planeamiento urbanístico prevea una ordenación 
sustancialmente diferente de la existente.

4. Tendrán la consideración de solar las superficies aptas para la edificación que reúnan 
los siguientes requisitos:

a) Que estén urbanizadas con arreglo a las normas mínimas establecidas en cada caso 
por el Plan General de Ordenación. Si éste no existiere o no las concretare, se precisará que 
además de contar con acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y 
suministro de energía eléctrica, la vía a que la parcela dé frente tenga pavimentada la 
calzada y encintado de aceras.

b) Que tengan señaladas alineaciones y rasantes si existiera Plan General de 
Ordenación, o al menos fueran claramente determinables en base al mismo.

Artículo 115.  Suelo no urbanizable.

1. Constituirán suelo no urbanizable:

a) Los terrenos que estén o deban estar sometidos a algún régimen especial de 
protección, fijado en planes o normas sectoriales, o en el planeamiento territorial, que sea 
incompatible con su transformación urbanística. Esa protección podrá derivarse, entre otras 
posibilidades, de los valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales 
o culturales de los citados terrenos, de los riesgos naturales que en ellos concurran, de su 
sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público.

b) Los terrenos que el planeamiento urbanístico general considere necesario preservar, 
por los valores y demás circunstancias a que se ha hecho referencia en la letra a) anterior, 
por su valor agrícola, forestal, ganadero, o por sus riquezas naturales.

2. Constituyen suelo no urbanizable de ocupación residencial los núcleos rurales 
integrados por los terrenos que constituyan asentamientos consolidados de población de 
carácter rural y tradicional, en los términos que señale el Plan General de Ordenación. Se 
incluirán en esta categoría los asentamientos de población que, pese a contar, 
eventualmente, con servicios de acceso rodado, abastecimiento de agua, saneamiento y 
suministro de energía eléctrica para sus necesidades propias como tales asentamientos 
rurales, no estén integrados en una malla urbana.

Artículo 116.  Suelo urbanizable.

1. Tendrán la consideración de suelo urbanizable los terrenos que el Plan General de 
Ordenación no clasifique como suelo urbano ni como suelo no urbanizable, y podrán ser 
objeto de transformación urbanística en los términos establecidos en este Texto Refundido y 
en el planeamiento aplicable.

2. De acuerdo con lo previsto en el artículo 62 de este Texto Refundido, el planeamiento 
podrá delimitar, dentro del suelo urbanizable, los sectores que hayan de ser objeto de 
urbanización prioritaria para satisfacer las necesidades de vivienda, suelo industrial y 
equipamientos comunitarios.

CAPÍTULO II

Derechos y deberes de los propietarios

Artículo 117.  Principios generales.

1. Las facultades del derecho de propiedad se ejercerán dentro de los límites y con el 
cumplimiento de los deberes establecidos en la legislación urbanística o, en virtud de la 
misma, en los instrumentos de ordenación urbanística, con arreglo a la clasificación 
urbanística de los predios.

2. La ordenación del uso de los terrenos y construcciones en la legislación y el 
planeamiento urbanísticos no conferirá derecho a los propietarios a obtener indemnización, 
salvo en los supuestos previstos en las leyes. Los afectados tendrán, no obstante, derecho a 
la distribución equitativa de los beneficios y cargas derivados del planeamiento en los 
términos previstos en la normativa urbanística.
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Sección 1.ª Derechos y deberes en suelo urbano

Artículo 118.  Derechos y deberes de los propietarios de suelo urbano consolidado.

Los propietarios de suelo urbano consolidado deberán solicitar la licencia de edificación 
en el plazo que señale el planeamiento o, en su defecto, la normativa urbanística, completar, 
en su caso, la urbanización, y edificar los terrenos en las condiciones y plazo establecidas en 
la licencia.

Artículo 119.  Derechos y deberes de los propietarios de suelo urbano no consolidado.

1. Los propietarios de suelo urbano no consolidado tendrán el derecho de edificar los 
terrenos, en las condiciones y plazo que establezcan el planeamiento y la normativa 
urbanística, una vez completada su urbanización para que adquieran la condición de solares, 
en los términos que se indican en los siguientes apartados.

2. Los propietarios de terrenos de suelo urbano no consolidado deberán ceder obligatoria 
y gratuitamente a la Administración actuante el suelo correspondiente al diez por ciento del 
aprovechamiento medio del correspondiente ámbito, de conformidad con lo que el Plan 
General de Ordenación haya establecido al amparo del artículo 60. j) de este Texto 
Refundido. La Administración urbanística actuante no tendrá que contribuir a los costes de 
urbanización de los terrenos en los que se localice ese aprovechamiento, que deberán ser 
asumidos por los propietarios.

El propietario y la Administración urbanística podrán llegar a un acuerdo para que aquél 
adquiera, mediante convenio, el aprovechamiento urbanístico correspondiente a ésta 
exclusivamente en los supuestos en que dicho aprovechamiento no sea susceptible de 
ejecución individualizada, sustituyéndolo por su equivalente en metálico. Asimismo, el 
propietario tendrá derecho de adquisición preferente si la Administración urbanística 
decidiera enajenar el aprovechamiento urbanístico que le corresponde en los casos ya 
expresados.

El planeamiento podrá atribuir a los propietarios de terrenos destinados a actuaciones de 
reforma interior o incluidos en polígonos o unidades de actuación con fines de mejora del 
medio urbano hasta el cien por cien del aprovechamiento medio. Asimismo, podrá reconocer 
un aprovechamiento superior al noventa por cien a los propietarios de terrenos o 
construcciones cuando el planeamiento les imponga cargas especialmente onerosas 
relativas a la rehabilitación integral o a la conservación de elementos del inmueble.

3. Los propietarios de suelo urbano no consolidado tendrán los siguientes deberes:

a) Proceder a la distribución equitativa de los beneficios y cargas derivados del 
planeamiento, así como situar el aprovechamiento urbanístico correspondiente a la 
Administración o adquirirlo, con anterioridad al inicio de la ejecución material de dicho 
planeamiento.

b) Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración todo el suelo necesario para los 
viales, espacios libres, zonas verdes y dotaciones públicas de carácter local al servicio de la 
unidad de actuación en la que sus terrenos resulten incluidos.

c) En su caso, ceder obligatoria y gratuitamente el suelo necesario para la ejecución de 
los sistemas generales que el planeamiento general incluya en el ámbito correspondiente a 
efectos de su gestión.

d) Costear y, en su caso, ejecutar o completar la urbanización.
e) Edificar los solares en el plazo que establezca el planeamiento o, en su defecto, la 

normativa urbanística.

4. No podrá ser edificado terreno alguno que no reúna la condición de solar, salvo que se 
asegure la ejecución simultánea de la urbanización y la edificación mediante aval, o afección 
real registral, u otras garantías reglamentariamente establecidas, o de la forma que se 
convenga con la Administración urbanística actuante.
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Artículo 120.  Autorización anticipada de usos industriales y terciarios.

Excepcionalmente, y sin perjuicio de los deberes establecidos en el artículo 106 de este 
Texto Refundido, en casos justificados podrán autorizarse antes del inicio del proceso de 
gestión del Plan, mediante licencia municipal, construcciones destinadas a fines industriales 
o terciarios en las zonas en que el planeamiento autorice expresamente dichos usos, 
siempre que la seguridad, salubridad y protección del medio ambiente queden 
suficientemente atendidas y el propietario asuma las obligaciones que le correspondan 
según lo establecido en el artículo anterior, prestando garantías suficientes. La autorización, 
bajo las indicadas condiciones aceptadas por el propietario, se hará constar en el Registro 
de la Propiedad de conformidad con lo establecido en la legislación hipotecaria.

Sección 2.ª Derechos y deberes en suelo no urbanizable

Subsección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 121.  Régimen del suelo no urbanizable.

1. La utilización del suelo no urbanizable se regirá por la legislación urbanística aplicable 
y por las normas y planes especiales, ambientales y sectoriales que se dicten respecto a los 
terrenos que sean objeto de protección.

2. Los espacios que, por sus características, deban ser objeto de una especial protección 
no podrán ser dedicados a utilizaciones que impliquen transformación de su destino o 
naturaleza o lesionen el valor específico que se quiera proteger. Deberán ponderarse, 
mediante la correspondiente Evaluación de Impacto, las infraestructuras que hayan de 
discurrir a través de los mismos.

Artículo 122.  Categorías de suelo no urbanizable.

1. A los efectos de este Texto Refundido, se distinguen las siguientes categorías de 
suelo no urbanizable:

a) Suelo no urbanizable de especial protección, integrado por aquellos espacios cuyos 
excepcionales valores de cualquier género les hagan merecedores de un alto grado de 
protección.

b) Suelo no urbanizable de interés, compuesto por aquellos terrenos que, sin estar 
incluidos en ninguna otra de las categorías de este artículo, deban quedar preservados del 
desarrollo urbanístico y sometidos a un régimen específico de protección por disponerlo así 
el planeamiento territorial, urbanístico o sectorial, en consideración a sus valores 
paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, por la existencia 
de riesgos naturales debidamente acreditados, singularidades agrícolas, forestales o 
ganaderas, o para la preservación del peculiar sistema de poblamiento del territorio 
asturiano, así como en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la 
protección del dominio público.

Se clasificarán también como suelo no urbanizable de interés los terrenos situados 
alrededor de los núcleos rurales cuya preservación del proceso urbanizador sea conveniente 
para el mantenimiento del propio núcleo y de sus valores paisajísticos y tradicionales, sin 
necesidad de que dichos terrenos sean objeto, en el momento en que se aprueba su 
ordenación, de un uso agrícola, forestal o ganadero.

c) Suelo no urbanizable de costas, respecto al cual deben establecerse las medidas de 
protección que demanden las peculiaridades de las franjas costeras.

d) Suelo no urbanizable de infraestructuras, comprensivo de los terrenos que resultan 
afectados por la localización de las infraestructuras básicas o de transporte.

e) Núcleo rural, como categoría de suelo no urbanizable objeto de ocupación residencial.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 1 de este artículo, la normativa sectorial 
podrá establecer otras subdivisiones dentro de esta categoría, en razón del origen de la 
necesidad de protección y de la intensidad de ésta.
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3. Los Planes Generales de Ordenación que se elaboren o revisen habrán de incorporar 
aquellas de las categorías establecidas en este artículo, o, en su caso, por la normativa 
sectorial, que puedan ser de aplicación en cada medio.

Artículo 123.  Clases de usos en suelo no urbanizable.

Los usos en suelo no urbanizable, atendiendo a su situación jurídica y a la modalidad de 
gestión que les corresponda, pueden ser de las siguientes clases, y a ellas harán 
necesariamente referencia los Planes Generales de Ordenación:

a) Usos permitidos, sujetos a concesión de licencia municipal sin trámites previos.
b) Usos autorizables, que con anterioridad a la licencia municipal necesitan autorización 

previa, conforme el trámite previsto en el artículo 132 del presente Texto Refundido.
c) Usos incompatibles, que son aquellos que no cumplen alguno de los requisitos 

exigidos para los usos permitidos o autorizables y cuya eventual admisibilidad requiere, con 
anterioridad a cualquier otra autorización o licencia, la nueva aprobación o modificación de 
un planeamiento en virtud del cual se habilite el suelo afectado por la finalidad pretendida.

d) Usos prohibidos, que son aquellos que los Planes Generales de Ordenación 
imposibilitan en suelo no urbanizable y que en ningún caso podrán llevarse a cabo, salvo 
que se produzca la aparición de nuevos criterios urbanísticos y éstos se materialicen a 
través de la oportuna revisión del planeamiento.

Artículo 124.  Usos para vivienda.

1. Fuera de los núcleos rurales no se permitirá la construcción de edificaciones 
destinadas a vivienda, salvo en aquellas zonas del suelo no urbanizable de interés en que el 
planeamiento urbanístico así lo disponga para permitir el mantenimiento del peculiar sistema 
de poblamiento del territorio asturiano. En estas zonas, el planeamiento podrá autorizar 
construcciones de edificios aislados destinados a vivienda unifamiliar, en lugares en que no 
exista la posibilidad de formación de un núcleo de población, y siempre que se cumplan los 
requisitos exigidos por la ordenación urbanística acerca de la superficie mínima de parcela y 
la disponibilidad de servicios. Los tipos de las construcciones habrán de ser adecuados a su 
condición aislada, conforme a las normas que el planeamiento urbanístico, en su caso, 
establezca, quedando prohibidas las edificaciones características de las zonas urbanas.

2. En el suelo no urbanizable podrán autorizarse, siempre que no se trate de 
construcciones que el planeamiento califique expresamente como fuera de ordenación, 
obras de mantenimiento de las construcciones existentes y, de forma excepcional, de 
ampliación, cuando se trate de viviendas integradas en la explotación agraria o ganadera 
que constituya la ocupación principal de sus habitantes, y en tanto no desaparezca dicha 
explotación. También podrá autorizarse, en los términos establecidos por el planeamiento 
urbanístico, la construcción de una vivienda nueva, a no más de quince metros de las 
preexistentes, en los conjuntos compuestos por una o más viviendas y una explotación 
agraria que se definan como quintana tradicional asturiana. Estas obras deberán ajustarse a 
la tipología tradicional, en los términos en que esté definida respecto a los núcleos rurales.

Artículo 125.  Segregaciones o divisiones de fincas.

1. En el suelo no urbanizable no podrán realizarse parcelaciones urbanísticas. Las 
segregaciones o divisiones de fincas que carezcan de fines edificatorios y resulten 
autorizadas por la legislación civil, agraria, o de la actividad económica que venga 
desarrollándose en el terreno, no tendrá la consideración de parcelación urbanística y no 
requerirán licencia urbanística. Los Notarios y Registradores que autoricen o inscriban los 
respectivos actos deberán hacer constar que los mismos no atribuyen derechos edificatorios 
sobre las fincas resultantes, en los términos establecidos en la legislación estatal aplicable.

2. Dentro de los núcleos rurales existirán las posibilidades de parcelación y edificación 
que determinen el Plan General y, en su caso, las normas de la Comunidad Autónoma.
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Artículo 126.  Condiciones de la edificación.

En el suelo no urbanizable no podrá autorizarse ninguna clase de edificaciones si no 
estuviere resuelta la disponibilidad, al menos, de los servicios de acceso rodado, 
saneamiento, abastecimiento de agua y energía eléctrica. Cuando el uso a que se destine la 
edificación o el terreno lo requiera, se exigirá la dotación de aparcamiento suficiente. Se 
exceptúan aquellas construcciones para las cuales esta exigencia carezca de sentido y el 
planeamiento no exija la disponibilidad de otros servicios.

Artículo 127.  Realización de actividades al servicio de las obras públicas.

1. Dentro de los límites y condiciones establecidos por la normativa urbanística aplicable, 
cabe realizar transitoriamente en el suelo no urbanizable actividades al servicio de las obras 
públicas. Tendrán tal condición las actuaciones, construcciones e instalaciones vinculadas a 
la ejecución, entretenimiento y servicio de las obras públicas.

2. Cuando la condición auxiliar respecto de la obra pública no venga explícitamente 
declarada en la normativa sectorial correspondiente, la Comisión de Urbanismo y 
Ordenación del Territorio del Principado de Asturias podrá apreciarla, mediante acuerdo 
motivado, en función de la esencialidad de la instalación para la construcción o utilización de 
la obra pública y de la intensidad con que quede adscrita a su servicio. Ello, sin menoscabo 
de la Evaluación de Impacto Ambiental o Evaluación Preliminar de Impacto Ambiental en 
aquellos supuestos en los que la legislación vigente así lo exija, y mediante proyecto de 
restauración si éste fuera necesario.

Artículo 128.  Actividades, equipamientos o dotaciones de interés público o social.

1. Podrá autorizarse la instalación en el suelo no urbanizable de actividades, 
equipamientos o dotaciones de interés público o social, ya sean de titularidad pública o 
privada, cuando sus características hagan necesario el emplazamiento en el medio rural, y 
aunque el planeamiento general no la contemple.

2. Sólo se podrá autorizar dicha instalación en áreas del suelo no urbanizable cuyo 
régimen de protección no la impida directa o indirectamente.

3. Cuando el Plan General de Ordenación no contemple expresamente la instalación de 
la actividad, equipamiento o dotación de que se trate, será necesario aprobar, antes de 
proceder a la autorización, un Estudio de Implantación. En este caso, para la autorización de 
la instalación bastará la licencia urbanística municipal.

4. En el Plan General de Ordenación o en el Estudio de Implantación, podrá preverse 
que el promotor de instalación abone, antes de la obtención de la licencia, un canon de 
cuantía no superior al cinco por ciento del importe del proyecto, que será dedicado por el 
Ayuntamiento a financiar las obras y demás costes que la implantación del nuevo 
equipamiento pueda suponer en el medio rural.

5. En estos casos, el propietario deberá cumplir los siguientes deberes:

a) Ceder gratuitamente los terrenos destinados a viales, con independencia del deber de 
conservación.

b) Ceder obligatoria y gratuitamente el diez por ciento del aprovechamiento que resulte 
dentro de su propio ámbito, salvo que el Ayuntamiento, por razones de interés público 
debidamente acreditadas, renuncie al mismo. El aprovechamiento que corresponda al 
Ayuntamiento podrá satisfacerse, cuando éste así lo disponga, en metálico. La valoración del 
aprovechamiento se basará en el incremento de valor que experimente el terreno, en los 
términos que se establezcan reglamentariamente.

c) Costear la urbanización necesaria para la implantación que se pretenda.

Artículo 129.  Usos industriales.

1. La implantación en el suelo no urbanizable de actividades económicas industriales y 
de servicios se considerarán con carácter restrictivo siempre que se trate de actividades no 
vinculadas o que no presten servicio a dicho suelo. En el caso de industrias vinculadas al 
medio rural, o actividades que por su propia naturaleza no exijan una localización dispersa, 
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el Plan General posibilitará su emplazamiento en pequeñas áreas industriales 
adecuadamente integradas en su entorno.

2. En suelos a los que el planeamiento en vigor asigne un destino industrial pero que no 
hayan sido objeto de la necesaria gestión, podrán autorizarse por la Comisión de Urbanismo 
y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias construcciones destinadas a fines 
industriales.

3. Dicha autorización se concederá a propuesta del respectivo Ayuntamiento, previa 
información pública del modo dispuesto en el artículo 132 de este Texto Refundido.

4. En todo caso, la actuación a autorizar habrá de cumplir las determinaciones del 
planeamiento urbanístico, sin que pueda superarse la edificabilidad media que éste 
establezca y debiendo garantizarse adecuadamente la seguridad, salubridad y la no 
contaminación.

5. El terreno dispondrá o será dotado de acceso rodado satisfactorio por el propietario, 
que, además, se comprometerá a ejecutar la pavimentación y los restantes servicios 
urbanísticos mínimos y aceptará expresamente las obligaciones relativas a reserva de 
dotaciones que deriven del planeamiento, prestando garantías suficientes al respecto. Los 
servicios ejecutados que fuesen de interés general serán tenidos en cuenta en el futuro 
reparto de cargas y beneficios.

Artículo 130.  Usos agrícolas y ganaderos.

1. Se permitirá la ampliación de las naves agrícolas o ganaderas ubicadas fuera de la 
franja de quinientos metros desde la ribera del mar, aunque el planeamiento no contemple la 
citada ampliación, siempre que venga exigida por la normativa comunitaria, y su titular no 
disponga de la posibilidad de concentrar varias instalaciones en una sola cuya ampliación sí 
esté permitida por el planeamiento.

2. La ampliación requerirá, cuando el planeamiento no la contemple, la autorización 
previa de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias, 
con arreglo al procedimiento regulado en el artículo 132 de este Texto Refundido.

3. Cuando la ampliación pretenda llevarse a cabo en la franja de quinientos metros 
desde la ribera del mar, se aplicarán las normas relativas al suelo no urbanizable de costas 
sin variación alguna.

Subsección 2.ª Autorización previa de usos

Artículo 131.  Autorización previa.

1. Corresponde a la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado 
de Asturias el otorgamiento de las autorizaciones que, con carácter previo a la concesión de 
licencia, vienen exigidas por la legislación urbanística para actuaciones en terrenos 
clasificados como no urbanizables.

2. La citada autorización previa no será exigible respecto de las obras y usos en suelos 
que tengan la condición de núcleo rural, y respecto de los usos agrícola, forestal o ganadero 
en los suelos no urbanizables de interés y de infraestructuras.

3. La autorización a que se refiere el apartado 1 de este artículo solo será necesaria en 
aquellos supuestos en que tal competencia no haya sido delegada a favor de los 
Ayuntamientos o entidades locales competentes por razón del territorio, o cuando, al 
determinar su alcance, se haya efectuado una delegación parcial, en los términos 
establecidos en el artículo 10, apartado 5, de este Texto Refundido.

Artículo 132.  Procedimiento.

El procedimiento de otorgamiento de las autorizaciones a las que se refiere el artículo 
precedente es anterior e independiente del propio de la concesión de licencia urbanística, y 
se desarrollara del modo siguiente:

a) La petición del interesado, formulada en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, será presentada en la entidad local correspondiente, quien la tramitará 
íntegramente y resolverá si tal competencia le corresponde o le hubiera sido delegada, 
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elevando, en caso contrario, el expediente a la decisión de la Comisión de Urbanismo y 
Ordenación del Territorio del Principado de Asturias.

b) Será preceptivo someter a información pública, durante un periodo de quince días, y 
mediante su publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias, aquellas solicitudes 
que versen sobre actuaciones que, sin tener la consideración de usos prohibidos o 
incompatibles, no figuren sin embargo expresamente contempladas por el planeamiento 
como permitidas o autorizables. Dicha información será practicada por el órgano al que 
competa la concesión de la autorización.

c) Cuando la facultad de autorizar competa al Ayuntamiento, podrá producirse en el 
mismo acto la autorización y la concesión de licencia, siempre que en el acuerdo se analicen 
todas las cuestiones implícitas en ambos procedimientos.

Subsección 3.ª Régimen específico del suelo no urbanizable de costas

Artículo 133.  Delimitación.

1. El planeamiento general calificará como suelo no urbanizable de costas, en todo caso 
y con carácter mínimo, los terrenos situados en una franja de quinientos metros desde la 
ribera del mar, medidos en proyección horizontal. El plan territorial especial que ordene el 
litoral podrá modificar, en función de las características específicas de cada tramo de costa, 
la dimensión de la citada franja.

2. El planeamiento general podrá extender la calificación de suelo no urbanizable de 
costas a partir del mínimo indicado en el apartado anterior, en función de las características 
específicas del tramo litoral y teniendo en cuenta la situación de las carreteras más próximas 
a la costa, la protección de las vistas al mar y de las áreas de influencia de las playas y los 
demás factores que se consideren relevantes.

Artículo 134.  Zona de protección específica.

1. Se entenderá por zona de protección específica una franja de cien metros de anchura, 
medidos en proyección horizontal, a contar desde el final de la servidumbre de protección a 
que se refiere la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.

2. En esta zona, cualquier uso, con excepción de los cultivos y plantaciones, deberá ser 
objeto de autorización específica por el titular de la Consejería competente en materia de 
ordenación del territorio y urbanismo, que la concederá con carácter excepcional y sólo en 
aquellos supuestos en que su utilidad pública o interés social lo aconsejen por no existir 
emplazamientos alternativos. Esta autorización sustituirá a la autorización específica 
regulada en el artículo 131 de este Texto Refundido.

3. Los usos para vivienda y actividades compatibles con la misma que se produzcan en 
núcleos rurales gráficamente delimitados con precisión suficiente en el planeamiento podrán 
ejecutarse con arreglo al régimen ordinario previsto para el suelo no urbanizable, sin 
necesidad de solicitar la autorización específica regulada en este artículo.

4. Fuera de los núcleos rurales no se autorizarán en ningún caso usos residenciales ni 
caravanas o instalaciones semejantes. Podrá autorizarse, con sujeción en todo caso al 
procedimiento establecido en el presente artículo, la rehabilitación de edificaciones de 
especial interés y su utilización turística.

5. Si en el plazo de dos meses desde la entrada de la solicitud en su Registro no se 
hubiera notificado el acuerdo del Consejo de Gobierno, se podrá entender desestimada la 
solicitud.

Artículo 135.  Determinaciones sobre los usos.

1. En el suelo no urbanizable de costas el planeamiento general deberá respetar, al 
establecer la clasificación de usos prevista en el artículo 123 de este Texto Refundido, 
además de las disposiciones contenidas en la legislación sectorial estatal sobre la zona de 
servidumbre de protección del dominio público marítimo-terrestre, las siguientes 
determinaciones:

a) Usos permitidos: agrícolas y forestales que no comporten edificación.
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b) Usos autorizables: accesos rodados y peatonales a la costa, los primeros con carácter 
más restrictivo, diferenciando el tramo de costa de que se trate y la proximidad a las playas. 
Más allá de la franja de quinientos metros se podrá considerar como usos autorizables las 
edificaciones para uso agrícola y ganadero sin carácter industrial.

c) Usos incompatibles y prohibidos: los restantes usos, en especial la edificación 
residencial salvo en los núcleos rurales y las caravanas e instalaciones semejantes.

2. Para la concesión de autorizaciones se aplicarán las reglas establecidas en el artículo 
132 de este Texto Refundido. Cuando se trate de usos que no estén permitidos ni sean 
autorizables de acuerdo con lo previsto en el apartado anterior, podrá solicitarse autorización 
específica al Consejo de Gobierno, en los términos establecidos en el artículo 134 de este 
mismo Texto. A través de este procedimiento podrá autorizarse la rehabilitación de 
edificaciones de especial interés y su utilización turística.

3. Estas limitaciones se aplicarán también en los concejos carentes de planeamiento 
general, o que no recojan en el planeamiento general la categoría de suelo no urbanizable 
de costas, respecto a la franja de quinientos metros desde la ribera del mar o a la que se 
señale en el planeamiento territorial aprobado por el Principado de Asturias, con la 
excepción de los núcleos rurales tradicionales y del suelo que se clasifique como urbano.

Subsección 4.ª Núcleos rurales

Artículo 136.  Núcleos rurales.

1. Son núcleos rurales los asentamientos consolidados de población en suelo no 
urbanizable que el planeamiento municipal configure con tal carácter, en función de las 
circunstancias edificatorias, socioeconómicas y de cualquier otra índole que manifiesten la 
imbricación racional del asentamiento en el medio físico donde se sitúa.

Se incluirán en esta categoría los asentamientos de población que, pese a contar, 
eventualmente, con servicios de acceso rodado, abastecimiento de agua, saneamiento y 
suministro de energía eléctrica para sus necesidades propias como tales asentamientos 
rurales, no estén integrados en una malla urbana en los términos establecidos en el artículo 
113, apartado a), de este Texto Refundido.

2. En orden a la obtención del suministro de los servicios públicos de electricidad, 
telefonía y otros semejantes, los núcleos rurales se equiparan a los suelos urbanos y demás 
asentamientos de población de análoga naturaleza o denominación.

3. El hecho de que un asentamiento clasificado por el planeamiento urbanístico general 
como núcleo rural, o algún terreno dentro del mismo, disponga, o pase a disponer en un 
momento determinado de acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas, 
suministro de energía eléctrica, acceso a servicios de telefonía y telecomunicaciones u otros 
semejantes, para la satisfacción de las necesidades de su población, no implicará su 
conversión en suelo urbano ni obligará al Ayuntamiento a modificar el Plan General de 
Ordenación en tal sentido.

Artículo 137.  Requisitos para la delimitación de núcleos rurales.

1. El Plan General de Ordenación concretará los requisitos necesarios para que una 
agrupación poblacional pueda ser clasificada como núcleo rural.

Tal condición se adquiere mediante la mera concurrencia de dichos requisitos, siendo 
esta simple circunstancia la que determina la asignación al suelo afectado de las 
posibilidades edificatorias que el planeamiento reconozca a los núcleos rurales.

Sin embargo, las reglas sobre atribución y delegación de competencias contenidas en el 
artículo 131 de este Texto, en su caso, sólo tendrán efectividad a partir del momento en que 
se produzca la delimitación material del núcleo rural, para lo cual éste ha de definirse 
gráficamente sobre los oportunos planos de la correspondiente norma urbanística.

2. Los instrumentos de planeamiento en los que se delimiten núcleos rurales deberán 
establecer para cada uno de ellos un régimen de distancias y limitaciones en obras, 
instalaciones y edificaciones en el área de las carreteras que circulen a lo largo de los 
mismos.
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A los efectos de establecer tal régimen de distancias y limitaciones, se deberá recabar 
informe preceptivo y vinculante del organismo que en cada caso ostente la titularidad de las 
funciones de vigilancia y control en materia de carreteras.

Artículo 138.  Condiciones de la edificación.

1. Dentro de los núcleos rurales existirán las posibilidades de parcelación y edificación 
que determinen el planeamiento urbanístico general y, en su caso, las normas de la 
Comunidad Autónoma.

En la delimitación de los núcleos rurales se deberá tener en cuenta la conveniencia de 
potenciar el aprovechamiento del interior del núcleo, así como la de evitar un crecimiento 
excesivo que no guarde proporción con las necesidades de los residentes. El planeamiento 
no podrá autorizar en ningún núcleo rural un incremento del aprovechamiento urbanístico ni 
del número de viviendas que suponga elevar el conjunto del núcleo a más del doble del ya 
existente. Se considerará a estos efectos que la rehabilitación de construcciones ya 
existentes no supone incremento del aprovechamiento urbanístico ni del número de 
viviendas, aunque en el momento de su rehabilitación no sean habitables o se encuentren en 
ruinas.

2. Dentro de los núcleos rurales catalogados, con independencia de la protección que 
merezcan, en su caso, en consideración a su posible valor cultural, y con arreglo a su 
legislación sectorial específica, toda edificación de nueva planta o modificación de las 
construcciones existentes deberá adaptarse al entorno y cumplir los requisitos de tipología 
que se establezcan. Todas las construcciones, y en especial las destinadas a vivienda, 
deberán ajustarse a la tipología tradicional, descartando el uso de materiales y formas 
características del medio urbano. Para llevar a cabo dicha exigencia, los Ayuntamientos o el 
Principado de Asturias deberán aprobar normas urbanísticas que concreten las 
características, en cuanto a estética y materiales, de la tipología tradicional.

Fuera del núcleo las nuevas edificaciones no podrán alterar la silueta paisajística o 
elementos más relevantes de contacto con el paisaje agrario circundante.

3. El derribo de construcciones ya existentes, y en especial de viviendas, sólo se 
autorizará de forma excepcional, aunque no se haya aprobado ningún régimen especial de 
protección de las mismas, y a no ser que se trate de edificaciones recientes, o en las que se 
haya perdido, de forma irreparable, la tipología tradicional, o edificaciones sin ningún valor 
constructivo en cuanto muestra de la edificación rural tradicional, y cuya rehabilitación sea 
desproporcionadamente onerosa.

4. El planeamiento urbanístico establecerá la superficie mínima necesaria para poder 
edificar, que se aplicará a la construcción de nuevas edificaciones o a la sustitución de las 
existentes, pero no a las obras de rehabilitación que respeten, en cuanto al aspecto externo, 
la tipología tradicional del edificio, o la recuperen. Asimismo, el planeamiento establecerá la 
superficie máxima de las edificaciones.

5. A través del Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias se procederá en 
todos los casos a fijar la superficie mínima edificable en los núcleos rurales, clasificándolos 
en función de su densidad. El planeamiento municipal podrá exigir una superficie mínima 
superior. En la fijación de la superficie mínima edificable se deberá distinguir entre el interior 
del núcleo, en el que se respetarán las formas de ocupación tradicionales y se podrá incluso 
prescindir de la exigencia de una superficie mínima edificable, y las demás parcelas que 
formen parte del núcleo rural.

6. En las condiciones establecidas por el planeamiento municipal o, en su caso, en el 
Catálogo de Núcleos Rurales, y siempre que no lo impida el respeto a la armonía del entorno 
exigida por el apartado 2 de este artículo y por el artículo 109 del presente Texto Refundido, 
se permitirá, dentro de los núcleos rurales, la edificación de viviendas agrupadas.

7. Las expresadas viviendas habrán de situarse sobre una sola finca con extensión no 
inferior a la que resulte de multiplicar el número de viviendas por la fijada como superficie 
edificable mínima en el respectivo núcleo. La parcela objeto de la actuación adquirirá la 
calidad de indivisible, que deberá hacerse constar en el Registro de la Propiedad.

8. Sin perjuicio de la necesidad de disponer de los servicios urbanísticos ordinarios, 
estas agrupaciones de viviendas se adaptarán a las condiciones rurales del emplazamiento, 
preservando su naturaleza y sus características peculiares.
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Sección 3.ª Derechos y deberes en suelo urbanizable

Artículo 139.  Régimen del suelo urbanizable antes de la aprobación del planeamiento de 
desarrollo.

1. Los propietarios del suelo clasificado como urbanizable tendrán derecho a usar, 
disfrutar y disponer de los terrenos de su propiedad conforme a la naturaleza rústica de los 
mismos, en los términos previstos en los apartados siguientes. Además, tendrán derecho a 
promover su transformación instando de la Administración urbanística actuante la aprobación 
del correspondiente Plan Parcial, de conformidad con lo que el Plan General de Ordenación 
haya dispuesto para el sector de que se trate al amparo del artículo 62, a) de este Texto 
Refundido.

2. En el suelo urbanizable prioritario, antes de la aprobación del Plan Parcial, sólo podrán 
autorizarse, de forma excepcional, usos y obras provisionales que no estén expresamente 
prohibidos por la legislación urbanística o sectorial ni por el planeamiento general, que 
habrán de cesar, y en todo caso, ser demolidos sin indemnización alguna, cuando lo 
acordare la Administración urbanística. La autorización, bajo las indicadas condiciones 
aceptadas por el propietario, se hará constar en el Registro de la Propiedad de conformidad 
con lo establecido en la legislación hipotecaria.

3. En el suelo urbanizable no prioritario podrán autorizarse, antes de la aprobación del 
Plan Parcial, los usos previstos para el suelo no urbanizable.

En particular, el planeamiento podrá autorizar la construcción de edificación aislada 
destinada a vivienda unifamiliar en lugares en los que no exista posibilidad de formación de 
un núcleo de población, siempre que se cumplan los requisitos exigidos por el planeamiento 
acerca de la parcela mínima y la disponibilidad de servicios. Los tipos de las construcciones 
habrán de ser adecuados a su condición aislada, conforme a las normas que el Plan, en su 
caso, establezca, quedando prohibidas las edificaciones características de las zonas 
urbanas. El otorgamiento de la licencia urbanística requerirá un informe favorable de la 
Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias. Estas 
construcciones no podrán ser autorizadas en aquellas áreas del suelo urbanizable no 
prioritario que el planeamiento reserve por considerarlas necesarias para la expansión 
urbana.

Artículo 140.  Derechos y deberes de los propietarios de suelo urbanizable en 
transformación.

1. Una vez aprobado el Plan Parcial, la transformación del suelo clasificado como 
urbanizable comportará para sus propietarios los siguientes deberes:

a) Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración todo el suelo necesario para los 
viales, espacios libres, zonas verdes y dotaciones públicas de carácter local al servicio del 
polígono o unidad de actuación en el que sus terrenos resulten incluidos.

b) Ceder obligatoria y gratuitamente el suelo necesario para la ejecución de los sistemas 
generales que el planeamiento general, en su caso, incluya o adscriba al polígono, unidad de 
actuación correspondiente, o participar en el coste de adquisición de los mismos, en los 
términos previstos en el planeamiento.

c) Costear y, en su caso, ejecutar las infraestructuras de conexión con los sistemas 
generales exteriores a la actuación y, en su caso, las obras necesarias para la ampliación o 
refuerzo de dichos sistemas requeridos por la dimensión y densidad de la misma y las 
intensidades de uso que ésta genere, de conformidad con los requisitos y condiciones que 
establezca el Plan General de Ordenación o, en su caso, la normativa aplicable a la 
prestación del servicio. No podrán repercutirse a los propietarios en su totalidad, por esta 
vía, obras o instalaciones que beneficien a un ámbito territorial mayor que el correspondiente 
sector de suelo urbanizable en transformación, en los términos que se determinen 
reglamentariamente.

d) Proceder a la distribución equitativa de los beneficios y cargas derivados del 
planeamiento, así como situar el aprovechamiento urbanístico correspondiente a la 
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Administración o adquirirlo, con anterioridad al inicio de la urbanización del polígono o unidad 
de actuación.

e) Costear o ejecutar la urbanización del polígono correspondiente.
f) Edificar los solares en el plazo que establezca el planeamiento o, en su defecto, la 

normativa urbanística.

2. La transformación del suelo clasificado como urbanizable comportará para los 
propietarios del mismo el deber de ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración 
actuante el suelo correspondiente al diez por ciento del aprovechamiento del sector o ámbito 
correspondiente. La Administración urbanística actuante no tendrá que contribuir a los costes 
de urbanización de los terrenos en los que se localice ese aprovechamiento, costes que 
deberán ser asumidos por los propietarios.

El propietario podrá adquirir, mediante convenio, el aprovechamiento urbanístico 
correspondiente a la Administración, en los términos del apartado 2 del artículo 119 de este 
Texto Refundido. Del mismo modo, podrá adquirir dicho aprovechamiento en los sectores 
destinados íntegramente a viviendas sometidas a cualquier régimen de protección pública.

Sección 4.ª Reglas comunes

Artículo 141.  Deberes derivados de la normativa sectorial.

1. Los propietarios de toda clase de terrenos y construcciones quedarán sujetos al 
cumplimiento de las normas sobre protección del medio ambiente y del patrimonio cultural y 
sobre rehabilitación urbana.

2. El suelo estará sujeto, con independencia de su clasificación urbanística, a las 
vinculaciones derivadas de la legislación en materia de costas, aguas, infraestructuras, y 
demás normas sectoriales que incidan sobre el uso de los terrenos.

Artículo 142.  Deberes legales de uso, conservación y rehabilitación.

Los propietarios de toda clase de terrenos y construcciones deberán destinarlos a usos 
que resulten compatibles con el planeamiento urbanístico y las exigencias 
medioambientales, y mantenerlos en condiciones de seguridad, salubridad y ornato públicos.

Artículo 143.  Límite del deber de conservación y rehabilitación.

1. Los propietarios de edificios están obligados a sufragar o soportar el coste de las 
obras de conservación y rehabilitación que dichas construcciones precisen para cumplir lo 
dispuesto en el artículo anterior, hasta el importe determinado por el límite del deber normal 
de conservación.

Los concejos podrán imponer a los propietarios de toda construcción o edificación 
catalogada o protegida, así como, en cualquier caso, de antigüedad superior a treinta y cinco 
años la obligación de presentar cada cinco años un informe sobre el estado de los mismos, 
suscrito por técnico competente.

2. Cuando una Administración ordene o imponga al propietario la ejecución de obras de 
conservación o rehabilitación que excedan de dicho límite, el obligado podrá exigir a aquélla 
que sufrague, en lo que respecta al exceso, el coste parcial de las obras impuestas.

3. Se entenderá que las obras mencionadas en el párrafo anterior exceden del límite del 
deber normal de conservación cuando su coste supere la mitad del valor de una 
construcción de nueva planta, con similares características e igual superficie útil que la 
preexistente, realizada con las condiciones imprescindibles para autorizar su ocupación. Si 
no se trata de un edificio sino de otra clase de construcción, dicho límite se cifrará, en todo 
caso, en la mitad del coste de erigir o implantar una nueva construcción de iguales 
dimensiones, en condiciones de uso efectivo para el destino que le sea propio.

Artículo 144.  Ayudas públicas para la conservación y rehabilitación de las edificaciones.

1. Procederá el otorgamiento de ayudas para financiar la conservación y rehabilitación 
por las razones reguladas en el artículo anterior o para obras que potencien la utilidad social 
de las construcciones, conforme a lo que reglamentariamente se establezca.
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2. Los Ayuntamientos podrán bonificar las tasas por expedición de licencias de obras 
que tengan por objeto la conservación o rehabilitación de edificaciones deterioradas.

3. Las políticas de ayudas económicas que instrumente el Principado de Asturias para 
conservar y rehabilitar el patrimonio arquitectónico darán prioridad a los inmuebles y 
conjuntos catalogados y ponderarán la corresponsabilidad financiera que en dichas 
actuaciones asuman los entes locales, con arreglo a sus posibilidades.

Artículo 145.  Transmisión de fincas y deberes urbanísticos.

1. La transmisión de fincas no modificará la situación de su titular en orden a las 
limitaciones y deberes establecidos por la normativa urbanística, en los términos 
establecidos en la legislación estatal, según lo previsto en el apartado 1 del artículo 21 de la 
Ley 6/1998, de 13 de abril, de Régimen del Suelo y Valoraciones.

2. La inscripción registral de las situaciones y actos jurídicos de carácter urbanístico, así 
como los efectos de la misma, se regirán por su normativa específica.

3. En las enajenaciones de terrenos, deberá hacerse constar en el correspondiente título 
las determinaciones establecidas en el apartado 2 del artículo 21 de la Ley 6/1998, de 13 de 
abril, de régimen de suelo y valoraciones, con aplicación igualmente de lo dispuesto en el 
apartado 3 del artículo 21 de la citada Ley 6/1998. A estos efectos, en tales enajenaciones 
deberá adjuntarse al titulo la cedula o el certificado urbanístico recogidos en el artículo 24 de 
este Texto Refundido.

Artículo 146.  Declaración de obra nueva.

Para las escrituras de obra nueva se estará a lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley 
6/1998, de 13 de abril, de Régimen de Suelo y Valoraciones.

TÍTULO V

Gestión urbanística

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 147.  Contenido y titularidad de la gestión urbanística.

1. La gestión urbanística comprende las actividades de ejecución del planeamiento que 
lleven a la urbanización o a la conversión en solares de los terrenos clasificados como suelo 
urbanizable o suelo urbano no consolidado, a la edificación de los solares y a la 
rehabilitación de los edificios sometidos a algún régimen de protección.

2. La gestión del suelo no urbanizable se regirá por su normativa específica.
3. La dirección y responsabilidad de la gestión urbanística corresponderá en todo caso a 

la Administración, a la que incumbe asegurar el cumplimiento de los objetivos señalados por 
la normativa y el planeamiento urbanístico, así como de los deberes y obligaciones que 
recaen sobre los particulares. La Administración podrá asumir también, por sí o a través de 
sociedades urbanísticas, la gestión en ámbitos determinados.

4. A fin de garantizar los intereses públicos supramunicipales, especialmente en lo 
relativo a la vivienda, el medio ambiente y la ordenación del territorio, el Principado de 
Asturias intervendrá en la gestión urbanística cuando lo haga necesario la inactividad de los 
entes locales, en los términos previstos en este Texto Refundido y en el resto de la 
normativa urbanística.

5. Sin perjuicio de la dirección y responsabilidad públicas, se promoverá la colaboración 
de los propietarios y de otros particulares en el desarrollo de la gestión urbanística.

Artículo 148.  Presupuestos jurídicos de las actuaciones de urbanización y edificación.

1. Con la excepción de los usos y obras provisionales, la ejecución de actuaciones de 
urbanización o edificación requerirá la aprobación del instrumento de planeamiento 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 68  Texto refundido en materia de ordenación del territorio y urbanismo

– 996 –



urbanístico exigible en cada caso y además, cuando sea necesaria, la delimitación del 
polígono o unidad de actuación.

2. Se actuará necesariamente mediante polígonos o unidades de actuación en el suelo 
urbanizable, salvo cuando se trate de ejecutar directamente los sistemas generales o alguno 
de sus elementos, y en aquellos ámbitos del suelo urbano no consolidado en que el Plan 
General lo establezca mediante la delimitación de las correspondientes unidades, en los 
términos de lo dispuesto en el artículo 150, apartado 4, de este Texto Refundido.

Artículo 149.  Planeamiento exigible para ejecutar actuaciones de gestión.

1. En suelo urbano será suficiente la aprobación del Plan General de Ordenación, si éste 
contuviera su ordenación detallada. En su defecto se precisará la aprobación del 
correspondiente Plan Especial o Estudio de detalle.

2. En suelo urbanizable se requerirá la previa aprobación de un Plan Parcial. La 
aprobación del Plan Parcial podrá ser simultánea a la del Proyecto de Actuación o 
instrumento análogo de gestión.

3. La ejecución de los sistemas generales se llevará a cabo, bien directamente, bien 
mediante la aprobación de Planes Especiales.

CAPÍTULO II

Actuación mediante polígonos o unidades de actuación

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 150.  Requisitos de los polígonos y unidades de actuación.

1. Los polígonos se delimitarán teniendo en cuenta los siguientes requisitos:

a) Que por sus dimensiones y características de la ordenación sean susceptibles de 
asumir las cesiones de suelo derivadas de las exigencias del planeamiento.

b) Que hagan posible la distribución equitativa de los beneficios y cargas de la 
urbanización.

c) Que tengan entidad suficiente para justificar técnica y económicamente la autonomía 
de la actuación.

2. Cuando no sea posible la delimitación de un polígono con los requisitos establecidos 
en el número anterior, las operaciones urbanísticas podrán llevarse a cabo mediante la 
delimitación de unidades de actuación que permitan, al menos, la distribución justa entre los 
propietarios de los beneficios y cargas derivados del planeamiento. Las unidades de 
actuación podrán ser discontinuas.

3. No podrán delimitarse polígonos o unidades de actuación inmediatos a terrenos de 
cesión obligatoria y gratuita sin incluir en los referidos polígonos y unidades la parte 
correspondiente de los indicados terrenos.

4. En el suelo urbanizable y en el suelo urbano no consolidado, todos los terrenos, salvo, 
en su caso, los destinados a sistemas generales, quedarán incluidos en polígonos o, en los 
supuestos previstos en el apartado 2 de este mismo artículo, unidades de actuación.

5. No podrán delimitarse polígonos o unidades en que la diferencia entre el 
aprovechamiento total y el resultante de la aplicación del aprovechamiento medio sobre su 
superficie sea superior al quince por ciento de este último, salvo que el planeamiento 
justifique la imposibilidad de respetar esa diferencia máxima por resultar inadecuada en base 
al modelo de ordenación establecido.

Artículo 151.  Procedimiento para la delimitación de polígonos y unidades de actuación y 
subdivisión de sectores.

1. Los polígonos o unidades de actuación podrán delimitarse en el Plan General de 
Ordenación o en el Plan Parcial, o en una modificación de éstos, o, en su defecto, a través 
del procedimiento regulado en los apartados siguientes. Una vez delimitado el polígono o 
unidad de actuación, podrá ser modificado a través de los mismos procedimientos.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 68  Texto refundido en materia de ordenación del territorio y urbanismo

– 997 –



2. Cuando no se contuviera en el planeamiento, la delimitación de polígonos o unidades 
de actuación se acordará por la Administración urbanística, de oficio o a instancia de los 
particulares interesados, previos los trámites de aprobación inicial e información pública 
durante veinte días.

En todo caso, la Administración deberá notificar personalmente la aprobación inicial y la 
convocatoria de la información pública a los propietarios de los terrenos incluidos en el 
polígono o unidad de actuación. Para estos propietarios, el plazo de la información pública 
empezará a contarse desde el día siguiente al de la recepción de la notificación.

3. La Administración actuante dispondrá de un mes para notificar su resolución acerca 
de la aprobación inicial de las solicitudes de delimitación presentadas por particulares 
respecto a sectores en los que ya esté aprobado el planeamiento general o parcial exigible 
para llevar a cabo actuaciones de gestión. Si la Administración no notifica su resolución en 
ese plazo, la solicitud se entenderá aprobada inicialmente.

4. Una vez aprobada inicialmente la solicitud, la Administración deberá someterla a 
información pública con arreglo al procedimiento establecido en el apartado 3 del artículo 80 
de este Texto Refundido.

5. Concluida la información pública, la Administración actuante dispondrá de un mes 
para notificar su resolución acerca de la aprobación definitiva. Transcurrido dicho plazo el 
proyecto de delimitación se entenderá aprobado por silencio administrativo, con las 
limitaciones establecidas en el artículo 95 de este Texto Refundido.

6. El procedimiento anterior será asimismo aplicable a la subdivisión de sectores cuando 
no estuvieren gráficamente recogidos los espacios resultantes en el Plan General de 
Ordenación.

Artículo 152.  Cómputo de la superficie de los terrenos en orden a la adopción de acuerdos.

Cuando la normativa urbanística requiera, para una determinada actuación, que estén de 
acuerdo los propietarios que representen un determinado porcentaje de la superficie de un 
polígono, unidad de actuación u otro ámbito espacial, y alguna de las fincas incluidas en el 
mismo pertenezcan pro indiviso a varias personas, se entenderá que la cuota indivisa de la 
superficie de esa finca que corresponda a los comuneros que se hayan manifestado a favor 
de la actuación proyectada, queda incluida en el grupo de los terrenos cuyos propietarios 
son favorables a la actuación, sin necesidad de que todos los comuneros estén de acuerdo 
ni de que haya una mayoría de comuneros o de cuotas favorables al mismo. A los efectos de 
cómputo de superficies, se tendrá en cuenta la existente en la realidad física.

Artículo 153.  Sistemas de actuación.

1. En el suelo urbanizable prioritario, la ejecución del planeamiento se llevará a cabo 
conforme a las disposiciones de la siguiente Sección de este mismo Capítulo.

2. En el suelo urbanizable no prioritario o en el suelo urbano no consolidado, los 
polígonos o unidades de actuación se desarrollarán por el sistema de actuación que la 
Administración urbanística elija en cada caso.

3. A los efectos establecidos en el apartado 2 anterior, los sistemas de actuación son los 
siguientes:

a) Compensación.
b) Cooperación.
c) Expropiación.

Artículo 154.  Elección del sistema de actuación.

La elección del sistema de actuación se llevará a cabo al aprobarse el planeamiento 
general, el de desarrollo, tanto Plan Parcial como, en su caso, Especial, o con la delimitación 
del polígono o unidad de actuación, sin que al respecto exista preferencia entre ninguno de 
los sistemas existentes. Podrá modificarse el sistema elegido, por causas justificadas, a 
través del procedimiento regulado en el artículo 151 para la delimitación de polígonos y 
unidades de actuación. Asimismo, el planeamiento de desarrollo podrá modificar el sistema 
de actuación elegido en el Plan General de Ordenación.
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Artículo 155.  Polígonos o unidades de actuación con exceso de aprovechamiento real.

1. Cuando los aprovechamientos permitidos por el planeamiento en un polígono o unidad 
de actuación excedan de los susceptibles de apropiación por el conjunto de los propietarios 
incluidos en la misma, los excesos corresponderán a la Administración actuante.

2. Dichos excesos podrán destinarse a compensar a propietarios de terrenos no 
incluidos en polígonos o unidades de actuación y afectados a dotaciones locales o sistemas 
generales. También podrán destinarse dichos excesos a compensar a propietarios con 
aprovechamiento real inferior al susceptible de apropiación o a ampliar el patrimonio 
municipal de suelo.

3. Los propietarios señalados en el número anterior participarán en los costes de 
urbanización del polígono o unidad de actuación respectivos en proporción a los 
aprovechamientos que les correspondan.

Artículo 156.  Polígonos o unidades de actuación con aprovechamiento real inferior al 
susceptible de apropiación.

1. Cuando los aprovechamientos permitidos por el planeamiento fueran inferiores a los 
susceptibles de apropiación por el conjunto de propietarios, la diferencia se hará efectiva con 
arreglo a la modalidad de actuación que la Administración urbanística entienda más 
adecuada, de entre las previstas en el siguiente apartado.

2. La Administración urbanística podrá proceder, indistintamente, para compensar 
íntegramente el valor de los aprovechamientos urbanísticos no materializables, a la 
disminución de la carga de urbanizar en cuantía igual al valor de la diferencia de 
aprovechamientos, en cuyo caso la disminución será sufragada por la Administración 
actuante, o bien a hacer efectiva la diferencia en otros polígonos o unidades de actuación 
que se encuentren en situación inversa, de conformidad con lo establecido en el artículo 
anterior, o bien mediante el abono en metálico de su valor urbanístico.

Artículo 157.  Aprovechamiento correspondiente a los bienes de dominio público.

1. Cuando en un polígono o unidad de actuación existan bienes de dominio y uso público 
no obtenidos por cesión gratuita, el aprovechamiento urbanístico correspondiente a su 
superficie pertenecerá a la Administración que sea titular de los mismos.

2. En el supuesto de obtención por cesión gratuita, cuando las superficies de los bienes 
de dominio y uso público, anteriormente existentes, fueren iguales o inferiores a las que 
resulten como consecuencia de la ejecución del Plan, se entenderán sustituidas unas por 
otras. Si tales superficies fueran superiores, el exceso de aprovechamiento corresponderá a 
la Administración urbanística actuante.

Artículo 158.  Gastos de urbanización.

1. En los gastos de urbanización que deben ser sufragados por los propietarios 
afectados se comprenden los siguientes conceptos:

a) El coste de las obras de vialidad, saneamiento, redes de abastecimiento de agua y de 
los demás servicios, alumbrado público, arbolado y jardinería, y actividades que estén 
previstas en los planes y proyectos derivados de la legislación medioambiental y sean de 
interés para el polígono o unidad de actuación. Los particulares afectados por las obras de 
urbanización en un polígono o unidad de actuación podrán reintegrarse de los gastos de 
instalación de las redes de abastecimiento de agua y de los demás servicios, con cargo a las 
empresas suministradoras, en la parte que, según la reglamentación de tales servicios, no 
tenga que correr a cargo de los consumidores finales, sin perjuicio de lo señalado en el 
artículo 30 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo..

b) Las indemnizaciones procedentes por el derribo de construcciones, destrucción de 
plantaciones, obras e instalaciones que exija la ejecución de los planes, así como, en su 
caso, por la extinción de arrendamientos.
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c) El coste de los Planes Parciales, Estudios de Detalle y Proyectos de Urbanización, y 
los gastos originados por la compensación y reparcelación.

2. El pago de éstos podrá realizarse, previo acuerdo entre los propietarios interesados y 
el agente, público o privado, encargado de la urbanización, cediendo aquéllos, gratuitamente 
y libres de cargas, terrenos edificables o aprovechamientos urbanísticos en la proporción 
que se estime suficiente para cubrir los citados gastos de urbanización.

Artículo 159.  Proyectos de Urbanización.

1. Los Proyectos de Urbanización son proyectos de obras que tienen por finalidad llevar 
a la práctica el planeamiento general o de desarrollo. No podrán contener determinaciones 
sobre ordenación ni régimen del suelo y de la edificación, y deberán detallar y programar las 
obras que comprendan con la precisión necesaria, refiriéndose a todas las determinaciones 
que el planeamiento prevea.

2. Los Proyectos de Urbanización no podrán modificar las previsiones del planeamiento 
que desarrollen, sin perjuicio de que puedan efectuar las adaptaciones exigidas por la 
ejecución material de las obras.

3. Los Proyectos de Urbanización comprenderán una memoria descriptiva de las 
características de las obras, plano de situación en relación con el conjunto urbano y planos 
del proyecto y de detalle, mediciones, cuadros de precios, presupuesto y pliego de 
condiciones de las obras y servicios.

4. Los Proyectos de Urbanización se redactarán con la antelación necesaria para que las 
obras a que se refieren puedan realizarse de acuerdo con los plazos fijados en el 
planeamiento aplicable. En su tramitación se seguirá el procedimiento establecido en este 
Texto Refundido para los Estudios de Detalle, con la particularidad de que el plazo de 
información pública será de veinte días. Si en el trámite de información pública no se 
presentan alegaciones, la aprobación inicial de los Proyectos de Urbanización tendrá el valor 
de aprobación definitiva.

5. Con independencia de los Proyectos de Urbanización, podrán redactarse y aprobarse, 
conforme a la normativa del ente que lo ejecute, proyectos de obras ordinarias que no 
tengan por objeto desarrollar integralmente el conjunto de determinaciones de un Plan de 
ordenación, pudiendo abarcar, entre otras, las obras necesarias para que un terreno alcance 
la condición de solar u otras complementarias derivadas del proyecto de edificación.

Sección 2.ª Sistema de actuación en suelo urbanizable prioritario

Artículo 160.  Urbanización a cargo de los propietarios.

1. A partir de la aprobación definitiva del plan parcial de un sector de suelo calificado 
previamente como urbanizable prioritario, los propietarios de cada polígono o unidad de 
actuación podrán, dentro del plazo de tres meses, asumir su urbanización con preferencia a 
cualquier otro sujeto, a no ser que se haya dispuesto la aplicación de los sistemas de 
cooperación o expropiación, en cuyo caso se aplicarán las normas correspondientes a estos 
sistemas, o se haya dispuesto la aplicación del procedimiento de actuaciones concertadas 
previsto en este Texto Refundido.

2. Dicha facultad se deberá ejercer presentando a la Administración urbanística actuante, 
dentro de dicho plazo, el Proyecto de Actuación que se regula en el artículo 172 de este 
Texto Refundido, con el contenido y las mayorías reguladas en dicho precepto. Una vez 
aprobado el proyecto, la gestión del polígono o unidad de actuación quedará sometida a las 
normas que rigen el sistema de compensación. Al fijar los plazos de urbanización y 
edificación, la Administración deberá tener en cuenta el carácter prioritario de la actuación.

3. Los propietarios podrán solicitar, antes de que venza el plazo de tres meses, una 
prórroga a la Administración. Esta sólo la concederá cuando existan causas justificadas, y 
nunca por un plazo superior a un mes.

4. En el plazo máximo de seis meses desde la aprobación del Plan General de 
Ordenación en el que se establezca la consideración de un sector como urbanizable 
prioritario, o de la aprobación de la modificación del planeamiento general en la que se haya 
introducido dicha calificación, el Ayuntamiento deberá haber aprobado el Plan Parcial 
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correspondiente sin perjuicio de lo que se establece en el artículo 165 de este Texto 
Refundido.

Artículo 161.  Actuación en caso de vencimiento del plazo.

1. Transcurrido el plazo de tres meses desde la aprobación definitiva del plan parcial, y 
vencida, en su caso, la prórroga, la Administración urbanística lo declarará expresamente en 
el plazo máximo de dos meses, previa audiencia de los propietarios, y, en el mismo acto, 
optará entre la gestión directa de los polígonos o unidades de actuación cuyos propietarios 
no la hayan asumido, o la convocatoria de concurso.

2. Si la Administración urbanística opta por la gestión directa, podrá aplicar el sistema de 
cooperación o el de expropiación o bien aprobar en el plazo máximo de dos meses un 
Proyecto de Actuación, de común acuerdo con la sociedad urbanística pública que, en su 
caso, vaya a asumir la condición de urbanizadora.

3. Si la Administración urbanística opta por la convocatoria de concurso, dicha 
convocatoria deberá ser aprobada y publicada en el Boletín Oficial del Principado de Asturias 
en el plazo máximo de un mes desde la declaración de caducidad del plazo concedido a los 
propietarios, y se resolverá en el plazo máximo de cuatro meses a partir de la publicación.

Artículo 162.  Proyecto de Actuación Prioritario.

1. Mediante el Proyecto de Actuación Prioritario regulado en esta Sección 2.ª se 
establecerá la gestión de un sector o de uno o varios polígonos o unidades de actuación, en 
lo relativo a su urbanización y edificación, y de manera especial los derechos y obligaciones 
del sujeto que vaya a asumir la condición de urbanizador.

2. El Proyecto de Actuación Prioritario deberá ser suscrito por el sujeto que asume en él 
la condición de urbanizador y, una vez aprobado por la Administración urbanística, publicado 
en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

3. Para la gestión del suelo urbanizable prioritario deberá aprobarse necesariamente el 
Proyecto de Actuación Prioritario regulado en esta Sección cuando no la asuman los 
propietarios en ejercicio de la facultad que les reconoce el artículo 160 de este Texto 
Refundido ni se apliquen los sistemas de cooperación o expropiación.

Artículo 163.  Contenido de los Proyectos de Actuación Prioritarios.

1. El Proyecto de Actuación Prioritario deberá contener las siguientes determinaciones, 
cuyas características serán detalladas reglamentariamente:

a) Identificación del sujeto que asume la condición de urbanizador, así como justificación 
de su capacidad y solvencia técnica y económica.

b) Delimitación del ámbito a que se refiere el Proyecto de Actuación Prioritario, que 
deberá coincidir con un sector o con uno o varios polígonos o unidades de actuación 
completos.

c) Descripción de las obras de urbanización y, en su caso, edificación, que el 
urbanizador se compromete a llevar a cabo, con una evaluación económica de las mismas y 
de la cuantía total del proyecto. El urbanizador deberá responsabilizarse de la ejecución de 
la totalidad de las obras de urbanización del ámbito del proyecto.

d) Compromisos asumidos por el urbanizador que tiendan al logro de los objetivos 
establecidos en la política de vivienda. Estos compromisos se referirán a los precios de 
venta de las viviendas que él se comprometa a construir o de las parcelas que vaya a vender 
a terceros, y también a cláusulas que se deban incluir en los contratos de venta de parcelas 
por medio de las cuales se limite la repercusión del coste del suelo en el precio final de las 
viviendas. El Proyecto regulará también otros compromisos eventualmente asumidos por el 
urbanizador respecto al destino final de los solares y viviendas resultantes de la actuación y 
que se deban materializar a través de cláusulas insertadas en los contratos que se vayan a 
celebrar entre el urbanizador y terceros.

e) Plazos de urbanización y venta o, en su caso, edificación de los solares resultantes. 
Deberá preverse que el inicio de la ejecución material del Proyecto tenga lugar dentro del 
plazo de un año y que la urbanización esté concluida en el plazo de cinco años, a contar, en 
ambos casos desde su aprobación definitiva.
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f) Criterios que van a aplicarse a las relaciones con los propietarios y la distribución de 
beneficios y cargas.

g) Garantías asumidas por el urbanizador para responder de sus obligaciones. En todo 
caso, el urbanizador deberá prestar una garantía por valor mínimo del siete por ciento de la 
cuantía total del Proyecto de Actuación Prioritario en el plazo de un mes desde su 
aprobación por la Administración.

h) Cualquier otro que se considere conveniente.

2. Los Proyectos de Actuación Prioritarios no podrán contradecir en ningún caso las 
determinaciones de los instrumentos de planeamiento urbanísticos.

Artículo 164.  Procedimiento de aprobación de los Proyectos de Actuación Prioritarios.

1. Cuando la Administración urbanística haya optado por la gestión directa del suelo a 
través de una sociedad urbanística pública, el Proyecto de Actuación Prioritario será 
negociado con ésta y aprobado inicialmente por la Administración, que lo someterá a 
información pública por un plazo de veinte días. A continuación la Administración introducirá 
las modificaciones oportunas y será suscrito por el urbanizador y aprobado definitivamente 
por la Administración.

2. Cuando la Administración haya optado por la convocatoria de un concurso, la 
publicará en el Boletín Oficial del Principado del Principado de Asturias y concederá un plazo 
mínimo de dos meses a partir de la publicación para la presentación de ofertas. La 
convocatoria identificará el ámbito de la actuación, que no podrá ser modificado por los 
oferentes. También indicará los contenidos que la Administración considera mínimos, 
ajustándose a los distintos apartados enumerados en el artículo 163 de este Texto 
Refundido, y contendrá un baremo de los criterios de decisión, ajustado a las disposiciones 
de la normativa sobre contratos públicos, incluyendo entre dichos criterios la condición de 
ser propietario de terrenos dentro del ámbito de la actuación.

3. Las ofertas deberán tener el mismo contenido que los Proyectos de Actuación 
Prioritarios y ajustarse a la convocatoria.

4. Cuando entienda que ninguna de las ofertas cumple los requisitos de la convocatoria o 
que es necesaria alguna mejora, la Administración deberá anunciar esta circunstancia a 
todos los oferentes, concediendo un plazo para ello.

5. Una vez seleccionada la mejor oferta, la Administración la aprobará inicialmente y la 
someterá a información pública por un plazo de veinte días. A continuación la Administración 
introducirá las modificaciones oportunas en el proyecto y éste será suscrito por el 
urbanizador y aprobado definitivamente por la Administración.

6. El Proyecto de Actuación Prioritario será publicado en el Boletín Oficial del Principado 
de Asturias una vez aprobado definitivamente. En lo relativo a las obligaciones del 
urbanizador, el Proyecto se perfecciona con su aprobación definitiva.

Artículo 165.  Tramitación paralela del planeamiento urbanístico y del Proyecto de Actuación 
Prioritario.

1. Cuando así lo exijan especiales circunstancias de urgencia o de necesidad, la 
Administración urbanística podrá acordar que la gestión de un sector prioritario del suelo 
urbanizable por los propietarios o, en caso de inactividad de éstos, por el urbanizador, 
incluya también la formulación de un Plan Parcial.

2. Esta determinación deberá incluirse en el Plan General de Ordenación o en su 
revisión, o adoptarse de manera independiente. En este último caso, el acuerdo se publicará 
en el Boletín Oficial del Principado de Asturias y se notificará a los propietarios incluidos en 
el sector.

3. Cuando la Administración haya hecho uso de esta facultad, los propietarios tendrán un 
plazo de seis meses para asumir el desarrollo urbanístico del sector. Este plazo comenzará 
a contar desde la fecha de notificación a los mismos del acuerdo a que se refiere el apartado 
anterior, o desde la fecha de entrada en vigor del instrumento de planeamiento en el que se 
contenga dicha determinación. Dentro de ese plazo, los propietarios que representen la 
superficie fijada en el apartado 3 del artículo 172 de este Texto Refundido, deberán 
presentar el proyecto de plan parcial y comprometerse, con las garantías que se fijen 
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reglamentariamente, a presentar el proyecto de actuación que se regula en el artículo 172 de 
este Texto Refundido en el plazo de tres meses a contar desde la publicación del acuerdo de 
aprobación definitiva del plan parcial. Los propietarios podrán solicitar que se prorrogue el 
plazo para la presentación del proyecto de plan parcial en los términos establecidos en el 
apartado 3 del artículo 160 de este Texto Refundido.

4. Transcurrido el plazo concedido a los propietarios para la presentación del Plan 
Parcial, y sus eventuales prórrogas, la Administración urbanística deberá formular el Plan 
Parcial o convocar un concurso para la selección de un urbanizador. El concurso y la gestión 
del suelo se regirán por lo dispuesto en los artículos 161 a 164 de este Texto Refundido, con 
la particularidad de que los proyectos presentados por los concursantes deberán incluir en 
todo caso la propuesta de Plan Parcial y el compromiso de comenzar su ejecución en un 
plazo determinado, que no podrá ser superior al que la Administración haya fijado en las 
bases del concurso.

Artículo 166.  Derechos y obligaciones del urbanizador.

1. Será obligación del urbanizador el cumplimiento del Proyecto de Actuación Prioritario y 
de la normativa urbanística, lo que comprende, entre otras obligaciones, las de:

a) Negociar con los propietarios la reparcelación y las fórmulas de repercusión de los 
gastos de urbanización, instando la reparcelación forzosa o el ejercicio de la potestad 
expropiatoria en caso de que no se alcance un acuerdo.

b) Formular y presentar a la Administración el proyecto de reparcelación, que recogerá 
los acuerdos alcanzados con los propietarios y, en los casos en que sea necesario, la 
reparcelación forzosa, con el fin de obtener los terrenos dotacionales, distribuir 
equitativamente los beneficios y cargas derivados del planeamiento y adaptar a éste la 
distribución de las parcelas.

c) Formular y presentar a la Administración los Proyectos de Urbanización necesarios 
para proceder a la ejecución del planeamiento y del Proyecto de Actuación Prioritario.

d) Proceder a la urbanización de los terrenos en los plazos previstos en el Proyecto de 
Actuación Prioritario, al objeto de que se puedan cumplir los plazos de edificación de todos 
los solares, tanto los que le corresponde edificar como los que van a ser edificados por 
terceros.

e) Edificar dentro de plazo los solares resultantes o cederlos a terceros en las 
condiciones previstas en el Proyecto de Actuación Prioritario.

2. El urbanizador tendrá los derechos que le concedan la normativa urbanística y el 
Proyecto de Actuación Prioritario, y, entre otros, el derecho a repercutir sobre los propietarios 
los gastos de urbanización, a ser beneficiario de la potestad expropiatoria y a ser 
indemnizado por aquellas decisiones administrativas posteriores a la aprobación del 
Proyecto de Actuación que supongan un incremento de sus obligaciones o reduzcan los 
aprovechamientos que le corresponden.

Artículo 167.  Relaciones entre el urbanizador y los propietarios.

1. Asumido por el urbanizador el deber de ejecutar la urbanización, los propietarios 
deberán compensar al urbanizador de los costes correspondientes, bien mediante la cesión 
de una parte de sus terrenos, bien mediante la entrega de una cantidad en metálico, bien 
con arreglo a la fórmula que libremente pacten, de acuerdo, en su caso, a las bases y 
criterios que se hayan incluido en el Proyecto de Actuación Prioritario.

2. En defecto de acuerdo, el Proyecto de Reparcelación situará sobre el sector o 
polígono las parcelas que se vayan a adjudicar a cada propietario y las que se adjudiquen al 
urbanizador como compensación por los gastos de urbanización.

3. El urbanizador podrá instar el ejercicio de la potestad expropiatoria respecto de los 
propietarios con los que no alcance un acuerdo acerca del pago de los gastos de 
urbanización. Podrá solicitar a la Administración que el expediente se tramite por el 
procedimiento de tasación conjunta.
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Artículo 168.  Potestades de la Administración.

1. La aprobación de un Proyecto de Actuación Prioritario no priva a la Administración del 
ejercicio de su potestad de planeamiento en el ámbito que vaya a ser objeto de la actuación 
proyectada, pero deberá adoptar, en su caso, las medidas oportunas para garantizar el 
equilibrio financiero de la actuación, en el marco de la normativa reguladora de la 
responsabilidad por alteraciones del planeamiento urbanístico y de la contratación de las 
Administraciones públicas, sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiera lugar.

2. La subrogación directa o indirecta, total o parcial, en la posición del urbanizador, 
requerirá la autorización de la Administración urbanística actuante.

3. Cuando el urbanizador incumpla alguna de sus obligaciones o incurra en mora, la 
Administración deberá adoptar alguna o varias de las siguientes medidas, motivando 
expresamente su elección en función de la gravedad del incumplimiento y de las 
posibilidades de subsanación:

a) Multas coercitivas, con arreglo a lo dispuesto en la legislación estatal, que podrán 
alcanzar, en su conjunto, hasta un cinco por ciento de la cuantía total del proyecto.

b) Imposición de sanciones, con arreglo a la tipificación y procedimiento legalmente 
establecidos.

c) Órdenes de ejecución de las obligaciones incumplidas, con apercibimiento de 
ejecución con cargo al urbanizador, todo ello con arreglo a la Ley 30/1992,de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

d) Declaración de caducidad de la condición de urbanizador, con pérdida de la garantía 
prestada. Esta medida sólo podrá adoptarse previa audiencia al urbanizador, cuando se 
hayan producido incumplimientos muy graves o reiterados y se den indicios, puestos de 
manifiesto en el expediente, de la concurrencia de grandes dificultades para el cumplimiento 
del proyecto por el urbanizador. En este caso se deberá abrir un expediente para la eventual 
imposición de sanciones, que llevarán aparejada la prohibición de optar a la condición de 
urbanizador por un plazo máximo de cinco años, tanto para la sociedad caducada como para 
cualquier otra entidad que incluya entre sus órganos de Administración o directivos, a 
personas que hayan ocupado estos cargos en aquélla.

Artículo 169.  Intervención sustitutoria de la Administración del Principado de Asturias.

1. Se declara de interés supramunicipal el seguimiento del proceso de urbanización y 
edificación del suelo calificado como urbanizable prioritario. El incumplimiento por la 
Administración local actuante de las obligaciones que le impone este Texto Refundido, 
habilitará al Principado para adoptar las medidas necesarias, en los términos previstos en 
este artículo.

2. Se entenderá que legitima la intervención del Principado de Asturias la concurrencia 
de cualquiera de los siguientes supuestos:

a) El transcurso del plazo a que se refiere el apartado 4 del artículo 160 de este Texto 
Refundido, salvo que ya se encuentre en tramitación un Plan Parcial de iniciativa privada.

b) El transcurso del plazo de un mes desde el vencimiento del plazo otorgado a los 
propietarios en el artículo 160, sin que se declare expresamente el vencimiento y se resuelva 
acerca de la gestión del sector o la convocatoria de un concurso.

c) El transcurso del plazo de seis meses desde la declaración de vencimiento del plazo 
otorgado a los propietarios en el artículo 160 sin que se haya aprobado definitivamente un 
Proyecto de Actuación o se haya decidido la aplicación de los sistemas de cooperación o 
expropiación.

d) El transcurso del plazo de un mes desde que la Administración autonómica haya 
denunciado ante el Ayuntamiento la paralización, durante dos meses, del proceso de 
gestión, sin que el Ayuntamiento haya adoptado ninguna medida para poner fin a la 
paralización o haya informado al Principado de Asturias.

3. Si se comprueba por cualquier medio, incluida la denuncia presentada por un tercero, 
alguna de las circunstancias enumeradas en el apartado anterior, el Principado de Asturias 
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lo pondrá de manifiesto a la Administración actuante, dándole un plazo de un mes para que 
la subsane o alegue lo que considere conveniente para justificar su actitud. Al término de 
este plazo, el Principado de Asturias podrá adoptar, en nombre y por cuenta de la 
Administración local, las medidas precisas para continuar la actuación urbanística 
paralizada.

4. En cualquier momento, la Administración local podrá solicitar a la autonómica el 
retorno al ejercicio efectivo de las competencias relativas a la actuación urbanística de que 
se trate, que requerirá la fijación de plazos y condiciones para la realización de las fases 
pendientes de la actuación.

Artículo 170.  Modificación de la calificación del sector.

1. En caso de que se declare desierto el concurso para la formulación del Proyecto de 
Actuación Prioritario o que se declare la caducidad de la condición de urbanizador, sin que la 
Administración urbanística acuerde en el plazo de tres meses la gestión directa, quedará sin 
efecto la consideración del sector como suelo urbanizable prioritario. El cambio de la 
calificación del suelo se producirá por ministerio de la ley, sin perjuicio de su declaración por 
el Ayuntamiento, que será publicada en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

2. El acuerdo de modificación tendrá como consecuencia la aplicación del régimen de 
gestión del suelo urbanizable no prioritario así como, si no existe Plan Parcial aprobado, ni el 
Plan General de Ordenación ha fijado la edificabilidad máxima de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 62, a) de este Texto Refundido, la consideración, a los efectos de la valoración 
expropiatoria de los terrenos, de que el planeamiento general no ha delimitado los ámbitos y 
condiciones de desarrollo del mismo, pero no altera las reservas de suelo previstas para el 
suelo urbanizable en el artículo 62 de este mismo Texto.

Sección 3.ª Sistemas de actuación en suelo urbanizable no prioritario y en 
suelo urbano no consolidado

Subsección 1.ª Sistema de compensación

Artículo 171.  Características del sistema de compensación.

En el sistema de compensación, los propietarios aportan los terrenos de cesión 
obligatoria, realizan a su costa la urbanización en los términos y condiciones que se 
determinen en el Plan y se constituyen en Junta de Compensación, salvo que todos los 
terrenos pertenezcan a un solo titular o se siga el procedimiento conjunto previsto en el 
artículo 174 de este Texto Refundido.

Artículo 172.  Proyecto de Actuación.

1. En el plazo establecido por el planeamiento y, en su defecto, en el plazo máximo de 
cuatro años desde la aprobación definitiva del mismo o de la delimitación del polígono o 
unidad de actuación, deberá presentarse un Proyecto de Actuación para su aprobación por 
la Administración urbanística actuante.

2. Los propietarios podrán solicitar, antes de que venza el plazo, una prórroga a la 
Administración actuante. Esta sólo la concederá cuando existan causas justificadas, y nunca 
por un plazo superior a seis meses.

3. El Proyecto de Actuación deberá estar suscrito por un conjunto de propietarios que 
representen más del cincuenta por ciento del suelo incluido en el polígono o unidad de 
actuación. Para el cómputo de dicha mayoría se tendrán en cuenta las superficies de suelo 
exterior al polígono o unidad de actuación, cuyos propietarios deban hacer efectivo su 
derecho en ésta.

4. En el Proyecto de Actuación deberán establecerse las reglas básicas de 
funcionamiento de la entidad que asuma la gestión, que recibirá la denominación de Junta 
de Compensación, así como, si es necesario, los criterios que se vayan a seguir en el 
desarrollo de la actuación. También podrá presentarse las bases de un Proyecto de 
Compensación completo, o los acuerdos que hayan alcanzado ya para la reparcelación. 
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Deberá fijarse en todo caso un plazo para la presentación del Proyecto de compensación, si 
no se ha presentado en ese momento.

5. El Proyecto de Actuación podrá ser suscrito también por empresas urbanizadoras que 
hayan alcanzado acuerdos con los propietarios para participar en la gestión del suelo.

6. El procedimiento de aprobación del Proyecto de Actuación será el mismo establecido 
para los Estudios de Detalle.

7. Transcurrido el plazo fijado para la presentación del Proyecto de Actuación, la 
Administración podrá modificar el sistema de actuación a través del procedimiento para la 
delimitación de polígonos y unidades de actuación.

Artículo 173.  Incorporaciones y expropiaciones.

Los propietarios incluidos en el polígono o unidad de actuación dispondrán del plazo 
preclusivo de un mes desde la notificación del acuerdo municipal aprobatorio del Proyecto de 
Actuación para incorporarse a la Junta de Compensación. Si no lo hicieran, sus fincas serán 
expropiadas a favor de la Junta de Compensación, que tendrá la condición jurídica de 
beneficiaria. Podrán incorporarse también empresas urbanizadoras que hayan de participar 
con los propietarios en la gestión del polígono o unidad de actuación.

Artículo 174.  Procedimiento conjunto.

Si los propietarios incluidos en el polígono o unidad de actuación llegan a un acuerdo 
unánime para efectuar la reparcelación y prestan garantías suficientes a juicio de la 
Administración acerca de la ejecución de las obras de urbanización, podrán prescindir de la 
constitución de la Junta de Compensación y de la tramitación del Proyecto de Actuación y 
del Proyecto de Compensación.

Artículo 175.  Junta de Compensación.

1. La Junta de Compensación tendrá personalidad jurídica y plena capacidad para el 
cumplimiento de sus fines. La Administración la reconocerá a todos los efectos desde que se 
acredite su constitución por cualquier medio válido en Derecho y se inscriba en el Registro 
administrativo correspondiente.

2. Los cargos en el órgano rector podrán recaer en personas físicas o jurídicas, a través, 
en este caso, de su representante. La Administración urbanística actuante podrá designar un 
representante en el mismo, con independencia de la participación que le corresponda, en su 
caso, por ser propietaria de terrenos en el polígono o unidad de actuación.

3. Los acuerdos de la Junta serán susceptibles de recurso ante el Ayuntamiento.
4. La Junta podrá solicitar del Ayuntamiento la exacción por vía de apremio de las 

cantidades adeudadas por sus miembros.

Artículo 176.  Proyecto de Compensación.

Corresponde a la Junta de Compensación, en el plazo de los seis meses siguientes a su 
constitución o en el más corto que se haya previsto en el Proyecto de Actuación, formular el 
Proyecto de Compensación, conforme a lo establecido en el Proyecto de Actuación y en todo 
caso con el asentimiento de los propietarios que representen más del cincuenta por ciento 
de la superficie del polígono o unidad de actuación.

Artículo 177.  Transmisiones.

1. Las Juntas de Compensación actuarán como fiduciarias con pleno poder dispositivo 
sobre las fincas pertenecientes a sus miembros, sin más limitaciones que las establecidas en 
el Proyecto de Actuación.

2. La transmisión a la Administración correspondiente, en pleno dominio y libres de 
cargas, de todos los terrenos de cesión obligatoria, tendrá lugar, por ministerio de la ley, con 
la aprobación definitiva del Proyecto de Compensación.
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Artículo 178.  Responsabilidad.

1. La Junta de Compensación, o los propietarios que actúen por acuerdo unánime, será 
directamente responsable, frente al Ayuntamiento, de la urbanización completa del polígono 
o unidad de actuación y, en su caso, de la edificación de los solares resultantes, en los 
términos y plazos previstos en el Proyecto de Actuación.

2. En caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en la normativa 
urbanística o en el Proyecto de Actuación, el Ayuntamiento adoptará, previa audiencia a la 
Junta y a los propietarios afectados, alguna o algunas de las siguientes medidas:

a) Multas coercitivas, por importe máximo del cinco por cien de la cuantía total del 
Proyecto, con arreglo a las disposiciones de la legislación estatal.

b) Expropiación, en beneficio y a instancia de la Junta, de los terrenos pertenecientes a 
miembros de la Junta que hayan incumplido sus obligaciones.

c) Sustitución del sistema de actuación, a través del procedimiento de delimitación de 
polígonos o unidades de actuación. Esta medida sólo podrá adoptarse previa audiencia a la 
Junta y a petición de ella o por incumplimientos muy graves del Proyecto de Actuación, 
cuando se den indicios, puestos de manifiesto en el expediente, de que existen grandes 
dificultades para el cumplimiento del Proyecto por la Junta.

Subsección 2.ª Sistema de cooperación

Artículo 179.  Funcionamiento del sistema de cooperación.

1. En el sistema de cooperación, los propietarios aportan el suelo de cesión obligatoria y 
la Administración ejecuta las obras de urbanización con cargo a los mismos.

2. La aplicación del sistema de cooperación exige la reparcelación de los terrenos 
comprendidos en el polígono o unidad de actuación, salvo que ésta sea innecesaria por 
resultar suficientemente equitativa la distribución de los beneficios y cargas.

3. Podrán constituirse asociaciones administrativas de propietarios, bien a iniciativa de 
éstos o por acuerdo del Ayuntamiento, con la finalidad de colaborar en la ejecución de las 
obras de urbanización.

4. La Administración actuante podrá encomendar la gestión del polígono o unidad 
actuación a una sociedad urbanística, en los términos que se determinen 
reglamentariamente.

Artículo 180.  Distribución y pago de los gastos de urbanización.

1. Las cargas de la urbanización se distribuirán entre los propietarios en proporción al 
valor de las fincas que les sean adjudicadas en la reparcelación o, en caso de que ésta no 
sea necesaria, en proporción al aprovechamiento de sus respectivas fincas.

2. La Administración actuante podrá exigir a los propietarios afectados el pago de 
cantidades a cuenta de los gastos de urbanización. Estas cantidades no podrán exceder del 
importe de las inversiones previstas para los siguientes seis meses.

3. La Administración actuante podrá, asimismo, cuando las circunstancias lo aconsejen, 
convenir con los propietarios afectados un aplazamiento en el pago de los gastos de 
urbanización.

Artículo 181.  Suspensión del otorgamiento de licencias.

En el sistema de cooperación no podrán concederse licencias de edificación hasta que 
sea firme en vía administrativa el acuerdo aprobatorio de la reparcelación del polígono o 
unidad de actuación, cuando aquélla sea procedente.
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Subsección 3.ª Sistema de expropiación

Artículo 182.  La expropiación forzosa como sistema de actuación.

1. El sistema de expropiación se aplicará por polígonos o unidades de actuación 
completas y comprenderá todos los bienes y derechos incluidos en los mismos.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el número anterior, la expropiación forzosa podrá 
aplicarse para la ejecución de los sistemas generales de la ordenación urbanística del 
territorio o la de alguno de sus elementos, o para realizar actuaciones aisladas en suelo 
urbano.

Artículo 183.  Formas de gestión.

1. La Administración actuante podrá utilizar las formas de gestión que contemple la 
legislación aplicable, incluidas las modalidades asociativas con otras Administraciones 
públicas, sociedades urbanísticas, entes públicos y particulares. Cuando se encomiende a 
particulares la urbanización del polígono o unidad de actuación, se deberán exigir garantías 
adecuadas de su realización completa y puntual, de acuerdo con las condiciones que se 
detallen reglamentariamente.

2. Para el mejor cumplimiento de las finalidades de la actuación, la Administración 
actuante podrá igualmente encomendar el ejercicio de la potestad expropiatoria a otras 
Administraciones públicas.

3. Lo dispuesto en los números anteriores se entenderá sin perjuicio de las facultades 
reconocidas expresamente por ley a determinados entes públicos en materia expropiatoria.

4. Tendrán la consideración de beneficiarios de la expropiación las personas físicas o 
jurídicas subrogadas en las facultades de la Administración actuante para la ejecución de 
planes u obras determinadas.

Artículo 184.  Requisitos de la aplicación del sistema de expropiación.

Cuando la ejecución de los planes se realice por el sistema de expropiación, la 
delimitación de los polígonos deberá ir acompañada de una relación de propietarios y de una 
descripción de los bienes o derechos afectados, redactadas con arreglo a lo dispuesto en la 
legislación expropiatoria.

Artículo 185.  Usos y construcciones.

Sobre la superficie comprendida en el área delimitada a efectos expropiatorios no se 
podrá realizar construcción alguna ni modificar las existentes, sin perjuicio de las 
autorizaciones que se puedan conceder en casos excepcionales a título de usos y obras 
provisionales y con sometimiento a los requisitos y límites fijados en el artículo 106 de este 
Texto Refundido.

Artículo 186.  Liberación de expropiaciones.

1. En la aplicación del sistema de expropiación, los órganos expropiantes podrán 
excepcionalmente liberar de la misma, mediante la imposición de las oportunas condiciones, 
a determinados bienes de propiedad privada o patrimoniales.

2. Si el órgano expropiante estimase justificada la petición de liberación, señalará al 
propietario de los bienes afectados por la liberación las condiciones, términos y proporción 
en que el mismo habrá de vincularse a la gestión urbanística y las obligaciones que asuma 
como consecuencia de esa vinculación. Si fijarán asimismo las garantías para el supuesto de 
incumplimiento.

3. Aceptadas por el propietario las condiciones fijadas, el órgano expropiante, previa 
apertura de un período de información pública de veinte días, dictará la correspondiente 
resolución, que se publicará en el Boletín Oficial del Principado de Asturias. Si esta 
resolución se dictara con posterioridad al pago y ocupación de los bienes objeto de 
liberación, deberá acordarse la previa reversión de tales bienes a favor de su titular.
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4. Si el expropiante no fuera el Ayuntamiento, la liberación requerirá, en todo caso, la 
conformidad de éste.

5. El incumplimiento de los deberes urbanísticos fijados en la resolución liberatoria por 
parte de los propietarios de los bienes liberados determinará, sin perjuicio de la imposición 
de sanciones, la expropiación por incumplimiento de la función social de la propiedad o, en 
su caso, el ejercicio de la vía de apremio.

Artículo 187.  Procedimiento de tasación conjunta.

1. En todas las expropiaciones derivadas de la aplicación de la normativa urbanística, y 
con independencia del número de expropiados, la Administración actuante aplicará con 
preferencia el procedimiento de tasación conjunta regulado en este artículo, pudiendo, en su 
caso, seguir el procedimiento individual de expropiación conforme a lo previsto en la 
legislación expropiatoria.

2. El proyecto de expropiación será expuesto al público por término de un mes, para que 
los interesados, a quienes deberán ser notificadas las correspondientes hojas de aprecio, 
puedan formular observaciones y reclamaciones concernientes a la titularidad o valoración 
de sus respectivos derechos.

3. Las observaciones y reclamaciones serán informadas por la Administración actuante, 
sometiéndose a continuación el expediente a la Comisión de Urbanismo y Ordenación del 
Territorio del Principado de Asturias, para su resolución.

4. La resolución será notificada individualmente a los titulares de bienes y derechos 
afectados. Si los interesados, dentro de los veinte días siguientes, manifiestan por escrito su 
disconformidad con la valoración establecida por la Comisión de Urbanismo y Ordenación 
del Territorio del Principado de Asturias, con alegación, en su caso, de cuanto estimen 
pertinente a su derecho, la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del 
Principado de Asturias dará traslado del expediente al Jurado de Expropiación del Principado 
de Asturias, para la fijación del justiprecio conforme a los criterios de valoración establecidos 
en la legislación estatal. En otro caso, el silencio del interesado se considerará como 
aceptación de la valoración fijada por la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio 
del Principado de Asturias, entendiéndose determinado definitivamente el justiprecio.

5. La resolución de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado 
de Asturias implica la declaración de urgencia de la ocupación de los bienes y derechos 
afectados. El pago o depósito del importe de la valoración establecida por la Comisión de 
Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias al aprobar el proyecto de 
expropiación habilitará para proceder a la ocupación de la finca y producirá los efectos 
previstos en los apartados 6, 7 y 8 del artículo 52 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, de 
Expropiación Forzosa, sin perjuicio de la valoración, en su caso, por el Jurado de 
Expropiación del Principado de Asturias y de que puedan seguir tramitándose los recursos 
procedentes respecto a la fijación del justiprecio. Asimismo, habilitará para proceder a la 
ocupación de las fincas la aprobación del documento de adjudicación de las futuras parcelas 
en que se hubiera concretado el pago en especie, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 37 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen de Suelo y Valoraciones.

Artículo 188.  Bienes de dominio público y expropiación.

1. Cuando en la superficie objeto de expropiación existan bienes de dominio público y su 
destino según el planeamiento sea distinto del que motivó su afectación o adscripción al uso 
general o a los servicios públicos, se seguirá, en su caso, el procedimiento previsto en la 
legislación reguladora del bien correspondiente para la mutación demanial o desafectación, 
según proceda.

2. Las vías rurales que se encuentren comprendidas en la superficie objeto de la 
expropiación se entenderán de propiedad municipal, salvo prueba en contrario. En cuanto a 
las vías urbanas que desaparezcan, se entenderán transmitidas de pleno derecho al 
organismo expropiante y subrogadas por las nuevas que resulten del planeamiento, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 157 de este Texto Refundido.
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Sección 4.ª Parcelación y reparcelación urbanística

Artículo 189.  Parcelación urbanística.

1. Se considerará parcelación urbanística la división simultánea o sucesiva de terrenos 
en dos o más lotes con fines edificatorios.

2. Se considerará ilegal, toda parcelación que sea contraria a la legislación o al 
planeamiento urbanísticos, y en ningún caso se considerarán solares los resultantes de la 
misma, ni se permitirá edificar en ellos.

3. No se podrán realizar parcelaciones urbanísticas en suelo urbano si no se ha 
aprobado previamente un Plan General de Ordenación. En suelo urbanizable, toda 
parcelación urbanística requerirá la previa aprobación del Plan Parcial del sector 
correspondiente. En el suelo no urbanizable no se podrán realizar parcelaciones 
urbanísticas.

4. Serán indivisibles:

a) Las parcelas determinadas como mínimas en el correspondiente Plan, a fin de 
constituir fincas independientes.

b) Las parcelas cuyas dimensiones sean iguales o menores a las determinadas como 
mínimas en el Plan, salvo si los lotes resultantes se adquirieren simultáneamente por los 
propietarios de terrenos colindantes, con el fin de agruparlos y formar una nueva finca.

c) Las parcelas cuyas dimensiones sean menores que el doble de la superficie 
determinada como mínima en el Plan, salvo que el exceso sobre dicho mínimo pueda 
segregarse con el fin indicado en el apartado anterior.

d) Las parcelas edificables en una proporción de volumen en relación con su área 
cuando se construyere el correspondiente a toda la superficie, o, en el supuesto de que se 
edificare en proporción menor, la porción de exceso, con las salvedades indicadas en el 
apartado anterior.

Artículo 190.  Reparcelación urbanística. Concepto y funciones.

1. Se entenderá por reparcelación la agrupación de fincas comprendidas en el polígono o 
unidad de actuación para su nueva división ajustada al planeamiento, con adjudicación de 
las parcelas resultantes a los interesados en proporción a sus respectivos derechos.

2. La reparcelación tiene por objeto distribuir justamente los beneficios y cargas de la 
ordenación urbanística, regularizar la configuración de las fincas, situar su aprovechamiento 
en zonas aptas para la edificación con arreglo al planeamiento y localizar sobre parcelas 
determinadas y en esas mismas zonas el aprovechamiento que, en su caso, corresponda a 
la Administración.

3. Cuando así lo exija la naturaleza del sistema de actuación, a través de la 
reparcelación se localizará sobre parcelas determinadas y en zonas aptas para la edificación 
el aprovechamiento que corresponda al urbanizador en compensación por el coste de las 
obras de urbanización.

4. No será necesario proceder a la reparcelación cuando se aplique el sistema de 
expropiación.

5. No podrán concederse licencias de edificación hasta que sea firme en vía 
administrativa el acuerdo aprobatorio de la reparcelación del polígono o unidad de actuación.

Artículo 191.  Procedimiento para la reparcelación.

1. Cuando se actúe a través de un sistema que prevea la reparcelación, el procedimiento 
se entenderá iniciado al aprobarse la delimitación del polígono o unidad de actuación, a no 
ser que la reparcelación se haya tramitado y aprobado conjuntamente con la propia 
delimitación.

2. La iniciación del expediente de reparcelación llevará consigo, sin necesidad de 
declaración expresa, la suspensión del otorgamiento de licencias de parcelación y 
edificación en el ámbito del polígono o unidad de actuación.
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3. Quienes hubieran solicitado una licencia antes de la iniciación del procedimiento de 
reparcelación tendrán derecho a ser resarcidos en la forma que señala el artículo 77 de este 
Texto Refundido.

4. El Proyecto de Reparcelación se formulará:

a) Cuando le obligue a ello el Proyecto de Actuación a que se refiere el artículo 162 de 
este Texto Refundio, por el urbanizador.

b) Cuando se siga el sistema de compensación, por la Junta de Compensación o por los 
propietarios que actúen por acuerdo unánime.

c) Cuando sea de aplicación el sistema de cooperación, podrán formular el Proyecto de 
Reparcelación dos tercios de los propietarios interesados que representen como mínimo el 
ochenta por cien de la superficie reparcelable, en el plazo de tres meses desde la 
delimitación del polígono o unidad de actuación. Para el cómputo de dichas mayorías se 
tendrán en cuenta las superficies de suelo exterior al polígono o unidad de actuación, cuyos 
propietarios deban hacer efectivo su derecho en ésta.

Si transcurre dicho plazo, o los propietarios no subsanan dentro del que se les señale los 
defectos que se hayan apreciado en el proyecto por ellos presentado, el proyecto será 
formulado por la Administración, de oficio o a instancia de alguno de los propietarios 
afectados. Los proyectos redactados de oficio procurarán atenerse a los criterios 
expresamente manifestados por los interesados en los tres meses siguientes a la aprobación 
de la delimitación del polígono o unidad de actuación.

5. Los Proyectos de Reparcelación se aprobarán inicialmente por el Ayuntamiento, en el 
plazo de dos meses desde la presentación de la documentación completa. Transcurrido este 
plazo sin que recaiga el acuerdo pertinente, la Administración autonómica, tras requerir al 
Ayuntamiento en el plazo de quince días, actuará por sustitución cuando así se solicite por 
los interesados, siendo el plazo de aprobación inicial el mismo que el señalado para la 
Administración titular, a contar desde la presentación de la solicitud ante el órgano 
autonómico.

6. Con anterioridad a la aprobación definitiva, se someterá el proyecto a información 
pública durante un mes, con notificación personal a los interesados. El proyecto se 
entenderá aprobado si transcurrieran tres meses desde que hubiera finalizado el trámite de 
información pública, ante el Ayuntamiento o la Administración autonómica, sin que se 
hubiera comunicado resolución expresa sobre tal aprobación.

Artículo 192.  Reglas para la reparcelación.

1. En todo caso el Proyecto de Reparcelación tendrá en cuenta los siguientes criterios:

a) El derecho de los propietarios será proporcional a la superficie de las parcelas 
respectivas en el momento de la aprobación de la delimitación del polígono o unidad de 
actuación. Los propietarios podrán adoptar unánimemente un criterio distinto.

b) Para la determinación del valor de las parcelas resultantes se tendrán en cuenta los 
criterios de valoración fijados en la legislación estatal.

c) Las plantaciones, obras, edificaciones, derechos arrendaticios o de cualquier especie, 
instalaciones y mejoras que no puedan conservarse se valorarán con independencia del 
suelo y su importe se satisfará al propietario o, en su caso, titular interesado, con cargo al 
proyecto en concepto de gastos de urbanización.

d) Las obras de urbanización no contrarias al planeamiento vigente al tiempo de su 
realización, que resulten útiles para la ejecución del nuevo Plan, serán consideradas, 
igualmente, como obras de urbanización con cargo al proyecto, satisfaciéndose su importe al 
titular del terreno sobre el que se hubieran efectuado.

e) En el caso anterior, si las obras resultaren inútiles según el planeamiento en 
ejecución, podrán dar lugar a indemnización con arreglo al apartado 1 de artículo 44 de la 
Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, y demás normas 
aplicables.

f) Toda la superficie susceptible de aprovechamiento privado de la unidad de actuación 
no afecta a uso dotacional público deberá ser objeto de adjudicación entre los propietarios 
afectados, en proporción a sus respectivos derechos en la reparcelación. Se exceptúan los 
terrenos que se adjudiquen a la Administración y, en su caso, al urbanizador.
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g) Las compensaciones económicas sustitutivas o complementarias por diferencias de 
adjudicación que, en su caso, procedan, se fijarán atendiendo al precio medio en venta de 
las parcelas resultantes, sin incluir los costes de urbanización.

2 Cuando el sistema de actuación se ajuste a lo establecido en el artículo 162 de este 
Texto Refundido se aplicarán con carácter adicional las reglas siguientes:

a) Cuando el urbanizador haya llegado a acuerdos con algunos propietarios acerca de la 
adjudicación de solares y el pago de los gastos de urbanización, el contenido de dichos 
acuerdos se incorporará al Proyecto de Reparcelación, siempre que no impida compensar 
adecuadamente, y en el respeto de las reglas enunciadas en el apartado anterior, a los 
demás propietarios. Se entenderá que los propietarios que han llegado a acuerdos con el 
urbanizador han manifestado su conformidad con el Proyecto de Reparcelación siempre que 
éste recoja los acuerdos.

b) El Proyecto de Reparcelación situará las parcelas que correspondan a los propietarios 
que no hayan llegado a acuerdos con el urbanizador, descontando de sus derechos en la 
reparcelación los que correspondan al urbanizador en compensación de las obras por él 
asumidas.

El propietario disconforme con la proporción de terrenos que le corresponda ceder como 
retribución, podrá oponerse a ella solicitando su pago en metálico o bien la expropiación de 
su terreno, mediante escrito dirigido a la Administración y al urbanizador dentro de los diez 
días siguientes a la aprobación del Proyecto de Reparcelación. En el primer caso, la cuota a 
liquidar por el urbanizador será la que corresponda conforme al presupuesto de cargas. Si el 
urbanizador se hubiera comprometido a construir bajo condiciones determinadas los terrenos 
con que hubiera de retribuírsele, el propietario solicitante deberá asumir este compromiso y 
garantizarlo. El urbanizador podrá exigir la constitución de una garantía bastante para 
responder del pago de los gastos de urbanización.

Si el propietario solicita la expropiación, y el urbanizador no le notifica la hoja de aprecio 
en el plazo de tres meses, el procedimiento se iniciará por ministerio de la ley conforme a lo 
establecido en el apartado 2 del artículo 202 de este Texto Refundido.

3. En ningún caso podrán adjudicarse como fincas independientes superficies inferiores 
a la parcela mínima edificable o que no reúnan la configuración y características adecuadas 
para su edificación conforme al planeamiento. A falta de acuerdo, se compensará en 
metálico a aquellos propietarios cuyos derechos preexistentes no les permitan obtener una 
finca independiente edificable.

4. No serán objeto de nueva adjudicación, conservándose las propiedades primitivas, sin 
perjuicio de la regularización de linderos cuando fuere necesaria y de las compensaciones 
económicas que procedan:

a) Los terrenos edificados con arreglo al planeamiento.
b) Los terrenos con edificación no ajustada al planeamiento, cuando la diferencia en más 

o en menos entre el aprovechamiento que les corresponda conforme al Plan y el que 
correspondería al propietario en proporción a su derecho en la reparcelación, sea inferior al 
quince por ciento de este último, siempre que no estuvieran destinados a usos incompatibles 
con la ordenación urbanística.

Artículo 193.  Efectos del acuerdo aprobatorio de la reparcelación.

El acuerdo aprobatorio del Proyecto de Reparcelación producirá los siguientes efectos:

a) Transmisión a la Administración correspondiente, en pleno dominio y libre de cargas, 
de todos los terrenos de cesión obligatoria para su incorporación al patrimonio del suelo o su 
afectación a los usos previstos en el planeamiento.

b) Sustitución, con plena eficacia real, de las antiguas por las nuevas parcelas, siempre 
que quede establecida su correspondencia.

c) Afectación real de las parcelas adjudicadas al cumplimiento de las cargas y pago de 
los gastos inherentes al sistema de actuación correspondiente, que podrá ser sustituida por 
otra garantía que la Administración actuante considere suficiente.
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Artículo 194.  Extinción o transformación de derechos y cargas. Inscripción de la 
reparcelación.

Los efectos de la reparcelación sobre los derechos que no entren en la subrogación real, 
así como el acceso de aquélla al Registro de la Propiedad, se regirán por lo dispuesto en la 
legislación estatal.

Sección 5.ª Recepción y conservación de las obras de urbanización

Artículo 195.  Recepción de las obras de urbanización.

1. La recepción de las obras de urbanización, instalaciones y dotaciones corresponde a 
la Administración urbanística, la cual habrá de realizarla atendiendo únicamente al 
cumplimiento de las previsiones y especificaciones contenidas en el Proyecto de 
Urbanización definitivamente aprobado.

Podrán admitirse recepciones parciales de obras de urbanización, instalaciones y 
dotaciones siempre que las mismas pudieran ser susceptibles de destinarse al uso previsto 
con independencia de las demás.

Si las obras de urbanización han sido encargadas por la Administración urbanística, su 
recepción se regirá por la legislación de contratos de las Administraciones públicas. Si las 
obras han sido promovidas por otro sujeto, público o privado, su recepción por la 
Administración urbanística se adecuará a lo establecido en los restantes apartados de este 
artículo.

2. Finalizada la ejecución material de las obras de urbanización, la Administración 
urbanística deberá proceder a su recepción en el plazo de dos meses, a instancia de la 
persona o entidad pública o privada promotora de la actuación urbanística, o de cualquier 
sujeto que haya adquirido parcelas en el polígono o unidad de actuación. La Administración 
urbanística manifestará su conformidad o disconformidad con las obras en atención al grado 
de cumplimiento de las especificaciones del Proyecto de Urbanización y su ejecución 
material. Si las obras no se hallan en estado de ser recibidas, deberán señalarse las 
deficiencias observadas a los efectos de su subsanación y, en su caso, el plazo concedido 
para subsanarlas. Si, en el plazo citado, la Administración urbanística no hubiera 
comunicado por escrito al promotor las deficiencias o defectos observados en las obras de 
urbanización, instalaciones o dotaciones, se entenderá aprobada la recepción por silencio 
administrativo.

La Administración urbanística deberá pronunciarse expresamente sobre las obras 
ejecutadas para subsanar las deficiencias observadas. Si no se pronuncia en el plazo de un 
mes a contar desde la comunicación escrita de la conclusión de las citadas obras, se 
entenderá que han sido aprobadas.

3. Una vez recibidas las obras y aprobada, en su caso, la subsanación de los defectos 
observados, comenzará un plazo de garantía de un año de duración. Si al término de dicho 
plazo la Administración emite un informe favorable, o no se pronuncia durante los quince 
días siguientes a su conclusión, el contratista quedará relevado de toda responsabilidad, sin 
perjuicio del régimen jurídico aplicable a los vicios ocultos.

Artículo 196.  Conservación de las obras de urbanización.

1. La conservación de las obras de urbanización, incluyendo el mantenimiento de las 
dotaciones y los servicios correspondientes, incumbe a la Administración urbanística 
actuante, con las excepciones que se establezcan reglamentariamente y, en el marco fijado 
por éstos, en el planeamiento, en función de parámetros como el coste de mantenimiento de 
los distintos tipos de obras de urbanización o su uso. Cuando la conservación, total o 
parcialmente, no corresponda a la Administración urbanística, se podrá prever la 
constitución, voluntaria u obligatoria, de entidades dedicadas, de forma exclusiva o no, a la 
conservación de dichas obras, con el régimen que se establezca por vía reglamentaria o 
mediante convenio.

2. La recepción de las obras de urbanización determinará el comienzo del deber de 
conservación.
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CAPÍTULO III

Actuaciones asistemáticas en suelo urbano

Artículo 197.  Gestión del suelo urbano consolidado.

1. Tratándose de la gestión del suelo urbano consolidado, y por tanto, no incluido en 
polígonos o unidades de actuación, el propietario deberá solicitar la licencia de edificación en 
el plazo señalado en el planeamiento o, en su defecto, en la normativa urbanística, y 
completar, si la parcela no tiene la condición de solar, su urbanización. Para ello, deberá 
costear los gastos de urbanización y, en su caso, ejecutar las obras necesarias para 
completar los servicios urbanos y para regularizar las vías públicas existentes, y ceder 
gratuitamente al Ayuntamiento los terrenos exteriores a las alineaciones señaladas en el 
planeamiento.

2. Los propietarios de suelo podrán hacer uso de los instrumentos de información 
urbanística para saber si sus terrenos están calificados como suelo consolidado o no 
consolidado y, en su caso, cuáles son las obras de urbanización que sería necesario 
ejecutar con carácter previo a la edificación.

3. La Administración urbanística podrá autorizar que las obras necesarias para completar 
la urbanización se ejecuten simultáneamente a la edificación, siempre que se preste aval, u 
otra garantía que la Administración considere equivalente, por el importe de las citadas 
obras, debiendo advertir expresamente de que el otorgamiento de las licencias necesarias 
para la primera utilización de lo construido quedará supeditado a la conclusión y, en su caso, 
recepción, de las obras de urbanización.

CAPÍTULO IV

Obtención de terrenos dotacionales

Artículo 198.  Obtención de terrenos destinados a dotaciones locales incluidos en polígonos 
o unidades de actuación.

1. Los terrenos afectos a dotaciones públicas de carácter local incluidos en polígonos o 
unidades de actuación son de cesión obligatoria y gratuita.

2. La cesión se producirá por ministerio de la Ley, con la aprobación definitiva del 
instrumento que, en cada sistema de actuación, distribuya los beneficios y cargas. Cuando 
se aplique el sistema de expropiación mediante gestión directa, la cesión efectiva se 
entenderá producida cuando la Administración tome posesión de los terrenos. En otro caso, 
cuando las obras y terrenos le sean cedidos por el concesionario.

3. Los terrenos obtenidos por cesión obligatoria y gratuita quedarán adscritos por 
ministerio de la Ley a la Administración competente para la implantación del uso de que se 
trate.

Artículo 199.  Obtención de terrenos destinados a dotaciones locales no incluidos en 
polígonos o unidades de actuación.

Los terrenos afectos a dotaciones públicas de carácter local no incluidos en polígonos o 
unidades de actuación se obtendrán mediante expropiación u ocupación directa.

Artículo 200.  Obtención de terrenos destinados a dotaciones públicas situados en núcleos 
rurales.

1. Los terrenos afectos a dotaciones, servicios y sistemas de espacios libres de ámbito 
local que se sitúen en los núcleos rurales, se obtendrán por el sistema de expropiación como 
actuación aislada en núcleo rural, aunque excepcionalmente, cuando la población, densidad 
o demanda de equipamiento así lo requieran, los Planes Generales de Ordenación podrán 
introducir modelos de gestión que reconduzcan el proceso a formas análogas a las propias 
de otras clases de suelo.
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2. Los concejos cuya normativa urbanística no establezca las dotaciones, servicios y 
sistemas de espacios libres a ubicar en los núcleos rurales y en el conjunto del suelo no 
urbanizable, podrán señalarlos mediante las correspondientes normas complementarias, 
completadas, en su caso, y si fuera preciso por la modificación o revisión del Plan General 
de Ordenación.

Artículo 201.  Obtención de los terrenos afectos a sistemas generales.

El suelo destinado a sistemas generales se obtendrá:

a) Cuando estén incluidos en o adscritos a sectores o polígonos o unidades de 
actuación, mediante cesión obligatoria y gratuita y por los procedimientos previstos para la 
gestión urbanística por polígonos, así como, en su defecto, por expropiación u ocupación 
directa.

b) En los restantes supuestos, mediante expropiación u ocupación directa.

Artículo 202.  Obtención de los terrenos mediante expropiación.

1. La expropiación de los terrenos afectos a sistemas generales no incluidos en o 
adscritos a un sector o unidad de actuación, deberá tener lugar dentro de los cuatro años 
siguientes a la aprobación del planeamiento territorial o urbanístico que legitime esta 
actividad de ejecución.

2. Transcurrido sin efecto el plazo previsto en el número anterior, el procedimiento de 
expropiación forzosa se entenderá incoado por ministerio de la Ley si, efectuado 
requerimiento a tal fin por el propietario afectado o sus causahabientes, transcurre un año 
desde dicho requerimiento sin que la incoación se produzca.

Desde que se entienda legalmente incoado el procedimiento expropiatorio, el propietario 
interesado podrá formular hoja de aprecio, así como, transcurridos dos meses sin 
notificación de resolución alguna, dirigirse al Jurado de Expropiación del Principado de 
Asturias a los efectos de la fijación definitiva del justiprecio.

La valoración se entenderá referida al momento de la incoación del procedimiento por 
ministerio de la Ley y el devengo de intereses se producirá desde la formulación por el 
interesado de hoja de aprecio.

3. En el supuesto de sistemas generales incluidos o adscritos a sectores o unidades de 
actuación urbanizadora en suelo urbanizable, la Administración expropiante se incorporará a 
la comunidad de referencia para la distribución de beneficios y cargas en el polígono que 
corresponda y por la superficie en cada caso expropiada.

Artículo 203.  Ocupación directa.

1. Se entiende por ocupación directa la obtención de terrenos reservados en el 
planeamiento para dotaciones urbanísticas públicas, mediante el reconocimiento a su 
propietario del derecho a integrarse en un polígono o unidad de actuación en la que el 
aprovechamiento lucrativo total permitido por el planeamiento exceda del aprovechamiento 
que corresponda a sus propietarios.

2. La ocupación directa requiere que esté aprobada la ordenación detallada, tanto de los 
terrenos a ocupar, con determinación del aprovechamiento que corresponda a su propietario, 
como del polígono o de la unidad de actuación en la que haya de integrarse.

3. El procedimiento de ocupación directa se ajustará a las siguientes reglas:

a) La relación de terrenos a ocupar, sus propietarios, el aprovechamiento que les 
corresponda y los polígonos o unidades de actuación en los que hayan de integrarse, se 
publicará en el Boletín Oficial del Principado de Asturias y se notificará a dichos propietarios, 
otorgándoseles un plazo de audiencia de veinte días. Asimismo se notificará al Registro de 
la Propiedad, solicitando del mismo certificación de dominio y cargas de las fincas afectadas 
y la práctica de los asientos que correspondan.

b) Terminado dicho plazo se levantará acta de ocupación, haciendo constar el lugar y 
fecha, las características de los terrenos y su situación registral, la identificación de los 
propietarios, del aprovechamiento que les corresponda y del polígono o unidad de actuación 
en el que hayan de integrarse.
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c) Cuando existan propietarios desconocidos, no comparecientes, incapacitados sin 
persona que los represente o cuando se trate de propiedad litigiosa, las actuaciones 
señaladas se practicarán con intervención del ministerio fiscal.

4. El Ayuntamiento expedirá a favor de cada propietario certificación de los extremos 
señalados en el acta de ocupación, y remitirá copia al Registro de la Propiedad para inscribir 
a su favor la superficie ocupada.

5. Los propietarios afectados por estas ocupaciones tendrán derecho a la indemnización 
por ocupación temporal, en los términos establecidos en la legislación estatal.

6. Transcurridos cuatro años desde la ocupación sin que se hubiera producido la 
aprobación definitiva del instrumento de redistribución correspondiente, los interesados 
podrán advertir a la Administración de su propósito de iniciar el expediente de justiprecio, 
que se llevará a cabo por ministerio de la Ley una vez transcurridos seis meses desde dicha 
advertencia.

Idéntico derecho asiste a los propietarios si transcurren cuatro años desde la aprobación 
del planeamiento territorial o urbanístico que legitime la actividad de ejecución sin que se 
haya procedido a la ocupación directa.

CAPÍTULO V

Edificación de los solares para la construcción de vivienda y rehabilitación de 
los edificios

Artículo 204.  Deber de edificar los solares.

1. Los propietarios deberán edificar los terrenos que el planeamiento destine a la 
construcción de viviendas, en los términos establecidos en el presente Texto Refundido.

2. En el caso del suelo urbanizable y del suelo urbano incluido en polígonos o unidades 
de actuación, el plazo para el cumplimiento del deber de edificar comenzará a contarse 
desde la conversión de los terrenos en solares y, en su caso, desde su cesión por el 
urbanizador al propietario, en los términos previstos en el correspondiente Proyecto de 
Actuación.

3. Por lo que respecta al suelo urbano no incluido en polígonos o unidades de actuación, 
el plazo para el cumplimiento del deber de edificar comenzará a contarse desde la 
aprobación definitiva del instrumento de planeamiento urbanístico que contenga su 
ordenación detallada, aunque los terrenos aún no reúnan la condición de solar. En este 
último caso, el deber de edificar abarca también la obligación de dotar a la parcela de los 
elementos de urbanización necesarios para que se convierta en un solar, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 197 de este Texto Refundido.

4. El deber de edificar, y las disposiciones contenidas en el presente capítulo, afectan 
igualmente a los propietarios de las fincas en las que existieren construcciones paralizadas, 
ruinosas, derruidas o inadecuadas al lugar en que radiquen, quienes deberán emprender la 
edificación dentro de los plazos señalados en el artículo siguiente. En el caso de que el 
planeamiento prohíba la sustitución total o parcial de las edificaciones existentes, o imponga 
la conservación de determinados elementos o su rehabilitación integral, el deber de edificar 
se entenderá como deber de rehabilitar, respetando, al materializarse los correspondientes 
aprovechamientos urbanísticos, los elementos dotados de protección. En los supuestos a 
que se refiere este apartado, será necesario dar audiencia, junto al propietario, a los 
inquilinos, si los hubiera, a los efectos de ejercitar, en su caso, el derecho de retorno, en los 
términos regulados en la legislación estatal aplicable.

5. En particular, el deber de rehabilitar alcanzará a todas las construcciones en suelo no 
urbanizable siempre que no se encuentren fuera de ordenación. El plazo para el 
cumplimiento de dicho deber se iniciará con la aprobación definitiva del Plan General de 
Ordenación cuando identifique las construcciones susceptibles de rehabilitación, o, en su 
caso, con la aprobación del instrumento de planeamiento de desarrollo que se promoverá 
para la ordenación de las construcciones afectadas por dicho deber.
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Artículo 205.  Plazo para edificar o rehabilitar.

1. Los plazos aplicables al cumplimiento del deber de edificar serán los fijados por el 
planeamiento general o de desarrollo en función de la clasificación y calificación del suelo y 
de las circunstancias específicas que concurran en determinadas áreas o solares, que serán 
apreciadas de forma motivada. Para el suelo urbanizable prioritario esos plazos no podrán 
ser superiores a dos años desde que las respectivas parcelas alcancen la condición de solar.

2. En defecto de plazo señalado en el planeamiento, o salvo que éste señalara plazo 
mayor, se aplicará el de dos años, que comenzará a computarse desde la aprobación del 
Plan, para el suelo urbano consolidado y suelo no urbanizable, y desde que las parcelas 
alcancen la condición de solar en los demás casos.

3. La Administración podrá conceder prórrogas con una duración máxima conjunta de un 
año, a petición de los interesados, por causas justificadas y de forma motivada. En casos 
excepcionales, y siempre que no se oponga a una necesidad constatada de viviendas, 
podrán concederse prórrogas adicionales, que deberán motivarse circunstanciadamente.

4. El plazo se suspenderá en el momento en que el propietario solicite licencia de 
edificación. En caso de que la licencia sea denegada o caduque el procedimiento, se 
reanudará el cómputo del plazo, únicamente por el período que restara en el momento en 
que se solicitó la licencia.

Artículo 206.  Consecuencias del incumplimiento de los deberes de edificar o rehabilitar.

Si vence el plazo concedido para cumplir los deberes de edificar o rehabilitar, incluidas 
sus eventuales prórrogas, la Administración decretará la edificación forzosa del solar o, en 
su caso, la rehabilitación forzosa del inmueble, bien de manera directa o a través de un 
particular, denominado agente edificador, con arreglo a las reglas establecidas en los 
artículos siguientes.

Artículo 207.  Actuación directa y a través de una sociedad urbanística.

1. La Administración urbanística podrá aprobar programas de edificación forzosa, de 
forma simultánea al planeamiento general o a través del procedimiento de delimitación de 
polígonos o unidades de actuación, en los que se delimiten áreas prioritarias a los efectos de 
la edificación forzosa. El Principado de Asturias podrá celebrar convenios con los 
Ayuntamientos a fin de colaborar en la gestión de los programas de edificación forzosa. 
También se podrán aprobar programas de rehabilitación, con el mismo contenido y 
determinaciones, en los que se regule la gestión de edificios que, de acuerdo con el 
planeamiento, deban ser objeto de rehabilitación integral o en los que deban conservarse 
algunos elementos, delimitando áreas prioritarias.

2. Cuando se incumpla el deber de edificar en algún terreno incluido en dichas áreas, la 
Administración podrá expropiarlo a fin de asumir la edificación, o bien encomendar a una 
sociedad urbanística pública el desarrollo de la actuación. En este último caso, la sociedad 
urbanística actuará como beneficiaria de la expropiación y asumirá frente a la Administración 
el deber de edificar en los plazos que se fijen en el convenio que regule la actuación, que en 
ningún caso podrán ser más largos que los otorgados inicialmente al propietario.

3. La Administración notificará al propietario del terreno la iniciación del procedimiento, 
concediéndole un plazo de veinte días para formular alegaciones, y a la vez ordenará su 
anotación en el Registro de la Propiedad, en los términos de la legislación aplicable. Se 
aplicará a estas anotaciones el régimen previsto para el acceso al Registro de la Propiedad 
de la inscripción de fincas en el Registro de solares y terrenos sin edificar.

4. Concluido el trámite de audiencia, el Ayuntamiento aprobará, en su caso, la actuación 
o el convenio que la regule, en caso de que la vaya a asumir una sociedad urbanística 
pública.

5. La expropiación podrá tramitarse por el procedimiento de tasación conjunta.
6. Una vez ocupado el inmueble, comenzarán a computarse los plazos fijados para 

solicitar licencia y para proceder a la edificación. Asimismo se inscribirá la transmisión en el 
Registro de la Propiedad, aplicándose lo previsto en su normativa específica para la 
inscripción de las adjudicaciones de solares en régimen de venta forzosa.
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Artículo 208.  Actuación a través de un agente edificador.

1. Cualquier particular con capacidad suficiente para asumir las responsabilidades 
previstas en este precepto podrá colaborar con la Administración en la garantía del 
cumplimiento del deber de edificar, con la denominación de agente edificador o, en su caso, 
rehabilitador, e instar el ejercicio de la potestad de expropiación para adquirir el solar no 
edificado, siempre que asuma la obligación de solicitar licencia en el plazo máximo de tres 
meses a contar desde la fecha en que adquiera la disponibilidad del terreno.

2. Los programas de edificación podrán incluir, motivadamente, alguna de las siguientes 
determinaciones respecto a la actuación de agentes edificadores:

a) Excluir su actuación en determinadas áreas.
b) Establecer que, fuera de las áreas priorizadas en las que se admite la edificación 

forzosa por iniciativa pública, sólo se admitirán actuaciones de edificación forzosa cuando el 
agente, además de comprometerse a edificar en las condiciones previstas en el 
planeamiento, fije en su solicitud un precio máximo para las viviendas resultantes de la 
actuación.

3. Si el Ayuntamiento entiende que la solicitud reúne los requisitos formales exigibles, la 
notificará al propietario del terreno, concediéndole un plazo de veinte días para efectuar 
alegaciones y ordenará su anotación en el Registro de la Propiedad, en los términos de la 
legislación aplicable.

4. Transcurridos veinte días desde la notificación dirigida al propietario, el Ayuntamiento 
deberá resolver en el plazo de un mes acerca de la aprobación de la solicitud de edificación 
forzosa. Si en dicho plazo no se notifica resolución expresa, se podrá entender desestimada 
la solicitud.

5. Se aplicarán los apartados 5 y 6 del artículo anterior.

Artículo 209.  Concurrencia de distintas iniciativas.

Siempre que un particular presente una solicitud al amparo de lo previsto en el artículo 
anterior, la Administración podrá optar por gestionar ella misma la actuación, aplicando el 
artículo 207 de este Texto Refundido, o abrir un trámite de información pública, por el plazo 
de un mes desde la solicitud, para que puedan presentarse otras. Cuando se presenten 
varias solicitudes de particulares, la Administración elegirá motivadamente entre ellas, 
teniendo presente, entre otros factores, el precio de las viviendas resultantes. A este efecto, 
se podrá otorgar un plazo a los solicitantes para que mejoren su solicitud o hagan 
proposiciones acerca de los factores que la Administración considere más importantes. La 
Administración urbanística decidirá acerca de las solicitudes presentadas en el plazo de un 
mes, salvo que se haya optado por permitir su mejora o nuevas proposiciones, en cuyo caso 
se ampliará a un mes más.

CAPÍTULO VI

Convenios urbanísticos

Artículo 210.  Clases de convenios.

1. El Principado de Asturias y los Ayuntamientos podrán suscribir, conjunta o 
separadamente, y siempre en el ámbito de sus respectivas competencias, convenios con 
personas o entidades públicas o privadas, tengan éstas o no la condición de propietarios de 
los terrenos correspondientes, para su colaboración en el mejor y más eficaz desarrollo de la 
actividad administrativa urbanística.

2. Los convenios que se celebren entre distintas Administraciones Públicas para la 
colaboración en el ejercicio de sus respectivas competencias no tendrán la calificación de 
convenios urbanísticos y se regirán por su normativa específica.

3. Los convenios que se celebren entre particulares, incluidos los que se celebren entre 
los agentes urbanizadores, edificadores o rehabilitadores y los particulares afectados por su 
actuación, tendrán carácter privado y no se considerarán convenios urbanísticos, si bien sus 
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determinaciones serán incorporadas a actos o procedimientos administrativos en los 
términos previstos en la normativa aplicable.

Artículo 211.  Contenido.

1. Los convenios urbanísticos podrán tener el contenido expresamente previsto en la 
normativa urbanística o el que las partes libremente acuerden, siempre que no vulneren, 
directa o indirectamente, la normativa urbanística o el planeamiento, y respeten el principio 
de indisponibilidad de las potestades administrativas.

2. En todo caso, deberá especificarse en los convenios cuál es el régimen jurídico 
aplicable a la actuación pactada, diferenciando los deberes y obligaciones a que habrían 
estado sometidas las partes en ausencia de convenio por aplicación de dicho régimen 
jurídico, y los que asuman voluntariamente, en su caso, en el convenio.

3. En los convenios en que se determine el contenido y la forma de cumplimiento de los 
deberes impuestos a los particulares en el proceso de gestión urbanística, incluida la 
conversión a metálico de los aprovechamientos urbanísticos que corresponden a la 
Administración, en los supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 119 de este Texto 
Refundido, deberá incluirse como anexo la valoración pertinente, practicada o avalada por 
los servicios administrativos que tengan atribuida tal función con carácter general en la 
correspondiente Administración.

4. En casos excepcionales, los convenios podrán prever o tener por objeto 
modificaciones urbanísticas parciales, siempre que con ello no se ponga en riesgo la 
dirección pública del desarrollo urbanístico del concejo. En todo caso, los convenios no 
podrán conducir, directa o indirectamente, al falseamiento de los procedimientos 
administrativos y de participación ciudadana necesarios para la práctica de la modificación. 
Las estipulaciones convenidas sólo producirán, en su caso, el efecto de vincular a las partes 
del convenio para la iniciativa y tramitación de los pertinentes procedimientos para la 
innovación del planeamiento sobre la base del acuerdo sobre la oportunidad, conveniencia y 
posibilidad de una nueva solución de ordenación. En ningún caso vincularán o condicionarán 
el ejercicio por la Administración Pública, incluso la firmante del convenio, de la potestad de 
planeamiento.

Artículo 212.  Eficacia real.

1. El contenido de los convenios urbanísticos deberá ser inscrito en el Registro de la 
Propiedad en los términos previstos en su normativa específica.

2. Los compromisos adquiridos convencionalmente por los propietarios de terrenos 
vincularán a los terceros adquirentes de éstos cuando hayan sido inscritos, de acuerdo con 
lo previsto en la legislación estatal.

Artículo 213.  Procedimiento y publicidad.

1. Los convenios se someterán a información pública por el plazo de un mes y serán 
suscritos en nombre de la entidad local por el órgano municipal competente. Los convenios 
regulados en el apartado 4 del artículo 211 de este Texto Refundido, deberán ser 
autorizados previamente por el Pleno. Los convenios que celebre el Principado de Asturias 
serán suscritos por el órgano que resulte competente según sus propias normas de 
organización.

2. Una vez suscritos, los convenios serán publicados en el Boletín Oficial del Principado 
de Asturias e incorporados al Registro público de Planeamiento y Gestión Urbanística de 
Asturias.

Artículo 214.  Normas aplicables a los convenios urbanísticos.

Los convenios urbanísticos se regirán por este Texto Refundido y sus disposiciones de 
desarrollo y, de forma supletoria, por las normas y principios generales del Derecho 
Administrativo y, en su defecto, del Derecho Civil.
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TÍTULO VI

Intervención pública en el mercado del suelo

CAPÍTULO I

Patrimonios públicos de suelo

Artículo 215.  Tipos.

1. El Principado de Asturias deberá constituir, mantener y gestionar su propio patrimonio 
de suelo, con la finalidad de facilitar la ejecución de los instrumentos de ordenación del 
territorio, obtener reservas de suelo para actuaciones de interés regional y contribuir a la 
consecución de los fines de los demás patrimonios públicos de suelo.

2. Los concejos que cuenten con planeamiento general deberán asimismo constituir, 
mantener y gestionar sus respectivos patrimonios municipales de suelo, con la finalidad de 
facilitar la ejecución del planeamiento urbanístico, obtener reservas de suelo para 
actuaciones previstas en aquél, y contribuir a la regulación del mercado inmobiliario.

3. Reglamentariamente se establecerán las formas y procedimientos de colaboración 
entre los distintos patrimonios públicos de suelo ; en particular, la cesión de bienes entre 
ellos y la aplicación de derechos económicos del patrimonio de suelo del Principado de 
Asturias para la adquisición de bienes a favor de los patrimonios municipales.

Artículo 216.  Naturaleza y bienes integrantes.

1. Integrarán el patrimonio público de suelo que proceda, según cual sea su 
Administración titular, los siguientes bienes y derechos económicos:

a) Los terrenos que teniendo ya naturaleza patrimonial sean clasificados por el 
planeamiento urbanístico como suelo urbano o suelo urbanizable.

b) Los terrenos u otros bienes obtenidos por cesiones y expropiaciones urbanísticas, 
ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, derecho de readquisición preferente y, en 
general, por la ejecución del planeamiento urbanístico o de los instrumentos de ordenación 
del territorio y disciplina urbanística, incluido siempre el aprovechamiento urbanístico que 
exceda del que corresponda a los propietarios de suelo urbano y urbanizable.

c) Los terrenos adquiridos con la finalidad de incorporarlos a los propios patrimonios 
públicos de suelo.

d) Los créditos que tengan como garantía hipotecaria los bienes incluidos en ellos.
e) Los intereses o beneficios de sociedades o entidades en las que se aporten como 

capital público bienes de dichos patrimonios.
f) Las transferencias y consignaciones presupuestarias cuyo fin sea la conservación, 

ampliación o gestión de los mismos.
g) Los ingresos obtenidos como consecuencia de la gestión del propio patrimonio.
h) Los ingresos obtenidos por la transferencia a particulares de aprovechamientos 

urbanísticos que correspondan a la Administración.
i) Los ingresos obtenidos en concepto de sanciones urbanísticas.

2. Los patrimonios públicos de suelo tendrán carácter de patrimonio separado y 
vinculado a sus fines específicos y los bienes inmuebles incluidos en ellos se considerarán, a 
los solos efectos del régimen aplicable a los actos de disposición, como bienes 
patrimoniales.

3. Los Planes Generales de Ordenación podrán establecer, sobre suelo clasificado como 
urbanizable, reservas de terreno de posible adquisición para constitución o ampliación del 
patrimonio municipal de suelo.
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Artículo 217.  Destino.

Los bienes y derechos económicos integrantes de los patrimonios públicos de suelo 
necesariamente deberán destinarse a lo que al respecto esté previsto en los instrumentos de 
ordenación urbanística, en atención a los fines de interés social que se enumeran a 
continuación:

a) Conservación, gestión o ampliación del propio patrimonio, en el caso de los 
municipales, o de cualesquiera de los patrimonios públicos de suelo, en el caso del 
perteneciente al Principado de Asturias.

b) Construcción de viviendas acogidas a algún régimen de protección pública, sin que el 
porcentaje de viviendas de las denominadas protegidas concertadas sobrepase el cincuenta 
por ciento de la edificabilidad residencial que les corresponda. No obstante, se podrán 
excepcionar del destino a viviendas protegidas aquellas actuaciones urbanísticas de 
tipología unifamiliar en las que dicho aprovechamiento genere un número inferior a veinte 
viviendas, pudiendo transmitirse los terrenos en que se sitúe dicho aprovechamiento por 
cualquiera de las formas de gestión previstas para los patrimonios públicos de suelo.

c) Ejecución de dotaciones urbanísticas públicas, incluidos los sistemas generales y 
locales.

Artículo 218.  Gestión.

1. Los bienes de los patrimonios públicos de suelo podrán ser:

a) Enajenados, con arreglo a los procedimientos de concurso o de subasta, conforme a 
las siguientes reglas:

1.ª Se aplicará el procedimiento de concurso cuando el uso de los terrenos a enajenar se 
afecte a la construcción de viviendas que hayan de ser protegidas conforme a la letra b) del 
artículo anterior. Asimismo, se empleará el concurso cuando los terrenos se destinen a la 
construcción de edificios de servicio público que requieran un emplazamiento determinado 
sin propósito especulativo, como centros culturales, sanitarios o instalaciones deportivas. Si 
el concurso quedare desierto, la Administración podrá enajenar directamente dentro del 
plazo máximo de un año, con arreglo al precio tipo de licitación y estableciendo la obligación 
de interesar la expedición de licencia municipal en el plazo de seis meses y concluir la 
edificación en un plazo adecuado a la importancia de la misma, desde la obtención de la 
licencia.

2.ª Cuando el uso previsto en el planeamiento urbanístico no sea residencial, se podrá 
emplear el procedimiento de subasta; el tipo de licitación será el valor que tenga atribuido el 
terreno, determinado de conformidad con la legislación estatal o, si excediere de éste, el que 
resulte de sumar al importe de adquisición la parte proporcional de las obras y servicios 
establecidos, gastos complementarios de gestión o preparación, alojamiento para familias o 
empresas radicadas e indemnizaciones satisfechas. Si la subasta quedare desierta, la 
Administración podrá enajenar directamente dentro del plazo máximo de un año, con arreglo 
al precio tipo de licitación y estableciendo la obligación de comenzar la edificación en el 
plazo de seis meses y terminarla en otro adecuado a la importancia de la misma.

b) Cedidos gratuitamente o por precio fijado para el fomento de viviendas sujetas a 
cualquier régimen de protección pública o la realización de programas de conservación o 
mejora medioambiental, bien a cualquiera de las otras Administraciones Públicas o 
entidades públicas mediante convenio suscrito a tal fin, bien a entidades cooperativas, 
incluso en proceso de formación en la forma que se determine reglamentariamente, o de 
carácter benéfico o social sin ánimo de lucro mediante concurso.

c) Cedidos gratuitamente mediante convenio suscrito a tal fin a cualesquiera de las 
restantes Administraciones Públicas, de las entidades públicas de ellas dependientes o 
adscritas, o a asociaciones o entidades sin ánimo de lucro, para la ejecución de 
equipamientos públicos o de otras instalaciones de utilidad pública o interés social.

d) Permutados, siendo de aplicación a los bienes que la Administración obtenga en la 
permuta las siguientes condiciones:
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1.º No podrán ser objeto de nueva permuta.
2.º Deberán destinarse efectivamente a los fines de los patrimonios públicos de suelo en 

el plazo máximo de dos años cuando los terrenos cuenten con ordenación detallada, 
debiendo ésta ser aprobada cuando no exista en el plazo máximo de un año. Los referidos 
plazos se contarán desde la fecha de la transmisión.

2. En cualquier caso, la enajenación o cesión de los bienes deberá efectuarse en 
condiciones que aseguren, cuando proceda, los plazos máximos de urbanización y 
edificación y los precios finales de las viviendas e impidan, en todo caso, a los adquirentes 
tanto de aquéllos como de éstas la ulterior enajenación por precio superior al de adquisición 
con el incremento derivado de los índices pertinentes.

3. Las Administraciones titulares de patrimonios públicos de suelo deberán documentar, 
en los términos que se precisen reglamentariamente, los bienes y derechos económicos 
integrantes, las enajenaciones de bienes y el destino final de éstos. La gestión anual de la 
explotación se acompañará a la liquidación de las cuentas correspondientes a la ejecución 
de los presupuestos anuales y será objeto de control en los mismos términos que dicha 
liquidación.

CAPÍTULO II

Otros instrumentos de intervención en el mercado del suelo

Artículo 219.  Objetivos e instrumentos.

1. De acuerdo con el principio constitucional de función social de la propiedad, el 
presente Texto Refundido establece un conjunto de medidas tendentes al cumplimiento de 
dicho fin dentro de los ámbitos competenciales del Principado de Asturias relativos a usos 
residenciales, industrias, de equipamiento y sistemas, o para el ejercicio de acciones 
públicas de acondicionamiento, mejora, conservación, protección, rehabilitación, o cualquier 
otro fin social de acuerdo con el planeamiento urbanístico.

2. Con tal fin, se podrá adoptar alguna o algunas de las siguientes medidas, y, en este 
último caso, de forma independiente o acumulativa:

a) Delimitación de áreas sujetas a los derechos de tanteo y retracto.
b) Expropiaciones para la constitución de reservas regionales de suelo.
c) Actuaciones urbanísticas concertadas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

19 de este Texto Refundido.

Sección 1.ª Delimitación de áreas sujetas a los derechos de tanteo y retracto

Artículo 220.  Delimitación de áreas sujetas a los derechos de tanteo y retracto.

1. El Principado de Asturias podrá proceder, al igual que los Ayuntamientos, a la 
delimitación de áreas en que las transmisiones onerosas de terrenos y edificaciones queden 
sujetas al ejercicio de los derechos de tanteo y retracto.

2. Al delimitarse estas áreas deberá establecerse si las transmisiones sujetas al ejercicio 
de tales derechos son sólo las de terrenos sin edificar, tengan o no la condición de solares, o 
se incluyen también las de los terrenos con edificación que no agote el aprovechamiento 
permitido por el planeamiento, con edificación en construcción, ruinosa o disconforme con la 
ordenación aplicable.

3. Podrá igualmente disponerse en el acuerdo de delimitación de áreas la sujeción al 
ejercicio de los expresados derechos de las transmisiones de viviendas en construcción o 
construidas, siempre que el transmitente hubiera adquirido del promotor y, en el segundo 
caso, la transmisión se proyecte antes de transcurrido un año desde la terminación del 
edificio.

4. Si el ámbito delimitado hubiere sido previamente declarado, en todo o en parte, como 
área de rehabilitación integrada, podrá también establecerse en el correspondiente acuerdo 
que el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto abarque incluso las fincas edificadas 
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conforme a la ordenación aplicable, tanto en el supuesto de que la transmisión se proyecte o 
verifique en conjunto como fraccionadamente, en régimen o no de propiedad horizontal.

Artículo 221.  Instrumentos y procedimiento de delimitación.

1. La delimitación de dichas áreas por los Ayuntamientos podrá efectuarse en el propio 
planeamiento general, en la revisión de su programa de actuación o mediante el 
procedimiento de delimitación de polígonos y unidades de actuación.

2. En la delimitación deberá especificarse:

a) Ámbito geográfico de la zona con referencia a calles, sectores, parcelas catastrales o 
cualquier otra especificación fácilmente reconocible.

b) Memoria justificativa de la operación, en la que se deberá motivar la delimitación del 
ámbito en relación con el conjunto territorial no afectado.

c) Relación de los bienes afectados y de sus propietarios.
d) Plazo durante el cual queden sometidos a tanteo y retracto los bienes incluidos en el 

área. Dicho plazo no podrá ser superior a ocho años.
e) Destino urbanístico de los terrenos obtenidos.
f) Cuando el área sea delimitada por el Principado de Asturias, será necesario 

especificar si es conveniente o no incluir el área delimitada en un área de actuación 
urbanística concertada, o configurarla como área de reserva a efectos expropiatorios.

3. Será preceptivo notificar a los propietarios afectados la apertura del trámite de 
información pública.

4. La delimitación de áreas por el Principado de Asturias se llevará a cabo por acuerdo 
del Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de urbanismo 
y ordenación del territorio, previa información pública durante un mes, audiencia de las 
entidades locales interesadas e informe del pleno de la Comisión de Urbanismo y 
Ordenación del Territorio del Principado de Asturias.

5. A los efectos previstos en el artículo siguiente, la Administración remitirá a los 
Registros de la Propiedad correspondientes copia certificada de los planos que reflejan la 
delimitación y relación detallada de las calles o sectores comprendidos en aquellas áreas y 
de los propietarios y bienes concretos afectados, mediante traslado de copia del acuerdo de 
delimitación.

6. Sin perjuicio de que la delimitación de las áreas sometidas al ejercicio de los derechos 
de tanteo y retracto sea inmediatamente ejecutiva una vez publicado el acuerdo de 
aprobación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias, deberán notificarse a la 
Administración actuante, a efectos del posible ejercicio posterior del derecho de retracto, 
todas las transmisiones efectuadas hasta ese momento, desde la publicación del anuncio de 
la información pública en el citado Boletín.

Artículo 222.  Obligaciones de los propietarios afectados por la delimitación.

1. Los propietarios de bienes afectados por estas delimitaciones deberán notificar a la 
Administración actuante la decisión de enajenarlos, con expresión del precio y forma de 
pago proyectados y restantes condiciones esenciales de la transmisión, a efectos del posible 
ejercicio del derecho de tanteo, durante un plazo de sesenta días naturales a contar desde el 
siguiente al día en el que se haya producido la notificación.

2. Cuando no se hubiere hecho la notificación establecida en el artículo precedente, se 
omitiere en ella cualquiera de los requisitos exigidos o resultare inferior el precio efectivo de 
la transmisión o menos onerosas las restantes condiciones de ésta, la Administración 
actuante podrá ejercitar el derecho de retracto. También procederá el ejercicio de ese 
derecho respecto de las transmisiones efectuadas a partir de la publicación del anuncio del 
trámite de información pública, siempre que se respete el plazo fijado en el apartado 
siguiente.

3. Este derecho de retracto habrá de ejercitarse en el plazo de sesenta días naturales 
contados desde el siguiente al de la notificación de la transmisión efectuada, que el 
adquirente deberá hacer en todo caso a la Administración actuante, mediante entrega de 
copia de la escritura o documento en que fuere formalizada.
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4. Los efectos de la notificación para el ejercicio del derecho de tanteo caducarán a los 
cuatro meses siguientes a la misma sin que se efectúe la transmisión. La transmisión 
realizada transcurrido este plazo se entenderá efectuada sin dicha notificación, a efectos del 
ejercicio del derecho de retracto.

Artículo 223.  Reservas regionales de suelo.

1. El Principado de Asturias podrá llevar a cabo expropiaciones urbanísticas para la 
constitución de Reservas Regionales de Suelo en aquellas áreas delimitadas para el 
ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, cualquiera que sea la clasificación de suelo.

2. La constitución de Reservas Regionales de Suelo tendrá lugar mediante declaración 
del Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de urbanismo 
y ordenación del territorio, previo convenio con el Ayuntamiento respectivo.

3. La delimitación como suelo de reserva a los expresados fines implicará la declaración 
de utilidad pública y la necesidad de ocupación a efectos expropiatorios.

4. Podrá ser beneficiaria de la expropiación cualquier entidad pública o sociedad con 
capital exclusiva o mayoritariamente público cuyo fin primordial sea la promoción, 
urbanización o acondicionamiento de suelo, mejora, conservación, protección o 
rehabilitación de áreas total o parcialmente edificadas.

5. El procedimiento de expropiación preferente será el de tasación conjunta regulado por 
la legislación urbanística.

Artículo 224.  Pago del justiprecio y adjudicación de las parcelas resultantes.

1. El pago del justiprecio se podrá efectuar en metálico o, previo acuerdo entre las 
partes, con parcelas resultantes de la propia actuación o, si no fuera posible, con otras cuyo 
aprovechamiento urbanístico sea, al menos, equivalente al que tenía el terreno expropiado y 
su posibilidad de actuación en el tiempo sean análogos.

2. Las parcelas resultantes de la urbanización podrán adjudicarse:

a) Directamente a la entidad pública o sociedad que reúna la condición de beneficiaria de 
la expropiación, que podrá promoverlas por sí, o estableciendo los oportunos convenios con 
otros promotores públicos o privados, en cuyo caso adquirirán la condición de promotores 
asimilados, o mediante su enajenación, conforme a las modalidades que cada entidad o 
sociedad tenga establecidas.

b) Mediante enajenación a través de concurso público de acuerdo con el pliego de 
condiciones correspondientes, autorizado por el Consejo de Gobierno y con precio limitado 
en un porcentaje respecto a la edificación resultante, o con modalidades distintas adaptadas 
a sus características en el supuesto de instalaciones industriales, que serán fijadas 
reglamentariamente por acuerdo del Consejo de Gobierno.

Artículo 225.  Delimitación de áreas de tanteo y retracto sobre viviendas de protección 
pública.

1. Al objeto de garantizar el cumplimiento efectivo de las limitaciones sobre precios 
máximos de venta de las viviendas sujetas a cualquier régimen de protección pública que 
imponga dicha vinculación, los Ayuntamientos podrán delimitar áreas en las que tanto las 
primeras como las ulteriores transmisiones onerosas de aquéllas queden sujetas a las 
notificaciones prevenidas en el artículo 222 de este Texto Refundido, a efectos del posible 
ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, en los plazos establecidos en el mismo.

2. El Principado de Asturias, subsidiariamente o a solicitud del Ayuntamiento implicado, 
podrá realizar la delimitación de áreas o ejercer el derecho de tanteo y retracto a que se 
refiere el apartado anterior de este artículo.

Sección 2.ª Otros instrumentos de intervención en el mercado del suelo

Artículo 226.  Derecho de superficie.

1. Las Administraciones públicas, las entidades de derecho público dependientes de 
ellas, los consorcios y las sociedades urbanísticas podrán constituir el derecho de superficie 
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sobre terrenos de su propiedad o integrantes de patrimonios públicos de suelo cuya gestión 
les corresponda, con destino a la construcción de viviendas con protección pública o a otros 
usos de interés social previstos en el planeamiento urbanístico o vinculados a su ejecución.

2. Al régimen del derecho de superficie establecido en la legislación del Estado se 
aplicarán de forma complementaria las siguientes reglas:

a) Su constitución se podrá llevar a cabo con arreglo a los procedimientos de concurso o 
subasta. No obstante, podrá constituirse directamente en los supuestos en que proceda de 
acuerdo a lo dispuesto en la legislación sobre régimen de patrimonio, en función de la 
naturaleza del superficiario.

b) Su carácter oneroso o gratuito se regirá por lo dispuesto en la legislación sobre 
régimen de patrimonio, en función de la naturaleza del superficiario.

c) El derecho de superficie gozará de los beneficios derivados de la normativa de 
viviendas con protección pública, siempre que se cumplan los requisitos en ella establecidos.

Artículo 227.  Derecho de readquisición preferente.

1. Al enajenar bienes pertenecientes a sus patrimonios de suelo, las Administraciones 
deberán insertar las cláusulas oportunas que obliguen al adquirente a respetar los 
compromisos que justifiquen el interés público de la operación, referidos, según los casos, a 
la urbanización del terreno, a su edificación y al precio de venta de las viviendas resultantes. 
Estos compromisos deberán estar en concordancia con las determinaciones de los 
instrumentos de planeamiento urbanístico y de gestión aplicables.

2. Si el adquirente de un bien procedente de un patrimonio público de suelo lo enajenase 
antes de su edificación y en el plazo de cuatro años desde que lo adquirió, la Administración 
que se lo cedió podrá readquirirlo al mismo precio al que se lo vendió, incrementado en la 
cuantía que resulte de aplicar el índice de precios al consumo o el que se fije 
reglamentariamente.

3. El adquirente de un bien procedente de un patrimonio público de suelo que hubiese 
adquirido el deber de edificación y pretendiere enajenarlo deberá comunicar su propósito a la 
Administración, que tendrá un plazo de tres meses para ejercitar el derecho de readquisición 
preferente.

4. Las Administraciones públicas que sean titulares de patrimonios de suelo dotarán 
créditos presupuestarios para el ejercicio de esta facultad con el carácter de ampliables.

TÍTULO VII

Intervención en la edificación y el uso del suelo y del subsuelo

Artículo 228.  Licencia urbanística.

1. La licencia urbanística es el acto administrativo mediante al cual adquieren efectividad 
las posibilidades de parcelación, edificación, ocupación, aprovechamiento o uso relativos a 
un suelo determinado, previa concreción de lo establecido al respecto en las leyes, 
planeamiento y demás normativa urbanística.

2. Sin perjuicio de cualesquiera otras autorizaciones que fueran procedentes con arreglo 
a la legislación sectorial específica, estarán supeditados a la obtención de licencia previa, a 
los efectos de la legislación urbanística, los actos de edificación y uso del suelo, tales como 
las parcelaciones urbanísticas, los movimientos de tierra, las obras de nueva planta, 
modificación de estructura o aspecto exterior de las edificaciones existentes, la primera 
utilización de los edificios y la modificación del uso de los mismos, la demolición de 
construcciones, la colocación de carteles de propaganda visibles desde la vía pública y los 
demás actos que señalaren los planes, normas y ordenanzas urbanísticas, excepto cuando 
se lleven a cabo en cumplimiento de órdenes de ejecución emanadas de la autoridad 
municipal competente. Cuando los actos de edificación y uso del suelo se realizaren por 
particulares en terrenos de dominio público, se exigirá también licencia, con independencia 
de las autorizaciones o concesiones que sea pertinente otorgar por parte del ente titular del 
dominio público.
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A estos efectos, solamente se conceptuarán como obras menores aquellas de sencilla 
técnica y escasa entidad constructiva y económica que no supongan alteración del volumen, 
del uso objetivo, de las instalaciones y servicios de uso común o del número de viviendas y 
locales, ni afecten al diseño exterior, a la cimentación a la estructura o a las condiciones de 
habitabilidad o seguridad de los edificios e instalaciones de todas clases. En ningún caso se 
entenderán como tales las parcelaciones urbanísticas, los cierres de muro de fábrica de 
cualquier clase, las intervenciones en edificios declarados bienes de interés cultural y 
catalogados, los grandes movimientos de terrenos y la tala masiva de arbolado.

3. Los actos enumerados en el apartado anterior, que se promuevan por la 
Administración del Estado, por la Administración del Principado de Asturias, o por entes de 
derecho público dependientes de una u otra, estarán igualmente sujetos a licencia municipal, 
salvo que se excepcione por la legislación sectorial aplicable, y sin perjuicio de lo establecido 
en los artículos 17 y 18 de este Texto Refundido.

4. Las obras públicas municipales, incluidas las de urbanización realizadas por los 
particulares en cumplimiento de la normativa y el planeamiento urbanístico, así como las 
ejecutadas por los concesionarios de servicios públicos locales para la prestación del 
servicio concedido, se entenderán autorizadas por el acuerdo de aprobación del proyecto, 
previa acreditación en el expediente del respeto al planeamiento en vigor y a la normativa 
urbanística.

5. Dentro de los límites marcados por el presente Texto Refundido y por la legislación 
sobre régimen local, corresponde a los concejos la competencia para el otorgamiento de 
licencias, que será ejercitada en los términos y con las condiciones fijadas en esta norma.

Artículo 229.  Procedimiento.

1. Las solicitudes de licencia se resolverán a través del procedimiento establecido en las 
normas reguladoras del régimen local.

2. El proyecto técnico en el que se base la solicitud de licencia deberá disponer del 
correspondiente visado colegial, salvo en los proyectos de obras y construcciones de todo 
tipo, de o para las Administraciones Públicas o de los organismos autónomos y demás 
entidades de derecho público que dependan de ellas.

La memoria del proyecto desarrollará los argumentos necesarios para justificar el 
cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 109 de este texto y se acompañará de los 
correspondientes planos de situación a escala 1:10.000 o 1:2.000, según se trate de terrenos 
no urbanizables o urbanos y de cualquier otra información gráfica que resulte precisa en 
orden a respaldar su contenido, con expresa indicación de la clasificación y calificación del 
suelo objeto de la actuación y de la normativa y ordenanzas aplicables al mismo.

3. Queda sin efecto la exigencia del visado urbanístico cuya emisión se atribuya a los 
Colegios Profesionales.

4. Una vez presentado ante el Ayuntamiento, el proyecto adquiere el carácter de 
documento oficial y de la exactitud y veracidad de los datos técnicos consignados en el 
mismo responde su autor a todos los efectos.

5. En todo procedimiento de concesión de licencia es preceptiva la emisión por personal 
titulado competente de informes técnicos y jurídicos por los servicios correspondientes de la 
entidad otorgante o, en su caso, de las Oficinas Urbanísticas Territoriales en los términos de 
lo dispuesto en el artículo 9, apartado 4, de este Texto Refundido.

Cuando la entidad local carezca de los servicios técnicos o jurídicos adecuados, los 
referidos informes deberán ser solicitados a la Comisión de Urbanismo y Ordenación del 
Territorio del Principado de Asturias.

6. Toda denegación de licencia deberá ser motivada con referencia explícita a la norma o 
planeamiento que esté en contradicción con la licencia solicitada.

7. Las licencias se entenderán obtenidas por silencio positivo una vez transcurridos los 
plazos y cumplidas las condiciones establecidas por la legislación de régimen local. En 
ningún caso podrán adquirirse por silencio facultades en contra de las prescripciones de las 
leyes, planeamiento y demás normativa urbanística.

8. Serán nulas de pleno derecho las licencias concedidas con inobservancia total de los 
trámites de información pública y aprobación de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 68  Texto refundido en materia de ordenación del territorio y urbanismo

– 1026 –



Territorio del Principado de Asturias cuando fuesen necesarios con arreglo a la normativa 
vigente.

Las licencias u órdenes que se otorgaren con infracción de la zonificación o uso 
urbanístico de las zonas verdes o espacios libres, públicos o privados, así como del suelo no 
urbanizable de especial protección y del suelo no urbanizable de costas, serán nulas de 
pleno derecho.

Tales licencias no surtirán efecto alguno y, respecto a las actuaciones que pudieran 
realizarse al amparo de las mismas, se aplicarán las medidas de protección y defensa de la 
legalidad urbanística previstas en el Título VIII de este Texto Refundido.

Artículo 230.  Comunicación al Principado de Asturias.

1. La licencia será obligatoriamente comunicada de modo fehaciente a la Consejería 
competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio.

Dicha comunicación no eximirá de realizar el mismo trámite con otros organismos de la 
Administración del Principado de Asturias o de las demás Administraciones públicas cuando 
ello sea preceptivo en virtud de normas sectoriales específicas.

2. Cuando la Consejería estime que la licencia incurre en cualquier infracción del 
ordenamiento jurídico o del planeamiento vigente, procederá de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 64 y 65 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 
del Régimen Local.

3. El régimen de comunicaciones e impugnaciones previsto en este artículo será 
aplicable a las órdenes de ejecución y a los acuerdos municipales en cuya virtud los 
Ayuntamientos inicien o modifiquen la promoción directa de actuaciones de carácter 
urbanístico.

Artículo 231.  Contenido de la licencia.

1. Con el fin de que contenga una información mínima que permita identificar, concretar y 
ponderar las actuaciones autorizadas, el acto por el que se conceda la licencia deberá 
consignar expresamente, además de cualesquiera otras especificaciones requeridas por las 
disposiciones vigentes o que el órgano otorgante considere oportuno incluir, los siguientes 
extremos:

a) La naturaleza urbanística del suelo objeto de la actuación.
b) Finalidad de la misma y uso al que se destinará.
c) Altura, volúmenes y ocupación permitida de parcela.
d) Cantidad en la que se presupuestan las obras.
e) Fecha de aprobación por la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del 

Principado de Asturias o indicación de las normas en cuya virtud no resulte preceptivo dicho 
trámite.

2. El escrito por el que se comunique al solicitante la concesión de la licencia contendrá 
el texto íntegro de la misma y la indicación de la fecha de la notificación a que se refiere el 
apartado 1 del artículo 230 de este Texto Refundido.

Artículo 232.  Licencia urbanística y suministro de electricidad, agua, gas y telefonía.

Las empresas o entidades suministradoras de energía eléctrica, agua, gas y telefonía 
exigirán y conservarán para la contratación de los respectivos servicios copia de la licencia 
de primera utilización u ocupación de los edificios e instalaciones generales sujetos a la 
obtención de las mismas conforme a lo dispuesto en esta norma. Igualmente, se requerirá la 
licencia urbanística como trámite previo al suministro de energía eléctrica de obra.

El incumplimiento de esta exigencia por parte de las empresas suministradoras dará 
lugar a que por la Administración se les imponga una multa del doble al quíntuple del importe 
de la acometida.

Artículo 233.  Órdenes de ejecución.

1. El Ayuntamiento, de oficio o a instancia de cualquier interesado, podrá dictar órdenes 
de ejecución que obligarán a los propietarios de bienes inmuebles a realizar:
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a) Las obras de conservación, reparación o rehabilitación de edificios o construcciones 
deterioradas o en condiciones deficientes para su utilización efectiva.

b) Las obras necesarias para adaptar las edificaciones y construcciones al entorno, 
según lo previsto en el artículo 109 de este Texto Refundido, tales como la conservación y 
reforma de fachadas o espacios visibles desde las vías públicas, la limpieza, exigencias 
medioambientales y vallado de solares, la retirada de carteles u otros elementos impropios 
de los inmuebles, o la eliminación de construcciones, instalaciones u otros elementos que 
impliquen un riesgo de deterioro del medio ambiente, el patrimonio natural y cultural o el 
paisaje.

2. Las órdenes de ejecución detallarán con precisión las obras a ejecutar y el plazo para 
realizarlas.

3. El incumplimiento injustificado de una orden de ejecución faculta al Ayuntamiento para 
adoptar cualquiera de estas medidas:

a) Proceder a su ejecución subsidiaria, a costa de los propietarios hasta el límite del 
deber legal de conservación definido en el artículo 143 de este Texto Refundido, y con cargo 
al presupuesto municipal en lo que exceda del mismo.

b) Imponer multas coercitivas, hasta un máximo de diez sucesivas, con periodicidad 
mínima mensual, hasta el límite del deber legal citado.

Artículo 234.  Ruina.

1. Procede declarar la situación legal de ruina cuando:

a) El coste de las obras necesarias para mantener o reponer las condiciones adecuadas 
de seguridad, estabilidad, estanqueidad y consolidación estructural exceda del límite del 
deber legal de conservación definido en el artículo 143 de este Texto Refundido, sin perjuicio 
de lo dispuesto en su apartado 2.

b) El edificio presente un agotamiento generalizado de sus elementos estructurales o 
fundamentales, con peligro cierto y constatado de derrumbe.

c) Se requiera la realización de obras de conservación que no puedan autorizarse en 
ningún caso por estar declarado el inmueble fuera de ordenación.

2. Las previsiones establecidas en el párrafo anterior no serán de aplicación respecto de 
los bienes integrantes del patrimonio cultural, que se regirán en esta cuestión por lo que 
dispone su normativa específica.

3. Corresponderá al órgano municipal competente declarar la situación legal de ruina, 
incoando el procedimiento de oficio o a instancia de cualquier interesado. En las actuaciones 
se citará a los ocupantes legítimos de la construcción y a los titulares de derechos sobre ella 
que consten en los Registros públicos, así como a los órganos competentes cuando resulten 
afectados bienes integrantes del patrimonio cultural.

4. La declaración de la situación legal de ruina debe disponer las medidas necesarias 
para evitar eventuales daños a las personas y bienes y pronunciarse sobre el incumplimiento 
o no del deber de conservación de la construcción o edificación. En ningún caso será posible 
la apreciación de dicho incumplimiento cuando la ruina sea causada por fuerza mayor, hecho 
fortuito o culpa de tercero, así como cuando el propietario haya sido diligente en el 
mantenimiento y uso del inmueble.

5. Cuando se trate de una edificación o construcción no catalogada ni protegida por la 
legislación sectorial de protección del patrimonio cultural, ni sujeta a procedimiento alguno a 
tales efectos, la declaración de la situación de ruina determinará para su propietario la 
obligación de proceder, a su elección, a la completa rehabilitación o a la demolición. En los 
restantes supuestos, el propietario deberá adoptar las medidas urgentes y realizar los 
trabajos y las obras necesarias para mantener y, en su caso, recuperar, la estabilidad y la 
seguridad. En este caso, la Administración urbanística podrá convenir con el propietario los 
términos de la rehabilitación definitiva. De no alcanzarse acuerdo, la Administración podrá 
optar entre ordenar las obras de rehabilitación necesarias, con otorgamiento simultáneo de 
ayuda económica adecuada, o proceder a la sustitución del propietario incumplidor, 
aplicando las determinaciones que a tales efectos establece el artículo 207 de este Texto 
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Refundido. Sólo podrá otorgarse licencia de demolición para edificios y construcciones no 
catalogadas y que no sean objeto de un procedimiento tendente a su catalogación.

6. La declaración de ruina respecto de edificios que se hallen fuera de ordenación 
determinará la obligación de proceder a la demolición de los mismos, sin facultades de 
rehabilitación.

Artículo 235.  Amenaza de ruina física inminente.

1. Cuando la amenaza de una ruina física inminente ponga en peligro la seguridad 
pública o la integridad del patrimonio arquitectónico, catalogado o no, el órgano municipal 
competente podrá acordar el apuntalamiento y ordenar el desalojo o adoptar las medidas 
urgentes y necesarias para prevenir o evitar daños a las personas o en los bienes públicos. 
Excepcionalmente cabrá ordenar la demolición cuando ésta fuera imprescindible para 
impedir mayores perjuicios, y no se trate de bienes catalogados ni protegidos con arreglo a 
la legislación específica de patrimonio cultural.

El Ayuntamiento será responsable de los daños y perjuicios que resulten de la adopción 
justificada de dichas medidas, sin que ello suponga exención de la responsabilidad que 
incumbe al propietario en orden a la conservación de sus bienes. Las indemnizaciones que, 
en su caso, satisfaga el Ayuntamiento serán repercutibles en el propietario, en vía 
administrativa, y hasta el límite del deber normal de conservación.

2. La adopción de las medidas cautelares dispuestas por el Alcalde para evitar la ruina 
inminente no presuponen la declaración de situación legal de ruina.

TÍTULO VIII

Protección y defensa de la legalidad urbanística y restauración de la realidad 
física alterada

Artículo 236.  Paralización de actuaciones en curso sin licencia.

1. Cuando los actos de edificación y uso del suelo y del subsuelo a los que se refiere el 
apartado 2 del artículo 228 de este Texto Refundido se realicen sin licencia, el órgano 
municipal competente dispondrá la paralización de dichas actuaciones.

2. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, se podrá recabar el asesoramiento 
y auxilio de la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio 
para la ejecución del acuerdo de suspensión cuando el Ayuntamiento carezca de servicios 
técnicos y jurídicos o de los medios materiales precisos para llevarla a cabo.

Artículo 237.  Actuación del Principado de Asturias en caso de inactividad municipal.

1. Si la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio 
entiende que una actuación realizada sin la preceptiva licencia constituye manifiestamente 
una infracción urbanística grave o muy grave, y el órgano municipal competente no adopta y 
ejecuta el acuerdo de suspensión, le advertirá en tal sentido, requiriéndole para que adopte o 
ejecute el acuerdo en el plazo de un mes.

2. Si las obras continúan a pesar del acuerdo de suspensión, o en ausencia de éste, la 
citada Consejería adoptará las medidas necesarias para hacer efectiva la paralización, en la 
medida indispensable, y hasta que se produzca una actuación municipal.

Artículo 238.  Actuaciones en curso sin ajustarse a las condiciones de la licencia u orden de 
ejecución.

1. Cuando los actos a los que alude el apartado 2 del artículo 228 de este Texto 
Refundido se desarrollen sin ajustarse a las condiciones de la licencia u orden de ejecución, 
el Alcalde se dirigirá al promotor, constructor y técnico director, señalándoles las anomalías 
observadas y concediéndoles el plazo improrrogable de cinco días para aducir la 
concordancia de las obras con el contenido de la licencia u orden de ejecución, 
entendiéndose que la falta de contestación dentro de dicho plazo implica aceptación de las 
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irregularidades señaladas y debiéndose acordar de modo inmediato la paralización de las 
obras o la prohibición de los usos.

2. Si por los responsables se aduce la conformidad de la licencia con la actuación 
urbanística, se les convocará para que dentro de los quince días siguientes se personen en 
el lugar donde ésta se venga desarrollando, examinándose los pormenores de la misma 
conjuntamente con la inspección urbanística municipal y extendiéndose la correspondiente 
acta suscrita por todos los comparecientes, a la vista de la cual el órgano municipal 
competente adoptará alguno de los siguientes acuerdos:

a) Permitir que continúe la actuación, si ésta se ajusta a la licencia.
b) Requerir a los responsables para que soliciten en el plazo de dos meses una nueva 

licencia que dé amparo a la actuación, si ésta es legalizable. En este caso, se ordenará la 
paralización inmediata de la actuación en lo que no resulte amparado por la primera licencia.

c) Ordenar la paralización y exigir la adecuación a las condiciones de la licencia, cuando 
la actuación no sea legalizable, en el plazo que se establezca.

3. No implicarán disconformidad con la licencia las variaciones en la ejecución del 
proyecto aprobado que por razones de oportunidad o conveniencia técnica hubiese 
ordenado el director de la obra, siempre que tales modificaciones se adecúen a la naturaleza 
del proyecto, no supongan aumento de alturas o volúmenes y no comporten infracción 
urbanística alguna.

4. Cuando el Alcalde no ejercite las facultades que se le confieren en este artículo, 
asumirá sus funciones el titular de la Consejería competente, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 237 de este Texto Refundido.

Artículo 239.  Ejecutoriedad del acuerdo de suspensión.

El acuerdo de suspensión de obras será inmediatamente ejecutivo y se notificará al 
promotor, al constructor y, en su caso, al técnico director.

Si el promotor no paraliza la actividad en el plazo de cuarenta y ocho horas, se 
procederá por vía de ejecución forzosa a la ejecución del acuerdo de suspensión. A estos 
efectos la inspección urbanística municipal, asistida por la fuerza pública, comparecerá en 
las obras, previa citación de los responsables de las mismas y tras la lectura del acuerdo 
cuyo cumplimiento se va a ejecutar, precintará las instalaciones y elementos auxiliares de la 
construcción, pudiendo retirar la totalidad o parte de la maquinaria y materiales existentes y 
adoptar cualquier otra medida que juzgue conveniente en orden a la efectividad de la 
suspensión, sin perjuicio de dar cuenta a los Tribunales de Justicia con vistas a la exigencia 
de las responsabilidades de orden penal en que hubiesen podido incurrir los infractores.

La colaboración de la fuerza pública, en su caso, se recabará a través de la autoridad de 
la que dependa.

Artículo 240.  Legalización de obras sin licencia.

1. En el plazo de un mes a contar desde la notificación del acuerdo de suspensión, la 
Administración requerirá al promotor de la obra para que solicite licencia, siempre que 
estime, previo informe de los servicios técnicos competentes, que la actuación pudiera ser 
legalizable. Se entenderá que la actuación es ilegalizable cuando se aprecie una 
incompatibilidad total entre lo promovido y la clasificación o calificación del suelo en el cual 
se sitúa.

2. Si la Administración considera que la actuación es ilegalizable, formulará el 
requerimiento al que se refiere el apartado 2 del artículo 244 de este Texto Refundido.

3. En el plazo de dos meses, contados a partir de la notificación del requerimiento 
previsto en el apartado 1 del presente artículo, deberá solicitarse la oportuna licencia para 
cuya tramitación será necesario formalizar a favor de la Administración actuante una fianza o 
aval bancario equivalente al veinte por ciento del presupuesto del proyecto técnico para 
garantizar el pago de las cantidades que resultaren exigibles como consecuencia de la 
sanción que fuera procedente imponer o de las medidas de restablecimiento de la realidad 
física alterada que, en su caso, hubiesen de llevarse a cabo.
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No se exigirá la fianza o aval a que se refiere el párrafo anterior, cuando la causa de la 
suspensión sea la declaración de nulidad de la licencia salvo que en el expediente se haya 
apreciado la existencia de dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado.

4. Cuando la licencia no fuese solicitada en el plazo previsto en el número anterior o si 
fuese denegada por ser su otorgamiento contrario a las prescripciones de la ordenación 
urbanística, se procederá conforme a lo dispuesto en los artículos 243 y siguientes de este 
Título VIII.

El régimen jurídico aplicable a la legalización será el propio de la fecha en que hubiere 
sido iniciada la actuación cuya licencia se pide, salvo que las disposiciones vigentes en el 
momento de adoptar la resolución pertinente establecieran una normativa más favorable 
para el interesado.

Artículo 241.  Actuaciones terminadas sin licencia u orden de ejecución o sin ajustarse a sus 
determinaciones.

1. Siempre que no hayan transcurrido más de cuatro años desde la total terminación de 
las obras o usos ejecutados sin licencia u orden de ejecución, el órgano municipal 
competente requerirá al propietario para que ajuste las obras o usos a las condiciones de la 
licencia obtenida o, en su caso, solicite licencia, siempre que estime, previo informe de los 
servicios técnicos, que la actuación pudiera ser legalizable.

Se entenderá que la actuación es ilegalizable cuando se aprecie una incompatibilidad 
total entre lo promovido y la clasificación o calificación del suelo en el cual se sitúa. En este 
caso, el órgano municipal competente formulará el requerimiento a que se refiere el apartado 
2 del artículo 244 de este Texto Refundido. Si el propietario no solicita la licencia ni adapta 
las obras o usos en el plazo que se le conceda, se actuará conforme a lo previsto en el 
artículo 243 de este Texto Refundido.

2. Durante el citado plazo de cuatro años, si el titular de la Consejería competente en 
materia de urbanismo y ordenación del territorio entiende que una actuación realizada sin la 
preceptiva licencia constituye manifiestamente una infracción urbanística grave o muy grave, 
lo comunicará al Alcalde, requiriéndole para que, en el plazo de diez días, adopte el acuerdo 
previsto en el apartado anterior.

Si el Ayuntamiento no actúa dentro de dicho plazo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 
237 de este Texto Refundido.

3. A los efectos previstos en este artículo, se presume que las obras están totalmente 
terminadas cuando queden dispuestas para servir al fin previsto, sin necesidad de ninguna 
actividad material posterior referida a la propia obra, o cuando así lo reconozca de oficio la 
autoridad que incoe el expediente, previo informe de los servicios técnicos correspondientes.

4. Lo establecido en este artículo no será de aplicación a las actuaciones que, tengan o 
no licencia, se hubiesen ejecutado en contradicción con la zonificación o uso urbanístico de 
las zonas verdes o espacios libres, públicos o privados, o del suelo no urbanizable de 
especial protección y del suelo no urbanizable de costas, respecto a las cuales no existirá 
plazo de prescripción, por lo que deberán llevarse a cabo las medidas dispuestas en los 
artículos 243 y siguientes de este Título, tras proceder de oficio a la declaración de nulidad 
de las licencias que, en su caso, pudieran amparar tales infracciones. La Administración 
urbanística podrá paralizar en cualquier momento, con independencia del tiempo 
transcurrido, aquellos usos continuados, distintos de la realización de obras, que no se 
encuentren amparados por la preceptiva licencia o que se aparten de las condiciones 
impuestas en la misma.

Artículo 242.  Suspensión y revisión de licencias ilegales.

1. El órgano municipal competente dispondrá la suspensión de los efectos de una 
licencia u orden de ejecución y consiguiente paralización inmediata de las obras y usos 
iniciados a su amparo, cuando el contenido de dichos actos administrativos constituya 
manifiestamente una infracción urbanística grave o muy grave, y dará traslado de la misma 
al órgano jurisdiccional competente, a los efectos previstos en el artículo 127 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
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Si no se decreta la suspensión, el titular de la Consejería competente en materia de 
urbanismo y ordenación del territorio actuará conforme a lo previsto en el artículo 230 de 
este Texto Refundido y en los apartados siguientes del presente artículo.

2. Los Ayuntamientos deberán declarar de oficio la nulidad de las licencias nulas de 
pleno derecho, en los términos previstos en el artículo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

El titular de la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio 
podrá instar al Ayuntamiento para que declare de oficio la nulidad y, en caso de que su 
instancia sea desestimada, acudirá a la jurisdicción contencioso-administrativa para que ésta 
declare la nulidad.

3. Los Ayuntamientos podrán declarar lesivas para el interés público las licencias, a fin 
de proceder a su ulterior impugnación ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, 
en los términos previstos en los artículo 103 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. La declaración de lesividad y el posterior recurso contencioso-
administrativo serán obligatorios cuando la licencia constituya manifiestamente una 
infracción urbanística grave o muy grave.

El titular de la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio 
podrá impugnar la licencia en nombre de la Administración del Principado de Asturias ante el 
orden jurisdiccional contencioso-administrativo durante la ejecución de las obras y en los 
cuatro años siguientes a su total terminación.

4. Una vez firme la declaración de nulidad o la anulación de la licencia, la Administración 
acordará la demolición de las obras realizadas a su amparo, sin perjuicio de la posible 
legalización de las mismas como consecuencia de modificaciones de la normativa o el 
planeamiento urbanísticos.

Artículo 243.  Actuación municipal en caso de inactividad de los particulares.

1. Si en los plazos previstos en los artículos anteriores no se solicitare licencia para las 
obras paralizadas o la legalización de las concluidas, el Ayuntamiento deberá ejercitar 
alguna de las siguientes facultades:

a) Imponer multas coercitivas, con arreglo a lo dispuesto en la legislación estatal, que 
podrán alcanzar, en su conjunto, hasta un veinte por ciento del presupuesto del proyecto 
técnico.

b) Previo apercibimiento al interesado y a costa del mismo, ordenar la realización de los 
proyectos o estudios técnicos y urbanísticos que sean necesarios para que el Ayuntamiento 
pueda pronunciarse sobre la legalidad de la actuación afectada, a no ser que el promotor 
manifieste en respuesta al expresado apercibimiento, que no es de su interés instar la 
legalización y opte por la demolición de lo indebidamente construido.

Tendrán el carácter de proyectos o estudios necesarios los anteproyectos y demás 
documentación técnica que contemple la actuación con el nivel de detalle suficiente para 
proporcionar a la autoridad urbanística cuanta información requiera la adopción del acuerdo 
procedente.

A estos efectos, cuando el Alcalde lo considere oportuno podrá encomendar estos 
trabajos a personal ajeno a la Administración municipal.

2. La pasividad del promotor que obligue a la Alcaldía a gestionar la elaboración de los 
documentos técnicos a que se refiere el apartado anterior tipifica una infracción urbanística 
de carácter específico, independiente de otras inherentes a la actuación que motiva su 
necesidad y no subsumible en la figura de actividad continuada que contempla el apartado 5 
del artículo 248 de este Texto Refundido.

Será sancionada con una multa del cincuenta al cien por ciento del coste de los trabajos 
que se hubiesen realizado por cuenta del interesado a los fines señalados en el punto 
precedente.
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Artículo 244.  Restauración de la realidad física alterada.

1. Cuando la legalización fuera posible con arreglo a la normativa aplicable, el 
Ayuntamiento procederá a la concesión de licencia, formulando las oportunas órdenes de 
ejecución cuando se trate de obras todavía no terminadas, las cuales deberán 
cumplimentarse previa redacción con cargo al promotor del proyecto técnico 
correspondiente.

2. Respecto a las actuaciones que no puedan ser objeto de legalización, en el mismo 
acto de denegación de licencia del Ayuntamiento, con expreso apercibimiento de ejecución 
subsidiaria, requerirá al promotor y a los propietarios de las obras ejecutadas para que 
efectúen en el plazo de dos meses la demolición de la construcción o de aquélla parte de la 
misma que hubiere resultado ilegalizable y, en su caso, restituyendo los elementos físicos 
alterados a la situación originaria.

3. El incumplimiento del acuerdo a que se refiere el apartado anterior constituye una 
infracción específica, independiente de otras inherentes a la actuación que motiva su 
necesidad y no subsumible en la figura de actividad continuada que contempla el apartado 5 
del artículo 248 de este Texto Refundido.

Será sancionada con una multa equivalente a la cantidad total invertida en la 
construcción a demoler, incrementada con el importe de los gastos de demolición y 
desescombro del terreno.

Artículo 245.  Derrumbamientos en núcleos históricos o áreas de interés cultural.

1. En los solares incluidos en núcleos históricos tradicionales, o en áreas de interés por 
sus valores culturales, en los que como consecuencia de obras ilegales, o por 
incumplimiento del deber de conservación o rehabilitación, se haya producido el 
derrumbamiento total o parcial de algún edificio o construcción, el propietario de los terrenos, 
el promotor o agente empresario de las obras y, en su caso, al constructor y el técnico 
director de las mismas, están obligados a proceder a su reposición, reconstrucción o, en su 
caso, restauración, con similares características e igual superficie útil y dimensiones que el 
edificio o construcción preexistente.

2. Producido el derrumbamiento, la Administración urbanística iniciará un procedimiento 
dirigido a la aplicación de lo previsto en el apartado anterior, que deberá ser resuelto con 
carácter previo al otorgamiento de la licencia que legitime cualquier uso en los solares 
afectados.

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores lo es sin perjuicio de lo establecido en la 
legislación sectorial protectora del patrimonio cultural.

Artículo 246.  Actuación del Principado de Asturias en caso de inactividad municipal.

Cuando los órganos de la respectiva entidad local no inicien el ejercicio de las 
competencias que los artículos anteriores de este Título les atribuyen o no ultimen las 
acciones emprendidas al amparo de las mismas, en el supuesto de que se tratase de hechos 
que constituyan manifiestamente una infracción urbanística grave o muy grave, el titular de la 
Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio deberá 
advertirles de la necesidad de poner en marcha o de proseguir las medidas restauradoras, 
señalándose, a tal efecto, un plazo que se fijará en función de las circunstancias concretas 
de la actuación y que en ningún caso podrá ser superior a tres meses.

Por el mero transcurso de dicho plazo sin que el Ayuntamiento o la Alcaldía abandonen 
su pasividad, quedarán sin efecto las atribuciones de uno u otra, que pasarán a ser ejercidas 
por el titular de la Consejería citada.
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TÍTULO IX

Régimen sancionador

Artículo 247.  Definición de infracciones urbanísticas y compatibilidad con otras medidas.

1. Son infracciones urbanísticas, además de todas aquellas a las que el presente Texto 
Refundido atribuye expresamente dicho carácter, las acciones u omisiones que vulneren las 
prescripciones contenidas en la legislación y el planeamiento urbanísticos, tipificadas y 
sancionadas con arreglo a lo dispuesto en este Texto Refundido.

2. Toda infracción urbanística conllevará la imposición de sanciones a los responsables, 
así como la obligación de resarcimiento de los daños e indemnización de los perjuicios a 
cargo de los mismos, todo ello con independencia de las medidas previstas para la 
protección y defensa de la legalidad urbanística y restauración de la realidad física alterada o 
transformada.

3. En ningún caso podrá la Administración urbanística dejar de adoptar las medidas 
tendentes a restaurar el orden urbanístico vulnerado o a reponer los bienes afectados al 
estado anterior a la producción de la situación ilegal.

Artículo 248.  Clasificación y tipificación de las infracciones urbanísticas. Infracciones 
continuadas y permanentes.

1. Las infracciones urbanísticas se clasifican en muy graves, graves y leves.
2. Son infracciones urbanísticas muy graves:

a) Las acciones y omisiones calificadas como infracción grave en el apartado siguiente, 
cuando se realicen sobre bienes de dominio público o en las zonas de servidumbre del 
mismo, terrenos reservados para dotaciones urbanísticas públicas o suelo no urbanizable de 
especial protección, de interés y de costas.

b) La destrucción de bienes catalogados, en los términos establecidos, en su caso, en la 
legislación específica aplicable a cada uno de ellos.

3. Son infracciones urbanísticas graves:

a) La realización de parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable.
b) La realización de parcelaciones urbanísticas y obras de urbanización sin la previa 

aprobación de los instrumentos de planeamiento, gestión urbanística y proyecto de 
urbanización exigibles.

c) La realización de construcciones o instalaciones que vulneren lo establecido en la 
legislación urbanística o en el planeamiento en materia de uso del suelo, aprovechamiento, 
altura, superficie y volumen edificable y situación de las edificaciones y ocupación permitida 
de la superficie de parcelas, salvo que se demuestre la escasa entidad del daño producido o 
del riesgo creado.

d) Los incumplimientos en materia de gestión urbanística, salvo que se demuestre la 
escasa entidad del daño causado.

e) La obstaculización de la inspección urbanística.

4. Son infracciones urbanísticas leves las acciones u omisiones que vulneren lo 
establecido en la legislación o el planeamiento urbanístico y no puedan ser calificadas como 
muy graves o graves, y además, la realización de actos sin licencia u orden de ejecución 
cuando sean legalizables por ser conformes con lo establecido en la legislación y el 
planeamiento urbanístico.

5. Se considera infracción continuada aquella conformada por dos o más actuaciones 
tipificadas de idéntica naturaleza, entre las que exista una conexión espacio-temporal y 
mediante las cuales se persiga un único resultado, común y conjunto.

La sanción aplicable será la correspondiente al resultado final perseguido en su cuantía 
máxima.

6. Se entiende por infracciones permanentes aquellas como las de uso cuyos efectos 
perturbadores de la ordenación urbanística no se agotan en el acto de la consumación y son 
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susceptibles de interrupción por la simple voluntad del autor sin que resulte precisa la 
adopción de las medidas restauradoras de la realidad que impliquen la demolición total o 
parcial de edificaciones incorporadas por accesión a los inmuebles sobre los que la 
infracción se cometió.

7. La apertura y funcionamiento de campamentos de turismo sin licencia urbanística, o 
sin ajustarse a las condiciones señaladas en la misma, constituye una infracción permanente 
que será sancionada con multa de 30 € a 300 € por plaza de acampada.

Cuando dichos campamentos no fueran legalizables, se actuará respecto a sus 
instalaciones fijas en los términos previstos en el artículo 243 de este Texto Refundido. La 
orden por la que se disponga el cese de actividad de un campamento se publicará en el 
Boletín Oficial del Principado de Asturias, en dos medios de comunicación de amplia 
difusión, uno a nivel regional y otro nacional, y, cuando fuesen conocidos, se notificará 
singularmente a los propietarios de elementos móviles de acampada allí existentes, a fin de 
que en el plazo de quince días se proceda a su retirada. Si transcurrido el mismo esta no se 
hubiere efectuado se precintarán dichos elementos y quedarán consignados en poder del 
Alcalde a los efectos previstos en el artículo 615 del Código Civil.

Artículo 249.  Responsables.

1. En los actos de uso del suelo que se ejecuten sin licencia urbanística, autorización 
preceptiva ni orden de ejecución, con inobservancia de sus cláusulas o sin respetar sus 
condiciones serán responsables el propietario de los terrenos, el promotor o agente-
empresario de las obras y, en su caso, el constructor y el técnico director de las mismas. 
También son responsables en estos casos las autoridades y empleados públicos que 
otorguen o voten favorablemente el otorgamiento de licencia urbanística, autorización u otro 
acto legitimador de actividades reguladas por la ordenación urbanística, en contra de dicha 
ordenación, o cuando toleren o dejen de ejercer las potestades de inspección, legalización, 
reparación, y sanción de las infracciones urbanísticas que se tipifican en el presente Texto 
Refundido. En las parcelaciones urbanísticas ilegales serán también responsables los 
propietarios iniciales de los terrenos y los agentes que ejerzan como intermediarios.

2. En las obras amparadas en una autorización, licencia o en un acuerdo municipal 
legitimador de las mismas cuyo contenido u otorgamiento sea manifiestamente constitutivo 
de una infracción urbanística muy grave o grave, serán responsables, además de las 
personas señaladas en el apartado anterior, el facultativo que hubiese informado 
favorablemente el proyecto y las autoridades o miembros de la Corporación que hubiesen 
resuelto o votado a favor del otorgamiento de la autorización, licencia o acto legitimador sin 
los informes municipales previos exigibles o cuando éstos fueran desfavorables en razón de 
aquella infracción.

3. Las sanciones que se impongan a los distintos sujetos por una misma infracción 
tendrán entre sí carácter independiente y se aplicarán a cada uno de ellos dentro de los 
límites máximos y mínimos determinados para la respectiva sanción.

Artículo 250.  Sanciones.

1. Las infracciones urbanísticas se sancionarán con las multas determinadas, en su 
caso, por el precepto del presente Título que las establece, y, para el resto de los supuestos, 
dependiendo del valor de la obra realizada y del beneficio económico derivado de la 
infracción, de la siguiente forma:

a) Las leves, con multa de 150 € a 6.000 €.
b) Las graves, con multa de 6.001 € a 300.500 €.
c) Las muy graves, con multa de 300.501 € a 1.202.000 €.

2. Los sujetos responsables de infracciones muy graves y graves cuando las acciones u 
omisiones que las motivaron no sean legalizables, podrán ser sancionados, además de con 
las multas previstas en el apartado 1 anterior, con las siguientes sanciones accesorias:

a) Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas del Principado de Asturias 
o de las entidades locales, para disfrutar de beneficios fiscales establecidos por la legislación 
del Principado de Asturias o relativos a los tributos locales, todo ello con relación a la 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 68  Texto refundido en materia de ordenación del territorio y urbanismo

– 1035 –



ejecución de obras y la prestación de servicios en el ámbito del urbanismo, la construcción 
en general y las obras públicas.

b) Inhabilitación para la realización del mismo tipo de obras que determinaron la 
infracción.

Las medidas a que se refieren las letras a) y b) anteriores podrán ser impuestas por un 
máximo de dos años en las infracciones graves y de cuatro años en las muy graves.

3. En cualquier caso, la Administración urbanística competente deberá ordenar la 
publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias de la sanción impuesta y las 
medidas de legalización y restauración de la realidad alterada. Los gastos derivados de la 
publicación del acuerdo sancionador serán por cuenta de aquellos que hayan sido 
declarados responsables del mismo.

4. Cuando los actos y las actividades constitutivas de infracción urbanística se realicen al 
amparo de autorizaciones, licencias u órdenes de ejecución preceptivas conforme a la 
legislación urbanística y de acuerdo con sus determinaciones, no podrá imponerse sanción 
administrativa mientras no se proceda a la anulación del acto o actos administrativos que les 
otorguen cobertura formal.

Si la anulación a que se refiere el párrafo anterior es consecuencia de la del instrumento 
de planeamiento o gestión del que sean ejecución o aplicación, no habrá lugar a imposición 
de sanción alguna a quienes hayan actuado ateniéndose a dichos actos administrativos, 
salvo que se trate de los promotores del instrumento anulado y dicha nulidad sea 
consecuencia de actuaciones de los mismos.

5. Las sanciones impuestas por infracciones urbanísticas muy graves prescriben a los 
tres años, las impuestas por infracciones graves a los dos años y las impuestas por 
infracciones leves al año.

Artículo 251.  Tipos específicos de infracciones y sanciones.

1. Con independencia de la ejecución subsidiaria establecida en la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, el incumplimiento de las órdenes de ejecución emanadas de las 
autoridades urbanísticas dará lugar a la imposición de una multa cuyo importe oscilará entre 
el 5 por 100 y el 20 por 100 del importe en que se presupuesten las obras requeridas para la 
cumplimentación de dichas órdenes.

2. La instalación sin licencia de casas prefabricadas y elementos similares, tanto 
provisionales como permanentes, será sancionada con una multa del 5 por 100 de su valor 
siempre y cuando fuesen legalizables. En caso contrario, serán desmontadas y la multa 
equivaldrá a la que corresponde a las edificaciones tradicionales de la misma naturaleza.

3. Las talas de árboles que constituyan masa arbórea, espacio boscoso, arboleda o 
parque, así como el abatimiento de ejemplares que posean un especial interés botánico o 
ambiental y estén singularmente incluidos en el planeamiento urbanístico serán 
sancionadas, si se hubiesen realizado sin licencia, con una multa del 5 al 20 por 100 del 
valor en mercado de la madera abatida.

Dicha sanción se impondrá en su grado máximo cuando el suelo objeto de la actuación 
estuviera clasificado como no urbanizable de especial protección.

4. El anunciador que coloque sin licencia carteles de propaganda visibles desde la vía 
pública será obligado a retirarlos y sancionado con una multa de 300 euros a 6.000 euros, 
graduándose el importe en función de la localización, tamaño e incidencia en el medio físico 
y en el entorno.

Fuera del suelo urbano sólo podrá concederse licencia en aquellos lugares y supuestos 
para los que la ordenación urbanística autorice este tipo de actividad publicitaria.

Con independencia de esta sanción, el anunciador que demore la retirada de la valla o 
cartel ordenada por la Administración, incurrirá en multa coercitiva de 150 euros por cada día 
de retraso en el cumplimiento de la orden.

5. Los cerramientos de fincas que se realicen sin licencia serán sancionados con una 
multa del diez al quince por ciento de la cantidad invertida en los mismos. La demolición de 
cierres no ajustados a la normativa urbanística se llevará a cabo con arreglo a los 
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procedimientos establecidos en el Título VIII, artículos 243 y siguientes, de este Texto 
Refundido.

Dicha sanción será del veinte al treinta por ciento cuando el cierre sea de fábrica, a no 
ser que se trate de murias tradicionales de piedra natural, a las que se aplicará el régimen 
previsto en el párrafo anterior.

Artículo 252.  Procedimiento sancionador.

1. La potestad sancionadora se ejercerá con arreglo a lo establecido en la normativa 
básica estatal y en la normativa del Principado de Asturias sobre procedimiento sancionador. 
En cualquier caso la incoación del procedimiento sancionador por infracción urbanística 
quedará supeditado a la previa terminación mediante resolución firme en vía administrativa, 
en su caso, del procedimiento de legalización.

2. El plazo para resolver el procedimiento sancionador será de seis meses a contar 
desde la fecha de su incoación, ampliable, como máximo, por otros seis meses mediante 
acuerdo adoptado por el órgano competente para iniciar el procedimiento. Contra este acto 
de ampliación no habrá lugar a recurso administrativo alguno.

3. Siempre que tenga conocimiento de un hecho presuntamente constitutivo de 
infracción urbanística, la autoridad local competente dictará providencia decidiendo la 
incoación del procedimiento sancionador o, si así procediera a la vista de las informaciones 
complementarias cuya práctica se hubiese realizado, el archivo de las actuaciones.

Será preceptiva la instrucción del expediente sancionador siempre que el hecho 
eventualmente sancionable exigiera la adopción de alguna de las medidas que se prevén en 
el Título VIII de este Texto Refundido.

4. En los supuestos de infracciones graves o muy graves, cuando la expresada autoridad 
no actúe conforme a lo indicado en el punto anterior o diere lugar con su pasividad a la 
paralización de actuaciones, el titular de la Consejería competente en materia de urbanismo 
y ordenación del territorio le advertirá de la necesidad de iniciar o concluir el expediente, 
señalando a tal efecto el plazo que razonablemente estime adecuado y que, en ningún caso, 
excederá de seis meses.

Por el mero transcurso de dicho plazo sin que se produzcan las actuaciones cuyo 
obligado cumplimiento hubiere sido advertido quedarán sin efecto las competencias 
municipales, que pasarán a ser ejercitadas por el titular de la Consejería citada.

5. Los Instructores y Secretarios de expedientes sancionadores que incumpliesen los 
plazos propios del procedimiento sancionador o dieran lugar, con su actitud pasiva, a la 
paralización de actuaciones por un período superior a tres meses, incurren en una infracción 
cuya sanción se cuantificará entre 300 euros y 1.500 euros, sin perjuicio de su remoción en 
los expresados cargos si fuese necesaria para la correcta prosecución del expediente.

Quedarán, no obstante, libres de responsabilidad cuando actúen en función de órdenes 
recibidas, siempre que oportunamente y mediante escrito razonado hubiesen advertido de la 
improcedencia o ilegalidad de la correspondiente orden a la autoridad que se la dió, a la 
autoridad que les nombró y al titular de la Consejería competente en materia de urbanismo y 
ordenación del territorio.

Artículo 253.  Circunstancias modificativas de la responsabilidad.

1. Además de las circunstancias modificativas de las responsabilidad por infracciones 
urbanísticas que establece la legislación del Estado, son circunstancias que agravan la 
responsabilidad de los infractores:

a) La resistencia a las órdenes emanadas de la autoridad urbanística relativas a la 
defensa de la legalidad o su cumplimiento defectuoso.

b) La iniciación de las obras por el contratista sin orden escrita del técnico director y las 
modificaciones que aquél introdujere en la ejecución del proyecto sin instrucciones expresas 
de dicho técnico cuando tales variaciones comporten una infracción urbanística, quedando 
exento de responsabilidad el empresario constructor en todos aquellos casos en que 
justifique suficientemente haberse atenido a las instrucciones recibidas de la dirección de 
obra.
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2. Será motivo de atenuación de la responsabilidad la comunicación de la infracción a la 
Administración, que podrá dejar exento al denunciante si éste acredita el desconocimiento 
de la misma hasta el momento de la denuncia y no hubiese estado obligado a poseer dicho 
conocimiento como consecuencia de la intervención en la obra propia de su profesión y 
oficio.

3. Cuando en el expediente se aprecie alguna circunstancia agravante o atenuante, la 
multa deberá imponerse, respectivamente, en su mitad superior o inferior, estableciéndose la 
cuantía en función de la ponderación que la Administración efectúe respecto a la incidencia 
de dichas circunstancias en la valoración global de la infracción.

Artículo 254.  Órganos competentes.

1. Las autoridades competentes para imponer las multas y las cuantías máximas de 
estas serán las siguientes:

a) Los Alcaldes, en los concejos que no excedan de 5.000 habitantes, hasta 6.010 €; en 
los que no excedan de 15.000 habitantes, hasta 18.030 €; en los que no excedan de 30.000 
habitantes, hasta 60.101 €; en los que no excedan de 80.000 habitantes, hasta 90.151 €, y 
en los de más de 80.000 habitantes, hasta 150.253 €.

b) La Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, previo 
informe de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias, 
hasta 300.506 €.

c) El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de 
urbanismo y ordenación del territorio, una vez oída la Comisión de Urbanismo y Ordenación 
del Territorio del Principado de Asturias, hasta 1.202.000 €.

2. Cuando el Ayuntamiento pertenezca a una mancomunidad y sea este organismo 
quien conforme sus competencias, instruya el expediente, la capacidad sancionadora del 
Alcalde quedará fijada con arreglo a la población total de la entidad supramunicipal.

3. El importe de las multas impuestas por los Alcaldes como consecuencia de 
infracciones urbanísticas será percibido por los Ayuntamientos respectivos.

Cuando en los expedientes sancionadores tramitados por la Administración municipal se 
proponga una multa que exceda por razón de la cuantía de la competencia del Alcalde, la 
autoridad que la imponga remitirá su importe al Ayuntamiento que tramite el expediente 
dentro de los diez días siguientes al cobro de la sanción.

Si un Ayuntamiento fuese advertido por el titular de la Consejería competente en materia 
de urbanismo y ordenación del territorio de la existencia de una presunta infracción y aquél 
no iniciara el procedimiento sancionador en el plazo de un mes no lo impulsara con la 
diligencia precisa, de tal modo que la Consejería hubiese de suplir la pasividad municipal 
mediante sustitución de su inicio o conclusión, el importe de la multa que se imponga será 
asignado a la Comunidad Autónoma.

4. Además de las autoridades enumeradas en el apartado 1, la competencia para 
acordar la iniciación del expediente sancionador podrá corresponder a las entidades locales 
en régimen normal o a las entidades supramunicipales y órganos urbanísticos especiales 
previstos por las leyes.

Artículo 255.  Plazo de prescripción de infracciones.

1. Las infracciones urbanísticas muy graves prescribirán a los cuatro años, las graves a 
los dos años y las leves al año, a contar desde la fecha en que se hubieran concluido las 
actuaciones constitutivas de las mismas, incumbiendo al inculpado la prueba de la total 
terminación, o, en su caso, desde que se haya dictado resolución firme en vía administrativa 
en el procedimiento de legalización.

2. Cuando se trate de infracciones continuadas, la fecha inicial del cómputo será la del 
último acto con el que la infracción se consuma.

3. Cuando se trate de infracciones permanentes, el plazo se computará a partir de la 
fecha de finalización de la actividad infractora.
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TÍTULO X

Inspección urbanística

Artículo 256.  Funciones y competencias.

1. La inspección urbanística es la actividad que los órganos administrativos competentes 
en materia de edificación y uso del suelo deben realizar con el fin de comprobar que una y 
otro se ajustan a las especificaciones del ordenamiento urbanístico.

A tales efectos, incumbe a la inspección urbanística:

a) Vigilar y controlar la actuación de todos los implicados en el proceso constructivo y de 
utilización del suelo e informar y asesorar a los mismos sobre los aspectos legales relativos 
a la actividad inspeccionada.

b) Constatar y denunciar cuantas anomalías observen.
c) Informar sobre la adopción de las medidas cautelares, correctivas y sancionadoras 

que juzguen convenientes para el mantenimiento de la disciplina urbanística.
d) Cuantas otras funciones asesoras, inspectoras y de control urbanístico le sean 

encomendadas por la autoridad de que dependan.

2. La función inspectora será desarrollada por los siguientes organismos en el ámbito de 
sus respectivas competencias:

a) Los Ayuntamientos.
b) Las mancomunidades de municipios y demás entidades con competencias 

urbanísticas de ámbito comarcal o supramunicipal.
c) La Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio.

La labor de inspección se realizará bajo la superior autoridad y dirección del titular de los 
respectivos organismos y será desempeñada por el personal al que, con dedicación 
exclusiva y con carácter permanente, se atribuya este cometido dentro de cada uno de ellos.

3. Además de las competencias señaladas en el apartado 1 de este artículo, 
corresponde a la inspección urbanística regional el asesoramiento a las entidades locales y a 
sus correspondientes inspecciones en cuestiones inspectoras y de control de la legalidad 
urbanística.

Mediante Planes de Inspección específicos, el Principado de Asturias establecerá las 
medidas precisas para el más eficaz desarrollo de la inspección urbanística y control de la 
legalidad urbanística que le incumbe.

Artículo 257.  Ejercicio de las funciones de inspección.

1. La inspección urbanística es una función de inexcusable ejercicio para los organismos 
a los que se atribuye por este Texto Refundido.

En las dependencias de cada inspección se llevará un libro de visitas y un registro 
correlativo de las actas que se hubieren extendido.

Concedida una licencia y como medida preventiva de defensa de la legalidad, las obras 
que se realicen a su amparo serán visitadas por la inspección municipal al menos dos veces, 
una de ellas con motivo del inicio o acta de replanteo y la otra como consecuencia de la 
terminación.

2. El personal adscrito a la inspección urbanística tendrá la consideración de agente de 
la autoridad y estará capacitado para recabar, con dicho carácter, de todas las personas 
relacionadas con cualquier actuación urbanística, incluidas las entidades a que se refiere el 
artículo 232, y de los colegios profesionales y cualesquiera otros organismos oficiales con 
competencias en la materia cuanta información, documentación y ayuda material precise 
para el adecuado cumplimiento de sus funciones.

Tiene expresamente reconocida la facultad de entrar en fincas, construcciones y locales 
que no constituyan domicilio particular para efectuar los reconocimientos pertinentes.

3. A los efectos señalados en el número 3 del artículo 256, la Inspección Urbanística 
Regional tendrá acceso a los libros de visitas y registros de actas de las inspecciones locales 
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y podrá solicitar de las Administraciones municipales cuantos datos y antecedentes fueran 
necesarios para el ejercicio de sus competencias asesoras.

Artículo 258.  Actas de inspección urbanística.

1. Cuando se estime necesario dejar constancia de cualquier actuación urbanística, la 
inspección levantará la correspondiente acta que contendrá los datos identificativos de todas 
las personas intervinientes, sean promotores, propietarios, constructores, técnicos o 
usuarios, y describirá sucintamente los elementos esenciales de la actuación.

2. El acta será firmada por el inspector o inspectores que la hubiesen redactado y por la 
persona que estuviese al frente de la actividad inspeccionada. Cuando ésta se negase a 
suscribirla se hará constar tal circunstancia. En uno y otro caso, se entregará copia del acta 
a dicho responsable. Si en el lugar de actuación no estuviere presente o se negare a 
recibirla, el acta se remitirá por correo certificado al promotor y, de ser éste desconocido, al 
propietario de la finca en la que tuviese lugar.

3. Las actas de la inspección urbanística gozan de la presunción de veracidad y su valor 
y fuerza probatoria sólo cederán cuando en el expediente que se instruya como 
consecuencia de las mismas se acredite, inequívocamente y de modo indubitado, lo 
contrario.

Disposición adicional única.  Jurado de Expropiación del Principado de Asturias.

Todas las referencias efectuadas por la normativa sectorial del Principado de Asturias al 
Jurado Provincial de Expropiación se entenderán hechas al Jurado de Expropiación del 
Principado de Asturias.

Disposición transitoria primera.  Aplicación de este Texto Refundido al planeamiento 
urbanístico en vigor.

1. El régimen urbanístico del suelo establecido en este Texto Refundido será de 
aplicación desde la entrada en vigor de la Ley del Principado de Asturias 3/2002, de 19 de 
abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística, al planeamiento y normativa 
urbanística vigente en dicho momento, teniendo en cuenta las siguientes reglas:

a) Se aplicarán al suelo clasificado como urbano las disposiciones que este Texto 
Refundido establece para el suelo urbano.

b) Las disposiciones que este Texto Refundido establece para el suelo urbanizable se 
aplicarán a la totalidad del suelo que el planeamiento clasifique como tal, con independencia 
de que esté calificado como programado o no programado y de que se haya aprobado algún 
Programa de Actuación Urbanística. Todo el suelo urbanizable podrá ser desarrollado 
directamente mediante Planes Parciales. Si el planeamiento urbanístico general no contiene 
la delimitación de sectores en la totalidad o parte del suelo urbanizable, su desarrollo exigirá 
la previa delimitación, bien a través de una modificación del planeamiento general, bien en el 
mismo Plan Parcial, que deberá justificar la delimitación efectuada.

2. Si a la fecha de entrada en vigor de este Texto Refundido los Ayuntamientos que 
dispusieran de suelo urbanizable no hubiesen procedido conforme se establecía en el 
apartado 2 de la disposición transitoria primera de la Ley del Principado de Asturias 3/2002, 
de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística, o si la cantidad de suelo 
urbanizable de carácter prioritario fuera notoriamente insuficiente para la satisfacción de las 
necesidades urbanísticas que se constaten, el Principado de Asturias podrá sustituir al 
Ayuntamiento en el ejercicio de sus competencias. Para ello, el Consejo de Gobierno 
declarará, a propuesta de la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación 
del territorio, y previa audiencia del Ayuntamiento afectado, el interés supramunicipal de la 
urbanización prioritaria de los sectores afectados. A continuación se formularán los Planes 
Parciales, o se modificarán los ya aprobados, para incluir la nueva calificación.

3. El suelo clasificado como no urbanizable en el planeamiento urbanístico vigente a la 
entrada en vigor de la Ley del Principado de Asturias 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbanística, pasará a regirse por las normas que para el mismo se 
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contienen en este Texto Refundido, con observancia de las previsiones establecidas en las 
reglas siguientes:

a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de este Texto Refundido, deberá 
adaptarse a su regulación la clasificación del suelo no urbanizable contenida en el 
planeamiento urbanístico general de los distintos concejos, de forma que el suelo que 
estuviera clasificado como no urbanizable genérico quede incluido en alguna de las clases y 
en su caso categorías de suelos establecidas en este Texto Refundido. En los núcleos 
rurales, la adaptación deberá tener en cuenta lo dispuesto en la Sección 2ª, Capítulo 
Segundo, del Título IV de este Texto Refundido y en el Catálogo de Núcleos Rurales del 
Principado de Asturias.

b) Mientras no se apruebe esa adaptación ni se cumpla el plazo de un año, el suelo no 
urbanizable genérico continuará rigiéndose por la normativa existente con anterioridad a la 
entrada en vigor de la citada Ley 3/2002, de 19 de abril, en lo que se refiere al régimen del 
suelo, sin perjuicio de que las autorizaciones, licencias y Estudios de Implantación que se 
necesiten para llevar a cabo las actuaciones pretendidas en dicho suelo deban someterse a 
lo dispuesto en este Texto Refundido.

c) Si vence el plazo previsto para la adaptación del planeamiento, el suelo no 
urbanizable genérico quedará sometido al régimen previsto en este Texto Refundido para el 
suelo no urbanizable de interés, y en la medida en que sea compatible con él, a lo que 
establezca el planeamiento existente a la citada fecha. En aquellos concejos cuyo 
planeamiento no contenga una regulación de esta clase de suelo, en la medida en que sean 
compatibles resultarán aplicables los artículos 127 y concordantes de las Normas 
Urbanísticas Regionales en el Medio Rural de 29 de diciembre de 1983.

d) En los núcleos rurales, y en tanto no se apruebe la adaptación exigida en la letra a) 
anterior de este mismo apartado, ni el Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de 
Asturias, se seguirá aplicando lo dispuesto en el planeamiento existente. En el caso de que 
el planeamiento no contenga una regulación de esta clase de suelo, resultarán aplicables los 
artículos 137 y concordantes de las Normas Urbanísticas Regionales en el Medio Rural de 
29 de diciembre de 1983. Las eventuales modificaciones del planeamiento urbanístico 
relativas a los núcleos rurales que se produzcan, en su caso, antes de la aprobación inicial 
del Catálogo referido deberán atenerse en todo caso a los citados preceptos, que tendrán en 
este supuesto carácter vinculante para el planeamiento general. Desde que el Catálogo 
cuente con aprobación inicial, sus determinaciones deberán incorporarse a la regulación de 
esta clase de suelo, prevaleciendo sobre el régimen resultante del planeamiento urbanístico 
existente, o de cualquier otra norma aplicable, que resulte contradictorio con ellas.

4. En tanto se procede a la aprobación del Catálogo de Núcleos Rurales, toda alteración 
de la clasificación urbanística de un núcleo rural o de terrenos incluidos en su entorno 
próximo, deberá ser aprobada expresamente por la Comisión de Urbanismo y Ordenación 
del Territorio del Principado de Asturias. En todo caso, el instrumento por el que se acuerde 
la modificación urbanística del núcleo deberá adoptar las medidas oportunas para preservar 
los elementos de interés paisajístico o ambiental que posea el conjunto.

5. Las Normas Subsidiarias del Planeamiento de ámbito municipal existentes a la 
entrada en vigor de la Ley del Principado de Asturias 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbanística, continuarán aplicándose de acuerdo con sus propias 
prescripciones y con lo que se establece en este Texto Refundido y en sus disposiciones 
transitorias. En caso de que se proceda a su revisión total, deberán ser sustituidas por un 
Plan General de Ordenación, aprobado de conformidad con lo dispuesto en este Texto. 
Cuando no sea necesaria una revisión total de la ordenación urbanística establecida en las 
Normas Subsidiarias, sus prescripciones podrán ser objeto de modificación o de revisión 
parcial, sin necesidad de cambiar su denominación a la de Plan General de Ordenación, si 
bien las alteraciones se regirán, en cuanto a su procedimiento y contenido, por lo dispuesto 
en este Texto Refundido para la modificación y revisión de los Planes Generales de 
Ordenación.
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Disposición transitoria segunda.  Aplicación de este Texto Refundido al planeamiento 
urbanístico y territorial en tramitación.

Todos aquellos procesos de revisión o elaboración de nuevos instrumentos de 
planeamiento urbanístico y territorial que se encuentren en tramitación en el momento de 
entrada en vigor de la Ley del Principado de Asturias 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbanística, y en los que no haya recaído acuerdo de aprobación 
provisional, deberán someterse a lo dispuesto en este Texto Refundido, tanto en lo relativo al 
contenido del planeamiento como al procedimiento de tramitación.

Disposición transitoria tercera.  Actuaciones urbanísticas sistemáticas en ejecución.

1. Los procedimientos de ejecución del planeamiento que se encuentren iniciados a la 
entrada en vigor de la Ley del Principado de Asturias 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbanística, se continuarán rigiendo, en cuanto a su funcionamiento y 
fases, por la normativa anterior a la citada Ley. Se entenderá que se encuentran iniciados los 
procedimientos en los siguientes casos:

a) Si el sistema de actuación es el de compensación, cuando se hayan aprobado 
definitivamente los Estatutos y las Bases de actuación de la Junta de Compensación.

b) Si el sistema de actuación es el de cooperación, cuando se haya aprobado 
definitivamente el Proyecto de Reparcelación.

c) Si el sistema de actuación es el de expropiación, cuando se haya formulado el 
Proyecto de Expropiación.

2. En todo caso, los deberes de los propietarios de terrenos serán los establecidos en 
este Texto Refundido desde la entrada en vigor de la Ley del Principado de Asturias 3/2002, 
de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística, exigiéndose también dichos 
deberes en las actuaciones que se encuentren en ejecución a la citada fecha, salvo aquellas 
en que ya se hubiese aprobado definitivamente el correspondiente proyecto de 
compensación, reparcelación o expropiación.

Disposición transitoria cuarta.  Edificación y rehabilitación forzosa.

1. El plazo para el cumplimiento del deber de edificar o, en su caso, rehabilitar, será el 
establecido en la normativa anterior a la entrada en vigor de Ley del Principado de Asturias 
3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística, cuando ya hubiera 
comenzado su cómputo a la citada fecha.

2. El plazo supletorio previsto en el apartado 2 del artículo 205 de este Texto Refundido 
comenzará a contarse a partir de la entrada en vigor de la Ley del Principado de Asturias 
3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística, respecto de 
aquellos casos en los que la normativa anterior a la citada Ley no establecía el deber de 
edificar y este Texto Refundido sí lo haga, y el hecho que este Texto toma como referencia 
para el cómputo del plazo ya se haya producido en el momento de entrada en vigor de dicha 
Ley.

3. Los mecanismos previstos en el presente Texto Refundido para el supuesto de que se 
incumpla el deber de edificar se aplicarán a todos los inmuebles respecto de los que se haya 
cumplido el plazo respectivo antes de la entrada en vigor de la Ley del Principado de 
Asturias 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística, o se 
cumpla con posterioridad a ella, aunque el plazo sea el establecido en la normativa anterior o 
haya comenzado a computarse antes de la entrada en vigor de la citada Ley, y sin necesidad 
de que le inmueble estuviese inscrito en el Registro Municipal de Solares. En todo caso, el 
inicio de los procedimientos de edificación o rehabilitación forzosa no podrán producirse 
antes de que transcurran seis meses desde la entrada en vigor de la Ley del Principado de 
Asturias 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística.
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Disposición transitoria quinta.  Jurado de Expropiación del Principado de Asturias.

Hasta la constitución del Jurado de Expropiación del Principado de Asturias continuará 
interviniendo el Jurado Provincial de Expropiación en las expropiaciones que este Texto 
Refundido atribuye a la competencia de aquél.

Disposición transitoria sexta.  Catálogos urbanísticos.

1. Las previsiones establecidas en este Texto Refundido respecto de los Catálogos 
urbanísticos se aplicarán también a los concejos que a la entrada en vigor de la Ley del 
Principado de Asturias 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación 
Urbanística, cuenten con planeamiento general o especial en el que aparezcan relacionados 
de manera unitaria bienes, espacios o elementos de interés público relevante que deban ser 
conservados o recuperados, o se remitan a un catálogo independiente, y, en cualquiera de 
estos casos, sus previsiones no se acomoden o resulten contradictorias con las 
determinaciones que para los Catálogos urbanísticos establece este Texto. En estos 
supuestos, los Ayuntamientos deberán iniciar un procedimiento de adaptación urgente al 
Texto Refundido, aprobando o, en su caso, modificando los correspondientes Catálogos con 
arreglo a los mismos trámites que los establecidos para la formación y aprobación del 
planeamiento general o especial al que completen, incluidos los actos preparatorios. 
Necesariamente, si antes no se ha hecho, la adaptación tendrá que hacerse cuando se 
proceda a la revisión del planeamiento urbanístico general.

2. El planeamiento urbanístico general que se encuentre en tramitación en el momento 
de entrada en vigor de la Ley del Principado de Asturias 3/2002, de 19 de abril, de Régimen 
del Suelo y Ordenación Urbanística, haya o no recaído acuerdo de aprobación provisional, 
deberá ser igualmente objeto de adaptación urgente a este Texto Refundido, procediendo 
los Ayuntamientos a la elaboración de Catálogos urbanísticos con arreglo al procedimiento 
previsto en este Texto Refundido para los Planes Parciales.

3. Mientras no se produzca la adaptación prevista en los apartados anteriores, el 
planeamiento no podrá alterar la condición urbanística de los referidos bienes, espacios o 
elementos.

4. En los concejos carentes de planeamiento urbanístico general se podrán aprobar 
Catálogos urbanísticos independientes, con arreglo al procedimiento previsto en este Texto 
Refundido para los Planes Parciales.

Disposición transitoria séptima.  Concejos carentes de planeamiento urbanístico general.

1. En los concejos que, a la entrada en vigor de este Texto Refundido todavía no 
dispongan de Plan General o de Normas Subsidiarias municipales, continuarán aplicándose, 
hasta la aprobación de un Plan General de Ordenación, los Proyectos de Delimitación que 
hayan sido aprobados de conformidad con la legislación urbanística vigente a la citada 
fecha. Si el concejo no dispone de Proyecto de Delimitación, deberá iniciar en el plazo más 
breve posible la tramitación de un Plan General de Ordenación.

2. En suelo urbano, mientras no exista planeamiento o norma urbanística que lo autorice, 
no podrá edificarse con una altura superior a tres plantas medidas en cada punto del terreno, 
sin perjuicio de las demás limitaciones que sean aplicables. Cuando se trate de solares 
enclavados en núcleos o manzanas edificados en más de dos terceras partes, los 
Ayuntamientos podrán autorizar alturas que alcancen la media de los edificios ya 
construidos.

Disposición final primera.  Normalización y tratamiento informático de las licencias 
urbanísticas.

El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias está facultado para regular por 
Decreto la información que deben contener y la forma que han de revestir los documentos 
expresivos de las licencias, con vistas a su normalización y tratamiento informático por la 
Administración del Principado de Asturias en orden a la elaboración de estadísticas 
regionales y demás mecanismos de conocimiento global de la actividad urbanística.
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Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario y actualización de cuantías.

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno para el desarrollo reglamentario de este Texto 
Refundido.

2. El Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería competente en 
materia de urbanismo y ordenación del territorio, podrá actualizar por Decreto la cuantía de 
las multas establecidas en el artículo 254 de este Texto Refundido, en consonancia con la 
evolución del índice general de precios elaborado por el Instituto Nacional de Estadística.
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§ 69

Ley 2/2004, de 29 de octubre, de medidas urgentes en materia de 
suelo y vivienda

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 261, de 10 de noviembre de 2004

«BOE» núm. 296, de 9 de diciembre de 2004
Última modificación: 30 de diciembre de 2006

Referencia: BOE-A-2004-20810

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de medidas 
urgentes en materia de suelo y vivienda.

PREÁMBULO

I

El proceso de encarecimiento del precio de la vivienda se está convirtiendo, cada vez 
más, en un hecho generador de desigualdades sociales, discriminando inexorablemente a 
los ciudadanos carentes de un patrimonio inmobiliario propio, a quienes no perciben ingresos 
elevados y a quienes carecen de empleos estables, que ven frustrado su derecho a acceder 
a una vivienda adecuada por su precio cada vez más inaccesible. Esta situación representa 
uno de los problemas más acuciantes de la sociedad asturiana, al que esta Ley pretende 
buscar soluciones.

Dichas soluciones no pueden venir de una actitud impositiva por parte de los poderes 
públicos, sino de un consenso entre propietarios, promotores y Administraciones de manera 
que, atendiendo al interés general, los precios del suelo, de la construcción y demás factores 
que inciden en el proceso de producción inmobiliaria garanticen la viabilidad social y 
económica de la construcción de viviendas protegidas.

La Ley pretende recoger los contenidos centrados en las políticas de suelo y vivienda del 
Acuerdo para el desarrollo económico, la competitividad y el empleo suscrito por el Gobierno 
y los agentes sociales y económicos más representativos del Principado de Asturias, del que 
surgen dos medidas primordiales que originan la presente Ley.

La primera de las medidas consiste en la creación de una nueva modalidad de vivienda 
protegida, denominada concertada, específica de Asturias y que permitirá ampliar el abanico 
de las políticas públicas de vivienda en nuestra Comunidad Autónoma.

La segunda tiene como objetivo integrar y sistematizar la política de viviendas protegidas 
con la de suelo, creando un nuevo procedimiento que permita incorporar al desarrollo urbano 
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suelos idóneos desde el punto de vista ambiental, social y económico, es decir, que 
construyan ciudad y territorio de forma sostenible, que palíen las actuales dificultades de 
acceso a la vivienda y conjuguen los legítimos intereses de los propietarios y promotores con 
el interés general de estas políticas públicas.

II

Definido su objeto en un capítulo preliminar, la Ley, que se dicta al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 10.1.3 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, que 
atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de ordenación del 
territorio y vivienda, se divide en dos capítulos más, dando respuesta cada uno de ellos a las 
dos medidas antes anunciadas.

El primero de ellos define la nueva vivienda protegida concertada, las dependencias 
complementarias que podrán vincularse a ella, así como el destino de las mismas. Las 
principales novedades de este nuevo tipo de vivienda son las importantes medidas de 
control destinadas a evitar situaciones que desvirtúen la finalidad de la política de viviendas 
protegidas, que persigue facilitar el acceso por los ciudadanos a una vivienda a precios 
asequibles y atemperar el precio de la vivienda libre mediante el mantenimiento de los 
precios de la vivienda protegida.

Así, la Ley limita de por vida el precio máximo de venta, ajustado al vigente en cada 
momento para las de nueva construcción, y su venta durante cinco años, para favorecer que 
el destino de las viviendas se ajuste a los fines de la política de vivienda.

En su segundo capítulo, la Ley regula un procedimiento nuevo para la ordenación 
especial de áreas con destino a viviendas protegidas cuya finalidad es permitir que se 
incorporen al desarrollo urbano suelo idóneos desde el punto de vista territorial y ambiental y 
que garanticen un acuerdo previo entre propietarios, promotores y Administraciones 
Públicas, de manera que el desarrollo de la actuación garantice la producción de viviendas 
protegidas en cualquiera de sus categorías.

De este modo, el procedimiento contempla que, para su puesta en marcha, el promotor 
haya acordado previamente con los propietarios del suelo unas condiciones que permitan la 
construcción de viviendas protegidas ya que, de lo contrario, no se iniciará la tramitación de 
la nueva ordenación urbanística.

La actuación ha de ser refrendada mediante convenio por el Ayuntamiento y el 
Principado de Asturias y, así, se compartirá el compromiso público de la misma y el de su 
tramitación administrativa mediante una aprobación inicial municipal y otra definitiva por 
parte de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias.

Se ha estimado conveniente introducir, mediante la inserción de nuevos artículos, la 
nueva regulación en el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de 
ordenación del territorio y urbanismo, recientemente aprobado por Decreto Legislativo del 
Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, de modo que esta nueva producción legislativa 
no genere una innecesaria dispersión normativa.

III

Junto a la introducción del nuevo procedimiento de ordenación especial para áreas 
destinadas a viviendas protegidas, el capítulo II introduce otras modificaciones al Texto 
Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo.

Las modificaciones que afectan al contenido tienen por objeto coordinar la tramitación de 
los estudios de implantación y las autorizaciones de uso en suelo no urbanizable, acortar los 
plazos del sistema de actuación de los suelos de urbanización prioritaria, mejorar la gestión 
de los patrimonios públicos de suelo para lograr la máxima agilidad en la gestión de suelo 
destinado a viviendas protegidas, ajustar su redacción a lo previsto en la normativa estatal 
en cuanto al pago de las expropiaciones y, por último, evitar efectos indeseados en la 
declaración de ruina.

Junto a éstas, se añaden algunas modificaciones relativas a la estructura del Texto 
Refundido para integrar convenientemente en su sistemática los nuevos artículos creados, 
relativos a la ordenación especial para áreas destinadas a viviendas protegidas.
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IV

La Ley se completa con diversas disposiciones adicionales, referida la primera al precio 
máximo de la vivienda protegida concertada. La segunda y tercera proponen medidas de 
control de los precios máximos de venta de todas las viviendas protegidas que eviten 
algunas disfunciones actuales en el sistema de precios máximos de dichas viviendas, 
consistentes en señalar para todas las viviendas protegidas una limitación en su precio 
máximo de venta durante toda su vida útil y la obligación de que los contratos privados, que 
habrán de elevarse a escritura pública, se firmen ante funcionario público para garantizar el 
adecuado tráfico jurídico de estos inmuebles. El objeto de estas medidas es asegurar que el 
destino de estas viviendas se ajuste a sus fines, es decir, garantizar el acceso a una vivienda 
a precios razonables y controlar el precio medio del mercado de vivienda mediante viviendas 
con precio de venta limitado de por vida, sin que sus segundas o posteriores transmisiones 
entren en el juego del libre mercado como si fueran otro bien de consumo o inversión más y 
no uno de primerísima necesidad para los ciudadanos.

Por último, la disposición adicional quinta pretende suponer un estímulo para las 
Administraciones de cara al examen de la conveniencia de implantar paneles de energía 
solar térmica o fotovoltaica en viviendas y demás edificaciones.

CAPÍTULO PRELIMINAR

Objeto de la Ley

Artículo 1.  Objeto.

1. Es objeto de la presente Ley:

a) La definición y regulación de una modalidad de vivienda protegida, denominada 
concertada, ligada al suelo en el que se podrá promover su implantación.

b) La regulación de un procedimiento específico de aprobación de planeamiento que 
establezca la ordenación urbanística de los suelos destinados a acoger viviendas protegidas 
en cualquiera de sus categorías.

2. Asimismo, constituye su objeto adoptar medidas que garanticen los precios de venta 
máximos de las viviendas protegidas, en cualquiera de sus categorías, su actualización a lo 
largo del tiempo y el adecuado tráfico jurídico de las mismas, así como mejoras adicionales 
en la regulación de los instrumentos de ordenación urbanística y del suelo.

CAPÍTULO I

Medidas en materia de vivienda: De la vivienda protegida concertada

Artículo 2.  Definición.

1. Se considera como protegida concertada aquella vivienda que, situada en terrenos 
que tengan la condición de solar o que puedan alcanzarla en ejecución de planeamiento, 
reúna además los siguientes requisitos:

a) Contar con una superficie útil máxima de noventa metros cuadrados que podrá 
alcanzar los ciento veinte metros cuadrados útiles en el caso en que las condiciones sociales 
así lo requieran y se justifique convenientemente.

b) Obtener la oportuna calificación concedida por la Consejería competente en materia 
de vivienda.

c) Tener un precio máximo de venta por metro cuadrado útil de vivienda que figurará en 
la citada calificación de la vivienda.

d) Cuando la promoción incluya garajes o trasteros, estén o no vinculados a la vivienda, 
el precio máximo de venta por metro cuadrado de superficie útil de los mismos, que figurará, 
asimismo, en la calificación de la vivienda, no podrá exceder del cincuenta por ciento del 
precio máximo de venta por metro cuadrado de superficie útil de la misma. A efectos de la 
determinación del precio máximo total de venta, sólo serán computables, como máximo, 
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ocho metros cuadrados de superficie útil de trastero y veinticinco metros cuadrados de 
superficie útil de garaje, con independencia de que su superficie real sea superior.

2. El régimen legal de las viviendas protegidas concertadas será de treinta años, excepto 
si son destinadas a arrendamiento y vinculadas a dicho régimen durante diez años.

Artículo 3.  Destino y otras condiciones de las viviendas.

1. Las viviendas protegidas concertadas, sean para uso propio o para su cesión en 
régimen de arrendamiento, habrán de dedicarse a domicilio habitual y permanente del 
propietario o, en su caso, del inquilino. Las viviendas que no sean domicilio habitual y 
permanente de su propietario podrán incluirse en los programas públicos de vivienda 
promovidos por la Consejería competente en materia de vivienda para su destino al alquiler.

2. Podrán ser promotores de viviendas protegidas para su venta o cesión en régimen de 
alquiler las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas.

3. Las viviendas protegidas concertadas no podrán ser transmitidas ínter vivos ni cedido 
su uso por ningún título, salvo el de arrendamiento, durante el plazo de cinco años desde su 
adquisición, incluidas las segundas y posteriores transmisiones que, vigente dicho plazo, 
fueran posibles conforme a lo dispuesto en esta Ley, lo que se hará constar expresamente 
en el Registro de la Propiedad, en la forma y a los efectos establecidos por la legislación civil 
e hipotecaria. Quedan exceptuadas las familias numerosas, para los supuestos de 
necesidad de adquisición de una vivienda de mayor superficie útil que la que tienen o hayan 
tenido previamente en propiedad; asimismo, por autorización de la Consejería competente 
en materia de vivienda, podrán exceptuarse los supuestos de subasta y adjudicación de la 
vivienda por ejecución judicial. Mediante autorización de la Consejería competente en 
materia de vivienda, podrá exceptuarse también por cambio necesario de localidad de 
residencia del titular de la vivienda o por otros motivos suficientemente justificados en los 
términos que reglamentariamente se determinen. Igualmente, las viviendas inicialmente 
adquiridas para uso propio podrán ser destinadas a su cesión en régimen de alquiler, previa 
obtención de la autorización correspondiente de la Consejería competente en materia de 
vivienda.

4. En el caso de segundas o posteriores transmisiones de las viviendas protegidas 
concertadas, el precio máximo de venta por metro cuadrado de superficie útil podrá 
incrementarse en un 20 por ciento respecto del que correspondería a una vivienda protegida 
concertada de nueva construcción en la misma fecha en que se produzca la transmisión y en 
la misma localidad o ámbito territorial.

Artículo 4.  Medidas de control.

1. El incumplimiento del destino como domicilio habitual y permanente de las viviendas 
protegidas concertadas para uso propio, así como el no ofrecimiento en arriendo o la no 
inclusión en los Programas Públicos de Vivienda de aquellas destinadas al alquiler, 
constituyen causas de expropiación forzosa que la Administración está facultada a ejercer. 
La resolución por la que la Consejería competente en materia de vivienda declare previa 
audiencia al interesado constatada alguna de dichas causas, implicará la declaración de 
utilidad pública y necesidad de ocupación a efectos expropiatorios.

2. La Administración del Principado de Asturias goza de un derecho de tanteo y retracto 
sobre la transmisión de las viviendas protegidas concertadas. A estos efectos, el precio a 
satisfacer por la Administración será el establecido por metro cuadrado de superficie útil para 
las viviendas declaradas como protegidas concertadas en la misma fecha en que se 
produzca la transmisión y en la misma localidad o ámbito territorial.

3. Reglamentariamente se determinarán otras facultades de control para verificar el 
destino de las viviendas como domicilio habitual y permanente, incluida la facultad de 
inspección.

Artículo 5.  Infracciones.

1. Las infracciones al régimen legal de viviendas protegidas concertadas se clasificarán 
en leves, graves y muy graves.

2. Se considera infracción leve:
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a) La firma de documentos privados por los que se transmita la propiedad de viviendas 
protegidas concertadas y sus anejos o se constituyan derechos reales sobre los mismos, 
salvo en el caso de la hipoteca, que no se realice ante la presencia de funcionario público 
adscrito a la Consejería competente en materia de vivienda, conforme a la disposición 
adicional tercera.

b) No incluir en los documentos públicos en que se formalicen los actos por los que se 
transmita la propiedad de viviendas protegidas concertadas y sus anejos o se constituyan 
derechos reales sobre los mismos, al menos, la limitación del precio máximo de venta 
prevista en la disposición adicional segunda y, en cada categoría, el período de duración de 
la calificación o los plazos en que se limita su transmisión o cesión de uso, así como los 
efectos derivados de los incumplimientos.

3. Se considerará infracción grave:

a) No formalizar en escritura pública los actos por los que se transmita la propiedad de 
viviendas protegidas concertadas y sus anejos o se constituyan derechos reales sobre los 
mismos.

b) Desvirtuar el destino de domicilio habitual y permanente configurado en el apartado 1 
del artículo 3.

4. Se considerará infracción muy grave:

a) Vender una vivienda protegida concertada, sus garajes o trasteros por encima del 
precio máximo de venta.

b) Alquilar una vivienda protegida concertada, sus garajes o trasteros por encima del 
precio máximo de alquiler.

5. Se consideran, asimismo, infracciones al régimen legal de viviendas protegidas 
concertadas las contempladas en los artículos 4 a 6 de la Ley del Principado de Asturias 
3/1995, de 15 de marzo, de sanciones en materia de vivienda, en la redacción dada por la 
Ley del Principado de Asturias 7/1997, de 31 de diciembre, de Medidas Presupuestarias, 
Administrativas y Fiscales.

Artículo 6.  Sanciones.

1. Con carácter general, las infracciones se sancionarán conforme a lo establecido en los 
artículos 7 y siguientes de la Ley del Principado de Asturias 3/1995, de 15 de marzo, de 
sanciones en materia de vivienda, sin perjuicio de lo establecido en los apartados siguientes.

2. Las infracciones tipificadas como graves conforme al apartado 3.b) del artículo 
anterior, con multa del veinticinco por ciento del precio máximo de venta, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 1 del artículo 4 de esta Ley.

3. Las infracciones tipificadas como muy graves conforme al apartado 4 del artículo 
anterior, con multa cuya cuantía no ha de resultar inferior al quíntuplo ni superior al décuplo 
de la diferencia entre el sobreprecio, prima o cantidad percibida y el precio máximo legal, 
cuando se trate de arrendamiento, o inferior al duplo ni superior al cuádruplo de dicha 
diferencia en caso de compraventa.

CAPÍTULO II

Medidas en materia de suelo

Artículo 7.  Ordenación especial de áreas con destino a viviendas protegidas.

Se crea una nueva Sección 4.ª, «Ordenación especial de áreas con destino a viviendas 
protegidas», pasando la actual Sección 4.ª a ser 5.ª, en el Capítulo III, del Título III del Texto 
Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de 
abril, integrada por los artículos 74 bis, 74 ter y 74 quater, con la siguiente redacción:
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«Artículo 74 bis.  Conveniencia de la ordenación especial.

Cuando la Administración del Principado de Asturias y el Ayuntamiento afectado 
lo estimen conveniente, en atención a las necesidades de vivienda del Concejo, 
ambas Administraciones convendrán la ordenación urbanística de áreas con destino 
en su totalidad a viviendas protegidas, con arreglo al procedimiento previsto en los 
artículos 91 bis y siguientes de este Texto Refundido.

Artículo 74 ter.  Suelos de procedencia.

1. Podrán acogerse al procedimiento establecido en los artículos 91 bis y 
siguientes de este Texto Refundido:

a) Suelos urbanos y urbanizables sectorizados cuya ordenación urbanística 
inicial no prevea el destino íntegro de los suelos a la construcción de viviendas 
protegidas y para los que se proponga una nueva ordenación urbanística con dicha 
finalidad.

b) Suelos urbanos y urbanizables sectorizados cuya ordenación urbanística 
inicial prevea el destino íntegro de los suelos a la construcción de viviendas 
protegidas y cuyos promotores y propietarios opten por este procedimiento.

c) Suelos urbanizables no sectorizados.
d) Suelos no urbanizables susceptibles de reclasificación en el supuesto 

establecido en el apartado 3 de este artículo.

2. Cuando se trate de suelos urbanizables no sectorizados y suelos no 
urbanizables susceptibles de reclasificación, habrán de cumplir los siguientes 
requisitos:

a) Configurar un espacio físico continuo de significativa entidad superficial que no 
será inferior a:

1.º Cinco hectáreas en los Concejos definidos en el apartado 1.a) de la 
disposición adicional primera de la Ley del Principado de Asturias de medidas 
urgentes en materia de suelo y vivienda.

2.º Tres hectáreas en los Concejos definidos en el apartado 1.b) de la disposición 
adicional primera de la misma Ley.

3.º Dos hectáreas en los Concejos definidos en el apartado 1.c) de la disposición 
adicional primera del mismo texto legal.

b) Que por su localización y condiciones resulten integrables en el entramado 
urbanístico ya existente, con el que han de mantener una conexión suficiente, 
conforme a lo previsto en los deberes atribuidos a los propietarios de cada clase de 
suelo en la legislación sobre régimen del suelo.

3. Además, cuando se trate de suelos no urbanizables susceptibles de 
reclasificación, habrán de carecer de valores paisajísticos, culturales, ambientales o 
de cualquier otra índole que pudieran exigir la preservación de su transformación.

Artículo 74 quáter.  Procedimiento para la ordenación especial.

1. A efectos de facilitar la promoción de suelo para la construcción de viviendas 
protegidas, el procedimiento a seguir para la calificación, y en su caso clasificación, 
del suelo será el establecido en los artículos 91 bis y siguientes de este Texto 
Refundido. Este procedimiento sustituirá al procedimiento general de aprobación y 
modificación de planeamiento urbanístico.

2. El ámbito se ordenará mediante un plan especial, que tendrá la doble 
naturaleza de modificación del plan general de ordenación y de aprobación o, en su 
caso, modificación del planeamiento de desarrollo y contendrá las determinaciones 
exigidas para los planes parciales en el artículo 66 de este Texto Refundido».
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Artículo 8.  Tramitación de la ordenación especial de áreas con destino a viviendas 
protegidas.

1. Se añaden los artículos 91 bis, 91 ter y 91 quater al Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con la siguiente 
redacción:

«Artículo 91 bis.  Actuaciones previas.

1. El procedimiento previsto en el artículo 74 quáter de este Texto Refundido, se 
iniciará a instancia de los particulares. A tal efecto, se podrán presentar ante el 
Ayuntamiento y la Consejería competente en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo propuestas para su consideración, siempre que los suelos reúnan los 
requisitos señalados en el artículo 74 ter de este texto refundido.

2. El oferente deberá acreditar la propiedad, al menos, del ochenta por ciento del 
suelo al que se refiere la propuesta; u opciones de compra protocolizadas y 
registradas que avalen la posibilidad de su adquisición al momento de la declaración 
de interés de la operación por parte del Consejo de Gobierno, debiendo formalizarse 
la adquisición tras dicha declaración y antes de la presentación a trámite del plan 
especial.

3. A su vez, dichas propuestas deberán contemplar:

a) Aprovechamiento residencial y de otros usos complementarios.
b) Número de viviendas protegidas a realizar.
c) Porcentajes de suelo destinados a cada categoría de viviendas protegidas.
d) Precios máximos de venta de cada categoría de viviendas, sin perjuicio de las 

actualizaciones previstas en el apartado 2 de la disposición adicional primera de la 
Ley del Principado de Asturias de medidas urgentes en materia de suelo y vivienda.

e) Tipologías de vivienda previstas, con diversidad en cuanto a tamaños.
f) Esquema general de las redes de viario público y servicios urbanos, existentes 

y previstos.
g) Esquema general de los sistemas de zonas verdes, espacios libres y 

equipamientos.
h) Previsiones temporales para la urbanización y la edificación.
i) Evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de 

las obras de urbanización y edificación.
j) Compromisos que asumiría de aceptar la Administración su propuesta, que se 

referirán como mínimo a garantizar la ejecución de la urbanización y la edificación en 
unos determinados plazos.

k) Garantías para al cumplimiento de dichos compromisos, especialmente, 
referidos a la ejecución de la urbanización y la edificación en los plazos 
determinados.

4. La Consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo, 
previo informe de la Consejería competente en materia de vivienda, y el 
Ayuntamiento resolverán sobre la idoneidad de la operación en el plazo de dos 
meses desde la presentación completa de la documentación en el respectivo 
registro, transcurrido el cual podrá entenderse que la propuesta no es idónea, 
conforme y a los efectos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

5. En el supuesto de que la Consejería competente en materia de ordenación del 
territorio y urbanismo o el Ayuntamiento establecieren condiciones a la propuesta, se 
dará trámite de audiencia al oferente por un plazo de quince días.

6. Si la Consejería competente en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo declara la idoneidad de la propuesta de ordenación, remitirá al 
Ayuntamiento una propuesta de convenio entre la Administración del Principado de 
Asturias y la corporación local sobre la que deberá pronunciarse el Ayuntamiento en 
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el plazo de veinte días, transcurrido el cual podrá entenderse que, conforme y a los 
efectos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en la 
redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, el Ayuntamiento no tiene intención 
de suscribir el convenio; si el pronunciamiento fuese expreso podrá limitarse a 
comunicar que el Ayuntamiento no ha declarado idónea la propuesta y que, por 
tanto, no desea suscribir el convenio. Ambas circunstancias habilitan a la Consejería 
competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo para declarar la 
caducidad del procedimiento, previa advertencia a la entidad local.

7. El Consejo de Gobierno autorizará, en su caso, la firma del convenio. En el 
mismo acto, declarará asimismo el interés de la operación para la promoción de 
viviendas protegidas.

8. El convenio suscrito entre la Administración del Principado de Asturias, el 
Ayuntamiento y quien proponga la ordenación especial recogerá, al menos, los 
siguientes extremos:

a) La condición de Administración urbanística actuante de la Administración del 
Principado de Asturias.

b) Plazos para la ejecución de la urbanización y la edificación.
c) Precios de venta de las viviendas protegidas conforme a lo dispuesto en la 

normativa específica de cada categoría o en la disposición adicional primera de la 
Ley del Principado de Asturias de medidas urgentes en materia de suelo y vivienda 
para las viviendas protegidas concertadas, sin perjuicio de las actualizaciones 
previstas en el apartado segundo de la misma. No obstante, cuando se incurra en 
demoras en la ejecución sólo podrán actualizarse los precios hasta la fecha prevista 
para el cumplimiento de los plazos señalados en la letra anterior.

d) Régimen de penalizaciones por incumplimiento de los plazos previstos por 
causas imputables al promotor, proporcional al previsto en la legislación de contratos 
de las Administraciones Públicas en los supuestos de demoras en la ejecución.

e) Los que resulten de las condiciones a que se refiere el apartado 5 de este 
artículo.

f) Cualesquiera otros que se consideren oportunos por ambas Administraciones 
para el mejor desarrollo de la ordenación especial.

Artículo 91 ter.  Tramitación del plan especial y del proyecto de urbanización.

1. Tras la adopción de acuerdo por el Consejo de Gobierno, el promotor 
presentará proyecto de plan especial junto con su proyecto de urbanización ante el 
Ayuntamiento en el plazo de tres meses desde la notificación del citado acuerdo.

2. El Ayuntamiento resolverá sobre la aprobación inicial del plan especial y del 
proyecto de urbanización en el plazo de dos meses desde su presentación. 
Producida ésta, el Ayuntamiento remitirá, dentro de dicho plazo, la documentación a 
la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias, 
quien someterá los documentos aprobados inicialmente a información pública por un 
plazo de veinte días que se anunciará en el Boletín Oficial del Principado de Asturias 
y, al menos, en uno de los periódicos de mayor circulación de la Comunidad 
Autónoma.

3. Transcurrido el plazo que tiene el Ayuntamiento para resolver sobre la 
aprobación inicial sin que dicha resolución se hubiese producido, el promotor podrá 
solicitar a la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de 
Asturias que resuelva sobre la aprobación inicial del plan especial y del proyecto de 
urbanización, en cuyo caso, ésta requerirá al Ayuntamiento para que le remita el 
expediente completo, disponiendo de dos meses desde la recepción de la 
documentación completa para pronunciarse sobre dicha aprobación inicial.

4. Una vez finalizado el periodo de información pública e introducidas las 
modificaciones que se consideren necesarias para atender al resultado de dicha 
información, la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de 
Asturias resolverá sobre la aprobación definitiva del plan especial en el plazo de tres 
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meses. Dentro de este mismo plazo debe notificarse al Ayuntamiento la aprobación 
del plan especial.

5. Transcurrido dicho plazo sin que la Comisión de Urbanismo y Ordenación del 
Territorio del Principado de Asturias haya resuelto sobre la aprobación definitiva del 
plan especial, ésta se entenderá producida por silencio administrativo en los términos 
de la aprobación inicial, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 95 de este Texto 
Refundido.

6. Cuando existan alegaciones al proyecto de urbanización, la Comisión de 
Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias remitirá al 
Ayuntamiento, junto a la notificación de la aprobación definitiva del plan especial, el 
expediente completo del proyecto de urbanización para que resuelva sobre su 
aprobación definitiva en el plazo de veinte días, transcurrido el cual se entenderá 
aprobado definitivamente en los términos de la aprobación inicial, conforme a la 
legislación sobre silencio administrativo. No obstante, cuando la Comisión de 
Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias certifique en el 
acuerdo definitivo del plan especial que el proyecto de urbanización no ha sido objeto 
de alegación alguna, éste se entenderá aprobado definitivamente sin necesidad de 
pronunciamiento expreso del Ayuntamiento.

Artículo 91 quáter.  Garantías de la ejecución del planeamiento.

1. Con anterioridad a la aprobación definitiva del instrumento de planeamiento, el 
promotor garantizará ante la Administración autonómica los siguientes extremos:

a) Cumplimiento de plazos de urbanización, fijados por referencia a la fecha de 
aprobación definitiva del proyecto de urbanización, mediante garantía por valor del 
veinte por ciento de los gastos de urbanización, que se formalizará conforme a la 
legislación de contratos de las Administraciones Públicas.

b) Cumplimiento de los plazos de edificación que se determinen, mediante 
garantía por valor de un ocho por ciento del precio máximo de venta de las viviendas 
cuya construcción se plantea, que se formalizará conforme a la legislación de 
contratos de las Administraciones Públicas.

c) En caso de venta de suelo urbanizado, introducción de cláusulas por las que el 
adquirente se comprometa a la edificación en los plazos determinados, 
subrogándose en la posición del transmitente.

2. La formalización de las garantías señaladas en el apartado anterior se 
realizará conforme a las siguientes reglas:

a) La garantía del cumplimiento de los plazos de urbanización a que hace 
referencia la letra a) del apartado 1 de este artículo se presentará por el importe de la 
fase correspondiente de urbanización teniendo en cuenta que, al fijarse los plazos de 
urbanización por referencia al proyecto de urbanización, se deberá presentar la 
garantía correspondiente a cada fase antes de la fecha de su inicio, aunque no 
estuviese concluida la urbanización de la fase o fases precedentes.

b) La garantía del cumplimiento de los plazos de edificación a que hace 
referencia la letra b) del apartado 1 de este artículo se presentará por su importe 
total, sin perjuicio de la cancelación de la parte correspondiente a las fases que se 
vayan ejecutando, conforme al apartado 4 de este artículo.

3. La Consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo, 
de oficio o a instancia del Ayuntamiento, previa audiencia del promotor, impulsará la 
declaración de caducidad del procedimiento cuando existan incumplimientos por 
parte del promotor por causas a él imputables. La declaración de caducidad:

a) Implicará la ejecución de los avales previstos en las letras a) y, en su caso, b) 
del apartado anterior. En particular, ante el manifiesto incumplimiento de los plazos 
de urbanización que impida el cumplimiento de los plazos de edificación, la 
Administración autonómica ejecutará los avales previstos en las letras a) y b) del 
apartado anterior.
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b) Habilitará a la Administración autonómica para iniciar la declaración y 
delimitación como Reserva Regional de Suelo del ámbito objeto de la ordenación 
especial.

c) En caso de que se declare la declaración y delimitación de la Reserva 
Regional de Suelo, supondrá la ejecución de la ordenación especial de forma directa 
por la Consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo o a 
través de una sociedad urbanística.

4. La recepción de las obras de urbanización por parte del Ayuntamiento 
permitirá la cancelación de la garantía prevista en la letra a) del apartado 1 de este 
artículo. Igualmente podrá cancelarse la garantía prevista en la letra b) del mismo 
apartado de dicho precepto, previa declaración por la Consejería competente en 
materia de vivienda del cumplimiento de los compromisos de edificación, a solicitud 
del promotor, que se tramitará conforme a lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 
195 de este Texto Refundido para la recepción de las obras de urbanización».

2. La Sección 3.ª del Capítulo IV del Título III del Texto Refundido de las disposiciones 
legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado por Decreto 
Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, pasa a quedar organizada en 
las siguientes Subsecciones:

a) Subsección 1.ª, «Planes Generales de Ordenación intermunicipales»: actual artículo 
85.

b) Subsección 2.ª, «Tramitación del planeamiento general»: actuales artículos 86 a 88.
c) Subsección 3.ª, «Tramitación de Planes Parciales, Planes Especiales y Estudios de 

Implantación»: actuales artículos 89 y 90.
d) Subsección 4.ª, «Tramitación de las actuaciones urbanísticas concertadas»: actual 

artículo 91.
e) Subsección 5.ª, «Tramitación de la ordenación especial de áreas con destino a 

viviendas protegidas»: nuevos artículos 91 bis, 91 ter y 91 quater.
f) Subsección 6.ª, «Tramitación de Estudios de Detalle, Catálogos Urbanísticos y 

Ordenanzas Municipales de Edificación y Urbanización»: actuales artículos 92 a 94.
g) Subsección 7.ª, «Otras disposiciones»: actuales artículos 95 a 97.

Artículo 9.  Conflictos con proyectos de obras promovidas por el Estado.

Se da una nueva redacción al párrafo segundo del artículo 18 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:

«No obstante, cuando los expresados proyectos se desarrollen en ejercicio de 
competencias exclusivas del Estado o cuando existan razones de urgencia o 
excepcional interés público que exijan desviarse de la normativa territorial o 
urbanística en vigor, el acuerdo definitivo será adoptado conforme a lo dispuesto en 
la legislación estatal aplicable.»

Artículo 10.  Tramitación de los Estudios de Implantación.

Se da nueva redacción al apartado 5 del artículo 90 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:

«5. El procedimiento regulado en el presente artículo se aplicará también a la 
tramitación de los estudios de implantación, con la particularidad de que el informe 
de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias 
no será vinculante cuando el estudio de implantación se refiera a actividades, 
equipamientos y dotaciones incluidas en el planeamiento general como autorizables 
en el suelo no urbanizable y que no requieran autorización de la Comisión de 
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Urbanismo y Ordenación del Territorio a tenor de lo dispuesto en el artículo 131 de 
este Texto Refundido.»

Artículo 11.  Autorización excepcional para usos en zona de protección específica.

Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 134 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:

«2. En esta zona, cualquier uso, con excepción de los cultivos y plantaciones, 
deberá ser objeto de autorización específica por el titular de la Consejería 
competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo, que la concederá 
con carácter excepcional y sólo en aquellos supuestos en que su utilidad pública o 
interés social lo aconsejen por no existir emplazamientos alternativos. Esta 
autorización sustituirá a la autorización específica regulada en el artículo 131 de este 
Texto Refundido.»

Artículo 12.  Derecho del propietario de suelo urbanizable en transformación a la adquisición 
del aprovechamiento urbanístico correspondiente a la Administración.

Se añade un inciso final al apartado 2 del artículo 140 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, que pasa a tener la 
siguiente redacción:

«2. La transformación del suelo clasificado como urbanizable comportará para los 
propietarios del mismo el deber de ceder obligatoria y gratuitamente a la 
Administración actuante el suelo correspondiente al diez por ciento del 
aprovechamiento del sector o ámbito correspondiente. La Administración urbanística 
actuante no tendrá que contribuir a los costes de urbanización de los terrenos en los 
que se localice ese aprovechamiento, costes que deberán ser asumidos por los 
propietarios.

El propietario podrá adquirir, mediante convenio, el aprovechamiento urbanístico 
correspondiente a la Administración, en los términos del apartado 2 del artículo 119 
de este Texto Refundido. Del mismo modo, podrá adquirir dicho aprovechamiento en 
los sectores destinados íntegramente a viviendas sometidas a cualquier régimen de 
protección pública.»

Artículo 13.  Obligación de adjuntar la cédula o el certificado urbanístico en enajenaciones 
de terrenos.

Se añade un inciso final al apartado 3 del artículo 145 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, cuya redacción 
queda como sigue:

«3. En las enajenaciones de terrenos, deberá hacerse constar en el 
correspondiente título las determinaciones establecidas en el apartado 2 del artículo 
21 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, de régimen de suelo y valoraciones, con 
aplicación igualmente de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 21 de la citada Ley 
6/1998. A estos efectos, en tales enajenaciones deberá adjuntarse al titulo la cedula 
o el certificado urbanístico recogidos en el artículo 24 de este Texto Refundido.»

Artículo 14.  Agilización de plazos en el sistema de actuación en suelo urbanizable 
prioritario.

1.º Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 160 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:
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«1. A partir de la aprobación definitiva del plan parcial de un sector de suelo 
calificado previamente como urbanizable prioritario, los propietarios de cada polígono 
o unidad de actuación podrán, dentro del plazo de tres meses, asumir su 
urbanización con preferencia a cualquier otro sujeto, a no ser que se haya dispuesto 
la aplicación de los sistemas de cooperación o expropiación, en cuyo caso se 
aplicarán las normas correspondientes a estos sistemas, o se haya dispuesto la 
aplicación del procedimiento de actuaciones concertadas previsto en este Texto 
Refundido.»

2.º Se da nueva redacción al apartado 3 del artículo 160 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:

«3. Los propietarios podrán solicitar, antes de que venza el plazo de tres meses, 
una prórroga a la Administración. Esta sólo la concederá cuando existan causas 
justificadas, y nunca por un plazo superior a un mes.»

3.º Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 161 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:

«1. Transcurrido el plazo de tres meses desde la aprobación definitiva del plan 
parcial, y vencida, en su caso, la prórroga, la Administración urbanística lo declarará 
expresamente en el plazo máximo de dos meses, previa audiencia de los 
propietarios, y, en el mismo acto, optará entre la gestión directa de los polígonos o 
unidades de actuación cuyos propietarios no la hayan asumido, o la convocatoria de 
concurso.»

4.º Se da nueva redacción al apartado 3 del artículo 165 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:

«3. Cuando la Administración haya hecho uso de esta facultad, los propietarios 
tendrán un plazo de seis meses para asumir el desarrollo urbanístico del sector. Este 
plazo comenzará a contar desde la fecha de notificación a los mismos del acuerdo a 
que se refiere el apartado anterior, o desde la fecha de entrada en vigor del 
instrumento de planeamiento en el que se contenga dicha determinación. Dentro de 
ese plazo, los propietarios que representen la superficie fijada en el apartado 3 del 
artículo 172 de este Texto Refundido, deberán presentar el proyecto de plan parcial y 
comprometerse, con las garantías que se fijen reglamentariamente, a presentar el 
proyecto de actuación que se regula en el artículo 172 de este Texto Refundido en el 
plazo de tres meses a contar desde la publicación del acuerdo de aprobación 
definitiva del plan parcial. Los propietarios podrán solicitar que se prorrogue el plazo 
para la presentación del proyecto de plan parcial en los términos establecidos en el 
apartado 3 del artículo 160 de este Texto Refundido.»

Artículo 15.  Deber de rehabilitación.

Se añade un apartado 5 al artículo 204 del Texto Refundido de las disposiciones legales 
vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado por Decreto 
Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente tenor:

«5. En particular, el deber de rehabilitar alcanzará a todas las construcciones en 
suelo no urbanizable siempre que no se encuentren fuera de ordenación. El plazo 
para el cumplimiento de dicho deber se iniciará con la aprobación definitiva del Plan 
General de Ordenación cuando identifique las construcciones susceptibles de 
rehabilitación, o, en su caso, con la aprobación del instrumento de planeamiento de 
desarrollo que se promoverá para la ordenación de las construcciones afectadas por 
dicho deber.»
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Artículo 16.  Plazo para edificar o rehabilitar.

Se añade un inciso final al apartado 2 del artículo 205 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:

«2. En defecto de plazo señalado en el planeamiento, o salvo que éste señalara 
plazo mayor, se aplicará el de dos años, que comenzará a computarse desde la 
aprobación del Plan, para el suelo urbano consolidado y suelo no urbanizable, y 
desde que las parcelas alcancen la condición de solar en los demás casos.»

Artículo 17.  Destino de patrimonios públicos de suelo a viviendas protegidas.

Se da nueva redacción a la letra b) del artículo 217 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:

«b) Construcción de viviendas acogidas a algún régimen de protección pública, 
sin que el porcentaje de viviendas de las denominadas protegidas concertadas 
sobrepase el cincuenta por ciento de la edificabilidad residencial que les 
corresponda. No obstante, se podrán excepcionar del destino a viviendas protegidas 
aquellas actuaciones urbanísticas de tipología unifamiliar en las que dicho 
aprovechamiento genere un número inferior a veinte viviendas, pudiendo transmitirse 
los terrenos en que se sitúe dicho aprovechamiento por cualquiera de las formas de 
gestión previstas para los patrimonios públicos de suelo.»

Artículo 18.  Enajenación, cesión y permuta de bienes de patrimonios públicos de suelo.

1.º Se da nueva redacción a la letra a) del apartado 1 del artículo 218 del Texto 
Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de 
abril, con el siguiente tenor:

«a) Enajenados, con arreglo a los procedimientos de concurso o de subasta, 
conforme a las siguientes reglas:

1.ª Se aplicará el procedimiento de concurso cuando el uso de los terrenos a 
enajenar se afecte a la construcción de viviendas que hayan de ser protegidas 
conforme a la letra b) del artículo anterior. Asimismo, se empleará el concurso 
cuando los terrenos se destinen a la construcción de edificios de servicio público que 
requieran un emplazamiento determinado sin propósito especulativo, como centros 
culturales, sanitarios o instalaciones deportivas. Si el concurso quedare desierto, la 
Administración podrá enajenar directamente dentro del plazo máximo de un año, con 
arreglo al precio tipo de licitación y estableciendo la obligación de interesar la 
expedición de licencia municipal en el plazo de seis meses y concluir la edificación 
en un plazo adecuado a la importancia de la misma, desde la obtención de la 
licencia.

2.ª Cuando el uso previsto en el planeamiento urbanístico no sea residencial, se 
podrá emplear el procedimiento de subasta; el tipo de licitación será el valor que 
tenga atribuido el terreno, determinado de conformidad con la legislación estatal o, si 
excediere de éste, el que resulte de sumar al importe de adquisición la parte 
proporcional de las obras y servicios establecidos, gastos complementarios de 
gestión o preparación, alojamiento para familias o empresas radicadas e 
indemnizaciones satisfechas. Si la subasta quedare desierta, la Administración podrá 
enajenar directamente dentro del plazo máximo de un año, con arreglo al precio tipo 
de licitación y estableciendo la obligación de comenzar la edificación en el plazo de 
seis meses y terminarla en otro adecuado a la importancia de la misma.»
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2.º Se da nueva redacción a la letra c) del apartado 1 del artículo 218 del Texto 
Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de 
abril, con el siguiente tenor:

«c) Cedidos gratuitamente mediante convenio suscrito a tal fin a cualesquiera de 
las restantes Administraciones Públicas, de las entidades públicas de ellas 
dependientes o adscritas, o a asociaciones o entidades sin ánimo de lucro, para la 
ejecución de equipamientos públicos o de otras instalaciones de utilidad pública o 
interés social.»

3.º Se añade una letra d) al apartado 1 del artículo 218 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con la siguiente 
redacción:

«d) Permutados, siendo de aplicación a los bienes que la Administración obtenga 
en la permuta las siguientes condiciones:

1.º No podrán ser objeto de nueva permuta.
2.º Deberán destinarse efectivamente a los fines de los patrimonios públicos de 

suelo en el plazo máximo de dos años cuando los terrenos cuenten con ordenación 
detallada, debiendo ésta ser aprobada cuando no exista en el plazo máximo de un 
año. Los referidos plazos se contarán desde la fecha de la transmisión.»

Artículo 19.  Pago del justiprecio y adjudicación de parcelas en expropiaciones.

Se da nueva redacción al artículo 224 del Texto Refundido de las disposiciones legales 
vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado por Decreto 
Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente tenor:

«Artículo 224.  Pago del justiprecio y adjudicación de las parcelas resultantes.

1. El pago del justiprecio se podrá efectuar en metálico o, previo acuerdo entre 
las partes, con parcelas resultantes de la propia actuación o, si no fuera posible, con 
otras cuyo aprovechamiento urbanístico sea, al menos, equivalente al que tenía el 
terreno expropiado y su posibilidad de actuación en el tiempo sean análogos.

2. Las parcelas resultantes de la urbanización podrán adjudicarse:

a) Directamente a la entidad pública o sociedad que reúna la condición de 
beneficiaria de la expropiación, que podrá promoverlas por sí, o estableciendo los 
oportunos convenios con otros promotores públicos o privados, en cuyo caso 
adquirirán la condición de promotores asimilados, o mediante su enajenación, 
conforme a las modalidades que cada entidad o sociedad tenga establecidas.

b) Mediante enajenación a través de concurso público de acuerdo con el pliego 
de condiciones correspondientes, autorizado por el Consejo de Gobierno y con 
precio limitado en un porcentaje respecto a la edificación resultante, o con 
modalidades distintas adaptadas a sus características en el supuesto de 
instalaciones industriales, que serán fijadas reglamentariamente por acuerdo del 
Consejo de Gobierno.»

Artículo 20.  Reglas complementarias sobre derecho de superficie.

Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 226 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:

«2. Al régimen del derecho de superficie establecido en la legislación del Estado 
se aplicarán de forma complementaria las siguientes reglas:

a) Su constitución se podrá llevar a cabo con arreglo a los procedimientos de 
concurso o subasta. No obstante, podrá constituirse directamente en los supuestos 
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en que proceda de acuerdo a lo dispuesto en la legislación sobre régimen de 
patrimonio, en función de la naturaleza del superficiario.

b) Su carácter oneroso o gratuito se regirá por lo dispuesto en la legislación 
sobre régimen de patrimonio, en función de la naturaleza del superficiario.

c) El derecho de superficie gozará de los beneficios derivados de la normativa de 
viviendas con protección pública, siempre que se cumplan los requisitos en ella 
establecidos.»

Artículo 21.  Contenido de la notificación de la licencia.

Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 231 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado 
por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente 
tenor:

«2. El escrito por el que se comunique al solicitante la concesión de la licencia 
contendrá el texto íntegro de la misma y la indicación de la fecha de la notificación a 
que se refiere el apartado 1 del artículo 230 de este Texto Refundido.»

Artículo 22.  Régimen de ruina.

1.º Se da nueva redacción a la letra a) del apartado 1 del artículo 234 del Texto 
Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de 
abril, con el siguiente tenor:

«a) El coste de las obras necesarias para mantener o reponer las condiciones 
adecuadas de seguridad, estabilidad, estanqueidad y consolidación estructural 
exceda del límite del deber legal de conservación definido en el artículo 143 de este 
Texto Refundido, sin perjuicio de lo dispuesto en su apartado 2.»

2.º Se añade un apartado 6 al artículo 234 del Texto Refundido de las disposiciones 
legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado por Decreto 
Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, con la siguiente redacción:

«6. La declaración de ruina respecto de edificios que se hallen fuera de 
ordenación determinará la obligación de proceder a la demolición de los mismos, sin 
facultades de rehabilitación.»

Artículo 23.  Adaptación al Texto Refundido de la clasificación del suelo no urbanizable 
vigente a su entrada en vigor.

Se da nueva redacción a la letra a) del apartado 3 de disposición transitoria primera del 
Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio 
y urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, con el siguiente tenor:

«a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de este Texto Refundido, 
deberá adaptarse a su regulación la clasificación del suelo no urbanizable contenida 
en el planeamiento urbanístico general de los distintos concejos, de forma que el 
suelo que estuviera clasificado como no urbanizable genérico quede incluido en 
alguna de las clases y en su caso categorías de suelos establecidas en este Texto 
Refundido. En los núcleos rurales, la adaptación deberá tener en cuenta lo dispuesto 
en la Sección 2ª, Capítulo Segundo, del Título IV de este Texto Refundido y en el 
Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias.»

Disposición adicional primera.  Precios máximos de venta y alquiler de las viviendas 
protegidas concertadas.

1. Se establecen los siguientes precios máximos de venta por metro cuadrado útil de 
vivienda protegida concertada para el año 2004, conforme a esta distribución territorial:

a) En los Concejos de Avilés, Gijón, Llanera, Oviedo y Siero, dicho precio máximo será 
de 1.304,19 €. Excepcionalmente, cuando se trate de actuaciones en las que las 
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circunstancias de los terrenos relativas a sus condiciones físicas o a las preexistencias 
impliquen costes de urbanización extraordinarios que se justifiquen adecuadamente o 
cuando se trate de actuaciones de rehabilitación, el precio máximo podrá alcanzar los 
1.382,33 €.

b) En los concejos de Aller, Cangas del Narcea, Cangas de Onís, Caravia, Carreño, 
Castrillón, Castropol, Coaña, Colunga, Corvera, Cudillero, El Franco, Gozón, Grado, 
Langreo, Laviana, Lena, Llanes, Mieres, Morcín, Muros de Nalón, Nava, Navia, Noreña, 
Parres, Piloña, Pravia, Ribadedeva, Ribadesella, Ribera de Arriba, San Martín del Rey 
Aurelio, Sariego, Soto del Barco, Tapia de Casariego, Tineo, Valdés, Vegadeo y Villaviciosa, 
dicho precio máximo será de 1.185,63 €. En las actuaciones excepcionales previstas en la 
letra anterior, dicho precio podrá alcanzar los 1.256,66 €.

c) En los restantes Concejos del Principado de Asturias, dicho precio máximo será de 
1.033,55 €. Cuando se trate de las actuaciones excepcionales previstas en la letra a) 
anterior, dicho precio máximo podrá alcanzar 1.095,55 €.

2. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de 
vivienda, actualizará anualmente estos precios.

3. Se autoriza al Consejo de Gobierno a variar mediante decreto la distribución territorial 
señalada en el apartado primero cuando las circunstancias sociales y del mercado así lo 
justifiquen. Dicha variación podrá alcanzar a lo dispuesto en el apartado 2.a) del artículo 74 
ter de este Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación 
del territorio y urbanismo.

4. Reglamentariamente se determinará el precio máximo de alquiler de las viviendas 
protegidas concertadas.

Disposición adicional segunda.  Régimen legal de las viviendas protegidas y precios 
máximos en segundas o posteriores transmisiones.

1. Los precios máximos de venta de las viviendas protegidas en todo caso se aplicarán 
con independencia de quién sea el promotor o propietario de las mismas.

2. El régimen legal de las viviendas protegidas será de treinta años, excepto las 
procedentes de patrimonios públicos de suelo, que será de aplicación hasta la declaración 
de ruina del inmueble que albergue la vivienda.

3. En el caso de segundas o posteriores transmisiones de las viviendas protegidas en 
cualquiera de sus categorías, el precio máximo de venta por metro cuadrado de superficie 
útil podrá incrementarse en un 20 por ciento respecto del que correspondería a una vivienda 
protegida, de la misma categoría, de nueva construcción en la misma fecha en que se 
produzca la transmisión y en la misma localidad o ámbito territorial.

4. El régimen de infracciones y sanciones establecido en los artículos 5 y 6 de esta Ley 
para las viviendas protegidas concertadas será, igualmente, de aplicación para las demás 
categorías de viviendas protegidas.

Disposición adicional tercera.  Transmisiones de viviendas protegidas y su formalización.

1. Todas los actos por los que se transmita la propiedad de viviendas protegidas y sus 
anejos o se constituyan derechos reales sobre los mismos deberán formalizarse mediante 
escritura pública en la que se haga constar, al menos, la limitación del precio máximo de 
venta establecida en la disposición adicional segunda y, en cada categoría, el período de 
duración de la calificación o los plazos en que se limita su transmisión o cesión de uso, así 
como los efectos derivados de los incumplimientos.

2. Con carácter previo al otorgamiento de cualquier escritura pública por la que se 
transmita la propiedad de viviendas protegidas y sus anejos o se constituyan derechos 
reales sobre los mismos, salvo en el caso de la hipoteca, deberá suscribirse entre las partes 
ante la presencia de funcionario público adscrito a la Consejería competente en materia de 
vivienda, el correspondiente documento privado en el que expresamente conste el precio, 
forma de pago y condiciones de la transmisión, recayendo la obligación de su realización en 
el transmitente de las viviendas. Esta obligación se extenderá a los garajes o trasteros no 
vinculados que se enajenen a adquirentes de viviendas protegidas situadas en el mismo 
edificio, unidad edificatoria o promoción que los garajes.
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3. La Consejería competente en materia de vivienda visará el contrato que se suscriba 
ante funcionario público, siendo dicho contrato el que, conforme al apartado 1, se eleve a 
escritura pública.

4. En primera adquisición y en posteriores transmisiones, el propietario comunicará a la 
Consejería competente en materia de vivienda su intención de realizar la transmisión. En el 
plazo de un mes desde la recepción de dicha comunicación, la Consejería deberá 
pronunciarse sobre el ejercicio del derecho de tanteo y, en caso de renunciar a el, establecer 
una fecha dentro de los quince días siguientes a la adopción del acuerdo para la firma del 
contrato, conforme al apartado 3. Transcurrido el plazo de un mes sin resolución expresa, se 
entenderá que renuncia al ejercicio del citado derecho y comunicará al Registro de la 
Propiedad la renuncia al ejercicio del derecho de tanteo. El derecho de retracto podrá 
ejercitarse por la mencionada Consejería en el plazo de dos meses desde que por cualquier 
medio tuviere conocimiento de la transmisión efectuada.

5. Sin perjuicio de limitaciones superiores establecidas para cada categoría de viviendas 
en su normativa específica, no se podrá trasmitir al mismo adquirente más de una vivienda 
con un trastero y una plaza de garaje en un mismo edificio, estando especialmente prohibida 
la transmisión de cualquier otro predio del edificio que no sea a titulo gratuito. Cualquier 
transmisión que se efectué de predios situados en la misma declaración de obra nueva y 
división se considerará incluida en el precio de la vivienda, trastero y plaza de garaje 
trasmitido. Se exceptúa la segunda plaza de garaje protegido por comprador, hasta agotar, 
cómo máximo, el mínimo número de plazas de garaje exigidas por las ordenanzas 
municipales o cuando así lo decida el comprador.

Disposición adicional cuarta.  Viviendas protegidas de iniciativa pública.

Tendrán la condición de viviendas protegidas de iniciativa pública aquellas viviendas que 
se sitúen en suelos originariamente propiedad del Principado de Asturias que hayan sido 
transmitidos o cedidos por cualquiera de las fórmulas previstas en derecho con destino a la 
construcción de viviendas con algún régimen de protección, impulsadas por la 
Administración del Principado de Asturias y promovidas, financiadas y ejecutadas por ésta o 
a su iniciativa por promotores públicos o privados, personas físicas o jurídicas.

Disposición adicional quinta.  Fomento de las energías renovables.

La Administración del Principado de Asturias y los Ayuntamientos promoverán las 
condiciones para que la construcción de viviendas y demás edificaciones incorpore sistemas 
de producción de energía solar térmica o fotovoltaica.

Disposición transitoria.  Actuaciones anteriores destinadas a viviendas protegidas.

1. Las actuaciones urbanísticas concertadas desarrolladas actualmente por la 
Administración del Principado de Asturias, a través de los Ayuntamientos, de la Sociedad 
para la Gestión y Promoción del Suelo, SA (Sogepsa) o de cualquier otra sociedad 
urbanística de las reguladas en el artículo 13 del Texto Refundido de las disposiciones 
legales vigentes en el Principado de Asturias en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 29 de 
abril, podrán acoger asimismo la modalidad de vivienda protegida concertada, sustituyendo 
la promoción de suelo para vivienda libre.

2. En las actuaciones señaladas en el apartado anterior, la posibilidad de que los 
adquirentes de suelos calificados con destino a la promoción de vivienda protegida se acojan 
a la modalidad concertada prevista en esta Ley requerirá, en su caso, que así se haga 
constar expresamente en los respectivos contratos de compraventa de suelo.

3. Del mismo modo, en los solares con destino a vivienda protegida provenientes de 
actuaciones urbanísticas concertadas ya desarrolladas en los que no se hubiesen ejecutado 
las viviendas sólo podrán destinarse a la categoría de vivienda protegida para la que fueron 
vendidos, quedando expresamente prohibido su destino a vivienda protegida concertada.

4. Las promociones de viviendas que, a 1 de enero de 2007, no hayan obtenido 
calificación definitiva de vivienda protegida, en cualquiera de sus modalidades, podrán 
acogerse al régimen legal regulado en la misma, previa solicitud del promotor.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 69  Ley de medidas urgentes en materia de suelo y vivienda

– 1061 –



Disposición final.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial 
del Principado de Asturias.
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§ 70

Ley 3/1995, de 15 de marzo, de Sanciones en Materia de Vivienda

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 73, de 29 de marzo de 1995
«BOE» núm. 106, de 4 de mayo de 1995

Última modificación: 31 de diciembre de 2002
Referencia: BOE-A-1995-10634

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta general del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de Sanciones en Materia 
de Vivienda.

PREÁMBULO

El Estatuto de Autonomía para Asturias, aprobado por Ley Orgánica 7/1981, de 30 de 
diciembre, establece en su artículo 10.1.2 la competencia exclusiva del Principado en 
materia de vivienda, en concordancia con la previsión contenida en el artículo 148.1.3 de la 
Constitución Española.

Al no haber aprobado hasta la fecha actual la Comunidad Autónoma su normativa propia 
y específica en materia sancionadora, se viene aplicando con carácter supletorio, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 15.3 del Estatuto de Autonomía para Asturias, la legislación del 
Estado.

Teniendo en cuenta la dispersión de tal normativa estatal, así como su rango normativo, 
se hace necesario contar en el ámbito de la Comunidad Autónoma con una ley reguladora 
de las infracciones y sanciones en materia de vivienda, a fin de hacer efectivo el 
cumplimento de los principios de legalidad y tipicidad de las infracciones administrativas 
recogidas en el artículo 25 de la Constitución y más recientemente en la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

La presente Ley recoge los señalados principios al tiempo que regula, de forma conjunta, 
las posibles infracciones, cualquiera que sea el régimen jurídico al que se encuentren 
sometidas las viviendas, y eleva las cuantías de las sanciones con la finalidad de proteger 
adecuadamente los intereses de los ciudadanos.

La Ley se estructura en dos títulos, el primero relativo a las disposiciones generales, y el 
segundo sobre infracciones y sanciones, que incluye, además, la ejecución forzosa, la 
prescripción, el cómputo de plazos y el procedimiento.
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Artículo 1.  Sujetos responsables.

1. Serán sancionados por los hechos constitutivos de infracción administrativa a que se 
refieren los artículos 4, 5 y 6 de la presente Ley, las personas físicas y jurídicas que resulten 
responsables de los mismos, aun a título de simple inobservancia.

2. Cuando el cumplimento de las obligaciones impuestas por las disposiciones legales, 
en las materias a que se refiere el artículo anterior, corresponda a varias personas físicas y 
jurídicas conjuntamente, responderán de forma solidaria de las infracciones que, en su caso, 
se cometan y de las sanciones que se impongan.

3. Igualmente, cuando el cumplimiento de las obligaciones impuestas por las 
disposiciones legales en las mismas materias conlleve el deber de prevenir las infracciones 
administrativas cometidas por otros, responderán de forma solidaria las personas físicas y 
jurídicas sobre las que ese deber recaiga.

4. Si la infracción administrativa se imputa a una persona jurídica, pueden ser 
consideradas también como responsables las personas que integren sus organismos 
rectores o de dirección, en el caso de que así se establezca en la disposiciones reguladoras 
del régimen jurídico de cada forma de personificación.

Artículo 2.  Concurrencia de sanciones.

No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad del sujeto, hecho o 
fundamento.

CAPÍTULO I

Infracciones

Artículo 3.  Clasificación.

Las infracciones tipificadas en esta Ley se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 4.  Infracciones leves.

Tendrán la calificación de infracciones leves:

a) No exponer, cuando legalmente proceda, en sitio visible durante el período de 
construcción, el cartel según modelo oficial indicativo de estar acogida la construcción al 
régimen de viviendas de protección oficial.

b) La inexistencia del libro de órdenes y visitas en las obras de edificación de viviendas 
de protección oficial.

c) No mantener aseguradas las viviendas contra el riesgo de incendio, en tanto 
permanezcan acogidas al régimen legal de viviendas de protección oficial o a la financiación 
protegida.

d) No incluir en los contratos de compraventa y arrendamiento las cláusulas establecidas 
al efecto por la Administración del Principado de Asturias, para las viviendas de protección 
oficial.

e) No conservar a disposición de los inquilinos o propietarios la calificación definitiva de 
las viviendas de protección oficial.

f) Ocupar viviendas de protección oficial antes de su calificación definitiva, sin la 
autorización expresa de la Administración del Principado de Asturias.

g) Ocupar viviendas o contratar definitivamente los suministros de agua, gas o 
electricidad sin haber obtenido, previamente, la cédula de habitabilidad o de calificación 
definitiva, en el caso de viviendas de protección oficial, en los términos establecidos en la 
normativa vigente en la materia.

h) No depositar la fianza reglamentaria en caso de cesión de las viviendas en régimen de 
arrendamiento.

i) La obstrucción a las inspecciones que practique la Administración del Principado de 
Asturias.
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Artículo 5.  Infracciones graves.

Tendrán la calificación de infracciones graves:

a) El incumplimiento por parte del promotor de viviendas de protección oficial de la 
obligación de elevar los contratos a escritura pública en el plazo establecido por las 
disposiciones que rigen la materia.

b) Falsear las condiciones familiares, de necesidad o económicas en las declaraciones y 
documentación exigidas para el acceso a las viviendas de protección oficial promovidas por 
el Principado de Asturias u otras entidades territoriales.

c) Falsear en la declaración de la solicitud los requisitos exigidos para la obtención de la 
financiación protegida en la promoción o adquisición de viviendas.

d) Dedicar las viviendas de protección oficial a usos no autorizados o alterar el régimen 
de uso de las mismas, establecido en la cédula de calificación definitiva.

e) No destinar las viviendas de protección oficial a domicilio habitual y permanente o 
manternerla deshabitada, sin causa justificada, durante un plazo superior a tres meses.

f) La utilización simultánea de más de una vivienda de protección oficial, salvo cuando se 
trate de titulares de familia numerosa en los términos autorizados por la legislación vigente 
en la materia.

g) La ejecución de obras en viviendas de protección oficial sin la previa autorización de la 
Administración del Principado de Asturias, que modifiquen el proyecto aprobado, aunque se 
ajusten a las ordenanzas técnicas y normas constructivas que sean aplicables, durante el 
plazo de vigencia de la calificación provisional o definitiva.

h) La prestación definitiva de suministro de agua, gas o electricidad sin haber obtenido la 
vivienda previamente la cédula de habitabilidad o de calificación definitiva, en el caso de 
vivienda de protección oficial, en los términos previstos en la normativa vigente en la materia, 
siendo responsables las empresas suministradoras.

Artículo 6.  Infracciones muy graves.

1. Tendrán la calificación de infracciones muy graves:

a) Utilizar los recursos económicos obtenidos mediante la financiación protegida para 
destinarlos a fines distintos de los establecidos en la legislación correspondiente.

b) Percibir sobreprecio, prima o cantidad en concepto de compraventa o arrendamiento 
en las viviendas de protección oficial, que sobrepasen los precios y rentas máximas 
establecidas en la legislación vigente aplicable.

c) Percibir de los compradores o adquirentes de viviendas de protección oficial durante el 
período de construcción cantidades a cuenta del precio sin la autorización expresa por 
escrito de la Administración, o sin cumplir los requisitos legales.

d) La cesión de la titularidad del expediente de promoción de viviendas de protección 
oficial sin haber obtenido la autorización expresa de la Administración del Principado.

e) La inexactitud de los documentos o certificaciones que resulten fundamentales para 
obtener la resolución administrativa con el reconocimiento de los derechos económicos, de 
protección o habitabilidad solicitados, expedidos por los promotores o por la dirección 
facultativa de las obras de edificación de viviendas.

f) La negligencia de promotores, constructores y facultativos durante la ejecución de las 
obras de edificación de viviendas de protección oficial, que diesen lugar a vicios o defectos 
que afecten a la edificación de viviendas de protección oficial y se manifiesten durante los 
cinco años siguientes a la fecha de expedición de la cédula de calificación definitiva.

g) La omisión del visado por la Administración del Principado de Asturias de los contratos 
de compraventa y arrendamiento de viviendas de protección oficial.

h) La omisión en la publicidad de venta de las viviendas de protección oficial de los 
requisitos legalmente establecidos al efecto.

i) La transmisión de viviendas de protección oficial promovidas por las Administraciones 
Públicas, sin ánimo de lucro, dentro de los cinco años siguientes a la fecha del contrato de 
compraventa, sin la autorización administrativa correspondiente, y sin perjuicio del derecho 
al ejercicio de las acciones de tanteo o retracto convencional de la Administración 
vendedora.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 70  Ley de sanciones en materia de vivienda

– 1065 –



j) El incumplimiento por razones imputables al beneficiario de las obligaciones asumidas 
como consecuencia de la concesión de cualquier subvención o ayuda pública en materia de 
vivienda.

2. Tendrán la calificación de infracciones muy graves aquellos casos en que los 
proyectos o la ejecución de obras de edificación de viviendas incumplan de forma sustancial 
las normas de seguridad, salubridad e higiene, así como aquellos casos en que incumplan 
de forma sustancial las normas de calidad y diseño haciendo que no reúnan las condiciones 
necesarias para la obtención de la calificación definitiva en las viviendas de protección oficial 
o de la cédula de habitabilidad en los restantes casos.

3. La omisión de la realización de las obras de reparación necesarias en las viviendas 
cedidas en régimen de arrendamiento para mantenerlas en condiciones de salubridad e 
higiene, conforme a las normas que rigen en esta materia, tendrán el carácter de infracción 
muy grave cuando afecte de forma importante a las condiciones de vida de sus moradores o 
cuando se aprecie reiteración e incumplimiento de requerimiento para su realización 
formulado por la Administración competente. En los restantes casos tendrá la calificación de 
infracción grave.

CAPÍTULO II

Sanciones

Artículo 7.  Multas y su graduación.

1. Las infracciones tipificadas en los artículos 4, 5 y 6 de la presente Ley serán 
sancionadas con multa en las siguientes cuantías, que podrán ser objeto de actualización 
mediante Decreto del Consejo de Gobierno:

a) Las infracciones leves con multa de 25.000 hasta 100.000 pesetas.
b) Las infracciones graves con multa de más de 100.000 pesetas hasta 500.000 pesetas.
c) Las infracciones muy graves con multa de más de 500.000 pesetas y hasta 5.000.000 

de pesetas.

2. Cuando la infracción cometida sea la tipificada en el apartado b) del artículo 6 de la 
presente Ley, la cuantía de la sanción no ha de resultar inferior al quíntuplo de la diferencia 
entre el sobreprecio, prima o cantidad percibida y el precio máximo legal, cuando se trate de 
arrendamiento, o al duplo de dicha diferencia en caso de compraventa.

3. En la graduación de la cuantía de la sanción, se tendrá especialmente en cuenta el 
daño producido, el enriquecimiento injusto obtenido, la existencia de intencionalidad o 
reiteración y la reincidencia por término de un año en más de una infracción de la misma 
naturaleza cuando así haya sido declarada por resolución firme.

4. A los autores de infracciones graves y muy graves se podrán imponer además las 
sanciones siguientes:

a) Descalificación de la vivienda, con pérdida de los beneficios percibidos cuando se 
trate de infracciones al régimen de viviendas de protección oficial.

b) Pérdida y devolución con los intereses legales de las ayudas económica percibidas, 
en el caso de infracciones al régimen de financiación protegida en la promoción y adquisición 
de viviendas.

Artículo 8.  Reintegro de cantidades.

1. Las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador 
regulado en la presente Ley serán compatibles con la exigencia al infractor de la reposición a 
su estado originario de la situación alterada por el mismo, así como con la indemnización por 
daños y perjuicios causados.

2. Sin perjuicio de aplicar las sanciones procedentes, en las resoluciones de los 
procedimientos sancionadores podrá imponerse, en su caso, a los infractores, la obligación 
de reintegrar a los adquirientes, arrendatarios o cesionarios de las viviendas las cantidades 
indebidamente percibidas, así como la realización de las obras de reparación y conservación 
que sean aplicables y las necesarias para acomodar la edificación al proyecto aprobado.
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Artículo 9.  Concurrencia de infracciones.

1. Si en un mismo expediente sancionador concurren infracciones de la misma 
naturaleza, cada una de ellas podrá ser objeto de la correspondiente sanción.

2. Del mismo modo, cuando la infracción o infracciones afecten a varias viviendas, 
aunque pertenezcan al mismo edificio, podrán imponerse tantas sanciones como 
infracciones se hayan cometido en cada vivienda.

Artículo 10.  Competencias y procedimiento.

1. Los órganos competentes para la imposición de sanciones son:

a) El Consejero competente en materia de vivienda, respecto de las infracciones muy 
graves.

b) El Director regional correspondiente, respecto a las infracciones graves y leves.

2. En defecto de procedimiento específico, se estará al procedimiento sancionador 
general de la Administración del Principado de Asturias.

CAPÍTULO III

Ejecución forzosa

Artículo 11.  Ejecución subsidiaria.

La ejecución de las resoluciones recaídas en los expedientes sancionadores podrá 
realizarse mediante la aplicación de las medidas de ejecución subsidiario establecidas en la 
legislación estatal sobre procedimiento administrativo común, sin perjuicio de lo dispuesto en 
este capítulo.

2. En este caso, la Administración del Principado de Asturias realizará el acto por sí o a 
través de las personas que determine, a costa del obligado.

3. El importe de los daños, gastos y perjuicios se exigirá mediante el apremio sobre el 
patrimonio de la persona o personas obligadas, de acuerdo con las normas reguladores del 
procedimiento recaudatorio en vía ejecutiva.

Artículo 12.  Ejecución de obras.

1. Cuando se trate de obras de nueva planta que resulten necesarias para acomodar la 
edificación al proyecto aprobado, la no realización de las mismas dentro del plazo previsto 
podrá dar lugar a la ejecución subsidiaria de las obras pendientes por parte de la 
Administración del Principado de Asturias, a costa del promotor o de la persona legalmente 
obligada, siempre que el interés social así lo requiera, previo apercibimiento a la parte 
interesada.

2. El precio de venta de estas viviendas, cuando esté legalmente fijado un máximo, en 
ningún caso será superior al que hubiese correspondido de haberse ejecutado las obras en 
el plazo previsto, siendo el coste de la diferencia de cuenta del obligado a la realización de 
las obras.

Artículo 13.  Multas coercitivas.

1. Cuando resulte imposible la ejecución subsidiaria por tratarse de actos personalísimos 
del sujeto obligado, o no siéndolo, éste se niegue a realizar o a mandar realizar a otro por su 
cuenta el acto impuesto por la Administración, se le podrán imponer multas coercitivas en la 
cuantía de 50.000 pesetas la primera, 100.000 pesetas la segunda, y de 200.000 pesetas las 
sucesivas, en tanto el infractor no subsane la causa que haya motivado la sanción.

2. Las multas coercitivas serán independientes de las sanciones que puedan imponerse 
como consecuencia de un expediente sancionador y compatibles con éstas.
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CAPÍTULO IV

Prescripción

Artículo 14.  Plazos.

Las infraciones y sanciones tipificadas en la presente Ley prescribirán en los siguientes 
plazos:

a) Infracciones: Por faltas leves a los seis meses, por faltas graves a los dos años, y por 
faltas muy graves a los tres años.

b) Sanciones: Por infracciones leves al año, por infracciones graves a los dos años, por 
infracciones muy graves a los tres años.

Artículo 15.  Cómputo de plazos.

1. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que 
fuesen cometidas, y para las sanciones comenzará desde el día siguiente a aquel en que 
adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

2. La prescripción de las infracciones se interrumpirá mediante la iniciación, con 
conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de 
prescripción, si el expediente sancionador estuviera paralizado más de un mes por causa no 
imputable al infractor.

3. La prescripción de las sanciones se interrumpirá mediante la iniciación, con 
conocimiento del interesado del procedimiento de ejecución, volviendo a reanudarse el plazo 
de prescripción si aquél permanece paralizado durante más de un mes por causa no 
imputable al infractor.

4. En el caso de infracciones por vicios o defectos de la construcción durante el período 
quincenal de garantía establecidos en el apartado f) del artículo 6 de la presente Ley, el 
plazo de prescripción no se extinguirá aunque sobrepase dicho período, siempre que 
resuelte suficientemente probado que los hechos se manifestaron dentro del mismo.

Disposición adicional.  
En los términos de lo dispuesto en la normativa general de aplicación a las viviendas de 

protección oficial y en las disposiciones reguladoras de las ayudas y medidas de financiación 
de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo, las viviendas declaradas 
protegidas por la Comunidad Autónoma se regirán en su régimen sancionador por la 
normativa aplicable a las viviendas de protección oficial promovidas al amparo del Real 
Decreto 3148/1978, de 10 de noviembre, por el que se desarrolla el Real Decreto-ley 
31/1978, de 31 de octubre, sobre política de vivienda.

Disposición final.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias a dictar cuantas 

disposiciones de aplicación y desarrollo de la presente Ley sean necesarias.
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§ 71

Ley 5/1995, de 6 de abril, de promoción de la accesibilidad y 
supresión de barreras

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 89, de 19 de abril de 1995
«BOE» núm. 149, de 23 de junio de 1995
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1995-15188

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente

LEY DE PROMOCIÓN DE LA ACCESIBILIDAD Y SUPRESIÓN DE BARRERAS

PREÁMBULO

Los artículos 9.2, 47 y 49 de la Constitución Española encomiendan a los poderes 
públicos, en particular, el deber de facilitar la accesibilidad al medio de todos los ciudadanos; 
y, en este sentido, aquellos deberán acometer las políticas de prevención, tratamiento, 
rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que 
prestarán la atención especializada que requieran y ampararán especialmente para el 
disfrute de los derechos que dicha norma reconoce a todos los ciudadanos; deber que se 
extiende, por tanto, de la misma forma, a aquellos ciudadanos con o sin minusvalías que se 
encuentren en situación de limitación con el medio.

La mejora de la calidad de vida de toda la población, y específicamente de las personas 
con movilidad reducida o cualquier otra limitación, constituye uno de los objetivos 
fundamentales de actuación pública desarrollado en la Ley 13/1982, de 7 de abril, de 
integración social de los minusválidos, según la cual las Administraciones públicas, en el 
ámbito de sus competencias, aprobarán las normas urbanísticas y arquitectónicas básicas 
conteniendo las condiciones a que deben ajustarse los proyectos, el catálogo de edificios a 
que serán aplicables y el procedimiento de autorización, control y sanción, con el fin de que 
resulten accesibles. Asimismo adoptarán las medidas precisas para adecuar 
progresivamente los transportes públicos colectivos y facilitar el estacionamiento de 
vehículos que transporten a personas con problemas graves de movilidad.

El Principado de Asturias, en uso de las facultades establecidas en el artículo 148 del 
Texto Constitucional, asume, en virtud del artículo 10 del Estatuto de Autonomía, la 
competencia exclusiva en asistencia y bienestar social; así como en la ordenación del 
territorio, urbanismo y vivienda; obras públicas de interés del Principado de Asturias dentro 
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de su propio territorio que no sean de interés general del Estado ni afecten a otra Comunidad 
Autónoma; los ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente 
en el territorio del Principado y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos 
medios o por cable; los puertos, helipuertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que 
no desarrollen actividades comerciales y el patrimonio cultural, histórico, arqueológico y 
artístico de interés para el Principado de Asturias.

En este sentido, el Principado de Asturias ha plasmado en la Ley 5/1987, de 11 de abril, 
de servicios sociales, la especial protección a estos colectivos, incluyendo entre sus áreas 
de actuación la prevención sobre las causas que originan situaciones de necesidad social, 
promoviendo el bienestar de la persona en toda su amplitud tanto en la dimensión individual 
como en la colectiva.

Todo ello se enmarca en el conjunto de objetivos propuestos en el Programa de Acción 
Mundial para las Personas con Minusvalías de Naciones Unidas, así como en diversas 
Resoluciones del Parlamento Europeo.

La trascendencia de los objetivos expuestos, y sus efectos sobre derechos 
constitucionales, justifican la presente Ley de promoción de la accesibilidad y supresión de 
barreras.

TÍTULO I

Objeto y ámbito de aplicación de la Ley

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto el establecimiento de normas y criterios básicos para la 
promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras y obstáculos, en el diseño y 
ejecución de las vías y espacios libres públicos, en el mobiliario urbano, en la construcción y 
reestructuración de edificios y en los medios de transporte y de comunicación sensorial, 
tanto de titularidad pública como privada.

La supresión de barreras y obstáculos comprenderá las actuaciones dirigidas a evitar su 
aparición, así como la supresión progresiva de los existentes.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

La presente Ley será de aplicación, en el ámbito territorial del Principado de Asturias, a 
los instrumentos de ordenación urbanística; a la construcción de nueva planta de edificios 
públicos y privados; al transporte y a la comunicación sensorial.

De igual manera será de aplicación a los edificios y elementos de urbanización 
existentes que se reformen de manera sustancial, a juicio de los organismos y corporaciones 
públicas que intervengan preceptivamente en la supervisión del proyecto de reforma, así 
como en la concesión de la correspondiente licencia o autorización.

TÍTULO II

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Disposiciones sobre barreras urbanísticas

Sección 1.ª Diseño de los elementos de la urbanización

Artículo 3.  Barreras urbanísticas.

1. A los efectos de esta Ley se consideran barreras urbanísticas las existentes en las 
vías públicas así como en los espacios libres de uso público.

2. Las barreras urbanísticas pueden originarse en:

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 71  Ley de promoción de la accesibilidad y supresión de barreras

– 1070 –



a) Los elementos de la urbanización. Se considera elemento de la urbanización cualquier 
componente de las obras de urbanización, entendiendo por tales obras las referentes a 
pavimentación, saneamiento, alcantarillado, distribución de energía eléctrica, alumbrado 
público, abastecimiento y distribución de agua, jardinería y todas aquellas otras que 
materializan las indicaciones del planeamiento urbanístico; y

b) El mobiliario urbano. Se entiende por mobiliario urbano el conjunto de elementos, 
objetos y construcciones ubicados en las vías y espacios libres, superpuestos o adosados a 
los elementos de la urbanización o de la edificación, de uso o concurrencia públicos, 
destinados a la utilización, disfrute y ornato de los mismos, o a prestar, en su caso, un 
determinado servicio al ciudadano, tales como barandillas, pasamanos y otros elementos de 
apoyo y protección, semáforos, postes de señalización, mástiles y señales verticales, 
bancos, cabinas telefónicas, fuentes públicas, papeleras, veladores, toldos, marquesinas, 
kioscos, y cualesquiera otros de naturaleza análoga.

Artículo 4.  Accesibilidad en los espacios de uso público.

1. La planificación y la urbanización de las vías públicas, de los parques y de los demás 
espacios de uso público, se efectuarán de forma que resulten accesibles y transitables para 
todas las personas.

2. Las vías públicas, los parques y los demás espacios de uso público existentes, así 
como las respectivas instalaciones de servicios y mobiliarios urbanos, serán adaptados 
gradualmente, de acuerdo con un orden de prioridades que tendrá en cuenta la mayor 
eficacia y concurrencia de personas, a las reglas y condiciones previstas en esta Ley y en su 
desarrollo reglamentario.

Artículo 5.  Itinerarios peatonales.

1. A los efectos de esta Ley se consideran itinerarios peatonales aquellos espacios 
públicos destinados al tránsito de peatones o al tránsito mixto de peatones y vehículos.

El trazado y diseño de los itinerarios peatonales se realizará de forma que resulten 
accesibles y transitables por cualquier persona, debiendo tenerse en cuenta, para ello, entre 
otros parámetros, el pavimento, la anchura mínima de paso libre de cualquier obstáculo, los 
grados de inclinación de los desniveles y las características de los bordillos.

2. Las especificaciones técnicas concretas del diseño y trazado serán las siguientes:

a) El ancho libre mínimo será de 1,20 metros.
b) Las pendientes longitudinales serán como máximo de un 8 por 100 y las transversales 

no mayores a un 2 por 100.
c) El bordillo de separación de las áreas destinadas al tráfico peatonal y al de vehículos 

tendrá una altura máxima de 0,15 metros, debiendo rebajarse a nivel del pavimento en los 
pasos de peatones.

d) Los desniveles constituidos por un único peldaño deberán ser sustituidos por una 
rampa que cumpla los requisitos señalados en el artículo 10.

e) Los hitos o mojones que se coloquen en los itinerarios peatonales para impedir el 
paso de vehículos tendrá una luz libre mínima de 1,00 metros para permitir, de este modo, el 
paso de una silla de ruedas, quedando prohibido el uso de cadenas entre mojones.

3. Los planes y normas de ordenación urbana y, en su caso, las ordenanzas de 
edificación y uso de suelo, contendrán, entre otras, las siguientes determinaciones:

a) Identificación de itinerarios viarios peatonales en los que hayan sido suprimidas las 
barreras arquitectónicas y urbanísticas, con delimitación del área accesible desde la red 
viaria peatonal.

b) Determinación de aquellos elementos que hayan de ser objeto, con carácter 
preferente, de posterior desarrollo, de acuerdo con las determinaciones que se fijen.

c) Señalamiento de las actuaciones a llevar a cabo en el suelo consolidado por la 
edificación o urbanización, al objeto de crear itinerarios alternativos a los ya existentes.
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Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)

Artículo 6.  Pavimentos.

El pavimento de los itinerarios especificados en el artículo anterior será compacto, duro, 
regular, antideslizante y sin resaltes distintos a los propios del grabado de las piezas, que 
serán los mínimos que resulten necesarios, variando la textura y color del mismo, con franjas 
de 1 metro de ancho, en las esquinas, vados, paradas de autobús y otros lugares de interés 
u obstáculos que se encuentren en su recorrido. Las rejas y registros situados en dichos 
itinerarios estarán enrasados con el pavimento circundante. Las rejas tendrán una abertura 
máxima de malla y una disposición del enrejado que impida el tropiezo de las personas que 
utilicen bastones o sillas de ruedas. Los árboles que se sitúen en los itinerarios tendrán 
cubiertos los alcorques con rejas u otros elementos enrasados con el pavimento circundante.

Artículo 7.  Vados.

1. A los efectos de esta Ley se consideran vados las superficies inclinadas destinadas a 
facilitar la comunicación entre dos planos horizontales de distinto nivel.

El diseño y trazado de los vados tendrá en cuenta la inclinación de las pendientes, el 
enlace de las mismas, la anchura y el pavimento empleado.

Los vados tendrán en todo caso una señalización específica que prohíba el 
aparcamiento de vehículos automóviles ante ellos.

2. Las especificaciones técnicas concretas de diseño serán:

a) Los vados destinados a la entrada y salida de vehículos se diseñarán de forma que 
los itinerarios peatonales que atraviesan no queden afectados por pendientes longitudinales 
superiores al 12 por 100 o transversales superiores al 2 por 100.

b) Los destinados a la eliminación de barreras, además de cumplir con el apartado 
anterior, se diseñarán de forma que los dos niveles a comunicar se enlacen por un plano 
inclinado cuyas pendientes longitudinal y transversal sean como máximo del 8 por 100 y del 
2 por 100, respectivamente. Su anchura será como mínimo de 1,80 metros y el pavimento 
cumplirá las especificaciones reseñadas respecto al mismo en el artículo 6 de esta Ley.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)

Artículo 8.  Pasos de peatones.

1. A los efectos de esta Ley se consideran pasos de peatones sobre viales tanto los 
regulados por semáforos como los pasos de cebra.

En los pasos de peatones se tendrán en cuenta, entre otros, los parámetros que se 
refieran al desnivel, longitud del recorrido, isletas y tipo de paso de que se trate.

2. Las especificaciones técnicas concretas de diseño y trazado serán:

a) Se salvará el desnivel entre la acera y la calzada con un vado de las características 
indicadas en el artículo 7.

b) Los vados se situarán siempre enfrentados; en el caso de que no sea posible, se 
instalará una franja de guía táctil de 5 centímetros de ancho por 6 milímetros de altura, de un 
vado al otro, por la mediana del paso de peatones.
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c) Si en el recorrido del paso de peatones es preciso atravesar una isleta intermedia a 
las calzadas rodadas, ésta se recortará rebajándola al mismo nivel de las calzadas, en un 
ancho igual al del paso de peatones.

d) Si el paso, por su longitud, se realiza en dos tiempos con parada intermedia, la isleta 
tendrá unas dimensiones mínimas que permitan la inscripción de un círculo de 1,50 metros 
de diámetro.

e) Los pasos de peatones elevados y subterráneos se construirán complementándose 
obligatoriamente las escaleras con rampas, ascensores, plataformas mecánicas o tapices 
rodantes.

Artículo 9.  Escaleras.

1. El diseño y trazado de las escaleras deberá tener en cuenta, entre otros, los 
parámetros que se relacionan para permitir su uso sin dificultades al mayor número posible 
de personas: Directriz, recorrido, dimensiones de huella, tabica y anchura libre, mesetas, 
pavimento y pasamanos. Asimismo, cumplirá con lo dispuesto en la legislación vigente en 
materia de protección contra incendios, debiendo señalarse con pavimento de textura y color 
diferentes el inicio y el final de las escaleras,

2. Las especificaciones concretas de diseño y trazado serán:

a) Las escaleras serán de directriz recta, permitiéndose las de directriz ligeramente 
curva.

b) Ser realizarán de forma que tengan una dimensión de huella no inferior a 30 
centímetros y de tabica no superior a 17 centímetros.

c) No se permitirán las mesetas en ángulo, las mesetas partidas y las escaleras 
compensadas.

d) Su anchura libre será como mínimo de 1,20 metros.
e) Se dotarán de doble pasamanos a ambos lados, en alturas de 70 y 90 centímetros, 

cuidando que el grosor y la distancia a la pared de adosamiento, en caso de que exista, 
permita un fácil y seguro asimiento también a personas con dificultades de manipulación. El 
pasamanos se prolongará 0,45 metros a partir del último escalón, bien adosado a la pared si 
existiera o, en caso contrario, mediante solución en ángulo recto o similar, de forma tal que 
facilite la aproximación al mismo y no se convierta en un obstáculo para posibles itinerarios 
transversales, debiendo ser rematados hacia dentro y hacia abajo para eliminar riesgos.

f) La huella se construirá en material antideslizante, sin resaltes significativos en la arista 
de intersección, ni discontinuidad sobre la tabica.

g) Las escaleras de largo recorrido deberán partirse, introduciendo descansillos 
intermedios con un fondo mínimo de 1,20 metros.

h) Los rellanos que den acceso a puertas deberán permitir el giro completo de una silla 
de ruedas por lo que sus dimensiones mínimas serán de 1,50 por 1,50 metros.

i) Deberá señalarse con pavimento, de textura y color diferentes, el inicio y final de la 
escalera.

j) En escalinatas de más de 5 metros de anchura se dotará de pasamanos central de 
acuerdo con las prescripciones anteriormente indicadas.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)

Artículo 10.  Rampas.

1. El diseño y trazado de las rampas como elementos que dentro de un itinerario 
peatonal permiten salvar desniveles bruscos, escaleras o pendientes superiores a las del 
propio itinerario, tendrán en cuenta la directriz, las pendientes longitudinal y transversal, la 
anchura libre mínima y el pavimento.

2. Las especificaciones técnicas concretas del diseño y trazado serán:
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a) Las rampas serán de directriz recta o ligeramente curvas.
b) Su pendiente longitudinal máxima será del 12 por 100 en recorridos iguales o 

inferiores a 3 metros y del 8 por 100 en recorridos superiores hasta un límite de 10 metros. 
Las rampas de largo recorrido deberán partirse introduciendo descansillos intermedios o 
distintos tramos en zig zag hasta alcanzar la longitud total; la pendiente máxima transversal 
será del 2 por 100.

c) Deberán dotarse de pasamanos, barandillas y antepechos en las condiciones 
descritas en el apartado 2.e) del artículo 9; además de contar con bordillos resaltados a todo 
lo largo de sus laterales, estén o no exentos de paramentos verticales, que sirvan de guía y 
eviten el deslizamiento lateral, las dimensiones mínimas del bordillo serán 10 por 10 
centímetros (alto por ancho) medidas desde la rasante de la rampa y desde el límite 
horizontal del paso libre normalizado.

d) Su anchura libre mínima será de 1,20 metros,
e) El pavimento será compacto, regular, antideslizante, duro y sin resaltes distintos a los 

propios del grabado de las piezas, que serán los mínimos que resulten necesarios, variando 
su textura y color en el inicio, descansos o cambios de dirección, y final de las mismas.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)

Artículo 11.  Parques, jardines, plazas y espacios libres públicos.

1. Los itinerarios peatonales en parques, jardines, plazas y espacios libres públicos en 
general se ajustarán a los criterios señalados en artículos precedentes para itinerarios 
peatonales.

2. Los aseos públicos que se dispongan en dichos espacios deberán ser accesibles y 
dispondrán al menos de un inodoro y lavabo de las características reseñadas en el artículo 
21 de la presente Ley.

Artículo 12.  Aparcamientos.

1. En todas las zonas de estacionamiento de vehículos ligeros, sean en superficie o 
subterráneos, en vías o espacios públicos, se reservarán permanentemente, y tan cerca 
como sea posible de los accesos peatonales, plazas debidamente señalizadas para 
vehículos que transporten personas en situación de movilidad reducida. Los accesos 
peatonales a dichas plazas cumplirán las especificaciones requeridas para ser accesibles, 
así como contarán con ascensor adaptado o practicable, según los casos, todos los 
aparcamientos subterráneos.

El número de plazas reservadas será, al menos, de una por cada 40 o fracción en 
aparcamientos de hasta 280 vehículos, reservándose una nueva plaza por cada 100 o 
fracción en que se rebase esta previsión.

2. Las especificaciones técnicas de diseño y trazado serán las siguientes:

a) Estarán señalizadas con el símbolo internacional de accesibilidad y la prohibición de 
aparcar en ellas a vehículos de personas que no se encuentren en situación de movilidad 
reducida.

b) Las dimensiones mínimas de las plazas organizadas en batería serán 6 metros por 
3,60 metros. Las plazas organizadas en paralelo serán de las mismas dimensiones que las 
anteriores y su disposición evitará riesgos innecesarios para sus usuarios.

Asimismo, podrán establecerse plazas en paralelo a ambos lados de la calzada siempre 
que dichas plazas cuenten con una dimensión de 6,40 metros por 3,60 metros y no invadan 
la alineación exterior de la línea de aparcamientos donde se sitúen.

c) Las plazas dispondrán de vados de acceso a las mismas de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 7 de la presente Ley.
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3. Los Ayuntamientos adoptarán las medidas adecuadas para facilitar el estacionamiento 
de vehículos y automóviles pertenecientes a personas en situación de movilidad reducida 
cerca de su centro de trabajo o estudio y domicilio particular, y con carácter general las 
plazas que se consideren necesarias, en las cercanías de centros docentes, asistenciales, 
recreativos, deportivos, culturales, religiosos, administrativos, comerciales, sanitarios, 
hoteleros y de ocio y esparcimiento.

A tal fin los Ayuntamientos deberán aprobar normativas que faciliten esas actuaciones, 
así como especificaciones concretas relativas a:

a) Permitir a dichas personas aparcar sus vehículos más tiempo que el autorizado en los 
lugares de tiempo limitado.

b) Permitir a los vehículos ocupados por dichas personas parar en cualquier lugar de la 
vía pública durante el tiempo imprescindible y siempre que no se entorpezca la circulación 
de vehículos o peatones.

c) Proveer a las personas que puedan beneficiarse de las facilidades expuestas en los 
apartados anteriores de una tarjeta, cuyas características se determinarán 
reglamentariamente y que sea utilizable en cualquier Concejo de la Comunidad Autónoma 
del Principado de Asturias.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)

Sección 2.ª Diseño y ubicación del mobiliario urbano

Artículo 13.  Señales verticales.

1. Las señales de tráfico, semáforos, postes de iluminación o cualesquiera otros 
elementos verticales de señalización que deban colocarse en un itinerario o espacio de 
acceso peatonal se dispondrán y diseñarán de forma que no entorpezcan la circulación y 
puedan ser usados con comodidad.

2. Las especificaciones técnicas de colocación y diseño serán las siguientes:

a) Se dispondrán en el tercio exterior de la acera siempre que la anchura libre restante 
sea igual o superior a 120 centímetros.

Si esta dimensión fuera menor se colocarán junto al encuentro de la alineación con la 
fachada. Se procurará el agrupamiento de varias de ellas en un único soporte.

b) Las plazas y demás elementos volados de señalización tendrán su borde inferior a 
una altura superior a 2,10 metros; en el caso de no ser posible, su borde inferior se 
prolongará hasta el suelo para que pueda ser detectado.

c) No se dispondrán obstáculos verticales en ningún punto de la superficie destinada a 
paso de peatones.

d) Todos aquellos mecanismos que se instalen en las señales verticales con el fin de 
facilitar su uso por personas con movilidad reducida deberán instalarse a una altura máxima 
de 0,90 metros.

e) Los semáforos peatonales instalados en vías públicas deberán estar equipados de 
mecanismos homologados que emitan una señal sonora suave, intermitente y sin 
estridencias o de mecanismo alternativo, que sirva de guía a los invidentes cuando se abra 
el paso a los viandantes.

Artículo 14.  Elementos urbanos varios.

1. Los elementos urbanos de uso público, tales como cabinas telefónicas, fuentes, 
papeleras, soportes publicitarios, bancos y otros análogos, se diseñarán y ubicarán de forma 
que puedan ser usados por todos los ciudadanos y que no se constituyan en obstáculos para 
el tránsito peatonal.
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Asimismo, la construcción de elementos salientes sobre las alineaciones de fachadas 
que interfieran un espacio o itinerario peatonal, tales como vitrinas, marquesinas, toldos y 
otros análogos, se realizará posibilitando que sean detectados y evitando que se constituyan 
en obstáculos.

2. Las especificaciones técnicas concretas que deben cumplirse serán:

a) No estará permitida la construcción de los salientes sobre las alineaciones de 
fachadas, recogidos en el apartado anterior, a alturas inferiores a 2,10 metros o que no sean 
prolongados hasta el suelo.

b) Las cabinas telefónicas, de información, cajeros automáticos y otros análogos 
deberán diseñarse de forma tal que los elementos a utilizar estén a una altura entre 90 
centímetros y 1,20 metros.

Asimismo cumplirán las condiciones mínimas de accesibilidad establecidas en la 
presente Ley y cuidarán que su piso esté a nivel del suelo colindante con una tolerancia 
máxima de 2 centímetros.

c) Las bocas de contenedores, buzones, papeleras y otros elementos de uso público 
análogos estarán situados a una altura máxima de 90 centímetros.

d) Los caños o grifos de las fuentes para suministro de agua potable estarán situados a 
una altura de 70 centímetros sin obstáculos o bordes para acceso y serán fácilmente 
accionables.

e) Se señalizarán mediante franjas de pavimento de textura y color diferentes y de 1 
metro de ancho todos los elementos del mobiliario urbano a que se refiere el presente 
artículo que interfieran u ocupen un espacio o itinerario peatonal.

Artículo 15.  Protección y señalización de las obras en la vía pública.

1. Los andamiajes, zanjas o cualquier otro tipo de obras en la vía pública deberán 
señalizarse y protegerse de manera que garanticen la seguridad física de los viandantes.

2. Las especificaciones técnicas concretas de señalización serán:

a) La protección se realizará mediante vallas estables y continuas, disponiéndose las 
mismas de manera que ocupen todo el perímetro de los acopios de materiales, zanjas, 
calicatas u obras análogas y separadas de ellas al menos 50 centímetros, En su caso se 
permitirá la sustitución de las vallas por cintas de plástico o entramados de cintas que 
garanticen adecuadamente la seguridad de los viandantes.

b) Las protecciones estarán dotadas de luces rojas que permanecerán encendidas toda 
la noche.

c) Cuando las obras afecten a las condiciones de accesibilidad de un itinerario peatonal, 
deberán adoptarse las medidas necesarias con el fin de que, en tanto no se acaben, éste 
pueda ser utilizado por personas con movilidad reducida.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)

CAPÍTULO II

Disposiciones sobre barreras en edificios

Sección 1.ª Accesibilidad en los edificios de uso público

Artículo 16.  Accesibilidad en los edificios de uso público.

1. La construcción y reforma de los edificios de titularidad pública o privada de uso 
público se efectuará de modo que puedan ser utilizados, de forma autónoma, por personas 
en situación de limitación o con movilidad reducida.
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2. Los edificios de uso público comprendidos en este apartado así como otros de 
análoga naturaleza tienen la obligación de observar las prescripciones de esta Ley, conforme 
a los mínimos que reglamentariamente se determinen:

Edificios públicos y de servicios de las Administraciones públicas.
Centros sanitarios y asistenciales.
Estaciones ferroviarias, de metro y autobuses.
Puertos, aeropuertos y helipuertos de uso no comercial.
Centros de enseñanza.
Garajes y aparcamientos.
Museos y salas de exposiciones.
Teatros, salas de cine y espectáculos.
Instalaciones deportivas.
Establecimientos comerciales, a partir de los metros cuadrados de superficie que 

reglamentariamente se determine.
Centros religiosos.
Instalaciones hoteleras, a partir del número de plazas que reglamentariamente se 

determine.
Centros de trabajo.

Artículo 17.  Aparcamientos de edificios de uso público.

1. En las zonas exteriores o interiores destinadas a garajes y aparcamientos de uso 
público será preciso reservar permanentemente tan cerca como sea posible de los accesos 
peatonales, plazas debidamente señalizadas para vehículos que transporten personas en 
situación de movilidad reducida.

El número de plazas reservadas será, al menos, de una por cada 50 o fracción.
2. Las especificaciones técnicas concretas de los accesos y dimensiones de las plazas 

se ajustarán a lo indicado en el artículo 12 de la presente Ley.

Artículo 18.  Accesos al interior de edificios de uso público.

1. Al menos uno de los accesos al interior de la edificación deberá estar desprovisto de 
barreras arquitectónicas y obstáculos que impidan o dificulten la accesibilidad. En los 
edificios de nueva planta deberá estar desprovisto de barreras y obstáculos, al menos, uno 
de los accesos principales del edificio.

2. En el caso de un conjunto de edificios e instalaciones, uno, al menos, de los itinerarios 
peatonales que los unan entre sí y con la vía pública deberá cumplir las condiciones 
establecidas para dichos itinerarios y deberá estar debidamente señalizado.

Artículo 19.  Comunicación horizontal.

1. Al menos uno de los itinerarios que comuniquen horizontalmente todas las 
dependencias y servicios del edificio, entre si y con el exterior, deberá ser accesible.

2. Las especificaciones técnicas de diseño y trazado serán:

a) Los desniveles deberán ser salvados mediante rampas de las características 
indicadas en el artículo 10, o mediante medios mecánicos.

b) Las dimensiones de los vestíbulos y pasillos afectados por puertas serán tales que 
permitan inscribir una circunferencia de 1,50 metros de diámetro libre del barrido de 
cualquier puerta, con estrechamientos puntuales de 1,20 metros. En el caso de pasillos no 
afectados por puertas, el ancho libre será de 1,20 metros, con estrechamientos de 0,90 
metros.

c) La anchura mínima de todos los huecos de paso será de 80 centímetros. A ambos 
lados de las puertas existirá un espacio libre horizontal de 1,20 metros de profundidad no 
barrido por las hojas de puerta. Cuando en los accesos existan torniquetes, barreras u otros 
elementos de control de entrada que obstaculicen el paso, se dispondrán huecos de paso 
alternativos que cumplan los requisitos señalados.
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d) Las puertas de cristal deberán ser de vidrio de seguridad con zócalo protector de 40 
centímetros de altura y con banda señalizadora horizontal de color a una altura de entre 60 
centímetros y 1,20 metros.

e) Las puertas automáticas deberán contar con mecanismos de ralentización de la 
velocidad y de seguridad en caso de aprisionamiento.

f) Las salidas de emergencia tendrán un paso libre de anchura mínimo adecuado, 
conforme a la legislación específica aplicable.

g) Las manillas de las puertas serán de tipo manivela, evitándose las redondas, de 
pomo, para facilitar la apertura a personas con dificultades de movilidad o invalidez en las 
manos.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)

Artículo 20.  Comunicación vertical.

1. Al menos uno de los itinerarios que una las dependencias y servicios en sentido 
vertical deberá ser accesible, teniendo en cuenta para ello y como mínimo el diseño y 
trazado de escaleras, ascensores, tapices rodantes y espacios de acceso.

2. Las especificaciones técnicas concretas serán las siguientes:

a) Las escaleras se ajustarán a los criterios especificados en el artículo 9.
b) Las escaleras mecánicas contarán con un ralentizador de velocidad de entrada y 

salida para su detención suave durante unos segundos; su velocidad no será superior a 50 
centímetros por segundo; su luz libre mínima será de 1 metro y el número mínimo de 
peldaños enrasados a la entrada y a la salida tendrá una longitud de 1,80 metros.

c) Los tapices rodantes tendrán una luz libre mínima de 1 metro, cumplirán las 
condiciones establecidas para las rampas en el artículo 10 y desarrollarán un acuerdo con la 
horizontal de, al menos, 3 metros.

d) Al menos uno de los ascensores tendrá un fondo mínimo de cabina, en el sentido de 
acceso, de 1,20 metros, con un ancho mínimo de cabina de 90 centímetros y una superficie 
mínima de 1,20 metros cuadrados.

Las puertas en el recinto y la cabina serán telescópicas y automáticas, tendrán una luz 
libre mínima de 80 centímetros.

Los botones de mando en los espacios de acceso e interior de la cabina se colocarán 
horizontalmente a una altura interior a 90 centímetros y contarán con sistemas de 
información alternativos a la numeración arábiga, además de ésta, indicando la llegada a 
cada piso y, en su caso, la apertura automática de puertas mediante una señal acústica.

Los botones de alarma deberán poder ser identificados visual y táctilmente.
En las paredes de las cabinas se contará con pasamanos a una altura de 70 

centímetros.
El pavimento de la cabina será compacto, duro, liso, antideslizante y fijo.
En los espacios de acceso a ascensores y en las mesetas de escaleras situadas en 

planta, en la que existan ascensores, existirá un espacio libre de obstáculos donde pueda 
inscribirse una circunferencia de 1,50 metros de diámetro; se contará, igualmente, con 
sistemas de información alternativos a los visuales en la señalización de las plantas.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)
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Artículo 21.  Aseos.

1. Al menos uno de los aseos que existan en los edificios de uso público deberá ser 
accesible, disponiéndose sus elementos de manera que puedan ser usados por cualquier 
persona.

2. Las especificaciones técnicas concretas serán:

a) Los huecos y espacios de acceso, así como los pasos o distribuciones interiores, 
tendrán las dimensiones señaladas en los artículos precedentes.

b) Dispondrá de un espacio libre donde pueda inscribirse una circunferencia de 1,50 
metros de diámetro.

c) Los aparatos sanitarios, que estarán dotados de elementos auxiliares de sujeción y 
soportes abatibles a una altura de 75 centímetros y con una longitud de 50 centímetros, 
tendrán a su alrededor e inferiormente el espacio necesario libre de todo obstáculo, que 
permita, en todo caso, aproximación frontal y su uso, contando los lavabos con grifería 
monomando o de infrarrojos.

d) El inodoro tendrá una altura máxima de 0,50 metros y dispondrá de un espacio libre 
mínimo de 0,80 metros, a ambos lados para permitir la aproximación lateral al mismo.

e) Los accesorios del aseo y sus mecanismos eléctricos, cuando los tengan, deberán 
estar a altura de 90 centímetros, así como permitir una fácil manipulación.

f) El borde inferior del espejo no deberá situarse a una altura superior a 80 centímetros y 
su borde superior deberá estar ligeramente inclinado.

g) Los lavabos deberán carecer de pedestal o cualquier elemento de sostenimiento 
vertical que impida la aproximación al mismo en silla de ruedas. La altura máxima desde la 
parte superior al suelo no excederá de 0,80 metros y el hueco libre o altura desde la parte 
inferior será de 0,65 ó 0,70 metros, a no ser que cuente con un mecanismo de sujeción a la 
pared que permita fácilmente variar su altura.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)

Artículo 22.  Servicios e instalaciones.

1. En todos aquellos elementos de la construcción de los servicios e instalaciones de 
general utilización se tendrán en cuenta los parámetros fijados en los artículos precedentes 
para asegurar el acceso y uso de los mismos, así como parámetros específicos de diseño en 
el mobiliario.

2. Las especificaciones técnicas referidas a algunos de los servicios más frecuentes 
serán las siguientes:

a) Mostradores y ventanillas: Estarán a una altura máxima de 1,10 metros y contarán con 
un tramo de, al menos, 80 centímetros de longitud que carezca de obstáculos en su parte 
inferior y a una altura de 80 centímetros.

b) Teléfonos: Al menos uno de ellos deberá tener las características reseñadas en el 
apartado 2.b) del artículo 14.

c) Vestuarios y duchas: Al menos un vestuario y una ducha tendrán unas dimensiones 
mínimas tales que pueda inscribirse una circunferencia de 1,50 metros de diámetro: Irán 
provistos de un asiento adecuado, preferentemente sin patas, adosado a la pared, cuyas 
dimensiones sean 40 centímetros de ancho por 45 centímetros de fondo y situado a 55 
centímetros de altura, dotado de barras pasamanos y soportes, fijos o abatibles, a una altura 
de 70 centímetros para facilitar la transferencia; las repisas, perchas, taquillas y otros 
elementos estarán situados a una altura máxima de 1,20 metros.
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Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)

Artículo 23.  Espacios reservados.

1. Los locales de espectáculos, salas de conferencias, aulas y otros análogos dispondrán 
de un acceso debidamente señalizado y de espacios reservados a personas que utilicen 
sillas de ruedas. Se destinarán zonas específicas para personas con deficiencias auditivas o 
visuales donde las dificultades disminuyan.

2. La proporción de espacios reservados, que se determinará reglamentariamente, 
dependerá del aforo.

3. Los espacios reservados estarán debidamente señalizados y, siempre que sea 
técnicamente posible, contarán a su lado, cuando menos, de un asiento normal para el 
acompañante de la persona que utilice silla de ruedas.

Sección 2.ª Accesibilidad en los edificios de uso privado

Artículo 24.  Accesibilidad en los edificios de uso privado.

1. Los edificios de uso privado de nueva construcción en los que sea obligatoria la 
instalación de ascensor deberán cumplir los siguientes requisitos mínimos de accesibilidad:

a) Dispondrán de un itinerario practicable que una las dependencias o viviendas con el 
exterior y con las dependencias de uso comunitario que están a su servicio, así como con las 
edificaciones o servicios anexos o próximos de uso comunitario.

b) La cabina del ascensor, así como sus puertas de entrada, serán practicables para 
personas con movilidad reducida o cualquier otra limitación, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 20.2.d) de esta Ley.

2. Cuando estos edificios de nueva construcción tengan una altura superior a la planta 
baja y piso, agrupen, al menos, nueve viviendas en cada núcleo de comunicación vertical, y 
no estén obligados a la instalación de ascensor, se dispondrán las especificaciones técnicas 
y de diseño que faciliten la posible instalación de un ascensor practicable. El resto de los 
accesos y elementos comunes de estos edificios deberá reunir los requisitos de 
accesibilidad.

3. La reforma de edificios se regirá por lo dispuesto en el artículo 2 de esta Ley.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este artículo 
hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo (BOPA 
de 11 de junio de 2003)

Sección 3.ª Reserva de viviendas para personas con movilidad reducida 
permanente

Artículo 25.  Viviendas para personas con movilidad reducida permanente.

1. Con el fin de garantizar el acceso a la vivienda de las personas con movilidad reducida 
permanente, en los programas de promoción de viviendas del Principado de Asturias u otras 
Administraciones públicas se señalará, a principios de cada año, el número de viviendas 
que, en cada Concejo donde se realicen los citados programas de protección, deban 
reservarse para las personas con dicha discapacidad.
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A tal fin, tanto los Ayuntamientos como la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales 
dispondrán de un registro de demandas de vivienda para personas con movilidad reducida 
permanente. Tal registro se cerrará a finales de cada año y deberá ponerse a disposición de 
otras Administraciones, cuando así lo soliciten para elaborar sus planes de vivienda.

2. En las promociones de viviendas de protección oficial, los promotores deberán 
reservar, en los proyectos que presenten para su aprobación, la proporción mínima de 
viviendas que se establezca reglamentariamente con destino a personas con movilidad 
reducida.

Lo establecido en el punto anterior no será de aplicación en los supuestos de promoción 
para uso propio, cuando la persona física, comuneros o cooperativistas no sean personas 
con movilidad reducida.

3. La Dirección Regional de Vivienda y Arquitectura del Principado de Asturias podrá 
eximir de la necesidad de construir las viviendas para personas con movilidad reducida 
cuando los promotores, una vez obtenida la calificación provisional y no antes de la cubierta 
de aguas, acrediten fehacientemente la falta de demanda.

A efectos de acreditar la falta de demanda se deberá acompañar, a la petición de 
exención, documentación que acredite haber realizado una adecuada campaña de difusión 
consistente en anuncios en, al menos, dos periódicos escritos de la Comunidad Autónoma 
del Principado de Asturias durante tres días distintos, y la comunicación a la Consejería de 
Sanidad y Servicios Sociales del Principado de Asturias para que por su parte dé publicidad 
a la oferta por un plazo no inferior a treinta días.

Artículo 26.  Características técnicas del interior de las viviendas de protección oficial 
reservadas a personas con movilidad reducida permanente.

Para facilitar la movilidad de los minusválidos en el interior de la vivienda se cumplirán 
las siguientes exigencias:

a) Las puertas podrán abrirse y maniobrarse con una sola mano. La anchura libre 
mínima de cualquier hueco de paso será de 80 centímetros.

En los cuartos de aseo las puertas abrirán hacia afuera o serán correderas.
b) Los pasillos tendrán una anchura mínima de 1,10 metros. En los recorridos interiores 

de la vivienda, para asegurar la maniobrabilidad de una silla de ruedas y poder realizar giros 
parciales, se deberá considerar que el diámetro mínimo necesario para su giro completo es 
de 1,50 metros.

c) Todas las áreas de estas viviendas dispondrán de un espacio libre de obstáculos que 
permita inscribir un círculo de 1,50 metros de diámetro.

El equipamiento de ambos locales estará previsto para poderse adaptar a las 
necesidades del usuario minusválido respecto a la altura de uso de los aparatos y la 
instalación de barras asideros y otros elementos de ayuda para su movilidad.

CAPÍTULO III

Disposiciones sobre barreras en los transportes públicos

Sección 1.ª Accesibilidad en los transportes públicos

Artículo 27.  Accesibilidad en los transportes públicos.

1. Los transportes públicos de viajeros de titularidad pública o privada, o en los que 
alguna Administración pública participe de manera consorciada, observarán lo dispuesto en 
la presente Ley, en los términos contemplados en los apartados siguientes.

2. Las Administraciones públicas competentes en el ámbito del transporte público 
elaborarán y mantendrán anualmente actualizado un plan de supresión de barreras de 
utilización y adaptación progresiva de los transportes públicos colectivos, especificando tipo 
y número de vehículos afectados por la presente Ley, dotaciones técnicas mínimas y 
régimen de utilización.
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3. En las poblaciones en que reglamentariamente se determine, existirá un vehículo 
especial o taxi accesible, que cubra las necesidades de desplazamiento de personas con 
movilidad reducida.

4. En todo caso, el material de nueva adquisición deberá estar adaptado a las medidas 
técnicas que se establecen en la presente Ley.

Artículo 28.  Proyectos de nueva construcción, reestructuración o adaptación.

1. Los proyectos de nueva construcción, reestructuración o adaptación de los 
aeropuertos, terminales marítimas, estaciones de ferrocarril y autobuses deberán ajustarse a 
lo dispuesto en la presente Ley en todas aquellas cuestiones referidas a construcción, 
itinerarios, servicios y mobiliarios que sean comunes con otros edificios o servicios públicos, 
debiendo contemplar adaptaciones específicas en lo no señalado con anterioridad, como 
señalización, sistemas de información y andenes, entre otros.

2. Las especificaciones técnicas concretas serán, al menos, las siguientes:

a) Las zonas del borde de los andenes de las estaciones se señalizarán con una franja 
de pavimento antideslizante de textura y color distinta, al objeto de que pueda ser detectado 
a tiempo el cambio de nivel existente entre el andén y las vías.

b) En los espacios de recorrido interno en que hayan de sortearse torniquetes u otros 
mecanismos, se dispondrá de un paso alternativo que cumpla los requisitos señalados en el 
artículo 19.

c) En accesos, andenes e interior de coches se suprimirá el efecto cortina evitando, 
además, reflejos y deslumbramientos mediante una adecuada iluminación.

d) En las estaciones de autobuses y ferrocarril de las ciudades que reglamentariamente 
se determinen, se dispondrá de personal al efecto para facilitar la entrada y salida del 
autobús o tren de las personas en situación de movilidad reducida.

e) Contarán con equipos de megafonía, además de con sistemas de información visual, 
mediante los que pueda informarse a los viajeros de las llegadas, salidas, así como de 
cualesquiera otras incidencias o noticias.

Artículo 29.  Proyectos de adquisición de material móvil.

1. Los proyectos de adquisición de material móvil deberán tener en cuenta aquellos 
modelos que por altura de la plataforma del vehículo, sistemas de acceso y descenso, de 
información, de iluminación, de seguridad, etcétera, sean los más apropiados para su uso 
por cualquier persona,

2. Las especificaciones técnicas que, al menos, deberán ser tenidas en cuenta son las 
siguientes:

a) Se facilitará el acceso mediante material móvil de piso bajo, sistema de arrodillamiento 
lateral, escaleras convertibles en rampas, rampas automáticas escamoteables, plataformas 
telescópicas o electrohidráulicas abatibles, o bien mediante equipos elevadores ligeros, 
plataformas hidráulicas o rampas móviles en los andenes de tren y paradas de autobús.

b) Deberán reservarse a personas con movilidad reducida, al menos, dos plazas por 
coche.

c) Los asientos reservados serán abatibles en la misma dirección de la marcha del 
vehículo, irán provistos de asideros y cinturón de seguridad, se situarán próximos a las 
puertas de entrada y estarán adecuadamente señalizados. Se dispondrá, al menos, de un 
timbre de aviso, e información visual, gráfica, luminosa y acústica de paradas, en lugar 
fácilmente accesible, visible y audible.

d) En caso de vehículos suburbanos, cada uno de los coches contará con un equipo de 
megafonía, además de la información visual, que permita a los viajeros conocer, con 
suficiente antelación, la llegada a la parada o estación.

e) El piso de todos los vehículos de transportes será antideslizante.
f) En autobuses urbanos e interurbanos, y con el fin de evitar que las personas en 

situación de movilidad reducida atraviesen todo el vehículo, éstas podrán desembarcar por 
puerta de entrada si se encuentra más próxima a la taquilla de control.

g) Las puertas de los vehículos contarán con mecanismos automáticos de seguridad 
para caso de aprisionamiento durante el cierre.
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h) Contarán con espacios reservados, señalizados y dotados de anclajes y cinturones de 
seguridad, para viajeros usuarios de silla de ruedas.

i) El cambio de velocidades deberá reunir los mecanismos técnicos necesarios para la 
eliminación de las variaciones bruscas de velocidad que pueda comportar su manejo.

CAPÍTULO IV

Disposiciones sobre barreras en la comunicación sensorial

Artículo 30.  Accesibilidad en los sistemas de comunicación sensorial y señalización.

1. El Principado de Asturias promoverá la supresión de las barreras sensoriales en la 
comunicación y el establecimiento de los mecanismos y alternativas técnicas que hagan 
accesibles los sistemas de comunicación y señalización a toda la población, garantizando de 
esta forma el derecho a la información, la comunicación, la cultura, la enseñanza, el ocio y el 
trabajo.

2. La Administración del Principado de Asturias impulsará la formación de profesionales 
intérpretes de la lengua de signos y de las guías de sordociegos, a fin de facilitar cualquier 
tipo de comunicación directa a las personas en situación de limitación que lo precisen, 
instando a las distintas Administraciones públicas a prestar este servicio por personal 
especializado.

Artículo 31.  Acceso al entorno de las personas con disminución visual acompañadas de 
perros guía.

1. Todas las personas con disminución visual total o parcial que vayan acompañadas 
con perros guía pueden acceder a todos los lugares, alojamientos, establecimientos, locales, 
demás espacios de uso público y transportes públicos o de uso público en el ámbito del 
Principado de Asturias.

2. El acceso de los perros guía no puede conllevar gasto alguno por este concepto para 
la persona con disminución visual.

Artículo 32.  Concepto e identificación de los perros guía.

1. A los efectos establecidos en el artículo anterior, tienen la consideración de perros 
guía aquellos que han sido adiestrados en escuelas especializadas, oficialmente 
reconocidas, para el acompañamiento, la conducción y ayuda a las personas con 
disminución visual,

2. La identificación de los perros guía debe hacerse mediante un distintivo de carácter 
oficial que el perro lleve en lugar visible.

Las condiciones de otorgamiento del distintivo a que se refiere el párrafo anterior, así 
como los requisitos para la acreditación de los perros guía, se determinará por vía 
reglamentaria.

A los efectos de lo establecido en los párrafos anteriores, el Principado de Asturias podrá 
encomendar o convenir a una entidad pública o privada la identificación y la acreditación de 
los perros guía.

CAPÍTULO V

Disposiciones sobre ayudas técnicas

Artículo 33.  Ayudas técnicas.

El Principado de Asturias fomentará el uso de las ayudas técnicas y potenciará su 
investigación, por ser elementos que aportan soluciones a situaciones no resueltas mediante 
otras fórmulas, tales como el acceso a edificios de valor histórico-artístico o en reformas muy 
costosas no previstas en esta Ley o en sus normas de desarrollo.
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TÍTULO III

Medidas de fomento

Artículo 34.  Fondo para la supresión de barreras.

1. El Principado de Asturias destinará partidas presupuestarias finalistas en cada 
ejercicio para financiar la eliminación de barreras arquitectónicas, urbanísticas y de la 
comunicación sensorial, así como para la dotación de ayudas técnicas.

2. Anualmente se destinará un porcentaje de esta partida presupuestaria para 
subvencionar los programas específicos de los entes locales para la supresión de barreras 
en el espacio urbano, los edificios de uso público y el transporte de su término municipal.

Estos programas específicos de actuación contendrán, como mínimo, un inventario de 
los espacios, edificios, locales y medios de transporte que deban ser objeto de adaptación, el 
orden de prioridades en que se ejecutarán y los plazos de ejecución del proyecto.

Para acceder a la citada financiación los entes locales deberán asignar una partida 
presupuestaria similar o igual en porcentaje a la del Principado de Asturias para la 
eliminación de barreras.

3. La Comunidad Autónoma destinará una parte de esta partida presupuestaria al 
concierto o subvención de entidades privadas y a particulares para la supresión de barreras 
y adquisición de ayudas técnicas, siempre que no sea para establecimientos con ánimo de 
lucro.

El régimen jurídico de dichos conciertos, subvenciones y ayudas, se establecerá 
reglamentariamente.

TÍTULO IV

Medidas de control

Artículo 35.  Licencias y autorizaciones municipales.

El cumplimiento de los preceptos de la presente Ley será exigible para la aprobación de 
los instrumentos de planeamiento y de su ejecución, así como para la concesión de las 
preceptivas licencias y autorizaciones municipales.

Artículo 36.  Contratos administrativos.

Los pliegos de condiciones de los contratos administrativos contendrán cláusulas de 
adecuación a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 37.  Control de las condiciones de accesibilidad.

Si las obras realizadas no se ajustasen al proyecto autorizado y se comprobara que no 
se han cumplido las condiciones de accesibilidad, se instruirá el procedimiento sancionador 
establecido por la presente Ley.

TÍTULO V

Régimen sancionador

Artículo 38.  Infracciones.

1. Las acciones u omisiones que contravengan las normas sobre supresión de barreras 
constituyen infracción y serán tipificadas y sancionadas con arreglo a lo dispuesto en la 
presente Ley.

2. Las infracciones a que se refiere el párrafo anterior tendrán la consideración de muy 
graves, graves y leves.
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3. Tienen carácter de muy grave las infracciones que impidan el libre acceso y uso de 
cualquier medio o espacio infringiendo lo establecido en la presente Ley, y en especial, las 
siguientes, siempre que determinen dicho resultado:

a) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras urbanísticas, en las 
obras de urbanización y su mobiliario de nueva construcción, ampliación y reforma de 
espacios destinados al uso público.

b) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras arquitectónicas en la 
edificación, construcción, ampliación o reforma de edificios de propiedad pública o privada 
destinados a servicios públicos o a un uso que implique la concurrencia de público.

c) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras en los edificios de nueva 
construcción o rehabilitados totalmente que deban ser destinados a vivienda.

d) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras en los medios de 
transporte público de viajeros.

e) El incumplimiento de las condiciones de adaptación en los sistemas de comunicación 
y señalización.

f) El incumplimiento de la reserva de viviendas establecida en el artículo 25 de la 
presente Ley.

g) El incumplimiento de las normas sobre acceso de las personas con disminución 
sensorial, en relación a los lugares, alojamientos, establecimientos, locales y transportes 
públicos.

4. Tienen carácter de grave las infracciones normativas que, no impidiendo el libre 
acceso a cualquier medio o espacio, lo obstaculicen o entorpezcan gravemente infringiendo 
lo establecido en la presente Ley, y, en especial, las siguientes, siempre que determinen 
dicho resultado:

a) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras urbanísticas, en las 
obras de urbanización y su mobiliario de nueva construcción y reforma de espacios 
destinados a uso público.

b) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras arquitectónicas en la 
edificación, construcción, o reforma de edificios de propiedad pública o privada destinados a 
servicios públicos o a un uso que implique la concurrencia de público.

c) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras en los edificios de nueva 
construcción o reformados sustancialmente que deban ser destinados a vivienda,

d) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras en los medios de 
transporte público de viajeros.

e) El incumplimiento de las condiciones de adaptación en los sistemas de comunicación 
y señalización.

f) El incumplimiento de las normas sobre acceso a las personas con discapacidad 
sensorial, en relación a los lugares, alojamientos, establecimientos, locales y transportes 
públicos.

5. Son infracciones leves el mantenimiento de los elementos de accesibilidad y el resto 
de infracciones no calificadas como graves o muy graves.

Artículo 39.  Sanciones.

1. Las sanciones que podrán imponerse en función de la calificación de la infracción 
serán las siguientes:

a) Por faltas muy graves, multa de 5.000.001 a 10.000.000 de pesetas.
b) Por faltas graves, multa de 500.001 a 5.000.000 de pesetas.
c) Por faltas leves, multa de 25.000 a 500.000 pesetas.

Dichas cuantías podrán ser objeto de actualización mediante Decreto del Consejo de 
Gobierno del Principado de Asturias.

2. Para graduar el importe de las multas se tendrá en cuenta la gravedad de la 
infracción, el coste económico derivado de las actuaciones necesarias para corregir los 
defectos de accesibilidad, el perjuicio directa o indirectamente causado, la reiteración del 
responsable y el grado de culpa de cada uno de los infractores.
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3. En las obras y demás actuaciones que se ejecutasen sin licencia de obras, o con 
inobservancia de lo previsto en la presente Ley, serán sancionados con multa, en las 
cuantías determinadas en la misma, el promotor, el autor del proyecto, el empresario 
constructor de las obras y los técnicos directores de las mismas.

Artículo 40.  Procedimiento sancionador.

1. Las infracciones de las normas reguladoras de la supresión de barreras serán 
sancionadas de acuerdo con la normativa vigente sobre el procedimiento sancionador.

2. Las personas protegidas por la presente Ley, o las asociaciones y federaciones en las 
que se integren, tendrán siempre la consideración de interesadas en estos procedimientos 
en los términos previstos en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.

3. Contra el acuerdo de archivo de las actuaciones o resolución desestimativa, expresa o 
tácita, de la denuncia o puesta en conocimiento de la Administración de posibles infracciones 
sobre barreras, las personas, asociaciones y federaciones antes referidas quedarán 
legitimadas para interponer los recursos, o en su caso, las acciones judiciales que 
consideren procedentes.

Artículo 41.  Órganos competentes.

Las autoridades competentes para imponer sanciones son las siguientes:

a) Los Directores Regionales de las Consejerías competentes por razón de la materia, 
para las infracciones leves.

b) Los Consejeros competentes por razón de la materia, para las infracciones graves.
c) El Consejo de Gobierno, para las infracciones muy graves.

Artículo 42.  Prescripción.

Las infracciones muy graves prescribirán a los cuatro años.
Las infracciones graves prescribirán a los dos años.
Las infracciones leves prescribirán al año.
El plazo de prescripción empezará a computarse desde el día en que la infracción se 

hubiese cometido.

TÍTULO VI

Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras

Artículo 43.  Creación y composición del Consejo.

1. Se crea, como órgano de asesoramiento y apoyo de la Administración del Principado 
de Asturias, el Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras, 
adscrito a la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales, cuyas funciones estarán orientadas 
a la consecución del objeto y la finalidad de la presente Ley.

2. El Consejo estará integrado, conforme a lo establecido en este apartado, por 
representantes de las distintas Consejerías y organismos de la Comunidad Autónoma del 
Principado de Asturias competentes por razón de la materia, así como por expertos, 
entidades y asociaciones, de acuerdo con los siguientes criterios:

A) El Consejo de Gobierno procederá a la designación de la mitad de los componentes 
del Consejo, nombrando, a estos efectos, a los representantes de los siguientes órganos:

a) Tres de la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales.
b) Tres de la Consejería de Infraestructuras y Vivienda.
c) Dos de la Consejería de Medio Ambiente y Urbanismo.
d) Dos de la Consejería de Educación, Cultura, Deportes y Juventud.
e) Dos de la Consejería de Industria, Turismo y Empleo.
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B) La composición del Consejo se complementará con la designación de la mitad de sus 
miembros, que se efectuará conforme al siguiente detalle:

a) Un representante de Ayuntamientos que según su padrón municipal tengan una 
población inferior a 20.000 habitantes.

Un representante de Ayuntamientos que según su padrón municipal tengan una 
población entre 20.000 y 100.000 habitantes.

Dos representantes de Ayuntamiento que según su padrón municipal tenga una 
población superior a 100.000 habitantes.

La designación de los representantes de los grupos de Ayuntamientos se efectuará por 
la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales, una vez oídos los citados Ayuntamientos.

b) Tres representantes de las entidades que agrupen a los distintos colectivos de 
personas con disminuciones físicas, psíquicas y sensoriales.

c) Dos representantes sindicales elegidos por los sindicatos que, conforme a lo dispuesto 
en la Ley Orgánica de Libertad Sindical, tengan la consideración de sindicatos más 
representativos a nivel del Principado de Asturias.

d) Un representante de las organizaciones de empresarios del Principado de Asturias.
e) Un representante del Colegio Oficial de Arquitectos de Asturias.
f) Un representante del Colegio Oficial de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos.
g) Un representante de cada Grupo Parlamentario, designado por el Pleno de la Junta 

General.
El Consejo será presidido por el titular de la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales 

y se nombrará un Secretario, con la categoría administrativa que se determine y con los 
recursos humanos y materiales que se le asignen, que asistirá al Consejo con voz y sin voto.

Artículo 44.  Funciones del Consejo.

1. El Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras tiene 
funciones, con carácter general, de asesoramiento, información, propuestas de criterios de 
actuación y fomento de lo dispuesto en la presente Ley, así como de aquellas otras que 
reglamentariamente se le atribuyan.

2. En concreto, le corresponde:

a) Recibir información de las distintas Consejerías, Ayuntamientos y colectivos de 
disminuidos y discapacitados, con el fin de actuar como coordinador en la materia de los 
distintos programas a la hora de proponer actuaciones concretas relacionadas con el objeto 
de esta Ley.

b) Conocer las consignaciones presupuestarias de las Administración públicas 
implicadas, destinadas al cumplimiento de los objetivos contenidos en la presente Ley.

c) Emitir informe sobre los proyectos de disposiciones reglamentarías de desarrollo de la 
presente Ley, así como de aquellas disposiciones que se dicten al amparo de la habilitación 
contemplada en la disposición adicional primera de la presente Ley.

d) Recibir información anual sobre las realizaciones y grado de cumplimiento de las 
previsiones contenidas en la presente Ley, para la evaluación de los resultados de todas las 
actuaciones, tanto de la Comunidad Autónoma como de los Ayuntamientos.

Disposición adicional primera.  
Las correspondientes Administraciones públicas, en el plazo de dos años a contar desde 

la entrada en vigor de la presente Ley, elaborarán los planes de adaptación y supresión de 
barreras. Estos planes serán revisados cada cinco años y su planificación formulará 
previsiones a un plazo máximo de quince años para la total virtualidad de los objetivos de la 
presente Ley.

Disposición adicional segunda.  
La Administración del Principado de Asturias promoverá campañas informativas y 

educativas dirigidas a la población en general, y a la población infantil y juvenil en particular, 
con el fin de sensibilizar en el problema de la accesibilidad y de la integración social de las 
personas con limitación y de fomentar su integración plena en nuestra sociedad.
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Disposición adicional tercera.  
1. El símbolo internacional de accesibilidad indicador de la no existencia de barreras será 

de obligada instalación en todos los edificios de uso público y transportes públicos, de 
conformidad con lo establecido en la Sección 1.ª del Capítulo II y en la Sección 1.ªdel 
Capítulo III de la presente Ley.

2. En los edificios en que dispongan de intérpretes o teléfonos para sordos, será de 
obligada instalación el símbolo internacional de la sordera indicador de la no existencia de 
barreras de comunicación.

Disposición adicional cuarta.  
Lo dispuesto en esta Ley no será de aplicación en los edificios o inmuebles declarados 

bienes de interés cultural o edificios de valor histórico-artístico o catalogados, cuando las 
modificaciones necesarias se opongan a la normativa específica que les resulte aplicable.

Disposición adicional quinta.  
1. Los planes generales de ordenación urbana, las normas subsidiarias y demás 

instrumentos de planeamiento y ejecución que los desarrollen, así como los proyectos de 
urbanización y de obras ordinarias, garantizarán la accesibilidad y la utilización con carácter 
general de los espacios de uso público, y no serán aprobados si no observan las 
determinaciones y criterios básicos establecidos en la presente Ley y en los reglamentos 
correspondientes.

2. Las ordenanzas vigentes se adaptarán a las previsiones de esta Ley y demás 
disposiciones que la desarrollen.

Disposición transitoria primera.  
Lo dispuesto en la presente Ley no será de aplicación a los siguientes supuestos:

1. Los proyectos de edificación y urbanización que hayan sido presentados para su 
visado ante los Colegios Profesionales competentes en la materia respectiva antes de su 
entrada en vigor.

2. Los proyectos de edificación y urbanización complementaria que tengan solicitada 
licencia de obra en la fecha de su entrada en vigor.

Disposición transitoria segunda.  
Los planes generales de ordenación urbana, las normas subsidiarias y demás 

instrumentos de planeamiento que los desarrollen, que dispongan de aprobación definitiva a 
la entrada en vigor de la presente Ley, se adaptarán a las determinaciones y criterios 
básicos en ellas establecidos en la primera revisión de los mismos, no superando, en todo 
caso, el plazo de cinco años.

Disposición final primera.  
1. Se faculta al Consejo de Gobierno a que, por Decreto, pueda modificar cualquiera de 

las especificaciones técnicas contenidas en la presente Ley, cuando razones objetivas y la 
propia realidad y finalidad social así lo aconsejen.

2. El alcance de la facultad a que se refiere el apartado anterior se extiende a las 
prescripciones técnicas contenidas en el Título II de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones que resulten precisas 

para el desarrollo y ejecución de lo previsto en esta Ley.
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§ 72

Ley 3/1984, de 9 de mayo, de reconocimiento de la asturianía

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 114, de 17 de mayo de 1984

«BOE» núm. 137, de 8 de junio de 1984
Última modificación: 31 de diciembre de 1999

Referencia: BOE-A-1984-12884

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de reconocimiento de la asturianía.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 8 del Estatuto de Autonomía para Asturias establece que las Comunidades 
Asturianas asentadas fuera del ámbito regional podrán solicitar, como tales, el 
reconocimiento de su asturianía, entendida como el derecho a colaborar y compartir la vida 
social y cultural de Asturias.

El recurso a la emigración como medio de promoción personal y de relación con otros 
pueblos tiene un fuerte arraigo en los asturianos, hasta el punto de constituir una auténtica 
tradición, habiéndose orientado las preferencias desde finales del siglo pasado y primera 
mitad del presente hacia los países hispanoamericanos y, a partir de la década de los 
cincuenta, hacia los países centroeuropeos.

La permanencia de los asturianos lejos de su tierra natal ha desarrollado en los mismos 
un fuerte espíritu asociativo, constituyendo fuera de Asturias una serie de Centros o 
Comunidades a través de las cuales se mantienen vivos y se refuerzan los lazos de unión 
con la región asturiana.

La presente Ley, cumpliendo el mandato del artículo 8 del Estatuto de Autonomía para 
Asturias, regula el reconocimiento de la asturianía de las Comunidades Asturianas, 
desarrollando el contenido del derecho que ello comporta, y crea el Consejo de 
Comunidades Asturianas como órgano de carácter deliberante para ejercer funciones 
consultivas y de asesoramiento de las instituciones de la Comunidad Autónoma en el 
cumplimiento de los fines que en el mismo se establecen.
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TÍTULO I

Artículo 1.  
Conforme a lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley Orgánica 7/1881, de 30 de diciembre, 

de Estatuto de Autonomía para Asturias, y a los efectos de la presente Ley, se entiende por 
asturianía el derecho de las Comunidades Asturianas asentadas fuera del territorio del 
Principado a colaborar y compartir la vida social y cultural de Asturias.

Artículo 2.  
Se considerarán Comunidades Asturianas a las entidades de base asociativa sin ánimo 

de lucro, cuya estructura interna y funcionamiento sean democráticos, válidamente 
constituidas en el territorio en que se encuentren asentadas, que tengan por objeto principal 
en sus Estatutos el mantenimiento de lazos culturales o sociales con Asturias y a las que 
fuere reconocida su asturianía de acuerdo con la presente Ley.

Artículo 3.  
El Principado de Asturias promoverá, respetando la autonomía de las Comunidades 

Asturianas, la participación y colaboración de éstas en la vida social y cultural de Asturias, a 
cuyo fin se crearán los cauces que permitan y faciliten una recíproca comunicación y mutuo 
apoyo.

Artículo 4.  
El reconocimiento de la asturianía se realizará por acuerdo del Consejo de Gobierno, 

previa solicitud de las Comunidades Asturianas interesadas que reúnan los requisitos 
exigidos en el artículo 2 de la presente Ley, previo informe o dictamen de la Comisión de 
Educación y Cultura de la Junta General del Principado.

TÍTULO II

Artículo 5.  
El reconocimiento de la asturianía de las Comunidades a las que se refiere el artículo 2 

de esta Ley implicará en el orden social:

a) El derecho a la información de cuantas disposiciones y resoluciones se adopten por 
los órganos de gobierno de la Comunidad Autónoma asturiana.

b) El derecho a compartir la vida social asturiana y a colaborar y participar activamente 
en las distintas formas de su manifestación, tanto dentro del territorio del Principado como en 
el ámbito de la propia Comunidad que obtuviere el reconocimiento.

c) El derecho a informar en las actuaciones de los órganos de gobierno del Principado en 
temas relacionados con los emigrantes.

Artículo 6.  
El reconocimiento de la asturianía a las Comunidades Asturianas conllevará en el orden 

cultural el ejercicio de los siguientes derechos en la forma que reglamentariamente se 
determine:

a) Disfrutar de los museos y bibliotecas, recursos bibliográficos y pictóricos, así como de 
los archivos dependientes de la Comunidad Autónoma.

b) Colaborar, en el marco de las competencias atribuidas al Principado de Asturias, en 
los medios de comunicación social y emisiones de televisión dirigidas a los asturianos dentro 
y fuera de Asturias.
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c) Colaborar en el impulso y difusión de las actividades culturales y espectáculos 
orientados a preservar y fomentar el goce de la cultura y tradiciones asturianas.

Artículo 7.  
El Principado de Asturias fomentará a través de las Comunidades Asturianas y con la 

colaboración, en su caso, de instituciones especializadas:

a) La organización de servicios didácticos y audiovisuales dirigidos al conocimiento del 
bable, la cultura, la historia y las tradiciones asturianas, facilitando a dichas Comunidades la 
organización de cursos y actividades con la expresada finalidad.

b) La creación de prensa y revistas para uso escolar, con especial atención a los hijos de 
los asturianos residentes fuera de Asturias.

Artículo 8.  
En el marco de la cooperación social y cultural con las Comunidades Asturianas, el 

Principado de Asturias fomentará, dentro de sus competencias, la producción, distribución e 
intercambio de programas de radio y televisión.

Artículo 9.  
El Principado de Asturias garantizará la adquisición con destino a las Comunidades 

Asturianas de un fondo editorial tendente a facilitar el conocimiento de la historia, el arte, la 
cultura, las tradiciones y la realidad social de Asturias.

Artículo 10.  
En el marco de las competencias del Principado de Asturias, el Consejo de Gobierno 

promoverá, en cooperación con las Comunidades Asturianas, cursos o ciclos especiales 
sobre el bable, la historia y la cultura asturiana, tanto en la Universidad e instituciones 
docentes y culturales de Asturias como en los países de asentamiento de dichas 
Comunidades.

Artículo 11.  
El Principado de Asturias canalizará el ejercicio de los derechos reconocidos en los 

artículos anteriores garantizando la presencia de representantes de las Comunidades 
Asturianas inscritas al amparo de esta Ley en los Consejos o Institutos de la Comunidad 
Autónoma relacionados con su actividad.

TÍTULO III

Artículo 12.  
1. Con carácter deliberante y para ejercer funciones consultivas y de asesoramiento de 

las instituciones de la Comunidad Autónoma en el cumplimiento de los fines establecidos en 
la presente Ley, se crea el Consejo de Comunidades Asturianas.

2. Corresponderá en particular al Consejo de Comunidades Asturianas:

a) Elegir, de entre sus miembros, un Presidente, cuyo mandato será de cuatro años.
b) Elaborar su propio Reglamento de funcionamiento interno, en el que se preverá la 

existencia de una Comisión Delegada, que será elegida y renovada por el Consejo por 
períodos de cuatro años.

c) Informar con carácter preceptivo, y previo a su aprobación por los órganos 
competentes del Principado, los programas de actuación concreta para el cumplimiento de 
los fines previstos en el artículo 7 de la presente Ley.

d) Proponer a los órganos competentes de la Administración del Principado los criterios 
para la composición y distribución entre las Comunidades Asturianas del fondo editorial 
previstos en el artículo 9 de la Ley.
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Artículo 13.  
1. El Consejo de Comunidades Asturianas se integrará por Vocales natos y Vocales 

designados.
2. Son Vocales natos del Consejo:

a) Los ex Presidentes del Principado de Asturias.
b) Los Consejeros de la Presidencia; Educación, Cultura y Deportes; Industria y 

Comercio y de Trabajo y Acción Social.
c) El Presidente de la Federación Internacional de Centros Asturianos.

3. Serán Vocales designados:

a) Siete elegidos por la Junta General del Principado, con criterios que aseguren la 
adecuada representación proporcional.

b) Un representante de la Universidad de Oviedo.
c) Un representante del Instituto de Estudios Asturianos.
d) Un representante de la Academia de la Lengua Asturiana.
e) Un representante de cada una de las Centrales Sindicales más representativas de la 

región.
f) Un representante de cada una de las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación 

existentes en el Principado.
g) Nueve representantes de las Comunidades Asturianas reconocidas, según la 

siguiente distribución territorial: Tres, por las Comunidades de América; tres, por las 
Comunidades de Europa, excepto España; dos, por las Comunidades de España, y uno, por 
las Comunidades del resto del mundo.

Artículo 14.  
El Consejo de Comunidades Asturianas elaborará anualmente una Memoria en la que se 

dará cuenta de la aplicación efectiva de la presente Ley y sugerirá al Consejo de Gobierno 
del Principado las medidas convenientes para el mejor cumplimiento de sus fines.

Artículo 15.  
1. Se crea la Oficina de Relaciones con las Comunidades Asturianas que actuará al 

servicio y bajo la dependencia del Consejo de Comunidades Asturianas. Su adscripción 
administrativa se realizará mediante decreto del Consejo de Gobierno a la estructura 
orgánica que, en cada momento, resulte adecuada.

2. La Oficina de Relaciones con las Comunidades Asturianas tendrá a su cargo un 
Registro en el que se inscribirán las Comunidades que tengan reconocida su asturianía 
conforme a la presente Ley, y en el mismo se anotarán el nombre, Estatutos y órganos 
rectores de aquéllas, así como las modificaciones que en los mismos se produzcan.

TÍTULO IV

Artículo 16.  
Para el cumplimiento de los fines de la presente Ley se establecerán anualmente 

consignaciones específicas en los Presupuestos Generales del Principado.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las normas de desarrollo reglamentario 

para cumplimiento y efectividad de lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Principado de Asturias» y de la Provincia.
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Disposición transitoria primera.  
A partir de la entrada en vigor de la presente Ley queda abierto un plazo de seis meses 

para el reconocimiento de la asturianía de las Comunidades que aspiren a estar 
representadas en el Consejo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 13.3, f), de la presente 
Ley.

Disposición transitoria segunda.  
En tanto no se produzca la elección de los representantes a que se refiere la disposición 

transitoria primera de esta Ley, se constituirá un Consejo de Comunidades provisional 
integrado por los restantes miembros previstos en el artículo 13 de la misma y por el 
Presidente adjunto y los Vicepresidentes de la Federación Internacional de Centros 
Asturianos.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 72  Ley de reconocimiento de la asturianía

– 1093 –



§ 73

Ley 1/1986, de 31 de marzo, del Consejo de la Juventud del 
Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 81, de 9 de abril de 1986

«BOE» núm. 139, de 11 de junio de 1986
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1986-15298

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley del Consejo de la Juventud del 
Principado de Asturias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En España el proceso de estructuración del Estado de las Autonomías obliga a 
plantearse la conveniencia de promover Consejos de Juventud en cada de las regiones o 
nacionalidades, toda vez que los Estatutos de Autonomía dan a las Comunidades 
Autónomas la competencia exclusiva en materia de juventud. Por tanto, además del Consejo 
de la Juventud de España, creado por Ley aprobada por las Cortes Generales, es preciso 
que existan los Consejos de Juventud de las Comunidades Autónomas, que además podrán 
ser miembros del Consejo de la Juventud de España.

Son varias las razones que motivan la creación de estos Consejos o Comités de 
Juventud en las distintas Comunidades Autónomas.

a) La necesidad de estimular la participación de la juventud en la vida política, social y 
cultural de cada Comunidad (ciudad, región...).

b) La necesidad de disponer de un organismo coordinador que permita a los jóvenes ser 
escuchados por la Administración y la opinión pública.

c) La conveniencia de integrar a los distintos sectores juveniles y organizaciones de 
diversa índole en una organización representativa de todos.

La existencia de los Consejos de Juventud de las Comunidades Autónomas ha de 
favorecer también la creación de Consejos de Juventud Locales donde el fenómeno 
asociativo juvenil esté lo suficientemente desarrollado.

La necesidad de incorporación de la juventud asturiana al proceso constitutiyente del 
Consejo de la Juventud de España, aconsejó en su día la creación por Decreto del Consejo 
de la Juventud del Principado de Asturias como órgano asesor de la Comunidad Autónoma 
para temas relacionados con los jóvenes, dependiente de la Consejería de Educación, 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

– 1094 –



Cultura y Deportes, sin perjuicio, tal y como se afirma en el preámbulo de dicha disposición, 
de que el rango de esta norma fuera, en el futuro, elevado a Ley por la Junta General del 
Principado. Cumplidos los objetivos fundamentales por los que se dictó el mencionado 
Decreto, se estima llegado el momento de creación, mediante Ley, del Consejo de la 
Juventud del Principado de Asturias, a fin de darle el carácter de Entidad de derecho público, 
con personalidad jurídica propia y plena de capacidad para el cumplimiento de sus fines.

TEXTO ARTICULADO

Artículo 1.  
1. Se instituye el Consejo de la Juventud del Principado de Asturias como Entidad de 

Derecho Público con personalidad jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento de 
sus fines, que se regirá por la presente Ley y normas que la desarrollen.

2. Constituye el fin esencial del mismo, ofrecer un cauce de libre adhesión para propiciar 
la participación, representación y consulta de la juventud en el desarrollo político, social, 
económico y cultural del Principado de Asturias.

3. El Consejo de la Juventud del Principado de Asturias se relacionará con la 
Administración Autónoma en todos los temas que afecten a la juventud; prioritariamente lo 
hará a través de la Consejería de Educación, Cultura y Deportes.

Artículo 2.  
Corresponde al Consejo de la Juventud del Principado el ejercicio de las siguientes 

funciones:

a) Colaborar con la Administración Autónoma mediante la realización de estudios, 
emisión de informes y otras actividades relacionadas con la problemática e intereses 
juveniles que puedan serle solicitados a acuerde formular por su propia iniciativa, para lo 
cual tendrá acceso a todo tipo de información que, en relación con la juventud, posea la 
Comunidad Autónoma.

b) Participar en los Comités y Organismos que la Administración Autónoma establezca 
para el estudio de la problemática juvenil.

c) Fomentar el asociacionismo juvenil, estimulando su creación y prestando el apoyo y la 
asistencia que le fuera requerida.

d) Fomentar la comunicación, relación e intercambio entre las organizaciones juveniles y 
los distintos Entes territoriales y locales y, de modo especial, las relaciones con las 
Entidades interasociativas que tengan como fin la representación y participación de la 
juventud, tanto en el ámbito regional como estatal.

e) Representar a sus miembros en los organismos y actividades nacionales para la 
juventud, de carácter gubernamental, así como en intercambios y actividades internacionales 
del mismo carácter.

f) Proponer a los poderes públicos la adopción de medidas relacionadas con el fin que le 
es propio.

Artículo 3.  
1. Podrán ser miembros del Consejo de la Juventud del Principado de Asturias:

a) Las asociaciones juveniles o federaciones constituidas por éstas, reconocidas 
legalmente como tales, que tengan implantación y organización propias al menos en tres 
municipios y cuenten con un mínimo de 160 afiliados en el ámbito del Principado de Asturias.

b) Las secciones juveniles de las demás asociaciones, siempre que aquellas reúnan los 
siguientes requisitos:

Primero. Que tengan reconocidos estatutariamente autonomía funcional, organización y 
gobierno propios, para los asuntos específicamente juveniles.

Segundo. Que los socios afiliados de la sección juvenil lo sean de modo voluntario, por 
acto expreso de afiliación y se identifiquen como tales.

Tercero. Que la representación de la sección juvenil corresponda a órganos propios.
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Cuarto. Que tengan la implantación y el número de socios o afiliados que se establezcan 
con carácter mínimo en el apartado anterior.

c) Las asociaciones juveniles que, constituidas con la finalidad de prestar servicios a la 
juventud y con independencia de su número de socios o afiliados, tengan implantación, al 
menos, en tres municipios y presten servicios a 320 jóvenes, anualmente, como mínimo, en 
el ámbito del Principado de Asturias.

Reglamentariamente se determinará el procedimiento para acreditar el cumplimiento de 
las condiciones requeridas.

d) Las secciones juveniles de otras asociaciones, siempre que aquellas realicen fines 
similares a los del apartado a), con igual carácter y requisitos. En todo caso, deberán 
acreditar que constituyen un órgano diferenciado de la asociación correspondiente, con 
plena autonomía para la programación y dirección de actividades juveniles y para la relación 
y representación a efectos de sus fines singulares, ante terceros, así como que estén 
constituidas y dirigidas por jóvenes.

e) Los consejos locales de juventud reconocidos por sus Ayuntamientos, en que estén 
representadas las asociaciones juveniles presentes en cada municipio.

2. La incorporación al Consejo de la Juventud de una federación, excluye la de sus 
miembros por separado.

Artículo 4.  
Las organizaciones y Entidades comprendidas en el artículo anterior podrán formar parte 

del Consejo de la Juventud del Principado de Asturias, siempre que lo soliciten a la Comisión 
Permanente del mismo y cumplimenten las condiciones y requisitos que se establezcan 
reglamentariamente. En todo caso, la estructura interna y funcionamiento de aquéllas 
deberán ser democráticos y manifestarán expresamente su acatamiento a la Constitución y 
al Estatuto de Autonomía.

Artículo 5.  
El Consejo de la Juventud del Principado de Asturias contará con los siguientes órganos:

a) La Asamblea General.
b) La Comisión Permanente.

Artículo 6.  
1. La Asamblea General es el órgano supremo del Consejo y estará constituida por los 

miembros de éste que concurrirán:

a) De dos a cuatro delegados los miembros de los grupos a) y b) del apartado 1, del 
artículo 3. Dos delegados para las asociaciones miembros que cuente con la implantación 
mínima requerida en la letra a) del apartado 1 del artículo 3: Tres municipios y 160 afiliados.

Tres delegados para las asociaciones miembros que cuenten con implantación en cinco 
municipios y 320 afiliados; y cuatro delegados las que tengan implantación en siete 
municipios con 640 afiliados.

b) Con un máximo de dos delegados, los miembros de los apartados c) y d).
c) Con un mínimo de dos delegados, los miembros del grupo e) del apartado 1 del 

artículo 3.

2. a) La Asamblea elegirá por un período de dos años un Presidente, dos 
Vicepresidentes, un Secretario y un Tesorero, según se determine en las normas de régimen 
interior.

b) La Asamblea General se reúne una vez cada cuatro meses de forma ordinaria y 
extraordinaria, siempre que lo solicite la Comisión Permanente o lo pidan los tres quintos 
miembros del Consejo; la convocatoria habrá de ser por escrito y con un mes de antelación 
la ordinaria, con un mínimo de trece días la extraordinaria; en ambos casos, la convocatoria 
irá acompañada del orden del día y de la documentación pertinente.
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c) La Asamblea General se considerará constituida con la mitad más uno de los 
miembros en primera convocatoria, y en segunda convocatoria una hora después con los 
miembros presentes.

Las sesiones de la Asamblea General podrán ser públicas.
Los acuerdos se tomarán por mayoría absoluta o simple, según se determine 

reglamentariamente.
La admisión y exclusión de miembros necesitarán el voto de los dos tercios de los 

delegados presentes.

Artículo 7.  
Las funciones de la Asamblea General, órgano supremo del Consejo de la Juventud, son 

las siguientes:

a) Fijar las líneas generales de actuación del Consejo de la Juventud.
b) Controlar la gestión de la Comisión Permanente, aprobándola en su caso.
c) Recibir informes de la Comisión Permanente.
d) Aprobar el programa anual y el estado de cuentas del ejercicio anterior.
e) Tomar acuerdos sobre los presupuestos y fijar las cuotas a pagar por los miembros.
f) Elegir y cesar a los miembros de la Comisión Permanente y crear los Grupos de 

Trabajo que considere oportunos.
g) Aprobar el Reglamento de Régimen Interior.
h) Aprobar la admisión o exclusión de miembros del Consejo de la Juventud del 

Principado de Asturias.
i) Decidir la inclusión de los puntos que se crean convenientes en el orden del día de la 

Asamblea General siguiente.

Artículo 8.  
La Comisión Permanente es el órgano encargado de ejecutar los acuerdos de la 

Asamblea, promueve la coordinación y comunicación entre los Grupos de Trabajo y asume 
la dirección y representación del Consejo cuando la Asamblea no está reunida. Estará 
compuesta por los cargos que se especifican en el artículo 6.2 y por un vocal por cada uno 
de los Grupos de Trabajo.

Artículo 9.  
1. Un representante de la Consejería de Educación, Cultura y Deportes, será vocal con 

voz, pero sin voto, en los órganos del Consejo.
2. Asimismo, con voz pero sin voto, a iniciativa del Consejo, podrán incorporarse 

temporalmente a las tareas del mismo representante de las distintas áreas de la 
Administración, así como el número de expertos que se considere necesarios.

Artículo 10.  
El Consejo de la Juventud del Principado de Asturias contará con los siguientes recursos 

económicos:

a) Las dotaciones específicas que a tal fin figuren en los Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma.

b) Las cuotas de sus miembros.
c) Las subvenciones que pueda recibir de las Entidades públicas.
d) Las donaciones de personas o Entidades privadas.
e) Los rendimientos de su patrimonio.
f) Los rendimientos que, legal o reglamentariamente, puedan generar las actividades 

propias del Consejo.
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Artículo 11.  
Los actos administrativos emanados de los órganos del Consejo serán directamente 

recurribles, en vía contencioso-administrativa, con arreglo a la Ley reguladora de dicha 
jurisdicción.

Artículo 12.  
No serán aplicables al Consejo de la Juventud las disposiciones de la Ley de Régimen 

Jurídico de las Entidades Estatales Autónomas y disfrutarán de exención en las tasas y 
exacciones parafiscales establecidas o que puedan establecerse en favor de la Comunidad 
Autónoma del Principado de Asturias, siempre que no resulte legalmente posible la 
traslación de la carga tributaria a otras personas.

Artículo 13.  
El Consejo de la Juventud presentará a la Consejería de Educación, Cultura y Deportes 

el anteproyecto del presupuesto, acompañado de la correspondiente Memoria, a efectos de 
su tramitación.

Igualmente rendirá cuentas anualmente de la ejecución de sus presupuestos, dando 
cumplimiento a las normas presupuestarias de la Comunidad Autónoma.

Artículo 14.  
El Reglamento de Régimen Interior será aprobado por la Asamblea General, por mayoría 

de dos tercios, y podrá ser modificado con el acuerdo de las dos terceras partes de los 
asistentes con derecho a voto en la sesión convocada especialmente.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
Hasta tanto no se cumplan las disposiciones contenidas en el artículo 6 de la presente 

Ley, se reconoce la condición de Asamblea General del Consejo de la Juventud del 
Principado de Asturias a la que constituida de conformidad con lo previsto en la disposición 
transitoria primera del Decreto del Principado 119/1984, de 31 de octubre, por el que se crea 
el Consejo de la Juventud como órgano dependiente de dicha Consejería. Asimismo, se 
ratifican todos los actos que, en cumplimiento de sus funciones, ha realizado dicha 
Asamblea desde su constitución hasta la entrada en vigor de la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, o en su caso por el Consejero 

de Educación, Cultura y Deportes, previo informe de la Comisión Permanente del Consejo 
de la Juventud, se dictarán las disposiciones necesarias para la aplicación de la presente 
Ley.

Segunda.  
Quedan derogadas, en el ámbito de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, 

todas las disposiciones de rango igual o inferior que se opongan a la presente Ley.
Asimismo, queda derogado el Decreto del Principado 119/1984, de 31 de octubre, del 

Consejo de la Juventud del Principado de Asturias.

Tercera.  
La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Principado de Asturias y de la Provincia».
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§ 74

Ley del Principado de Asturias 10/2001, de 12 de noviembre, del 
Voluntariado

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 266, de 16 de noviembre de 2001

«BOE» núm. 10, de 11 de enero de 2002
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2002-549

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del 
Voluntariado.

PREÁMBULO

El artículo 9.2 de la Constitución impone a los poderes públicos la obligación de facilitar 
la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. 
Dicho mandato exige establecer un marco jurídico adecuado para que los ciudadanos 
puedan organizarse libremente con objeto de contribuir a la satisfacción de los intereses 
generales.

Es indudable que un Estado moderno debe potenciar la participación ciudadana en 
cuanto al principio democrático de intervención directa y activa en las responsabilidades de 
la comunidad, de modo que quede garantizada la implicación de ésta en la satisfacción de 
los intereses generales, que en modo alguno puede ser hoy considerada como una 
responsabilidad exclusiva del Estado.

Para la consecución de tan importante fin ocupa un lugar destacado el voluntariado, 
entendiendo por tal el conjunto de actividades de interés general desarrolladas por personas 
físicas, agrupadas en entidades de voluntariado, de modo libre, solidario y altruista, sin 
buscar beneficio material alguno.

Dichas actividades abarcan las relativas a los servicios sociales y de la salud, las de 
protección civil, las educativas y culturales, las de cooperación internacional, la defensa de 
los derechos humanos y, en definitiva, todas aquéllas que contribuyen de manera decisiva a 
la construcción de una sociedad más igual, libre y solidaria.

Esta Ley, amparada en el citado título competencial, que ha sido sometida a la 
consideración del Consejo Asesor de Bienestar Social, configura el marco jurídico en que 
debe desenvolverse la acción voluntaria, promoviendo, fomentando y ordenando la 
participación solidaria y altruista de los voluntarios asturianos, regulando al mismo tiempo las 
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relaciones que se establezcan entre las Administraciones Públicas, las entidades de 
voluntariado, a través de las cuales los voluntarios realizan su actividad, y estos últimos.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto:

a) Promover, fomentar y ordenar la participación solidaria y altruista de los ciudadanos 
en actuaciones de voluntariado que se ejerzan en el ámbito territorial del Principado de 
Asturias, a través de entidades de voluntariado públicas o privadas.

b) Regular las relaciones que se establezcan entre las administraciones públicas, las 
entidades de voluntariado y los voluntarios.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. Esta Ley será de aplicación a toda actividad de voluntariado que se desarrolle en el 
Principado de Asturias, con independencia del lugar donde la entidad colaboradora a través 
de la que se realicen las actuaciones de voluntariado tenga su domicilio social.

2. Las entidades de voluntariado estatales o supraautonómicas que desarrollen su 
actividad en el territorio del Principado de Asturias deberán adecuar su actuación a las 
prescripciones de esta Ley, de acuerdo con lo establecido en el apartado anterior.

Artículo 3.  Voluntariado.

1. Se entiende por voluntariado el conjunto de actividades de interés general 
desarrolladas por personas físicas que cumplan los siguientes requisitos:

a) Que tengan un carácter solidario y altruista.
b) Que su realización sea resultado de una decisión libremente adoptada y no 

consecuencia de un deber jurídico o de una obligación personal.
c) Que se realicen sin contraprestación económica, no buscando beneficio material 

alguno.
d) Que se desarrollen a través de organizaciones públicas o privadas y en función de 

programas o proyectos concretos.

2. No se considerarán actividades de voluntariado las realizadas de forma aislada y 
esporádica que se presten al margen de las entidades de voluntariado, así como aquéllas 
hechas por razones familiares, de amistad o de mera vecindad.

3. La actividad de voluntariado en ningún caso podrá sustituir prestaciones de trabajo o 
servicios profesionales remunerados.

Artículo 4.  Actividades de interés general.

A efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, se consideran actividades de interés 
general:

a) Las desarrolladas en el ámbito de los servicios sociales y de la salud.
b) Las de protección civil.
c) Las de carácter educativo, cultural, científico y deportivo.
d) Las de cooperación internacional.
e) Las de defensa del medio ambiente.
f) Las desarrolladas para promocionar la igualdad de oportunidades entre hombres y 

mujeres.
g) Las de promoción y desarrollo del voluntariado y de desarrollo de la vida asociativa.
h) Las de defensa de los derechos humanos.
i) Las de inserción sociolaboral.
j) Cualquier otra actividad de análogo contenido a las anteriores que desarrollándose 

mediante el voluntariado se ajuste a lo dispuesto en esta Ley.
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Artículo 5.  Principios rectores.

Son principios básicos de actuación del voluntariado los siguientes:

a) La libertad como opción personal del compromiso social, respetando, en todo caso, 
las convicciones y creencias tanto del voluntario como de los beneficiarios de la acción.

b) La solidaridad con otras personas o grupos, que se traduzca en acciones a favor de 
los demás o de los intereses sociales colectivos.

c) La participación como principio democrático de intervención activa y directa en las 
responsabilidades de la comunidad, promoviendo la implicación de ésta en la articulación del 
tejido asociativo a través de las entidades de voluntariado.

d) La gratuidad en el servicio que presta, no buscando beneficio material alguno.
e) La autonomía respecto a los poderes públicos.
f) El compromiso de las entidades de voluntariado para atender las necesidades sociales 

de manera estable en el tiempo, con la máxima calidad y evaluando permanentemente los 
resultados.

g) La complementariedad respecto a la actuación realizada por las Administraciones 
Públicas en el ámbito de la acción social.

h) En general, todos aquellos principios que inspiran la convivencia en una sociedad 
democrática, abierta, moderna y participativa.

CAPÍTULO II

Estatuto del Voluntariado

Sección 1.ª De los voluntarios

Artículo 6.  Voluntario.

1. Se entiende por voluntario, a los efectos de la presente Ley, toda persona física que 
por libre determinación y sin mediar obligación o deber y de forma gratuita realice cualquiera 
de las actividades contempladas en esta Ley, a través de una entidad de voluntariado, 
cumpliendo los requisitos establecidos en la misma.

2. Los menores de edad no emancipados podrán participar en programas o proyectos 
del voluntariado específicamente adaptados a sus circunstancias personales, previa 
autorización expresa de sus representantes legales.

Artículo 7.  Derechos.

Las entidades de voluntariado a través de las cuales el voluntario desarrolle su actividad 
deberán garantizarle los siguientes derechos:

a) A ser informado de los fines, organización y funcionamiento de la entidad en la que 
intervenga. En el caso de voluntarios de cooperación internacional, deberán ser informados 
además sobre el marco en el que se desarrollará su actuación, de la normativa básica del 
país al que irán destinados y de la obligación de respetarla, así como de los derechos que 
puedan corresponderles derivados de acuerdos internacionales suscritos por España.

b) A participar activamente en la entidad en la que se integren, de conformidad con sus 
Estatutos, y disponer por parte de la misma del apoyo y los medios necesarios para el 
desarrollo de su actividad.

c) A recibir la formación adecuada para el desarrollo de su actividad, debiendo ser 
orientados hacia la más adecuada a sus aptitudes, en orden a mantener la calidad de la 
acción voluntaria.

d) A disponer de la formación y los medios necesarios para garantizar que su actividad 
se desarrolle con las debidas garantías en materia de seguridad e higiene.

e) A disponer de una acreditación identificativa de su condición de voluntario.
f) A ser asegurados de los daños y perjuicios que el correcto desempeño de su actividad 

pudiera reportarles.
g) A participar en el desarrollo, diseño y evaluación de los programas que se realicen.
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h) A no ser asignados a la ejecución de tareas ajenas a los fines y naturaleza de la 
entidad.

i) Al cambio de programa asignado cuando existan causas que lo justifiquen, dentro de 
las posibilidades de la entidad.

j) A obtener el certificado de la actividad del voluntario en el que consten, como mínimo, 
la fecha, la duración de la prestación y la naturaleza de la misma.

k) En general, todos aquellos que se deriven de la presente Ley y del resto del 
ordenamiento jurídico.

Artículo 8.  Deberes.

Son deberes del voluntario:

a) Cumplir el compromiso adquirido con la entidad de la que forma parte, respetando sus 
objetivos y fines.

b) Respetar los derechos de los beneficiarios del programa, adecuando su actuación a la 
consecución de los objetivos del mismo, acatando las instrucciones que reciba para el 
desarrollo de su actuación.

c) Mantener la confidencialidad de la información recibida y conocida en el desarrollo de 
su actividad, guardando secreto análogo al secreto profesional.

d) Observar las medidas de seguridad e higiene que se adopten.
e) Rechazar cualquier tipo de contraprestación económica.
f) Participar en las acciones de formación que organice la entidad y que afecten a las 

tareas encomendadas.
g) Colaborar con la entidad y el resto de voluntarios en la mejora de la eficacia y 

eficiencia de los programas que se apliquen.
h) Mantener un compromiso individual que pueda servir de estímulo o de movimiento 

colectivo.
i) En general, los demás que se deriven de la presente Ley y del resto del ordenamiento 

jurídico.

Artículo 9.  Reconocimiento de servicios.

1. La acreditación de la condición de voluntario se efectuará mediante certificación 
expedida por la entidad de voluntariado, en la que deberán constar, como mínimo, además 
de los datos personales e identificativos del voluntario y de la entidad, la fecha, duración y 
naturaleza de la prestación.

2. El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejo del Voluntariado del Principado de 
Asturias, reconocerá anualmente a la «Persona voluntaria de Asturias», en atención a la 
persona física o jurídica que haya destacado por su dedicación al voluntariado, por su 
ejemplo social en su actividad voluntaria o bien porque sus actuaciones voluntarias hayan 
alcanzado especial relevancia.

Sección 2.ª De las Entidades de Voluntariado

Artículo 10.  Concepto.

1. Se entiende por entidades de voluntariado aquéllas que bajo la forma jurídica 
adecuada a la obtención de sus fines estén legalmente constituidas, tengan personalidad 
jurídica propia, carezcan de ánimo de lucro, desarrollen sus actividades y programas en 
alguno de los campos de actuación señalados en el artículo 4 de esta Ley y se encuentran 
inscritas en el Registro de Voluntariado del Principado de Asturias.

2. Al solo objeto de garantizar el funcionamiento estable de las entidades de 
voluntariado, podrán tener a su servicio personal asalariado.

3. Las entidades de voluntariado podrán recibir la colaboración de trabajadores externos 
en el desarrollo de actividades que requieran un grado de especialización concreto.
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Artículo 11.  Incorporación de voluntarios.

1. La incorporación de los voluntarios a las entidades de voluntariado se realizará a 
través de la suscripción de un compromiso entre ambas partes, que contendrá como mínimo 
los siguientes extremos:

a) El carácter solidario y altruista de la relación.
b) El conjunto de derechos y deberes que corresponden a ambas partes, respetando, en 

todo caso, las prescripciones de esta Ley.
c) El contenido de las funciones, actividades y horario que se compromete a realizar el 

voluntario, así como el lugar donde desarrollará su actividad.
d) El proceso de formación que se requerirá para el cumplimiento de sus funciones.
e) La duración del compromiso y las causas y formas de desvinculación por ambas 

partes.

2. La condición de voluntario es compatible con la de socio o miembro de la misma 
entidad colaboradora, siendo incompatible, en todo caso, con el desempeño de actividades 
remuneradas dentro de la misma.

Artículo 12.  Obligaciones de las entidades de voluntariado.

1. Las entidades de voluntariado en su funcionamiento y en sus relaciones con los 
voluntarios deberán:

a) Adecuarse a la normativa vigente, especialmente en lo que hace referencia a la 
organización y al funcionamiento democrático y no discriminatorio.

b) Cumplir los compromisos adquiridos con los voluntarios en el acuerdo de 
incorporación a la entidad, respetando sus derechos.

c) Suscribir una póliza de seguros que cubra los siniestros de los propios voluntarios y 
los que eventualmente puedan producir a terceros como consecuencia del desarrollo de su 
actividad.

d) Formar adecuadamente al voluntario para el desarrollo de su actividad.
e) Llevar un registro de altas y bajas del personal voluntario.
f) Cumplir con el resto de obligaciones establecidas en la presente Ley y en el resto del 

ordenamiento jurídico.

2. Las entidades de voluntariado aprobarán sus Estatutos, que deberán regular su 
organización, funcionamiento y las relaciones con los voluntarios, cumpliendo las 
obligaciones establecidas en el párrafo anterior.

Artículo 13.  Responsabilidad frente a terceros.

Las entidades de voluntariado responderán frente a terceros de los daños y perjuicios 
causados por los voluntarios que participen en sus programas como consecuencia de la 
realización de las funciones que les hayan sido encomendadas.

Artículo 14.  Registro de Entidades de Voluntariado.

1. Se crea en la Consejería con competencias en materia de asistencia y bienestar social 
el Registro de Entidades de Voluntariado del Principado de Asturias, en el que se inscribirán 
las entidades que reúnan los requisitos establecidos en esta Ley.

2. La inscripción en el Registro se realizará a solicitud de la entidad interesada previa 
tramitación del correspondiente procedimiento administrativo, que deberá ser resuelto y 
notificado en un plazo máximo de seis meses, transcurrido el cual sin resolución expresa, 
deberá entenderse estimada la pretensión de la entidad.

3. La inscripción en el Registro se cancelará cuando se produzca la pérdida de la 
condición de entidad colaboradora de voluntariado, previa tramitación del correspondiente 
procedimiento administrativo, por alguna de las siguientes causas:

a) Petición expresa de la entidad.
b) Extinción de su personalidad jurídica.
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c) Revocación de la inscripción por incumplimiento de las obligaciones establecidas en la 
presente Ley y disposiciones de desarrollo, tal y como reglamentariamente se determine.

4. La organización y funcionamiento del Registro de Entidades de Voluntariado del 
Principado de Asturias se regulará reglamentariamente.

CAPÍTULO III

Medidas de fomento

Artículo 15.  Subvenciones.

1. Las Consejerías con competencias en las áreas de actuación previstas en el artículo 4 
de esta Ley podrán ofertar y subvencionar la participación del voluntariado en programas de 
actuación en actividades de carácter cívico o social.

2. Dichas subvenciones sólo podrán tener por beneficiario a las entidades inscritas en el 
Registro de Entidades de Voluntariado del Principado de Asturias.

Artículo 16.  Campañas de información y participación.

1. El Principado de Asturias fomentará las campañas de información dirigidas a la 
opinión pública, con el fin de facilitar la participación ciudadana, la captación de nuevos 
voluntarios y el apoyo económico. Además, promoverá, con la participación de las entidades 
de voluntariado, la organización de cursos de formación para el voluntariado.

2. El Principado de Asturias impulsará la participación de los ciudadanos y potenciará la 
integración de las entidades de voluntariado en programas o proyectos de ámbito superior al 
regional, promoviendo y favoreciendo la colaboración y el trabajo conjunto de una o varias 
entidades.

3. Las Entidades Locales podrán promover iniciativas de voluntariado en beneficio de la 
comunidad para fomentar la participación ciudadana, en las que el Principado de Asturias 
podrá participar mediante subvenciones que contribuyan a financiar dichas iniciativas.

CAPÍTULO IV

Consejo del Voluntariado del Principado de Asturias

Artículo 17.  Objeto.

Se crea, como órgano de asesoramiento y participación, el Consejo del Voluntariado del 
Principado de Asturias, adscrito a la Consejería con competencias en materia de asistencia y 
bienestar social, cuyo objeto será promover y proteger el voluntariado, velar por la 
coordinación de los programas y la calidad de las prestaciones que ofrece, así como 
asesorar e informar sobre asuntos relacionados con el desarrollo de lo contemplado en la 
presente Ley.

Artículo 18.  Funciones.

Son funciones del Consejo:

a) Informar preceptivamente los anteproyectos y proyectos de disposiciones normativas 
de carácter general que afecten directamente al voluntariado. Reglamentariamente se 
determinarán el plazo y forma de emisión de dicho informe.

b) Informar preceptivamente el Plan Regional del Voluntariado.
c) Proponer los criterios y prioridades que deben regir la actividad del voluntariado.
d) Analizar las necesidades básicas del voluntariado.
e) Elevar propuestas en relación con los distintos campos en los que se desarrolla la 

actividad voluntaria y proponer los criterios que pudieran considerarse preferentes para 
subvencionar la actividad de los programas de voluntariado.

f) Elevar propuestas a las Administraciones Públicas sobre medidas de fomento del 
voluntariado.

g) Aprobar la memoria anual de sus actividades.
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Artículo 19.  Composición.

1. El Consejo, presidido por el titular de la Consejería a la que está adscrito, estará 
integrado por los siguientes miembros:

a) Siete representantes de la Administración del Principado de Asturias nombrados por el 
Consejo de Gobierno, que deberán ostentar la condición de alto cargo y desempeñar sus 
funciones en el ámbito de las actividades de interés general referidas en el artículo 4.

b) Un representante de cada uno de los Grupos Parlamentarios de la Junta General del 
Principado.

c) Tres representantes designados por la Federación Asturiana de Concejos.
d) Ocho representantes de las entidades de voluntariado elegidas de entre las que estén 

inscritas en el Registro de Entidades de Voluntariado del Principado de Asturias.
e) Dos representantes de las organizaciones sindicales más representativas de la 

Comunidad Autónoma, según se establece en la legislación vigente, en proporción a la 
representación que ostenten.

f) Dos representantes de las organizaciones empresariales intersectoriales de ámbito 
territorial en toda la Comunidad Autónoma, en proporción a la representación que ostenten.

g) Un representante designado por el Consejo de la Juventud.

2. La Secretaría del Consejo, con voz pero sin voto, será desempeñada por un 
funcionario designado por el Presidente del Consejo. Además de las funciones habituales 
inherentes a su condición de Secretario, le corresponderá impulsar y coordinar la ejecución 
de los acuerdos y actividades organizadas por el Consejo y auxiliar al Presidente en el 
desarrollo de sus funciones.

3. La Presidencia del Consejo del Voluntariado podrá recabar la participación, en sus 
sesiones, de personas especializadas en los temas que fuesen objeto de tratamiento en las 
mismas, que asistirán con voz pero sin voto.

4. Los miembros del Consejo que no ostenten la representación de la Administración del 
Principado de Asturias serán nombrados por resolución del titular de la Consejería 
competente en materia de asistencia y bienestar social a propuesta de las entidades u 
organizaciones a las que vayan a representar, que podrán proponer también suplentes, así 
como efectuar sustituciones de los designados a lo largo del mandato.

Su mandato tendrá una duración de cuatro años, renovable por períodos de igual 
duración, que comenzará a computarse desde el día de la publicación en el «Boletín Oficial 
del Principado de Asturias».

5. El Consejo del Voluntariado del Principado de Asturias, una vez constituido, elaborará 
y aprobará su propio Reglamento de Organización y Funcionamiento.

Artículo 20.  Comisiones.

1. En el seno del Consejo existirán Comisiones para el estudio y seguimiento de 
materias o asuntos concretos o para dar respuesta inmediata a situaciones imprevistas que 
necesiten una intervención urgente por parte del Consejo.

2. Existirán las siguientes Comisiones, sin perjuicio de la facultad del Consejo de 
constituir otras sobre aquellas materias que considere oportunas:

a) Asuntos Sociales y Salud.
b) Educación y Cultura.
c) Protección Civil y Medio Ambiente.
d) Cooperación Internacional.

3. La composición, organización y funcionamiento de las Comisiones vendrá regulada en 
el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo.
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CAPÍTULO V

Financiación

Artículo 21.  Recursos y financiación.

1. Las entidades de voluntariado se financiarán con los siguientes recursos:

a) Aportaciones económicas que reciban con cargo a los presupuestos de cualquiera de 
las Administraciones Públicas.

b) Adquisiciones a título gratuito de bienes o derechos, susceptibles de valoración 
económica, o aportaciones económicas voluntarias.

c) Rendimientos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio.
d) Ingresos obtenidos por actividades secundarias de carácter comercial, subastas y 

juegos de azar, siempre que estén autorizados para ello.
e) Cualesquiera otros que puedan establecerse.

2. Todos los recursos indicados en el número anterior constituyen el patrimonio de las 
entidades de voluntariado.

CAPÍTULO VI

Plan Regional del Voluntariado

Artículo 22.  Plan Regional del Voluntariado.

Para el cumplimiento de los objetivos previstos en la presente Ley, el Consejo de 
Gobierno aprobará el Plan Regional del Voluntariado, que tendrán una vigencia de cuatro 
años y contendrá como directrices:

a) El fomento de la solidaridad en el seno de la sociedad civil.
b) El apoyo a las iniciativas de las distintas Administraciones Públicas en sus distintos 

niveles y de las entidades de voluntariado.
c) La potenciación de nuevas entidades de voluntariado y de las ya existentes.
d) La promoción de actividades formativas básicas y específicas que permitan el mejor 

desarrollo de las acciones de los voluntarios.
e) El establecimiento de medidas destinadas a lograr un mayor reconocimiento social de 

la figura del voluntario.

Disposición adicional.  
La colaboración del voluntario con la Administración Pública no supondrá la existencia de 

vínculo laboral, administrativo o mercantil alguno, se ajustará a lo dispuesto en esta Ley y se 
desarrollará siempre a través de entidades de voluntariado.

Disposición transitoria primera.  
Hasta tanto no se apruebe el Reglamento por el que se regule el Registro de Entidades 

de Voluntariado, las organizaciones y entidades de voluntariado continuarán inscribiéndose 
en los Registros existentes.

Disposición transitoria segunda.  
Las organizaciones y entidades de voluntariado deberán adaptar sus Estatutos a las 

revisiones de la presente Ley en el plazo máximo de un año desde su entrada en vigor.

Disposición transitoria tercera.  
Para la constitución del Consejo del Voluntariado del Principado de Asturias, la 

designación de los representantes de las entidades de voluntariado podrá realizarse por las 
organizaciones y entidades aun cuando no estén inscritas en el Registro de Entidades de 
Voluntariado del Principado de Asturias.
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Disposición final primera.  
El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias queda facultado para desarrollar 

reglamentariamente la presente Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».
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§ 75

Ley 2/1989, de 6 de junio, de caza

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 140, de 17 de junio de 1989

«BOE» núm. 157, de 3 de julio de 1989
Última modificación: 26 de abril de 1999

Referencia: BOE-A-1989-15374

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de caza.

PREÁMBULO

El artículo 10.1, h), de la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de 
Autonomía para Asturias, en el marco de las previsiones del artículo 148 de la Constitución, 
atribuye al Principado de Asturias competencia exclusiva en materia de caza y protección de 
los ecosistemas en los que se desarrolla dicha actividad.

La existencia de características peculiares en materia de caza en el ámbito territorial del 
Principado de Asturias y los problemas, dadas esas características peculiares, que la 
legislación del Estado plantea en su aplicación, que esencialmente radican en la diversa 
titularidad de los terrenos cinegéticos, en la gestión de la caza, en el incremento de 
cazadores y en la participación pública en los órganos de decisión, aconsejan que por el 
Principado de Asturias se acometa la tarea de regular esta materia, en la que hasta el 
momento venía aplicándose la legislación estatal vigente.

La Ley parte de la inserción de la caza en la política de conservación de la naturaleza y, 
más propiamente, dentro de la política de conservación de los recursos naturales. Ello, en 
base a la consideración de las especies cinegéticas como patrimonio público, en 
contraposición a la vieja teoría de la «res nullius», lo que supone la vinculación de las 
especies a la Administración, la cual ve así reforzadas sus prerrogativas de forma coherente. 
Adaptando la concepción tradicional de la caza a la preservación de la riqueza natural, 
conforme a los principios informadores de las nuevas orientaciones legislativas en la materia, 
se configura la caza como un recurso gestionado por la Administración, en cuyo 
aprovechamiento se instaura y garantiza en régimen de igualdad de oportunidades para 
todos los cazadores.

Una de las finalidades primordiales de la Ley es la protección y conservación de las 
especies cinegéticas en su medio natural propio frente a la actividad humana que tiende a su 
exterminio en perjuicio del lógico equilibrio natural. Y esta protección y conservación se 
pretende mediante la adecuada ordenación del aprovechamiento cinegético, la instauración 
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de medidas sancionadoras contra la actividad ilícita y el establecimiento de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración en materia de daños ocasionados por la 
caza en el patrimonio de los particulares.

CAPITULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  
La presente Ley tiene por objeto regular el ejercicio de la caza en el Principado de 

Asturias, así como el fomento, protección, conservación y ordenado aprovechamiento de las 
especies cinegéticas.

Artículo 2.  
Se considera acción de cazar la ejercida por el hombre mediante el uso de armas, artes 

u otros medios apropiados para buscar, atraer, perseguir o acosar a los animales definidos 
en esta Ley como piezas de caza con el fin de darles muerte, apropiarse de ellos o de 
facilitar su captura por un tercero.

Artículo 3.  
Podrá ejercer la caza toda persona mayor de catorce años que, habiendo acreditado la 

aptitud y el conocimiento precisos, esté en posesión de la pertinente licencia de caza, 
disponga de los permisos correspondientes y cumpla los demás requisitos legalmente 
exigidos.

Artículo 4.  
1. La caza sólo podrá realizarse sobre las especies, subespecies o poblaciones de fauna 

silvestre que reglamentariamente se definan como piezas de caza, cuyo aprovechamiento 
cinegético, en todo caso, deberá acomodarse a los planes que anualmente apruebe el 
órgano competente en la materia.

2. En ningún caso la declaración como piezas de caza podrá afectar a las especies, 
subespecies o poblaciones de fauna silvestre catalogadas como especies amenazadas.

3. Por el órgano competente, en los términos de la legislación del Estado y de las 
directrices señaladas en la materia por los organismos internacionales y nacionales, se 
confeccionará un catálogo de especies amenazadas.

Artículo 5.  
Los derechos y obligaciones establecidos en la presente Ley, en cuanto se relacionan 

con los terrenos cinegéticos, corresponderán al propietario o a los titulares de otros derechos 
reales o personales que conlleven el uso y disfrute de los predios y de un aprovechamiento 
cinegético, de acuerdo con lo dispuesto al efecto en el Código Civil y en las disposiciones 
que regulen la caza.

CAPITULO II

De los terrenos cinegéticos

Artículo 6.  
A los efectos de esta Ley, los terrenos se clasifican en terrenos de aprovechamiento 

cinegético común y terrenos sometidos a régimen cinegético especial.

Artículo 7.  
1. Son terrenos de aprovechamiento cinegético común todos los que no serán sometidos 

a régimen cinegético especial, y los rurales cercados con accesos practicables que carezcan 
de señales perfectamente visibles que prohíban la entrada a los mismos.
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2. La condición de terrenos de aprovechamiento cinegético común es independiente, en 
todo caso, del carácter público o privado de su propiedad.

3. En los terrenos de aprovechamiento cinegético común el ejercicio de la caza es libre, 
sin más limitaciones que las fijadas en la presente Ley y disposiciones que la desarrollen.

4. En cuanto al ejercicio de la caza, la gestión y administración de los terrenos de 
aprovechamiento cinegético común corresponde al órgano competente en la materia.

Artículo 8.  
1. Son terrenos cinegéticos sometidos a régimen especial los refugios de caza, las 

reservas regionales de caza, las zonas de seguridad, los cotos regionales de caza y los 
cercados, con la excepción prevista en el artículo 7.1.

2. El órgano competente en materia de caza, a quien corresponde la gestión y 
administración de los terrenos cinegéticos sometidos a régimen especial, establecerá un 
registro de estos terrenos.

3. Los terrenos sometidos a régimen cinegético especial deberán estar perfectamente 
señalizados en la forma y condiciones que reglamentariamente se determinen.

Artículo 9.  
1. El Consejo de Gobierno, a propuesta del órgano competente en la materia y oído el 

Consejo Regional de Caza, podrá crear refugios de caza cuando por razones biológicas, 
científicas o educativas sea necesario asegurar la conservación de determinadas especies 
de la fauna silvestre.

2. La creación de refugios de caza se podrá promover de oficio, por el órgano 
competente en materia de caza, o a instancia de Entidades públicas y privadas cuyos fines 
sean culturales o científicos, acompañada aquélla de memoria justificativa de su 
conveniencia y finalidad.

3. En los refugios de caza está prohibido con carácter permanente el ejercicio de la caza, 
salvo cuando por razones de orden biológico, técnico o científico debidamente justificadas, el 
órgano competente en la materia conceda la oportuna autorización, fijando las condiciones 
aplicables en cada caso.

Artículo 10.  
1. El Consejo de Gobierno, a propuesta del órgano competente en la materia y oído el 

Consejo Regional de Caza, podrá crear reservas regionales de caza en núcleos de 
excepcionales posibilidades cinegéticas, en atención a su orden físico y biológico, con la 
finalidad de promover, conservar, fomentar y proteger especies susceptibles de 
aprovechamiento cinegético, subordinando a esta finalidad el posible aprovechamiento de su 
caza.

2. El Consejo de Gobierno establecerá el régimen económico y administrativo de las 
reservas regionales de caza, así como su funcionamiento en materia de protección, 
conservación, fomento y aprovechamiento de las especies cinegéticas.

3. Las cuantías que en concepto de canon de compensación percibirán los 
Ayuntamientos donde se ubiquen las reservas regionales de caza serán determinadas por el 
Consejo de Gobierno, oídos aquéllos, en función de la superficie y riqueza cinegética de las 
mismas.

4. Al objeto de contribuir a promover la máxima satisfacción social, económica y 
recreativa, asegurando la utilización racional de los recursos cinegéticos de las reservas 
regionales de caza, el órgano competente en la materia elaborará anualmente los planes de 
caza de las reservas, determinando las especies objeto de caza y el número de animales a 
abatir.

Artículo 11.  
1. Son zonas de seguridad, a los efectos de esta Ley, aquellas en las que deben 

adoptarse medidas precautorias especiales encaminadas a garantizar la adecuada 
protección de las personas y sus bienes, estando permanentemente prohibido en las mismas 
el ejercicio de la caza.
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2. Se consideran zonas de seguridad:

a) Las vías y caminos de uso público.
b) Las vías férreas.
c) Las aguas, sus cauces y márgenes que se declaren expresamente.
d) Los núcleos urbanos y rurales.
e) Las zonas habitadas.
f) Cualquier otro lugar que por sus características sea declarado como tal en razón de lo 

previsto en el número anterior.

3. En los supuestos contemplados en las letras a), b) y c) del apartado anterior, los 
límites de la zona de seguridad serán los mismos que para cada caso establezca su 
legislación específica en cuanto al uso o dominio público y utilización de las servidumbres 
correspondientes.

4. En los supuestos contemplados en las letras d) y e) del apartado segundo de este 
artículo, los límites de la zona de seguridad serán los que alcancen las últimas edificaciones 
o instalaciones habituales, ampliados en una franja de 200 metros en todas las direcciones, 
excepto si se trata de edificios habituales aislados, en cuyo caso la franja de protección será 
de 100 metros.

5. En el supuesto contemplado en la letra f) del apartado segundo de este artículo, habrá 
de determinarse expresamente la señalización preceptiva de la zona de seguridad y sus 
límites.

Artículo 12.  
1. Se denominan cotos regionales de caza a los que se constituyen sobre terrenos de 

aprovechamiento cinegético común o sobre los que, estando sometidos a régimen cinegético 
especial, debieran pasar a ser de aprovechamiento cinegético común.

2. Corresponde al órgano competente en materia de caza, oído el Consejo Regional de 
Caza, declarar la constitución de los cotos regionales de caza.

3. Los cotos regionales de caza se podrán constituir, de oficio, por el órgano competente 
en la materia, o a petición de las Corporaciones Locales y Sociedades de cazadores 
legalmente constituidas.

4. La superficie mínima de los terrenos que integran un coto regional de caza es de 
3.000 hectáreas y su duración no podrá ser inferior a cinco años ni superior a diez.

Artículo 13.  
1. La gestión y administración de los cotos regionales de caza corresponde al órgano 

competente en materia de caza y tendrá como finalidad facilitar el ejercicio de la caza en 
régimen de igualdad a todos los cazadores.

2. El aprovechamiento cinegético en lo cotos regionales de caza será regulado por el 
órgano competente en la materia, oído el Consejo Regional de Caza, y deberá hacerse por 
el titular del derecho de forma ordenada y conforme al plan técnico justificativo de la cuantía 
y modalidades de las capturas a realizar.

3. El contenido y la aprobación de los planes técnicos se ajustará a las normas y 
requisitos que a tal efecto se establezcan por el órgano competente en la materia.

Artículo 14.  
1. El Principado de Asturias gestionará la caza en los cotos regionales por sus propios 

medios o mediante concesión a Sociedades de cazadores legalmente constituidas.
2. Las condiciones de la concesión se determinará por el Consejo de Gobierno, debiendo 

reservarse, al menos, una cuarta parte de los permisos de caza para su gestión por el 
órgano competente en la materia.

Artículo 15.  
1. Los beneficios que se obtengan por los concesionarios del aprovechamiento de los 

cotos regionales de caza deberán ser destinados a actividades de protección, conservación 
y fomento de la riqueza cinegética del coto correspondiente.
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2. La Administración del Principado, en todo caso, destinará a dichas actividades en los 
cotos regionales de caza la cantidad que obtenga de su aprovechamiento cinegético y otra 
cantidad equivalente, en función de la disponibilidad presupuestaria, para obras de interés 
social en los municipios afectados.

Artículo 16.  
1. Son terrenos cercados y vallados aquéllos que se encuentran rodeados materialmente 

por cercas, vallas, setos o cualquier otro medio construidos de tal forma que no impidan la 
circulación de la fauna silvestre no cinegética. La superficie y la forma del cercado deberán 
evitar los riesgos de endogamia en las especies cinegéticas.

2. En los terrenos cercados y vallados el ejercicio de la caza está totalmente prohibido, 
salvo en supuestos especiales autorizados por el órgano competente en la materia, a 
petición expresa de sus titulares.

3. Si media la petición expresa a la que se refiere el apartado anterior, se podrá autorizar 
el ejercicio de la caza previa determinación de las siguientes condiciones:

a) Número de cazadores habituales en el terreno cercado o vallado.
b) Número y especies objeto de caza.
c) Plan de aprovechamiento cinegético por temporada de caza.
d) Fianza a depositar para responder de los posibles daños de la caza.
e) Compromiso expreso de permitir que por el personal técnico de la Administración del 

Principado se realicen las inspecciones necesarias para el control del ejercicio de la caza y 
del desarrollo y conservación de las especies.

Artículo 17.  
Con el fin de su protección, en zonas predominantes de huertos, campos de frutales y 

montes plantados recientemente, sólo se podrá cazar en las épocas y condiciones que se 
determinen por el órgano competente en materia de caza.

Artículo 18.  
Por el órgano competente en la materia se fijará el aprovechamiento cinegético de las 

masas de agua cuyas características aconsejen aplicarles un régimen cinegético especial.

Artículo 19.  
En las reservas nacionales y cotos nacionales de caza, cuya administración y gestión 

corresponda al Principado de Asturias, el régimen del aprovechamiento cinegético será 
establecido por el órgano competente en la materia, oído el Consejo Regional de Caza, de 
modo que quede asegurada la conservación y fomento de las especies cinegéticas, dándose 
opción para que cuantos cazadores lo soliciten y cumplan con las normas que en cada caso 
se establezcan puedan tener la oportunidad de practicarlo.

CAPITULO III

De la protección y conservación de la caza

Artículo 20.  
1. Con el fin de proteger y conservar la caza, el órgano competente en la materia, oído el 

Consejo Regional de Caza, aprobará, antes del 30 de junio de cada año, la disposición 
general de vedas referidas a las distintas especies cinegéticas.

2. En la disposición general de vedas se hará mención expresa a los terrenos 
cinegéticos, zonas de régimen especial de caza, épocas, días y períodos hábiles, según las 
distintas especies, modalidades y limitaciones generales en beneficio de las especies 
cinegéticas y medidas preventivas para su control.
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Artículo 21.  
El órgano competente en la materia, oído el Consejo Regional de Caza, podrá prohibir la 

caza de especies susceptibles de aprovechamiento cinegético, en atención a sus 
características peculiares y con el fin de su conservación, siempre que existan razones 
técnicas que lo aconsejen.

Artículo 22.  
Para velar por el estado sanitario de las especies cinegéticas, la Administración del 

Principado, de oficio o a instancias de los Ayuntamientos o titulares de terrenos cinegéticos, 
adoptará las medidas necesarias para prevenir, comprobar, diagnosticar y eliminar las 
enfermedades de aquéllas.

Artículo 23.  
Queda prohibido con carácter general el ejercicio de la caza durante la época de celo, 

reproducción y crianza, así como durante su trayecto hacia los lugares de cría en el caso de 
las aves migratorias.

Artículo 24.  
1. Quedan prohibidas la tenencia y utilización de todos los procedimientos de caza 

masivos o no selectivos, así como aquellos que pudieran causar localmente la desaparición 
de una especie o turbar gravemente la tranquilidad de las poblaciones de una especie.

2. Previa autorización del órgano competente en la materia, podrán quedar sin efecto las 
prohibiciones del párrafo anterior, cuando concurra alguna de las circunstancias y 
condiciones excepcionales siguientes:

a) Si de su aplicación se derivaran efectos perjudiciales para la salud y seguridad de las 
personas.

b) Cuando de su aplicación se derivaran efectos perjudiciales para especies protegidas.
c) Para prevenir perjuicios importantes en los cultivos, el ganado, los bosques, la caza, la 

pesca y la calidad de las aguas.
d) Cuando sea necesario por razón de investigación, educación, repoblación o 

reintroducción, o cuando se precise para la cría en cautividad.
e) Para prevenir accidentes en relación con la seguridad aérea.

Artículo 25.  
Queda prohibido el empleo de los métodos y medios de caza siguientes:

a) Lazos.
b) Animales vivos utilizados como reclamos, cegados o mutilados.
c) Magnetófonos.
d) Aparatos eléctricos capaces de matar o atontar.
e) Fuentes luminosas artificiales.
f) Espejuelos u otros objetos deslumbrantes.
g) Dispositivos para iluminar blancos.
h) Dispositivos de mira de los que forme parte integrante un convertidor de imagen o un 

amplificador de imagen electrónico de tiro nocturno.
i) Explosivos.
j) Redes y trampas si se emplean para muertes masivas y no selectivas.
k) Venenos y cebos envenenados o anestésicos.
l) Gases y humos.
m) Aeronaves.
n) Embarcaciones y vehículos automóviles en movimiento.
ñ) Armas automáticas y semiautomáticas cuyo cargador pueda contener más de dos 

cartuchos.
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Artículo 26.  
1. La introducción, traslado y suelta de especies cinegéticas vivas requiere autorización 

expresa del órgano competente en materia de caza.
2. Queda prohibida la introducción y proliferación de especies, subespecies y razas 

geográficas distintas a las autóctonas, en la medida en que puedan competir con éstas, 
alterar su pureza genética o equilibrios ecológicos.

Artículo 27.  
1. El transporte de caza viva debe contar con guía, expedida por persona autorizada, en 

la que deberá figurar el nombre del expedidor, el destinatario, el número de ejemplares, su 
sexo, edad y especie, fecha de salida, así como el buen estado sanitario de la expedición y 
de que las especies procedan de zona no declarada de epizootia.

2. El transporte de caza muerta en época hábil, se hará en las condiciones y con los 
requisitos que reglamentariamente se determinen.

3. En época de veda está prohibido el transporte y comercialización de piezas de caza 
muertas, salvo las procedentes de explotaciones industriales o granjas cinegéticas 
legalmente autorizadas, que deberán llevar los precintos o etiquetas de las características 
que reglamentariamente se determinen y que acrediten su origen.

CAPITULO IV

Del ejercicio de la caza, de las licencias y de los permisos

Artículo 28.  
Para el ejercicio de la caza será requisito necesario la acreditación, mediante el 

correspondiente examen, de la aptitud y conocimiento preciso de las materias relacionadas 
con la caza, con arreglo a las normas que se establezcan por el órgano competente.

Artículo 29.  
1. La superación del citado examen habilitará a los interesados para la obtención de la 

licencia de caza, documento nominal e intransferible cuya tenencia es imprescindible para 
practicar la caza en el Principado de Asturias.

2. Las licencias serán expedidas por el órgano competente en materia de caza. La 
validez de la licencia de caza, que se extiende al ámbito territorial del Principado de Asturias, 
no será inferior a un año ni superior a cinco, sin perjuicio de la facultad de renovación.

Los tramos concretos de validez de las licencias de caza, dentro de los límites 
establecidos en el párrafo anterior, se determinarán reglamentariamente.

3. Por el órgano competente se determinarán los requisitos necesarios para la obtención 
de la licencia de caza y sus condiciones, siendo imprescindible la presentación del 
certificado expedido por el Registro Nacional de Infractores de Caza y Pesca.

Artículo 30.  
Las licencias de caza se clasifican en:

a) Licencias de clase A: Autorizan el ejercicio de la caza con armas de fuego.
b) Licencias de clase B: Autorizan el ejercicio de la caza con otros medios o 

procedimientos debidamente autorizados, distintos de los anteriores.

Artículo 31.  
No podrán obtener licencia ni tendrán derecho a su renovación:

a) Quienes no reúnan las condiciones y requisitos que se establezcan para su obtención.
b) Los inhabilitados para obtenerla por sentencia firme que así lo disponga.
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c) Los infractores de la presente Ley o normas que la desarrollan, a los que, por 
resolución firme recaída en el expediente sancionador instruido al efecto, se les haya 
impuesto sanción de inhabilitación o retirada de licencia con carácter temporal o definitivo.

d) Los infractores de la presente Ley o normas que la desarrollan que no acrediten 
documentalmente el cumplimiento de la sanción impuesta por resolución firme recaída en el 
expediente instruido.

Artículo 32.  
Las licencias carecerán de validez:

a) Cuando el titular practique el ejercicio de la caza con armas cuyo uso o tenencia 
requiera estar en posesión de una autorización especial y carezca de ella.

b) Cuando el titular practique el ejercicio de la caza con armas sin estar en posesión del 
correspondiente contrato de seguro obligatorio.

Artículo 33.  
La licencia de caza podrá ser anulada o suspendida por tiempo determinado como 

consecuencia de la resolución de expediente sancionador en los supuestos establecidos en 
esta Ley. En este caso, el titular de la licencia deberá entregar el documento acreditativo al 
órgano competente en la materia cuando sea requerido para ello.

Artículo 34.  
1. Para el ejercicio de la caza en el Principado de Asturias, además de la licencia, es 

necesario contar con el permiso específico del órgano competente en materia de caza.
2. Los permisos de caza son personales e intransferibles y autorizan al titular al ejercicio 

de la actividad cinegética en las condiciones fijadas en los mismos.

Artículo 35.  
El órgano competente en la materia, oído el Consejo Regional de Caza, dictará las 

normas e instrucciones precisas para el desarrollo de las cacerías.

CAPITULO V

De la administración, vigilancia y daños de la caza

Artículo 36.  
1. Se crea el Consejo Regional de Caza como órgano consultivo y asesor en materia de 

caza, cuya naturaleza, composición y funciones se regulará por el Consejo de Gobierno 
garantizando en todo caso, la participación de las Asociaciones Agrarias, Asociaciones de 
Estudio y Defensa del Medio Natural, Asociaciones de Cazadores, Universidad de Oviedo y 
aquellas personas de reconocida competencia en la materia cinegética.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, el Consejo Regional de Caza 
será oído, con carácter previo, en las siguientes materias:

a) Disposición general de vedas.
b) Moratorias temporales o prohibiciones especiales a la caza cuando razones de orden 

biológico lo aconsejen.
c) Desarrollo de cacerías.
d) Creación de refugios y reservas regionales de caza.
e) Aprovechamiento cinegético de los cotos regionales de caza y de las reservas y cotos 

nacionales gestionados por el Principado de Asturias.

Artículo 37.  
1. La vigilancia de la actividad cinegética en el Principado de Asturias será desempeñada 

por la guardería de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de las competencias que en la 
materia correspondan al Estado.
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2. En el ejercicio de sus funciones, los Guardas de la Comunidad Autónoma tendrán la 
consideración de Agentes de la autoridad.

Artículo 38.  
1. Serán indemnizados por la Administración del Principado de Asturias, previa 

instrucción del oportuno expediente y valoración de los daños efectivamente producidos:

a) Los daños ocasionados por las especies cinegéticas procedentes de los terrenos 
cinegéticos de aprovechamiento común y de los cotos regionales de caza que no sean 
objeto de concesión.

b) Los daños ocasionados por especies de la fauna silvestre no susceptibles de 
aprovechamiento cinegético, cualquiera que sea su procedencia.

c) Los daños ocasionados por especies cinegéticas procedentes de reservas regionales 
de caza, refugios de caza, reservas nacionales de caza, cotos nacionales de caza y 
cualquier otro terreno cuya administración y gestión corresponda al Principado de Asturias.

2. En los terrenos que tengan un régimen cinegético especial y cuyo titular no sea el 
Principado de Asturias, la indemnización de los daños producidos por las especies 
cinegéticas será responsabilidad del titular.

CAPITULO VI

De las infracciones, sanciones e indemnizaciones en materia de caza

Artículo 39.  
1. Constituye infracción y generará responsabilidad administrativa toda acción y omisión 

que infrinja lo establecido en la presente Ley, sin perjuicio de la que fuera exigible en vía 
penal o civil.

2. La ordenación e instrucción de los expedientes sancionadores se realizará por el 
órgano competente en la materia, con arreglo a lo dispuesto en la legislación de 
procedimiento administrativo.

3. La propuesta de resolución deberá contener, al menos, los siguientes 
pronunciamientos:

a) Exposición de los hechos y datos del denunciado.
b) Calificación legal de la infracción.
c) Circunstancias atenuantes o agravantes.
d) Determinación y tasación de los daños, con especificación de las personas o 

Entidades perjudicadas.
e) Armas ocupadas y su depósito y procedencia o no de su devolución inmediata.
f) Artes, animales y otros medios de caza ocupados y su depósito. Si se tratase de 

perros, aves de presa o reclamos, propuesta de devolución de los mismos al infractor con 
determinación de la fianza que el mismo debe depositar, en tanto se resuelva definitivamente 
el expediente. La fianza nunca podrá ser superior a la cuantía de la multa que pudiera 
corresponder a la infracción cometida.

g) Sanción procedente, con determinación de si conlleva privación de la licencia o 
inhabilitación para obtenerla.

4. Son órganos competentes para resolver los expedientes sancionadores:

a) Para las faltas leves, menos graves y graves, el Consejero competente en materia de 
caza.

b) Para las faltas muy graves, el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero 
competente en materia de caza.

Artículo 40.  
1. Se crea el Registro Regional de Infractores de Caza, dependiente del órgano 

competente en la materia, en el que se inscribirán de oficio todos los que hayan sido 
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sancionados por resolución firme, en expediente incoado como consecuencia del ejercicio de 
la actividad cinegética con infracción de las disposiciones de la presente Ley.

2. Las inscripciones y variaciones que se produzcan en los asientos de Registro serán 
remitidas al Registro Nacional de Infractores de Caza y Pesca.

Artículo 41.  
1. Serán elementos a tener en cuenta para la gradación de las sanciones:

a) La intencionalidad.
b) El daño producido a la riqueza cinegética o su hábitat.
c) La reincidencia o reiteración.

2. En caso de reincidencia o reiteración simple en un período de dos años, el importe de 
la sanción que corresponda imponer se incrementará en el 50 por 100 de su cuantía, y si 
reincide o reitera por dos veces o más, dentro del mismo período, el incremento será del 100 
por 100.

3. Si un solo hecho constituye dos o más infracciones administrativas, se impondrá la 
sanción que corresponda a la de mayor gravedad.

Artículo 42.  
Las infracciones administrativas en materia de caza se clasifican en leves, menos 

graves, graves y muy graves.

Artículo 43.  
Son infracciones leves, que serán sancionadas con multa de 10.000 a 50.000 pesetas, 

las siguientes:

1.ª Cazar con armas o medios que precisen autorización especial sin estar en posesión 
del correspondiente permiso.

2.ª Cazar o entrar con armas y otros artes en terreno cercado no acogido a otro régimen 
cinegético especial, cuando existan en sus accesos señales o carteles que prohíban la caza 
en su interior.

3.ª El incumplimiento de lo dispuesto en esta Ley sobre caza en caminos, aguas públicas 
que atraviesen o linden con terrenos sometidos a régimen cinegético especial o cazar en 
estos lugares sin el debido permiso.

4.ª El incumplimiento de las normas que se establezcan sobre la actividad cinegética en 
relación con determinados terrenos o cultivos.

5.ª La entrada en terreno de régimen cinegético especial para cobrar una pieza de caza 
herida fuera de él sin la debida autorización.

6.ª Abatir o intentar abatir, en terrenos de aprovechamiento cinegético común, una pieza 
de caza que haya sido levantada y sea perseguida por otro y otros cazadores o sus perros.

7.ª Infringir las limitaciones o prohibiciones que regulen el ejercicio de la caza en terrenos 
sometidos a régimen cinegético especial cuando el infractor esté en posesión del 
correspondiente permiso de caza y la infracción se califique como leve.

8.ª El establecimiento de palomares a menos de 1.000 metros del lindero de terreno 
cinegético sin contar con la debida autorización.

9.ª El incumplimiento de la normativa que se dicte sobre la caza de batidas.
10. No impedir que los perros propios vaguen sin control por terrenos cinegéticos en 

época hábil.
11. Transitar con perros por zonas de seguridad sin la debida diligencia y cuidado para 

evitar daños o molestias a las piezas de caza, sus crías o sus huevos.
12. No ejercer la debida vigilancia y cuidado sobre los perros pastores de ganado, para 

evitar que causen perjuicio o molestias a las piezas de caza.
13. Anillar o marcar piezas de caza sin la debida autorización o no remitir a la 

Administración las que posean las piezas abatidas.
14. El incumplimiento de la obligación de dar cuenta del resultado de cacerías. Este 

incumplimiento puede dar lugar a la pérdida del carácter de terreno acotado, de conformidad 
con lo establecido en la resolución que lo constituya.
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15. Cazar fuera del período establecido por el órgano competente en la materia.
16. Cazar sirviéndose de animales o vehículos como medios de ocultación.
17. Cazar mediante el procedimiento de ojeo o combinando la acción de dos o más 

grupos de cazadores o haciendo uso de medios que persigan el cansancio o agotamiento de 
las piezas, salvo en los casos de batidas debidamente autorizadas.

18. La práctica de la caza con armas o con cualquier otro medio o arte por los auxiliares 
de los cazadores que asistan con tal calidad.

19. No portar en el acto de caza los permisos y licencias oportunos, siendo titular de 
ellos.

20. Cazar palomas mensajeras y deportivas debidamente señalizadas.
21. El transporte de caza muerta sin cumplir las disposiciones que la regulen o no 

cumplir con los requisitos que, al efecto, se establezcan.
22. Cazar sin tener contratado el seguro obligatorio del cazador o tenerlo caducado.
23. Cazar con fines comerciales aves sin estar en posesión de la debida autorización o 

emplear medios o artes no autorizados.

Artículo 44.  
Son infracciones menos graves, que serán sancionadas con multa de 50.001 a 250.000 

pesetas y la retirada de la licencia o imposibilidad de obtenerla en un plazo de un año:

1.ª Cazar en días que, como consecuencias meteorológicas, incendios, epizootías, 
inundaciones, sequías u otras causas, los animales se ven privados de sus facultades 
normales de defensa u obligados a concentrarse en determinados lugares.

2.ª Solicitar licencia de caza a sabiendas de tener pendiente el pago de alguna sanción, 
o solicitar la concesión de permiso de caza habiendo cometido en la campaña anterior 
infracciones punibles con arreglo a la presente Ley y no cumplidas, o solicitar o poseer 
licencia de caza estando inhabilitado para ello.

3.ª Impedir la entrada de cazadores que pretendan cazar en un terreno rural cercado, no 
sometido a otro régimen cinegético especial y que, teniendo accesos practicables, carezca 
de señales o carteles indicadores de la prohibición del paso.

4.ª No señalizar debidamente los terrenos cinegéticos sometidos a régimen cinegético 
especial. La sanción llevará aparejada la suspresión de lo acotado.

5.ª El incumplimiento de las condiciones fijadas para el cerramiento de terrenos cercados 
que constituyan cotos o los que se fijen para cercar terrenos que formen parte de un coto de 
caza ya establecido.

6.ª El incumplimiento de las normas que se dicten para la caza de determinadas 
especies cinegéticas empleando perros adiestrados.

7.ª No impedir que los perros propios vaguen sin control por terrenos cinegéticos en 
época de veda.

8.ª Portar armas de caza desenfundadas o dispuestas para su uso cuando se transite 
por el campo en época de veda, careciendo de autorización expresa.

9.ª Cazar en línea de retranca.
10. Alterar precintos y marcas reglamentarias.
11. El incumplimiento de las normas sobre seguridad de cazadores y acompañantes.
12. El empleo de munición no autorizada reglamentariamente.

Artículo 45.  
Son infracciones graves, que serán sancionadas con multa de 250.001 a 1.250.000 

pesetas y retirada de licencia o imposibilidad de obtenerla por un plazo de cinco a diez años:

1.ª Negarse a las inspecciones de los agentes de la Autoridad para el examen de 
morrales, cestos, sacos, armas u otros útiles o medios, cuando así sean requeridos.

2.ª La obstrucción a labores de investigación del paradero de piezas ilegalmente 
cobradas para tráfico de hostelería o taxidermia.

3.ª Negarse a mostrar la documentación pertinente a personal de Guardería que lo 
requiera en el ejercicio de la caza.

4.ª El incumplimiento del régimen cinegético establecido para los terrenos acotados. La 
sanción llevará emparejada la suspensión de lo acotado.
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5.ª La falta de atención por sus titulares de la adecuada protección y fomento de las 
especies cinegéticas en terrenos constitutivos de coto de caza.

6.ª Dificultar la acción de la Guardería u otros agentes de la Autoridad encargados de 
inspeccionar el orden cinegético de los cotos de caza.

7.ª Infringir las normas específicas de la disposición general de vedas y demás 
disposiciones concordantes respecto al ejercicio de la caza en terrenos cinegéticos.

8.ª Extender o colocar alambres o redes en arroyos, ríos, embases o lugares de entrada 
o salida de aves, con el fin de cazar.

9.ª Infringir las limitaciones y prohibiciones que regulen el ejercicio de la caza en terrenos 
sometidos a régimen cinegético especial cuando el infractor esté en posesión del 
correspondiente permiso de caza y la infracción se considere como grave por el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma.

10. La no declaración por parte de los titulares de los terrenos de régimen cinegético 
especial de las epizootías y zoonosis que afecten a la fauna cinegéticia que los habita, o el 
incumplimiento de las medidas que se dicten para su prevención o erradicación.

11. La comercialización de caza viva o muerta y de huevos de aves cinegéticas sin estar 
autorizado o incumpliento los requisitos establecidos.

12. Cazar piezas susceptibles de aprovechamiento cinegético cuya edad o sexo no sean 
los autorizados.

13. La tenencia de especies catalogadas, sus crías vivas o muertas o huevos y no sea 
posible justificar su procedencia.

14. Entrar en terrenos cinegéticos de régimen especial sin estar en posesión del 
correspondiente permiso, portando armas, medios o artes de caza.

15. El empleo de medios o artes de caza o de animales especiales para el ejercicio de la 
caza no estando autorizados.

16. La persecución injustificada o la captura de animales silvestres sin contar con la 
debida autorización.

Artículo 46.  
Son infracciones muy graves, sancionables con multa de 1.250.001 a 15.000.000 de 

pesetas y retirada de la licencia e imposibilidad de obtenerla por un plazo de diez años:

1.ª Cazar sin licencia, o con licencia con datos falsificados.
2.ª (Anulado)
3.ª El uso de explosivos o sustancias tóxicas con el fin de cazar.
4.ª La introducción, traslado, transporte o suelta de especies de fauna silvestre sin la 

debida autorización, o sin cumplir las normas que se dicten al respecto.
5.ª Atribuirse indebidamente la titularidad de terrenos sometidos a régimen cinegético 

especial.
6.ª Cazar en zonas donde esté expresamente prohibido, sin autorización, aún cuando no 

se haya cobrado pieza alguna.
7.ª El arrendamiento o cesión a título oneroso o gratuito de un coto de caza. La sanción 

llevará emparejada la anulación del acotado.
8.ª Cazar en terrenos sometidos a régimen cinegético especial sin permiso, aún cuando 

no se haya cobrado pieza alguna.
9.ª Impedir a la Guardería de la Comunidad Autónoma u otros agentes de la Autoridad 

labores de inspección de caza, el acceso a los terrenos rurales cercados y otros terrenos 
sometidos a régimen cinegético especial. La sanción puede llevar aparejada la pérdida del 
carácter del régimen cinegético especial.

10. Destrucción de vivares o nidos y de aquellos otros espacios de reunión habitual de 
las especies de fauna silvestre.

11. La explotación industrial de la caza sin estar en posesión de la debida autorización o 
el incumplimiento de las normas dictadas al respecto.

12. La tenencia de especies cinegéticas muertas en época de veda, salvo que se 
demuestre su procedencia legítima.
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Artículo 47.  
1. Toda infracción administrativa en materia de la caza llevará consigo el comiso de la 

caza, viva o muerta, que fuera ocupada, así como de cuantas artes materiales o animales 
vivos que hayan servido para cometer el hecho.

2. En el caso de ocupación de caza viva, el agente denunciante adoptará las medidas 
precisas para su depósito en lugar idóneo o la libertará en el supuesto de que estime que 
puede continuar con vida.

3. En el caso de ocupación de caza muerta, ésta se entregará, mediante recibo, en el 
lugar en el que se determine por el órgano competente en la materia.

Artículo 48.  
1. El agente denunciante procederá a la retirada de las armas sólo en aquellos casos en 

que hayan sido usadas para cometer la infracción, dando recibo de su clase, marca y 
número y puesto de la Guardia Civil donde se depositen.

2. La negativa a la entrega del arma, cuando el cazador sea requerido para ello, dará 
lugar a denuncia ante el Juzgado competente a los efectos previstos en la legislación penal.

Artículo 49.  
1. Las armas retiradas serán devueltas cuando la resolución recaída en el expediente 

fuera absolutoria o se proceda a su sobreseimiento.
2. En el supuesto de infracción administrativa leve, la devolución del arma será 

automática por disposición del instructor del expediente. Si la infracción se calificara de 
menos grave, grave o muy grave, la devolución del arma sólo procederá cuando se haya 
hecho efectiva la sanción impuesta.

3. A las armas decomisadas se les dará el destino establecido en la legislación general 
del Estado en la materia.

Artículo 50.  
1. Las infracciones administrativas contra lo dispuesto en la presente Ley prescribirán: 

En el plazo de cuatro años las muy graves; en el plazo de un año, las graves; en el de seis 
meses, las menos graves, y en el de dos meses, las leves.

2. El plazo de prescripción comenzará a contar a partir de la fecha de la comisión del 
hecho que constituye la infracción si antes de transcurrir dicho plazo no se ha notificado al 
presunto infractor la incoación del expediente sancionador o si, habiéndose iniciado éste, se 
produjera paralización de las actuaciones por tiempo superior a dicho plazo.

3. Cualquier actuación judicial o administrativa interrumpirá el plazo de prescripción.

Artículo 51.  
1. Cuando una infracción revistiese carácter de delito o falta sancionable penalmente, se 

dará traslado inmediato de la denuncia a la autoridad judicial, suspendiéndose la actuación 
administrativa hasta el momento en que la decisión penal recaída adquiera firmeza.

2. La sanción de la autoridad judicial excluirá la imposición de multa administrativa.
3. De no estimarse la existencia de delito o falta, se continuará el expediente 

administrativo hasta su resolución definitiva, con base, en su caso, en los hechos que la 
jurisdicción competente haya considerado probados.

4. La tramitación de diligencias penales interrumpirá la prescripción de las infracciones.

Artículo 52.  
1. Con independencia de la sanción que pudiera ser impuesta al infractor, el mismo 

estará obligado a indemnizar a la Administración del Principado en las cuantías que 
reglamentariamente se determinen, por las especies cobradas ilegalmente.

2. Las indemnizaciones que perciba la Administración del Principado de Asturias por las 
especies cobradas ilegalmente, serán reintegradas por la Administración a los 
concesionarios de los cotos de caza en los que las citadas especies hubieran sido cobradas.
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DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
Los terrenos cinegéticos pertenecientes a los concejos de Caso, Ponga, Piloña y Aller, 

incluidos en los cotos de caza de Peloño, Muniacos-Semeldón, Pauropinto-Frenedal, 
Caleao, Tebrandi y Aller,son declarados Reservas Nacionales de Caza, con las siguientes 
denominaciones:

 Reserva Regional de Caza de Ponga, que abarca los terrenos cinegéticos del concejo 
de Ponga y parte de Muniacos que afecta a este concejo, además de los terrenos de libre 
disposición de los pueblos encuadrados en este concejo.

 Reserva Regional de Caza de Caso, que incluye los terrenos cinegéticos del concejo de 
Caso.

 Reserva Regional de Caza de Piloña, que abarca los terrenos cinegéticos del concejo 
de Piloña, los cotos de Tebrandi y la parte de Muniacos que afecta a este concejo.

 Reserva Regional de Caza de Aller, que incluirá los terrenos cinegéticos del concejo de 
Aller.

Segunda.  
En los supuestos y términos a que se refiere el artículo 107 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo podrán imponerse multas coercitivas, reiteradas por lapsos de tiempo que 
sean suficientes para cumplir lo ordenado como consecuencia de la ejecución de lo 
dispuesto en la presente Ley y cuya cuantía no excederá en cada caso de 500.000 pesetas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
Los expedientes sancionadores que se encuentren en tramitación a la entrada en vigor 

de esta Ley se regirán por la aplicable al momento de la comisión de la infracción.

Segunda.  
Los cotos privados, vigentes al momento de entrada en vigor de esta Ley, seguirán 

rigiéndose por la normativa aplicable en el momento de su constitución, quedando anulados 
al término del plazo por el que fueron autorizados, si es expreso, o a los dos años de la 
entrada en vigor de esta Ley si tal plazo no existiera expresamente.

Tercera.  
Sin perjuicio de lo previsto en la disposición transitoria segunda, se procederá a la 

reclasificación de los terrenos cinegéticos sometidos a régimen especial existentes en el 
Principado de Asturias a la entrada en vigor de esta Ley, de forma que se correspondan con 
las figuras en ella reguladas, debiendo inscribirse en el registro que se establece en el 
artículo 8.2

DISPOSICIONES DEROGATORIAS

Primera.  
Quedan derogadas todas las disposiciones de carácter general que se opongan a lo 

establecido en esta Ley.
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Segunda.  
El Consejo de Gobierno, en el plazo de un año, completará la tabla de vigencias de las 

disposiciones afectadas por esta Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
El Consejo de Gobierno, a propuesta del órgano competente en la materia, dictará en el 

plazo de un año, las disposiciones reglamentarias que fueran precisas para el desarrollo y 
ejecución de esta Ley.

Segunda.  
El Consejo de Gobierno, oído el Consejo Regional de Caza, podrá modificar la cuantía 

de las sanciones previstas en esta Ley.

Tercera.  
En lo no previsto por esta Ley, será de aplicación lo dispuesto en la legislación del 

Estado.
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§ 76

Ley 2/1993, de 29 de octubre, de pesca marítima en aguas interiores 
y aprovechamiento de recursos marinos

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 264, de 15 de noviembre de 1993
«BOE» núm. 304, de 21 de diciembre de 1993
Última modificación: 31 de diciembre de 2002

Referencia: BOE-A-1993-30268

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de pesca marítima en 
aguas interiores y aprovechamiento de recursos marinos.

Ley 2/1993, de 29 de octubre, de pesca marítima en aguas interiores y aprovechamiento 
de recursos marinos.

PREÁMBULO

El Estatuto de Autonomía para Asturias, aprobado por Ley Orgánica 7/1981, de 30 de 
diciembre, establece como competencia exclusiva del Principado, en su artículo 10.1, h), la 
pesca en aguas interiores, fluviales y lacustres, marisqueo, acuicultura, alguicultura, así 
como el desarrollo de cualquier otra forma de cultivo industrial y la protección de los 
ecosistemas en los que se desarrollan dichas actividades.

Hasta ahora, y parcialmente, se han ido regulando alguna de las actividades descritas 
con apoyo en la legislación estatal y mediante Decretos del Consejo de Gobierno, siendo 
necesaria la promulgación de una norma que, con rango de Ley, establezca los principios del 
ejercicio de las competencias descritas y cubra las lagunas existentes, sin perjuicio de la 
aplicación, con carácter supletorio, de la normativa vigente emanada de la Administración 
central.

La Ley, dividida en diez títulos, contiene un total de sesenta y cuatro artículos, una 
disposición adicional, una transitoria, una derogatoria y tres finales.

El título I, de disposiciones generales, además de regular el ámbito espacial de la Ley y 
mencionar las actividades concretas objeto de la misma, establece los principios básicos de 
la actividad pesquera en cuanto a las personas, las artes y medios, y las facultades del 
órgano gestor: La Consejería de Medio Rural y Pesca, en todo aquello que suponga y 
pretenda el ejercicio de la acción protectora del medio natural marino y las especies que en 
el mismo viven.

El título II regula los cultivos marinos, como actividad apropiada para la reproducción o 
crecimiento de alguna o varias especies de la fauna y flora marinas o asociadas a ellas.
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La actividad de cultivos marinos, de vital importancia, tanto social como económica, se 
regula expresamente por la Ley 23/1984, de 25 de junio, que respeta las competencias 
asumidas por las Comunidades Autónomas, pretendiendo realizar una ordenación 
competencial de los distintos Organismos con intereses en la costa sin vulnerar las 
atribuciones de aquéllas.

El título III, del marisqueo, se refiere a esta actividad como aquélla destinada a los 
profesionales de la pesca, regulando el otorgamiento de concesiones y autorizaciones en las 
zonas del litoral y el régimen jurídico de las licencias de marisqueo.

El título IV regula la actividad de la pesca de la angula, hecho social y económico de 
indudable trascendencia en el sector pesquero asturiano. Hasta ahora se regía por Decreto 
92/1984, de 28 de junio, y la Ley recoge los principios básicos de la actividad, que tendrán 
que ir desarrollándose posteriormente por vía reglamentaria.

La actividad de la pesca de la angula se considera, fundamentalmente, como productiva, 
es decir, profesional, sin perjuicio de respetar, regular y permitir la que desarrolle cualquier 
otra persona expresamente autorizada.

El título V se refiere a la alguicultura; es decir, la recogida y extracción de algas, con 
carácter general manteniendo el criterio establecido en el Decreto 82/1988, de 7 de julio, que 
sigue vigente en lo que no se oponga al texto legal.

La recogida y extracción de algas es una actividad de gran trascendencia comercial, y el 
sustrato de una importante actividad industrial, siendo un campo de actuación muy 
apetecible para las cooperativas constituidas con esta finalidad.

El título VI hace referencia a la pesca marítima de recreo, actividad que cada día cobra 
más importancia, ya que, como pone de manifiesto la Carta Europea del Litoral, la zona 
marítimo terrestre no sólo ocupa un lugar estratégico en el desarrollo económico, sino que es 
también elemento necesario para el recreo físico y psíquico de la población.

Consecuencia de la obtención de todos los productos de las actividades reguladas en 
esta Ley es, indudablemente, su circulación y comercialización, salvo en la pesca recreativa, 
a la que se refiere el título VII, estableciendo los principios que la rigen y exigiendo en todo 
momento el documento que acredite su origen y destino a efectos de conseguir el necesario 
control.

El título VIII regula la inspección y vigilancia, y determina las actuaciones de los 
vigilantes de aguas interiores en orden a velar por el cumplimiento de la Ley.

El título IX, relativo a las infracciones y sanciones, modifica y completa la regulación que 
en la materia establecía la Ley del Principado de Asturias 3/1988, de 10 de junio, de 
sanciones de pesca, de acuerdo con la experiencia obtenida en su aplicación.

El título X se refiere a la información, el asesoramiento y la formación profesional, parte 
importante del desarrollo de las competencias que, en esta materia, estatutariamente 
corresponden al Principado.

TÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

1. Es objeto de la presente Ley la regulación de la actividad pesquera y extractiva en las 
aguas marítimas interiores del Principado de Asturias y, en particular, los cultivos marinos, el 
marisqueo, la pesca de la angula, la recogida y extracción de algas, la pesca marítima de 
recreo, la comercialización de los productos pesqueros, la inspección y la vigilancia de 
dichas actividades y las infracciones y sanciones en la materia y ámbito de competencia de 
la Comunidad Autónoma.

2. El ejercicio de las competencias en las materias reguladas en la presente Ley 
corresponde a la Consejería de Medio Rural y Pesca, sin perjuicio de las atribuidas, en su 
caso, al Consejo de Gobierno, y de las sectoriales que correspondan a otros órganos o 
Administraciones Públicas sobre los ámbitos físicos objeto de la misma.
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Artículo 2.  Licencias, concesiones y autorizaciones.

1. Para el ejercicio de las actividades reguladas en la presente Ley será preciso 
disponer, sin perjuicio de cualquier otro título habilitante que, en su caso, resulte legalmente 
preceptivo, de la correspondiente licencia, concesión o autorización expedida por la 
Consejería de Medio Rural y Pesca, en las modalidades que se establezcan.

2. La licencia es la acreditación personal que faculta para realizar la actividad a pie y que 
ampara la actividad a flote, expedida a nombre de la embarcación y que cubre legalmente a 
todos los tripulantes legalmente enrolados.

3. La concesión administrativa es el título jurídico que, de modo temporal y con carácter 
de exclusividad, permite la explotación de un determinado recurso en bienes de dominio 
público mediante la implantación, en su caso, de instalaciones precisas.

4. La autorización es el permiso administrativo que, también con carácter temporal, hace 
posible la explotación y/o investigación de un determinado recurso y que, cuando la misma 
se lleve a cabo en bienes de dominio público, tendrá siempre carácter de precario, pudiendo 
ser revocada discrecionalmente sin derecho a indemnización alguna, en cualquier momento 
en que la Administración constate la desaparición de las circunstancias que justificaron su 
otorgamiento o entienda que su subsistencia deviene perjudicial para la conservación de los 
recursos o aprecie cualquier otro motivo que aconseje el cese de la actividad en aras de 
intereses públicos superiores.

Artículo 3.  Condiciones de los solicitantes.

1. El solicitante de los títulos habilitantes regulados en el artículo anterior, deberá ser 
mayor de dieciséis años, excepto en los supuestos de pesca de recreo u otros que 
reglamentariamente puedan determinarse, y en tales casos, siempre dentro de las 
condiciones que establezca la respectiva reglamentación.

2. Para la renovación de todo tipo de licencias de carácter profesional será preceptivo 
que la habitualidad en el ejercicio de la actividad quede debidamente acreditada ante el 
órgano concedente, a cuyo efecto éste podrá requerir del solicitante cuanta información 
fidedigna considere necesaria sobre las ventas realizadas en el año anterior y demás 
extremos expresivos de la profesionalidad, así como practicar cualesquiera otras 
averiguaciones que resulten procedentes al expresado efecto.

Artículo 4.  Límites al ejercicio de actividades.

1. Para lograr el equilibrio en la utilización y preservación de los recursos, en el ámbito 
de las aguas interiores del Principado de Asturias, se podrá limitar el número de 
embarcaciones, de pescadores o recolectores a pie para operar en una determinada zona y 
para cada tipo de actividad, a cuya finalidad se realizarán los correspondientes censos 
según arte y especialidad.

2. Podrán establecerse, con los mismos fines:

a) Zonas vedadas, prohibiciones y reservas de pesca y marisqueo de carácter temporal 
o permanente, total o parcial.

Zonas vedadas de especial interés para reproducción y/o experimentación.
b) Tallas mínimas autorizadas, especies, aparejos, instrumentos y equipos a utilizar y 

modalidades de cada actividad.
c) Días y horarios de actividad pesquera.
d) Características y tipo de las artes, aparejos, instrumentos y equipos a utilizar y 

modalidades de cada actividad.

3. Para llevar a cabo lo establecido en el apartado anterior, la Consejería de Medio Rural 
y Pesca podrá consultar previamente a las distintas organizaciones e instituciones que 
puedan ser implicadas: Organizaciones de productores de pesca, cofradías de pescadores y 
Ayuntamientos.
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Artículo 5.  Pesca de arrastre.

Queda prohibida con carácter general la pesca de arrastre en cualquiera de sus 
modalidades.

Artículo 6.  Licencia preceptiva.

Para el despacho de embarcaciones destinadas a la actividad profesional, en la 
actualidad de la 3.ª Lista del Registro Oficial de Buques, en el ámbito de aplicación de la 
presente Ley, será preceptiva la correspondiente licencia expedida por la Consejería de 
Medio Rural y Pesca y la inscripción en el censo correspondiente.

Las embarcaciones con licencia para el uso de un determinado arte deberán, cuando 
quieran utilizar otro distinto, solicitar el cambio de modalidad.

Artículo 7.  Planes anuales.

En función de la evolución de los recursos, así como de las condiciones 
socioeconómicas del sector, oídos los profesionales a través de sus diferentes 
representantes, se podrán establecer en aguas de competencia del Principado de Asturias 
planes anuales en los que se fijará la capacidad extractiva por modalidades y zonas, así 
como planes experimentales para mejor desarrollo del sector.

Artículo 8.  Artes, aparejos e instrumentos autorizados.

Se faculta a la Consejería de Medio Rural y Pesca, oídos los profesionales a través de 
sus diferentes representaciones, para determinar por vía reglamentaria las artes, aparejos e 
instrumentos autorizados para la práctica de la actividad pesquera y extractiva. También se 
regulará por esta vía todo lo relativo al empleo de los mismos en cuanto a características, 
zonas hábiles, formas de uso y cualesquiera otros aspectos que se consideren oportunos.

Artículo 9.  Mejora de estructuras.

La Administración del Principado de Asturias promoverá mediante las medidas que 
reglamentariamente se determinen la mejora de las estructuras productivas del sector 
pesquero y, en especial, potenciar la renovación y modernización de los buques pesqueros 
en orden a incrementar la productividad, la seguridad e higiene en el trabajo y la mejora de la 
calidad de los productos manipulados, teniendo en cuenta la necesaria adaptación del 
esfuerzo pesquero a la situación de los recursos y la selectividad de las artes a emplear.

TÍTULO II

Cultivos marinos

Artículo 10.  Concepto.

Se entiende por cultivos marinos, a efectos de esta Ley, la realización de acciones y 
labores apropiadas para la reproducción o crecimiento de las especies animales o vegetales, 
bien por ciclos completos o en alguna de sus fases, incluyendo las realizadas en bancos 
naturales cultivados en aguas interiores y zona litoral.

Artículo 11.  Ordenación.

Para la ordenación de los cultivos marinos, corresponde a la Consejería de Medio Rural 
y Pesca:

a) Otorgar las concesiones y autorizaciones.
b) Delimitar reservas en bancos naturales de libre explotación con el fin de conservar, 

mejorar y propagar las especies.
c) Regular y aprobar los establecimientos de cultivos en las zonas de litoral.
d) Establecer, en su caso, regímenes especiales de explotación de cultivos marinos.
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e) Dictar las normas necesarias para el desarrollo racional de las explotaciones.
f) Inspeccionar las explotaciones, tanto en relación con sus instalaciones como en sus 

métodos y producción.
g) Autorizar la introducción e inmersión de huevos, esporas, crías y adultos de especies 

marinas, tanto en el medio natural como en instalaciones de cultivos.
h) Realizar regularmente un seguimiento del impacto de las actividades reguladas en 

este título II sobre el entorno.

Artículo 12.  Zonas de interés.

1. El Consejo de Gobierno podrá, en aguas interiores del Principado de Asturias, 
declarar zonas de interés para cultivos marinos, estableciendo aquellas que por sus óptimas 
condiciones merezcan protección especial, no autorizándose ni en unas ni en otras, ni en 
sus márgenes, la instalación de industrias o explotaciones que puedan afectar a su estado 
físico, químico, biológico o dinámico.

2. En las zonas declaradas de interés para cultivos marinos, el establecimiento de las 
explotaciones o proyectos de investigación únicamente requerirá –en lo relativo a los 
aspectos sectoriales de la implantación de la actividad– la aprobación de la Consejería de 
Medio Rural y Pesca.

Artículo 13.  Arrecifes artificiales.

La instalación de arrecifes artificiales con el propósito de proteger y potenciar zonas de 
especial interés ecológico o pesquero precisará autorización previa de la Consejería de 
Medio Rural y Pesca, sin perjuicio de la competencia que en esta materia tengan otros 
órganos o Administraciones Públicas.

Artículo 14.  Concesiones.

1. Las concesiones en bienes de dominio público se otorgarán, previa solicitud del 
interesado, por un período de diez años, renovables, a petición del mismo, por plazos de 
igual duración, hasta un total máximo de treinta años.

El plazo a partir del cual comenzarán a transcurrir los diez años será fijado en el título de 
concesión y no podrá ser nunca superior a los seis meses a partir de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Principado de Asturias y de la Provincia».

2. Siempre que resulten justificadas y no procediere el otorgamiento de la concesión, 
podrá permitirse, en bienes de dominio público, el ejercicio de las actividades reguladas en 
este título. La autorización que al respecto se conceda tendrá solamente el alcance previsto 
en el artículo 2.4 de la presente Ley.

3. En terrenos de propiedad privada será exigible el otorgamiento de autorización, la cual 
estará vigente mientras no se incurra en alguna de las causas previstas para su extinción.

Artículo 15.  Otorgamiento.

1. Para el otorgamiento de concesiones o autorizaciones deberá presentarse, ante la 
Consejería de Medio Rural y Pesca, la oportuna solicitud acompañada del proyecto y 
documentación que requiera la pretensión correspondiente.

2. Cuando el proyecto precise, además, la concesión o autorización de la Administración 
del Estado para la ocupación del dominio público marítimo terrestre, se presentará 
igualmente ante la Consejería de Medio Rural y Pesca la oportuna solicitud dirigida al 
Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente en unión de los documentos 
precisos para concretar la petición que se formula.

3. La tramitación del expediente corresponde a la Consejería, que abrirá un período de 
información pública mediante anuncio en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias y de la 
Provincia» por un plazo de treinta días naturales, expresando el peticionario descripción 
sucinta de la clase de instalación y su destino, y la situación y extensión a ocupar. Durante 
dicho plazo podrán presentar alegaciones quienes se consideren perjudicados con la 
instalación pretendida.

4. Se recabarán de oficio y simultáneamente cuantos informes resulten preceptivos, de 
conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente. Dichos informes habrán de ser 
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emitidos en el plazo de un mes, pasado el cual se entenderán evacuados en sentido 
favorable, salvo en el supuesto de que la norma en la que son exigidos dispusiera otra cosa.

5. El informe del Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente, en lo que 
se refiere al ámbito de sus competencias de tutela de la integridad del dominio público 
marítimo terrestre, contendrá el pronunciamiento de dicho Ministerio sobre la viabilidad de la 
ocupación y las condiciones en que ésta, en su caso, se otorgaría.

6. La Consejería de Medio Rural y Pesca ofertará al peticionario las condiciones bajo las 
cuales serían otorgables la concesión o autorización, incluyendo en esta oferta tanto las 
condiciones que determine la autoridad autonómica como las que hubiere establecido el 
Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente en orden a permitir la 
ocupación del dominio público.

7. Una vez que hayan sido aceptadas las condiciones establecidas por la Administración, 
la Consejería de Medio Rural y Pesca adoptará la resolución correspondiente. No obstante, 
en los casos en que el proyecto requiera la ocupación del dominio marítimo terrestre, se 
remitirá el expediente al Ministerio a efectos del previo otorgamiento del oportuno título 
habilitante de dicha ocupación.

Artículo 16.  Convocatoria de concursos.

1. La Consejería de Medio Rural y Pesca podrá convocar concursos para el 
otorgamiento de concesiones y autorizaciones con publicidad previa y libre concurrencia.

2. Si la convocatoria del concurso se produjese durante la tramitación de una solicitud de 
concesión o autorización, el interesado tendrá derecho, en caso de no resultar adjudicatario 
del título, al cobro de los gastos del proyecto en la forma en que se determina en el apartado 
4.

3. La convocatoria del concurso suspenderá la tramitación de los expedientes de 
concesión o autorización que resulten afectados.

4. Los gastos del proyecto se determinarán según la tarifa oficial que corresponda, 
siendo tasados en las bases del concurso. En caso de no existir tarifa oficial, se valorarán los 
que efectivamente se hayan producido, según estimación que efectuará la Administración.

Dichos gastos serán satisfechos por el adjudicatario, para cuya constatación le será 
requerido el justificante de su abono previamente al inicio de la tramitación del título.

Artículo 17.  Pliegos de bases.

Los pliegos de bases que regirán los concursos contendrán los criterios para su 
resolución, que atenderán de modo preferente a la experiencia en actividades análogas, a la 
racionalidad en la utilización, explotación y conservación del recurso, pudiendo incluirse, 
además, la mejora del canon y la reducción del plazo de vencimiento.

Artículo 18.  Resolución.

La resolución que se dicte otorgando una concesión o autorización para cultivos marinos 
expresará sus condiciones técnicas y administrativas, las especies a que se destina y las 
causas concretas de extinción. Determinará, asimismo, la percepción del ingreso público a 
que hubiere lugar con arreglo a la legislación vigente.

La resolución que disponga el otorgamiento será publicada en el «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias y de la Provincia».

Artículo 19.  Condiciones.

Las concesiones se otorgarán siempre sin perjuicio del mejor derecho de tercero, 
dejando a salvo los derechos preexistentes y cuando no afecten a los intereses generales y, 
especialmente, a los de defensa, navegación y pesca, y podrán ser objeto tanto de rescate 
como de expropiación, en ambos casos con la indemnización que corresponda con arreglo a 
lo dispuesto en la legislación de expropiación forzosa.

Siempre que las autorizaciones no hubieran sido concedidas a título de precario, su 
revocación requerirá la concurrencia de causas de fuerza mayor, utilidad pública o interés 
social.
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Artículo 20.  Extinción.

1. Las concesiones y autorizaciones se extinguirán, además de por las causas previstas 
en la resolución de su otorgamiento, por las siguientes:

a) Abandono, entendiéndose que existe cuando cese la actividad por un período de dos 
años.

b) Renuncia expresa del interesado.
c) Vencimiento del plazo de otorgamiento sin haber solicitado prórroga.
d) No comenzar la explotación en el plazo establecido en la resolución de otorgamiento, 

si no existe causa justificada a juicio de la Consejería de Medio Rural y Pesca.
e) Probada producción de daños graves al medio natural.
f) Falta de obtención de la previa autorización administrativa, en los casos en que fuera 

necesario.
g) Extinción o modificación, en su caso, del título habilitante para la ocupación del 

dominio marítimo terrestre.
h) Cualquier otra causa prevista en la legislación vigente.

2. La extinción de la concesión o autorización por alguna de las causas previstas en el 
apartado anterior, no dará derecho a indemnización.

Artículo 21.  Inspecciones.

1. Finalizada la instalación, la Consejería de Medio Rural y Pesca, en el plazo de un mes 
desde la notificación por el interesado, inspeccionará la explotación levantando acta y 
disponiendo, si procede, el inicio de los trabajos de cultivo o indicando las medidas 
correctoras necesarias.

2. Durante el ejercicio de la actividad, la Consejería de Medio Rural y Pesca podrá 
ordenar visitas de comprobación del cumplimiento de las condiciones expresadas en la 
resolución del otorgamiento de la concesión o autorización.

Artículo 22.  Cofradías, Cooperativas y Agrupaciones.

Las solicitudes presentadas por las Cofradías de Pescadores, Cooperativas, 
Agrupaciones y demás entidades asociativas de profesionales de pesca gozarán de 
preferencia en el otorgamiento de concesiones y autorizaciones para la instalación, 
explotación y funcionamiento de cualquier establecimiento de cultivos marinos en zonas de 
dominio público, siempre que sus proyectos se formalicen en tiempo y forma y reúnan 
iguales garantías técnicas, económicas y financieras que otras peticiones que coincidan en 
la misma zona.

Artículo 23.  Prohibición de transmisión.

1. La titularidad de la autorización o concesión no podrán ser cedida en uso, gravada ni 
transmitida, intervivos, salvo que se realice conjuntamente con la del establecimiento a que 
se refiera y siempre con la aprobación previa de la Consejería de Medio Rural y Pesca. Si el 
acto transmisorio tuviere lugar mortis causa, los causahabientes del titular deberán 
manifestar a la Administración, en el plazo de tres meses a partir del hecho originante de la 
sucesión, su propósito de subrogarse en los derechos y obligaciones del causante. 
Transcurrido dicho plazo sin manifestación expresa ante la Consejería, se entenderá que 
renuncian a la concesión o autorización.

2. Cuando se trate de explotaciones que supongan la ocupación del dominio público, la 
Consejería podrá admitir, para su tramitación al organismo competente, toda la 
documentación precisada por los órganos de la Administración General del Estado.

3. El título concesional podrá establecer cuantos requisitos adicionales se estimen 
oportunos en orden a la emisión y transmisión de títulos representativos del capital social de 
las Entidades concesionarias o, en su caso, de las Entidades matrices de éstas.

4. Las explotaciones amparadas por autorizaciones y concesiones otorgadas conforme a 
esta Ley, se considerarán indivisibles cualquiera que sea su dimensión y capacidad.
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Artículo 24.  Alcance de las normas.

1. Las normas contenidas en los artículos precedentes en materia de concesión y 
autorización de establecimientos de cultivos marinos serán de aplicación a los que se 
destinen a depósito, depuración, expedición y mantenimiento de productos marinos de 
cualquier especie.

2. El interesado determinará en la solicitud las especies principales a tratar y las 
secundarias, acompañándola de proyecto redactado por técnico competente y de memoria 
indicativa de la producción anual, y en la que también hará constar el personal técnico 
mínimo que realizará la gestión del establecimiento.

3. La resolución que conceda autorización para la instalación de alguno de los 
establecimientos reseñados en el apartado 1 de este artículo, será independiente y 
compatible con la que deba conceder cualquier otro organismo de la Administración Central, 
Autonómica o Local, relacionada con aspectos industriales, urbanísticos o sanitarios.

Artículo 25.  Programa de ayuda.

La Consejería de Medio Rural y Pesca convocará anualmente un programa de ayuda al 
sector en el ámbito de los cultivos marinos.

TÍTULO III

Marisqueo a pie

Artículo 26.  Concepto.

1. Se entiende por marisqueo a pie, a efectos de esta Ley, la actividad extractiva dirigida 
a la captura de moluscos, crustáceos y mariscos en general, cuando se realiza en la zona 
intermareal de la costa. También se considera como tal la que precise para su práctica del 
uso de embarcación para desplazarse al pedrero, debiendo aquélla estar inscrita en la lista 
3.ª del Registro Oficial de Buques.

2. No se considera como tal la actividad de recolección de tales especies cuando se lleva 
a cabo en establecimientos de marisqueo y cultivos marinos.

3. Con carácter general, queda prohibida la captura de mariscos mediante el empleo de 
técnicas propias de la pesca submarina. No obstante, y con el fin de obtener una gestión 
sostenible de los recursos de marisqueo, reglamentariamente se regulará la explotación 
racional y eficaz de los mismos por profesionales de la pesca mediante el empleo de 
técnicas submarinas.

Artículo 27.  Concesiones y autorizaciones.

1. A petición de las Cofradías de Pescadores, Cooperativas, Agrupaciones y demás 
Entidades asociativas de profesionales de pesca, la Consejería de Medio Rural y Pesca 
otorgará concesiones o autorizaciones para la actividad marisquera en zonas determinadas 
del litoral.

2. El otorgamiento de las concesiones se regirá por lo dispuesto en el Título II de esta 
Ley.

Artículo 28.  Licencias.

1. La práctica del marisqueo a pie requiere la disponibilidad de la oportuna licencia, cuya 
posesión constituirá título suficiente para el ejercicio de dicha actividad.

2. Son condiciones necesarias para obtener la licencia de mariscador:

a) Ser mayor de dieciséis años.
b) Pertenecer al censo de mariscadores de la Cofradía de Pescadores en la que se vaya 

a efectuar el desembarco o la primera venta de las capturas.
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3. Las licencias tendrán una duración máxima de un año, pudiendo renovarse al 
cumplimiento del plazo, previa acreditación de la actividad profesional, de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 2 del artículo 3.

Artículo 29.  Desarrollo reglamentario.

Corresponde a la Consejería de Medio Rural y Pesca, oídos los profesionales a través 
de sus diferentes representaciones, establecer, en los términos que reglamentariamente se 
determinen, períodos hábiles de pesca, zonas restringidas, épocas de veda, especies 
capturables, artes a emplear y demás extremos significativos en orden al ejercicio de la 
actividad de marisqueo a pie.

TÍTULO IV

Pesca de la angula

Artículo 30.  Concepto.

Se considera como pesca de la angula, a efectos de esta Ley, la dirigida a la captura de 
los individuos jóvenes de la angula europea (anguilla anguilla), llevada a cabo en las aguas 
de la competencia del Principado de Asturias.

Artículo 31.  Modalidades.

1. La pesca profesional de la angula podrá realizarse en dos modalidades:

A pie desde la orilla.
Desde embarcación.

2. En la segunda modalidad, la embarcación deberá estar inscrita en la 3.ª lista del 
Registro Oficial de Buques.

Artículo 32.  Regulación de campañas.

1. La Consejería de Medio Rural y Pesca regulará anualmente, mediante resolución, la 
campaña de pesca de la angula antes del día 1 de octubre de cada año, oídas las Cofradías 
de Pescadores y las organizaciones de productores de pesca.

2. La resolución deberá establecer, como mínimo:

a) Ámbito territorial.
b) Duración de la campaña.
c) Días y horarios hábiles de pesca.
d) Normas para la celebración del sorteo de los puestos en las zonas donde se practique 

habitualmente ese sistema.
e) Artes y medios permitidos y forma de practicar la pesca en cada modalidad.
f) Cupo de capturas permitidas por persona o embarcación.

TÍTULO V

Recogida y extracción de algas

Artículo 33.  Concepto.

A los efectos de esta Ley, se entiende por recogida y extracción de algas de explotación 
racional y el aprovechamiento de las existencias en las costas y aguas de competencia del 
Principado de Asturias.

Artículo 34.  Modalidades.

La explotación de las algas deberá ser realizada por medio de alguna de estas 
modalidades:
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a) Extracción de algas de fondo, que consiste en la extracción de las algas vivas fijadas 
en el fondo marino por debajo de la zona intermareal y que se llevará a cabo desde 
embarcaciones de la tercera lista.

b) Extracción de algas a la deriva, que consiste en la recolección de las algas que, 
arrancadas por la mar, son arrastradas por la mar, entre dos aguas por las corrientes o 
depositadas sobre el fondo por debajo de la zona de mareas, y que se realizará por 
embarcaciones de tercera lista.

c) Extracción de algas de litoral, que habrá de ser realizada a pie sobre las algas fijadas 
al sustrato en la zona intermareal.

d) Recogida de algas de arribazón, que habrá de ser realizada por recolectores a pie 
actuando sobre las algas depositadas en la costa por el efecto del mar o hasta una 
profundidad accesible a pie.

Los extractores de algas de litoral y de arribazón no podrán valerse para estas 
actividades de embarcaciones ni de artilugios flotantes, siempre que no se utilicen 
exclusivamente para su desplazamiento a zonas de difícil acceso.

Artículo 35.  Desarrollo reglamentario.

La Consejería de Medio Rural y Pesca regulará por vía reglamentaria las campañas 
anuales de recogida y extracción de algas, oídos los sectores profesionales afectados, en las 
que podrá determinar, al menos, las siguientes circunstancias:

a) Duración de la campaña.
b) Zonas de la actividad.
c) Cupos.
d) Características de las embarcaciones, medios, instrumentos y equipos a emplear.
e) Número de personas por embarcación.
f) Especies autorizadas en la campaña.
g) Puertos de desembarco.
h) Personal autorizado para la extracción de algas de fondo.

TÍTULO VI

Pesca marítima de recreo

Artículo 36.  Concepto.

Se entiende por pesca marítima de recreo, a los efectos de esta Ley, la que se realiza 
para entretenimiento o competición, sin retribución alguna o ánimo de lucro.

Artículo 37.  Modalidades.

La pesca marítima de recreo puede ser ejercitada en las siguientes modalidades:

a) Desde embarcación.
b) Desde costa.
c) Submarina.

Artículo 38.  Licencias.

Para la práctica de la pesca marítima de recreo es necesario estar en posesión de la 
correspondiente licencia expedida por la Consejería de Medio Rural y Pesca.

Los permisos de pesca marítima de recreo expedidos por la Administración del Estado y 
otras Comunidades Autónomas serán válidos en las aguas marítimas de la competencia del 
Principado de Asturias, debiendo en todos los casos los titulares observar las prescripciones 
de esta Ley y normas que la desarrollen.

Artículo 39.  Desarrollo reglamentario.

La Consejería de Medio Rural y Pesca queda facultada para regular por vía 
reglamentaria, y una vez oídas las organizaciones profesionales y deportivas, las 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 76  Ley de pesca marítima en aguas interiores y aprovechamiento de recursos marinos

– 1132 –



modalidades y períodos hábiles de pesca deportiva, zonas restringidas, máximo de capturas 
permitido, épocas de veda, especies capturables, artes a emplear y demás extremos 
significativos en orden a la práctica recreativa de la actividad pesquera.

TÍTULO VII

Comercialización de productos pesqueros

Artículo 40.  Circulación de productos pesqueros.

1. La Consejería de Medio Rural y Pesca regulará en el ámbito territorial del Principado 
de Asturias, por vía reglamentaria, la circulación de los productos obtenidos en la actividad 
pesquera regulada en este Ley.

2. La circulación de los mismos deberá estar amparada por el correspondiente certificado 
o documento acreditativo del origen, destino y peso de las especies transportadas.

Artículo 41.  Prohibiciones.

1. Queda prohibida la tenencia y transporte de aquellas especies sujetas a veda durante 
el período de vigencia de la misma y, en todo momento, la de aquellos ejemplares con talla 
inferior a la mínima establecida, así como las de hembras ovadas de especies autóctonas de 
crustáceos.

2. Se exceptúan de esta prohibición:

Las semillas procedentes de establecimientos de cultivos marinos cuando su transporte 
y comercialización estén debidamente autorizados.

Los productos de importación destinados a cetáreas, depósitos reguladores o 
mayoristas, siempre que vayan acompañados del documento correspondiente en el que se 
indique esta procedencia.

3. El tiempo de validez del documento que acredite el origen, destino y peso de los 
productos referidos en el párrafo anterior será de tres días.

4. Los titulares o concesionarios de los establecimientos mencionados en el apartado 2 
de este artículo deberán presentar una declaración de las existencias en el depósito de cada 
especie a comercializar ante la Consejería de Medio Rural y Pesca, el día anterior al de 
comienzo de la veda respectiva, pudiendo realizar a tal fin la autoridad visita de 
comprobación.

Artículo 42.  Venta de productos.

1. La primera venta de las especies obtenidas por la actividad pesquera cuya 
comercialización se realice en fresco, habrá de efectuarse en las lonjas o lugares que, para 
tal fin, la Consejería de Medio Rural y Pesca establezca reglamentariamente.

La venta de productos de acuicultura podrá iniciarse en los propios establecimientos de 
origen.

2. Los establecimientos dedicados a la comercialización de productos pesqueros 
deberán reunir las condiciones higiénico-sanitarias requeridas por la legislación vigente.

Artículo 43.  Mejora de estructuras comerciales.

Con el fin de mejorar las estructuras comerciales de los productos pesqueros, la 
Consejería de Medio Rural y Pesca:

a) Apoyará a las organizaciones de productores pesqueros, Cofradías de Pescadores y 
Cooperativas de Pesca, para su participación en los canales de comercialización de las 
mismas.

b) Fomentará la comercialización dse los productos mediante la normalización, 
clasificación e identificación de los mismos.

c) Fomentará acuerdos intersectoriales entre las organizaciones extractivas pesqueras y 
las Entidades de promoción y consumo de los productos de las actividades pesqueras.
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Artículo 44.  Moluscos bivalvos.

La Administración del Principado de Asturias determinará los moluscos bivalvos que 
serán depurados antes de ser comercializados para el consumo humano, sin perjuicio de lo 
establecido en la legislación estatal sobre salubridad de moluscos.

Artículo 45.  Epizootias y otras enfermedades.

La Administración del Principado de Asturias establecerá reglamentariamente los 
mecanismos de prevención y control a efectos de preservar de epizootias y otras 
enfermedades transmisibles a los cultivos marinos.

Artículo 46.  Censos y estadísticas.

La Consejería de Medio Rural y Pesca, realizará los censos y estadísticas de producción 
de las instalaciones y establecimientos relacionados con las materias reguladas en la 
presente Ley, recabando de sus titulares la información pertinente para su elaboración, 
estando éstos obligados a facilitarla.

TÍTULO VIII

Inspección y vigilancia

Artículo 47.  Control de actividades.

1. Corresponde a la Consejería de Medio Rural y Pesca el control de las actividades 
reguladas en la presente Ley, el cual será ejercitado por el personal adscrito a dicho 
cometido del modo en que, para cada caso, disponga el órgano responsable de la vigilancia.

2. La actividad de inspección se llevará a cabo en el marco de las competencias de la 
Administración del Principado de Asturias sin perjuicio de las que correspondan al Estado y a 
otros Entes u Organismos.

3. La vigilancia e inspección de las aguas interiores tiene la finalidad de velar por el 
cumplimiento de las normas relativas a las actividades reguladas en la presente Ley.

Artículo 48.  Denuncias.

1. En el desempeño de sus funciones inspectoras, el personal de vigilancia al que se 
refieren los artículos anteriores tendrá la consideración de Agente de la Autoridad.

2. Cuando los agentes inspectores aprecien algún hecho que, a su juicio, suponga 
infracción de la normativa en vigor, formularán la pertinente denuncia, que contendrá los 
datos identificativos de las personas, Entidades o embarcaciones intervinientes y describirá 
sucintamente los elementos esenciales de la actuación.

3. La denuncia se notificará en el acto al denunciado, y si ello no fuera materialmente 
posible o éste se negará a recibirla, se hará constar tal circunstancia, procediéndose a la 
notificación en la forma prevista en las normas reguladoras del procedimiento administrativo 
vigentes.

4. Las denuncias efectuadas en los términos antedichos harán fe salvo prueba en 
contrario respecto de los hechos denunciados.

Artículo 49.  Acceso a embarcaciones y locales.

El personal de vigilancia estará facultado para acceder a embarcaciones, puntos de 
primera venta, instalaciones de cultivos marinos y establecimientos de transformación, 
comercialización y consumo de productos marinos, sin más requisitos que su identificación, y 
siempre que no constituyan domicilio particular.

Artículo 50.  Constatación de legalidad.

1. Las labores de vigilancia en embarcaciones, sobre la costa, establecimientos de 
venta, de cultivos marinos y de estabulación de especies marinas vivas, deberán constatar 
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de modo especial la estricta observancia de las medidas de prevención y control que 
reglamentariamente se establezcan de acuerdo con lo previsto en el artículo 45, sin perjuicio 
de la obligación de comprobar en sus restantes extremos el cumplimiento de la normativa 
vigente en materia sanitaria.

2. En instalaciones de transformación y comercialización de especies marinas, sin 
perjuicio de las competencias de otros Organismos, la vigilancia se realizará con atención 
preferente entre los restantes aspectos objeto de inspección a las tallas mínimas, vedas o 
procedencia y, en el caso de los crustáceos, también a la presencia de hembras ovadas.

TÍTULO IX

Infracciones y sanciones

Artículo 51.  Infracciones.

1. Constituye infracción en materia de pesca en aguas interiores y de aprovechamiento 
de recursos marinos, toda vulneración de las prescripciones contenidas en la presente Ley y 
demás normativa aplicable, la cual será objeto de sanción conforme a lo determinado en 
este título y de acuerdo con la tipificación que en el mismo se establece.

2. Las infracciones administrativas en materia de pesca marítima en aguas interiores y 
aprovechamiento de recursos marinos reguladas en la presente Ley se clasifican en leves, 
graves y muy graves.

Artículo 52.  Expedientes y órganos competentes.

1. La ordenación e instrucción de los expedientes sancionadores se realizará por el 
órgano competente en la materia, con arreglo a la legislación del procedimiento 
administrativo vigente.

2. La propuesta de resolución deberá contener, al menos, los siguientes extremos:

a) Exposición de hechos denunciados y de las personas presuntamente responsables de 
los mismos.

b) Tipificación de la infracción.
c) Circunstancias atenuantes o agravantes que concurren.
d) Determinación y tasación de los daños con especificación de las personas o 

Entidades perjudicadas.
e) Aparejos, artes, útiles, instrumentos, sustancias y embarcaciones ocupadas, depósito 

de los mismos y propuesta de devolución, en su caso, con prestación de garantía previa.
f) Comiso de las capturas o extracciones realizadas.
g) Resolución pormenorizada de cuantas alegaciones se formulen por los presuntos 

responsables.
h) Sanción procedente, con determinación de si conlleva la anulación de la licencia o la 

inhabilitación para obtenerla.

3. Son órganos competentes para resolver los expedientes sancionadores:

a) Para las infracciones leves y graves el Director regional de Pesca.
b) Para las infracciones muy graves el Consejero de Medio Rural y Pesca.

Artículo 53.  Infracciones leves.

Son infracciones leves las siguientes:

a) El ejercicio de la actividad pesquera o extractiva sin llevar consigo la correspondiente 
licencia acompañada de documento acreditativo de su identidad.

b) El ejercicio de la actividad deportiva careciendo de la correspondiente licencia.
c) No guardar las distancias establecidas durante la práctica de la actividad pesquera.
d) La utilización, por los pescadores no profesionales, de más útiles de pesca de los 

reglamentariamente autorizados.
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e) La captura o extracción de especies en peso individual o conjunto superior al 
autorizado hasta el límite que se establezca para su consideración como falta grave, o no 
dar al exceso el destino establecido.

f) Practicar la pesca submarina sin la boyabaliza de señalización.

Artículo 54.  Infracciones graves.

Son infracciones graves las siguientes:

a) El ejercicio de la actividad profesional, pesquera o extractiva, careciendo de la 
correspondiente licencia.

b) Facilitar la utilización de la licencia personal a terceros.
c) Tener mayor potencia de motores que la máxima autorizada en la embarcación que se 

utilice para ejercer la actividad.
d) Emplear artes, aparejos u otros medios no autorizados reglamentariamente, así como 

la tenencia a bordo de aparejos o artes prohibidos o con mallas antirreglamentarias.
e) Utilizar o tener a bordo artes o aparejos distintos de aquellos para los que está 

censada la embarcación, siendo irrelevante que aquéllos sean reglamentarios.
f) La tenencia a bordo de un determinado arte en las zonas en las que esté prohibido el 

uso del mismo.
g) La tenencia por los pescadores deportivos de artes, aparejos u otros medios cuyo uso 

no les esté autorizado reglamentariamente.
h) El uso de equipos de buceo autónomo o semiautónomo y de elementos no 

autorizados en la práctica de la pesca submarina o el marisqueo, o su simple tenencia a 
bordo de la embarcación durante la actividad.

i) Captura de moluscos, crustáceos y equinodermos mediante buceo.
j) Impedir u obstaculizar la actividad pesquera o extractiva.
k) La realización de la actividad pesquera o extractiva en épocas y zonas vedadas o 

prohibidas.
l) La realización de la actividad pesquera o extractiva en zonas restringidas, cuando no 

se respeten las limitaciones establecidas para las mismas.
m) Realizar capturas cuyo peso exceda del reglamentariamente autorizado. En el caso 

de los pescadores deportivos no se contabilizará el exceso de la pieza mayor.
n) La captura, conservación a bordo, utilización como cebo, transbordo, desembarco, 

almacenamiento y transporte, así como la tenencia, cesión a terceros, exposición a la venta 
y venta de ejemplares por debajo de las tallas mínimas establecidas, siempre que no 
procedan de establecimientos de cultivos marinos, debiendo estar en este caso debidamente 
documentada su comercialización. También se exceptúa el cebo vivo para la pesca de 
túnidos, siempre y cuando se cumpla la normativa aplicable vigente.

ñ) La captura, conservación a bordo, transbordo, desembarco, almacenamiento y 
transporte, así como la cesión a terceros, exposición a la venta y venta de ejemplares de 
hembras ovadas de especies autóctonas de crustáceos, salvo que estuvieran expresamente 
autorizadas sus capturas por alguno de los planes experimentales previstos en el artículo 7.

o) La captura, conservación a bordo, utilización como cebo, transbordo y desembarco de 
especies sujetas a veda durante el período de vigencia de la misma.

p) La tenencia, cesión a terceros, exposición a la venta, venta, almacenamiento y 
transporte de las especies sujetas a veda, durante el período de vigencia de la misma, a no 
ser que se acredite documentalmente que su procedencia es de establecimientos de 
estabulación de especies marinas vivas o de cultivoss marinos.

q) La venta o permuta de los productos obtenidos con la actividad extractiva cuando el 
transmitente carezca de la licencia profesional de pesca.

r) La comercialización fuera de lonja o lugar autorizado de las capturas o productos 
extraídos y su desembarco en lugares no autorizados.

s) La tenencia, almacenamiento y transporte de especies marinas sin estar en posesión 
de la documentación correspondiente que acredite el origen, destino y peso de las mismas.

t) El cambio de especies o cultivos en establecimientos de cultivos marinos o de 
estabulación de especies marinas vivas, sin la debida autorización.
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u) El incumplimiento de las normas de control de la producción y venta de los 
establecimientos de cultivos marinos o de estabulación de especies marinas vivas.

v) La desobediencia o resistencia a la autoridad o sus delegados.
w) En general, cualquier otra conducta que, directa o indirectamente, vulnere lo 

establecido en esta Ley o en los reglamentos y demás normas que se aprueben para su 
aplicación, salvo que en el expediente sancionador quede acreditada la escasa importancia y 
repercusión de la acción a sancionar, en cuyo caso se aplicará a ésta el régimen de las 
infracciones leves.

Artículo 55.  Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves las siguientes:

a) La instalación de establecimientos de cultivos marinos o de estabulación de especies 
marinas vivas sin contar con la debida concesión o autorización administrativa.

b) El empleo de explosivos, sustancias venenosas, corrosivas o contaminantes o su 
simple tenencia en la actividad pesquera o extractiva.

c) El uso de artes o métodos de arrastre.
d) La introducción de especies en aguas de la Comunidad Autónoma del Principado de 

Asturias sin cumplir los requisitos que reglamentariamente se determinen.
e) El deterioro o destrucción del entorno marino en el ejercicio de la actividad pesquera o 

extractiva, cuando conlleve daños graves para la flora o fauna.
f) Las previstas específicamente en la presente Ley, así como en la legislación supletoria 

vigente, como infracciones muy graves.

Artículo 56.  Responsables.

1. Serán sancionados en calidad de responsables de las infracciones tipificadas en la 
presente Ley:

a) Quienes promuevan, consientan, autoricen, financien o ejecuten materialmente, tanto 
por cuenta propia como por cuenta ajena, los actos constitutivos de la infracción o 
contribuyan a su realización de cualquier otro modo.

b) Quienes, estando obligados por razón de su cargo o empleo a impedir, denunciar y 
corregir las conductas infractoras, dejaren de hacerlo dolosa o culposamente.

2. Cuando sean varios los responsables de una determinada infracción, el procedimiento 
se dirigirá contra todos ellos, siendo cada uno sancionable con el total de la multa 
correspondiente, conforme al artículo 57, en la cuantía que resulte en función de las 
circunstancias atenuantes o agravantes que concurran, en su caso, concreto. Las multas 
que se impongan a estos distintos sujetos tendrán entre sí carácter independiente.

Artículo 57.  Multas.

1. Las infracciones tipificadas en la presente Ley serán sancionadas con multas, de 
acuerdo con la siguiente escala:

a) Infracciones leves, desde 2.000 pesetas hasta 11.000 pesetas.
b) Infracciones graves, desde 11.001 pesetas hasta 1.000.000 de pesetas.
c) Infracciones muy graves, desde 1.000.001 pesetas hasta 3.000.000 de pesetas.

2. Las sanciones, por las distintas clases de infracciones, podrán graduarse en grado 
mínimo, grado medio y grado máximo.

3. Los límites cuantitativos para la graduación de las sanciones por infracciones leves, 
serán:

Grado mínimo, desde 2.000 pesetas hasta 5.000 pesetas.
Grado medio, desde 5.001 pesetas hasta 8.000 pesetas.
Grado máximo, desde 8.001 pesetas hasta 11.000 pesetas.

4. Los límites cuantitativos para la graduación de las sanciones por infracciones graves 
serán:
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Grado mínimo, desde 11.001 pesetas hasta 330.000 pesetas.
Grado medio, desde 330.001 pesetas hasta 660.000 pesetas.
Grado máximo, desde 660.000 pesetas hasta 1.000.000 de pesetas.

5. Los límites cuantitativos para la graduación de las sanciones por infracciones muy 
graves serán:

Grado mínimo, desde 1.000.001 pesetas hasta 1.660.000 pesetas.
Grado medio, desde 1.660.001 pesetas hasta 2.330.000 pesetas.
Grado máximo, desde 2.330.001 pesetas hasta 3.000.000 de pesetas.

Artículo 58.  Grado aplicable.

1. Para precisar el grado correspondiente de la multa a imponer, se tendrán en cuenta la 
trascendencia objetiva del acto sancionable, su mayor o menor contenido lucrativo, sus 
repercusiones sobre la conservación de los recursos, y, en su caso, cualesquiera otras 
consideraciones debidamente fundamentadas en función de las cuales sea apreciable un 
determinado nivel de nocividad en la actuación.

2. En ningún caso podrá suponer beneficio material para el infractor la realización de una 
conducta contraria a la normativa pesquera. En consecuencia, el importe de las sanciones 
previstas en esta Ley, habrá de incrementarse, en su caso, hasta alcanzar la totalidad del 
rendimiento económico o estimación del daño producido atribuido a la actividad sancionada, 
y hasta el límite máximo de aquéllas.

3. Una vez decidido el grado aplicable, el importe de la sanción se fijará entre las 
cantidades mínimas y máximas señaladas para el mismo, de acuerdo con los criterios 
valorativos señalados en el artículo 59, que habrán de ser adecuadamente ponderados.

Artículo 59.  Valoración de sanciones.

Para la imposición de sanciones se tendrán en consideración los siguientes criterios 
valorativos:

a) Existencia de intencionalidad o reiteración.
b) Habitualidad o reincidencia.
c) La naturaleza de los perjuicios causados y daños producidos.
d) Volumen de capturas o extracciones y tamaño y talla de las mismas.
e) Colaboración con la fuerza denunciante.
f) Perjuicio al entorno marino y a las especies.
g) Cualesquiera otros elementos que sean aplicables en orden a cualificar 

adecuadamente la sanción, y cuyo uso sea justificado debidamente.

Artículo 60.  Anulación de licencias e inhabilitación.

1. En los casos en que el hecho denunciado constituya una infracción grave o muy 
grave, la Administración queda facultada para acordar la anulación de la licencia, así como la 
inhabilitación para obtenerla en un período que va, para las sanciones graves, de una 
semana a un año, y para las sanciones muy graves, de un año y un día a tres años. En este 
supuesto y con carácter cautelar, la Administración podrá disponer la suspensión de efectos 
de la licencia, en tanto no se substancie el correspondiente expediente sancionador.

2. Los criterios aplicables para graduar el tiempo de duración de la inhabilitación serán 
los recogidos en el artículo 59.

Artículo 61.  Decomiso de piezas.

1. Como medida cautelar, el agente denunciante podrá proceder al comiso de las piezas 
que se encuentren en poder de los presuntos infractores, cualquiera que sea la infracción 
presunta cometida.

2. Cuando las piezas decomisadas tuvieren posibilidades de sobrevivir, el agente 
denunciante las devolverá al medio, a ser posible ante testigos y haciendo constar en el 
boletín de denuncia las circunstancias en que la devolución se produce.
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3. Cuando las piezas estuviesen muertas y según el volumen de las mismas y sus 
condiciones higiénico-sanitarias, se procederá a darles alguno de los siguientes destinos:

a) Subasta pública en lonja o lugar autorizado de la pesca decomisada, siempre que se 
trate de especies o tamaños autorizados, quedando el importe de dicha venta en depósito a 
disposición de la Consejería de Medio Rural y Pesca, a resultas de lo que se determine en la 
resolución de cada expediente.

b) Entrega, mediante recibo que se unirá a la denuncia, a un centro benéfico local.
c) Destrucción de las mismas en presencia de testigos, poniendo en conocimiento de los 

interesados la fecha y lugar en que se efectúe.

Artículo 62.  Decomiso de bienes.

1. Sin perjuicio de las responsabilidades consignadas en esta ley, caerán en comiso 
todos los aparejos, artes, útiles, instrumentos, sustancias, vehículos y embarcaciones 
empleadas para la comisión de alguno de los hechos tipificados como infracción grave o muy 
grave en esta ley, que serán depositados en el lugar y bajo la custodia de quien disponga la 
Consejería competente en materia de pesca.

2. Excepcionalmente, y consideradas las circunstancias de la presunta infracción, la 
Consejería de Medio Rural y Pesca podrá ordenar el depósito de los bienes decomisados 
bajo custodia de los interesados, mediante recibo y en tanto se dicte la resolución 
correspondiente.

3. A los bienes decomisados se les podrá dar alguno de los siguientes destinos, 
atendiendo para ello a la gravedad de la infracción cometida y a las demás circunstancias 
concurrentes en el caso:

Enajenación mediante subasta pública.
Destrucción.
Devolución, previo abono a la Consejería de Medio Rural y Pesca, de los gastos por 

custodia, conservación y mantenimiento de los bienes decomisados.

4. En la resolución que ponga fin al procedimiento sancionador, se acordará cual es el 
destino que haya de darse a los bienes decomisados.

5. Si la resolución fuese favorable al interesado, en la misma se acordará la devolución 
de los bienes decomisados sin abono de gasto alguno por parte de aquél, sin perjuicio de la 
eventual responsabilidad de la Administración.

TÍTULO X

Asesoramiento, información y formación profesional

Artículo 63.  Asesoramiento e información.

La Consejería de Medio Rural y Pesca prestará asesoramiento e información técnica al 
sector pesquero y en especial a través de sus centros y programas de experimentación e 
investigación pesquera.

Artículo 64.  Formación profesional.

La Consejería de Medio Rural y Pesca habrá de fomentar la formación profesional 
náutico pesquera en todos sus ámbitos, con objeto de facilitar el acceso de nuevos 
profesionales, mejorar las condiciones de trabajo y rentabilidad de explotación de los que ya 
se encuentran en activo, así como posibilitar el reciclaje de aquellos que deban acceder a 
nuevas tareas.

Disposición adicional.  
A través de la Consejería de Medio Rural y Pesca, el Principado de Asturias coordinará 

sus funciones de inspección y vigilancia pesquera con la de los Organismos que actualmente 
ejerzan dichas funciones.
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Disposición transitoria.  
Los procedimientos a los que sea de aplicación esta Ley y se hayan iniciado al amparo 

de la legislación anterior, continuarán tramitándose con arreglo a la misma hasta su 
resolución definitiva, salvo en lo que resulte más favorable para el interesado.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogados los artículos 4, 5, 6, 14, 15, 16 párrafo primero, 17 y 19 de la Ley del 

Principado de Asturias 3/1988, de 10 de junio, de sanciones de pesca, y cuantas normas de 
igual o inferior rango que se opongan a lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para proceder al desarrollo reglamentario de esta 

Ley.

Disposición final segunda.  
Tendrá carácter supletorio de la presente legislación la normativa vigente emanada de la 

Administración del Estado.

Disposición final tercera.  
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su completa publicación en el 

«Boletín Oficial del Principado de Asturias y de la Provincia».
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§ 77

Ley 6/2002, de 18 de junio, sobre protección de los ecosistemas 
acuáticos y de regulación de la pesca en aguas continentales

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 151, de 1 de julio de 2002

«BOE» núm. 188, de 7 de agosto de 2002
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2002-15998

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley sobre 
protección de los ecosistemas acuáticos y de regulación de la pesca en aguas continentales.

PREÁMBULO

La protección de los ecosistemas acuáticos y la regulación de la pesca en aguas 
continentales se abordan desde este texto legal dentro del marco del desarrollo sostenible. 
Por ello, de un lado, se instituyen los correspondientes instrumentos de actuación en relación 
con dichos ecosistemas, el Plan de ordenación de los ecosistemas acuáticos continentales, y 
los inventarios, y, de otro, se fijan los principios generales de protección, que, sin impedir el 
aprovechamiento de los recursos que nos brindan tales ecosistemas, permitan su 
conservación y mejora para el disfrute en sus más amplios términos por las generaciones 
venideras.

El modo en que tal acción se va a llevar adelante se asienta sobre dos bases 
fundamentales: Por una parte, el desarrollo y mantenimiento de la biodiversidad en los 
ecosistemas acuáticos continentales y su uso sostenible y, por otra, la participación, 
entendiendo aquí comprendida la coordinación con las distintas Administraciones implicadas, 
la intervención de los ciudadanos y sectores interesados y la consideración del río y demás 
aguas continentales como fuente de enseñanza.

Para ello, además de los instrumentos de planificación y protección ya mencionados, la 
Ley introduce novedades significativas, consolida experiencias positivas y recupera aspectos 
que nunca debieron ser preteridos.

Así, los principios que inspiran la ordenación de los recursos acuícolas se conectan 
directamente con la garantía del mantenimiento de la biodiversidad; se continúa con la 
prohibición de comercialización de la trucha, haciéndola extensiva a todas las especies 
objeto de pesca, lo que significa dar un paso de no poca importancia en la protección del 
salmón, a la vez que se le da un rango legal a esta medida; también, se fomenta la 
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participación en la gestión de los ecosistemas acuáticos continentales, a través de los 
Concejos.

Por otra parte, en aras de una mayor seguridad jurídica, la propia Ley fija cuáles son las 
especies objeto de pesca, sin perjuicio de autorizar al Consejo de Gobierno a su 
modificación para responder a circunstancias especiales. En este ámbito la Ley define dos 
tipos de especies objeto de pesca: Las de tipo I, que son objeto de aprovechamiento, y las 
de tipo II, que, por ser indeseables, no son objeto de aprovechamiento y deben ser 
entregadas a los servicios de vigilancia. Con esta división se persigue un doble objetivo. Por 
un lado, tratar de evitar la aparición de especies no autóctonas y, por otro, impedir que, a la 
luz de lo dispuesto en el artículo 335 del Código Penal, la captura de ejemplares de especies 
objeto de pesca tipo II pueda ser considerada delito, si, como tradicionalmente se venía 
haciendo, su captura no estaba expresamente autorizada. En cuanto a las artes y métodos 
de pesca, se opta por la opción más sencilla, cual es la de señalar aquellos que están 
permitidos, considerándose prohibidos todos los demás.

En lo concerniente a la zonificación, junto a la división tradicional en aguas libres y cotos, 
se introducen nuevos tipos con nuevas finalidades, de los que el caso más paradigmático es 
el del vedado, al que se entronca con las posibilidades educativas y científicas que ofrece el 
río y demás aguas continentales.

La protección del cauce de agresiones provenientes de actividades industriales u otras 
recupera el nivel de la Ley de 1942, el cual estaba recogido en la Ley del Principado de 
Asturias de sanciones de pesca del año 1998, pues, en justa correspondencia con las 
medidas dispuestas para su protección, se vuelven a plasmar en este texto legal tipos 
infractores encaminados a sancionar acciones susceptibles de alterar la calidad de las 
aguas, modificar el cauce de los ríos o de atentar contra la riqueza piscícola, tales como los 
vertidos, las extracciones de áridos o la falta de rejilla en los canales de derivación.

Finalmente, por lo que se refiere a la confluencia del río con el mar, la Ley establece 
claramente la línea divisoria entre ambos.

La Ley se sustenta sobre las competencias establecidas en los artículos 10.1.12 y 13 y 
11.5 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de la Ley.

1. La presente Ley tiene por objeto la protección de los ecosistemas acuáticos 
continentales, la regulación de su conservación y recuperación, y el fomento, la ordenación y 
la gestión de las poblaciones acuáticas y de las especies de la fauna y de la flora en las 
aguas continentales del Principado de Asturias.

2. La pesca en charcas situadas en predios de propiedad privada, que se considerarán 
como parte integrante de los mismos en los términos del artículo 10 de la Ley 29/1985, de 2 
de agosto, de aguas, se practicará de acuerdo con lo establecido en la presente Ley y 
normas que la desarrollen, siendo asimismo de aplicación todas las disposiciones relativas a 
introducciones y las tendentes a evitar daños susceptibles de extenderse al resto de los 
ecosistemas acuáticos continentales. En todo caso, las capturas serán propiedad del dueño 
de los predios, cuyo consentimiento será necesario para la práctica de la pesca en las 
charcas situadas en los mismos.

3. A los efectos de esta Ley, el límite del río en su confluencia con el mar se fija en el 
Anexo Primero de esta Ley. En todo caso, dicho límite deberá estar señalizado.

Artículo 2.  Competencias del Principado de Asturias.

La conservación, fomento y ordenado aprovechamiento de los recursos de las aguas 
continentales es competencia de la Administración del Principado de Asturias en el ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma.
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Artículo 3.  Acción de la Administración.

Son fines y objetivos de la Administración:

a) Velar por el desarrollo y mantenimiento de la biodiversidad de los ecosistemas 
acuáticos continentales y de sus poblaciones.

b) Procurar la utilización ordenada de los recursos acuáticos continentales y su 
aprovechamiento sostenible.

c) Actuar coordinadamente con las demás Administraciones en los ecosistemas 
acuáticos continentales.

d) Potenciar la enseñanza y divulgación de todo lo relativo a la conservación, 
recuperación y gestión de los ecosistemas acuáticos continentales, y favorecer la 
investigación de los problemas y cuestiones con ellos relacionados.

e) Fomentar la participación y colaboración ciudadanas mediante convenios o 
cualesquiera otras fórmulas de cooperación, y el asociacionismo de los pescadores y de 
aquellas personas interesadas en la conservación integral de los ecosistemas acuáticos 
continentales, su fauna y su flora, y su disfrute y aprovechamiento dentro del marco del 
desarrollo sostenible.

Artículo 4.  Acción de pescar.

Se entiende por acción de pescar la que se realiza mediante el uso de artes o medios 
apropiados para la captura de ejemplares pertenecientes a las especies declaradas objeto 
de pesca, así como la ejecución de actos preparatorios que resulten directa e 
inmediatamente necesarios para tal fin, salvo que estos se lleven a cabo en auxilio de quien 
esté pescando con arreglo a lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 5.  Acción pública.

Se considera de interés público la conservación y preservación de los ecosistemas 
acuáticos continentales así como el derecho a su adecuado disfrute y aprovechamiento 
dentro del marco del desarrollo sostenible. Será pública la acción para exigir el cumplimiento 
de lo dispuesto en esta Ley, tanto en vía administrativa como jurisdiccional.

Artículo 6.  El Consejo de los Ecosistemas Acuáticos y de la Pesca en Aguas Continentales 
del Principado de Asturias.

1. El Consejo de los Ecosistemas Acuáticos y de la Pesca en Aguas Continentales del 
Principado de Asturias es el órgano consultivo de la Administración del Principado de 
Asturias en esta materia. Entre sus funciones estarán las de proponer medidas para la 
protección, recuperación e investigación y ordenado aprovechamiento de los ecosistemas 
acuáticos continentales y de los seres que los habitan, e informar la normativa de pesca en 
aguas continentales en cada temporada.

2. En el Consejo estarán representados, al menos, la Administración del Principado de 
Asturias, los Concejos, la Universidad de Oviedo, el personal de vigilancia e inspección y las 
asociaciones conservacionistas y de pescadores con domicilio social y actividad asociativa 
típica en el Principado de Asturias.

3. Reglamentariamente se determinará el régimen de funcionamiento y administración 
del Consejo.
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TÍTULO II

Ordenación y protección de los ecosistemas acuáticos continentales

CAPÍTULO I

Ordenación y planificación

Artículo 7.  Principios generales.

La ordenación de los recursos acuáticos continentales se realizará de acuerdo con los 
principios generales de utilización racional de los recursos naturales, como son el 
mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales, la preservación de la diversidad 
genética, la utilización ordenada de los recursos, el aprovechamiento sostenible de las 
especies y de los ecosistemas y la preservación de la variedad y singularidad de los 
ecosistemas naturales y del paisaje, así como la progresiva recuperación de los ecosistemas 
acuáticos continentales degradados por la acción antrópica.

Artículo 8.  Plan de ordenación de los recursos acuáticos continentales.

El Consejo de Gobierno, por decreto, aprobará un Plan de ordenación de los recursos 
acuáticos continentales, con el siguiente contenido mínimo:

a) Descripción e interpretación de las características físicas y biológicas de los 
ecosistemas acuáticos continentales.

b) Diagnosis de su estado de conservación y previsión de su evolución.
c) Formulación de los criterios generales de actuación para la conservación, mejora y 

recuperación de los ecosistemas acuáticos continentales.
d) Determinación de las medidas necesarias para la conservación y fomento de las 

poblaciones de la fauna y flora acuáticas.
e) Descripción de los criterios orientadores de las políticas sectoriales y ordenadoras de 

las actividades económicas y sociales, públicas y privadas, para que sean compatibles con 
los objetivos de conservación y mejora de los ecosistemas acuáticos continentales.

f) Definición de las cuencas y de los ecosistemas acuáticos continentales como unidades 
de planificación y gestión integral.

Artículo 9.  Planes técnicos de gestión.

1. El Plan de ordenación de los recursos acuáticos continentales se desarrollará por 
medio de planes técnicos de gestión, que tendrán en cuenta las unidades definidas por los 
planes de ordenación, respondiendo a un modelo de gestión ecológica integral y sostenible 
del conjunto de los elementos que las integran. El objetivo de estos planes técnicos es 
garantizar la preservación, y en su caso la recuperación de los ecosistemas acuáticos 
continentales.

2. Los planes técnicos de gestión establecerán sus contenidos y actuaciones a partir del 
análisis del conjunto de los factores geográficos, físicos, hidrobiológicos y humanos que 
inciden en los ecosistemas acuáticos continentales.

3. Los planes técnicos de gestión, aprobados por la Consejería competente, previo 
informe del Consejo de los Ecosistemas Acuáticos y de la Pesca en Aguas Continentales del 
Principado de Asturias, contendrá, al menos, un inventario de las poblaciones de fauna y 
flora acuáticas, datos relativos a su distribución, poblaciones, así como, en el caso de 
especies aprovechables, el volumen de las extracciones que podrán realizarse en el seno de 
las mismas, sin afectar a la preservación de estos ecosistemas, estableciendo igualmente 
los criterios de uso deportivo y social de los ecosistemas acuáticos continentales.

4. Los planes técnicos de gestión podrán establecer zonas de regeneración al objeto de 
su protección y la de su fauna que serán vedadas y en las que estará prohibida la pesca. 
Asimismo, establecerán zonas de reserva genética para mantener intacto el potencial 
biológico de las especies que las pueblan y la preservación de la biodiversidad.
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CAPÍTULO II

Protección de los ecosistemas acuáticos continentales

Artículo 10.  Calidad de las aguas.

1. No se podrá modificar, sin la correspondiente autorización previa, la condición natural 
de las aguas por cualquier actividad humana que suponga la introducción directa o indirecta 
en ellas de sustancias, vibraciones, calor u otras formas de energía que puedan tener 
efectos perjudiciales para el medio acuático continental y sus poblaciones, o que puedan 
causar daño a los bienes materiales o deteriorar o perjudicar el disfrute u otros usos 
legítimos de las aguas continentales.

2. A fin de armonizar los intereses acuáticos con los de los concesionarios de 
aprovechamientos hidráulicos, industrial y explotaciones de interés público, los dueños y 
concesionarios tomarán las disposiciones que establezca la Administración del Principado de 
Asturias para conseguir que los vertidos no sobrepasen los parámetros establecidos por la 
Unión Europea para los ríos con salmónidos, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación 
medioambiental.

3. La Consejería competente en materia de aguas continentales realizará inspecciones 
de cualquier obra o vertido que pueda alterar las condiciones biológicas, físicas o químicas 
de las aguas, así como la toma de datos, muestras o residuos que considere necesarios 
para determinar el grado de contaminación. En cumplimiento de su función, el personal 
funcionario de la Administración del Principado de Asturias podrá visitar las instalaciones y 
lugares de aprovechamiento de aguas y vertidos, debiendo los titulares o responsables de 
los mismos proporcionar la información que se les solicite.

Artículo 11.  Caudales.

1. De acuerdo con las previsiones de los Planes Hidrológicos de Cuenca, y a fin de 
asegurar el mantenimiento del ecosistema acuático continental, en la forma en que 
reglamentariamente se establezca, se fijará mediante los estudios hidrobiológicos 
necesarios, el caudal ecológico, como régimen de módulos mensuales de caudal que 
respete un patrón similar al régimen natural y que garantice procesos biológicos básicos 
como las migraciones, desplazamientos, la freza, la incubación y el alevinaje de las especies 
silvestres. El caudal así fijado será informado al Organismo de Cuenca y deberá ser 
respetado por los titulares o concesionarios de aprovechamientos hidráulicos.

2. Sin perjuicio de las competencias del Organismo de Cuenca, cuando los titulares o 
concesionarios de aprovechamientos hidráulicos necesiten modificar notablemente el 
volumen de agua de embalses, canales, cauces de derivación, así como la circulante sobre 
el lecho de los ríos, deberán solicitar la autorización correspondiente a la Dirección General 
competente en materia de aguas continentales. Dicha solicitud será sometida a una 
evaluación de su impacto ambiental cuando se trate de embalses o lechos de ríos.

Artículo 12.  Escalas, pasos y rejillas.

1. Los titulares o concesionarios de aprovechamientos hidráulicos, en las condiciones 
que se establezcan reglamentariamente, están obligados a dotar a sus instalaciones de 
escalas y pasos que garanticen la migración ascendente y descendente de las especies.

2. Los titulares o concesionarios de aprovechamientos hidráulicos quedan obligados a 
colocar y mantener en buen estado de funcionamiento compuertas de rejilla a la entrada de 
los cauces o canales de derivación y a la salida de los mismos, con la finalidad de impedir el 
paso de los peces a los cursos de derivación.

3. La Consejería competente en materia de aguas continentales promoverá, por vía 
convencional, la instalación de los dispositivos referidos en los dos apartados anteriores de 
este artículo cuando su aprovechamiento esté amparado por un título anterior a la entrada 
en vigor de esta Ley.
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Artículo 13.  Obras y aprovechamientos.

De acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca y sin perjuicio, en su caso, de 
las competencias del organismo de cuenca, será necesaria autorización de la Consejería 
competente en materia de aguas continentales para:

a) Desviar el curso de los ríos, así como alterar las márgenes y lechos de los cursos 
fluviales y masas de agua continentales.

b) Encauzar, dragar, modificar y ocupar los cauces y lechos de las aguas continentales.
c) Extraer áridos y grava en los lechos de los cursos y masas de agua.
d) Aprovechar, utilizar o eliminar la vegetación de cauces, riberas y la que se encuentre 

en las márgenes hasta una distancia de cinco metros medida desde el cauce. A los efectos 
de esta Ley, se entiende por cauce natural de una corriente continua o discontinua el terreno 
cubierto por las aguas en las máximas crecidas ordinarias.

e) Navegar y practicar otras actividades deportivas y recreativas.

Artículo 14.  Recuperación.

1. Las medidas de recuperación tanto de los elementos físicos como biológicos de los 
ecosistemas acuáticos continentales que adopte la Administración del Principado de Asturias 
se establecerán en un plan técnico de gestión incluido en el Plan de ordenación de los 
recursos acuáticos previsto en el artículo 9.1 de esta Ley.

2. La aprobación de un plan de recuperación implicará, a efectos expropiatorios, la 
declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación de los bienes y derechos 
afectados por el proyecto.

3. Lo dispuesto en los dos números anteriores se entiende sin perjuicio de la obligación 
de reponer establecida en esta Ley.

TÍTULO III

Conservación y fomento de la fauna y flora de los ecosistemas acuáticos 
continentales

CAPÍTULO I

Medidas de carácter biológico

Artículo 15.  Medidas de conservación y recuperación.

1. A través de los correspondientes estudios, en cada cuenca fluvial se establecerán las 
especies de fauna y flora que la integran y las condiciones necesarias para su adecuada 
conservación y en su caso recuperación.

2. La Consejería competente establecerá las medidas necesarias para la conservación y 
recuperación de los ecosistemas acuáticos continentales, que serán obligatorias en los 
planes técnicos de gestión. Se definirán mecanismos de control con parámetros biológicos y 
químicos de la calidad ambiental de los ecosistemas acuáticos continentales, tanto en lo que 
afecte a la flora como a la fauna acuática, mamíferos y aves de los mismos.

3. La Consejería competente establecerá programas específicos de recuperación de la 
fauna y flora en el marco de la planificación general.

Artículo 16.  Especies objeto de pesca.

Las especies objeto de pesca se dividen en:

a) Tipo I, que son las que figuran en el anexo segundo de esta Ley.
b) Tipo II, que son aquellas especies que no figuran en dicho anexo ni aparecen 

mencionadas tanto en el Catálogo regional de especies amenazadas de la fauna vertebrada 
del Principado de Asturias como en el Catálogo nacional de especies amenazadas.
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Artículo 17.  Capturas de ejemplares de especies catalogadas y de objeto de pesca tipo II.

1. Cuando se capturen ejemplares de especies que figuren en cualquiera de los 
catálogos mencionados en el artículo anterior, se devolverán inmediatamente a las aguas de 
procedencia.

2. Las capturas de ejemplares de especies objeto de pesca tipo II serán entregadas al 
personal de vigilancia e inspección. Reglamentariamente se dispondrá el destino de estas 
capturas.

Artículo 18.  Tamaños, épocas y período de pesca.

1. Los tamaños de los ejemplares pertenecientes a las especies del tipo I, así como la 
forma de medirlos se establecerán reglamentariamente. Serán inmediatamente devueltos a 
las aguas de su procedencia los ejemplares que no alcancen o superen el tamaño permitido.

2. Las épocas de pesca serán las que para cada especie se señalen en la normativa 
anual de pesca. En todo caso, está prohibida la pesca de salmónidos en épocas de 
reproducción.

3. Solamente se podrá pescar en el período comprendido desde una hora antes de la 
salida del sol hasta una hora después de su puesta.

Artículo 19.  Normativa anual de pesca.

1. Mediante resolución del titular de la Consejería competente en la materia, oído el 
Consejo de los Ecosistemas Acuáticos y de la Pesca en Aguas Continentales del Principado 
de Asturias, se aprobará anualmente la normativa reguladora de la pesca en aguas 
continentales.

2. Dicha normativa establecerá las épocas de pesca, los días hábiles, los horarios de 
pesca y los cupos; fijará el régimen de aprovechamiento en las zonas de régimen especial, 
así como en las zonas libres y, excepcionalmente, dispondrá otras limitaciones al ejercicio de 
la pesca, además de las establecidas en esta Ley, cuando las circunstancias hidrobiológicas 
de los ríos y masas de aguas continentales así lo aconsejen.

3. La resolución sobre normativa anual de pesca en aguas continentales será dictada 
antes del uno de noviembre del año anterior.

CAPÍTULO II

Comercialización, tenencia y transporte

Artículo 20.  Comercialización.

Se prohíbe la comercialización de cualquier especie piscícola, con excepción de los 
ejemplares procedentes de los centros de acuicultura debidamente autorizados.

Artículo 21.  Tenencia y transporte.

1. Para la tenencia y transporte del salmón u otras especies que se determinen 
reglamentariamente capturadas en las aguas continentales, es necesario que los ejemplares 
vayan provistos de la documentación que acredite su procedencia legal.

2. Salvo cuando procedan de centros ictiogénicos o de acuicultura, quedan prohibidos la 
tenencia y transporte de ejemplares que no alcancen el tamaño mínimo.

3. Se prohíbe vender, comprar y transportar huevos vivos y ejemplares juveniles de 
fauna acuática, que no provengan de explotaciones industriales o centros ictiogénicos 
autorizados, excepto cuando, por motivos de preservación de las poblaciones silvestres, se 
autorice por el titular de la Dirección General competente en materia de aguas continentales.
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CAPÍTULO III

Medidas por razón del lugar

Artículo 22.  Distancia entre pescadores.

1. Con el fin de no entorpecer los lances de pesca, reglamentariamente se establecerán 
las distancias mínimas entre pescadores para cada tipo de arte y situación en las aguas 
continentales de que se trate. De común acuerdo entre los pescadores interesados, estas 
distancias pueden reducirse.

2. Si un pescador hubiera trabado un pez que por su tamaño o resistencia dificulte su 
extracción, podrá exigir a los que estén situados en sus inmediaciones la retirada de sus 
aparejos hasta que el ejemplar sea extraído o se libere.

Artículo 23.  Canales de derivación.

Queda prohibida la pesca en canales de derivación.

Artículo 24.  Presas y escalas.

No se puede pescar a una distancia menor de 50 metros, aguas arriba y aguas abajo, de 
los diques o presas, así como en los pasos y escalas. No obstante, se podrá pescar en 
aquellas presas, azudes, barreras, empalizadas que puedan ser fácilmente remontados por 
los salmónidos sin ayuda de escala.

Artículo 25.  Pesca de salmónidos en aguas interiores.

Está prohibida la pesca de salmónidos más allá del límite del río en su confluencia con la 
mar, así como en las aguas interiores.

CAPÍTULO IV

Métodos, instrumentos y artes

Artículo 26.  Métodos, instrumentos y artes permitidos.

1. La pesca sólo se podrá practicar con caña o anzuelo, permitiéndose el uso de la 
sacadera y el lazo únicamente para extraer los peces que hayan mordido el anzuelo o 
señuelo. Sólo se podrán utilizar dos cañas, siempre que se encuentren al alcance de la 
mano.

2. Para la pesca de cangrejos únicamente se podrán utilizar reteles o lamparillas; para la 
de piscardo con destino a cebo, la tradicional piscardera y, para la anguila, la merucada o 
conjunto de gusanos que, enfilados, se utilizan como cebo para la pesca.

Dicha utilización estará sometida, en todos los casos, a las condiciones que se fijen 
reglamentariamente.

3. Los cebos y aparejos permitidos serán los que se señalen reglamentariamente. A los 
efectos de esta Ley, se entiende por aparejo el conjunto formado por la línea con sus 
anzuelos e instrumentos accesorios tales como plomos o esmerillones.

4. Para la localización, visualización y seguimiento de los peces solamente se podrán 
utilizar las gafas polarizadas o aquellos otros artilugios o métodos similares que se autoricen 
reglamentariamente. En ningún caso se autorizarán instrumentos o métodos de localización 
que operen bajo el agua.

5. Queda prohibida la utilización de cualquier método, arte o instrumento no descrito en 
los apartados anteriores.

Artículo 27.  Embarcaciones y otros aparatos de flotación.

No se permite la pesca desde dispositivos flotantes, excepto desde los de carácter 
individual tipo «pato» o desde embarcaciones autorizadas, en los lugares en que 
reglamentariamente se establezca.
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Artículo 28.  Autorizaciones especiales.

La Dirección General competente en materia de aguas continentales podrá autorizar la 
captura de cualquier especie acuática sin sujeción a lo dispuesto en este Capítulo y en los 
anteriores, y previa justificación en el expediente correspondiente:

a) Cuando se puedan derivar perjuicios para la salud y seguridad de las personas y para 
las especies amenazadas o de interés especial.

b) Para prevenir perjuicios importantes a las especies silvestres, la pesca, la calidad de 
las aguas, o los ecosistemas acuáticos continentales.

c) Cuando sea necesario por razones de investigación o educación, o cuando se precise 
para la cría en cautividad.

CAPÍTULO V

Repoblaciones y centros ictiogénicos

Sección 1.ª Repoblaciones e introducciones

Artículo 29.  Repoblaciones.

1. Sólo la Consejería competente en materia de aguas continentales podrá repoblar las 
aguas cuando los estudios hidrobiológicos así lo recomienden.

2. La repoblación sólo se realizará con peces sanos y con variedades autóctonas.
3. Queda prohibida la repoblación en las zonas de reserva genética. No se considera 

acción de repoblar el traslado de especímenes en estado de huevo, alevín o adulto, dentro 
de una misma área de reserva genética.

4. La Consejería competente propiciará la construcción de estaciones de captura, 
frezaderos artificiales, canales de alevinaje, centros ictiogénicos y demás instalaciones que 
sirvan para incrementar la riqueza de las aguas continentales en el Principado de Asturias.

Artículo 30.  Introducción de especies alóctonas.

Se prohíbe la introducción en las aguas de especies alóctonas, salvo las que realice la 
Consejería competente en materia de aguas continentales en cotos de régimen intensivo, 
previa evaluación de su impacto ambiental.

Sección 2.ª Centros ictiogénicos e ictiológicos

Artículo 31.  Concepto.

1. Centro ictiogénico es toda instalación fija o móvil, permanente o temporal, dedicada a 
la producción de huevos embrionados, alevines o ejemplares adultos destinados a la 
repoblación de las aguas o a la mejora de sus poblaciones.

2. Centro ictiológico es aquella instalación de titularidad de la Administración del 
Principado de Asturias dedicada al estudio de las poblaciones de peces, que podrá incluir 
capturaderos, contadores de peces u otros dispositivos análogos.

Artículo 32.  Autorización y registro.

1. La Consejería competente en materia de aguas continentales otorgará la autorización 
para establecer centros ictiogénicos, la cual hará referencia expresa a los caudales 
necesarios, a los sistemas de producción, a los métodos de depuración que se vayan a 
utilizar y a los demás extremos que se determinen reglamentariamente.

2. A estos efectos, dicha Consejería creará un registro donde deberán inscribirse los 
centros ictiogénicos.
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Artículo 33.  Prohibiciones.

Queda prohibido deteriorar, inutilizar o trasladar, sin autorización, los aparatos de 
incubación artificial que estén prestando servicio, así como destruir los huevos, alevines y 
peces, enturbiar las aguas en que estén sumergidos, y cultivar especies que no se hayan 
autorizado, y obstaculizar el normal funcionamiento de las estaciones ictiogénicas e 
ictiológicas, en los términos reglamentariamente previstos.

Artículo 34.  Acuicultura.

Los centros de acuicultura se rigen por lo dispuesto en la normativa específica sobre 
núcleos zoológicos, aunque su autorización queda sometida al previo informe vinculante de 
la Consejería competente en materia de aguas continentales.

TÍTULO IV

Ordenación y gestión del ejercicio de la pesca

CAPÍTULO I

Clasificación de las aguas y zonificación

Artículo 35.  Clasificación por el régimen de aprovechamiento.

Se establece la siguiente zonificación de los ríos y masas de agua en función de su 
aprovechamiento:

a) Zonas libres.
b) Zonas de régimen especial.

Artículo 36.  Zonas libres.

1. Zona libre es aquella en donde la pesca puede ejercerse con la mera posesión de la 
licencia y sin más limitaciones que las establecidas por esta Ley y las normas que la 
desarrollen.

2. La zona libre puede ser de dos tipos:

a) Zona libre en régimen tradicional, en la que se podrán emplear todos los cebos 
permitidos y capturar hasta el número máximo de ejemplares que disponga la normativa 
anual de pesca.

b) Zona libre sin muerte, en la que se podrán emplear únicamente cebos artificiales en 
las modalidades que reglamentariamente se dispongan y en la que las capturas deben ser 
devueltas a las aguas de manera inmediata y en buenas condiciones para su supervivencia. 
Esta zona deberá estar señalizada.

Artículo 37.  Zonas de régimen especial.

1. Zona de régimen especial es aquella en la que el ejercicio de la pesca se realiza de 
acuerdo con especiales medidas de protección o con arreglo a lo dispuesto en planes 
técnicos de gestión y de aprovechamiento.

Se declarará reglamentariamente.
2. La zona de régimen especial se divide en vedados, cotos de pesca y zonas de 

especial protección.

Artículo 38.  Vedados de pesca.

1. Los vedados de pesca son los cursos, tramos de cursos o masas de agua en los que, 
de manera temporal o permanente, está prohibida la pesca de todas o parte de las especies 
por razones de orden biológico, científico o educativo.

2. Los vedados estarán señalizados.
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Artículo 39.  Cotos de pesca.

1. Son aquellos cursos, tramos de cursos o masas de agua en los que la práctica de la 
pesca, realizada con finalidad exclusivamente deportiva, está regulada para aprovechar 
ordenadamente los recursos dentro de unos objetivos de gestión sostenible predeterminados 
y sometida a la obtención del correspondiente permiso.

Los cotos estarán señalizados.
2. Según su régimen de aprovechamiento, los cotos se clasifican en:

a) Intensivos: Aquellos en los que se permite la apropiación de las capturas obtenidas y 
en los que su mantenimiento requiere sueltas periódicas de ejemplares.

b) Pesca sin muerte: Aquellos en los que los ejemplares pescados deben ser devueltos a 
las aguas de manera inmediata a su captura y en buenas condiciones para su supervivencia.

c) En régimen tradicional: Aquellos en los que se permite la apropiación de las capturas 
obtenidas y cuyo aprovechamiento se realiza de conformidad con lo que dispone la 
normativa anual de pesca.

3. En las condiciones que reglamentariamente se establezcan, los Concejos podrán 
colaborar con la Consejería competente en la gestión de los cotos de pesca. En todo caso, la 
Administración del Principado de Asturias garantizará la igualdad de oportunidades en el 
acceso al recurso piscícola y la gestión integral de las aguas continentales en el ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma.

Artículo 40.  Zonas de especial protección.

1. Son zonas de especial interés para la riqueza piscícola aquellas en las que, por sus 
características naturales o ecológicas o por el potencial biológico de su fauna, se requiere 
una protección especial.

2. Estas zonas estarán señalizadas.
3. Se establecen dos categorías:

a) Refugios de pesca: Curso o tramos de cursos o masas de agua que por razones 
biológicas o ecológicas sirvan como reserva de reproductores. Su régimen siempre será de 
zona vedada.

b) Reservas genéticas: Tramos de cursos o masas de agua en los que por razones 
biológicas o ecológicas de las especies que los pueblan sea preciso asegurar y mantener su 
potencial genético, así como la preservación de la biodiversidad. Su régimen podrá ser de 
zona libre sin muerte, de coto sin muerte o de vedado.

Artículo 41.  Clasificación geográfica.

1. Independientemente de la clasificación prevista en el artículo anterior, y atendiendo a 
criterios de limitación geográfica, se establecen, al menos, las siguientes zonas:

a) Zonas salmoneras: Se declararán como zonas salmoneras los tramos de ríos que, por 
su condición de zonas de alevinaje o tránsito frecuente de salmones, deban tener una 
regulación específica de pesca.

b) Zonas de alta montaña: Comprenden los tramos altos de los ríos y ciertas zonas en 
las que, debido a las temperaturas más bajas de sus aguas, el proceso de reproducción de 
las especies piscícolas se retrasa hasta los comienzos de la primavera.

c) Zonas de desembocadura: Son los tramos bajos de los ríos con acceso directo al mar 
que se extienden desde determinado punto aguas arriba hasta la confluencia del río con la 
mar.

2. Los límites de estas zonas se fijarán por decreto.
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CAPÍTULO II

Licencias y permisos de pesca

Artículo 42.  Licencia y autorización.

1. Se entiende por licencia el documento nominal, individual e intransferible cuya 
tenencia es necesaria para practicar la pesca dentro del territorio del Principado de Asturias.

2. Corresponderá a la Consejería competente en materia de aguas continentales expedir 
la licencia a que se refiere el apartado anterior de este artículo.

3. Las clases, vigencia y procedimiento para su obtención se determinarán 
reglamentariamente.

4. Para la eficacia de la licencia, su titular deberá llevar consigo cualquier documento 
acreditativo de su identidad.

5. La tasa por la expedición de la licencia será establecida por Ley del Principado de 
Asturias.

6. No podrán obtener licencia quienes estén inhabilitados para ello por resolución firme.
7. Las embarcaciones que se utilicen para la pesca deberán obtener previa autorización, 

conforme a las condiciones que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 43.  Permiso de pesca.

1. Se entiende por permiso el documento nominal e individual expedido por la Dirección 
General competente en materia de aguas continentales que habilita para pescar en las 
zonas bajo régimen de coto. Su titular debe tenerlo consigo durante el ejercicio de la pesca.

2. La tasa por la expedición del permiso será establecida por Ley del Principado de 
Asturias.

3. Los titulares de permisos tendrán derecho a ser indemnizados en aquellos casos en 
los que, con posterioridad a la elección de cotos, se adopten limitaciones al ejercicio de la 
pesca que afecten al que ha sido elegido.

La cuantía de la citada indemnización será equivalente al importe de la tasa abonada 
para la obtención del correspondiente permiso.

4. La posesión del permiso otorga el derecho a la práctica de la pesca en zona en él 
señalada, conforme a las disposiciones de esta Ley y de las normas que la desarrollen.

5. La adjudicación de los permisos se realizará por la Dirección General competente, de 
acuerdo con la decisión del interesado cuando por turno le corresponda. El procedimiento, 
que se determinará reglamentariamente, garantizará el principio de igualdad de 
oportunidades para todos los ciudadanos y ciudadanas, mediante la adecuada publicidad de 
ofertas, fechas, plazos, y tras el oportuno sorteo público.

6. Con el fin de fomentar el turismo, anualmente se destinará un porcentaje de permisos, 
nunca superior al cinco por ciento, para su distribución entre pescadores extranjeros y 
comunitarios no españoles. El sistema de concesión de estos permisos se regulará 
reglamentariamente, así como la posibilidad de su distribución por medio de empresas de 
intermediación turística.

7. Reglamentariamente se regulará el procedimiento de obtención de permisos para los 
supuestos en que los Concejos colaboren en la gestión de los cotos con la Consejería 
competente en materia de aguas continentales.

Artículo 44.  Permisos en zonas libres.

No obstante lo dispuesto en el artículo 36 de esta Ley, cuando necesidades de 
preservación del recurso piscatorio lo justifiquen, o así lo dispongan los instrumentos de 
gestión de los espacios naturales protegidos, podrá exigirse, en tanto persistan esas 
circunstancias habilitantes, permiso para la pesca en ciertos ríos o tramos de ríos 
clasificados como zonas libres.
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TÍTULO V

Inspección y régimen sancionador

CAPÍTULO I

Inspección y vigilancia

Artículo 45.  Competencia.

1. Corresponde a la Consejería competente en materia de aguas continentales realizar 
los servicios de inspección y vigilancia necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en 
esta Ley, sin perjuicio de las competencias de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado en materia de protección del medio ambiente.

Artículo 46.  Personal de vigilancia e inspección.

1. El personal funcionario adscrito a los servicios de vigilancia e inspección ostenta la 
condición de agente de la autoridad cuando actúe en el ejercicio de sus funciones o con 
ocasión de ellas.

2. El personal de vigilancia está facultado para acceder a cualquier lugar o local en el 
que se desarrollen actividades afectadas por la legislación de pesca sin más requisitos que 
su identificación.

No obstante, cuando se trate de domicilios de personas físicas y jurídicas, será precisa la 
previa obtención de la oportuna autorización judicial.

Podrán, asimismo, realizar las pruebas, investigaciones o exámenes que resulten 
necesarios para cerciorarse de la observancia de las disposiciones de esta Ley y de las 
normas que la desarrollen.

3. Los titulares de los servicios y actividades regulados por esta Ley vendrán obligados a 
facilitar al personal de vigilancia, cuando actúe en el ejercicio de sus funciones, la inspección 
de sus vehículos, embarcaciones e instalaciones, así como el examen de guías, documentos 
de compra o cualquier otro que estén obligados a tener.

El incumplimiento de esta obligación se considerará como un obstáculo o impedimento a 
los agentes de la autoridad en las labores de inspección.

4. El personal funcionario de vigilancia de los Concejos, en los casos a que se refiere el 
artículo 39.3 de esta Ley, tendrá la consideración de colaborador del personal de vigilancia e 
inspección de la Administración del Principado de Asturias. Su ámbito de actuación se 
regulará reglamentariamente.

Artículo 47.  Contenido y notificación.

1. Cuando el personal de vigilancia e inspección aprecie algún hecho que, a su juicio, 
suponga infracción de la normativa en vigor, formulará la pertinente denuncia, que, en todo 
caso, deberá contener los datos que identifiquen a las personas o entidades que intervengan 
en el hecho, la descripción de los elementos esenciales de la actuación, tales como lugar, 
fecha y hora, así como la identificación del agente denunciante.

2. La denuncia se notificará en el acto al denunciado. Si ello no fuera posible, se harán 
constar las circunstancias que lo impidieron.

3. Los hechos constatados en las denuncias tendrán valor probatorio en los términos y 
condiciones establecidos en el artículo 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.
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CAPÍTULO II

Infracciones

Artículo 48.  Concepto.

Se consideran infracciones las acciones y omisiones que contravengan lo dispuesto en 
esta Ley.

Artículo 49.  Infracciones leves.

Tienen la consideración de infracciones leves las siguientes:

a) Pescar cuando siendo titular de una licencia no lleve consigo dicho documento o aun 
llevándolo no se esté en posesión de otro acreditativo de la identidad del pescador.

b) Pescar en un coto cuando siendo titular del correspondiente permiso no se lleve en el 
acto de la pesca dicho documento.

c) Pescar con más cañas de las permitidas o auxiliarse con útiles para la extracción 
distintos de los autorizados.

d) Pescar cangrejos empleando más reteles o lamparillas de los autorizados.
e) Pescar utilizando cebos o aparejos no permitidos.
f) Pescar, dentro de las épocas señaladas en la normativa anual, durante las horas y 

días en que esté prohibido hacerlo.
g) Capturar peces o cangrejos a mano.
h) Remover las aguas con ánimo de espantar a los peces o facilitar su captura.
i) Emplear para la pesca embarcaciones que carezcan de la correspondiente 

autorización.
j) No restituir inmediatamente a las aguas los ejemplares de las especies objeto de 

pesca tipo I de tamaño inferior o superior al reglamentario.
k) No restituir inmediatamente a las aguas los ejemplares de las especies objeto de 

pesca tipo I que no hayan sido capturados por la mordedura del cebo o señuelo.
l) No entregar al personal de inspección y vigilancia los ejemplares de las especies 

objeto de pesca tipo II.
m) El transporte de especies acuícolas de tamaño inferior o superior al legalmente 

establecido.
n) Realizar actividades o usos recreativos en las zonas de régimen especial, sin 

autorización.
ñ) Tener en la margen, ribera u orilla del río artes o instrumentos de uso no permitido 

cuando no se justifique su aplicación a menesteres distintos de la pesca.
o) Entorpecer el paso de los pescadores por la servidumbre establecida por el artículo 6 

a) del Texto Refundido de la Ley de Aguas aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2001, de 
20 de julio.

p) No guardar las distancias establecidas entre pescadores o artes durante la práctica de 
la actividad piscatoria.

q) En las zonas libres, dejar transcurrir más de media hora sin ceder su puesto o pozo a 
un pescador de salmón que lo hubiese requerido, excepto si en el transcurso de dicho plazo 
se hubiese trabado un ejemplar.

r) Los demás incumplimientos de las disposiciones de los Títulos II y III de esta Ley que 
no estén considerados como infracciones graves o muy graves.

Artículo 50.  Infracciones graves.

Tienen la consideración de infracciones graves las siguientes:

a) Pescar careciendo de licencia en vigor o solicitarla cuando medie inhabilitación para 
obtenerla o haya sido retirada por resolución firme.

b) Pescar en zona bajo régimen de coto sin ser titular del permiso reglamentario.
c) Pescar donde esté prohibido hacerlo.
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d) Pescar utilizando métodos, instrumentos o artes distintos de los señalados como 
permitidos por el artículo 26 de esta Ley, salvo que se trate de cebos o aparejos no 
permitidos.

e) Pescar cuando medie resolución firme de inhabilitación para el ejercicio de la pesca.
f) Pescar fuera de las épocas señaladas en la normativa anual.
g) Superar el número máximo de capturas permitidas.
h) No restituir inmediatamente a las aguas las capturas de ejemplares de las especies 

objeto de pesca tipo I procedentes de las zonas libres sin muerte o de los cotos sin muerte.
i) Cebar las aguas.
j) Repoblar las aguas continentales o introducir en ellas huevos o ejemplares de 

especies autóctonas.
k) La realización de las actividades descritas en las letras a), b), c) y d) del artículo 13 de 

esta Ley, sin autorización o con incumplimiento de las medidas establecidas para la 
protección del ecosistema acuático.

l) Modificar, sin autorización del órgano competente, la condición natural de las aguas en 
los términos descritos en el artículo 10 de esta Ley.

m) Realizar obras o instalaciones en las presas que supongan una mayor captación de 
agua, cuando no medie autorización del órgano competente para ello.

n) Entorpecer el funcionamiento de escalas o pasos de peces.
o) No mantener en buen estado de funcionamiento las compuertas de rejilla a la entrada 

o salida de los cauces o canales de derivación, o la ausencia de dichas rejillas.
p) La tenencia, transporte y almacenamiento de ejemplares de las especies a que se 

refiere el artículo 21.1 de esta Ley sin la documentación que acredite su origen o destino.
q) La comercialización de ejemplares de especies piscícolas, salvo cuando procedan de 

centros de acuicultura en los términos establecidos en el artículo 20 de esta Ley.
r) Causar daño a los centros ictiogénicos o ictiológicos, aparatos de incubación artificial u 

otros análogos, cuando estén destinados a la fauna autóctona.
s) Destruir, dañar, derribar o cambiar de lugar los carteles indicadores colocados en los 

ríos y masas de agua por el órgano competente en materia de pesca fluvial.
t) Negarse a mostrar el contenido de los cestos, morrales, prendas o recipientes, así 

como los aparejos empleados para la pesca, cuando medie requerimiento por parte de 
agentes de la autoridad.

u) Obstaculizar la labor inspectora de los agentes de la autoridad, cuando actúen en el 
ejercicio de sus funciones, en embarcaciones, vehículos, molinos, fábricas, lonjas, locales, 
obras e instalaciones a que se refiere el artículo 46.3 de esta Ley y demás dependencias 
que no constituyan domicilio.

Artículo 51.  Infracciones muy graves.

Tienen la consideración de muy graves las siguientes:

a) La captura de especies de la fauna piscícola haciendo uso de energía eléctrica, 
productos tóxicos o desoxigenantes, naturales o artificiales, y explosivos o sustancias que al 
contacto con el agua hagan explosión.

b) La construcción de escalas o pasos de peces o el mantenimiento de su 
funcionamiento sin ajustarse a las condiciones establecidas.

c) No respetar el caudal mínimo ecológico, salvo autorización del órgano competente 
para ello.

d) Modificar notablemente el volumen de agua de los embalses, canales, cauces de 
derivación, así como la circulante por el lecho de los ríos sin la autorización correspondiente 
o con incumplimiento de las condiciones fijadas para ello.

e) Impedir a los agentes de la autoridad, cuando actúen en el ejercicio de sus funciones, 
la inspección de embarcaciones, vehículos, molinos, fábricas, lonjas, obras e instalaciones a 
que se refiere el artículo 46.3 de esta Ley y demás dependencias que no constituyan 
domicilio.

f) Instalar o trasladar, sin previa autorización del órgano competente, estaciones de 
captura, aparatos de incubación artificial, capturaderos u otros análogos.
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g) Repoblar las aguas continentales o introducir en ellas huevos o ejemplares de 
especies no autóctonas.

h) No restituir inmediatamente a las aguas los ejemplares de especies catalogadas como 
amenazadas.

Artículo 52.  Delitos y faltas.

Cuando las infracciones tipificadas en esta Ley pudieran ser constitutivas de delito o 
falta, la Administración lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal.

CAPÍTULO III

Potestad sancionadora, sanciones y procedimiento sancionador

Artículo 53.  Potestad sancionadora.

La competencia para resolver los procedimientos sancionadores corresponde:

a) En el caso de faltas leves, al titular de la Dirección General competente por razón de 
la materia.

b) En el caso de faltas graves y en las muy graves cuya sanción alcance 150.000 euros, 
a quien ostente la titularidad de la Consejería competente por razón de la materia.

c) En los casos de faltas muy graves sancionadas con 150.001 o más euros, al Consejo 
de Gobierno.

Artículo 54.  Sanciones.

Las infracciones a que se refieren los artículos anteriores darán lugar a la imposición de 
las siguientes sanciones:

a) Las infracciones leves serán sancionadas con multa de 60 a 600 euros.
b) Las infracciones graves serán sancionadas con multa de 601 a 6.000 euros y retirada 

e inhabilitación para obtener la licencia de pesca por un plazo de un año. Cuando alguna de 
estas infracciones haya sido cometida con ocasión del ejercicio de actividades industriales o 
de comercialización de especies piscícolas, se podrá suspender su ejercicio por igual lapso 
temporal.

c) Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa de 6.001 euros a 300.000 
euros y retirada e inhabilitación para obtener la licencia de pesca de un año y un día a cinco 
años. Cuando alguna de estas infracciones haya sido cometida con ocasión del ejercicio de 
actividades industriales o de comercialización de especies piscícolas, se podrá suspender su 
ejercicio por igual lapso temporal.

Artículo 55.  Proporcionalidad.

1. La fijación del importe de la multa y el alcance de las sanciones previstas en esta Ley 
se realizarán atendiendo a la incidencia de la infracción en el cauce del río, en las 
poblaciones piscícolas y en la calidad de las aguas; a las circunstancias del responsable, su 
intencionalidad, grado de participación, si ha actuado en grupo, beneficio obtenido y a la 
concurrencia de reincidencia. Existe reincidencia cuando en el término de un año se 
cometen dos o más infracciones de la misma naturaleza y calificación, siendo así declarado 
por resolución firme.

En todo caso, la sanción será impuesta en su mitad superior en los siguientes casos:

a) En el 49 j) de esta Ley, cuando se trate de pintos o esguines.
b) En los del 50 k) y l) de esta Ley, cuando se afecte a zonas de régimen especial y
c) En el del 51 h) de esta Ley, cuando se trate de especies catalogadas como de en 

peligro de extinción.

2. Si un solo hecho constituye dos o más infracciones administrativas, se impondrá la 
sanción correspondiente a la de mayor gravedad, graduándola conforme a las circunstancias 
previstas en el apartado anterior de este artículo.
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Artículo 56.  Responsabilidad solidaria.

Existe responsabilidad solidaria cuando siendo varios los causantes de un daño no sea 
posible determinar el grado de participación de cada uno de ellos.

Artículo 57.  Responsabilidad de padres o tutores y empresarios.

1. Las responsabilidades a que haya lugar por daños causados por menores serán 
exigibles a los padres o tutores o a quienes estén encargados de su custodia.

2. Los empresarios o empleadores responderán por los daños causados por sus 
empleados.

Artículo 58.  Prescripción.

1. Las infracciones a lo dispuesto en esta Ley prescribirán: Las leves, a los seis meses; 
las graves, a los dos años, y las muy graves, a los tres años.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que 
la infracción se hubiera cometido, interrumpiéndolo la iniciación del procedimiento 
sancionador con conocimiento del interesado. Se reanudará el cómputo del plazo si el 
expediente sancionador estuviera paralizado más de un mes por causa no imputable al 
presunto responsable.

3. Las sanciones prescribirán: Las leves, al año; las graves, a los dos años, y las muy 
graves, a los tres años.

4. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción, 
interrumpiendo la prescripción la iniciación con conocimiento del interesado del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquel estuviera paralizado 
durante más de un mes por causa no imputable al infractor.

Artículo 59.  Obligación de reponer.

Sin perjuicio de la sanción penal o administrativa que se imponga, los infractores estarán 
obligados a la reposición de las cosas al ser y estado anteriores a la infracción cometida y a 
indemnizar por los daños y perjuicios causados, y todo ello en la forma y condiciones que fije 
la Consejería competente en materia de pesca en aguas continentales, mediante la 
resolución correspondiente, la cual podrá obligar a la demolición de las obras e instalaciones 
cuando no sean legalizables y a la realización de cuantos trabajos sean necesarios para 
alcanzar la finalidad aquí prevista.

Artículo 60.  Multas coercitivas y ejecución subsidiaria.

1. Si los infractores no procedieran a la reposición o recuperación en los términos 
establecidos por la resolución correspondiente, el órgano sancionador podrá acordar la 
imposición de multas coercitivas con arreglo a lo prevenido en el artículo 99 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. La cuantía de cada una de las multas no superará un 
tercio de la multa fijada.

2. Asimismo, en estos casos, podrá procederse a la ejecución subsidiaria por cuenta del 
infractor y a su costa.

Artículo 61.  Publicidad de las sanciones.

El órgano sancionador podrá hacer públicas las sanciones en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias y en los medios de comunicación social, indicando la infracción 
cometida, y, en su caso, las iniciales del infractor, una vez que dichas sanciones sean firmes, 
y con sujeción a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección 
de datos de carácter personal.
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Artículo 62.  Procedimiento sancionador.

1. La iniciación del procedimiento sancionador corresponde a quien ostente la titularidad 
de la Dirección General competente por razón de la materia, que asimismo designará al 
instructor y, en su caso, al secretario.

2. El procedimiento sancionador será suspendido cuando se tenga conocimiento de que 
se sigue una causa penal con identidad de sujeto, hecho y fundamento.

Artículo 63.  Medidas cautelares.

1. En cualquier momento, el órgano competente para resolver podrá disponer la 
adopción de las medidas cautelares que estime necesarias a fin de asegurar la eficacia de la 
resolución final que pueda recaer.

2. Por razones de urgencia inaplazable, dichas medidas podrán ser también dispuestas 
por el órgano competente para iniciar el procedimiento.

CAPÍTULO IV

Ocupación de piezas y decomisos

Artículo 64.  Ocupación de piezas.

1. En el momento de formular la denuncia, el agente denunciante procederá a la 
ocupación de la pesca, y si esta tuviera posibilidades de sobrevivir la restituirá 
inmediatamente al río o masa de agua.

2. En caso contrario, mediante recibo, la pesca será entregada a centros asistenciales y, 
en su defecto, al Ayuntamiento o entidad local correspondiente.

Artículo 65.  Decomiso.

1. El agente denunciante, al momento de formular la denuncia y mediante la extensión 
del oportuno recibo, decomisará los aparejos, artes, útiles, instrumentos, sustancias y 
embarcaciones utilizados por el denunciado.

2. Si los hechos fueran calificados como infracción leve en el pliego de cargos, el 
instructor formulará inmediatamente al órgano sancionador propuesta de devolución del 
comiso.

3. Cuando los métodos, artes o instrumentos utilizados no fueran de uso permitido se 
procederá a su destrucción, salvo que por sus especiales características pudieran servir a 
fines educativos o culturales; si fueran de uso permitido, se devolverán al denunciado una 
vez que haya satisfecho la multa impuesta y transcurrido, en su caso, el período de 
inhabilitación.

4. Reglamentariamente se regulará el procedimiento para la subasta de los bienes 
decomisados cuando habiendo sido el interesado notificado de la pertinencia de su 
devolución no haya procedido a su retirada.

Disposición adicional primera.  
El Consejo de Gobierno elaborará el Plan de ordenación de los recursos acuáticos 

continentales y lo remitirá a la Junta General del Principado para su tramitación como plan 
de acuerdo con lo previsto en el Reglamento de la Cámara.

Disposición adicional segunda.  
La Dirección General competente podrá delimitar temporalmente tramos limitados de río 

o masas de agua para la celebración de campeonatos, concursos, enseñanza de la práctica 
piscatoria u otras actividades análogas, dentro de los criterios del plan técnico de gestión 
correspondiente, garantizando, en todo caso, que el disfrute y el acceso a los recursos 
pesqueros de los mismos respete el principio de igualdad de oportunidades de todos los 
ciudadanos y ciudadanas. Las condiciones de usos y disfrute de dichos tramos se regularán 
por reglamento.
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Disposición adicional tercera.  
El Consejo de los Ecosistemas Acuáticos y de la Pesca en Aguas Continentales del 

Principado de Asturias se regulará reglamentariamente antes del comienzo de la segunda 
temporada de pesca que suceda a la entrada en vigor de esta Ley. En tanto no se desarrolle 
lo previsto en el artículo 6 de esta Ley, el Consejo Regional de la Pesca Fluvial seguirá 
funcionando de acuerdo con lo previsto en el Decreto 100/89, de 6 de octubre, pero bajo la 
denominación de Consejo de los Ecosistemas Acuáticos y de la Pesca en Aguas 
Continentales del Principado de Asturias.

Disposición adicional cuarta.  
Se faculta al Consejo de Gobierno para adoptar los actos y disposiciones necesarios 

para validar la licencia y permisos de otras Comunidades Autónomas a efectos de la práctica 
de la pesca en los ríos limítrofes con esas otras Comunidades.

Disposición adicional quinta.  
Las asociaciones a que se refieren el artículo 6 para poder optar a formar parte del 

Consejo de los Ecosistemas Acuáticos y de la Pesca en Aguas Continentales del Principado 
de Asturias deberán estar inscritas en un Registro cuyo contenido y condiciones de acceso 
se establecerán reglamentariamente. En todo caso, será requisito de acceso que entre sus 
fines se encuentre la conservación de los ecosistemas acuáticos continentales o la práctica 
de la pesca en los mismos.

Disposición adicional sexta.  
La prohibición del artículo 20 podrá no ser de aplicación en el caso del «campanu», o 

primer salmón capturado en el Principado de Asturias, y, por extensión, al primero capturado 
en cada una de las principales cuencas de la Comunidad Autónoma. Reglamentariamente se 
establecerán procedimientos con el fin de mantener su tradición.

Disposición adicional séptima.  
En los cotos, y dentro del régimen general para la obtención de los permisos, por 

razones sociales debidamente justificadas, se podrá tener derecho a tasas reducidas en la 
forma que legalmente se determine.

Disposición adicional octava.  
El Consejo de Gobierno establecerá una relación de especies de la fauna y la flora, 

amenazada o no, vinculadas a los ecosistemas acuáticos continentales, con el fin de 
asegurar su presencia, protección y, en su caso, recuperación, así como la pervivencia e 
integridad de sus poblaciones.

Disposición transitoria primera.  
Los permisos de pesca concedidos con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley 

conservarán su validez.

Disposición transitoria segunda.  
En tanto no se determine el caudal ecológico previsto en el artículo 11 de esta Ley, se 

entenderá por tal en las cuencas intracomunitarias y sin perjuicio de las competencias del 
Organismo de Cuenca y de lo previsto en la planificación hidrológica del Estado, el veinte por 
ciento del caudal medio anual.

Disposición transitoria tercera.  
En tanto se apruebe el Plan de ordenación de los recursos acuáticos, las disposiciones 

que se dicten en desarrollo de lo dispuesto en esta Ley y la normativa anual de pesca 
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tendrán en cuenta lo establecido en el artículo 3 y los principios dispuestos en el artículo 7, 
ambos de esta Ley.

Disposición derogatoria.  
Queda derogada la Ley del Principado de Asturias 3/1998, de 11 de diciembre, de la 

pesca fluvial, y cuantas otras disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 
establecido en la presente norma.

Disposición final primera.  
Se faculta al Consejo de Gobierno para actualizar la cuantía de las multas establecidas 

en la presente Ley, de acuerdo con la evolución del índice de precios al consumo.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el 1 de octubre de 2002.

ANEXO PRIMERO
A los efectos de lo dispuesto en el artículo 1.3 de la presente Ley, se señalan los 

siguientes límites de ríos:

a) Con carácter general, el límite del río será la desembocadura en el mar, 
entendiéndose por tal la zona hasta donde se manifiesta claramente en las mareas 
ordinarias medias la influencia de las aguas salinas.

b) No obstante, para los ríos que a continuación se señalan, dicho límite será el que para 
cada caso se especifica:

Río Eo: Puente del ferrocarril, en Vegadeo.
Río Porcía: Línea de la playa.
Río Navia: Confluencia del río Anleo con el Navia.
Río Negro: Puente del Beso.
Río Esva: Intersección con la playa de Cueva.
Río Nalón: Extremo del islote de Arcubín, aguas abajo.
Río Sella: Puente del ferrocarril de San Román.
Río Bedón: Línea de la playa.
Río Purón: Línea de la playa.
Río Deva: Puente de la antigua carretera nacional 634, en Unquera-Bustio.

En estos casos, lo dispuesto en la presente Ley se aplicará sin perjuicio de las 
competencias estatales en materia de dominio público marítimo-terrestre.

ANEXO SEGUNDO
Lista de especies objeto de pesca tipo I (artículo 16):

Anguila (Anguilla anguilla).
Salmón atlántico (Salmo salar).
Trucha común y reo (Salmo trutta).
Trucha arco-iris (Oncorrhynchus mikis).
Carpa (Cyprinus carpio).
Carpín (Carassius auratus).
Boga de río (Chondrostoma polylepsis).
Sábalo y alosa (Alosa sp.).
Lubina (Dicentrarchus labrax).
Lisas (Chelon labrosus y Liza spp.).
Múgil (Mugil cephalus).
Platija o solla (Platichtys clarkii).
Cangrejo rojo (Procambarus clarkii).
Piscardo (Phoxinus phoxinus).
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Cacho o bordallo (Leuciscus sp.).
Gobio (Gobio gobio).
Salvelino (Salvelinus fontinalis).

Esta lista podrá ser modificada por el Consejo de Gobierno cuando alguna de las 
especies en ella mencionada sea declarada como amenazada o de interés especial, así 
como cuando sea necesario para dar cumplimiento a normativa estatal, europea o 
internacional.
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§ 78

Ley 13/2002, de 23 de diciembre, de tenencia, protección y derechos 
de los animales

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 301, de 31 de diciembre de 2002

«BOE» núm. 28, de 1 de febrero de 2003
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2003-2102

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta general del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de tenencia, 
protección y derechos de los animales.

PREÁMBULO

La presente Ley es consecuencia de la voluntad política de abordar el problema de la 
inexistencia de una legislación con una perspectiva general y actualizada sobre la protección 
de los animales domésticos, salvajes domesticados y salvajes en cautividad.

El Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, aprobado por Ley Orgánica 7/1981, 
de 30 de diciembre, establece como competencia exclusiva del Principado en su artículo 
10.1.10 la agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.

La normativa vigente, ya anticuada y parcial, se encuentra dispersa, no permitiendo 
llevar a cabo una tarea de protección y defensa efectiva de la seguridad humana frente a los 
animales, siendo necesario, al mismo tiempo, establecer las normas y los medios que 
permitan mantener y salvaguardar los animales, y las condiciones, en los casos permitidos, 
de la tenencia, venta, tráfico y el mantenimiento de animales en cautividad a fin de que se 
produzcan con unas garantías mínimas de bienestar.

En la Declaración Universal de los Derechos del Animal, proclamada el 15 de octubre de 
1987 por la UNESCO, así como en los Convenios de Washington, Berna y Bonn, firmados 
por España, se establece el marco general de protección a las especies animales, 
requiriendo una adaptación a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias.

Asimismo, la creciente sensibilidad social por el respeto, la protección y la defensa de 
todos los seres vivos, en general, y de los animales más próximos a las personas, en 
particular, hace necesario incorporar esos principios a una normativa actualizada y en 
concordancia con estos convenios internacionales y la normativa de la Unión Europea en la 
materia.

Respondiendo a esta demanda, procede la promulgación de la presente Ley, en la que 
se pretende incorporar no sólo las medidas que garanticen una saludable relación de los 
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animales con las personas en el aspecto higiénico-sanitario, sino también una eficaz 
protección de los animales evitándoles los malos tratos, la utilización abusiva y el sufrimiento 
innecesario infligidos por las personas.

La Ley va dirigida fundamentalmente, aunque no de manera exclusiva, a la protección de 
los denominados animales de compañía, cuya mera tenencia va a comportar obligaciones 
para su propietario o poseedor. El conocimiento de éstas es el primer elemento para que 
quienes lo pretendan valoren y sopesen la decisión que entraña el ocuparse de un animal de 
compañía.

Esta Ley desarrolla, asimismo, los aspectos legislativos que en virtud de las 
competencias del Principado de Asturias en materia de agricultura y ganadería le otorga el 
Estatuto de Autonomía y de la Ley 50/1999, de 23 de diciembre, sobre el régimen jurídico de 
la tenencia de animales potencialmente peligrosos.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito.

1. La presente Ley tiene por objeto establecer las normas que regirán la tenencia y 
protección de los animales domésticos, salvajes domesticados o en cautividad dentro del 
territorio del Principado de Asturias, con independencia de que estén o no censados o 
registrados en éste, y del lugar de residencia de las personas propietarias o poseedoras.

2. La presente Ley pretende hacer efectivos los siguientes fines:

a) Alcanzar un nivel de bienestar de los animales adecuado a su condición de seres 
vivos, recogiendo derechos inherentes a esta condición.

b) Compatibilizar el adecuado trato de los animales con el disfrute por el ser humano de 
los mismos.

c) Permitir la utilización de los animales para la mejora del bienestar económico, físico y 
social del ser humano, sin que ello suponga infligir a los animales un daño o maltrato 
innecesario para alcanzar aquel objeto.

d) Evitar situaciones de riesgo y posibles daños a personas, animales o bienes por 
inadecuado manejo y control de animales potencialmente peligrosos.

e) Fomentar el conocimiento del mundo animal.
f) Sensibilizar y formar al ser humano sobre los valores y conductas que esta Ley recoge.

Artículo 2.  Exclusiones y excepciones.

1. Las especies de fauna silvestre en su medio natural y las que de acuerdo con las 
disposiciones vigentes han sido declaradas objeto de caza o pesca, estarán sometidas a la 
legislación específica sobre estas materias, aplicándose esta Ley en todo lo demás.

2. La presente Ley se aplicará sin perjuicio de lo establecido en la legislación vigente, en 
las siguientes materias:

a) La utilización de animales para la experimentación y otros fines científicos.
b) La fiesta de los toros y los encierros.
c) Las competiciones de tiro al pichón controladas por la federación y autorizadas por la 

Consejería competente en materia de ganadería.
d) Las fiestas que se hayan celebrado de forma ininterrumpida durante cien años, 

siempre que no supongan tortura, lesiones o muerte del animal.

Artículo 3.  Definiciones.

A los efectos de lo establecido en la presente Ley, se entenderán por animales, 
establecimientos y profesionales los siguientes conceptos:

1. Animales:

a) Animales domésticos: Los que pertenezcan a especies que habitualmente se críen, 
reproduzcan y convivan con las personas.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 78  Ley de tenencia, protección y derechos de los animales

– 1163 –



b) Animales de compañía: Los animales domésticos que se mantienen generalmente en 
el propio hogar, con el objeto de obtener su compañía. Los perros y los gatos, sea cual sea 
su finalidad, se considerarán a efectos de esta Ley animales de compañía.

c) Animales salvajes domesticados: Los que habiendo nacido silvestres y libres son 
acostumbrados a la vista y compañía de la persona, dependiendo definitivamente de ésta 
para su subsistencia.

d) Animales salvajes en cautividad: Los que siendo libres por su condición sean objeto 
de captura en su medio natural, manteniéndose en grado absoluto y permanente de 
dominación.

e) Animal errante: Todo animal que se mueva según su instinto fuera del control de su 
propietario o poseedor.

f) Perro errante: Todo perro que fuera de una acción de caza o guarda de un rebaño no 
se encuentre bajo el cuidado efectivo de su dueño o dueña, se encuentre fuera del alcance 
de su voz o de un instrumento sonoro que permita llamarle o que esté alejado de su 
propietario o propietaria o de la persona poseedora más de 100 metros.

g) Gato errante: Todo gato encontrado a más de 1.000 metros del domicilio de su dueño 
o dueña y que no se encuentre bajo el control directo de éstos, así como todo gato cuyo 
propietario o propietaria no sea conocido y sea recogido en la vía pública o en la propiedad 
de otro.

h) Animal abandonado: Todo animal errante que tras su captura y una vez concluido el 
plazo que establece la normativa vigente no haya sido reclamado por su dueño o dueña o 
éstos no hayan podido ser localizados.

i) Animales potencialmente peligrosos: Todos los animales de la fauna salvaje que se 
utilicen como animales domésticos o de compañía, con independencia de su agresividad, y 
que pertenezcan a especies o razas que tengan capacidad de causar la muerte o lesiones a 
las personas o a otros animales y daños a las cosas.

También tendrán la calificación de potencialmente peligrosos los animales domésticos o 
de compañía que reglamentariamente se determinen, en particular, los pertenecientes a la 
especie canina.

2. Establecimientos:

a) Establecimiento: Cualquier recinto, instalación, edificio o grupo de edificios, incluyendo 
anexos y espacios que no estén totalmente cerrados o cubiertos, así como instalaciones 
móviles donde se alojen, mantengan o críen animales.

b) Núcleo zoológico: Los que albergan colecciones zoológicas de animales indígenas o 
exóticos con fines científicos, culturales, recreativos, de reproducción, recuperación, 
adaptación o conservación de los mismos, incluyendo: Los parques, jardines zoológicos, los 
zoosafaris, las reservas zoológicas o bancos de animales, las colecciones zoológicas 
privadas y otras agrupaciones zoológicas.

c) Centro para el fomento y cuidado de animales de compañía: Los establecimientos que 
tienen por objeto la reproducción, explotación, tratamiento higiénico, alojamiento temporal o 
permanente y venta, o ambos, de animales de compañía.

d) Centro de depósito de animales: Establecimiento que tiene por objeto principal la 
recogida de perros y gatos errantes facilitándoles en el tiempo y forma que marque la 
normativa vigente alojamiento, alimentación, cuidados y los tratamientos higiénico-sanitarios 
que la normativa establezca.

e) Refugio: Establecimiento sin fines lucrativos dirigido por una fundación o asociación 
de protección de animales reconocida por la autoridad competente y que acoja o se 
encargue de los animales provenientes de un centro de depósito de animales al término de 
los plazos establecidos o bien procedan de particulares.

f) Establecimientos veterinarios: Aquéllos donde se realiza habitualmente cualquier tipo 
de tratamientos quirúrgicos, terapéuticos y la hospitalización de animales bajo la 
responsabilidad de un Veterinario.

3. Profesionales:
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Veterinario acreditado: Todo profesional que con tal titulación sea autorizado por la 
Consejería competente en materia de ganadería para desarrollar algunas de las tareas que 
se deberán realizar al amparo de esta Ley.

Artículo 4.  Registro Informático Centralizado.

1. Se crea en la Consejería competente en materia de ganadería un Registro Informático 
Centralizado, cuya organización y funcionamiento se establecerá reglamentariamente, 
debiendo estar coordinado con los censos de los Concejos y personas físicas o jurídicas 
autorizadas por aquélla.

2. El Registro tendrá, al menos, las siguientes secciones:

a) Animales identificados y sus propietarios.
b) Censo por Concejos.
c) Establecimientos relacionados con los animales objeto de esta Ley.
d) Animales potencialmente peligrosos.
e) Veterinarios acreditados.

3. Los Ayuntamientos remitirán los datos del censo de su competencia al Registro, para 
su constancia.

CAPÍTULO II

Protección de los animales

Artículo 5.  Condiciones de la tenencia de animales.

Todo animal debe ser mantenido por la persona propietaria en condiciones compatibles 
con los imperativos biológicos propios de su especie, estando obligado a proporcionarle la 
alimentación suficiente y adecuada a su normal desarrollo, asistencia veterinaria y un 
alojamiento, así como el necesario descanso y esparcimiento a sus características 
específicas.

Artículo 6.  Prohibición de malos tratos.

1. Se prohíben los malos tratos a los animales.
2. Reglamentariamente se desarrollarán las medidas apropiadas para asegurar su 

protección frente a los malos tratos o las utilizaciones abusivas y para evitarles sufrimientos 
innecesarios derivados de las manipulaciones inherentes a las diferentes técnicas de 
crianza, manejo, estancia, transporte y sacrificio de los animales objeto de esta Ley.

Artículo 7.  Requisitos de los centros, establecimientos e instalaciones de animales.

1. Los centros de depósito de animales, los refugios, los centros para el fomento y 
cuidado de animales de compañía, así como los núcleos zoológicos deberán:

a) Estar inscritos en el correspondiente Registro Municipal.
b) Estar inscritos en el Registro Informático Centralizado regulado en el artículo 4 de esta 

Ley. En el caso de centros o instalaciones de acuicultura en aguas continentales, se 
requerirá informe vinculante del órgano competente.

c) Contar con una persona responsable de la gestión del establecimiento, que figure 
inscrita como tal en el Registro de Establecimientos.

d) Cumplir la normativa en lo referente al emplazamiento, las instalaciones, las 
condiciones sanitarias y el bienestar de los animales.

e) Contar al menos con una persona que esté en contacto directo con los animales que 
posea un certificado de capacitación, expedido en la forma y con las condiciones que se 
determinen reglamentariamente.

f) Disponer de un servicio veterinario responsable acreditado por la Consejería 
competente en materia de ganadería que se encargará de las cuestiones sanitarias y de 
bienestar de los animales pertenecientes a estos centros.
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2. Las peluquerías de animales deberán cumplir los requisitos de los puntos d) y e) del 
apartado 1 de este artículo.

3. Las personas que, sin ejercer las actividades incluidas en este artículo, posean más 
de cinco animales destetados deberán cumplir la letra d) del apartado 1 de este artículo.

4. Los servicios veterinarios oficiales de la Consejería competente en materia de 
ganadería supervisarán e inspeccionarán regularmente el cumplimiento de esta Ley y sus 
Reglamentos en estos centros. Reglamentariamente se determinarán las condiciones 
sanitarias y las medidas de control.

Artículo 8.  Exposición y manifestación de animales.

La persona responsable de la organización de una exposición o de cualquier otra 
manifestación referida a los animales objeto de esta Ley deberá solicitar previamente 
autorización a la Consejería competente en materia de ganadería. El lugar y las 
instalaciones donde se celebre la manifestación cumplirán las reglas sanitarias y de 
protección y bienestar de los animales, contando, en todo caso, con el correspondiente 
control veterinario.

Artículo 9.  Cesión y venta de animales.

1. La cesión gratuita o venta de los animales objeto de esta Ley en lugares o 
instalaciones públicas sólo se podrá realizar en aquellos autorizados por la Consejería 
competente en materia de ganadería.

2. Sólo se podrán vender perros y gatos mayores de ocho semanas. No obstante, los 
perros y gatos que vayan desde el criadero al domicilio particular del comprador 
directamente podrán ser vendidos con seis semanas.

3. Toda venta de animales de compañía deberá acompañarse en el momento de la 
entrega del animal al receptor del animal de un documento informativo sobre las 
características y las necesidades del animal, que contenga asimismo consejos para su 
educación y manejo.

4. Cualquier transacción estará sujeta a la presentación de la cartilla sanitaria 
debidamente cumplimentada por un Veterinario para los animales que reglamentariamente 
se establezca.

Artículo 10.  Transporte de animales.

1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por transporte todo desplazamiento de 
animales que se efectúe con un medio de transporte desde el lugar de origen hasta el de 
destino, incluidas todas las operaciones de carga y descarga de los animales, las paradas 
intermedias con o sin descarga, las operaciones que puedan realizarse para el cuidado, 
descanso, alimentación y abrevado de los animales y los posibles trasbordos.

2. El transporte de los animales objeto de la presente Ley habrá de efectuarse de 
acuerdo con las peculiaridades propias de cada especie, cumpliéndose los requisitos de 
identificación y registro del animal, de bienestar del mismo e higiénico-sanitarios exigidos en 
la normativa específica y aquellos otros que reglamentariamente se determinen.

Durante el transporte y el estacionamiento de los animales de compañía en vehículos 
privados, el animal dispondrá de aireación y temperaturas adecuadas.

3. Asimismo, se establecerá reglamentariamente el acceso de animales de compañía a 
los medios de transporte públicos, que en todo caso estará supeditado al estado higiénico-
sanitario óptimo de los animales y a los requisitos acordados.

4. Respecto a los perros guía para deficientes visuales, así como en relación con otros 
animales de compañía que auxilien a otros deficientes psíquicos o físicos, siempre que 
vayan acompañados de quienes se valgan de ellos o de sus instructores, se estará a lo 
dispuesto en la legislación correspondiente.
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CAPÍTULO III

Obligaciones de las personas propietarias de animales de compañía para con 
las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Requisitos administrativos: identificación y censo

Artículo 11.  Cartilla sanitaria.

Los animales de compañía deberán poseer una cartilla sanitaria en los casos y con las 
características que reglamentariamente se determinen.

Artículo 12.  Identificación y censo de animales de compañía.

1. Los perros y gatos deberán ser identificados individualmente mediante la implantación 
de un microchip en las condiciones que reglamentariamente se determinen y, en todo caso, 
deberán estar identificados antes de su venta o cesión. La identificación será obligatoria 
antes de los tres meses.

2. Los perros y gatos deberán ser censados en el Concejo en que se encuentren 
habitualmente en el plazo de tres meses a contar desde la fecha de nacimiento o de quince 
días a contar desde la fecha de adquisición.

3. El traslado de perros y gatos de otras Comunidades Autónomas al ámbito territorial del 
Principado de Asturias por un período de tiempo no superior a tres meses requerirá la 
identificación del animal con el microchip reglamentario y la notificación previa al Concejo de 
destino o a la Consejería competente en materia de ganadería. Los perros y gatos que 
permanezcan en el Principado de Asturias por un tiempo superior a tres meses, deberán ser 
censados en el Concejo de residencia del animal.

4. La Consejería competente en materia de ganadería podrá determinar qué otras 
especies de animales objeto de esta Ley deben ser identificadas individualmente y 
censadas.

Sección 2.ª Medidas sanitarias

Artículo 13.  Vacunación, tratamiento sanitario y sacrificio de animales.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación autonómica en materia de sanidad 
animal, la Consejería competente en materia de ganadería podrá imponer la vacunación, 
tratamiento sanitario obligatorio y el sacrificio de los animales a que hace referencia esta Ley 
por razones de salud pública, de sanidad animal o de bienestar animal.

2. Los animales que hayan de ser sacrificados lo serán de forma rápida e indolora y por 
métodos autorizados por la Consejería competente en materia de ganadería, y siempre que 
ello sea posible en locales aptos para tal fin y bajo control y responsabilidad de un 
Veterinario.

3. Las autoridades sanitarias del Principado de Asturias podrán ordenar el internamiento 
o aislamiento de los animales, en el supuesto de que se les hubieran diagnosticado 
enfermedades transmisibles o existan indicios de ser portadores de las mismas, ya sea para 
someterlos a observación, a un tratamiento curativo, o para su sacrificio si fuese necesario.

CAPÍTULO IV

Animales abandonados y errantes

Artículo 14.  Prohibición de abandono de animales.

Se prohíbe abandonar los animales, excepto los destinados a repoblaciones autorizadas.
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Artículo 15.  Animales errantes.

1. Cuando los animales errantes se encuentren en terrenos que pertenecen a terceros, la 
persona propietaria perjudicada, su representante, las juntas de pastos o los propios 
servicios municipales, en su caso, tienen derecho a inmovilizarlos de forma no lesiva para el 
animal, debiendo denunciar ante el Ayuntamiento respectivo o ante la Consejería 
competente en materia de ganadería los hechos.

2. Si se conociera a la persona propietaria del animal errante, ésta será requerida a 
efectos de que proceda a retirar al animal, siendo a su costa los gastos ocasionados a la 
Administración por la manutención y tenencia.

3. Si los animales retenidos no son reclamados en el plazo de ocho días siguientes del 
suceso, los servicios veterinarios oficiales o acreditados podrán ordenar, tras la evaluación 
de los daños, su cesión o sacrificio.

4. Con el fin de evitar daños a las personas, ganado y riqueza cinegética, así como por 
motivos de salud pública, los perros errantes asilvestrados podrán ser abatidos cuando su 
captura no sea posible.

Artículo 16.  Perros y gatos errantes.

1. Para evitar la existencia de perros y gatos errantes, las autoridades municipales 
podrán ordenar que los animales vayan atados y que los perros usen bozal.

2. Los perros y gatos errantes deberán ser conducidos al centro de depósito de 
animales, donde se mantendrán durante los plazos y formas fijados en el artículo 18 de esta 
Ley.

3. Los titulares de terrenos de explotación agraria tienen derecho a que sean recogidos 
por un agente de la autoridad los perros y gatos errantes, en las propiedades que explotan, 
para su conducción al centro de depósito de animales.

Artículo 17.  Centros de depósito de animales.

1. Los Ayuntamientos dispondrán de un centro de depósito de animales para recoger y 
mantener los perros y gatos que se encuentren errantes o abandonados hasta el término de 
los plazos y formas fijados en el artículo 18 de esta Ley. Reglamentariamente se 
determinarán los requisitos que deben cumplir dichos depósitos.

2. El bienestar animal, la sanidad y la epidemiovigilancia en el depósito, se asegurará por 
los servicios veterinarios acreditados del establecimiento.

Reglamentariamente se definirán las obligaciones de los mismos.

Artículo 18.  Destino de los animales de los centros de depósito de animales.

1. Una vez identificados los propietarios o propietarias de los perros y de los gatos 
recogidos en el centro de depósito de animales, se procederá a la entrega de los animales al 
respectivo dueño o dueña, salvo que se trate de zona declarada oficialmente de rabia, en las 
que sólo se devolverán a sus propietarios o propietarias los animales vacunados.

2. Al final de un plazo de ocho días hábiles, si el animal no ha sido reclamado será 
considerado como abandonado y pasará a propiedad municipal, pudiéndose adoptar por la 
autoridad municipal competente alguna de las siguientes medidas:

a) En las zonas indemnes de rabia, la guarda y cuidado de los animales hasta el límite 
de plazas de acogida de la misma. Tras la inspección veterinaria se podrán ceder los 
animales a fundaciones o asociaciones de protección y defensa de animales que dispongan 
de un refugio idóneo o a particulares. Si el Veterinario constata la necesidad, se procederá al 
sacrificio del animal.

b) En las zonas oficialmente declaradas infectadas de rabia se procederá al sacrificio de 
los animales.

Artículo 19.  Control de gatos errantes que vivan en grupo.

1. La autoridad municipal, por su iniciativa o a instancia de una asociación de protección 
de los animales, en las zonas indemnes de rabia, podrá ordenar la captura de los gatos 
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errantes no identificados y sin propietario o propietaria conocido que vivan en grupo en 
lugares públicos del Concejo a fin de proceder a su esterilización y a su identificación 
conforme al artículo 12 y devolverlos al mismo lugar.

2. La identificación y censo se realizarán a nombre del Ayuntamiento respectivo, al que 
competen la vigilancia sanitaria y el control de estas poblaciones.

CAPÍTULO V

Animales potencialmente peligrosos

Artículo 20.  Vigilancia y control de animales potencialmente peligrosos.

1. Si un animal dadas sus condiciones presentara un peligro para las personas o los 
animales domésticos, el Ayuntamiento o la Consejería competente en materia de ganadería, 
de oficio o a petición de parte, pedirá a la persona propietaria o poseedora del animal que en 
el plazo que a tal fin se le conceda tome las medidas oportunas para prevenir el peligro.

2. Si la persona propietaria poseedora del animal, en el plazo que a tal fin se le conceda, 
no ejecutara las medidas indicadas, se procederá a la incautación del animal y a su traslado 
a un lugar de depósito que reúna condiciones higiénico-sanitarias y de seguridad, 
procediéndose por la Consejería competente en materia de ganadería de conformidad con el 
artículo 18 de esta Ley.

3. Si al final de ocho días hábiles el propietario o propietaria o la persona poseedora no 
hubiera aplicado las medidas propuestas, tras la inspección de los servicios veterinarios 
oficiales de la Consejería competente en materia de ganadería se procederá:

a) Para las especies sensibles a la rabia, susceptibles de transmitirla por mordedura, se 
aplicará lo dispuesto en el artículo 18 de esta Ley.

b) Para el resto de las especies la Consejería competente en materia de ganadería 
podrá proceder a la cesión gratuita o sacrificio del animal.

4. Los animales objeto de esta Ley, cuando supongan peligro para las personas o sus 
bienes, podrán ser capturados o abatidos con la urgencia que el caso requiera y bajo el 
control de la autoridad competente.

Artículo 21.  Clasificación de animales potencialmente peligrosos.

1. Los perros potencialmente peligrosos, que serán objeto de las medidas específicas 
definidas en este capítulo, se dividirán en dos categorías:

1.a Perros de ataque.
2.a Perros de guarda y defensa.

Reglamentariamente se establecerá una relación de los tipos de perros y su categoría.
2. Los servicios veterinarios oficiales de la Consejería competente en materia de 

ganadería determinarán, de oficio o a petición de parte, si determinados perros deben ser 
incluidos en una de estas dos categorías, independientemente de la raza a la que 
pertenezcan.

3. Los servicios veterinarios oficiales de la Consejería competente en materia de 
ganadería determinarán, de oficio o a petición de parte, si animales de otras especies deben 
ser clasificados como potencialmente peligrosos.

Artículo 22.  Medidas a adoptar sobre la circulación de perros potencialmente peligrosos.

1. En la vía y espacios públicos y en las zonas comunes de las comunidades de vecinos, 
los perros potencialmente peligrosos deberán estar sujetos con correa o cadena no 
extensible de menos de dos metros, usar bozal y estar vigilados por una persona mayor de 
edad, sin que puedan llevarse más de uno de estos perros por persona.

2. Se prohíbe el acceso de los perros de ataque a los transportes colectivos, a los 
lugares públicos, exceptuando las vías públicas, así como a locales abiertos al público, y su 
estancia en instalaciones colectivas de las comunidades de vecinos.
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Artículo 23.  Licencia y limitaciones de tenencia de perros potencialmente peligrosos.

1. La tenencia de perros potencialmente peligrosos requerirá la obtención de previa 
licencia administrativa otorgada por el Ayuntamiento del Concejo de residencia de la persona 
propietaria.

2. No podrán obtener la licencia a que se refiere este artículo:

a) Las personas menores de dieciocho años.
b) Las personas condenadas por delitos de homicidio o torturas, contra la libertad o 

contra la integridad moral, contra la libertad sexual y la salud pública, de asociación con 
banda armada o de narcotráfico, así como las personas que tengan sanciones por 
infracciones en materia de tenencia de animales potencialmente peligrosos.

c) Las personas que no posean un certificado de aptitud psicológica.
d) Quienes no acrediten haber formalizado un seguro de responsabilidad civil por daños 

a terceros que puedan ser causados por sus animales.

Artículo 24.  Requisitos para la obtención de la licencia de animales potencialmente 
peligrosos.

Para la obtención de licencia de tenencia de animales potencialmente peligrosos serán 
precisos los siguientes requisitos, que deberán mantenerse durante toda la vida del animal:

a) Identificación del animal y cartilla sanitaria obligatoria según la normativa vigente en 
cada momento para los diferentes animales objeto de esta Ley.

b) Vacuna antirrábica obligatoria y vigente en los animales susceptibles a la enfermedad.
c) El certificado veterinario de esterilización del animal para los perros machos y 

hembras de la 1.a categoría. Se exceptuarán de esta intervención quirúrgica los perros 
pertenecientes a personas físicas o jurídicas debidamente autorizadas por la Consejería 
competente en materia de ganadería que realicen actividades de selección y reproducción, 
así como los perros pertenecientes a las Fuerzas Armadas, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado y Cuerpos de Policía Local, a Aduanas, a servicios públicos de socorro y 
compañías privadas de seguridad autorizadas.

Artículo 25.  Importación y comercio de animales potencialmente peligrosos.

La importación, venta o transmisión por cualquier título de los animales potencialmente 
peligrosos se ajustarán a lo dispuesto en la legislación básica en la materia.

Artículo 26.  Sección Registral de «Animales Potencialmente Peligrosos».

1. La Sección de «Animales Potencialmente Peligrosos» prevista en el Registro 
Informático Centralizado regulado en el artículo 4 de esta Ley estará coordinada con los 
diversos Registros Municipales, y que podrá ser consultada por todas las Administraciones 
Públicas y autoridades competentes, así como por aquellas personas físicas o jurídicas que 
acrediten tener interés legítimo en el conocimiento de los datos obrantes en el mismo.

2. En esta Sección, en la que figurará una clasificación de animales potencialmente 
peligrosos por especies, se incluirán, al menos, los datos personales del propietario o 
propietaria, las características del animal que hagan posible su identificación y el lugar 
habitual de residencia del mismo, especificando si está destinado a convivir con los seres 
humanos o si por el contrario tiene finalidades distintas como la guarda, protección u otra 
que se indique.

Artículo 27.  Centros de cría y venta de animales peligrosos.

Los centros de cría y venta de animales peligrosos, además de necesitar las licencias 
previstas en esta Ley, y constar en los registros pertinentes, estarán sometidos a 
inspecciones periódicas, prohibiéndose la manipulación genética con objeto de favorecer el 
desarrollo de determinados rasgos y potencialidades físicas o comportamientos de 
agresividad. Asimismo se prohíbe la publicidad o promoción de tales características.
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Artículo 28.  Actos registrables y obligaciones de la persona titular de la licencia frente al 
Registro Informático Centralizado.

1. Incumbe a la persona titular de la licencia la obligación de solicitar la inscripción en el 
Registro Informatico Centralizado a que se refiere el artículo 4 de esta Ley, dentro de los 
quince días siguientes a la fecha en que haya obtenido la correspondiente licencia de la 
Administración competente.

2. Cualesquiera incidentes producidos por animales potencialmente peligrosos a lo largo 
de su vida se harán constar en la hoja registral de cada animal, que se cerrará con su 
muerte o sacrificio certificado por un Veterinario o autoridad competente. Asimismo, la 
persona titular de la licencia está obligada a comunicar al respectivo Registro Municipal la 
venta, traspaso, donación, robo, muerte, desaparición o pérdida del animal, que se hará 
constar en su correspondiente hoja registral, debiendo figurar constancia suficiente en el 
Registro Informático Centralizado. Las autoridades administrativas y las judiciales 
comunicarán a la Consejería competente en materia de ganadería, para constancia en el 
Registro, los incidentes de los que tuvieran conocimiento producidos por los animales 
potencialmente peligrosos.

3. En las hojas registrales de cada animal se hará constar igualmente el certificado de 
sanidad animal expedido por los servicios veterinarios acreditados, que con periodicidad 
anual deberán certificar la situación sanitaria del animal y la inexistencia de enfermedades o 
trastornos que lo hagan especialmente peligroso.

4. Las autoridades responsables del Registro notificarán a las autoridades 
administrativas o judiciales competentes cualquier incidencia que conste en el Registro para 
su valoración y, en su caso, adopción de medidas cautelares o preventivas.

5. El incumplimiento por el propietario o propietaria del animal de lo dispuesto en este 
artículo será objeto de la correspondiente sanción administrativa, de conformidad con lo 
dispuesto en la presente Ley.

Artículo 29.  Adiestramiento de animales potencialmente peligrosos y certificado de 
capacitación.

1. El adiestramiento de los animales a los que se refiere este capítulo sólo podrá ser 
realizado por las personas autorizadas por la Consejería competente en materia de 
ganadería, mediante la expedición del certificado de capacitación de adiestrador.

2. El certificado de capacitación será otorgado previa superación de las pruebas de 
aptitud, cursos o acreditación de experiencia que se determinen por resolución del titular de 
la Consejería competente en materia de ganadería.

3. El adiestrador o adiestradora en posesión del certificado de capacitación deberá 
comunicar trimestralmente al Registro Informático Centralizado la relación nominal de 
clientes que han hecho adiestrar a un animal potencialmente peligroso, con determinación 
de la identificación de éste, a efectos de su anotación registral en la hoja del animal, con 
indicación expresa del tipo de adiestramiento recibido.

Artículo 30.  Transporte de animales potencialmente peligrosos.

1. El transporte de animales potencialmente peligrosos habrá de efectuarse de 
conformidad en la Ley 50/1999, de 23 de diciembre, sobre régimen jurídico de la tenencia de 
animales potencialmente peligrosos.

2. El traslado de un animal potencialmente peligroso de otra Comunidad Autónoma al 
ámbito territorial del Principado de Asturias, de manera permanente o temporal, requerirá la 
notificación, previa al traslado, a la Consejería competente en materia de ganadería.

3. La permanencia de estos animales en la Comunidad Autónoma, con carácter 
permanente o por período superior a tres meses, obligará a la persona propietaria a efectuar 
la inscripción oportuna en el correspondiente Registro Municipal.
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CAPÍTULO VI

Asociaciones de protección y defensa de los animales

Artículo 31.  Asociaciones de protección y defensa.

1. De acuerdo con la presente Ley, son asociaciones de protección y defensa de los 
animales las asociaciones sin fines de lucro, legalmente constituidas, que tengan por 
finalidad la defensa y protección de los animales. Dichas asociaciones serán consideradas, a 
todos los efectos, como sociedades de utilidad pública y benéfico-docentes.

2. Las asociaciones de protección y defensa de los animales que reúnan los requisitos 
determinados reglamentariamente deberán estar inscritas en un registro creado a tal efecto y 
se les otorgará el título de Entidades Colaboradoras por la Consejería competente en 
materia de ganadería. Dicha Consejería podrá convenir con estas asociaciones la realización 
de actividades encaminadas a la protección y defensa de los animales.

3. La Administración del Principado de Asturias podrá conceder ayudas a las 
asociaciones que hayan obtenido el título de colaboradoras.

4. Las asociaciones de protección y defensa de los animales podrán instar a la 
Consejería competente en materia de ganadería y a los Concejos, en el marco de sus 
respectivas competencias, para que realicen inspecciones en aquellos casos concretos en 
que existan indicios de irregularidades.

5. Los agentes de la autoridad podrán prestar su colaboración y asistencia a las 
asociaciones de protección y defensa de los animales declaradas Entidades Colaboradoras, 
en las gestiones incluidas en sus fines estatutarios.

Artículo 32.  Otras asociaciones.

1. Igualmente podrán crearse otras asociaciones que, sin tener por finalidad específica la 
protección y defensa de los animales, tengan por objeto cualquier otro lícito relacionado con 
los mismos, y que sin tener finalidad lucrativa se hallen legalmente constituidas e inscritas en 
el correspondiente Registro de la Consejería competente en materia de ganadería.

2. A este tipo de asociaciones les será igualmente aplicable lo dispuesto en los 
apartados 3, 4 y 5 del artículo 31 de esta Ley.

CAPÍTULO VII

Vigilancia e inspección

Artículo 33.  Vigilancia e inspección.

Los Ayuntamientos y la Consejería competente en materia de ganadería llevarán a cabo 
la vigilancia e inspección de los centros para el fomento y cuidado de animales de compañía, 
así como los centros de depósito de animales, refugios y demás establecimientos definidos 
en esta Ley.

Artículo 34.  Control veterinario de los animales.

Los Veterinarios en ejercicio, las clínicas y los hospitales veterinarios archivarán las 
fichas clínicas de los animales objeto de vacunación, tratamiento o sacrificio durante al 
menos cinco años y las pondrán a disposición de la autoridad competente.

CAPÍTULO VIII

De la divulgación y educación en materia de protección animal

Artículo 35.  Divulgación.

1. La Administración autonómica adoptará las medidas necesarias que contribuyan a la 
divulgación del contenido de esta Ley, fomentando el respeto a los animales, defendiendo y 
promoviendo el mismo en la sociedad.
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2. Las asociaciones de protección y defensa de los animales declaradas colaboradoras 
serán instrumentos básicos en el desarrollo de las tareas de divulgación e información de 
esta Ley.

Artículo 36.  Asesoramiento a la Administración Local.

La Administración autonómica desarrollará las actuaciones necesarias para que las 
Administraciones locales con competencia en la ejecución de lo previsto en esta Ley 
conozcan las obligaciones y responsabilidades que ésta les encomienda, prestándoles para 
ello el asesoramiento y colaboración técnica necesaria.

Artículo 37.  Información.

1. La Administración Autonómica velará por que los distintos sectores sociales y 
profesionales a que esta Ley directamente afecta estén informados de las obligaciones que 
de esta Ley se derivan, sin que ello sea óbice para el obligado cumplimiento de la misma.

2. En particular tras la entrada en vigor de la presente Ley, la Administración Autonómica 
programará campañas divulgativas de su contenido, entre ganaderos, criadores y 
transportistas de animales de abasto, haciendo especial hincapié en la formación de 
profesionales en materia de bienestar animal, y llevará a cabo campañas informativas con la 
finalidad de evitar la proliferación incontrolada de los animales domésticos en posesión de 
las personas, así como el abandono de crías.

Artículo 38.  Educación.

1. A partir del curso escolar en que esta Ley entre en vigor y también en los cursos 
sucesivos, el Gobierno del Principado de Asturias programará campañas divulgativas del 
contenido de la presente disposición entre los escolares y habitantes del Principado de 
Asturias.

2. El Gobierno del Principado de Asturias, en los programas educativos aplicables en el 
ámbito de la Comunidad, incluirá contenidos en materia de bienestar animal, teniendo como 
objetivos el respeto a los animales y el establecimiento de una correcta relación entre 
personas y animales.

Artículo 39.  Fomento.

1. La Administración Autonómica fomentará los sistemas de producción animal que 
maximicen las condiciones de bienestar animal, la libertad de los animales, cuidados 
higiénico-sanitarios y calidad en la alimentación. Para ello, se establecerán programas de 
calidad para la cría y mantenimiento de animales bajo estas condiciones, así como para la 
comercialización de sus productos derivados.

2. En particular protegerá y fomentará la cría de razas autóctonas asturianas que 
permitan el mantenimiento de explotaciones en régimen extensivo.

3. La Administración Autonómica fomentará la formación continuada y actualizada del 
personal de la misma que desarrolle funciones relacionadas con la ejecución de esta Ley.

CAPÍTULO IX

Infracciones y sanciones

Sección 1.ª Infracciones

Artículo 40.  Clases de infracciones.

Las infracciones que pudieran cometerse contra lo dispuesto en la presente Ley se 
clasifican en muy graves, graves y leves.

Artículo 41.  Infracciones muy graves.

Son infracciones administrativas muy graves:
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a) El mal trato, la utilización abusiva y el sufrimiento innecesario ejercido a los animales 
objeto de esta Ley.

Se considerará agravante de esta infracción cuando sea cometida por personas que 
ejerzan las actividades incluidas en los artículos 7 y 29 de esta Ley.

b) Abandonar un animal potencialmente peligroso.
c) Tener animales potencialmente peligrosos sin licencia.
d) Vender o transmitir por cualquier título un animal potencialmente peligroso a quien 

carezca de licencia.
e) Adiestrar animales para potenciar su agresividad o para fines prohibidos.
f) Adiestrar animales potencialmente peligrosos por quien carezca del certificado de 

capacitación.
g) La organización o celebración de concursos, ejercicios, exhibiciones, peleas o 

espectáculos de los animales objeto de esta Ley que supongan malos tratos, utilización 
abusiva o sufrimiento innecesario.

h) Circular con perros de ataque sin bozal o sin correa.

Artículo 42.  Infracciones graves.

Son infracciones administrativas graves:

a) La apertura y funcionamiento de establecimientos que no reúnan los requisitos del 
artículo 7 de esta Ley.

b) La venta o cesión en lugares públicos no autorizados.
c) La organización de exposiciones u otras manifestaciones con animales sin 

autorización.
d) Vender perros y gatos con incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 9.1 y 2 de 

esta Ley.
e) No estar en posesión del certificado veterinario de buen estado sanitario en las 

transacciones cuando el animal padezca enfermedades o vicios ocultos.
f) Transportar los animales incumpliendo la normativa específica en materia de bienestar 

animal y sin adoptar las medidas precautorias para garantizar la seguridad de las personas, 
bienes y otros animales.

g) No poseer la cartilla sanitaria y vacunaciones obligatorias vigentes de los animales 
potencialmente peligrosos.

h) No tener identificados reglamentariamente los perros y los gatos, o las demás 
especies objeto de esta Ley a las que se refiere el artículo 12.3.

i) Incumplir los requisitos sanitarios obligatorios, siempre que ello entrañe peligro para 
otros animales o las personas.

j) Ejecutar el sacrificio de animales incumpliendo los métodos autorizados 
reglamentariamente o cuando el sacrificio de estos animales se realice sin la supervisión de 
un Veterinario responsable, suponiendo en ambos casos sufrimiento innecesario del animal.

k) Abandonar los animales objeto de esta Ley. Se considera abandono la pérdida o 
extravío de uno de estos animales que no se hubiera denunciado ante la autoridad 
competente en el plazo de cuarenta y ocho horas.

l) Dejar suelto un animal potencialmente peligroso o no haber adoptado las medidas 
necesarias para evitar su escapada o extravío.

m) Incumplir la obligación de identificar el animal potencialmente peligroso.
n) No inscribir en el Registro correspondiente un animal potencialmente peligroso.
ñ) Circular un perro de guarda o defensa en lugares públicos sin bozal o no sujeto con 

correa.
o) No esterilizar los perros de ataque en los supuestos legalmente exigidos.
p) No facilitar la información requerida por las autoridades competentes, en el 

cumplimiento de sus funciones, así como el suministro de información inexacta o de 
documentación falsa.

q) No controlar debidamente a los animales, dejándolos deambular por espacios públicos 
o privados, sin autorización.
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Artículo 43.  Infracciones leves.

Son infracciones leves:

a) No acompañar la venta de los animales objeto de esta Ley de documento informativo 
citado en el artículo 9.

b) No presentar certificado veterinario en las transacciones dispuestas en el artículo 9.
c) No controlar la aireación y la temperatura en los transportes en vehículos privados de 

perros y gatos.
d) No poseer cartilla sanitaria, ni certificado de vacunación obligatoria, para los animales 

que preceptivamente la requieran.
e) No cumplir los requisitos sanitarios obligatorios, cuando ello no entrañe peligro para 

los animales o las personas.
f) No guardar las fichas clínicas de los animales durante cinco años en los 

establecimientos veterinarios.
g) La participación a título de espectador o espectadora en espectáculos prohibidos por 

esta Ley.
h) Ejecutar el sacrificio de animales incumpliendo los métodos autorizados 

reglamentariamente o cuando el sacrificio de estos animales se realice sin la supervisión de 
un Veterinario responsable, cuando en ambos supuestos no haya sufrimiento innecesario.

Sección 2.ª Sanciones

Artículo 44.  Cuantía de la sanciones.

1. Las infracciones tipificadas en la sección anterior serán sancionadas con multas de:

a) Leves: 60,1 euros a 601,01 euros.
b) Graves: 601,02 euros a 3.005,06 euros.
c) Muy graves: 3.005,07 euros a 90.151 euros.

2. Las cuantías de las sanciones establecidas en la presente Ley podrán ser revisadas y 
actualizadas anualmente por Decreto, a propuesta de la Consejería competente en materia 
de ganadería.

3. La imposición de cualquiera de las sanciones establecidas en la presente Ley no 
excluye de la responsabilidad civil de la persona sancionada, ni de su obligación de hacer 
frente a la indemnización que pudiera resultar exigible por la valoración de los daños y 
perjuicios ocasionados por la infracción cometida.

Artículo 45.  Sanciones accesorias.

En la resolución del expediente sancionador, además de las multas a que se refiere el 
artículo 44, los órganos competentes podrán imponer las siguientes sanciones accesorias:

a) El cierre temporal o definitivo de los establecimientos regulados por esta Ley para las 
infracciones graves o muy graves. El cierre podrá llegar hasta dos años en las infracciones 
graves, y en las muy graves, de dos a cuatro años, hasta el cierre definitivo.

b) La prohibición temporal o permanente, respectivamente para las infracciones graves y 
muy graves, del ejercicio de actividades comerciales reguladas por la Ley. La prohibición 
temporal en las infracciones graves podrá llegar hasta dos años. En las muy graves, de dos 
a cuatro años, hasta la prohibición permanente.

c) En el caso de entidades no lucrativas podrá suspenderse temporalmente el ejercicio 
de las actividades con los animales objeto de esta Ley en las infracciones graves y las muy 
graves. La suspensión será de hasta dos años en las infracciones graves, y de dos años a 
cuatro años, hasta la suspensión definitiva, en caso de infracciones muy graves.

d) La prohibición de adquirir animales por un período de hasta dos años, si la infracción 
es calificada de grave, y de dos a cuatro años, hasta prohibición definitiva, si la infracción es 
muy grave.

e) La incautación de los animales objeto de la infracción, cuando fuere necesario para 
garantizar el bienestar del animal y la protección de las personas y las cosas.
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Los animales incautados se custodiarán en instalaciones habilitadas al efecto y serán 
cedidos a terceros o sacrificados de conformidad con lo establecido en esta Ley.

f) La comisión de faltas graves o muy graves de las previstas en esta Ley, en los centros 
u otros establecimientos e instalaciones, podrá comportar la inhabilitación del gestor o 
gestora o persona responsable de forma temporal o definitiva. La inhabilitación en las 
infracciones calificadas como graves podrá llegar hasta dos años. En las muy graves, de dos 
a cuatro años, hasta la inhabilitación definitiva.

Artículo 46.  Graduación de las sanciones.

1. Para la graduación de la cuantía de las multas y la determinación del tiempo de 
duración de las sanciones previstas en el artículo precedente se tendrán en cuenta las 
siguientes circunstancias:

a) La importancia del daño causado al animal.
b) La existencia de lucro ilícito y la cuantía del beneficio obtenido en la comisión de la 

infracción.
c) La trascendencia social o sanitaria y el perjuicio causado por la infracción cometida.
d) La reincidencia en la comisión de infracciones.
Existe reincidencia cuando se hubiere impuesto sanción mediante resolución firme en vía 

administrativa por comisión de una de las infracciones previstas en la presente Ley, en el 
plazo de cinco años.

e) La violencia ejercida contra animales en presencia de niños o discapacitados 
psíquicos.

2. En el supuesto de que unos mismos hechos sean constitutivos de dos o más 
infracciones administrativas, se impondrá la sanción de mayor cuantía.

Artículo 47.  Personas responsables.

Se considerará responsables de las infracciones previstas en esta Ley a quienes por 
acción u omisión hayan participado en su comisión, a la persona propietaria o poseedora de 
los animales o, en su caso, a la persona responsable de la gerencia y a la persona titular del 
establecimiento, local, centro o medio en el que se produzcan los hechos. En este último 
caso, se considerará también responsable a la persona titular de la empresa del transporte.

Artículo 48.  Prescripción.

1. Los plazos de prescripción de las infracciones son de tres años para las muy graves, 
dos años para las graves y seis meses para las leves, a contar desde la fecha de la comisión 
de la infracción.

2. Los plazos de prescripción de las sanciones son de tres años para las muy graves, 
dos años para las graves y un año para las leves, a contar desde el día siguiente en que la 
resolución sancionadora sea firme.

Sección 3.ª Procedimiento y competencia

Artículo 49.  Procedimiento sancionador.

El ejercicio de la potestad sancionadora prevista en la presente Ley requerirá la 
incoación e instrucción del correspondiente expediente administrativo, de conformidad con lo 
establecido en la presente sección y en las disposiciones legales o reglamentarias que 
regulen el procedimiento sancionador de la Administración del Principado de Asturias.

Artículo 50.  Órgano competente.

El ejercicio de la potestad sancionadora corresponderá:

a) A la persona titular de la Dirección General competente en materia de ganadería, en el 
caso de infracciones graves y leves.
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b) A la persona titular de la Consejería competente en materia de ganadería, en el caso 
de infracciones muy graves.

Artículo 51.  Medidas cautelares.

1. Iniciado el expediente sancionador, la autoridad administrativa instructora podrá 
adoptar motivadamente las siguientes medidas cautelares:

a) La retirada preventiva de los animales sobre los que existan indicios de haber sufrido 
alguna de las conductas sancionadas por la presente Ley y la custodia, tras su ingreso, en 
un centro de recogida de animales.

b) La clausura preventiva de las instalaciones, centros o establecimientos.

2. Las medidas cautelares durarán mientras persistan las causas que motivaron su 
adopción. En todo caso, la retirada de animales no podrá prolongarse mas allá de la 
resolución firme del expediente, ni la clausura preventiva podrá exceder de la mitad del plazo 
previsto en artículo 45.a) de esta Ley para las faltas graves y muy graves.

Disposición transitoria única.  
Los gatos nacidos con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley se 

identificarán en los plazos que se determinen reglamentariamente.
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§ 79

Ley 1/1992, de 2 de julio, del Servicio de Salud del Principado de 
Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 162, de 13 de julio de 1992

«BOE» núm. 211, de 2 de septiembre de 1992
Última modificación: 24 de julio de 2014

Referencia: BOE-A-1992-20655

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley 1/1992, de 2 de julio, del Servicio de 
Salud del Principado de Asturias.

PREÁMBULO

La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, con el fin de hacer efectivo el 
derecho a la protección de la salud, recogido en el artículo 43 de la Constitución, establece 
las bases de un modelo de ordenación sanitaria cuyo objetivo es la creación paulatina y 
progresiva de un Sistema Nacional de Salud, configurado por el conjunto de los Servicios de 
Salud de las Comunidades Autónomas, debidamente coordinados e integrados, en cada 
caso, por todos los Centros, servicios y establecimientos sanitarios de la propia Comunidad, 
Ayuntamientos o cualesquiera otras Administraciones territoriales intracomunitarias, bajo la 
responsabilidad de la respectiva Comunidad Autónoma, en el ejercicio de las competencias 
asumidas en sus Estatutos, y conforme a los criterios de universalización de la asistencia, 
racionalización de los recursos, concepción integral de la atención a la salud, coordinación y 
funcionamiento integrado de los servicios junto a la necesaria descentralización de la gestión 
de los mismos en áreas de salud como garantía de eficacia, sectorización de la asistencia 
sanitaria y participación comunitaria.

En el marco de este modelo sanitario, y en uso de las competencias de desarrollo 
legislativo y ejecución en materia de sanidad e higiene, contenidas en el artículo 11, 
apartado g), de la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para 
Asturias, la presente Ley tiene por objeto la creación del Servicio de Salud del Principado de 
Asturias con la finalidad de realizar las actividades sanitarias y gestionar los servicios 
sanitarios propios de la Administración del Principado de Asturias y los que le sean 
asignados en el momento en que se produzcan ampliaciones competenciales en esta 
materia y, en definitiva, con el objetivo final de proteger y mejorar el nivel de salud de la 
población, regulando, asimismo, distintos aspectos de la actividad en materia de sanidad e 
higiene cuya responsabilidad recae en las diferentes administraciones públicas.
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Es ésta la actuación prudente y previsora que permitirá, en su momento, asumir 
adecuadamente la transferencia de competencias y medios de los servicios sanitarios 
asistenciales del Instituto Nacional de la Salud, estableciendo previamente el marco legal de 
su despliegue definitivo al objeto de iniciar los sucesivos pasos de ajuste que, en un servicio 
tan delicado y que afecta de modo tan primordial a la inmensa mayoría de los asturianos, 
resulta imprescindible para evitar, ulteriormente, actuaciones bruscas y traumáticas, 
asegurando, con prudente antelación, la asimilación paulatina de sus efectivos y recursos 
con los propios de la Comunidad Autónoma, lo que redundará en una adecuada integración 
y, por tanto, en beneficio de la población asturiana objeto de estos servicios.

En definitiva, la Ley configura un nuevo modelo a implantar de modo gradual y 
progresivo con el fin de asegurar plenamente el éxito de la reforma organizativa concebida 
por la Ley General de Sanidad, evitando cualquier improvisación y partiendo de las 
competencias sectoriales que en este momento ostenta la Comunidad Autónoma hasta 
llegar, en su momento, a la integración de todos los medios de acción sanitaria, que operan 
en el ámbito territorial del Principado en un solo sistema, incardinado en el Servicio de Salud.

Desde el punto de vista organizativo, el Servicio de Salud del Principado de Asturias se 
configura de forma desconcentrada, con unos órganos centrales de dirección, gestión y 
participación y otros correspondientes a las áreas de salud concebidas como singulares 
demarcaciones territoriales adaptadas a las condiciones geográficas y de comunicaciones 
del Principado, con una dotación de recursos sanitarios de atención primaria y de atención 
especializada suficientes y adecuados para atender las necesidades de la población 
comprendida dentro de su respectivo territorio así como su régimen de funcionamiento y 
gestión, de participación ciudadana partiendo de la premisa de que son el eje fundamental 
para la organización de los servicios públicos sanitarios. A su vez, la Ley define y regula las 
zonas básicas de salud como demarcaciones geográficas y poblaciones, donde se 
desarrollan las actividades sanitarias de los Centros de Salud, concebidos como Centros 
integrales de atención primaria donde se realizan actividades orientadas a la promoción, 
prevención, curación y rehabilitación de la salud, tanto individual como colectiva.

La Ley regula, asimismo, la ordenación funcional de la atención sanitaria especializada, 
configurando un sistema sanitario mixto que, basado en el aprovechamiento de todos los 
recursos, sean públicos o privados, reconoce la especial importancia de la red hospitalaria 
del sector público de la Comunidad Autónoma, abriendo, no obstante, la posibilidad de que, 
junto a éstos, los Centros hospitalarios del sector privado pasen a integrarse en una red 
hospitalaria de utilización pública, previo concierto o convenio con el Servicio de Salud del 
Principado de Asturias, a fin de alcanzar una adecuada homogeneización de las 
prestaciones y una correcta utilización de los recursos humanos y materiales.

También determina la Ley las funciones que, en el marco de los planes y directrices 
sanitarios de la Comunidad Autónoma, corresponden a los Ayuntamientos.

Por otra parte, la Ley define el Plan de Salud como el instrumento principal de la 
planificación sanitaria en el cual se contemplarán las líneas directrices y de despliegue de las 
actividades, programas y recursos del sistema sanitario de Asturias.

Uno de los aspectos más novedosos de la presente Ley es la creación de la figura del 
Defensor de los Usuarios del Servicio de Salud del Principado de Asturias como órgano 
independiente de la Administración y de todo organismo o corporación singular, encargado 
de la defensa de los derechos de los usuarios de dichos servicios, reconocidos de forma 
expresa en la norma.

Esta figura es especialmente importante teniendo en cuenta que las actuaciones del 
sistema sanitario se producen en masa y por un gran contingente de personas,cuyo correcto 
hacer se estimula mediante el respeto a los derechos de los ciudadanos a quienes se sirve. 
El Defensor de los Usuarios, independiente de cualquier interés político, administrativo o 
corporativo, es una garantía de que ningún fin que no sea el del bien público, concretado en 
la atención adecuada y correcta al usuario en cada caso, pueda gozar de protección mayor 
en el sistema sanitario del Principado de Asturias.

Por último, habida cuenta de que la implantación del nuevo modelo deberá llevarse a 
cabo de un modo gradual y progresivo a fin de que se asegure el éxito de la reforma, la Ley 
en sus disposiciones transitorias contempla la conexión, mediante los oportunos convenios, 
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de los distintos sistemas del Servicio de Salud hasta culminar en su efectiva constitución tras 
las transferencias.

TÍTULO I

Disposiciones directivas

Artículo 1.º   Objeto.

La presente Ley tiene por objeto la creación del Servicio de Salud del Principado de 
Asturias y la regulación de las actividades en materia de sanidad e higiene que sean 
responsabilidad de la Administración del Principado de Asturias en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma, con el fin de hacer efectivo el derecho a la protección de la salud, 
reconocido en el artículo 43 de la Constitución.

Artículo 2.º   Alcance.

1. La asistencia sanitaria pública dentro del territorio del Principado de Asturias se 
extenderá a todos los residentes en cualquiera de los Concejos de Asturias.

2. El acceso a prestaciones sanitarias se realizará en condiciones de igualdad efectiva.
3. El nivel de prestaciones y servicios sanitario-asistenciales en el Principado de Asturias 

será como mínimo el fijado en cada momento para los servicios sanitarios de la Seguridad 
Social.

4. Los ciudadanos no residentes en Asturias, así como los transeúntes, tendrán derecho 
a la asistencia sanitaria en la forma y condiciones previstas en la legislación estatal y en los 
convenios nacionales o internacionales de aplicación.

Artículo 3.º   Principios informadores.

Las actuaciones y servicios sanitarios del Principado de Asturias se ajustarán a los 
siguientes principios informadores:

a) Concepción integral e integrada del sistema sanitario en el Principado de Asturias, 
haciendo especial énfasis en la orientación preventiva de los servicios y prestaciones y en la 
utilización de los métodos de la planificación sanitaria como instrumento principal para la 
asignación, distribución y organización de los recursos y actividades de los servicios de 
salud.

b) Universalización de las prestaciones sanitarias, ya sean de carácter individual o 
colectivas, para todos los ciudadanos residentes en el Principado de Asturias.

c) Descentralización y desconcentración de la gestión en aras de una mayor 
racionalización, eficacia, simplificación y eficiencia de la organización de los servicios 
sanitarios.

d) Participación comunitaria en la formulación de la política sanitaria, en el control de la 
ejecución a los distintos niveles y en el desarrollo de aquellas actividades tendentes a elevar 
el nivel de salud de la comunidad.

e) Equidad y superación de las desigualdades territoriales y socio-económicas para la 
prestación de los servicios sanitarios.

f) Territorialización y sectorización de los servicios de salud.
g) Promoción del interés individual, familiar y social por la salud mediante, entre otras, 

adecuadas estrategias de información y educación sanitarias dirigidas a la población del 
Principado de Asturias.

h) Vigilancia sanitaria del medio ambiente.
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TITULO II

Del Servicio de Salud del Principado de Asturias

Artículo 4.º   Objetivos, configuración y gestión.

1. Se crea el Servicio de Salud del Principado de Asturias, que tiene por objeto la 
realización de las actividades sanitarias y la gestión de los servicios sanitarios propios de la 
Administración del Principado de Asturias y los que le puedan ser adscritos y transferidos, 
con la finalidad de proteger y mejorar el nivel de salud de la población, en todo caso, según 
los principios informadores de las actuaciones sanitarias del Principado de Asturias.

2. El Servicio de Salud del Principado de Asturias estará configurado por los siguientes 
Centros, servicios y establecimientos de atención sanitaria:

a) Por los propios de la Administración del Principado de Asturias y los que le puedan ser 
adscritos en el futuro.

b) Por los de la Seguridad Social que sean transferidos al Principado de Asturias.

3. La gestión y administración de los Centros, servicios y establecimientos a que se 
refieren los epígrafes a) y b) del apartado anterior podrá ser realizada directamente por el 
Servicio de Salud del Principado de Asturias o mediante el establecimiento de acuerdos, 
convenios, conciertos o fórmulas de gestión integrada o compartida con Entidades públicas; 
mediante la formación de consorcios de naturaleza pública con Entidades públicas o 
privadas sin ánimo de lucro, que podrán dotarse de organismos instrumentales, si procede, y 
mediante la creación o participación en cualesquiera otras Entidades admitidas en Derecho, 
cuando así convenga a la gestión y ejecución de los servicios o las actuaciones.

4. Únicamente en casos excepcionales plenamente justificados y previa comunicación a 
la Comisión de Acción Social y Asistencial de la Junta General del Principado, la gestión y 
administración de los Centros y servicios a que se refieren los epígrafes a) y b) del apartado 
2 podrá ser realizada mediante el establecimiento de acuerdos, convenios, conciertos o 
fórmulas de gestión integrada o compartida con Entidades privadas.

Artículo 5.º   Naturaleza.

1. El Servicio de Salud del Principado de Asturias es un Ente de Derecho público dotado 
de personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus 
fines, adscrito a la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales, que se rige por los preceptos 
de la presente Ley y sus disposiciones complementarias de desarrollo.

2. En el ejercicio de sus funciones de gestión, el Servicio de Salud del Principado de 
Asturias y los organismos dotados de personalidad jurídica que de él dependan gozarán de 
la reserva de nombres y de los beneficios, exenciones y franquicias de cualquier naturaleza 
que la legislación atribuye a la Administración del Principado de Asturias y a las Entidades 
gestoras de la Seguridad Social.

Artículo 6.º   Funciones.

Para la consecución de sus objetivos, el Servicio de Salud del Principado de Asturias 
realizará las siguientes funciones:

a) Promoción y educación para la salud.
b) Atención primaria integral de la salud.
c) Atención especializada en sus distintas modalidades.
d) Rehabilitación y reinserción.
e) Desarrollo de los programas de atención a los grupos de población de mayor riesgo y 

programas específicos de protección frente a factores de riesgo, así como los dirigidos a la 
prevención de las deficiencias congénitas y adquiridas.

f) Educación sexual y orientación familiar.
g) Promoción, protección y mejora de la salud laboral.
h) Promoción, protección y mejora de la salud mental.
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i) Prestación de asistencia terapéutica.
j) Control sanitario y prevención de los riesgos para la salud derivados de la 

contaminación del medio ambiente: Aire, agua y suelo.
k) Control sanitario y prevención de los riesgos para la salud derivados de los productos 

alimenticios.
l) Promoción y mejora de las actividades de veterinaria de salud y especialmente en lo 

que respecta a la higiene de los alimentos.
m) Recogida, difusión y control de la información epidemiológica.
n) Formación y perfeccionamiento profesional del personal de los servicios de salud.
o) Información y estadística sanitaria.
p) Cualquier otra actividad relacionada con el mantenimiento y mejora de la salud no 

atribuida específicamente a otros órganos de la Administración regional.

TÍTULO III

Competencias de la Administración del Principado de Asturias

Artículo 7.º   Consejo de Gobierno.

Corresponde al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias:

a) Establecer las directrices de política sanitaria global en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma a las que deberá someterse el Servicio de Salud del Principado de Asturias para 
el cumplimiento de sus fines.

b) Aprobar el Plan de salud del Principado de Asturias, sin perjuicio de las competencias 
de la Junta General del Principado de Asturias.

c) Aprobar el proyecto de presupuesto del Servicio de Salud.
d) Aprobar la estructura orgánica del Servicio de Salud.
e) Nombrar y cesar al Director Gerente del Servicio de Salud.
f) Autorizar, a propuesta de la Consejería competente en materia de salud y servicios 

sanitarios y a iniciativa del Consejo de Administración, la constitución de organismos, la 
formación de consorcios y la creación por el Servicio de Salud de cualesquiera otras 
entidades admitidas en derecho o su participación en las mismas.

g) Autorizar los gastos de inversión del Servicio de Salud de cuantía superior a la 
atribuida al Consejo de Administración para su autorización.

h) Todas las demás que le atribuyen las disposiciones vigentes.

Artículo 8.º   Consejería de Sanidad y Servicios Sociales.

Corresponde a la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales:

a) La elaboración del proyecto del Plan de Salud del Principado de Asturias, así como la 
planificación, ordenación, programación y evaluación general de las actividades y servicios 
sanitarios.

b) Remitir a la Consejería de Hacienda, Economía y Planificación el anteproyecto de 
presupuesto del Servicio de Salud.

c) Elevar al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias la estructura orgánica del 
Servicio de Salud.

d) Proponer al Consejo de Gobierno la creación y supresión de Centros y servicios de 
carácter sanitario.

e) Proponer al Consejo de Gobierno la aprobación de la relación de puestos de trabajo 
del Servicio de Salud.

f) Proponer al Consejo de Gobierno el nombramiento y cese del Director Gerente del 
Servicio de Salud.

g) El nombramiento y cese de los Gerentes de Area y demás cargos directivos del 
Servicio de Salud.

h) El nombramiento del Defensor de los Usuarios del Servicio de Salud a propuesta del 
Consejo de Salud del Principado de Asturias.
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i) Proponer al Consejo de Gobierno la aprobación de los precios y tarifas por la 
prestación y concertación de servicios, así como su modificación y revisión.

j) El control y tutela del Servicio de Salud.
k) La superior inspección de las actividades, Centros y unidades del Servicio de Salud.
l) La planificación de la investigación y la docencia en el ámbito de la salud, sin perjuicio 

de las competencias atribuidas a otras administraciones.
m) Las relaciones con otras Administraciones Públicas y Entidades públicas y privadas, 

en el ámbito de sus competencias.
n) La autorización, acreditación y registro de Centros, servicios y establecimientos 

sanitarios del Principado de Asturias, así como el registro de Entidades y Asociaciones 
Científicas de carácter sanitario.

n) Los registros y autorizaciones sanitarias de cualquier tipo de 
instalaciones,establecimientos, actividades, servicios o artículos directa o indirectamente 
relacionados con cualquier uso o consumo humano.

o) Todas las demás que le atribuya la legislación vigente.

TÍTULO IV

Estructura orgánica y funcionamiento del Servicio de Salud del Principado de 
Asturias

CAPÍTULO PRIMERO

De la Estructura y Órganos Centrales

Artículo 9.º   Órganos de dirección y participación.

El Servicio de Salud del Principado de Asturias se estructura en los siguientes órganos 
centrales:

a) De dirección y gestión:

El Consejo de Administración.
El Director Gerente.

b) De participación:

El Consejo de Salud del Principado de Asturias.

Artículo 10.  El Consejo de Administración.

1. El Consejo de Administración del Servicio de Salud del Principado de Asturias estará 
integrado por los siguientes miembros:

Presidente: El titular de la Consejería competente en materia sanitaria.
Vicepresidente: La Dirección General que designe el Consejero competente en materia 

sanitaria.
Vocales:

a) El Director Gerente del Servicio de Salud.
b) Tres personas designadas por el Consejero competente en materia sanitaria entre el 

personal directivo de la Consejería o del propio Servicio de Salud del Principado de Asturias.
c) Dos miembros designados por los Consejeros competentes en materia de 

administraciones públicas e interior y en materia económica y presupuestaria.
d) Dos representantes de los concejos de Asturias, designados por y entre los 

representantes de las corporaciones locales en el Consejo de Salud del Principado.
e) Dos miembros designados por la Junta General del Principado de entre personas 

cualificadas en los distintos ámbitos profesionales del sector sanitario.
f) Dos miembros en representación de las organizaciones sindicales más 

representativas, designados según los criterios de representatividad y proporcionalidad 
establecidos en el Título III de la Ley Orgánica de Libertad Sindical.
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Secretario: Será designado por el titular de la Consejería competente en materia 
sanitaria y actuará con voz y sin voto.

2. A las sesiones del Consejo de Administración podrán asistir con voz y sin voto, a 
propuesta del Presidente, otros cargos directivos del Servicio de Salud del Principado de 
Asturias, siempre que en el orden del día se traten asuntos relativos al ámbito de sus 
respectivas funciones.

3. Los Vocales del Consejo de Administración a que se refieren los epígrafes b), c), d) y 
e) del apartado 1 del presente artículo serán designados por períodos de cuatro años, sin 
perjuicio de su cese con anterioridad por pérdida de las condiciones en base a las cuales se 
hizo la designación, o por decisión de la autoridad que la efectuó.

4. La condición de miembro del Consejo de Administración es incompatible con cualquier 
vinculación con Empresas o Entidades relacionadas con el suministro o la dotación de 
material sanitario, productos farmacéuticos y otros intereses relacionados con la sanidad, así 
como con todo tipo de prestación de servicios o de relación laboral en activo en Centros, 
establecimientos o Empresas que prestan servicios en régimen de concierto o convenio con 
el Servicio de Salud del Principado de Asturias o mediante cualquier otra fórmula de gestión 
indirecta.

Artículo 11.  Atribuciones.

Corresponden al Consejo de Administración del Servicio de Salud del Principado de 
Asturias las siguientes atribuciones:

a) Aprobar el anteproyecto de presupuesto económico y financiero del Servicio de Salud 
del Principado de Asturias.

b) Definir los criterios de actuación del Servicio de Salud del Principado de Asturias, de 
acuerdo con las directrices emanadas de los órganos competentes de la Comunidad 
Autónoma.

c) Aprobar las propuestas de inversiones patrimoniales generales del Servicio de Salud.
d) Aprobar y elevar a la Consejería competente en materia de salud y servicios sanitarios 

el estado de cuentas y los documentos relativos a la gestión económica y contable del 
Servicio de Salud.

e) Proponer a la Consejería competente en materia de salud y servicios sanitarios para 
su elevación al Consejo de Gobierno el régimen y cuantía de los precios públicos por la 
utilización de los centros y servicios para su aprobación.

f) Establecer, actualizar y rescindir los conciertos o convenios que se consideren 
precisos para la prestación de servicios asistenciales con entidades privadas.

g) Autorizar los gastos de inversión del Servicio de Salud entre uno y dos millones de 
euros.

h) Aprobar la organización interna de los servicios, centros y unidades.
i) Elaborar planes y programas de actuación del Servicio de Salud del Principado de 

Asturias y elevarlos a la Consejería competente en materia de salud y servicios sanitarios 
para su posible integración en el Plan de salud del Principado de Asturias.

j) Aprobar los reglamentos de funcionamiento interno del Consejo de Administración y 
del Consejo de Salud, así como los de régimen interior de los centros y establecimientos del 
Servicio de Salud del Principado de Asturias.

k) Ratificar el nombramiento y cese de los miembros de los consejos de salud de las 
áreas, a propuesta de las respectivas representaciones.

l) Elevar a la Consejería competente en materia de salud y servicios sanitarios la 
propuesta correspondiente a la relación de puestos de trabajo del Servicio de Salud.

m) Aprobar la memoria anual del Servicio de Salud.
n) Cualquier otra de las funciones no asignadas a los restantes órganos del Servicio de 

Salud del Principado de Asturias que le puedan corresponder legal o reglamentariamente.

Artículo 12.  Régimen de funcionamiento.

El régimen de funcionamiento del Consejo de Administración se regulará 
reglamentariamente, debiendo garantizarse una periodicidad mínima bimensual en la 
celebración de las sesiones ordinarias.
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Artículo 13.  El Presidente del Consejo de Administración.

Corresponde al Presidente del Consejo de Administración:

a) Convocar y presidir las reuniones del Consejo de Administración, así como moderar el 
desarrollo de los debates.

b) Fijar el orden del día de las sesiones del Consejo de Administración.
c) Aprobar inicialmente la documentación y proyectos de acuerdos que se someten a 

consideración del Consejo de Administración.
d) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo de Administración y de las 

normas que regulen el Servicio de Salud del Principado de Asturias.
e) Adoptar en caso de urgencia las resoluciones necesarias, dando cuenta de aquéllas al 

Consejo de Administración en la primera sesión que celebre.
f) Delegar en el Vicepresidente cualquiera de las funciones previstas en este artículo.

Artículo 14.  El Director Gerente.

1. El Director Gerente asume las funciones de dirección y gestión del Servicio de Salud 
del Principado de Asturias.

2. El Director Gerente es nombrado y separado por decreto del Consejo de Gobierno a 
propuesta del titular de la Consejería competente en materia de sanidad. Para su 
nombramiento se atenderá a criterios de competencia profesional y experiencia.

Artículo 15.  Funciones.

1. Corresponden al Director Gerente las siguientes funciones:

a) Ostentar la representación legal del Servicio de Salud del Principado de Asturias en 
todo tipo de actuaciones judiciales y extrajudiciales.

b) Ejecutar los acuerdos del Consejo de Administración, así como hacer cumplir las 
disposiciones que regulan la actuación del Servicio de Salud del Principado de Asturias.

c) La dirección, gestión e inspección interna de la totalidad de las actividades y servicios 
del Servicio de Salud.

d) Impulsar, coordinar y evaluar a todos los órganos directivos del Servicio de Salud.
e) Dictar las instrucciones y las circulares relativas al funcionamiento y la organización 

internas del Servicio de Salud.
f) Preparar el anteproyecto de presupuesto del Servicio de Salud para su elevación al 

Consejo de Administración.
g) Autorizar los gastos corrientes, los gastos de inversión cuya cuantía no exceda de un 

millón de euros y ordenar los pagos del Servicio de Salud.
h) Autorizar las transferencias entre créditos para gastos de personal de un mismo 

Servicio y entre créditos para operaciones corrientes, excepto los de personal, de una misma 
Sección, quedando en ambos casos su efectividad demorada hasta la toma de razón por la 
Consejería competente en materia económica y presupuestaria.

i) Actuar como órgano de contratación del Servicio de Salud.
j) Asumir la dirección del personal del Servicio de Salud.
k) Impulsar y evaluar la actuación del personal de todos los servicios y centros del 

Servicio de Salud.
l) Velar por la seguridad de todas las instalaciones sanitarias del Servicio de Salud del 

Principado de Asturias, así como por las condiciones y métodos de trabajo, e impulsar el 
desarrollo y mejora de cuantas medidas sean apropiadas para la consecución de objetivos 
de eficacia, eficiencia y efectividad.

m) Elaborar la memoria anual del Servicio de Salud del Principado de Asturias.
n) Cualquier otra que le pueda ser delegada por el Consejo de Administración.

2. En desarrollo de la función de dirección del personal del Servicio de Salud del 
Principado de Asturias y respecto al personal estatutario y laboral adscrito a dicho Servicio, 
le corresponden al Director Gerente las siguientes atribuciones:

a) Nombrar al personal estatutario y contratar al personal laboral.
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b) Elaborar la oferta pública de empleo del Servicio de Salud.
c) Convocar y aprobar las bases para la selección e ingreso del personal, de acuerdo 

con lo que se prevea en la oferta pública de empleo del Servicio de Salud.
d) Convocar, aprobar las bases y resolver los concursos para la provisión de puestos de 

trabajo.
e) Declarar las situaciones administrativas.
f) Declarar la jubilación forzosa por cumplimiento de edad.
g) Resolver los expedientes de incompatibilidad.
h) Autorizar las comisiones de servicio.
i) Ejercer la potestad disciplinaria.
j) Conceder permisos y licencias.
k) Resolver la extinción de los contratos de personal laboral por causas objetivas y por 

despido disciplinario.
l) (Anulado)
m) Todos los demás actos administrativos y de gestión ordinaria del personal no 

atribuidos a otros órganos.

3. Le corresponde igualmente al Director Gerente del Servicio de Salud del Principado de 
Asturias la convocatoria y aprobación de las bases correspondientes para la provisión de los 
puestos de libre designación.

4. El Director Gerente podrá delegar el ejercicio de sus atribuciones en los gerentes de 
áreas de salud y en los directores de los centros, previa autorización del Consejo de 
Administración.

Artículo 16.  El Consejo de Salud del Principado.

1. Como órgano de participación comunitaria en la Administración Sanitaria de la 
Comunidad Autónoma existirá el Consejo de Salud del Principado de Asturias.

2. El Consejo de Salud del Principado de Asturias se compone de los siguientes 
miembros:

Presidente: El Consejero de Sanidad y Servicios Sociales.
Vicepresidente: El Director Regional de Salud Pública.
Vocales:

a) Ocho miembros pertenecientes a la Administración Sanitaria, designados libremente 
por el Consejero de Sanidad y Servicios Sociales uno por cada área de salud.

b) Ocho miembros, uno por cada área de salud, en representación de los Concejos 
comprendidos en la demarcación del área de salud, elegidos de la forma que 
reglamentariamente se establezca.

c) Tres miembros en representación de las asociaciones ciudadanas de usuarios con 
implantación en el Principado de Asturias.

d) Dos miembros en representación de los sindicatos designados por ellos en base a los 
criterios de representatividad y proporcionalidad determinados en la Ley Orgánica de 
Libertad Sindical.

e) Dos miembros en representación de las organizaciones empresariales.
f) Un miembro por cada uno de los siguientes colegios profesionales sanitarios:

Médicos.
Diplomados Universitarios de Enfermería-Ayudantes Técnicos Sanitarios.
Farmacéuticos.
Veterinarios.
Psicólogos.

Secretario: El Consejo de Salud nombrará de entre sus miembros un Secretario a 
propuesta del Presidente del Consejo de Salud.

3. La Universidad de Oviedo podrá designar un representante para que forme parte 
como Vocal en el Consejo.
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Artículo 17.  Funciones.

Son funciones del Consejo de Salud del Principado de Asturias:

a) Asesorar y formular propuestas al Consejo de Administración del Servicio de Salud del 
Principado de Asturias en todos los asuntos relacionados con la atención sanitaria y la 
protección de la salud.

b) Velar por que las actuaciones de todos los servicios, Centros y establecimientos 
sanitarios que satisfagan necesidades del sistema sanitario público se acomoden a la 
normativa sanitaria y se desarrollen de acuerdo con las necesidades sociales y las 
posibilidades económicas del sector público.

c) Informar el anteproyecto de presupuesto del Servicio de Salud del Principado de 
Asturias previamente a su aprobación.

d) Informar el anteproyecto del Plan de Salud del Principado de Asturias.
e) Conocer e informar la memoria anual del Servicio de Salud del Principado de Asturias 

previamente a su aprobación.
f) Proponer al Consejero de Sanidad y Servicios Sociales los candidatos a Defensor de 

los Usuarios del Servicio de Salud del Principado de Asturias.
g) Fomentar la participación y colaboración ciudadana con la administración sanitaria.
h) Realizar cualquier otra función que le sea atribuida legal o reglamentariamente.

Artículo 18.  Régimen de funcionamiento.

1. El Consejo de Salud del Principado de Asturias se reunirá en sesión ordinaria, al 
menos, una vez cada seis meses y en sesión extraordinaria cuando así sea convocado por 
su Presidente o cuando lo solicite una cuarta parte de sus miembros.

2. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple de los miembros presentes, dirimiendo 
los empates el Presidente.

3. El Consejo de Salud del Principado de Asturias elaborará su propio reglamento de 
organización y funcionamiento que será aprobado por el Consejo de Administración del 
Servicio de Salud del Principado de Asturias.

CAPÍTULO II

Ordenación territorial y funcional sanitaria

Artículo 19.  Áreas de salud.

1. El sistema sanitario de la Comunidad Autónoma se ordena en demarcaciones 
territoriales denominadas áreas de salud que constituyen, a su vez, las unidades funcionales 
y de gestión fundamentales del Servicio de Salud del Principado de Asturias y se delimitan 
atendiendo a factores geográficos, demográficos, epidemiológicos, socioeconómicos, 
culturales y de vías y medios de comunicación.

2. Las áreas de salud contarán con una dotación de recursos sanitarios de atención 
primaria, de atención especializada y de salud pública suficientes y adecuados para atender 
las necesidades de la población comprendida dentro de su respectivo territorio, sin perjuicio 
de la existencia de Centros, servicios y establecimientos sanitarios públicos o de utilización 
pública que, en razón a su alto nivel de especialización, tengan asignado un ámbito de 
influencia en dos o más áreas.

3. Las áreas de salud se estructuran en órganos descentralizados para la gestión del 
sistema sanitario público, responsabilizándose de la organización y dirección de los Centros 
y establecimientos del Servicio de Salud en su ámbito territorial, así como de la 
administración de las prestaciones y programas sanitarios a desarrollar por ellos, según las 
funciones atribuidas como propias o que se les deleguen.

4. Cada área de salud del Principado de Asturias cuenta con una cabecera de área 
donde se ubica el Centro de referencia para la atención especializada.

5. Las áreas de salud del Principado de Asturias son las siguientes:

Área I. Con cabecera en la localidad de Jarrio, del Concejo de Coaña.
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Integran esta área los Concejos de: Valdés, Navia, Coaña, Villayón, El Franco, Tapia de 
Casariego, Castropol, Vegadeo, San Tirso de Abres, Taramundi, Villanueva de Oscos, Santa 
Eulalia de Oscos, San Martín de Oscos, Grandas de Salime, Pesoz, Illano v Boal.

Área II. Con cabecera de la localidad de Cangas del Narcea, del Concejo de Cangas del 
Narcea.

Integran esta área los Concejos de: Cangas del Narcea, Allande, Tineo, Ibias y Degaña.
Área III. Con cabecera en la localidad de Avilés, del Concejo de Avilés.
Integran esta área los Concejos de: Cudillero, Muros de Nalón, Soto del Barco, Pravia, 

Castrillón, Illas, Avilés, Corvera de Asturias y Gozón.
Área IV. Con cabecera en la localidad de Oviedo, del Concejo de Oviedo.
Integran esta área los Concejos de: Salas, Belmonte de Miranda, Candamo, Yernes y 

Tameza, Grado, Las Regueras, Santo Adriano, Proaza, Quirós, Riosa, Morcín, Ribera de 
Arriba, Oviedo, Llanera, Noreña, Siero, Sariego, Bimenes, Nava, Cabranes, Teverga y 
Somiedo.

Área V. Con cabecera en la localidad de Gijón, del Concejo de Gijón.
Integran esta área los Concejos de: Carreño, Gijón y Villaviciosa.
Área VI. Con cabecera en la localidad de Arriondas, del Concejo de Parres.
Integran esta área los Concejos de: Piloña, Colunga, Caravia, Parres, Ribadesella, 

Ponga, Amieva, Cangas de Onís, Cabrales, Llanes, Peñamellera Alta, Peñamellera Baja, 
Ribadedeva y Onís.

Área VII. Con cabecera en la localidad de Mieres, del Concejo de Mieres del Camino.
Integran esta área los Concejos de: Mieres del Camino, Aller y Lena.
Área VIII. Con cabecera en la localidad de Riaño, del Concejo de Langreo.
Integran esta área los Concejos de: Langreo, San Martin del Rey Aurelio, Laviana, 

Sobrescobio y Caso.

6. En cada área de salud se designará el establecimiento sanitario que ejerza las 
funciones de cabecera.

Artículo 20.  Organización.

Las áreas de salud se estructurarán en los siguientes órganos:

a) De dirección: El Consejo de Dirección del área de salud.
b) De gestión: El Gerente del área de salud.
c) De participación: El Consejo de Salud del área.

Artículo 21.  El Consejo de Dirección.

1. El Consejo de Dirección del área de salud como órgano superior de gobierno y 
administración del área de salud, estará integrado por los siguientes miembros:

Presidente: El Consejero de Sanidad y Servicios Sociales o persona en quien delegue.
Vicepresidente: El Director Regional de Salud Pública.
Vocales:

a) El Gerente del área de salud.
b) Cinco miembros en representación de la administración sanitaria designados 

libremente por el Consejero de Sanidad y Servicios Sociales.
c) Cinco miembros en representación de las corporaciones locales del ámbito territorial 

del área de salud, elegidos en la forma que reglamentariamente se determine.

Secretario: Un técnico superior del área de salud designado por el Presidente.

2. En los supuestos en los que el área se encuentre subdividida en distritos sanitarios, 
asistirá a las reuniones del Consejo de Dirección del área, con voz pero sin voto, el 
responsable sanitario de mayor rango de los que actúen en el distrito sanitario.

3. La condición de miembro del Consejo de Dirección del área de salud es incompatible 
con cualquier vinculación con empresas o entidades relacionadas con el suministro o la 
dotación de material sanitario, productos farmacéuticos y otros intereses relacionados con la 
sanidad, así como con todo tipo de prestación de servicios o de relación laboral en activo en 
Centros, establecimientos o Empresas que presten servicios en régimen de concierto o 
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convenio con el Servicio de Salud del Principado de Asturias o mediante cualquier otra 
fórmula de gestión indirecta, salvo la previsión contenida en el artículo 30, apartado 4, de 
esta Ley.

Artículo 22.  Funciones.

1. Corresponde al Consejo de Dirección del área de salud el desarrollo de las siguientes 
funciones:

a) Elaborar planes y programas de salud del área, dentro de las normas, directrices y 
programas generales establecidos por la Comunidad Autónoma y elevarlos para su posible 
integración en el Plan de Salud del Principado de Asturias.

b) Formular y coordinar programas de actuación del área de salud de acuerdo con las 
directrices generales establecidas por el Consejo de Administración del Servicio de Salud del 
Principado de Asturias.

c) Formular el proyecto del plan de inversiones del área de salud.
d) Aprobar el anteproyecto de presupuesto del área de salud, desglosado por 

programas, y elevarlo al Director Gerente del Servicio de Salud.
e) Aprobar y elevar al Director Gerente del Servicio de Salud el estado de cuentas y la 

Memoria económico-financiera del área de salud.
f) Proponer al Consejo de Administración del Servicio de Salud, a través del Director 

Gerente, el establecimiento, actualización y rescisión de acuerdos, convenios y conciertos 
para la prestación de los servicios asistenciales.

g) Elevar al Consejo de Administración del Servicio de Salud por medio del Director 
Gerente las propuestas relativas a la relación de puestos de trabajo del área de salud a los 
efectos de su ulterior tramitación.

h) Aprobar la memoria anual del área de salud.

2. El régimen de funcionamiento del Consejo de Dirección del área de salud se regulará 
por la normativa establecida para el Consejo de Administración del Servicio de Salud del 
Principado de Asturias.

3. Los Vocales del Consejo de Dirección serán designados por períodos de cuatro años, 
sin perjuicio de su cese con anterioridad por pérdida de las condiciones en base a las cuales 
se hizo la designación o por decisión de la autoridad que la efectuó.

Artículo 23.  El Gerente.

1. El Gerente del área de salud actuará como órgano de gestión del área y como tal será 
el encargado de la ejecución de las directrices establecidas por el Consejo de 
Administración, el Director Gerente del Servicio de Salud y por el Consejo de Dirección del 
área.

2. El Gerente del área será nombrado por el Consejero de Sanidad y Servicios Sociales 
a propuesta del Consejo de Administración, oído el Consejo de Dirección del área de salud 
correspondiente y previa convocatoria pública. Para el nombramiento se valorará la 
experiencia en las áreas de gestión en general y, en particular, en la sanitaria. El nombrado 
quedará vinculado por un contrato laboral de alta dirección.

3. El desempeño del cargo de Gerente implicará para su titular la prohibición absoluta 
para ejercer cualquier actividad pública o privada, excepto la administración del patrimonio 
familiar.

4. Corresponde al Gerente del área de salud el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Ejecutar las directrices establecidas por el Consejo de Administración del Servicio de 
Salud o, en su caso, por el Consejo de Dirección del área de salud.

b) Impulsar, coordinar, inspeccionar y evaluar los servicios y unidades del área de salud, 
en relación con cada programa de salud, sin perjuicio de las facultades de los órganos 
superiores del Servicio de Salud del Principado de Asturias.

c) Cualesquiera otras que le sean expresamente delegadas por los órganos superiores 
del Servicio de Salud del Principado de Asturias.

5. Para el cumplimiento de sus funciones se adscribirán a la gerencia las unidades y 
servicios que reglamentariamente se determinen.
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Artículo 24.  El Consejo de Salud del área.

1. El Consejo de Salud del área constituye el órgano de participación comunitaria en el 
área de salud.

2. El Consejo de Salud estará constituido por veinte miembros, y tendrá la siguiente 
composición:

a) El 50 por 100 en representación de la población del área de salud, atendiendo a la 
siguiente distribución:

Seis miembros designados a través de las corporaciones locales del área.
Reglamentariamente se determinará la forma de elección de dicha representación, 

procurando, en todo caso, que en la distribución exista la mayor equidad y proporcionalidad 
en la representación de los distintos ayuntamientos del área de salud.

Cuatro miembros designados a través de las asociaciones ciudadanas de usuarios que 
tengan implantación territorial en el área de salud.

b) El 50 por 100 en representación del Servicio de Salud, atendiendo a la siguiente 
distribución:

Seis miembros designados por la Administración Sanitaria de entre el personal directivo 
del área de salud.

Cuatro miembros en representación de los trabajadores del Servicio de Salud a través de 
las organizaciones sindicales y según los criterios de proporcionalidad y representatividad 
establecidos en la Ley Orgánica de Libertad Sindical.

3. Serán funciones del Consejo de Salud:

a) Verificar la adecuación de las actuaciones y servicios del área de salud a los 
contenidos del Plan de Salud para el área.

b) Orientar las directrices sanitarias del área, a cuyo efecto podrá elevar mociones e 
informes a los órganos de dirección.

c) Proponer medidas a desarrollar en el área de salud para estudiar los problemas 
sanitarios específicos de la misma, así como sus prioridades.

d) Promover la participación comunitaria en el seno del área de salud.
e) Conocer e informar el anteproyecto del Plan de Salud del área y de sus adaptaciones 

anuales.
f) Conocer e informar la memoria anual del área de salud.

Artículo 25.  De las zonas básicas de salud.

1. Las zonas básicas de salud constituyen las demarcaciones territoriales dentro de las 
cuales desarrollará su actividad el equipo de atención primaria, garantizando la accesibilidad 
de la totalidad de la población a los servicios sanitarios.

2. Las zonas básicas de Salud estarán dotadas de los medios materiales y humanos 
necesarios para la adecuada prestación de los servicios y el ejercicio de las funciones que 
corresponden al equipo de atención primaria.

3. En el ámbito de cada zona básica de salud se coordinarán todos los servicios 
sociosanitarios públicos de atención primaria, con el fin de alcanzar una homogeneidad de 
objetivos y un máximo aprovechamiento de recursos.

4. La estructura, organización y funcionamiento de las zonas básicas de salud se 
establecerá reglamentariamente.

5. Cuando concurran singulares condiciones socioeconómicas, demográficas y de 
comunicaciones, podrán constituirse zonas especiales de salud cuyas características 
específicas serán objeto de regulación posterior.

6. La delimitación de las zonas básicas y especiales de salud se regulará mediante 
Decreto del Principado de Asturias con sujeción a las disposiciones de esta Ley y de la Ley 
General de Sanidad.
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Artículo 26.  Agrupaciones.

1. Para la mejor prestación y mayor rendimiento de los servicios asistenciales, 
reglamentariamente podrán agruparse dos o más zonas de salud en el ámbito territorial de 
su misma área sanitaria. Tales agrupaciones tendrán únicamente carácter funcional.

2. Cuando dichas agrupaciones cuenten con un hospital y su población sea superior a 
30.000 habitantes recibirán la denominación de distrito sanitario.

Artículo 27.  Centros de Salud.

1. Los Centros de Salud son los espacios físicos que albergan dispositivos asistenciales 
correspondientes a la zona de salud y desde los cuales desarrollan sus actividades de 
carácter integral los equipos de atención primaria, sirviendo, asimismo, como lugar de 
encuentro entre la Comunidad y los profesionales sanitarios.

2. El equipo de atención primaria está constituido por la totalidad de profesionales 
sanitarios y no sanitarios vinculados a la administración sanitaria del Principado de Asturias 
que desarrollen sus actividades en el nivel primario de atención y cuyo ámbito de actuación 
se encuentre dentro de la zona básica de salud o de la zona especial de salud.

3. Corresponde a los equipos de atención primaria realizar, de forma integrada y 
mediante el trabajo en equipo, actuaciones relativas a la promoción, prevención, educación 
sanitaria, curación y rehabilitación e investigación de la salud individual y colectiva de la 
población de la zona, incluidos los programas comunitarios de salud pública que se 
establezcan para la zona básica de salud. Asimismo, el equipo de atención primaria realizará 
las funciones docentes que le sean asignadas.

4. El personal sanitario de las zonas básicas de salud dispondrá, en la realización de sus 
acciones, del apoyo de aquellos Centros y servicios idóneos en cada caso del área de salud 
a la que pertenezcan.

Artículo 28.  El Consejo de Salud de zona.

1. En cada zona básica de salud existirá un Consejo de Salud como órgano de 
participación comunitaria, que tendrá como funciones básicas las siguientes:

a) Participar, junto con el equipo de atención primaria, en la elaboración del diagnóstico 
de la situación de salud del área, así como en la estimación de sus necesidades específicas.

b) Contribuir al desarrollo y ejecución de los programas básicos de salud y de todas 
aquellas acciones tendentes a mejorar el nivel de salud de la Comunidad y, en especial, las 
relacionadas con la información y educación sanitaria y la prevención de la enfermedad.

2. La composición y régimen de funcionamiento del correspondiente Consejo de Salud 
de zona se regulará atendiendo a las peculiaridades sociales y asociativas de éstas, 
garantizando, en todo caso, la aplicación de criterios de pluralidad y máxima 
representatividad social.

Artículo 29.  Atención especializada.

1. En cada una de las áreas de salud todos los recursos públicos especializados 
hospitalarios y no hospitalarios quedarán adscritos a una sola estructura de atención 
especializada del Servicio de Salud.

2. Los Centros hospitalarios del sector público en el Principado de Asturias constituirán la 
red hospitalaria pública.

3. Dentro de la atención especializada y por su especificidad, la atención a la salud 
mental dispondrá de un conjunto de recursos que abarcan desde la hospitalización a la 
atención ambulatoria, así como los de rehabilitación y reinserción, todo ello para una 
adecuada atención integral de los problemas del enfermo mental.
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Artículo 30.  Centros privados. Vinculación.

1. Los Centros hospitalarios y no hospitalarios del sector privado podrán vincularse a la 
red de utilización pública mediante concierto, convenio u otras fórmulas de gestión integrada 
o compartida con el Servicio de Salud del Principado de Asturias.

2. Reglamentariamente se determinarán los niveles que correspondan a cada uno de los 
Centros integrados en la red de utilización pública, atendiendo a su grado de especialización 
y al tipo de prestaciones sanitarias que deben cubrir.

3. La incorporación o adscripción a la red de utilización pública conlleva el desarrollo, 
además de tareas estrictamente asistenciales, de funciones de promoción de la salud y 
educación sanitaria de la población, medicina preventiva, investigación clínica y 
epidemiológica, y docencia, de acuerdo con los programas del Servicio de Salud del 
Principado de Asturias.

4. Los Centros hospitalarios privados que pertenezcan a instituciones o fundaciones sin 
ánimo de lucro podrán ser, además, vinculados a la red hospitalaria pública mediante la 
formalización de un convenio singular. En ese supuesto, y siempre que dichos Centros 
fueran definidos como cabecera de área de salud o de distrito en el mapa sanitario del 
Principado de Asturias, el órgano directivo unipersonal del Centro podrá formar parte del 
Consejo de Dirección del área.

5. Las instituciones o fundaciones titulares de Centros vinculados al Servicio de Salud 
del Principado de Asturias mantendrán la plena titularidad de los Centros y establecimientos 
dependientes de las mismas, así como la de las relaciones laborales de su personal, sin 
perjuicio de que pueda colaborar, en la forma que reglamentariamente se determine, en tales 
instituciones personal sanitario dependiente del Servicio de Salud.

Artículo 31.  Conciertos. Requisitos y contenido.

1. Para la celebración de conciertos con el Servicio de Salud del Principado de Asturias, 
las Entidades e Instituciones deberán reunir necesariamente los siguientes requisitos:

a) Haber obtenido el certificado de acreditación del Centro o servicio objeto de 
concertación.

b) Adecuar sus contabilidades a las normas de planificación contable específicas 
vigentes en cada momento.

c) Cumplir la normativa vigente en materia fiscal, laboral y de Seguridad Social.
d) Adecuarse a cuantas disposiciones y ordenanzas afecten a las actividades objeto de 

concierto.

2. Los conciertos deberán recoger necesariamente los siguientes aspectos:

a) Los servicios, recursos y prestaciones objeto del concierto, señalándose los objetivos 
cuantificados que se pretenden alcanzar.

b) La duración, causas de finalización y sistema de renovación del concierto.
c) La periodicidad del abono de las aportaciones económicas.
d) El régimen de acceso de los usuarios con derecho a la asistencia sanitaria pública, 

quedando asegurada la asistencia en condiciones de gratuidad.
e) El régimen de inspección de los Centros y servicios objeto de concierto, quedando 

obligados la Entidad, Centro y servicios concertados a los controles a inspecciones 
periódicas y esporádicas que convengan para verificar el cumplimiento de las normas de 
carácter sanitario, administrativo, económico-contable y de estructura, que sean de 
aplicación.

f) El sistema de evaluación técnica y administrativa.
g) Los plazos de presentación de una Memoria anual de actividades y de una Memoria 

justificativa de la ejecución del presupuesto por el Centro o servicio concertado y de la 
adecuación de los costes de los servicios prestados.

h) Las formalidades a adoptar por las partes suscribientes del concierto antes de su 
denuncia o rescisión.

i) La previsión del coste de los servicios a concertar, realizados en colaboración con el 
Servicio de Salud del Principado de Asturias.
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Artículo 32.  Duración.

1. Los conciertos deberán establecerse con una duración temporal precisa, entre la 
mínima de un año y la máxima de cuatro años.

2. Los conciertos deberán ser objeto de revisión al final de cada ejercicio económico a fin 
de adecuar las condiciones económicas y las prestaciones asistenciales a las necesidades 
reales o de coyuntura económica.

Artículo 33.  Extinción.

Son causas de extinción de los conciertos:

a) El cumplimiento del plazo.
b) El mutuo acuerdo entre el Servicio de Salud del Principado de Asturias y la Entidad o 

Institución concertada.
c) Prestar la atención sanitaria objeto del concierto contraviniendo el principio de 

gratuidad.
d) Incurrir en infracción que, de acuerdo con la legislación fiscal, laboral o de Seguridad 

Social, esté calificada como grave.
e) Conculcar cualquiera de los derechos reconocidos a los usuarios de los servicios 

sanitarios en virtud de las disposiciones contenidas en el artículo 10 de la Ley General de 
Sanidad y en la presente Ley.

f) Incumplir las normas de acreditación vigentes en cada momento.
g) Establecer sin autorización servicios complementarios no sanitarios o percibir por ellos 

cantidades no autorizadas.
h) Aquellas que se establezcan expresamente en el concierto y, en general, cualquier 

incumplimiento de las cláusulas del mismo no previstas en los párrafos precedentes.

Artículo 34.  Normas de acreditación.

1. El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias aprobará las normas de 
acreditación específicas que deberán cumplir los Centros y servicios para su adscripción a la 
red de utilización pública.

2. Dichas normas de acreditación habrán de comprender necesariamente los requisitos, 
condiciones y procedimiento para la inclusión y exclusión de los Centros y establecimientos 
en la red de utilización pública, así como los diferentes niveles en que los mismos se 
clasifican, atendiendo a su grado de especialización y al tipo de prestaciones sanitarias que 
deben cubrir.

3. Los certificados de acreditación se otorgarán por un período máximo de cuatro años, 
quedando sujetos a las verificaciones que se consideren oportunas en dicho período.

CAPÍTULO III

Del régimen jurídico de los actos

Artículo 35.  Impugnación.

1. Estará sometida al Derecho público la actuación de los órganos centrales de dirección 
y gestión del Servicio de Salud.

Los actos administrativos de los órganos del Servicio de Salud del Principado de Asturias 
podrán ser recurridos en alzada ante el Consejero de Sanidad y Servicios Sociales, cuyas 
resoluciones agotarán la vía administrativa.

2. Las relaciones jurídicas externas del Servicio de Salud del Principado de Asturias 
estarán sujetas, con carácter general, al Derecho privado.

Las reclamaciones previas a la vía jurisdiccional civil serán resueltas por el Consejo de 
Administración del Servicio de Salud.

3. Los actos del Servicio de Salud relativos a los servicios y prestaciones sanitarios de la 
Seguridad Social serán impugnables en los mismos supuestos y con los mismos requisitos 
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que la legislación general establece en relación a las Entidades gestoras de la Seguridad 
Social.

CAPÍTULO IV

De los medios materiales y régimen patrimonial

Artículo 36.  Medios materiales.

1. Se adscribirán al Servicio de Salud del Principado de Asturias:

a) Los bienes y derechos de toda clase de que es titular el Principado de Asturias afectos 
a los servicios de salud y asistencia sanitaria.

b) Los bienes y derechos de toda clase afectos a la gestión y asistencia sanitaria 
transferidos de la Seguridad Social, sin perjuicio de que continúen titulados a nombre de la 
Tesorería General de la Seguridad Social.

c) Los bienes y derechos pertenecientes a instituciones y fundaciones que se vinculen al 
Servicio de Salud, de acuerdo con los términos establecidos en esta Ley.

2. Constituirán el patrimonio propio del Servicio de Salud todos aquellos bienes y 
derechos que adquiera o reciba por cualquier título.

Artículo 37.  Calificación jurídica.

1. Los bienes y derechos adscritos al Servicio de Salud del Principado de Asturias a que 
se refiere el apartado 1 del artículo anterior conservarán su calificación jurídica originaria.

2. El patrimonio del Servicio de Salud afecto al desarrollo de sus funciones tiene la 
consideración de dominio público como patrimonio afectado a un servicio público y como tal 
gozará de las exenciones en el orden tributario que corresponden a los bienes de la 
mencionada naturaleza, además de lo previsto en el artículo 5., apartado 2, de esta Ley.

Artículo 38.  Inventario.

El Servicio de Salud del Principado de Asturias formará un inventario de bienes y 
derechos, propios, afectados o adscritos que permita conocer en todo momento la 
naturaleza y características, así como el uso y destino de los mismos.

CAPÍTULO V

Del régimen económico y financiero

Artículo 39.  Financiación.

1. El Servicio de Salud del Principado de Asturias se financia mediante:

a) Los recursos que le puedan corresponder por la participación del Principado de 
Asturias en los presupuestos de asistencia sanitaria de la Seguridad Social.

b) Los recursos que le sean asignados con cargo a los Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma.

c) Los rendimientos procedentes de los bienes y derechos propios o adscritos.
d) Los ingresos ordinarios que están autorizados a percibir, de acuerdo con la normativa 

vigente.
e) Los ingresos procedentes de conciertos con Entidades aseguradoras de asistencia 

sanitaria o con administraciones públicas, en su caso.
f) Los ingresos derivados de operaciones de endeudamiento dentro de los límites 

establecidos en el artículo 56 de la Ley 6/1986, de 31 de mayo, de Régimen Económico y 
Presupuestario del Principado de Asturias.

g) Los ingresos procedentes de créditos extraordinarios o suplementos de crédito que se 
aprueben en los términos previstos en los artículos 36 y 37 de la Ley de Régimen Económico 
y Presupuestario para los Organismos autónomos.

h) Las subvenciones, donaciones y cualquier otra aportación voluntaria de Entidades y 
particulares.
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i) Cualquier otro recurso que se le asigne.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y al objeto de cubrir 
necesidades transitorias de tesorería, el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de 
Hacienda, Economía y Planificación, a instancia del Consejo de Administración, podrá 
autorizar al Servicio de Salud adicionalmente la concertación de operaciones de 
endeudamiento por un plazo igual o inferior a un año, con el límite global anual del 10 por 
100 del estado de gastos del correspondiente ejercicio presupuestario del Servicio de Salud 
del Principado de Asturias.

La aprobación por el Consejo de Gobierno de las operaciones mencionadas en el párrafo 
anterior dará lugar a la apertura inmediata de crédito por el importe necesario para proceder 
a su cancelación.

El Consejo de Gobierno dará cuenta a la Junta General de las operaciones que se 
concierten al amparo de lo previsto en el párrafo anterior.

Artículo 40.  Presupuesto.

1. El presupuesto del Servicio de Salud del Principado de Asturias se regirá por la 
presente Ley y, supletoriamente, por lo establecido en la Ley 6/1986, de 31 de mayo, de 
Régimen Económico y Presupuestario del Principado de Asturias, así como por las 
prescripciones que se pudieran establecer en las sucesivas leyes de presupuestos del 
Principado de Asturias.

2. El presupuesto a que se refiere el apartado anterior deberá orientarse de acuerdo con 
las previsiones contenidas en el Plan de Salud del Principado de Asturias, y deberá incluir el 
adecuado desglose por áreas sanitarias.

3. El presupuesto del Servicio de Salud del Principado de Asturias se integrará en los 
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de una manera diferenciada y, en el 
mismo, deberá reflejarse en el estado de ingresos, separadamente de los restantes, los que 
afecten a la Seguridad Social.

4. El presupuesto del Servicio de Salud se adecuará en sus clasificaciones de ingresos y 
gastos a las que, con carácter general, se determinen, sin perjuicio de las especificidades 
que se establezcan en razón de la naturaleza del servicio, con respecto a la clasificación por 
programas, información económico-financiera y régimen de créditos ampliables.

Artículo 41.  Gestión.

1. Los Centros, servicios y establecimientos que integren el Servicio de Salud del 
Principado de Asturias deberán contar con un sistema integral de gestión que permita 
implantar una dirección por objetivos y un control por resultados, delimitar claramente las 
responsabilidades de dirección y gestión y establecer un adecuado control en la evaluación 
de los diferentes parámetros que influyen, de modo preponderante, en los costes y la calidad 
de la asistencia.

2. De acuerdo con lo que se establezca reglamentariamente, los precitados Centros y 
establecimientos deberán confeccionar o remitir al Servicio de Salud periódicamente:

a) Los indicadores sanitarios y económicos, que serán comunes para todos ellos.
b) La valoración económica de las actividades que desarrollen.

Artículo 42.  Régimen contable.

El régimen contable del Servicio de Salud será el vigente en la Administración del 
Principado de Asturias, con las adaptaciones que se establezcan en razón de las 
peculiaridades del mismo.

Artículo 43.  Intervención.

1. La función interventora del Servicio de Salud del Principado de Asturias se llevará a 
cabo mediante intervención delegada.

2. La Intervención General determinará los actos, documentos y expedientes sobre los 
que la función interventora a que se refiere el apartado anterior podrá ser ejercida sobre 
muestras y no sobre el total de la documentación. La propia Intervención General 
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determinará los procedimientos para la selección y tratamiento de las muestras, de forma 
que se garantice la fiabilidad y objetividad de la fiscalización.

3. El control financiero y de eficacia del Servicio de Salud del Principado de Asturias se 
realizará por la Intervención General mediante la práctica de auditorías, con la extensión, 
objeto y periodicidad que en los correspondientes planes establezca la Consejería de 
Hacienda, Economía y Planificación, a propuesta de la Intervención General.

Artículo 44.  Tesorería.

La función de tesorería del Servicio de Salud del Principado de Asturias se llevará a cabo 
mediante tesorería delegada.

La tesorería centralizará los recursos correspondientes al Servicio de Salud, tanto los 
propios como los procedentes de la Seguridad Social o de otras Entidades.

CAPÍTULO VI

Del personal

Artículo 45.  Régimen jurídico.

El régimen jurídico del personal del Servicio de Salud del Principado de Asturias se 
regirá por lo establecido en la norma específica que se dicte al amparo del artículo 1.3 de la 
Ley 3/1985, de 26 de diciembre, de Ordenación de la Función Pública de la Administración 
del Principado de Asturias, dentro del marco previsto en el artículo 84 de la Ley 14/1986, de 
25 de abril, General de Sanidad.

TÍTULO V

De las Corporaciones Locales

Artículo 46.  Competencias y participación.

1. En el marco de la legislación vigente y de los planes y directrices sanitarias de la 
Comunidad Autónoma, los Ayuntamientos ejercerán funciones de dirección de sus servicios 
sanitarios.

2. Los Ayuntamientos formarán parte de los órganos de dirección o de participación del 
Servicio de Salud del Principado de Asturias en la forma prevista en esta Ley, así como en 
los órganos de participación que reglamentariamente se regulen a otros niveles de 
organización territorial o de servicio.

3. Para el cumplimiento de las obligaciones mínimas que la legislación sanitaria impone 
a los Concejos, los Ayuntamientos podrán recabar el apoyo técnico del personal y medios de 
las áreas de salud en cuya demarcación estén comprendidos. El personal que preste apoyo 
a los Ayuntamientos tendrá la consideración, a estos solos efectos, de personal al servicio 
de los mismos, con sus obligadas consecuencias en cuanto a régimen de recursos y 
responsabilidades personales y patrimoniales.

4. El personal de los servicios sanitarios municipales podrá adscribirse funcionalmente al 
Servicio de Salud del Principado de Asturias.

TÍTULO VI

Del Plan de Salud del Principado de Asturias

Artículo 47.  Naturaleza.

1. Las líneas directivas, la formulación de programas y la organización de los recursos y 
actividades del Servicio de Salud del Principado de Asturias para alcanzar sus objetivos 
constituirán el Plan de Salud del Principado de Asturias.
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El Plan de Salud será el msrco de referencia y el instrumento fundamental que oriente 
todas las actuaciones en materia sanitaria en el ámbito del Principado de Asturias.

2. El Plan de Salud, una vez aprobado por el Consejo de Gobierno, será remitido a la 
Junta general del Principado para su tramitación reglamentaria.

Artículo 48.  Contenido.

El Plan de Salud del Principado de Asturias deberá incluir:

a) Una valoración de la situación inicial que detalle el tipo y cantidad de servicios 
producidos actualmente y, potencialmente, el estado de salud observado y la ordenación 
sanitaria y jurídico-administrativa existente.

b) Una delimitación de los objetivos a largo plazo, en términos del nivel de salud deseado 
de la población.

c) Establecimiento de prioridades de atención de las necesidades de salud detectadas 
acordes con los recursos potencialmente disponibles.

d) Objetivos específicos a alcanzar y estrategias a seguir con respecto a:

 Indicadores de salud y enfermedad.
 Promoción de la salud, prevención de la enfermedad, atención sanitaria y sociosanitaria 

y rehabilitación.
 Homogeneización y equilibrio entre áreas de salud.
 Disposición y habilitación de Centros, servicios y establecimientos.
 Niveles de eficiencia, efectividad, calidad y satisfacción de los usuarios.

e) Determinación de los programas de salud a desarrollar definidos en términos de 
problemas de salud, población, objetivo, servicios a prestar y objetivos a lograr.

f) Los presupuestos desglosados por programas de salud.
g) El presupuesto financiero global del Plan de Salud.
h) Los mecanismos de evaluación por programas en términos de objetivos, recursos y 

actividades.

TÍTULO VII

De los derechos y obligaciones de los ciudadanos con respecto a los servicios 
de salud del Principado de Asturias

Artículo 49.  Derechos.

Los ciudadanos, con respecto a los servicios de salud del Principado de Asturias, tienen 
los siguientes derechos:

1. Al respeto a su personalidad, dignidad humana e intimidad, sin que pueda ser 
discriminado por razones de raza, sexo o de tipo social, moral, económico, ideológico, 
político o sindical.

2. A la información sobre los servicios sanitarios a que puede acceder y sobre los 
requisitos necesarios para su uso.

3. A la confidencialidad de toda la información relacionada con su proceso y estancia en 
Instituciones sanitarias públicas y privadas que colaboren con el sistema público.

4. A ser advertido de si los procedimientos de pronóstico, diagnóstico y terapéuticos que 
se le apliquen, pueden ser utilizados en función de un proyecto docente o de investigación, 
que no podrá, en ningún caso, comportar peligro adicional para su salud.

En todo caso será imprescindible la previa autorización y por escrito del paciente y la 
aceptación por parte del Médico y de la dirección del correspondiente Centro sanitario, sin 
menoscabo de la normativa aplicable en materia de investigación y ética.

5. A que se le dé en términos comprensibles, a él y a sus familiares o allegados, 
información completa y continuada, verbal y escrita, sobre su proceso, incluyendo 
diagnóstico, pronóstico y alternativas de tratamiento.
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6. A la libre elección entre las opciones que le presente el responsable Médico de su 
caso, siendo preciso el previo consentimiento escrito del usuario para la realización de 
cualquier intervención, excepto en los siguientes casos:

a) Cuando la no intervención suponga un riesgo para la salud pública.
b) Cuando no esté capacitado para tomar decisiones, en cuyo caso el derecho 

corresponderá a sus familiares o personas a él allegadas.
c) Cuando la urgencia no permita demoras por poderse ocasionar lesiones irreversibles o 

existir peligro de fallecimiento.

7. A que se le asigne un Médico, cuyo nombre se le dará a conocer, que será su 
interlocutor principal con el equipo asistencial. En caso de ausencia, otro facultativo del 
equipo asumirá tal responsabilidad.

Igualmente ocurrirá en los procesos asistenciales especializados, bien en consulta u 
hospitalización.

8. A que se le extienda certificado acreditativo de su estado de salud, cuando su 
exigencia se establezca por una disposición legal o reglamentaria.

9. A negarse al tratamiento, excepto en los casos señalados en el apartado 6, debiendo 
para ello solicitar el alta voluntaria, en los términos que señala el apartado 4 del artículo 11 
de la Ley General de Sanidad.

10. A participar, a través de las Instituciones comunitarias, en las actividades sanitarias, 
en los términos establecidos en esta Ley y en las disposiciones que la desarrollen.

11. A que quede constancia por escrito o en soporte técnico adecuado de todo su 
proceso. Al finalizar la estancia del usuario en una Institución especializada, el paciente, 
familiar o persona a él allegada, recibirá su informe del alta.

12. A utilizar las vías de reclamación y de propuesta de sugerencias en los plazos 
previstos. En uno y otro caso deberá recibir respuesta por escrito en los plazos que 
reglamentariamente se establezcan.

13. A elegir el Médico y los demás sanitarios titulados, de acuerdo con las condiciones 
contempladas en la Ley General de Sanidad, en las disposiciones que se dicten para su 
desarrollo y en las que regulen el trabajo sanitario en los Centros y servicios de salud.

14. A obtener los medicamentos y productos sanitarios que se consideren necesarios 
para promover, conservar o restablecer su salud, en los términos que reglamentariamente se 
establezcan por la Administración del Estado.

Respetando el peculiar régimen económico de cada servicio sanitario, los derechos 
contemplados en los apartados 1, 3, 4, 5, 6, 7, 9 y 11 de este artículo serán ejercidos 
también con respecto a los servicios sanitarios privados.

Artículo 50.  Obligaciones.

Los ciudadanos, con respecto a los servicios de salud del Principado de Asturias, tienen 
las siguientes obligaciones:

1. Cumplir las prescripciones generales de naturaleza sanitaria comunes a toda la 
población, así como las específicas determinadas por los servicios sanitarios.

2. Cuidar las instalaciones y colaborar en el mantenimiento de la habitabilidad de las 
Instituciones sanitarias.

3. Responsabilizarse del uso adecuado de las prestaciones ofrecidas por el sistema 
sanitario, fundamentalmente en lo que se refiere a la utilización de servicios, procedimientos 
de baja laboral o incapacidad permanente y prestaciones terapéuticas y sociales.

4. Firmar el documento de alta voluntaria en los casos de no aceptación del tratamiento. 
De negarse a ello, la dirección del correspondiente Centro sanitario, a propuesta del 
facultativo encargado del caso, podrá dar el alta.
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TÍTULO VIII

Del Defensor de los Usuarios del Servicio de Salud del Principado de Asturias

Artículos 51 a 56.  

(Derogados)

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
Sin perjuicio del principio de gratuidad que rige en la prestación de asistencia sanitaria 

de cobertura pública, los Centros servicios y establecimientos integrados en el Servicio de 
Salud del Principado de Asturias, así como los vinculados mediante convenio, deberán, 
cuando se trate de servicios y prestaciones sanitarias no cubiertas aún por el sistema 
sanitario público, solicitar la acreditación para la prestación del servicio, la determinación de 
las condiciones en que podrá dispensarse y el reconocimiento del derecho a la misma 
expedido por las administraciones responsables en dicha prestación.

Segunda.  
Las cuantías a que se refieren los artículos 11 y 15 de esta Ley serán objeto de 

actualización, en su caso, a través de la Ley de Presupuestos Generales del Principado de 
Asturias, atendiendo al incremento experimentado por el presupuesto del Ente público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
1. El personal del Servicio de Salud del Principado de Asturias estará integrado por:

a) El personal laboral propio del Servicio de Salud del Principado de Asturias.
b) El personal funcionario o laboral de la Comunidad Autónoma adscrito al Servicio de 

Salud del Principado de Asturias.
c) El personal transferido para la gestión y ejecución de las funciones y servicios de la 

Seguridad Social en la Comunidad Autónoma.

2. La clasificación y el régimen jurídico del personal del Servicio de Salud del Principado 
de Asturias se regirá por las disposiciones que respectivamente le sean de aplicación, 
atendiendo a su procedencia y a la naturaleza de su relación de empleo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Consejo de Gobierno adoptará las 
medidas oportunas tendentes a la homologación de los diferentes colectivos que integran el 
Servicio de Salud del Principado de Asturias.

3. La condición de personal de los Centros, servicios o establecimientos del Servicio de 
Salud del Principado de Asturias será incompatible con el desempeño de puestos de trabajo 
o actividades en Centros o servicios concertados o subvencionados, sin perjuicio del respeto 
a las situaciones legales existentes a la entrada en vigor de esta Ley o a los supuestos 
contemplados en la misma.

Segunda.  
Los órganos centrales del Servicio de Salud del Principado de Asturias asumirán 

progresivamente las funciones de gestión y de administración de recursos sanitarios, a 
medida que se vayan realizando las transferencias del Estado en materia de asistencia 
sanitaria.

Idéntica regla regirá para la constitución paulatina de los órganos de las áreas de salud.
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Tercera.  
Mientras no se transfieran a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias los 

servicios y funciones del Instituto Nacional de la Salud en Asturias, las actuaciones que se 
atribuyen al Servicio de Salud del Principado de Asturias en esta Ley, en cuanto afecten a la 
asistencia sanitaria de la Seguridad Social, se realizarán de forma coordinada con la red 
sanitaria de la Seguridad Social por medio de los instrumentos de coordinación que se creen 
a través de convenio o convenios suscritos a tal fin entre el Principado de Asturias y la 
Administración del Estado, de conformidad con la legislación vigente.

Cuarta.  
Mientras coexistan las áreas de salud y sectores sanitarios del Instituto Nacional de la 

Salud, de acuerdo con lo previsto en las disposiciones transitorias segunda y tercera, se 
procurará convenir en la implantación de un órgano de dirección único en el territorio de que 
se trate con la finalidad de facilitar la adecuada coordinación de funciones.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Quedan derogadas cuantas disposiciones del Principado de Asturias, de igual o inferior 

rango, contradigan o se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para modificar la denominación, el ámbito territorial y 

la delimitación de las áreas de salud y realizar las oportunas adaptaciones atendiendo a los 
factores que se determinan en el artículo 19 de esta Ley, teniendo en cuenta la ordenación 
territorial del Principado de Asturias vigente en cada momento.

Segunda.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para dictar las normas de 

carácter general y reglamentario necesarias para desarrollar y aplicar la presente Ley.
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§ 80

Ley 1/2007, de 16 de marzo, de atención y ordenación farmacéutica

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 72, de 27 de marzo de 2007
«BOE» núm. 167, de 13 de julio de 2007
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2007-13487

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de atención y 
ordenación farmacéutica.

PREÁMBULO

1. La protección de la salud constituye el elemento central a tener en cuenta por los 
poderes públicos ante cualquier regulación en materia sanitaria. En ese sentido, a ellos 
corresponde garantizar que todos los ciudadanos del Principado de Asturias tengan una 
adecuada accesibilidad, en condiciones de equidad, a los medicamentos que sean 
necesarios para el mantenimiento de la salud.

2. La presente ley toma como punto de partida el concepto de atención farmacéutica 
como una filosofía de ejercicio para los profesionales de la farmacia en relación con los 
pacientes y su medicación, de forma que no solo se centra en la dispensación de los 
medicamentos, sino en el modo en que un paciente debe recibir y usar la medicación y en 
las instrucciones para el uso racional de los medicamentos, sin olvidar las responsabilidades 
sobre farmacovigilancia, el consejo al paciente y la evaluación de los resultados de la 
atención. En definitiva, el objetivo es cambiar la orientación al producto por una orientación al 
paciente.

3. En el Principado de Asturias, la atención y la ordenación farmacéuticas deben ser 
entendidas dentro de la política sanitaria desarrollada por esta Comunidad Autónoma 
atendiendo a las características y distintas peculiaridades que pueden influir en el servicio 
farmacéutico. De ahí la necesidad de promulgar la presente ley como instrumento que haga 
posible dar respuesta a las necesidades de atención farmacéutica a los asturianos.

4. Existe en la sociedad gran debate y preocupación por garantizar a la población que 
acceda adecuadamente, en el más alto grado posible, a los medicamentos y productos 
sanitarios, y también que reciba la información que permita un adecuado uso de los mismos 
en las condiciones de máxima efectividad y seguridad. Además, es reconocido que los 
ciudadanos han de hacer un uso responsable de la prestación farmacéutica, elemento este 
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que tiene que ver no solamente con el individuo, sino con la sostenibilidad del sistema. Estos 
elementos son tratados en el texto de la ley a través de su Capítulo I.

5. La ley también aborda en el Capítulo II los derechos y las obligaciones de los 
profesionales farmacéuticos desde la perspectiva de las diferentes situaciones en que la 
atención farmacéutica debe desarrollarse y desde las respuestas técnicas que estos 
profesionales deben dar a los ciudadanos.

6. Asimismo, teniendo en cuenta la complejidad del mercado en nuestra sociedad y la 
importancia que para la política sanitaria en el Principado de Asturias tienen los 
medicamentos, se establece una inevitable relación entre la dispensación de los 
medicamentos y aquellos establecimientos y servicios donde tienen todas las condiciones y 
garantías estructurales, técnicas y profesionales para que esta dispensación pueda tener 
lugar en las mejores condiciones, por lo que, además, se prohíbe cualquier otra modalidad 
de venta que no esté ligada a este tipo de establecimientos.

7. El Capítulo III está dedicado a la atención farmacéutica en las oficinas y servicios de 
farmacia. El debate que se ha desarrollado acerca de la actividad de los farmacéuticos en 
las oficinas de farmacia y su papel como agentes sanitarios es intenso y prepara un futuro 
distinto para estos profesionales, los cuales, así como la sociedad, exigen un necesario 
cambio en el sentido de que sus conocimientos y la accesibilidad que las propias oficinas de 
farmacia propician sean útiles para la mejora de la salud de la población. Al margen de que 
esto sea reconocido, se requieren normas de más alto rango que regulen la atención 
farmacéutica en el Sistema Nacional de Salud. Se incorpora al texto legal la garantía de la 
atención farmacéutica a los ciudadanos, así como la necesidad del seguimiento de los 
tratamientos farmacológicos y el suministro de la información correcta para que estos 
tratamientos se produzcan en las mejores condiciones. Además, el control del uso 
individualizado de los medicamentos y la colaboración de estos profesionales en los 
programas de salud que las administraciones sanitarias dispongan son contemplados como 
elementos clave de la amplia labor que estos vienen haciendo, debiendo fortalecerse y 
promoverse más en el futuro.

8. Son estas reflexiones las que dan justificación al tratamiento legal de las funciones y 
de los servicios relacionados con la actividad profesional, que excede, con mucho, las 
actividades de dispensación y elaboración de medicamentos que se venían ya realizando 
tradicionalmente en las oficinas de farmacia.

9. Aunque la Ley 16/1997, de 15 de abril, de Regulación de Servicios de las Oficinas de 
Farmacia, establece, con carácter general, unos módulos de población y distancias, las 
características del Principado de Asturias, Comunidad que viene teniendo una importante 
acumulación de población en las áreas urbanas, con un movimiento demográfico desde la 
periferia hacia el centro, unido a que corresponde a las oficinas de farmacia un elevado 
número de población que sitúa al Principado de Asturias en la segunda Comunidad 
Autónoma con mayor número de habitantes por oficina de farmacia, justifican unos módulos 
de población inferiores para la región, de acuerdo con lo previsto en la anteriormente citada 
Ley 16/1997, de 15 de abril. Por otro lado, el estudio de la realidad actual de la distribución 
de las oficinas de farmacia, así como la difícil orografía y la peculiar distribución de nuestra 
población, justifica los criterios específicos de planificación que se han tenido en cuenta en el 
artículo 10 en el sentido de garantizar que todos los núcleos de población de más de 600 
habitantes tengan accesibilidad a una atención farmacéutica, a través de una oficina de 
farmacia, de calidad. Además, la ley otorga a la Consejería competente en materia de salud 
la función de autorizar las oficinas de farmacia, o de un botiquín, en su caso, en aquellos 
supuestos en que, cumpliéndose los supuestos de planificación, pudiera detectarse de 
manera objetiva la necesidad de asistencia farmacéutica.

10. La ley regula los procedimientos de autorización y adjudicación de oficinas de 
farmacia, y se ajusta a los principios de publicidad y transparencia que ya se recogen en la 
Ley 16/1997, de 25 de abril, de Regulación de Servicios de las Oficinas de Farmacia, y lo 
estableció en la Ley 30/1992, de 28 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, mediante la 
correspondiente convocatoria por concurso público de oficio, que permitirá la concurrencia 
pública. Se han tenido en cuenta aspectos que pudieran convertir las convocatorias públicas 
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de oficio de nuevas oficinas de farmacia en instrumentos de transacciones oportunistas, por 
lo que se tiene en cuenta que sólo se puede ser titular de una oficina de farmacia.

11. En lo que respecta a los traslados, modificaciones de locales y cierres de oficinas de 
farmacia en sus diferentes variantes, se ha atendido fielmente a que no provoquen 
desatención farmacéutica o traslados no justificados.

12. La ley aborda distintos aspectos que tienen que ver con la titularidad y cotitularidad, 
regencia, farmacéutico sustituto, farmacéutico adjunto y personal técnico y auxiliar, 
aclarando las funciones de cada uno y regulando de forma clara lo que representan la 
presencia y la actuación del personal de la oficina de farmacia. Asimismo, regula los 
aspectos que tienen que ver con nombramientos, que pasarán a desarrollarse 
reglamentariamente.

13. Siendo definidas las oficinas de farmacia como establecimientos sanitarios de 
carácter público aunque de propiedad privada, se establecen elementos de ordenación en 
consonancia con las más altas normas reguladoras del Estado en lo que se refiere al 
personal de las instituciones públicas y, así, se fijan los 65 años como máxima edad para 
poder seguir poseyendo la autorización administrativa requerida para mantener abierta una 
oficina de farmacia.

14. Además, en relación con los requisitos de los locales e instalaciones, esta ley los 
acomoda a las características de calidad de las prestaciones que se propugnan, 
destacándose las particularidades que han de tener aquellas que elaboren fórmulas 
magistrales y preparados oficinales.

15. De otro lado, para abundar más en la exigencia de autorización de las instalaciones, 
la Consejería competente en materia de salud establecerá los requisitos que en cada 
momento las farmacias han de cumplir para poder concertar los distintos servicios de 
atención y asistencia farmacéuticas.

16. También se regulan en este Capítulo los botiquines farmacéuticos. Se hace hincapié 
en la responsabilidad y dirección técnica del titular de una oficina de farmacia, la posibilidad 
de instalar botiquines en aquellos lugares donde no puedan cumplirse los requisitos que se 
deben exigir a las oficinas de farmacia, y se garantiza con ello también la autorización de 
botiquines cuando por alguna razón cese la atención farmacéutica que las oficinas de 
farmacia deben ejercer en las distintas áreas. Asimismo, se vinculan los botiquines a la 
farmacia más próxima de la zona farmacéutica donde estos se instalen, con lo cual se 
mejora este aspecto demandado por los propios profesionales del sector. La garantía de la 
presencia física y la actuación profesional de un farmacéutico completa la importancia que 
puede tener este tipo de establecimientos y la alta calidad en la prestación que deben dar.

17. La ley recoge la posibilidad legal de creación de servicios de farmacia en las 
estructuras de atención primaria y regula los servicios de farmacia en centros hospitalarios, 
sociosanitarios y penitenciarios, así como los depósitos de medicamentos en los centros 
hospitalarios. En todos estos ámbitos, la regulación se enfoca atendiendo a la directa 
implicación del personal farmacéutico y a la relación con otros profesionales sanitarios, con 
claras funciones orientadas a la promoción del uso racional de los medicamentos.

18. Teniendo en cuenta la población que en nuestra Comunidad Autónoma es mayor de 
65 años e incluso el alto número de personas mayores de 80 años que están siendo 
asistidas en centros sociales y sociosanitarios, muchos de ellos con polipatología y con 
problemas de respuesta anormal a los medicamentos e interacciones indeseables y falta del 
cumplimiento con los tratamientos, se hacen necesarias una atención y una prestación 
farmacéuticas de alta calidad en estos centros.

19. Lo mismo ocurre con la población penitenciaria y la prevalencia en ella de 
enfermedades que tienen un abordaje tan complejo como el sida y que requieren de una 
atención farmacéutica de alta calidad.

20. Se consideran desde esta ley los almacenes de distribución elementos clave que 
garanticen la accesibilidad permanente a los medicamentos y, por ello, se atiende a diversos 
elementos, entre los que cabe destacar el que cuenten con las instalaciones, equipamientos 
y funcionamiento requeridos y dispongan de un director técnico, que deberá estar presente 
durante el horario de funcionamiento del almacén, para garantizar así que se cumplen las 
funciones previstas en la Ley 29/2006, de 29 de julio, de Garantías y Uso Racional de los 
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Medicamentos y Productos Sanitarios. La ley les otorga carácter de establecimientos 
sanitarios.

21. Consecuentes con la preocupación por el medio ambiente y la influencia que este 
tiene en la salud, la ley contempla la necesaria disponibilidad de un sistema que trate de 
manera adecuada los residuos y distintos elementos de prevención de riesgos que tienen 
que ver con la salud pública y el medio ambiente, extendiéndolo también a la prevención de 
riesgos laborales en la preocupación por el cumplimiento de la legislación vigente en esta 
materia también en todos los establecimientos farmacéuticos.

22. El Capítulo IV contempla la promoción y la publicidad de los medicamentos, 
disponiendo que corresponderá a la Consejería competente en materia de salud velar por 
que estas actividades, las que se dirigen tanto a los profesionales como a los ciudadanos, se 
fundamenten en la evidencia científica y no induzcan a error.

23. El régimen sancionador se regula en el Capítulo V, estableciendo la competencia 
para la imposición de sanciones en el ejercicio de la función de autoridad que asista a las 
administraciones sanitarias en esta materia, así como completando de una manera 
adecuada la tipificación de las posibles infracciones relacionadas con los medicamentos y 
los establecimientos farmacéuticos.

24. Por último, con respecto a las disposiciones adiciones, transitorias y finales de la 
presente ley, cabe destacar la regulación de los medicamentos veterinarios, que se hace en 
la disposición adicional primera, haciendo hincapié en los establecimientos que pueden 
dispensar estos medicamentos y el especial papel que la Consejería competente en materia 
de salud debe tener en cuanto a que estos establecimientos cumplan la normativa vigente o 
aquella que, en su caso, se elabore.

25. La doctrina del uso racional de los medicamentos, que ha sido adoptada en las 
sociedades y países desarrollados y promulgada por la Organización Mundial de la Salud, el 
concepto que hoy se tiene de la atención farmacéutica y las especiales condiciones del 
Principado de Asturias y de su política sanitaria y organización de su Administración sanitaria 
pública orientan la presente ley, para que sirva a mayor beneficio de los ciudadanos del 
Principado de Asturias.

26. La presente ley se dicta en ejercicio de las competencias que el Principado de 
Asturias posee al amparo de lo previsto en el artículo 11.4 de la Ley Orgánica 7/1981, de 30 
de diciembre, de Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, y en los términos 
recogidos en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad; la Ley 16/1997, de 25 de 
abril, de Regulación de los Servicios de las Oficinas de Farmacia y la Ley 29/2006, de 29 de 
julio, de Garantías y Uso Racional de los Medicamentos y Productos Sanitarios.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente ley tiene por objeto la regulación de la atención farmacéutica y la 
ordenación de los servicios y establecimientos farmacéuticos en el ámbito del Principado de 
Asturias.

2. El Principado de Asturias, con la colaboración de otras administraciones públicas y 
entidades públicas y privadas, garantizará a la población, mediante las acciones y 
mecanismos necesarios, una atención farmacéutica continuada, integral, adecuada y de 
calidad.

Artículo 2.  Conceptos generales.

A los efectos de lo dispuesto en la presente ley, se entenderá por:

a) Atención farmacéutica: el servicio de interés público comprensivo del conjunto de 
actividades desarrolladas en los establecimientos y servicios regulados en la presente ley, 
bajo la responsabilidad y supervisión de un farmacéutico, en relación con la adquisición, 
conservación, distribución, custodia y dispensación de medicamentos y productos sanitarios, 
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de modo que se garantice, en todo momento, una adecuada asistencia farmacéutica a la 
población y se fomente, a su vez, un uso racional del medicamento.

b) Ordenación farmacéutica: el conjunto de normas, requisitos, estructuras y 
actuaciones, en el ámbito de la atención farmacéutica, cuyos objetivos son garantizar que se 
haga un uso racional de los medicamentos por parte de la población y propiciar la mejora de 
su estado de salud.

c) Dispensación farmacéutica: toda entrega de medicamentos al público efectuada, en el 
ejercicio de sus funciones, por un farmacéutico o bajo su responsabilidad en una oficina de 
farmacia, un botiquín, un servicio de farmacia o un depósito de medicamentos, bien previa 
prescripción por un facultativo autorizado o bien bajo su criterio profesional, en los casos en 
que esté autorizado, informando, aconsejando e instruyendo sobre su correcta utilización.

d) Establecimientos y servicios de atención farmacéutica: se distinguen los de 
distribución, que comprende los almacenes mayoristas de distribución de medicamentos y 
demás productos farmacéuticos, y los de dispensación, que incluye las oficinas de farmacia, 
los botiquines, los servicios de farmacia y los depósitos de medicamentos.

CAPÍTULO II

De la atención farmacéutica

Artículo 3.  Derechos de las personas usuarias.

En el ámbito de la atención farmacéutica, los ciudadanos tienen los siguientes derechos:

a) A la asistencia farmacéutica continuada.
b) A obtener los medicamentos y productos sanitarios necesarios para promover, 

conservar o restablecer su salud en los términos legalmente establecidos.
c) A la libre elección de la oficina de farmacia.
d) A recibir la información objetiva, así como el consejo y el asesoramiento que precisen 

para el correcto uso de los medicamentos y demás productos farmacéuticos con garantía de 
privacidad, confidencialidad, gratuidad y claridad de forma oral o escrita, si así se solicita.

e) A la confidencialidad de todos los datos sobre su estado de salud, medicamentos y 
productos sanitarios que les sean dispensados, salvo los de interés sanitario, conforme a la 
legislación vigente.

f) A conocer la cualificación profesional de la persona que les atienda a través de la 
correspondiente identificación personal y profesional, que será claramente visible por los 
usuarios, y a que ésta sea un farmacéutico cuando así lo soliciten.

g) A conocer y tener acceso a los datos contenidos en su historia farmacoterapéutica.

Artículo 4.  Obligaciones de las personas usuarias.

En el ámbito de la atención farmacéutica, los ciudadanos tienen las siguientes 
obligaciones:

a) Cumplir las disposiciones económicas y administrativas que determine la normativa 
reguladora de la obtención de medicamentos y demás productos farmacéuticos.

b) Hacer un uso responsable y adecuado de los medicamentos y demás productos 
farmacéuticos.

Artículo 5.  Derechos y obligaciones de los profesionales farmacéuticos.

1. Los profesionales que presten el servicio de atención farmacéutica gozarán del 
derecho al ejercicio de su profesión en los establecimientos o servicios de atención 
farmacéutica.

2. Asimismo, a tales profesionales les incumbe el cumplimiento de las siguientes 
obligaciones:

a) Garantizar a los ciudadanos una atención farmacéutica continuada de conformidad 
con la planificación desarrollada por la Administración sanitaria.

b) Suministrar o dispensar los medicamentos y productos sanitarios que se les requieran 
en las condiciones legal y reglamentariamente establecidas.
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c) Informar sobre el uso correcto y racional de los medicamentos y productos sanitarios, 
en especial en lo referente a indicaciones, posología, precauciones, contraindicaciones, 
interacciones y efectos adversos, así como cualesquiera otros datos de interés.

d) No dispensar los medicamentos que no se ajusten a las normas vigentes o los 
medicamentos que les sean requeridos cuando surjan dudas racionales sobre la validez de 
la receta, salvo que puedan comprobar que responde a una prescripción legítima.

e) Colaborar con la Administración sanitaria facilitando los datos y documentos que 
solicite y cooperando con las actividades de inspección que realice, informando sobre el uso 
indebido de recetas, medicamentos y demás productos farmacéuticos, así como cualquier 
hecho que conozcan que pueda manifestar consumo indebido de medicamentos o desvío al 
tráfico ilícito de sustancias sometidas a especiales medidas de control.

f) Mantener un adecuado y actualizado nivel de formación sobre el uso y administración 
de medicamentos y demás productos farmacéuticos.

g) Participar en los programas públicos de educación sobre el correcto uso de los 
medicamentos y demás productos farmacéuticos.

h) Cumplir con cualesquiera otras obligaciones que les vengan impuestas por la presente 
u otras leyes.

Artículo 6.  Dispensación.

1. La dispensación de medicamentos solo podrá realizarse en los establecimientos y 
servicios legalmente autorizados, según los requisitos exigidos por la normativa aplicable y 
en las condiciones establecidas en su autorización.

2. Queda prohibida la venta por correspondencia y por procedimientos telemáticos de 
medicamentos y productos sanitarios sujetos a prescripción médica. Se prohíbe asimismo la 
venta a domicilio y cualquier tipo de venta indirecta al público de medicamentos.

Lo establecido en este apartado se entiende sin perjuicio del reparto, distribución o 
suministro a las entidades legalmente autorizadas para la dispensación al público.

Queda igualmente prohibida la realización de cualquier clase de publicidad de las 
oficinas de farmacia, con independencia del soporte o medio, con excepción del envoltorio o 
envase para los productos dispensados en la propia oficina de farmacia.

Artículo 7.  Incompatibilidades.

Además de las incompatibilidades de régimen general, la titularidad o el ejercicio 
profesional del farmacéutico en los establecimientos y servicios de atención farmacéutica 
regulados en la presente ley son incompatibles con:

a) La existencia de cualquier clase de interés económico directo en los laboratorios de 
medicamentos.

b) El ejercicio clínico de la medicina, odontología y de la veterinaria.
c) La prestación de servicios retribuidos en cualquier Administración pública, salvo en los 

supuestos previstos en la legislación específica.
d) El ejercicio profesional del farmacéutico en más de uno de los establecimientos y 

servicios de atención farmacéutica regulados en la presente ley, salvo en los botiquines y 
depósitos de medicamentos. Esta incompatibilidad no será de aplicación a los farmacéuticos 
contratados a tiempo parcial.

e) Cualquier actividad profesional que impida la presencia física del farmacéutico titular o 
uno de los cotitulares en el horario ordinario de atención al público y durante otros servicios 
que, en su caso, estén obligados a prestar.

f) El ejercicio profesional en las entidades o agrupaciones ganaderas y en los 
establecimientos de dispensación de medicamentos veterinarios. Esta incompatibilidad no 
será de aplicación a los farmacéuticos contratados a tiempo parcial.

g) El ejercicio profesional como delegados de visita médica, representantes, 
comisionistas o agentes informadores de los laboratorios de medicamentos.
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CAPÍTULO III

Establecimientos farmacéuticos

Sección 1.ª Oficinas de Farmacia

Subsección 1.ª Concepto

Artículo 8.  Definición.

Las oficinas de farmacia son establecimientos sanitarios privados de interés público, 
sujetos a autorización administrativa y a la planificación sanitaria que establezca el 
Principado de Asturias, en los que, bajo la responsabilidad y dirección de los farmacéuticos 
titulares de los mismos, deberán prestarse los siguientes servicios básicos a la población:

a) La adquisición, custodia, conservación y dispensación de los medicamentos y 
productos sanitarios.

b) La dispensación de medicamentos estupefacientes y psicótropos o cualquier 
medicamento que requiera un especial control en los términos establecidos en la normativa 
vigente.

c) La vigilancia, control y custodia de las recetas dispensadas así como de los 
documentos sanitarios que lo requieran.

d) La dispensación y, en su caso, elaboración de fórmulas magistrales y preparados 
oficinales según los procedimientos y controles establecidos.

e) La garantía de la atención farmacéutica a la población en los términos que se 
establecen en la presente ley y disposiciones de desarrollo.

f) La información sobre la correcta utilización de todo tipo de medicamentos, así como el 
seguimiento de los tratamientos farmacológicos a los pacientes, funciones que 
necesariamente habrá de ejercer un farmacéutico.

g) La colaboración en el control del uso individualizado de los medicamentos a fin de 
detectar las reacciones adversas que puedan producirse y notificarlas a los organismos 
responsables de la farmacovigilancia.

h) La colaboración en los programas que promuevan las administraciones sanitarias 
sobre atención farmacéutica y sanitaria en general, promoción y protección de la salud, 
prevención de la enfermedad y educación sanitaria.

i) La colaboración con las administraciones sanitarias en la formación y la información 
dirigidas al resto de profesionales sanitarios y usuarios sobre el uso racional de los 
medicamentos y productos sanitarios.

j) La colaboración con las medidas que establezca la autoridad sanitaria tendentes a la 
racionalización del gasto en medicamentos y productos sanitarios.

k) La actuación coordinada con las estructuras asistenciales de la Administración 
sanitaria.

l) La colaboración en la docencia para la obtención del título de licenciado en Farmacia, 
de acuerdo con lo previsto en las directivas comunitarias, en la normativa estatal y de las 
universidades, por las que se establecen los correspondientes planes de estudio en cada 
una de ellas.

m) Cualesquiera otras que se establezcan legal o reglamentariamente.

Subsección 2.ª Planificación

Artículo 9.  Planificación.

1. La planificación farmacéutica se realizará por zonas farmacéuticas, las cuales 
coincidirán, con carácter general, con las zonas de salud establecidas en el Mapa sanitario 
del Principado de Asturias.
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2. No obstante, mediante acuerdo del Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la 
Consejería competente en materia de salud, teniendo en cuenta criterios de densidad o 
dispersión de la población, así como las necesidades de atención farmacéutica, se podrán 
agrupar o disgregar las zonas de salud para la creación de zonas farmacéuticas. Dicho 
acuerdo será publicado en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

Artículo 10.  Concejos y otros núcleos de población.

1. En todos los concejos se podrá autorizar la apertura de una primera oficina de 
farmacia que garantice la adecuada atención farmacéutica.

2. En las parroquias y núcleos de población de ámbito inferior al concejo, siempre que la 
población sea superior a 600 habitantes se podrá autorizar la apertura de una primera oficina 
de farmacia que garantice la adecuada atención farmacéutica a dicha población si cuentan 
con un centro de atención sanitaria de carácter público, en régimen de jornada completa.

3. En caso de proceder la autorización, a tenor de lo dispuesto en los apartados 
anteriores, la Consejería competente en materia de salud podrá determinar la ubicación de la 
oficina de farmacia para asegurar la mejor atención farmacéutica y el mayor impulso al 
desarrollo rural.

Artículo 11.  Módulos de población.

Con carácter general, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el número de 
oficinas de farmacia será de una por cada 2.500 habitantes de la zona farmacéutica 
correspondiente. Una vez superada esta proporción, podrá establecerse una nueva oficina 
de farmacia si se alcanza con el resto de la población una cifra igual o superior a 2.000 
habitantes.

Artículo 12.  Cómputo de población.

A los efectos de la presente ley, para el cómputo de habitantes se tendrá en cuenta la 
población que conste en la última revisión del padrón municipal vigente en el momento de 
iniciarse el procedimiento de autorización.

Artículo 13.  Distancias mínimas.

1. La distancia mínima entre los locales de oficinas de farmacia será, con carácter 
general, de 250 metros independientemente de la zona farmacéutica a la que pertenezcan.

2. La distancia mínima de 250 metros a que hace referencia el apartado anterior, en los 
supuestos en que exista una oficina de farmacia en situación de traslado provisional deberá 
ser guardada respecto al local de ubicación de origen de la oficina de farmacia trasladada y 
no al de su ubicación provisional.

3. La distancia de 250 metros deberá ser guardada igualmente en relación con los 
centros sanitarios de cualquier zona farmacéutica, ya sean estos públicos o privados 
concertados de asistencia hospitalaria o extrahospitalaria, con consultas externas o dotados 
de servicios de urgencia, estén los mismos en funcionamiento, en fase de construcción o 
aprobado el proyecto de obras.

4. Este requisito de distancia a los centros sanitarios no será exigible en las zonas 
farmacéuticas, concejos, parroquias o núcleos de población de ámbito inferior al concejo con 
una única oficina de farmacia.

5. Reglamentariamente se establecerán el procedimiento y los criterios para la aplicación 
de lo dispuesto en el presente artículo.

Subsección 3.ª Apertura de oficina de farmacia y transmisión

Artículo 14.  Procedimiento.

1. El procedimiento de apertura de nuevas oficinas de farmacia se ajustará a los 
principios de publicidad, transparencia y concurrencia competitiva, y se regirá por lo 
dispuesto en la presente ley, en las normas de desarrollo reglamentario establecidas al 
efecto, así como por las normas del procedimiento administrativo.
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2. Cada farmacéutico sólo podrá ser titular o cotitular de una oficina de farmacia.
3. Las oficinas de farmacia no se podrán transmitir desde el momento de publicación de 

la convocatoria del concurso para la autorización de nuevas oficinas de farmacia al que su 
titular o cotitulares presenten solicitud. Esta limitación se mantendrá en tanto no se agote la 
vía administrativa y, en su caso, se extenderá hasta que se resuelva con carácter definitivo 
en vía jurisdiccional, salvo que renuncie expresamente a continuar en el procedimiento.

El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior comportará la pérdida automática 
del derecho del transmitente a continuar en el procedimiento del concurso, estableciéndose 
reglamentariamente el procedimiento de exclusión.

4. La tramitación y la resolución del procedimiento para la autorización de nuevas 
oficinas de farmacia corresponden a la Consejería competente en materia de salud, que lo 
iniciará de oficio mediante convocatoria publicada en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias y siendo el plazo máximo para notificar la resolución expresa del mismo de doce 
meses.

El procedimiento se convocará teniendo en cuenta la revisión de los padrones 
municipales y las peticiones formuladas por las entidades locales o farmacéuticos 
interesados.

5. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para la autorización de nuevas 
oficinas de farmacia.

Artículo 15.  Requisitos.

1. El farmacéutico que tuviese autorizada una oficina de farmacia en una zona 
farmacéutica no podrá participar en un procedimiento de autorización de nueva oficina de 
farmacia para la misma zona.

2. El farmacéutico que sea cotitular de una oficina de farmacia sólo podrá participar en el 
concurso de nueva oficina de farmacia si lo hace con los otros cotitulares de la misma 
oficina.

3. La autorización de una nueva oficina de farmacia a un farmacéutico ya titular de otra 
situada en el Principado de Asturias determinará automáticamente la pérdida de la 
autorización que se venía ostentando desde el momento del acta de apertura de la nueva 
oficina de farmacia.

No obstante, la Consejería competente en materia de salud podrá, mediante resolución 
motivada al efecto, retrasar la apertura de la nueva oficina de farmacia obtenida por un 
farmacéutico que a su vez sea titular de otra hasta que quede asegurada la asistencia 
farmacéutica a la población incluida en la zona de influencia de esta última oficina.

4. La autorización de una nueva oficina de farmacia a un farmacéutico titular de otra 
situada fuera del Principado de Asturias requerirá que el farmacéutico titular de la misma 
acredite, en el momento de solicitar la visita previa de apertura y funcionamiento de la nueva 
oficina de farmacia, haber renunciado a los derechos que le otorga la autorización concedida 
por otra Comunidad Autónoma.

5. No podrán participar en el procedimiento de autorización de nuevas oficinas de 
farmacia los farmacéuticos que tengan cumplidos 65 años de edad en el momento de 
publicación de la convocatoria.

6. Asimismo, no podrán participar en el procedimiento de autorización de nuevas oficinas 
de farmacia los farmacéuticos que hayan transmitido su titularidad o cotitularidad sobre una 
oficina de farmacia en un plazo de tiempo inferior a cinco años respecto del momento de 
publicación de la convocatoria.

Subsección 4.ª Traslado de local de oficina de farmacia

Artículo 16.  Requisitos y clases de traslados.

1. Las oficinas de farmacia solo podrán trasladarse de local dentro de la zona 
farmacéutica donde estén ubicadas siempre que ese traslado no suponga dejar sin oficina 
de farmacia el concejo, la parroquia o el núcleo de población de ámbito inferior al concejo.

2. Los traslados de oficinas de farmacia podrán ser voluntarios, forzosos o provisionales.
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3. Los traslados de oficinas de farmacia estarán sujetos a autorización administrativa, así 
como a las condiciones y los requisitos que reglamentariamente se establezcan.

4. La iniciación de un procedimiento de autorización de nueva oficina de farmacia en una 
zona farmacéutica llevará aparejada, automáticamente, la suspensión en dicha zona de la 
tramitación de los procedimientos de traslado. Solamente en el caso de un traslado forzoso y 
justificada debidamente la urgencia del mismo se podrá proceder a la tramitación del 
procedimiento de traslado.

Artículo 17.  Traslados voluntarios.

1. Serán traslados voluntarios los que se fundamenten en la libre voluntad del titular o los 
cotitulares de la oficina de farmacia y conllevarán el cese de la actividad en la ubicación de 
origen.

2. Los traslados voluntarios habrán de respetar las distancias mínimas establecidas en el 
artículo 13.

Artículo 18.  Traslados forzosos.

1. Tendrán la consideración de traslados forzosos aquellos en los que la prestación de la 
atención farmacéutica no pueda continuar en el local en que esté instalada la oficina de 
farmacia y no exista posibilidad de retorno al mismo, bien por las condiciones físicas de las 
instalaciones o bien porque el titular o los cotitulares pierdan la disponibilidad jurídica de 
dicho local por causas ajenas a su voluntad.

2. En caso de traslado forzoso de una oficina de farmacia y sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 13.4, para facilitar la reinstalación en el entorno donde presta el servicio se 
tendrá en cuenta lo siguiente:

a) Las oficinas de farmacia que estuvieran situadas a más de 250 metros del 
establecimiento sanitario más cercano, habrán de respetar la distancia de 100 metros 
respecto de las oficinas de farmacia establecidas, independientemente de la zona 
farmacéutica a que pertenezcan, y de 250 metros en relación a los centros sanitarios de 
cualquier zona farmacéutica.

b) Las oficinas de farmacia que estuvieran situadas a menos de 250 metros del 
establecimiento sanitario más cercano, habrán de respetar la distancia de 100 metros 
respecto de las oficinas de farmacia establecidas, independientemente de la zona 
farmacéutica a la que pertenezcan, y de 100 metros en relación a los centros sanitarios de 
cualquier zona farmacéutica.

Artículo 19.  Traslados provisionales.

1. Son traslados provisionales los que se producen por obras, derrumbamiento, estado 
de ruina o demolición del edificio, autorizándose con carácter provisional el funcionamiento 
de la oficina de farmacia en otras instalaciones con el compromiso y la obligación del titular 
de que la oficina de farmacia retorne a su primitivo emplazamiento en el plazo no superior al 
tiempo que duren las obras de reconstrucción, que en todo caso no podrá superar los tres 
años.

2. En los casos de traslados provisionales, la Consejería competente en materia de salud 
podrá autorizar el traslado aun cuando no se cumpla la distancia exigida entre la ubicación 
provisional y las otras oficinas de farmacia o los centros sanitarios a que se refiere el artículo 
13, siempre que en ningún caso esta distancia sea inferior a 100 metros.

3. En los traslados provisionales, transcurrido el plazo máximo a que se refiere el 
apartado 1 sin que la oficina de farmacia haya podido retornar a su primitivo emplazamiento, 
se procederá al cierre del local donde se hubiese instalado provisionalmente, quedando en 
suspenso la autorización administrativa de funcionamiento de la oficina de farmacia durante 
un plazo de dos años, transcurrido el cual caducará la autorización.

4. Los interesados estarán obligados a solicitar el retorno a los locales de origen en las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan, que deberán respetar la disminución 
de superficie que el derecho de retorno comporta.
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Subsección 5.ª Modificación de oficina de farmacia

Artículo 20.  Modificación de local.

1. La modificación de local de oficina de farmacia que implique la realización de obras 
que afecten al acceso o accesos, a la ampliación o reducción de la superficie o a la 
estructura del local precisará autorización por parte de la Consejería competente en materia 
de salud.

2. La autorización se entenderá otorgada si, transcurridos seis meses desde la fecha de 
presentación de la solicitud, no se ha notificado resolución sobre la misma por parte de la 
Consejería competente en materia de salud.

3. Cualquier otra modificación del local requerirá comunicación previa a la Consejería 
competente en materia de salud. Si transcurridos veinte días no se hubiera formulado 
ninguna objeción por parte de la misma, se entenderá que se puede iniciar la modificación.

4. Durante la realización de las obras se garantizará la adecuada prestación de la 
atención farmacéutica, así como el cumplimiento de las condiciones higiénico sanitarias de 
los medicamentos y demás productos farmacéuticos.

5. La autorización o comunicación para la realización de obras de modificación de local 
tendrá una validez de seis meses, transcurridos los cuales sin que se hayan iniciado las 
mismas se producirá su caducidad.

6. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para la autorización de 
modificaciones de locales de oficinas de farmacia.

Subsección 6.ª Cierre de oficinas de farmacia

Artículo 21.  Clases de cierre.

1. Los cierres de oficinas de farmacia podrán ser definitivos o temporales.
2. En todo caso, el cierre definitivo o temporal de una oficina de farmacia podrá estar 

sometido a la previa adopción de las medidas oportunas tendentes a garantizar la prestación 
de la atención farmacéutica.

3. Reglamentariamente se establecerán el régimen de autorización y las condiciones de 
los cierres de las oficinas de farmacia.

Artículo 22.  Cierres temporales.

1. El cierre temporal de una oficina de farmacia podrá ser voluntario o forzoso.
2. El cierre temporal no podrá exceder de dos años.
3. Dicho plazo no será aplicable a los cierres forzosos de oficina de farmacia por sanción 

administrativa o inhabilitación profesional o penal de su titular o cotitulares.

Artículo 23.  Cierres definitivos.

1. El cierre definitivo de una oficina de farmacia podrá ser voluntario o forzoso.
2. El cierre definitivo forzoso podrá producirse por alguna de las siguientes causas:

a) Por haber transcurrido el plazo de 60 meses desde que haya cumplido el titular la 
edad de 65 años sin haber procedido a su transmisión.

b) En los supuestos de muerte, ausencia legal, incapacitación legal o incapacitación 
laboral permanente del titular, cuando hubieran transcurrido los plazos establecidos en la 
presente ley sin haberse producido la transmisión de la oficina de farmacia.

c) Por la autorización a su titular de una nueva oficina de farmacia.
d) Por sentencia judicial firme.
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Subsección 7.ª Titularidad y recursos humanos

Artículo 24.  Titularidad y cotitularidad.

1. Solo los farmacéuticos podrán ser titulares o cotitulares de las oficinas de farmacia. 
Cada farmacéutico sólo podrá ser titular o cotitular de una oficina de farmacia.

2. Farmacéutico titular o cotitular es aquel a cuyo nombre consta la autorización de la 
oficina de farmacia y el acta de apertura y funcionamiento de la misma.

3. Todos los cotitulares de una oficina de farmacia responden solidariamente del 
cumplimiento de las condiciones exigidas en la presente ley respecto a la oficina de farmacia 
y de las responsabilidades a que por razón de la titularidad estén sujetos.

Artículo 25.  Farmacéutico regente.

1. El farmacéutico regente será aquel que asuma las funciones del titular o del cotitular 
en los supuestos de muerte, incapacitación legal, incapacidad permanente o ausencia legal.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, en los supuestos de cotitularidad 
la regencia podrá ser ejercida por el resto de los cotitulares.

3. Las regencias tendrán carácter limitado en los casos siguientes:

a) En los supuestos de fallecimiento, incapacitación legal o incapacidad permanente 
tendrán una duración máxima de dieciocho meses.

b) En los supuestos de ausencia legal tendrán una duración máxima de once años y 
medio.

4. Los plazos a que se refiere el apartado anterior comenzarán a computarse a partir de 
la producción del hecho causante y, transcurridos los mismos sin que se hubiese procedido 
a la transmisión de la oficina de farmacia, caducará la autorización.

Artículo 26.  Farmacéutico sustituto.

1. Los farmacéuticos sustitutos serán aquellos que ejerzan su actividad en lugar del 
farmacéutico titular, cotitular o regente en los siguientes casos:

a) Servicios de urgencia y ampliación horaria.
b) Con ocasión de vacaciones.
c) Por ausencia basada en motivos particulares.
d) Cuando concurran circunstancias de carácter excepcional y limitadas en el tiempo, 

tales como enfermedad, descanso maternal, incapacidad laboral transitoria, desempeño de 
un cargo público, desempeño de un cargo colegial o realización de estudios de capacitación 
o especialización relacionados con el ejercicio de la actividad farmacéutica, acreditadas y 
mientras dure la circunstancia correspondiente.

2. El farmacéutico sustituto asumirá las mismas funciones y responsabilidades que el 
farmacéutico titular, cotitular o regente.

Artículo 27.  Farmacéutico adjunto.

1. El farmacéutico adjunto será aquel que ejerce su actividad en la oficina de farmacia 
conjuntamente con el titular, cotitulares o regente, ya sea por razón de mejora del servicio, 
por ampliación de horario o por volumen de actividad.

2. El farmacéutico adjunto compartirá sus funciones con el titular, cotitulares o regente y 
actuará bajo su dirección con arreglo a estrictos criterios de técnica farmacéutica, 
respondiendo de los actos profesionales que realice sin perjuicio de la responsabilidad 
general que incumbe al titular o los cotitulares.

3. Reglamentariamente se establecerán las circunstancias y condiciones precisas en las 
que sea obligatoria la contratación y presencia de los farmacéuticos adjuntos necesarios 
para garantizar la adecuada asistencia a los usuarios.
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Artículo 28.  Personal técnico y auxiliar.

1. Los farmacéuticos podrán contar con personal técnico y auxiliar, que desempeñará 
actividades de atención farmacéutica que no requieran la condición de farmacéutico.

2. El personal técnico y auxiliar desarrollará aquellas actividades que se correspondan 
con las propias de su titulación y serán llevadas a cabo bajo la supervisión y responsabilidad 
del farmacéutico titular, cotitular, regente o sustituto.

3. El farmacéutico titular, cotitular, regente o sustituto se responsabilizará de la adecuada 
formación del personal técnico y auxiliar de la oficina de farmacia, que deberá estar en 
posesión de la titulación académica oficial que corresponda para aquellos que se incorporan 
a esta tarea a partir de la entrada en vigor de la presente ley.

Artículo 29.  Presencia del farmacéutico.

1. La presencia y la actuación profesional en la oficina de farmacia de, al menos, un 
farmacéutico constituyen requisitos indispensables para llevar a cabo las funciones 
establecidas en la presente ley.

2. La presencia física del farmacéutico titular y de al menos uno de los farmacéuticos 
cotitulares, regente o sustituto será obligada en el horario ordinario de atención al público.

3. La colaboración de otros farmacéuticos no excusa la responsabilidad del farmacéutico 
titular o de los farmacéuticos cotitulares en la oficina de farmacia.

Artículo 30.  Nombramientos.

Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para el nombramiento de los 
farmacéuticos regentes, sustitutos y adjuntos.

Subsección 8.ª Transmisión de la titularidad

Artículo 31.  Transmisión de titularidad.

1. La transmisión de una oficina de farmacia solo podrá realizarse a favor de otro u otros 
farmacéuticos.

2. Para poder proceder a la transmisión de una oficina de farmacia, esta deberá haber 
permanecido abierta al público y mantenido la misma titularidad o cuota de titularidad, si 
fuera el caso, durante seis años consecutivos.

3. El derecho de transmisión de una oficina de farmacia decaerá automáticamente 
cuando el titular o los cotitulares de la misma obtengan la autorización de apertura de una 
nueva oficina de farmacia.

4. No se podrán constituir cotitularidades sobre una oficina de farmacia por un porcentaje 
inferior al 25 por 100 del total de la misma.

5. La transmisión de la oficina de farmacia mediante traspaso, cesión, venta, donación, 
herencia u otro negocio jurídico estará sujeta a autorización administrativa de la Consejería 
competente en materia de salud de acuerdo con el procedimiento, las condiciones y los 
requisitos que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 32.  Plazos para la transmisión de la titularidad.

1. En el caso de muerte, incapacitación legal o reconocimiento de una incapacidad 
permanente del farmacéutico titular de una oficina de farmacia, la transmisión de la misma 
se deberá efectuar en el plazo máximo de dos años contados a partir de la fecha de 
producción del hecho causante, sin que resulte de aplicación la limitación de seis años 
señalada en el número 2 del artículo 31.

2. En el supuesto de ausencia legal del titular de la oficina de farmacia, la transmisión de 
la misma se deberá efectuar en el plazo de dieciocho meses contados a partir de la 
finalización del plazo máximo previsto en la legislación civil para proceder a la declaración 
judicial de fallecimiento.

3. Al cumplimiento de la edad de 65 años, el titular de una oficina de farmacia dispondrá 
de un plazo de 60 meses para proceder a su transmisión.
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4. No se podrá transmitir la oficina de farmacia en los casos de clausura o cierre 
obligatorio por sanción administrativa o por inhabilitación temporal profesional o penal de su 
titular durante el tiempo en que persista esta circunstancia. No obstante, si durante ese 
tiempo el titular cumple 65 años, dispondrá de un plazo de 60 meses para proceder a la 
transmisión de la misma.

5. El transcurso de los plazos señalados en los apartados anteriores para proceder a la 
transmisión de la titularidad de la oficina de farmacia sin que se hubiese producido 
determinará la caducidad de la autorización administrativa.

Artículo 33.  Transmisión de cotitularidad.

1. Los farmacéuticos cotitulares podrán ejercer el derecho de tanteo y retracto legal, en 
los términos previstos en la legislación civil, respecto de la cuota de titularidad 
correspondiente al resto de los cotitulares.

2. Al cumplimiento de la edad de 65 años, el cotitular de una oficina de farmacia 
dispondrá de un plazo de 60 meses para proceder a la transmisión de su cuota de titularidad.

3. En los casos de divorcio de cotitulares, muerte, incapacitación legal o reconocimiento 
de una incapacidad laboral permanente de alguno de los cotitulares de la oficina de farmacia 
no resultará de aplicación la limitación de seis años señalada en el número 2 del artículo 31 
cuando se proceda únicamente a la transmisión de la cuota de titularidad del cotitular 
divorciado, fallecido, declarado incapaz o reconocido con incapacidad laboral permanente, 
debiendo procederse a la transmisión en el plazo máximo de dos años contados a partir del 
hecho causante.

4. En el supuesto de ausencia legal de uno de los cotitulares de la oficina de farmacia, el 
plazo de dieciocho meses comenzará a contar a partir de la finalización del plazo máximo 
previsto en la legislación civil para proceder a la declaración judicial de fallecimiento.

5. En la transmisión de la totalidad de la oficina de farmacia en los casos señalados en 
los apartados anteriores, el plazo de seis años a que hace referencia el número 2 del artículo 
31 comenzará a computarse desde la fecha en que se haya producido la última transmisión.

6. Transcurridos los plazos señalados en los apartados anteriores sin que se hubiese 
procedido a la transmisión de la cuota de titularidad de la oficina de farmacia, se producirá la 
caducidad correspondiente a la misma.

Subsección 9.ª Requisitos técnicos del local de las oficinas de farmacia

Artículo 34.  Requisitos del local.

1. Los locales e instalaciones de las oficinas de farmacia reunirán las condiciones 
higiénico-sanitarias precisas para prestar una correcta atención farmacéutica.

2. En los supuestos de nueva apertura, traslado voluntario y forzoso, estos locales 
tendrán una superficie mínima útil de 75 metros cuadrados, que podrán estar distribuidos en 
una o varias plantas consecutivas y comunicadas interiormente, y contarán al menos con las 
siguientes zonas:

a) Zona de atención al usuario, que deberá tener una superficie útil de 30 metros 
cuadrados como mínimo.

b) Zona de recepción, revisión y almacenamiento de medicamentos y demás productos 
farmacéuticos.

c) Laboratorio para la elaboración de fórmulas magistrales y preparados oficinales, en su 
caso.

d) Despacho de farmacéutico, que permita una atención individualizada.
e) Aseos para uso del personal de la oficina de farmacia cuyo acceso no tenga 

comunicación directa con el laboratorio.

3. En los supuestos de traslado provisional y modificaciones de local, podrán admitirse 
condiciones excepcionales, que en todo caso deben suponer una mejora sobre las del local 
que ocupaba la oficina de farmacia.
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4. Los locales donde se instalen las oficinas de farmacia contarán con acceso libre, 
directo y permanente a una vía pública, y deberán respetar la legislación vigente sobre 
promoción de la accesibilidad y supresión de barreras arquitectónicas.

5. En el momento de designación de local o petición de traslado, el local para la 
instalación de una oficina de farmacia habrá de estar completamente construido, por lo 
menos en sus elementos constructivos básicos.

6. En la fachada de acceso al local de la oficina de farmacia habrá un rótulo en el que 
figurará, con caracteres grandes y bien visibles, la palabra farmacia. Asimismo, habrá una 
placa en la que figurará el nombre completo del farmacéutico titular o los farmacéuticos 
cotitulares.

La señalización de las oficinas de farmacia deberá ser mediante una cruz de color verde 
que se situará en la fachada principal.

7. La presencia de animales queda prohibida dentro de cualquier zona de la oficina de 
farmacia.

Subsección 10.ª Gestión del servicio de atención farmacéutica

Artículo 35.  Conciertos.

La Consejería competente en materia de salud determinará y establecerá los requisitos 
que habrán de cumplir las oficinas de farmacia para concertar con la Administración del 
Principado de Asturias la gestión del servicio de atención farmacéutica.

Sección 2.ª Botiquines farmacéuticos

Artículo 36.  Definición y disposiciones generales.

1. Los botiquines son establecimientos sanitarios autorizados para la tenencia, 
conservación y dispensación de medicamentos y productos sanitarios bajo la 
responsabilidad y dirección técnica del titular de una oficina de farmacia.

2. Por razones de emergencia, podrá autorizarse excepcionalmente la apertura de un 
botiquín en las parroquias o núcleos de población de ámbito inferior al concejo en donde no 
pueda instalarse una oficina de farmacia por no cumplirse los requisitos exigidos en la 
presente ley y se den circunstancias de lejanía, de difícil comunicación con la oficina de 
farmacia más cercana, altas concentraciones temporales de población o cuando concurran 
situaciones especiales que lo hagan aconsejable para garantizar la adecuada atención 
farmacéutica a la población.

3. También procederá la autorización de un botiquín para prestar la atención 
farmacéutica a la población en tanto en cuanto se resuelvan los procedimientos de 
autorización de nueva oficina de farmacia, en aquellos casos en los que se haya concedido 
una autorización de cierre.

Artículo 37.  Vinculación de los botiquines.

1. Los botiquines estarán necesariamente vinculados a una oficina de farmacia, 
preferentemente la más próxima de la misma zona farmacéutica. El botiquín estará bajo la 
responsabilidad del farmacéutico titular o de los farmacéuticos cotitulares de la oficina de 
farmacia a la que se haya vinculado, que asegurarán la cobertura de la asistencia 
farmacéutica de acuerdo con las necesidades para las cuales fue establecido el botiquín, así 
como del correcto almacenaje, custodia y conservación de los medicamentos y productos 
sanitarios.

2. Reglamentariamente se establecerá el orden de prioridades para determinar su 
vinculación y el número máximo de botiquines dependientes de una misma oficina de 
farmacia.

Artículo 38.  Dispensación.

1. La presencia física y la actuación profesional de un farmacéutico serán indispensables 
para el funcionamiento del botiquín en las horas en que este permanezca abierto.
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2. Dependiendo de las características y necesidades de la población a atender, la 
Consejería competente en materia de salud determinará el horario en el que deberá 
permanecer abierto el botiquín.

3. Se podrá autorizar al farmacéutico titular de la oficina de farmacia a la que esté 
vinculado a realizar horarios compatibles entre la oficina de farmacia y el botiquín, previa 
solicitud y con la finalidad de conseguir una mejor adaptación a las necesidades de atención 
farmacéutica de la población.

Artículo 39.  Procedimiento de autorización.

El procedimiento para la autorización de un botiquín se iniciará de oficio por la 
Consejería competente en materia de salud en la forma que reglamentariamente se 
determine.

Artículo 40.  Requisitos de los botiquines.

1. El lugar donde se ubique el botiquín será apropiado a su finalidad, contará con acceso 
libre, directo y permanente a una vía pública, sin barreras arquitectónicas y dispondrá de un 
letrero bien visible en el exterior con el horario y días de apertura, la dirección de la oficina 
de farmacia a la que está vinculado, así como el nombre del titular o cotitulares de la misma.

2. No podrá desarrollarse en el establecimiento destinado a botiquín ninguna actividad 
comercial o de otra índole diferente a la relacionada con la dispensación de medicamentos o 
productos sanitarios.

Artículo 41.  Cierre.

Se procederá al cierre de un botiquín autorizado en los siguientes supuestos:

a) Cuando se autorice el funcionamiento de una oficina de farmacia que atienda a la 
población para la que se abrió el botiquín.

b) Cuando desaparezcan las causas que aconsejaron su autorización.

Sección 3.ª Servicios de farmacia de atención primaria

Artículo 42.  Disposiciones generales.

1. La atención farmacéutica en las estructuras de atención primaria se llevará a cabo a 
través de los servicios de farmacia y los depósitos de medicamentos y productos sanitarios 
de atención primaria autorizados por la Consejería competente en materia de salud.

2. Cada área de salud podrá contar con un servicio de farmacia de atención primaria.
3. En las estructuras de atención primaria en las que no se ubique el servicio de farmacia 

se podrá autorizar la existencia de depósitos de medicamentos y productos sanitarios 
dependientes del servicio de farmacia.

4. Reglamentariamente se establecerán los procedimientos de autorización, traslado, 
modificación y cierre, así como los requisitos materiales y las condiciones técnico-sanitarias 
con los que habrán de contar los servicios farmacéuticos regulados en la presente Sección.

Artículo 43.  Funciones.

1. A los servicios de farmacia de atención primaria les corresponde el ejercicio de las 
siguientes funciones:

a) Garantizar y asumir la responsabilidad técnica de la adquisición, calidad, correcta 
conservación, cobertura de las necesidades, custodia, preparación de fórmulas magistrales o 
preparados oficinales y dispensación de los medicamentos para ser aplicados dentro de los 
centros de atención primaria y de aquéllos para los que se exija una particular vigilancia, 
supervisión y control, según se establece en el artículo 103 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, 
General de Sanidad y en las disposiciones reglamentarias que lo desarrollan.

b) Establecer un sistema eficaz y seguro de distribución de medicamentos y productos 
sanitarios en los centros y estructuras a su cargo.
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c) Establecer sistemas de información sobre gestión de la farmacoterapia que incluya 
aspectos clínicos, de efectividad, seguridad y eficiencia de la utilización de los medicamentos 
y proporcionar una correcta información y formación sobre medicamentos y productos 
sanitarios a los profesionales sanitarios.

d) Desarrollar protocolos y guías farmacoterapéuticas que garanticen la correcta 
asistencia farmacoterapéutica a los pacientes, en especial lo referente a la selección de 
medicamentos y la continuidad de los tratamientos y sistemas de apoyo a la toma de 
decisiones clínicas en farmacoterapia.

e) Impulsar la coordinación en farmacoterapia entre diferentes estructuras sanitarias y 
niveles asistenciales y promover una investigación clínica en farmacoterapia de calidad y 
adecuada a las necesidades de los pacientes, garantizando la correcta custodia y 
dispensación de los productos en fase de investigación clínica.

f) Establecer un sistema para el seguimiento de los tratamientos a los pacientes que 
contribuya a garantizar el cumplimiento terapéutico así como programas que potencien un 
uso seguro de los medicamentos.

g) Impulsar y participar en programas de educación de la población sobre 
medicamentos, su empleo racional y la prevención de su abuso y formar parte de las 
comisiones relacionadas con el uso racional de medicamentos y productos sanitarios.

h) Impulsar la coordinación y trabajo en equipo y colaboración con los hospitales y 
servicios de atención especializada, con la finalidad de asegurar la calidad de la prestación 
farmacéutica mediante el seguimiento de los tratamientos prescritos por el médico.

i) Realizar cuantas funciones puedan redundar en un mejor uso y control de los 
medicamentos, mediante estrategias de colaboración entre los profesionales sanitarios de 
los equipos de atención primaria.

2. Todo lo anterior será asimismo de aplicación para los productos sanitarios excepto en 
aquellos supuestos donde resulte imposible su aplicación por la propia naturaleza del 
producto.

Artículo 44.  Recursos humanos.

1. El servicio de farmacia de atención primaria estará para su funcionamiento bajo la 
responsabilidad directa de un farmacéutico, cuya presencia y actuación profesional son 
necesarias para el desarrollo de las funciones previstas en la presente ley.

2. Atendiendo al volumen de actividad del servicio de farmacia de atención primaria y, de 
manera específica, a las características sanitarias de su ámbito de actuación, podrá 
establecerse la necesidad de farmacéuticos adicionales además del farmacéutico 
responsable, así como de personal auxiliar.

Sección 4.ª Atención farmacéutica en los centros sanitarios, sociosanitarios y 
penitenciarios

Subsección 1.ª Servicios de farmacia en centros hospitalarios

Artículo 45.  Centros hospitalarios.

1. La atención farmacéutica en los centros hospitalarios se llevará a cabo a través de los 
servicios de farmacia y los depósitos de medicamentos autorizados por la Consejería 
competente en materia de salud.

2. Los farmacéuticos desarrollarán las funciones que legalmente se les encomienden, 
prestando un servicio integrado en las otras actividades de la atención hospitalaria.

3. Los hospitales deberán disponer de un servicio o unidad de farmacia hospitalaria o de 
un depósito de medicamentos en función de las características de cada hospital que 
reglamentariamente se determinen.

4. Reglamentariamente se establecerán los procedimientos de autorización, traslado, 
modificación, cierre y registro, así como los requisitos materiales y las condiciones técnico-
sanitarias con los que habrán de contar los servicios farmacéuticos regulados en la presente 
Subsección.
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Artículo 46.  Funciones.

El servicio de farmacia de los centros hospitalarios desarrollará las siguientes funciones:

a) Garantizar y asumir la responsabilidad técnica de la adquisición, calidad, correcta 
conservación, cobertura de las necesidades, custodia, preparación de fórmulas magistrales o 
preparados oficinales y dispensación de los medicamentos precisos para las actividades 
intrahospitalarias y de aquellos otros, para tratamientos extrahospitalarios, que requieran una 
particular vigilancia, supervisión y control.

b) Establecer un sistema eficaz y seguro de distribución de medicamentos, tomar las 
medidas para garantizar su correcta administración, custodiar y dispensar los productos en 
fase de investigación clínica y velar por el cumplimiento de la legislación sobre 
medicamentos de sustancias psicoactivas o de cualquier otro medicamento que requiera un 
control especial.

c) Formar parte de las comisiones hospitalarias en que puedan ser útiles sus 
conocimientos para la selección y evaluación científica de los medicamentos y de su empleo.

d) Establecer un servicio de información de medicamentos para todo el personal del 
hospital, un sistema de farmacovigilancia intrahospitalario, estudios sistemáticos de 
utilización de medicamentos y actividades de farmacocinética clínica.

e) Llevar a cabo actividades educativas sobre cuestiones de su competencia dirigidas al 
personal sanitario del hospital y a los pacientes.

f) Efectuar trabajos de investigación propios o en colaboración con otras unidades o 
servicios y participar en los ensayos clínicos con medicamentos.

g) Colaborar con las estructuras de atención primaria y especializada de la zona en el 
desarrollo de las funciones señaladas en el artículo 43.

h) Realizar cuantas funciones puedan redundar en un mejor uso y control de los 
medicamentos.

i) Participar y coordinar la gestión de las compras de medicamentos y productos 
sanitarios del hospital a efectos de asegurar la eficiencia de la misma.

Artículo 47.  Funcionamiento del servicio.

1. Los servicios de farmacia hospitalaria estarán bajo la responsabilidad de un 
farmacéutico especialista en farmacia hospitalaria.

2. Para su adecuado funcionamiento, el servicio de farmacia deberá contar con el 
personal necesario que garantice la correcta realización de sus funciones.

3. La organización y el régimen de funcionamiento de los servicios de farmacia deberán 
permitir la disponibilidad de los medicamentos durante las veinticuatro horas del día.

Subsección 2.ª Depósitos de medicamentos en centros hospitalarios, servicios 
médicos o unidades funcionales

Artículo 48.  Depósitos de medicamentos.

1. Los depósitos de medicamentos de centros hospitalarios son aquellos que se ubican 
en un centro hospitalario que no tiene servicio de farmacia, por no estar obligado a ello, y a 
través de los cuales se produce la distribución intrahospitalaria de los medicamentos y 
productos sanitarios.

2. Estos depósitos estarán bajo la responsabilidad de un farmacéutico o vinculados a un 
servicio de farmacia hospitalaria de otro centro, o, en su defecto, a una oficina de farmacia, y 
precisarán para su funcionamiento autorización de la Consejería competente en materia de 
salud.

3. Reglamentariamente se establecerán los procedimientos de autorización, traslado, 
modificación, cierre y registro, así como los requisitos materiales y las condiciones técnico-
sanitarias con los que habrán de contar para su funcionamiento.
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Artículo 49.  Funciones de los depósitos de medicamentos.

El depósito de medicamentos del centro hospitalario, a través del farmacéutico 
responsable del servicio de farmacia hospitalaria o de la oficina de farmacia a la que se 
encuentre vinculado, deberá desarrollar, como mínimo, las siguientes funciones:

a) Asumir la responsabilidad técnica de la adquisición y garantizar la correcta 
conservación, custodia y dispensación de los medicamentos que se utilicen por el centro 
hospitalario.

b) Establecer un sistema eficaz y seguro de distribución de los medicamentos en el 
centro, así como implantar medidas que garanticen su correcta administración.

c) Informar al personal que preste sus servicios en el centro y a los propios pacientes en 
materia de medicamentos, así como realizar estudios sistemáticos de utilización de los 
medicamentos.

d) Colaborar en el establecimiento de un sistema de vigilancia y control del uso 
individualizado de los medicamentos en el centro, a fin de detectar sus posibles efectos 
adversos y notificarlos al sistema de farmacovigilancia.

e) Aquellas otras que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 50.  Depósitos de medicamentos en los servicios médicos o unidades funcionales.

1. Los depósitos de medicamentos en los servicios médicos o unidades funcionales son 
los utilizados por el servicio de farmacia del centro hospitalario como ayuda para la 
distribución de los medicamentos en el hospital.

Estos depósitos estarán bajo la responsabilidad técnica de un farmacéutico o del servicio 
de farmacia hospitalaria.

2. Reglamentariamente se establecerán los procedimientos de autorización, ubicación, 
modificación o cierre de los depósitos de medicamentos en los servicios médicos o unidades 
funcionales.

Subsección 3.ª Servicios farmacéuticos en centros sanitarios no hospitalarios

Artículo 51.  Centros sanitarios no hospitalarios.

1. Los centros sanitarios no hospitalarios podrán contar con un depósito de 
medicamentos. La Consejería competente en materia de salud determinará en cada caso la 
necesidad del establecimiento de un depósito de medicamentos dependiendo del tipo y del 
volumen de actividad del centro, así como los requisitos y condiciones técnico-sanitarias que 
debe cumplir.

2. Los depósitos de medicamentos de los centros sanitarios no hospitalarios estarán 
sujetos a autorización de la Consejería competente en materia de salud.

Subsección 4.ª Servicios farmacéuticos en centros sociosanitarios

Artículo 52.  Centros sociosanitarios.

1. A efectos de lo dispuesto en la presente ley, tendrán la consideración de centros 
sociosanitarios aquellos que atiendan a sectores de población tales como personas 
mayores, discapacitadas y cualesquiera otras cuyas condiciones de salud requieran, además 
de las atenciones sociales, asistencia sanitaria.

2. Estos centros vendrán obligados a establecer servicios de farmacia o depósitos de 
medicamentos debidamente autorizados por la Consejería competente en materia de salud, 
en los términos que se definan reglamentariamente, en función de la capacidad del 
establecimiento y del tipo de atención médica o farmacológica que requiera la población 
atendida. Los servicios de farmacia o depósitos de medicamentos que, en su caso, se 
establezcan estarán vinculados, preferentemente, a la red de servicios y centros sanitarios 
de la Administración Sanitaria del Principado de Asturias.
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3. Los servicios de farmacia de los centros sociosanitarios se hallarán bajo la 
responsabilidad y supervisión de un farmacéutico. Su regulación se desarrollará 
reglamentariamente.

Artículo 53.  Funciones.

Los servicios farmacéuticos de los centros sociosanitarios deberán desarrollar las 
siguientes funciones:

a) Gestionar la adquisición, custodia, conservación y dispensación de medicamentos y 
productos sanitarios y, en su caso, elaborar fórmulas magistrales y preparados oficinales 
que, siguiendo los controles de calidad que se establezcan, deban ser aplicados dentro de 
los centros sociosanitarios.

b) Cumplir la legislación sobre estupefacientes y psicótropos y otros productos sometidos 
a restricciones especiales.

c) Colaborar en el establecimiento de un sistema de vigilancia y control del uso 
individualizado de los medicamentos en el centro, a fin de detectar sus posibles efectos 
adversos y notificarlos al sistema de farmacovigilancia.

d) Colaborar con las estructuras de atención primaria y especializada del área sanitaria 
en el uso racional del medicamento.

e) Colaborar y asesorar en los temas de material sanitario.
f) Cualesquiera otras que reglamentariamente se les encomienden y que redunden en un 

mejor uso de los medicamentos.

Subsección 5.ª Servicios farmacéuticos en centros penitenciarios

Artículo 54.  Centros penitenciarios.

1. La atención farmacéutica en los centros penitenciarios ubicados en el Principado de 
Asturias se prestará a través de servicios de farmacia o depósitos de medicamentos 
debidamente autorizados por la Consejería competente en materia de salud, en los términos 
que se definan reglamentariamente, en función de la capacidad del establecimiento y del tipo 
de atención médica o farmacológica que requiera la población atendida.

2. Los servicios farmacéuticos que se presten en los centros penitenciarios deberán 
estar bajo la responsabilidad y supervisión de un farmacéutico.

Artículo 55.  Funciones.

El servicio de farmacia que se preste en los centros penitenciarios deberá cumplir las 
siguientes funciones:

a) Gestionar la adquisición, custodia, conservación y dispensación de medicamentos y 
productos sanitarios y, en su caso, elaborar fórmulas magistrales y preparados oficinales 
que, siguiendo los controles de calidad que se establezcan, deban ser aplicados dentro del 
centro penitenciario.

b) Cumplir la legislación sobre estupefacientes y psicótropos y otros productos sometidos 
a restricciones especiales.

c) Colaborar en el establecimiento de un sistema de vigilancia y control del uso 
individualizado de los medicamentos en el centro, a fin de detectar sus posibles efectos 
adversos y notificarlos al sistema de farmacovigilancia.

d) Cualesquiera otras que reglamentariamente se les encomienden y que redunden en 
un mejor uso de los medicamentos.
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Subsección 6.ª Requisitos de los locales

Artículo 56.  Requisitos técnicos de los locales.

Los requisitos técnicos que deberán cumplir los locales destinados a servicios de 
farmacia de centros sanitarios, socio-sanitarios y penitenciarios serán desarrollados 
reglamentariamente.

Sección 5.ª Almacenes de distribución

Artículo 57.  Concepto.

1. Son almacenes de distribución farmacéutica los establecimientos sanitarios cuya 
finalidad sea facilitar la distribución de los medicamentos, sustancias medicinales destinadas 
a constituir un medicamento y demás productos farmacéuticos, desde los laboratorios 
fabricantes y los importadores a las oficinas de farmacia, servicios de farmacia y demás 
establecimientos legalmente autorizados para la dispensación de medicamentos.

2. Por la consideración de servicio de interés público de esta actividad, los almacenes de 
distribución farmacéutica estarán obligados a garantizar de forma permanente la provisión de 
medicamentos suficientes para responder a las necesidades de la población asturiana, así 
como para atender las demandas de todos los establecimientos autorizados para la 
dispensación de medicamentos.

3. Con el fin de garantizar la continuidad del servicio, incluyendo los días festivos, 
deberán establecer servicios de guardia. Dichos servicios deberán ser aprobados por la 
Consejería competente en materia de salud.

4. Los almacenes de distribución farmacéutica que distribuyan directamente sus 
productos estarán obligados:

a) A disponer de locales y equipos dotaos de medios personales, materiales y técnicos 
para la correcta distribución de los medicamentos, con plena garantía para la salud pública.

b) A garantizar la observancia de las condiciones generales o particulares de 
conservación de los medicamentos y especialmente el mantenimiento de la cadena de frío 
en toda la red de distribución mediante procedimientos normalizados.

c) A mantener unas existencias mínimas de medicamentos que garanticen la adecuada 
continuidad del abastecimiento.

d) A asegurar plazos de entrega frecuencia mínima de repartos, asesoramiento técnico 
farmacéutico permanente y medios de apoyo a oficinas y servicios de farmacia.

e) A cumplir servicios de guardia y prevención de catástrofes.
f) A disponer de un plan de emergencia que garantice la aplicación efectiva de cualquier 

retirada del mercado ordenada por las autoridades sanitarias competentes.
g) A tener implantado un sistema de alertas que cubra todas las farmacias del territorio 

en su ámbito de actuación.
h) A cumplir con las normas de buenas prácticas de distribución que hayan sido 

promovidas o autorizadas por las Administraciones sanitarias competentes y a colaborar con 
éstas para asegurar una prestación farmacéutica de calidad.

i) Al cumplimiento de las demás obligaciones que vengan impuestas por disposición legal 
o reglamentaria.

Artículo 58.  Autorizaciones administrativas.

1. Cuando la sede de la empresa de los almacenes de distribución farmacéutica esté 
domiciliada en Asturias, su actividad estará sujeta a las siguientes autorizaciones:

a) De apertura y funcionamiento.
b) De traslado.
c) De modificación de instalaciones.
d) De cierre.
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2. Los cambios de titularidad de los almacenes de distribución farmacéutica se 
notificarán a la Consejería competente en materia de salud en el plazo de treinta días.

3. Reglamentariamente se establecerán los procedimientos de autorización, así como los 
requisitos y condiciones técnico-sanitarias que deben cumplir.

4. En todo caso, el Principado de Asturias mantendrá el control sobre el funcionamiento y 
las instalaciones de cualquier almacén de distribución farmacéutica ubicado en Asturias.

Artículo 59.  Dirección técnica.

1. Los almacenes de distribución farmacéutica deberán contar con un director técnico 
farmacéutico, que ejercerá en todo caso, y sin perjuicio de cualesquiera otras, las funciones 
previstas en las normas que resulten de aplicación.

2. Atendiendo al volumen de actividad y régimen horario del almacén podrá ser 
necesario que cuenten con farmacéuticos adjuntos.

3. Durante el horario de funcionamiento del almacén deberá estar presente el director 
técnico o el farmacéutico que le sustituya en sus funciones.

4. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento de nombramiento de director 
técnico, director técnico sustituto y farmacéuticos adjuntos.

Sección 6.ª Requisitos sobre residuos y riesgos laborales de los 
establecimientos farmacéuticos

Artículo 60.  Eliminación de residuos.

Todos los establecimientos farmacéuticos, en función de las actividades que realicen, 
deberán disponer de un sistema de tratamiento de residuos y de prevención de riesgos para 
la salud pública y el medio ambiente, de conformidad con la normativa vigente en la materia.

Artículo 61.  Prevención de riesgos laborales.

Los establecimientos farmacéuticos adecuarán sus actividades al cumplimiento de la 
normativa vigente en materia de prevención de riesgos laborales.

CAPÍTULO IV

Publicidad de los medicamentos y productos sanitarios

Artículo 62.  Información, promoción y publicidad.

La Consejería competente en materia de salud adoptará las medidas oportunas para 
garantizar que la información, la promoción y la publicidad de los medicamentos y productos 
sanitarios, dirigida a profesionales facultados para prescribir o dispensar y a la población en 
general, sean precisas, equilibradas y no induzcan a engaño por omisión, distorsión o 
exageración de sus efectos y propiedades.

Artículo 63.  Autorización.

1. Corresponde a la Consejería competente en materia de salud la autorización de 
cualquier publicidad de medicamentos y productos sanitarios destinada al público que se 
difunda exclusivamente en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

2. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento de autorización.

Artículo 64.  Publicidad destinada a las personas facultadas para prescribir o dispensar.

1. La Consejería competente en materia de salud requerirá, con carácter previo a la 
puesta en el mercado de un medicamento o de un producto sanitario autorizado, el material 
documental que se vaya a emplear o pueda ser utilizado en su publicidad ante los 
profesionales facultados para su prescripción y dispensación.

2. El suministro de muestras gratuitas de medicamentos y productos sanitarios se 
realizará, con carácter excepcional y exclusivamente, a los profesionales facultados para su 
prescripción y se efectuará, previa petición escrita, fechada y firmada, formulada por el 
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destinatario. La petición cursada deberá estar a disposición de la Consejería competente en 
materia de salud.

3. La Consejería competente en materia de salud podrá recabar del titular de la 
autorización sanitaria del medicamento o producto sanitario información concerniente a las 
primas, ventajas pecuniarias o ventajas en especie que, conforme a lo establecido 
legalmente, hayan sido o vayan a ser utilizadas durante la publicidad de los medicamentos y 
productos sanitarios, así como la información relacionada con el patrocinio de reuniones 
científicas.

CAPÍTULO V

Régimen sancionador

Artículo 65.  Infracciones y sanciones.

1. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley y de las que 
resulten de las disposiciones que la desarrollen, así como las infracciones contempladas en 
la misma, será objeto de las correspondientes sanciones administrativas, previa instrucción 
del oportuno expediente, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro 
orden que puedan concurrir.

2. Las infracciones tipificadas en la presente ley se clasifican en leves, graves y muy 
graves.

Artículo 66.  Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves las acciones u omisiones siguientes:

a) Modificar cualquiera de las condiciones en función de las cuales se otorgó la 
autorización.

b) No aportar las entidades o personas responsables los datos, declaraciones, así como 
cualquier información que estén obligadas a suministrar por razones sanitarias, técnicas, 
económicas, administrativas y financieras.

c) Las deficiencias en las condiciones higiénico-sanitarias de cualquier establecimiento o 
servicio de atención farmacéutica.

d) Carecer de los libros de registro obligatorios de carácter sanitario o cumplimentarlos 
incorrectamente.

e) Dificultar la labor inspectora mediante cualquier acción u omisión que perturbe o 
retrase la misma.

f) No tener claramente separados del resto de las existencias los medicamentos o 
productos sanitarios cuya fecha de validez haya transcurrido.

g) No ir provisto el personal que presta servicios en la oficina de farmacia del distintivo 
que acredita su identificación.

h) Incumplir el horario o la información de los servicios de urgencia.
i) Incumplir lo relativo a la publicidad de las oficinas de farmacia.
j) Incumplir los requisitos, obligaciones o prohibiciones establecidas en la presente ley y 

las disposiciones que la desarrollan, que, en razón de los criterios contemplados en esta, 
merezcan la calificación de leves o no proceda su calificación como faltas graves o muy 
graves.

Artículo 67.  Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves las acciones u omisiones siguientes:

a) Distribuir o dispensar medicamentos por personas físicas o jurídicas o en 
establecimientos que no cuenten con la preceptiva autorización.

b) Funcionar una entidad dedicada a la distribución de medicamentos sin que exista 
nombrado y en actividad un director técnico, así como el resto del personal exigido en cada 
caso.

c) Funcionar los servicios farmacéuticos, oficinas de farmacia y botiquines autorizados 
sin la presencia y la actuación profesional del farmacéutico responsable.
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d) No contar con servicios de farmacia o depósitos de medicamentos los centros 
hospitalarios, sociosanitarios y penitenciarios que estén obligados a disponer de ellos.

e) Incumplir las funciones que, de acuerdo con la normativa vigente, tienen 
encomendadas los establecimientos y los servicios de atención farmacéutica recogidos en la 
presente ley.

f) Incumplir las disposiciones sobre incompatibilidades contenidas en el artículo 7.
g) Incumplir el director técnico y demás personal de los establecimientos farmacéuticos 

las obligaciones que competen a sus cargos.
h) Impedir la actuación de los inspectores, debidamente acreditados, en los centros en 

que se elaboren, fabriquen, distribuyan y dispensen medicamentos.
i) Negarse las entidades o personas responsables a suministrar o a facilitar datos, 

declaraciones, así como cualquier información que estén obligados a proporcionar por 
razones sanitarias, técnicas, económicas, administrativas y financieras.

j) Sustituir en la dispensación medicamentos, contraviniendo lo dispuesto en la 
legislación vigente y en los instrumentos por los que se fijan las condiciones para la 
ejecución de la prestación farmacéutica.

k) Incumplir las oficinas de farmacia las exigencias que conlleva la facturación al Sistema 
Nacional de Salud.

l) Defraudar las oficinas de farmacia al Sistema Nacional de Salud o al beneficiario del 
mismo con motivo de la facturación y el cobro de recetas oficiales.

m) Incumplir lo dispuesto en la presente ley en relación con la publicidad de los 
medicamentos y productos sanitarios.

n) Elaborar fórmulas magistrales o preparados oficinales en establecimientos que no 
estén acreditados o autorizados para ello o que incumplan los requisitos legales 
establecidos.

o) Negarse a dispensar medicamentos sin causa justificada, así como la dispensación, 
incumpliendo lo dispuesto en la normativa vigente.

p) Cualquier acto u omisión encaminados a coartar la libertad del usuario en la elección 
de la oficina de farmacia.

q) Aceptar los profesionales sanitarios, con motivo de la prescripción, dispensación y 
administración de medicamentos y/o productos sanitarios con cargo al Sistema Nacional de 
Salud, o sus parientes y personas de su convivencia cualquier tipo de incentivo, 
bonificaciones, primas u obsequios efectuados por quien tenga intereses directos o 
indirectos en la producción, fabricación y comercialización de medicamentos y productos 
sanitarios.

r) Incumplir los servicios de urgencia.
s) La ausencia en la plantilla del personal obligatorio de acuerdo con la normativa 

vigente.
t) Incumplir los establecimientos regulados en la presente ley las condiciones y los 

requisitos técnicos exigidos para sus instalaciones en la misma, así como en sus normas de 
desarrollo.

u) La comisión de alguna de las infracciones calificadas como leves cuando concurran 
de forma grave las circunstancias de riesgo para la salud, cuantía del beneficio ilícitamente 
obtenido, grado de intencionalidad o grado de perjuicio social.

Artículo 68.  Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves las acciones u omisiones siguientes:

a) Incumplir las medidas cautelares y definitivas que las autoridades sanitarias 
competentes acuerden por causa grave de salud pública.

b) Acceder a la titularidad o cotitularidad de más de una oficina de farmacia.
c) Incumplir los requisitos establecidos en la presente ley respecto a transmisiones, 

traslados, modificaciones y autorización de nuevas oficinas de farmacia.
d) Vender medicamentos contraviniendo lo establecido en el artículo 6.
e) La comisión de alguna de las infracciones calificadas como graves cuando concurran 

de forma muy grave las circunstancias de riesgo para la salud, cuantía del beneficio 
ilícitamente obtenido, grado de intencionalidad o grado de perjuicio social.
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Artículo 69.  Responsabilidad administrativa.

Son sujetos responsables de las infracciones en materia de atención y ordenación 
farmacéutica las personas físicas o jurídicas que por acción u omisión hubiesen participado 
en aquellas mediando dolo, culpa o mera inobservancia.

Artículo 70.  Sanciones.

1. Las infracciones a que se refiere la presente ley serán sancionadas aplicando una 
graduación de mínimo, medio y máximo a cada nivel de infracción en función de la 
negligencia e intencionalidad del sujeto infractor, fraude, connivencia, incumplimiento de las 
advertencias previas, cifra de negocios de la empresa, número de personas afectadas, 
perjuicio causado, beneficios obtenidos a causa de la infracción, permanencia o 
transitoriedad de los riesgos y reincidencia por comisión en el término de un año de más de 
una infracción de la misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme, 
en los términos siguientes:

a) Infracciones leves:

Grado mínimo: hasta 6.000 euros.
Grado medio: desde 6.001 a 18.000 euros.
Grado máximo: desde 18.001 a 30.000 euros.

b) Infracciones graves:

Grado mínimo: desde 30.001 a 60.000 euros.
Grado medio: desde 60.001 a 78.000 euros.
Grado máximo: desde 78.001 a 90.000 euros.

c) Infracciones muy graves:

Grado mínimo: desde 90.001 a 300.000 euros.
Grado medio: desde 300.001 a 600.000 euros.
Grado máximo: desde 600.001 a 1.000.000 de euros, pudiendo rebasar dicha cantidad 

hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios objeto de la infracción. 
Asimismo, el órgano sancionador podrá acordar además el cierre temporal del 
establecimiento o servicio por un periodo máximo de cinco años.

2. Las cuantías señaladas anteriormente podrán ser revisadas y actualizadas 
periódicamente por el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias de acuerdo con la 
variación del Índice de Precios al Consumo.

Artículo 71.  Procedimiento sancionador.

El procedimiento sancionador se ajustará, con carácter general, a los principios y 
disposiciones contenidos en las normas vigentes en materia sancionadora y, con carácter 
particular, a las prescripciones establecidas en el reglamento sancionador general vigente en 
la Administración del Principado de Asturias.

Artículo 72.  Ejercicio de la potestad sancionadora.

1. El ejercicio de la potestad administrativa sancionadora en materia de ordenación 
farmacéutica, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, corresponde a la 
Administración del Principado de Asturias.

2. Sin perjuicio de las competencias de otras administraciones, la potestad sancionadora 
del Principado de Asturias en materia de ordenación farmacéutica alcanzará a todas las 
infracciones administrativas que se cometan en su ámbito territorial.

3. La iniciación del procedimiento sancionador podrá ser ordenada por los titulares de la 
Consejería o de la Dirección General con competencia en materia de ordenación 
farmacéutica.

4. La competencia para la resolución de los procedimientos sancionadores incoados en 
materia de ordenación farmacéutica corresponde:
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a) Al titular de la Dirección General competente en materia de ordenación farmacéutica, 
para la imposición de sanciones por infracciones leves cuya cuantía no exceda de 1.202 
euros.

b) Al titular de la Consejería competente en materia de ordenación farmacéutica, para la 
imposición de sanciones leves cuya cuantía sea superior a 1.202 euros, así como para 
infracciones graves.

c) Al Consejo de Gobierno, para la imposición de sanciones por infracciones calificadas 
como muy graves.

Artículo 73.  Otras medidas.

1. No tendrán la consideración de sanción la clausura o el cierre de los establecimientos, 
centros y servicios que no dispongan de las preceptivas autorizaciones o registros o de cuya 
actuación se derive riesgo para la salud de la población, así como la suspensión del 
funcionamiento o la prohibición de las actividades que se lleven a cabo, hasta que se 
subsanen los defectos o se cumplan los requisitos establecidos. La adopción de tales 
medidas corresponderá al titular de la Consejería competente en materia de salud.

2. Asimismo, si como consecuencia de la acción inspectora se apreciase 
razonablemente la existencia de un riesgo para la salud o la seguridad de las personas, la 
Consejería competente en materia de salud podrá adoptar cautelarmente las medidas a que 
hacen referencia los artículos 26 y 31.2 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de 
Sanidad.

Artículo 74.  Prescripción.

1. Las infracciones a que se refiere la presente ley calificadas como leves prescribirán al 
año; las calificadas como graves, a los tres años, y las calificadas como muy graves, a los 
cinco años. En los mismos plazos prescribirán las sanciones.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que 
la infracción se hubiera cometido.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto 
responsable.

3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquel está paralizado más de 
un mes por causa no imputable al infractor.

Disposición adicional primera.  Medicamentos veterinarios.

La dispensación al público de los medicamentos veterinarios, se realizará 
exclusivamente por:

a) Las oficinas de farmacia legalmente establecidas, que además serán las únicas 
autorizadas para la elaboración y dispensación de fórmulas magistrales y preparados 
oficinales.

b) Los establecimientos comerciales detallistas autorizados, siempre que cuenten con un 
servicio farmacéutico responsable de la custodia, conservación y dispensación de estos 
medicamentos.

c) Las entidades o agrupaciones ganaderas autorizadas que cuenten con servicio 
farmacéutico responsable de la custodia, conservación y dispensación de estos 
medicamentos para el uso exclusivo de sus miembros.

Disposición adicional segunda.  Plazo de transmisión por edad.

Los farmacéuticos titulares o cotitulares de oficinas de farmacia que a la entrada en vigor 
de la presente ley hayan cumplido la edad de 65 años dispondrán de un plazo de 60 meses 
para proceder a su transmisión en los términos establecidos en la misma.
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Disposición transitoria primera.  Cotizaciones.

No obstante lo dispuesto en el art. 32.3 y en la disposición adicional segunda de esta 
Ley, cumplida la edad y transcurrido el plazo previsto en dicho precepto, el titular de una 
oficina de farmacia al que a la entrada en vigor de esta Ley le falten cinco años o menos 
para cubrir el período máximo de cotización de 35 años previsto en el Real Decreto 
2.649/1.978, de 29 de septiembre, por el que se incorpora al Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos a los Farmacéuticos, 
para causar derecho a la pensión máxima prevista en dicho régimen, excepcionalmente 
podrá continuar como titular de la oficina de farmacia durante el tiempo necesario para 
alcanzar el período máximo de cotización con el límite máximo de cinco años.

Disposición transitoria segunda.  Vigencias.

Hasta en tanto se aprueben las normas de desarrollo previstas en la presente ley 
seguirán en vigor las actualmente vigentes reguladoras de la materia objeto de la misma.

Disposición transitoria tercera.  Titulación académica del personal técnico y auxiliar.

Lo dispuesto en el artículo 28.3 de esta Ley no será aplicable al personal que esté 
prestando servicio en una oficina de farmacia a la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición derogatoria única.  Normas objeto de derogación.

Queda derogada la disposición adicional primera de la Ley del Principado de Asturias 
1/2003, de 24 de febrero, de Servicios Sociales, y cuantas normas de igual o inferior rango 
se opongan a lo dispuesto en la presente ley.

Disposición final primera.  Desarrollo normativo.

Se autoriza al Consejo de Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para 
el desarrollo y aplicación de la presente ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor al mes de su publicación en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias.
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§ 81

Ley 11/1984, de 15 de octubre de 1984, de Salud Escolar para el 
Principado de Asturias

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 244, de 22 de octubre de 1984

«BOE» núm. 273, de 14 de noviembre de 1984
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1984-25226

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31, 2, del Estatuto de 
Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de Salud Escolar para el 
Principado de Asturias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. La Constitución española, en su artículo 43, reconoce el derecho a la protección de la 
salud y encarga a los poderes públicos la organización y tutela de la salud pública a través 
de acciones preventivas y de la prestación de servicios.

El Estatuto de Autonomía para Asturias, aprobado por la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de 
diciembre, establece en su artículo 11, apartado g), la competencia del Principado para el 
desarrollo legislativo, dentro del marco de la legislación básica del Estado, de las materias 
de sanidad e higiene.

En este sentido y en coherencia con la disposición transitoria cuarta, punto 6, del citado 
Estatuto y el Real Decreto 2374/1979, de 17 de diciembre; artículo 55, 1, e), sobre 
transferencias de competencias de la Administración Central del Estado al Consejo Regional 
de Asturias, se considera necesario, de conformidad con lo ya expresado en la exposición de 
motivos del Decreto 74/1983, de 13 de octubre, por el que se dictan normas provisionales 
para la aplicación del Programa de Sanidad Escolar para el curso 1983-84, proceder al 
desarrollo de la base 14 de la Ley de Sanidad Nacional de 25 de noviembre de 1944 y de los 
artículos 36, h), y 11 de la Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio, llenando así definitivamente 
el vacío legislativo existente tras la anulación por sentencia del Tribunal Supremo de 1 de 
diciembre de 1982 del Real Decreto 2473/1978, de 25 de agosto, sobre ordenación de los 
servicios de medicina e higiene escolar.

Así, el Gobierno de la Comunidad Autónoma de Asturias asume su responsabilidad en 
materia de salud, concebida ésta integralmente, poniendo el mayor énfasis en las acciones 
de protección y promoción de salud que se inscriben en el ámbito de la prevención primaria 
de la enfermedad.
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2. El valor de las acciones sanitarias desarrollados en el marco de la sanidad escolar se 
justifica por:

La importancia numérica de la comunidad escolar, que comprende no sólo los escolares, 
sino también el personal docente y no docente y los padres o tutores de los alumnos, todos 
los cuales representan un elevado porcentaje de la población general.

La homogeneidad de estos colectivos, que facilita la aplicación de medidas y potencia la 
eficacia de éstas en el tratamiento de sus problemas específicos.

La receptividad inherente a la etapa escolar, que incrementa los efectos de la educación 
sanitaria y permite la adopción permanente de hábitos y conductas sanas.

Las características bio-psico-sociales de la edad escolar, con fenómenos de crecimiento, 
desarrollo, adaptación y transformación muy marcados, lo que define a la comunidad escolar 
como colectivo de alto riesgo en salud física, psíquica y social. Las acciones de prevención 
secundaria permitirán la detención precoz de padecimientos derivados de tales fenómenos 
haciendo que el esfuerzo concentrado en los programas de salud escolar sea uno de los que 
producen mayor rentabilidad sanitaria.

3. Son objetivos fundamentales de la presente Ley la protección y promoción de la salud 
de la comunidad escolar, mediante las siguientes acciones sanitarias:

1.º La educación para la salud, acción prevalente y fundamental entre todas las demás 
señaladas.

2.º La inspección y vigilancia de las condiciones higiénico-sanitarias de los Centros 
docentes, en especial de los comedores escolares y estancias afines.

3.º Los exámenes de salud de los colectivos escolares.
4.º Otras acciones preventivas.

4. La salud escolar es competencia de los Organismos sanitarios, de los docentes, de los 
padres de familia, de los propios alumnos y de la sociedad toda, por lo que sólo la acción 
participativa y conjunta de cada uno de los estamentos citados puede lograr los objetivos 
planteados, lo que motiva la amplitud del ámbito de aplicación de la Ley.

5. Dada la reactividad del ser humano a las condiciones de su ambiente físico-químico, 
biológico, psíquico-social, se pretende un exhaustivo control de los contaminantes 
ambientales del entorno escolar puesto que la escuela y sus espacios adyacentes deben ser 
entendidos como un auténtico ámbito laboral en el que transcurre casi un tercio de la vida de 
los escolares lo que evidentemente tendrá repercusiones en la salud actual y futura.

6. En su conjunto, las acciones sanitarias contenidas en la Ley intentan potenciar la 
participación comunitaria en el logro de la salud escolar distribuyendo parcelas de 
responsabilidad entre la población docente y familiar, que debe ser actor principal en la 
conquista de la salud.

También se pretende con ellas la desmedicalización de tales colectivos, colocando el 
énfasis en la educación para la salud, la conservación y mejoramiento del entorno 
medioambiental y la búsqueda conjunta de soluciones sencillas a los problemas de salud 
escolar, en el convencimiento de que este planteamiento es mucho más eficaz que las 
actuaciones médicas tradicionales.

7. El derecho constitucional a la salud implica a su vez la gratuidad de las acciones 
sanitarias, que serán financiadas por los poderes públicos en el territorio de la Comunidad 
Autónoma asturiana.

TEXTO ARTICULADO

CAPÍTULO I

Ámbito de aplicación de la Ley y disposiciones generales

Artículo 1.  
1. La presente Ley será de aplicación a todos los Centros docentes, públicos y privados, 

ubicados en el territorio del Principado, en lo que respecta a los niveles de Educación 
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Preescolar Educación General Básica, Educación Especial, Bachillerato Unificado 
Polivalente y Formación Profesional de primero y segundo grados.

2. Lo dispuesto en la presente Ley será de observancia obligatoria para:

a) Los alumnos de los Centros a que se refiere el apartado anterior en los niveles 
docentes indicados, así como a sus padres, tutores o personas responsables.

b) El personal directivo, profesorado y personal no docente de dichos Centros.
c) El personal sanitario y asistencial integrado en las zonas básicas de salud y el 

directamente dependiente le los servicios de la Administración del Principado.

Artículo 2.  
Corresponde a la Consejería de Sanidad la planificación, dirección, coordinación, control 

y evaluación de las actividades reguladas en la presente Ley, sin perjuicio de las funciones 
que por razón de la materia y de la competencia tenga atribuidas la Administración Central.

CAPÍTULO II

Actividades sanitarias a desarrollar

Artículo 3.  
1. La educación para la salud en el ámbito escolar constituye la acción sanitaria 

fundamental entre las contenidas en la presente Ley y se dirigirá a la adquisición de 
información, hábitos y costumbres que constribuyan a la conservación y mejora de la salud 
de la población escolar, desarrollando una acción educadora en la salud a partir de las 
actividades de la comunidad escolar.

2. A los efectos indicados en el apartado anterior, serán objeto de educación para la 
salud:

a) La población escolar, fomentando la creación en ella de hábitos y conductas que 
incidan positivamente sobre la salud.

b) El personal docente.
c) Los alumnos de las Escuelas Universitarias del Profesorado de Enseñanza General 

Básica.
d) El personal no docente de los Centros de enseñanzas.
e) Las familias de los escolares.

3. El contenido de los programas de educación para la salud se ajustará a las 
necesidades que en cada momento se determinen por la autoridad sanitaria, teniendo en 
cuenta las informaciones y propuestas de los Consejos de Salud Escolar y una vigilancia 
epidemiológica continuada.

Artículo 4.  
1. Con carácter periódico y obligatorio serán realizados exámenes de salud a los 

alumnos, profesorado y personal no docente de los Centros a que la presente Ley obliga, 
con la finalidad de diagnosticar y permitir el tratamiento precoz de las anomalías que puedan 
ser detectadas.

2. Los alumnos de nuevo acceso a un Centro aportarán actualizado el documento de 
salud infantil, y en los casos de adultos o por ausencia justificada del mismo, un informe del 
Equipo de Salud Escolar, a que hace referencia la disposición transitoria de esta Ley. No se 
exige por lo tanto certificado médico para la matrícula en los Centros a que se refiere el 
número 1 del artículo primero de la presente Ley.

Artículo 5.  
Los Centros docentes serán objeto de inspección y vigilancia de sus condiciones 

higiénico-sanitarias en relación con la normativa vigente al efecto. Las anomalías que se 
detecten serán puestas en conocimiento de los Organismos competentes para su corrección.
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Artículo 6.  
1. Para el control de las condiciones higiénico-sanitarias de los Centros docentes se 

creará una Comisión de Higiene y Seguridad Escolar, integrada por representantes de las 
Consejerías de Sanidad, de Industria y Comercio, y de Educación, Cultura y Deportes, y, en 
su caso, una representación de los padres de alumnos. Podrán también formar parte de la 
Comisión representantes de la Dirección Provincial del Ministerio de Educación y Ciencia.

2. Serán funciones de la Comisión:

a) Supervisar la correcta adecuación de las instalaciones a la normativa vigente.
b) Proponer correcciones técnicas a las anomalías detectadas en las inspecciones 

ordinarias cuando la magnitud de las mismas exija la participación de expertos.
c) Supervisar la ejecución de las correcciones propuestas.

Artículo 7.  
La acción sanitaria a desarrollar en materia de prevención de enfermedades 

transmisibles se centrará en los aspectos siguientes:

a) Supervisar, actualizar y, en su caso, aplicar el cumplimiento del calendario vacunal 
legalmente vigente.

b) Vigilancia y detección precoz de fuentes de infección intraescolares.
c) Control de los mecanismos de transmisión habituales.
d) Ejecución de medidas profilácticas específicas.
e) Vigilancia y control del absentismo laboral y escolar en los Centros, dirigido a evitar la 

reincorporación de personas potencialmente infectivas.
f) Cualesquiera otras tendentes a alcanzar el fin previsto.

Artículo 8.  
La prevención de enfermedades no transmisibles serán objeto de una acción sanitaria 

continuada tendente a alcanzar la disminución de la morbilidad y mortalidad de las mismas, y 
se concretará en:

a) Información, educación y control de los factores de riesgo de las enfermedades 
cardiovasculares y el cáncer.

b) Prevención de accidentes infantiles.
c) Prevención de las diversas toxicomanías.
d) Información y control dietético de comedores escolares.
e) Fomento y control de la actividad pública y deportiva.
f) Profilaxis de caries dentales.
g) Apoyo psicopedagógico con asesoramiento de los Equipos de Salud Mental Infantil en 

aquellas situaciones en que lo requieran.

Artículo 9.  
La Consejería de Sanidad, en base a situaciones epidemiológicas concretas, podrá 

disponer la ejecución de acciones sanitarias especificas en el ámbito del colectivo sujeto a la 
presente Ley.

CAPÍTULO III

Obligaciones

Artículo 10.  
Serán obligaciones específicas del alumnado:

a) Cooperar y participar en los programas de salud escolar.
b) Formar partes de la Comisión de Salud Escolar del Centro en la forma que 

reglamentariamente se determine.
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c) Servir de enlace entre el profesorado del Centro y los Padres o responsables a los 
efectos de las obligaciones compartidas recogidas en la presente Ley.

Artículo 11.  
1. Serán obligaciones de los padres, tutores o responsables de los alumnos:

a) Facilitar al Centro docente la información que sea requerida sobre antecedentes de 
interés médico-sanitario y social.

b) Prestar su colaboración para el cumplimiento de los programas da salud escolar en 
los alumnos.

c) En general, cooperar y participar en los programas de salud escolar a través de su 
propia educación y del cumplimiento de las obligaciones concretas que reglamentariamente 
se determinen.

2. La oposición a la aplicación individual a alguna de las actuaciones que se contemplen 
en los programas de salud escolar solo podrá ser formulada por escrito, responsabilizándose 
en él los padres o tutores del alumno de tal decisión, y ello únicamente en aquellos casos en 
que, a juicio de la autoridad sanitaria, no se ponga en riesgo al resto de la comunidad 
escolar.

Artículo 12.  
1. Serán obligaciones del personal no docente del Centro:

a) Acreditar su estado de salud antes de incorporarse por primera vez al Centro.
b) Someterse a las actuaciones sanitarias periódicas que reglamentariamente se 

establezcan.
c) Procurar su propia información y educación para la salud asistiendo a los actos que a 

tal fin programe la Comisión de Salud Escolar del Centro.
d) En los casos de baja laboral por causa de enfermedad transmisible, aportar a su 

reincorporación informe médico que acredite que no constituyen elemento de riesgo para la 
comunidad escolar.

2. El personal de cocina y comedores escolares deberá estar en posesión del carne de 
manipulador alimentario, cumpliendo además la normativa vigente sobre comedores 
colectivos.

Artículo 13.  
Será obligación del personal docente acreditar su estado de salud antes de incorporarse 

al ejercicio de sus funciones y cada vez que cause baja por causa de enfermedad 
transmisible.

Artículo 14.  
Los Profesores del Centro facultados para impartir educación sanitaria, a partir de los 

cursos que reglamentariamente se determinen participarán en las actividades de educación 
sanitaria que el Centro programe con destino a los alumnos, a otros Profesores, al personal 
no docente o a los padres de familia, integrando estas actividades paulatinamente, en el 
caso de los alumnos en las áreas docentes correspondientes, evitando en lo posible la 
creación de áreas específicas.

Artículo 15.  
1. Los informes médico-psicológicos se realizarán a través de los Equipos de Salud 

Mental Infantil, a demanda de los padres o persona autorizada, en caso de minoría de edad 
del alumno, o del propio interesado en el caso contrario, llevándose a cabo una coordinación 
con el profesorado de los Centros escolares correspondientes.

2. El Profesor controlará las ausencias por enfermedad del alumnado y la documentación 
justificativa de las mismas y cooperará con los Equipos de Salud Escolar, especialmente en 
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la organización del alumnado y en la ejecución de las funciones administrativas que ello 
origine, todo ello conforme a las directrices marcadas por la dirección del Centro.

Artículo 16.  
El Director del Centro docente tendrá a su cargo las siguientes misiones:

a) Facilitará la ejecución de las acciones sanitarias recogidas en la presente Ley con 
todos los medios a su alcance.

b) Comprobará que el personal docente y no docente cumple las obligaciones que la 
presente Ley les impone.

c) Vigilará la cumplimentación de la documentación que sea precisa y custodiará su 
archivo en condiciones de confidencialidad.

d) Planificará, junto con el Equipo Médico Escolar, el calendario de actuaciones 
sanitarias en el Centro de su dirección.

e) Formará parte, en calidad de Presidente, de la Comisión de Salud Escolar del Centro.
f) Comunicará a la Consejería de Sanidad cualquier irregularidad en la ejecución de los 

programas de salud escolar en su Centro.
g) Fomentará y facilitará, en la medida de lo posible, la participación del personal 

docente en los cursos de educación para la salud que se impartan periódicamente por la 
Consejería de Sanidad.

CAPÍTULO IV

Personal y medios

Artículo 17.  
Las acciones sanitarias que contempla la presente Ley serán realizadas en el marco de 

las zonas de salud por los diferentes Equipos de Atención Primaria que operen en esa zona.

Artículo 18.  
La Consejería de Sanidad, cuando la magnitud o especificidad de las actuaciones así lo 

requieran, apoyará al personal a que se refiere el artículo anterior mediante la utilización de 
los medios adecuados.

Artículo 19.  
Toda la documentación utilizada como soporte de las actividades recogidas en la 

presente Ley será oficialmente aprobada y distribuida por la Consejería de Sanidad.

CAPÍTULO V

Comisiones de Salud Escolar

Artículo 20.  
1. En todos los Centros docentes a que se refiere la presente Ley se constituirá una 

Comisión de Salud Escolar, de la que formarán parte representantes del personal docente y 
no docente, del alumnado, de las Asociaciones de Padres de Alumnos, del personal del 
Equipo de Atención Primaria de la zona o, en su caso, personal sanitario de la Consejería de 
Sanidad adscrito al área sanitaria respectiva y del Ayuntamiento en que radique el Centro.

2. La Comisión estará presidida por el Director del Centro y serán sus funciones:

a) Recibir los problemas de salud existentes en el Centro y dar cuenta de los mismos 
con su informe al Organismo competente.

b) Programar las actividades sanitarias del Centro conducente a la solución de los 
problemas de salud detectados.

c) Informar a las autoridades sanitarias tanto de los problemas detectados cuanto de las 
actividades programadas por la Comisión.

d) Velar por la aplicación de los programas emanados de las autoridades sanitarias.
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CAPÍTULO VI

Financiación

Artículo 21.  
1. El costo del desarrollo de las actividades a que se refiere la presente Ley será 

financiado por la Comunidad Autónoma con cargo a sus propios presupuestos, siempre que 
los Centros docentes utilicen los Equipos de Salud Escolar dependientes de la Consejería de 
Sanidad.

2. Los Centros docentes que utilicen equipos por ellos contratados, los financiarán a su 
cargo.

3. En todo caso, el material impreso y documentación oficial de uso obligatorio será 
facilitado gratuitamente por la Consejería de Salud.

CAPÍTULO VII

Responsabilidades y sanciones

Artículo 22.  
1. La Consejería de Sanidad incoará o, en su caso, propondrá al órgano competente la 

incoación de los oportunos expedientes al objeto de establecer las responsabilidades en que 
hubieran podido incurrir, por incumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley, los Centros y 
personas a quienes la misma obliga, a los efectos de imposición de las correspondientes 
sanciones de acuerdo con la normativa legal vigente.

2. En orden a la aplicación de las correspondientes sanciones, se considerarán faltas 
graves:

a) El incumplimiento de las funciones asignadas al Equipo de Salud Escolar.
b) El falseamiento de la documentación relativa a los programas de salud escolar.
c) La no utilización del documento de salud infantil para la recogida de los datos de 

salud, enfermedad o inmunización que contempla.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
En el plazo de un mes, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, serán dictadas 

por el Consejero de Sanidad las disposiciones precisas para determinar el contenido y 
periodicidad de los exámenes de salud a que se refiere el artículo 4 de la misma; el 
contenido obligatorio de las inspecciones que prevé el artículo 5, las condiciones de 
ejecución y desarrollo de las medidas enumeradas en los artículos 7 y 8 y el contenido del 
expediente médico escolar y del documento de salud infantil de existencia obligatoria.

Segunda.  
El Consejo de Gobierno aprobará en el plazo de dos meses, desde la entrada en vigor 

de esta Ley, las disposiciones reglamentarias reguladoras de la composición y 
funcionamiento de la Comisión de Higiene y Seguridad Escolar y de las Comisiones de 
Salud Escolar previstas, respectivamente, en los artículos 6 y 20 de la misma.

Tercera.  
La presente Ley será de aplicación en todos sus términos, a partir de la fecha de su 

publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias y de la Provincia», en el nivel de 
Educación General Básica. La extensión de su aplicación a los restantes niveles previstos en 
el artículo 1 de la misma será determinada por el Consejo de Gobierno a medida que las 
disponibilidades presupuestarias lo permitan.
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DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
Por la Consejería de Sanidad, con la colaboración en su caso, del Ministerio de 

Educación y Ciencia se facilitará la organización de cursos de postgraduados dirigidos a la 
formación del profesorado en temas de salud.

Segunda.  
Igualmente se facilitará la realización de cursos análogos a los citados en la disposición 

anterior, dirigidos a los estudiantes de las Escuelas Universitarias del Profesorado de 
Enseñanza General Básica.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
Hasta tanto no se constituyan los Equipos de Atención Primaria, y en todo caso en las 

Zonas Especiales de Salud definidas en el Decreto del Principado 112/1984, de 6 de 
septiembre, se formarán Equipos de Salud Escolar integrados por funcionarios del Cuerpo 
de Médicos y Practicantes de APD o por otros funcionarios de la Consejería de Sanidad del 
Principado, sin perjuicio de que en las cabeceras de cada área sanitaria puedan existir 
unidades técnico-administrativas de salud escolar cuya composición y funciones se 
regularán reglamentariamente.
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§ 82

Ley 1/2003, de 24 de febrero, de servicios sociales

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 56, de 8 de marzo de 2003
«BOE» núm. 86, de 10 de abril de 2003

Última modificación: 27 de marzo de 2007
Referencia: BOE-A-2003-7404

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de servicios 
sociales.

PREÁMBULO

La Ley del Principado de Asturias 5/1987, de 11 de abril, de servicios sociales, estableció 
un régimen público unificado de servicios sociales con el objetivo fundamental de garantizar 
la coordinación de los recursos y las iniciativas, de carácter público o procedentes de la 
iniciativa social, en dicho ámbito. En la década de los años ochenta se inició la 
modernización de los servicios sociales y se produjo un notable avance de las políticas 
sociales; esta ley contribuyó a ello dándoles expresión a las competencias en materia de 
asistencia social que otorga al Principado de Asturias el Estatuto de Autonomía.

Al amparo de dicha norma se fue desarrollando un conjunto de medidas de protección 
social pública dirigidas a facilitar el desarrollo de los individuos y de los grupos sociales, a 
satisfacer carencias y a prevenir y paliar los factores y circunstancias que producen 
marginación y exclusión social.

El tiempo transcurrido desde la aprobación de la citada ley, los cambios operados en la 
sociedad asturiana, así como el importante desarrollo de los servicios sociales en estos 
últimos años hacen necesario establecer un nuevo marco legal que permita profundizar el 
sistema de protección dando respuesta a las nuevas necesidades en materia de asistencia 
social y constituyendo una verdadero sistema público de servicios sociales que contribuya a 
la consolidación de derechos sociales. Efectivamente, desde el año 1987 hasta la actualidad, 
hemos asistido a la producción de cambios que influyen de manera evidente en la política de 
servicios sociales. Por un lado, el impacto de las variaciones sociodemográficas, que 
generaron un envejecimiento de la población asturiana y evidentes modificaciones en la 
estructura familiar. De otro, la transformación del tejido económico asturiano, determinado 
por el declive de los sectores industriales tradicionales, que ha dado lugar a un incremento 
del desempleo, lo que afecta de forma negativa al bienestar social, menoscaba la cohesión y 
da lugar a una mayor vulnerabilidad social. A todo ello hay que añadir las corrientes 
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migratorias, que cada día tienen mayor importancia en nuestro país e inciden claramente en 
la utilización de los servicios sociales.

Los fenómenos señalados configuran una nueva situación caracterizada por el 
incremento de la demanda de servicios sociales y por la aparición de nuevas necesidades. 
De gran importancia son los cuidados de larga duración, la atención que necesitan las 
personas mayores dependientes y las exigencias de coordinación sociosanitaria. También 
en este período han aparecido nuevas organizaciones sociales y se experimenta una 
participación cada vez más activa de ellas y un incremento de las actividades altruistas y de 
voluntariado. Los ciudadanos quieren más participación y tener más capacidad de decisión, 
lo que influye en la organización y concepción y control de los servicios sociales.

La Comunidad Autónoma del Principado de Asturias ha aumentado su capacidad de 
autogobierno con el traspaso de competencias que en los años ochenta eran gestionadas 
por la Administración General del Estado. El tiempo transcurrido desde 1987 ha permitido 
profundizar en el concepto de servicios sociales y valorar la intervención social no solo por 
su capacidad para dispensar prestaciones, sino también por las interrelaciones que fomenta 
y el entramado social que crea.

Asimismo, las líneas de actuación con las personas con discapacidad han avanzado 
hacia la integración social y requieren medidas y actuaciones que favorezcan la convivencia 
y la participación social y el fortalecimiento personal.

Además, hoy es evidente que el sector de los servicios sociales y su desarrollo tiene una 
gran importancia como nuevo yacimiento de empleo y como sector generador de actividad 
económica. De otro lado, la descentralización de los servicios contribuye a mejorar las 
dotaciones de pequeñas entidades de población, a mejorar su calidad de vida y a fijar 
población.

La presente Ley recoge todas esas referencias y tiene por objeto la ordenación, 
organización y desarrollo de un sistema público de servicios sociales que dé respuesta a las 
necesidades actuales para conseguir una mejor calidad de vida, evitar la exclusión de los 
sectores más desfavorecidos e impulsar el bienestar social.

Por lo que se refiere a la estructura de la Ley, en el título I se define el objeto de la Ley, 
así como los titulares de derechos y los principios generales.

En el título II se establece la distribución de competencias, determinando las 
correspondientes al Principado de Asturias en atención a las peculiaridades de su condición 
de comunidad autónoma uniprovincial y a las entidades locales de acuerdo con lo dispuesto 
en la ley reguladora de las bases del régimen local. Se contempla también la posibilidad de 
que las Administraciones públicas competentes en materia de servicios sociales establezcan 
convenios de colaboración o se deleguen o encomienden la prestación de sus servicios.

El título III incluye la ordenación del sistema público de servicios sociales, que se aborda 
tanto desde el punto de vista funcional como territorial.

Para un mejor cumplimiento de sus fines, la Ley establece que los centros de servicios 
sociales contarán con un equipo multidisciplinar, cuya composición se determinará en 
función de las características de la zona básica de servicios sociales a través del mapa 
asturiano de servicios sociales, que se aprobará reglamentariamente.

Para la gestión del área de servicios sociales existirá una estructura de gestión unitaria 
de los centros, programas y prestaciones de titularidad del Principado de Asturias que se 
desarrollen en dicha demarcación territorial.

El núcleo esencial del sistema público de servicios sociales lo constituyen sin duda sus 
prestaciones, que se establecen en el título IV, constituidas por el conjunto de servicios, 
intervenciones técnicas, programas y ayudas destinadas al cumplimiento de los fines del 
mismo, que no son otros que la mejora de la calidad de vida y del bienestar social.

En ese sentido, la Ley obliga a la aprobación, en un plazo de dos años, de un catálogo 
de prestaciones que contendrá el conjunto de prestaciones del sistema público de servicios 
sociales.

Constituye uno de los aspectos esenciales de la Ley el reconocimiento, a través del 
referido catálogo, de aquellas prestaciones que tendrán el carácter de fundamentales y que 
serán exigibles como derecho subjetivo.

La Ley garantiza la participación de las ciudadanas y ciudadanos mediante las 
disposiciones y los órganos que se establecen en el título V. Asimismo, se elevan a rango 
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legal los derechos y deberes de las personas usuarias del sistema público de servicios 
sociales.

En el título VI se garantiza la participación de asociaciones e instituciones sin ánimo de 
lucro en la realización de actividades en materia de acción social, se regula la autorización 
administrativa para la puesta en funcionamiento de centros de servicios sociales con el fin 
fundamental de garantizar la calidad en la prestación de sus servicios, especificando también 
las formas de relación con la iniciativa privada.

La financiación del sistema público de servicios sociales se determina en el título VII, 
donde se establece la responsabilidad en esta cuestión de las administraciones públicas y la 
posible participación de las personas usuarias.

La Ley atribuye la Consejería competente en materia de asuntos sociales la obligación 
de velar por el cumplimiento de la normativa en dicha materia y de garantizar la calidad del 
servicio, a través de la función inspectora de las entidades, centros y servicios de servicios 
sociales, ya sean públicos o privados.

El título VIII regula la Inspección de Servicios Sociales, a la que corresponde velar por el 
cumplimiento de la normativa en materia de servicios sociales y garantizar una adecuada 
calidad en la prestación de los servicios.

Para dar cumplimiento a los principios de legalidad y tipicidad establecidos en los 
artículos 127 y 129 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común, en desarrollo de lo 
dispuesto en el artículo 25 de la Constitución, el título IX establece un régimen sancionador 
que tipifica las infracciones administrativas en materia de servicios sociales y fija las 
correspondientes sanciones.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto la ordenación, organización y desarrollo de un sistema 
público de servicios sociales, así como la regulación de la iniciativa privada en esta materia, 
para la consecución de una mejor calidad de vida y bienestar social.

Artículo 2.  Sistema público de servicios sociales.

1. El sistema público de servicios sociales está integrado por el conjunto de recursos, 
equipamientos y prestaciones de titularidad pública.

2. El sistema público de servicios sociales actuará en coordinación y colaboración con 
aquellos otros servicios cuya meta sea alcanzar mayores cotas de bienestar social, tales 
como los culturales, formativos, laborales y urbanísticos, y especialmente con los sistemas 
sanitario y educativo.

3. El sistema público de servicios sociales regulado por la presente Ley tendrá carácter 
complementario en relación con las prestaciones de la Administración General del Estado en 
el ámbito de la Seguridad Social.

Artículo 3.  Funciones del sistema público de servicios sociales.

Corresponde al sistema público de servicios sociales:

a) Desarrollar actividades preventivas para promover la autonomía y superar las causas 
de marginación y de exclusión.

b) Promover la integración social de las personas y de los grupos.
c) Cubrir carencias y satisfacer necesidades en materia de asistencia social.
d) Prestar apoyos a personas o grupos en situación de dependencia.
e) Favorecer la participación y el pleno y libre desarrollo de las personas y de los grupos 

dentro de la sociedad, así como el fomento del desarrollo comunitario.
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Artículo 4.  Titulares del derecho.

1. Son titulares del derecho a acceder al sistema público de servicios sociales regulado 
en la presente Ley los nacionales de los estados miembros de la Unión Europea 
empadronados en cualesquiera de los concejos de Asturias, así como los transeúntes en las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan, atendiendo siempre las situaciones de 
emergencia social.

Asimismo, gozarán de tal derecho los emigrantes asturianos y sus descendientes en los 
términos establecidos en el Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias.

2. También se beneficiarán de dichos servicios quienes no siendo nacionales de ningún 
estado miembro de la Unión Europea se encuentren en el Principado de Asturias, así como 
los refugiados y apátridas de acuerdo con lo que se disponga al respecto en los tratados 
internacionales y en la legislación sobre derechos y deberes de los extranjeros, atendiendo 
en su defecto al principio de reciprocidad, sin perjuicio de lo que se establezca 
reglamentariamente para aquellas personas que se encuentren en reconocido estado de 
necesidad.

Artículo 5.  Principios generales.

El sistema público de servicios sociales se regirá por los siguientes principios:

a) Responsabilidad pública, que constituye la garantía del derecho de las ciudadanas y 
ciudadanos al acceso a dichos servicios. Los poderes públicos deberán proveer los recursos 
financieros, técnicos y humanos que permitan la promoción y eficaz funcionamiento de los 
servicios sociales, dando prioridad en cualquier caso a la cobertura de las necesidades más 
urgentes.

Para la prestación de los servicios sociales los poderes públicos contarán con la 
iniciativa privada a efectos subsidiarios de la iniciativa pública en los términos previstos en 
esta ley, correspondiéndoles promover y fomentar la participación de las entidades sin ánimo 
de lucro en el ámbito de la acción social.

b) Universalidad: el acceso al sistema público de servicios sociales tendrá lugar en 
condiciones de igualdad efectiva con independencia de las condiciones sociales, 
económicas y territoriales.

c) Igualdad: todos las ciudadanas y ciudadanos tienen derecho a las prestaciones del 
sistema público de servicios sociales sin discriminación por razones de raza, sexo, 
orientación sexual, estado civil, edad, discapacidad, ideología o creencia, debiendo 
atenderse a las necesidades sociales de una forma integral.

Asimismo, los poderes públicos deberán adoptar medidas de acción afirmativa y políticas 
de igualdad de oportunidades y de trato para la prevención y superación de las 
discriminaciones existentes en el seno de la sociedad.

d) Descentralización: atendiendo al principio de proximidad que deben cumplir los 
servicios sociales, éstos se organizarán y distribuirán con criterios territoriales de modo que 
su gestión se realice desde el nivel más cercano a las ciudadanas y ciudadanos.

e) Coordinación y cooperación: las Administraciones Públicas del Principado de Asturias 
con competencias en materia de servicios sociales se regirán por el criterio de cooperación y 
de coordinación entre sí, garantizando la continuidad de la atención.

f) Atención personalizada e integral: la actuación del sistema público de servicios 
sociales debe centrarse en el bienestar social de las personas usuarias del mismo, 
realizando la intervención social mediante la evaluación integral de sus necesidades y con 
pleno respeto a su dignidad y a sus derechos.

g) Eficiencia: la optimización de recursos en materia de política social debe presidir toda 
actuación para el logro pleno de los objetivos del sistema público de servicios sociales. Para 
ello se atenderá a criterios de programación y prioridad de los recursos disponibles para 
aplicarlos a la satisfacción de las necesidades, previo análisis de las mismas y de sus 
causas, determinando con criterios técnicos las actuaciones y servicios que deban 
ejecutarse.

h) Prevención, normalización e integración: el sistema público de servicios sociales se 
aplicará de forma prioritaria a la prevención de las causas que originan situaciones de 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 82  Ley de servicios sociales

– 1239 –



marginación o de limitación al desarrollo de una vida autónoma, sin perjuicio de la actuación 
simultánea para su superación una vez sobrevenidas.

Asimismo, facilitará a las ciudadanas y ciudadanos la atención a través de instituciones 
de carácter general salvo cuando por sus características personales requieran una atención 
específica, procurando en todo caso la permanencia y contacto con su entorno habitual.

i) Participación, creando los cauces y las condiciones para impulsar la participación de 
las ciudadanas y ciudadanos en la gestión del sistema público de servicios sociales, así 
como en la planificación, seguimiento y evaluación de los planes y programas en los 
términos establecidos en la presente Ley.

j) Calidad: el sistema público de servicios sociales establecerá criterios de evaluación 
que velen por la calidad de los programas y prestaciones teniendo como eje el concepto de 
calidad de vida de las personas.

TÍTULO II

Distribución de competencias

Artículo 6.  Funciones de la Administración del Principado de Asturias.

La Administración del Principado de Asturias ejercerá las siguientes funciones:

a) Estudio, diagnóstico y análisis actualizado de las situaciones de riesgo y necesidad 
social de la población asturiana para el mejor diseño y estrategias preventivas y del resto de 
intervenciones sociales.

b) Planificación general de los servicios sociales en el territorio del Principado de 
Asturias, al objeto de evitar desequilibrios territoriales y garantizar niveles mínimos de 
protección en coordinación con los ayuntamientos.

c) Diseño de instrumentos de recogida de información y su tratamiento estadístico a 
efectos de evaluación y planificación en materia de servicios sociales, que se realizará a 
través de los datos de la propia Administración del Principado de Asturias y de los 
suministrados por las Administraciones locales y otras entidades.

d) Creación, mantenimiento, dirección y gestión de los servicios, recursos y programas 
de su titularidad.

e) Coordinación de las acciones de las distintas Administraciones Públicas competentes 
en materia de servicios sociales y de la iniciativa privada concertada.

f) Ordenación de los servicios sociales, regulando las condiciones y requisitos para la 
autorización, registro y acreditación de los centros de atención de servicios sociales.

g) Cooperación y ayuda técnica a los ayuntamientos y demás entidades locales para el 
adecuado ejercicio de sus funciones en este ámbito, así como el asesoramiento a la 
iniciativa privada concertada.

h) Promoción y fomento de servicios sociales municipales mancomunados.
i) Inspección y control de calidad de los programas, centros de atención y servicios de su 

titularidad y de los municipales que reciban aportaciones económicas específicas, así como 
de los privados radicados en el territorio del Principado de Asturias.

j) Fomento del estudio y de la investigación en el ámbito de los servicios sociales.
k) Ejercicio de la potestad sancionadora en el ámbito de su competencia en los términos 

establecidos en el título IX de la presente Ley y demás normativa aplicable.
l) Apoyar y fomentar a las entidades de la iniciativa social en el ejercicio de sus acciones 

de ayuda mutua y en el desarrollo de actividades altruistas.

Artículo 7.  Administración local.

La Administración local, sin perjuicio de las obligaciones establecidas en la legislación de 
régimen local, ejercerá las siguientes funciones:

a) El análisis de las necesidades y de la problemática social existentes en su ámbito 
territorial.
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b) La recogida de información y datos estadísticos, que se pondrán a disposición de la 
Administración del Principado de Asturias al objeto de que por parte de ésta se puedan 
incorporar a la planificación general.

c) La titularidad y gestión de los servicios sociales generales en los términos 
establecidos en los artículos 9 y 10 de la presente Ley.

d) La programación de los servicios sociales de su competencia conforme a la 
planificación de la Administración del Principado de Asturias y la coordinación de sus 
actividades con las instituciones y asociaciones privadas en el ámbito de su territorio.

e) La gestión de los programas y de las ayudas económicas que le pueda encomendar la 
Administración del Principado de Asturias según se determine mediante convenio entre 
ambas Administraciones.

Artículo 8.  Delegación o encomienda de gestión.

Las Administraciones Públicas competentes en materia de servicios sociales, con el fin 
de mejorar la eficacia de la gestión pública y la atención a las personas usuarias, podrán 
delegar o encomendar la prestación o gestión de sus servicios o establecer convenios de 
colaboración de conformidad con los instrumentos previstos en el ordenamiento jurídico.

TÍTULO III

Ordenación del sistema público de servicios sociales

CAPÍTULO I

Ordenación funcional

Artículo 9.  Estructura del sistema.

El sistema público de servicios sociales se organiza en los siguientes niveles de 
actuación:

a) Servicios sociales generales.
b) Servicios sociales especializados.

Artículo 10.  Servicios sociales generales.

1. Los servicios sociales generales constituyen el punto de acceso inmediato al sistema 
público de servicios sociales, el primer nivel de éste y el más próximo a la persona usuaria y 
a los ámbitos familiar y social.

2. El centro de servicios sociales es la unidad básica de funcionamiento del sistema y 
estará dotado con un equipo multidisciplinar integrado por profesionales del campo de las 
ciencias sociales cuyo ámbito de actuación es la zona básica de servicios sociales.

Su composición se determinará en función de las características de la zona básica de 
servicios sociales a través del Mapa asturiano de servicios sociales.

3. A efectos de cumplir con el principio de proximidad, los centros de servicios sociales 
podrán organizar su actividad a través de unidades de trabajo social, que desarrollarán su 
labor de acuerdo con una metodología de trabajo en equipo.

Artículo 11.  Funciones de los servicios sociales generales.

Corresponde a los servicios sociales generales el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Realización de actuaciones preventivas de las situaciones de riesgo y necesidad 
social del conjunto de la población asturiana.

b) Ser centros de información, valoración, diagnóstico y orientación para la población en 
cuanto a los derechos y recursos sociales existentes y a las intervenciones sociales que les 
puedan corresponder.

c) Prestar servicios de ayuda a domicilio y apoyos a la unidad convivencial.
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d) Desarrollar programas de intervención orientados a proporcionar los recursos y 
medios que faciliten la integración y la participación social de las personas, familias y grupos 
en situación de riesgo.

e) Desarrollar programas de alojamientos alternativos temporales destinados 
principalmente a transeúntes.

f) Gestionar prestaciones de emergencia social.
g) Ordenar y disponer sus actuaciones de manera coordinada con los planes y 

actuaciones dependientes de la Comunidad Autónoma.
h) Gestionar la tramitación de las prestaciones económicas que correspondan al ámbito 

municipal o aquellas otras que se les puedan delegar o encomendar.
i) Detección de necesidades sociales en su ámbito territorial, proporcionando la 

información necesaria para la planificación en dicho ámbito y en el general.

Artículo 12.  Servicios sociales especializados.

1. Los servicios sociales especializados son aquellos que diseñan y ejecutan 
intervenciones de mayor complejidad técnica e intensidad de atención que las realizadas por 
los servicios sociales generales a través de centros, servicios y programas dirigidos a 
personas y colectivos que requieren de una atención específica.

2. Los servicios sociales especializados se ordenarán tomando como referencia las 
áreas territoriales en las que se dispondrán los distintos recursos que los integran 
atendiendo a características sociodemográficas según se determine reglamentariamente a 
través del Mapa asturiano de servicios sociales.

Artículo 13.  Funciones de los servicios sociales especializados.

1. Los servicios sociales especializados realizarán las siguientes funciones:

a) Realización de actuaciones preventivas de las situaciones de riesgo y necesidad 
social del conjunto de la población asturiana.

b) Evaluar y diagnosticar situaciones de severa desprotección o dependencia.
c) Valorar y determinar el acceso a las prestaciones económicas propias de este nivel de 

actuación.
d) Elaborar y ejecutar intervenciones técnicas adecuadas al grado de complejidad 

detectado en el proceso de evaluación diagnostica.
e) Proporcionar apoyos para prevenir y corregir las situaciones de grave riesgo de 

exclusión, dependencia o desprotección social.
f) Promover medidas de reinserción en su ámbito de actuación.
g) Gestionar centros, dispositivos, programas y prestaciones específicas.
h) Prestar colaboración a los servicios sociales generales.

2. Estas funciones podrán realizarse en el nivel de los servicios sociales especializados o 
mediante el apoyo a los servicios sociales generales, estableciendo los mecanismos de 
coordinación precisos con la Federación Asturiana de Concejos, para garantizar el mejor 
servicio a los ciudadanos y evitar duplicidades y situaciones de carencia asistencial.

CAPÍTULO II

Ordenación territorial

Artículo 14.  Organización territorial.

1. El sistema público de servicios sociales se organizará territorialmente en áreas, 
distritos, zonas básicas y zonas especiales de servicios sociales.

2. La organización territorial vendrá establecida en el Mapa asturiano de servicios 
sociales que se aprobará reglamentariamente. En todo caso, las áreas de servicios sociales 
coincidirán con las establecidas en el Mapa sanitario de Asturias.
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Artículo 15.  Áreas de servicios sociales.

1. Las áreas de servicios sociales constituyen las estructuras territoriales del sistema 
público de servicios sociales, en cuyo ámbito se organizarán y distribuirán los centros y 
programas de los servicios sociales especializados, así como los de apoyo a los servicios 
sociales generales.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el número anterior, de acuerdo con la planificación 
general podrán existir recursos de servicios sociales especializados de ámbito general en 
atención a sus características y la extensión de su cobertura no adscritos a un área de 
servicios sociales.

3. En cada área de servicios sociales se establecerá una estructura de gestión unitaria 
de los centros, programas y prestaciones que se desarrollen en su demarcación territorial 
dependientes de la Administración del Principado de Asturias, en los términos establecidos 
en el Mapa asturiano de servicios sociales.

Artículo 16.  Distritos.

Los concejos de más de 20.000 habitantes constituirán un distrito, que englobará una o 
varias zonas básicas de servicios sociales.

Artículo 17.  Zonas básicas de servicios sociales.

La zona básica de servicios sociales es la unidad primaria de la organización de los 
servicios sociales generales y abarcará demarcaciones de entre 3.000 y 20.000 habitantes 
que corresponderán a un concejo o a la agrupación de varios en los términos de la 
legislación básica de régimen local, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior 
respecto de los concejos de más de 20.000 habitantes.

Artículo 18.  Zonas especiales de servicios sociales.

Los territorios que por sus características geográficas, demográficas y de medios de 
comunicación no reúnan las condiciones establecidas reglamentariamente para constituir 
una zona básica tendrán la consideración de zona especial.

TÍTULO IV

Prestaciones del sistema público de servicios sociales

Artículo 19.  Prestaciones.

1. A efectos de lo dispuesto en la presente Ley son prestaciones del sistema público de 
servicios sociales los servicios, las intervenciones técnicas, los programas y las ayudas 
destinadas al cumplimiento de los fines del mismo.

2. El sistema público de servicios sociales comprenderá las siguientes prestaciones:

a) Información general y personalizada.
b) Valoración y diagnóstico.
c) Orientación individual o familiar.
d) Medidas dirigidas a prevenir la exclusión social y a promover la autonomía de las 

personas.
e) Actuaciones dirigidas a garantizar la protección de los menores.
f) Medidas de apoyo familiar.
g) Medidas de apoyo a las personas dependientes y sus familias, entendiendo como 

tales a las personas que por razones ligadas a la falta o a la pérdida de capacidad física, 
psíquica o intelectual tienen necesidad de una asistencia o ayuda importante para la 
realización de las actividades de la vida diaria.

h) Medidas y ayudas técnicas para la atención, rehabilitación y el fomento de la inserción 
social de personas con necesidades especiales por causa de su discapacidad.

i) Medidas dirigidas a garantizar ingresos mínimos y fomentar la inclusión social.
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j) Medidas de apoyo, individuales o familiares, en situaciones de emergencia social.
k) Medidas dirigidas a la protección jurídica de las personas que tengan disminuida su 

capacidad de obrar y les impida valerse por sí mismas.
l) Medidas dirigidas a incrementar la autonomía personal, la participación social y el 

desarrollo comunitario.
m) Prestaciones económicas.

Artículo 20.  Catálogo de prestaciones.

1. El catálogo de prestaciones, que será aprobado por decreto, detallará el conjunto de 
prestaciones del sistema público de servicios sociales.

2. El catálogo de prestaciones distinguirá como fundamentales aquellas que serán 
exigibles como derecho subjetivo en los términos establecidos en el mismo directamente o 
previa indicación técnica y prueba objetiva de su necesidad, con independencia, en todo 
caso, de la situación económica de los beneficiarios.

3. El catálogo de prestaciones tendrá carácter complementario respecto de las 
prestaciones de la Administración General del Estado en el ámbito de la Seguridad Social y 
su desarrollo será progresivo.

Artículo 21.  Información general y especializada.

1. La información general y especializada consistirá en ofrecer a las personas usuarias la 
información que resulte necesaria para que conozcan el contenido de las prestaciones del 
sistema público de servicios sociales y de otros sistemas de bienestar y, en su caso, para 
que puedan acceder a las mismas.

2. Asimismo, las personas usuarias tendrán derecho a conocer, en cualquier momento, 
el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la condición de 
interesados.

Artículo 22.  Valoración y diagnóstico.

La prestación de valoración y diagnóstico tiene por objeto el estudio conveniente para 
realizar la valoración individualizada y hacer una evaluación integral de necesidades que 
permitan fundamentar el diagnóstico del caso.

Artículo 23.  Orientación individual y familiar.

La prestación de orientación individual y familiar tiene por objeto, una vez evaluadas y 
diagnosticadas las necesidades de la persona usuaria, orientarla hacia las prestaciones que 
resulten más idóneas, debiendo elaborar al efecto un plan individual de atención siempre 
que se estime necesario algún tipo de intervención que requiera seguimiento y que la 
persona usuaria preste su consentimiento para ello.

Artículo 24.  Prevención de la exclusión social.

Las medidas dirigidas a prevenir la exclusión social y a promover la autonomía de las 
personas consistirán en programas o acciones de tipología diversa dirigidas tanto a personas 
como a grupos específicos y a la comunidad a la que pertenecen para favorecer su propia 
promoción y las posibilidades de participación social, evitando los efectos de la marginación 
y la exclusión social, movilizando los recursos y estrategias necesarias para la adquisición y 
desarrollo de habilidades y capacidades que permitan la inserción y la autonomía individual 
dentro de la comunidad.

Artículo 25.  Protección de los menores.

Las prestaciones en materia de protección de menores garantizarán que el menor, en 
toda actuación protectora, goce de los derechos individuales y colectivos reconocidos por la 
Constitución, la legislación del Principado de Asturias en la materia y el resto del 
ordenamiento jurídico, así como los convenios, tratados y pactos internacionales que forman 
parte del ordenamiento interno, especialmente la Convención de las Naciones Unidas sobre 
los derechos del niño de 1989.
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Artículo 26.  Apoyo familiar.

Las medidas de apoyo familiar tienen por finalidad orientar, asesorar y dar apoyo a la 
familia favoreciendo el desarrollo de la convivencia y previniendo la marginación social.

Artículo 27.  Apoyo a las personas dependientes.

Las prestaciones en materia de apoyo a las personas dependientes consistirán en el 
conjunto de actuaciones, recursos y medidas que tengan por fin dar una respuesta adecuada 
a sus necesidades y los correspondientes apoyos a sus familias cuidadoras.

Artículo 28.  Inserción social de personas con discapacidad.

Las prestaciones para el cuidado y el fomento de la inserción social de las personas con 
necesidades especiales por causa de su discapacidad consistirán en el conjunto de medidas 
y ayudas técnicas dirigidas a prestar los cuidados necesarios, a desarrollar sus 
competencias y fomentar su autonomía y a favorecer la integración social y la participación. 
Se incluyen aquí los programas de atención temprana dirigidos a recién nacidos y niños para 
favorecer su evolución y desarrollo.

Artículo 29.  Inclusión social.

1. Las prestaciones dirigidas a garantizar ingresos mínimos y fomentar la inclusión social 
tendrán por objeto facilitar el apoyo para la satisfacción de las necesidades básicas a 
personas en situación de riesgo social, así como remover los obstáculos que dificulten que 
las condiciones de igualdad y participación del individuo y de los grupos sean reales y 
efectivas.

2. Las prestaciones económicas de ingreso mínimo se podrán complementar con 
medidas que desarrollen la adquisición de habilidades sociales y competencias laborales 
para facilitar mejor la integración social. Igualmente, se fomentarán pautas de convivencia 
que faciliten el acceso a la vivienda.

Artículo 30.  Situaciones de emergencia social.

Las medidas individuales o familiares en situaciones de emergencia tienen como objetivo 
paliar de una manera urgente y temporal las situaciones de necesidad surgidas como 
producto de problemática diversa.

Artículo 31.  Protección jurídica de las personas que tengan disminuida su capacidad de 
obrar.

Las medidas dirigidas a la protección jurídica de las personas que tengan disminuida su 
capacidad de obrar y que no puedan valerse por sí mismas tienen por objeto defender los 
intereses y derechos de las personas que se encuentren en dicha situación y conllevan la 
adopción de medidas tendentes a asegurar su bienestar.

Artículo 32.  Participación social y desarrollo comunitario.

Las medidas dirigidas a incrementar la participación social y el desarrollo comunitario 
suponen un conjunto de programas y acciones dirigidas tanto a individuos como a grupos 
específicos y a la comunidad a la que pertenecen para favorecer su propia promoción y las 
posibilidades de participar tanto en la movilización de recursos comunitarios como las 
estrategias necesarias para estimular su implicación en la solución de problemas y el 
fortalecimiento de las redes sociales de apoyo.

Artículo 33.  Prestaciones económicas.

1. Las prestaciones económicas del sistema público de servicios sociales se regirán por 
su normativa específica y consistirán en subvenciones y ayudas económicas ordinarias o de 
emergencia.
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2. El titular de la Consejería con competencia en materia de servicios sociales podrá 
conceder a propuesta de las correspondientes comisiones de valoración, con carácter 
excepcional, a las personas que se encuentren en situaciones de extrema necesidad ayudas 
económicas de emergencia, tanto de carácter periódico como no periódico.

TÍTULO V

Participación

CAPÍTULO I

Órganos consultivos y de participación

Artículo 34.  Garantía de participación.

Las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma garantizarán la participación 
de la ciudadanía en la planificación y gestión del sistema público de servicios sociales de 
acuerdo con lo establecido en el presente capítulo.

Artículo 35.  Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias.

1. El Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias se constituye como 
órgano de carácter consultivo adscrito a la Consejería competente en materia de servicios 
sociales.

2. El Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias estará integrado por 
los siguientes miembros:

a) Presidencia: quien ostente la titularidad de la Consejería competente en materia de 
servicios sociales.

b) Vicepresidencia: quien sea designado por la Presidencia de entre los vocales 
representantes de la Consejería competente en materia de bienestar social.

c) Vocales:

Un máximo de ocho miembros representantes de la Administración del Principado de 
Asturias, de los cuales cuatro habrán de proceder de la Consejería competente en materia 
de servicios sociales.

Cinco representantes de los concejos asturianos, designados por la Federación 
Asturiana de Concejos.

Dos representantes de las organizaciones empresariales más representativas en el 
ámbito del Principado de Asturias, designados por la Federación Asturiana de Empresarios.

Dos representantes de las organizaciones sindicales de mayor implantación en la 
Comunidad Autónoma, designados por éstas.

Dos representantes del Consejo de Personas Mayores del Principado de Asturias.
Dos representantes del órgano representativo que aglutina a las asociaciones de las 

personas con discapacidad. Un representante del Consejo Asturiano de la Mujer.
Un representante del Consejo de la Juventud del Principado de Asturias.
Dos representantes de la Universidad de Oviedo.
Tres representantes de entidades de la iniciativa social que trabajen en el campo de los 

servicios sociales.
Un máximo de cinco representantes de las diferentes asociaciones, federaciones, 

etcétera, representativas de los diferentes sectores que desarrollan su actividad en el campo 
de los servicios sociales.

Aquellos otros que reglamentariamente se determine.

Artículo 36.  Funciones del Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias.

Serán funciones del Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias:

a) Informar los anteproyectos y proyectos de disposiciones normativas de carácter 
general que afecten al ámbito de los servicios sociales.
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b) Informar los programas y planes en materia de servicios sociales.
c) Asesorar y elevar a la Administración del Principado de Asturias propuestas e 

iniciativas sobre cualquier materia relativa a la acción de los servicios sociales.
d) Cualquier otra que se le atribuya en el desarrollo reglamentario de la presente Ley o 

pueda atribuirle la normativa vigente.

Artículo 37.  Consejos locales de bienestar social.

1. Podrán constituirse consejos de bienestar social de ámbito local con carácter 
consultivo y asesor para los temas relativos a la planificación, organización y funcionamiento 
del sistema público de servicios sociales dentro del concejo o zona básica de servicios 
sociales.

2. Estos consejos deberán fomentar, en todo caso, la participación ciudadana.
3. La determinación de su composición y régimen de funcionamiento será competencia 

de las propias Administraciones locales.

Artículo 38.  Consejos asesores de carácter sectorial.

Las Administraciones Públicas promoverán la constitución de consejos asesores y 
consultivos, que realizarán dichas funciones en los distintos ámbitos de actuación de los 
servicios sociales.

CAPÍTULO II

Derechos y deberes de las personas usuarias de los servicios sociales

Artículo 39.  Derechos.

Las personas usuarias de los servicios sociales, en los términos establecidos en el 
ordenamiento jurídico, gozarán de los siguientes derechos:

a) A acceder y disfrutar del sistema público de servicios sociales en condiciones de 
igualdad, sin discriminación por razón de raza, sexo, orientación sexual, estado civil, edad, 
discapacidad, ideología o creencia, condiciones económicas y territoriales.

b) A la libertad ideológica, religiosa y de culto.
c) A no ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
d) Al ejercicio de la libertad individual para el ingreso, permanencia y salida de los 

centros de atención de servicios sociales, sin perjuicio de lo establecido en la legislación civil 
respecto a las personas con capacidad de obrar limitada.

e) Al secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y 
telefónicas, salvo lo que se disponga en resolución judicial.

f) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión.
g) A participar en la toma de decisiones que le afecten individual o colectivamente 

mediante los cauces establecidos legalmente o en el Reglamento de régimen interior.
h) A asociarse al objeto de favorecer su participación en la programación y en el 

desarrollo de actividades.
i) A la consideración en el trato debida a la dignidad de la persona, tanto por parte del 

personal de los servicios sociales como de las otras personas usuarias.
j) Al secreto profesional de los datos de su expediente personal, historial clínico o social.
k) A recibir información en términos comprensibles completa y continuada, verbal o 

escrita sobre su situación, así como al acceso a su expediente individual y a la obtención de 
un informe cuando así lo soliciten, siempre que ostenten la condición de interesado.

l) A mantener relaciones interpersonales, respetando el derecho a recibir visitas.
m) A una asistencia individualizada acorde con sus necesidades específicas.
n) A la máxima intimidad en la convivencia en función de las condiciones estructurales 

de los centros y servicios.
o) Los demás reconocidos en la presente Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.
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Artículo 40.  Deberes.

1. Son deberes de las personas usuarias:

a) Cumplir las normas para el acceso al sistema público de servicios sociales, 
observando veracidad en la solicitud así como una correcta y adecuada utilización de las 
prestaciones.

b) Observar una conducta basada en el mutuo respeto, tolerancia y colaboración 
encaminada a facilitar una mejor convivencia.

c) Cumplir el Reglamento de régimen interior.
d) Seguir el programa y las orientaciones prescritas por los profesionales competentes, 

cumpliendo las disposiciones contenidas en los referidos instrumentos.
e) Usar, cuidar y disfrutar de manera responsable y conforme a las normas de las 

instalaciones, colaborando al mantenimiento de su habitabilidad.
f) Abonar la contraprestación económica que, en su caso, se determine para acceder y 

disfrutar de los servicios y prestaciones, contribuyendo así a la financiación del sistema 
público de servicios sociales.

g) Cumplir los compromisos, contraprestaciones y obligaciones que la naturaleza de las 
prestaciones determine.

2. La exigencia de los deberes recogidos en el número anterior se modulará en función 
de la capacidad de la persona usuaria y, cuando proceda, deberán ser cumplidos por sus 
padres o tutores.

CAPÍTULO III

Voluntariado

Artículo 41.  Voluntariado.

El Principado de Asturias promoverá y fomentará la participación solidaria y altruista de 
las ciudadanas y ciudadanos en actuaciones de voluntariado a través de entidades de 
voluntariado públicas o privadas.

TÍTULO VI

Responsabilidad pública e iniciativa social

Artículo 42.  Creación de centros y servicios públicos.

La creación de centros y servicios sociales de titularidad pública estará sujeta a las 
condiciones y requisitos de calidad y garantía en las prestaciones que se establecen en la 
presente Ley y en las normas reglamentarias que la desarrollen.

Artículo 43.  Autorización administrativa de centros y servicios privados.

1. Con el fin de garantizar la calidad en la prestación de los servicios sociales, los 
centros y servicios de titularidad privada que desarrollen sus actividades en el ámbito del 
Principado de Asturias requerirán de autorización administrativa previa para su instalación y 
funcionamiento, así como para las modificaciones que respecto de su estructura y régimen 
inicial puedan establecerse.

2. Reglamentariamente se determinarán las condiciones de autorización, registro y 
acreditación de los centros y servicios a que se refiere el número anterior, que, al objeto de 
garantizar la calidad en la prestación de los servicios, podrán establecer:

a) Condiciones de emplazamiento y edificación.
b) Condiciones materiales y de equipamiento exigibles.
c) Número mínimo de efectivos del personal asistencial.
d) Exigencia de titulación para los profesionales.
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e) Requisitos funcionales, tales como los referidos, entre otros, a planes generales de 
intervención, desarrollo de programas y metodología y procedimientos de trabajo.

3. De acuerdo con lo establecido en el número anterior, los centros de atención de 
servicios sociales que hayan obtenido la correspondiente autorización, deberán inscribirse 
en el Registro de centros de atención de servicios sociales adscrito a la Consejería 
competente en materia de servicios sociales.

También se inscribirá en dicho Registro la acreditación de los centros de atención de 
servicios sociales que cumplan los requisitos reglamentariamente establecidos para tal fin.

Artículo 44.  Iniciativa social.

1. El Principado de Asturias promoverá e impulsará la participación de asociaciones e 
instituciones sin ánimo de lucro en la realización de actividades en materia de acción social. 
A dicho efecto, se establecerán programas de subvenciones, que se concederán de acuerdo 
con el interés social de los distintos servicios y proyectos con la adecuación a los objetivos 
señalados por la planificación autonómica en materia de servicios sociales y con las 
garantías ofrecidas para su realización por la entidad promotora.

2. El Principado de Asturias podrá celebrar convenios con entidades sin ánimo de lucro 
debidamente acreditadas de acuerdo con lo establecido en la normativa aplicable, las cuales 
quedarán vinculadas a las determinaciones de la planificación autonómica en materia de 
servicios sociales y a los requisitos que sean fijados por la normativa y por el propio 
convenio.

Los convenios podrán tener carácter plurianual a fin de garantizar un marco estable que 
favorezca la mejor prestación de los servicios o programas. Finalizado dicho plazo podrán 
ser renovados, sin perjuicio de su posible extinción por causa de incumplimiento o 
cualesquiera otras causas que se fijen reglamentariamente o en el propio convenio.

Artículo 45.  Declaración de interés.

El Principado de Asturias podrá, en los términos previstos en la legislación específica de 
sus correspondientes formas jurídicas, declarar de interés para la Comunidad Autónoma 
aquellas entidades sin ánimo de lucro que presten servicios sociales y cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Realizar las prestaciones de carácter social e interés general que den origen a la 
declaración dentro del territorio de la Comunidad Autónoma.

b) Figurar inscritas en el Registro de Entidades de Interés Social cuya organización y 
funcionamiento se determinarán reglamentariamente.

TÍTULO VII

Financiación

Artículo 46.  Fuentes de financiación.

El sistema público de servicios sociales se financiará con cargo a:

a) Los presupuestos generales del Principado de Asturias.
b) Los presupuestos de los ayuntamientos.
c) Las aportaciones de las personas usuarias.
d) Cualquier otra aportación económica que amparada en el ordenamiento jurídico vaya 

destinada a tal fin.

Artículo 47.  Colaboración entre Administraciones Públicas.

1. La colaboración entre las distintas Administraciones se instrumentará a través de 
convenios o cualquier otra figura prevista en el ordenamiento jurídico a fin de condicionarla al 
cumplimiento de los objetivos determinados en la planificación general de los servicios 
sociales en el territorio del Principado de Asturias y a un estricto control financiero.
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2. Para la financiación de los convenios o de las subvenciones que el Principado de 
Asturias formalice con las entidades locales se podrán adquirir compromisos de gasto que se 
extiendan a ejercicios futuros, con el objeto de garantizar que la prestación de los servicios 
sociales y el desarrollo de los programas en materia de asistencia o acción social objeto de 
aquellos se realice en un marco estable. A estos efectos, los compromisos de gastos que se 
asuman tendrán el carácter a efectos contables y de tramitación de plurianuales y se 
ajustarán a las condiciones y limitaciones previstas en su normativa reguladora.

Artículo 48.  Aportaciones de las personas usuarias.

1. Las Administraciones públicas competentes podrán establecer la participación de las 
personas usuarias en la financiación de los servicios y prestaciones del sistema público de 
servicios sociales. Dicha participación se basará en los principios de solidaridad y 
redistribución de acuerdo con los criterios generales que se establecen en la presente Ley y 
en las normas que la desarrollen.

2. La participación de las personas usuarias en la financiación del sistema público de 
servicios sociales vendrá determinada por la ponderación de los siguientes criterios:

a) El coste del servicio.
b) El grado de utilización por la persona usuaria de los servicios o prestaciones.
c) Los ingresos y el patrimonio de la persona usuaria en los términos que 

reglamentariamente se determinen.

3. Ninguna persona usuaria quedará excluida de los servicios o de las prestaciones del 
sistema por carecer de recursos económicos.

4. La calidad del servicio o de las prestaciones no podrá ser determinada en ningún caso 
en función de la participación de las personas usuarias en el coste de los mismos.

TÍTULO VIII

Inspección y calidad

Artículo 49.  Función inspectora.

1. Corresponde a la Consejería competente en materia de asuntos sociales la función 
inspectora de las entidades, centros y servicios ya sean públicos o privados con el fin de 
verificar el exacto cumplimiento de la normativa que les es de aplicación, de tal manera que 
quede garantizada la calidad de los servicios sociales que se presten en el territorio del 
Principado de Asturias.

2. Para el desarrollo de la función inspectora la Consejería competente en materia de 
asuntos sociales contará, además de con su propio servicio de Inspección, con el apoyo de 
los servicios de inspección adscritos a otros departamentos de la Administración del 
Principado de Asturias y con la colaboración de otras Administraciones Públicas con 
facultades inspectoras.

Artículo 50.  Personal inspector.

1. El personal inspector tendrá la condición de funcionario público.
2. El personal inspector tiene en el ejercicio de sus funciones la condición de autoridad 

pública, para lo cual los inspectores actuantes deberán acreditarse como tales, pudiendo 
recabar si lo estiman oportuno para el cumplimiento de sus atribuciones el auxilio de otras 
instituciones públicas.

3. En el ejercicio de sus funciones los inspectores de servicios sociales estarán 
autorizados para:

a) Entrar libremente en cualquier momento y sin previa notificación en todo centro, 
establecimiento o servicio sujeto a esta Ley.

b) Efectuar las pruebas, tomas de muestras, investigaciones o exámenes necesarios 
para comprobar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley y sus normas 
de desarrollo.
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c) Realizar cuantas actuaciones sean precisas para el cumplimiento de sus funciones.

4. La Inspección actuará de oficio por denuncia, orden superior o a petición razonada de 
otros órganos administrativos. La inspección también podrá realizarse a petición de la propia 
entidad, centro o servicio.

Artículo 51.  Funciones básicas de la Inspección.

Las funciones básicas de la Inspección de Servicios Sociales, sin perjuicio de las que 
pudieran corresponder a otros organismos, son las siguientes:

a) Velar por el respeto de los derechos de los usuarios de los servicios sociales.
b) Controlar el cumplimiento de la normativa vigente y el nivel de calidad de los servicios 

sociales que se presten en el Principado de Asturias.
c) Supervisar el destino y la adecuada utilización de los fondos públicos del Principado 

de Asturias concedidos a personas físicas o jurídicas por medio de subvenciones, contratos, 
convenios o cualquier otra figura similar contemplada en la normativa vigente.

d) Formular propuestas de mejoras en la calidad de los servicios sociales.

Artículo 52.  Desarrollo de la función inspectora.

Para el desarrollo de sus funciones, la Inspección de Servicios Sociales llevará a cabo 
las siguientes actividades:

a) Vigilar el cumplimiento de la normativa vigente en materia de servicios sociales, 
proponiendo al órgano competente la incoación del correspondiente procedimiento 
sancionador cuando comprobase la existencia de una posible infracción o del procedimiento 
de adopción de las medidas correctoras necesarias.

b) Obtener información que facilite el control de calidad de los servicios sociales que se 
presten en el ámbito del Principado de Asturias.

c) Asesorar e informar sobre la manera más efectiva de cumplir las disposiciones cuya 
vigilancia tiene encomendada.

d) Elaborar informes y estudios en relación con las materias objeto de inspección.
e) Cualquier otra que le atribuya la normativa vigente en materia de servicios sociales.

TÍTULO IX

Régimen sancionador

Artículo 53.  Responsabilidad administrativa.

1. Son sujetos responsables de las infracciones en materia de servicios sociales las 
personas físicas o jurídicas titulares o gestores de las entidades, centros o servicios que 
actúen en las áreas de intervención señaladas en la presente Ley.

2. También serán responsables las personas usuarias de centros o servicios públicos en 
los términos establecidos en la presente Ley.

3. Las responsabilidades administrativas derivadas de la presente Ley se exigirán sin 
perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o laborales en que pudiera haber incurrido 
el infractor con su actuación.

Artículo 54.  Infracciones.

1. Constituyen infracciones administrativas en materia de servicios sociales las acciones 
u omisiones tipificadas en esta Ley, sin perjuicio de las contempladas en otras leyes 
especiales.

2. Las infracciones establecidas en esta Ley se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 55.  Infracciones leves.

1. Son infracciones leves las acciones u omisiones siguientes:

a) El cambio de titularidad de los servicios sin autorización administrativa.
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b) Mantener los locales, instalaciones, mobiliario o enseres con deficiencias en su 
estado, funcionamiento, limpieza o higiene sin que se derive de ello riesgo para la integridad 
física o la salud de los usuarios.

c) Prestar una asistencia inadecuada a las personas usuarias, siempre que no se les 
causen perjuicios de carácter grave.

d) Todas aquellas que constituyan un incumplimiento de las obligaciones o vulneración 
de las prohibiciones establecidas por la normativa reguladora de las condiciones materiales y 
funcionales mínimas que han de cumplir las entidades, centros o servicios que presten 
servicios sociales y que no estén tipificadas expresamente por la ley como graves o muy 
graves, siempre que la acción u omisión no ponga en peligro la seguridad o salud de los 
usuarios.

e) Las cometidas por imprudencia, siempre que la alteración o riesgo para la salud o 
seguridad de los usuarios fuese de escasa entidad.

2. También constituyen infracciones leves los incumplimientos de los deberes inherentes 
a la condición de personas usuarias de centros o servicios públicos consistentes en:

a) Promover o participar en discusiones o altercados violentos en perjuicio de la 
convivencia.

b) Faltar levemente a la consideración debida a la dirección, personal del centro, resto de 
usuarios o visitantes.

c) Incumplir las normas que sobre el régimen de permanencia o continuidad en el centro 
o servicio prevea el correspondiente Reglamento de régimen interior sobre permanencia en 
el centro.

d) Utilizar de forma inadecuada las instalaciones medios y servicios o perturbar las 
actividades del mismo alterando las normas de convivencia y respeto mutuo.

e) Incumplir las obligaciones recogidas en el Reglamento de régimen interior que por su 
naturaleza y gravedad no sean tipificadas como graves o muy graves.

Artículo 56.  Infracciones graves.

1. Son infracciones graves las acciones u omisiones siguientes:

a) La apertura y funcionamiento de un centro o servicio sin tener la autorización 
administrativa adecuada.

b) Realizar modificaciones sustanciales en la estructura física de los edificios o en sus 
dependencias cuando aquéllas puedan afectar al mantenimiento o supresión de la 
autorización administrativa.

c) Mantener los locales, instalaciones, mobiliario o enseres con deficiencias en su 
estado, funcionamiento, limpieza o higiene derivándose de ello riesgo para la integridad 
física o la salud de los usuarios.

d) Prestar una asistencia inadecuada a las personas usuarias con riesgo para la 
integridad física o la salud de los usuarios.

e) Obstruir la labor inspectora de modo que se retrase el cumplimiento de las 
obligaciones de información, comunicación o comparecencia.

f) Incumplir los requerimientos específicos que formulen las autoridades, siempre que se 
produzcan por primera vez.

g) La alteración dolosa de los aspectos sustantivos para el otorgamiento de la 
autorización de los centros o servicios.

h) Dificultar o impedir a las personas usuarias de los servicios el disfrute de los derechos 
reconocidos por la normativa vigente.

i) Falsear los documentos y datos requeridos por la Administración.
j) Incumplir el deber de sigilo y confidencialidad con respecto a los datos personales y 

sanitarios de los usuarios.

2. También constituyen infracciones graves los incumplimientos de los deberes 
inherentes a la condición de personas usuarias de centros o servicios públicos consistentes 
en:

a) La reincidencia en las faltas leves.
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b) Faltar gravemente a la consideración debida a la dirección, personal del centro, resto 
de usuarios o visitantes.

c) Ocasionar daños graves en los bienes del centro o perjuicios notorios al normal 
desarrollo de los servicios o a la convivencia del centro.

d) Incumplimiento grave de las normas que sobre el régimen de permanencia o 
continuidad en el centro o servicio prevea el correspondiente Reglamento de régimen 
interior.

e) Incumplimiento grave de las obligaciones recogidas, en su caso, en el Reglamento de 
régimen interior que por su naturaleza y gravedad no estén tipificadas como muy graves.

Artículo 57.  Infracciones muy graves.

1. Son infracciones muy graves las acciones u omisiones siguientes:

a) La apertura y funcionamiento de un centro o servicio careciendo de la autorización 
adecuada con perjuicio para la integridad física o la salud de los usuarios.

b) Mantener los locales, instalaciones, mobiliario o enseres con deficiencias en su 
estado, funcionamiento, limpieza o higiene derivándose de ello perjuicio grave para la 
integridad física o la salud de los usuarios.

c) Prestar una asistencia inadecuada a las personas usuarias causándoles con ello un 
perjuicio grave.

d) Obstruir la labor inspectora por impedir el acceso al centro o servicio, resistencia 
reiterada, coacción, amenazas, violencia o cualquier otra forma de presión ejercida sobre los 
inspectores.

e) No salvaguardar el derecho a la intimidad de las personas usuarias.
f) Proporcionar a los usuarios un trato degradante que afecte a su dignidad.
g) Prestar servicios sociales tratando de ocultar o enmascarar su verdadera naturaleza al 

objeto de eludir la aplicación de la legislación vigente en la materia.

2. También constituyen infracciones muy graves los incumplimientos de los deberes 
inherentes a la condición de personas usuarias de centros o servicios públicos consistentes 
en:

a) La reincidencia en las faltas graves.
b) Agresión física o malos tratos hacia la dirección, personal del centro, resto de usuarios 

o visitantes.
c) Sustraer bienes del centro, del personal o del resto de residentes o visitantes.
d) Ocasionar daños o perjuicios muy graves en los bienes, instalaciones o en el normal 

desarrollo de los servicios o en la convivencia del centro.

Artículo 58.  Sanciones.

La aplicación de las sanciones se realizará de la siguiente forma:

a) Por las infracciones leves se podrán imponer las siguientes sanciones:

Apercibimiento.
Multa de 301 a 3.005 euros.

Para el caso de infracción de las personas usuarias, suspensión de los derechos de 
usuario por un período no superior a 15 días.

b) Por las infracciones graves se podrán imponer las siguientes sanciones:

Multa de 3.005,01 a 15.025 euros.

Asimismo, el órgano sancionador podrá acordar con carácter accesorio la imposición de 
las sanciones siguientes:

Prohibición de acceder a la financiación pública del Principado de Asturias durante un 
período de hasta un año.

Suspensión del funcionamiento del servicio o centro por un período máximo de un año.
Para el caso de infracción de las personas usuarias:

Suspensión de los derechos de usuario por un período no superior a seis meses.
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Traslado temporal por un período no superior a dos meses.

c) Por las infracciones muy graves se podrán imponer las siguientes sanciones:

Multa de 15.025,01 a 601.012 euros.

Asimismo, el órgano sancionador podrá acordar con carácter accesorio la imposición de 
las sanciones siguientes:

Prohibición de acceder a la financiación pública del Principado de Asturias durante un 
período de hasta tres años.

Suspensión del funcionamiento por un período de hasta tres años o cierre del centro o 
servicio.

Para el caso de infracción de las personas usuarias:

Suspensión de los derechos de usuario por un período no superior a dos años.
Traslado temporal por un período no superior a seis meses.
Traslado definitivo.

2. Las cuantías de las multas fijadas en este artículo podrán ser revisadas 
periódicamente por el Consejo de Gobierno en atención a la variación que experimente el 
índice de precios al consumo.

Artículo 59.  Graduación de las sanciones.

Las infracciones serán sancionadas de conformidad con lo establecido en el presente 
artículo aplicando una graduación de mínimo, medio y máximo a cada nivel de infracción, en 
función de la negligencia e intencionalidad del sujeto infractor, fraude o connivencia, 
incumplimiento de las advertencias previas, reincidencia, cifra de negocios de la empresa, 
número de personas afectadas, perjuicio causado, beneficios obtenidos a causa de la 
infracción y permanencia o transitoriedad de los riesgos:

a) Infracciones leves:

Grado mínimo: de 301 hasta 601 euros.
Grado medio: desde 601,01 hasta 1.803 euros.
Grado máximo: desde 1.803,01 hasta 3.005 euros.

b) Infracciones graves:

Grado mínimo: de 3.005,01 hasta 6.912 euros.
Grado medio: desde 6.912,01 hasta 10.818 euros.
Grado máximo: desde 10.818,01 hasta 15.025 euros.

c) Infracciones muy graves:

Grado mínimo: desde 15.025,01 hasta 210.354 euros.
Grado medio: desde 210.354,01 hasta 405.683 euros.
Grado máximo: desde 405.683,01 hasta 601.012 euros.

Artículo 60.  Prescripción.

La prescripción de las infracciones y sanciones en materia de servicios sociales de 
producirá en los plazos y términos establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común.

Artículo 61.  Procedimiento sancionador.

1. El procedimiento administrativo para la imposición de sanciones por la comisión de las 
infracciones tipificadas en la presente Ley se ajustará al general establecido a tal fin por la 
Administración del Principado de Asturias.

2. El plazo máximo de resolución y notificación del expediente sancionador en materia de 
servicios sociales será de 12 meses.
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Artículo 62.  Medidas provisionales.

1. De conformidad con lo previsto en los artículos 72 y 136 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento 
administrativo común, el órgano competente para resolver podrá adoptar en cualquier 
momento, mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter provisional que resulten 
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, el buen fin del 
procedimiento, evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción y las exigencias de los 
intereses generales.

Cuando así venga exigido por razones de urgencia inaplazable, el órgano competente 
para iniciar el procedimiento podrá adoptar las medidas provisionales que resulten 
necesarias.

2. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente para 
iniciar el procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia y para la 
protección provisional de los intereses implicados podrá adoptar las medidas 
correspondientes. Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o 
levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de 
los 15 días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda.

En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en 
dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso 
acerca de las mismas.

3. Las medidas provisionales, que deberán ajustarse a la intensidad, proporcionalidad y 
necesidades de los objetivos que se pretenda garantizar en cada supuesto concreto, podrán 
consistir en:

a) Medidas para evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción.
b) Suspensión, total o parcial, del funcionamiento del centro, de la prestación del servicio 

o de la realización de actividades, incluyendo en esta última categoría la prohibición de 
aceptación de nuevos usuarios.

c) Prestación de fianza hasta una cuantía equivalente al importe mínimo de la multa que 
podría corresponder por la comisión de la presunta infracción.

4. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del 
procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o 
que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción.

En todo caso, se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin 
al procedimiento correspondiente.

Artículo 63.  Órgano competente para la imposición de las sanciones.

1. Los órganos competentes para la imposición de las sanciones a que se refiere la 
presente Ley serán:

a) El Consejero competente en materia de servicios sociales para las multas cuya 
cuantía no supere los 15.025 euros, incluidas las accesorias correspondientes.

b) El Consejo de Gobierno para las multas superiores a los 15.025 euros, incluidas las 
accesorias correspondientes.

2. Lo dispuesto en el párrafo anterior se establece sin perjuicio de la competencia 
sancionadora atribuida a los órganos referidos en la disposición adicional tercera de la Ley 
del Principado de Asturias 2/1995, de 13 de marzo, sobre régimen jurídico de la 
Administración del Principado de Asturias.

Artículo 64.  Publicidad de las sanciones.

Por razones de ejemplaridad y siempre que concurra alguna circunstancia de riesgo para 
la salud o seguridad de los usuarios, reincidencia en infracciones de naturaleza análoga o 
acreditada intencionalidad en la infracción, el órgano competente para la resolución del 
procedimiento sancionador podrá acordar la publicidad de las sanciones impuestas, una vez 
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que hayan adquirido firmeza en vía administrativa, en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias y a través de los medios de comunicación social que se consideren oportunos.

Artículo 65.  Carácter supletorio del régimen sancionador.

El régimen sancionador establecido en la presente Ley será de aplicación supletoria 
respecto al establecido en otras leyes especiales en materia de servicios sociales.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  Atención sociosanitaria en programas y centros de atención de servicios sociales.

(Derogada)

Segunda.  Desarrollo reglamentario.

El Consejo de Gobierno aprobará por decreto, en el plazo máximo de ocho meses a 
partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Mapa asturiano de servicios sociales.

Asimismo, en el plazo máximo de dos años desde la entrada en vigor de esta Ley, el 
Consejo de Gobierno aprobará el Catálogo de prestaciones del sistema público de servicios 
sociales.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
Hasta tanto se apruebe el mapa asturiano de servicios sociales, la organización 

administrativa de los servicios sociales será la establecida en la Ley del Principado de 
Asturias 5/1987, de 11 de abril, de servicios sociales.

Segunda.  
Asimismo, hasta tanto se apruebe la organización complementaria del Consejo Asesor 

de Bienestar Social del Principado de Asturias prevista en el último párrafo del apartado 2.c) 
del art. 35 de esta Ley, así como su funcionamiento, conservará su vigencia el Decreto 
56/1988, de 28 de abril, por el que se regula la organización y funcionamiento del Consejo 
Asesor de Bienestar Social.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Queda derogada la Ley del Principado de Asturias 5/1987, de 11 de abril, de servicios 

sociales, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango contradigan lo dispuesto en la 
presente Ley.

DISPOSICIÓN FINAL
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial 

del Principado de Asturias.
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§ 83

Ley 4/2005, de 28 de octubre, de Salario Social Básico

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 255, de 4 de noviembre de 2005
«BOE» núm. 310, de 28 de diciembre de 2005
Última modificación: 31 de diciembre de 2014

Referencia: BOE-A-2005-21315

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Salario 
Social Básico.

PREÁMBULO

La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000 
proclama, con el fin de combatir la exclusión social y la pobreza, el reconocimiento del 
derecho «a una ayuda social y a una ayuda a la vivienda para garantizar una existencia 
digna a todos aquellos que no dispongan de recursos suficientes».

Nuevas realidades exigen de la política social nuevas e innovadoras combinaciones de 
medidas de protección social, de garantía de ingresos mínimos y de medidas que favorezcan 
la inclusión social mediante actuaciones integrales de los principales servicios públicos y la 
atención personalizada de los servicios sociales.

La diversificación y persistencia en el tiempo de la pobreza lleva a considerarla como 
una consecuencia de un proceso estructural que excluye a una parte de la población de las 
oportunidades económicas y sociales, con ocasión normalmente de un acceso precario al 
trabajo en tanto que medio principal de adquisición de los principales derechos y deberes de 
ciudadanía. Sin embargo, la configuración de la desigualdad en el contexto social actual, 
lleva a exigir también la consideración, más amplia, del carácter acumulativo, y 
multidimensional de la exclusión social de personas y grupos en razón a insuficiencias de 
ingresos, de empleo, de educación, de salud, de vivienda, de habilidades o capacidades 
personales y de hábitos o relaciones sociales.

La presente Ley de salario social básico tiene por objeto desarrollar el derecho 
fundamental de la persona a los recursos y prestaciones suficientes para vivir de forma 
acorde con la dignidad humana, y el establecimiento por el Principado de Asturias de los 
medios oportunos de prevención y lucha contra la exclusión social en su ámbito territorial y 
competencial, atendiendo al acervo y los criterios comunes de la Unión Europea, 
complementando, en su caso, el desarrollo del sistema de protección social español.
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El Principado de Asturias tiene atribuidas competencias exclusivas en materia de 
asistencia y bienestar social, conforme a lo que establece el artículo 10.1.24 del Estatuto de 
Autonomía, expresadas actualmente en la Ley del Principado de Asturias 1/2003, de 24 de 
febrero, de Servicios Sociales. Esta Ley, pionera en la ordenación, organización y desarrollo 
del sistema público de servicios sociales prevé, entre otras prestaciones, las medidas 
dirigidas a garantizar ingresos mínimos y fomentar la inclusión social.

La Ley del Principado de Asturias 6/1991, de 5 de abril, de Ingreso Mínimo de Inserción, 
estableció una iniciativa globalmente positiva en esta materia. El desarrollo habido desde 
entonces y la observancia de los instrumentos que abordan la prevención del riesgo de 
exclusión social en nuestro entorno, generan la necesidad de un nuevo ordenamiento legal.

Los estudios disponibles sobre pobreza y exclusión social en Asturias, la experiencia del 
sistema público de servicios sociales, de los agentes sociales más representativos y de las 
organizaciones no gubernamentales implicadas en la lucha contra la exclusión social, ponen 
de manifiesto una dimensión de la población en situación de pobreza grave y severa, mayor 
que la habitualmente beneficiaria en los programas vigentes.

También se observan insuficiencias de adecuación de los medios a los fines 
perseguidos, al no desarrollarse plenamente la personalización de los programas de 
inserción social y laboral, atendiendo a la heterogeneidad de factores que explican las 
variadas situaciones de exclusión social y desestructuración personal.

La presente Ley pone en marcha una nueva política autonómica para superar las 
deficiencias en materia de lucha contra la exclusión social, mediante el establecimiento de 
un último y básico sistema de garantía de ingresos mínimos selectivo, dirigido expresamente 
a superar las situaciones de pobreza grave y severa, sobre la base de la unidad económica 
de convivencia independiente, como prestación diferencial, complementaria y subsidiaria de 
otros ingresos de la unidad económica de convivencia independiente, así como ágil en sus 
procedimientos para atender las situaciones de necesidad, al tiempo que coordinado en un 
dispositivo global con otros programas tendentes a promover la incorporación e inserción 
social y laboral de las personas beneficiarias.

CAPÍTULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto regular en el ámbito del Principado de Asturias el 
establecimiento de:

a) Una prestación económica, denominada salario social básico, de garantía de ingresos 
mínimos, sobre la base de la unidad económica de convivencia independiente.

b) Los apoyos personalizados y la participación en programas integrales que favorezcan 
la incorporación e inserción social de las personas y colectivos en riesgo de exclusión, sobre 
todo en materia de salud, vivienda, educación, formación y empleo.

Artículo 2.  Objetivos.

En el marco de los principios generales del sistema público de servicios sociales 
señalados en la Ley del Principado de Asturias 1/2003, de 24 de febrero, de Servicios 
Sociales del Principado de Asturias, son objetivos de la presente Ley:

a) El establecimiento efectivo de los derechos sociales fundamentales para todas las 
personas que en el Principado de Asturias no dispongan, por sí mismas o en su unidad de 
convivencia, de recursos mínimos necesarios.

b) El reconocimiento del derecho ciudadano a la participación en el producto y el 
bienestar social, como garantía de solidaridad, de cohesión social y para una convivencia 
acorde con la dignidad humana.
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CAPÍTULO II

El salario social básico

Artículo 3.  Concepto y fines del salario social básico.

1. Se entiende por salario social básico la prestación económica periódica dirigida a las 
personas que carezcan de recursos económicos suficientes para cubrir sus necesidades 
básicas, sobre la base de la unidad económica de convivencia independiente.

2. El salario social básico es una prestación económica diferencial, complementaria y 
subsidiaria de cualquier otro tipo de recursos, derechos, rendimientos de bienes y 
prestaciones sociales económicas previstas en la legislación vigente, que pudieran 
corresponder al titular o a cualquiera de los miembros de su unidad económica de 
convivencia independiente, y que deberán ser reclamados y hacerse valer íntegramente con 
carácter previo a la solicitud.

3. El salario social básico se otorgará exclusivamente a los fines alimenticios 
establecidos en el artículo 142 y concordantes del Código Civil en beneficio de todos los 
miembros de la unidad económica de convivencia independiente. Será intransferible, y por 
tanto no podrá:

a) Ofrecerse en garantía de obligaciones.
b) Ser objeto de cesión total o parcial.
c) Ser objeto de compensación, excepto para el reintegro de las prestaciones 

indebidamente percibidas.
d) Ser objeto de retención o embargo, excepto en los supuestos y con los límites 

previstos en la legislación general que resulte de aplicación.

Artículo 4.  Importe del salario social básico.

1. El importe de la prestación del salario social básico cubrirá la cantidad necesaria para 
completar los recursos de la unidad de convivencia hasta alcanzar las siguientes cuantías 
mensuales, sin perjuicio de lo que se dispone en el apartado tercero, para diferentes 
tamaños de unidades económicas de convivencia independiente:

a) para una sola persona perceptora se establece un módulo básico de 365 € 
mensuales.

b) para unidades de convivencia compuestas por más de una persona, se establecerán 
en la Ley de Presupuestos módulos complementarios por cada persona adicional y, en su 
caso, atendiendo a otras situaciones de dependencia o discapacidad.

2. El salario social básico alcanzará una cuantía máxima, considerando los módulos 
básicos y complementarios que no sobrepasará por unidad económica de convivencia 
independiente el ciento sesenta y cinco por ciento del módulo básico para una sola persona 
establecido en el número anterior.

Cuando entre las personas que integren la unidad económica de convivencia existan 
menores en régimen de custodia compartida, el importe de la prestación se determinará 
detrayendo la mitad de la diferencia entre la prestación que corresponda a dicha unidad en 
función del número de sus integrantes y la que correspondería si no hubiese menores en esa 
situación.

3. La cuantía mínima de la prestación, en términos de complemento de otros ingresos de 
la unidad perceptora, no será inferior al diez por ciento del módulo básico.

4. Reglamentariamente se determinarán los criterios de valoración de los bienes 
patrimoniales realizables y de los recursos económicos computables de la unidad económica 
de convivencia independiente, por rendimientos del trabajo, del patrimonio, de otros ingresos 
y prestaciones, así como los ingresos finalistas y los bienes esenciales exceptuados de 
dicho cómputo, incluidos en su caso los incentivos o estímulos al empleo y la actividad 
remunerada.

Sin perjuicio de las excepciones que puedan determinarse reglamentariamente, 
resultarán computables las ayudas, subvenciones o prestaciones económicas reconocidas a 
cualquiera de las personas que integran la unidad económica de convivencia independiente 
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con posterioridad a la presentación de la solicitud de salario social básico, siempre que 
tengan carácter alimenticio o de renta básica o de subsistencia para suplir o complementar 
sus recursos propios.

5. La Ley de Presupuestos Generales del Principado de Asturias actualizará anualmente 
las cuantías mínimas antes señaladas del módulo básico y complementarios atendiendo a la 
evolución real del índice de precios al consumo.

6. Igualmente en la Ley de Presupuestos de cada año se establecerán los topes de 
percepción de distintas prestaciones de salario social básico en los casos excepcionales en 
que más de una unidad económica de convivencia independiente comparta residencia con 
otra, así como el máximo exento de los ingresos de las personas que, compartiendo la 
misma residencia, no computen como miembros de la unidad económica de convivencia 
independiente.

Téngase en cuenta que las cuantías mínimas del módulo básico y complementarios, se 
actualizarán anualmente por Ley de Presupuestos del Principado de Asturias, según establece 
el apartado 5 de este artículo.

Artículo 5.  Devengo y pago.

1. La prestación correspondiente de salario social básico concedido se devengará a 
partir del primer día del mes siguiente al de la fecha de presentación de la solicitud, siempre 
que en ese momento se reúnan los requisitos previstos en esta Ley.

2. El pago de la prestación económica se efectuará por mensualidades vencidas.
3. En la primera mensualidad que se abone tras el reconocimiento del derecho al percibo 

de la prestación, se incluirán los atrasos correspondientes a los meses devengados hasta un 
importe máximo equivalente a tres mensualidades de la prestación que corresponda percibir. 
Los atrasos devengados que superen este importe se abonarán en la cuantía prorrateada en 
las doce mensualidades subsiguientes a esta primera.

Antes de establecer este prorrateo del montante total de atrasos que corresponda 
reconocer, se detraerá el importe de las ayudas especificadas en el párrafo segundo del 
artículo 4.4 de esta Ley, que se hubiesen percibido por cualquiera de las personas que 
integran la unidad económica de convivencia independiente tras la presentación de la 
solicitud.

Artículo 6.  Duración.

1. La prestación del salario social básico se prolongará mientras la unidad económica de 
convivencia independiente reúna los requisitos establecidos en la presente Ley.

2. El cumplimiento de los requisitos generales se verificará con una periodicidad anual, 
incluyendo la evaluación del proceso de incorporación social.

3. Las modificaciones sobrevenidas en el número de miembros de la unidad económica 
de convivencia independiente o en los recursos económicos que hayan servido de base para 
el cálculo de la prestación, darán lugar a la revisión del mismo con efectos desde el primer 
día del mes siguiente a la fecha en que se produzca la variación.

4. A los atrasos que puedan resultar de esta revisión les será de aplicación lo previsto en 
el artículo 5.3 de esta ley.

CAPÍTULO III

Titulares

Artículo 7.  Titulares.

1. El salario social básico podrá ser solicitado y percibido, sobre la base de la unidad 
económica de convivencia independiente definida en el artículo siguiente, por los mayores 
de veinticinco años que reúnan los siguientes requisitos:
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a) Ser nacionales de los estados miembros de la Unión Europea empadronados en 
cualquiera de los concejos de Asturias o transeúntes en las condiciones que 
reglamentariamente se establezcan, atendiendo siempre las situaciones de emergencia 
social.

Asimismo, gozarán de tal derecho los emigrantes asturianos y sus descendientes en los 
términos establecidos en el Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias.

b) Quienes no siendo nacionales de ningún estado miembro de la Unión Europea se 
encuentren en el Principado de Asturias, así como los refugiados y apátridas, de acuerdo 
con lo que se disponga al respecto en los tratados internaciones y en la legislación sobre 
derechos y deberes de los extranjeros, atendiendo en su defecto al principio de reciprocidad, 
sin perjuicio de lo que se establezca reglamentariamente para aquellas personas que se 
encuentren en reconocido estado de necesidad.

2. También podrán ser titulares los mayores de edad menores de 25 años que, 
cumpliendo el resto de requisitos exigibles, constituyan unidad económica de convivencia 
independiente en situación de orfandad absoluta, discapacidad en grado reconocido igual o 
superior al cuarenta y cinco por ciento, tengan menores o personas dependientes a su 
cargo, acrediten relación matrimonial o afectiva análoga y permanente, sean víctimas de 
violencia doméstica o concluyan su estancia en instituciones tutelares de menores por límite 
de edad, en instituciones de reforma de menores, o en instituciones penitenciarias.

3. En el supuesto de que en una misma unidad económica de convivencia independiente 
existieran varias personas que pudieran ostentar la condición de titular, solo podrá otorgarse 
el salario social básico a una de ellas.

Artículo 8.  Unidad económica de convivencia independiente.

1. A los efectos de la presente Ley se entiende por unidad económica de convivencia 
independiente:

a) la persona solicitante y, en su caso, quienes vivan con ella en una misma vivienda o 
alojamiento, ya sea por unión matrimonial o afectiva análoga y permanente como pareja 
estable, por parentesco de consanguinidad hasta el segundo grado o afinidad hasta el primer 
grado, así como por adopción, tutela o acogimiento familiar.

b) dos o más personas que, no estando unidas entre sí por alguno de los vínculos 
previstos en el apartado anterior, viven juntas en una misma vivienda o alojamiento debido a 
situaciones constatables de extrema necesidad.

2. Cuando en una unidad económica de convivencia independiente existan personas que 
tengan a su cargo hijos, menores tutelados o en régimen de acogimiento familiar, se 
considerará que constituyen otra unidad económica de convivencia independiente.

3. La unidad económica de convivencia independiente beneficiaria de la prestación del 
salario social básico no perderá dicha condición mientras se vea obligada a residir en el 
domicilio de otra por causa de fuerza mayor, accidente o desahucio u otras que determinen 
una situación constatable de extrema necesidad.

4. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por vivienda o alojamiento todo ámbito 
físico utilizado de forma habitual como residencia por una o más personas que conviven de 
forma independiente, no sometidas a una autoridad o régimen comunes.

Reglamentariamente se determinarán los supuestos de marco físico de residencia 
colectiva que puedan ser considerados vivienda o alojamiento independiente a los efectos de 
esta Ley.

Artículo 9.  Requisitos de las personas y unidades económicas de convivencia 
independiente beneficiarias del salario social básico.

1. Tendrán derecho a solicitar el salario social básico las personas que integren las 
unidades económicas de convivencia independiente que cumplan los siguientes requisitos:

a) Estar empadronado/a en un concejo del Principado de Asturias y tener residencia 
efectiva e ininterrumpida por un tiempo no inferior a dos años inmediatamente anterior a la 
formulación de la solicitud, computándose a estos efectos los períodos de empadronamiento 
sucesivos en distintos concejos asturianos.
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b) Constituir una unidad económica de convivencia independiente con la antelación 
mínima de seis meses.

c) Carecer de recursos económicos superiores a los módulos establecidos en el artículo 
4 de la presente Ley.

d) Haber solicitado previamente de las personas y de los organismos correspondientes, 
las pensiones y prestaciones vigentes a las que cualquier miembro de la unidad económica 
de convivencia independiente tuviera derecho, incluidas las acciones legales derivadas del 
impago de derechos de alimentos.

e) Para las personas integrantes de la unidad económica de convivencia independiente 
cuya edad, salud y situación familiar les permita ejercer una actividad profesional, la 
percepción del salario social básico se supeditará a la búsqueda activa de empleo en los 
términos legalmente establecidos.

f) Suscribir el compromiso de acordar, en un plazo no superior a un mes, el Programa 
personalizado de incorporación social previsto en el artículo 30 de esta Ley.

2. Podrá establecerse el derecho a la percepción del salario social básico por personas 
procedentes de otras Comunidades Autónomas que fijen su residencia efectiva y 
permanente en el Principado de Asturias, siempre que se encuentren percibiendo en ellas 
una prestación equivalente de garantía de ingresos mínimos, cumplan los requisitos que 
para su percepción están previstos en la presente Ley, y se encuentre expresamente 
contemplada la reciprocidad.

Artículo 10.  Excepciones.

1. No se considerará interrumpido el plazo de dos años de empadronamiento o de 
residencia efectiva continuada en los siguientes supuestos:

a) Cuando se hayan producido traslados fuera de la Comunidad Autónoma inferiores a 
dos años por motivos formativos o laborales debidamente acreditados.

b) En los casos de traslados fuera de la Comunidad Autónoma derivados de situaciones 
constatadas de malos tratos familiares, de tratamientos sociosanitarios de rehabilitación, 
como consecuencia de medidas especiales de protección en procedimientos judiciales, o por 
cumplimiento de condena en establecimientos penitenciarios radicados fuera del Principado 
de Asturias.

2. No se requerirá residencia efectiva e ininterrumpida por un tiempo inferior a dos años 
inmediatamente anterior a la solicitud cuando se trate de emigrantes retornados que gocen 
de la condición política de asturianos en los términos establecidos en el Estatuto de 
Autonomía del Principado de Asturias, ni a las personas procedentes de otras Comunidades 
Autónomas a consecuencia de situaciones de malos tratos que sean admitidas en la red de 
casas de acogida del Principado de Asturias.

3. Cuando la persona solicitante de la prestación no estuviera empadronada, podrá 
tramitar la solicitud de la prestación si previamente acredita la residencia efectiva en Asturias 
de forma continuada durante el período mínimo a que se refiere el artículo 9.1.a) de esta 
Ley, y se empadrona en un concejo asturiano.

Se determinarán reglamentariamente los documentos que se tendrán en cuenta para 
acreditar la residencia efectiva en el período a que se refiere el párrafo anterior que, en todo 
caso, deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Haber sido emitidos y registrados por una Administración Pública.
b) Estar expedidos, registrados o referidos a actos o documentos dentro del período de 

los dos años anteriores a la fecha de la solicitud.

Artículo 11.  Obligaciones.

Los beneficiarios del salario social básico, y durante el tiempo que sean acreedores al 
mismo, estarán obligados a:

a) Destinar la prestación económica a los fines establecidos en la presente Ley.
b) Solicitar la baja en la prestación económica en el plazo de un mes a partir del 

momento en el que se dejen de reunir los requisitos exigidos para su percepción.
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c) Proporcionar a la Administración información veraz sobre las circunstancias 
personales, familiares y económicas que afecten al cumplimiento de los requisitos y sus 
posibles variaciones, así como colaborar con la Administración para la verificación de dicha 
información.

d) Participar activamente en la ejecución de las medidas contenidas en el Programa 
personalizado de incorporación social acordado y suscrito con el centro municipal de 
servicios sociales correspondiente.

e) Garantizar la escolarización efectiva de los menores a su cargo.
f) Reintegrar las cantidades indebidamente percibidas, que tendrán la consideración, a 

todos los efectos, de ingreso de derecho público.

CAPÍTULO IV

Procedimiento

Artículo 12.  Iniciación.

1. El procedimiento para la concesión del salario social básico se iniciará a instancia de 
parte mediante solicitud que se presentará en los centros municipales de servicios sociales o 
en cualquiera de los registros a que se refiere el articulo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Publicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Dichas solicitudes se harán según modelo normalizado que será aprobado 
reglamentariamente y vendrán acompañadas de los documentos que se determinen 
reglamentariamente para justificar el cumplimiento de los requisitos exigidos en la presente 
Ley y en sus normas de desarrollo. Asimismo, los solicitantes podrán acompañar cuanta 
documentación estimen conveniente para precisar o completar los datos del modelo, la cual 
deberá ser admitida y tenida en cuenta por el órgano al que se dirijan.

Artículo 13.  Instrucción.

1. Compete al centro municipal de servicios sociales que territorialmente corresponda la 
función de instrucción de todos aquellos requisitos que, teniendo un ámbito local, son 
necesarios para la concesión según lo que establece la presente Ley. Asimismo examinará o 
comprobará los datos correspondientes a la composición de la unidad económica de 
convivencia independiente del solicitante y documentación sobre sus recursos económicos.

2. A tales efectos, los centros municipales de servicios sociales podrán solicitar de otros 
organismos cuantos datos e informes sean necesarios para constatar la veracidad de la 
documentación presentada por el solicitante y su adecuación a los requisitos establecidos en 
la presente Ley.

3. Igualmente podrán solicitar del interesado cuantos documentos sean necesarios para 
completar el expediente si éste no los hubiere adjuntado a su solicitud inicial.

4. El centro municipal de servicios sociales dispondrá del plazo de un mes para la 
instrucción del procedimiento.

5. Completado el expediente, se remitirá a la Consejería competente en materia de 
servicios sociales para resolución.

Artículo 14.  Resolución.

1. La Consejería competente en materia de servicios sociales, recibido y registrado el 
expediente, comunicará al interesado la fecha de entrada del mismo.

2. La Consejería deberá resolver en el plazo máximo de dos meses contados a partir de 
la fecha de entrada del expediente. La resolución deberá ser notificada al interesado.

3. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiera producido resolución expresa, se 
entenderá denegada la prestación de salario social básico, sin perjuicio del deber que tiene 
la Administración de dictar resolución expresa en el procedimiento y comunicársela al 
interesado.

4. La fecha de notificación de la resolución que conceda la prestación será la relevante a 
los efectos de cómputo del plazo de un mes para que el centro municipal de servicios 
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sociales proceda, en su caso, a la preparación, negociación y suscripción del Programa 
personalizado de incorporación social, previsto en el artículo 30 de esta Ley.

Artículo 15.  Recursos.

Contra las resoluciones administrativas de concesión, denegación, modificación, 
suspensión o extinción del derecho a la prestación de salario social básico se podrán 
interponer cuantos recursos administrativos y jurisdiccionales se contemplan en la Ley del 
Principado de Asturias 2/1995, de 13 de marzo, sobre Régimen Jurídico de la Administración 
del Principado de Asturias.

CAPÍTULO V

Suspensión, extinción y pérdida de la prestación

Sección 1.ª Suspensión

Artículo 16.  Suspensión por plazo no superior a tres meses.

La percepción del salario social básico será suspendida por un plazo no superior a tres 
meses, después de que el beneficiario haya sido apercibido dos veces por alguna de estas 
dos conductas:

a) Falta de comunicación a la Administración, en un plazo de un mes, del cambio de 
domicilio, de la variación de los requisitos exigidos para percibir la prestación, de la 
composición de la unidad de convivencia, o de la modificación de los ingresos de ésta.

b) Negativa injustificada a acordar, suscribir o cumplir el Programa personalizado de 
incorporación social.

Artículo 17.  Suspensión por plazo de entre tres y seis meses.

La percepción del salario social básico será suspendida por un plazo de entre tres y seis 
meses, y con obligación de devolver o reintegrar lo indebidamente percibido, cuando 
concurra alguno de los siguientes supuestos:

a) Haber sido acordada previamente la suspensión por tres veces en un tiempo no 
superior a dos años por alguna de las conductas tipificadas en el artículo 16 de esta Ley.

b) Utilización de la prestación para fines distintos a los establecidos en el artículo 142 y 
concordantes del Código Civil.

c) Negativa reiterada a acordar o suscribir el Programa personalizado de incorporación 
social o incumplimiento injustificado de las medidas establecidas en éste.

d) Incumplimiento por parte del titular de la prestación de su obligación de garantizar la 
escolarización efectiva de los menores a su cargo.

Artículo 18.  Suspensión por plazo no superior a doce meses.

La percepción del salario social básico será suspendida por un plazo no superior a doce 
meses, con obligación de devolver o reintegrar lo indebidamente percibido, cuando concurra 
alguna de las siguientes causas:

a) Pérdida transitoria u ocasional de alguno de los requisitos exigidos para su 
reconocimiento, incluido el incumplimiento por el titular u otros miembros de la unidad 
económica de convivencia independiente de los compromisos adquiridos en el Programa 
personalizado de incorporación social acordado y suscrito.

b) Realización de un trabajo de duración inferior a doce meses, por el que se perciba una 
retribución igual o superior al de la prestación económica del salario social básico.

c) Tras haberse acordado por tres veces la suspensión del artículo 16.
d) Tras haberse acordado por una vez la suspensión del artículo 17.
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Artículo 19.  Reanudación de la prestación.

La percepción de la prestación se reanudará al concluir el plazo de suspensión fijado, si 
hubieran decaído las causas de la suspensión, una vez acreditado el mantenimiento de los 
requisitos exigidos para acceder a la prestación.

Artículo 20.  Órganos competentes para acordar la suspensión.

Son órganos competentes para acordar la suspensión:

a) La Dirección General competente en la materia para la suspensión del artículo 16.
b) La Consejería competente en la materia para la suspensión de los artículos 17 y 18.

Sección 2.ª Extinción

Artículo 21.  Extinción.

1. El derecho a la prestación se extinguirá por alguna de las siguientes causas:

a) Pérdida definitiva de alguno de los requisitos establecidos en la presente Ley.
b) Fallecimiento del titular de la prestación.
c) Renuncia del titular.
d) Mantenimiento de las causas de suspensión de la prestación por tiempo superior a 

doce meses.
e) Traslado de residencia efectiva fuera de la Comunidad Autónoma del Principado de 

Asturias.
f) Realización de un trabajo de duración superior a doce meses, por el que se perciba 

una retribución igual o superior al de la prestación económica.
g) Haber sido suspendido en un tiempo no superior a dos años dos veces por alguna de 

las causas del artículo 17.
h) Actuación fraudulenta del titular en la percepción inicial o mantenimiento de la 

prestación.

2. La extinción prevista en las letras g) y h) del apartado anterior conllevará la 
imposibilidad de volver a solicitar la prestación en un período de entre tres y doce meses.

Artículo 22.  Órganos competentes.

1. Corresponde la extinción de la prestación a la Consejería competente en materia de 
asuntos sociales.

2. La instrucción de los procedimientos relativos a la extinción prevista en las letras g) y 
h) del artículo 21.1 de la presente ley, se realizará por la Dirección General con 
competencias en materia de salario social básico.

Artículo 23.  Suspensión cautelar.

El órgano que sea competente para acordar la extinción con arreglo al artículo 22 podrá, 
como medida provisional, suspender de forma cautelar la percepción de la prestación 
cuando existan indicios fundados de concurrencia de alguna de las causas de extinción, por 
un plazo máximo de dos meses.

Sección 3.ª Disposiciones comunes

Artículo 24.  Audiencia del interesado.

1. En los procedimientos de suspensión y extinción de la prestación será preceptiva la 
audiencia del interesado.

2. Las resoluciones que se adopten serán siempre motivadas.
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Artículo 25.  Personas responsables.

La suspensión o extinción habrá de basarse en acciones u omisiones de los titulares de 
la prestación que sean subsumibles en alguno de los supuestos tipificados en las dos 
Secciones anteriores de este Capítulo, y con ellos se entenderán las sucesivas actuaciones 
de la Administración previstas en las mismas.

Artículo 26.  Circunstancias relevantes para graduar la suspensión.

Para acordar la duración de la suspensión o la medida de la extinción con arreglo a lo 
dispuesto en las dos Secciones anteriores de este Capítulo, se tendrán en cuenta las 
siguientes circunstancias:

a) La existencia de intencionalidad o reiteración.
b) La naturaleza de los perjuicios causados.
c) Cuantía de la prestación económica indebidamente percibida.
d) La reincidencia.

Artículo 27.  Efectos de la suspensión y extinción.

En los supuestos de suspensión y extinción de la prestación, así como durante el 
período de carencia para formular una nueva solicitud, y salvo en los casos en que en la 
unidad económica de convivencia independiente exista otro miembro que reúna los 
requisitos para ser titular del derecho, la Consejería competente en materia de servicios 
sociales deberá adoptar las medidas necesarias para evitar o en su caso disminuir al 
máximo la desprotección de las personas que formen parte de la unidad económica de 
convivencia independiente.

Artículo 28.  Conservación de otras medidas.

1. La suspensión o extinción de la prestación económica no conlleva el mismo efecto 
respecto de las medidas de incorporación social previstas en el Capítulo VI de la presente 
Ley.

2. Los destinatarios de estas últimas podrán seguir beneficiándose de ellas, con el fin de 
promover su inserción social y laboral y prevenir posibles situaciones de exclusión social.

CAPÍTULO VI

Medidas de incorporación social

Artículo 29.  Medidas.

Las medidas para favorecer la incorporación social de los beneficiarios del salario social 
básico se desarrollarán reglamentariamente mediante:

a) Programas personalizados de incorporación social.
b) Proyectos de integración social.
c) Plan autonómico de inclusión social.

Artículo 30.  Programa personalizado de incorporación social.

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 9 de la presente Ley, para percibir el 
salario social básico será necesario comprometerse por escrito a suscribir un Programa 
personalizado de incorporación social en el plazo de un mes desde la fecha de recepción de 
la notificación de su concesión.

Reglamentariamente se establecerán las circunstancias que, por razones de edad, 
dependencia, estado físico o psíquico o similar permitan exonerar de la obligación de 
suscripción del Programa personalizado de incorporación social.

2. El Programa personalizado de incorporación social recogerá los apoyos que la 
Administración facilitará, así como los compromisos de las personas beneficiarias en su 
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itinerario de inserción personal, social y laboral al objeto de prevenir el riesgo de exclusión 
de los miembros de la unidad económica de convivencia independiente.

3. Las acciones susceptibles de incluirse en este Programa personalizado podrán ser:

a) Acciones encaminadas a promover la estabilidad personal, el equilibrio en la 
convivencia y la inserción y participación social, en especial en su entorno de vida cotidiana.

b) Acciones encaminadas a garantizar la escolarización efectiva de menores 
pertenecientes a la unidad económica de convivencia independiente.

c) Acciones que permitan la adquisición y desarrollo de habilidades y hábitos previos 
para la adquisición de nuevos conocimientos educativos y formativos.

d) Actividades específicas de formación, reglada o no, o que permitan adecuar el nivel 
formativo de base o las competencias profesionales a las exigencias del mercado laboral y 
del entorno productivo.

e) Acciones que posibiliten el acceso a un puesto de trabajo, bien por cuenta ajena o 
mediante un proyecto de autoempleo.

f) Acciones que faciliten el acceso al sistema general de salud, en especial en casos en 
que se requiera un tratamiento médico especializado o se requieran acciones específicas de 
deshabituación de toxicomanías.

g) Acciones destinadas a facilitar el proceso de desinstitucionalización e integración 
social de menores acogidos en centros de protección, de enfermos mentales o ex reclusos, 
así como la reincorporación de mujeres víctimas de violencia.

h) Cualesquiera otras acciones que faciliten la incorporación social y laboral.

4. El desarrollo de los compromisos recogidos en el Programa personalizado de 
inserción social no constituirá obstáculo para el acceso de las personas destinatarias a 
actividad laboral o formativa no prevista en él, sin perjuicio de su revisión.

5. Las partes intervinientes en el Programa personalizado de inserción social serán, por 
un lado, los técnicos del equipo multidisciplinar de los centros municipales de servicios 
sociales y en su caso de los equipos designados por la Consejería competente en la materia 
y, por otro, las personas titulares de la prestación, sin menoscabo de la participación de otros 
miembros de la unidad económica de convivencia independiente que, por encontrarse en 
situación de exclusión o en riesgo de estarlo, sean susceptibles de beneficiarse de las 
acciones en el mismo recogidas.

Artículo 31.  Proyectos de integración social.

1. Se trata de actividades organizadas dirigidas a la promoción personal y social de un 
grupo de personas que se encuentran en situación o riesgo de exclusión, y que podrán ser 
promovidos por las Administraciones autonómica o locales.

2. Los proyectos podrán incluir o coordinar actuaciones de acompañamiento social, 
desarrollo de habilidades sociales y personales, desarrollo comunitario, formación 
ocupacional, acceso al empleo y cualesquiera otras que favorezcan la inserción sociolaboral 
o la prevención de la exclusión de las personas que participen en él.

Artículo 32.  Plan Autonómico de Inclusión Social.

1. El Plan autonómico de inclusión social, de elaboración periódica en correspondencia 
con lo establecido para el ámbito de la Unión Europea, recogerá las medidas dirigidas a 
prevenir la exclusión social y favorecer la inserción social de quienes padecen situaciones o 
riesgo de exclusión, integrando y coordinando las actuaciones de los servicios públicos 
implicados.

2. El Principado de Asturias prestará su colaboración a los concejos para que éstos 
puedan elaborar, solos o de forma mancomunada de acuerdo con la zonificación de 
servicios sociales, proyectos locales de inclusión social, en los que se recogerán las medidas 
que han de desarrollarse en sus respectivos ámbitos territoriales.

Artículo 33.  Atención preferente de los servicios públicos.

Los programas de empleo y formación profesional, salud, deshabituación de 
dependencias adictivas, compensación educativa, educación de personas adultas y acceso 
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a la vivienda, del Principado de Asturias incluirán a los perceptores del salario social básico 
entre las poblaciones de atención preferente.

CAPÍTULO VII

Competencias administrativas y órgano de participación social

Artículo 34.  Competencias del Principado de Asturias.

Corresponde al Principado de Asturias, a través de las Consejerías competentes en la 
materia, el ejercicio de las siguientes competencias:

a) La elaboración de las normas de desarrollo de la presente Ley.
b) La concesión, denegación, modificación, suspensión, extinción, pago y financiación de 

la prestación del salario social básico, así como de todas aquellas medidas contempladas en 
esta Ley.

c) La planificación, el control y la evaluación general de las medidas contempladas en la 
presente Ley.

d) La aprobación del Plan autonómico de inclusión social.

Artículo 35.  Funciones de las entidades locales.

Corresponde a las entidades locales, responsables de los centros municipales de 
servicios sociales, en el marco de los convenios de colaboración con la Administración 
autonómica y de acuerdo con la zonificación prevista en la normativa correspondiente, el 
ejercicio de las siguientes funciones:

a) La detección de las personas en situación de exclusión, el diagnóstico de sus 
necesidades y, en su caso, la elaboración y aprobación de planes locales de inclusión social.

b) La información, recepción de solicitudes y la tramitación administrativa de la 
prestación económica de salario social básico, en sus fases de iniciación e instrucción del 
procedimiento.

c) La prestación de los servicios de apoyo personalizados previstos en la presente Ley.
d) La elaboración y suscripción con los beneficiarios de los programas personalizados de 

incorporación social.
e) El seguimiento de la participación de las personas incluidas en los programas 

personalizados de incorporación social.

Artículo 36.  Colaboración entre Administraciones.

Reglamentariamente se desarrollarán los procedimientos de coordinación entre las 
Administraciones autonómica y locales a los efectos de facilitar:

a) La colaboración entre Administraciones en la aplicación de las medidas contempladas 
en la presente Ley y en sus normas de desarrollo, incluida la revisión periódica de la 
prestación.

b) La comunicación a la Consejería competente en materia de servicios sociales de las 
posibles incidencias observadas en el seguimiento de los programas personalizados de 
incorporación social.

c) El apoyo de las Consejerías competentes en cada materia a las entidades locales en 
materia de prestación de servicios personalizados a los beneficiarios del salario social 
básico, y sin perjuicio de su dispensación complementaria por unidades de ámbito 
autonómico, a fin de conseguir la integración social y laboral de las personas en riesgo de 
exclusión.

Artículo 37.  Entidades sin animo de lucro colaboradoras en las medidas de incorporación 
social.

Las Administraciones autonómica y locales, conjuntamente o con conocimiento mutuo en 
los correspondientes ámbitos territoriales, podrán suscribir convenios de colaboración con 
entidades sin ánimo de lucro que dispongan de los medios adecuados para la realización de 
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actividades en materia de incorporación social de las personas beneficiarias del salario 
social básico.

Artículo 38.  Órgano de participación.

El Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias ejercerá las funciones 
que se le atribuyen en el artículo 36 de la Ley del Principado de Asturias 1/2003, de 24 de 
febrero, de Servicios Sociales, en las materias que se regulan en esta Ley.

Disposición transitoria primera.  
Hasta tanto se determine su importe por la Ley de Presupuestos Generales del 

Principado de Asturias, de conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la presente Ley, 
el importe de la prestación mensual para las unidades económicas de convivencia 
independiente de dos miembros será de 445,30 euros, de 503,70 euros para unidades de 
tres miembros, de 562,10 euros para unidades de cuatro miembros, de 587,65 euros para 
unidades de cinco miembros y de 602,25 euros para unidades de seis o más miembros.

Disposición transitoria segunda.  
A los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor de la presente Ley no les 

será de aplicación la misma, rigiéndose por la Ley del Principado de Asturias 6/1991, de 5 de 
abril, de Ingreso Mínimo de Inserción, así como sus normas de desarrollo.

Los procedimientos iniciados durante el plazo que la Disposición Final Primera señala 
para la aprobación del reglamento general para la aplicación de esta Ley se regirán por lo 
dispuesto en la normativa anterior que les sea de aplicación en lo que no se oponga a la 
presente Ley, salvo que con anterioridad a la expiración de tal plazo haya entrado en vigor 
dicha normativa de desarrollo, en cuyo caso los procedimientos iniciados con posterioridad a 
su entrada en vigor, se regularán por la citada normativa.

Disposición derogatoria única.  
Sin perjuicio de lo establecido en la Disposición Transitoria Segunda quedan derogados 

la Ley del Principado de Asturias 6/1991, de 5 de abril, de Ingreso Mínimo de Inserción, y el 
Decreto 158/1991, de 2 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento para la 
aplicación de la Ley 6/1991, de 5 de abril, de Ingreso Mínimo de Inserción.

Disposición final primera.  
En el plazo máximo de seis meses, contados a partir de la fecha de la entrada en vigor 

de esta Ley, el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias aprobará el reglamento 
general para la aplicación de la misma.

Disposición final segunda.  
En el plazo máximo de ocho meses, contado a partir de la fecha de entrada en vigor de 

esta Ley, el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias aprobará el Plan autonómico de 
inclusión social al que hace referencia el artículo 32 de esta Ley, al objeto de integrar y 
coordinar los dispositivos, servicios y programas realizados por los distintos departamentos 
autonómicos en materia de lucha contra la pobreza y la exclusión social, que será remitido al 
Pleno de la Junta General del Principado de Asturias.
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§ 84

Ley 7/1991, de 5 de abril de asistencia y protección al anciano

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 88, de 19 de abril de 1991
«BOE» núm. 121, de 21 de mayo de 1991
Última modificación: 24 de julio de 2014

Referencia: BOE-A-1991-12095

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente

LEY DE ASISTENCIA Y PROTECCIÓN AL ANCIANO

PREÁMBULO

La prolongación de la vida debido a las nuevas condiciones higiénicas y sanitarias es, sin 
duda, una de las señas de identidad de este último tramo del siglo.

Ello ha motivado un espectacular aumento de la población anciana, cuya protección y 
acogida implica un problema social, ante el que los poderes públicos no pueden permanecer 
indiferentes, ya que si bien es cierto que, en muchos casos, el alojamiento de ancianos se 
hace con las mejores atenciones e incluso el más encomiable altruismo, en otros predomina 
un afán de lucro que resulta legítimo sólo en la medida en que no conduzca al deterioro de 
las condiciones de vida de unas personas que, por razones físicas y psíquicas, tienen 
enormes dificultades para obtener la protección de sus derechos o, más simplemente, para 
formular sus quejas, tal como ha subrayado el Defensor del Pueblo en un ponderado y 
objetivo informe.

El Principado de Asturias ha dejado clara muy tempranamente su preocupación por los 
problemas derivados de esta nueva realidad social y, a tal efecto, se han promulgado 
normas de variado rango; así, la Ley 5/1987, de 11 de abril, de servicios sociales, dictada en 
ejercicio de la competencia exclusiva que, en materia de asistencia y bienestar social, 
ostenta la Comunidad Autónoma de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10.1, p), de su 
Estatuto de Autonomía; una competencia ésta que resultaba preciso enlazar y completar con 
la de desarrollo legislativo y ejecución que sobre la sanidad e higiene igualmente ostenta el 
Principado de Asturias en virtud de lo dispuesto en el artículo 11.1, g), de dicho Estatuto, a 
cuyo efecto fue aprobado el Decreto 62/1988, de 12 de mayo, por el que se regulan las 
condiciones y requisitos higiénico-sanitarios que deben cumplir los establecimientos 
residenciales para la tercera edad, completándose el marco jurídico con el Decreto 
111/1989, de 16 de noviembre, por el que se regula el régimen de acceso a los 
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establecimientos residenciales para la tercera edad dependientes de la Administración del 
Principado de Asturias y a plazas concertadas de otros establecimientos.

Ante el progresivo aumento de la población anciana y de la consiguiente demanda de 
atenciones sociales, la presente Ley recoge los aspectos ya perfilados en la anterior 
normativa, ahondando más en todos aquellos que la experiencia ha mostrado como 
fundamentales para la consecución de una mejor calidad de vida de esta población, objetivo 
básico, entre otros, de los servicios sociales.

Así, para conseguir la máxima eficacia en la prestación del servicio público que se 
imparte desde los establecimientos residenciales para la tercera edad dependientes del 
Principado de Asturias, se crea, en virtud de lo dispuesto en la presente Ley, un organismo 
autónomo que combina la personificación pública y, de este modo, su perfecto engarce en 
las estructuras orgánicas de la Comunidad Autónoma, con una calculada flexibilidad en su 
actuación prestadora de servicios, confluyendo en sus órganos de dirección y gestión las 
distintas administraciones públicas con competencias en la materia.

El diseño se cierra con el acoplamiento de los actuales Centros asistenciales en la 
estructura del nuevo Organismo autónomo, con lo que su administración y, en definitiva, sus 
servicios, se verán beneficiados por los positivos efectos que proporciona una dirección 
integrada de todos los existentes en el territorio de la Comunidad Autónoma, quedando 
sometidos a un control de auditoría, cuya seguridad está perfectamente contrastada en otras 
experiencias del derecho autonómico y del propio derecho del Estado.

Singular novedad de la Ley es la creación de la figura del Letrado Defensor del Anciano, 
con atribuciones precisas destinadas a reforzar las garantías de unas personas que, es 
preciso convenir, se encuentran a menudo arrinconadas en una sociedad con los valores de 
la productividad excesivamente despiertos y los de la solidaridad a menudo adormecidos.

TÍTULO PRELIMINAR

Del objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  
La presente Ley tiene por objeto la regulación de los derechos y sistemas de protección 

específicamente aplicables a la población anciana en el Principado de Asturias, de las 
condiciones básicas a que deben someterse los establecimientos residenciales para 
ancianos, ubicados en el territorio del Principado de Asturias, así como la organización y 
gestión de los dependientes de la Comunidad Autónoma.

Artículo 2.  
1. A los efectos previstos en la presente Ley se consideran establecimientos 

residenciales para ancianos aquellos Centros destinados a servir de residencia permanente 
o habitual a esta población.

2. Reglamentariamente se determinarán las categorías y régimen específico de los 
establecimientos residenciales para ancianos, de acuerdo con las características de los 
Centros, el grado de validez o invalidez de sus usuarios y las circunstancias sociales de las 
personas a cuya atención se destinan.

Artículo 3.  
1. Al solo efecto de obtención de plaza residencial dependiente del Principado de 

Asturias se consideran ancianos:

a) Las personas mayores de sesenta y cinco años.
b) Los pensionistas mayores de sesenta años.
c) Los pensionistas mayores de cincuenta años con incapacidad fisica o psíquica cuyas 

circunstancias personales, familiares o sociales aconsejen el ingreso en un establecimiento 
residencial.
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2. Las personas ancianas a que se refiere el párrafo anterior deberán, con carácter 
general y salvo supuestos excepcionales, residir en el ámbito del Principado de Asturias 
desde al menos los dos años anteriores a la presentación de la solicitud de ingreso en 
establecimiento residencial dependiente del Principado de Asturias para las comprendidas 
en los párrafos a) y b), y tres años para las comprendidas en el párrafo c).

TÍTULO I

Régimen general de los establecimientos residenciales para ancianos

CAPÍTULO I

De las condiciones y requisitos de los establecimientos y del régimen de su 
autorización, registro y acreditación

Artículo 4.  
Todos los establecimientos residenciales para ancianos sitos en el Principado de 

Asturias deberán reunir las condiciones y requisitos higiénico-sanitarios, en cuanto a 
emplazamiento, accesos y recorridos interiores, instalaciones, dependencias, medidas de 
protección antiincendios y características generales de la edificación, adecuadas a las 
necesidades de cada tipo de usuarios.

Artículo 5.  
Dependiente de la Administración de servicios sociales del Principado de Asturias 

existirá un Registro de Establecimientos Residenciales para Ancianos en el que deberán 
inscribirse todos los establecimientos dedicados a esta actividad, tanto de titularidad pública 
como privada, como requisito previo e indispensable para su apertura y funcionamiento en el 
ámbito territorial del Principado de Asturias.

Artículo 6.  
1. Todos los establecimientos residenciales para ancianos ubicados en el ámbito 

territorial del Principado de Asturias deberán disponer de un reglamento de régimen interior 
en el que se regulará su organización y funcionamiento interno, normas de convivencia y 
derechos y deberes de los residentes, dentro del marco de libertad y confidencialidad 
garantizado en la Constitución.

2. El proyecto de reglamento de régimen interior deberá presentarse a la Administración 
de servicios sociales del Principado de Asturias para su visado.

3. La Administración de servicios sociales podrá formular los reparos e imponer las 
modificaciones que fuesen precisas al proyecto de reglamento cuando advierta que sus 
preceptos no se ajustan a la legalidad vigente. Transcurridos tres meses de la presentación 
en el registro para su visado sin que la Administración haya formulado respuesta alguna se 
entenderá conforme sin necesidad de denuncia de mora.

4. Una vez visado el reglamento de régimen interior, éste se expondrá en el tablón de 
anuncios del Centro y un ejemplar del mismo se entregará al usuario en el momento de su 
ingreso en el establecimiento.

5. Cualquier modificación de los reglamentos de régimen interior deberá ser sometida al 
procedimiento establecido en los apartados 2, 3 y 4 del presente artículo.

Artículo 7.  
1. En todo establecimiento residencial para ancianos sito en el territorio del Principado de 

Asturias, la Administración regional de servicios sociales colocará un buzón para quejas.
2. Las características físicas, de uso y de acceso de los buzones de quejas, se 

determinarán reglamentariamente por la Administración regional de servicios sociales.
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Artículo 8.  
La apertura y funcionamiento de establecimientos residenciales para ancianos en el 

ámbito territorial del Principado de Asturias estará sujeta al cumplimiento de los siguientes 
trámites:

a) Autorización por la Administración de servicios sociales, conforme al procedimiento 
que reglamentariamente se determine.

b) Inscripción en el Registro de Establecimientos Residenciales para Ancianos.
c) Visado del preceptivo reglamento de régimen interior por la Administración de 

servicios sociales.

Artículo 9.  
Los establecimientos residenciales para ancianos regulados por la presente Ley y 

legalmente autorizados podrán ser acreditados para su concertación con la Administración 
de servicios sociales del Principado de Asturias, siempre que reúnan las condiciones y 
requisitos que, con carácter general, se determinan en el artículo 4 y disposiciones que lo 
desarrollen.

CAPÍTULO II

Del régimen de precios

Artículo 10.  
1. Los establecimientos residenciales de dependencia privada sitos en el territorio del 

Principado de Asturias podrán fijar sus precios libremente. No obstante, dichos precios 
deberán ser puestos en conocimiento de los usuarios del establecimiento y de la 
Administración de servicios sociales del Principado de Asturias, a fin de que por la misma se 
puedan transmitir a toda la red de servicios sociales de la Comunidad Autónoma. En todo 
caso, los precios fijados se expondrán en el tablón de anuncios del Centro.

2. La expresada información de precio podrá efectuarse de forma global, comprensiva de 
todos los servicios que preste el establecimiento al usuario, o mediante el desglose de cada 
uno de los conceptos por los que se preste servicio.

Artículo 11.  
La información de los precios a que se refiere el artículo anterior deberá realizarse 

anualmente entre el 1 y el 31 de enero. Cualquier modificación de los mismos que pretenda 
introducirse a lo largo del año deberá ser, asimismo, notificada, al menos con un mes de 
antelación a su implantación, a los usuarios y a la Administración de servicios sociales del 
Principado de Asturias.

Artículo 12.  
Sin perjuicio de la publicidad de los precios a que se refieren los artículos anteriores, la 

Administración regional del Principado de Asturias procurará disponer semestralmente la 
publicación de los mismos en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y de la provincia.

TÍTULO II

Del régimen de acceso a los establecimientos residenciales de titularidad 
pública

Artículo 13.  
El acceso a los establecimientos residenciales para ancianos dependientes del 

Principado de Asturias, o a plazas concertadas en otros establecimientos, se realizará previa 
petición de los interesados, y la prioridad en las admisiones vendrá determinada por la 
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valoración conjunta de las circunstancias personales y familiares del solicitante, recursos 
económicos, condiciones de habitabilidad de las viviendas, abandono o soledad, así como 
por sus condiciones fisicas, psíquica y sociales, de acuerdo con los criterios y conforme al 
procedimiento que reglamentariamente se determine.

Artículo 14.  
1. La prestación por parte de la Administración del Principado de Asturias de los 

servicios residenciales regulados en la presente Ley no tendrá carácter gratuito, sin perjuicio 
de que las personas que carezcan de los recursos precisos para abonar el importe de sus 
estancias tengan derecho, en la forma y condiciones que legal o reglamentariamente se 
determinen, al pago del total o de una parte del coste efectivo de la plaza que ocupen, 
mediante las subvenciones o prestaciones que a tal efecto pueda otorgar la Administración.

2. Las personas ancianas que no dispongan de rentas líquidas suficientes para abonar el 
coste efectivo de la plaza residencial pública que ocupen, pero que, sin embargo, sean 
titulares de bienes o derechos de cualquier clase o naturaleza, quedarán obligados, en razón 
de reciprocidad con la solidaridad social que con ellas se ejerce, a constituir las garantías 
adecuadas para el pago del total o de la parte del coste del servicio prestado a la que 
alcancen sus bienes.

3. Reglamentariamente se regulará el contrato de hospedaje en los establecimientos 
residenciales para ancianos dependientes del Principado de Asturias. Dicha regulación se 
extenderá al régimen de garantías que deban prestar los usuarios que dispongan de bienes, 
al régimen de ayudas a los usuarios que carezcan de los mismos y a las prescripciones 
cautelares que eviten la ocultación de bienes o impidan actuaciones en fraude al principio de 
solidaridad consagrado en la presente Ley.

TÍTULO III

De los derechos y deberes de los residentes en establecimientos residenciales

Artículo 15.  
1. Los residentes en establecimientos residenciales para ancianos radicados en el 

ámbito del Principado de Asturias utilizarán las instalaciones y servicios dentro de los límites 
fijados en la presente Ley, en las normas que se dicten en desarrollo de la misma y en los 
reglamentos de régimen interior de cada establecimiento.

2. Los residentes tendrán derecho a:

a) Alojamiento y, en su caso, manutención.
b) Utilización de los servicios comunes en las condiciones que se establezcan en las 

normas de funcionamiento interno de cada uno de los establecimientos residenciales, de 
acuerdo con las características de los mismos.

c) Participar en las actividades de los establecimientos residenciales y colaborar en el 
desarrollo de las mismas.

d) Elevar por escrito a los órganos de participación del establecimiento o a la dirección 
del mismo propuestas relativas a la mejora de los servicios.

e) Participar en la gestión del establecimiento de titularidad pública a través de los 
órganos de representación y participación.

f) A ser respetados en sus convicciones políticas, morales y religiosas.

Las formas de participación que recogen los apartados c) y e) se determinarán 
reglamentariamente.

Artículo 16.  
Son deberes de los residentes:

a) El respeto a las convicciones políticas, morales y religiosas de cuantas personas se 
relacionen con ellos.

b) El conocimiento y cumplimiento de las normas que rijan el establecimiento.
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c) Respetar el buen uso de las instalaciones del Centro y colaborar en su mantenimiento.
d) Poner en conocimiento de los órganos de representación o de la dirección del 

establecimiento las anomalías o irregularidades que observen en el mismo.
e) Guardar las normas de higiene y aseo, tanto en su persona como en las 

dependencias del establecimiento.

TÍTULO IV

El Letrado Defensor del Anciano

CAPÍTULO I

Artículo 17.  
1. Adscrito orgánica y funcionalmente a la Consejería competente en materia de 

servicios sociales, el Letrado defensor del anciano es el órgano administrativo encargado de 
ejercitar la acción pública en defensa del anciano en todos los casos en que la legislación 
procesal y penal lo permita, ejercer, cuando proceda, cualquier medida de defensa legal de 
los intereses y derechos de los ancianos, tanto de oficio como a solicitud de parte, debiendo 
prestar su colaboración y apoyo al Defensor del Pueblo y al Ministerio Fiscal, sin perjuicio de 
las facultades que a éstos correspondan, así como ejercer la tutoría de personas mayores de 
edad previamente declaradas incapacitadas judicialmente para regir su persona y su 
patrimonio, cuando dicha tutela recaiga en el Principado de Asturias.

2. Las características esenciales del puesto, los requisitos exigidos para su desempeño y 
la forma de provisión serán los que se determinen en las correspondientes relaciones de 
puestos de trabajo del personal funcionario al servicio de la Administración del Principado de 
Asturias.

Artículo 18.  

(Derogado)

CAPÍTULO II

De las reclamaciones y su procedimiento

Artículo 19.  

(Derogado)

Artículo 20.  

(Derogado)

Artículo 21.  

(Derogado)

TÍTULO V

Inspección y control de los establecimientos residenciales para ancianos

Artículo 22.  
Todos los establecimientos residenciales para las personas ancianas, sitos en el 

Principado de Asturias, cualesquiera que sea su categoría o titularidad, estarán sometidos a 
la inspección y control de la Administración sanitaria y de servicios sociales de la Comunidad 
Autónoma.
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Artículo 23.  
El personal al servicio de la Administración sanitaria y de servicios sociales de la 

Comunidad Autónoma que desarrolle tareas de inspección en materia de establecimientos 
para ancianos estará autorizado, previa acreditación de su identidad, para:

a) Entrar libremente, en cualquier momento y sin previa notificación, en todo 
establecimiento sujeto a las prescripciones de esta Ley y disposiciones que la desarrollen.

b) Proceder a la práctica de las pruebas, investigaciones o exámenes necesarios para 
comprobar el cumplimiento de esta Ley y de las normas que se dicten en su desarrollo.

c) Realizar cuantas actuaciones sean precisas, en orden al cumplimiento de las 
funciones propias de la inspección.

CAPÍTULO II

De las medidas cautelares

Artículo 24.  
1. No tendrá carácter de sanción la clausura o cierre de establecimientos residenciales 

para ancianos o de sus instalaciones o servicios que no cuenten con las previas 
autorizaciones o registros preceptivos, o la suspensión de su funcionamiento, hasta tanto se 
subsanen los defectos o se cumplan los requisitos exigidos por razones de sanidad, higiene 
o seguridad.

La medida será acordada por el titular de la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales 
mediante resolución motivada en la que se especificarán las medidas preventivas y 
correctoras a adoptar.

2. En caso de que exista o se sospeche razonablemente la existencia de un riesgo grave 
para la salud o seguridad de los usuarios de los establecimientos residenciales para 
ancianos, las autoridades sanitarias adoptarán las medidas preventivas que estimen 
pertinentes, tales como la incautación o inmovilización de productos, suspensión del ejercicio 
de actividades, cierre de los establecimientos o sus instalaciones, y cuantas otras se 
consideren justificables.

3. La duración de las medidas a que se refiere el apartado anterior, que se fijará para 
cada caso, sin perjuicio de las prórrogas sucesivas acordadas por resoluciones motivadas, 
no excederá de lo que exija la situación de riesgo grave que las justificó.

Artículo 25.  
Todas las medidas preventivas contenidas en el presente capítulo deben atender a los 

siguientes principios:

a) Preferencia de la colaboración voluntaria con las autoridades.
b) No se podrán ordenar madidas obligatorias que conlleven riesgo para la vida.
c) Las limitaciones deben ser proporcionadas a los fines que en cada caso se persigan.
d) Se deberán utilizar las medidas que menos perjudiquen al principio de libre circulación 

de las personas y de los bienes, la libertad de empresa y cualesquiera otros derechos 
afectados.
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TÍTULO VI

Régimen sancionador

CAPÍTULO I

De las infracciones y sanciones

Artículo 26.  
1. Las infracciones a lo dispuesto en la presente Ley serán objeto de las sanciones 

administrativas que se determinan en el artículo 29 previa instrucción del correspondiente 
expediente, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden que 
puedan concurrir.

2. En los supuestos que, a juicio de la Administración sanitaria y de servicios sociales, 
las infracciones pudieran presentar indicios de delito, la autoridad competente pasará el 
tanto de culpa a la autoridad judicial y se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador 
mientras la misma no dicte sentencia firme.

De no estimarse la existencia de delito, la Administración continuará el expediente 
sancionador tomando como base los hechos que los tribunales hayan considerado 
probados.

Las medidas administrativas que hubieran sido adoptadas para salvaguardar la salud y 
seguridad de las personas se mantendrán en tanto la autoridad judicial no se pronuncie 
sobre las mismas.

Artículo 27.  
En ningún caso se impondrá una doble sanción por los mismos hechos y en función de 

los mismos intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las responsabilidades que 
se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes.

Artículo 28.  
1. Son infracciones leves las siguientes:

a) Las simples irregularidades en la observación de las prescripciones contenidas en la 
presente Ley o disposiciones que la desarrollen, que no tengan trascendencia directa sobre 
los derechos de las personas, su salud o seguridad.

b) Las cometidas por simple negligencia, siempre que la alteración producida fuera de 
escasa entidad.

c) Las que, en razón de los elementos contemplados en este artículo, merezcan la 
calificación de leves o no proceda su calificación como faltas graves o muy graves.

2. Son infracciones graves las siguientes:

a) El incumplimiento de las condiciones, obligaciones o prohibiciones establecidas por la 
presente Ley y disposiciones que la desarrollen, para la instalación y funcionamiento de los 
establecimientos residenciales para ancianos.

b) El incumplimiento de los requerimientos concretos que formule el Letrado Defensor 
del Anciano al objeto de subsanar alguna irregularidad en la situación de los residentes.

c) El incumplimiento de la obligación de comunicar los precios de estancias y servicios, 
los reglamentos de régimen interior, así como las modificaciones que periódicamente 
puedan hacerse de los mismos a la Administración de servicios sociales del Principado de 
Asturias.

d) La apertura y funcionamiento de un establecimiento residencial para ancianos sin la 
preceptiva autorización administrativa e inscripción en el Registro de Establecimientos 
Residenciales para Ancianos.

e) El incumplimiento de los requerimientos que formulen las autoridades competentes, 
siempre que se produzcan por primera vez.
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f) La resistencia a suministrar datos, facilitar información, prestar colaboración o dificultar 
el libre acceso a las autoridades competentes o sus agentes.

g) La ocultación de los buzones de reclamaciones al Letrado Defensor del Anciano, su 
manipulación, así como dificultar el acceso al mismo de las personas usuarias del 
establecimiento o de sus familiares.

h) Las que, en razón de los elementos contemplados en este artículo, merezcan la 
calificación de graves o no proceda su calificación como faltas leves o muy graves.

i) Las que sean concurrentes con otras infracciones leves, o hayan servido para 
facilitarlas o encubrirlas.

j) La reincidencia en la comisión de infracciones leves, en los últimos tres meses.

3. Son infracciones muy graves las siguientes:

a) El incumplimiento consciente y deliberado de las condiciones, obligaciones o 
prohibiciones determinadas en la presente Ley y disposiciones que la desarrollen para la 
instalación y funcionamiento de los establecimientos residenciales para ancianos, con 
trascendencia directa sobre los derechos de las personas, su salud o seguridad, siempre 
que medie el oportuno requerimiento de la Administración para su subsanación.

b) El incumplimiento reiterado de los requerimientos concretos que formulen las 
autoridades competentes.

c) La negativa absoluta a suministrar datos, facilitar información, prestar colaboración o 
permitir el acceso a los servicios de inspección, o el suministro de información inexacta o 
falsa.

d) La negativa a facilitar los precios de los servicios, previo requerimiento de la 
Administración al efecto, o su falseamiento.

e) La resistencia, coacción, amenazas, represalia, desacato, malos tratos o cualquier 
otra forma de presión ejercida sobre las autoridades competentes o sus agentes, o sobre el 
denunciante, sin perjuicio de las acciones judiciales que procedan.

f) La apertura indebida de los buzones de reclamaciones, la sustracción de los mismos o 
la negativa a su instalación.

g) Las que, en razón de los elementos contemplados en este artículo y de su grado de 
concurrencia, merezcan la calificación de muy graves o no proceda su calificación como 
faltas leves o graves.

h) La reincidencia en la comisión de faltas graves en los últimos cinco años.

Artículo 29.  
1. La aplicación de las sanciones se realizará de la siguiente forma:

a) Por las infracciones leves se podrán imponer las siguientes sanciones:

Apercibimiento.
Multa de 50.000 a 500.000 pesetas.

b) Por las infracciones graves se podrán imponer las siguientes sanciones:

Multa de 500.001 a 2.500.000 pesetas.

Asimismo, el órgano sancionador podrá acordar con carácter accesorio la imposición de 
las sanciones siguientes:

Prohibición de acceder a la financiación pública del Principado de Asturias durante un 
período de hasta un año.

Suspensión del funcionamiento del servicio o centro por un período máximo de un año.

c) Por las infracciones muy graves se podrán imponer las siguientes sanciones:

Multa de 2.500.001 a 100.000.000 de pesetas.

Asimismo, el órgano sancionador podrá acordar con carácter accesorio la imposición de 
las sanciones siguientes:

Prohibición de acceder a la financiación pública del Principado de Asturias durante un 
período de hasta tres años.
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Suspensión del funcionamiento por un período de hasta tres años, o cierre del centro o 
servicio.

2. Las cuantías de las multas fijadas en este artículo podrán ser revisadas 
periódicamente por el Consejo de Gobierno en atención a la variación que experimente el 
Índice de Precios al Consumo.

3. Las infracciones serán sancionadas de conformidad con lo establecido en el presente 
artículo aplicando una graduación de mínimo, medio y máximo a cada nivel de infracción, en 
función de la negligencia e intencionalidad del sujeto infractor, fraude o connivencia, 
incumplimiento de las advertencias previas, reincidencia, cifra de negocios de la empresa, 
número de personas afectadas, perjuicio causado, beneficios obtenidos a causa de la 
infracción y permanencia o transitoriedad de los riesgos:

a) Infracciones leves:

Grado mínimo: De 50.000 hasta 100.000 pesetas.
Grado medio: Desde 100.001 hasta 300.000 pesetas.
Grado máximo: Desde 300.001 hasta 500.000 pesetas.

b) Infracciones graves:

Grado mínimo: De 500.001 hasta 1.150.000 pesetas.
Grado medio: Desde 1.150.001 hasta 1.800.000 pesetas.
Grado máximo: Desde 1.800.001 hasta 2.500.000 pesetas.

c) Infracciones muy graves:

Grado mínimo: Desde 2.500.001 hasta 35.000.000 pesetas.
Grado medio: Desde 35.000.001 hasta 67.500.000 pesetas.
Grado máximo: Desde 67.500.001 hasta 100.000.000.

4. Cuando se impongan sanciones consistentes en suspensión o cierre de 
establecimientos que atiendan tanto ambulatoriamente como en régimen residencial a 
personas que han accedido al servicio previa solicitud de admisión o contrato, el órgano 
sancionador podrá imponer multas coercitivas según el siguiente detalle:

100.000 pesetas si transcurrido un mes desde la orden de suspensión o cierre ésta no se 
hubiese ejecutado.

200.000 pesetas por cada quince días que transcurriesen después del primer mes del 
incumplimiento.

Artículo 30.  
La cuantía de la sanción se graduará atendiendo a los criterios de riesgo para la salud, 

cuantía del beneficio obtenido, grado de intencionalidad, gravedad de la alteración sanitaria y 
social producida, generalización de la infracción y reincidencia.

CAPÍTULO II

Del procedimiento sancionador

Artículo 31.  
El procedimiento sancionador será el establecido en los artículos 133 a 137 de la Ley de 

17 de julio de 1958, de Procedimiento Administrativo, salvo lo dispuesto en el artículo 
siguiente.

Artículo 32.  
1. Las infracciones muy graves a que se refiere la presente Ley prescribirán a los cinco 

años, las graves a los tres años y las leves a los dos años. El término de la prescripción 
comenzará a correr desde el día en que se hubiere cometido la infracción. La prescripción se 
interrumpirá desde el momento en que el procedimiento se dirija contra el presunto infractor.
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2. Caducará la acción para perseguir las infracciones cuando, conocida por la 
Administración la existencia de una infracción y finalizadas las diligencias dirigidas al 
esclarecimiento de los hechos, hubieran transcurrido seis meses sin que la autoridad 
competente hubiere ordenado incoar el oportuno procedimiento.

3. Iniciado el procedimiento sancionador previsto en los artículos 133 a 137 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo, y transcurridos seis meses desde la notificación al interesado 
de cada uno de los trámites previstos en dicha Ley, sin que se impulse el trámite siguiente, 
se producirá la caducidad del mismo, con archivo de las actuaciones, salvo en el caso de la 
resolución en que podrá transcurrir un año desde que se notificó la propuesta.

CAPÍTULO III

De los Órganos competentes para la imposición de sanciones

Artículo 33.  
1. Los órganos competentes para la imposición de las sanciones a que se refiere la 

presente Ley serán:

a) El Consejero competente en materia de asuntos sociales para las multas cuya cuantía 
no supere las 2.500.000 pesetas incluidas las accesorias correspondientes.

b) El Consejo de Gobierno para las multas superiores a los 2.500.000 pesetas incluidas 
las accesorias correspondientes.

2. Lo dispuesto en el párrafo anterior se establece sin perjuicio de la competencia 
sancionadora atribuida a los órganos referidos en la disposición adicional tercera de la Ley 
del Principado de Asturias 2/1995, de 13 de marzo, sobre Régimen Jurídico de la 
Administración.

Artículo 34.  
Del acuerdo de cierre se dará traslado al titular del establecimiento sancionado, al 

Alcalde del concejo donde se encuentre ubicado el mismo y, en su caso, al Delegado del 
Gobierno en la Comunidad Autónoma a fin de que proceda, en ejercicio del auxilio 
administrativo, a la ejecución del acuerdo.

Artículo 35.  
El acuerdo del Consejo de Gobierno sobre el cierre del establecimiento podrá determinar 

medidas complementarias para la plena eficacia de la decisión adoptada.

Artículo 36.  
Por razones de ejemplaridad, y siempre que concurra alguna circunstancia de riesgo 

para la salud o seguridad de los usuarios, reincidencia en infracciones de naturaleza análoga 
o acreditada intencionalidad en la infracción, la autoridad que resuelva el expediente podrá 
acordar la publicidad de las medidas sancionadoras impuestas, cuando hayan adquirido 
firmeza administrativa, en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias y de la Provincia», y 
a través de los medios de comunicación social que se consideren oportunos.
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TÍTULO VII

El Organismo autónomo Establecimientos Residenciales para Ancianos de 
Asturias

CAPÍTULO I

De su configuración y fines

Artículo 37.  
Para la gestión de los establecimientos residenciales para ancianos dependientes de la 

Administración del Principado de Asturias se crea el Organismo autónomo Establecimientos 
Residenciales para Ancianos de Asturias, adscrito a la Consjería de Sanidad y Servicios 
Sociales.

Artículo 38.  
El Organismo autónomo Establecimientos Residenciales para Ancianos de Asturias tiene 

plena personalidad jurídica, capacidad de obrar y patrimonio propio para el cumplimiento de 
sus fines.

Artículo 39.  
El Organismo autónomo Establecimientos Residenciales para Ancianos de Asturias se 

rige, en cuanto a su estructura y funcionamiento, por lo dispuesto en la presente Ley y, con 
carácter supletorio, en las Leyes generales de la Comunidad Autónoma que le sean 
aplicables y en la Ley de 26 de diciembre de 1958 por la que se regula el régimen de las 
Entidades estatales autónomas y, en su defecto, por las restantes normas de derecho 
administrativo.

Artículo 40.  
Son fines específicos del Organismo autónomo los siguientes:

a) La gestión de la prestación de servicios públicos residenciales para los ancianos por 
parte de la Administración del Principado de Asturias.

b) Cualesquiera otras relacionadas con sus fines institucionales que le encomiende la 
Consejería de Sanidad y Servicios Sociales.

Artículo 41.  
El Organismo autónomo no podrá realizar funciones que no le estén expresamente 

encomendadas, ni dedicar sus fondos a finalidades distintas de las que constituyen el objeto 
que el mismo tiene asignado.

Artículo 42.  
1. En relación con el Organismo autónomo a que se refiere ese título, corresponde al 

Consejo de Gobierno del Principado de Asturias:

a) Aprobar la estructura orgánica del Organismo autónomo.
b) Aprobar la plantilla y relación de puestos de trabajo del personal al servicio del 

Organismo autónomo y de sus Centros.
c) La creación de Centros y servicios para ancianos.
d) Efectuar el nombramiento y cese del Director-Gerente del Organismo autónomo.
e) Aprobar los precios de los servicios prestados por el Organismo autónomo.

2. A la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales, como Departamento al que está 
adscrito el Organismo autónomo Establecimientos Residenciales para Ancianos de Asturias, 
le corresponde:
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a) Proponer al Consejo de Gobierno la estructura orgánica del Organismo autónomo.
b) Elevar al Consejo de Gobierno la aprobación de la plantilla y relación de puesto de 

trabajo del personal al servicio del Organismo autónomo y de sus Centros previo informe de 
las Consejerías de la Presidencia y de Hacienda, Economía y Planificación.

c) Elevar al Consejo de Gobierno la propuesta de creación de Centros y servicios para 
ancianos.

d) Proponer al Consejo de Gobierno el nombramiento y cese del Director-Gerente del 
Organismo autónomo.

e) La planificación, ordenación, programación y evaluación general de los servicios 
asistenciales para ancianos.

f) La autorización y registro de los establecimientos residenciales para ancianos.
g) Las relaciones con otras Administraciones Públicas y otras Entidades públicas y 

privadas en el ámbito de sus competencias.
h) Aprobar la propuesta de precios de los servicios prestados por el Organismo 

autónomo Establecimientos Residenciales para Ancianos de Asturias, para su elevación al 
Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.

CAPÍTULO II

De los órganos de dirección, gestión y participación

Artículo 43.  
El Organismo autónomo Establecimientos Residenciales para Ancianos de Asturias se 

estructura en los siguientes órganos:

1. De dirección y gestión:

a) El Consejo de Administración.
b) La Gerencia.

2. De participación:

La Junta de Participación Ciudadana.

Artículo 44.  
1. El Consejo de Administración estará integrado por:
a) La Presidencia, que corresponderá a quien ostente la titularidad de la Consejería 

competente en materia de bienestar social.
b) La Vicepresidencia, que corresponderá a quien sea designado por la Presidencia de 

entre los vocales representantes de la Consejería competente en materia de bienestar 
social.

c) Vocales:

Quien ostente la Dirección General competente en materia de atención a personas 
mayores.

Quien ostente la Gerencia del organismo autónomo.
Un representante de la Consejería competente en materia económica y presupuestaria.
Un representante de la Consejería competente en materia de Administraciones Públicas.
Cuatro miembros designados por quien ostente la titularidad de la Consejería 

competente en materia de bienestar social, tres de ellos entre el personal directivo 
dependiente del organismo autónomo.

Dos representantes de los ayuntamientos en cuyos términos municipales radiquen 
establecimientos residenciales adscritos al organismo autónomo.

Dos representantes de la Junta General del Principado de Asturias, designados por 
mayoría cualificada de tres quintos.

Un representante de los ancianos.
Un representante de las asociaciones, legalmente constituidas, de familiares de 

residentes en centros dependientes del organismo autónomo, designado por y entre sus 
presidentes.
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El presidente del comité de empresa del organismo autónomo.

d) La Secretaría, que será desempeñada por la persona designada por quien ostente la 
titularidad de la Consejería competente en materia de bienestar social y asistirá a sus 
reuniones con voz pero sin voto.

2. Serán funciones del Consejo de Administración las siguientes:

a) La aprobación del anteproyecto de presupuestos del organismo autónomo, 
desglosado por establecimientos residenciales, que se elevará a través de la Consejería 
competente en materia de bienestar social para su inclusión en los Presupuestos Generales 
del Principado de Asturias.

b) La aprobación del reglamento de régimen interior del organismo autónomo y de sus 
centros.

c) La adopción de los acuerdos de dirección y gestión del organismo autónomo o de sus 
centros que revistan especial relevancia y los que el Director Gerente someta a su 
consideración.

d) La elaboración de la propuesta de plantilla y de relación de puestos de trabajo del 
personal al servicio del organismo autónomo y de sus centros.

e) El nombramiento del personal directivo de los establecimientos.
f) La aprobación de la memoria anual de las actividades realizadas por el organismo 

autónomo, que elevará al Consejo Asesor de Bienestar Social y a la Comisión de la Junta 
General competente en materia de bienestar social, para su conocimiento.

g) La aprobación previa censura de las cuentas anuales comprensivas de las 
operaciones realizadas por el organismo autónomo.

h) La autorización de los contratos que excedan de 300.000 euros y no superen los 
500.000 euros.

i) El conocimiento periódico de la gestión presupuestaria del organismo autónomo y la 
emisión de su parecer.

j) Todas aquellas necesarias para el cumplimiento de los fines propios del organismo 
autónomo y no atribuidas expresamente a otros órganos.

3. El régimen de funcionamiento del Consejo de Administración se ajustará a las 
siguientes normas:

a) El Consejo se reunirá una vez al mes en sesión ordinaria. En sesión extraordinaria se 
reunirá a convocatoria de la Presidencia o cuando así lo solicite la mayoría de sus miembros.

b) En lo no previsto en el apartado anterior se estará a lo dispuesto en el capítulo II del 
título I de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, para los órganos colegiados.

Artículo 45.  
1. La Gerencia es el órgano de gestión del Organismo autónomo y será el encargado de 

la ejecución de las directrices y acuerdos emanados del Consejo de Administración.
2. Al frente de la Gerencia existirá un Director Gerente que será nombrado y separado 

por decreto del Consejo de Gobierno a propuesta del titular de la Consejería competente en 
materia de servicios sociales. Para su nombramiento se atenderá a criterios de competencia 
profesional y experiencia.

3. Serán funciones del Director-Gerente las siguientes:

a) Ostentar la representación del Organismo autónomo en toda clase de actos y 
contratos.

b) Ejecutar los acuerdos adoptados por el Consejo de Administración.
c) Impulsar, orientar, coordinar e inspeccionar los servicios dependientes del Organismo 

autónomo y dictar las instrucciones para el normal funcionamiento de los mismos.
d) Actuar como órgano de contratación del Orgnismo autónomo, dando cuenta al 

Consejo de Administración y, con su autorización, en aquellos contratos que excedan de 
25.000.000 de pesetas.

e) Autorizar los pagos y gastos, dando cuenta al Consejo de Administración.
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f) Aprobar los ingresos de residentes en los establecimientos residenciales para 
ancianos dependientes del Principado de Asturias, conforme al procedimiento que 
reglamentariamente se determine.

Artículo 46.  
Al frente de cada establecimiento residencial dependiente del Organismo autónimo 

existirá un Director designado por el Consejo de Administración que posea la titulación y 
cualificación adecuada de acuerdo con la tipología de los establecimientos.

Artículo 47.  
1. La Junta de Participación Ciudadana del Organismo autónomo Establecimientos 

Residenciales para Ancianos de Asturias se constituye como el órgano de participación 
comunitaria en el mismo.

2. La Junta de Participación estará integrada por los siguientes miembros:

a) Presidente: El Director regional de Acción Social.
b) Vicepresidente: El Director Gerente del Organismo autónomo.
c) Vocales:

Tres miembros en representación de la Administración de Servicios Sociales del 
Principado de Asturias, designados por el Consejero de Sanidad y Servicios Sociales.

Un miembro en representación de cada Ayuntamiento en cuyo concejo se encuentren 
ubicados establecimientos residenciales dependientes del Organismo autónomo.

Un miembro en representación de cada una de las organizaciones sociales de 
pensionistas y jubilados existentes en el Principado de Asturias.

Dos miembros en representación de las organizaciones sindicales de mayor 
implantación en el sector.

d) Un Secretario elegido entre personal adscrito al Organismo autónomo, designado por 
el Consejero de Sanidad y Servicios Sociales.

3. El Consejero de Sanidad y Servicios Sociales podrá designar como nuevos vocales de 
la Junta de Participación a representantes de Asociaciones u Organismos que suscriban 
Convenios de cooperación económica y colaboración funcional con el Organismo autónomo.

4. Serán funciones de la Junta de Participación las siguientes:

a) Asesorar y formular propuestas al Consejo de Administración del Organismo 
autónomo en todos los asuntos relacionados con sus fines.

b) Velar por que las actuaciones de todos los Servicios, Centros y Establecimientos 
residenciales para ancianos se acomoden a la normativa vigente y se desarrollen de acuerdo 
con las necesidades sociales y las posibilidades económicas del sector público.

c) Informar el anteproyecto de presupuestos del Organismo autónomo.
d) Conocer e informar la Memoria anual del Organismo autónomo.
e) Velar por la supresión de las situaciones de lesión de los derechos de las personas 

ancianas, informando al Letrado Defensor del Anciano de las que tenga conocimiento.
f) Realizar cualquier otra función que le sea atribuida legal o reglamentariamente en 

relación con sus fines.

5. El régimen de funcionamiento de la Junta de Participación se sujetará a las siguientes 
normas:

a) La Junta se reunirá una vez cada seis meses en sesión ordinaria. En sesión 
extraordinaria, a convocatoria de su Presidente o cuando lo solicite una cuarta parte de sus 
miembros.

b) En lo no regulado en el apartado anterior, se estará a lo dispuesto en el capítulo II del 
título I de la Ley de Procedimiento Administrativo, para los órganos colegiados.
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CAPÍTULO III

De la financiación e intervención

Artículo 48.  
La hacienda del Organismo autónomo estará constituida por:

a) Los bienes o valores que constituyan su patrimonio.
b) Los productos y rentas de dicho patrimonio.
c) Las subvenciones que reciba.
d) Las aportaciones del Principado de Asturias a través de los créditos consignados en 

sus presupuestos.
e) Los ingresos ordinarios que perciba por los servicios que preste.
f) Las donaciones, herencias, legados o cualesquiera otras aportaciones voluntarias de 

Entidades públicas o privadas o de particulares.
g) Cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 49.  
Los bienes que el Principado de Asturias adscriba al Organismo autónomo para el 

cumplimiento de sus fines conservarán su calificación jurídica originaria. El Organismo 
autónomo no adquirirá la propiedad de los mismos y habrá de utilizarlos exclusivamente para 
el cumplimiento de los fines para los que fueron adscritos, bien de forma directa, bien 
mediante la percepción de sus rentas o frutos.

Artículo 50.  
De conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la Ley 6/1986, de 31 de mayo, de 

régimen económico y presupuestario del Principado de Asturias, al Organismo autónomo le 
será de aplicación el régimen presupuestario y contable establecido con carácter general 
para el Principado de Asturias.

Artículo 51.  
1. El control interno de las actividades realizadas por el Organismo autónomo y sus 

Centros se sujeta al régimen de auditoría.
2. La auditoría, que se realizará por empleado público, como mínimo una vez al año, 

comprenderá las siguientes comprobaciones:

a) La de los ingresos, pagos realizados y pendientes.
b) La material de las existencias.
c) La de los libros de contabilidad, Balances, Cuentas de Resultados, así como los 

demás estados y cuentas que reglamentariamente tenga que rendir el Organismo autónomo, 
y por separado los Centros de él dependientes.

d) Valoración de la situación económica del Centro en la que se recogerán cuantas 
observaciones y conclusiones se deduzcan de la misma.

Artículo 52.  
Los establecimientos residenciales dependientes del Principado de Asturias formularán 

anualmente un proyecto de presupuesto de ingresos y gastos equilibrados.

Artículo 53.  
Los precios por estancia en los establecimientos de los que es titular el Principado de 

Asturias a través del Organismo autónomo Establecimientos Residenciales para Ancianos de 
Asturias, serán los que resulten de la contabilidad que debe llevar cada uno de los Centros.
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CAPÍTULO IV

Del régimen de personal

Artículo 54.  
1. Las relaciones de trabajo del Organismo autónomo Establecimientos Residenciales 

para Ancianos de Asturias se regirán por la legislación laboral.
2. La contratación del personal de carácter fijo o temporal sólo podrá realizarse mediante 

las correspondientes pruebas de admisión establecidas y convocadas por el Consejo de 
Administración, conforme a las plantillas correspondientes al Organismo autónomo y de 
acuerdo con los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
Se adscriben al Organismo autónomo los Centros dependientes del Principado de 

Asturias denominados Residencias de Tercera Edad «El Cristo» y «San Lázaro», ambas en 
Oviedo.

Asimismo, por el Consejo de Gobierno se adoptarán las medidas necesarias para 
adscribir al Organismo autónomo los medios personales, materiales y de presupuestos 
necesarios para el cumplimiento de sus fines.

Segunda.  
Se adscribe al Organismo autónomo Establecimientos Residenciales para Ancianos de 

Asturias la plantilla de personal vigente, a la entrada en vigor de esta Ley, de los Centros 
dependientes del Principado de Asturias denominados Residencias de Tercera Edad «El 
Cristo» y «San Lázaro», ambas en Oviedo.

Tercera.  
Se declara plantilla a extinguir del Organismo autónomo Establecimientos Residenciales 

para Ancianos de Asturias la del personal funcionario que venga adscrito por aplicación de lo 
dispuesto en la disposición transitoria tercera de la presente Ley, debiendo procederse a una 
racionalización y, en consecuencia, transformación de las plazas que queden vacantes a 
partir de la entrada en vigor de la presente Ley, en plazas de carácter laboral, adecuándolas 
a las necesidades del Organismo autónomo o de los establecimientos residenciales, todo 
ello sin perjuicio de los derechos adquiridos de dicho personal, conforme a la legislación de 
la función pública del Principado de Asturias.

Cuarta.  
El sistema de acceso a los establecimientos residenciales para ancianos dependientes 

del Principado de Asturias será de aplicación a aquellos establecimientos dedicados a tal 
actividad que, construidos o remodelados mediante subvención del Principado de Asturias o 
construidos directamente por éste, sean cedidos para su gestión a otros entes públicos o 
privados, o cuya gestión se concierte con los mismos, debiendo ajustarse a dicho régimen 
los contratos o convenios que a tal objeto pudieran formalizarse y a los que se refiere la 
disposición adicional siguiente.

Quinta.  
1. Las Corporaciones locales y demás personas jurídicas fundacionales o institucionales 

que sean titulares de Centros asistenciales podrán convenir con el Organismo autónomo 
Establecimientos Residenciales para Ancianos de Asturias su integración en la red 
dependiente del mismo, previa autorización por el Consejo de Gobierno del Principado de 
Asturias.
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2. El Convenio podrá abarcar:

a) El traspaso íntegro, que incluirá la titularidad de los bienes y la gestión de Centros.
b) El traspaso parcial, que afectaría tan sólo a la gestión del establecimiento. El convenio 

deberá precisar, en tal caso, los términos exactos del contenido de la cesión.

3. En ambos supuestos se asegurará a la persona jurídica que transfiera la gestión la 
propuesta de nombramiento del Director del Centro.

Sexta.  
Los Centros asistenciales de carácter privado podrán establecer convenios con el 

Organismo autónomo Establecimientos Residenciales para Ancianos de Asturias, para la 
prestación de servicios. El convenio regulará el tipo de servicios que conciertan, quiénes 
pueden ser sus beneficiarios, así como el precio o retribución a sastifacer.

Reglamentariamente se determinarán las condiciones y requisitos que deberán cumplir 
estos establecimientos para obtener la acreditación necesaria para tal fin, y asimismo se 
fijarán las condiciones de aplicación del convenio que se establezca.

Séptima.  
Los usuarios de los establecimientos residenciales para ancianos sitos en el territorio del 

Principado de Asturias recibirán la asistencia sanitaria primaria desde los servicios públicos 
sanitarios que tienen atribuida tal prestación en la zona básica de salud donde se encuentren 
ubicados, debiendo los responsables de las residencias o Centros asistenciales informar a 
los facultativos sanitarios, en los casos en que proceda, sobre el estado de salud de los 
residentes y seguir las instrucciones que al efecto les sean dadas, sin perjuicio de que para 
determinados establecimientos singulares de carácter asistido puedan regularse condiciones 
especiales en orden a la prestación de este servicio.

Octava.  
Con el fin de garantizar el sistema de prestación de asistencia sanitaria a las personas 

residentes en los establecimientos residenciales para ancianos en la forma determinada en 
la disposición adicional séptima de esta Ley, el Consejo de Administración podrá autorizar la 
celebración de convenios con otras administraciones públicas.

Novena.  
La cartilla del anciano, que reglamentariamente se instituya, en sus conceptos sanitarios 

tendrá plena validez y deberá ser cumplimentada en toda la red de servicios sanitarios 
públicos que actúe en el Principado de Asturias.

Décima.  
A los efectos de dar cumplimiento a las previsiones contenidas en el artículo 14, 1, de la 

presente Ley, se aplicarán las ayudas de alojamiento actualmente vigentes en virtud del 
Decreto 28/1990, de 8 de marzo, por el que se regulan las ayudas de carácter económico a 
situaciones de extrema necesidad, destinadas a hacer frente a los gastos derivados del 
acceso a recursos normalizados y especializados de aquellas personas con especiales 
carencias económicas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
Todas aquellas personas que, a la entrada en vigor de la presente Ley, tengan la 

condición de residentes de establecimientos residenciales para ancianos dependientes del 
Principado de Asturias continuarán en el disfrute de los derechos adquiridos respecto al 
ingreso, y, por lo tanto, no les serán de aplicación, en tanto no abandonen voluntariamente la 
residencia, las normas referentes al ingreso en los Centros.
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Segunda.  
Los establecimientos residenciales para ancianos ubicaldos en el ámbito territorial del 

Principado de Asturias que, a la entrada en vigor de la presente Ley, se encontrasen en 
funcionamiento deberán elaborar, en el plazo de tres meses contados a partir de la citada 
fecha, un reglamento de régimen interior, de acuerdo con el procedimiento establecido en el 
artículo 6.° de esta Ley.

Tercera.  
Transitoriamente, y hasta el momento en que se amplíe la red de establecimientos 

dependientes del Principado de Asturias para ancianos de forma que se haga precisa una 
gestión autónoma, la Gerencia del Organismo autónomo a que se refiere el artículo 45 de la 
presente Ley, y las funciones que la misma tiene encomendadas, serán desempeñadas por 
la Gerencia de los Servicios Sociales de la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
El Consejo de Gobierno, en el plazo de un año procederá a la armonización de los 

Decretos 62/1988, de 12 de mayo, por el que se regulan las condiciones y requisitos 
higiénico-sanitarios que deben cumplir los establecimientos residenciales para la tercera 
edad y el 11/1989, de 16 de noviembre, por el que se regula el régimen jurídico y el sistema 
de acceso a los establecimientos residenciales para la tercera edad, dependientes de la 
Administración del Principado de Asturias y a plazas concertadas de otros establecimientos, 
aclarando y adecuando dicho textos legales a las previsiones contenidas en la presente Ley.

Segunda.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar ulterior-mente las normas que resulten 

precisas para el desarrollo y ejecución de lo previsto en esta Ley.
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§ 85

Ley 1/1995, de 27 de enero, de protección del menor

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 32, de 9 de febrero de 1995

«BOE» núm. 94, de 20 de abril de 1995
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1995-9683

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley de Protección del Menor.

PREÁMBULO

La Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para Asturias, 
de conformidad con el artículo 148.1.20.ª de la Constitución Española, establece en su 
artículo 10.1.p) la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma en materia de 
«asistencia y bienestar social, incluida la política juvenil», entre la que se encuentra, 
ineludiblemente, la protección de menores.

Para proporcionar una configuración clara de las competencias asumidas en relación con 
la asistencia y bienestar social, el Principado de Asturias aprobó la Ley 5/1987, de 11 de 
abril, de Servicios Sociales, la cual, a la vez que procede a iniciar el desarrollo de diversos 
contenidos constitucionales relacionados con este campo, viene a considerar a la infancia, la 
adolescencia y la juventud como un servicio social de carácter especializado, en 
consonancia con el desarrollo de uno de los principios rectores de la política social 
contenidos en el capítulo tercero del título I de la Constitución, cual es el de la protección a la 
familia y a la infancia (artículo 39).

En el plano de la legislación estatal y sin perjuicio de las normas contenidas en la 
legislación penal, laboral y administrativa, hoy, la protección de menores se enmarca en 
diferentes preceptos recogidos fundamentalmente en el Código Civil.

En este sentido, resulta obligada la referencia a la norma que constituye el marco legal 
fundamental regulador de la intervención pública en materia de protección de menores, la 
Ley 21/1987, de 11 de noviembre, por la que se modifican determinados artículos del Código 
Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de adopción, si bien, y pese a su título, 
lejos de circunscribirse únicamente a tal institución jurídica, regula, de forma novedosa, 
aspectos sustantivos y procesales de las distintas figuras que pueden utilizar los poderes 
públicos en el ejercicio de la protección de menores, como son la tutela, el acogimiento 
familiar y la guarda.
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Pieza clave de esta Ley es la atribución de amplias competencias a las entidades 
públicas a las que en sus respectivos territorios corresponda la protección de menores, 
llegando a desjudicializar de forma diáfana y rotunda la declaración del desamparo de los 
menores que pudieran encontrarse en tal situación y la consiguiente asunción de la tutela de 
los mismos.

Adquirido tal carácter por la Administración del Principado de Asturias a través del 
órgano administrativo correspondiente, al igual que la práctica totalidad de las restantes 
Comunidades Autónomas, se hace necesario dotar de un marco jurídico apropiado a los 
diferentes aspectos que la protección de menores comporta en el ámbito del Principado de 
Asturias, y ello, unido a la experiencia acumulada en las actuaciones llevadas a cabo desde 
la entrada en vigor de la citada Ley 21/1978, de 11 de noviembre, constituyen las dos 
razones fundamentales que determinan la oportunidad y la necesidad de la presente norma, 
a la que, expresamente, se ha querido dar carácter de Ley por la importancia de su objeto.

La norma se sitúa en el marco obligado de la legislación civil del Estado y de los 
convenios, tratados y pactos internacionales que vinculan directamente a nuestro país, en 
especial la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, y ratificada el 30 de noviembre de 1990, y 
parte de la consideración del menor como sujeto social, fuera del ámbito exclusivamente 
familiar, y a la vez como titular de verdaderos derechos subjetivos, superando arcaicos 
sistemas tuitivos anclados en la caridad o en la beneficencia institucional.

Por ello, siendo como es una tarea común la de garantizar la virtualidad de tales 
derechos, a ésta deberán contribuir conjuntamente los padres, como titulares de la patria 
potestad, los tutores, la comunidad social, en general, y los poderes públicos, coordinándose 
los diferentes mecanismos de protección y de integración existentes, ya sean sanitarios, 
educativos o sociales, si bien estos últimos, en la materia específica de protección, deberán 
limitar su intervención a una actuación subsidiaria, que se manifestará en cuantas 
situaciones de desprotección se detecten.

De esta forma, se pretende proporcionar una protección integral a un colectivo social 
necesitado de apoyos, como es el de los menores desprotegidos que impulsen su desarrollo 
y bienestar, atendiendo y remediando no sólo situaciones de desamparo, sino también 
aquellas otras que, sin llegar a límites tan extremos, precisen la intervención de la entidad 
pública en orden a procurar un mayor bienestar del menor.

En tal sentido, la norma proclama que cualquier intervención de la Administración del 
Principado de Asturias deberá estar presidida por el criterio rector de atención en todo 
momento al interés superior del menor y dicha intervención estará orientada a configurar la 
actividad de protección no sólo como un instrumento de integración familiar, bien en su 
familia de origen o en otro núcleo familiar sustituto que reúna las condiciones de idoneidad 
para ello en atención a las propias circunstancias personales del menor, sino también como 
un instrumento de integración social.

De ahí que la Ley, al lado de instituciones ya típicas del Derecho de Familia como la 
tutela, el acogimiento o la adopción, contemple los aspectos de la prevención que deberá 
tener necesariamente carácter prioritario, y el apoyo familiar a través de diversos recursos 
para sostener el hogar familiar como soporte básico del desarrollo y bienestar del menor, 
eliminando las posibles situaciones de desprotección que por graves carencias materiales, 
culturales o formativas hubieran podido producirse.

Un aspecto destacable en la presente Ley es la creación de la Comisión del Menor, 
como órgano instrumental que permita el ejercicio de las funciones de protección de 
menores que corresponden a la Administración del Principado de Asturias, cuya 
organización y funcionamiento deberán estar presididas por la necesaria agilidad para 
intervenir con la debida prontitud en aquellos casos en que así resultare preciso en interés 
del menor.

Asimismo, la norma contempla el alojamiento en centros como última medida, a utilizar 
tan sólo si los anteriores mecanismos de integración familiar resultasen inviables.

La Ley aborda igualmente la regulación del reconocimiento de instituciones 
colaboradoras en la tarea de la integración familiar de los menores desprotegidos, 
obedeciendo a la necesidad imperiosa de buscar una mayor implicación de la comunidad en 
la apasionante tarea de la protección de menores, implicación que se pretende lograr 
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también a través de la participación social, recogida como principio rector, creando un 
órgano específico a tal fin, la Comisión de Participación, con funciones consultivas y 
asesoras en orden a fomentar la solidaridad, la sensibilización y la conciencia social en torno 
a los aspectos que una adecuada atención al menor debe contemplar.

Por último, la Ley aborda la regulación de los diferentes registros que la Administración 
del Principado de Asturias debe custodiar, garantizando, en su caso, el carácter reservado y 
el acceso restringido a los mismos, aspectos éstos que junto a la necesidad de observar la 
máxima reserva en toda actuación de protección de menores, y el rigor en las decisiones 
que la Administración del Principado de Asturias adopte en este tema, a través de la 
evaluación de las situaciones concretas por equipos pluridisciplinares que actúen 
colegiadamente, suponen no sólo principios rectores en la actuación administrativa, sino 
también un expreso reconocimiento de unos derechos que el menor posee inalienablemente.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto establecer las normas reguladoras de las actuaciones 
que en materia de protección de menores lleve a cabo la Administración del Principado de 
Asturias, constituida como entidad pública a los efectos señalados en el artículo 172.1 del 
Código Civil y en la Ley 21/1987, de 11 de noviembre, por la que se modifican determinados 
artículos del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de adopción.

Artículo 2.  Concepto de protección.

A los efectos de esta Ley, se entiende por protección de menores, el conjunto de 
actuaciones, integradas en el marco del sistema público de servicios sociales, que la 
Administración del Principado de Asturias, en su condición de entidad pública, realice con la 
finalidad de promover el desarrollo integral del menor, así como prevenir y remediar cuantas 
situaciones de indefensión detecte, atendiendo, en todo momento, al interés primordial del 
menor y procurando su integración familiar y social.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.

Las medidas de protección previstas en la presente Ley se dirigirán a aquellos menores 
de edad que residan o se encuentren transitoriamente en el territorio de la Comunidad 
Autónoma y en los que concurra alguna circunstancia susceptible de actuación protectora, 
sin perjuicio de que resultare aplicable otra normativa, en función de las circunstancias 
concurrentes en el menor objeto de protección, por razón de su origen o procedencia.

Artículo 4.  Órgano competente.

1. En virtud de los títulos competenciales que le son propios, la Administración del 
Principado de Asturias es la entidad pública que en el territorio de la Comunidad Autónoma 
tiene encomendada la protección de menores.

2. Corresponde a la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales, de acuerdo con lo 
señalado en su estructura orgánica, el ejercicio de las competencias en materia de 
protección de menores.

Artículo 5.  Habilitación.

La Administración del Principado de Asturias podrá habilitar a instituciones 
colaboradoras de integración familiar en la forma y con los requisitos prevenidos en el 
capítulo XI de la presente Ley.
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Artículo 6.  Principios rectores.

1. A los efectos establecidos en la presente Ley, la actuación de la Administración del 
Principado de Asturias se inspirará en los principios generales del sistema público de 
servicios sociales.

2. Específicamente, en el ejercicio de las competencias en materia de protección de 
menores serán principios rectores en toda actuación de la Administración del Principado de 
Asturias los siguientes:

a) La defensa de los derechos constitucionales del menor y de los reconocidos por los 
acuerdos internacionales.

b) La supremacía del interés del menor como criterio de actuación.
c) La prevención, como medida prioritoria, de situaciones de desprotección y graves 

carencias que afecten al bienestar social del menor.
d) La subsidiariedad respecto a las funciones inherentes a la patria potestad.
e) La coordinación con los diferentes poderes públicos que actúen en la atención de 

menores.
f) El mantenimiento del menor en el medio familiar de origen, salvo que ello no resultara 

conveniente para el interés primordial del menor.
g) La integración familiar y social del menor.
h) La sensibilización de la población en relación a los derechos del menor y la actuación 

ante situaciones de indefensión.
i) La promoción de la participación y de la solidaridad social.
j) La objetividad, imparcialidad y seguridad jurídica en la actuación protectora, 

garantizando el carácter colegiado y pluridisciplinar en la adopción de las medidas.
k) La confidencialidad en la tramitación de expedientes de actuación protectora.

CAPÍTULO II

De los derechos del menor

Sección 1.ª Principios generales

Artículo 7.  Reconocimiento genérico.

El menor tendrá garantizado, en toda actuación protectora, el goce de los derechos 
individuales y colectivos reconocidos por la Constitución, el resto del ordenamiento jurídico y 
los convenios, tratados y pactos internacionales que forman parte del ordenamiento interno, 
especialmente la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 1989.

Artículo 8.  Subsidiaridad de la intervención administrativa.

Los padres y tutores tienen la obligación de ejercer responsablemente las funciones 
inherentes a la patria potestad o tutela, sin perjuicio de la actuación subsidiaria de la 
Administración del Principado de Asturias en los términos legalmente establecidos.

Artículo 9.  Prohibición de discriminación.

1. Todos los menores disfrutarán de sus derechos sin excepción alguna ni distinción o 
discriminación por motivos de raza, salud, color, sexo, idioma, cultura, religión, opiniones 
políticas o de otra índole de origen nacional o social, condición económica, nacimiento u otra 
condición, ya sea del propio menor o de su familia.

2. No podrá existir discriminación o diferencia de trato alguno que afecte a los derechos 
del menor, y que pudiera derivarse de la organización, medios o características propias de 
las instituciones colaboradoras de integración familiar, que reconocidas y constituidas con 
las formalidades y requisitos prevenidos en el capítulo XI de la presente Ley, se hallaren 
realizando alguna actuación protectora sobre el menor, ni de aquéllas entre sí ni respecto de 
las mismas con la Administración del Principado de Asturias.
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Sección 2.ª Derechos específicos

Artículo 10.  Derecho a ser informado acerca de la actuación protectora.

El menor tiene derecho a ser informado por la Administración del Principado de Asturias 
de su situación personal, de las medidas a adoptar, de su duración y carácter, así como de 
los derechos que le corresponden conforme a la legislación vigente, atendiendo, en todo 
caso, a su interés primordial.

Artículo 11.  Derecho a ser oído y a expresar su opinión.

Ante cualquier actuación protectora la Administración del Principado de Asturias y las 
instituciones colaboradoras de integración familiar que se reconozcan, quedarán obligadas a 
prestar audiencia, al objeto de recabar la opinión del menor que tuviese doce años 
cumplidos, o que, aun teniendo edad inferior, dispusiese del suficiente juicio, sin perjuicio de 
aquellos supuestos en que deba prestar su consentimiento, conforme a lo establecido en el 
Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 12.  Derecho de conciencia y religión.

Se velará para que en las distintas intervenciones por parte de la Administración del 
Principado de Asturias o de las instituciones colaboradoras de integración familiar que se 
reconozcan, se respete el derecho a la libertad de conciencia y de religión.

Artículo 13.  Derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

1. La Administración del Principado de Asturias garantizará el pleno respeto al honor, a 
la intimidad personal y familiar y a la propia imagen de los menores sobre los que se ejercite 
o vaya a ejercitarse alguna actuación protectora, evitando todo tipo de intromisión ilegítima 
que afecte a los mismos.

2. A estos efectos, se considera intromisión ilegítima cualquier utilización de su imagen o 
su identidad en los medios de comunicación, que pudiera implicar un menoscabo de tales 
derechos o que resultase contrario a sus intereses.

3. La Administración del Principado de Asturias dará cuenta inmediata al Ministerio Fiscal 
de cuantas actuaciones lesionasen el honor, la intimidad personal y familiar y la propia 
imagen del menor, sin perjuicio de ejercitar en su nombre cuantas acciones civiles y penales 
pudieran corresponderle.

Artículo 14.  Garantías y defensa de los derechos.

1. La Administración del Principado de Asturias velará por el pleno respeto de los 
derechos del menor reconocidos por la legislación vigente, garantizando el acceso a la 
jurisdicción ordinaria y al Ministerio Fiscal para la virtualidad de los mismos en caso de 
conculcación o menoscabo.

2. Corresponde al Letrado Defensor del Menor llevar a cabo en nombre de la entidad 
pública cuantas actuaciones resulten necesarias para la defensa de los derechos del menor 
reconocidos en la legislación vigente.

CAPÍTULO III

De la prevención

Artículo 15.  Actuaciones preventivas.

1. Tendrán carácter prioritario, en materia de protección de menores, la prevención de 
posibles situaciones de desprotección y graves carencias que menoscaben el desarrollo 
integral del menor, a través de los diferentes programas y recursos que se arbitren.

2. Las actuaciones preventivas se encaminarán a evitar las causas que originen 
deterioro en el entorno sociofamiliar del menor, así como sus repercusiones sobre su 
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desarrollo personal, a garantizar los derechos que le asisten y a disminuir los factores de 
riesgo de marginación en que se encuentre.

3. La Administración del Principado de Asturias llevará a cabo cuantas medidas de 
valoración y apoyo resultasen convenientes, cuando de las circunstancias concurrentes se 
prevea claramente una inmediata situación de alto riesgo del nacido.

Artículo 16.  Competencias.

1. La Administración del Principado de Asturias en el marco de la Ley de Servicios 
Sociales y de la normativa que regula su organización, con carácter descentralizado y por 
áreas, elaborará programas de prevención en materia de protección de menores, y procurará 
la coordinación con los diferentes dispositivos de otras Administraciones que tuviesen 
carácter preventivo y, en particular, con los servicios sociales municipales, instituciones 
educativas y sanitarias, además de crear los dispositivos y recursos necesarios que 
garanticen su ejecución.

2. En el marco de las competencias que legalmente tengan atribuidas para la prestación, 
gestión y desarrollo de programas propios de prevención en materia de protección de 
menores, supeditados, en todo caso, a la planificación regional, los Ayuntamientos 
colaborarán a través de los servicios sociales de base y comunitarios en la ejecución y 
evaluación de los programas y actividades de prevención, desarrollando, en particular, las 
siguientes funciones:

a) Informar y asesorar a la población sobre todas las cuestiones relativas a protección de 
menores.

b) Informar sobre los recursos existentes.
c) Promover y colaborar en programas de sensibilización con otras instituciones y 

especialmente con centros de educación y de salud sobre problemas que afecten a los 
menores.

d) Crear y promover programas de coordinación con el sistema educativo y sanitario 
orientados especialmente a la detección e intervención ante situaciones de riesgo que 
pongan en peligro el desarrollo integral menor.

e) Colaborar en la elaboración, ejecución y evaluación de cuantos programas de 
prevención ejecute en el territorio la Administración del Principado de Asturias directamente 
o a través de instituciones sin ánimo de lucro o aquéllas que implanten las diferentes 
administraciones, solas o asociadas.

f) Cualesquiera otras que resulten necesarias llevar a cabo y que se encuentren dentro 
de lo prevenido en la Ley de bases de régimen local y en la Ley de Servicios Sociales de la 
Comunidad Autónoma.

Artículo 17.  Colaboración.

1. Podrán colaborar en el desarrollo de las actuaciones preventivas las instituciones 
colaboradoras de integración familiar que se habiliten y otras instituciones, asociaciones y 
fundaciones de carácter no lucrativo en los términos que reglamentariamente se determine.

2. La Administración del Principado de Asturias podrá concertar el apoyo y la asistencia 
técnica de los recursos necesarios para el desarrollo de las actuaciones preventivas.

CAPÍTULO IV

De las medidas de protección en general y su régimen

Sección 1.ª Régimen jurídico

Artículo 18.  Medidas de protección.

1. A los efectos de esta Ley, se consideran medidas de protección las siguientes:

a) El apoyo familiar para promover el bienestar y desarrollo integral del menor en su 
medio familiar de origen.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 85  Ley de protección del menor

– 1294 –



b) La asunción de la tutela por ministerio de la Ley, previa declaración de la situación de 
desamparo o, en su caso, la promoción del nombramiento judicial de tutor para el menor.

c) La guarda del menor.
d) El acogimiento familiar del menor.
e) La propuesta de adopción del menor ante el Juzgado competente.
f) El alojamiento en centros si el resto de medidas resultasen inviables.
g) El ejercicio de cuantas acciones civiles o penales pudiesen corresponder al menor, 

incluso la demanda de privación de la patria potestad sobre el menor, siempre que la 
Administración del Principado de Asturias se encuentre legitimada para ello.

h) Cualesquiera otras que redunden en interés del menor, atendidas sus circunstancias 
personales, familiares y sociales.

2. Toda medida de protección ha de ser motivada, revestir forma escrita y requerirá 
propuesta previa de la Comisión del Menor regulada en el artículo 23 de esta Ley, salvo 
aquellos supuestos de urgencia debidamente justificados.

Artículo 19.  Notificación y eficacia.

1. La Administración del Principado de Asturias deberá notificar inmediatamente, por 
escrito, al Ministerio Fiscal la adopción de aquellas medidas de protección que comporten la 
separación del menor de su familia de origen.

2. Asimismo, la Administración del Principado de Asturias deberá notificar 
inmediatamente por escrito la adopción de toda medida de protección, su finalidad, alcance y 
duración al menor sobre el que recaiga, atendiendo, en todo caso, a su interés primordial, y 
a los padres, tutores o guardadores.

3. La medida de protección adoptada tendrá eficacia inmediata, sin perjuicio de su 
impugnación en vía judicial.

Artículo 20.  Auxilio judicial o policial.

Si los padres, tutores, guardadores o familiares del menor impidiesen la ejecución de la 
medida de protección acordada o concurriese alguna otra circunstancia que dificultase 
gravemente la ejecución de la misma, la Administración del Principado de Asturias recabará 
de la autoridad judicial o policial, en su caso, la adopción de las medidas necesarias para 
hacerla efectiva, sin perjuicio de las intervenciones inmediatas a que hubiese lugar si 
estuviese en peligro la vida o la integridad del menor o se produjese conculcación grave de 
sus derechos.

Artículo 21.  Seguimiento y revisión.

1. La Administración del Principado de Asturias establecerá los cauces necesarios para 
llevar a cabo un seguimiento permanente de toda medida de protección adoptada con 
respecto a un menor.

2. En todo caso, la Administración del Principado de Asturias revisará las medidas de 
protección adoptadas y que por su naturaleza sean susceptibles de ello, al menos cada seis 
meses, sin perjuicio de que se realice antes en orden a las circunstancias concretas del 
menor, ratificándolas o modificándolas en razón de su evolución.

3. Cuando se modifique la medida inicialmente adoptada deberán observarse las 
previsiones establecidas en los artículos 18.2 y 19 de la presente Ley.

Artículo 22.  Cesación.

Con carácter general, las medidas de protección establecidas en la presente Ley 
cesarán por los siguientes motivos:

a) Mayoría o habilitación de edad.
b) Adopción del menor.
c) Resolución judicial firme.
d) Acuerdo de la entidad pública cuando hayan desaparecido las circunstancias que 

motivaron la adopción de la medida, o el interés del menor así lo aconseje.
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e) Cumplimiento del plazo de duración previsto en la resolución de adopción de la 
medida y, en su caso, de su prórroga.

Sección 2.ª De la Comisión del Menor

Artículo 23.  La Comisión del Menor.

1. Se crea la Comisión del Menor como un órgano colegiado integrado por profesionales 
responsables de las distintas áreas relacionadas con la protección, formación y atención de 
los menores, cuya composición y funcionamiento deberá ser objeto de desarrollo 
reglamentario.

2. Serán funciones de la Comisión del Menor las siguientes:

a) Elevar propuestas al órgano decisor respecto a las medidas de protección que se 
consideren más idóneas en orden al interés primordial del menor.

b) Revisar aquellas medidas de protección adoptadas excepcionalmente en supuestos 
de urgencia debidamente justificada, proponiendo su confirmación o revocación.

c) Elevar propuesta al órgano decisor respecto a la idoneidad de los acogedores o 
adoptantes que hayan presentado las correspondientes solicitudes en el registro constituido 
al efecto.

d) Elevar propuesta de reconocimiento al órgano decisor de las instituciones 
colaboradoras de integración familiar.

e) Elaborar anualmente un informe sobre las inspecciones realizadas por la 
Administración a centros de menores, basándose en los datos suministrados por la propia 
Administración. Dicho informe, con recomendaciones, se elevará al órgano decisor.

f) Promover investigaciones que permitan un mejor conocimiento de la situación y de los 
problemas de la infancia y la familia.

g) Desarrollar acciones informativas, divulgativas, formativas o de otra índole que, 
dirigidas al conjunto o sectores concretos de la sociedad, favorezcan una mejor comprensión 
de los problemas de los menores.

h) Cualesquiera otras que pudieran ser solicitadas por la Administración del Principado 
de Asturias respecto a las medidas de protección de menores contempladas en la presente 
Ley.

CAPÍTULO V

Del apoyo familiar

Artículo 24.  Concepto y modalidades.

1. El apoyo familiar, como medida de protección de menores, se dirige a procurar las 
necesidades básicas del menor, mejorando su medio familiar y manteniéndolo en el mismo, 
promoviendo su desarrollo integral a través de los recursos establecidos en la presente Ley.

2. Son recursos de apoyo familiar los siguientes:

a) Las prestaciones económicas o en especie, con independencia de quién sea el 
preceptor.

b) La ayuda a domicilio.
c) La intervención técnica.

Artículo 25.  Prestaciones económicas o en especie.

1. Las prestaciones económicas o en especie son aquellos apoyos que se facilitan 
cuando la causa determinante del riesgo para el desarrollo integral del menor proceda de 
situaciones de carencias o insuficiencia de recursos de su medio familiar.

2. La concesión de la prestación se regulará por las disposiciones contenidas en la Ley 
de Servicios Sociales y en la normativa que la desarrolla.
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Artículo 26.  Ayuda a domicilio.

La ayuda a domicilio se materializa a través de los servicios o prestaciones de orden 
material, formativo o psicosocial prestados preferentemente en el domicilio de la familia del 
menor, con la finalidad de mantener el hogar familiar como soporte básico y facilitar su 
normal integración social.

Artículo 27.  Intervención técnica.

La intervención técnica pretende, a través de las actuaciones profesionales que la 
intengran, restablecer y facilitar el adecuado ejercicio de las funciones parentales, mejorando 
las relaciones sociofamiliares y promoviendo el desarrollo y bienestar del menor.

Artículo 28.  Competencias.

1. En los términos señalados en la legislación básica de régimen local, corresponde a los 
ayuntamientos, por sí mismos o asociados, el desarrollo de los recursos de apoyo familiar, 
dentro de su ámbito territorial.

2. La Administración del Principado de Asturias coordinará y apoyará a los servicios 
sociales municipales en el cumplimiento de sus funciones, a través de las actuaciones 
administrativas que en cada momento resultaren procedentes y, en todo caso, a través de 
los centros sociales del área, sin perjuicio de que ejercite directamente aquellas actuaciones 
específicas que resultaren pertinentes en atención al carácter de los recursos que integran 
esta medida.

3. El apoyo familiar podrá prestarse, asimismo, en los términos que reglamentariamente 
se determinen, a través de las instituciones colaboradoras de integración familiar que se 
reconozcan, de otras instituciones, asociaciones y fundaciones de carácter no lucrativo y a 
través de la concertación del apoyo y asistencia técnica que resultasen necesarios.

Artículo 29.  Régimen.

1. Los recursos de apoyo familiar señalados en los artículos precedentes podrán 
prestarse con carácter simultáneo si las circunstancias que los originan inciden 
conjuntamente sobre el menor.

2. En la prestación de tales recursos, la familia del menor que resultase beneficiaria de 
los mismos deberá cooperar en la consecución de los compromisos y objetivos que la propia 
prestación comporte.

Artículo 30.  Cesación.

Esta medida podrá cesar, con independencia de los motivos señalados en el artículo 22 
de la presente Ley, por la ausencia de cooperación mínima por parte de la familia del menor.

CAPÍTULO VI

De la situación de desamparo y la tutela

Artículo 31.  Situación de desamparo.

1. La determinación de la situación de desamparo, a los efectos de la presente Ley, se 
hará de conformidad con lo establecido en el artículo 172.1 del Código Civil.

2. La Administración del Principado de Asturias, a través del órgano que resulte 
competente, incoará expediente informativo en orden a la determinación de la posible 
situación de desamparo en que pueda encontrarse un menor, cuando concurra alguna de las 
circunstancias siguientes:

a) Abandono voluntario del menor por parte de su familia.
b) Ausencia de escolarización habitual del menor.
c) Malos tratos físicos o psíquicos al menor.
d) Trastorno mental grave de los padres, tutores o guardadores, siempre que impida o 

limite gravemente el adecuado ejercicio de los deberes que tales instituciones conllevan.
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e) Drogadicción habitual en las personas que intengran la unidad familiar y, en especial, 
de los padres, tutores o guardadores del menor, siempre que incida gravemente en el 
desarrollo y bienestar del menor.

f) Abusos sexuales por parte de familiares o terceros en la unidad familiar del menor.
g) Inducción al menor a la mendicidad, la delincuencia, la prostitución o cualquier otra 

explotación económica del menor de análoga naturaleza.
h) Cualesquiera otra situación que traiga causa del incumplimiento o del inadecuado 

ejercicio de la patria potestad, la tutela o la guarda sobre el menor.

Artículo 32.  Denuncia.

1. Cualquier persona y, en especial, quien, por razón de su profesión, tuviera 
conocimiento de la existencia de alguna de las situaciones contempladas en el artículo 
anterior, deberá ponerlo en conocimiento de la Administración del Principado de Asturias, sin 
perjuicio del deber de denunciar los hechos ante la autoridad judicial o el Ministerio Fiscal si 
fuesen constitutivos de delito.

2. Tal obligación se extiende a todas aquellas instituciones y entidades, tanto públicas 
como privadas, que tuvieran relación con menores y que hubiesen adquirido conocimiento 
de alguna de las situaciones señaladas.

3. Se promoverá la posibilidad de que sea el propio menor quien ponga de manifiesto su 
situación, bien a la Administración del Principado o a los servicios sociales municipales.

4. La Administración del Principado de Asturias cuidará, en todo momento, de garantizar 
la absoluta reserva y confidencialidad de la denuncia o comunicación efectuada.

Artículo 33.  Declaración del desamparo.

La situación de desamparo habrá de ser declarada por la Administración del Principado 
de Asturias, mediante acuerdo motivado al efecto en todo caso y previa la instrucción de 
expediente encaminado a valorar los hechos que concurran, salvo supuestos de urgencia 
debidamente justificada y que demanden una actuación inmediata, en cuyo caso, la 
instrucción del expediente se realizará con posterioridad.

Artículo 34.  Notificación.

1. El acuerdo por el que la Administración del Principado de Asturias declare el 
desamparo de un menor, habrá de ser notificado por escrito a los padres, tutores o 
guardadores del menor, a quienes se les informará de los medios para ejercitar su oposición 
al acuerdo adoptado.

Igualmente, se pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, a los efectos previstos en el 
artículo 174 del Código Civil.

2. La oposición al acuerdo, manifestada por los padres, tutores o guardadores del menor, 
y la pretensión de dejarlo sin efecto, se sustanciará ante el órgano judicial que resulte 
competente.

Artículo 35.  Asunción de la tutela por ministerio de la ley.

1. La declaración del desamparo de un menor regulada en los artículos anteriores, 
conlleva por ministerio de la ley la asunción de la tutela establecida en el artículo 172.1 del 
Código Civil, por la Administración del Principado de Asturias.

2. La asunción de la tutela por ministerio de la ley por parte de la Administración del 
Principado de Asturias, tendrá los efectos que las leyes civiles determinen.

Artículo 36.  Inventario de bienes y derechos del menor.

1. Al tiempo de asumir la tutela por ministerio de la ley de un menor en situación de 
desamparo, la Administración del Principado de Asturias efectuará inventario de los bienes y 
derechos conocidos del mismo, y adoptará las disposiciones necesarias para su 
conservación y administración en los términos prevenidos por las leyes civiles.

2. La adopción de tales disposiciones deberá ser notificada al Ministerio Fiscal, a los 
padres, tutores o guardadores del menor.
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Artículo 37.  Atención inmediata a los menores desamparados.

1. Los menores desamparados cuya tutela asuma la Administración del Principado de 
Asturias recibirán una atención inmediata en los centros o unidades de primera acogida y 
observación dispuestos al efecto.

2. Durante su estancia en los mismos, que en todo caso no podrá superar los cuarenta y 
cinco días, se analizará su problemática a fin de determinar la medida de protección a 
adoptar más apropiada.

Artículo 38.  Promoción del nombramiento judicial de tutor.

La Administración del Principado de Asturias promoverá, ante la autoridad judicial, el 
expediente de nombramiento de tutor, conforme a las reglas contenidas en los artículos 234 
y siguientes del Código Civil, cuando existan personas que, por sus relaciones con el menor 
o por otras circunstancias, puedan asumir la tutela ordinaria con beneficio para éste.

CAPÍTULO VII

De la guarda

Artículo 39.  Concepto.

La guarda de un menor supone, para quien la ejerce, la obligación de velar por él, tenerlo 
en su compañía, alimentarlo, educarlo y procurarle una atención y formación integrales.

Artículo 40.  Asunción por la Administración del Principado de Asturias.

1. Sin perjuicio de que el ejercicio de las funciones inherentes a la guarda, corresponda a 
los titulares de la patria potestad, tutores o guardadores del menor, la Administración del 
Principado de Asturias asumirá la guarda de un menor como medida de protección, en los 
supuestos siguientes:

a) Cuando asuma la tutela por ministerio de la ley.
b) Cuando los titulares de la patria potestad, tutores o guardadores, así lo soliciten a la 

Administración del Principado de Asturias, justificando no poder atenderlo por circunstancias 
graves ajenas a su voluntad.

c) Cuando la autoridad judicial así lo disponga en los casos en que legalmente proceda.

2. El ejercicio de la guarda de un menor por parte de la Administración del Principado de 
Asturias tendrá carácter temporal, atendiendo, en todo momento, a la reintegración del 
menor en la propia familia de origen o en una familia acogedora, a través de las medidas de 
protección establecidas en la presente Ley.

Artículo 41.  Condiciones.

1. Los padres y tutores de un menor cuya guarda sea asumida por la Administración del 
Principado de Asturias conservarán los derechos de representación legal, de administración 
de bienes y de visitas sobre el menor y de forma muy especial el derecho de reintegración 
del mismo a su medio familiar de origen, con excepción de aquellos supuestos en que la 
guarda se derive tanto de la propia declaración de desamparo del menor y asunción de la 
tutela por ministerio de la ley sobre el mismo, como por disposición de la autoridad judicial, 
en cuyo caso habrá que estar al contenido que por ésta se establezca.

2. En el supuesto señalado en el artículo 40, b), deberá recabarse la opinión del menor 
que tuviere doce años cumplidos o que, aun teniendo edad inferior, dispusiese del suficiente 
juicio, sin perjucio de que reglamentariamente se desarrolle el procedimiento administrativo a 
seguir.

3. La Administración del Principado de Asturias podrá ejercer la guarda de un menor por 
el Director del centro en que aquél fuese alojado, o a través de la persona o personas que lo 
reciban en acogimiento.
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4. En tales supuestos, la Administración del Principado de Asturias vigilará el ejercicio de 
la guarda y solicitará cuanta información del menor resulte precisa en orden a un adecuado 
seguimiento de la medida adoptada.

5. Cuando la guarda se hubiese asumido por la Administración del Principado de 
Asturias, a solicitud de los padres, tutores o guardadores del menor, cesará a petición de los 
susodichos padres, tutores o guardadores, sin perjuicio de las causas recogidas en el 
artículo 22 de la presente Ley.

Artículo 42.  Control por el Ministerio Fiscal.

Sin perjuicio de los deberes de la Administración del Principado de Asturias señalados 
en el artículo anterior, incumbe al Ministerio Fiscal la superior vigilancia de la medida de 
guarda, en los términos establecidos en el artículo 174 del Código Civil.

CAPÍTULO VIII

Del acogimiento familiar

Sección 1.ª Disposiciones Comunes

Artículo 43.  Concepto y finalidad.

1. El acogimiento familiar es aquella medida de protección por la que se otorga la guarda 
de un menor a una persona o familia que asume las obligaciones señaladas expresamente 
en el artículo 173 del Código Civil, siempre que no fuese posible la permanencia del menor 
en su propia familia de origen.

2. El acogimiento familiar tiene como finalidad procurar al menor un núcleo de 
convivencia familiar adecuado, de forma temporal, bien para la reintegración a su familia de 
origen, bien con carácter preadoptivo como paso previo a su posible adopción.

Artículo 44.  Principios de actuación.

La aplicación de esta medida por la Administración del Principado de Asturias se regirá 
por los siguientes principios:

a) Prioridad en su utilización sobre la medida de alojamiento del menor en centros.
b) Evitar, en lo posible, la separación de hermanos y procurar su acogimiento por una 

misma persona o familia.
c) Favorecer la permanencia del menor en su propio ambiente, procurando que el 

acogimiento se produzca en su familia extensa, salvo que no resultase aconsejable en orden 
al interés primordial del menor.

Artículo 45.  Clases.

El acogimiento familiar puede revestir las siguientes modalidades, según el 
procedimiento seguido a tal efecto:

a) Acogimiento familiar administrativo.
b) Acogimiento familiar judicial.

Artículo 46.  Determinación de los acogedores.

1. Los acogedores serán seleccionados con arreglo al interés primordial del menor, 
teniendo en cuenta, entre otros factores, la aptitud educadora, la situación familiar, la 
relación con el menor, si existiese y, en todo caso, la capacidad de relación con el mismo, la 
edad y otras circunstancias que habrán de ser objeto de desarrollo reglamentario, con la 
única excepción del acogimiento familiar administrativo en el que sean los padres, tutores o 
guardadores del menor quienes señalen unos acogedores determinados.

2. Los acogimientos que no tengan como finalidad la adopción darán preferencia a 
familiares o acogedores de hecho, siempre que demuestren suficiente capacidad para la 
atención y desarrollo integral del menor.
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Sección 2.ª Acogimiento familiar administrativo

Artículo 47.  Formalización.

El acogimiento familiar administrativo se formalizará por escrito con el consentimiento de 
la Administración del Principado de Asturias, debiendo concurrir las siguientes voluntades:

a) La de los padres, siempre que no estuvieren privados de la patria potestad, tutores o 
guardadores del menor.

b) La de la persona o personas que reciban en acogimiento al menor.
c) La del propio menor, si tuviera doce años cumplidos.

Artículo 48.  Contenido.

1. La formalización del acogimiento familiar administrativo ante la Administración del 
Principado de Asturias deberá contener el consentimiento de las partes y establecer los 
objetivos y finalidad del mismo.

2. Asimismo, deberán constar todos aquellos aspectos que se consideren necesarios 
para la eficacia y garantía del acogimiento, en especial su carácter remunerado o no, el 
tiempo de duración y el régimen de visitas que, en su caso, se establezca.

Artículo 49.  Seguimiento.

La Administración del Principado de Asturias efectuará un seguimiento del acogimiento 
familiar formalizado y prestará a la persona o familia acogedora, así como a la familia de 
origen del menor, la colaboración y apoyo precisos para hacer efectivos los objetos de la 
medida.

Artículo 50.  Vigilancia.

Compete la superior vigilancia de la medida al Ministerio Fiscal, a quien la Administración 
del Principado de Asturias cumunicará los acogimientos familiares formalizados, remitiendo 
copia de los escritos de formalización; todo ello en los términos señalados en el artículo 174 
del Código Civil.

Artículo 51.  Cesación.

1. El acogimiento familiar administrativo cesará, previa comunicación a la Administración 
del Principado de Asturias, cuando lo soliciten los padres, siempre que no estuvieren 
privados de la patria potestad, tutores o guardadores del menor, así como la persona o 
personas que lo reciban en acogimiento.

2. Si el interés del menor así lo requiriera, la Administración del Principado de Asturias 
podrá revocar el consentimiento otorgado en la formalización del acogimiento familiar.

Sección 3.ª Acogimiento familiar judicial

Artículo 52.  Constitución por la autoridad judicial.

Cuando exista oposición a la adopción de la medida de acogimiento familiar por parte de 
los padres, siempre que no estuvieren privados de la patria potestad, o de los tutores del 
menor, o no comparecieren únicamente podrá ser adoptada por la autoridad judicial en 
interés del mismo, a propuesta de la Administración del Principado de Asturias o del 
Ministerio Fiscal y conforme a lo establecido en el Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.

Artículo 53.  Propuesta por la Administración del Principado de Asturias.

La propuesta de acogimiento familiar realizada por la Administración del Principado de 
Asturias ante la autoridad judicial, reflejará, en todo caso, las relaciones que pudiesen existir 
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entre el menor y el acogedor o acogedores propuestos o, en su defecto, las razones que 
justifiquen la propuesta concreta.

Artículo 54.  Relaciones con la familia de origen.

Constituido el acogimiento familiar, conforme a las disposiciones contenidas en este 
capítulo, la autoridad judicial establecerá o suspenderá el derecho que asiste a la familia del 
menor a relacionarse con el mismo, garantizando el principio de reserva establecido en el 
Código Civil si las circunstancias del caso así lo requirieran, especialmente si el acogimiento 
constituido tiene finalidad preadoptiva.

CAPÍTULO IX

De la propuesta de adopción

Artículo 55.  Competencia.

La gestión pública del procedimiento adoptivo en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma corresponde, con carácter exclusivo, a la Administración del Principado de 
Asturias.

Artículo 56.  Propuesta de adopción.

1. La Administración del Principado de Asturias elevará a la autoridad judicial 
competente, en los casos en que legalmente proceda, propuesta de adopción relativa a un 
adoptante o adoptantes determinados, conforme a las normas establecidas en la presente 
Ley, en el Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

2. Con carácter previo a elevar la correspondiente propuesta; la Administración del 
Principado de Asturias procurará llevar a efecto el acogimiento familiar del menor con 
finalidad preadoptiva, por un período mínimo de tres meses, salvo que el interés superior del 
menor aconseje otra actuación.

Artículo 57.  Criterios en relación al adoptante o adoptantes.

La gestión de las adopciones por parte de la Administración del Principado de Asturias 
se efectuará atendiendo a los siguientes criterios en relación al adoptante o adoptantes:

a) Idoneidad para la adopción, acreditada a través de los informes técnicos que se 
elaboren por los equipos profesionales correspondientes.

b) Solicitud formulada en el registro que al efecto se establezca.
c) Selección de los adoptantes idóneos en función de las circunstancias concretas del 

menor.
d) Respecto a las normas establecidas con carácter general para la adopción en el 

Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 58.  Criterios en relación al adoptado.

La gestión de las adopciones por parte de la Administración del Principado de Asturias 
se efectuará atendiendo a los siguientes criterios en relación al adoptando:

a) Que todas las circunstancias acreditadas a través de cuantos datos e informes se 
considerasen precisos recabar, hagan prever que la adopción servirá al interés primordial del 
menor.

b) Acreditar su consentimiento si tuviese doce años cumplidos y valorar su opinión si 
resultase menor de dicha edad, pero tuviese suficiente juicio.

Artículo 59.  Garantía de reserva y confidencialidad.

1. Todas las actuaciones, tanto administrativas como judiciales en materia de 
adopciones o acogimientos familiares con finalidad preadoptiva, se llevarán a efecto con la 
conveniente reserva y confidencialidad, evitando especialmente que la familia de origen 
conozca a la adoptiva o preadoptiva.
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2. La Administración del Principado de Asturias podrá facilitar al adoptante o adoptantes, 
así como a quienes tengan al menor en acogimiento familiar preadoptivo, la información 
disponible de la familia natural del menor que resultase precisa en interés de la salud y 
desarrollo del mismo.

CAPÍTULO X

Del alojamiento en centros

Artículo 60.  Concepto.

1. El alojamiento en centros es una medida de protección derivada de la asunción de la 
tutela por la Administración del Principado de Asturias o de la guarda sobre el menor y 
consiste en alojarlo en un centro o institución pública o colaboradora adecuada a sus 
características con la finalidad de recibir la atención y la formación necesarias.

2. No obstante, asumida la tutela o guarda de un menor, no tendrá la consideración de 
medida de alojamiento su estancia por tiempo inferior a cuarenta y cinco días, en un centro o 
unidad de primera acogida y observación, en orden a valorar cuál es la medida de protección 
más idónea para sus necesidades e intereses.

Artículo 61.  Adopción de la medida.

1. La medida de alojamiento en un centro se adoptará exclusivamente por la 
Administración del Principado de Asturias o por la autoridad judicial en los casos en que 
legalmente proceda, durante el tiempo estrictamente necesario y cuando el resto de las 
medidas de protección devengan inviables, insuficientes o inadecuadas.

2. La Administración del Principado de Asturias tendrá que comunicar por escrito la 
adopción de la medida, de forma inmediata, a los padres, siempre que no estuviesen 
privados de la patria potestad, a los tutores o a los guardadores del menor, y al Ministerio 
Fiscal.

Artículo 62.  Contenido.

1. Mediante esta medida se ejercen las funciones inherentes a la guarda y se garantizan 
los derechos del menor, con el objetivo de favorecer su desarrollo personal y su integración 
social.

2. A tal fin, el personal educativo del centro elaborará, a su ingreso, un proyecto 
socioeducativo individualizado con objetivos a corto, medio y largo plazo.

Artículo 63.  Clases de centros.

Los centros de alojamiento de menores podrán ser propios o concertados, cuando sean 
acreditados como tales por el órgano administrativo competente, en atención a los requisitos 
y condiciones que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 64.  Autorización e inspección.

Corresponde al órgano competente de la Administración del Principado de Asturias la 
autorización e inspección de los centros de alojamiento de menores en el ámbito territorial de 
la Comunidad Autónoma, conforme a los requisitos y al procedimiento que 
reglamentariamente se determine.

Artículo 65.  Régimen de los centros.

1. Los centros de alojamiento de menores, tanto propios como concertados, deberán 
ofrecer un marco de convivencia con los aportes adecuados, prestar una atención 
personalizada y fomentar relaciones que favorezcan el desarrollo de los menores alojados.

2. Los responsables de los centros, con los medios disponibles en los mismos, llevarán a 
cabo cuantas intervenciones sociofamiliares resultasen precisas en coordinación con los 
servicios sociales municipales, para procurar la integración familiar y social del menor.
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3. Los centros de alojamiento de menores serán de régimen abierto, estarán integrados 
en la Comunidad y promoverán el acceso de los menores alojados a los recursos públicos y 
privados normalizados.

Artículo 66.  Proyecto socioeducativo y reglamento de régimen interior.

Todos los centros de alojamiento de menores dispondrán de un proyecto socioeducativo 
de carácter general, con independencia del individualizado para cada uno de los menores 
alojados y de un reglamento de régimen interior, cuyos contenidos serán objeto de 
determinación reglamentaria.

CAPÍTULO XI

De las instituciones colaboradoras de integración familiar

Artículo 67.  Concepto.

Son instituciones colaboradoras de integración familiar las fundaciones o asociaciones 
de carácter no lucrativo, que hayan sido habilitadas por la Administración del Principado de 
Asturias, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, conforme a lo dispuesto en el 
presente capítulo y en las disposiciones que lo desarrollen, para realizar funciones de guarda 
y mediación en materia de protección de menores.

Artículo 68.  Requisitos.

Para obtener la habilitación como institución colaboradora de integración familiar, las 
fundaciones o asociaciones a las que se refiere el artículo anterior, deberán reunir los 
siguientes requisitos:

a) Constituirse como asociaciones o fundaciones.
b) Carecer de ánimo de lucro.
c) Que en sus estatutos o documento constitucional figure entre sus fines la protección 

de menores.
d) Que su domicilio social radique en el Principado de Asturias o que actúe en el territorio 

autonómico a través de establecimientos radicados en el mismo, a los que, en todo caso, se 
referirá la habilitación.

e) Que dispongan de los medios materiales y personales necesarios para el desarrollo 
de sus funciones, de conformidad con los requisitos y condiciones que se determinen 
reglamentariamente.

f) Que su organización, funcionamiento y régimen interno sean democráticos.

Artículo 69.  Procedimiento.

El procedimiento para su habilitación se regulará reglamentariamente, debiendo, en todo 
caso, publicarse la resolución que lo acuerde en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias 
y de la Provincia», dando traslado de la misma al Ministerio Fiscal y procediendo a su 
inscripción en el registro que a tal efecto se establezca.

Artículo 70.  Funciones.

La resolución de habilitación deberá expresar las funciones concretas para las que la 
institución resulte autorizada, así como el régimen jurídico de su ejercicio, pudiendo 
extenderse a todas o algunas de las siguientes funciones:

a) Las actuaciones precisas para la prevención.
b) El apoyo familiar.
c) La propuesta de personas para la constitución de acogimientos y, en su caso, de 

adopciones.
d) La guarda y custodia de menores cuyo alojamiento sea determinado por la 

Administración del Principado de Asturias.
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e) Y, en general, aquellas otras que favorezcan la integración del menor en su familia de 
origen, siempre que resulte conveniente para el menor.

Artículo 71.  Control e inspección.

La Administración del Principado de Asturias tendrá facultades de control e inspección 
de las instituciones colaboradoras de integración familiar, con la finalidad de comprobar el 
adecuado ejercicio de las funciones que constituyen el contenido específico de su 
habilitación, asegurando que dichas funciones se ejerzan en exclusivo interés del menor.

Artículo 72.  Revocación.

1. La Administración del Principado de Asturias podrá revocar la habilitación concedida, 
siempre que se produzca alguno de los supuestos siguientes:

a) Si la asociación o fundación incurre en su funcionamiento en incumplimientos legales 
que justifiquen dicha medida.

b) Si desapareciera alguno de los requisitos exigidos para su habilitación.
c) Por ejercicio inadecuado de las funciones que constituyan el contenido específico de 

su habilitación.

2. La revocación se acordará sin perjuicio de las responsabilidades de todo orden a que 
hubiere lugar.

CAPÍTULO XII

De la participación social

Artículo 73.  Promoción de la participación.

1. Sin perjuicio de la responsabilidad pública legalmente establecida, la Administración 
del Principado de Asturias promoverá la participación de instituciones, asociaciones y 
fundaciones de carácter no lucrativo en cuantas actividades de atención al menor se 
consideren convenientes.

2. Asimismo, la Administración del Principado de Asturias impulsará la labor del 
voluntariado social en tales actividades, a través de su participación en instituciones, 
asociaciones y fundaciones de carácter no lucrativo.

Artículo 74.  Comisión de Participación.

1. Se crea la Comisión de Participación, como órgano de carácter consultivo y asesor, en 
el que estarán representados, en la forma que reglamentariamente se determine, además de 
la Administración del Principado de Asturias, los ayuntamientos y las instituciones, 
asociaciones y fundaciones de carácter no lucrativo más representativas y de mayor 
implantación que desarrollen su actividad en el campo de la atención al menor, con carácter 
regional.

2. Su organización y funcionamiento deberán ser objeto de posterior desarrollo 
reglamentario.

Artículo 75.  Funciones.

Corresponden a la Comisión de Participación las siguientes funciones:

a) Seguimiento de los programas y planes regionales en materia de atención al menor.
b) Estudiar e impulsar iniciativas para el fomento de la solidaridad y la promoción de una 

adecuada conciencia social en relación a los problemas de los menores.
c) Asesorar y formular propuestas a la Administración del Principado de Asturias relativas 

al contenido de los programas y planes regionales en materia de atención al menor.
d) Cualquier otra que se le atribuya en el desarrollo reglamentario de la presente Ley.
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CAPÍTULO XIII

De los registros

Sección 1.ª Del Registro de Protección de Menores

Artículo 76.  Características generales.

El Registro de Protección de Menores será central y único para todo el Principado de 
Asturias y tendrá carácter reservado, estando confiada su custodia a la entidad pública, a 
través del órgano administrativo que señale.

Artículo 77.  Secciones.

Este Registro dispondrá de las siguientes secciones:

a) Sección primera: De menores sujetos a tutela o guarda de la Administración del 
Principado de Asturias.

b) Sección segunda: De personas o familias acogedoras y de menores en tal situación.
c) Sección tercera: De personas o familias adoptantes y de menores en tal situación.
d) Sección cuarta: De menores alojados en centros.

Artículo 78.  Organización y funcionamiento.

La organización y funcionamiento del Registro de Protección de Menores será objeto de 
desarrollo reglamentario, que se llevará a cabo conforme a los siguientes principios:

a) Intimidad, confidencialidad y obligación de reserva respecto a las incripciones 
obrantes en cualesquiera de las secciones de este Registro.

b) Acceso del Ministerio Fiscal en el cumplimiento de las funciones que legalmente tiene 
encomendadas.

Sección 2.ª Del Registro de Instituciones Colaboradoras de Integración Familiar

Artículo 79.  Características generales.

El Registro de Instituciones Colaboradoras de Integración Familiar en el Principado de 
Asturias será único, central y tendrá carácter público, debiendo estar inscritas en el mismo 
todas aquellas fundaciones o asociaciones habilitadas al efecto.

Artículo 80.  Contenido de las inscripciones.

1. Al practicarse la inscripción de una institución colaboradora de integración familiar se 
hará constar expresamente su denominación, domicilio social, órganos directivos y su 
composición, estatutos o documento constitutivo, fecha y contenido de la habilitación, así 
como la ubicación de los diferentes centros que pudiera tener en el Principado de Asturias.

2. Serán objeto del asiento correspondiente las eventuales modificaciones que pudieran 
producirse en los anteriores datos.

Artículo 81.  Organización y funcionamiento.

1. Reglamentariamente, se regulará la organización y el funcionamiento del Registro de 
Instituciones Colaboradoras de Integración Familiar, cuidando, en todo caso, de practicar las 
inscripciones en folios separados.

2. Las instituciones habilitadas se obligarán a comunicar a la Administración del 
Principado de Asturias cualquier variación en los datos señalados en el artículo anterior, que 
tendrán reflejo inmediato en el folio correspondiente del Registro.
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Disposición adicional primera.  
La Administración del Principado de Asturias establecerá fórmulas de coordinación y 

cooperación con los servicios sociales municipales y facilitará las directrices adecuadas para 
el desarrollo de las actuaciones contempladas en la presente Ley.

Disposición adicional segunda.  
La Administración del Principado de Asturias actuará de forma coordinada con los 

distintos entes públicos que intervengan en la atención social a la infancia y especialmente, 
con la administración sanitaria, laboral y de seguridad social y educativa, en orden a procurar 
la elaboración de programas integrados y actuaciones eficaces que proporcionen un mayor 
bienestar a los menores.

Disposición adicional tercera.  
Se establecerán cauces de cooperación con el Ministerio Fiscal y con las autoridades 

judiciales competentes en materia de protección o reforma de menores.

Disposición transitoria primera.  
En el plazo máximo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, 

deberán revisarse aquellas medidas de protección adoptadas hasta entonces y que fueran 
susceptibles de ello, con la finalidad de adecuarlas a las disposiciones de esta Ley.

Disposición transitoria segunda.  
En el mismo plazo deberán incorporarse a los registros establecidos en la Ley los 

hechos y situaciones que resultasen inscribibles conforme a la misma, debidamente 
revisados y actualizados.

Disposición transitoria tercera.  
En el plazo máximo de un año serán presentados en la Junta General del Principado de 

Asturias el Plan Regional de la Infancia y el proyecto marco de centros de menores.

Disposición final primera.  
En el plazo de un año se establecerán reglamentariamente las condiciones y requisitos 

higiénicos sanitarios que han de observar los centros de alojamiento de menores.

Disposición final segunda.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para dictar las 

disposiciones necesarias en el desarrollo de la aplicación de la presente Ley.
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§ 86

Ley 5/1990, de 19 de diciembre, sobre prohibición de venta de 
bebidas alcohólicas a menores de dieciseis años

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 6, de 9 de enero de 1991
«BOE» núm. 32, de 6 de febrero de 1991
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1991-3218

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado ha aprobado, y yo, en nombre de su 
Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto de Autonomía 
para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley sobre prohibición de venta de bebidas 
alcohólicas a menores de dieciséis años

PREÁMBULO

La protección de los menores ante los graves problemas personales y sociales que 
genera el consumo del alcohol no es un propósito novedoso de los actuales poderes 
públicos. Una somera contemplación de los precedentes legales forzaría a detenerse, en 
primer lugar, ante el Código Penal de 1928, en el que se introdujo como falta la conducta de 
quienes, en establecimientos públicos, vendieren o sirvieren bebidas alcohólicas o 
permitieren la permanencia en dichos lugares a menores de dieciséis años. Junto a este tipo 
básico, el texto punitivo de la Dictadura configuraba con carácter agravado el ilícito 
consistente en ocasionar o agravar el estado de embriaguez de los menores, no omitiendo, 
tampoco, la referencia sancionadora al descuido o abandono de padres, tutores o 
guardadores de hecho.

Tras el paréntesis democrático de la II República, durante la cual, por el simple prurito de 
volver al Código revolucionario de 1870, desapareció la protección penal frente a la 
consumición etílica que nos ocupa, el Código Penal de 1944 volvió a recoger, como falta 
contra las personas, el tipo básico de 1928. La fortuna de tal resurrección normativa no fue 
mucha, ya que, de un lado, el desuso hizo mella en ésta, como en tantas otras faltas, ante la 
toleración generalizada y convertida en auténtica costumbre abrogatoria. Y, de otro lado, la 
frecuente yuxtaposición entre faltas penales e infracciones administrativas hacía de este 
campo un lugar idóneo para las duplicidades sancionatorias, partiendo de las tradicionales 
competencias municipales en materia de control de bebidas y establecimientos e, incluso, 
hasta tiempos bien recientes, de protección de menores.

La reciente reforma penal de 21 de junio de 1989, en su declarado ánimo de evitar 
dobles sanciones por un mismo comportamiento y de restituir al mundo de las 
administraciones el dominio de facetas más propias de reglamentos y ordenanzas que de la 
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severa uniformidad criminal, optó por despenalizar el contenido del antiguo artículo 584.7, 
dejando en manos de los entes públicos competentes toda política tuitiva de los menores 
frente al tráfico del alcohol.

En el marco antedicho, la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias dispone de 
facultades estatutarias en lo tocante a asistencia social, política juvenil y utilización del ocio 
(artículo 10 del Estatuto de Autonomía), cuyo carácter exclusivo se complementa con el 
desarrollo legislativo previsto por la norma institucional básica de la Comunidad para la 
materia sanitaria (artículo 11). En este último título abunda la Ley General de Sanidad, de 25 
de abril de 1986, tanto al remitirse a las atribuciones estatutarias y a las eventuales 
delegaciones estatales en favor de las Comunidades Autónomas (artículo 41), como a 
equiparar, a efectos sancionadores, a los Consejos Ejecutivos de éstas con el Consejo de 
Ministros (artículo 36).

La presente Ley trata, por tanto, de ordenar competencias autonómicas en el campo de 
la protección del menor ante la venta y consumición de bebidas alcohólicas, a la vez que 
pretende subsanar lagunas importantes de la diversa y dispersa reglamentación estatal que, 
al referirse tradicionalmente a la expedición de alcoholes en lugares de consumición, omite 
toda prohibición de venta de productos etílicos a menores por almacenes de alimentación, 
mercados o simples minoristas. Punto, este último, que nos remite a la futura conveniencia 
de una prolija regulación cualificada de la venta de las diversas modalidades alcohólicas.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito y competencias

Artículo 1.º  .
La presente Ley tiene por objeto la defensa social de los menores de dieciséis años 

frente a la dependencia etílica, prohibiendo el consumo alcohólico en todo lugar sometido a 
la acción inspectora de la Administración del Principado de Asturias.

Artículo 2.º  .
Los efectos protectores de esta Ley se extienden a todas las personas que se hallen de 

forma permanente o eventual en el Principado y que, conforme a la legislación general, no 
hayan alcanzado la mayoría de edad penal ni se encuentren jurídicamente emancipadas.

Artículo 3.º  .
Corresponde al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias:

a) La aprobación de las directrices generales de la lucha contra el alcoholismo juvenil.
b) Dentro de la política preventiva del alcoholismo juvenil, corresponde igualmente al 

Consejo de Gobierno la planificación general de objetivos y medios; la potestad 
organizatoria; el establecimiento de zonas o sectores especialmente afectados; la política 
general informativa y educadora; el diseño de marcos adecuados para la utilización del ocio 
y la coordinación con otras administraciones públicas para la mejor satisfacción de los fines 
previstos por la Ley.

c) La determinación de la política asistencial y rehabilitadora dirigida a los menores con 
dependencias etílicas.

Artículo 4.º  .
1. Incumbe a la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales del Principado de Asturias el 

desarrollo y la efectiva ejecución de las medidas previstas en el artículo precedente, sin 
perjuicio de las atribuciones sectoriales que puedan corresponder a otros órganos de la 
Administración del Principado.

2. Corresponde igualmente a la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales:

a) La inspección de cuantos establecimientos comerciales, de hostelería u otro ramo 
pudieran dispensar bebidas alcohólicas a menores de dieciséis años. En el supuesto de que 
la inspección requiera la entrada en domicilios, edificios o lugares de acceso dependiente del 
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consentimiento del titular, será necesaria autorización judicial mediante resolución motivada, 
cuando ella proceda para la ejecución forzosa de los actos de la Administración.

b) La facultad de emitir directrices o circulares a las entidades locales para una 
homogénea aplicación territorial de la presente Ley.

Artículo 5.º  .
1. En sus términos municipales los Ayuntamientos proveerán al cumplimiento de lo 

previsto en la presente Ley en el ejercicio de las competencias reconocidas en los artículos 
25.2 g), h), i) y k) y 26.1 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local y 42 c) y d) 
de la Ley General de Sanidad.

2. En todo caso, las autoridades municipales, además de ejercer labores de policía 
sanitaria y control de acceso por menores de dieciséis años a establecimientos en los que se 
dispensen bebidas alcohólicas, se ocuparán, a título de actividad concurrente con la 
desarrollada por la Administración autonómica, de la información y educación sanitaria de la 
población, adoptando cuantas medidas preventivas o restauradoras contribuyan a 
perfeccionar el objetivo de la presente Ley.

3. Las autoridades municipales deberán suministrar a la Administración del Principado de 
Asturias la información que, sobre la situación existente en cada concejo, les sea solicitada, 
dentro de las competencias fijadas por la presente Ley y en el más escrupuloso respeto a los 
derechos fundamentales de las personas eventualmente implicadas.

CAPÍTULO II

De las medidas de control

Artículo 6.º  .
Queda prohibida, en todo el ámbito del Principado de Asturias, la venta a menores de 

dieciséis años de bebidas alcohólicas.

Artículo 7.º  .
A los efectos previstos en el artículo anterior, se prohíbe, en relación a los menores de 

dieciséis años:

a) La venta directa de bebidas alcohólicas en bares, cafeterías, restaurantes, discotecas 
o salas de fiesta, sin perjuicio de la aplicación, cuando corresponda, de disposiciones más 
restrictivas reguladoras de la entrada a dichos establecimientos.

b) La venta de alcohol en cantinas o servicios de restauración de cines, teatros, edificios 
públicos con concesionarios, o medios de transporte dotados de servicio de bar.

c) La expedición incontrolada de bebidas con alcohol a través de máquinas automáticas.
d) La venta de productos alcohólicos en establecimientos de alimentación de toda clase 

y superficie.
e) La entrega de bebidas etílicas como premio en juegos de azar o destreza, tanto en 

locales fijos como en atracciones itinerantes.
f) La venta de alcoholes en locales irregulares, sin perjuicio del procedimiento 

sancionador correspondiente al ejercicio indebido de industria.
g) La venta de alcoholes en las calles y establecimientos al aire libre.

Artículo 8.º  .
A los efectos previstos en el artículo anterior, será irrelevante el consentimiento a la 

consumición otorgado por padres, tutores o guardadores de hecho. Tampoco obstará a la 
prohibición la autorización escrita de los mismos para la compra por los menores de dieciséis 
años de bebidas de contenido alcohólico.
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Artículo 9.º  .
1. Toda autorización que otorguen las administraciones radicadas en el Principado de 

Asturias para la promoción pública de bebidas alcohólicas, a través de ferias o exposiciones, 
deberá realizarse condicionada a la no permisividad de acceso a menores de dieciséis años.

2. Cuando la promoción pública de bebidas alcohólicas tenga lugar en el recinto de 
exposiciones, muestras o actividades similares dedicadas con carácter general a otro tipo de 
promociones, se realizará en espacios diferenciados, a los que no se permitirá el acceso a 
menores de dieciséis años.

Artículo 10.  
Se considera contraria a la presente Ley la difusión entre menores de dieciséis años, 

directamente o por correo, de propaganda de bebidas alcohólicas, marcas, empresas 
elaboradoras o locales de degustación.

Artículo 11.  
En las visitas de carácter turístico a bodegas, lagares o plantas de producción o 

embotellado de productos etílicos no podrá suministrarse ni ofertarse a los menores de 
dieciséis años ninguna bebida alcohólica. De acceder a dichos lugares, los menores habrán 
de acudir acompañados de personas mayores de edad, responsables de los mismos por 
razones familiares, legales o docentes.

Artículo 12.  
1. Todos los establecimientos habilitados para la expedición de bebidas alcohólicas 

deberán hacer constar, mediante el correspondiente cartel, situado en lugar perfectamente 
visible, la prohibición establecida por esta Ley.

2. La misma obligación compete a los propietarios de establecimientos de alimentación, 
que deberán situar la mencionada indicación en las inmediaciones de los productos 
alcohólicos.

Artículo 13.  
1. La Consejería de Sanidad y Servicios Sociales, directamente y a través de los 

Ayuntamientos, facilitará los carteles a los que alude el artículo anterior.
2. Las prohibiciones a que refiere la presente Ley serán advertidas a los usuarios 

mediante el sistema de etiquetas en el producto u otro similar, en la forma que 
reglamentariamente se determine.

CAPÍTULO III

Del procedimiento sancionador

Artículo 14.  
Las infracciones a la presente Ley se sancionarán administrativamente, previa 

instrucción del oportuno expediente y sin perjuicio de las responsabilidades penales o de 
otro tipo que puedan concurrir.

Artículo 15.  
Será pública la acción para denunciar, ante la Consejería de Sanidad y Servicios 

Sociales o los Ayuntamientos de la Comunidad, cualquier infracción de la presente Ley.

Artículo 16.  
1. En los supuestos en que la conducta perseguida por la Administración pudiera ser 

constitutiva de infracción penal, se pasará por la autoridad gubernativa testimonio del 
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expediente a los Tribunales, suspendiendo toda actuación hasta que se dicte sentencia 
firme.

2. De no estimarse por los Tribunales la existencia de infracción penal, la Administración 
seguirá el procedimiento sancionador con estricta sujeción a los hechos declarados 
probados por el órgano judicial.

3. Las medidas cautelares dictadas por la Administración para la salvaguarda de la salud 
de los menores se entenderán subsistentes en tanto la autoridad judicial no se pronuncie 
sobre ellas.

Artículo 17.  
En ningún caso cabrá la duplicidad de sanciones por unos mismos hechos y en virtud de 

los mismos intereses públicos tutelados. Podrán, sin embargo, imponerse diversas 
sanciones en virtud de distintos bienes jurídicos protegidos.

Artículo 18.  
Las infracciones se califican como leves, graves y muy graves, en atención al riesgo para 

la salud física y psíquica del menor de dieciséis años y de la aprobación en general, a la 
cuantía de los beneficios obtenidos por los infractores, al grado de intencionalidad, al lugar 
de comisión, a la generalización de la infracción y a la reincidencia en la misma.

Artículo 19.  
Son infracciones leves:

a) Las cometidas, aisladamente, por negligencia o descuido, tales como la venta o 
dispensación ocasional de bebidas de baja graduación a menores de dieciséis años cuando 
se haga difícil la apreciación de la edad.

b) El suministro indebido de bebidas alcohólicas de baja graduación, con motivo de 
fiestas populares en las que sea dificultosa la determinación de la edad.

c) Las infracciones de la reglamentación técnica que al amparo de esta Ley se dicte 
siempre que no se prevea una tipificación específica más grave en los artículos siguientes.

d) Las cometidas por particulares mayores de edad que tengan a su cargo menores de 
dieciséis años que, a su presencia y con su consentimiento, adquieran o consuman alcohol 
en lugares públicos.

Artículo 20.  
Son infracciones graves:

a) La dispensación a menores de dieciséis años de bebidas alcohólicas de más de 
veintitrés grados centesimales.

b) La venta de cualquier tipo de bebidas alcohólicas a menores de dieciséis años.
c) La expedición de bebidas alcohólicas en establecimientos dependientes de la 

Administración pública, siempre que los menores de dieciséis años consumidores no se 
hallaren en dichas dependencias por relaciones de sujeción especial. El procedimiento 
se seguirá contra el concesionario o adjudicatario del servicio de bebidas sin perjuicio de las 
responsabilidades por connivencia de autoridades, funcionarios o agentes de la 
Administración.

d) La inobservancia de las directrices de la Administración competente y la resistencia a 
facilitar datos, suministrar información y, en general, a colaborar con las autoridades o sus 
agentes.

e) La venta o suministro de alcohol a menores de dieciséis años disminuidos psíquicos.
f) La publicación, difusión o mantenimiento de propaganda incitante al consumo de 

alcohol de cualquier clase por menores de dieciséis años.
g) La venta reiterada o despacho continuado de bebidas alcohólicas a menores de 

dieciséis años, no adoptando medida alguna de control de los usuarios.
h) La reincidencia en la comisión de infracciones leves en tres meses consecutivos.
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Artículo 21.  
Son infracciones muy graves:

a) La venta o producción de partidas de alcohol destinadas al tráfico infantil o juvenil.
b) La propaganda organizada con ánimo de proselitismo, sin perjuicio de las 

responsabilidades de otro orden en que puedan incurrir sus agentes.
c) La venta o dispensación de productos alcohólicos en locales dependientes de la 

Administración pública, tales como centros de enseñanza, hospitales, centros de 
acogimiento o reinserción social y, en general, todos aquellos en los que el menor de 
dieciséis años se halle en situación de sujeción especial con respecto a la entidad pública.

d) La organización de pruebas de resistencia alcohólica entre menores de dieciséis años.
e) La incitación por profesionales industriales a la embriaguez de los menores de 

dieciséis años.
f) La comisión reincidente de faltas graves en un plazo de cinco años.

Artículo 22.  
1. Las infracciones previstas en la presente Ley se sancionarán con multas cuya cuantía 

se regirá de acuerdo con la siguiente gradación:

a) Infracciones leves, hasta 500.000 pesetas.
b) Infracciones graves, desde 500.001 a 2.500.000 pesetas, pudiendo rebasar dicha 

cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios objeto de la 
infracción.

c) Infracciones muy graves, desde 2.500.001 a 100.000.000 de pesetas, pudiendo 
rebasar dicha cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios 
objeto de la infracción.

2. Además, en los supuestos de infracciones por faltas muy graves, el Consejo de 
Gobierno del Principado podrá acordar el cierre temporal del establecimiento, instalación o 
servicio por un plazo máximo de cinco años.

Artículo 23.  
1. De conformidad con la potestad sancionadora que les atribuye el artículo 4.1, letra f), 

de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, corresponde a las Corporaciones 
Locales la incoación y tramitación de procedimientos sancionadores respecto a las 
infracciones establecidas en la presente Ley en el ámbito de su competencia, dando cuenta 
a la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales a efectos de evitar la duplicidad de 
procedimientos.

2. Las Corporaciones Locales serán competentes para imponer las sanciones 
correspondientes a las infracciones referidas en el número anterior, salvo lo establecido en el 
artículo 22.2 de esta Ley.

3. Las Corporaciones Locales deberán trasladar a la Administración del Principado de 
Asturias las correspondientes denuncias en el caso de no poseer, conforme a la presente 
Ley, facultades para la directa sanción de las irregularidades detectadas.

4. La Consejería de Sanidad y Servicios Sociales asumirá subsidiariamente las 
competencias y funciones sancionadoras de las Corporaciones Locales a que se refiere la 
presente Ley. En caso de comprobarse la existencia de dos expedientes sancionadores por 
los mismos hechos y en virtud de los mismos intereses públicos tutelados, la Administración 
del Principado requerirá a la municipal para que se abstenga de seguir el procedimiento, sin 
perjuicio de continuarse éste, en lo relativo a otros bienes jurídicos tutelados, por los 
Ayuntamientos en el uso de sus atribuciones.

Artículo 24.  
No tendrán la consideración de sanciones las clausuras o cierres preventivos que ordene 

la autoridad sanitaria por no contar los establecimientos con las oportunas licencias 
operativas, por razones de seguridad, o mientras se investigue el alcance de una infracción. 
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Todo ello de conformidad con el principio general de proporcionalidad de la acción 
administrativa.

Artículo 25.  
1. Las infracciones a que se refiere la presente Ley prescribirán: A los seis meses, las 

leves; a los dos años, las graves; y a los cinco años, las muy graves.
2. Los plazos de prescripción de las faltas se computarán a partir de la fecha en que 

fueren cometidas.

DISPOSICIÓN ADICIONAL
Las infracciones consistentes en la adulteración de bebidas o alteración de etiquetas 

comerciales para ocultar el carácter alcohólico de las bebidas se regirán por la normativa 
general de fraudes alimentarios.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
En lo no previsto en el capítulo III de la presente Ley, regirá lo dispuesto en el capítulo VI 

del título primero de la Ley General de Sanidad, y, en su defecto, lo preceptuado en los 
artículos 133 y siguientes de la Ley de Procedimiento Administrativo.

Segunda.  
El Consejo de Gobierno, en el plazo de tres meses desde su entrada en vigor, 

desarrollará reglamentariamente lo establecido en la presente Ley.

Tercera.  
En el plazo de la disposición anterior, la Administración del Principado elaborará y 

difundirá a través de los Ayuntamientos el soporte informativo a que se refiere el artículo 13 
de la presente Ley.
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§ 87

Ley 3/2007, de 23 de marzo, de Mediación Familiar

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 81, de 9 de abril de 2007
«BOE» núm. 170, de 17 de julio de 2007
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2007-13751

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Mediación 
Familiar.

PREÁMBULO

I

1. La mediación familiar aparece como uno de los procedimientos alternativos a la vía 
judicial de solución de conflictos. El interés y el auge experimentados por este instrumento 
arrancan ya desde hace prácticamente dos décadas, cuando, en 1986, se dictó la primera 
Recomendación del Consejo de Ministros Europeo a los estados miembros respecto a 
medidas para prevenir y reducir la carga de trabajo excesiva de los tribunales, en la que se 
establecía, entre otras cosas, el objetivo de promover la solución amistosa de los conflictos, 
sea ante el orden judicial, anterior o durante el proceso judicial. Posteriormente, en 1998, se 
elaboraría otra Recomendación del Consejo de Ministros a los estados miembros sobre la 
mediación familiar, en la que, además de recomendar concretamente la promoción de la 
misma como medio particularmente apto para la solución de los conflictos familiares, se 
recogían los principios que debían inspirar un procedimiento de este tipo. Sobre esta base, y 
como muestra adicional del interés comunitario en esta materia, dentro del contexto de la 
creación de un auténtico espacio europeo de justicia, el Consejo Europeo de Tampere, en 
octubre de 1999, considera que los estados miembros deberían instaurar procedimientos 
extrajudiciales alternativos, como medio para facilitar a los ciudadanos el acceso a la justicia. 
En este contexto, la mediación familiar aparecerá dentro de un proceso más amplio de 
fomento de las modalidades alternativas a la vía judicial en la Comunicación COM (2002) 
196, de la Comisión, de 19 de abril de 2002, Libro verde sobre modalidades alternativas de 
solución de conflictos en el ámbito del derecho civil y mercantil.

2. Junto al contexto descrito de derecho comunitario, lo cierto es que la mediación 
familiar ya viene siendo un instrumento de solución de conflictos ampliamente utilizado y 
regulado tanto en países de nuestro entorno como en otras comunidades autónomas. En 
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este sentido, y al margen de los proyectos de regulación más o menos avanzados en otros 
territorios, las comunidades autónomas de Canarias, Cataluña, Galicia, Valencia, Castilla-La 
Mancha, Castilla y León e Islas Baleares ya cuentan con su propia Ley de mediación 
familiar.

II

3. El fundamento de la competencia del Principado de Asturias para la aprobación de la 
presente Ley se encuentra en el artículo 10.1.24 del Estatuto de Autonomía, que atribuye a 
la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en las materias de asistencia y bienestar 
social.

4. Debe entenderse que la mediación familiar supone un procedimiento de solución de 
conflictos que presenta numerosas ventajas para el ciudadano por su sencillez, su rapidez y 
el ahorro de costes que supone en relación con los procesos judiciales tradicionales. Desde 
esta misma perspectiva, la mediación familiar también presenta indudables ventajas para la 
Administración de Justicia, en tanto que evita o reduce el número de litigios, tanto en su fase 
declarativa como en la fase posterior de ejecución. Ahora bien, la presente Ley no incluye 
ninguna disposición de carácter civil o procesal, materias sobre las que el Principado de 
Asturias carece de competencias.

5. En este sentido, la oportuna derivación por parte de jueces y magistrados, o las 
consecuencias que sobre el proceso judicial tenga el inicio de un procedimiento de 
mediación familiar, seguirán lo establecido por la correspondiente normativa estatal. Así se 
ha regulado ya en la modificación del artículo 770 de la Ley de Enjuiciamiento Civil operada 
a través de la Ley 15/2005, de 8 de julio. Lo mismo ocurrirá con la eficacia dentro de un 
proceso judicial de los acuerdos alcanzados a través de la mediación.

III

6. La Ley comienza con una definición de cuál es su objeto y su ámbito de aplicación, 
tanto material como espacial. Se ha optado por un ámbito de aplicación que cubra todos 
aquellos conflictos que puedan surgir entre los miembros de una familia, sea ésta 
matrimonial o no, y que permita alcanzar acuerdos en todas aquellas cuestiones que sean 
disponibles para las partes. Junto a ello, resultan fundamentales las disposiciones que 
establecen los principios reguladores esenciales de la mediación familiar y que inspiran tanto 
el procedimiento de la mediación como los derechos y obligaciones que se van a derivar 
para las partes y para el mediador familiar.

7. La mediación constituye, por definición, un instrumento informal de solución de 
conflictos, que no puede estar regido por rígidas reglas procedimentales. Por ello, en la Ley 
únicamente se han recogido normas mínimas de funcionamiento, que sirvan para garantizar 
al menos los principios esenciales de la mediación. Así, dentro del desarrollo de la mediación 
familiar, se fija cómo puede iniciarse la mediación familiar y en qué supuestos resultaría 
inviable un proceso de este tipo. Se regula a continuación el procedimiento que debe 
seguirse, partiendo siempre de su flexibilidad y de la voluntariedad del mismo. En este 
contexto, particularmente importante resulta el derecho a la información que tienen las partes 
sobre las consecuencias, los costes y los derechos y deberes derivados de la mediación 
familiar. También resulta esencial especificar el carácter de los acuerdos alcanzados y la 
posibilidad, en su caso, de que sean homologados judicialmente.

8. La acreditación de la condición de mediador familiar constituye un aspecto 
fundamental de la presente Ley, sobre todo, en orden a uniformar las condiciones de acceso 
a la profesión y poder controlar la adecuación de la formación recibida al ejercicio de las 
funciones que están llamados a desempeñar. Para ello, además de establecer unos 
concretos requisitos, se crea en la Ley un Registro de Mediadores Familiares. Asimismo, 
como complemento y consecuencia de los principios inspiradores de la mediación familiar, 
se establece el cauce para la abstención y recusación del mediador y los derechos y 
deberes que le corresponden.
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IV

9. Corresponde también a esta Ley establecer el grado de intervención de la 
Administración del Principado de Asturias en relación con la mediación familiar.

10. Esta intervención se materializa, en primer lugar, a través del Centro de Mediación 
Familiar como órgano desconcentrado de la Consejería competente en materia de bienestar 
social, que asume, entre otras, funciones de promoción de la mediación, de gestión del 
Registro de Mediadores Familiares y de calificación de la formación. En segundo término, la 
Administración autonómica también interviene a través de la mediación familiar gratuita, 
asumiendo los costes que de la misma se deriven.

11. Finalmente, resulta fundamental el papel de la Administración en el régimen 
sancionador expresamente contemplado para esta materia, como medio para garantizar el 
carácter obligatorio de las disposiciones reguladoras de la mediación y la seguridad jurídica 
necesaria para quienes vayan a desempeñar su trabajo como mediador familiar o vayan a 
ser usuarios de este proceso.

TÍTULO I

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Concepto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto de la Ley.

La presente Ley tiene por objeto la regulación de la mediación familiar que, con el 
alcance que resulta de sus prescripciones, se desarrolle en el Principado de Asturias.

Artículo 2.  Concepto de mediación familiar.

La mediación familiar es un procedimiento extrajudicial y voluntario creado con la 
finalidad de solucionar los conflictos que se puedan originar en el ámbito definido en el 
artículo siguiente, en el que interviene un tercero imparcial debidamente acreditado y sin 
poder de decisión, denominado mediador familiar, que informa, orienta y ayuda a las partes 
en conflicto para facilitar el diálogo y la búsqueda de un acuerdo duradero y estable con el fin 
de evitar un procedimiento judicial, poner fin al iniciado o reducirlo.

Artículo 3.  Ámbito material de la mediación familiar.

1. La mediación familiar únicamente podrá realizarse sobre conflictos que tengan por 
objeto materias que sean legalmente disponibles para las partes o que, en su caso, sean 
susceptibles de ser homologadas judicialmente.

2. Los conflictos susceptibles de someterse a la mediación familiar prevista por esta Ley 
son los surgidos:

a) En las relaciones entre personas vinculadas por consanguinidad o afinidad hasta el 
cuarto grado. Tratándose de cónyuges, siempre que hayan decidido romper su convivencia, 
antes del inicio de un procedimiento judicial de nulidad, separación o divorcio, durante su 
tramitación, en la fase de ejecución de la sentencia o en los procedimientos de modificación 
de las medidas judiciales, siempre de acuerdo con lo previsto en la legislación procesal 
estatal.

b) En el seno de las parejas de hecho, siempre que hayan decidido romper su 
convivencia.

c) Entre los titulares de tutela y los responsables de acogimientos familiares con los 
familiares de los tutelados o acogidos.

d) En las relaciones entre los adoptados, el padre o madre adoptivos y las familias 
biológicas.

e) En relación con la obligación de alimentos entre parientes.
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CAPÍTULO II

Principios rectores y garantías de la mediación familiar

Artículo 4.  Voluntariedad.

Las partes podrán iniciar en cualquier momento, de manera voluntaria y libre, un 
procedimiento de mediación y finalizar el mismo en cualquier fase del procedimiento ya 
iniciado.

Artículo 5.  Neutralidad.

La persona mediadora familiar actuará de forma neutral, respetando los puntos de vista y 
el resultado del proceso de mediación, sin imponer ninguna solución ni medida concreta. 
Velará, en todo caso, por mantener el equilibrio entre las partes.

Artículo 6.  Imparcialidad.

El mediador familiar será imparcial, ayudando a ambas partes en el proceso de 
consecución de un acuerdo, sin tomar partido por ninguna de ellas.

Artículo 7.  Confidencialidad.

1. Tendrá carácter confidencial toda la información que se manifieste con ocasión del 
proceso de mediación, comprometiéndose las partes y el mediador familiar a mantener el 
secreto sobre la misma, aun frente a actuaciones litigiosas y cualquiera que sea el resultado 
de la mediación.

2. Si se diere, con carácter excepcional, alguna conversación individual con cualquiera 
de las partes sobre las materias que son objeto de mediación, la información que sobre ello 
obtenga el mediador no deberá comunicarse a la otra parte, salvo que fuese expresamente 
autorizado por la persona confidente.

3. No está sujeta al principio de confidencialidad la información obtenida que:

a) No sea personalizada y se utilice para fines estadísticos, de formación o investigación.
b) Comporte una amenaza para la vida o la integridad física o psíquica de una persona, 

en cuyo caso se pondrá en conocimiento de las autoridades competentes.

Artículo 8.  Inmediación.

1. Las partes y el mediador familiar deben asistir personalmente a las reuniones de 
mediación, sin que se puedan valer de representantes o intermediarios.

2. Lo anterior no obsta a que, si las circunstancias así lo requieren y de forma 
excepcional, puedan utilizarse medios electrónicos en alguna de las reuniones de mediación, 
siempre que quede garantizada la identidad del mediador familiar y de las partes. La 
presencia física de las partes deberá producirse, en todo caso, en el momento de la firma de 
los acuerdos adoptados.

Artículo 9.  Buena fe.

Los participantes en el procedimiento de mediación familiar actuarán conforme a las 
exigencias de la buena fe.
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TÍTULO II

Desarrollo de la mediación familiar

CAPÍTULO I

Inicio de la mediación familiar

Artículo 10.  Formas y condiciones de inicio de la mediación familiar.

1. El proceso de mediación familiar se iniciará de mutuo acuerdo, por iniciativa de una 
parte con el consentimiento de la otra o, a propuesta de la autoridad judicial, en los términos 
que para ésta deriven, en su caso, de la legislación procesal estatal.

2. La mediación se puede acordar antes de la iniciación de las actuaciones judiciales. De 
encontrarse en curso las mismas, se estará a lo que resulte de la legislación procesal 
estatal.

Artículo 11.  Propuesta y designación del mediador familiar.

El mediador familiar se designará, de entre inscritos en el Registro de Mediadores 
Familiares a que se refiere el artículo 25 de esta Ley, del siguiente modo:

a) De común acuerdo por las partes o a instancia de una de las partes aceptada por la 
otra.

b) Por la persona jurídico-privada de mediación familiar a la que se solicita la mediación.
c) Por la Consejería competente en materia de bienestar social, cuando así se solicite 

por las partes. En estos casos, la designación así efectuada no supondrá que la misma 
tenga que hacerse cargo de los costes generados por la mediación, salvo en el supuesto 
previsto en el artículo 26.

Artículo 12.  Reunión inicial informativa.

1. Una vez instada la mediación, designado el mediador familiar y aceptada por éste la 
mediación, el mediador familiar convocará a las partes a una primera reunión de carácter 
informativo.

2. La reunión a la que se refiere el apartado anterior tratará, al menos, los siguientes 
aspectos:

a) El alcance y las consecuencias de la mediación.
b) El coste económico que, en su caso, se derive de la misma.
c) Las posibilidades de finalizar la mediación por las partes o por el mediador familiar.
d) Los principios de la mediación y las obligaciones y derechos del mediador familiar.
e) El alcance de la obligación de confidencialidad.
f) El método y procedimiento que se va a seguir en la mediación.
g) El deber para el mediador de someter a un Letrado la redacción de los acuerdos 

finales. En el caso de que en la actuación de mediación se acordara en algún momento la 
renuncia de alguna de las partes a un derecho legalmente reconocido, deberá contarse 
igualmente con asistencia de Letrado.

h) La garantía plena de sus derechos procesales.
i) Las condiciones de acceso a la mediación familiar gratuita.

3. De esa reunión inicial de la mediación familiar se extenderá un acta, en la cual se 
expresarán la fecha, la voluntariedad en la participación de las partes y la aceptación de los 
principios, derechos y obligaciones del mediador familiar. En la medida de lo posible, se 
identificará el objeto de la mediación. El acta se firmará por todas las partes y por el 
mediador familiar, se entregará un ejemplar a cada una de las partes y otro ejemplar lo 
conservará el mediador familiar.
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CAPÍTULO II

Duración y fin de la mediación familiar

Artículo 13.  Duración de la mediación familiar.

La duración de la mediación dependerá de la naturaleza y complejidad de los puntos en 
conflicto, no pudiendo exceder de tres meses desde la fecha de la sesión inicial, prorrogable 
mes a mes como máximo otros tres meses, cuando se aprecie su necesidad a solicitud de 
las partes o del propio mediador familiar.

Artículo 14.  Finalización de la mediación familiar.

La actuación de mediación familiar finalizará por alguna de las siguientes causas:

a) Por haberse llegado a un acuerdo, total o parcial, sobre los puntos en conflicto.
b) Si así lo solicitara cualquiera de las partes.
c) Por el transcurso del plazo indicado en el artículo anterior.
d) A instancia del propio mediador familiar ante cualquier causa previa o sobrevenida 

que haga incompatible la continuación de la mediación familiar con las exigencias 
establecidas por la presente Ley.

Artículo 15.  Acta final de la mediación familiar.

1. De la sesión final de la mediación se levantará un acta, en la cual se expresarán los 
acuerdos totales o parciales alcanzados por las partes o, en su caso, que la mediación ha 
sido intentada sin efecto, sin hacer constar la causa.

2. En la redacción del acta final se recogerá de la forma más exacta posible lo que digan 
las partes, evitando, siempre que no sean necesarias, terminología y expresiones técnicas.

3. El acta final se firmará por todas las partes y por el mediador familiar y se entregará un 
ejemplar a cada una de las partes y el otro ejemplar lo conservará el mediador familiar.

CAPÍTULO III

Acuerdos

Artículo 16.  Audiencia a terceros.

1. Sobre los preacuerdos que pudieran afectarles se dará audiencia a los hijos, a los 
incapacitados judicialmente y, cuando las partes consideren conveniente, al resto de los 
miembros de la familia.

2. La comunicación del contenido concreto de los preacuerdos será realizada por las 
partes en la mediación en presencia de la persona mediadora o, si aquéllas lo solicitaran, por 
ésta última.

3. En todo caso, el mediador familiar informará a las partes sobre las posibles 
consecuencias procesales derivadas de realizar o no el trámite de audiencia a los terceros 
afectados indicados en el párrafo primero de este artículo.

Artículo 17.  Acuerdos.

1. Los acuerdos que consten en el acta final serán válidos y obligarán a las partes que 
los hayan suscrito, siempre que en ellos concurran los requisitos necesarios para la validez 
de los contratos.

2. Los acuerdos alcanzados mediante la mediación familiar pueden ser elevados a la 
autoridad judicial para su ratificación y aprobación en los términos que, en su caso, resulten 
de la legislación estatal.
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TÍTULO III

De los mediadores familiares

Artículo 18.  La condición del mediador familiar.

El mediador familiar sometido a esta Ley deberá acreditar el cumplimiento de los 
siguientes requisitos:

a) Tener titulación universitaria en las carreras de Derecho, Psicología, Pedagogía, 
Trabajo Social o Educación Social.

b) Tener acreditada una formación específica en materia de mediación familiar, impartida 
por centros docentes universitarios o por los respectivos colegios profesionales, en los 
términos que reglamentariamente se determinen.

c) Estar inscrito en el Registro de Mediadores Familiares del Principado de Asturias.
d) Cualesquiera otros exigidos para el ejercicio de su función por la legislación vigente.

Artículo 19.  Entidades de mediación familiar.

1. Los mediadores familiares pueden, para el ejercicio de tal actividad, constituir o 
integrarse en personas jurídico-privadas. En todo caso, las personas jurídico-privadas 
habrán de incluir dentro de su objeto social el desempeño de la mediación familiar.

2. Las entidades de mediación familiar deberán inscribirse en el Registro de Mediadores 
Familiares del Principado de Asturias, haciendo constar su composición, así como las altas y 
bajas que se produzcan. Los mediadores familiares que formen parte de un mediador 
familiar estarán también obligados a inscribirse individualmente en el Registro de 
Mediadores Familiares.

Artículo 20.  Abstención y recusación del mediador familiar.

1. El mediador familiar deberá abstenerse de intervenir, en el plazo de cinco días desde 
la comunicación de su designación, por los siguientes motivos:

a) Tener un conflicto de intereses con cualquiera de las partes.
b) Existir vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable o parentesco por 

consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado con una de las partes, con sus asesores o 
representantes legales, así como compartir el despacho profesional o estar asociado con 
éstos para el asesoramiento o la representación.

c) Existir amistad íntima con una sola de las partes o enemistad manifiesta con 
cualquiera de ellas.

d) Haber intervenido como profesional a favor o en contra de alguna de las partes de la 
mediación.

2. En caso de que se produzca alguno de los supuestos enumerados en el apartado 
anterior y el mediador familiar no se haya abstenido de intervenir, la parte puede, en el plazo 
de cinco días desde que tiene conocimiento de la aceptación del mediador familiar y de la 
causa de abstención, recusar su nombramiento mediante escrito motivado donde haga 
constar las causas de la recusación. Este escrito ha de presentarse ante la Consejería 
competente en materia de bienestar social, que resolverá, oído el mediador familiar.

Artículo 21.  Derechos del mediador familiar.

El mediador familiar tiene derecho a:

a) No iniciar la mediación solicitada o a finalizar la ya iniciada. El abandono de un 
proceso de mediación ya iniciado deberá realizarse previa justificación de las causas que lo 
motivan.

b) Salvo los casos de mediación gratuita, el mediador familiar tiene derecho a la 
percepción de sus honorarios directamente de las partes, así como al reintegro de los gastos 
que la mediación le cause.
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En los supuestos de mediación gratuita, la forma y cuantía de la retribución vendrá fijada 
por la normativa tributaria específica.

Artículo 22.  Deberes del mediador familiar.

1. Además de los deberes derivados de los principios y garantías previstos en el capítulo 
II y de la obligación de abstención prevista en el artículo 20, el mediador familiar, a lo largo 
de su actuación, debe:

a) Facilitar la comunicación entre las partes y promover la comprensión entre ellas.
b) Informar a las partes de la necesidad de velar por el interés superior de los hijos, 

particularmente de los menores e incapacitados judicialmente.
c) Propiciar que las partes tomen sus propias decisiones disponiendo de la información y 

del asesoramiento suficiente para que desarrollen los acuerdos de una manera libre, 
voluntaria y exenta de coacciones.

d) Mantener la reserva y el secreto profesional respecto de los hechos conocidos en el 
curso de la mediación, aun después de haber cesado su mediación.

e) No realizar posteriormente con cualquiera de las partes y respecto a cuestiones 
propias del conflicto sometido a mediación familiar funciones atribuidas a profesiones 
distintas a la mediación, salvo que todas las partes estén de acuerdo y otorguen su 
consentimiento por escrito y el mediador familiar disponga de la correspondiente habilitación 
profesional para ello.

f) Abstenerse de participar como testigo o perito en todo tipo de procedimiento o litigio 
que afecte al objeto de la mediación, salvo que las partes estén de acuerdo y otorguen su 
consentimiento por escrito y, en su caso, disponga de la correspondiente habilitación 
profesional para ello.

g) Advertir a las partes en la reunión inicial informativa de los contenidos referidos en el 
artículo 12.2 de esta Ley.

2. Asimismo, el mediador familiar estará obligada a comunicar a la Consejería 
competente en materia de bienestar social los datos estadísticos que ésta solicite, 
asegurando en todo caso la protección de datos personales de los usuarios y el deber de 
confidencialidad del mediador familiar, en el marco de la Ley del Principado de Asturias 
7/2006, de 3 de noviembre, de Estadística.

TÍTULO IV

De la organización de la mediación familiar

Artículo 23.  Centro de Mediación Familiar del Principado de Asturias.

1. Mediante la presente Ley se crea el Centro de Mediación Familiar del Principado de 
Asturias como órgano desconcentrado, adscrito a la Consejería competente en materia de 
bienestar social, que tiene por objeto promover, administrar y facilitar el acceso a la 
ciudadanía a la mediación familiar.

2. La organización y funcionamiento del Centro de Mediación Familiar del Principado de 
Asturias se determinarán reglamentariamente.

Artículo 24.  Funciones del Centro de Mediación Familiar.

Corresponden al Centro de Mediación Familiar del Principado de Asturias las siguientes 
funciones:

a) Gestionar el Registro de Personas Mediadoras Familiares.
b) Designar, si procede, a la persona mediadora cuando no lo hacen las partes.
c) Resolver los incidentes de recusación de la persona mediadora.
d) Gestionar y conceder la mediación gratuita.
e) Homologar, a efectos de la inscripción de las personas o entidades mediadoras en el 

Registro de Personas Mediadoras Familiares, los estudios, los cursos y la formación 
específica en materia de medición.
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f) Fomentar y difundir la mediación en el ámbito familiar establecida en la presente Ley, 
manteniendo las relaciones oportunas con la Administración de Justicia y los respectivos 
Colegios Profesionales en orden a potenciar la mediación familiar.

g) Promover la investigación y el conocimiento de las técnicas de mediación familiar.
h) Facilitar formación continua a los mediadores familiares para mejor desarrollo de su 

actividad.
i) Realizar un seguimiento de los procesos de mediación familiar en el Principado de 

Asturias.
j) Elaborar una memoria anual de actividades del Centro.

Artículo 25.  Registro de Mediadores Familiares.

1. La Consejería competente en materia de bienestar social dispondrá de un Registro de 
Mediadores Familiares en el que es preceptiva la inscripción de quienes cumplan los 
requisitos del artículo 18, a), b) y d), como condición para el ejercicio de la mediación en los 
términos de esta Ley.

2. El Registro de Mediadores Familiares dispondrá de una sección específica para las 
entidades de mediación familiar a que se refiere el artículo 19.

3. Para mantenerse inscrito en el Registro de Personas Mediadoras Familiares será 
preciso acreditar una formación continua, en los términos que se determinen 
reglamentariamente.

4. La organización y funcionamiento del Registro de Mediadores Familiares se 
determinarán reglamentariamente.

Artículo 26.  Gratuidad de la mediación familiar.

1. La prestación del servicio de mediación será gratuita para quienes reúnan la condición 
de beneficiarios del derecho de asistencia jurídica gratuita establecido en la normativa 
aplicable.

2. La gratuidad de la mediación se atribuye individualmente, según la capacidad 
económica de cada parte. Cuando el beneficio de la mediación familiar gratuita corresponda 
sólo a una de las partes en conflicto, la otra únicamente tendrá que abonar la mitad del coste 
de la mediación.

3. No podrá iniciarse una nueva mediación familiar con beneficio de gratuidad hasta 
transcurrido, al menos, un año desde que el mediador familiar levante el acta dando por 
finalizada una mediación anterior sobre el mismo objeto y con las mismas partes si éstas 
hubieran impedido el desarrollo de la función mediadora o fueran las causantes de la 
imposibilidad de adopción de acuerdos, salvo que se aprecien circunstancias especiales que 
aconsejen lo contrario.

4. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para la concesión de la 
gratuidad y los recursos frente a su denegación, así como los plazos y cuantías de los 
precios públicos que se satisfarán a los mediadores en dichos supuestos.

TÍTULO V

Régimen sancionador

CAPÍTULO I

Infracciones

Artículo 27.  Infracciones.

1. Constituyen infracciones en el ámbito de la mediación familiar las acciones y 
omisiones tipificadas en esta Ley, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o de 
otro orden que pudieran concurrir.

2. Las infracciones podrán ser muy graves, graves o leves, conforme a lo dispuesto en 
los artículos siguientes.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 87  Ley de mediación familiar

– 1323 –



Artículo 28.  Infracciones muy graves.

Serán infracciones muy graves:

a) Toda actuación que suponga una discriminación por razón de raza, sexo, religión, 
lengua, opinión, lugar de nacimiento, nacionalidad, vecindad o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social de las partes sometidas a la mediación.

b) El abandono de la función mediadora sin causa justificada, siempre que comporte un 
grave perjuicio para los menores e incapacitados judicialmente implicados en el proceso.

c) El incumplimiento del deber de confidencialidad y secreto profesional, en los términos 
señalados por esta Ley.

d) Ejercer sin estar inscrito en el Registro de Mediadores Familiares previsto en esta Ley, 
o estar suspendido para ello, en el caso de mediadores familiares incluidos en el ámbito de 
aplicación de la presente Ley.

e) El cobro por la actividad mediadora en aquellos supuestos en los que las partes 
tengan reconocida la gratuidad de la misma.

Artículo 29.  Infracciones graves.

Serán infracciones graves:

a) El abandono de la función mediadora sin causa justificada.
b) Rechazar, sin causa justificada, el inicio de un proceso de mediación familiar gratuito.
c) El incumplimiento del deber de imparcialidad, en los términos señalados por esta Ley 

y, en concreto, la intervención en un proceso de mediación cuando el mediador familiar tenía 
la obligación de abstención.

d) El incumplimiento de la obligación de informar a las partes de los aspectos 
necesariamente incluidos en la sesión informativa inicial.

e) El incumplimiento del deber de redacción del acta final de la mediación.
f) El incumplimiento de la obligación de asistencia personal a las sesiones de mediación, 

sin perjuicio de lo establecido en el artículo 8.1.

Artículo 30.  Infracciones leves.

Serán infracciones leves:

a) La dilación injustificada del proceso por causa imputable en exclusiva al propio 
mediador familiar.

b) No comunicar a la Consejería competente en materia de bienestar social la causa que 
motiva la renuncia a iniciar un proceso de mediación familiar gratuita.

c) La negativa a proporcionar a la Consejería competente en materia de bienestar social 
los datos estadísticos que precise y le solicite en los términos del artículo 22.2.

d) El incumplimiento del deber de redacción de cualquiera de las actas de las sesiones 
de mediación, excepto del acta final.

CAPÍTULO II

Sanciones

Artículo 31.  Sanciones.

1. Las infracciones muy graves podrán ser sancionadas con:

a) Suspensión temporal para actuar como mediador familiar por un periodo de plazo de 
un año y un día hasta tres años.

b) Baja definitiva en el Registro de Mediadores Familiares del Principado de Asturias
c) Multa desde tres mil un euros (3.001 €) a seis mil euros (6.000 €), acumulada, en su 

caso, a la suspensión temporal o a la baja definitiva.

2. Las infracciones graves podrán ser sancionadas con:
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a) Suspensión temporal para poder actuar como mediador familiar por un período de un 
mes a un año.

b) Multa desde mil un euros (1.001 €) hasta tres mil euros (3.000 €).

3. Las infracciones leves podrán ser sancionadas con:

a) Amonestación por escrito.
b) Multa de hasta mil euros (1.000 €).

4. Todas las sanciones firmes se consignarán en el Registro de Mediadores Familiares, 
debiéndose, en su caso, ser comunicadas igualmente a los respectivos colegios 
profesionales.

Artículo 32.  Graduación de las sanciones.

En atención al principio de proporcionalidad, para la graduación de las sanciones se 
tendrán en cuenta las siguientes circunstancias:

a) La gravedad del riesgo o de los perjuicios ocasionados a las partes.
b) El grado de intencionalidad o negligencia de la acción.
c) El número de personas afectadas por la infracción.
d) El perjuicio a los derechos e intereses de los menores e incapacitados.
e) La reiteración de una infracción en el plazo de un año, cuando así haya sido declarada 

por resolución firme.
f) El beneficio obtenido por el mediador familiar.

CAPÍTULO III

Prescripción y potestad sancionadora

Artículo 33.  Prescripción de las infracciones y de las sanciones.

1. Las infracciones previstas en esta Ley prescribirán a los tres años si son muy graves, 
a los dos años si son graves y a los seis meses si son leves, a contar desde el momento en 
que se hubieran cometido.

2. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las 
impuestas por infracciones graves a los dos años y las impuestas por infracciones leves al 
año, a contar desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que 
se impuso la sanción, o desde que se levante el aplazamiento de la ejecución o la 
suspensión de la efectividad o desde que se interrumpa el cumplimiento de la sanción si ésta 
hubiese ya comenzado.

Artículo 34.  Potestad sancionadora.

1. Para imponer las sanciones previstas en esta Ley son competentes el Consejo de 
Gobierno, para las muy graves, el Consejero competente en materia de bienestar social, 
para las graves, y la Viceconsejería o, en su defecto, la Dirección General competente en 
materia de bienestar social, para las leves.

2. El procedimiento sancionador será el establecido en el Reglamento del procedimiento 
sancionador general en la Administración del Principado de Asturias.

Disposición adicional.  Mediación familiar en situaciones de violencia doméstica o de 
género.

Cuando exista una situación de violencia doméstica o de género se estará a lo que 
determina la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género.

Disposición final primera.  Desarrollo normativo.

Se autoriza al Consejo de Gobierno a dictar cuantas disposiciones necesarias para el 
desarrollo y ejecución de esta Ley. En el plazo de un año desde su entrada en vigor habrá 
de aprobarse la totalidad de los desarrollos reglamentarios previstos en la presente Ley.
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Disposición final primera bis.  Actualización de multas.

Se autoriza al Consejo de Gobierno a actualizar por Decreto, y de acuerdo con la 
variación del índice de precios al consumo, la cuantía de las multas previstas en el artículo 
31 de esta Ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor en el plazo de seis meses a partir de su publicación en 
el Boletín Oficial del Principado de Asturias, excepto los Títulos II y V y los apartados 1, 2 y 3 
del artículo 26, que entrarán en vigor el día en que lo haga la respectiva regulación 
reglamentaria sobre organización y funcionamiento del Registro de Mediadores Familiares y 
régimen de la mediación familiar gratuita.
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§ 88

Ley 4/2002, de 23 de mayo, de Parejas Estables

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 125, de 31 de mayo de 2002

«BOE» núm. 157, de 2 de julio de 2002
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2002-13017

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Parejas 
Estables.

PREÁMBULO

El artículo 9.2 de la Constitución establece que corresponde a los poderes públicos 
promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en 
que se integra sean reales y efectivas, removiendo los obstáculos que impidan o dificulten su 
plenitud, facilitando la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, 
cultural y social.

La actuación de los poderes públicos amparada en dicho precepto debe ir dirigida a que 
la igualdad reconocida en el artículo 14 de la Constitución sea real y efectiva, eliminando 
todo tipo de discriminación basada en cualquier condición o circunstancia personal o social. 
En este sentido, el artículo 39 de la norma fundamental impone a los poderes públicos la 
obligación de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia, sin que en el 
mismo exista referencia alguna a un modelo de familia determinado ni predominante, por lo 
que su determinación exigirá la interpretación de dicho concepto de manera consecuente 
con la realidad social actual, de manera que no puedan derivarse consecuencias 
discriminatorias del modelo de familia que de manera libre y legítima los ciudadanos tengan 
a bien adoptar.

Corresponde por tanto a los poderes públicos asegurar que toda agrupación familiar, 
determinada socialmente por las notas de convivencia y afectividad, se produzca en 
condiciones de libertad e igualdad reales y efectivas, de tal modo que los ciudadanos 
puedan optar por cualquier medio para formar una familia que les permita el libre desarrollo 
de su personalidad en condiciones de igualdad sin que de esta opción se puedan derivar 
consecuencias discriminatorias.

Con la presente Ley, el Principado de Asturias, dentro de su marco competencial, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 9.2.d), que impone a las Instituciones de la Comunidad 
Autónoma la obligación de procurar la adopción de medidas dirigidas a promover las 
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condiciones y a remover los obstáculos para que la libertad y la igualdad del individuo y de 
los grupos en que se integra sean efectivas y reales, y en el artículo 10.1.1, 3, 24, 25, que 
atribuye al Principado de Asturias competencias exclusivas en materia de organización de 
sus instituciones de autogobierno, vivienda, asistencia y bienestar social y protección y tutela 
de menores, y concordantes de la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, por la que se 
aprueba el Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, modificada por la Ley 
Orgánica 1/1999, de 5 de enero, ofrece un instrumento para favorecer la no discriminación 
de las personas unidas de forma estable en relación de convivencia y afectividad análoga a 
la conyugal, con independencia de su sexo, en cumplimiento de los principios 
constitucionales, y de nuestro Estatuto, de libertad e igualdad del individuo y de protección a 
la familia, con respeto a la Resolución adoptada por el Pleno del Parlamento Europeo el 8 de 
febrero de 1994 sobre la igualdad de derechos de los homosexuales en la Unión Europea 
desde la plena convicción de la igualdad de todos los asturianos y asturianas.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto establecer un conjunto de medidas que contribuyan a 
garantizar el principio de no discriminación en la interpretación y aplicación del ordenamiento 
jurídico del Principado de Asturias, de manera que nadie pueda ser discriminado por razón 
del grupo familiar del que forma parte, tenga éste su origen en la filiación, en el matrimonio, o 
en la unión estable de dos personas que convivan en relación de afectividad análoga a la 
conyugal, con independencia de su sexo.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

Las disposiciones de la presente Ley se aplicarán a las parejas estables cuyos miembros 
estén empadronados en cualesquiera de los Concejos de Asturias.

Artículo 3.  Pareja estable.

1. A efectos de lo dispuesto en esta Ley, se considera pareja estable la unión libre y 
pública, en una relación de afectividad análoga a la conyugal, con independencia de su sexo, 
de dos personas mayores de edad o menores emancipadas sin vínculo de parentesco por 
consanguinidad o adopción en línea recta o colateral hasta el segundo grado, siempre que 
ninguna de ellas esté unida por un vínculo matrimonial o forme pareja estable con otra 
persona.

2. Se entenderá que la unión es estable cuando los miembros de la pareja hayan 
convivido maritalmente, como mínimo un período ininterrumpido de un año, salvo que 
tuvieran descendencia común, en cuyo caso bastará la mera convivencia, o salvo que hayan 
expresado su voluntad de constituir una pareja estable en documento público, o se hayan 
inscrito en el Registro de Uniones de Hecho del Principado de Asturias.

3. La existencia de pareja estable o el transcurso del año de convivencia podrán 
acreditarse a través de cualquier medio de prueba admitido en Derecho.

Artículo 4.  Disolución de la pareja estable.

1. Se considerará disuelta la pareja estable en los siguiente casos:

a) Por la muerte o declaración de fallecimiento de uno de sus integrantes.
b) Por matrimonio de uno de sus miembros.
c) Por mutuo acuerdo.
d) Por voluntad unilateral de uno de los miembros de la pareja, notificada 

fehacientemente al otro.
e) Por cese efectivo de la convivencia por un período superior a un año.
f) En los supuestos acordados por sus miembros en escritura pública.
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2. Los miembros de la pareja están obligados, aunque sea separadamente, a dejar sin 
efecto, en su caso, el documento público que hubieren otorgado o a cancelar la inscripción 
en el Registro de Uniones de Hecho que hubieran promovido.

3. La disolución de la pareja estable podrá acreditarse a través de cualquier medio de 
prueba admitido en Derecho.

4. A los efectos de la presente Ley no se reconocerá la existencia de otra pareja estable 
mientras no se hubiera producido la disolución de la anterior mediante alguno de los 
supuestos descritos en el primer apartado.

5. La disolución de la pareja estable implica la revocación de los poderes que cualquiera 
de los miembros haya otorgado a favor del otro.

CAPÍTULO II

Contenido de la relación de pareja

Artículo 5.  Regulación de la convivencia.

1. Los miembros de la pareja estable podrán regular válidamente las relaciones 
personales y patrimoniales derivadas de la convivencia, mediante documento público o 
privado, con indicación de sus respectivos derechos y deberes, en el que también podrán 
incluir las compensaciones económicas que convengan para el caso de disolución de la 
pareja, y siempre con observancia de la legalidad aplicable.

2. No podrá pactarse la constitución de una pareja estable con carácter temporal ni 
someterse a condición.

3. En todo caso, los pactos a que se refiere este artículo, nunca podrán perjudicar a 
terceros.

Artículo 6.  Guarda y régimen de visitas de los menores.

En caso de disolución de la pareja estable, en vida de ambos miembros, la guarda y 
custodia de los menores y el régimen de visitas, comunicación y estancia se determinarán en 
aplicación de la legislación civil vigente en materia de relaciones paterno-filiales.

CAPÍTULO III

Medidas de acción afirmativa

Artículo 7.  Empleados públicos de la Administración del Principado de Asturias.

En todo lo relativo a permisos, licencias, provisión de puestos de trabajo, ayudas de 
acción social y demás condiciones de trabajo en el ámbito de la Administración del 
Principado de Asturias y en lo referente a los empleados públicos de la misma se entenderá 
equiparada la pareja estable al matrimonio y el conviviente al cónyuge.

Artículo 8.  Acogimiento familiar de menores.

Los miembros de una pareja estable podrán acoger a menores de forma conjunta 
siempre que la modalidad del acogimiento familiar sea simple o permanente, de acuerdo con 
la legislación aplicable.

Artículo 9.  Prestaciones y servicios.

En todo lo referente a prestaciones y servicios dependientes de la Administración del 
Principado de Asturias dirigidos a la protección familiar y de apoyo a la unidad convivencial o 
que presupongan demandas de la unión familiar, las parejas estables se entenderán 
equiparadas al matrimonio.

Artículo 10.  Viviendas propiedad de la Administración del Principado de Asturias.

En la adjudicación de viviendas propiedad de la Administración del Principado de 
Asturias se entenderá equiparada la pareja estable al matrimonio.
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Disposición transitoria única.  
Las disposiciones de la presente Ley se aplicarán a las parejas de hecho constituidas 

con anterioridad a su entrada en vigor siempre que cumplan los requisitos establecidos en su 
artículo 3.

Disposición final primera.  
El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias queda facultado para desarrollar 

reglamentariamente la presente Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».
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§ 89

Ley 4/2004, de 30 de noviembre, del Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 287, de 13 de diciembre de 2004

«BOE» núm. 15, de 18 de enero de 2005
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2005-896

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales.

PREÁMBULO

I

El artículo 40 de la Constitución Española, en su punto 2, establece que los poderes 
públicos deben velar por la seguridad e higiene en el trabajo, mandato que abarca a todas 
las Administraciones Públicas, cada una en el ámbito de sus competencias, que residen no 
solo en el campo específico de la administración laboral, sino que, en virtud de la 
complejidad de los aspectos ligados a la salud y seguridad en el trabajo, comprenden otros 
espacios administrativos, entre ellos, el ámbito específico de la salud.

Al amparo del artículo 149.1.7.ª de la Constitución y 12.10 del Estatuto de Autonomía del 
Principado de Asturias, el Real Decreto 2089/1999, de 30 de diciembre, ha traspasado las 
funciones y servicios de la Administración del Estado en materia de seguridad e higiene en el 
trabajo al Principado de Asturias, estando constituido su marco normativo esencial por la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales, recientemente modificada 
por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.

II

La mejora de la salud de los trabajadores y de las trabajadoras y la protección de la 
misma frente a los efectos nocivos que el medio ambiente laboral puede originar constituye 
un elemento esencial y básico de toda política que busque mejorar el nivel de salud de 
nuestra Comunidad Autónoma, en un marco de desarrollo y mejora de las condiciones 
socioeconómicas de la misma.
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El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, consciente de esta necesidad, ha 
fijado la salud laboral como un objetivo prioritario.

Por diversas y complejas que sean las actuaciones en este campo, no es posible 
desarrollarlas sin el concurso imprescindible de los agentes sociales y muy especialmente de 
los propios trabajadores, de forma que estos deben pasar de ser meros destinatarios de las 
actuaciones en seguridad laboral a convertirse en verdaderos partícipes en la elaboración y 
adopción de medidas preventivas en el ámbito de la empresa.

Sin embargo, las fuentes de conocimiento formal sobre las distintas materias que 
componen la seguridad y la salud en el trabajo son múltiples y de diversa índole, abarcando 
desde asociaciones que aglutinan el conocimiento científico hasta organismos con 
implicación directa en la materia de la seguridad y salud laborales como pueden ser las 
mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

III

Por todo lo señalado, el Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales se 
configura como el organismo que integra las políticas del Consejo de Gobierno del 
Principado de Asturias en materia de seguridad y salud laboral, cuyo marco normativo básico 
está constituido por la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales.

En este marco legislativo y asumiendo el contenido del artículo 11 de la citada Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales, el Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales garantiza la coordinación de las actuaciones en materia 
laboral, sanitaria e industrial para conseguir una más eficaz protección de la seguridad y la 
salud de los trabajadores.

Para la consecución de los objetivos señalados, el Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales se dota de un instrumento de actuación estratégico que permita realizar 
un análisis global y particularizado de los sectores laborales, determinar las prioridades de 
actuación en materia de seguridad y salud laboral, desarrollar, evaluar y actualizar o 
eventualmente modificar dichas actuaciones en un marco definido, aprobado y participado 
por los agentes sociales. Dicho instrumento será el Plan de salud, seguridad y medio 
ambiente laboral del Principado de Asturias.

Por otra parte, el Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales debe incorporar 
como elemento esencial de su política la participación de los agentes sociales de forma que, 
como se señala anteriormente, se conviertan en protagonistas en la elaboración de las 
políticas en materia de seguridad y salud en el trabajo.

En la presente Ley se regulan por un lado sus actuaciones directas en salud laboral y 
prevención de riesgos laborales y por otro se le configura como el órgano de participación 
activa y real de los distintos agentes, a través de la participación en la Junta Rectora del 
Instituto y de la constitución del Consejo de Seguridad y Salud en el Trabajo, como órgano 
de participación en materia de salud laboral y prevención de riesgos en el Principado de 
Asturias.

CAPÍTULO I

Principios generales

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto regular la organización y el funcionamiento del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riegos Laborales.

Artículo 2.  Naturaleza.

El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales es un organismo autónomo 
del Principado de Asturias, con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar 
adscrito a la Consejería competente en materia prevención de riesgos laborales.
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Artículo 3.  Competencias administrativas.

1. Sin perjuicio de las competencias atribuidas al Consejo de Gobierno del Principado de 
Asturias por ésta u otras normas, corresponde a quien sea titular de la Consejería de 
adscripción del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales realizar la dirección 
estratégica, la evaluación y el control de objetivos sobre sus actuaciones.

2. Reglamentariamente se determinará el régimen de atribución de competencias en 
orden al ejercicio por el Principado de Asturias de sus funciones de ejecución de la 
legislación laboral en materia de prevención de riesgos laborales.

Artículo 4.  Fines y objetivos.

1. El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales tiene como finalidad 
gestionar las políticas en materia de seguridad, higiene, medio ambiente y salud laboral del 
Principado de Asturias, tendentes a la eliminación o reducción en su origen de las causas de 
los riesgos inherentes a las condiciones de trabajo, promocionando todas aquellas mejoras 
de las mismas orientadas a elevar el nivel de seguridad y salud de los trabajadores, y a 
establecer una relación saludable entre éstos y su medio ambiente laboral, todo ello sin 
perjuicio de lo dispuesto en la legislación sanitaria de aplicación.

2. Para el cumplimiento de tal finalidad, el Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales desarrollará los siguientes objetivos generales:

a) Realizar la actividad preventiva gestionando los servicios correspondientes.
b) Desarrollar la información, investigación y formación en materia preventiva laboral.
c) Proporcionar asesoramiento, colaboración y apoyo técnico a las empresas, 

trabajadores, agentes sociales y organismos administrativos.
d) Realizar el seguimiento y evaluación de las actuaciones técnico-preventivas 

necesarias en materia de seguridad y salud laboral, promoviendo la adopción de las medidas 
preventivas precisas para su correcto funcionamiento.

e) Desempeñar las funciones de colaboración pericial, asesoramiento técnico y 
comprobatorias de las condiciones de seguridad y salud en las empresas y centros de 
trabajo que sean necesarias a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el marco 
normativo y reglamentario que en cada momento se determine.

Artículo 5.  Ámbito de actuación.

El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales tiene como ámbito de 
actuación el que se establece en el artículo 3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
prevención de riesgos laborales, junto con todo su desarrollo reglamentario, con especial 
atención a las pequeñas y medianas empresas, siendo el territorio del Principado de Asturias 
el marco geográfico en el que se desarrolla sus actividad.

CAPÍTULO II

Plan de salud, seguridad y medio ambiente laboral del Principado de Asturias

Artículo 6.  Naturaleza del plan.

Constituye el Plan de salud, seguridad y medio ambiente laboral del Principado de 
Asturias, de conformidad con el Plan de salud del Principado de Asturias, la definición de las 
estrategias para llevar a cabo los fines y funciones señalados en los artículos 4 y 8 de la 
presente Ley, así como la formulación de los programas y líneas directivas a desarrollar y la 
organización de los recursos y actividades del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales para alcanzar los objetivos definidos.

Artículo 7.  Contenido.

El Plan de salud, seguridad y medio ambiente laboral del Principado de Asturias deberá 
contener:
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a) El análisis de la situación actual de la salud, la seguridad y el medio ambiente 
laborales, entendido este último como el conjunto de factores que intervienen en el 
microclima laboral.

b) La delimitación de objetivos estratégicos a alcanzar.
c) El establecimiento de prioridades de actuación en atención a los problemas 

detectados y las necesidades delimitadas, que esté en consonancia y considere los recursos 
actuales y los potencialmente disponibles.

d) La determinación de los programas a desarrollar en las distintas áreas de intervención 
definidos en términos de necesidades a satisfacer, población, colectivo o sector de 
producción específico de intervención, naturaleza de las actuaciones y servicios a desarrollar 
y objetivos a conseguir.

e) La cuantificación económica de los distintos programas.
f) La programación financiera global.
g) Los mecanismos de evaluación de los programas en términos de estructura, proceso y 

resultados.

CAPÍTULO III

Funciones

Artículo 8.  Funciones del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales.

Para el correcto desarrollo de sus fines, el Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales tiene encomendadas las siguientes funciones, en el ejercicio de las cuales velará 
por la adecuada coordinación con las actuaciones de los órganos que tengan atribuidas las 
competencias en materia sanitaria y de industria para una más eficaz protección de la 
seguridad y salud de los trabajadores:

a) La realización de programas de prevención de riesgos y promoción de la seguridad y 
salud laboral y mejora del medio ambiente laboral, con especial dedicación a la pequeña y 
mediana empresa.

b) La elaboración de programas específicos de intervención general o sectorial en 
función de las patologías laborales y de los estudios, la información, el análisis estadístico y 
epidemiológico y la investigación que se realice.

c) El análisis e investigación de las causas de los accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, así como cuantos daños puedan derivarse de la actividad laboral.

d) El desarrollo y mantenimiento, en coordinación con los órganos competentes en 
materia de salud, a partir de la información facilitada por los servicios de prevención, de un 
sistema de información en salud y seguridad laboral que permita la identificación de posibles 
riesgos relacionados con la actividad laboral proponiendo la adopción de medidas 
correctoras que procedan para su reducción y, de ser posible, su eliminación.

e) El análisis, evaluación y seguimiento específicos de la existencia de posibles riesgos 
para la salud derivados de situación de embarazo de la trabajadora.

f) La creación de registros de enfermedades profesionales, de enfermedades 
relacionadas con el trabajo y de empresas y de trabajadores expuestos a riesgos 
específicos, como parte integrante del sistema de información.

g) La gestión de un registro de servicios de prevención ajenos, de las actividades que 
realizan y de las empresas y centros de trabajo a que dan cobertura.

h) La elaboración de mapas de riesgos laborales, detallando las necesidades y 
limitaciones que pudieran existir tanto en ámbitos territoriales como sectoriales.

i) La realización de estudios epidemiológicos para la identificación y prevención de las 
patologías que puedan afectar a la salud de los trabajadores, así como la investigación 
epidemiológica cuando así se determine por el número y naturaleza de casos de enfermedad 
detectados en el medio laboral, todo ello en coordinación con los órganos competentes en 
materia de salud.

j) La programación, coordinación y apoyo de acciones formativas sobre seguridad y 
salud en el trabajo, con especial atención a los colectivos de trabajadores en situación de 
mayor riesgo.
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k) La supervisión de la formación en materia de salud laboral que deba recibir el personal 
de los servicios de prevención.

l) La realización de actividades divulgativas e informativas en general sobre la 
prevención de riesgos laborales, la vigilancia de la salud y la mejora del medio ambiente 
laboral.

m) El fomento, apoyo y promoción de actividades desarrolladas por empresarios, 
trabajadores y sus respectivas organizaciones representativas, en orden a la mejora de las 
condiciones de seguridad y salud en el trabajo, la reducción de riesgos laborales y la 
investigación y puesta en funcionamiento de nuevas formas de protección, promoviendo la 
implantación de estructuras eficaces de prevención. A tal efecto, el Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales podrá suscribir convenios de colaboración con entidades 
públicas y privadas, así como con los distintos agentes sociales y podrá conceder becas y 
ayudas para la realización o participación en actividades formativas y divulgativas sobre 
prevención de riesgos laborales.

n) La colaboración en la coordinación entre los distintos organismos competentes de las 
diferentes administraciones públicas en el Principado de Asturias, en orden a la consecución 
de los objetivos planificados.

ñ) La elaboración y difusión de recomendaciones y protocolos de actuación para cada 
una de las disciplinas de los servicios de prevención, así como la evaluación de su eficacia y 
utilización por parte de dichos servicios.

o) La realización de estudios, informes y asesoramientos técnicos a las empresas, 
comités de seguridad y salud y Administraciones Públicas que así lo soliciten.

p) La colaboración especial con el sistema sanitario a través de la promoción y 
establecimiento de programas de colaboración entre los servicios de prevención y el sistema 
sanitario, para el intercambio de información en ambos sentidos, la colaboración en el 
diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de enfermedades relacionadas con el trabajo y la 
colaboración de los servicios de prevención en los trabajos sanitarios y epidemiológicos 
desarrollados por el sistema sanitario.

q) La tramitación de las autorizaciones de los servicios de prevención ajenos, entidades 
formativas y auditoras en materia de prevención de riesgos laborales, mediante la 
comprobación de que reúnan los requisitos reglamentarios, tutelando y controlando sus 
actuaciones.

r) La programación de controles generales y sectoriales que permitan el seguimiento de 
las actuaciones preventivas que se realicen en las empresas para la consecución de los 
objetivos previstos en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos 
laborales.

s) La realización de todas aquellas funciones, actividades y tareas que impliquen el 
asesoramiento, el auxilio y la colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
dentro del marco establecido por la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de 
riesgos laborales.

t) Con carácter general, todas cuantas actividades resulten necesarias para el 
cumplimiento de los objetivos de promoción y prevención en materia de seguridad y salud en 
el trabajo.

CAPÍTULO IV

Organización

Artículo 9.  Órganos del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales.

El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales se estructura en los siguientes 
órganos:

a) De dirección y gestión:

La Junta Rectora.
La Presidencia.
La Dirección.

b) De participación:

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 89  Ley del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales

– 1335 –



El Consejo de Seguridad y Salud en el Trabajo del Principado de Asturias.

Sección 1.ª La Junta Rectora

Artículo 10.  Naturaleza y funciones.

La Junta Rectora es el órgano supremo de dirección del Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales y como tal le corresponden las siguientes funciones:

a) La aprobación del anteproyecto de estados de ingresos y gastos del organismo 
autónomo que se elevará a través de la Consejería de adscripción para su tramitación 
conforme al régimen establecido en el artículo 24.1 de esta Ley.

b) La propuesta de reglamento de funcionamiento y régimen interior del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales, que será elevado por quien sea titular de la 
Consejería de adscripción al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para su 
aprobación.

c) La propuesta de reglamento de composición y funcionamiento del Consejo de 
Seguridad y Salud en el Trabajo del Principado de Asturias, que será elevado por quien sea 
titular de la Consejería de adscripción al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias 
para su aprobación.

d) El proponer al órgano competente la aprobación de la plantilla del Instituto Asturiano 
de Prevención de Riesgos Laborales para su incorporación a las leyes de presupuestos del 
Principado, la relación de puestos de trabajo del personal funcionario y el catálogo de 
puestos de trabajo del personal laboral, a incluir en los convenios colectivos que le sean de 
aplicación, así como la oferta de empleo público.

e) La propuesta de Plan de salud, seguridad y medio ambiente laboral del Principado de 
Asturias, que será elevada por quien sea titular de la Consejería de adscripción al Consejo 
de Gobierno del Principado de Asturias para su aprobación por el Consejo de Gobierno y 
posterior remisión a la Junta General del Principado de Asturias.

f) La aprobación de la planificación anual de actividades del Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales.

g) En el contexto de la planificación anual de actividades, aprobar específicamente la 
propuesta de programación de actuaciones conjuntas con la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social en los campos de la colaboración pericial, el asesoramiento técnico y las 
actividades comprobatorias de las condiciones de seguridad y salud de la empresas y 
centros de trabajo, para su remisión a la Comisión Territorial a que se refiere el artículo 17.2 
de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, para su integración en el Plan de acción en seguridad y salud laboral de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social de Asturias.

h) La aprobación de la memoria anual de las actividades realizadas por el organismo 
autónomo, que se elevará a la Consejería de adscripción, y se remitirá dentro del primer 
semestre de cada año a la Junta General del Principado de Asturias, para su debate.

i) Aprobar la asignación y destino de los fondos que se atribuyen en función de la 
disposición adicional quinta de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos 
laborales, con el límite máximo de la cuantía que resulte efectivamente asignada al 
Principado de Asturias por este concepto.

j) Acordar la formalización de convenios de colaboración con organismos y entidades 
públicas o privadas, que serán elevados por quien sea titular de la Consejería de adscripción 
al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para su autorización.

k) Informar con carácter preceptivo los anteproyectos de disposiciones reglamentarias 
que pudieran afectar a la seguridad y la salud laboral.

l) Evaluar el grado de implantación y los programas de aplicación de la Ley 31/1995, de 8 
de noviembre, de prevención de riesgos laborales en la Comunidad Autónoma.

m) Todas aquellas otras funciones que se entiendan necesarias para el cumplimiento de 
los fines propios del Instituto y no estén atribuidas expresamente a otros órganos.

Artículo 11.  Composición.

1. La Junta Rectora estará integrada por los siguientes miembros:
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a) Cuatro en representación de la Administración del Principado de Asturias, 
correspondiendo tal condición a:

-Quien sea titular de la Presidencia del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales, que asumirá igualmente la Presidencia de la Junta Rectora.

-Quien sea titular de la Dirección del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales.

-Dos vocales designados por el Consejo de Gobierno, a propuesta de quien sea titular de 
las Consejerías competentes en materia de industria y de salud, de entre altos cargos de 
nivel orgánico de Dirección General o asimilado.

b) Cuatro vocales en representación de las centrales sindicales más representativas en 
el ámbito territorial del Principado de Asturias.

c) Cuatro vocales en representación de las organizaciones empresariales más 
representativas en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

2. Los vocales integrantes de la Junta Rectora a que se refieren los apartados b) y c) del 
apartado precedente serán nombrados y cesados mediante acuerdo de Consejo de 
Gobierno, a propuesta de las entidades proponentes, pudiendo cada una de las partes 
proponer titulares y suplentes. El mandato de los vocales titulares tendrá una duración de 
cuatro años, renovable por períodos de igual duración, que comenzará a computarse desde 
el día de la publicación de su nombramiento en el Boletín Oficial del Principado de Asturias. 
Finalizado el mandato de estos vocales, continuarán en el ejercicio de sus funciones hasta la 
toma de posesión de los nuevos miembros que hayan de sustituirlos.

3. A las reuniones de la Junta Rectora podrá asistir, con voz pero sin voto, un 
representante de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

4. La Secretaría de la Junta Rectora será desempeñada por personal funcionario de la 
Administración del Principado de Asturias adscrito al Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales, designado por quien sea titular de la Presidencia del Instituto. Quien sea 
titular de la Secretaría asistirá a las reuniones de la Junta Rectora, con voz pero sin voto, 
ejerciendo las funciones inherentes a tal condición en los términos establecidos en la 
legislación de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento 
administrativo común y en el reglamento de funcionamiento y régimen interior del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales.

Artículo 12.  Funcionamiento.

1. La Junta Rectora se reunirá en sesión ordinaria al menos tres veces al año y de forma 
extraordinaria a convocatoria de la Presidencia, por propia iniciativa o a petición de la mitad 
de sus miembros, en los términos que se determine en el reglamento de funcionamiento y 
régimen interior del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales.

2. En el seno de la Junta Rectora se podrá constituir una Comisión Ejecutiva con 
carácter permanente. Su composición, de carácter tripartito y paritario, funcionamiento y 
competencias delegadas por la Junta Rectora de las que le son propias, se determinará en 
el reglamento de funcionamiento y régimen interior del Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales.

3. La Junta Rectora podrá constituir, en los ámbitos de su competencia, comisiones de 
trabajo, de forma temporal o permanente, con carácter temático, sectorial o territorial, 
siempre que se considere necesario para el mejor cumplimiento de sus fines. El 
funcionamiento de dichas comisiones de trabajo se determinará en el reglamento de 
funcionamiento y régimen interior del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales.

4. A las sesiones de la Junta Rectora podrán asistir aquellas personas cuya intervención 
considere conveniente la Presidencia, por propia iniciativa o a petición de la mitad de sus 
miembros, con respecto a alguna materia concreta, por su especial conocimiento, 
vinculación u otras circunstancias respecto a dicha materia, en cuyo caso serán 
especialmente convocadas al efecto, actuando en la Junta Rectora y en los apartados 
previamente especificados del orden del día con voz pero sin voto.

5. En lo no previsto en la presente Ley y en el reglamento de funcionamiento y régimen 
interior del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales, el régimen de sesiones y 
adopción de acuerdos se regirá por lo dispuesto para los órganos colegiados en la 
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legislación de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento 
administrativo común.

Sección 2.ª La Presidencia

Artículo 13.  Titularidad de la Presidencia.

La Presidencia del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales recaerá en 
quien sea titular de la Consejería de adscripción.

Artículo 14.  Funciones.

1. Corresponde a quien sea titular de la Presidencia del Instituto Asturiano de Prevención 
de Riesgos Laborales:

a) Ostentar la representación del Instituto.
b) Convocar y formular el orden del día de las sesiones de la Junta Rectora, presidirlas, 

moderar el desarrollo de los debates y dirimir, eventualmente, los empates que pudieran 
producirse con el voto de calidad.

c) Ordenar la publicación de los acuerdos del Instituto, disponer su cumplimiento y visar 
las actas.

d) Velar por el cumplimiento de los acuerdos de los órganos del Instituto.
e) Adoptar en caso de urgencia las resoluciones que fueran necesarias para garantizar el 

funcionamiento ordinario del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales, dando 
cuenta de aquéllas a la Junta Rectora en la primera sesión que se celebre.

f) Resolver las reclamaciones previas al ejercicio de acciones civiles y laborales.
g) Las demás funciones que resulten de lo establecido en la presente Ley, las que le 

sean delegadas por la Junta Rectora y cualesquiera otras inherentes a la Presidencia del 
Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales que le sean atribuidas por el 
reglamento de funcionamiento y régimen interior.

2. Las funciones que corresponden a quien sea titular de la Presidencia en virtud de lo 
dispuesto en este artículo, con excepción de las que le sean delegadas por la Junta Rectora, 
podrán ser delegadas en quien sea titular de la Dirección del Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales.

Sección 3.ª La Dirección

Artículo 15.  Nombramiento y cese.

1. El nombramiento y cese de quien haya de desempeñar la Dirección del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales, con rango asimilado a todos los efectos al 
de Dirección General de la Administración del Principado de Asturias, se efectuará 
libremente por decreto del Consejo de Gobierno a propuesta de quien sea titular de la 
Consejería de adscripción, en los términos previstos en la Ley del Principado 8/1991, de 30 
de julio.

2. Quien sea titular de la Dirección del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales podrá ser sustituido, con carácter transitorio, en caso de vacante, ausencia o 
enfermedad grave, por la persona que designe quien sea titular de la Presidencia entre los 
vocales de la Junta Rectora designados en representación del Principado de Asturias.

Artículo 16.  Funciones.

Son funciones de la Dirección:

a) Formular propuestas a la Junta Rectora en orden al contenido del Plan de salud, 
seguridad y medio ambiente laboral del Principado de Asturias, así como la planificación 
anual de actividades.

b) Elaborar del anteproyecto de estados de ingresos y gastos presupuesto del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales.
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c) Elaborar la memoria anual de las actividades desarrolladas y facilitar a la Junta 
Rectora la información que requiera sobre el desarrollo de las mismas.

d) Dirigir los servicios técnicos y el personal, funcionario y laboral, del Instituto Asturiano 
de Prevención de Riesgos Laborales.

e) Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos de la Junta Rectora.
f) Formular propuestas de acuerdos a la Junta Rectora en asuntos cuya aprobación le 

competa.
g) Aquellas que puedan serle delegadas por la Junta Rectora o por la Presidencia de las 

que les son propias.

Artículo 17.  Incompatibilidades.

Quien sea titular de la Dirección del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales estará sometido al régimen de incompatibilidades y de declaración de intereses, 
actividades y bienes establecido para los altos cargos de la Administración del Principado de 
Asturias.

Sección 4.ª El Consejo de Seguridad y Salud en el Trabajo del Principado de 
Asturias

Artículo 18.  Naturaleza.

El Consejo de Seguridad y Salud en el Trabajo del Principado de Asturias se configura 
como órgano de participación en materia de prevención de riesgos laborales, bajo la 
Presidencia de quien sea titular de la Presidencia del Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales.

Artículo 19.  Funciones.

Serán funciones del Consejo de Seguridad y Salud en el Trabajo del Principado de 
Asturias:

a) Conocer de las actuaciones del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales.

b) Informar y realizar propuestas en relación con las referidas actuaciones.
c) Formular propuestas sobre programas generales de actuación en materia de 

prevención de riesgos laborales.

Artículo 20.  Composición y funcionamiento.

La composición y funcionamiento del Consejo de Seguridad y Salud en el Trabajo del 
Principado de Asturias será establecida reglamentariamente, a propuesta de la Junta 
Rectora del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales, llamándose a participar 
a la más amplia representación de organizaciones, sociedades, organismos oficiales, 
agrupaciones científicas y sociales o de otros tipos, incluidas personalidades de relevancia, 
en atención a su conocimiento, materia de trabajo o vinculación con el campo de la 
prevención de riesgos laborales y el fomento de la salud en el lugar de trabajo en el ámbito 
del Principado de Asturias.

CAPÍTULO V

Régimen jurídico

Artículo 21.  Legislación aplicable.

El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales se rige por la presente Ley y 
las disposiciones que la desarrollen y, en lo no previsto en ellas, por el resto de la normativa 
autonómica y demás legislación aplicable en la materia.
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Artículo 22.  Financiación.

Los recursos económicos del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales 
podrán provenir de las siguientes fuentes:

a) Las consignaciones específicas previstas en los presupuestos generales del 
Principado de Asturias.

b) Las transferencias, corrientes o de capital, que procedan de otras Administraciones u 
organismos públicos.

c) Los bienes y valores, productos y rentas que provengan del patrimonio que le sea 
adscrito por el Principado de Asturias.

d) Los ingresos ordinarios y extraordinarios que esté autorizado a percibir.
e) Las subvenciones, aportaciones y donaciones que reciba de cualquier organismo 

público o de particulares.
f) Las operaciones de endeudamiento que le sean legalmente autorizadas.
g) Cualquier otro recurso que le pudiera ser atribuido.

Artículo 23.  Régimen patrimonial y de contratación.

1. El patrimonio del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales estará 
integrado por los bienes y derechos de contenido económico que le sean adscritos por el 
Principado de Asturias, los cuales deberán ser destinados exclusivamente al cumplimiento 
de los fines para los que fueron adscritos, bien de forma directa, bien mediante la percepción 
de sus rentas y frutos.

2. Los bienes y patrimonio que el Principado de Asturias adscriba al Instituto Asturiano 
de Prevención de Riesgos Laborales para el cumplimiento de sus fines conservarán su 
calificación jurídica originaria.

3. Los bienes y patrimonio que el Instituto pudiera adquirir o recibir por legados, 
donaciones u otras causas, quedarán integrados, a todos los efectos, en el patrimonio del 
Principado de Asturias.

4. La contratación del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales se ajustará 
a las prescripciones de la normativa básica en materia de contratación de las 
Administraciones Públicas y a la normativa autonómica en la materia. Actuará como órgano 
de contratación quien sea titular de la Presidencia del Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales, precisando la aprobación de la Junta Rectora o del Consejo de Gobierno 
del Principado de Asturias cuando, por razón de lo establecido en el artículo 24.4 de la 
presente Ley, corresponda a éstos autorizar el gasto.

Artículo 24.  Régimen presupuestario y contable.

1. El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales elaborará anualmente un 
anteproyecto de presupuestos, equilibrado en sus estados de ingresos y gastos. Tras su 
aprobación por la Junta Rectora, el anteproyecto será remitido, a través de la Consejería de 
adscripción, para su tramitación de conformidad con la legislación de régimen económico y 
presupuestario del Principado de Asturias.

2. La gestión del presupuesto del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales 
y de sus operaciones de endeudamiento, en su caso, se regirá, salvo en lo regulado por esta 
Ley, por lo dispuesto en los capítulos II y III del Texto Refundido del régimen económico y 
presupuestario del Principado de Asturias.

3. Los créditos consignados en los estados de gastos del presupuesto del Instituto 
Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales tendrán carácter limitativo y vinculante en los 
términos establecidos en la legislación económica y presupuestaria del Principado de 
Asturias.

4. La autorización de gastos de personal del Instituto Asturiano de Prevención de 
Riesgos Laborales corresponderá al titular de la Presidencia. La autorización de gastos del 
resto de los capítulos presupuestarios hasta trescientos mil (300.000) euros corresponde a 
quien sea titular de la Presidencia, siendo la Junta Rectora del Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales el órgano competente para autorizar los gastos que 
excedan de trescientos mil (300.000) euros y no superen la cuantía establecida como 
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competencia del Consejo de Gobierno en la legislación económica y presupuestaria del 
Principado de Asturias. La autorización de gastos que hayan de extenderse a más de un 
ejercicio presupuestario se regirá por el régimen general establecido en la legislación 
económica y presupuestaria del Principado de Asturias.

5. El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales queda sometido a la 
función interventora y al régimen contable y de control financiero y de eficiencia que se lleve 
a cabo por la Consejería competente en materia económica y presupuestaria, en los 
términos establecidos en la legislación económica y presupuestaria del Principado de 
Asturias, sin perjuicio del control correspondiente a la Sindicatura de Cuentas del Principado 
de Asturias o, en su caso, al Tribunal de Cuentas del Reino.

Artículo 25.  Régimen de personal.

1. El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales contará para el desarrollo 
de sus funciones con personal laboral propio y personal funcionario de la Administración del 
Principado de Asturias que le sea adscrito, sometido a la legislación de la función pública del 
Principado de Asturias.

2. La selección del personal propio se efectuará con arreglo a los principios de mérito, 
capacidad e igualdad, mediante convocatoria aprobada por la Junta Rectora, publicada en el 
Boletín Oficial del Principado de Asturias.

3. En lo no regulado en la presente Ley, el régimen del personal del Instituto Asturiano 
de Prevención de Riesgos Laborales se ajustará a las previsiones de la normativa del 
Principado de Asturias en la materia.

Disposición transitoria primera.  
En el plazo máximo de los dos meses siguientes a la entrada en vigor de la presente 

Ley, se designará la representación de los grupos que constituyen la Junta Rectora del 
Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales, quienes serán nombrados mediante 
acuerdo del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias dentro del mes siguiente a la 
finalización del plazo precedente. Dicho acuerdo establecerá también la fecha de la sesión 
constitutiva de la Junta Rectora del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales.

Disposición transitoria segunda.  
A partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Organismo Autónomo Instituto Asturiano de 

Prevención de Riesgos Laborales queda subrogado en todas las relaciones jurídicas del 
órgano desconcentrado Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales regulado en 
el Decreto del Principado de Asturias 32/2000, de 13 de abril.

Disposición transitoria tercera.  
El personal funcionario de la Administración del Principado de Asturias que a la entrada 

en vigor de la presente Ley se encuentre prestando sus servicios en el órgano 
desconcentrado Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales regulado en el 
Decreto del Principado de Asturias 32/2000, de 13 de abril, quedará adscrito al organismo 
autónomo Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales y continuará la prestación 
de servicios en él en las mismas condiciones que lo venía haciendo conservando la situación 
de servicio activo en su cuerpo, escala o especialidad de origen a todos los efectos, 
respetándose el grupo del cuerpo o escala de pertenencia, así como los derechos 
económicos inherentes al grado personal que tuviese reconocido.

Disposición transitoria cuarta.  
El personal laboral que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentre prestando 

sus servicios en el órgano desconcentrado Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales regulado en el Decreto del Principado de Asturias 32/2000, de 13 de abril, 
quedará adscrito al organismo autónomo Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales y continuará la prestación de servicios en él en las mismas condiciones que lo 
venían haciendo. El Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales se subrogará en 
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las obligaciones derivadas de los contratos suscritos con respeto a todos los derechos 
adquiridos, incluida la antigüedad. Dicho personal continuará adscrito al Convenio colectivo 
para el personal laboral del Principado de Asturias a todos los efectos. Al personal laboral de 
nuevo ingreso le será de aplicación el Convenio colectivo para el personal laboral del 
Principado de Asturias.

Disposición transitoria quinta.  
Se autoriza al titular de la Consejería competente en materia de función pública para 

que, hasta tanto se apruebe la relación de puestos de trabajo del organismo autónoma 
Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales, proceda a la adscripción provisional 
al mismo de las unidades administrativas dependientes de la Dirección General de 
Organización de las Prestaciones Sanitarias de la Consejería de Salud y Servicios 
Sanitarios, que en la actualidad desarrolla su actividad en materia de salud laboral y 
organización de la vigilancia de la salud y la medicina del trabajo.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo dispuesto en la presente Ley 

y específicamente el Decreto 32/2000, de 13 de abril, por el que se regula la organización y 
funcionamiento del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales; el artículo 9 del 
Decreto 87/2003, de 29 de julio, de estructura orgánica básica de la Consejería de Justicia, 
Seguridad Pública y Relaciones Exteriores, así como el artículo 18 del Decreto 90/2003, de 
31 de julio, de estructura orgánica básica de la Consejería de Salud y Servicios Sanitarios.

Disposición final primera.  
La Junta Rectora formulará en el plazo de seis meses a contar desde su constitución la 

propuesta de reglamento de funcionamiento y régimen interior del Instituto Asturiano de 
Prevención de Riesgos Laborales, que será elevado por quien sea titular de la Consejería de 
adscripción al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para su aprobación.

Disposición final segunda.  
La Junta Rectora formulará en el plazo de seis meses a contar desde su constitución la 

propuesta de reglamento de composición y funcionamiento del Consejo de Seguridad y 
Salud en el Trabajo del Principado de Asturias, que será elevado por quien sea titular de la 
Consejería de adscripción al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para su 
aprobación.

Disposición final tercera.  
La Junta Rectora propondrá en el plazo de seis meses a contar desde su constitución la 

plantilla del Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos Laborales la relación de puestos de 
trabajo del personal funcionario y el catálogo de puestos de trabajo del personal laboral, así 
como su oferta de empleo público, para su integración en la oferta de empleo público del 
Principado de Asturias.

Disposición final cuarta.  
Para la financiación de la actividad durante el ejercicio presupuestario en que se 

produzca la entrada en vigor la presente Ley se tramitarán las modificaciones 
presupuestarias que, en su caso, se requieran para dotar suficientemente los gastos de 
funcionamiento del organismo autónomo Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos 
Laborales. A las transferencias de créditos que pudieran instrumentarse no les serán de 
aplicación las limitaciones establecidas en el apartado 7 del artículo 31 ni en el apartado 4 
del artículo 34 del Texto Refundido del régimen económico y presupuestario, aprobado por 
Decreto Legislativo 2/1998, de 25 de junio.
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§ 90

Ley 3/2005, de 8 de julio, del Servicio Público de Empleo

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 165, de 18 de julio de 2005

«BOE» núm. 219, de 13 de septiembre de 2005
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2005-15160

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Servicio 
Público de Empleo.

PREÁMBULO

1. El empleo, el acceso al mismo y su mantenimiento en condiciones adecuadas y 
mejorables, en volumen y calidad, constituye una de las preocupaciones permanentes de los 
ciudadanos y de los poderes públicos.

2. El artículo 35 de la Constitución establece que todos los españoles tienen el deber de 
trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a 
través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de 
sus familias, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo. De 
forma paralela y concordante, dentro de los principios rectores de la política social y 
económica, el artículo 40 de la Constitución obliga a los poderes públicos a promover las 
condiciones favorables para el progreso social y económico, llevando a cabo, de manera 
especial, una política orientada al pleno empleo, así como a fomentar la formación y 
readaptación profesionales. Igualmente, el artículo 49 también de la Constitución 
encomienda a los poderes públicos la tarea de acometer una política de integración de los 
disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, amparándolos especialmente para el disfrute de 
los derechos fundamentales comunes a todos los ciudadanos.

3. Por otra parte, el empleo ha pasado a formar parte de las principales preocupaciones 
de la agenda internacional en el contexto de la mundialización de las relaciones económicas 
y productivas, que constituye un fenómeno imparable. Baste mencionar a ese respecto la 
conocida como Estrategia Europea por el Empleo, animada por el propósito de convertir a 
Europa en la economía más competitiva y dinámica del mundo, capaz de crecer 
económicamente de manera sostenible con más y mejores empleos y con mayor cohesión 
social.

4. La Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, prevé en las Comunidades 
Autónomas Servicios Públicos de Empleo propios que, integrados, junto con el Servicio 
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Público de Empleo Estatal, en el Sistema Nacional de Empleo, habrán de estar dotados de 
órganos de dirección y también de órganos consultivos con participación tripartita y paritaria 
en estos últimos de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas en 
los órganos consultivos.

5. Por su parte, el Acuerdo para el Desarrollo Económico, la Competitividad y el Empleo 
suscrito entre el Principado de Asturias y los agentes sociales estipula, en su punto 2.4.6, la 
constitución de un organismo autónomo con la incorporación de los agentes sociales a sus 
órganos de dirección.

6. La presente Ley tiene precisamente por objeto crear y regular en ese doble marco el 
Servicio Público de Empleo del Principado de Asturias. Varios títulos competenciales del 
Estatuto de Autonomía le dan cobertura. De una parte, el artículo 12.10, en materia laboral, 
atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia de ejecución a resultas de la cual el 
Principado ha ido asumiendo, a partir de 1999, sucesivos traspasos en materia de trabajo 
(ejecución de la legislación laboral), de cooperativas, calificación y registro de sociedades 
anónimas laborales y programas de apoyo al empleo, de gestión de la formación profesional 
ocupacional, así como de la gestión realizada por el Instituto Nacional de Empleo en el 
ámbito del trabajo, el empleo y la formación. De otra parte, el artículo 10.1.15, luego de 
confiarle a la Comunidad Autónoma la planificación y el fomento de su desarrollo económico, 
materia con la que el empleo está estrechamente relacionado, le capacita para crear un 
sector público propio.

7. En ese marco, el artículo 4 del Texto Refundido del Régimen Económico y 
Presupuestario aprobado por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 2/1998, de 25 
de junio, que contiene la tipología del sector público autonómico, prevé en su clasificación la 
figura de los organismos autónomos, que caracteriza como organismos públicos que se 
rigen por el derecho administrativo y a los que se les encomienda, en régimen de 
descentralización funcional y en ejecución de programas específicos la realización de 
actividades de fomento, prestacionales o de gestión de servicios públicos, y que, por ser ése 
su objeto, resulta la forma jurídica más adecuada para dar naturaleza al nuevo Servicio 
Público de Empleo del Principado de Asturias.

8. La utilización de la Ley para crear el Servicio viene impuesta a su vez por la 
disposición adicional primera de la Ley del Principado de Asturias 2/1995, de 13 de marzo, 
sobre régimen jurídico de la Administración, que, en efecto, expresamente establece que la 
creación de organismos autónomos en la Comunidad Autónoma deberá ser autorizada por 
ley de la Junta General.

9. El Servicio Público de Empleo del Principado de Asturias se configura como órgano 
gestor de la política de empleo de la Comunidad Autónoma, dotado de personalidad jurídica 
propia y plena capacidad de obrar, adscrito a la Consejería competente en materia de 
empleo, e inspirado como principios rectores en la igualdad de oportunidades, la 
participación de los agentes sociales y económicos, la transparencia de sus actuaciones en 
el mercado de trabajo, la integración, complementariedad y coordinación en la gestión de la 
política de empleo, la solidaridad territorial, la gratuidad de sus servicios, la universalidad de 
sus acciones y la personalización de su gestión, y la racionalización, eficacia y eficiencia de 
su organización y funcionamiento.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Naturaleza.

1. Se crea el Servicio Público de Empleo del Principado de Asturias (en lo sucesivo 
Sepepa), como organismo gestor de la política de empleo de la Comunidad Autónoma.

2. El Sepepa es un organismo autónomo con personalidad jurídica propia y plena 
capacidad de obrar en el ejercicio de sus funciones, adscrito a la Consejería competente en 
materia de empleo.
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Artículo 2.  Principios rectores.

El Sepepa se ajustará a los siguientes principios rectores:
a) Igualdad de oportunidades, garantizando la no discriminación por razón de sexo, raza, 

estado civil, lengua, religión, origen, opinión o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social.

b) Participación de los agentes sociales y económicos.
c) Transparencia de sus actuaciones en el mercado de trabajo.
d) Integración, complementariedad y coordinación en la gestión de la política de empleo.
e) Solidaridad territorial.
f) Gratuidad y calidad de sus servicios, universalidad de sus acciones y personalización 

de su gestión.
g) Racionalización, eficacia y eficiencia de su organización y funcionamiento.
h) Colaboración y coordinación con el resto de organismos y Administraciones públicas y 

en especial con el Servicio Público de Empleo Estatal y los Servicios Públicos de Empleo de 
las Comunidades Autónomas.

Artículo 3.  Derechos y deberes de los usuarios.

1. Además de lo que resulte de la Ley 30/1992, de 26 noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y de la Ley del 
Principado de Asturias 2/1995, de 13 de marzo, sobre Régimen Jurídico de la 
Administración, la organización y la gestión del sistema de empleo del Sepepa deberán 
garantizar a sus usuarios los siguientes derechos:

a) La información pertinente sobre los derechos y los deberes que les asisten.
b) El respeto a la intimidad personal.
c) La confidencialidad de la información relacionada con los servicios ocupacionales que 

se presten.

2. Los usuarios están obligados a colaborar con el Sepepa facilitándole la 
documentación, los datos y los informes que les sean requeridos y a comparecer si así lo 
exige el Sepepa.

Artículo 4.  Objetivos.

Son objetivos del Sepepa:
a) Contribuir a la consecución del pleno empleo.
b) Optimizar la adecuación entre la oferta y la demanda de empleo.
c) Coadyuvar a la reducción de las situaciones de desempleo.
d) Cooperar en el diagnóstico y la determinación de las necesidades de recursos 

humanos y competencias profesionales del mercado laboral, así como de las características 
profesionales de los demandantes de empleo y las condiciones particulares de sectores y 
territorios, con el fin de facilitar la formación y capacitación profesional más adecuada a la 
evolución de las profesiones y de los perfiles laborales de la población activa, sin perjuicio 
todo ello de lo previsto en la disposición transitoria de esta Ley.

Artículo 5.  Funciones.

Para el cumplimiento de sus objetivos, el Sepepa ejercerá las siguientes funciones:
1. Elaboración, aprobación, gestión, promoción y evaluación, retrospectiva y prospectiva, 

de los programas y acciones para el empleo y, en concreto, de los relativos a:
a) Políticas activas y fomento del empleo.
b) Prospección, evaluación de tendencias, análisis y difusión del mercado de trabajo.
c) Intermediación laboral, registro de demandantes de empleo y recepción de 

comunicación de contratos laborales.
d) Gestión de las ofertas de empleo de los servicios públicos de empleo de los países de 

la Unión Europea.
e) Orientación e información profesional y acciones de apoyo para la búsqueda de 

nuevas oportunidades de empleo.
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f) Autorización de las agencias de colocación sin fines lucrativos en el Principado de 
Asturias.

g) Promoción y desarrollo del empleo desde la coordinación de los planes territoriales 
por el empleo.

h) Red EURES.

2. Concesión de ayudas y subvenciones y gestión y control, en su caso, de las que 
otorgue la Administración del Estado.

3. Asesoramiento en materia de empleo a la Administración del Principado de Asturias y 
a sus organismos, así como a otras Administraciones o entes públicos, cuando sea 
requerido para ello.

4. Cuantas otras funciones le sean encomendadas por la Administración del Principado 
de Asturias.

Artículo 6.  Atribuciones del Consejo de Gobierno.

En relación con el Sepepa, corresponde al Consejo de Gobierno del Principado de 
Asturias:

a) Establecer las directrices generales en materia de empleo en las que hayan de 
enmarcarse los criterios, programas y acciones del Sepepa.

b) Nombrar y cesar a los vocales del Consejo Rector.
c) Nombrar y separar al Director Gerente, a propuesta del Consejo Rector.
d) Aprobar el proyecto de presupuesto del Sepepa.
e) Aprobar el reglamento de funcionamiento y régimen interior del Sepepa y su 

estructura administrativa, así como la relación de puestos de trabajo, el catálogo de puestos 
de trabajo y la oferta de empleo público del mismo.

Artículo 7.  Atribuciones de la Consejería de adscripción.

En relación con el Sepepa, corresponde a la Consejería de adscripción:
a) Proponer el nombramiento y cese de los vocales del Consejo Rector en 

representación de la Administración del Principado de Asturias.
b) Proponer la estructura administrativa, así como la relación de puestos de trabajo, el 

catálogo de puestos de trabajo y la oferta de empleo público del Sepepa.
c) Aprobar la propuesta anual de necesidades de recursos humanos del Sepepa.
d) Formular el anteproyecto de presupuesto del Sepepa.
e) Aprobar la propuesta de reglamento de funcionamiento y régimen interior del Sepepa.
f) Conocer la memoria anual del Sepepa.

TÍTULO II

Organización

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones comunes

Artículo 8.  Órganos.

El Sepepa se estructura en los siguientes órganos:
a) De gobierno y gestión:
1. El Consejo Rector.
2. La Presidencia.
3. La Dirección-Gerencia.

b) Territoriales:

Las oficinas de empleo.

c) De asesoramiento:
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El Consejo Asesor.

Artículo 9.  Estructura administrativa.

Para el cumplimiento de sus funciones, el Sepepa se estructurará en las unidades 
administrativas que se establezcan reglamentariamente.

CAPÍTULO SEGUNDO

El Consejo Rector

Artículo 10.  Naturaleza y funciones.

1. El Consejo Rector es el órgano superior de decisión de la voluntad del Sepepa.
2. Corresponderá al Consejo Rector:

a) Determinar los criterios de actuación del Sepepa en el marco de lo dispuesto en el 
artículo 6.a) de esta Ley.

b) Aprobar los programas y planes para el empleo.
c) Aprobar la propuesta de presupuesto del Sepepa.
d) Aprobar la memoria anual del Sepepa, que se elevará a la Consejería de adscripción 

para su conocimiento.
e) Formular a la Consejería de adscripción propuestas de disposiciones de carácter 

general.
f) Aprobar los criterios para la adquisición y pérdida de la condición de entidad 

colaboradora del Sepepa, con arreglo a lo previsto en el artículo 22 de esta Ley.
g) Aprobar los criterios de concesión de las ayudas que convoque el Sepepa.
h) Formular al Consejo de Gobierno la propuesta de nombramiento para Director 

Gerente o de su cese.
i) Formular a la Consejería de adscripción la propuesta de estructura administrativa,así 

como de relación de puestos de trabajo, catálogo de puestos de trabajo y oferta de empleo 
público del Sepepa.

j) Formular a la Consejería de adscripción la propuesta anual de necesidades de 
recursos humanos del Sepepa.

k) Conocer los proyectos cofinanciados por la Unión Europea directamente relacionados 
con las políticas activas de empleo que sean desarrollados por la Administración del 
Principado de Asturias.

l) Proponer a la Consejería de adscripción el desarrollo de los proyectos con la Unión 
Europea relativos a las competencias de dicha Consejería.

ll) Proponer cuantas medidas considere necesarias para el mejor cumplimiento de los 
fines del Sepepa.

m) Cuantas otras funciones correspondan al Sepepa y no estén específicamente 
atribuidas a otros órganos del mismo.

Artículo 11.  Composición.

1. El Consejo Rector estará compuesto por:
a) El Presidente del Sepepa, que lo será también del Consejo Rector.
b) Tres vocales en representación de la Administración del Principado de Asturias a 

propuesta de la Consejería de adscripción del Sepepa
c) Dos vocales en representación de las organizaciones sindicales más representativas 

en el Principado de Asturias a propuesta de las mismas.
d) Dos vocales en representación de las organizaciones empresariales más 

representativas en el Principado de Asturias a propuesta de las mismas.

2. El nombramiento y cese de los vocales se efectuará mediante acuerdo del Consejo de 
Gobierno, que será publicado en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

3. El mandato de los vocales tendrá una duración de cuatro años, renovable por 
períodos de igual duración, que comenzarán a contarse desde el día de la publicación de su 
nombramiento en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.
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4. En las respectivas propuestas podrán incluirse, además de los titulares, suplentes.
5. Finalizado su mandato, los vocales continuarán en el ejercicio de sus funciones hasta 

la toma de posesión de los nuevos miembros que hayan de sustituirlos.
6. La Secretaría del Consejo Rector corresponde al Director Gerente, que tendrá voz 

pero no voto.

CAPÍTULO TERCERO

La Presidencia

Artículo 12.  Titularidad.

Ejercerá la Presidencia del Sepepa el titular de la Consejería de adscripción.

Artículo 13.  Funciones.

1. A la Presidencia del Sepepa le corresponde:
a) Ejercer la representación legal del Sepepa.
b) Convocar y fijar el orden del día de las reuniones de los órganos del Sepepa, 

presidirlas, visar las actas, moderar el desarrollo de los debates y dirimir con su voto de 
calidad los empates que pudieran producirse en el ejercicio por el Consejo Rector de sus 
competencias cuando la no adopción de una decisión impida el funcionamiento del Sepepa y 
la consecución de sus objetivos.

c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos de los órganos del Sepepa y ordenar su 
publicación, cuando proceda.

d) Autorizar la contratación y suscripción de convenios.
e) Aprobar las convocatorias públicas de ayudas, así como sus bases reguladoras, y 

resolver sobre su concesión.
f) Autorizar gastos en los términos establecidos en el artículo 23.4 de esta Ley.
g) Adoptar en caso de urgencia las resoluciones que fueran necesarias para garantizar el 

funcionamiento ordinario del Sepepa, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en la 
primera sesión que se celebre.

h) Resolver las reclamaciones previas al ejercicio de acciones civiles y laborales.
i) Las demás funciones que resulten de lo establecido en la presente Ley, las que le sean 

delegadas por el Consejo Rector y cualesquiera otras inherentes al cargo que le sean 
atribuidas por el reglamento de funcionamiento y de régimen interior.

2. Las funciones de la Presidencia en virtud de lo dispuesto en este artículo, con 
excepción de las que ejerza por delegación del Consejo Rector, podrán ser delegadas en el 
Director Gerente.

CAPÍTULO CUARTO

La Dirección-Gerencia

Artículo 14.  Nombramiento y cese.

1. El Director Gerente del Sepepa se nombrará, atendiendo a criterios de competencia 
profesional y experiencia en la materia, y separará por Decreto del Consejo de Gobierno del 
Principado de Asturias, a propuesta del Consejo Rector.

2. El cargo del Director Gerente del Sepepa estará asimilado a todos los efectos al de 
Director General de la Administración del Principado de Asturias.

Artículo 15.  Incompatibilidades.

El cargo de Director Gerente está sometido al régimen de incompatibilidades establecido 
para los altos cargos de la Administración del Principado de Asturias.

Artículo 16.  Funciones.

Corresponde al Director Gerente:
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a) Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rector, dando cuenta a éste de su 
gestión.

b) Coordinar y planificar las actividades del Sepepa.
c) Dirigir al personal del Sepepa.
d) Elaborar y someter al Consejo Rector la propuesta del presupuesto del Sepepa.
e) Autorizar gastos y ordenar pagos en los términos establecidos en el artículo 23.2 de 

esta Ley.
f) Elaborar y someter al Consejo Rector la memoria anual de las actividades 

desarrolladas por el Sepepa, facilitándole cuanta información requiera.
g) Las demás funciones que resulten de lo establecido en la presente Ley, las que le 

sean delegadas por otros órganos del Sepepa y cualesquiera otras que le sean atribuidas 
por el reglamento de funcionamiento y de régimen interior.

CAPÍTULO QUINTO

Las oficinas de empleo

Artículo 17.  Principios rectores.

1. Las oficinas de empleo constituyen la red territorial del Sepepa.
2. Las oficinas de empleo deberán garantizar los derechos y obligaciones de los 

trabajadores tanto ocupados como en desempleo, rentabilizar los medios humanos y 
materiales con los que cuentan y fomentar la plena utilización de los servicios que se 
prestan, a trabajadores y a empresas.

3. La ubicación de las oficinas de empleo y su dotación de personal se planificarán en 
función del número de demandantes de empleo y de los servicios a prestar.

CAPÍTULO SEXTO

El Consejo Asesor

Artículo 18.  Naturaleza.

El Consejo Asesor del Sepepa es el órgano consultivo, de asesoramiento y participación 
en materia de empleo.

Artículo 19.  Funciones.

Son funciones del Consejo Asesor:
a) Informar y formular propuestas sobre las actuaciones del Sepepa.
b) Informar y formular propuestas sobre los programas generales de actuación en 

materia de empleo.

Artículo 20.  Composición y funcionamiento.

1. La Presidencia del Consejo Asesor corresponde al titular de la Consejería de 
adscripción del Sepepa.

2. La composición y el funcionamiento del Consejo Asesor se determinarán en el 
Reglamento de funcionamiento y régimen interior del Sepepa, garantizándose la 
participación tripartita y paritaria de la Administración del Principado de Asturias y de las 
organizaciones empresariales y sindicales más representativas.
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TÍTULO III

Instrumentos de actuación

Artículo 21.  Programación, Planes y Observatorio de las Ocupaciones.

1. Los instrumentos activos del Sepepa para la participación, coordinación y planificación 
de las actuaciones ocupacionales son la programación anual de las políticas activas de 
empleo, los planes territoriales para el empleo y el Observatorio de las Ocupaciones.

2. La programación anual de las políticas activas es el instrumento de planificación de las 
acciones del Sepepa en el que se deben concretar las medidas destinadas a fomentar 
directa o indirectamente el empleo y los criterios para su desarrollo.

3. Los planes territoriales para el empleo, que se podrán suscribir con las entidades 
locales, son el instrumento para facilitar la adaptación al territorio, la coordinación y la 
integración de las políticas de empleo establecidas por la programación anual.

4. El Observatorio de las Ocupaciones, integrado en el Sepepa en los términos que 
establezca su reglamento de organización y funcionamiento, es el instrumento que apoya al 
mismo en la planificación de sus actuaciones y en la programación de sus funciones.

Artículo 22.  Entidades colaboradoras.

1. El Sepepa podrá reconocer entidades colaboradoras que le sirvan de apoyo y 
complemento en materia de intermediación laboral e inserción y orientación profesional.

2. Podrán ser entidades colaboradoras del Sepepa cualesquiera entidades de naturaleza 
pública o privada que, con independencia de su forma jurídica, carezcan de ánimo de lucro.

3. El reconocimiento de entidad colaboradora se efectuará mediante convenio del 
Sepepa, en el que se determinará el área de colaboración y su alcance.

TÍTULO IV

Régimen jurídico

Artículo 23.  Régimen presupuestario y contable.

1. El presupuesto del Sepepa ha de ser equilibrado en sus estados de ingresos y gastos, 
quedando sometido, en todo lo que no se establezca específicamente en esta Ley, al Texto 
Refundido del Régimen Económico y Presupuestario del Principado de Asturias.

2. La autorización de gastos del Sepepa corresponde:

a) La de gastos de personal, al Presidente, hasta la cuantía reservada al Consejo de 
Gobierno por el Texto Refundido del Régimen Económico y Presupuestario del Principado 
de Asturias.

b) La de gastos del resto de los capítulos presupuestarios:

1.º Hasta trescientos mil (300.000) euros, al Director Gerente.
2.º Por encima de trescientos mil (300.000) euros, al Presidente, hasta la cuantía 

reservada al Consejo de Gobierno por el Texto Refundido del Régimen Económico y 
Presupuestario del Principado de Asturias.

Artículo 24.  Recursos económicos.

La financiación del Sepepa se hará con cargo a los siguientes recursos:
a) Los créditos que se le asignen en los Presupuestos Generales del Principado de 

Asturias, en los que se incluirán las consignaciones para el cumplimiento de los fines que la 
presente Ley le atribuye.

b) Las subvenciones, aportaciones, donaciones y herencias que reciba.
c) Los bienes y valores, productos y rentas que provengan del patrimonio que le sea 

adscrito por el Principado de Asturias.
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d) Las transferencias, corrientes o de capital, que procedan de otras administraciones u 
organismos públicos.

e) Los ingresos ordinarios y extraordinarios que esté autorizado a percibir.
f) Las operaciones de endeudamiento que le sean legalmente autorizadas.
g) Los créditos que se traspasen conjuntamente con funciones y servicios procedentes 

de otras Administraciones Públicas y sean encomendadas al Sepepa.

Artículo 25.  Régimen patrimonial y de contratación.

1. El patrimonio del Sepepa estará integrado por los bienes y derechos de contenido 
económico que le sean adscritos por el Principado de Asturias, los cuales deberán ser 
destinados exclusivamente al cumplimiento de los fines para los que fueron adscritos, bien 
de forma directa, bien mediante la percepción de sus rentas y frutos.

2. Los bienes y patrimonio que el Principado de Asturias adscriba a dicho Servicio para 
el cumplimiento de sus fines conservarán su calificación jurídica originaria.

3. Los bienes y patrimonio que este organismo pudiera adquirir o recibir por legados, 
donaciones u otras causas, quedarán integrados, a todos los efectos, en el patrimonio del 
Principado de Asturias.

4. La contratación del Sepepa se ajustará a las prescripciones de la normativa básica en 
materia de contratación de las Administraciones Públicas y a la normativa autonómica en la 
materia. Actuará como órgano de contratación el Director Gerente, con autorización del 
Presidente o, en función de la cuantía, del Consejo de Gobierno, en los términos previstos 
en el artículo 23.2 de la presente Ley.

Artículo 26.  Régimen de personal.

1. El Sepepa contará para el desarrollo de sus funciones con personal laboral propio y 
personal funcionario de la Administración del Principado de Asturias que le sea adscrito.

2. El régimen de personal del Sepepa es el establecido en la legislación de función 
pública del Principado de Asturias.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  Subrogación.

A partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Sepepa queda subrogado en todas las 
relaciones jurídicas establecidas por la Administración del Principado de Asturias en uso de 
las competencias que la presente Ley atribuye al Sepepa.

Segunda.  Adscripción del personal funcionario.

1. El personal funcionario de la Administración del Principado de Asturias que a la 
entrada en vigor de la presente Ley se encuentre desempeñando sus funciones en la 
Dirección General de Promoción de Empleo, quedará adscrito al Sepepa.

2. El personal a que se refiere el apartado anterior continuará la prestación de sus 
servicios en el Sepepa en las mismas condiciones en que lo viniera haciendo en la Dirección 
General de Promoción de Empleo, conservando la situación de servicio activo en su cuerpo, 
escala o especialidad de origen a todos los efectos y respetándose el grupo del cuerpo o 
escala de pertenencia, así como los derechos económicos inherentes al grado personal que 
tuviese reconocido.

Tercera.  Adscripción del personal laboral.

1. El personal laboral de la Administración del Principado de Asturias que a la entrada en 
vigor de la presente Ley se encuentre desempeñando sus funciones en la Dirección General 
de Promoción de Empleo, quedará adscrito al Sepepa.

2. El personal a que se refiere el apartado anterior continuará la prestación de sus 
servicios en el Sepepa en las mismas condiciones en que lo viniera haciendo en la Dirección 
General de Promoción de Empleo.
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3. El Sepepa se subrogará en las obligaciones derivadas de los contratos suscritos con 
el personal laboral de la Dirección General de Promoción de Empleo, respetando todos los 
derechos adquiridos, incluida la antigüedad.

4. Sin perjuicio de su capacidad negociadora, el personal laboral procedente de la 
Dirección General de Promoción de Empleo continuará a todos los efectos adscrito al 
Convenio Colectivo para el Personal Laboral del Principado de Asturias, el cual, asimismo, 
será de aplicación al personal laboral de nueva contratación.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Única.  Coordinación con la Consejería competente en materia de formación.

En tanto en cuanto la formación no sea competencia de la Consejería de adscripción del 
Sepepa, éste establecerá con la que sea competente en esa materia los mecanismos de 
coordinación necesarios para analizar las necesidades de recursos humanos y 
competencias profesionales del mercado laboral, así como las características profesionales 
de los demandantes de empleo y las condiciones particulares de sectores y territorios, con el 
fin de facilitar la capacitación profesional más adecuada a la evolución de las profesiones y 
de los perfiles laborales de la población activa.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  Entrada en funcionamiento.

1. En el plazo de los dos meses siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, se 
propondrán los vocales del Consejo Rector del Sepepa, que serán nombrados por acuerdo 
del Consejo de Gobierno dentro del mes siguiente a la finalización del plazo precedente, 
debiendo en todo caso quedar constituido el Consejo Rector dentro de los tres meses 
siguientes a la entrada en vigor de la Ley.

2. Para la financiación de la actividad del Sepepa durante el ejercicio presupuestario en 
que se produzca la entrada en vigor de la presente Ley, se tramitarán las modificaciones 
presupuestarias que sean necesarias.

3. A las transferencias de créditos que en su caso se acuerden no les serán de 
aplicación las limitaciones establecidas en los artículos 31.7 y 34.4 del Texto Refundido del 
Régimen Económico y Presupuestario.

Segunda.  Desarrollo reglamentario.

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias 
para el desarrollo y ejecución de esta Ley.

2. En el plazo máximo de un mes desde su constitución, el Consejo Rector formulará a la 
Consejería de adscripción la propuesta de reglamento de funcionamiento y régimen interior 
del Sepepa, así como la relación de puestos de trabajo del personal funcionario y el catálogo 
del personal laboral.

Tercera.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el Boletín Oficial 
del Principado de Asturias.
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§ 91

Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/1998, de 11 de junio, 
por el que se aprueba el texto refundido de las Leyes de Tasas y de 

Precios Públicos

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 147, de 26 de junio de 1998
«BOE» núm. 240, de 7 de octubre de 1998

Última modificación: 31 de diciembre de 2014
Referencia: BOE-A-1998-23233

La disposición adicional segunda de la Ley del Principado de Asturias 7/1997, de 31 de 
diciembre, de Medidas Presupuestarias, Administrativas y Fiscales, autoriza al Consejo de 
Gobierno para que, en el plazo de seis meses, elabore un texto refundido de las Leyes del 
Principado de Asturias 5/1988, de 22 de julio, reguladora de las Tasas del Principado de 
Asturias, y 2/1990, de 19 de diciembre, sobre precios públicos y sobre modificación parcial 
de la Ley 5/1988, de 22 de julio, reguladora de las Tasas del Principado de Asturias.

En cumplimiento de esta delegación, se ha redactado el presente texto refundido, en el 
que se recogen los preceptos de las Leyes citadas, con las modificaciones que en las 
mismas se han ido introduciendo por las distintas Leyes de Presupuestos Generales del 
Principado de Asturias, por la Ley del Principado de Asturias 3/1996, de 21 de noviembre, 
reguladora de la Tasa por Inspección y Control Sanitario de Carnes Frescas y Aves de 
Corral, y por la propia Ley del Principado de Asturias 7/1997, de 31 de diciembre, de 
Medidas Presupuestarias, Administrativas y Fiscales.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Economía, de acuerdo con el Consejo de 
Estado, y previo acuerdo del Consejo de Gobierno en su reunión del día 11 de junio de 1998, 
dispongo:

Artículo único.  Objeto de la norma.

Se aprueba el texto refundido de las Leyes del Principado de Asturias 5/1988, de 22 de 
julio, reguladora de las Tasas del Principado de Asturias, y 2/1990, de 19 de diciembre, 
sobre precios públicos y sobre modificación parcial de la Ley 5/1988, de 22 de julio, 
reguladora de las Tasas del Principado de Asturias, cuyo texto se inserta a continuación.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

1. Quedan derogadas:

a) La Ley del Principado de Asturias 5/1988, de 22 de julio, reguladora de las Tasas del 
Principado de Asturias.

b) La Ley del Principado de Asturias 2/1990, de 19 de diciembre, sobre precios públicos 
y sobre modificación parcial de la Ley 5/1988, de 22 de julio, reguladora de las Tasas del 
Principado de Asturias.
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2. Quedan asimismo derogadas, a la entrada en vigor del presente Decreto Legislativo, 
las disposiciones de igual o inferior rango emanadas de los órganos de la Comunidad 
Autónoma que se opongan a lo previsto en el mismo.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

Este Decreto Legislativo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias».

TEXTO REFUNDIDO DE LAS LEYES DE TASAS Y DE PRECIOS PÚBLICOS

TÍTULO I

Normas generales

CAPÍTULO I

Tasas

Artículo 1.  Concepto.

1. Son tasas del Principado de Asturias los tributos exigidos por la Administración 
Autonómica cuyo hecho imponible consista en la utilización del dominio público, la prestación 
de servicios públicos o la realización de actividades en régimen de derecho público que se 
refieran, afecten o beneficien de modo particular a los sujetos pasivos, cuando concurra 
cualquiera de las circunstancias siguientes:

a) Que sean de solicitud o recepción obligatoria para los administrados. A estos efectos 
se considerará obligatoria la solicitud por parte de los administrados cuando venga impuesta 
por disposiciones legales o reglamentarias o cuando los bienes, servicios o actividades 
requeridos sean imprescindibles para la vida privada o social del solicitante.

b) Que no se presten o se realicen por el sector privado, esté o no establecida su reserva 
a favor del sector público conforme a la normativa vigente.

2. Son tasas exigibles por la Administración del Principado de Asturias:

a) Las reguladas por la presente Ley.
b) Las demás que puedan establecerse por la Comunidad Autónoma a través de las 

correspondientes Leyes tributarias de la Junta General del Principado.
c) Aquellas que el Estado o las Corporaciones Locales puedan transferir al Principado de 

Asturias, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7.2 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 
de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 2.  Régimen jurídico.

Las tasas del Principado se regirán:

a) Por la presente Ley y por las Leyes de la Comunidad Autónoma en materia tributaria.
b) Por la Ley 6/1986, de 31 de mayo, de Régimen Económico y Presupuestario del 

Principado de Asturias.
c) Por los Reglamentos generales y demás disposiciones que las desarrollen.
d) Con carácter supletorio, por la Ley General Tributaria, el Reglamento General de 

Recaudación y demás normas concordantes del Estado.

Artículo 3.  Reserva de Ley.

El establecimiento, modificación y supresión de las tasas del Principado de Asturias, así 
como las exenciones, bonificaciones y demás beneficios tributarios de las mismas, deberán 
regularse por Ley de la Junta General del Principado.
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Artículo 4.  Régimen presupuestario y no afectación.

1. El régimen presupuestario de los ingresos derivados de las tasas será el aplicable con 
carácter general a los recursos tributarios de la Comunidad Autónoma.

2. El producto recaudatorio de las tasas del Principado se aplicará en su totalidad a la 
cobertura de sus gastos generales, a menos que a título excepcional y mediante Ley de la 
Junta General se establezca una afectación concreta.

Artículo 5.  Sujetos pasivos y responsables.

1. Son sujetos pasivos obligados al pago de las tasas, en concepto de contribuyentes, 
las personas físicas o jurídicas que se determinen en el régimen concreto de cada una de 
ellas que, con carácter general, utilicen el dominio público, reciban un servicio público 
prestado por esta Comunidad o a quienes se refiera, afecte o beneficie de un modo 
particular una actividad de la Administración Autonómica.

2. Asimismo, tendrán la consideración de sujetos pasivos obligados al pago de las tasas, 
en los términos expresados en el apartado anterior, las herencias yacentes, comunidades de 
bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad 
económica o un patrimonio separado susceptible de imposición.

3. La Ley podrá designar sustitutos del contribuyente, que en lugar de éste estarán 
obligados a cumplir las prestaciones materiales o formales de la obligación tributaria.

4. La concurrencia de dos o más titulares en el hecho imponible obligará a éstos 
solidariamente, a menos que expresamente se disponga lo contrario en la norma reguladora 
de la tasa.

5. El régimen jurídico de cada tasa podrá declarar responsables solidarios o subsidiarios 
del importe de la misma a otras personas interesadas en el procedimiento o encargadas de 
gestionar y aplicar la tasa.

6. Son responsables solidarios del pago de la tasa quienes sean causantes o colaboren 
en la realización de una infracción tributaria relativa a la tasa.

7. Serán responsables subsidiarios del pago de la tasa los empleados públicos obligados 
a su liquidación o exigencia, que, por negligencia grave o mala fe, no realicen las gestiones 
oportunas para que se hagan efectivas o que accedan a lo solicitado por el sujeto pasivo sin 
que por parte de éste, cuando así proceda, se haya pagado, afianzado o consignado su 
importe, y ello sin perjuicio de las sanciones que puedan corresponder.

Artículo 6.  Devengo.

1. Las tasas se devengarán según la naturaleza del hecho imponible:

a) Cuando se inicie la utilización del dominio público, se preste el servicio o se realice la 
actividad gravada por la misma, sin perjuicio de la posibilidad de exigir su depósito previo.

b) Cuando se solicite o autorice la utilización del dominio público, se solicite la prestación 
del servicio o actividad. En este caso, su efectivo ingreso será condición para la eficacia de 
la resolución adoptada o para la prestación del servicio o actividad objeto del gravamen.

2. Podrá exigirse el depósito previo total o parcial a resultas de la liquidación definitiva 
cuando, a juicio del órgano gestor, así lo requieran las circunstancias que rodean el hecho 
imponible.

3. Cuando la tasa se devengue periódicamente, por razón de la prestación de servicios 
continuados que no requieran la adopción de nuevas resoluciones de admisión al servicio, el 
organismo perceptor de la tasa no podrá suspender su prestación por falta de pago, sin 
perjuicio de exigir su importe por vía de apremio.

Artículo 7.  Tarifas.

1. La fijación de las tarifas de las tasas por prestación de servicios y realización de 
actividades se efectuará de forma que su rendimiento cubra, sin exceder de él, el coste total 
del servicio o actividad de que se trate, incluyendo tanto los costes directos como el 
porcentaje imputable de costes generales.
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No obstante, cuando se trate de prestación de servicios, o realización de actividades 
consideradas de interés general, la Comunidad Autónoma podrá financiar, en parte, el coste 
de los mismos.

2. Siempre que la naturaleza de la tasa lo permita, su tarifa se podrá establecer 
atendiendo a criterios de capacidad económica.

3. Dentro de los límites establecidos en el apartado 1 de este artículo, el Consejo de 
Gobierno del Principado de Asturias, a propuesta conjunta de la Consejería competente en 
materia de hacienda y de la Consejería gestora del servicio o actividad objeto de gravamen, 
podrá fijar o modificar la cuantía de las tasas.

Artículo 8.  Gestión y liquidación.

1. La gestión y liquidación de cada tasa corresponderá a los órganos competentes de la 
Consejería que deba autorizar la utilización del dominio público, prestar el servicio o realizar 
la actividad objeto de gravamen, sin perjuicio de las funciones inspectoras de la Consejería 
competente en materia de hacienda tanto en relación al tributo como respecto a los órganos 
que tengan encomendada su gestión y liquidación.

2. Reglamentariamente se podrá establecer el régimen de autoliquidación para alguna 
de las tasas o para hechos imponibles concretos de las mismas.

3. Corresponde a la Consejería competente en materia de hacienda dictar las normas 
encaminadas a regular la gestión y liquidación de las tasas y el ingreso de su importe en la 
Tesorería del Principado.

Artículo 9.  Pago.

1. El pago de las tasas habrá de realizarse, en la arma que reglamentariamente se 
determine, mediante efectos timbrados del Principado de Asturias o en efectivo, por alguno 
de los medios siguientes:

a) Dinero de curso legal.
b) Cheque o talón de cuenta corriente bancaria o le Caja Rural o de Ahorros, certificado 

o conformado por la entidad librada.
c) Transferencia bancaria o de Caja Rural o de Ahorros.
d) Giro postal tributario.
e) Cualesquiera otros que se determinen.

2. Por la Consejería competente en materia de hacienda se podrá establecer la 
obligatoriedad de utilización de alguno o algunos de estos medios.

Artículo 10.  Recaudación.

La recaudación de las tasas, una vez agotado el período voluntario de ingreso, se 
realizará mediante el procedimiento de apremio.

Artículo 11.  Aplazamiento y fraccionamiento.

Corresponde a la Consejería competente en materia de hacienda resolver las peticiones 
que puedan formular los sujetos pasivos solicitando la concesión o denegación de los 
aplazamientos o fraccionamientos del pago de las tasas, siempre que se preste garantía 
suficiente y en las condiciones determinadas reglamentariamente.

El aplazamiento o fraccionamiento deberá ser por tiempo determinado.

Artículo 12.  Devolución.

Procederá la devolución de las tasas ingresadas cuando, por causas no imputables al 
sujeto pasivo, el servicio no se preste, la utilización del dominio público no se autorice, o la 
actividad administrativa no se realice.
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Artículo 13.  Infracciones y sanciones.

La determinación de las infracciones tributarias y su calificación, así como las sanciones 
correspondientes, se regirán por las normas establecidas a este respecto en las 
disposiciones legales en materia tributaria.

Artículo 14.  Reclamaciones y recursos.

1. Contra los actos de gestión, se podrá recurrir por vía económico-administrativa ante el 
titular de la Consejería competente en materia de hacienda, sin perjuicio del derecho a 
interponer, con carácter potestativo, recurso de reposición ante el órgano que dictó el acto.

2. La resolución de las reclamaciones económico-administrativas agotará la vía 
administrativa y podrá ser en todo caso objeto de recurso contencioso-administrativo.

CAPÍTULO II

Precios públicos

Artículo 15.  Concepto.

1. Tendrán la consideración de precios públicos del Principado de Asturias las 
contraprestaciones pecuniarias que se satisfagan por la prestación de servicios o la 
realización de actividades en régimen de derecho público cuando concurran las 
circunstancias siguientes:

a) Que los servicios o actividades no sean de solicitud o recepción obligatoria por el 
administrado.

b) Que los servicios o actividades sean susceptibles de ser prestados o realizados por el 
sector privado, por no implicar intervención en la actuación de los particulares o cualquier 
otra manifestación de autoridad, o bien por no tratarse de servicios en los que esté 
establecida su reserva a favor del sector público conforme a la normativa vigente.

2. A los efectos de lo dispuesto en la letra b) del número anterior, no se considerará 
voluntaria la solicitud por parte de los administrados:

a) Cuando les venga impuesta por disposiciones legales o reglamentarias.
b) Cuando constituya condición previa para realizar cualquier actividad u obtener 

derechos o efectos jurídicos determinados.

Artículo 16.  Establecimiento y modificación.

1. El establecimiento, modificación o supresión de los precios públicos se realizará 
mediante Decreto del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, a propuesta conjunta 
de la Consejería competente en materia de hacienda y de la Consejería que en cada caso 
corresponda en razón de la materia.

2. Las propuestas de establecimiento, modificación o supresión de precios públicos 
deberán ir acompañadas de una memoria económico-financiera en donde se justifiquen los 
importes propuestos.

Dicha memoria deberá ser elaborada por los servicios gestores de la actividad objeto de 
precio público.

Artículo 17.  Cuantía.

1. Los precios públicos se fijarán en una cuantía que, como mínimo, cubra los costes 
económicos del servicio o actividad prestados.

2. Cuando existan razones de interés público que lo justifiquen, podrán señalarse precios 
públicos en cuantía inferior a la indicada en el apartado anterior, previa adopción de las 
previsiones presupuestarias precisas para la cobertura de la parte de coste subvencionada.
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Artículo 18.  Administración y cobro.

1. La administración y cobro de los precios públicos corresponderá a los órganos 
competentes de las Consejerías que presten el servicio o realicen la actividad.

2. Corresponde a la Consejería competente en materia de hacienda, en desarrollo de las 
normas reglamentarias, regular la administración y cobro de los precios públicos y el ingreso 
de su importe en la Tesorería del Principado, así como velar por su cumplimiento.

Artículo 19.  Exigibilidad y depósito previo.

1. Los precios públicos podrán exigirse desde que se realice la actividad o se inicie la 
prestación de servicios que justifique su exigencia.

2. Podrá exigirse la anticipación o el depósito previo del importe total o parcial de los 
precios públicos.

Artículo 20.  Pago.

El pago públicos se realizará en efectivo, de los precios en la forma que 
reglamentariamente se determine, por cualquiera de los medios siguientes:

a) Dinero de curso legal.
b) Cheque o talón de cuenta corriente bancaria o de Caja Rural o de Ahorros, certificado 

o conformado por la entidad librada.
c) Transferencia bancaria o de Caja Rural o de Ahorros.
d) Giro postal tributario.
e) Cualesquiera otros que se determinen.

Artículo 21.  Obligados al pago.

1. Estarán obligados al pago de los precios públicos las personas físicas o jurídicas a 
quienes se preste la actividad o reciban el servicio.

2. Asimismo, tendrán la consideración de obligados al pago, en los términos establecidos 
en el apartado anterior, las herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades 
que, carentes de personalidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio 
separado susceptibles de imposición.

Artículo 22.  Devoluciones.

Cuando, por causas no imputables al obligado al pago del precio, no se realice la 
actividad o no se preste el servicio, procederá la devolución del importe que corresponda.

Artículo 23.  Aplazamiento y fraccionamiento.

La Consejería competente en materia de hacienda, previa solicitud del obligado al pago, 
podrá conceder el pago aplazado o el fraccionamiento del precio o público en la forma y con 
los requisitos y garantías que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 24.  Exigibilidad de la deuda en vía de apremio.

La deuda por precios públicos podrá exigirse mediante el procedimiento administrativo 
de apremio cuando hayan transcurrido seis meses desde su vencimiento sin que se haya 
podido conseguir su cobro.

Artículo 25.  Reclamaciones y recursos.

1. Contra los actos de gestión se podrá recurrir en vía económico-administrativa ante el 
titular de la Consejería competente en materia de hacienda, sin perjuicio del derecho a 
interponer, con carácter potestativo, recurso de reposición ante el órgano que dictó el acto.

2. La resolución de las reclamaciones económico-administrativas agotará la vía 
administrativa y podrá ser, en todo caso, objeto de recurso contencioso-administrativo.
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TÍTULO II

Ordenación de las tasas

CAPÍTULO I

Servicios generales

Sección 1.ª Tasa por inscripción en las pruebas de acceso a la función pública 
del Principado de Asturias

Artículo 26.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la inscripción en las convocatorias de selección 
de personal para acceder a la función pública del Principado de Asturias.

Artículo 27.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa quienes soliciten la inscripción para realizar las pruebas 
de ingreso en la Administración Pública del Principado de Asturias.

Artículo 28.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de presentar la solicitud.

Artículo 29.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con la siguiente tarifa:

Por la inscripción en pruebas selectivas de acceso a plazas del grupo A: 28 euros.
Por la inscripción en pruebas selectivas de acceso a plazas del grupo B: 21 euros.
Por la inscripción en pruebas selectivas de acceso a plazas del grupo C: 12 euros.
Por la inscripción en pruebas selectivas de acceso a plazas del grupo D: 5 euros.
Por la inscripción en pruebas selectivas de acceso a plazas del grupo E: 4 euros.

Artículo 30.  Afectación.

Los ingresos que se produzcan por aplicación de esta tasa podrán afectarse, en todo o 
en parte, a satisfacer las indemnizaciones por asistencia de los miembros que componen los 
Tribunales o Comisiones Juzgadoras y demás gastos necesarios para el funcionamiento de 
los mismos y el desarrollo de los procedimientos selectivos, de acuerdo con lo previsto en 
las normas dictadas al respecto.

Sección 1.ª bis. Tasa por prestación de servicios docentes en la Escuela de 
Seguridad Pública del Principado de Asturias

Artículo 30 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación de servicios docentes en la 
Escuela de Seguridad Pública del Principado de Asturias por la impartición de cursos de 
carácter obligatorio, orientados a la formación y capacitación para el ingreso en los cuerpos 
de las Policías Locales del Principado de Asturias, así como a la capacitación para la 
promoción interna.

Artículo 30 tercero.  Sujeto pasivo.

1. Son sujetos pasivos de la tasa por prestación de servicios docentes por la impartición 
de cursos básicos de ingreso en los cuerpos de las Policías Locales del Principado de 
Asturias las personas físicas beneficiarias de la prestación a título de contribuyente. Tendrán 
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la condición de sustitutos del contribuyente los ayuntamientos de procedencia del 
beneficiario de la prestación.

2. Son sujetos pasivos de la tasa por prestación de servicios docentes por la impartición 
de cursos de capacitación para la promoción interna de los efectivos integrados en los 
cuerpos de las Policías Locales del Principado de Asturias los ayuntamientos que soliciten la 
inscripción para realizar los cursos.

Artículo 30 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de presentar la solicitud de inscripción.

Artículo 30 quinto.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

Tarifa 1: Cursos Básicos de Ingreso:

Tarifa 1.1: Curso selectivo de agentes en prácticas: 675 euros.

Tarifa 2: Cursos Selectivos de Capacitación y Promoción Interna:

Tarifa 2.1: Curso de promoción y capacitación Subinspector: 675 euros.
Tarifa 2.2: Curso de promoción y capacitación Inspector: 675 euros.
Tarifa 2.3: Curso de promoción y capacitación Intendente: 675 euros.
Tarifa 2.4: Curso de promoción y capacitación Comisario: 675 euros.
Tarifa 2.5: Curso de promoción y capacitación Comisario Principal: 675 euros.

Sección 2.ª Tasa por inserción de textos y venta del «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias»

Artículo 31.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de esta tasa la inserción de textos en el «Boletín Oficial 
del Principado de Asturias», así como la venta del mismo, mediante suscripción anual y 
ejemplares sueltos.

Artículo 32.  Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta Ley, que soliciten la publicación de textos en el «Boletín Oficial 
de Principado de Asturias» o adquieran ejemplares del mismo.

Artículo 33.  Devengo.

La tasa se devengará:

a) Por la inserción de textos en el momento de su publicación.
b) Por la suscripción en el momento de su realización o, en su caso, por la adquisición 

de ejemplares sueltos en el momento de su adquisición.

Artículo 34.  Tarifas.

a) Por inserción de textos:

1) En las inserciones de tipo ordinario el precio del carácter, en tipografía verdana y 
tamaño de 9 puntos será de 0,06093 euros. La tarifa será de 365,54 euros para una página 
con una mancha efectiva de 245 mm. de alto por 175 mm. de ancho, de 6.000 caracteres. El 
carácter del espacio en blanco tendrá la consideración de cualquier otro carácter, y por tanto 
se tarifará de igual manera. Para tablas, gráficas, planos, fichas o cualquier otro elemento 
que no sea estrictamente texto, el precio del milímetro de altura del ancho de una columna 
de 175 mm. será de 1,492 euros independientemente del porcentaje del total del ancho de la 
línea de 1 mm. de altura empleado.

2) En las inserciones de tipo urgente, la tarifa será un 100 por cien superior a las del 
carácter ordinario. A estos efectos se considerarán urgentes las inserciones cuando así lo 
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indicasen expresamente los remitentes de los textos y la publicación de los mismos se 
efectúe dentro de los seis días hábiles siguientes a la fecha de recepción de la 
correspondiente solicitud en la administración del ''Boletín Oficial del Principado de Asturias''.

b) Por la adquisición de discos compactos (CD):

Suscripción durante el año natural: 61,17 euros.
Por cada unidad de CD de cada trimestre natural: 15,29 euros.

Artículo 35.  Exenciones.

1. Estarán exentas del pago las siguientes inserciones:

a) Las leyes y demás disposiciones de carácter general del Estado y del Principado de 
Asturias.

b) Los actos de publicación obligatoria dictados por los órganos de la Administración del 
Principado de Asturias que no sean consecuencia de procedimientos iniciados a instancia de 
particulares para su provecho o beneficio o se refieran a procedimientos de contratación 
administrativa.

c) Las disposiciones y actos de interés general dictados por autoridades y organismos 
oficiales. A estos efectos tendrán en todo caso la consideración de interés general los textos 
cuya inserción sea solicitada por las entidades locales comprendidas en el ámbito territorial 
del Principado de Asturias, referidas a la aprobación de los presupuestos y sus 
modificaciones, acuerdos de imposición de exacciones y de aprobación o modificación de 
sus ordenanzas reguladoras, reglamentos orgánicos y de servicios y convocatorias para la 
provisión de plazas incluidas en las ofertas anuales de empleo.

d) Los anuncios de la jurisdicción ordinaria en asuntos en que se litigue con el beneficio 
de justicia gratuita y los de causas criminales, salvo que se hagan efectivas las costas sobre 
bienes de cualquiera de las partes.

e) Las resoluciones de la Administración de Justicia cuya publicidad gratuita esté 
legalmente prevista.

f) Cualquiera otra cuya publicación sea gratuita en virtud de precepto legal emanado del 
Principado de Asturias.

2. En los supuestos a que se refieren los epígrafes d) y e) del apartado anterior, 
corresponderá al solicitante de la inserción justificar su gratuidad, a cuyo efecto hará constar 
en la solicitud el precepto legal que la establezca, sin cuyo requisito se entenderá como de 
pago obligado.

3. Estarán exentas del pago del precio las suscripciones del «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias» y el suministro de números sueltos del mismo que se autoricen por 
el titular de la Consejería competente en materia de publicaciones por razones de interés 
público, o para dotación y funcionamiento de las dependencias y servicios de la 
Administración Regional, así como por razones de intercambio con publicaciones oficiales de 
otras Administraciones Públicas.

CAPÍTULO II

Industria y minería

Sección 1.ª Tasa de industria

Artículo 36.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la prestación de los servicios que se enumeran en las 
tarifas que a continuación se recogen, bien sean prestadas de oficio o a instancia de parte.

Artículo 37.  Sujeto pasivo.

1. Tendrán la consideración de sujetos pasivos de la tasa a título de contribuyente, las 
personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta Ley, que 
sean receptoras de los servicios objetos de esta tasa.
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2. Tendrán la consideración de sujetos pasivos a título de sustituto del contribuyente, las 
personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta Ley que 
realicen la manutención de aparatos elevadores y comuniquen el alta.

Los sujetos pasivos a título de sustituto del contribuyente repercutirán el importe de la 
tasa a quienes soliciten el servicio de conservación.

Artículo 38.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la prestación del servicio; no obstante, podrá 
ser exigida en el momento de la solicitud.

Artículo 39.  Tarifas.

Tarifa 1.

1.1 Inscripción, registro o autorización de funcionamiento, inscripción de cambios de 
titularidad, inspecciones periódicas, declaración de clausura, desmantelamiento y control de:

1.1.1 Nuevas instalaciones industriales, ampliaciones, modificaciones y traslados.
1.1.2 Centrales, líneas, subestaciones y centros de transformación de energía eléctrica y 

redes de gas.
1.1.3 Instalaciones eléctricas, de agua y combustibles en edificios no industriales ni de 

viviendas.
1.1.4 Instalaciones de equipos a presión.
1.1.5 Instalaciones generales de agua y combustibles en edificios destinados 

principalmente a vivienda.
1.1.6 Instalaciones frigoríficas.
1.1.7 Instalaciones de calefacción, climatización y agua caliente sanitaria.
1.1.8 Aparatos elevadores.
1.1.9 Instalaciones de almacenamiento de productos químicos.
1.1.10 Instalaciones radiactivas y de rayos X.
1.1.11 Instalaciones de protección contra incendios.

1.2 Para la determinación de la cuota se tomará como base el presupuesto de 
maquinaria, equipos e instalaciones y con él se obtendrá la siguiente tarifa base:

1.2.1 Por los primeros 3.005,06 € de presupuesto: 2,686323 €.
1.2.2 Por la parte del presupuesto entre 3.005,07 a 30.050,61 €: 113,43851 €.
1.2.3 En los excesos por cada 6.010,12 € o fracción: 11,343162 €.
1.2.4 Esta tarifa base se aplicará de forma acumulativa.
1.2.5 En el caso de maquinaria e instalaciones relativas a establecimientos industriales, 

se englobarán las distintas instalaciones que se tramiten de manera conjunta en unión de la 
maquinaria en una única tarifa.

1.3 Los servicios señalados en esta tarifa 1 serán exigidos aplicando el porcentaje que a 
continuación se indica sobre la tarifa base:

1.3.1 Inscripción de cambios de titularidad:

30% de la tarifa base, con un máximo de 162,94 €.

1.3.2 Reconocimientos periódicos:

60% de la tarifa base, con un máximo de 267,34 €.

1.3.3 Legalización de nuevas instalaciones, ampliaciones, modificaciones en 
instalaciones clandestinas: 200% de la tarifa base.

1.3.4 La tarifa de aplicación de esta norma será, en el caso de inscripción de grúas 
autopropulsadas o de inscripción previa en el régimen especial de productores de energía 
eléctrica: 65,03 € por unidad.

1.4 En las instalaciones de agua, gas y electricidad en edificios de viviendas y 
alumbrados festivos temporales:

1.4.1 Por cada certificado: 9,09 €.
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1.5 Inscripción y/o autorización en el registro de instalaciones radiactivas y de 
instalaciones de rayos X, declaración de clausura de estas instalaciones y su 
desmantelamiento:

1.5.1 Inscripción, autorización, modificación o cambio de titularidad en el registro de 
instalaciones de rayos X de uso médico: 62,05 €.

1.5.2 Inscripción, autorización, modificación o cambio de titularidad en el registro de 
instalaciones radiactivas de 2.ª y 3.ª categoría: 77,58 €.

1.5.3 Por expedición de la declaración de desmantelamiento y clausura de instalaciones 
radiactivas de 2.ª y 3.ª categoría: 68,99 €.

Tarifa 2.–Verificaciones, comprobaciones, informes y certificaciones.

2.1 Comprobación de fraudes y magnitudes no indicadas expresamente:

Por unidad: 59,56 €.

2.2 Comprobación de obras ejecutadas, tasación de industrias, maquinarias e 
instalaciones: 0,05% del valor.

2.3 Actuación en importación temporal y patentes:

Por unidad: 56,72 €.

2.4 Informes, confrontaciones de proyectos y certificados técnicos: 39,72 €.
2.5 Certificaciones administrativas de inscripción y/o no sanción: 23,28 €.
2.6 (Suprimida).
2.7 Expedición de copias compulsadas de documentos correspondientes a expedientes 

cerrados o archivados:

Por cada documento: 3,89 €.

2.8 Libro-Registro del usuario o Libro-Registro del instalador para instalaciones 
frigoríficas: 15,52 €.

Tarifa 3.–Examen, expedición de carnés y reconocimiento de entidades de formación de 
instaladores, de mantenedores, de operadores u otros.

3.1 Derechos de examen para la obtención de carnés profesionales:

Por unidad : 23,28 €.

3.2 Expedición y renovación de carnés profesionales o certificados de cualificación 
individual y similares:

Por unidad: 22,68 €.

3.3 Inscripción, autorización, registro, reconocimiento y renovación de entidades de 
formación de operadores, instaladores o mantenedores regulados reglamentariamente:

Por unidad: 275,99 €.

3.4 Inspección periódica de comprobación del mantenimiento de las condiciones de las 
inscripciones, autorizaciones o registros de la actividad anterior. (Entidades de formación):

Por unidad: 55,20 €.

Tarifa 4.–Expedientes de expropiación forzosa de bienes e imposición de servidumbre

4.1 Por una finca: 136,17 €.

4.1.1 Exceso por cada finca: 45,40 €.

Tarifa 5.

5.1 Autorización, inscripción, registro o control de entidades con funciones de:

5.1.1 Laboratorios de verificación y control
5.1.2 Instaladoras, reparadoras y mantenedoras
5.1.3 Inspectoras y de control reglamentario
5.1.4 Venta y asistencia técnica de equipos de rayos x con fines de diagnóstico médico.
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5.2 Autorización, inscripción, registro, renovación de laboratorios (incluso metrológico y 
de metales preciosos), entidades o empresas con funciones instaladoras, reparadoras, 
mantenedoras, inspectoras y de control reglamentario, y de venta y asistencia técnica de 
equipos de rayos x con fines de diagnóstico médico: 283,62 €.

5.3 Inspección periódica de comprobación del mantenimiento de las condiciones de las 
inscripciones, autorizaciones o registros de las actividades anteriores.

Por cada instalación: 56,72 €.

5.4 Control de las entidades anteriores con inspección de supervisión de los trabajos 
realizados.

Por jornada: 56,72 €.

Esta tarifa es independiente de la que corresponda por la inscripción o inspección 
periódica de la maquinaria e instalaciones (tarifa1) en el Registro de Establecimientos 
Industriales.

Tarifa 6.–Registro de Control Metrológico.

6.1 Inscripción o actualización del Registro de Control Metrológico.

Por unidad: 48,31 €.

Tarifa 7. Entrega de placas de equipos a presión.

7.1 Coste por unidad: 3,1 €.
7.2 Coste fijo por cada entrega: 7,5 €.

Tarifa 8. Tramitación de cambios de empresa conservadora de aparatos elevadores.

8.1 Alta del contrato de conservación por parte de la empresa conservadora, para su 
anotación en el registro de aparatos elevadores: 12,13 euros.

Tarifa 9. Catalogación de vehículos históricos.
9.1 Tramitación de la solicitud de catalogación de un vehículo como histórico: 82,00 

euros.

Sección 1.ª bis. Tasa del registro de certificados de eficiencia energética 
de edificios y de técnicos y empresas competentes

Artículo 39 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible el registro del certificado de eficiencia energética de 
proyecto y/o edificio terminado, de edificios nuevos o existentes, así como la comprobación, 
y el registro de los técnicos o las empresas competentes para la elaboración de certificados 
de eficiencia energética en edificios.

Artículo 39 tercero.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa el promotor o propietario del edificio, en el caso de 
edificios y el técnico competente o empresa, en el caso de inscripción en el registro de 
técnicos competentes.

Artículo 39 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la solicitud de inscripción en el registro.

Artículo 39 quinto.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

1. Proyectos y/o edificio terminado, edificios nuevos o existentes, así como la 
comprobación, dependiendo de la superficie construida del edificio:

Menor o igual de 125 m2: 17,90 euros.
Mayor de 125 m2 y menor o igual a 500 m2: 36,40 euros.
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Mayor de 500 m2 y menor o igual a 2.000 m2: 73,30 euros.
Mayor de 2.000 m2: 145,20 euros.

En el caso de edificios de bloques de viviendas, la tarifa se calculará sumando la 
correspondiente a cada vivienda y local teniendo en cuenta la superficie según las tarifas 
señaladas anteriormente.

2. Inscripción en el registro de técnicos competentes, por cada inscripción de técnico o 
empresa: 17,90 euros.

Artículo 39 sexto.  Exenciones.

1. Estarán exentos del abono de esta tasa los promotores o propietarios de edificios en 
los que la calificación energética de proyecto que hubiese sido registrada abonando la 
correspondiente tarifa, coincida con la calificación del edificio terminado.

2. Estarán exentas las renovaciones de las inscripciones en el registro de técnicos 
competentes, excepto en el caso de que las modificaciones normativas impongan nuevos 
requisitos a cumplir por los técnicos o empresas competentes.

Sección 1.ª ter. Tasa por expedientes de expropiación forzosa e imposición de 
servidumbres para ejecución de proyectos de instalaciones eléctricas, de 

hidrocarburos y para llevar a cabo explotaciones mineras

Artículo 39 séptimo.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la tramitación de expedientes de expropiación forzosa o 
de ocupación temporal de bienes y derechos, incluida la imposición de servidumbres de 
paso para el establecimiento de instalaciones de generación, transporte y distribución de 
energía eléctrica, incluso eólica, para el establecimiento de instalaciones del sector de 
hidrocarburos, y para llevar a cabo explotaciones mineras.

Artículo 39 octavo.  Sujeto pasivo.

Será sujeto pasivo el beneficiario de la expropiación, en el sentido definido en el artículo 
2.2 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa.

Artículo 39 noveno.  Devengo.

La tasa se devengará con la presentación por el beneficiario de la solicitud de inicio de 
expediente expropiatorio.

Artículo 39 décimo.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

Por expediente, incluida la primera finca: 429,00 euros.
Por cada finca adicional del mismo expediente: 114,00 euros.

Sección 2.ª Tasa de inspección técnica de vehículos

Artículo 40.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación, de oficio o a instancia de parte, 
de los servicios relativos al reconocimiento de vehículos automóviles.

Artículo 41.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta Ley, propietarios de los vehículos que solicitan la inspección 
técnica.
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Artículo 42.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la prestación del servicio; no obstante, podrá 
ser exigido su ingreso con anterioridad a la realización del servicio.

Artículo 43.  Tarifas.

Las cantidades a pagar para cada clase de vehículos y según el tipo de inspección 
realizada son las siguientes:

 Pesetas

1. Motocicletas y vehículos de hasta tres ruedas:  

Por inspección regular 1.398

Por segunda y tercera inspección 1.163

Por revisiones previas a matriculación 4.651

Por segunda inspección de matriculación 2.328

Por reformas de importancia con proyecto 3.491

Por reformas de importancia sin proyecto y enganches 1.398

Por duplicado de documentación y expedición de certificados 2.328

Por sanciones de luces, neumáticos, etc 1.163

Por inspección regular y duplicados 3.491

2. Turismos, derivados de turismos, vehículos mixtos adaptables, 
taxis, ambulancias, turismos de autoescuelas y alquiler sin 

conductor:
 

Por inspección regular 2.328

Por segunda y tercera inspección 1.163

Por revisiones previas a matriculación 4.651

Por segunda inspección de matriculación 2.328

Por reformas de importancia con proyecto 3.491

Por reformas de importancia sin proyecto y enganches 1.398

Por verificación y precintado de taxímetros 1.398

Por duplicado de documentación y expedición de certificados 2.328

Por inspección de transporte escolar 3.491

Por segunda inspección de transporte escolar 1.398

Por sanciones de luces, neumáticos, etc 1.163

Por inspección regular y duplicado 3.491

3. Autobuses:  

Por inspección regular 4.073

Por segunda y tercera inspección 1.398

Por revisiones previas a matriculación 6.977

Por segunda inspección de matriculación 3.491

Por reformas de importancia con proyecto 3.491

Por reformas de importancia sin proyecto y enganches 1.398

Por duplicado de documentación y expedición de certificados 2.328

Por inspección de transporte escolar 4.651

Por segunda inspección de transporte escolar 1.398

Por sanciones de luces, neumáticos, etc 1.163

Por inspección regular y duplicado 4.651

4. Camiones, furgones, remolques, semirremolques, cabezas y 
tractores, vehículos especiales:  

a) Por inspección regular:  

Con 3.500 kg o menos de PMA 3.491
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 Pesetas

Con más de 3.500 kg de PMA 4.073

b) Por segunda y tercera inspección:  

Con 3.500 kg g o menos de PMA 1.398

Con más de 3.500 kg de PMA 1.398

c) Por revisiones previas a matriculación:  

Con 3.500 kg o menos de PMA 6.977

Con más de 3.500 kg de PMA 6.977

d) Por segunda inspección de matriculación:  

Con 3.500 kg o menos de PMA 3.491

Con más de 3.500 kg de PMA 3.491

e) Por reformas de importancia con proyecto:  

Con 3.500 kg o menos de PMA 3.491

Con más de 3.500 kg de PMA 3.491

f) Por reformas de importancia sin proyecto y enganches:  

Con 3.500 kg o menos de PMA 1.398

Con más de 3.500 kg de PMA 1.398

g) Por duplicado de documentos y expedición de PMA:  

Con 3.500 kg o menos de PMA 2.328

Con más de 3.500 kg de PMA 2.328

h) Por sanciones de luces, neumáticos, etcétera:  

Con 3.500 kg o menos de PMA 1.163

Con más de 3.500 kg de PMA 1.163

i) Por inspección regular y duplicado:  

Con 3.500 kg o menos de PMA 4.651

Con más de 3.500 kg de PMA 4.651

5. Vehículos especiales a domicilio:  

Por inspección regular 9.948

Por segunda y tercera inspección 3.980

Por revisiones previas a matriculación 13.263

Por segunda inspección de matriculación 9.948

Por reformas de importancia con proyecto 9.948

Por reformas de importancia sin proyecto 9.948

Por duplicado de documentación y expedición de certificados 9.948

Por sanciones de luces, neumáticos, etc 9.948

Por inspección regular y duplicado 9.948

Téngase en cuenta que las cantidades establecidas en este artículo se actualizan 
periódicamente por Decreto publicado en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

Sección 3.ª Tasa de minas

Artículo 44.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la prestación de los servicios relativos a actividades 
mineras que se enumeran en las tarifas que a continuación se recogen, bien sea prestada de 
oficio o a instancia de parte.
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Artículo 45.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas y jurídicas y las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta Ley, receptoras de los servicios prestados.

Artículo 46.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la prestación del servicio; no obstante, podrá 
ser exigido su ingreso en el momento de la solicitud.

Artículo 47.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

Tarifa 1.–Ejecución y elaboración de informes y actas.

 
Interior

-
Euros

Exterior
-

Euros

1.1 Informes que no requieran aplicación de medios técnicos. 178,71 119,16

1.2 Informes que requieran aplicación de medios técnicos. 283,62 226,91

1.3 Actas de Inspección. 142,95 95,33

1.4 Actas de prueba a presión. 34,04 22,70

1.5 Informes y actas por accidentes graves y mortales. 78,71 19,16

Tarifa 2.–Exámenes de aptitud, certificados y otros.

2.1 Expedición de certificados o carnés de aptitud para artilleros, distribuidores, 
tractoristas, palistas, maquinistas y electricistas.

Interior: 35,74 €.
Exterior: 23,83 €.

2.2 Expedición de carnés de aptitud para vigilantes.

Interior: 68,06 €.
Exterior: 45,40 €.

2.3 Expedición de planos por medios informáticos: 12,48 €.

Tarifa 3.–Confrontación de proyectos y planes de labores.

Presupuestos (P) menores de 6.010,12 €: 283,62 €.
De 6.010,12 a 150.253,02 €: 283,62 € + Px10-3.
De 150.253,03 a 601.012,10 €: 567,25 € + Px10-4 +Px10-5.
De 601.012,11 a 1.502.530,26 €: 680,70 € + Px10-4 +Px10-5.
Para presupuestos mayores de 1.502.530,26 €: 794,13 € + Px10-4 +Px10-5.

Tarifa 4.–Autorización de puestas en servicio y fondos de saco.

4.1 Puesta en servicio de máquinas móviles.

Interior: 90,76 €.
Exterior: 68,06 €.

4.2 Fondos de saco: 34,04 €.
4.3 Puesta en servicio de instalaciones con proyecto, 20% de la tarifa de confrontación.

Tarifa 5.–Permisos de exploración y de investigación, concesiones de explotación, 
expropiación forzosa y trabajos de topografía

5.1 Informes de intrusiones, deslindes o trabajos similares que requieran el uso de 
técnicas de topografía, por día.

Interior: 283,62 €.
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Exterior: 226,91 €.

5.2 Exploración.

5.2.1 Primeras 300 cuadrículas: 1.474,127969 €.
5.2.2 Exceso por cada cuadrícula: 1,483444 €.

5.3 De investigación

5.3.1 Primera cuadrícula: 1.474,127969 €.
5.3.2 Exceso por cada cuadrícula: 5,692281 €.

5.4 Concesión derivada de permiso de investigación

5.4.1 Primeras 50 cuadrículas: 1.474,127969 €.
5.4.2 Exceso por cada cuadrícula: 29,530858 €.

5.5 Concesiones directas.

5.5.1 Primera cuadrícula: 1.418,067639 €.
5.5.2 Exceso por cada cuadrícula: 5,692281 €.

5.6 (Derogada).

CAPÍTULO II BIS

Empleo

Sección 1.ª Tasa por Expedición de Certificados de Profesionalidad, 
Acreditaciones Parciales Acumulables y Duplicados

Artículo 47 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa, la expedición de certificados de profesionalidad 
y acreditaciones parciales acumulables, regulados en el Real Decreto 34/2008, de 18 de 
enero, por el que se regulan los certificados de profesionalidad; así como la expedición, por 
causas no imputables a la Administración, de duplicados de dichos certificados.

Artículo 47 tercero.  Sujetos pasivos.

Son sujetos pasivos de la tasa, las personas que soliciten a su nombre la prestación del 
servicio que integra su hecho imponible.

Artículo 47 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará cuando se presente la solicitud que inicie la actuación 
administrativa, que no se realizará o tramitará sin que se haya efectuado el pago 
correspondiente.

Artículo 47 quinto.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

Por expedición de certificados de profesionalidad: 14,00 €.
Por expedición de acreditaciones parciales acumulables (por documento): 11,00 €.
Por expedición de duplicados de certificados de profesionalidad (por documento): 

11,00 €.

Artículo 47 sexto.  Exenciones y Bonificaciones.

1. Gozarán de exención por expedición de certificados de profesionalidad, acreditaciones 
parciales acumulables y duplicados, las personas desempleadas que figuren inscritas como 
tales en sus correspondientes Oficinas de Empleo y que no perciban ninguna prestación 
económica, así como los miembros de familia numerosa de categoría especial.
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2. Gozarán de una bonificación del 50% de la cuota por expedición de certificados de 
profesionalidad y duplicados, las personas desempleadas que sea preceptoras de alguna 
prestación económica y los miembros de familias numerosas de categoría general.

Las personas que puedan acreditar el derecho a la exención o bonificación de esta tasa 
lo indicarán en apartado correspondiente a la solicitud.

Sección 2.ª Tasa por Inclusión en el Registro de Centros y Entidades de 
Formación para el Empleo del Principado de Asturias y sus Modificaciones

Artículo 47 séptimo.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa, la tramitación de solicitud de inclusión en el 
Registro de Centros y Entidades de Formación para el Empleo del Principado de Asturias, 
así como las modificaciones que se soliciten sobre las anotaciones originales.

Artículo 47 octavo.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa, las entidades y centros colaboradores que soliciten la 
inclusión, inscripción, acreditación o sus modificaciones en el citado registro.

Artículo 47 noveno.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento en que se realice la solicitud que inicie la actuación 
administrativa, cuyo ingreso será condición para la prestación del servicio.

Artículo 47 décimo.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

Por inclusión en el registro de centros y entidades de formación para el empleo: 79,50 €.
Por modificaciones de carácter jurídico: 22 €.
Por modificaciones de carácter técnico: 79,50 €.
Segunda o sucesivas inscripciones y/o acreditaciones de la misma familia profesional 

que la primera inscripción o acreditación: 8 €.
Segunda o sucesivas inscripciones y/acreditaciones de distinta familia profesional que la 

primera inscripción o acreditación: 10 €.
Se entenderá por modificación de carácter jurídico la que verse sobre las condiciones de 

personalidad o capacidad jurídica que dieron origen a la inclusión, y por modificación de 
carácter técnico, la que verse sobre las condiciones de los medios de producción que se 
asociaron a las inscripciones o acreditaciones originales.

CAPÍTULO III

Educación, Cultura y Deporte.

Sección 1.ª Tasa por expedición de títulos académicos y profesionales 
correspondientes a las enseñanzas establecidas por la Ley Orgánica 1/1990, de 
3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, y por la Ley 

Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

Artículo 48.  Hecho imponible.

1. Constituye el hecho imponible la expedición de los títulos académicos y profesionales 
acreditativos de la superación de las enseñanzas reguladas en la Ley Orgánica 1/1990, de 3 
de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, y en la Ley Orgánica 2/2006, de 
3 de mayo, de Educación.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, la expedición del título de Graduado 
en Educación Secundaria Obligatoria no estará sujeta al pago de la tasa regulada en la 
presente sección.
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3. La expedición de duplicados de los títulos a que se refiere la presente sección sólo 
dará lugar al abono de la tasa correspondiente cuando aquella expedición se deba a causas 
atribuibles al interesado.

Artículo 49.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de esta tasa las personas que solicitan la expedición a su nombre 
de los títulos académicos y profesionales a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 50.  Devengo.

La tasa será exigible en el momento en que se produzca la solicitud del correspondiente 
título académico o profesional.

Artículo 51.  Tarifas.

Título de Bachiller LOGSE o LOE:

Título de Bachiller (en cualquiera de sus modalidades): 54,90 euros.

Títulos Formación Profesional LOGSE o LOE (régimen general):

Título Técnico (Grado Medio) 22,34 euros.
Título Técnico Superior (Grado Superior). 54,90 euros.

Títulos Formación Profesional LOGSE o LOE (regímenes especiales):

Título Técnico Deportivo (Grado Medio) 22,34 euros.
Título Técnico Deportivo Superior (Grado Superior) 54,90 euros.

Títulos Artes Plásticas y Diseño LOGSE o LOE:

Título de Técnico (Artes Plásticas y Diseño de Ciclo Formativo Grado Medio): 22,34 
euros.

Título de Técnico Superior (Artes Plásticas y Diseño de Ciclo Formativo Grado Superior): 
54,90 euros.

Título Superior de Diseño: 120,50 euros.

Títulos de Conservación y Restauración de Bienes Culturales LOGSE o LOE:

Título Superior de Conservación y Restauración de Bienes Culturales: 120,50 euros.

Títulos de Arte Dramático LOGSE o LOE:

Título Superior de Arte Dramático: 120,50 euros.

Títulos de Música y Danza LOGSE o LOE:

Título Profesional: 54,90 euros.
Título Superior: 120,50 euros.

Títulos de Idiomas LOGSE o LOE:

Certificado de Aptitud del Ciclo Superior de 1er. Nivel de enseñanzas especializadas de 
idiomas: 54,90 euros.

Certificado de idiomas LOE de nivel básico (del idioma correspondiente): 22,34 euros.
Certificado de idiomas LOE de nivel medio (del idioma correspondiente): 22,34 euros.
Certificado de idiomas LOE de nivel avanzado (del idioma correspondiente): 22,34 euros.
Certificado de idiomas LOE nivel C (del idioma correspondiente): 24,20 euros.

Duplicados títulos LOGSE o LOE:

Título Graduado en Educación Secundaria Obligatoria. 2,50 euros.
Título de Bachiller (en cualquiera de sus modalidades): 4,90 euros.
Títulos de Técnico (Ciclo Formativo Grado Medio): 2,50 euros.
Título de Técnico Superior (Ciclo Formativo Grado Superior): 4,90 euros.
Certificado de Aptitud de las escuelas de idiomas: 2,50 euros.
Títulos LOGSE o LOE equivalentes a diplomados: 4,90 euros.
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Títulos LOGSE o LOE equivalentes a licenciados: 4,90 euros.

Artículo 52.  Exenciones y bonificaciones.

1. Los miembros de las familias numerosas de las categorías 2.ª y de honor quedan 
exentos del abono de la tasa regulada en la presente sección.

2. Los miembros de las familias numerosas de 1.ª categoría gozarán de una reducción 
del cincuenta por ciento (50 %) del importe de la tasa a que refiere el artículo anterior.

Sección 1.ª bis. Tasa por inscripción en las pruebas de habilitación de guía de 
turismo

Artículo 52 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la inscripción en las pruebas convocadas para 
obtener la habilitación de guía de turismo en el Principado de Asturias.

Artículo 52 tercero.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa quienes soliciten la inscripción para realizar las pruebas 
para obtener la habilitación de guía de turismo en el Principado de Asturias.

Artículo 52 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de presentar la solicitud de inscripción.

Artículo 52 quinto.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con la siguiente tarifa:

Por cada inscripción: 25,35 euros.

Sección 1.ª ter. Tasa por la inscripción en las pruebas de conjunto de grado 
medio o de grado superior para la homologación de la formación de 
entrenadores regionales y de entrenadores nacionales, de fútbol y de fútbol 

sala

Artículo 52 sexto.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la inscripción para la participación en las 
pruebas de conjunto de grado medio o de grado superior para la homologación de la 
formación de entrenadores regionales y de entrenadores nacionales, de fútbol y de fútbol 
sala en el Principado de Asturias.

Artículo 52 séptimo.  Sujetos pasivos.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas que soliciten la inscripción para realizar las 
pruebas de conjunto de grado medio o de grado superior para la homologación de la 
formación de entrenadores regionales y de entrenadores nacionales, de fútbol y de fútbol 
sala en el Principado de Asturias.

Artículo 52 octavo.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la presentación de la solicitud de inscripción.

Artículo 52 noveno.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con la siguiente tarifa: 52,10 euros.
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Sección 2.ª Tasa de entrada y visita a las cuevas y yacimientos prehistóricos

Artículo 53.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la entrada y visita a las cuevas y yacimientos prehistóricos 
que se enumeran en la tarifa de esta tasa.

Artículo 54.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos las personas que visiten las cuevas y yacimientos prehistóricos a 
que se refiere el artículo anterior.

Artículo 55.  Devengo.

La tasa se devengará al retirar el boleto de entrada y visita a las cuevas o yacimientos 
prehistóricos.

Artículo 56.  Tarifas.

1. La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

a) Cueva de Tito Bustillo:

General: 4 euros.
Reducida: 2 euros.

b) Cueva de La Lluera:

General: 3 euros.
Reducida: 1,5 euros.

c) Cuevas El Pindal:

General: 3 euros.
Reducida: 1,5 euros.

d) Cuevas El Buxu:

General: 3 euros.
Reducida: 1,5 euros.

e) Castro de Coaña:

General: 3 euros.
Reducida: 1,5 euros.

La tarifa reducida se aplicará a las personas de 7 a 12 años, a las personas mayores de 
65 años y a los miembros de familias numerosas.

2. Exenciones:

Los miércoles se establecen como días de visita gratuita.
Las visitas de grupos de centros de enseñanza estarán exentas del pago cuando así se 

haya solicitado al Servicio de Patrimonio Histórico de la Consejería con una antelación 
mínima de siete días y autorizado por la misma.

3. Bonificaciones:

Los grupos de más de 25 personas tendrán una bonificación del 50 por 100 del precio de 
la entrada cuando así se haya solicitado al Servicio de Patrimonio Histórico de la Consejería 
con una antelación mínima de siete días y autorizado por la misma.

Los titulares del carné joven o del carné internacional de estudiante tendrán una 
bonificación del 50 por 100 del precio de la entrada, previa presentación de los mismos.
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Sección 3.ª Tasa por servicios prestados por el Registro de la propiedad 
intelectual del Principado de Asturias

Artículo 56 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la tramitación de las solicitudes de inscripción, 
anotación y cancelación de derechos de la propiedad intelectual, así como los servicios de 
publicidad registral.

Artículo 56 tercero.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta ley que soliciten la realización de alguna de las actividades que 
constituyen el hecho imponible.

Artículo 56 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento en que se realice la solicitud o se preste el servicio 
según el hecho imponible consista en la tramitación de solicitudes o en la prestación del 
servicio de publicidad registral, respectivamente.

Artículo 56 quinto.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

1) Tramitación de solicitud:

Por la tramitación de solicitud de inscripción, anotación o cancelación, siendo el autor y 
titular de derechos de la obra la misma persona: 10,30 €.

Por la tramitación de solicitud de inscripción, anotación o cancelación, siendo el autor y 
titular de derechos de la obra distinta persona: 61,80 €.

Por la tramitación de solicitud de inscripción, anotación o cancelación de obras 
colectivas: 103,00 €.

Por la tramitación de solicitud de inscripción, anotación o cancelación de una colección 
de obras:

Por la primera de las obras: 10,30 €.
Por cada una de las siguientes obras que conformen la colección: 3,09 €.

2) Publicidad registral:

Por expedición de certificados: 10,30 €.
Por expedición de nota simple: 5,15 €.
Por expedición de copia certificada de documentos en soporte papel (por cada página):

Hasta las diez primeras: 5,15 €.
Por cada página restante: 0,10 €.

Por expedición de copia certificada en soporte distinto de papel: 25,75 €.

Sección 4.ª Tasa por expedición de carné habilitador de guía de turismo

Artículo 56 sexto.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la expedición de carné habilitador de guía de 
turismo en el Principado de Asturias, así como la expedición de actualización o duplicado, 
por causas no imputables a la Administración, de dichas acreditaciones.

Artículo 56 séptimo.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa quienes soliciten la expedición de carné, actualización o 
duplicado del mismo.
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Artículo 56 octavo.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de presentar la solicitud que inicie la actuación 
administrativa, que no se realizará o tramitará sin que se haya efectuado el pago 
correspondiente.

Artículo 56 noveno.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con la siguiente tarifa:

Por cada expedición: 10,00 euros.

CAPÍTULO IV

Sanidad

Sección 1.ª Tasa por prestación de servicios de salud, inspecciones sanitarias 
de salud pública y expedición de libros y carnés

Artículo 57.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la prestación de servicios de salud relativos a 
inspecciones y autorizaciones sanitarias y la expedición de libros oficiales de registro y 
visitas, y de carnés de aplicador de biocidas y de técnicos en emergencias sanitarias.

Artículo 58.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta ley, a las que se presten los servicios o expidan los 
documentos objeto de esta tasa, tanto sean a instancia de parte como prestados de oficio 
por la Administración.

Artículo 59.  Devengo.

La tasa se devengará:

a) Por la prestación de servicios de salud relativos a inspecciones y autorizaciones 
sanitarias en el momento de solicitar la prestación del servicio o cuando éste se realice, si se 
ejecuta de oficio por la Administración.

b) Por la expedición de documentos en el momento de solicitar la expedición de los libros 
y carnés objeto de la tasa.

Artículo 60.  Tarifas.

Tarifa 1. Inspecciones sanitarias:

1. En vehículos destinados a transporte sanitario, con expedición de certificado (carta de 
autorización de funcionamiento).

Ambulancias: 20 €.
Otros vehículos: 39,68 €.

2) Para aperturas, reformas o cambios de titularidad en locales destinados a:

a) Espectáculos públicos y actividades recreativas (cines, teatros, campos de deporte, 
discotecas y similares): 51,90 €.

b) Comedores colectivos, restaurantes, cafeterías, bares y otros similares: 31,13 €.
c) Establecimientos alimentarios (supermercados, ultramarinos, despachos de pan y 

leche, pescaderías y carnicerías, fruterías y similares): 15,59 €.
d) Establecimientos hoteleros:

Hoteles y hoteles-apartamentos de cinco estrellas: 259,55 €.
Hoteles y hoteles-apartamentos de cuatro estrellas: 207,65 €.
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Hoteles y hoteles-apartamentos de tres estrellas: 155,74 €.
Hoteles y hoteles-apartamentos de dos estrellas: 103,80 €.
Hoteles y hoteles-apartamentos de una estrella: 51,90 €.
Pensiones de dos y una estrella: 31,13 €.

e) Otro tipo de usos: 15,59 €.

3) Inspección alimentaria:

a) Por inspección de locales destinados a manipulación, fabricación, almacenamiento o 
venta de productos alimentarios:

Inspecciones de carácter reglamentario relacionadas con el Registro General Sanitario 
de Alimentos: 95,89 euros.

Inspecciones que tengan por objeto comprobar la realización de medidas correctoras 
previamente impuestas:

Primera visita: 95,89 euros.
Visitas sucesivas: 38,32 euros.

b) Certificados:

Expedición de certificado alimentario: 38,32 euros.

3 bis) Por inspección de establecimientos dedicados a fabricación o formulación, 
almacenamiento, comercialización o servicios de aplicación de biocidas:

Inspecciones de carácter reglamentario relacionadas con el Registro de biocidas: 95,89 
euros.

Inspecciones que tengan por objeto comprobar la realización de medidas correctoras 
previamente impuestas:

Primera visita: 95,89 euros.
Visitas sucesivas: 38,32 euros.

  4) Por la tramitación de expedientes y autorización de traslado de cadáveres o restos 
cadavéricos:

Dentro de la Comunidad Autónoma: 31,13 €.
A otra comunidad autónoma: 41,52 €.

5. Inspecciones para autorización, modificación, convalidación o cierre de centros, 
servicios y establecimientos sanitarios de cualquier clase y naturaleza:

a) Inspección de consultas de enfermería, medicina, psicología, así como de sus 
correspondientes especialidades: 55 €.

b) Laboratorio de análisis clínicos, ópticas, laboratorios de prótesis dental, centros de 
reconocimiento de conductores, centros de reconocimientos médicos, clínicas dentales, 
centros de reproducción asistida humana: 110 €.

c) Centros de hospitalización, centros de diagnóstico por imagen, centros de cirugía 
ambulatoria de cualquier especialidad médico-quirúrgica: 140 €.

6) Inspección farmacéutica:

a) Por informes sobre condiciones de local, instalaciones y utillaje para la autorización de 
apertura o traslado de servicios farmacéuticos en:

Botiquines y depósitos de medicamentos: 10,38 €.
Servicios de farmacia: 51,90 €.
Almacenes de distribución de medicamentos: 103,80 €.

b) Sobre condiciones de local, instalaciones y utillaje en apertura de oficinas de farmacia: 
31,13 €.

7) Entidades de seguro libre de asistencia médico-farmacéutica:
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Prestación de servicios de control sanitario: El dos por mil de las primas satisfechas por 
los asegurados a las entidades de seguro libre cuyo ámbito de actuación se limita al territorio 
de la Comunidad Autónoma.

8) Expedición de informes:

Expedición de informes a petición de parte: 51,90 €.
Expedición de informes sanitarios para legalizar aguas de consumo: 142,01 €.

9) Exámenes médicos con expedición de certificados:

Especial para permisos de conducir (menores de 70 años): 15,59 €.
Especial para permisos de conducir (mayores de 70 años): 4,14 €.
Especial para permisos y licencias de armas: 15,59 €.

Tarifa 2. Autorizaciones sanitarias:

Por tramitación de procedimientos de autorizaciones de oficinas de farmacia:

Nuevas oficinas de farmacia: 710,03 €.
Traslados de local: 355,00 €.
Modificación de local: 35,49 €.
Transmisión de oficinas de farmacia a título gratuito: 106,50 €.
Transmisión de oficinas de farmacia a título oneroso a favor de familiares: 106,50 €.
Transmisión de oficinas de farmacia mortis causa: 106,50 €.
Otras transmisiones: 710,03 €.
Autorizaciones de personal por más de 15 días: 35,49 €.
Por tramitación de autorización e inscripción en el Registro de Publicidad Sanitaria en el 

Principado de Asturias: 20 €.

Tarifa 3. Libros oficiales de registro y visitas:

Expedición de libros oficiales de control sanitario de establecimientos y actividades 
alimentarias: 9,29 €.

Expedición de libros de registro oficial de piscinas: 30,95 €.

Tarifa 4. Expedición de carnés de aplicadores de biocidas: 7,62 euros.

Tarifa 5.–Expedición de carnés de Técnico de Emergencias Sanitarias 1 y 2: 5 €.

Sección 1.ª bis. Tasa por la evaluación y emisión de dictámenes de ensayos 
clínicos con medicamentos realizados por el Comité Ético de Investigación 

Clínica Regional del Principado de Asturias

Artículo 60 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la realización de actividades de evaluación y emisión de 
dictámenes por el Comité Ético de Investigación Clínica Regional del Principado de Asturias 
que conlleva la tramitación de los procedimientos de autorización de un posible protocolo 
para la realización de ensayos clínicos con medicamentos o estudios postautorización (EPA) 
que precisen autorización del Comité.

Asimismo, constituye el hecho imponible la realización de actividades de evaluación y 
emisión del dictamen que conlleva el procedimiento de aprobación de enmiendas al 
protocolo de ensayo clínico aprobado.

Artículo 60 tercero.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas y jurídicas, así como las entidades a 
que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que 
tengan la condición de promotor del ensayo clínico, según se define en el artículo 2.e) del 
Real Decreto 223/2004, de 6 de febrero, por el que se regulan los ensayos clínicos con 
medicamentos.
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Artículo 60 cuarto.  Devengo y pago.

La tasa se devengará en el momento en el que el promotor del ensayo clínico solicite la 
evaluación y emisión de los dictámenes que constituyen el hecho imponible.

La tasa será objeto de autoliquidación e ingreso por los sujetos pasivos con carácter 
previo a la presentación de la solicitud.

Artículo 60 quinto.  Tarifas.

La tasa por la evaluación y emisión de dictamen se exigirá de acuerdo con las siguientes 
tarifas:

a) Por protocolo de ensayo clínico presentado a evaluación o estudio postautorización: 
1.210 euros.

b) Por enmienda relevante del protocolo aprobado: 302 euros.

Artículo 60 sexto.  Exenciones.

Quedan exentos del pago de esta tasa las Administraciones Públicas sanitarias, centros 
de investigación, universidades e instituciones sin ánimo de lucro, así como aquellos 
investigadores adscritos a centros dependientes del Servicio de Salud del Principado de 
Asturias que actúen como promotores.

Sección 1.ª ter. Tasa por acreditación de actividades de Formación Continuada 
de las profesiones sanitarias

Artículo 60 séptimo.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa, las actuaciones administrativas encaminadas a 
resolver las solicitudes de acreditación de las actividades de formación continuada de las 
profesiones sanitarias.

Artículo 60 octavo.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa, aquellas personas físicas o jurídicas, organizadoras de 
las actividades de formación continuada de las profesiones sanitarias que soliciten la 
acreditación de las mismas.

Artículo 60 noveno.  Devengo y pago.

La tasa se devengará cuando se presente la solicitud que inicie la actuación 
administrativa, exigiéndose en régimen de autoliquidación. El abono deberá acreditarse con 
la presentación de la solicitud.

Artículo 60 décimo.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

Actividades presenciales, por cada actividad: 100 €.
Actividades semi-presenciales y a distancia, por cada actividad:140€.
Congresos, por cada actividad: 175 €
Reediciones y reacreditaciones, por cada actividad reacreditada o solicitud de nuevas 

ediciones: 41 €.

Artículo 60 undécimo.  Exenciones.

Quedarán exentos de la tasa centros, servicios y establecimientos sanitarios que 
dependan de la Administración del Principado de Asturias o de su sector público.
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Sección 2.ª Tasas por inspecciones y controles sanitario de animales y sus 
productos.

Artículo 61.  Objeto.

La tasa grava la inspección y control veterinario del sacrificio y despiece de animales.
La tasa se denominará tasa por inspecciones y controles sanitarios oficiales de carnes 

frescas y carnes de caza, porcino sacrificado en domicilios particulares para el consumo 
familiar y reses de lidia.

Dichos controles e inspecciones serán los realizados por los técnicos facultativos en las 
siguientes operaciones:

Sacrificio de animales.
Despiece de las canales.

Artículo 62.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de las presentes tasas la realización de las actividades 
por la Administración del Principado de Asturias para preservar la salud pública y sanidad 
animal, mediante la práctica de inspecciones y controles sanitarios de animales y sus carnes 
frescas destinadas al consumo, efectuadas por los facultativos de los servicios 
correspondientes, tanto en los locales o establecimientos de sacrificio, despiece, y 
domicilios, en su caso, sitos en el territorio del Principado de Asturias, como los demás 
controles y análisis realizados en los centros habilitados al efecto.

A efectos de la exacción del tributo, las actividades de inspección y control sanitario que 
se incluyan dentro del hecho imponible se catalogan de la siguiente forma:

a) Inspecciones y controles sanitarios «ante mortem» para la obtención de carnes 
frescas de ganado bovino, porcino, ovino, caprino, conejos de granja, caza mayor y caza 
menor de pluma y pelo, solípedos/équidos y aves de corral.

b) Inspecciones y controles sanitarios ''post mortem'' de los animales sacrificados para la 
obtención de las mismas carnes frescas, así como la inspección ''post mortem'' de ganado 
porcino sacrificado en domicilios particulares, de caza mayor y de reses de lidia.

c) Control documental de las operaciones realizadas en el establecimiento.
d) Control y marcado sanitario de las canales, vísceras y despojos destinados al 

consumo humano así como el marcado o marchamado de las piezas obtenidas en las salas 
de despiece.

e) Control de determinadas sustancias y residuos en animales, en la forma prevista por 
la normativa vigente.

Artículo 63.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos obligados al pago de los tributos, según el tipo de tasa de que se 
trate, las siguientes personas o entidades:

a) En el caso de las tasas relativas a las inspecciones y controles sanitarios oficiales 
«ante mortem» y «post mortem» de los animales sacrificados, marcado sanitario de canales, 
vísceras y despojos destinados al consumo humano, al control de sustancias y residuos en 
los animales, los titulares de los establecimientos donde se lleve a cabo el sacrificio, o se 
practique la inspección, ya sean personas físicas o jurídicas y, en su caso, el propietario del 
animal.

b) En la tasa relativa al control de las operaciones de despiece:

1. Las personas determinadas en el párrafo anterior cuando las operaciones de despiece 
se realicen en el mismo matadero.

2. Las personas físicas o jurídicas titulares de establecimientos dedicados a la operación 
de despiece de forma independiente, en los demás casos.

Los sujetos pasivos anteriores deberán trasladar, cargando su importe en factura, las 
tasas a los interesados que hayan solicitado la prestación del servicio, o para quienes se 
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realicen las operaciones de sacrificio o despiece descritas en el artículo anterior, 
procediendo posteriormente a su ingreso a favor de la comunidad autónoma.

Se entenderá que son interesados, no sólo las personas físicas o jurídicas que soliciten 
los mencionados servicios, sino también las herencias yacentes, comunidades de bienes y 
demás entidades que, aunque no tengan personalidad jurídica propia, constituyan una 
unidad económica o un patrimonio separado.

Articulo 64.  Responsables de la percepción de las tasas.

Serán responsables subsidiarios, en los supuestos y con el alcance previsto en el 
artículo 40 de la Ley General Tributaria, los Administradores de sociedades y los síndicos, 
interventores o liquidadores de quiebras, concursos, sociedades y entidades en general que 
se dediquen a las actividades cuya inspección y control genera el devengo de las tasas.

Artículo 65.  Devengo.

Las tasas que corresponde satisfacer se devengarán en el momento en que se lleven a 
cabo las actividades de inspección y control sanitario de animales, en los establecimientos o 
instalaciones en que se desarrollen las mismas, sin perjuicio de que se exija su previo pago 
cuando la realización del control sanitario se inicie a solicitud del sujeto pasivo o del 
interesado.

En caso de que en un mismo establecimiento y a solicitud del interesado se realicen en 
forma sucesiva las dos operaciones de sacrificio y despiece, el total de la cuantía de la tasa 
se determinará de forma acumulada, al comienzo del proceso con independencia del 
momento del devengo de las cuotas correspondientes, sin perjuicio de lo previsto en el 
artículo siguiente.

Artículo 66.  Lugar de realización del hecho imponible.

Se entenderá realizado el hecho imponible en el territorio de la comunidad autónoma del 
Principado de Asturias, cuando en el mismo radique el establecimiento en que se sacrifiquen 
los animales y se despiecen los canales, sin que puedan existir restituciones a favor de otras 
comunidades autónomas.

Artículo 67.  Cuota tributaria de la tasa por inspecciones y controles sanitarios de carnes 
frescas, porcino sacrificado en domicilios particulares, caza y reses de lidia.

La cuota tributaria se exigirá al contribuyente por cada una de las operaciones relativas 
al: sacrificio de animales, operaciones de despiece.

No obstante, cuando concurran en un mismo establecimiento las operaciones de 
sacrificio y despiece, el importe total de la tasa a percibir comprenderá el de las cuotas de 
las dos fases acumuladas en la forma prevista en el artículo siguiente.

En las operaciones de sacrificio realizadas en mataderos las cuotas se liquidarán en 
función del número de animales sacrificados.

Las cuotas tributarias relativas a las actividades conjuntas de inspección y control 
sanitario «ante mortem», «post mortem» de los animales sacrificados, marcado sanitario de 
canales, vísceras y despojos destinados al consumo humano, al control de sustancias y 
residuos en animales, se cifran, para cada animal sacrificado en los establecimientos o 
instalaciones debidamente autorizados, en las siguientes cuantías:

1. Mataderos:

Importe/animal:

Vacunos pesados con más de 218 Kg. Canal: 5 euros.
Vacunos jóvenes con menos de 218 Kg. canal: 2 euros.
Solípedos/équidos: 3 euros.
Porcinos con peso en canal igual o superior a 25 Kg: 1 euro.
Porcinos con peso en canal inferior a 25 Kg: 0,50 euros.
Ovino, caprino y otros rumiantes con peso en canal igual o superior a 12 Kg: 0,25 euros.
Ovino, caprino y otros rumiantes con peso en canal inferior a 12 Kg: 0,15 euros.
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Aves del género Gallus y pintadas: 0,005 euros.
Patos y ocas: 0,01 euros.
Pavos: 0,025 euros.
Conejo de granja: 0,005 euros.

2. Salas de despiece:

Importe/tonelada:

Vacuno, porcino, solípedos/équidos, ovino y caprino: 2 euros.
Aves y conejos de granja: 1,50 euros.
Caza silvestre y caza de cría: caza menor de pluma y pelo: 1,50 euros.
Caza silvestre y caza de cría: ratites (avestruz, emú, ñandú): 3 euros.
Caza silvestre y caza de cría:jabalíes y rumiantes: 2 euros.

3. Salas de tratamiento de caza:

Importe/animal:

Caza menor de pluma: 0,005 euros.
Caza menor de pelo: 0,01 euros.
Ratites: 0,50 euros.
Jabalíes: 1,50 euros.
Rumiantes de caza mayor: 0,50 euros.

4. Inspección sanitaria de animales no sacrificados en mataderos:

Importe/animal:

Por inspección de ganado porcino sacrificado en domicilios particulares: 6,97 euros.
Por inspección de animales de caza mayor: 17,41 euros.
Por inspección de toros de lidia: 17,41 euros.

Para el cálculo de la tasa en las operaciones de despiece se tomará como referencia el 
peso real de la carne antes de despiezar, incluidos los huesos.

Artículo 68.  Reglas relativas a la acumulación de cuotas.

Las cuotas tributarias devengadas en cada caso se deberán acumular cuando concurra 
la circunstancia de una integración de todas o algunas de las fases de devengo en un mismo 
establecimiento. No obstante, cuando concurran en un mismo establecimiento únicamente 
operaciones de sacrificio y despiece y la tasa percibida en el matadero cubriese igualmente 
la totalidad de los gastos de inspección por operaciones de despiece, no se percibirá tasa 
alguna por dicho concepto.

Se entenderá que la tasa percibida por el sacrifico cubre igualmente los gastos de control 
de las operaciones de despiece, cuando la situación de los locales en los que se desarrollan 
las mismas permita a los técnicos facultativos llevar a cabo el control de todas ellas sin un 
incremento apreciable del tiempo que, normalmente, sería preciso dedicar, por sí solo, a las 
operaciones de sacrificio.

Artículo 69.  Cuota tributaria de la tasa por controles sanitarios respecto de determinadas 
sustancias y sus residuos en animales vivos y sus productos.

(Suprimido) 

Artículo 70.  Liquidación de ingreso.

1. Los obligados al pago de las tasas, trasladarán las mismas cargando su importe total 
en las correspondientes facturas a los interesados, practicando las liquidaciones 
procedentes de acuerdo con lo señalado en los artículos anteriores.

El ingreso se realizará mediante autoliquidación trimestral, que deberá presentar dentro 
de los veinte primeros días siguientes al trimestre natural.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 91  Leyes de tasas y de precios públicos

– 1381 –



2. Los titulares de los establecimientos dedicados al sacrificio de ganado podrán deducir 
como máximo hasta un 70 % del importe de las cuotas tributarias establecidas atendiendo a 
los siguientes conceptos:

a) Por horario de trabajo:
Deducción aplicable de un 30 % en la cuota tributaria de la tasa, para los mataderos y 

salas de manipulación de carne de caza en los que demanden la presencia del Servicio 
Veterinario Oficial entre las 7:00 horas y las 18:00 horas de lunes a viernes 
laborables,permitiéndose esta deducción aún cuando en el 15 % de los días de cada uno de 
los meses del trimestre del que se trate se produzcan desviaciones en ese horario.

Para los mataderos que demanden la presencia del Servicio Veterinario Oficial fuera del 
horario anterior, se limitará la deducción al 10 % cuando al menos la mitad de dicha 
demanda se realice en dicho horario.

Cuando la demanda de la presencia del Servicio Veterinario Oficial se realice en 
sábados, domingos o días no laborables, no se aplicarán deducciones por este concepto 
respecto a los animales sacrificados o faenados en esos días.

Para aplicar esta deducción no será necesaria su autorización previa, los interesados 
utilizarán la información que con carácter periódico realizan los Servicios Veterinarios 
Oficiales para calcular la liquidación que sea procedente por este concepto; información que 
será contrastada por parte de los órganos de la administración encargados de su gestión, 
pudiendo dar lugar a las correspondientes regularizaciones de las deducciones.

b) Por actividad planificada y estable:
Deducción del 10 % de la cuota que procederá cuando los sujetos pasivos dispongan de 

un sistema de planificación y programación de la producción y lo lleven a la práctica de 
manera efectiva, permitiendo a los servicios de inspección conocer el servicio que hace falta 
prestar con una anticipación mínima de setenta y dos horas, con el fin de prever los recursos 
necesarios y optimizar la organización de dicho servicio.

c) Por apoyo instrumental al control oficial:
Deducción del 15 % de la cuota que procederá cuando el sujeto pasivo ponga a 

disposición de los servicios de inspección el material y los equipamientos apropiados para 
llevar a cabo las actividades de control específicas en las mismas instalaciones, incluyendo a 
tal efecto, los equipos de protección individual mínimos y las reposiciones necesarias de los 
mismos así como su limpieza y desinfección, espacio de trabajo debidamente equipado y en 
condiciones, herramientas, servicio informático y material de oficina.

d) Por sistemas de autocontrol evaluados:
La deducción podrá aplicarse cuando el establecimiento disponga de un sistema de 

autocontrol basado en el análisis de peligros y puntos de control crítico (APPCC), incluyendo 
la existencia de procedimientos en materia de bienestar animal evaluado oficialmente y con 
resultado favorable. Cuantía de deducción: 10 % de la cuota.

Esta deducción será del 15 % cuando los sistemas de autocontrol evaluados se integren 
en un sistema de gestión de la calidad y/o de seguridad alimentaria.

El requisito para el reconocimiento de la deducción por sistemas de autocontrol 
evaluados será el informe favorable de la última supervisión del sistema de autocontrol de la 
empresa, realizada por parte de los órganos de la administración sanitaria que realicen 
funciones de control sanitario.

El requisito para el reconocimiento de la deducción aplicable por sistemas de autocontrol 
evaluados e integrados en un sistema de gestión de la calidad, será, además del informe 
favorable previsto en el párrafo anterior, el documento acreditativo, expedido por la empresa 
certificadora del sistema de gestión de la calidad y/o de seguridad alimentaria.

e) Por inspección ante mortem en origen de porcinos, aves de corral y caza de cría:
La deducción podrá aplicarse cuando las operaciones de inspección ante mortem se 

hayan practicado en el ganado en la explotación de origen y no sea necesario repetirlas en 
el matadero, procedencia de conformidad con lo establecido en el Anexo II, Sección III, 
punto 7 del Reglamento (CE) número 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
29 de abril de 2004, por el que se establecen normas específicas de higiene de los alimentos 
de origen animal, y en el Anexo I, Sección I, Capítulo II, punto B.5 del Reglamento (CE) 
número 854/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, por el que 
se establecen normas específicas para la organización de controles oficiales de los 
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productos de origen animal destinados al consumo humano. Cuantía de deducción: 5 % de 
la cuota correspondiente a la especie afectada.

f) Por personal de apoyo del matadero:

1.ª Deducción aplicable de un 10 % de la cuota correspondiente a la especie 
afectada cuando personal del matadero desempeñe las funciones de los asistentes 
oficiales especializados en relación con los controles de la producción de carne de 
aves de corral y de lagomorfos según se contempla en el Capítulo III de la Sección III 
del Anexo I del Reglamento (CE) número 854/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2004, por el que se establecen normas específicas para la 
organización de controles oficiales de los productos de origen animal destinados al 
consumo humano.

2.ª Deducción de un 5 % cuando el matadero preste apoyo a los Servicios Veterinarios 
Oficiales en la preparación de muestras para la investigación de triquinas.

Para la aplicación de las deducciones previstas en el presente apartado, se solicitará el 
previo reconocimiento por los órganos competentes de la Administración en materia sanitaria 
de que se cumplen las condiciones anteriormente referidas, con excepción de la mencionada 
en la letra a (Por horario de trabajo), que será de aplicación directa.

Las solicitudes serán remitidas por parte de los interesados antes del 20 de enero de 
cada año y en ellas se detallarán los conceptos para los que se solicita la deducción, 
aportando los documentos probatorios detallados en los apartados anteriores o, en los casos 
en que no hayan sido detallados, realizando declaración expresa sobre su cumplimiento.

En el caso de no pronunciarse expresamente la autoridad sanitaria competente en el 
plazo de tres meses, contado desde la entrada de la solicitud en el registro del órgano 
competente para su tramitación, el interesado podrá entender estimada su solicitud, 
pudiendo aplicar las deducciones solicitadas en la primera autoliquidación que realice a partir 
de la finalización de dicho plazo.

Estas autorizaciones para la deducción de tasas podrán ser modificadas o incluso 
revocadas en caso de existir informes motivados sobre el no cumplimiento de los requisitos 
exigidos para su aplicación.

Artículo 71.  Exenciones y bonificaciones.

1. Sobre las cuotas que resulten de las liquidaciones practicadas según las reglas 
contenidas en los apartados anteriores, no se concederá exención ni bonificación alguna, 
cualquiera que sea el titular de las explotaciones o el territorio en que se encuentren 
ubicados.

2. El importe de la tasa correspondiente no podrá ser objeto de restitución a terceros a 
causa de la exportación de las carnes, ya sea de forma directa o indirecta.

CAPÍTULO IV BIS

Consumo

Tasa por expedición de hojas de reclamaciones

Artículo 71 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la expedición de hojas de reclamaciones por el órgano 
competente en materia de consumo.

Artículo 71 tercero.  Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos las personas físicas o jurídicas o las entidades a que se refiere el 
artículo 5.2 de esta ley a las que se expidan las hojas de reclamaciones establecidas 
obligatoriamente por la normativa vigente.
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Artículo 71 cuarto.  Devengo.

La tasa por expedición de hojas de reclamaciones se devengará en el momento de 
formular la correspondiente solicitud.

Artículo 71 quinto.  Tarifa.

Por cada hoja de reclamación: 0,15 €.

CAPÍTULO V

Vivienda

Sección 1.ª Tasa por prestación de servicios y realización de trabajos del 
Centro de Estudios de Calidad de la Edificación

Artículo 72.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la prestación de servicios y la realización de trabajos por 
el Centro de Estudios de Calidad de la Edificación, tanto sean solicitados por los interesados 
como prestados de oficio por la Administración.

Artículo 73.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el 
artículo 5.2 de esta Ley a las que se les presten los servicios o para las que se ejecuten los 
trabajos que constituyen el objeto de la tasa.

Artículo 74.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la prestación del servicio; no obstante, podrá 
ser exigido su ingreso en el momento de solicitar el mismo.

Artículo 75.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

 Pesetas

Tarifa 1. Servicios administrativos:  

1. Expedición de documentos de ensayo:  

Cada documento 2.071

2. Despacho de documentos:  

a) Expedientes de ensayo en trámite:  

A partir de dos copias, cada página 83

b) Expedientes de ensayo cerrados:  

Una copia de las 10 primeras páginas o fracción 704

Una copia de cada página más 83

Tarifa 2. Realización de trabajos:  

1. Aceros para estructuras:  

Redondos de armar. Tracción incluyendo: Sección media equivalente carga de rotura, límite elástico y 
alargamiento de rotura: UNE 36088-UNE 36097-UNE 36401. Una probeta 3.744

Doblado simple. UNE 36088-UNE 36097-UNE 7472. Una probeta 1.525

Doblado-desdoblado. UNE 36088 o UNE 36097. Una probeta 2.063

Sección media equivalente. UNE 36088-UNE 36097. Una probeta 1.525

Características geométricas (altura, separación, ángulo de inclinación de corrugas transversales y 
perímetro sin corrugas). UNE 36088. Una probeta 3.206

Características ponderales (masa por metro lineal). UNE 36088 y UNE 36097. Una probeta 1.525
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 Pesetas

2. Mallas electrosoldadas:  

Despegue de barras UNE 36462. Una probeta 2.063

Características geométricas, incluyendo: Separaciones entre los elementos, longitud y anchura de 
panel y longitud de salientes UNE 36092. Una malla 2.063

Inspección de soldadura por radiografía y calificación de ésta. Serie de tres radiografías o fracción 20.684

Inspección de soldadura por ultrasonidos. Serie de tres soldaduras 20.684

3. Áridos para hormigones y morteros:  

Terrones arcilla. UNE 7133. Una muestra . 4.603

Finos que pasan por el tamiz. UNE 7135. Una muestra 7.017

Materia orgánica. UNE 7082. Una muestra 3.617

Partículas blandas. UNE 7134. Una muestra 6.725

Coeficiente de forma. UNE 7238. Una muestra 6.725

Análisis granulométrico. UNE 7139. Una muestra 4.603

Peso específico y absorción de agua. Árido fino. UNE 7140. Una muestra 12.886

Peso específico y absorción de agua. Árido grueso. UNE 7083. Una muestra 12.886

Humedad contenida. Una muestra 3.335

Tamaño máximo característico. Árido grueso en hormigón fresco. UNE 7295. Una muestra 5.016

Azul de metileno. UNE 83130 5.680

4. Baldosas de cemento:  

Características dimensionales (longitud, anchura, espesor, alabeo y rectitud de aristas). Serie de 10 
baldosas 7.107

Densidad aparente. UNE 7007. Serie de cinco baldosas 8.379  

Absorción de agua. UNE 127002. Serie de tres baldosas 9.523

Resistencia al desgaste. UNE 127005. Serie de dos probetas:  

Preparadas por el peticionario 5.396

Preparadas por el centro 7.997

Resistencia a la flexión. UNE 127006. Serie de seis baldosas 5.553

Resistencia al choque. UNE 127007. Serie de tres baldosas 2.063

Heladicidad. UNE 127004. Serie tres probetas. Cada ciclo de hielo y deshielo 1.525

Espesor de capa de huella. Serie de tres baldosas 1.525

Permeabilidad. UNE 127003. Serie de tres baldosas 12.150

5. Baldosas cerámicas azulejos:  

Características dimensionales (longitud, anchura, espesor, rectitud de los lados, ortogonalidad, 
curvatura y alabeo). UNE 67098. Serie de 10 baldosas 7.107

Aspecto superficial. UNE 67098. Serie de 30 baldosas 3.363

Absorción de agua. UNE 67099. Serie de 10 baldosas 21.801

Resistencia flexión. UNE 67100. Serie de siete baldosas 8.351

Resistencia al cuarteo. UNE 67105. Serie de cinco baldosas 16.813

Dureza superficial al rayado. UNE 67101. Serie de tres baldosas 1.525

6. Bloques y bovedillas:  

Descripción gráfica mediante croquis acotado. Una pieza 4.506

Regularidad de formas y dimensiones. RTC-INCE. UNE 41167. UNE 41168. Serie de cuatro piezas 6.725

Resistencia a compresión. Bloques. RTC-INCE. UNE 41172. Un bloque con refrentado de caras 3.744

Densidad aparente. Bloques o bovedillas RTC-INCE. Una pieza 5.016

Absorción de agua. Bloques o bovedillas. RTC-INCE. UNE 41170. Serie de cuatro probetas 9.523

Heladicidad. Serie de tres probetas. Cada ciclo hielo-deshielo 1.779

Resistencia a la flexión. Bovedillas. Una pieza 1.525

Determinación de la succión. UNE 41171. Serie de tres bloques 3.744

Densidad real del hormigón. UNE 41169. Una pieza 1.525

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 91  Leyes de tasas y de precios públicos

– 1385 –



 Pesetas

7. Cementos:  

Finura de molido. Permeabilímetro Blaine. UNE 80106. Una muestra 9.265

Finura de molido. UNE 80107. Una muestra 5.459

Tiempos de fraguado. UNE 80102. Una muestra 7.107

Agua para consistencia normal. UNE 80102. Una muestra 3.363

Expansión en autoclave. UNE 80113. Una muestra 16.228

Estabilidad de volumen por agujas de Lechatelier. UNE 80102. Una muestra . 12.797

Resistencia a la compresión y a la flexión, incluyendo fabricación, conservación y rotura de una serie 
de tres probetas. UNE 80101. Una muestra 7.488

Peso específico real de una muestra 2.190

8. Hormigones:  

Curado y rotura a compresión de probetas cilíndricas de hormigón. UNE 83301. UNE 83304. Una 
probeta 1.652

Refrentado de una probeta cilíndrica de hormigón con mortero de azufre. UNE 83303. Una cara 1.128

Índice de consistencia. Cono de Abrams. Dos determinaciones. UNE 83313 2.063

Corte, refrentado y rotura a compresión de probetas testigo extraídas con trépano. UNE 83302, 83303 
y 83304. Una probeta testigo 5.425

Resistencia a la tracción directa (Ensayo Brasileño). UNE 83306. Una probeta 1.525

Estudio teórico de dosificación. Método La Peña. Con los áridos suministrados por el peticionario 26.900

Dosificación, incluyendo: Estudio teórico, confección de series de seis probetas cilíndricas de 15 × 30 
centímetros de tres amasadas distintas, curado, refrentado y rotura de las mismas a compresión a tres 
edades. Una dosificación

88.714

Porosidad en hormigón fraguado. Una muestra 3.744

Densidad del hormigón fraguado. UNE 83312. Una muestra 3.744

Sello INCE. Hormigón preparado. Seguimiento según disposiciones reguladoras 36.315

Toma de muestra de hormigón fresco, incluyendo: Dos determinaciones de su consistencia, confección 
de una serie de tres probetas cilíndricas de 15 × 30 centímetros. UNE 83300 5.380

Cada probeta más en el mismo desplazamiento 673

Toma de muestra de hormigón endurecido con trépano de 75 milímetros de diámetro. UNE 83302. Una 
probeta testigo 8.860

Por cada probeta testigo más en el mismo desplazamiento 6.372

Toma de muestra hormigón endurecido con trépano de 100 milímetros de diámetro. UNE 83302. Una 
probeta testigo 11.813

Por cada probeta testigo más en el mismo desplazamiento 8.451

Toma de muestra de hormigón endurecido con trépano de 150 milímetros. UNE 83302. Una probeta 
testigo 17.084

Por cada probeta testigo más en el mismo desplazamiento 12.040

Arado máximo característico en hormigón fresco. UNE 7295. Una muestra 3.744

Módulo granulométrico del árido grueso en hormigón fresco. UNE 7295. Una muestra 3.744

Control de calidad de hormigón en obra. Nivel normal. EH-91. N=2. Por cada toma de muestra de 
hormigón fresco (dos determinaciones de consistencia y confección de cinco probetas cilíndricas de 15 
× 30 centímetros), curado, refrentado y rotura a compresión

16.172

Tarado de esclerómetro 2.063

Prueba de carga UNE 7457 161.402

Prueba esclerométrica UNE 83307, hasta 10 elementos 13.450

Hasta 20 elementos 24.210

Hasta 30 elementos 35.643

Hasta 40 elementos 47.075

9. Ladrillos de arcilla cocida:  

Descripción gráfica mediante croquis acotado 3.363

Defectos estructurales (fisuras, exfoliaciones y desconchados) UNE 67019. Serie de 10 ladrillos 3.363

Determinación de inclusiones calcáreas. UNE 67039. Serie de seis probetas 3.363
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Tolerancias dimensionales (soga, tizón y grueso). UNE 67030. Serie de seis ladrillos 3.744

Características de la forma (planeidad y espesor de pared). UNE 67030. Serie de tres ladrillos 6.725

Absorción de agua. UNE 67027. Serie de tres ladrillos 9.523

Succión de agua. UNE 67031. Serie de tres ladrillos 6.670

Eflorescencias. UNE 67029. Serie de seis ladrillos 4.635

Heladicidad. UNE 67028. Serie de 10 ladrillos. Cada ciclo hielo-deshielo 5.807

Preparación de probetas para heladicidad. Una serie 3.901

Peso específico aparente. Serie de tres ladrillos 6.697

Resistencia a la compresión. UNE 67026. Cada probeta 2.190

Resistencia a la flexión. UNE 7060. Cada probeta 1.525

Resistencia a la compresión. Fábrica de ladrillos. UNE 67040. Una muestra 3.744

10. Bovedillas de arcilla cocida:  

Características geométricas. UNE 67020. Serie de seis bovedillas 3.363

Resistencia a la flexión. UNE 67037. Serie de seis bovedillas 1.525

Resistencia a compresión. UNE 67046. Serie de seis bovedillas 3.744

Eflorescencias. UNE 67047. Serie de seis bovedillas 3.744

Heladicidad. UNE 67048. Serie de seis bovedillas. Cada ciclo hielo-deshielo 1.779

11. Pizarras para revestimiento:  

Absorción. UNE 22191. Serie de cuatro probetas preparadas por el peticionario . 8.379

Peso específico aparente. UNE 22191. Serie de cuatro probetas preparadas por el peticionario 8.379

Resistencia al desgaste. UNE 22191. Serie de dos probetas preparadas por el peticionario 22.083

Heladicidad. UNE 22193. Serie de cuatro probetas preparadas por el peticionario. Cada ciclo hielo-
deshielo 1.525

Resistencia a la compresión. UNE 22194. Serie de seis probetas preparadas por el peticionario 4.887

Resistencia a la flexión. UNE 22195. Serie de cuatro probetas preparadas por el peticionario 4.887

Resistencia al choque. UNE 22196. Serie de cuatro probetas preparadas por el peticionario 2.668

12. Pizarras para cubiertas:  

Porosidad. UNE 7311. Serie de siete probetas 8.379

Densidad aparente. UNE 7310. Serie de siete probetas 8.379

Absorción de agua. UNE 7089. Serie de tres probetas 8.379

Resistencia a la flexión. UNE 7090. Serie de siete probetas 4.887

13. Granitos:  

Absorción. UNE 22172. Serie de tres probetas preparadas por el peticionario 8.379

Peso específico aparente. UNE 22172. Serie de tres probetas preparadas por el peticionario 8.379

Resistencia al desgaste. UNE 22173. Serie de dos probetas preparadas por el peticionario 17. 449

Heladicidad. UNE 22174. Serie de tres probetas preparadas por el peticionario. Cada ciclo hielo-
deshielo 1.779

Resistencia a la compresión. UNE 22175. Serie de seis probetas preparadas por el peticionario 4.962

Resistencia a la flexión. UNE 22176. Serie de seis probetas preparadas por el peticionario 4.962

Resistencia al choque. UNE 22179. Serie de ocho probetas preparadas por el peticionario 2.272

14. Mármoles y calizas:  

Absorción. UNE 22182. Serie de tres probetas preparadas por el peticionario Peso específico aparente. 
UNE 22182 8.379

Serie de tres probetas preparadas por el peticionario 8.379

Resistencia al desgaste. UNE 22183. Serie de dos probetas preparadas por el peticionario 17.449

Heladicidad. UNE 22184. Serie de tres probetas preparadas por el peticionario. Cada ciclo hielo-
deshielo 1.525

Resistencia a la compresión. UNE 22185. Serie de seis probetas preparadas por el peticionario 4.962

Resistencia a la flexión. UNE 22186. Serie de seis probetas preparadas por el peticionario 4.962

Resistencia al choque. UNE 22189. Serie de ocho probetas preparadas por el peticionario 2.272
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15. Tejas de arcilla cocida:  

Tolerancias dimensionales (longitud, anchura y deformaciones). UNE 67024. Serie de cinco tejas 6.725

Defectos estructurales (fisuras, grietas, exfoliaciones, laminaciones y desconchados). UNE 67024. 
Serie de 10 tejas . 3.363

Resistencia al impacto. UNE 67032. Serie de seis tejas 1.936

Resistencia a la flexión. UNE 67035. Sobre seis tejas. Una teja sin refrentar 1.398

Permeabilidad. UNE 67033. Seis tejas 23.919

Heladicidad. UNE 67034. Serie de seis probetas. Cada ciclo hielo-deshielo 1.525

16. Tejas de hormigón:  

Tolerancias dimensionales. UNE 41200. Serie de 10 tejas 6.725

Defectos estucturales. UNE 41200. Serie de 10 tejas 3.363

Relación masa/espesor. UNE 41200. Serie de cinco tejas 1.143

Absorción de agua. UNE 41200. Serie de cinco probetas 9.523

Heladicidad. UNE 41200. Serie de cinco tejas. Cada ciclo hielo-deshielo 1.525

Permeabilidad. UNE 41200. Serie de cinco tejas 23.919

Resistencia a flexión. UNE 41200. Serie de cinco tejas 1.398

Resistencia al impacto. UNE 41200. Serie de cinco tejas 1.936

17. Yesos y escayolas:  

Finura de molido. UNE 102031. Una muestra 6.697

Relación agua/yeso correspondiente al amasado en saturación. Una muestra 3.617

Tiempos de fraguado. UNE 102031. Una muestra 7.234

Resistencia a la flexotracción. Una muestra . 5.553

18. Fontanería y saneamientos:  

Prueba de servicio de presión y estanqueidad 33.625

Prueba de servicio calentador en instalaciones de agua caliente. P/vivienda 13.450

Prueba de servicio de desagües de aparatos sanitarios. P/vivienda 2.287

19. Viguetas:  

Descripción gráfica. Prueba de rotura por flexión y medición de deformaciones. Una vigueta 23.991

Por cada hora más de ensayo 7.997

20. Placas de fibrocemento:  

Características geométricas tres placas . 8.070

Impermeabilidad. Placas onduladas, nervadas o planas, tres probetas 13.450

Heladicidad. Placas onduladas, nervadas o planas, tres probetas. Cada ciclo hielo-deshielo 2.018

Masa volumétrica aparente. Placas onduladas nervadas o planas, tres probetas . 5.044

Resistencia a la flexión. Placas onduladas, nervadas o planas, tres probetas 14.795

21. Tubos de fibrocemento (UNE 88001. UNE 88201. UNE 88202. UNE 88203):  

Características geométricas (diámetros, espesor y longitud), tres tubos 8.070

Aplastamiento transversal, tres probetas 9.415

Flexión longitudinal, tres tubos 8.070

Estanqueidad, tres tubos 13.450

22. Verificación de equipos y distintivos de calidad:  

Verificación de prensas utilizadas para ensayos de compresión:  

– Una escala 30.263

– Cada escala más en el mismo laboratorio 10.088

Visita de inspección de distintivos de calidad. Factoría con una familia de producción, uno o varios 
fabricados por familia 51.940

23. Aislamientos acústicos:  

Medidas de aislamiento acústico in situ al ruido aéreo. UNE 74040, partes 4 y 5 por una medida 50.958

Medidas de aislamiento acústico in situ al ruido de impacto. UNE 74040, parte 7 por una medida 50.958
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Por cada medida más de los apartados anteriores 16.813

24. Desplazamientos y asistencias técnicas:  

Desplazamiento de vehículo para la realización de ensayos in situ y toma de muestras. Por cada 
kilómetro de distancia a la obra 64

Desplazamiento de laborante para la realización de ensayos in situ y toma de muestras. Por cada 
kilómetro de distancia a la obra 83

Desplazamiento de ayudante laboratorio para la realización de ensayos in situ y toma de muestras. Por 
cada kilómetro de distancia a la obra 99

Desplazamiento de aparejador para la realización de ensayos in situ y toma de muestras. Por cada 
kilómetro de distancia a la obra 154

Desplazamiento de químico para la realización de ensayos in situ y toma de muestras. Por cada 
kilómetro de distancia a la obra 202

Hora de asistencia técnica de laborante 1.651

Hora de asistencia técnica de ayudante laboratorio 1.989

Hora de asistencia técnica de aparejador 3.085

Hora de asistencia técnica de químico 4.037

25. Ventanas:  

Ensayo de resistencia al viento. UNE 85204 21.447

Ensayo de estanqueidad al agua bajo presión estática. UNE 85206 21.447

Clasificación de las ventanas de acuerdo con su permeabilidad al aire. UNE 85208 3.085

Clasificación de las ventanas de acuerdo con su estanqueidad al agua. UNE 85212 3.085

Clasificación de las ventanas de acuerdo a su resistencia bajo los efectos de viento. UNE 85213 3.085

Ensayo de permeabilidad al aire. UNE 85214 21.447

Ensayo de estanqueidad al agua bajo cargas repetidas de presión estática. UNE 85229 24.810

Tarifa 3. Química:  

1. Aguas:  

Acidez 3.395

Sustancias solubles 3.522

Sulfatos 6.408

Cloruros 6.536

Hidratos de carbono 3.998

Aceites y grasas (cualitativo) 3.395

Determinaciones anteriores 26.872

Aceites y grasas (cuantitativo) 12.562

Calcio (COMPLEX) 6.536

Magnesio (COMPLEX) 12.562

Dureza total (COMPLEX) 6.663

Ensayo completo 39.561

2. Cementos:  

Humedad 3.522

Residuo insoluble Método II 12.562

Residuo insoluble UNE 80224 21.602

Trióxido de azufre 15.576

Sílice Método II 24.616

Óxido de aluminio 15.576

Óxido de calcio 21.602

Óxido de magnesio 24.616

Óxido de hierro 6.536

Pérdida al fuego 6.663

Determinaciones anteriores 52.626

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 91  Leyes de tasas y de precios públicos

– 1389 –



 Pesetas

Residuo insoluble Método I 9.549

Residuo insoluble UNE 80223 10.754

Sílice Método I 18.589

Cal libre 24.616

Índice puz siete días 24.616

Índice puz veintiocho días 30.642

Residuo insoluble Método II + SO3 18.589

Residuo insoluble UNE 80224 + SO3 27.629

3. Áridos:  

Humedad 4.125

Partículas de bajo peso específico 4.252

Estabilidad en disolución SO4Na2 32.932

Reactividad 24.743

Compuestos de azufre (cualitativo) 15.576

Compuestos de azufre (cuantitativo) 18.589

Cloruros 12.562

Ensayo completo 92.115

4. Hormigones:  

Contenido en cemento MELC.501 39.810 39.810

Contenido cemento ASTM C-85 55.767

Sulfatos solubles 15.576

Cloruros 12.562

5. Suelos:  

pH 6.536

Sulfatos solubles 12.562

Carbonatos NLT 116 18.843

Materia orgánica (aprox.) 6.663

Materia orgánica (Cr2O7K2) 18.843

Humedad 4.125

Peso específico aparente húmedo 6.536

Peso específico aparente seco 6.536

Proctor normal 21.730

Proctor modificado 24.743

6. Yesos:  

Agua combinada 6.536

Trióxido de azufre 12.562

Índice de pureza 18.971

Determinaciones anteriores 18.971

Sílice 18.589

Óxidos de aluminio y hierro 15.576

Óxido de magnesio 24.616

Óxido de calcio 21.602

Cloruros 12.562

Tendrán una bonificación del 30 por 100 de la tarifa los ensayos que se realicen a 
petición de los laboratorios acreditados.
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Sección 2.ª Tasa por acreditación de laboratorios de ensayo para el control de 
calidad de la edificación

Artículo 76.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la realización de actividades tendentes a la acreditación 
de laboratorios de ensayos para el control de calidad de la edificación en el Principado de 
Asturias, así como las inspecciones sobre los mismos por los servicios de la Consejería 
competente en la materia.

Artículo 77.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el 
artículo 5.2 de esta Ley, que soliciten la acreditación o a quienes se realicen las 
inspecciones.

Artículo 78.  Devengo.

La tasa se devengará:

a) Para la acreditación, en el momento de la solicitud.
b) Para la inspección, en el momento de realización de la misma.

Artículo 79.  Tarifas.

 Pesetas

1. Por acreditación:  

En un área técnica de actividad 146.224

Por cada área técnica de actividad de más 73.111

2. Por inspección:  

Por cada visita 51.181

Sección 3.ª Tasa por expedición de cédulas de habitabilidad

Artículo 80.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa el reconocimiento e inspección, a efectos de 
habitabilidad, de edificios y locales destinados a viviendas.

Artículo 81.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa los solicitantes de la cédula, ya sean personas naturales o 
jurídicas o entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta Ley, públicas o privadas, 
promotores, propietarios o cedentes en general de viviendas, tanto si las ocupan ellos 
mismos como si las entregan a otras personas, por cualquier título.

Artículo 82.  Devengo.

El devengo se produce en el momento de solicitar la expedición de la cédula de 
habitabilidad.

Artículo 83.  Tarifas.

La tarifa exigida por la expedición de cédulas de habitabilidad será de 1.550 pesetas por 
vivienda.
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Sección 4.ª Tasa por prestación de servicios relativos a la concesión de 
calificaciones y certificaciones en viviendas declaradas protegidas por la 

Comunidad Autónoma

Artículo 84.  Hecho imponible.

1. Constituye el hecho imponible toda actuación relativa al estudio de proyectos, 
comprobación de certificaciones e inspecciones de obras, tanto de nueva planta como para 
rehabilitaciones, referentes a toda clase de viviendas declaradas protegidas por la 
Comunidad Autónoma.

2. Asimismo, también constituye el hecho imponible de las tasas a que se refiere el 
presente capítulo la emisión de certificados de precio máximo de venta de las referidas 
viviendas.

Artículo 85.  Sujeto pasivo.

1. Son sujetos pasivos de la tasa a que se refiere el presente capítulo las personas 
naturales o jurídicas o las entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta ley, públicas o 
privadas, promotores de proyectos de viviendas declaradas protegidas por la Comunidad 
Autónoma o de proyectos de rehabilitación y que soliciten los beneficios establecidos, la 
inspección, certificación o calificación correspondiente, mediante la presentación de la 
documentación necesaria.

2. En el supuesto regulado en el número 2 del artículo anterior serán sujetos pasivos las 
personas que en los términos establecidos en el número anterior soliciten la emisión del 
certificado de precio máximo de venta, en tanto en cuanto participen o vayan a participar en 
el correspondiente contrato de compraventa de la vivienda, aun cuando no ostenten la 
condición de contratantes.

Artículo 86.  Devengo.

El devengo se produce en el momento de solicitar la calificación o certificación 
correspondiente. Ello sin perjuicio de que en el momento de otorgar la calificación definitiva 
se gire al sujeto pasivo una liquidación complementaria en aquellos proyectos en los que se 
produzca un incremento sobre el valor inicial del mismo.

Artículo 87.  Tarifas.

1. La tarifa respecto a la tasa regulada en el número 1 del artículo 84 queda establecida 
en el 0,07 por 100 del presupuesto protegible.

2. En el supuesto de emisión de certificados de precio máximo de venta, el importe de la 
tasa queda fijado en la cantidad de 1.060 pesetas.

Sección 4.ª bis. Tasa por diligencia del libro de la vivienda

Artículo 87 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la expedición de la diligencia del Libro de la 
Vivienda, regulado por el Decreto 40/2007, de 19 de abril.

Artículo 87 tercero.  Sujeto pasivo.

Es sujeto pasivo de la tasa la persona física o jurídica vendedora de la vivienda.

Artículo 87 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de presentar la solicitud de diligencia del Libro de 
la Vivienda.
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Artículo 87 quinto.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con la siguiente tarifa:

De 1 a 5 viviendas: 7 euros.
De 6 a 25 viviendas: 4,20 euros.
Más de 25 viviendas: 3,10 euros.

Sección 4.ª tercera. Tasa por diligencia del libro del edificio

Artículo 87 sexto.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la expedición de la diligencia del Libro del 
Edificio, regulado por el Decreto 41/2007, de 19 de abril.

Artículo 87 séptimo.  Sujeto pasivo.

Es sujeto pasivo de la tasa la persona física o jurídica promotora de edificios destinados 
a vivienda o residencia de carácter permanente, públicos o privados, cuyo uso principal esté 
comprendido en los grupos recogidos en el artículo 2 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, 
de Ordenación de la Edificación, que se construyan en el ámbito territorial del Principado de 
Asturias, así como la persona física o jurídica promotora de rehabilitaciones de viviendas que 
afecten a la totalidad del edificio, a sus instalaciones generales o a sus elementos comunes.

Artículo 87 octavo.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de presentar la solicitud de diligencia del Libro del 
Edificio.

Artículo 87 noveno.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con la siguiente tarifa:

Por diligencia: 7 euros.

Sección 5.ª Tasa por la inspección de control y seguimiento para la concesión 
de prórroga de las autorizaciones de uso de forjados

Artículo 88.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la realización de inspecciones de control y seguimiento de 
las autorizaciones de uso de forjados.

Artículo 89.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos las personas físicas o jurídicas y las entidades a que hace 
referencia el artículo 5 de esta Ley, que soliciten la concesión o renovación de las 
autorizaciones de uso de forjados.

Artículo 90.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la realización de la inspección de control y 
seguimiento.

Artículo 91.  Tarifa.

 Pesetas

Por cada visita de inspección 53.758
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Sección 6.ª Tasa por concesión de calificaciones de Viviendas de Protección 
Pública.

Artículo 91 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible toda actuación relativa al estudio del proyecto, 
comprobación de certificaciones e inspecciones de obras de nueva planta referentes a 
Viviendas de Protección Pública Nueva Construcción.

Artículo 91 tercero.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas o las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta Ley, promotores de proyectos de Viviendas de Protección 
Pública Nueva Construcción y que soliciten los beneficios establecidos, la inspección o la 
calificación correspondiente, mediante la presentación de la documentación necesaria.

Artículo 91 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la solicitud de la calificación correspondiente, 
sin perjuicio de que en el momento de otorgar la calificación definitiva se gire al sujeto pasivo 
una liquidación complementaria en aquellos proyectos en los que se produzca un incremento 
sobre el valor inicial del mismo.

Artículo 91 quinto.  Tarifas.

La tasa se exigirá conforme a la siguiente tarifa: el 0,07 por 100 del presupuesto 
protegible.

CAPÍTULO VI

Obras públicas y transportes

Sección 1.ª Tasa por autorización de obras y aprovechamiento de la red de 
carreteras del Principado de Asturias

Artículo 92.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de esta tasa la concesión, por de la Comunidad 
Autónoma, de la autorización parte necesaria para la realización de obras, instalaciones, 
edificaciones, cierres y cualquier otra ocupación o actividad en terrenos colindantes o sitos 
en el área de influencia de las carreteras de la red del Principado.

Artículo 93.  Sujeto pasivo.

Es la persona física o jurídica y las entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta Ley, 
a nombre de la cual se solicita la autorización.

Artículo 94.  Devengo.

Se produce en el momento de concederse la autorización.

Artículo 95.  Tarifas.

La tasa se devengará de acuerdo con las cantidades establecidas en las siguientes 
tarifas:

 Pesetas

Tarifa 1. Construcción, reconstrucción o aumento de volumen de edificaciones: Establecimiento de 
estaciones de servicio e instalación de aparatos distribuidores de gasolina y lubricantes:  

Con presupuesto hasta 100.000 pesetas 3.101
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Con presupuesto de 100.001 a 300.000 pesetas 4.649

Con presupuesto de 300.001 a 500.000 pesetas 7.750

Con presupuesto de 500.001 a 750.000 pesetas 11.623

Con presupuesto de 750.001 a 1.000.000 de pesetas 15.498

Con presupuesto de 1.000.001 a 2.000.000 de pesetas 31.000

Con presupuesto de 2.000.001 a 5.000.000 de pesetas 38.749

Con presupuesto de más de 5.000.000 de pesetas 46.498

Tarifa 2. Realización de obras de mera conservación de edificaciones:  

Enlucido o pintura de fachadas 1.550

Reparación de tejado sin modificación de estructura 3.101

Apertura o modificación de huecos, por cada hueco 774

Tarifa 3. Construcción de cierre o muro de sostenimiento o contención:  

Cierre no diáfano (obra de fábrica o seto vivo), por metro lineal 147

Cierre diáfano (estaca y alambre o malla), por metro lineal 74

Muro de contención o de sostenimiento, por metro lineal 444

Tarifa 4. Canalización subterránea de agua, electricidad, gas, teléfono, etc.:  

Conducción por la zona de dominio público, servidumbre o afección por metro lineal 74

Cruce de calzada, por metro lineal 444

Tarifa 5. Instalación de tendidos aéreos:  

Cada poste o torre metálica para la línea alta tensión en zona de servidumbre o afección . 3.101

Cada poste para línea de baja tensión u otros tendidos en zona de servidumbre o afección 1.550

Cruce de carretera con línea de alta tensión, por cada metro lineal sobre la explanación . 774

Cruce de carretera con línea de baja tensión y otros tendidos, por cada metro lineal sobre la 
explanación 387

Cada transformador de intemperie en zona de servidumbre o afección 1.550

Cada centro de transformación en zona de afección 7.750

Tarifa 6. Construcción y reparación, acondicionamiento de vías de acceso, pavimentaciones, 
aparcamientos o aceras:  

Vías de acceso a explotación minera, industrial o agrarias 14.762

Vías de acceso a finca rústica o urbana 7.381

Paso salvacunetas en paso existente 1.477

Pavimentación de explanadas, antojanas, etc., por metro lineal 296

Aparcamientos, por metro lineal 444

Aceras, badenes, cunetas, etc., por metro lineal 296

Tarifa 7. Explotación de rocas y minerales. (Suprimida)
Explotación de cantera o arenero por tiempo inferior a seis meses  

Explotación de cantera o arenero por tiempo inferior a un año  

Explotación de cantera o arenero por tiempo superior a un año  

Explotación de arcilla para usos industriales  

Apertura de calicata, galería o pozo para extracción de minerales  

Tarifa 8. Obras y aprovechamientos de naturaleza diversa:  

Corta de arbolado, por cada árbol 74

Construcción de fosa séptica en zona de afección 7.381

Construcción de depósito subterráneo de agua o gas 7.381

Construcción de depósito subterráneo de agua o gas para usos industriales en zona de afección 14.762

Instalación de anuncios y carteles publicitarios, por unidad 1.477

Instalación de señales informativas, por unidad 1.477

Demolición de edificios 1.477
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Explanación y relleno de fincas 2.951

Explotación de rocas y minerales 7.381

En todo caso, la cantidad mínima a pagar por cualquier epígrafe de las ocho tarifas, será 
de 1.477 pesetas.

Sección 2.ª Tasa por prospecciones control de obra y ensayos de materiales

Artículo 96.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la realización de prospecciones geológicas, geotécnicas o 
hidrogeológicas y de los ensayos de materiales necesarios para la redacción de los 
proyectos y estudios previos a la ejecución de una obra, así como las prospecciones, 
controles y ensayos precisos para garantizar la calidad de la obra ejecutada, en aquéllas en 
que son realizadas mediante contrato administrativo.

Artículo 97.  Sujeto pasivo.

Es sujeto pasivo de la tasa el contratista adjudicatario de la obra.

Artículo 98.  Devengo.

Nace el derecho de la Administración a exigir la tasa en el momento de la realización de 
la prospección, ensayo o control; no obstante, no estará el contratista obligado a satisfacer 
su importe hasta que no le sea notificada la liquidación.

Artículo 99.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

 Pesetas

Tarifa 1. Prospección:  

1. Sondeos:  

Traslado y retirada de equipo de sondeos al lugar de trabajo 91.213

Traslado de equipo de sondeo entre puntos contiguos incluida puesta en situación y ejecución de 
plataforma

 

32.383

Traslado de equipo de sondeos entre puntos alejados de una obra o carretera por tiempo superior a 
dos horas 48.230

Traslado de equipo de sondeos entre distintas obras o carreteras 64.024

Suministro de agua por día de perforación 4.558

Metro lineal de perforación en suelos 6.890

Metro lineal de perforación en arenas 8.268

Metro lineal de perforación con corona de Widia 8.851

Metro lineal de perforación con corona de diamante 10.441

Metro lineal de perforación en gravas y cantos (hasta 6 centímetros) 14.893

Metro lineal de perforación en bolos y cuarcitas 17.066

Metro lineal de perforación a rotopercusión sin toma de testigo, incluida entubación 12.243

Metro lineal en tubería de PVC, incluida colocación 954

Unidad de ensayo normalizado de penetración (SPT) 4.081

Unidad de toma demuestra inalterada 4.240

Unidad de testigo parafinado 1.749

Unidad de toma de muestra de agua por sondeo 3.763

Unidad de ensayo de permeabilidad Lefranc 16.695

Unidad de ensayo de permeabilidad Lugeon 19.769
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Unidad de caja de cartón parafinada 1.060

2. Penetraciones:  

Traslado y retirada de equipo de penetración lo dinámica al lugar de trabajo 57.346

Traslado de equipo de penetración dinámica entre puntos contiguos 8.427

Traslado de equipos de penetración entre puntos alejados de una obra o carretera 20.935

Traslado de equipo de penetración entre distintas obras o carreteras 57.346

Unidad de ensayo de penetración dinámica tipo Borros o similar hasta 10 metros de profundidad o 
rechazo 28.832

Metro lineal de ensayo de penetración dinámica 3.021

3. Geofísica:  

Metro lineal de perfil geosísmico, incluyendo gráficos, interpretación y conclusiones 689

Unidad de sondeo eléctrico vertical, con apertura de ala (máxima de 200 metros), incluyendo gráficos, 
interpretación y conclusiones 52.099

Unidad de calicata eléctrica, para profundidades máximas de auscultación de 15 metros, incluyendo 
gráfico, interpretación y conclusiones 20.776

4. Calicatas con retroexcavadora:  

Traslado y retirada de máquina a obra 47.541

Precio por hora, uso de máquina retroexcavadora, incluido peón para tomas de muestras y geólogo 
para testificación 13.727

Tarifa 2. Ensayos de materiales:

1. Suelos:

A) Identificación:

2.01.A.01 Apertura y descripción de muestra: 4,69 €.
2.01.A.02 Preparación de muestras: 10,53 €.
2.01.A.03 Límites de Atterberg: 43,40 €.
2.01.A.04 No plasticidad: 21,56 €.
2.01.A.05 Límite de retracción: 34,51 €.
2.01.A.06 Granulometría por tamizado: 37,10 €.
2.01.A.07 Material que pasa por el tamiz UNE 0,080: 28,00 €.
2.01.A.08 Granulometría por tamizado en zahorras: 40,10 €.
2.01.A.09 Granulometría por sedimentación: 60,02 €.
2.01.A.10 Humedad natural: 16,57 €.
2.01.A.11 Densidad seca: 15,58 €.
2.01.A.12 Densidad aparente: 23,34 €.
2.01.A.13 Peso específico de las partículas: 45,43 €.
2.01.A.14 Determinación de la porosidad de un terreno: 34,44 €.
2.01.A.15 Equivalente de arena: 31,40 €.

B) Compactación:

2.01.B.01 Próctor normal: 46,75 €.
2.01.B.02 Próctor modificado: 65,59 €.
2.01.B.03 Compactación con martillo vibrante: 64,62 €.
2.01.B.04 Densidad mínima de una arena: 18,15 €.
2.01.B.05 Harvard miniatura: 47,46 €.

C) Deformidad y cambios volumétricos:

2.01.C.01 Edómetro de 45 mm de diámetro con curvas de consolidación-tiempo, carga 
diaria y descarga con 7 escalones: 192,85 €.

2.01.C.02 Ídem en muestras remoldeadas: 201,45 €.
2.01.C.03 Edómetro de 70 mm de diámetro con curvas de consolidación-tiempo, carga 

diaria, con 7 escalones de carga y descarga: 192,85 €.
2.01.C.04 Ídem de muestra remoldeada: 201,45 €.
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2.01.C.05 Volumen de sedimentación: 14,84 €.
2.01.C.06 Hinchamiento libre de una muestra inalterada o remoldeada: 70,03 €.
2.01.C.07 Presión máxima de hinchamiento en muestra inalterada o remoldeada, con 

descarga: 64,25 €.
2.01.C.08 Hinchamiento Lambe: 44,38 €.
2.01.C.09 Ensayo de colapso: 73,93 €.

D) Resistencia:

2.01.D.01 Resistencia en compresión simple, en muestras inalteradas (sin incluir 
densidad y humedad): 35,86 €.

2.01.D.02 Ídem en muestras remoldeadas: 37,67 €.
2.01.D.03 Dibujo de curva tensión-deformación: 5,85 €.
2.01.D.04 Triaxial sin consolidación previa, rotura sin drenaje (muestra inalterada 3 

probetas) 1 y 1/2» de diámetro: 163,78 €.
2.01.D.05 Ídem en muestras remoldeadas: 180,00 €.
2.01.D.06 Triaxial sin consolidación previa, rotura sin drenaje (muestras inalteradas 3 

probetas) 4'' de diámetro: 220,88 €.
2.01.D.07 Ídem en muestra remoldeada: 237,10 €.
2.01.D.08 Triaxial con consolidación previa, rotura sin drenaje (muestras inalteradas 3 

probetas) 1 y 1/2» de diámetro: 209,61 €.
2.01.D.09 Ídem en muestra remoldeada: 222,32 €.
2.01.D.10 Triaxial con consolidación previa, rotura sin drenaje y sin medida de las 

presiones intersticiales (muestra inalterada 3 probetas) 4'' de diámetro: 321,61 €.
2.01.D.11 Ídem en muestra remoldeada: 333,98 €.
2.01.D.12 Triaxial con consolidación previa, rotura sin drenaje y medida de las presiones 

intersticiales (muestra inalterada 3 probetas) 1 y 1/2'' de diámetro: 240,56 €.
2.01.D.13 Ídem en muestra remoldeada: 252,94 €.
2.01.D.14 Triaxial con consolidación previa, rotura sin drenaje y medida de las presiones 

intersticiales (muestra inalterada 3 probetas) 4'' de diámetro: 383,50 €.
2.01.D.15 Ídem en muestra remoldeada: 395,87 €.
2.01.D.16 Triaxial con consolidación previa y rotura con drenaje (muestra inalterada 3 

probetas) 1 y 1/2'' de diámetro: 277,69 €.
2.01.D.17 Ídem en muestra remoldeada: 290,07 €.
2.01.D.18 Triaxial con consolidación previa y rotura con drenaje (muestra inalterada 3 

probetas) 4'' de diámetro: 498,71 €.
2.01.D.19 Ídem muestra remoldeada: 517,28 €.
2.01.D.20 Incremento en triaxial por tres probetas de 6'' de diámetro, inalteradas o 

remoldeadas: 289,53 €.
2.01.D.21 Corte directo de suelos en aparato Casagrande, muestra inalterada, ensayo 

rápido: 78,35 €.
2.01.D.22 Corte directo de suelos en aparato Casagrande, consolidado sin drenaje: 

110,36 €.
2.01.D.23 Ídem muestra remoldeada: 121,71 €.
2.01.D.24 Corte directo de suelos en aparato Casagrande, consolidado con drenaje: 

148,06 €.
2.01.D.25 Ídem muestra remoldeada: 159,40 €.
2.01.D.26 C.B.R. Laboratorio (tres puntos y sin incluir ensayo Próctor): 130,98 €.

E) Permeabilidad:

2.01.E.01 Permeabilidad bajo carga constante (célula de 1 y 1/2'' y 4'' de diámetro): 
79,45 €.

2.01.E.02 Permeabilidad con carga constante y presión en cola (célula de 1 y 1/2'' y 4'' 
de diámetro): 97,57 €.

2.01.E.03 Ídem de 9'' de diámetro: 209,28 €.

F) Ensayos de campo:

2.01.F.01 Densidad in situ, incluida humedad en suelos (por unidad): 30,18 €.
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2.01.F.02 Densidad in situ en zahorras (por unidad): 33,87 €.
2.01.F.03 C.B.R. in situ: 96,25 €.
2.01.F.04 Placa de carga de 30 cm diámetro (con 1 ciclo): 128,60 €.
2.01.F.05 Placa de carga de 30 cm diámetro (con 2 ciclos): 163,53 €.
2.01.F.06 Placa de carga de 60 cm diámetro (con 1 ciclo): 176,03 €.
2.01.F.07 Placa de carga de 60 cm diámetro (con 2 ciclos): 210,96 €.
2.01.F.08 Placa de carga de 30 × 30 cm (con 1 ciclo): 157,28 €.
2.01.F.09 Placa de carga de 30 × 30 cm (con 2 ciclos): 192,22 €.
2.01.F.10 Placa de carga de 60 × 60 cm (con 1 ciclo): 216,36 €.
2.01.F.11 Placa de carga de 60 × 60 cm (con 2 ciclos): 286,22 €.

G) Análisis químicos:

2.01.G.01 Presencia de sulfatos en suelos: 20,99 €.
2.01.G.02 Contenido de sulfatos solubles en suelos: 80,03 €.
2.01.G.03 Carbonatos cuantitativos, por Bernard: 28,31 €.
2.01.G.04 Materia orgánica con agua oxigenada: 25,92 €.
2.01.G.05 Materia orgánica con dicromato: 28,68 €.
2.01.G.06 Determinación cuantitativa de cloruros: 44,27 €.
2.01.G.07 Determinación del pH: 23,73 €.
2.01.G.08 Materia orgánica con permanganato: 47,58 €.
2.01.G.09 Contenido en yeso: 89,81 €.
2.01.G.10 Contenido en sales solubles: 36,75 €.

2. Aguas:

A) Aguas para morteros y hormigones:

2.02.A.01 pH: 18,17 €.
2.02.A.02 Cloruros: 29,85 €.
2.02.A.03 Sulfatos: 57,10 €.
2.02.A.04 Residuo total: 16,52 €.
2.02.A.05 Hidratos de carbono: 17,67 €.
2.02.A.06 Sulfuros: 35,17 €.
2.02.A.07 Aceites y grasas: 17,67 €.

B) Otras determinaciones:

2.02.B.01 Resistividad eléctrica (temperatura): 35,15 €.
2.02.B.02 Manganeso: 35,15 €.
2.02.B.03 Amoníaco: 28,24 €.
2.02.B.04 Nitratos: 35,15 €.
2.02.B.05 Nitritos (cuantitativo): 43,77 €.
2.02.B.06 Calcio: 24,95 €.
2.02.B.07 Magnesio: 24,95 €.
2.02.B.08 Dureza total: 33,57 €.
2.02.B.09 Conductibilidad eléctrica: 26,00 €.
2.02.B.10 Sílice: 42,72 €.
2.02.B.11 Aluminio: 35,15 €.
2.02.B.12 Hierro: 35,15 €.
2.02.B.13 Sodio: 35,67 €.
2.02.B.14 Potasio: 35,67 €.
2.02.B.15 Cobre: 35,15 €.
2.02.B.16 Cromo: 43,77 €.
2.02.B.17 Fósforo: 43,77 €.
2.02.B.18 Materia en suspensión: 18,91 €.
2.02.B.19 Residuo seco: 25,48 €.
2.02.B.20 Alcalinidad: 33,57 €.
2.02.B.21 Dióxido de carbono agresivo (CO2 libre): 33,57 €.

3. Rocas:
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2.03.A.01 Estudio petrográfico y mineralógico: 69,25 €.
2.03.A.02 Absorción de aguas: 23,06 €.
2.03.A.03 Peso específico real: 44,43 €.
2.03.A.04 Pérdida de peso en agua: 26,89 €.
2.03.A.05 Ensayo a flexión en tallado: 83,31 €.
2.03.A.06 Heladicidad (25 ciclos) (ciclos humedad y secado): 168,33 €.
2.03.A.07 Por cada ciclo más: 9,25 €.
2.03.A.08 Rotura a compresión con tallado y refrentado: 38,64 €.
2.03.A.09 Tracción indirecta (ensayo Brasileño con tallado): 30,33 €.
2.03.A.10 Ensayo triaxial en rocas: 376,95 €.
2.03.A.11 Resistencia al desgaste por rozamiento en rocas: 97,57 €.
2.03.A.12 Ensayo de corte directo de rocas (3 puntos): 506,07 €.
2.03.A.13 Saturación de una probeta de roca: 26,41 €.
2.03.A.14 Coeficiente de dilatación térmico: 111,11 €.
2.03.A.15 Resistencia al choque: 57,02 €.
2.03.A.16 Ensayo Franklin (carga puntual): 29,23 €.
2.03.A.17 Dureza superficial Mohs: 9,36 €.
2.03.A.18 Ensayo de alterabilidad: 111,99 €.
2.03.A.19 Ensayo de resistencia con esclerómetro Schmidt (3 puntos): 12,01 €.
2.03.A.20 Índice de estabilidad Slake: 57,43 €.
2.03.A.21 Módulo elasticidad (coeficiente Poison): 238,73 €.
2.03.A.22 Extracción de testigos en roca (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 

compresión:

* Testigo de 75 mm de diámetro: 149,55 €.

2.03.A.23 Extracción de testigos en roca (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 
compresión:

* Por cada testigo de más en el mismo desplazamiento: 49,62 €.

2.03.A.24 Extracción de testigos en roca (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 
compresión:

* Testigo de 100 mm de diámetro: 174,44 €.

2.03.A.25 Extracción de testigos en roca (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 
compresión:

* Por cada testigo de más en el mismo desplazamiento: 58,79 €.

2.03.A.26 Extracción de testigos en roca (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 
compresión:

* Testigo de 150 mm de diámetro: 211,78 €.

2.03.A.27 Extracción de testigos en roca (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 
compresión:

* Por cada testigo de más en el mismo desplazamiento: 71,23 €.

4. Áridos:

2.04.A.01 Contenido en finos (lavado): 31,12 €.
2.04.A.02 Estabilidad en volumen (soluciones de sulfato sódico y sulfato magnésico): 

132,71 €.
2.04.A.03 Análisis granulométrico en seco: 30,73 €.
2.04.A.04 Análisis granulométrico por lavado: 37,19 €.
2.04.A.05 Clasificación de 100 kg en dos tamaños: 22,00 €.
2.04.A.06 Cuando son más de dos tamaños y/o peso diferente a 100 kg se utilizará la 

siguiente fórmula:

Tarifa = 5,560630 × P × N/100

Siendo P el peso en kilogramos y N el número de tamaños.
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2.04.A.07 Composición de dos áridos: 22,77 €.
2.04.A.08 Para más de dos áridos la tarifa se obtiene aplicando la siguiente fórmula:

Tarifa = 3,967232 × N

Siendo N el número de áridos y considerando el cemento como un árido.

2.04.A.09 Peso específico y absorción árido fino: 26,72 €.
2.04.A.10 Peso específico y absorción árido grueso: 26,72 €.
2.04.A.11 Humedad natural: 16,57 €.
2.04.A.12 Equivalente de arena: 31,40 €.
2.04.A.13 Ensayo de azul de metileno: 77,94 €.
2.04.A.14 Friabilidad de los áridos: 70,70 €.
2.04.A.15 Densidad aparente: 25,36 €.
2.04.A.16 Índice de lajas: 41,82 €.
2.04.A.17 Caras de fractura: 23,86 €.
2.04.A.18 Densidad real: 26,10 €.
2.04.A.19 Desgaste Los Ángeles: 61,30 €.
2.04.A.20 Preparación de muestras en áridos: 14,35 €.
2.04.A.21 Finos que pasan por el tamiz 0,080 UNE: 29,78 €.
2.04.A.22 Terrones de arcilla: 27,83 €.
2.04.A.23 Partículas blandas: 42,61 €.
2.04.A.24 Material que flota en un líquido de peso específico 2: 29,77 €.
2.04.A.25 Coeficiente de forma: 47,19 €.
2.04.A.26 Ensayo de desgaste de árido grueso empleado por la máquina Deval: 

140,99 €.
2.04.A.27 Pulimento acelerado de los áridos: 439,70 €.
2.04.A.28 Reactividad: 122,06 €.
2.04.A.29 Compuestos de azufre (cuantitativo): 68,12 €.
2.04.A.30 Cloruros: 42,02 €.
2.04.A.31 Materia orgánica en arenas: 24,37 €.
2.04.A.32 Adhesividad de los áridos mediante placa Vialit: 79,85 €.
2.04.A.33 Ensayo de desmoronamiento en agua: 61,03 €.

5. Conglomerantes:

A) Cemento:

2.05.A.01 Peso específico real: 26,01 €.
2.05.A.02 Principio y fin de fraguado: 46,75 €.
2.05.A.03 Finura de molido: 24,86 €.
2.05.A.04 Expansión en autoclave: 115,69 €.
2.05.A.05 Expansión por agujas Le Chatelier: 80,50 €.
2.05.A.06 Fabricación, conservación y rotura a flexotracción y compresión de 6 probetas 

prismáticas de 4 × 4 × 16 cm: 76,83 €.
2.05.A.07 Superficie específica Blaine: 55,71 €.
2.05.A.08 Densidad de un cemento: 11,51 €.
2.05.A.09 Humedad de un cemento: 12,51 €.
2.05.A.10 Calor de hidratación (una edad): 76,87 €.
2.05.A.11 Calor de hidratación (dos edades): 135,60 €.
2.05.A.12 Cálculo según Bogue: 46,89 €.
2.05.A.13 Ensayo de falso fraguado: 37,18 €.
2.05.A.14 Índice puzolánico a 7 días: 78,24 €.
2.05.A.15 Índice puzolánico a 28 días: 99,40 €.
2.05.A.16 Pérdida al fuego: 20,62 €.
2.05.A.17 Residuo insoluble: 46,46 €.
2.05.A.18 Análisis de CaO libre: 92,89 €.
2.05.A.19 Anhídrido sulfúrico: 71,23 €.
2.05.A.20 Análisis químicos del cemento comprendiendo: Sílice, óxido de aluminio, óxido 

de hierro, óxido de calcio, óxido de magnesio: 169,01 €.
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2.05.A.21 Óxido de sodio: 35,41 €.
2.05.A.22 Óxido de potasio: 35,41 €.
2.05.A.23 Determinación de cloruros (cuantitativo): 55,42 €.
2.05.A.24 Cálculo de la composición potencial del clinker Pórtland: 114,23 €.
2.05.A.25 Azufre total: 82,27 €.
2.05.A.26 Sulfuros: 65,08 €.

B) Yesos:

2.05.B.01 Finura de molido: 24,86 €.
2.05.B.02 Fabricación y rotura a flexotracción de 9 probetas prismáticas de 4 × 4 × 16 

cm: 85,40 €.
2.05.B.03 Pasta de consistencia normal: 19,05 €.
2.05.B.04 Principio y fin de fraguado: 46,75 €.
2.05.B.05 Análisis químicos del yeso comprendiendo: sílice, óxido de aluminio, óxido de 

hierro, óxido de calcio, óxido de magnesio: 169,01 €.

C) Cales:

2.05.C.01 Determinación de la humedad: 12,51 €.
2.05.C.02 Finura de molido en húmedo: 32,84 €.
2.05.C.03 Finura de molido en seco: 24,86 €.
2.05.C.04 Tiempo de fraguado: 46,75 €.
2.05.C.05 Pérdida al fuego: 20,62 €.
2.05.C.06 Resistencia a compresión: 85,40 €.
2.05.C.07 Análisis químicos de las cales comprendiendo: Sílice, óxido de alumnio, óxido 

de hierro, óxido de calcio, óxido de magnesio: 169,01 €.

D) Cenizas:

2.05.D.01 Peso específico real: 26,01 €.
2.05.D.02 Finura de molido: 24,86 €.
2.05.D.03 Superficie específica Blaine: 55,71 €.
2.05.D.04 Humedad: 12,51 €.
2.05.D.05 Pérdida al fuego: 20,62 €.
2.05.D.06 Análisis químicos de las cenizas comprendiendo: Óxido de calcio (CaO), óxido 

de aluminio (Al2O3), óxido de hierro (Fe2O3), sílice(SiO2), óxido de magnesio (MgO): 
169,01 €.

E) Escorias:

2.05.E.01 Análisis químicos de la escoria comprendiendo: Sílice, óxido de hierro, óxido 
de calcio, óxido de aluminio, óxido de magnesio: 169,01 €.

2.05.E.02 Pérdida al fuego: 20,62 €.
2.05.E.03 Superficie específica Blaine: 55,71 €.

F) Aditivos para hormigones:

2.05.F.01 Agua no combinada: 47,69 €.
2.05.F.02 Aire ocluido: 67,92 €.
2.05.F.03 Cloruros (cuantitativos): 62,24 €.
2.05.F.04 Compuestos de azufre: 76,43 €.
2.05.F.05 Consistencia por medio de la mesa de sacudidas: 62,63 €.
2.05.F.06 Pérdida de masa de los aditivos sólidos: 20,81 €.
2.05.F.07 Peso específico de los aditivos líquidos: 25,48 €.
2.05.F.08 Peso específico de los aditivos sólidos: 22,02 €.
2.05.F.09 Pérdida por calcinación: 22,36 €.
2.05.F.10 pH en aditivos: 20,32 €.
2.05.F.11 Residuo soluble en agua destilada: 25,57 €.
2.05.F.12 Residuo seco de aditivos líquidos: 21,59 €.

Hormigones y morteros:

A) Hormigones:
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2.06.A.01 Estudio completo de dosificación con granulometría de áridos, estudio teórico 
dosificación y comprobación, fabricación y rotura de probetas a compresión según norma 
EH-88: 630,73 €.

2.06.A.02 Consistencia cono de Abrams: 13,14 €.
2.06.A.03 Determinación de aire ocluido: 209,44 €.
2.06.A.04 Exudación de agua del hormigón: 64,19 €.
2.06.A.05 Retracción e hinchamiento de hormigón: 141,00 €.
2.06.A.06 Principio y fin de fraguado de hormigón: 192,70 €.
2.06.A.07 Fabricación, conservación y rotura a compresión de probetas cilíndricas de 15 

× 30 cm (6 o menos): 91,04 €.
2.06.A.08 Fabricación, conservación y rotura a tracción indirecta (ensayo brasileño) de 

probetas cilíndricas de 15 × 30 cm (6 o menos): 91,04 €.
2.06.A.09 Fabricación, conservación y rotura a flexotracción de probetas prismáticas de 

15 × 15 × 60 cm (6 o menos): 149,33 €.
2.06.A.10 Conservación de 6 probetas o menos por día a 20º + 2º C y a 100% de 

humedad relativa: 4,50 €.
2.06.A.11 Rotura de una probeta a compresión: 11,91 €.
2.06.A.12 Rotura de una probeta a brasileño: 13,77 €.
2.06.A.13 Rotura de una probeta a flexotracción: 21,60 €.
2.06.A.14 Refrentado de una probeta con mortero: 15,41 €.
2.06.A.15 Refrentado de una probeta con azufre: 3,65 €.
2.06.A.16 Toma de muestra de hormigón fresco, medida del cono, fabricación de 6 o 

menos probetas cilíndricas de 15 × 30 cm, transporte, curado, refrentado y rotura: 167,70 €.
2.06.A.17 Por probeta adicional: 14,18 €.
2.06.A.18 Determinación del contenido de cemento en el hormigón: 201,87 €.
2.06.A.19 Ensayo de permeabilidad hasta una presión de 1 kg por centímetro cuadrado: 

75,87 €.
2.06.A.20 Extracción de testigos de hormigón (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 

compresión:

* Testigo de 75 mm de diámetro: 133,80 €.

2.06.A.21 Extracción de testigos de hormigón (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 
compresión:

* Por cada probeta testigo más en el mismo desplazamiento: 42,38 €.

2.06.A.22 Extracción de testigos de hormigón (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 
compresión:

* Testigo de 100 mm de diámetro: 154,32 €.

2.06.A.23 Extracción de testigos de hormigón (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 
compresión:

* Por cada probeta testigo más en el mismo desplazamiento: 50,45 €.

2.06.A.24 Extracción de testigos de hormigón (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 
compresión:

* Testigo de 150 mm de diámetro: 181,39 €.

2.06.A.25 Extracción de testigos de hormigón (mínimo 3), tallado, refrentado y ensayo a 
compresión:

* Por cada probeta testigo más en el mismo desplazamiento: 61,79 €.

2.06.A.26 Ensayo de resistencia con esclerómetro Schmidt:

* Hasta 10 puntos: 135,65 €.

2.06.A.27 Ensayo de resistencia con esclerómetro Schmidt:

* Hasta 20 puntos: 222,76 €.

2.06.A.28 Ensayo de resistencia con esclerómetro Schmidt:
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* Hasta 30 puntos: 315,27 €.

2.06.A.29 Ensayo de resistencia con esclerómetro Schmidt:

* Hasta 40 puntos: 402,39 €.

2.06.A.30 Velocidad de propagación de los impulsos ultrasónicos (Aparato PUNDIT) (Por 
punto): 16,44 €.

2.06.A.31 Detección de armaduras de hierro (Pachómetro) (Por punto): 13,09 €.
2.06.A.32 Módulo de elasticidad (coeficiente de Poison): 238,73 €.
2.06.A.33 Consistencia mediante mesa de sacudidas: 15,35 €.
2.06.A.34 Toma de muestra de hormigón proyectado incluyendo extracción de testigos (9 

unidades), tallado, refrentado y ensayo a compresión: 231,85 €.

B) Morteros:

2.06.B.01 Determinación del escurrimiento en la mesa de sacudidas: 15,35 €.
2.06.B.02 Dosificación aproximada de un mortero fraguado: 201,86 €.
2.06.B.03 Medida de expansión de morteros: 170,99 €.
2.06.B.04 Fabricación, conservación y rotura a flexión compresión de 6 probetas de 

mortero: 76,83 €.
2.06.B.05 Ensayo de heladicidad (25 ciclos): 186,60 €.
2.06.B.06 Absorción de agua: 23,62 €.

C) Baldosas y baldosines de cemento:

2.06.C.01 Determinación de la densidad aparente: 58,93 €.
2.06.C.02 Determinación de la absorción de agua: 68,71 €.
2.06.C.03 Determinación del desgaste por rozamiento: 227,45 €.
2.06.C.04 Tolerancia dimensional: 55,89 €.
2.06.C.05 Heladicidad: 186,60 €.
2.06.C.06 Resistencia a flexión: 56,49 €.
2.06.C.07 Resistencia al choque: 49,72 €.

D) Bordillos:

2.06.D.01 Medida y designación del bordillo: 29,02 €.
2.06.D.02 Resistencia a flexión del bordillo: 86,34 €.

E) Tubería de fibrocemento y hormigón:

2.06.E.01 Ensayo mecánico de tubos de diámetro menor de 600 mm: 259,89 €.
2.06.E.02 Ensayo mecánico de tubos de diámetro entre 600 mm y 110 mm: 357,26 €.
2.06.E.03 Ensayo a presión: 224,16 €.
2.06.E.04 Resistencia a compresión: 146,58 €.
2.06.E.05 Absorción de agua: 83,04 €.

7. Suelos estabilizados y gravas tratadas:

2.07.A.01 Fabricación y conservación en condiciones normales de series de 6 probetas o 
menos, de mezclas de suelo cemento: 60,22 €.

2.07.A.02 Rotura a compresión simple de una probeta cilíndrica de 10 o más cm de 
diámetro de un material estabilizado: 11,92 €.

2.07.A.03 Rotura a compresión simple de una probeta cilíndrica de un diámetro inferior a 
10 cm de un material estabilizado: 11,92 €.

2.07.A.04 Curado de una serie de 6 probetas o menos en cámara húmeda y condiciones 
normales por día: 2,50 €.

2.07.A.05 Ensayo de humedad-sequedad de 2 probetas de suelo-cemento o grava-
cemento, por contenido de cemento: 138,85 €.

2.07.A.06 Ensayo de congelación-deshielo de 2 probetas de suelo-cemento o grava-
cemento, por contenido de cemento: 138,85 €.

2.07.A.07 Ensayo de compactación de una mezcla de grava-cemento: 45,31 €.
2.07.A.08 Fabricación y conservación de 6 probetas de grava-cemento, compactadas 

con maza: 80,49 €.
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2.07.A.09 Fabricación y conservación de 6 probetas de grava-cemento, compactadas 
con martillo vibrante: 55,37 €.

2.07.A.10 Rotura a tracción indirecta de una probeta de grava-cemento, grava-escoria o 
escoria-escoria de 15 cm de diámetro: 12,34 €.

2.07.A.11 Ensayo de compactación con maza de una mezcla de grava-escoria o escoria-
escoria: 55,50 €.

2.07.A.12 Ensayo de compactación con martillo vibrante de una mezcla de grava-escoria 
o escoria escoria: 58,95 €.

2.07.A.13 Fabricación y conservación de 6 probetas de grava-escoria o escoria-escoria 
compactadas con maza: 84,14 €.

2.07.A.14 Fabricación y conservación de 6 probetas de grava-escoria o escoria-escoria 
compactadas con martillo vibrante: 70,48 €.

2.07.A.15 Extracción de testigos de materiales estabilizados de diámetro superior a 10 
cm (mínimo 3 testigos):

* Hasta 12 cm: 138,92 €.

2.07.A.16 Extracción de testigos de materiales estabilizados de diámetro superior a 10 
cm (mínimo 3 testigos):

* De 15 cm o más: 217,31 €.

2.07.A.17 Contenido óptimo de líquidos mediante el ensayo de Próctor Modificado en 
mezclas de grava-emulsión: 62,63 €.

2.07.A.18 Ensayo de inmersión-compresión en mezclas de grava-emulsión (6 probetas): 
159,87 €.

8. Ligantes bituminosos:

A) Betunes asfálticos:

2.08.A.01 Densidad relativa: 33,44 €.
2.08.A.02 Agua en materiales bituminosos: 31,70 €.
2.08.A.03 Penetración a 25º C: 28,64 €.
2.08.A.04 Viscosidad Saybolt en materiales bituminosos: 57,81 €.
2.08.A.05 Punto de reblandecimiento anillo y bola: 33,76 €.
2.08.A.06 Ductilidad a 25º C: 61,03 €.
2.08.A.07 Punto de inflamación Cleveland: 33,44 €.
2.08.A.08 Pérdida por calentamiento: 32,75 €.
2.08.A.09 Betún soluble en sulfuro de carbono: 47,93 €.
2.08.A.10 Solubilidad en disolventes orgánicos: 47,93 €.
2.08.A.11 Contenidos en asfaltenos: 47,93 €.
2.08.A.12 Contenido en parafinas: 136,57 €.
2.08.A.13 Punto de fragilidad Fraas: 83,95 €.
2.08.A.14 Pérdida por calentamiento en película fina: 47,76 €.
2.08.A.15 Contenido en cenizas: 31,70 €.
2.08.A.16 Determinación del índice de penetración: 9,88 €.
2.08.A.17 Índice de acidez: 43,53 €.

B) Betunes fluidificados:

2.08.B.01 Viscosidad Saybolt: 57,81 €.
2.08.B.02 Destilación: 76,22 €.
2.08.B.03 Equivalente heptano-xileno: 58,93 €.
2.08.B.04 Punto de inflamación Tabliabue: 33,44 €.
2.08.B.05 Contenido en agua: 32,91 €.

C) Emulsiones asfálticas:

2.08.C.01 Contenido de agua: 32,91 €.
2.08.C.02 Destilación: 76,22 €.
2.08.C.03 Sedimentación: 34,31 €.
2.08.C.04 Estabilidad (método del cloruro cálcico): 43,44 €.
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2.08.C.05 Tamizado: 31,51 €.
2.08.C.06 Miscibilidad en agua: 31,51 €.
2.08.C.07 Mezcla con cemento: 31,51 €.
2.08.C.08 Envuelta con áridos: 31,51 €.
2.08.C.09 Heladicidad: 31,51 €.
2.08.C.10 Residuo por evaporación: 31,51 €.
2.08.C.11 Determinación del pH: 22,65 €.
2.08.C.12 Resistencia al desplazamiento por el agua: 31,51 €.
2.08.C.13 Cargas de las partículas: 31,51 €.
2.08.C.14 Ensayos sobre el residuo de destilación: Los indicados para betunes asfálticos 

incrementados en el precio de la destilación.

D) Alquitranes para carreteras:

2.08.D.01 Viscosidad Engler: 43,17 €.
2.08.D.02 Viscosidad BRTA (STV): 43,17 €.
2.08.D.03 Consistencia por medio del flotador: 34,31 €.
2.08.D.04 Temperatura de equiviscosidad: 104,46 €.
2.08.D.05 Destilación: 104,46 €.
2.08.D.06 Fenoles: 31,51 €.
2.08.D.07 Naftalinas: 31,51 €.
2.08.D.08 Carbono libre insoluble en tolueno: 67,67 €.
2.08.D.09 Índice de sulfonación: 125,43 €.
2.08.D.10 Índice de espuma: 36,13 €.

9. Mezclas bituminosas:

A) Mezclas:

2.09.A.01 Estudio de una dosificación de áridos: 133,97 €.
2.09.A.02 Fabricación de probetas Marshall (cuatro probetas por un contenido de 

ligante): 48,51 €.
2.09.A.03 Densidad relativa de probetas Marshall (cuatro probetas) 24,17 €.
2.09.A.04 Estabilidad y deformación de probetas Marshall (cuatro probetas) 26,34 €.
2.09.A.05 Cálculo de huecos de mezclas bituminosas (cuatro probetas): 28,65 €.
2.09.A.06 Análisis y cálculo de dosificación de una mezcla bituminosa por el método 

Hubbard-Field: 93,86 €.
2.09.A.07 Fabricación, densidad, estabilidad de probetas Hubbard-Field: 137,07 €.
2.09.A.08 Análisis y cálculo de dosificación de una mezcla bituminosa por el ensayo 

inmersión-compresión: 93,88 €.
2.09.A.09 Fabricación de probetas inmersión-compresión (tres probetas): 65,55 €.
2.09.A.10 Densidad relativa de probetas de inmersión-compresión (tres probetas): 

25,37 €.
2.09.A.11 Resistencia de probetas a compresión simple (tres probetas): 24,27 €.
2.09.A.12 Inmersión y rotura de probetas a compresión simple (tres probetas): 73,32 €.
2.09.A.13 Contenido de ligante de una mezcla bituminosa: 72,24 €.
2.09.A.14 Granulometría de los áridos obtenidos: 35,81 €.
2.09.A.15 Contenido en árido silíceo: 32,86 €.
2.09.A.16 Equivalente centrífugo de keroseno: 80,66 €.
2.09.A.17 Adhesividad Riedel-Weber: 61,03 €.
2.09.A.18 Preparación de materiales y fabricación de mezclas para ensayos en pista de 

laboratorio (Wheel-Traeking en porcentaje de ligante): 289,96 €.
2.09.A.19 Ensayo en pista de laboratorio (Wheel-Traeking de una muestra de 

aglomerado asfáltico, en porcentaje de ligante: 299,09 €.
2.09.A.20 Coeficiente de resistencia al deslizamiento con el péndulo TRRL (9 medidas 

porpunto kilométrico): 161,24 €.
2.09.A.21 Recuperación de betún de una mezcla bituminosa para su caracterización: 

216,28 €.
2.09.A.22 Densidad de áridos en aceite de parafina: 33,44 €.
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2.09.A.23 Extracción de testigos de mezclas asfálticas incluyendo la medida de espesor 
de capa y determinación de densidad parafinada: 82,22 €.

2.09.A.24 Grado de esparcimiento de gravilla recubierta: 24,95 €.
2.09.A.25 Ensayo Cántabro en mezclas drenantes (4 probetas): 72,07 €.
2.09.A.26 Ensayo de permeabilidad en mezclas drenantes: 19,44 €.

B) Filler:

2.09.B.01 Análisis granulométrico por tamizado: 29,75 €.
2.09.B.02 Densidad aparente en tolueno: 27,67 €.
2.09.B.03 Densidad relativa del filler: 23,84 €.
2.09.B.04 Coeficiente de emulsibilidad: 99,58 €.
2.09.B.05 Coeficiente de actividad hidrofílico: 65,30 €.
2.09.B.06 Huecos de filler compactado en seco: 35,03 €.
2.09.B.07 Análisis de filler, método filler-betún: 61,44 €.

10. Pinturas para marcas viales:

A) Ensayos en la película seca:

2.10.A.01 Reflectancia luminosa aparente: 50,33 €.
2.10.A.02 Poder cubriente: 45,09 €.
2.10.A.03 Flexibilidad: 82,52 €.
2.10.A.04 Resistencia al desgaste: 26,63 €.
2.10.A.05 Resistencia a la inmersión en agua: 25,53 €.
2.10.A.06 Resistencia al envejecimiento y resistencia a la acción de la luz (cien horas y 

seis o menos probetas): 89,97 €.
2.10.A.07 Igual, pero con doscientas horas y seis o menos probetas: 113,51 €.
2.10.A.08 Adherencia: 43,43 €.
2.10.A.09 Medidas de la reflectancia in situ: 51,42 €.

B) Ensayos en la pintura líquida:

2.10.B.01 Contenido en agua: 65,72 €.
2.10.B.02 Consistencia Krebs Storner: 37,18 €.
2.10.B.03 Tiempo de secado: 37,73 €.
2.10.B.04 Color visual: 15,58 €.
2.10.B.05 Conservación en envase lleno: 22,03 €.
2.10.B.06 A dilución: 17,90 €.
2.10.B.07 Materia fija: 36,54 €.
2.10.B.08 Densidad relativa: 36,54 €.
2.10.B.09 Propiedades de aplicación: 17,09 €.
2.10.B.10 Toma de muestras: 11,20 €.

C) Propiedades de aplicación:

2.10.C.01 A pistola: 23,61 €.
2.10.C.02 A brocha: 20,86 €.
2.10.C.03 Resistencia al sangrado: 29,05 €.

D) Esferas de vidrio:

2.10.D.01 Determinación de porcentaje de esferas de vidrio defectuosas: 73,05 €.
2.10.D.02 Análisis granulométrico: 32,82 €.
2.10.D.03 Resistencia al agua: 34,86 €.
2.10.D.04 Resistencia a los ácidos: 35,96 €.
2.10.D.05 Resistencia a la solución de cloruro cálcico: 35,96 €.
2.10.D.06 Determinación del peso de pintura y microesferas de vidrio y despositadas por 

metro cuadrado en las aplicaciones prácticas: 47,72 €.

11. Señalización vertical reflexiva:

2.11.A.01 Retrorreflexión: 43,82 €.
2.11.A.02 Color y reflectancia luminosa: 53,34 €.
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2.11.A.03 Resistencia al impacto: 27,34 €.
2.11.A.04 Adherencia al soporte: 27,86 €.
2.11.A.05 Resistencia al calor: 28,39 €.
2.11.A.06 Resistencia al frío: 28,39 €.
2.11.A.07 Resistencia a la humedad: 27,34 €.
2.11.A.08 Resistencia a los disolventes: 43,04 €.
2.11.A.09 Resistencia a la niebla salina: 70,08 €.
2.11.A.10 Brillo especular: 52,80 €.
2.11.A.11 Envejecimiento artificial acelerado: 220,84 €.
2.11.A.12 Resistencia a la inmersión en agua: 27,34 €.

12. Aceros:

2.12.A.01 Ensayo a tracción de una probeta que incluye: Determinación de la sección de 
peso, ovalización por calibrado en barras, límite elástico (0,2%), tensión de rotura, 
alargamiento de rotura, diagramas carga de formación: 29,84 €.

2.12.A.02 Módulo de elasticidad: 37,88 €.
2.12.A.03 Ensayo de doblado simple: 11,78 €.
2.12.A.04 Ensayo de doblado-desdoblado: 15,36 €.
2.12.A.05 Determinación de las características geométricas: 23,26 €.
2.12.A.06 Arrancamiento de nudo soldado en mallas electrosoldadas: 45,20 €.
2.12.A.07 Rotura a tracción en malla electrosoldada: 27,56 €.

13. Varios:

2.13.A.01 Placa de carga de 30 cm diámetro (con 1 ciclo): 128,60 €.
2.13.A.02 Placa de carga de 30 cm diámetro (con 2 ciclos): 163,53 €.
2.13.A.03 Placa de carga de 60 cm diámetro (con 1 ciclo): 176,03 €.
2.13.A.04 Placa de carga de 60 cm diámetro (con 2 ciclos): 210,96 €.
2.13.A.05 Placa de carga de 30 × 30 cm (con 1 ciclo): 157,28 €.
2.13.A.06 Placa de carga de 30 × 30 cm (con 2 ciclos): 192,22 €.
2.13.A.07 Placa de carga de 60 × 60 cm (con 1 ciclo): 216,36 €.
2.13.A.08 Placa de carga de 60 × 60 cm (con 2 ciclos): 286,22 €.
2.13.A.09 Vehículo o máquina empleado como elemento de reacción para la realización 

de ensayo por hora de trabajo: 26,00 €.
2.13.A.10 Por desplazamiento de personal para toma de muestras, control de obra o 

realización de ensayos in situ:

* Por cada kilómetro (1 persona): 0,70 €.

2.13.A.11 Por desplazamiento de personal para toma de muestras, control de obra o 
realización de ensayos in situ:

* Por cada kilómetro (2 personas): 1,15 €.

2.13.A.12 Por desplazamiento de personal para toma de muestras, control de obra o 
realización de ensayos in situ:

* Por cada kilómetro y persona de más: 0,41 €.

2.13.A.13 Estudio de deformaciones con flexímetro en pruebas de carga estática de 
puentes y estructuras:

* Primer vano: 1192,27 €.

(No se incluyen los medios de carga ni labores accesorias)

2.13.A.14 Estudio de deformaciones con flexímetro en pruebas de carga estática de 
puentes y estructuras:

* Por cada vano más: 564,83 €.

(No se incluyen los medios de carga ni labores accesorias)

2.13.A.15 Medida de deflexiones con la viga Benkelman (hasta 20 puntos): 438,83 €.
2.13.A.16 Por cada punto adicional: 20,28 €.
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2.13.A.17 Rugosidad superficial por el método del parche de Arena: 20,98 €.
2.13.A.18 Irregularidad superficial con viga móvil (por cada 500 m o fracción): 72,05 €.
2.13.A.19 Recubrimiento de cinc por m2 en barrera de seguridad: 37,34 €.
2.13.A.20 Espesor de recubrimiento de metal base en barrera de seguridad: 12,89 €.
2.13.A.21 Adherencia del recubrimiento al metal base en barrera de seguridad: 18,29 €.
2.13.A.22 Ensayo de la huella:  164,38 €.

En los supuestos de prospecciones, controles de obra y ensayos de materiales que 
traigan su causa de contratos con la Administración del Principado, solamente se abonará el 
importe resultante de los practicados hasta una cuantía máxima igual al 1 por 100 del 
presupuesto del contrato.

Sección 3.ª Tasa de puertos

Artículo 100.  Hecho imponible.

1. Constituye el hecho imponible de esta tasa la prestación de servicios generales, 
específicos y eventuales por los órganos portuarios de la Administración del Principado de 
Asturias, así como la utilización del dominio público, en los supuestos y casos definidos a 
continuación, bien sean prestados de oficio, bien a instancia de los interesados.

2. Servicios generales: Son servicios generales los comprendidos en los siguientes 
grupos:

a) Entrada y estancia de barcos en el puerto (G-1): Incluye la utilización de las 
instalaciones de señales marítimas y balizamiento, canales de acceso, obras de abrigo y 
zonas de fondeo.

b) Utilización de atraques (G-2): Comprende el uso de las obras de atraque y elementos 
fijos de amarre y defensa, que hayan sido construidos, total o parcialmente, por la 
Administración Portuaria o sean propiedad de la misma.

c) Embarque, desembarque y transbordo de mercancías y pasajeros (G-3): Se recoge 
aquí la utilización de las aguas del puerto y dársenas, accesos terrestres vías de circulación, 
zonas de manipulación y estancias marítimas y servicios generales de policía.

d) Pesca fresca marítima (G-4): Comprende la utilización por los buques pesqueros en 
actividad y los productos de la pesca marítima, de las aguas del puerto y dársena, 
instalaciones de señales marítimas y balizamiento, canales de acceso, obras de abrigo, 
zonas de fondeo, obras de atraque, elementos fijos de amarre y defensa, accesos terrestres 
y vías de circulación, zonas de manipulación, estancias marítimas y servicios generales de 
policía.

e) Embarcaciones deportivas y de recreo (G-5): Comprende la utilización por las 
embarcaciones deportivas o de recreo y por sus tripulantes y pasajeros de las instalaciones 
de balizamiento del puerto, de las ayudas a la navegación y de las dársenas y zonas de 
fondeo, de los servicios generales de policía y, en su caso, de las instalaciones de amarre y 
atraque en muelles o pantalanes.

3. Servicios específicos: Son servicios específicos los comprendidos en los siguientes 
grupos:

a) Los prestados con los elementos que contribuyen al equipo mecánico de manipulación 
y transporte (E-1): Comprende la utilización de las grúas de pórtico, convencionales o 
especializadas.

b) Las prestaciones en forma de utilización de superficies, edificios y locales de cualquier 
clase (E-2): Comprende la utilización de explanadas, cobertizos, tinglados, almacenes, 
depósitos, locales y edificios, con sus servicios generales correspondientes no explotados en 
régimen de concesión.

c) Los suministros de productos y energía (E-3): Se incluyen dentro de este servicio el 
suministro, por los órganos portuarios, de los productos o energías necesarias para los 
usuarios del puerto, así como la utilización de las instalaciones para la prestación de los 
mismos;
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d) Los prestados en forma de utilización de instalaciones o superficies no definidas 
específicamente en otros apartados (E-4): Se incluye aquí la utilización de básculas, rampas 
de varada, sobordas, cabrestantes, boyas y aparcamientos.

4. Servicios eventuales (E-5): Se recoge bajo el concepto de servicios eventuales la 
utilización de la superficie del puerto para instalaciones eventuales lucrativas no portuarias o 
la prestación de cualquier otro servicio no definido anteriormente.

5. Canon de ocupación y aprovechamiento del dominio público portuario. Se recoge bajo 
este concepto toda ocupación o aprovechamiento del dominio público portuario en virtud de 
una concesión o autorización.

Artículo 101.  Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos de la tasa:

a) Los armadores o sus representantes, o los consignatarios de los barcos que utilicen 
los servicios a que se refieren las tarifas G-1 y G-2.

b) Los armadores, los consignatarios de los barcos que utilicen el servicio y los 
propietarios del medio de transporte cuando la mercancía entre y salga del puerto por 
medios exclusivamente terrestres en los servicios relativos a la tarifa G-3.

Serán responsables subsidiarios del pago de la tasa los propietarios de la mercancía y, 
en su defecto, sus representantes autorizados, salvo que prueben haber hecho provisión de 
fondos a los responsables principales.

c) El armador del buque o el que en su representación realice la primera venta en los 
servicios referentes a la tarifa G-4.

El sujeto pasivo deberá repercutir el importe de la tasa sobre el primer comprador de la 
pesca, si lo hay, quedando éste obligado a soportar dicha repercusión, que se hará constar 
de manera expresa y separada en la factura o documento equivalente.

Subsidiariamente, serán responsables del pago de la tasa el primer comprador de la 
pesca, salvo que demuestre haber soportado efectivamente la repercusión y, en su caso, el 
representante del armador.

d) El propietario de la embarcación o su representante autorizado, para los servicios de 
la tarifa G-5, y subsidiariamente el capitán o patrón de la misma.

e) Las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta 
Ley que utilicen el dominio público o a quienes se les presten los servicios definidos en las 
tarifas E-1, E-2, E-3, E-4, E-5 y en el canon de ocupación y aprovechamiento del dominio 
público portuario.

Serán responsables subsidiarios del pago de la tarifa E-1 los propietarios de las 
mercancías o sus representantes autorizados, salvo que prueben hacer realizado provisión 
de fondos a los usuarios del servicio.

Artículo 102.  Devengo.

La tasa se devengará en los siguientes momentos:

a) En las tarifas G-1 y G-5, cuando el barco haya entrado en las aguas del puerto.
b) En la tarifa G-2, cuando el barco haya atracado en el muelle.
c) En la tarifa G-3, cuando se inicien las operaciones de paso de mercancías o pasajeros 

por el puerto.
d) En la tarifa G-4, cuando se inicien las operaciones de embarque o transbordo de los 

productos de pesca en cualquier punto de las aguas o zonas terrestres bajo la jurisdicción 
del organismo portuario.

e) En la tarifa E-1, en el momento de la puesta a disposición de la grúa.
f) En la tarifa E-2, cuando sea firme la reserva del espacio solicitado.
g) En las tarifas E-3, E-4 y E-5, en el momento de iniciarse la prestación del servicio o en 

el momento de la puesta a disposición del dominio público.
h) En el canon de ocupación y aprovechamiento del dominio público portuario, cuando se 

expida el documento administrativo en que se contenga la correspondiente concesión o 
autorización.
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Artículo 103.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las bases y tipos contenidos en las siguientes tarifas:

Tarifa G-1. Entrada y estancia:

Las bases para la liquidación de esta tarifa serán: el volumen del barco, medidas por su 
TRB o arqueo bruto, el tiempo de estancia del mismo en el puerto y la clase de navegación.

 Pesetas

1. Los barcos de 3.000 o menos TRB:  

a) Que permanezcan seis horas o menos en el puerto abonarán por cada 100 TRB (o 100 unidades de 
arqueo) o fracción:  

Navegación de cabotaje 50,14

Navegación exterior 770,20

b) Los que permanezcan entre seis y veinticuatro horas abonarán por cada 100 TRB (o 100 unidades 
de arqueo) o fracción:  

Navegación de cabotaje 100,38

Navegación exterior 1.541,56

2. Los barcos con TRB superior 3.000 e igual o inferior a 5.000:  

a) Que permanezcan seis horas o menos, abonarán por cada 100 TRB (o 100 unidades de arqueo) o 
fracción:  

Navegación de cabotaje 55,76

Navegación exterior 855,10

b) Los que permanezcan entre seis y veinticuatro horas abonarán por cada 100 TRB (o 100 unidades 
de arqueo) o fracción:  

Navegación de cabotaje 110,24

Navegación exterior 1.711,69

3. Los barcos con TRB superior a 5.000 e igual o inferior a 10.000:  

a) Que permanezcan seis horas o menos abonarán por cada 100 TRB (o 100 unidades de arqueo) o 
fracción:  

Navegación de cabotaje 55,76

Navegación exterior 855,10

b) Los que permanezcan entre seis y veinticuatro horas abonarán por cada 100 TRB (o 100 unidades 
de arqueo) o fracción:  

Navegación de cabotaje 122,54

Navegación exterior 1.881,50

4. Los barcos con TRB superior a 10.000 e igual o inferior a 100.000:  

a) Que permanezcan seis horas o menos abonarán por cada 100 TRB (o 100 unidades de arqueo) o 
fracción:  

Navegación de cabotaje 68,37

Navegación exterior 1.026,40

b) Los que permanezcan entre seis y veinticuatro horas abonarán por cada 100 TRB (o 100 unidades 
de arqueo) o fracción:  

Navegación de cabotaje 133,67

Navegación exterior 2.051,42

La cuantía de la tarifa a aplicar a los barcos que entren en el puerto en arribada forzosa, 
será la mitad de la que les corresponda por aplicación de la tarifa anteriormente indicada, 
siempre que no utilicen ninguno de los servicios industriales o comerciales del organismo 
portuario. Se excluye de esta condición las peticiones de servicios que tuvieran por objeto la 
salvaguarda de vidas humanas en el mar.

Los barcos destinados a tráfico interior de bahía local, remolcadores con base en puerto, 
dragas, algibes, gabarras y artefactos análogos, pontones, etc., abonarán mensualmente 
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una cantidad equivalente a 15 veces el importe diario que por aplicación de la tarifa de 
navegación de cabotaje correspondiera.

Tarifa G-2. Atraque:

Las bases para la liquidación de la tarifa serán: La eslora máxima del barco, el calado del 
muelle y el tiempo de permanencia en el atraque o amarre.

En los casos en que, por transportar el barco cualquier tipo de mercancía peligrosa sea 
preciso disponer unas zonas de seguridad a proa y/o a popa, se considerará como base 
tributaria la eslora máxima del barco incrementada en la longitud de dichas zonas.

La cuantía a pagar se determina de la siguiente manera:

 Pesetas

1. En muelles con 4 metros o menos de calado en bajamar media viva equinoccial:  

Por cada período de atraque de tres horas o fracción 15,58

Por cada período de atraque completo de veinticuatro horas 55,76

2. En muelles con más de 4 metros de calado en bajamar media viva equinoccial:  

Por cada período de atraque de tres horas o fracción 20,99

Por cada período de atraque completo de veinticuatro horas 78,02

Los barcos dedicados al tráfico local o de bahía y los de servicio interior del puerto que 
atraquen habitualmente en determinados muelles y que así lo soliciten pagarán 
mensualmente siete veces el importe diario que por aplicación de la tarifa anterior les 
corresponda.

Tarifa G-3. Mercancías y pasajeros:

Las bases para la liquidación de esta tarifa serán:

I) Para los pasajeros, su número, modalidad de pasaje y la clase de tráfico.
II) Para las mercancías, su clase y peso, la clase de tráfico y el tipo de operación.

La cuantía de la tarifa será:

I) Para los pasajeros y por cada uno de ellos la siguiente:

 Pesetas

a) Pasajeros en camarotes de una o dos plazas:  

Tráfico de bahía o local 7,74

Tráfico de cabotaje 403,75

Tráfico exterior 1.346,09

b) Pasajeros en camarotes de tres o más plazas o butacas en salón:  

Tráfico de bahía o local 7,74

Tráfico de cabotaje 121,37

Tráfico exterior 1.006,89

c) Pasajeros en cubierta:  

Tráfico de bahía o local 4,66

Tráfico de cabotaje 39,01

Tráfico exterior 403,75

En el tráfico de bahía o local se abonará la tarifa sólo al embarque.

II) Para las mercancías hay que distinguir tres supuestos:
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Pesetas

por Tm de peso
o fracción

1. Mercancías que embarcan y/o desembarcan en puertos del Principado:  

La determinación de las cuantías de la tarifa se hará teniendo en cuenta el repertorio de 
clasificación de mercancías vigente; en base a él, se establece:  

a) Comercio nacional local o de bahía por embarque o desembarque:  

Mercancías del grupo primero 18,13

Mercancías del grupo segundo 24,91

Mercancías del grupo tercero 36,25

Mercancías del grupo cuarto 55,76

Mercancías del grupo quinto 76,74

Mercancías del grupo sexto 100,38

Mercancías del grupo séptimo 125,40

Mercancías del grupo octavo 300,72

Productos petrolíferos:  

Petróleo crudo 16,75

Gas-oil y fuel-oil 30,63

Asfalto, alquitranes, breas de petróleo 40,49

Gasolinas, naftas ypetróleo refinado 48,76

Vaselinas y lubricantes 80,67

b) Comercio nacional de cabotaje por embarque o desembarque:  

Mercancías del grupo primero 34,77

Mercancías del grupo segundo 50,14

Mercancías del grupo tercero 76,74

Mercancías del grupo cuarto 110,24

Mercancías del grupo quinto 150 ,52

Mercancías del grupo sexto 200 ,55

Mercancías del grupo séptimo 252,17

Mercancías del grupo octavo 601,76

Productos petrolíferos:  

Petróleo crudo 32,22

Gas-oil y fuel-oil 65,61

Asfalto, alquitranes, breas de petróleo 73,99

Gasolinas, naftas y petróleo refinado 97,52

Vaselinas y lubricantes 163,03

c) Embarque de mercancías en comercio exterior:  

Mercancías del grupo primero 87,77

Mercancías del grupo segundo 125,40

Mercancías del grupo tercero 186,45

Mercancías del grupo cuarto 275,71

Mercancías del grupo quinto 375,98

Mercancías del grupo sexto 500,21

Mercancías del grupo séptimo 625,51

Mercancías del grupo octavo 1.501,38

Productos petrolíferos:  

Petróleo crudo 73,99

Gas-oil y fuel-oil 129,64

Asfalto, alquitranes, breas de petróleo 147,66

Gasolinas, naftas y petróleo refinado 196,42
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Pesetas

por Tm de peso
o fracción

Vaselinas y lubricantes 327,43

d) Desembarque de mercancías en comercio exterior:  

Mercancías del grupo primero 139,28

Mercancías del grupo segundo 200,55

Mercancías del grupo tercero 300,72

Mercancías del grupo cuarto 440,22

Mercancías del grupo quinto 601,76

Mercancías del grupo sexto 800,94

Mercancías del grupo séptimo 1.001,49

Mercancías del grupo octavo 2.402,49

Productos petrolíferos:  

Petróleo crudo 83,74

Gas-oil y fuel-oil 167,16

Asfalto, alquitranes, breas de petróleo 188,26

Gasolinas, naftas y petróleo refinado 252,17

Vaselinas y lubricantes 419,34

Para las partidas con un peso total inferior a 1 tonelada métrica la cuantía será por cada 200 
kilogramos o fracción en exceso, la quinta parte de la que correspondería pagar por una 
tonelada.

 

2. Mercancías en tránsito por puertos del Principado:  

Partiendo del repertorio de clasificación de mercancías vigente, la tarifa distingue entre 
operaciones de tránsito vía marítima y vía terrestre:  

A) Operaciones de tránsito de vía marítima:  

a) Mercancías con origen inicial nacional y destino final nacional:  

Mercancías del grupo primero 34,77

Mercancías del grupo segundo 50,14

Mercancías del grupo tercero 68,69

Mercancías del grupo cuarto 110,24

Mercancías del grupo quinto 150,52

Mercancías del grupo sexto 200,55

Mercancías del grupo séptimo 252,17

Mercancías del grupo octavo 601,76

b) Mercancías con origen inicial nacional y destino final extranjero:  

Mercancías del grupo primero 71,13

Mercancías del grupo segundo 98,79

Mercancías del grupo tercero 151,79

Mercancías del grupo cuarto 221,65

Mercancías del grupo quinto 300,72

Mercancías del grupo sexto 399,73

Mercancías del grupo séptimo 501,27

Mercancías del grupo octavo 1.203,42

c) Mercancías con origen inicial extranjero y destino final nacional:  

Mercancías del grupo primero 107,27

Mercancías del grupo segundo 149,04

Mercancías del grupo tercero 228,32

Mercancías del grupo cuarto 330,08

Mercancías del grupo quinto 450,08

Mercancías del grupo sexto 600,17
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Pesetas

por Tm de peso
o fracción

Mercancías del grupo séptimo 753,55

Mercancías del grupo octavo 1.804,76

d) Mercancías con origen inicial extranjero y destino final extranjero:  

Mercancías del grupo primero 143,42

Mercancías del grupo segundo 199,17

Mercancías del grupo tercero 303,58

Mercancías del grupo cuarto 440,22

Mercancías del grupo quinto 601,76

Mercancías del grupo sexto 799,35

Mercancías del grupo séptimo 1.004,35

Mercancías del grupo octavo 2.405,25

B) Operaciones de tránsito vía terrestre:  

a) Mercancías con origen inicial nacional y destino final nacional:  

Mercancías del grupo primero 34,77

Mercancías del grupo segundo 50,14

Mercancías del grupo tercero 76,74

Mercancías del grupo cuarto 110,24

Mercancías del grupo quinto 135,26

Mercancías del grupo sexto 200,55

Mercancías del grupo séptimo 252,07

Mercancías del grupo octavo 601,76

b) Mercancías con origen inicial nacional y destino final extranjero:  

Mercancías del grupo primero 82,36

Mercancías del grupo segundo 124,02

Mercancías del grupo tercero 190,80

Mercancías del grupo cuarto 275,71

Mercancías del grupo quinto 377,57

Mercancías del grupo sexto 500,21

Mercancías del grupo séptimo 626,27

Mercancías del grupo octavo 1.502,76

c) Mercancías con origen inicial extranjero y destino final nacional:  

Mercancías del grupo primero 143,42

Mercancías del grupo segundo 199,17

Mercancías del grupo tercero 303,58

Mercancías del grupo cuarto 440,22

Mercancías del grupo quinto 601,76

Mercancías del grupo sexto 799,35

Mercancías del grupo séptimo 1.004,35

Mercancías del grupo octavo 2.405,25

d) Mercancías con origen inicial extranjero y destino final extranjero:  

Mercancías del grupo primero 143,42

Mercancías del grupo segundo 199,17

Mercancías del grupo tercero 303,58

Mercancías del grupo cuarto 440,22

Mercancías del grupo quinto 601,76

Mercancías del grupo sexto 799,35

Mercancías del grupo séptimo 1.004,35

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 91  Leyes de tasas y de precios públicos

– 1415 –



 
Pesetas

por Tm de peso
o fracción

Mercancías del grupo octavo 2.405,25

3. Mercancías que transbordan en puertos del Principado:  

Teniendo en cuenta el repertorio de clasificación de mercancías vigentes, las tarifas se 
estructuran de la siguiente manera:  

a) Mercancías con origen inicial nacional y destino final nacional:  

Mercancías del grupo primero 34,77

Mercancías del grupo segundo 50,14

Mercancías del grupo tercero 76,74

Mercancías del grupo cuarto 110,24

Mercancías del grupo quinto 150,52

Mercancías del grupo sexto 200,55

Mercancías del grupo séptimo 252,17

Mercancías del grupo octavo 601,56

b) Mercancías con origen inicial nacional y destino final extranjero:  

Mercancías del grupo primero 54,48

Mercancías del grupo segundo 75,26

Mercancías del grupo tercero 114,27

Mercancías del grupo cuarto 165,78

Mercancías del grupo quinto 227,16

Mercancías del grupo sexto 300,72

Mercancías del grupo séptimo 377,57

Mercancías del grupo octavo 902,48

c) Mercancías con origen inicial extranjero y destino final nacional:  

Mercancías del grupo primero 71,13

Mercancías del grupo segundo 98,79

Mercancías del grupo tercero 151,79

Mercancías del grupo cuarto 221,65

Mercancías del grupo quinto 300,72

Mercancías del grupo sexto 399,73

Mercancías del grupo séptimo 501,27

Mercancías del grupo octavo 1.203,42

d) Mercancías con origen inicial extranjero y destino final extranjero:  

Mercancías del grupo primero 107,27

Mercancías del grupo segundo 149,04

Mercancías del grupo tercero 228,32

Mercancías del grupo cuarto 330,08

Mercancías del grupo quinto 450,08

Mercancías del grupo sexto 600,17

Mercancías del grupo séptimo 753,55

Mercancías del grupo octavo 1.804,76

Las mercancías desembarcadas, en depósito flotante o pontón y que posteriormente se 
reembarquen a otro barco sin pasar por tierra o muelle, abonarán la misma tarifa señalada 
para el trasbordo.

Tarifa G-4. Pesca fresca:

Constituye la base imponible:
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a) Cuando la primera venta se lleve a cabo en las salas de venta pública, el valor 
alcanzado en la primera venta.

b) En los demás casos, la base imponible se determinará por la autoridad portuaria, de 
conformidad con el valor medio obtenido por las mismas especies en las ventas realizadas 
en las salas de venta pública en el día o, en su defecto y sucesivamente, en la semana, mes 
o año anterior.

Esto será de aplicación para la pesca fresca no vendida y directamente sometida por el 
armador a procesos de congelación, salazón, ahumado y otros.

La cuantía de la tarifa se obtendrá aplicando un tipo impositivo del 2 por 100 sobre la 
base imponible.

Tarifa G-5. Embarcaciones deportivas y de recreo:

La base para la liquidación de la tarifa será la superficie en metros cuadrados resultante 
del producto de la eslora total de la embarcación por la manga máxima y el tiempo en días 
de estancia en fondeo o atraque.

La tarifa se calculará, por cada metro cuadrado y por cada día natural o fracción, del 
modo siguiente:

 Pesetas m2/día

 Euros m2/día

 Pesetas m2/día

1. En instalaciones del organismo portuario:  

a) Embarcaciones fondeadas:  

Con muerto y tren de fondeo 13,89

Sin muerto y tren de fondeo 9,54

b) Embarcaciones atracadas:  

Con muerto y tren de fondeo 17,07

Sin muerto y tren de fondeo 15,69

2. En instalaciones de concesionarios 9,54

3. Uso de pantalanes:  

a) Puertos con suministro:  

Para barcos de eslora igual o superior a 6 m: 0,13847

Para barcos de eslora inferior a 6 m: 0,10294

Superficie mínima de facturación (metros cuadrados) 10

b) Puertos sin suministro:  

Para barcos de eslora igual o superior a 6 m: 0,116632

Para barcos de eslora inferior a 6 m: 0,077755

Superficie mínima de facturación (metros cuadrados) 10

c) Para uso de ambos puertos de embarcaciones en trásito:  

Desde 1 de junio al 30 de septiembre . 55,76

Mínimo de facturación por día 1.113,74

Máximo de facturación por día 5.012,10

Resto del año 33,18

Mínimo de facturación por día 663,56

Máximo de facturación por día 2.985,91

 Pesetas

Tarifa E-1. Grúas de pórtico de 6 toneladas métricas:  

Por cada 30 minutos o fracción de utilización . 9.718,30
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 Pesetas m2/día

Tarifa E-2. Almacenes, locales y edificios:  

Las bases para la liquidación de la tarifa serán las superficies ocupadas y el tiempo de 
utilización.  

1. Zona de tránsito y superficie descubierta:  

De uno a tres días 0 ,00

De cuatro a diez días 0,1043435 euros/m2/día

De once a diecisiete días 16,71

De dieciocho días en adelante 33,42

2. Zona de almacenamiento:  

Descubierta-ocupación continuada (desguaces y empresas) 0,0856833 euros/m2/día

Cubierta-almacenes de pescadores 9,17

 Pesetas/m3

 Pesetas KW/h

Tarifa E-3. Suministros:  

Agua para uso doméstico 37,10

Agua para uso industrial 74,20

Energía eléctrica uso doméstico (kW/h) 24,91

Energía eléctrica uso industrial (kW/h) 33,92

 Pesetas m2/día

 Pesetas

 Pesetas m2/día

Tarifa E-4. Servicios diversos:  

1. Básculas (por pesada) 425,41

2. Rampas de varada:  

Menos de ocho días 0,00

De ocho a dieciocho días 16,71

De dieciocho en adelante 33,42

3. Sobordas:  

Embarcaciones menores de 3 toneladas métricas fuera de servicio

Embarcaciones de 3 TRB o superiores fuera de servicio

4. Cabestrantes:  

Por cada treinta minutos o fracción 886,49

5. Boyas:  

Por cada embarcación por mes o fracción . 523,41

Aparcamientos:  

Turismos por día o fracción 63,68

Otros vehículos 127,37

 Pesetas m2/día

 Pesetas m2/año

Tarifa E-5. Servicios eventuales:  

Instalaciones hoteleras y de alimentación:  

Bares en zona de servicio del puerto 113

Bares fuera de la zona de servicio del puerto y terrazas 24

Otras instalaciones hosteleras, como helados, churrerías, productos secos, etc. y de 
alimentación como festival de conservas, marañuelas, etc. 65
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 Pesetas m2/día

 Pesetas m2/año

Instalaciones recreativas y otras, como carruseles, autos de choque, máquinas de recreo, 
espectáculos, carpas, etc. 17

Canon de ocupación y aprovechamiento del dominio público portuario.  

Para la determinación de la cuantía del canon se tendrán en cuenta las siguientes 
prescripciones:  

Uno. Ocupación del dominio público portuario.  

1. Ocupación de terrenos.  

La base imponible para la fijación del canon será el valor imputable al suelo ocupado y al costo 
de las instalaciones, que se determinará de la siguiente forma:  

a) Valor del bien ocupado  

Terrenos portuarios en zona pesquera y de servicio 450

Terrenos portuarios en zona de pesca 592

Terrenos portuarios en zona de servicio 474

b) Instalaciones.  

El tipo de gravamen será del 5 por 100 del costo de las instalaciones.  

2. Ocupación de edificios, obras e instalaciones.  

a) Base de liquidación: estará constituida por el valor de los bienes ocupados, que será el 
actual de mercado de tales bienes en el momento del otorgamiento de la concesión, teniendo 
en cuenta el uso previsto y el plazo de otorgamiento.

 

b) Cuantía del canon: será del 5 por 100 anual de la base de liquidación determinada con 
arreglo a lo establecido en la letra anterior.  

La cuantía del canon se revisará en los plazos que se establezcan en los correspondientes 
títulos concesionales en la medida que aumente o disminuya la base de liquidación.  

Dos. Aprovechamiento del dominio público portuario.  

La cuantía del canon se determinará de acuerdo con los siguientes elementos:  

a) Base de liquidación: estará constituida por el valor de los materiales aprovechados a precios 
de mercado.  

b) Cuantía del canon: será el 100 por 100 del citado valor.  

Si para la prestación, por parte de los órganos portuarios, de algunos de los servicios 
enumerados en las anteriores tarifas fuese necesaria la realización de obras o trabajos 
individualizados, se exigirá al usuario, además del importe de la tarifa, el coste de las obras o 
trabajos realizados.

Artículo 104.  Exenciones.

1. Quedan exentos del pago de las tarifas generales:

a) Los barcos de guerra y aeronaves militares nacionales. Igualmente los extranjeros 
que, en régimen de reciprocidad, no realicen operaciones comerciales y su visita tenga 
carácter oficial.

Las exenciones alcanzarán a los servicios gravados por la tarifa G-3 solamente cuando 
se trate de tránsito de tropas y efectos con destino a dichos barcos y aeronaves, o de tropas 
y efectos militares nacionales, cualquiera que sea el barco que los transporte.

b) Las embarcaciones de la Administración dedicadas a labores de vigilancia, represión 
de contrabando y salvamento, lucha contra la contaminación marítima y, en general, el 
material de la Administración Pública en misiones oficiales de su competencia.

2. Están exentos del pago de las tarifas G-1, G-2 y G-3 los barcos que abonen la tarifa 
G-4 y que cumplan las condiciones que en las reglas de aplicación de dicha tarifa se 
especifican.

3. Los barcos que están en varadero o dique y abonen la tarifa correspondiente a estos 
servicios, no abonarán la tarifa G-1 durante el tiempo que permanezcan en la indicada 
situación.
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4. Las mercancías y combustibles embarcados para el avituallamiento del propio barco 
directamente desde tierra, estarán exentas del abono de la tarifa G-3, siembre que el 
combustible haya pagado la tarifa correspondiente de entrada en puerto.

5. Las descargas de pesca fresca que no supongan cantidades superiores a 10 
kilogramos/día por barco y se destinen al consumo propio estarán exentas del pago de la 
tarifa G-4.

6. Se podrá eximir del pago de la tarifa G-5, exceptuando el uso de pantalanes, que 
devengará la tarifa correspondiente, a los jubilados de la mar que acrediten dicha condición 
a través de la certificación expedida por el Instituto Social de la Marina.

7. La embarcación deportiva y de recreo que se encuentre en seco en zona portuaria en 
régimen de guardería sin ser botada no abonará la tarifa G-5, pero sí la E-2 que pueda 
corresponderle.

8. Las Corporaciones locales estarán exentas del pago del canon exigible por la 
ocupación del dominio público portuario, siempre que las concesiones o autorizaciones que 
se les otorguen no sean objeto de explotación lucrativa, directamente o por terceros.

Artículo 105.  Bonificaciones y recargos.

1. Las tarifas que se señalan a continuación estarán bonificadas en las cantidades y por 
los conceptos que se indican, debiendo ser solicitadas en todo caso:

Tarifa G-1:

a) A los barcos que efectúen más de doce entradas en aguas del puerto durante el año 
natural, se les aplicarán las siguientes tarifas:

En las entradas 13.a y 24.a: El 85 por 100 de la tarifa correspondiente.
En las entradas 25.a y 40.a: El 70 por 100 de la tarifa correspondiente.
En las entradas 41.a y siguientes: El 50 por 100 de la tarifa correspondiente.

b) En las líneas de navegación con calificación de regulares acreditadas a 1 de enero de 
cada año, las tarifas a aplicar serán:

En las entradas 13.a y 24.a: El 90 por 100 de la tarifa correspondiente.
En las entradas 25.a y 50.a: El 80 por 100 de la tarifa correspondiente.
A partir de la entrada 51.a: El 70 por 100 de la tarifa correspondiente.

c) A los barcos de pasajeros que realicen cruceros turísticos se les bonificará la tarifa en 
un 30 por 100.

d) La tarifa diaria a aplicar a los barcos inactivos será la mitad de la que corresponda de 
aplicar las reglas de la tarifa G-1.

Tarifa G-2:

a) A los barcos que efectúen más de doce atraques en los muelles del puerto, en 
entradas distintas año natural, se les aplicarán las siguientes tarifas:

En los atraques 13.º y 24.º: El 90 por 100 de la tarifa correspondiente.
En los atraques 25.º y 50.º: El 80 por 100 de la tarifa correspondiente.
A partir del atraque 51.º: El 70 por 100 de la tarifa correspondiente.

c) Los barcos abarloados a otro y atracados de costado al muelle o a otros barcos 
abarloados tendrán una bonificación del 50 por 100 en la tarifa. Si la eslora fuera superior al 
barco atracado en el muelle o a los demás barcos abarloados, pagará el exceso de eslora de 
acuerdo con la tarifa y sin bonificación.

d) Los barcos atracados de punta en los muelles, abonarán la tarifa bonificada en un 50 
por 100.

e) La aplicación de bonificaciones en la tarifa G-2 serán incompatibles con la aplicación 
de bonificaciones en la tarifa G-1.

Tarifa G-3:

a) A los pasajeros que viajen en régimen de crucero turístico, se les aplicarán las tarifas 
bonificadas en un 30 por 100.
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b) La tarifa a aplicar al agua para abastecimiento de poblaciones, en régimen de 
cabotaje, tendrán una bonificación del 80 por 100.

c) Se pueden establecer conciertos para el cobro de la tarifa correspondiente a pasajeros 
en régimen de tráfico de bahía o local por períodos anuales, no pudiendo ser el importe 
inferior al 60 por 100 del que corresponda de aplicar las normas de la tarifa.

Tarifa G-4:

a) Cualquier producto de la pesca fresca sometido a bordo a un principio de preparación 
industrial, tendrá una reducción en la tarifa del 50 por 100.

b) La pesca fresca transbordada de buque a buque en las aguas del puerto, sin pasar 
por los muelles, reducirá la tarifa en un 25 por 100.

c) Los productos de la pesca fresca que sean autorizados por el organismo portuario a 
entrar, por medios terrestres, en la zona portuaria para su subasta o utilización de las 
instalaciones, abonarán un 50 por 100 de la tarifa.

d) Los productos frescos de la pesca descargada y que no hayan sido vendidos y 
vuelvan a ser cargados, abonarán el 25 por 100 de la tarifa.

Tarifa G-5:

a) La Administración podrá establecer convenios con corporaciones locales y entidades 
náutico-deportivas. En dichos convenios no se podrán recoger bonificaciones de tarifas 
superiores al 20 por 100.

b) En las embarcaciones que fondeen o atraquen en muelles con calados inferiores a 
dos metros y superiores a uno, se aplicará una reducción del 25 por 100. Cuando el calado 
sea igual o inferior a un metro, la reducción será del 50 por 100 siempre que:

La eslora de la embarcación sea inferior a seis metros.
La potencia del motor sea inferior a 25 HP.
El abono de la tarifa se realice por semestres adelantados.

En los supuestos de utilización del servicio de atraque en pantalán sin autorización 
previa se establecerá un recargo en la tarifa equivalente al quíntuplo del importe de la tarifa 
ordinaria que le corresponda a partir de la utilización del servicio, sin perjuicio de las 
sanciones que, en su caso, puedan corresponder.

Tarifa E-1:

Los organismos portuarios podrán establecer convenios para la utilización de grúas. En 
éstos no se podrán recoger bonificaciones superiores al 25 por 100 de la tarifa.

2. En los supuestos de no atención a las órdenes dadas por las autoridades portuarias 
en relación con un servicio, ocultación o falseamiento de datos necesarios para la liquidación 
de las tarifas, utilización de bienes o servicios sin solicitud o prestación de servicios fuera de 
la jornada ordinaria, se podrá duplicar la cuantía de la tarifa exigible de no mediar las 
circunstancias anteriores, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, puedan 
corresponder.

3. En las concesiones otorgadas a entidades náutico-deportivas para el desarrollo de sus 
actividades de carácter no lucrativo, el importe del canon de ocupación podrá bonificarse 
hasta en un 75 por 100. Para la obtención de dicha reducción la entidad náutico-deportiva 
deberá tener actualizada su situación en el Registro de Entidades Deportivas del Principado 
de Asturias y ejercer exclusivamente la actividad náutico-deportiva, requisitos que acreditará 
su Presidente mediante la aportación de la correspondiente certificación.

Sección 4.ª Tasa por ordenación de los transportes mecánicos por carretera, 
informes y otras actuaciones facultativas

Artículo 106.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la prestación de los servicios o la realización de las 
actividades enumeradas en la tarifa de esta tasa.
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Artículo 107.  Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el 
artículo 5.2 de esta Ley, a las que se presten los servicios o para las que se realicen las 
actividades objeto de esta tasa.

Artículo 108.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de solicitar el servicio.

Artículo 109.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

 Pesetas

Tarifa 1. Otorgamiento, rehabilitación, visado o modificación de las autorizaciones de transportes 
por carretera y actividades auxiliares y complementarias del transporte y expedición de copias 
certificadas de las mismas

2.254

Tarifa 2. Autorización de transportes especiales cuando se realicen exclusivamente por carreteras 
del Principado de Asturias:  

Por cada viaje 867

Tarifa 3. Autorización para el transporte de personal en caja vehículo:  

Por vehículo 2.167

Tarifa 4. Otorgamiento o renovación de autorizaciones de transporte público regular de viajeros 
de uso especial:  

Por cada autorización con vigencia anual 4.506

Tarifa 5. Inauguración de servicio regular de transporte que discurra en su totalidad por el 
Principado de Asturias:  

Por cada concesión 12.060

Tarifa 6. Unificación de concesiones 12.060

Tarifa 7. Aprobación de cuadro de horarios y cuadro de tarifas que requieran informe facultativo:  

Por cada uno 2.254

Tarifa 8. Reconocimiento de locales para otorgamiento de autorizaciones:  

8.1 Reconocimiento de locales: 99,486227 €

8.2 Homologación de Centro para formación del CAP: 298,458681 €

8.3 Visado de Centro para Formación del CAP: 99,486227 €

8.4 Homologación de Curso de formación del CAP: 99,486227 €

Tarifa 9. Expedición de certificados a petición de parte 867

Tarifa 10. Expedición de copias compulsadas a petición de parte:  

Por cada una 399

Tarifa 11. Asistencia a exámenes de transportes:  

11.1 Capacitación mercancías: 24,05 €

11.2 Capacitación viajeros: 24,05 €

11.3 Por cada una de las modalidades de consejero de seguridad de mercancías peligrosas: 24,05 €

11.4 Por cada examen del CAP: 24,05 €

Tarifa 12. Por primera inscripción o anotación en el Registro de Empresas de Radiodifusión 13.356

Tarifa 13. Por expedición de certificados de capacitación:  

Por cada uno 3.034

Tarifa 14. Arrendamientos de vehículos: (Suprimida)
Por cada uno  

Tarifa 15. Informe escrito en relación con los datos que figuren en el Registro General de 
Transportistas y de Empresas de actividades auxiliares y complementarias del transporte:  

En cuanto a datos referidos a persona, autorización, vehículo o empresa  
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 Pesetas

Por cada uno 4.269

En cuanto a datos de carácter general o global  

Por cada uno 27.083

Tarifa 16. Legalización, diligencia o sellado de libros y otros documentos 867

Tarifa 17. Adjudicación, renovación o transferencia de la titularidad de concesiones de emisoras 
de radiodifusión sonora en frecuencia modulada  

Por cada watio de potencia asignado a la frecuencia conforme al Plan Técnico Nacional de 
Radiodifusión sonora 200

Están exentas del pago de esta tarifa las emisoras culturales y municipales.  

Tarifa 18. Por cada autorización de modificación en la titularidad del capital, o ampliación de éste, 
de empresas titulares de concesiones de emisoras de FM 18.660

Tarifa 19. Por cada certificación de los datos que figuran en el Registro de empresas de 
radiodifusión 9.190

Tarifa 20. Expedición de tarjeta de tacógrafo digital 29 €

Sección 5.ª Tasa por prestación de servicios de información cartográfica

Artículo 109 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la prestación de los servicios o la realización de las 
actividades enumeradas en la tarifa de esta tasa.

Artículo 109 tercero.  Sujeto pasivo.

Estarán obligados al pago de la tasa las personas físicas o jurídicas y entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta Ley que soliciten la información cartográfica.

Artículo 109 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de solicitar el servicio por el sujeto pasivo.

Artículo 109 quinto.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

Tarifa 1. Expedición de fotografías aéreas en cartulina (24 × 24 cm):

Vuelo de 1970 a escala 1:20.000, B/N (Toda Asturias).
Vuelo de 1981 a escala 1:8.000, B/N (Núcleos de población de 36 municipios).
Vuelo de 1983 a escala 1:8.000, B/N (Núcleos de población de 6 municipios).
Vuelo de 1985 a escala 1:8.000, B/N (Núcleos de población de 16 municipios).
Vuelo de 1983 a escala 1:8.000, B/N (Franja costera Asturias-Playas).
Vuelo de 1992 a escala 1:10.000, Color (Franja costera completa).
Vuelo de 1994/96 a escala 1:18.000, B/N (Toda Asturias).

 Total 1.ª unidad Coste siguientes unidades 1 soporte

Copia escaneada cartulina de 200 gramos (B/N o color) 3,50 € 3,20 €

Tarifa 2. Expedición de las series cartográficas 1:5.000 y 1:10.000, de las series de los 
mapas de vegetación, de litología, de roquedos, de hábitat del oso, de series de los mapas 
de suelos y de los mapas geomorfológicos (procesos activos y unidades superficiales) en 
soportes digitales:
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 Total 1.ª 
unidad

Coste siguientes 
unidades 1 

soporte

Hojas del Mapa topográfico de Asturias a escala 1:5.000 (Formatos DGN y 
PDF) 5,00 € 2,50 €

Hojas del Mapa topográfico de Asturias a escala 1:10.000 (Formatos DGN 
y PDF) 5,30 € 2,80 €

Hojas del Mapa de suelos del Principado de Asturias a escala 1:25.000 –
mapa y memoria– (Formato vectorial) 5,50 € 3,00 €

Hojas del Mapa de suelos del Principado de Asturias a escala 1:25.000 
(Inform. complementaria) 4,00 € 1,00 €

Hojas del Mapa geomorfológico (Procesos activos y unidades superficiales) 
del Principado de Asturias a escala 1:25.000 –mapa y memoria– (formato 
vectorial)

5,50 € 3,00 €

Hojas del Mapa de vegetación, litología, roquedos, hábitat del oso –mapa y 
memoria– del Principado de Asturias a escala 1:25.000 (Formatos Arc-Info 
y PDF)

6,50 € 4,00 €

Juego completo de cada serie del Mapa topográfico a escala 1:5.000 y 
1:10.000 (Toda Asturias. Formato DGN) 12,00 € –

Tarifa 3. Expedición del Mapa de Asturias a escala 1:100.000 en soportes digitales:

 Total unidad

Mapa de Asturias a escala 1:100.000 (Formato PDF) 3,10 €

Tarifa 4. Expedición de fotografías aéreas en soportes digitales:

 Total 1.ª unidad Coste siguientes unidades 1 
soporte

Vuelo de 2001/2002 a escala 1:5.000 (Franja costera. 
Formato JPG) 3,30 € 0,80 €

Vuelo de 2003 a escala 1:15.000 (Toda Asturias. Formato 
JPG) 3,30 € 0,80 €

Tarifa 5. Expedición de ortofotografías a escala 1:5.000 en soportes digitales:

 Total 1.ª unidad Coste siguientes unidades 1 
soporte

Ortofoto de 2004 a escala 1:5.000 (Vuelo del año 2003-
Formato ECW) 4,50 € 2,00 €

Juego completo toda Asturias (Formato ECW) 12,00 € –

Tarifa 6. Expedición de ortofotografías a escala 1:25.000 en soportes digitales:

 Total unidad

Ortofoto de 1996 a escala 1:25.000 (Toda Asturias con visualizador-Formato MrSID). 4,00 €

Tarifa 7. Expedición del modelo digital de elevaciones en soportes digitales:

 Total unidad

Modelo digital de elevaciones de 5 x 5, USO 29 y 30 (Toda Asturias-Formato GRID ARC/INFO 4,00 €

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 91  Leyes de tasas y de precios públicos

– 1424 –



Tarifa 8. Expedición de la zonificación de suelo no urbanizable del Principado de Asturias 
en soportes digitales:

 Total 1.ª unidad Coste siguientes unidades 
1 soporte

Hoja de zonificación de suelo no urbanizable a escala 1:25.000 
(Varios formatos vectoriales) 3,50 € 1,00 €

Zonificación de suelo no urbanizable toda Asturias por concejos 
(Formato PDF) 2,50 € –

Tarifa 9. Expedición de copias de documentación en soportes papel y digital:

 Total 1.ª unidad Coste siguientes unidades 1 soporte

Documentación en soporte digital 2,60 € 0,10 €

Documentación en soporte papel 1,00 € 0,05 €

Tarifa 10. Expedición de copias en soporte digital de otras informaciones cartográficas:

 Total 1.ª unidad Coste siguientes unidades 1 soporte

Grabación en soporte digital CD 3,10 € 0,60 €

Grabación en soporte digital DVD 3,60 € 0,60 €

Artículo 109 sexto.  Exenciones y bonificaciones.

1. La Administración del Principado de Asturias y sus organismos autónomos quedan 
exentos del pago de la tasa. Asimismo, quedan exentas del pago de la tasa las entidades 
locales del Principado de Asturias cuando precisen los servicios para su utilización en 
actividades que se realicen en colaboración con la Administración del Principado de Asturias, 
así como aquellas que exijan presentación de documentación ante esta Administración para 
informe preceptivo o aprobación.

2. Gozarán de una reducción de un 50 por ciento de la tasa:

Las administraciones públicas y sus organismos autónomos.
Las universidades, profesores y estudiantes que se encuentren desarrollando trabajos de 

investigación, proyectos de fin de carrera y de doctorado referidos exclusivamente al ámbito 
geográfico de la documentación cartográfica de que se trate; tales circunstancias deberán 
ser acreditadas por el director de los trabajos.

CAPÍTULO VII

Agricultura, caza y pesca

Sección 1.ª Tasa por servicios administrativos en el ámbito de la ganadería.

Artículo 110.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la prestación de los servicios y realización de trabajos en 
defensa de la conservación y mejora de la ganadería, tanto si son prestados o realizados de 
oficio como si lo son a instancia del interesado.

Artículo 111.  Sujeto pasivo.

Estarán obligados al pago de la tasa las personas físicas o jurídicas y entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta Ley, a las que se presten los servicios recogidos en las tarifas 
de la misma.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 91  Leyes de tasas y de precios públicos

– 1425 –



Artículo 112.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de solicitarse el servicio o, en su caso, en el 
momento de la prestación si se realiza de oficio por la Administración.

Artículo 113.  Tarifas.

La tasa se exigirá conforme a las siguientes tarifas:

Tarifa 1. Libros de registro oficiales.

1.1 Expedición y diligenciado de libros de llevanza obligatoria y talonarios que no tengan 
tarifa específica: 7 €.

Tarifa 2. Autorización e inscripción en registros oficiales: 2. Registro de Explotaciones 
Ganaderas:

2.1.1 Primera inscripción: 20 €.
2.1.2 Modificaciones en la inscripción inicial (se exceptúan las originadas por 

fallecimiento del titular): 10 €.

2.2 Registro de establecimientos detallistas de medicamentos veterinarios:

2.2.1 Primera inscripción: 60 €.
2.2.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 30 €.

2.3 Registro de establecimientos intermediarios en el sector de alimentación animal:

2.3.1 Primera inscripción: 60 €.
2.3.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 30 €.

2.4 Registro de establecimientos fabricantes en el sector de alimentación animal:

2.4.1 Primera inscripción: 120 €.
2.4.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 60 €.

2.5 Registro de núcleos zoológicos y centros para el fomento y cuidado de animales de 
compañía:

2.5.1 Primera inscripción: 20 €.
2.5.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 10 €.

2.6 Registro de transportistas de ganado:

2.6.1 Primera inscripción: 40 €.
2.6.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 30 €.

2.7 Registro de operadores comerciales de ganado:

2.7.1 Primera inscripción: 40 €.
2.7.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 30 €.

2.8 Registro de industrias de transformación de subproductos animales:

2.8.1 Primera inscripción: 200 €.
2.8.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 100 €.

2.9 Registro de almacenes intermediarios de subproductos animales:

2.9.1 Primera inscripción: 100 €.
2.9.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 50 €.

2.10 Registro de transportistas y medios de transporte de subproductos animales:

2.10.1 Primera inscripción: 40 €.
2.10.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 30 €.

2.11 Registro de centros de limpieza y desinfección de vehículos de transporte de 
ganado:
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2.11.1 Primera inscripción: 30 €.
2.11.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 15 €.

2.12 Inscripción en registros oficiales que no tengan tarifa específica:

2.12.1 Primera inscripción: 30 €.
2.12.2 Modificaciones en la inscripción inicial: 15 €.

Tarifa 3. Certificados y acreditaciones oficiales:

3.1 Expedición de certificados zoosanitarios, incluidos los relacionados con movimientos 
de animales vivos y productos de origen animal (mínimo 1,86 €.):

Équidos, bovinos adultos y similares:

3.1.1 Por animal: 1,105623 €.
3.1.2 Máximo por lote o vehículo: 32,52 €.

Ovino, caprino, porcino, terneros y otros similares:

3.1.3 Por animal: 0,520293 €.
3.1.4 Máximo por lote o vehículo: 81,3 €.

Lechones:

3.1.5 Por animal: 0,227628 €.
3.1.6 Máximo por lote o vehículo: 19,51 €.

Conejos y similares, gallinas y otras aves:

3.1.7 Por animal: 0,013008 €.
3.1.8 Máximo por lote o vehículo: 13,01 €.

Broilers y pollos de un día:

3.1.9 Por animal: 0,006503 €.
3.1.10 Máximo por lote o vehículo: 13,01 €.

Animales de peletería:

3.1.11 Por animal: 0,97555 €.
3.1.12 Máximo por lote o vehículo: 11,7 €.

Colmenas:

3.1.13 Por unidad: 0,325182 €.
3.1.14 Máximo por lote o vehículo: 11,7 €.

Peces vivos, gametos y moluscos para reapareamiento o depuración:

3.1.15 Por tonelada o fracción: 1,625915 €.
3.1.16 Máximo por lote o vehículo: 21,14 €.

Productos de origen animal, incluidos los destinados a alimentación animal:

3.1.17 Por tonelada: 1,983616 €.
3.1.18 Máximo por lote o vehículo: 23,41 €.

Documentos de traslado a matadero:

3.1.19 Documento de traslado de ganado.

Por documento: 0,15 euros.

3.1.20 (Suprimida)

3.2 Expedición de duplicados de documentos oficiales:

3.2.1 Expedición de duplicados de acreditaciones sanitarias ganaderas: 2 €.
3.2.2 Expedición de duplicados de Documentos de Identificación de Bovinos (DIB): 1,5 €.

3.3 Otras certificaciones:
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3.3.1 Expedición de certificaciones que no tengan tarifa específica: 4 €.

Tarifa 4. Comprobación sanitaria cuando la prestación deba realizarse por 
incumplimiento de la normativa que la regula o para movimiento pecuario fuera del periodo 
de revisión obligatoria, o la derivada de la pérdida de la identificación total de los animales:

4.1 Por explotación: 26,02 €.
4.2 Además, por cada animal:

4.2.1 Équidos, bóvidos y similares (por cabeza): 3,25 €.
4.2.2 Porcino, ovino, caprino y similares (por cabeza): 0,98 €.
4.2.3 Aves, conejos, visones y similares (por cabeza): 0,2 €.
4.2.4 Máximo: 65,03 €.
4.2.5 Colmenas, por unidad: 0,42 €.
4.2.6 Máximo: 65,03 €.

Tarifa 5. Prestación de servicios facultativos relacionados con los análisis, dictámenes, 
peritajes, etc. a petición de parte. Se excluyen los correspondientes a los programas oficiales 
de erradicación de enfermedades. Los programas sanitarios oficialmente aprobados de las 
agrupaciones de defensa sanitaria (ADS) devengarán el 25 por 100:

5.1 Análisis físico-químicos o bromatológicos:

5.1.1 Por determinación: 5 €.
5.1.2 Máximo para varias determinaciones en una única muestra: 20 €.

5.2 Análisis microbiológicos y serológicos:

5.2.1 Análisis bacteriológico (por muestra): 7 €.
5.2.2 Determinación de antibiogramas (por muestra): 6 €.
5.2.3 Análisis parasitológico, incluido Neospora (por muestra): 5 €.
5.2.4 Análisis serológicos (por muestra): 2 €.
5.2.5 Análisis histopatológicos (por muestra): 6 €.
5.2.6 Análisis virológico, incluido BVD-PI (por muestra): 5 €.
5.2.7 Otros análisis que no tengan tarifa específica: 5 €.

5.3 Necropsias:

5.3.1 Vacuno, equino y similares (por animal adulto): 20 €.
5.3.2 Porcino, ovino, caprino, perros y similares: 12 €.
5.3.3 Aves, conejos o similares: 6 €.

Tarifa 6. Supervisión, control de documentos y talonarios de autorizaciones sanitarias 
oficiales para traslado de animales realizadas por veterinarios autorizados:

6.1 Por documento: 0,975549 €.
6.2 Por talonario: 30 €.

Artículo 114.  Exenciones.

Estarán exentas del pago de la tasa las personas naturales o jurídicas a quienes se les 
prestan los mencionados servicios con ocasión de campañas de saneamiento promovidas 
por la Consejería competente en la materia.

Sección 2.ª Tasas por servicios administrativos en el ámbito de las industrias 
agroalimentarias y forestales

Artículo 115.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la realización por parte de la Administración de oficio o a 
instancia de parte de los servicios, trabajos y estudios enumerados a continuación, 
tendentes a ordenar y defender las industrias agrícolas, forestales, pecuarias y alimentarias 
del Principado de Asturias.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 91  Leyes de tasas y de precios públicos

– 1428 –



a) Por instalación de nuevas industrias, traslado o ampliación y sustitución de 
maquinaria.

b) Por cambio de titularidad o denominación social de las industrias.
c) Por autorización de funcionamiento.
d) Por expedición de certificado relacionados con las industrias agrícolas, forestales, 

pecuarias y alimentarias.
e) Por inspección, comprobación y control de las industrias agrícolas, forestales, 

pecuarias y alimentarias cuando den origen a expediente de modificación.

Artículo 116.  Sujetos pasivos.

Serán sujetos pasivos todas las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta Ley, que soliciten los servicios o a las que se les realicen de 
oficio los trabajos o estudios señalados en el artículo anterior.

Artículo 117.  Devengo.

El devengo se producirá, en los apartados a), b), c) y d) del artículo 115, en el momento 
en que el sujeto pasivo presente su solicitud, y cuando la Consejería competente en la 
materia realice la visita de inspección, en el apartado e) de dicho artículo.

Artículo 118.  Tarifas.

La tasa se exigirá conforme a las siguientes tarifas:

Tarifa 1.–Instalaciones o ampliaciones de industrias Importe de la instalación o 
ampliación:

Hasta 30.000 €: 78 €.
De 30.000 € a 100.000 €, : 89 €.
Por cada 60.000 € adicionales o fracción: 10 €.

Tarifa 2.–Traslado de industrias. Valor de la instalación:

Hasta 30.000 € : 47 €.
De 30.000 € a 100.000 € : 57 €.
Por cada 60.000 € adicionales o fracción: 10 €.

Tarifa 3.–Sustitución de maquinaria. Valor de la maquinaria:

Hasta 30.000 € : 17 €.
De 30.000 € a 100.000 €: 27 €.
Por cada 60.000 € adicionales o fracción: 9 €.

Tarifa 4.–Por cambio de titular de la industria. Valor de la instalación:

Hasta 30.000 €: 17€.
De 30.000 € a 100.000 €: 27 €.
Por cada 60.000 € adicionales o fracción : 9 €.

Tarifa 5.–Por puesta en marcha de industria de temporada. Valor de la instalación:

Hasta 30.000 €: 11 €.
De 30.000 € a 100.000 €: 17 €.
Por cada 60.000 € adicionales o fracción: 3 €.

Tarifa 6.–Por expedición de certificados:

Por cada certificado: 8 €.

Tarifa 7.–Por visitas de inspección, comprobación y control con expediente de 
modificación:

Por cada visita: 33 €.
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Sección 3.ª Tasa por gestión de servicios facultativos de los servicios 
agronómicos

Artículo 119.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación de los servicios y trabajos que se 
expresan en las tarifas de esta sección.

Artículo 120.  Sujetos pasivos.

Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta Ley, a las que se presten los servicios o trabajos señalados en 
las tarifas, bien a petición del interesado o de oficio por la Administración.

Artículo 121.  Devengo.

En el caso de que medie la solicitud, el devengo se realizará al producirse aquélla. Si se 
presta de oficio por la Administración, el devengo se realizará al prestarse el servicio o 
trabajo.

Artículo 122.  Tarifas.

La tasa se exigirá conforme a las siguientes tarifas:

 Pesetas

Tarifa 1. Por inscripción en registros oficiales de tractores agrícolas, motores y otras máquinas 
agrícolas y expedición, en su caso, de la cartilla de agricultor el 0,20 por 100 del precio según factura.  

Tarifa 2. Por inscripción en el Registro de cambio de titularidad de tractores, motores y máquinas 
agrícolas 774,90

Tarifa 3. Por expedición de duplicados de la documentación 1.549,80

Tarifa 4. Por inscripción en el Registro de Establecimientos y Servicios Plaguicidas:  

Por inscripción en la Sección Establecimientos 3.699

Por inscripción en la Sección Servicios 7.399

Por inscripción en el Registro Oficial de Productores, Comerciantes e Importadores de Vegetales y 
Productos Vegetales 3.500

Tarifa 5. Por renovación de inscripción en el Registro de Establecimientos y Servicios Plaguicidas:  

Por renovación de inscripción en la Sección Establecimientos 1.849

Por renovación de inscripción en la Sección Servicios 3.699

Tarifa 6. Por apertura y sellado de libros oficiales de movimiento:  

Expedición y sellado de libros oficiales 7 €

Por sellado de libros oficiales 1 €

Tarifa 7. Por inscripción en registros oficiales de fertilizantes, semillas y viveros:  

A fabricantes importadores y mayoristas 6.974,13

A minoristas 3.487,07

Tarifa 8. Por renovación de la inscripción en registros oficiales de fertilizantes, semillas y viveros:  

A fabricantes importadores y mayoristas 3.488,25

A minoristas 1.744,12

Tarifa 9. Por apertura y sellado de libros de semillas 1.549,80

Tarifa 10. Por informes facultativos 3.099,61

Tarifa 11. Por levantamiento de actas a cargo del personal 1.240,56

Tarifa 12. Por informes o certificados relacionados con los análisis de los productos . 3.099,61

Tarifa 13. Por expedición de certificados solicitados a los servicios agronómicos no incluidos en una 
tarifa anterior 1.163,54

Tarifa 14. Por expedición de documentos de calificación empresarial para las empresas cortadoras de 
madera:  
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 Pesetas

Solicitud 17 €

Renovación 11 €

Tarifa 15. Por expedición de mapas de cartografía de temática ambiental:  

Mapa base 4.770,00

Mapa de vegetación 4.770,00

Mapa litológico 4.770,00

Tarifa 16. Por expedición de pasaportes fitosanitarios 1.250

Tarifa 17. Por expedición de carnés de manipuladores de productos fitosanitarios 250

Sección 3.ª bis. Tasa por prestación del servicio de depuración en la 
depuradora de moluscos de Castropol

Artículo 122 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación del servicio de depuración de 
moluscos y de estabulación del producto en las balsas tras su depuración llevado a cabo en 
la depuradora titularidad del Principado de Asturias ubicada en el concejo de Castropol.

Artículo 122 tercero.  Sujetos pasivos.

Son los sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas que reciban la 
prestación del servicio.

Artículo 122 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará una vez prestado el servicio.

Artículo 122 quinto.  Tarifa.

La tasa se exigirá conforme a las siguientes tarifas:

a) Depuración: 0,30 €/kg.
b) Por cada día o fracción que se mantenga el producto estabulado en las balsas, a partir 

de la finalización de la depuración, excepto sábados, domingos o festivos 0,15 €/kg.

Sección 4.ª Tasa por prestación de servicios y ejecución de trabajos en materia 
forestal y de montes

Artículo 123.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la prestación de los servicios o realización de los trabajos 
expresados en las tarifas de esta tasa cuando se realicen por personal dependiente de la 
Consejería competente en la materia y como consecuencia de la tramitación de expedientes 
a instancia de parte o de oficio por la Administración.

Artículo 124.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de esta tasa las personas físicas o jurídicas o las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta ley, a las que se presten los servicios o para las que se 
ejecuten los trabajos señalados en el artículo anterior.

Artículo 125.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento en que se solicite la prestación del servicio o 
cuando se realice éste, si se produjera de oficio.
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Artículo 126.  Tarifas.

 Pesetas

Tarifa 1. Levantamiento de planos:  

Por levantamiento de itinerarios, por kilómetro 23.956,00

Por confección de planos, por kilómetro 2.328,82

Tarifa 2. Replanteo de planos:  

Por kilómetro o fracción de éste 9.463,68

Tarifa 3. Deslindes:  

Por el apeo y levantamiento topográfico (cada 100 metros lineales) 8.355,05

Con un mínimo de 25.065,87

Tarifa 4. Amojonamiento:  

Por replanteo (cada 100 metros lineales) 4.178,14

Con un mínimo de 12.533,54

Tarifa 5. Cubicación e inventario de existencias:  

Inventario de árboles, por metro cúbico 1,44

Existencias apeadas (del valor inventariado). 5 × 1.000

Tarifa 6. Valoración de productos forestales:  

Hasta 25.000 pesetas de valor 1.549,80

Hasta 50.000 pesetas de valor 3.099,61

Hasta 100.000 pesetas de valor 7.749,03

Exceso de 100.000 pesetas de valor 5 × 1.000

Tarifa 7. Por demarcación y señalamiento de terrenos: (Suprimida)
Superficies inferiores a las 10 hectáreas  

Por cada hectárea que supere las 10 hectáreas  

Tarifa 8. Informes:  

10 por 100 del importe de las tarifas que corresponda a la ejecución de servicio objeto de la tasa 
que motive el informe:  

Como mínimo 1.549,96

Tarifa 9.  Señalamiento e inspección de toda clase de aprovechamientos y disfrutes forestales.  

a) En montes catalogados:  

Maderas de crecimiento lento:  

Señalamiento, contada en blanco y reconocimiento, por metro cúbico 58,55

Leñas y rozo:  

Señalamiento y reconocimiento final, por estéreo 13,41

Plantas industriales:  

Para los reconocimientos anuales, por kg 1,47

Por la entrega de toda clase de aprovechamiento:  

El 1 por 100 por importe de la tasación cuando no exceda de 10.000 pesetas.  

Incrementándose por el exceso de esa cifra en 0,25 por 100 del mismo.  

b) En montes no catalogados:  

Maderas de crecimiento lento:  

Señalamiento y reconocimientos finales por metro cúbico 134

Tarifa 10. Por inspección anual de disfrute:  

Ocupación agrícola-ganadera, por hectárea 281,96

Otras ocupaciones, por inspección 4.695,80

Tarifa 11. Por expedición de toda clase de certificaciones 1.163,54

Tarifa 12. Por inscripción en libros de registro oficiales 265,00
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Sección 5.ª Tasa por expedición de licencias de caza y matrículas de cotos de 
caza

Artículo 127.  Hecho imponible.

Constituirá el hecho imponible de la tasa la prestación del servicio administrativo 
inherente a la expedición de licencias de caza, y matrículas de cotos que, de acuerdo con la 
legislación vigente, sean necesarios para practicar la caza.

Artículo 128.  Sujetos pasivos.

Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas y entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta Ley, que soliciten las licencias o matrículas.

Artículo 129.  Devengo.

El devengo de la tasa se producirá en el momento de la solicitud de la licencia de caza o 
matrícula de coto.

Artículo 130.  Tarifas.

La tasa se exigirá conforme a los contenidos en las siguientes tarifas:

Tarifa 1. Licencias de caza:
Clase A1 para cazar con armas de fuego (validez de un año): 3.500 pesetas.
Clase A2 para cazar con armas de fuego (validez de cinco años): 15.311 pesetas.
Clase B1 para cazar con otros medios o procedimiento distintos a armas de fuego 

(validez de un año): 24,65 €.
Clase B2: para cazar con otros medios o procedimientos distintos a armas de fuego 

(validez 5 años): 107,75 €.

Tarifa 2. Matrículas de cotos:

a) Matrículas de cotos de caza mayor:

La tarifa estará constituida por un importe equivalente al 15 por 100 de la renta del coto 
de caza, evaluada mediante el inventario estimado de las especies y el número de cabezas 
de cada una de ellas, en 53 pesetas por hectárea y año para los cotos de caza de segunda 
clase, y 477 pesetas por hectárea y año para los cotos de caza de tercera clase.

A los efectos del párrafo anterior, se considerarán cotos de caza de:

Primera clase: Los de caza mayor con una cabeza por cada 100 hectáreas o inferior.
Segunda clase: Los de caza mayor con más de una y hasta tres cabezas por cada 100 

hectáreas.
Tercera clase: Los de caza mayor con más de tres cabezas por cada 100 hectáreas.

b) Matrículas de cotos de caza menor:

La tarifa estará constituida por un importe equivalente al 15 por 100 de la renta 
cinegética, evaluada a razón de 42,40 ptas. por hectárea y año, con independencia del 
número de piezas.

Para los cotos privados de caza menor de menos de 500 hectáreas de superficie, el 
valor asignable a la renta cinegética para toda la extensión, cualquiera que sea ésta, no 
podrá ser inferior a 20.000 pesetas.
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Sección 6.ª Tasa por permiso de caza en reservas regionales y cotos 
gestionados directamente por la administración

Artículo 131.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa el otorgamiento de permisos para cazar en 
Reservas Regionales de Caza y Cotos Regionales gestionados por la Administración del 
Principado de Asturias.

Artículo 132.  Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos aquellas personas a las que se adjudiquen los correspondientes 
permisos para cazar en Reservas Regionales de Caza y Cotos Regionales gestionados 
directamente por la Administración del Principado de Asturias.

Artículo 133.  Devengo.

El devengo de la tasa se producirá en el momento de la adjudicación del permiso para la 
cuota de entrada y en el momento de abatir o herir la pieza para la cuota complementaria.

Artículo 134.  Tarifas.

La tasa se exigirá conforme a las siguientes tarifas:

1. Cacerías de trofeo.

1.a Cuota de entrada:

Corzo macho de 106 puntos o superior: 150 €.
Gamo macho de 175 puntos o superior: 200 €.
Rebeco macho o hembra de 78 puntos o superior: 250 €.
Venado macho de 152 puntos o superior: 320 €.

1.b Cuota complementaria:

Corzo macho mínimo o res herida y no cobrada (cada punto que exceda de 106 a 40 € el 
punto): 300 €.

Gamo macho mínimo o res herida y no cobrada (cada punto que exceda de 175 a 40 € el 
punto): 300 €.

Rebeco macho o hembra mínimo o res herida y no cobrada (cada punto que exceda de 
78 a 60 € el punto): 350 €.

Venado macho mínimo o res herida y no cobrada (cada punto que exceda de 152 a 50 € 
el punto): 400 €.

2. Otras cacerías.

2.a Cuota de entrada:

Corzo macho: 140 €.
Gamo macho: 175 €.
Rebeco macho o hembra: 200 €.
Venado macho: 250 €.
Jabalí: 100 €.
Menor: 80 €.
Hembras de corzo, gamo o venado: 70 €.

2.b Cuota complementaria:

Corzo macho o res herida y no cobrada: 175 €/pieza.
Gamo macho o res herida y no cobrada: 175 €/pieza.
Rebeco macho o hembra o res herida y no cobrada: 250 €/pieza.
Venado macho o res herida y no cobrada: 250€/pieza.
Jabalí (con independencia del n.º de piezas) o res herida y no cobrada: 100 €.
Menor (con independencia del n.º de piezas): 50 €.
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Hembras de corzo gamo o venado o res herida y no cobrada: 50 €.

3. Cacerías de turistas.

Corzo macho (Cuota única): 900 €.
Gamo macho (Cuota única): 1.100 €.
Rebeco macho o hembra (Cuota única): 1.700 €.
Venado macho (Cuota única): 1.800 €.

4. Cacerías selectivas.

Dirigidas a animales con defectos morfológicos apreciables en la cornamenta o aquéllos 
que han de ser eliminados para el control poblacional, practicadas en la modalidad de 
rececho según los criterios establecidos en los planes de caza.

Cuota única (con independencia del n.º de piezas): 100 €.

Artículo 135.  Exenciones.

Estarán exentos del pago de las tasas los permisos especiales expedidos por la 
Consejería competente en la materia, para la caza de cualquier especie en el territorio del 
Principado de Asturias cuando lo impongan circunstancias excepcionales, en orden a la 
protección o a la conservación del ecosistema.

Artículo 136.  Bonificaciones.

Los cazadores que ejercitan esta actividad en el mismo término municipal de su 
vecindad administrativa tendrán una bonificación del 50% en las cuotas de los permisos 
procedentes de los sorteos para cazadores locales de reservas.

Sección 7.ª Tasa por expedición de licencias de pesca continental

Artículo 137.  Hecho imponible.

Constituirá el hecho imponible de la tasa la prestación de los servicios administrativos 
inherentes a la expedición de licencias que según la legislación vigente sean necesarias 
para practicar la pesca continental.

Artículo 138.  Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos aquellas personas físicas o jurídicas y las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta Ley que soliciten la expedición de licencias necesarias para la 
práctica de la pesca continental.

Artículo 139.  Devengo.

Las tasas se devengarán en el momento de solicitarse las licencias.

Artículo 140.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

 Euros

a) Licencias de pesca continental:  

Licencia ordinaria de especies no selectas 5,03

Licencia ordinaria de especies no selectas reducida (menores de dieciséis años) 3,03

Licencia de pesca de trucha por un año 9

Licencia de pesca de trucha por cinco años 36

Licencia de pesca de trucha reducida (menores dieciséis años) 4

Licencia de pesca de salmón por un año 12

Licencia de pesca de salmón por cinco años 50

Licencia de pesca de salmón reducida (menores de dieciséis años) 8
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Sección 8.ª Tasa por permisos de pesca

Artículo 141.  Hecho imponible.

1. Constituirá el hecho imponible de la tasa el otorgamiento de permisos para pescar en 
las zonas de pesca acotadas por el Principado de Asturias.

2. Los permisos que autorizan la pesca en las citadas zonas serán independientes de las 
licencias de pesca a que se refiere la tasa anterior de las que, en todo caso, deberán estar 
en posesión los solicitantes del permiso de esta tasa.

Artículo 142.  Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos de la tasa aquellas personas físicas, nacionales o extranjeras, a 
las que se adjudiquen los correspondientes permisos para pescar en los cotos controlados 
por el Principado de Asturias.

Artículo 143.  Devengo.

El devengo se producirá en el acto de adjudicación del permiso para pescar.

Artículo 144.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

 Pesetas

1. Permisos para cotos de trucha 1.233,84

2. Permisos para cotos de pesca de salmón:  

Categoría A 13.483,20

Categoría B 11.236,00

Categoría C 8.988,80

Los lotes de referencia se corresponden con la clasificación determinada por la Consejería 
competente en la materia.  

3. Permisos para cotos de pesca de reo . 2.053,22

4. Las tarifas a las que se refieren los números anteriores se reducirán en un 40 por 100 cuando los 
sujetos pasivos sean miembros de sociedades que hubieran suscrito o suscriban con la 
Administración del Principado de Asturias un convenio de colaboración para la reproducción de 
alevines y esguines de trucha y salmón.

 

5. Permisos para cotos de pesca de trucha destinados al turismo (un pescador y día) 2.008,70

6. Permisos para cotos de pesca de salmón destinados al turismo:  

Categoría A 26.966,40

Categoría B 22.472,00

Categoría C 17.977,60

Los lotes de referencia se corresponden con la clasificación determinada por la Consejería 
competente en la materia.  

7. Permisos para cotos de pesca de reo destinados al turismo (uno a tres pescadores por día) 12.908,68

8. Permisos para cotos de pesca intensiva 821,50

9. Permisos para cotos de pesca de trucha sin muerte 6 €

La tarifa se reducirá en un 40 por 100 cuando los sujetos pasivos sean miembros de sociedades que 
hubieran suscrito o suscriban con la Administración del Principado de Asturias un convenio de 
colaboración para la reproducción de alevines y esguines de trucha y salmón.
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Sección 9.ª Tasa por pesca marítima

Artículo 145.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la prestación de los servicios administrativos inherentes a:

a) La expedición de licencias para la práctica de la pesca deportiva en aguas interiores 
del Principado de Asturias.

b) La expedición de licencias para la pesca de angula.
c) La expedición de licencias de recogida de algas de arribazón en las playas y otras del 

litoral del Principado, así como el corte o arranque de las mismas.
d) La expedición de guías de transporte y circulación de marisco y algas.
e) El otorgamiento de concesiones de terrenos de dominio público para su utilización con 

fines de acuicultura.
f) La expedición de carné de mariscador.
g) La autorización de instalaciones y establecimientos de piscicultura y marisqueo, así 

como la comprobación e inspección de los mismos.
h) La expedición de certificados relacionados con establecimientos de marisqueo o 

acuicultura.

Artículo 146.  Sujetos pasivos.

Serán sujetos pasivos de la tasa:

1. En los supuestos a) y c) del artículo anterior, las personas físicas o jurídicas y las 
entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta Ley, nacionales o extranjeras, que solicitan 
las licencias.

2. En el supuesto b) del artículo anterior, las personas físicas nacionales o extranjeras, 
que solicitan las licencias.

Artículo 147.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la solicitud de las licencias, guías, concesiones, 
carnés, autorizaciones y certificados, excepto para las .comprobaciones e inspecciones de 
instalaciones pesqueras y establecimientos de piscicultura y marisqueo en que se devengará 
en el momento de realizarse la comprobación o inspección.

Artículo 148.  Tarifas.

La tasa se exigirá conforme a las siguientes tarifas:

 Euros

 Pesetas

Tarifa 1. Licencia para la práctica de la pesca deportiva:  

Pesca desde costa por cinco años: 16,4

Pesca desde embarcación por cinco años: 16,4

Pesca submarina por dos años: 16,4

Pesca colectiva desde embarcación por año: 81,6

Tarifa 2. Licencia para pesca de angula por año  

Desde tierra 592,43

Tarifa 3. Licencia de recogida de algas de arribazón por año:  

Por personas físicas 465,66

Por personas jurídicas sin fines de lucro, por cada licencia 155,22

Por persona jurídica con fines de lucro, por cada trabajador recolector 465,66

Tarifa 4. Corte o arranque de algas por año:  

Por personas físicas 619,69
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 Euros

 Pesetas

Por personas jurídicas sin fines de lucro, por cada licencia 310,43

Por personas jurídicas con fines de lucro, por cada trabajador recolector 465,66

Tarifa 5. Concesiones de terrenos de dominio público:  

Por cada metro cuadrado y año 3,18

Tarifa 6. Carné de mariscador:  

Clase 1.a para mariscar a pie 592,43

Tarifa 7. Expedientes de autorizaciones pesqueras y establecimientos de piscicultura y marisqueo; 
valor de instalación:  

Hasta 500.000 pesetas 1.240,56

De 500.001 a 1.000.000 1.549,80

De 1.000.001 a 2.000.000 2.324,71

Por cada millón de más o fracción 774,90

Comprobaciones e inspecciones 4.649,43

Tarifa 8. Expedición de certificados con establecimientos de marisqueo, acuicultura y algas:  

Por cada certificación 1.163,54

Tarifa 9. Expedición de guías de transporte y circulación de mariscos y de algas:  

Por kilogramo de alga transportada en peso seco 1,51

Por cada guía de transporte y circulación de mariscos 148,11

Exención:

Estarán exentos del pago de la tasa correspondiente a la tarifa 1 de este artículo la 
licencia para la práctica de la pesca deportiva por años, las personas jubiladas y los menores 
de dieciséis años.

Sección 10.ª Tasa por expedición de titulaciones y tarjetas náuticas, de buceo 
profesional y actividades subacuáticas, derechos de examen y otros trámites

Artículo 148 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la expedición, convalidación y renovación de títulos y 
tarjetas acreditativas de las distintas categorías de titulaciones náuticas, buceo profesional, 
actividades subacuáticas, derechos de asistencia a exámenes y otros trámites.

Artículo 148 tercero.  Sujetos pasivos.

Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas que cumpliendo los requisitos 
establecidos en la norma que regula la tarjeta o título de que se trate, los soliciten por el 
procedimiento reglamentario.

Artículo 148 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la solicitud.

Artículo 148 quinto.  Tarifas.

La tasa se exigirá conforme a las siguientes tarifas:

Tarifa 1. Tarjetas de titulaciones náutico-pesqueras:

a) Marinero pescador: 16,4 €.
b) Patrón local de pesca: 24,5 €.
c) Patrón costero polivalente: 24,5 €.
d) Patrón de litoral: 24,5 €.
e) Patrón de altura: 24,5 €.
f) Capitán de pesca: 24,5 €.
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g) Mecánico naval: 24,5 €.
h) Mecánico mayor naval: 24,5 €.

Tarifa 2. Tarjetas de buceo profesional:

a) Recolector submarino de recursos marinos: 24,5 €.
b) Buceador profesional de pequeña profundidad: 24,5 €.
c) Buceador profesional de 2.ª clase: 24,5 €.
d) Buceador profesional de media profundidad: 24,5 €.
e) Buceador profesional de gran profundidad: 24,5 €.

Tarifa 3. Tarjetas y títulos náutico-deportivos:

a) Capitán de yate: 98,0 €.
b) Patrón de yate: 65,3 €.
c) Patrón de embarcaciones de recreo: 24,5 €.
d) Patrón para navegación básica: 24,5 €.
e) Patrón de moto náutica ''A'': 24,5 €.
f) Patrón de moto náutica ''B'': 24,5 €.
g) Patrón de moto náutica ''C'': 24,5 €.
h) Autorización federativa: 16,4 €.

Tarifa 4. Derechos de examen:

a) Capitán de yate: 73,5 €.
b) Patrón de yate: 57,2 €.
c) Patrón de embarcaciones de recreo: 24,5 €.
d) Patrón para navegación básica: 24,5 €.
e) Patrón de moto náutica ''A'': 24,5 €.
f) Patrón de moto náutica ''B'': 24,5 €.
g) Patrón de moto náutica ''C'': 24,5 €.

Tarifa 5. Otros trámites:

a) Expedición por convalidación o canje: 16,4 €.
b) Renovación o expedición de duplicado: 16,4 €.
c) Expedición libro de buceo: 32,6 €.

CAPÍTULO VIII

Espectáculos y asociaciones

Sección 1.ª Tasa por prestación de servicios para la celebración de 
espectáculos públicos y actividades recreativas

Artículo 149.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa, la realización por la Administración del 
Principado de Asturias de las tareas de control reglamentario inherentes a la celebración o 
realización de espectáculos públicos o actividades recreativas sometidas a autorización o 
comunicación previa.

Artículo 150.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa, las personas físicas o jurídicas que soliciten la 
autorización administrativa o realicen la comunicación previa para la organización o 
celebración de espectáculos públicos o actividades recreativas.

Artículo 151.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento que se solicite la autorización o se realice la 
comunicación previa.
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Artículo 152.  Cuota.

El importe de la cuota es el siguiente:

1. Autorizaciones de espectáculos públicos o actividades recreativas: 8.339 pesetas.
2. Autorizaciones de espectáculos taurinos: 8.320 pesetas.

Sección 2.ª Tasa por inscripción y publicidad de asociaciones

Artículo 153.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la inscripción de asociaciones, la inscripción de 
la modificación de sus estatutos o de cualesquiera extremos registrales en el Registro de 
Asociaciones del Principado de Asturias, la expedición de certificados del contenido de los 
asientos y la entrega en soporte documental de cualquier información que conste en el 
citado registro.

Artículo 154.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas que soliciten la realización 
de alguna de las actividades que constituyen el hecho imponible.

Artículo 155.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento en que se realice la solicitud.

Artículo 155 bis.  Exenciones.

Cuando las Administraciones Públicas, con el ámbito establecido en el artículo 2 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, soliciten al Registro de Asociaciones del 
Principado de Asturias, en el marco del principio de colaboración entre Administraciones, la 
expedición de certificados, de copias auténticas y de notas simples informativas en soporte 
papel o en soporte informático, estarán exentas del pago de la tasa.

Artículo 156.  Cuota.

1. Inscripción en el Registro de Asociaciones del Principado de Asturias: 33,05 euros.
2. Inscripción de modificaciones de estatutos: 16,35 euros.
3. Inscripción de adaptación de Estatutos a la Ley Orgánica 1/ 2002, de 22 de marzo, 

reguladora del Derecho de Asociación con Modificación de Estatutos: 16,35 euros.
4. Inscripción de identidad de los titulares de la Junta Directiva u órgano de 

representación: 16,35 euros.
5. Inscripción de apertura y cierre de delegaciones o establecimientos: 16,35 euros.
6. Inscripción de incorporación y separación de asociaciones a federaciones, 

confederaciones o uniones de asociaciones: 16,35 euros.
7. Expedición de certificados: 7,11 euros.
8. Expedición de copias auténticas y de notas simples informativas en soporte papel:

Por documento inicial: 3,55 euros.
Por cada página siguiente del documento inicial: 1,77 euros.

9. Expedición de notas simples informativas en soporte informático: Por cada diskette o 
CD-ROM: 14,28 euros.
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Sección 3.ª Tasa por servicios administrativos en materia de casinos, juegos y 
apuestas

Artículo 156 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación por la Administración del 
Principado de Asturias de los servicios o la realización de las actuaciones propias de la 
ordenación y gestión administrativa del juego, según se especifica en las tarifas.

Artículo 156 tercero.  Sujetos pasivos.

1. Son sujetos pasivos de la tasa, en calidad de contribuyentes, las personas físicas o 
jurídicas, así como las entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta ley en cuyo interés 
se presten los servicios o sean receptoras de las actuaciones que integran su hecho 
imponible.

2. Son sujetos pasivos sustitutos del contribuyente las personas físicas o jurídicas, así 
como las entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta ley que soliciten las actuaciones 
administrativas, cuando éstas deban prestarse a favor de otras personas distintas del 
solicitante.

Artículo 156 cuarto.  Tarifas.

La tasa se exigirá con arreglo a las siguientes tarifas:

1. Autorizaciones e inscripciones.

Autorización de apertura y funcionamiento de casino: 5.355,00 euros.
Autorización de apertura y funcionamiento de bingo: 2.008,10 euros.
Autorización y/o inscripción de salones de juego y otros establecimientos: 535,50 euros.
Autorización y/o inscripción de otros locales y establecimientos habilitados para instalar 

máquinas tipo "Bˮ: 40,20 euros.
Renovaciones, modificaciones y transmisiones de las autorizaciones recogidas en los 

epígrafes anteriores: el 30% del importe de la autorización correspondiente.
Autorización y/o inscripción como empresa de juego: 669,30 euros.
Homologación e inscripción de máquinas tipos «B» y «C»: 401,60 euros.
Homologación e inscripción de otro material de juego: 267,80 euros.
Modificación de la homologación de máquinas y material de juego: el 50% del importe de 

la autorización correspondiente.
Expedición de guías de circulación (unidad): 6,70 euros.
Diligencia de días de circulación (unidad): 8,10 euros.
Baja temporal o definitiva de máquinas (unidad): 8,10 euros.
Transmisiones de máquinas entre empresas operadoras (por máquina): 8,10 euros.
Autorización de instalación de máquinas incluidas las temporales y cambio de titularidad: 

40,20 euros.
Comunicaciones de traslado de máquinas (por cada traslado): 6,70 euros.
Autorización de apuestas, rifas y tómbolas: 66,90 euros.
Autorización del juego de la noventina: 133,90 euros.

2. Otros servicios y actuaciones administrativas:

Expedición de documentos profesionales: 6 €.
Emisión de duplicados de documentos: 3 €.
Diligenciado de libros y hojas exigidos reglamentariamente: 6 €.
Expedición de certificados: 6 €.
Inspección técnica de máquinas recreativas y de azar: 200 €.
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Artículo 156 quinto.  Devengo y pago.

1. La tasa se devengará cuando se inicie la actuación o servicio administrativo que 
constituya el hecho imponible y se exigirá en el momento de la solicitud de la 
correspondiente actividad administrativa.

2. La tasa será objeto de autoliquidación e ingreso con carácter previo a la presentación 
de la solicitud de prestación del servicio que constituya el hecho imponible. Ello no obstante, 
en el supuesto de servicios o actuaciones iniciadas de oficio por la Administración, ésta 
practicará y notificará la oportuna liquidación.

Sección 4.ª Tasa por rescates y asistencias

Artículo 156 sexto.  Hecho imponible.

1. Constituye el hecho imponible de esta tasa las actuaciones o intervenciones del 
organismo autónomo ''Servicio de Emergencias del Principado de Asturias'', en el ámbito de 
las competencias autonómicas, en los siguientes supuestos aunque el riesgo o peligro sean 
simulados:

a) Rescate de personas, en los siguientes casos:

Cuando el afectado no haya atendido los boletines o partes de avisos de alerta o de 
predicción de meteorología adversa, de nivel rojo o equivalente, emitidos por los servicios 
meteorológicos nacionales, Protección Civil u organismos análogos, incluido el organismo 
autónomo "Servicio de Emergencias del Principado de Asturiasˮ.

Cuando el rescate tenga lugar en zonas señaladas como peligrosas o en aquellas de 
acceso prohibido o restringido, sin autorización de la autoridad competente.

Cuando las personas rescatadas no llevaran el equipamiento adecuado a la actividad.
Cuando el rescate o salvamento se realice con ocasión de la práctica de actividades 

recreativas y deportivas que entrañen riesgo o peligro para las personas.
A los efectos de la aplicación de esta tasa se considerarán actividades recreativas y 

deportivas que entrañan riesgo o peligro para las personas las siguientes: submarinismo, 
windsurfing, flysurf, esquí acuático, wakeboard, wakesurf, skurfer, motos de agua, 
bodyboard, surf, rafting, hydrospeed, descenso de cañones y barrancos, puenting, kite 
buggy, quads, escalada, espeleología deportiva o «espeleismo», bicicleta en montaña, 
motocross, vehículos de motor en montaña, raid y trec hípico, marchas y turismo ecuestre, 
esquí, snowboard, motos de nieve, paraski, snowbike, mushing, skibike, aerostación, 
paracaidismo, salto base, vuelo de ultraligeros, vuelo en aparatos con motor y sin motor, 
parapente, ala delta y parasailing, y cualquiera otra que tenga a éstas como base.

b) Rescate de bienes y semovientes.
c) Asistencia en accidentes de tráfico.
d) Asistencias técnicas y atención de emergencias en establecimientos industriales 

cuando estén presentes sustancias peligrosas para las personas, los bienes y el medio 
ambiente.

e) Asistencias técnicas, de prevención y de vigilancia y protección de incendio o 
accidente en pruebas deportivas y en actividades festivas, culturales o de tiempo libre.

f)  Asistencias por retirada de enjambres, colmenas o nidos de abejas, avispas u otros 
insectos similares, cuando éstos se encuentren en una propiedad privada y ésta no tenga la 
consideración de domicilio habitual del sujeto pasivo.

g) Asistencia en inundaciones, cuando éstas no sean consecuencia de fenómenos 
meteorológicos naturales.

h) Asistencia en apertura de puertas en fincas o edificios, siempre que no vayan 
acompañados de otras intervenciones de prevención o extinción de incendios, de 
salvamentos o, en general, de protección de personas o bienes u otros análogos.

i)  Asistencias por intervenciones en elementos interiores o exteriores de inmuebles 
(incluido el saneamiento de fachadas, cerramientos de escaparates, letreros publicitarios y 
actuaciones análogas), prevención de ruinas, construcciones y derribos, cuando la 
intervención se deba a construcción o mantenimiento deficiente.
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2. No se produce el hecho imponible por actuaciones o intervenciones a consecuencia 
de causas de fuerza mayor, de grave riesgo colectivo o de calamidad pública, así como por 
razones de interés general.

Artículo 156 séptimo.  Sujetos pasivos.

1. Serán sujetos pasivos de la tasa, en concepto de contribuyentes, las personas físicas 
o jurídicas y las entidades a las que se refiere el artículo 5.2 del presente texto refundido, 
que resulten afectadas o beneficiadas, personalmente o en sus bienes, por la actuación o 
intervención que constituya el hecho imponible.

2. En los casos de simulación de existencia de riesgo o peligro, se considerará, en todo 
caso, sujeto pasivo al responsable de dicha simulación.

3. En el caso de inundaciones, accidentes de tráfico, o atención de emergencias en 
establecimientos industriales, se considerará sujeto pasivo a la persona causante o 
responsable del suceso.

4. En el caso de actuaciones o intervenciones de vigilancia y protección de incendio o 
accidente en pruebas deportivas y en actividades festivas, culturales o de tiempo libre se 
considerará sujeto pasivo a la persona o entidad organizadora.

5. Se considerarán sustitutas del contribuyente las entidades aseguradoras con las que 
se tenga contratada la cobertura de los riesgos que constituyen la causa y den lugar a la 
prestación de las actuaciones o intervenciones señaladas en el hecho imponible.

Artículo 156 octavo.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento en que se inicie la actuación o intervención, salvo 
que no llegara a concluirse por causa no imputable al sujeto pasivo. A todos los efectos, el 
inicio de la actuación o intervención coincidirá con la salida de la dotación correspondiente 
desde la base donde estén situados.

Artículo 156 noveno.  Tarifas.

1. La tarifa a aplicar se determina en razón de los efectivos y medios empleados, tanto 
personales como materiales, que intervengan en el servicio a tenor del tiempo invertido:

Tarifa 1. Servicios prestados por el personal de intervención:

Titulado Superior: 16,50 euros/hora.
Titulado Grado Medio: 13,50 euros/hora.
Jefe Supervisor: 18,90 euros/hora.
Jefe de Zona: 17,30 euros/hora.
Bombero-Conductor: 14,00 euros/hora.
Bombero-Rescatador: 14,10 euros/hora.
Auxiliar de Bombero Especialista: 11,60 euros/hora.

Tarifa 2. Medios técnicos, vehículos ligeros (vehículos de mando, de transporte de 
personal y todo terreno de patrullaje) y otros: 36,10 euros/hora.

Tarifa 3. Medios técnicos y vehículos pesados (vehículo multisocorro, autobomba 
urbana, autobomba forestal y autobomba nodriza): 209,00 euros/hora.

Tarifa 4. Medios técnicos y vehículos especiales (autoescalera, brazo articulado, 
vehículo de apoyo logístico y puesto de mando avanzado): 439,00 euros/hora.

Tarifa 5. Medios técnicos y helicóptero multifunción: 1.258,30 euros/hora.
Tarifa 6. Medios técnicos y helicóptero medicalizado: 2.027,30 euros/hora.

2. La primera hora, que comprenderá los derechos de salida, se devengará completa. A 
partir de la primera hora, se liquidará por minutos.

Artículo 156 décimo.  Exenciones.

1. Están exentos del pago de esta tasa la Junta General, la Sindicatura de Cuentas, la 
Administración del Principado de Asturias y su sector público, el Consejo Consultivo, la 
Universidad de Oviedo, las entidades locales del Principado de Asturias, las restantes 
Administraciones autonómicas y la Administración General del Estado.
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2. En los supuestos contemplados en el apartado 1.a) del artículo 156.Sexto, gozarán de 
exención de esta tasa los sujetos pasivos siguientes:

a) Quienes sufran de cualquier anomalía, deficiencia o alteración psíquica que impida 
comprender el riesgo o peligro, o actuar conforme a esa comprensión.

b) Las personas menores de 12 años de edad.
c) Quienes hubieran fallecido durante el rescate o en la fase previa, así como en una 

fase posterior siempre y cuando sea como consecuencia de las causas que originaron el 
rescate o salvamento.

CAPÍTULO IX

Hacienda

Tasa por la expedición del diploma de Mediador de Seguros Titulado

Sección 1.ª Tasa por la expedición del diploma de mediador de seguros titulado

Artículo 157.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la formalización del expediente y expedición del 
diploma de Mediador de Seguros Titulado.

Artículo 158.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas que soliciten la iniciación del 
expediente.

Artículo 159.  Devengo.

La tasa se devengará cuando se presente la solicitud de iniciación del expediente no 
expidiéndose el diploma hasta que se haya efectuado el pago correspondiente.

Artículo 160.  Tarifa.

La tasa se exigirá conforme a la siguiente tarifa:

Por cada diploma: 4.000 pesetas.

Sección 2.ª Tasa por la inscripción en el «Registro Especial de Mediadores de 
Seguros del Principado de Asturias

Artículo 161.  Hecho imponible.

1. Constituye el hecho imponible de la tasa:

a) La inscripción en el ''Registro especial de mediadores de seguros del Principado de 
Asturias'', de las personas que ejerzan como agentes de seguros u operadores de banca-
seguros, ya sean exclusivos o vinculados, como corredores de seguros o como corredores 
de reaseguros.

b) La inscripción en el ''Registro especial de mediadores de seguros del Principado de 
Asturias'' de los cargos de administración y de dirección responsables de las actividades de 
mediación de seguros o de reaseguros de las personas jurídicas inscritas como mediadores 
de seguros o corredores de reaseguros que, con arreglo a la normativa vigente en materia 
de mediación de seguros y reaseguros privados, deban ser inscritos.

c) La inscripción en el ''Registro especial de mediadores de seguros del Principado de 
Asturias'' de los actos relacionados con los anteriores, siempre que deban ser inscritos de 
acuerdo con lo exigido en normas sobre mediación de seguros y de reaseguros privados.

d) La expedición de certificados relativos a la información incluida en el ''Registro 
especial de mediadores de seguros del Principado de Asturias''.
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2. La tasa no será exigible en los supuestos relativos a la cancelación de la inscripción.

Artículo 162.  Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos de la tasa, las personas físicas o jurídicas a cuyo favor se 
practique la inscripción y los solicitantes de un certificado del ''Registro especial de 
mediadores de seguros del Principado de Asturias.

Artículo 163.  Devengo y pago.

1. La tasa se devengará cuando se presente la solicitud, debiendo efectuarse el pago 
correspondiente mediante autoliquidación.

2. En el caso de la tasa correspondiente a la inscripción de los agentes de seguros 
exclusivos, de los operadores de banca-seguros exclusivos y de los cargos de 
administración y de dirección responsables de las actividades de mediación de seguros, será 
autoliquidada por la entidad aseguradora en cuyo registro de agentes figuren inscritos, en 
calidad de sustituto del contribuyente, sin que en ningún caso la entidad pueda exigir a aquél 
el importe de la tasa satisfecha.

Artículo 164.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

a) Por la inscripción de un agente de seguros exclusivo, persona física, una cuota fija de 
10,40 euros.

b) Por la inscripción de un agente de seguros vinculado, de un corredor de seguros o de 
reaseguros, personas físicas, una cuota fija de 62,42 euros.

c) Por la inscripción de una sociedad de agencia de seguros o de un operador de banca-
seguros, ya sean exclusivos o vinculados, de una sociedad de correduría de seguros o de 
reaseguros, una cuota fija de 145,66 euros.

d) Por la inscripción de cargos de administración y de dirección responsables de las 
actividades de mediación de seguros o de reaseguros de las sociedades de agencia de 
seguros o de los operadores de banca-seguros, ya sean exclusivos o vinculados, de 
correduría de seguros o de correduría de reaseguros, una cuota fija de 10,40 euros por cada 
alto cargo.

e) Por la inscripción de cualquier otro acto inscribible o por la modificación de los 
inscritos, una cuota fija de 10,40 euros por cada uno de ellos.

f) Por la expedición de certificados relativos a la información incluida en el mencionado 
registro, una cuota fija de 10,40 euros.

Sección 3.ª Tasa por prevaloración de inmuebles

Artículo 165.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la solicitud al Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias de informes sobre el valor a efectos fiscales de los 
bienes inmuebles que, situados en el territorio de su competencia, vayan a ser objeto de 
adquisición o transmisión.

Artículo 166.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que 
se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria que 
soliciten la emisión del informe de valoración.

Artículo 167.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento en que se solicite la valoración exigiéndose en 
régimen de autoliquidación. El abono deberá acreditarse con la presentación de la solicitud.
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Artículo 168.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

a) Pisos y sus correspondientes anejos, garajes y trasteros independientes, y viviendas 
unifamiliares que dispongan de referencia catastral: 15 €.

b) Resto de inmuebles: 55 €.

Sección 4.ª Tasa por la venta de impresos de carácter tributario

Artículo 169.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la venta de ejemplares preimpresos de 
autoliquidación, sujetos a modelo oficial, aptos para el cumplimiento de las obligaciones 
tributarias.

Artículo 170.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se 
refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria que 
adquieran los modelos tributarios gravados por la tasa.

Artículo 171.  Devengo.

La tasa se devengará con la entrega del modelo.

Artículo 172.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

Modelo 600: 0,90 euros.
Modelo 620: 0,50 euros.
Resto de modelos: 0,10 euros por hoja con un mínimo de 0,50 euros por modelo.

CAPÍTULO X

Medio Ambiente

Sección 1.ª Tasa de residuos y suelos contaminados

Artículo 173.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la realización de las actuaciones administrativas 
inherentes a la tramitación de comunicaciones y autorizaciones contempladas en la 
normativa vigente en materia de residuos y suelos contaminados, así como la inscripción de 
datos en el Registro de Productores y Gestores de Residuos y la expedición de 
certificaciones de datos contenidos en el mismo.

Artículo 174.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas que soliciten las 
actuaciones administrativas constitutivas del hecho imponible.

Artículo 175.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la solicitud de las actuaciones administrativas 
constitutivas del hecho imponible.

Artículo 176.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 91  Leyes de tasas y de precios públicos

– 1446 –



Tarifa 1. Comunicaciones previas al inicio de actividades de producción y gestión de 
residuos, por cada inscripción, anotación o certificación:

1.1 Productor de residuos: primera inscripción en el Registro de Productores y Gestores 
de Residuos: 70,90 euros.

1.2 Productor de residuos: inscripción o anotación que modifique datos obrantes en el 
Registro de Productores y Gestores de Residuos: 49,70 euros.

1.3 Pequeño productor de residuos: primera inscripción en el Registro de Productores y 
Gestores de Residuos: 33,40 euros.

1.4 Pequeño productor de residuos: inscripción o anotación que modifique datos 
obrantes en el Registro de Productores y Gestores de Residuos: 24,50 euros.

1.5 Transportista, negociante o agente de residuos: primera inscripción en el Registro de 
Productores y Gestores de Residuos: 88,30 euros.

1.6 Transportista, negociante o agente de residuos: inscripción o anotación que 
modifique datos obrantes en el Registro de Productores y Gestores de Residuos: 58,40 
euros.

1.7 Sistemas individuales de responsabilidad ampliada del productor: primera inscripción 
en el Registro de Productores y Gestores de Residuos: 104,50 euros.

1.8 Sistemas individuales de responsabilidad ampliada del productor: inscripción o 
anotación que modifique datos obrantes en el Registro de Productores y Gestores de 
Residuos: 81,80 euros.

1.9 Certificación de datos obrantes en el Registro de Productores y Gestores de 
Residuos: 14,70 euros.

Tarifa 2. Autorizaciones en materia de gestión de residuos.

2.1 Instalación de gestión de residuos: autorización, ampliación, modificación o clausura 
e inscripción en el Registro de Productores y Gestores de Residuos: 691,40 euros.

2.2 Gestor de residuos sin instalación asociada: autorización o modificación e inscripción 
en el Registro de Productores y Gestores de Residuos: 154,90 euros.

2.3 Gestor de residuos con instalación asociada: autorización, ampliación, modificación o 
clausura e inscripción en el Registro de Productores y Gestores de Residuos: 808,20 euros.

2.4 Sistema colectivo de responsabilidad ampliada del productor: autorización o 
modificación/Sistema integrado de gestión: renovación de la autorización e inscripción en el 
Registro de Productores y Gestores de Residuos: 841,30 euros.

2.5 Valorización de residuos de construcción y demolición in situ o en actividades de 
restauración ambiental: autorización: 428,70 euros.

2.6 Pruebas experimentales de reutilización o valorización de residuos:

Autorización: 428,70 euros.

2.7 Traslados transfronterizos de residuos: 75,40 euros.
2.8 Inspección adicional previa a la autorización, ampliación o modificación de 

instalaciones de gestión de residuos: 167,80 euros.

Tarifa 3. Suelos contaminados e informe de situación de suelos.

3.1 Declaración de suelo contaminado: 1.454,10 euros.
3.2 Declaración de suelo descontaminado: 4.439,10 euros.
3.3 Informes preliminares de situación de suelos: 30,40 euros.

Tarifa 4. Planes empresariales de prevención.

4.1 Planes empresariales de prevención: 165,10 euros.

Artículo 177.  Exenciones.

Estarán exentos del pago de la tasa la Administración del Principado de Asturias y sus 
organismos y entes públicos.
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Sección 2.ª Tasa por la concesión del uso de la etiqueta ecológica de la Unión 
Europea

Artículo 178.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la concesión del uso de la etiqueta ecológica de la Unión 
Europea.

Artículo 179.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas que produzcan o fabriquen 
o presten o lleven a cabo en el territorio del Principado de Asturias los productos o servicios 
para los que se solicite la concesión del uso de la etiqueta ecológica de la Unión Europea.

Artículo 180.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento de la solicitud de concesión del uso de la etiqueta 
ecológica de la Unión Europea.

Artículo 181.  Tarifa.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

Por cada concesión de uso: 504,80 euros.
Por cada concesión de uso a Microempresas, según la definición de la Recomendación 

de la Comisión no 2003/361/CE de 6 de mayo de 2003 (DO L 124 de 20.5.2003): 350,00 
euros.

En el caso de solicitantes que no tengan la condición de Microempresas y estén 
registrados en el Sistema de Comunitario de Gestión y Auditoría Medioambientales (EMAS) 
o que cuenten con certificación conforme a la norma ISO 14001, la tarifa se reducirá en un 
20 %. Esta reducción estará sujeta a la condición de que el solicitante se comprometa 
expresamente, en su política medioambiental, a garantizar que sus productos con etiquetado 
ecológico cumplan plenamente con los criterios de la etiqueta ecológica de la UE durante el 
período de validez del contrato y que este compromiso se incorpore de forma adecuada en 
los objetivos medioambientales detallados.

Los solicitantes conformes a la norma ISO 14001 deberán demostrar cada año el 
cumplimiento de este compromiso. Los solicitantes registrados en el EMAS deberán remitir 
una vez por año una copia de su declaración medioambiental verificada.

Disposición adicional.  Modificación de las tasas.

Las Leyes de Presupuestos de cada año podrán modificar las tarifas y demás elementos 
de cuantificación aplicables a cada tasa.

Disposición transitoria.  Tasas derivadas de transferencias.

Las tasas cuya titularidad asuma el Principado de Asturias derivadas de transferencias 
de competencias, se regirán por la presente ley y por la normativa del Estado que les venía 
siendo aplicable, en tanto se regulen de manera específica.

Disposición final.  Habilitación reglamentaria y facultades de interpretación.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para que, a propuesta del titular de la Consejería 
competente en materia de hacienda, dicte las disposiciones reglamentarias precisas para el 
desarrollo y ejecución de la presente ley.

La facultad de interpretar y aclarar la ley y las normas reglamentarias del Consejo de 
Gobierno corresponde privativamente al titular de la Consejería competente en materia de 
hacienda, quien la ejercerá mediante resolución publicada en el «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias».
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§ 92

Decreto Legislativo 1/2014, de 23 de julio, por el que se aprueba el 
texto refundido de las disposiciones legales del Principado de 

Asturias en materia de tributos propios

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 175, de 29 de julio de 2014
«BOE» núm. 29, de 3 de febrero de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-944

PREÁMBULO

El Principado de Asturias, conforme a lo establecido en los artículos 157.1.b) de la 
Constitución Española, 42 del Estatuto de Autonomía y 1 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 
de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, goza de autonomía 
financiera para el desarrollo y ejecución de sus competencias, estando por tanto facultado 
para establecer y exigir sus propios tributos de acuerdo con la Constitución y las Leyes.

En virtud de dichas potestades, el Principado de Asturias viene ejerciendo sus 
competencias normativas en materia tributaria desde 1989, año en el que se creó el primer 
tributo propio del Principado de Asturias, y que tiene su última expresión en la Ley del 
Principado de Asturias 1/2014, de 14 de abril, del Impuesto sobre las Afecciones 
Ambientales del Uso del Agua.

El principio de seguridad jurídica que debe presidir todo ordenamiento jurídico, unido al 
hecho de que durante los últimos años en el ámbito tributario se ha producido cierta 
dispersión legislativa no deseable, aconseja la aprobación de un texto refundido que recoja 
cuantas disposiciones tributarias se han venido aprobando en materia de tributos propios.

En este sentido, la disposición final segunda de la Ley del Principado de Asturias 1/2014, 
de 14 de abril, autoriza al Consejo de Gobierno para que, en el plazo de seis meses desde la 
entrada en vigor de esa norma, elabore un texto refundido del conjunto de disposiciones 
vigentes en materia de tributos propios.

La delegación legislativa se extiende a la aclaración, regularización y armonización de la 
normativa en vigor, lo que ha permitido reorganizar su estructura y su contenido, así como 
introducir determinadas aclaraciones de carácter técnico que tienen como finalidad facilitar la 
comprensión de sus preceptos.

II

La norma refunde la normativa de los tributos propios que se encontraba regulada en las 
siguientes leyes:
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La Ley del Principado de Asturias 4/1989, de 21 de julio, de ordenación agraria y 
desarrollo rural, en cuyo Capítulo VI del Título II se crea el impuesto sobre fincas o 
explotaciones agrarias infrautilizadas.

La Ley del Principado de Asturias 2/1992, de 30 de diciembre, del impuesto sobre el 
juego del bingo.

La Ley del Principado de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, de acompañamiento a 
los Presupuestos Generales para 2003, en cuyo artículo 21 se crea el impuesto sobre 
grandes establecimientos comerciales, posteriormente modificado por el artículo 8 de la Ley 
del Principado de Asturias 6/2004, de 28 de diciembre, de Acompañamiento a los 
Presupuestos Generales para 2005.

La Ley del Principado de Asturias 13/2010, de 28 de diciembre, de Medidas 
Presupuestarias y Tributarias de acompañamiento a los Presupuestos Generales para 2011, 
en cuyo artículo 4 se crea el impuesto sobre el desarrollo de determinadas actividades que 
inciden en el medio ambiente, modificado por el artículo 44 de la Ley del Principado de 
Asturias 3/2012, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2013.

La Ley del Principado de Asturias 3/2012, de 28 de diciembre, de Presupuestos 
Generales para 2013, que regula en su artículo 41 el impuesto sobre depósitos en entidades 
de crédito.

La Ley del Principado de Asturias 1/2014, de 14 de abril, del Impuesto sobre las 
Afecciones Ambientales del Uso del Agua, que deroga el Título II, «Canon de saneamiento», 
la letra b), del artículo 24 y la disposición adicional sexta de la Ley del Principado de Asturias 
1/1994, de 21 de febrero, sobre abastecimiento y saneamiento de aguas.

III

Se incluye al inicio de la norma un índice de contenido cuyo objetivo es facilitar su 
utilización por los destinatarios mediante una rápida localización y ubicación sistemática de 
sus artículos.

El texto refundido consta de tres títulos. El Título Preliminar define el objeto y contenido 
de la norma.

El Título I se dedica a la regulación de cada una de las figuras tributarias creadas por el 
Principado de Asturias en desarrollo de su autonomía financiera y se estructura en seis 
Capítulos.

El Capítulo I se dedica al impuesto sobre fincas o explotaciones agrarias infrautilizadas, 
impuesto que grava la infrautilización de las fincas o explotaciones agrarias. Es un impuesto 
directo y de naturaleza extrafiscal.

El Capítulo II regula el impuesto sobre el juego del bingo, impuesto indirecto que grava la 
obtención de estos premios en los locales autorizados en el ámbito territorial del Principado 
de Asturias.

El Capítulo III se dedica al impuesto sobre grandes establecimientos comerciales. Este 
impuesto grava la singular capacidad económica que concurre en determinados 
establecimientos comerciales como consecuencia de estar implantados como grandes 
superficies, en la medida en que esta circunstancia contribuye de una manera decisiva a 
tener una posición dominante en el sector y genera externalidades negativas en el territorio y 
el medio ambiente, cuyo coste no asumen.

El Capítulo IV regula el impuesto sobre el desarrollo de determinadas actividades que 
inciden en el medio ambiente. Se trata de un impuesto de carácter directo y extrafiscal, que 
grava la incidencia, alteración o riesgo de deterioro que sobre el medio ambiente ocasiona la 
realización de actividades de transporte o distribución de energía eléctrica así como de 
telefonía y telemática efectuadas por los elementos fijos del suministro de energía eléctrica o 
de las redes de comunicaciones, con el fin de contribuir a compensar a la sociedad el coste 
que soporta.

El Capítulo V regula el impuesto sobre depósitos en entidades de crédito, impuesto de 
carácter directo que grava la tenencia de depósitos de clientes que comporten la obligación 
de restitución por parte de las entidades de crédito.

El Capítulo VI regula el impuesto sobre las afecciones ambientales del uso del agua, 
impuesto que presenta un marcado carácter extrafiscal que tiene como finalidad incentivar el 
uso racional y eficiente del agua y obtener recursos con los que preservar, proteger, mejorar 
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y restaurar el medio hídrico. El Tribunal Constitucional reconoce a las Comunidades 
Autónomas la capacidad para establecer en materias de su competencia, tributos de 
naturaleza extrafiscal orientados al cumplimiento de fines constitucionalmente relevantes. El 
Principado de Asturias tiene competencia en materia de protección del medio ambiente, en 
virtud del artículo 11.5 del Estatuto de Autonomía, siendo el medio ambiente un bien 
protegido por el artículo 45 de la Constitución Española.

El Título II contiene las disposiciones aplicables a todos los tributos propios del 
Principado de Asturias así como las normas relativas a su gestión, infracciones y sanciones, 
prescripción, e impugnación y revisión de actos dictados en esta materia.

Por último, se incluyen tres disposiciones adicionales, una transitoria, dos finales y tres 
anexos.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Hacienda y Sector Público, de acuerdo con 
el Consejo Consultivo del Principado de Asturias, y previo acuerdo del Consejo de Gobierno 
en su reunión de 23 de julio de 2014,

DISPONGO

Artículo único.  Objeto de la norma.

Se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales del Principado de Asturias 
en materia de tributos propios, cuyo texto se inserta a continuación.

Disposición adicional.  Remisiones normativas.

Las referencias normativas efectuadas en otras disposiciones a normas incluidas en la 
disposición derogatoria única de este decreto legislativo, se entenderán realizadas a los 
preceptos correspondientes del texto refundido que se aprueba.

Disposición derogatoria.  Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango emanadas de los 
órganos del Principado de Asturias, se opongan al presente decreto legislativo y al texto 
refundido que se aprueba y, en particular, las siguientes:

El Capítulo VI del Título II de la Ley del Principado de Asturias 4/1989, de 21 de julio, de 
ordenación agraria y desarrollo rural.

La Ley del Principado de Asturias 2/1992, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Juego del Bingo.

El artículo 21 de la Ley del Principado de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, de 
acompañamiento a los Presupuestos Generales para 2003.

El artículo 8 de la Ley del Principado de Asturias 6/2004, de 28 de diciembre, de 
Acompañamiento a los Presupuestos Generales para 2005.

El artículo 4 de la Ley del Principado de Asturias 13/2010, de 28 de diciembre, de 
Medidas Presupuestarias y Tributarias de acompañamiento a los Presupuestos Generales 
para 2011.

Los artículos 41 y 44 de la Ley del Principado de Asturias 3/2012, de 28 de diciembre, de 
Presupuestos Generales para 2013.

La Ley del Principado de Asturias 1/2014, de 14 de abril, del Impuesto sobre las 
Afecciones Ambientales del Uso del Agua.

Disposición final.  Entrada en vigor.

El presente decreto legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor el día 1 
de enero de 2015.
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TEXTO REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES LEGALES DEL PRINCIPADO 
DE ASTURIAS EN MATERIA DE TRIBUTOS PROPIOS

TÍTULO PRELIMINAR

Objeto y contenido

Artículo 1.  Objeto y contenido.

El presente texto refundido tiene por objeto reunir en una única norma las disposiciones 
legales vigentes en materia de tributos propios del Principado de Asturias, así como la 
aclaración, regularización y armonización de estos textos legales.

TÍTULO I

Disposiciones específicas aplicables a los tributos propios

CAPÍTULO I

Impuesto sobre fincas o explotaciones agrarias infrautilizadas

Artículo 2.  Naturaleza y objeto del impuesto.

1. El impuesto sobre fincas o explotaciones agrarias infrautilizadas es un tributo de 
carácter directo, real, periódico y extrafiscal, que grava la infrautilización de las fincas o 
explotaciones agrarias ubicadas en el territorio del Principado de Asturias.

2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entiende por fincas o 
explotaciones agrarias el conjunto de factores de producción, tierras y ganado que 
constituyan una unidad orgánica y funcional y que tengan por objeto la producción agrícola, 
ganadera o forestal.

Artículo 3.  Afectación de los ingresos del impuesto.

Los rendimientos del impuesto se asignarán a los presupuestos del Principado de 
Asturias como recursos afectos al cumplimiento de los fines previstos en la Ley 4/1989, de 
21 de julio, de ordenación agraria y desarrollo rural.

Artículo 4.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible del impuesto la infrautilización de las fincas o 
explotaciones agrarias por no alcanzar en el período impositivo el rendimiento óptimo fijado 
para cada zona por el Consejo de Gobierno.

Artículo 5.  Exenciones.

Estarán exentas del impuesto las siguientes fincas o explotaciones agrarias:

a) Las destinadas al uso o servicio público y las comunales, en atención a su legislación 
específica.

b) Las que obtengan un rendimiento igual o superior al setenta y cinco por ciento de sus 
rendimientos óptimos.

c) Las que se encuentren en proceso de concentración parcelaria, hasta transcurridos 
dos años de la toma de posesión.

d) Las que sean objeto de planes de mejora.
e) Las incluidas en el Banco de Tierras del Principado de Asturias.
f) Las que, previo expediente de la Consejería competente en materia de agricultura, 

sean declaradas como inviables técnica y económicamente.
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Artículo 6.  Sujeto pasivo.

1. Son sujetos pasivos del impuesto el titular del dominio u otro derecho real o personal 
de disfrute de las fincas o explotaciones agrarias, cuando las exploten directamente y las 
entidades a las que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria (en adelante, LGT), cuando sean propietarias de fincas o explotaciones agrarias.

2. En los casos de arrendamiento, el arrendatario repercutirá en el arrendador el 
impuesto cuando éste hubiera impedido la aplicación de un plan de mejora de fincas o 
explotaciones agrarias.

Artículo 7.  Base imponible.

La base imponible del impuesto vendrá constituida por la diferencia entre el rendimiento 
óptimo de la finca o explotación agraria de que se trate y el rendimiento obtenido en el año 
natural o el rendimiento medio actualizado obtenido en los cinco años anteriores, si éste 
último resultase mayor.

Artículo 8.  Devengo y periodo impositivo.

El impuesto se devenga el 31 de diciembre de cada año, siendo el periodo impositivo el 
año natural.

Artículo 9.  Cuota tributaria.

La cuota tributaria se determinará por la aplicación a la base imponible del tipo de 
gravamen que corresponda, conforme a la siguiente escala:

Base imponible Tipo de gravamen (porcentaje)

Hasta el 30 % de diferencia 2

Hasta el 40 % de diferencia 4

Hasta el 50 % de diferencia 6

Hasta el 60 % de diferencia 9

Hasta el 70 % de diferencia 12

Hasta el 80 % de diferencia 15

Hasta el 90 % de diferencia 20

Hasta el 100 % de diferencia 25

Artículo 10.  Gestión del impuesto.

La gestión y liquidación del impuesto se llevará a cabo por la Consejería competente en 
materia de agricultura, sin perjuicio de las funciones inspectoras del Ente Público de 
Servicios Tributarios del Principado de Asturias, correspondiendo a la Consejería 
competente en materia tributaria dictar las normas reguladoras de su gestión, liquidación e 
ingreso.

CAPÍTULO II

Impuesto sobre el juego del bingo

Artículo 11.  Naturaleza y objeto del impuesto.

El impuesto sobre el juego del bingo es un impuesto indirecto que grava la obtención de 
premios en este juego en los locales autorizados en el territorio del Principado de Asturias.

Artículo 12.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible del impuesto el pago de los premios en el juego del bingo.
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Artículo 13.  Sujeto pasivo.

1. Son sujetos pasivos contribuyentes del impuesto las personas físicas o jurídicas y las 
entidades a las que se refiere el artículo 35.4 de la LGT, titulares de autorizaciones 
administrativas para explotar el juego o, en su caso, las sociedades de servicios que tengan 
a su cargo la gestión del mismo.

2. Los sujetos pasivos repercutirán el importe íntegro del impuesto sobre los jugadores 
premiados en cada partida en el momento de hacerse efectivos los premios, quedando éstos 
obligados a soportarlo.

Artículo 14.  Base imponible.

Constituye la base imponible del impuesto la cantidad entregada en concepto de premio 
al portador del cartón.

Artículo 15.  Devengo.

El impuesto se devengará al tiempo de hacer efectivos los premios correspondientes a 
los cartones que contengan las combinaciones ganadoras.

Artículo 16.  Tipo de gravamen.

El tipo de gravamen será del diez por ciento.

Artículo 17.  Autoliquidación y pago.

1. El sujeto pasivo autoliquidará el impuesto mediante la presentación de una 
declaración-liquidación de los premios satisfechos y quedará obligado a su ingreso en la 
hacienda del Principado de Asturias, en los plazos y formas que reglamentariamente se 
determinen.

2. La Consejería competente en materia tributaria aprobará el modelo de declaración y 
determinará el documento de pago del impuesto.

Artículo 18.  Gestión.

La gestión, inspección, recaudación y revisión del impuesto corresponde al Ente Público 
de Servicios Tributarios del Principado de Asturias.

CAPÍTULO III

Impuesto sobre grandes establecimientos comerciales

Artículo 19.  Naturaleza y objeto del impuesto.

1. El impuesto sobre grandes establecimientos comerciales es un tributo directo, real y 
de carácter extrafiscal, exigible en todo el territorio del Principado de Asturias.

2. Este impuesto grava la singular capacidad económica que concurre en determinados 
establecimientos comerciales como consecuencia de estar implantados como grandes 
superficies, en la medida en que esta circunstancia contribuye de una manera decisiva a 
tener una posición dominante en el sector y genera externalidades negativas en el territorio y 
el medio ambiente, cuyo coste no asumen.

Artículo 20.  Afectación de los ingresos del impuesto.

Los ingresos procedentes del impuesto se afectarán a la elaboración y ejecución de 
programas dictados en desarrollo de las directrices sectoriales de equipamiento comercial, 
así como a la introducción de mejoras en el medio ambiente y en las redes de 
infraestructuras.

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 92  Texto refundido de disposiciones legales en materia de tributos propios

– 1454 –



Artículo 21.  Hecho imponible.

1. Constituye el hecho imponible del impuesto el funcionamiento de grandes 
establecimientos comerciales por razón del impacto que producen sobre el territorio, el 
medio ambiente y la trama del comercio urbano del Principado de Asturias.

2. Están sujetos al impuesto:

a) Los establecimientos comerciales, ya sean individuales o colectivos, con una 
superficie útil de exposición y venta al público igual o superior a 4.000 m².

A estos efectos, se entiende por establecimientos comerciales los locales y las 
construcciones o instalaciones dispuestas sobre el suelo de modo fijo y permanente, 
cubiertos o sin cubrir, exentos o no, exteriores o interiores de una edificación, con 
escaparates o sin ellos, destinados al ejercicio regular de actividades comerciales y de ocio, 
hostelería y espectáculos, ya sea de forma continuada o en días o temporadas 
determinadas, así como cualesquiera otros recintos acotados que reciban aquella 
calificación en virtud de disposición legal o reglamentaria, siempre que tengan el carácter de 
inmueble de acuerdo con el artículo 334 del Código Civil.

Tendrán la consideración de establecimientos de carácter colectivo los integrados por un 
conjunto de establecimientos individuales, cualquiera que sea su superficie, situados en uno 
o varios edificios, en los que, con independencia de que las respectivas actividades puedan 
ejercerse de forma empresarialmente independiente, concurran algunos de los elementos 
siguientes:

1.º La existencia de una vía, preexistente o no, pública o privada, cuyo objetivo principal 
sea asegurar la circulación interna entre los distintos establecimientos comerciales, de uso 
exclusivo y preferente de los establecimientos o sus clientes.

2.º La existencia de áreas de estacionamiento comunes o contiguas a los diferentes 
establecimientos que no prohíban la circulación peatonal entre ellos.

3.º Ser objeto de gestión común ciertos elementos de su explotación, concretamente la 
creación de servicios colectivos o la realización de actividades o campañas de promoción y 
de publicidad comercial conjuntas.

4.º Estar unidos por una estructura jurídica común, controlada directa o indirectamente 
por, al menos, un asociado o que disponga de una dirección, de derecho o de hecho, común.

b) No tendrán la consideración de gran establecimiento comercial los mercados 
municipales y los establecimientos exclusivamente mayoristas.

3. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entiende por superficie útil de 
exposición y venta al público aquélla donde se produce el intercambio comercial, constituida 
por los espacios destinados de forma habitual u ocasional a la exposición al público de los 
artículos ofertados, ya sea mediante mostradores, estanterías, vitrinas, góndolas, cámaras o 
murales, los probadores, las cajas registradoras y, en general, todos los espacios destinados 
a la permanencia y paso del público, excluyéndose expresamente las superficies destinadas 
a oficinas, aparcamientos, zonas de carga y descarga y almacenaje no visitables por el 
público y, en todo caso, aquellas dependencias o instalaciones de acceso restringido al 
mismo.

4. A efectos del cómputo de la superficie útil de exposición y venta al público se 
encuentran bajo el ámbito del impuesto todas las actividades comerciales, así como los 
servicios prestados por empresas de ocio, hostelería y espectáculos.

Artículo 22.  Supuestos de no sujeción.

No estarán sujetos a este impuesto:

a) Las exposiciones y ferias de muestras de carácter temporal cuya finalidad principal no 
sea el ejercicio regular de actividades comerciales sino la exposición de productos.

b) Los grandes establecimientos en los que el cincuenta por ciento o más de la superficie 
útil de exposición y venta al público se destine a actividades de ocio, hostelería y 
espectáculos.
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No obstante lo anterior, estarán sujetos, en todo caso, los grandes establecimientos en 
que la superficie útil de exposición y venta al público ocupada por actividades comerciales 
alcance los 4.000 m2, con independencia de la parte de la superficie que se destine a otras 
actividades.

c) Los grandes establecimientos individuales que desempeñen única y exclusivamente 
alguna de las siguientes actividades: jardinería, venta de vehículos, materiales para la 
construcción, maquinaria y suministros industriales, siempre y cuando la superficie útil de 
exposición y venta al público de los mismos no exceda de 10.000 m2.

Artículo 23.  Sujeto pasivo.

1. Tendrá la consideración de sujeto pasivo, en calidad de contribuyente, la persona 
física, jurídica, o entidad a la que se refiere el artículo 35.4 de la LGT, titular del gran 
establecimiento comercial, ya sea individual o colectivo.

2. A estos efectos tendrá la consideración de titular del gran establecimiento comercial la 
persona física, jurídica, o entidad a que se refiere el artículo 35.4 de la LGT, propietaria del 
local o locales que integran el gran establecimiento que explote los mismos, bien mediante la 
realización de actividades comerciales de forma directa, bien poniendo el o los locales a 
disposición de terceros para el ejercicio de tales actividades.

3. En caso de ser varios los propietarios de la totalidad de los locales integrantes del 
establecimiento, su conjunto tendrá la consideración de unidad económica a los efectos del 
artículo 35.4 de la LGT.

Artículo 24.  Base imponible.

1. Constituye la base imponible del impuesto la superficie destinada a aparcamiento de 
que dispone el gran establecimiento comercial, considerándose en todo caso como 
superficie mínima de aparcamiento el equivalente al cincuenta por ciento de la superficie útil 
de exposición y venta al público. Al exceso de la superficie destinada a aparcamiento sobre 
el cincuenta por ciento de la superficie útil de exposición y venta al público se le aplicará un 
índice reductor de 0,5.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entiende que el gran 
establecimiento comercial dispone de aparcamiento cuando aquél se destine al uso de los 
clientes del establecimiento con independencia de su titularidad, modo de gestión, o sistema 
de pago.

3. En todo caso la superficie de aparcamiento se minorará en 1.999 m2 en concepto de 
mínimo exento.

Artículo 25.  Base imponible corregida.

Sobre la base imponible determinada en la forma establecida en el artículo anterior, se 
aplicarán los siguientes coeficientes:

a) En función de la población del área de influencia del gran establecimiento comercial:

1.º Si en un radio de hasta 10 kilómetros se ubica un núcleo de población superior 
a 80.000 habitantes: 1,5.

2.º Si en un radio de hasta 10 kilómetros se ubica un núcleo de población comprendida 
entre 50.000 y 80.000 habitantes: 1,25.

3.º En otro caso: 1.

b) En función de la superficie total del gran establecimiento comercial:

1.º Superficie total entre 10.001 y 20.000 m2: 1,05.
2.º Superficie total entre 20.001 y 30.000 m2: 1,10.
3.º Superficie total de más de 30.000 m2: 1,15.
4.º En otro caso: 1.

A efectos de la aplicación del índice, se entiende por superficie total la superficie íntegra 
del establecimiento incluyendo las zonas ocupadas por terceros en virtud de cesión de uso o 
por cualquier otro título. No se computarán, sin embargo, las superficies descubiertas 
cualquiera que sea su destino.
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Artículo 26.  Base liquidable.

1. La base liquidable será el resultado de aplicar a la base imponible corregida el 
coeficiente establecido en el apartado siguiente, y, en su caso, la reducción establecida en el 
apartado 3 del presente artículo.

2. En función de la superficie de terreno ocupada por la proyección horizontal del 
establecimiento se aplicarán los siguientes coeficientes:

a) Hasta 5.000 metros cuadrados: 0,6.
b) De 5.001 a 10.000 metros cuadrados: 0,8.
c) Más de 10.000 metros cuadrados: 1.

Por proyección horizontal se entiende la superficie de terreno ocupada por la edificación 
o edificaciones que integran el establecimiento.

3. La base liquidable de los establecimientos situados en un núcleo de población de más 
de 80.000 habitantes se obtendrá de aplicar una reducción del veinte por ciento sobre el 
resultado obtenido de la aplicación de lo dispuesto en el apartado anterior.

Artículo 27.  Devengo.

Salvo apertura del establecimiento en el período impositivo, el impuesto se devengará el 
1 de enero de cada año.

Artículo 28.  Período impositivo.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el siguiente apartado, el período impositivo coincide 
con el año natural.

2. Si la autorización de apertura o de ampliación se produjese con posterioridad al día 1 
de enero, el período impositivo se computará desde la fecha de dicha autorización hasta el 
último día del año. En caso de clausura del establecimiento, el período impositivo 
comprenderá desde el primer día del año hasta la fecha de cierre.

Artículo 29.  Tipo de gravamen.

El tipo de gravamen será de 17 euros por metro cuadrado de aparcamiento.

Artículo 30.  Cuota tributaria.

La cuota tributaria del impuesto se obtiene de aplicar sobre la base liquidable el tipo de 
gravamen establecido en el artículo anterior.

Artículo 31.  Bonificaciones.

1. Se establece una bonificación del diez por ciento para los grandes establecimientos 
comerciales no situados en núcleos urbanos a los que se acceda con, al menos, dos medios 
de transporte público de distinta naturaleza además del vehículo privado.

2. Se establece una bonificación para los grandes establecimientos comerciales que 
lleven a cabo proyectos de protección medioambiental por el importe de los mismos, con el 
límite del diez por ciento de la cuota. Gozarán de esta bonificación aquellos proyectos 
considerados adecuados por la Consejería competente en materia de protección 
medioambiental.

Artículo 32.  Liquidación y pago.

1. El pago del impuesto se efectuará en las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente.

2. Respecto al período correspondiente al año de apertura del establecimiento, la cuota 
se obtendrá de prorratear el importe anual de la cuota por el número de días que resten 
hasta el 31 de diciembre de aquel año.

3. Respecto al período correspondiente al año de clausura del establecimiento, la cuota 
se obtendrá de prorratear el importe anual por el número de días transcurridos desde el 
inicio del período impositivo hasta la fecha de cierre.
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4. La domiciliación bancaria del pago de la deuda tributaria da derecho a una reducción 
del uno por ciento sobre la cuota. La citada reducción por domiciliación bancaria será 
incompatible con el pago fraccionado.

Artículo 33.  Gestión e inspección del impuesto.

1. La gestión e inspección del impuesto corresponde al Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias.

2. Los ayuntamientos colaborarán trasladando al Ente Público los datos requeridos para 
la gestión e inspección del impuesto.

Artículo 34.  Padrón de contribuyentes.

El impuesto se gestiona mediante padrón que se publicará anualmente en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias» y será elaborado por el Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias a partir de los datos que los sujetos pasivos 
manifiesten en las declaraciones que están obligados a presentar de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos siguientes, o, en su caso, de los que resulten de la investigación y 
comprobación administrativa.

Artículo 35.  Declaración inicial de datos.

1. En caso de apertura de un nuevo establecimiento, los sujetos pasivos estarán 
obligados a presentar una declaración que contenga todos los datos y los elementos 
necesarios para aplicar el impuesto. Una vez presentada la declaración, el órgano gestor 
emitirá la liquidación correspondiente. La deuda tributaria que resulte de ello, una vez 
notificada, será ingresada en el plazo que se establezca reglamentariamente.

2. En los ejercicios sucesivos al de la apertura del establecimiento, salvo los casos de 
modificación de los datos declarados y de cese, la comunicación del período de cobro se 
llevará a cabo de modo colectivo mediante el correspondiente edicto publicado en el Boletín 
Oficial del Principado de Asturias y expuesto en el tablón de anuncios correspondiente. El 
anuncio de cobro puede ser sustituido por notificaciones individuales.

Artículo 36.  Modificación de datos y cese.

1. En caso de alteración de los datos contenidos en la declaración inicial, los sujetos 
pasivos estarán obligados a presentar una declaración de modificación de datos. Una vez 
presentada la declaración, el órgano gestor emitirá la liquidación correspondiente. La deuda 
tributaria que resulte, una vez notificada, será ingresada en el plazo que se establezca 
reglamentariamente. Para los ejercicios sucesivos, se aplicará lo que establece el apartado 2 
del artículo anterior.

2. En caso de clausura del establecimiento, el sujeto pasivo presentará la 
correspondiente declaración de cese. Una vez presentada la declaración, el órgano gestor 
emitirá la liquidación que será notificada individualmente al sujeto pasivo.

Cuando la declaración de cese se presente fuera del plazo indicado reglamentariamente, 
la fecha de clausura o cese de las actividades deberá ser probada por el declarante por 
cualquiera de los medios que establece la LGT. En otro caso se considerará como fecha de 
cese aquélla en que se lleve a cabo la presentación de la correspondiente declaración ante 
el órgano gestor.

3. Las declaraciones mencionadas en los apartados anteriores y en el apartado 1 del 
artículo anterior se presentarán ante el órgano gestor en el plazo reglamentariamente 
establecido, empleando el modelo oficial aprobado por resolución del titular de la Consejería 
competente en materia tributaria.
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CAPÍTULO IV

Impuesto sobre el desarrollo de determinadas actividades que inciden 
sobre el medio ambiente

Artículo 37.  Naturaleza y objeto del impuesto.

1. El impuesto sobre el desarrollo de determinadas actividades que inciden en el medio 
ambiente es un impuesto de carácter directo y extrafiscal, que grava la incidencia, alteración 
o riesgo de deterioro que sobre el medio ambiente del Principado de Asturias ocasiona la 
realización de las actividades a que se refiere el presente capítulo, a través de instalaciones 
y demás elementos patrimoniales afectos a las mismas, con el fin de contribuir a compensar 
a la sociedad el coste que soporta.

2. A los efectos del presente impuesto, se considerarán elementos patrimoniales afectos 
cualquier tipo de bienes y estructuras que se destinen a las actividades de transporte o 
distribución efectuado por elementos fijos del suministro de energía eléctrica, así como los 
elementos fijos de las redes de comunicaciones telefónicas o telemáticas y que se 
encuentren radicados en el territorio del Principado de Asturias.

Artículo 38.  Afectación de los ingresos del impuesto.

Los ingresos procedentes del impuesto a que se refiere el presente capítulo se afectarán 
a la financiación de medidas y programas de carácter medioambiental, entre otros, aquellos 
que fomenten la eficiencia energética y los de protección y mejora del medio ambiente.

Artículo 39.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de este impuesto la realización por el sujeto pasivo, 
mediante las instalaciones y demás elementos patrimoniales afectos señalados en el artículo 
37.2 de actividades de transporte o distribución de energía eléctrica así como de telefonía y 
telemática efectuadas por los elementos fijos del suministro de energía eléctrica o de las 
redes de comunicaciones, respectivamente.

Artículo 40.  Supuestos de no sujeción.

No estarán sujetas al impuesto las actividades que se realicen mediante instalaciones y 
demás elementos patrimoniales afectos a las mismas que se destinen al autoconsumo, salvo 
que éstas alteren de modo grave y evidente el medio ambiente en los términos que 
establezca, en su caso, la correspondiente declaración de impacto ambiental.

Artículo 41.  Exenciones.

Estarán exentas del impuesto las actividades que se realicen mediante:

a) Las instalaciones y demás elementos patrimoniales afectos de los que sean titulares 
el Estado, el Principado de Asturias o las entidades locales, así como sus organismos y 
entes públicos.

b) Las instalaciones y demás elementos patrimoniales afectos que se destinen 
exclusivamente a la circulación de ferrocarriles.

c) Las estaciones transformadoras de energía eléctrica y las redes de distribución 
cuando la tensión nominal normalizada no exceda de 30 kv.

d) Las instalaciones y demás elementos patrimoniales afectos de las redes de 
comunicaciones telefónicas o telemáticas ubicados en núcleos rurales o aislados con escasa 
concentración de la demanda, dispersión poblacional o dificultades orográficas, que con 
carácter previo a la instalación de los mismos carezcan de infraestructuras básicas de 
telecomunicación.
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Artículo 42.  Sujeto pasivo.

1. Tendrán la condición de sujetos pasivos, en calidad de contribuyentes, las personas 
físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la LGT que realicen 
cualquiera de las actividades señaladas en el artículo 39.

2. En el supuesto en que más de una persona física, jurídica, o entidad a que se refiere 
el artículo 35.4 de la LGT pudiera ostentar la condición de contribuyente con respecto a las 
mismas instalaciones y demás elementos patrimoniales afectos, la cuota tributaria 
correspondiente se prorrateará entre ellos por partes iguales.

3. Serán responsables solidarios de la deuda tributaria, en los términos previstos en la 
LGT, las personas físicas, jurídicas, o entidades referidas en el artículo 35.4 de la citada 
norma que sucedan, por cualquier concepto, en el ejercicio de las actividades sometidas a 
gravamen por este capítulo.

Artículo 43.  Base imponible.

Constituye la base imponible del impuesto:

a) La extensión de las instalaciones y demás elementos patrimoniales afectos a las 
mismas destinados al suministro de energía eléctrica expresada en kilómetros lineales.

b) El número de torres, postes, antenas o cualesquiera otras instalaciones y elementos 
patrimoniales afectos que formando parte de las redes de comunicaciones no estén 
conectadas entre sí por cables.

Artículo 44.  Devengo.

El impuesto se devengará el primer día del período impositivo.

Artículo 45.  Período impositivo.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el siguiente apartado, el período impositivo coincide 
con el año natural.

2. Cuando el sujeto pasivo haya iniciado su actividad en el Principado de Asturias con 
posterioridad al día 1 de enero, el período impositivo se computará desde la fecha de 
comienzo de la actividad hasta el último día del año. En caso de cese de la actividad, el 
período impositivo comprenderá desde el primer día del año hasta la fecha de cese.

Artículo 46.  Cuota tributaria.

La cuota tributaria será de 700 euros por kilómetro, torre, poste, antena o instalación y 
elemento patrimonial afecto obtenidos conforme a lo dispuesto en el artículo 43.

Artículo 47.  Liquidación y pago.

1. La exacción de las deudas notificadas colectivamente se realizará por medio de 
recibo. El plazo de ingreso en período voluntario comprende del 20 de septiembre al 20 de 
noviembre o día inmediato hábil posterior.

2. El importe de la cuota se prorrateará por trimestres naturales en los casos de inicio o 
cese de la actividad a lo largo del ejercicio natural.

En el caso de inicio, las cuotas se calcularán proporcionalmente al número de trimestres 
naturales que restan para finalizar el año, incluido el del comienzo del ejercicio de la 
actividad. Asimismo, en el caso de baja por cese, las cuotas serán prorrateables por 
trimestres naturales, excluido aquél en el que se produzca el cese. A tal fin los sujetos 
pasivos podrán solicitar la devolución de la parte de la cuota correspondiente a los trimestres 
naturales en los que no se hubiera ejercido la actividad.

En el caso de que el sujeto pasivo comunique el cese con anterioridad a la aprobación 
del padrón del impuesto, durante el período de exposición al público del mismo, o en el 
correspondiente plazo de reclamaciones, se emitirá una liquidación con la cuota prorrateada. 
Si la baja es comunicada con posterioridad, los sujetos pasivos podrán solicitar la devolución 
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de la parte de la cuota correspondiente a los trimestres naturales desde el cese de la 
actividad.

Artículo 48.  Gestión e inspección del impuesto.

1. La gestión, recaudación e inspección del impuesto corresponde al Ente Público de 
Servicios Tributarios del Principado de Asturias.

2. En el ejercicio de sus funciones, el Ente Público puede solicitar el asesoramiento 
técnico del personal al servicio de las Consejerías competentes en materias energética, 
medio ambiental y de comunicaciones.

Artículo 49.  Padrón de contribuyentes.

1. El impuesto se gestiona mediante padrón, que se publicará anualmente en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias» y será elaborado por el Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias a partir de los datos que los sujetos pasivos 
manifiesten en las declaraciones que están obligados a presentar de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 50 y 51, o, en su caso, de los que resulten de la investigación y 
comprobación administrativa, y, en particular, atendiendo a la información que se deduce de 
las correspondientes autorizaciones administrativas.

2. El padrón se expondrá al público del 1 al 15 de septiembre de cada año.

Artículo 50.  Declaración de alta.

1. Los sujetos pasivos que causen alta en el tributo como consecuencia del inicio de la 
actividad estarán obligados a presentar una declaración que contenga todos los datos 
necesarios para aplicar el impuesto en el plazo de 30 días hábiles desde la fecha en que 
dicha actividad se inicie. Una vez presentada la declaración, el órgano gestor emitirá la 
liquidación correspondiente.

2. En los ejercicios sucesivos al de inicio de la actividad, salvo los casos de modificación 
de los datos declarados y de cese, la comunicación del período de cobro se llevará a cabo 
de modo colectivo mediante el correspondiente edicto publicado en el «Boletín Oficial del 
Principado de Asturias» y expuesto en el tablón de anuncios correspondiente. El anuncio de 
cobro puede ser sustituido por notificaciones individuales.

Artículo 51.  Modificación de datos y cese.

1. En caso de alteración de los datos contenidos en el padrón, los sujetos pasivos 
estarán obligados a presentar una declaración de modificación de datos en el plazo de 
treinta días hábiles desde que se produzca. Una vez presentada la declaración, el órgano 
gestor emitirá la liquidación correspondiente.

Cuando la declaración de modificación de datos se presente fuera del plazo indicado, se 
considerará como fecha de modificación aquélla en la que se produjese tal circunstancia. No 
obstante, si como consecuencia de la modificación se produce una reducción de la cuota 
correspondiente, se tomará como fecha de modificación aquélla en la que se lleve a cabo la 
presentación de la correspondiente declaración ante el órgano gestor.

2. En caso de cese de la actividad, el sujeto pasivo presentará la correspondiente 
declaración de cese en el plazo de 30 días hábiles desde que tal circunstancia tenga lugar.

Cuando la declaración de cese se presente fuera del plazo indicado, se considerará 
como fecha de cese aquélla en que se lleve a cabo la presentación de la correspondiente 
declaración ante el órgano gestor.

3. Las declaraciones deberán presentarse en las oficinas del Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias ajustándose al modelo o modelos aprobados.
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CAPÍTULO V

Impuesto sobre depósitos en entidades de crédito

Artículo 52.  Naturaleza y objeto del impuesto.

1. El impuesto sobre depósitos en entidades de crédito es un impuesto aplicable a las 
entidades de crédito que operen en el territorio del Principado de Asturias.

2. Es un impuesto de carácter directo que, en los términos establecidos en este capítulo, 
gravará la tenencia de depósitos de clientes que comporten la obligación de restitución por 
parte de las entidades mencionadas en el artículo 55.

Artículo 53.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible del impuesto el mantenimiento de fondos de terceros, 
cualquiera que sea su naturaleza jurídica, por parte de las entidades mencionadas en el 
artículo 55, y que comporten la obligación de restitución.

Artículo 54.  Supuestos de no sujeción.

No están sujetos al impuesto:

a) El Banco de España y las autoridades de regulación monetaria.
b) El Banco Europeo de Inversiones.
c) El Banco Central Europeo.
d) El Instituto de Crédito Oficial.

Artículo 55.  Sujeto pasivo.

1. Son sujetos pasivos, a título de contribuyentes, las entidades de crédito por los fondos 
captados por su sede central y sucursales que estén situadas en el territorio del Principado 
de Asturias.

2. A efectos de lo previsto en esta norma, son entidades de crédito las definidas en el 
artículo 1 del Real Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 de junio, sobre adaptación del 
derecho vigente en materia de Entidades de crédito al de las Comunidades Europeas.

3. Dichas entidades no pueden, en ningún caso, repercutir jurídicamente a terceros la 
cuota de este impuesto.

Artículo 56.  Base imponible.

1. La base imponible estará representada por la cuantía económica total, en términos de 
fondos, calculada promediando aritméticamente el saldo final de cada trimestre natural del 
período impositivo, de la partida del pasivo del balance reservado de las entidades de crédito 
«4. Depósitos de la clientela» excluidos los importes de los epígrafes correspondientes a las 
partidas de «ajustes por valoración» (4.1.5, 4.2.5, 4.3.2 y 4.4.5).

2. Los parámetros a que se refiere este artículo se corresponden con los definidos en el 
Título II y en el Anexo IV de la Circular 4/2004, de 22 de diciembre, del Banco de España, a 
entidades de crédito, sobre normas de información financiera pública y reservada y modelos 
de estados financieros, o norma que la sustituya.

Artículo 57.  Devengo y período impositivo.

1. El impuesto se devengará el último día del período impositivo.
2. El período impositivo de este impuesto será el año natural, salvo cuando el sujeto 

pasivo haya iniciado su actividad en el Principado de Asturias, bien mediante sucursal o a 
través de su sede central, en fecha distinta al primero de enero, en cuyo caso abarcará 
desde la fecha de comienzo de la actividad hasta el final del año natural.

En todo caso, el período impositivo concluirá cuando la entidad se extinga, surgiendo 
entonces la obligación de contribuir por este impuesto.
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Artículo 58.  Cuota íntegra.

La cuota íntegra será el resultado de aplicar a la base imponible la siguiente escala de 
gravamen:

Base imponible
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base imponible
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

  150.000.000 0,3

150.000.000  450.000 450.000.000 0,4

600.000.000 2.250.000 En adelante 0,5

Artículo 59.  Deducciones generales.

De la cuota íntegra resultante del artículo anterior se deducirán las siguientes 
cantidades:

a) El veinte por ciento de la cuota íntegra cuando la sede central y los servicios 
generales de la entidad de crédito estén efectivamente radicados en el territorio del 
Principado de Asturias. Se considera cumplido este requisito cuando más del sesenta por 
ciento de los empleados de los servicios centrales estén asignados a centros de trabajo 
radicados en esta Comunidad Autónoma.

b) 10.000 euros por cada sucursal ubicada en el Principado de Asturias. Esta cantidad se 
elevará a 30.000 euros cuando la sucursal esté radicada en municipios cuya población de 
derecho se sitúe entre 2.000 y 6.000 habitantes, y será de 50.000 euros, cuando dicha 
población sea inferior a 2.000 habitantes.

c) El diez por ciento de la cuota íntegra cuando el sujeto pasivo tenga la consideración 
de cooperativa de crédito.

Artículo 60.  Deducciones específicas.

Serán igualmente deducibles:

a) Los importes que se destinen a fines de carácter benéfico-social, por las Cajas de 
Ahorro y Cooperativas de Crédito conforme a la normativa aplicable, y los destinados por el 
resto de entidades de crédito a financiar proyectos de responsabilidad social corporativa.

Se tendrán en cuenta tanto los recursos gestionados directamente, a través de los 
Consejos de Administración de las entidades mencionadas o Comisiones delegadas de los 
mismos, como aquéllos gestionados indirectamente, a través de una Fundación u otra 
entidad creada al efecto, siempre y cuando dichas dotaciones se enmarquen dentro del 
conjunto de actuaciones prioritarias que, con carácter previo y general, hayan acordado 
dichas entidades y el Principado de Asturias, a través de la Consejería competente en 
materia de hacienda.

La deducción podrá ser aplicada por la entidad central de la que formen parte las Cajas 
de Ahorro y las Cooperativas de Crédito o por la entidad bancaria a través de la cual las 
Cajas de Ahorro realicen de forma indirecta su actividad financiera, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 5 del Real Decreto-ley 11/2010, de 9 de julio, sobre órganos de 
gobierno y otros aspectos del régimen jurídico de las Cajas de Ahorro.

b) Aquellas inversiones o cantidades destinadas a fines que siendo de interés regional 
para el Principado de Asturias se concierten y aprueben con la Consejería competente en 
materia de hacienda. Podrán incluirse a estos efectos las participaciones en empresas 
institucionales de desarrollo participadas por el sector público autonómico.

c) Un dos por ciento sobre la financiación otorgada al Principado de Asturias, sus 
organismos autónomos y entes públicos.

d) Un dos por ciento del importe de los créditos y préstamos destinados en el ejercicio a 
la financiación de iniciativas empresariales de sociedades no financieras y trabajadores 
autónomos en el Principado de Asturias, siempre que incrementen el saldo vivo en el 
ejercicio respecto del anterior.
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e) Un dos por ciento de la financiación de proyectos de colaboración público-privada 
realizados en el Principado de Asturias.

A los efectos de las deducciones referidas en este artículo, se entenderán efectivamente 
invertidas aquellas cantidades que supongan gastos reales para la entidad que pretenda 
aplicar la deducción, sin que puedan serlo las transferencias a otras entidades de ella 
dependientes, salvo que éstas, a su vez, realicen el gasto real en el ejercicio 
correspondiente.

No obstante lo anterior, en el caso de inversiones de carácter plurianual o que se 
trasladen a ejercicios futuros, se podrá, con la debida justificación, optar por deducir la 
cantidad efectivamente invertida en los períodos impositivos correspondientes o bien en el 
primer período impositivo el importe total comprometido o contratado, siempre que en los 
dos años siguientes se ejecuten tales inversiones. En este último caso, se practicará 
liquidación caucional por el importe total que hubiera debido girarse de no mediar el 
beneficio fiscal aplicado, deducidas las cantidades efectivamente invertidas en el primer 
ejercicio impositivo.

De no ejecutarse las inversiones, se procederá a la exacción del impuesto no pagado 
con los intereses de demora correspondientes, y sin perjuicio de la imposición de las 
sanciones que, en su caso, pudieran proceder.

Artículo 61.  Cuota líquida.

La cuota líquida será el resultado de aplicar a la cuota íntegra las deducciones 
establecidas en los dos artículos anteriores. La suma de las deducciones previstas en las 
letras b), d) y e) anteriores tendrá como límite el cincuenta por ciento del importe de la cuota 
íntegra. Como resultado de la aplicación de las deducciones generales y específicas 
establecidas en los artículos 59 y 60 la cuota líquida no podrá presentar un valor menor a 
cero euros. En los supuestos en que no sean aplicables las deducciones, la cuota líquida 
será igual a la cuota íntegra.

Artículo 62.  Cuota diferencial.

La cuota diferencial se obtendrá como resultado de deducir de la cuota líquida los pagos 
a cuenta realizados. Cuando la cuota diferencial arroje un valor positivo, formará parte 
íntegramente de la cuota tributaria resultante de la autoliquidación. Si su valor es negativo, 
se compensará en la forma que establece el artículo 66.

Artículo 63.  Cuota tributaria.

La cuota tributaria resultante de la autoliquidación se obtendrá como resultado de 
adicionar a la cuota diferencial el pago a cuenta correspondiente al ejercicio en curso. Si el 
resultado es negativo, dará derecho a la devolución en la forma que establece el artículo 66.

Artículo 64.  Liquidación del impuesto.

1. Los sujetos pasivos deberán determinar e ingresar la deuda tributaria mediante 
el sistema de declaración-autoliquidación en el mes de julio de cada ejercicio mediante el 
modelo aprobado por resolución del titular de la Consejería competente en materia tributaria.

2. Las entidades sujetas a este impuesto deberán, al presentar la autoliquidación del 
impuesto, aportar una única certificación comprensiva del saldo final de cada trimestre 
natural de las cuentas a que se refiere el artículo 56, desglosada y referida a todas las 
sucursales radicadas en el ámbito de aplicación del impuesto, así como, en su caso, a la 
sede central cuando ésta se encuentre efectivamente radicada en el territorio del Principado 
de Asturias.

Artículo 65.  Obligación de realizar un pago a cuenta.

1. Los sujetos pasivos están obligados a realizar un pago a cuenta del impuesto en el 
mes de julio de cada ejercicio, correspondiente al período impositivo en curso.

2. El importe del pago a cuenta se obtendrá multiplicando por 0,0015 la base imponible 
correspondiente al ejercicio anterior, determinada conforme al artículo 56. A estos efectos, 
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en el primer período impositivo el importe del pago a cuenta se obtendrá determinando la 
base imponible que hubiera correspondido al ejercicio anterior.

Artículo 66.  Compensación y devolución de cuotas.

1. El saldo favorable al sujeto pasivo como consecuencia de una cuota diferencial 
negativa se compensará con el importe del pago a cuenta correspondiente al período 
impositivo en curso.

2. Si el resultado de la compensación anterior resultara favorable al sujeto pasivo, éste lo 
hará constar en la declaración-liquidación, debiendo la Administración tributaria devolver el 
exceso, sin perjuicio de la práctica de las ulteriores liquidaciones, provisionales o definitivas, 
que procedan.

3. Transcurrido el plazo de seis meses siguientes al término del plazo para la 
presentación del impuesto sin haberse ordenado el pago de la devolución por causa no 
imputable al solicitante, se aplicará a la cantidad pendiente de devolución el interés de 
demora en la cuantía y forma previstas en los artículos 26.6 y 31 de la LGT.

4. El procedimiento de devolución será el previsto en los artículos 124 a 127, ambos 
inclusive, de la LGT y en su normativa de desarrollo.

Artículo 67.  Gestión e inspección del impuesto.

La gestión, recaudación, e inspección del impuesto corresponde al Ente Público de 
Servicios Tributarios del Principado de Asturias.

Artículo 68.  Deberes de colaboración e información.

1. Los sujetos pasivos del impuesto están obligados a colaborar con el Principado de 
Asturias, debiendo proporcionar al Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de 
Asturias la información relativa a la cifra de sus operaciones realizadas gravadas con este 
impuesto, y aquéllos otros que sean necesarios para la gestión e inspección del presente 
tributo.

2. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en este artículo no podrá 
ampararse en el secreto bancario.

CAPÍTULO VI

Impuesto sobre las afecciones ambientales del uso del agua

Sección 1.ª Naturaleza y hecho imponible

Artículo 69.  Naturaleza y objeto del impuesto.

1. El impuesto sobre las afecciones ambientales del uso del agua es un impuesto de 
carácter extrafiscal, aplicable en todo el territorio del Principado de Asturias, que grava el 
consumo del agua con el fin de potenciar un uso racional y eficiente del agua y obtener 
recursos con los que preservar, proteger, mejorar y restaurar el medio hídrico.

2. El impuesto es compatible con cualquier otra exacción que pueda recaer sobre el 
agua, siempre que no grave el mismo hecho imponible.

Artículo 70.  Afectación de los ingresos del impuesto.

1. La recaudación del impuesto quedará afectada íntegramente a la financiación de:

a) Gastos de explotación, mantenimiento y gestión de las obras e instalaciones de 
depuración de aguas residuales definidas en la Ley del Principado de Asturias 1/1994, de 21 
de febrero, sobre Abastecimiento y Saneamiento de Aguas, o consideradas en los planes 
directores como de interés regional.

b) Gastos de inversión en las obras e instalaciones referidas en la letra anterior.
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2. El pago de intereses y la amortización de créditos para la financiación de las 
inversiones a que se refiere la letra b) del apartado anterior podrán garantizarse a cargo de 
la recaudación que se obtenga con el impuesto.

3. En caso de sobrante de recaudación, una vez cubiertas las necesidades establecidas 
en el apartado primero, dicho exceso podrá destinarse a financiar los costes de explotación, 
mantenimiento y conservación, así como los gastos de inversión de obras e instalaciones de 
depuración no consideradas de interés regional, promovidas por el Principado de Asturias o 
por las entidades locales.

Artículo 71.  Definiciones.

1. A los efectos previstos en este capítulo, se entenderán por usos domésticos los 
consumos de agua realizados en viviendas que den lugar a aguas residuales generadas 
principalmente por el metabolismo humano y por las actividades domésticas.

2. A los mismos efectos, se considerarán usos industriales los consumos y usos no 
consuntivos de agua realizados para efectuar cualquier actividad comercial o industrial.

3. Se considerarán usos agrícolas y ganaderos los consumos y usos no consuntivos de 
agua realizados para efectuar las actividades agrícolas y ganaderas en los términos 
establecidos en la clasificación nacional de actividades económicas.

Artículo 72.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible del impuesto cualquier uso potencial o real del agua de 
toda procedencia, por razón de la afección que pueda producir al medio ambiente su vertido 
directo o a través de las redes de alcantarillado. En el hecho imponible quedan 
expresamente incluidas:

a) Las captaciones de agua para su uso en procesos industriales, aunque no tengan 
carácter consuntivo o lo tengan parcialmente.

b) El consumo de agua suministrada al usuario por las entidades suministradoras 
reguladas en el artículo 75.2 de este texto refundido.

c) El consumo de agua procedente de captaciones de aguas superficiales, subterráneas, 
pluviales, marinas o de cualquier otra procedencia efectuadas directamente por los propios 
usuarios.

d) Cualquier consumo o utilización de agua, independientemente de su procedencia o 
fuente de suministro, esté asociado o no a un uso productivo, sea o no medido mediante 
contadores homologados y sea o no facturado.

Artículo 73.  Supuestos de no sujeción.

No están sujetos a este impuesto los consumos correspondientes a los siguientes usos:

a) La utilización del agua que hagan las entidades públicas para la alimentación de 
fuentes públicas, bocas de riego de espacios públicos, de extinción de incendios y los 
ordenados por las autoridades públicas en situaciones de extrema necesidad o de 
catástrofe, con los límites y condiciones establecidas reglamentariamente.

b) El suministro en alta a otros servicios públicos de distribución de agua potable.

Artículo 74.  Exenciones.

1. Disfrutarán de exención del impuesto los consumos correspondientes a los siguientes 
usos:

a) La utilización de agua para regadío que hagan los agricultores inscritos en el Registro 
de explotaciones agrarias.

b) La utilización de agua que hagan los ganaderos inscritos en el Registro general de 
explotaciones ganaderas.

c) La utilización de agua consumida por los centros ictiogénicos e ictiológicos definidos 
en el artículo 31 de la Ley del Principado de Asturias 6/2002, de 18 de junio, sobre 
protección de los sistemas acuáticos y de regulación de la pesca en aguas continentales.
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d) Los usos domésticos cuyo vertido posterior no pueda realizarse a través de redes 
públicas de alcantarillado.

Se entenderá que el vertido puede realizarse a través de redes públicas de alcantarillado 
a los efectos de la presente exención cuando concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:

1.ª Que la vivienda esté situada en suelo clasificado como urbano o en núcleos rurales 
de acuerdo con el planeamiento urbanístico vigente siempre que dispongan de 
infraestructuras públicas de saneamiento ya ejecutadas y en funcionamiento. Cuando 
existan circunstancias técnicas que impidan la conexión a las redes públicas de 
saneamiento, deberán acreditarse mediante la presentación del correspondiente informe 
municipal que podrá ser solicitado por cualquier interesado sin coste alguno para el mismo 
en los términos que se definan reglamentariamente.

2.ª Que, tratándose de viviendas aisladas, existan a una distancia no superior de 100 
metros de la vivienda, redes de alcantarillado o infraestructuras públicas de saneamiento ya 
ejecutadas y en funcionamiento. Cuando existan circunstancias técnicas que impidan la 
conexión a las redes públicas de saneamiento ubicadas a una distancia no superior a 100 
metros, deberán acreditarse mediante la presentación del correspondiente informe municipal 
que podrá ser solicitado por cualquier interesado sin coste alguno para el mismo en los 
términos que se definan reglamentariamente.

2. Las exenciones previstas en las letras a), b) y c) del apartado anterior se aplicarán de 
oficio. A tal fin, se utilizará la información de que disponga el Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias. A estos efectos, la Consejería de la que dependan los 
Registros a que se refiere el apartado 1 deberá remitir al citado Ente Público, en el ejercicio 
previo al devengo, una certificación acreditativa de los titulares de las explotaciones 
agrícolas o ganaderas que figuran en situación de alta en el correspondiente Registro.

3. La exención prevista en la letra d) se aplicará de oficio cuando el ayuntamiento en 
donde se ubique el inmueble haya remitido al Ente Público de Servicios Tributarios del 
Principado de Asturias, en el ejercicio previo al del devengo, una certificación acreditativa de 
las zonas de cada concejo susceptibles de resultar exentas por carecer de alcantarillado y 
de posibilidad de conexión al mismo. Ante la inactividad del ayuntamiento, el sujeto pasivo 
podrá solicitar la exención acreditando la concurrencia de los requisitos previstos en la citada 
letra.

Artículo 75.  Sujeto pasivo.

1. Son sujetos pasivos del impuesto, en concepto de contribuyentes, las personas físicas 
o jurídicas, así como las entidades sin personalidad jurídica a las que se refiere el artículo 
35.4 de la LGT, que utilicen agua tanto si ésta es suministrada por una entidad gestora del 
servicio como si se refiere al abastecimiento que por medios propios o concesionales y por sí 
mismo realice el usuario mediante captaciones de aguas superficiales o subterráneas.

2. En el supuesto de abastecimiento de agua por entidades suministradoras, éstas 
tendrán la consideración de sujetos pasivos como sustitutos del contribuyente.

A los efectos previstos en este impuesto, se considerarán entidades suministradoras 
toda persona física o jurídica de cualquier naturaleza que, mediante redes o instalaciones de 
titularidad pública o privada, realicen un abastecimiento en baja de agua, se ampare o no 
esta actividad en un título de prestación de servicio.

Sección 2.ª Base imponible

Subsección 1.ª Base imponible en función del uso de agua

Artículo 76.  Base imponible.

1. Constituye la base imponible del impuesto, con carácter general, el volumen de agua 
usado, consumido o estimado, expresado en metros cúbicos.

2. En las captaciones superficiales o subterráneas se presumirá el uso del agua:
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a) Por la mera existencia de autorización o concesión administrativa de 
aprovechamiento.

b) Por la existencia de instalaciones que permitan la captación, caso de no existir 
autorización previa.

Artículo 77.  Determinación del uso de agua.

1. Para la determinación del uso de agua en el caso de suministros a través de redes 
generales, deberá procederse a la instalación de contadores u otros mecanismos de medida 
directa del volumen real de agua efectivamente usado. Tales contadores o mecanismos de 
medición deberán ser admitidos como válidos por la Administración competente en los 
términos y plazos que se establezcan reglamentariamente.

2. En tanto en cuanto no se proceda a la instalación de los dispositivos de medición 
indicados en el apartado anterior, el uso estimado se evaluará de la siguiente forma, sin 
perjuicio de las facultades de comprobación por parte del Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias:

a) Para los usuarios domésticos se estimará un consumo por abonado a efectos del 
impuesto de 8 m³/mes.

b) Para el resto de usuarios, se estimará un consumo por abonado a efectos del 
impuesto de 20 m³/mes.

3. En los casos en los que el suministro de agua se efectúe y facture a comunidades de 
propietarios, cooperativas agrarias, comunidades de usuarios u otras entidades similares 
formadas por una pluralidad de propietarios de diversas viviendas o establecimientos 
careciendo éstos de dispositivos de medición, tendrán la condición de abonados a efectos 
del cómputo del consumo por abonado cada una de las viviendas o establecimientos que la 
integren, además de la propia comunidad o entidad si ésta dispone de al menos un punto de 
suministro.

4. En los suministros a través de redes generales, cuando puntualmente se produzcan 
incidencias técnicas relacionadas con el funcionamiento o medición de los contadores, se 
aplicará lo establecido en las ordenanzas municipales del ayuntamiento correspondiente a 
efectos de liquidación del impuesto.

Artículo 78.  Determinación de la base imponible.

1. La base imponible en los casos de abastecimiento a través de redes generales será 
coincidente con el volumen de los suministros medidos por contador u otros mecanismos de 
medición admitidos como válidos por la Administración competente en los términos y plazos 
que se establezcan reglamentariamente, de acuerdo con lo previsto en cada contrato de 
suministro.

2. En los supuestos de captaciones subterráneas para usos domésticos e industriales 
que no tengan en funcionamiento dispositivos de aforo directo de caudales de suministro, el 
consumo mensual a efectos de la aplicación del impuesto quedará determinado por la 
cantidad que resulte de dividir entre doce el total otorgado en la autorización o concesión 
administrativa del aprovechamiento. En el caso de que la autorización o concesión 
administrativa no señale el volumen total autorizado, el consumo mensual se estimará en 
función de la potencia nominal del grupo elevador mediante la fórmula que se describe en el 
anexo I de este texto refundido.

3. En los supuestos de captaciones superficiales para usos domésticos e industriales 
cuyo consumo no esté o no pueda ser medido por contador, el consumo mensual será 
equivalente al resultado de dividir entre doce el volumen en metros cúbicos correspondiente 
al máximo anual fijado en la referida autorización o concesión.

4. En el caso de recogida de aguas pluviales para usos domésticos e industriales el 
consumo mensual será equivalente al resultado de dividir entre doce el volumen en metros 
cúbicos correspondiente al doble del volumen de los depósitos de recogida.

5. La base imponible en el caso de suministros para usos domésticos e industriales 
mediante contrato de aforo y cuando no pueda ser medido el volumen de agua utilizada en el 
período considerado, se evaluará aplicando la fórmula que se describe en el anexo II de este 
texto refundido.
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6. En los supuestos contemplados en los apartados 2 y 3 del presente artículo podrá 
exigirse, mediante resolución individual motivada, la instalación de dispositivos de 
aforamiento continuo del caudal a efectos de determinar la base imponible, sobre la base de 
la existencia de disparidad manifiesta entre el resultado del consumo obtenido de acuerdo 
con el máximo fijado en la correspondiente autorización o concesión y el que 
razonablemente quepa imputar al tipo de actividad desarrollada por el sujeto pasivo.

Artículo 79.  Diferencias entre caudal consumido y el vertido en usos industriales.

1. En el supuesto de procesos industriales que realicen consumos anuales superiores a 
22.000 metros cúbicos de agua que impliquen la incorporación ostensible de agua a los 
productos fabricados o la existencia de una evaporación importante, la base imponible se 
determinará en función del volumen de agua efectivamente vertido, siempre que la diferencia 
entre el consumo anual y el caudal vertido sea superior al cuarenta por ciento del consumo 
anual.

2. La aplicación de este sistema deberá solicitarse por los sujetos pasivos en la forma y 
plazos que reglamentariamente se establezcan. A tal efecto, los sujetos pasivos quedan 
obligados, por sí y a su cargo, a la adecuación de los desagües y a la instalación y 
mantenimiento de los dispositivos de medida del caudal vertido, tanto para valorar la solicitud 
como, caso de resolución favorable, para la medición futura de los vertidos.

Subsección 2.ª Base imponible en función de la carga contaminante

Artículo 80.  Base imponible.

1. En el caso de usos industriales que supongan la realización de vertidos con cargas 
contaminantes específicas, constituye la base imponible la contaminación efectivamente 
producida o estimada, expresada en metros cúbicos de agua vertida.

2. Podrán solicitar la determinación de la base imponible en función de la carga 
contaminante los sujetos pasivos que realicen las siguientes actividades:

a) Las actividades industriales con un consumo anual inferior a 22.000 metros cúbicos en 
cuya autorización de vertido se establezca la existencia de instalaciones propias de 
tratamiento de las aguas residuales.

b) Las actividades industriales con un consumo anual igual o superior a 22.000 metros 
cúbicos que cuenten con autorización de vertido en vigor.

3. El Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias podrá exigir de 
oficio la determinación de la base imponible en función de la carga contaminante, cuando la 
cuota tributaria así determinada supere a la que se obtendría por aplicación del régimen 
general en función del consumo de agua.

4. El Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias podrá revisar de 
oficio los valores utilizados para la determinación del tipo de gravamen que se hayan 
establecido por medición directa de la carga contaminante, en su totalidad o en parte, a la 
vista de los resultados analíticos correspondientes a los planes de vigilancia de los vertidos 
autorizados o a la labor de inspección ambiental de la Administración. Igualmente, serán 
revisables por esta vía los volúmenes de vertido declarados.

Artículo 81.  Determinación de la base imponible.

1. La base imponible se determinará, en el caso de usos industriales que supongan la 
realización de vertidos con cargas contaminantes específicas, en general, mediante la 
medición directa de la contaminación basada en el análisis de una o varias muestras. Dicha 
medición se llevará a cabo por la Junta de Saneamiento de oficio, previa autorización del 
Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias, o a petición de los sujetos 
pasivos siempre que éstos aporten la documentación correspondiente a la toma de muestras 
y sus análisis realizados por entidades externas debidamente acreditadas.

A tal efecto, los sujetos pasivos quedan obligados, por sí y a su cargo, a instalar y 
mantener dispositivos de aforamiento continuo del caudal vertido que permitan la toma de 
muestras y la instalación de los instrumentos que sean precisos, tanto para valorar la 
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solicitud como, caso de resolución favorable, para la medición futura de los vertidos y de la 
carga contaminante.

2. Los gastos generados por la implantación de sistemas de medida, toma de muestras y 
análisis correspondientes a las mediciones para la determinación del agua vertida y la 
contaminación efectivamente producida serán por cuenta de los sujetos pasivos afectados.

No obstante, en los supuestos en que la Junta de Saneamiento actúe de oficio, ésta se 
hará cargo de los gastos ocasionados por la toma y análisis de muestras cuando exista 
diferencia positiva entre el último tipo de gravamen aplicable al sujeto pasivo y el que resulte 
tras la realización de los nuevos análisis.

3. Reglamentariamente se determinarán la forma, requisitos y plazos que deben reunir 
las solicitudes, así como los métodos de toma y análisis de muestras. De igual forma, podrán 
establecerse períodos máximos o mínimos de permanencia del resultado de los análisis 
efectuados y de la periodicidad con que puedan éstos efectuarse en los supuestos en que 
proceda esta forma de determinación de la base imponible.

4. Cuando el Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias no 
disponga de información sobre la medición directa de la carga contaminante, tanto la base 
imponible como la cuota fija y el tipo de gravamen correspondientes podrán determinarse en 
razón de:

a) Los vertidos producidos por grupos de actividades o establecimientos similares en 
función del consumo de materias primas o de la producción de fabricados de cada 
instalación industrial.

b) Los datos que figuren en la autorización de vertido o los reflejados en la 
documentación técnica de la actividad industrial contenida en los correspondientes 
expedientes administrativos.

Sección 3.ª Devengo y cuota tributaria

Artículo 82.  Devengo.

1. El impuesto se devengará, con carácter general, en el momento de producirse el 
suministro de agua a través de las redes generales.

2. En las captaciones propias, el devengo se producirá en el momento del uso de agua, 
ya sea real o estimado, en los términos previstos en el artículo 78 de este texto refundido.

Artículo 83.  Cuota tributaria.

1. La cuota tributaria estará compuesta por una parte fija más otra variable en función del 
uso o de la carga contaminante del vertido.

2. En aquellos casos en que un contribuyente lleve a cabo diversos tipos de consumo y 
no tenga instalados mecanismos de aforo que permitan determinar claramente la base 
imponible correspondiente a cada uso, se aplicarán la cuota fija y la cuota variable más 
elevadas de entre las que correspondan a cada uno de los tipos de uso.

Artículo 84.  Determinación de la cuota tributaria para usos domésticos.

1. La cuota tributaria para los usos domésticos será la que resulte de agregar:

a) Una cuota fija de 3 euros por abonado y mes. No obstante, en los supuestos en los 
que el suministro de agua se efectúe y facture a comunidades de propietarios, cooperativas 
agrarias, comunidades de usuarios u otras entidades similares formadas por una pluralidad 
de propietarios de diversas viviendas o establecimientos, tendrán la condición de abonados 
a efectos de la determinación de la cuota fija cada una de las viviendas o establecimientos 
que la integren, además de la propia comunidad o entidad si ésta dispone de al menos un 
punto de suministro.

b) Una cuota variable que será la resultante de aplicar la siguiente tarifa proporcional 
sobre la base imponible que corresponda en cada caso en los términos que establecen los 
artículos 76, 77 y 78 de este texto refundido.
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Consumo mensual
(m3/mes)

Tipo de gravamen
(€/m3)

Hasta 15,000 0,3993

Entre 15,001 y 25,000 0,4792

Más de 25,000 0,5590

2. En los supuestos en los que el suministro de agua se efectúe y facture a comunidades 
de propietarios, cooperativas agrarias, comunidades de usuarios u otras entidades similares 
formadas por una pluralidad de propietarios de diversas viviendas o establecimientos, a 
efectos de la determinación del tipo de gravamen aplicable se tendrá en cuenta el consumo 
mensual que resulte de dividir el total suministrado mensualmente a la comunidad o entidad 
entre el número de viviendas o establecimientos que la integren, además de la propia 
comunidad si esta dispone de, al menos, un punto de suministro.

Artículo 85.  Cuota fija para usos industriales.

1. La cuota fija para los usos industriales será la resultante de aplicar el siguiente baremo 
en función del volumen anual consumido:

Consumo anual
(m3/año)

Cuota fija
(€/mes)

Hasta 200,000 5

De 200,001 a 500,000 10

De 500,001 a 1.000,000 20

De 1.000,001 a 5.000,000 40

De 5.000,001 a 22.000,000 80

De 22.000,001 a 100.000,000 160

De 100.000,001 a 500.000,000 320

De 500.000,001 a 1.000.000,000 640

A partir de 1.000.000,000 1.280

A efectos de determinación de la cuota fija se tomará el consumo anual correspondiente 
al ejercicio inmediatamente anterior a aquél que se liquide.

2. En los supuestos en los que el suministro de agua se efectúe y facture a comunidades 
de propietarios, cooperativas agrarias, comunidades de usuarios u otras entidades similares 
formadas por una pluralidad de establecimientos, tendrán la condición de abonados a 
efectos de la determinación de la cuota fija cada uno de los establecimientos que la integren, 
además de la propia comunidad o entidad si ésta dispone de, al menos, un punto de 
suministro.

3. En el ejercicio de puesta en funcionamiento de nuevas instalaciones industriales se 
aplicará la cuota fija correspondiente a un consumo de hasta 200 metros cúbicos. En el 
siguiente ejercicio, para la determinación del consumo anual, se tomará el resultante de 
multiplicar por doce el consumo mensual medio registrado en los meses de funcionamiento 
de la actividad.

No obstante, en el caso de nuevas actividades industriales que deban contar con 
autorización de vertido de aguas residuales, tanto por estar comprendidas en los supuestos 
establecidos en la disposición transitoria primera de la Ley del Principado de Asturias 
5/2002, de 3 de junio, sobre vertidos de aguas residuales industriales a los sistemas públicos 
de saneamiento, como por realizar el vertido de sus aguas residuales al dominio público 
hidráulico o al dominio público marítimo-terrestre, para la determinación de la cuota fija en el 
primer año natural de funcionamiento se considerará un consumo anual igual al volumen 
anual de vertido autorizado.

4. En el caso de contribuyentes que se acojan al régimen especial de carga 
contaminante, cuando tengan autorizado más de un vertido, para la determinación de la 
cuota fija correspondiente se tendrá en cuenta la suma de los consumos correspondientes.
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Artículo 86.  Cuota variable en función del uso de agua para usos industriales.

Sin perjuicio de lo establecido en los artículos siguientes, la cuota variable para los usos 
industriales será la resultante de aplicar un tipo de gravamen de 0,5990 euros/m³ sobre la 
base imponible que corresponda en cada caso en los términos que establecen los artículos 
76, 77, 78 y 79 de este texto refundido.

Artículo 87.  Cuota variable reducida aplicable a determinados usos.

La cuota variable será la resultante de aplicar un tipo de gravamen de 0,00006 euros/m³ 
sobre la base imponible que corresponda en cada caso en los términos que establecen los 
artículos 76, 77 y 78 de este texto refundido, en los siguientes supuestos:

a) En el caso de vertidos de aguas de refrigeración al dominio público hidráulico o al 
dominio marítimo terrestre, en los que la calidad de las aguas vertidas no sea inferior a la de 
las aguas captadas, con excepción del incremento térmico.

b) En los vertidos de instalaciones de acuicultura y de las aguas de drenaje de mina al 
dominio público hidráulico o al dominio público marítimo-terrestre, siempre que se cumpla 
con las condiciones establecidas en la correspondiente autorización de vertido.

c) En las aguas utilizadas para la producción de energía hidroeléctrica o fuerza motriz.
d) En las aguas para riego de instalaciones deportivas con suministro independiente.

Artículo 88.  Cuota variable en función de la carga contaminante.

En los supuestos contemplados en los artículos 80 y 81, la cuota variable será la que 
resulte de aplicar un tipo de gravamen que se establecerá individualmente para cada 
contribuyente aplicando la fórmula polinómica que se describe en el anexo III de este texto 
refundido.

Sección 4.ª Gestión del impuesto

Artículo 89.  Gestión del impuesto.

1. La gestión, liquidación, inspección, recaudación y revisión del impuesto, así como la 
potestad sancionadora en el ámbito tributario, corresponden al Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias.

2. En desarrollo de las citadas funciones, el Ente Público podrá solicitar a la Junta de 
Saneamiento informes técnicos cuando la complejidad de los asuntos a tratar así lo requiera.

Artículo 90.  Repercusión por entidades suministradoras.

1. En los supuestos de abastecimiento por entidades suministradoras, éstas quedarán 
obligadas a cobrar de los usuarios el impuesto mediante su repercusión en la factura, 
debiendo cumplir con las obligaciones formales y materiales que este texto refundido y sus 
normas de desarrollo les imponen.

2. La repercusión habrá de hacerse constar de manera diferenciada en la factura o 
recibo que emita la entidad suministradora, en los que, como mínimo, deberán indicarse la 
base imponible, la cuota fija y la cuota variable correspondientes con indicación del tipo de 
gravamen.

3. Las entidades suministradoras quedan obligadas al pago de las cantidades 
correspondientes al impuesto que no hayan repercutido a sus abonados o que, habiéndolo 
repercutido y percibido, no hayan declarado e ingresado, todo ello sin perjuicio de la sanción 
que pudiera corresponder.

4. Las entidades suministradoras no quedan obligadas al cumplimiento de las 
obligaciones materiales que el presente texto refundido les impone respecto a los importes 
repercutidos en sus abonados y no satisfechos por éstos.

5. En los supuestos de exención, el sustituto del contribuyente quedará exonerado de la 
obligación de repercutir a aquellos usuarios que resulten exentos. El Ente Público de 
Servicios Tributarios del Principado de Asturias comunicará a los sustitutos de los 
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contribuyentes las exenciones particulares concedidas, que tendrán efecto a partir de la 
siguiente facturación que proceda efectuar tras la notificación.

Artículo 91.  Procedimiento recaudatorio y autoliquidaciones a cargo de entidades 
suministradoras.

1. En los supuestos de abastecimiento de agua a través de entidades suministradoras, la 
obligación de pago por parte del contribuyente coincidirá con los plazos de liquidación e 
ingreso que corresponda a las tasas de suministro de agua, efectuándose la facturación y 
recaudación del impuesto por las entidades suministradoras. Podrá fijarse 
reglamentariamente en estos casos un premio de cobranza y por confección de recibos.

2. Vendrá referido al impuesto el acto de aprobación del documento que faculta para el 
cobro de los derechos derivados del servicio de abastecimiento de agua y el anuncio de 
cobranza. La notificación para el ingreso del impuesto en período voluntario podrá llevarse a 
cabo mediante notificación colectiva en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias».

3. Las entidades suministradoras procederán a ingresar a favor de la Junta de 
Saneamiento, mediante autoliquidación, las cantidades percibidas por el impuesto en la 
forma y los plazos que reglamentariamente se establezcan.

Estas entidades, en la forma y cuantía que reglamentariamente se establezcan y en todo 
caso con separación de otros conceptos, podrán detraer de las autoliquidaciones que deban 
realizar los importes correspondientes a los conceptos de premio de cobranza y por 
confección de recibos.

4. En los supuestos en los que las entidades suministradoras no facturen total o 
parcialmente las tasas de suministro de agua a los abonados, si en el mes de abril siguiente 
al ejercicio de devengo no se hubiera procedido a autoliquidar el impuesto, el Ente Público 
de Servicios Tributarios del Principado de Asturias podrá de oficio liquidar el impuesto a la 
entidad suministradora de acuerdo con la información censal que está obligada a 
suministrar.

En el caso de que el censo no se encuentre disponible, la liquidación se realizará en 
base al suministro en alta o captación realizada por la entidad suministradora. No obstante, 
cuando la ausencia de facturación sea parcial y no esté disponible el censo, la cuota que 
resulte a partir del suministro en alta o captaciones propias se prorrateará en función del 
número de habitantes afectados.

Artículo 92.  Autoliquidación del impuesto en supuestos de abastecimiento por medios 
propios o en aplicación del régimen de carga contaminante.

En los casos de abastecimiento de agua por medios propios o de determinación de base 
por carga contaminante, la obligación de pago se realizará mediante autoliquidación en la 
forma y plazos que se establezcan reglamentariamente.

Artículo 93.  Obligaciones formales.

1. Las entidades suministradoras deberán remitir anualmente al Ente Público de 
Servicios Tributarios del Principado de Asturias un listado detallado de contribuyentes en el 
que figure para cada abonado el consumo o vertido realizado, dirección de suministro, el tipo 
de uso, cuota fija, la cuota variable y la cuota resultante, así como, en su caso, la condición 
de sujetos exentos. Esta información deberá remitirse en el mes de marzo de cada año con 
respecto al ejercicio previo utilizando el modelo oficial aprobado reglamentariamente.

2. Los ayuntamientos deberán remitir anualmente al Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias un listado con las zonas no urbanas que carecen de 
toda posibilidad de conexión a una red de alcantarillado o saneamiento en los términos 
definidos en el artículo 74.1.d) del presente texto refundido.
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TÍTULO II

Normas comunes

Artículo 94.  Régimen jurídico.

La gestión, liquidación, inspección, recaudación y revisión de estos impuestos se 
efectuarán con arreglo a lo dispuesto en este texto refundido, en sus normas de desarrollo, y 
en la LGT.

Artículo 95.  Impugnación y revisión de actos.

1. La revisión en vía administrativa de los actos y actuaciones de aplicación de los 
tributos y demás ingresos de Derecho público y de imposición de sanciones tributarias 
dictados por los órganos del Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias 
se ajustará a lo establecido en el Título V de la LGT y demás normativa de aplicación.

La resolución de las reclamaciones económico-administrativas en materias de su 
competencia corresponderá al órgano económico-administrativo de la Comunidad 
Autónoma.

La resolución del procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho regulado en 
el artículo 217 de la LGT corresponderá a la Consejería competente en materia tributaria.

La resolución de los demás procedimientos de revisión previstos en el Título V de la LGT 
corresponderá al Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias y se 
ejercerá por los órganos que se determinen en sus normas de organización interna.

Los actos que, en el ejercicio de sus funciones sujetas al ordenamiento jurídico público, 
pudiera dictar el Presidente del Ente Público de Servicios Tributarios agotarán la vía 
administrativa.

2. No obstante lo anterior, en lo que afecta al impuesto sobre afecciones ambientales del 
uso del agua respecto al suministro a través de entidades suministradoras, cuando la 
reclamación tenga origen en incidencias técnicas relacionadas con el funcionamiento o 
medición de los contadores o en variaciones en la titularidad del suministro de agua, la cuota 
del impuesto se ajustará de manera automática en idéntico sentido al que resulte de 
aplicación a las tasas de agua, en virtud de la resolución dictada por el organismo 
competente para resolver la incidencia planteada.

Artículo 96.  Prescripción.

El régimen de prescripción de los impuestos será el establecido en la LGT y sus normas 
de desarrollo.

Artículo 97.  Infracciones y sanciones.

1. Las infracciones tributarias serán calificadas y sancionadas de acuerdo con lo 
dispuesto en la LGT.

2. La falta de instalación de dispositivos de aforamiento continuo del caudal para el 
cálculo de la base imponible del impuesto sobre las afecciones ambientales del uso del 
agua, en los supuestos que sea exigible de acuerdo con este texto refundido o su normativa 
de desarrollo, constituirá infracción leve y se le aplicará una sanción de multa de 300 a 1.800 
euros.

Disposición adicional primera.  Referencias normativas.

Se entenderán efectuadas al impuesto sobre las afecciones ambientales al uso del agua 
cuantas referencias contiene la Ley del Principado de Asturias 1/1994, de 21 de febrero, 
sobre abastecimiento y saneamiento de aguas, al canon de saneamiento.
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Disposición adicional segunda.  Exenciones del canon de saneamiento.

Las exenciones concedidas al amparo de las letras a) y b) del artículo 11 de la Ley del 
Principado de Asturias 1/1994, de 21 de febrero, mantendrán sus plenos efectos.

Disposición adicional tercera.  Recargo sobre el impuesto de actividades económicas.

El recargo sobre las cuotas mínimas del impuesto sobre actividades económicas 
establecido por la Ley del Principado de Asturias 9/1991, de 30 de diciembre, será el 
establecido en la Ley 4/1997, de 18 de diciembre, sobre fijación en el treinta y tres por ciento 
del recargo sobre las cuotas mínimas del impuesto sobre actividades económicas.

Disposición transitoria.  Aplicación transitoria del desarrollo reglamentario del canon de 
saneamiento.

Mientras no se dicten las normas de desarrollo del impuesto sobre las afecciones 
ambientales del uso del agua, resultarán de aplicación las normas de desarrollo del canon de 
saneamiento, y en particular, lo previsto en el Título II del Reglamento para el Desarrollo de 
la Ley del Principado de Asturias 1/1994, de 21 de febrero, sobre abastecimiento y 
saneamiento de aguas, aprobado por Decreto 19/1998, de 23 de abril.

Disposición final primera.  Habilitación a la Ley de Presupuestos Generales del Principado 
de Asturias.

La Ley de Presupuestos Generales del Principado de Asturias podrá modificar el tipo de 
gravamen del impuesto sobre el juego del bingo, previsto en el artículo 16, así como los 
tramos y coeficientes establecidos en los artículos 25 (base imponible corregida) y 26 (base 
liquidable), el tipo de gravamen establecido en el artículo 29, las bonificaciones establecidas 
en el artículo 31 y el porcentaje de reducción fijado en el artículo 32 (liquidación y pago) del 
impuesto sobre grandes establecimientos comerciales.

Disposición final segunda.  Habilitación al Consejo de Gobierno.

Se habilita al Consejo de Gobierno para aprobar por decreto las disposiciones 
reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta norma.

ANEXO I

Fórmula polinómica para calcular la potencia nominal del grupo elevador 
en el caso de que no se señale el volumen total autorizado

Q = [37500 . P/ (h + 20)]

Donde:

Q, es el consumo mensual facturable en metros cúbicos.
P, es la potencia nominal del grupo o grupos de elevadores expresada en kilovatios.
h, es la profundidad dinámica media del acuífero en la zona considerada, expresada en 

metros.

ANEXO II

Fórmula polinómica para calcular la base imponible en el caso de suministros 
para usos domésticos e industriales mediante contrato de aforo y cuando no 

pueda ser medido el volumen de agua utilizada en el período considerado
V = I / M

Donde:

V, es el volumen de agua estimado, expresado en metros cúbicos.
I, es el importe satisfecho como precio del agua, expresado en euros.
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M, es el precio medio ponderado según las tarifas vigentes del agua suministrada por la 
entidad en las provisiones medidas por contadores en el concejo, y correspondiente al 
mismo tipo de uso, expresado en euros por metro cúbico.

ANEXO III

Fórmula polinómica para determinar el tipo de gravamen de la cuota variable 
en función de la carga contaminante

1. El tipo de gravamen a que se refiere el artículo 88 de este texto refundido será el que 
resulte de aplicar la siguiente fórmula:

T = a + (b.SS) + (c.DQO) + (d.NTK) + (e.Pt) + (f.Cond) + (g.Δt) + (h.MP) + (i.Ecotox)

Donde:

T, es el tipo de gravamen expresado en € / m³.
SS, la concentración media del vertido en sólidos en suspensión, expresada en kg / m³.
DQO, la concentración media del vertido en demanda química de oxígeno, expresada en 

kg / m³.
NTK, la concentración media del vertido en nitrógeno total kjeldhal, expresada en kg / m³.
Pt, la concentración media del vertido en fósforo total, expresada en kg / m³. Cond, la 

conductividad media del vertido a 20º C, expresada en S / cm.
Δt, el incremento de temperatura medio del vertido, expresado en ºC.
MP, la concentración de metales pesados del vertido, expresada en unidades de metales 

pesados (UMP), calculadas según la fórmula:

UMP = 100.Cd + 2.Cu + 6. Ni + 10.Pb + 1.Zn + 120 Hg + 120 Cr

Donde:

Cd, concentración media del vertido en cadmio, expresada en mg / l.
Cu, concentración media del vertido en cobre, expresada en mg / l.
Ni, concentración media del vertido en níquel, expresada en mg / l.
Pb, concentración media del vertido en plomo, expresada en mg / l.
Zn, concentración media del vertido en zinc, expresada en mg / l.
Hg, concentración media del vertido en mercurio, expresada en mg / l.
Cr, concentración media del vertido en cromo, expresada en mg / l.

Ecotox, la ecotoxicidad media del vertido según el método fotobacterium expresada en 
equitox.

a, el coeficiente independiente de la contaminación, que indica el precio asignado 
exclusivamente al volumen vertido en función del medio receptor del mismo. El coeficiente a 
tomará los siguientes valores:

asps En caso de vertidos al sistema público de saneamiento: 0,12 € / m³.
adph En caso de vertido al dominio público hidráulico: 0,04 € / m³.

En caso de vertido al dominio público marítimo terrestre:

amtr en aguas de transición: 0,04 € / m³.
amco en aguas costeras: 0,02 € / m³.

b, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en SS. Su valor es de 
0,4673 € / kg.

c, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en DQO. Su valor es 
de 0,4154 € / kg.

d, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en NTK. Su valor es de 
2,3814 € / kg.

e, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en Pt. Su valor es de 
4,3416 € / kg.

f, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en Cond. Su valor es 
de 0,5247 €/ (S /cm) m³.
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g, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en Δt. Su valor es de 
0,0040 € / ºC m³.

h, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en MP. Su valor, 
0,0239 € / UMP m³.

i, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en Ecotox. Su valor es 
de 0,0072 €/equitox. m³.

2. En la determinación de la carga contaminante por incremento de temperatura g.Δt 
deberán aplicarse los siguientes criterios:

a) En el caso de vertidos a sistemas públicos de saneamiento el incremento de 
temperatura Δt corresponderá a la temperatura del vertido menos veinte grados centígrados, 
no pudiendo tomar nunca valores negativos.

b) En el caso de vertidos al medio, el valor del incremento de temperatura Δt 
corresponderá al aumento de temperatura de las aguas receptoras tras la zona de 
dispersión, no pudiendo tomar nunca valores negativos.

3. En la determinación de la carga contaminante por conductividad f.Cond deberán 
aplicarse los siguientes criterios:

a) En el caso de vertidos a las aguas costeras, no se aplicará el término de la 
conductividad, es decir, el coeficiente f tomará valor cero.

b) En el caso de vertidos a colectores o emisarios públicos que conduzcan las aguas 
residuales industriales a un vertido final en aguas costeras, sin que sean tratadas en una 
estación depuradora de aguas residuales pública, no se aplicará el término de la 
conductividad, es decir, el coeficiente f tomará valor cero.

c) Sin perjuicio de lo establecido en las letras a) y b) anteriores, en el caso de aguas que 
no se viertan al sistema público de saneamiento y procedan de una captación propia, el valor 
de la conductividad que se introducirá en la fórmula para la determinación del tipo de 
gravamen Cond será el del incremento de conductividad de las aguas vertidas respecto de 
las captadas. La cifra resultante no podrá en ningún caso tomar valores negativos.

4. La cuantificación de SS, DQO, NTK, Pt, Cond, Δt, MP y Ecotox se realizará mediante 
el análisis de muestras, en la misma forma y procedimiento establecidos en el artículo 81.1 
de esta norma. La resolución que deba dictarse incluirá la cuantificación de los conceptos 
mencionados.

En el caso de que el contribuyente disponga de sistemas propios de depuración de 
aguas residuales, la medición de los parámetros descritos en la fórmula se realizará para el 
efluente de la instalación de depuración.

En los supuestos contemplados en el artículo 81.3 de la presente norma, el tipo tributario 
se establecerá por aplicación de los valores establecidos en este anexo a los estimados en 
concepto de SS, DQO, NTK, Pt, Cond, Δt, MP y Ecotox por grupos de actividad, 
establecimientos similares o datos que consten en las autorizaciones de vertidos, en la forma 
y cuantía que reglamentariamente se establezcan.

5. El tipo de gravamen aplicable a los vertidos efectuados al mar abierto a través de un 
emisario submarino de titularidad de uso de la industria vertiente (Tes) será el resultado de 
multiplicar el tipo de gravamen que resulte de la fórmula polinómica descrita en el presente 
anexo (T) por un coeficiente reductor Kes, cuyo valor dependerá de la distancia entre la 
costa y el lugar en que se produzca en vertido.

Es decir:

Tes = Kes x T

Siendo:

Parámetro Coeficiente Distancia a la costa

Kes.

1 Hasta 500 m.

0,6 Entre 501 y 800 m.

0,3 Entre 801 y 1.200 m.

0,15 Más de 1.200 m.
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Para la aplicación del coeficiente reductor, el vertido al mar deberá contar con 
autorización en vigor, siendo el titular de la misma la industria a la que se aplica la reducción 
y se realizará únicamente a través de un emisario submarino que cumpla lo dispuesto en la 
Orden de 13 de julio de 1993, del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, por la que se 
aprueba la Instrucción para el proyecto de conducciones de vertidos desde tierra al mar. 
Asimismo, los resultados del Programa de Vigilancia y Control del Vertido deberán indicar 
una buena conservación estructural del emisario y un funcionamiento acorde con su 
dimensionamiento.
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§ 93

Decreto Legislativo 2/2014, de 22 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de las disposiciones legales del Principado de 

Asturias en materia de tributos cedidos por el Estado

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 251, de 29 de octubre de 2014

«BOE» núm. 29, de 3 de febrero de 2015
Última modificación: 31 de diciembre de 2014

Referencia: BOE-A-2015-945

PREÁMBULO

I

El Principado de Asturias, conforme a lo establecido en los artículos 156.1 de la 
Constitución Española y 42 del Estatuto de Autonomía, goza de autonomía financiera para el 
desarrollo y ejecución de sus competencias, enumerando el artículo 157.1 de la Constitución 
los recursos que garantizan esta autonomía, encontrándose, entre otros, los impuestos 
cedidos total o parcialmente por el Estado. La disposición adicional del Estatuto de 
Autonomía, en su apartado primero, relaciona los impuestos estatales que se ceden al 
Principado de Asturias.

Este marco competencial en materia de impuestos cedidos se completa con la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, 
que establece los principios básicos a los que ha de ajustarse esta cesión. A lo largo del 
tiempo, distintas leyes estatales han concretado el alcance y las condiciones de la cesión 
para garantizar la coherencia del conjunto del sistema tributario español, potenciando la 
corresponsabilidad fiscal de las Comunidades Autónomas. En este sentido, la Ley 22/2009, 
de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican 
determinadas normas tributarias, atribuye a las Comunidades Autónomas competencias 
normativas en materia de tributos estatales cedidos, concretándose en el caso del 
Principado de Asturias en la Ley 19/2010, de 16 de julio, del régimen de cesión de tributos 
del Estado a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias y de fijación del alcance y 
condiciones de dicha cesión.

En consecuencia, el Principado de Asturias ha venido ejerciendo sus competencias 
legislativas en esta materia produciéndose cierta dispersión normativa no deseable, lo que 
aconseja aprobar un texto refundido para garantizar el principio de seguridad jurídica que 
debe presidir todo ordenamiento jurídico.

En este sentido, la disposición final primera de la Ley del Principado de Asturias 6/2014, 
de 13 de junio, de Juego y Apuestas, autoriza al Consejo de Gobierno para que, en el plazo 
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de seis meses desde su entrada en vigor, apruebe un texto refundido de las disposiciones 
vigentes en materia tributos cedidos.

La autorización legislativa se extiende a la aclaración, regularización y armonización de 
la normativa en vigor, lo que ha permitido reorganizar su estructura y su contenido, así como 
introducir determinadas aclaraciones de carácter técnico que tienen como finalidad facilitar la 
comprensión de sus preceptos.

La aprobación del presente decreto legislativo y su texto refundido, no supone 
innovación alguna sobre el ordenamiento jurídico, por limitarse a refundir la normativa ya 
vigente con los fines anteriormente descritos (aclaración, regularización y armonización), lo 
que justifica la entrada en vigor, el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias.

II

La norma refunde la normativa del Principado de Asturias en materia de tributos cedidos 
por el Estado que se encontraba regulada en las siguientes leyes:

– Ley del Principado de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, de acompañamiento a los 
Presupuestos Generales para 2003.

– Ley del Principado de Asturias 6/2003, de 30 de diciembre, de acompañamiento a los 
Presupuestos Generales para 2004.

– Ley del Principado de Asturias 11/2006, de 27 de diciembre, de Medidas 
Presupuestarias, Administrativas y Tributarias de Acompañamiento a los Presupuestos 
Generales para 2007.

– Ley del Principado de Asturias 6/2008, de 30 de diciembre, de Medidas 
Presupuestarias, Administrativas y Tributarias de Acompañamiento a los Presupuestos 
Generales para 2009.

– Ley del Principado de Asturias 5/2010, de 9 de julio, de medidas urgentes de 
contención del gasto y en materia tributaria para la reducción del déficit público.

– Ley del Principado de Asturias 13/2010, de 28 de diciembre, de Medidas 
Presupuestarias y Tributarias de acompañamiento a los Presupuestos Generales para 2011.

– Ley del Principado de Asturias 3/2012, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales 
para 2013.

– Ley del Principado de Asturias 4/2012, de 28 de diciembre, de medidas urgentes en 
materia de personal, tributaria y presupuestaria.

– Ley del Principado de Asturias 6/2014, de 13 de junio, de Juego y Apuestas.

III

Se incluye al inicio de la norma un índice de contenido, cuyo objetivo es facilitar la 
utilización de aquélla por sus destinatarios mediante una rápida localización y ubicación 
sistemática de sus preceptos.

El texto refundido consta de tres títulos, una disposición transitoria y una disposición 
final. El Título preliminar define el objeto y contenido de la norma.

El Título I se refiere a las medidas concretas aprobadas por el Principado de Asturias en 
cada uno de los tributos sobre los que se ha hecho uso de las competencias normativas 
reguladas en la Sección 4ª del Título III, de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, habiéndose 
realizado la ordenación de las figuras tributarias conforme a lo establecido en la disposición 
adicional del Estatuto de Autonomía. Este Título se estructura en seis Capítulos.

El Capítulo I se dedica al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y contiene 
tanto la tarifa autonómica del impuesto como las distintas deducciones autonómicas 
aprobadas.

El Capítulo II se refiere al Impuesto sobre el Patrimonio, y fija los tipos de la escala 
aplicable a la base liquidable del mismo y la bonificación de los patrimonios especialmente 
protegidos de contribuyentes con discapacidad.

El Capítulo III hace referencia al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, y regula las 
reducciones en la base imponible, la tarifa del impuesto, los coeficientes del patrimonio 
preexistente, y las bonificaciones de la cuota.
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El Capítulo IV se dedica al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, regulando los tipos de gravamen tanto en lo que respecta a la 
modalidad de «transmisiones patrimoniales onerosas» como a los «actos jurídicos 
documentados».

El Capítulo V establece los tipos y cuotas fijas vigentes de la tasa fiscal sobre los juegos 
de suerte, envite o azar, así como la regulación de su gestión.

El Capítulo VI establece los tipos vigentes del Impuesto sobre Hidrocarburos.
El Capítulo VII fija los tipos del Impuesto Especial sobre Determinados Medios de 

Transporte.
El Título II desarrolla las obligaciones formales impuestas al contribuyente en relación 

con los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, y regula la presentación telemática de declaraciones.

Por último, la disposición transitoria establece una tarifa reducida de la tasa fiscal sobre 
los juegos de suerte, envite o azar para determinados supuestos; en tanto que la disposición 
final habilita al Consejo de Gobierno para aprobar las disposiciones reglamentarias 
necesarias para el desarrollo y aplicación de la norma.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Hacienda y Sector Público, de acuerdo con 
el Consejo Consultivo del Principado de Asturias, y previo acuerdo del Consejo de Gobierno 
en su reunión de 22 de octubre de 2014,

DISPONGO

Artículo único.  Objeto de la norma.

Se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales del Principado de Asturias 
en materia de tributos cedidos por el Estado, cuyo texto se inserta a continuación.

Disposición derogatoria.  Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango emanadas de los 
órganos del Principado de Asturias se opongan al presente Decreto Legislativo y al Texto 
Refundido que se aprueba y, en particular, las siguientes:

– Los artículos 13 y 14 de la Ley del Principado de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, 
de acompañamiento a los Presupuestos Generales para 2003.

– Los artículos 15 y 16 de la Ley del Principado de Asturias 6/2003, de 30 de diciembre, 
de acompañamiento a los Presupuestos Generales para 2004.

– El artículo 8 de la Ley del Principado de Asturias 11/2006, de 27 de diciembre, de 
Medidas Presupuestarias, Administrativas y Tributarias de Acompañamiento a los 
Presupuestos Generales para 2007.

– Los artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 11 de la Ley del Principado de Asturias 6/2008, de 30 de 
diciembre, de Medidas Presupuestarias, Administrativas y Tributarias de Acompañamiento a 
los Presupuestos Generales para 2009.

– Los artículos 3, 4, 5, 6 y 7 de la Ley del Principado de Asturias 5/2010, de 9 de julio, de 
medidas urgentes de contención del gasto y en materia tributaria para la reducción del déficit 
público.

– Los artículos 2 y 3 de la Ley del Principado de Asturias 13/2010, de 28 de diciembre, 
de Medidas Presupuestarias y Tributarias de acompañamiento a los Presupuestos 
Generales para 2011.

– Los artículos 42, 43, 45, 46, 53, 54 y 55 de la Ley del Principado de Asturias 3/2012, de 
28 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2013.

– Los artículos 5 y 6 de la Ley del Principado de Asturias 4/2012, de 28 de diciembre, de 
medidas urgentes en materia de personal, tributaria y presupuestaria.

– El Título VI y la Disposición transitoria cuarta de la Ley del Principado de Asturias 
6/2014, de 13 de junio, de Juego y Apuestas.
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Disposición final.  Entrada en vigor.

El presente decreto legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

TEXTO REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES LEGALES DEL PRINCIPADO DE 
ASTURIAS EN MATERIA DE TRIBUTOS CEDIDOS POR EL ESTADO

TÍTULO PRELIMINAR

Objeto y contenido

Artículo 1.  Objeto y contenido.

El presente texto refundido tiene por objeto reunir en una única norma las disposiciones 
legales vigentes en materia de tributos cedidos por el Estado a la Comunidad Autónoma del 
Principado de Asturias, así como la aclaración, regularización y armonización de dichos 
textos legales.

TÍTULO I

Disposiciones específicas aplicables a los tributos cedidos

CAPÍTULO I

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas

Sección 1.ª Escala autonómica aplicable a la base liquidable general

Artículo 2.  Escala autonómica aplicable a la base liquidable general.

La escala autonómica aplicable a la base liquidable general del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas será la siguiente:

Base liquidable
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

– 0,00 12.450,00 10,00

12.450,00 1.245,00 5.257,20 12,00

17.707,20 1.875,86 15.300,00 14,00

33.007,20 4.017,86 20.400,00 18,50

53.407,20 7.791,86 16.592,80 21,50

70.000,00 11.359,32 20.000,00 22,50

90.000,00 15.859,32 85.000,00 25,00

175.000,00 37.109,32 En adelante 25,50.»
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Sección 2.ª Deducciones sobre la cuota íntegra autonómica

Artículo 3.  Deducción por acogimiento no remunerado de mayores de 65 años.

1. El contribuyente podrá deducir 341 euros por cada persona mayor de 65 años que 
conviva con él durante más de 183 días al año en régimen de acogimiento sin 
contraprestación.

2. La presente deducción no será de aplicación cuando:

a) El acogedor o acogido perciban ayudas o subvenciones del Principado de Asturias por 
causa del acogimiento.

b) El acogido esté ligado al contribuyente por un vínculo de parentesco de 
consanguinidad o de afinidad de grado igual o inferior al tercero.

3. Sólo tendrá derecho a esta deducción el contribuyente cuya base imponible no resulte 
superior a 25.009 euros en tributación individual ni a 35.240 euros en tributación conjunta.

4. Cuando el sujeto acogido conviva con más de un contribuyente, el importe de la 
deducción se prorrateará por partes iguales entre los contribuyentes que convivan con el 
acogido y se aplicará únicamente en la declaración de aquéllos que cumplan las condiciones 
establecidas para ser beneficiarios de la misma.

5. El contribuyente que desee gozar de la deducción deberá estar en posesión del 
documento acreditativo del correspondiente acogimiento no remunerado, expedido por la 
Consejería competente en materia de asuntos sociales.

Artículo 4.  Deducción por adquisición o adecuación de vivienda habitual en el Principado de 
Asturias para contribuyentes con discapacidad.

1. Los contribuyentes que acrediten un grado de discapacidad igual o superior al 65 por 
ciento, con residencia habitual en el Principado de Asturias, podrán deducir el 3 por ciento de 
las cantidades satisfechas durante el ejercicio en la adquisición o adecuación de aquella 
vivienda que constituya o vaya a constituir su residencia habitual, excepción hecha de la 
parte de dichas cantidades correspondiente a intereses.

2. La adquisición de la nueva vivienda o, en su caso, las obras e instalaciones en que la 
adecuación consista, deberán resultar estrictamente necesarias para la accesibilidad y 
comunicación sensorial de manera que faciliten el desenvolvimiento digno y adecuado de las 
personas con discapacidad, extremo que habrá de ser acreditado ante la Administración 
tributaria mediante resolución o certificado expedido por la Consejería competente en 
materia de valoración de discapacidad.

3. La base máxima de esta deducción será de 13.664 euros.

Artículo 5.  Deducción por adquisición o adecuación de vivienda habitual para 
contribuyentes con los que convivan sus cónyuges, ascendientes o descendientes con 
discapacidad.

1. La deducción regulada en el artículo anterior resultará igualmente aplicable cuando la 
discapacidad sea padecida por el cónyuge, ascendientes o descendientes que convivan con 
el contribuyente durante más de 183 días al año y no tengan rentas anuales, incluidas las 
exentas, superiores al Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM).

2. La base máxima de esta deducción será de 13.664 euros y será en todo caso 
incompatible con la deducción anterior relativa a contribuyentes con discapacidad.

3. Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la aplicación de esta deducción 
respecto de los mismos ascendientes o descendientes para un mismo período impositivo, la 
base máxima de la deducción se prorrateará entre ellos por partes iguales. No obstante, 
cuando los contribuyentes tengan distinto grado de parentesco con el ascendiente o 
descendiente, la aplicación de la reducción corresponderá a los de grado más cercano.
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Artículo 6.  Deducción por inversión en vivienda habitual que tenga la consideración de 
protegida.

1. Los contribuyentes que tengan derecho a percibir subvenciones o ayudas económicas 
para la adquisición o rehabilitación de vivienda habitual que tenga la consideración de 
protegida, conforme a la normativa estatal o autonómica en la materia, tendrán derecho a 
aplicar en la cuota íntegra autonómica del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
una deducción de 113 euros.

2. Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la aplicación de esta deducción 
respecto de los mismos bienes para un mismo período impositivo, su importe se prorrateará 
entre ellos por partes iguales.

Artículo 7.  Deducción por arrendamiento de vivienda habitual.

1. Podrá deducirse de la cuota íntegra autonómica el 10 por ciento de las cantidades 
satisfechas en el período impositivo por arrendamiento de la vivienda habitual del 
contribuyente, con un máximo de 455 euros y siempre que concurran los siguientes 
requisitos:

a) Que la base imponible, no exceda de 25.009 euros en tributación individual ni de 
35.240 euros en tributación conjunta.

b) Que las cantidades satisfechas en concepto de alquiler excedan del 10 por ciento de 
la base imponible.

2. El porcentaje de deducción será del 15 por ciento con el límite de 606 euros en caso 
de alquiler de vivienda habitual en el medio rural, entendiéndose como tal la vivienda que se 
ubique en suelo no urbanizable según la normativa urbanística vigente en el Principado de 
Asturias, y la que se encuentre en concejos de población inferior a 3.000 habitantes, con 
independencia de la clasificación del suelo.

Artículo 8.  Deducción por donación de fincas rústicas a favor del Principado de Asturias.

Podrá deducirse de la cuota íntegra autonómica el 20 por ciento del valor de las 
donaciones de fincas rústicas hechas a favor del Principado de Asturias con el límite del 10 
por ciento de la base liquidable del contribuyente. Las fincas donadas se valorarán conforme 
a los criterios establecidos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Artículo 9.  Deducción por adopción internacional de menores.

1. En los supuestos de adopción internacional de menores, en los términos establecidos 
en la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción Internacional, el contribuyente podrá 
practicar en la cuota autonómica del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas una 
deducción de 1.010 euros por cada hijo adoptado en el período impositivo siempre que el 
menor conviva con el declarante. La presente deducción será compatible con la aplicación 
de las restantes deducciones autonómicas.

2. La adopción se entenderá realizada en el ejercicio impositivo en que se lleve a cabo la 
inscripción en el Registro Civil español. Cuando la inscripción no sea necesaria se atenderá 
al período impositivo en que se produzca la resolución judicial o administrativa 
correspondiente.

3. Cuando exista más de un contribuyente con derecho a la aplicación de la deducción y 
éstos realicen declaración individual del impuesto, la deducción se prorrateará por partes 
iguales en la declaración de cada uno de ellos.

Artículo 10.  Deducción por partos múltiples.

1. Como consecuencia de partos múltiples o de dos o más adopciones constituidas en la 
misma fecha, los contribuyentes tendrán derecho a la aplicación de una deducción de 505 
euros por hijo nacido o adoptado en el período impositivo en que se lleve a cabo el 
nacimiento o adopción.
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2. La adopción se entenderá realizada en el ejercicio impositivo en que se lleve a cabo la 
inscripción en el Registro Civil español. Cuando la inscripción no sea necesaria se atenderá 
al período impositivo en que se produzca la resolución judicial o administrativa 
correspondiente.

3. Esta deducción únicamente será de aplicación cuando el menor conviva con el 
progenitor o adoptante. En el supuesto de matrimonios o uniones de hecho la deducción se 
prorrateará por partes iguales en la declaración de cada uno de ellos cuando éstos opten por 
la presentación de declaración individual. Las anteriores circunstancias se entenderán 
referidas a la fecha de devengo del impuesto.

Artículo 11.  Deducción para familias numerosas.

1. Los contribuyentes que formen parte de una unidad familiar que, a fecha de devengo 
del impuesto, ostente el título de familia numerosa expedido por la autoridad competente en 
materia de servicios sociales, tendrán derecho a una deducción de:

a) 505 euros para familias numerosas de categoría general.
b) 1.010 euros para familias numerosas de categoría especial.

2. Las condiciones necesarias para la consideración de familia numerosa y su 
clasificación por categorías se determinarán con arreglo a lo establecido en la Ley 40/2003, 
de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas.

3. La deducción únicamente resultará aplicable en los supuestos de convivencia del 
contribuyente con el resto de la unidad familiar. Cuando exista más de un contribuyente con 
derecho a la aplicación de la deducción y éstos realicen declaración individual del impuesto, 
la deducción se prorrateará por partes iguales en la declaración de cada uno de ellos. Las 
anteriores circunstancias se entenderán referidas a la fecha de devengo del impuesto.

4. Sólo tendrá derecho a esta deducción el contribuyente cuya base imponible no resulte 
superior a 25.009 euros en tributación individual ni a 35.240 euros en tributación conjunta.

Artículo 12.  Deducción para familias monoparentales.

1. Podrá aplicar una deducción de 303 euros sobre la cuota autonómica del impuesto 
todo contribuyente que tenga a su cargo descendientes, siempre que no conviva con 
cualquier otra persona ajena a los citados descendientes, salvo que se trate de ascendientes 
que generen el derecho a la aplicación del mínimo por ascendientes establecido en el 
artículo 59 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

2. Se considerarán descendientes a los efectos de la presente deducción:

a) Los hijos menores de edad, tanto por relación de paternidad como de adopción, 
siempre que convivan con el contribuyente y no tengan rentas anuales, excluidas las 
exentas, superiores a 8.000 euros.

b) Los hijos mayores de edad con discapacidad, tanto por relación de paternidad como 
de adopción, siempre que convivan con el contribuyente y no tengan rentas anuales, 
excluidas las exentas, superiores a 8.000 euros.

c) Los descendientes a que se refieren las letras a) y b) anteriores que, sin convivir con 
el contribuyente, dependan económicamente de él y estén internados en centros 
especializados.

3. Se asimilarán a descendientes aquellas personas vinculadas al contribuyente por 
razón de tutela y acogimiento, en los términos previstos en la legislación civil aplicable.

4. En caso de convivencia con descendientes que no den derecho a deducción, no se 
perderá el derecho a la misma siempre y cuando las rentas anuales del descendiente, 
excluidas las exentas, no sean superiores a 8.000 euros.

5. Sólo tendrá derecho a esta deducción el contribuyente cuya base imponible no resulte 
superior a 35.240 euros. No tendrán derecho a deducir cantidad alguna por esta vía los 
contribuyentes cuya suma de renta del período y anualidades por alimentos exentas 
excedan de 35.240 euros.
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6. La presente deducción es compatible con la deducción para familias numerosas 
establecida en el artículo 11 del presente texto refundido.

7. Cuando a lo largo del ejercicio se lleve a cabo una alteración de la situación familiar 
por cualquier causa, a efectos de aplicación de la deducción, se entenderá que ha existido 
convivencia cuando tal situación se haya producido durante al menos 183 días al año.

Artículo 13.  Deducción por acogimiento familiar de menores.

1. El contribuyente podrá deducir de la cuota íntegra autonómica la cantidad de 253 
euros por cada menor en régimen de acogimiento familiar simple o permanente, con 
exclusión de aquéllos que tengan finalidad preadoptiva, siempre que conviva con el menor 
183 días durante el período impositivo. Si el tiempo de convivencia durante el período 
impositivo fuera superior a 90 e inferior a 183 días, el importe de la deducción por cada 
menor acogido será de 126 euros.

2. Cuando exista más de un contribuyente con derecho a la aplicación de la deducción y 
éstos realicen declaración individual del impuesto, la deducción se prorrateará por partes 
iguales en la declaración de cada uno de ellos.

Artículo 14.  Deducción por certificación de la gestión forestal sostenible.

1. Los contribuyentes que sean propietarios de montes ubicados en el territorio de la 
Comunidad Autónoma y que hayan obtenido certificación de la gestión forestal sostenible 
otorgada por la Entidad Solicitante de la Certificación Forestal Regional del Principado de 
Asturias o entidad equivalente, podrán aplicar una deducción del 30 por ciento de las 
cantidades invertidas durante el ejercicio para la obtención de la citada certificación.

2. La base de la deducción la constituyen las cantidades invertidas durante el ejercicio en 
la obtención de la certificación de la gestión forestal sostenible, incluyendo todos los costes 
asociados al logro de la propia certificación y excluyendo las subvenciones que, en su caso, 
hubiese recibido el propietario de la finca para ese fin.

3. La deducción se aplicará en el ejercicio en que se obtenga la certificación de la 
gestión forestal sostenible y el importe máximo será de 1.000 euros por contribuyente.

4. Cuando exista más de un contribuyente con derecho a la aplicación de la deducción 
en relación con los mismos bienes y aquéllos realicen declaración individual del impuesto, la 
deducción se prorrateará por partes iguales en la declaración de cada uno de ellos.

Artículo 14 bis.  Deducción por gastos de descendientes en centros de cero a tres años.

1. Los contribuyentes podrán deducir el 15% de las cantidades satisfechas en el período 
impositivo en concepto de gastos de descendientes en centros de cero a tres años con el 
límite de 330 euros anuales por cada descendiente que no supere la citada edad.

2. La deducción únicamente resultará aplicable cuando los progenitores, adoptantes, o 
tutores convivan con el menor. Cuando exista más de un contribuyente con derecho a la 
aplicación del beneficio fiscal, el importe de la deducción se prorrateará por partes iguales en 
la declaración de cada uno de ellos.

3. Sólo tendrá derecho a esta deducción el contribuyente cuya base imponible no resulte 
superior a 25.009 euros en tributación individual ni a 35.240 euros en tributación conjunta.

4. La deducción y el límite a la misma en el período impositivo en el que el menor cumpla 
los tres años se calcularán de forma proporcional al número de meses en que se cumplan 
los requisitos previstos en el presente artículo.

Artículo 14 ter.  Deducción por adquisición de libros de texto y material escolar.

1. Los contribuyentes podrán deducirse los importes destinados a la adquisición de libros 
de texto para sus descendientes, que hayan sido editados para Educación Primaria y 
Educación Secundaria Obligatoria, así como las cantidades destinadas a la adquisición de 
material escolar para dichos niveles educativos con los siguientes límites:

a) En las declaraciones conjuntas, los contribuyentes para los que la cantidad resultante 
de la suma de la base imponible general y de la base imponible del ahorro se encuentre 
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comprendida en los tramos que se indican a continuación podrán deducirse hasta las 
siguientes cuantías:

Hasta 12.000 euros: 100 euros por descendiente.
Entre 12.000,01 y 20.000,00 euros: 75 euros por descendiente.
Entre 20.000,01 y 25.000,00 euros: 50 euros por descendiente.

b) En las declaraciones individuales, los contribuyentes para los que la cantidad 
resultante de la suma de la base imponible general y de la base imponible del ahorro se 
encuentre comprendida en los tramos que se indican a continuación podrán deducirse hasta 
las siguientes cuantías:

Hasta 6.500 euros 50 euros por descendiente.
Entre 6.500,01 y 10.000,00 euros 37,50 euros por descendiente.
Entre 10.000,01 y 12.500,00 euros 25 euros por descendiente.

c) En el supuesto de contribuyentes que formen parte de una unidad familiar que, a 
fecha de devengo del impuesto, ostente el título de familia numerosa expedido por la 
autoridad competente en materia de servicios sociales, el importe máximo de la deducción 
será de 150 euros en el supuesto de declaración conjunta y 75 euros cuando se opte por 
presentar declaración individual.

2. Solo tendrá derecho a esta deducción el contribuyente cuya base imponible no resulte 
superior a 12.500 euros en tributación individual ni a 25.000 euros en tributación conjunta.

3. La deducción corresponderá al ascendiente que haya satisfecho las cantidades 
destinadas a la adquisición de los libros de texto y del material escolar. Cuando exista más 
de un contribuyente con derecho a la aplicación del beneficio fiscal, el importe de la 
deducción se prorrateará por partes iguales en la declaración de cada uno de ellos.

4. La deducción establecida en el presente artículo deberá minorarse, por cada 
descendiente, en la cantidad correspondiente a las becas y ayudas percibidas en el período 
impositivo procedentes del Principado de Asturias o de cualquier otra Administración Pública 
que cubra la totalidad o parte de los gastos por adquisición de los libros de texto y material 
escolar.

CAPÍTULO II

Impuesto sobre el Patrimonio

Artículo 15.  Escala aplicable a la base liquidable.

La cuota íntegra del impuesto regulada en el artículo 30 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, 
del Impuesto sobre el Patrimonio, se obtendrá aplicando a la base liquidable los tipos que se 
indican en la siguiente escala:

Base liquidable
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0,00  167.129,45 0,22

167.129,45 367,68 167.123,43 0,33

334.252,88 919,19 334.246,87 0,56

668.499,75 2.790,97 668.499,76 1,02

1.336.999,51 9.609,67 1.336.999,50 1,48

2.673.999,01 29.397,26 2.673.999,02 1,97

5.347.998,03 82.075,05 5.347.998,03 2,48

10.695.996,06 214.705,40 en adelante 3,00
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Artículo 16.  Bonificación de los patrimonios especialmente protegidos de contribuyentes 
con discapacidad.

Si entre los bienes o derechos de contenido económico computados para la 
determinación de la base imponible se incluyen aquéllos que forman parte del patrimonio 
especialmente protegido del contribuyente constituido al amparo de la Ley 41/2003, de 18 de 
noviembre, de protección patrimonial de las personas con discapacidad y de modificación del 
Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad, 
podrá aplicarse una bonificación del 99 por ciento en la parte de la cuota que 
proporcionalmente corresponda a dichos bienes o derechos.

CAPÍTULO III

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones

Sección 1.ª Reducciones de la base imponible

Artículo 17.  Reducción de la base imponible por la adquisición «mortis causa» de empresas 
individuales, negocios profesionales y participaciones en entidades.

1. Sin perjuicio de las reducciones establecidas en el artículo 20.2 de la Ley 29/1987, de 
18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, cuando en la base imponible 
de una adquisición «mortis causa» esté incluido el valor de una empresa individual, de un 
negocio profesional o de participaciones en entidades, situados en el Principado de Asturias, 
para obtener la base liquidable se aplicará en la base imponible una reducción propia del 4 
por ciento del mencionado valor, siempre que concurran las siguientes circunstancias:

a) Que sea de aplicación la exención regulada en el apartado ocho del artículo 4 de la 
Ley del Impuesto sobre el Patrimonio.

b) Que la actividad se ejerza en el territorio del Principado de Asturias.
c) Que la adquisición corresponda al cónyuge, descendientes o adoptados, ascendientes 

o adoptantes y colaterales, por consanguinidad, hasta el tercer grado de la persona fallecida.
d) Que el adquirente mantenga en su patrimonio la adquisición durante los diez años 

siguientes a la fecha de transmisión, salvo que fallezca éste dentro de este plazo. El 
adquirente no podrá realizar en el mismo plazo actos de disposición ni operaciones 
societarias que directa o indirectamente, puedan dar lugar a una minoración sustancial del 
valor de la adquisición.

e) Que se mantenga el domicilio fiscal o social de la empresa, negocio o entidad a que 
corresponda la participación en el territorio del Principado de Asturias durante los diez años 
siguientes al fallecimiento del causante.

f) Que el valor de la empresa individual, negocio profesional o participación en entidades 
no exceda de cinco millones de euros.

2. La reducción prevista en este artículo será compatible, para una misma adquisición, 
con la aplicación de las reducciones previstas en el artículo 20.2.c) de la Ley del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, y se aplicará con posterioridad a las mismas.

3. En caso de incumplimiento del requisito de permanencia, el adquirente beneficiario de 
esta reducción deberá comunicar tal circunstancia a la oficina liquidadora competente, dentro 
del plazo de 30 días hábiles desde la fecha en que se produzca el incumplimiento, y pagar la 
parte del impuesto que se hubiese dejado de ingresar como consecuencia de la reducción 
practicada, así como los correspondientes intereses de demora.

Artículo 18.  Mejora de la reducción de la base imponible por la adquisición «mortis causa» 
de la vivienda habitual.

1. El porcentaje de reducción previsto en el artículo 20.2.c de la Ley del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, será el que resulte de aplicar la siguiente escala:
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Valor real inmueble
–

Euros
Porcentaje de reducción

Hasta 90.000 99

De 90.000,01 a 120.000 98

De 120.000,01 a 180.000 97

De 180.000,01 a 240.000 96

Más de 240.000 95

2. Tal porcentaje será de aplicación con los mismos límites y requisitos establecidos en 
la legislación estatal.

Artículo 19.  Reducción de la base imponible por la adquisición «inter vivos» de empresas 
individuales, negocios profesionales y participaciones en entidades.

1. Sin perjuicio de las reducciones establecidas en el artículo 20.2 de la Ley del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, cuando en la base imponible de una adquisición «inter 
vivos» esté incluido el valor de una empresa individual, de un negocio profesional o de 
participaciones en entidades, situados en el Principado de Asturias, para obtener la base 
liquidable se aplicará en la base imponible una reducción propia del 4 por ciento del 
mencionado valor, siempre que concurran las siguientes circunstancias:

a) Que sea de aplicación la exención regulada en el apartado ocho del artículo 4 de la 
Ley del Impuesto sobre el Patrimonio.

b) Que la actividad se ejerza en el territorio del Principado de Asturias.
c) Que el donante tuviese 65 o más años, o se encontrase en situación de incapacidad 

permanente, en grado de absoluta o gran invalidez.
d) Que si el donante viniera ejerciendo funciones de dirección, dejara de ejercer y de 

percibir remuneraciones por el ejercicio de dichas funciones desde el momento de la 
transmisión. A estos efectos, no se entenderá comprendida entre las funciones de dirección 
la mera pertenencia al Consejo de Administración.

e) Que la adquisición corresponda al cónyuge, descendientes o adoptados, ascendientes 
o adoptantes y colaterales, por consanguinidad, hasta el tercer grado.

f) Que el adquirente mantenga en su patrimonio la adquisición durante los diez años 
siguientes a la fecha de transmisión, salvo que éste fallezca dentro de este plazo. El 
adquirente no podrá realizar en el mismo plazo actos de disposición ni operaciones 
societarias que directa o indirectamente puedan dar lugar a una minoración sustancial del 
valor de la adquisición.

g) Que se mantenga el domicilio fiscal o social de la empresa, negocio o entidad a que 
corresponda la participación en el territorio del Principado de Asturias durante los diez años 
siguientes a la transmisión.

h) Que el valor de la empresa individual, negocio profesional o participación en entidades 
no exceda de cinco millones de euros.

2. Esta reducción no será aplicable a las empresas individuales, negocios profesionales 
o participación en entidades cuya actividad principal sea la gestión de un patrimonio 
mobiliario o inmobiliario en los términos establecidos en la Ley del Impuesto sobre el 
Patrimonio. En el supuesto de participaciones en entidades, la reducción sólo alcanzará al 
valor de las mismas, determinado conforme a las reglas que se establecen en el artículo 
16.uno de la citada Ley del Impuesto sobre el Patrimonio, en la parte que corresponda a la 
proporción existente entre los activos necesarios para el ejercicio de la actividad empresarial 
o profesional, minorados en el importe de las deudas derivadas de la misma, y el valor del 
patrimonio neto de la entidad.

3. La reducción prevista en este artículo será compatible, para una misma adquisición, 
con la aplicación de las reducciones previstas en el artículo 20.6 de la Ley del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones y se aplicará con posterioridad a las mismas.

4. En caso de incumplimiento del requisito de permanencia, el adquirente beneficiario de 
esta reducción deberá comunicar tal circunstancia a la oficina liquidadora competente, dentro 
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del plazo de 30 días hábiles desde la fecha en que se produzca el incumplimiento, y pagar la 
parte del impuesto que se hubiese dejado de ingresar como consecuencia de la reducción 
practicada, así como los correspondientes intereses de demora.

Artículo 20.  Reducción en las donaciones dinerarias de ascendientes a descendientes para 
la adquisición de la primera vivienda habitual que tenga la consideración de protegida.

1. En las donaciones dinerarias de ascendientes a descendientes para la adquisición de 
su primera vivienda habitual se aplicará una reducción del 95 por ciento del importe de la 
donación, sin perjuicio de la aplicación de las reducciones estatales que, en su caso, 
resulten procedentes.

La aplicación de la reducción estará sujeta al cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) La donación deberá formalizarse en escritura pública debiendo constar de forma 
expresa que el dinero donado se destine íntegramente a la adquisición de la primera 
vivienda habitual del donatario.

b) La vivienda a cuya adquisición se destine el efectivo donado debe estar situada en el 
territorio del Principado de Asturias y tener la consideración de protegida, conforme a la 
normativa estatal o autonómica en la materia.

c) El adquirente ha de ser menor de 35 años o con un grado de discapacidad igual o 
superior al 65 por ciento; en cualquiera de los supuestos, su renta no debe superar 4,5 veces 
el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM).

d) La adquisición de la vivienda deberá realizarse en un plazo de seis meses a contar 
desde el devengo del impuesto que grava la donación. En caso de llevarse a cabo sucesivas 
donaciones con el mismo fin, el plazo se computará desde la fecha de la primera. La 
reducción no se aplicará a donaciones de dinero posteriores a la compra de la vivienda.

e) El adquirente ha de conservar en su patrimonio la vivienda durante los cinco años 
siguientes a la donación, salvo que fallezca durante ese plazo.

2. La base máxima de la reducción no podrá exceder de 60.000 euros. En el caso de 
contribuyentes con un grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento este límite 
será de 120.000 euros.

3. Para la aplicación de la presente reducción, se atenderá al concepto de vivienda 
habitual contenido en la normativa reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas.

4. A los efectos de este artículo, será de aplicación el régimen de equiparaciones 
establecido en el artículo 24.1 letras b) y c) del presente texto refundido.

5. En caso de incumplimiento de cualquiera de los requisitos establecidos en el apartado 
1, el adquirente beneficiario de esta reducción deberá comunicar tal circunstancia a la oficina 
liquidadora competente, dentro del plazo de 30 días hábiles desde la fecha en que se 
produzca el incumplimiento, y pagar la parte del impuesto que se hubiese dejado de ingresar 
como consecuencia de la reducción practicada, así como los correspondientes intereses de 
demora.

Sección 2.ª Tarifa del impuesto

Artículo 21.  Tarifa del impuesto.

La cuota íntegra del impuesto regulada en el artículo 21.1 de la Ley del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, se obtendrá aplicando sobre la base liquidable los siguientes 
tipos de gravamen:

Base liquidable
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0,00 0,00 8.000,00 7,65

8.000,00 612,00 8.000,00 8,50

16.000,00 1.292,00 8.000,00 9,35
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Base liquidable
–

Hasta euros

Cuota íntegra
–

Euros

Resto base liquidable
–

Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

24.000,00 2.040,00 8.000,00 10,20

32.000,00 2.856,00 8.000,00 11,05

40.000,00 3.740,00 8.000,00 11,90

48.000,00 4.692,00 8.000,00 12,75

56.000,00 5.712,00 8.000,00 13,60

64.000,00 6.800,00 8.000,00 14,45

72.000,00 7.956,00 8.000,00 15,30

80.000,00 9.180,00 40.000,00 16,15

120.000,00 15.640,00 40.000,00 18,70

160.000,00 23.120,00 80.000,00 21,25

240.000,00 40.120,00 160.000,00 25,50

400.000,00 80.920,00 400.000,00 31,25

800.000,00 205.920,00 En adelante 36,50

Sección 3.ª Coeficientes del patrimonio preexistente

Artículo 22.  Coeficientes del patrimonio preexistente.

1. En el caso de adquisiciones «mortis causa», los coeficientes multiplicadores aplicables 
a la cuota íntegra en función de la cuantía del patrimonio preexistente serán los siguientes 
para el Grupo I:

Patrimonio preexistente
–

Euros
Grupo I

De 0 a 402.678,11 0,0000

De más de 402.678,11 a 2.007.380,43 0,0200

De más de 2.007.380,43 a 4.020.770,98 0,0300

Más de 4.020.770,98 0,0400

2. En lo demás resultará de aplicación lo establecido en el artículo 22 de la Ley del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Sección 4.ª Bonificaciones de la cuota

Artículo 23.  Bonificación para contribuyentes del Grupo II de parentesco y personas 
discapacitadas aplicable en transmisiones «mortis causa».

1. En las adquisiciones «mortis causa» por sujetos pasivos incluidos en el Grupo II del 
artículo 20.2.a de la Ley del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, se aplicará una 
bonificación del 100 por ciento de la cuota que resulte después de aplicar las deducciones 
estatales y autonómicas que, en su caso, resulten aplicables siempre que se cumplan las 
siguientes condiciones:

a) Que la base imponible sea igual o inferior a 150.000 euros.
b) Que el patrimonio preexistente del heredero no sea superior a 402.678,11 euros.

2. La presente bonificación resultará asimismo de aplicación a los contribuyentes con 
discapacidad con un grado de minusvalía reconocido igual o superior al 65 por ciento, de 
acuerdo con el baremo a que se refiere el artículo 148 del Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
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junio, siempre y cuando cumplan el requisito establecido en la letra b del apartado anterior, 
con independencia de su grado de parentesco con el causante.

Sección 5.ª Normas comunes

Artículo 24.  Régimen de equiparaciones.

1. A los efectos de las reducciones en la base imponible previstas en el artículo 20 de la 
Ley del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, se establecen las siguientes 
equiparaciones:

a) Las parejas estables definidas en los términos de la Ley del Principado de Asturias 
4/2002, de 23 de mayo, de Parejas Estables, se equipararán a los cónyuges.

b) Las personas objeto de un acogimiento familiar permanente o preadoptivo se 
equipararán a los adoptados.

c) Las personas que realicen un acogimiento familiar permanente o preadoptivo se 
equipararán a los adoptantes.

2. Se entiende por acogimiento familiar permanente o preadoptivo el constituido con 
arreglo a la Ley 1/1995, de 27 de enero, de Protección del Menor, y a las disposiciones del 
Código Civil.

3. Las mencionadas equiparaciones regirán también para la aplicación de los 
coeficientes multiplicadores a que se refiere el artículo 22 de la citada Ley del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones.

CAPÍTULO IV

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados

Sección 1.ª Modalidad de «transmisiones patrimoniales onerosas»

Artículo 25.  Tipos de gravamen.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 11.1.a del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, la cuota tributaria en la modalidad de 
«Transmisiones patrimoniales onerosas» se obtendrá aplicando sobre la base liquidable los 
tipos de gravamen establecidos en los artículos siguientes.

Artículo 26.  Tipo de gravamen aplicable a inmuebles.

Con carácter general, en la transmisión de inmuebles, así como en la constitución y en la 
cesión de derechos reales que recaigan sobre los mismos, excepto en los derechos reales 
de garantía, la cuota tributaria se obtendrá aplicando sobre la base liquidable el tipo de 
gravamen que resulte de la siguiente tarifa atendiendo al valor íntegro del bien o derecho, 
con independencia de que la transmisión, constitución o cesión objeto de gravamen no se 
realice sobre la totalidad del mismo:

Valor del bien o derecho
Tipo aplicable

–
Porcentaje

Entre 0 y 300.000 euros 8

Entre 300.000,01 y 500.000 euros 9

Más de 500.000 euros 10
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Artículo 27.  Tipo de gravamen aplicable a la adquisición de viviendas calificadas de 
protección pública por el Principado de Asturias, así como a la constitución y cesión de 
derechos reales sobre los mismos.

1. El tipo de gravamen aplicable a las segundas o ulteriores transmisiones de viviendas 
calificadas de protección pública por el Principado de Asturias, así como a la constitución y 
cesión de derechos reales sobre las mismas, con exclusión de los de garantía, será del 3 por 
ciento siempre que las mismas constituyan o vayan a constituir la vivienda habitual del 
adquirente y a fecha del devengo del impuesto:

a) No hayan perdido la condición de viviendas protegidas, y se encuentren sujetas a 
precio máximo de venta.

b) El adquirente, como consecuencia de esta adquisición, no resulte propietario u ostente 
derechos reales sobre más de una vivienda.

2. Para la aplicación del presente tipo reducido, la vivienda debe ser habitada de manera 
efectiva y con carácter permanente por el adquirente, en un plazo de seis meses, contados a 
partir de la fecha de adquisición salvo que medie justa causa y ha de constituir su residencia 
permanente durante un plazo continuado de al menos tres años.

No obstante, se entenderá que la vivienda no pierde el carácter de habitual cuando se 
produzcan las siguientes circunstancias:

a) Cuando se produzca el fallecimiento del contribuyente o concurran otras 
circunstancias que necesariamente impidan la ocupación de la vivienda.

b) Cuando el contribuyente disfrute de vivienda habitual por razón de cargo o empleo y la 
vivienda adquirida no sea objeto de utilización, en cuyo caso el plazo antes indicado 
comenzará a contarse a partir de la fecha del cese.

c) Cuando se justifique la realización de obras previas a ser habitada por el adquirente. 
En este caso el plazo para su ocupación será de 3 meses desde la finalización de las obras, 
con el límite de un año desde la fecha de adquisición.

Artículo 28.  Tipo de gravamen aplicable a los inmuebles incluidos en la transmisión global 
de empresas individuales o negocios profesionales.

1. Cuando se transmitan empresas individuales o negocios profesionales se aplicará el 3 
por ciento a los inmuebles incluidos en la transmisión global, siempre que concurran las 
siguientes circunstancias:

a) Que la actividad se ejerza por el transmitente de forma habitual personal y directa en 
el Principado de Asturias.

b) Que la transmisión se produzca entre empleador y empleado o bien a favor de 
familiares hasta el tercer grado.

c) Que se adquiera el compromiso de ejercicio de la actividad por el adquirente de forma 
continuada durante un período de 10 años dentro del territorio de la Comunidad Autónoma.

2. En el caso de incumplimiento del requisito de permanencia, el adquirente deberá 
comunicar tal circunstancia a la oficina liquidadora competente, dentro del plazo de 30 días 
hábiles desde la fecha en que se produzca el incumplimiento, y pagar la parte del impuesto 
que se hubiese dejado de ingresar como consecuencia del tipo reducido, así como los 
correspondientes intereses de demora.

Artículo 29.  Tipo de gravamen aplicable a las transmisiones en que se haga uso del 
derecho a exención de IVA.

Se aplicará el tipo de gravamen del 2 por ciento en la transmisión de inmuebles 
adquiridos por un sujeto pasivo del impuesto sobre el valor añadido siempre que resulte 
aplicable alguna de las exenciones previstas en el apartado Uno del artículo 20, números 
20.º, 21.º y 22.º, de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido 
y que no se haya renunciado a la misma.
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Artículo 30.  Tipo de gravamen aplicable a las transmisiones onerosas de determinadas 
explotaciones agrarias.

Se fija el tipo de gravamen del 3 por ciento en aquellas transmisiones onerosas de una 
explotación agraria prioritaria familiar o asociativa situada en el Principado de Asturias, por la 
parte de la base imponible no sujeta a reducción de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
19/1995, de 4 de julio, de modernización de las explotaciones agrarias, siempre y cuando se 
cumplan los requisitos formales exigidos en la mencionada ley.

Artículo 31.  Tipo de gravamen aplicable a la segunda o ulterior transmisión de viviendas 
cuyo destino sea el arrendamiento para vivienda habitual.

1. El tipo de gravamen aplicable a la segunda o ulterior transmisión de una vivienda a 
una empresa a la que sean de aplicación las Normas de adaptación del Plan general de 
contabilidad al sector inmobiliario será del 3 por ciento, siempre que el destino del inmueble 
sea el arrendamiento para vivienda habitual y que, dentro de los diez años siguientes a la 
adquisición, no se produzca alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que la vivienda no estuviera arrendada durante un período continuado de dos años.
b) Que se realizara la transmisión de la vivienda.
c) Que el contrato de arrendamiento se celebrara por menos de seis meses.
d) Que el contrato de arrendamiento tuviera por objeto una vivienda amueblada y el 

arrendador se obligara a la prestación de alguno de los servicios complementarios propios 
de la industria hostelera, como restaurante, limpieza, lavado de ropa, etc.

e) Que el contrato de arrendamiento se celebrara a favor de parientes, hasta el tercer 
grado inclusive, de los empresarios, si éstos fueran personas físicas, o de los socios, 
consejeros o administradores, si el arrendador fuera una persona jurídica.

2. No se entenderá producida la circunstancia señalada en la letra b) anterior cuando se 
transmita la vivienda a adquirentes que continúen con su explotación en régimen de 
arrendamiento para vivienda habitual. Los adquirentes se subrogarán en la posición del 
transmitente para la consolidación del tipo reducido y para las consecuencias derivadas de 
su incumplimiento.

3. En caso de producirse cualquiera de las circunstancias recogidas en el apartado 1 
deberá abonarse mediante autoliquidación complementaria la parte del impuesto que se 
hubiese dejado de ingresar como consecuencia de la reducción practicada, así como los 
intereses de demora.

Artículo 32.  Tipos de gravamen aplicables a la transmisión onerosa de bienes muebles.

La cuota tributaria en la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas de bienes 
muebles se obtendrá aplicando sobre la base liquidable los siguientes tipos de gravamen:

a) El tipo general aplicable a las transmisiones de bienes muebles y semovientes, así 
como la constitución y cesión de derechos reales sobre los mismos, excepto los derechos 
reales de garantía, será del 4 por ciento.

b) No obstante lo dispuesto en la letra anterior, el tipo aplicable a las transmisiones de 
vehículos de turismo y vehículos todo terreno que superen los 15 caballos de potencia fiscal, 
según la clasificación establecida en las órdenes de precios medios de venta establecidos 
anualmente en Orden Ministerial, así como de embarcaciones de recreo con más de ocho 
metros de eslora y de aquellos otros bienes muebles que se puedan considerar como 
objetos de arte y antigüedades según la definición que de los mismos se realiza en la Ley del 
Impuesto sobre el Patrimonio, será del 8 por ciento.

Sección 2.ª Modalidad de «actos jurídicos documentados»

Artículo 33.  Tipos de gravamen.

De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 31 del Texto Refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, la 
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cuota tributaria en la modalidad de «actos jurídicos documentados» se obtendrá aplicando 
sobre la base liquidable los tipos de gravamen establecidos en los artículos siguientes.

Artículo 34.  Tipo de gravamen general aplicable a los documentos notariales.

Con carácter general se aplicará el tipo del 1,2 por ciento en las primeras copias de 
escrituras y actas notariales sujetas como documentos notariales.

Artículo 35.  Tipo de gravamen aplicable a las escrituras y actas notariales que contengan 
actos o contratos por los que se transmitan viviendas de protección pública o se constituyan 
préstamos hipotecarios sobre las mismas.

1. Se aplicará el tipo del 0,3 por ciento a la adquisición de viviendas y constitución de 
préstamos hipotecarios efectuados por beneficiarios de ayudas económicas percibidas de la 
Administración del Estado y de la Administración del Principado de Asturias para la 
adquisición de vivienda habitual de protección pública que no goce de la exención prevista 
en la normativa del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados.

2. A los efectos de este artículo, se entenderá por vivienda habitual la que cumpla los 
requisitos previstos en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Artículo 36.  Tipo de gravamen aplicable a las escrituras que documenten transmisiones en 
las que se produzca renuncia a la exención del IVA.

Se aplicará el tipo del 1,5 por ciento a las escrituras que documenten transmisiones en 
las que se produzca la renuncia expresa de la exención del Impuesto sobre el Valor Añadido 
prevista en el apartado Dos del artículo 20 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido.

Artículo 37.  Tipo de gravamen aplicable a las escrituras y actas notariales en las que se 
formalice la declaración de obra nueva o la división horizontal de edificios destinados a 
viviendas en alquiler para vivienda habitual.

1. Se aplicará el tipo del 0,3 por ciento en las escrituras públicas para formalizar la 
declaración de obra nueva o la división horizontal de edificios destinados a viviendas en 
alquiler para vivienda habitual.

La aplicación del tipo reducido tendrá carácter provisional y estará condicionada a que, 
dentro de los diez años siguientes a la finalización de la construcción, no se produzca 
cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Que alguna vivienda no estuviera arrendada durante un periodo continuado de dos 
años.

b) Que se realizara la transmisión de alguna de las viviendas.
c) Que alguno de los contratos de arrendamiento se celebrara por menos de seis meses.
d) Que alguno de los contratos de arrendamiento tuviera por objeto una vivienda 

amueblada y el arrendador se obligara a la prestación de alguno de los servicios 
complementarios propios de la industria hostelera, como restaurante, limpieza, lavado de 
ropa, etc.

e) Que alguno de los contratos de arrendamiento se celebrara a favor de parientes, 
hasta el tercer grado inclusive, de los promotores, si éstos fueran personas físicas, o de los 
socios, consejeros o administradores, si la promotora fuera persona jurídica.

2. No se entenderá producida la circunstancia señalada en la letra b) anterior cuando se 
transmita la totalidad de la construcción a uno o varios adquirentes que continúen con la 
explotación de las viviendas del edificio en régimen de arrendamiento.

Los adquirentes se subrogarán en la posición del transmitente para la consolidación del 
tipo reducido y para las consecuencias derivadas de su incumplimiento.

3. En caso de producirse cualesquiera de las circunstancias previstas en el apartado 1, 
deberá abonarse mediante autoliquidación complementaria la parte del impuesto que se 
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hubiese dejado de ingresar como consecuencia de la reducción practicada, así como los 
intereses de demora.

Artículo 38.  Tipo de gravamen aplicable a las escrituras y actas notariales que contengan 
actos o contratos por los que se transmitan viviendas destinadas a arrendamiento para 
vivienda habitual.

1. Se aplicará el tipo del 0,3 por ciento en las escrituras y actas notariales en las que se 
documente la segunda o ulterior transmisión de una vivienda a una empresa a la que sean 
de aplicación las Normas de adaptación del Plan general de contabilidad al sector 
inmobiliario, siempre que el destino del inmueble sea el arrendamiento y que, dentro de los 
diez años siguientes a la adquisición, no se produzca cualquiera de las siguientes 
circunstancias:

a) Que la vivienda no estuviera arrendada durante un periodo continuado de dos años.
b) Que se realizara la transmisión de la vivienda.
c) Que el contrato de arrendamiento se celebrara por menos de seis meses.
d) Que el contrato de arrendamiento tuviera por objeto una vivienda amueblada y el 

arrendador se obligara a la prestación de alguno de los servicios complementarios propios 
de la industria hostelera, como restaurante, limpieza, lavado de ropa, etc.

e) Que el contrato de arrendamiento se celebrara a favor de parientes, hasta el tercer 
grado inclusive, de los empresarios, si éstos fueran personas físicas, o de los socios, 
consejeros o administradores, si el arrendador fuera una persona jurídica.

2. No se entenderá producida la circunstancia señalada en la letra b) anterior cuando se 
transmita la vivienda a adquirentes que continúen con su explotación en régimen de 
arrendamiento para vivienda habitual. Los adquirentes se subrogarán en la posición del 
transmitente para la consolidación del tipo reducido y para las consecuencias derivadas de 
su incumplimiento.

3. En caso de producirse cualquiera de las circunstancias previstas en el apartado 1, 
deberá abonarse mediante autoliquidación complementaria la parte del impuesto que se 
hubiese dejado de ingresar como consecuencia de la reducción practicada, así como los 
intereses de demora.

Artículo 39.  Tipo de gravamen aplicable a los documentos notariales de constitución y 
cancelación de derechos reales de garantía cuando el sujeto pasivo sea una Sociedad de 
Garantía Recíproca.

Se aplicará un tipo de gravamen del 0,1 por ciento en los documentos notariales que 
formalicen la constitución y cancelación de derechos reales de garantía, cuando el sujeto 
pasivo sea una Sociedad de Garantía Recíproca con domicilio social en el Principado de 
Asturias.

CAPÍTULO V

Tributos sobre el Juego

Sección 1.ª Tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar

Artículo 40.  Tipos de gravamen y cuotas fijas.

1. El tipo de gravamen general de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar 
será del 25 por ciento de la base imponible definida en función de cada concreta modalidad 
de juego, salvo lo dispuesto en los apartados siguientes.

2. Para los casinos de juego se establece la siguiente tarifa:

Ingresos (euros) Tipo de gravamen
–

PorcentajeDe Hasta

0 2.000.000,00 22
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Ingresos (euros) Tipo de gravamen
–

PorcentajeDe Hasta

2.000.000,01 4.000.000,00 38

4.000.000,01 6.000.000,00 49

Más de 6.000.000 60

3. Los casinos de juego que mantengan su plantilla media durante un mismo año 
completo como mínimo igual a la plantilla media del primer año de actividad podrán acogerse 
cada ejercicio a la siguiente tarifa reducida:

Ingresos (euros) Tipo de gravamen
–

PorcentajeDe Hasta

0 2.000.000,00 15

2.000.000,01 4.000.000,00 25

4.000.000,01 6.000.000,00 35

Más de 6.000.000 45

Para el cálculo de la plantilla media de la entidad, se tendrá en cuenta el número de 
empleados en los términos que disponga la legislación laboral, así como la jornada 
contratada en relación con la jornada completa.

4. Se entenderá por ingresos, a efectos de aplicación de las tarifas establecidas en los 
apartados 2 y 3 anteriores, el importe total de las cantidades que se dediquen a la 
participación en el juego, así como cualquier otro ingreso que se pueda obtener, 
directamente derivado de su organización o celebración, deducidos los premios satisfechos. 
No se computará en los citados ingresos la cantidad que se abone por la entrada en las 
salas reservadas para el juego.

5. El tipo de gravamen aplicable al bingo presencial tradicional será del 50 por ciento de 
la base imponible. A estos efectos, la base imponible estará constituida por las cantidades 
que se dediquen a la participación en el juego, descontada la cantidad destinada a premios, 
que, en todo caso, no será inferior al 60 por ciento de lo jugado.

6. El tipo de gravamen aplicable al bingo electrónico será del 20 por ciento de la base 
imponible. A estos efectos, la base imponible estará constituida por las cantidades que se 
dediquen a la participación en el juego, descontada la cantidad destinada a premios, que, en 
todo caso, no será inferior al 60 por ciento de lo jugado.

En el primer ejercicio en que se ponga en práctica esta modalidad de juego, el tipo 
aplicable será del 10 por ciento, siempre y cuando las salas autorizadas mantengan su 
plantilla media durante el citado ejercicio.

Para el cálculo de la plantilla media se tendrá en cuenta el número de empleados en los 
términos que disponga la legislación laboral, así como la jornada contratada en relación con 
la jornada completa.

7. En las nuevas modalidades de juego que se puedan autorizar y no previstas en los 
apartados anteriores, se aplicará el tipo de gravamen general del 25 por ciento sobre las 
cantidades que se dediquen a la participación en el juego, descontada la cantidad destinada 
a premios.

8. En los casos de explotación de máquinas de juego, la cuota fija aplicable a cada 
máquina o aparato se determinará en función de la clasificación de máquinas de juego 
establecida en el artículo 24.2 de la Ley del Principado de Asturias 6/2014, de 13 de junio, de 
Juego y Apuestas, del número de jugadores y del precio de la partida. De acuerdo con la 
citada clasificación, son aplicables las siguientes cuotas:

a) Máquinas tipo B o recreativas con premio:

1.º Cuota anual: tres mil quinientos euros.
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2.º Cuando se trate de máquinas o aparatos automáticos tipo B en los que puedan jugar 
dos o más personas de forma simultánea, y siempre que el juego de cada una de ellas sea 
independiente del realizado por las otras, serán de aplicación las siguientes cuotas:

Máquinas o aparatos en los que puedan jugar dos personas: dos cuotas con arreglo a lo 
previsto en el apartado 1.º

Máquinas o aparatos en los que puedan jugar tres o más personas: la cuota será la que 
resulte de incrementar la asignada a dos personas en trescientos cincuenta euros por cada 
nueva persona.

b) Máquinas tipo C o de azar:

1.º Cuota anual: cuatro mil novecientos euros.
2.º Cuando se trate de máquinas o aparatos automáticos tipo C en los que puedan jugar 

dos o más personas de forma simultánea, y siempre que el juego de cada una de ellas sea 
independiente del realizado por las otras, serán de aplicación las siguientes cuotas:

Máquinas o aparatos en los que puedan jugar dos personas: dos cuotas con arreglo a lo 
previsto en el apartado 1.º

Máquinas o aparatos en los que puedan jugar tres o más personas: la cuota será la que 
resulte de incrementar la asignada a dos personas quinientos cuarenta euros por cada 
nueva persona.

9. Para las máquinas tipo B o recreativas con premio y tipo C o de azar en situación 
administrativa de baja temporal, se aplicará una reducción del 100 por cien sobre las cuotas 
definidas en el apartado anterior. La duración máxima de la baja temporal será de un año.

Para acogerse a la presente reducción deberá comunicarse la baja temporal antes del 
inicio de cada trimestre y surtirá efectos para las cuotas a satisfacer por los trimestres 
siguientes, en tanto se mantenga dicha situación por no haberse comunicado la reactivación 
de la máquina y por el tiempo máximo establecido en el párrafo anterior.

Artículo 41.  Devengo.

1. El devengo de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar se producirá, con 
carácter general, por la autorización, y, en su defecto, por la organización y/o por la 
celebración del juego. Para aquellas autorizaciones que permitan el desarrollo del juego de 
un modo continuado a lo largo del tiempo, el devengo coincidirá el primer año con la fecha 
de la autorización y los años subsiguientes con el 1 de enero. En estos casos, el período 
impositivo coincidirá con el año natural.

2. En el juego del bingo, el devengo de la tasa se producirá en el momento de suministro 
de los cartones de juego al sujeto pasivo. En la modalidad del bingo electrónico, el devengo 
se producirá de acuerdo a lo dispuesto en el apartado anterior.

3. Cuando se trate de máquinas o aparatos automáticos, las cuotas serán exigibles por 
años naturales, produciéndose el devengo el 1 de enero para las autorizadas en años 
anteriores y en la fecha de la autorización para las nuevas autorizaciones.

Artículo 42.  Liquidación y pago.

1. La liquidación y pago de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar, en la 
modalidad de bingo, se efectuará en los siguientes términos:

a) En la modalidad de bingo presencial tradicional, los obligados tributarios deberán 
presentar e ingresar la autoliquidación mensual de la tasa en los veinte primeros días del 
mes posterior al de recogida de los cartones.

b) En la modalidad de bingo electrónico, los obligados tributarios deberán presentar e 
ingresar una autoliquidación de la tasa con periodicidad trimestral, en los primeros veinte 
días de los meses de abril, julio, octubre y enero. Se presentará una autoliquidación por cada 
sala autorizada, que incluya todos los terminales instalados en esa sala que desarrollen las 
modalidades electrónicas de bingo.

En dichas modalidades, el sujeto pasivo deberá disponer de un sistema informático que 
permita al Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias el control 
telemático de la gestión y pago de la tasa correspondiente.
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2. La liquidación y pago de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar, en la 
modalidad de máquinas, se efectuará en los siguientes términos:

a) En los casos de explotación de máquinas de los tipos B o recreativas con premio y C 
o de azar, la tasa se gestionará a partir de la matrícula de las mismas. El Ente Público de 
Servicios Tributarios del Principado de Asturias formará anualmente dicha matrícula, que 
estará constituida por censos comprensivos de las máquinas de juego de tipo B y tipo C con 
autorización de explotación vigente a la fecha de devengo, los sujetos pasivos y las cuotas 
exigibles.

b) La matrícula para cada ejercicio se cerrará el 31 de diciembre del año anterior e 
incorporará las máquinas de los tipos B y C con autorización de explotación vigente, así 
como las altas y bajas de autorizaciones de explotación producidas durante dicho año.

c) La matrícula se pondrá a disposición del público en la sede del centro gestor desde el 
20 de enero al 20 febrero, publicándose el anuncio de su exposición en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias.

d) Las cuotas de la tasa se recaudarán mediante recibo. En el plazo de exposición al 
público del padrón, el sujeto pasivo podrá optar por abonar la cuota correspondiente en un 
único plazo dentro de los veinte primeros días del mes de marzo, o por el fraccionamiento 
automático en cuatro pagos trimestrales iguales a efectuar en los veinte primeros días de 
marzo, junio, septiembre y diciembre. En caso de no manifestar ninguna opción, se 
entenderá solicitado el fraccionamiento automático. El fraccionamiento automático no 
precisará garantía ni devengará intereses de demora.

e) El importe de la cuota se prorrateará por trimestres naturales en los casos de nueva 
autorización o cese de actividad a lo largo del período impositivo.

En el caso de autorización, las cuotas se calcularán proporcionalmente al número de 
trimestres naturales que restan para finalizar el año, incluido aquel en que se produzca la 
autorización. En el caso de baja por cese, las cuotas se calcularán proporcionalmente al 
número de trimestres naturales en que se haya ejercido la actividad, incluido aquel en que se 
produzca dicho cese.

En el ejercicio de autorización de instalación de una máquina recreativa, el sujeto pasivo 
tendrá que autoliquidar la tasa exigible por el trimestre en que se haya producido la 
autorización. Los trimestres restantes se liquidarán en la forma prevista en la letra d).

f) En caso de reactivación de máquinas que se encuentren en situación de baja 
temporal, el contribuyente deberá abonar la cuota correspondiente al trimestre de 
reactivación. Los trimestres restantes se liquidarán en la forma prevista en la letra d).

g) Los deudores podrán domiciliar el pago de los recibos en cuentas de las que sean 
titulares abiertas en entidades de depósito colaboradoras en la gestión recaudatoria de los 
tributos. Para ello, dirigirán comunicación al Ente Público de Servicios Tributarios un mes 
antes del inicio del periodo de pago en que haya de surtir efectos.

h) El Consejero competente en materia tributaria podrá disponer que las declaraciones 
y/o autoliquidaciones del tributo se efectúen mediante los programas informáticos de ayuda 
que, en su caso, se aprueben. Asimismo, podrá disponer la obligatoriedad de su 
presentación mediante medios telemáticos.

Sección 2.ª Tasa sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias

Artículo 43.  Base imponible.

1. Con carácter general, la base imponible de la tasa sobre rifas, tómbolas, apuesta y 
combinaciones aleatorias estará constituida por el importe total de las cantidades que los 
jugadores dediquen a su participación en los juegos, sin perjuicio de lo establecido en las 
letras siguientes:

a) En las rifas y tómbolas, la base imponible vendrá constituida por el importe total de los 
boletos o billetes ofrecidos.

b) En las combinaciones aleatorias, la base imponible estará constituida por el valor de 
mercado de los premios ofrecidos, incluyéndose el total de los gastos necesarios para la 
puesta a disposición del premio.
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c) En las apuestas, con carácter general, la base imponible vendrá constituida por el 
importe total de los billetes, boletos o resguardos de participación vendidos, sea cual fuere el 
medio a través del cual se hayan realizado.

d) En las apuestas de contrapartida y cruzadas, la base imponible vendrá determinada 
por los ingresos netos, definidos como el importe total de las cantidades que se dediquen a 
la participación en el juego, así como cualquier otro ingreso que puedan obtener, 
directamente derivado de su organización o celebración, deducidos los premios satisfechos 
por la empresa operadora a los participantes.

e) Cuando se trate de apuestas cruzadas o de juegos en los que los sujetos pasivos no 
obtengan como ingresos propios los importes jugados, sino que, simplemente, efectúen su 
traslado a quienes lo hubieran ganado, la base imponible se integrará por las comisiones, así 
como por cualesquiera cantidades por servicios relacionados con las actividades de juego, 
cualquiera que sea su denominación, pagadas por quienes juegan al sujeto pasivo.

f) En las apuestas sobre acontecimientos deportivos, de competición, hípicas o sobre 
eventos especiales de interés general la base imponible vendrá determinada por la 
diferencia total entre las cantidades apostadas y el importe de los premios obtenidos por los 
participantes en el juego.

2. La base imponible se determinará en régimen de estimación directa u objetiva.
3. En los supuestos de participación a través de medios técnicos, telemáticos, 

interactivos o de comunicación a distancia, cuando la base debiera determinarse en función 
de dicha participación, estos medios deberán contener el procedimiento o los elementos de 
control necesarios que garanticen su completa exactitud en la determinación de la base 
imponible.

Artículo 44.  Exenciones.

1. Sin perjuicio de las exenciones establecidas en el artículo 39 del Texto Refundido de 
Tasas Fiscales, aprobado por Decreto 3059/1966, de 1 de diciembre, quedará exenta del 
pago de la tasa la celebración de rifas, tómbolas y combinaciones aleatorias por entidades 
sin fines lucrativos cuando el valor conjunto de los premios ofrecidos no exceda de diez mil 
euros. Si el premio fuese mayor al citado importe, quedarán exentos los tres mil primeros 
euros de la base imponible.

2. Asimismo, estarán exentas de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte envite o azar, 
las apuestas hípicas mutuas que sean organizadas o celebradas por operadores públicos.

Artículo 45.  Tipos de gravamen.

Los tipos de gravamen de la tasa sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones 
aleatorias serán:

1. Rifas y tómbolas.

a) Un tipo general del 15 por ciento.
b) Las rifas y tómbolas declaradas de utilidad pública o benéfica tributarán a un tipo 

reducido del 5 por ciento.

2. Apuestas.

a) Un tipo general del 10 por ciento.
b) El tipo aplicable a las apuestas de contrapartida y cruzadas será del 12 por ciento.
c) El tipo aplicable a las apuestas sobre acontecimientos deportivos, de competición o 

hípicas será del 10 por ciento.

3. Combinaciones aleatorias.

Un tipo del 10 por ciento.

Artículo 46.  Devengo.

1. La tasa sobre rifas, tómbolas y combinaciones aleatorias se devengará con carácter 
general por la autorización y, en su defecto, por la organización o celebración del juego.

2. En las apuestas, la tasa se devengará cuando se celebren u organicen.
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Artículo 47.  Pago.

En las rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias, los sujetos pasivos vendrán 
obligados a presentar autoliquidación en el plazo de los veinte primeros días naturales del 
mes siguiente a aquél en que se produzca el devengo. Dicha autoliquidación podrá llevarse 
a cabo por vía telemática.

CAPÍTULO VI

Impuesto sobre Hidrocarburos

Artículo 48.  Tipo de gravamen autonómico.

Se establecen los siguientes tipos de gravamen autonómico en el Impuesto sobre 
Hidrocarburos:

a) Productos comprendidos en los epígrafes 1.1, 1.2.1, 1.2.2, 1.11, 1.13 y 1.14 del 
artículo 50 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales: 48 euros por 
1.000 litros.

b) Producto comprendido en el epígrafe 1.3 del artículo 50 de la Ley de Impuestos 
Especiales: 40 euros por 1.000 litros.

c) Productos comprendidos en los epígrafes 1.4 y 1.15 del artículo 50 de la Ley de 
Impuestos Especiales: 6 euros por 1.000 litros.

d) Productos comprendidos en el epígrafe 1.5 del artículo 50 de la Ley de Impuestos 
Especiales: 2 euros por tonelada.

Artículo 49.  Tipo autonómico de devolución del impuesto.

1. De conformidad con lo previsto en el apartado 6.a) del artículo 52 bis de la Ley de 
Impuestos Especiales, se establece el tipo de devolución de las cuotas autonómicas del 
Impuesto sobre Hidrocarburos correspondientes a la letra b del artículo anterior en un 
importe de 40 euros por 1.000 litros.

2. De conformidad con lo previsto en el apartado 7 del artículo 52 bis de la Ley de 
Impuestos Especiales, el procedimiento aplicable para la práctica de la devolución será el 
establecido por el órgano competente de la Administración General del Estado.

CAPÍTULO VII

Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte

Artículo 50.  Tipos de gravamen.

El tipo de gravamen aplicable a los medios de transporte definidos en los epígrafes 4.º y 
9.º del artículo 70.1 de la Ley de Impuestos Especiales, será del 16 por ciento.

TÍTULO II

Obligaciones formales

Artículo 51.  Presentación telemática de declaraciones.

1. Con la finalidad de facilitar el cumplimiento de las obligaciones tributarias de los 
obligados tributarios, el Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias 
facilitará la presentación telemática de las escrituras públicas así como de declaraciones, 
autoliquidaciones, comunicaciones, solicitudes y cualquier otro documento con 
trascendencia tributaria que resulten susceptibles de tal forma de presentación, 
desarrollando los instrumentos tecnológicos necesarios en el ámbito de su competencia.

2. La Consejería competente en materia de hacienda podrá determinar los supuestos y 
condiciones en los que los obligados tributarios deberán presentar por medios telemáticos 
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sus declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones, solicitudes y cualquier otro 
documento con trascendencia tributaria.

Artículo 52.  Obligaciones formales de los notarios y de los registradores de la propiedad y 
mercantiles.

1. El cumplimiento de las obligaciones de los notarios de proporcionar información 
prevista en el artículo 32.3 de la Ley del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y en el 
artículo 52 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, se realizará en la forma que se determine por el Ente 
Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias. La remisión de esa información 
podrá presentarse en soporte directamente legible por el ordenador o mediante transmisión 
por vía telemática en las condiciones y diseño que se aprueben a tal efecto.

2. Los notarios con destino en el Principado de Asturias, con el fin de facilitar el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias de los obligados tributarios y el acceso 
telemático de documentos a los registros públicos, remitirán al Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias, por vía telemática, en colaboración con el Consejo 
General del Notariado, una declaración informativa notarial de los elementos básicos de las 
escrituras por ellos autorizadas, así como la copia electrónica de las mismas de conformidad 
con lo dispuesto en la legislación notarial, relativa a los hechos imponibles que el organismo 
competente determine.

3. Las solicitudes de copias de escrituras o documentos notariales con trascendencia 
tributaria efectuadas al amparo de lo previsto en el artículo 94 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, podrán ser llevadas a cabo por medios telemáticos. En estos 
supuestos, la respuesta del obligado deberá efectuarse por la misma vía.

4. Los registradores de la propiedad y mercantiles con destino en el Principado de 
Asturias remitirán al Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias, una 
declaración comprensiva de los documentos relativos a hechos imponibles que se presenten 
a inscripción en sus registros, cuando el pago de los tributos o la presentación de la 
declaración tributaria se haya realizado en otra Comunidad Autónoma. Dicha remisión se 
efectuará por vía telemática cuando así se determine.

5. La Consejería competente en materia de hacienda determinará el procedimiento, 
forma, estructura y plazos que deben observarse para el cumplimiento de las obligaciones 
formales establecidas en los apartados anteriores.

Artículo 53.  Obligaciones formales de las entidades que realicen subastas en relación con 
el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

1. Las entidades que realicen subastas de bienes muebles en el Principado de Asturias 
deberán remitir al Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias, por vía 
telemática, cuando así se determine, una declaración con la relación de las transmisiones en 
que hayan intervenido.

2. La Consejería competente en materia de hacienda determinará el procedimiento, 
forma, estructura y plazos que deben observarse para el cumplimiento de la obligación 
formal establecida en el apartado anterior.

Disposición transitoria.  Casinos que mantengan su plantilla durante 2013.

Los casinos de juego en funcionamiento a fecha 17 de julio de 2014, que hayan 
mantenido su plantilla media durante el año 2013 igual a la plantilla media de los 10 primeros 
meses de 2012 podrán acogerse a la tarifa reducida prevista en el apartado 3 del artículo 40 
y en los términos establecidos en el mismo.

Disposición final.  Habilitación al Consejo de Gobierno.

Se habilita al Consejo de Gobierno para aprobar por decreto las disposiciones 
reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta norma.
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§ 94

Ley 9/1991, de 30 de diciembre, por la que se establece un recargo 
sobre las cuotas mínimas del Impuesto sobre Actividades 

Económicas

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 301, de 31 de diciembre de 1991

«BOE» núm. 49, de 26 de febrero de 1992
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1992-4494

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado y yo, en 
nombre de su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente Ley, por la que se establece un 
recargo sobre las cuotas mínimas del Impuesto sobre Actividades Económicas:

PREÁMBULO

La Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales, establece en 
su artículo 124 que las Diputaciones Provinciales podrán establecer un recargo sobre el 
Impuesto sobre Actividades Económicas. Dicho recargo se exigirá a los mismos sujetos 
pasivos y en los mismos casos contemplados en la normativa reguladora del Impuesto y 
consistirá en un porcentaje único, que recaerá sobre las cuotas mínimas, y su tipo no podrá 
ser superior al 40 por 100.

El recargo creado por la citada Ley viene a sustituir al recargo provincial del 40 por 100 
sobre las cuotas de licencia fiscal de actividades comerciales e industriales y de 
profesionales y artistas, que para las Diputaciones Provinciales estableció el artículo 409 del 
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, recargo que desaparece el 1 de enero de 
1992, fecha en que comenzará exigirse en todo el territorio nacional el Impuesto sobre 
Actividades Económicas.

Asumidas, en virtud de lo previsto en el artículo 20 del Estatuto de Autonomía para 
Asturias, por la Comunidad Autónoma, desde su constitución, todas las competencias, 
medios y recursos que según la Ley corresponden a la Diputación Provincial, el Principado 
de Asturias ha venido incluyendo en sus presupuestos e ingresando el recargo del 40 por 
100 sobre las cuotas referidas, por lo que, a fin de que no sufran merma los ingresos por 
tributos propios, resulta necesario establecer, en un tipo de equivalente, el recargo sobre el 
Impuesto sobre Actividades Económicas, actuación que constituye el objeto de la presente 
Ley.
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Artículo único.  
Se establece un recargo sobre las cuotas mínimas del Impuesto sobre Actividades 

Económicas del 40 por 100.

Téngase en cuenta que el recargo sobre las cuotas mínimas se establece en el 33 por 100, por 
el art. único de la Ley 4/1997, de 18 de diciembre. Ref. BOE-A-1998-1809.

DISPOSICIÓN FINAL
La presente Ley entrará en vigor el 1 de enero de 1992.
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§ 95

Ley del Principado de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, de 
Medidas Presupuestarias, Administrativas y Fiscales

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 301, de 31 de diciembre de 2002

«BOE» núm. 38, de 13 de febrero de 2003
Última modificación: 29 de octubre de 2014

Referencia: BOE-A-2003-2905

Esta Ley pasa a denominarse "Ley del Principado de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, 
de acompañamiento a los Presupuestos Generales para 2003", según establece la 
disposición final 1 de la Ley 6/2004, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2005-1922.

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Medidas 
Presupuestarias, Administrativas y Fiscales.

PREÁMBULO

La mejor y más eficaz ejecución del programa económico contenido en la Ley de 
presupuestos generales del Principado de Asturias para 2003 exige la adopción de diversas 
medidas normativas que afectan a los distintos ámbitos en que aquél se desarrolla y cuya 
efectividad ha de ser simultánea a la entrada en vigor de la norma presupuestaria. Tal es la 
finalidad de la presente ley, que se estructura, al igual que en años precedentes, en tres 
grandes bloques configurados como títulos y relativos, respectivamente, a los ámbitos 
presupuestario, administrativo y fiscal.

En el primero de tales títulos, «Medidas presupuestarias», se realizan determinadas 
modificaciones de carácter técnico consecuencia del escenario presupuestario impuesto por 
la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, general de estabilidad presupuestaria, entre las que 
cabe destacar la preceptiva autorización del Consejero competente en materia económica y 
presupuestaria para la concertación de operaciones de endeudamiento por las empresas y 
entes públicos encuadrados en el sector Administraciones Públicas por la normativa 
comunitaria. Asimismo, se añade un apartado 4 a la disposición adicional primera por el que 
se impone a la Universidad de Oviedo la obligación de dar cuenta trimestralmente a la 
Consejería competente en materia económica y presupuestaria de la situación de la deuda 
viva a finales de cada trimestre.
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En el título II, bajo la rúbrica de «Medidas administrativas», se acometen diversas 
modificaciones en la normativa autonómica reguladora de los distintos ámbitos en que la 
acción administrativa se desarrolla.

En primer lugar y con el propósito de condicionar a la preceptiva autorización del 
Consejo de Gobierno la celebración de contratos cuando hayan de comprometerse créditos 
de futuros ejercicios presupuestarios con independencia de cual sea la duración del contrato, 
se acometen sendas modificaciones en las leyes 6/1984, de 5 de julio, del Presidente y del 
Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, y 2/1995, de 13 de marzo, sobre régimen 
jurídico de la Administración del Principado de Asturias.

La Ley 3/1985, de 26 de diciembre, de ordenación de la función pública de la 
Administración del Principado de Asturias, resulta modificada por un lado al añadirse un 
artículo 41 bis con la finalidad de establecer en favor de las personas con minusvalía un 
cupo mínimo en la oferta de empleo público de la Administración regional y por otro al 
añadirse una disposición adicional quinta bis por la que se crean determinadas escalas de 
funcionarios.

De la Ley 13/1986, de 28 de noviembre, de ordenación y defensa de las carreteras del 
Principado, se modifican varios preceptos relativos a su régimen sancionador con el 
propósito de actualizar las cuantías de las sanciones; asimismo, se establecen las distancias 
que delimitan las diferentes zonas de los espacios colindantes con las carreteras de 
titularidad del Principado de Asturias que, por sus características técnicas, tengan la 
consideración de autopistas, autovías y vías rápidas.

En la Ley 1/1991, de 21 de febrero, de patrimonio del Principado de Asturias, se 
modifican diversos preceptos con el propósito de actualizar las cantidades que delimitan la 
competencia para acordar la explotación de los bienes patrimoniales de la Comunidad 
Autónoma.

Con el objeto de obtener una gestión sostenible de los recursos de marisqueo, se 
modifica la Ley 2/1993, de 29 de octubre, de pesca marítima en aguas interiores y 
aprovechamiento de recursos marinos, de manera que reglamentariamente se pueda regular 
la explotación racional y eficaz de dichos recursos mediante el empleo de técnicas 
submarinas. Asimismo, se amplía la relación de bienes que pueden ser decomisados en la 
comisión de infracciones en materia de pesca.

La aplicación a las viviendas declaradas protegidas por la Comunidad Autónoma del 
régimen sancionador establecido para las viviendas de protección oficial determina la 
modificación de la Ley 3/1995, de 13 de marzo, de sanciones en materia de vivienda.

Finalmente, la creación del Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de 
Asturias constituye la culminación legislativa del proceso de modernización de la 
Administración tributaria autonómica que se ha venido desarrollando a lo largo de toda la 
Legislatura y cuya creación ha de redundar en beneficio no sólo de la Administración 
regional, sino también de las entidades locales cuya gestión tributaria viene siendo 
desarrollada por aquélla. Se crea así un sistema integrado de funciones tributarias adecuado 
a un entorno cada vez más complejo y en continuo proceso de transformación, posibilitando 
con ello una gestión más eficiente y transparente de los recursos públicos, así como un 
mejor y más cercano servicio a los ciudadanos.

Estructurado en siete capítulos, el título III se dedica a las «Medidas fiscales», que 
pueden ser agrupadas en torno a tres grandes bloques.

En primer lugar, se encuentran aquellas medidas en las que se materializa el ejercicio de 
las competencias normativas –sobre determinados tributos estatales total o parcialmente 
cedidos– atribuidas al Principado de Asturias en virtud de las leyes 21/2001 y 20/2002. En 
particular, en el impuesto sobre la renta de las personas físicas se crean diversas 
deducciones en la cuota íntegra autonómica o complementaria con el propósito de favorecer 
a colectivos que precisan de especial protección, tales como los mayores de 65 años, los 
discapacitados, las mujeres y jóvenes menores de 30 años en situación de desempleo y los 
trabajadores autónomos.

En el impuesto sobre sucesiones y donaciones se crea una reducción en la base 
imponible con el objeto de favorecer la continuidad en el Principado de Asturias de las 
empresas individuales o negocios profesionales objeto de transmisión mortis causa y se 
establece una mejora consistente en la equiparación, a efectos del impuesto, entre cónyuges 
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y parejas estables y entre las situaciones de adopción y acogimiento familiar preadoptivo o 
permanente.

En el impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados, por lo 
que respecta a la modalidad transmisiones patrimoniales onerosas, se establece un tipo 
general para las transmisiones de inmuebles, así como diversos tipos reducidos de 
gravamen aplicables, respectivamente, a las adquisiciones de viviendas protegidas, a los 
inmuebles incluidos en las transmisiones globales de empresas o negocios y, finalmente, a 
las transmisiones de inmuebles en las que, siendo de aplicación determinadas exenciones 
previstas en la normativa reguladora del impuesto sobre el valor añadido, el sujeto pasivo no 
renuncie a las mismas. En la modalidad de actos jurídicos documentados se ha procedido a 
fijar el tipo general aplicable a los documentos notariales, así como otro tipo reducido 
aplicable a aquellos documentos notariales relacionados con la adquisición de viviendas 
calificadas de protección pública por la Comunidad Autónoma.

Finalmente, respecto de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar, y de 
acuerdo con las competencias normativas a que se refiere la citada Ley 21/2001, se ha 
procedido a revisar los tipos tributarios y las cuotas fijas.

El segundo de los bloques aludidos está integrado por las disposiciones que afectan a 
los tributos propios del Principado de Asturias. Tales disposiciones alcanzan tanto al Texto 
Refundido de las leyes de tasas y precios públicos, aprobado por Decreto Legislativo del 
Principado de Asturias 1/1998, de 11 de junio, como a la Ley 1/1994, de 21 de febrero, sobre 
abastecimiento y saneamiento de aguas en el Principado de Asturias. Entre las 
modificaciones del texto refundido se encuentran las derivadas de la creación de cuatro 
nuevas tasas, a saber: la tasa por expedición de títulos académicos y profesionales no 
universitarios; la tasa por servicios prestados por el Registro de la propiedad intelectual del 
Principado de Asturias; la tasa por expedición de hojas de reclamaciones, y, finalmente, la 
tasa por servicios administrativos en materia de casinos, juegos y apuestas. Finalmente, de 
la Ley 1/1994 se modifican diversos preceptos con el propósito de actualizar los tipos de 
gravamen y de prorrogar para 2003 la moratoria establecida en su disposición transitoria 
séptima.

El tercero de los bloques se refiere al impuesto sobre grandes establecimientos 
comerciales, regulado en el capítulo VII. El tributo tiene carácter extrafiscal, ya que su 
creación no obedece a un propósito exclusivamente recaudatorio, consustancial a cualquier 
figura impositiva, sino además, y principalmente, al de desplazar sobre los establecimientos 
implantados como grandes superficies las incidencias negativas que su actividad genera en 
el territorio, en el medio ambiente y en la trama del comercio urbano.

El Principado de Asturias tiene la competencia para su establecimiento, por cuanto los 
artículos 157.1 y 133.2 de la Constitución Española y 44 del Estatuto de Autonomía del 
Principado de Asturias reconocen la posibilidad de que las comunidades autónomas 
establezcan sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales. Asimismo, el 
Principado de Asturias tiene atribuidas por el Estatuto de Autonomía las competencias 
normativas correspondientes en las materias de ordenación del territorio, de comercio 
interior y de protección del medio ambiente.

TÍTULO I

Medidas presupuestarias

Artículo 1.  Modificaciones del Texto Refundido del régimen económico y presupuestario, 
aprobado por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 2/1998, de 25 de junio.

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 29, «Gastos plurianuales», que queda 
redactado:

«1. El Consejo de Gobierno podrá adquirir compromisos de gastos que hayan de 
extenderse a varios ejercicios posteriores a aquel en que se autorizan, siempre que 
su ejecución se inicie en el propio ejercicio y se trate de alguno de los casos 
siguientes:
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a) Inversiones y transferencias de capital.
b) Transferencias corrientes, derivadas de normas con rango de ley.
c) Gastos en bienes y servicios cuya contratación, bajo las modalidades 

establecidas en el Texto Refundido de la Ley de contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, no pueda ser 
estipulada o resulte antieconómica por plazo de un año.

d) Arrendamiento de bienes inmuebles.
e) Cargas financieras para operaciones de crédito.
f) Activos financieros.»

Dos. Se modifica el apartado 5 del artículo 34, «Transferencias de créditos», que queda 
redactado:

«5. Las limitaciones contenidas en el apartado anterior no serán de aplicación en 
los siguientes casos:

a) Cuando se trate de créditos de capítulo I.
b) Cuando se trate de créditos modificados como consecuencia de 

reorganizaciones administrativas.
c) Cuando se efectúen transferencias entre dos créditos ampliables teniendo en 

cuenta que ello determinará la pérdida del carácter ampliable en el concepto 
minorado y cuando se efectúen entre un crédito no ampliable y otro ampliable, 
siempre que sea éste el que aumente.

d) Cuando se efectúen transferencias según lo previsto en las letras e) y f) del 
apartado 3 de este artículo o se trate de transferencias relativas al programa 
Imprevistos y funciones no clasificadas.

e) Cuando se trate de créditos para subvenciones objeto de una misma 
convocatoria, que, contando con idéntica denominación en el estado de gastos de los 
presupuestos generales del Principado de Asturias, estén distribuidos entre varios 
artículos de un mismo programa presupuestario en función de los distintos 
beneficiarios.»

Tres. Se modifican la rúbrica y la redacción del artículo 47, «Endeudamiento de los 
organismos públicos», en el siguiente sentido:

«Artículo 47.  Endeudamiento del sector público autonómico.

1. Los organismos autónomos del Principado de Asturias podrán hacer uso de 
las siguientes modalidades de endeudamiento:

a) Concertación de préstamos.
b) Emisión de deuda pública.

2. Sin perjuicio de lo que establezcan sus leyes de creación, las entidades 
públicas a que se refiere el apartado 2 del artículo 4 de la presente ley podrán hacer 
uso de operaciones de préstamo.

3. Los límites de cuantía del endeudamiento y sus fines deberán ser autorizados 
por ley. En todo caso, será requisito imprescindible para su concertación informe 
favorable de la Consejería competente en materia económica y presupuestaria.

4. Las empresas y entes públicos que se clasifiquen en el sector 
Administraciones Públicas de acuerdo con el Reglamento (CE) n.o 2223/96 del 
Consejo, de 25 de junio de 1996, relativo al sistema europeo de cuentas nacionales y 
regionales de la Comunidad, deberán ser autorizados por el Consejero competente 
en materia económica y presupuestaria para concertar operaciones de 
endeudamiento.

5. Dentro de los quince primeros días de cada trimestre los organismos públicos, 
las empresas y entes públicos a que se refiere este artículo pondrán en conocimiento 
de la Consejería competente en materia económica y presupuestaria la situación de 
la deuda viva a finales del trimestre anterior.»

Cuatro. Se añade un apartado 4 a la disposición adicional primera, «Universidad de 
Oviedo», que queda redactado:
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«4. Dentro de los quince primeros días de cada trimestre la Universidad de 
Oviedo pondrá en conocimiento de la Consejería competente en materia económica 
y presupuestaria la situación de la deuda viva a finales del trimestre anterior».

TÍTULO II

Medidas administrativas

Artículo 2.  Modificación de la Ley 6/1984, de 5 de julio, del Presidente y del Consejo de 
Gobierno del Principado de Asturias.

Se modifica la letra o) del artículo 25 en el siguiente sentido:

«o) Autorizar la celebración de contratos cuando su cuantía exceda de la 
legalmente fijada como atribución del Consejero o cuando ésta fuese indeterminada 
o porque hayan de comprometerse fondos públicos de futuros ejercicios 
presupuestarios.»

Artículo 3.  Modificaciones de la Ley 3/1985, de 26 de diciembre, de ordenación de la 
función pública de la Administración del Principado de Asturias.

Uno. Se añade un artículo 41 bis con la siguiente redacción:

«1. En la oferta de empleo de la Administración del Principado de Asturias se 
reservará un cupo no inferior al cinco por ciento (5%) del total de las plazas vacantes 
para ser cubiertas por personas con minusvalía de grado igual o superior al treinta y 
tres por ciento (33%) siempre que superen los procesos selectivos y que, en su 
momento, acrediten el indicado grado de minusvalía y se constate la compatibilidad 
con el desempeño de las tareas y funciones correspondientes.

2. Los aspirantes que participen de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 
anterior gozarán de igualdad de condiciones para la realización de las pruebas 
selectivas. A estos efectos, podrán solicitar la adaptación o adecuación de tiempo y 
medios materiales que consideren necesarios en atención a su minusvalía física, 
psíquica o sensorial. La Administración efectuará la adaptación o adecuación 
necesaria de acuerdo con el informe técnico emitido por el órgano competente.»

Dos. Se añade una disposición adicional quinta bis con la siguiente redacción:

«De conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley 3/1985, de 26 de 
diciembre, de ordenación de la función pública de la Administración del Principado de 
Asturias, se crean las siguientes escalas:

1. Dentro del Cuerpo de Técnicos Superiores se crea la Escala de Inspectores de 
Prestaciones Sanitarias con las funciones de inspección, evaluación y control en 
relación con las prestaciones sanitarias y farmacéuticas con financiación pública. En 
el desempeño de sus funciones tendrán la consideración de autoridad pública. Para 
el acceso a esta escala se requiere estar en posesión del título de Licenciado en 
Medicina o Farmacia.

Se integran en la Escala de Inspectores de Prestaciones Sanitarias los 
funcionarios procedentes de las transferencias asumidas en virtud del Real Decreto 
1471/2001, de 27 de diciembre, sobre traspaso al Principado de Asturias de las 
funciones y servicios del Instituto Nacional de la Salud, que pertenecían a las escalas 
de Médicos Inspectores y de Farmacéuticos Inspectores de la Administración de la 
Seguridad Social.

2. Dentro del Cuerpo de Diplomados y Técnicos Medios, se crea la Escala de 
Subinspectores de Prestaciones Sanitarias con las funciones inspectoras de apoyo, 
gestión y colaboración con los inspectores de prestaciones sanitarias y tendrán la 
consideración de agentes de autoridad en el desempeño de sus cometidos. Para el 
acceso a esta escala se requerirá estar en posesión de título de Ayudante Técnico 
Sanitario-Diplomado Universitario en Enfermería.
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Se integrarán en la Escala de Subinspectores de Prestaciones Sanitarias los 
funcionarios procedentes de las transferencias asumidas en virtud del Real Decreto 
1471/2001, de 27 de diciembre, sobre traspaso al Principado de Asturias de las 
funciones y servicios del Instituto Nacional de la Salud, que pertenecían a la Escala 
de Enfermeros Subinspectores de la Administración de la Seguridad Social.

3. Dentro del Cuerpo de Diplomados y Técnicos Medios se crea la Escala de 
Inspección Turística con las funciones de asesoramiento, inspección y control de 
actividades y actuaciones en materia turística. Para el acceso a esta escala se 
requerirá estar en posesión de titulación universitaria de grado medio.

4. Dentro del Cuerpo de Técnicos Auxiliares se crea la Escala de Guardas del 
Medio Natural con las funciones de vigilancia, policía, custodia y protección de los 
bienes forestales, cinegéticos, piscícolas y de los recursos naturales, así como de 
aquellas otras que tendentes al mismo fin les asigne el ordenamiento. Información, 
inspección y control en materia de calidad de las aguas y evaluación del impacto 
ambiental. Cualquier otra función de carácter medioambiental que sea competencia 
de la Administración del Principado de Asturias, acorde con su capacitación y 
cualificación profesional. Los funcionarios pertenecientes a esta escala tendrán la 
consideración de agentes de la autoridad en el ejercicio de sus funciones.

Para el acceso a esta escala se requerirá estar en posesión del título de Técnico 
Superior en Gestión y Organización de los Recursos Naturales y Paisajísticos.

La Administración del Principado de Asturias iniciará un procedimiento específico 
de promoción que se realizará en dos ediciones, a los efectos de que los funcionarios 
de la Escala de Guarda Rural del Cuerpo de Oficios Especiales, pertenecientes al 
Grupo D, puedan acceder a la Escala de Guardas del Medio Natural del Cuerpo de 
Técnicos Auxiliares. Los funcionarios que, en virtud de ello, accedan a la nueva 
escala continuarán adscritos a los puestos de trabajo que vinieran desempeñando 
con carácter definitivo, a cuyo efecto se procederá a la correspondiente modificación 
de la relación de puestos de trabajo.

Los funcionarios de la citada Escala de Guarda Rural del Cuerpo de Oficios 
Especiales, pertenecientes al Grupo D, podrán igualmente participar en los procesos 
de promoción a este cuerpo siempre que se hallen en posesión del título de Bachiller, 
Formación Profesional de segundo grado o equivalente o acrediten una antigüedad 
de diez o más años en la Escala de Guarda Rural de la Administración del Principado 
de Asturias, o bien acrediten poseer una antigüedad de entre cinco y diez años en la 
citada escala y superen el curso específico de formación que a tal efecto se 
determine por esta Administración.

Se establece un período transitorio de tres años a partir de la entrada en vigor de 
esta ley para participar en las pruebas selectivas que pudieran celebrarse, a las que 
podrán concurrir los aspirantes que se hallen en posesión del título de Bachiller o 
Formación Profesional de segundo grado.»

Artículo 4.  Modificaciones de la Ley 13/1986, de 28 de noviembre, de ordenación y defensa 
de las carreteras del Principado.

(Derogado)

Artículo 5.  Modificaciones de la Ley 1/1991, de 21 de febrero, de patrimonio del Principado 
de Asturias.

Uno. Se modifica el artículo 42, que queda redactado:

«Compete al Consejero competente en materia de patrimonio la enajenación de 
los bienes inmuebles pertenecientes al Principado de Asturias. Será, no obstante, 
precisa la previa autorización del Consejo de Gobierno cuando el valor del bien, 
según tasación pericial, esté comprendido entre uno y seis millones de euros, y de 
una ley de la Junta General en los casos en que dicha valoración supere esta última 
cifra.»

Dos. Se modifica el artículo 43, quedando redactado en los siguientes términos:
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«La enajenación de los bienes inmuebles se realizará mediante subasta pública, 
salvo cuando el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en 
materia de patrimonio, acuerde su enajenación directa.

La enajenación directa podrá ser acordada por el Consejero competente en 
materia de patrimonio cuando se trate de bienes de valor inferior a un millón de 
euros.»

Tres. Se modifica el artículo 53, que queda redactado:

«Los bienes inmuebles del Principado de Asturias cuya afectación al uso general 
o al servicio público no se juzgue previsible podrán cederse gratuitamente por el 
Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia de 
patrimonio, al Estado, sus organismos autónomos y a las corporaciones locales, para 
el cumplimiento de sus fines.

La cesión gratuita de inmuebles cuyo valor, según tasación pericial, exceda de 
seis millones de euros será objeto de una ley de la Junta General del Principado de 
Asturias.»

Cuatro. Se modifica el artículo 58, que queda redactado:

«Asimismo, por razones de interés social y para el cumplimiento de sus fines, 
podrá cederse el uso de los bienes inmuebles a favor de entidades con carácter 
asistencial, sin ánimo de lucro y calificadas de utilidad pública, así como a favor de 
fundaciones participadas por el Principado de Asturias.»

Cinco. Se modifica el artículo 61, que queda redactado:

«La enajenación de los bienes muebles se someterá a las reglas de competencia 
previstas para los bienes inmuebles, excepto cuando el valor del bien no exceda de 
ciento veinte mil euros, en cuyo caso será competente para la enajenación la 
Consejería que los hubiese venido utilizando.

El acuerdo de enajenación implicará por sí solo, en su caso, la desafectación de 
los bienes de que se trate.

La enajenación tendrá lugar mediante subasta pública.»

Artículo 6.  Modificaciones de la Ley 2/1993, de 29 de octubre, de pesca marítima en aguas 
interiores y aprovechamiento de recursos marinos.

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 26, «Concepto», en el siguiente sentido:

«3. Con carácter general, queda prohibida la captura de mariscos mediante el 
empleo de técnicas propias de la pesca submarina. No obstante, y con el fin de 
obtener una gestión sostenible de los recursos de marisqueo, reglamentariamente se 
regulará la explotación racional y eficaz de los mismos por profesionales de la pesca 
mediante el empleo de técnicas submarinas.»

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 62, «Decomiso de bienes», que queda 
redactado de la forma siguiente:

«1. Sin perjuicio de las responsabilidades consignadas en esta ley, caerán en 
comiso todos los aparejos, artes, útiles, instrumentos, sustancias, vehículos y 
embarcaciones empleadas para la comisión de alguno de los hechos tipificados 
como infracción grave o muy grave en esta ley, que serán depositados en el lugar y 
bajo la custodia de quien disponga la Consejería competente en materia de pesca.»

Artículo 7.  Modificaciones de la Ley 2/1995, de 13 de marzo, sobre régimen jurídico de la 
Administración del Principado de Asturias.

Uno. Se modifica el artículo 38, «Autorización del Consejo de Gobierno en materia de 
contratación», que pasa a tener el siguiente tenor literal:

«Será necesaria autorización del Consejo de Gobierno para la celebración de los 
contratos cuando dicho órgano sea el competente para autorizar el gasto por razón 
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de su cuantía o porque hayan de comprometerse fondos públicos de futuros 
ejercicios presupuestarios.»

Dos. Se modifica el artículo 9 bis, «Silencio administrativo en procedimientos iniciados a 
solicitud del interesado», con la siguiente redacción:

«1. A efectos de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 43 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del 
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de la obligación de la 
Administración de dictar resolución expresa, los interesados podrán entender 
desestimadas sus solicitudes por silencio administrativo en los procedimientos que a 
continuación se relacionan, si al vencimiento del plazo máximo establecido en cada 
caso no les ha sido notificada la resolución expresa:

Modificación de la demarcación territorial de los concejos.
Procedimientos especiales de modificación de la demarcación territorial de los 

concejos.
Constitución de parroquias rurales.
Modificación y supresión de parroquias rurales.
Reingreso procedente de la situación de excedencia voluntaria.
Reingreso por cuidado de hijos sin reserva de plaza.
Reconocimiento de grado personal.
Revisión de grado a funcionario en situación diferente de servicio activo.
Reconocimiento de servicios previos al personal de la Administración del 

Principado de Asturias.
Autorización de compatibilidad en puesto del sector público.
Reconocimiento de compatibilidad para ejercer actividades privadas.»

Artículo 8.  Modificación de la Ley 3/1995, de 15 de marzo, de sanciones en materia de 
vivienda.

Se añade una disposición adicional con la siguiente redacción:

«En los términos de lo dispuesto en la normativa general de aplicación a las 
viviendas de protección oficial y en las disposiciones reguladoras de las ayudas y 
medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo, 
las viviendas declaradas protegidas por la Comunidad Autónoma se regirán en su 
régimen sancionador por la normativa aplicable a las viviendas de protección oficial 
promovidas al amparo del Real Decreto 3148/1978, de 10 de noviembre, por el que 
se desarrolla el Real Decreto-ley 31/1978, de 31 de octubre, sobre política de 
vivienda.»

Artículo 9.  Modificaciones de la Ley 2/2001, de 27 de marzo, del Consejo Económico y 
Social.

Se modifica el artículo 16.1 en el siguiente sentido:

«1. La Secretaría General es el órgano de asistencia técnica y administrativa del 
Consejo Económico y social, así como el depositario de la fe pública de los acuerdos 
del mismo. Su titular, que ha de ser funcionario del Grupo A de cualquier 
Administración Pública, será nombrado y cesado por resolución del titular de la 
Consejería competente en materia de trabajo y empleo y a propuesta del Pleno 
aprobada por mayoría de dos tercios de sus miembros.»

Se añade al artículo 20, apartado 1.º, una letra c con el siguiente contenido:

«c) Personal funcionario de otras Administraciones Públicas el cual se integrará 
en la relación de puestos de trabajo del mismo.»

Artículo 10.  Del Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias.

Se crea el Ente Público de Servicios Tributarios como organización administrativa 
responsable, en nombre y por cuenta del Principado de Asturias, de la aplicación efectiva del 
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sistema tributario de la Comunidad Autónoma y de aquellos recursos de otras 
Administraciones y entidades que se le atribuyan por ley o por convenio, que se regirá por 
las siguientes disposiciones:

«Uno. Naturaleza jurídica y competencias:

1. Se crea el Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias 
dotado de personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar, con patrimonio y 
tesorería propios y autonomía de gestión para el cumplimiento de sus fines, adscrito 
a la Consejería competente en materia tributaria.

2. Corresponde al Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de 
Asturias, en los términos que fijen las leyes, el ejercicio de las siguientes 
competencias:

a) La gestión, liquidación, inspección, recaudación y revisión de los tributos 
propios y demás ingresos de derecho público del Principado de Asturias cuya 
competencia tenga atribuida la Consejería competente en materia de hacienda, salvo 
que expresamente se hubiera atribuido a otro órgano de la Administración del 
Principado de Asturias.

b) La gestión, liquidación, inspección, recaudación y revisión de los tributos 
cedidos por el Estado, de acuerdo con la ley que fije el alcance y condiciones de la 
cesión.

c) La gestión, liquidación, inspección, recaudación y revisión de los tributos 
locales cuya competencia le haya sido delegada por las corporaciones locales.

d) El ejercicio de la potestad sancionadora en relación con los tributos cuya 
aplicación corresponda al Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de 
Asturias.

e) Cualesquiera otras competencias que pudieran serle atribuidas.

Dos. Régimen jurídico:

1. El Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias se regirá 
por lo dispuesto en la presente ley, en sus normas de desarrollo y supletoriamente 
por lo que disponga la legislación del Principado de Asturias o, en su caso, la 
normativa estatal.

2. Para la consecución de sus objetivos, previa autorización del Consejo de 
Gobierno, el Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias podrá 
celebrar convenios con Administraciones Públicas y todo tipo de entidades públicas o 
privadas.

3. En el desarrollo de las funciones de aplicación de los tributos y en el ejercicio 
de la potestad sancionadora derivada de dicha aplicación, el Ente Público de 
Servicios Tributarios del Principado de Asturias actuará de conformidad con el 
sistema de fuentes del ordenamiento tributario a que se refieren los artículos 5.3 y 7 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y según lo previsto a estos 
efectos en el Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias. Adicionalmente, en 
el ámbito de los tributos que hayan sido cedidos por el Estado, se regirá de acuerdo 
con lo previsto en la ley que fije el alcance y condiciones de la cesión así como por 
las normas aprobadas por la Comunidad Autónoma a tal efecto. Por último, en el 
desarrollo de las funciones de aplicación de los tributos locales se ajustará, en lo que 
resulte procedente, a la legislación reguladora de las Haciendas Locales.

4. La contratación del Ente Público de Servicios Tributarios se ajustará a las 
prescripciones de la legislación estatal y autonómica en materia de contratos de las 
Administraciones Públicas.

5. El Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias recibirá el 
mismo tratamiento fiscal que le sea aplicado a la Administración del Principado de 
Asturias y ostentará las mismas prerrogativas y derechos inherentes a la 
Administración del Principado de Asturias en las actuaciones relacionadas con el 
desarrollo de sus funciones.

6. La revisión en vía administrativa de los actos y actuaciones de aplicación de 
los tributos y demás ingresos de Derecho público y de imposición de sanciones 
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tributarias de los órganos del Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de 
Asturias se ajustará a lo establecido en el Título V de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria y demás normativa de aplicación.

La resolución de las reclamaciones económico-administrativas en materias de su 
competencia corresponderá al Órgano Económico-Administrativo de la Comunidad 
Autónoma.

La resolución del procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho 
regulado en el artículo 217 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria 
corresponderá a la Consejería competente en materia de hacienda.

La resolución de los demás procedimientos de revisión previstos en el Título V de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria corresponderá al Ente Público 
de Servicios Tributarios del Principado de Asturias y se ejercerá por los órganos que 
se determinen en sus normas de organización específica.

Los actos que, en el ejercicio de sus funciones sujetas al ordenamiento jurídico 
público, pudiera dictar el Presidente del Ente Público de Servicios Tributarios 
agotarán la vía administrativa.

Tres. Organización.

Los órganos rectores del Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de 
Asturias serán el Consejo Rector, la Presidencia, la Vicepresidencia y la Dirección 
General.

Existirá una Comisión Mixta de Participación de los ayuntamientos que realizará 
funciones de consulta, seguimiento, análisis y coordinación de actuaciones en 
materia de tributos locales.

Cuatro. Régimen económico:

1. Los recursos económicos del Ente Público de Servicios Tributarios del 
Principado de Asturias podrán provenir de alguna de las siguientes fuentes:

a) Las transferencias que le sean asignadas en los presupuestos del Principado 
de Asturias.

b) Los ingresos por servicios prestados a las corporaciones locales.
c) Los ingresos que perciba como retribución por actividades que pueda realizar 

para otras organizaciones o Administraciones Públicas.
d) Los rendimientos de los bienes y valores que constituyan su patrimonio.
e) Las operaciones de préstamo a largo plazo legalmente previstas destinadas 

exclusivamente a gastos de inversión.
f) Los préstamos que sean necesarios para atender situaciones de desfase 

temporal de tesorería.
g) Cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

2. Constituyen la tesorería del Ente Público de Servicios Tributarios del 
Principado de Asturias todos los recursos financieros, sean dinero, valores o créditos 
que se generen tanto por operaciones presupuestarias como extrapresupuestarias.

3. El Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias elaborará 
anualmente el anteproyecto de presupuestos de ingresos y gastos, que remitirá a la 
Consejería competente en materia tributaria. El presupuesto de ingresos tendrá 
carácter estimativo y el de gastos, carácter limitativo por su importe global. Los 
créditos del presupuesto de gastos tendrán carácter limitativo y vinculante en su 
distribución por capítulos.

Las variaciones de los créditos de los estados de gastos que no alteren la 
cuantía global del presupuesto del ente serán autorizadas por el Consejero 
competente en materia económica y presupuestaria.

Cuando se reciban o generen derechos económicos por ingresos no previstos, el 
Consejero competente en materia económica y presupuestaria podrá aprobar la 
habilitación de créditos en razón y por la cuantía que puedan producirse, siempre 
supeditado al grado de ejecución de los ingresos del ente público.

Cuando deba efectuarse algún gasto que no pueda ser aplazado hasta el 
ejercicio siguiente y para el cual no exista crédito consignado en los presupuestos o 
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el existente sea insuficiente y no ampliable y ello no signifique un aumento en los 
créditos del Presupuesto del Principado, podrá autorizarse un crédito extraordinario o 
suplemento de crédito por el Consejo de Gobierno cuando el mayor gasto represente 
más del veinticinco por ciento (25%) del presupuesto del ente público, 
correspondiendo la autorización al Consejero competente en materia económica y 
presupuestaria en los restantes supuestos.

Cuando de la liquidación del presupuesto del ente público se obtenga un 
superávit de liquidación, dicho superávit podrá destinarse por el Consejero 
competente en materia económica y presupuestaria a financiar el presupuesto de 
gastos del ente.

En lo no dispuesto en este número se seguirá el régimen previsto en el Texto 
Refundido del régimen económico y presupuestario, aprobado por Decreto 
Legislativo del Principado de Asturias 2/1998, de 25 de junio.

Cinco. Régimen patrimonial:

El Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias, además de su 
patrimonio propio, podrá tener, para su administración, bienes y derechos de 
contenido económico que le sean adscritos del patrimonio del Principado de Asturias, 
que conservarán su calificación jurídica originaria y únicamente podrán ser utilizados 
para el cumplimiento de los fines para los que fueron adscritos.

En lo no dispuesto en este número se estará a lo establecido en la Ley 1/1991, 
de 21 de febrero, de patrimonio del Principado de Asturias.

Seis. Régimen de personal:

El Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias contará para 
el desarrollo de sus funciones con personal laboral propio y personal funcionario 
sometidos a la legislación de la función pública.

El personal de la Administración del Principado de Asturias que se incorpore al 
Ente Público de Servicios Tributarios conservará la situación de servicio activo en su 
cuerpo, escala o especialidad de origen a todos los efectos, respetándose el grupo 
del cuerpo o escala de procedencia, así como los derechos económicos inherentes al 
grado personal que tuviesen reconocido.

Siete. Ejercicio de los derechos políticos:

El ejercicio de los derechos políticos derivados de la titularidad de las acciones 
de la Sociedad Regional de Recaudación corresponderá al Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias.

Ocho. Sucesión y constitución efectiva:

El Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias sucederá a la 
Dirección General competente en materia de Hacienda en el ejercicio de la totalidad 
de las funciones mencionadas en el número uno de este artículo que fueren 
desempeñadas por aquella, quedando subrogado en la totalidad de los convenios y 
contratos suscritos en nombre del Principado de Asturias directamente relacionados 
con su ámbito competencial.

La constitución efectiva del Ente Público de Servicios Tributarios tendrá lugar por 
acuerdo de Consejo de Gobierno del Principado de Asturias en el que se efectúen 
las correspondientes adaptaciones organizativas y presupuestarias.

Para la financiación de su actividad durante el año en que hubiere quedado 
constituido el Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias se 
tramitarán las modificaciones presupuestarias que, en su caso, se requieran para 
dotar suficientemente los gastos de funcionamiento del mismo. A las transferencias 
de créditos que pudieran instrumentarse no les serán de aplicación las limitaciones 
establecidas en el apartado 7 del artículo 31 ni en el apartado 4 del artículo 34 del 
Texto Refundido del régimen económico y presupuestario, aprobado por Decreto 
Legislativo 2/1998, de 25 de junio.

Nueve. Desarrollo reglamentario:
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El Consejo de Gobierno, mediante decreto, en el plazo de seis meses aprobará 
el Reglamento de organización y funcionamiento del Ente Público de Servicios 
Tributarios del Principado de Asturias y dictará cuantas disposiciones sean 
necesarias para la ejecución y desarrollo del presente artículo.»

TÍTULO III

Medidas fiscales

CAPÍTULO I

Del impuesto sobre la renta de las personas físicas

Artículo 11.  Deducciones sobre la cuota íntegra autonómica o complementaria del impuesto 
sobre la renta de las personas físicas establecidas al amparo de lo dispuesto en el artículo 
38.1.b) de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y 
administrativas del nuevo sistema de financiación de las comunidades autónomas de 
régimen común y ciudades con Estatuto de Autonomía, y en el artículo 2 de la Ley 20/2002, 
de 1 de julio, del régimen de cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma del 
Principado de Asturias y de fijación del alcance y condiciones de dicha cesión.

Se establecen, con vigencia para el ejercicio 2003, las siguientes deducciones en la 
cuota íntegra autonómica:

Primera. Deducción por acogimiento no remunerado de mayores de 65 años.

Los contribuyentes podrán deducir trescientos (300) euros por cada persona mayor de 
65 años que conviva con el contribuyente durante más de 183 días al año en régimen de 
acogimiento sin contraprestación, cuando no se hubieran percibido ayudas o subvenciones 
del Principado de Asturias por el mismo motivo.

La deducción a que se refiere el párrafo anterior no será de aplicación cuando el acogido 
esté ligado al contribuyente por un vínculo de parentesco de consanguinidad o de afinidad 
de grado igual o inferior al tercero.

Sólo tendrán derecho a esta deducción los contribuyentes cuya base imponible, antes de 
la aplicación del mínimo personal y familiar, no resulte superior a veintidós mil (22.000) euros 
en tributación individual ni a treinta y un mil (31.000) euros en tributación conjunta.

Cuando el sujeto acogido genere el derecho a la deducción para más de un 
contribuyente simultáneamente, el importe de la misma se prorrateará por partes iguales en 
la declaración de cada uno de ellos, si optaran por tributación individual.

El contribuyente que desee gozar de la deducción deberá estar en posesión del 
documento acreditativo del correspondiente acogimiento no remunerado, expedido por la 
Consejería competente en materia de asuntos sociales.

Segunda. Deducción por adquisición o adecuación de vivienda habitual en el Principado 
de Asturias para contribuyentes discapacitados.

Sin perjuicio del tramo autonómico o complementario de la deducción por inversión en 
vivienda habitual a que se refiere el artículo 64 bis de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del 
impuesto sobre la renta de las personas físicas, los contribuyentes discapacitados que 
acrediten un grado de minusvalía igual o superior al sesenta y cinco por ciento (65%) con 
residencia habitual en el Principado de Asturias podrán deducir el tres por ciento (3%) de las 
cantidades satisfechas durante el ejercicio en la adquisición o adecuación de aquella 
vivienda que constituya o vaya a constituir su residencia habitual, excepción hecha de la 
parte de dichas cantidades correspondiente a intereses.

En todo caso, la adquisición de la nueva vivienda o, en su caso, las obras e instalaciones 
en que la adecuación consista deberán resultar estrictamente necesarias para la 
accesibilidad y comunicación sensorial que facilite el desenvolvimiento digno y adecuado de 
las personas con minusvalía, extremo que habrá de ser acreditado ante la Administración 
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tributaria mediante resolución o certificado expedido por la Consejería competente en 
materia de valoración de minusvalías.

La base máxima de esta deducción será de doce mil veinte con veinticuatro (12.020,24) 
euros.

Tercera. Deducción por adquisición o adecuación de vivienda habitual para 
contribuyentes con los que convivan sus cónyuges, ascendientes o descendientes 
minusválidos.

La anterior deducción resultará igualmente aplicable cuando la minusvalía sea padecida 
por el cónyuge, ascendientes o descendientes que convivan con el contribuyente durante 
más de 183 días al año y no tengan rentas anuales, incluidas las exentas, superiores al 
salario mínimo interprofesional.

La base máxima de esta deducción será de doce mil veinte con veinticuatro (12.020,24) 
euros.

Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la aplicación de esta deducción 
respecto de los mismos ascendientes o descendientes para un mismo período impositivo, su 
importe se prorrateará entre ellos por partes iguales. No obstante, cuando los contribuyentes 
tengan distinto grado de parentesco con el ascendiente o descendiente, la aplicación de la 
reducción corresponderá a los de grado más cercano.

Cuarta. Deducción por inversión en vivienda habitual que tenga la consideración de 
protegida.

Los sujetos pasivos que integren en la base imponible del impuesto sobre la renta de las 
personas físicas el importe de subvenciones o ayudas económicas perci bidas para la 
adquisición o rehabilitación de vivienda habitual que tenga la consideración de protegida 
conforme a la normativa estatal o autonómica en la materia tendrán derecho a aplicar, en la 
cuota íntegra autonómica del referido impuesto, una deducción de cien (100) euros.

Quinta. Deducción por alquiler de vivienda habitual.

Podrá deducirse de la cuota íntegra autonómica el cinco por ciento (5 %) de las 
cantidades satisfechas en el período impositivo por alquiler de la vivienda habitual del 
contribuyente, con un máximo de doscientos cincuenta (250) euros y siempre que concurran 
los siguientes requisitos:

a) Que la base imponible del sujeto pasivo previa a la reducción por mínimo personal y 
familiar no exceda de veintidós mil (22.000) euros en tributación individual o de treinta y un 
mil (31.000) euros en tributación conjunta.

b) Que las cantidades satisfechas en concepto de alquiler excedan del quince por ciento 
(15 %) de la base imponible del contribuyente antes de la aplicación del mínimo personal y 
familiar.

c) Que no sea de aplicación la compensación por arrendamiento de vivienda prevista en 
la disposición transitoria cuarta de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas y otras normas tributarias.

Sexta. (Anulado)

Séptima. (Anulado)

Octava. Por incentivos a la donación de fincas rústicas a favor del Principado de 
Asturias.

Podrá deducirse de la cuota íntegra autonómica el veinte por ciento del valor de las 
donaciones de fincas rústicas hechas a favor del Principado de Asturias con un máximo del 
noventa y cinco (95) por ciento del total de aquélla. Las fincas donadas se valorarán 
conforme a los criterios establecidos en la Ley general tributaria.
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CAPÍTULO II

Del impuesto sobre sucesiones y donaciones

Artículo 12.  Reducción de la base imponible del impuesto sobre sucesiones y donaciones 
creada al amparo de lo dispuesto en el artículo 40.1.a) de la Ley 21/2001, de 27 de 
diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de 
financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con Estatuto de 
Autonomía, y en el artículo 2 de la Ley 20/2002, de 1 de julio, del régimen de cesión de 
tributos del Estado a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias y de fijación del 
alcance y condiciones de dicha cesión.

(Derogado)

Artículo 13.  Mejora en las reducciones de la base imponible del impuesto sobre sucesiones 
y donaciones establecida al amparo de lo dispuesto en el artículo 40.1.a) de la Ley 21/2001, 
de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo 
sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con 
Estatuto de Autonomía, y en el artículo 2 de la Ley 20/2002, de 1 de julio, del régimen de 
cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias y de 
fijación del alcance y condiciones de dicha cesión.

(Derogado)

CAPÍTULO III

Del impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
documentados

Artículo 14.  Tipos de gravamen en la modalidad de «Transmisiones patrimoniales 
onerosas» de bienes inmuebles establecidos al amparo de lo dispuesto en el artículo 41.1.a) 
de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y 
administrativas del nuevo sistema de financiación de las comunidades autónomas de 
régimen común y ciudades con Estatuto de Autonomía, y en el artículo 2 de la Ley 20/2002, 
de 1 de julio, del régimen de cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma del 
Principado de Asturias y de fijación del alcance y condiciones de dicha cesión.

(Derogado)

Artículo 15.  Tipos de gravamen en la modalidad de «Actos jurídicos documentados» 
establecidos al amparo de lo dispuesto en el artículo 41.1.a) de la Ley 21/2001, de 27 de 
diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de 
financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con Estatuto de 
Autonomía, y en el artículo 2 de la Ley 20/2002, de 1 de julio, del régimen de cesión de 
tributos del Estado a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias y de fijación del 
alcance y condiciones de dicha cesión.

(Derogado)

CAPÍTULO IV

De la tasa fiscal sobre el juego

Artículo 16.  Tipos tributarios y cuotas fijas de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, 
envite o azar establecidas al amparo de lo dispuesto en el artículo 42.1.c) de la Ley 21/2001, 
de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo 
sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con 
Estatuto de Autonomía, y en el artículo 2 de la Ley 20/2002, de 1 de julio, del régimen de 
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cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias y de 
fijación del alcance y condiciones de dicha cesión.

(Derogado)

CAPÍTULO V

Normas de gestión tributaria

Artículo 17.  Presentación telemática de declaraciones.

(Derogado)

Artículo 18.  Obligaciones formales.

(Derogado)

CAPÍTULO VI

Otras medidas fiscales

Artículo 19.  Modificaciones del Texto Refundido de las leyes de tasas y precios públicos, 
aprobado por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/1998, de 11 de junio.

Uno. Se modifica la rúbrica y el contenido de la sección primera, «Tasa por prestación de 
servicios en el Conservatorio Superior de Música Eduardo Martínez Torner del Principado de 
Asturias», del capítulo III, «Cultura», del título II, «Ordenación de las tasas», que quedan 
redactados de la forma siguiente:

«Sección primera. Tasa por expedición de títulos académicos y profesionales 
correspondientes a las enseñanzas establecidas por la Ley Orgánica 1/1990, de 

3 de octubre, de ordenación general del sistema educativo

Artículo 48.  Hecho imponible.

1. Constituye el hecho imponible la expedición de los títulos académicos y 
profesionales acreditativos de la superación de las enseñanzas reguladas en la Ley 
Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de ordenación general del sistema educativo.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, la expedición del título de 
Graduado en Educación Secundaria Obligatoria no estará sujeta al pago de la tasa 
regulada en la presente sección.

3. La expedición de duplicados de los títulos a que se refiere la presente sección 
sólo dará lugar al abono de la tasa correspondiente cuando aquella expedición se 
deba a causas atribuibles al interesado.

Artículo 49.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de esta tasa las personas que solicitan la expedición a su 
nombre de los títulos académicos y profesionales a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 50.  Devengo.

La tasa será exigible en el momento en que se produzca la solicitud del 
correspondiente título académico o profesional.

Artículo 51.  Tarifas.

Título de Bachiller Logse:

Título de Bachiller (en cualquiera de sus modalidades): 44,58 €.

Títulos Formación Profesional Logse (régimen general):

Título Técnico (Grado Medio): 18,15 €.
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Título Técnico Superior (Grado Superior): 44,58 €.

Títulos Formación Profesional Logse (regímenes especiales):

Título Técnico Deportivo (Grado Medio): 18,15 €.
Título Técnico Deportivo Superior (Grado Superior): 44,58 €.

Títulos Artes Plásticas y Diseño Logse:

Título de Técnico (Artes Plásticas y Diseño de Ciclo Formativo Grado Medio): 
18,15 €.

Título de Técnico Superior (Artes Plásticas y Diseño de Ciclo Formativo Grado 
Superior): 44,58 €.

Título de Conservación y Restauración de Bienes Culturales: 97,85 €.
Título de Diseño: 97,85 €.

Títulos de Arte Dramático Logse:

Título Superior de Arte Dramático: 97,85 €.

Títulos de Música y Danza Logse:

Título Profesional: 44,58 €.
Título Superior: 97,85 €.

Títulos de Idiomas Logse:

Certificado de Aptitud del Ciclo Superior de 1.º Nivel de enseñanzas 
especializadas de idiomas: 44,58 €.

Duplicados títulos Logse:

Título Graduado en Educación Secundaria Obligatoria: 2,02 €.
Título de Bachiller (en cualquiera de sus modalidades): 3,98 €.
Títulos de Técnico (Ciclo Formativo Grado Medio): 2,02 €.
Título de Técnico Superior (Ciclo Formativo Grado Superior): 3,98 €.
Certificado de Aptitud de las escuelas de idiomas: 2,02 €.
Títulos Logse equivalentes a diplomados: 3,98 €.
Títulos Logse equivalentes a licenciados: 3,98 €.

Artículo 52.  Exenciones y bonificaciones.

1. Los miembros de las familias numerosas de las categorías 2.ª y de honor 
quedan exentos del abono de la tasa regulada en la presente sección.

2. Los miembros de las familias numerosas de 1.ª categoría gozarán de una 
reducción del cincuenta por ciento (50 %) del importe de la tasa a que refiere el 
artículo anterior.»

Dos. Se crea una sección tercera, «Tasa por servicios prestados por el Registro de la 
propiedad intelectual del Principado de Asturias», en el capítulo III, «Cultura», del título II, 
«Ordenación de las tasas», con el contenido siguiente:

«Sección tercera. Tasa por servicios prestados por el Registro de la propiedad 
intelectual del Principado de Asturias

Artículo 56 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la tramitación de las solicitudes de 
inscripción, anotación y cancelación de derechos de la propiedad intelectual, así 
como los servicios de publicidad registral.

Artículo 56 tercero.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas y las entidades a 
que se refiere el artículo 5.2 de esta ley que soliciten la realización de alguna de las 
actividades que constituyen el hecho imponible.
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Artículo 56 cuarto.  Devengo.

La tasa se devengará en el momento en que se realice la solicitud o se preste el 
servicio según el hecho imponible consista en la tramitación de solicitudes o en la 
prestación del servicio de publicidad registral, respectivamente.

Artículo 56 quinto.  Tarifas.

La tasa se exigirá de acuerdo con las siguientes tarifas:

1) Tramitación de solicitud:

Por la tramitación de solicitud de inscripción, anotación o cancelación, siendo el 
autor y titular de derechos de la obra la misma persona: 10,30 €.

Por la tramitación de solicitud de inscripción, anotación o cancelación, siendo el 
autor y titular de derechos de la obra distinta persona: 61,80 €.

Por la tramitación de solicitud de inscripción, anotación o cancelación de obras 
colectivas: 103,00 €.

Por la tramitación de solicitud de inscripción, anotación o cancelación de una 
colección de obras:

Por la primera de las obras: 10,30 €.
Por cada una de las siguientes obras que conformen la colección: 3,09 €.

2) Publicidad registral:

Por expedición de certificados: 10,30 €.
Por expedición de nota simple: 5,15 €.
Por expedición de copia certificada de documentos en soporte papel (por cada 

página):

Hasta las diez primeras: 5,15 €.
Por cada página restante: 0,10 €.

Por expedición de copia certificada en soporte distinto de papel: 25,75 €.»

Tres. Se modifica la rúbrica y el contenido de la sección primera, «Tasa por prestación 
de servicios de salud e inspecciones sanitarias de salud pública», del capítulo IV, «Sanidad», 
del título II, «Ordenación de las tasas», que queda redactada de la forma siguiente:

«Sección primera. Tasa por prestación de servicios de salud, inspecciones 
sanitarias de salud pública y expedición de libros y carnés

Artículo 57.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la prestación de servicios de salud relativos a 
inspecciones y autorizaciones sanitarias y la expedición de libros oficiales de registro 
y visitas y de carnés de manipulador de plaguicidas de uso ambiental.

Artículo 58.  Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas y las entidades a 
que se refiere el artículo 5.2 de esta ley, a las que se presten los servicios o expidan 
los documentos objeto de esta tasa, tanto sean a instancia de parte como prestados 
de oficio por la Administración.

Artículo 59.  Devengo.

La tasa se devengará:

a) Por la prestación de servicios de salud relativos a inspecciones y 
autorizaciones sanitarias en el momento de solicitar la prestación del servicio o 
cuando éste se realice, si se ejecuta de oficio por la Administración.

b) Por la expedición de documentos en el momento de solicitar la expedición de 
los libros y carnés objeto de la tasa.
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Artículo 60.  Tarifas.

Tarifa 1. Inspecciones sanitarias:

1) En vehículos destinados a transporte sanitario, con expedición de certificado 
(carta de autorización de funcionamiento):

Ambulancias: 15,58 €.
Otros vehículos: 31,13 €.

2) Para aperturas, reformas o cambios de titularidad en locales destinados a:

a) Espectáculos públicos y actividades recreativas (cines, teatros, campos de 
deporte, discotecas y similares): 51,90 €.

b) Comedores colectivos, restaurantes, cafeterías, bares y otros similares: 31,13 
€.

c) Establecimientos alimentarios (supermercados, ultramarinos, despachos de 
pan y leche, pescaderías y carnicerías, fruterías y similares): 15,59 €.

d) Establecimientos hoteleros:

Hoteles y hoteles-apartamentos de cinco estrellas: 259,55 €.
Hoteles y hoteles-apartamentos de cuatro estrellas: 207,65 €.
Hoteles y hoteles-apartamentos de tres estrellas: 155,74 €.
Hoteles y hoteles-apartamentos de dos estrellas: 103,80 €.
Hoteles y hoteles-apartamentos de una estrella: 51,90 €.
Pensiones de dos y una estrella: 31,13 €.

e) Otro tipo de usos: 15,59 €.

3) Inspección alimentaria:

a) Por inspección de locales destinados a manipulación, fabricación, 
almacenamiento o venta de productos alimentarios:

Inspecciones de carácter previo a la concesión de autorización administrativa.
Inspecciones de carácter reglamentario.
Inspecciones que tengan por objeto comprobar la realización de medidas 

correctoras previamente impuestas:

Primera visita: 77,86 €.
Visitas sucesivas: 31,13 €.

b) Inspección de almacenes:

Almacenes polivalentes: 0,003788 €/kg.

c) Certificados:

Expedición de certificado alimentario: 31,13 €.
Certificado sanitario de productos alimenticios, a petición de parte, que exijan 

necesariamente informe técnico previo: 83,03 €.

4) Por la tramitación de expedientes y autorización de traslado de cadáveres o 
restos cadavéricos:

Dentro de la Comunidad Autónoma: 31,13 €.
A otra comunidad autónoma: 41,52 €.

5) Inspecciones para autorización y/o acreditación de centros, servicios y 
establecimientos sanitarios y sociales de cualquier clase y naturaleza, incluidos los 
balnearios y las entidades de seguro libre de asistencia médico-farmacéutica:

a) Centros de reconocimiento de conductores y cazadores: 103,80 €.
b) Consultas, clínicas y centros similares de asistencia en régimen ambulatorio 

(sin hospitalización): 51,90 €.
c) Laboratorios de análisis clínicos: 103,80 €.
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d) Establecimientos sanitarios y/o sociales en régimen de internado (con 
hospitalización y/o permanencia durante las horas nocturnas):

Hospitales, centros geriátricos y similares: 103,80 €.

6) Inspección farmacéutica:

a) Por informes sobre condiciones de local, instalaciones y utillaje para la 
autorización de apertura o traslado de servicios farmacéuticos en:

Botiquines y depósitos de medicamentos: 10,38 €.
Servicios de farmacia: 51,90 €.
Almacenes de distribución de medicamentos: 103,80 €.

b) Sobre condiciones de local, instalaciones y utillaje en apertura de oficinas de 
farmacia: 31,13 €.

7) Entidades de seguro libre de asistencia médico-farmacéutica:

Prestación de servicios de control sanitario: El dos por mil de las primas 
satisfechas por los asegurados a las entidades de seguro libre cuyo ámbito de 
actuación se limita al territorio de la Comunidad Autónoma.

8) Expedición de informes:

Expedición de informes a petición de parte: 51,90 €.
Expedición de informes sanitarios para legalizar aguas de consumo: 142,01 €.

9) Exámenes médicos con expedición de certificados:

Especial para permisos de conducir (menores de 70 años): 15,59 €.
Especial para permisos de conducir (mayores de 70 años): 4,14 €.
Especial para permisos y licencias de armas: 15,59 €.

Tarifa 2. Autorizaciones sanitarias:

Por tramitación de procedimientos de autorizaciones de oficinas de farmacia:

Nuevas oficinas de farmacia: 710,03 €.
Traslados de local: 355,00 €.
Modificación de local: 35,49 €.
Transmisión de oficinas de farmacia a título gratuito: 106,50 €.
Transmisión de oficinas de farmacia a título oneroso a favor de familiares: 106,50 

€.
Transmisión de oficinas de farmacia mortis causa: 106,50 €.
Otras transmisiones: 710,03 €.
Autorizaciones de personal por más de 15 días: 35,49 €.

Tarifa 3. Libros oficiales de registro y visitas:

Expedición de libros oficiales de control sanitario de establecimientos y 
actividades alimentarias: 9,29 €.

Expedición de libros de registro oficial de piscinas: 30,95 €.

Tarifa 4. Expedición de carnés de manipulador de plaguicidas de uso ambiental: 
6,19 €.»

Cuatro. Se añade un capítulo IV bis, bajo la rúbrica «Consumo», al título segundo, 
«Ordenación de las tasas», con el contenido siguiente:
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«CAPÍTULO IV BIS

Consumo

Tasa por expedición de hojas de reclamaciones

Artículo 71 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible la expedición de hojas de reclamaciones por el 
órgano competente en materia de consumo.

Artículo 71 tercero.  Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos las personas físicas o jurídicas o las entidades a que se 
refiere el artículo 5.2 de esta ley a las que se expidan las hojas de reclamaciones 
establecidas obligatoriamente por la normativa vigente.

Artículo 71 cuarto.  Devengo.

La tasa por expedición de hojas de reclamaciones se devengará en el momento 
de formular la correspondiente solicitud.

Artículo 71 quinto.  Tarifa.

Por cada hoja de reclamación: 0,15 €.»

Cinco. Se modifica la rúbrica de la sección cuarta, «Tasa por prestación de servicios 
relativos a la concesión de calificaciones y certificaciones en viviendas de protección 
pública», del capítulo V, «Vivienda», del título II, «Ordenación de las tasas», que pasa a ser 
«Tasa por prestación de servicios relativos a la concesión de calificaciones y certificaciones 
en viviendas declaradas protegidas por la Comunidad Autónoma».

Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 84, «Hecho imponible», de la tasa por 
prestación de servicios relativos a la concesión de calificaciones y certificaciones en 
viviendas declaradas protegidas por la Comunidad Autónoma, que pasa tener la siguiente 
redacción:

«1. Constituye el hecho imponible toda actuación relativa al estudio de proyectos, 
comprobación de certificaciones e inspecciones de obras, tanto de nueva planta 
como para rehabilitaciones, referentes a toda clase de viviendas declaradas 
protegidas por la Comunidad Autónoma».

Siete. Se da una nueva redacción al apartado 1 del artículo 85, «Sujeto pasivo», de la 
tasa por prestación de servicios relativos a la concesión de calificaciones y certificaciones en 
viviendas declaradas protegidas por la Comunidad Autónoma, que pasa a tener el siguiente 
tenor literal:

«1. Son sujetos pasivos de la tasa a que se refiere el presente capítulo las 
personas naturales o jurídicas o las entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta 
ley, públicas o privadas, promotores de proyectos de viviendas declaradas protegidas 
por la Comunidad Autónoma o de proyectos de rehabilitación y que soliciten los 
beneficios establecidos, la inspección, certificación o calificación correspondiente, 
mediante la presentación de la documentación necesaria.»

Ocho. Se modifica la tarifa 12 del apartado dos del artículo 113, «Tarifas», de la tasa por 
servicios administrativos veterinarios y servicios facultativos veterinarios, que pasa a tener la 
siguiente redacción:

«Tarifa 12. Expedición de certificados zoosanitarios incluidos los relacionados 
con movimientos de animales vivos y productos de origen animal, incluidos 
certificados internacionales sanitarios y guías de origen y sanidad pecuaria y 
documentos de traslado a mataderos (mínimo 1,86 €).

Équidos, bóvidos adultos y similares:

Por animal: 1,073420 €.
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Máximo por lote o vehículo: 31,57 €.

Ovino, caprino, porcino, terneros y otros similares:

Por animal: 0,505139 €.
Máximo por lote o vehículo: 78,93 €.

Lechones:

Por animal: 0,220998 €.
Máximo por lote o vehículo: 18,94 €.

Conejos y similares, gallinas y otras aves:

Por animal: 0,012629 €.
Máximo por lote o vehículo: 12,63 €.

Broilers y pollos de un día:

Por animal: 0,006314 €.
Máximo por lote o vehículo: 12,63 €.

Animales de peletería:

Por animal: 0,094714 €.
Máximo por lote o vehículo: 11,36 €.

Colmenas:

Por unidad: 0,315711 €.
Máximo por lote o vehículo: 11,36 €.

Peces vivos, gametos y moluscos para reapareamiento o depuración:

Por tonelada o fracción: 1,578558 €.
Máximo por lote o vehículo: 20,52 €.

Productos de origen animal, incluidos los destinados a alimentación animal:

Por tonelada: 1,925841 €.
Máximo por lote o vehículo: 22,73 €.

Certificado de transporte: 3,16 €.

Comprobación del vehículo y del estado sanitario, previo a la carga de los lotes 
de animales de exportación o cuando se prevean más de ocho horas de duración del 
transporte:

Équidos, bóvidos y similares, por lote o vehículo:

En explotación: 25,256933 €.
En mercado: 12,628466 €.

Porcino, ovino, caprino y similares, por lote o vehículo:

En explotación: 18,942699 €.
En mercado: 9,471350 €.

Aves, conejos, visones, colmenas y similares, por lote o vehículo:

En explotación: 18,942699 €.
En mercado: 9,471350 €.

Documentos de traslado a matadero:

Talonarios de 10 documentos de traslado: 18,54 €.
Talonarios de 20 documentos de traslado: 37,08 €.»

Nueve. Se modifican las tarifas 4 y 5 del artículo 148 quinto, «Tarifas», de la tasa por 
expedición de titulaciones y tarjetas náuticas, de buceo profesional y actividades 
subacuáticas, que quedan redactadas en la forma siguiente:
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«Tarifa 4. Tarjetas y títulos náutico-deportivos:

a) Capitán de yate: 75,77 €.
b) Patrón de yate: 50,51 €.
c) Patrón de embarcaciones de recreo: 18,94 €.
d) Patrón para navegación básica: 18,94 €.
e) Patrón de moto náutica A: 18,94 €.
f) Patrón de moto náutica B: 18,94 €.
g) Autorización federativa: 12,63 €.

Tarifa 5. Derechos de examen:

a) Capitán de yate: 56,83 €.
b) Patrón de yate: 44,20 €.
c) Patrón de embarcaciones de recreo: 18,94 €.
d) Patrón para navegación básica: 18,94 €.
e) Patrón de moto náutica A: 18,94 €.
f) Patrón de moto náutica B: 18,94 €.»

Diez. Se modifica el artículo 153, «Hecho imponible», de la tasa por inscripción y 
publicidad de asociaciones, que pasa a tener el siguiente tenor literal:

«Constituye el hecho imponible de la tasa la inscripción de asociaciones en el 
Registro de asociaciones del Principado de Asturias, la modificación de sus 
estatutos, así como la expedición de certificados y notas simples informativas del 
contenido de los asientos.»

Once. Se modifica el artículo 156, «Cuota», de la tasa por inscripción de publicidad de 
asociaciones, quedando redactada en los siguientes términos:

«1. Inscripción en el Registro de asociaciones del Principado de Asturias: 31,16 
€.

2. Modificaciones de estatutos: 15,41 €.
3. Expedición de certificados: 6,70 €.
4. Expedición de copias auténticas y de notas simples informativas en soporte 

papel:

Por documento inicial: 3,35 €.
Por cada página siguiente del documento inicial: 1,67 €.

5. Expedición de notas simples informativas en soporte informático: 13,46 € por 
cada disquete o CD-ROM.»

Doce. Se crea una sección tercera, denominada «Tasa por servicios administrativos en 
materia de casinos, juegos y apuestas», dentro del capítulo VIII, «Espectáculos y 
asociaciones», del título II, «Ordenación de las tasas», con el contenido siguiente:

«Sección tercera. Tasa por servicios administrativos en materia de casinos, 
juegos y apuestas

Artículo 156 bis.  Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación por la Administración del 
Principado de Asturias de los servicios o la realización de las actuaciones propias de 
la ordenación y gestión administrativa del juego, según se especifica en las tarifas.

Artículo 156 tercero.  Sujetos pasivos.

1. Son sujetos pasivos de la tasa, en calidad de contribuyentes, las personas 
físicas o jurídicas, así como las entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta ley 
en cuyo interés se presten los servicios o sean receptoras de las actuaciones que 
integran su hecho imponible.

2. Son sujetos pasivos sustitutos del contribuyente las personas físicas o 
jurídicas, así como las entidades a que se refiere el artículo 5.2 de esta ley que 
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soliciten las actuaciones administrativas, cuando éstas deban prestarse a favor de 
otras personas distintas del solicitante.

Artículo 156 cuarto.  Tarifas.

La tasa se exigirá con arreglo a las siguientes tarifas:

1. Autorizaciones e inscripciones:

Autorización de apertura y funcionamiento de casino: 4.000 €.
Autorización de apertura y funcionamiento de bingos: 1.500 €.
Autorización y/o inscripción de salones recreativos: 200 €.
Autorización y/o inscripción de salones de juego: 400 €.
Autorización y/o inscripción de otros locales y establecimientos habilitados para 

instalar máquinas tipo A y B: 30 €.
Renovaciones, modificaciones y transmisiones de las autorizaciones recogidas 

en los epígrafes anteriores: el 30% del importe de la autorización correspondiente.
Autorización y/o inscripción como empresa de juego: 500 €.
Homologación e inscripción de máquinas tipos A: 150 €.
Homologación e inscripción de máquinas tipos B y C: 300 €.
Homologación e inscripción de otro material de juego: 200 €.
Modificación de la homologación de máquinas y material de juego: el 50% de la 

autorización correspondiente.
Expedición de guías de circulación (unidad): 5 €.
Diligencia de guías de circulación (unidad): 6 €.
Baja definitiva de máquinas (unidad): 6 €.
Transmisiones de máquinas entre empresas operadoras (por máquina): 6 €.
Autorización de instalación de máquinas incluidas las temporales y cambio de 

titularidad: 30 €.
Comunicaciones de traslado de máquinas (por cada traslado): 5 €.
Autorización de rifas, tómbolas y combinaciones aleatorias: 50 €.
Autorización del juego de la noventina: 100 €.

2. Otros servicios y actuaciones administrativas:

Expedición de documentos profesionales: 6 €.
Emisión de duplicados de documentos: 3 €.
Diligenciado de libros y hojas exigidos reglamentariamente: 6 €.
Expedición de certificados: 6 €.
Inspección técnica de máquinas recreativas y de azar: 200 €.

Artículo 156 quinto.  Devengo y pago.

1. La tasa se devengará cuando se inicie la actuación o servicio administrativo 
que constituya el hecho imponible y se exigirá en el momento de la solicitud de la 
correspondiente actividad administrativa.

2. La tasa será objeto de autoliquidación e ingreso con carácter previo a la 
presentación de la solicitud de prestación del servicio que constituya el hecho 
imponible. Ello no obstante, en el supuesto de servicios o actuaciones iniciadas de 
oficio por la Administración, ésta practicará y notificará la oportuna liquidación.»

Artículo 20.  Modificación de la Ley 1/1994, de 21 de febrero, sobre abastecimiento y 
saneamiento de aguas en el Principado de Asturias.

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 17, «Tipo de gravamen», que pasa a adoptar 
el siguiente tenor literal:

«2. El tipo de gravamen, en función de la base imponible a que deba aplicarse, 
será el siguiente:

a) En los supuestos contemplados en los artículos 16, 16 bis y 16 tercero de la 
presente ley:
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Usos domésticos: 0,229046 €/m3.
Usos industriales: 0,272379 €/m3.

En aquellos casos en que un contribuyente realice ambos tipos de consumo y no 
tenga instalados mecanismos de aforo en razón de los distintos usos o por las 
circunstancias que se den en el caso de que no sea posible su distinción, se aplicará 
el tipo más elevado.

b) En los supuestos contemplados en el apartado 1 del artículo 16 quinto de la 
presente ley, el tipo tributario se establecerá individualmente para cada contribuyente 
aplicando la fórmula polinómica que se describe en el anexo V de la presente ley.

c) En los supuestos contemplados en el artículo 16 sexto de la presente ley, el 
tipo tributario se establecerá por aplicación de la fórmula polinómica y los criterios 
específicos para este régimen que se describen en el anexo V de la presente ley.»

Dos. Se modifica la redacción de la disposición transitoria séptima en el siguiente 
sentido:

«Durante el ejercicio 2003, el canon de saneamiento no se aplicará a los 
consumos para uso doméstico cuyo vertido posterior no se realice a redes públicas 
de alcantarillado.»

Tres. Se modifica el anexo V, que pasa a tener la redacción siguiente:

«T=a+(b.SS)+(c.DQO)+(d.NTK), donde:

T es el tipo de gravamen.
SS, la concentración media del vertido en sólidos en suspensión, expresada en 

kilos por metro cúbico.
DQO, la concentración media del vertido en demanda química de oxígeno, 

expresada en kilos por metro cúbico.
NTK, la concentración media del vertido en nitrógeno total kjeldhal, expresada en 

kilos por metro cúbico.
a, el coeficiente independiente de la contaminación, que indica el precio asignado 

exclusivamente al volumen vertido. Su valor es de 0,068094 €/m3.
b, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en SS. Su valor 

es de 0,278569 €/kg.
c, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en DQO. Su 

valor es de 0,247617 €/kg.
d, el coeficiente que indica el precio por unidad de contaminación en NTK. Su 

valor es de 0,773803 €/kg.

La cuantificación de SS, DQO y NTK se realizará mediante el análisis de 
muestras, en la misma forma y procedimiento establecidos en el apartado 1 del 
artículo 16 quinto de esta ley. La resolución que deba dictarse incluirá la 
cuantificación de los conceptos mencionados.

En el caso de que el contribuyente disponga de sistemas propios de depuración 
de aguas residuales, la medición de los conceptos SS, DQO y NTK se realizará para 
el efluente de la instalación de depuración.

En los supuestos contemplados en el artículo 16 sexto de la presente ley, 
Estimación objetiva de la carga contaminante, el tipo tributario se establecerá por 
aplicación de los valores establecidos en este anexo a los estimados en concepto de 
SS, DQO y NTK por grupos de actividad, establecimientos similares o datos que 
consten en las autorizaciones de vertidos, en la forma y cuantía que 
reglamentariamente se establezcan.

Cuando el vertido se realice de manera individual al medio no será de aplicación 
el coeficiente a de la fórmula polinómica antes descrita.»
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CAPÍTULO VII

Del impuesto sobre grandes establecimientos comerciales

Artículo 21.  Impuesto sobre grandes establecimientos comerciales.

(Derogado)

Disposición adicional primera.  Asignación del complemento específico al personal 
facultativo en instituciones sanitarias.

(Anulada)

Disposición adicional segunda.  De la incapacidad temporal del personal docente.

Los médicos funcionarios adscritos a la unidad médica de la Consejería competente en 
materia de educación tendrán la condición de inspectores médicos delegados del Servicio de 
Salud del Principado de Asturias, a los efectos del conocimiento y control de la incapacidad 
temporal del personal docente de la citada Consejería.

Disposicion derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango emanadas de los 

órganos del Principado de Asturias se opongan a lo previsto en esta ley.

Disposicion final.  
La presente ley entrará en vigor el día 1 de enero de 2003.
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§ 96

Ley 7/2001, de 22 de junio, de Turismo

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 156, de 6 de julio de 2001

«BOE» núm. 203, de 24 de agosto de 2001
Última modificación: 24 de diciembre de 2010

Referencia: BOE-A-2001-16538

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 
nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Turismo.

PREÁMBULO

Durante los últimos años el turismo ha ido adquiriendo una notable relevancia en la 
estructura económica del Principado de Asturias, como consecuencia del esfuerzo 
desarrollado por todos los agentes implicados en el fenómeno turístico. Paralelamente, las 
condiciones del mercado turístico han ido evolucionando hacia una mayor complejidad 
aumentando el número de competidores y de productos y mejorando notablemente la 
promoción de unos y otros, todo ello motivado, en gran parte, por la incorporación de nuevas 
tecnologías a la distribución y la comunicación ; al mismo tiempo, el turista se ha ido 
convirtiendo en un consumidor profesionalizado, un cliente exigente, con nuevas 
motivaciones y abundante información, como consecuencia, en gran medida, de los últimos 
avances de las tecnologías de la información, que están produciendo enormes cambios en el 
comercio en general y, lógicamente, en la comercialización y promoción de los productos 
turísticos.

En este marco competitivo, el sector turístico asturiano se ha ido situando durante los 
últimos años, consolidando destinos tradicionales y respondiendo a las nuevas demandas 
con ofertas especializadas. Baste señalar la evolución producida durante la última década en 
nuestra Comunidad Autónoma en el turismo rural y de actividad.

No obstante la evolución expuesta, la enorme competencia existente impone la 
necesidad de consolidar e impulsar el sector turístico en Asturias respondiendo a los retos 
exigidos en materia de calidad e innovación, de ahí la necesidad, sentida claramente por 
todas las entidades y agentes que intervienen en el turismo asturiano, de acometer la 
elaboración de un texto legal acorde con las exigencias actuales y de futuro del sector, 
estableciendo una ordenación coherente del turismo, que actúe a modo de marco legal 
básico sobre el que se articule la normativa turística vigente y de futura creación, al amparo 
de la competencia exclusiva que en materia turística tiene la Administración del Principado 

CÓDIGO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

– 1530 –



de Asturias conforme a lo dispuesto en el artículo 10.1.22 del Estatuto de Autonomía del 
Principado de Asturias.

La Ley parte de los principios de cooperación y coordinación, impulsándolos, no sólo 
entre las distintas administraciones implicadas en el turismo, especialmente entre el 
Principado de Asturias y las entidades locales, sino también efectuando una clara apuesta 
por la colaboración con los distintos agentes sociales y económicos que intervienen en el 
turismo, intentando, también, dar una respuesta clara a las necesidades de los usuarios, 
entre las que cabe reseñar la preocupación por la mejora de la accesibilidad y supresión de 
barreras concebida como factor de calidad.

Se inspira, asimismo, la Ley en el principio del desarrollo sostenible y en el respeto al 
patrimonio cultural, en cuanto recursos básicos de nuestra Comunidad Autónoma. Es por 
ello por lo que se realiza un desarrollo normativo de los instrumentos de ordenación territorial 
de los recursos turísticos, previéndose expresamente la elaboración de unas directrices 
sectoriales en materia de turismo, ya contempladas en las directrices regionales de 
ordenación del territorio de Asturias, aprobadas por Decreto 11/1991, de 24 de enero.

Dentro de la ordenación de la oferta turística, aparte de reconocer las modalidades 
tradicionales del ejercicio de las empresas y actividades turísticas, se definen en la ley 
nuevas figuras, que permiten completar nuestra oferta de productos turísticos.

En las modalidades de alojamiento se prevé una regulación específica del turismo rural, 
en consonancia con la importancia que el mismo ha ido adquiriendo en el Principado de 
Asturias. Se regulan, también, los albergues turísticos, una oferta hasta ahora no ordenada 
turísticamente, pese a su naturaleza, y se crean la figura de las viviendas vacacionales y la 
modalidad de núcleos, ciudades, clubes o villas vacacionales.

En materia de restauración se singulariza la especialización de sidrería, reconociendo la 
vinculación de esta actividad hostelera a la cultura tradicional asturiana, aparte de sus 
evidentes cualidades para la promoción. Dentro de las actividades de intermediación se 
añade a la tradicional figura de las agencias de viajes la de las centrales de reserva, fruto de 
la evolución antes reseñada de las tecnologías de la información. Es, también, una novedad 
la regulación de las empresas de turismo activo y las previsiones en materia de profesiones 
turísticas.

Por otro lado, se realiza una novedosa regulación en materia de promoción y desarrollo 
turístico, siendo de destacar en este aspecto los instrumentos de promoción diseñados, 
enfocados claramente hacia la mejora de la calidad en el sector, tanto integral como local y 
subsectorial.

En cuanto a la inspección turística y al régimen disciplinario, se efectúa una regulación 
que, acorde con los esfuerzos hasta ahora realizados para la consecución de una 
determinada clientela turística, permita velar por la calidad del producto turístico asturiano, 
amparando simultáneamente los intereses de los empresarios y profesionales del sector y 
los derechos de los usuarios turísticos, constituyendo así un instrumento ágil y útil para evitar 
actividades turísticas clandestinas y la competencia desleal. Se adecua, asimismo, el 
régimen sancionador existente en materia turística en nuestra Administración a las 
exigencias de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, especialmente en 
cuanto al principio de tipicidad, derogándose expresamente la Ley del Principado de Asturias 
2/1986, de 28 de abril, sobre inspección, sanciones y procedimiento sancionador en materia 
de empresas y actividades turísticas, hasta ahora vigente.

Por último se abre la posibilidad de utilizar la vía de la mediación como fórmula para 
solucionar los conflictos que, en materia de turismo, pudieran producirse entre los 
interesados.

Por todo lo expuesto la presente Ley termina con la dispersión normativa hasta ahora 
existente, estableciendo una regulación unitaria en materia turística, que va a precisar, no 
obstante, un nuevo esfuerzo normativo para su aplicación y desarrollo, elaborando gran 
parte de los desarrollos reglamentarios en ella previstos, y revisando otros que ahora se 
encuentran en vigor.
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TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

La presente Ley tiene por objeto la ordenación del sector turístico en el Principado de 
Asturias y el establecimiento de los principios básicos de la planificación, promoción y 
fomento del turismo en la Comunidad Autónoma.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

Las disposiciones de esta Ley serán de aplicación al conjunto de sujetos, actividades y 
recursos que conforman el sector turístico, en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

Artículo 3.  Definiciones.

A los efectos de la presente Ley, se entiende por:

a) Actividad turística: La destinada a proporcionar a los usuarios turísticos los servicios 
de alojamiento, restauración, intermediación, comercialización, información, asistencia y 
acompañamiento, así como cualesquiera otros directamente relacionados con el turismo y 
que reglamentariamente se califiquen como tales, además de las actuaciones públicas en 
materia de ordenación y promoción del turismo.

b) Recursos turísticos: Aquellos bienes, materiales o inmateriales, naturales o no, que 
por su esencia o circunstancias son capaces de generar, de forma directa o indirecta, una 
relevante actividad turística.

c) Administración turística: Aquellos órganos y entidades de naturaleza pública con 
competencias específicas sobre la actividad turística.

d) Empresas turísticas: Las personas físicas o jurídicas que, de manera habitual y con 
ánimo de lucro, realicen una actividad cuyo objeto sea la prestación de alguno de los 
servicios turísticos.

e) Establecimientos turísticos: Los locales o instalaciones abiertos al público, 
temporalmente o de modo continuado, y acondicionados de conformidad con la normativa en 
su caso aplicable, en los que las empresas turísticas presten alguno o algunos de sus 
servicios.

f) Trabajadores turísticos: Las personas que prestan servicios retribuidos dentro del 
ámbito de organización y dirección de una empresa turística.

g) Usuarios turísticos: Las personas físicas o jurídicas que, como destinatarios finales, 
contraten o reciban algún servicio turístico.

Artículo 4.  Principios básicos.

Serán principios básicos de la política turística del Principado de Asturias los siguientes:

a) El impulso del turismo como sector estratégico de la economía asturiana, generador 
de empleo y de riqueza.

b) La ordenación de la oferta turística mediante la corrección de las deficiencias y 
desequilibrios de infraestructura y la elevación de la calidad de los servicios, instalaciones y 
equipamientos turísticos, armonizándola con las directrices de la ordenación territorial y 
urbanística y con la conservación del medio ambiente, bajo los postulados de un desarrollo 
sostenible.

c) La configuración de un marco que, facilitando el libre acceso a las actividades 
turísticas y su ejercicio, realizadas en territorio español por prestadores establecidos en 
España o en cualquier otro Estado miembro de la Unión Europea, potencie el mejor 
desarrollo de la actividad de las empresas y sujetos turísticos y favorezca la calidad y 
competitividad de las mismas, a la vez que sea un instrumento útil en la lucha contra las 
prácticas ilegales y la competencia desleal.
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d) La planificación y acomodación de la oferta turística y su promoción a las exigencias 
de la demanda actual y de futuro, propiciando la diversificación y desestacionalización del 
sector.

e) La preservación de los recursos turísticos, evitando su destrucción o degradación y 
procurando su correcto aprovechamiento en todas las modalidades de la oferta, con respeto 
a los valores culturales, historicoartísticos, paisajísticos, urbanísticos y medioambientales.

f) El impulso de la modernización y mejora de la calidad del equipamiento turístico del 
Principado de Asturias, la promoción de la accesibilidad y supresión de barreras en los 
términos previstos en la legislación del Principado de Asturias sobre la materia, y el 
desarrollo de nuevas ofertas, propiciando los cauces necesarios para la adecuación de las 
estructuras empresariales de los distintos subsectores turísticos.

g) La asunción del turismo rural como factor de desarrollo local integrado, apoyando 
aquellas explotaciones agrarias que decidan abordar su conversión o diversificación 
progresiva a empresas de turismo.

h) La potenciación de la afluencia turística, tanto interior como exterior, procurando 
medidas de fomento para la incorporación al turismo de capas cada vez más amplias de la 
población, y de sectores específicos de la misma que por sus especiales condicionamientos 
lo requieran, así como la intensificación de la cooperación interterritorial, sin perjuicio de las 
competencias que corresponden al Estado.

i) La protección de los derechos y legítimos intereses tanto de los usuarios como de las 
empresas turísticas, con especial referencia a lo que se establezca en la publicidad y 
contratos de los servicios turísticos y sus precios.

j) El impulso y apoyo del asociacionismo empresarial en el sector, así como de la 
cooperación con los distintos agentes sociales y económicos del mismo.

k) La consolidación, estabilidad y crecimiento del empleo en el sector turístico.
l) La mejora e intensificación de la formación y perfeccionamiento de todos los 

profesionales del sector turístico.
m) La potenciación de los estudios e investigaciones relacionados con el sector turístico.
n) La sensibilización de los ciudadanos hacia el turismo y el cuidado y preservación de 

los valores y recursos turísticos del Principado de Asturias.

TÍTULO I

Competencias

CAPÍTULO I

Competencias turísticas de las Administraciones Públicas

Artículo 5.  Competencias de la Administración del Principado de Asturias.

1. Corresponde a la Administración del Principado de Asturias el ejercicio de las 
siguientes competencias:

a) La formulación y aplicación de la política de la Comunidad Autónoma en materia 
turística.

b) La ordenación del sector turístico en el ámbito territorial del Principado de Asturias y 
su planificación, coordinando las actuaciones que en esa materia lleven a cabo las entidades 
locales. En concreto, le corresponde elaborar las directrices sectoriales de ordenación de los 
recursos turísticos, elaborar y aprobar los planes que las desarrollen, así como declarar las 
áreas o comarcas de dinamización turística y las zonas turísticas saturadas.

c) La determinación de los requisitos que tendrán que cumplir las empresas y actividades 
turísticas, así como la regulación de los trámites previos al inicio de dichas actividades que, 
conforme a lo previsto en esta ley, resulten preceptivos.

d) El otorgamiento, en su caso, de las autorizaciones que, de acuerdo con lo establecido 
en esta ley, sean preceptivas para el desarrollo de sus actividades por las empresas 
turísticas.
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e) La ordenación y gestión del Registro de empresas y actividades turísticas del 
Principado de Asturias, así como la elaboración y mantenimiento de bases de datos y 
estadísticas turísticas de la Comunidad Autónoma.

f) La protección, promoción y fomento de la imagen del Principado de Asturias y de sus 
recursos turísticos tanto en el interior como en el exterior, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas al Estado.

g) La coordinación con las entidades locales en las actividades de promoción turística 
que éstas desarrollen.

h) La colaboración en la regulación de las enseñanzas no universitarias y la de las 
profesiones turísticas y, en su caso, el control para su ejercicio, sin perjuicio de las 
competencias atribuidas al Estado por el artículo 149.1.30 de la Constitución.

i) Velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y demás normativa 
turística inspeccionando los establecimientos turísticos y las condiciones en que se prestan 
los servicios turísticos, tramitando las reclamaciones que pudieran formularse en relación 
con la materia y sancionando las infracciones que pudiesen cometerse.

j) Adoptar, en materia de ordenación del sector turístico del Principado de Asturias, 
cuantas medidas sean necesarias para asegurar el objeto y los fines de la ley en 
colaboración con los agentes del sector, así como con las demás Administraciones Públicas.

k) Cualquier otra relacionada con el turismo que se le atribuya en esta ley o en otra 
normativa de aplicación.

2. Las competencias anteriores podrán ser delegadas en las entidades locales, siempre 
que sea posible por su naturaleza, de conformidad con lo establecido en la legislación 
vigente.

Artículo 6.  Competencias de los Concejos.

Sin perjuicio de las competencias de la Administración del Principado de Asturias y 
atendiendo al principio de coordinación interadministrativa, los Concejos, en sus respectivos 
ámbitos, ejercerán, de conformidad con la presente Ley y con lo establecido en la normativa 
sobre régimen local, las siguientes competencias en materia de turismo:

a) La promoción y fomento de los recursos y productos turísticos existentes en su 
ámbito.

b) La protección y conservación de sus recursos turísticos, en especial del patrimonio 
cultural y del entorno natural.

c) La intervención que la legislación les atribuya en relación con los establecimientos 
turísticos, sometiendo la actividad a previa licencia, o a previa declaración responsable, y 
control posterior, según proceda en cada caso.

d) El desarrollo de la política de infraestructuras turísticas de su competencia.
e) Cualesquiera otras que pudieran serles atribuidas o delegadas de acuerdo con la 

legislación vigente.

Artículo 7.  Las relaciones interadministrativas.

1. La Administración del Principado de Asturias y las distintas administraciones públicas, 
dentro del ámbito de su autonomía, ajustarán sus relaciones recíprocas a los principios de 
información mutua, colaboración, cooperación y respeto de sus competencias respectivas.

2. En aplicación de tales principios se utilizarán las técnicas previstas en la legislación 
vigente, y en especial la celebración de convenios y de conferencias sectoriales, la creación 
de consorcios y la elaboración de instrumentos de planificación.

3. La Administración del Principado de Asturias dispondrá, en particular, y en el marco 
establecido por la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el Libre Acceso a las Actividades 
de Servicios y su Ejercicio, lo necesario para la efectividad del intercambio electrónico de 
información con las distintas Administraciones Públicas y con los demás Estados miembros 
de la Unión Europea, a los efectos de garantizar el cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en dicha normativa.
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CAPÍTULO II

Consejo Consultivo de Turismo del Principado de Asturias

Artículo 8.  Naturaleza y funciones.

1. Se crea el Consejo Consultivo de Turismo del Principado de Asturias, adscrito a la 
Consejería competente en materia de turismo, como órgano de asesoramiento, apoyo y 
propuesta para los asuntos referidos a la promoción, fomento y desarrollo del turismo.

2. Además de las funciones que reglamentariamente se le atribuyan, el Consejo 
Consultivo de Turismo del Principado de Asturias informará, con carácter previo a su 
aprobación, sobre las disposiciones reglamentarias que se dicten en desarrollo de la 
presente Ley, así como sobre los planes y proyectos que en materia de actuación turística 
pretenda aprobar el Consejo de Gobierno.

3. El Consejo Consultivo de Turismo del Principado de Asturias asesorará a las 
entidades locales cuando éstas así lo soliciten en los asuntos relativos a la promoción del 
turismo que pertenezcan al ámbito de sus competencias.

Artículo 9.  Composición y organización.

1. El Consejo Consultivo de Turismo del Principado de Asturias tendrá la siguiente 
composición:

a) Presidente: Lo será el titular de la Dirección General competente en materia de 
turismo.

b) Vicepresidente: Elegido por el Consejo Consultivo de Turismo entre sus miembros.
c) Vocales:

Uno por cada Grupo Parlamentario de la Junta General del Principado de Asturias, que 
los designará entre quienes tengan acreditada la condición de experto en las materias 
directamente relacionadas con el turismo.

Cinco designados por la Administración del Principado de Asturias.
Tres designados por la Federación Asturiana de Concejos.
Uno designado por la Universidad de Oviedo entre quienes tengan acreditada la 

condición de experto en las materias directamente relacionadas con el turismo.
Dos designados por las organizaciones sindicales más representativas.
Tres designados por las organizaciones empresariales más representativas del sector 

turístico, de los cuales uno será designado por y entre las pertenecientes al sector turístico 
rural.

Uno designado por y entre asociaciones y entidades de carácter ciudadano entre cuyos 
fines esté la conservación del medio natural y el desarrollo sostenible del sector turístico.

2. El titular de la Dirección General en materia de turismo podrá designar, además, 
cuatro Vocales con voz pero sin voto entre técnicos y especialistas en el campo del turismo.

3. Reglamentariamente se establecerá el régimen de funcionamiento y organización del 
Consejo Consultivo de Turismo del Principado de Asturias, que, en todo caso, contemplará:

a) Un soporte técnico suficiente en la toma de decisiones, con audiencia de especialistas 
cualificados en las distintas disciplinas concernidas en la materia turística.

b) El funcionamiento en Pleno y en Comisiones, que garantice la agilidad en la 
tramitación de los asuntos que así lo requieran.
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TÍTULO II

De la ordenación territorial de los recursos turísticos

CAPÍTULO I

Condiciones para el establecimiento y desarrollo de las actividades y empresas 
turísticas

Sección 1.ª Disposiciones generales para la protección del medio ambiente y 
del patrimonio cultural

Artículo 10.  Principios generales de protección del medio ambiente, del patrimonio cultural 
y de los recursos naturales.

1. Las actividades turísticas, en el marco de un desarrollo sostenible, se desenvolverán 
con sujeción a la normativa de medio ambiente y de conservación de la naturaleza.

2. Las actividades turísticas se llevarán a cabo respetando y preservando el patrimonio 
etnográfico, histórico, artístico, industrial y natural del Principado de Asturias en armonía con 
otros sectores productivos.

Artículo 11.  Disposiciones sobre la ordenación turística en la franja costera.

La franja costera y en particular las playas, en cuanto recurso turístico básico del 
Principado de Asturias, serán objeto de especial protección. A estos efectos, las actividades 
e instalaciones turísticas se desarrollarán y ejecutarán con respeto a las previsiones de la 
legislación de costas y de la normativa e instrumentos de ordenación del territorio y medio 
ambiente.

Artículo 12.  Disposiciones sobre la protección del paisaje.

1. En los lugares de paisaje abierto y natural de especial interés, sea rural o marítimo, o 
en las perspectivas que ofrezcan los conjuntos urbanos o los núcleos de características 
histórico-artísticas, típicos o tradicionales, y en las inmediaciones de las carreteras y 
caminos de trayecto pintoresco, no se permitirá que la situación, masa, altura de los 
edificios, muros y cierres y la instalación de otros elementos limiten el campo visual para 
contemplar las bellezas naturales, rompan la armonía del paisaje o desfiguren la perspectiva 
del mismo.

2. A estos efectos, se adoptarán las determinaciones y medidas pertinentes tanto en las 
directrices sectoriales de ordenación de los recursos turísticos e instrumentos que las 
desarrollen como en los correspondientes instrumentos de planeamiento y de ordenación 
medioambiental.

Sección 2.ª Disposiciones específicas sobre la ordenación territorial de los 
usos turísticos

Artículo 13.  Disposiciones sobre la implantación de establecimientos turísticos en suelo no 
urbanizable.

1. La implantación de establecimientos turísticos en suelo no urbanizable se realizará 
con pleno respeto del espacio natural y edificado circundante.

2. En esta clase de suelo y en los asentamientos tradicionales de población que se 
mantengan en el mismo, se potenciarán para usos turísticos tanto la rehabilitación del 
patrimonio edificado existente como la edificación en su interior. En todo caso, se habrán de 
respetar las características propias de tales asentamientos tradicionales de población.
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Artículo 14.  Disposiciones sobre los campamentos de turismo.

1. En las proximidades del litoral, la ubicación de los campamentos de turismo se 
realizará fuera de la zona de 500 metros, medidos desde el límite interior de la ribera del 
mar.

2. La instalación de los campamentos de turismo será sometida a una evaluación 
preliminar de impacto ambiental. Asimismo, se tendrá siempre en cuenta la necesaria 
preservación de los valores naturales o urbanos, artísticos, paisajísticos, agrícolas y 
forestales del territorio de que se trate.

3. En todo caso, queda prohibida cualquier forma de acampada libre o no legalizada.

CAPÍTULO II

Instrumentos de ordenación territorial de los recursos turísticos

Artículo 15.  Directrices sectoriales de ordenación de los recursos turísticos.

1. La ordenación de los recursos turísticos del Principado de Asturias se realizará por 
medio de unas directrices sectoriales, con arreglo al modelo establecido para los 
instrumentos de ordenación territorial en la legislación del Principado de Asturias sobre 
coordinación y ordenación territorial.

2. La iniciativa para la elaboración de las directrices sectoriales, así como su redacción 
corresponderán a la Consejería competente en materia de turismo, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley de coordinación y ordenación territorial.

3. El ámbito espacial de aplicación de las directrices sectoriales de ordenación de los 
recursos turísticos será la totalidad del territorio del Principado de Asturias.

Artículo 16.  Objetivos de las directrices sectoriales de ordenación de los recursos turísticos.

Las directrices sectoriales contendrán las medidas necesarias para lograr una 
ordenación racional y equilibrada de los recursos turísticos teniendo en cuenta los siguientes 
objetivos:

a) El desarrollo sostenible de la actividad turística.
b) La planificación y ordenación de la oferta turística en su conjunto con el fin de 

garantizar un mayor equilibrio territorial de la misma.
c) La promoción de procedimientos de ejecución que estimulen la cooperación y 

corresponsabilidad entre los distintos agentes autonómicos y locales, públicos y privados, 
interesados en el desarrollo de acciones de interés común.

d) El incremento de la calidad de los servicios turísticos de manera que den respuesta a 
los niveles esperados por los diversos segmentos de la demanda.

e) La consolidación de las zonas turísticas actuales y sus mercados.
f) El desarrollo de nuevas zonas turísticas atractivas para otros segmentos de la 

demanda que permitan la incorporación a los mercados de nuevos productos, contribuyendo 
a un mayor grado de diversificación y desestacionalización.

g) Garantizar que las acciones que se programen se ejecuten con total respeto a los 
recursos naturales y culturales existentes.

h) Velar por la efectividad de los principios de no discriminación, necesidad y 
proporcionalidad que inspiran la normativa sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio.

Artículo 17.  Contenido de las directrices sectoriales de ordenación de los recursos 
turísticos.

Sin perjuicio de lo establecido en la Ley de coordinación y ordenación territorial, las 
directrices sectoriales contendrán las siguientes determinaciones:

a) La definición del modelo de desarrollo turístico de la Comunidad Autónoma.
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b) La delimitación, en su caso, de las áreas o comarcas de dinamización turística 
consideradas como preferentes desde la perspectiva de la actuación y la financiación 
públicas.

c) Previsiones relativas a la oferta turística en los distintos ámbitos territoriales, a las 
infraestructuras y equipamientos colectivos, a la salvaguarda y restauración de los valores 
medioambientales y a cualquier otro aspecto o factor condicionante del desarrollo de las 
actividades turísticas.

Artículo 18.  Instrumentos de desarrollo de las directrices sectoriales de ordenación de los 
recursos turísticos.

1. Sin perjuicio de las medidas de fomento y desarrollo previstas en el capítulo III del 
título V de esta Ley, las directrices sectoriales de ordenación de los recursos turísticos se 
podrán desarrollar, además de por el planeamiento general, mediante planes específicos 
encaminados al desarrollo, mantenimiento y mejor aprovechamiento de los recursos 
turísticos, elaborados por la Consejería competente en materia de turismo con la 
participación de los entes locales.

2. Los planes de desarrollo de las directrices sectoriales de ordenación de los recursos 
turísticos serán los previstos expresamente en las mismas y podrán ser tanto de carácter 
territorial como de carácter subsectorial.

Artículo 19.  Zonas turísticas saturadas.

1. Excepcionalmente, el Consejo de Gobierno, a propuesta de las Consejerías 
competentes en materia de turismo y de ordenación del territorio o del Concejo o Concejos 
afectados y previa audiencia de las Cámaras de Comercio de Asturias, podrá, mediante 
Decreto, declarar determinado territorio como zona turística saturada. Cuando la propuesta 
no proceda del Concejo o Concejos afectados, éstos habrán de ser en todo caso oídos.

2. La declaración de zona turística saturada podrá circunscribirse a un Concejo o a parte 
o partes del mismo o comprender más de un Concejo o partes de varios Concejos.

3. La declaración de zona turística saturada únicamente podrá acordarse cuando se 
superen los niveles máximos de oferta y/o demanda de servicios turísticos que el Consejo de 
Gobierno establezca reglamentariamente para garantizar la calidad de los servicios en 
beneficio de los consumidores y usuarios, y la adecuada protección del medio ambiente, el 
entorno urbano y el patrimonio histórico y artístico de los núcleos turísticos.

4. La declaración de zona turística saturada implicará la prohibición de establecimiento o 
ejercicio de nuevas actividades turísticas de las definidas en el artículo 3 de la presente Ley 
por cualquiera de los sujetos referidos en el artículo 24 de la misma, y se mantendrá 
únicamente hasta que desaparezcan las circunstancias que hayan motivado la declaración.

TÍTULO III

Derechos y deberes en materia turística

CAPÍTULO I

Usuarios turísticos

Artículo 20.  Derechos de los usuarios turísticos.

Constituyen derechos de los usuarios turísticos los siguientes:

a) Obtener información previa, veraz, completa y objetiva sobre los bienes y servicios 
que se les oferten y el precio de los mismos.

b) Recibir los servicios turísticos en las condiciones contratadas y obtener cuantos 
documentos acrediten los términos de su contratación y, en cualquier caso, las facturas o 
justificantes de pago.

c) Tener garantizada en los establecimientos que desarrollen una actividad turística su 
seguridad y la de sus bienes en los términos establecidos en la legislación vigente.
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d) Formular quejas y reclamaciones.
e) Los demás derechos reconocidos por el vigente ordenamiento jurídico en materia de 

protección de los consumidores y usuarios.

Artículo 21.  Obligaciones de los usuarios turísticos.

Son obligaciones de los usuarios turísticos las siguientes:

a) Observar las normas de higiene y convivencia social para la adecuada utilización de 
los establecimientos turísticos.

b) Respetar los reglamentos de uso o régimen interior de los establecimientos turísticos, 
siempre que éstos no sean contrarios a la presente Ley o a las disposiciones que la 
desarrollen.

c) Efectuar el pago de los servicios prestados en el momento de la presentación de la 
factura o, en su caso, en el tiempo y lugar convenido, sin que el hecho de presentar una 
reclamación o queja exima del citado pago.

d) Respetar el entorno ambiental y cultural del Principado de Asturias.

CAPÍTULO II

Empresas turísticas

Artículo 22.  Derechos de las empresas turísticas.

Las empresas turísticas tendrán los siguientes derechos:

a) Que se incluya información sobre sus instalaciones, características y oferta específica 
en los catálogos, directorios, guías y sistemas informáticos de la Administración turística 
asturiana.

b) Incorporarse a la promoción turística a realizar por la Administración del Principado de 
Asturias en las condiciones fijadas por ésta.

c) Solicitar las ayudas e incentivos promovidos por la Administración turística para el 
desarrollo del sector.

d) Impulsar, a través de sus asociaciones sectoriales, el desarrollo y ejecución de 
programas de cooperación pública y privada de interés general para el sector.

e) Proponer, a través de sus asociaciones sectoriales de ámbito local, comarcal o 
autonómico, la realización de estudios, investigaciones y publicaciones que contribuyan a la 
mejora del desarrollo de la empresa turística en la Comunidad Autónoma en el interés 
general del sector.

f) Proponer, a través de sus asociaciones sectoriales, cualquier otra acción no 
contemplada anteriormente que pueda contribuir al fomento y desarrollo turístico en el 
interés general del sector.

Artículo 23.  Obligaciones de las empresas turísticas.

Las empresas turísticas estarán sujetas al cumplimiento de las obligaciones impuestas 
por la presente ley y demás normas turísticas, así como por la normativa en materia de 
derechos de los consumidores y usuarios, y concretamente a lo siguiente:

a) Prestar los servicios a los que están obligadas según su clasificación, en las 
condiciones pactadas con el usuario, de acuerdo con la presente ley y las normas dictadas 
en su desarrollo.

b) Cuidar del buen funcionamiento y mantenimiento de las instalaciones y servicios del 
establecimiento, así como dar un adecuado trato a los clientes.

c) Informar previamente a los usuarios sobre el régimen de los servicios que se ofertan 
en el establecimiento, condiciones de prestación de los mismos y su precio.

d) Exhibir en lugar visible el precio de los servicios ofertados y el distintivo 
correspondiente a su clasificación.

e) Tener a disposición de los usuarios las hojas de reclamaciones, haciendo entrega de 
un ejemplar cuando así se solicite.
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f) Facturar los servicios de acuerdo con los precios establecidos y la normativa vigente 
en la materia.

g) Disponer de los libros y demás documentación que sean exigidos por la 
reglamentación vigente.

h) Facilitar, en los términos establecidos por el ordenamiento jurídico, la accesibilidad a 
los establecimientos de las personas que sufran discapacidades.

i) Comunicar al órgano competente de la Administración competente en materia de 
turismo del Principado de Asturias el cese de su actividad.

j) Proporcionar a la Administración competente en materia de turismo del Principado de 
Asturias la información y documentación preceptiva para facilitarle el ejercicio de las 
atribuciones que legalmente tiene reconocidas.

k) Poner a disposición de los consumidores y usuarios información sobre la dirección 
postal, número de teléfono y número de fax o dirección de correo electrónico en la que el 
consumidor o usuario, cualquiera que sea su lugar de residencia, pueda interponer sus 
reclamaciones o solicitar información sobre el servicio ofertado o contratado.

TÍTULO IV

Ordenación de la oferta turística

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 24.  Clases de empresas turísticas.

Las empresas turísticas pueden ser:

a) De alojamiento turístico.
b) De restauración.
c) De intermediación.
d) De turismo activo.
e) Cualesquiera otras que presten servicios turísticos y que reglamentariamente se 

clasifiquen como tales.

Artículo 25.  Inicio de la actividad.

1. Las empresas turísticas deberán presentar previamente al inicio de sus actividades 
ante la Administración competente en materia de turismo declaración responsable del 
cumplimiento de las condiciones que resulten exigibles para el ejercicio de la actividad y la 
clasificación, en su caso, de los correspondientes establecimientos.

2. Reglamentariamente se determinarán la antelación con la que debe presentarse la 
citada declaración responsable previa, así como el procedimiento que resulte de aplicación y 
los extremos que se harán constar en la misma. A tal efecto, la Consejería competente en 
materia turística podrá establecer el correspondiente modelo oficial de declaración 
responsable previa.

3. La declaración responsable previa tendrá los efectos y el alcance previstos en el 
artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. La declaración responsable previa es independiente de la intervención administrativa 
que corresponda ejercer a otros órganos, en virtud de sus respectivas competencias. En 
particular, el inicio de la actividad requerirá el cumplimiento de los trámites impuestos por la 
normativa municipal para la apertura.

5. En caso de apertura de nuevos establecimientos por parte de empresas turísticas ya 
establecidas en cualquier Estado miembro de la Unión Europea que ejerzan legalmente la 
actividad turística de que se trate, la declaración responsable correspondiente se referirá 
únicamente a la adecuación del establecimiento a los requisitos y condiciones exigibles, 
incluidos los relativos a seguros, fianzas y demás que reglamentariamente se determinen.
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6. Igualmente, la realización de cualquier modificación o reforma sustancial que afecte a 
las condiciones declaradas respecto a la actividad y, en su caso, clasificación inicial del 
establecimiento, así como los cambios que se produzcan en el uso turístico o en la titularidad 
del establecimiento deberán ser previamente comunicados por las empresas turísticas, 
siguiendo el procedimiento y por los medios señalados en el apartado anterior.

7. Excepcionalmente, y por razones tanto de seguridad pública como de protección del 
medio ambiente y del entorno urbano, requerirá previa autorización por parte de la 
Administración competente en materia de turismo la instalación de los campamentos de 
turismo, así como la modificación o reforma sustancial de las condiciones de los ya 
instalados. A tales efectos, será obligatorio antes de iniciar cualquier tipo de obra o 
movimiento de tierras solicitar la aprobación del proyecto y la clasificación del mismo, de 
acuerdo con la reglamentación aplicable a dicho tipo de establecimientos. En este supuesto, 
de no dictarse resolución expresa en el plazo establecido, el interesado podrá entender 
estimada por silencio administrativo su solicitud.

8. Las autorizaciones y clasificaciones otorgadas podrán ser modificadas o revocadas 
cuando se incumplan o desaparezcan las circunstancias que motivaron su otorgamiento o 
sobrevinieran otras que, de haber existido, habrían justificado la denegación.

9. Las empresas turísticas que proyecten la construcción o modificación de un 
establecimiento turístico podrán, antes de iniciar cualquier tipo de obra, solicitar de la 
Administración competente en materia de turismo informe relativo al cumplimiento de los 
requisitos mínimos de infraestructura y servicios y de promoción de la accesibilidad y 
supresión de barreras en los términos dispuestos en la legislación del Principado de Asturias 
sobre la materia, así como de clasificación exigidos por la normativa que resulte de 
aplicación.

Artículo 26.  Registro de empresas y actividades turísticas.

1. El Registro de empresas y actividades turísticas del Principado de Asturias es un 
registro de naturaleza administrativa y carácter público, custodiado y gestionado por la 
Consejería competente en materia de turismo.

2. En el Registro se inscribirán las empresas y actividades turísticas definidas en la 
presente Ley, en los términos que resulten de la misma o de su normativa de desarrollo.

3. La inscripción de empresas y actividades turísticas se practicará de oficio o a instancia 
del interesado y será gratuita.

4. La organización y funcionamiento del Registro de empresas y actividades turísticas se 
determinarán reglamentariamente.

Artículo 27.  Requisitos de los establecimientos turísticos.

1. Los establecimientos turísticos, en función de su tipo, grupo, modalidad y categoría, 
quedan sujetos al cumplimiento de los requisitos mínimos de infraestructura, seguridad y 
calidad de los servicios prestados que reglamentariamente se determinen desde el punto de 
vista turístico, sin perjuicio del resto de normativa que les sea de aplicación.

2. En todo caso, los establecimientos turísticos deberán cumplir las normas sobre 
accesibilidad a los mismos de personas que sufran discapacidades en los términos previstos 
en la legislación del Principado de Asturias sobre la materia.

3. Con la finalidad de preservar y recuperar el patrimonio arquitectónico asturiano como 
seña de identidad del turismo del Principado de Asturias, la rehabilitación de inmuebles para 
uso turístico podrá, excepcionalmente y previo informe técnico, ser objeto de la dispensa de 
alguno de los requisitos mínimos exigidos reglamentariamente en materia turística.

4. Las instalaciones de los establecimientos turísticos se deberán conservar en 
adecuado estado de calidad, pudiendo, a estos efectos, la Administración turística del 
Principado de Asturias requerir a los titulares de los mismos la ejecución de las obras de 
conservación y mejora que resulten necesarias.

Artículo 28.  Acceso a los establecimientos.

1. Los establecimientos turísticos tendrán la consideración de públicos, siendo libre el 
acceso a los mismos, sin otras restricciones que las del sometimiento a la ley, a las 
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prescripciones específicas que regulan la actividad y, en su caso, al reglamento de régimen 
interior que establezca la empresa, siempre que no contravenga lo dispuesto en la presente 
Ley y se anuncie de forma visible en los lugares de entrada al establecimiento.

2. El acceso no podrá ser restringido por razones de raza, sexo, religión, opinión o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social, si bien se podrá negar la admisión 
o expulsar del establecimiento, recabando, si fuera necesario, el auxilio de los agentes de la 
autoridad competente, a las personas que incumplan las normas de una ordenada 
convivencia social o a las que pretendan usar las instalaciones con una finalidad diferente a 
la propia de la actividad de que se trate.

3. Quienes padeciendo disfunciones visuales vayan auxiliados por perros guía tendrán 
derecho de libre acceso, deambulación y permanencia en los establecimientos turísticos en 
compañía del perro guía, sin que, en ningún caso, dicho derecho pueda ser desconocido o 
menoscabado.

Artículo 29.  Régimen y publicidad de los precios.

1. Los servicios turísticos se ajustarán al régimen de libertad de precios, pudiendo fijarse 
y modificarse por las empresas a lo largo del año, sin más obligación que hacerlos públicos 
para garantizar su previo conocimiento por los clientes.

2. La publicidad de los precios hará constar la inclusión o no del impuesto sobre el valor 
añadido.

CAPÍTULO II

Empresas de alojamiento turístico

Sección 1.ª Empresas de alojamiento: modalidades

Artículo 30.  Empresas de alojamiento turístico.

Son empresas de alojamiento turístico aquellas que se dedican, de manera profesional y 
habitual, a proporcionar hospedaje o residencia, mediante precio, a las personas que lo 
demanden, con o sin prestación de otros servicios complementarios.

Artículo 31.  Modalidades de la actividad de alojamiento.

La actividad de alojamiento turístico se ofertará dentro de alguna de las siguientes 
modalidades: hotelera, apartamento turístico, alojamiento de turismo rural, albergue turístico, 
vivienda vacacional, campamentos de turismo, núcleos, ciudades, clubes o villas 
vacacionales, y cualesquiera otras que reglamentariamente se determinen.

Sección 2.ª Establecimientos hoteleros

Artículo 32.  Establecimientos hoteleros: Grupos.

1. Son establecimientos hoteleros aquellos que, dedicados al alojamiento turístico, 
puedan clasificarse en alguno de los grupos que se establecen en el apartado siguiente.

2. La modalidad hotelera de alojamiento se clasifica en los siguientes grupos:

A) Grupo primero.

a) Hoteles: Establecimientos que ofreciendo alojamiento, con o sin servicios 
complementarios, ocupan la totalidad de un edificio o edificios o parte independizada de los 
mismos, constituyendo sus dependencias un todo homogéneo con entradas, escaleras y 
ascensores de uso exclusivo y que reúnen los requisitos mínimos establecidos 
reglamentariamente.

b) Hoteles-apartamento: Los establecimientos en los que concurren los servicios 
comunes propios de los hoteles con las instalaciones adecuadas para la conservación, 
elaboración y consumo de alimentos dentro de la unidad de alojamiento y cumplen con las 
exigencias requeridas reglamentariamente.
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B) Grupo segundo.

Pensiones: Establecimientos que ofrecen alojamiento, con o sin otros servicios de 
carácter complementario, y que por su dimensión, estructura, infraestructura, servicios y 
otras características no puedan ser clasificados en el grupo primero y cumplen las 
exigencias requeridas reglamentariamente.

Artículo 33.  Categorías.

1. Los establecimientos comprendidos en el grupo primero se clasificarán en cinco 
categorías, identificadas por estrellas, con arreglo a las condiciones establecidas 
reglamentariamente.

2. La Administración del Principado de Asturias impulsará y, en su caso, reconocerá, en 
orden a su promoción, los productos resultantes de la aplicación de sistemas de clasificación 
cualitativa de hoteles.

3. Los establecimientos del grupo segundo estarán clasificados en dos categorías, 
identificadas por dos y una estrella, en la forma que reglamentariamente se determine.

Artículo 34.  Especialización.

En atención a determinados servicios o instalaciones complementarias y a la 
clasificación del suelo en el que se hallen ubicados, los establecimientos comprendidos en el 
grupo primero podrán solicitar y obtener del órgano competente de la Administración turística 
del Principado de Asturias el reconocimiento de especialización como la de balneario, 
familiar, o cualquier otra identificación que se establezca reglamentariamente.

Sección 3.ª Apartamentos turísticos

Artículo 35.  Apartamentos turísticos.

Se incluyen en esta modalidad de alojamiento turístico los edificios de pisos, casas, 
villas, chalés o similares, o conjunto de ellos, que ofrezcan, mediante precio, alojamiento 
turístico, cuando se ceda el uso y disfrute de los locales referidos con mobiliario, 
instalaciones, servicios y equipo en condiciones que permitan su inmediata ocupación, 
cumpliendo las exigencias establecidas reglamentariamente.

Artículo 36.  Clasificación.

1. Con arreglo a lo que reglamentariamente se determine, los apartamentos se 
clasificarán en cuatro categorías, identificadas por llaves.

2. Los apartamentos turísticos se clasificarán además en bloques y conjuntos.

a) Se entiende por bloque el edificio o edificios integrados por apartamentos ofertados en 
su totalidad y gestionados por una sola unidad empresarial de explotación.

b) Se entiende por conjunto el agregado de apartamentos situados en casas, villas, 
chalés o similares, ofertados como alojamientos turísticos y gestionados por una sola unidad 
empresarial de explotación.

Sección 4.ª Alojamientos de turismo rural

Artículo 37.  Clases de alojamientos de turismo rural.

1. Los alojamientos de turismo rural podrán adoptar alguna de las siguientes 
modalidades:

a) Hoteles rurales.
b) Casas de aldea.
c) Apartamentos rurales.
d) Cualesquiera otras que reglamentariamente se determinen.

2. Los alojamientos de turismo rural habrán de ubicarse necesariamente en 
asentamientos tradicionales de población de menos de quinientos habitantes, o en suelo no 
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urbanizable, cualquiera que sea su calificación, en los términos que resulten de los 
instrumentos de planeamiento en vigor.

3. Con independencia de la modalidad de alojamiento de turismo rural adoptada, la 
especialidad de agroturismo se aplicará a los establecimientos que estén integrados en 
explotaciones agrarias, ganaderas o forestales que, junto al hospedaje, oferten servicios 
generados por la propia explotación.

Artículo 38.  Hoteles rurales.

1. Los hoteles rurales son aquellos que, reuniendo los requisitos del artículo 32.2.A).a) 
de esta Ley, así como los que reglamentariamente se establezcan, están ubicados en 
inmuebles de singular valor arquitectónico o que respondan a la arquitectura tradicional 
asturiana de la zona.

2. En ningún caso, los hoteles rurales podrán superar las treinta y seis plazas.

Artículo 39.  Casas de aldea.

1. Son casas de aldea las viviendas autónomas e independientes, cuyas características 
sean las propias de la arquitectura tradicional asturiana de la zona, en las que se 
proporcione, mediante precio, el servicio de alojamiento y, eventualmente, otros servicios 
complementarios.

2. La prestación de alojamiento turístico en casas de aldea se ajustará a alguna de las 
siguientes modalidades:

a) Contratación individualizada de habitaciones dentro de la propia vivienda familiar, 
incluyendo desayuno.

b) Contratación íntegra del inmueble para uso exclusivo del contratante, en condiciones, 
equipo, instalaciones y servicios que permitan su inmediata utilización. En los casos en que 
el titular no gestione directamente el alojamiento, deberá designar un encargado que habrá 
de facilitar el alojamiento y resolver cuantas incidencias surjan con los usuarios.

3. De acuerdo con las condiciones que reglamentariamente se establezcan, las casas de 
aldea se clasificarán en tres categorías, identificadas por «trísqueles».

Artículo 40.  Apartamentos rurales.

Los apartamentos rurales son aquellos que, reuniendo las condiciones 
reglamentariamente establecidas, constituyan edificios o construcciones que respondan a la 
arquitectura tradicional asturiana de la zona, proporcionando mediante precio el servicio de 
alojamiento en condiciones que permitan su inmediata utilización.

Sección 5.ª Albergues turísticos

Artículo 41.  Albergues turísticos.

1. Son albergues turísticos los establecimientos que de acuerdo con lo previsto 
reglamentariamente ofrezcan al público en general, de modo habitual y profesional y 
mediante precio, el servicio de alojamiento por plaza en habitaciones de capacidad múltiple 
junto con la práctica de alguna actividad relacionada con el entorno.

2. Los albergues turísticos, en atención a sus servicios o a la clasificación del suelo en el 
que se hallen ubicados, podrán ser objeto de especialización en los términos que 
reglamentariamente se establezcan.

Sección 6.ª Viviendas vacacionales

Artículo 42.  Viviendas vacacionales.

1. Son viviendas vacacionales aquellas en las que, reuniendo los requisitos establecidos 
reglamentariamente, se presta únicamente el servicio de alojamiento mediante precio, de 
forma habitual y profesional, y no se encuentren comprendidas en alguna de las 
modalidades reguladas en los artículos 32, 35, 37 y 41 de la presente Ley.
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2. En todo caso, se referirán sólo al alojamiento íntegro y no por habitaciones, con la 
exclusión de pisos.

Sección 7.ª Campamentos de turismo

Artículo 43.  Campamentos de turismo.

1. Se entiende por campamento de turismo el espacio de terreno debidamente 
delimitado, acondicionado y dotado de las instalaciones y servicios precisos, ofertado al 
público de forma habitual y profesional, mediante precio, para su ocupación temporal 
utilizando a tal fin tiendas de campaña, caravanas u otros elementos fácilmente 
transportables.

2. Dentro de la superficie reservada para acampar, podrá autorizarse la instalación de 
elementos permanentes, de madera o similar, con destino a unidades de alojamiento, a 
razón de un elemento por parcela, sin que el número de parcelas ocupadas pueda superar el 
25 por ciento de las ordinarias, siempre que sean explotadas por el titular del campamento y 
reúnan las condiciones establecidas reglamentariamente.

3. Se prohíbe en los campamentos de turismo la venta de parcelas y de los elementos 
permanentes a que se hace referencia en el apartado anterior.

4. Cualquier reforma que implique nuevas construcciones estará sometida a control y 
estudio de impactos previos a su autorización.

Artículo 44.  Categorías.

En atención a sus instalaciones y servicios, los campamentos de turismo se clasificarán 
en cuatro categorías, identificadas por tiendas, con los requisitos y en la forma que 
reglamentariamente se establezca.

Sección 8.ª Núcleos, ciudades, clubes o villas vacacionales

Artículo 45.  Núcleos, ciudades, clubes o villas vacacionales.

1. Se entiende por núcleos, ciudades, clubes o villas vacacionales el complejo de oferta 
turística que, además de prestar el servicio de alojamiento en una o varias de sus 
modalidades, responde a un proyecto unitario de planificación, gestión y explotación 
empresarial y se ubica en áreas geográficas homogéneas, cumpliendo los requisitos 
establecidos reglamentariamente.

2. En atención a determinados servicios e instalaciones complementarias o a su singular 
ubicación, este tipo de complejos de oferta turística podrá solicitar y obtener del órgano 
competente de la Administración turística del Principado de Asturias el reconocimiento de 
algún tipo de especialización, en los términos que se determinen reglamentariamente.

CAPÍTULO III

Empresas de restauración

Artículo 46.  Empresas de restauración.

Son empresas de restauración, cualquiera que sea su denominación, aquellas que se 
dedican de forma habitual y profesional, mediante precio, a servir al público comidas o 
bebidas para consumir, de forma preferente, en sus establecimientos.

Artículo 47.  Clases de establecimientos.

1. Los establecimientos de restauración se clasifican, en atención a sus características, 
en los siguientes grupos:

a) Restaurantes: Tendrán dicha consideración los que dispongan de cocina y de 
comedor, preferentemente independizado, en los que se ofrecen al público las comidas y 
bebidas relacionadas en sus cartas.
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b) Cafeterías: Tendrán esta consideración los establecimientos que disponen de barra y 
servicio de mesas, en los que se ofertan al público durante su horario de apertura las 
bebidas y platos simples o combinados relacionados en sus cartas.

c) Bares, cafés o similares: Tendrán esta consideración los establecimientos que 
dotados de barra y careciendo de comedor también pueden disponer de servicio de mesas 
en la misma unidad espacial, en los que se proporciona al público bebidas que pueden 
acompañarse o no de tapas, raciones o bocadillos.

2. Las sidrerías son aquellos establecimientos que responden a la cultura tradicional 
asturiana, están adecuadamente ambientados y caracterizados y disponen de instalaciones 
y equipamientos idóneos para el mantenimiento, oferta y escanciado de sidra, pudiendo 
clasificarse en atención a sus características en los grupos a) o c) del apartado anterior.

3. Reglamentariamente podrán regularse nuevos grupos de establecimientos de 
restauración.

Artículo 48.  Categorías.

1. Los restaurantes se clasificarán, con arreglo a las condiciones establecidas 
reglamentariamente, en las categorías de lujo, primera, segunda, tercera y cuarta, 
identificadas, respectivamente, por cinco, cuatro, tres, dos y un tenedor.

2. Las cafeterías se clasificarán en las categorías de especial, primera y segunda, que se 
identificarán, respectivamente, mediante tres, dos y una taza, en función de las 
determinaciones establecidas reglamentariamente.

3. Las sidrerías gozarán, además, de un símbolo distintivo de su singularidad, en los 
términos que reglamentariamente se establezcan.

CAPÍTULO IV

Empresas de intermediación turística

Artículo 49.  Empresas de intermediación.

Se consideran empresas de intermediación turística aquellas que, reuniendo los 
requisitos que reglamentariamente se determinen, se dedican, profesional y habitualmente, a 
desarrollar actividades de mediación y organización de servicios turísticos, pudiendo utilizar 
para ello medios propios.

Artículo 50.  Modalidades de intermediación turística.

La intermediación turística podrá adoptar alguna de las siguientes modalidades: 
agencias de viaje, centrales de reserva y cualesquiera otras que se determinen 
reglamentariamente.

Artículo 51.  Agencias de viaje.

1. Se consideran agencias de viaje las empresas que se dedican a la intermediación en 
la prestación de servicios turísticos, teniendo atribuidos, entre otros, la organización y 
contratación de viajes combinados de conformidad con la legislación vigente.

2. Las agencias de viaje pueden ser de tres clases:

a) Mayoristas: Son las agencias que proyectan, elaboran y organizan toda clase de 
servicios sueltos y viajes combinados para su ofrecimiento a las agencias minoristas, no 
pudiendo ofrecer sus productos directamente al usuario o consumidor.

b) Minoristas: Son las agencias que comercializan el producto de las agencias 
mayoristas con la venta directa al usuario o consumidor o proyectan, elaboran, organizan y 
venden todas las clases de servicios sueltos o viajes combinados directamente al usuario, no 
pudiendo ofrecer sus productos a otras agencias.

c) Mayoristas-minoristas: Son las agencias que pueden simultanear las actividades de 
los dos grupos anteriores.
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3. Las agencias de viaje deberán constituir y mantener vigentes los instrumentos de 
garantía, que se fijen reglamentariamente, para proteger a los usuarios turísticos.

Artículo 52.  Centrales de reserva.

1. A los efectos de la presente Ley, se entiende por centrales de reserva las empresas 
turísticas que se dedican exclusivamente a reservar servicios turísticos.

2. Reglamentariamente se establecerán las condiciones y requisitos exigibles para esta 
modalidad de intermediación.

CAPÍTULO V

Empresas de turismo activo

Artículo 53.  Empresas de turismo activo.

1. Se consideran empresas de turismo activo aquellas dedicadas a proporcionar, 
mediante precio, de forma habitual y profesional, actividades turísticas de recreo, deportivas 
y de aventura que se practican sirviéndose básicamente de los recursos que ofrece la propia 
naturaleza en el medio en que se desarrollan.

2. Las empresas que realicen actividades de turismo activo deberán cumplir los 
requisitos que reglamentariamente se establezcan.

3. La realización de las actividades turísticas a que se refiere este artículo requerirá la 
emisión de los informes preceptivos o, en su caso, autorizaciones favorables de las 
Administraciones Públicas competentes en función de la naturaleza de la actividad de que se 
trate.

CAPÍTULO VI

Profesiones turísticas

Artículo 54.  Profesiones turísticas.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.30.ª de la Constitución, se consideran 
profesiones turísticas las relativas a la prestación, de forma habitual y retribuida, de servicios 
específicos en las empresas turísticas y las actividades turístico-informativas.

Artículo 55.  Actuaciones públicas.

La Administración del Principado de Asturias podrá adoptar cuantas medidas sean 
necesarias en orden al ejercicio de las actividades propias de las profesiones turísticas. 
Asimismo, impulsará los instrumentos y programas necesarios, a través del diálogo social, 
para mejorar los niveles de cualificación y la formación de los trabajadores y profesionales 
del sector, promoviendo en particular las condiciones para que éstos aseguren de forma 
voluntaria la calidad de los servicios en relación con un sistema de calidad ligado a los 
valores turísticos específicos del Principado de Asturias, con arreglo a lo previsto en el título 
V de esta ley.
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TÍTULO V

Promoción y desarrollo del turismo

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 56.  Promoción y desarrollo de la actividad turística.

1. A los efectos de esta Ley, el territorio del Principado de Asturias en su conjunto se 
considera como destino turístico integral, con tratamiento unitario en su promoción fuera del 
mismo, con el objeto de fortalecer la imagen turística de Asturias.

2. Corresponde a la Administración del Principado de Asturias, mediante los 
instrumentos que estime necesarios, el fomento y promoción del turismo de la Comunidad 
Autónoma, sin perjuicio de las iniciativas de naturaleza privada, de la participación de las 
entidades locales y de las competencias del Estado.

Artículo 57.  Principios de actuación.

1. La Administración del Principado de Asturias impulsará en materia de promoción 
turística fórmulas que permitan la coordinación, cooperación y colaboración con las 
administraciones públicas.

2. Asimismo, la Administración del Principado de Asturias fomentará la participación e 
integración de los agentes y asociaciones empresariales del sector turístico en las 
actividades de promoción.

CAPÍTULO II

Medidas de promoción

Artículo 58.  La promoción turística.

1. La Administración del Principado de Asturias adoptará en materia de promoción del 
turismo las medidas adecuadas para potenciar y promocionar la imagen de la Comunidad 
Autónoma.

2. En el marco de la colaboración pública y privada, y sin perjuicio de las competencias 
del Estado, sus actuaciones comprenderán:

a) Diseño y ejecución de campañas de promoción turística del Principado de Asturias.
b) Desarrollo de publicaciones turísticas orientadas a la información, promoción y 

comercialización del turismo del Principado de Asturias.
c) Elaboración, conjuntamente con el sector privado, de programas anuales de impulso a 

la proyección comercial, con el fin de incrementar la identificación de los productos turísticos 
asturianos.

d) Desarrollo de planes especiales de promoción orientados al turismo temático, o a 
determinados destinos y territorios.

e) Impulso de acciones orientadas a potenciar y estimular las marcas y clubes de 
calidad.

f) El diseño y ejecución de acciones de dinamización del turismo interior.
g) Apoyo a las iniciativas de promoción y comerciales de interés general para el sector 

turístico.
h) La puesta en marcha de una red de puntos de información al visitante acorde con los 

objetivos de promoción y desarrollo de la actividad turística.

Artículo 59.  Declaración de bienes y actividades de interés turístico.

1. La Administración del Principado de Asturias, por propia iniciativa o a instancia del 
Consejo Consultivo de Turismo o de otras entidades del sector turístico, podrá declarar como 
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bienes y actividades de interés turístico aquellos equipamientos, manifestaciones y eventos 
que contribuyan, significativamente, a incrementar el atractivo y la imagen turística de 
Asturias.

2. La declaración de interés turístico de bienes y actividades comportará la adopción de 
medidas especiales para su implantación, promoción y desarrollo.

Artículo 60.  Información turística.

1. La Administración del Principado de Asturias se dotará de medios y sistemas de 
información orientados a proporcionar el conocimiento de la oferta y la demanda turística y a 
garantizar la atención de las demandas de información externas.

2. En cooperación y coordinación con las entidades locales y en colaboración con las 
asociaciones empresariales, se adoptarán las medidas necesarias para impulsar sistemas e 
instrumentos de información turística de Asturias.

CAPÍTULO III

Medidas de fomento y desarrollo

Artículo 61.  El desarrollo turístico.

1. Para la consecución de los fines que en materia de promoción se expresan en el 
artículo 4 de la presente Ley, y en el marco de los instrumentos de ordenación territorial 
vigentes, la Administración del Principado de Asturias se dotará de las siguientes figuras:

a) Proyectos de interés regional.
b) Programas de dinamización turística.
c) Actuaciones integrales locales.
d) Programas de calidad e innovación.

2. Son proyectos de interés regional aquellos que por su gran capacidad dinamizadora 
del turismo en el Principado de Asturias y su carácter emblemático pueden constituir 
referentes de calidad sostenible.

3. Los programas de dinamización turística son aquellos que, a través de la cooperación 
entre las instituciones autonómicas, municipales y empresas turísticas locales, van dirigidos 
a la elaboración y ejecución de actuaciones integrales en las distintas áreas de dinamización 
turística o en destinos turísticos concretos.

4. Son actuaciones integrales locales aquellas acciones que, limitadas a un término 
municipal y en el marco de la cooperación pública y privada, encauzan, recuperan y 
desarrollan recursos turísticos.

5. Los programas de calidad e innovación son aquellos que tienen por objeto la 
promoción de los destinos, empresas y productos turísticos en todos los ámbitos del turismo 
asturiano, en especial, a través de la creación y fomento de los clubes y marcas de calidad.

6. La declaración de los proyectos de interés regional, programas de dinamización 
turística y actuaciones integrales locales corresponderá al Consejo de Gobierno, a propuesta 
de la Consejería competente en materia de turismo, a la que corresponderá la elaboración y 
aprobación de los programas de calidad.

Artículo 62.  Ayudas y subvenciones.

1. La Administración turística competente podrá establecer líneas de ayuda y otorgar 
subvenciones a empresas turísticas, administración local y a otras entidades y asociaciones 
como medidas para estimular la realización de las acciones fijadas en los planes y 
programas de promoción y fomento del turismo.

2. La concesión de subvenciones y ayudas respetará los principios de publicidad, 
concurrencia y objetividad, así como las normas generales sobre la libre competencia.

Artículo 63.  Fomento de los estudios turísticos.

1. La Administración del Principado de Asturias, en colaboración con los agentes 
económicos y sociales, propiciará la unificación de criterios en los programas y estudios de 
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la formación reglada y ocupacional y promoverá el acceso a la formación continua de los 
trabajadores. Asimismo, apoyará la formación turística destinada a la adquisición de 
conocimientos en el uso de nuevas tecnologías y la formación de formadores.

2. Igualmente por la Administración del Principado de Asturias se impulsará la 
celebración de acuerdos y convenios para la elaboración de programas y planes de estudio 
en materia turística.

TÍTULO VI

Inspección turística

Artículo 64.  Inspección.

La verificación y control del cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley y restante 
normativa de aplicación en materia turística corresponden al órgano competente en materia 
de turismo de la Administración del Principado de Asturias.

Artículo 65.  Funciones de la inspección turística.

La inspección turística tendrá las siguientes funciones:

a) Vigilancia y comprobación del cumplimiento de las disposiciones y normativa vigente 
en materia de turismo.

b) Investigación de los hechos objeto de reclamaciones y denuncias.
c) Constatación de la existencia de infraestructuras y la dotación de los servicios exigidos 

por la legislación turística.
d) Asesoramiento a las empresas turísticas sobre el cumplimiento y aplicación de la 

normativa vigente.
e) Emisión de los informes previos sobre el cumplimiento de los requisitos de 

infraestructura y servicios, de promoción de accesibilidad y supresión de barreras, así como 
la posible clasificación de los proyectos a los que se refiere el artículo 25.4 de la presente 
ley.

f) Control de la ejecución de las acciones subvencionadas y vigilancia del cumplimiento 
de las condiciones que motivaron la concesión de subvenciones por parte de la 
Administración turística.

g) La clausura o cierre de establecimientos en los supuestos previstos en la normativa 
turística, en virtud de resolución adoptada por el órgano competente en materia de turismo.

h) Todas aquellas otras funciones que reglamentariamente se le atribuyan.

Artículo 66.  Acción inspectora.

1. Los funcionarios inspectores de turismo, en el ejercicio de sus funciones, tendrán la 
consideración de agentes de la autoridad, pudiendo recabar la colaboración de las fuerzas y 
cuerpos de seguridad del Estado y Policía Local en apoyo de su actuación. Igualmente, 
cuando se considere necesario para el adecuado cumplimiento de la acción inspectora, 
podrán solicitar el apoyo y cooperación del personal y servicios dependientes de otras 
administraciones y organismos públicos.

2. Los funcionarios inspectores podrán acceder a las instalaciones, establecimientos y 
empresas turísticas y a aquellos otros locales abiertos al público en los que existan pruebas 
o indicios de que se desarrolle actividad turística, pudiendo requerir cuanta documentación 
sea precisa para el adecuado cumplimiento de su función.

3. Los funcionarios inspectores irán provistos de la documentación que acredite su 
condición, debiendo exhibirla cuando se hallaren en el ejercicio de sus funciones.

4. El personal funcionario de inspección deberá guardar secreto y sigilo profesional. En 
el ejercicio de sus funciones se guardará con los ciudadanos la mayor consideración y 
cortesía y se les informará de sus derechos y deberes, así como de la conducta que han de 
seguir en sus relaciones con la Administración turística, a efectos de facilitarles el 
cumplimiento de sus obligaciones.
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Artículo 67.  Obligaciones de los titulares de empresas y actividades turísticas.

1. Los titulares de empresas y actividades turísticas o los representantes de las mismas 
en el momento de la inspección están obligados a facilitar a los funcionarios inspectores de 
turismo el acceso y examen de instalaciones, documentos, libros y registros preceptivos, así 
como la comprobación de cuantos datos sean precisos a los fines que les son propios.

2. Igualmente, deberán tener a disposición de los funcionarios inspectores un libro de 
inspección, debidamente diligenciado, en el que se reflejará el resultado de las actuaciones 
que se realicen.

3. La inspección de turismo podrá requerir motivadamente la comparecencia de los 
interesados en las oficinas públicas, al objeto de lo que se determine en la correspondiente 
citación.

Artículo 68.  Actas de inspección.

1. Los resultados de la función inspectora de vigilancia y comprobación del cumplimiento 
de la normativa turística vigente serán recogidos en el acta de inspección correspondiente, 
en la cual se consignarán, además de los datos identificativos de la empresa o 
establecimiento de que se trate, la referencia expresa de los hechos constatados y cuantas 
circunstancias contribuyan a su mejor determinación y valoración.

2. Cuando la inspección turística estime que los hechos o comportamientos que dieron 
lugar a su actuación puedan ser constitutivos de infracción administrativa, deberá hacerlo 
constar en un acta de infracción.

3. Los interesados o sus representantes podrán hacer cuantas alegaciones o 
aclaraciones estimen convenientes, las cuales se reflejarán en el acta correspondiente.

4. Las actas tendrán que ser firmadas por el inspector actuante y el titular de la empresa 
o su representante y, en su defecto, por la persona que en ese momento esté al frente de la 
empresa o actividad. Si existiese negativa por las anteriores personas a estar presentes o a 
firmar el acta, el inspector hará constar dichas circunstancias, así como los motivos 
manifestados, si los hubiese, mediante la oportuna diligencia. Del acta extendida se dejará 
copia en el establecimiento.

5. La firma del acta levantada acreditará el conocimiento de su contenido y en ningún 
caso implicará la aceptación del mismo.

TÍTULO VII

Disciplina turística

CAPÍTULO I

Infracciones

Artículo 69.  Infracciones administrativas.

1. Se consideran infracciones administrativas en materia de turismo las acciones u 
omisiones tipificadas y sancionadas en la presente Ley.

2. Las disposiciones reglamentarias que desarrollen esta Ley podrán especificar, cuando 
resulte imprescindible, las conductas tipificadas como infracciones en la misma.

3. Las infracciones administrativas contra lo dispuesto en la presente Ley se clasifican en 
leves, graves y muy graves.

Artículo 70.  Infracciones leves.

Se consideran infracciones administrativas de carácter leve las siguientes:

a) La acampada libre.
b) La existencia de deficiencias ostensibles en las condiciones de limpieza de los locales, 

instalaciones, mobiliario y otros elementos de los establecimientos, así como de la fachada e 
inmediaciones del inmueble que formen parte de la explotación.
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c) La falta de exhibición de anuncios o distintivos obligatorios o su exhibición sin las 
formalidades exigidas o en lugares distintos a los determinados reglamentariamente.

d) El incumplimiento de las disposiciones relativas a documentación, información y libros 
establecidas por la normativa turística para el adecuado régimen y funcionamiento de la 
empresa o actividad y como garantía para la protección del usuario.

e) El incumplimiento de las normas sobre publicidad de los servicios a prestar y sus 
precios.

f) La inexistencia o la negativa a facilitar hojas de reclamaciones a los usuarios turísticos.
g) La expedición de facturas o justificantes de pago incorrectos.
h) La incorrecta prestación de los servicios por el personal encargado de los mismos.
i) La falta de notificación, comunicación, declaración de los datos o informaciones 

requeridos por la Administración o su realización fuera de plazo; excepto la declaración 
responsable previa a que se refiere el artículo 25 de esta ley, cuya ausencia o realización 
fuera de plazo tendrán la consideración de falta grave.

j) Cualquier otro incumplimiento de las prohibiciones y obligaciones establecidas en la 
presente ley que no esté tipificado como infracción grave o muy grave.

Artículo 71.  Infracciones graves.

Se consideran infracciones administrativas de carácter grave las siguientes:

a) La prestación de servicios o la realización de actividades turísticas por quien no haya 
realizado la declaración responsable previa a que se refiere el artículo 25 de esta ley, no 
haya obtenido la autorización correspondiente, cuando sea preceptiva, o carezca de la 
titulación exigida por las normas en vigor.

b) La publicidad de cualquier tipo, o la oferta a consumidores o usuarios o a las agencias 
de viajes y a las centrales de reserva, de alojamientos y actividades turísticos que no 
cumplan con lo previsto en el artículo 25 de esta ley.

c) La utilización de denominaciones, rótulos o distintivos diferentes a los que 
correspondan conforme a la clasificación y categoría declarada o asignada, según el caso.

d) La información o publicidad de los servicios o prestaciones que induzcan a engaño.
e) La ausencia de personal con cualificación técnica turística en aquellos puestos para 

cuyo desempeño sea exigible.
f) La no expedición de factura o justificante de pago.
g) La reserva confirmada de plazas en número superior a las disponibles o el 

incumplimiento de las disposiciones relativas al régimen de reservas.
h) La negativa a la prestación de un servicio contratado o la prestación del mismo en 

condiciones diferentes o de calidad inferior a las pactadas, cuando suponga un perjuicio 
grave para el cliente. No constituirá infracción la negativa a seguir prestando el servicio 
cuando el usuario se niegue al pago de los ya recibidos.

i) La obstrucción a la labor inspectora, la negativa o resistencia a facilitar la información 
requerida y el suministro de información falsa o inexacta a los inspectores u órgano 
competente de la Administración del Principado de Asturias.

j) No disponer de las instalaciones, sistemas o servicios obligatorios según la normativa 
turística o disponer de ellos en mal estado de conservación o funcionamiento.

k) Efectuar reformas estructurales no comunicadas previamente a la Administración 
competente en materia de turismo o autorizadas por ésta, según el caso, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 25 de esta ley, que modifiquen los requisitos básicos esenciales para 
el ejercicio de la actividad, supongan una disminución de la calidad o afecten a la 
clasificación, categoría y capacidad del establecimiento.

l) El incumplimiento de los plazos concedidos por la Administración turística competente 
para la subsanación de deficiencias de infraestructura o equipamientos.

m) La admisión en los campamentos de turismo de campistas fijos o residenciales y la 
instalación de unidades de acampada prohibidas.

n) La prohibición de libre acceso y la expulsión de los clientes cuando sean injustificadas.
ñ) La realización de la declaración responsable previa con inexactitud, falsedad y 

omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento que se 
acompañe a la misma.
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Artículo 72.  Infracciones muy graves.

Se consideran infracciones administrativas de carácter muy grave:

a) La prestación de servicios o la realización de actividades turísticas por quien no haya 
realizado la declaración responsable previa a que se refiere el artículo 25 de esta ley, no 
haya obtenido la autorización correspondiente, cuando sea preceptiva, o carezca de la 
titulación exigida por las normas en vigor, cuando comporten riesgos graves para los 
usuarios.

b) No mantener vigente la cuantía del capital social o las garantías del seguro y fianzas 
exigidas por la normativa.

c) El incumplimiento de la normativa de protección y prevención de incendios, medidas 
de seguridad, o de sanidad e higiene, cuando entrañen riesgo para la integridad física o 
salud de las personas.

Artículo 73.  Sujetos responsables.

1. Serán responsables de las infracciones administrativas tipificadas:

a) Las personas físicas o jurídicas titulares de empresas, establecimientos y actividades 
turísticas que serán, salvo prueba en contrario, aquellas que realicen la declaración 
responsable previa a que se refiere el artículo 25 de esta ley, o a cuyo nombre figure la 
autorización o habilitación preceptivas, según el caso.

b) Las personas físicas o jurídicas que no habiendo formalizado la declaración 
responsable previa a que se refiere el artículo 25 de esta ley, o no disponiendo de la 
autorización o habilitación preceptivas, según el caso, realicen la actividad o mantengan 
abiertos establecimientos turísticos.

c) Las personas físicas o jurídicas que, por acción u omisión, contravengan lo dispuesto 
en la presente ley o en sus normas de desarrollo.

2. El titular de la empresa, establecimiento o actividad será responsable administrativo 
de las infracciones cometidas por el personal a su servicio.

Artículo 74.  Prescripción de las infracciones.

1. Las infracciones administrativas en materia de turismo prescribirán en los siguientes 
plazos:

a) Las leves, a los seis meses.
b) Las graves, al año.
c) Las muy graves, a los dos años.

2. El plazo de prescripción se computará desde el día en que se hubiera cometido la 
infracción y quedará interrumpido por la incoación del correspondiente expediente 
sancionador, con conocimiento del expedientado, reanudándose el cómputo si el 
procedimiento estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al 
presunto responsable.

CAPÍTULO II

Sanciones

Artículo 75.  Clases de sanciones.

1. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden, por la comisión 
de las infracciones administrativas tipificadas en la presente ley podrán imponerse las 
siguientes sanciones:

a) Apercibimiento.
b) Multa.
c) Suspensión de las actividades empresariales o profesionales.
d) Clausura del establecimiento.
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e) Revocación de la autorización o habilitación preceptivas para el ejercicio de la 
actividad.

2. Cuando la clausura de la empresa o establecimiento venga determinada por la 
ausencia de declaración responsable previa o autorización, según el caso, a que se refiere el 
artículo 25 de esta ley, aquélla no tendrá la consideración de sanción, ordenándose la 
clausura para el restablecimiento inmediato de la legalidad conculcada y hasta el momento 
en que la misma sea restablecida, sin perjuicio todo ello del expediente sancionador que, en 
su caso, se incoe.

Artículo 76.  Criterios para la graduación de las sanciones.

Las sanciones se impondrán teniendo en cuenta las circunstancias concurrentes cuando 
se produjo la infracción administrativa, considerándose especialmente los siguientes criterios 
para la graduación de las mismas:

a) Los perjuicios ocasionados.
b) El beneficio ilícito obtenido.
c) La categoría y volumen económico del establecimiento o características de la 

actividad.
d) La existencia de intencionalidad o la reiteración entendida como la comisión en el 

término de dos años de dos o más infracciones de cualquier carácter, que así hayan sido 
declaradas por resolución firme.

e) La reincidencia, entendida como la comisión en el término de un año de más de una 
infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme. En 
caso de reincidencia, la infracción podrá clasificarse como correspondiente a la categoría de 
infracciones inmediatamente superior.

f) La subsanación durante la tramitación del expediente de las anomalías que dieron 
origen a la iniciación del procedimiento.

Artículo 77.  Graduación de las sanciones.

1. La comisión de infracciones administrativas calificadas como leves conllevará la 
imposición de alguna de las siguientes sanciones:

a) Apercibimiento.
b) Multa de entre 60,10 y 601,01 euros.
La sanción de multa en su grado mínimo se situará entre los 60,10 y 150,25 euros; en su 

grado medio, de 150,26 a 300,51 euros; y en su grado máximo, de 300,52 a 601,01 euros.

2. La comisión de infracciones administrativas calificadas como graves conllevará la 
imposición de alguna o algunas de las siguientes sanciones:

a) Multa de entre 601,02 y 6.010,12 euros.
La sanción de multa en su grado mínimo se situará entre los 601,02 y 1.202,02 euros; en 

su grado medio, de 1.202,03 a 3.005,06 euros; y en su grado máximo, 3.005,07 a 6.010,12 
euros.

b) Suspensión del ejercicio de las actividades empresariales o profesionales por un plazo 
no superior a 6 meses.

3. La comisión de infracciones administrativas calificadas como muy graves conllevará la 
imposición de alguna o algunas de las siguientes sanciones:

a) Multa de entre 6.010,13 y 60.101,21 euros.
La sanción de multa en su grado mínimo se situará entre 6.010,13 y 15.025,30 euros; en 

su grado medio, de 15.025,31 a 33.055,67 euros; y en su grado máximo, de 33.055,68 a 
60.101,21 euros.

b) Suspensión del ejercicio de las actividades empresariales o profesionales por un plazo 
no superior a 2 años.

c) Clausura del establecimiento.
d) Revocación de la autorización o habilitación preceptivas para el ejercicio de la 

actividad.
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4. La sanción de apercibimiento procederá en los supuestos de infracciones leves 
cuando, por las circunstancias de la infracción o del infractor, no se estime conveniente la 
imposición de multa. En las infracciones graves y muy graves las sanciones de multa serán 
compatibles con las de suspensión, clausura o revocación.

5. La revocación de subvenciones o la suspensión del derecho a obtenerlas se podrán 
imponer como sanción accesoria a las que procedan en los supuestos de faltas graves y 
muy graves.

Artículo 78.  Multas coercitivas.

Con independencia de las sanciones previstas en los artículos anteriores, los órganos 
sancionadores, una vez transcurridos los plazos señalados en el requerimiento 
correspondiente relativo a la adecuación de la actividad o de los establecimientos a lo 
dispuesto en las normas, podrán imponer multas coercitivas conforme a lo dispuesto en el 
artículo 99 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. La cuantía de cada 
una de dichas multas no superará el 20 por 100 de la multa fijada para la infracción 
cometida.

Artículo 79.  Órganos competentes para la imposición de las sanciones.

Los órganos competentes para la imposición de las sanciones establecidas en esta Ley 
son los siguientes:

a) El titular de la Dirección General competente en materia turística, en el caso de 
sanciones por infracciones leves.

b) El titular de la Consejería competente en materia turística, en el caso de las sanciones 
por infracciones graves y muy graves, con la excepción prevista en el apartado siguiente.

c) El Consejo de Gobierno, en el caso de las sanciones por infracciones muy graves, 
cuando lleven aparejadas la clausura del establecimiento o la revocación de la autorización o 
habilitación preceptivas para el ejercicio de la actividad.

Artículo 80.  Inscripción, cancelación y publicidad de las sanciones.

1. Las sanciones firmes en vía administrativa, sea cual fuere su clase y naturaleza, serán 
anotadas en el Registro de empresas y actividades turísticas del Principado de Asturias.

2. La anotación de las sanciones se cancelará de oficio, transcurridos los plazos de 
prescripción señalados en el artículo 81 de esta Ley.

3. Las sanciones impuestas por faltas muy graves que conlleven el cierre de las 
instalaciones o establecimientos, la suspensión del ejercicio de empresas o actividades o la 
revocación de la autorización o habilitación preceptivas para el ejercicio de la actividad 
habrán de ser publicadas en el "Boletín Oficial del Principado de Asturias".

Artículo 81.  Prescripción de las sanciones.

1. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los dos años ; las 
impuestas por faltas graves, al año, y las impuestas por faltas leves, a los seis meses.

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que 
adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a contarse el plazo si aquél está paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable al infractor.

CAPÍTULO III

Procedimiento sancionador

Artículo 82.  Regulación.

El procedimiento sancionador en materia turística se regulará por lo establecido en la 
presente Ley y en sus normas de desarrollo, debiendo, en todo caso, respetarse los 
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principios contenidos en el capítulo II del título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

Artículo 83.  Iniciación.

1. El procedimiento sancionador en materia turística se iniciará de oficio por acuerdo del 
titular de la Dirección General competente en materia turística adoptado como consecuencia 
de cualquiera de las actuaciones siguientes:

a) Por la propia iniciativa del órgano competente en materia turística cuando tenga 
conocimiento de una presunta infracción por cualquier medio.

b) Orden del órgano superior jerárquico.
c) Petición razonada de la autoridad u órgano administrativo que tenga conocimiento de 

una presunta infracción.
d) Denuncia de cualquier persona en cumplimiento o no de una obligación legal.

2. Con carácter previo a la incoación del procedimiento, la inspección de turismo podrá 
realizar actuaciones al objeto de determinar si concurren las circunstancias que justifiquen la 
iniciación del procedimiento sancionador.

Artículo 84.  Medidas provisionales.

1. Iniciado el procedimiento sancionador, el órgano competente podrá acordar, de oficio 
o a instancia de parte, las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la 
eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes 
para ello.

2. Entre tales medidas se podrá acordar la suspensión temporal de la actividad hasta la 
resolución del procedimiento, si la infracción pudiera dar lugar a la clausura definitiva del 
establecimiento.

3. Antes de la iniciación del procedimiento sancionador, el órgano competente, de oficio 
o a instancia de parte, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los 
intereses implicados, podrá adoptar las medidas correspondientes por razones de seguridad. 
Tales medidas habrán de ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de 
iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su 
adopción.

En todo caso las medidas adoptadas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento 
en dicho plazo o si el acuerdo de iniciación no se pronuncia expresamente acerca de las 
mismas.

Artículo 85.  Ejecutividad de las sanciones.

1. Las sanciones que se impongan al amparo de lo dispuesto en la presente Ley serán 
objeto de inmediata ejecución cuando pongan fin a la vía administrativa de conformidad a lo 
dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. Contra las resoluciones del procedimiento sancionador podrán interponerse los 
recursos previstos en la normativa sobre régimen jurídico de las administraciones públicas.

Artículo 86.  Caducidad.

Los procedimientos sancionadores se entenderán caducados procediéndose al archivo 
de las actuaciones una vez que transcurra un año desde su incoación, excluyendo de su 
cómputo las suspensiones establecidas en el artículo 42.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, todo ello sin perjuicio de la posible ampliación del plazo en los 
supuestos legalmente establecidos.
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Disposición adicional primera.  
La Consejería competente en materia turística establecerá un sistema normalizado de 

información estadística para garantizar la fiabilidad y la actualización permanente de los 
datos turísticos, utilizando a estos efectos la delimitación territorial vigente en el Principado 
de Asturias. Antes de su aprobación, la Consejería requerirá informe no vinculante del 
Consejo Consultivo de Turismo del Principado de Asturias.

Disposición adicional segunda.  
Para el ejercicio de las actividades de inspección se crea, dentro del Cuerpo de Gestión 

de la Administración del Principado de Asturias, grupo B, la Escala de Inspección Turística.

Disposición adicional tercera.  
En la forma en que se determine reglamentariamente, la Administración del Principado 

de Asturias podrá crear un procedimiento de arbitraje de conformidad con la legislación 
vigente para la resolución de los conflictos que pudieran surgir entre las empresas 
prestadoras de los servicios y los usuarios destinatarios de los mismos, todo ello sin perjuicio 
de la protección administrativa y judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de la 
Constitución Española.

Disposición transitoria primera.  
Hasta tanto no se constituya el Consejo Consultivo de Turismo del Principado de 

Asturias, previsto en el artículo 8 de la presente Ley, cuyo Decreto regulador deberá ser 
aprobado en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la misma, continuará en 
funciones el Consejo de Turismo del Principado de Asturias, creado por el Decreto 7/1997, 
de 6 de febrero.

Disposición transitoria segunda.  
Lo previsto en el artículo 14.1 no será de aplicación a los campamentos de turismo 

autorizados en el momento de la entrada en vigor de la presente Ley, que mantendrán el 
régimen jurídico urbanístico que les resulte de aplicación.

Disposición transitoria tercera.  
Las empresas turísticas existentes a la entrada en vigor de esta Ley dispondrán del 

plazo de tres años para adaptarse a lo dispuesto en la misma.

Disposición transitoria cuarta.  
Los establecimientos que a la entrada en vigor de la presente Ley estuvieran clasificados 

como hostales podrán continuar en dicha clasificación con el carácter de «categoría a 
extinguir», en tanto no se proceda a un cambio de su titularidad, la cual no se autorizará 
hasta que el establecimiento no se acomode a alguna de las modalidades contempladas en 
la Ley.

Disposición transitoria quinta.  
Los funcionarios que a la entrada en vigor de la presente Ley vengan desempeñando las 

funciones de inspección pasarán a integrarse en la Escala a extinguir del grupo B, siempre 
que acrediten contar con la titulación exigida para dicho grupo.

Disposición derogatoria.  
A la entrada en vigor de la presente Ley quedan derogadas la Ley del Principado de 

Asturias 2/1986, de 28 de abril, sobre inspección, sanciones y procedimiento sancionador en 
materia de empresas y actividades turísticas, así como todas aquellas disposiciones de igual 
o inferior rango que se opongan a lo previsto en la misma.
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Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo y ejecución de la presente Ley. En el plazo de un año desde su entrada en 
vigor habrá de aprobarse la totalidad de los desarrollos reglamentarios previstos en la 
presente Ley.

Disposición final segunda.  
En el plazo de dos años, desde la entrada en vigor de la presente Ley, el Consejo de 

Gobierno aprobará las directrices sectoriales de ordenación de los recursos turísticos, las 
cuales serán revisadas con una periodicidad no superior a cuatro años.

Disposición final tercera.  
La cuantía de las multas establecidas en la presente Ley podrá ser actualizada por el 

Consejo de Gobierno, teniendo en cuenta la variación de los índices de precios al consumo.

Disposición final cuarta.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».

INFORMACIÓN RELACIONADA

• Téngase en cuenta que el Consejo Consultivo de Turismo pasa a denominarse Consejo 
Asesor de Turismo por la disposición adicional 1.2 de la Ley 1/2004, de 21 de octubre. Ref. 
BOE-A-2004-19794.
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